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LEGISLACIÓN  Y  JURISPRUDENCIA 

DIPLOMÁTICO-CONSUXAR, 


REPERTORIO  PARA  LA  CARRERA  DE  ESTADO 


mejor  consulta  de  las  obligaciones  y  derechos  de  las  personas,  conforme 
á  la  moral,  á  la  política  y  al  derecho  civil;  con  multitud  de  voces 

ó  palabras  legales, 


POR 


P.   pALBINO   goRTÉS  Y   jVlORALES 
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Coronel  retirado,  Cónsul  general  jubilado,  Caballero  Gran  cruz  de  Isabel  la  Católica,  Comendador  de  Carlos  III, 

placa  de  primera  clase  del  Nisham  Tftijar  de  Tünez,  Caballero  de  la  Legión  de  Honor,  condecorado  con  varias 

cruces  de  distinción  y  de  mérito  militar,   Miembro  de  la  Sociedad  Matritense,   de  la  de  Manila  y  de  la  de 

Agricultura  de  Argel  y  Vocal  de  la  Junta  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio  de  la  provincia  de  Madrid. 
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IMPRENTA  Y  FUNDICIÓN  DE  J.  ANTONIO  GARCÍA, 
CALLE  DE  CAMPOMANES,  irÚMEHO  6. 
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EXCMO.  SR  D.  AUGUSTO  ULLOA, 


MINISTRO  DE  ESTADO. 


Fruto  de  mi  constante  laboriosidad j  ya  que  no  de  mi  limitado  talento^  pongo 
bajo  el  amparo  del  nombre  ilustre  de  V^  E.  mi  Diccionario  razonado  de  Legis- 
1  ación  y  Jurisprudencia  Diplomático-Consular,  ó  Prontuario  para  las  carreras 
de  Estado. 

Conozco  que  adolecerá  de  los  defectos  inherentes  d  toda  obra  humana^  y  con 
especialidad  á  las  que  en  vez  de  ser  producto  de  una  idea  determinada  y  con- 
creta, son  resultado  de  largas  investigaciones  y  de  diversos  y  hasta  encontrados 
pareceres;  pero  en  cambio  hallará  V.  E.  en  todas  sus  páginas  los  sentimientos 
de  imparcialidad  y  de  rectitud  que  hoy  me  acompañan  en  la  vejez,  después  de 
haber  guiado  una  larga  vida  consagrada  siempre  al  servicio  de  mi  país. 

Ruego  á  V.  E.  admita  con  su  acostumbrada  bondad  mi  humilde  ofrenda  y  y 
con  ella  las  seguridades  del  respeto  y  la  estimación  de  S.  S.  S.  Q.  B.  S.  M. 


0xc7no.    cf^T". 


Swal^Uto  ^oU^eV  M.  (SM^xAAsSi^. 
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MINISTERIO  DE  ESTADO. 


SECRETARIA  GEHERAL. 


Excmo.  Sr.:  Se  han  recibido  en  este  Ministerio  los  primeros 
pliegos  impresos  del  Diccionario  razonado  de  Legislación  y  Juris- 
prudencia Diplomático-Cortsular  que  V.  E.  se  dispone  á  dar  á  luz;  y 
sin  perjuicio  de  examinar  la  obra  en  su  conjunto,  creo  muy  digno 
de  aplauso  el  pensamiento  que  le  ha  inspirado,  y  le  felicito  por  ella, 
al  mismo  tiempo  que  acepto  con  gusto  su  dedicatoria.  Dios  guarde 
á  V.  E.  muchos  años. 

Madrid  22  de  Noviembre  de  1874.ii=Aügusto  ÜLLOA.^Excelen- 
tísimo  Sr.  D.  Balbino  Cortés  y  Morales,  Cónsul  general  jubilado. 
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ADVERTENCIA. 


Este  DiccianariOj  único  en  su  clase,  y  en  el  cual  están  compiladas  las  opiniones  y  teo- 
rías de  los  más  respetables  autores  que  han  ilustrado  la  ciencia  Diplomático-Consular , 
juntamente  con  los  preceptos  y  disposiciones  más  útiles  de  nuestra  legislación,  podrá  ser- 
vir de  Manual  práctico  y  de  consulta  á  cuantos  se  dedican  á  la  Carrera  de  Estado,  para 
el  mejor  desempeño  de  sus  múltiples  obligaciones. 

Es  asimismo  de  absoluta  necesidad  al  comerciante,  al  armador,  al  naviero,  y  á  cuan- 
tos no  habiéndose  dedicado  á  la  carrera  forense  quieran  adquirir  con  poco  trabajo,  y  sin 
pérdida  de  tiempo,  las  noticias  que  les  convengan  para  su  gobierno  en  el  arreglo  de  sus 
negocios,  en  el  conocimiento  de  sus  derechos,  y  en  la  seguridad  de  sus  contratos. 

El  Cuerpo  Consular,  sobre  todo,  al  que  nos  hemos  honrado  de  pertenecer  durante  lar- 
gos años,  encontrará  en  él  una  segura  guia,  tanto  en  los  asuntos  comerciales  como  en  los 
que  pueden  llamarse  de  interés  nacional,  y  en  cuantos  abarca  su  dilatada  jurisdicción,  tan 
pronto  judicial  como  simplemente  administrativa,  ó  esencialmente  política. 

La  aprobación  de  nuestros  compañeros  y  el  aprecio  que  hagan  de  este  libro  serán  la 
mejor  recompensa  de  nuestro  trabajo. 
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AAM  ó  AHM.  Medida  grande  para  los  lí- 
quidos, principalmente  para  el  aceite,  usada 
en  Amsterdan ,  Amberes ,  Hamburgo ,  etc.  Bl 
aam  de  Amsterdan  y  de  toda  la  Holanda  equi- 
vale á  150  litros  66  cent.,  y  el  de  Suecia,  en 
el  comercio,  á  148  litros  80  oent. ,  ó  sean  unos 
40  galones  ingleses.  Véase  Galón. 

ABAB.  Marinero  turco  destinado  al  servi- 
cio de  la  marina  de  guerra.  La  mayor  parte 
de  los  marineros  turcos  son  esclavos;  pero 
cuando  no  hay  suñciente  número  de  éstos  pa- 
ra cubrir  aquel  servicio,  se  sacan  del  pueblo 
los  marineros,  dando  uno  cada  20  familias ,  el 
cual  es  pagado  por  las  demás  á  que  no  perte- 
nece, ó  de  que  no  dimana. 

ABANDERAMIENTO.  El  acto  de  proveer 
á  un  buque  de  los  documentos  indispensables 
para  autorizar  su  bandera.  Ningún  buque  pue- 
de usar  esta  bandera,  ni  navegar,  sin  estar 
previamente  matriculado.  Véase  Matbícula  de 

niBARCACIONES. 

El  art.  590  del  Código  de  Comercio  per- 
mite adquirir  buques  extranjeros,  los  cuales 
pueden  navegar  con  iguales  franquicias  que 
los  nacionales.  La  ley  de  1.^  de  Noviembre  de 
1837  destruyó  esta  franquicia,  y  prohibió  la 
matriculacion  de  buques  construidos  fuera  de 
España. 

La  Beal  orden  de  19  de  Julio  de  1846  tra- 
ta también  del  abanderamiento  de  buques  en 
el  extranjero,  y  cuyos  propietarios  se  hallan 
fuera  de  España,  y  previene  que  no  puede  ad- 


mitirse semejante  permiso  aunque  los  Agentes 
de  Francia,  Inglaterra  y  los  Estados  Unidos  se 
hallan  ampliamente  autorizados  por  sus  res- 
pectivos Gobiernos  para  dar  pasavantes  á  los 
subditos  de  sus  Naciones  en  la  compra  y  aban- 
deramiento de  cualquier  buque  extranjero. 

La  Real  orden  de  3  de  Agosto  de  1847  di- 
ce «que  no  puede  tener  lugar  el  abandera- 
miento de  buque  extranjero  sin  previo  consen- 
timiento del  Gobierno,  porque,  por  regla  ge- 
neral, los  buques  extranjeros  solo  pueden 
abanderarse  con  el  pabellón  español  después 
de  haberse  matriculado  en  uno  de  nuestros 
puertos,  si  tienen  la  circunstancia  que  previe- 
nen las  leyes,  y  satisfacen  los  derechos  que 
están  establecidos.» 

Aunque  hasta  1851  la  adquisición  de  bu- 
ques en  el  extranjero  se  hallaba  prohibida,  ésta 
tuvo  dos  modiñcaciones:  una,  hecha  por  la  ley 
de  Aranceles  de  9  de  Julio  de  dicho  año,  que 
permitía  la  introducción  de  los  que  midieran 
de  400  toneladas  arriba;  y  la  otra,  por  Beal 
orden  de  7  de  Enero  de  1848,  que  concedíala 
matricula  de  todo  buque  de  hierro,  aunque  fue- 
se de  menos  de  400  toneladas,  siendo  de  vapor. 

La  Real  orden  de  13  de  Diciembre  de 
1852,  é  instrucción  que  es  aneja.  Ajaba  las 
reglas  para  el  abanderamiento,  introducción 
y  matriculacion  de  buques  de  construcción  ex- 
tranjera á  que  debian  sujetarse  los  Cónsules  en 
los  cuatro  casos  é  incidentes  que  se  expresan 
y  tienen  relación  con  la  marina. 
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Caso  primero.  Introducción  ,  matricula  y 
abanderamiento  de  buques  de  construcción 
extranjera. 

Caso  segundo.  Venta  de  buques  españoles  en 
puertos  extranjeros,  y  sus  incidencias. 

Caso  tercero.     Buques  españoles  que  arri« 
ban  á  puertos  extranjeros  sin  documentación. 
Caso  cuarto.     Carena   de  buques  españoles 
en  puertos  extranjeros. 

La  Real  orden  circular  de  4  de  Noviembre 
de  1868  previene  que  se  derogue  la  de  21  de 
Abril  de  1866,  por  la  que  se  prohibió  expedir 
pasavantes  de  abanderamiento  provisional  á  los 
buques  comprados  por  españoles  en  puertos 
extranjeros,  y  que  los  Cónsules  puedan  darlos 
para  enarbolar  provisionalmente  la  bandera 
espolióla  en  su  primer  viaje  á  la  Península 
con  objeto  de  abanderarse  definitivamente, 
previa  autorización  en  cada  caso  del  Ministro 
de  Marina,  y  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  las 
Reales  órdenes  de  5  de  Agosto  de  1851  y  22 
de  Julio  de  1865,  dictadas  por  el  mismo. 

Con  fecha  22  de  Noviembre  de  1868,  el 
Ministro  de  Hacienda  del  Gobierno  provisional 
decretó  la  libre  introducción  en  los  dominios 
españoles  de  buques  de  toda  clase,  tanto  de 
madera  como  de  casco  de  hierro,  mediante  el 
abono  de  los  derechos  siguientes: 
Los  de  madera  hasta  la  cabida  de  100  tonela- 
das de  un  metro  cubico  pagarán  por  tone- 
lada métrica 130  rs. 

Los  de  101  á  300  toneladas,  ídem. . .    100  o 
Los  de  301  toneladas  en  adelante. 

Ídem , 50  i) 

Los  de  casco  de  hierro,  de  cualquiera 

cabida  que  sean,  Ídem 50  » 

El  art.  2.'  previene: 

((Las  toneladas  de  un  metro  cubico  de  que 
trata  el  articulo  anterior  serán  las  que  midan 
en  su  totalidad  los  buques,  sin  deducción  de 
ningún  espacio  ni  departamento  de  bajo  cu- 
bierta; pero  quedan  comprendidos  en  los  de- 
rechos señalados  á  cada  tonelada  los  corres- 
pondientes á  todos  los  instrumentos,  maqui- 
naria, útiles  y  enseres  á  que  se  refieren  las  no- 
tas 20  y  21  del  Arancel  de  12  de  Julio  de 
1869. 

Por  Real  orden  circular  del  Ministerio  de 
Estado,  en  fecha  5  de  Febrero  de  1871,  S.  A. 
el  Regente  del  Reino,  de  acuerdo  con  lo  in- 
formado por  los  Ministros  de  Hacienda  y  ÜU 
tramar,  autoriza  á  los  Agentes  consulares  de 
España  en  el  extranjero  para  expedir  pasavan- 
tes á  los  buques  construidos  ó  comprados  por 
armadores  españoles  en  sus  respectivos  distri- 
tos consulares,  sin  necesidad  de  permiso  pre- 
vio del  Ministerio  de  Marina,  según  antes  se 
requería;  pero  solo  para  un  puerto  determina- 


do de  los  dominios  de  España,  bien  sea  de  la 
Península  ó  de  Ultramar,  al  cual  deberá  con- 
ducirse la  nave  directamente,  dando  cuenta  en 
el  acto  al  Ministerio  de  Estado  y  poniéndolo  en 
conocimiento  de  la  Autoridad  de  marina  del 
puerto  á  donde  la  embarcación  deba  dirigirse. 
Véase  Nave. 

La  Real  orden  de  27  de  Abril  de  1871  re- 
suelve que  los  buques  adquiridos  por  españoles 
en  el  extranjero,  y  que  hagan  su  primer  viaje 
á  Ultramar  con  bandera  provisional,  satisfagan 
los  derechos  de  las  mercancías  que  conduzcan 
como  si  fuesen  en  bandera  española;  pero  á 
condición  de  que  lleven. sus  pasavantes  y  de- 
más documentos  expedidos  en  debida  forma, 
con  intervención  de  los  Cónsules  de  España, 
debiendo  además  llenar  inmediatamente  las 
formalidades  de  matrícula  y  abanderamiento 
definitivo.— G^a(?^to  de  Madrid  del  14  de  Mayo 
de  1871,  núm.  131. 

La  Real  orden  circular  de  10  de  Enero  de 
1873,  del  Ministerio  de  Estado,  dispone:  aQue 
cuando  los  buques  adquiridos  en  el  extran-' 
jero  vengan  á  abanderarse  á  alguno  de  los 
puertos  de  España  y  sus  islas  adyacentes  ó  de 
las  provincias  de  Ultramar  ,  provistos  del  pa- 
savante correspondiente ,  puedan  tocar  en  los 
puertos  extranjeros  y  nacionales  del  tránsito 
para  completar  sus  cargamentos.)) 

ABANDONO.  La  dejación,  dimisión  ó  des- 
amparo que  uno  hace  de  alguna  cosa  en  favor 
de  otro. — En  el  comercio  marítimo  es  la  deja- 
ción ó  cesión  que  en  ciertos  casos  marcados  por 
la  ley  hace  el  asegurado  al  asegurador  de  la  pro- 
piedad de  las  cosas  aseguradas,  exigiéndole  al 
mismo  tiempo  la  cantidad  convenida  en  el  con- 
trato de  seguro. — El  Código  de  comercio  señala 
en  sus  artículos  901  al  929  inclusive  las  di- 
ferentes causas  de  abandono.  Véase  Asegühador. 

ABANDONO  DE  LAS  HEBOANCÍ  AS. 
Conforme  alas  Ordenanzas  de  Aduanas  de  15  de 
Julio  de  1870 ,  en  su  art.  184,  el  abandono  de 
mercancías  es  la  renuncia  de  su  propiedad,  he- 
cha por  el  consignatario. 

El  abandono  es  expreso  cuando  el  interesa- 
do hace  la  renuncia  por  escrito  dirigido  al  Ad- 
ministrador de  la  Aduana. 

El  abandono  es  de  hecho  cuando  consta  ó  se 
deduce  de  actos  del  interesado  que  no  dejan 
lugnr  á  duda ;  tales  son: 

1  .*  Cuando  presentado  el  manifiesto  por  el 
Capitán  y  designado  en  él  el  consignatario, 
no  se  encuentra  quien  sea  éste,  ó  haya  falle- 
cido sin  dejar  quien  le  sustituya ,  ó  renuncie 
el  designado  y  no  quieran  admitir  la  consigna- 
ción ,  ni  el  Cónsul  de  la  Nación  del  cargador, 
ni  el  Presidente  de  la  Junta  de  comercio  en 
caso  de  ser  español. 
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2/  Cuando  pasan  los  plazos  concedidos 
para  el  almacenaje  en  Aduanas  ó  para  el  de- 
pósito (artículos  102  y  142) ,  y  dados  los  avisos 
de  ordenanza  al  consignatario  no  se  presenta 
éste. 

3.°  Cuando  habiéndose  presentado  el  con- 
signatario á  hacer  el  despacho  se  verifica  éste, 
y  liquidados  los  derechos  no  acude  aquel  des- 
pués de  tercera  conminación ,  en  cada  una  de 
las  cuales  se  le  dé  el  plazo  de  ocho  dias. 

4/  Cuando  verificado  el  pago  de  derechos 
no  saca  el  interesado  los  géneros  del  almacén 
de  la  Aduana  al  tercer  aviso,  mediando  un  mes 
del  uno  al  otro. 

5.®  Bn  cualquier  otro  caso  no  previsto,  y 
en  que  la  voluntad  del  dueño  pueda  inferirse 
tan  claramente  comeen  los  cuatro  precedentes. 

Siempre  que  el  interesado  acuda  dentro  de 
los  plazos  que  en  este  articulo  se  señalan  ,  no 
habrá  lugar  á  la  declaración  de  abandono;  pero 
se  le  exigirá  el  pago  de  los  derechos  de  las 
mercancías,  el  de  los  recargos  en  que  pudiera 
haber  incurrido ,  y  el  de  los  gastos  de  alma- 
cenaje y  otros  cualesquiera  que  pudieran  ha- 
berse ocasionado. 

En  los  artículos  185  al  188  inclusive  se 
prescribe  cuando  debe  hacerse  la  manifestación 
explícita  del  abandono ;  las  mercancías  que 
paeden  abandonarse ;  la  forma  en  que  deberá 
precederse  á  abrir  el  expediente  que  justifique 
el  abandono;  y  por  ultimo  ,  la  declaración  de* 
finitiva  del  mismo  y  el  destino  que  del  produc- 
to de  las  mercancías  abandonadas  prescriben  las 
mismas  ordenanzas  en  los  casos  1.*  y  4.*  ex- 
presados en  el  art.  184. 

ABANDONO  DE  DESTINO.  Delito  que 
comete  el  empleado  publico  que,  sin  haberle  si- 
do admitida  su  renuncia,  desampara  con  daño 
de  la  causa  pública  el  destino  que  se  le  habia 
confiado.  El  Código  penal  establece  la  siguien- 
te pena: 

«Art.  280.  El  empleado  que  sin  habérsele 
admitido  la  renuncia  de  su  destino,  lo  aban- 
donare con  daño  de  la  causa  publica ,  será 
castigado  con  la  pena  de  suspensión  ó  inha- 
bilitación temporal  para  cargo  ú oficio.» 

Esta  disposición  ha  de  entenderse  sin  per- 
juicio de  la  comprendida  en  el  art.  181  del  mis- 
mo Código. 

ABAS.  Peso  de  Pérsia,  que  sirve  para  pe- 
sar las  perlas  y  que  un  gramo.  O,  vale  1458. 
— Moneda  del  mismo  país  equivalente  á  2  fran- 
cos 30  c. 

ABA8IS.  Moneda  de  plata  usada  en  Pérsia, 
cuyo  valor  es  de  6  rs.  de  vellón  y  5  mrs.  con 
cortísima  diferencia.  Perreros  y  Pando  (Este- 
ban) distinguido  catedrático  de  retórica  y  ma- 
temáticas, dice  que  vale  una  peseta. 


ABATELAMIENTO.  (AhaUlemenL)  Sen- 
tencia que  pronuncian  los  Cónsules  franceses  en 
las  Escalas  de  Levante  contra  todo  negociante 
de  su  Nación  que  desconoce  sus  contratos,  des- 
atiende sus  pagos,  ó  desconoce  sus  deudas.  El 
individuo  contra  el  cual  esta  sentencia  consu- 
lar recae  no  tiene  la  facultad  de  intentar  ac- 
ción alguna  para  el  pago  de  las  sumas  que  le 
sean  debidas,  hasta  tanto  que  haya  satisfecho 
sus  deudas  bajo  la  intervención  y  aprobación 
del  Cónsul. 

ABDICACIÓN.  La  acción  ó  renuncia  vo- 
luntaria del  dominio,  propiedad  ó  derecho  de 
alguna  cosa,  y  principalmente  del  poder  del 
Soberano  ó  puestos  supremos,  después  de  ha- 
berlos poseído.  En  Aragón  era  lo  mismo  que 
revocación.  Véase  Renuncia. 

ABINTBSTATO.  Locución  latina  usada 
en  castellano  para  significar:  sin  testamento  y 
así  se  dice  del  que  murió  sin  testar,  que  mu- 
rió abintestato,  Hé  aquí  lo  que  encontramos 
en  las  siguientes  Convenciones  internacionales. 

En  el  tratado  de  paz  y  comercio  firmado 
entre  España  y  la  Gran  Bretaña  el  17  de  Di- 
ciembre de  1865  se  lee  lo  que  sigue: 

((A.rt.  14.  Los  bienes,  libros  y  papeles  de 
los  individuos  de  ambas  partes,  muertos  sin 
testar  en  los  dominios  recíprocos,  serán  depo- 
sitados, según  inventario  hecho  por  el  Cónsul 
de  la  Nación  del  difunto,  en  las  manos  de  dos 
ó  tres  comerciantes  designados  por  este  fun- 
cionario, á  fin  de  conservarlos  íntegramente  á 
beneficio  de  los  propietarios,  de  los  acreedores 
ó  herederos.  En  el  caso  que  pertenezca  en  Es- 
paña á  la  Cruzada  el  nombramiento  de  tales 
depositarios,  se  hará  de  manera  que  los  expre- 
sados individuos  estén  revestidos  de  la  confian- 
za del  Cónsul  de  Inglaterra.» 

En  el  do  17 13 ,  celebrado  entre  dichas  Po- 
tencias ,  en  el  art.  34,  se  estipula  lo  mismo  que 
en  el  anterior,  menos  la  intervención  del  Con- 
sejo de  Cruzada ,  ni  algún  otro  tribunal ,  lo 
cual  se  practicará  en  Inglaterra ,  en  igual  ca- 
so, con  los  subditos  españoles. 

La  práctica  ha  alterado  estas  disposiciones. 
En  el  dia  las  justicias  territoriales  toman  una 
intervención  directa,  fundadas  en  que  pudo  ha- 
ber créditos  ó  capitales  de  nacionales  compro- 
metidos en  el  abintestato  del  extranjero.  Así 
lo  previene  la  ley  4.^,  tít.  11 ,  lib.  6.*  de  la 
Novísima  Recopilación  ;  y  en  las  Repúblicas 
americanas  se  observa  otro  tanto,  como  lo 
prueban  los  siguientes  documentos. 

aExcmo.  Sr.:  Con  motivo  de  las  dudas  que 
ocurrían  á  las  Autoridades  judiciales  de  Santa 
Ana  de  Tamaulipas  acerca  de  la  intervención 
ó  conocimiento  que  el  Cónsul  de  S.  M.  C.  de- 
bía tener  en  los  abintestatos  de  sus  compa- 
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triotas ,  resolvió  el  Supremo  Gobierno  en  9  de 
Enero  de  1843  ,  después  <le  consultar  al  Con- 
sejo de  Representantes,  que  se  siguiese  en  esto 
la  práctica  observada  en  la  República,  que 
consiste  en  que  los  alcaldes  y  jueces  de  ella 
tomen  conocimiento  de  los  abintestatos ,  for- 
men los  inventarios ,  recojan  y  depositen  los 
bienes  y  papeles  del  finado  y  practiquen  lo 
demás  conducente;  pero  con  asistencia  del 
Cónsul  respectivo»  que  presencie  y  autorice  esos 
actos ,  fije  sus  sellos  y  concurra  á  la  elección 
de  depositarios,  hasta  que  la  liquidación  que- 
de consumada;  de  cuya  manera  se  deja  expe- 
dita la  acción  de  los  tribunales  del  país ,  más 
asegurado  el  interés  que  otras  personas  nacio- 
nales ó  extranjeras  puedan  tener  en  los  bienes 
del  difunto  intestado,  sin  negar  á  los  Cónsules 
la  intervención  ó  conocimiento  correspondien- 
te en  esta  clase  de  negocios.» 

Esta  resolución  se  comunicó  al  Ministro 
plenipotenciario  de  S.  M.  C,  quien  no  tuvo  ob- 
jeción alguna  que  hacerle. 

Consta  en  el  archivo  del  Consulado  de  Es- 
paña en  Veracruz,  que  en  Setiembre  de  1843 
ocurrió  la  muerte  de  un  español  intestado ,  y 
el  Cónsul  pretendió  arrogarse  exclusivamente 
el  conocimiento  del  asunto;  en  cuya  virtud,  el 
Ministro  de  Méjico,  con  fecha  5  de  Octubre  de 
1844,  dijo  lo  que  sigue: 

((Que  como  quiera  que  solo  por  tratados  ó 
convenciones  expresas  se  concede  á  veces  á  los 
Cónsules  extranjeros  que  conozcan  en  las  su- 
cesiones abintestatos  de  sus  compatriotas,  no 
deberla  acordarse  esta  facultad  á  los  de  Espa- 
ña, por  no  haber  estipulación  alguna  sobre  la 
materia  entre  la  República  y  aquella  Potencia. 
Mas  teniendo  en  consideración  lo  resuelto  en  9 
de  Enero  de  1843,  debía  el  Juez  respectivo  sos- 
tener la  intervención  y  conocimiento  legal  que 
le  corresponde  en  este  asunto ,  concediendo  al 
Cónsul  español  su  asistencia  á  todos  sus  ac- 
tos: que  fijase  sus  sellos  y  concurriese  á  la 
elección  do  depositarios  hasta  que  la  liquida- 
ción quedase  consumada ;  sin  permitirle  otra 
especie  de  intervención  ,  ni  menos  el  conoci- 
miento exclusivo  y  disposiciones  consiguien- 
tes; pues  para  ello  no  le  autoriza  el  derecho  de 
gentes  ni  los  tratados  entre  Méjico  y  España, 
que  nada  estipulan  acerca  de  esta  materia;  de 
manera ,  que  aun  las  concesiones  referidas  se 
hacen  por  deferencia  á  aquella  Nación ,  y  no 
porque  se  deban  á  sus  Cónsules  de  rigoroso 
derecho.  Al  comunicar  esta  disposición  en  5 
del  actual  al  Sr.  Qobernador  de  Veracruz  y  al 
Sr.  Ministro  plenipotenciario  de  S.  M.  C. ,  se 
anunció  á  éste  que  servirá  de  regla  general  en 
cuantos  casos  ocurran  de  esta  naturaleza ;  y 
por  consiguiente ,  debe  observarse  en  todos  los 


departamentos  de  la  República ,  sujetándose  á 
ellos  las  Autoridades  judiciales  para  evitar  con- 
testaciones y  demoras  en  el  desempeño  de  sus 
funciones.  Todo  lo  que  tengo  el  honor  de  ma- 
nifestar á  y.  B. ,  contestando  á  su  nota  del  1 1 
del  presente,  en  que  inserta  la.de  la  Suprema 
Corte  de  Justicia  sobre  las  contestaciones  que 
han  mediado  entre  el  Juez  de  primera  instan- 
cia de  San  Juan  de  Tabasco  y  el  Cónsul  espa- 
ñol en  aquel  puerto «  acerca  de  los  bienes  del 
intestado  Don  Santiago  Baxel ,  subdito  de  Su 
Majestad  Católica.  =3 Dios,  etc.=Méjico,  Octu- 
bre de  lSAA,=sRejou.=^Excmo.  Sr.  Ministro 
de  Justicia,  etc.» 

En  el  Convenio  erUre  España  y  Francia^  de  7 
de  Enero  de  1862,  se  fijan  las  atribuciones  de 
los  Agentes  consulares,  respecto  á  abintes- 
tatos ó  fallecimientos  del  modo  siguiente: 

«Artículo  20.  En  caso  de  fallecimiento  de 
algún  subdito  de  una  de  las  partes  contratan- 
tes en  el  territorio  de  la  otra,  las  Autoridades 
locales  deberán  avisar  inmediatamen  al  Cónsul 
general,  Cónsul,  Vicecónsul  ó  Agente  consu- 
lar en  cuyo  distrito  haya  ocurrido  el  falleci- 
miento. Estos  deberán  por  su  parte  dar  el 
mismo  aviso  á  las  Autoridades  locales,  cuando 
llegue  antes  á  su  noticia. 

Cuando  un  español  en  Francia  ó  un  fran- 
cés en  España  hubiese  muerto  sin  hacer  testa- 
mento ni  designar  ejecutor  testamentario,  ó  si 
los  herederos  forzosos  ó  instituidos  en  testa- 
mento fuesen  menores  ó  se  hallasen  incapaci- 
tados ó  ausentes,  ó  si  los  ejecutores  testamen- 
tarios nombrados  no  se  hallasen  en  el  punto 
en  que  se  incoe  la  testamentaria,  en  todos  es- 
tos casos  los  Cónsules  generales,  Cónsules  y 
Vicecónsules  ó  Agentes  consulares  de  la  Na- 
ción del  finado,  deberán  proceder  sucesiva- 
mente á  las  siguientes  operaciones: 

1/  Poner  los  sellos  ó  de  oficio  ó  á  petición 
de  las  partes  interesadas  sobre  los  efectos  mue- 
bles y  papeles  del  difunto,  previniendo  de  esta 
operación  á  la  Autoridad  local  competente, 
que  podrá  asistir  y  poner  también  sus  sellos. 

Estos  sellos  no  deberán  levantarse,  como 
tampoco  los  del  Agente  consular,  sin  la  con- 
currencia de  la  Autoridad  local. 

No  obstante,  si  después  de  un  aviso  dirigi- 
do por  el  Cónsul  ó  Vicecónsul  á  la  Autoridad 
local  invitándola  á  asistir  al  levantamiento  de 
los  sellos,  no  compareciese  ésta  dentro  de  un 
término  de  cuarenta  y  ocho  horas,  después  de 
recibido  el  aviso,  el  expresado  Agente  podrá 
proceder  por  si  solo  á  dicha  operación. 

2.'  Formar  el  inventario  de  todos  los  bie- 
nes y  efectos  del  difunto,  en  presencia  de  la 
Autoridad  local,  si  hubiese  concurrido  al  acto 
en  virtud  de  la  indicada  notificación. 
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La  Aatoridad  local  autorizará  con  su  ñrma 
las  actuaciones  .que  presencie,  sin  que  por  su 
intervención  de  oficio  en  ellas  se  causen  costas 
de  ninguna  especie. 

3/  Disponer  la  venta  en  pública  subasta 
de  todos  los  efectos  muebles  de  la  testamenta- 
ria que  pudiesen  deteriorarse  y  de  los  que  sean 
de  difícil  conservación,  asi  como  de  los  frutos 
y  efectos  para  cuya  enajenación  se  presenten 
circunstancias  favorables. 

4.*  Constituir  en  depósito  seguro  los  efec- 
tos y  valores  inventariados,  el  importe  de  los 
créditos  que  se  realicen  y  de  los  rendimientos 
que  se  recauden,  bien  sea  en  la  casa-consular, 
ó  bien  en  la  de  algún  comerciante  de  la  con* 
fianza  del  Cónsul  ó  Vicecónsul. 

En  ambos  casos  deberá  precederse  de  acuer- 
do con  la  Autoridad  local  que  baya  interveni- 
do en  las  operaciones  anteriores,  si  después  de 
la  convocatoria  á  que  se  refiere  el  párrafo  si- 
guiente se  presentasen  subditos  del  pais»  ó  de 
una  tercera  J^otencia  como  interesados  en  el 
abintestato  ó  testamentaría. 

5.*  Convocar  por  medio  de  los  periódicos 
de  la  localidad  y  del  pais  del  finado,  si  nece- 
sario fuese,  á  los  acreedores  que  pudiera  ba< 
ber  contra  el  abintestato  ó  testamentaria,  á 
fin  de  que  hagan  valer  sus  respectivos  crédi- 
tos debidamente  justificados  dentro  del  térmi- 
no legal  en  cada  pais. 

Si  se  presentasen  acreedores  contra  la  tes- 
tamentaria ó  abintestato,  deberá  hacerse  el 
pago  de  sus  créditos  á  los  quince  días  de  ter- 
minado el  inventario,  si  resultase  haber  nu- 
merario en  cantidad  suficiente  para  ello,  y  en 
caso  contrario,  tan  luego  como  puedan  reali- 
zarse fondos  por  los  medios  más  convenientes, 
ó  bien  dentro  del  plazo  que  se  determine  por 
común  acuerdo  entre  el  Cónsul  y  la  mayoría 
de  los  interesados. 

Si  el  Cónsul  respectivo  denegase  el  pago 
de  uno  ó  más  de  los  créditos  presentados,  ale- 
gando la  insuficiencia  de  los  bienes  de  la  tes- 
tamentaría para  satisfacerlos,  los  acreedores 
tendrán  expedito  su  derecho  para  pedir  á  la 
Aatoridad  competente,  si  lo  consideran  con- 
veniente á  sus  intereses,  que  el  abintestato  ó 
testamentaria  se  declare  en  concurso  necesa- 
rio de  acreedores  {en  état  d' unión). 

Obtenida  esta  declaración  por  los  medios 
legales  establecidos  en  cada  una  de  las  dos  Na- 
ciones respectivamente,  los  Cónsules  ó  Vice- 
cónsules deberán  hacer  seguidamente  entrega 
á  la  Autoridad  judicial  ó  á  los  Síndicos  del  con- 
curso, según  corresponda,  de  todos  los  docu- 
mentos, efectos  y  valores  pertenecientes  á  la 
testamentaría  ó  abintestato,  y  quedará  á  car- 
go de  dichos  Agentes  la  representación  de  los 


herederos  ausentes  y  de  los  menores  é  incapa- 
tados. 

6.^  Administrar  y  liquidar  por  sí  ó  por 
persona  que  nombren,  bajo  su  responsabilidad, 
la  testamentaría  ó  abintestato,  sin  que  la  Au- 
toridad local  tenga  que  intervenir  en  estas 
operaciones,  salvo  si  subditos  del  pais  ó  de 
una  tercera  Potencia  tuviesen  que  hacer  valer 
derechos  en  la  sucesión,  pues  en  este  caso,  si 
se  suscitasen  dificultades  procedentes  princi- 
palmente de  alguna  reclamación  que  dé  lugar 
á  contiendas  entre  partes,  no  teniendo  los  Cón- 
sules generales,  Cónsules,  Vicecónsules  ó  Agen- 
tes consulares  derecho  para  dirimirla  ó  resol- 
verla, deberán  conocer  de  ella  los  Tribunales 
del  pais,  á  los  que  corresponde  proveer  y  fa- 
llar sobre  la  misma. 

Los  referidos  Agentes  consulares  obrarán 
entonces  como  representantes  de  la  testamen- 
taría abintestato,  es  decir,  que  conservando  la 
administración  y  el  derecho  de  liquidar  defi- 
nitivamente la  herencia,  como  también  el  de 
realizar  ventas  de  efectos  en  los  términos  an- 
teriormente prevenidos,  velarán  por  ios  inte- 
reses de  los  herederos,  pudiendo  designar  los 
Abogados  encargados  de  sostener  sus  derechos 
ante  los  Tribunales,  bien  entendido  que  sumi- 
nistrarán á  estos  los  datos,  papeles  y  documen- 
tos oportunos  para  ilustrar  la  cuestión  que  se 
someta  á  su  fallo. 

Dictada  la  sentencia,  los  Cónsules  genera- 
les. Cónsules,  Vicecónsules  ó  Agentes  consula- 
res deberán  ejecutarla,  si  de  ella  no  se  inter- 
pusiese apelación,  y  continuarán  entonces  de 
pleno  derecho  la  liquidación  que  se  haya  sus- 
pendido hasta  la  terminación  del  litigio. 

Y  7/  Organizar,  si  há  lugar  á  ello,  la  tu- 
tela ó  cúratela,  con  arreglo  á  las  leyes  de  su 
país. 

Art.  21.  Si  muriese  un  español  en  Fran- 
cia ó  un  francés  en  España,  en  algún  punto 
donde  no  haya  Agente  consular  de  su  Nación, 
la  Autoridad  territorial  competente  procederá, 
con  arreglo  á  la  legislación  del  país,  al  inven- 
tario de  los  efectos  y  á  la  liquidación  de  los 
bienes  que  dejare,  debiendo  dar  cuenta  en  el 
plazo  más  breve  posible  del  resultado  de  sus 
operaciones  á  la  Embajada  ó  Legación  corres- 
pondiente, ó  al  Consulado  ó  Viceconsulado  más 
próximo  al  lugar  en  que  se  haya  incoado  el 
abintestato  ó  testamentaría.  Pero  desde  el  mo- 
mento en  que  se  presente  por  sí  ó  por  medio  de 
algún  delegado  del  Agente  consular  más  inme- 
diato al  punto  donde  radique  dicho  abintestato 
ó  testamentaría,  la  intervención  de  la  Autori- 
dad local  habrá  de  ajustarse  á  lo  prescrito  en 
el  art.  20  de  este  convenio. 

Art.  22.     Los  Cónsules  generales,  Cónsules 
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y  Vicecónsules  ó  Agentes  consalares  de  ambas 
Naciones,  conocerán  exclusivamente  de  los  au- 
tos de  inventario  y  de  las  demás  diligrencias 
preventivas  para  la  conservación  de  los  bienes 
hereditarios  dejados  por  la  gente  de  mar  y  pa- 
sajeros de  su  país  que  fallecieren  en  tierra  ó  á 
bordo  de  loa  buques  del  mismo  durante  el  vía- 
je  ó  en  el  puerto  donde  arribaren.» 

La  Convención  para  facilitar  en  España  la 
libertad  de  comercio  de  los  Anseáticos,  firma- 
da el  12  de  Agosto  de  1850,  dice: 

«Art.  15.  Los  bienes  de  un  subdito  del 
Ansa,  fallecidos  en  los  Estados  de  S.  M. ,  serán 
inventariados  ante  Notario  por  el  Cónsul,  por 
dos  adjuntos  y  el  Juez  de  la  Nación;  los  dichos 
bienes  serán  guardados  por  el  Cónsul  y  los  ad- 
juntos, para  ser  entregados  sin  gastos  á  sus 
herederos  legítimos.» 

Acerca  de  las  cantidades  procedentes  de 
abintestatos  y  depositadas  en  los  Consulados 
de  Espafia,  véase  Sucesiones  pbndibntbs.- 

AJBOGADO.  En  general,  es  él  que  defien- 
de causa  ó  pleito  suyo  ó  ajeno,  demandando  ó 
respondiendo;  pero  según  el  estado  de  nuestra 
legislación ,  es  el  profesor  de  jurisprudencia 
que  con  titulo  legítimo  se  dedica  á  defender  en 
juicio,  por  escrito  ó  de  palabra,  los  intereses  ó 
causas  de  los  litigantes. 

Por  el  plan  de  estudios  de  13  de  Setiem- 
bre de  1845  y  reformado  por  decreto  de  8  de 
Julio  de  1847,  se  exige  para  obtener  el  titulo 
de  licenciado  en  jurisprudencia:  1.*  Haberse 
graduado  de  bachiller  en  filosofía.  2.°  Haber 
cursado  y  probado  un  año  por  lo  menos,  y  en 
una  facultad  de  filosoña  ,  literatura  latina, 
literatura  española  y  filosoña  y  su  historia. 
3.*  Haber  cursado  siete  años  de  jurispru- 
dencia. 

Por  el  mismo  decreto  se  dispuso  que  el  tí- 
tulo de  licenciado  obtenido  en  las  universida- 
des literarias  fuese  suficiente  para  ejercer  la 
abogacía  en  todo  el  territorio  español. 

En  Méjico  el  recibimiento  de  abogado  de- 
be hacerse  por  los  Tribunales  superiores  de  los 
departamentos  en  pleno,  ó  por  una  de  sus  Sa- 
las, según  la  organización  que  les  den  las 
Asambleas  respectivas;  y  con  el  titulo  que  éstos 
expidan,  puede  ejercerse  la  profesión  en  todos 
los  tribunales  de  la  B,Gp(i\)\ich.  —  ArUc%lo62,  ley 
23  de  Mayo  de  1837  y  párrafo  14,  arL  134, 
baus  de  organitacion  política  de  12  de  Junio 
de  1843. 

En  Francia,  el  Colegio  de  Abogados  forma 
una  arden  ó  asociación,  y  tiene  en  todas  las 
ciudades  donde  existe  tribunal  ó  Audiencia, 
un  consejo  de  disciplina  con  su  presidente  lla- 
mado Batonnier. 

En  Alemania,  las  funciones  de  Abogado  ó 


de  defensor,  las  desempeñan  los  eomisarios  de 
Justicia,  los  que  á  veces  son  también  Notarios. 

ABOLICIÓN  DE  LA  ESCLAVITUD.  La 
idea  de  abolir  la  esclavitud  no  pertenece  ex- 
clusivamente á  ninguna  fé  religiosa  ni  á  nin- 
gún partido  político;  basta  ser  hombre  justo  y 
razonable  para  adoptarla:  si  el  creyente  la  aco- 
jo, el  excéptico  no  la  rechaza,  y  tan  bien  sien- 
ta al  absolutista  más  reaccionario  como  al  re- 
publicano más  exaltado.  En  prueba  de  esta 
verdad,  se  puede  citar  en  España  al  R.  P.  Cla- 
ret  y  al  marqués  de  Albaida,  ambos  á  porfía 
infatigables,  celosos  y  decididos  abolicionistas. 

En  Francia  Turgot,  Montesquieu,  Raynal 
y  Condorcet,  han  sido  los  más  entusiastas  abo« 
liclonistas;  y  en  Inglaterra  y  los  Estados-Uni- 
dos, el  principio  entusiasta  tuvo  su  origen  en 
el  seno  del  protestantismo. 

Todo  hombre  cuya  razón  no  ofusca  la  co- 
dicia, desaprueba  la  esclavitud  y  la  condena; 
felizmente  las  Cortes  Constituyentes  de  1870 
dieron  el  primer  paso  abolióndola,  y  los  que 
eran  esclavos  en  sus  provincias  americanas, 
son  hombres  ya,  son  ya  libres.  Véase  Escla- 
vitud. 

ABOBDAJE.  Choque  ó  tropiezo  de  una  em- 
barcación con  otra.  Este  acontecimiento  pue- 
de nacer  de  tres  causas:  de  fuerza  mayor, 
cuando  es  inevitable;  por  faltas  de  previsión  de 
uno  ó  de  ambos  capitanes,  ó  por  malicia  tam- 
bién de  uno  de  los  dos.  El  orden  expuesto  en 
las  definiciones  es  el  de  las  presunciones;  asi 
que  se  presume  de  la  especie  primera  mien  • 
tras  no  se  pruebe  lo  contrario. 

En  el  primer  caso,  cada  nave  soportará  el 
daño  que  sufra;  en  el  segundo,  el  capitán  que 
haya  ocasionado  el  abordaje,  sufrirá  todas  sus 
consecuencias,  y  satisfará  el  daño  causado  á 
ambas  naves.  Si  ambos  capitanes  tienen  cul- 
pa, ó  si  reconocido  que  debió  haberla  no  se 
puede  resolver  de  parte  de  quién  estuvo,  se 
suman  los  perjuicios  sufridos  por  ambas  na* 
ves  y  cada  capitán  abona  la  mitad.  No  asi  res- 
pecto de  las  mercancías,  que  ignorándose  cuál 
es  el  capitán  culpable,  el  dueño  sufre  el  daño 
ocasionado  en  ellas  por  la  regla  de  que  cada 
cual  debe  sufrir  los  daños  ocasionados  en  sus 
cosas  cuando  no  puede  imputarlas  á  otros.  En 
el  tercer  caso,  el  capitán  culpable  satisface  el 
daño  causado  {Árt.  933  del  Código  de  comercio), 
y  además,  conforme  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 21,  tít.  5.°,  trat.  4.*,  y  art.  33,  títu- 
lo  5.*,  trat.  5.*,  Ordenanza  de  la  Armada,  el 
capitán  que  haya  cometido  un  abordaje  de  la 
segunda  ó  tercera  clase,  deberá  sufrir  una  pe- 
na que  puede  llegar  hasta  la  de  privación  de 
empleo;  pero  como  esta  seria  muy  pequeña  en 
el  caso  de  que  se  hubiese  ejecutado  el  aborda- 
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je  con  malicia,  el  art.  123,  tit.  1.^,  trat.  5.*, 
Ordenanza  general  de  la  Armada,  declara  que 
en  el  abordaje  con  malicia  podrá  extenderse  la 
pena  hasta  la  de  muerte,  y  en  las  originadas 
de  ignorancia,  descuido  ó  temeridad,  serán 
responsables  de  los  daños  causados,  con  más 
la  corrección  de  cárcel,  campañas  6  presidio, 
según  las  circunstancias  de  su  culpa  y  enti- 
dad del  perjuicio. 

Para  impedir  esta  clase  de  siniestros,  es- 
pecialmente en  los  buques  de  vapor  y  de  no- 
che, que  es  cuando  más  fácilmente  pueden 
tener  lugar,  por  Real  orden  de  24  de  Marzo 
de  ]  849  se  mandó  adoptar  el  sistema  de  faro- 
les de  situación  con  el  aparato  que  se  designa, 
establecido  en  Inglaterra  y  adoptado  también 
en  Francia. 

Útil  seria  que  en  todos  los  abordajes  se 
presentara  una  autoridad  que  dejase  acredita- 
do en  el  acto  las  circunstancias  con  que  ocur- 
rió ese  siniestro,  y  de  parte  de  quién  estuvo  la 
culpabilidad;  en  alta  mar  es  imposible  encon- 
trarla, pero  no  en  los  puertos;  asi  que  está 
mandado  que  el  capitán  del  mismo,  en  caso  de 
abordaje,  sin  aguardar  requisición  de  parte, 
se  presente  ¿  bordo  de  la  embarcación  dañada 
y  forme  un  expediente,  el  cual  servirá  más  ó 
menos  de  regla  al  Juzgado  competente  para  la 
aplicación  de  la  ley,  en  conformidad  á  lo  dis- 
puesto en  ¿o«  artículos  118,  119,  120  y  125, 
Ululo  7.*,  trat,  5.^,  Ordenanza  general  de  la  Ar^ 
moda  naval. 

En  las  radas  y  puertos  en  despoblado  com- 
pete el  cuidado  que  en  estas  disposiciones  se 
da  al  capitán  del  puerto,  al  patrón  más  anti- 
guo que  alli  se  encontrase,  conforme  lo  dis- 
pone el  art.  194,  tU,  7.*,  trat.  5.*  de  la  citada 
Ordenanza. 

El  conocimiento  de  los  abordajes  es  pecu- 
liar de  la  marina  al  igual  que  todo  siniestro 
ocurrido  en  el  mar:  acerca  de  esto  véase  Nau- 

rSAGIO. 

Los  Cónsules  están  obligados  á  evidenciar 
la  averia  del  abordaje  por  medio  de  peritos,  y 
en  caso  de  no  haber  conciliación  deberá  man- 
dar á  España  á  los  litigantes,  á  fin  de  que  re- 
corran ante  el  tribunal  competente:*  Si  fuese 
en  Levante  ó  Berbería  ante  el  mismo  tribunal 
consular. 

Si  el  abordaje  hubiese  ocurrido  contra  un 
baque  extranjero,  se  reclamarán  los  buenos 
oficios  de  su  respectivo  Cónsul,  y  se  tratará, 
siempre  de  acuerdo  con  él,  el  modo  más  fácil 
de  conciliar  las  partes. 

Cuando  toda  clase  de  avenencia  se  haga 
imposible,  la  Autoridad  local  es  la  que  defini- 
tivamente debe  resolver.  Véase  Averías. 

ABBEVIATXJBAS.  Modo  de  escribirlas 


voces  con  menos  letras  que  las  que  correspon- 
den. En  el  comercio  se  usan  muchas  abreviatu- 
ras; por  ejemplo,  significa  "/c  mi  cuenta,  7c  su 
cuenta,  etc. 

En  todo  acto  notariado  las  abreviaturas 
están  rigorosamente  prohibidas,  y  aun  en 
Francia  penadas  por  la  Ze¡/  de  25  Ventoso,  ano 
II,*  art.  13;  asi  como  en  los  del  Estado  civil. 
Código  civil,  42. 

En  el  art.  72  del  Reglamento  general  del  No^ 
tariado  se  prescribe: 

«Que  en  las  escrituras  públicas  no  pueden 
usarse  las  abreviaturas,  pero  que  esto  no  se  re- 
fiere á  las  iniciales,  abreviaturas  ó  frases  con 
que  comunmente  suelen  expresarse  los  trata- 
mientos, títulos  de  honor,  expresiones  de  cor- 
tesía, de  respeto  ó  de  buena  memoria;  ni  se 
reputarán  blancos  los  espacios  que  resulten  al 
fin  de  una  linea  cuando  la  siguiente  empiece 
formando  cláusula;  pero  en  este  último  caso 
deberá  cubrirse  el  blanco  con  una  raya  de  tin- 
ta al  extenderse  el  documento.»* 

ABBOQ ACIÓN.  Es  la  anulación,  revoca- 
ción ó  supresión  de  una  ley;  puede  ser  expre- 
sa ó  tácita:  expresa,  si  resulta  de  una  ley  pos- 
terior; y  tácita  6  virtual^  cuando  procede  de  la 
combinación  ó  del  conjunto  de  disposiciones 
ulteriores. 

ABUSO.  El  mal  uso  que  uno  hace  de  una 
cosa  suya  ó  ajena  que  tiene  en  su  poder,  ó  el 
uso  que  uno  hace  de  alguna  cosa  empleándola 
en  un  fin  ú  objeto  diferente  de  aquel  á  que  por 
su  naturaleza  está  destinada. — El  dueño  de 
una  cosa  puede  usar  y  abusar  de  ella  como 
quisiere  hasta  deteriorarla  y  aun  destruirla. — 
La  ley  no  puede  oponerse  á  los  abusos  que  un 
propietario  haga  de  lo  que  es  suyo,  sino  cuan- 
do de  estos  abusos  pueden  resultar  daño  á  ter- 
cero. 

ABUSO  DE  CAUDALES.  La  Real  orden 
de  16  de  Marzo  de  1833,  previene:  «El  empleado 
de  Hacienda  que  abuse  de  los  haberes  del  Te- 
soro para  otros  fines  que  los  prescritos  por  ins- 
trucciones y  Reales  órdenes,  aunque  sea  sin 
ánimo  de  hurtarlos,  y  si  con  el  de  reponerlos 
y  aprontarlos,  queda  por  este  mero  hecho, 
aunque  los  apronte,  privado  de  su  empleo  y  do 
poder  obtener  otro  alguno.»  Véase  Adminis- 
trador y  Defraudación. 

ABUSO  DE  CONFIANZA.  La  violación  ó 
el  mal  uso  que  uno  hace  de  la  confianza  que  se 
ha  puesto  en  él.  El  abuso  de  confianza  puede 
considerarse  tan  pronto  como  delito  principal, 
tan  pronto  como  accesorio.  En  todos  casos  debe 
el  que  le  comete  reparar  el  daño  que  hubiese 
causado,  y  sufrir  la  pena  que  corresponda  se^ 
gun  la  naturaleza  y  circunstancias  del  hecho. 

ABUSO  D£  POPSE.  El  mal  uso  que  hace 
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UQ  magistrado  ü  otro  funcionario  público  de  su 
autoridad  ó  de  sus  facultades  por  ignorancia  ó 
por  malicia. 

La  primera  pena  que  merece  el  funciona- 
rio que  abusa  de  su  poder,  es  la  suspensión  ó 
privación  de  su  empleo  y  la  inhabilitación  para 
obtener  otro,  segjn  la  mayor  ó  menor  grave- 
dad del  abuso;  y  debe  además  satisfacer  los 
daños  y  perjuicios  que  hubiere  causado,  y  su- 
frir cualquiera  otra  pena  en  que  como  parti- 
cular incurriere  por  su  delito,  á  no  ser  que  por 
la  ley  estuviese  la  pena  fijada  ya  de  antema- 
no á  la  especie  de  abuso  cometido. 

Aunque  los  abusos  de  poder  no  son  raros, 
no  siempre  se  ha  de  creer  á  las  acusaciones 
del  vulgo,  porque  el  pueblo  está  siempre  dis- 
puesto á  oír  y  acoger  los  gritos  y  sarcasmos  de 
la  envidia,  de  la  rivalidad  y  del  espíritu  de 
partido.  Véase  Defraudación. 

ACEPTACIÓN.  Toda  garantia,  toda  ce- 
sión á  favor  de  una  tercera  persona  etc.,  exije 
para  ser  válida  la  aceptación.  El  acta  por  la  que 
la  parte  interesada  declara  esta  aceptación  pue- 
de ser  redactada,  ó  en  la  forma  que  haya  sido 
adoptada  por  la  cesión,  donación,  renuncia, 
garantia,  etc.,  ó  por  la  de  un  acto  público  fir- 
mado por  un  plenipotenciario.  El  Estado  que 
quiere  adquirir  un  derecho  en  virtud  de  las 
proposiciones  hechas  por  otro  Estado,  debe  acep- 
tar esas  proposiciones  y  de  este  consentimien- 
to reciproco,  resulta  una  obligación  conven- 
cional, ó  sea  un  tratado  público  de  gentee. 

ACEPTACIÓN  DE  LETRAS  DE  CAM- 
BIO. Cuando  suceda  que  la  persona  contra  quien 
está  girada  una  letra  se  negare  á  aceptarla  ó 
á  pagarla,  y  en  consecuencia  de  su  negativa 
se  verificase  el  protesto,  se  admitirá  la  inter- 
vención de  un  tercero  que  se  ofrezca  á  acep- 
tarla ó  pagarla  por  cuenta  del  librador  ó  de 
cualquiera  de  los  endosantes,  aun  cuando  no 
haya  recibido  mandato  previo  para  obrar  asi. 
Esta  intervención  se  hará  constar  á  continua- 
ción del  protesto,  bajo  la  firma  del  intervi- 
niente  y  del  Escribano,  y  por  expresión  de  la 
persona  por  quien  se  intervenga,  según  pres- 
criben los  artículos  528,  531,  533  y  539  del 
Código  de  Comercio, 

ACCESIÓN.  Véase  Union. 

ACCIÓN.  Operación-,  acto,  hecho.  —Posibi- 
lidad ó  facultad  de  hacer  alguna  cosa.— Dere- 
cho que  se  tiene  para  pedir  alguna  cosa  en 
Juicio.— El  derecho  que  uno  tiene  de  poder 
optar  á  una  cosa,  de  pedirla,  reclamarla,  etc. 

ACCIÓN.  En  el  comercio  es  una  fracción  del 
fondo  social,  es  decir,  una  de  las  partes  ó  por- 
ciones en  que  se  divide  el  fondo  ó  capital  de 
una  compahia  ó  establecimiento  público  de  co- 
mercio. La  reunión  de  las  acciones  forma  el 


capital;  y  asi  100.000  duros  formarán  el  fon- 
do social  do  una  compañía  compuesta  de 
100.000  acciones  de  1.000  duros  cada  una. 
Los  artículos  del  Código  de  comercio  265,  275, 
280  y  282,  contienen  lo  relativo  á  la  división 
del  fondo  social  y  demás  formalidades. 

ACCIÓN  ClVUa  Y  ACCIÓN  CBIMINAL. 
Acción  civil  es  la  que  compete  á  uno  para  re- 
clamar sus  cosas  ó  sus  intereses  pecuniarios; 
y  acción  criminal  es  la  que  se  tiene  para  pedir 
el  castigo  de  un  delito. 

ACCIÓN  DE  ABANDONO.  Véase  Asegu- 
rador T  Asegurado. 

ACCIÓN  DE  LEGITIMIDAD.  Según  el  ar- 
ticulo  62  de  la  Ley  provisional  de  Matrimonio 
civil,  es  imprescindible  la  acción  que  compe - 
te  al  hijo  para  reclamar  su  legitimidad,  y  so 
trasmitirá  á  sus  herederos  si  hubiere  muerto 
antes  del  quinto  ano  de  su  mayor  edad ,  ó  des- 
pués dejando  entablada  la  acción. 

ACCIÓN  PÚBLICA  Ó  POPULAR.  La 
que  se  concede  por  la  ley  á  cualquiera  vecino 
en  los  asuntos  que  interesan  al  pueblo,  como 
V.  gr.,  usurpación  de  caudales  y  fondos  pú- 
blicos; y  asimismo,  en  los  delitos  que  se  lla- 
man públicos  y  causan  daño  al  cuerpo  social. 
ACCISA.  Llevan  este  nombre  los  impues- 
tos que  en  la  mayor  parte  de  las  Naciones  re- 
caían sobre  el  consumo  á  la  menuda  del  vino, 
del  aceite,  del  vinagre  y  de  otros  artículos  de 
primera  necesidad.  Véase  Millones. 

Hay  países  en  que  el  Gobierno  hace  pagar 
á  cada  Ministro  extranjero,  á  proporción  de  su 
rango,  una  suma  determinada,  ora  por  una 
vez  sola,  ora  anualmente,  á  título  de  indem- 
nidad de  su  privilegio  de  aduanas  y  accisas. 
Así  se  acostumbró  en  Madrid,  Viena  y  Geno- 
va.—Según  un  decreto  del  Sr.  Fernando  VII, 
de  Octubre  de  1814,   se  concedió  un  térmi- 
no de  seis  meses  para  introducir  francos  de 
derechos  los  efectos  de  los  Ministros  extranje- 
ros. En  Rusia,  una  nota  de  Febrero  de  1817, 
dirigida  por  el  Minitro  de  Hacienda  á  los  Minis- 
tros extranjeros  contiene  iguales  disposiciones. 
En  la  Haya,  la  indemnización  que  el  Gobierno 
señalaba  á  los  Encargados  de  Negocios,  era  de 
1.000  florines  por  una  vez.— Sobre  los  abusos, 
véase  á  Moter,  1,  c.  p.  10. 

ACOBDADA,  ACORDADO.  Lo  acordado: 
decreto  de  los  tribunales  por  el  cual  se  manda 
observar  lo  anteriormente  resuelto  sobre  el 
mismo  asunto;  y  también  es  decreto  ó  fórmu- 
la que  denota  la  providencia  reservada  que  se 
ha  tomado  con  motivo  del  asunto  principal. 

.  Son  célebres  los  autoi  acordada  del  Conse- 
jo Real,  reunidos  en  el  tomo  3.^  déla  Recopi- 
lación y  y  esparcidos  también  después  en  los  li- 
bros de  la  Novísima. 
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ACBB.  Medida  de  tierra  usada  en  el  Reino 
Unido  de  la  Gran-Bretaña  y  de  Irlanda,  la  cual 
corresponde  á  43.560  pies  ingleses. 

ACBEEDOB.  Bl  que  tiene  acción  y  dere- 
cho á  pedir  alguna  cosa,  ó  como  dice  la  le¡f  10, 
titulo  33,  Part.  7.',  «aquel  que  ha  de  recibir 
deuda  ó  otra  cosa  por  alguna  derecha  razón.» 
Acreedor  viene  de  la  palabra  latina  creditor;  y 
se  denomina  asi,  porque  credit  debüori^  esto  es, 
porque  prestando  ó  transfiriendo  al  deudor  su 
dinero  ó  alhaja,  se  entrega  á  su  buena  fé. 

Bl  delito  que  comete,  y  pena  en  que  in« 
curre  el  acreedor  cuando  se  apodera  con  violen- 
cia de  lo  que  pertenece  á  su  deudor,  está  con- 
signado en  el  artículo  siguiente  del  Cód.  penal: 

(( Art.  411.  Bl  que  con  violencia  se  apode- 
rare de  una  cosa  perteneciente  á  su  deudor 
para  hacerse  pago  con  ella,  será  castigado  con 
las  penas  de  arresto  menor  y  una  multa  equi- 
valente al  valor  de  la  cosa,  pero  que  en  nin- 
gún caso  bajará  de  15  duros.» 

ACBEEBOB  COMÚN.  Véase  Quiebra. 

ACBEEDOBDEDOMINIO.  Véase  QuieBSA. 
'    ACBBSDOB    ESCBITUBABIO.    Véase 

QUIBBBA. 

ACBEEDOB HIPOTBCABIO.  Véase  Quie- 
bra. 

ACBEEDOB  EIT  EL  COMEBCIO.  Vea. 
se  Graduación  de  acreedores  en  el  comercio. 

ACTA.  B.^  la  realización  legal  de  cuanto  las 
partes  contratantes  han  convenido  y  la  fórmu- 
la escrita  que  precisa  todo  contrato  ó  conve- 
nio. Para  mejor  comprender  su  importancia, 
diremos  que  ella  es  siempre  el  complemento  ó 
suplemento  de  la  ley.  Toda  acta  notariada 
debe  reasumir  en  términos  explícitos,  aunque 
extensos,  las  verdaderas  intenciones  6  volun- 
tad de  los  contratantes. 

ACTA  ADICIONAL.  Bs  la  que  presentó 
Napoleón  en  1815  á  su  regreso  de  la  isla  de 
Elba,  á  la  aceptación  del  pueblo  francés:  esta 
acta  contenia  una  serie  de  artículos  constitu- 
cionales suplementales. 

ACTA  DE  CONSEBVACIOE*.  Cuando  un 
español  quiera  reclamar  para  la  conservación 
de  sus  derechos  acerca  del  estado  de  las  mer- 
cancías ó  efectos  que  le  hubiesen  sido  remiti- 
das y  asegurar  el  de  los  dueños  de  ellas,  re- 
clamando si  necesario  fuese,  contra  los  remi- 
tentes, los  Cónsules  pueden  proceder  á  la  ve- 
rificación y  redacción  de  los  procesos  verbales 
que  sean  necesarios.  También  pueden  provi- 
denciar en  favor  de  los  intereses  de  los  ausen- 
tes cuantas  medidas  sean  necesarias,  tales 
como  las  de  depósito,  secuestro,  traslación  á 
un  sitio  público,  etc. 

Por  ultimo,  el  Código  civil  francés  dice  en 
su  art.   1.134:   «Las  convenciones  formadas 


legalmente  hacen  las  veces  de  la  ley  para  los 
que  las  han  hecho,  y  los  tratados  y  convencio- 
nes diplomáticas  son  actas  políticas  6  públicas,  n 
ACTA  DE  CELEBBACION  DE  MATBI- 
TRiMONio.  Bn  el  art.  39  de  la  Ley  de  Matrimonio 
civil  se  previene,  entre  otras  cosas,  que  «todo 
lo  que  pasare  en  la  celebración  del  matrimonio 
se  consigne  inmediatamente  en  un  acta  que 
firmarán  el  Juez,  los  cónyuges  y  los  testigos, 
si  supieren  ó  pudieren  firmar,  autorizándola 
el  secretario  delJuzgado.» 

Que  las  actas  del  matrimonio  se  extiendan 
inmediatamente  después  de  la  celebración  de 
éste,  con  extricta  sujeción  á  lo  que  dispone  el 
citado  art.  39,  con  las  aclaraciones  primera  á 
la  quinta  inclusive  del  mismo,  y  artículos  15, 
17, 19,  20,  66  y  67  de  la  Ley  de  Registro  civil. 
ACTA  FINAL  DEL  CONGBESO  DE 
ViENA.  Bs  el  tratado  general,  firmado  el  9  de 
Junio  de  1815,  por  los  Plenipotenciarios  de  las 
Potencias  que  fueron  representadas  en  dicho 
Congreso  de  Viena..  Véase  Congreso. 

ACTA  DE  NAVEGACIÓN.  Ley  votada 
por  el  Parlamento  inglés  el  9  de  Octubre  de 
1651  bajo  la  administración  de  Cromwell.  Su 
objeto  obstensible  fué  el  desarrollo  y  protección 
de  la  marina  inglesa,  aunque  en  realidad  el  te- 
mor y  el  odio  que  inspiraba  la  holandesa. 

Prescindiendo  de  la  cuestión  de  si  son  ó  no 
absolutamente  necesarias  para  fomentar  el  co- 
mercio las  leyes  que  hacen  exclusiva  de  los 
buques  nacionales,  la  navegación  de  las  costas 
propias,  y  las  que  favorecen  con  rebajas  de  de- 
rechos el  tráfico  nacional  con  preferencia  al 
extranjero,  dice  D.  José  Canga  Arguelles  que 
son  útiles  á  la  industria  en  ciertas- circunstan- 
cias, y  poco  ventajosas  cuando  ésta  prospera. 
A  la  citada  Acta  de  navegación  de  Inglaterra 
publicada  cuatrocientos  años  después  que  la  de 
Bspaña,  atribuye  el  Sr.  Arguelles  los  efectos 
admirables  del  progreso  que  tuvo  su  comercio, 
y  que  el  número  de  sus  toneladas  creció  desde 
49. 409  á  1.3  96. 000,  y  el  valor  de  los  efectos  ne- 
gociadosdesde  150.301.200  á24. 905. 200. 000 
reales. 

Cuando  en  Bspaña  estaba  en  vigor  el  Acta 
de  navegación,  se  contaban  3.000  buques  na- 
cionales en  sus  puertos,  que  quedaron  reduci- 
dos en  1801,  época  del  olvido  de  aquella,  á 
932  útiles. 

Bsta  medida  es  provechosa  cuando  se  tra- 
ta de  reanimar  un  comercio  abatido,  ó  de  abrir 
rumbo  á  uno  nuevo:  del  mismo  modo  que  lo  son 
Ihs  patentes  para  promover  los  adelantamientos 
de  las  artes;  y  es  perjudicial  cuando  el  tráfico  se 
encuentra  en  un  estado  de  prosperidad.  La  mo- 
dificación ó  dulzura  del  Acta  de  navegación  en 
este  caso,  influye,  según  también  dicho  ilua- 
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trado  economista,  en  los  adelantamientos  del 
comercio,  como  lo  experimentó  la  Gran  Bre- 
taña con  las  reformas  en  ella  hechas  por  el  sa- 
bio  Ministro  Euckinson. 

En  Francia,  el  Acta  de  navegación  faé  en 
tiemj^  de  la  Convención,  del  Imperio  y  aun  de 
la  Restauración  un  arma  de  guerra,  y  proclama- 
da como  institución  nacional  hasta  1860  (1). 

ACTAS  DE  LA  SANTA  ALIANZA.  La 
Sania  Alianza  (dice  Klüber)  parece  que  no  es, 
según  la  expresión  de  Bossuet,  más  que  la  moral 
cristiana  aplicada  al  gobierno  de  los  hombres, 
y  á  la  política  que  debe  observarse  éntrelos  so- 
beranos. Fué  ajustada  en  París,  en  2  6  de  Setiem- 
bre de  1805,  personalmente  entre  los  Monar- 
cas de  Austria,  Rusia  y  Prusia,  para  reivindi- 
car los  derechos  de  Carlos  X  de  Francia.  Casi 
todos  los  Estados  cristianos  de  la  Europa  acce- 
dieron á  ella  por  actos  formales  de  adhesión. 
Solamente  el  Príncipe- Regente  de  la  Gran  Bre- 
taña se  negó  á  ello  por  la  forma,  pero  no  en 
cuanto  á  los  principios  establecidos  en  aquella 
convención,  y  por  la  sola  razón  de  que  está 
concluida  directamente  entre  los  Soberanos, 
mientras  que  la  Constitución  británica  exige 
que  los  tratados  estén  autorizados  por  un  Mi- 
nistro responsable.— El  texto  del  tratado  se 
halla  en  la  Colección  de  Marlens^  Suplemen- 
to 6.*,  556. 

«Los  que  afectaron  tomar  por  norma  de  su 
política  la  moral  santa  del  Evangelio,  han  cu- 
bierto de  sangre  y  ruina  á  la  infeliz  Polonia, 
han  remachado  los  grillos  de  la  Italia,  han  vio- 
lado en  España  los  derechos  más  respetables, 
y  ahora  atizan  con  mano  impía  el  horrible  in- 
cendio que  devora  á  mi  Patria  desventurada, 
protegiendo  los  crímenes  más  atroces  que  ja- 
más hayan  hecho  extremecer  á  la  humani- 
dad!...» (2). 

ACTAS  NOTARIALES  (Registro  de).  La 
Real  orden  circular  del  Ministerio  de  Estado  de 
28  de  Octubre  de  1860,  previene: 

«Con  objeto  de  establecer  la  debida  regula- 
ridad en  el  desempeño  de  las  funciones  consu- 
lares correspondientes  al  ejercicio  de  la  juris^ 
dicción  voluntaria,  y  á  fin  de  que  los  docu- 
mentos que  en  virtud  de  ella  se  otorguen  ante 
los  Cónsules  y  Vicecónsules  de  Real  nombra- 
miento de  la  Nación  en  el  extranjero,  queden 
protocolizados  en  la  forma  requerida,  para  que 
en  todo  tiempo  puedan  hacerse  constar  las  obli- 
gaciones á  que  los  mismos  se  refieren ,  la  Rei« 


(1)  Block,  Diction.  gen.  de  la  PoUttque,  to- 
mo 1.®,  p.  13. 

(2)  Pando,  Derecho  internacional,  p.  316  y  317. 


na  (Q.  D.  G.)  se  ha  servido  dictar  las  reglas  si- 
guientes: 

1.'  Los  documentos  públicos,  referentes  4 
contratos,  obligaciones  de  cualquier  clase, 
otorgamiento  de  poderes,  testamentos,  etc.,  au- 
torizados por  los  Cónsules  y  Vicecónsules,  en 
su  carácter  de  depositarios  de  la  fé  publica  en- 
tre españoles  residentes  en  sus  respectivas  de- 
marcaciones consulares,  se  redactarán  y  exten* 
derán  con  arreglo  á  las  formas  prescritas  para 
el  Notariado  del  Reino.  Véase  Librería  de  Escriba* 
»(7i  ó  cualquiera  de  las  obras  de  práctica  forense. 

2.^  Para  protocolizar  los  enunciados  docu  < 
montos,  se  llevará  un  libro  de  papel  consisten- 
te, foliado,  con  rúbrica  del  Cónsul  ó  Vicecón- 
sul al  pié  de  cnda  una  de  las  hojas  escritas,  ex- 
tendiéndose á  continuación  del  último  docu- 
mento que  en  ün  de  cada  año  se  protocolice  en 
esta  forma,  una  certificación  en  que  aparezcan 
consignadas  el  número  de  hojas  utilizadas  en 
el  libro,  y  el  total  de  instrumentos  públicos 
que  contienen,  con  la  oportuna  advertencia  so- 
bre la  validez  do  cualquiera  raspadura  ó  entre- 
renglonado  que  haya  en  ellos.  Se  terminarán 
por  índice  expresivo  del  objeto  en  sucinto  so- 
bre que  versa  cada  uno  de  dichos  instrumen- 
tos públicos. 

3.'  El  libro  á  que  se  refiere  la  regla  ante- 
rior, podrá  servir  para  uno  ó  más  años,  pero 
no  se  omitir  A  la  formalidad  prevenida  al  fin 
de  cada  uno  de  ellos,  cuidando  de  que  dicho 
libro  se  utilice  90I0  por  años  completos. 

4.*  Se  remitirá  á  este  Ministerio  de  Estado 
copia  exacta  del  índice  anual,  con  las  observa- 
ciones que  sean  necesarias.»  Véase  Cierre  de 
protocolo, 

ACTIVIDAD.  «La  actividad  solo  puede 
llamarse  virtud  cuando  contribuye  á  la  utilidad 
general.  Todo  hombre  que  trabaja  es  un  ciu- 
dadano digno  de  aprecio:  todo  hombre  que  vi^ 
ve  en  la  inacción  es  un  miembro  inútil,  que 
por  sus  vicios  no  tardará  en  hacerse  incómodo 
á  sus  conciudadanos.  Es  necesario  haber  tra- 
bajado para  tener  derecho  á  gozar  las  dulzuras 
del  reposo.  El  reposo  continuo  esxin  estado  que 
cansa  al  hombre.  La  inacción  pone  enfermo  el 
ánimo,  asi  como  la  falta  de  ejercicio  llena  el 
cuerpo  de  dolencias.» 

«La  sabia  política  llama  á  todos  los  ciuda- 
danos al  servicio  del  Estado:  guiada  por  la  jus- 
ticia, no  concede  galardón  alguno  si  no  es  al 
que  se  distingue  de  los  otros  por  su  actividad, 
por  su  talento,  por  méritos  reales  y  justos.» 
(Barón  de  Holbagh,  Moral  unieersal.) 

ACTO.  El  Inmediato  y  simultáneo  resul- 
tado de  la  acción,  abstractivamente  conside- 
rada; por  manera  que  entre  la  acción  y  el  acto 
no  media  tiempo.  De  la  íntima  relación  que  el 
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acto  tiene  con  la  acción  nace  el  error  de  tomar- 
se indistintamente  una  voz  por  la  otra,  consi- 
derándolas sinónimos.  De  una  baena  acción  re- 
salta un  acto  baeno;  de  ana  mala  acción  un 
acto  malo;  luego  en  la  simple  operación  del 
agente  hay  dos  cosas,  acción  y  acto:  la  acción 
depende  inmediatamente  del  agente,  el  acto 
parte  inmediatamente  del  agente  y  de  la  ac- 
ción. Es  verdad  que  las  dos  voces  revelan  á 
veces  un  mismo  pensamiento;  pero  el  ideólogo 
concibe  clara  y  distintamente  la  diferencia  que 
hay  entre  la  una  y  la  otra,  viniendo  i  ser  acto 
la  realización  de  la  acción. 

ACTOS  CONOBBNIElTTES  AL  ESTA- 
DO CIVIL  DE  LAS  PEBSONAS.  Los  Juecos  municipa- 
les en  la  Península,  islas  adyacentes  y  Cana- 
rias, y  los  Agentes  diplomáticos  y  consulares 
espa&oles  en  territorio  extranjero,  llevarán  un 
Registro,  en  el  que  se  inscribirán  ó  anotarán, 
con  sujeción  á  las  prescripciones  de  esta  ley, 
los  actos  concernientes  al  estado  civil  de  las 
personas.  (Art.  1.*  ley.) 

Los  nacimientos,  matrimonios  y  demás 
actos  concernientes  al  estado  civil  de  las  per- 
sonas, que  tengan  lugar  desde  el  dia  en  que 
empiece  á  regir  esta  ley,  se  probarán  con  las 
partidas  del  Registro  que  por  ella  se  establece, 
dejando  de  tener  el  valor  de  documentos  pü- 
blicos  las  partidas  del  Registro  eclesiástico  re- 
ferentes á  los  mismos  i^ctos.  Los  que  hubieren 
tenido  lugar  en  fecha  anterior,  se  acreditarán 
por  los  medios  establecidos  en  la  legislación 
vigente  hasta  la  fecha  indicada. 

Acreditándose  que  no  han  existido  ó  que 
han  desaparecido  los  dos  ejemplares  del  Regis- 
tro en  que  debiera  hallarse  inscrito  un  acto 
concerniente  al  estado  civil  de  una  persona, 
podrá  acreditarse  este  acto  por  los  demás  me- 
dios de  prueba  que  establecen  las  leyes. 

Por  las  certificaciones  expedidas  con  re- 
ferencia al  Registro  civil  ó  á  los  documentos 
presentados  al  hacerse  en  él  las  inscripciones 
ó  anotaciones,  además  del  importe  del  papel 
sellado  que  se  invierta,  se  pagarán  los  dere- 
chos que  en  el'  reglamento  se  fijen.  En  el  mis- 
mo se  determinará  también  la  forma  y  espe- 
cies en  que  se  ha  de  verificar  el  pago,  y  el 
orden  de  contabilidad  que  se  haya  de  seguir. 
(Artículos 35,  36  y  37  ley.) 

ACTOS  DE  GARANTÍA.  Actos  públicos 
emanados  de  uno  ó  más  Soberanos;  por  ellos  se 
empefian  los  que  los  contratan  á  mantener  á 
otra  Potencia  en  el  goce  de  ciertos  derechos, 
ó  á  hacer  observar  un  convenio.  Es  indiferen- 
te que  tengan  la  forma  de  declaraciones  ó  do 
tratados. 

ACTOS  NOTARIADOS.  Documentos  au- 
ténticos expedidos  por  los  Notarios,  ó  los  Oón- 


ACU 

sules  españoles  en  países  extracgeros  y  por  los 
cuales  nueve  testigos  suplen  en  un  caso  dado 
á  la  pruebas  escritas. 

Por  la  ley  de  presupuestos  (1873)  las  cé- 
dulas de  vecindad  (ó  de  nacionalidad  en  el  ex- 
tranjero) se  exigen  no  solo  para  realizar  cual- 
quier acto  judicial,  sino  también  administrati- 
vo. Véase  Conteatos. 

ACUMULAR.  Aglomerar,  amontonar, 
juntar,  reunir  en  una  muchas  cosas.— Acha- 
car, atribuir,  imputará  otro  algún  delito,  al- 
guna culpa  ó  cargo.— Agregar,  anexar,  in- 
corporar, unir  unos  autos  á  otros  por  lo  que 
pueden  conducir  á  su  determinación. 

ACUMULATIVO.  Calificación  especial 
aplicada  en  derecho  al  arbitrio  ó  jurisdicción 
por  la  cual  puede  un  Juez  conocer  á  preven- 
ción, de  las  mismas  causas  que  otro,  antici- 
pándose en  el  conocimiento  de  ellas. 

AD  REFERENDUM;  esto  es,  «para  con- 
sultar.» Véase  Peotbsta. 

ADATAR.  Poner  en  cuenta  alguna  parti- 
da como  satisfecha.  Aunque  es  voz  de  conta- 
duría y  del  comercio,  se  usa  en  los  pleitos  so- 
bre cuentas  ó  negocios  de  comerciantes  y  ad- 
ministradores, quienes  para  cubrir  el  cargo 
que  contra  ellos  resulta  de  las  cantidades  re- 
recibidas,  anotan  las  que  satisfacen,  exten- 
diéndose aquellas  bajo  el  título  de  partidas  de 
cargo,  y  éstas  bajo  el  de  partidas  de  data. 

ADICIÓN.  En  las  cuentas  el  reparo  ó  no- 
ta que  se  pone  en  ellas;  y  la  añadidura  que  se 
hace  ó  parte  que  se  aumenta  en  alguna  obra 
ó  escrito. 

ADICIÓN,  CAMBIO  Ó  MODIFICACIÓN 
DE  NOMBBB  T  APELLIDO.  El  cambio,  adiciou  ó  mo- 
dificación de  nombre  ó  apellido,  solo  podrá 
hacerse  en  virtud  de  autorización  del  Gobierno, 
previos  los  trámites  establecidos  en  el  regla- 
mento, ó  de  sentencia  firme  del  tribunal  com- 
petente, en  que,  declarándose  haber  lugar  á 
dichas  alteraciones,  se  manden  practicar. 

Para  obtenerla  autorización  del  Gobierno, 
deberá  presentar  el  interesado  una  solicitud 
al  Presidente  del  Tribunal  de  partido  de  su  do- 
micilio ó  última  residencia,  exponiendo  los 
motivos  de  su  pretensión  y  formulándola  de- 
bidamente. A  esta  solicitud  deberá  acompa- 
ñarse el  certificado  de  nacimiento  del  intere- 
sado y  los  documentos  que  en  su  apoyo  estime 
conveniente  presentar. 

La  Real  orden  ó  la  sentencia  firmo  en  que 
se  autorice  el  cambio,  adición  ó  modificación 
de  un  nombre  ó  apellido,  se  presentará  ó  re- 
mitirá al  Registro  civil  del  pueblo  de  la  natu- 
raleza del  interesado,  á  fin  de  que,  á  tenor  de 
lo  dispuesto  en  el  art.  60  de  la  ley,  se  anote 
dicha  alteración  al  margen  del  acta  de  su  na- 
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cimiento;  y  no  existiendo  esta  en  el  Registro 
civil,  mientras  no  se  verifique  esta  anotación, 
no  producirán  efecto  alguno  la  Real  orden  ó  la 
sentencia  referida. 

ADICIOH  AB.  Hacer  ó  poner  adiciones,  es- 
to es,  hacer  afiadiducas  en  alguna  obra  escrita 
ó  poner  notas  y  reparos  á  una  cuenta. 

ADJUDICACIÓN.  Es  el  medio  regular  y 
auténtico  para  que  la  propiedad  de  la  cosa 
puesta  á  la  venta  pase  á  la  persona  que  ofre- 
ce por  ella  mayor  precio.  Esta  persona  se  lla- 
ma adjudicataria. 

La  ley,  para  evitar  toda  clase  de  abusos  y 
asegurar  la  regularidad  de  esta  clase  de  ven- 
tas, exige  que  ellas  se  hagan  por  medio  de  un 
empleado  publico,  tales  son  los  Jueces,  Nota- 
rios, comisarios  de  ventas,  corredores  de  co- 
mercio, etc. 

ADJUHTOS.  Véase  Juramento. 

ADMINIB^BAdON.  La  dirección,  go- 
bierno y  cuidado  que  uno  tiene  á  su  cargo  de 
los  bienes  de  una  herencia,  de  un  menor,  de 
un  demente,  de  un  pródigo,  de  un  estableci- 
miento ó  de  cualquier  particular;  de  modo  que 
todo  tutor,  curador,  albacea  ó  ejecutor  testa- 
mentario tiene  una  administración. 

La  administración  es  en  realidad  un  mati" 
dato,  y  por  consiguiente,  produce  las  mismas 
obligaciones  y  derechos  que  este  contrato,  el 
cual  puede  verse  en  su  lugar. 

ADMINISTRACIÓN  PÚBLICA.  La  par- 
te de  autoridad  pública  que  cuida  de  las  per- 
sonas y  bienes  en  sus  relaciones  con  el  Estado, 
haciéndolos  concurrir  al  bien  común,  y  eje- 
cutando las  leyes  de  interés  general;  á  dife- 
rencia de  la  justicia,  que  tiene  por  objeto  las 
personas  y  bienes  en  sus  relaciones  particula- 
res de  individuo  á  individuo,  aplicando  las  le- 
yes de  interés  privado.  La  administración  con 
sidera  á  los  hombres  como  miembros  del  Esta- 
do, y  la  justicia  como  individuos:  esta  se 
ejerce  por  los  Jueces,  Audiencias,  Tribunales 
Supremos;  y  aquella  por  los  Alcaldes  y  Ayun- 
tamientos, Jefes  políticos  ó  Gobernadores  civi- 
les, etc. 

ADMINI8TBADOB.  El  que  cuida,  dirige 
y  gobierna  los  bienes  ó  negocios  de  otro.  Como 
la  administración  es  un  verdadero  mandato, 
el  administrador  no  es  más  que  un  mandata- 
rio con  sus  obligaciones  y  derechos.  Véase 
Mandatarios. 

Los  delitos  y  penas  en  que  puede  incurrir 
un  administrador  de  caudales  püblicos  según 
nuestro  Código  piñal,  son  los  siguientes: 

«Art.  309.  El  empleado  p(iblico  que  te- 
niendo á  su  cargo  caudales  ó  efectos  püblicos 
los  sustrajere  ó  consintiere  que  otro  los  sus* 
traiga,  será  castigado: 


1  .^  Con  la  pena  de  arresto  mayor  si  la  sus- 
tracción no  excediere  de  10  daros. 

2.*  Con  la  de  prisión  menor  si  excediere 
de  10  duros  y  no  pasare  de  500. 

3.*  Con  la  de  prisión  mayor  si  excediere 
de  500  y  no  pasare  de  10.000. 

4.*  Con  la  de  cadena  temporal  sí  excedie- 
re de  10.000. 

En  todos  los  casos  con  la  de  inhabilitación 
perpetua  absoluta. 

Art.  310.  El  empleado  que  con  dafio  ó  en- 
torpecimiento del  servicio  público  aplicare  á 
usos  propios  ó  ajenos  los  caudales  ó  efectos 
puestos  á  su  cargo,  será  castigado  con  las  pe- 
nas de  inhabilitación  especial  temporal  y  mul- 
ta del  10  al  50  por  100  de  la  cantidad  que 
hubiere  distraído. 

No  verificándose  el  reintegro,  se  le  impon- 
drán las  penas  señaladas  en  el  articulo  pre- 
cedente. 

Si  el  uso  indebido  de  los  fondos  fuere  sin 
daño  ni  entorpecimiento  del  servicio  público, 
incurrirá  en  las  penas  de  supension  y  multa 
del  5  al  25  por  100  de  la  cantidad  sustraída. 

Art.  311.  El  empleado  público  que  diere 
á  los  caudales  ó  efectos  que  administre  una 
aplicación  pública  diferente  de  aquella  á.que 
estuvieren  destinados,  incurrirá  en  las  penas 
de  inhabilitación  temporal  y  multa  del  5  al  50 
por  100  de  la  cantidad  distraída,  si  de  ello  re- 
sultare daño  ó  entorpecimiento  del  servicio  á 
que  estuvieren  consignados;  y  en  la  de  sus  - 
pensión  si  no  resultare  daño  ó  entorpecimiento. 

Art.  312.  El  empleado  público  que  de- 
biendo hacer  un  pago  como  tenedor  de  fondos 
del  Estado  no  lo  hiciere,  será  castigado  con  las 
penas  de  suspensión  y  multa  del  5  al  25  por 
100  de  la  cantidad  no  satisfecha. 

Esta  disposición  es  aplicable  al  empleado  pú- 
blico que,  requerido  con  orden  de  autoridad 
competente,  rehusare  hacer  entrega  de  una 
cosa  puesta  bajo  su  custodia  ó  administración. 

La  multa  se  graduará  en  este  caso  por  el 
valor  de  la  cosa,  y  no  podrá  bajar  de  10  du- 
ros.» Véase  Defracdagion. 

ADMISIÓN  DE  LOS  CÓNSULES.  La 
práctica  general  que  observan  todas  las  Nacio- 
nes, ha  establecido  el  precedente  de  admitirse 
reciprocamente  los  Cónsules,  sin  que  para  esta 
admisión  sea  necesario  tratado  alguno  ni  con- 
vención mercantil  que  asi  la  estipule,  como 
aseguran  muchos  publicistas.  Si  el  derecho  del 
comercio  ó  del  cambio  reciproco  es  universal ^ 
también  lo  será  el  que  toda  nación  pueda  es- 
tablecer sus  Agentes  consulares  en  donde  lo 
considere  más  conveniente  á  los  intereses  que 
aquellos  deben  representar. 

La  admisión,  pues,  de  los  Cónsules,  se  ha- 


ADM 


—  21  — 


ADM 


lia  generalmente  reconocida  casi  de  derecho, 
y  para  llevarla  á  efecto  basta  que  los  indivi- 
duos nombrados  para  tal  empleo  dirijan  sus  pa- 
tentes por  conducto  del  Ministro  plenipotencia- 
rio de  su  Nación,  residente  en  la  corte  de  aquella 
donde  deben  ser  establecidos,  al  Poder  ejecuti- 
vo de  ésta,  quien  después  de  las  informaciones 
de  costumbre  acerca  de  la  moralidad  y  cuali- 
dades que  concurren  en  el  candidato,  le  man- 
da librar  el  exequátur. 

Guando  una  Nación  ha  mudado  su  dinastía 
ó  su  Gobierno,  la  regla  general  es  mantener 
con  las  demás  sus  relaciones  de  costumbre, 
cual  si  aquel  cambio  no  hubiese  tenido  lugar. 
En  el  presente  siglo  las  cuestiones  se  fundan 
en  los  principios,  pero  no  en  las  personas,  y 
sin  embargo,  hay  ejemplos  muy  recientes  de 
no  suceder  siempre  asi.  Citaremos  algunos  de 
ellos. 

La  corte  de  Turin,  á  influjos  del  Austria, 
al  morir  Fernando  YII,  se  negó  á  reconocer  á 
Isabel  II  por  Reina  legítima  de  España.  Esta 
negativa  produjo  varias  y  animadas  contesta- 
ciones entre  ambos  Gabinetes,  á  causa  de  los 
intereses  comerciales  que  median  entre  las  dos 
Naciones.  De  sus  resultas,  el  Gobierno  de  Tu- 
rin, se  negó  á  proveer  á  los  Cónsules  espa- 
ñoles del  correspondiente  exequátur  para  que 
ejerciesen  sus  funciones,  y  hasta  les  impidió 
que  usasen  de  la  prerogativa  de  colocar  sobre 
el  portal  de  sus  casas  el  escudo  de  España. 
Amenazado  el  Gabinete  de  Turin  por  el  espa- 
ñol con  iguales  represalias,  contestó  el  prime- 
ro que  consentirla  á  los  Cónsules  españoles 
desempeñar  sus  destinos  con  tal  titulo  de  tole- 
rados, pero  que  persistía  en  negarles  el  exe* 
quatur.  El  Gobierno  español,  aceptó,  de  un 
modo  incomprensible,  una  distinción  nueva  y 
extraña  y  se  limitó  á  su  vez  á  retirar  el  exe^ 
quatur  á  los  Cónsules  sardos.  Poco  después, 
habiendo  llevado  más  allá  todavía  la  corte  de 
Cerdeña  sus  demostraciones  hostiles,  quedaron 
rotas  entre  ambos  paises  las  relaciones  de  amis- 
tad, y  los  Cónsules  españoles  abandonaron  el 
territorio  sardo  en  1839;  pero  en  Noviembre 
del  mismo  año  hubo  una  nueva  avenencia, 
restableciéndose  las  cosas  á  su  estado  anterior 
y  se  pactó  que  los  Cónsules  siguiesen  con  el 
carácter  de  tolerados. 

En  la  Habana,  siendo  su  Capitán  general 
el  general  Tacón,  no  quiso  éste  recibir  al  pri- 
mer Cónsul  de  la  República  mejicana,  nom- 
brado para  residir  en  aquel  puerto,  después 
de  haberse  reconocido  la  independencia  por  la 
corte  de  Madrid. 

Otro  tanto  sucedió  poco  tiempo  después  en 
dicha  ciudad  con  el  cónsul  del  Uruguay.  Igno- 
ramos los  motivos  que  tuvieron  las  primeras 


autoridades  de  Cuba  para  no  admitirlo;  pero 
srgun  creemos,  parece  se  fundaron  en  que  ca- 
recían de  órdenes  superiores.  Para  eludir  tales 
inconvenientes  y  prevenir  semejantes  casos, 
creemos  que  seria  muy  necesario  que  á  los  in- 
dividuos nombrados  para  tal  ó  cual  Consulado 
se  les  proveyese  de  un  oficio  del  Embajador, 
Ministro -ó  Encargado  de  negocios  del  Gobier- 
no cerca  del  cual  van  á  residir,  y  que  se  halle 
establecido  en  su  Nación.  Este  oficio,  dirigido 
á  las  Autoridades  locales  del  punto  donde  van 
á  establecerse,  manifestará  el  nombramiento 
del  portador  y  demás  circunstancias  que  faci- 
liten su  recibo.  Del  mismo  modo,  debe  por  su 
parte  el  Agente  diplomático  de  la  Nación  del 
Cónsul  residente  en  el  país  á  que  éste  es  desti- 
nado, dar  parte  al  Ministro  de  Estado  de  que 
tal  persona  ha  sido  nombrada  Cónsul  de  tal  ó 
cual  punto,  y  por  lo  tanto  suplicar  se  expidan 
las  órdenes  convenientes  para  que  las  Autori- 
dades locales  no  se  opongan  á  su  recibimien- 
to. Asi  se  evitarla  la  desagradable  repetición 
de  los  casos  que  acabamos  de  relatar,  omitien- 
do otros  varios  muy  recientes,  y  las  fatales 
consecuencias  que  encierran,  tanto  por  el  per- 
juicio que  el  comercio  y  los  demás  intereses 
nacionales  deben  sufrir  por  la  falta  ó  retardo 
de  la  presencia  del  Agente  consular,  cuanto  por 
aquellos  concernientes  á  la  persona  del  indivi- 
duo nombrado. 

Es  práctica  que  el  Cónsul  al  presentarse  á 
las  Autoridades  locales  del  punto  ó  puerto  de  su 
destino,  les  pide  el  permiso  para  ejercer  sus  fun- 
ciones bajo  el  carácter  de  a^fente  comercial  du- 
rante el  tiempo  que  tarden  en  expedirle  su  cor- 
respondiente exequátur.  Este  permiso  ó  autori- 
zación se  les  concede  dándose  á  reconocer  bajo 
aquel  carácter  en  el  Diario  oficial,  y  esto  es  lo 
que  constituye  el  haber  sido  recibido. 

Más  tarde  y  cuando  el  exequátur  tiene  el 
cúmplase  de  la  autoridad  local,  esta  da  á  reco- 
nocer páblicamente  al  sugeto  nombrado  con  el 
carácter  de  Cónsul,  y  esto  es  lo  que  constitu- 
ye -él  haber  sido  admitido. 

El  Gobierno  español  antes  de  expedir  el 
Regium  exequátur  á  los  Cónsules  residentes  en 
sus  dominios,  pide  á  los  capitanes  generales  de 
las  provincias  un  informe  secreto  respecto  á 
dichos  agentes.  En  este  informe  se  pregunta 
cuál  es  el  rango,  carácter  y  cualidades  de  la 
persona  nombrada;  cuál  es  su  religión;  si  po- 
see bienes;  si  es  casado  y  si  su  mujer  es  espa- 
ñola ó  extranjera,  etc.,  etc.,  etc. 

El  art.  9.*  del  Convenio  entre  España  y 
Francia,  de  7  de  Junio  de  1862,  dice: 

<(Para  que  los  Cónsules  generales.  Cónsu- 
les y  Vicecónsules  sean  admitidos  y  reconoci- 
dos como  tales,  habrán  de  presei^tar  la  paten- 
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te  de  sa  nombramiento,  y  en  vista  de  ella  se 
les  expedirá  el  exequátur^  libre  de  gastos  y 
previas  las  formalidades  establecidas  en  cada 
país. 

Con  presencia  del  exequátur^  la  Autoridad 
superior  de  la  provincia,  distrito  ó  departa- 
mento en  que  hayan  de  residir  dichos  Agen- 
tes, comunicará  las  órdenes  oportunas  á  las 
demás  Autoridades  del  mismo,  á  fln  de  que  en 
todos  los  puntos  que  éste  comprenda  les  am- 
paren en  el  ejercicio  de  sus  funciones  oñcia* 
les  y  les  guarden  y  hagan  guardar  las  exen* 
clones,  prerogativas,  inmunidades  y  privile- 
gios que  por  el  presente  convenio  les  corres- 
ponden.» 

ADMISIÓN  DE  ENVIADOS  DIPLO- 
MÁTICOS. Véase  Agentes  diplomáticos. 

ADOPCIÓN.  Véase  Prohijamiento. 

ADOPTAB.  Prohijar  ó  recibir  por  hijo 
con  autorización  Real  ó  Judicial  al  que  lo  es  de 
otro  naturalmente,  y  recibir  ó  admitir  alguna 
opinión,  sentencia  ó  máxima,  aprobándola  y 
siguiéndola. 

ADQUIBBNTE.  El  que  alcanza,  gana  6 
consigue  alguna  cosa  ütil  y  apreciable,  ó  el 
que  se  hace  dueño  ó  propietario  de  una  cosa 
que  antes  no  le  pertenecía. 

Hay  modos  naturales  de  adquirir  y  modos 
civiles;  aquellos  son  los  que  proceden  del  de- 
recho natural  y  de  gentes,  y  éstos  los  que  es- 
tán establecidos  por  las  leyes  positivas.  Véase 
EscaiCHB,  Diccionario  ratonado  de  Legislación  y 
Jurisprudencia,  pág.  95,  Paris  1868. 

ADUANA.  La  casa  ix  oñcina  publica  des- 
tinada para  registrar  los  géneros  que  se  ex- 
portan ó  importan  por  mar  ó  tierra,  y  cobrar 
los  derechos  que  se  adeudan.  Llámase  también 
asi  el  derecho  de  entrada  ó  salida  que  se  paga 
por  los  géneros  y  mercaderías.  La  palabra 
aduana  se  deriva,  según  algunos,  ddl  nombre 
arábigo  divanum,  que  significa  la  casa  donde 
se  recogen  los  derechos.  De  aquí  empezó  ésta 
á  llamarse  dioana,  luego  duan%,  y  por  fln  aca- 
bó en  aduana. 

Bq^mtí  \0B  Aranceles  de  Aduanas  de  1870, 
éstas  se  dividen  en  las  cuatro  clases  siguientes: 

ADUANAS  MABÍTIMAS.  Primera  clase: 
que  comprende  las  habilitadas  para  el  comercio 
de  importación,  exportación  y  cabotaje.  Segun^ 
da  clase;  las  habilitadap  para  el  comercio  de  ex- 
portación, excepto  galenas,  litargirios  y  plo- 
mos, que  solo  se  exportarán  por  las  que  espe- 
cialmente se  designan  para  cabotaje  y  para 
importar  del  extranjero  y  de  las  provincial 
ultramarinas  determinados  artículos.  Tercera 
clase:  las  habilitadas  para  todo  el  comercio  de 
exportación,  excepto  galenas,  litargirios  y 
plomos;  pan^ cabotaje,  y  para  la  importación 


de  los  envases  que  se  introduzcan  para  expor- 
tar mercancías  nacionales,  con  arreglo  á  las 
prescripciones  de  la  disposición  segunda  del 
Arancel.  Cuarta  clase:  comprende  los  fielatos  y 
puntos  habilitados  para  ciertas  operaciones  de 
carga  y  descarga,  con  intervención  del  res- 
guardo y  documentación  de  la  Aduana  que  en 
cada  uno  se  expresa. 

ADUANAS  TEBBESTBES.  Primera  clase: 
comprende  las  aduanas  habilitadas  para  todo  el 
comercio  de  importación  y  exportación.  Según* 
da  clase:  las  habilitadas  para  el  comercio  de  ex- 
portación, excepto  galenas,  litargirios  y  plo- 
mos ;  y  para  importar  determinados  artículos 
y  las  pequeñas  cantidades  de  toda  clase  de 
géneros  que  traigan  los  viajeros,  las  cuales  se 
despacharán  por  medio  de  recibos  talonarios. 
Tercera  clase:  aduanas  habilitadas  para  expor- 
tación al  extranjero,  excepto  galenas,  plomos 
y  litargirios;  para  intervenir  el  movimiento  de 
entrada  y  salida  de  carnajes  y  caballerías  ,  y 
para  la  importación  de  los  envases  que  se  in- 
troducen para  exportar  mercancías  naciona- 
les, con  arreglo  á  las  prescripciones  de  la  dis- 
posición segunda  del  Arancel.  Cuarta  clase: 
puntos  habilitados  para  ciertas  operaciones  de 
importación  y  exportación  con  intervención 
del  Resguardo. 

La  Sección  de  Aduanas  de  Madrid  estaba 
destinada  para  el  despacho  de  loa  equipajes  y 
demás  efecrtos  destinados  al  Rey  y  su  Real  Fa- 
milia y  al  Cuerpo  diplomático  extranjero. 

Advertencias  prescritas  en  los  mismos  Aranceles  de 

Aduanas. 

1 .'  Cuando  á  petición  y  por  conveniencia 
exclusiva  de  un  particular,  fábrica,  estableci- 
miento ó  corporación  de  cualquier  clase  que 
sea,  se  habilite  una  Aduana  especial  de  cuarta 
clase,  fielato  ó  punto  de  embarque  ó  desem- 
barque, aquel  que  lo  haya  solicitado,  y  en 
cuyo  beneficio  se  conceda  la  habilitación,  que- 
dará obligado  á  reintegrar  al  Tesoro  publico 
todos  los  gastos  de  instalación,  asi  como  el 
coste  del  personal  y  material  dedicado  espe- 
cialmente á  su  conservación  y  vigilancia. 

2/  Cuando  la  operación  de  comercio  que 
se  haga  en  los  puntos  habilitados  de  cuarta 
clase,  tanto  marítimos  como  terrestres ,  exija 
la  presencia  de  un  empleado  de  aduanas,  éste 
acudirá  desde  la  Administración  más  cercana, 
y  el  pago  de  sus  dietas  será  á  cargo  del  Inte- 
resado. 

AFECTO.  Se  aplica  algunas  veces  á  las 
posesiones  ó  rentas  que  están  sujetas  á  alguna 
cosa  ú  obligación ,  y  también   al   beneficio 
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eclesiástico  que  tiene  alguna  particular  reser- 
va en  BU  provisión,  entendiéndose  más  coman* 
mente  de  la  del  Papa. 

AFERIB.  Marcarlas  medidas,  pesos  y  pe- 
sas, en  seQal  de  que  están  arregladas  al  mar- 
co. Véase  Pbsos  t  medidas. 

APIA9ZAB.  Dar  fianzas  por  alguno  para 
seguridad  ó  resguardo  de  intereses  ó  cauda- 
les, ó  del  cumplimiento  de  alguna  obligación. 
Véase  Fianza. 

AFIRMACIÓN.  La  acción  y  efecto  de 
afirmar.  La  afirmación  legal  es  una  declara- 
ción J arada,  y  en  Francia,  cada  uno  está  »d- 
mltido  á  ajlrmar  conforme  el  rito  de  su  respec- 
tiva religión. 

AFIRMARSE.  Ratificarse  ó  mantenerse 
constantemente  alguno  en  su  dicho  ó  decla- 
ración; 

AFORAR.  Reconocer  y  valuar  cualesquie- 
ra  género,  efecto  ó  mercadería  para  la  paga  de 
derechos.  Véase  Arqdbo. 

AFORRAMIENTO.  La  manumisión  ó  el 
acto  de  dar  libertad  al  siervo. 

AFRANCESADO.  Españoles  que  juraron 
reconocer  y  sostener  la  Consiitucio»  que  en 
1808  promulgó  en  Madrid  José  Napoleón,  her* 
mano  del  Emperador.  En  1814  se  refugiaron 
en  Francia,  cuando  volvió  Fernando  Vil  y  en 
1S20  fueron  amnistiados. 

AFRENTA.  £1  dicho  ó  hecho  de  que  re- 
sulta deshonor  ó  descrédito;  y  también  se  da 
este  nombre  á  la  infamia  que  se  sigue  de  la 
sentencia  que  se  impone  al  reo  en  causas  cri- 
minales, como  sucede  cuando  se  le  saca  á  la 
vergüenza.  Véase  Injuria  é  Infamia. 

Covarrubia,  en  su  Tesorode  la  Lengua  Coste" 
llana,  dice  que  esta  palabra  viene  de  cuasi  en 
la  /rente,  porque  de  la  vergüenza  que  toma  el 
afrentado,  le  salen  colores  al  rostro  y  particu- 
larmente á  la  frente. 

AGENCIA.  Oficio,  profesión  de  agente. 
Administración  dirigida  por  uno  ó  muchos 
agentes,  como  también  la  oficina  del  mismo 
agente  y  los  derechos  que  devenga  porsu  trabajo. 

AGENTE  FISCAL.  El  sugeto  destinado 
para  ayudar  al  fiscal  en  los  negocios  de  oficio. 
En  el  reglamento  del  Supremo  Tribunal  de 
España  é  Indias,  de  17  de  Octubre  de  1835  se 
dispone  en  el  art.  42,  que  (dos  fiscales  del 
Tribunal  tendrán  cinco  agentes  fiscales;  dos 
para  cada  fiscal  de  España  y  uno  para  el  de  In- 
dias. Los  artículos  43,  44,  45 y  46  contienen, 
con  respecto  á  los  agentes  fiscales  del  Supre- 
mo Tribunal,  las  mismas  prevenciones  que 
traen  para  los  de  las  Audiencias  los  artículos 
94,  95,  96  y  97  de  las  ordenanzas  de  las  Au- 
diencias, de  19  de  Diciembre  del  citado  año 
de  1835* 


AGENTES  DE  ADUANAS.  Las  Ordenan^ 
zas  generales  de  la  Renta  de  Aduanas  de  1870 
en  su  Apéndice  núm.  6,  pág.  159,  previenen: 

«Articulo  1.*  Para  ser  Agente  de  Aduanas 
se  necesitan  las  condiciones  siguientes: 

1.^     Ser  español,  mayor  de  25  años. 

2.*  Estar  inscrito  en  la  matricula  indus- 
trial de  la  localidad  y  pagar  la  cuota  corres- 
pondiente. 

Art.  2.°  No  serán  admitidos  los  agentes  á 
las  operaciones  de  Aduanas,  en  dos  casos: 

1.°  Cuando  antes  ó  después  de  dedicarse  á 
esa  profesión  hayan  sido  condenados  en  causa 
de  contrabando,  de  defraudación,  de  falsedad, 
de  abuso  de  confianza  ó  contra  la  propiedad. 

2.*  Cuando  por  faltar  al  decoro  debido  á 
las  oficinas  y  á  los  empleados  hayan  sido  re- 
prendidos tres  veces  por  el  jefe  de  la  Aduana. 
AGENTES  DE  BOLSA.  Los  Agentes  de 
Bolsa  fueron  creados  para  la  intervención  de 
las  negociaciones  bursátiles:  su  número  varia- 
ble con  las  diversas  leyes  de  Bolsa  que  se  han 
venido  sucediendo ,  se  fijó  en  la  hoy  vigente 
de  1854  en  32  ,  sin  que  pueda  alterarse  por 
nombramientos  de  supernumerarios  ni  de  nin- 
guna otra  manera. 

Para  ser  Agente  de  Bolsa  se  necesitan  las 
condiciones  siguientes:  ser  español  ó  domici- 
liado en  España:  mayor  de  25  años:  sufrir  un 
examen  por  la  Junta  Hindical  del  Colegio  de 
Agentes  sobre  las  materias  de  su  profesión: 
adquirir  estos  conocimientos  practicando  por 
ocho  años  el  comercio  en  el  despacho  de  co- 
merciante matriculado  ó  Agente  de  Bolsa:  ob- 
tener Real  nombramiento :  prestar  una  fianza 
de  500.000  reales  en  metálico  ó  en  papel  con- 
solidado, y  jurar  ante  el  Gobernador  de  la  pro- 
vincia ejercer  bien  y  fielmente  su  empleo. 

Bstán  incapacitados  para  ser  Agentes  de 
Bolsa  los  extranjeros  no  naturalizados;  las  mu- 
jeres; los  eclesiásticos,  militares  en  activo  ser- 
vicio y  funcionarios  públicos  de  Real  nombra- 
miento; los  comerciantes  quebrados  no  rehabi- 
litados; los  Agentes  ó  Corredores  quebrados; 
los  expulsados  de  la  Bolsa  ó  perseguidos  por 
ser  Corredores  ó  Agentes  intrusos,  y  los  Caje- 
ros, Tenedores  de  libros,  mancebos  ó  depen- 
dientes, bajo  cualquier  denominación  que  sea, 
de  los  banqueros  ó  comerciantes. 

Los  Agentes,  al  par  que  los  corredores, 
están  obligados  á  asegurarse  de  la  identidad  y 
capacidad  legal  de  las  personas  que  traten  ne- 
gocios en  que  ellos  intervengan;  á  guardar  an 
rigoroso  secreto  de  las  operaciones  que  se  les 
confien  y  de  los  nombres  de  los  encargantes; 
á  negociar  por  si  mismos  sin  que  les  sea  per- 
mitida la  sustitución  ni  aun  por  dependientes 
aprobados  por  la  Junta  Sindical,  pudiendo  solo 
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operar  en  sü  nombre  y  representación  otro  in- 
dividuo del  Colegio:  también  están  obligados  á 
sentar  por  sí  mismos  las  operaciones  que  ha- 
gan en  un  libro  manual  foliado,  y  á  pasar  es- 
tos asientos  á  un  registro  que  deberá  tener  to- 
das las  formalidades  prescritas  para  los  libros 
de  comercio,  haciéndose  este  paso  antes  de  la 
Bolsa  del  día  siguiente  al  en  que  se  veriñque 
la  operación:  estos  libros  podrán  ser  examina- 
dos por  el  Tribunal  de  Ck>mercio  para  asega- 
rarse  de  si  están  en  regla. 

Los  Agentes  formarán  un  Colegio  regido 
por  una  Junta  de  gobierno,  compuesta  de  un 
Sindico  presidente,  cuatro  Adjuntos  y  dos  su- 
plentes ,  siendo  encargo  de  esta  Junta  cuidar 
del  orden  interior  del  Colegio;  vigilar  sobre  la 
Bolsa  á  fln  de  que  no  entren  en  ella  las  perso- 
nas excluidas  según  la  ley;  formar  el  Boletín 
diario  de  la  cotización;  hacer  que  las  fianzas 
prestadas  por  los  Agentes  estén  siempre  com- 
pletas, y  no  permitir  que  ninguno  que  no  sea 
individuo  del  Colegio  ejerza  este  cargo. 

Prohíbese  á  los  Agentes  el  comerciar  di- 
recta ni  indirectamente ,  bajo  nombre  propio 
ni  ajeno,  ni  contraer  sociedad  de  comercio  ge- 
neral ni  particular ;  encargarse  de  hacer  co- 
branzas ni  pagos  por  cuenta  de  otro;  ser  ase- 
guradores ni  fiadores ;  intervenir  en  contratos 
ilícitos;  proponer  letras  ó  valores  procedentes 
de  personas  no  conocidas  en  la  plaza,  sin  pre- 
sentar un  comerciante  que  abone  su  identidad; 
negociar  valores  por  cuenta  de  individuos  que 
hayan  suspendido  sus  pagos;  adquirir  para  sí 
los  objetos  de  cuya  negociación  estén  encar- 
gados, á  no  mediar  convenio  entre  el  comiten- 
te y  el  mismo  Agente  para  pago  de  desembol^ 
sos  hechos  en  una  negociación  celebrada  por 
cuenta  de  aquel,  y  dar  certificación  que  no 
recaiga  sobre  hechos  que  consten  en  los  asien- 
tos de  sus  registros.  Véase  Bancos  y  Bolsa. 

AGENTES  COESÜLABES.  Estos  Agen- 
tes, llamados  algunas  veces  también  Agentes 
comerciales,  no  gozan  de  sueldo  alguno;  no  es- 
tán exentos  más  que  do  las  cargas  puramente 
concejiles ;  están  sujetos  á  todas  las  leyes  ci- 
viles, criminales,  mercantiles  y  de  policía  de 
la  Nación  donde  residen;  pueden  ser  juzgados 
por  los  tribunales  de  ella,  y  sufrir,  por  consi- 
guiente, en  ella  misma  el  castigo  á  que  se  ha- 
gan acreedores ,  bien  que  antes  debe  retirár- 
seles el  exequátur.  Están  igualmente  sujetos  al 
pago  de  toda  especie  de  contribuciones  esta- 
blecidas en  el  lugar  de  su  residencia ;  sus  ca- 
sas no  están  exentas  de  las  visitas  judiciales 
ó  de  policía;  gozan  de  inmunidad  solamente  la 
correspondencia  y  los  archivos  consulares,  los 
cuales  no  pueden  ser  registrados,  extraídos  ni 
embargados  por  ningún  motivo.  Están  obli- 


gados á  acudir  al  llamamiento  de  la  Autoridad 
principal  del  lugar  donde  residen;  y  sus  debe- 
res y  atribuciones,  cuando  están  provistos  solo 
de  una  patente  consular,  son  las  siguientes: 

Proteger  y  defender  por  todos  los  medios 
que  estén  á  su  alcance  á  los  ciudadanos  espa- 
ñoles, ayudándoles  con  sus  consejos  ó  indicán- 
doles las  leyes  especiales  del  país  en  que  resi- 
dan. Tratarán  de  conciliarios  y  arreglar  ami- 
gablemente cualquiera  dificultad  que  ocurra 
entre  ellos,  fomentar  el  comercio  y  la  navega- 
ción ,  auxiliar  con  su  experiencia  y  el  apoyo 
de  su  influencia  á  los  capitanes  y  marineros 
españoles,  en  cualquiera  circunstancia  en  que 
pudieran  hallarse  en  la  jurisdicción  de  su  dis- 
trito ;  cuidando  ,  sin  embargo ,  de  que  no  in- 
frinjan las  leyes  españolas  ni  las  del  país ;  ser 
su  abogado  en  todas  las  reclamaciones  funda- 
das que  tuvieren  que  presentar  á  las  Autorida- 
des locales,  y  finalmente,  suplirles  toda  la 
protección  que  sobre  ellos  haria  recaer  el  Go- 
bierno español  en  su  propio  país  y  que  les  es 
mucho  más  necesario  aun  en  el  extranjero. 

Los  Agentes  Consulares  pueden  arbolar 
en  su  casa  bandera  nacional  y  tener  encima 
de  su  puerta  el  escudo  de  las  armas  de  Es- 
paña. 

Estos  Agentes  (dice  Pando  en  su  Derecho  tV 
ternacional)  prestan  todos  los  buenos  oficios  que 
están  á  su  alcance  á  los  subditos  del  Estado  á 
quien  sirven  ,  manteniendo  correspondencia 
con  el  Cónsul  respectivo,  y  ejecutando  sus  ór- 
denes. Pero  estos  Agentes  de  comercio  no  go- 
zan de  los  mismos  derechos  é  inmunidades  que 
los  Cónsules ,  sino  solamente  de  la  protección 
necesaria  para  desempeñar  con  libertad  é  in- 
dependencia las  comisiones  que  se  les  confian, 
á  no  ser  que  se  estipule  otra  cosa  por  tratados 
ó  convenios  especiales. 

Solo  á  sus  jefes  inmediatos  pueden  y  de- 
ben proponer  cualquiera  mejora  que  les  parez- 
ca ütil  al  servicio ,  y  todas  sus  relaciones ,  ya 
escritas,  ya  yerbales,  que  tengan  con  las  Au- 
toridades locales,  los  Agentes  Consulares  ó  Co- 
merciales, por  su  cortesía  y  urbanidad  deben 
tratar  siempre,  sin  salirse  de  los  limites  de  su 
deber ,  de  mantenerse  en  los  mejores  términos 
con  dichas  Autoridades. 

Para  todo  lo  demás  que  tiene  una  relación 
directa  con  el  servicio,  véase  la  palabra  Yicb- 
CÓNSUL.  Para  poder  ejercer  los  Agentes  Consula- 
res BUS  respectivas  funciones  en  Francia  y  sus 
posesiones,  necesitan  estar  autorizados  por  me- 
dio de  la  patente  que  previene  el  i^lamento 
de  1848  y  el  convenio  entre  Francia  y  Espa- 
ña de  18  de  Marzo  de  1862.  La  citada  paten- 
te la  reclama  nuestro  Embajador  del  Ministe- 
rio do  Negocios  Extranjeros  del  pais  donde  está 
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acreditado ,  conforme  se  previene  en  la  orden 
del  mismo  de  .2  de  Noviembre  de  1836. 

Cuando  se  trata  de  elegir  nuevas  Agencias 
Consulares ,  ó  suprimir  y  alterar  la  categoría 
de  las  existentes ,  es  necesario  formar  un  ex- 
pediente que  pruebe  la  necesidad  y  la  utili- 
dad de  la  medida.  Véase  Cónsules. 

AGENTES  COMERCIALES.  Véase 
Agbntrs  Consulares  y  Coeredores  uarítihos. 

AGENTES  DIFIiOMÁTICOS.  Denomi- 
nación general,  que  si  bien  comprende  en  ri- 
gor todas  Jas  clases  ó  categorías  con  que  las 
Naciones  han  querido,  en  los  tiempos  moder- 
nos, distinguir  á  estos  mismos  Agentes,  ha 
quedado  al  fin  destinada  á  designar  una  sola 
de  aquellas  clases.  Las  clases  ó  categorías  con 
que  hoy  se  distinguen  los  Agentes  diplomáti- 
cos, son  las  siguientes: 

1."     Embajadores. 

2/  »  Enviados  extraordinarios. 

3  '     Ministros  plenipotenciarios. 

4.*     Ministros  residentes. 

5.'     Encargados  de  negocios. 

6."  Agentes  diplomáticos. 
Todas  estas  diferentes  clases  se  compren- 
den hoy  igualmente  bajo  la  denominación  ge- 
neral y  más  común  de  Representantes  6  Ministros 
ó  Enviados,  diplomáticos^  y  todos  estos  son  ele- 
gidos y  nombrados  por  el  Soberano  que  los 
envia;  y  entiéndese  por  Soberano  la  persona  ó 
personas  en  quien  está  depositada  la  sobera- 
nía de  la  Nación,  sea  quien  fuere:  en  las  Mo- 
narquías el  Emperador,  ó  el  Rey,  ó  la  Reina,  ó 
el  Gran  Duque,  etc.,  y  en  las  Repüblicas  el 
Presidente,  ó  el  Poder  ejecutivo,  segnn  las 
instituciones  de  cada  pais.  En  las  Repúblicas 
de  la  antigua  Grecia  y  de  Roma,  los  Embaja- 
dores ó  Enviados  eran  nombrados  directamen- 
te por  las  Asambleas  legislativas:  en  nuestros 
tiempos,  el  Presidente  de  los  Estados-Unidos 
de  América  nombra  los  Representantes,  aun- 
que sujetando  el  nombramiento  á  la  aproba- 
ción del  Senadc 

En  todo  Estado  independiente,  el  derecho 
de  enviar  Representantes  pertenece  á  la  Sobe- 
ranía del  Estado  independiente.  Cuando  Espa- 
ña era  duefia  de  Ñapóles,  de  Milán,  y  de  los 
Paises  Bajos,  los  Vireyes  españoles  residentes 
en  las  capitales  de  estos  paises  tenían  facultad 
de  nombrar  y  enviar  Embajadores  á  otras  Na- 
cienes,  por  razón  de  estar  delegrado  en  la  muy 
alta  dignidad  de  Vireyes  el  Poder  ejecutivo,  y 
por  la  misma  razón  el  Gobierno  de  la  compa- 
fáñ  inglesa  en  la  India,  tiene  la  facultad  de 
enviar.  Embajadores  á  las  Naciones  vecinas. 

Antiguamente  no  se  enviaban  Representan* 
tes  más  que  en  ocasiones  muy  especiales,  por 
ejemplo,  para  ajustar  un  tratado  de  paz  ó  de 


alianza;  para  pedir  satisfacción  de  un  agravio, 
hecho  por  un  Gobierno  á  otro;  para  solicitar 
un  enlace  matrimonial  entre  dos  casas  sobera- 
nas etc. ,  y  conseguido  el  objeto,  terminaba  la 
misión  y  el  Representante  ó  Enviado  regresa- 
ba á  su  país.  Pero  la  condición  política  de  Eu- 
ropa, y  la  modificación  de  la  sociedad  en  es- 
tos dos  ultimes  siglos,  han  mostrado  la  conve- 
niencia y  aun  la  necesidad  de  mantener  Bn^ 
viados  residentes  constantemente  en  las  cortes 
extranjeras. 

Las  funciones  de  un   Enviado  diplomáti^ 
co  son: 

1.'  Entablar  y  conducir  negociaciones  en 
nombre  de  su  país;  pero,  la  extensión  de  sus 
facultades  en  este  caso  está  siempre  limitada 
por  el  poder  especificado  que  recibe  de  un  So- 
berano, el  cual  se  reserva  comunmente  la  fa- 
cultad de  ratificar  todos  los  tratados. 

2.*  Cuidar  de  la  observancia  y  fiel  cum- 
plimiento de  los  tratados,  convenciones,  esti- 
pulaciones y  arreglos  vigentes. 

3.*  Cuidar  de  que  no  se  haga  cosa  alguna 
en  el  país  donde  reside,  ni  se  celebre  tratado 
alguno  publico  ó  secreto  con  otras  Potencias, 
por  donde  los  intereses  ó  el  honor  de  la  Nación 
del  mismo  Enviado,  puedan  recibir  el  menor 
menoscabo. 

4.'  Protestar  é  informar  inmediatamente 
á  su  Gobierno  en  este  caso. 

5/  Proteger  á  los  subditos  de  su  propia 
Nación,  cuidando  de  la  seguridad  de  sus  per- 
sonas y  haciendas,  y  de  que  nunca,  ni  por 
ningún  motivo,  se  les  nieguen  la  justicia  ni  el 
beneficio  pleno  de  las  leyes  y  de  los  derechos 
que  les  correspondan. 

6.*  Oponerse  á  toda  violación  directa  ó  in- 
directa del  derecho  de  gentes,  no  solo  en  fa- 
vor de  los  subditos  de  su  propia  Nación,  sino 
aun  en  la  de  otras  Naciones  extranjeras. 

7.'  Hacer  causa  común  con  los  Represén- 
tanos de  otras  Naciones,  cuando  se  trate  de  de- 
fender cualquer  principio,  punto  ó  interés  del 
derecho  internacional.  Este  derecho  es  tanto 
más  sagrado,  cuanto  que  no  se  deriva  de  nin*' 
guna  ley,  si  no  que  es,  según  el  publicista 
Ahrens,  anterior  á  la  ley,  la  cual  no  es  otra  cosa 
que  una  expresión  más  ó  menos  general  del  dere^ 
eho,  YeLttelensw  Derecho  de  gentes ,  lib.  2.*,  c.  9.*, 
dice:  «Si  la  obligación  da  derecho  á  las  cosas 
sin  las  cuales  no  se  puede  cumplir,  cualquie- 
ra obligación  absoluta,  necesaria  é  indispen- 
sable»«  produce  por  consiguiente  derechos  igiM" 
mente  absolutos  y  necesarios  que  no  pueden  per* 
derse  por  ninguna  causa,T¡> 

8.*  Exigir  la  más  exacta  reciprocidad  en 
todos  los  casos  no  prescritos  en  los  tratados  ó 
convenios  particulares. 
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9/  Defender  el  respeto,  el  decoro  y  la 
dignidad  de  su  Soberano,  pidiendo  reparación 
de  cualquiera  ultraje  ú  ofensa  que  se  le  haga, 
pública  6  privadamente  en  el  país  donde  resi- 
da el  Enviado. 

10.  Mantener  correspondencia  con  los  de- 
más Enviados  diplomáticos  de  su  misma  Na- 
ción, acreditados  y  residentes  en  otros  países, 
siempre  que  esta  correspondencia  pueda  con- 
tribuir al  mejor  desempeño  de  las  negociacio- 
nes, ó  de  cualquier  modo,  al  mejor  servicio  de 
la  Nación  que  el  Enviado  representa. 

11.  Residir  siempre  donde  resida  el  Sobe* 
rano,  Jefe,  ó  G^obierno  supremo  de  la  Nación 
en  donde  el  mismo  Enviado  se  halla  acredi- 
tado. 

Además  de  estas  obligaciones  nacionales, 
tiene  que  desempeñar  el  Bnviado  ciertos  debe- 
res de  una  naturaleza  individual,  como  dar  los 
pasaportes,  que  en  muchas  Naciones  se  han 
abolido:  presentar  en  la  corte  á  sus  conciu- 
dadanos que  lo  soliciten  y  tengan  las  circuns- 
tancias necesarias  para  ello;  cuidar  de  que 
ninguno  de  ellos  mancille  con  su  conducta  el 
honor  de  su  Nación;  pedir  la  expulsión  del  que 
se  halle  en  este  caso  y  merezca  el  castigo;  pro- 
mover entre  los  mismos  subditos  de  su  Nación 
todas  las  medidas  que  crea  conducentes  para 
asegurar  ó  aumentar  en  el  país  donde  se  ha- 
llan el  bienestar  de  éstos  y  el  lustre,  el  de- 
coro y  el  crédito  de  aquella,  aunque  sin  alte- 
rar en  nada  lo  establecido  por  las  leyes  y  por 
los  tratados  vigentes;  certificar,  siempre  que 
sea  necesario,  cuál  es  la  ley,  la  práctica,  la 
costumbre  de  su  país,  sobre  cualquier  punto 
dudoso  ó  en  disputa;  vigilar  muy  especial- 
mente la  conducta  de  los  Cónsules  de  su  Na- 
ción, y  procurar  los  haya  donde  quiera  que 
puedan  ser  útiles;  celebrar  las  fiestas  de  su 
Nación  ó  de  su  corte,  por  medio  de  actos  y 
demostraciones  públicos  que  (según  los  usos  y 
las  costumbres  admitidos  en  el  país  donde  re- 
side) puedan  contribuir  y  mantener  el  respeto, 
el  lustre  y  elevado  concepto  de  su  Nación  y  de 
su  Soberano  en  el  mismo  país. 

Estas  fiestas  ó  funciones  son  por  lo  común 
cumpleaños  de  los  Soberanos;  aniversario  de 
independencia  nacional;  de  acontecimientos  ó 
hechos  históricos,  gloriosos,  etc.;  y  entre  las 
demostraciones,  se  comprenden  los  banquetes 
y  saraos  de  ceremonia,  la  presentación  del  En- 
viado en  ellos  y  en  los  paseos  y  concurrencias 
públicas,  vestido  del  uniforme  propio  de  su 
clase,  la  iluminación  de  la  casa  que  habita, 
las  funciones  religiosas,  tanto  de  acción  de 
gracias  como  funerales,  rogativas,  etc. 

El  derecho  que  tiene  todo  Soberano  reinan- 
te de  enviar  Bepresentantes  suyos  á  las  demás 


cortes  requiere  ciertos  deberes  de  parte  de  la 
Nación  á  donde  aquellos  son  enviados. 

El  primero  de  estos  deberes  es  el  de  recibir 
al  Representante  que  se  le  envia;  pero  esta  obli- 
gación existe  solamente  en  tiempo  de  paz,  por- 
que en  tiempo  de  guerra  ninguna  Potencia 
hostil  puede  pretender  enviar  un  Representan- 
te á  sus  enemigos,  á  menos  de  que  reciba  de 
éstos  un  salvo- conducto;  y  el  concederlo  ó  ne- 
garlo depende  de  la  voluntad  de  la  Potencia 
que  debe  recibir.  Esto  se  funda  en  un  principio 
de  razón  natural,  que  siendo  los  Bnpiados  di'- 
plomáticos  esencisAmenie  Ministros  de  paz,  seria 
una  contradicción  admitirlos  durante  una  guer- 
ra; y  asi  es  que  el  nombramiento  de  un  Enviado 
cualquiera  en  este  caso  ó  la  menor  indicación 
de  un  nombramiento  de  esta  especie,  hace  su  • 
poner  inmediatamente  el  deseo  de  restablecer 
la  paz  por  parte  de  alguna  de  las  Potencias  que 
pelean.  « 

Todo  enviado  debe  acreditar  su  misión  y 
su  carácter  por  medio  de  un  instrumento  for- 
mal llamado  Credencial,  entregado  á  él  por  sa 
Gobierno,  y  dirigido  al  de  la  Nación  á  donde 
se  le  eovia. 

El  acto  de  negarse  á  recibir  á  un  Enviado 
ó  representante  convenientemente  acreditado, 
está  considerado  como  un  muy  grave  insulto 
que  se  hace  á  la  Nación  que  le  envia  y  que  él 
representa.  Sin  embargo,  si  sucede  que  en  una 
Nación  hay  competidoroM  pretendiendo  la  so- 
berania,  ninguna  Potencia  extranjera  está  obli- 
gada á  recibir  Enviados  6  Representantes  de  nin« 
guno  de  los  pretendientes;  y  si  lo  recibe,  to- 
ma sobre  si  ipso  /acto  irremediablemente  la 
responsabilidad  obligatoria  de  reconocer  como 
Soberano  legitimo  al  pretendiente  ^n^  envia. 

Este  principio,  aunque  generalmente  he- 
cho, puede  variar  algunas  veces  en  la  práctica 
por  graves  motivos,  como  ha  sucedido  en  nues- 
tros dias  en  los  Estados  de  América  que  antes 
pertenecieron  á  la  Monarquía  española. 

En  casos  de  esta  naturaleza  se  envían  pri- 
meramente Cónsules  álos  Qobieraosdehecho ,  y 
si  las  circunstancias  no  varían  respecto  de  éstos , 
se  envían  después  comisionados  más  caracte- 
rizados que  los  Cónsules,  y  luego  Agentes  di-^ 
plomáticos  especiales ,  hasta  que  la  sobera- 
nía disputada  quede  definitivamente  estable- 
cida. 

El  Gobierno  que  rehusa  recibir  á  un  Bn- 
viado de  otra  Potencia,  queda  Justificado  si  és- 
te le  es  personalmente  desagradable  por  noto- 
riedad de  mala  conducta,  ó  de  animosidad  con- 
tra el  Soberano,  ó  contra  la  Nación  á  don- 
de va,  ó  de  llevar  intenciones  hostiles,  ó  por 
falta  de  algún  requisito  de  derecho  en  su 
nombramiento ,  ó  por  algunas  otras  razones 


AGE 


—  ST  — 


AGE 


politícas,  como  ha  sucedido  yarias  veces  en 
nuestros  tiempos. 

Por  consiguiente,  debe  tenerse  presente 
que  hay  muy  grande  diferencia  entre  negarse 
un  Gobierno  á  recibir  RepreserUantet  de  otra 
Nación  y  negarse  á  recibir  á  tal  ó  cual  individuo 
determinado^  nombrado  Representante.  En  el 
primer  caso,  la  negativa  se  refiere  á  la  represen- 
tacion  en  general  y  puede  constituir  un  desaire 
ó  un  agravio:  en  el  segundo  caso,  la  negativa 
se  refiere  sola  y  exclusivamente  á  la  persona,  y 
es  un  derecho  natural  é  indisputable  que  tiene 
todo  Gobierno.  En  este  punto,  no  solamente  es- 
tán de  acuerdo  todos  los  publicistas  sino  que  á 
cada  paso  se  repiten  los  ejemplos;  ciertamente 
DO  podría  menos  de  ser  asi,  pues  no  hay  razón 
alguna,  ni  ley  divina  ni  humana  que  imponga 
á  un  Gobierno  la  obligación  de  admitir  por 
representante  de  otro  á  una  persona  que  le  sea 
odiosa,  sospechosa  ó  repugnante  por  cualquier 
motivo  fundado. 

Mr.  Ganning  rehusó  recibir  al  Enviado  de 
Buenos- Aires  (Rivadavia)  porque  iba  nombra- 
do para  la  corte  de  Francia  al  mismo  tiempo 
que  para  la  de  Inglaterra,  y  dio  por  razón  «que 
Inglaterra  no  recibía  Enviados  á  medias. »  Sir 
Stratford  Ganning  fué  nombrado  por  el  Go- 
bierno de  esta  Nación  para  San  Petersburgo, 
y  el  Emperador  de  Rusia  se  negó  á  recibirlo 
por  razones  privadas  que  debieron  parecer  jus- 
tas á  la  Inglaterra,  pues  no  se  dio  por  ofen- 
dida esta  Potencia.  Guando  Espafia  hizo  la  paz 
con  Francia  en  1795,  rehusó  recibir  como 
Enviado  de  esta  Nación  á  Mr.  Germiot,  por- 
que se  habla  manifestado  poco  favorable  á  Es- 
paña en  varias  discusiones  de  los  Estados  ge- 
nerales, de  los  cuales  habia  sido  individuo;  en 
seguida  rehusó  España  igualmente  admitir  á 
Mr.  Garales,  por  acusársele  de  haber  tenido 
parte  en  la  revolución  del  10  de  Agosto,  y  re- 
husó del  mismo  modo  recibir  á  Mr.  dé  la  Poi- 
ze,  por  sospecharlo  implicado  en  el  asesinato 
deFoulon,  hasta  que  por  último,  admitió  en 
1796  á  Mr.  Hermand  en  calidad  de  Encarga- 
do de  Negocios,  mientras  Francia  nombraba 
un  Embajador.  Después  de  la  revolución  de 
Setiembre  de  1868  se  creyó  que  Napoleón  III 
no  recibiría  al  Enviado  que  cerca  de  su  corte 
iba  á  representar  al  Gobierno  provisional  re- 
volucionario, y  el  Monileur  de  París  dijo:  «El 
Emperador  ha  recibido  en  audiencia  privada  á 
D.  Salustiano  de  Olózaga,  que  ha  tenido  el 
honor  de  entregarle  las  cartas  que  le  acredi- 
tan cerca  de  S.  M.  I.  en  calidad  de  Embajador 
extraordinario  y  Ministro  plenipotenciario  del 
(Gobierno  provisional  español.» 

Bien  sabemos  que  los  Enviados  de  los  Gk>- 
biernos  provisionales  no  reciben  generalmente 


el  titulo  de  Embajador,  ni  son  recibidos  con  es- 
ta calidad  por  el  Soberano,  cerca  del  cual  son 
acreditados.  Pero  es  preciso  observar,  sin  em- 
bargo, que  el  Sr.  Olózaga  fué  recibido  en 
audiencia  privada,  y  no  solemne  y  pública,  y 
que  no  es  menos  verdad  que  e&ta  circunstan<i^ 
cía  fué  también  el  objeto  de  una  distinción  ex- 
cepcional, la  cual  dio  lugar  á  observaciones 
de  algunos  miembros  del  Cuerpo  diplomático, 
rígidos  partidarios  de  la  tradición. 

Los  Enviados  diplomáticos  es  necesario  que 
estén  plenamente  protegidos  de  toda  especie  de 
violencia  y  agravio,  tanto  en  su  persona, 
cuanto  en  su  propiedad.  La  infracción  de  este 
privilegio  es  y  ha  sido  desde  tiempo  inmemorial 
considerada  como  la  más  grave  y  alta  ofensa 
que  puede  cometerse  contra  el  derecho  de  gen- 
tes, bien  proceda  del  Poder  ejecutivo,  ó  bien 
de  individuos  sin  autorización:  en  estos  casos 
siempre  es  responsable  el  Gobierno  del  país 
donde  se  comete  la  ofensa.  La  Turquía  era  la 
Nación  que  violaba  antiguamente  con  más  fre- 
cuencia este  derecho,  aprisionando  en  el  fa- 
moso castillo  de  las  Siete  Torres  al  Enviado  de 
la  Potencia  que  le  declaraba  la  guerra;  pero 
aun  en  este  caso  protestaba  que  lo  hacia  para 
protegerlo,  poniéndolo  á  cubierto  de  los  ultra- 
jes del  populacho.  Sin  embargo,  desde  que  á 
principios  de  este  siglo  empezó  la  civilización 
á  penetrar  en  aquel  país  con  alguna  más  li- 
bertad, se  ha  abstenido  la  Puerta  Otomana  de 
cometer  esta  clase  de  atentado. 

Otro  privilegio  muy  esencial  gozan  los 
Enviados,  yes  el  no  poderles  enjuiciar  ni  ha- 
cerles ningún  proceso  legal,  ni  tomar  provi- 
dencia ninguna  judiciaria  contra  su  persona 
ni  contra  su  propiedad,  sea  esta  de  la  especie 
que  fuere.  Este  privilegio  es  consecuencia  ne- 
cesaria del  anterior,  porque  de  poco  servirla 
protejer  de  ultraje  manifiesto  á  un  Enviado  si 
quedaba  expuesto  á  ser  perseguido  en  pleitos 
y  en  enredos  judiciales,  los  cuales  podían  muy 
bien  ser  una  violencia  solapada  para  impedir- 
le el  ejercicio  de  sus  funciones.  Los  Enviados 
no  son  por  lo  mismo  responsables  de  su  con- 
ducta ni  de  sus  hechos  extraordinarios  ante 
ningún  juez  ni  tribunal  criminal  ó  civil  del 
país  en  donde  están  acreditados,  y  de  estos 
privilegios,  ó  más  bien,  de  los  principios  en 
que  ambos  se  fundan,  resulta  que  la  persona 
de  todo  Enviado  diplomático^  Representante  de 
cualquiera  Nación  ó  Soberano,  y  debidamente 
acreditado,  sea  de  la  clase  que  fuere,  es,  en  el 
país  donde  ejerce  su  oficio  sagrada  é  inviolable ^ 
lo  mismo  que  lo  seria  su  Soberano  sí  allí  resi- 
diera; y  el  que  comete  una  violencia  contra 
un  Representante  cualquiera,  «no  solo  hace 
una  injuria  al  Soberano  á  quien  éste  repre- 
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senta  (dice  Yattel).  sino  qne  atenta  á  la  sega- 
ridad  coman  y  á  la  conservación  de  las  Nacio- 
nes, y  comete  un  crimen  atroz  contra  todos 
los  pueblos. 

Este  derecho  se  ve  reconocido  y  respetado 
desde  los  tiempos  más  antiguos. 

•Nomen  legaU  ejuá  modi  ene  debet,  qiiod  non  modo  ínter 
sociorum  Jura,  sed  eliam  inter  hostUm  tela  incólume  verselur.» 
(Cicerón  ] 

Pero  de  todo  esto  no  so  ha  de  inferir  que 
los  Enviados  diplomátieot  tienen  el  privilegio  de 
poder  quebrantar  con  absoluta  impunidad  las 
leyes  del  pais  donde  residen,  antes  por  el  con- 
trario, están  obligados  más  que  cualquiera  otra 
persona  á  respetar,  no  solamente  las  leyes, 
sino  hasta  la*)  costumbres  del  mismo  país;  y 
si  cometen  alguna  falta  ^rave,  ó  hacen  algu- 
na ofensa,  el  Soberano  puede  quejarse  de  ellos 
al  Gobierno  que  representan,  pedir  que  les 
suspendan  el  ejercicio  de  sus  funciones,  que 
los  retire  del  puesto  que  ocupan,  y  en  ultimo 
caso,  puede  hacerles  dar  el  correspondiente 
pasaporte  para  que  salgan  del  pais  en  un  tér- 
mino de  tiempo  más  ó  menos  corto,  según  la 
gravedad  del  hecho,  y  el  fundado  temor  de  las 
consecuencias.  El  Embajador  de  Inglaterra  en 
España,  Mr.  Bulwer,  tuvo  que  salir  de  Madrid 
en  el  término  de  cuarenta  y  ocho  horas,  por 
creérsele  complicado  en  la  revolución  de  1848, 
sin  que  el  Gobierno  de  la  Gran  Bretaña  se  diese 
por  ofendido.  Desde  que  un  Enviado,  de  cual- 
quiera clase  que  sea,  llega  á  hacerse  cómplice 
de  un  delito  que  amenace  la  seguridad  del  Es- 
tado, cesa  el  privilegio  de  seguridad  personal, 
aunque  solamente  en  cuanto  sea  necesario  para 
frustrar  sus  intenciones;  por  lo  que  si  está, 
V.  gr.,  implicadoen  alguna  conspiración  con- 
tra el  Gobierno,  puede  éste  prenderlo  si  las 
circunstancias  son  de  tal  manera  que  asi  lo 
exija  la  seguridad  del  pais,  custodiado  por  una 
escolta  y  tratándolo  con  todo  respeto  y  mira- 
miento; y  si  por  último  (llevando  la  suposi- 
ción hasta  el  íütimo  grado  de  posibilidad),  se 
le  encuentra  unido  á  los  rebeldes,  y  con  las 
armas  en  la  mano,  debe  tratársele  absoluta- 
mente como  á  enemigo. 

El  tercer  privilegio  esencial  de  un  Enviado 
diplomátieo  ea  gozar  su  domicilio  ó  casa  donde 
habita  de  la  misma  inmunidad  que  su  persona 
y  que  su  propiedad  particular.  No  solo  está 
protegida  de  violación  manifiesta  ó  pública,  si- 
no exenta  de  ser  visitada  ó  registrada,  bajo 
ningún  protesto  légalo  gubernativo,  por  fuer- 
za militar,  empleados  de  policia,  guardas  de 
rentas,  etc.;  y  este  privilegio  ha  sido  tan  lato, 
que  por  mucho  tiempo  se  consideró  la  casa  de 
un  Ministro  Representante  como  asilo  inviolable 
para  cualquier  delincuente;  pero  hoy  la  cos- 


tumbre admitida  y  que  hace  regla,  da  al  Go* 
bierno  el  derecho  de  exigir  al  Enviado  la  obli- 
gación de  entregarlo.  Mas  si  el  Enviado  rehu- 
sase, y  el  delito  fuese  contra  el  Estado,  el  Go- 
bierno tiene  el  derecho  de  hacer  entrar  la 
fuerza  armada  en  la  casa  del  Enviado  diploma' 
tico  y  que  se  apodere  del  reo. 

Aunque  muchos  ejemplos  pudiéramos  ci- 
tar en  apoyo  de  esta  doctrina,  creemos  opor- 
tuno consignar  los  siguientes: 

En  Madrid  gozababa  antiguamente  del  pri- 
vilegio de  asilo  todo  el  bnrrio  en  donde  se  ha- 
llaba la  casa  de  un  Ministro  Representante^  has- 
ta que  en  1648  se  redujo  aquel  privilegio  á 
sola  la  casa  de  puertas  adentro. 

En  Roma  duró  esta  inmunidad  hasta  1815; 
y  aunque  todavía  continúa,  está  restringida  á 
casos  de  delitos  leves. 

Cuando  en  el  año  1729  el  famoso  Duque 
de  Riperdá  se  refugió  en  la  casa  de  Lord  Har- 
wington,  embajador  de  Inglaterra  en  Madrid* 
el  Rey  de  España  consultó  al  Consejo  de  Cas- 
tilla sobre  lo  que  convendría  hacer,  y  este  se- 
sudo y  respetable  Cuerpo  opinó:  «que  se  po- 
))dia  y  debia  extraer  al  duque  por  medio  de  la 
» fuerza  si  era  necesario,  pues  de  otro  modo, 
))las  misiones  diplomáticas,  establecidas  pre- 
))cisament6  para  mantener  y  conservar  una 
))Correspondencía  más  amistosa  y  activa  entre 
»las  Naciones,  se  convertirían  en  ruina  de  ca- 
ntas y  en  destrucción  de  la  autoridad  de*  sus 
»  Soberanos.» 

El  Duque  de  Riperdá  fué  apresado  en  casa 
del  Embajador  y  extraído  de  ella  por  la  fuer- 
za armada. 

El  cuarto  privilegio  esencial  de  los  Enviad- 
dos  diplomáticos  es  estar  exentos  del  pago  de 
todo  pecho,  impuesto,  contribución  ó  grava- 
men pecuniario,  sea  de  la  especie  que  fuere, 
y  poder  introducir  para  su  uso  muebles,  ro- 
pas, efectos  y  productos  extranjeros  sin  pagar 
derechos;  pero  como  este  privilegio  está  suje- 
to á  abusos,  algunos  Gobiernos  lo  han  limita- 
do de  hecho;  por  ejemplo,  en  España  desde 
1814,  y  en  Rusia  desde  1817  tienen  los  En^ 
viados  la  facultad  de  introducir  para  su  uso  to- 
do cuanto  quieran  sin  pagar  derechos,  por  es- 
pacio de  seis  meses,  después  de  los  cuales  ce- 
sa la  facultad;  y  en  Prusia  se  les  permite  im- 
portar libremente  efectos,  hasta  que  lleguen  á 
cierta  cantidad  los  derechos  que  por  ellos  pa- 
garía cualquier  subdito  prusiano. 

Los  Agentes  diplomáticos  tienen  un  carácter 
vago  é  indeterminado,  que  pende  del  objeto  á 
que  los  destina  el  Soberano,  y  del  cómo  se  les 
destina.  Comunmente  se  les  emplea,  según  he- 
mos dicho,  para  empezar  á  entablar  relaciones 
con  Gobiernos  nuevos,  ó  abrir  preliminares  de 
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paz;  para  observar  lo  que  pasa  eu  alguna  cor- 
te é  informar  de  ello  privadamente  al  Soberano 
qae  lofi  envia;  para  tratar  áe  algún  negocio  de 
poca  importancia,  etc.  y  á  veces  sus  creden- 
ciales se  reducen,  cuando  asi  conviene,  á  una 
carta  misiva  de  un  Ministro  de  Estado  á  otro, 
y  cuando  no  lo  hay  de  esta  especie  en  el  pais 
á  donde  se  les  envia,  van  aquellas  cartas  diri- 
gidas á  la  persona  que  tiene  el  mando  ó  el  po- 
der, como  se  verificó  en  un  principio  con  las 
Repüblicas  de  la  antigua  América  Española. 
Por  consiguiente,  estos  Agentes  se  hallan  bajo 
la  protección  del  derecho  internacional,  pero 
no  gozan  de  las  demás  inmunidades  sino  en 
determinados  casos,  que  dependen  de  la  cos- 
tumbre admitida  en  el  pais  donde  residen. 

Toda  Nación  perfectamente  libre,  indepen- 
diente y  soberana,  tiene  el  derecho  de  hacerse 
representar  por  medio  de  Enviados  diplomáticos; 
pero  hoy  está  admitido  y  reconocido  como 
principio  internacional,  que  el  derecho  de  en- 
viar y  de  recibir  Embajadores  6  Ministros  de  pri' 
mera  dase  pertenece  solamente  á  los  Estados 
que  gozan  de  honores  reales,  esto  es,  cuyo  jefe 
es  Rey,  ó  tiene  honores  ó  gerarquia  de  Rey,  y 
que  los  Estados  de  esta  especie  nunca  reciben 
Enviados  de  primera  clase  de  los  Estados  que  no 
tienen  aquellos  honores;  y  esta  práctica  se 
funda,  no  tanto  en  el  orgullo  nacional  (y  mu- 
cho menos  en  el  capricho),  cuanto  en  la  propia 
coDTveniencia,  por  las  muchas  dificultades  que 
se  evitan  de  este  modo,  y  los  excesivos  gastos 
que  se  ahorran,  pues  siempre  es  embarazosa 
en  cualquier  país,  y  costosa  en  extremo,  la  re- 
sidencia de  un  Embajador:  asi,  pues,  sola- 
mente las  grandes  Potencias  y  en  determina- 
dos casos  ejercen  este  derecho  constantemente 
y  en  todo  su  vigor. 

El  tiempo  y  los  progresos  de  la  razón  han 
derribado  las  extravagantes  pretensiones  de  los 
diplomáticos  (según  dice  Pando);  sin  embargo, 
apoyados  sobre  la  ficción  de  la  exterritorialidad 
de  que  lea  ha  imbuido  el  romanismo  de  sus 
publicistas,  todavía  insisten  en  revindicar  un 
supuesto  derecho  de  asilo  para  sus  moradas; 
siempre  que,  representando  á  una  corte  pode- 
rosa ceria  de  un  Gobierno  débil,  creen  poder 
hacer  valer  todo  lo  que  ellos  llaman  con  osten- 
tación las  preregativas  del  Cuerpo  diplomático. 

No  contentos  con  esto,  quieren  representar 
algro  ó  mucho  más  que  intereses,  y  necesario 
será  que  preguntemos  (dice  también  Pando): 
¿cuáles  son  los  intereses  confiados  á  los  Agen- 
tes diplomáticos?  ¿Son  acaso  loa  intereses  pri- 
vados del  Monarca,  6  los  de  la  Nación? 

El  hombre  encargado  de  los  intereses  pri- 
vados de  ua  Monarca  no  es  más  que  el  apode- 
rado de  un  hombre  privado:  no  podría  ser 


considerado  como    un    Agente   diplomático. 

Asi,  pues,  sea  Embajador,  sea  Enviado,  sea 
Encargado  de  negocios,  ó  Residente,  %n  Agente 
diplomático  no  representa  más  que  los  intereses  de 
su  N'acion. 

Hay  publicistas  que  llevan  lo  absurdo  has- 
ta el  punto  de  afirmar  que  no  hay  verdadera  re^ 
presentación  más  que  la  del  Embajador^  porque  solo 
él  representa  la  persona  del  Monarca,  mientras  que 
el  Enviado  y  el  Encargado  de  negocios,  no  repre-^ 
sentan  más  que  el  Estado. 

De  manera  que,  según  ellos,  no  hay  re- 
presentación cuando  se  representan  los  intere- 
ses nacionales,  sino  tan  solo  cuando  se  repre- 
senta la  persona  del  Monarca.  ¿Y  qué  es  lo  que 
entienden  esos  escritores  por  representación  de 
la  persona  del  Monarca?  ¿Es  acaso  obrar  según 
sus  órdenes,  en  su  interés  privado,  ó  en  el  in- 
terés de  la  Nación? 

No  es  por  cierto  obrar  en  el  interés  priva- 
do del  Principe;  esa  no  seria  una  representa- 
ción diplomática;  seria  un  negocio  privado. 

Y  si  es  obrar  en  el  interés  de  la  Nación, 
¿en  qué  se  diferencia  esta  representación  de  la 
de  los  otros  Agentes  diplomáticos? 

Preciso  es  confesar  que  en  toda  esta  doc- 
trina concerniente  á  los  Embajadores,  no  hay 
más  que  contradicción  é  ignorancia. 

Lo  único  que  queda  de  real  y  verdadero  es 
el  grado  más  alto  de  confianza  que  supone  la 
autorización  de  tratar  inmediatamente  con  el 
Soberano  cerca  del  cual  se  halla  acreditado  el 
Agente:  pero  es  lo  cierto  que  jamás  la  tal  au- 
torización ó  confianza  que  permitía  á  los  Em- 
bajadores conversar  inmediatamente  con  los  So- 
beranos acerca  de  los  intereses  de  sus  misio- 
nes, jamás ,  repetimos,  fueron  consideradas 
como  actos  válidos  de  sus  negociaciones.  Con 
los  Ministros  del  Monarca  era  con  quien  se  ha- 
cia siempre  indispensable  tratar  y  concluir;  y 
nunca  un  Ministro  que  mirase  de  corazón  los 
intereses  del  Estado,  la  dignidad  de  la  Corona 
y  su  propio  decoro,  hubiera  consentido  en  re  • 
bajarse  á  saber  de  boca  del  Embajador  extran  - 
jero  las  decisiones  de  su  Soberano. 

ün  Embajador,  pues,  .es  una  entidad  di- 
plomática, desnuda  de  toda  significación  en  un 
Gobierno  constitucional,  y  sobre  todo  acredi- 
tado cerca  del  Presidente  de  una  República, 
según  también  dice  el  mismo  Pando  en  su  De-- 
recho  internacional,  pág.  679.  Él  se  lisonjea  de 
que  las  luces  del  siglo  harán  desaparecer  por 
fin  de  los  cuadros  diplomáticos  estos  Agentes, 
los  cuales  no  teniendo  ningún  objeto  real  que 
los  distinga  de  las  otras  dos  clases ,  no  sirven 
más  que  para  mantener  ideas  de  una  falsa 
aristocracia,  tan  incompatible  con  la  economía 
de  una  sabia  administración,  como  con   los 


agí 


—  30  — 


AGN 


principios  de  todo  Gobierno  representativo. 

AGENTES  TOLEBADOS.  Nueva  y  anó- 
mala situación  la  de  los  Agentes  tolerados ,  in  * 
troducida  en  Turin  en  1835,  y  aceptada  por  la 
corte  de  Madrid  en  1840,  cuya  continuación 
entonces  nos  la  hace  ahora,  que  las  circuns* 
tancias  políticas  han  variado,  como  posible  y 
admisible,  aunque  nunca  puede  ni  debe  califi- 
carse como  decorosa  y  normal  para  el  Estado 
que  somete  sus  Agentes  á  la  tolerancia  de  otro 
pais,  á  no  ser  por  circunstancias  en  que  el  in- 
terés general  de  la  Nación  obligue  á  su  Go- 
bierno á  sacrificar  todas  las  demás  considera- 
ciones de  menor  cuantía. 

Bn  esta  situación  anómala  y  excepcional  los 
Agentes  no  pueden  actuar  oficialmente  por  lo 
que  respecta  al  pais,  territorio  ó  distrito  don- 
de residen;  y  cuantas  comunicaciones  entablen 
ó  entretengan  con  las  Autoridades  del  país, 
por  razón  de  servicio  de  intereses  de  sus  con- 
ciudadanos, no  pueden  tener  el  carácter  oficial 
ostensible  que  requiere  la  dignidad  de  una  mi- 
sión franca  y  abiertamente  reconocida;  y  todos 
sus  actos  internacionales  y  de  legal  ejecutoria  no 
tienen  validez  en  el  país  que  los  tolera,  pero  si 
son  válidos  y  legales  los  mismos  actos  en  todo 
el  territorio  y  en  los  dominios  del  Soberano 
de  quien  tienen  su  nombramiento. 

En  este  caso,  todas  las  prerogativas,  todas 
las  inmunidades  y  franquicias  que  se  les  con- 
ceden son  puramente  actos  de  deferencia  perso- 
nal,  que  ni  pueden  servir  de  precedente,  ni 
se  pueden  alegar  como  pruebas  de  derecho: 
muy  humillante  es  para  una  Nación  libre, 
grande  é  independiente  mantener  Agentes 
diplomáticos  ó  consulares  en  otros  Estados  que 
solo  los  reciben  por\in  efecto  de  tolerancia,  y 
mucho  más  aún  cuando  el  Estado  que  los  to- 
lera es  pobre,  débil  é  insignificante,  y  que  re- 
porta considerables  beneflcios  comerciales  de 
la  tolerancia  con  que  acoge  los  Agentes  de  otra 
Potencia  que  es  superior  á  la  suya  en  la  es- 
cala de  las  Naciones.  Véase  Admisioh  db  Cón- 

SULBS. 

AGIOTISTA.  El  que  se  ocupa  en  cam- 
biar el  papel  moneda  ó  letras  de  cambio  por  el 
metálico,  á  la  pérdida  corriente.  Este  juego 
que  se  hace  en  las  Bolsas  de  comercio  sobre 
los  fondos  püblicos,  asi  como  sobre  ciertas 
mercancías  y  acciones  de  sociedades  indus- 
triales, es  una  especie  de  apuesta  disimulada 
que  hace  un  especulador,  comprometiéndose  á 
entregar  ó  tomar  por  un  precio  determinado, 
asi  como  para  tal  época,  un  efecto  públi- 
co, etc. 

Aunque  los  agiotistas  contribuyen  á  man- 
tener el  crédito  de  los  efectos  públicos,  las  ma- 
)a9  artes  de  que  suelen  valerse  algunos  para 


aumentar  el  demérito  del  papel,  á  fin  de  hacer 
mayor  su  ganancia,  y  las  ideas  acaso  inexac- 
tas que  los  jurisconsultos  se  han  formado  so- 
bre las  usuras,  obligaron  al  Sr.  D.  Carlos  IV 
á  prohibir  por  Real  cédula  de  1 1  do  Setiembre 
de  1799  <(á  toda  clase  de  personas  el  mezclar- 
»se  como  corredores  ó  mediadores  en  las  ne- 
))gociaciones  de  vales,  á  no  ser  corredores  de 
))número;  debiendo  éstos  llevar  libros  forma- 
»les  de  las  negociaciones  que  hicieren,  bajo  la 
))pena  de  destierro  par  cuatro  años,  á  10  le- 
nguas de  distancia  del  pueblo  en  que  residie- 
»ren,  por  la  vez  primera,  y  de  cuatro  anos  de 
npresidio  por  la  segunda.» 

Kl  que  especula  con  la  esperanza  de  que 
los  valores  han  de  subir,  se  llama  jugador  á  la 
alza,  y  el  que,  por  el  contrario,  cree  que  han 
de  bajar,  jugador  á  la  baja.  El  agiotaje  del  jue- 
go de  la  Bolsa  es  el  elemento  más  corruptor  de 
la  moral;  su  prosperidad  se  aumenta  en  razón 
directa  de  las  desgracias  públicas,  y  el  nom- 
bre de  agiotista  es  hasta  cierto  punto  un  bor- 
rón que  se  echa  sobre  el  individuo  á  quien  se 
da  este  nombre. 

AQIB.  Antiguamente  demandar  en  jui- 
cio, intentar  una  acción  en  justicia. 

AQNAOION.  El  parentesco  de  consan- 
guinidad entre  agnados,  esto  es,  entre  los  va- 
rones descendientes  de  un  padre  común.  La 
agnación  es  solamente  de  importancia  en  los 
mayorazgos. 

Hay  agnación  artijlciosaó  fingida,  rigurosa 
6  verdadera,  que  es  la  descendencia  que  viene 
del  fundador  del  mayorazgo  por  linea  mascu- 
lina no  interrumpida.  Véase  Matoeazgo. 

AONATICIO.  Lo  que  pertenece  á  la  ag- 
nación ó  viene  de  varón  en  varón,  como  suce- 
sión agnaticia,  descendencia  agnaticia, 

AO&ABIA.  Se  llama  asi  la  ley  que  arre- 
gla la  partición  y  distribución  de  las  tierras, 
como  la  ley  de  los  romanos  relativa  al  repar- 
timiento de  las  tierras  conquistadas ;  y  tam- 
bién se  da  este  nombre  á  la  ley  que  determina 
y  ordena  todo  lo  que  tiene  relación  con  la 
agricultura»  sobre  cuyo  particular  es  muy 
digno  de  leerse  y  ejecutarse  el  informe  del 
célebre  sabio  español  D.  Gaspar  de  Jovellanos 
sobre  el  expediente  de  la  ley  agraria  en  1779, 
por  el  cual  se  hizo  tan  famoso  en  toda  Europa 
y  en  América. 

AGBAVAB.  Hacer  más  grave  un  delito, 
ponderarlo  ó  exagerarlo;  aumentar  la  pena; 
oprimir  con  cargas  ó  tributos.  En  el  articulo 
8.*  del  reglamento  provisional  para  la  admi- 
nistración de  justicia  de  26  de  Setiembre  de 
1835,  después  de  establecerse  que  al  tratado 
como  reo  no  se  podrán  hacer  otros  cargos  que 
los  que  efectivamente  resulten  del  sumario ,  y 
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tales  caalefi  resolten,  ni  otras  reconvenciones 
que  las  que  racionalmente  se  deduzcan  de  lo 
que  responda  al  confesante ,  se  previene  que 
deberá  siempre  el  Juez  abstenerse  de  agravar 
unas  y  otras  con  calificaciones  arbitrarias. 

AGBEGADOB  COÜSULABEB.  En  el 
proyecto  de  ley  de  organización  consular  de 
1865,  art.  5.°,  clasificación  tercera,  estos  des- 
tinos se  consideran  para  completar  la  instruc- 
ción práctica  de  los  aspirantes  á  esta  carrera, 
bajo  la  dirección  y  dependencia  de  los  Gónsu* 
les  generales. 

Bn  Francia  se  les  denomina  eleúes^eoniulSt 
y  allí  existen  12  con  2.000  frs.  anuales  é  in- 
demnización por  casa  y  comida.  Deben  ser  li- 
cenciados en  derecho,  bachilleres  en  ciencias 
físicas  y  mayores  de  20  años. 

Redactan  la  correspondencia  y  estados  de 
comercio  y  navegación ,  etc.  No  tienen  cate- 
goría, á  no  ser  que  desempeñen  la  gerencia 
consular;  pero  son  antes  que  los  Cancilleres  y 
Dragamaftes. 

Bn  Francia,  los  agregados  consulares  {eU' 
vei'Consuls),  suelen  ser  con  preferencia,  los  hi« 
jos  ó  parientes  más  inmediatos  de  los  Cónsules 
que  tienen  más  de  veinte  afios  de  servicio. 

AQBBGADOS  DIPLOMÁTICOS.  Véase 

AfiBHTSS  DIPLOMÍTIGOS. 

AQBSSIOir.  Bn  sentido  lato  es  toda  ac- 
ción contraria  al  derecho  de  otro,  ya  consista 
la  acción  en  hacer  una  cosa  justamente  pro- 
hibida, ó  en  negar  una  cosa  justamente  exigi- 
da, ó  en  no  permitir  una  cosa  que  otra  perso- 
na tiene  derecho  á  hacer;  de  suerte  que  la  agre- 
sión, en  una  palabra,  es  la  inejecución  de  la 
obligación  ó  violación  del  derecho.  Mas  en  sen- 
tido estrecho  ó  riguroso,  es  el  acometimiento 
icgosto  contra  otro  para  herirle,  matarle  ó  ha- 
cerle otro  cualquier  daño. 

AQBB80B.  Bn  sentido  lato,  el  que  viola 
ó  quebranta  el  derecho  de  otro,  y  en  sentido  es- 
trecho, el  que  acomete  á  otro  injustamente  para 
hacerle  daño,  el  que  mata  ó  hiere  de  cualquie- 
ra manera  que  sea,  ó  el  que  da  motivo  á  una 
querella,  injuriando,  amenazando,  hiriendo, 
sacando  la  espada,  ó  haciendo  otra  cosa  seme- 
jante. 

AaBIOÜLTUBA.  aLa  agricultura  ha  si- 
do, si  no  la  primera  ocupación  del  hombre,  la 
principal  y  más  importante  de  las  bases  de  la 
sociedad.  Por  ella  se  adhiere  el  Individuo  á  la 
tierra  y  fija  su  morada;  por  ella  se  desarrollan 
en  el  corazón  los  nobles  sentimientos  de  Patria 
y  libertad;  por  ella  levanta  la  religión  altares; 
y  por  ella,  en  fin.  medra  y  se  propaga  la  civi- 
li¿iCion ,  á  quien  dan  alas  el  comercio  y  la  in- 
dustria. Bn  cualquiera  estado  de  la  sociedad, 
la  agricultura  ha  ejercido  siempre  un  podero- 


so influjo  sobre  sus  mejoras  ó  desastres;  asi  ha 
merecido  la  más  esmerada  atención  de  todos 
los  Gobiernos  ilustrados  y  previsores;  y  por  eso 
no  existe  pueblo  que  no  cifre  en  ella  la  verda- 
dera felicidad  (!].» 

La  industria  agrícola  cuenta  un  sin  núme- 
ro de  sociedades  en  todos  los  países  de  Buro- 
pa,  las  que  sirven  para  estimular  su  desarro- 
llo y  progresos  materiales.  Los  productos  agri- 
colas  comprenden  los  animales  domésticos,  co- 
mo el  caballo,  asno  y  muía,  toros,  vacas,  car- 
neros, cerdos,  etc.;  las  colmenas,  los  despojos 
animales  y  vegetales,  las  harinas  alimenticias, 
las  frutas  de  todas  clases,  los  jugos  vejetales, 
las  maderas  comunes,  las  plantas  textiles  ó 
filamentosas,  las  tintóreas,  el  tanino  ó  curtien- 
te, las  bebidas  como  el  vino,  cerbeza,  cidra, 
vinagre,  aguardiente,  etc. 

La  agricultura  es  la  base  de  la  riqueza  de 
las  Naciones;  ella  alimenta  á  los  habitantes  y 
atrae  al  comercio  y  á  la  industria.  Bl  Bstado 
debe  considerarla  como  la  base  del  orden  so- 
cial; porque  se  funda  sobre  la  propiedad  y  la 
debe  protección,  estímulo,  favor  y  libertad. 

La  Real  orden  circular  de  3  de  Bnero  de 
1857,  previene  que  los  Cónsules  den  parte  de 
toda  invención,  mejora  ó  descubrimiento  que 
pueda  ser  útil  á  la  industria  agrícola  españo- 
la, etc. 

AGUADA.  La  provisión  del  agua  que  se 
lleva  en  alguna  embarcación  para  el  consumo. 
Véase  Auxilios  i  buques. 

AGUJA  DB  MABBAB.  Bste  es  el  prin- 
cipal instrumento  de  la  navegación.  Dícese  que 
fué  inventado  por  Flavio  Qioja,  marino  napo- 
litano, hacia  el  año  1302.  Varios  historiado- 
res la  suponen  originaria  de  China,  en  donde 
se  conocía  1.200  años  antes  de  nuestra  era,  é 
importada  á  Buropa  por  el  veneciano  Marco 
Polo.  Que  este  instrumento  era  conocido  antes 
de  Gioja  lo  prueban  varios  documentos,  de  los 
que  solo  citamos  la  ley  28,  tit.  9.*,  Part.  2.* 
.  del  Rey  D.  Alonso  el  Sabio;  y  como  es  tan 
conocido,  inútil  será  que  hagamos  su  des- 
cripción. 

AHOGADOS.  Bn  la  Práctica  Comular  de 
SspaUáéí  Sr.  De  O'Reilly,  pág.  245  de  la  se- 
gunda parte,  puede  verse  la  instrucción  para 
salvar  personas  qde  están  ahogándose,  publi- 
cada por  el  capitán  de  navio  D.  Miguel  Lobo 
en  sus  Instrucciones  para  mancar  botes  de  remo 


(1)  Novísima  guia  te6rieo-práetica  de  labrado^ 
res,  jardineros,  hortelanos,  arbolistas  y  ganade- 
ros, tratado  completo  de  agricultura  y  economía 
rural,  por  D.  Balbino  Cortés  y  Morales,  coronel 
retirado  y  Cónsul  general  de  España,  2  tomos. 
Madrid  1369, 
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sin  cubierta  en  grandes  resacas  y  r(mpientes,  (Ma- 
drid 1861.) 

AJUSTAMIENTO.  En  las  cuentas  el  re- 
conocimiento y  liquidación  que  se  hace  de 
ellas,  cotejando  el  cargo  y  la  data  para  saber 
si  resulta  algún  alcance.  Llámase  también  asi 
el  mismo  papel  en  que  está  hecho  este  reco- 
nocimiento ó  liquidación.  Finalmente,  es  lo 
mismo  que  ajuste. 

AJUSTAB.  Concertar,  capitular,  concor- 
dar alguna  cosa,  como  el  casamiento,  la  paz, 
las  diferencias  ó  pleitos. — Componer  ó  recon- 
ciliar á  los  que  estaban  discordes  ó  enemista- 
dos.—Concertar  el  precio  de  alguna  cosa  6  el 
uso  de  ella. — Tomar  ó  logar  un  mozo,  sir- 
viente, jornalero  ó  peón  para  trabajar  me- 
diante un  precio  convenido  por  dia ;  y  en 
materias  de  cuentas  reconocer  y  liquidar  su 
importe  cotejando  el  cargo  y  la  ¿¿acapara  saber 
si  hay  algún  alcance,  como  igualmente  liqui- 
dar las  ganancias  ó  pérdidas  que  uno  ha  te- 
nido en  sus  comercios. 

AJÜSTABSiS.  Hacer  algún  ajuste,  con- 
venio ó  transacción,  poniéndose  de  acuerdo 
unas  personas  con  otras  ,  y  acomodarse  ó  con- 
formar uno  su  opinión  6  su  voto  con  el  de 
otros.  Véase  Alqojlaesb. 

AJUSTE.  Véase  Ajustamiento. 

ALBACEA  Ó  CABEZALERO.  Es  el  que 
tiene  á  su  cargo  ejecutar  y  cumplir  la  volun- 
tad del  testador  y  lo  dispuesto  y  mandado  en 
el  testamento. 

El  albacea  que  cometa  abusos  en  su  oficio, 
la  pena  de  este  delito  el  Código  penal  la  deter- 
mina del  modo  siguiente: 

«Art.  315.  El  empleado  publico  que  di- 
recta ó  indirectamente  se  interesare  en  cual- 
quiera clase  de  contrato  ú  operación  en  que 
deba  intervenir  por  razón  de  su  cargo,  será 
castigado  con  las  penas  de  inhabilitación  tem- 
poral especial  y  multa  del  10  al  50  por  100, 
del  valor  del  interés  que  hubiere  tomado  en  el 
negocio. 

Esta  disposición  es  aplicable  á  los  peri  • 
tos,  arbitros  y  contadores  particulares  respec- 
to de  los  bienes  ó  cosas  en  cuya  tasación,  ad- 
judicación ó  partición  intervinieren,  y  á  los 
tutores,  curadores  y  albaceas,  respecto  de  los 
pertenecientes  ásus  pupilos  ó  testamentarias.» 

AIiBIOENSES.  Hereje  conocido  también 
con  el  nombre  de  Vaudois,  "íiiegsi  la  divinidad 
de  Jesucristo;  la  existencia  del  infierno  y 
paraíso,  asi  como  también  el  derecho  que  se 
abroga  la  Iglesia  para  excomulgar.  Tuvieron 
su  origen  en  la  ciudad  de  Albi  y  fueron  con- 
denados por  los  Concilios  de  Lembés  (1178), 
de  Letran  (1179  y  1213).  por  el  de  Tolosa 
(1228),  y  una  cruzada  levantada  contra  ellos 


puso  el  fuego  y  derramó  arroyos  de  sangre  en 
el  Mediodía  de  Francia. 

AIiBIS  Ó  OÜELFOS.  La  facción  de  loa 
A  Ibis  y  de  los  Nersis  6  Guel/os  y  Qibelinos  en- 
sangrentó la  Italia  en  el  siglo  XIV,  y  tuvo  su 
foco  principal  en  Florencia.  Los  Albis  eran 
partidarios  del  Papa  y  los  Nersit  de  los  Em- 
peradores. 

ALCABALA.  El  tributo  del  tanto  por 
ciento  que  se  pagaba  al  fisco  del  precio  de  las 
cosas  que  se  vendiañ  ó  permutaban.  Esta  pa- 
labra viene  por  corrupción,  según  algunos,  de 
la  expresión  al  quédala,  esto  es,  algo  que  val- 
ga, algo  que  importe,  por  haberse  pedido  á 
las  Cortes  con  esta  Arase  lo  que  fuese  necesa- 
rio  para  atender  á  las  necesidades  de  la  Mo  - 
narquia:  según  otros,  es  un  nombre  tomado 
de  los  moros;  y  no  falta  quienes  opinan  que 
se  deriva  del  verbo  hebreo  cavat^  que  significa 
recibir,  el  cual,  junto  con  el  articulo  o/,  vino 
á  componer  la  palabra  alcabala.  ¿No  es  quizás 
más  probable  que  venga  de  la  voz  latina  ^a- 
bella,  pues  con  ella  se  conocía  ya  entre  los  ro« 
manos  el  impuesto  sobre  las  ventas? 

ALCALDE.  Voz  arábiga  que  significa  el 
Jwz,  y  se  aplica  especialmente  para  designar 
la  autoridad  encargada  en  cada  pueblo  de  su 
gobierno  inmediato.  Los  Alcaldes,  además  de 
sus  atribuciones  políticas  y  económicas,  ejer- 
cen el  oficio  de  Jueces  de  paz  ó  conciliadores. 

La  autoridad  de  Alcalde  equivale  á  la  de 
Maire  en  Francia,  á  la  de  Burgermeister  y 
Schulze  en  Alemania,  á  la  de  Podesld  en  Italia, 
y  á  la  de  Mayor  en  Inglaterra. 

La  excelente  obra  del  ilustrado  D.  Manuel 
Colmeiro,  titulada  Derecho  adminislratioo  espa^ 
ñol  (Madrid  y  Santiago,  1850,  pág.  145  del 
tomo  1.*),  contiene  la  historia  de  los  Alcaldes. 

ALDEBMAN ,  EALDOBMAN,  del  sa- 
jen Aid,  hoy  Oíd,  viejo,  y  de  Man,  hom- 
bre. El  Alderman  es  miembro  de  un  cuerpo 
municipal  inglés,  y  ocupa  su  rango  entre  el 
Alcalde  (Magor)  y  los  miembros  del  Consejo 
municipal.. 

ALEATOBIO.  Todo  convenio  ó  contrato 
es  aleatorio  cuando  su  objeto  depende  de  un 
hecho  incierto;  semejante  contrato  no  puede 
ser  .autorizado  sino  en  casos  de  rentas  vita- 
licias. 

ALIADO.  Véase  Alianza. 

ALIANZA.  Confederación,  unión  de  dos 
ó  más  Naciones  para  defenderse  mutuamente 
contra  una  Potencia  enemiga  ó  con  cualquier 
otro  objeto  de  utilidad  común ,  y  es  aso* 
elación,  liga,  pacto  y  confederación.  Uno  de 
los  principales  atributos  de  la  soberanía  de  las 
Naciones  es  el  de  establecer  alianzas;  estas  son 
ofensivas  y  defensivas.   En  las  primeras  nos 
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obligamos  á  defender  al  aliado  invadido,  y  en 
las  segundas  nos  obligamos  á  hacer  la  guerra 
con  él,  atacando  á  otra  Nación^  Hay  alianzas 
á  un  mismo  tiempo  defensifas  y  ofensiyas,  y 
este  segundo  carácter  comprende  generalmen* 
te  el  primero;  pero  las  puramente  defensivas, 
dice  Pando,  son  las  más  frecuentes,  asi  como 
las  más  naturales  y  legitimas. 

La  alianza  es  también  indeterminada,  cuan- 
do ofirecemos  ayuda  á  nuestro  aliado  contra 
cualquiera  Potencia,  ó  solamente  exceptuamos 
una  ú  otra;  ó  determinada,  cuando  el  auxilio 
que  prometemos  es  contra  una  Potencia  parti« 
cular. 

Hay  alianza  intima,  en  que  los  aliados  ha- 
cen causa  común  y  empeñan  todas  sus  fuer- 
zas. Bata,  especialmente  si  es  ofensiva,  coos* 
tituye  una  verdadera  sociedad  de  guerra.  Hay 
otras  en  que  el  aliado  no  toma  una  parte  di- 
recta en  las  operaciones  hostiles,  y  solo  está 
comprometido  á  dar  cierto  auxilio  de  tropas, 
naves,  dinero.  Las  alianzas  como  el  Pacto  de 
familia,  que  eran  defentivae  conservadoras,  con- 
cluyeron con  el  despotismo,  y  solían  ser  per-^ 
pétnas  ó  limitadas,  y  establecían  un  contrato 
sinalagmático ,  una  vigorosa  obligación ,  tan 
constante  como  reciproca.  Bn  derecho  ,  la 
muerte  de  uno  de  los  contratantes  no  alteraba 
ni  destruía  los  compromisos  contraidos. 

Todo  tratado  de  alianza  encierra  la  cláu- 
sula tácita  de  la  justicia  de  la  guerra.  El  con- 
junto de  circunstancias  en  que  lo  convenido 
se  debe  llevará  efecto,  sollama  casus  fasderis, 
sea  que  estas  circunstancias  se  mencionen  de 
un  modo  expreso,  ó  solo  se  contengan  implíci- 
tamente en  el  tratado. 

No  hay,  pues,  casns  fcederis  cuando  la 
guerra  es  manifiestamente  injusta.  Bmpero  la 
injusticia  debe  ser  patente  para  que  podamos 
excusarnos  honrosamente  de  la  obligación  con- 
traída, porque  de  otro  modo  no  nos  faltarían 
nunca  pretestos  para  eludir  un  tratado  de 
alianza. 

Eehusar  á  nuestro  aliado  en  una  guerra 
justa  el  auxilio  que  le  hemos  prometido,  es  ha- 
cerle injuria.  Debemos,  por  consiguiente,  re-» 
parar  los  daños  que  nuestra  infidelidad  le  cau- 
sare. Sin  embargo,  la  cuestión  del  casus  fmde- 
ris  ha  hecho  con  frecuencia  ilusorias  las  alian- 
zas mejor  fundadas  ó  establecidas,  porque  el 
interés  propio  del  momento  se  ha  sobrepuesto  á 
los  compromisos  anteriores,  y  en  vez  de  man- 
tenerlos se  ha  examinado  si  el  casnt  faderii 
existia  ó  no.  Bl  aliado  por  su  misma  conduc- 
ta originaba  la  guerra  en  la  que  iba  á  lanzar- 
se, y  por  la  que  reclamaba  las  tropas  auxilia- 
res estipuladas  por  el  tratado  de  alianza,  etc. 
En  este  caso,  dice  I>e  Cussy,  tiene  lugar  la 


anulación  del  casus  fmderis.  Nadie  niega  al 
aliado  el  derecho  de  examen  ó  investigracion 
én  casos  de  esta  naturaleza;  pero  este  mismo 
derecho  producirá  siempre  el  resultado  de  que 
toda  alianza  defensiva  sea  por  demás  precaria. 
Para  que  tenga  más  firmeza  es  necesario  es- 
tipular una  cláusula  especial  que  impida  el 
derecho  de  examen. 

La  alianza  con  uno  de  los  beligerantes  nos 
hace  enemigos  del  otro.  Pero  si  no  empeña- 
mos en  la  alianza  todas  ó  la  mayor  parte  de 
nuestras  fuerzas — si  no  la  hemos  contratado 
cuando  la  guerra  existia  ya,  ó  amenazaba;  — 
y,  en  fin,  si  es  puramente  defensiva, — Vattel 
es  de  sentir  que  no  rompamos  la  neutralidad , 
ciñéndonos  extrictamente  á  prestar  el  auxi- 
lio ofrecido. 

Bl  tratado  de  alianza  de  22  de  Abril  de 
1834,  vulgarmente  denominado  de  la  Cuádru^ 
pie  alianza,  es  un  documento  en  el  que  se  ven 
las  postreras  muestras  de  la  sagacidad,  egoís- 
mo y  mala  fé  del  célebre  Talleyrand.  Parece 
increíble  que  se  admitiese  seriamente  un  ar  - 
tlculo  tan  extraordinario  como  el  4.*,  conce- 
bido en  los  términos  siguientes: 

((En  el  caso  que  la  cooperación  de  la  Fran- 
cia se  juzgue  necesaria  por  las  altas  partes 
contratantes  para  conseguir  completamente  el 
fin  de  este  tratado,  S.  M.  el  Rey  de  los  france- 
ses se  obliga...  ¿á  qué!...  á  hacer  en  este  par- 
ticular todo  aquello  que  Bl  y  sus  tres  augus- 
tos aliados  determinasen  de  común  acuerdo.» 

¡Creemos,  dice  Pando,  que  díñcilmente  se 
hallará  en  los  anales  de  la  diplomacia  una  bur- 
la tan  cruel  é  insultante!  Por  ultimo,  dicho 
tratado  de  22  de  Abril  no  fué,  por  lo  que  mira 
á  Francia,  más  que  una  solemne  decepción  que 
ha  acarreado  á  la  España  resultados  muy  fu- 
nestos. 

Hay  ejemplares,  dice  Martens,  aun  de  tierno 
pos  modernos,  no  solo  de  aliados  que  se  han 
declarado  neutrales,  sino  de  algunos  que  han 
abrazado  enteramente  la  <^usa  de  su  anti- 
guo enemigo,  y  que  han  hecho  la  guerra  á  su 
aliado. 

ALIANZA  BNTBB  ESPAlSf  A  Y  FRAN- 
CIA. La  que  en  1721  se  contrató  entre  ambas 
Potencias  estipulaba: 

1.°  Union  eterna  entre  sí,  como  descen- 
dientes de  la  familia  de  los  Borbones. 

2/  Sostenerse  en  la  posesión  de  sus  Bs- 
tados. 

3.*  Mantener  á  sus  subditos  en  el  goce  de 
las  antiguas  ventajas  comerciales,  que  les  dis- 
pensaban los  tratados  de  Nimega,  de  los  Piri- 
neos y  Ruyswlch. 

España  se  obligó:  á  dispensar  á  los  franceses 
todas  las  ventajas  que  entonces  disfrutaban,  y 
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las  qne  ellos  concedieran  en  lo  sacesiyo,  &  las 
Naciones  más  favorecidas. 

ALIANZA  GENERAL  Ó  QBANDE 
ALIANZA.  Bs  la  coalición  de  muchos  Estados 
contra  uno  solo. 

ALIANZAS  NATÜBALES.  Yalgarmen- 
te  se  llaman  asi  aquellas  alianzas  convenidas 
entre  dos  Potencias  sin  contacto  alg^uno,  y  sin 
que  entre  ellas  pueda  ocurrir  disgusto  directo. 
Cuando  las  alianzas  se  fundan  en  la  justicia» 
las  que  estipulan  los  Estados  limítrofes  unidos 
bajo  relaciones  internacionales,  como  el  co* 
mercio,  la  industria,  etc.,  son  las  que  pueden 
llamarse  verdaderas  Alianzas  naturales. 

ALIANZAS  DESIGUALES.  Según  Oro- 
tius,  son  aquellas  contratadas  por  ana  Potencia 
superior,  imponiendo  á  la  inferior  condiciones 
que  patenticen  su  superioridad,  como  por 
ejemplo,  honores  particulares  ó  prerogativas 
permanentes. 

ALIBI.  Expresión  latina  que  significa  en 
otra  parte.  Cuando  se  dice  que  un  acusado  pro- 
pone el  alibi,  se  quiere  dar  á  entender  que 
alega  haberse  hallado  en  otra  parte  cuando 
se  cometió  el  delito  que  se  le  imputa.  Véase 

COAaTADA. 

ALIENBILL.  Bill  ó  ley  inglesa  relativa 
á  los  extranjeros,  y  principalmente  á  los  refu- 
giados. 

ALIJO.  En  España,  la  disposición  de  no 
alijar,  ó  descargar  las  embarcaciones  después 
de  puesto  el  sol  no  comprende  á  los  pescado- 
res. Esta  misma  prescripción  se  consigna  en 
las  Ordenanzas  generales  de  Aduanas  de  1870, 
articulo  80,  donde  se  dice: 

«Se  permitirá  de  noche  desembarcar  el 
pescado  fresco  en  todos  los  puntos  del  litoral 
donde  haya  destacamentos  del  resguardo.» 

Para  los  alijos  de  oficio,  las  mismas  Orde- 
nanzas previenen: 

Art.  81.     Se  hará  de  oficio  el  desembarque: 

1.®  De  las  mercancías  cuya  consignación 
haya  sido  renunciada,  ó  cuyo  consignatario 
no  se  presente  dentro  de  los  términos  prefija- 
dos, cuando  el  conocimiento  sea  á  la  orden. 

2.*  De  los  bultos  cuya  declaración  no  se 
presente  en  el  plazo  marcado  por  estas  Orde- 
nanzas. 

3.*  De  los  que  no  hayan  sido  alijados  den- 
tro del  plazo  ó  plazos  prefijados  al  efecto. 

4.*  Del  exceso  de  las  provisiones  de  á  bor- 
do, en  el  caso  de  no  querer  los  Capitanes  pa- 
gar los  derechos. 

5.*  De  los  géneros  apresados  y  traídos  al 
puerto  por  buques. 

Art.  82.  Para  hacer  los  alijos  de  oficio  se 
expedirán  las  guias  correspondientes,  de  que 
se  tomará  razón  en  un  registro  especial,  prac- 


ticándose todas  las  demás  formalidades  preve- 
nidas para  los  casos  ordinarios. 

ALIMBNTOS.  Las  asistencias  que  se  dan 
á  alguna  persona  para  su  manutención  y  sub- 
sistencia, esto  es,  para  comida,  bebida,  ves- 
tido, habitación  y  recuperación  de  la  salud. 
(Ley  2.',  tít.  19,  Part.  4.*,  y  ley  5.'.  tít.  33, 
Part.   7.') 

Los  alimentos  se  dividen  en  naturales  y  ci- 
viles.  Puramente  naturales  son  los  que  consis- 
ten precisamente  en  lo  indispensable  para  sub- 
sistir el  que  los  recibe;  y  civiles  son  los  que  no 
se  limitan  á  lo  meramente  necesario,  como  los 
naturales,  sino  que  se  extienden  á  lo  que  exi- 
ge la  condición  y  circunstancias  del  que  los  ha 
de  dar  y  del  que  los  ha  de  recibir. 

El  derecho  á  exigir  alimentos  puede  provenir 
de  la  ley;  de  la  equidad  natural  ü  oficio  de  pie- 
dad ;  de  disposición  testamentaria,  ó  de  contrato. 

La  ley  y  la  equidad ,  ó  sea  la  ley  positiva 
y  la  ley  natural ,  conceden  alimentos  á  varias 
personas  cuando  éstas  se  hallan  sin  bienes  ni 
medios  de  ganarse  la  vida  y  los  obligados  pue^ 
den  suministrarlos. 

Los  estrechos  limites  de  esta  obra  nos  im- 
piden consignar:  1.*  quiénes  son  los  que  se 
deben  alimentar:  2^  cuál  es  la  extensión  de 
esta  obligación ;  3  *  cuándo  cesa  ó  se  extin- 
gue, y  4.*  cuál  es  la  naturaleza  del  derecho  á 
los  alimentos.  No  obstante,  conviene  tener  pre- 
sente lo  prevenido  en  la  nueva  Ley  de  Regis- 
tro civil,  en  la  que  se  prescribe: 

«Que  los  alimentos  han  de  ser  proporcio- 
nados al  caudal  de  quien  los  diere  y  á  la  ne- 
cesidades de  quien  los  recibiere.  (Art.  73.) 
Los  alimentos  se  reducirán  ó  aumentarán  pro- 
porcionalmente,  según  el  aumento  ó  disminu- 
ción que  sufrieren  las  necesidades  del  alimen- 
tista y  la  fortuna  del  que  hubiere  de  satisfa- 
cerlos. (Art.  76.)  Admitida  la  demanda  de 
divorcio  se  acordará  judicialmente  el  señala- 
miento de  alimentos  á  la  mujer  y  á  los  hijos 
que  no  quedaren  en  poder  del  padre.  (Ar- 
ticulo 87.)  Véase  Oblígacioh  nn  dar  aliukmtos. 

ALISTAMIBNTO  DE  ESPAÑOLES. 
Véase  Matrícula  de  sspaí^olrs. 

ALMIBANTAZGO.  Tribunal  ó  Consejo 
supremo  que  fué  de  Marina,  creado  el  28  de 
Julio  de  1816  y  sustituido  en  22  de  Diciembre 
de  1818  por  la  Dirección  general  de  la  Arma- 
da. Después  se  volvió  á  constituir,  sufriendo 
algunas  alteraciones:  i>ero  suprimido  por  Beal 
decreto  de  24  de  Marzo  de  1834,  se  instituyó 
en  su  lugar  el  Tribunal  Supremo  de  Guerra  y 
Marina.  Posteriormente  se  volvió  á  Crear;  pero 
las  Cortes  Constituyentes ,  en  usp  de  su  sobe- 
ranía ,  decretaron  y  sancionaron  la  ley  de  24 
de  Julio  de  1873  que  sigue: 
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« Articalo  1  .*  Qaeda  suprimido  el  Aladran* 
tazgro  que  se  creó  por  la  ley  de  4  de  Febrero 
de  1869. 

Art  2/  Queda  facultado  el  Ministro  de 
Marina  para  organizar  su  departamento  bajo  la 
planta  y  régimen  que  juzgue  más  conveniente 
á  las  exigencias  del  servicio ,  pudiendo  en  ei 
Ínterin  asumir  en  su  autoridad  la  que  la  ley 
expresada  concede  á  ios  Comisarios  del  Almi- 
rantazgo.» (Oaceta  de  Madrid  del  28  de  Julio 
de  1873.) 

El  decreto  de  30  del  mismo  mes  y  año  ade* 
más  previene  que:  «En  virtud  de  la  ley  de  24, 
por  la  que  se  suprime  el  Almirantazgo,  el  Mi- 
nistro de  Marina  asume  en  su  autoridad  la  que 
la  ley  de  4  de  Febrero  de  1860  concede  á  la 
referida  corporación.»  ( Gaceta  del  31  de  Julio 
de  1873.)  Véase  Obnbbalísiiio. 

ALMIBANTE.  Kl  que  manda  la  armada , 
escuadra  ó  flota.  Esta  dignidad  parece  tuvo  su 
origen  con  motivo  de  la  expedición  preparada 
por  el  Bey  Don  Fernando  para  la  conquista  de 
Sevilla.  Al  efecto  dispuso  una  armada  naval  á 
cuyo  jefe  invistió  con  la  dignidad  de  Almiran- 
te, concediéndole  jurisdicción  y  facultades 
omnímodas  sobre  todos  los  individuos  que  na- 
vegasen y  estuviesen  á  sus  órdenes.  Esta  crea- 
ción sirvió  de  tipo  á  cuanto  sobre  este  funcio- 
nario dispusieron  las  leyes  4.*,  tit.  9.*;  14,  tí- 
tulo 23;  3.\  tít.  24;  30,  tít.  26,part.  2.'  de  las 
Ordenanzas  de  marina. 

Bsta  dignidad  no  fué  hereditaria,  según 
espresa  la  exposición  que  precede  al  decreto 
del  Regente  de  16  de  Febrero  de  1842,  pues 
siempre  la  proveyeron  los  Reyes  por  titulo  es  • 
pecial. 

AlaMOHBDA.  La  venta  pdblica  de  efec- 
tos que  se  hace  con  intervención  de  la  justicia, 
adjudicándolos  al  que  ofrece  mayor  precio. 

ALOJAMIENTO.  Los  matriculados  en  la 
marina  están  exentos  en  Bspa&a  de  prestar  es- 
te servicio.  Hacer  una  relación  histórica  de  to- 
das  las  controversias  qoe  se  han  suscitado  res- 
pecto á  este  asunto,  e.9  igeno  al  objeto  de  es- 
ta obra;  baste  decir .  que  además  de  muchas 
Reales  órdenes  más  ó  menos  antiguas,  está- re- 
conocida y  declarada  esta  exención  por  Real 
orden  de  24  de  Marzo  de  1846. 

AIiQUILABSS.  Ajustarse  uno  á  servir  á 
otro  por  cierto  tiempo  mediante  un  estipendio 
ó  precio  convenido.  jBi  que  así  se  alquila  ó 
ajusta  debe  emplear  el  tiempo  y  sus  facultades 
fielmente  según  el  modo  estipulado,  y  resar- 
cir á  la  persona  á  quien  ha  empe&ado  sus  ser - 
Ticios  todos  los  perjuicios  que  le  causare  por 
su  negligencia  ó  impericia.  (Ley  15,  tít.  8.*, 
Part.  6.') 

ALTEB  'EQO,  Expresión  usada  en  la  Can- 


cillería del  reino  antiguo  de  las  Dos-Sicilias,  por 
laque  el  Rey  remitía  momentáneamente  á  un 
alto  personaje  (Vicario  del  reino,  Goberna- 
dor etc.)  ó  bien  todos  ó  una  parte  de  los  dere- 
chos atribuidos  á  la  autoridad  soberana. — 
En  1820,  el  Rey  Fernando  I  designó  como  Re- 
gente del  Reino  con  el  ÁUer  ego  á  su  h^o  y  su<- 
cesor  el  Duque  de  Calabria. 

AL  VARA.  Decreto  ó  decisión  Real  en 
Portugal.  La  Alvara  principia  diciendo:  «Yo 
el  Rey»  y  tiene  ó  tenia  fuerza  de  ley  durante 
un  año,  debiendo  estar  suscrita  por  el  Minis- 
tro de  Estado  competente  con  el  sello  Real. 
Cuando  esta  providencia  gubernamental  está 
firmada  por  un  Ministro,  tiene  el  nombre  de 
Pertaria. 

ALZA  Ó  BAJA  F0EZ4DA  BE  LOS 
PBBGJOs.  Este  es  un  delito  que,  según  el  Código 
penal,  se  comete  alterando  con  falsos  rumores 
ü  otros  artificios  los  precios  corrientes  de  las 
cosas  que  son  objeto  de  contratación  en  el  co- 
mercio. 

Hé  aquí  los  artículos  de  dicho  Código: 
(( Art.  451 .  Los  que  esparciendo  falsos  ru- 
mores ó  usando  de  cualquier  otro  artificio  con- 
siguieren alterar  los  precios  naturales  que  re* 
sultArian  de  la  libre  concurrencia  en  las  mer- 
cancías, acciones,  rentas  públicas  ó  privadas, 
ó  cualesquiera  otras  cosas  que  fueren  objeto 
de  contratación,  serán  castigados  con  las  pe-^ 
ñas  de  arresto  mayor  y  multa  de  100  á  1.000 
duros. 

Art.  452.  Cuando  el  fraude  expresado  en 
el  articulo  anterior  recayere  sobre  manteni- 
mientos ú  otros  objetos  de  primera  necesidad, 
además  de  laspen&s  señaladas  en  el  mismo,  se 
impondrá  la  del  comiso  de  los  géneros  que 
fueren  objeto  del  fraude. 

Para  la  imposición  de  estas  penas  bastará 
que  la  coligación  haya  comenzado  á  ejecu- 
tarse. 

ALZADO.  En  el  comercio,  el  que  quiebra 
maliciosamente  ocultando  sus  bienes  para  de- 
fraudar á  sus  acreedores. 

ALZAMIENTO.  La  quiebra  maliciosa  que 
hace  un  comerciante  ocultando  sus  bienes  para 
no  pagar  á  sus  acreedores. — La  puja  que  se 
hace  cuando  se  remata  alguna  cosa.— El  le* 
vanta miento  ó  rebelión. 

El  alzamiento  de  bienes  es  delito  que  se 
comete  ocultando  maliciosamente  los  que  po- 
see un  deudor  en  fraude  de  su  acreedor. 
El  Código  penal  prescribe: 
«Art.  4.^2.  El  que  se  alzare  con  sus  bie- 
nes en  perjuicio  de  sus  acreedores,  será  casti- 
gado: 

1  .^    Con  la  pena  de  presidio  mayor,  si  fue- 
re persona  dedicada  habitualmente  al  comercio. 
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2.**  Con  la  de  presidio  menor  si  no  lo 
ftiere.» 

AMÉBIOA  CENTBAL.  (RbpÍblicas  de  la 
Améeiga  Central.]  1/  Costa-Rica.  Su  ley  fan- 
damental  es  de  27  de  Diciembre  de  1859.  El 
Presidente  y  el  Vicepresidente  elegidos  por 
cuatro  años. — Senado  de  25  miembros  y  Cá- 
mara de  Diputados  de  29.  Corte  de  Justicia  en 
San  José:  tres  instancias. 

2.*  Guatemala.  Constitución  de  2  de  Oc- 
tubre de  1859.  El  Consejo  de  Estado,  elegido 
por  cuatro  años,  se  compone  de  los  Ministros, 
de  ocho  Consejeros  nombrados  por  la  Cámara 
y  de  los  miembros  nombrados  por  el  Presiden- 
te entre  cierta  clase  de  personas  (antiguos  Pre- 
sidentes de  la  República  ó  de  la  Cámara,  an- 
tiguos Ministros,  antiguos  Presidentes  de  las 
Cortes  de  Justicia,  el  Arzobispo,  los  Obispos, 
los  Presidentes  del  Capitulo  ó  de  la  Sociedad 
Económica,  el  Rector  de  la  Universidad.)  La 
Cámara  de  los  Representantes  se  compone  de 
52  miembros  elegidos  por  cuatro  años. 

3/  Honduras.  El  cargo  de  Presidente  dura 
cuatro  años;  Asamblea  legislativa;  II  Diputa- 
dos; siete  miembros  del  Senado;  Consejo  de 
Estado  compuesto  de  los  Ministros  y  otros  siete 
ciudadanos. — La  Constitución  fué  sancionada 
en  Noviembre  de  1865. 

4 .'    Nicaragua  .  Constitución  de  1 9  de  Agos- 
.to  de  1858;   las  funciones  de  Presidente  du- 
ran cuatro  años;   Asamblea  legislativa  com- 
puesta de  11  miembros,  y  un  Senado  de  10 
personas. 

5/  San  Salvador.  Congreso  de  24  Diputa- 
dos; 12  Senadores  elegidos  la  mitad  cada  año. 
AMáBICA  BEL  ITOBTE  (Bstados-Uni- 
dos  de  la).  Declaración  de  independencia:  4 
de  Julio  1776.— Constitución  de  17 de  Diciem- 
bre 1787,  distribuyendo  los  poderes  del  Es- 
tado en  tres  cuerpos  independientes  y  distin- 
tos los  unos  de  los  otros ;  el  poder  ejecutivo 
(Presidente),  el  poder  legislativo  (Congreso),  y 
el  poder  judicial  (Corte  suprema,  etc. — Capi- 
tal federal :  Washington  de  Colombia. 

AMBBICAIVOS.  Véase  Protección  i  los 

MATDRALBS  DE  LAS  REPtsLIGAS  BISPANO -AMERICANAS. 

AMNISTÍA.  Perdón  y  olvido  general  de 
las  ofensas  pasadas ,  que  concede  el  Jefe  de 
una  Nación  ó  Estado ,  como  representante  del 
Poder  ejecutivo,  en  favor  de  los  delitos  politi* 
eos  ú  otros  análogos ,  como  rebeldías ,  deser- 
cienes ,  etc.  En  la  amnistía  va  envuelto  necesa- 
riamente, aunque  no  se  exprese,  el  olvido  de 
lo  pasado ,  y  dice  Pabdo  que  lo  que  no  ba  sido 
causa  ni  objeto  de  guerra  no  está  comprendido 
en  la  amnistía.  De  aquí  derivan  el  principio 
que  aquello  que  no  ha  sido  causa  de  guerra 
no  puede  tampoco  servir  de  causa  á  la  paz. 


Axiomas  abstractos  é  inflexibles  en  que  se  de- 
leitan los  publicistas  teóricos. 

En  las  concedidas  por  delitos  políticos,  la 
Real  orden  de  26  de  Mayo  de  1848  autorizó  al 
Consulado  general  de  Argel  para  socorrer  á  los 
carlistas  que  se  hallaban  prontos  á  volver  á 
España ,  cargando  en  cuenta  de  gastos  extra- 
ordinarios las  cantidades  que  por  este  con- 
cepto se  les  facilitasen  ,  remitiendo  la  cuenta 
desde  luego  sin  esperar  el  trimestre.  La  de  26 
de  Febrero  de  1857  al  mismo  Consulado  dis- 
pone también  se  socorra  á  los  carlistas  acogi- 
dos á  la  amnistía ,  y  la  orden  del  Ministerio  de 
Estado  de  27  de  Mayo  1869  autoriza  al  Cón- 
sul general  de  Argel  para  que  pueda  facilitar 
á  un  emigrado  republicano  el  socorro  que  crea 
otportuno  cqn  arreglo  á  la  Instrucción  de  19  de 
Julio  1856.  (Véase  esta  instrucción  en  la  Qvia 
diplomática  de  BspafSa  de  1862 ,  pág.  204).  Vea  • 
se  Socorros. 

AMONESTACIÓN.  Todo  Ministro  publico 
tiene  derecho  á  amonestar  á  sus  conciudada- 
nos que  puedan  comprometer  con  su  conducta 
el  honor  del  país  á  que  pertenecen. 

AMOBTIZAOION.  Esta  palabra,  que  se- 
gún algunos  viene  de  la  voz  francesa  amortir^ 
significa  la  extinción  de  alguna  cosa  ó  el  acto 
de  acabar  con  ella ,  y  suele  usarse  para  deno- 
tar la  vinculación  de  bienes  en  alguna  familia 
para  que  los  goce  perpetuamente  ,  y  la  enaje- 
nación ó  traslación  de  propiedad  en  manos 
muertas  ,  como  asimismo  ia  redención  de  cen- 
sos ÍL  otras  cargas  y  la  satisfacción  ó  reem- 
bolso délas  deudas  del  Estado. 

AMORTIZACIÓN  OIVIL.  La  vincula- 
ción de  bienes  en  determinada  familia,  ó  sea  la 
erección  de  mayorazgos ;  y  también  la  adqui- 
sición de  bienes  raices  por  cuerpeó  estableci- 
mientos civiles  pertenecientes  á  la  clase  de 
manos  muertas. 

AMOVIBLE.  Se  dice  del  empleo  que  no 
es  fijo,  y  también  de  la  persona  que  puede  ser 
removida  ó  destituida  de  él  por  sola  la  volun- 
tad de  la  que  se  lo  confirió. 

En  la  sesión  del  día  1.*  de  Julio  de  1873 
[Gaceta  de  Madrid  del  2  del  mismo  mes  y  año^ 
numero  183)  se  presentó  el  siguiente  proyecto 
de  ley: 

«Articulo  1.*  Las  comisiones  permanentes 
de  la  Cámara  de  cada  uno  de  los  Ministerios  se 
reunirán  en  una  sola  para  formar  inmediata  - 
mente  una  ley  de  empleados,  fundada  en  los 
principios  de  justicia. 

Art.  2.*  ínterin  las  Cortes  decretan  la  ley, 
se  declaran  amovibles  todos  los  destinos,  car- 
gos y  empleos  de  la  Nación  española,  incluso 
la  Magistratura,  y  exceptuando  tan  solo  los 
obtenidos  por  oposición.» 
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Bste  proyecto  fué  tomado  en  considera- 
ción. 

analogía.  La  relacíotí  y  proporción  ó 
conveniencia  que  tienen  unas  cosas  con  otras; 
y  juridicamente,  la  relación  ó  semejanza  que 
hay  entre  los  casos  expresados  en  alguna  ley 
y  otros  que  se  han  omitido  en  ella.  Véase  Ar- 
bitrio DB  JUBZ. 

ANABQUÍA,  Estado  de  un  pueblo,  de 
ana  ciudad  que  no  tiene  Jefe  ni  autoridad  le- 
gitima á  quien  obedecer.— Desorden,  confu- 
sión de  poderes. 

Proudhon  califica  la  anarquía  como  base  y 
último  límite  del  sel/^^ovemement,  y  aun  como 
término  de  la  razón  humana. 

También  J.  B*  Say  emite  una  opinión  tan 
exagerada  como  violenta ;  y  ¿quién  no  ve  en 
estas  dodtrinas  la  necesidad  imprescindible  de 
contraresiarlas,  porque  tanto  en  Francia  como 
en  España  han  solido  manifestarse  desgracia- 
damente? 

ANCLA JS  Ó  ANOOBAJE.  Acto  de  an- 
clar las  naves,  y  el  sido  ó  lugar  para  ello.— 
Kl  tributo  ó  derecho  que  se  imponía  á  los  bu^ 
qaes  en  los  puertos  de  mar  por  permitirles  dar 
fondo  en  ellos,  el  que  era  mayor  ó  menor,  se- 
gún la  capacidad  de  cada  uno  y  la  importaa- 
cia  del  puerto  á  que  llegaban.  Su  importe  es- 
taba destinado  al  sostenimiento  de  la  dignidad 
del  Almirante.  Luego  se  refundió  en  el  de  Ds' 
reckos  de  navegación. 

ANEXIÓN,  ünion  ó  agregación  de  una 
cosa  á  otra  principal ;  acción  y  efecto  .  de 
anexar. 

ANEXO,  XA.  Anejo,  unido,  adherido, 
junto,  agregado,  incorporado,  etc.,  á  una  cosa 
con  dependencia  de  ella. 

ANFIBOLOGÍA.  La  palabra  ó  sentencia 
que  se  puede  entender  de  dos  modos.  Habien- 
do pedido  el  Embajador  de  Francisco  I  á  Car- 
los V  el  Ducado  de  Milán,  «Precisamente,  con- 
testó el  Emperador,  lo  que  quiere  mi  hermano 
el  Rey  de  Francia,  quiero  yo;»  el  Embajador 
quedó  muy  satisfecho  de  esta  respuesta,  y  se 
apresuró  á  ponerla  en  noticia  de  su  amo:  hé 
aquí  un  ejemplo  de  anfibología. 

ANGABIAS.  Obligación  que  impone  un 
Gobierno  á  los  buques  surtos  en  sus  puertos  y 
playas,  de  que  cuando  se  ofrece  alguna  expe- 
dición le  trasporten  soldados,  armas  ó  muni- 
ciones de  guerra,  pagándoles  por  ello  cierto 
tefle  y  abonando  los  daños  que  sufrieren.  El 
capitán  de  una  embarcación  extranjera  que  se 
pusiese  en  fuga  para  sustraerse  á  esta  obliga- 
ción, retardase  con  astucia  el  trasporte,  etc., 
estarla  desde  luego  sujeto  á  la  confiscación  de 
su  buque  y  penada  su  tripulación  por  com- 
plicidad etc.  Itinguna  embarcación  puede  es* 


cusarse  de  las  angarias  bajo  pretesto  de  dig- 
nidad ó  de  privilegio  particular.  Este  derecho 
se  conoce  hoy  dia  generalmente  con  el  titulo 
de  embargo  civil;  y  no  debe  confundirse  con  el 
embargo  hostil  6  bélico. 

ANÓNIHEA.  Dicese  en  el  comercio  de  la 
sociedad  ó  compañía  que  no  tiene  razón  so* 
ciaL 

ANÓNIMO.  Palabra  griega,  que  significa 
sin  nombre,  y  se  emplea  para  designar  indis- 
tintamente todo  lo  que  no  tiene  nombre  pro- 
pio, aplicándose  especialmente  á  los  libros,  li- 
belos, cartas  y  delaciones  que  no  llevan  el 
nombre  de  su  autor,  etc. 

ANOTACIONES.  Véase  Apostillar. 

ANTEDATA.  La  fecha  anticipada  de  al- 
guna escritura  ó  carta,  ó  la  fecha  falsa  de  al- 
gún instrumento  anterior  á  la  verdad.  La  an- 
tedata puede  ser  un  delito  de  falsedad  que  se 
castiga  según  las  circunstancias,  pero  con  más 
rigor  en  los  instrumentos  páblicos  y  que  pro- 
ducen hipoteca,  que  en  los  privados  ó  quiro- 
grafarios. Una  de  las  razones  que  se  tendrían 
presentes  para  establecer  la  necesidad  del  re- 
gistro de  las  escrituras  en  el  oficio  de  hipote- 
cas fué  sin  duda  el  precaver  el  delito  de  las 
antedatas. 

ANSA  TEUTÓNICA.  La  confederación 
de  ks  ciudades  anseáticas  celebrada  en  Breme 
el  año  de  1164  fué  conocida  con  el  nombre  de 
Ansa  tetUónica.  Esta  confederación,  que  llegó  á 
contar  ochenta  ciudades  bajo  su  dependencia, 
sin  contar  un  gran  número  de  las  que  perte- 
necían á  diferentes  Estados  de  Europa,  quedó 
luego  reducida  á  las  solas  ciudades  de  Ham- 
burgo,  Breme  y  Lubeck. 

ANULACIÓN.  La  invalidación,  abolición 
ó  abrogación  de  algún  tratado,  privilegio,  tes- 
tamento ó  contrato,  declarando  que  queda  sin 
ningún  valor  ni  fuerza. 

a9o.  El  tiempo  que  emplea  el  sol  en  re- 
correr los  signos  del  Zodiaco,  y  que  se  com- 
pone de  doce  meses;  ó  la  entera  revolución  de 
la  tierra  al  rededor  del  sol;  ó  como  dice  el  Dic- 
cionario de  la  Academia  espacia,  el  espacio  de 
tiempo  que  los  planetas  tardan  en  volver  al 
mismo  punto  de  la  eliptica,  que  sirve  de  me- 
dida para  distinguir  los  tiempos.  Año  viene 
del  nombre  latino  annus,  y  éste  del  griego  ana, 
que  significa  cerco  ó  circulo,  porque  el  año 
acaba  donde  empezó:  Annus  enim  ubi  incipil, 
ibi  deHnit  et  resoMtur,  como  dice  Baldo. 

Los  egipcios  fueron  los  primeros  que  divi- 
dieron el  año  en  doce  meses. 

Entre  los  romanos  se  varió  muchas  veces 
el  arreglo  del  año. 

Los  indios  y  la  mayor  parte  de  los  pueblos 
orientales  tlenea  un  año  civil  que  comienza 
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con  la  lana  nuera  de  Setiembre,  y  un  a&o 
eclesiástico  que  comienza  en  la  luna  nueva  de 
Marzo. 

Los  chinos  y  mucbás  Naciones  de  la  India 
comienzan  el  año  con  la  primera  luna  de  Mar- 
zo, y  los  Bracmanes  con  la  luna  nueva  de 
Abril. 

Los  turcos  le  empiezan  á  contar  cuando 
entra  el  sol  en  el  signo  de  Aries,  y  los  persas 
en  el  mes  de  Fernadiu,  que  corresponde  al  de 
Junio. 

Losantiguos mejicanos,  según  refiere  Acos- 
ta,  le  principiaban  el  día  23  de  Febrero,  por- 
que entonces  reverdece  la  tierra;  le  componían 
de  diez  y  ocho  meses  de  veinte  días  cada  uno; 
y  dedicaban  á  los  placeres  los  cinco  días  que 
sobraban.  Lo  mismo  dice  Alvarez  de  los  abi- 
sinios. 

Entre  los  franceses,  empezaba  él  año  an- 
tiguamente el  día  1.°  de  Marzo;  después  el  dia 
de  Natividad;  luego  q1  de  Pascua  de  Resurrec- 
ción, hasta  que  en  1563  ordenó  Carlos  IX  que 
en  adelante  se  contase  desde  l.*de  Enero. 

Entre  los  venecianos  empezaba  por  la  En- 
carnación á  25  de  Marzo,  y  entre  los  genove- 
ses  por  la  Natividad,  á  25  de  Diciembre;  pero 
ya  lo  común  es  á  1.*  de  Enero. 

En  Espina  se  contaban  antiguamente  los 
años  desde  lo  era  del  César,  esto  es,  desde  el 
año  38  antes  de  Cristo,  hasta  que  en  1383 
mandó  el  Rey  D.  Juan  I  que  en  adelante  se 
computasen  los  años  desde  el  nacimiento  de 
Cristo;  y  aunque  desde  entonces  se  acostum- 
bró comenzar  el  año  el  dia  25  de  Diciembre, 
en  que  se  celebra  dicho  nacimiento,  se  dejó 
fácilmente  este  cómputo  y  se  adoptó  el  del 
año  Juliano,  que  principia  el  1.*  de  Enero,  y 
acaba  en  31  de  Diciembre. 

Cuando  en  las  leyes  y  Concilios  de  España 
encontramos  la  computación  de  años  por  eras, 
si  queremos  reducirlos  á  los  de  Jesucristo,  no 
hay  más  que  quitar  38  años  y  nos  queda  la 
era  vulgar. 

El  año  Juliano,  es  decir,  el  año  estableci- 
do por  Julio  César,  fué  adoptado  y  seguido 
entre  las  Naciones  cristianas  basta  la  correc- 
ción que  en  él  hizo  Qregorio  IX. 

Esta  reforma  ó  corrección  gregoriana  fué 
admitida  por  la  España.  (Ley  14,  tit.  1.^  li- 
bro 1.^  Novísima  Recopilación,) 

AÑO  CIVIL  Ó  político.  Es  en  cada 
Nación  el  año  de  que  se  sirve  para  regular  el 
tiempo.  El  nuestro,  como  el  de  todas  las  Nacio- 
nes que  han  admitido  el  Calendario  Gregoria- 
no, se  divide  en  365  dias  si  es  común,  y  en 
366  si  es  bisiesto:  principia  el  1.*  de  Enero  y 
concluye  el  31  de  Diciembre.  Dicese  civil  por 
contraposición  al  ^clenátíico,  que  eael  que  usa 


la  Iglesia  y  que  empieza  el  primer  domingo 
.de  Adviento. 

a9o  BM^BGBNTE.  B1  que  se  empieza  á 
contar  desde  un  dia  cualquiera  que  se  señala 
hasta  otro  dia  igual  del  año  siguiente;  como  el 
que  se  dá  de  tiempo  en  las  pragmáticas  y  edic- 
tos, empezándose  á  contar  desde  el  dia  de  la 
fecha.  Tiene  365  dias. 

APELLIDOS.  El  sobrenombre  con  que  los 
individuos  de  una  casa,  familia  ó  linaje,  se 
distinguen  de  los  de  las  otras,  como  Cortés, 
Morales,  Solfs,  etc. 

Algunos  apellidos  llevan  antepuesto  el  ar- 
ticulo de  6  del ^  como  de  Haro,  de  Albornoz, 
del  Castellar.  Esto  significa  que  las  personas 
que  tienen  apellidos  de  esta  clase,  descienden 
de  casa  solariega,  esto  es,  de  casa  de  antigua 
y  noble  familia  que  posee  ó  poseia  algún  se- 
ñorío, suponiendo  que  antes  del  de  6  del  se  so- 
breentiende la  palabra  señor.  De  aquí  es  que 
muchos,  queriendo  darse  cierta  importancia  y 
ennoblecer  sus  apellidos,  les  anteponen  estos 
artículos  ó  partículas  tomándolas  por  si  y  ante 
si  sin  permiso  ni  autorización  alguna;  pero 
como  esto  no  es  un  delito,  pues  que  á  nadie 
perjudica,  sino  un  mero  acto  de  vanidad,  bas- 
ta recordarles  con  Cicerón  en  sus  Ojteios  que 
non  domo  dominus^  sed  domino  domits  honestanda 
est,  que  es  lo  mismo  que  decir  que  no  en  nues- 
tro linaje,  sino  en  nuestras  acciones  es  donde 
debemos  buscar  el  lustre  de  nuestros  apellidos. 

El  art.  69,  cap.  9.*  del  Reglamento  para 
la  ejecución  de  Matrimonio  y  Registro  civil  de 
31  de  Diciembre  de  1870,  dice: 

«El  cambio ,  adición  ó  modificación  de 
»nombre  ó  apellido  solo  podrá  hacerse  en  vir- 
))tud  de  autorización  del  Gobierno,  previos  los 
«trámites  establecidos  en  este  Reglamento  ó 
)>de  sentencia  firme  de  Tribunal  competente, 
))en  que,  declarándose  haber  lugar  á  dichas 
«alteraciones,  se  manda  practicar.»  Véase  Adi- 
ción y  NOUITRE. 

APLICACIÓN.  En  el  artículo  Cónsules, 
véase  el  Reglamento  de  la  Carrera  consolar  y  capí-» 
tulo  10  de  las  Correciones  disciplinarias,  ar^ 
tículos  61  y  63. 

APOSTADERO.  Comandancia  ó  capita- 
nía general  de  marina  en  puntos  apartados  y 
dependientes  de  la  Metrópoli,  y  más  propia- 
mente en  las  colonias.  Antiguamente  tenia  la 
Espida  apostaderos  de  este  género  en  todas 
sus  posesiones  ultramarinas,  donde  habia  un 
Vlrey  ó  Capitán  general.  En  el  dia  no  tiene 
más  que  el  de  la  Habana,  y  el  de  Cavite  á  tres 
leguas  de  Manila  en  las  islas  Filipinas.  Véa- 
se Drpartauento  y  Tbbcios  navali». 

APOSTILLAS.  La  glosa,  ó  nota,  ó  adi- 
ción que  se  pone  en  la  margen  de  los  libros 
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para  la  interpretacioa  ó  ilustración  del  texto, 
ó  para  suplemeato  de  lo  que  le  falta.  En  la  ley 
y  Aranceles  de  Aduanas,  deben  hacerse  estas 
breves  anotaciones.  (Yéase  Ereatas);  porque  se- 
^un  la  ley  son  nulas  las  Apostillas  en  las  escri- 
turas, siempre  que  no  se  salven  al  fin  de  estas 
con  aprobación  expresa  de  las  partes  y  firmas 
de  los  que  deben  suscribir  el  documento. 

AQUISGBAN  (Tratado  de).  Se  ajustó  el 
afio  de  1748,  y  las  Potencias  en  él  compren* 
didas  eran  las  siguientes:  España,  Francia, 
Inglaterra,  Cerdeña,  Prusia,  Holanda  y  Ba* 
viera. 

Las  ventajas  que  lograron  por  él  los  in- 
gleses en  España,  fueron: 

1.^  La  ratificación  de  los  tratados  do 
Munster  de  1648,  de  Westfalia  de  1667  y  de 
Madrid  de  1670. 

2.'  La  del  de  Breda:  que  no  comprendía  á 
Inglaterra,  y  que  por  medio  del  presente  logró 
extender  á  España. 

3/  La  confirmación  del  asiento  de  los  ne- 
gros. Véase  Asibi«to. 

4.'  La  facultad  de  llevar  á  América  un 
Davlo  cargado  dé  géneros. 

5/  El  resarcimiento  de  cuatro  años  en  que 
no  pudo  pasar  ei  navio  por  efecto  de  la  guerra. 

Fuerza  que  debe  reconocérsele.  La  habla  per- 
dido por  el  tratado  de  Amiens. 

ABANOEIiES  CONSULABES.  Entre  las 
muchas  necesidades  que  experimentaban  los 
Cónsules  de  España  en  el  extranjero,  se  hacia 
notar  la  de  un  Arancel  general  que  compren- 
diera y  determinara  los  derechos  que  debian 
percibirse  por  los  variados  y  múltiples  actos  y 
diligencias  que  emanaa  de  este  servicio  espe- 
cial, tan  relacionado  con  diversos  é  importan- 
tes ramos  de  la  Administración  pública. 

Cuando  se  promulgó  la  tarifa  de  23  de 
Agosto  de  1788,  no  existia  ninguna  medida 
legal  que  regularizara  las  obvenciones  de  los 
Cónsules. 

Cada  uno  tenia  diferente  tabla  de  derechos, 
y  los  abusos  cometidos  á  la  sombra  de  la  im« 
posición  arbitraria,  legado  deplorable  de  épo- 
cas anteriores,  en  que  estos  oficios  se  hablan 
convertido  en  propiedad  particular  y  en  obje- 
to de  especulación,  determinaron  al  Gobierno 
á  cortarlos  de  raiz,  formando  un  reglamento 
equitativo  y  uniforme  que  sirviera  de  pauta  á 
todos  los  Consulados. 

Mas  esta  medida  fué  tan  concisa  y  oscura 
en  sus  disposiciones,  que  no  pudo  producir 
todo  el  efecto  que  en  el  orden  moral  y  admi- 
nistrativo se  habia  propuesto  el  Gobierno  al 
plantearla. 

Comprendía  tan  solo  algunas  diligencias 
del  extenso  catálogo  de  las  atribuciones  de 


los  Cónsules,  y  éstos  se  encargaron  de  com- 
pletadla,- imponiendo  derechos  por  analogía  ó 
según  su  conciencia  y  criterio,  á  los  objetos 
imponibles  que  el  Arancel  oficial  habia  dejado 
de  tener  en  cuenta,  y  de  este  distinto  modo  de 
ver  y  arbitrar  surgió  esa  multitud  de  tarifas 
que  llegaron  á  existir,  hasta  que  reformados 
los  Aranceles  consulares  para  dar  el  resultado 
práctico  y  beneficioso  que  reclama  el  buen 
orden  administrativo  y  el  mismo  crédito  del 
Gobierno  español,  el  Ministerio  de  Estado,  de 
acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros,  propuso 
el  23  de  Abril  de  1869,  y  fueron  aprobadas 
el  mismo  dia  las  tarifas  de  los  derechos  Con- 
sulares que  hoy  rigen. 

Por  Real  orden  circulftr  de  11  de  Junio 
de  1853,  se  previno  terminantemente  la  ex- 
posición de  la  Tarifa  de  derechos  consulares  á 
la  vista  del  público,  asi  como  la  anotación  de 
los  derechos  que  se  perciban  al  pié  de  los  do- 
cumentos que  expidan  ó  autoricen  los  Cónsu- 
les con  arreglo  á  las  mismas. 

Los  Cónsules  velarán  para  que  no  se  per- 
ciban en  mayor  ni  menor  cantidad  de  la  que 
dicha  tarifa  determine ,  y  propondrán  al  Go- 
bierno las  adiciones  ó  alteraciones  que  con- 
venga introducir  en  ella ,  según  previene  el 
art.  3.^  del  Reglamento  para  la  contabilidad  de 
los  Cónsules,  etc. ,  de  20  de  Diciembre  de  1857. 
Véase  en  el  articulo  Arancblbs  NOTAaiALBS  las 
penas  que  impone  la  ley  al  que  llevare  más 
derechos  que  los  que  señalan  las  tarifas  ó  aran  ^ 
celes  ú  omitieren  la  anotación  de  ellos  en  los 
instrumentos  públicos  que  los  causan. 

ABANOÜLES  BS  ADUANAS.  Pron- 
tuario  dispuesto  por  orden  alfabético ,  de  los 
géneros  y  frutos  que  entran  y  salen  en  las 
Aduanas  ,  con  expresión  de  los  derechos  que 
cada  UDO  debe  pagar.  Su  formación  es  obra  di- 
ficultosa; porque,  como  dicen  los  más  acredi- 
tados escritores  de  economía ,  la  ciencia  de  la 
Nación  más  hábil  en  el  comercio ,  consiste  en 
disponerlos  de  modo  que  favorezcan  á  la  in<* 
dustria  propia. 

Entre  las  leyes  de  Hacienda,  no  las  hay 
que  pidan  mayores  ni  más  exactos  conocí* 
miento?  políticos  y  económicos  que  las  respec- 
tivas á  los  Aranceles. 

Los  Aranceles  antiguos  de  España  se  reco- 
pilaron en  uno  el  año  1783.  Luego  ,  por  Beal 
decreto  de  30  de  Mayo  de  1817,  se  mejoraron 
los  antiguos,  y  posteriormente  hubo  otros  bas** 
tante  simplificados  hasta  el  de  1862,  el  que 
sufrió  grande  modificación,  la  que  en  vista  de 
los  redactados  por  la  Dirección  general  fué 
preciso  hacer  una  nueva  reimpresión  por  Real 
orden  de  25  de  Setiembre  de  1865,  que  vio  la 
luz  pública  en  Octubre  delmismo  afio.  81  nuea- 
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tros  más  antigaoa  Aranceles  han  safrido ,  se- 
gan  se  ba  dicho ,  gradualmente  alteraciones, 
debidas  al  progreso  y  á  nuestras  apremiantes 
necesidades,  en  el  día  estas  reformas  se  hacen 
tanto  más  necesarias  y  argentes ,  y  de  desear 
es  que  no  se  harán  esperar,  para  que  la  in- 
dustria y  el  comercio  despleguen  sus  inmen- 
sas alas  en  beneficio  de  los  manantiales  de  la 
riqueza  del  pueblo  productor. 

Bl  Regente  del  Reino,  con  fecha  12  de 
Julio  de  1869,  aprobó  los  nuevos  Aranceles  de 
Aduanas  propuestos  por  el  Ministro  de  Ha* 
cienda,  y  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Minis- 
tros ,  los  cuales  principiaron  á  regir  desde  el 
1  .*  de  Agosto  del  mismo  ano. 

Bl  Excmo.  Sr.  Ministro  de  Hacienda ,  con 
fecha  21  de  Noviembre  de  1870  ,  dijo  al  ilus- 
trlsimo  Sr.  Director  general  de  Rentas  lo  que 
sigue: 

ttHabiéndose  terminado  la  edición  oficial 
de  los  Aranceles  de  Aduanas  publicados  por 
decreto  de  12  de  Julio  de  1869,  S.  A.  el  Re- 
gente del  Reino  se  ha  servido  aprobar  los  que 
ha  redactado  esa  Dirección  general ,  en  virtud 
de  la  autorización  concedida  al  efecto  en  1."  de 
Octubre  último  ,  y  disponer  que  se  impriman 
y  circulen  desde  luego  para  su  observancia 
como  la  única  legislación  vigente  en  la  mate- 
ria. De  orden  de  S.  A.  lo  digo  á  V.  I.  para  su 
inteligencia  y  efectos  consiguientes.  Dios  guar- 
de á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  21  de  Noviem- 
bre de  1870.— Figuerola.» 

ABANCEIiES  ITOTABIALES.  Bn  el  dia 
rigen  los  publicados  por  la  ley  sobre  reforma 
de  los  Aranceles  notarialet  promulgada  por  las 
Cortes  Constituyentes  el  2  de  Junio  de  1870. 

Según  la  ley  4.',  tít.  17,  lib.  4.',  Novísima 
Recopilación,  el  que  llevare  más  derechos  que 
los  señalados  en  el  Arancel,  ú  omitiere  la  ano- 
tación de  ellcs  en  el  mismo  instrumento  que  los 
causa,  será  condenado  por  la  primera  vez  en 
el  cuatro  tanto  de  lo  que  hubiere  llevado  y 
20.000  maravedís  para  el  fisco;  por  la  segun- 
da, en  pena  doblada  y  suspensión  de  oficio  por 
un  año;  y  por  la  tercera  en  privación  de  oficio 
y  100.000  maravedís,  y  otras  penas  arbitra- 
rias, conforme  á  la  calidad  de  la  culpa. 

ABBITBABLE.  Lo  que  pende  del  arbitrio 
y  lo  que  puede  ponerse  en  manos  de  arbitros, 
esto  es,  tcdo  asunto  dudoso  sobre  que  hay  ó 
puede  haber  litigio  entre  partes,  excepto  las 
causas  matrimoniales  y  las  criminales  como 
tales.  Véase  Arbitro. 

ABBITBACIOK'.  La  sentencia  arbitral, 
esto  es,  la  que  dan  los  jueces  arbitros  ó  arbi- 
tradores;  y  también  la  acción  y  facultad  para 
dar  sentencia  arbitraria.  Véase  arbitro. 

ABBITBADOB.  Bl  hombre  bueno,  com- 


ponedor, en  quien  las  partes  se  comprometen 
para  que,  por  vía  de  equidad,  ajuste  y  tran- 
sija sus  controversias. 

ABBITBAB.  Juzgar,  fallar,  determinar 
con  arbitro  ó  arbitrador,  y  proceder  el  Juez  se- 
gún su  arbitrio,  según  las  reglas  de  la  equi- 
dad, según  su  leal  saber  y  entender. 

Los  Cónsules  dictan  sentencia  definitiva  en 
los  juicios  civiles  que  tienen  jurisdicción,  bien 
como  jueces  ordinarios  ó  como  arbitros,  según 
previene  el  art.  1 1  del  Real  decreto  de  29  de 
Setiembre  de  1848.  Véase  Juicio  civil. 

ABBITBIO.  El  juicio  ó  sentencia  del  Juez 
arbitro,  por  oposición  al  juicio  ó  sentencia  del 
arbitrador,  que  se  llama  arhitramenío , 

ABBITBIO  DE  JUEZ.  Lafacultad  que  tie- 
ne el  Juez  para  decidir  los  casos  omitidos  ó  no 
claramente  contenidos  en  las  leyes.— Las  co- 
sas que  no  están  determinadas  por  la  ley  que- 
dan sometidas  á  la  discreción  ó  arbitrio  del 
Juez;  pero  la  perfección,  el  optimismo  de  las 
leyes,  consiste  principalmente  en  dejar  po¿?0  al 
arbitrio  del  Juez,  porque  el  arbitrio  del  Juez  no 
es  ni  puede  ser  su  capricho  ó  arbitrariedad; 
no  es  un  arbitrio  libre  y  absoluto,  es  un  ar- 
bitrio regulado  por  la  ciencia  del  derecho. 

Cuando  la  ley  falta  absolutamente,  cuando 
no  hay  costumbres  que  tengan  fuerza  de  ley, 
el  Juez  no  es  duefio  de  arbitrar  como  más  le 
acomode,  sino  que  ha  de  recurrir  para  hacerlo 
á  la  analogía,  á  la  equidad  natural,  y  tal  vez 
á  los  ejemplos  ó  precedentes  de  tribunales  co- 
nocidos por  su  ciencia  y  rectitud. 

ABBITBIOSEXTBAOBDINABIOS  WA 
HAGiKNDA.  Conóceuse  con  este  nombre  las  con- 
tribuciones, préstamos  y  negociaciones  deque 
se  valen  los  Gobiernos  para  cubrir  el  déñ- 
cit  de  las  rentas  ordinarias.  Hallar  los  cor- 
respondientes á  la  magnitud  de  los  gastos,  y 
de  una  influencia  poco  dañosa  á  los  manantía* 
les  de  la  riqueza  pública,  es  la  parte  más  di- 
ficil  y  de  éxito  más  arriesgado  de  las  que 
componen  el  sublime  oficio  de  los  Ministros 
de  Hacienda :  porque  de  la  mala  elección  de- 
pende, no  pocas  veces ,  la  ruina  de  las  clases 
útiles.  Por  esto  decia  sabiamente  Cervantes, 
qite  la  experiencia  tiene  mostrado  qne  todos  los 
más  de  los  arbitrios  que  daban  &  S,  M,^  ó  eran 
imposibles  ó  disparatados ,  ó  en  daño  del  Rey  y 
del  Reino. 

ABBITBO.  El  sugeto  elegido  y  nombra- 
do por  las  partes  para  que  ajuste  y  decida  sus 
respectivas  pretensiones ;  ó  según  expresión 
de  la  ley  23,  tít. 4."  Part.  3.^,  el  Juez  avenidor 
que  es  escogido  et  puesto  de  las  partes  para  librar 
la  contienda  que  es  entre  ellos. 

Respecto  al  abuso  que  pueden  hacer  de  su  ofi- 
cio los4r¿i>o«  ó  arbitradores^  el  Código penaláicez 
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(cArt.  316.  El  empleado  público  que  di- 
recta ó  indirectamente  se  interesare  en  cual- 
qaiera  clase  de  contrato  á  operación  en  que 
deba  intervenir  por  razón  de  su  cargo ,  será 
castigado  con  las  penas  de  inhabilitación  tem- 
poral especial  y  multa  del  10  al  50  por  100 
del  yalor  del  interés  que  hubiere  tomado  en  el 
negocio. 

Esta  disposición  es  aplicable  á  los  peritos, 
arbitros  y  contadores  particulares  respecto  de 
los  bienes  ó  cosas  en  cuya  tasación,  adjudica- 
clon  ó  partición  interTinieren,  y  álos  tutores, 
curadores  y  albaceas,  respecto  de  los  pertene- 
cientes á  sus  pupilos  ó  testamentarías.» 

ABBOL  GENEALÓGICO.  Véase  Qenea- 

LOGÍA. 

ABBOLES  DE  LA  LIBEBTAD.  El  pri- 
mer árbol  de  la  libertad  cuyo  conocimiento  sea 
auténtico  es  el  que  plantaron  en  Boston,  y  que 
los  ingleses  echaron  abajo  cuando  la  guerra 
de  la  Independencia.  De  resultas  de  la  reyolu- 
cion  de  1789  el  uso  de  dedicar  árboles  á  la  li- 
bertad se  introdujo  en  Francia  y  el  primero 
fué  plantado  con  toda  solemnidad  en  Mayo  de 
1789  por  el  cura  de  Saint-Gaudant  (Vienne), 
M.  Pressac,  y  este  ejemplo  fué  imitado ;  asi  es 
que  según  una  publicación  del  abate  Gregoi- 
re  el  numero  de  árboles  de  la  li<)ertad  que  en 
aquella  época  existían  en  Francia  pasaba  de 
60.000. 

ABCHIVO.  En  el  archivo  y  cancillería  de 
las  legaciones  y  consulados  de  España  en  paí- 
ses extranjeros,  existe  la  parte  material  del 
servicio  publico,  es  decir,  toda  la  documenta- 
ción que  promueve,  impulsa  y  termina  los  ac- 
tos oficiales  de  la  autoridad  española,  legal- 
mente  instalada  en  una  capital  ó  en  un  puerto 
de  una  Potencia  extranjera  que  mantiene  rela- 
ciones comerciales  y  políticas  con  España,  y 
en  sus  archivos  6  cancillerías  deben  depositarse 
todos  los  instrumentos  oficiales,  escrituras  pú- 
blicas y  demás  expedientes  que  se  actúan  por 
ante  la  Autoridad  diplomático-consular  espa- 
ñola, los  que  como  tales  forman  parte  del  ar- 
archivo  general  del  Ministerio  de  Estado,  ó  sea 
<3el  Ministerio  de  Relaciones  exteriores. 

El  examen  minucioso  de  estos  archivos  y 
cancillerías  suele  ser  casi  imposible,  si  se  con- 
servan todos  los  papeles  que  el  trascurso  del 
tiempo  va  aglomerando,  y  para  regularizar  los 
muchos  antecedentes  y  expedientes  que  pue- 
dan existir,  conveniente  será  exponer  el  arre- 
glo que  para  los  archivos  consulares  propone 
el  Sr.  Jove  y  Hévia  en  su  Ouia  práctica  para  los 
CántuUs  de  España. 

Divide  el  archivo  en  tres  categorías: 
1  .*     Papeles  de  indispensable  conservación. 

Los  actos  llamados  de  cancillería»  como  tes- 


tamentos,  abintestatos,   contratos,  averías  y 
poderes. 

Toda  la  correspondencia  con  el  Ministerio 
de  Estado. 

ídem  con  las  autoridades  locales,  siempre 
que  marque  jurisprudencia  en  algún  punto,  ó 
verse  sobre  negocios  importantes. 

ídem  con  autoridades  nacionales  ó  extran- 
jeras, cuando  median  las  circunstancias  del 
párrafo  anterior. 

Todos  los  registros  de  matrículas  de  nacio- 
nalidad. 

La  colección  de  las  Gacelas  de  Madrid. 

Las  leyes  de  Aduanas  nacionales  y  del 
punto  de  residencia,  antiguas  y  modernas, 
para  hacer  estudios  comparativos. 

Las  Memorias  comerciales. 
2.*     Papeles  que  puedan  ofrecer  alguna  ulili' 
lidad,  y  de  los  cuales  deben  conservarse  solamente 
los  de  los  últimos  diez  años. 

Todos  los  expedientes  no  terminados,  aun 
los  insignificantes. 

Registros  de  pasaportes,  de  legalizaciones 
de  firmas,  y  de  entrada  y  salida  de  buques. 

Estados  mensuales  de  comercio  y  de  pre- 
cios corrientes. 

Notas  de  cargadores  de  mercancías. 

Correspondencia  con  la  Dirección  de  Adua- 
nas, de  mera  tramitación. 

Todo  lo  demás  relativo  al  despacho  de  bu- 
ques, siempre  que  no  verse  sobre  casos  extraor- 
dinarios. 

Pasaportes  viejos  archivados,  y  documen- 
tos para  los  nuevos,  si  se  diesen. 

3.*     Papeles  completamente  inútiles,  que  deben 
destruirse. 

Los  correspondientes  á  la  segunda  categoría 
de  más  de  diez  años  de  fecha. 

La  correspondencia  de  mera  cortesía  y 
tramitación. 

La  particular  de  los  Cónsules,  ó  de  otros 
individuos,  sobre  asuntos  privados,  que  debe 
devolverse  á  los  mismos,  ó  á  sus  herederos. 

Los  archivos  diplomático -consulares  y  su 
correspondencia  de  oficio  son  inviolables,  y 
ninguna  Autoridad  local  puede  registrarlos  por 
ningún  motivo,  ni  mucho  monos  embargarlos 
ó  extraerlos  del  poder  de  estos  Agentes  (1). 

Las  Autoridades  locales  tienen  un  deber 
sagrado  de  respetar  los  documentos  ú  objetos 
en  que  el  Cónsul  haya  puesto  su  sello  para  re- 
servarlos al  fuero  de  la  Nación.  Si  pareciere 
á  las  Autoridades  alguna  vez  que  el  Cónsul  ha 
procedido  indebidamente  en  este  acto,  deberán 


1)    RoLAND  DE  BussTj  Dícíionnaire  des  Con- 
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dar  parte  á  sq  Gobierno  y  aguardar  su  reso- 
lución. 

ABMADA.  El  conjunto  de  fuerzas  marí- 
timas de  alguna  Potencia;  y  en  lo  antiguo  lo 
mismo  que  escuadra. 

ABMADOB.  El  negociante  que  arma  ó 
avia  alguna  embarcación  para  el  comercio.  El 
dueño  do  una  nave  es  el  que  ordinariamente 
la  arma,  la  equipa,  la  tripula  y  la  emplea  asi 
para  su  servicio  ó  el  de  terceras  personas,  á 
quienes  lo  fleta  ó  alquila,  y  en  tal  caso  el  mis- 
mo naviero  es  el  armador;  mas  otras  veces 
el  naviero  alquila  su  nave  desarmada,  de 
manera  que  el  que  la  toma  ó  neta  tiene  que 
equiparla  y  armarla  por  su  cuenta;  y  entonces 
solo  al  fletador  conviene  el  nombre  de  arma- 
dor. Véase  Navieeo  y  Flbtaubnto. 

ARMAMENTO  MILITAB  DB  LOS  BU- 
QUES. La  Real  orden  de  8  de  Agosto  de  1818 
en  la  regla  4.*,  dice: 

«El  armamento  de  los  buques  mercantes 
exije  varios  requisitos  que  están  prescritos  en 
la  ordenanza  de  corso,  cuya  falta  podría  com« 
prometer  el  pabellón;  no  conviene  por  lo  tanto 
que  los  Cónsules  autoricen  el  armamento  mi- 
litar de  ninguna  de  estas  embarcaciones,  y  que 
se  ciñan  á  permitir  y  autorizar  conduzcan  en 
bodega,  siles  conviniere,  los  efectos  necesarios 
para  él,  cuya  Introducción  no  se  halle  prohi- 
bida por  las  leyes,  pues  que  los  armamentos 
hostiles  ó  defensivos  han  de  veriflcarse  preci- 
samente en  los  puertos  de  la  Península  bajo 
todas  las  reglas  que  establecen  las  ordenanzas  » 

ABMAS.  Todo  género  de  instrumento 
destinado  para  ofender  al  contrario  y  para  de- 
fensa propia.  ((Por  esta  palabra  armas,  dice  la 
ley  7.*,  tit,  33,  Part.  7.',  non  tan  solamente  se 
entienden  los  escudos  et  las  lorigas,  et  las 
lanzas,  et  las  espadas,  et  todas  las  otras  ar- 
mas con  que  los  bornes  lidian,  más  los  palos  et 
las  piedras.» 

Las  armas  se  distinguen  en  ofensivas  y  de- 
fensivas; y  se  subdividen  en  arrojadizas,  que  son 
las  que  se  despiden:  blancas,  las  de  fllo,  punta 
y  corte:  de  fuego,  las  que  por  medio  del  fuego 
disparan;  de  ley,  aquellas  cuyo  uso  es  permi- 
mitido;  prohibidas,  las  que  la  ley  y  bandos 
prohiben. 

La  prohibición  de  usar  las  de  cierta  clase 
que  establecía  nuestra  anterior  legislacio  -,  ha 
desaparecido  en  el  día.  El  Código  penal  no 
castiga  el  porte  ó  uso  de  ninguna,  limitándo- 
se solo  á  declarar  en  el  art.  10  que  el  de  las 
que  prohiban  los  reglamentos  de  policía  se 
considerará  como  circunstancia  agravante  si 
con  ella  se  ha  cometido  un  delito. 

A  los  marineros  y  gente  de  mar ,  desde 
muy  antiguo  se  les  permitía  usar  para  sus 


maniobras  á  bordo  de  los  bajeles  cuchillos  con 
punta  de  los  Uamndos  flamencos,  incurriendo 
solo  en  pena  cuando  los  usaren  bajando  á  tier- 
ra con  arreglo  á  la  Real  orden  de  4  de  Se- 
tiembre de  1760,  y  art.  13,  tít.  14,  Ordenan- 
za de  matrículas. 

El  conocimiento  de  las  causas  sobre  uso 
de  armas  prohibidas,  correspondía  en  las  pla- 
zas marítimas  á  los  gobernadores  militares  de 
las  mismas. 

Por  la  Real  orden  de  21  de  Abril  de  18  41, 
al  efecto  de  evitar  el  contrabando,  se  prohibió 
el  que  los  buques  de  cabotaje  llevaran  armas 
blancas,  de  chispa  y  también  pedreros  ,  como 
se  había  consentido  durante  la  guerra  civil; 
pero  poco  tiempo  después  se  modificó  esta  ab- 
soluta prohibición  por  la  de  24  de  Setiembre 
del  mismo  año. 

Por  la  de  13  de  Diciembre  de  1844  so  pre- 
vino á  las  Autoridades  de  marina  no  consintie- 
ran se  llevasen  á  bordo  armas  que  den  indicios 
vehementes  de  que  el  objeto  del  buque  sea  de- 
dicarse al  contrabando. 

Por  decreto  del  Gobernador  general  de  Ar- 
gelia de  23  de  Junio  de  1852  en  su  artiulo 
único  se  previene: 

((A  los  extranjeros  que  se  les  coja  con  ar- 
mas prohibidas  se  les  expulsará  de  Argelia. 

»No  es  aplicable  esta  medida  contra  loa 
que  estén  sujetos  á  procedimientos  judiciales, 
sino  después  que  hayan  sufrido  las  penas  á 
que  sean  acreedores  conforme  previene  la  le- 
gislación vigente.» 

ABMAS  DB  FUEGO  Y  BLANCAS.  El 
Gobierno,  por  Real  orden  de  26  de  Diciembre 
de  1866,  previene  á  las  Autoridades  que  para 
conciliar  en  lo  posible  los  intereses  del  comercio 
de  buena  fé,  en  la  parte  relativa  á  la  fabricación , 
y  venta  de  armas  de  fuego  y  blancas,  las  cua- 
les están  autorizadas  á  permitir  el  embarque 
con  dire^ccion  á  los  puertos  habilitados  del 
Reino,  de  todas  las  armas  cuya  importacioa 
esté  autorizada  en  el  Arancel  vigente  de  adua- 
nas; pero  cuidando  de  dar  inmediatamente 
parte  á  la  Autoridad  superior  militar  y  civil 
del  puerto  á  donde  vayan  destinadas  y  de  la 
provincia  y  distrito  á  que  correspondan  dichos 
puertos. 

En  19  de  Diciembre  de  1868  el  Ministerio 
de  Estado  circuló  la  orden  del  de  la  Guerra, 
fecha  8  del  mismo  mes  y  año ,  en  la  que  se 
previene  que  cuando  se  adquieran  en  el  ex- 
tranjero armas  ó  efectos  del  material  de  guer- 
ra para  el  ejército,  se  den  por  el  mismo  Minis- 
terio de  la  Guerra  las  órdenes  oportunas  para 
su  embarque  en  los  puntos  en  que  haya  de 
veriflcarse,  sin  cuyo  requisito»  que  deberá  ob- 
servarse extrictamente ,  los  Cónsules  no  per« 
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mltirán  la  salida  de  los  referidos  efectos  de 
gaerra  y  armas  con  destino  á  la  Península  y 
posesiones  de  Ultramar. 

Por  el  Ministerio  de  Hacienda  se  dijo  al 
Sr.  Ministro  de  Estado,  con  fecha  13  de  Fe- 
brero de  1874,  entre  otras  particularidades 
referentes  á  maniñestos  en  que  se  declaren 
armas  y  municiones:  que  se  prevenga  por  los 
Cónsules  á  los  Capitanes  que  incurren  en  gra« 
ve  responsabilidad  si  dichas  armas  y  municio- 
nes son  de  prohibido  comercio ,  cuyas  condi* 
clones  se  hallarán  en  la  nota  30  á  la  pág.  50 
del  Arancel  vigente  en  1874.  Véase  Manifiestos. 

ARMISTICIO.  Su  violación  es  un  delito 
que  se  comete  rompiendo  las  treguas  acorda- 
das entre  la  Nación  española  y  otra  enemiga. 
Según  nuestro  Código  penal: 

«Art.  149.  Se  impondrá  la  pena  de  reclu- 
sión temporal  al  que  violare  tregua  ó  armisti- 
cio acordado  entre  la  Nación  española  y  otra 
enemiga,  ó  sea  entre  sus  fuerzas  beligerantes 
de  mar  ó  tierra.»  Véase  Tergua. 

ASQUEO.  El  reconocimiento  de  los  cau- 
dales y  papeles  que  existen  en  las  arcas  del 
Tesoro  público  ó  de  algún  particular. 

ABQUBO  DS  BÜQÜBS.  La  operación  6 
acto  de  medir  la  capacidad  de  un  buque.  Sien- 
do este  un  acto  científico  y  correspondiente  á 
la  marina,  los  Administradores  do  Aduanas  y 
los  Cónsules  en  el  extranjero  no  podian  entro- 
meterse en  ella  y  debian  aceptar  la  capacidad 
que  tuviese  el  buque  para  exigir  en  conse- 
cuencia los  derechos  por  lo  que  resultaba  del 
rol,  según  prevenía  la  Real  orden  de  31  de 
Mayo  de  1829.  Véase  Tonelada. 

Bl  mejor  sistema  para  aforar  ó  medir  los 
buques,  y  determinar  el  número  total  de  to- 
neladas que  tienen  es  el  de  Moorsant,  adópta- 
tado  no  solo  por  la  ley  inglesa  en  el  Merchant 
skipping  act.  1854,  sections  20  y  21,  sino  en 
muchos  Gobiernos  de  Europa. 

ASBEFBNTIICIENTO.  Acción  y  efecto 
de  arrepentirse.— -Dolerse,  lastimarse,  pesarle 
á  uno  de  haber  hecho  alguna  cosa.— Bl  deseo 
de  anular,  rescindir,  revocar  ó  remediar  lo  que 
se  siente  haber  hecho;  y  el  desistimiento  vo- 
luntario de  algruna  empresa,  proyecto  ú  otro 
cualquier  acto  que  uno  se  habla  propuesto. 
Puede  considerarse  en  los  contratos,  en  las  úl- 
timas voluntades,  en  los  juicios  y  en  los  de- 
litos. 

ABBIAB  BANDSBA.  Bs  el  acto  de  qui- 
tar la  bandera  en  la  casa  consular;  y  tan  gra- 
ve como  trascendental  determinación  jamás 
debe  tomarla  un  Cónsul.  Es  además  una  ini- 
ciativa cuyas  causas  pueden  ser  originadas  por 
graves  y  serias  dificultades  con  la  Autoridad 
local.  Bu  casos  de  esta  naturaleza,  si  la  nece« 


sidad  lo  exije,  principiará  el  Cónsul  por  pro« 
testar  y  esperar  las  órdenes  de  su  Jefe  inme- 
diato ó  del  Ministerio  de  Bstado.  Véase  Ban- 

DEIA. 

ARRIBADA.  La  llegada  de  una  embar- 
cación á  un  puerto  ú  otro  punto  de  las  costas, 
la  cual  puede  ser  voluntaria,  si  es  el  puerto  de 
su  destino,  ó  forzosa  si  se  verifica  en  otro  pun- 
to distinto  por  efecto  del  mal  tiempo  ó  de  otro 
cualquier  accidente.  Este  hecho  es  uno  de  los 
objetos  de  más  solicitud  y  mayores  precaucio- 
nes para  la  administración  pública  de  todos  los 
países.  Bl  derecho  de  gentes  y  el  asentimiento 
universal  tienen  reconocida  en  todas  las  Na- 
ciones que  poseen  costas  marítimas  la  facultad 
de  someter  los  buques  que  á  ellas  arriben  á 
cuantas  restricciones  entiendan  ser  razonable- 
mente necesarias  para  protejer  y  fomentar  sus 
grandes  intereses  comerciales.  Así  la  protec- 
ción del  comercio,  el  interés  de  la  Hacienda 
nacional,  la  salud  pública  y  aun  la  seguridad 
y  buen  orden  del  Estado,  son  otros  tantos  mo- 
tivos á  que  atienden  las  leyes  en  ocasión  de  la 
llegada  á  sus  puertos,  calas,  ensenadas  ó  cos- 
tas, de  cualquiera  clase  de  naves. 

Los  puertos  á  que  puede  legitimamento 
arribar  una  nave  en  España  varian  según  su 
procedencia,  y  pueden  verse  en  el  artículo 
Aduanas. 

En  las  arribadas  forzosas,  naufragios  y 
varamiento  de  la  nave,  las  obligaciones  á  que 
dan  lugar  estos  riesgos,  son  las  que  siguen: 

Según  el  Código  de  comercio,  art.  968,  el 
Capitán  en  modo  alguno  puede  arribar  á  puer- 
to distinto  del  de  su  destino,  si  no  ocurre  al- 
guna de  las  tres  causas  siguientes:  1.*  Falta  de 
víveres.  2.^  Temor  fundado  de  enemigos  ó  pi- 
ratas. 3.^  Cualquier  accidente  que  inhabilite 
al  buque  para  proseguir  la  navegación. 

No  procederá  la  arribada  legítimamente, 
según  el  art.  973  del  mismo  Código,  cuando 
las  circunstancias  anteriores  reconozcan  por 
motivo:  1  .*  La  falta  de  víveres;  el  no  haberse 
hecho  el  aprovisionamiento  necesario  para  el 
viaje,  según  uso  y  costumbre  de  la  navega- 
ción, ó  que  se  hubiesen  perdido  ó  corrompido 
por  mala  colocación  ó  descuido  en  su  custodia 
y  conservación.  2.*  Bl  riesgo  de  enemigos  ó 
piratas  que  no  fuese  bien  conocido,  manifiesto 
y  fundado  en  hechos  positivos  y  justificables. 
3.*  Bl  descalabro  que  la  nave  hubiera  padeci- 
do por  no  haberla  reparado,  pertrechado,  equi- 
pado y  dispuesto  convenientemente  para  el 
viaje  que  iba  á  emprender.  4.*  El  propio  des- 
calabro por  disposiciones  desacertadas  del  Ca- 
pitán ú  omisión  en  tomar  las  que  convenían 
para  evitarlo. 

La  Real  orden  de  20  de  Junio  de  1852  pre- 
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viene:  oque  ocarriendo  motivo  legitimo  y  sa- 
flciente,  el  CapitaD  puede  entrar  en  cualquier 
puerto,  esté  ó  no  habilitado  para  el  comercio, 
y  aún  en  las  bahías,  calas»  radas  ó  ensenadas 
de  las  costas  espafiolas.  Su  primera  diligencia 
debe  ser  presentar  á  las  Autoridades  locales  ó 
de  Hacienda  el  manifiesto  de  su  cargamento, 
sin  que  se  le  admita  su  rectiñcncion.  n 

El  Capitán  no  puede  resolver  por  si  solo  una 
arribada  (Art.  969);  lo  que  le  incumbe  es  con- 
vocar á  juota  á  todos  los  oficiales  de  la  nave, 
así  como  á  los  cargadores  existentes  ¿  bordo, 
á  los  sobrecargos,  ejecutándose  lo  que  acuerde 
la  mayoría,  de  cuyos  votos  se  hará  mención 
expresa  é  individual,  según  previene  el  ar* 
tículo  974  del  mismo  Código,  en  el  acta  que  se 
extenderá  en  el  diario  de  navegación,  firmán- 
dola todos  los  que  sepan  hacerlo.  Debe  adver- 
tirse: 1.*  Que  el  voto  del  Capitán  es  de  calidad. 
2.*  Que  los  cargadores  ó  sobrecargos  no  tienen 
voto  y  si  solo  voz  en  la  junta  para  hacer  las 
reclamaciones  y  protestas  convenientes  á  sus 
intereses,  que  se  insertarán  también  literal- 
mente en  el  acta. 

Ya  en  el  puerto  de  arribada  (Art.  974), 
solo  se  procederá  á  la  descarga  cuando  sea  de 
indispensable  necesidad  hacerla  para  practi- 
car las  reparaciones  que  el  buque  necesite,  á 
fin  de  evitar  dafio  ó  aveda  en  el  cargamento, 
precediendo  siempre  á  la  descarga  la  autori- 
zación del  tribunal  ó  autoridad  que  conozca 
de  los  asuntos  mercantiles. 

Los  efectos  desembarcados  (Art.  975)  que- 
darán bajo  la  custodia  del  Capitán,  siendo  éste 
responsable  de  su  conservación,  á  no  mediar 
fuerza  insuperable. 

Si  al  hacerse  la  descarga  (Art.  976)  se  re- 
conociese averia  en  el  cargamento,  el  Capi« 
tan,  dentro  de  las  veinticuatro  horas  siguien- 
tes, hará  su  declaración  ante  la  Autoridad  que 
conozca  de  los  asuntos  mercantiles,  y  se  con- 
formará con  las  disposiciones  que  dé  sobre  los 
géneros  averiados  el  cargador  ó  cualquier  re- 
presentante de  éste  que  se  halle  presente.  Si 
ni  uno  ni  otro  estuviesen  en  el  puerto,  se  re* 
conocerán  los  géneros  por  peritos  nombrados 
por  los  Jueces  de  comercio,  ó  por  el  Agente 
consular  en  su  caso,  los  cuales  declararán  la 
especie  de  daño  que  hubieren  encontrado  en 
los  efectos  reconocidos,  los  medios  de  reparar- 
lo, ó  de  evitar  cuando  menos  su  aumento  ó 
propagación,  y  sí  podrá  6  no  ser  conveniente 
su  reembarque  y  conducción  al  puerto  donde 
estuviesen  consignados.  Bi  tribunal,  en  vista 
de  este  informe»  determinará  lo  que  estime 
más  útil  á  los  intereses  del  cargador,  y  el  Ca- 
pitán pondrá  en  ejecución  lo  decretado,  bajo 
su  responsabilidad.  (Art.  977.) 


Si  loa  géneros  averiados  no  pudieren  con- 
servarse sin  riesgo  de  pérdida,  ni  las  circuns- 
tancias permiten  que  el  cargador  ó  el  consig- 
natario den  por  si  las  disposiciones  que  más 
les  convinieren,  se  procederá  á  venderlos  con 
todas  las  solemnidades  legales,  depositándose 
su  importe,  deducidos  los  fletes  y  demás  gas- 
tos, á  disposición  de  los  cargadores.  (Art.  979.) 

De  cuenta  de  éstos  ó  del  naviero  serán 
siempre  los  gastos  de  la  arribada  forzosa.  En 
cuanto  á  los  de  carga,  descarga  y  almacena- 
je, hay  que  distinguir:  haciéndose  con  auto- 
rización del  cargador,  sobrecargo,  consigna- 
tario ó  Autoridad  judicial  habrán  dé  soportarse 
por  el  propio  cargador;  mas  si  se  hiciesen  ar- 
bitrariamente por  el  Capitán,  correrán  de  su 
cuenta  ó  de  la  del  naviero  su  mandante  (Ar- 
tículo 978.) 

Cuando  el  Capitán  no  pueda  suplir  de  la 
caja  del  buque  ni  hallare  quien  prestase  á  la 
gruesa  para  satisfacer  los  gastos  que  sean  ne- 
cesarios para  conservar  la  parte  no  averiada 
de  los  efectos,  se  podrá  vender  con  autoriza- 
ción judicial  y  á  pública  subasta,  la  porción 
de  géneros  averiados  suficiente  para  sufragar 
aquellos  desembolsos.  Mas  si  el  Capitán  ó  cual- 
quiera otra  persona  los  abonare,  tendrá  dere- 
cho á  su  reintegro  sobre  el  producto  de  los 
mismos,  con  antelación  á  otro  acreedor  de 
cualquiera  clase  que  sea,  y  además  al  6  por 
100  de  la  cantidad  que  anticipe. 

Últimamente,  cesando  el  motivo  que  obli- 
gó á  la  arribada  forzosa,,  no  podrá  el  Capitán 
diferir  la  continuación  de  su  viaje,  quedando 
responsable  de  los  perjuicios  que  ocasione  por 
dilación  voluntaria.  A  este  propio  efecto  se 
dispuso  por  la  Instrucción  de  Aduanas  de 
Abril  do  1843,  que  verificándose  ia  arribada 
forzosa  á  puertos  no  habilitados  ó  calas,  por* 
toando  el  buque  géneros  extranjeros,  se  le 
dispensen  los  auxilios  de  hospitalidad,  sin  de- 
jar de  tomar  las  precauciones  necesarias  para 
asegurar  los  intereses  nacionales.  Después  de 
prestados  dichos  auxilios,  las  Autoridades  6 
empleados  de  Hacienda  adoptarán,  asimismo, 
las  disposiciones  convenientes  para  hacer  al 
Capitán  que  siga  su  viaje,  y  no  continúe  te- 
niendo anclado  el  buque,  para  lo  cual  podrán 
valerse  de  todos  los  medios  que  estén  á  su  al- 
cance, incluso  el  de  la  fuerza  armada  en  últi- 
mo término.  (Artículos  980  y  981.) 

Cuando  la  arribada  se  hubiere  hecho  por 
temor  de  enemigos  ó  piratas,  se  deliberará  la 
salida  de  la  nave  en  junta  de  oficialas,  con 
asistencia  de  los  interesados  en  el  cargamento 
que  se  hallen  presentes,  en  los  mismos  térmi- 
nos que  se  requieren  para  acordar  haber  lugar 
á  la  averia. 
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Siempre  que  ocurra  á  la  nave  naufragio  ó 
varamiento,  corresponde  privatiTamente  á  las 
Autoridades  y  Jefes  de  marina  dictar  las  pro- 
videncias oportunas,  dirigidas  al  pronto  so- 
corro de  los  náufragos,  salvamento  y  custodia 
de  papeles  y  efectos  de  la  embarcación,  impe- 
dir la  ocultación  y  robo,  precaver  la  negli- 
gencia de  unos  y  la  malicia  de  otros,  etc.;  y 
una  vez  terminadas  estas  primeras  diligencias, 
entran  á  conocer  los  tribunales  de  comercio  ó 
las  Autoridades  ordinarias,  en  su  defecto,  de 
las  obligaciones  respectivas  entre  navieros, 
cargadores  y  capitanes  de  los  buques  perdi- 
dos. Bsta  disposición  es  perfectamente  aplica- 
ble á  los  dominios  de  Ultramar,  por  lo  tocante 
al  naufragio  de  buques  extranjeros,  abolido 
como  está  en  Indias  el  fuero  de  extranjería. 

Según  ley  de  9  de  Mayo  de  1835,  corres- 
ponden al  Estado  los  buques  que  por  naufra- 
gio arribaren  á  las  costas  del  Reino,  asi  como 
los  cargamentos,  frutos,  alhajas  y  demás  que 
se  bailare  en  ellos,  luego  que  pasando  el  tiem- 
po prevenido  por  las  leyes  resulte  no  tener 
dueño  C3nocido.  Bu  igual  forma  corresponderá 
lo  que  el  mar  arrojare  á  las  playas,  sea  ó  no 
procedente  de  buques  que  hubiesen  naufraga- 
do, cuando  resulte  no  terer  dueño  conocido. 

Según  el  Código  de  Comercio,  el  naufra- 
gio ó  el  varamiento  reconocen  tres  causas  efi- 
cientes. 1.*  Caso  fortuito.  2.*  Malicia,  descui- 
do ó  ignorancia  del  Capitán  ó  su  piloto.  3.^  No 
hallarse  el  buque  suficientemente  reparado  y 
pertrechado  para  navegar. 

Cuando  ocurra  el  naufragio  ó  el  varamiento 
por  una  circunstancia  fortuita,  los  dueños  de 
la  nave,  y  los  interesados  en  su  cargamento, 
sufrirán  individualmente  las  pérdidas  ó  desme- 
joras que  en  sus  respectivas  propiedades  ocur- 
ran ,  perteneciéndoles  los  restos  de  ellas  que 
puedan  salvarse.  (Art.  982.) 

Si  el  naufragio  reconoció  por  causa  mali- 
cia, descuido  ó  ignorancia  del  Capitán  ó  su 
piloto,  podrán  los  navieros  y  cargadores  usar 
del  derecho  de  indemnización  que  pueda  com  • 
peterles.  (Art.  983.) 

Si  le  dio  origen  el  no  estar  el  buque  sufi- 
cientemente reparado  y  pertrechado  para  na- 
vegar cuando  se  emprendió  el  viaje,  el  naviero 
tendrá  obligación  de  indemnizará  los  interesa- 
dos por  los  perjuicios  causados  al  cargamento 
de  resultas  del  naufragio.  (Art.  984.) 

Independientemente  de  estas  obligaciones 
entre  el  naviero  ó  el  Capitán  y  los  cargadores, 
que  se  originan  del  caso  en  que  el  buque  na- 
vegara aislado,  se  producen  otras  muy  dignas 
de  estudiarse  cuando  el  buque  vaya  en  con  • 
voy  ó  en  conserva,  es  decir,  que  camine  uni- 
do á  otros  á  fin  de  protegerse  y  ayudarse  mú- 
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tuamente  cuando  ocurra  riesgo  de  mar,  ata- 
que de  enemigos,  etc. 

En  cumplimiento,  pues,  de  su  objeto  de 
ayudarse  mutuamente,  contraen  los  buques 
que  caminan  en  convoy  ó  en  conserva,  cuan- 
do alguno  de  ellos  encalle  ó  naufrague,  la 
obligación  de  repartirse  entre  todos  y  en  pro- 
porción á  la  cabida  que  tengan  expedita,  los 
pertrechos  y  la  parte  de  cargamento  que  haya 
podido  salvarse.  Si  no  fuere  posible  trasbordar 
á  los  buques  de  auxilio  todo  el  cargamento 
naufragado,  se  salvarán  con  preferencia  los 
objetos  de  más  valor  y  menos  volumen  á  elec- 
ción del  Capitán,  de  acuerdo  con  losoficialesde 
la  nave.  (Artículos  986  y  987.) 

Recogidos  los  efectos  que  hubiesen  nau- 
fragado en  la  forma  antedicha,  no  están  obli- 
gados los  Capitanes  de  las  naves  á  que  se  tras- 
bordasen á  variar  de  rumbo  por  esta  causa;  lo 
único  que  deben  hacer  es  continuar  su  camino 
conduciéndolos  al  puerto  á  donde  iban  desti- 
nados, en  el  cual  se  depositarán  con  autoriza- 
ción judicial  por  cuenta  de  los  legítimos  inte- 
resados en  ellas.  En  el  caso  de  que  sin  variar 
su  ruta  y  prosiguiendo  el  mismo  viaje  se  pue- 
dan descargar  los  efectos  en  el  puerto  de  su 
consignación,  podrá  el  Capitán  arribar  á  éste, 
siempre  que  no  ha^'a  peligro  en  hacerlo  y  lo 
consientan  los  cargadores  ó  sobrecargos  que 
se  hallen  presentes,  así  como  también  los  ofi- 
ciales y  pasajeros;  no  pudiendo  verificarse  si 
aquellos  no  consienten,  ni  en  tiempo  de  guer- 
ra, ó  cuando  el  puerto  sea  de  peligrosa  entra- 
da. (Art.  988.) 

Dicho  se  está  que  todos  los  gastos  que  oca- 
sione la  arribada  hecha  con  el  fin  indicado, 
asi  como  los  fletes  correspondientes  al  carga- 
mento, deberán  satisfacerse  por  los  interesa- 
dos en  éste.  (Art.  989.) 

Los  fletes  se  ajustarán  por  las  partes  y  en 
su  defecto  por  arbitros  en  el  puerto  de  la  des- 
carga, y  á  su  pago  se  hallan  obligadas  las 
mercaderías  salvadas,  las  cuales  podrán  ven- 
derse hasta  la  cantidad  suficiente  para  satis- 
facerlos, asi  como  los  gastos  á  que  tenga  de- 
recho el  Capitán  que  las  recogió,  si  no  convi- 
niere en  anticiparlos  el  Capitán  náufrago  ó  al- 
gún corresponsal  de  los  cargadores  ó  consig- 
natarios, gozando  la  anticipación  del  derecho 
de  hipoteca. 

No  es  lícito  á  ningún  buque  procedente  del 
extranjero  entrar  en  puerto  no  habilitado;  pero 
si  por  efecto  del  temporal  ú  otra  causa  extra- 
ordinaria se  viese  alguna  nave  obligada  á  ve- 
rificarlo, se  le  darán  todos  los  auxilios  que 
exigieren  las  leyes  de  la  humanidad. 

Las  Ordenanzas  generales  de  Admnas  de  1870 
previenen : 
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Art.  189.  Por  arribada  se  entiende  la  lle- 
gada de  un  buque  á  punto  de  costa  diverso 
del  de  su  destino. 

La  arribada  es  forzosa,  para  los  efectos  del 
impuesto  de  Aduanas,  cuando  el  Capitán  se 
ye  obligado  á  hacerla  por  las  siguientes  causas: 

1.*     Por  falta  de  víveres. 

2.*  Por  temor  fundado  de  enemigos  ó  pi- 
ratas. 

3.^  Por  accidente  en  el  buque  que  le  in- 
habilite para  navegar. 

T  4.*  Por  tempestad  que  no  pueda  aguan* 
tarse  en  alta  mar. 

Bu  los  demás  casos  la  arribada  se  consi- 
derará como  voluntaria. 

Art.  190.  "í^o  se  permite  \r  arribada  volun- 
taria de  un  buque  á  puerto  alguno  de  la  costa 
española  que  no  esté  habilitado  para  el  despa- 
cho de  las  mercancías  que  trae.  Los  emplea* 
dos  de  Aduanas »  ó  los  individuos  del  Resguar- 
do, cerciorados  que  sean  de  que  un  buque  hace 
arribada  voluntaria  al  puerto  en  que  ellos  se 
encuentran ,  ordenarán  al  Capitán  que  se  baga 
á  la  mar  sin  la  menor  demora,  empleando  la 
fuerza,  si  necesario  fuese,  para  compelerle. 

Art.  191.  En  los  casos  de  arribada  forzosa, 
el  Capitán  presentará  inmediatamente  el  ma- 
nifiesto de  la  carga  que  conduce,  y  alegará  y 
justificará  la  causa  que  le  obliga  á  arribar. 
Los  empleados  todos  le  prestarán  cuantos  so- 
corros sean  posibles,  y  el  buque  será  cuidado- 
samente vigilado,  poniéndole  á  bordo  indi  vi* 
dúos  del  Resguardo  ,  que  no  consentirán  car- 
gar ni  descargar  objeto  alguno. 

Art.  192.  Si  el  buque  trae  avería  que  le 
impida  navegar,  y  para  repararle  se  necesita 
alijar  el  todo  ó  parte  del  cargamento,  lo  pe- 
dirá por  escrito  el  Capitán  al  Administrador  de 
la  Aduana,  el  cual  permitirá  el  alijo  con  las 
precauciones  necesarias  si  la  Aduana  está  ha- 
bilitada para  el  despacho  de  los  géneros  de  que 
se  trata.  Si  no  lo  está,  dará  aviso  al  Adminis- 
trador de  la  Aduana  principal,  el  cual  enviará 
el  empleado  ó  empleados  que  crea  conveniente, 
siendo  los  gastos  de  almacenaje  y  demás  que 
se  ocasionen  de  cuenta  del  Capitán. 

Art.  156.  Bl  buque  que,  despachado  de 
cabotaje,  toque  en  puerto  extranjero,  será  con- 
siderado como  de  procedencia  extranjera,  y  lo 
mismo  su  cargamento,  ámenos  que  la  arribada 
al  puerto  extranjero  haya  sido  forzosa  y  que  el 
Capitán  lo  justifique  asi  ante  el  Cónsul  espa- 
ñol, si  allí  lo  hubiere,  ó  ante  la  Autoridad  local 
en  caso  contrario. 

Para  evitar  el  contrabando  que  suelen  ha- 
cer los  barcos  que  de  Argelia  van  á  Bspaña 
alegando  arribadas  forzosas  ^  cuando  suelen  es- 
tar despachados  en  Bspaña  para  otros  puntos 


del  litoral  de  la  misma  ó  Islas  Baleares,  el  Mi- 
nisterio de  Bstado,  con  fecha  19  de  Junio  de 
1868,  trasladó  al  Consulado  greneral  dn  Argel 
el  oficio  del  Capitán  general  del  departamento 
de  Cartagena,  su  fecha  31  de  Mayo  del  mismo, 
en  el  que  se  previene : 

((Que  los  Cónsules  se  cercioren  especial- 
mente de  si  las  embarcaciones  que  llegan  á 
Argelia  de  Bspaña  alegando  arribadas  forzosas 
las  justifican  debidamente  ó  las  protestan  para 
eludir  la  Real  orden  de  27  de  Agosto  de  1848.» 

Bn  esta  Real  orden  se  previene:  n  Que  no 
se  permita  ir  á  Argelia  en  lastre  á  ningún  bu- 
que que  no  acredite  que  su  objeto  es  traer 
cargo  determinado  y  que  la  cabida  de  los  bu- 
ques para  el  tráfico  entre  ambas  costas  sea  lo 
menos  de  20  toneladas,  etc.  o 

Bl  decreto  de  6  de  Abril  de  1874  t^nsidera 
como  arribada  forzosa  para  los  efectos  de  las 
Ordenanzas  de  Aduanas  la  que  verifiquen  los 
buques  á  los  lazaretos  sucios  con  el  exclusivo 
objeto  de  purgar  cuarentena.  Véase  Cu  aben - 

TENA. 

Bn  el  conocimiento  de  las  causas  que  se 
forman  para  averiguar  la  legitimidad  de  la  ar- 
ribada, corresponde  á  la  jurisdicción  de  mari- 
na según  lo  establece  el  art.  3.*,  tit.  6.*  de  las 
Ordenanzas  de  matrículas,  y  una  vez  fenecidas 
deberán  archivarse  en  la  Comandancia  de  ma- 
rina á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  18,  ti- 
tulo 1.^  de  las  mismas.  Véase  Naufragio. 

ABBOOACIOir.  Bl  acto  de  prohijar  ó  re- 
cibir bajo  nuestro  poder  como  hijo  propio  con 
Real  autorización  al  hijo  ajeno  que  no  está 
bajo  la  patria  potestad  por  haber  salido  de  ella 
ó  por  no  tener  padre.  (Ley  7.',  tít.  7.',  Parti- 
da 4/)  Véase  Pbohu aviento. 

ABROGADO.  Bl  que  estando  fuera  de  la 
patria  potestad  por  haber  salido  de  ella  ó  por 
no  tenar  padre,  ha  sido  prohijado  ó  admitido 
como  hijo  por  alguna  persona  con  Real  auto- 
rización. Arrogado,  es  lo  mismo  que  adoptado 
en  un  sentido,  y  es  diferente  en  otro:  es  lo 
mismo,  en  cuanto  adoptado  significa  lata  y  ge- 
neralmente cualquiera  que  ha  sido  prohijado; 
y  es  diferente,  en  cuanto  adoptado  denota  es- 
pecial y  extrictamente  al  que  ha  sido  tomado 
el  prohijamiento  de  mano  de  su  padre. 

ABBOJAB  ESCOMBBOS.  La  limpieza  y 
seguridad  de  los  puertos  exige  que  se  conside- 
re cual  delito  un  hecho  de  esta  naturaleza,  y 
en  Bspaña  las  Ordenanzas  generales  de  la  ar- 
mada, castigan  con  multa  según  el  art.  137  y 
siguientes.  (Tít.  7.*,  trat.  5.*  y  otros  varios 
como  el  36,  tít.  14  de  las  matriculas.) 

AB SEÑALES.  Lugares  cerca  del  mar, 
donde  se  fabrican,  repasany  conservan  las  em« 
barcaciones  y  se  guardan  los  pertrechos  y  g¿- 
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ñeros  necesarios  para  aplicarlos  á  las  mismas. 

ASAMBLEA  SUPREMA  DE  LAS  ÓB- 
Dsms.  Con  este  título  existe  un  Tribunal  Su- 
premo en  cada  Orden,  presidido  por  S.  M. 
como  Jefe  y  Soberano  de  ellas,  siendo  Vice- 
presidente el  Gran  canciller,  que  lo  es  gene- 
ralmente el  Patriarca  de  las  ludias,  y  com- 
puesto de  cuatro  Caballeros  grandes  cruces, 
los  tres  Ministros  seculares  de  ellas,  que  son  el 
Secretario,  el  Maestro  de  Ceremonias  y  el  Te- 
sorero, el  Contador  y  cuatro  Comendadores  de 
número.  Cuidan  de  la  observancia  de  los  esta- 
tutos, autorizan  los  títulos,  evacúan  consultas 
y  cumplen  lasdisposiciones  que  emanan  del 
Monarca,  Gran  Maestre,  comunicadas  por  el 
primer  Secretariode  Estado.  Están  considera- 
das como  cuerpos  principales  del  Estado,  y 
tienen  por  lo  tanto  representación  en  todas  las 
grandes  solemnidades. 

Las  Ordenes  Españolas  son: 

Insigne  Orden  del  Toisón  de  Oro.  Instituida 
en  Brujas  á  10  de  Bcero  de  1429  por  el  Du- 
que de  Borgoña,  Felipe  el  ^Bueno,  en  celebri- 
dad de  su  tercer  casamiento ,  y  sus  estatutos 
fueron  decretados  en  Lila  á  27  de  Noviembre 
de  1431. 

Real  t  distinguida  Orden  de  Carlos  III.  Ins- 
tituida por  el  Sr.  Rey  D.  Carlos  III  en  1 9  de 
Setiembre  de  1771  para  condecorar  á  sugetos 
beneméritos,  afectos  á  su  Persona,  y  que  hu- 
biesen acreditado  relevantes  circunstancias, 
distinguiéndose  en  mérito  y  virtud,  y  es  la 
generalmente  destinada  para  premiar  los  ser- 
vicios prestados  al  Estado,  no  solo  en  las  car- 
reras civiles  sino  en  la  militar. 

Real  orden  de  Damas  nobles  de  María  Luisa. 
Establecida  por  decreto  de  21  de  Abril  de  1792 
por  el  Rey  Carlos  IV, 

Real  orden  de  Isabel  la  Católica.  Institui- 
da por  Fernando  YII  por  decreto  de  24  de 
Marzo  de  1815  para  recompensar  los  méritos 
contraidos  en  los  dominios  españoles  de  In- 
dias, aunque  no  excluye  los  prestados  en  cual- 
quier punto. 

Tiene  las  mismas  categorías  que  la  de  Car- 
los III. 

Ínclita  orden  de  San  Juan  de  Jbrusalen. 
Orden  de  caballería  militar  y  religiosa  insti- 
tuida para  ejercer  la  bospitaiidad  y  defender 
eon  las  armas  la  Religión  cristiana  contra  los 
infieles.  El  Emperador  Carlos  V  hizo  donación 
á  la  Orden  de  la  isla  de  Malta  (Castelfranco  23 
de  Marzo  de  1553),  y  en  ella  tuvo  su  asiento 
principal  hasta  ñnes  del  siglo  pasado,  en  que, 
por  haberse  establecido  allí  la  dominación  fran- 
cesa, quedó  disuelta  y  dispersa. 

Por  el  Ministerio  de  Estado  se  publicó  en 
la  Oiiceía  de  Madrid  del  2  de  Abril  de  1873, 


precedido  de  una  larga  exposición,  un  decre- 
to por  el  que  quedaban  disueltas  las  Asam- 
bleas de  las  Ordenes.  Véase  Condecoraciones. 

ASCENSOS.  Para  el  ascenso  á  la  catego- 
ría de  Vicecónsul,  en  el  cap.  4.*  del  Reglamen- 
to de  la  carrera  consular  (Véase  Cónsules)  ar- 
ticulo 25,  se  establecen  las  condiciones  que  se 
exigen  á  los  aspirantes. 

ASEGURACIÓN.  Véase  Skguros  marí- 
timos. 

ASEGÜBADOB  Y  ASEGURADO.  Ase- 
gurador es  el  que  mediante  un  interés  ó  premio 
se  obliga  á  responder  ¿  otra  persona  del  daño  que 
pueden  causarle  en  sus  cosas  ciertos  casos  for- 
tuitos á  que  están  expuestas;  y  asegurado,  por 
el  contrario,  es  el  que  da  el  premio  para  que 
el  otro  le  responda  de  dichos  riesgos.  Esta  de- 
ñnicion  abraza  en  general  los  aseguradores  y 
asegurados  de  todas  clases;  mas  aquí  hablare- 
mos sucintamente  de  los  que  aseguran  y  ha- 
cen asegurar  las  naves  y  sus  cargamentos  con- 
tra los  accidentes  de  lanaTegacion. 

Las  obligaciones  del  asegurador  pueden 
encerrarse  en  lo  siguiente:  indemnizar  al  ase- 
gurado en  caso  de  riesgo,  según  el  modo  y 
forma  pactados.  Pero  esta  obligación  puede 
descomponerse  en  varias,  todas  ellas  impor- 
tantes y  precisas;  es  la  primera  el  examen  de 
los  riesgos  que  toma  á  su  cargo  el  asegura- 
dor, asi  como  la  época  durante  la  cual  son 
obligatorios  estos  riesgos:  en  segundo  lugar, 
hay  que  considerar  el  momento  en  que  viene 
á  ser  efectiva  la  obligación  de  indemnizar,  se- 
gún los  riesgos  particulares:  en  tercero,  el 
modo  de  efectuar  la  indemnización  y  las  con- 
secuencias de  la  misma. 

Los  riesgos  que  corre  el  asegurador,  por 
punto  general,  son  los  de  pérdida  ó  daño  que 
experimenten  las  cosas  aseguradas  por  vara- 
miento ó  empeño  de  la  nave,  con  rotura  ó  sin 
ella,  por  tempestad,  naufragio,  abordaje  ca- 
sual, cambio  forzado  de  ruta,  de  viaje  ó  de 
buque;  por  echazón,  fuego,  apresamiento,  sa- 
queo, declaración  de  guerra,  embargo  por  ór- 
den  del  Gobierno,  retención  por  orden  de  Po- 
tencia extranjera,  represalias,  y  cualquier  ac- 
cidente y  riesgo  de  mar,  salvas  las  excepciones 
que  los  contratantes  tengan  por  conveniente 
estipular,  siempre  que  consten  en  la  póliza, 
conforme  al  art.  861  del  Código  de  comercio. 

Por  el  contrario,  no  serán  de  cuenta  del 
asegurador  los  riesgos  que  provengan  de  omi- 
sión ó  dolo  del  asegurado,  como  son:  cambio 
voluntario  de  ruta,  de  viaje  ó  de  buque  sin 
consentimiento  de  los  aseguradores,  por  más 
que  la  nueva  ruta  ó  el  buque  sean  más  segu- 
ros que  los  pactados;  separación  espontánea 
de  un  convoy,  mediando  esitpulacion  de  ir  con 
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él  en  conserva;  prolongación  de  viaje  á  un 
puerto  más  remoto  del  que  se  designó  en  el 
seguro;  disposiciones  arbitrarias  y  contrarias 
á  la  póliza  de  fletamento  ó  al  conocimiento  de 
los  navieros,  cargadores  y  fletadores,  barate- 
rías del  Capitán  ó  de  la  tripulación,  á  no  exis- 
tir pacto  en  contrario;  mermas,  desperdicios 
y  perdidas  procedentes  de  vicio  propio  de  las 
cosas  aseguradas,  á  no  comprenderse  por  cláu- 
sula especial  en  la  póliza;  tampoco  serán  de 
cargo  del  asegurador  los  da&os  que  á  la  nave 
sobrevengan  por  no  llevar  en  regla  los  docu- 
mentos que  presf^riben  las  Ordenanzas  maríti- 
mas, aunque  si  responderá  de  las  trascenden- 
cias que  de  semejante  informalidad  reporte  el 
cargamento,  si  el  seguro  recayere  sobre  él.  Es- 
ta última  disposición  parece  que  no  está  muy 
conforme  con  los  principios  de  derecho,  pues- 
to que  hace  pesar  sobre  el  asegurador  una  res- 
ponsabilidad de  que  en  todos  los  demás  casos 
le  exime,  y  que  reconoce  por  causa  el  descui- 
do ó  dolo  del  Capitán  de  la  nave.  (Art.  862  del 
mismo  Código  d<  comercio.) 

Tampoco  son  de  la  incumbencia  de  los  ase- 
guradores los  gastos  que  deban  sufragarse  por 
pilotaje  y  remolques,  ni  los  derechos  impues- 
tos sobre  la  nave  ó  su  fletamento.  (Art.  865.) 

El  tiempo  durante  el  cual  los  riesgos  han 
de  correr  por  cuenta  del  asegurado,  es  el  mis- 
mo que  el  designado  en  el  contrato  á  la  grue- 
sa, á  no  fijarse  en  la  póliza  cosa  en  contrario. 
Este  tiempo  se  entenderá  prorogado  para  los 
efectos  del  seguro  si  la  nave  no  saliere  del 
puerto  de  la  carga,  aun  cuando  la  demora  fue- 
re involuntaria.  (Artículos  871  y  873.) 

Si  en  la  póliza  se  fijare  un  tiempo  limitado 
para  el  seguro,  trascurrido  quesea  este  plazo 
cesará  la  responsabilidad  de  los  aseguradores, 
aun  cuando  estén  pendientes  de  riesgo  los  efec- 
tos sobre  los  que  recaiga  el  seguro,  pudiendo 
en  consecuencia  celebrar  el  asegurado  nuevos 
contratos  sobre  sus  resultas.  Una  vez  empren- 
dido el  viaje,  y  aconteciendo  en  él  algunos  de 
los  riesgos  de  que  sale  garante  el  asegurador, 
deber  de  éste  es  efectuar  la  indemnización;  pe- 
ro siendo  los  riesgos  de  tantas  clases,  y  pu- 
diendo acontecer  á  tan  diversas  distancias  y 
en  situaciones  tan  varias,  conviene  examinar 
el  tiempo  en  que  el  asegurador  debe  satisfacer 
la  indemnización.  (Art.  872.) 

Por  de  contado  que  á  toda  reclamación  de 
parte  del  asegurado  deben  acompañar  los  do- 
cumentos que  justifiquen  el  viaje  de  la  nave, 
el  embarque  de  los  efectos  asegurados,  el  con- 
trato del  seguro  y  las  pérdidas  de  los  objetos 
sobre  que  recayó  el  mismo:  esta  justificación 
podrá  hacerse  por  medio  del  conocimiento 
del  Capitán,  despacho  de  la  Aduana,  carta  de 


aviso  del  cargador,  póliza  del  seguro,  asientos 
del  diario  de  navegación,  declaraciones  del 
Capitán,  tripulación,  pasajeros,  etc.,  y  certifi- 
caciones de  las  Autoridades  del  puerto  más 
próximo  al  lugar  de  la  catástrofe.  (Art.  882.) 
Una  vez  hecha  la  reclamación  legítima  por 
el  asegurado,  y  no  existiendo  época  prefijada 
en  la  póliza,  el  asegurador  debe  verificar  la 
indemnización  á  los  diez  dias. 

El  pago  ha  de  realizarse  sin  demora  algu- 
na, siendo  la  póliza  ejecutiva  y  prestando  el 
asegurado  fianzas  suficientes  á  responder  de 
la  restitución  de  la  cantidad  percibida,  que  el 
asegurador  tendrá  derecho  á  exigir  cuando 
probare  suficientemente  la  inexactitud  de  los 
hechos  expuestos  por  aquel;  y  claro  está  que, 
una  vez  satisfecha  la  cantidad  debida,  se  sub- 
roga el  asegurador  en  lugar  del  asegurado  pa- 
ra cuantos  derechos  y  acciones  competan  so- 
bre los  que  culpable  ó  dolosamente  fueron  cau- 
sa de  la  pérdida  de  los  objetos  que  aseguró.  (Ar- 
tículos 883  y  884  ) 

No  siempre  puede  el  asegurado  probar  la 
pérdida  del  buque,  ni  mucho  menos  exhibir 
los  documentos  que  la  ley  exige,  como  asien- 
tos del  diario  de  navegación,  etc.  En  efecto, 
si  consideramos  lo  fácil  que  es,  sobre  todo  en 
viajes  largos,  la  pérdida  del  buque  en  alta 
mar,  sin  más  testigos  de  la  catástrofe  que  los 
enfurecidos  elementos,  habremos  de  confesar 
que  no  podían  en  justicia  exigirse  tales  docu- 
mentos en  todos  los  casos.  Así  es  que  pasado 
cierto  tiempo  sin  tener  noticia  alguna  de  la 
suerte  de  una  nave,  procede  la  presunción  le- 
gal de  que  ha  perecido;  y  en  su  consecuen- 
cia, tienen  lugar  las  obligaciones  del  asegu- 
rador, exigibles  cuando  de  la  pérdida  se  tenga 
una  certeza  matemática.  Este  tiempo  que  la 
ley  exige  para  hacer  presumible  la  desapari- 
ción del  buque,  es  de  un  año,  á  contar  desde 
que  se  tuvieron  las  últimas  noticias,  en  los  via- 
jes cortos  y  dos  en  los  largos.  Entiéndese  por 
viajes  cortos  todos  los  que  sean  á  los  puertos 
de  Europa,  á  los  de  Asia  y  África  situados  en 
el  Mediterráneo;  á  los  de  América  situados  más 
acá  de  los  rios  de  la  Plata  y  San  Lorenzo,  y  á 
las  islas  intermedias  entre  las  costas  de  Espa- 
ña y  los  países  enunciados,  reputándose  como 
viajes  largos  todos  los  demás.  Como  la  presun- 
ción, por  más  que  se  aproxime  á  la  certidum- 
bre, no  debe  confundirse  con  ésta,  los  asegu- 
radores podrán  en  todo  caso  presentar  prueba 
en  contrario.  (Artículos  908  y  909.) 

El  siniestro  se  divide  en  mayor  y  menor. 
Por  siniestro  mayor  se  entiende,  tanto  el  nau- 
fragio ó  la  rotura  ó  varamiento  que  no  permi- 
ta proseguir  la  navegación,  tratándose  del  bu- 
que, como  la  pérdida  total  ó  la  deterioraoion 
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que  dismiauja  su  valor  en  tres  cuartas  partes 
por  lo  menos,  hablando  del  cargamento. 

También  es  siniestro  mayor  respecto  de  la 
naye  y  el  cargamento,  asi  el  apresamiento 
cuando  el  asegurado  no  recobrase  sus  efectos 
en  cierto  tiempo,  como  el  embargo  ó  deten- 
ción por  orden  del  Gobierno  propio  ó  extran- 
jero, si  no  se  alzare  dentro  de  cierto  plazo. 
Todos  los  demás  daños  se  reducen  á  siniestro 
menor  ó  simple  averia. 

Bn  caso  de  siniestro  mayor,  el  asegurado 
puede  pedir  la  indemnización  como  si  se  tra- 
tase de  averia,  ó  bien  si  lo  prefiriese,  hacer 
abandono  de  las  cosas  aseguradas,  dejándolas 
por  cuenta  de  los  aseguradores,  y  exigiendo 
de  éstos  las  cantidades  que  sobre  ellos  asega- 
raron;  esto  es  lo  que  se  conoce  con  el  nombre 
de  acción  de  abandono, 

Bn  el  ya  citado  Código  de  comercio,  consál- 
tese el  tit.  3.^,  sección  3/  de  las  Obligaciones 
entre  el  asegurador  y  el  asegurado,  desde  el  ar- 
ticulo 861  que  queda  consignado  hasta  el  929 
inclusive. 

ASBBTOB  DE  LA  FAZ.  Cierto  Juez  nom- 
brado por  el  Principe  para  que  reconciliase  á 
los  enemistados,  especialmente  á  los  que  se 
desafiaban  ó  retaban.  Bjercia  jurisdicción  de- 
legada, y  procedía  arbitrariamente,  sin  ce- 
ñirse á  las  formalidades  del  juicio. 

ASBSOB.  Bl  letrado  con  quien  se  acompa- 
ña el  Juez  lego  para  proveer  y  sentenciar  en 
las  cosas  de  justicia,  ó  el  que  aconseja  ó  otro 
para  alguna  cosa.  Los  Cónsules  cuando  pro- 
ceden como  Jueces  de  primera  instancia,  se 
asesorarán  antes  de  un  letrado,  conforme  pre- 
viene el  Real  decreto  de  29  de  Setiembre  de 
1848,  art.  2.^  Véase  Atribügioxbs  judiciales. 

ASIENTO  DE  NEGBOS.  Asegura  Zúfiiga 
en  la  historia  de  Sevilla,  que  los  andaluces  na- 
vegaban en  el  siglo  XV  desde  este  panto  á  Grui- 
nea;  de  donde  traian  negros ,  de  los  cuales  co- 
braba la  Hacienda  pública  el  quinto:  siendo 
tan  bien  tratados  en  la  Península,  como  que  se 
les  dejaban  sus  leyes  y  costumbees,  habiéndo- 
les dado  los  Reyes  Católicos  Juez  conservador 
que  decidiera  sus  pleitos.  Con  el  tiempo  se 
abandonó  este  tráfico ,  y  según  D.  José  CaDga 
Arguelles,  precisados  á  valemos  de  los  negros 
para  el  cultivo  de  los  feraces  campiñas  de  Amé« 
rica,  fiamos  el  surtido  á  los  franceses.  Finali- 
zando el  afio  de  1713  el  contrato  con  la  Com- 
pañía Real  de  Francia,  se  ajustó  otro  con  la  de 
Inglaterra  como  consecuencia  del  tratado  de 
paz  celebrado  con  ésta ,  en  virtud  del  cual  la 
Compañía  se  obligó  á  introducir  en  América,  en 
treinta  años  (cap.  1.'),  144.000  negros  y  an- 
ticipar á  cuenta  (cap.  3.*)  2.000.000  de  pesos 
en  cuatro  meses,  á  descontar  el  adeudo.  Se  de- 
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jaba  á  los  Reyes  de  España  é  Inglaterra  la 
cuarta  parte  en  las  ganancias  del  asiento  ,  gi- 
rando la  cuenta  cada  cinco  años. 

Bl  Gobierno  español  ofreció  mantener  el 
asiento  exclusivo  á  la  Compañía  inglesa  y  otros 
beneficios  con  los  que,  no  obstante,  se  favore- 
cía el  asiento  al  comercio  fraudulento  de  las 
Américas.  Así,  aunque  por  el  tratado  do  Aquis- 
gran  de  1748  se  renovó  el  privilegio  del  asien- 
to á  los  ingleses,  por  el  del  Retiro  de  1750,  el 
Rey  de  la  Gran  Bretaña  cedió  el  derecho  que 
tenia  y  la  reclamación  al  resarcimiento  de  per- 
juicios que  alegaba,  mediante  el  pago  que  Es- 
paña le  hizo  de  100.000  libras  esterlinas. 

ASILO.  Es  la  acogida  ó  refugio  que  se 
concede  á  los  reos,  acompañado  de  la  denega- 
ción de  entregar  sus  personas  á  la  justicia  que 
los  persigue  (1).  «Sobre  el  derecho  de  asilo 
(dice  Fríot)  hay  que  hacer  una  distinción  im- 
portante. Bl  que  ha  delinquido  contra  las  leyes 
de  la  naturaleza  y  los  sentimientos  de  huma- 
nidad, no  debe  hallar  protección  en  parte  al- 
guna :  porque  la  represión  de  estos  crímenes 
interesa  á  todos  los  pueblos  y  á  todos  los  hom- 
bres ,  y  el  mal  que  causan  debe  repararse  en 
lo  posible.  Bl  derecho  de  gentes,  según  Pasto- 
ret,  no  es  proteger  en  un  Estado  á  los  malhe- 
chores de  otro;  sino  socorrerse  mutuamente 
contra  los  enemigos  de  la  sociedad  y  de  la  vir- 
tud. Según  Real,  los  Reyes  entregan  los  ase- 
sinos y  los  demás  reos  de  crímenes  atroces  á 
sus  Soberanos  ofendidos,  conformándose  en  es- 
to á  la  ley  divina ,  que  hace  culpables  del  ho- 
micidio á  los  encubridores  del  homicida.  Pero 
si  se  trata  de  delitos  que  provienen  del  abuso 
de  un  sentimiento  noble  en  si  mismo,  pero  ex- 
traviado por  ignorancia  ó  preocupación,  como 
sucede  en  el  caso  del  duelo,  no  hay  razón  para 
rehusar  el  asilo. 

Se  concede  generalmente  el  asilo  ( dice  el 
mismo  Pando)  en  los  delitos  políticos  ó  de  lesa 
majestad:  regla  que  parece  tener  su  fundamen- 
to en  la  naturaleza  de  los  actos  que  se  califi- 
can con  este  titulo ,  los  cuales  no  son  muchas 
veces  delitos ,  sino  á  los  ojos  de  los  usurpado- 
res y  tiranos;  otras  veces  nacen  de  sentimien- 
tos puros  y  nobles  en  si  mismos ,  aunque  tal 
vez  mal  dirigidos;  de  nociones  exageradas  ó 
erróneas;  ó  de  las  circunstancias  peligrosas  de 
un  tiempo  de  revolución  y  trastorno  ,  en  que 
lo  dificil  no  es  cumplir  nuestras  obligaciones, 
sino  conocerlas.  ¿Qué  seria  de  la  Buropa,  y 
mucho  más  de  la  América  que  fué  española,  si 
no  existiese  el  derecho  de  asilo  para  los  pros « 
critos  por  los  partidos?   ¡Qué  palenque  san- 


(1)    De  Pando,  Elementos  del  derecho  interna^ 
cional,  pág.  161,  párrafo  93. 
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griento  dividido  entre  los  verdugos  y  las  víc- 
timas ! 

Según  la  opinión  de  Vattel,  Martens,  y 
otros  publicistas,  la  casa  de  un  Cónsul  general, 
asi  aceptado  y  reconocido  por  otro  Gobierno, 
deberla  ser  un  lugar  de  asilo,  no  solo  para  la 
inocencia  perseguida,  sino  también  para  los  deli" 
tos  comunes,  Ksta  cuestión  del  derecho  de  asilo, 
fué  no  obstante,  también  tácitamente  decidida 
en  favor  de  Mr.  Lesseps,  Cónsul  do  Francia  en 
Barcelona,  en  Diciembre  de  1842,  por  el  Rey 
de  los  franceses,  la  Reina  de  Portugal,  el  Rey 
Carlos  Alberto  de  Cerdeña,  y  otros  Soberanos, 
que  le  condecoraron  y  premiaron  por  el  asilo 
que  dio  á  sus  respectivos  subditos  en  Noviem* 
bre  de  1812,  á  quienes  por  la  inseguridad  en 
que  so  encontraba  la  casa  consular  de  Francia 
en  Barcelona,  los  condujo  personalmente  y  ba- 
jo su  custodia  ¿  bordo  del  bergantín  de  guerra 
de  su  Nación  el  Melcagre,  que  se  hnllaba  á  sus 
órdenes  anclado  en  aquel  puerto  con  este  fin. 

Según  el  espíritu  de  la  decisión  del  Conse  - 
jo  de  Castilla  del  ano  de  1729,  puede  ser  asilo 
la  casa  consular  para  la  inocencia  perseguida 
por  delito  común  (1);  pero  en  el  dia,  el  de- 
recho de  asilo,  resultado  de  la  inviolabilidad  del 
domicilio  consular  y  de  esa  ficción  que  hace 
considerar  tal  domicilio  como  una  parte  del  ter- 
ritorio de  la  Nación  que  el  Agente  representa, 
no  tiene  prifilegio  sino  en  Oriente.  En  todas 
partes  se  niega,  no  solo  á  los  Cónsules,  sino 
también  á  los  Embajadores;  porque  con  él  se 
anularían  de  hecho  los  derechos  soberanos  de 
la  justicia.  Véase  Bxtberitorialidad. 

«Los  Cónsules  (dice  Feulet)  gozan  de  los 
»privilegíos  que  las  reglas  del  derecho  publico 
uaseguran  á  todo  enviado  diplomático,  el  cual 
Mse  reputa  no  estar  fuera  del  territorio  de  su 
apropia  Nación:  por  consiguiente,  la  casa  con- 
Dsular  ofrece  asilo  seguro  á  todos  los  indivl* 
)>duos  de  su  Nación  que  se  refugian  en  ella.» 

En  la  información  consular  que  mandó  ha- 
cer el  Parlamento  británico  en  1835,  el  Cónsul 
inglés  en  Fernambuco  declara  que  su  casa  ha 
servido  de  asilo  á  un  gran  numero  de  personas 
de  diferentes  Naciones  en  aquella  ciudad,  sitia* 
da  por  las  tropas  imperiales,  tomada,  perdida 
y  recobrada  por  dos  veces,  etc. 

«Durante  el  reinado  del  Infante  Don  Mi- 
))guel  en  Portugal  (dice  el  comendador  Ribeiro 
Ddos  Santos),  las  inmunidades  de  que  gozan  los 
íi  Cónsules,  salvaron  á  muchas  victimas  de  la  le- 
Mgitimidad:  la  casa  del  Cónsul  brasileño,  muy 


(1)  Jfemoires  de  Mr.  T Abbe  de  MontonRon;  y 
art.  2.^  de  la  Convencían  del  Pardo  de  13  de  Marzo 
de  1769. 


»especialmente,  sirvió  de  asilo  á  una  multitud 
Dde  ellas. » 

El  Rey  de  España  Carlos  IV,  no  solamente 
aprobó  y  elogió  la  conducta  de  D.  José  de  Oz- 
cariz  su  Cónsul  en  París,  sino  que  lo  premió 
por  haber  dado  asilo  en  su  casa  á  todas  las  per- 
sonas que  se  lo  pidieron  durante  la  horrorosa 
revolución  de  aquel  país  en  1793. 

Pero  de  aquí  no  debe  deducirse,  como  ya 
se  ha  dicho,  que  pueda  el  Cónsul  conceder  asi- 
lo arbitrariamente  en  todos  tiempos,  á  toda 
clase  de  personas,  y  en  especial  á  las  perse- 
guidas por  la  justicia:  esto  seria  atentar  atroz- 
mente  á  la  soberanía  de  la  Nación,  y  hacerse 
el  Cónsul  cómplice  del  mismo  crimen  ó  delito 
que  se  intenta  castigar.  «Sobre  el  derecho  de 
asilo:  (dice  también  Friot)  hay  que  hacer  una 
»distincion  importante.  El  que  ha  delinquido 
»contra  las  leyes  de  la  naturaleza  y  contra  los 
))sentimientos  de  la  humanidad,  no  debe  hallar 
))asilo  ni  protección  en  parte  alguna,  porque 
))la  represión  de  estos  crímenes  interesa  á  to- 
»dos  los  pueblos  y  á  todos  los  hombres,  y  el 
»mal  que  causan  debe  repararse  en  lo  posi- 
»ble.)) 

La  ley  de  las  Cortes  de  28  de  Setiembre 
de  1820  concediendo  asilo  á  las  personas  y 
propiedades  extranjeras,  dice  así: 

«Artículo  1.*  Bi  territorio  español  es  un 
asilo  inviolable  para  las  personas  y  propieda- 
des pertenecientes  á  extranjeros,  sea  que  éstos 
residan  en  España  ó  fuera  de  ella,  con  tal  que 
respeten  la  Constitución  y  demás  leyes  que  go- 
biernan. 

Art.  2.*  El  asilo  de  las  personas  es  entien- 
de sin  perjuicio  de  los  tratados  existentes  con 
otras  Potencias;  y  mediante  que  en  estos  no 
puedan  considerarse  comprendidas  las  opinio- 
nes políticas,  se  declara  que  los  perseguidof 
por  ellas  que  residan  en  España  no  serán  en- 
tregados por  el  Gobierno,  si  no  son  reos  de  al- 
guno de  los  delitos  expresados  en  dichos  tra- 
tados. 

Art.  9  .*  Los  individuos  comprendidos  en  el 
artículo'anterior,  y  sus  propiedades,  gozarán  de 
la  misma  protección  que  las  leyes  dispensan  á 
las  de  los  subditos  españoles. 

Art.  4.*  Ni  á  titulo  de  represalias  en  tiempo 
de  guerra,  ni  por  otro  ningún  motivo  podrán 
confiscarse,  secuestrarse  ni  embargarse  dichas 
propiedades,  á  no  ser  las  que  pertenezcan  álos 
Gobiernos  que  se  hallen  en  guerra  con  la  Na- 
ción española  ó  sus  auxiliares. » 

ASILO  DS  FOBBS8TENFSBM08  ES- 
PAÑOLES EN  BL  BXTiANJBRO.  El  artículo  62  de  la 
instrucción  de  19  de  Julio  de  1856  dice:  «Cuan- 
do el  numero  de  españoles  domiciliados  en  la 
residencia  consular  fuese  muy  considerable,  el 
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CÓiisQl  podrá  promover  el  establecimiento  de 
algún  asilo  para  los  pobres  enfermos  impedi- 
dos, reservándose  S.  M.  apreciar  debidamente 
el  esmero  é  interés  que  despleguen  sus  Agen  - 
tes  en  tales  ocasiones. 

Art.  63.  Bl  Cónsul  propondrá  al  Minis* 
terlo  de  Estado  los  recursos  que  requieran 
la  aprobación  del  Gobierno,  áfln  de  proveer  lo 
más  justo  y  conveniente  para  que  los  subdi- 
tos españoles  no  carezcan  en  tierras  extrañas 
do  los  auxilios  que  dispensa  la  beneficencia 
nacional  á  los  que  por  legitima  causa  se  ha- 
yan alejado  temporalmente  del  seno  de  su  Pa- 
tria. » 

ASIMILACIÓN.  Los  empleados  consula- 
res se  consideran  asimilados  en  categoría  á  los 
diplomáticos,  en  la  forma  siguiente: 

Los  Cónsules  generales,  á  los  Encargados 
de  Negocios. 

Los  Cónsules  de  primera  clase,  á  loa  Se- 
cretarios de  Legación. 

Los  Cónsules  de  segunda  clase,  á  los  Secre- 
tarios de  segunda  clase. 

Los  Vicecónsules,  á  los  Secretarios  de  ter- 
cera clase. 

Los  Aspirantes  á  los  Agregados.  (Art.  11 
de  la  Lejf  orgánica  de  la  Carrera  consular,) 

Según  el  art.  12  de  la  misma,  ala  posesión 
personal  es  la  que  dá  derecho  al  sueldo  y  á  la 
efectividad  en  la  categoría,  asi  como  alas  con- 
sideraciones anejas  á  los  cargos  de  la  carrera 
consular.» 

ASISTENCIA  Á  LAS  OFICINAS.  En  el 
articulo  CÓNSULES,  véase  el  Reglamento  de  la 
Carrera  consular,  cap.  10  de  las  Correcciones  dis^ 
eiplinarias,  artículos  61  y  63. 

ASOCIACIÓN  DS  SOCORBOS  MU- 
TUOS BNTaE  BSPAPíoLES.  La  Instrucciou  de  19  de 
Julio  de  1856,  dice: 

«Art.  61.  Con  respecto  á  los  españoles 
que  se  hallen  domiciliados  en  la  residencia  del 
Cónsul,  procurará  éste  promover  entre  ellos 
las  asociaciones  de  socorros  mutuos  para  pre- 
venir aflictivos  contratiempos;  abrir  suscricio- 
nes  para  su  auxilio;  excitar  por  todos  los  me- 
dios que  estén  á  su  alcance  el  espíritu  carita- 
tivo de  los  pudientes  en  favor  de  los  meneste- 
rosos, y  disponer ,  por  ultimo ,  otros  arbitrios 
piadosos  de  fácil  realización,  para  que  sin  gra- 
vamen sensible  de  los  contribuyentes,  concur- 
ran eficazmente  al  beneficio  que  debe  propo- 
nerse un  celoso  protector  de  sus  compatrio- 
tas.» Véase  Asilo  de  pobres. 

ASOCIACIÓN  ADUANEBA.  En  Alema- 
nia formaban  parte  de  esta  asociación  cuatro 
Bstados,  á  saber: 

Asociación  Bávaro-Wurterbergcoise. 
—         de  los  Estados  de  la  Turinga. 


Asociación  Hesso -Prusiana. 
—         Hannoveriana. 

En  1846  solo  existían  dos:  la  Prusia  que 
figuraba  al  frente  de  la  primera,  y  el  Hanno- 
ver  á  la  de  la  segunda.  Véase  Zollverein. 

ASFIBANTES  CONSULABES.  Quinta 
categoría  de  los  empleados  de  la  carrera  con- 
sular, por  la  que  se  ingresa  precisamente  reu- 
niendo las  circunstancias  siguientes: 

1  .■     Ser  español  mayor  de  diez  y  ocho  años. 
2/     Acreditar  buena  conducta  moral. 
3.*     Haber  sido  aprobado  en  el  examen  de 
admisión  que  prescribe  el  Reglamento. 

Véase  cap.  3.',  art,  19  al  24,  del  Regla^ 
mentó  de  la  Carrera  conmiar,  en  el  articulo  Cón- 
sules . 

ATENCIONES  EXTBAOBDINABIAS 
DEL  SERVICIO  CONSULAR.  Estas  atonciones  las  su- 
plen los  Cónsules  con  los  fondos  recaudados 
en  los  términos  que  previene  la  Instrucción  de 
19  de  Julio  de  1856  y  Real  orden  adicional 
de  20  de  Julio  de  18^7.  En  esta  Instrucción 
se  comprenden  los  gastos  que  ocasionen  las 
causas  instruidas  por  la  jurisdicción  consu- 
lar, las  subvenciones  á  los  procesados  por  la 
misma,  la.Q  que  puedan  ocasionar  la  extradi- 
ción de  desertores  y  delincuentes,  el  destierro 
de  vagos  y  mendigos. 

Bl  art.  48  del  cap.  8."  del  Reglamento  de  la 
Carrera  consular  (véase  el  articulo  Cónsules),  de- 
termina detalladamente  los  objetos  que  no  pue- 
den los  Cónsules  cargar  en  cuenta,  etc.,  y  en 
el  49  los  que  se  les  permite  á  los  Agentes  es- 
tablecidos en  Oriente,  etc. 

ATENCIONES  OBDINABIAS  DEL 
SERVICIO.  «Estas  atenciones  las  han  de  costear 
los  Cónsules  con  la  cantidad  ñja  que  á  este  fln 
les  conceda  la  ley  de  presupuestos;  y  si  ésta 
no  fuere  suñciente,  ó  no  la  tuviere  asignada 
el  empleo,  se  suplirán  con  los  rendimientos 
obvencionales  del  mismo.  En  dichas  atencio- 
nes se  comprenden:  la  retribución  de  los  de- 
pendientes del  Consulado  nombrados  por  el 
Cónsul  para  que  le  auxilien  en  su  desempeño; 
el  porte  de  la  correspondencia  oficial  del  mis- 
mo y  el  franqueo  si  fuere  necesario;  el  papel, 
tinta,  lacre  y  otros  artículos  de  escritorio;  las 
impresiones,  libros  y  registros;  la  compra  y 
reparación  de  estantes,  mesas ,  sillas  y  demás 
muebles  y  enseres  de  oficina;  los  anuncios  en 
los  periódicos  que  se  refieran  á  procedimien^- 
tos  ó  actos  del  oficio  consular;  las  traduccio- 
nes de  documentos  que  se  remitan  al  Gobieruo 
en  cumplimiento  de  alguna  disposición  vigen- 
te; las  iluminaciones,  los  regalos  y  propinas 
de  costumbre,  y  cualquier  otro  gasto  de  uso 
frecuente  y  común. 

Los  sellos ,  banderas  y  escudos  de  armas 
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8on  de  cueuta  del  Estado ;  pero  antes  de  ad- 
quirir estos  objetos  debe  el  Cónsul  presupo- 
ner su  importe  y  solicitar  la  competente  au- 
torización.» (Instrucción  de  19  de  Julio  de 
1856.) 

La  Real  orden  de  23  de  Marzo  de  1867, 
dice:  «La  frecuencia  con  que  se  reciben  en 
este  Ministerio  de  Estado  solicitudes  pidiendo 
créditos  extraordinarios  para  atender  á  la  ha- 
bilitación de  las  Cancillerías,  fundados  en  el 
mal  estado  y  á  Teces  en  la  falta  absoluta  de 
los  efectos  necesarios  para  las  oñcinas  y  con- 
servación de  los  archiTos,  demuestra  que  al- 
gunos Agentes  no  se  han  hecho  cargo  del  ver- 
dadero espíritu  de  los  reglamentos  vigentes,  y 
suponen  equivocadamente  que  la  suma  asig- 
nada en  la  ley  de  Presupuestos  para  gastos  or- 
dinarios del  servicio ,  constituye  hasta  cierto 
punto  un  sobresueldo  ó  gratiñcacion  que  pue- 
de invertirse  en  obligaciones  ajenas  del  objeto 
exclusivo  á  que  está  destinada. 

»Esta  errónea  creexysia  da  lugar  á  las  cita- 
das reclamaciones,  y  exige  que  se  ponga  tér- 
mino á  una  irregularidad  tan  perjudicial  al  ser* 
vicio  como  á  los  mismos  empleados  en  el  extran- 
jero, haciéndoles  comprender  la  obligación  que 
les  impone  la  ley,  de  invertir  dicha  cantidad 
en  la  adquisición  paulatina,  según  los  casos, 
de  los  objetos  necesarios  para  el  buen  y  deco- 
roso desempeño  de  su  cargo,  y  que  la  exen- 
ción que  existe  aCín  respecto  de  la  rendición 
de  cuentas  del  material  al  Tribunal  de  las  del 
Reino,  no  las  exime  de  la  responsabilidad  in- 
herente á  la  inversión  de  toda  suma  que  per- 
tenezca al  Estado. 

))Si  este  precepto  se  hubiese  cumplido  por 
los  empleados  de  España  en  el  extranjero,  las 
Cancillerías  estarían  montadas  de  una  mane- 
ra distinta,  teniendo  presente  sus  años  de  exis- 
tencia y  las  sumas  que  se  han  percibido  anual- 
mente en  dicho  concepto;  limitándose  hoy  dia 
las  exigencias  del  servicio  á  la  mera  conser- 
vación de  lo  existente. 

)>Esta  falta  no  puede,  por  lo  tanto,  disi- 
mularse por  más  tiempo,  y  en  lo  sucesivo  cui- 
darán los  empleados  de  las  carreras  diploma- 
tica  y  consular  de  atenerse  bajo  la  más  estre- 
cha responsabilidad  á  lo  mandado;  remitiendo 
á  este  Ministerio  al  cesar  en  sus  cargos,  in- 
ventarios de  todos  los  objetos  que  pertenezcan 
al  Estado,  con  la  debida  separación  de  los  que 
han  sido  entregados,  y  déla  parte  que  han  ad- 
quirido, etc.» 

ATOAJE.  La  maniobra  de  llevar  á  remol«> 
que  alguna  nave  por  medio  de  un  cabo  que  se 
echa  por  la  proa  para  que  tiren  de  él  una  ó 
más  lanchas.  El  gasto  que  ocasiona  esta  ope- 
ración se  cuenta  en  la  averia  ordinaria,  y  se 


paga  de  los  fletes,  y  no  de  la  carga.  (Artículos 
932  y  933  del  Código  de  comercio.) 

ATRIBUCIONES  JUDICIALES  DE 
LOS  CÓNSULES.  Cuando  se  planteó  la  nueva  le- 
gislación penal  y  se  coordinaron  los  medios 
para  que  el  beneficio  que  debia  producir  su 
uniformidad  y  economía  alcanzase  á  todos  los 
ciudadanos  españoles,  se  ofreció  á  la  atención 
del  Gobierno  una  porción  considerable  de  aque- 
llos que  residían  en  países  extranjeros,  ó  lle- 
vados accidentalmente  á  los  mismos  por  las 
vicisitudes  sociales,  Jas  combinaciones  de  fa- 
milia y  á  veces  el  infortunio. 

La  conveniencia  y  la  necesidad  dieron  ori- 
gen á  la  jurisdicción  consular;  la  costumbre 
la  ha  sancionado  y  dado  forma,  y  algunas  ve- 
ces también,  con  celo  y  previsión  que  honra  & 
sus  autores,  se  ha  consignado  explícita  y  sa- 
biamente en  los  tratados  diplomáticos,  como 
con  particularidad  sucede  en  España  respecto 
de  los  Consulados  de  Levante  y  costas  de  Ber- 
bería (1). 

El  Real  decreto  de  29  de  Setiembre  de 
1848,  teniendo  presente  las  costumbres  gene- 
rales de  los  Consulados,  la  legislación  consu- 
lar de  otras  Naciones  y  los  tratados  entonces 
vigentes,  dispone: 

«Artículo  1  .*  Los  Cónsules  españolesen  paí- 
ses extranjeros,  los  Vicecónsules  ó  las  perso- 
nas que  en  ausencias  ó  enfermedades  hagan 
sui  veces  en  los  casos  de  justicia  entre  subdi- 
tos ó  contra  subditos  españoles  respecto  de  todo 
aquello  á  que  no  se  opongan  la  legislación  del 
país,  la  costumbre  ó  los  tratados  vigentes,  para 
los  efectos  de  apelación  y  demás  judiciales,  se 
reputan  respectivamente  Jnecet  de  pos,  de  cor- 
rección y  de  primera  itutancia,  con  las  mismas 
atribuciones  y  sujetos  á  las  mismas  formalida- 
des que  establecen  ó  establecieren  las  leyes, 
decretos  y  Reales  órdenes  para  los  de  su  clase 


( 1)  Sobre  á  qué  deban  ceñirse  las  funciones  de 
los  Cónsules  y  el  abuso  de  la  intervención  en 
asuntos  judiciales,  véase  en  la  obra  de  Práctica 
forense  del  Sr.  Magistrado  D.  Manuel  de  la  Peña 
y  Peña,  el  apéndice  al  tomo  1.°  desde  el  núm.  12 
hasta  el  14;  véase  á  Dou,  que  trata  de  los  puntos 
siguientes  en  su  famosa  obra  de  Derecho  público: 
Utilidad  de  qtiehay  a  Cónsules  y  Vicecónsules, tomo 
quinto,  pág.  212, — ^o  pueden  ejercer  jurisdicción^ 
pág.  319.— Véase  la  ley  5.%  tít.  11,  lib.  6.%  Novísi- 
ma Recopilacion,  y  la  6.^,  que  es  el  decreto  de  1.^ 
de  Febrero  de  1765,  y  su  nota,  Beglamento  sobre  re- 
quisitos para  el  establecimiento  de  Cónsules  y  Vice- 
cónsitleSf  exenciones  yuso  de  sus  facultades.  La  7.*, 
Registro  de  las  casas  de  los  extranjeros  por  los  de* 
pendientes  de  rentas^  sin  citación  ni  asistencia  de 
su  Cónsul  en  los  casos  de  fundada  sospecha  de  con- 
trabando, y  su  nota,  que  es  repolucion  de  22  de 
Agosto  de  1780,— Véase  también  á  Olmeda  en  su 
óbTA  Derecho  público,  cap.  2.** 
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en  España,  «alvas  las  excepciones  y  modifica- 
ciones qae  en  adelante  se  expresarán. 

Art.  2.*  Caando  procedan  como  Jaeces  de 
primera  instancia,  dictarán  sus  providencias 
definitivas,  ó  qae  tengan  fuerza  de  tales,  con 
acuerdo  de  Asesor  siendo  posible:  en  otro  caso, 
se  acompañarán  con  dos  adjuntos,  elegidos  en- 
tre los  subditos  españoles. 

Los  adjuntos  prestarán  juramento  de  cum- 
plir bien  y  fielmente  su  encargo,  y  serán  con- 
jueces con  voto  deliberativo. 

Los  adjuntos  podrán  ser  nombrados  para 
cada  año  ó  para  casos  particulares,  según  fue- 
re posible. 

Art.  3.**  En  los  casos  indicados  en  el  ar- 
tículo anterior,  dos  votos  conformes  de  los  tres 
harán  sentencia. 

Si  cada  uno  hiciere  voto  singular,  se  nom- 
brará un  tercer  adjunto. 

Si  no  pudiere  ser  habido,  ó  si  todavía  no 
resaltaren  dos  votos  conformes,  hará  senten- 
cia el  del  Cónsul  ó  Vicecónsul,  como  voto  de 
calidad. 

Art.  4.^  En  cuestiones  mercantiles,  á  fal- 
ta de  süblitos  españoles,  los  adjuntos  podrán 
ser  dos  Cónsules  ó  Vicecónsules,  y  no  siendo 
posible,  subditos  de  otra  Nación  con  domicilio 
fijo  y  buena  nota.  En  estos  casos  no  habrá 
sentencia  sin  el  voto  del  Cónsul,  y  podrá  ha* 
cerla  él  solo  al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  par* 
rafo  ultimo  del  artículo  anterior;  pero  no  los  ad- 
juntos solos,  aunque  estuvieren  conformes. 

Art.  5.*  Asi  en  los  asuntos  civiles  como 
en  los  criminales,  el  Cónsul  y  los  adjuntos  que 
discordaren,  razonarán  su  voto  por  escrito, 
uniéndose  éste  á  los  autos,  y  en  todo  caso  se 
pondrá  por  diligencia  razonándose  la  discordia. 

Art.  6.*  Respecto  de  todo  aquello  en  que 
las  circunstancias  locales,  la  perentoriedad  é 
índole  especial  ó  excepcional  de  los  casos  lo  per- 
mitiese, los  Tribunales  Consulares  observarán 
en  el  procedimiento  las  leyes  del  Reino:  cuan- 
do por  dichas  causas  no  fuere  posible,  se  hará 
constar  asi  por  diligencia  en  los  autos  ó  por 
providencia  razonada. 

Los  Tribunales  de  alzada  apreciarán  estas 
omisiones  con  arreglo  á  las  circuntancias  de 
cada  caso  y  á  las  de  la  localidad. 

Los  fallos  definitivos  se  ajustarán  siempre 
á  las  leyes  del  Reino. 

Art.  7.*  Donde  hubiere  Cónsul  y  Vicecón* 
sul,  uno  y  otro  conocerán  á  prevención  de  los 
juicios  de  paz  y  de  los  verbales  de  que  pueden 
ó  pudieren  conocer  los  Alcaldes. 

En  los  juicios  correccionales  para  la  apli* 
cacion  de  lo  dispuesto  en  el  libro  3.*  del  Código 
penal,  conocerán  el  Vicecónsul  en  primera  ins- 
tancia y  el  Cónsul  en  apelación ,  al  tenor  de  lo 


prevenido  en  las  reglas  1.*  y  11.*  de  la  ley 
provisional  dictada  para  la  observancia  del 
mismo  Código. 

Si  no  hubiere  más  que  Cónsul  ó  Vicecón- 
sul, el  mismo  conocerá  por  si  solo  en  primera 
instancia  de  la  corrección  de  faltas  al  tenor  de 
la  citada  regla  1.*  de  la  ley  provisional,  y  con 
asesor  ó  adjuntos  según  se  previene  en  el  ar- 
tículo 2.*  del  presente  decreto,  por  apelación, 
conforme  á  la  regla  11.*  de  la  misma  ley. 

Art.  8.*  Los  Comisionados  ó  Agentes  nom- 
brados para  suplir  al  Cónsul  en  los  puntos  dis- 
tantes de  su  demarcación,  procederán  en  ca- 
sos de  justicia  como  delegados  del  mismo,  el 
cual  al  nombrarlos  hará  la  delegación  y  dará 
las  instrucciones  oportunas  según  las  circuns- 
tancias y  necesidades  locales ,  para  que  los 
subditos  españoles  hallen  siempre  la  justicia  y 
protección  debida. 

'Art.  9."  En  todos  estos  juicios  desempe* 
ñará  el  cargo  de  Secretario  el  Canciller  del 
Consulado  ó  el  que  hiciere  sus  veces. 

Art.  10.  Cuando  lo  permitan  el  numero  y 
calidad  de  los  subditos  españoles,  sehabilitaró 
de  entre  los  mismos  un  representante  fiscal 
para  aquellos  casos  en  que  la  ley  requiere  su 
intervención. 

Art.  1 1 .  Con  arreglo  á  la  práctica  gene- 
ral seguida  hasta  el  dia ,  en  todos  los  juicios 
civiles  tendrá  jurisdicción  y  competencia  el 
Tribunal  consular,  hasta  dictar  sentencia  de- 
finitiva, ora  como  Juez  ordinario,  ora  como  ar- 
bitro ó  arbitrador  en  sus  respectivos  casos. 

Art.  12.  En  la  parte  criminal  procederá 
asimismo  dicho  Tribunal  hasta  dictar  senten- 
cia respecto  de  todas  aquellas  causas  cuyos  de- 
litos no  tengan  señalada  por  el  Código  mayor 
pena  que  la  de  arresto  mayor  ó  menor ,  sus- 
pensión, sujeción  á  la  vigilancia  de  la  autori- 
dad, destierro,  presidio  y  prisión  correcciona- 
les, al  tenor  de  lo  dispuesto  sobre  las  mismas 
en  el  art.  26  del  Código  pena'. 

En  los  demás  casos,  completo  el  sumario  y 
sacando  de  él  copia  á  la  letra,  se  remitirá  con 
el  reo  y  con  las  formalidades  que  en  el  dia  so 
practican,  á  los  Tribunales  de  la  Península  ó 
provincias  de  Ultramar,  según  el  caso. 

La  copia  del  sumario,  cotejada  ante  el  Cón- 
sul y  Asesor  ó  Jueces,  y  autorizada  por  el  Can- 
ciller, se  dirigirá  al  Ministerio  de  Estado,  y 
por  éste  al  de  Gracia  y  Justicia  para  su  remi- 
sión al  Tribunal  competente,  y  en  caso  de  ex- 
travio de  las  actuaciones  originales,  producirá 
la  copia  los  mismos  efectos. 

Art.  13.  Habiendo  ya  radicado  la  causa 
en  el  Tribunal  consular ,  y  siendo  su  remisión 
á  los  Tribunales  del  Reino  efecto  de  necesidad 
y  no  de  incompetencia ,  se  entenderá  aquella 
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COQ  la  calidad  del  fuero  personal  caasado  en  el 
Tribanal  remitente,  sin  perjuicio  del  de  clase, 
excepto  en  el  caso  que  el  crimen  ó  delito  cau- 
sen desafuero. 

Bn  su  consecuencia,  y  atendiendo  al  fuero 
de  ubieacion  6  permanencia  accidental  en  el 
punto  de  arribada  ó  de  la  entrega ,  si  el  reo 
pertenece  al  fuero  común  ó  si  el  delito  ó  cri- 
men causa  desafuero,  continuará  el  proceso  el 
Juez  de  primera  instancia  del  partido  en  que 
fuese  entregado  el  reo  con  la  misma. 

Si  el  delito  no  causare  desafuero,  y  el  en- 
causado, por  ser  militar  ó  por  cualquier  otro 
motivo  legal,  gozare  fuero  de  clase,  continua- 
rá el  proceso  el  Tribunal  competente  respecti- 
vo del  territorio  en  que  fuese  entregado. 

Art.  14.  No  obstante  lo  determinado  en  el 
precedente  articulo,  á  fin  de  obtener  los  salu- 
dables efectos  del  escarmiento  que  proJuce 
siempre  la  circunstancia  de  que  los  reos  sean 
Juzgados  en  el  punto  en  que  se  perpetró  el  de- 
lito, cuando  éste  en  vez  de  haberse  cometido 
en  el  extranjero  ó  en  el  mar  lo  hubiere  sido  en 
la  Península,  islas  adyacentes  ó  provincias  de 
Ultramar,  y  por  las  circunstancias  del  caso  6 
del  país  no  ofreciere  grandes  riesgos  ni  difi- 
cultades la  traslación  del  reo,  pasará  éste  con 
el  sumario  al  Tribunal  en  cuya  demarcación  se 
hubiere  perpetrado  el  hecho. 

Bl  Juez  del  punto  de  arribada  no  acordará, 
sin  embargo,  la  traslación  sin  consultar  con 
su  superior  inmediato,  ó  sin  que  éste,  entera- 
do del  caso,  lo  hubiese  mandado  de  oficio. 

Art.  15.  Bl  Capitán  del  buque,  ó  la  per- 
sona ó  fuerza  encargada  de  la  conducción  del 
reo  con  el  sumario  á  los  Tribunales  del  Reino, 
hará  entrega  de  uno  y  otro  al  Juez  de  prime- 
ra instancia,  y  no  habiéndolo,  á  la  Autoridad 
judicial  local  del  fuero  ordinario  del  punto  á 
que  llegare,  y  en  su  defecto  á  la  política  ó  mi- 
litar, que  dará  conocimiento  sin  dilación,  bajo 
su  responsabilidad,  al  Juez  de  primera  instan- 
cia del  partido. 

Art.  16.  Se  arreglará  por  duplicado  acta 
circunstanciada  de  la  entrega  por  ante  Bscrl- 
baño,  si  lo  hubiere,  que  firmarán  también  la 
persona  ó  jefe  que  entrega  y  la  Autoridad  que 
recibe.  Un  tanto  del  acta  se  dará  á  aquel  para 
su  resguardo,  agregando  la  otra  al  sumario. 

Igual  diligencia  se  practicará  al  hacer  la 
remisión  y  entrega  en  su  caso  el  Alcalde  ó  Au- 
toridad local  al  Juez  ó  Tribunal  del  partido,  á 
quien  debe  verificarlo  al  tenor  de  lo  dispuesto 
en  el  art.  15. 

Art.  17.  Si  cuando  fuere  conducido  el  reo 
con  la  causa  á  los  Tribunales  del  Reino  le  ame- 
nazare en  la  travesía  riesgo  de  muerte,  y  por 
esta  ú  otra  grave  circunstancia  quisiera  hacer 


alguna  decían  don  ó  revelación  que  pueda 
conducir  á  la  administración  de  justicia,  la  re- 
cibirá el  Capitán  del  barco  ó  encargado  de  la 
conducción,  ó  persona  á  quien  comisionare, 
ante  Bscribano  publico,  pudiendo  ser,  y  en  su 
defecto  ante  dos  testigos  que  firmarán  con  el 
jefe  ó  Capitán  y  el  declarante.  Bsta  diligencia 
será  entregada  á  su  tiempo  con  el  sumario,  y 
sus  firmas  se  reconocerán,  siendo  posible,  al 
tiempo  de  la  entrega,  cuando  se  formalice  el 
acta  de  ella  de  que  habla  el  art.  13. 

Art.  18.  Las  apelaciones  en  los  casos  pre- 
venidos en  el  art.  13  se  interpondrán  y  admi- 
tirán respectivamente  para  ante  la  Audiencia 
territorial  ó  Tribunal  superior  inmediato  de  los 
mismos. 

Art.  19.  De  las  apelaciones  á  que  dieren 
lugar  las  providencias  de  los  Tribunales  con- 
sulares, cuando  procedan  como  Juzgados  de 
primera  instancia,  conocerá  la  Audiencia  ter- 
ritorial más  inmediata  de  la  Península  ó  pose- 
siones de  Ultramar.  Bn  su  consecuencia,  á  fin 
de  evitar  dudas  y  dificultades,  que  ya  han 
ocurrido  respecto  de  los  Cónsules  de  África, 
de  los  fallos  pronunciados  por  los  establecidos 
ó  que  se  establecieren  desde  el  Cabo  de  Buena 
Esperanza  inclusive  hasta  el  Cabo  Blanco,  so- 
bre las  costas  de  Marruecos,  irán  las  apelacio- 
nes á  la  Audiencia  de  Canarias;  desde  el  Pefion 
de  Velez  hasta  Mostaganem,  á  la  de  Granada, 
y, del  resto  de  las  costas  de  África  y  puertos 
de  Levante,  á  la  de  Mallorca. 

Art.  20.  A  fin  de  evitar  todo  entorpeci- 
miento en  la  pronta  administración  de  justi- 
cia, cuando  los  Cónsules  y  Vicecónsules  pro- 
cedan como  Jueces  de  primera  instancia,  siem- 
pre que  sea  dable,  se  entenderán  directamente 
con  la  Audiencia  respectiva,  sin  perjuicio  de 
dar  conocimiento  al  Ministerio  de  Bstado,  si  lo 
creyeren  conveniente. 

Art.  21.  Cuando  las  referidas  Audiencias, 
administrando  justicia,  hubieren  de  dictar  pro- 
videncias que  puedan  rebajar  el  necesario 
prestigio  de  los  Cónsules,  ó  embarazar  el  ejer- 
cicio de  sus  atribuciones  como  tales,  antes  de 
llevarlas  á  ejecución  darán  conocimiento  al 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  que  lo  hará 
al  de  Bstado,  adoptando  de  común  acuerdo  la 
resolución  que  conviniere. 

Art.  22.  Los  Cancilleres  de  los  Consula- 
dos, mientras  lo  son,  se  reputan  Notarios  con 
fé  publica  en  lo  judicial  y  escriturario  dentro 
del  distrito  de  aquellos.  Los  documentos  que 
autorizaren  harán  fé  en  juicio  y  fuera  de  él  en 
la  demarcación  del  Consulado,  y  legalizados 
por  el  Cónsul,  en  todo  el  Reino. 

Art.  23.  Limitándose  el  presente  decreto 
á  lo  puramente  judicial»  no  se  entienden  ros- 
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tríngidas  ó  modificadas  por  él  las  atribuciones 
de  policia  y  buen  gobierno,  ni  cualesquiera 
otras  que  competen  á  los  Cónsules  como  tal- 
les. » 

Estas  atribuciones  judiciales  de  los  Cónsu- 
les deben  cumplirse  exactamente,  según  re- 
cuerdo expedido  por  el  Ministerio  de  Marina 
con  fecha  10  de  Setiembre  de  1852,  y  comu- 
nicado por  el  de  Estado  el  14  de  Octubre  del 
mismo  ano.  (Véase  el  cap.  15,  artículos  81  al 
100  del  Reglamento  déla  Carrera  consular.) 

ATTOBNEY,  80LLIOITOB.  Estos  dos 
nombres  ingleses  son  sinónimos  de  Abogado, 
Estas  dos  clases  de  agentes  tienen  las  mismas 
atribuciones,  aunque  los  attorneys  las  ejercen 
ante  los  tribunales  llamados  de  ley  y  los  solli- 
citors  ante  los  tribunales  de  equidad. 

Antiguamente  el  carácter  oñcial  del  attor- 
ney  era  de  mucha  más  consideración  que  en  el 
dia;  pero  el  de  sollicitor  es  el  que  ahora  tiene 
más  importancia. 

AUBANA .  Voz  de  la  Edad  Media,  aplica- 
da á  la  confiscación  de  los  bienes  que  dejaban 
á  su  muerte  los  extranjeros.  Derecho  ó  cos- 
tumbre, decía  el  Conde  Levis  en  la  Cámara  de 
los  Pares  de  Francia,  que  era  contraria  á  la 
justicia  como  á  los  intereses  verdaderos  de  las 
Naciones.  Montesquieu,  comparándole  al  dere- 
cho de  naufragio,  le  dio  el  nombre  de  derecho 
insensaío.  Desde  que  se  han  establecido  Emba- 
jadores y  Cónsules,  á  cuyo  cargo  está  la  vigi- 
lancia sobre  los  subditos  respectivos,  no  tenia 
excusa  ni  apariencia  de  decencia  el  derecho 
áe andana,  por  cuya  raeon  los  Monarcas  de 
Europa  le  han  abolido. 

AUDISSTCIA  PÚBLICA.  Véase  Recep- 
ción . 

AUDIENCIA  FBIVADA.  Véase  Recep- 
ción. 

AUDIENCIAS.  A  las  de  Canarias  corres- 
ponden las  apelaciones  de  las  providencias  de 
los  Tribunales  Consulares,  comprensivos  desde 
el  Cabo  de  Buena  Esperanza  hasta  el  Cabo 
Blanco,  según  el  Real  decreto  de  29  de  Se- 
tiembre de  1848,  art.  19. 

Ds  Gbanada.-* Corresponden  las  apelacio- 
nes de  las  providencias  do  los  Tribunales  Con- 
sulares entre  el  Peñón  de  Velez  hasta  Mosta- 
ganem,  conforme  previene  el  Real  decreto  de 
29  de  Setiembre  de  1848,  art.  19. 

Las  relaciones  de  las  Audiencias  con  los 
Cónsules  y  Vicecónsules,  que  proceden  como 
Jueces  de  primera'  instancia,  están  determi- 
nadas en  el  Real  decreto  de  29  de  Setiembre 
de  1848,  art.  20.  Véase  DeO'Rbillt,  Practica 
Consular  de  España,  segunda  parte,  p&g.  168. 

AUDITOB.  Juez  de  letras  que  conoce  de 
las  causas  del  fuero  militar  en  primera  ins- 


tancia. Por  Real  decreto  de  8  de  Abril  de  1857, 
en  que  se  dio  nueva  organización  al  cuerpo 
jurídico  de  la  armada,  se  declaró  que  habría 
seis  Auditores,  uno  en  el  Juzgado  de  la  Direc- 
ción de  la  armada  y  otro  en  cada  uno  de  los 
tres  departamentos  de  la  Península  y  en  los 
apostaderos  de  la  Habana  y  Filipinas. 

AU6ENTABSE.  Alejarse  de  algún  lugar, 
y  especialmente  de  aquel  en  que  se  reside  ha- 
bitua!mente.  Ausente  es  aquel  que  no  está  en 
el  lugar  de  su  domicilio  ó  residencia  ordina- 
ria, tenga  ó  no  tenga  obligación  de  estar  en 
él,  y  aunque  se  sepa  dónde  se  halla.  Asi,  por 
ejemplo,  un  Magistrado  está  ausente  del  lugar 
en  que  ejerce  sus  funciones  cuando  no  reside 
en  él  actualmente;  y  un  espa&ol  está  ausente 
del  Reino  cuando  viaja  ó  se  establece  en  país 
extranjero. 

AUSENTABSE  DEL  DISTBITO  EL 
CÓKSUL.  La  Real  orden  de  10  de  Junio  de  1866 
previene:  «que  para  impedir  el  abuso  que  tanto 
relaja  la  disciplina  como  perjudica  al  servicio 
con  la  ausencia  de  sus  puestos  de  los  Agentes 
consulares,  se  manda  expresamente  que  éstos 
no  puedan  ausentarse  de  sus  respectivos  distri- 
tos consulares  donde  residan  sin  una  autoriza- 
ción expresa  del  Ministro  de  Espalda  acreditado 
en  el  mismo,  incurriendo  en  una  grave  res- 
ponsabilidad los  que  faltaren  á  este  precep- 
to. Véase  Licencia  temporal. 

La  Ley  orgánica  de  la  Carrera  consular  en 
sus  artículos  9.*  y  10  establece  las  reglas  para 
poder  ausentfirse  de  sus  puestos  los  Cónsules  y 
Vicecónsules  honorarios.  Véase  Cónsules,  donde 
está  dicha  ley  orgánica. 

El  ausente  que  tiene  derecho  á  pensión, 
sueldo,  salario  ó  renta  vitalicia  debe  remitir 
para  su  cobro  documento  que  acredite  su  exis- 
tencia. Véase  Cesante  y  Jubilación. 

AUSTBÉQUES.  De  la  palabra  alemana 
Austrag  y  en  plural  Austrage^  que  signiñca  de- 
cisión sobre  un  punto  de  derecho:  en  derecho 
público  alemán  la  palabra  Austrégues  se  apli* 
ca  especialmente  á  las  comisiones  arbitrales 
que  deciden  cuestiones  de  derecho  etc. ,  y  en- 
tre el  Gobierno  y  un  particular.  Véase  un  ex- 
tenso articulo  en  el  StaatS'lexicon  de  Rotteck 
y  Welker  en  la  palabra  Schiedsgebight,  y  el  de 
M.  Aegidi  en  el  Staatsworterhuch  de  Blantschli 
y  Brater  (tomo  1.*)  con  una  extensa  bibliogra- 
fía. Otros  detalles  bibliográñcos  ha  publicado 
R.  V.  Mohl  en  su  Qeschichte  und  Lileratur  der 
Staalsmssenscha/ten,  (tomo  2.*)  ^ 

AUTÉBTICA.  La  certificación  ó  despa- 
cho con  que  se  testifica  la  identidad  y  verdad 
de  alguna  cosa,  y  en  lo  antiguo  la  copia  auto- 
rizada á$  alguna  orden,  carta  ó  instrumento. 

AUTONOMÍA.  Autonomía  es  de  origen 
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griego.  Literalmente  sigaiñca  legislación  in* 
dependiente  ó  libertad  de  gobernarse  por  sas 
propias  leyes  y  faeros.  Difícil  será  citar  en 
Europa  una  provincia  ó  población  que  goce  en 
realidad  de  autonomía  y  si  solo  una  dosis  más 
ó  menos  grande  de  selfgovernement.  La  autono- 
mía acuerda  al  Poder  el  derecho  de  hacer  le- 
yes, y  el  sel/governement  el  de  hacer  regla- 
mentos: By-lawt,  El  ielfgovernement  es  respecto 
á  la  autonomía  lo  que  es  la  Administración  al 
Poder  legislativo. 

AT7TOB.  El  que  ha  compuesto  alguna 
obra  literaria.  Ningún  autor  podía  imprimir 
antes  sus  obras  sin  previa  censura  y  licencia 
de  la  autoridad  constituida  á  este  efecto  por  el 
Gobierno.  Trátase  extensamente  sobre  esta  ma- 
teria en  las  41  leyes  con  sus  notas  que  con- 
tiene el  tit.  16,  libro  8.*"  de  la  Novísima  Reco- 
pilación. Mas  ahora,  según  el  reglamento  so- 
bre libertad  de  imprenta  de  22  de  Octubre  de 
1820,  restablecido  por  decreto  de  1 7  de  Agosto 
de  1836,  todo  español  tiene  derecho  de  impri- 
mir y  publicar  sus  pensamientos  sin  necesi- 
dad de  previa  censura,  exceptuándose  sola- 
mente de  esta  disposición  general  los  escritos 
que  versen  sobre  la  Sagrada  Escritura ,  etc. 
Además,  elart.  2.^  de  la  Constitución  de  1837 
dice:  aTodos  los  espa&oles  pueden  imprimir  y 
publicar  libremente  sus  ideas  sin  previa  cen  • 
aura,  con  sujeción  á  las  leyes.» 

AUTORIDAD.  Es  la  facultad  de  someter 
las  acciones  de  los  hombres  á  ciertas  reglas  y 
condiciones.  Toda  sociedad  debe  ejercer  un  po- 
der sobre  bs  miembros  que  la  componen  en 
bien  de  ellos  mismos,  sin  lo  cual  sus  pasiones 
discordes,  sus  voluntades  y  caprichos  injus- 
tos, sus  intereses  diversos  turbarían  á  cada 
instante  la  tranquilidad  publica  y  la  felicidad 
particular  de  las  familias  y  de  los  ciudadanos. 
Los  hombres  viven  en  sociedad  para  que  ésta 
les  proporcione  su  bienestar  común.  Cada  uno 
ve  que  la  vida  social  le  da  una  seguridad,  unas 
ventajas,  unos  socorros ,  unos  placeres,  de  los 
cuales  carecería  si  viviera  separado;  por  con- 
siguiente, cada  miembro  de  una  familia,  de  un 
cuerpo,  de  una  asociación  cualquiera  se  ve 
obligado  á  depender  de  la  sociedad  general. 

La  ley  debe  castigar  á  los  que  se  mues- 
tran rebeldes  á  la  voluntad  general,  porque 
su  obligación  es  conservar  los  derechos  de  los 
hombres  y  preservarlos  de  sus  pasiones  mu- 
tuas. La  ley  puede  privar  de  su  bienestar  y  re- 
primir á  aquellos  que  turban  la  felicidad  pú- 
blica, i  fin  de  contener  por  medio  del  temor  á 
los  que,  obcecados  por  sus  pasiones ,  pierden 
de  vista  el  bien  general  y  se  niegan  á  cum- 
plir las  cláusulas  del  pacto  social.  (Barón  de 
HoLBACH,  Moral  ünivirsal,) 


AUTORIDAD  DE  OOSA  JUZGADA. 

La  fuerza  de  la  sentencia  válida ,  que  queda 
irrevocable  por  haberse  dado  en  último  re- 
curso, 6  por  haberse  apelado  de  ella  en  el  tér- 
mino legal  ó  por  haberse  declarado  desierta  la 
apelación  que  se  habla  interpuesto . 

AUTORIDADES  ESPAÑOLAS.  Véase 
Autoridad  y  Correspondencia. 

AUTO.  Decreto  judicial  dado  en  alguna 
causa  civil  ó  criminal.  En  los  autos  de  cita- 
ción de  Tribunales  extranjeros  se  prohibe  á 
los  Cónsules  el  darles  curso ,  según  la  Real 
orden  circular  de  29  de  Mayo  de  1845. 

En  los  asuntos  civiles  y  criminales,  el 
Cónsul  y  los  adjuntos  que  discordaren  razona- 
rán su  voto  por  escrito,  quedando  unido  á  los 
autos.  (Real  decreto  de  29  de  Setiembre  de 
1848,  art.  5.*) 

AUTOS  DE  CITACIÓN.  Los  autos  de  ci- 
tación de  Tribunales  extranjeros  para  indivi- 
duos residentes  en  España  no  pueden  darlos 
los  Cónsules,  según  previen<^  la  Real  orden  del 
Ministerio  de  Estado  de  29  de  Mayo  de  1845. 

AUXILIADOR.  En  lo  criminal  se  llama 
asi  el  que  voluntariamente  y  á  sabiendas  ayu- 
da á  favorecer  á  otro  para  la  ejecución  de  al- 
gún delito. 

El  que  presta  auxilio  á  otro  para  delin- 
quir, sea  antes  del  delito,  sea  en  el  mismo 
acto  de  la  ejecución,  incurre  en  la  misma  pena 
que  el  reo  principal,  con  tal  que  obre  volun- 
tariamente y  á  sabiendas;  pero  el  que  no  le 
ayude  sino  después  del  delito,  con  solo  el  ob- 
jeto de  salvarle,  no  debe  ser  castigado  con  la 
misma  pena,  sino,  con  otra  más  suave.  Asi  lo 
establecen  por  regla  general  los  autores;  pero 
ellos  mismos  inculcan  la  necesidad  que  hay 
de  que  los  Jueces  se  atemperen  en  cada  caso 
á  las  circunstancias  de  las  personas,  á  las  re- 
laciones que  hubiere  entre  delincuentes  y  au- 
xiliadores, y  á  la  mayor  ó  menor  influencia 
que  el  auxilio  pueda  tener  en  la  perpetración 
del  crimen.  (Ant.  Gómez,  lib.  3.*,  Variar,^  ca- 
pítulo 3.*,  números  48,  49  y  50. ( 

AUXILIARES.  I<lo  tratamos  en  este  ar- 
ticulo de  los  empleados  subalternos  que  ayu- 
dan en  las  encinas,  sino  de  los  auMiares  de 
fas  naciones,  entre  los  cuales  los  publicistas 
establecen  una  diferencia,  tal  como  aliado  j 
auxiliar.  Cuando  la  alianza  defensiva  ha  teni- 
do lugar  antes  de  la  guerra  y  sin  estar  secre- 
ta, la  prestación  de  tropas,  prevista  por  el 
casus  fáderis  que  fija  el  número  de  ellas,  no 
ha  de  ser  considerada,  según  los  mismos  pu- 
blicistas, como  un  acto  hostil  contra  el  enemi- 
go del  aliado.  Si,  por  el  contrario,  lot  socorros 
son  ilimilados,  entonces  constituyen  una  ver- 
dadera asociación  de  guerra.  En  tales  casos  la 
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fecha  de  la  alianza  es  indiferente  y  existe 
guerra  real  entre  el  aliado  y  la  Potencia  con- 
tra la  cual  se  han  suministrado  los  socorros. 
Véase  Alianza,  Aliado  t  Gcsrra. 

AUXIUATOBIA ,  AUXILIATOBIO. 
Despacho  ó  provisión  que  se  da  por  los  Tribu- 
nales superiores  para  que  se  obedezcan  y  cum- 
plan los  mandatos  y  providencias  de  los  iufo- 
riores  y  de  otros  Tribunales  y  Jueces. 

AUXILIO.  En  io  criminal  es  la  asisten- 
cia ó  ayuda  que  uno  presta  á  otro  para  delin- 
quir ó  para,  que  se  escape  después  de  haber 
delinquido.  Véase  Auxiliador. 

Bl  auxilio  en  dinero  se  llama  subsidio,  Dá* 
se  también  este  nombre  á  la  pensión  anual 
que  un  Soberano  paga  á  otro  por  un  cuerpo 
de  tropas  que  éste  le  sumioistra  ó  tiene  á  su 
disposición. 

AUXILIOS  Á  LOS  EMPLEADOS.  «To- 
do empleado  del  Gobierno  encargado  de  algu- 
na comisión  importante  del  servicio,  que  al  ir 
á  cumplirla  se  hallase,  por  cualquier  acciden- 
to involuntario,  destituido  de  medios  para  po- 
der continuar  su  viaje,  debe  ser  socorrido  por 
el  Cónsul  de  S.  M.,  previa  la  correspondiente 
justificación  del  carácter  y  situación  del  pe- 
ticionario,  cuando  éste  asegure  que  la  urgen* 
cía  del  momento  no  le  permite  aguardar  otros 
auxilios  sin  comprometer  los  intereses  que  le 
están  confiados.  (A.rt.  11  de  la  Instrucción 
Consular  de  19  de  Julio  de  1856.) 

La  cantidad  de  estos  socorros  solo  puede 
medirse  por  la  clase,  circunstancias  y  necesi- 
dades del  individuo  á  juicio  del  Cónsul,  quien 
con  prudente  previsión  la  suplirá  á  titulo  de 
adelanto  descontable  de  los  haberes  que  dis- 
frute el  socorrido,  expresáqdolo  éste  asi  en  el 
recibo,  que  firmará  por  triplicado.  El  Cónsul 
archivará  uno  de  estos  documentos  y  los  dos 
restantes  los  remitirá  al  Ministerio  de  Estado 
para  su  correspondiente  aprobación.  (Art.  12 
de  la  misma.) 

Los  Cónsules  facilitarán  á  los  correos  de 
gabinete  que  viajando  en  comisión  del  servi- 
cio con  pliegos  ó  sin  ellos  se  presenten  soli- 
citando socorro  la  cantidad  que  juzguen  ne- 
cesaria para  su  traslación  á  la  Legación  ó 
Consulado  más  próximos.  (Art.  13.) 

Los  Cónsules  anotarán  en  el  vaya  el  peso 
de  los  pliegos  que  entreguen  á  los  correos  de 
gabinete.  (Art.  14.) 

Cuando  ocurra  alguna  descomposición  ó 
fractura  al  carruaje  del  correo,  ü  otro  acci  Jen* 
te  que  exija  urgente  reparación,  abonará  igual- 
mente el  Cónsul  los  gastos  que  éste  ocasione. 
(Art.  15.) 

Bl  Cónsul  pondrá  en  el  vaya  una  nota  que 
exprese  haberse  presentado  el  correo  solicitan- 


do socorro,  y  haberle  auxiliado  hasta  el  punto 
de  N...  ó  con  motivo  de  tal  accidente...  con 
la  cantidad  de  T...  El  correo  dejará  al  Cónsul 
recibo  por  triplicado  del  socorro  que  le  hubie- 
se suministrado,  para  que,  remitiendo  dos  de 
éstos  al  Ministerio  de  Estado,  se  le  reintegre 
la  cantidad  adelantada,  sin  perjuicio  de  que 
uno  de  dichos  documentos  pase  original  á  la 
Ordenación  general  de  pagos,  á  la  que  se  le 
hará  cargo  de  su  importe,  y  le  cancelará  con 
el  correo  al  solventar  el  viaje.»  (Art.  16.) 

AUXILIOS  Á  BUQUES.  La  Instrucción 
de  4  de  Setiembre  do  1834,  determina  las  re- 
glas que  deberán  observar  los  Cónsules  en 
países  extranjeros  para  socorrer  á  buques  ó  in- 
dividuos españoles  que  por  arribadas,  naufra« 
gios  ú  otras  causas  legitimas  ó  forzosas  se  en- 
cuentren en  países  ó  puertos  de  otras  Nacio- 
nes, asi  á  los  que  pertenezcan  á  la  marina  de 
guerra  como  á  la  mercante. 

Por  lo  tocante  á  la  marina  de  guerra: 

«Artículo  1.^  Cuando  algún  buque  de  guer- 
ra por  dilatada  mansión  debidamente  autori- 
zada en  puerto  extranjero,  por  arribada  forzo- 
sa ú  otra  causa,  tuviere  urgente  necesidad  de 
víveres,  efectos  ó  dinero  para  socorro  de  la  do- 
tación, ó  para  alguna  ligera  recorrida  t  obra 
muy  precisa  que  no  dé  lugar  á  su  regreso  á 
España,  el  Comandante  del  bajel,  con  presu- 
puesto de  lo  necesario,  que  según  sus  preven- 
ciones ha  de  formar  el  Contador,  oficiará  al 
Cónsul  de  S.  M.  para  que  lo  facilite,  bien  en 
especie  ó  bien  en  dinero,  según  fuere  más  eco* 
nómico  ó  conveniente,  de  acuerdo  el  Coman- 
dante con  el  Cónsul,  quien  por  'Sus  conoci- 
mientos del  país  sabrá  proporcionar  los  medios 
más  ventajosos. 

Art.  2.*  Bl  Contador  firmará  dos  recibos 
iguales,  con  el  visto  bueno  del  Comandante,  de 
los  efectos  que  le  faciliten,  con  sus  precios  y 
total  importe,  ó  de  la  cantidad  de  dinero  si  el 
socorro  fuese  en  metálico.  Uno  de  estos  docu- 
mentos se  entregará  al  Cónsul  para  que  le  sir- 
va de  resguardo  y  pueda  dirigirlo  al  Ministe- 
rio de  Estado  para  solicitar  el  reintegro,  y  el 
otro  lo  remitirá  el  Comandante  al  Sr.  Secreta- 
rio del  Despacho  de  Marina  para  que  tenga  el 
debido  conocimiento  de  los  gastos  hechos  y 
del  motivo,  y  también  para  que  con  estos  an- 
tecedentes pueda  disponer  el  pago  cuando  se 
reclame. 

Art.  3/  Si  á  la  salida  de  buque  de  guerra 
quedase  en  el  hospital  algún  individuo  de  su 
dotación,  se  dará  aviso  al  Cónsul  por  el  Co- 
mandante, con  expresión  del  empleo  ó  plaza  y 
demás  datos  de  ordenanza,  á  fin  de  que  cuando 
salga  curado  pague  las  estancias  vencidas,  y 
le  proporcione,  á  falta  de  buque  de  guerra, 
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menoscabo  que  resaltare  en  el  yalor  de  los 
géneros  que  en  caso  de  arribada  forzosa  hubie- 
re sido  necesario  vender  á  bajo  precio  para  re- 
parar el  daño  causado  al  buque  por  cualquier 
accidente  reputado  como  averia  gruesa. 

Todas  cuantas  personas  hubiese  interesa- 
das en  el  buque  ó  su  cargamento  al  tiempo  de 
ocurrir  alguno  de  los  accidentes  caliñcados 
como  averiat  gruesas,  están  obligadas,  según 
el  art.  937,  á  contribuirá  su  importe. 

Pero  para  que  esta  Contribución  proceda, 
necesarios  son  varios  requisitos  que  concurran 
á  probar  debidamente  que  el  da&o  inferido  al 
buque  ó  á  su  cargamento  era  necesario  y  ha- 
bla de  redundar  en  beneficio 'de  todos.  De  otra 
manera,  ya  se  concibe  qué  número  tan  asom- 
broso de  fraudes  podian  surgir  de  esta  contri- 
bución. Tócanos,  pues,  examinar  cuáles  son 
los  requisitos  exigidos.  Y  como  quiera  que  ia 
circunstancia  que  precede  á  las  averias  grue- 
sas es  el  ánimo  deliberado,  según  hemos  po- 
dido observar,  señalaremos  como  circunstan- 
cia primera  para  poder  verificar  la  contribu- 
ción, que  los  daños  procedan  de  deliberación.  Pe- 
ro no  basta  esto;  posible  seria  una  deliberación 
fraudulenta  y  sin  causa  satisfactoria  que  la 
motivare,  y  bé  aquí  por  qué  colocamos  como 
circunstancia  segunda  para  exigir  la  contri- 
bución que  los  daños  tengan  par  objeto  la  salva* 
don  de  la  nave  ó  del  cargamento.  Una  vez  cono- 
cida la  necesidad  de  sacrificar  una  parte  en  be- 
neficio del  todo,  necesitase  aCín  que  esta  deter- 
minación traspase  los  limites  exiguos  de  un  sim- 
ple convenio  verbal ,  que  nada  probaria  en  último 
resultado  para  los  interesados  ausentes  al  tiem- 
po del  riesgo,  y  de  aqui  la  tercera  circuns- 
tancia indispensable  para  la  contribución,  es- 
to es,  forma  legal  de  la  determinación.  Llenos  ya 
estos  requisitos,  ninguna  duda  puede  haber, 
asi  acerca  de  la  necesidad  de  sacrificar  en  pro 
de  todos  parte  de  la  nave  ó  del  cargamento, 
como  de  las  formalidades  que  precedieron  á 
este  acto.  Pero  de  nada  sirven  los  más  gran- 
des sacrificios  cuando  son  improductivos;  in- 
útil seria  arrojar  al  mar  parte  del  cargamento, 
cortar  los  cables,  etc.,  si  la  nave  no  dejó  por 
eso  de  naufragar,  y  esta  circunstancia  de  con- 
seguir  evitar  el  riesgo  que  amenazaba  la  coloca- 
remos como  la  última  necesaria  para  que  la 
contribución  teng^  lugar. 

Descendamos  á  los  pormenores  de  estas 
ciscunstancias. 

Que  los  daños  ó  los  gastos  sean  efecto  de 
deliberación  es  cosa  tan  necesaria,  como  que 
sin  ella  la  averia  gruesa  no  existe,  se  convier- 
te en  averia  simple;  los  mástiles  que  de  propó^ 
sito  se  rompan  ó  inutilicen,  serán  una  averia 
gruesa;  los  mástiles  que  se  rompan  por  ma- 


la calidad  de  las  maderas  ó  de  resaltas  de  una 
tormenta,  serán  una  averia  simple,  á  la  que 
en  modo  alguno  contribuirán  los  interesados 
en  la  nave  y  el  cargamento. 

No  siempre  es  directo  el  daño  que  delibe- 
radamente se  causa  al  buque  ó  á  la  carga;  ca- 
sos hay  en  que,  á  consecuencia  de  un  daño 
directo,  acaecen  otros  que  podemos  llamar  in- 
directos, y  que  no  por  eso  dejan  de  conside- 
rarse como  averias  gruesas,  siempre  que  sean 
resultado  necesario  de  los  primeros;  asi  acon- 
tece con  los  gastos  de  curación  y  sustento  de 
los  hombres  de  mar  heridos  en  defensa  de  la 
nave,  los  mismos  gastos  que  se  suAragran  en 
caso  de  rehenes,  etc.,  asi  como  también  los 
daños  inferidos  á  una  parte  del  cargamento  al 
arrojar  al  mar  otra,  ó  al  abrir  el  buque  para 
evitar  la  total  pérdida,  etc. 

No  es  menos  importante  la  forma  legal  en 
que  la  determinación  ha  de  constar.  Natural- 
mente pertenece  la  iniciativa  al  Capitán  en  to- 
dos los  daños  y  gastos  que  tengan  por  objeto 
la  salvación  común,  pero  éste  nada  puede  por 
si  solo;  es  menester  que  consulte  á  los  demás 
oficiales  y  á  los  cargadores,  ó  en  su  defecto  á 
los  sobrecargos.  Ya  se  concibe  que  estos  últi- 
mos ninguna  objeción  seria  podrán  hacer  á 
las  medidas  propiamente  facultativas;  pero  sa 
presencia,  según  el  art.  939,  es  conveniente 
al  efecto  de  autorizar  más  la  conducta  del  Ca- 
pitán; y  tanto  es  asi,  que  omitiéndose  consul- 
tar á  los  cargadores  cuando  se  hallen  presen- 
tes, quedarán  exonerados  de  contribuir  á  la 
averia,  recayendo  sobre  el  Capitán  la  parte  que 
á  éstos  oorre-spondiera  satisfacer,  á  menos  que 
la  urgencia  del  caso  impidiese  á  aquel  convo- 
car la  Junta  antes  de  tomar  por  si  disposición 
alguna.  Si  en  caso  de  consulta  los  cargadores 
ó  sobrecargos  se  opusieren  á  las  medidas  pro- 
puestas por  el  Capitán,  ó  por  el  piloto  en  sa 
defecto,  para  salvar  la  nave,  elJefe  superior  de 
la  misma  podrá  ejecutarlas  bajo  su  responsa- 
bilidad, no  obstante  la  contradicción,  quedan- 
do á  salvo  los  perjudicados  para  hacer  valer 
sus  derechos  ante  el  Tribunal  competente  con- 
tra el  Capitán  que  hubiese  procedido  con  dolo, 
ignorancia  ó  descuido. 

Sea  la  que  quiera  la  resolución  adoptada, 
el  art.  940  prescribe  que  para  sufragar  los  da* 
ños  ó  gastos  se  extenderá  motivada  en  el  li- 
bro de  navegación,  asi  como  los  votos  que  se 
hubiesen  dado  en  contra,  y  los  fundamentos 
en  que  se  hubieran  apoyado  los  votantes.  Es- 
ta acta  se  firmará  por  todos  los  concurrentes 
que  sepan  hacerlo,  extendiéndose  antes  de  pro- 
ceder á  la  ejecución  de  lo  resuelto,  si  hubiere 
tiempo;  y  si  no  lo  hubiere,  en  el  primer  mo- 
mento en  que  pueda  verificarse.  El  Capitán 
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está  obligado  á  entregar  copia  de  la  delibera- 
ción á  la  Aatoridad  judicial  en  negocios  de 
comercio  del  primer  puerto  adonde  arribe, 
afirmando  bajo  juramento  que  son  ciertos  los 
hechos  en  ella  contenidos;  procediendo,  según 
Real  decreto  de  Abril  de  1833,  con  igual  for- 
malidad  respecto  del  Tribunal  de  Marina,  á 
quien  toca  decidir  de  la  culpabilidad  ó  incul- 
pabilidad de  la  averia. 

Cuando  haya  de  arrojarse  al  mar  parte  del 
cargamento,  se  comenzará  por  las  cosas  más 
pesadas  y  de  menos  valor,  y  en  igualdad  de 
circunstancias  serán  arrojadas  primero  las  que 
se  hallen  en  el  primer  puente,  siguiendo  el  or- 
den prescrito  por  el  Capitán,  de  acuerdo  con  los 
oficiales  déla  nave,  según  previene  el  art.  941. 

Si  existiese  alguna  parte  del  cargamento 
sobre  el  combés  ésta  será  la  primera  que  se  arroje 
al  mar  (Art.  950),  ya  porque  es  la  que  más 
compromete  la  suerte  del  buque  en  caso  de 
naufragio,  ya  también  porque  su  pérdida  no 
da  lugar  á  contribución.  Esta  última  circuns- 
tancia (Art.  949)  nos  hace  creer  que  también 
deben  arrojarse  de  los  primeros  los  géneros  que 
se  trasporten  sin  conocimiento,  puesto  que  en 
este  caso  los  dafios  ó  gastos  que  ocasionen  no 
dan  margen  á  contribución. 

Antes  de  llegar  á  cuanto  se  prescribe  res- 
pecto á  averías  en  nuestras  últimas  Ordenanzas 
de  Aduanas  de  1870,  y  que  consignaremos  al 
final  de  este  articulo,  hemos  llegado  á  la  parte 
más  diñoll  en  punto  á  averias,  que  es  la  deter- 
minación de  cuándo  son  los  gastos  ó  los  daños  ne- 
cesarios para  la  salvación  común.  De  propósito 
hemos  dejado  esta  circunstancia  para  después 
de  la  determinación  en  forma  legal,  porque  al 
tratar  de  la  presente  tengamos  mayor  número 
de  datos  para  examinarla.  Tan  ardua  es  esta 
materia,  que  cada  pueblo  ha  impreso  un  sello 
particular  en  su  legislación  acerca  de  ella,  sin 
abordar  por  punto  general  la  cuestión  ni  pre- 
sentarla de  una  manera  tan  clara  que  aleje  las 
interpretaciones  arbitrarias  de  las  partes.  Nos- 
otros, pues,  no  podiemos  dar  aqui  una  regla 
general  para  todos  los  casos;  los  límites  que 
separan  los  actos  causados  deliberadamente 
para  la  salvación  común  de  los  fortuitos  son 
tan  vagos  que  apenas  se  perciben.  Un  mismo 
hecho  puede  en  ocasiones  contribuir  al  interés 
de  todos,  y  en  ocasiones  al  de  un  solo  indivi- 
duo. Sigúese  de  esto,  que  asi  de  los  casos  par- 
ticulares en  que  acontezcan  los  riesgos,  como 
de  la  forma  legal  para  determinar  los  que  tie- 
nen que  ser  conjurados  con  medidas  extremas, 
hemos  de  deducir  los  gastos  y  dahos  causados 
en  pro  de  la  generalidad,  y  los  gastos  y  dahos 
cansados  en  pro  del  naviero  ó  de  alguno  de 
los  cargalores. 


Después  de  ejecutado  el  dafio  ó  gasto  en 
la  nave,  ó  en  el  cargamento,  es  menester,  se- 
gún el  art.  967,  gue  cesen  los  peligros  que  ame^ 
natan  para  que  la  contribución  se  realice.  Con 
efecto,  la  ley  nos  dice  terminantemente  que  si  la 
nave  se  perdiere  á  pesar  de  la  echazón  de  una 
parte  de  su  cargamento,  cesará  la  obligación 
de  contribuir  al  importe  de  la  averia  gruesa, 
y  los  dahos  y  pérdidas  ocurridos  se  estimarán 
como  averia  simple  ó  particular,  en  que  cada 
propietario  soportará  los  menoscabos  que  sus 
efectos  hubiesen  sufrido.  No  importa  para  con- 
tribuir á  la  averia  que  después  de  salvarla  del 
riesgo  que  dio  lugar  á  la  contribución  se  pier- 
da por  otro  accidente  ocurrido  en  el  progreso 
del  viaje;  la  obligación  de  contribuir  subsisti- 
rá para  los  efectos  salvados  del  primer  riesgo 
que  se  hubieren  conservado  después  de  perdi- 
da la  nave. 

Un  caso  particular  existe  (art.  943  del 
Código  de  comercio)  en  qu.e  no  obstante  de  no 
causarse  al  buque  ó  al  cargamento  mismo  el 
daño  para  salvarlo,  procede  la  contribución; 
esto  sucede  cuando  habiendo  varios  buques 
anclados  en  un  puerto  ó  rada  se  declarase  in« 
cendio  en  alguno  que  se  mandara  echar  á  pi- 
que para  que  no  se  comunicase  á  los  demás,  ó 
cuando  para  impedir  un  abordaje  casual  se 
causase  de  propósito  averia  en  las  naves. 

En  contraposición  existen  casos  en  que  no 
tiene  lugar  la  contribución,  no  obstante  me- 
diar todas  las  circunstancias  señaladas  en  el 
articulo  del  Código  núm.  496: 

« 1 .  *  Cuando  recaiga  la  pérdida  ó  desmejora 
sobre  efectos  trasportados  sin  los  debidos  cono- 
cimientos; sin  que  dejen  por  eso  de  contribuir 
en  caso  de  salvarse,  como  todos  los  demás  del 
cargamento. 

2.*  Cuando  la  echazón  ó  menoscabo  cu- 
piese á  los  mercaderías  cargadas  en  el  combés, 
aunque  también  estarán  sujetas  á  la  contribu- 
ción de  la  averia  si  se  salvasen.  (Art.  950.) 

j  Pero  como  pudiera  suceder  que  los  géne- 
ros se  hubiesen  colocado  en  el  combés  arbi- 
trariamente, y  sin  consentimiento  de  los  car- 
gadores, éstos  tienen  derecho,  sucediendo  así, 
á  que  el  Capitán  y  fletante  les  respondan  de 
los  perjuicios  de  la  echazón, 

3.*  Cuando  el  importe  de  la  avería  no  lle- 
gue á  exceder  á  la  centésima  parte  del  valor 
común  de  la  navey  el  cargamento. »  (Art.  965.) 
Justiprecio  de  las  averias  gruesas.  Sobre  la 
forma  en  que  debe  hacerse  la  repartición  de  las 
mismas  entre  las  cosas  que  contribuyen,  el  Có- 
digo de  comercio  prescribe  lo  siguiente: 

«Art.  945.  El  Capitán,  en  su  calidad  de 
jefe  de  la  nave  debe  solicitar  en  el  puerto  de 
la  descarga  la  justificación  de  las  pérdidas  y 
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gastos  que  constituyen  la  averia ,  asi  como 
también  hacer  efectivo  el  repartimiento  cuan- 
do proceda,  conforme  al  art.  962,  siendo  res^ 
ponsable  de  la  morosidad  ó  negligencia  en 
este  punto. 

La  antedicha  justificación  so  hará  con  ci- 
tación y  audiencia  instructiva  de  todos  los 
interesados  presentes  ó  de  sus  consignatarios. 
Bl  reconocimiento  (Art.  946),  asi  como  la 
liquidación,  se  verificará  por  peritos  nombra- 
dos por  el  Tribunal  de  Comercio  del  puerto  de 
la  descarga  siendo  en  territorio  español,  á  pro* 
puesta  de  los  interesados  ó  de  sus  representan- 
tes, 6  bien  de  oficio  si  éstos  no  lo  hicieren. 
Este  nombramiento  competerá  al  Cónsul  espa- 
ñol ó  á  la  Autoridad  judicial  de  comercio  si- no 
existiese  Cónsul,  haciéndose  la  justificación  en 
país  extranjero . 

Los  peritos  (Art.  947)  no  pueden  rehusar 
su  nombramiento,  y  antes  de  entrar  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  jurarán  desempeñarlas 
fiel  y  legalmente.  Los  efectos  perdidos  ó  me- 
noscabados los  juatipreciarán  del  modo  que 
ordena  primero  el  art.  948. 

((Las  mercaderías  según  el  precio  corriente 
que  tendrían  en  el  puerto  de  la  descarga,  con 
tal  de  que  por  los  conocimientos  consten  sus  es- 
pecies y  calidad  respectiva:  no  siendo  así,  se 
estará  á  lo  que  resulte  de  la  factura  de  com- 
pra extendida  en  el  punto  de  la  expedición, 
con  más  el  importe  de  los  gastos  y  ñetes  cau- 
sados posteriormente.» 

Si  las  mercaderías  (Art.  951)  solo  hubiesen 
experimentado  menoscabo,  ó  después  de  echa- 
das al  mar  se  hubiesen  recobrado,  aunque  ave- 
riadas, se  justjfipreciarán  atendiendo  á  la  de- 
preciación que  por  el  accidente  sufriesen  en  el 
puerto  de  la  descarga,  y  cuando  sucediese  el 
segundo  supuesto;  es  decir,  cuando  se  reco- 
braren después  de  arrojadas  al  mar,  se  calcu- 
lará sobre  la  citada  depreciación  los  gastos 
satisfechos  para  recobrarlas,  y  si  se  hubieren 
incluido  en  la  masa  común  de  la  avería  antes 
de  hacerse  el  recobro,  dándose  su  importe  á 
los  propietarios,  devolverán  éstos  lo  percibido, 
reteniendo  lo  que  les  corresponda  por  razón 
de  desmejora  y  gastos. 

Los  paloH  cortados,  velas,  cables  y  demás 
aparejos  que  se  inutilicen  para  salvar  la  nave, 
se  justipreciarán,  según  el  art.  948,  por  el 
valor  que  tuvieren  cuando  hubiere  sucedido  la 
avería,  según  el  estado  de  servicio  en  que  se 
hallaren;  y  si  el  daño  se  hubiese  inferido  al 
casco  del  buque  habrá  que  tenerse  presente, 
como  consecuencia  de  lo  expuesto,  el  estado 
en  que  se  encontraba  el  mismo  buque  en  la 
época  de  la  catástrofe. 

Hecha  de  esta  manera  la  justipreciación  de 


los  daños  ó  gastos  causados  por  la  averia,  res- 
ta distribuir  su  importe  con  equidad  entre  las 
cosas  que  deben  contribuir.  Para  ello  import  a 
ver  no  solo  qué  cosas  son  éstas,  sino  también 
la  manera  de  valorarlas,  al  efecto  de  que  la 
distribución  obtenga  la  equidad  exigida. 

El  boque  y  sus  aparejos  serán  apreciados 
según  el  estado  en  que  se  hallen  (artículos  955 
y  956),  con  más  los  fletes  devengados  en  el 
viaje,  deducidos  los  salarios  del  capitán  y  de 
la  tripulación. 

Las  mercaderías,  que  es  otra  de  las  cosas 
que  contribuyen,  conforme  al  art.  957,  se  es- 
timarán, no  por  el  valor  que  tengan  en  el  co- 
nocimiento, sino  por  el  precio  que  alcancen  en 
el  punto  de  la  descarga,  según  inspección  ma- 
terial de  ellas. 

Las  mercaderías  perdidas,  y  en  general  to- 
das las  averias  gruesas,  contribuyen  también, 
aunque  sin  más  obligaciones  de  hacerlo  en  los 
riesgos  posteriores,  y  su  estimación  se  hará 
según  el  valor  que  se  les  haya  considerado  en 
la  regulación  de  la  avería.  (Artículos  955  y 
966.)  Esta  evaloración  ha  de  practicarse  por 
peritos  nombrados  al  efecto. 

Por  el  art.  95S  están  exentas,  empero,  de 
contribuir  á  la  averia  las  municiones  de  boca 
y  guerra  de  la  nave,  es  decir,  las  consagradas 
inmediatamente  á  la  defensa  del  buque  ó  al 
sustento  de  su  tripulación,  pero  no  las  que  se 
trasportaren  accidentalmente;  tampoco  contri- 
buirán las  ropas  y  vestidos  de  uso  del  Capitán, 
oficiales  y  tripulación  que  hubieren  ya  servi- 
do; y  esta  Ciltima  circunstancia  nos  inclina  A 
creer  si  estarán  en  la  obligación  de  contribuir 
las  que  aun  no  se  hubiesen  estrenado:  no  con- 
tribuirán tampoco  (Art.  959)  las  ropas  y  ves- 
tidos del  mismo  género  pertenecientes  á  los 
cargadores,  sobrecargos  y  pasajeros  que  se 
hallen  á  bordo  de  la  nave,  siempre  que  el  va- 
lor de  los  efectos  de  esta  especie  correspon- 
dientes á  cada  uno  no  exceda  á  los  de  igual 
clase  que  el  Capitán  salve  de  ia  contribución. 

No  expresa  el  Código  si  el  Capitán  ó  la  tri- 
pulación deben  contribuir  por  sus  salarios,  asi 
como  tampoco  si  los  pasajeros  deben  verificar- 
lo por  sus  personas:  respecto  del  primer  pun  - 
to,  las  Ordenanzas  de  Bilbao  los  excluían  ter- 
minantemente de  contribuir,  á  excepción  de 
cuando  la  avería  tenia  por  origen  el  rescate  de 
dichos  individuos.  No  mencionando  nada  de 
esto  el  Código,  debe  suponerse  que  los  salarios 
nunca  contribuyen.  En  cuanto  á  los  pasajeros, 
según  las  propias  Ordenanzas,  estaban  obliga- 
dos á  contribuir  á  la  avería  por  sus  personas, 
aunque  no  se  les  ponía  para  ello  tasa  alguna.  Bl 
Código,  al  no  hacer  mención  de  este  particu- 
lar, parece  conformarse  con  la  ley  de  Partidas, 
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según  la  caal  «si  oviese  y  ornes  libres  qae  non 
traxesen  en  el  navio  al,  si  non  sus  cuerpos, 
cuantos  quier  que  sean  non  deven  pagar  nin- 
guna cosa  en  pérdida  del  echamiento,  por  ra« 
zon  de  sus  personas;  porque  el  orne  libre  non 
puede  ni  debe  ser  apreciado  como  las  otras  co« 
sas,»  lo  cual  está  en  consonancia  con  las  leyes 
rodias:  Corporum  liberorum  aslimationení  nulan 
Jleri  pússe. 

Apreciadas  debidamente  las  cosas  que  con-' 
tribuyen,  asi  como  el  importe  de  la  averia,  no 
restará  más  que  proratear  la  segunda  cantidad 
entre  la  primera  para  averiguar  el  tanto  á  que 
cada  uno  está  obligado  á  satisfacer.  Esta  re- 
partición proporcional  entre  tocjos  los  contri- 
buyentes se  ha  de  hacer  por  una  persona  nom- 
brada expresamente  por  el  Tribunal  que  co- 
nozca de  la  liquidación  de  la  averia,  pero  sin 
que  sea  ejecutiva  hasta  que  recaiga  en  ella  la 
aprobación  del  propio  Tribunal,  el  cual  proce- 
derá para  darla  con  audiencia  instructiva  de 
los  interesados  presentes  ó  de  sus  legitimes 
representantes. 

Las  partes, sin  embargo,  podrán  prescindir 
del  Tribunal  en  la  responsabilidad,  liquidación 
y  pago  de  las  averias,  ya  por  medio  de  un  ar- 
reglo amistoso,  ya  también  por  medio  de  conve- 
nios especiales  preexistentes,  que  se  observa- 
rán puntualmente  aun  cuando  difieran  de  las 
reglas  establecidas. 

Salvos  estos  convenios,  el  Capitán,  bajo  su 
responsabilidad,  debe  realizar  el  repartimiento: 
si  los  contribuyentes  no  satisfaciesen  las  cuo- 
tas respectivas  dentro  de  los  tres  dias  siguien- 
tes á  la  aprobación  del  mismo,  se  procederá,  á 
solicitud  del  Capitán,  contra  los  efectos  salva- 
dos hasta  hacerlas  efectivas  sobre  sus  produc* 
tos,  ó  bien  diferir  la  entrega  de  ellos  si  el  in- 
teresado en  recibirlos  no  diere  fianzas  á&  su 
valor.  (Artículos  962,  963  y  964.) 

Bnla  protesta  que  el  Capitán  ó  patrón  ha- 
ga ante  el  Cónsul  dentro  de  las  veinticuatro 
horas  siguientes  al  arribo,  deberá  consignar 
que  lo  hace  para  poner  á  cubierto  á  sus  navie- 
ros, fletadores  y  demás  interesados  en  el  bu- 
que de  su  mando. 

Cuando  las  averías  son  de  poca  considera- 
ción y  por  lo  tanto  no  es  necesaria  la  forma- 
ción de  expediente  en  la  forma  y  latitud  que 
en  el  caso  de  gruesa  averia,  el  Capitán  hará  al 
Cónsul  una  petición  en  la  que  refiera  todos  los 
acontecimientos  ocurridos  durante  su  navega* 
clon,  etc.  y  le  autorice  á  reparar  la  averia  cau- 
sada en  la  obra  muerta  del  buque,  etc. ,  para 
que  no  se  siga  jiilterior  perjuicio  á  su  nave  y 
paeda  aprestarse  para  recibir  cargue  si  lo  tu- 
viere contratado  y  darse  á  la  vela,  etc.— El 
Oónsul  á  continuación  pone: 


«Auto.  Vista  la  instancia  que  precede,  sus- 
crita por  Tal,  etc.: 

Vista  la  declaración  hecha  por  el  expresado 
Capitán,  dentro  del  término  legal  á  su  arribo 
á  este  puerto,  la  cual  concuerda  en  todas  sus 
partes  con  los  acontecimientos  que  deja  rela- 
tados: 

Vista  y  examinada  por  mi,  con  arreglo  al 
artículo7.*de  la  ley  de  Noviembre  de  1837,  la 
averia  causada...  (clase y  nombre  del  bujue)  por 
efecto  del  abordaje  ó  la  causa  que  sea: 

Considerando  que  no  puede  clasificarse  di  * 
cha  avería  en  el  caso  de  aquellas  que  deben 
necesariamente  repararse  en  puertos  espaüo  • 
les,  atento  á  su  escasa  importancia;  siendo  sin 
embargo  conveniente  sea  con  urgencia  repa- 
rada para  evitar  ulteriores  perjuicios  á  la  na- 
ve y  cargamento  que  debe  tomar  en  este  puer- 
to para  emprender  el  viaje  que  tiene  contra  - 
tado. 

Vengo  en  autorizar  al  Capitán  D...  para 
que  proceda  á  la  reparación  de  la  averia  cau- 
sada en  la  obra  muerta  del...  (clase p  nombre 
del  bugue) ,  con  obligación  de  presentar  las  cuen  - 
tas  de  gastos  que  origine  para  el  debido  cono- 
cimiento é  intervención  de  este  Consulado. 

Así  lo  dijo,  ordenóy  firmó  el  Sr.  D...  Cón- 
sul de  Bspafiaen  esta  residenciado...  el  día... 
de...  de...  de  que  yo  el  infrascrito  Canciller 
doy  fé. 

El  Cónsul  de  Bspa  fia, 
(L.  S.)         (Firma.) 


El  CancUler. 
(Firma.) 


Art...  delalarira. 
Derechos... 
SolviU 

El  Canciller, 

(Firma.) 

Estas  cuentas  deben  llevar  el  Visto  Bueno 
del  Cónsul,  y  un  duplicado  de  ellas  deba  que- 
dar unido  á  este  expediente  para  que  conste  la 
importancia  de  las  obras. 

Al  despedir  el  buque  el  Cónsul  debe  dar 
parte  al  Comandante  de  marina  de  su  destino 
de  esta  autorización,  de  la  clase  de  obras  eje- 
cutadas y  del  coste  de  las  mismas  (1). 

El  decreto  del  Ministerio  de  Hacienda,  dic- 
tado en  uso  de  las  facultades  que  le  competen 
como  individuo  del  Gobierno  provisional,  su 
fecha  22  de  Noviembre  de  1868,  dice  en  el 
articulo  3.*: 

«Todo  buque  español  podrá  carenarse  y 
recorrer  libremente  en  cualquier  puerto  ex- 
tranjero )) 


(1)  En  la  Práctica  consular  dé  España  de 
O'Éeillt,  están  los  modelos  para  las  actas  de 
averías  etc.  páginas  10,  120, 122^  123  y  126. 
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Ud  fallo  de  la  Iteal  Audiencia  de  Aix  (Fran- 
ria)  de  2  de  Mayo  de  1828  establece  que  los 
Tribunales  franceses  deben  admitir  y  dar  cré- 
dito á  las  protestas  y  liquidaciones  de  averias 
de  buques  extranjeros  hechas  por  los  Cónsules 
respectivos. 

La  circular  del  Ministerio  de  Justicia  en 
Francia  á  los  Procuradores  generales,  de  Se- 
tiembre de  1833,  y  un  fallo  de  la  Corte  de  Ca« 
sacien,  de  25  de  Noviembre  de  1845,  reconoce 
á  los  Cónsules  como  únicos  con  derecho  para 
recibir  las  proieslat  de  acería ,  etc. 

Bn  las  Ordejtanzas  de  aduanas  de  España ,  de 
1870,  cap.  9/,  art.  178,  se  establece  por 
principio  que: 

iiAveriaQ&  el  demérito  que  sufre  un  géne- 
ro por  accidente  ocurrido  durante  su  conduc- 
ción desde  el  momento  de  su  embarque  hasta 
inmediatamente  antes  de  desembarcarse. 

Por  analogía  se  da  el  mismo  nombre  al  de- 
terioro que  sufre  un  género  durante  su  con- 
ducción por  tierra  para  presentarse  á  la  im- 
portación.» 

Y  el  art.  179  dice: 

«Las  mercancías  que  se  presenten  averia- 
das á  despacharse  en  las  Aduanas  tendrán  op- 
ción á  una  rebaja  de  derechos  proporcional  al 
deterioro  ó  demérito  sufrido,  siempre  que  se 
cumplan  los  requisitos  siguientes: 

1  /  Bl  Capitán  expresará  á  continuación  de 
su  manifiesto  que  ha  hecho  protesta  ó  se  propo- 
ne hacerla,  luego  que  baje  á  tierra,  de  haber 
sufrido  ó  de  presumir  averia  en  su  cargamento. 
^*  La  protesta  la  hará  el  Capitán,  en  los 
términos  que  prescribe  el  Código  de  comercio, 
en  el  puerto  primero  á  donde  arribe  (Articu- 
lo 670  del  Código  de  Comercio),  y  mientras  no 
termine  sus  diligencias  no  se  le  permitirá  abrir 
las  escotillas. 

3.*  De  la  protesta  presentará  el  Capitán  un 
testimonio  en  forma  legal  al  Administrador  de 
la  Aduana,  dentro  de  los  tres  días  siguientes 
al  de  la  admisión  del  buque  á  Ubre  plática. 

4.*  Por  su  parte  el  consignatario,  tomando 
todos  los  datos  que  estime  necesarios  sobre  el 
estado  del  cargamento,  sin  deshacer  los  bultos, 
presentará  durante  las  diligencias  del  despa- 
cho, pero  antes  del  reconocimiento,  dos  notas 
expresivas  de  aquellos  en  que  sepa  ó  sospeche 
que  existe  averia;  estas  notas  se  acompañarán 
á  cada  ejemplar  de  la  declaración.  Si  los  géne- 
ros se  destinan  á  almacén  ó  á  depósito  habrá 
de  presentar  la  nota  á  las  veinticuatro  horas 
de  haberse  almacenado  ó  depositado  aquellos. 
5.*  Bl  Administrador,  recibidas  la  protes- 
ta del  Capitán  y  la  nota  del  consignatario  en 
tiempo  hábil,  lo  hará  constar  en  ambas,  po* 
nlendo  de  su  pu&o  inadmitida  la  advertencia ^'íí 
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Entrada  de  buques  en  los  varaderos  para  repa- 
rar sus  averias.  —La  Real  orden  de  7  de  Julio  de 
1856  prescribe  que  no  se  admita  primacía  para 
entrar  en  los  varaderos,  y  que  á  cada  uno  que 
lo  solicite  se  le  dé  una  papeleta  numerada 
para  que  entre  cuando  le  corresponda;  en  la 
inteligencia  que  si  falta,  pierde  el  turno.  Bsta 
regla  no  solo  se  observa  en  Bspaña  para  la  en- 
trada en  los  diques,  sino  también  en  todos  los 
de  Buropa,  Indias  Orientales  y  América. 

AVISO.  Barco  pequeño  de  guerra,  de  ve- 
la, ó  vapor,  muy  andador,  el  que  sirve  en  las 
escuadras  para  conducir  despachos  ü  órdenes. 
AVISOS  AL  GOBIERNO.  La  Eeal  orden 
circular  de  3  de  Bnero  de  1857  previene:  «Que 
los  funcionarios  dependientes  del  Ministerio  de 
Bstado  despleguen  todo  su  celo  remitiendo  con 
puntualidad: 

1.*  Bl  aviso  de  toda  invención,  mejora  ó 
descubrimiento  que  pueda  ser  útil  á  la  indus- 
tria española. 

2.*  De  las  descripciones  y  noticias  sobre 
islas  ó  bajos  nuevamente  descubiertos  ó  error 
de  su  situación,  establecimientaó  supresión  de 
faros,  límites,  barras  ó  balizas,  y  todos  los  cam- 
bios importantes  que  ocurran  en  el  litoral  de  su 
demarcación  consular,  acompañando  los  pla- 
nos, avisos  y  demás  documentos  hidrográficos 
que  se  publiquen  en  el  mismo,  cuyo  importe 
cargará  el  Cónsul  en  cuenta  de  gastos  extra- 
ordinarios. Véase  Hidrooeafía. 

3.*  De  las  enfermedades  epidémicas  que 
aparezcan  en  su  distrito  consular  ó  en  sus  in- 
mediaciones; de  las  medidas  adoptadas  para 
prevenir  el  contagio  ó  disminuir  su  progreso, 
y  de  las  alteraciones  que  experimenten  en  to- 
dos tiempos  los  reglamentos  sanitarios  de  los 
puertos  extranjeros. 

4.*  De  los  bloqueos,  embargos,  alteracio- 
nes de  derechos  de  puerto  ó  de  Aduanas,  pro- 
hibición de  generoso  admisión  de  los  prohibi- 
dos, y  de  cualquiera  otra  alteración  que  pueda 
interesar  á  la  navegación  y  comercio  de  Bs- 
paña.» 

Bncarga  que  formen  los  Cónsules  anual- 
mente una  exposición  razonada  del  movimien- 
to mercantil  de  los  puertos  de  su  demarcación 
consular  con  los  de  la  Bspaña  peninsular  y  ul- 
tramarina, comparando  su  resultado  con  el  de 
los  anteriores,  y  exponiendo  las  causas  de  sa 
aumento  ó  disminución  y  cuantas  observacio- 
nes crea  conducentes  al  fomento  de  la  agricul- 
tura, industria  y  comercio  en  Bspaña. 

Y  por  dltimo,  que  la  actividad  é  inteligen- 
cia que  los  Cónsules  manifiesten  en  el  desem- 
peño de  los  deberes  que  estas  instrucciones  les 
imponen,  serán  convenientemente  apreciadas 
por  el  Gobierno;  debiendo  tener  entendido  que 
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06  estados  y  noticias  arriba  mencionados  se- 
rán publicados  oportunamente  en  el  periódico 
oficial. 

Bdta  Memoria  es  la  misma  que  se  enco- 
mendó al  Cuerpo  diplomático  por  Beal  orden  de 
22  de  Mayo  de  1818;  y  la  repetida  Real  orden 
de  3  de  Enero  de  3857  encarga  que  se  parti- 
cipen cuantas  mejoras,  descubrimientos  ó  in- 
venciones ocurran,  asi  como  las  descripciones 
relativas  á  variaciones  de  islas,  boyas,  faros  y 
cualesquiera  otras  relativas  al  litoral  maritimo 
de  la  demarcación  consular. 

Acerca  do  los  datos  estadísticos  como  de 
cualesquiera  de  las  noticias  ü  observaciones  que 
los  Agentes  Consulares  dirijan  al  Gobierno  sobre 
agricultura,  industria  y  comercio,  la  Real  or- 
den circular  de  11  de  Setiembre  de  1852  pre- 
viene «que  no  se  publiquen  ni  circulen  sin 
expresa  autorización  del  mismo;  porque  éste  se 
reserva  propagar  de  la  manera  que  estime  con- 
veniente las  noticias  suministradas  por  aque- 
llos que  puedan  contribuir  á  la  couservacion  y 
fomento  de  la  riqueza  nacional.» 

A  fin  de  acelerar  la  publicación  de  las 
muchas  é  interesantes  Memorias  que  remiten 
los  Agentes  Consulares  de  Bspaüa  al  Ministe- 


rio de  Estado,  por  Real  orden  circular  de  8  de 
Abril  de  1872  se  previene  «que  en  lo  suce- 
sivo dichas  Memorias  deberán  enviarse  en  ho- 
jas escritas  por  una  sola  carilla,  con  lo  cual  po- 
drán mandarse  á  la  Qacela  después  de  ezami* 
nadas,  sin  aguardar  á  que  se  saque  copia  de 
ellas  en  cuartillas,  que  tardan  generalmente 
en  hacerse  por  la  gran  extensión  de  estos  tra- 
bajos, etc.»  Véase  Exposición  bazonada. 

A VOCATOBIA  BDICTA.  Decretos  de  un 
Soberano  llamando  á  sus  subditos  en  tiempo  de 
guerra  y  obligándoles  á  dejar  el  servicio  mi- 
litar á  los  que  lo  prestan  en  países  extranjeros. 

AZUF&S.  Por  el  art.  13  de  la  ley  de  Pre- 
supuestos de  23  de  Mayo  de  1845  quedó  en 
libertad  la  explotación  y  venta  de  esta  sustan- 
cia mineral,  cuyo  uso  es  tan  útil  en  la  medi« 
ciña,  en  las  artes,  etc.,  y  ahora  con  reconoci- 
da eficacia  para  combatir  el  oidium  tuckery  de 
las  vides. 

La  Real  orden  de  26  de  Junio  de  1845 
prohibe  la  importación  de  los  azufires  extran- 
jeros, y  por  el  Arancel  de  Aduanas  de  1869  se 
permite  la  introducción  con  el  derecho  de  un 
real,  ó  sean  25  céntimos  de  peseta,  por  100 
kilogramos. 


B. 
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BAAB  ó  BAHAB.  Pesa  que  se  usa  en  va- 
rias regiones  de  las  Indias  Orientales  para  pe- 
sar las  especias,  el  café,  etc.,  cuyo  valor  va- 
ria según  los  países;  asi  es  que  en  Achem  vale 
192  kilogramos;  en  Amboina  270;  en  Bata- 
via  (el  baar  pequeño)  184,  (el  grande)  279; 
en  Ceylan  247;  en  China  (el  grande)  272, 
(el  pequeño)  181;  en  Goa  205;  en  Madras  226; 
en  Malaca  147;  en  Moka  199;  en  Seringapa- 
tam  220;  en  Surate  407;  en  Témate  207,  y 
en  Travancora  180  kilogramos. 

BAAT.  Moneda  de  plata  del  Reino  de 
Siam,  y  que  sirve  también  de  pesa;  su  figura 
cuadrada,  con  caracteres  parecidos  á  les  de  los 
chinos,  la  hacen  inservible  para  el  curso  gene- 
ral, sino  por  su  peso  intrínseco.  La  ley  de  esta 
moneda  es  de  792  milésimas  de  fino,  y  en  Chi- 
na se  la  conoce  con  el  nombre  de  Tical.  Su 
peso  legal  es  de  15  gramos  ocho  centigramos, 
y  su  valor  viene  á  ser  de  unos  7  rs.  vn. 

BABCA.  Moneda  de  Hungría  de  muy  poco 
valor. 


BAB 

BABKA.  Pequeña  moneda  de  cobre  de 
Hungría. 

BAJA   Ó   AIiZA  FOBZADA   DE   LOS 

pascios.  Véase  Alza  ó  baja. 

BAJBL.  Denominación  genérica  de  toda 
enbarcacíon  ó  buque  que  pueda  hacerse  á  la 
mar.— Voz  derívala  de  bajo,  esto  es,  de  bajo 
calado,  en  oposición  á  alto  bordo,  por  cuya  ra- 
zón se  aplicaba  esta  denominación  á  los  buques 
que  podían  navegar  eatre  bajíos  ó  bajos;  asi 
que,  bajel  propiamente  dicho  sería  buque  cha- 
to ó  de  poco  calado;  pero  el  uso  ha  adoptado 
este  nombre  para  aplicarlo  indistintamente  á 
toda  clase  de  buques,  y  así  en  la  Ordenanza 
naval  se  habla  de  los  Reales  bajeles  para  indi- 
car las  naves  de  la  armada  de  guerra.  Véase 
Navb. 

BAJOS.  Bajo  fondo-,  bajío,  escollo;  mar 
que  solo  tiene  agua  para  permitir  el  paso  por 
encima  á  las  embarcaciones  de  poco  porte. 

La  Beal  orden  circular  de  3  de  Bn^ro  de 
1857  previene:  «Que  se  dé  parte  en  ocaaion 
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oportuna  de  las  descripciones  y  noticias  sobre  , 
islas  ó  bajos  nuevamente  descubiertos  ó  error 
de  su  situación,  acompañando  los  planos,  avi- 
sos y  demás  documentos  hidrográflcos  que  se 
publiquen  en  el  litoral  de  la  demarcación  con- 
sular, cuyo  importe  se  cargará  en  cuenta  de 
gastos  extraordinarios.» 

BALANCE.  Libro  de  cuenta  y  razón  en 
que  los  negociantes  apuntan  sus  deudas  acti- 
vas y  pasivas,  y  también  el  avance,  avanzo  ó 
tanteo  entre  los  mismos ,  esto  es  ,  la  cuenta 
final  por  mayor  de  entrada  y  salida  para  saber 
el  estado  de  sus  cuentas. 

Todo  comerciante  debe  formar  anualmente 
y  extender  en  el  libro  de  inventarios  el  ba- 
lance general  de  su  giro,  comprendiendo  en 
él  todos  sus  bienes,  créditos  y  acciones,  asi 
como  también  todas  sus  deudas  y  obligacio- 
nes pendientes  en  la  fecha  del  balance,  sin  re- 
serva ni  omisión  alguna,  bajo  la  responsabili- 
dad que  se  establece  en  el  libro  de  quiebras. 

Los  balances  generales  han  de  formarse 
por  todos  los  interesados  en  el  establecimiento 
mercantil  á  que  correspondan,  que  se  hallen 
presentes  á  su  formación. 

En  los  balances  generales  de  las  socieda- 
des mercantiles  es  suficiente  que  se  haga  ex- 
presión de  las  pertenencias  y  obligaciones  co* 
muñes  de  la  masa  social,  sin  extenderse  á  las 
peculiares  de  cada  socio  en  particular. 

Los  mercaderes  ó  comerciantes  por  menor, 
que  se  consideran  ser  aquellos  que  en  las  co- 
sas que  se  miden  venden  por  varas,  en  las  que 
se  pesan  por  menos  de  arroba,  y  en  las  que  se 
cuentan  por  bultos  sueltos,  no  tienen  obliga- 
ción de  hacer  balance  general  sino  cada  tres 
años.  (Artículos  36,  37  y  38  del  Código  de  co- 
mereio,)  Véase  Contabilidad  uebgantil. 

Los  Cónsules,  al  ser  trasladados  á otras  re- 
sidencias ó  al  ausentarse  de  ellas  en  uso  de 
competente  licencia,  formarán  un  balance  de 
cuentas  hasta  el  dia  en  que  cesen  y  hagan  en- 
trega de  su  cargo  al  que  les  suceda  en  propio* 
dad  ó  interinamente,  en  cuya  operación  inter- 
vendrán ambos  y  el  Vicecónsul  recaudador. 
El  Cónsul  saliente  recogerá  copia  de  dicho  ba- 
lance para  su  resguardo;  otra  quedará  archi- 
vada, y  otra  se  remitirá  al  Excmo.  Sr.  Ministro 
de  Estado,  dándole  parte  de  haberse  cumplido 
esta  formalidad,  según  previene  el  art.  17  del 
Reglamento  de  contabilidad  de  20  de  Diciembre 
de  1857. 

BALANZA.  Cada  uno  de  los  dos  platos 
cóncavos ,  pendientes  de  los  extremos  de  los 
brazos  del  peso,  por  medio  de  cordones  ó  ca- 
denillas, para  ponerse  en  el  uno  lo  que  se  ha 
de  pesar,  y  en  el  otro  las  pesas  con  que  se  ha 
de  nivelar  para  deducir  su  valor,  etc.— El 


peso  compuesto  de  fiel,  brazos  y  balanzas. 
BALANZA  ELáCTBICA,  HIDROSTÁ- 

TicA,  DE  TORSIÓN,  DE  RoBBRVAL,  ctc.  Denomina- 
ciones diferentes  que  indican  la  forma,  el  uso 
ó  el  inventor  de  las  balanzas  conocidas  bajo 
este  nombre. 

Tanto  los  que  compran  como  los  que  ven- 
den ,  están  obligados  á  servirse  de  balanzas 
bien  afinadas,  y  las  justicias  deben  poner  un 
cuidado  muy  especial  para  impedir  que  se  co« 
metan  fraudes  en  el  peso,  sobre  todo  en  las 
abacerías  y  demás  puestos  públicos  donde  se 
venden  artículos  de  consumo  ordinario. 

Se  han  dado  reglas  para  la  afinación  y 
exactitud  de  las  balanzas;  pero  la  más  fácil  y 
sencilla  que  hay  para  conocer  esta  exactitud 
es  mudar  las  pesas  de  un  plato  á  otro.  Si  re- 
sulta siempre  el  mismo  efecto,  es  prueba  de 
que  la  balanza  está  bien  afinada;  mas  si  se  ob- 
serva alguna  diferencia,  puede  asegurarse  que 
el  instrumento  no  está  conforme  á  las  reglas. 
Véase  Pesos  t  medidas  y  Falsario. 

BALANZA  DB  COMBBOIO.  Entre  los 
trastornos  políticos  que  causó  en  Europa  el 
descubrimiento  de  las  Américas ,  no  fué  el  de 
menor  influencia  el  que  dimanaba  del  error, 
nacido  entonces,  sobre  la  balanza  del  comercio. 
Deslumhrados  los  Gobiernos  con  el  brillo  del 
oro  y  de  la  plata  que  del  nuevo  se  derramaban 
en  el  viejo  mundo,  hicieron  consistir  en  su 
adquisición  la  riqueza  exclusiva  de  las  Nacio- 
nes; y  cuando  observaron  que,  por  efecto  de 
sus  medidas,  la  cantidad  de  plata  y  oro  que 
entraba  excedía  á  la  de  los  frutos  que  compra- 
ban los  extranjeros,  deducían  que  la  balanza  de 
comercio  estaba  en  su  favor,  y  al  contrario.  El 
sistema  de  la  bálanta ,  fundado  en  una  equivo- 
cación económica,  dio  lugar  á  guerras  san- 
grientas; acrecentó  las  contribuciones;  limitó 
el  giro  de  las  especulaciones  propias ,  y  tuvo 
parte  en  el  ajuste  de  tratados,  muchas  veces 
dañosos  á  las  Potencias  que  los  ajustaban. 

Las  Naciones  que,  según  Smith,  lejot  de 
buscar  esta  quimérica  balanza  han  franqueado  el 
comercio  ^  en  vez  de  encontrar  su  ruina  hallaron 
en  ello  un  manantial  de  riquezas.  Pero  aumen- 
tándose la  masa  del  numerario,  dicen  los  ba^ 
lancistds,  se  aumenta  la  de  los  capitales,  y  se 
disminuye,  dejándolos  salir,  como  si  los  capi- 
tales consistieran  exclusivamente  en  el  dine- 
ro. La  historia  española  conserva  datos  para 
combatir  á  los  que  abogan  por  la  balanza. 

La  balanza  de  comercio  son  los  estados  com- 
prensivos del  numero  y  valor  do  los  frutos  y 
mercancías  que  entran  y  salen  en  una  Na* 
clon.  Algunos  autores  desechan  por  falaces 
los  registros  de  las  Aduanas  para  la  formación 
de  la  Balanza  y  prefieren  el  precio  de  los  cam- 
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bios»  y  otros  demuestran  la  inutilidad  do  las 
balamos.  Es  preciso  convenir  en  que  contie- 
nen noticias  ütiles  para  conocer,  aunque  sea 
aproximadamente,  el  comercio  de  las  Nacio- 
nes :  dato  muy  necesario  al  Gobierno  para 
sus  cálculos,  y  que  se  le  debo  remitir. 

El  Secretario  del  Despacho  de  Hacienda « 
D.  Pedro  López  de  Lerena,  en  una  cariosa  é 
interesante  Memoria  que  leyó  al  Sr.  D.  Gar- 
los III  el  año  de  1789,  dijo:  uEn  1786  empe- 
cé á  entablar  el  pensamiento  de  la  oficina  de 
la  balanza  de  comercio,  que  tengo  por  indis* 
pensable  para  el  fomento  de  nuestro  comercio. 
Desde  luego  reconocí  que  habia  necesidad  de 
tener  noticias  exactas  de  nuestros  productos  y 
artefactos,  y  del  comercio  que  teníamos  con 
cada  Potencia  de  Europa  y  con  nuestras  Co« 
lonias.  Este  reconocimiento  produjo  los  planes 
de  la  balanza  que  he  hecho  formar  todos  los 
años.  Pero  como  en  todas  mis  operaciones  he 
procurado  proceder  con  la  mayor  circunspec- 
ción, desde  luego  estaba  persuadido  de  que  se 
necesitaban  formalizar  muy  expresivamente 
dichos  planos;  mas  por  no  aumentar  depen- 
dientes, me  reduje  á  los  términos  más  econó- 
micos que  me  fué  posible. » 

Llevando  á  efecto  la  idea,  D.  Diego  Qar- 
doqui,  sucesor  de  Lerena,  estableció  la  citada 
oficina  con  el  título  de  Secretaria  de  la  Balanza, 
cuyos  individuos  desempeñaron  sus  funciones 
con  el  mayor  celo,  habiendo  reunido  muchos 
y  preciosos  datos,  hasta  que  la  separación  del 
Ministro  condenó  al  silencio  un  establecimien- 
to tan  precioso. 

Penetrado  D.  Miguel  Cayetano  Soler  de 
sus  ventajas,  oido  el  dictamen  de  la  Junta  ge< 
neral  de  comercio,  y  teniendo  presente  un 
acuerdo  favorable  del  Consejo  de  Estado,  ob- 
tuvo de  Carlos  IV  un  decreto,  por  el  cual  se 
estableció  la  oficina  de  la  balanza,  con  el  nom- 
bre de  Departamento  de  fomento^  dotándola  con 
más  grandiosos  objetos  que  los  que  hasta  allí 
tuviera,  y  con  virtiéndola  en  un  establecimien- 
to de  Bitadútiea,  En  los  artículos  del  Regla- 
mento aprobado  por  el  Bey  en  19  de  Mayo 
de  1802  se  fijaron  el  número  y  dotación  de 
los  empleados,  y  los  fondos  con  que  debian 
costearse  los  gastos;  y  en  el  3.*,  al  hablar  de 
las  ocupaciones,  se  decia  lo  siguiente:  «Sien- 
do dos  los  objetos  de  esto  departamento,  se 
dividirán  sus  trabajos  en  igual  numero  de  sec- 
ciones. A  la  primera  pertenecerá  lo  respectivo 
á  \^  población  y  riqueza  del  Reino,  y  á  la  segun- 
da lo  relativo  al  estado  de  su  comercio  interior  y 
exterior  (1).» 


(1)    Canoa  Aroublles,  Diccionario  de  Ha- 
cienda^ 


Püsteriormente,  con  los  profundos  estudios 
de  la  ciencia  de  Hacienda,  la  de  los  impues* 
tos  y  de  los  Bancos,  se  consolidó  la  Estadística; 
se  principió  á  estimar  los  metales  preciosos  en 
lo  que  valen;  es  decir,  á  tomarlos  por  la  canti- 
dad de  objetos  que  con  ellos  se  compran,  y  se 
vino  naturalmente  á  tierra  el  carcomido  edi- 
ficio de  la  Balanza  de  comercio. 

BALDUFABIO.  Un  libro  de  papel  común, 
en  que  los  escribanos  tienen  extendida  la  lista 
ó  catálogo  de  las  personas  que  han  otorgado 
escrituras  ante  ellos,  con  expresión  de  la  es^ 
pecio  de  éstas,  de  su  fecha  ó  data  y  del  folio 
del  protocolo  en  que  se  encuentran.  Es  de  mu- 
cha utilidad  para  buscar  y  hallar  sin  pérdida 
de  tiempo  y  con  ahorro  de  gastos  cualquiera 
instrumento  que  se  pidiere.  Se  facilita  sin  exac- 
ción de  derechos  al  interesado  que  quisiere 
verlo;  mas  si  hubiere  de  examinarlo  el  escri- 
bano por  si  mismo  ó  por  medio  de  amannense^ 
hay  costumbre  de  cobrar  un  real  de  vellón  por 
cada  año  que  se  recorriere;  y  si  fueren  muchos 
años,  se  regula  el  estipendio  con  proporción  y 
prudencia,  según  la  entidad  de  la  escriturd 
que  se  busca  y  las  facultades  del  interesado. 
(Cartilla  Real  ó  Manual  de  Escribanos,  cap.  4.°, 
números  4  y  5. 

BALIZAS.  Señal  ostensible  con  que  en  los 
puertos  y  costas  se  indican  los  bancos,  esco- 
llos y  canales,  y  aun  la  entrada  misma  del 
puerto  cuando  por  cualquier  circunstancia  tó- 
pica es  difícil  para  que  los  navegantes  eviten 
el  peligro.  Úsase  también  dentro  de  los  puertos 
para  indicar  el  punto  en  que  están  echadas  las 
áncoras,  bien  que  entonces  se  llama  también 
boya. 

Por  Real  orden  de  3  de  Enero  de  1857  se 
encarga  á  los  Cónsules  remitan  al  Ministerio 
de  Estado  las  descripciones  relativas  á  las  bo- 
yas ó  balizas  que  se  establezcan  en  sus  respec- 
tivas demarcaciones  marítimas,  y  si  se  acom- 
pañan planos  y  documentos,  el  importe  de  la 
adquisición  de  ellos  se  podrá  incluir  en  cuenta 
de  gastos  extraordinarios, 

BANCASOTA.  Considerada  en  general 
la  bancarota,  es  la  quiebra  de  un  comerciante 
ix  hombre  de  negocios;  esto  es,  la  cesación  ó 
suspensión  que  hace  un  comerciante  de  su  gi- 
ro ó  tráfico  sin  pagar  sus  deudas  (1).  La  mis- 
ma significación  tiene  propiamente  la  palabra 
quiebra-,  de  suerte  que  quiebra  y  bancarota  son 
sinónimas,  y  ambas  denotan  la  situación  de 
un  comerciante  ó  banquero  que  por  el  mal 
estado  en  que  se  hallan  sus  negocios  rompe  6 
quiebra  el  curso  de  ellos.  Pero  la  palabra  ban  - 


(1)    EscBíOHE,  Dieionario  de  Legislación  y  t/u- 
risprudencia. 
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arota  es  más  odiosa  que  la  palabra  quiebra, 
porque  aquella  lleva  consigo  la  idea  de  fraude, 
ó  á  lo  menos  de  faltas  graves,  y  ésta  se  acom- 
paña más  bien  de  la  idea  de  la  desgracia.  Asi 
es  que  el  Diccionario  de  la  Academia,  aunque 
en  las  definiciones  respectivas  no  hace  distin- 
ción entre  una  y  otra,  sin  embargo,  en  las 
traducciones  latinas  que  pone  á  continuación 
llama  á  la  bancarota  creditorum  fraudatio,  y  á 
la  quiebra  commercii  ob  inopiam  dissolutio. 

Conforme  á  estfis  ideas,  se  ha  dado  en  el  uso 
común  el  nombre  de  quiebra  á  la  insolvencia 
en  que  cae  un  comerciante  por  causa  de  per* 
didas  ó  desgracias  que  no  ha  podido  evitar,  y 
el  de  bancarota  á  la  insolvencia  que  proviene  de 
culpa  ó  de  mala  fé.  Todavía  la  bancarota  se  ha 
dividido  en  simple  y  fraudulenta,  llamándose 
himple  cuando  no  ha  tenido  otra  causa  que  la 
culpa  ó  algunas  faltas  graves  del  quebrado,  y 
fraudulenta  cuando  hay  fraude  ó  dolo  de  parte 
de  éste  (1). 

La  palabra  bancarota,  y  juntamente  su 
odiosidad,  traen  su  origen  de  la  antigua  y  fa- 
mosa feria  de  Medina  del  Campo,  villa  situada 
en  el  corazón  de  Castilla,  y  en  otro  tiempo  una 
de  las  principales  plazas  de  comercio  de  Euro- 
pa. Los  genoveses,  que  eran  los  que  allí  ejer- 
cían el  giro  de  letras  y  el  cambio  de  monedas, 
se  colocaban  en  la  plaza  principal  con  sus  me- 
sas ó  mostradores  y  un  banquillo  de  madera 
para  sentarse;  y  cuando  alguno  de  ellos  falta- 
ba maliciosamente  á  la  buena  fé,  los  Cónsules 
ó  Magistrados  de  la  feria  le  imponían,  entre 
otras  penas,  la  de  hacer  quebrar  solemnemente 
ante  el  gentío  inmenso  el  citado  banquillo, 
declarándole  al  mismo  tiempo  indigno  de  al- 
ternar con  los  hombres  de  bien  y  excluyéndole 
para  siempre  de  la  feria  de  Medina.  Este  rom- 
pimiento de  la  banca  ó  banquillo  dio  lugar  á 
la  formación  de  la  palabra  bancarrota,  que  lue- 
go se  generalizó  en  Europa  para  designar  el 
estado  de  insolvencia  culpable  ó  fraudulenta. 
También  en  las  plazas  comerciales  de  Italia  se 
usaba  antiguamente  establecer  bancos  para  el 
cambio  de  monedas,  y  cada  comerciante  tenia 
el  suyo  particular;  y  cuando  sus  negocios  se 
hallaban  en  mal  estado  y  era  declarado  fallido, 
mandaba  el  Juez  hacer  pedazos  este  banco,  y 
de  esto  el  origen  en  ambos  países  de  la  pala- 


(1)  El  cap.  17,  núm.  4  de  las  Ordenanzas  de 
Bilbao  dice  que  los  quebrados  fraudulentos  deben 
ser  castigados  con  todo  el  rigor  que  permite  el 
derecho  á  proporción  de  sus  delitos. — En  Méjico, 
según  el  art.  11  de  la  Ley  constitucional,  por  la 
quiebra  fraudulenta  calificada  se  pierden  total- 
mente los  derechos  de  ciudadano.  Por  eonsiguien- 
te,  la  ley  de  elecciones  prohibe  dar  boleta  á  di- 
chos quebrados. 


bra  bancarota  en  la  primera  y  de  bancoroto  en 
la  segunda. 

En  Bengala  el  comerciante  fallido  encien- 
de una  lámpara  en  la  casa  donde  habita,  y  no 
se  atreve  á  presentarse  en  ella  hasta  dar  á  sus 
acreedores  conocimiento  del  estado  de  sus  ne- 
gocios y  hécholes  entrega  de  su  haber,  llevan- 
do además  vueltos  ios  vestidos  al  revés  hasta 
que  ha  satisfecho  completamente  su  deuda. 

En  algunos  países  de  África,  y  en  particu- 
lar en  el  Bornou,  país  visitado  por  primera  vez 
en  1823  y  1824  por  los  ingleses  Dernam  y 
Clapperton,  el  deudor  que  prueba  su  insolven- 
cia no  es  perseguido;  el  Juez  le  dice:  Que  Dios 
os  proporcione  los  medios  de  pagar;  los  circuns- 
tantes contestan:  Así  sea.  Pero  si  después  de 
este  acto  solemne  se  le  encuentra  con  dos  tá- 
nicas ó  un  gorro  colorado,  el  Juez  puede  des- 
pojarlo de  estos  objetos  y  venderlos,  aplicando 
su  importe  al  pago  de  lo  que  debe. 

BANCO.  El  establecimiento  creado  con 
autoridad  pública  para  facilitar  las  operaciones 
de  comercio,  como  Caja  de  descuentos,  de  de- 
pósitos, de  préstamos,  etc. 

Banco,  en  la  acepción  moderna,  significa 
un  establecimiento  público  ó  privado,  destinado  á 
recibir  en  depósito  el  dinero  de  los  particulares  y 
á  prestar  capitales  al  trabajo. 

Los  Bancos  son  de  una  inmensa  importan  • 
cia  mercantil.  Dierónles  origen  las  continuas 
alteraciones  que  los  Gobiernos  imprimían  á  la 
moneda  en  los  siglos  medios,  y  la  gran  inse- 
guridad que  se  alcanzaba  en  aquellos  tiempos 
belicosos:  los  comerciantes  que  querían  sus- 
traerse á  estos  peligros  llevaban  parte  de  su 
capital,  representado,  ya  por  monedas,  ya  por 
pastas  metálicas,  recibiendo  en  cambio  un  bi* 
líete  contra  el  Banco,  preferible  mil  veces  á  la 
moneda,  puesto  que  no  estaba  sujeto  á  las  os 
cilaciones  de  ésta,  ni  dejaba  la  menor  duda  de 
seguridad  al  que  trataba  algún  negocio  con  el 
comerciante.  Estos  Bancos,  por  la  índole  de  sus 
operaciones  se  conocen  con  el  nombre  de  Ban^ 
eos  de  depósito.  Fué  el  primero  el  de  Venecia, 
creado  en  1171  por  consecuencia  de  un  em- 
préstito exigido  por  el  Gobierno  para  ocurrir 
á  los  gastos  de  la  guerra.  En  1401  tuvo  ori- 
gen el  de  Barcelona  bajo  el  nombre  de  Taula 
de  cambi.  En  1609  se  erigió  el  de  Amsterdam; 
en  1619  el  de  Amburgo;  en  Julio  de  1694  el 
de  Inglaterra;  en  17 19  el  de  Francia,  y  en 
1782  el  de  San  Carlos  en  España,  hasta  1829, 
en  que  se  le  dio  una  nueva  organización  y  el 
nombre  de  Banco  español  de  San  Fernando;  y 
por  último,  en  1856  se  han  revisado  sus  re- 
glamentos y  puéstole  el  novísimo  nombre  de 
Banco  de  España. 

El  Gobierno,  obrando  como  guardador  de 
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los  intereses  sociales  qae  le  están  encomenda- 
dos, no  permite  la  creación  de  Bancos  sin  au- 
torización suya,  y  aun  é&ta  no  la  concede  sino 
en  virtud  de  una  ley,  en  que  se  previenen  y 
conjuran  en  lo  posible  cuantos  obstáculos  ó 
fraudes  pueden  imaginarse;  pero  aíin  no  basta 
esto;  preciso  es  que  los  Bancos  tengan  un  gran 
fondo  de  prudencia  y  cordura  para  afrontar  las 
horas  calamitosas  que  suenan  á  las  veces  para 
los  intereses  comerciales  de  una  Nación:  les 
están  encomendados  intereses  demasiado  pre- 
ciosos para  descansar  en  la  sola  tutela  de  loe 
Gobiernos. 

Por  decreto  de  5  do  Julio  de  1870,  que  pu- 
blicó la  Gacela  del  8  del  mismo,  se  dispone: 

«Que  los  Bancos  y  Sociedades  de  crédito 
existentes  en  la  actualidad  y  constituidos  con 
arreglo  á  las  leyes  de  28  de  Bnero  de  1856, 
que  dependían  del  Ministerio  de  Hacienda,  pa- 
sen al  de  Fomento,  exceptuando  los  Bancos  de 
Cádiz  y  Vailadolid,  declarados  disueltos  y  en 
estado  de  liquidación  por  las  leyes  de  23  de 
Marzo  y  26  de  Abril  últimos.» 

Depósito  de  los  Bancos  de  los  fondos  eonsula^ 
res,— La  Real  orden  circular  de  23  de  Marzo 
de  1867  dice:  «Los  Cónsules  y  Vicecónsules 
encargados  de  la  recaudación  depositarán  desde 
luego  en  todos  los  puntos  donde  existan  Ban- 
cos que  reúnan  las  condiciones  necesarias  de 
seguridad,  los  fondos  existentes  en  caja,  en 
nombre  y  á  disposición  del  Recaudador  é  In- 
terventor, siempre  que  la  suma  ascienda  á 
4.000  rs. ;  y  cuando  este  depósito  no  pueda 
verificarse  por  falta  de  dichos  establecimien- 
tos, guardarán  la  recaudación  en  una  caja  de 
hierro,  que  tendrá  precisamente  dos  llaves, 
según  lo  prevenido  en  el  Reglamento;  de- 
biendo advertirles  que  ambos  responderán  so- 
lidariamente y  cada  uno  por  su  parte  de  cual* 
quier  quebranto  que  sufran  los  fondos  por  omi- 
sión ó  descuido  en  el  cumplimiento  de  dicha 
formalidad. 

BAJICOS  DE  SOCOBEO.  El  proyecto  de 
estos  Bancos  tan  celebrados  desde  hace  cerca 
de  cuarenta  años  y  y  cuya  idea  benéfica  se 
atribuye  generalmente  á  los  ingleses,  fué  co- 
nocida en  España  con  el  nombre  de  erarios,  si- 
glos antes  que  en  la  Gran  Bretaña.  En  las 
Cortes  celebradas  el  año  de  1600  manifestó 
uno  de  sus  Vocales  que  el  establecimiento  de 
erarios  públicos  era  el  medio  seguro  de  desem- 
peñar el  Real  Patrimonio  con  bien  de  la  Na- 
ción, añadiendo  que  Luis  Valle  de  la  Cerda  te- 
nia escrito  un  discurso  que  lo  evidenciaba. 
Cevallos,  en  su  Arte  real,  esforzó  el  proyecto 
de  los  erarios  é  indicó  diferentes  arbitrios  para 
proporcionarles  fondos.  (C.  Arguelles,  DicciO" 
naHo  de  Hacienda,  folio  411,  edic.  1833.) 


BANDBBA.  Insignia  ó  señal  que  consta 
de  un  gran  pedazo  de  tafetán  ú  otra  tela,  de 
figura  cuadrada  ó  cuadrilonga,  asegurado  por 
uno  de  sus  lados  en  un  asta  ó  palo  alto,  la 
cual  por  su  color  ó  por  el  escudo  que  tiene  da 
á  conocer  la  Nación  ó  Potencia  á  que  pertene- 
ce, el  lugar  ó  cuerpo  que  la  lleva.  Su  uso  se 
remonta  á  los  más  antiguos  tiempos,  y  ha  sido 
siempre  el  emblema  á  cuyo  alrededor  han  sos- 
tenido los  ejércitos  de  mar  y  tierra  sus  com- 
bates. 

En  la  marina,  el  uso  de  las  banderas  da 
lugar,  no  solo  á  conocer  la  Nación  á  que  per- 
tenece el  buque,  sino  también  si  eS  de  guerra 
ó  mercante ;  y  en  este  caso  la  matricula  á  que 
corresponde,  si  es  española,  y  aun. el  nombre 
del  mismo,  por  las  diferentes  que  arbolan,  se 
gun  el  caso,  en  sus  distintos  palos.  Y  siendo 
de  guerra,  la  diversa  forma  de  las  mismas  ó 
palo  en  que  se  arbolan ,  señala  la  gerarquia 
militar  del  jefe  que  la  manda. 

En  los  países  en  donde  por  las  leyes  ó  por 
los  tratados  es  permitido,  puede  el  Cónsul 
enarbolar  su  pabellón  nacional.  El  Reglamen- 
to que  fija  el  establecimiento  y  admisión  de 
los  Cónsules  y  Vicecónsules  extranjeros  en 
España,  con  las  excepciones,  derechos  y  pri- 
vilegios que  estos  funcionarios  públicos  deben 
gozar,  aprobado  por  S.  M.  C.  en  el  Pardo  el 
1.®  de  Febrero  de  1766,  previene:  «Que  á  es- 
tos Agentes  se  les  permita  poner  sobre  sus 
azoteas  ó  miradores,  ó  en  cualquiera  otra  par- 
te de  la  casa,  una  señal  para  indicar  á  sus 
nacionales  el  domicilio  del  Cónsul.»  Este  ar- 
ticulo dio  lugar  á  algunas  dificultades,  pues 
muchos  Cónsules ,  creyendo  que  la  bandera 
era  la  única  señal  propia  para  enarbolar  en  las 
azoteas,  miradores  ó  torres,  hicieron  uso  de 
ellas,  y  sucedió  un  lance  desagradable,  que 
sometido  á  la  decisión  de  Carlos  IV,  después 
de  haber  oido  al  Consejo  de  la  Guerra  y  al  Su- 
premo de  Estado,  se  resolvió  impidiendo  á  los 
Cónsules  enarbolar  sus  banderas  y  concretar- 
se á  observar  lo  prevenido  en  el  Reglamento 
citado  del  Pardo. 

El  28  de  Mayo  de  1785  se  circuló  á  los 
Consulados  un  Real  decreto  regularizando  la 
forma  de  la  bandera  nacional,  acompañado  de 
un  modelo  de  la  misma.  La  que  se  usa  en  los 
Consulados,  tanto  para  la  casa  como  para  la 
falúa  que  tienen  algunos  Cónsules,  es  la  de 
guerra;  es  decir,  de  solas  tres  fajas,  y  el  escu- 
do compuesto  de  un  castillo,  un  león  y  la  Co- 
rona Real;  todo  dentro  de  la  faja  del  centro, 
que  debe  ser  amarilla  y  tener  la  mitad  del  an- 
cho total:  la  otra  mitad  se  reparte  entre  las 
otras  dos  encarnadas. 

El  convenio  consular  celebrado  entre  Es- 
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paüa  y  Francia,  su  fecha  7  de  Enero  de  1862, 
dispone  lo  qre  sigue: 

«Art.  13.  Los  Cónsules  podrán  enarbo* 
lar  la  bandera  de  su  país  en  la  casa  consu* 
lar  durante  los  dias  de  solemnidades  publicas, 
religiosas  ó  nacionales,  asi  como  en  las  demás 
ocasiones  de  costumbre;  pero  cesará  el  ejerci- 
cio de  este  doble  privilegio  cuando  los  refe^^ 
ridos  Agentes  residan  en  la  capital  donde  se 
baile  la  Embajada  ó  Legación  de  su  país. 

Tendrá  también  facultad  para  levantar  la 
bandera  nacional  respectiva  en  el  bote  que 
los  conduzca  por  el  puerto,  para  desempeñar 
funciones  de  su  cometido.» 

La  mayor  parte  de  los  tratados  que  las  Na- 
ciones cristianas  han  celebrado  con  las  musul- 
manas, en  todos  ellos  se  estipula  formalmen- 
te el  derecho  recíproco  de  enarbolar  los  Agen- 
tes consulares  de  las  primeras  sus  banderas,  y 
levantar  en  los  países  católicos  las  segundas 
sus  símbolos  sagrados  para  ellos. 

La  Instrucción  de  19  de  Julio  de  1857, 
capítulo  2.*,  art.  33,  circulada  por  Real  orden 
de  20  de  Julio  de  1857,  previene:  «Que  la 
adquisición  de  bandera  es  de  cuenta  del  Esta* 
do;  pero  antes  de  adquirirla  debe  el  Cónsul 
presuponer  su  importe  y  solicitar  la  compe* 
tente  autorización  del  Ministerio  de  Estado.» 

La  Real  orden  circular  de  27  de  Mayo  de 
1871  mandó  alterar  el  escudo  de  armas,  colo- 
cando en  el  escudillo  del  centro  la  cruz  de 
plata  de  la  casa  de  Saboya. 

En  algunos  países  hay  costumbre  de  colo- 
car la  bandera  sobre  el  techo  de  la  casa  consu- 
lar, mientras  en  otros  se  coloca  en  uno  de  los 
balcones;  de  todos  modos,  ya  se  ha  dicho  que 
es  en  el  asta  en  donde  se  enarbola,  que  debe 
estar  pintada  con  los  colores  nacionales.  Hay 
también  algunos  puntos  en  los  cuales  no  es 
costumbre  usar  estas  banderas;  y  lo  mejor  que 
el  Cónsul  puede  hacer  en  esta  materia,  es 
guiarse  por  lo  que  hacen  sus  compañeros  en 
el  punto  de  su  residencia;  pero  allí  donde  hay 
costumbre  de  enarbolarla ,  no  debe  dejar  de 
hacerse  en  los  dias  considerados  de  gran  gala 
en  España  y  en  el  país  donde  el  Agente  resi- 
de, asi  como  debe  ponerse  á  media  asta  en  los 
dias  señalados  en  nuestra  Patria  para  luto  na- 
cional ó. religioso.  Los  buques  españoles  deben 
hacer  siempre  lo  que  hace  su  Consulado. 

El  trat.  4.®,  tít  1.°  de  las  Ordenanzas  ge^ 
nerales  de  la  armada,  tomo  1.^,  pág.  445  (edi^ 
eion  de  Ibarra,  Madrid,  1793] ,  que  rige  esta 
materia,  encarga  á  los  Cónsules  que  vigilen 
para  que  no  se  altere  la  forma  de  la  bandera;  y 
respecto  al  uso  de  ella  dice  lo  que  sigue: 

((El  Cónsul  general,  como  Brigadier  de  la 
armada,  la  lleva  á  popa;  los  Cónsules  de  pri« 


mera  clase  ó  de  segunda ,  como  Capitanes  de 
navio  ó  de  fragata,  á  proa;  el  Vicecónsul,  co- 
mo Teniente  de  navio,  gallardete  á  proa  y 
otro  arrollado  á  popa.  Eii  vista  de  buque  ex- 
tranjero, todos  pueden  llevar  bandera  á  popa.» 
Véase  Días  de  fiesta  y  PaBaoaATiVAS  de  los 

CÓNSULES. 

BANDBBA  itEBOANTE  BSPASOLA. 

Esta  es  sin  escudo  de  armas  y  de  los  mismos 
colores  que  la  de  guerra ,  formada  de  cinco 
listas,  la  del  centro  y  extremos  amarillas  y 
las  intermedias  encarnadas;  la  lista  del  centro 
será  de  un  tercio  del  ancho  total  de  la  bande« 
ra  y  las  cuatro  restantes  de  medio  tercio.  El 
tratado  4.*,  tít.  1/  de  las  Ordenanzas  de  la  ar* 
mada  encarga,  según  se  ha  dicho  en  el  articu- 
lo anterior,  á  los  Cónsules  que  vigilen  para 
que  no  se  altere  dicha  forma. 

En  ningún  buque  mercante  español  po* 
drá  largarse  en  caso  alguno  otra  bandera  que 
la  expresada,  ni  tampoco  la  de  guerra  con  es- 
cudo ni  gallardete,  aun  cuando  vayan  de  pa- 
saje personas  de  categoría:  los  Capitanes  ó 
patrones  contraventores  incurrirán  en  las  pe- 
nas establecidas  en  la  Ordenanza. 

Ha  de  largarse  la  bandera  y  contraseña  de 
provincia  al  estar  á  tiro  de  toda  fortaleza  de 
la  costa,  al  encuentro  con  buques  de  guerra, 
y  á  la  entrada  y  salida  de  los  puertos. — Igual- 
mente se  largará  los  domingos,  los  dias  so- 
lemnes, los  de  fiesta  nacional  y  de  gala,  y 
siempre  que  se  largue  en  las  Capitanías  de 
puerto  ó  buques  de  guerra  que  hubiere  fondea- 
do, ó  en  los  Consulados  de  España  en  puertos 
extranjeros  por  cualquier  acontecimiento  ex- 
traordinario. 

BANDEBA  AMABILLA.  Por  Real  orden 
circular  del  Ministerio  de  la  Gobernación  de  6 
de  Agosto  de  1862  se  previene: 

«Que  está  en  vigor  y  es  extensiva  á  todos 
los  buques,  tanto  nacionales  como  extranjeros, 
la  obligación  que  les  impuso  la  Instrucción  de 
18  de  Julio  de  1817  de  izar  bandera  amarilla 
al  tope  de  proa  desde  su  entrada  en  los  puer- 
tos (le  España  hasta  su  admisión  á  plática, 
para  evitar  de  esta  suerte  la  vacilación  de  los 
empleados  de  Sanidad  encargados  de  visitarlos 
y  la  tardanza  consiguiente  en  su  despacho.» 

BANDEBA  DE  8ANGBB.  Es  roja  y  se 
usa  en  los  buques  cuando  se  conduce  pólvora, 
por  lo  que  se  llama  también  bandera  de  pólvora; 
y  cuando  se  ejecuta  algún  castigo  grave,  como 
el  de  fusilar  á  bordo,  etc. 

BANDJSBA  DB  MUBBTE.  La  negra  que 
se  arbola  en  momentos  supremos  para  anun- 
ciar al  enemigo  la  extrema  resolución  de  pe- 
lear hasta  vencer  ó  morir.  Dicese  tambiea  de 
la  que  usan  los  piratas  para  anunciar  al  bu- 
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que  al  que  dan  caza  que  no  debe  esperar 

cuartel. 

BANDBBA  DE  PAZ.  Es  por  consenti- 
miento general  la  blanca.  Se  enarbola  pidiendo 
la  paz  ó  alguna  misión  que  á  ella  conduce, 
como  armisticio  ó  parlamento.  Debe  respetarse 
al  que  la  usa  hasta  oírla  proposición  que  hace, 
ó  cuando  méoos ,  hasta  que  se  le  ha  hecho  re- 
tirar, no  queriendo  siquiera  oirle. 

BANDERA  DE  SOCOBBO.  La  que  usa 
toda  embarcación  cuando  necesita  auxilio  aje- 
no. Bs  la  que  corresponde  al  buque ,  ya  sea 
mercante  ó  de  guerra,  anudada ,  que  en  tér- 
minos de  marina*  se  llama  amorronada  6  bandera 
morrón. 

BAKDEBA  DE  PBDIB  PBÁOTICA. 
Una  cualquiera  izada  en  el  palo  de  trinquete, 
poniéndose  el  buque  en  facha,  ó  con  poca  vela, 
cerca  la  boca  del  puerto ,  á  tenor  del  art.  27, 
tSt.  7.*  trt.  5.^,  Ordenantas  generales  de  la  Real 
Armada. 

BABDIDO.  Véase  Fclibustero. 

BANIDO.  En  lo  antiguo  era,  según  el  Dic^ 
eionario  de  la  lengua  castellana  ,  el  pregonado 
por  delitos  ó  llamado  por  ellos  con  publico 
pregón ,  esto  es ,  el  reo  que  habiendo  come- 
tido algún  crimen  y  ausentádose  del  lugar, 
es  citado  por  edictos  para  que  comparezca  en 
el  Tribunal  á  dar  sus  descargos:  de  suerte 
que  en  este  sentido,  hanido  viene  á  ser  lo  mismo 
qae  bandido.  Mas  según  el  lenguaje  de  las  Par^ 
tidaSy  no  es  precisamente  hanido  el  delincuente 
lamado  por  bandos  ó  pregones  para  que  venga 
ante  el  Juez,  sino  el  que  habiendo  sido  llama* 
do  y  no  queriendo  comparecer  es  condenado 
en  rebeldía  por  el  Juez  á  la  pena  de  no  poder 
entrar  en  el  pueblo  de  su  morada  ó  en  la  tierra 
de  su  naturaleza,  que  es  lo  mismo  que  decir  á 
la  pena  de  destierro. 

üBanniti  son  llamados  en  latín,  dice  la  ley 
4.',  tit.  18,Part.  4.*,  bornes  que  son  pregonados 
et  encartados  por  algunt  yerro  que  hayan  fe- 
cho: et  esto  es  como  cuando  emplazan  á  algu- 
nos que  vengan  á  facer  derecho  k  aquellos  que 
se  querellan  dellos  por  razón  de  algunt  mal  fev 
cho  ó  yerro  de  que  los  acusan ,  et  non  quie- 
ren facer  enmienda  del  mal  que  flcieron,  et  por 
esta  razón  los  Jueces  mandándolos  pregonar 
que  non  entren  en  la  cibdat  ó  en  la  villa  do 
eran  moradores  ó  en  la  tierra  onde  sont:  et  aun 
alas  vegadas  pónenlesmayor  pena,  ca mandan- 
Íes  tomar  todo  cuanto  han  ó  alguna  partida 
dello,  segunt  cual  es  el  yerro  que  flcieron.  Es* 
tos  átales,  que  son  llamados  banidos,  et  según 
lenguaje  de  España  son  dichos  encartados,  á  las 
vegadas  son  contados  entre  los  deportados ,  et 
á  las  vegadas  entre  los  relegados ;  ca  si  son 
echados  para  siempre  et  les  toman  lo  que  han, 


son  contados  entre  los  deportados,  et  si  son 
echados  á  tiempo  et  non  para  siempre  et  non 
les  toman  lo  que  han ,  son  contados  entre  los 
relegados.» 

Son,  pues,  propiamente  banidos  los  conde- 
nados á  destierro ,  ó  sea  á  deportación  ó  rele- 
gación ;  y  se  llamaban  encartados ,  porque  su 
condenación  se  publicaba  en  una  carta  ó  edic- 
to. Con  efecto ,  hanido  viene  del  verbo  latino 
hannire,  que  signiñca  desterrar  ,  echar  fuera, 
proscribir.  Por  eso  los  franceses  han  sacado 
de  este  mismo  verbo  el  pronombre  hannissemenl 
para  sígniñcar  la  pena  que  se  impone  á  uno 
mandándole  salir  de  una  ciudad,  de  una  pro- 
vincia ó  de  todo  un  Reino. 

BANDO.  La  facción,  parcialidad  ó  parti- 
do de  gente  que  separándose  del  común  ó  ma- 
sa general  de  los  demás  ciudadanos  forman 
cuerpo  aparte.  Véase  Liga. 

BANDO.  El  anuncio  páblico  de  una  co- 
sa, V.  gr.,  de  un  edicto,  de  una  ley,  de  un  man» 
dato  superior,  de  una  sentencia  hecha  por  per- 
sona autorizada,  ó  por  voz  de  pregón,  ó  por 
fijación  de  carteles  en  los  parajes  más  concur- 
ridos del  pueblo;  y  también  se  llama  así  el 
mismo  edicto,  mandato  ó  ley  que  se  publica  ó 
anuncia  solemnemente. 

La  palabra  bando  viene,  según  unos,  de  la 
voz  alemana  hanu,  que  significa  territorio  ó  la 
facultad  de  establecerse  en  él;  y  según  otros, 
es  una  de  las  que  nos  dejaron  los  vándalos,  y 
se  deriva  de  haner,  hoy  bandera,  con  cuya  re- 
presentación se  declaraba  y  publicaba  la  guer- 
ra, dando  á  la  orden  que  preccdia  á  este  acto 
el  nombre  de  bando. 

BANDOS  MILITABES.  El  general  en 
jefe  de  un  ejército  en  campaña  tiene  autori- 
dad para  hacer  promulgar  los  bandos  que  pa- 
ra la  disciplina  de  las  tropas  creyere  conve- 
nientes, y  estos  bandos  obligan  á  cuantas  per- 
sonas sigan  al  ejército,  sin  excepción  de  cla- 
ses, estado,  condición  ni  sexo;  debiendo  ate- 
nerse á  ellos  así  el  Auditor  general  como  los 
vocales  de  los  consejos  de  guerra  ordinarios  de 
los  regimientos  para  el  juicio  de  las  contra- 
venciones. {Ordenanza.irñt,  8.*,tít.  8.*,  artícu- 
lo 5.*) 

Mas  no  conoce  el  Juzgado  del  general  en 
jefe  sino  de  las  contravenciones  de  aquellos 
bandos  cuyo  privativo  conocimiento  se  reser- 
va, y  de  los  que  hace  publicar  sobre  edictos 
que  no  expresa  la  Ordenanza,  pues  los  señala- 
dos en  ésta  bajo  alguna  pena  corresponden 
siempre  al  Consejo  de  guerra  ordinario  de  ofi- 
ciales de  cada  cuerpo.  (Orden  de  26  de  Junio  de 
1783.) 

BANQUEBO.  El  que  tiene  por  oficio  to- 
mar dinero  en  una  parte  y  darlo  en  otra,  gi* 
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rando  para  ello  la  letra  de  cambio  correspon- 
diente  por  cierto  interés. 

Entre  loa  romanos  había  banqueros  ca- 
jas funciones  tenían  más  extensión  qae  las  de 
los  nuestros,  pues  eran  á  un  mismo  tiempo  ofi- 
ciales públicos,  agentes  de  cambio,  acreedo* 
res,  comisionistas  y  Notarios,  de  modo  que  no 
solo  intervenían  en  las  compras  y  ventas,  sino 
que  extendían  todos  los  instrumentos  necesa- 
rios para  todas  estas  clases  de  negocios. 

Según  las  Leyet  recopiladas,  aunque  el  cam- 
bio era  libre  en  todas  partes,  nadie  podia  po- 
ner Banco  ó  cambio  público  en  la  corte  sin  ser 
persona  llana,  abonada,  cuantiosa  y  de  buena 
reputación ,  y  sin  presentar  antes  fianzas  y  pedir 
permiso  al  Supremo  Consejo  para  que  éste  pro- 
veyese lo  conveniente  ala  seguridad  de  loscau* 
dales  que  se  le  entregasen.  El  que  quería  poner 
Banco  en  algún  otro  pueblo  había  de  pedir 
licencia  á  la  justicia  y  Ayuntamiento,  dando 
fianzas,  y  admitidas  éstas,  debían  enviarse  to- 
dos los  autos  al  Supremo  Consejo  para  que 
examinados,  y  concurriendo  las  calidades  ne- 
cesarias, concediese  el  permiso.  Si  alguno  po- 
nía Banco  público  sin  esta  autorización  incur- 
ría en  la  pena  de  destierro  por  diez  años  y  per- 
dimiento de  la  mitad  do  sus  bienes  para  el 
fisco,  y  los  individuos  de  Ayuntamiento  que 
lo  consentían  eran  castigados  con  la  privación 
perpetua  de  sus  oficios.  (Leyes  l.*y  5.',tit.  3.* 
libro  9.*  Noviiima  Recopilación.) 

El  banquero  público  no  podía  entender  por 
si  ni  por  otra  persona  en  tratos  ó  negocios  que 
no  fuesen  relativos  al  Banco.  (Ley  5.*,  tit.  3.*, 
libro  9.*,  N'ovísima  Recopilación,) 

El  extranjero  no  podía  ser  banquero  pú- 
blico, aunque  tuviese  carta  de  naturalez,  ba- 
jo la  pena  de  perdimiento  de  toda  4a  moneda 
que  tuviese  en  el  cambio  y  de  la  mitad  de  sus 
bienes.  (Leyes  2.'  y  5.',  tít.  3.*,  líb.  9.*,  Ko- 
vitima  Recopilación, ) 

Ahora  deben  atenerse  los  banqueros  á  lo 
dispuesto  en  el  Código  de  comercio  con  respec- 
to á  los  comerciantes  en  general. 

BAJtATE.  Véase  Fieman. 

BARATERÍA.  El  fraude  ó  engaño  que 
se  cometeen  compras,  veatas,  trueques  ú  otros 
contratos;  así  la  ley  llamd  baratadores  á  los  que 
meten  en  arcas  ó  sacos  arena,  piedras  ú.  otra 
C03a  semejante,  y  fingiendo  ser  oro,  plata  ó 
moneda,  los  encomiendan  á  alguno  para  la 
guarda,  y  toman  prestado  sobre  ellas,  ó  bien 
cuando  las  piden  al  depositario  las  abren  en  su 
presencia  y  le  atribuyen  el  engaño  que  ellos 
han  cometido.  (Ley  9.',  tít.  16,  Partida  7.') 

El  nombre  de  baratería ,  desconocido  en  la 
antigüedad,  parece  se  empezó  á  usar  en  los 
tiempos  de  la  Baja  Edad  acaso  por  la  primera 


vez  en  el  texto  catalán  de  las  costumbres  ma- 
rítimas ,  viniendo  su  etimología  de  la  palabra 
Bara,  que  en  catalán  es  lo  mismo  que  traidor, 
y  de  aquí  baratería^  traición  ó  engaño. 

La  baratería  puede  ser  fraudulenta  ó  sim- 
ple. Será  fraudulenta  cuando  proviene  de  ma- 
licia ó  dolo;  y  simple,  cuando  es  efecto  de  des- 
cuido, impericia  ó  imprudencia. 

Si  el  Capitán  de  un  buque,  por  ejemplo,  saca 
el  licor  de  algunos  toneles  para  sustituir  otro  de 
inferior  calidad;  si  cambia  el  cacao  bueno  por 
otro  de  menos  valor;  si  sustrae  una  parte  de  las 
mercancías  descargadas  ,  diciendo  falsamente 
que  perecieron  por  accidente  marítimo,  comete 
baratería  fraudulenta.  Mas  si  ha  colocado  mal  en 
el  buque  las  mercaderías,  poniendo  las  secas  ó 
preciosas  debajo  de  otras  que  están  expuestas  á 
rezumarse;  si  las  deja  en  el  combés;  si  no  cui- 
da de  tener  cerradas  las  escotillas  y  portas  de 
la  nave ;  si  no  sabe  evitar  el  abordaje  de  un 
navio  que  con  el  choque  cause  di^o  en  el  su- 
yo; si  da  lugar  á  que  el  Capitán  de  un  bajel 
del  Estado  le  tire  algún  cañonazo  por  negarse 
á  ir  á  bordo  á  manifestarle  sos  papeles ,  y  el 
cargamento  recibe  algún  daño ;  si  por  no  ha- 
berse provisto  de  los  despachos  necesarios,  ó 
por  no  haber  hecho  las  declaraciones  que  se  exi- 
gen en  la  Aduana  se  le  confiscan  las  mercade- 
rías, en  todos  estos  casos  y  otros  semejantes 
comete  baratería  simple ,  pues  que  no  son  efec- 
to sino  de  su  impericia,  descuido,  atolandra- 
miento  ó  imprudencia. 

El  Capitán  es  responsable  civilmente  de  to- 
da baratería  simple  6  que  dimane  de  falta  suya, 
esto  es,  de  todos. los  daños  que  sobrevengan  á 
la  nave  y  su  cargamento  por  impericia  ó  des- 
cuido de  su  parte  (Art.  676,  Código  de  co- 
mercio.) 

También  es  responsable  civilmente  el  Ca- 
pitán, como  de  baratería  simple ,  con  respecto  á 
él,  de  las  sustracciones  y  latrocinios  que  se  co- 
metieren por  la  tripulación  de  la  nave ,  salva 
su  repetición  contra  los  culpables.  (Art.  679, 
Código  de  comercio,) 

Pueden  y  deben  consultarse  los  artícu- 
los 642,  648,  649,  664,  665,  667,  680  y  863 
del  Código  de  comercio, 

BARATO.  Lo  que  se  vende  ó  compra  á 
poco  precio.  — La  porción  de  dinero  que  da  vo- 
luntariamente el  que  gana  en  el  juego  á  las 
personas  que  quiere  de  las  que  le  rodean  con 
este  objeto;  — y  antigrnament'e  el  fraude  ó  en- 
gaño ,  como  también  la  abundancia ,  sobra  ó 
baratura  de  algún  género. 

BARATURA.  El  bajo  precio  y  módica  es- 
timación ó  valuación  de  los  objetos  vendibles, 
circunstancias  que  facilitan  su  compra  ó  ad- 
quisición;—cualidad  de  lo  barato. 
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^  BABB ALEXIS.  Figurar  etórica,  que  con- 
siste en  unir  una  palabra  extraojera  á  una  na* 
cional. 

BABBETA.  Término  marino,  que  siguiñ- 
ca  un  pedazo  de  meollar,  cajeta  ó  fllástica  que 
sirve  para  amarrar  algún  efecto  de  poca  con- 
sideración, ó  ligar  dos  guarnés  de  un  aparejo, 
ü  otros  dos  cabos  semejantes  que  se  hallen  io- 
mediatos  paralelamente  y  hagan  fuerza  en 
sentidos  opuestos,  á  fin  de  que  la  compresión 
y  el  gran  rozamiento  que  entre  ellos  produce 
esta  ligadura  impida  su  curso  mutuo.  Véase 
Barba  db  gato. 

BABCA.  La  embarcación  pequeña  que 
sirve  para  pescar,  atravesar  los  ríos,  traficar 
en  las  costas  de  mar,  y  trasportar  las  cargas 
desde  el  muelle  á  los  navios,  etc.  Será  de  car- 
go del  barquero  y  del  propietario  de  la  barca 
el  pagar  de  sus  bienes  los  daños  que  por  su 
culpa  ó  negligencia  se  causaran  á  la  carga  que 
trasporta;  no  podrá  fumar  ni  tener  fuego  en  la 
barca  cuando  llevare  pólvora  y  demás  géneros 
inflamables,  y  deberá  entregar  toda  la  carga 
al  Capitán,  piloto  ó  persona  destinada  á  recibir- 
la, recogiendo  el  correspondiente  recibo,  bajo 
pena  de  perder  el  flete  y  de  responder  de  lo 
que  faltare.  [Ordenanzas  de  Bilbao,  cap.  29.) 

Según  la  Real  orden  del  Ministerio  de  Ma* 
•  riña,  del  11  de  Octubre  de  1843,  en  la  dispo- 
sición 2.'  se  previene:  «A.  las  barcas  de  pesca 
no  se  les  autoriza  para  ejercitarse  en  la  nave- 
gación de  cabotaje,  y  menos  para  dirigirse  á 
puertos  extranjeros,  sino  por  casos  muy  par- 
ticulares que  deben  graduar  por  si  los  Coman- 
dantes militares  de  marina  de  las  respectivas 
provincias,  y  en  estos  casos  excepcionales,  ha- 
bilitarlos como  si  fueran  de  primera  ó  segunda 
lista,  y  con  el  correspondiente  Real  pataporle 
de  navegación  si  tuvieren  que  navegar  fuera 
de  los  limites  del  departamento,  fijándose  en 
los  pasaportes  Reales  el  plazo  que  se  considere 
preciso,  con  presencia  del  caso  particular  que 
motive  la  expedición  y  consiguiente  habilita- 
ción para  verificarla,  bajo  la  inmediata  respon- 
sabilidad del  Comandante  que  la  autorice. — 
3/  Los  Patrones  de  todos  los  buques  pesca- 
dores han  de  llevar  una  licencia  para  ejerci- 
tarse en  la  pesca,  en  la  que  se  exprese  el  nü-  I 
mero  de  marineros  que  los  tripulen  y  sus  me- 
dias filiaciones,  anotándose  en  la  misma  que 
no  podrán  emplearse  en  el  tráfico  de  cabotaje 
ni  en  otro  ejercicio  más  que  en  el  de  la  pesca 
sin  obtener  nueva  licencia,  debiendo  refrendar 
aquella  sem analmente.— 4.'  A  los  Patrones 
que  soliciten  permiso  para  pescar  en  Reinos 
extranjeros  se  les  fijará  el  plazo  prudencial 
que  consideren  suficiente  los  Comandantes  de 
marina  de  las  provincias,  cuyo  plazo  nunca 
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deberá  exceder  de  seis  meses  para  las  costas 
de  Francia  é  Italia,  habilitándoles  de  pasapor- 
te Real  de  navegación  para  solo  dicho  tiempo, 
expresando  en  el  rol  esta  circunstancia,  y  cui- 
dando de  que  tanto  el  Patrón  como  todos  los 
individuos  de  la  tripulación  lleven  las  papele- 
tas de  matrícula  prevenidas  en  el  art.  10,  titu- 
lo 1 1  de  la  Ordenanza,  circunstancia  que  tam- 
bién se  anotará  en  el  rol,  que  no  podrá  con- 
tener más  plazas  que  las  abolutamente  nece- 
sarias para  la  pesca  á  que  vaya  la  embarca* 
cion  destinada. —5/  La  disposición  anterior 
será  extensiva  en  la  parte  correspondiente  á 
todos  los  barcos  de  segunda  lista  que  no  ar- 
queen á  lo  menos  20  toneladas.» 

BARBICADA.  Parapeto  hecho  con.  bar- 
ricas ó  con  cualquiera  de  las  cosas  que  se  ha- 
llan á  mano.  Esta  clase  de  fortificación  la  em- 
pleó el  pueblo  de  Paris  en  1358  durante  el 
cautiverio  de  Juan,  Rey  de  Francia.  También 
la  emplearon  en  las  luchas  civiles  los  arma- 
ñagues  y  burguiñones  en  el  reinado  de  Car- 
los VI,  asi  como  durante  la  Liga  en  12  de 
Mayo  de  158B,  en  el  de  Enrique  III.  Este  dia 
el  pueblo  de  Paris  construyó  más  de  1.000 
barricadas  y  se  llamó  primer  dia  de  barricadas^ 
y  el  segundo  fué  el  26  de  Agosto  de  1648,  en 
tiempo  de  la  Fronda,  reinado  de  Luis  XIV. 
Luego  en  1789,  1830  y  1848  las  barricadas 
de  Paris  son  recuerdos  históricos  de  lamenta- 
bles desgracias. 

Bueno  es  que  consignemos  que  Paris  no  es 
solo  el  que  ha  tenido  el  monopolio  de  las  bar- 
ricadas, sino  también  Bruselas  en  Setiembre 
de  1830,  Berlin,  Dresde  y  Madrid  en  1848  y 
1849;  pero  tanto  en  Alemania,  como  en  Fran- 
cia y  España,  las  barricadas  solo  han  servido 
para  conseguir  un  resultado  de  poca  dura- 
ción. 

BASIIjEA  (Tratado  de).  Bn  esta  ciudad  se 
ajustó  el  año  de  1795  un  tratado  entre  Fran- 
cia y  España,  con  el  cual  se  terminó  la  guer- 
ra que  se  habia  declarado  el  de  1793,  de  re- 
sultas de  la  revolución  francesa.  Por  dicho 
tratado  se  convinieron  las  dos  Potencias  en  res- 
tablecer  las  antiguas  relaciones  de  comercio  al  pié 
en  que  se  hallaban  antes  de  las  hostilidades^  lo 
cual  duró  hasta  que  el  atentado  de  Napoleón 
de  usurpar  la  Corona  de  España  volvió  á  en- 
cender la  guerra,  que  empezó  el  año  de  1808 
y  acabó  en  el  de  1814,  volviendo  al  tratado 
de  Basilea  toda  su  fuerza,  la  cual  estaba  ener- 
vada en  tiempo  de  Bonaparte,  á  pesar  de  las 
reclamaciones  hechas  por  el  Gobierno  español 
en  favor  de  su  fiel  observancia,  como  lo  acre* 
ditan  los  siguientes  documentos  útiles  para  la 
historia  diplomática  de  España  que  se  encuen- 
tran en  el  Diccionario  de  Hacienda,  por  D;  José 
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Canga  Arguelles,  pág.   131,  Madrid,   1833: 

1/  Sobre  los  perjuicios  que  sufiria  Espa- 
ña con  el  arance]  de  Francia  de  22  de  Julio 
de  1802. 

2.*  Sobre  los  perjuicios  que  sufre  la  nave- 
gación española  en  Francia. 

3.^  Sobre  las  variaciones  que  debian  ha* 
cerse  en  los  Aranceles  de  España,  como  repre- 
salia de  las  vejaciones  que  sufria  en  Francia 
nuestro  comercio,  á  consecuencia  de  la  liber- 
tad en  que  ésta  nos  deja. 

BASTANTEADO.  Dicese  del  poder  que 
está  ya  examinado  y  reconocido  por  bastante 
para  el  objeto  con  que  se  presenta. 

BASTAJNTTEAB.  Reconocer  el  Abogado 
ú  otra  persona  encargada  los  poderes  del  Pro- 
curador, y  firmarlos  diciendo  ser  bastante,  á 
fin  de  que  sea  éste  admitido  al  Juicio  como  le* 
gitimo  mandatario  del  litigante  á  quien  re- 
presenta. 

BASTABDELO.  El  cuaderno  que  sirve 
al  Escribano  ó  Notario  para  poner  en  extracto 
ó  borrador  los  autos  y  escrituras,  anotando  las 
cláusulas  6  partes  esenciales,  á  fin  de  exten- 
derlas después  con  todas  las  formalidades  ne- 
cesarias á  su  perfección. 

BASTABDO.  Cualquiera  que  ha  nacido 
de  una  unión  ilícita;  pero  más  particular- 
mente lo  es  el  hijo  nacido  fuera  de  matrimo- 
nio y  de  padres  que  no  podian  casarse  al  tiem- 
po de  la  concepción  ni  al  del  nacimiento. 

El  hijo  bastardo,  que  también  suele  decir- 
se espúreo,  no  puede  heredar  por  testamento 
ni  ahintesiato  al  padre  (Ley  4.*,  tit.  3.^,  y 
ley  10,  tit.  13,  Partida  6/);  pero  puede  éste 
dejarle  el  quinto  de  sus  bienes  ó  parte  de  él 
por  via  de  alimentos,  excepto  si  dicho  hijo  lo 
fuere  de  clérigo  ordenado  in  sacris,  6  de  fraile, 
freile  ó  monja  que  ha3'an  profesado,  pues  éste 
no  puede  recibir  de  su  padre  ni  de  los  parien- 
tes del  padre  parte  alguna  de  la  herencia, 
manda  ni  donación.  (Leyes  4.^,  5.*  y  6.\  ti- 
tulo 20.  libro  10,  Novitima  Recopilación.) 

En  el  orden  de  la  naturaleza  es  una  mis- 
ma la  condición  de  los  bastardos  y  de  los  hi- 
jos legítimos,  porque  todos  proceden  de  la 
misma  sangre;  pero  es  desigual  en  el  derecho 
civil,  que  niega  á  aquellos  muchas  de  las  ven- 
tajas que  concede  á  édtos,  no  precisamente 
por  castigar  en  ellos  las  faltas  de  sus  padres, 
sino  por  honor  al  matrimonio  y  respeto  á  las 
costumbres. 

BASTIMBHTO.  La  provisión  para  sus- 
tento de  una  ciudad,  ejército,  embarcación, 
etcétera. — El  buque  ó  embarcación.  —  En  lo 
antiguo  el  edificio.-^ En  ia  Orden  de  Santiago, 
el  derecho  de  cobrar  ó  pag^ar  las  primicias  ó 
afectos  que  constituyen  las  encomiendas  de 


de  este  nombre,  y  usada  en  plural  son  las  mis- 
mas primicias  de  que  en  algunos  territorios  se 
constituiré  encomienda',  y  así  se  dice:  en- 
comienda de  bastimentos  y  comendador  de 
bastimentos. 

BASTÓN.  El  convenio  del  Pardo  autoriza 
á  los  Cónsules  á  usar  bastón  para  adorno  exte^ 
rior  de  sus  personas;  bien  que  este  distintivo  es 
exclusivo  de  la  jurisdicción  voluntaria  y  orde- 
natoria  que  á  los  Cónsules  se  concedía  por  el 
mismo  convenio.  Los  Cónsules  pueden  usar  el 
bastón  dentro  de  su  distrito,  asi  como  los  Vi-> 
eecónsules  dentro  del  suyo;  pero  raro  es  el  que 
hace  uso  de  él. 

BAXJTISICO.  El  primero  de  los  Sacramen- 
tos de  la  Iglesia,  con  el  cual  se  nos  da  la  gra- 
cia y  el  carácter  de  cristianos.  Antes  producía 
tres  especies  de  parentesco  espiritual;  á  saber: 
paternidad;  compaternidad  y  fraternidad;  pe- 
ro por  decreto  del  Concilio  de  Trento  solo  se 
contrae  parentesco  espiritual  por  el  bautizante 
y  el  padrino  ó  madrina  con  el  bautizado  y  sus 
padres,  quedando,  por  consiguiente,  los  demás 
libres  de  impedimento  para  casarse.  {Sess,  24, 
deRe/orm.,  cap,  2.*) 

El  nombramiento  de  padrinos  pertenece  á 
los  padres,  y  no  al  párroco;  de  modo  que  si  los 
hay  nombrados  por  el  párroco  y  por  los  pa- 
dres, solo  estos  últimos  contraen  parentesco 
espiritual,  aunque  todos  tengan  al  bautizado 
en  la  pila:  más  si  los  padres  ú  otros  interesados 
no  hubiesen  designado  padrino  alguno,  será  en- 
tonces verdadero  padrino  quien  el  párroco  nom- 
brare; y  si  no  habiendo  elegido  á  persona  al- 
guna para  este  cargo  ni  los  padres  ni  el  pár- 
roco por  negligencia  ú  olvido,  se  acercaren 
una  ó  má^  personas  y  tuvieren  en  la  pila  al 
bautizado,  éstas  serán  las  que  contraigan  el  pa- 
rentesco. Si  habiendo  dos  padrinos  (esto  es,  pa- 
drino y  madrina,  pues  no  se  admiten  dos  perso- 
nas de  un  mismo  sexo),  el  uno  tuviese  al  bau- 
tizado en  la  pila  y  el  otro  no  hiciera  más  que 
asistir  sin  tenerle  ni  tocarle,  solo  aquel  con- 
trae el  parentesco;  más  no  lo  contrae  el  que 
tiene  al  bautizado  como  procurador  de  otro, 
sino  su  mandante  ó  comitente. 

Para  formar  con  exactitud  las  partidas  de 
bautismo,  debe  asegurarse  el  párroco  de  la 
identidad  y  procedencia  del  bautizado  por  el 
mismo  padre,  y  en  su  defecto  por  las  personas 
que  asistieron  al  parto,  ó  por  el  dueño  de  la 
casa  en  que  parió  la  madre,  si  no  se  hallaba 
en  su  domicilio. 

Siendo  el  bautizado  hfjo  ilegitimo  no  se 
expresará  en  la  partida  el  nombre  del  padre 
sin  que  él  mismo  concurra  por  si  personal- 
mente, ó  por  escrito  ó  por  persona  fidedigna  y 
de  satisfacción  á  declararlo;  y  no  comparecien- 
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do  do  ningún  modo,  se  pondrá  en  la  partida 
que  se  bautizó  un  niño  ó  una  niña  cuyo  padre 
86  ignora. 

Por  Beal  orden  de  1/  de  Diciembre  de 
1837  se  mandó  el  modo  cómo  se  liabian  de  ex- 
tender las  partidas  de  bautismo,  y  en  el  de- 
creto de  las  Cortes  Constituyentes  del  mes  de 
Junio  de  dicho  i^o,  se  previene  se  generalice 
la  saludable  práctica  de  bautizar  con  agua 
templada,  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  Ri- 
tual  Bomano, 

En  las  disposiciones  generales  de  la  ley 
provisional  de  Registro  civil,  se  previene  en  el 
titulo  3/  De  los  nacimientos: 

((Art.  45.  Dentro  del  término  de  tres  dias, 
á  contar  desde  aquel  en  que  hubiese  tenido  lu- 
gar el  nacimiento,  deberá  hacerse  presenta- 
ción del  reciennacldo  al  funcionario  del  Re- 
gistro, quien  procederá  en  el  mismo  acto  á  ve- 
rificar la  correspondiente  inscripción.»  Véase 
Nju:uii£mto. 

BEUGEBANTB.  Epíteto  que  se  da  á  la 
Nación,  ejército,  etc.,  que  está  en  guerra  ac- 
tiva. Se  usa  comunmente  en  plural,  hablando 
de  dos  ó  más  Naciones,  de  dos  ejércitos,  de  dos 
fuerzas  enemigas,  que  tratan  de  destruirse 
m&tuamente,  y  por  esto  se  aplica  también  á 
los  partidos  políticos  que  de  cualquier  m'odo 
se  disputen  la  victoria. 

La  guerra  pone  fin  á  todo  trato,  á  toda  co- 
municación entre  los  beligerantes,  y  no  solo 
suspende  la  ejecución  de  los  pactos  existen- 
tes, sino  que  hace  de  todo  punto  nulos  aque- 
llos que  los  particulares  de  las  dos  Naciones, 
sin  permiso  expreso  de  los  respectivos  Sobera- 
nos, celebran  entre  si  durante  la  guerra. 

El  beligerante,  apoderándose  de  una  pro- 
vincia enemiga,  adquiere  el  derecho  de  po- 
nerse en  posesión  de  los  dominios,  rentas  del 
Estado,  fortalezas,  buques  de  guerra,  y  de 
todo  lo  que  sirve  á  la  guerra,  según  la  doc- 
trina de  los  que  tratan  del  derecho  positivo  de 
Europa  (1).  Rara  vez  algunas  de  las  partes 
beligerantes  quiere  pasar  por  agresora;  pero 
está  reconocido  que  toda  Potencia  beligerante 
á  la  cual  se  pueden  imputar  lesiones  existen- 
tes ó  inminentes,  hace  la  guerra  por  interés  y 
por  motivos  insuficientes  [caussa  suasoria), 
hace  una  guerra  injusta.  Las  causas  legitimas 
de  la  guerra,  deben  siempre  ser  distingdidas  de 
los  simples  motivos  {caussa  justijica  segregando 
sunt  a  suasoriis)  (2). 

En  el  número  de  estos  falsos  motivos,  es- 


(1)  BuBLAHAGUi, Principes  du droitvolitique. 
P.  IV,  Oh.  3. 

(2)  Véase  Felice.  Lecons  du  droit  des  gens* 
P.  II,  T.  II,  p.  140. 


tan:  la  sed  de  conquistas,  la  codicia  del  botin, 
el  deseo  de  impedir  el  aumento  de  poder  no 
injusto  de  otro  Estado,  el  protesto  de  querer 
mantener  el  pretendido  equilibrio  ó  la  balanza 
política  de  Europa,  la  carencia  de  buenas  cos- 
tumbres, las  virtudes  sociales  ó  de  religión 
del  pueblo  acometido,  el  reproche,  fundado  ó 
no,  de  su  inmoralidad.  Toda  guerra  emprendi- 
da para  castigar  ó  corregir  el  ateísmo,  la  ido- 
latría, un  cambio  de  religión,  la  depravación 
de  costumbres,  la  barbarie,  etc.;  toda  guerra 
en  general,  cuyo  fin  es  el  interés  de  la  reli- 
gión, ó  el  castigar  (bellum  punitivum),  seria 
injusta:  puesto  que  ningún  Estado  se  halla  re- 
vestido de  jurisdicción  sobre  los  otros  Estados 
independientes  (Ij. 

El  derecho  de  beligerancia  que  con  tanto 
anhelo  han  reclamado  de  los  Estados -Unidos 
del  Norte  los  insurrectos  de  Cuba,  es  una  de 
las  exigencias  más  injustificadas  que  registra 
la  historia  de  las  revoluciones  de  todos  los 
pueblos.  Cuando  las  causas  que  se  defienden 
son  injustas,  en  vez  de  apoyarlas  con  razones, 
se  las  envuelve  en  los  más  estupendos  absur- 
dos. La  causa  de  los  insurrectos  de  Cuba, 
traidores  á  la  Patria  y  á  la  sangre,  no  puede 
ser  más  injusta,  y  por  consiguiente,  no  debió 
sorprender  que  tratasen  siempre  de  envolver- 
la en  absurdos. 

El  derecho  internacional  no  se  ocupa,  ni 
puede  ocuparse  para  nada,  de  esas  facciosas 
minorías  que,  aprovechando  una  ocasión  pro- 
picia, turban  la  tranquilidad  de  la  tierra.  Para 
que  las  tome  en  consideración,  es  preciso  que 
dentro  del  antiguo  Estado  ó  segregándole  una 
buena  parte  formen  un  Estado  nuevo;  es  ne- 
cesario que  dominen  un  territorio  extenso,  le 
den  leyes,  administren  en  él  justicia,  tengan 
un   Gobierno   perfectamente   constituido,   y 
ejerzan  por  completo  y  sin  oposición  la  sobe- 
ranía en  una  comarca.  Solo  en  este  caso  puede 
adquirirse  lo  que  el  derecho  de  gentes  llama 
personalidad,  y  puede  aspirarse  en  unas  circuns- 
tancias al  reconocimiento  de  la  beligerancia,  y 
en  otras,  á  esas  consideraciones  humanitarias 
que,  sin  separarse  de  las  reconocidas  obliga- 
ciones, pueden  tener  las  Naciones  neutrales. 
El  derecho  de  gentes  y  los  tratados  que  se 
ajustan  á  sus  prescripciones,  hablan  casi  ex- 
clusivamente de  Principes  y  Estados,  porque 
los  rebeldes  no  tienen  nacionalidad  interna- 
cional hasta  que  no  llegan  á  triunfar  y  á 
constituir  un  Estado  nuevo:  pero,  ¿quién  se 
atreverá  á  sostener  seriamente  que  puede  ha- 


(1)  Véanse  escritos  sobre  esta  materia  en 
Ompteda,  fól.  298,  y  Kamptz,  fóU  280,  Elüber, 
1.  c.  fól.  237. 
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cer  un  rebelde,  en  territorio  extranjero,  lo  que 
no  podría  hacer  en  él  el  subdito  de  un  Prin« 
cipe  ó  el  ciudadano  de  una  República  que  es  - 
tuviera  en  guerra  con  la  Nación  de  donde  pro- 
cede el  rebelde?  ¿Quién  sostendrá  de  buenU  fé 
que  el  derecho  de  gentes,  ios  tratados  y  las 
leyes  deben  proscribirse,  porque  son  en  con- 
tra de  su  Patria?  ¿Quién  proclamará  que  el 
negro  delito  de  traición  debe  constituir  un 
privilegio  en  favor  del  traidor,  para  que  pro- 
ceda como  le  aconseja  su  sana,  contando  con 
la  impunidad?  Véase  Guerra. 
r  BENEFICIO  DE  BANDEB  A.  a  Para  que 
un  buque  español  legítimamente  matriculado, 
pueda  disfrutar  de  los  beneficios  concedidos  á 
la  bandera  nacional  en  el  comercio  de  impor- 
tación del  extranjero,  de  América  y  de  Asia, 
deberán  ser  precisamente  españoles  el  propie- 
tario, Capitán,  piloto,  contramaestre  y  dos 
terceras  partes  de  la  tripulación.»  (Articulo 
14  de  la  ley  de  9  de  Julio  de  1841.)     •    ^ 

«No  disfrutarán  del  beneficio  de  bandera 
los  buques  que  con  frutos,  géneros  y  efectos 
procedan  de  Gibraltar;  de  los  puertos  situados 
entre  los  ríos  Gironda  inclusive  y  Bidasoa, 
Miño  y  Guadiana;  de  los  comprendidos  desde 
el  limite  divisorio  entre  España  y  Francia  has- 
ta Marsella  inclusive  y  de  los  puertos  perte- 
necientes á  Potencias  europeas  en  la  costa  de 
África  en  el  Mediterráneo.»  (Art.  15.) 

((Renunciará  al  beneficio  de  bandera  todo 
buque  español  que,  sin  necesidad  urgente,  ca* 
liflcada  ante  el  Cónsul,  recibiese  carena  en 
puerto  extranjero,  ó  hiciese  más  obras  de  re- 
paración y  recorrida  que  las  puramente  indis 
pensables  para  regresar  sin  riesgo  á  un  puer- 
to del  Reino.»  (Art.  16.) 

BEI7EFICIO  DE  INVENTARIO.  El  de- 
recho que  tiene  el  heredero  de  no  quedar  obli- 
gado á  pagar  á  los  acreedores  del  difunto  más 
de  lo  que  importa  la  herencia,  con  tal  que 
haga  inventario  formal  de  los  bienes  en  que 
consiste. 

En  algunas  de  las  Américas  del  Sur  si  la 
herencia  es  de  algún  extranjero,  y  en  el  lugar 
donde  se  hallan  los  bienes  reside  algún  Cónsul 
reconocido  de  su  Patria,  se  le  cita  para  que 
asista  si  gusta  á  la  formación  del  inventario  y 
al  justiprecio,  y  aun  nómbrasele  á  él  mismo 
curador,  si  quiere  tomar  á  su  cargo  la  defensa 
y  administración  de  dicha  herencia;  salvo 
siempre  lo  dispuesto  en  los  tratados  públicos. 
(Ley  3.*,  tít.  8.®,  Código  de  procedimientos íudi» 
dales  de  la  República  de  Venezuela,  de  1 9  de 
Mayo  de  1836.) 

BENEFICENCIA.  <(E1  que  se  niega  á 
hacer  bien  cuando  puede  á  los  seres  con  los 
que  vive  en  sociedad,  viola  el  pacto  social  y 


comete  una  injusticia.  En  la  sociedad  humana 
todo  es  recíproco:  la  beneficencia  es  el  medio 
más  seguro  de  atraer  las  voluntades:  su  galar- 
dón está  en -el  cariño,  en  el  aprecio,  en  la  ad- 
miración de  los  que  experimentan  sus  efectos. 

La  beneficencia  es  una  disposición  habi- 
tual á  contribuir  al  bienestar  de  aquellos  coa 
quienes  nos  liga  la  suerte,  con  el  fin  de  mere- 
cer su  benevolencia  y  gratitud.  Asi,  pues,  la 
beneficencia  no  puede  ser  desinteresada  ó  des- 
provista de  motivos,  que  es  lo  mismo. 

La  beneficencia  es  un  arte  difícil:  consiste 
principalmente  en  la  consideración  que  se 
debe  á  la  delicadeza  del  necesitado.  A  veces 
se  avergüenza  uno  de  los  beneficios  que  reci- 
be, porque  se  miran  como  cadenas,  como 
anuncios  de  servidumbre.  Los  beneficios  he- 
chos con  altanería  exasperan  al  que  los  recibe 
y  traen  en  pos  la  ingratitud.  Comunmente  es 
falta  del  bienhechor  si  no  excita  en  los  corazo- 
nes los  sentimientos  que  quisiera  excitar. 

La  beneficencia  no  está  vinculada  en  la 
grandeza,  en  la  opulencia,  en  el  crédito  ni  en 
el  poder.  Lo  que  se  llama  espíritu  público  es 
la  beneficencia  aplicada  á  la  sociedad  en  ge- 
neral. Una  sabia  política  debería  excitarla,  es- 
pecialmente en  los  corazones  de  los  ricos  y  de 
los  grandes,  que  hallarian  en  una  gloria  sólida 
y  en  unas  distinciones  honoríficas  la  recompen- 
sa del  acertado  uso  de  sus  riquezas,  preferi- 
ble sin  duda  á  los  gastos  insensatos,  que  no 
tienen  más  objeto  que  el  lujo  y  la  vanidad. 

El  espíritu  público  ó  la  beneficencia  ex- 
tendida á  toda  una  Nación,  indica  un  buen 
gobierno  y  unos  ciudadanos  deseosos  de  mere- 
cer la  estimación  pública:  estas  disposiciones 
prueban  que  cada  uno  se  interesa  en  el  bien  do 
su  Patria. 

La  liberalidad  es  una  consecuencia  de  la 
beneficencia,  y  consiste  en  dar  parte  de  los 
bienes  que  poseemos  á  los  que  los  necesitan. 
La  equidad,  la  prudencia  y  la  razón  deben  ser 
las  reglas  de  la  liberalidad.  La  liberalidad  sin 
discernimiento  se  llama  prodigalidad,  y  es  un 
vicio  y  no  una  virtud.»  (B.  de  Holbach,  Jfo- 
ral  Universal.) 

BENEFICENCIA.  Véase  Asilo  de  pobres  t 

ENFERMOS  ESPAÑOLES  EN  EL  EXTRANJERO. 

BEBAT.  Diploma  en  idioma  turco,  que 
concierne  particularmente  á  las  personas.  Al- 
gunas veces  se  pronuncia  varal.  Equivale  al 
exequátur,  cuya  adquisición  es  libre  de  gastos. 

BEBBEBÍA.  Esta  vasta  región,  así  lla- 
mada de  los  Berberes,  uno  de  sus  principales 
pueblos,  se  extiende  á  lo  largo  del  Mediterrá- 
neo, desde  el  Atlántico  hasta  el  Egipto,  y  por 
el  Sur  hasta  los  desiertos  de  Sahara  y  Libia. 
Véase  Escalas  de  Levante  t  Berbería. 
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BESAMANOS.  Oriental  por  su  origen  la 
ceremonia  del  besamanos,  consagrada  poste- 
riormente entre  nosotros  por  una  política  mís- 
tica; exaltada  más,  si  cabe,  por  el  señorío  feu- 
dal, y  mantenida  celosamente  por  el  realismo 
despótico,  ha  debido  ser  insostenible,  como 
depresiva  de  la  dignidad  humana  y  como  con- 
traria á  los  derechos  constitucionales  de  ciu- 
dadanía. 

Abolida  hace  tiempo  en  Turquía,  y  con- 
servada en  Rusia  por  galantería  cababalleres- 
ca  hacia  la  Emperatriz,  la  nobiliaria  España 
era  la  única  Nación  europea  que  mantenía  y 
prodigaba  esa  flesta  idólatra,  especie  de  solu- 
ción de  continuidad  abierta  entre  el  Trono  y 
el  pueblo.  La  sana  educación  de  la  dinastía  de 
Saboya  ha  suprimido  semejante  ceremonia. 

BIBLIA.  La  Sagrada  Escriturado  sea  los 
libros  canónicos  del  Viejo  y  Nuevo  Testamen- 
to. La  Biblia  se  compone  de  72  libros  par- 
ticulares, esto  es,  de  45  del  Viejo  Testamento 
y  27  del  Nuevo,  los  cuales  fueron  recibidos  y 
adoptados  como  canónicos  en  el  Concilio  Car- 
taginense de  397,  en  el  Romano  de  494,  y 
príncipalpaente  en  el  Florentino,  llamándose 
canónicos  porque  contienen  la  norma  y  regla 
que  debemos  seguir  en  la  fé  y  en  las  costum- 
bres, y  porque  están  puestos  por  la  Iglesia  en 
el  catálogo  de  los  libros  sagrados. 

La  reunión  de  todos  estos  libros  se  llama 
Testamento  Viejo  y  Nuevo  ^  porque  en  ellos  se 
contiene  la  última  voluntad  de  Dios,  y  s*e  nos 
defiere  la  herencia  de  los  bienes  celestiales, 
asi  como  en  el  testamento  se  contiene  la  últi- 
ma voluntad  del  hombre,  y  se  defiere  la  he- 
rencia de  los  bienes  terrenos.  El  uno  de  estos 
dos  Testamentos,  se  llama  Viejo  porque  cadu- 
có y  dejó  de  obligar  con  la  venida  del  Nuevo, 
llamado  asi  por  el  nuevo  espíritu  de  la  ley 
cristiana  que  en  él  está  contenida. 

BIEITES  ABINTESTATO.  En  general 
son  los  bienes  que  deja  el  propietario  que 
muere  sin  testamento,  tenga  ó  no  tenga  here- 
deros legítimos;  pero  se  llampm  así  más  espe- 
cialmente los  bienes  dejados  por  el  propietario 
que  muere  sin  testamento  y  no  tiene  herede- 
ros legítimos  que  le  sucedan. 

BIENES  ACENSUADOS.  Los  que  se  ha- 
llan gravados  en  alguna  cosa.  Deben  ser  in- 
muebles ó  raíces  y  fructíferos. 

BIENES  DE  ABOLENGO.  Los  bienes  que 
forman  el  patrimonio  de  nuestros  mayores  ó 
abuelos,  y  nos  han  venido  de  ellos  por  heren- 
cia, legado  ó  donación. 

BIENES  ADVENTICIOS.  Los  que  el  hi- 
jo de  familia,  estando  bajo  la  patria  potestad, 
adquiere  por  su  trabajo  en  algún  oficio,  arte  ó 
industria,  ó  bien  por  fortuna  ó  por  donación, 


legado  ó  herencia  de  propios  y  extraños,  con  tal 
que  no  le  vengan  por  razón  ó  causa  de  padre. 

BIENES  ALODIALES.  Los  que  se  ha- 
llan libres  y  exentos  de  toda  carga  ó  derecho 
señorial. 

BIENES  C01CÜI9ES.  Los  que  no  siendo 
privativamente  de  ninguno  en  cuanto  á  la  pro- 
piedad,  pertenecen  á  todos  en  cuanto  al  uso, 
como  el  aire,  el  agua  de  la  lluvia,  el  mar  y 
sus  playas,  entendiéndose  por  playa  lo  que 
cubre  el  agua  del  mar  cuando  más  crece. 

BIENES  CONCEJILES.  Los  que  en 
cuanto  á  la  propiedad  pertenecen  al  común  ó 
concejo  de  una  ciudad,  villa  ó  lugar,  y  en 
cuanto  al  uso  á  todos  y  cada  uno  de  sus  veci- 
nos; como  las  fuentes,  montes,  dehesas,  pas- 
tos, etc. 

En  la  República  de  Méjico  la  administra- 
ción de  estos  bienes  está  encomendada  á  los 
cuerpos  municipales,  con  arreglo  á  lo  dispues- 
to en  sus  Ordenanzas  particulares. 

En  la  de  Venezuela,  estos  bienes  forman 
parte  de  lo  que  llaman  allí  rentas  municipales. 

En  la  de  Chile ,  la  administración  de  los 
bienes  de  que  se  trata  corresponde  también  á 
las  municipalidades,  según  el  art.  128  de  la 
Constitución  de  1833. 

BIENES  DEL  ESTADO.  Han  sido  de- 
clarados tales  todos  los  raíces,  acciones,  dere- 
chos y  rentas  procedentes  de  las  encomiendas 
vacantes  de  las  cuatro  Ordenes  militares, 
maestrazgos,  edificios,  conventos  y  los  censos 
de  todas  clases  y  se  mandó  proceder  á  su  ven- 
ta conforme  á  la  ley  de  16  de  Enero  de  1834. 
(Real  decreto  de  19  de  Febrero  del  mismo  año, 
y  ley  de  28  de  Julio  de  1837.) 

La  ley  de  9  de  Mayo  de  1835  determina 
las  adquisiciones  que  deben  hacerse  á  nom- 
bre del  Estado  (1). 

La  ley  de  2  de  Setiembre  de  1841  también 
declara  bienes  del  Estado  los  bienes  raíces, 
censos,  rentas,  derechos  y  acciones  pertene- 
cientes á  ermitas,  santuarios,  hermandades  y 
cofradías,  y  prescribe  su  enajenación. 

BIENES  CORRESPONDIENTES  Á 
EspaKa.  Por  Real  orden  circular  de  1 1  de  Oc- 
tubre de  1837  se  manda  á  los  Cónsules: 

«Que  remitan  cuanto  antes  les  sea  posible 
una  relación  de  las  factorías,  colegios  ,  casas, 
establecimientos  de  misiones  ú  otras,  hospita- 
les, lazaretos,  cementerios ,  terrenos,  iglesias 
y  demás  cosas  que  de  cualquier  modo  corres- 
pondan á  España  al  presente ,  ó  hayan  antes 
pertenecido,  en  el  pueblo  ó  distrito  en  que  el 
Cónsul  ejerza  su  empleo,  ó  en  otros  de  que  él 


(1)    De  O'Reilly,  Práctica  coTiítt/ar,  segunda 
parte,  pág.  161, 
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tenga  noticia,  aan  cuando  estén  en  diversos 
Beinos ;  con  las  notas  y  observaciones  más 
claras  y  extensas,  para  que  por  ellas  se  venga 
en  conocimiento  de  todas  las  pertenencias  que 
España  tiene  de  hecho  6  derecho  en  el  ex- 
tranjero, y  se  forme  el  concepto  más  exacto 
sobre  su  origen,  estado,  mejoras  de  que  son 
susceptibles ,  y  personas  que  están  ó  pueden 
estar  á  su  cuidado. 

BIÜKES  NACIONALES.  Los  que  tiene 
adquiridos  el  Estado,  sea  por  su  calidad  de 
mostrencos,  vacantesó  abintestatos,  sea  por  con- 
fiscación, sea  por  haberlos  sacado  del  poder  de 
las  manos  muertas,  ó  por  cualquíeraotra  razón. 

Por  Beal  decreto  de  8  de  Marzo  de  1836, 
y  por  otro  de  las  Cortes  de  22  de  Julio  de  1837, 
después  de  extinguirse  todos  los  monasterios, 
conventos,  colegios,  congregaciones  y  demás 
casas  de  religiosos  de  ambos  sexos,  con  algunas 
pocas  excepciones,  se  aplicaron  todos  sus  bienes 
raices,  rentas,  derechos  y  acciones  á  la  Caja 
de  amortización  para  la  extinción  de  la  deuda 
pública,  dejándolos  empero  sujetos  á  las  car- 
gas de  justicia  que  sobre  si  tuvieren. 

BIENES  MOSTBENCOS.  Los  muebles  ó 
semovientes  que  se  encuentran  perdidos  ó 
abandonados  sin  saberse  su  dueho.  Llámanse 
mostrencos  porque  se  deben  mostrar  6  poner  de 
manifiesto  y  pregonar  para  que  pueda  su  due- 
ño saber  el  hallazgo  y  reclamarlos. 

BIENES  EXTBADOTALES.  Todos  los 
bienes  de  la  mujer  casada,  fuera  de  los  dóta- 
les; esto  es,  todos  los  bienes  que  además  de  la 
dote  lleva  la  mujer  al  matrimonio  como  suyos 
propi  js,  y  los  que  adquiere  durante  él  por  he- 
rencia, donación,  legado  ü  otro  titulo  lucrati- 
vo. (Ley  17,  tít.  11,  Part.  4  ') 

BIENES  GANANCIALES.  Los  que  ad- 
quieren por  un  titulo  común,  lucrativo  ü  one- 
roso, el  marido  y  la  mujer  durante  el  matri- 
monio y  mientras  viven  juntos;  ó  los  que  el 
marido  y  la  mujer,  6  cualquiera  de  ellos,  du- 
rante el  matrimonio  y  viviendo  en  %no  adquie- 
ren por  compra  ó  mediante  su  trabajo  ó  indus- 
tria, como  también  en  los  frutos  de  les  bienes 
propios  que  cada  uno  lleva  al  matrimonio,  y 
de  los  que  adquiere  para  si  por  algún  titulo 
lucrativo  mientras  subsiste  la  sociedad  conyu- 
gal. (Febhbro  en  el  tomo  1.*,  cap.  10  y  tít.  4, 
libro  10  de  la  Novísima  Recopilación.) 

BIENES  INMUEBLES.  Los  que  no  se 
pueden  llevar  de  una  parte  á  otra  sin  destruc- 
ción ó  deterioro,  á  distinción  de  los  que  se 
llaman  bienes  muebles. 

BIENES  LIBBES.  Aquellos  de  que  el  po- 
seedor puede  disponer  según  crea  convenirle, 
á  distinción  de  los  Vinculados,  que  no  pueden 
enajenarse. 


BIENES  PBOFEOTIOIOS.  Los  que  ad* 

quiere  el  hijo  que  vive  bajo  la  patria  potestad, 
por  razón  del  padre  ó  con  los  bienes  del  padre. 
Son  en  todo  del  mismo  padre,  tanto  por  lo  que 
hace  á  la  propiedad  como  al  usufiructo  (Ley  5.*, 
tit.  17,  Part.  4/);  y  asi  es  que  sola  la  admi* 
nistracion  es  la  que  se  deja  al  hijo ,  quien  sin 
embargo  los  goza  y  retiene  en  el  caso  de  con- 
fiscarse los  bienes  á  su  padre  (1),  y  en  el  de 
ser  emancipado  (2)  si  el  padre  no  se  los  qui~ 
tere;  pero  estará  obligado  á  traerlos  á  cola- 
ción (3).  Véase  Colación. 

BILANCE.  El  libro  en  que  los  banqueros 
y  demás  negociantes  asientan  todo  lo  que  de- 
ben y  se  les  debe.  Llámase  más  comunmente 
balance. 

BILLETES  DE  BANCO.  Las  cédulas  6 
vales  de  ciertos  cantidades  pagaderas  á  la  vista 
al  portador,  que  ponen  en  circulación  los  Ban- 
cos autorizados  al  efecto  por  la  ley. 

Los  billetes  hacen  veces  de  numerario, 
siendo  preciso  para  ello  que  haya  en  caja  fon- 
dos pecuniarios  siempre  prontos  para  pagar  en 
el  acto  los  billetes  que  se  presentaren.  Algu- 
nos economistes  quieren  que  haya  siempre  en 
la  caja  del  Banco  una  cantidad  igual  á  la  su- 
ma de  todos  los  billetes  circulantes;  pero  otros 
opinan  que  una  vez  asegurado  el  crédito  del 
Banco,  con  la  tercera,  la  cuarta  ó  la  quinta 
parte  en  metálico  de  la  suma  total  de  los  bille- 
tes hay  bastante  para  sostener  el  valor  de  es- 
tos y'hacerlos  correr  con  aprecio.  Como  quiera 
que  sea,  es  indispensable  la  mayor  exactitud 
y  puntualidad  en  el  cambio  á  metálico ,  pues 
en  el  momento  que  llegase  á  reterdarse  el 
pago  de  un  solo  billete  se  acabarla  la  confian- 
za, vacilaría  el  crédito,  se  agolparían  los  tene- 
dores del  papel  pidiendo  su  reembolso,  y  pere- 
cería el  establecimiento  entre  las  convulsiones 
de  la  bancarote. 

Bl  delito  que  comete  el  que  fraudulenta- 
mente fabrica  ó  altera  los  billetes  de  Banco, 
falsifica  títulos  de  la  deuda  y  otros  valores  está 
previsto  en  el  Código  penal  \ 

((Art.  217.  El  que  introdujere  ó  expen- 
diere falsos  títulos  de  la  deuda  pública  al  por- 
tedor,  billetes  del  Tesoro  ó  de  cualquier  Banco 
erigido  con  autorización  del  Gobierno,  y  el 
que  los  falsificare ,  serán  castigados  con  las 
penas  de  cadena  temporal  en  su  grado  medio 


(1)  Esta  pena  de  confiscación  está  abolida  en- 
tre los  americanos. 

(2)  En  el  caso  de  emancipación ,  la  ley  15 ,  tí- 
tulo 18,  Part.  4/  dice  que  el  padre  puede  retener 
la  mitad  del  usufructo  de  los  adventicios. 

(3)  Ley  de  Toro,  y  en  ella  Antonio  Gómez,  nú- 
meros 10  y  11,  y  Acevedo  en  la  ley  3.%  tít.  8.^, 
libro  5.^,  Beeopilacion, 
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á  la  de  cadena  perpetua  y  malta  de  500  á 
5.000  duros. 

Art.  218.  61  que  falsificare  papel  sellado, 
inscripciones  de  la  deada  pública,  libranzas 
del  Tesoro,  billetes  de  loterías  ó  caalquier  otro 
docamento  de  crédito  del  Bstado  será  casti- 
gado con  las  penas  de  cadena  temporal  y  malta 
de  500  á  5.000  daros. 

£n  la  misma  pena  incurrirán  los  introduc- 
tores y  expendedores. 

Art.  219.  El  que  habiendo  adquirido  de 
buena  fé  los  títulos  ó  efectos  de  que  se  trata  en 
los  dos  artículos  anteriores  los  expendiere  des- 
pués con  conocimiento  de  su  falsedad,  será 
castigado  con  la  multa  del  tanto  al  triplo  del 
valor  del  documento,  no  pudiendo  bajar  nunca 
de  50  duros.» 

BISTRECHA.  La  anticipación  ó  adelanto 
con  qfie  se  da  alguna  cosa ,  y  así  se  dice  que 
se  dan  de  bistrecha  los  alimentos,  réditos  ó 
pensiones  cuando  se  pagan  adelantados  por 
meses,  trimestres  ó  tercios,  como  suele  prac- 
ticarse. 

BLANCO.  El  espacio  que  se  deja  sin  lle- 
nar en  los  escritos.  Está  prohibido  dejarlos  en 
los  instrumentos  públicos  y  en  los  libros  de 
comercio,  á  fin  de  evitar  las  inserciones  é  in- 
terpolaciones qae  podría  hacer  en  ellos  la  mala 
fé,  según  previenen  las  Ordenanzas  de  Bilbao , 
cap.  9.%  núm.  2.  Tampoco  será  eficaz,  dice 
también  el  art.  240  del  Códiffo  de  comercio, 
ningún  documento  de  contrato  de  comercio  en 
que  haya  blanco  alguno,  raspadura  ó  enmien- 
da que  no  estén  salvados  por  los  contratantes 
hajo  su  firma. 

BüOQUBO.  Acción  y  efecto  de  bloquear 
ó  asediar  de  modo  que  se  evite  la  entrada  de 
refuerzos,  vituallas  y  objetos  útiles  en  la  plaza 
que  se  quiere  tomar. 

Son  considerados  como  quebrantadores  del 
derecho  internacional  los  neutrales  que  comer- 
cian con  las  plazas  ó  países  bloqueados.  Mas 
para  la  legalidad  de  la  pena  con  que  se  castiga 
esta  infracción,  deben  concurrir  tres  circuns- 
tancias: primera,  actual  bloqueo;  segunda  noli" 
ciat  previas;  y  tercera,  violación  efectiva.^ 

Para  la  existencia  actual  del  bloqueo  es 
preciso  que  éste  haya  sido  declarado  por  la 
Autoridad  compétente,  esto  es,  el  Jefe  del  Bs- 
tado, y  que  delante  de  la  plaza  ó  costa  blo- 
queada haya  fuerza  suficiente  para  llevarle  á 
efecto.  La  ausencia  accidental,  sin  embargo, 
de  la  escuadra  bloqueadora  en  caso  de  tem- 
pestad no  se  considera  como  interrupción  del 
bloqueo;  pero  si  por  escasez  de  fuerzas  ó  por 
destinarse  éstas  á  otras  atenciones  no  se  guar- 
dasen constantemente  las  costas,  estas  inter- 
rupciones, aunque  fuesen  por  tiempo  limitado, 


suspenderían  verdaderamente  el  bloqueo.  El 
principio  de  que  el  bloqueo  haya  de  ser  efec- 
tivo nació  del  abuso  que  se  cometió  en  la  épo- 
ca de  Napoleón  I,  en  que  Inglaterra  declaró  en 
bloqueo  todos  los  puertos  de  Francia,  y  ésta 
todos  los  de  Inglaterra,  siendo  así  que  todas 
las  escuadras  de  Europa  no  bastaban  para  re- 
ducir semejante  bloqueo  á  una  verdad:  de  aquí 
el  que  el  buen  sentido,  la  utilidad  general  y 
el  derecho  de  gentes  hayan  rechazado  todo 
bloqueo  que  no  sea  efectivo;  así  que  ninguna 
Nación  está  en  el  caso  de  respetarlo;  no  obs- 
tante, si  bien  estos  son  los  principios  del  de- 
recho público  europeo,  las  Naciones  débiles 
habrán  de  ceder  en  muchos  casos  á  las  pode- 
rosas. 

La  noticia  del  bloqueo  la  adquiere  el  neu- 
tral de  dos  modos:  por  notificación  formal  de 
la  Potencia  bloqueadora,  ó  por  la  notoriedad 
del  hecho.  El  efecto  de  la  notificación  á  un  Go- 
bierno es  que  todos  sus  subditos  se  reputen 
comprendidos  en  ella. 

Viola  el  bloqueo  el  neutral  que  á  sabiendas 
se  dirige  al  punto  bloqueado  ó  sale  de  él  con 
carga  comprada  ó  embargada  después  de  co- 
municado aquel.  La  confiscación  del  buque  y 
carg^  es  la  pena  ordinaria  de  los  infractores 
del  bloqueo;  sin  embargo,  respecto  á  esta  úl- 
tima se  acostumbran  admitir  á  los  cargadores 
las  pruebas  que  presentan  para  eximirse  de 
complicidad  en  la  falta  de  la  nave,  porque  aun 
cuando  está  contra  ellos  la  presunción,  puede 
suceder  que  el  Capitán  sea  el  único  culpable. 

En  cuanto  á  la  aplicación  de  la  pena,  se  ob- 
serva que  si  ha  consistido  la  infracción  en  sa- 
lir del  puerto  bloqueado  con  mercaderías  car- 
gadas en  tiempo  inhábil  ó  eludiendo  la  visita 
ó  registro,  puede  el  buque  ser  apresado  por 
cualquier  embarcación  de  guerra  y  á  cualquier 
distancia  de  la  plaza  bloqueada,  antes  de  Hol- 
gar á  su  verdadero  destino.  Si  la  infracción  ha 
sido  entrando,  puede  ser  apresado  á  la  salida 
y  durante  todo  el  viaje  de  vuelta. 

En  muchos  tratados,  entre  ellos  en  los  que 
nos  ligan  con  las  Dos-Sicilias,  República  de 
Santo  Domingo  y  otros,  hay  prevenciones  es- 
peciales acerca  de  bloqueos  y  la  suerte  de  las 
mercaderías,  ya  embarcadas  en  buques  neu- 
trales, >a  mezcladas  con  otros  que  llevasen 
contrabando  de  guerra. 

La  ley  y  práctica  mercantiles  en  estos  ca- 
sos, disponen,  que  si  el  puerto  á  que  se  debe 
dirigir  una  nave  estuviere  bloqueado,  es  ra- 
zón para  que  no  se  emprenda  el  viaje.  Si  co- 
menzado  el  viaje  recibiere  el  Capitán  noticia 
del  bloqueo  y  las  instrucciones  del  cargador 
no  hubiesen  prevenido  este  caso,  deberá  arri- 
bar al  puerto  hábil  más  próximo,  donde  si  en- 
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contrase  persona  autorizada  para  recibir  el 
cargamento  se  lo  entregará,  y  en  su  defecto 
deberá  aguardar  las  órdenes  del  cargador  ó 
consignatario  á  quien  iba  dirigido  y  obrarse* 
gun  ellas.  Trascurrido  un  término  suficiente 
á  juicio  del  Tribunal  de  comercio  ó  magistrado 
judicial  de  la  plaza  á  donde  se  bizo  la  arriba- 
da, para  que  el  cargador  ó  consignatario  nom- 
braren persona  que  recibiese  el  cargamento, 
se  decretará  su  depósito  por  el  mismo  Tribunal, 
pagándose  el  flete,  si  aun  no  se  hubiese  satis- 
fecho, con  el  producto  de  la  parte  necesaria 
del  mismo  cargamento^  que  se  venderá  en  can« 
tidad  suficiente  para  cubrirlo.  (A.rt.  773  del 
Código  de  comercio,) 

Los  principios  del  derecho  marítimo  de 
gentes  adoptados  por  Francia  en  cuanto  con- 
cierne con  los  de  todo  pabellón  neutral  en  tiem- 
pos de  guerra,  son  los  que  siguen: 

<c  1  .*  Bl  pabellón  cubre  la  mercancía  (excep- 
tuando la  de  guerra); 

2.^  La  visita  de  un  buque  neutral  por  otro 
de  guerra,  debe  hacerse  con  todas  las  conside- 
raciones posibles; 

3/  Las  municiones  de  guerra,  cañones, 
pólvora,  balas,  armas  blancas  y  de  fuego,  car- 
tuchos, piedras  de  chispa,  mechas,  etc.,  son 
objetos  de  contrabando  de  guerra; 

4.*  Toda  Potencia  tiene  el  derecho  de  ha- 
cer que  sus  buques  mercantes  sean  escoltados, 
y  en  este  caso,  la  declaración  del  comandante 
de  la  nave  de  guerra  que  los  custodia  es  su- 
ficiente para  justificar  el  cargo  y  la  bandera 
de  los  buques  á  quienes  da  convoy,  y  evitar  to- 
da clase  de  visita; 

5.'  Un  puerto  no  se  le  considera  en  estado 
de  bloqueo  mientras  exista  peligro  para  entrar 
en  él,  en  atención  á  las  fuerzas  navales  que  lo 
vigilan;  pero  un  buque  neutral  no  podrá  su- 
frir perjuicio  alguno  si  entra  en  puerto  decla- 
rado bloqueado  cuando  los  buques  de  guerra 
que  tienen  esta  misión  se  alejan  de  él  por  cual- 
quier causa  que  sea. 

Asi  pues,  si  un  buque  francés  fuese  lleva- 
do como  presa  por  otro  de  guerra  ó  corsario  en 
las  aguas  de  una  Potencia  en  guerra  con  otra, 
el  Cónsul  deberá  invocar  los  principios  que 
quedan  consignados  para  obtener  la  libertad 
del  buque.  Deberá  asimismo  dar  parte  al  Je- 
jo de  la  legación  y  al  Ministro  de  Negocios  ex- 
tranjeros.» 

((Conforme  á  la  ley  de  las  Naciones,  todo 
buque  que  dé  á  la  vela,  por  ignorancia,  para 
un  puerto  bloqueado,  no  merece  castigo.»  {Su^ 
prema  CórledelosE.  U,,  1809.— Elliol,  tomo  1.*, 
pág.  262,  núm.  40.)  Véase  Corsario. 

«Todo  buque  neutral  debe  respetar  los  blo- 
queos efectivos;  pero  puede  continuar  su  co- 


mercio con  los  puertos  no  bloqueados,  aun 
cuando  estén  en  estado  de  guerra.» 

boletín  DS  noticias.  Está  preve- 
nido que  se  dé  al  Ministerio  de  Estado  noticias 
de  cuantos  asuntos  comerciales  puedan  ser  in- 
teresantes para  nuestra  agricultura ,  industria 
y  comercio ;  el  precio  corriente  de  los  merca- 
dos, el  de  los  fletes  y  trasportes  terrestres,  los 
acciaentes  eventuales  de  las  cosechas,  las  ven- 
tas publicas  de  grandes  predios  rústicos  ó  ma- 
nufactureros, el  descubrimiento  ó  invención  de 
procedimientos  industriales,  el  establecimiento 
de  compañías  de  navegación,  caminos  de  hier- 
ro y  alteración  de  sus  tarifas,  etc.  Véase  CoR- 

RESPONDBNCIA. 

BOLETOS  DE  MATBÍOÜLA.  Por  Beal 
orden  circular  de  2  de  Agosto  de  1862  se  man- 
da que  los  Cónsules  soliciten  noticias  de  las 
Comandancias  de  marina  para  conocer  la  bí- 
tuacion  legal  de  los  matriculados  que  carezcan 
de  dichos  documentos,  alegando  extravio.  ((En 
cuanto  á  la  gente  de  mar  (dice  la  Real  orden) 
que  no  se  halle  provista  de  la  debida  documen- 
tación que  acredite  su  cualidad  de  matricula- 
dos y  que  están  libres  del  compromiso  de  con- 
vocatorias inmediatas,  procede  también  solici- 
tar las  noticias  que  indiquen,  si  esos  indivi- 
duos perdieron  realmente  sus  cédulas  ó  son 
retrasados  ó  prófugos  del  servicio  de  los  buques 
de  guerra,  para  reclamar  nuevas  credenciales 
para  ellos,  ó  disponer  su  traslación  á  la  capital 
del  departamento  á  que  correspondan.» 

BOLSA.  Por  Bolsa  entendemos  un  sitio 
público  donde  los  comerciantes  acuden ,  ya  á 
comprar  ó  vender  mercaderías,  ya  efectos  pú- 
blicos; bien  para  negociar  los  varios  documen- 
tos de  crédito,  bien  para  seguir  el  curso  de  los 
negocios  mercantiles.  La  utilidad  de  las  Bolsas 
está  fuera  do  toda  duda.  Conocidas  desde  los 
tiempos  más  antiguos ,  si  bien  no  en  la  forma 
que  boy  tienen,  han  sido  siempre  el  foco  donde 
se  reunía  la  actividad  mercantil.  En  las  Nacio- 
nes antiguas  estas  reuniones  de  comerciantes  se 
verificaban  en  las  plazas  públicas;  y  bajo  este 
punto  de  vista  conocida  es  la  importancia  y 
celebridad  del  Píreo,  en  cuyos  pórticos  se  reu- 
nía el  comercio  ateniense  para  verificar  toda 
clase  de  actos  de  comercio.  De  no  menor  cele- 
bridad goza  la  plaza  de  Corinto,  que  recibía 
diariamente  en  su  seno  los  comerciantes  de  to- 
das las  Naciones  algo  importantes  en  aquel 
tiempo ;  y  por  último ,  Roma  nos  presenta  la 
creación  de  una  especie  de  colegio  de  merca- 
deres que  tenían  sus  reuniones  en  la  loggia  6 
lonja ,  cuyos  reatos  aún  subsisten. 

Pero  con  la  introducción  del  contrato  de 
cambio  creóse  una  especie  nueva  de  comercio 
que  no  podía  presentarse  al  público  bajo  la 
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fortna  material  que  las  demás  mercancías;  pre« 
ciao  se  hacia  que  las  Bolsas  aumentasen  en  im- 
portancia, y  asi  sucedió  con  efecto.  España  no 
anduvo  reacia  en  la  adopción  de  las  lonjas:  en 
1401  vemos  reunido  el  comercio  en  un  ediñcio 
nuevamente  construido  ad  hoc-  en  Barcelona 
para  tratar  de  los  auxilios  que  podrían  conce- 
derse al  Rey  D.  Martin  en  la  guerra  de  Cerde* 
fia,  con  asistencia  de  representantes  de  las  lon- 
jas de  Valencia,  Mallorca  y  Perpiñan.  No  tar- 
daron las  demás  provincias  en  seguir  el  ejem- 
plo de  Barcelona,  y  Perpiñan  en  1412,  Valencia 
en  1482,  Zaragoza  en  1551,  Burgos  y  Bilbao 
á  mediados  del  siglo  XV,  nos  ofrecen  con  fus 
lonjas  una  prueba  de  la  importancia  que  las 
concedia  el  comercio  de  aquella  época.  Estas 
lonjas  ó  casas  de  contratación  no  tomaron  el 
nombre  de  Bolsas  hasta  mediados  del  siglo  XVI, 
en  que,  según  se  asegura,  queriendo  el  comer- 
cio de  Bruja  disolver  las  muchas  comunidades 
de  comerciantes  que  contaba  en  su  seno ,  y 
concentrar  todo  el  comercio  interior  y  exterior, 
fundó  un  edificio  con  este  objeto ,  comprado  á 
la  familia  de  Van-der-Bourse ,  y  habiendo  es- 
culpidas tres  bolsas  sobre  la  portada  ,  de  aquí 
tomó  nombre  el  nuevo  edificio  y  los  demás  que 
á  su  semejanza  se  crearon.  El  Gobierno  no  se 
apresuró,  sin  embargo,  á  ejercer  como  debiera 
BU  tutela  sobre  las  Bolsas  hasta  el  punto  de  no 
aparecer  Bolsa  alguna  reglamentada  en  Fran- 
cia hasta  el  año  1724.  Lo  mismo  puede  decirse 
de  España,  en  donde,  si  hallamos  en  la  legisla* 
cion  algunos  artículos  consagrados  á  este  asun- 
to, son  por  incidencia  y  de  un  modo  muy  indi- 
recto ;  solo  en  nuestros  dias  ha  merecido  una 
legislación  especial  que  se  la  dio  en  10  de  Se- 
tiembre de  1831 ,  y  que  ha  tenido  que  sufrir 
radicales  y  continuas  modificaciones  á  causa  de 
los  agios  y  desórdenes  de  que  laBolsa  era  teatro. 

Siguió ,  no  obstante ,  el  abuso  en  términos 
de  hacerse  ya  indispensable  el  Real  decreto  de 
5  de  Abril  de  1846  ,  mandando  que  interina* 
mente  y  hasta  la  resolución  de  las  Cortes  se 
observe  en  la  Bolsa  de  comercio  de  Madrid  un 
proyecto  de  ley  orgánica  provisional ,  que  di- 
vidido en  cuatro  títulos  y  113  artículos,  sigue 
al  decreto  y  rige  con  derogación  expresa  de  lo 
publicado  en  esta  materia. 

La  notable  extensión  de  este  proyecto  de 
ley,  cuyo  titulo  es  Del  régimen  de  la  Bolsa ,  que 
comprende  45  artículos ,  con  otras  tantas  dis- 
posiciones, y  el  ser  su  observeLíiGm  provisional, 
nos  han  inducido  ó  no  darle  cabida  en  este  Dic^ 
cionario, 

BOLLA..  Cierto  derecho  que  se  pagaba  en 
Cataluña  al  tiempo  de  vender  por  menor  los 
tejidos  de  lana  y  seda  que  se  consumían  den- 
tro de  la  provincia.   Llamóse  así  por  un  sello  | 


que  se  ponía  en  la  Aduana  á  dichas  ropas. 
Hay  opiniones  de  que  se  estableció  á  fines  del 
siglo  xni  para  ocurrrir  á  los  inmensos  gas- 
tos que  ocasionaba  la  defensa  del  país  contra 
los  piratas,  y  para  cortar  las  fraudulentas  en- 
tradas de  los  tejidos  de  lana,  seda,  algodón  é 
hilo.  Las  Cortes  aprobaron  las  tarifas,  que  es- 
tuvieron en  vigor  hasta  que  Carlos  111,  á  so- 
licitud de  Cataluña,  abolió  el  derecho,  subro- 
gando el  equivalente  de  boya, 

BOMBABDEAB.  Atacar  con  bombas,  ar- 
rojarlas sobre  algún  fuerte,  alguno  plaza  etc. 
En  el  bombardeo  de  una  ciudad  es  diñcil  no 
hacer  mucho  daño  á  los  edificios  públicos  y  á 
las  casas  de  los  particulares.  De  aquí  es  que 
no  se  debe  proceder  á  semejante  extremidad 
sino  cuando  es  imposible  reducir  de  otro  modo 
una  plaza  importante,  cuya  ocupación  puede 
influir  en  el  suceso  de  la  guerra. 

botín.  El  despojo  que  logran  los  solda- 
dos en  el  campo  ó  país  enemigo  en  los  asaltos 
y  batallas.  Por  el  estado  de  guerra  queda  in- 
terrumpido el  derecho  de  dominio  y  propiedad, 
de  suerte  que  los  bienes  se  hallan  vacantes 
con  respecto  al  enemigo,  quien  por  consi- 
guiente puede  ocuparlos  y  hacerlos  suyos,  se- 
gún sientan  algunos  escritores  de  derecho  de 
gentes.  Rayneval,  en  sus  Instit,  de  derecho 
natural  y  de  gentes,  reprueba  y  tiene  por  erró- 
nea tal  ocupación  bélica  ó  lucro,  concluyendo 
con  que  sus  principios  no  son  respetados  en 
la  práctica,  y  que  no  es  de  admirar,  porque 
son  freno  para  la  ambición.  Pero  Vattel  (1)  no 
toma  por  fundamento  la  ficción  de  los  roma- 
nos, y  funda  su  justicia  distinguiendo  los  ca- 
sos de  guerras  civiles  y  públicas,  como  también 
se  distingue  la  guerra  justa  de  la  que  no  lo  es. 

BOYA.  Un  trozo  de  corcho  que  atado  á 
un  cabo  y  nadando  sobre  el  agua  indica  la  si- 
tuación del  áncora  de  cualquier  buque  que  so 
halla  anclado  en  un  puerto  ó  rada.  El  que  se 
descuida  de  ponerla  es  responsable  de  los  da- 
ños que  pudiera  ocasionar  esta  falta,  por  tro- 
pezar en  el  áncora  alguna  embarcación  (2). 

BBANQÜIO.  Medida  italiana  de  longi- 
tud, cuyo  valor  varía  en  cada  provincia. 

BBEVE.  Ciertas  letras  del  Papa  extendi- 
das con  brevedad,  sin  las  largas  cláusulas  y 
formalidades  que  contienen  las  Bulas.  El  Bre- 
ve no  tiene  preámbulo  ni  prefacio:  lleva  á  la 
cabeza  el  nombre  del  Papa ,  separado  de  la 
primera  línea,  que  comienza  por  estas  palabras: 
Dilecto  Jllio  salutem  et  apostolicam  benedictionem; 
y  luego  trae  simplemente,  en  letra  menuda, 
lo  que  el  Papa  concede  y  otorga. 


(1)  Dereciho  de  gentes,  cap.  3,°,  libro  3.° 

(2)  Ordenanzas  de  Bilbao,  cap.  20,  núm.  36. 
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El  Breve  expedido  en  debida  forma  tiene 
tanta  fuerza  como  las  demás  letras  apostólicas, 
y  aan  puede  derogar  las  disposiciones  de  una 
Bula  anterior,  con  tal  que  la  derogación  sea 
expresa.  Sin  embargo,  suele  darse  más  crédi- 
to á  las  Bulas  que  á  los  Breves,  porque  las 
Bulas  no  se  dan  sino  abiertas,  y  los  Breves 
van  casi  siempre  cerrados. 

BBÚJULA.  Instrumento  náutico.  Véase 
Aguja  de  marear. 

BRULOTE,  embarcación  dispuesta  con 
materias  inflamables  que  sirve  para  incendiar 
los  buques  enemigos. 

BULA.  La  carta  ó  epístola  pontiñcia  que 
contiene  alguna  decisión  del  Papa  sobre  algún 
asunto  de  gravedad  tratado  con  larga  discu- 
sión y  maduro  examen,  y  está  extendida  en 
pergamino  con  un  sello  de  plomo  en  que  se 
hallan  impresas  las  imágenes  de  San  Pedro  y 
San  Pablo.  Llámase  Bula  por  traer  pendiente 
el  sello  de  plomo  en  figura  de  la  Bula^  insig- 
nia romana. 

Hay  Bula  de  la  Cruzada  que  era  la  en  que 
los  Papas  concedían  diferentes  indulgencias  á 
los  que  iban  á  la  conquista  de  Tierra  Santa. 
En  nuestros  días  se  Concede  á  los  Beinos  de 
España  y  á  los  fieles  de  ellos  que  contribuyen 
con  la  limosna  señalada,  para  los  supuestos 
gastos  que  el  Bey  hace  en  la  supuesta  guerra 
contra  los  infieles  ó  gentiles ,  no  sabemos  de 
dónde,  en  defensa  de  la  religión  que  no  auto- 
riza guerra  contra  nadie. 

La  Bula  de  carne  dispensa  de  comer  carne 
en  ciertos  dias. 

La  Bula  de  laeticinios  es  la  que  permite  á 
los  eclesiásticos  el  uso  de  aquellos  manjares  en 
ocasiones  en  que  les  está  prohibido  por  la  ley. 

La  Bula  de  difuntos  ó  de  indulgencia  es  la 
de  Cruzada  que  se  pone  encima  de  los  mori- 
bundos ó  en  las  manos  de  los  muertos  como 
circunstancia  conducente  á  su  salvación. 

La  Bula  de  oro  era  la  ordenanza  hecha  por 
el  Emperador  Garlos  lY  de  Austria  el  año  de 


1355 ,  que  servia  de  ley  fundamental,  y  por 
la  cual  se  arreglaron  todas  las  ceremonias  y  la 
forma  de  la  elección  de  Emperador ,  fijando  el 
número  de  los  electores ;  habiendo  sido  apro- 
bada por  todos  los  Principes  del  Imperio. 

Sobre  la  tasa  del  valor  de  las  Bulas  ó  la 
limosna  que  por  ellas  se  paga  existe  un  decre- 
to de  las  Cortes  de  21  de  Marzo  de  1821,  res- 
tablecido por  otro  de  15  de  Febrero  de  1837. 

BULETO.  El  Breve  de  su  Santidad  ó  del 
Nuncio.  Véase  Breve. 

BUQUS.  Todo  género  de  embarcación 
considerado  el  casco  por  si  solo.  Esta  palabra 
se  nsa  más  que  cualquiera  de  las  otras  deno- 
minaciones generales  significativas  de  lo  mis- 
mo,  asi  en  el  sentido  material  como  en  el  me- 
tafórico. Véase  Nave  t  Nomrre  t  múmero  de  los 

BUQUES. 

BUBBO.  Un  Juzgado  en  que  se  conocía  de 
las  causas  tocante  á  las  personas  de  la  Real 
servidumbre.  Esta  palabra  viene  del  francés 
bureau^  que  entre  otras  muchas  significación 
nes  se  toma  por  la  Jurisdicción  de  ciertos  Jue* 
ees  establecidos  para  conocer  de  algunos  asun- 
tos particulares. 

BUZO.  El  que  saca  del  fondo  del  mar  ó 
de  los  rios  las  cosas  sumergidas,  ó  ejecuta  de- 
bajo del  agua  alguna  obra  en  las  embarcacio- 
nes. Su  obligación,  segrun  el  art.  15,  tit.  5.*, 
trat.  4.^  de  las  Ordenanzas  de  la  armada,  es 
el  hacer  todos  los  reconocimientos  que  se  ne- 
cesiten debajo  del  agua,  pasar  ovenques  á  las 
anclas  que  los  hubieren  perdido ,  y  general- 
mente  practicar  cuanto  se  ofreciere  en  el  agua 
para  el  servicio  del  buque.  Las  Ordenanzas  de 
la  armada  naval,  art.  13,  tit.  8.%  trat.  3.*, 
mandan  que  los  buzos  sean  reputados  en  cla- 
se de  oficiales  de  mar,  aunque  sin  mando  en 
las  tripulaciones;  y  en  los  artículos  23  al  46, 
se  ocupan  del  aprendizaje  de  los  buzos  y  venta- 
jas de  que  deben  gozar  en  la  matricula,  de  los 
que  se  manda  se  lleve  lista  separada. 
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CABALA.  Bd  sa  sentido  recto  significa 
tradición  ó  doctrina  recibida;  pero  hoy  solo  se 
usa  esta  voz  para  denotar  el  arte  vano  y  ridica- 
lo  que  profesan  los  judíos ,  valiéndose  de  ana- 
gramas ,  trasposiciones  y  combinaciones  de  la 
palabra  y  letras  de  la  Sagrada  Escritnra,  para 
averiguar  sus  sentidos  y  misterios ,  y  muchas 
veces  añaden  adivinaciones  supersticiosas.  En 
estilo  familiar  significa  negociación  secreta  y 
artificiosa. 

caballebIab  y  cabbuajes  de 

ALQUiLBB.  Las  Ordemnzos  generales  de  Aduanas 
de  1870  previenen: 

((Art.  106.  Se  permitirá  la  entrada  de  ca^ 
ballmae  y  carruajes  de  alquiler  y  de  diligen- 
cias procedentes  del  extranjero,  bajo  la  condi- 
ción de  reexportarlos  en  el  término  preciso  de 
cuarenta  dias  por  el  punto  mismo  de  la  impor- 
tación. 

Al  efecto,  la  Aduana  donde  aquellos  se  pre- 
senten tomará  las  señas  necesarias  y  exigirá 
á  los  dueños  fianza  bastante  á  responder  de  los 
derechos  si  no  se  hace  la  reexportación  en  el 
término  señalado. 

El  animal  que  hubiere  muerto  durante  su 
permanencia  en  el  Reino ,  no  estará  sujeto  á 
pago  de  derechos,  siempre  que  el  dueño  justi- 
fique el  hecho  á  satisfacción  del  Administrador. 
Art.  124.  Las  caballerías,  los  carruajes 
y  las  diligencias  españolas  que  pasen  la  fron- 
tera hacia  el  extranjero  pueden  volver  á  Es- 
paña en  el  término  de  cuarenta  dias  sin  pa- 
gar derechos ,  presentándose  en  la  Aduana  de 
salida  para  que  ésta  expida  un  pase  con  arre- 
glo á  modelo. 

Los  carruajes  y  caballerías  que  los  viajeros 
exporten  para  su  uso  particular  podrán  reim- 
portarse con  libertad  de  derechos  en  el  térmi- 
no de  seis  meses,  si  á  la  salida  se  presentan  en 
la  Aduana  para  que  ésta  expida  el  pase  de  que 
habla  el  párrafo  precedente. » 

CABALLOS.  Los  Embajadores ,  Ministros 
plenipotenciarios,  etc. ,  podrán  importar  en  Es- 
paña con  cada  carruaje  de  los  tres  que  se  les 
permite,  dos  caballos  y  un  doble  juego  de  guar- 
niciones y  libreas.  Véase  Equipajes. 

CABO  BLANCO.  Las  apelaciones  á  que 
dieren  lugar  las  providencias  de  los  Tribunales 
Ck>n8alare8  establecidos  en  éste  y  el  Peñón  de 
Velez  pasarán  á  la  Audiencia  de  Sevilla,  según 
previene  el  art.  19  del  Beal  decreto  de  29  de 
Setiembre  de  1848 


CABO  DE  BÜBNA  SSPEBANZA.  Tanto 
las  apelaciones  á  que  dieren  lugar  las  providen- 
cias de  los  Tribunales  Consulares  establecidos 
en  este  Cabo,  como  las  de  los  establecidos  has* 
ta  Cabo  Blanco,  pasarán  á  la  Audiencia  de  Ca- 
narias ,  conforme  previene  el  art.  19  del  Real 
decreto  de  29  de  Setiembre  de  1848. 

CABOTAJE.  La  navegación  ó  tráfico  que 
se  hace  de  puerto  á  puerto  por  las  inmediacio- 
nes de  las  costas.  Este  tráfico  es  del  mayor  in- 
teres  para  el  fomento  de  la  riqueza  pública; 
mantiene  la  marinería,  sosteniendo  el  precio 
de  los  frutos;  evita  sus  escaseces  y  facilita  su 
exportación  acercándolos  á  los  puertos  de  em- 
barque. Generalmente  cada  Nación  reserva 
para  sus  propios  buques  el  comercio  de  cabo- 
tige. 

Por  la  pragmática  de  3  de  Setiembre  de 
loOO,  por  D.  Fernando  y  Doña  Isabel,  que  for- 
ma la  ley  5.'',Vit.  8.*,  lib.  9.\  NovUima  Recopila- 
ción, se  prohibió  cargar  mercaderías  para  con- 
ducirlas á  otros  puertos  de  la  Península  en  na* 
víos  extranjeros,  bajo  la  pena  de  perdimiento 
de  los  buques  y  de  las  cargas ,  á  no  ser  que 
no  hubiese  en  el  puerto  barcos  nacionales  en 
disposición  de  hacerse  á  la  vela.  Por  otra  de  12 
de  Agosto  del  siguiente  año  1501,  que  es  la 
ley  10,  tit.  8.^,  lib.  9.%  Nooisima  Recopilación, 
se  confirmó  la  observancia  de  la  anterior  pro- 
hibición, exceptuando  la  Nación  inglesa ,  por 
respeto  á  su  Rey,  que  al  parentesco  unia  la 
confederación  con  los  de  Castilla.  En  1560  se 
repitió  por  Felipe  II  (ley  10,  tit.  8.*,  lib.  9.*, 
NoDísima  Recopilación)  lo  dispuesto  en  las  an- 
teriores. También  se  expidió  otra  Real  cédula  en 
el  mismo  sentido  D.  Carlos  IV,  á  13  de  Abril 
de  1790.  (Ley  7.",  tit.  8.*,  lib.  9.%  ITovUi' 
fna  Recopilación)  El  Código  de  comercio  (ar- 
ticulo 591)  dispuso  también  que  el  comercio 
de  un  puerto  español  á  otro  puerto  se  hiciese 
exclusivamente  en  buques  de  la  matricula  es- 
pañola, salvas  las  excepciones  que  se  han  he- 
cho ó  se  hicieren  en  los  tratados  de  comercio 
con  las  Naciones  extrai^eras. 

Por  Real  orden  de  11  de  Febrero  de  1846 
se  prohibió  en  Filipinas  el  que  nadie  mandara 
buque  de  cabotaje  mayor  de  100  toneladas  sin 
tener  25  años,  de  ellos  cinco  de  navegación  y 
por  lo  menos  uno  eñ  aquellos  mares,  y  justifi- 
car su  buena  conducta ,  integridad ,  disposi-* 
clon  y  competente  examen. 

Las  Ordenanzas  de  Aduanas  disponen  que 
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el  comercio  de  cabotaje  se  verifique  en  baques 
españoles  entre  puertos  de  la  Nación  y  aun 
cuando  salgan  de  puertos  extranjeros.  Véase  Oo- 

MEBCIO. 

Las  Ordenanzas  generales  de  Aduanas  áQ  1870 
acerca  del  comercio  de  cabotaje  ordenan  lo 
que  sigue: 

«Art.  154.  Comercio  de  cabotaje^  con  rela- 
ción al  régimen  de  las  Aduanas ,  es  el  que  se 
hace  directamente  por  .mar  entre  puertos  de  la 
Península  y  de  las  islas  Baleares. 

El  comercio  con  ios  puertos  francos  de  las 
islas  Canarias  se  considerará  de  cabotaje  cuan- 
do se  trate  de  las  mercancías  que  en  la  dispo- 
sición 9.*  del  Arancel  de  Aduanas  se  especi- 
fican como  productos  de  aquellas  islas.  Todas 
las  demás  mercancías  deberán  documentarse 
como  procedentes  del  extranjero. 

El  comercio  con  las  islas  de  Fernando  Póo 
y  sus  dependencias  Annobon,  Coriseo,  Elobey  * 
y  Cabo  San  Juan  se  considerará  como  de  ca- 
botaje, cuando  se  trate  de  mercancías  produc- 
to de  dichas  posesiones,  y  como  de  importa- 
ción del  extranjero  cuando  se  trate  de  cuales- 
quiera otras  mercancías.  (Véase  la  disposición 
12.'  del  Arancel  de  Aduanas  de  1871.) 

La  misma  distinción  se  hará  respecto  del 
comercio  con  los  puertos  de  Ceuta,  Melilla,  Al- 
hucemas y  las  islas  Chafarinas. 

Art.  155.  El  comercio  de  cabotaje  solo 
puede  hacerse  en  buques  nacionales. 

Podrán,  sin  embargo,  conducirse  en  ban- 
dera extranjera  de  un  puerto  á  otro  de  la  Pe- 
nínsula é  islas  adyacentes  los  equipajes  de  via- 
jeros, los  minerales,  las  cales  hidráulicas,  las 
maderas  de  construcción ,  los  abonos  natura- 
les y  artificiales  y  el  carbón  de  piedra  na  • 
cional. 

Art.  156.  El  buque  que,  despachado  de 
cabotaje,  toque  en  puerto  extranjero,  será  con- 
siderado como  procedencia  extranjera,  y  lo 
mismo  su  cargamento,  á  menos  que  la  arriba- 
da al  puerto  extranjero  haya  sido  forzosa  y  que 
el  Capitán  lo  justifique  así  ante  el  Cónsul  es- 
pañol ,  si  allí  lo  hubiere  ,  ó  ante  la  Autoridad 
local  en  caso  contrario.  Véase  Arribada. 

Art.  157.  El  Capitán  que  quiera  tomar  á 
bordo  de  su  buque  mercancías  para  trasportar- 
las por  cabotaje ,  pedirá  habilitación  al  efecto 
por  medio  de  una  solicitud^  que  servirá  de  car- 
peta al  expediente  respectivo.» 

Siguen  los  artículos  158  al  l7l  inclusive, 
relativos  á  la  salida  de  mercancías  por  cabota- 
je, á  la  llegada  de  las  mismas,  al  trasbordo  de 
ellas  y  á  la  conducción  de  un  punto  á  otro  de 
la  fi'ontera  de  España,  pasando  por  el  extran- 
jero. 

Por  decreto  de  28  de  Junio  de  1871  [Qa- 


ceta  del  30  de  Junio  de    1871,  núm.  1597) 
se  dispone: 

((Que  no  sean  considerados  como  de  cabo- 
taje en  las  islas  Filipinas  las  mercancías  ex- 
tranjeras que  se  conduzcan  desde  puertos  ex- 
tranjeros en  buques  españoles  y  hayan  tomado 
de  tránsito  en  puertos  de  la  Península,  islas 
adyacentes  y  Antillas.» 

CACHEMABIN.  Embarcación  pequeSa 
de  dos  palos  con  velas  al  tercio,  algunos  fo- 
ques en  un  botalón  á  proa  y  gavias  volantes 
en  tiempos  bonancibles. 

CACHIBULO.  Embarcación  pequeña  con 
tres  palos  y  velas  al  tercio;  foque  volante. 

CAFAB.  Especie  de  moneda  árabe. 

CADUCAB.  Acabarse,  extinguirse  ó  per- 
derse alguna  cosa;  y  así  decimos:  que  caduca 
la  herencia  cuando  falta  heredero;  que  caduca 
el  derecho  que  tenemos  á  una  propiedad  cuan- 
do dejamos  que  un  poseedor  extraño  la  haga 
suya  por  medio  de  la  prescripción;  que  cadu- 
ca una  ley  cuando  va  perdiendo  su  vigor  y 
cayendo  en  desuso  con  el  trascurso  de  los 
tiempos  y  mutación  de  las  circunstancias;  que 
caduca  una  costumbre  cuando  deja  de  obser- 
varse poco  á  poco,  ó  se  introduce  otra  que  la 
destruye. 

caídos.  Los  réditos  ya  devengados  de 
alguna  renta.  Cuando  se  condena  en  juicio  al 
reo  demandado  á  restituir  al  actor  los  bienes 
litigiosos  y  frutos  caídos,  se  entienden  por  caí- 
dos los  frutos  que  las  fincas  hayan  ido  produ- 
ciendo y  produzcan  desde  la  contestación  de 
la  demanda  bástala  sentencia  y  su  ejecución, 
porque  durante  el  litigio  van  cayendo  y  de- 
vengándose á  beneficio  del  que  al  fin  obtenga 
la  victoria,  y  no  precisamente  del  poseedor, 
quien  en  caso  de  ser  vencido  se  considera  ha- 
ber sido  en  aquel  intervalo  poseedor  de  mala  fó 
y  haber  carecido  de  justo  título  para  retenerlos. 

CAJA  DE  AMOBTIZAGION.  Estableci- 
miento público  que  tiene  á  su  cargo  liquidar  y 
clasificar  las  deudas  del  Estado,  pagar  los  ré- 
ditos y  extinguir  los  capitales,  administrar  y 
recaudar  los  fondos  aplicados  al  objeto. 

caja  de  consulta.  La  narración  de 
hechos  del  expediente  ó  negocio  sobre  que  se 
consulta,  que  precede  al  dictamen  del  tribu* 
nal  ó  cuerpo  que  hace  la  consulta. 

CAJA  DE  AHOBBOS.  Contribuyendo  en 
gran  manera  esta  institución  á  propagar  el 
espíritu  de  economía,  y  con  él  la  propensión 
al  trabajo;  á  desterrar  los  vicios,  y  con  ellos 
las  enfermedades  y  delitos  de  que  son  gérme- 
nes; á  unir  al  hombre  á  su  profesión,  puesto 
que  ella  le  proporciona,  no  solo  su  presente 
subsistencia,  sino  esperanzas  lisonjeras  para 
lo  futuro]  y  por  último,  á  inspirarle  amor  al 
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drden  público,  porque  de  él  depende  el  goce 
estable  del  fruto  de  sus  tareas,  deben  los  Jefes 
políticos  excitar  á  los  pudientes  á  proponer  los 
medios  que,  según  las  circunstancias  de  cada 
provincia,  sean  adecuados  para  establecer  en 
ella  Caja  ó  Cajas  de  ahorros,  teniendo  siem- 
pre á  la  vista  que  la  seguridad  de  los  fondos 
depositados  es,  entre  las  condiciones  que  este 
e^énero  de  establecimientos  requiere,  la  más 
esencial  para  su  feliz  éxito.  (Real  orden  de  3 
de  Abril  de  1835.) 

Bn  Real  orden  de  1 7  de  Abril  de  1839  se 
▼olvió  á  excitar  el  celo  de  los  Jefes  políticos  á 
ñn  de  que  establecieran  á  lo  menos  una  Caja 
de  ahorros,  asociándola  á  un  Monte  de  piedad. 

CAJA  DE  HIERBO  FABA  CAUDA- 
Lits.  En  el  articulo  Bancos  se  consigna  la  res 
ponsabilidad  solidaria  de  los  Cónsules  y  Vi- 
cónsules,  6  sean  los  Recaudadores,  que  son  es- 
tos últimos,  3'  los  Interventores,  que  son  los 
primeros,  respecto  á  los  fondos  conservados  en 
ella. 

La  caja  de  hierro  para  caudales  se  adquie- 
re con  autorización  del  Ministerio  de  Bstado, 
en  vista  del  presupuesto  de  su  coste,  y  sobre 
todo  la  necesidad  de  tenerla. 

GALENDABIO.  Hé  aquí  la  correspon- 
dencia de  Calendarios:  Bl  Greg^oriano  ó  latino, 
que  después  de  la  reforma  de  Juliano  rige  en 
la  mayor  parte  de  los  países  de  Europa  y  en 
América,  es  el  de  la  era  cristiana,  que  tiene  los 
años  de  trescientos  sesenta  y  cinco  dias  y  uno 
más  en  los  bisiestos,  divididos  en  doce  meses, 
y  empieza  ahora  en  primero  de  Enero. 

Felipe  II  por  pragmática  de  19  de  Setiem- 
bre de  1582  adoptó  este  nuevo  Calendario  re- 
formado por  Gregorio XIII,  llamado,  como  que- 
da dicho.   Gregoriano, 

El  Calendario  de  los  rusos  y  griegos  cis- 
máticos se  diferencia  del  Gregoriano  en  que, 
no  habiendo  ellos  admitido  la  reforma  del  Ca- 
lendario Juliano,  publicada  por  el  Papa  Grego 
rio  XIII  en  Octubre  de  1582,  ni  suprimieron 
los  diez  dias  intermedios  desde  el  4  al  15  del 
mismo  Octubre,  en  que  se  publicó  la  Bula  de 
reforma,  ni  han  dejado  de  contar,  según  el 
estilo  antiguo,  por  bisiestos  todos  los  años  se- 
culares, cuando  según  destilo  moderno  lo  son 
solo  aquellos  que  se  expresan  por  un  numero 
de  centenas  múltiplo  de  4.  De  aquí  resulta  que 
la  diferencia  de  los  Calendarios  Juliano  y  Gre- 
goriano es  al  presente  de  doce  dias,  á  saber: 
los  referidos  diez  dias  de  Octubre  de  1582,  más 
áo6  dias  por  los  dos  áltimos  años  seculares 
1700  y  1800,  que  según  el  estilo  antiguo  fue- 
ron bisiestos  para  los  rusos,  y  según  el  moder* 
no  comunes  para  el  resto  de  Europa.  Esta  dife* 
renda  será  de  trece  dias  en  1900,  y  también 


en  2000,   porque  este  último  será  bisiesto  en 
los  dos  Calendarios,  según  lo  dicho. 

Bl  Calendario  Árabe  tiene  doce  meses  lu- 
nares, que  empiezan  en  el  momento  que  dis« 
tinguen  la  luna  respectiva:  en  cada  periodo  de 
treinta  años  se  intercalan  once  dias  complemen- 
tarios para  los  años  bisiestos,  distribuidos  en  los 
2.*,  5.*,  7.',  10.*,  13/,  16.',  18.*,  21.*,  24.% 
26.*  y  29.^  de  cada  período  de  treinta  años,  y 
donde  acaba  este  cálculo  empieza  el  año  nuevo. 
Esta  era  empezó  á  contarse  desde  el  dia  16  de 
Julio  del  año  622  de  la  cristiana. 

El  Código  de  comercio  dice  en  su  articulo 
256  que  «En  todos  los  cómputos  de  dias,  me- 
ses y  años  se  entenderán,  el  dia  de  veinticua- 
tro horas,  los  meses  según  están  designados  en 
el  Calendario  Gregoriano,  y  el  año  de  trescien- 
tos sesenta  y  cinco  dias.» 

La  formación,  impresión  y  venta  del  Ca- 
lendario corre  á  cargo  y  beneñcio  del  Obser- 
vatorio Astronómico  de  Madrid,  al  cual  se  le 
concedió  privilegio  exclusivo  en  18  de  No- 
viembre de  1796,  mandándose  que  nadie  pue- 
da imprimirlo,  ni  venderlo  en  ninguna  parte 
del  Reino,  sino  por  cuenta  del  Observatorio  ó 
délos  arrendatarios  del  privilegio,  exceptuán- 
dose de  esta  prescripción  la  Quia  de  forasteros. 
Este  privilegio  está  confirmado  por  decreto  de 
4  de  Enero  de  1834,  por  la  Ley  depresupues* 
tos  de  23  de  Mayo  de  1845,  y  por  el  Real  de- 
creto de  27  de  Mayo  de  1846 . 

CALUMNIA:  Bl  delito  que  uno  comete 
atacando  éhiriendo  maliciosamente  el  honory 
la  reputación  de  otro  con  mentiras  é  imputa- 
ciones falsas. 

Es  necesario  distinguir  la  calumnia  de  la 
impostura.  La  impostura  representa  indetermi* 
nadamente  la  idea  común  á  estas  dos  voces, 
que  es  la  de  imputar  con  malicia.  La  calumnia 
la  representa  determinadamente,  contrayéndola 
á  la  imputación  que  tiene  por  objeto  el  daño 
del  honor  ó  de  la  reputación. 

Nuestro  Código  penal  define  de  este  modo  la 
calumnia: 

«Art.  365.  Es  calumina  la  falsa  imputa- 
ción de  un  delito  de  los  que  dan  lugar  á  pro- 
cedimientos de  oficio. 

Art.  366.  La  calumnia  propagada  por  es- 
crito y  con  publicidad  será  castigada: 

1.^  Con  las  penas  de  prisión  correccional 
y  multa  de  100  á  1.000  duros,  cuando  se  im- 
putare un  delito  grave. 

2.*  Con  las  de  arresto  mayor  y  multa  de 
50  á  500  duros,  si  se  imputare  un  delito  me- 
nos grave. 

Art.  367.  No  propagándose  la  calumnia 
con  publicidad  y  por  escrito,  será  castigada: 

I.^    Con  las  penas  de  arresto  mayor  en  su 
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grado  máximo  y  mnlta  de  50  á  500  duros, 
caando  se  imputare  un  delito  graye. 

2/  Con  el  arresto  mayor  en  su  grado  mi- 
nimo  y  multa  de  20  á  200  duros,  cuando  se 
imputare  un  delito  menos  grave. 

Art.  368.  Bl  acusado  de  calumnia  queda- 
rá exento  de  toda  pena,  probando  el  hecho 
criminal  que  hubiere  imputado. 

La  sentencia  en  que  se  declare  la  calum* 
nia  se  publicará  en  los  periódicos  oficiales,  si 
el  calumniado  lo  pidiere. 

Art.  374.  Se  comete  el  delito  de  calumnia 
ó  injuria,  no  solo  manifiestamente,  sino  por 
medio  de  alegorías,  caricaturas,  emblemas  ó 
alusiones. 

Art.  375.  La  calumnia  y  la  injuria  se  re- 
putarán hechas  por  escrito  y  con  publici- 
dad cuando  se  propagaren  por  medio  de  pa- 
peles impresos,  litografiados  ó  grabados;  por 
carteles  ó  pasquines  fijados  en  los  sitios  pú- 
blicos, ó  por  papeles  manuscritos  comunicados 
á  más  de  diez  personas. 

Art.  376.  El  acusado  de  calumnia  ó  inju- 
ria encubierta  6  equivoca,  que  rehusare  dar 
en  juicio  explicación  satisfactoria  acerca  de 
ellas,  será  castigado  como  reo  de  calumnia  ó 
injuria  manifiesta. 

Art.  377.  Los  editores  de  los  periódicos 
en  que  se  hubieren  propagado  las  calumnias 
ó  injurias  insertarán  en  ellos  dentro  del  tér- 
mino que  señalen  las  leyes,  ó  el  Tribunal  en 
su  defecto,  la^  satisfacción  ó  sentencia  conde- 
natoria, si  lo  reclamare  el  ofendido. 

Art.  378.  Podrán  ejercitar  la  acción  de 
calumnia  ó  injuria  los  ascendientes,  descen- 
dientes, cónyuge  y  hermanos  del  difunto 
agraviado,  siempre  que  la  calumnia  ó  injuria 
trascendiere  á  ellos,  y  en  todo  caso  el  here- 
dero. 

Art.  379.  Procederá  asimismo  la  acción 
de  calumnia  ó  injuria  cuando  se  hayan  hecho 
por  medio  de  publicaciones  en  pais  extran- 
jero. 

Art.  380.  Nadie  podrá  deducir  acción  de 
calumnia  ó  injuria  causadas  en  juicio,  sin  pre- 
via licencia  del  Juez  ó  Tribunal  que  de  él  co- 
nociere. 

Art.  381.  Nadie  será  penado  por  calum- 
nia ó  injuria,  sino  á  querella  de  la  parte  ofen- 
dida. 

El  culpable  quedará  relevado  de  la  pena 
impuesta,  mediando  perdón  de  la  misma. 

Art.  241.  La  acusación  ó  denuncia  que 
hubieren  sido  declaradas  calumniosas  por  sen- 
tencia ejecutoriada,  serán  castigadas  con  las 
penas  de  prisión  menor  cuando  versaren  sobre 
un  delito  grave;  con  las  de  prisión  correccio- 
nal si  fuere  sobre  delitos  menos  graves,  y  con 


las  de  arresto  mayor  si  se  tratare  de  una  falta, 
imponiéndose  además  en  todo  caso  una  multa 
de  50  á  500  duros.» 

CAMBIO.  Entre  negociantes  el  acto  de 
tomar  dinero,  obligándose  por  cierto  premio  á 
ponerlo  en  la  parte  que  se  quiere.  Véase  Co- 
mercio. 

CAMBIO  MABÍTIMO.  En  el  comercio 
marítimo  es  un  contrato  por  el  que  una  per- 
sona presta  á  otra  cierta  cantidad  de  dinero 
sobre  objetos  espuestos  á  riesgos  del  mar,  con 
la  condición  de  que  pereciendo  estos  objetos 
pierda  el  dador  la  suma  prestada,  y  llegando 
á  buen  puerto  los  objetos  se  le  devuelva  la 
suma  con  un  premio  convenido.  Este  cambio 
es  conocido  más  bien  con  los  nombres  de  con- 
trato á  la  gruesa  y  préstamo  á  riesgo  maríti- 
mo. Véase  Geussa. 

Para  uniformar  los  cambios,  se  promulgó 
en  18  de  Febrero  de  1847  un  Roal  decreto  que 
contiene  cinco  artículos. 

CAMBBAY  (Tratado  de).  De  esta  ciudad 
toman  el  nombre  los  tratados  que  se  ajustaron 
entre  España  y  Francia  en  los  años  de  1529  y 
1559  para  el  arreglo  de  varias  pretensiones, 
interesantes  particularmente  á  la  casa  de  Aus- 
tria. Como  el  motivo  ftié  puramente  temporal, 
perdieron  toda  su  fuerza  con  la  variación  de 
las  circunstancias,  con  la  diversidad  de  los 
intereses  de  las  casas  reinantes  y  con  las  guer- 
ras sobrevenidas,  las  cuales  rompieron  las  an- 
teriores estipulaciones. 

CANAL  DE  SÜBZ.  El  deseo  de  facilitar 
en  lo  posible  el  comercio,  siempre  creciente, 
del  continente  europeo  con  la  India,  comercio 
de  muchísima  consideración  ya  en  los  si- 
glos XIV  y  XV,  gracias  á  la  actividad  de  los 
venecianos,  fué  el  móvil  poderoso  que  excitó 
á  otros  pueblos  á  dirigir  sus  esfuerzos  al  des- 
cubrimiento de  un  camino  directo  que  les  per- 
mitiese llegar  á  aquellas  apartadas  regiones 
sin  la  intervención  de  árabes  y  turcos,  ene- 
migos implacables  entonces  de  los  pueblos 
cristianos,  con  quienes  sostenían  con  frecuen- 
cia porfiadas  y  sangrientas  luchas. 

Propuso  Colon  á  la  primera  Isabel  la  idea 
de  hallar  una  ruta  directa  á  la  India,  nave- 
gando siempre  al  Oeste;  y  excusado  es  repetir 
lo  de  todos  conocido,  la  historia  de  tan  racio- 
nal idea  desde  que  la  concibió  el  célebre  ge- 
no vés  hasta  que,  después  de  paseada  por  toda 
Europa  y  desechada  por  la  pusilanimidad  de 
los  Principes  que  reglan  los  destinos  de  las 
primeras  Naciones  de  nuestro  continente,  fué 
acogida  y  puesta  en  ejecución,  gracias  á  la 
energía  y  clara  inteligencia  de  una  mujer  qae 
echaba  en  aquellos  momentos  los  cimientos  de 
la  unidad  española,  obra  providencial,  sin  la 
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cual,  sin  coya  existencia  imposible  fuera  des- 
pués llevar  á  buen  término  los  altos  designios 
que  nos  estaban  reservados  en  los  anales  de  la 
humanidad. 

Colon  no  descubrió  la  ruta  deseada;  pero 
hizo  surgir  del  seno  de  los  mares  un  nuevo 
continente,  de  extensión  inmensa  y  de  rique- 
zas incalrulables,  más  import&otes  sin  duda 
para  los  europeos  que  las  Indias  que  buscaba. 

Entretanto  los  portugueses,  nuestros  her  - 
manos  y  émulos,  navegaban  al  Sur  á  lo  largo 
de  la  costa  occidental  del  África,  con  el  objeto 
de  hallar  el  paso  tan  apetecido  á  la  ludia.  Por 
fin,  en  tanto  lo  conseguía  el  justamente  céle- 
bre Vasco  de  Gama  doblando  el  cabo  de  Buena 
Esperanza,  llegaba  también  por  opuesto  rum- 
bo nuestro  Magallanes  dando  vuelta  al  extremo 
meridional  del  continente  americano,  y  pene- 
trando en  el  Océano  Pacifico. 

Tres  siglos  hacia  que  el  comercio  seguía 
entrambas  rutas  que  quedan  indicadas,  cuan- 
do un  invento  extraordinario  viene  á  despertar 
de  nuevo  la  idea  de  acortar  en  lo  posible  las 
distancias  y  evitar  los  gastos,  molestias  y  pe- 
ligros que  encuentra  el  navegante  al  dirigirse 
á  los  mares  de  la  India  y  de  la  Cbina,  bien  sea 
por  el  Cabo  de  Buena  Esperanzad  de  las  Tem- 
pestades, como  le  llamaban  con  harta  propiedad 
los  antiguos  marinos,  ó  por  el  de  Hornos,  más 
peligroso  que  aquel,  situado  el  primero  á  los 
34' 23',  y  el  segundo  álos  55*56'  latitud  Sur, 
en  regiones  que  parecen  asiento  predilecto  do 
las  tormentas  y  obligan  á  cruzar  dos  veces  la 
linea,  con  los  inconvenientes  que  también  ésta 
presenta  por  las  eternas  calmas  que  en  ella 
reinan. 

£1  descubrimiento  de  la  navegación  por 
medio  del  vapor  á  principios  de  este  siglo,  vino 
en  efecto  á  despertar  nuevos  proyectos  de  rá- 
pida comunicación  con  las  Indias  Orientales, 
de  importancia  creciente  para  varias  de  las 
Naciones  de  nuestro  continente. 

Las  dificultades  y  coste  de  esta  navega- 
ción alrededor  del  Cabo  de  Buena  Esperanza, 
asi  por  su  extremada  longitud  como  por  la 
dificultad  de  aprovisionarse  de  combustible, 
tanto  como  el  deseo  de  sacar  todo  el  partido 
posible  de  este  medio  acelerado  de  locomoción 
y  de  establecer  comunicaciones  que  á  la  segu- 
ridad y  brevedad  reúnan  la  certeza  del  tiempo, 
ha  sido  causa  de  que  se  hayan  propuesto  en 
nuestros  dias  multitud  de  proyectos.  Mientras 
que  los  unos  se  encaminaban  por  el  Eufrates  y 
golfo  Pérsico,  ó  por  el  Egipto  y  mar  Rojo, 
otros  trataban  de  resolver  el  mismo  problema 
dirigiéndose  al  golfo  de  Méjico  ó  al  mar  de  las 
Antillas,  y  al  través  del  istmo  de  Panamá,  en 
busca  del  Pacifico,  con  el  mismo  ardor  con  que 


en  su  día  lo  hizo  Vasco  Nuhez  de  Balboa,  ilus- 
tre descubridor  del  mar  del  Sur,  paisano  y 
compai^ero  de  los  Corteses,  Pízarros,  Alvara- 
dos.  Sotos,  Orellanas  y  otros  tantos  hijos  cé- 
lebres de  la  en  todos  tiempos  olvidada  Extre- 
madura, que  abandonando  sus  bogares  atrave- 
saron el  entonces  desconocido  y  temible  Atlán- 
tico para  conquistar  á  su  Patria  un  Nuevo 
Mundo,  imperecedera  fama  y  tesoros  sin  cuento. 

Estaba  reservado  para  nuestra  época  la  co- 
losal empresa  de  cortar  por  medio  de  un  canal, 
navegable  para  las  mayores  embarcaciones,  el 
Istmo  de  Suez,  que  separa  el  Asia  del  África,  á 
la  Siria  del  Egipto,  del  Mizraim  de  las  Sagra- 
das Escrituras,  la  tierra  de  Ham  de  los  Salmos, 
la  tierra  de  los  misterios,  la  cuna  de  las  cien- 
cias y  el  foco  de  la  antigua  civilización. 

Esta  portentosa  empresa  la  ha  llevado  á 
cabo  el  nunca  bien  ponderado  Mr.  Ferdinand 
de  Lesseps,  bajo  los  auspicios  de  S.  A.  el  Vi- 
rey  de  Egipto,  y  ella  no  puede  menos  de  ser 
de  una  inmensa  utilidad  para  todos  los  pueblos, 
sin  dañar  á  ninguno,  y  uno  de  los  medios  más 
eficaces  de  civilización  que  ha  podido  poner  la 
Providencia  en  manos  del  hombre. 

A  España  se  le  presenta  con  esta  nueva 
via  el  elemento  más  favorable  para  fomentar  su 
comercio  y  promover  su  propia  prosperidad  y 
la  de  sus  importantes  colonias  en  la  Oceania, 
grandes  restos  de  su  grandeza  pasada. 

A  España  le  sobran  elementos;  con  el  Ar- 
chipiélago filipino  en  los  mares  de  Asia;  con 
sus  dilatadas  costas,  ricas  islas  y  numerosos 
puertos  en  el  Mediterráneo;  con  un  comercio 
que  progresa  visiblemente  en  medio  de  los 
trastornos  políticos,  y  una  marinería  notable 
en  todos  tiempos  por  su  pericia  y  arrojo;  con 
un  régimen  político,  que  si  se  observa  religio- 
samente, tieite  en  si  los  elementos  necesarios 
para  dejar  libre  el  campo  á  todas  las  aspira- 
ciones nobles  y  legítimas  y  labrar  la  felicidad 
pública,  fuerza  es  confesar  que  tiene  lo  bastan- 
te para  que  del  cambio  que  ha  de  operarse  con 
la  apertura  del  canal  del  Istmo  de  Suez,  saque- 
mos nuestra  parte  muy  cumplida  de  los  bene- 
ficios á  que  todos  los  pueblos  legítimamente 
aspiran,  pero  que  pocos  pueden  prometerse  al- 
canzar en  igual  grado  que  el  español,  por  las 
circunstancias  que  en  él  concurren. 

Hé  aquí  algunas  disposiciones  contenidas 
en  el  reglamento  para  la  navegación  del  Ca- 
nal de  Suez,  publicado  en  Setiembre  de  1869 
por  la  compañía  concesionaria  de  tan  colosal 
empresa.  Ellas  son  de  inmediato  interés  para 
el  comercio  y  los  buques  que  se  destinen  al 
tránsito. 

«Los  buques  no  deberán  tener  más  de  siete 
metros  y  medio  de  calado. 
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Bl  remolque  de  los  de  vela  será  obligatorio 
para  todo  el  qae  exceda  de  50  toneladas,  y  el 
pilotaje  para  todo  el  que  mida  más  de  100. 

Los  pilotos  y  remolcadores  pertenecerán  á 
un  servicio  especial,  dependiendo  de  la  com- 
pañía del  Canal. 

El  máximun  autorizado  de  su  marcha  en 
el  canal  será  la  de  10  kilómetros  por  hora. 

Derechos  á  satisfacer. 

El  de  tránsito  por  tonelada  y  pasajero,  10 
francos. 

De  remolque  por  idem,  2. 

De  estación  y  ancoraje  en  los  puertos  Said, 
Ismailia  y  Suez,  francas  las  primeras  24  horas, 
y  luego  5  céntimos  por  dia  y  tonelada,  por  20 
dias  lo  más. 

El  de  pilotaje  se  ha  fijado  por  cada  decí- 
metro de  calado;  hasta  tres  metros,  5  frs.:  de 
tres  á  cuatro  metros  y  medio,  10  frs.:  de  cua- 
tro y  medio  á  seis,  15  frs.:  de  seis  á  siete  y 
medio,  20  ñrancos. 

Observaciones. 

Los  derechos  están  calculados  sobre  el  to- 
nelaje real  y  efectivo  de  los  buques. 

Los  vapores  que  quieran  hacerse  remolcar 
lo  harán  por  convenio  especial. 

Los  buques  remolcados  gozarán  de  una  re- 
ducción de  25  por  100  sobre  el  derecho  de  pi- 
lotaje.» 

CANCELAR.  Anular,  borrar,  truncar  y 
quitar  la  autoridad  á  algún  instrumento  pú- 
blico, lo  que  se  hace  cortándole  ó  inutilizán- 
dole el  signo.  —Para  la  cancelación  total  ó  par* 
cial  de  alguna  hipoteca  se  presentará  en  el 
Registro  la  copia  de  la  escriturado  su  cons- 
titución, en  que  conste  haber  sido  inscrita,  y 
en  ella  se  pondrá  una  nota  que  exprese  la 
cancelación,  sin  perjuicio  de  laque  debe  poner- 
se en  aquel  titulo. — Si  no  se  presentare  la  re- 
ferida escritura,  se  acompañará  al  titulo  de 
cancelación  copia  del  mismo  en  papel  común, 
que  cotejada  y  firmada  por  el  interesado,  que- 
dará en  el  Registro,  devolviéndose  los  origi- 
nales inscritos  al  interesado. 

CANCILLERES.  Los  Cancilleres  están  es- 
tablecidos por  el  Gobierno  en  los  Consulados 
de  África  y  Levante  para  actuar  como  Nota- 
rios en  los  expedientes  y  causas  civiles  ó  cri- 
minales en  que  las  oficinas  de  Levante  inter- 
vienen. En  los  demás  Consulados  españoles  son 
pocos  los  Cancilleres  que  oficialmente  existen, 
aunque  impropiamente  se  suele  dar  este  nom- 
bre al  empleado  superior  entre  los  auxiliares 
del  Consulado,  al  cual  le  conviene  mejor  el  ti- 


tulo de  Secretario  del  Consulado,  y  es  bueno 
hacerle  conocer  asi  en  las  oficinas  del  Gobier- 
no local,  para  que  pueda  practicar  ciertas  ges- 
tiones secundarias  que  no  estarían  bien  en  el 
jefe.  Para  los  sumarios  y  otros  actos  de  juris- 
dicción voluntarla  puede  hacerse  intervenir  en 
cada  caso,  con  el  Cónsul  á  uno  de  sus  auxi- 
liares con  el  nombre  de  Canciller  kabililado 
ad  KoG, 

En  el  cap.  15,  art.  96  del  Reglamento  de 
la  Carrera  consular  se  previene  que  correspon- 
de á  los  Cancilleres: 

(( 1  .*  Las  mismas  funciones  que  á  los  Vice- 
cónsules cuando  la  Agencia  se  halle  á  cargo 
de  un  empleado  consular  de  dicha  categoría, 
ó  cuando  existiendo  el  destino  de  Cónsul  no 
exista  el  de  Vicecónsul. 

2.°  Sustituir  interinamente  al  Vicecónsul 
en  casos  de  ausencia,  impedimento,  muerte  ó 
cesación. 

3.*  Asistir  á  todos  los  actos  administrati- 
vos y  judiciales,  y  concurrir  á  su  ejecución 
en  la  forma  que  les  ordene  su  inmediato  Jefe. 
4.*  Desempeñar  la  Secretaría  del  Consu- 
lado y  practicar  en  la  oficina  consular  ó  fuera 
de  ella  cuantas  actuaciones  y  diligencias  exi- 
ja el  servicio  publico.))  Véase  además  Jurisdic- 
GiOH  Consolar. 

El  art.  22  del  decreto  de  29  de  Setiembre 
de  1848  consigna  las  facultades  notariales  de 
los  Cancilleres  en  los  términos  siguientes: 

«Los  Cancilleres  de  los  Consulados,  mien- 
tras lo  son,  se  reputan  Notarios  con  fé  públi- 
ca en  lo  judicial  y  escriturario  dentro  del  dis- 
trito de  aquellos.  Los  documentos  que  autori- 
zaren harán  fé  en  juicio  y  fuera  de  él  en  la 
demarcación  del  Consulado,  y  legalizados  por 
el  Cónsul  en  todo  el  Reino.» 

La  Ley  provisional  del  Registro  civil  pre- 
viene en  su  are.  14  «que  los  Cancilleres  di- 
plomáticos y  consulares  autorizarán  con  sii 
firma  las  inscripciones  que  deban  hacerse  en 
los  registros  de  sus  respectivos  Agentes». 

CANOILLEBIA.  Es  la  oficina  donde  se 
expiden  todos  los  actos  que  son  de  la  compe- 
tencia diplomática  y  consular,  en  la  que  se 
archivan  con  esmerada  clasificación  los  regis  • 
tros  de  la  correspondencia  con  el  Ministerio  de 
Estado,  el  de  las  Autoridades  españolas  y  el 
de  las  extranjeras;  donde  se  conservan  l.os  li- 
bros ó  protocolos  de  los  actos  notariales,  los 
registros  del  estado  civil,  los  del  movimiento 
de  buques  y  transacciones  mercantiles  coa 
nuestros  puertos,  etc  ;  el  archivo  y  la  caja  de 
fondos,  etc.  etc.  Algunos  de  estos  registros  son 
obligatorios  y  prescritos  en  instrucciones  y  re- 
glamentos vigentes. 

CAFA.  Es  la  cantidad  alzada  que  además 
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del  flete  se  ha  de  dar  al  Capitán  por  indemni- 
zación de  los  gastos  menudos  qae  pneden 
ocurrir  en  el  discurso  de  la  navegación.  Véase 
Flbtambnto. 

OAPEUiAN.  La  Real  orden  de  6  de 
Agosto  de  1852  previene  que  lleven  Capellán 
los  buques  micionales  que  salgan  para  el  Asia 
ó  la  América  del  Sur  con  más  de  40  perso- 
nas á  bordo  entre  pasajeros  y  marineros,  asi 
como  los  que  salgan  con  más  de  60  personas 
para  la  América  Septentrional;  pero  el  14  de 
lAarzo  de  1856  se  eximió  á  las  citadas  embar- 
caciones de  llevar  Capellán  cuando  acrediten 
los  Capitanes  ó  consignatarios  que  no  hay  sa* 
cerdotes  que  quieran  embarcarse  en  ellas. 

CAPITACIÓN.  Aunque  de  origen  muy 
antiguo,  dice  Canga  Arguelles  que  es  el  im- 
puesto más  fatal  de  que  pueden  valerse  los 
Gobiernos. 

En  Cataluña  se  cobró  con  el  nombre  de  per- 
tonal  hasta  el  año  de  1817.  En  su  virtud,  los 
jornaleros  del  campo,  peones  de  albañil,  cria- 
dos, mancebos  y  oficiales  de  artes  mecánicas, 
pagaban  cada  año  25  rs.  De  aquí  resultaba 
que  el  que  tenia  más  hijos,  sufria  mayor  gra- 
vamen que  el  que  tenia  corta  sucesión.  El 
soltero  y  el  noble  estaban  exentos. 

La  capitación  catalana  comprendía  al  ga- 
nado. De  cada  vaca  ó  buey  se  pagaba  un  real 
17  mrs  ;  de  cada  jumento  un  real;  36  maravedís 
de  cada  cerdo,  y  24  de  cada  oveja.  ¡Qué  di- 
-^versidad  de  capitales  recargados  con  una  mis- 
ma contribución! 

CAPITANES  DE  I.AS  NAVES.  El  Ca- 
pitán es  el  jefe  de  la  nave,  á  quien  toda  la  tri- 
pulación debe  obedecer.  No  siendo  el  naviero 
el  que  desempeñe  el  cargo  de  Capitán  ,  éste  es 
an  mandatario  suyo ;  pero  la  naturaleza  del 
mandato  es  tal  en  este  caso ,  que  no  solo  hay 
que  atender  á  los  intereses  privados  del  navie- 
ro, sino  á  los  de  la  sociedad  entera.  Jefe  su- 
premo el  Capitán  de  la  nave  y  de  su  tripula- 
ción en  medio  del  Océano;  teniendo  bajo  su  di- 
rección las  maniobras,  que,  mal  dirigidas,  pue- 
den causar  la  pérdida  del  buque,  la  de  los  efec- 
tos que  conduce,  y  lo  que  es  aán  más  sagrado, 
la  vida  de  los  pasajeros  y  la  del  equipaje,  ne- 
cesario es  que  este  auxiliar  del  comercio  ma- 
rítimo sea  objeto  de  una  responsabilidad  muy 
e.strecha.  La  ley  empieza,  como  es  natural,  por 
exigir  ciertas  condiciones  al  que  ha  de  dedi- 
carse al  mando  de  un  buque. 

Primeramente  ha  de  ser  natural  y  vecino 
de  los  Reinos  de  España,  no  pudiendo  serlo  los 
extranjeros  si  no  tienen  carta  de  naturaleza,  y 
aun  en  este  caso  deberán  además  prestar  fian- 
za equivalente  por  lo  menos  á  la  mitad  del  va- 
lor de  la  nave  que  capitaneen. 


En  segundo  lugar ,  el  Capitán  ha  de  ser 
persona  idónea  para  contratar  y  obligarse. 

En  tercer  lugar,  se  sujetará  á  lo  prevenido 
en  las  Ordenanzas  de  marina  acerca  de  su  pe- 
ricia en  el  arte  de  la  navegación ,  examen  y 
demás  requisitos  necesarios  para  ejercer  este 
cargo. 

En  cuarto  lugar,  es  necesario  que  el  Capi* 
tan  no  haya  sido  condenado  por  haber  obrado 
con  dolo  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  pues 
en  este  caso  es  inhábil  para  obtener  cargo  al- 
guno en  las  naves.  * 

Los  Capitanes  naturales  de  España  solo  es- 
tarán obligados  á  prestar  fianza  en  el  caso  de 
exigirla  el  naviéto,  y  no  en  otro  alguno. 

El  nombramiento  de  Capitán  puede  revo- 
carse en  los  casos  siguientes : 

1.*  Antes  de  hacerse  el  buque  á  la  vela 
puede  el  naviero  despedir  al  Capitán  cuyo 
ajusto  no  tenga  tiempo  ó  viaje  determinado, 
pagándole  los  sueldos  devengados ,  según  su 
contrata,  sin  otra  indemnización. 

2.'  Durante  el  viaje,  abonándole  entonces 
su  salario  hasta  que  regrese  ul  puerto  donde  se 
hizo  el  ajuste,  á  no  haber  cometido  delito  que 
diera  causa  justa  para  despedirle,  ó  lo  inhabi- 
litara para  desempeñar  su  oficio. 

3.'  Podrá  despedirse  también  al  Capitán, 
aun  cuando  tenga  tiempo  ó  viaje  determinado, 
siempre  que  mediare  hurto,  embriaguez  habi- 
tual ó  perjuicio  causado  al  buque  ó  cargamen- 
to por  dolo  ó  negligencia  manifiesta  ó  probada. 
4.*  Si  el  Capitán  fuese  co-propietario  del 
buque  podrá  ser  despedido  por  el  naviero,  rein  • 
tegrándole  el  valor  de  su  porción  social,  que, 
en  defecto  de  convenio  de  las  partes ,  se  esti- 
mará por  peritos  nombrados  por  ellos  mismos, 
ó  de  oficio  si  no  lo  verificaren.  Sin  embargo  de 
esto,  si  el  Capitán  co-propietario  hubiese  ob< 
tenido  el  mando  de  la  nave  por  pacto  especial 
del  Acta  de  sociedad,  no  se  le  podrá  privar  de 
su  cargo  sin  causa  grave. 

Es  obligación  del  Capitán  llevar  asiento 
formal  de  la  administración  de  la  nave  y  ocur- 
rencias de  la  navegación  en  tres  libros  encua- 
dernados y  foliados,  cuyas  hojas  se  rubricarán 
por  el  Capitán  del  puerto  de  la  matricula  de  la 
nave. 

En  el  primero,  titulado  de  Cargamentos  ^  se 
anotará  la  entrada  y  salida  de  todas  las  merca- 
derías que  se  carguen  en  la  nave,  con  expresión 
de  las  marcas  y  número  de  los  bultos ,  nom- 
bres de  cargadores  y  consignatarios ,  puertos 
de  carga  y  de  descarga,  y  ñetes  que  devenga- 
ren; asi  como  también  los  nombres,  proceden- 
cia y  destino  de  cuantos  pasajeros  viajen  en  el 
buque.  En  el  segundo,  con  el  titulo  de  Libro  de 
cuenta  y  razón,  se  llevará  la  de  los  intereses  de 
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la  nave,  sentando  el  Capitán  cnanto  perciba  y 
snfragae,  sea  por  el  concepto  que  quiera ,  co- 
mo igualmente  los  nombres,  apellidos  y  domi- 
cilios de  toda  la  tripulación ,  sueldos  respecti- 
vos, cantidades  que  reciben  por  razón  de  ellos 
y  consignaciones  que  dejan  hechas  para  sus 
familias.  Bn  el  tercero,  bajo  el  nombre  de  Dia- 
rio de  navegación,  se  asentaráli  dia  por  día  to- 
dos los  acontecimientos  del  viaje  y  las  resolu- 
ciones sobre  la  nave  ó  el  cargamento  que  exi- 
ja el  acuerdo  de  los  oficiales  de  ella. 

Bl  CapHan  debe  tomar  por  si  todas  las  dis- 
posiciones convenientes  á  fin  de  que  la  nave 
se  mantenga  pertrechada,  provista  y  municio- 
nada, comprando  á  este  efecto  lo  que  considere 
de  absoluta  necesidad  cuando  oo  le  permitan 
las  circunstancias  solicitar  previamente  las 
instrucciones  del  naviero. 

Debe  también,  antes  de  poner  la  nave  á 
la  carga,  hacer  un  reconocimiento  prolijo  de 
su  estado ,  acompañándolo  los  oficiales  y  dos 
maestros  de  carpintería  y  calafateria ;  y  ha- 
llándola corriente  para  la  navegación  que  baya 
de  emprender,  se  hará  asi  constar  por  acuerdo 
en  el  Diario  de  navegación:  en  el  caso  contrario 
se  suspenderá  el  viaje  hasta  que  se  practiquen 
las  convenientes  reparaciones. 

Con  el  propio  objeto  de  seguridad  no  per- 
mitirá el  Capitán  poner  carga  sobre  cubierta  sin 
que  consientan  en  ello  todos  los  cargadores,  el 
mismo  naviero  y  loa  oficiales,  siendo  bastante 
á  impedirlo  el  que  cualquiera  de  ellos  se  re- 
sista, aunque  consientan  los  demás. 

Bs  obligación  del  Capitán,  mientras  se  está 
cargando  la  nave,  mantenerse  en  ella  con  toda 
su  tripulación. 

Una  vez  ya  de  viaje,  el  Capitán  no  pernoc- 
tará fuera  de  la  nave  sino  por  ocupación  grave 
en  ser?icio  de  la  misma ,  y  nunca  por  nego- 
cios particulares ,  y  no  podrá  desampararla  en 
ningrun  caso  á  la  entrada  y  salida  de  los  puer- 
tos y  rios  ((7.,  649.) 

Falleciendo  algún  pasajero  ó  individuo  de 
la  tripulación  durante  la  navegación,  debe  el 
Capitán  poner  en  buena  custodia  los  papeles  y 
efectos  pertenecientes  al  difunto,  formando  un 
inventario  exacto  de  todo  ello,  con  presencia 
de  dos  testigos ,  que  serán  también  pasajeros 
si  los  hubiere,  y  si  no  individuos  de  la  tripu- 
lación. 

Es  obligación  del  Capitán  seguir  el  rumbo 
prefijado  y  no  hacer  arribada  sino  en  el  puerto 
donde  se  pactó  el  viaje.  Bn  caso  de  peligro,  en 
consecuencia  del  cual  sea  forzosa  la  arribada, 
se  presentará  el  Capitán  que  llegue  á  un  puerto 
extranjero  al  Cónsul  español  en  las  veinticua- 
tro horas  siguientes  á  haberle  dado  plática,  y 
declarará  ante  el  mismo  el  nombre,  matricula, 


procedencia  y  destino  de  su  buque,  de  las  mer- 
caderías que  componen  su  carga  y  las  causas 
de  su  arribada,  recogiendo  certificación  de  ha- 
berlo asi  verificado  y  de  las  épocas  de  su  ar  « 
ribo  y  partida.  Si  la  arribada  fuese  á  territo- 
rio español,  practicará  las  mismas  diligencias 
ante  el  Capitán  del  puerto.  Mas  si  la  arribada 
procediese  de  culpa,  negligencia  ó  impericia 
del  Capitán ,  será  responsable  de  los  gastos  y 
perjuicios  que  de  ella  se  sigan  al  naviero  y  á 
los  cargadores. 

No  le  es  permitido  sin  permiso  del  naviero 
cargar  ni  permitir  cargar  á  ninguno  de  la  tri- 
pulación mercadería  alguna  por  su  cuenta,  ni 
hacer  pacto  alguno  con  los  cargadores,  que 
ceda  en  beneficio  particular  suyo,  ni  hacer  de 
cuenta  propia  negocio  alguno  separado  nave- 
gando á  flete  común  ó  al  tercio,  ni  dejar  de 
cumplir  su  empeño  una  vez  concertado  para  el 
viaje,  ni  hacerse  sustituir  por  otra  persona  en 
el  desempeño  de  su  encargo  sin  consentimiento 
del  naviero. 

Ocurriendo  naufragios  y  salvándose  el  Ca- 
pitán solo  ó  con  parte  de  la  tripulación,  hará 
relación  jurada  del  suceso  ante  la  autoridad 
más  inmediata;  comprobada  ésta  con  la  decla- 
ración jurada  de  la  tripulación  y  pasajeros  que 
se  hubieren  salvado,  se  le  entregará  el  expe- 
diente original  para  guarda  de  su  derecho;  mas 
si  las  declaraciones  de  la  tripulación  y  pasaje- 
ros no  se  conformasen  con  las  suyas,  no  hará 
fe  en  juicio,  salvo  en  ambos  casos  la  prueba  en 
contrario  reservada  á  los  interesados. 

Corriendo  temporal  ó  considerando  haber 
daño  ó  avería  en  la  carga,  hará  el  Capitán  su 
protesta  en  el  primer  puerto  adonde  arribo, 
dentro  de  las  veinticuatro  horas  siguientes  al 
arribo,  ratificándola  en  el  de  su  destino  en  el 
mismo  término,  y  procediendo  en  seguida  á  la 
justificación  de  los  hechos,  sin  cuyas  formali- 
dades no  podrá  abrir  las  escotillas. 

Llegado  el  caso  de  abandonar  la  nave  por 
haber  perdido  toda  esperanza  de  salvarla,  oirá 
el  Capitán  sobre  ello  á  los  demás  Oficiales,  y 
se  estará  á  lo  que  decida  la  mayoría ,  teniendo 
el  voto  de  calidad.  Pudiendo  salvarse  en  el 
bote,  recogerá  ante  todas  cosas  los  libros,  y 
después  lo  más  precioso  del  cargamento  á  jui  - 
cío  de  la  misma  junta  de  Oficiales;  y  si  los  ob  - 
jetos  salvados  no  llegaren  á  buen  puerto,  do 
se  le  hará  cargo  alguno,  justificando  en  el  pri- 
mero adonde  llegare ,  asi  el  abandono  del  bu  - 
que,  como  la  pérdida  de  los  objetos  salvados, 
(a.,  66  1.) 

Extrayendo  por  violencia  algún  corsario 
efectos  de  la  nave  ó  de  su  carga,  y  no  siéndole 
dado  al  Capitán  impedirlo,  formalizará  su 
asiento  en  el  Diario  de  navegación  y  justifica- 
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rá  el  hecho  en  el  primer  puerto  donde  arribe. 

Bs  responsable  civilmente  de  todos  los  da- 
ños que  sobrevengan  á  la  nave  ó  á  su  carga- 
mento por  impericia  ó  descuido  de  su  parte, 
siendo  procesado  criminalmente  si  procediere 
con  dolo. 

También  es  responsable  de  las  sustraccio- 
nes ó  latrocinios  que  se  cometieren  por  la  tri- 
pulación de  la  nave,  asi  como  igualmente  de 
las  pérdidas,  multas  y  confiscaciones  que 
ocurran  por  contravención  á  las  leyes  de  Adua 
ñas  ó  policía  de  los  puertos. 

Expuestas  ya  las  obligaciones  estrechísi- 
mas que  la  ley  comercial  impone  á  los  dapita- 
nes  de  las  naves,  á  las  cuales  hay  que  añadir 
las  no  menos  severas  de  las  Ordenanzas  marí- 
timas, terminaremos  este  artículo  ocupándonos 
sucintamente  de  las  facultades  de  que  se  halla 
revestido. 

Es  la  primera  el  comandar  exclusivamente 
la  nave  como  hemos  visto,  debiéndole  obedien- 
cia toda  la  tripulación,  á  la  que  tendrá  poder 
bastante  para  aplicar  las  penas  correccionales 
marcadas  en  los  reglamentos  de  m'irina. 

En  casos  urgentes  durante  la  navegación, 
puede  disponer  las  precisas  reparaciones  de  la 
nave  y  sus  pertrechos  á  efecto  de  continuar  su 
viaje,  con  tal  de  obrar  de  concierto  con  algún 
consignatario  de  ella  si  llega  á  puerto  donde 
lo  haya. 

No  teniendo  fondos  para  costear  las  repa- 
ciones >  etc.,  está  autorizado  para  tomarlos  á 
obligación  á  la  gruesa.  Véase  Empréstito. 

El  Capitán  no  puede  ser  detenido  por  deu- 
das que  no  procedan  de  efectos  suministrados 
para  aquel  viajé,  una  vez  despachada  la  nave 
para  hacerse  á  la  vela. 

Consumiéndose  las  provisiones  comunes  de 
ella  antes  de  llegar  á  puerto,  podrá,  de  acuer- 
do con  los  demás  Oficiales,  obligará  los  que 
tengan  víveres  por  su  cuenta  particular  á  que 
los  entreguen  para  el  consumo  común  de  cuan- 
tos haya  abordo,  abonando  su  importe  en  el 
acto,  ó  á  lo  más  tarde  en  el  primer  puerto 
adonde  arribe. 

Tiene  derecho  de  proponer  al  naviero  las 
personas  del  equipaje  de  la  nave,  y  éste  el  de 
elegir  en  definitiva;  pero  sin  poder  obligar  al 
Capitán  á  recibir  persona  alguna  que  no  sea 
de  su  contento  y  satisfacción.»  ((7.,  639.) 

El  art.  10  del  reglamento  para  plantear  el 
Regútro  de  nacionalidad^  que  por  Real  decreto 
de  5  de  Setiembre  de  1871  se  manda  observar, 
previene: 

«Los  Cónsules  procurarán  que  los  emi- 
grantes que  lleguen  á  países  extranjeros  y 
deseen  conservar  su  nacionalidad,  se  provean 
inmediatamente  del  documento  que  la  acre- 


dite, recomendando  á  los  Capitanes  de  buques 
les  haga  saber  esta  disposición  antes  del  des- 
embarco.» 

Respecto  á  la  conducta  que  los  Capitanes 
deben  observar  á  bordo  en  los  casos  de  desór- 
denes, véase' QoiMBRA  ó  pendencia  a  bordo. 

CAPITULACIGN.  Otra  especie  de  con- 
vención relativa  á  la  guerra  es  la  capitulación 
de  un  ejército  ó  plaza  {pacta  deditiones)  que  se 
rinde  á  la  fuerza  enemiga.  Para  que  lo  pacta- 
do en  toda  capitulación  sea  válido,  de  manera 
que  imponga  á  los  dos  Soberanos  la  obligación 
de  cumplirlo,  se  requiere  que  los  Jefes  no  ex- 
cedan las  facultades  de  que  por  la  naturaleza 
de  su  mando  se  les  debe  suponer  revestidos . 
Valdrá,  pues,  lo  que  contraten  sobre  las  cosas 
que  les  están  sujetas;  sobre  la  posesión  natu- 
ral, no  sobre  la  propiedad  del  territorio  que 
sus  armas  dominan.  Concertarán  legítimamen- 
te los  términos  en  que  ha  de  rendirse  la  plaza 
ó  ejército,  y  han  de  ser  tratados  los  habitan- 
tes. Pero  no  pueden  disponer  de  fortalezas  ó 
provincias  lejanas,  ni  renunciar  ó  ceder  nin* 
guno  de  los  derechos  de  sus  Soberanos  respec- 
tivos, ni  prometer  la  paz  á  su  nombre.  Si  el 
uno  de  los  Generales  insiste  en  exigir  condi- 
ciones que  el  otro  no  tiene  facultades  de  otor- 
gar, no  le  queda  otro  partido  que  ajustar  una 
suspensión  de  armas  para  consultar  al  Sobera- 
no y  aguardar  sus  órdenes. 

Toda  capitulación  debe  ser  inviolable,  y  el 
que  no  la  cumple  se  cubre  de  ignominia  (1). 
Ño  falta  con  todo  grandes  ejemplos  de  mala  fé, 
y  estos  últimos  tiempos  nos  presenten  uno  (2) 
que  ha  hecho  la  desgracia  de  todo  un  pueblo 
digno  por  cierto  de  mejor  suerte. 

Hé  aquí  una  liste  abreviada  de  las  capitu- 
laciones ó  catástrofes  militares,  que  daten  des- 
de solo  el  año  de  1700: 

I.  Capitulación  de  Narva,  1700.  El  grueso 
del  ejército  ruso  (30.000  hombres)  se  rinde  á 
Carlos  XII  de  Suecia. 

II.  Capitulación  de  Pultava,  1709.  Al  dia 
siguiente  de  la  batalla  de  Pultava,  los  restos 
del  ejército  sueco  (16.000  hombres  próxima- 
mente) se  rinden  al  Czar  Pedro  el  Grande. 

III.  Capitulación  de  Toeming  en  Schleswig, 
17 13.  Un  ejército  sueco  al  mando  del  general 
Steemboch  (11.000  hombres)  se  rinde  al  ejér- 
cito ruso-danés. 

IV.  Capitulación  de  Per&a,  1736.  El  ejer- 


cí) Yéase  á  Olmeda  en  su  obra  de  Derecho  /«tí- 
blico,  cap.  10,  De  la  buena  fé  con  los  enemigos,  y 
cap.  14,  De  los  tratados  en  tiempo  de  guerra* 

(2)  No  uno,  sino  muchos,  muy  escandalosos, 
entre  los  mejicanos,  desde  que  comenzaran  sus  di- 
sensiones intestinas. — Fides  publica  etiam  hosti- 
bus  est  servanda. 


cito  ujon  [17.000  hombres),  cercado  perlas 
tropKs  de  Federico  el  Qrande,  riode  las  armas. 

V.  CapItulacloD  de  Uazeu,  1760.  Ua  dea* 
tacameoto  del  ejército  prusiano,  fuerte  de 
10.000  hombres,  &  ias  órdenes  del  general 
Pink,  se  rinde  6  los  austríacos.  La  caballeria 
se  abrió  paso  entre  los  enemiga. 

TI.  Capitulación  de  Yortoown,  1781.  ün 
ejército  inglés  de  8.000  hombres  mandado  por 
lordCornwallis,  rinde  las  armas  delante  de  los 
americanos  del  Norte  bajo  el  mando  de  Was- 
hington. 

TU.  Capitulación  de  Dim,  1S05.  Bl  ge- 
neral austríaco  Mack  ae  rinde  á  Napoleón  con 
32.000  hombres.  La  caballería  del  ejército 
austríaco  pado  escaparse. 

Tin.  Capitalaclon  de  Prenziau,  1806.  El 
gf^neral  prusiano  Príncipe  de  Hohenlohe,  con 
UD  ejército  de  24.000  hombres,  rinde  las  armas 
ante  loa  mariscales  rranceees  Berthier  y  Uurat. 

IX.  Capitulación  de  Batkan,  cerca  de  Ln- 
heck,  1806.  Bl  general  prusiano  Blucher,  con 
100.000  hombres,  se  rinde  al  mariscal  Trances 
Bernadotte. 

X.  Capitulación  de  Bailen,  1808.  Gl  go> 
neral  francés  Dnpont,  con  25.000  hombrea, 
se  rinde  á  laa  tropas  eapafiolas  Una  división 
francesa  ae  hizo  paao. 

XI.  Capitulación  de  Kulm,  1813.  El  ge- 
neral francés  Tandamme,  con  20.000  hom- 
bres, ae  rinde  al  Emperador  de  Rusia  y  al  Rey 
de  Prusia,  La  caballería  francesa  se  abrió  paso. 

XII.  Capitulación  do  Tilagos,  1849.  El 
ejército  húngaro,  fuerte  de  23.000  hombrea, 
&  las  órdenes  del  general  Qtergey,  rinde  las 
armas  ante  los  ruaos. 

XIII.  Capitulación  en  la  Carolina  del  Sur, 
1865.  Loa  generales  separatistas  Jonhston  y 
Beauregard  se  rinden  con  30.000  hombrea  al 
general  de  la  Dnion  Sherman. 

XIV.  Capitulación  de  Langenaalza,  1867. 
Bl  ejercito  hannoveriano ,  fuerte  de  16.000 
hombrea,  capitula  ante  los  pruslanoa  manda- 
doa  por  el  general  Vogel  de  Falkestein. 

XV.  La  última  capitulación,  que  es  la  de 
Sedan  (1870).  sobrepuja  muchísimo  á  las  ma- 
yores catáatrofes  militares  de  la  historia  mo- 
derna. Bl  ejército  de  reserva  francés  (84.000 
hombres,  con  4.000  oficiales,  12.000  caballos, 
40O  piezas  de  artillería,  90.000  fusiles  Cbas- 
Bepotsy  an  Inmenso  material),  mandado  por 
el  mariscal  Mac-Hahon,  rinde  las  armas  al  Rey 
de  Prusia,  generalísimo  de  loa  ejércitos  alema- 
nes. El  Emperador  Napoleón  es  hecho  prisio- 
nero de  guerra.» 

Hé  aqnf  una  lista  abreviada  de  estoa  deaes- 
trea,  aln  remontarnos  mki  lejos  que  al  citado 
alio  de  1700. 


CAPITULAOIOiraa.  Conwiíaiay  p^ 
vilegios  acordadoa  ó  conaentldoBtuntiit^n^ 
cas  en  bvor  de  Francia  por  la  íii«\t  Otomn. 
na,  y  qne  tienen  la  mlama  fuerw  qae  im  j^. 
tados  de  paz,   de  amistad  y  comercio  eute 
ambaa   Potencias.    Estas   capttul&cl<iaeg  ux. 
prenden:  primero,^  85  artículos,  »leiiio\jtg. 
cha  de  los  primeros  la  de  1 555 ,  orlgea  de  lu 
relaciones  entre  Francia  y  la  Fuetta,  wg^Q. 
do,  10  artículos  adicionales  obtenido)  poii4(. 
poleon  I  en  1802;  y  tercero,  el  tr&taAa  de  25 
de  Noviembre  de  1838,  comprensivo  tímbíen 
de  10  articuloa,  que  forman  el  últimD  Ipén- 
dlce  de  las  capitulaciones. 

Capitulaciones  son  también  los  coociertos 
que  ae  hacen  mediante  escritura  pública  en- 
tre las  personas  que  están  tratadas  da  cas», 
para  ajustar  el  matrimonio.  En  ellas  snelen 
expresarse  los  bienes  que  trae  cada  uno  de  los 
contrayentes,  y  el  derecho  que  éstos  se  tras- 
pasan reciprocamente,  ya  sobre  loa  mismos 
bienes,  ya  aobre  los  que  pueaan  adquirir  des- 
pnea  durante  el  consorcio  (1).  Llámase  tam- 
bién capitulaciones  la  misma  escritura  por  la 
que  se  autoriza  este  contrato  (2). 

CAPTUBA.  Bl  acto  de  asir  ó  prender  á 
un  delincuente  6  acusado,  ó  á  un  deudor  para 
llevarle  i  la  cárcel. — Proceder  á  la  captura. — 
No  hubo  méritos  para  la  captura.  Téaae  Fili- 

BDSTEaO. 

OABABIHBBOS    DHL    BBXITO.    Téaso 

BeSGDAIDO. 

CÁBCBL.  La  casa  pública  destinada  para 
la  custodia  y  seguridad  de  loa  reos.  Solamente 
los  Tribunales  de  justicia  pueden  tenerla  para 
guardar  los  presos,  no  para  ca&tigarlos,  y  por 
consiguiente,  los  eocarceladoa  conservan  todos 
sus  derechos  civiles. 

Loa  jefes  militares  de  matrículas  pnedea 
usar  de  las  cárcelea  públicas,  en  conformidad 
al  art.  165,  tít.  3.*,  trat.  10  de  ias  Ordínaiuat 
de  la  armada. 

Como  todos  los  espafioles  establecidos  en  el 
extranjero  deben  á  la  Autoridad  consular  obe- 
diencia, una  falta  al  respeto  que  le  ea  debido 
puede  muy  hleu,  ai  produce  una  queja  contra 
UQ  delincuente,  pedir  la  aplicación  por  los  Tri- 
bunales franceses  (si  ea  en  Francia)  de  las  pe- 
nas establecidas  en  los  artículos  222  y  223 
del  Código  penal,  alempre  y  cuando  que  la 


(1)  Sobre  estos  conciertos  debe  teneres  ]fre- 
sente  la  ley  6.',  tít.  5.",  lib.  10  de  U  JVoelwma 
Seeopilaciojt. 

(2)  De  Capíiiíioí  ntatrim.  y  sus  formularios, 
véase  la  pág.  183  de  la  Cartilla  de  Eteriban.,  de 
D.  Santiago  Alvarado,  impresa  en  1B30,  y  Ftbre- 

"  tomol.',  pág.  158. 
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Autoridud  territorial  no  hubiere  intervenido 
para  castigar  el  delito. 

La  ley  francesa  de  26  de  Mayo  de  1836 
comprende  todos  los  medios  que  pueden  utili- 
zar los  Agentes  consulares  de  Francia  en  las 
residencias  musulmapas  para  reprimir  cuan- 
tos delitos  ó  ultrajes  puedan  cometer  sus  con- 
ciudadanos contra  su  persona. 

£1  tratado  de  extradición  de  26  de  Agosto 
de  1850  entre  Francia  y  España  no  contiene 
disposición  alguna  relativa  al  encierro  provi* 
Bional  de  un  delincuente;  pero  es  una  facultad 
recíproca  admitida  en  la  práctica,  según  cons- 
ta de  una  consulta  hecha  por  el  Consulado  ge- 
neral de  Argel  al  Ministro  de  Estado  en  1862. 

En  las  posesiones  inglesas  esta  práctica  no 
es  admitida. 

CARENAS  DE  BUQUES.  Pueden  veri- 
ficarse con  sujeción  á  la  ley  de  28  de  Octu- 
bre de  1837  en  los  tres  casos  que  señala  sin 
pago  ni  responsabilidad  alguna  del  Capitán  ó 
dueños,  ó  por  voluntad  deliberada,  en  cuyo 
caso  la  ley  lo  condena. 

En  el  primer  supuesto,  acreditado  ante  el 
Cónsul,  firmará  éste  expediente,  que  sin  cau- 
sar gasto  alguno  á  los  Capitanes,  justiñque  el 
hecho  y  la  necesidad,  y  un  testimonio  de  él 
se  remitirá  al  jefe  de  la  matricula  de  que  pro- 
ceda el  buque. 

En  el  segundo  caso  se  considera  que  el 
buque  ha  renunciado  al  beneficio  de  bandera, 
y  quedan  además  sujetos  su  Capitán  y  due- 
ños á  otras  penas  arbitrarias,  para  cuyo  fin 
los  Cónsules  darán  los  competentes  avisos. 

Tales  son  las  reglas  generales,  conformes 
con  la  legislación  marítima,  á  que  deben  su- 
jetarse los  Cónsules  en  los  casos  expresados; 
debiendo  en  los  de  duda,  que  aún  pudieran 
ocurrir,  consultar  en  el  adjunto  índice  de  ma- 
terias las  leyes  y  Reales  órdenes  en  que  se 
funda  esta  Instrucción.  (Caso  4.*  de  la  Ins- 
trucción de  13  de  Diciembre  de  1852.  Véase 
O'RsiLLT,  Práctica  consular^  segunda  parte,  pá- 
gina 124.) 

Según  el  decreto  del  Ministerio  de  Hacien- 
da de  22  de  Noviembre  de  1868,  todo  buque 
español  podrá  carenarse  libremente  en  cual- 
quier punto  extranjero.  Véase  también  Nave. 

CABGA  Y  DESCARGA.  Uno  délos  prin- 
cipales y  más  útiles  privilegios  que  se  conce- 
den á  los  matriculados  en  justa  recompensa 
del  servicio  que  prestan  á  la  Armada  nacional 
es  el  derecho  exclusivo  de  ocuparse  en  la  carga 
y  descarga  de  todos  los  buques  que  lleguen  á 
los  puertos  y  costas  españolas,  y  que  les  asegu- 
ran el  art.  95,  tít.  7.*,  trat.  5.®  de  las  Ordenan- 
zas generales  de  la  armada.  Acerca  de  la  justi- 
cia de  sostener  este  privilegio  (Véase  Industrias 


DE  mar),  solo  aquí  diremos,  que  es  sin  exceptuar 
caso  alguno,  pues  si  bien  por  circunstancias  del 
momento  y  para  protejer  los  intereses  mineros 
se  concedió  en  Real  orden  de  25  de  Noviembre 
de  1843  á  los  dueños  de  las  minas  el  uso  de 
embarcaciones  propias  ó  de  las  que  libremente 
contrataren,  en  Real  orden  de  29  de  Marzo  de 
1845  se  derogó  aquella  como  contraria  á  los 
incuestionables  derechos  que  á  título  oneroso 
han  tenido  los  matriculados.  Tampoco  se  ex- 
ceptúan de  este  privilegio  el  Estado,  ni  menos 
los  arrendadores  de  trasportes  por  cuenta  del 
mismo;  así  que,  habiendo  pretendido  el  admi- 
nistrador de  la  empresa  de  sal  de  Tortosa  des- 
embarcar libremente  la  que  se  dirigia  al  con- 
sumo de  aquella  ciudad,  después  de  serias  y 
empeñadas  cuestiones,  en  las  que  sostuvo  la 
Autoridad  de  marina  el  privilegio  que  compe- 
te á  los  matriculados,  fué  aprobada  su  conduc- 
ta y  declarado  sin  excepción  alguna  este  pri- 
vilegio en  Reales  órdenes  de  28  de  Marzo  y  9 
de  Octubre  de  1844,  confirmado  luego  por  la 
de  2  de  Febrero  de  1846. 

Este  privilegio  se  concede,  naturalmente, 
mientras  hay  quien  lo  utilice;  si  empero  falta* 
sen  de  todo  punto  matriculados  ó  no  hubiese 
los  suficientes  para  atender  á  la  carga  y  des- 
carga de  los  buques  que  se  presentaren,  se 
echa  mano  en  los  puertos  de  España  de  los  ter- 
restres con  aprobación  del  Capitán  del  puerto, 
cerciorado  de  la  legítima  necesidad  de  apelar 
á  este  recurso,  conforme  lo  dispone  la  Real 
orden  de  5  de  Febrero  de  1859. 

Abolido  el  monopolio  que  ejercían  los  gre- 
mios en  las  operaciones  de  la  carga  y  descar- 
ga, se  declaró  por  Real  orden  de  9  de  Noviem- 
bre de  1849  y  21  de  Enero  de  1850  que  el 
comercio  podía  valerse  libremente  de  los  ma- 
triculados que  quisiere  para  las  operaciones 
de  carga  y  descarga  en  Cartagena,  Alicante 
y  Valencia,  lo  que  por  Real  decreto  de  15  de 
Marzo  de  1850  se  hizo  extensivo  á  todo  el  Rei- 
no, devolviéndose  esta  libre  facultad  á  la  clase 
en  general;  y  todavía,  en  vista  de  varias  du- 
das que  se  ofrecieron,  se  declaró  en  Real  or- 
den de  20  de  Marzo  de  1851  que  este  derecho 
competía  absolutamente  á  todos  los  matricu- 
lados sin  distinción  alguna,  y  que  por  lo  mis- 
mo debía  ocuparse  y  utilizarse  en  él  á  los  que 
no  pertenecieran  al  distrito  en  que  quisieran 
trabajar. 

Por  decreto  del  Ministerio  de  Hacienda,  fe- 
cha 22  de  Noviembre  de  1868,  se  establece: 
«Art.  6.^  Se  reducen  á  un  impuesto  único, 
que  se  llamará  de  descarga  y  que  se  pagará  por 
las  toneladas  de  peso  de  l.OOu  kilogramos  de 
mercancías  que  se  descarguen,  todos  los  im- 
puestos, de  cualquiera  clase  que  sean,  que  hoy 
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se  exigen  á  los  baqaes*  ídc1u90s  los  de  sani» 
dad,  y  con  la  sola  excepción  de  los  especiales 
de  cuarenteiii  y  lazareto.  Este  impuesto  será 
de  10  rs.  por  tonelada  de  1  000  kilogramos 
descargada,  respecto  de  los  buques  que  hagan 
la  navegación  de  altura,  y  de  3  para  los  que 
hagan  la  de  cabotaje.  Fn  esta  ultima,  los  bu- 
ques menores  de  20  toneladas  pagarán  solo 
la  mitad  de  la  cuota.  Véase  Alijo  y  Matricu- 
lado. 

CÁBGADOB.  En  el  comercio  marítimo  es 
el  que  embarca  sus  mercancías  para  comerciar 
con  ellas  en  otras  partes.  Véase  Flbtambnto, 
AsBGüEACioif  y  Averías. 

CABQAMEnTO.  El  conjunto  de  géneros 
ú  otros  efectos  que  carga  una  embarcación 
para  el  trasporte.  Véase  Flbtambnto. 

OARQAS  CONCEJILES.  Los  matricula- 
dos están,  en  razón  al  fuero  de  que  disfrutan, 
exentos  de  ellas,  según  lo  declara  el  art.  6.*, 
titulo  5.*,  Ordenanzas  de  matriculas.  En  vista  de 
la  ley  de  Ayuntamientos  de  1861,  se  creyó 
por  las  autoridades  civiles  que  habia  desapa- 
recido esta  exención  en  favor  de  los  matricu- 
lados; pero  se  declaró  equivocada  esta  inteli- 
gencia por  Real  orden  de  20  de  Enero  de  1842, 
expedida  por  el  Ministerio  de  Marina.  Téngase, 
sin  embargo,  entendido  que  los  matriculados 
pueden  admitir,  si  les  acomoda,  los  cargos 
concejiles;  pero  que  quedarán  suspensos  del 
fuero  de  marina  ínterin  los  desempeñen. 

Entre  los  cargos  concejiles  do  se  compren- 
de el  de  peritos  repartidores;  así  que  los  ma- 
triculados no  pueden  excusarse  de  desempe- 
ñarlo, conforme  á  la  Eeal  orden  de  15  de  Abril 
de  1848. 

CÁELOS  III.  El  Sr.  Rey  D.  Carlos  III 
instituyó  esta  Real  y  distinguida  Orden  de 
Carlos  III,  en  19  de  Setiembre  de  1771,  para 
condecorar  á  sugetos  beneméritos,  afectos  á  su 
Persona,  y  que  hubiesen  acreditado  relevan- 
tes circunstancias,  distinguiéndose  en  mérito 
y  virtud,  y  es  la  generalmente  destinada  para 
premiar  los  servicios  prestados  al  Estado,  no 
solo  en  las  carreras  civiles,  sino  en  la  militar. 
Púsola  bajo  la  protección  de  María  Santísima, 
en  el  Misterio  de  su  Inmaculada  Concepción, 
cuya  festividad  celebra  con  gran  solemnidad 
el  Capitulo  de  la  Orden  en  la  Real  Capilla  y 
bajo  la  presidencia  de  S.  M  ,  Jefe  y  Gran  Maes- 
tre de  la  Orden. 

Para  usar  de  las  insignias  de  esta  Orden,  se 
requiere,  no  solo  la  concesión  de  la  gracia,  si- 
no el  pago  de  los  derechos  del  titulo.  El  de- 
creto de  2  de  Abril  de  1873  declara  extin- 
guida esta  Orden,  aunque  no  priva  del  dere- 
cho de  usarla  á  los  que  la  tienen.  Véase  Con- 
decoraciones. 
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CARGA  80BBE  CUBIERTA.  Véase  Ca- 
pitanes DE  NAVE. 

CABBEBA    COlfSnLAB.    Véase   Cón- 
sules. 

CABBEBA  DIPIiOMÁTICA.  Véase  Di- 
plomacia. 

CABBEBA  DE  ESTADO.  Los  estudios 
políticos  necesarios  en  la  carrera  de  Estado, 
bien  sea  con  aplicación  al  Cuerpo  diplomático, 
ora  sea  con  aplicación  al  Cuerpo  consular,  son 
y  deben  ser  los  mismos  en  ambos  Cuerp  os;  por- 
que los  intereses  recíprocos  de  las  sociedades 
modernas  así  lo  disponen.  El  hombre  que  á 
ella  se  dedica  es,  como  en  las  demás  carreras, 
un  honrado  servidor  de  sus  compatriotas,  un 
instrumento  del  poder:  su  acción  y  sus  servi- 
cios emanan  más  bien  de  su  tacto,  prudencia 
é  ilustración,  que  de  instrucciones  positivas 
del  Gobierno  á  quien  representa  en  pais  ex- 
tranjero; de  prácticas  y  usos  establecidos  en 
el  país  en  que  reside,  ó  estipulaciones  reci- 
procas con  el  Gobieruo  cerca  del  cual  se  halla 
oficialmente  acreditado  ü  ostensiblemente  to- 
lerado (Véase  Agentes  tolerados)  y  de  leyes  y 
costumbres  que  rigen,  que  delega  en  él  una 
parte  del  ejercicio  de  su  propia  soberanía. 

Esta  breve  definición  del  hombre  de  Esta- 
do, del  funcionario  público  en  pais  extranje- 
ro, explica  ya  á  primera  vista  las  cualidades 
que  le  han  de  adornar,  los  conocimientos  y  es- 
tudios que  le  son  análogos,  y  sin  los  cuales 
no  puede  admitir  ni  debe  ejercer  empleo  algu- 
no de  representación  y  servicio  nacional  en 
otros  países. 

El  estudio  del  derecho  público  del  pais  adon- 
de debe  residir,  el  del  derecho  publico  es- 
pañol, el  del  derecho  internacional  y  de  gen- 
tes, forman  la  base  de  sus  conocimientos  po- 
líticos, y  le  preparan  solamente  al  desarrollo 
y  aplicación  práctica  de  vastas  teorías,  á  casos 
y  situaciones  incalculables,  que  por  lo  mis- 
mo que  DO  pueden  proveerse  ni  anticiparse, 
no  pueden  tampoco  sujetarse  á  instrucciones 
previas  ni  á  reglas  fijas  para  circunstancias 
dadas. 

El  hombre  que  sigue  la  carrera  de  Estado 
en  pais  extranjero  debe  bastarse  á  si  mismo  en 
la  mayor  parte  de  los  casos  que  sobrevienen  á 
su  juicio  y  deliberación  de  una  manera  repen- 
tina é  imprevista:  sus  consejeros  han  de  ser  su 
experiencia,  su  sabiduría,  su  moderación  y  su 
prudencia:  su  posición  es  aislada,  las  más  Te- 
ces, y  su  acción  casi  siempre  urgente  y  pe- 
rentoria, mientras  su  responsabilidad  es  posi- 
tiva; es  la  responsabilidad  misma  del  Gobier- 
no qne  representa  y  en  cuyo  nombre  ejerce 
sus  actos  oficiales;  si  su  Gobierno  es  fuerte, 
su  misión  es  eficaz  y  respetada:.,  por  últl- 
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mo»  es  an  miembro  activo  del  Poder  ejecuti- 
Yo  de  la  Nación;  su  alta  dlgoidad  y  su  deco- 
ro le  están  encomendados;  el  más  leve  olvido, 
la  más  pequeña  omisión  pudiera  comprome- 
terlos; vale  mejor  hacer  más  por  conservar  el 
decoro  de  la  Nación,  aunque  se  pierda  el  bien- 
estar personal,  que  hacer  menos  con  mengua 
de  la  dignidad  del  país  que  se  representa  por 
temor  de  perder  el  empleo  que  se  tiene  de  un 
Gobierno  débil  ó  demasiado  condescendiente 
con  los  extranjeros. 

«Sin  una  autoridad  activa  y  vigilnnte  que 
asegure  su  imperio,  dice  Mr.  Necker,  las  le- 
yes de  un  país  no  serian  más  que  consejos  ó 
máximas,  más  ó  menos  sabios,  y  esta  autori- 
dad emana  siempre  del  Poder  ejecutiuo,  que  sa- 
be trasmitir  á  la  administración  pábíica  y  á 
sus  agentes  el  movimiento,  el  orden  y  la  re- 
gularidad que  le  son  necesarios.» 

CABBIJAJES.  Véase  en  el  artículo  Coa- 
avsPONDENCiA  el  106  de  las  Ordenanzas  generales 
de  Ádranos, 

CABTA.  Véase  Oorrespondbngia. 
CABTA  CBEDENCIAL.  (Leííre  de  Crean- 
ce.)  Documento  que  sirve  para  establecer  el 
carácter  publico  de  un  funcionario  encargado 
de  representar  á  su  Soberano  cerca  de  otro 
Gobierno. 

Dice  Martens  que  no  debemos  confundir 
las  cartas  credenciales  con  las  que  son  simple* 
mente  de  recomendación  y  que  dirigen  algu* 
ñas  veces  los  Soberanos  á  los  Principes  ó  Prin- 
cesas de  la  Familia  Real ,  asi  como  las  que 
suelen  escribir  á  los  primeros  funcionarios  del 
Soberano  por  medio  de  sus  Ministros.  Véase 
Crbdbngialbs  y  Recepción. 

CABTA  DE  BETIBO.  Véase  Recepción. 
CABTAS.  El  derecho  exclusivo  de  condu- 
cirlas de  un  lugar  á  otro  corresponde  á  la  Ad- 
ministración de  correos;  de  modo  que  ningún 
particular  puede  conducir  carta  ó  pliego,  no 
siendo  con  recado  ó  de  recomendación,  y  en- 
tonces abierto,  bajo  pena  de  un  ducado  de  mul- 
ta por  cada  carta  que  se  le  aprehendiere.  La 
Ordenanza  de  correos  de  8  de  Junio  de  1794 
impone  las  penas  á  que  se  hacen  acreedores  los 
que  infringen  esta  antigua  ley.  La  misma  Or- 
denanza prescribe  las  formalidades  que  se  han 
de  cumplir  respecto  á  la  conducción  de  cartas 
por  los  buques  que  viajan  á  América,  asi  como 
la  Real  orden  d3  2  de  Abril  de  1784. 

CABTAS  (Violación  de  su  secreto).  Delito 
qae  comete,  según  el  Código  penal,  el  que,  pa- 
ra descrubir  los  secretos  de  otro,  se  apodera  de 
sus  cartas  y  papeles,  careciendo  de  autoridad 
para  ello,  divulgue  ó  no  su  contenido.  El  mis- 
mo Código  previene: 

«Art.  412.     El  que  para  descubrir  los  se- 


cretos de  otro  se  apoderare  de  sus  ó  papeles 
cartas  y  divulgare  aquellos,  será  castigado 
con  las  penas  de  prisión  correccional  y  multa 
de  20  á  200  duros. 

Si  no  los  divulgare,  las  penas  serán  arresto 
mayor  y  multa  de  10  á  100  duros. 

Esta  disposición  no  es  aplicable  á  los  mari- 
dos, padres,  tutores  ó  quienes  hagan  sus  veces, 
en  cuanto  á  los  papeles  ó  cartas  de  sus  muje- 
res, hijos  ó  menores  que  se  hallen  bajo  su  de- 
pendencia. 

Art.  275.  El  empleado  público  que  abu- 
sando de  su  cargo  cometiere  como  autor  ó  co« 
mo  cómplice  el  delito  de  ocupar  ó  intervenir 
los  papeles,  ó  abrir  ó  interceptar  las  cartas  de 
otro,  será  castigado  con  las  penas  de  inhabili- 
tación especial  temporal,  prisión  correccional 
y  multa  de  10  á  100  duros.» 

CABTAS  DE  NACIONALIDAD.  La  Real 
orden  circular  de  17  de  Diciembre  de  1851 
declara  que  las  carias  de  nacionalidad  están 
sujetas  al  derecho  señalado  por  la  tarifa  ó  san- 
cionado por  la  costumbre.  Véase  Cédulas  de 

NACIOftALIDAD. 

CA&TAS  DE  NATURALEZA.  La  Ley 

del  Registro  civil  de  1 8  de  Junio  de  1870  dice: 
«Art.  2.°  (núm.  11).  Se  inscribirán  en  el 
registro  de  la  Dirección  general  cuando  los  in- 
teresados no  hayan  elegido  domicilio  en  Es- 
paña. 

Cuando  los  interesados  elijan  domicilio  en 
territorio  español,  se  inscribirán  en  el  regis- 
tro encomendado  á  los  Jueces  municipales. 
(Art.  3.%  nüm.  12  ley.) 

Las  cartas  de  naturaleza  concedida  á  un 
extranjero  por  el  Gobierno  español,  no  produ- 
cirán ninguno  de  sus  efectos  hasta  que  se  ha- 
llen inscritas  en  el  Registro  civil  del  domici- 
lio elegido  por  el  interesado,  ó  en  el  de  la  Di- 
rección general  si  no  hubiese  de  fijar  su  re- 
sidencia en  España.  Al  efecto,  deberá  presen- 
tarse en  uno  ü  otro  registro  por  el  interesado 
el  decreto  de  naturalización  y  los  documentos 
expresados  en  el  art.  97,  manifestando  que  re- 
nuncia á  su  nacionalidad  anterior,  y  jurando 
la  Constitución  del  Estado.  En  el  asiento  res- 
pectivo del  Registro  se  expresarán  estas  cir- 
cunstancias y  la  clase  de  naturalización  con- 
cedida.» (Art.  101  ley.) 

CABTAS  OBDENES.  Llámanse  asi  las 
comunicaciones  que  los  Tribunales  superiores 
pasan  á  los  Jueces  inferiores  para  la  ejecución 
de  cualquier  precepto,  las  cuales  van  firma- 
das por  el  escribano  de  cámara  respectivo. 
También  expiden  estas  comunicaciones  los  Jue- 
ces cuando  se  dirigen  á  los  Alcaldes  de  sus 
respectivos  partidos. 

CABTAS  OBDENES.  Véase  Rbgaudagiok. 
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CABTA8-OBDENES  DE  CBÉDITO.  Uua 

carta  de  crédito  es  la  que  un  comerciante  di- 
rige á  una  persona  con  quien  tiene  cuenta 
abierta,  mandándole  abonar  á  un  tercero  las 
cantidades  que  éste  le  exigiere.  De  aquí  se  si- 
gue que  la  forma  de  la  carta  de  crédito  no  di- 
fiere de  la  de  otra  cualquier  carta  mercantil, 
salva  la  necesidad  que  hay  de  fijar  el  máxi* 
mun  de  la  cantidad  que  ha  de  entregarse  al 
portador,  so  pena  de  considerarse  como  sim- 
ples cartas  de  recomendación  las  que  no  con- 
tengan este  requisito.  Tampoco  podrán  exten- 
derse á  la  orden  sino  contraidas  á  sugeto  de- 
terminado ;  estando  obligado  el  portador  á 
probar  la  identidad  de  su  persona  si  el  paga- 
dor no  le  conociere  personalmente.  No  pudien- 
do  extenderse  las  cartas  de  crédito  á  la  orden, 
resulta  que  no  son  documentos  endosables. 
(Código  de  comercio,  art.  574.) 

No  siempre  las  cartas  de  crédito  son  instru- 
mentos de  cambio;  pero  siéndolo ,  como  acon- 
tece en  la  mayoría  de  casos,  tenemos  una 
obligación  contraída  por  el  dador  hacia  el  to- 
mador, bajo  condición  de  que  éste  haga  uso 
de  la  carta.  En  tal  supuesto,  la  obligación  del 
dador  se  extiende  á  la  cantidad  satisfecha  en 
cambio  de  la  carta-órden,  si  la  tal  cantidad 
no  excediere  á  la  Qjada  en  la  misma  carta. 
(C,  art.  375.) 

La  condición  que  hemos  señalado  como 
necesaria  para  que  tenga  logar  la  obligación 
del  dador,  no  es  ilimitada.  Puede  convenirse 
con  el  tomador,  y  en  defecto  de  convenio,  el 
Tribunal  señala  el  término  que,  atendidas  las 
circunstancias,  considera  suficiente  ;  y  tanto 
en  el  primer  caso  como  en  el  segundo,  el  to- 
mador, una  vez  requerido  al  efecto,  debe  de- 
volver la  carta  al  dador,  ó  afianzar  su  importe 
hasta  que  sea  notoria  su  revocación  al  que  de- 
be pagarla.  (C,  art.  579.) 

También  está  obligado  el  dador  á  no  revo- 
car la  carta-órden  sino  en  el  caso  de  aparecer 
muy  probable  la  insolvencia  del  deudor  de 
ella :  revocándola  intempestivamente  ó  con  do- 
lo para  estorbar  las  operaciones  del  portador, 
será  responsable  á  éste  de  los  perjuicios  que 
por  ello  |se  le  siguieren.  ((7.,  artículos  576  y 
577.) 

Dedúcese  de  lo  prescrito  en  el  art.  576, 
que  la  obligación  del  dador  no  se  extiende  á 
asegurar  el  pago  de  la  carta-órden  de  crédito, 
puesto  que  el  portador  ni  puede  protestarla, 
ni  adquiere  acción  alguna  contra  el  que  la 
dio,  aun  cuando  no  sea  pagada.  Veamos  cuá- 
les son  las  obligaciones  del  portador.  Debe 
reeembolsar  sin  demora  al  dador  la  cantidad 
que  hubiere  percibido  en  virtud  de  ella,  si  no 
tuviere  fondos  suyos  preexistentes  en  poder 


del  dador ;  y  de  no  hacerlo  usí,  éste  tendrá  de- 
recho á  exigir  ejecutivamente  la  propia  can- 
tidad, con  más  los  intereses  de  la  deuda  des- 
de el  día  de  la  demanda,  y  el  cambio  corriente 
de  la  plaza  en  que  se  hizo  el  pago,  sobre  el 
lugar  donde  se  haga  el  reembolso.  {C,  artícu- 
los 576  y  578.) 

También  es  obligación  del  portador  devol- 
ver la  carta-órden  al  dador  cuando  haya  deja- 
do trascurrir  el  plazo  pactado  ó  señalado  por  el 
Tribunal  sin  hacer  uso  de  ella.  (C,  art.  5V9.) 

Últimamente,  el  dador  queda  obligado  ha- 
cia el  pagador  á  la  indemnización  de  la  can- 
tidad entregada  por  éste  en  fuerza  del  contra- 
to de  mandato  que  entre  ambos  se  celebra,  y 
el  pagador  en  virtud  del  propio  mandato  con- 
trae la  obligación,  una  vez  prestado  su  asen- 
timiento, de  entregar  la  cantidad  y  nada  más 
que  represente  la  carta-órden.  (C7.,  art.  575.) 

CABTBL.  Convenio  de  caoge  ó  rescate 
de  prisioneros.  Son  los  carteles  unas  conven- 
ciones hechas  en  tiempo  de  guerra  por  las  Po- 
tencias beligerantes,  con  el  objeto  de  determi- 
nar y  arreglar  las  relaciones  que  se  quieren 
dejar  subsistir:  por  ejemplo,  la  forma  de  las 
comunicaciones  verbales  ó  escritas  trasmitidas 
por  medio  de  paquebotes,  correos,  trompetas, 
tambores,  parlamentarios,  etc. 

Sobre  los  carteles  6  convenciones  entre  loa 
Soberanos  ó  los  generales  para  el  cange  de 
prisioneros,  solo  advertiremos,  que  no  es  licito 
traficar  á  su  sombra  ni  servirse  de  ellas  para 
urdir  estratagemas  hostiles.  Ningún  abuso  es 
más  reprensible  que  el  de  aquellos  limitados 
medios  de  comunicación  que  existen  entre  ene- 
migos, y  son  tan  necesarios  para  mitigar  las 
calamidades  de  la  guerra. 

CABTILIíA.  Libro  que  contiene  precep- 
tos sobre  algún  ramo  de  conocimientos. — Li- 
bro ó  estado  en  que  se  define  el  nombre  de.los 
palos,  velamen  y  maniobras  de  un  buque. 

CASAMIENTO.  Acción  de  casar  ó  ca- 
sarse. En  la  pragmática  de  23  de  Marzo  de 
1776  y  en  el  Santo  Concilio  de  Trente  se  pres- 
criben las  formalidades  que  debían  guardarse 
para  contraer  matrimonio  y  sin  las  que  eraa 
declarados  viciosos  y  nulos. 

En  la  pragmática  sanción  de  28  de  Abril 
de  1803  que  es  la  ley  18,  tit.  2.'',  lib.  10  de  la 
Novísima  Recopilación,  los  hijos  que  no  tengan 
padre  adquieren  la  libertad  de  casarse  á  su  ar- 
bitrio á  los  24  años  de  edad. 

Por  nota  del  Ministerio  de  la  Justicia  de  los 
Estados  sardos,  de  fecha  26  de  Mayo  de  1852, 
el  Cónsul  general  de  dichos  Estados  en  Argel 
fué  autorizado  para  celebrar  en  su  Cancillería 
matrimonios  entre  sus  subditos  con  todas  las  ce- 
remonias prescritas  por  la  Santa  Madre  Iglesia. 
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Los  franceses  en  el  extranjero  pueden  ce- 
lebrar matrimonio  ante  el  Cónsul  de  su  Na- 
ción siempre  que  uno  de  los  contrayentes  ha- 
ya estado  domiciliado  en  la  residencia  consu- 
lar lo  menos  seis  meses,  y  que  se  hayan  rea- 
lizado las  publicaciones  prevenidas  por  los  ar- 
tículos 63  y  192  del  Código  Napoleón. 

Para  que  el  casamiento  entre  franceses 
tenga  yalidez  en  Francia,  es  preciso  que  esté 
celebrado  según  las  formas  ó  prácticas  estable* 
cidas  en  el  país  y  precedido  de  las  publicacio- 
nes prescritas  por  la  ley  francesa.  (Art.  170 
del  Código  Napoleón.)  Los  Cónsules  cuidan  en 
cuanto  les  sea  posible,  deque  todas  las  forma- 
lidades se  observen,  y  se  les  pase  un  testimo- 
nio del  casamiento  civil  ó  religioso,  para  ser 
remitido  al  Ministerio  de  Negocios  extranjeros, 
y  consignado  si  las  partes  contratantes  lo  exi  - 
gen,  en  los  registros  del  estado  civil  del  Con- 
sulado. 

Los  franceses  que  quieren  contraer  matri- 
monio en  Levante  ó  Berbería  necesitan  pedir 
la  autorización  del  Emperador  por  conducto 
de  sus  respectivos  Cónsules. 

En  España  la  ley  de  presupuestos  de  1864 
á  65  concedió  á  las  viudas  y  huérfanas  de  los 
funcionarios  püblicos  no  incorporados  á  los 
Monte -píos  el  derecho  ó  pensión  del  Tesoro, 
con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  varios  artículos 
del  proyecto  de  ley  presentado  al  Congreso  de 
los  Diputados  en  20  de  Mayo  de  1862. 

A  fin  de  evitar  á  los  empleados  dependien - 
tes  del  Ministerio  de  Estado  los  inconvenientes 
que  resultarían  para  sus  familias  de  no  obser- 
var las  prescripciones  de  la  precitada  ley,  ase- 
gurándoles el  derecho  que  la  misma  les  con- 
cede; y  teniendo  especialmente  en  considera- 
ción su  art.  50,  que  especifica  las  circunstan- 
cias en  las  cuales  la  viuda  y  el  huérfano  del 
empleado  pierden  este  derecho,  la  Reina,  ente- 
rada del  expediente  instruido  al  efecto,  se  dig- 
nó sujetar  la  concesión  de  licencias  para  con- 
traer matrimonio  á  las  siguientes  formalida- 
des: 

«Artículo  1.*  Los  empleados  dependientes 
del  Ministerio  de  Estado  deberán  solicitar  Real 
licencia  para  contraer  matrimonio,  á  ñn  de  po> 
der  asegurar  á  sus  viudas  ó  huérfanos  los  be- 
neficios consignados  en  la  ley  de  presupuestos 
de  1864-65. 

Art.  2.°  Las  solicitudes  que  al  efecto  se 
dirijan  al  Ministerio  de  Estado  por  conducto 
de  sus  respectivos  Jefes  expresarán  el  nombre 
y  apellido  de  la  contrayente  y  serán  acompa- 
ñadas de  la  fé  de  bautismo  del  interesado,  de- 
bidamente legalizada,  y  de  un  certificado  en 
que  conste  haber  éste  disfrutado  durante  dos 
anos  un  sueldo  de  8.000  rs.,  á  lo  menos,  en 


plaza  efectiva  con  Real  nombramiento.  (Real 
orden  de  15  de  Marzo  de  1867.) 

Los  militares,  así  en  el  ejército  como  en  la 
marina,  desde  Capitán  general  ó  Subteniente, 
necesitan  licencia  de  S.  M.  para  contraer  ma- 
trimonio, en  lo  cual  se  comprenden  los  sar- 
gentos que  tuviesen  grado  de  Oficial.  Los  Ofi- 
ciales que  casaren  sin  haber  obtenido  Real 
licencia  pierden  su  empleo,  y  sus  familias  el 
derecho  que  pudiesen  tener  al  Monte-pío,  se- 
gún lo  preceptúa  el  art.  1.*.  cap%  10  del  Regla* 
mentó  del  Monte-pío,  y  los  artículos  35,  tít.  6.', 
trat.  2.*;  25,  tít.  4.%  trat.  7.%  Ordenanza  de 
la  Real  armada,  y  57,  tít.  1.®,  trat.  2.*,  Or-' 
denanza  general  de  la  armada,  en  el  cual  man- 
da se  les  ponga  presos  para  imposición  de  ma- 
yor pena. 

Los  condestables,  cabos  y  artilleros  de  ma- 
rina que  se  casen  sin  licencia,  son  depuestos 
de  sus  empleos,  y  si  se  hubiesen  casado  con 
personas  indignas,  son  además  despedidos  del 
cuerpo  y  condenados  á  cuatro  ^os  de  arsenal, 
según  el  art.  17,  tít.  6.*,  trat.  9.*,  Ordenanza 
de  la  armada. 

Por  la  ley  provisional  de  2  de  Junio  de 
1870,  para  establecer  el  Registro  civil  en  la 
Península  é  islas  adyacentes,  se  manda  guar- 
dar, cumplir  y  ejecutar  en  todas  sus  partes 
las  disposiciones  generales  relativas  á  los  ma- 
trimonios, cuyo  tít.  3.^  es  como  sigue: 

«Art.  66.  Inmediatamente  después  de  la 
celebración  del  matrimonio  se  procederá  á  su 
inscripción  en  la  respectiva  sección  del  Re- 
gistro civil,  extendiendo  en  sus  libros  el  acta 
á  que  se  refiere  el  art.  32  de  la  ley  sobre  el 
Matrimonio  civil,  la  cual  firmarán  todas  las 
personas  que  allí  se  expresan. 

Art.  67.  En  el  asiento  del  Registro  refe- 
rente á  un  matrimonio,  además  de  las  circuns- 
tancias mencionadas  en  el  art.  20,  debe  ha- 
cerse expresión : 

1  .*  Del  Registro  en  que  se  hubiese  inscri- 
to el  nacimiento  de  los  contrayentes,  y  fecha 
de  su  inscripción. 

2.*  De  los  nombres  y  apellidos,  naturale- 
za, estado,  profesión  ix  oficio,  y  domicilio  de 
los  padres  y  de  los  abuelos  paternos  y  mater- 
nos si  son  legalmente  conocidos. 

3.*  Si  los  contrayentes  son  hijos  legítimos 
ó  ilegítimos;  pero  sin  expresar  otra  clase  de 
ilegitimidad  que  la  de  si  son  hijos,  propia- 
mente dicho,  naturales,  ó  si  son  expósitos. 

4.*  Del  poder  que  autorice  la  representa- 
ción del  contrayente  que  no  concurra  perso- 
nalmente á  la  celebración  del  matrimonio,  y 
del  nombre  y  apellido,  edad,  naturaleza,  do- 
micilio y  profesión  ü  oficio  del  apoderado. 

5/    De  las  publicaciones  previas  exigidas 
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por  la  ley,  ó  de  la  circunstancia  de  no  haber 
tenido  lugar  por  haberse  celebrado  el  matri- 
monio in  articulo  mortis,  6  por  haber  sido  dis- 
pensadas, mencionándose  en  este  caso  la  fe- 
cha de  la  dispensa  y  Autoridad  que  la  haya 
concedido. 

6.*  De  la  Justiflcacion  de  libertad,  tratán- 
dose de  matrimonio  de  extranjeros  ó  del  de 
militares,  si  á  éste  no  hubieren  precedido  pu- 
blicaciones. 

7/  Del  hecho  de  no  constar  la  existencia 
de  impedimento  alguno,  ó  en  el  caso  de  que 
conste,  ó  de  haber  sido  denunciado,  de  la  dis- 
pensa del  mismo  y  fecha  de  ella,  ó  de  la  des- 
estimación de  la  denuncia  pronunciada  por 
Tribunal  competente. 

8.^  De  la  licencia  ó  de  la  solicitud  de  con- 
sejo exigida  por  la  ley,  tratándose  de  hijos  de 
familia  y  de  menores  de  edad. 

9.^  De  los  nombres  de  los  hijos  naturales 
que  por  el  matrimonio  se  legitiman,  y  que  los 
contrayentes  hayan  manifestado  haber  tenido. 

10.  Del  nombre  y  apellido  del  cónyuge 
premuerto,  fecha  y  lugar  de  su  fallecimiento, 
y  Registro  en  que  éste  se  hubiese  inscrito,  en 
el  caso  de  ser  viudo  uno  de  los  contrayentes. 

11.  De  la  lectura  que  se  haya  hecho  á  los 
contrayentes  de  los  artículos  de  la  ley  sobre 
matrimonios,  de  que  especialmente  deben  ser 
enterados  con  arreglo  á  la  misma  en  el  acto  de 
la  celebración. 

12.  De  la  declaración  de  los  contrayentes 
de  recibirse  mutuamente  por  esposos ,  y  de  la 
pronunciada  por  el  Juez  municipal  de  quedar 
unidos  en  matrimonio  perpetuo  é  indisoluble. 

13.'  De  la  circunstancia  de  haber  precedi- 
do ó  no  el  matrimonio  religioso,  y  en  caso 
afirmativo  de  la  fecha  y  lugar  de  su  celebra- 
ción. 

Art.  68.  Cuando  se  haya  celebrado  un 
matrimonio  in  articulo  mortis  se  hará  un  nue- 
vo asiento  en  el  registro  tan  luego  como  se 
presente  la  justificación  de  libertad  que  pre- 
vieae  la  ley,  poniéndose  nota  de  referencia  al 
margen  de  la  primera  inscripción. 

Art.  69.  El  matrimonio  de  los  extranjeros 
contraído  con  arreglo  á  los  leyes  de  su  pais, 
deberá  ser  inscrito  en  España  cuando  los  con- 
trayentes ó  sus  descendientes  fijen  su  residen- 
cia en  territorio  español.  La  inscripción  debe- 
rá hacerse  en  el  Registro  del  distrito  munici- 
pal donde  unos  ü  otros  establezcan  su  domici- 
lio. Al  efecto  deberán  presentar  los  documen- 
tos que  acrediten  la  celebración  del  matrimonio, 
convenientemente  legalizados  y  traducidos  en 
la  forma  prescrita  en  el  art.  28. 

Art.  70.  El  matrimonio  contraído  en  el 
extranjero  por  españoles,  ó  por  un  español  y 


un  extranjero,  con  sujeción  á  las  leyes  vigen- 
tes en  el  pais  donde  se  celebre,  deberá  ser  ins- 
crito en  el  registro  del  Agente  diplomático  ó 
consular  de  Bsrpaña  en  el  mismo  país,  quien 
remitirá  copia  de  la  inscripción  que  haga  á  la 
Dirección  general  para  la  inscripción  en  su 
Registro,  ó  para  remitirlo  al  Juez  muuicipal 
correspondiente,  según  que  el  contrayente  ó 
contrayentes  españoles  tengan  ó  no  domicilio 
conocido  en  España. 

Art.  71.  El  matrimonio  contraído  por  mi- 
litar  i«  articulo  mortis,  estando  en  campaña  fue- 
ra del  territorio  español,  se  inscribirá  en  el 
Registro  de  la  Direcoion  general  si  no  fuese 
conocido  su  ultimo  domicilio  en  España,  y  en 
otro  caso  en  dicho  domicilio.  Con  este  objeto 
se  deberá  pasar  á  la  Dirección  ó  al  Juzgado 
municipal  correspondiente  por  el  Ministerio  de 
la  Guerra  uno  de  los  dos  ejemplares  del  acta 
de  la  celebración,  que  deberá  haberle  remitido 
el  Jefe  del  cuerpo  en  que  el  contrayente  sir- 
viere. 

Art.  72.  Del  matrimonio  in  articulo  mortii 
contraído  en  viaje  por  mar  extenderá  acta  el 
contador  si  es  en  buque  de  guerra,  ó  el  Capi- 
tán ó  patrón  si  es  mercante,  en  los  términos 
prescritos  respecto  al  nacimiento  en  el  art.  55 , 
practicándose  lo  dispuesto  en  el  mismo  artícu- 
lo y  en  los  56,  57  y  58. 

Art.  73.  Las  ejecutorias  en  que  se  decrete 
el  divorcio  ó  se  declare  nulo  un  matrimonio,  ó 
en  que  se  ordene  la  enmienda  de  su  inscrip- 
ción, se  inscribirán  también  en  el  Registro  en 
que  se  hubiese  extendido  la  partida  de  aquel, 
poniéndose  además  notas  marginales  de  refe- 
reucia  en  uno  y  otro  asiento.  Con  este  objeto 
el  Tribunal  que  haya  dictado  la  ejecutoria  de- 
berá ponerlo  en  conocimiento  del  encargado 
del  Registro  en  que  se  deba  inscribir,  remi< 
tiéndole  testimonio  de  ella  en  relación;  pero 
sin  expresar  en  la  de  divorcio  la  causa  que  lo 
hubiese  motivado. 

Art.  74.  Toda  inscripción  de  matrimonio 
ó  de  ejecutoria  en  que  se  declare  el  divorcio , 
ó  se  declare  la  nulidad  del  matrimo  lio  ó  la  en- 
mienda de  su  partida  respectiva,  deberá  po- 
nerse en  conocimiento  de  los  encargados  de 
los  Registros  en  que  estuviere  inscrito  el  na- 
cimiento de  los  contrayentes,  acompañándoles 
copia  certificada  del  asiento  para  que  hagan  la 
correspondiente  anotación  al  margen  de  la 
partida  referente  á  este  acto,  según  se  previene 
en  los  artículos  60  y  61. 

Igual  conocimiento  se  dará  á  los  encarga- 
dos de  los  Registros  en  que  estuviesen  inscri- 
tos los  nacimientos  de  los  hijos  habidos  del 
matrimonio  anulado,  ó  de  aquel  cuya  partida 
se  hubiese  mandado  corregir,  ó  de  los  hijos 
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naturales  que  los  contrayentes  hayan  legiti- 
mado al  casarse,  para  que  pongan  también  la 
correspondiente  nota  marginal,  según  lo  dis- 
puesto en  dicho  articulo.  Véase  Eboistro  civil, 
Nagim:i?itos  y  Defunciones. 

CASO  INCIERTO.  El  suceso  que  puede 
verificarse  ó  dejar  de  verificarse,  por  depender 
solo  de  la  casualidad  y  no  de  la  voluntad  hu- 
mana. Este  caso  incierto  es  el  que  constituye 
lo  que  se  llama  condiciones  casuales  en  los 
contratos  y  disposiciones  testamentarias. 

CASTA.  Nombre  de  las  diversas  tribus 
que  forman  una  Nación,  distintas  las  unas  de 
las  otras  por  sus  costumbres  y  origen. 

CASTIGK).  Pena  que  se  impone  por  come- 
ter algún  delito  ó  falta  y  sirva  de  escarmiento. 
Por  castigo  ejemplar  se  entiende  vulgarmente 
el  extraordinario  que  sirve  de  mayor  escar- 
miento; pero  en  rigor  todo  castigo  puede  lla- 
marse ejemplar,  en  cuanto  contiene  con  el 
ejemplo  á  los  que  podrían  tener  la  tentación 
de  imitar  al  delincuentiO  en  sus  extravíos  (Ley 
5/,  tit.  27,  Part.  3.*).  Este  es,  con  efecto,  uno 
de  los  principales  objetos  del  castigo,  y  por 
ello  no  debe  ejecutarse  secretamente  sino,  en 
publico.  «  Haced  ejemplares  vuestras  penas,  dice 
un  célebre  escritor  de  nuestros  dias,  y  dad  á 
las  ceremonias  que  las  acompañan  una  especie 
de  pompa  lúgubre  que  se  imprima  tenazmente 
en  la  imaginación.  Hablad  á  los  ojos,  si  que- 
réis mover  el  corazón.» 

CATASTBO.  Libros  en  los  cuales  oficial- 
mente se  anotan  en  España  el  número  de  los 
Tocinos,  y  el  valor  de  las  fincas  y  de  los  pro- 
ductos de  la  tierra  y  de  la  industria.  —Datos 
preciosos  para  establecer  y  exigir  con  exacta 
igualdad  las  contribuciones  de  sangre  y  de  di- 
nero, y  para  dictar  las  providencias  conducen- 
tes á  asegurar  la  pública  prosperidad. 

CAUSA  FINAL.  El  fin  qon  que  se  hace 
alguna  cosa,  como  cuando  dice  un  testador 
que  lega  tal  cantidad  á  Ticio  para  que  le 
haga  un  sepulcro  ó  para  que  se  case  con  Lu- 
crecia. La  causa  final  suele  llamarse  modo,  y 
se  refiere  siempre  al  tiempo  venidero;  y  así  se 
dice  en  materia  de  legados:  Modu$  est  ratio  le^ 
gandi  in  futurum  tempns  collaía, 

CAUSA  IMPULSIVA  Ó  MOTIVA.  La 
razón  ó  motivo  que  nos  inclina  á  hacer  algu- 
na cosa.  La  causa  tomada  en  este  sentido  se 
suele  llamar  simplemente  causa,  y  se  refiere 
siempre  al  tiempo  pasado;  y  asi  en  materia  de 
legados  se  dice:  Causa  est  ratio  legajidi  in  pra^ 
ieritum  tempus  collata, 

CAUSANTJB.  La  persona  de  quien  se  de- 
riva á  alguno  el  derecho  que  tiene;  y  asi  el  que 
posee  uu  mayorazgo  llama  su  causante  al  que 
lo  fundó. 


CAUSÍDICO.  Lo  que  pertenece  al  segui- 
miento de  causas  y  pleitos;  y  antiguamente  el 
abogado. 

CAVAS.  Véase  el  art.  49  del  cap.  7.*  del 
Reglamento  de  la  Carrera  consular  y  en  el  que 
se  previene  que  el  sueldo  de  este  empleado  en 
los  Consulados  establecidos  en  Oriente  se  car- 
gue en  cuenta  de  gastos  extraordinarios. 

CAVEAUT  CÓNSULES.  Que  cada  cual 
cumpla  con  su  deber  de  ciudadano  y  de  hom- 
bre libre,  decian  los  antiguos  romanos  cuando 
el  galo  hollaba  el  suelo  de  la  República  ó  Ca« 
tilina  intentaba  incendiar  la  ciudad  eterna. 

CEDEB  UN  TEBBITOBIO,  ETC.  Guan- 
do una  de  las  partes  beligerantes  se  ve  obliga- 
da á  abandonar  una  provincia  que  le  han  con- 
quistado, en  el  tratado  de  paz  se  dice  que  se 
la  cedey  y  no  que  la  conquistadora  la  conserva. 
Entre  infinitos  casos,  citaremos  el  tratado  de 
ütrecht,  de  1713,  entre  Luis  XIV  y  Federico 
Guillermo  de  Prusia.  En  el  art.  7.°  se  dice 
que  la  parte  del  barrio  alto  de  Gueldres  que 
posee  y  ocupa  el  Rey  de  Prusia  se  le  cede  para 
siempre.  En  los  preliminares  de  paz  de  20  de 
Enero  de  1783  entre  Francia  é  Inglaterra,  se 
dice  (art.  7.*)  que  ésta  cederá  á  aquella  la  isla 
de  Tabago,  la  cual  ocupaban  entonces  los  fran- 
ceses á  titulo  de  conquista.  Es  incontestable 
que  la  palabra  ceder  supone  esencialmente  pro- 
piedad, y  qué,  por  consiguiente,  ésta  no  se 
pierde  ni  por  la  guerra  ni  por  la  conquista.  De 
este  modo  la  práctica  desmiente  el  principio 
que  enseñan  el  derecho  romano  y  la  mayor 
parte  de  los  publicistas.  (Reyneval.)  Véase 
Obsion. 

CÉDULA.  La  escritura  privada  en  que 
uno  confiesa  haber  recibido  de  otro  cierta  can- 
tidad que  prjmete  pagarle  dentro  de  un  térmi- 
no señalado  ó  á  la  voluntad  del  acreedor.  Para 
que  una  cédula  haga  fé  en  juicio  se  requiere 
que  sea  reconocida  por  el  que  la  hizo,  ó  pro- 
bada por  dos  testigos  que  declaren  en  juicio 
contradictorio  haberla  visto  hacer. 

CÉDULA  DE  BMP ADBON AMIENTO. 
Por  el  Ministerio  de  la  Gobernación  se  decre- 
tó con  fecha  20  de  Setiembre  de  1873  lo  que 
sigue: 

«El  Gobierno  de  la  República,  en  uso  de 
las  facultades  que  le  concede  la  ley  de  13  de 
Setiembre  de  1873,  decreta: 

Artículo  1.*  Todo  ciudadano  mayor  de  18 
años  que  tuviera  que  ausentarse  del  término 
municipal  donde  estuviese  domiciliado  deberá 
llevar  una  cédula  de  empadronamiento  que 
acredite  su  personalidad.  Los  alcaldes  las  con- 
cederán gratis  á  cualquier  vecino  ó  residente 
que  la  solicitare. 

Art.  2.*    Los  que  pasados  diez  dias  desde 
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la  publicación  de  este  decreto  fuesen  habidos 
fuera  del  pueblo  en  que  estén  empadronados 
sin  el  indicado  documento ,  serán  detenidos  y 
entregados  á  disposición  de  la  Autoridad  supe- 
rior civil  de  la  provincia  en  que  se  hallasen.» 
Por  el  mismo  Ministerio,  en  circular  de  20 
de  Diciembre  del  mismo  auo,  se  encarga  á  los 
Gobernadores  que  cumplan  estrictamente  las 
siguientes  reglas: 

((1/  Los  alcaldes  solo  darán  cédula  de  ve- 
cindad á  los  empadronados  en  sus  respectivos 
distritos  municipales. 

2/  La  Guardia  civil  y  los  demás  depen- 
dientes de  mi  Autoridad  pondrán  á  disposición 
de  y.  S.  toda  persona  falta  de  la  correspon- 
diente cédula  que  se  encuentre  fuera  del  dis  - 
trito  municipal  en  que  estuviere  empadro- 
nada. )) 

CÉDULAS  PERSONALES.  Al  pago  de 
este  impuesto  están  sujetos  todos  los  españoles 
y  extranjeros  residentes  en  España ,  mayores 
de  14  años. 

Se  consideran  exceptuados  los  pobres  de 
solemnidad,  religiosas  profesas  y  penados  du- 
rante el  tiempo  de  su  reclusión. 

El  precio  de  ellas,  á  contar  desde  1.*  de  Ju- 
lio de  1874,  es  el  de  2  pesetas  en  Madrid ,  de 
1'50  en  las  capitales  de  provincia,  de  una  en 
las  cabezas  de  partido  y  puertos  habilitados  y 
de  50  céntimos  en  los  demás  pueblos. 

El  coste  de  las  cédulas  para  los  jornaleros 
y  sirvientes  de  todas  clases  se  fijó  en  25  cén- 
timos de  peseta. 

Estas  cédulas  personales  sirven: 

1.*  Para  acreditar  la  personalidad  ante  los 
Tribunales  y  Juzgados. 

2.*  Para  solicitar  cualquier  inscripción  en 
el  Registro  civil. 

3.*  Para  gestionar  ante  las  Autoridades, 
corporaciones  d  encinas  administrativas  de  to- 
das clases,  siempre  que  no  se  trate  del  ejerci- 
cio ó  reconocimiento  de  derechos  políticos. 

4.*  Para  otorgar  instrumentos  públicos  y 
documentos  privados. 

5.'     Para  servir  cargos  ó  empleos  públicos. 

6.*  Para  ejercer  profesión,  comercio,  in- 
dustria, arte  ú  oficio. 

En  la  Oaceía  del  26  de  Agosto  de  1874  se 
prorogó  el  plazo  para  la  adquisición  de  ellas 
hasta  el  l.'^de  Noviembre  de  dicho  año,  asi 
como  para  el  recargo  del  duplo  del  valor  res- 
pectivo para  los  que  no  las  hubiesen  adqui- 
rido. 

CÉDULAS  DE  NACIONALIDAD.  Véan- 
se los  artículos  Certificados  db  nacionalidad  y 
Registro  de  nacionalidad. 

CEBEALES.  Véase  Granos.  En  virtud  de 
los  decretos  de  22  de  Agosto  y  25  de  Octubre 


de  1867,  y  orden  de  5  de  Marzo  del  mismo  a2o; 
decreto  de  22  de  Abril  y  orden  de  la  Dirección 
general  de  Rentas,  fecha  20  de  Mayo  de  1868, 
se  permitió  en  España  la  importación  de  trigos 
extranjeros  hasta  el  31  de  Julio  Je  1869,  que 
fué  la  última  próroga.  Ea  el  Arancel  de  1870 
se  establece  en  el  secundo  grupo  de  granos  y  le*^ 
gumbres,  números  de  las  partidas  286  al  240  in- 
clusive, los  derechos  que  pagan  por  kilogramo. 
'  CBBSMONIAL.  Véase  Etiqueta  y  Prece- 
dencia. 

OEREHONIAL  QUE  SE  OBSEBVA 
CON  LOS  Enviados  diploiiáticos.  Véase  Agentes 
diplomáticos. 

CERTIFICADO  DE  NACIONALIDAD. 
El  reglamento  del  Ministerio  de  Estado  para 
plantear  el  Registro  de  nacionalidad  de  5  de  Se- 
tiembre de  1871  previene: 

(( Art.  8.*  Los  españoles  domiciliados  en  el 
extranjero  deberán  estar  provistos  d«l  corres- 
pondiente certificado  de  nacionalidad,  sin  cu- 
yo requisito  no  podrán  hacer  valer  sus  dere- 
chos ni  ser  atendidos  en  la  Legación  ó  en  los 
Consulados. 

Art.  9.*  Deberán  proveerse  de  los  certi- 
ficados de  nacionalidad  y  cédulas  de  tran- 
seúntes: 

1.^  Todos  los  españoles  domiciliados  ó  re- 
sidentes en  el  extranjero. 

2.'  Los  hijos  é  hijas  mayores  de  14  años 
que  ejerzan  cualquier  industria,  vivan  ó  no  en 
compañía  de  sus  padres.» 

CEBTIFICATOBIA.  Lo  mismo  que  cer- 
tificación ó  instrumento  en  que  se  asegura  al- 
guna cosa. 

CERTIFICACIONES.  La  falsifleacion  de 
ellas  es  un  delito  que  se  comete  suponiendo 
verdadero  un  documento  de  esta  clase  ó  alte- 
rándolo en  parte  sustancial  de  su  contenido. 
((Art.  228.  El  que  falsificare  un  documen- 
to (Certijtcacion  falsa  de  enfermedad  ó  lesión, — 
Certijlcacion  falsa  de- méritos  6  servicios^  debue^ 
na  conducta  j  de  pobreza  ó  de  otras  circunstancias 
semejantes)  será  castigado  con  las  penas  de  ar- 
resto mayor  y  multa  de  10  á  15  duros.» 

Esta  disposición  es  aplicable  al  que  usare 
con  el  mismo  fin  de  los  documentos  falsos. 
Véase  Falsificaciones. 

Los  funcionarios  encargados  del  Registro 
civil  de  España  deberán  facilitar  á  cualquier 
persona  que  lo  solicite  certificación  del  asien- 
to ó  asientos  que  la  misma  designe,  6  negativa 
de  su  existencia. 

Estas  certificaciones  contendrán  la  copia 
literal  del  asiento  designado  y  de  todas  sus  no- 
tas marginales,  y  la  fecha  en  que  se  expidan, 
debiendo  estar  autorizadas  por  el  Director  ge- 
neral y  el  jefe  del  negociado  respectivo  las  ex- 
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pedidas  por  este  centro,  y  en  otro  caso  con  las 
del  encargado  del  Registro  y  del  qae  haga  las 
veces  de  Secretario  ó  Canciller  si  lo  habiere,  y 
cen  el  sello  del  Juzgado  municipal  ó  depen- 
dencia en  que  el  registro  radique. 

Bn  igual  forma  podrán  expedirse  copias 
certificadas  de  los  documentos  presentados  pa- 
ra hacer  las  inscripciones  que  en  el  Registro 
civil  deben  tener  cabida. 

Al  pié  de  Itís  certificaciones  libradas  se 
anotará  el  pago  de  los  derechos  devengados  ó 
la  circunstancia  de  haberse  expedido  gratis  por 
estar  legalmente  declarado  pobre  el  que  las 
haya  solicitado. 

Las  certificaciones  de  vida,  domicilio  ó  re- 
sidencia y  estado,  se  expedirán  gratis  y  en 
papel  de  oficio  cuando  los  solicitantes  fueren 
pobres  y  cuando  las  reclame  alguna  Autori- 
dad sin  instancia  de  parte  interesada  que  no 
haya  obtenido  declaración  de  pobreza. 

Los  derechos  que  se  deban  exigir  por  las 
certificaciones  se  entregarán  por  los  que  las 
hayan  solicitado  al  encargado  del  Registro, 
quien  pondrá  en  letra  al  pié  de  su  firma  la 
anotación  prevenida  en  el  art.  38  de  la  ley. 
(Art.  81  id.) 

Los  derechos  que  se  perciban  por  las  cer* 
tificaciones  de  cada  Registro  se  destinarán  á 
cubrir  los  gastos  que  ocasionen  los  actos  y 
asientos  del  mismo,  y  las  celebraciones  de  ma- 
trimonios, las  impresiones,  material  y  todos 
los  demás  que  en  él  ocurran.  (Art.  81  id.) 

CERTIFICADOS  LLAMADOS  DE  LEY. 
Bn  algunos  Consulados  se  seguia  la  práctica 
de  dar  estos  certificados,  declarando  en  ellos 
lo  dispuesto  por  nuestras  leyes,  en  ciertos  ca- 
sos y  sobre  determinados  puntos  de  derecho. 
Han  sido  prohibidos  por  Real  orden  de  14  de 
Noviembre  de  1862,  del  Ministerio  de  Esta- 
do, para  evitar  compromisos,  en  la  que  además 
se  previene:  «que  los  Cónsules  de  España  en  el 
extranjero  se  abstengan  de  expedir  las  citadas 
declaraciones  de  derecho  6  llamadas  de  ley.» 

CESANTES,  cesantías.  Llevan  este 
nombre  los  empleados  públicos  que  quedan  sin 
ocupación  de  resultas  de  las  reformas  políticas. 
Cuando  en  el  año  1799  se  suprimió  la  Direc- 
ción general  de  rentas  y  se  mandaron  reunir 
las  Administraciones  de  las  provincias,  queda- 
ron sobrantes  muchos  empleados.  Por  desgra- 
cia, siempre  que  se  hacen  reformas  ó  se  nom- 
bran nuevos  Ministros ,  quedan  muchos  em- 
pleados en  el  panteón  de  los  cesantes.  ¿Y  será 
posible  que  con  este  injusto  sistema  se  tenga 
Banca  buenos  empleados? 

En  1819  habia  en  las  dependencias  de 
Hacienda  1.956  cesantes,  que  devengaban 
7.169.184  rs.  anuales;  en  1868  los  haberes 


de  las  clases  pasivas  ya  ascendían  á  la  suma 
de  144.895.050  rs.  anuales. 

El  tiempo  computable  en  las  clasiñcacio- 
nes  de  cesantías  de  los  empleados  públicos 
corresponde  átres  distintos  periodos. 

Uno  referente  á  los  derechos  jidquiridos 
con  anterioridad  á  la  ley  de  presupuestos  de 
15  de  Julio  de  1865. 

Otro  el  de  los  posteriores  á  la  misma  y 
anteriores  á  la  publicación  del  decreto -ley  de 
22  de  Octubre  de  1868. 

Y  el  último  el  de  los  adquiridos  desde  la 
publicación  de  dicho  decreto-ley  en  adelante. 

Por  lo  relativo  al  primer  período,  ó.  sea 
hasta  el  15  de  Julio  de  1865,  corresponde  re- 
conocer, atendido  lo  dispuesto  en  el  art.  10 
de  la  ley  de  presupuestos  de  28  de  Febrero 
de  1873  para  las  clasiñcaciones  de  cesantía: 

El  tiempo  servido  devengado  en  todos  los 
casos  que  determina  dicho  art.  10  de  la  ley 
de  28  de  Febrero  de  1873,  ó  sean  empleos  de 
plañía  conferidos  por  autoridad  competente- 
mente delegada,  y  consignados  en  los  presupues^ 
tos  del  Estado, 

El  invertido  en  comisiones,  agregaciones 
ó  cargos  con  retribución  ó  sin  ella,  siempre 
que  conforme  al  Real  decreto  de  9  de  Mayo 
de  1858  hubiere  respecto  del  particular  recaí- 
do Real  resolución  favorable  al  interesado. 

El  servido  en  los  diferentes  institutos  del 
ejército  y  armada. 

ídem  en  destinos  con  asignación  fija  ó 
eventual,  siempre  que  se  hubiesen  obtenido  por 
nombramiento  Real  ó  de  los  Cuerpos  Oolegis- 
ladores. 

En  clase  de  agregados  sin  sueldo  de  la 
carrera  diplomática,  mientras  se  sirve  en  el 
extranjero. 

El  tiempo  trascurrido  desde  1.*  de  Octu- 
bre de  1823  hasta  30  de  Diciembre  de  1834 
á  los  empleados  que  quedaron  privados  de  sus 
destinos,  etc.,  según  determina  el  art.  19  da 
la  ley  de  presupuestos  de  26  de  Mayo  de  1835. 

El  abono  que  la  ley  de  23  de  Mayo  de  1856 
declara  á  los  milicianos  nacionales  de  1820 
al  23,  si  el  interesado  solicitó  oportunamente 
la  aplicación  de  sus  beneficios. 

El  tiempo  que  determina  la  ley  de  26  de 
Julio  de  1855  á  los  empleados  que  fueron  se- 
parados del  servicio  ó  hicieron  dimisión  de  sus 
destinos  por  motivos  pura  y  simplemente  po- 
líticos desde  20  de  Mayo  de  1843  á  fin  de  Ju- 
nio de  1844,  si  no  hubieren  obtenido  ni  soli- 
citado colocación  en  los  once  años,  y  á  su  de- 
bido tiempo  pretendieron  la  aplicación  de  los 
beneficios  de  dicha  ley;  debiendo  tenerse  pre- 
sente que,  según  Real  orden  de  18  de  Febre- 
ro de  1856,  se  supone  separado  ó  dimitido 
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por  causas  políticas  el  empleado  cuando  lo  fué 
en  el  referido  periodo  por  cualquier  motivo 
que  no  hubiesen  sido  faltas  cometidas  en  el 
desempeño  de  su  destino,  ó  cualquier  delito 
común  que  incapacitara  temporal  ó  perpetua- 
mente para  obtener  cargos  públicos. 

El  tiempo  de  servicia  en  clase  de  milicia- 
no nacional  movilizado  durante  la  guerra  ci- 
vil terminada  por  el  Convenio  de  Vergara,  ve- 
rificándose el  expresado  abono  con  estricta  su- 
jeción á  las  condiciones  establecidas  por  el 
articulo  20  de  la  ley  de  presupuestos  de  29  de 
Julio  de  1867. 

El  servicio  prestado  en  el  campo  de  Don 
Carlos  por  los  que  se  acogieron  al  Convenio 
de  Vergara  dentro  del  plazo  señalado  en  el 
mismo. 

El  devengado  en  el  servicio  de  la  empresa 
de  los  arriendos  de  los  derechos  de  puertas  á 
cargo  de  D.  Felipe  Rfera,  según  previene  el 
articulo  17  del  contrato  de  15  de  Febrero 
de  1830. 

El  invertido  en  la  del  arriendo  de  iguales 
derechos  á  cargo  de  D.  José  Safont,  según 
la  condición  20  del  contrato  de  23  de  Mayo 
de  1839;  y  por  último, 

El  devengado  en  el  de  la  renta  de  la  sal  á 
cargo  de  D.  José  Salamanca,  conforme  á  lasdis- 
posiciones  16  y  24  del  contrato,  y  á  la  juris- 
prudencia vigente  hasta  la  publicación  del  de- 
creto-ley de  22  de  Octubre  de  1868,  en  lo 
relativo  á  necesitar  los  interesados  tener  ad- 
quirida base  de  carrera  y  á  haber  desempeña- 
do en  propiedad  en  dicha  empresa  de  la  sal 
destinos  establecidos  por  el  Gobierno  para  la 
administración  de  la  expresada  renta. 

El  segundo  período,  desde  1865  á  1868, 
corresponde  reconocer  en  clasificación  de  ce- 
santía: 

1.*  El  tiempo  invertido  en  el  desempeño 
de  los  destinos  correspondientes  al  orden  civil 
obtenidos  con  el  lleno  de  condiciones  exigidas 
por  el  art.  1 1  de  dicha  ley  de  presupuestos 
de  1865,  ó  sea  el  servido  en  destinos  de  plan- 
ta cuyos  sueldos  figuran  en  los  presupuestos, 
teniéndose  presente  que  la  misma  expresa  que 
los  derechos  ya  adquiridos  y  los  servicios  pres- 
tados con  anterioridad  se  abonarán  en  las  cla- 
sificaciones sucesivas  con  arreglo  á  las  dispo- 
siciones que  hubiesen  regido  hasta  el  dia 
(1874),  cuya  circunstancia  es  la  base  de  lo 
que  queda  expuesto  respecto  al  primer  perío- 
do de  que  se  ha  hecho  mérito. 

2.*  El  devengado  en  los  diversos  institu- 
tos del  ejército  y  armada. 

3.*  El  que  determina  el  art.  19  de  la  ley 
de  presupuestos  de  3  de  Agosto  de  1868  res- 
pecto á  los  presidentes  de  las  comisiones  es- 


peciales de  la  evaluación  de  la  riqueza  terri- 
torial, el  20  de  la  de  29  de  Junio  de  1867  re- 
lativamente á  que  sea  de  abono  y  sirvan  de 
base  de  carrera  anterior  al  año  de  1845  los 
servicios  prestados  en  clase  de  soldado  y  mi- 
liciano nacional  movilizado,  y  la  disposi- 
ción 2.',  sección  3.*,  correspondiente  al  Minis- 
terio de  Gracia  y  Justicia  en  esa  última  ley  de 
presupuestos,  respecto  á  que  los  servicios  de- 
vengados por  los  Registradores  de  la  propie- 
dad se  considerarán  prestados  en  destinos  de 
planta  para  los  efectos  de  las  disposiciones  de 
Clases  pasivas,  y  con  el  sueldo  regulador  que 
se  consignó  en  el  Real  decreto  do  31  de 
Mayo  de  1861. 

4.^  El  procedente  del  desempeño  de  des- 
tinos de  planta,  consignados  en  los  presupues- 
tos del  Estado  y  obtenidos  por  nombramiento 
de  autoridad  competentemente  delegada,  se- 
gún establece  el  art.  I O  de  la  ley  de  presu- 
puestos de  28  de  Febrero  de  1873. 

Y  por  el  periodo  desde  1868  en  adelante, 
referente  á  servicios  posteriores  á  la  publica- 
ción del  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1 868, 
procede  reconocer  en  clasificación  de  cesante: 

El  tiempo  devengado  en  el  desempeño  de 
destinos  obtenidos  con  las  condiciones  exigi- 
das en  la  regla  1.',  art.  6.*  de  dicho  decreto- 
ley. 

Y  el  invertido  en  el  servicio  de  los  diferen- 
tes institutos  del  ejército  y  armada. 

Base  de  carrera.  De  los  servicios  computa- 
bles  en  clasificación  de  cesante  ó  jubilado  solo 
corresponde  reconocer  como  base  ó  arranque 
de  carrera  para  los  efectos  de  no  caer  en  las 
prescripciones  de  la  ley  de  presupuestos  de 
1845  que  negó  á  los  empleados  de  nueva  en- 
trada derecho  á  haber  pasivo,  los  que  después 
de  cumplida  la  edad  de  16  años  hayan  pres- 
tado los  interesados  en  destinos  de  planta  ó 
reglamento,  obtenidos  en  propiedad,  por  nom- 
bramiento Real,  de  las  Cortes,  del  Regente,  ó 
de  autoridad  competentemente  facultada  para 
ello;  como  asimismo  los  que  expresa  el  art.  20 
de  la  ley  de  presupuestos  de  1867,  relativos  al 
ejército  y  Milicia  Nacional  movilizada. 

Sueldo  regulador  para  cesantes.  El  sueldo 
mayor  que  se  haya  obtenido  después  de  pu- 
blicada la  ley  de  presupuestos  de  23  de  Ma^^o 
de  1845  servirá  de  tipo  regulador  en  cesan- 
tía siempre  que  se  haya  disfrutado  por  espacio 
de  dos  años  en  destino  obtenido  en  propiedad 
á  virtud  de  nombramiento  Real,  de  las  Cortes, 
de  la  Regencia  ó  del  Gobierno  provisional,  y 
estando  aquel  incluido  y  detallado  en  loa  pre- 
supuestos generales  del  Estado.  (Art.  3.*  de  la 
ley  citada.) 

Haber  pasivo  i  cesantes.  A  los  cesantes  qae 
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lo  sean  por  separación  del  destino  que  desem- 
peñaban, se  les  abonará  la  cuarta  parte  del 
sueldo  si  caen  tan  quince  años  de  servicio,  y 
la  mitad  si  pasan  de  veinte. 

Los  cesantes  por  supresión  ó  reforma  del 
empleo  ó  destino  que  desempeñaban  gozarán 
de  la  cuarta  parte  del  sueldo  si  cuentan  doce 
años  efectivos  de  servicios  al  Estado,  la  ter- 
cera parte  á  los  diez  y  seis  y  la  mitad  del  suel- 
do á  los  veinte  años. 

Máximum  de  haber.  Este  será  para  jubilados 
y  cesantes  el  de  41.000  rs.,  cualquiera  que 
sea  su  destino  y  clase,  no  pudiéndose  acumu- 
lar dobles  sueldos.  Esto  se  entiende  hasta  la 
ley  de  presupuestos  de  6  de  Agosto  de  1873, 
pues  para  los  empleados  de  entrada  posterior 
dispuso  su  art.  1 1  que  no  pudiera  exceder  de 
16.000  rs. 

Casos  en  gue  el  Oobierno  podrá  declarar  ce  - 
santes  ó  jubilados  á  los  empleados  consulares.  En  el 
Reglamento  de  la  carrera  consular  se  establecen 
en  los  artículos  69  y  70  estos  mismos  casos  y 
el  haber  que  les  corresponde  por  clasificación 
para  los  derechos  pasivos  cuando  hayan  des- 
empeñado sus  destinos  en  Asia,  Occeania, 
Veracruz,  La  Guaira,  Sierra-Leona,  Nueva- 
Orleans  y  Guayaquil. 

Cesantes  o  jubilados  residentes  en  el  extranje-> 
ro.  La  Contaduría  central  de  Hacienda  publica, 
en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  por  la  Direc- 
ción general  del  Tesoro  publico  en  21  de  Abril 
de  1871,  previene: 

«Que  los  individuos  de  Clases  pasivas  re- 
sidentes en  el  extranjero,  con  autorización  del 
Gobierno,  están  obligados  á  proveerse  de  cé- 
dala de  empadronamiento  para  el  percibo  de 
sus  respectivos  haberes.  (Gaceta  de  Madrid  del 
26  de  Marzo  de  1873.) 

Acerca  del  derecho  que  tienen  los  cesantes 
y  jubilados  para  percibir  sus  haberes  en  el 
extranjero,  véase  Haberes  pasivos,  y  en  los  ar- 
tículos citados  del  Reglamento  de  la  Carrera 
consular. 

Junta  de  pensiones  civiles.  Dependiente  del 
Ministerio  de  Hacienda,,  creada  por  decretó  del 
Presidente  del  Gobierno  de  la  República  el  10 
de  Mayo  de  1873.  Est«  decreto,  precedido  de 
un  preámbulo,  consta  de  33  artículos  y  sus- 
tituye y  modifica  bajo  nuevas  bases  la  Junta 
y  Tribunal  de  primera  instancia  de  clases  pa- 
sivas. {Gaceta  de  Madrid  áel  11  de  Mayo  de 
1873,  numero  131.)' 

CESAB  EN  EL  CABGO  CONSITLAB. 
Los  empleados  consulares,  al  cesar  en  sus  car* 
^os ,  entregarán  bajo  inventario  á  su  sucesor 
los  sellos,  escudo  y  bandera  del  Consulado,  asi 
como  todos  los  efectos  mobiliarios  de  la  Canci- 
llería, que  debiéndose  adquirir,  previamente  con 


aplicación  á  la  cantidad  asignada  para  el  ma- 
terial, constituyen  una  propiedad  del  Estado. 
Este  inventario  se  redactará  con  la  debida  se- 
paración de  los  objetos  que  les  han  sido  entre- 
gados y  de  la  parte  que  han  adquirido.  (Ar- 
ticulo 45  del  cap.  7.^  del  Reglamento  de  la 
Carrera  consular,) 

CESE.  Según  la  Instrucción  de  2  de  Di- 
ciembre de  1851 ,  todo  Agente  consular  debe 
hacer  constar  su  toma  de  posesión  por  el  em- 
pleado que  cesa,  en  un  título  que  el  Ministerio 
de  Estado  expide  á  cada  nombramiento;  pero 
como  este  titulo  no  se  remite  generalmente 
hasta  que  el  Ministerio  tiene  noticia  de  la  po- 
sesión, viene  ya  ésta  especificada  en  el  mismo 
por  el  jefe  del  Archivo  ministerial.  Cuando  esto 
no  suceda ,  lo  certificará  el  empleado  cesante, 
al  cual  el  nuevo  Agente  debe  extender  el  cese 
en  su  correspondiente  titulo.  Si  un  Agente  se 
retira  de  un  punto  sin  que  nadie  quede  encar- 
gado de  su3  funciones ,  certificará  su  cese  la 
Cancillería  del  Ministerio. 

CESIÓN.  Acto  por  el  cual  un  Soberano 
trasfiere  á  otro  un  derecho ,  especialmente  el 
de  la  soberanía  sobre  una  porción  de  tierras 
ajenas.  Puede  hacerse  en  forma  de  tratado  ó 
declaración.  En  este  segundo  caso  es  necesario 
que  sea  confirmado  por  la  aceptación  del  ce- 
sionario. En  la  cesión ,  la  parte  ó  persona  que 
trasfiere  el  derecho  es  la  Nación  ;  y  en  la  aí- 
dicacion  la  parte  que  le  abandona  es  el  Princi- 
pe. Véase  Ceder  un  tbbritorio. 

CESIÓN  DE  BIENES.  Según  la  ley  mer- 
cantil (Código  de  comercio,  &rt.  1 176),  las  cesio- 
nes de  bienes  de  los  comerciantes  se  entienden 
simples  quiebras ,  rigiéndose  por  lo  miismo  por 
las  reglas  prescritas  para  estas. 

Solo  se  exceptúan  de  esta  disposición  las 
relativas  al  convenio  y  á  la  rehabilitación,  que 
no  tendrá  lugar  para  los  comerciantes  que  ha- 
gan cesión  de  bienes. 

En  su  consecuencia,  según  el  art.  1177, 
la  inmunidad  concedida  por  el  derecho  común 
á  los  que  hacen  cesión  de  bienes  no  tiene  lu- 
gar cuando  éstos  fueran  comerciantes,  á  no  ser 
declarados  inculpables  en  el  expediente  de  ca- 
lificación de  quiebra. 

CESIÓN  DE  OBÉDITO  HIPOTECA- 
RIO. Los  derechos  ó  créditos  asegurados  con 
hipoteca  legal  no  podrán  cederse  sino  cuando 
haya  llegado  el  caso  de  exigir  su  importe  y  sean 
legalmente  capaces  para  enajenarlos  las  per-* 
sonas  que  los  tengan  á  su  favor ,  según  pre<* 
viene  el  art.  155  de  la  Ley  Hipotecaria,  pero 
quedando  obligado  el  cedente  á  acudir  judi- 
cialmente para  que  se  verifique ,  bajo  la  res- 
ponsabilidad del  art.  154  de  la  ley. 

CIENTOS.  Tributo  que  se  componía  del 
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4  por  100  del  valor  de  las  cosas  que  se  veadian 
y  pagaban  alcabala,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  una 
ampliación  de  la  alcabala,  aumentada  con  4 
por  100  sobre  el  10  que  ya  llevaba. 

CIEGO.  Véase  en  Testamento  la  primera 
forma  que  reconoce  nuestro  derecbo  patrio, 
que  es  el  testamento  nuncupatico  ó  abierto  .  que 
es  el  que  bace  el  testador  de  viva  voz  en  pre- 
sencia del  Notario  y  testigos,  ó  solo  en  presen- 
cia de  testigos  sin  Notario ,  ojfendo  todos  lo  que 
el  testador  les  dice  de  palabra,  y  puede  ejecu- 
tarse en  las  siguientes  formas: 

1/  Ante  Notario  público  y  tres  testigos 
vecinosdel  lugar  donde  el  testamento  se  hiciere. 

2/  Ante  cinco  testigos  vecinos,  sin  pre- 
sencia del  Notario. 

3.'  A  presencia  do  tres  testigos,  también 
vecinos,  si  no  pudiesen  ser  habidos  cinco  tes- 
tigos ni  Notario  en  el  lugar  donde  se  haga  el 
testamento. 

4.*  Ante  siete  testigos  que  no  sean  veci- 
nos, cuando  no  se  pudieran  encontrar  ni  cin- 
co, ni  tres  vecinos^   ni  Notario  público  (1). 

5."  Ante  cinco  testigos  vecinos,  y  Notario, 
fii  el  testador  fuese  ciego. 

La  jurisprudencia  tiene  declarado  muy  re- 
cientemente que  no  bastarán  dos  testigos  ve- 
cinos y  el  Notario,  de  acuerdo  con  la  opinión 
sostenida  por  Sala  contra  la  defendida  por  Es- 
crich. 

CIEBBE  DEL  PROTOCOLO.  A  las  doce 
de  la  noche  del  31  de  Diciembre  de  cada  año 
el  Notario  cerrará  el  protocolo  con  la  nota  á 
continuación  del  último  manuscrito  protoco- 
lado, según  el  siguiente  formulario  oficial: 
«Concluye  el  protocolo  del  año  de...  que  con- 
tiene tantos  instrumentos  públicos  y  tantos  fo- 
lios, autorizados  por  mi  el  infrascrito  Notario 
de  N. .. ,  y  doy  fé  de  no  haber  autorizado  otros. 
Signo. — Fecha  en  letra. — Firma  y  rúbrica.» 
Este  formulario  es  el  que  prescribe  el  art.  58 
del  Reglamento  general  del  Notariado.  Véase 
en  Actas  notaeialbs  la  Real  orden  circular  del 
Ministerio  de  Estado  de  28  de  Octubre  de  1860. 
CIFBA.  Clave  para  la  seguridad  de  la 
correspondencia  diplomático-consular  con  el 
Gobierno  á  quien  representa.  Muchos  Gobier- 
nos, y  en  particular  los  del  continente  euro« 
peo,  ordenan  á  sus  Cónsules  ultramarinos  el 
uso  de  las  cifras  para  cuantos  asuntos  requie- 
ren gran  secreto.  Esta  especie  de  taquigrafía, 
de  signos  y  caracteres  desconocidos,  pertenece 
á  la  Steganographia,  Las  tablas  que  contienen 
los  diversos  signos  ó  cifras,  variables  hasta  lo 
iuñnito,  llámanse  claves  de  cifra:  una  sirve  á 


(1)    Ley  1.*,  tít.  18,  lib.  10  de  la  NovUima 
Keeopildcion* 
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ci/i'ar,  la  otra  á  descifrar.  Su  principal  mérito 
consiste  en  lá  continua  repetición  y  multipli- 
cidad de  ciertos  números  ó  signos  adoptados 
para  expresar  de  diversas  maneras  las  frases  más 
ñrecuentes:  así  es  que  una  nomenclatura  com- 
pleta para  los  nombres  propios  y  los  de  las  ciu- 
dades forma  una  parte  muy  esencial  de  la  cifra. 
CIRCULACIÓN  DE  MEBCADEBÍAS. 
Acerca  de  la  circulación  de  ellas  en  España, 
las  Ordenanzas  generales  de  Aduanas  de  1870 
previenen  lo  siguiente: 

((Art.  172.  Circulación  es  el  trasporte  de 
mercadería^  de  un  punto  á  otro  del  territorio  es- 
pañol, sin  salir  á  la  mar  ni  cruzar  las  fronteras. 

Art.  173.  La  circulación  de  las  mercan- 
cías es  libre  en  todo  el  territorio  español,  con 
sujeción  á  las  siguientes  reglas: 

1  .*  Los  tejidos  y  ropas  de  todas  clases  de  fa- 
bricación extranjera  deberán  conservar  el  sello 
de  marchamo  mientras  se  encuentren  en  la 
zona  fiscal. 

2.'  Los  tejidos  y  ropas  de  fabricación  «a- 
cional  deberán  llevar  mientras  estén  en  la  zona 
las  marcas  de  fábrica,  entendiéndose  por  tales 
los  signos  que  c&da  fabricante  haya  elegido  y 
de  que  deberá  enviar  doble  muestra  autorizada 
á  la  Dirección  general.  Esos  signos  podrán  es- 
tar estampados,  tejidos  ó  bordados  en  los  gé- 
neros mismos  ó  en  un  sello  colocado  como  los 
que  coloca  la  Aduana. 

3."  Los  tejidos  y  ropas  extranjeros  y  los 
tejidos  y  ropas  nacionales  que  del  interior 
vuelvan  á  la  zona,  quedan  sujetos  respectiva- 
mente á  lo  establecido  en  las  dos  reglas  prece- 
dentes. 

4.'  Los  tejidos  y  ropas,  tanto  extranjeros 
como  nacionales,  no  necesitan  requisito  alguno 
especial  para  circular  por  el  territorio  libre. 

5.*  Todas  las  demás  mercancías  pueden 
circular  sin  requisito  alguno,  tanto  por  la  zo« 
na  como  por  el  territorio  libre. 

6.*  Las  pequeñas  cantidades  de  tejidos  que 
prudencialmente  puedan  graduarse  para  el  uso 
de  una  persona,  pueden  circular  sin  sello  de 
marchamo  ó  sin*  marcea  de  fábrica  aun  por 
dentro  de  la  zona. 

7.'  Fl  tabaco  no  estancado  está  sujeto  á 
reglas  especiales. » 

Los  artículos  174  á  176  inclusive,  deter- 
minan los  efectos  estancados  cuya  circulación 
está  prohibida  durante  la  noche;  la  prohibi- 
ción de  depósitos  de  géneros  extranjeros  ó  co  -^ 
loniales  dentro  de  la  zona  fiscal  donde  no  haya 
administración  de  Aduanas  ó  Rentas  y  la  vi- 
gilancia que  el  resguardo  de  tierra  deberá 
ejercer  en  la  zona  terrestre. 

CIRCUNSTANCIAS.    Los  accidentes    y 
particularidades  de  tiempo,  lugar,  modo,  coa- 
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dicion,  estado  y  demás  que  acompa&an  algún 
hecho  ó  dicho. — Las  circunstancias  suelen  ser 
causa  de  que  sean  j%zgados  de  diferentes  maneras 
negocios  de  una  misma  naturaleza.  Esta  regla  tie- 
ne lagar  en  asuntos  civiles,  y  sobre  todo  en 
los  criminales,  en  los  que  las  circunstancias 
aumentan  ó  disminuyen  la  gravedad  de  un  de- 
lito, y  por  consiguiente  la  pena  con  que  debe 
ser  castigado  el  delincuente  (1). 

En  los  litigios  no  hay  cosa  más  común  que 
el  oir  invocar  las  circunstancias  para  obtener  un 
fallo  conforme  á  las  pretensiones  que  se  dedu- 
cen; pero  tampoco  suele  haber  cosa  más  peli- 
grosa que  el  adherirse  únicamente  á  las  cir- 
cunstancias en  perjuicio  de  la  ley,  aunque  la 
equidad  sea  el  principal  punto  de  vista  que  de- 
ba considerarse  en  todas  las  cosas.  Cierto  tam- 
bién es,  que  bajo  protesto  de  no  atender  sino 
á  la  equidad,  se  puede  abrir  la  puerta  á  una 
infinidad  de  abusos  que  solo  el  rigor  de  la  ley 
es  capaz  de  prevenir. 

Antes  de  apreciar  el  mérito  de  las  cir- 
cunstancias, es  necesario  examinar  la  natura- 
leza de  la  ley  y  el  fin  que  se  propuso  en  las 
disposiciones  que  contiene.  Guando  la  ley  es 
tal  que  el  legislador  previo  ó  debió  fácilmente 
proveer  todos  los  argumentos  que  contra  su  ri- 
gor podrían  sacarse  de  las  diferentes  circuns- 
tancias, y  quiso,  sin  embargo,  que  se  ejecuta- 
se en  todos  los  casos,  nadie  puede  sustraerse 
bajo  protesto  alguno  á  sus  disposiciones,  ni 
nadie,  en  fin,  puede  eludir  su  rigor  con  el  apa- 
rato de  todos  los  motivos  de  equidad  que  haya 
podido  reunir.  Los  puntos  que  los  jurisconsul- 
tos han  Ajado  como  invariables  para  ser  juz- 
gados son,  por  ejemplo,  los  relativos  á  pres- 
cripciones, donaciones,  sucesiones  y  testamen- 
tos; todos  ellos  son  independientes  de  las  cir- 
cunstancias que  puedan  acompañarlos;  porque 
si  se  pudiese  hacer  que  la  ley  se  doblegase  á 
las  circunstancias,  no  habria  quien  no  tratase  de 
interpretarla  en  su  favor  con  el  auxilio  de 
ellas,  sino  que  nadie  podría  ya  contar  con  lo 
que  se  halla  establecido  para  asegurar,  no  solo 
los  derechos,  sino  la  tranquilidad  de  los  ciuda- 
danos. 

CITA.  La  nota  de  la  tey,  doctrina,  autori- 
dad ix  otro  cualquier  instrumento  que  se  alega 
para  prueba  de  lo  que  se  dice  ó  refiere. — La 
manifestación  que  en  la  sumaria  de  una  causa 
criminal  hacen  los  testigos  ó  el  reo  de  algunas 
personas  que  se  hallaron  presentes  en  el  hecho 
de  que  se  trata,  ó  pueden  saber  algo  condu- 
cente á  su  averiguación. «^^e7¿i¿?var  las  citas  es 


(1)  Don  Marcos  Gutiérrez,  Discurso  sobre  los 
delitos  y  las  penas  y  cap,  2,°,  números  12  y  13, 
donde  pone  varios  ejemplos. 


tomar  la  declaración  á  las  personas  que  los  tes- 
tigos ó  el  reo  hubieren  citado  en  sus  deposicio- 
nes, á  cuyo  efecto  se  les  debe  leer  lo  que  dice 
el  citante,  á  fin  de  que  no  oculten  la  verdad. 

El  Reglamento  de  26  de  Setiembre  de  1835 
previene  en  su  art.  51  que  los  Jueces  omitan 
la  evacuación  de  aquellas  citas  que  sean  su- 
pérfluas  ó  inútiles,  y  que  nunca  evacúen  las 
que  se  hagan  en  la  confesión,  las  cuales  deben 
quedar  para  que  el  tratado  como  reo  pruebe 
después  lo  que  le  convenga.  La  primera  parte 
de  esta  disposición  parece  muy  acertada,  pero 
la  segunda  puede  aventurar  á  veces  el  descu- 
brimiento de  la  verdad. 

CITACIÓN.  El  llamamiento  que  de  or- 
den del  Juez  se  hace  á  una  persona  para  que 
comparezca  en  juicio  á  estar  á  derecho.  (Ley 
1.*,  tít.  7.*,  Partida  3.**)  La  citación  es  acto 
de  jurisdicción,  y  asi,  cuando  se  trata  de  ne- 
gocios civiles,  no  puede  hacerse  en  dias  feria- 
dos, ni  de  noche;  pero  si  se  hiciere,  y  en  su 
virtud  compareciere  el  citado,  será  válido  el 
acto. 

No  se  da  curso  oficial  á  los  expedientes  ó 
actos  de  citación  que  los  tribunales  extranje- 
ros expiden  para  individuos  residentes  en  Es- 
paña, ya  que  por  Real  orden  de  29  de  Marzo 
de  1854  se  haya  mandado  que  tales  autos  se 
remitan  por  apoderados  especiales  de  los  inte- 
resados. 

ciudadanía.  La  condición,  la  cuali- 
dad y  el  derecho  de  ciudadano, 

CIUDADANO.  Cualquiera  individuo  del 
estado  general;  el  que  en  el  pueblo  de  su  do- 
micilio tiene  un  estado  medio  entre  el  de  ca- 
ballero y  el  de  oficial  mecánico,  y  el  vecino 
de  alguna  ciudad  ó  de  un  Estado  libre,  cuya 
Constitución  politica  le  da  ciertos  derechos. 

Inscripciones  de  ciudadanía.  Por  la  ley  pro- 
visional de  2  de  Junio  de  1870  para  estable- 
cer el  Registro  civil  en  la  Península  é  islas 
adyacentes  se  manda  guardar,  cumplir  y 
ejecutar  en  todas  sus  partes  las  disposiciones 
generales  relativas  á  las  inscripciones  de  ciu- 
dadanía, cuyo  tit.  5.*  es  como  sigue: 

((Art.  96.  Los  cambios  de  nacionalidad  pro- 
ducirán efectos  legales  en  España  solamente 
desde  el  dia  en  que  sean  inscritos  en  el  Re- 
gistro civil. 

Art.  97.  En  todos  los  casos  en  que  se  tra- 
te de  inscribir  en  el  Registro  civil  un  acto  por 
virtud  del  cual  se  adquiere,  se  recupera  ó  se 
pierde  la  nacionalidad  española,  deberán  pre- 
sentarse la  partida  de  nacimiento  del  intere- 
sado, la  de  su  matrimonio  si  estuviere  casado 
y  las  de  nacimiento  de  su  esposa  y  de  sus 
hijos. 

Art.   98.     No  se  practicará  inscripción  al- 
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guna  ea  el  registro  de  ciadadania  relativa  á 
la  adquisición,  recuperación  ó  pérdida  de  la 
calidad  de  español  en  virtud  de  declaración 
de  persona  interesada  que  no  se  halle  eman- 
cipada  y  no  haya  cumplido  la  mayor  edad. 

Art.  99.  La  adquisición,  recuperación  ó 
pérdida  de  la  nacionalidad  española  se  anota- 
rá al  margen  de  las  partidas  de  nacimiento  de 
los  interesados  y  de  sus  hijos  si  estos  actos 
hubiesen  sido  inscritos  en  el  Registro  civil  de 
España,  remitiéndose  al  efecto  copias  certifica- 
das de  la  inscripción  á  los  encargados  de  los 
Registros  respectivos,  quienes  acusarán  in- 
mediatamente el  recibo.  Por  la  falta  de  cum- 
plimiento de  la  disposición  de  este  articulo  se 
impondrá  la  multa  prevista  en  el  art.  65. 

Art.  100.  En  todas  las  inscripciones  del 
Registro  de  que  hablan  los  articules  preceden- 
tes se  expresará,  si  fuese  posible,  además  de 
las  circunstancias  mencionadas  en  el  art.  20: 

1.'     El  domicilio  anterior  del  interesado. 

2.'  Los  nombres  y  apellidos,  naturaleza, 
domicilio  y  profesión  ü  oficio  de  sus  padres  si 
pudieren  ser  designados. 

3*  El  nombre,  apellido  y  naturaleza  de 
su  esposa  si  estuviere  casado. 

4.°  Los  nombres  y  apellidos,  naturaleza, 
vecindad  y  profesión  ú  oficio  de  los  padres  de 
ésta  en  el  caso  del  nCim.  2.° 

5.^  Los  nombres,  edad,  naturaleza,  resi- 
dencia y  profesión  ú  oficio  de  los  hijos,  mani- 
festando si  alguno  de  ellos  está  emancipado. 

Art.  101 .  Las  cartas  de  naturaleza  conce- 
didas á  un  extranjero  por  el  Gobierno  español 
DO  producirán  ninguno  de  sus  efectos  hasta 
que  se  hallen  inscritas  en  el  Registro  civil  del 
domicilio  elegido  por  el  interesado,  ó  en  el  de 
la  Dirección  general  si  no  hubiese  de  fijar  su 
residencia  en  España.  Al  efecto  deberá  pre- 
sentarse en  uno  t  otro  Registro  por  el  intere- 
sado el  decreto  de  naturalización  y  los  docu- 
mentos expresados  en  el  art.  97,  manifestan- 
do que  renuncia  á  su  nacionalidad  anterior  y 
jurando  la  Constitución  del  Estado.  En  el 
asiento  respectivo  del  Registro  se  expresarán 
estas  circunstancias  y  la  clase  de  la  naturali- 
zación concedida. 

Art.  102.  Los  extranjeros  que  hayan  ga- 
nado vecindad  en  un  pueblo  de  España  goza-, 
rán  de  la  consideración  y  derechos  de  espa- 
ñoles desde  el  instante  en  que  se  haga  la  cor- 
respondiente inscripción  en  el  Registro  civil. 
Al  efecto  deberán  presentar  ante  el  Juez 
municipal  de  su  domicilio  justificación  bas- 
tante, practicada  con  citación  del  Ministerio 
publico,  de  los  hechos  en  virtud  de  los  cuales 
^e  gana  dicha  vecindad,  renunciando  en  el 
acto  á  la  nacionalidad  que  antes  tenian. 


De  los  hechos  comprendidos  en  la  justifi- 
cación practicada  y  de  esta  renuncia  deberá 
hacerse  mención  expresa  en  el  asiento  respectivo. 

Art.  103.  Los  nacidos  en  territorio  espa- 
ñol de  padres  extranjeros,  ó  de  padre  extran- 
jero y  madre  española,  que  quieran  gozar  de 
la  nacionalidad  de  España  deberán  declararlo 
así  en  el  término  de  un  año,  á  contar  desde  el 
dia  en  que  cumplan  la  mayor  edad/ si  á  la  sa- 
zón están  ya  emancipados;  y  en  otro  caso  des- 
de que  alcancen  la  emancipación,  renunciando 
al  mismo  tiempo  ala  nacionalidad  de  los  padres. 

Art.  104.  Esta  declaración  y  renuncia  y 
consiguiente  inscripción  en  el  Registro  debe- 
rán hacerse  ante  el  Juez  municipal  del  domi- 
cilio del  interesado.  Si  residiere  en  país  extran- 
jero, se  harán  ante  el  Agente  diplomático  ó 
consular  de  España  del  punto  más  próximo, 
quien  inscribirá  el  acta  en  el  Registro  de  que 
esté  encargado,  remitiendo  copia  á  la  Direc- 
ción para  que  repita  la  inscripción  en  su  Ete- 
gistro  si  el  interesado  no  tuviere  domicilio  en 
España. 

A.rt.  105.  Respecto  á  los  nacidos  de  padre 
extranjero  y  madre  española  fuera  del  territo- 
rio de  España,  se  observará  la  disposición  con- 
tenida en  el  articulo  anterior. 

Art.  106.  El  español  que  hubiese  perdido 
esta  calidad  por  adquirir  naturaleza  en  país 
extranjero  podrá  recobrarla  volviendo  al  Rei- 
no, declarando  que  así  lo  quiere  ante  el  Juez 
municipal  del  domicilio  que  elija,  ó  en  otro  ca- 
so ante  el  Director  general^  renunciando  á  la 
protección  del  pabellón  de  aquel  país,  y  hacien- 
do inscribir  en  el  Registro  civil  esta  declara- 
ción y  renuncia. 

Art.  107.  El  español  que  hubiese  perdido 
su  nacionalidad  por  entrar  al  servicio  de  una 
Potencia  extranjera  sin  licencia  del  Gobierno 
de  España,  además  de  los  requisitos  preveni- 
dos en  el  articulo  anterior,  necesitará  para  re- 
cuperar la  calidad  de  español  una  rehabilita- 
ción especial  del  mismo  Gobierno,  y  en  el  res- 
pectivo asiento  del  Registro  civil  deberá  ha* 
cerse  expresa  mención  de  esta  rehabilitación. 

Art.  108.  El  nacido  en  el  extranjero  de 
padre  ó  madre  espai^oles  que  haya  perdido  esta 
calidad  por  haberla  perdido  sus  padres  podrá 
recuperarla  también  llenando  los  requisitos 
prevenidos  en  el  artículo  anterior. 

Art.  109.  Asimismo  podrá  recuperarla  la 
mujer  española  casada  con  extranjero  después 
que  se  disuelva  su  matrimonio,  haciendo  la  de- 
claración, renuncia  é  inscripción  que  quedaa 
expresadas.  En  este  caso  la  interesada  habrá 
de  presentar  el  documento  que  compruebe  la 
disolución  del  matrimonio. 

Art.  110.    Los  extranjeros  que  quieran  fijar 
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su  residencia  ó  domicilio  en  territorio  español 
deberán  declararlo  asi  ante  el  Jaez  municipal 
del  poeblo  en  qae  piensen  residir,  quien  pro- 
cederá en  el  acto  á  la  correspondiente  inscrip- 
ción en  el  Registro  de  ciudadanía,  expresando 
en  el  asiento  también,  con  referencia  á  la  sim- 
ple manifestación  del  declarante  y  sin  exigirle 
la  presentación  de  las  respectivas  partidas  de 
nacimiento  y  matrimonio,  su  nombre  y  apelli- 
no, los  de  su  padre,  esposa  é  hijos,  su  edad, 
lugar  de  su  nacimiento,  y  su  profesión  ü  ofi- 
cio. Igualmente  declarará  el  interesado  y  se 
expresará  en'la  inscripción  el  objeto  que  se 
proponga  al  fijar  su  domicilio  en  España,  como 
si  es  el  de  ejercer  el  oficio  ó  profesión  que  haya 
declarado,  el  de  arraigarse  y  vivir  de  sus  ren- 
tas ú  otro  cualquiera. 

Art.  111.  También  deben  inscribirse  en  el 
Registro  de  ciudadanía  los  cambios  de  domici- 
lio  de  un  distrito  municipal  á  otro  que  bagan 
los  extranjeros.  Esta  inscripción* se  hará  pri- 
meramente en  el  Registro  del  distrito  que  se 
abandona;  y  con  presencia  de  certificación  au- 
téntica de  ella  se  repetirá  en  el  Registro  del 
distrito  del  domicilio  nuevamente  elegido. 

Art.  112.  Los  españoles  que  trasladen  su 
domicilio  á  país  extranjero,  donde  sin  más  cir- 
cunstaacia  que  la  de  su  residencia  en  él  sean 
considerados  como  naturales,  necesitarán,  para 
conservar  la  nacionalidad  de  España,  manifes- 
tar que  esta  es  su  voluntad  al  Agente  díplo- 
máti<;o  ó  consular  español,  quien  deberá  ins- 
cribirles, asi  como  también  á  su  cónyuge  si 
fuesen  casados,  y  á  los  hijos  que  tuvieren,  en 
el  registro  especial  de  españoles  residentes  que 
deberá  llevar  al  efecto.»  Véase  Registro  civil, 
Matríhonio,  Defunciones,  Nagiiiientos  é  Inscrip- 
ciones DE  ciudadanía. 

CIVIL.  Todo  lo  que  pertenece  á  la  justicia 
en  orden  á  intereses,  á  diferencia  de  lo  que 
mira  al  castigo  de  los  delitos,  que  se  llama  cri^ 
minal;  y  asi  se  dice:  acción,  pleito,  ó  deman- 
da cioiL  También  se  aplica  este  adjetivo  en  de- 
recho común  á  todos  los  individuos  de  la  so- 
ciedad, por  contraposición  al  derecho  militar 
y  al  eclesiástico,  etc.,  como  igualmente  al  de- 
recho privado,  que  arregla  los  negocios  de  los 
particulares  entre  sí,  por  contraposición  al  de- 
recho público  ó  político,  que  comprende  las  le- 
yes fundamentales  del  Imperio,  Reino  ó  Re- 
pública; de  suerte  que  este  desgraciado  epíte- 
to doil,  según  dice  un  célebre  jurisconsulto, 
opuesto  alternativamente  á  las  palabras  penal 
6  criminal,  eclesiástico,  político,  militar,  tiene 
cuatro  sentidos  distintos  que  se  confunden  con- 
tinuamente. 

CLANDESTINO.  Lo  que  se  hace  en  se- 
creto y  con  dolo  ó  fraude.  , 


CLÁUSULA.  Una  disposición  particular 
que  hace  parte  de  un  tratado,  edicto,  conven- 
ción, testamento  y  cualquiera  otro  acto  ó  ins- 
trumento público  ó  privado.— Toda  cláusula 
es  obligatoria,  con  tal  que  no  sea  imposible 
de  ejecutar,  ni  contraria  á  las  leyes  ó  buenas 
costumbres,  ni  opuesta  directamente  á  lo  sus- 
tancial de  la  convención  ó  del  acto.  — Las  cláu- 
sulas que  son  de  estilo  se  sobreentienden,  aun- 
que no  se  expresen. — Todas  las  cláusulas  de- 
ben explicarse  las  unas  por  las  otras,  según  la 
relación  que  tienen  entre  sí,  dando  á  cada  una 
el  sentido  que  resulta  de  la  totalidad  del  ins- 
trumento.—En  caso  de  duda ,  las  cláusulas  se 
interpretan  contra  el  que  se  ha  expresado  de 
un  modo  equívoco ,  pues  que  debia  haber  ha- 
blado con  más  claridad  y  precisión.  (Ley  2.*, 
título  33,  Partida  7.') 

CLÁUSULA  CODICILAB.  La  adición 
hecha  por  el  testador  en  su  testamento  decla- 
rando que  si  su  testamento  no  pudiere  valer  co- 
mo testamento,  valga  como  codicilo,  ó  del  me- 
jor modo  que  haya  lugar  en  derecho. 

CLÁUSULA  DE  CONSTITUTO.  El  re- 
conocimiento y  declaración  que  hacemos  en 
una  escritura  de  que  solo  natural  y  corporal - 
mente,  sin  derecho  alguno  de  propiedad  ó  po- 
sesión civil ,  poseemos  una  cosa  á  nombre  de 
otro  que  nos  ha  dado  su  goce  ó  usufructo  bajo 
esta  condición. 

CLÁUSULA  DEBOGATOBIA.  La  cláu- 
sula que  deroga  cualquier  acto  anterior,  y  es« 
pecialmente  la  que  pone  un  testador  en  su  tes- 
tamento declarando  ser  su  intención  que  no  sea 
válido  ningún  otro  testamento  que  pudiere  ha- 
cer en  lo  sucesivo,  á  no  hallarse  inserta  en  él 
tal  ó  tal  expresión  ó  sentencia  que  indica. 

Esta  cláusula  suele  extenderse  en  estos  ú 
otros  términos  semejantes:  Quiero  y  es  mi  volun  - 
tad  que  este  mi  testamento  sea  válido  y  se  ejecute 
puntualmente  en  todas  sus  partes  ,  sin  que  se  en^ 
tienda  revocado  por  cualquiera  otro  que  hiciere  en 
adelante ,  si  en  ¿I  no  se  encuentra  la  cláusula  si* 
ffuiente:  ; Dios  mo,  tened  piedad  de  mí! 

La  cláusula  derogatoria  se  ha  introducido 
como  una  precaución  para  conservar  á  los  tes- 
tadores la  libertad  de  perseverar  en  su  primer 
testamento. 

CLÁUSULA  GUAKENTIGIA.  Aquella 
en  que  los  contrayentes  dan  facultad  á  los  Jue- 
ces para  que  hagan  ejecución,  en  fuerza  de  la 
escritura,  contra  el  que  no  la  cumple,  como  si 
se  hubiese  así  pactado ,  juzgado  ó  transigido. 

CLÁUSULA  IRRITANTE.  La  que  se 
encuentra  en  las  leyes  concebida  en  estos  tér- 
minos :  Bajo  pena  de  nulidad ;  con  la  cual  se 
anula  é  invalida  todo  lo  que  se  hiciere  contra 
el  tenor  de  lo  que  se  manda. 


COA 


—  110  — 


CÓD 


CLÁUSULA  PENAL.  La  que  ponen  al- 
guna vez  las  partes  en  sus  contratos,  estable- 
ciendo que  si  alguna  de  ellas  no  cumple  tal  ó 
cual  cosa  dentro  de  tanto  tiempo ,  pagará  el 
doble  ó  sufrirá  tal  pena  á  favor  de  la  otra. 

CLÁUSULA  DE  PRECARIO.  La  decla- 
ración hecha  en  una  escritura  de  que  solo  se  po- 
see la  cosa  como  préstamo  y  á  voluntad  de  su 
dueño,  quien  puede  reclamarla  cuando  quiera. 

CLÁUSULA  RESOLUTORIA.  La  que 
expresa  en  un  instrumento  la  convención  ac- 
cesoria de  que  el  contrato  quedará  deshecho  eu 
caso  de  que  alguna  de  las  partes  no  cumpla 
aquello  á  que  se  obliga. 

COACCIÓN.  La  fuerza  ó  violencia  que  se 
hace  á  alguna  persona  para  precisarla  á  que 
diga  ó  ejecute  alguna  cosa. — No  puede  el  juez 
emplear  ninguna  coacción  física  ó  moral,  bajo 
su  más  estrecha  responsabilidad,  para  hacer 
que  declaren  á  su  gusto  los  procesados  ó  los 
testigos.  (Art.  8.%  Reglamento  de  26  de  Se* 
tiembre  de  1835.) 

COALICIÓN.  Véase  Alianza. 

COARTADA.  Véase  Alibí. 

COCHES    Véase  Equipaje. 

CODICILO.  Una  disposición  de  última  vo- 
luntad hecha  antes  ó  después  del  testamento, 
del  cual  se  diferencia  en  algunas  cosas.  (Ley 
1.*,  tit.  12,  Part.  6.')  También  puede  haber 
codicilo  sin  que  haya  testamento.  Bl  codicilo 
es  de  dos  clases,  como  el  testamento,  á  saber: 
nuncupaíivo  ó  abierto  y  escrito  ó  cerrado,  y  asi  el 
uno  como  el  otro  deben  hacerse  con  las  mismas 
solemnidades  que  el  testamento  abierto  ó  nun- 
cupativo.  (Ley  1.',  tít.  12.  Part.  6.',  y  ley  2.', 
tit.  18,  lib.  10,  NoDisima  Recopilación,) 

CÓDIGO.  La  colección  de  las  Constitucio- 
nes de  los  Emperadores  romanos,  hecha  de  or- 
den de  Justiniano  y  dividida  en  doce  libros;  y 
también  se  llama  Código  el  cuerpo  de  leyes  de 
cualquier  otro  tístado. — Nuestros  códigos  prin- 
cipales son:  el  Fuero^- Juzgo ,  el  Fuero  Viejo  de 
Castilla,  el  Fuero  Real  y  Leyes  de  Estilo,  las  Sie- 
te  Partidas,  el  Ordenamiento  de  Alcalá,  el  Orde-- 
namientoReal,  las  Leyes  de  Toro,  la  Recopilación, 
las  Ordenanzas  de  Bilbao,  el  Código  de  comercio, 
el  Código  penal,  etc. 

CÓDIGO  PENAL.  El  Real  decreto  de  33 
de  Junio  de  1850  prescribió  que  por  la  auto- 
rización concedida  al  Gobierno  por  la  ley  de  1 9 
de  Marzo  de  1842,  y  al  tenor  de  lo  dispuesto 
en  9  de  Junio  de  1850,  el  Código  penal  y  la  ley 
provisional  dictada  para  su  ejecución,  queda- 
sen refundidas,  según  se  publicó  en  la  edición 
de  1850,  hecha  en  la  Imprenta  Nacional. 

Reconocido  por  todos  fué  que  nuestra  le- 
gislación criminal  se  prestaba,  más  que  otra  al- 
guna, á  infinitos  inconveniente^;  y  basta  consi- 


derar la  antigüedad  de  una  gran  parte  de  ella, 
y  recordar  la  diferencia  entre  las  costumbres  de 
la  época  en  que  se  hicieron  sus  leyes  y  la 
nuestra,  para  comprender  cuántas  modificacio- 
nes han  debido  tener  en  sus  disposiciones,  y 
cuan  embarazosa  habrá  sido  para  los  tribunales 
la  adopción  de  una  práctica  justa,  á  la  vez  que 
legal,  y  tan  adecuada  á  lo  qiie  exigen  nues- 
tros usos,  como  conforme  al  espíritu  de  seme- 
jantes leyes. 

De  tan  grave  caos,  de  tan  enredoso  laberin- 
to nos  sacó  el  primer  Código  penal  ya  citado, 
y  este  es  un  servicio  del  cual  no  podemos  me- 
nos de  estar  agradecidos,  pues  puso  la  ley  en 
armonía  con  las  costumbres.  Desgraciadamen- 
te so  alzaron  entonces  contra  él  multitud  de 
voces  para  criticarle;  pero  no  es  nuestro  ánimo 
detenernos  en  el  mayor  ó  menor  fundamento 
que  tuvieron  las  censuras  que  sobre  él  recaye- 
ron; lo  cierto  es  que  tuvimos  la  piedra  desea- 
da del  templo  de  Thémis,  y  que  luego  el  Go- 
bierno del  Regente  del  Reino,  usando  de  la  au- 
torización concedida  al  Gobierno  por  la  ley  de 
17  de  Junio  de  1870,  y  conformándose  con  el 
parecer  del  Consejo  de  Ministros,  decretó  con 
fecha  30  de  Agosto  del  mismo:  aque  el  Código 
penal  reformado,  y  aprobalo  por  la  ley  de  17  de 
Junio  del  mismo  año,  fuese  observado  en  la  Pe- 
nínsula é  islas  adyacentes  desde  su  publicación 
oficial,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  la  ley  de  28 
Noviembre  de  1837.»  En  la  Gaceta  de  Madrid, 
número  243,  del  31  de  Agosto  de  1870,  se  pu- 
blicó oficialmente  el  citado  Código  penal. 

Si  este  Código  no  es  perfecto,  téngase  pre- 
sente que  los  de  otras  Naciones  más  adelanta- 
das que  la  nuestra,  y  elaborados  en  el  seno  de 
la  paz  y  del  reposo  y  tranquilidad  que  exigen 
esos  trabajos,  no  han  podido  salir  puros  y 
exentos  de  lunares.  ¡Con  cuánta  mayor  razón 
nuestro  Código  penal  madurado  en  condiciones 
tan  opuestas! 

CÓDIGO,  CODIFICACIÓN.  La  codifica- 
ción ó  reunión  de  las  leyes  de  un  país  en  Có" 
digo  es  obra  dificilísima,  y  muchos  legistas  in- 
gleses declaran  que  era  trabajo  imposible  de 
realizar  en  la  Gran  Bretaña.  Francia  goza  de 
la  inapreciable  ventaja  de  tener  sus  leyes  más 
importantes  para  la  sociedad  y  para  los  inte- 
reses de  las  familias  recopiladas  en  Códigos 
que  forman  una  perfecta  legislación.  Estos  Có- 
digos son:  Código  civil.  Código  de  procedi- 
miento civil.  Código  de  comercio.  Código  de 
instrucción  criminal.  Código  penal.  Código 
forestal.  Código  fluvial.  ¿Cuándo  España  go- 
zará de  iguales  beneficios,  tan  necesarios  á  la 
sociedad  y  á  la  civilización? 

CÓDIGOS  LEGALES.'  aSn  todo  país  en 
donde  la  legislación  es  complicada  se  aumenta 
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la  masa  y  la  diñcaltad  del  trabajo  de  los  Jae- 
ces, Abogados  y  dependientes  de  los  Tribuna- 
les; se  ocupa  más  gente  en  él,  y  se  paga  más 
caro,  sin  hacer  nada  en  beneñcio  de  la  pros- 
peridad publica;  porque  el  aumento  de  este 
trabajo  solo  sirve  para  aumentar  el  consumo, 
sin  que  nuestros  derechos  sean  mejor  defendi- 
dos.— La  complicación  de  las  leyes  favorece  la 
mala  fé,  porque  ofrece  muchos  efugios  al  mal- 
vado. Y  mientras  más  se  oscurece  un  proceso 
haciéndole  más  interminable,  tanto  más  se  ga- 
na. Complicar  las  leyes,  para  sujetarlas  des- 
pués á  las  interpretaciones  y  comentarios  de 
los  juristas,  es  buscar  una  enfermedad  para 
necesitar  de  médico.»  (1) 

Los  resultados  que  produjo  el  Código  Na- 
poleón, comparados  con  los  que  resultan  de  la 
aplicación  del  de  los  ingleses,  acreditan  esta 
verdad. 

CÓDIGO  DE  COMERCIO.  Es  el  conjun- 
to de  prescripciones  legales  que  dirigen  la 
marcha  del  comercio  y  dirimen  las  cuestiones 
que  pueden  ocurrir  entre  los  que  lo  profesan. 
Las  circunstancias  primordiales,  que  son  el  pa- 
trimonio de  las  leyes  mercantiles,  son:  la  ac- 
tividad, la  sencillez  en  los  procedimientos,  la 
claridad  y  la  brevedad,  para  que  puedan  ser 
interpretadas  por  Tribunales  compuestos  de 
personas  perfectamente  impuestas  en  los  usos 
y  prácticas  comerciales. 

CÓDIGO  GEKEBAL  DE  SEÍfALES.  El 
Teniente  de  navio  D.  Pedro  de  Prida  y  Palacio 
ha  recopilado  en  un  solo  volumen,  bajo  el  sis- 
tema telegráñco  vigente,  todas  las  señales, 
tanto  de  dia  como  de  noche  y  niebla,  actual- 
mente en  uso  para  los  buques  de  la  armada  en 
las  diferentes  necesidades  de  sus  servicios.  Por 
Real  orden  de  31  de  Diciembre  de  1867  se  dis- 
puso que  la  obra  que  contiene  la  recopilación 
citada,  bajo  el  titulo  de  Código  general  de  seña* 
les,  impresa  en  Madrid  en  el  establecimiento 
tipográñco  de  Estrada,  Diaz  y  López,  calle  de 
la  Hiedra,  5  y  7,  sea  la  única  que  rija  desde 
1.^  de  Abril  del  año  1868  en  los  mares  de  Eu- 
ropa, y  desde  la  misma  fecha  de  Junio  en  los 
de  Ultramar,  época  en  que  todos  los  buques  y 
dependencias  han  de  haber  estado  provistos 
del  número  de  ejemplares  necesarios  al  cum- 
plimiento de  esta  disposición. 

COLACIÓN.  El  cotejo  ó  comparación  de 
ana  cosa  con  otra.  — El  acto  de  conferir  los  gra- 
dos de  universidad.  —El  acto  de  colar  ó  conferir 
canónicamente  los  beneficios  eclesiásticos. — 
El  territorio  ó  parte  del  vecindario  que  perte- 
nece á  cada  parroquia  en  particular. 

COLACIÓN  DE  BIENES.  La  manifesta- 


ción que  en  la  partición  de  una  herencia  hace 
el  hijo  ú  otro  descendiente  legitimo  que  sea 
heredero,  de  los  bienes  que  recibió  del  caudal 
paterno  ó  materno  en  vida  de  sus  padres,  para 
que ,  acumulándose  á  la  masa  y  contándosele 
como  parte  de  su  legitima,  se  haga  la  división 
con  la  debida  igualdad  entre  todos  los  here- 
deros (1). 

CÓLEBA-MOBBO.  La  ley  de  Sanidad  de 
28  de  Noviembre  de  1855  considera  libre  á  los 
diez  dias  las  procedencias  de  cólera-morbo. 
Después  de  pasado  este  periodo,  se  deben  visar 
las  patentes  como  las  limpias,  y  participarlo 
al  Gobierno  y  á  las  demás  Autoridades  á  quie- 
nes se  haya  dado  parte  del  desarrollo  del  mal. 

COLONIAS.  Establecimientos  fundados  en 
localidades  más  ó  menos  lejanas  de  la  Metro- 
poli ,  aunque  bajo  la  directa  dependencia  de 
ella.  Las  únicas  Potencias  europeas  que  poseen 
colonias  son:  Gran  Bretaña,  Francia,  Holan- 
da, España,  Portugal,  Dinamarca,  Rusia. y 
Suecia ;  los  Estados  Unidos  también  han  fun- 
dado colonias  en  la  costa  de  África. 

Colonias  inglesas  (en  América,  Asia,  Áfri- 
ca y  Oceanía.)  En  América:  el  Bajo  y  Alto  Ca- 
nadá ,  isla  del  Principe  Eduardo ,  Terranova, 
Labrador  ,  Devon  y  la  Georgia  septentrional, 
archipiélago  de  las  Bermudas ,  el  gobierno  de 
las  Lucayas,  isla  de  Jamaica,  colonia  de  Hon- 
duras, Antigoa,  islas  de  San  Cristóbal,  San  Vi- 
cente ,  Santa  Lucía ,  Granada ,  Dominica ,  isla 
Barbada ,  isla  de  Tabago ,  de  la  Trinidad ,  Es- 
sequebo-Demevari  (Guyana)  ,  Berberice  y  el 
establecimiento  en  el  archipiélago  de  Magallan. 

En  Asia:  1.*  Ceylan ,  que  pertenece  á  la 
Corona,  y  el  puerto  de  Aden,  en  Arabia,  cuya 
cesión  no  hace  muchos  años  la  obtuvo  la  Gran 
Bretaña ;  y  Singapore  en  los  estrechos  de  Ma- 
laca. 

2.**  Los  paises  que  pertenecen  á  la  Compa- 
ñía inglesa  en  las  Indias  orientales,  y  los  rei- 
nos que  han  venido  á  ser  sus  vasallos.  Las  po- 
sesiones directas  de  la  Compañia  son  los  go- 
biernos de  Bengala.  Madras  y  Bombay;  sus 
posesiones  comprenden  las  provincias  indostá- 
nicas  de  Adjimir ,  Guzerate ,  Katseh  ,  Malwa, 
Allahabad  ,  Agrá,  Belhi ,  Aoudh,  Haiderabad, 
Bider,Berar,  Bedjapour,  Gundwana,  Mais- 
sur  ó  Mysore,  Malabar,  Nepal  ó  Nepaul,  las  is- 
las Lakedives,  etc.  La  Compañia  cuenta  entre 
sus  vasallos  ocho  reinos  ,  incluso  el  de  Labor, 
que  fué  desmembrado  del  reino  de  Caboul, 


(1)    Say,  Economía  política,  caf.  13,  lib.  1.° 


(1)  Sobre  la  materia,  véase  á  Acbvedo  en  la 
ley  3.*,  tít,  8.**,  lib.  6.** ,  Rec;  Gómez,  en  la  29  de 
Toro, y  Febrero  mejorado,  tom.6.°,pág,  211,  nú- 
meros 2  y  3.  Alvarbz  Posaoilla  en  la  ley  29  de 
Toro  define  la  colación:  Hei  proprioe  in  commune 
latió  p  'O  licereditaj^is  portionibus  dividenda. 
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Kachmir,  Moultan  y  ana  parte  del  Afgha- 
nistan. 

La  población  de  los  Estados 

adheridos  es  de 81.000.000  hab. 

La  de  los  Estados  vasallos. .   33.000.000 
Las  colonias  de  la  Corona 

comprenden 1.000.000 

En  África:  Sierra  Leona,  Guinea  occiden- 
taly  Costa  de  Oro  en  la  Guinea  oriental.  Las 
islas  del  Atlántico  son:  Ascensión  y  Santa  Ele- 
na ,  Cabo  de  Buena  Esperanza ;  en  el  Océano 
Indiano ,  la  isla  de  Mauricio  ó  isla  de  Francia, 
los  grupos  de  las  islas  Seychelles  y  Amirantes 
y  puerto  Louguez  en  la  isla  de  Madagascar. 

En  la  Oceanta:  Australia ,  llamada  también 
Nueva  Holanda,  cuyo  principal  establecimien- 
to se  conoce  además  con  el  nombre  do  Nue- 
va Gales  del  Sur ;  Diéménie  ó  tierra  de  Van- 
Diemen. 

CoLoi«iAS  FRANCESAS.  En  Amértcaí  la  Guya- 
na y  las  Antillas;  Martinica,  Guadalupe,  gru- 
po de  los  Santos,  María -Galande,  Desiderade, 
San  Martin  y  los  grupos  de  San  Pedro  y  Mi- 
guelou. 

En  Asia:  los  establecimientos  de  Pondi« 
chéry  y  de  Earical  en  el  Earnatic ;  Yanaou  en 
los  Ciscares  septentrionales ;  Ohandernagor  ó 
Bengala ;  Mahé ,  en  el  Malabar ,  y  depósitos 
mercantiles  en  Madagascar,  Tamatave,  Foule- 
pointe,  Cochinchina  y  la  /  rgelia  en  Europa. 

En  la  Oceanía:  las  islas  Marquesas  y  el 
protectorado  de  las  islas  del  archipiélago  de 
Taiti. 

Colonias  holandesas.  En  América:  Suri- 
nam  y  las  islas  de  Curasao  y  de  San  Eus- 
taquio. 

En  A/rica:  algunos  establecimientos  poco 
importantes  en  la  Costa  de  Oro ;  en  Guinea, 
Elmina,  puerto  franco,  y  la  residencia  del  Go- 
bernador. 

En  la  Oceanía:  Java  (gobierno  de  Batavia); 
Sumatra,  una  parte  de  Borneo;  Célebes  (go- 
bierno de  Macassar);  una  parte  de  Timor;  ar- 
chipiélago de  las  Molucas,  una  parte  de  la 
Papnasia  6  Nueva  Guinea. 

Colonias  españolas.  En  América:  la  isla  de 
Cuba  y  Puerto-Rico. 

En  África:  las  islas  del  Atlántico,  Fer- 
nando Póo  y  Annobon;  Ceuta,  Peñón  de  Vélez, 
Melílla  y  Alhucema:  archipiélago  de  las  Cana- 
rias y  algunos  fuertes  en  el  imperio  de  Mar- 
ruecos. 

En  la  Oceania:  archipiélago  do  Filipinas, 
cuyas  islas  más  importantes  son  las  de  Luzon 
y  Mindanao;  archipiélago  de  las  islas  Marianas 
y  una  gran  parte  de  la  isla  de  Paragoa. 

Colonias  portuguesas.  En  África:  el  grupo 


de  las  islas  de  Madbra,  el  archipiélago  del 
Cabo -Verde  y  un  territorio  continental  en  la 
Senegambia;  las  islas  de  San-Thomas;  el  Go- 
bierno de  Angola,  compuesto  de  una  parte  del 
Congo  en  la  Negresia;  el.de  Mozambique,  etc. 

En  Asia:  en  la  India,  Villanovade  Goa  (en 
el  Bedjapour),  Damaun  (Guzerate);  en  China, 
Macao;  en  la  Malasia  (que  pertenece  también  á 
la  Oceania];  una  pequeña  parte  de  Timor  y  las 
islas  de  Sabrao  y  Solor. 

Colonias  danesas.  En  América:  la  Islandia, 
la  Groelandia,  las  antillas  Santa  Cruz,  Santo 
Tomás  y  San  Juan. 

En  África:  algunos  establecimientos  sin 
importancia,  y  el  fuerte  de  Chrlstianbourg, 
que  es  el  más  importante. 

En  Asia:  los  establecimientos  deTrangue- 
bar,  en  el  reino  deTanjaore,  y  Serampour,  en 
Bengala;  y  la  residencia  en  Portonovo ,  Calí- 
cut,  Belassor  y  Patna. 

Colonias  rdsas.  En  América :  archipiélago 
de  Kalouchieu,  los  grupos  Techalkha  y  Kodiak; 
el  archipiélago  de  los  Aléutos  ó  islas  Aleou- 
tianas;  diferentes  establecimientos  sin  impor- 
tancia en  los  países  de  los  Esquimales  y  de  los 
Kitegueos,  etc. 

Colonias  suecas.  Suecia  posee  una  colonia, 
y  ésta  es  la  isla  de  San  Bathelemy  en  América. 

Hemos  dicho  que  los  Estados-Unidos  ha- 
blan fundado  una  colonia  en  la  costa  de  Áfri- 
ca; á  ella  envían  á  los  negros  esclavos  qae 
libertan,  contando  la  colonia  unos  28  millones 
de  habitantes  y  es  conocida  higo  el  nombre  de 
Liberia.  Dieron  el  nombre  de  ¿íoraoia  á  la  pri- 
mera colonia  que  crearon. 

Las  citadas  colonias  representan  cada  una 
de  ellas  la  población  siguiente: 


AMERICA. 

Colonias  inglesas 

—  francesas 

—  holandesas .... 

—  españolas 

—  danesas 

—  rusas 

—  suecas 


2.000.000  hab. 

250.000 

115.000 

1.000.000 

110.000 

50.000 

16.000 


ASIA. 


Colonias  inglesas  .  . . . 

—  francesas .  • . . 

—  portuguesas . 
^      danesas 


•  • 


115.000.000  hab< 
210.000 
500.000 
35.000 


ÁFRICA. 

Colonias  inglesas 

—  francesas 

—  holandesas 

*-      espálelas. .  • . « . 


270.000  hab. 
1.700.000 
15.000 
210.000 
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Colonias  portagaesas. . . . 
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—  Estados-Unidos.' 
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1.400.000  hab. 
30.000 
27.000 


OCEANIA  (AusiaALiA  i  Polinesia). 
Colonias  inglesas 200.000  hab. 


—  francesas 

—  españolas 

—  holandesas 

--'  portuguesas...  • 


56.000 

2.640.000 

9.400.000 

140.000 


Hé  aquí  ahora  los  tratados  más  importan- 
tes relativos  á  las  colonias  qae  han  sido  ratiñ- 
Gados  desde  el  año  de  1814: 
1814.— 24  de  Diciembre.— Tratado  de  paz  fir- 
mado en  Gante  entre  los  Estados-Unidos 
y  la  Gran  Bretaña. 
1819.— 22  de  Febrero.— Cesión  de  ia  Florida 

por  España  &  los  Estados -Unidos. 
1824.  — 17  de  Marzo.— Cesión  de  la  isla  de 
Sumatra  á  los  Países  Bajos,  y  de  la  villa 
y  fuerte  de  Malaca  á  la  Gran  Bretaña. 
1825.— 28  de  Febrero. —Límites  de  la  Amé- 
rica rusa.  (Tratado  entre  la  Gran  Bretaña 
y  la  Rusia.) 
1826.— 26  de  Enero. —Tratado  de  comercio  y 
navegación  entre  la  Francia  y  la  Gran 
Bretaña,  acordándose  ambas  potencias  re- 
ciprocamente la  importación  de  los  pro- 
ductos y  manufacturas  del  territorio  que 
á  ambas  les  pertenece,  bajo  e)  respectivo 
pabellón  de  cada  una ,  exceptuando  solo 
las  colonias  que  son  de  la  propiedad  de 
la  Compañía  de  las  Indias  orientales. 
1838.— Cesión  del  puerto  de  Aden  á  la  Gran 

Bretaña. 
1839.— Convención  entre  la  Gran  Bretaña  y 

el  y  mana  t  de  Mackat. 
1842.— Cesión  á  la  Gran  Bretaña  de  diferen- 
tes territorios  en  China,  etc.,  etc. 
COLONIAS  MILITASES.   Se  ha  dado 
este  nombre  en  Rusia  á  las  poblaciones  que  el 
Bmperador  Alejandro  concentró  en  diferentes 
pantos  del  Imperio,  y  cuyos  habitantes  hablan 
sido  militares  y  continuaban  siempre  pertene- 
ciendo al  ejército.  La  disciplina  militar  se 
conserva  entre  los  soldados  cultivadores  y  aun 
de  ella  participan  sus  mujeres  é  hijos,  siéndo- 
les prohibido  salir  de  la  colonia  desde  el  dia 
en  que  á  ella  pertenecen.  Se  debe  al  Bmpera- 
dor Nicolás  las  muchas  mejoras  introducidas 
en  el  régimen  de  dichas  colonias  militares. 

El  Imperio  de  Austria  no  hace  muchos 
años  tenia  en  sus  distritos  de  la  frontera  mili' 
lar  un  régimen  colonial  análogo  al  de  Rusia. 
OOMBBOI ANTES.  Repútanse  en  derecho 
comerciantes  los  que  teniendo  capacidad  le- 
g-al  para  ejercer  el  comercio  se  han  inscrito 
en  la  matricula  de  tales  y  tienen  por  ocupa- 


ción habitual  y  ordinaria  el  tráfico  mercantil, 
fundando  en  él  su  estado  político. 

Por  el  contrario,  no  serán  considerados 
como  comerciantes  los  que  accidentalmente 
efectúen  alguna  operación  de  comercio  terres- 
tre, no  obstante  de  quedar  sujetos  en  cuanto 
á  las  controversias  que  de  ella  dimanasen  á  la 
jurisdicción  comercial. 

La  primera  circunstancia  que  de  los  co- 
merciantes se  exige,  es  la  capacidad  legal,  se- 
gún previene  el  art.  17  del  Código  de  comercio. 
Establécese  en  seguida  que  el  comerciante 
ha  de  tener  por  ocupación  habitual  y  ordina- 
ria el  ejercicio  del  tráfico,  y  esto  de  tal  ma- 
nera que  constituya  su  estado  político.  Da 
modo  que  cuando  un  sugeto  ha  dado  á  cono- 
cer por  cualquier  medio,  bien  sea  por  anun- 
cios insertos  en  los  periódicos  ó  fijados  en  los 
sitios  públicos,  bien  por  muestras  ú  otras  se- 
ñales de  esta  especie,  bien  por  la  simple  aper- 
tura de  un  establecimiento,  su  ánimo  de  dedi- 
carse á  los  negocios  mercantiles,  desde  luego 
podremos  calificarle  de  comerciante,  si  por 
otra  parte  ha  llenado  los  requisitos  que  la  ley 
exige. 

La  ley  exige  á  los  que  hayan  de  ser  reputa- 
dos como  comerciantes  el  que  establezcan  su 
inscripción  en  la  matricula  de  tales.  Esta  matri- 
cula forma  parte  del  registro  general  de  comer- 
cio que  debe  radicar  en  el  Gobierno  civil  do 
cada  provincia.  El  que  trate  de  emprender  el 
comercio  debe  á  este  efecto  hacer  una  declara- 
ción por  escrito  ante  la  Autoridad  civil  de  su 
domicilio,  manifestando  su  nombre,  estado  y 
naturaleza  y  clase  de  comercio  á  que  intenta 
dedicarse.  En  vista  de  esta  declaración,  y  si  el 
declarante  no  tiene  impedimento  legal,  la  Au- 
toridad civil  debe  expedirle  un  certificado  de 
inscripción. 

Por  Real  decreto  de  1838  se  mandó,  á 
fin  de  destruir  los  abusos  que  se  observaban 
en  la  inscripción  de  la  matricula,  que  de  las 
dos  entonces  existentes ,  conocidas  con  los 
nombres  de  antigua  y  moderna,  se  hiciese  una 
sola,  en  la  que  precisamente  se  inscribieran 
cuantos  se  dedicaran  á  la  profesión  mercantil, 
y  cuya  formación  se  encomendara  á  las  Juntas 
de  comercio,  por  ser  las  corporaciones  que  con 
más  exactitud  y  rapidez  pueden  encargarse 
de  este  trabajo. 

Veamos  ahora  qué  deberes  impone  la  ley 
á  los  comerciantes  según  el  art.  21  del  Código 
de  comercio» 

El  primero,  ya  lo  hemos  dicho,  consiste 
en  la  inscripción  en  la  matrícula  general  de 
comercio. 

El  segundo  consiste  en  anotar  en  an  re- 
gistro de  comercio  ciertos  documentos  que  por 
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el  papel  que  desempeñan  en  algunos  contra- 
los  ó  en  algunas  ocasiones  críticas  necesitan 
el  sello  de  la  más  perfecta  notoriedad. 

El  tercero  se  reduce  á  llevar  un  orden  ri- 
goroso y  uniforme  en  la  contabilidad. 

El  cuarto  en  la  conservación  de  la  corres- 
pendencia  mercantil. 

Según  el  mismo  Código  de  comercio^  en  sus 
artículos  22,  3  74  y  189,  es  el  registro  un  li- 
bro que  radica  en  el  Grobierno  de  cada  pro* 
viucia  y  que  abraza  dos  secciones:  en  la  pri- 
mera se  asentará  la  matricula  general  de  co- 
mercio, de  que  ya  hemos  hablado;  en  la  se- 
gunda se  tomará  razón  por  orden  de  números 
y  fechas  de  los  documentos  siguientes: 

1.'  De  las  cartas  dótales  y  capitulaciones 
matrimoniales  que  se  otorguen  por  comercian- 
tes ó  estén  ya  otorgadas  al  tiempo  de  dedicar- 
se al  tranco,  asi  como  de  las  escrituras  que  se 
celebren  en  caso  de  restitución  de  dote. 

2.*  De  las  escrituras  en  que  se  contrae 
sociedad  mercantil,  sea  cualquiera  su  objeto 
y  denominación. 

3.*  De  los  poderes  que  se  otorguen  por 
comerciantes  á  factores  y  dependientes  suyos 
para  dirigir  y  administrar  sus  negocios  mer- 
cantiles. 

También  vemos  en  los  artículos  27,  28,  29, 
30  y  285  del  mismo  Código  que  la  notorie- 
dad de  los  documentos  registrados  es  eseucia- 
lisima  en  el  comercio.  Bslo,  tratándose  de  las 
cartas  de  dote  y  capitulaciones  matrimoniales, 
pues  que  de  este  modo  se  conoce  de  una  mane- 
ra precisa  el  estado  de  los  bienes  y  no  puede 
conseguirse  un  cróditq  superior  al  que  real- 
mente corresponda,  y  en  caso  de  quiebra  hay 
mucho  adelantado  aun  en  provecho  del  que- 
brado para  la  clasificación  debida  entre  los 
acreedores  de  la  mujer  del  comerciante  por  su 
dote. 

No  es  menos  importante  la  inscripción 
de  las  escrituras  de  Sociedad,  pues  de  esta  ma- 
nera puede  todo  el  mundo  conocer  el  nuevo 
ser  comercial  que  aparece ,  y  cortar  de  este 
modo  los  fraudes  que  la  falta  de  publicidad 
pudiera  ocasionar.  Aunque  no  de  tanta  como 
los  anteriores,  es  de  gran  importancia  la  obli- 
gación de  registrar  los  poderes  concedidos  á 
factores  y  mancebos,  pues  de  este  modo  el  co- 
mercio sabe  perfectamente  definir  cuándo, 
tratando  con  un  factor,  obliga  á  su  principal, 
y  hasta  dónde  se  extienden  las  facultades  del 
mismo  factor. 

Es  tan  importante  el  registro  do  las  cartas 
dótales  y  capitulaciones  matrimoniales,  escri- 
turas sociales  y  poderes,  que  en  1851  se  dis- 
puso por  Real  orden  que  los  Escribanos  ten- 
gan la  obligación  de  advertir  este  registro  en 


el  contexto  de  los  escrituras  que  otorguen. 
Véase  Obligaciones  mercantiles. 

COMEBCIO.  Agente  de  la  riqueza  que 
mantiene  la  comunicación  entre  el  que  pro- 
duce los  frutos  y  el  que  los  consume;  aproxi- 
ma las  regiones  más  lejanas,  y  aumenta  las 
riquezas  del  Estado  por  medio  de  la  permuta 
de  los  sobrantes.  De  esta  sencilla  descripción 
se  infiere  que  el  comercio  no  puede  florecer 
sin  libertad,  ó  sea  sin  facultad  de  entregarse 
el  hombre  al  tráfico  que  fuere  más  análogo  á 
su  inclinación,  y  al  gusto  del  que  hubiere  de 
consumir  las  mercaderías. 

No  obstante,  divergencia  grande  ha  habi- 
do entre  los  autores  al  dar  la  definición  del 
comercio.  No  entraremos  nosotros  á  examinar 
cuáles  sean  esas  definiciones,  y  á  hacer  de 
ellas  un  juicio  critico  que  visiblemente  nos 
separaria  de  la  senda  que  nos  hemos  trazado. 
Bástenos  saber  que  los  autores  que  aseguran 
que  el  cambio  y  el  comercio  son  una  sola  y 
misma  cosa,  padecen  un  error  lamentable.  No; 
el  comercio,  aunque  dimanado  del  cambio,  no 
es  el  cambio;  existen  entre  ambos  fenómenos 
diferencias  muy  marcadas  para  que  puedan 
ser  confundidos  ni  por  un  solo  momento.  En 
todas  las  ramas  del  comercio  entra  el  cambio; 
pero  no  se  reduce  á  esto  solo:  además  del  cam  - 
bio,  y  siempre  ál  lado  suyo,  existe  la  especula- 
ción, existe  el  trasporte  de  los  objetos  de  co- 
mercio, existe  la  distribución  de  los  mismos; 
hechos  todos  muy  principales,  muy  notables, 
y  que  difieren  esencialmente  del  cambio. 

Si  examinamos  filosófica,  económica  y  ju- 
rídicamente hablando  la  palabra  comercio,  di- 
remos que  es  el  conjunto  de  operaciones  que  lie* 
nen  por  objeto  cambiar  ó  facilitar  el  cambio  de  los 
productos  naturales  ó  industriales  con  la  esperan^ 
za  de  algún  lucro. 

De  notar  es  que  las  cosas  inmuebles  no 
son  objeto  de  comercio,  por  más  que  o&ezcaa 
en  su  compra,  venta  ó  permuta,  el  lucro  que 
hemos  señalado  como  cualidad  necesaria  del 
comercio,  y  que  solo  se  ocupa  la  legislación 
mercantil  de  las  negociaciones  hechas  con  ob- 
jetos muebles. 

Muchas  y  muy  diversas  son  las  especies  de 
comercio  queso  conocen;  nosotros  indicare- 
mos las  más  principales. 

Comercio  terrestre  es  el  que  se  ejerce  por 
tierra  de  pueblo  á  pueblo  ó  de  Nación  á  Na- 
ción, por  más  que  se  verifique  atravesando 
ríos,  lagos,  etc.,  si  bien  en  este  último  caso 
se  conoce  también  con  el  nombre  de  fluvial. 

Comercio  marítimo  es  el  que  se  ejecuta  por 
el  Océano  entre  diversas  Naciones  ó  diversas 
partefiTdel  mundo. 

Comercio  de  cabotaje  es  el  que  se  verifica 
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por  mar  entre  los  pueblos  de  una  misma  Na- 
ción ó  Naciones  vecinas,  á  lo  largo  de  sus 
costas. 

Comercio  interior  es  el  que  se  encarga  de 
comprar  las  mercancías  en  un  país  para  ven- 
derlas en  el  mismo  país. 

Comercio  exterior  es  el  que  se  encarga  de 
comprar  las  mercan '^ias  en  un  país  para  ven* 
derlas  en  el  extranjero,  ó  bien  comprarlas  en 
éste  para  venderlas  en  su  pais. 

Comercio  al  por  mayor  profesa  el  que  com- 
pra las  mercancias  en  grandes  cantidades  en 
los  puntos  donde  se  producen,  ó  en  los  mer« 
cados  donde  valen  menos,  y  las  trasporta  á 
mercados  donde  son  más  solicitadas. 

El  comercio  al  por  memr  consiste  en  com- 
prar las  mercancias  al  fabricante  ó  comercian- 
te al  por  mayor,  y  expenderlas  al  publico  en 
pequeñas  porciones. 

El  comercio  de  trasporte  tiene  lugar  cuan- 
do se  compran  mercancias  en  un  país  extran- 
jero con  el  fin  de  venderlas  en  otro  pais  tam- 
bién extranjero. 

Por  ultimo,  el  comercio  de  especulación  se 
hace  comprando  mercaderías  en  una  época  pa- 
ra venderlas  en  el  mismo  país;  pero  en  época 
distinta. 

Conocida  ya  la  defloicion  del  comercio  y 
sus  clases  más  principales,  vamos  á  dar  una 
idea  muy  sucinta  de  cómo  nació  y  se  des- 
arrolló. 

Bq  los  pueblos  primitivos,  cuyo  carácter 
más  notable  es  la  comunidad,  ya  advertimos 
los  primeros  gérmenes  del  cambio:  un  individuo 
de  una  familia  matarla  una  ñera  que  pondria  á 
disposición  de  la  comunidad,  reservándose,  sin 
embargo,  la  piel  ó  las  defensas  del  animal,  que 
podría  cambiar  con  un  arco  ó  una  ñocha  cons- 
truida por  otro  individuo  de  la  familia  en  sus 
ratos  de  descanso.  De  este  modo  nace  el  cam- 
bio; extiéndese  á  medida  que  el  sistema  comu- 
nista de  los  primeros  pobladores  del  mundo  va 
desapareciendo. 

Pero  al  paso  que  crecen  las  necesidades  y  se 
desarrolla  el  cambio,  se  palpan  los  inconve- 
nientes de  éste.  Un  labrador,  un  ganadero  tie- 
ne u  que  abandonar  su  industria  y  sus  ocupa- 
ciones para  buscar  quien  quiera  cambiar  los 
productos  que  ellos  necesitan  por  aquellos  de 
que  tienen  abundancia.  A  este  inconveniente 
se  agrrega  el  no  menor  de  ser  preciso  hallar 
una  persona  que  necesite  los  productos  que  se 
la  ofrezcan  y  que  tenga  los  que  se  pidan.  ¿Qué 
sucede  entonces?  Un  hombre  sagaz  y  reflexivo 
advierte  estos  inconvenientes  y  se  propone  sa- 
car de  ellos  un  buen  partido:  él  se  encarga  de 
recogrer  del  agricultor,  del  ganadero,  etc.,  los 
frutos  y  las  pieles,  al  paso  que  recoge  del  ca- 


zador las  reses,  y  forma  de  esta  manera  su  pro- 
fesión exclusiva,  facilitando  á  cada  uno  los 
productos  de  que  carece  y  proporcionándole 
una  salida  para  los  que  le  son  supérñuos.  Hé 
aquí  los  primeros  pasos  del  comercio.  El  cam^ 
bio  se  va  modíñcando;  mézclase  con  la  idea  del 
lucro:  hé  aquí,  repetimos,  la  aparición  del  co- 
mercio. No  hay  para  qué  encarecer  la  ampli- 
tud que  los  cambios  tomarían  con  la  concur- 
rencia periódica  á  determinadas  romerías  ó 
ñestas  religiosas  donde,  como  en  nuestros  días, 
tenían  lugar  inñnitas  transacciones. 

Vienen  después  las  medidas  tomadas  de  la 
extensión  del  cuerpo  humano  á  facilitar  el  na- 
ciente comercio,  y  no  bien  se  inventan  las  me- 
didas aparecen  los  pesos  como  auxiliar  podero- 
so Pero  aun  no  ha  llegado  para  el  comercio  la 
época  de  su  adolescencia:  cierto  es  que  hay 
personas  que  se  acercan,  por  decirlo  asi,  á  los 
consumidores  y  á  los  productores;  no  lo  es  mé« 
nos  que  existen  ferias  y  mercados,  pesos  y  me- 
didas; pero  esto  no  es  bastante;  ocurre  con  fre- 
cuencia que  entre  los  géneros  que  posee  el  co- 
merciante no  existe  el  que  desea  el  consumidor; 
sucede  también  que  en  cambio  de  un  producto 
que  necesita  y  que  el  comerciante  le  ofrece,  so- 
lo puede  darle  otro  producto  que  éste  se  niega 
á  admitir  por  ser  de  imposible  ó  á  lo  menos  de 
difícil  cambio.  Agregúese  á  esto  el  espacio  in- 
menso de  que  debe  disponer  el  comerciante 
para  guardar  cantidades  muy  ilimitadas  de 
productos. 

Era,  pues,  preciso  hallar  una  mercancía 
universal,  de  tal  naturaleza  que  fuese  acepta- 
da en  cambio  de  toda  clase  de  productos  y  cu- 
yo porte  fuese  extremadamente  sencillo,  y  el 
comercio',  con  la  realización  de  esta  mercancía, 
llamada  moneda,  dio  un  paso  inmenso  en  la  sen- 
da del  progreso.  Mucho  tiempo  pasó  en  que  la 
moneda  se  daba  y  recibía  pesándola  y  ensayán- 
dola; más  este  inconveniente  desapareció  cuan- 
do tuvo  lugar  el  acuñado,  que  imprime  en  ella 
su  peso  y  su  ley;  estas  monedas  asi  acuñadas 
solo  hallaban  circulación  en  el  país  en  donde  se 
la  imprimía  el  sello  de  la  legalidad,  y  fuera  de 
él  continuaba  mirándosela  como  un  pedazo  de 
metal  cualquiera,  y  pesado  y  ensayado  en  su 
consecuencia  como  antes  de  acuñarse;  preciso 
fué  que  esta  desconfianza  desapareciera,  que 
las  sociedades  se  fueran  constituyendo,  y  los 
Gobiernos  estableciendo  relaciones  francas  y 
leales  con  los  de  las  Naciones  vecinas. 

Desde  este  periodo,  el  comercio  adquiere 
proporciones  considerables:  no  bastando  á  su 
actividad  los  estrechos  límites  de  una  provin  • 
cia  ó  de  un  Reino,  se  lanza  en  frágiles  naves 
á  atravesar  los  mares  y  llevar  adonde  quiera 
los  productos  de  la  industria  humana.  La  hu« 
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manidad  al  propio  tiempo  oye  sonar  la  hora  de 
sa  civilización,  misión  grande  que  realiza  el 
comercio  á  la  par  que  lleva  á  cabo  sus  nego- 
cios. El  comerciante  que  aporta  á  una  Nación 
extraña,  regresa  á  sus  hogares  tan  pronto  co- 
mo concluye  sus  negocios ;  pero  bien  pronto 
deja  de  limitarse  á  esta  práctica :  él  funda  en 
los  puntos  que  recorre  y  que  más  útiles  cree 
para  el  tranco,  establecimientos  llamados  fac- 
torías, para  demostrar  que  la  patria  del  comer- 
ciante es  el  mundo,  k  estos  adelantos  siguen 
sucesivamente  otros.  Natural  seria  que  un  so- 
lo comerciante  no  se  atreviera  á  llevar  á  cabo 
empresas  de  consideración,  ya  por  carecer  de 
fondos  suücientes,  ya  por  no  poder  abandonar 
el  país  en  que  estaba  ñjo.  ¿Cómo  se  obvian  es- 
tos inconvenientes?  Por  medio  del  préstamo  y 
de  la  sociedad  mercantil.  Una  persona  ajena 
al  comercio  contaría  con  un  capital  completa- 
mente improductivo  en  sus  manos,  pero  capaz 
de  dar  opimos  resultados  empleado  por  el  co- 
merciante que  hemos  pintado  como  falto  de 
recursos;  estas  dos  personas  se  entendieron;  la 
una  entregó  á  la  otra  su  capital,  que  al  cabo 
de  cierto  tiempo  volvía  á  recobrar  aumentado 
con  el  premio  de  su  servicio.  De  una  manera 
análoga  nacería  la  sociedad  mercantil.  El  co- 
merciante que  no  quisiese  abandonar  un  país, 
ó  los  comerciantes  de  capitales  limitados  que  no 
pudiesen  plantear  negociaciones  á  largas  dis- 
tancias ó  en  grande  escala ,  conseguirian  este 
resultado  uniendo  sus  capitales  y  sus  esfuer- 
zos. La  sociedad  mercantil ,  sin  embargo ,  no 
tiene  caracteres  distintivos ;  regúlase  por  las 
leyes  de  la  sociedad  civil;  pero  asi  y  todo,  el 
comercio  ye  reunirse  bajo  su  mano  capitales 
dispersos  ó  mal  administrados,  y  la  riqueza 
publica  y  privada  toma  el  incremento  consi- 
guiente. 

Seguidamente  encontramos  otra  especie  de 
personas  de  gran  influjo  en  la  marcha  del  co- 
mercio; hablamos  de  los  banqueros.  Véase 
Bancos. 

Vemos  desde  luego  que  el  comercio  ya  en 
este  período  se  ostenta  potente  y  robusto,  ca- 
paz por  sí  solo  de  afrontar  arriesgadas  empre- 
sas y  de  labrar  la  felicidad  de  las  Naciones. 

Poderoso  es  el  influjo  del  cambio  en  el  co- 
mercio. Desde  la  aparición  de  este  contrato  en 
el  mundo  mercantil,  no  era  diñcil  señalar  la 
época  del  apogeo  del  comercio  como  muy  pró- 
xima; y  así  sucedió  en  efecto,  mucho  más  cuan- 
do la  jurisprudencia  mercantil,  apoderándose 
de  este  importante  contrato,  derogó  en  su  fa- 
vor las  prescripciones  del  derecho  común,  se- 
gún las  cuales  el  cedente  de  un  crédito  se  li- 
mita á  responder  de  la  existencia  del  mismo  y 
en  modo  alguno  de  la  solvabilidad  del  deudor; 


pues  ya  se  concibe  que  con  semejante  disposi- 
ción los  efectos  del  contrato  de  cambio  habían 
de  ser  nulos,  puesto  que  tratándose  de  crédi- 
tos en  contra  de  personas  residentes  en  países 
remotos,  produciría  la  desconfianza  del  que 
tratara  de  adquirirlos. 

Antes  de  terminar  este  artículo ,  nos  per- 
mitiremos hacer  una  observación  sobre  el  es- 
tudio de  nuestra  estadística  comercial. 

Comprendemos  perfectamente  que  la  mul- 
tiplicidad de  datos  que  encierra  la  estadística  á 
que  nos  referimos,  y  los  diferentes  estados  que 
forman  tan  voluminoso  libro,  debe  exigir  ma- 
cho tiempo,  mucho  trabajo  y  un  cuidado  es- 
meradísimo á  la  Dirección  general  de  Aduanas 
y  Aranceles;  pero  ¿no  pudiera  adoptarse  otro 
sistema  más  sencillo  del  hasta  aquí  seguido  ea 
esta  redacción;  un  sistema  que  no  hiciera  per- 
der el  tiempo  inútilmente  á  las  dependencias 
del  ramo  de  Aduanas,  presentando  en  un  solo 
volumen  el  resultado  de  los  tres  últimos  años, 
y  de  quedar  en  disposición  de  llenar  en  lo  su- 
cesivo este  servicio  con  la  prontitud  apetecida, 
y  no  tener  la  estadística  del  comercio  exterior 
de  España,  como  ha  sucedido  siempre,  con  tres 
años  de  retraso? 

Los  Gobiernos  que  miran  con  empeño  por 
la  prosperidad  de  sus  pueblos,  jamás  desatien- 
den al  comercio,  que  e%  el  alma  y  vida  de  las 
Naciones  civilizadas  Ellos  le  dan  cuanta  li- 
bertad es  compatible,  le  quitan  las  cadenas  que 
lo  esclavizan  y  entorpecen;  porque  la  libertad 
bien  entendida  es  su  vida,  su  alma,  y  sin  ella 
es  imposible  la  prosperidad  en  los  Estados.— 
La  opresión,  el  Jisca  y  las  tasas  han  sido  siempre 
la  ruina  del  comercio, 

COMISIÓN.  La  facultad  que  se  da  á  una 
persona  para  ejercer  por  cierto  tiempo  algún 
cargo,  ó  para  juzgaren  circunstancias  extraor- 
dinarias ,  ó  para  instruir  un  proceso  ,  ó  para 
conocer  y  determinar  una  causa,  ó  para  ejecu- 
tar una  sentencia  ú  otra  cosa  que  se  pone  á  su 
cuidado.  No  trataremos  en  este  artículo  de  las 
comisiones  en  materias  judiciales,  tales  como 
Jurisdicción  delegada  y  mándalo ,  sino  en  lo  to- 
cante á  las  comisiones  del  servicio  que  se  man- 
dan desempeñar  á  los  Cónsules,  acerca  de  las 
cuales  dice  el  art.  32  de  la  Instrucción  de  19 
de  Julio  de  1856  lo  que  sigue: 

«Toda  Real  orden  dirigida  al  Cónsul  por 
conducto  del  Ministerio  de  Estado,  mandándo- 
le desempeñar  alguna  comisión  del  servicio  ó 
cubrir  cualquiera  atención  extraordinaria  del 
mismo,  seré  cumplida  puntualmente  por  dicho 
Agente,  quien  sufragará  los  grastos  del  encar- 
go que  se  le  cometa  ó  los  que  haya  de  hacer 
por  la  autorización  que  solicite  y  se  le  conce- 
da, en  los  términos  que  se  le  prescriban  y  con 
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las  formalidades  indispensables  para  justificar 
la  cantidad  desembolsada  y  conseguir  su  rein* 
tegro;  teniendo  presen  te  que  al  cargar  en  cuen« 
ta  los  suplementos  hechos  por  disposición  del 
Gobierno ,  debe  citar  la  Real  orden  en  que 
se  funde  ésta  para  facilitar  el  examen  de 
aquella. » 

COMISIONISTA.  Llámase  comisionista 
la  persona  auxiliar  del  comercio  que  desempe- 
ña los  actos  concernientes  al  mismo  por  cuenta 
de  otro. 

«El  comisionista  puede  muy  bien  obrar  por 
cuenta  ajena  y  en  nombre  propio  ;  pero  aun 
cuando  no  tiene  necesidad  de  manifestar  la 
persona  por  cuya  cuenta  contrata,  queda  obli- 
gado hacia  aquellas  con  quienes  contrate  como 
si  el  negocio  fuera  propio.»  ((7.,  art.  118.) 

Como  se  ve,  este  articulo  establece  una  di- 
ferencia señalada  entre  el  mandatario  y  el  co- 
misionista: el  derecho  común  exige  al  primero 
que  obre  en  nombre  del  mandante:  el  derecho 
mercantil  fundado  en  la  reserva  que  ciertas 
operaciones  comerciales  exigen,  exceptúa  al 
segundo  de  la  prescripción  del  derecho  común. 

(cComo  es  natural,  el  comisionista  es  libre 
de  aceptar  ó  no  el  encargo  que  se  le  hace  por 
el  comitente  ;  pero  si  lo  rehusa  debe  avisarlo 
asi  en  el  correo  más  próximo  al  dia  en  que  re- 
cibió la  comisión,  quedando  responsable  el  co- 
mitente si  no  lo  hace  de  los  daños  y  perjuicios 
que  le  hayan  sobrevenido  por  efecto  directo  de 
esta  omisión.»  ((7.,  art.  120.) 

«Esobligacion  del  comisionista  sujetarse  en 
un  todo  á  las  instrucciones  del  comitente,  bajo 
pena  de  resarcirle  de  cuantos  perjuicios  se 
irroguen  por  haber  obrado  en  contra  de  sus 
disposiciones:  también  es  obligación  del  dicho 
comisionista  cumplir  con  las  leyes  y  reglatnen- 
tos  del  Gobierno  en  razón  de  las  negociaciones 
puestas  á  su  cargo:  deberá  igualmente  desem- 
peñar por  si  mismo  los  encargos  que  se  le  con- 
fien, á  no  ser  que  se  halle  autorizado  para  de- 
legarlos,  ó  que  emplee  bajo  su  responsabilidad 
dependientes  suyos  en  operaciones  subalter- 
nas, que  según  uso  del  comercio  se  confian  á 
éstos:  las  cuentas  que  rindan  á  sus  comitentes 
han  de  concordar  exactamente  con  sus  libros  y 
asientos,  considerándose  como  reo  de  hurto  al 
comisionista  á  quien  se  pruebe  que  una  cuen- 
ta de  comisión  no  está  conforme  con  lo  que 
resulta  de  sus  libros.»  (Véanselos  artículos  127 
al  140  inclusive  del  Código  de  comercio.) 

El  comisionista  está  sujeto  á  las  prescrip- 
ciones impuestas  á  los  comerciantes  acerca  de 
las  formalidades  de  los  libros ;  y  no  podia  ser 
de  otro  modo,  toda  vez  que  el  comisionista  es 
y  Be  considera  como  comerciante. 

COHISOS.  Asi  se  llamaba  la  confiscación 


en  que  según  las  leyes  de  Hacienda  de  1816, 
1841  y  1843  incurrían  los  géneros  de  contra - 
bando  aprehendidos  por  los  dependientesde  ésta. 
Parte  se  aplicaba  al  denunciador  y  dependien- 
tes, parte  á  la  Hacienda  pübliba  y  parte  á  los 
Jueces  que  seguian  y  sentenciaban  las  causas. 
Esta  fué  una  invención  del  Superintendente  y 
Secretario  de  Hacienda  D.  José  Campillo,  que 
cansado  de  ver  que  la  Hacienda  perdía  todos 
los  pleitos  de  contrabando,  quiso,  como  él  de- 
cía, poner  los  Jueces  á  la  boca  del  infierno  (1). 

Las  Ordenanzas  generales  de  la  renta  de  Adua^ 
nos,  aprobadas  por  decreto  de  15  de  Julio  de 
1870.  en  el  tit.  4.*,  que  comprende  las  leyes 
penales ,  introilucen  la  importantísima  nove- 
dad de  suprimir  el  comiso,  sustituyéndole  siem- 
pre con  multas. 

COMODATO.  Bl  contrato  por  el  cual  una 
de  las  partes  entrega  á  la  otra  gratuitamente 
alguna  de  las  cosas  no  funglbles,  esto  es,  que 
pueden  usarse  sin  destruirse,  para  que  se  sir- 
va de  ella  por  cierto  tiempo,  ó  para  cierto  fin, 
y  se  la  restituya  después.  (Ley  1.*,  tít.  2.*, 
Part.  5.') 

COMPAÑÍAS  DE  COMERCIO.  Estas, 
con  muy  limitadas  excepciones,  conducen  las 
negociaciones  mercantiles  con  el  esmero  y 
economía  que  un  comerciante ,  no  siendo  el 
interés  de  su  director  tan  inmediato  y  eficaz 
como  el  de  éste.  Se  sostienen  con  privilegios; 
y  á  pesar  de  ellos,  los  descalabros  que  han  su« 
frido  muchas «  y  las  utilidades  que  han  dado 
las  más  célebres ,  acreditan  su  insuficiencia 
para  el  logro  de  los  fines,  que  sus  autores  so 
propusieron. 

La  historia  de  la  Compañía  francesa  es  un 
tejido  de  pérdidas.  Erigida  en  1664,  se  reno- 
vó en  1714,  por  haber  desaparecido  el  capital, 
llegando  á  10.000.000  de  francos  sus  deudas. 

La  Compañía  holandesa  creada  con^ran* 
des  privilegios  repartió  á  su  creación  un  3  por 
100;  la  dinamarquesa  un  7  por  100 ;  la  pru- 
siana V^  por  100,  y  la  célebre  de  Inglaterra 
repartió  sus  dividendos  desde  el  año  1708  á 
1772  á  razón  de  5  á  9.  á  10,  á  72  */«  y  6. 

En  España  la  Compañía  de  los  Cinco  Gre- 
mios su  fin  no  pudo  ser  más  desastroso.  En 
1817  satisfizo  en  vales  sus  dividendos  venci- 
dos en  1804. 

La  Compañía  de  Filipinas,  aunque  empren- 
dió sus  especulaciones  en  Asia  con  un  capital 
de  146.958.391  rs. ,  y  disfirutó  gracias  y 
privilegios,  también  tuvo  un  fin  desastroso. 

La  Compañía  de  Caracas,  fundada  en  1730; 
la  de  Ezcaray ;  la  de  Burgos,  que  empezó  en 


(1)    Cabarrós,  Elogio  del    Conde  de  Gausa, 
nota  9.^ 
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1762,  todas  padecieron  lamentablos  descala- 
bros. Otro  tanto  ha  sucedido  con  las  formadas 
en  Madrid  en  l'^áS. 

la  Compañía  dinamarquesa  de  Indias  se 
estableció  en  1732. 

La  francesa  de  Indias  en  1664. 

La  sueca  de  idem  en  1731. 

La  prusiana  de  idem  en  1751. 

La  inglesa  de  idem  en  1776. 

COMPAÑÍA  MERCANTIL.  Se  llama 
Compañía  mercantil  el  contrato  por  el  cual  dos 
ó  más  personas  se  reúnen  con  objeto  de  veri* 
flcar  alguna  especulación  comercial. 

£ste  contrato  es  conocido  y  reglamentado 
por  las  leyes  de  derecho  común  (tít.  10,  Par- 
tida 5.*j;  pero  las  alteraciones  que  tanto  en  su 
forma  como  en  su  esencia  ha  sufrido,  asi  como 
los  resultados  inmensos  que  ha  producido,  so- 
bre todo  en  ios  tiempos  modernos,  han  hecho 
aparecer  imperfecta  la  antigua  legislación,  y 
aun  modificar  repetidas  veces  la  contenida  en 
el  Código,  sin  que  hasta  la  fecha  exista  en  la 
legislación  vigente  en  la  materia  el  carácter 
de  estabilidad  y  fijeza  que  fuera  de  desear. 

Evidentemente  daria  lugar  á  la  formación 
de  este  contrato  el  natural  deseo  de  rivalizar 
muchos  comerciantes  de  capitales  pequeños 
con  uno  acaudalado ,  ó  la  idea  de  hacer  girar 
unas  mismas  especulaciones  en  una  órbita  ex- 
tensa, reuniéndose  al  efecto  los  capitales  y  la 
industria  de  varias  personas.  Los  resultados 
no  pudieron  ser  más  beneficiosos:  aquellos  ca- 
pitales que  por  su  exigüidad  nada  podían  por 
si  solos,  y  eran,  por  consiguiente, improducti- 
vos ó  punto  menos  para  sus  poseedores,  reali- 
zaron empresas  que  á  primera  vista  debieron 
parecer  fabulosas.  Por  otra  parte,  muchas  per- 
sonas que  contaban  con  rentas  cuantiosas  y 
que  por  su  posición  ü  ocupaciones  no  podían 
imprimirlas  un  movimiento  que  aumentase 
poderosamente  el  canal  de  la  pública  circula- 
ción, encontraron  en  este  contrato  el  medio  de 
asociarse  á  personas  monos  ricas  en  patrimo- 
nio, pero  más  aptas,  ó  más  activas,  ó  mejor 
dispuestas  para  negociar  y  hacer  beneficiosos 
capitales  muertos. 

No  se  gobernaron,  sin  embargo,  por  leyes 
especiales  las  compañías  mercantiles  en  un 
principio,  bastándolas  para  regirse  las  leyes 
comunes.  Pero  estas  leyes  coartaban  muchas 
veces  las  especulaciones  atrevidas,  haciendo 
responsables  todos  los  bienes  sin  distinción  de 
socio  que  emprendiera  una  especulación  á  las 
resultas  de  la  misma.  Debió  conocerse  las  ven- 
tajas inmensas  que  resultarían  de  dividirse  el 
capital  social  en  acciones,  siendo  solo  respon- 
sable cada  socio  por  las  acciones  que  poseye- 
ra.  Una  vez  palpadas  las  ventajas  de  estas 


nuevas  sociedades,  basadas  en  el  principio 
susodicho,  las  leyes  no  pudieron  por  menos 
de  sancionar  y  reglamentar  las  nuevas  com- 
pañías. 

Las  primeras  que  vemos  aparecer  hacia  el 
año  1315,  según  una  ordenanza  francesa  ci- 
tada por  un  ilustrado  jurisconsulto,  son  las 
compañías  en  comandita  practicadas  por  los 
italianos  establecidos  en  el  Imperio  vecino. 
Atendida  la  etimología  de  la  palabra  coman- 
dita, es  muy  de  presumir  que  tales  sociedades 
se  crearan  á  semejanza  de  las  encomiendas,  co- 
nocidas por  el  comercio  desde  los  tiempos  más 
remotos,  en  virtud  de  las  cuales  se  encomendar 
ban  al  dueño  de  una  nave  ciertos  géneros  con 
objeto  de  que  éste  los  negociase.  8ea  de  la 
manera  que  quiera,  nuestras  leyes,  á  excep- 
ción de  las  Ordenanzas  de  Bilbao,  no  definen 
las  compañías  en  comandita  de  un  modo  tan 
preciso  que  sea  fácil  distinguirlas  de  las  so- 
ciedades de  derecho  común.  En  cuanto  á  las 
compañías  anónimas,  que  tan  gran  revolución 
han  producido  en  la  industria  y  el  comercio 
del  mundo,  la  gloria  de  su  iniciativa  corres- 
ponde á  los  Estados -Unidos  de  América.  Has- 
ta esta  época  nada  hallamos,  á  excepción  de 
las  Compañías  de  Indias,  que  tenga  relación 
con  las  sociedades  anónimas,  sociedades  muy 
propensas  á  fraudes,  y  que  por  lo  mismo  han 
alcanzado  el  descrédito  y  anatema  que  se  me- 
recen. 

COMPENSACIÓN.  La  extinción  de  ana 
deuda  con  otra  entre  dos  personas  que  se  de  ^ 
ben  mutuamente  alguna  cosa ,  ó  el  descuen- 
to de  una  deuda  por  otra  entre  dos  sugetos  re- 
cíprocamente acreedores. 

Los  resultados  de  la  compensación  son  ex- 
tinguir las  obligaciones  de  los  que  al  propio 
tiempo  son  deudores  y  acreedores  recíproca- 
mente los  unos  de  los  otros;  es  un  método  de 
cumplir  las  obligaciones  contraidas,  bastante 
frecuente  en  el  comercio.  Oigamos  lo  que  di- 
ce un  autor  acerca  de  ella: 

«Es  necesario  para  que  la  compensación 
pueda  verificarse: 

1  .*  Que  el  crédito  6  créditos  que  se  com- 
pensen sean  ciertos  y  líquidos,  ó  á  lo  menos 
que  puedan  probarse  y  liquidarse  dentro  de 
diez  días ,  á  no  ser  que  la  compensación  se 
oponga  ¿  un  crédito  controvertido  y  en  mé- 
ritos de  un  juicio  ordinario. 

2  "  Que  el  crédito  que  se  objeta  en  com- 
pensación sea  puro,  pues  que  en  otro  caso 
tendríamos  que  una  deuda  se  exigía  antes  de 
existir  ó  prematuramente,  según  fuese  condi- 
cional ó  á  término. 

3.*  Que  las  dos  deudas  sean  de  cosas  fun- 
gibles  de  igual  especie  6  calidad,  6  bien  de 
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cosa  indetermlaada  no  fangible  mientras  no 
haya  diferencia  en  la  especie  ni  en  la  cali- 
dad, dado  que  faltando  cualquiera  de  ellas  la 
compensación  vendría  á  parar  al  pago  de  una 
cosa  por  otra. 

4.°  Que  el  crédito  que  tratamos  de  com- 
pensar nos  competa  contra  la  persona  en  cuyo 
nombre  se  nos  reconviene.  Por  lo  que  se  de- 
duce que  al  portador  de  una  letra  de  cambio 
no  podrá  el  aceptante  oponerle  en  compensa- 
ción un  crédito  que  tenga  contra  el  librador. 
La  regla  establecida  no  se  opone,  sin  embargo, 
á  que  pueda  objetarse  al  cesionario  la  com- 
pensacion  por  lo  que  nos  debía  el  cedente  con 
anterioridad  al  acto  que  se  consumó  la  cesión, 
si  bien  que  atendido  el  espíritu  de  las  leyes 
mercantiles  deberá  exceptuarse  el  caso  en  que 
el  crédito  cedido  sea  de  los  endosables,  porque 
de  otra  suerte  era  casi  imposible  su  circulación. 

5.*  Que  el  mismo  crédito  que  compense • 
mes  sea  pi'opio  nuestro,  ya  desde  su  origen, 
ya  en  virtud  de  cesión  consumada.  Por  esta 
causa  el  deudor  principal  no  puede  compensar 
lo  que  el  ñador  alcanza  del  acreedor.  Por  el 
contrario,  al  fiador  le  aprovecha  el  crédito  del 
deudor  principal  contra  el  acreedor,  en  lo  que 
al  parecer  huy  excepción  de  la*  regla  estable- 
cida; empero  en  el  fondo  no  existe,  atendido 
que  en  realidad  no  se  objeta  la  compensación 
ea  semejante  caso,  sino  que  por  el  ñador  se 
excepciona  la  extinción  de  la  deuda,  verifica- 
da de  derecho  al  momento  de  concurrir  ella 
con  el  crédito.  Aplicando  ahora  estos  princi- 
pios á  las  letras  de  cambio  y  partiendo  de  que 
el  librador  y  los  endosantes  caucionan  al  acep^ 
tante  y  cada  uno  de  los  endosantes  á  los  que 
en  orden  de  endosos  le  preceden  y  al  mismo 
librador,  tendremos  que  si  el  aceptante  acre- 
dita del  portador,  asi  el  librador  como  cual* 
quiera  de  los  endosantes  podrán  alegar  la  com- 
pensación, y  que  el  mismo  recurso  competirá 
á  un  endosante  siempre  que  el  portador  ó 
propietario  de  la  letra  sea  deudor  de  alguno  de 
ios  endosantes  anteriores  ó  bien  del  librador.» 
Este  trabajo  tan  concienzudo  del  Sr.  Mar- 
tí, qne  se  recomienda  por  el  orden  y  precisión 
con  que  está  tratado,  nos  evita  hacer  toda  cla- 
se de  reflexiones;  solamente  añadiremos  que  la 
compensación  nunca  puede  tener  lugar  en 
perjuicio  de  tercero. 

C02CFETENCIA.  La  tiene  el  Tribunal 
Consular  hasta  dictar  sentencia  definitiva, 
bien  como  juez  ordinario  ó  como  arbitro  en  los 
juicios  civiles,  según  previene  el  art.  11  del 
Real  decreto  de  29  de  Setiembre  de  1848  (1). 


(1)    Véase  este  decreto  en  De  0*IIeilly,  Prác- 
tica consular  de  España,  segunda  parte^  pág.  167. 


COMPRAS,  VENTAS  Y  PEBMXTTAS 

MERCANTiLBs.  Seguu  cl  Código  de  comercio  (ar- 
tículo 359)  se  reputan  como  tales  las  compras 
de  las  cosas  muebles,  comprendiendo  también 
bajo  esta  palabra  las  producciones  científicas, 
artísticas  ó  literarias,  los  créditos  particulares 
ó  del  Bstado  y  las  acciones  de  compañías  mer- 
cantiles, siempre  que  se  adquieran  con  ánimo 
de  revenderlas  alcanzando  algún  lucro,  bien  en 
la  misma  forma  que  se  compraron,  bien  mo- 
dificándola; y  son  también  mercantiles  las  re- 
ventas de  tales  objetos,  así  como  en  igualdad 
de  circunstancias  lo  serán  las  permutas. 

A  primera  vista  se  advierte  que  puede  su- 
ceder muy  bien  que  la  adquisición  de  los  ob- 
jetos enumerados  no  lleve  por  medio  de  lucro 
la  reventa  y  sí  el  alquiler,  en  cuyo  caso  el  Có- 
digo al  parecer  no  considera  este  al  ^uiler  como 
acto  mercantil,  parándose  indebidamente  más 
en  los  medios  de  que  el  comercio  se  vale  que 
en  el  fin  que  siempre  se  propone,  esto  es,  la 
ganancia.  (Art.  386.) 

El  mismo  Código  en  su  art.  360  determi- 
na que  la  intención  del  vendedor  será  clara 
y  palmaria  cuando  exponga  al  público  los  ob- 
jetos de  cuya  venta  espera  lucro,  y  será  pre- 
sumible cuando  acopie  mayor  cantidad  de  un 
objeto  que  la  que  pueda  coosumir.  Aun  la  re- 
venta de  los  consumos  se  reputará  como  mer- 
cantil si  el  vendedor  es  comerciante. 

Hay  quien  encuentra  absurdo  lo  que  le 
ley  dispone  acerca  de  las  compras  y  venta  da 
bienes  raíces;  porque  tanto  en  Europa  como 
en  España  existen  personas  cuya  principal  y 
acaso  única  industria  consiste  en  adquirir 
bienes  raíces,  mejorarlos  y  expenderlos  en  se- 
guida mediante  algún  lucro.  ¿Y  qué  es  esto 
si  no  un  acto  eminentemente  mercantil?  ¿Qué 
circunstancia  deja  de  concurrir  en  él  para  ca- 
racterizarlo de  tal?  En  punto  á  lo  dispuesto 
acerca  de  los  labradores  y  ganaderos,  debe 
presumirse  que  serán  mercantiles  las  ventas 
que  hagan  los  segundos  cuando  especulen  com- 
prando ganados  que  mejorasen  con  ánimo  de 
revenderlos.  No  será  tampoco  mercantil  la  com- 
pra de  objetos  destinados  para  revenderse, 
pero  que  sean  accesorios  de  una  cosa  cuya  ven- 
ta no  sea  mercantil;  tal  sucede,  por  ejemplo, 
con  el  mármol  comprado  por  un  estatuario  para 
labrar  un  objeto  do  ^cultura,  los  colores  y  el 
lienzo  que  un  píntoif  emplea  para  sus  cuadros 
y  los  sacos  ó  barriles  en  que  un  labrador  en- 
vasa sus  granos  ó  sus  caldos. 

COMPRAS  DE  LA  MABINA  DE  GITEB- 
RA.  El  trat.  3.*,  tit.  I.",  art.  198  de  las  Orde- 
namos generales  de  la  armada ^  previene: 

«En  cualquier  puerto  k  que  arribe  un  ba- 
jel á  repararse,  ha  de  procurar  su  Comandante 
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veriftcarlo  con  sus  propios  recursos,  escusan- 
do  gastos  de  compras  sino  en  aquellos  renglo- 
nes que  le  fueren  indispensables  para  seguir 
su  comisión;  y  en  este  caso  las  solicitará  por 
los  Ministros  d  Subdelegados  de  marina  en  mis 
puertos,  y  por  mis  Cónsules  en  los  extranje- 
ros, interviniendo  en  ellas  como  le  corresponde, 
para  satisfacerse  de  la  calidad  de  los  efectos, 
y  asegurarse  de  la  equidad  de  sus  precios,  para 
autorizar  las  certiñcaciones  que  se  han  de  li- 
brar. 

COMPROBACIÓN.  El  cotejo  de  una  co- 
pia con  su  original,  para  ver  si  está  confor- 
me. Véase  I^sTRCllENTo  público. 

COMPROMISO.  El  convenio  entre  liti* 
gantes,  por  el  cual  comprometen  su  litigio 
en  jueces' arbitros;  y  también  la  misma  escri- 
tura ó  instrumento  en  que  se  hace  el  convenio 
y  el  nombramiento  de  tales  arbitros  ó  compro- 
misarios. Véase  Arbitro. 

COMPULSA.  La  copia,  trasunto  ó  tras- 
lado de  alguna  escritura,  instrumento  ó  autos, 
sacado  judicialmente  y  cotejado  con  su  ori- 
ginal. Viviendo  el  Escribano  que  autorizó  la 
escritura,  y  no  estando  inhábil  por  enfermedad 
ii  otro  legitimo  impedimento,  él  solo  deberá 
sacar  la  compulsa  ó  traslado  que  se  pide  de  la 
matriz  que  obra  en  su  protocolo  ó  registro; 
mas  si  se  hallare  inhabilitado  ó  hubiere  muer- 
to, deberá  darse  la  copia  por  otro  que  haya 
heredado  ó  adquirido  sus  protocolos,  ó  que 
esté  autorizado  para  ello  por  el  juez  competen- 
te y  con  citación  de  las  partes.  (Leyes  54  y  55, 
tit.  18.  y  leyes  8.*  y  9/,  tít.  10,  Part.  3.*) 

COMÚN.  Lo  que  no  siendo  privativo  de 
ninguno  pertenece  ó  se  extiende  á  muchos, 
todos  los  cuales  tienen  igual  derecho  á  servir- 
se de  ello,  como  bienes  comunes,  pastos  co- 
munes.— Lo  que  en  juicio  es  ütil  ó  aprovecha 
á  todos  los  litigantes,  como  los  términos  que 
se  conceden  por  el  Juez  para  hacer  alguna  di- 
ligencia, y  que  son  comunes  á  las  dos  partes, 
aunque  solo  se  otorguen  expresamente  á  la 
una  de  ellas. — Lo  que  es  corriente  y  está  ad- 
mitido de  todos  ó  de  la  mayor  parte,  como 
precio  común,  uso  común,  opinión  común.— Y 
ñnalmente,  todo  el  pueblo  de  cualquier  pro- 
vincia, cfudad,  villa  ó  lugar. 

COMUNICACIÓN.  La  manifestación  que 
se  hace  á  cada  una  de  las  partes  de  lo  que  dice 
la  otra,  dando  traslado  al  reo  de  lo  que  pide  el 
actor,  y  al  actor  de  lo  que  contesta  si  reo, 
como  igualmente  de  los  instrumentos  y  demás 
pruebas  que  presentan  en  apoyo  de  sus  razo- 
nes. Ni  aun  en  las  causas  criminales  podrá 
nunca  reservarse  á  las  partes  desde  la  confe- 
sión en  adelante  ninguna  pieza,  documento  ni 
actuación  en  el  proceso.  (Reglamento  de  26  de 


Setiembre  de   1835,  art.    10.)   Véase  Autos. 
COMUNICACIONES   Y   DESPACHOS 

DEÓRDBK  BXGLUSIVAHEfITB  POLÍTICO.  VéaSe  CORRES- 
PONDENCIA. 

CONATO.  El  acto  ó  delito  que  se  empezó 
y  no  llegó  á  consumarse;  y  asi  se  llama  conato 
de  hurto  cuando  alguno  empezó  á  romper  una 
cerradura  para  robar  sin  haber  podido  ó  que- 
rido lograr  el  robo.  Véase  Arrepentimiento. 

CONCESIÓN.  Todo  lo  que  se  otorga  por 
gracia  ó  merced,  como  los  privilegios  conce- 
didos por  el  Soberano,  etc.  Véase  Privilegio. 

CONCIENCIA.  Intimo  convencimiento 
que  tenemos  de  la  bondad  ó  malicia  de  las 
acciones  propias,  antes  ó  después  de  haberlas 
cometido;  pero  el  hombre  que  no  tenga  ideas 
puras  de  la  justicia,  ;cómo  podrá  tener  la  con- 
ciencia de  haber  cometido  una  acción  injusta? 
Una  conciencia  ilustrada  es  la  guia  del  hom- 
bre moral;  mas  ésta  es  el  fruto  de  una  grande 
experiencia,  de  un  conocimiento  perfecto  de 
la  verdad,  de  una  razón  cultivada,  de  una 
educación  reguladora  del  temperamento,  ca- 
paz de  aprovecharse  de  la  cultura  que  se  le 
haya  dado.  Semejante  conciencia,  lejos  de  ser 
en  el  hombre  el  efecto  de  un  sentido  moral  in- 
herente á  su  naturaleza;  lejos  de  ser  común  á 
todas  las  criaturas  de  nuestra  especie,  es  en 
extremo  rara  y  solo  se  encuentra  en  un  peque- 
ño número  de  hombres  escogidos,  de  una  ñna 
constitución  y  dotados  de  una  imaginación 
viva  y  de  un  alma  sensible  y  rectamente  edu- 
cada. 

La  base  capital  de  los  contratos  es  el  coh" 
sentimiento,  el  asentimiento  de  la  conciencia;  el 
hombre  debe  cumplir  lodo  lo  que  pacta,  á  menos 
que  el  contrato  sea  vicioso. 

CONCILIACIÓN.  Véase  Juicio  de  gongi- 

LIAGION  ó  DE  PAZ. 

CONCILIO.  Junta  ó  reunión  solemne  de 
Obispos  de  la  Iglesia  católica,  legítimamente 
convocados  para  tratar  y  decidir  sobre  mate- 
rias dogmáticas  de  disciplina  eclesiástica. 

CONCILIO  ECUMÉNICO.  Reunión  ge- 
neral á  donde  concurren  los  Obispos  de  varias 
Naciones  del  mundo  católico.  El  convocado  en 
Roma  por  la  Bula  del  Papa  de  3  de  Julio  de 
1868  es,  desde  el  Concilio  de  Trente,  el  más 
solemne  en  los  fastos  cristianos,  y  en  el  que 
se  han  reunido  todas  las  luces  del  clero  del 
universo  para  combatir  las  tendencias  de  la 
época  en  que  vivimos. 

Hó  aquí  por  orden  cronológico  los  Conci* 
lios  que  ha  habido: 

1.*     El  Concilio  de  Niza,  contra  los  arria* 
nos,  año  325. 

2.*    El  de  Constan tinopla,  contra  los  ma« 
cedonianos,  381. 
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3/  El  ^e  Bfeso,  contra  Nestorio  y  los  pe- 
lagianos,  431. 

4.*  El  de  Calcedonia,  contra  Butyches, 
451. 

5.*  El  segando  Concilio  de  Constantino- 
pía,  contra. los  tres  capitalos,  553. 

6.*  El  tercero  de  Constantinopla,  contra 
los  monothelitas,  f  80. 

7.*  £i  segando  Concilio  de  Niza,  contra 
los  iconoclastas,  787. 

8.*  El  cuarto  Concilio  de  Constantinopla, 
contra  Focio. 

9.*  El  Concilio  de  Letran,  para  el  arreglo 
de  diferentes  asuntos  de  disciplina  eclesiásti- 
ca, 1123. 

10.  El  segundo  Concilio  de  Letran,  con- 
tra Arnaldo  de  Brescia,  1139. 

11.  El  tercero  de  Letran,  acerca  de  la  dis- 
ciplina.  N 

12.  El  cuarto  de  Letran,  contra  los  albi- 
genses. 

13.  El  Concilio  de  Lyon,  contra  el  Empe- 
rador Federico  II,  autor  de  un  libro  famoso, 
De  tribus  imposloribm  (Moisés,  Jesüs,  Maho- 
ma),  1245. 

14.  Los  dos  Concilios  de  Lyon,  para  la 
reunión  de  los  griegos,  el  año  de  1274. 

15.  El  Concilio  de  Yiena  en  el  Delflnado, 
contra  los  Templarios,  el  afio  1311. 

16.  El  Concilio  de  Pisa,  contra  el  gran 
cisma  de  Occidente,  1409. 

17.  El  Concilio  de  Constanza,  contra  los 
husitas  y  contra  tres  anti- Papas,  1414. 

18.  El  Concilio  de  Florencia,  para  una  se- 
ganda  reunión  de  los  griegos,  1429. 

19.  .  El  Concilio  de  Bale,  el  que  después  de 
doce  años  de  discusiones  terminó  por  un  cis- 
ma el  año  1431. 

20.  Bl  Concilio  de  Trento,  en  los  años  de 
1545  á  1563. 

De  estos  21  Concilios  ecuménicos,  solo  seis 
se  reunieron  en  Roma,  y  ninguno  de  ellos  tan 
célebre  como  el  de  Trento,  que  convocado  en 
1545  por  el  Pontífice  Pablo  111,  se  cerró  defi- 
nitivamente en  1564  por  Pablo  IV.  Todo  el 
mundo  sabe  los  acontecimientos  que  le  rodea- 
roa  y  las  muchas  vicisitudes  que  acompañaron 
á  este  drama  que  terminó  al  cabo  de  veinte 
años.  De  desear  es  que  los  resultados  del  de 
1869  sean  más  felices,  aunque  tendremos  que 
hacer  alguna  comparación  entre  circunstan- 
cias que  á  trescientos  años  de  distancia  pre- 
sentan analogías  sorprendentes.  En  1541,  la 
fé  estaba  en  peligro,  la  heregía  invadía  la  cris- 
tiandad, y  el  poder  del  Papa  vacilaba  en  la 
antigua  Silla  de  San  Pedro.  En  la  presente 
época  (1874)  la  Iglesia  se  encuentra  en  des- 
gracia, la  fé  se  aminora,  y  de  todas  partes  las 


doctrinas  filosóficas  más  opuestas  se  unen  para 
destruir  los  cimientos  del  edificio  católico.  El 
ya  citado  Concilio  de  1869  despertó  dudas 
acerca  de  la  oportunidad  de  convocarlo,  dudas 
que  se  convirtieron  en  temores  desgraciada- 
mente para  la  paz  de  la  Iglesia  católica  desde 
que  se  supo  que  decididamente  la  corte  de  Ro- 
ma sometería  á  la  aprobación  de  la  Asamblea 
conciliar  el  dogma  de  la  infalibilidad  personal 
del  Papa  y  el  Spllabus  condensado  en  veinte 
cánones. 

La  situación  general  de  los  ánimos  en  di- 
ferentes Naciones  católicas,  las  graves  cuestio- 
nes políticas  y  sociales  que  en  ellas  se  agita- 
ban á  la  sazón,  eran  razones  más  que  bastan- 
tes para  temer  resultados  trascendentales.  Solo 
recordaremos,  sin  prejuzgar  cuestión  tan  im- 
portante, que  el  Arzobispo  de  París  decía  á 
Mr.  de  Montalembert  que  la  corle  de  Roma  y  el  uU 
tramonlanismo,  ó  el  neo- catolicismo,  q%eria  erigir 
iHi  Ídolo  en  el  Vaticano, 

Bl  12  de  Julio  de  1870  450  Padres  de- 
clararon que  el  Romano  Pontífice  no  puede  enga-- 
narse.  Entre  ellos  hubo  88  que  no  opinaron 
por  la  infalibilidad  y  62  en  sentido  condi- 
cional. 

CONCISIÓN.  Cualidad  del  estilo,  que 
consiste  en  expresar  las  ideas  con  las  precisas 
palabras.  Véase  Cobhespoi«dbngia. 

CONCLUIB.  Poner  fin  á  los  alegatos  en 
defensa  del  derecho  de  una  de  las  partes,  des- 
pués de  haber  respondido  á  los  de  la  contra- 
ria, por  no  tener  más  que  decir  ni  alegar.  Dar 
el  pleito  por  concluso  es  declarar  que  ya  no  hay 
más  que  alegar  en  un  pleito,  y  darle  en  su 
consecuencia  por  fenecido  para  que  el  juez 
sentencie. 

CONCLUSIÓN.  La  terminación  de  los  ale- 
gatos y  defensas  en  una  causa.  Hay  dos  espe- 
cies de  conclusiones:  conclusión  para  sen  ten  • 
cia  interlocutoria  ó  para  prueba,  y  conclusión 
para  sentencia  definitiva.  (Véanse  las  leyes  1.*, 
2.'  y  3."  del  tít.  15,  lib.  11,  Novísima  Reco- 
pilaeion,) 

En  los  negocios  mercantiles,  después  que 
las  partes  han  concluido  para  sentencia,  ó  que 
por  haberse  cumplido  todos  los  trámites  seña- 
lados por  la  ley  para  el  juicio,  se  halle  éste 
concluso  de  derecho,  no  se  admiten  nuevas 
alegaciones  ni  probanzas  de  especie  alguna, 
ni  aun  documentos,  cualquiera  que  sea  la  cau- 
sa que  para  ello  se  exponga.  {Leg  de  Enjuicia  - 
miento,  artículos  77,  141  y  158  ) 

CONCORDATO.  El  tratado  ó  convenio 
que  hace  algún  Príncipe  ó  Estado  con  el  Papa 
sobre  colación  de  beneficios  y  otros  puntos 
de  disciplina  eclesiástica.  El  primer  Concor- 
dato fué  hecho  en  1515  entre  el  Papa  León  X 
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y  Francisco  I,  Bey  de  Francia,  y  sirvió  para 
transigir  pacificamente  las  cuestiones  difíciles 
que  existían  entre  ambos.  Son  célebres  entre 
nosotros  el  Concordato  de  1737  sobre  contri- 
bución de  los  bienes  adquiridor  por  eclesiásti- 
cos y  manos  muertas,  y  el  de  1753  sobre  Real 
presentación  de  prelacias  de  las  iglesias  y  pro- 
visión de  piezas  eclesiásticas ,  con  la  reserva 
de  52  á  la  Santa  Sede.  Posteriormente  se  han 
celebrado  diferentes  Concordatos,  cuyas  cláu- 
sulas seria  prolijo  enumerar. 

CONCURSO  DE  ACREEDORES.  El  jui- 
cio promovido  ó  bien  por  el  deudor  ó  bien  por 
los  acreedores  sobre  pago  de  las  deudas.  Hay 
concurso  voluntario  y  preventivo,  y  concurso 
necesario.  Voluntario  ó  preventivo  es  el  que 
promueve  el  mismo  deudor ,  ya  haciendo  ce- 
sión de  bienes,  ya  pidiendo  espera  para  el  pa- 
go, ya  solicitando  quita  ó  remisión  de  alguna 
parte  de  sus  deudas.  Qoncurso  necesario  es  el 
que  promueven  los  acreedores  contra  el  deu- 
dor, sin  que  éste  los  convoque,  y  suele  veri- 
ficarse cuando  reconvenido  el  deudor  por  al- 
guno de  sus  acreedores,  comparecen  y  se  opo- 
nen los  otros,  formando  entre  si  un  pleito,  en 
que  litigan  sobre  la  preferencia  de  sus  crédi- 
tos, ó  cuando  por  muerte  del  deudor  presen- 
tan los  acreedores  sus  respectivos  créditos  en 
el  juicio  de  testamentaría,  solicitando  cada 
uno  la  prelacion  del  suyo,  ó  en  fin,  cuando 
por  quiebra  ó  fuga  del  deudor  ocurren  los 
acreedores  pidiendo  sus  bienes. 

£1  concurso  necesario  se  diferencia  del  volun- 
tario 6  cesión  de  bienes:  primero,  en  que  provie- 
nen de  causa  distinta,  pues  el  voluntario  pro- 
cede del  deudor  coman,  por  cuya  razón  se 
llama  universal,  y  el  necesario  dimana  de  los 
acreedores  solamente,  y  por  eso  es  particular 
entre  ellos:  segundo,  en  los  efectos,  pues  en  el 
voluntario  todas  las  causas  movidas  antes  y  las 
que  después  se  instaren,  se  deben  acumular 
precisamente  á  él  en  el  estado  que  tengan; 
pero  en  el  necesario  han  de  seguirse  y  deter- 
minarse por  los  jueces  que  en  ellas  entiendan 
respectivamente,  y  solo  para  el  reintegro  han 
de  acudir  con  su  mandamiento  de  pago  el 
acreedor  ó  acreedores  que  las  han  movido  al 
Juez  del  concurso,  que  es  el  que  ha  de  graduar 
y  satisfacer  sus  respectivos  créditos.  Sin  em- 
bargo, si  fueran  muchos  los  Jueces  ante  quie- 
nes es  reconvenido  el  deudor  por  sus  acreedo- 
res, aunque  todos  sean  competentes,  conviene 
se  haga  acumulación  de  autos,  remitiendo 
cada  uno  los  suyos  al  Juez  que  empezó  prime- 
ro á  conocer,  para  que  no  se  divida  la  conti- 
nencia de  la  causa.  Véase  Qdiebba. 

CONDECORACIÓN.  Distintivo  honorífi- 
co que  se  concede  á  alguno  por  mérito  ó  iá- 


vor.  Bste  distintivo  suele  ser  una  cinta,  una 
cruz,  placas  6  medallas  de  honor,  escudos  ó 
distinciones  análogas  concedidas  por  los  Re  - 
yes  ó  Gobiernos  supremos  para  precisar  el 
valor,  el  saber,  las  virtudes  cívicas  ó  patrióti- 
cas, especialmente  los  triunfos,  glorias  y  se- 
ñalados hechos  militares.  El  sabio  Barón  de 
Holbach  dice: 

((Toda  especie  de  condecoración  represen- 
ta los  servicios  reales  que  se  han  prestado  á  la 
sociedad,  las  luces,  la  facultad  de  ser  útil: 
cuando  en  vez  de  estas  cosas  solo  representan 
el  favor,  la  intriga,  la  bajeza,  la  venalidad; 
cuando  no  sirven  más  que  á  cubrir  la  estoli- 
dez, la  ignorancia,  el  fraude,  la  maldad,  favo- 
recidas; cuando  no  indican  más  que  el  poder 
de  dañar,  llegamos  á  ser  los  cómplices  de  los 
males  que  experimentamos  si  las  prostitui- 
mos, acordándoles  un  incienso  que  solo  se  debe 
al  mérito  y  á  la  utilidad.» 

Las  reglas  que  tienen  que  observar  los  em- 
pleados en  las  carreras  diplomática  y  con- 
sular respecto  de  la  concesión  de  condecora- 
ciones, tanto  nacionales  como  extranjeras,  es- 
tán consignadas,  no  solo  en  el  presupuesto  que 
presentó  el  Ministro  de  Hacienda  el  26  de  Di- 
ciembre de  1872,  donde  se  fijan  las  bases  de 
la  contribución  sobre  títulos  y  condecoracio- 
nes, sino  también  en  el  capitulo  14,  artícu- 
los 78  al  83  inclusive,  del  Reglamento  de  la  Car* 
rera  consular. 

En  la  base  tercera  sobre  títulos  y  condeco- 
raciones del  citado  presupuesto  se  previene  lo 
que  sigue: 

«Los  derechos  que  corresponden  al  Estado 
por  la  concesión  y  expedición  de  títulos  de 
condecoraciones  de  todas  las  órdenes  se  -recar- 
gan con  un  33  por  100,  y  se  exigirán  en  la 
forma  que  determina  la  base  anterior. 

No  podrán  concederse  condecoraciones  li- 
bres de  gastos  ó  derechos  sin  formación  de  ex- 
pediente, con  intervención  del  Ministerio  de 
Hacienda,  y  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Es- 
tado en  pleno:  este  acuerdo,  con  la  reseña  de  los 
méritos  del  agraciado,  se  publicará  en  la  Gacela. 

Nadie  podrá  usar  grandeza,  títulos  y  con- 
decoraciones sin  satisfacer  anualmente  el  im- 
puesto que  se  establece  con  arreglo  á  tarifa. 

Por  la  Orden  del  Toisón  de  Oro  se  satisfará 
anualmente  la  cuota  de  1.000  pesetas. 

Las  grandes  cruces  de  la  Orden  de  Car- 
los III,  la  de  200  pesetas. 

Las  grandes  cruces  de  todas  las  demás  Or- 
denes, la  de  150  pesetas. 

Las  encomiendas  de  la  Orden  de  Carlos  III, 
la  de  75  pesetas. 

Las  encomiendas  de  todas  las  d^más  Orde- 
nes, la  de  50  pesetas. 
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Las  cruces  sencillas  de  todas  las  demás  Or- 
denes civiles,  la  de  25  pesetas. 

Exceptúanse  Ifls  Ordenen  de  San  Hermene- 
griido,  San  Fernando  y  María  Victoria.» 

Por  el  Ministerio  de  Estado  se  publicó  en 
la  Q aceta  de  Madrid  del  2  de  Abril  de  1873, 
precedido  de  una  larga  exposición,  el  decreto 
siguiente: 

«Artículo  1.'  Se  declaran  extinguidas  las 
Ordenes  de  Carlos  III,  Damas  Nobles  de  Espa- 
lda, antes  de  María  Luisa,  é  Isabel  la  Cató- 
lica. 

Art.  2/  Quedan  disueltas  las  Asambleas 
de  estas  Ordenes. 

Art.  3.*  Los  dignatarios  de  ellas  entrega- 
rán sus  archivos  al  Ministerio  de  Estado. 

Art.  4.^  Este  Ministerio  recogerá,  á  me- 
dida que  vaquen,  las  insignias  pertenecientes 
á  condecorados  en  España  y  en  el  extranjero 
que  son  propiedad  del  Estado,  y  las  distribui- 
rá entre  los  diversos  Museos  arqueológicos  de 
la  Nación.» 

La  supresión  de  dichas  Ordenes  no  privó 
del  derecho  de  usar  las  condecoraciones  á  los 
que  ya  las  tenían.  Véase  Ordenes  militares. 

CONDENA.  El  testimonio  que  da  de  la 
sentencia  el  Escribano  del  Juzgado  para  que 
conste  el  destino  que  lleva  algún  reo  senten- 
ciado, y  la  pena  ó  castigo  y  el  tiempo  que  ha 
de  durar. 

CONDENAB.  Pronunciar  el  Juez  sen- 
tencia imponiendo  al  reo  la  pena  correspon- 
diente; decretar,  fallar,  votar,  aplicar  con- 
dena. 

CONDENATOBIO,  OOWDBNATOBIA. 
Aplícase  al  auto  ó  mandamiento-en  que  se  con- 
tiene la  sentencia  dada  por  el  Juez  contra 
el  reo. 

CONDUCTA  DE  LOS  CAPITANES  Ó 
patrones.  Véase  Pliego  de  conducta. 

CONDUCTA  DE  LOS  EMPLEADOS  EN 

LA  CARRERA  DIPLOMÁTICA  CONSULAR.  Véase  InFORHBS 
SOBRE  LOS  1?MPLEAD0S  EN  LOS  CONSULADOS. 

CONPEBIB.  Cotejar,  comparar,  confron- 
tar, comprobar  una  cosa  con  otra. --Departir, 
conferenciar,  tratar  y  examinar  simultánea- 
mente con  otro  ü  otros  algún  punto  ó  nego- 
cio, cualquier  tema  óasunto  dado. — Conceder, 
dispensar,  otorgar,  dar  alguna  cosa,  como 
mercedes,  dignidades,  empleos,  honores,  con- 
decoraciones, etc. 

CONFIABSE.  Revelar  bajo  sigilo  ó  en 
confianza  becha  á  otro  lo  que  uno  siente,  su- 
fre, opina,  desea,  espera,  etc.,  lo  cual  á  ve- 
ces raya  en  peligroso,  porque  no  todos  los 
amigos  son  fíeles,  y  de  ahi  procede  otra  acep- 
ción basada  en  la  imprudencia  del  que  se  con- 
fía» á  saber:  ser  demasiado  crédulo,  demasía- 


do  Cándido,  sencillo,  ingenuo,  etc.,  por  con^ 
fiarse  con  facilidad  y  sin  cautela. 

CONFISCACIÓN.  La  adjudicación  que 
se  hace  al  fisco  de  los  bienes  de  algún  reo.  La 
confiscación  no  puede  hacerse  sino  en  los  ca- 
sos prevenidos  por  las  leyes,  deduciendo  siem- 
pre la  dote  y  arras  de  la  mujer  y  las  deudas 
contraídas  hasta  el  día  de  la  sentencia.  La 
CoDstitucion  de  1837  abolió  la  confiscación: 
«No  se  impondrá  jamás,  dice  su  art.  13,  la 
pena  de  confiscación  de  bienes.»  Véase  Fili- 
bustero. 

CONFLICTO  CON  LAS  AITTOBIDA- 
DEs.  Véase  Expulsión. 

CONFUSIÓN.  La  reunión  de  las  cualida- 
des de  acreedor  y  deudor  de  una  misma  cosa 
en  una  misma  persona:  como  si  el  acreedor 
hereda  al  deudor,  ó  el  deudor  al  acreedor,  ó 
un  tercero  á  los  dos. 

Véanse  los  principios  generales  del  artícu- 
lo CoHPBNSACioN  y  aplíquenso  á  la  Confusión, 
La  primera  extingue  la  deuda  cuando  el  que 
es  acreedor  de  una  persona  se  vuelve  por  otra 
parte  deudor  suyo;  la  segunda  produce  el 
mismo  efecto  por  la  reunión  en  un  solo  indi- 
viduo de  las  cualidades  de  acreedor  y  de  deu- 
dor de  una  misma  obligación,  bien  adquiera 
estos  títulos  en  virtud  de  sucesión,  bien  por 
contrato. 

Hay  un  caso,  sin  embargo,  en  que  según 
las  prescripciones  del  Código,  existiendo  con- 
fusión de  hecho,  hallamos  limitados  sus  efec- 
tos. El  aceptante  que  en  virtud  de  endoso  ad- 
quiriese una  letra  de  cambio,  si  antes  de  su 
vencimiento  la  pone  de  nuevo  en  circulación, 
no  tan  solo  no  extinguirá  la  letra,  sino  que 
ésta  producirá  todas  cuantas  obligaciones  hi- 
zo nacer  con  su  libramiento,  aceptación  y  en- 
dosos. 

'  CONGBESO.  Nombre  extensivo  á  tres 
clases  ó  especies  de  Asambleas  que  definire- 
mos por  su  orden.  Primera.  Reunión,  Junta, 
Asamblea  de  notabilidades  diplomáticas,  co- 
mo Embajadores  y  Ministros  plenipotenciarios 
de  diversas  Potencias  ó  Naciones,  que  concur- 
ren á  un  punto  dado  para  ventilar  cuestiones 
de  alta  política  en  interesantísimos  debates, 
ora  se  encaminen  á  la  conclusión  de  un  tra- 
tado de  paz  y  reconocimiento  de  derechos  ad- 
quiridos, ora  tiendan  á  conciliar  los  intereses 
de  sus  respectivos  Gobiernos.  De  este  primer 
Congreso  dice  Napoleón  (que  debía  conocer- 
los á  fondo):  «un  Congreso  es  una  farsa  con- 
venida entre  sus  actores  los  diplomáticos;  es 
la  pluma  de  Maquiavelo  unida  al  sable  de  Ma- 
homa.»  Segunda.  Reunión,  Junta,  Cámara, 
Asamblea  legislativa  compuesta  de  Diputados 
electos  por  las  provincias  de  una  Monarquía  ó 
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de  ana  República,  para  ocuparse  de  las  leyes 
que  han  de  regir  el  pais;  para  examinar  y  cas- 
tigarlos presupuestos,  votar  las  contribuciones 
ó  medios  de  gobernar  con  el  menor  gravamen 
de  los  pueblos;  pedir  cuentas  al  Poder  respon- 
sable, censurar  la  conducta  de  los  Uinistros 
que  infrinjan  la  ley  fundamental  jurada,  etc. 
Tercera.  Ueunion,  Junta,  A^samblea  libre  y  es- 
pontánea de  sabios,  de  artistas,  de  los  hom- 
bres verdaderamente  grandes,  sin  otra  Patria 
fija  que  el  orbe-literario-científlco,  concurren- 
tes á  un  sitio  señalado  en  época  divulgada  con 
tiempo,  para  tratar  de  los  progresos  y  confe- 
renciar en  instructivas  discusiones  sobre  el 
estado  de  las  ciencias  y  conocimientos  huma- 
nos, comunicándose  reciprocamente  sus  tra- 
bajos, elucubraciones,  adelantos  y  descubri- 
mientos en  cuantos  ramos  abarca  el  genio  del 
saber.  De  este  ultimo  Congreso,  tantas  veces 
celebrado  en  Europa,  diremos  que  sublima, 
enaltece,  glorifica  la  humanidad,  equiparán- 
dola con  los  ángeles,  á  cuya  esfera  se  remonta 
en  alas  del  talento  y  del  estudio.  También  se 
han  visto  y  se  verán  Congresos  de  Soberanos, 
de  testas  coronadas,  de  Reyes  y  Emperadores 
personalmente  congregados,  merced  á  la  in- 
seguridad de  sus  vacilantes  Tronos  y  al  írse- 
les el  cetro  de  las  manos. 

Cuando  varias  Potencias  con  el  objeto  de 
deliberar  sobre  un  asunto  de  interés  común, 
ó  de  terminar  amigablemente  sus  diferencias, 
nombran  Plenipotenciarios  para  que  se  reúnan 
en  conferencia  6  Congreso,  se  elige  de  común 
acuerdo  el  lugar,  y  en  la  primera  sesión  se 
reconocen  y  canjean  los  plenos  poderes.  En  las 
siguientes  se  arregla  el  modo  de  proceder  y 
el  ceremouial;  y  á  este  respecto  es  digna  de 
imitarse  la  conducta  de  los  Congresos  de 
Utrecht  en  I7l3  y  de  Aquisgran  en  1748,  que 
menospreciando  la  frivolidad  de  las  controver- 
sias sobre  la  etiqueta,  acordaron  no  someterse 
á  ningún  ceremonial,  ni  &ruardar  orden  fijo  de 
asientos.  La  presidencia  se  da  al  Ministro  me- 
diador, si  le  hay;  al  Ministro  director,  que  es 
el  de  la  corte  en  que  se  verifica  la  reunión,  ó 
el  que  se  elige  de  acuerdo,  ó  la  tienen  cada 
Plenipotenciario  por  turno.  Arreglados  estos 
preliminares,  se  entra  á  discutir  el  asunto,  y 
se  redactan  los  acuerdos  en  procesos  verbales  6 
protocolos,  de  que  cada  negociador  trasmite 
una  copia  á  su  Gobierno.  En  estos  protocolos 
suelen  insertarse  las  notas  que  los  negociado- 
res extienden  desenvolviendo  sus  pretensiones 
ó  repeliendo  las  ajenas  con  respecto  al  asun- 
to de  que  se  trata. 

Se  puede  enviar  á  estos  Congresos  más  de 
un  representante  por  cada  Potencia,  para  que 
8i  son  muchos  ó  complicados  los  objetos  que 


se  someten  á  la  deliberación  de  la  Junta,  los 
repartan  entre  si  del  modo  más  conveniente  á 
la  celeridad  del  despacho. 

El  idioma  de  que  generalmente  se  hace  uso 
en  las  conferencias  entre  Ministros  ó  Pleni- 
potenciarios que  no  tienen  una  misma  lengua 

nativa,  es  el  francés,  etc.  (1). 

Hé  aquí  los  más  célebres  Congresos: 

1641  á  1648. — Los  que  tuvieron  lugar  simul- 
táneamente en  Munster  y  en  Osnabruk  y 
que  produjeron  la  paz  de  Westpkalia  y  la 
terminación  de  la  guerra  de  treinta  años. 

1659.  — El  Congreso  de  los  Pirineos. 

1663.— El  de  Aix-Ia-Chapelle. 

1681.— El  de  Francfort. 

I7l2  y  1713.— El  ya  citado  de  Utrecht. 

1748. — El  de  Aix-la-Ciiapelle  ó  Aquisgran. 

1797.  —El  d  Rastadt.  En  esta  pequeña  ciudad 
del  gran  ducado  á*i  Badén,  tres  diplomá- 
ticos franceses,  al  salir  del  Congreso,  fue- 
ron atacados  por  húsares  con  uniforme 
austríaco,  y  de  los  tres,  dos  murieron  y  el 
otro  quedó  muy  mal  herido.  Este  atentado 
contra  el  derecho  de  gentes,  el  más  atroz 
que  consigna  la  historia  de  la  diploma- 
cia, ha  quedado  impune.  En  el  Ñ'ouveau 
recueil  des  canses  celebres  du  droü  des  gens, 
publicado  por  M.  Ch.  de  Martens  en  1843, 
se  consignan  documentos  muy  curiosos 
acerca  de  esta  inaudita  catástrofe. 

1802. —El  Congreso  de  Amíens,  que  ocasionó 
la  paz  de  este  nombre  y  de  tan  corta  du  - 
ración. 

1808.  — El  Congrego  de  Erfurth,  el  primero 
donde  se  han  visto  reunidos  loa  monarcas 
de  Europa. 

1 8 1 3 .  —  El  Congreso  de  Praga . 

1814.— El  Congreso  de  Chatillon. 

1814  y  1815.— El  Congreso  de  Viena,  donde 
también  se  reunieron  algunos  Monarcas 
y  Plenipotenciarios  de  Europa,  para  anu- 
lar cuantos  tratados  se  habían  celebrado 
durante  los  veinte  años  anteriores.  A  ex- 
cepción de  los  Reyes  de  España  y  Portu- 
gal, cuyos  territorios  no  habían  sido  d^- 
membrados  por  los  tratados  estipulados 
por  Napoleón  I  durante  la  ausencia  de  es- 
tos Monarcas  de  sus  respectivos  países, 
todos  los  demás  Soberanos  de  Europa  re- 
cuperaron sus  perdidos  territorios  en  el 
Congreso  de  Viena,  y  algunos  adquirie- 
ron nuevas  provincias. 
La  Francia  con  este  tratado  r  que  tiene  la 

fecha  del  30  de  Mayo  de  1814,  no  solo  perdió 

todas  sus  conquistas,  sino  que  quedó  reducida 


(l)    Pando,  Elementos  del  Derecho  intemacio'^ 
nal,  pág.  689,  Madrid,  1843. 
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á  sus  antiguos  limites,  estipulados  en  1792. 
Bste  Congreso  fundó  la  Confederación  germá- 
nica; estableció  reglas  generales  para  la  libre 
navegación  de  los  rios;  admitió  el  principio  de 
la  abolición  del  tranco  de  negros,  y  fijó  el  ran- 
go que  corresponde  á  los  agentes  diplomá- 
ticos. 

Las  Potencias  representadas  en  este  Con- 
greso fueron:  Austria,  España,  Francia.  Qran 
Bretaña,  Portugal  (que  aun  poseia  al  Brasil), 
Prusia,  Rusia  y  Suecia. 

Los  Ministros  plenipotenciarios  reunidos  en 
Congreso  deben  gozar  de  toda  la  Inviolabilidad 
é  inmunidad  pertenecientes  á  tan  alto  carácter. 

Los  Congresos  de  sabios  que  se  verificaron 
en  1869  fueron  los  siguientes: 

£1  de  economistas  alemanes,  en  Maguncia. 

El  de  estadística ,  en  La  Haya. 

El  Congreso  científico  de  Francia,  en  Cbar- 
tres. 

El  Congreso  céltico  internacional  para  con- 
tinuar los  trabajos  empezados  en  Saint-Briene, 
en  1867,  sobre  las  lenguas,  la  literatura,  las 
costumbres  y  la  historia  de  los  pueblos  célti- 
cos, y  establecer  un  lazo  de  unión  entre  las 
personas  que  se  interesan  por  estos  estudios 
en  Francia,  en  las  islas  británicas  y  en  otras 
Naciones.  Este  Congreso  se  reunió  en  Brest 
(Francia). 

El  Congreso  lingüístico  del  Norte  para  de- 
terminar las  modificaciones  que  debían  hacerse 
en  la  ortografía  de  las  tres  leuguas  del.  Norte, 
cuya  reunión  tuvo  lugar  en  Stockolmo. 

El  Congreso  de  antropología  prehistórica, 
que  se  reunió  en  Copenhague ,  y  en  el  que  so 
trató  de  la  antigüedad  del  hombre  y  de  los 
primeros  vestigios  humanos  que  se  han  encon- 
trado. 

En  el  Congreso  de  la  Jága  de  la  paz  y  de 
la  libertad,  que  se  inauguró  en  Lausanne  (Sui- 
za) el  14  de  Setiembre  de  1869,  Garibaldi  y 
Víctor  Hugo  fueron  nombrados  presidentes  ho- 
norarios. Las  mujeres  fueron  también  admiti- 
das á  las  deliberaciones,  y  tomaron  parte  en 
ellas. 

Y  el  Congreso  postal  de  Berna  (1874),  el 
cual  principia  á  estar  en  vigor  desde  el  1.^  de 
Julio  de  1875. 

Nuestra  situación  topográfica  y  otras  va- 
rias causas  hicieron  que  España  fuese  siempre 
la  que  derechos  más  altos  pagase  en  el  extran- 
jero por  el  tránsito  de  su  correspondencia ,  y 
de  este  modo  se  comprende  y  se  explica  que 
BUS  cuentas  interaacionales  ascendiesen  á  su- 
mas exorbitantes. 

En  el  trayecto  á  Inglaterra  abonaba  37 
francos  27  céntimos  por  kilogramo  de  cartas; 
26  francos  en  el  de  Bélgica;  31  francos  próxi- 


mamente en  los  de  Suiza ;  18  en  los  de  Italia, 
y  6  en  el  de  Alemania. 

Estas  cifras  probarán  á  nuestros  lectores 
que  España  estaba  más  interesada  que  nadie 
en  la  formación  de  un  tratado  internacional  de 
correos. 

Hoy  se  ha  logrado  esto ,  merced  á  la  ini- 
ciativa del  Gobierno  de  Suiza ,  á  la  que  han 
respondido  simultáneamente  todas  las  Poten- 
cias europeas  y  algunas  del  Norte  de  América. 

Merced  á  este  tratado ,  que  empezará  á  es- 
tar en  vigor  desde  1.*  de  Jalio  de  1875,  Es- 
paña habrá  de  satisfacérselo  las  insignifican- 
tes cuotas  de  2  y  4  francos  como  máximum, 
según  la  distancia  que  la  correspondencia  ha- 
ya de  recorrer. 

Con  los  datos  que  dejamos  apuntados  puede 
formarse  idea  de  las  ventajas  que  nos  reporta 
el  tratado  postal  de  Berna. 

CONOCIMIENTO.  En  el  comercio  marí- 
timo es  el  instrumento  ó  resguardo  que  con- 
tiene la  indicación  de  las  mercaderías  que  el 
cargador  ha  entregado  á  bordo  de  la  nave 
para  su  trasporte.  Este  instrumento  privado  se 
llama  también  en  los  puertos  del  Mediterráneo 
pólisa  de  cargamento;  se  diferencia  de  la  carta- 
partida  ó  pólua  de  fleíanento  en  que  la  carta- 
partida  tiene  por  objeto  fijar  las  condiciones 
del  alquiler  de  la  nave,  mientras  que  el  cono- 
cimiento solo  sirve  para  hacer  constar  que  las 
mercancías  se  han  cargado  realmente  á  bordo, 
y  es  un  título  á  favor  de  los  flotadores  que  ha- 
ce al  Capitán  responsable  de  los  efectos  que  ha 
recibido.  Véase  Contrato  de  conocimiento. 

CONQUISTA.  Acción  y  efecto  de  adqui- 
rir, obtener,  ganar,  apropiarse  á  fuerza  de  ar- 
mas una  plaza,  una  provincia,  un  Reino,  un 
Imperio,  etc.,  según  el  caso  en  cuestión,  con 
justicia  ó  sin  ella. — Usurpar,  apoderarse  de 
algún  territorio,  desposeyendo  y  expropiando 
injustamente  ásu  legítimo  dueño,  por  el  men- 
tido derecho  de  conquista,  basado  en  la  ley 
ciega  y  brutal  del  más  fuerte. 

El  primer  efecto  de  la  guerra  es  el  derecho 
de  apoderarse  de  los  dominios  del  enemigo, 
puesto  que  es  el  medio  más  eficaz  para  forzar- 
le á  conceder  la  satisfacción  que  negaba.  De 
aquí  emana  lo  que  llaman  derecho  de  con- 
quista ó  captura  bélica  del  territorio. 

CONSEJO.  Kl  parecer  ó  dictamen  que  se 
da  ó  toma  para  hacer  ó  dejar  alguna  cosa.  El 
consejo  que  se  da  á  una  persona  sobre  un  ne- 
gocio en  que  no  tiene  interés  el  que  lo  da,  no 
produce  contra  éste  obligación  ni  responsabi- 
lidad alguna. 

CONSEJO  REAL  Ó  CONSEJO  DE  CAS- 
TILLA. El  Tribunal  Supremo  que  se  halla  esta- 
blecido en  la  corte  para  atender  á  los  negocios 
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de  Gobierno  y  á  la  A^dministracion  de  justicia 
del  Reino. 

CONSEJO  DE  ESTADO.  Caerpo  con- 
saltivo  de  personas  elegidas  para  conocer  de 
ios  negocios  más  importantes  al  gobierno  y  ad^ 
ministracion  del  Reino  en  lo  interior  y  exterior . 

CONSEJO  SUPREMO  DE  HACIENDA. 
Era  el  Tribunal  Supremo  establecido  para  la 
dirección  de  las  rentas  del  Estado  y  el  fallo  de 
los  negocios  contenciosos  de  ellas. 

CONSEJO  SUPREMO  DE  INDIAS. 
Cuerpo  gubernativo  y  judicial  que  se  bailaba 
establecido  en  Madrid  para  ejercer»  con  res- 
pecto á  las  provincias  de  Ultramar,  las  mismas 
funciones  que  ejercían  con  respecto  á  la  Pe« 
nínsula  todos  los  demás  Consejos  Supremos,  y 
especialmente  el  de  Castilla. 

CONSEJO  DE  AGRICULTURA,  IN- 
DUSTRIA T  CoMBacio.  Corporación  consultiva  del 
Ministerio  de  Fomento,  creada  por  Real  orden 
de  9  de  Abril  de  1847,  para  dar  su  dictamen 
pobre  todas  las  cuestiones  que  se  le  sometan 
pertenecientes  á  dicbos  ramos  de  la  Agricul- 
tura, Industria  y  Comercio.— El  autor  de  este 
Diccionario  fué  Secretario  del  citado  Consejo, 
desde  Setiembre  de  1856  hasta  Octubre  de 
1868,  en  que  pasó  á  desempe&ar  el  Consulado 
de  Singapore,  en  las  ladias  Orientales. 

CONSEJO  DE  INSTRUCCIÓN  PÚBLI- 
CA. Cuerpo  consultivo  creado  para  examinar  y 
dar  dictamen  cuando  el  Gobierno  lo  creyese 
conveniente.  La  creación  de  este  Consejo  data 
desde  el  1.*  de  Junio  de  i 843,  en  que  se  su- 
primió la  Dirección  general  de  estudios. 

CONSEJO  DE  SANIDAD.  Corporación 
agregada  al  Ministerio  de  la  Gobernación  del 
Reino,  con  atribuciones  puramente  consulti- 
vas en  las  materias  de  higiene  y  salubridad 
publica,  creada  por  Real  decreto  de  17  de  Mar- 
zo de  1847. 

CONSEJO  DE  INSTRUCCIÓN  PÚBLI- 
CA Corporación  que  da  su  dictamen  sobre  los 
puntos  importantes  de  la  instrucción.  Este 
Consejo  se  creó  por  Real  decreto  de  8  de  Julio 
de  1847,  quemodiñcó  el  plan  de  estudios  de 
17  de  Setiembre  de  1845.  (Art.  102.) 

CONSEJO  REAL.  Es  un  cuerpo  consul- 
tivo para  la  mejor  administración  del  Bs« 
tado. 

Según  esta  defluicion  textual  de  la  ley,  se 
ve  claramente  que  la  corporación  de  que  ha- 
blamos no  tiene  carácter  alguno  politice,  sino 
puramente  administrativo. 

CONSEJOS  PROVINCIALES.  Cuerpos 
que  debe  haber  en  cada  capital  de  provincia, 
destinados  á  dar  su  dictamen  siempre  que  el 
Gobernador  civil  por  si,  por  disposición  del 
Gobierno  ó  por  la  de  las  leyes  se  lo  pida;  y 


también  para  actuar  como  tribunales  en  los 
asuntos  administrativos  cuando  llegan  á  ser 
contenciosos. 

La  creación,  organización,  facultades,  rao- 
do  de  resolver  y  efectos  de  las  resoluciones, 
están  comprendidos  en  la  ley  de  2  de  Abril  de 
1845. 

CONSIGNADOR.  El  comerciante  que 
consigna  ó  envia  sus  mercancias  ó  naves  á  la 
disposición  de  algún  corresponsal  suyo. 

CONSIGNAR  Depositar  judicialmente  el 
precio  de  alguna  cosa  ó  alguna  cantidad.  — Se- 
ñalar y  destinar  el  rédito  de  una  ñncaó  efec- 
to para  el  pago  de  alguna  cantidad  ó  renta 
que  se  debe  ó  se  constituye.  — Aquel  á  quien  va 
encomendado  todo  el  cargamento  de  un  navio 
ó  alguna  porción  de  mercaderías  que  pertene- 
cen á  su  corresponsal. 

CONSIGNATARIO.  El  que  recibe  en 
depósito  por  auto  judicial  dinero  de  que  otro 
hace  consignación.  — El  acreedor  que  admi- 
nistra por  convenio  con  su  deudor  la  finca, 
de  cuya  renta  le  ha  hecho  éste  consignación 
hasta  que  se  extinga  la  deuda. — Aquel  á  quien 
va  encomendado  todo  el  cargamento  de  un 
navio  ó  alguna  porción  de  mercaderías  que 
pertenecen  á  su  corresponsal. 

Las  Ordenanzas  generales  de  aduanas  de  1870 
en  la  Sección  3.*,  «de  los  consignatarios  y  sus 
declaraciones,))  dicen: 

«Art.  61.  Consignatario  es  la  persona  á 
cuyo  nombre  va  dirigido  un  buque  ó  su  car- 
gamento. Hay,  por  lo  tanto,  consignatarios  de 
buques  y  consignatarios  de  cargamentos. 

Para  serlo  es  necesario  estar  inscrito  en  la 
matricula  industrial  del  punto  do  su  residen- 
cia, y  pagar  la  cuota  correspondiente. 

El  Administrador  exigirá  á  los  consigna- 
tarios la  justificación  de  su  personalidad  y  el 
certificado  del  subsidio,  á  no  ser  que  le  conste 
por  notoriedad  que  el  interesado  reúne  las  con- 
diciones legales.» 

Las  mismas  Ordenanzas  dicen ,  respecto 
siempre  á  España,  y  en  el  mismo  articulo, 
que  en  las  Provincias  Vascongadas,  donde  se 
halla  establecida  la  contribución  industrial, 
podrán  ser  consignatarios  loa  vecinos  de  la 
población  con  casa  abierta  de  comercio  y  que 
paguen  bajo  este  concepto  los  arbitrios  que 
se  exijan  en  la  localidad. 

«  Art.  62.  Los  viajeros  pueden  ser  consig- 
natarios de  las  mercancias  que  iie van  consigo, 
no  excediendo  de  250  pesetas  el  importe  de  los 
derechos. 

También  podrán  serlo  de  sus  pacotillas  los 
tripulantes  que  traigan  mercancías  incluidas 
en  el  manifiesto  y  cuyos  derechos  no  excedan 
de  100  pesetas. 
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Las  mercancías,  en  cantidades  proporcio- 
nadas para  el  consumo  de  una  persona  ó  fa- 
milia, que  no  constituyan  objeto  do  comercio, 
podrán  ser  consignadas  á  cualquier  persona 
corocida  de  la  población. 

Art.  63.  Los  consignatarios  podrán  ser- 
virse para  los  despachos  de  Aduanas  de  de* 
pendientes  suyos  ó  de  agentes  especiales. 

El  dependiente  ó  agente  deberá  presentar 
antes  del  despacho  autorización  escrita  de  su 
principal  ó  comitente; 

Art.  64.  Se  considera  consignatario  de  un 
buque  ó  de  su  cargamento  la  persona  que  el 
Capitán  designa  en  su  maniñesto,  con  arreglo 
á  los  conocimientos  de  embarque,  cuando  es* 
tos  Boa  á  persona  determinada,  y  el  ultimo  á 
cuyo  favor  se  hizo  el  endoso,  cuando  aquellos 
son  á  la  orden. 

La  persona  designada  podrá  admitir  ó  re- 
nunciar libremente  la  consignación.  Larenun- 
cia  habrá  de  hacerse  de  oñcio  y  por  escrito, 
dentro  de  las  cuarenta  y  ocho  horas  de  admi« 
tido  el  manifiesto. 

Cuando  haya  en  un  conocimiento  dos  ó 
más  consignatarios  para  una  misma  mercan- 
cia  con  calidad  de  primero,  segundo,  terce- 
ro, etc.,  bastará  la  renuncia  del  ultimo  de- 
signado. 

A  la  renuncia  acompañarán  necesaria- 
mente los  conocimientos  de  las  mercancías 
cuya  consignación  no  se  admite  y  que  debían 
obrar  en  poder  del  renunciante. 

Pasadas  las  cuarenta  y  ocho  horas  antedi- 
chas, se  entenderá  admitida  la  consignación 
que  no  se  hubiese  renunciado  expresamente  y 
producirá  todos  los  efectos  legales. 

Art.  65.  Admitida  la  consignación,  el 
consignatario  es  responsable  directamente  á 
la  Hacienda  de  los  derechos  y  multas  que  ha- 
ya de  pagar  el  buque  ó  el,  cargamento  de  que 
lo  sea.  También  será  responsable  de  cualquier 
gasto  extraordinario  que  ocasiónela  necesidad 
de  desembarcar  y  reembarcar  el  cargamento 
ó  parte  de  él. 

Si  el  consignatario  se  sirve  de  agente  para 
el  despacho,  tendrá  éste  la  responsabilidad 
subsidiaria  respecto  de  cualquier  pago  que 
aquel  no  haya  hecho  efectivo. 

Art.  66.  Los  consignatarios  de  los  carga- 
mentos, aunque  se  trate  de  mercancías  libres 
de  derechos  de  Arancel,  ó  de  envases  que  se 
importen  con  franquicia  en  los  casos  permiti- 
dos, presentarán  al  Administrador  de  la  Adua- 
na dentro  de  las  veinticuatro  horas  después 
de  haber  admitido  la  consignación,  dos  decla- 
raciones, una  de  las  cuales  se  Mñxnhvi  principal 
y  la  otra  duplicada,  de  las  mercancías  que  van 
á  introducir  por  aquella  Aduana. 


Las  mercancías  que  el  buque  lie  va  de  trán- 
sito no  se  incluirán  en  la  declaración. 

Se  declararán  en  documento  separado  las 
mercancías  que  se  introduzcan  para  el  consu- 
mo y  las  que  se  introduzcan  á  depósito. 

Para  cada  pa  riida  del  manifiesto  se  presen- 
tará una  declaración;  el  número  de  orden  á 
que  ésta  corres  ponda  se  anotará  al  margen  de 
aquel,  frente  á  la  partida  correspondiente. 

Las  declaraciones  se  extenderán  siempre 
en  papel  timbrado  y  dispuesto  con  la  impre- 
sión necesaria,  que  facilitará  la  Aduana. 

Art.   67.      En  la  declaración  se  expresará: 

1.*     El  nombre  del  buque,  el  de  su  Capi- 
tán y  el  de  su  Nación. 

2.^  El  puerto  ó  puertos  de  la  procedencia 
del  cargamento. 

3.*     El  número  y  partida  del  manifiesto. 

4.*     La  clase  del  cabo  ó  cabos. 

5.°  Las  marcas  y  números  del  cabo  ó  ca- 
bos de  cada  clase,  ó  la  señal  que  los  distinga, 
ó  la  advertencia  de  no  tener  señal  ni  marca. 

6  .*  El  número  de  la  partida  del  Arancel 
en  que  está  tarifada  la  mercancía. 

7.*     El  nombre  de  la  misma. 

8."  La  cantidad  de  las  mercancías  en  pe- 
sa, cuento  ó  medida,  con  arreglo  á  la  unidad 
del  Arancel. 

Por  regla  general  se  declararán  el  peso 
bruto  y  el  peso  adeudable.  Por  peso  brvUo  se  en- 
tiende el  peso  del  bulto  con  inclusión  de  todos 
los  envases,  y  por  peso  adeudable e\  que  resul- 
ta después  de  deducir  del  peso  bruto  el  de  los 
envases  que  deban  excluirse  para  el  cómputo 
de  los  derechos. 

De  esta  regla  se  exceptúan  las  mercancías 
que  tienen  tara  fija  ó  que  adeudan  con  inclu- 
sión del  envase,  respecto  de  las  cuales  solo 
se  declarará  el  peso  bruto,  teniéndose  por  no 
puesta  cualquiera  otra  indicación  de  peso  que 
se  haga. 

9.*     El  valor  de  las  mercancías  que  adeu- 
dan al  avalúo. 

10.  La  petición  de  alijo. 

11.  La  fecha  y  firma  del  interesado. 

Si  falta  en  la'  declaración  alguna  de  estas 
circunstancias,  se  requerirá  al  interesado,  por 
medio  de  decreto  estampado  en  la  misma  de- 
claración para  que  la  complete  sin  demora, 
suspendiéndose  entre  tanto  el  despacho. 

Las  cantidades  se  expresarán  siempre  en 
letra  y  guarismo. 

Las  equivocaciones  se  salvarán  antes  de 
enumerarse  la  declaración,  por  medio  de  nota 
firmada  por  el  interesado  y  visada  por  el  In- 
terventor. 

No  se  admitirá  la  declaración  en  que  se 
encuentren  enmiendas,   tachas  ó  raspaduras. 
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Art.  68.  Bn  el  caso  de  no  poder  el  con- 
sigoatario  extender  su  declaración  por  dudar 
de  alguno  de  los  extremos  que  en  ella  ha  de 
expresar,  lo  manifestará  por  escrito  al  Admi- 
nistrador, exponiéndole  las  razones  de  su  du- 
da; y  el  Administrador,  en  vista  de  ellas,  po- 
drá permitirle  que  á  su  presencia  examine  los 
bultos  lo  extrictamcnte  necesario  para  cercio- 
rarse de  su  conteuido. 

Art.  69.  Toda  mercancía  que  en  el  mani- 
fiesto del  Capitán  conste  destinada  aun  punto 
dado,  deberá  declararse  para  su  despacho 
en  él. 

Se  permitirá,  sin  embargo,  que  se  lleTen  á 
otro  punto  de  España  ó  del  extranjero: 
1.*     Las  que  vengan  á  la  orden. 
2.*    Las  que,  viniendo  á  consignación  ex- 
presa, pertenezcan  á  las  clases  que  designa  el 
Apéndice  núm,  7.' 

Al  efecto  deberá  el  consignatario  pedirlo 
por  escrito  al  Administrador  de  la  Aduana ,  el 
cual  otorgará  el  permiso  con  vista  de  los  do- 
cumentos de  origen  y  previa  fianza  de  adeu- 
dar en  puerto  español  ó  de  justificar  su  llega- 
da á  puerto  extranjero. 

Art.  70.  Cuando  la  consignación  se  haya 
renunciado ,  ó  el  consignatario  designado  por 
el  Capitán  no  se  encuentre ,  ó  haya  fallecido 
sin  dejar  quien  le  sustituya ,  ó  cuando  en  los 
cargamentos  á  la  orden  no  se  presente  nadie 
como  consignatario  en  los  plazos  establecidos, 
el  Administrador  lo  manifestará  de  oficio  al 
Cónsul  ó  Vicecónsul  de  la  Nación  del  carga- 
dor si  éste  es  extranjero ,  ó  al  Presidente  de  la 
Junta  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio  si 
es  español. 

Si  dichos  funcionarios  aceptan  la  consig- 
nación ,  harán  sus  declaraciones  en  los  térmi- 
nos establecidos:  si  no  la  aceptan,  el  Adminis- 
trador procederá  á  hacer  de  oficio  la  descarga. 
(Véase  el  art.  81.) 

Art.  71.  Presentada  la  declaración  en  de- 
bida forma ,  el  Administrador  la  admitirá  fir- 
mando el  decreto  de  admitida  en  esle  dia  y  pase 
al  Interventor  para  su  numeración ,  toma  de  razón 
y  cotejo  con  el  manijlesto. » 

Para  la  descarga  de  las  mercancías ,  las 
mismas  Ordenanzas  en  su  art.  72  previenen: 

«El  consignatario  pedirá  en  su  declaración 
licencia  para  alijar  las  mercancías.  (Caso  ge- 
neral de  alijo.) 

El  Administrador  decretará  la  licencia, 
disponiendo  que  el  despacho  se  haga  en  los 
muelles  si  las  mercancías  de  que  se  trata  son 
de  las  que  pueden  despacharse  en  ellos.  (Véase 
en  las  mismas  Ordenanzas  el  Apéndice  núm,  8.) 
Bn  los  demás  casos  dispondrá  que  el  despacho 
se  verifique  en  los  almacenes  de  las  Aduanas  » 


CONSEBVAOION.  Véase  Acta  db  Con^ 

SKBVACION. 

CONSFIBACION.  Lo  unión  secreta  de 
algunas  ó  muchas  personas  contra  el  Soberano 
ó  el  Gobierno,  ó  bien  contra  algún  particular 
para  perderle  ó  hacerle  daño. 

El  decreto  de  17  de  Abril  de  1821,  acor- 
dado por  las  Cortes ,  trata  en  sus  primeros  ar- 
tículos de  la  traición ,  y  en  los  demás  de  las 
penas  por  las  conspiraciones  contra  la  Cons- 
titución y  por  las  infracciones  de  la  misma. 

Bl  decreto  de  13  de  Mayo  de  1822  pre- 
viene que  el  delito  de  conspiración  contra  la 
independencia  se  castigue  con  la  misma  pena 
que  las  leyes  promulgadas  hasta  1810  impo- 
nían al  delito  de  lesa  majestad  humana. 

Bl  del  Congreso  constitucional  de  11  de 
Mayo  de  1 836  dice  que  serán  traidores  los  que 
propusiesen  ó  promovieisen  que  se  oyera  pro- 
posición de  Bspaña  ó  de  otra  Potencia  en  su 
nombre,  sin  fundarse  en  el  absoluto  reconoci- 
miento de  su  independencia,  ni  que  se  cediese 
á  demanda  de  indemnización  ó  tributo  alguno. 

Nuestro  Código  penal  previene: 
«Art.  4.°     La  conspiración  y  la  proposición 
para  cometer  un  delito  solo  son  punibles  en  los 
casos  en  que  la  ley  las  pena  especialmente. 

La  conspiración  existe  cuando  dos  ó  más  per  - 
sonas  se  conciertan  para  la  ejecución  del  delito. 

La  proposición  se  verifica  cuando  el  que 
ha  resuelto  cometer  un  delito  propone  su  eje- 
cución á  otra  ú  otras  personas.» 

Conspiración  para  los  delitos  de  traición. 

«Art.  143.  La  conspiración  para  cualquie- 
ra de  los  delitos  expresados  en  los  artículos 
anteriores  se  castigará  con  la  pena  de  presidio 
mayor. 

La  proposición  para  los  mismos  delitos  se- 
rá castigada  con  presidio  correccional. 

Exime  de  toda  pena  el  desistimiento  de  la 
conspiración  ó  proposición,  dando  parte  y  re- 
velando sus  circunstancias  ala  Autoridad  publi- 
ca antes  de  haber  comenzado  el  procedimiento. » 

Conspiración  para  el  delito  de  rebelión, 

«Art.  173.  La  conspiración  para  el  delito 
de  rebelión  será  castigada  con  la  pena  de  pri- 
sión mayor. 

La  proposición  se  castigará  con  la  prisión 
correccional.» 

Conspiración  para  el  delito  de  sedición. 

((Art.  180.  La  conspiración  para  el  delito 
de  sedición  será  castigacla  con  la  pena  de  pri- 
sión correccional.» 

CONSTITUCIÓN.  Forma,  método,  siste- 
ma de  gobierno  que  rige  en  cada  Estado.  —Car- 
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ril  por  donde  marcha  la  máquiaa  política  ad« 
ministra tíTo  gaber nativa.  —Teoría  y  práctica 
de  la  gobernación  de  la  Naciones. — Reunión  y 
fuerza  reguladora  de  sus  leyes  fundamentales 
vigentes.  —La  naturaleza,  la  esencia,  el  todo 
de  un  Estado. 

En  el  derecho  romano,  la  Constitución  era 
la  ley  que  establecía  el  Principe,  ora  fuese  por 
carta,  decreto,  rescripto  ú  orden. 

Hay  Constituciones  en  forma  de  Bula  y  otras 
en  forma  de  Breve. 

CONSTITUCIÓN  DE  BAYONA.  La 
otorgada  por  el  Bey  intruso  José  Bonaparte  en 
6  de  Junio  de  1808. 

CONSTITUCIÓN  PORTUGUESA.  Que 
ha  reemplazado  á  la  carta  de  D.  Pedro  de  1791 . 

CONSTITUCIÓN  FRANCESA.  Decreta- 
da por  la  Asamblea  nacional  y  aceptada  por 
Luis  XVI  en  1791. 

CONSTITUCIÓN  DE  1793  Ó  AÍfO  II. 
El  Acta  constitucional  presentada  al  pueblo 
francés  por  la  Convención  en  1793  y  que  con- 
signaba el  principio  de  la  soberanía  del  pue- 
blo, la  anidad  y  la  indivisibilidad  de  la  Re- 
pública. 

CONSTITUCIÓN  DEL  AÍfO  III.  Ley 
por  la  cual  estableció  la  Convención  en  1795 
an  Directorio  compuesto  de  cinco  miembros, 
el  Consejo  de  los  Ancianos  y  el  de  los  Qui« 
D  lentos. 

CONSTITUCIÓN  DEL  AÍfO  VIII.  La 
ley  por  la  cual  se  estableció  en  Francia  en 
1799  un  Cuerpo  legislativo,  un  Tribunado  y 
tres  Consejos. 

CONSTITUCIÓN  DEL  aSO  X.  La  ley 
que  nombró  á  Bonaparte  Cónsul  perpetuo  en 
1802*. 

CONSTITUCIÓN  DEL  AÍfO  XII.  Ley 
por  la  cual  se  estableció  en  Francia  el  Impe- 
rio en  1804. 

CONSTITUCIÓN  DEL  IMPERIO.  Los 
decretos  etc.  que  organizaron  el  Imperio  fran- 
cés, según  las  disposiciones  de  la  Constitución 
del  año  13. 

CONSTITUCIÓN  CIVIL  DEL  CLERO. 
La  impuesta  al  clero  francés  por  un  decreto 
de  la  Asamblea  nacional,  dado  en  1790. 

La  Constitución  del  año  de  1812  fué  la 
Carta  ó  ley  fundamental  sancionada  en  1 9  de 
Marzo  de  dicho  año  por  las  Cortes  Constituyen- 
tes de  Cádiz,  durante  la  cautividad  de  Fernan- 
do VII,  que  no  lo  quiso  aceptar  á  su  vuelta  de 
Francia.  Rigió  basta  4  de  Octubre  de  1814; 
fué  restablecida  y  rigió  de  nuevo  desde  7  de 
Marzo  de  1820  hasta  29  de  Setiembre  de  1823 
y  resucitada  en  15  de  Agosto  de  1836  para 
reformarse  con  arreglo  al  espíritu  de  la  época. 

CONSTITUCIÓN  APOSTÓLICA.  Solli- 


eitudo  animarum,  publicada  por  Gregorio  XVI  en 
1832,  en  virtud  de  la  que  la  Santa  Sede  puede 
reconocer  y  reconoce  los  Gobiernos  estableci- 
dos de  hecho  y  tener  con  ellos  relaciones. 

La  Constitución  de  1837,  ley  fundamental 
sancionada  el  18  de  Julio  del  mismo  año  por 
las  Cortes  convocadas  al  efecto,  y  aceptada  por 
la  Reina  Cristina  en  nombre  de  Isabel  II,  fué 
reformada  eñ  las  Cortes  de  1845. 

La  Constitución  democrática  de  la  Nación 
española  fué  promulgada  por  virtud  de  la  ley 
de  5  de  Junio  de  1869,  en  6  del  mismo  mes  y 
año,  y  se  compone  de  112  artículos  y  11  tí- 
tulos, que  tratan: 

De  los  españoles  y  sus  derechos. 

De  los  Poderes  públicos. 

Del  Poder  legislativo. 

Del  Rey. 

De  la  sucesión  á  la  Corona  y  de  la  Regen- 
cia del  Reino. 

De  los  Ministros. 

Del  Poder  judicial.  * 

De  las  Diputaciones  provinciales  y  Ayun- 
tamientos. 

De  las  contribuciones  y  de  la  fuerza  pú- 
blica. 

De  las  provincias  de  Ultramar,  y 

De  la  reforma  de  la  Constitución. 

Contiene  además  dos  disposiciones  transi- 
torias: la  primera  referente  á  la  elección  de 
Monarca,  que  ya  tuvo  efecto  en  la  sesión  de 
16  de  Noviembre  de  1870  en  la  persona  del 
Príncipe  Amadeo  de  Saboya,  Duque  de  Aosta, 
hijo  del  Rey  de  Italia,  por  191  votos;  y  la  se- 
gunda á  los  artículos  94  al  97  de  la  misma 
Constitución. 

Bl  caballeroso  Rey  Amadeo  de  Saboya  hi- 
zo renuncia  del  trono  de  España  el  1 1  de  Fe- 
brero de  1873,  y  en  la  sesión  permanente  ce- 
lebrada el  mismo  dia  y  el  siguiente  12  en  el 
Congreso  de  los  Diputados,  la  Asamblea  Na- 
cional reasumió  todos  los  poderes  y  declaró 
como  forma  de  gobierno  de  la  Nación  la  Re- 
pública, y  Presidente  del  Poder  ejecutivo  al 
Sr.  Figueras,  por  244  votos. 

CONSTITUYENTES.  Nombre  y  epíteto 
dado  á  los  miembros  de  una  Cámara  legisla- 
tiva con  amplios  poderes  para  constituir,  al- 
terar, reformar  hasta  la  misma  ley  fundamen- 
tal, etc  ;  dícese  del  Congreso  cuyos  Diputados 
vienen  provistos  de  facultades  extraordinarias 
para  hacer  reformas  constitucionales,  como, 
por  ejemplo,  el  que  reformó  la  Constitución 
de  1812,  y  el  que  ha  reformado  la  de  1845: 
y  ¿quién  sabe  en  este  fanatismo  político  que 
domina  cuántas  Constituyentes  veremos? 

CONSULADO.  La  casa  donde  vive  el 
Cónsul,  ó  donde  tiene  las  oficinas  para  el  des- 
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pacho  de  sus  negocios.  Bq  nuestra  legislación 
nada  hemos  encontrado  qae  determine  las  con- 
diciones que  deban  tener  estas  dependencias, 
á  donde  van  siempre  nuestros  compatriotas  en 
el  extranjero  para  que  se  les  atienda  y  se  les 
expida  los  documentos  que  necesitan,  median-* 
te  el  pago  de  los  derechos  que  establecen  las 
tarifas.  No  obstante,  siempre  hemos  creido  que 
al  que  paga  los  servicios  que  se  le  prestan,  se 
le  deben  evitar  perjuicios,  incomodidades  y 
pérdida  de  tiempo,  y  por  eso  siempre  hemos 
seguido  sobre  este  asunto  cuanto  se  practica 
en  Francia,  y  vemos  consignado  en  la  circu- 
lar de  aquel  Ministerio  de  Negocios  extranje- 
ros, su  fecha  2  de  Setiembre  de  1833  (1): 

((El  interés  de  los  franceses,  que  á  cada 
instante  pueden  tener  necesidad  de  reclamar 
la  intervención  del  Consulado,  exige  la  con- 
veniencia que  la  casa  consular  y  su  Cancille- 
ría se  hallen  establecidas  siempre  en  la  ciudad 
y  próximas  al  puerto  ó  al  barrio  más  mercan- 
til. No  pSdrá  faltarse  á  esta  prescripción  sin 
expresa  autorización  del  Ministerio  de  Nego- 
cios extranjeros.»  Véase  Horas  db  oficina. 

CONSULADO  EXTBAKJÜBO.  Véase 
el  art.  18  del  Reglamento  de  la  Carrera  consular. 

CONSULADO  VACANTE.  Véase  Des- 
tino  vacante. 

CONSULADOS  DE  ESPAfÍA.  Llevan 
este  nombre  en  la  Peninsala  y  en  las  provin- 
cias ultramarinas  los  Tribunales  establecidos 
en  Valencia  por  D.  Pedro  III  el  afio  de  1283: 
después  en  Barcelona,  Mallorca  y  Perpiñan,  y 
después  por  los  Reyes  Católicos  D.  Carlos  I, 
D.  Carlos  III,  D.  Carlos  IV  y  D.  Fernando  VII 
para  el  fallo  de  los  pleitos  de  comercio. 

El  instituto  de  los  Consulados  se  reduce  á 
decidir  los  negocios  contenciosos  de  comercio 
breve  y  sumariamente'  á  la  verdad  sabida  y 
buena  fé  guardada,  y  á  fomentar  el  comercio. 
CONSULAT  DE  LA  MEB.  Colección  ilus- 
trada de  leyes  marítimas  publicadas  en  París 
en  1828  por  M.  Pardessuz,  consejero  de  la  Cor- 
te de  Casación  de  Francia,  etc.,  y  anteriores  al 
siglo  XVIII,  tomo  2.*,  cap.  12,  párrafos  303, 
307,  donde  inserta  el  texto  del  Consulat  de  la 
mer.  En  esta  colección  están  recopiladas  las 
lepes  Rodianas,  contenidas  en  el  Digesto,  y  en 
los  Códigos  Teodosiano  y  JusUniano;  las  Basilio 
cas,  que  comprenden  el  derecho  maritimo  del 
Imperio  de  Oriente,  etc.,  y  las  leyes  posterio- 
res al  citado  Consulado  del  mar,  como  por  ejem- 
plo, los  Roles  D'Oterou,  las  leyes  de  Wisby  en 
la  isla  de  Gothland  del  siglo  XIII,  adoptadas 


(1)    Clbrcq,  Guide  practique  des  GonsulatSy 
página  Q9. 


entonces  por  las  Naciones  septentrionales  de 
Europa. 

CONSULTE.  En  francés  es  la  decisión 
de  un  Senado,  opinión  de  un  jurisconsulto. 

CÓNSUL.  Funcionario  publico  que  en  los 
puertos  y  plazas  principales  de  comercio  tiene 
cada  Nación,  autorizado  con  poderes  especia- 
les para  favorecer,  garantir  en  lo  posible  y  pro- 
tejer  la  navegación  y  el  tranco  que  los  de  su 
país  hacen  en  aquellos  parajes,  como  también 
para  componer,  arreglar  y  transigir  las  dife- 
rencias que  ocurren  entre  los  marineros,  co- 
merciantes é  individuos  de  su  misma  Nación, 
que  arriban  á  aquel  puerto  en  que  reside  6  á 
otro  punto  dependiente  de  su  jurisdicción  y 
atribuciones. 

La  palabra  Cónsul  deriva  del  verbo  consule- 
re,  que  significa  aconsejar,  juzgar,  asistir,  ar- 
bitrar, cuidar  de  sus  conciudadanos  y  de  sus 
intereses,  etc.  (1). 

Grande  fué  la  gloria  de  los  más  poderosos 
Monarcas  cuando  obtenían  del  Emperador  de 
Oriente  el  permiso  de  realzar  su  Majestad. so- 
berana con  el  titulo  de  Cónsul  (2). 

Es,  pues,  importante  no  confundir  los  Cón- 
sules de  aquella  época  con  los  Cónsules  del  si- 
glo XIX,  tales  como  los  considera  Mr.  de  Cha- 
teaubriand en  su  Congreso  de  Verona,  y  el  Prín- 
cipe de  Talleyrand  en  su  discurso  pronuncia- 
do el  3  de  Marzo  de  1838  á  la  Academia  de 
ciencias  morales  y  políticas  en  París.  Aque- 
llos Cónsules  eran  testas  coronadas,  nobles  ó  se- 
fkores  de  gran  valia,  y  luego  por  ultimo  llega- 
ron á  ser  puramente  Agentes  comerciales. 

Ellos  intervenían  en  la  importación  y  ex- 
portación de  efectos  comerciables,  y  los  nave- 
gantes tenian  que  declararles  y  manifestarles 
bajo  juramento  los  efectos  ó  géneros  de  trasporte 
que  embarcaban,  y  de  esta  práctica  juiciosa  se 
formaron  los  Manifiestos  de  los  cargamentos  de 
los  buques  y  los  Certijlcados  de  origen  de  los 
géneros  y  efectos  que  embarcaban. 

Para  el  cargo  de  Cónsules  eran  siempre 
preferidos  y  electos  aquellos  hombres  á  quienes 
más  caracterizan  la  prudencia,  la  probidad  y 
conocimientos  generales  de  política,  de  na- 
vegación, de  artes  y  ciencias  económicas,  de 
juicios  en  casos  de  mar,  de  leyes  comerciales, 
de  usos  de  marina  y  puertos  de  tráfico,  y  final- 


(1)  Alkx  de  MiLTiTz,  Manuel  des  Gonsuh,  t(i- 
mo  1.®,  pág.  3.,  Londres  y  Berlín,  A.  Asher,  1837. 

(2)  Plin  I,  14,  cap.  15  — FlassaU,  Histoire  de 
l-adiplomacie, — Dü  Canoe,  Dice,  de  Trevoux. — 
P.  Pagi,  Dissert.  llypati(me.^EiicyclGp,  method., 
art.  Consuh, — Savary,  j)ict.  tiniv.  de  commcrce, 
t.  2.^,  col.  184,  art.  Con*u /í.—Forckllini,  1.  c. 
t.  1.  p.  577,  etc. 
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mente,  del  derecho  iDteraacioaal  de  geates, 
porque  eran  considerados  y  tenidos  por  Jaeces 
y  arbitradores  legales  entre  subditos  de  su  pro- 
pia Nación. 

■Les  vrais  aiDbafsadevrs,  sont  les  Consuls  du  roi, 
Saos  les  deshonorer,  savenl  servir  les  loix; 
De  la  fot  du  commerce.  discre's  dcposiiaires, 
La  palx  seule  e¿l  le  Truii  de  leurs  Saint  minisléres; 
Des  souverains,  du  monde  lis  sonl  les  noeuds  sacres, 
Ki  partout  bien  faisaols,  sonlparln,ui  révérés.» 

(Epítre  iníoict.) 

«De  cnanto  se  ha  esórito  hasta  ahora  so* 
bre  los  Cónsules,  y  de  lo  que  demuestran  dia- 
riamente  los  hechos,  contra  los  cuales  no  tie* 
oen  valor  ninguno  los  argumentos,  resulta 
probado  que  los  Cónsules  son  Ministros  públi- 
cos, y  á  cada  paso  Agentes  diplomáticos.» 
Por  consiguiente,  pertenecen  á  la  clase  di- 
plomática, por  más  que  se  pretenda  alejarlos 
do  ella,  aunque  sujetos  á  diferentes  restriccio- 
nes, atribuciones  y  reglas  que,  según  las  cir- 
cunstancias, son  las  que  les  dan  en  mayor  ó 
menor  grado  el  carácter  diplomático,  y  están 
por  lo  mismo  bajo  la  protección  especial  del 
derecho  de  gentes. 

Muy  fácil  seria  probar  hasta  la  evidencia 
estas  doctrinas;  pero  no  permitiéndolo  la  na- 
turaleza de  esta  obra,  bastará  citar  el  siguien- 
te trozo  del  Ministro  Pinheiro-Ferreira,  el  cual 
es  sin  disputa  el  escritor  que  con  más  acierto 
ha  dilucidado  esta  materia: 

«La  poca  exactitud  con  que  los  escritores 
de  la  escuela  positiva  definen  los  términos 
científicos,  es  la  causa  de  las  muchas  inexac- 
titudes en  que  incurre  M.  Martens  hablando 
de  los  Cónsules.  Empieza  por  conceder  que  los 
Cónsules  son  Ministros  públicos,  y  después  de 
mencionar  sus  principales  atribuciones,   les 
niega  la  calidad  de  Ministros  diplomáticos.  Esta 
distiucion  no  se  funda  más  que  en  un  equivo- 
co: los  Ministros  diplomáticos  no  son  más  que 
Ageníei  públicos  cercado  los  Gobiernos  extran- 
jeros;  asi  es  que  los  Cónsules  se  encuentran 
en  este  caso,  luego  no  pueden  menos  de  per* 
tenecer  á  la  clase  de  Ministros^  diplomáticos, 

»En  su  origen  es  cierto  que  los  Cónsules, 
como  asegura  M.  Martens,  no  eran  más  que 
simples  apoderados  establecidos  por  los  nego- 
ciantes para  defender  los  intereses  de  su  co- 
mercio en  los paises extranjeros.  En  tal  calidad, 
por  extensas  que  fuesen  sus  atribuciones  y  la 
influencia  que  ellas  les  diesen  en  los  intereses 
públicos,  nunca  podían  ser  considerados  como 
Agentes  6  Ministros  públicos^  pues  que  no  reci- 
bían sa  mandato  de  la  Nación,  sínodo  una  par- 
te más  ó  menos  considerable  de  ella.  Pero  des- 
de que  en  los  tiempos  posteriores,  en  lugar  de 
representar  estos  Agentes  solamente  al  comer- 
cio de  tal  ó  cual  plaza,  vinieron  á  ser  Repre- 
sentantes del  comercio  nacional)  desde  que  no 


fueron  ya  las  corporaciones  mercantiles,  sino 
los  Gobiernos  los  que  los  nombraron,  y  que  se 
les  encargó  de  pro  tejer  (cerca  de  las  Autorida- 
des del  país  donde  residen)  no  solamente  los 
intereses  de  los  individuos  que  quisieren  ser* 
virse  de  su  intervención,  sino  también  de  los 
intereses  del  Estado,  de  un  modo  más  ó  menos 
extenso  y  considerable,   según  el  grado  de 
confianza  que  les  concede  el  Gobierno,  desde 
entonces  los  Cónsules  debieron  ser  considera- 
dos como  Agentes  públicos  cerca  de  los  Gobier- 
nos extranjeros,  ó  Agentes  diplomáticos,  aun- 
que do  gerarquia  inferior  á  la  de  aquellos  que 
para  defender  también  los  intereses  públicos  es- 
tán acreditados  cerca  de  las  Autoridades  supe- 
riores del  Gobierno  del  país  en  donde  ejercen  sus 
funciones.  Pero  asi  como  los  Encargados  de  Ne- 
gocios no  son  mhnoQ  A  gentes  diplomáticos  que  los 
Enviados  por  no  estar  acreditados  más  que  ante 
el  Ministro  de  Estado,  mientras  que  éstos  últi« 
mos  lo  están  ante  el  Soberano,  así  los  Cónsu- 
les no  pueden  ser  excluidos  del  Cuerpo  diplo- 
mático, esto  es,  de  la  clase  de  los  Agentes  pú^ 
blicos  cerca  de  los  Gobiernos  extranjeros,  por  no 
estar  acreditados  más  que  ante  los  Agentes  del 
Gobierno  de  un  orden  inferior  al  del  Ministro. 
))Hay  todavía  otras  consideraciones  que 
contribuyen  á  hacer  considerar  á  los  Cónsules 
(según  se  hallan  hoy  constituidos)  como  miem- 
bros efectivos  del  Cuerpo  diplomático;  porque 
está  ya  admitido  que  los  Gobiernos  les  encar- 
guen presentarse  en  el  país  donds  residen,  al 
Ministro  de  Estado,  siempre  que  se  ofrezca  so- 
licitar alguna  cosa  en  favor  de  los  intereses  no 
comprendidos  en  las  atribuciones  de  las  Au- 
toridades subalternas;  bien  que  esto  no  se  ve- 
rifica más  que  en  caso  de  ausencia  ó  falta 
del  Ministro  diplomático  acreditado  en  el  mis- 
mo país:  además,  en  todas  partes  se  hallan  los 
Cónsules  autorizados  para  dar  pasaportes  á  los 
individuos  de  su  Nación,  en  los  casos  designa- 
dos en  sus  reglamentos  ó  instrucciones.  ¿En 
qué  pueden  distinguirse  hoy  los  Cónsules  de 
los  Agentes  diplomáticos  de  tercer  orden,  sino 
en  que  la  ley  no  los  llama  á  ejercer  las  fun- 
ciones de  éstos  más  que  en  ausencia  de  los 
que  las  tienen  expresamente  conferidas?  Pero 
asi  como  el  Enviado  residente  en  una  corte  no 
deja  de  ser  un  Agente  diplomático,  cuando 
por  la  negrada  de  otro  Ministro  nombrado  ex- 
traordinariamente por  su  Gobierno  no  recobra 
el  ejercicio  de  sus  funciones  hasta  que  se  ha 
ausentado  el  Enviado  extraordinario,  del  mis- 
mo modo  la  cláusula  eventual  que  limita  la 
época  en  que  pueden  los  Cónsules  ejercer  fun- 
ciones diplomáticas  no  destruye  en  manera 
alguna  la  realidad  del  carácter  que  resulta  del 
derecho  de  ejercerlas  en  determinados  oasQs. 
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uHr.  Uartons  incurre  en  iidb  muy  grave 
dqulToCBCiOD  negando  á  los  Cónsulea  el  carác- 
ter diplomático  solamente  porque  el  diploma 
de  so  cargo  no  está  expedido  ea  forma  de  U- 
írai  credeneiaUt,  sino  en  la  de  lelrai  pateniet ,  6 
(como  dice  el  autor)  ea  forma  de  Itíraí  de  pro- 
vUion,  que  necesitan  un  txtfuatitr,  esto  es,  una 
confirmación  del  Soberano  del  pais  en  donde 
deben  ejercer  sus  funciones.  Bsta  diferencia  de 
la  forma  de  los  diplomas  no  puede  establecer 
más  que  una  diferencia  etpecijlca  entre  los 
Cónsulea  y  los  otroa  Agentes  diplomáticos; 
pero  nunca  podrá  excluir  á  aquellos  del  n(í- 
mero  ó  de  la  clase  de  éstos ,  asi  como  la  dife- 
rencia existente  entre  los  diplomas  de  loa  Bm- 
bajadores,  de  los  Gnriados  y  de  los  Bncarga- 
dos  de  Negocios  no  hace  más  que  distribuirlos 
ó  clasificarlos  en  tres  diferentes  órdenes  del 
Cuerpo  diplomático,  sin  que  de  ella  pueda  de- 
ducirse que  los  últimos  no  pertenecen  á  este 
Cuerpo  lo  mismo  que  los  primeros... 

nSegun  se  explica  Mr.  Uartens,  parecería 
que  solamente  los  Cónsules  tienen  necesidad 
del  consentimiento  del  Gobierno  del  país  para 
poder  deaempefiar  su  cargo;  pero  seria  grande 
error  creerlo  asf,  porque  bien  notorio  es  que 
el  Embajador,  el  Enviado  y  en  general  todo 
Agente  extranjero  necesita  del  mismo  consen- 
timiento ;  y  bien  á  menudo  hemos  visto  á 
muchos  diplomáticos  de  todas  clases  obligados 
á  retirarse,  ya  porque  ol  Gobierno  no  los  ad- 
mite, ya  porque  no  considera  conveniente  per- 
mitirles que  continúen  ejerciendo  sus  funcio- 
nes cerca  de  él,  aun  cuando  por  otra  parte  las 
desempeBasen  á  satisfticclon  de  sus  respectivos 
Soberanos. 

i)La  forma  de  la  patente  y  la  aposición  del 
txtg%atnr  en  ella  no  tienen  relación  alguna  con 
el  carácter  diplomático  del  Cónsul:  asi  como 
estas  formalidades  no  contribuyen  á  dárselo, 
tampoco  pueden  Impedir  que  to  tenga:  el  ob- 
jeto de  ellas  es  proveerlo  de  un  titulo  con  que 
pueda  acreditar  (ante  las  autoridades  adminis- 
trativas y  judiciales)  que  está  legítimamente 
autorizado  para  defender  ante  ellas  mismas  los 
intereses  de  los  que  por  medio  de  su  Oobierno 
le  han  confiado  sus  poderes. 

«Les  Consuls  ont  des  fonctions  trés-Tariées: 
>ils  ont  un  grand  nombre  ou  atributious  qui 
>tiennent  aux  droits  et  aux  intérets  du  Gouvar- 
vnement,  et  qui  les  rapprochent  souvent  des 
»Ageuts  diplomatiques  (Dict.  génér.  d'Aiminit- 
Uralion). 

«Les  Consuls  sont  les  tuteurs  de  teurs  compa- 

ktriotes  contre  les  vesations,  tes  injustices  des 

«citojens  de  la  cité  qu'ils  habiteut,  et  ils  ont  La 

«pólice  sur  tous  les  individua  de  leur  nation... 

»Iies  fonctions  consulairea  sont  done  diploma- 
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>tíques;  elles  ont  un  air  de  dignité  qui  supposM 

ydans  le  sujet  élu  d'uu  cóté  et  acueilli  de  l'autre, 
»un  mérite  particulier;  et  sont  carácter  piihlic 
fcommende  l'estima  et  U  considératíon.  (Círm- 
tlar  del  ¡fmitterio  de  Marina  de  Francia  del  2¿ 
*de  Diciembre  dt  1814  que  cita  Cussy.) 

■Les  Consuls  jouiasent  de  touts  les  privilégea 
»et  ÍDmu;iité9  que  les  regles  du  droit  public  aa- 
jisurent  aux  Ambassadeurs- »  (!].  Bouiixsr,  Die- 
lionaire  unte,  de»  Leti.  et  det  Arte.) 

Los  Cónsules  están  sujetos  a!  Ministro  re- 
presentante de  su  Nación  en  el  pais  donde  re- 
siden, y  vienen  á  ser  los  auxiliares  de  los  Mi- 
nistros diplomáticos.  Son  lou  que  tienen  más 
roce  con  los  extranjeros  y  con  las  autoridadea 
locales  subalternas,  y  por  lo  mismo  SU  oficio  ú 
cargo  es  más  complicado,  la  necesidad  de  su 
protección  más  frecuente,  y  su  responsabili- 
dad muy  grande,  porque  están  obligados  á 
proteger  y  defender,  no  solamente  los  intere- 
ses mercantiles,  sino  también  la  persona,  la 
hacienda  y  la  honra  de  sus  conciudadanos  ,  y 
en  general  el  decoro,  ta  dignidad  y  los  Intere- 
ses directos  ó  Indirectos  de  su  Nación. 

Esta  obligación  de  los  Cónsulea  es  tan  sa- 
grada, que  puede  decirse  que  es  el  ultimo  re- 
curso á  que  apelan  los  representantes  diplomá- 
ticos cuando  se- ven  for7.aJa8  á  suspender  sua 
relaciones  ó  el  ejercicio  de  sus  funciones  en  el 
país  donde  residen,  ó  á  retirarse  de  él  por 
cuülquier  motivo;  v.  gr  ,  en  caso  de  ultraje  ú 
ofensa  á  su  carácter  ó  á  su  Soberano ;  de  obs- 
tinación manifiesta  en  la  Infracción  de  trata- 
dos; de  falta  de  medios  de  comunlcaclou  por 
mar  y  tierra;  de  trastornos  políticos  causados 
por  guerra  extranjera,  por  guerra  civil  ó  por 
desórdenes  populares  de  cualquiera  especie,  et- 
cétera. Bu  estos  casos  ,  los  Hinietros  diplomá- 
ticos participan  üu  retirada  ó  la  suspcaslon  de 
sus  relaciones,  etc.  á  sus  respectivos  Cónsu- 
les; les  encargan  muy  especialmente  protejan 
á  sus  conciudadanos  extranjeros  en  el  pala  y 
los  intereses  de  su  Nación  por  cuantos  medios 
les  sugiera  la  prudencia  y  les  permitan  las  cir- 
cunstancias; comunican  esta  determinación  al 
Gobierno  del  mismo  país  en  donde  están  acrO' 
ditadoa ,  y  le  dan  toda  la  publicidad  que  les  es 
posible  para  que  llegue  á  noticia  de  naciona- 
les y  extranjeros,  Bsta  práctica,  observada  por 
todas  las  Naciones  cultas,  constituye  hoy,  no 
solo  un  principio ,  sino  una  regla  constante  é 
invariable  del  derecho  internacional,  y  pro- 
porciona á  los  Cónsules  la  ocasión  de  ejercer 
el  acto  más  digno  de  su  noble  ministerio.  Aún 
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se  cita  en  la  historia  de  la  diplomacia,  como 
ejemplo  de  habilidad ,  do  circanspeccioQ  y  de 
energía,  la  conducta  que  observaron  D.  Fran- 
cisco Bscarano,  Cónsul  de  España  en  Londres, 
cuando  por  los  anos  de  1775  á  1779  le  dejó 
encomendados  los  intereses  de  España  y  de  los 
españoles  residentes  en  Inglaterra  el  Embaja- 
dor, Marqués  de  Almodóvar,  al  retirarse  éste 
violentamente  de  aquella  corte;  y  más  espe- 
cialmente y  con  mayor  motivo  D.  José  de  Oca- 
riz,  Cónsul  general  de  España  en  París,  á  quien 
cupo  en  suerte  luchar  él  solo  con  todos  los 
horrores  de  la  revolución  de  Francia  en  1793. 
No  menos  digna  de  elogio  y  de  imitación  es  la 
conducta  que  han  tenido  en  nuestros  dias  los 
Cónsules  de  la  mayor  parte  de  las  Potencias  de 
Europa  y  América  en  medio  de  las  revolucio- 
nes y  guerras  civiles. 

Las  Naciones  que  primero  determinaron, 
aunque  aisladamente,  las  atribuciones  de  sus 
respectivos  Cónsules  fueron  España  y  Fran- 
cia, estando  éstas  consignadas  en  diferentes 
Reales  órdenes,  providencias  y  reglamentos  ex- 
pedidos desde  el  año  1728  hasta  1768.  Des- 
pués quedaron  fijadas  de  un  modo  definitivo  y 
preciso  las  atribuciones,  prerogativas  é  in- 
munidades de  los  mismos  Cónsules  en  el  tra- 
tado celebrado  entre  ambas  Potencias,  y  fir- 
mado en  el  Pardo  el  d  la  13  de  Marzo  de 
1769  (1). 

Sin  embargo,  cuando  por  tratados  ó  con- 
venciones particulares  no  establecen  las  Nacio- 
nes entre  j9i  las  inmunidades,  privilegios  ó 
exenciones  de  que  deben  gozar  sus  Cónsules 
respectivamente,  disfrutan  éstos  de  las  gene- ' 
rales  y  comunes  que  tiene  establecidas  la  prác- 


(1)  Véase  la  obra  de  Práctica  forense  del  Ma- 
gistrado D.  Manuel  de  la  Peña  v  Peña:  el  apéndi- 
ce al  tomo  1.°,  desda  el  núm.  12  hasta  el  141,  sobre 
^  qué  deban  ceñirse  las  funciones  de  los  (Jó  as  ules 

Ír  el  abuso  de  su  intervención  en  asuntos  judicia- 
es;  además  de  las  buenas  citas  de  publicistas  que 
allí  trae  ai  caso,  véase  á  Dou,  que  trata  los  puntos 
siguientes  en  su  obra  de  Derecho  público;  Cónsit^ 
les  y  Vicecónsules,  fin  de  su  nombramiento,  tomo  1  .**, 
pág.  318. — JStts  casas  no  gozan  de  inmiinidad, 
ídem. — Qtte  nopiiedenejercer jurisdicción,  idem.-— 
Están  exentos  de  cargas  concejiles,  idem. — Provi- 
dencias particulares  en  cuanto  á  los  de  España 
con  los  de  Francia,  la  Puerta  Otomana,  Trípoli, 
A  rgelji  Genova,  idem. — Véase  la  ley  5.*,  tít.  11,  li- 
bro 6.  ,  Novísima  Recopilación,  y  la  6.*,  que  es 
el  decreto  de  1.®  de  Febrero  de  1765,  y  su  nota, 
Reglamento  sobre  requisitos  />a;  a  el  estahlecimien- 
to  de  Cónsules  y  Vicecónsules,  exenciones  y  uso  de 
sus  /ff^tdtades, — La  7.*,  Registro  de  las  casas  de 
los  comerciantes  extranjeros  por  los  depeiviierUes 
d€  Rentas,  sin  citación  ni  asistencia  de  su  Cónsul 
en  los  casos  de  fundada  sospecha  de  contrabando, 
y  su  nota,  que  es  resolución  de  22  de  Agosto  de 
1780. — V¿ise  también  á  Olmeda  en  su  obrado  De- 
recho público,  cap.  2*^ 


tica  constante,  fundada  en  las  leyes  del  dere- 
cho internacional  y  observada  y  respetada  en 
todos  los  pueblos  cultos.  Bl  ultimo  tratado  en- 
tre Francia  y  España,  que  determina  las  atri- 
buciones de  sus  respectivos  Agentes,  es  el  fir- 
mado en  Madrid  el  7  de  Enero  de  1862. 

Nómbranse  además  de  los  Cónsules  ordi- 
narios (dice  Pando  en  su  Derecho  internacional). 
Cónsules  generales  y  Vicecónsules:  éstos  para 
los  puntos  de  menos  importancia  ó  para  obrar 
bajo  la  dependencia  de  un  Cónsul;  aquellos 
para  jefes  de  Cóusules  ó  para  atender  á  muchas 
plazas  á  un  tiempo;  pero  las  atribuciones  y 
privilegios  de  estos  empleados  son  unos  mis- 
mos respecto  de  los  Gobiernos  extranjeros. 
Aunque  su  nCimero  sea  hoy  considerable,  su 
misión  supone  un  convenio  tácito  ó  expreso,  y 
el  derecho  de  nombrarlos  es  un  derecho  sobe- 
rano. Los  Cónsules  pueden  también,  cuando 
han  recibido  facultad  para  ello,  nombrar  Agen^ 
tes  de  comercio,  cuya  obligación  es  prestar  to* 
dos  los  buenos  oficios  que  estén  á  su  alcance 
á  los  subditos  del  Estado  á  quien  sirven,  man- 
teniendo correspondencia  con  el  Cónsul  respec- 
tivo y  ejecutandD  sus  órdenes. 

Pero  estos  agentes  de  comercio,  llamados 
también  algunas  veces  Agentes  consulares,  no 
gozan  de  los  mismos  privilegios  é  inmunida- 
des que  los  Cónsules,  sino  solamente  de  la 
protección  necesaria  para  desempeñar  con  li- 
bertad é  independencia  las  comisiones  que  se 
les  confia,  á  no  ser  que  se  estipule  otra  cosa 
por   tratados  ó  convenios   especiales.    Véase 

PbEROGATIVAS   DB  los  CÓflSOLBS. 

La  Institución  consular  ha  sido  desgra- 
ciadamente en  España,  perjudicial  á  nuestro 
prestigio  en  el  extranjero  y  á  nuestros  intere  - 
ses  comerciales,  sin  duda  porque  no  se  quiso 
comprender  bien  su  índole  y  su  objeto,  dando 
á  esta  noble  y  provechosa  institución  un  ca- 
rácter esencialmente  político,  llevando  á  los 
Consulados  hombres  sin  más  condiciones  para 
desempeñarlos  que  el  estar  identificados  con 
ésta  ó  la  otra  situación  política. 

Después  de  haber  sido  un  buen  Ministro,  cuán^ 
tose  necesita  todavía  para  ser  un  buen  Cónsul; 
decia  TALLBiaAND. 

Las  Embajadas  se  irán,  pero  quedarán  los  Con^ 
sulados,  dijo  Chatbaubriand. 

Entre  nosotros  es  evidente  que  no  se  ha 
querido  comprender  la  importancia  do  la  car- 
rera consular,  y  de  ahí  el  incomprensible 
desprecio  y  abandono  con  que  ha  sido  tratada 
hasta  ahora.  Siendo  como  es  facultativa,  ha 
^debido  por  lo  tanto  estar  perfecta  y  sólida- 
mente organizada  para  ponerla  á  cubierto  de 
nuestras  miserias,  nuestras  vicisitudes  y  núes-» 
tros  eternos  cambios  políticos. 
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versos  negociados  desús  secciones.— Reunión 
de  cuentas  en  administraciones  publicas  ó 
particulares.  '    .. 

CONTABILIDAD  MEBCANTIL.  Es  un 
deber  sagrado  de  todo  comerciante  lloYar  un 
orden  rigoroso  y  uniforme  de  contabilidad. 
Bstá  fundado  este  deber  que  á  los  comercian- 
tes se  impone,  en  el  enorme  entorpecimiento 
que  los  negocios  habían  de  sufrir  si  el  merca- 
der no  tuviese  á  la  vista  en  un  momento  dado 
el  resumen  general  de  sus  operaciones,  que  le 
marcará  la  conducta  que  debe  seguir  en  lo  ve- 
nidero; además,  el  abuso  que  del  crédito  pu- 
diera hacerse,  la  imposibilidad  de  seguir  asun- 
tos mercantiles  á  alguna  distancia  del  domi- 
cilio del  comerciante,  la  previsión  de  la  ley  en 
amontonar  pruebas  que  prejuzguen  los  liti- 
gios que  puedan  ocurrir  entre  comerciantes,  y 
otras  menos  importantes,  son  razones  que  pre- 
cisan la  exigencia  de  la  ley  en  este  punto. 

Bste  orden  uniforme  y  rigoroso  de  cuenta 
y  razón  se  ha  de  llerar  en  tres  libros ,  á  sa- 
ber: Diario,  Mayor  ó  de  cuentas  corrientes,  y 
de  Inventarios.  En  el  libro  diario  se  asentarán 
dia  por  dia,  y  según  el  orden  en  que  se  veri- 
fiquen, todas  las  operaciones  que  haga  el  co- 
merciante en  su  tráfico,  designando  el  carác- 
ter y  circunstancias  de  cada  operación,  y  el 
resultado  que  produce  á  su  cargo  ó  abono;  de 
manera  que  cada  asiento  ó  partida  manifieste 
quién  sea  el  acreedor  y  quién  el  deudor  ea  la 
negociación  á  que  se  refiere.  Con  respecto  á  los 
mercaderes  ó  comerciantes  al  por  menor ,  en- 
tendiendo por  tales  los  que  en  las  cosas  que  se 
miden  venden  por  varas;  en  las  que  se  pesan 
por  menos  de  arroba;  y  en  las  que  se  cuentan 
por  bultos  sueltos,  no  están  obligados  á  sen- 
tar individualmente  sus  ventas  en  el  libro  dia- 
rio, sino  que  es  suficiente  que  abracen  en  un 
solo  asiento  his  que  hagan  al  contado  durante 
el  dia,  y  pasen  al  libro  de  cuentas  corrientes 
las  que  hagan  al  fiado. 

No  expresa  el  Código  en  su  art.  34  si  l'ss 
cantidades  que  satisface  el  comerciante  ó  re- 
cibe por  actos  no  mercantiles,  como  compra  ó 
venta  de  bienes  raices,  etc. ,  han  de  constar  en 
dinero.  Estos  actos  no  mercantiles  son  sufi- 
cientes para  arruinar  al  comerciante,  y  en  este 
caso  mal  podría  venirse  en  conocimiento  del 
grado  de  culpabilidad  de  éste.  Más  explícitas 
las  leyes  francesas  en  este  punto,  previenen 
que  en  los  asientos  no  debe  mirarse  si  el  dé- 
bito ó  crédito  que  anuncian  son  por  causas 
ajenas  al  comercio,  y  si  solamente  la  relación 
que  tienen  con  la  fortuna  del .  comerciante. 
(R.  25  Nivoso,  año  X.)  El  libro  mayor  ha  de 
contener  las  cuentas  corrientes  que  con  cada 
objeto  ó  persona  tiene  el  comerciante»  las  cua- 


les se  abrirán  por  debe  y  ha  de  haber,  y  á  ellas 
se  trasladarán  por  orden  rigoroso  de  fechas  los 
asientos  del  diario,  bien  á  la  página  del  debe 
sí  la  cuenta  resulta  deudora  del  comerciante, 
ó  bien  á  la  del  haber  si  el  comerciante  resulta 
deudor  de  la  cuenta ;  ó  en  general  se  sentará 
en  el  debe  cuando  la  cuenta  reciba,  y  en  el 
haber  cuando  entregue. 

Asi  en  este  libro  como  ep  el  diario  han  de 
aparecer  las  partidas  que  el  comerciante  ex- 
traiga de  la  caja  para  gastos  domésticos,  con 
las  fechasen  que  lo  verifique.  (Código,  art.  35.) 
El  libro  de  inventarios  debe  comenzar  con 
la  descripción  del  dinero,  bienes  muebles  é  in- 
muebles, deudas,  créditos,  y  en  una  palabra, 
de  cuantos  valores  constituyen  el  capital  del 
comerciante  al  tiempo  de  dedicarse  al  tráfico. 
Anualmente  formará  y  asentará  en  este  libro 
el  balance  de  su  giro,  describiendo  asimismo 
en  él  todos  sus  bienes,  créditos  y  acciones,  así 
como  también  sus  deudas  y  obligaciones  en  la 
fecha  del  balance,  sin  reserva  ni  omisión  al- 
guna.'Tanto  los  inventarios  como  los  balances 
generales  deberán  firmarse  por  todos  los  inte- 
resados en  el  establecimiento  de  comercio  á 
que  correspondan  que  se  hallen  presentes  á  su 
formación.  (C,  art.  36.) 

Posible  seria  que  á  pesar  de  reunir  los  li- 
bros de  contabilidad  las  circunstancias  descri- 
tas, sufriesen  de  parte  del  comerciante  de  mala 
fé  alguna  alteración,  y  la  ley  al  efecto  de  pre- 
caverla, dispone  la  siguiente  (C7.,  art.  41.): 

En  el  orden  de  llevar  los  libros  de  conta- 
bilidad mercantil  se  prohibe: 

1  .*  Alterar  el  orden  de  los  asientos,  no  ve- 
rificándolos en  las  fechas  y  según  el  curso  de 
las  operaciones. 

2.*  Dejar  blancos  ni  huecos  de  tal  manera 
que  los  asientos  se  han  de  suceder  los  unos  á 
los  otros,  inutilizando  la  parte  de  página  que 
pudiera  quedar  sin  escribir. 

3.^  Hacer  interlineaciones.  raspaduras  ni 
enmiendas,  salvándole  las  omisiones  y  equi- 
vocaciones por  medio  de  un  nuevo  asiento,  he- 
cho en  la  fecha  en  que  se  eche  de  ver  el  error 
ó  la  omisión. 

CONTAGIO.  Enfermedad  que  se  pega  ó 
comunica  á  muchos,  ó  susceptible  de  contagio. 
Véase  Medidas  sanitaiias. 

CONTENCIOSO.  Epíteto  aplicado  á  las 
materias  sobre  que  se  porfía,  contiende  ó  dis- 
puta. Dícese  del  que  por  costumbre  disputa  6 
contradice  todo  lo  que  los  otros  afirman. — 
Amigo  de  contrariar  ó  disputar;  el  que  tiene 
espíritu  de  contradicción  sistemática. — Apli- 
case al  juicio  que  se  sigue  ante  el  Juez  aobre 
derechos  ó  cosas  que  litigan  entre  sS  varias 
partes  contrarias;  y  es  nombre  CK)lectivo  dado 
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á  los  üegocioB  contencioso- admíDistroti vos  en 
un  sentido  general. 

Bl  ilustrado  periódico  La  Ibertút  del  21  de 
Octubre  de  1874,  publica  acerca  de  este  im- 
portante asunto  de  jurisdicción  contencioso- ad- 
ministrativa el  articulo  que  sigue: 

«Kn  los  momentos  en  que  se  ha  tratado  de 
la  jurisdicción  contencioso  administrativa  por 
la  mayor  parte  de  nuestros  colegas,  y  con  el 
motivo  de  hallarse  pendiente  en  el  Tribunal 
Supremo  el  informe  que  se  le  ha  pedido  sobre 
la  resolución  de  cuestión  tan  ardua,  cumple  al 
partido  constitucional  discutir  la  indicada  cues- 
tión, no  solo  bajo  el  punto  de  vista  legal,  no  solo 
bajo  las  acertadas  inspiraciones  del  dereeho, 
sino  también  bajo  el  criterio  de  los  principios 
políticos,  pues  al  fin,  la  emancipación  de  la  ju- 
risdicción administrativa  del  imperio  de  la  mis- 
ma administración  signiñca  un  progreso  poli- 
tico,  del  cual  no  prescindimos,  deseando  como 
deseamos  vivamente  que  prevalezca  lo  exis- 
tente. 

No  puede  negarse  que  esta  cuestión  es  de 
suma  importancia,  no  solo  bt^o  el  punto  de 
vista  legal,  sino  bajo  el  de  los  prinpipios  polí- 
ticos ó  de  escuela. 

Si  es  innegable  que  .'una  recta  y  bien  or- 
ganizada administración  de  justicia  forma  la 
base  de  todo  sistema  político  liberal,  es  conse- 
cuencia legitima  que  la  regulación  de  las  di- 
versas ramas  que  comprende  son  de  interés 
sumo,  como  acontece  en  lo  contendoso-adminis* 
tralivo. 

Las  relaciones  del  particular  y  de  las  cor- 
porciones  con  el  Bstado  constituyen  la  materia 
contencioso* administrativa;  relaciones  de  tan 
sumo  interés  y  trascenaencla,  que  todos  los  Go- 
biernos y  sistemas  políticos  las  han  mirado  con 
especial  predilección,  ya  por  razón  de  las  par- 
tes contendientes,  ya  por  la  importancia  del 
objeto  que  se  debate,  y  muy  especialmente 
por  el  justificado  afán  de  que  la  administración 
no  fuera  juez  y  parte  al. mismo  tiempo. 

Pero  no  se  trata  de  disertar  académicamen- 
te sobre  los  negocios  contencioso-administrati- 
vos,  sino  de  averiguar  si  con  arreglo  á  los  ade- 
lantos de  la  ciencia  y  á  las  prescripciones  que 
ordena  el  moderno  derecho  publico  constitu- 
cional debe  entender  en  ellos  el  Consejo  de  Bs- 
tado ó  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia. 

Bs  un  principio  inconcuso  que  todo  asunto 
contencioso -administrativo  tiene  por  objeto  la 
declaración  de  un  derecho;  y  siendo  esto  así, 
también  debe  estar  fuera  de  toda  duda  que  á 
un  tribunal  independiente,  como  es  el  Supre- 
mo de  Justicia,  corresponde  la  inteligencia  de 
estas  contiendas. 

Bl  volver  el  conocimiento  de  estos  nego- 


cios al  Consejo  de  Bstado,  á  más  de  ser  con« 
trsirio  á  las  ideas  liberales  que  profesamos,  es 
coa)>pletamente  opuesto  á  los  rectos  principios 
que  prescribe  el  derecho  moderno,  atendiendo  á 
que  el  Consejo  de  Bstado,  en  su  carácter  consul- 
tivo, no  debe,  no  puede  hacer  declaraciones  de 
derecho,  y  dándole  el  carácter  de  tribunal  pa- 
ra la  intervención  de  estos  negocios,  no  ha- 
bría de  reunir  condiciones  de  independencia 
necesarias,  por  ser  cuerpo  amovible,  según  lo 
aconsejan  las  necesidades  de  la  administración 
publica. 

T  es  tan  firme  la  teoría  por  nosotros  ex- 
puesta, se  halla  tan  en  armonía  con  la  políti- 
ca liberal  y  con  las  exigencias  del  moderno 
derecho,  que  en  el  preámbulo  del  decreto  de 
26  de  Naviembre  de  1868  el  Sr.  Romero  Or- 
tiz  decia  con  sobrada  razón  que  la  materia 
contencioso- administrativa  en  manos  del  Con- 
sejo de  Bstado  arrancaba  muchas  cuestiones 
que  debian  ser  de  la  exclusiva  competencia  de 
los  tribunales  de  justicia,  según  los  princi- 
pios fundamentales  de  nuestro  derecho  publi- 
co, atribuyendo  el  conocimiento  de  pleitos  que 
frecuentemente  eran  cuestiones  de  derecho  ci- 
vil, dejando  la  resolución  definitiva  y  ejecutoria 
al  Gobierno  de  lo  que  el  Consejo  de  Bstado  le 
consultaba.  Organización  juridico-política  que, 
según  el  espíritu  del  preámbulo,  no  inspiraba 
confianza  por  ser  uno  de  los  litigantes  parte 
^n  la  contienda. 

Bl  argumento  de  autoridad  que  comenta- 
mos, por  su  fecha,  por  las  circunstancias  en 
que  se  redactó,  por  los  motivos  que  obliga- 
ron á  adoptar  reforma  tan  trascendental,  mani? 
ñestan  que  conservarla  jurisdicción  contencio- 
so <  administrativa  en  er  Tribunal  Supremo  es 
defender  una  de  las  preciadas  conquistas  de  la 
revolución  de  Setiembre,  y  devolverla  á  la  mis- . 
ma  administración  es  negar  loswsaludables  efec- 
tos del  progreso. 

Hé  aquí  por  qué  dijimos  al  empezar  este 
artículo  que  la  presente  cuestión  tiene  su  de- 
fensa más  legítima  dentro  de  los  principios 
políticos  legales. 

Porque  no  puede  desconocerse  que  la  su  - 
presión  de  la  antigua  jurisdicción  en  lo  con-* 
tencioso-administrativo  ha  borrado  en  el  fondo 
la  diferencia  de  lo  contencioso -administrativo 
y  lo  coutencioso-judicial,  porque  ambos  asun- 
tos caen  en  el  fuero  común  de  nuestro  derecho 
civil,  razón  por  la  que  la  jurisciccion  conten- 
cioso-administrativa  ha  desaparecido  por  com- 
pleto, pues  la  distinción  esencial  nunca  ha 
existido  en  buena  teoría,  porque  ambas  son 
contiendas  de  derecho.  Conservar  las  dos  ju- 
risdicciones seria  un  contrasentido  y  una  ano- 
malía jurídica. 

18 


n«\J«^uaü  •ub»Ítt6Qt6  la  inteligencia  de  la 
uial^ria  oimtenoloao-admlnistratiya  al  Supre- 
\uo  Trtbuual  de  Justicia  en  la  forma  y  condi- 
OKM\0«  qae  hoy  tiene,  y  robustecido  por  la 
^lo^lla  qne  le  presta  la  asesoría  general  de  Ha* 
cti«uda«  como  representante  de  la  personalidad 
legal  de  la  misma,  quedan  garantidos  sas  sa- 
grados derechos,  qae  son  los  de  la  sociedad; 
oftece  conflansa  y  s^aridad  en  los  sayos  al 
interés  particular  y  las  justas  exigencias  de  la 
opinión  pública,  contituyendo  asi  eu  sa  orga- 
ui^mp  politíco-legal  una  institución  que  se 
aproxima  al  ideal  deseado  por  lo  delicado  que 
de  suyo  tienen  estas  materias,  y  cuyasubsis* 
tencia,  en  la  forma  que  hoy  tiene,  defendemos, 
por  encontrarla  conformo  con  los  sanos  princi^ 
pios  que  entraña  el  derecho  moderno. » 

CONTBABAKDO.  Lleva  este  nombre  el 
comercio  que  se  hace  con  géneros  cuya  venta 
se  halla  prohibida  por  las  leyes,  por  reputarse 
dahosa  á  la  industria  propia,  ó  con  efectos  cu- 
yo tráfico  está  concentrado  en  manos  del  So- 
berano. Como  el  fin  principal  de  las  leyes  es  el 
bien  y  la  prosperidad  del  Estado,  de  aquí  na- 
ce que  el  que  se  desentiende  de  su  obediencia 
sufíre  el  rigor  de  las  penas  con  que  se  asegura 
su  cumplimiento. 

Esta  máxima,  que  sirve  de  sosten  á  las 
sociedades,  y  que  no  debiera  convertirse  en  un 
lazo  funesto  para  complicar  á  los  hombres  y 
sacrificarlos  á  la  equivocación  de  los  principios 
económicos,  por  desgracia  ha  sufrido  altera- 
ciones en  su  aplicación,  y  los  presidios  y  las 
cárceles  conservan  el  depósito  de  las  victimas 
que  sacrifica  la  equivocación  funesta  de  los 
encargados  del  gobierno  de  la  Hacienda. 

Bl  contrabando,  según  Say,  es  un  delito 
nuevo.  Las  leyes  llaman  criminales  las  accio- 
nes que  de  suyo  son  inocentes,  .y  castigan  á 
algunos  infelices  que  realmeote  trabajan  por 
la  prosperidad  nacional.  (Libro  1.°,  capitu- 
lo 17.) 

Bl  economista  español  D.  Miguel  Osorio  y 
Redin,  que  escribía  á  fines  del  siglo  XVH  su 
Discurso  uninersal,  decía  que  el  medio  de  quitar 
los  eojUrabandistas  era  bajar  el  precio  de  los  ffénS" 
ros  estancados. 

Canga  Arguelles,  en  su  Memoria  presen- 
tada en  el  Congreso  de  Amiens,  decia  lo  que 
sigue: 

((Quítense  los  alicientes  de  la  ganancia,  y 
se  quitará  el  contrabando:  sobre  la  mala  cali- 
dad de  los  géneros  estancados,  aumentar  su 
precio,  es  provocar  el  interés  individual,  fo- 
mentando los  delincuentes  para  tener  el  placer 
de  sacrificarlos  á  la  venganza  de  los  regla- 
mentos. » 

Bn  las  Ordenanzas  generales  de  la  renta  de 
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Aduanas,  Üt.  4.^,  se  hace  la  clasificación  de 
los  hechos  pemiles: 

'(Art.  201.  Las  infracciones  penables  de 
las  reglas  establecidas  en  estas  Ordenanzas  se 
dividen  en  delitos  y  faltas. 

Son  delitos  los  actos  de  contrabando  y  de 
defraudación  clasificados  y  penados  como  ta- 
les en  la  legislación  especial  establecida  al 
efecto  ó  que  en  adelante  se  estableciere. 

Art.  203.  8q  juzgarán  los  delitos,  y  se  les 
impondrán  las  penas  correspondientes,  por  me- 
dio de  un  procedimiento  especial  que  se  lla- 
mará administrativo-judicial,  y  consistirá  en 
resolver,  primero  la  Autoridad  administrativa 
acerca  de  la  legalidad  de  la  aprehensión,  y  de 
la  procedencia  de  la  multa  igual  al  valor  ofi- 
cial del  género,  y  en  conocer  después  del  he- 
cho el  Tribunal  ordinario  para  juzgar  á  los  reos 
é  imponerles  las  demás  penas  que  merezcan 
por  el  delito  de  contrabando  ó  de  defrauda- 
ción, y  por  los  delitos  conexos  que  hayan  co- 
metido.» 

(Véanse  los  articules  205  y  206,  relativos 
á  las  personas  que  cometen  el  delito  de  con- 
trabando y  sobre  la  jurisdicción  que  ejercen 
las  Aduanas.) 

La  Real  orden  de  15  de  Julio  de  1835,  del 
Sr.  Secretario  del  Despacho  de  Hacienda,  pre- 
viene que  los  Cónsules  no  deben  detener  niu  - 
gun  barco  español  cargado  de  contrabando,  y 
que  la  acción  de  ellos  debe  concretarse  á  dar 
aviso  á  la  autoridad  competente  del  punto  don- 
de se  dirija  el  buque.  Véase  Lastib. 

Recompensa  por  denunciar  contrabando. — La 
circular  del  Ministerio  de  Bstado  de  29  de  Se- 
tiembre de  1873,  trasladando  la  del  Sr.  Minis- 
tro de  ultramar  de  12  del  mismo,  entre  otras 
cosas  previene: 

« 1  .*  Todo  individuo  nacional  ó  extranjero , 
bien  resida  en  las  islas  (de Cuba,  Filipinas,  etc. ) 
ó  fuera  de  ellas,  puede  hacer  uso  del  derecho 
que  concede  el  decreto  de  28  de  Julio  de  1867 
para  denunciar  contrabando ,  y  será  remune- 
rado con  el  20  por  100  del  valor  de  las  penas 
pecuniarias  que  en  virtud  de  su  denuncia  se 
impongan. 

2.*  Los  Cónsules  de  Bspaña  y  los  emplea- 
dos de  las  aduanas  del  extranjero  qae  con  sus 
avisos  contribuyan  al  descubrimiento  del  fraa* 
de  están  comprendidos  en  la  disposición  an- 
terior. 

3.'  Para  que  el  denunciador  tenga  derecho 
al  20  por  100  mencionado  será  necesario  qne 
la  denuncia  se  haga  por  escrito  duplicado  á 
loH  Intendentes  de  Hacienda  de  las  islas  de 
Cuba  y  Filipinas ,  Jefe  económico  de  la  de 
Puerto-Eico,  ó  Administrador  de  la  Aduana 
en  que  se  intente  cometer  ó  se  haya  cometido 
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el  fraude,  con  los  detalles  y  anticipación  con- 
Tenientes  para  que  pueda  llevarse  á  efecto  la 
aprehensión. 

4/  Las  denuncias  que  se  hagan  desde  el 
extranjero  podrán  dirigirse  por  conducto  de 
los  Cónsules  de  España  ó  directamente  á  las 
Autoridades  mencionadas  en  la  prescripción 
anterior,  aunque  expresando,  además  de  las 
circunstancias  antes  exigidas,  el  nombre  de  la 
persona  ó  personas  que  hayan  de  representar 
al  denunciador  y  percibir  la  parte  que  le  cor- 
responda. 

5/  La  Autoridad  ó  funcionario  que  reciba 
la  denuncia  devolverá  al  denunciador  el  du- 
plicado de  la  misma ,  consignando  bajo  su  fir- 
ma el  dia  y  hora  en  que  le  ha  sido  presenta- 
da, y  si  tiene  ó  no  conocimiento  de  que  exista 
otra  que  verse  sobre  los  mismos  hechos. 

tí/  Los  denunciadores  ó  sus  representan- 
tes tienen  derecho  á  presenciar  la  descarga  ó 
reconocimiento  de  los  efectos  denunciados. 

7/  Cuando  por  consecuencia  de  denuncia 
se  abone  el  20  por  100  antes  citado  á  los  de- 
nunciadores, los  empleados  de  las  aduanas  de 
Ultramar  solo  tendrán  derecho  al  5  por  100 
que  resta  para  completar  el  25  señalado  en 
el  art.  1.*  del  decreto  de  23  de  Julio  de  1867, 
ano  ser  el  caso  previsto  en  el  art.  4.* del  mismo 
decreto. » 

CONTBADECI.ABACIONES.  Véase  Db- 

GLAEACIONES. 

CONTBADICTOBIO  (Juicio).  Una  infor  • 
macion  de  arbitros,  etc. — Todo  acto  que  se  es- 
tablece en  presencia  de  las  partes  interesadas 
que  pueden  contradecir. —Lo  que  tiene  contra- 
dicción con  otra  cosa. 

CONTBAMAESTBE.  Es  el  oficial  direc- 
tamente encargado  de  vigilar  sobre  la  conser- 
Tacion  de  los  aparejos  de  la  nave,  y  mantener 
el  orden,  la  disciplina  y  buen  servicio  en  la 
tripulación;  en  caso  de  imposibilidad  ó  inhabi- 
litación del  Capitán  y  piloto  sucede  á  éstos  en 
el  mando  y  responsabilidad  del  buque. 

El  nombramiento  de  los  contramaestres  se 
hace  por  los  navieros,  debiendo  recaer  en  per- 
sona que  tenga  título  conforme  á  las  Ordenan- 
zas de  matricula  de  mar.  El  Capitán  tiene  el 
derecho  de  propuesta. 

A  los  contramaestres  no  se  les  exige  más 
CMipacidad  que  su  titulo. 

Además  de  las  obligaciones  generales  de 
su  cargo,  la  ley  impone  á  los  contramaestres 
algunas  más  detalladas,  que  tienen  por  objeto 
el  beneficio  directo  de  la  nave  y  su  cargamen- 
to; asi,  pues,  deben  proponer  al  Capitán  las 
reparaciones  que  crean  convenientes  en  los 
aparejos  del  buque.  Deben  además  encargarse 
por  inventario  de  los  mismos  aparejos  y  per- 


trechos, cuidando  de  su  conservación  y  custo- 
dia en  el  caso  de  desarmarse  la  nave ,  y  sola- 
mente el  naviero  puede  relevarles  de  este 
cargo. 

Tocante  al  cargamento,  es  deber  suyo  ar  • 
reglarlo  en  buen  orden,  y  tomar  cuantas  pre- 
cauciones le  sugiera  su  celo  á  fin  de  que  no 
padezca  averías. 

Debe  tener  también  expedito  el  buque  para 
las  maniobras  que  exige  la  navegación. 

CONTRATO.  Convención  entre  diferen* 
tes  individuos  para  hacer  ó  no  una  cosa.  Pue- 
de ser  el  contrato  un  acto  enteramente  privado 
6  auténtico.  También  puede  ser  Hnalagmático  y 
bilateral  cuando  las  partes  contratantes  se  obli- 
gan recíprocamente  las  unas  para  con  las  otras; 
unilateral  cuando  una  ó  muchas  personas  se 
comprometen  en  una  sola  ó  varias,  sin  que  és- 
tas contraten  por  su  parte  algún  compromiso; 
aleatorio  cuando  el  equivalente  consiste  en  be- 
neficio ó  pérdida  para  cada  una  de  las  partes 
por  resultas  de  una  ocurrencia  incierta:  el  con< 
trato  de  henejlcencia  es  el  que  procura  un  be- 
neficio gratuito,  y  el  oneroso  cuando  media  in- 
terés reciproco.  *Bl  contrato  enjltéuíico  es  una 
convención  mutua,  por  el  cual  el  dueño  de  una 
heredad  ú  otra  posesión  inmueble,  reservando 
en  si  el  dominio  dire.cto  de  ella,  la  trasfiere 
con  el  ¿til  á  otro,  el  cual  se  obliga  á  pagarle 
cierta  pensión  anual  en  reconocimiento  del 
dominio  directo,  ó  en  recompensa  de  los  frutos 
de  que  se  utiliza,  y  no  puede  enaj  Miar  la  cosa 
dada  en  enfitéusis  sin  la  licencia  del  dueño  del 
dominio.  El  contrato  licito  es  el  que  está  ar- 
reglado á  las  leyes  y  buenas  costumbres,  y  el 
ilícito  el  que  se  celebra  contra  las  leyes  y  bue- 
nas costumbres.  El  contrato  nominado  es  aquel 
que  además  del  nombre  genérico  tiene  el  suyo 
especifico  y  particular,  como  el  de  compra  y 
venta,  locación  y  conducción  y  otros. 

La  Real  orden  circular  de  22  de  Octubre 
de  1851  del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia 
previene: 

«Articulo  único.  Son  válidos  y  causan  ante 
los  Tribunales  españoles  los  efectos  que  proce- 
dan en  justicia  todos  los  contratos  y  demás 
actos  públicos  notariados  en  Francia  y  en 
cualquiera  otro  pais  extranjero ,  siempre  que 
concurran  en  ellos  las  circunstancias  siguien- 
tes: 1 .'  Que  el  asunto,  materia  del  acto  ó  con- 
trato sea  licito  y  permitido  por  las  leyes  de 
España.  2.*  Que  los  otorgantes  tengan  aptitud 
y  capacidad  legal  para  obligarse  con  arreglo 
á  las  de  su  pais.  3.*  Que  en  el  otorgamiento 
se  hayan  observado  las  fórmulas  establecidas 
en  el  pais  donde  se  han  verificado  los  actos  ó 
contratos.  4.*  Que  cuando  éstos  contengan  hi- 
poteca de  fincas  radicantes  en  España,  se  ha* 
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ya  tomado  razón  en  los  respectivos  registros 
del  paeblo  donde  estén  situadas  las  fincas  den- 
tro del  término  de  tres  meses  si  los  contratos 
se  hubiesen  celebrado  en  los  Bstados  de  Euro- 
pa; de  nueve  si  lo  hubieran  sido  en  los  de 
América  y  África,  y  de  un  año  si  en  los  de 
Asia.  5.*  Que  en  el  país  del  otorgamiento  se 
conceda  igual  eficacia  y  validez  á  los  actos  y 
contratos  celebrados  en  el  territorio  de  los 
dominios  españoles.» 

Contrato  enire  Capüanes  y  tripulantes.  La 
Real  orden  circular  del  Ministerio  de  Estado 
de  14  de  Noviembre  de  1862  traslada  la  del 
Ministerio  de  Marina  de  3  del  mismo,  resol- 
viendo por  punto  general: 

((Que  los  Cónsules  de  España  en  el  extran- 
jero quedan  investidos  de  las  facultades  de  vi- 
sar y  autorizar  los  contratos  entre  los  Capi- 
tanes y  tripulantes,  del  mismo  modo  que  lo 
ejecutan  en  los  puertos  de  España  los  Coman- 
dantes de  marina  de  las  provincias  y  ayudan- 
tes  de  los  distritos.» 

CONTBATO  DE  FLET AMENTO.  Es 
el  convenio  en  virtud  del  cual  el  propietario  ó 
Capitán  de  una  nave  alquila  ésta  en  todo  ó  en 
parte  para  el  trasporte ,  mediante  un  precio 
convenido. 

La  persona  que  alq^jla  la  nave  se  llama 
fletante-,  la  que  la  toma  en  alquiler  fletador,  y 
el  precio  convenido  flete. 

Las  maneras  de  celebrar  este  contrato  son 
muy  varias:  unas  veces  se  alquila  la  totalidad 
del  buque,  y  entonces  se  llama  fletamento  to- 
tal; otras  se  alquila  una  parte,  y  entonces  to^ 
ma  el  nombre  de  parcial:  en  ocasiones  es  uno 
solo  el  fletador,  y  en  ocasiones  son  varios:  ora 
se  celebra  por  un  numero  determinado  de  dias 
ó  meses,  ora  para  todo  el  viaje  de  ida,  ora  pa- 
ra el  de  vuelta,  ora  para  ambos.  Por  último, 
en  unos  casos  se  fijan  los  fletes  por  todo  el 
viaje,  en  otros  por  meses,  pactándose,  ya  por 
toda  la  carga,  ya  á  un  tanto  por  tonelada. 

Las  personas  que  pueden  dar  la  nave  en 
alquiler  son  el  naviero  y  el  consignatario,  ó 
el  Capitán:  en  cuanto  á  los  que  pueden  tomar- 
la alquilada  son  cuantos  tienen  aptitud  para 
contratar  y  obligarse. 

La  convención  de  fletamento,  para  ser  obli* 
gatería  ha  de  redactarse  por  escrito  en  una 
escritura  particular  para  esta  especie  de  con- 
tratos, llamada  ^(>¿úa  de  fletamento,  de  que  ca- 
da una  de  las  partes  contratantes  debe  recoger 
un  ejemplar  firmado  por  todas  ellas,  ó  por  dos 
testigos  por  cada  una  de  las  que  no  sepan  fir- 
mar. El  hecho  de  la  carga  constará  en  un  do- 
cumento, donde  á  la  par  se  detallarán  la  cali- 
dad, cantidad,  número  de  los  bultos  y  sus 
marcas;  esta  escritura  se  llama  conocimiento,  y 


cada  una  de  las  partes  tiene  derecho  á  exigir 
de  las  demás  por  lo  menos  un  ejemplar  firma- 
do de  su  mano.  (C,  738.) 

En  toda  escritura  de  fletamento  se  hará 
expresa  mención  de  cada  una  de  las  siguien- 
tes circunstancias: —1.*  La  dase,  nombre  y 
porte  del  buque.— 2.*  Su  pabellón  y  puerto  de 
matricula. — 3.'  El  nombre,  apellido  y  domici- 
lio del  Capitán.  — 4.*  El  nombre,  apellido  y  do- 
micilio del  naviero,  si  fué  éste  quien  contrató 
el  fletamento. — 5.*  El  nombre,  apellido  y  do- 
micilio del  fletador,  y  obrando  éste  en  comi- 
sión el  de  la  persona  por  cuya  cuenta  hace  el 
contrato. — 6.*  El  puerto  de  carga  y  el  de  des- 
carga.— 7.*  La  cabida,  número  de  toneladas  ó 
cantidad  de  peso  ó  medida  que  se  obliguen 
respectivamente  á  cargar  ó  recibir. — 8.*  El 
flete  que  se  ha  de  pagar,  según  las  convencio- 
nes particulares  —9.*  El  tanto  que  se.  ha  de 
dar  por  capa,  entendiéndose  por  tal  la  canti- 
dad alzada  que  se  abona  al  Capitán  por  los 
gastos  menudos  que  tiene  que  satisfacer. — 
10.  Los  dias  convenidos  para  la  carga  y  la 
descarga.  — 11.  Las  estadías  y  sobreestadias 
que  pasados  aquellos  habrán  de  contarse,  y  lo 
que  se  haya  de  pagar  por  cada  una  de  ellas. 
Últimamente,  en  la  misma  póliza  hau  de  com- 
prenderse los  pactos  especiales  que  convengan 
las  partes,  siendo  circunstancia  precisa  que  el 
contrato  conste  en  el  papel  del  sello  corres- 
pondiente á  la  cantidad  que  exprese,  sirvien- 
do de  regulador  el  precio  del  flete  y  el  interés 
ó  premio  estipulado.  (C,  737.) 

La  póliza  de  fletamento  puede  ser  pública 
y  privada:  pública,  cuando  se  extiende  con 
intervención  de  corredor ,  certificando  este 
funcionario  la  autenticidad  de  las  firmas  de  las 
partes  contratantes  y  que  se  pusieron  á  pre- 
sencia suya;  privada,  cuando  se  celebra  sin 
concurso  de  corredor  y  con  solas  las  firmas  de 
las  partes  contratantes.  En  ambos  casos  hace 
fé  en  juicio,  si  bien  en  el  segundo  ha  de  pre- 
ceder el  reconocimiento  de  las  firmas  por  los 
que  las  estamparon.  [C,  740  y  742.) 

Todo  contrato  se  rescinde  cuando  está  for- 
mado en  contravención  á  las  reglas  generales 
sobre  la  formación  de  contratos,  ó  á  las  parti- 
culares de  la  clase  á  que  pertenezca;  necesa- 
riamente es  nulo,  produce  la  rescisión.  Ade- 
más, unas  veces  la  rescisión  se  limita  simple- 
mente á  extinguir  las  obligaciones,  otras  da 
lugar  además  á  una  indemnización;  á  veces 
procede  de  derecho  y  á  veces  á  petición  de 
parte. 

OOKTBATO  Á  LA  aBITBSA.  Véase 
Gedrsa. 

CONTRATOS.  Véase  Actos  MOTAatADOS. 

CONTUMACIA.  La  tenacidad  ó  pertina* 
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cía  en  no  responder  ó  comparecer  en  Juicio  el 
reo  ó  actor  dentro  del  término  de  la  citación  ó 
llamamiento  hecho  por  el  Jaez.  Véase  Be- 

BSLDÍA. 

CONVENIO.  Compromiso  solemne  qae 
reciprocamente  une  entre  si  á  los  Estados,  ó 
bien  á  las  personas  que  mutuamente  los  re- 
presentan. Puede  ser  expretoó  tácito,  principal 
ó  accesorio.  Cuatro  condiciones  se  exig^en  para 
la  validez  de  un  convenio:  el  consentimiento, 
la  capacidad  de  poder  contratar,  un  objeto  de- 
terminado que  constituye  el  contrato  y  una 
causa  licita  que  autorice  la  obligación.  Los 
convenios  pueden  ser  civiles  ó  comerciales; 
ellos  suelen  ser  transitorios,  diferenciándose 
de  los  tratados  en  cuanto  á  que  éstos  tienen  más 
estabilidad. 

Se  establecen  entre  las  Naciones;  conve- 
nios de  tregua,  de  armisHcio,  de  suspensión  de 
hostilidades,  de  subsidios,  de  comercio,  de  nave^ 
gadon  y  de  neutralidad  en  tiempos  de  guerra. 
La  Gran  Bretaña,  que  no  admite  el  principio 
que  el  pubellon  cubre  la  mercancía,  ha  estipula- 
do más  de  una  vez  en  sentido  favorable  al  pa- 
bellón de  las  Naciones  beligerantes,  según 
puede  verse  en  los  tratados  firmados  por  ella 
en  1668  y  1675  con  la  Holanda,  en  1667  y 
1713  con  la  España,  en  1677  y  1713  con  la 
Francia,  en  1766  con  la  Rusia  y  en  1856  con 
la  Suecia. 

Hó  aqui  los  convenios  quo  la  España  ha 
estipulado  con  otras  Naciones  desde  el  año  de 
1834  hasta  1870: 

4 

Convenio  para  el  arreglo  de  reclamaciones 
entre  España  y  los  Estados-Unidos  de  Améri- 
ca ,  firmado  en  Madrid  ei  1 7  de  Febrero  de 
1834. 

Convenio  entre  entre  España  y  la  Gran 
Bretaña  para  organizar  una  legión  británica  al 
servicio  de  Doña  Isabel  II,  firmado  en  Londres 
el  28  de  Junio  de  1835. 

Convenio  entre  España  y  Francia,  ponien- 
do al  servicio  de  S.  M.  C.  un  cuerpo  de  tropas 
extranjeras ,  firmado  en  Paris  el  28  de  Junio 
de  1835. 

Convenio  entre  España  y  Portugal  para  la 
libre  navegación  del  rio  Duero,  firmado  en  Lis- 
boa el  31  de  Agosto  de  1835. 

Congenio  entre  España  y  Portugal ,  ofre-» 
ciéndose  esta  Nación  á  cooperar  al  término  de 
la  guerra  civil  de  España  con  una  división  de 
tropas  portuguesas,  firmado  en  Lisboa  el  24  de 
Setiembre  de  1835. 

Convenio  entre  España  y  Bélgica ,  facul^ 
tando  á  los  subditos  de  la  una  para  adquirir, 
heredar  y  disponer  de  sus  bienes. en  el  territo- 
rio de  la  otra,  firmado  en  Madrid  el  1.*  de 
Marzo  de  1839. 


Convenio  entre  España  y  Dinamarca  para 
la  abolición  del  derecho  de  ad  venia ,  firmado 
en  Madrid  el  22  de  Marzo  de  1840. 

Convenio  entre  España  y  Suiza ,  aboliendo 
los  derechos  de  extranjería ,  firmado  en  Berna 
el  23  de  Febrero  de  1841. 

Convenio  entre  España  y  Suecia,  facultan- 
do á  los  respectivos  subditos  para  extraer  los 
bienes  adquiridos  en  el  país  de  su  residencia, 
firmado  de  Stockolmo  el  26  de  Abril  de  1841. 

Convenio  celebrado  con  el  Valle  de  An- 
dorra par  a  levantar  la  incomunicación  en  que 
se  hallaba  con  Cataluña,  firmado  en  Madrid  el 
17  de  Junio  de  1841. 

Convenio  de  navegación  y  comercio  entre 
España  y  Bélgica,  firmado  en  Bruselas  el  25 
de  Octubre  de  1842. 

Convenio  para  arreglar  el  cambio  de  cor- 
respondencia entre  España  y  Bélgica,  firmado 
en  Madrid  el  27  de  Diciembre  de  1842. 

Convenio  de  limites  de  España  por  Ceuta 
con  Marruecos,  firmado  en  Larache  el  6  de  Ma- 
yo de  1845. 

Convenio  para  el  arreglo  de  atribuciones 
consulares  entre  España  y  Portugal,  firmado 
en  Lisboa  el  26  de  Junio  de  1846. 

Convenio  de  correes  entre  España  y  Fran* 
cia,  firmado  en  Madrid  el  17  de  Julio  de  1849. 

Convenio  entre  España  y  Portugal,  fijando 
la  indemnización  dol  tránsito  de  la  correspon- 
dencia ,  firmado  en  Madrid  el  2  de  Junio  de 
1850. 

Convenio  de  correos  entre  España  y  Por- 
tugal ,  firmado  en  Madrid  el  22  de  Junio  do 
1850. 

Convenio  entre  España  y  Francia  para  ase- 
gurar la  recíproca  extradición  de  los  malhecho- 
res, firmado  en  Madrid  el  26  de  Agosto  de 
1850.  Véase  Malhrghoibs. 

Convenio  de  correos  entre  España  y  Suiza, 
firmado  en  Basilea  el  2  de  Noviembre  de  1850. 

Convenio  entre  España  y  Francia  sobre  el 
régrioieu  del  hospital  de  San  Luis  en  Madrid , 
firmado  en  la  c<}rte  de  España  el  21  de  Marzo 
de  1851. 

Convenio  entre  España  y  Cerdeña  para  el 
recíproco  cumplimiento  de  las  sentencias  ó  au- 
tos judiciales  en  materia  ordinaria  civil  y  co- 
mercial ,  firmado  en  Madrid  el  30  de  Junio  de 
1851. 

Convenio  de  correos  entre  España  y  Cerde- 
ña, firmado  en  Madrid  el  29  de  Setiembre  de 
1851. 

Convenio  de  correos  entre  España  y  Pru* 
sia,  firmado  en  Madrid  el  30  de  Abril  de  1852. 

Convenio  de  correos  entre  España  y  Bél- 
gica, adicional  al  de  17  de  Julio  de  1849,  fir- 
mado en  Madrid  el  4  de  Octubre  de  1852* 


í 


CON 


—  1Í2  — 


CON 


Convenio  enireBspafiay  Wurtemberg  para 
la  abolición  de  los  derechos  de  advenía,  fir- 
mado en  París  el  24  de  Mayo  de  1853. 

Convenio  entre  Bspaña  y  la  República 
mejicana  sobre  reclamaciones  y  pago  de  cré- 
ditos, llrmado  en  Méjico  el  12  de  Noviembre 
de  1853. 

Convenio  entre  Espafia  y  Francia  sobre 
propiedad  literaria,  firmado  en  Madrid  el  15 
de  Noviembre  de  1853. 

Convenio  para  el  arreglo  de  las  relaciones 
judiciales  entre  España  y  las  Dos-3icilÍas,  fir- 
mado en  Ñápeles  el  11  de  Marzo  de  1854. 

Convenio  de  telégrafos  entre  Bspaña,  Fran- 
cia, Bélgica,  Cerdeña  y  Suiza,  firmado  en  Pa- 
rís el  29  de  Diciembre  de  1855. 

Convenio  consular  entre  España  y  Cerde- 
ña, firmado  en  París  el  3  de  Abril  de  1856. 

Convenio  entre  España  y  Portugal  para  el 
servicio  de  la  correspondencia  telegráfica,  fir- 
mado en  Madrid  el  13  de  Junio  de  1857. 

Convenio  sobre  obras  literarias  y  artísti- 
cas entre  Bspaña  y  la  Gran  Bretaña,  firmado 
en  Madrid  el  7  de  Julio  de  1857. 

Convenio  entre  España  y  Cerdeña  para 
asegurar  la  recíproca  extradición  de  malhe- 
chores, firmado  en  Turin  el  6  de  Setiembre 
de  1857. 

Convenio  para  regularizar  las  comunica- 
ciones de  correos  entre  Bspaña  y  la  Gran  Bre- 
taña, firmado  en  Aranjuez  el  21  de  Mayo 
de  1858. 

Convenio  consular  entre  España  y  el  Gran 
Ducado  de  Hesse,  firmado  en  París  el  30  de 
Junio  de  1858. 

Convenio  sobre  propiedad  literaria  y  ar- 
tística entre  España  y  Bélgica,  firmado  en 
Bruselas  el  30  de  Abril  de  1859. 

Convenio  de  telégrafos  entre  varias  Nacio- 
nes y  aceptado  por  España,  en  Marzo,  Abril  y 
Mayo  de  1859. 

Convenio  para  la  extradición  de  malhecho- 
res entre  España  y  Monaco,  firmado  en  París 
el  15  de  Junio  de  1859. 

Convenio  de  correos  entre  Francia  y  Bs- 
paña,  firmado  en  San  Ildefonso  el  5  de  Agos- 
to de  1859. 

Convenio  de  límites  de  Melilla,  firmado  en 
Tetuan  el  24  de  Agosto  de  1859. 

Convenio  adicional  al  Concordato  de  1851 
entre  Bspaña  y  la  Santa  Sede,  firmado  en  Ro- 
ma el  25  de  Agosto  de  1859. 

Convenio  para  el  arreglo  de  las  relaciones 
con  Méjico,  firmado  en  París  el  26  de  Setiem- 
bre de  1859. 

Convenio  para  la  extradición  de  malhecho- 
res entre  Bspaña  y  Prusia,  firmado  en  Berlín 
el  15  de  Enero  de  1860. 


Convenio  entre  Bspaña  y  Cerdeña  para 
asegurar  recíprocamente  la  propiedad  litera- 
ria, firmado  en  Turin  el  9  de  Febrero  de  1860. 

Convenio  entre  España  y  Dinamarca  para 
asegurar  el  tránsito  por  el  Sund,  firmado  en 
Madrid  el  25  de  Febrero  de  1860. 

Convenio  para  arreglar  la  deuda  entre  Bs- 
paña y  Dinamarca,  firmado  en  Madrid  el  25 
de  Febrero  de  1860. 

Convenio  entre  Bspaña  y  Baviera  para  la 
extradición  de  malhechores,  firmado  en  Viena 
el  28  de  Junio  de  1860. 

Convenio  entre  Bspaña  y  Badén  para  la 
extradición  de  malhechores,  firmado  en  Viena 
el  24  de  Diciembre  de  1860. 

Convenio  do  correo/^  entre  Bspaña  y  Bél- 
gica, firmado  en  Madrid  el  20  de  Febrero 
de  1861. 

Convenio  entre  Bspaña  y  Austria  para  la 
extradición  de  malhechores,  firmado  en  Viena 
el  17  de  Abril  de  1861. 

Convenio  entre  España  y  otras  Naciones 
para  la  abolición  del  derecho  de  Stade  en  Han- 
nover,  firmado  el  22  de  Junio  de  1861. 

Convenio  arreglado  de  cuestiones  entre  Bs- 
paña y  Venezuela,  firmado  en  Santander  el  12 
de  Agosto  de  1861. 

Convenio  entre  Bspaña,  Francia  é  Ingla- 
terra para  ejercer  su  mCitua  accionen  Méjico, 
firmado  en  Londres  el  31  de  Octubre  de  1861. 

Convenio  consular  entre  Francia  y  Espa- 
ña, en  el  que  se  consignan  y  establecen  las 
prerogativas  consulares,  los  derechos  de  los 
subditos  de  ambas  Naciones,  etc.,  firmado  el  7 
de  Enero  de  1862. 

Convenio  especial  de  comercio  entre  Espa- 
ña y  Francia,  firmado  en  Madrid  el  18  de  Ju- 
nio de  1865.  En  este  convenio  se  suprimen  los 
recargos  de  Aduana  impuestos  en  Francia  á  la 
importación  por  tierra  de  los  objetos  de  proce- 
dencia ó  de  manufactura  española,  y  recípro- 
camente los  recargos  de  Aduana  impuestos  en 
Bspaña  á  la  importación  por  tierra  de  los  ob- 
jetos de  procedencia  ó  de  manufactura  france- 
sa. Al  anterior  convenio  hay  aneja  una  tarifa 
de  los  derechos  de  importación  en  España,  ea 
la  que  se  modifican  14  artículos  ó  partidas  del 
Arancel  español  de  25  de  Setiembre  de  1865. 

Convenio  de  correos  entre  España  y  Por- 
tugal, firmado  en  Lisboa  el  2  5  de  Marzo  de  1867. 

Convenio  de  correos  entre  Bspaña  é  Italia, 
firmado  en  Florencia  el  4  de  Abril  de  1867. 

Convenio  de  extradición  de  malhechores 
entre  Bspaña  y  Portugal,  firmado  en  Lisboa 
el  25  de  Junio  de  1867. 

Convenio  sobre  derechos  civiles  y  atribu- 
ciones consulares  entre  España  é  Italia,  firma- 
do en  Madrid  el  21  de  Julio  de  1867. 
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Convenio  para  la  reciproca  extradición  de 
malhechores  entre  Bspaña  y  Bélgica,  firmado 
en  Bruselas  el  17  de  Jalio  de  1870.  {Gaceta 
del  20  de  Agosto  de  1870,  nüm.  232.) 

Conyenio  entre  España  y  Portugal,  fijan- 
do los  derechos  civiles  de  los  ciudadanos  res« 
pectivos  y  las  atribuciones  de  los  Agentes  con- 
sulares destinados  á  protegerlos,  firmado  en 
Lisboa  el  21  de  Febrero  de  1870.  {Gaceta  del  9 
de  Mayo  de  1870,  nüm.  129.) 

Convenio  de  armisticio  entre  España  por 
una  parte,  y  las  Repüblicas  aliadas,  Solivia, 
Chile,  Ecuador  y  Perú,  por  otra,  firmado  en 
Washington  el  li  de  Abril  de  1871.  {Gaceta 
del  14  de  Febrero  de  1872,  nüm.  45.) 

Convenio  celebrado  entre  España  y  Portu- 
gal para  mejorar  el  servicio  telegráfico  entre 
ambos  países,  y  firmado  en  Lisboa  el  17  de 
Febrero  de  1872.  {Gaceta  del  30  de  Mayo  de 
1872,  nüm.  151.) 

Convenio  de  correos  entre  España  y  Ale- 
mania, firmado  en  Berlin  el  19  de  Abril  de 
1872,  con  su  protocolo  al  final,  dejla  misma 
fecha.  Este  convenio,  para  la  conducción  de 
cartas  y  periódicos,  rebaja  á  40  céntimos  de 
peseta  el  porte  de  las  cartas  sencillas  y  fija 
tipos  muy  bajos  para  el  trasporte  de  periódi- 
cos, libros,  litografías,  estampas  y  muestras 
de  comercio.  {Gaceta  del  31  de  Mayo  de  1872, 
número  152.) 

Convenio  consular  entre  España  y  el  Im- 
perio alemán,  firmado  en  Madrid  el  dia  12  de 
Enero  de  1872  y  ratificado  en  debida  forma 
el  24  de  Mayo  del  mismo.  {Gaceta  del  4  de  Ju- 
nio de  1872,  núm.  156.) 

Convenio  de  correos  celebrado  entre  Espa- 
ña y  los  Paises-Bajos,  y  firmado  en  El  Haya 
el  18  de  Noviembre  del  año  de  1871,  el  que 
después  de  ratificado  principió  á  regir  desde 
el  1.'  de  Julio  de  1872.  {Gaceta  del  10  de  Ju- 
nio de  1872,  nüm.  162.) 

Convenio  entre  España  y  Bélgica  para  ase- 
gurar recíprocamente  el  beneficio  de  la  defen- 
sa por  pobre  para  litigar  á  los  nacionales  de 
ambos  países,  firmado  en  Bruselas  el  31  de 
Mayo  de  1872.  {Gaceta  del  8  de  Setiembre  de 
1872,  nüm.  252.) 

COinTENIO  DE  VEBGABA.  El  31  de 
Ag^osto  de  1839,  después  de  siete  años  de  guer- 
ra civil,  yermos  los  campos  de  la  Patria  y 
agotados  todos  los  recursos  de  la  Nación,  los 
ejércitos  beligerantes ,  al  mando  el  liberal  del 
ilustre  Duque  de  la  Victoria  y  el  carlista  bajo 
las  órdenes  de  Maroto,  dieron  término  en  fra- 
ternal abrazo  en  los  campos  de  Vergara  á  una 
lucha  desesperada  y  sangrienta  que  durante 
largo  tiempo  llenó  de  luto  á  inmensidad  de  fa- 
milias. 


¡Cuándo  querrá  Dios  que  estas  fratricidas 
luchas  terminen! 

CONVENIO  ENTBE  LOS  ACBEEDO- 
BBS  T  EL  QUESEADO.  Los  acrcedores,  al  efecto  de 
evitar  los  trámites  de  un  procedimiento  largo, 
penoso  y  quizás  de  resultados  exiguos,  asi  co^ 
mo  también  para  aprovecharse  de  las  buenas 
disposiciones  de  un  deudor  no  culpable  que  se 
presenta  con  el  mejor  deseo  de  lanzarse  de 
nuevo  á  las  especulaciones  con  visos  de  buen 
éxito  y  satisfacer  entonces  los  créditos  que  so- 
bre él  pesan,  los  acreedores,  repetimos,  pue- 
den admitir  del  quebrado  cuantas  proposicio- 
nes les  haga  desde  la  primera  junta  general 
en  adelante  en  cualquier  estado  del  procedi- 
miento, sobre  el  pago  de  sus  deudas.  '(C. ,  11 47  ) 
De  esta  facultad  no  gozarán: 

1.*     Los  alzados. 

2/  Los  quebrados  fraudulentos  desde  que 
los  Jueces  de  comercio  se  inhiban  en  este  con- 
cepto del  conocimiento  de  la  calificación  de  la 
quiebra,  remitiendo  el  expediente  á  la  juris- 
dicción ordinaria. 

3,°  Los  que  habiendo  obtenido  salvo  con- 
ducto para  sus  personas  se  hubieren  fugado  y 
no  se  presentaren  cuando  fueren  llamados  por 
el  Tribunal,  ó  por  el  Juez  comisario  de  la  quie- 
bra. Lo  cual  nada  tiene  de  particular  en  ver- 
dad, puesto  que  la  vindicta  pública  se  interesa 
harto  para  que  pueda  escaparse  á  su  satisfac- 
ción un  criminal ,  bajo  el  protesto  especioso 
del  interés  privado  de  los  acreedores. 

El  convenio,  como  contrato  que  se  verifica 
entre  los  acreedores  y  el  quebrado ,  no  podrá 
hacerse  en  particular  con  un  solo  acreedor,  ni 
en  reuniones  privadas,  según  el  Código,  ar- 
ticulo 1149,  y  su  proposición  formal  ha  de  ser 
hecha  y  deliberada  en  juntado  acreedores.  En 
cuanto  al  que  de  éstos  hiciese  fuera  de  junta 
un  convenio  particular  con  el  quebrado  {Códi'- 
go,  art.  1151],  será  nulo  de  derecho  y  perderá 
las  acciones  de  cualquiera  especie  que  en  la 
quiebra  le  competan ,  y  el  quebrado  por  este 
solo  hecho  será  calificado  de  culpable.  Véanse 
en  el  citado  Código  de  comercio  los  artículos 
1152  al  1163,  y  en  este  Diccionario  Bbhabiu- 

TACION  DEL  QUEBRADO. 

COPIA  DE  DOCUMENTOS.  El  traslado 
sacado  á  la  letra  de  cualquier  escrito.  La  co« 
pia  que  se  saca  de  la  escritura  original  no  ha- 
ce fé  sino  en  cuanto  la  autoriza  el  Escribano 
publico  ante  quien  pasó ,  ü  otro  que  haya  he- 
redado ó  adquirido  los  protocolos  de  éste,  ó 
que  esté  autorizado  para  ello  por  el  Juez  com- 
petente y  con  citación  de  las  partes.  Cuando 
la  copia  de  un  instrumento  público  se  haya  de 
presentar  en  un  Tribunal  donde  no  es  conoci- 
do el  Escribano  que  la  sacó ,  debe  tomarse  la 
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pnotucloa  de  leguliiarla  con  tres  Bscrlbanoa 
que  le  conozcan  y  certifiquen  da  la  firma,  si^- 
no  y  legitimidad. 

La  Real  orden  del  Uinisterio  de  Batado  de 
14  de  Noviembre  de  1864  previene: 

«Bu  TÍ8ta  de  una  conaulta  dirigida  á  este 
Ministerio,  ha  tenido  i  bien  disponer  S.  U.  que 
los  Agentes  consulares  de  BspaBa  en  el  ex- 
tranjero no  focilften  testimonio  ni  copia  de  los 
despachos  y  demás  docnmentos  que  obren  en 
los  archivos  de  sus  Agencias  respectivas  cumo 
no  sea  á  instancia  de  parte  interesada,  y  cons  - 
tando  que  no  son  reservados  y  que  de  su  en- 
trega no  pueden  resultar  perjuicios  al  Bstado 
ó  ék  alguna  tercera  persona;  debiendo  pedir 
autorización  á  este  Uinisterio  en  ultimo  cano 
para  dar  laa  copias  si  insistiesen  en  pedirían 
los  interesados.» 

COBSABIO,  OOBSO.  Gl  que  manda  al- 
guna embarcación  armada  en  corso.  Rn  los 
articulóse.*,  7.',  8.' y  9,*tlt.  10,  Ordenamatda 
ntalriculat,  repitiéndose  en  pirte  lo  dispuesto 
porloB  artículos  104,  105,  tít.  S.'trat.  10  Or- 
dmanat  de  la  Real  armada,  se  prefijan  los  requi- 
sitos indispensables  para  armar  una  embarca- 
ción en  corso,  los  derechos  que  le  com¡>eten  y 
asimismo  alguno  ds  sus  deberes,  lo  que  tam- 
bién deberá  observarse  en  las  Provincias  Vas- 
congadas, según  el  art.  tO.tit.  11,  Ordenamat 
dt  matrienlat,  con  la  sola  direrencia  que  alli  ne- 
cesitará previa  licencia  de  la  Diputación,  ade- 
más de  los  Registros  que  se  exigen  por  marina. 

Bn  el  art.  12  del  tít.  0.*  se  permite  que  los 
buques  armados  en  corso  lleven  tres  cuartas 
parteado  su  gente  no  matriculada,  y  se  declara 
el  fuero  de  marina  á  su  favor  mientras  se  ha- 
llasen embarcados,  lo  que  también  rige  res- 
pecto á  los  buques  armados  en  corso  en  las 
Provincias  Vascongadas,  á  tenor  del  art.  25, 
titulo  II  de  la  expresada  Ordenanza. 

Todo  lo  dicho  y  aun  con  más  extensión 
se  halla  repetido  en  la  Ordtnaiua  de  eorso  de  20 
de  Junio  de  iSOl ,  en  donde  además  se  fijan  y 
establecen  loa  derechos  que  tienen  los  corsa- 
rios, las  acuidades  y  auxilios  quedeben  pres- 
tarles las  Autoridades  de  marina,  las  ventajas 
que  disfrutarán  los  heridos  ó  inutilizados  en 
los  combates,  las  gratificaciones  que  deben 
percibir  además  de  las  presas  que  les  corres- 
ponderán en  su  totalidad;  c¿mo  se  ha  de  re- 
partir el  importe  del  buque  apresado  entre  la 
tripulación  y  oficialidad  del  corsario  apresador; 
quién  ha  de  conocer  del  juicio  que  se  forme 
para  declarar  la  legitimidad  de  la  presa,  y  el 
puato  ¿  que  deben  conducirse  los  buques 
apresados. 

Sobre  el  corso  no  autorizado  legítimamen- 
te, sin  la  competente  Ucencia,  sea  cual  fuere 
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la  Potencia  que  ae  latente  hostilizar,   nuestro 

Código  penal  previene: 

«Art.  l5l.  Bl  que  sin  autoriíacion  legiti- 
ma levantare  tropas  en  el  Reino  para  el  ser- 
vicio de  una  Potencia  extranjera,  6  destinare 
buques  al  corso,  cualquiera  que  sea  el  objeto 
que  se  proponga,  ó  la  Nación  á  que  intente 
hostilizar,  será  castigado  con  las  penas  de 
prialOQ  mayor  y  multa  de  500  á  5. 000  duros,  n 

Bl  Código  de  comercio  dice: 
«Art.  669.  Que  extrayendo  por  violencia 
algún  corsario  efectos  de  la  nave  ó  de  sa  car- 
ga, y  no  siéndole  dado  al  Capitán  Impedirlo, 
formalizará  su  asiento  en  el  diario  de  navega- 
clon,  y  justificará  el  hecho  en  el  primer  puerto 
donde  arribe,  n 

Bl  Agente  consular  debe  cuidar  qne  los 
buques  espaSoles  conserven  la  neutralidad 
debida,  no  tomando  patentes  de  corso  de  Po- 
tencias extranjeras,  asi  como  en  caso  de  guer- 
ra de  nuestro  pais  con  otra  Potencia  debe  el 
Cónsul  vigilar  para  que  los  neutrales  no  tomen 
contra  nosotros  dichas  patentes.  España  no 
admitió  el  principio  del  Congreso  de  Paria  que 
consagra  la  abolición  del  corso. 

Los  buques  apresados  pueden  ser  condu- 
cidos á  puertos  neutrales  bajo  la  lindera  de  la 
Nación  apresadora,  pero  no  puedes  ser  ren- 
didos. 

Según  nuestra  citada  ley  de  corso  de  1801, 
se  apresa  el  cargamento  neutral  bajo  bandera 
enemiga,  pero  no  el  cargamento  enemigo  bajo 
la  bandera  neutral,  si  la  parte  contraria  res- 
peta este  principio,  Dedde  que  hemos  admitido 
en  esta  parte  los  principios  del  tratado  de  Pa- 
rís, la  bandera  neutraliza  el  cargamento,  y  la 
enemiga  no  le  hace  enemigo  no  siéndolo. 

CÓBTE8.  Junta,  reunión,  Asamblea  de 
los  tres  estados  del  Reino  de  Castilla,  clero,  no- 
bleza y  pueblo,  cuyos  representantes  convoca- 
ba el  Rey  para  tratar  y  resolver  los  negocios 
de  mayor  Importancia.  Bn  Aragón,  las  Cortes 
eran  las  Juntas  ó  Ayuntamientos  generales  de 
los  cuatro  brazos  ó  estamentos,  que  represen- 
taban el  Reino,  Bu  Cataluña,  el  Congreso  ge- 
neral 6  Cuerpo  legislativo  del  Principado,  que 
el  Rey  convocaba  y  presidia  en  persona.  Las 
Cortes  de  Navarra  componíanse  de  los  tres  es- 
tados ó  brazos  de  aquel  Reino,  el  eclesiástico, 
el  de  nobleza  6  militar,  y  el  de  las  repúblicas 
ó  universidades,  representado  cada  cual  por  di- 
ferentes Individuos.  Cortes  es  también  la  reu- 
nión é  instalación  del  Senado  y  del  Congreso 
de  Diputados  por  las  provincias,  con  arreglo  i 
la  Constitución  vigente  de  la  Monarquía  espa- 
ñola, cayos  poderes  formulan,  proponen,  exa- 
minan, discuten,  votan  y  decretan  las  leyes 
que  el  Rey  sanciona  y  la  Nación  acata;  todo  en 
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armonía  con  las  prácticas  parlameatarias  del 
sistema  representativo. 

COBTESANÍA.  Urbanidad,  política,  ci- 
vilidad, afabilidad,  atención,  agrado,  comedí « 
miento,  mesura,  cultura,  etc.  Estas  son  las 
cualidades  indispensables  que  debe  poseer  en 
sumo  grado  todo  agente  público.  Debe  ser  ser- 
yicial  sin  ser  importuno;  galante,  sin  hacerse 
fastidioso;  atento  en  respetar  las  conveniencias 
de  otros;  benévolo  con  discreción;  espiritual 
cuando  llegue  la  ocasión;  discreto,  indulgente, 
e^eneroso. 

Una  buena  educación  no  da  las  cualidades 
que  la  sociedad  exige:  un  joven  á  su  entrada  en 
el  mundo  debe  procurar  adquirirlas,  y  lo  con- 
seguirá  fácilmente,  estando  dotado  de  un  juicio 
recto,  si  se  propone  por  modelo  á  algún  hom- 
bre conocido  por  la  elegancia  de  sus  maneras. 

Nada  de  cuanto  se  haga  para  conocer  los 
usos  de  la  sociedad  está  demás,  y  el  someterse 
á  ellos  es  de  la  mayor  importancia.  Por  este 
medio  las  virtudes  se  hacen  más  apreciables; 
se  sostiene  la  buena  inteligencia  entre  los  hom- 
bres, y  se  estrechan  los  lazos  que  los  unen.  Las 
cualidades  más  sobresalientes  de  nada  servi- 
^rian  si  se  careciera  de  la  que  da  el  principal 
▼alor  é  todas  las  otras,  que  es  la  cortesanía.  Bl 
que  la  desconoce  se  expone  á  pasar  por  la  ver- 
g^üenza  de  3er  el  objeto  del  ridículo  de  los 
demás. 

Las  buenas  maneras  es  la  expresión  ó  la 
imitación  de  las  virtudes  sociales,  y  el  saber 
Tivir  depende  en  gran  parte  del  espíritu  de  ob- 
servación: por  lo  mismo,  ante  todas  cosas  es 
preciso  frecuentar  la  buena  sociedad.  Las  reu- 
niones de  esta  clase  están  llenas  de  encanto; 
cada  cual  padece  contribuir  por  sus  palabras  y 
acciones  á  que  los  demás  estén  contentos  de  sí 
mismos  y  de  los  otros.  El  deseo  de  agradar 
inspira  siempre  modales  afectuosos,  expresio- 
nes galantes  y  apetecibles  relaciones  sociales. 

COBBECCIONES  DISCIPLINABIAS. 
Las  penas  disciplinarias  en  que  incurren  los 
empleados  de  la  carrera  consular  están  preve- 
nidas en  el  cap.  10,  artículos  6 1  y  63  del  Regla- 
mento de  la  misma. 

COBBEDOSES  BE  COMEBCIO.  Son  las 
personas  encargadas  de  los  ajustes  ó  arreglos, 
compras  y  ventas,  adquisiciones  de  dinero  ó 
préstamos  en  plazos  dados  ó  ñjos;  de  convenir 
en  los  fletes,  dirigir  y  llevar  á  término  toda  es- 
pecie de  negociaciones  mercantiles,  etc.,  suje- 
tos á  las  leyes  mercantiles  bajo  disposiciones 
especiales,  ya  por  lo  tocante  á  su  capacidad, 
ya  á  sus  deberes  por  la  estrecha  conexión  que 
tienen  con  el  comerciante,  y  por  el  papal  acti- 
vo que  desempeñan  en  ciertas  y  delicadísimas 
operaciones. 


Conocidos  ya  por  los  romanos  con  el  nom- 
bre de  ProxeneliBj  los  vemos  aparecer,  ya  como 
agentes  mercantiles,  ya  también  proporcionan- 
do matrimonios,  amistades,  abogados,  etc.:  los 
primeros  intervenían  en  todos  los  contratos  lí* 
el  tos  de  cualquier  clase  que  fuesen,  pero  sin 
cortapisas  de  parte  de  las  leyes,  ni  carácter 
publico  alguno:  en  los  siglos  medios  conserva- 
ron la  misma  independencia,  siendo  frecuente- 
mente judíos  los  que  á  este  oñcio  se  consagra- 
ban; hasta  que  ya  en  el  siglo  XV,  conociéndo- 
se cuan  expuesto  era  que  la  inñdelidad  de  es- 
tos agentes,  depositarios  de  los  secretos  de  los 
comerciantes,  acarrease  resultados  funestísi- 
mos, se  convirtió  en  publico  este  oficio,  que 
desde  el  siglo  XIII  había  sido  objeto  de  varios 
reglamentos.  Con  la  extensión  gradual  y  con- 
tinua del  comercio,  y  más  que  todo,  con  la  in- 
troducción del  contrato  de  cambio,  echóse  des- 
de luego  de  ver  la  imposibilidad,  ó  mejor  di- 
cho, los  peligros  que  el  comercio  correría  si 
interviniese  en  sus  contratos  un  funcionario 
civil;  revistióse  á  los  corredores  del  carácter  de 
Escribanos,  y  como  quiera  que  marchando  siem- 
pre al  lado  del  comerciante,  nadie  mejor  que  ellos 
conocían  la  índole  de  los  negocios  y  poseían  la 
mágica  actividad  comercial,  no  tardaron  en  to- 
carse las  ventajas  de  tal  medida;  pero  su  mis- 
ma importancia  hacia  por  otra  parte  más  difí- 
cil el  hallar  personas  idóaeas  y  perfectamente 
honradas  para  la  correduría.  A  prevenir  esta 
dificultad,  á  dar  al  comercio  sólidas  garantías 
de  que  sus  secretos  serán  respetados,  tendieron 
desde  entonces  y  tienden  hoy  dia  las  disposi- 
ciones de  la  ley;  para  couseguir  este  objeto  so 
establecen  disposiciones  especiales  y  aun  fian- 
zas positivas  para  los  corredores.  (Véase  el  (7d- 
diffo  de  comercio,  tít.  3.°,  sec.  1.^  artículos  63  al 
115  inclusive.) 

GOBBEDOBES  MABÍTIMOS.  Agentes 
auxiliares  del  comercio,  que  tienen  por  oficio 
mediar  entre  los  comerciantes  para  facilitar- 
les los  contratos  y  negociaciones  mercanti- 
les (1). 

La  índole  especial  del  comercio  marítimo, 
los  riesgos  que  le  amenazan  y  las  distancias 
inmensas  que  le  es  dado  salvar,  exigen  la 
concurrencia  de  personas  determinadas  que 
vigilen  en  nombre  del  propietario  sobre  los 
efectos  cargados  en  la  nave,  y  de  otras  que, 
conocedoras  de  varios  idiomas  extranjeros, 
sean  aptas  para  hacer  asequibles  los  negocios 
á  los  navegantes  que  arriban  á  un  puerto 
procedentes  de  un  país  extraño.  Estas  perso- 


(1)   Ley  33, tít.  26,  Part.  2.*;  Car  Füip.,lih.  V 
Com,  ter,  cap.  núm.  1.'';  Ord,  de  Büb.,  cap,  15. 
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ñas  son  de  dos  especies:  sobrecargos  y  corre- 
dores intérpretes  del  navio. 

Los  sobrecargos  son  unos  factores  ambulan- 
tes nombrados  por  el  cargador  de  una  nave  y 
á  quien  éste  confía,  asi  la  conservación  de  los 
géneros  durante  el  viaje,  como  la  venta  en  el 
puerto  de  su  destino,  y  la  compra  de  otros  de 
retorno,  á  las  veces. 

De  aqui  el  que  la  ley  mercantil  exija  la 
misma  capacidad  é  imponga  los  mismos  debe- 
res en  punto  á  contratar  y  la  misma  respon- 
sabilidad á  los  sobrecargos,  que  á  los  factores. 
Las  disposiciones  especiales  de  que  son  objeto 
los  corredora  tnarUimos  y  los  sobrecargos  están 
consignadas  en  el  Código  de  comercio,  tit.  2.*, 
secciones  cuarta  y  quinta,  artículos  723  al 
736  inclusive. 

Bl  art.  23  del  Convenio  entre  Bspaña  y 
Francia,  de  7  de  Enero  de  1802,  dice:.aLos 
Cónsules  generales.  Cónsules  y  Vicecónsules 
ó  Agentes  consulares  podrán  ir  por  si  ó  en- 
viar un  delegado  suyo  á  bordo  de  los  buques 
de  su  Nación,  después  que  bayan  sido  admi- 
tidos á  plática,  interrogando  á  los  Capitanes 
y  tripulaciones;  comprobar  sus  papeles  de 
navegación;  tomarles  declaraciones  sobre  sus 
viajes,  destino  y  ocurrencias  de  la  travesía; 
formarles  los  manifiestos  y  facilitarles  el  des- 
pacho de  sus  buques,  y  finalmente,  acompa- 
ñarlos á  los  Tribunales  de  justicia  y  á  las  ofi- 
cinas de  la  administración  del  país,  para  ser- 
virles de  intérpretes  y  agentes  en  los  negó* 
cios  que  tengan  que  seguir  ó  demandas  que 
hayan  de  hacer.» 

La  Real  orden  de  18  de  Febrero  de  1867 
previene  que  las  expediciones  de  los  buques 
españoles,  cuyas  formalidades  se  ejercían  por 
los  corredores  del  país  en  las  aduanas  de  Ar- 
gelia, se  practiquen  directamente  por  los  Cón- 
sules ó  Vicecónsules,  ó  sus  delegados,  perci- 
biendo de  los  Capitanes  ó  patrones  de  buques 
que  midan  hasta  60  toneladas  por  tal  corre- 
taje 25  francos;  de  los  cuales,  20  se  abona- 
rán en  la'cuenta  de  la  recaudación  y  5  que- 
darán á  beneficio  del  empleado  que  practi- 
que dicho  corretaje.  Los  buques  que  pasan 
de  60  toneladas,  cabida  total,  pagarán  52  ^/^ 
reales,  abonando  igualmente  del  total,  al  ex- 
pedicionario, 5  francos,  que  se  deducirán. 

La  Real  orden  de*  19  de  Marzo  de  1867, 
comunicada  por  el  Sr.  Ministro  de  Estado  al 
Cónsul  general  de  España  en  Argel  y  en  con- 
testación á  la  consulta  que  éste  hizo  en  9  del 
mismo,  previene:  «que  en  los  casos  de  lle- 
gar algún  buque  de  arribada  á  dicho  puerto  ó 
en  lastre  y  salga  lo  mismo,  ó  cuando  se  des- 
pache un  laúd  pescador,  deberá  hacer  lo  que 
se  practica  en  los  Consulados  de  España  en 


Francia;  esto  es,  cobrar  la  mitad  de  los  dere* 
chos  de  corretaje.)) 

Al  establecerse  este  corretaje  por  cuenta 
de  los  Consulados,  los  corredores  marítimos 
en  algunos  puertos  de  mar  Invocaron  en  fa- 
vor de  ellos  el  art.  1.^  del  citado  convenio 
consular,  que  dice  entre  otras  cosas:  tiLoa 
subditos  de  ambos  países  podrán  expedir  sus 
buques  por  sí  mismos  ó  por  quien  les  hagan 
sustituir,»  olvidando  ó  más  bien  desconocien- 
do ei  23,  que  autoriza  á  los  Cónsules  para 
hacer,  por  cuenta  de  los  Consulados  las  cita- 
das operaciones. 

Las  Autoridades  locales  han  acatado  am- 
bos artículos,  y  hasta  han  aceptado  el  correta- 
je de  ios  buques  por  cuenta  de  los  Consula- 
dos, sin  rechazar  por  ésto  al  corredor  del  país, 
ni  al  Capitán  ó  patrón,  que  se  presenta  (como 
por  ejemplo  en  Argel)  en  las  oficinas  de  adua- 
nas á  despacharse. 

CÓBREOS.  Bl  derecho  exclusivo  de  con- 
ducir la  correspondencia  epistolar  y  de  exigir 
por  el  trasporte  el  precio  correspondiente  á  la 
distancia  y  al  cuidado  que  exige  el  encargo 
de  hacer  pasar  de  unos  puntos  á  otros  las  car- 
tas, constituye  la  renta  de  correos,  que  es  una 
de  las  del  Estado. 

Mr.  Garnier  en  la  nota  35  de  la  obra  de 
Smith  observa  juiciosamente:  «que  el  servicio 
de  correos  es  de  grande  importancia  para  que 
se  confie  al  cuidado  de  un  particular.  Los  des- 
cuidos é  inñdoncias  en  un  servicio  del  cual 
dependen  la  actividad  y  seguridad  de  las  re- 
laciones civiles,  políticas  y  comerciales,  tras- 
tornarían el  orden  y  la  pública  prosperidad . 
Establecimientos  de  esta  clase  no  deben  que- 
dar expuestos  á  las  consecuencias  de  la  bue- 
na ó  mala  conducta  de  uu  particular.  Los  cor- 
reos deben  correr  al  cargo  del  Gobierno,  sia 
que  por  ello  se  satisfagan  los  gastos  que  oca- 
sionaren por  los  productos  de  las  contribucio- 
nes de  la  Nación,  etc.» 

COBBEOS  DE  GABINETE.  Se  da  el 
nombre  de  correos  á  los  empleados  que  tienea 
el  oficio  de  llevar  y  traer  la  correspondencia 
del  Gobierno.  El  Cuerpo  de  correos  de  gabinete 
del  exterior  quedó  reducido  su  personal  á  diez 
individuos,  y  en  el  arreglo  del  Ministerio  da 
Estado  de  1.*  de  Julio  de  1869  se  suprimiqfoa 
dos,  quedando  solo  en  1870  ocho,  que  se  ocu- 
pan en  la  conducción  de  la  correspondencia 
oficial  de  dicho  Ministerio  de  Estado  á  varios 
puntos  del  extranjero.  Estas  expediciones  son 
periódicas,  dos  veces  al  mes  en  la  linea  del 
Norte  y  una  en  la  de  Lisboa. 

Este  Cuerpo  tiene  en  el  mismo  Ministerio 
su  jefe  inmediato,  que  es  un  Oficial  de  la  Se- 
cretarla, que  con  un  auxiliar  de  la  Sección 
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despacha  todo  lo  relativo  á  la  expedición  de 
las  estafetas  y  demás  asuntos  concernientes  á 
este  ramo  del  servicio. 

Bl  art.  13  de  la  Instrucción  consular  de  19 
de  Jallo  de  1856  dice:  «Los  Cónsules  facili- 
tarán á  los  correos  de  gabinete  que  viajando 
en  comisión  del  servicio  con  pliegos  ó  sin 
ellos  se  presenten  solicitando  socorro,  la  can- 
tidad que  Juzguen  necesaria  para  su  trasla- 
ción á  la  Legación  ó  Consulado  más  próximos. 
Véase  Auxilios  á  emplbados. 

COBBESPONDEKCIA.  La  comunica- 
ción por  escrito  para  tratar  y  avisar  lo  que  se 
ofrece  de  una  parte  á  otra;  y  entre  comercian- 
tes el  trato  que  tienen  entre  si  sobre  cosas  de 
su  comercio.  Véase  Cahta. 

La  concisión  es  importantísima  en  un  es- 
crito consular.  Con  las  palabras  suficientes 
para  expresar  un  pensamiento  se  dice  más 
que  vistiendo  una  imagen  con  tan  pomposas 
gualas  que  se  le  ahogue  sin  conocerlo  el  escri- 
tor. En  suma,  decir  bien  todo  lo  que  se  debia 
decir.  Para  llenar  debidamente  este  objeto,  se 
recomienda  muy  especialmente  el  unir  siem- 
pre á  la  precisión  de  las  ideas  la  propiedad  de 
los  vocablos.  Los  epítetos  altisonantes,  los  cir- 
cunloquios, los  periodos  difusos,  las  hipérbo- 
les, la  poesia,  en  fin,  peculiar  á  la  elegante 
oratoria,  no  cuadra  bien  en  un  escrito  que  por 
su  gravedad  é  importancia  manifiesta  que  no 
tiende  á  seducir  y  deslumhrar,  sino  á  expre- 
sar claramente  un  objeto.  Inútil  es  añadir  que 
las  foltas  de  lenguaje  producirían  el  ridiculo 
en  la  persona  que  las  cometiera. 

La  Real  orden  circular  de  28  de  Noviembre 
de  1815  previene  entre  otras  cosas: 

«Que  las  noticias  ó  sucesos  varios  que  ocur- 
ran podrán  reunirse  en  un  mismo  oficio ,  es- 
I>ecificando  en  su  extracto ,  con  separación  y 
por  números  que  señalen  sus  diversos  artícu- 
los, y  que  las  solicitudes,  reclamaciones  y  de- 
más asuntos  particulares  deberán  tratarse  en 
cartad  separadas.» 

La  de  15  de  Bnero  de  1853  dice: 
«Que  la  correspondencia  entre  las  diferen- 
tes Autoridades  del  Reino  y  los  Agentes  con- 
sulares que  no  verse  sobre  materia  urgente 
debe  siempre  remitirse  por  conducto  del  Mi- 
nisterio de  Batado.)) 

La  misma  Real  orden  autoriza  tan  solo  á 
comunicar  directamente  con  la  Dirección  ge- 
neral de  Aduanas  y  Ministerio  de  Hacienda 
en  lo  relativo  á  documentación  de  mercancías. 
Todo  Ageüte  consular,  cualquiera  que  sea 
su  categoría,  se  halla  autorizado  para  corres- 
ponder directamente: 

1.*    Con  las  Autoridades  de  su  demarca- 
ción: aunque  esta  facultad  no  dimana  de  una 


disposición  especial,  pertenece  álos  atributos 
esenciales  de  su  cargo. 

2.**  Con  los  Presidentes  de  las  Juntas  de 
Sanidad  marítima  de  los  puertos  españoles  en 
ciertos  y  determinados  casos. 

3.*  Con  los  Sres.  Comandantes  de  marina 
de  nuestras  costas  cuando  remitan  efectos  ó 
individuos  á  su  disposición  con  arreglo  á  las 
leyes  y  Reales  órdenes  que  se  enunciarán  en 
cada  artículo  respectivo  al  asunto. 

4.*  Con  la  Dirección  general  de  Aduanas 
de  Madrid  en  todo  lo  relativo  á  la  documenta - 
clon  de  mercaderías,  precios  corrientes,  etc. 
Los  Agentes  consulares  dependientes  de 
otro  deben  comunicarse  con  él  en  todos  los 
casos,  que  siempre  son  los  mismos,  en  los  cua- 
les los  Agentes  independientes  deben  comu- 
nicarse con  el  Ministerio  de  Estado. 

Deben  asimismo  participar  las  deflrauda- 
ciones  ó  contrabandos  contra  España  de  que 
tengan  noticia,  y  todos  los  acontecimientos 
políticos  de  alguna  importancia  que  tengan 
lugar  en  su  demarcación. 

Respecto  á  las  ofensas  que  contra  el  Qo- 
bierno  de  la  Nación  española  publique  la  pren- 
sa de  la  localidad,  véase  el  articulo  Pebrsa  ex- 

TSANJERA. 

La  Real  orden  circular  del  Ministerio  de 
Estado  de  17  de  Mayo  de  1851  prescribe: 

((Que  en  los  pliegos  de  la  correspondencia 
oficial  que  se  dirigen  al  Ministerio  de  Estado 
por  los  Agentes  diplomáticos  y  consulares  por 
el  correo  ordinario  no  se  incluyan  más  que 
los  oficios  para  las  Autoridades  y  las  cartas 
sencillas  que  les  sean  propias  y  vayan  destina- 
das á  sus  familias  ó  á  los  empl^(los  de  dicho 
Ministerio,  etc.» 

La  de  17  de  Noviembre  de  1807  previene: 

((Que  solo  en  casos  importantes  y  urgen- 
tes en  que  de  una  manera  positiva  se  demues- 
tre que  el  servicio  padecería  acudiendo  al  Qo- 
bierno  por  conducto  de  la  Legación  de  S.  M. , 
los  Agentes  consulares  podrán  dirigir  ]fi%  des- 
pachos exclusivamente  políticos;  pero  dando 
conocimiento  al  Jefe  de  esa  Legación  del  in- 
cidente que  haj^a  motivado  el  despacho  ó  co- 
municación enviada  á  la  Secretaria  de  Estado. » 

Bl  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  en  cir- 
cular de  21  de  Julio  de  1873,  dice  á  los  Pre- 
sidentes de  las  Audiencias: 

((Que  con  la  mayor  urgencia  hagan  saber 
á  las  Autoridades  judiciales  de  los  diferentes 
territorios  la  obligación  en  que  están  de  cur- 
sar por  conducto  de  dicho  Ministerio  cuantos 
documentos  deban  ser  evacuados  y  les  sean 
pedidos  por  los  Representantes  en  España  de 
otras  Naciones,  á  fin  de  que  lleguen  aquellos  á 
su  poder  por  mediación  de  la  Secretaria  de  Es- 
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tado,  qae  es  la  llamada  únicamente  por  dere- 
cho internacional  á  sostener  relaciones  entre 
el  Gobierno  de  España  y  los  Agentes  diplomá- 
ticos, como  asimismo  que  de  cualquiera  irre- 
gularidad que  en  lo  sucesivo  resulte  deberá 
exigirse  la  responsabilidad  á  quien  correspon- 
da, d  {Gaceta  de  Madrid  del  26  de  Julio,  núme- 
ro 207.) 

Auioridades  de  marina.  Por  Real  orden  cir- 
cular del  Ministerio  de  Estado  de  4  de  Agosto 
de  1856  se  previene:  «Que  siempre  que  los 
Cónsules  del  España  en  cualquier  punto  del 
extranjero  tuviesen  que  oñciar  á  alguna  Auto- 
ridad de  marina  española ,  dirijan  sus  pliegos 
por  el  mismo  Ministerio  de  Estado.» 

Pero  la  Real  orden  circular  del  citado  Mi- 
nisterio de  Estado,  de  30  de  Diciembre  de  1864, 
trasladando  la  del  de  Marina  de  22  de  Noviem- 
bre del  mismo,  dispone: 

•  <(Que  es  dado  á  los  Agentes  consulares 
mandar  directamente  la  correspondencia  con 
las  Autoridades  de  marina  siempre  que  vaya 
estampada  en  el  sobre  la  palabra  urgente  y  se 
justifique  debidamente  eu  el  contenido ;  usan- 
do siempre  con  la  debida  prudencia  de  esta 
autorización,  que  solo  se  concede  en  bien  del 
servicio.») 

Autoridades  españolas.  Acerca  de  la  corres- 
pondencia directa  con  los  Cónsules,  la  Real  or- 
den circular  de  15  de  Enero  de  1852  previene: 

((!.*  Que  las  Autoridades  de  las  provincias 
y  los  Agentes  consulares  en  el  extranjero,  se 
entiendan  directamente  entre  sí,  siempre  que 
lo  exija  el  interés  y  la  urgencia  del  servicio  y 
en  aquellos  casos  en  que  no  esté  expresamen- 
te dispuesto  Ig  contrario  por  Real  orden. 

2.*  Que  cuando  dichas  Autoridades  crean 
deber  dirigirse  al  Ministerio  de  Estado,  lo  ve- 
rifiquen siempre  por  conducto  de  su  respecti- 
vo Ministerio. 

3.*  Que  continúen  como  hasta  aquí  la  Di* 
reccion  de  aduanas  y  el  Ministerio  de  Hacien- 
da entepdiéndose  directamente  con  los  Cónsu- 
les y  Vicecónsules  de  España,  en  cuanto  se 
refiera  á  la  documentación  consular  para  ga- 
rantizar el  tráfico  legal  é  impedir  ocultaciones 
y  fraudes.» 

En  esta  Real  orden  circular  se  dispone  que 
ninguna  Autoridad  ni  corporación  pueda  en- 
tenderse directamente  con  los  Agentes  en  el 
extranjero  sino  por  conducto  de  la  primera  Se- 
cretaria de  Estado.  Véase  Boletín  de  noticias. 
GOBBESPONDBNOIA  BSSEBVADA. 
El  Ministerio  de  Estado  con  fecha  24  de  Abril 
de  1867  previene: 

«Que  se  remitan  con  doble  sobre  las  co- 
municaciones reservadas  que  se  le  dirijan,  es- 
tampando Reservado  en  el  sobre  interior.» 


La  Real  orden  circular  de  12  de  Enero  de 
1852  regulariza  el  servicio  interior  de  la  pri- 
mera Secretaría  de  Estalo  y  la  corresponden- 
cia, oficial  de  los  Agentes  diplomáticos  y  con- 
sulares en  el  extranjero,  previniendo  se  obser- 
ven extrictamente  las  reglas  siguientes,  cuya 
mayor  parte  han  sido  ya  prescritas  en  otras 
ocasiones,  aunque  no  guardadas  con  la  debida 
exactitud: 

«1  .*  El  papel  que  se  use  en  la  correspon- 
dencia con  el  Ministerio  deberá  ser  bastante 
compacto  para  que  la  tinta  no  cale  demasiado 
y  confunda  lo  escrito  por  ambos  lados,  y  su 
tamaño  se  ajustará  á  la  marca  ordinaria  espa- 
ñola, y  no  podrá  alterarse  bajo  ningún  con- 
cepto. El  papel  del  presente  Reglamento  ser- 
virá de  modelo. 

2.*  Se  emplearán  medios  pliegos  doblados 
en  cuartilla  para  los  acuses  de  recibo  y  las  co- 
municaciones cortas,  y  pliegos  enteros  dobla- 
dos por  su  mitad  para  las  comunicaciones  lar- 
gas ó  que  por  la  naturaleza  de  su  contenido 
pudieran  exhibirse  á  los  Representantes  de  los 
Gobiernos  extranjeros.  La  margen  que  ha  de 
dejarse  será  de  una  cuarta  parte  en  las  prime- 
ras y  de  una  tercera  parte  en  las  segundas, 
la  cual  corresponderá  al  mismo  sitio  en  ambos 
lados  para  que  pueda  coserse,  si  fuere  necesa- 
rio, sin  tocar  á  lo  escrito. 

3.''  Cuando  los  despachos  ocupen  más  de 
dos  hojas  se  coserán  por  el  doblez  del  prome  - 
dio  con  cinta  de  seda  encarnada  y  amarilla,  ó 
de  cualquiera  de  estos  dos  colores. 

4.*  Los  despachos  se  escribirán  con  letra 
clara  y  no  muy  pequeña,  procurándose  que  la 
tinta  sea  suficientemente  negra  y  permanente 
para  facilitar  su  lectura  en  todos  tiempos. 

5.*  Se  pondrá  el  titulo  de  cada  Legración 
ó  Consulado  al  margen  de  las  comunicaciones 
oficiales.  Estas  deberán  numerarse,  empezan- 
do la  numeración  al  principio  de  cada  año,  y 
cerrándola  al  fin,  sin  que  se  interrumpa  por 
el  cambio  de  los  funcionarios. 

6.^  En  las  copias  y  documentos  que  va- 
yan anejos  á  las  comunicaciones  se  pondrá 
el  número  correspondiente  á  éstas  para  impe- 
dir su  extravio,  error  ó  pérdida  de  tiempo. 

7.*  Cuando  en  los  despachos  se  conteste  á 
alguna  Real  orden  se  indicará  también  i&l  mar- 
gen de  éstos,  y  en  su  carpeta,  el  departamen- 
to de  la  Secretaría  por  el  cual  haya  sido  expe- 
dida. 

8.*  No  se  mezclarán  asuntos  en  los  despa- 
chos, debiendo  circunscribirse  cada  uno  de 
éstos  á  un  negocio  solo  y  exclusive  de  otros, 
aunque  sean  idénticos,  como  no  tengan  inti  - 
ma  relación  y  enlace. 

9.*    Bajo  ningún  titulo  ni  pretesto  se  ex* 
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presará  en  las  comunicaciones  oficiales,  h  otro 
cualquier  documento,  el  nombre  del  Ministro 
ó  funcionario  á  quien  se  escriba,  sino  que  el 
membrete  y  sobre  se  dirigirán  simplemente  al 
empleo  que  cada  uno  ejerza,  para  evitar  que  la 
correspondencia  particular  se  confunda  con  la 
de  oficio. 

10.  Los  despachos  tendrán  una  carpeta, 
en  cuyo  ángulo  superior  izquierdo  se  anotará 
BU  número,  y  al  lado  opuesto  el  lugar  y  la  fe* 
cha;  en  el  centro  se  indicará  el  Jefeá  quien  se 
dirige  y  el  funcionario  que  lo  escribe;  y  á  con- 
tinuación se  expresará  sucintamente,  pero  con 
claridad,  el  objeto  esencial  de  la  comunica- 
clon,  excepto  cuando  ésta  sea  cifrada  ó  de  na- 
turaleza muy  reservada.  Siempre  que  se  use 
papel  corto  se  dejará  en  blanco  la  primera  ho- 
ja para  escribir  la  carpeta  en  su  primera  llana, 
como  indica  el  adjunto  modelo. 

11.  La  correspondencia  de  las  Legaciones 
y  Consulados  de  Ultramar  irá  acompañada  de 
un  índice  de  las  comunicaciones  que  compren- 
da» con  indicación  del  contenido  de  éstas,  su 
número  y  fecha. 

12.  No  se  duplicarán  los  despachos  á  no 
ser  que  se  tenga  noticia  de  la  pérdida  de  la 
correspondencia,  ó  cuando  versen  las  comuni- 
caciones sobre  cosas  de  grave  importancia  y 
trascendencia  á  juicio  de  los  mismos  funcio- 
narios que  las  envíen. 

13.  Los  Agentes  diplomáticos  y  consula- 
res se  abstendrán  de  incluir  en  los  pliegos  de 
la  correspondencia  oficial  que  se  dirijan  á  la 
Secretaria  por  el  correo  ordinario  más  que  los 
oflcios  para  las  Autoridades  de  S.  M,  y  las 
cartas  sencillas  que  les  sean  propias  y  vayan 
destinadas  á  sus  familias  ó  á  los  empleados  de 
este  Ministerio.» 

Bn  las  contestaciones  que  se  dan  al  Minis- 
terio de  Estado  y  debajo  del  numero  del  RegiS' 
tro  se  indica  el  despacho  que  las  motiva.  An- 
tes eran  Direcciones,  y  luego  después  de  su- 
primidas éstas  han  quedado  constituidas  en 
Secciones  del  Ministerio  de  Estado,  Véase  Sbccio- 
HB8  DSL  Ministerio  ,  etc. ,  que  comprenden  los 
asuntos  políticos,  judiciales,  comerciales,  can- 
cillería, etc. 

Bl  uso  ha  introducido  que  los  empleados 
dependientes  del  Ministerio  de  Estado  enca- 
becen sus  escritos  con  la  frase  «Muy  señor 
mió;»  y  aunque  por  regla  general  no  se  em- 
plea de  oficio  en  otras  dependencias,  todo 
Agente  consular  deberá  no  omitirla,  por  ser 
un  distintivo  de  finura  y  de  agradables  formas, 
y  nadie  ya  la  omite  al  dirigirse  al  Excmo.  Se- 
ñor Ministro  de  Estado. 

Bn  cuanto  al  tratamiento  que  pueda  cor* 
responder  á  la  persona  á  quien  se  escribe,  lo 


más  seguro  para  no  faltar  á  las  formas  oficia- 
les es  darle  el  mismo  que  señala  la  Ouia  de 
forasteros.  Bn  la  Carrera  consular  tienen  tra- 
tamiento de  Señoría  los  Cónsules  generales  y 
los  Cónsules  de  primera  clase,  por  su  asimila- 
ción en  la  armada. 

Deberá  tenerse  entendido  que  los  pliegos, 
paquetes  ó  bultos  que  las  Legaciones  ó  Consu- 
lados dirigen  al  Gobierno  con  el  sello  oficial, 
fuera  de  balija  ó  por  viajero  particular ,  deben 
además  ir  indicados  en  el  pasaporte  del  que  los 
lleva,  según  el  art.  123  de  las  Ordenanzas  de 
adtMnas  de  1857,  y  los  que  vamos  á  consig- 
nar aquí  de  las  de  Julio  de  1870  respecto  á 
la  correspondencia  general: 

«Art.  91.  La  correspondencia  general  no 
está  sujeta  á  formalidad  alguna  de  Aduanas, 
excepto  el  reconocimiento  á  su  introducción, 
para  seguridad  de  que  los  carruajes,  balijas  y 
paquetes  no  contienen  otros  objetos. 

Los  correos  ó  conductores  quedan  obliga- 
dos á  hacer  la  declaración  verbal,  así  como  la 
presentación  del  diploma,  vaya  6  pasaporte,  de- 
biéndose observar  para  la  entrada  y  salida  de 
carruajes  y  caballerías  las  prescripciones  de 
los  artículos  106yl24de  dichas  ordenanzas. 
Véase  gaballeií/is  y  carruajes  de  alquiler. 

Art.  92.  Los  paquetes  y  pliegos  que  se 
remitan  por  la  vía  diplomática,  y  que  son  con- 
ducidos por  Correos  de  gabinete  ó  por  otras 
personas  autorizadas,  se  respetarán  siempre 
que  estén  sellados  con  los  de  los  respectivos 
Ministerios  de  Negocios  extranjeros  ó  Legacio- 
nes españolas,  y  vengan  además  anotados  en 
el  diploma,  parte  6  vaya  expedidos  por  dichos 
Ministerios  ó  Legaciones,  con  rótulo  ó  direc^ 
cioQ  á  los  Ministros  del  Gobierno  de  la  Nación 
ó  á  los  Embajadores,  Ministros  plenipotencia- 
rios y  Encargados  de  negocios  de  Potencias 
extranjeras.  Cuando  las  personas  particulares 
comisionadas  para  conducir  correspondencia 
oficial  de  la  especie  designada  en  esta  disposi- 
ción no  son  portadores  del  documento  llamado 
diploma,  parte  6  vaya,  que  es  peculiar  de  los 
Correos  de  gabinete,  bastará  que  traigan  ano- 
tados dichos  pliegos  y  paquetes  en  sus  respec- 
tivos pasaportes. 

Art.  93.  Todo  pliego  ó  paquete  de  corres- 
pondencia que  carezca  de  cualquiera  de  las 
condiciones  prescritas  en  el  artículo  precedente, 
no  se  considerará  para  ningún  efecto  como  cor- 
respondencia oficial,  cualquiera  que  sea  la  Le- 
gación ó  persona  á  que  venga  dirigido,  debien- 
do por  lo  tanto  ser  reconocido  como  cualquier 
otro  efecto  en  las  Aduanas  de  entrada,  con  ar- 
reglo á  las  órdenes  vigentes,  á  no  ser  que  los 
Correos  ó  encargados  de  su  conducción  pro- 
Aeran  reexportarlos  al  extranjero, 
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Art.  94.  Los  pliegos,  paquetes  ó  bultos 
que  se  dirijan  al  Gobierno,  y  qae  sin  ser  de 
las  Legaciones  del  mismo  en  el  extranjero 
traigan  no  obstante  el  sello  de  los  Consalados 
españoles,  pasarán  libremente  y  sin  obstáculo 
alguno  por  las  Aduanas  de  entrada,  siempre 
que  no  presenten  señales  ni  infundan  sospe- 
chas de  contener  otro  objeto  que  correspo»^ 
deuda  oflcial.  En  caso  contrario,  se  pesarán, 
sellarán  y  precintarán,  remitiéndose  sin  de« 
mora  por  el  Administrador  de  la  Aduana  de 
entrada  á  la  Sección  de  Aduanas  de  Madrid, 
dándole  aviso  por  el  correo. 

La  Sección,  asi  que  reciba  los  paquetes,  lo 
pondrá  en  conocimiento  de  la  Autoridad  á 
quien  vengan  dirigidos,  á  fin  de  que  ésta  de- 
signe una  persoua  en  cuya  presencia  se  prac- 
ticará el  reconocimiento,  y  á  quien  se  entre- 
garán después  los  paquetes  si  resultan  ser  de 
correspondencia. 

Si  resultan  otros  efectos,  dará  aviso  la 
Sección  á  la  Dirección  general. 

Cuando  dichos  pliegos»  paquetes  ó  bultos 
se  mandan  por  mar,  hay  costumbre  de  diri- 
girlos directamente,  si  van  destinados  á  una 
Autoridad  del  puerto  del  destino  del  buque,  y 
al  Administrador  de  correos  del  mismo  cuan- 
do van  destioados  al  interior:  pero  debe  pro- 
curarse que  el  buque  conductor  sea  un  buque 
nacional,  y  anotar  en  su  rol  el  envío  de  estos 
objetos. » 

La  Real  orden  circular  de  23  de  Marzo 
de  1357  dice: 

«En  cuanto  al  pago  del  porte  y  franqueo 
de  la  correspondencia,  se  tendrá  presente  el 
articulo  33  de  la  instrucción  de  19  de  Julio 
de  1856;  en  la  inteligencia  de  que  solo  pro- 
cede solicitar  el  abono  del  importe  de  los  plie- 
gos oficiales  que  vienen  dirigidos  al  Gobierno, 
y  de  los  que  éste  envía  por  conducto  de  sus 
Agentes;  pero  de  ninguna  manera  el  de  los 
procedentes  de  las  mismas  Agencias  ni  los  de 
éstas  entre  sí  y  las  diversas  Autoridades  nacio- 
nales ó  extranjeras. 

Se  ha  observado  también  que  algunos  em- 
pleados dejan  de  remitir  el  estado  general  de 
la  cuenta,  y  á  veces  los  comprobantes,  ó  en- 
vían éstos  incompletos  y  sin  expresar  el  con- 
cepto y  demás  noticias  necesarias  para  solici- 
tar el  reintegro  á  los  diversos  Ministerios,  dan- 
do lugar  á  entorpecimientos  en  la  aprobación 
de  los  gastos.  Se  encarga  por  consiguiente  el 
mayor  cuidado  en  lo  sucesivo,  recordándoles 
que  cuando  la  naturaleza  del  gasto  no  permi- 
ta recoger  el  recibo  directamente,  se  justifique 
por  medio  de  una  certificación  debidamente 
extendida  y  firmada. 

Por  el  tratado  de  19  de  Setiembre  de  1859 


celebrado  entre  España  y  Francia  para  el  cam- 
bio de  la  correspondencia  publica,  se  pactó  que 
uno  de  los  dos  medios  de  verificarla  podría  ser 
por  buques  que  alguna  de  las  dos  partes  con  « 
tratantes  estableciera,  ó  bien  por  los  mercan- 
tes ,  á  los  cuales  á  su  entrada  y  salida  de  los 
puertos  de  una  Nación  para  los  de  la  otra,  se 
impusieran  los  deberes  que  resultan  de  loa  ar- 
tículos 2.*  al  7.*  de  dicho  tratado.  Véase  Fran- 
queo PREVIO,  Autoridades  espa!(olas  y  Autoridad 
DE  Marina. 

COBBESPONDENCLA  CON  PAÍS  ENE- 
MIGO. Según  previene  el  art.  152  de  nuestro 
Código  penal: 

«El  que  en  tiempo  de  guerra  tuviere  cor- 
respondencia con  país  enemigo,  ú  ocupado  por 
sus  tropas,  será  castigado: 

].*  Con  la  pena  de  prisión  mayor,  si  la 
correspondencia  se  siguiere  en  cifras  ó  signos 
convencionales. 

2.*  Con  la  de  prisión  correccional,  si  se  si- 
guiere en  la  forma  común  y  el  Gobierno  la 
hubiere  prohibido. 

3.'  Con  la  de  reclusión  temporal  si  en  ella 
se  dieren  avisos  ó  noticias  de  que  pueda  apro- 
vecharse el  eoemigo,  cualquiera  que  sea  la 
forma  de  la  correspondencia,  y  aunque  no  ha- 
biere  precedido  prohibición  del  Gobierno. 

Si  el  culpable  se  propusiere  servir  al  ene- 
migo con  sus  avisos  ó  noticias,  se  observará  lo 
dispuesto  en  el  art.  142.)) 

COBBETAJE.  La  diligencia  y  trabajo 
que  pone  el  corredor  para  proporcionar  el  des- 
pacho ó  adquisición  de  las  mercaderías  y  efec- 
tos, y  el  premio  ó  estipendio  que  logra  por  su 
diligencia.  Véase  Corredores  de  Coheroio  y  Cor- 
redores IIARÍTIHOS. 

CBEDENCIALEB.  Despachos  ó  provisio- 
nes que  se  dan  á  algún  Enviado ,  Plenipoten- 
ciario ó  Embajador  para  que  sea  reconocido 
como  tal  en  la  corte  á  donde  se  le  envía,  y  que 
establece  su  carácter  publico  ó  dirigen  su  con- 
ducta. 

Según  Pando ,  la  credencial  es  una  carta 
del  Soberano  que  constituye  al  Ministro  para 
el  Soberano  cerca  del  cual  va  á  residir ,  ex- 
presando en  términos  generales  el  objeto  de  la 
misión,  indicando  el  carácter  diplomático  del 
Ministro  y  rogando  te  le  dé  entero  crédito  en 
todo  cuanto  diga  de  parte  de  su  corte.  Es  cos- 
tumbre dar  una  copia  legalizada  de  ella  al  Mi- 
nistro de  Relaciones  exteriores  al  tiempo  de 
pedir  por  su  conducto  una  audiencia  del  Prín- 
cipe ó  Jefe  Supremo  para  poner  en  sus  manos 
el  original;  lo  cual,  por  otra  parte,  es  de  regla 
en  todas  las  comunicación^^  autógrafas  que  los 
Soberanos  dirigen  uno  á  otro  en  su  carácter 
publico.  Pero  en  nuestros  tiempos  se  ha  in- 
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trodaoido  la  costumbre  de  qae  los  Soberanos  se 
escriban  cartas  confidenciales  de  qne  no  se  pre- 
sienta copia.  Los  antiguos  diplomáticos  se  ha* 
bieran  escandalizado  de  esta  innovación. 

No  se  debe  confundir  la  credencial  con  la 
carta  de  recomendación  que  á  Teces  la  acom- 
paña para  el  Ministro  de  Negocios  extranje- 
ros, y  que  suele  también  darse  á  los  Cónsules. 
Véase  A-dmision  de  Enviados  diplomáticos  y  Rs* 

GBPCION. 

OBÉDITO  PÚBLICO.  Bl  resultado  del 
concepto  ventajoso  que  el  acreedor  forma  de  la 
exactitud  del  deudor  en  el  cumplimiento  de  sus 
eoipefios,  se  conoce  con  el  nombre  de  crédito 
Crece  ó  disminuye  según  la  facilidad  que  el 
deudor  tiene  de  llenarlos.  A  tan  sencillos  ele- 
mentos se  reduce  la  teoría  del  crédito  entre  los 
hombres  y  entre  éstos  y  el  Gobierno  Su  auxi- 
lio es  tan  eficaz ,  como  que  con  él  se  realizan 
operaciones  muy  superiores  á  la  fuerza  metá- 
lica existente  en  poder  de  los  empresarios,  por 
cuya  razón ,  tal  vez ,  el  economista  español 
Luis  Valle  llamó  al  crédito  dinero  Jtngido. 

CBÍMElsr.  El  delito  grave.  Aunque  cri- 
men y  delito  grave  suelen  tomarse  en  un  mis- 
mo sentido,  usamos  sin  embargo  la  palabra 
crimen  para  significar  las  acciones  que  la  ley 
castiga  con  penas  añictivas  é  infamantes,  y 
la  palabra  delito  para  denotar  los  bechos^  me- 
nos graves  que  no  se  castigan  sino  con  penas 
menores.  Mas  la  palabra  delito  es  general  y 
comprende  toda  infracción  de  las  leyes  penales, 
mientras  que  la  palabra  crimen  es  solo  espe- 
cial y  no  recae  sino  sobre  las  infracciones  más 
perjudiciales  al  orden  publico;  de  modo  que 
todo  crimen  es  un  delito,  pero  no  todo  delito 
es  un  crimen. 

CBÍMElSr  COMETIDO  Á  BOBDO.  Todo 
crimen  cometido  á  bordo  de  un  buque  español 
debe  sustanciarse  y  fallarse  ante  la  jurisdic- 
ción española,  puesto  que  los  buques  se  con- 
sideran según  la  ley  de  las  Naciones  como 
parte  del  territorio  del  país  á  que  pertenece,  y 
ninguna  autoridad  extranjera  puede  por  lo 
mismo  intervenir  en  las  cosas  de  á  bordo,  siem- 
pre que  no  se  produzca  alteración  del  orden 
publico  en  el  punto  donde  se  baila  el  bu- 
que (1). 

Las  Autoridades  extranjeras  prestan  siem- 
pre auxilio  al  Cónsul,  el  que,  si  lo  cree  nece- 
sario, constituye  al  reo  ó  reos  en  prisión,  re- 
quiriendo para  ello  el  correspondiente  auxilio. 
Yéase  QuiMBaA  ó  prndbncia  X  bordo. 

ORÍMJSN    INTEBNACIONAL.    Véase 

IlVFBAGCION  DB  UN  TRATADO. 


OBITBBIO.  Medio  de  conocer  la  verdad.  — * 
Motivo,  condición  ,  norma  que  determina  la 
certidumbre  en  el  orden  lógico  é  intelectual.  — 
Juicio,  discernimiento. 

CBITEBIO  NOTABIAL.  «Si  el  Notario 
ha  de  tener  criterio  propio  en  el  desempefio  de 
la  alta  misión  que  le  está  encomendada  (1);  si 
ha  de  aplicar  con  acierto  las  prescripciones  de 
la  ley;  si  ha  de  poseer  un  caudal  suficiente 
de  doctrina  para  obrar  por  si;  si  ha  de  tener 
la  conciencia  intima  de  sus  deberes,  ideas  fijas 
que  le  bagan  familiares  las  teorías  y  fáciles 
las  prácticas  que  se  desprenden  de  la  ley,  es 
indispensable  que  haga  de  ella  un  profundo 
estudio. 

Bl  pensamiento,  fior  bella  que  se  agosta 
entre  abrojos,  si  no  se  dirige,  si  no  se  culti« 
va,  si  no  se  ordena,  si  no  se  clasifica,  nece- 
sita adecuarse,  subordinarse  á  reglas  que  pro- 
ducen la  perfección  de  las  ideas,  que  alejan 
del  ánimo  ese  caos,  esa  confusión,  ese  fantas- 
ma que  como  bola  de  hierro  se  presenta  ante 
la  imaginación  cuando  el  pensamiento  no  com- 
prende las  cosas,  si  no  en  globo  rodeado  de  la 
más  densa  oscuridad:  buscar  la  claridad,  la 
inteligencia,  la  luz  que  separa  las  partes  de 
ese  todo  de  confusión;  hallar  la  brújula  del 
pensamiento,  identificarse  el  Notario  con  la 
intención,  con  el  espíritu  y  la  letra  de  las 
obras  del  legislador,  y  aplicarlo  con  exacti- 
tud en  los  contratos,  hé  aquí  lo  que  llamare- 
mos criterio  notarial,  prenda  estimable  como  la 
mayor  garantía  de  acierto  y  seguridad  en  el 
ejercicio  de  la  Notaría. 

Vamos,  pues,  á  consignar  el  producto  de 
nuestras  meditaciones  y  estudio,  para  apren* 
der  á  formar  ese  criterio. 

Desde  el  hombre  en  su  existencia  ñsica  y 
moral  hasta  la  ultima  de  sus  obras,  su  gran 
aspiración,  el  objeto  de  las  civilizaciones,  de 
las  invenciones,  de  todas  las  luchas  de  las 
ciencias  y  de  las  artes,  es  la  perfectibilidad. 
Bl  procurársela  es  hasta  un  deber  en  todo  ser, 
ñsica  y  moralmente  considerado. 

Bl  Notario  debe  querer  en  sus  obras  esa 
misma  perfectibilidad,  y  especialmente  en  los 
instrumentos  públicos,  buscando  con  gran 
cuidado  las  perfecciones  esenciales  y  las  perfeC" 
dones  secundarias  del  estilo  que  debe  en  ellos 
emplear. 

Consisten  las  primeras  en  evitar  defectos 
que  hagan  nacer  corruptelas  en  la  práctica,  y 
las  segundas  en  saber  buscar  las  bellezas  que 


n)    Despacho  del  Ministerio  de  Estado  al  Cón- 
sul de  España  en  Oran  de  17  de  Octubre  de  1857, 


(1)  QoNZALo  DB  LAS  Casas,  Trotodo  completo 
de  Instrwmentos  públicos,  pág.  244.  Este  notable 
artículo  debe  servir  de  norma  á  cuantos  se  dedi- 
can á  la  carrera  consolar. 
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les  conTesgan;  es  decir,  qae  en  los  iDBtra- 
mentos  públicos  se  establezca  con  brevedad, 
pero  evitando  un  laconiimo  inconveniente,  y 
sobre  todo  con  claridad,  de  tal  modo  Ja  voluu* 
tad  de  los  contratantes  que  preunien  siempre  y 
hagan  nacer  en  el  ánimo  del  lector  menos  entendió 
do  la  terdadera  intención  de  los  otorgantes. » 

Hé  aquí  las  r  glas  capitales  que  establece 
acerca  de  la  redacción  de  las  escrituras  en  ge- 
neral: 

uLo  mismo  las  leyes  que  los  contratos,  di- 
ce, no  presentarán  la  verdadera  voluntad  del 
legislador  ó  de  las  partes  contratantes,  ni  las 
escrituras  contendrán  clara  y  expresamente  el 
espíritu  de  las  convenciones: 

1  .*  Cuando  las  palabras  de  cada  cláusula 
no  presenten  proposiciones  inteligibles, 

2.*  Cuando  no  presenten  más  que  parte  de 
la  idea  que  se  ha  querido  consignar. 

8.^  Cuando  presenten  una  proposición  di^ 
/érente  de  la  que  había  en  la  intención  de  las 
partes. 

Bl  representar  en  el  espíritu  una  idea  que 
sea  exactamente  la  voluntad  de  las  partes,  esto 
•8  lo  que  llamamos  claridad. 

Los  efectos  de  estilo  pueden,  por  tanto,  re- 
ducirse en  las  escrituras  publicas  á  cuatro: 

1 .  *     Clan  su  las  ininteligibles, 

2.*     Cláusulas  de  equivocado  concepto. 

3,°  Vicios  de  difusión  que  producen  con- 
fusión. 

4.*  Vicios  de  laconismo  que  ocasionan  fál^ 
ta  de  claridad. 

El  verdadero  estilo  que  lleva  en  sí  la  esta- 
bilidad de  los  contratos  públicos  y  la  minora- 
ción de  los  pleitos  y  de  las  cuestiones  Jurídi- 
cas sobre  inteligencia  de  los  contratos,  tan 
dañosos  á  las  familias,  depende  de  la  buena 
redacción  de  las  cláusulas,  de  su  claridad,  de  su 
precisión,  de  la  propiedad  en  el  uso  de  las  pala^ 
bras. 

No  se  olvide,  pues,  que  la  vida,  la  líber* 
tad,  la  propiedad,  el  honor,  y  todo  cuanto  te- 
nemos de  más  caro,  de  más  santo  y.estimable, 
todo  depende  quizá  de  la  elección  de  las  pala- 
bras que  se  empleen  para  signiflcar  la  volun- 
tad del  individuo  á  quien  interesa  el  hecho 
historiado  y  autorizado  por  el  Notario  en  un 
instrumento  público.» 

CBUCES  Véase  Condecoragiorbs. 
CTJABENTENAS.  El  espacio  de  tiempo 
que  están  en  el  lazareto  ó  privados  de  comu- 
nicación los  que  se  presumen  vienen  de  luga- 
res infectos  ó  sospechosos  de  peste.  En  los 
países  extranjeros  existen  lazaretos,  donde  los 
pasajeros  sospechosos  de  alguna  enfermedad 
hacen  la  cuarentena,  y  Jamás  se  les  obliga  á 
hacerla  á  bordo  de  los  buques.  Lo  primero  que 


se  hace  con  ellos  es  desembarcarlos,  condu- 
cirlos al  lazareto  y  cuidarlos  mucho,  si  el  es- 
do  de  la  salud  de  ellos  lo  exige. 

Las  leyes  sanitarias  son  excesivamente 
severas  en  todos  los  países,  y  aun  hay  ocasio- 
nes en  que  se  impone  la  pena  capital  á  los  in- 
dividuos que  las  infringen.  Tanto  los  marine- 
ros como  los  pasajeros  tienen  que  someterse  á 
cuantas  precauciones  y  formalidades  prescri- 
ben los  reglamentos. 

Bn  Francia  los  salarios  que  devengan  loa 
guardas  de  sanidad  á  bordo  de  los  buques,  ó 
los  que  sirven  á  las  personas  en  los  lazaretos, 
los  satisfacen  los  extranjeros  sujetos  á  la  cua- 
rentena. 

Algunos  tratados  del  siglo  pasado  y  del 
presente  contienen  estipulaciones  relativas  á 
las  cuarentenas,  en  las  que  se  estipula  la  im- 
prescinóible  obligación  de  someterse  á  ellas, 
el  número  de  empleados  que  las  han  de  vigi- 
lar y  la  cuota  de  los  derechos  que  se  han  de 
exigir. 

Francia  y  Bspaüa,  1761. 

Francia  y  la  Oran  Bretafia,  en  1826. 

Dinamarca  y  Dos-Sicilias,  en  1748. 

Dinamarca  y  Prusia,  en  1818. 

Dos-Sicilias  y  la  Puerta  Otomana  ,  en 
1799. 

Dos-Sicilias  y  Trípoli,  en  1816. 

Dos-Sicilias  y  Túnez,  en  1816. 

Bspaña  y  Marruecos,  en  1799. 

España  y  la  Puerta  Otomana,  en  1782. 

Estados-Unidos  y  Suecia,  en  1816  y  1827  i 

Méjico  y  los  Países-Bajos,  en  1817. 

Países- Bajos  y  Suecia,  en  1679,  etc.,  etc. 

Por  decreto  del  Presidente  del  Poder  eje- 
cutivo de  la  República  de  6  de  Abril  de  1874 
se  dispone: 

«Que  en  consideración  á.  que  muchos  Ca- 
pitanes de  buques  extranjeros,  aprovechando 
la  conveniente  situación  geográfica  de  nues- 
tros lazaretos  sucios  de  San  Simón,  Tambo, 
Mahon  y  Santander,  prefieren  purgar  en  cual- 
quiera de  ellos  su  cuarentena  á  hacerlo  en  los 
de  los  países  á  que  van  destinados,  cuyas  ope- 
raciones reportan  al  Tesoro  unos  beneficios  <te 
bastante  importancia,  con  los  que  contribuyen 
al  sostenimiento  de  dichos  establecimientos. 

Articulo  1.^  Se  considerará  como  arriba- 
da forzosa  para  los  efectos  de  las  Ordenanzas 
de  aduanas  y  decreto  de  30  de  Mayo  del  año 
último  la  que  verifiquen  los  buques  á  los  lasa- 
retos  sucios  con  el  exclusivo  objeto  de  purear 
cuarentena,  siempre  qne  vengan  perfectamen- 
te documentados  para  ser  admitidos  en  el  país 
extranjero  á  que  se  dirijan  y  midan  por  lo 
menos  80  toneladas  métricas  si  conducen  ta- 
baco, tejidos  ó  alguno  de  los  frutos  coloniales 
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enumerados  en  el  art.  4.*  del  referido  decreto 
de  30  de  Mayo,  quedando  sujetos  á  la  legisla- 
ción general  si  no  concurren  todas  y  cada  una 
de  las  circunstancias  expresadas.»  (Gaceta  de 
Madnd  del  17  de  Abril  de  1874,  nám.  107.) 

CUENTAS  8E1CESTBALES  DE  IN- 
GBBSOS.  La  Real  orden  circular  de  23  de  Marzo 
de  1867  previene: 

«Que  los  Agentes  Consulares  remitan  con 
la  mayor  puntualidad  las  cuentas  semestrales 
de  ingresos,  con  todos  los  documentos  com- 
probantes, y  una  Memoria  correspondiente  y 
estado  comparativo  con  la  del  semestre  ante- 
rior; dispensándoles  del  envío  mensual  de  la 
nota  de  los  productos  obvencionales  que  se  ve- 
rificaba hasta  la  fecha  de  la  citada  Real  orden 
circular  y  que  se  compensa  con  una  sola  com- 
prensiva del  trimestre.)) 

CUESTIÓN.  Discusión,  debate,  centro- 
versia,  dilucidación  de  materias,  temas,  pro- 
posiciones ó  asuntos  dados.  Sobre  la  cuestión 
religiosa  en  los  testamentos,  véase  Tkstaxbntaria. 

CULPA.  La  infracción  de  la  ley  que  uno 
comete  libremente,  pero  sin  malicia,  por  al- 
guna causa  que  puede  y  debe  evitar,  ó  la  ac- 
ción ú  omisión  perjudicial  á  otro,  en  que  uno 
incurre  por  ignorancia,  impericia  ó  negli- 
gencia. 

La  culpa  es  de  tres  maneras:  lata,  leve  y 
levisima.  La  culpa  lata  consiste  en  no  emplear 
con  respecto  á  las  cosas  de  otro  aquel  cuidado 
y  diligencia  que  todos  los  hombres,  aun  los 
menos  solícitos,  suelen  poner  en  sus  cosas  ó 
en  sus  negocios,  como  si  un  porteador  deja  la 
carga  en  la  puerta  de  la  posada  ó  en  otro  pa- 
raje de  donde  fácilmente  puede  robarla  y  la 
roba  con  efecto  cualquiera  transeúnte. 

La  culpa  leoe  consiste  en  no  poner  uno  en 
la  conservación  de  la  cosa  que  debe  restituir, 
ó  en  el  manejo  del  negocio  en  que  está  encar- 
gado, aquel  cuidado  y  diligencia  que  común « 
mente  ponen  los  buenos  padres  de  familia  en 
sus  negocios  ó  en  sus  cosas;  como  si  el  por- 
teador deja  la  carga  en  el  cuarto  de  la  posada 


que  se  le  designa,  pero  sin  cerrar  la  puerta . 

La  culpa  levísima  consiste  en  no  poner  toda 
la  atención  y  esmero  que  los  padres  de  familia 
más  vigilantes  y  cuidadosos  suelen  aplicar  en 
la  custodia  de  sus  cosas  y  manejo  de  sus  ne- 
gocios ,  como  si  el  porteador ,  aunque  deje  la 
carga  en  su  cuarto  y  cierre  la  puerta,  no  toma 
luego  la  precaución  de  examinar  si  la  puerta 
queda  bien  cerrada.  Esta  explicación  es  con- 
forme á  la  ley  11,  tít.  33,  Part.  7.' 

Todo  el  que  comete  una  culpa  debe  respon- 
der del  daño  que  por  ella  se  siguiere  á  otro,  y 
esto  es  lo  que  se  llama  prestar  la  culpa.  Mas  esta 
responsabilidad  no  es  igual  en  todos  los  con- 
tratos, pues  en  unos  se  presta  solo  la  culpa 
lata,  en  otros  leve,  y  en  algunos  hasta  la  leví- 
sima; de  modo  que  aquí  tiene  que  responder  el 
contrayente  de  sus  descuidos  más  ligeros,  alli 
de  los  que  no  suele  padecer  el  buen  padre  de 
familias,  y  acullá  solo  de  las  graodes  faltas  en 
que  no  incurren  sino  los  hombres  sumamente 
descuidados  ó  ineptos. 

Para  distinguir  los  casos  en  que  correspon  - 
de  la  prestación  de  cada  especie  de  culpa  ,  se 
han  establecido  las  reglas  siguientes: 

1  .*  En  los  contratos  hechos  por  sola  la  ntí  - 
iidad  de  la  parte  que  recibe  y  debe  volver  la 
cosa,  como,  v.  gr.,  en  el  comodato,  el  deudor 
ó  sea  el  comodatario ,  está  obligado  á  prestar 
la  culpa  levísima. 

2.^  En  los  contratos  hechos  por  la  nulidad 
recíproca  de  las  partes,  como  en  la  venta,  ar- 
rendamiento y  sociedad  ,  ambos  contrayentes 
deben  prestarse  la  culpa  leve. 

3.*  En  los  contratos  hechos  por  sola  la  uti- 
lidad del  acreedor,  como  en  el  depósito,  el  deu- 
dor, ó  sea  aquí  el  depositario,  no  es  responsa- 
ble sino  de  la  culpa  lata. 

Es  de  advertir  que  la  culpa  lata  se  equi- 
para al  dolo  y  se  presta  en  todos  los  contratos, 
de  modo  que  no  puede  hacerse  convención  en 
contrario.  Véase  Daí^o. 

CUB8AB  DOOUMEIÍTOS.  Véase  Corhrs- 

PONDBNGIA. 
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DAALBEB.  Moneda  de  plata  de  Holanda 
que  vale  30  stayers  (sobre  12  rs.  12  mrs.). 

DAEZAGIA.  Moneda  de  plata  de  Persia 
que  equivale  á  unos  9  rs.  12  mrs. 

BALEB.  Moneda  de  cobre  ó  de  plata  de 
Suecia  ó  de  Holanda.  Véase  Moneda. 

DASo,  Perjuicio,  menoscabo,  pérdida, 
detrimento,  tanto  físico  como  moral,  que  se 
recibe  por  culpa  de  otro  en  la  hacienda  ó  la 
persona.  (Ley  1.',  tit.  15,  Part,  7.*)  En  general, 
todo  daüo  puede  causarse  por  dolo  ó  malicia, 
por  culpa  ó  por  caso  fortuito,  importando  mu- 
cho en  cualquier  evento  saber  el  modo  para 
arreglar  la  responsabilidad  que  debe  exigirse. 
Si  uno,  por  ejemplo,  pone  fuego  á  mi  casa 
premeditado  ó  por  pura  malicia,  debe  ser  cas* 
tigado  como  incendiario,  y  condenado  además 
á  la  satisfacción  de  los  daños  y  perjuicios  que 
me  hubiere  ocasionado.  Si  lo  hubiese  puesto 
sin  malicia,  pero  por  su  culpa  ó  imprudencia, 
aunque  no  incurrirá  en  la  pena  de  incendia- 
rio, será  condenado  á  la  indemnización;  pues 
aunque  es  una  desgracia  que  los  hombres  es- 
tén expuestos  á  ser  negligentes,  imprudentes 
ó  indiscretos,  es  mucho  más  justo  que  el  mal 
de  la  imprudencia,  negligencia  ó  indiscre- 
ción recaiga  sobre  el  que  la  ha  cometido,  que 
no  sobre  el  que  ninguna  parte  ha  tenido  en 
ella.  Últimamente,  si  el  incendio  de  mi  casa 
procede  de  caso  fortuito,  sin  que  medie  culpa 
ni  imprudencia  de  persona  alguna,  nadie  me 
será  responsable,  porque  el  caso  fortuito  no 
se  presta  en  los  delitos  ni  en  los  contratos. 

Los  romanos  regulaban  el  resarcimiento 
de  los  daños  causados  por  culpa  de  otro  con- 
forme á  la  famosa  ley  llamada  Aguilia  por  ha- 
berla propuesto  Aguilio  Galo,  tribuno  de  la 
plebe.  Esta  ley  se  divide  en  tres  capítulos,  que 
contienen  disposiciones  que  fueron  adoptadas 
también  por  nuestras  leyes  (1);  pero  ya  no  es- 
tán en  uso,  sino  que  se  tasa  el  daño  y  se 
manda  pagar  juntamente  con  los  perjuicios 
que  se  siguieron  al  propietario. 

DASTOS  y  perjuicios.  En  el  Diccio- 
nario de  la  Academia  Española  estas  dos  voces 
se  toman  por  sinónimas,  pues  si  vamos  á  ver 
qué  cosa  es  daño^  encontraremos  que  no  es 
sino  perjuicio,  y  si  buscamos  la  palabra ;itfry«t- 


cio  hallaremos  que  no  significa  sino  daño. 
Huerta  en  sus  Sinónimos  ha  mirado  con  más 
atención  el  sentido  de  estos  dos  nombres,  y  se 
ha  esforzado  en  marcar  su  diferencia.  nDaño, 
dice,  es  un  mal  que  directamente  se  hace; 
perjuicio  es  un  mal  que  indirectamente  se  cau- 
sa, impidiendo  un  bien.  El  granizo  hace  mu- 
cho daño  al  labrador,  y  el  bajo  precio  del  gra- 
no le  suele  causar  mucho  perjuicio.  La  misma 
distinción  conviene  á  estos  verbos  en  lo  moral. 
Una  joven  bien  criada  debe  tener  siempre  pre- 
sente que  por  más  infundada  que  sea  la  sos- 
pecha que  recae  sobre  las  apariencias  de  ana 
falta,  no  dejará  de  hacer  mucho  daño  á  su 
reputación  y  mucho  perjuicio  á  su  estableci- 
miento. ))  ¿Qué  es  lo  que  quieren  decir  las  le- 
yes cuando  imponen  en  ciertos  casos  la  res- 
ponsabilidad de  daños  y  perjuicios^  ¿Toman  la 
palabra  perjuicios  en  el  mismo  sentido  que  la 
palabra  daños,  como  hace  la  Academia  espa- 
ñola, juntándolas  ambas  en  una  flrase  por  mera 
redundancia,  ó  entienden  imponer  dos  res- 
ponsabilidades, una  de  los  daños  y  otra  de  los 
perjuicios,  dando  á  cada  una  de  estas  voces 
una  significación  diferente?  Esta  es  una  cues- 
tión de  inmensa  trascendencia,  y  necesario  es 
resolverla  con  exactitud  para  evitar  toda  equi- 
vocación en  la  aplicación  de  las  disposiciones 
legales  sobre  resarcimientos  (1). 

DATA.  Asi  se  llama  la  parte  de  las  cuen- 
tas de  Tesorería  que  comprende  la  relación  de 
los  gastos  satisfechos  á  las  clases  del  Esta- 
do, etc.  con  el  importe  de  los  caudales  que  en- 
tran en  el  Erario,  justificada  con  las  órdenes 
expedidas  á  favor  de  los  interesados  y  con  los 
recibos  originales.  —La  nota  ó  designación  del 
tiempo  y  lugar  en  que  se  firma  el  instrumen- 
to ó  carta,  y  suele  ponerse  al  principio  ó  al  ñn. 
En  las  escrituras  y  demás  instrumentos  públi- 
cos debe  ponerse  el  dia,  mes,  año  y  lugar,  y 
expresarse  con  letras  y  no  con  números  ó  gua- 
rismos, de  modo  que  no  hacen  fe  si  les  faltan 
estos  requisitos.  (Ley  54,  tít.  18,  y  ley  7.', 
tít.  19,  Part.  5.'.)  Véase  Fecha. 

DEBE  Ó  CARGO.  En  el  comercio  estas 
palabras  significan  lo  que  se  adeuda  después 
de  haber  hecho  el  balance  entre  el  activo  y  el 


(1)  Leyes  del  tít.  15,  Part.  7.*;  la  18  confirma 
dos  capítulos  de  la  ley  Aguilia,  de  que  se  hace 
mención. 


(1)  Ley  8.*,  tít.  3.*»,  Part.  5.*;  leyes  10  y  21,  tí- 
tulo 13;  ley  43.  tít.  10;  ley  14,  tít.  5.*:  leyes  3/ 
y  6,*,  tít.  6.%  Part,  5.';  ley  5.*,  tít.  10,  Part.  7.* 
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pasivo,  asi  como  también  las  partidas  del  lidro 
mayor,  en  que  se  sientan  en  la  página  izquier- 
da los  débitos.  Véase  Contabilidad  mebcantil. 

BEBER  T  DEBECHO.  ¿Es  el  deber  an- 
terior al  derecho  ó  éste  á  aquel?  No  hay  da- 
da que  el  derecho  es  posterior  al  deber,  por- 
qae  el  deber  jurídico  es  siempre  relativo  á  otro 
ser  hamano  (1). 

Asi,  pues,  la  fuente  de  la  obligación  lo  es 
ol  deber ^  la  ley  y  la  convención.  Cuando  hace^ 
mes  una  cosa,  es  por  la  ley  positiva  ó  el  de- 
ber moral,  <S  porque  nos  obligamos  volunta- 
riamente á  dar  ó  hacer  alguna  cosa.  Es,  pues, 
la  voluntad  fuente  de  derecho  sujeta  á  prin- 
cipios ó  leyes  que  se  formulan  en  los  contra- 
tos. La  ley  jurídica  como  la  ley  moral  se  fun- 
dan en  la  justicia  universal, 

Ahrens,  con  cuyas  ideas  están  conformes 
los  más  juiciosos  autores,  \a  ha  definido  de 
este  modo  :  «el  conjunto  de  medios  empleados 
por  la  Divinidad  para  asegurar  la  ejecución 
del  plan  general  del  mundo  y  cumplir  los  fines 
asignados  á  los  seres  animados.»  Pero  no  sa- 
tisfechos los  autores  ni  aun  con  esta  definición, 
adoptan  otra  más  sensible  y  breve,  llamándola 
la  expresión  del  derecho,  que  en  su  realización 
humana  comienza  por  la  costumbre  y  termina 
por  su  promulgación  positiva.    Véase  Drdda. 

DEBEBES  DIPLOMÁTICO  -  CONSU- 
LARES. El  objeto  más  esenclHl  de  todo  Agente 
diplomático-consular  es  mantener  la  buena  in- 
teligencia entre  los  respectivos  Gobiernos,  des- 
vaneciendo las  preocupaciones  desfavorables  y 
sosteniendo  los  derechos  propios  con  una  fir- 
meza templada  por  la  moderación.  Es  un  de- 
ber el  estudiar  los  intereses  mutuos  de  los  dos 
países,  sondear  las  miras  y  disposiciones  del 
Gobierno  cerca  del  cual  está  acreditado,  y  dar 
cuenta  á  su  Soberano  de  todo  lo  que  pueda 
importarle.  Es  preciso  velar  sobre  la  obser- 
vancia de  los  tratados  y  defender  á  sus  com- 
patriotas de  toda  vejación  é  iojusticia.  Circuns- 
pección, reserva,  decoro  en  sus  comunicacio- 
nes verbales  y  escritas  son  cualidades  abso- 
lutamente necesarias  para  conseguir  buenos 
resultados.  Aun  en  los  casos  de  positiva  des- 
avenencia y  declarado  rompimiento,  el  len- 
gruaje  debe  ser  comedido,  y  mucho  más  las  ac- 
ciones, guardando  puntualmente  las  reglas  de 
cortesía  que  exige  la  independencia  de  la  Na- 
ción en  cuyo  seno  se  reside,  y  las  formalida- 
des de  etiqueta  que  la  costumbre  ha  intro- 
ducido. 

^   Importa  no  menos  que  el  Agente  se  gran- 
jee la  confianza  de  los  otros  miembros  del  Cuer- 


(1)    Gonzalo  DB  las  Casas,  instrumentos  pú- 
hlvcoSj  pág,  16, 


po  diplomático,  y  penetrar  los  designios  de  las 
Potencias  extranjeras  con  relación  á  la  corte 
en  que  reside,  para  promoverles  ó  contrariar- 
les, según  convenga  á  los  intereses  de  su  Na- 
ción; punto  delicado  en  que  no  siempre  es  fá- 
cil conciliar  las  máximas  del  honor  y  de  la 
moral  con  la  proverbial  destreza  diplomática. 
Véase  Agentes  diplomáticos  y  Cónsules. 

DEBITO.  Lo  que  se  debe;  deuda.  —Lo  que 
debe  pagarse  en  agradecimiento  de  algún  íh^ 
YOT,-- Débito  conyugal  :  la  obligación  recípro- 
ca quo  tienen  los  casados  de  satisfacerse  los 
apetitos  licitamente  sensuales.  Véase  Deuda. 

DECIiABACION.  La  manifestación,  ex- 
plicación ó  interpretación  de  lo  que  está  du- 
doso, ambiguo  ú  oscuro  en  alguna  ley,  con- 
trato ii  otro  documento;  y  la  deposición  que 
bajo  juramento  hace  el  reo,  testigo  ó  perito 
en  causas  criminales  y  en  pleitos  civiles. 

DECLABACXOír  INDAGATOBIA.  En 
las  causas  criminales,  la  declaración  que  se  to- 
ma al  presunto  reo  para  indagrar  ó  inquirir  el 
delito  y  el  delincuente  con  cierta  cautela,  sin 
hacerle  cargos  ni  reconvención  alguna  por  lo 
que  resulte  del  sumario. 

DECIiABACION  CON  CAB60S.  En  lo 
criminal,  la  declaración  que  se  toma  al  pre- 
sunto reo,  no  solo  haciéndole  preguntas  diri- 
gidas á  inquirir  y  averiguar  el  delito  y  el  de- 
lincuente, sino  haciéndole  también  cargos  y 
reconvenciones  por  lo  que  resultare  del  pro- 
ceso ;  de  suerte  que  la  declaración  con  cargos 
es  á  un  mismo  tiempo  declaración  indagatoria 
y  confesión. 

DECLABACION  DE  FOBBE.  Cuando 
el  que  trata  de  declarar  su  ultima  voluntad  no 
tiene  bienes,  no  por  eso  deja  de  tener  impor- 
tancia el  instrumento  publico.  La  voluntad  del 
hombre  es  más  preciosa  aun  que  sus  bienes; 
y  cuando  no  tiene  capital,  dispone  de  su  mis- 
ma voluntad. 

En  la  declaración  de  pobre  pueden  hacer- 
se todas  las  declaraciones  que  en  los  testamen- 
tos, otorgándose  con  iguales  solemnidades  que 
estes  y  nombrando  herederos  de  sus  derechos 
y  acciones  y  del  caudal  que  le  pudiere  cor- 
responder. Puede  uno  ser  muy  pobre  en  el  ac- 
to del  otorgamiento  y  heredar  después  una  in- 
mensa fortuna,  y  por  lo  mismo  siempre  es  con- 
veniente que  el  hombre  ordene  su  voluntad. 

La  fórmula  para  extender  la  declaración  de 
pobre  es  la  misma  que  la  que  sirve  para  el  tes- 
tamento, y  las  mismas  sus  solemnidades. 

DECIiABACIONES.  Documentos  en  que 
un  Gobierno  hace  manifestación  de^u  modo  de 
pensar  ó  de  la  conducta  que  se  propone  obser- 
var sobre  alguna  materia.  Se  contestan  ó  se 
impugnan  por  otros  documentos  de  la  misma 
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especie  llamados  eoiUradeclaraciones.  Las  expi- 
den, ya  los  Soberanos  mismos,  ya  los  Mlaistros 
de  Negocios  extranjeros  ó  los  Agentes  diplo- 
máticos. 

DECLARACIONES  DE  DERECHO  Ó 
DE  LBT.   Véase  Actas  notariales  y  CEaTjpiCADOS 

LLAMADOS  DE  LET. 

DECLARACIONES  DE  MARINEROS 

ESPAÑOLES  ANTE  LA  AUTORIDAD  FRANCESA.  La  CirCU- 

lar  de  la  Embajada  de  España  en  París  de  23 
de  Abril  de  1849  dice: 

«Habiéndose  negado  la  Autoridad  judicial 
de  Marsella  á  permitir  que  aquel  Cónsul  ó  su  de- 
legado se  hallase  presente  en  el  acto  de  pres- 
tar cierta  declaración  unos  marineros  españo- 
les, y  habiendo  reclamado  la  Embajada  contra 
esta  infracción  de  los  términos  expresos  del  ar- 
ticulo 6.*  del  Convenio  de  2  de  Enero  de  1768, 
el  Gobierno  de  la  República,  en  su  justifica- 
clon  y  lealtad»  ha  estimado  fundada  la  expre- 
sada reclamación,  mandando  por  lo  tanto  se 
deje  expedito  al  Cónsul  de  España  en  Marsella 
el  libre  ejercicio  de  las  facultades  que  el  caso 
confiere  al  mencionado  tratado,  que  se  halla 
en  todo  vigor.» 

DECLARATIVO.    Véase  Juicio  dbclaea- 

TIVQ. 

DECLARATORIO.  Lo  que  declara  ó  ex- 
plica lo  que  no  se  sabia  ó  estaba  dudoso,  como 
auto  declaratorio,  carta  declaratoria. 

DECRETO.  La  resolución  de  algún  Ma 
gistrado,  Juez  ó  Tribunal  sobre  cualquiera 
caso  ó  negocio.  El  decreto  Real  no  ha  de  con- 
fundirse con  la  ley;  la  ley  es  una  regla  gene- 
ral establecida  por  el  que  ej'rce  la  soberanía 
para  dirigir,  premiar  ó  castigar  las  acciones 
de  los  subditos,  y  el  decreto  no  es  otra  cosa  que 
una  resolución,  mandato  ü  orden  escrito,  fir- 
mada ó  rubricada  por  el  Rey,  que  tiene  por 
objeto  ejecutar  las  leyes  del  Reino,  proveer  ó 
hacer  alguna  declaración  sobre  casos  particu- 
lares ó  establecer  medidas  de  buen  gobierno. 
Véase  Let. 

DEFENSA.  Todo  cuanto  alega  el  reo  para 
sostener  su  derecho  ó  su  inocencia,  rechazan- 
do la  acción  ó  acusación  entablada  contra  él. 
Es  máxima  general  establecida  por  las  leyes 
de  todos  los  pueblos  que  nadie  puede  ser  con- 
denado sin  que  se  le  oigan  sus  defensas.  uA  nin- 
gún procesado  (dice  el  Reglamento  de  26  de 
Setiembre  de  1835,  art.  12)  se  le  podrá  nun- 
ca rehusar,  impedir  ni  coartar  ninguno  de  sus 
legítimos  medios  de  defensa,  ni  imponerle  pe- 
na alguna  sin  que  antes  sea  oido  y  juzgado 
con  arreglo  á  derecho  por  el  Juez  ó  Tribunal 
que  la  ley  tenga  establecido.»  La  infracción 
de  esta  disposición  haría  nula  la  sentencia ,  y 
responsable  al  Juez  de  los  daños  y  perjuicios 


que  se  siguieren  al  reo ,  además  de  la  pena 
que  mereciese  por  su  ignorancia  ó  malicia. — 
El  reo  puede  defenderse  aun  después  de  con* 
clusa  la  causa  para  sentencia.  (Véase  Conclu- 
sión.) 

DEFRAUDACIÓN.  Usurpación  de  lo  que 
toca  á  otro  de  derecho.  Para  la  defraudación 
cometida  en  perjuicio  del  Estado,  nuestro  Có^ 
digo  penal  prescribe: 

«Art.  310.  El  empleado  que  con  dafio  ó 
entorpecimiento  del  servicio  pQblico  aplicare 
á  usos  propios  ó  ajenos  los  caudales  ó  efectos 
puestos  á  su  cargo,  será  castigado  con  las  pe- 
nas de  inhabilitación  especial  temporal  y  mul- 
ta de  10  al  50  por  100  de  la  cantidad  que  hu- 
biere sustraído. 

No  verificándose  el  reintegro,  se  le  im- 
pondrán las  penas  señaladas  en  el  articulo  Ad- 
ministrador. 

Si  el  uso  indebido  de  los  fondos  fuere  sin 
daño  ni  entorpecimiento  del  servicio  público, 
incurrirá  en  las  penas  de  suspensión  y  multa 
del  5  al  25  por  100  de  la  cantidad  sustraída. 

Art.  314.  El  empleado  publico  que  inter- 
viniendo por  razón  de  su  cargo  en  alguna  co- 
misión de  suministros,  contratas,  ajustes  ó  li- 
quidaciones de  efectos  ó  haberes  püblicos ,  se 
concertare  con  los  interesados  ó  especuladores, 
ó  usare  de  cualquier  otro  artificio  para  defrau- 
dar al  Estado ,  incurrirá  en  las  penas  de  pre- 
sidio correccional  é  inhabilitación  perpetua 
especial. 

Art.  319.  El  empleado  público  que  exi- 
giere directa  ó  indirectamente  mayores  dere- 
chos que  los  que  le  estén  señalados  por  razón 
de  su  cargo,  será  castigado  con  una  multa  del 
duplo  al  cuadruplo  de  la  cantidad  exigida. » 

DEEUNCIOW.  Véase  Abintbbtato y  Mubbtr. 

DEFUNCIONES.  La  ley  provisional  del 
Registro  civil  previene: 

«Art.  4.*  En  el  registro  que  deben  llevar 
los  Agentes  diplomáticos  y  consulares  de  Es* 
paña  se  incribirán:  <flas  defunciones  de  espa* 
ñoles  que  allí  ocurran.» 

Art.  9 1 .  Los  Agentes  diplomáticos  y  con* 
sulares  de  España  en  el  extranjero  inscribirátn 
en  su  registro  el  fallecimiento  de  los  españo* 
les  ocurrido  en  el  país  en  que  estén  acredita- 
dos, remitiendo  copia  certificada  de  esta  ins- 
cripción á  la  Dirección  general  para  que  se 
repita  en  el  registro  de  la  misma  ó  en  el  de  su 
domicilio  en  España  al  tiempo  del  fallecimien* 
to,  si  lo  hubiere  tenido.  Véase  Abintestato    y 

MüERTB. 

DELATOR.  El  que  denuncia  á  la  justicia 
un  crimen  ó  delito  designando  su  autor  para 
que  sea  castigado.  El  delator  se  diferencia  del 
acusador  en  que  éste  hace  parte  del  juicio  y 
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aquel  no,  y  en  qae  el  acasador  debe  probar  el 
becbo,  con  imposición  de  penas  si  no  lo  bicie- 
re,  al  paso  que  el  delator  no  tiene  esta  obliga- 
ción, á  no  ser  que  se  hubiese  ofrecido  á  ello  ó 
que  su  delación  aparezca  maliciosa,  y  por  eso 
se  le  admite  la  declaración  formal  sin  dar  ñan- 
za  de  probarla.  (Leyes  1/  y  27,  tít.  1.*,  Parti- 
da 7. )  (1)  Los  Fiscales  y  Promotores  fiscales 
no  pueden  hacer  una  acusación  sin  presentar 
á  los  Jueces  la  delación  del  delito  hecha  ante 
Escribano  público  por  un  tercero  denunciador, 
excepto  si  el  hecho  fuese  notorio,  ó  si  proce* 
diese  por  pesquisa  en  virtud  de  orden  supe- 
rior. (Leyes  l.*y  2.',  tít.  33,  lib.  12,  NoviH- 
nía  Recopilación,)  Mas  rara  vez  se  procede  al 
presente  por  denuncia  ó  delación  formal,  pues 
no  queriendo  concitarse  odios  ni  enemistades 
los  que  hablan  de  hacerla,  suelen  tomar  el  me- 
dio de  avisar  secretamente  al  Juez  ,  para  que 
8i  lo  tiene  por  conveniente  emprenda  la  causa 
de  oficio,  según  dice  el  Dr.  Palacios  en  su 
Instrucción  de  Ásto,  fin  do  la  nota  1.*,  cap.  2.*, 
tít.  11,  lib.  3.*,  procediendo  á  la  averigua- 
ción del  delito  en  cumplimiento  de  la  obliga- 
ción que  le  impone  su  empleo.  (Ley  28,  tit.  1.*, 
Part.  7.',  que  expresa  los  casos  en  que  el 
Jaez  ó  el  Rey  proceden  de  oficio,  aunque  no 
haya  acusador  ni  denunciante.)  Véase  Nova* 

GION. 

Por  último ,  esta  palabra  delator ,  ha  sido 
trasmitida  á  nuestro  idioma  con  toda  su  igno- 
minia, siendo  inseparable  del  epíteto  de  vil,  y 
se  la  ha  usado  como  sinónimo  de  denunciador, 
tomado  bajo  una  acepción  más  odiosa. 

£1  delator  es  un  infamo  espía,  soplón,  trai- 
dor, vil ,  bajo  y  rastrero ,  que  sacrifica  á  sus  ami- 
gaos, los  vende  y  los  entrega  al  Poder,  á  veces 
hasta  con  calumnias  infames :  aunque  el  que 
delate  no  se  finja  amigo  del  delatado ,  no  por 
eso  se  exime  de  merecer  el  epíteto  de  delator. 

DELITO.  La  infracción  de  la  ley  penal.  — 
Un  acto  prohibido  porque  produce  más  mal 
que  bien;  esto  es,  más  mal  para  el  paciente 
que  bien  para  su  autor.  -^La  violación  de  un  de* 
ber  exiglble,  hecha  en  perjuicio  de  la  sociedad 
ó  de  los  individuos;  la  lesión  de  un  derecho.  — 
Tales  son  las  definiciones  que  han  propuesto  y 


(1)  Tapia  en  su  Febr.,  tom.  7.®,  tít.  2.*.  capí- 
tulo 1.^,  núm.  20,  dice  que  por  la  citada  ley  de 
Partida  no  tenia  el  denunciador  obligación  de 
probar  su  denuncia ;  mas  por  las  leyes  de  la  No- 
vísima Recopilación  (ley  6.*,  tít.  6.**,  lib.  12  y  2.* 
y  3.^,  tít.  33)  está  obligado  á  probar ;  y  según 
Alvarez  Posad.,  tom.  2.^,  pág.  88 ,  ha  de  pro- 
bar con  prueba  plena,  sin  bastar  la  semiplena. 
Téngase  presente  cine  la  ley  6.*,  tít.  6.°,  cit.  del 
lib.  l2  de  la  Novísima  Recopilación,  ordena  la  ri- 
gorosa observancia  de  las  leyes  contra  testigos 
¿alaos  y  falsos  delatores. 


discutido  los  publicistas;  la  primera  es  tal  vez 
la  más  clara,  sin  dejar  de  ser  suficiente  como 
guía  para  los  prácticos  y  como  regla  ordinaria 
de  conducta  legal  para  todos  los  hombres,  aun- 
que no  lo  sea  para  la  teoría.  Adoptándola,  pues, 
diremos  que  por  delito  se  entiende  toda  in- 
fracción libre,  voluntaria  y  maliciosa  de  una 
ley  que  prohibe  ü  ordena  alguna  cosa  bajo 
pena. 

DELITOS  COMETIDOS  FOB  CON- 
TRABANDO T  DRFRAVD ACIÓN.  Las  OrdcnanzOs  gene'- 
rales  de  Aduanas  de  1870  en  sus  Disposiciones 
penales,  cap.  1.*,  dice: 

((Son  delitos  los  actos  de  contrabando  y  de 
defraudación  clasificados^  penados  como  tales 
en  la  legislación  especial  establecida  al  efecto 
ó  que  en  adelante  se  estableciere. 

Son  faltas  las  demás  infracciones  clasifica- 
das y  penadas  como  tales  en  el  cap.  2.® 

Art.  202.  Las  faltas  se  castigarán  siempre 
(¡onníullas,  que  se  pagarán  precisamente  en  di- 
nero, considerándose  parte  integrante  de  la 
renta  de  Aduanas;  cuando  la  multa  consista 
en  el  aumento  del  derecho  de  Arancel,  tomará 
el  nombre  especial  de  recargo. 

Los  delitos  se  castigarán,  administrativa- 
mente, con  una  multa  igual  al  valor  oficial  del 
género  y  sus  derechos  de  Arancel;  y  judicial- 
mente, con  las  p?nas  que  determinen  las  leyes 
especiales. 

Art.  203.  Sojuzgarán  las  faltas  y  se  les  im- 
pondrán las  multas  correspondientes  por  medio 
de  un  expediente  administrativo  sin  causar 
costas  á  los  interesados. 

Se  juzgarán  los  delitos  y  se  les  impondrán 
las  penas  correspondientes  por  medio  de  un 
procedimiento  especial,  que  se  llamará  admi-* 
nlstrativo -judicial,  y  consistirá  en  resolver 
primero  la  autoridad  administrativa  acerca  de 
la  legalidad  de  la  aprehensión  y  de  la  proce- 
dencia de  la  multa,  igual  al  valor  oficial  del 
género,  y  en  conocer,  después  del  hecho  el 
Tribunal  ordinario  para  juzgar  á  los  reos  é  im- 
ponerles las  demás  penas  que  merezcan  por  el 
delito  de  contrabando  ó  de  defraudación  y  por 
los  delitos  conexos  que  hayan  cometido. 

Art.  204.  Tanto  en  la  tramitación  del  ex- 
pediente para  la  imposición  de  multas  por  fal- 
tas, como  en  la  parte  administrativa  del  pro- 
cedimiento administrativo-judicial,  los  plazos 
que  se  señalan  son  fatales,  y  los  que  se  dan  á 
los  interesados  se  cuentan  desde  el  día  de  la  no- 
tificación. 

Las  notificaciones  se  harán  personalmente 
ó  por  cédulas,  en  la  forma  establecida  por  la 
ley  de  Bnjuíciamiento  civil,  salvo  la  no  inter- 
vención de  Escribano. 

El  cap.  2.*  de  las  mismas  Ordenanzas,  ti- 
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talo  4.',  68  relativo  á  las  faltas  y  demás  in- 
fracciones clasificadas  y  penadas  como  tales. 

Según  manifestación  hecha  por  el  Ministe* 
rio  de  Hacienda  al  Director  general  de  Adaa- 
ñas,  con  fecha  27  de  Julio  de  187 1 ,  y  circulada 
por  el  Ministerio  de  Estado  por  Real  orden  de 
3  de  Agosto  siguiente,  los  artículos  208  y  209 
de  las  Ordenanzas  de  Aduanas  se  hallan  modi- 
ficados en  la  parte  penal.  Mandan  que  desde 
aquella  época  los  derechos  de  Arancel  y  'de 
descarga  se  percibirán  por  las  toneladas  que 
se  deduzcan  de  los  metros  cúbicos  que  midan 
los  buques  conductores  con  arreglo  á  la  nota 
4/  del  Arancel. 

La  Real  orden  de  21  de  Setiembre  del  mis- 
mo año  modifica  el  púrrafo  3.'  del  caso  3.°  del 
art.  209,  qu  dando  asi  redactado: 

«Cuando  en  la  misma  declaración  resulten 
diferencias  de  más  en  unas  partidas  y  de  me- 
nos en  otras,  se  compensarán  entre  si.» 

DELITOS  COMETIDOS  Á  BOBDO.  Los 
delitos  son  graves  ó  leves:  el  castigo  de  los 
primeros  corresponde  á  los  Consejos  de  guer- 
ra ó  á  los  Capitanes  generales ,  según  fueren 
comunes  ó  militares:  el  de  los  segundos  á  los 
Jefes  del  que  los  cometió ,  castigándolos  cor- 
recclonalmente.  Cuando  en  algún  buque  se 
cometa  delito  cuyo  conocimiento  corresponda 
al  Capitán  general,  se  hace  lo  que  previene  el 
articulo  76  del  tit.  4.*,  trat.  5.\  Ordenanzas 
de  la  armada. 

El  Ministerio  de  Marina,  por  Real  orden 
de  1 .'  de  Julio  de  1864,  comunicada  á  los  Con- 
sulados de  España  en  el  extranjero  con  fecha 
13  del  mismo,  previene: 

((Que  S.  M.  se  ha  dignado  ordenar  que  to- 
da falta  en  el  cumplimiento  de  su  deber,  come- 
tida por  cualquier  individuo  de  la  tripulación, 
se  haga  constar  en  lo  sucesivo  por  una  anota- 
ción en  el  cuaderno  de  bitácora ,  hecha  en  el 
acto  y  firmada  por  el  Capitán  y  dos  testigos.» 

El  mismo  Ministerio  de  Estado ,  con  fecha 
27  de  Agosto  de  1864,  traslada  la  Real  orden 
del  Ministerio  de  Marina  de  17  del  mismo,  en 
la  que  se  ordenan  las  prescripciones  siguientes: 

(( 1  /  Siempre  que  se  cometa  algún  delito  á 
bordo  en  la  mar,  se  procederá  por  el  Capitán, 
asistido  de  uno  de  los  Oficiales  de  la  nave  en 
calidad  de  Escribano,  á  la  instrucción  sumaria 
del  hecho  en  la  forma  militar,  tomando  decla- 
ración jurada  á  los  testigos,  que  firmarán.  Los 
que  resulten  reos  ó  cómplices  serán  asimismo 
examinados,  pero  sin  la  solemnidad  del  jura- 
mento. 

2.*  Si  la  seguridad  ó  tranquilidad  del  bu- 
que lo  exigiere ,  se  podrá  poner  en  arresto  á 
los  culpables  cuyo  estado  de  libertad  pudiera 
ser  perjudicial. 


3.*  A  la  llegada  á  puerto  se  entregarán 
los  sumariados  con  las  actuaciones  al  Coman- 
dante de  marina  del  puerto,  ó  al  Cónsul  si  fue- 
se en  país  extranjero. 

4/  Se  hará  anotación  oportuna  en  el  cua< 
derno  de  bitácora  de  lo  ocurrido  y  de  las  pro- 
videncias que  se  adopten. 

5  *  El  Comandante  de  marina  continuará 
h'S  actuaciones,  ó  procederá  según  correspon- 
da, atendida  la  naturaleza  de  los  hechos,  y  el 
Agente  consular  remitirá  las  diligencias  con 
los  causantes  al  Comandante  de  marina  del 
primer  puerto  para  donde  el  buque  salga. 

6.'  El  Capitán  debe  llevar  él  libro  de  cor- 
recciones, en  el  que  no  solo  anotará  las  que 
imponga,  sino  las  que  los  Comandantes  ó  Cón- 
sules mandaren  imponer,  como  también  los 
acuerdos  de  los  Oficiales  mayores  de  la  nave 
sobre  tales  materias  Este  libro  será  presenta- 
do á  la  llegada  á  puerto  espa&ol  al  Comandan- 
te de  marina. 

7.*  Todas  aquellas  faltas  que  las  Ordenan- 
zas y  Código  de  comercio  enumera ,  tales  co- 
mo faltas  sencillas  de  subordinación,  ó  en  el 
cumplimiento  de  sus  deberes  á  bordo,  á  cuya 
corrección  el  mismo  Código  faculta  á  los  Ca- 
pitanes para  imponer  ajuicio  de  los  Oficiales 
de  á  bordo  la  rebaja  en  sus  haberes  á  que 
aquellos  se  hayan  hecho  acreedores ,  aunque 
no  reclamen  la  instrucción  sumaria,  se  harán 
también  constar  en  el  cuaderno  de  bitácora, 
en  la  forma  prevenida  en  la  Real  orden  de  1/ 
de  Julio  (que  es  la  que  antecede),  sin  perjui- 
cio de  anotarse  oportunamente  en  el  libro  de 
que  trata  la  regla  anterior. 

Con  la  extricta  observancia  de  estas  pres- 
cripciones se  conseguirá  indudablemente  ase- 
gurar en  lo  posible  la  expiación  del  delito  en 
pro  de  la  buena  disciplina  y  subordinación, 
patentizando  además  la  necesaria  acción  de  la 
justicia;  pero  es  menester  que  por  los  respec- 
tivos Comandantes  de  marina  se  haga  com- 
prender bien  á  los  Capitanes  de  buques  que 
su  misión  en  este  punto  es  puramente  preven- 
tiva, pues  que,  careciendo  de  atribuciones  ju- 
diciales propias,  obran  únicamente  como  au- 
xiliares delegados  de  la  Autoridad  de  marina, 
debiendo  limitarse,  por  lo  tanto,  á  instruir  las 
diligencias  necesarias  para  hacer  constar  lo 
existencia  del  delito  y  el  grado  de  culpabili  • 
dad  de  los  presuntos  autores ,  procurando 
siempre  obrar  con  imparcialidad  y  sin  ejercer 
coacción  en  las  declaraciones  sobre  los  que  se 
sospeche  han  de  resultar  reos ,  y  evacuando 
todas  las  citas  que  estos  hagan  ,  á  fin  de  que 
la  sumaria  se  halle  tan  completa  como  sea  po- 
sible cuando  haya  de  entregarse  á  la  Autori- 
dad competente;  eu  el  concepto  de  que  tanto 
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por  eztralimitacioQ  de  estas  facultades,  como 
por  omisión  ó  descuido,  se  les  e:í\giréL  la  res- 
ponsabilidad á  que  se  hayan  hecho  acreedo- 
res. »  Véase  Delincuente  y  Quimera  ó  pendencia 

Á  BOHDO. 

DEIiINOUENTE  Reo  perpetrador  de  al- 
g:un  crimen,  ó  que  ha  cometido  algún  delito  ó 
culpa;  que  ha  delinquido. 

La  Instrucción  de  19  de  Julio  de  1856 
dice: 

«Art.  2.*  Todo  delincuente  español  encar- 
celado por  disposición  del  Cónsul,  que  se  halle 
sin  recursos  para  costearse  la  subsistencia, 
será  socorrido  con  arreglo  á  la  costumbre  del 
país,  y  satisfechas  sus  estancias  en  la  cárcel 
hasta  que  cumpla  su  corrección  ó  se  envié  al 
puerto  de  España  más  inmediato,  si  del  pro- 
ceso resultare  condena  de  mayor  consideración 
ó  el  destierro  del  pais  en  donde  hubiere  delin- 
quido.» Véase  Malhbchobes. 

DEMBNTS.  Bl  que  ha  perdido  el  juicio  ó 
tiene  trastornada  la  razón,  hasta  el  extremo  de 
no  conocer  la  moralidad  de  sus  acciones.  Véa- 
se Loco. 

La  Instrucción  de  19  de  Julio  de  1856  pre- 
viene : 

«Art.  58.  Si  sucediera  que  por  uno  de  esos 
accidentes  que  desgraciadamente  afligen  á  la 
humanidad ,  se  viese  acometido  de  demencia 
alg^un  subdito  español  en  pais  extranjero  y  se 
hallase  en  él  completamente  abandonado ,  sin 
familia  y  sin  recursos,  le  amparará  el  Cónsul, 
colocándole  desde  luego  en  alguno  de  esos  asi- 
los de  seguridad  y  beneñcencia,  que  previnien- 
do los  perjuicios  que  puede  ocasionar  el  ex- 
travio de  la  razón,  proporcionan  al  mismo  tiem- 
po algún  alivio  al  que  se  encuentra  en  tan 
lamentable  estado. 

Art.  59.  Bl  Cónsul  averiguará  si  el  demen- 
te tiene  ó  no  medios  para  atender  á  sus  nece- 
sidades; y  en  caso  afirmativo,  se  dirigirá  in- 
mediatamente á  sus  parientes  ó  á  los  adminis- 
tradores de  sus  bienes  para  noticiarles  su  es- 
tado y  ponerse  de  acuerdo  con  ellos  á  ñn  de 
qoe  los  gastos  que  hubiese  causado  ó  causare 
en  lo  sucesivo  sean  por  cuenta  del  mismo. 

Art.  60.  Pero  si  resultase  que  el  demente 
carece  de  todo  recurso ,  y  no  fuese  admitido 
gratuitamente  en  los  establecimientos  de  be- 
neficencia del  país,  el  Cónsul  le  pondrá  en  al- 
lano de  ellos,  y  le  socorrerá  por  cuenta  de  la 
Tíacion,  procurando  embarcarle  para  Bspaña  á 
la  mayor  brevedad  posible  en  algún  buque  na- 
cional ó  extranjero,  á  falta  de  éste,  con  las  pre- 
caaciones  conducentes  á  su  propia  seguridad 
y  ¿  la  de  las  personas  que  le  rodeen. 

A  este  efecto  ajustará  su  conducción  por 
una  cantidad  alzada ,  que  satisfará  exigiendo 


recibo  por  triplicado,  tanto  del  Director  del 
hospital  ó  casa  de  locos  en  que  le  hubiese  co- 
locado ,  como  del  Capitán  ó  Patrón  del  buque 
conductor ,  de  cuyos  documentos  se  reservará 
uno  y  remitirá  los  dos  restantes  al  Ministerio 
de  Bata  do.  Bn  este  caso  participará  el  envío  del 
demente  al  Gobernador  de  la  provincia  ó  al  al- 
calde constitucional  del  punto  á  donde  vaya, 
y  entregará  el  oficio  al  Capitán  ó  Patrón ,  asi 
como  su  pasaporte  con  las  observaciones  opor- 
tunas. Véase  Loco. 

DENUNCIA  Ó  DENUNCIACIÓN.  La  de- 
lacion  que  se  hace  en  juicio  contra  uoa  persona 
por  algún  delito  que  ha  cometido,  ó  la  manifes- 
tación de  un  delito  y  del  que  le  ha  cometido,  he- 
cha por  cualquiera,  no  con  objeto  de  seguir  el 
juicio  en  su  nombre,  ni  tomar  satisfacción  para 
si  mismo,  sino  con  el  fin  de  informar  y  excitar 
al  Juez  para  que  castigue  al  delincuente.  Véa- 
se Contrabando. 

DEPARTAMENTO.  Distrito,  demarca- 
ción, término  á  que  se  extiende  la  jurisdicción 
ó  mando  de  cada  Capitanía  general  ó  Inten- 
dencia de  marina.  Los  en  que  se  divide  la  ju- 
risdicción y  mando  de  la  marina  son  tres  en  la 
Península,  á  saber:  Ferrol,  Cádiz  y  Cartagena, 
y  dos  apostaderos,  como  en  la  Habana  y  otro  en 
Cavite  (Filipinas.)  Los  límites  de  éstos  los  fija 
la  naturaleza,  teniendo  entendido  que  en  el  do 
la  Habana  se  comprende  Puerto -Rico.  Los  de 
la  Península,  los  determina  el  art.  2.*,  tít.  3.*, 
tratado  2.*  de  las  Ordenanzas  generales  de  la  ar- 
mada, 

DEPARTAMENTO.  Nombre  dado  en 
1790  á  las  principales  secciones  políticas  del 
territorio  francés,  que  reemplazaron  á  las  an  - 
tiguas  provincias.  Francia  se  divide  hoy  en 
68  departamentos ,  siendo  el  nombre  de  casi 
todos  ellos  el  del  rio  ó  montaña  que  los  atra- 
viesa. Cada  departamento  se  divide  en  arron- 
dissements  (partidos),  y  éstos  en  cantólas,  que  se 
subdividen  en  connmnes  (municipios). 

DEPONENTE.  Bl  que  deposita  alguna 
cosa  en  poder  de  otro,  y  el  que  hace  una  de- 
claración jurídica.  Véase  Depósito  y  Testambn- 

TABÍA. 

DEPONEB.  Declarar  jurídicamente  al^u- 
na  cosa,  ó  asegurarla  también  fuera  de  jui- 
cio.— Privar  á  alguna  persona  del  empleo  ó 
degradarle  de  los  honores  ó  dignidad  que  tie- 
ne.—Antiguamente  poner  ó  depositar. 

DEPORTACIÓN.  La  ^traslación  que  se 
hace  de  uoa  persona  de  un  lugar  á  otro  por 
la  autoridad  del  Principe  ó  de  la  justicia. 

La  deportación  á  una  isla,  deportatio  in  in- 

sulatn,  era  una  pena  usada  entre  los  romanos, 

y  causaba  la  pérdida  de  todos  los  derechos  de 

j  ciudadano,  y  por  consiguiente  de  los  de  la 


N 


DEP 


—  160  — 


DEP 


patria  potestad  sobre  los  hijos,  como  asimismo 
la  cooñscacioQ  de  todos  los  bienes.  La  relega- 
ción á  una  isla,  que  era  igualmente  una  pena 
usada  entre  los  romanos,  se  diferenciaba  de  la 
deportación,  pues  el  relegado  no  era  conduci- 
do á  la  fuerza,  sino  que  él  iba  por  si  mismo, 
y  conservaba  los  derechos  de  ciudadano  ro- 
mano. La  ley  4/,   tit.  31,  Part.  7.',   adoptó 
estas  penas  con  sus  efectos.  Las  leyes  2.^,  3/ 
y  5.',  tít.  18,  Part.  4.',  declaran  que  el  de^ 
portado  pierde  la  patria  potestad  y  se  le  con- 
sidera muerto  civilmente  en  cuanto  á  la  honra, 
nobleza  y  hechos  de  este  mundo,  esto  es,  en 
cuanto  á  los  derechos  civiles,  de  modo  que  no 
^uede  hacer  testamento  ni  tenerse  por  válido 
el  que  antes  hubiere  hecho:  que  el  relegado  no 
pierde  la  potestad  de  sus  hijos,  ni  su  nobleza, 
ni  su  libertad,  ni  la  facultad  de  hacer  testa- 
mento, ni  por  consiguiente  se  reputa  haber 
caido  en  muerte  civil:  que  la  pena  de  deporta-' 
don  no  puede  imponerse  aino  por  el  Soberano 
ó  sus  vicarios,  y  la  de  relegación  por  cualquie- 
ra Juez  que  tiene  jurisdicción  para  condenar 
á  muerte  ó  perdimiento  de  miembro.  Mas  la 
ley  4.*  de  Toro  concede  al  condenado  á  muerte 
civil  6  natural  la  facultad  de  hacer  testamen- 
to y  disponer  de  todos  sus  bienes,  á  excepción 
de  los  que  por  el  delito  se  le  confiscaren  ó  se 
hubieren  de  dar  á  alguna  persona.  Véase  Muer- 

TB  CIVIL. 

DEPOSICIÓN.  La  declaración  que  jurí- 
dicamente se  recibe  al  testigo  en  algún  asun- 
to judicial.  Puede  ser  positiva  é  negativa;  po- 
sitiva €s  la  que  contiene  afirmación  de  un  he- 
cho. Se  ha  dicho  que  más  crédito  merecen  do.s 
testigos  que  afirman  que  2.000  que  niegan: 
cum  per  rerum  naturam  factum  negatit  probatio 
nulla  sit(l),  porque  el  que  afirma,  según  dice 
Aristóteles,  tiene  una  razón  más  cierta  de 
creencia  que  el  que  niega,  y  porque  la  afir- 
mación es  vaga  é  indefinida.  Pero  es  preciso 
observar,  que  la  deposición  testimonial  que 
contiene  denegación  de  una  cosa  puede  en- 
cerrar la  afirmación  de  lo  contrario,  y  que,  por 
otra  parte,  una  denegación  que  está  restrin- 
gida por  las  circunstancias  del  tiempo,  del 
lugar  y  de  las  personas,  deja  de  ser  vaga  y 
tiene,  por  consiguiente,  tanta  fuerza  como  una 
afirmación.  Véase  Negativa. 

La  deposición  falsa  en  un  punto,  debe  re- 
putarse falsa  en  todfií  los  demás;  y  la  deposición 
falsa  de  un  testigo  produce  el  efecto  de  que 
ya  no  se  dé  crédito  á  las  deposiciones  que  hi- 
cieren en  adelante;  de  modo  que  nunca  más 
debe  ser  admitido  á  deponer,  pues  queda  ta- 


(1)    Ley  13,  G.  De  ProbcUionib.]  ley  10,  0.  De 
ihon  nunier  pec^ 


chado  de  perjuro    y  susceptible  de  soborno. 
Véase  Perjurio. 

Si  un  necio  ó  idiota  dice  cosas  que  verosl* 
milmente  no  han  podido  salir  sino  de  boca  de 
un  hombre  de  luces  y  talento,  debe  creerse 
que  ha  sido  sobornado  é  instruido  en  lo  que 
habia  de  declarar,  y  que  su  deposición  es  fal- 
sa, ó  á  lo  menos  muy  sospechosa.  Véase  Tes- 
tigo, Interrogatorio  y  Pregontas. 

DEPOSITANTE.  El  que  confia  á  otro  la 
custodia  de  alguna  cosa  por  algún  tiempo, 
bajo  la  condición  de  que  se  le  ha  de  devolver 
cuando  se  la  pida.  Está  obligado  á  satisfacer 
el  depositario  los  gastos  que  hubiere  hecho  por 
la  conservación  de  la  cosa  depositada,  y  á  in- 
demnizarle de  las  pérdidas  que  el  depósito  le 
hubiere  ocasionado.  (Ley  10,  tit.  3.*,  Parti- 
da 5.*)  Véase  Depósito. 

DEPOSITABIO.  El  que  se  encarga  de  la 
custodia  de  una  cosa  que  otro  le  entrega  con 
la  obligación  de  restituírsela  cuando  se  la  pi- 
diere. 

Las  obligaciones  del  depositario  son: 
1  .*  Cuidar  de  la  cosa  depositada  como  si 
fuese  propia,  de  modo  que  siempre  debe  pres- 
tar la  culpa  lata  y  el  dolo  que  se  prestan  en 
todos  los  contratos;  la  culpa  leve  solo  cuando 
él  mismo  solicitó  el  depósito,  ó  recibiere  sala- 
rio, ó  se  hubiere  pactado  así;  y  levísima,  como 
el  caso  fortuito,  cuando  mediare  especial  con- 
vención, ó  hubiere  tardanza  ó  demora  en  la 
restitución,  ó  el  depósito  se  hubiere  hecho 
principalmente  por  utilidad  del  que  le  recibe. 
2.*  Abstenerse  de  hacer  uso  de  la  cosa  de- 
positada sin  el  consentimiento  expreso  ó  pre- 
sunto del  depositante. 

3.^  Restituirla  con  sus  Arutos  y  rentas  en 
cualquier  tiempo  que  le  fuere  pedida,  sin  po- 
derla retener  por  razón  de  compensación  ó 
deuda  que  le  debiere  el  deponente,  ni  aun  de 
las  espensas  que  en  ella  hubiese  hecho,  pues 
deberá  pedir  separadamente  lo  que  por  cual- 
quier título  se  le  estuviere  debiendo.  (Leyes  3/, 
4.',  5.'  y  10.  tít.  3.%  Part.  5.';  ley  3.',  tita- 
lo  14,  Part.  7.*;  leyes  5/  y  6.',  tit.  15,  li* 
bro  3.',  Fuero  Real.) 

El  depositario  no  debe  restituir  la  cosa  de- 
positada sino  al  que  se  la  confió,  ó  á  la  perso- 
na á  cuyo  nombre  se  hizo  el  depósito,  ó  á  la 
que  se  le  indicó  para  que  le  hiciese  la  entre- 
ga. En  caso  de  muerte  natural  ó  civil  del  de- 
positante, no  puede  restituirse  la  cosa  sino  á 
su  heredero.  Si  la  persona  que  hizo  el  depósi* 
to  ha  mudado  de  estado,  como,  por  ejemplo, 
si  se  le  ha  puesto  interdicción,  no  debe  toI- 
verse  la  cosa  sino  al  que  tiene  la  administra- 
ción de  sus  bienes  y  derechos. 

Si  el  depósito  se  hizo  por  un  tutor,  por  an 
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marido  ó  por  un  administrador,  como  tales,  no 
ha  de  volverse  sino  á  la  persona  que  este  tu- 
tor, marido  ó  administrador  representaban,  en 
el  caso  de  haberse  pagado  su  administración. 
Si  al  tiempo  del  contrato  se  designó  el  lugar 
donde  habla  de  hacerse  la  restitución,  el  de- 
positario deberá  conducir  allá  la  cosa  deposi- 
tada; pero  los  gastos  del  trasporte  serán  de 
cuenta  del  depositante.  Si  no  se  hubiere  se- 
ñalado lugar,  es  claro  que  la  restitución  ha 
de  hacerse  en  el  mismo  lugar  del  depósito. 

Hay,  sin  embargo,  cuatro  casos  en  que  el 
depositario  no  debe  restituir  el  depósito  al  de- 
positante: 

1.^  Si  siendo  una  espada  h  otra  arma,  la 
pide  el  depositante  estando  loco  ó  en  un  acto 
de  cólera. 

2/  Si  el  depositante  incurre  en  la  pena  de 
confiscación  de  todos  sus  bienes. 

3.*  Si  concurren  á  pedir  la  cosa  un  ladrón 
que  la  depositó  y  otro  que  prueba  ser  suya. 

4.*  Si  el  depositario  conoce  que  la  cosa  le 
pertenece,  habiéndole  sido  robada.  (Ley  6.\ 
titulo  3.*,  Part.  3.*) 

Si  el  depositario  negare  el  depósito  y  le 
fuere  probado  en  juicio,  se  hace  infame  y  de- 
be ser  condenado  á  volver  la  cosa  ó  su  esti- 
mación con  la  tasa  del  Juez,  pero  no  deberá 
pagarle  lo  que  dejó  de  ganar. 

Si  el  depósito  fuese  necesario  6  miserable, 
debe  satisfacer  el  que  lo  negó  y  le  fué  proba- 
do, su  estimación  doblada,  por  pena  de  mal- 
dad particular  que  comete  negando  un  depó- 
sito de  esta  clase.  (Ley  d.\  tit.  3.*,  Part.  5.*) 
Véase  Depósito. 

DEPOSITARIO.  Bl  que  anualmente  se 
nombra  en  los  pueblos  para  recibir  y  custo- 
diar los  granos  del  Pósito  y  los  caudales  de 
propios  y  arbitrios,  llevando  cuenta  y  razón 
de  su  entrada  y  salida. 

DEPÓSITO.  Contrato  real  por  el  que  uno 
confia  á  otro  la  custodia  de  una  cosa,  bajo  la 
condición  de  que  se  le  devuelva  en  el  momen- 
to que  se  le  pida.  (Ley  1  .*,  tít.  3.%  Part.  5.')  Dí- 
ceser^d^,  porque  no  se  perfecciona  sino  median- 
te la  entrega  efectiva  de  la  cosa;  bastando  la 
entrega  fingida,  llamada  brevis  manus,  cuando 
el  depositario  posee  ya  por  otro  titulo  la  cosa 
que  se  le  deja  con  la  calidad  de  depósito.  Llá- 
mase también  depósito  la  misma  cosa  deposi- 
tada. 

Hay  dos  especies  de  depósitos:  el  depósito 
propiamente  dicho,  y  el  secuestro  6  depósito 
Judicial.  Bl  depósito  propiamente  dicho  es 
simple  ó  voluntario,  y  miserable  ó  necesario. 
El  voluntario  se  hace  por  el  consentimiento  re« 
ciproco  de  la  persona  que  entrega  la  cosa  y  de 
la  que  la  recibe,  sin  que  intervenga  una  cir- 


cunstancia extraordinaria  que  lo  haga  indis- 
pensable. El  necesario  es  el  que  se  hace  en 
fuerza  de  un  accidente  imprevisto,  como  ver- 
bi  y  gracia,  de  un  naufragio,  incendio,  ruina 
ó  tumulto,  que  obliga  á  un  propietario  á  en- 
tregar la  guarda  de  sus  cosas  al  primero  que 
se  le  presenta,  á  fin  de  libertarlas  del  peligro 
que  amenaza.  El  judicial  es  el  que  se  hace 
de  una  cosa  litigiosa  mientras  se  termina  el 
pleito.  (Ley  1.',  tit.  3.',  Part.  5.')  Véase  Sb- 

r4UBSTR0. 

El  depósito  es  un  contrato  gratuito  por  su 
naturaleza,  pues  si  se  recibiese  precio  degene- 
raría en  locación,  esto  es,  en  alquiler  ó  arrien- 
do ó  en  contrato  innominado;  bien  que  tam- 
bién se  suele  llamar  depósito  la  guarda  que  se 
hace  por  paga.  (Ley  2.',  D.  tít.  3.',  Part.  6.*) 

Aunque  se  pueden  dar  en  depósito  todas 
las  cosas  de  cualquier  especie  que  fueren,  está 
más  en  uso  dar  las  muebles.  (D.,  ley  2/) 

Ni  el  dominio  ni  la  posesión,  ni  el  uso  de 
la  cosa  depositada  se  trasfieren  al  depositario, 
á  no  ser  que  siendo  de  las  que  se  suelen  con- 
tar, pesar  ó  medir,  esto  es,  de  las  fungibles, 
se  diese  por  cuento,  peso  ó  medida,  en  cuyo 
caso  el  depósito  se  convierte  en  mutuo,  llamán- 
dose por  eso  depósito  irregular,  y  el  dominio 
pasa  entonces  al  depositario  con  la  obligación 
de  restituir  otra  tanta  cantidad  de  la  misma 
especie  que  la  recibida.  (Ley  2.\  tit.  3.*,  Par- 
tida 5.')  De  aquí  es  que  cuando  en  un  concur- 
so de  acreedores  se  trata  de  graduar  el  orden 
con  que  debe  hacerse  el  pago  de  los  créditos, 
es  preferido  á  todos  el  que  reclama  una  cosa 
que  tenia  depositada  en  poder  del  deudor  co- 
mún, porque  conserva  siempre  en  ella  el  de- 
recho del  dominio  y  aun  el  de  posesión;  pero 
si  el  depósito  consiste  en  una  cosa  fungible, 
dada  por  cuento,  peso  ó  medida,  ya  no  tiene 
el  depositante  má¿  privilegio  que  el  de  ser 
pagado  después  de  los  acreedores  hipotecarios 
y  antes  de  los  quirografarios  ó  sencillos,  por 
haber  traspasado  al  depositario  los  referidos 
derechos  de  posesión  y  de  dominio.  (Ley  9.', 
título  3.°,  Part.  5.*) 

El  que  niega  el  depósito  necesario  6  mise- 
rable es  condenado  á  la  restitución  del  doble, 
lo  que  no  sucede  en  el  depósito  voluntario, 
porque  en  éste  se  tiene  tiempo  y  libertad  para 
elegir  persona  de  confianza  y  aun  para  hacer 
escritura,  al  paso  que  en  el  necesario  se  care- 
ce de  ambas  ventajas,  siendo  por  consiguien  • 
te  en  este  caso  mucho  más  culpable  el  deposi « 
tario  que  con  su  fraude  intenta  aprovecharse 
de  la  desgracia  de  una  persona  que  ya  se  ha- 
ya sobrado  afligida  por  el  contratiempo  que 
experimenta.  (Ley  8.',  tít.  3.*,  Part.  5.') 

DEPÓSITO  COMEftOlAL.  Por  Real  ór- 
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i  este  derecho,  Pero  como  el  derecho  no  es  otra 
cosa  más  que  la  facultad  de  hacer  lo  que  es  mo- 
ralmente  posible,  es  decir,  lo  que  es  un  bien  y 
conforme  al  deber,  resulta  que  el  derecho  na- 
ce del  deber  ó  de  la  oblipracion  pasiva,  que  es 
aquella  en  la  cual  se  halla  el  hombre  de  obrar 
de  tal  ó  cual  manera.  Es,  pues,  necesario  que 
una  Nación  se  instruya  de  sus  obligaciones, 
no  solo  para  no  pecar  contra  su  deber,  sino 
también  para  ponerse  en  estado  de  conocer  á 
fondo  sus  derechos,  ó  lo  que  puede  legitima- 
mente  exigir  de  los  demás. 

Como  que  las  Naciones  se  componen  de 
hombres  naturalmente  libres  é  independientes, 
los  cuales  antes  del  establecimiento  de  las  so- 
ciedades civiles  vivian  juntos  en  el  estado  de 
naturaleza,  las  Naciones  ó  los  Estados  sobera- 
nos deben  considerarse  como  otras  tantas  per- 
sonas libres,  que  viven  entre  si  en  el  estado 
de  naturaleza. 

En  el  derecho  natural  se  prueba  que  todos 
los  hombres  reciben  de  la  naturaleza  una  li- 
bertad é  independencia  que  solo  pueden  per- 
der por  su  asentimiento.  Es  verdad  que  los 
ciudadanos  no  gozan  de  ella  plena  y  absolu- 
tamente en  el  Estado,  porque  han  sometido 
parte  de  ella  al  Soberano;  pero  el  cuerpo  de  la 
Nación,  lo  que  se  llama  Estado,  permanece  ab- 
solutamente en  la  libertad  é  independencia 
respecto  de  los  demás  hombres  y  de  las  Na- 
ciones extranjeras,  mientras  que  no  se  someta 
á  ellas  voluntariamente. 

Como  que  los  hombres  están  sometidos  á 
las  leyes  de  la  naturaleza,  sin  que  haya  podi- 
dio  sustraerlos  de  la  obligación  de  observarlas 
su  unión  en  sociedad  civil,  pues  que  en  esta 
unión  no  cesan  de  ser  hombres,  la  Nación  en- 
tera, cuya  voluntad  común  es  el  resultado  de 
las  voluntades  reunidas  de  los  ciudadanos, 
permanece  sometida  á  las  leyes,  obligada  á 
respetarlas  en  todos  sus  procedimientos;  y 
puesto  que  el  derecho  nace  de  la  obligación, 
según  lo  acabamos  de  observar,  la  Nación  tie- 
ne también  los  mismos  derechos  que  la  natu- 
raleza concede  á  los  hombres  para  cumplir  con 
sus  deberes. 

Para  descubrir  cuáles  son  las  obligaciones 
y  los  derechos  de  las  Naciones,  es  necesario 
aplicarlas  las  reglas  del  derecho  natural;  y  por 
consiguiente,  el  derecho  de  gentes  no  es  ori- 
ginariamente otra  cosa  que  el  derecho  de  la  na- 
turaleza aplicado  á  las  Naciones,  Pero  como  la 
aplicación  de  una  regla  deja  de  ser  justa  y 
razonable,  si  no  se  hace  de  una  manera  con- 
veniente al  objeto,  guardémonos  de  creer,  di- 
ce el  mismo  Vattel,  que  el  derecho  de  gentes 
sea  en  un  todo  y  por  todo  lo  mismo  que  el  de- 
recho  natural,  sin  más  diferencia  que  sus 


objetos,  de  suerte  que  no  tengamos  que  ha- 
cer otra  cosa  que  subrogar  las  Naciones  en 
lugar  de  los  particulares,  una  sociedad  civil 
ó  un  Estado  es  uu  sugeto  muy  diferente  de 
un  individuo  humano;  y  por  eso  resultan,  en 
virtud  de  las  mismas  leyes  naturales,  obliga- 
ciones y  derechos  muy  diferentes  en  mucbcs 
casos,  en  los  cuales  la  ley  natural  no  decide 
de  Estado  á  Estado  como  decidirla  de  parti- 
cular á  particular,  por  cuya  razón  conviene 
saber  hacer  de  ella  una  aplicación  acomodada 
á  los  sugetos;  y  el  arte  de  aplicarla  con  una 
exactitud  fundada  en  la  recta  razón,  consti- 
tuye en  el  derecho  de  gentes  una  ciencia  par- 
ticular, la  que  supone  el  conocimiento  del 
derecho  natural  ordinario ^  que  tiene  por  objeto 
el  hombre  considerado  individualmente. 

El  derecho  de  gentes  necesario  consiste  en  la 
aplicación  del  derecho  natural  á  las  Naciones; 
y  es  necesario,  porque  las  Naciones  están  obli- 
gadas absolutamente  á  observarle.  Este  dere- 
cho contiene  los  preceptos  que  la  ley  natural 
impone  á  los  Estados,  para  los  cuales  no  es 
menos  obligatoria  esta  ley  que  para  los  parti- 
culares, pues  que  los  Estados  se  componen  de 
hombres:  hombres  son  los  que  toman  las  deli- 
beraciones, y  la  ley  de  la  naturaleza  obliga  á 
todos  los  hombres  bajo  cualquiera  relación 
que  ellos  obren.  Este  es  el  derecho  que  Oro- 
cío  (1)  y  sus  secuaces  llaman  derecho  de  gentes 
interno^  en  cuanto  obliga  á  las  Naciones  en 
conciencia,  y  muchos  le  llaman  también  derecho 
de  gentes  natural. 

Puesto  que  el  derecho  de  gentes  necesario 
consiste  en  la  aplicación  que  se  hace  á  los  Es- 
tados del  derecho  natural,  el  cual  es  inmuta- 
ble como  fundado  en  la  naturaleza  de  las  co- 
sas, y  en  particular  en  la  naturaleza  del  hom- 
bre, se  sigue  que  el  derecho  de  gentes  necesa- 
rio es  inmutable. 

Por  lo  mismo  que  este  derecho  es  inmuta- 
ble, es  necesaria  también  é  indispensable  la 
obligación  que  impone,  y  no  pueden  las  Na- 
ciones hacer  en  él  alteración  alguna  por  sus 
convenios,  ni  faltar  reciprocamente  á  esta 
obligación. 

Este  es  el  principio  que  debe  servir  de  gala 
para  distinguir  las  convenciones  6  tratados  legl^ 
timos  de  los  que  no  lo  son,  y  las  costumbres 
inocentes  y  admisibles  de  las  que  son  injustas 
ó  condenables. 

Cosas  hay  justas  y  permitidas  por  el  de- 
recho de  gentes  necesario,  en  las  cuales  pue- 


(1)  Hugo  Qrotius,  de  jure  helli  acpaois.  (De- 
recho  de  la  guerra  y  de  la  paz,)  Edición  de  París 
de  1625,  traducida  al  francés  por  Barbeyrac. 
(Bale,  1746.) 
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den  convenir  las  Naciones  entre  si,  ó  pneden 
consagrar  y  fortificar  con  las  costambres  y  el 
Qso.  Las  hay  indiferentes,  sobre  las  cuales  se 
pueden  avenir  como  les  plazca  por  tratados,  ó 
introdacir  tal  costumbre  ó  aso  que  les  cuadre. 
Empero  son  ilegitimes  todos  los  tratados,  to- 
das las  costambres  que  van  contra  lo '  que 
manda  ó  prohibe  el  derecho  de  gentes  ne- 
cesario. 

Siendo  las  Naciones  libres  6  independien- 
tes, aunque  las  acciones  de  la  una  sean  ilegi- 
timas y  condenables  según  las  leyes  de  la  con- 
ciencia, las  demás  están  obligadas  á  sufrirlas 
cuando  estas  acciones  no  vulneran  sus  dere- 
cbOR  perfectos;  porque  la  libertad  de  tal  Na- 
ción no  subsistiría  entera  si  las  demás  se  abro- 
gasen una  inspección  y  derecho  sobre  su  con- 
ducta, lo  que  seria  contra  la  ley  natural,  que 
declara  á  toda  Nación  libre  é  independiente  de 
las  demás. 

Tal  es  el  hombre  por  su  naturaleza,  que  no 
puede  bastarse  á  si  mismo,  y  tiene  absoluta 
necesidad  de  valerse  del  socorro  y  del  con- 
suelo de  sus  semejantes,  ora  para  conservarse, 
ora  para  perfeccionarse,  y  para  vivir  como 
conviene  á  un  animal  racional,  lo  que  está 
probado  suficientemente  por  la  experiencia. 

La  sociedad  universal  del  género  humano 
es  una  institución  de  la  misma  naturaleza,  es 
decir,  una  consecuencia  necesaria  de  la  na- 
turaleza del  hombre,  y  todos  en  cualquier  es- 
tado que  se  hallen  están  obligados  á  cultivar- 
la y  á  cumplir  sus  deberes.  Ninguna  conven*- 
cion,  ninguna  asociación  particular  alcanza  á 
dispensarlas  de  este  cumplimiento. 

Guando  se  unen  en  sociedad  civil  para 
formar  un  Estado  ó  una  Nación  aparte,  pne- 
den con  toda  libertad  obligarse  particularmen- 
te con  aquellos  con  quienes  se  asocian;  pero 
permanecen  siempre  cargados  con  sus  deberes 
hacia  el  resto  del  género  humano.  Toda  la  di- 
ferencia consiste  en  que  habiéndose  conveni- 
do en  obrar  de  consuno,  y  habiendo  trasfe- 
rido  sus  derechos  y  sometido  su  voluntad  al 
cuerpo  de  la  sociedad  en  todo  lo  que  interesa 
al  bien  común,  este  cuerpo,  este  Estado  y  sus 
Jefes  son  los  que  deben  llenar  los  deberes  de 
la  humanidad  hacia  los  extranjeros,  en  todo  lo 
que  dependa  ya  de  la  libertad  de  los  particu- 
lares, y  al  Estado  toca  observarlos  particular- 
mente con  los  demás  Estados. 

Ya  hemos  visto  que  los  hombres  unidos  en 
sociedad  quedan  sujetos  á  las  obligaciones  que 
lea  impone  la  naturaleza  humana;  y  conside- 
rando la  sociedad  como  una  persona  moral, 
pues  que  tiene  un  entendimiento,  una  volun- 
tad y  una  fuerza  que  le  son  propias,  es  claro 
que  está  obligada  á  vivir  con  las  demás  so- 


ciedades ó  Estados,  como  un  hombre  antes  de 
estos  establecimientos  tendría  que  vivir  con 
los  demás  hombres;  es  decir,  según  las  leyes 
de  la  sociedad  natural,  establecida  entre  los 
hombres,  observando  las  excepciones  que  pue- 
den nacer  de  la  diferencia  de  uno  á  otro  de- 
recho. 

Asi  como  el  fin  de  la  sociedad  natural,  es- 
tablecida entre  todos  los  hombres,  es  el  de 
prestarse  una  mutua  asistencia  para  su  propia 
perfección  y  la  del  Estado,  y  asi  como  las  Na- 
ciones consideradas  como  otras  tantas  perso- 
nas libres  que  viven  reunidas  en  el  Estado  de 
naturaleza,  se  ven  obligadas  á  cultivar  entre 
si  esta  sociedad  humana,  asi  también  el  fin  de 
la  gran  sociedad  establecida  por  la  naturale- 
za entre  todas  las  Naciones  es  una  asistencia 
mátua  para  perfeccionarse  ellas  y  su  estado. 

La  primera  ley  general  que  se  deriva  del 
mismo  objeto  de  la  sociedad  de  las  Naciones, 
es  que  cada  Nación  debe  contribuir  á  la  feli- 
cidad y  perfección  de  las  demás  cuanto  en 
ella  consista  (i). 

Pero  como  los  deberes  para  consigo  mismo 
son  primero  que  los  deberes  para  con  los  de- 
más, es  claro  que  una  Nación  se  debe  primero 
á  si  misma,  y  con  preferencia  á  otra,  todo  lo 
que  puede  hacer  por  su  felicidad  y  perfección. 
Decimos  lo  que  puede  no  solo  física,  sino  tam- 
bién moralmeüte,  es  decir,  lo  que  puede  hacer 
legítimamente  con  justicia  y  probidad.  Porque 
si  no  pudiera  contribuir  al  bien  de  otra,  sin 
perjudicarse  esencialmente  á  si  misma,  su  obli- 
gación cesa  en  esta  ocasión  particular,  y  se 
contempla  á  la  Nación  en  la  imposibilidad  de 
prestar  este  oficio. 

Siendo  las  Naciones  libres  é  independien- 
tes unas  de  otra»,  pues  que  los  hombres  son 
naturalmente  libres  é  independientes ,  la  se- 
gunda ley  general  de  su  sociedad  es  que  á 
cada  Nación  se  le  debe  dejar  en  el  goce  paci- 
fico de  aquella  libertad  que  recibe  de  la  natu- 
raleza. Imposible  es  que  la  sociedad  natural 
de  las  Naciones  subsista  si  en  ella  no  se  res- 
petan los  derechos  que  ha  recibido  cada  ana 
de  la  naturaleza;  y  asi,  lejos  de  renunciar  nin- 
guna á  su  libertad,  romperá  más  bien  todo 
comercio  con  las  que  piensan  atentar  contra 
ella. 

De  esta  libertad  é  independencia  se  sigue 
que  es  peculiar  á  cada  Nación  el  juzgar  sobre 


(1)  XknoPontb  indica  la  verdadera  razón  y  es- 
tablece la  necesidad  de  este  primer  deber  en  estas 
palabras:  nSi  vemos,  dice,  á  un  hombre  siempre 
solícito  en  buscar  su  ventaja  particular,  pospo- 
niendo á  su  interés  la  hombría  de  bien  y  la  amis 
tad,  ipor  qué  una  Nación  despreciará  su  ventaja 
si  h  ocasión  se  le  presenta] 
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de  la  Nación,  y  en  este  concepto  todos  los  in« 
divídaos  que  la  componen  por  naturaleza  6  por 
derecjio  de  naturalización  deben  gozar  con  pie- 
nitad  del  derecho  de  propiedad,  el  de  libertad 
individual  y  el  de  seguridad  personal:  estos  de- 
rechos, garantizados  por  la  ley,  constituyen 
los  derechos  civiles  de  todos  los  españoles  y 
los  de  los  extranjeros  en  España. 

DERECHO  INTERNACIONAL.  Este  no 
es  otra  cosa,  según  la  común  inteligencia,  que 
la  colección  de  aquellas  leyes  ó  reglas  genera- 
les de  conducta  que  las  Naciones  deben  usar  más 
reciprocamente  para  afianzar  su  seguridad  y 
bienestar  coman.  El  tiene  la  sanción  religio- 
sa y  la  sanción  que  podemos  llamar  de  la  vin- 
dicta pública:  la  primera  consiste  en  los  cas- 
tigos con  que  la  Justicia  Divina  amenaza  á  los 
perpetradores  de  los  crímenes  de  fraude,  in- 
humanidad, extorsión;  y  la  segunda,  á  los  vio- 
ladores del  derecho  natural  del  género  huma- 
no. Aquella  consiste  en  los  males  y  penalida- 
des que  nuestra  torcida  conducta  puede  acar- 
rearnos de  parte  de  nuestros  semejantes,  como 
necesarios  resultados  de  la  desconfianza  y  ad- 
versión que  les  inspiramos,  y  ésta  suele  tam- 
bién llamarse  sanción  popular,  ó  sea  de  la  opi- 
nión publica. 

El  derecho  internacional  se  llama  necesa- 
rio en  cuanto  habla  únicamente  á  la  concien- 
cia, para  lo  cual  todas  las  obligaciones  son  de 
una  misma  especie,  aunque  diferentes  en  grado; 
y  voluntario  en  cuanto  se  refiere  al  consenti- 
miento de  la  parte,  distinguiendo  los  casos  en 
que  éste  es  ó  no  indispensable  para  que  una 
obligación  tenga  efecto.  El  derecho  necesario  se 
refiere  al  fuero  interno,  y  el  voluntario  al  ex- 
terno. 

En  la  historia  de  las  legislaciones  el  dere- 
cho internacional  ocupa  un  puesto  muy  impor- 
tante. Para  lo  futuro,  un  nuevo  derecho  de 
gentes  se  elabora,  superior  al  de  Grocio,  de 
Montesquieu  y  de  Napoleón,  enteramente  social 
y  cosmopolita,  del  que  saldrá  la  independen- 
cia de  cada  pueblo  y  la  emancipación  del 
mundo  (1). 

DERECHO  PÚBLICO  Ó  SOCIAL.  Es  el 
que  modifica  las  relaciones,  los  derechos  y  los 
deberes  de  cada  individuo  hacia  el  pueblo  de 
que  es  parte,  y  las  obligaciones  del  pueblo  ha- 
cia cada  uno  de  los  individuos  que  lo  compo- 
nen. Propiamente  dicho,  fué  inaugurado  por 
Hugo  Grocio.  Su  Tratado  de  la  paz  y  de  la  guer- 
ra  (2)  es  un  vasto  conjunto  de  todas  las  nocio- 


(1)  Pa  NDo ,  Elementos  del  dereclw  internacional  y 
edición  de  Madrid  del  año  1843,  pág.  9. 

(2)  Hugonis  Grotti  de  ivre  belli  ac  vacis  lihri 
tres.  Parisiis  apud  Nicolavn  Bron,  MDCXXV. 
HuQo  Grocio^  célebre  literato  holandés,  natural 


nes  del  derecho  sobre  toda  materia :  derecho 
público,  de  gentes,  civil,  penal,  canónico; 
nada  se  halla  distinguido;  todo  está  confusa- 
mente amalgamado.  Hughes  de  Groot,  fué  el 
primero  que  escribiese  sobre  estas  materias; 
puso  la  mano  en  todo;  su  obra  fué  grandiosa 
tanto  como  útil,  é  hizo  posibles  todos  los  desar- 
rollos ulteriores. 

El  deber  de  los  sucesores  inmediatos  de 
Grocio  era  distinguir  lo  que  él  habia  inevita- 
blemente confundido.  Mas  por  el  contrario, 
Puffendorff  embrolló  más  que  nunca  las  cosas: 
espíritu  indigesto ,  falso ^  estrecho,  tosco  (1).  Wolf 
ahogó  el  derecho  en  generalidades  vagas  y  ar- 
bitrarlas. Kant  fué  profundo,  claro  y  original; 
partió  de  la  subjectibilidad  abstracta  y  no  llegó 
al  derecho  público  sino  después  de  haber  atra- 
vesado el  derecho  real  y  el  personal.  Hegel 
tiene  el  mismo  punto  de  partida  y  el  mismo 
término:  su  filosofía  del  derecho,  más  favorable 
á  la  historia  por  su  realismo,  se  diferencia  poco 
del  derecho  natural  de  Kant  en  el  método  y 
en  los  resultados  puramente  especulativos. 

Las  bases  del  antiguo  derecho  público  pro- 
clamadas por  Carlos  V,  Luis  XIV,  Federico  II 
y  Oatalina  de  Rusia  podemos  reasumirlas  del 
modo  siguiente:  que  los  pueblos  eran  solo  re- 
baños que  se  vendían,  se  esquilmaban  y  se  ma- 
taban. Pero  en  el  derecho  público  moderno  la 
voluntad  de  los  pueblos  es  respetada,  y  antes 
es  ella  que  la  razón  política  de  ningún  Mo- 
narca. 

DERECHO  DE  ASILO.  Véase  Asilo. 

DERECHO  CONVENCIONAL.  El  que 
con  relación  al  derecho  primitivo  determina  los 
pactos  de  los  particulares  con  relación  á  las 
leyes  y  estatutos  de  cada  pueblo.  Forma  él  las 
alianzas,  las  desavenencias;  transige,  solem- 
niza las  enajenaciones,  regula  el  comercio; 
crea,  en  fin,  gran  número  de  obligaciones  es- 
peciales que  modifican  al  derecho  común,  pero 
que  solo  tienen  vigor  entre  los  contratantes, 
interesando  por  consiguiente  poco  á  poco  la 
ciencia  en  las  Naciones  que  por  ellas  se  rigen. 
Y  sin  embargo,  esta  es  la  única  ciencia  que 
enseñan  la  mayor  parte  de  los  que  profesan  lo 
que  torcidamente  denominan  derecho  de  gentes 
positivo» 

DERECHO  CONSXTETITDINARIO.  Es 
aquel  que  saca  su  valor  y  firmeza  de  la  cos- 
tumbre, esto  es,  de  lo  que  se  practica  entro 
dos  ó  más  Naciones  sobre  alguna  materia,  una 


de  Delft,  manejó  con  igual  ézito  los  géneros  máa 
opuestos,  pero  se  distinguió  más  como  publicista. 
Nació  en  1683  y  murió  en  1657.  La  anterior  edi- 
ción ha  sido  comentada  y  traducida  al  francés  por 
Barbeyrac;  su  primera  edición  es  de  Bale,  en  1746. 
(1)    Pando,  Elementos  de  derecho  iwtemacioncU. 
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costumbre,  si  se  refiere  á  cosas  indiferentes  ó 
que  la  ley  natural  ni  ordena  ni  prohibe,  solo 
obliga  á  las  Naciones  que  han  querido  obser- 
varla: y  esta  obligación  nace  de  un  contrato 
tácito,  en  que  por  el  mismo  hecho  de  adoptar 
voluntariamente  una  práctica  nos  empeñamos 
en  regirnos-  por  ella.  Por  consiguiente ,  el  de- 
recho consuetudinario  es  una  parte  del  conven- 
cional ó  arbitrarlo. 

BEBECHO     BE     FBOTECCION     EN 
Oriente.  Véase  Pkoteccion  b«  Oriente. 

DEBECHO  MABÍTIMO  DE  WISBY.  La 
recopilación  de  leyes  marítimas  conocida  con 
el  titulo  alemán  de  Hogeste  WaCer-Rechí  tho 
Wishy,  Supremo  Derecho  mariiimo  de  Wisby,  la 
consideran  la  mayor  parte  de  los  jurisconsultos 
ó  historiadores  del  Norte  como  el  documento 
acerca  del  derecho  marítimo  más  antigno  de  la 
Edad  Media.  Lo  atestiguan  con  la  opinión  de 
Leinitz,  que  dice:  asu  origen  data  de  los  tiem- 
pos  del  Emperador  Lotario  de  Sajonia,  y  fué  la 
base  que  sirvió  para  establecer  los  Roles  de  Ole- 
ron.íi  Lo  cierto  es  que  esta  compilación,  si  bien 
pertenece  á  otros  tiempos,  se  duda  fuese  hecha 
en  Wisby,  ni  menos  para  la  ciudad  de  Wisby, 
que  es  la  capital  de  la  isla  de  Gothland  en  el 
mar  Báltico  (1). 

BEBECHO  MEBCAKTIIi.  Es  el  con- 
junto de  prescripciones  legales  que  dirigen  la 
marcha  del  comercio  y  dirimen  las  cuestiones 
que  pueden  ocurrir  entre  los  que  lo  profesan. 

Existen  en  el  comercio  actos  que  caen  por 
completo  bajo  el  dominio  jurídico,  y  otros  que 
aon  de  la  competencia  de  la  filosofía :  son  los 
primeros  cuantos  el  comercio  celebra  en  la  es- 
fera que  le  es  propia  y  dentro  de  los  limites 
asignados  á  su  profesión:  consisten  los  segun- 
dos en  aquellos  actos ,  aquellas  instituciones, 
que  no  siendo  por  su  naturaleza  fundamenta- 
les, influyen  poderosamente  en  la  consuma- 
ción de  los  primeros;  tales  son  los  Bancos,  las 
Bolsas,  etc.,  etc. 

Aun  entre  los  contratos  que  son  de  la  ju- 
risdicción del  derecho,  obsérvanse  diferencias 
muy  notables  :  los  unos  tienen  por  sí  mismos 
tal  carácter  de  perfección ,  que  no  deberemos 
vacilar  en  colocarlos  en  el  rango  de  contratos 
principales:  otros  solo  están  reducidos  á  auxi- 
liar, á  facilitar  la  consumación  de  los  prime- 
ros, y  bajo  este  aspecto  notamos  que  por  su  ín- 
dole y  naturaleza  solo  son  contratos  secunda- 
rios ó  accesorios. 

Ni  es  biempre  el  comerciante  el  ¿nico  que 
en  los  contratos  figura;  agrúpanse  á  su  alre- 
dedor diversas  personas  que  solo  intervienen 


(1)    A.  DB  MiLTiT2|  Manuel  des  Consuls¡  t,  1.^ 
pág«  66. 


en  ellos  para  darles  más  sencillez  y  fiícilidad, 
y  desde  luego  se  concibe  que  estas  personas 
solo  obran  de  un  modo  secundario. 

Pero  ¿de  dónde  deriva  el  derecho  mercan*» 
til?  El  derecho  mercantil ,  conforme  en  este 
punto  con  los  demás  derechos ,  se  apoderó  de 
las  prácticas  establecidas,  las  estudió  y  regu- 
larizó, haciendo  de  ellas  un  conjunto  armóni- 
co y  uniforme;  pero  el  legislador  debió  hallar 
y  halló,  con  efecto,  una  facilidad  suma  en  la 
constitución  de  las  leyes  mercantiles,  si  se 
atiende  á  la  grande  analogía  que  existe  y  ha 
existido  siempre  entre  todos  los  pueblos  en 
punto  á  prácticas  comerciales. 

Este  carácter  distintivo  del  comercio,  esta 
universalidad  que  constituye  al  comerciante 
como  cosmopolita  ,  debió  sin  disputa  facilitar 
el  descubrimiento  de  las  leyes  sociales  sobre 
las  que  debían  calcarse  las  leyes  escritas. 

Pero  estas  leyes  exigen ,  como  las  demás, 
previsión  y  claridad ;  pero  no  les  bastan  estas 
dotes. 

Deben  tener  un  carácter  de  sencillez  tal, 
que  excluya  en  lo  posible  las  contiendas  y  li- 
tigios tan  funestos  para  el  comercio.  Excluye 
además  el  carácter  de  generalidad  de  las  leyes 
civiles;  por  cuanto  siendo  mucho  más  fácil 
para  el  comerciante  el  conocimiento  de  la  ley 
escrita  que  la  jurisprudencia,  ya  se  compren- 
de que  en  aquella  deben  estar  previstos  todos 
los  casos;  y  como  en  el  comercio  son  pocos  los 
actos  fundamentales  y  sus  combinaciones  y 
modificaciones  muy  semejantes  en  todas  las 
plazas ,  dedúcese  la  facilidad  de  asentar  al  la- 
do de  un  hecho  fundamental  los  que  de  él  se 
desprenden. 

Muchas  y  de  muy  diversa  índole  son  las 
causas  que  influyen  en  la  prosperidad  del  co- 
mercio. Son  las  unas  de  tal  naturaleza  que 
para  destruir  ó  remover  siquiera  los  obstácu- 
los que  á  ellas  se  oponen  es  ineficaz  de  todo 
punto  la  ley:  otras,  por  el  contrario,  penden  de 
ésta  de  un  modo  más  ó  menos  directo.  Supon- 
gamos un  país  cuya  posición  geográfica  no 
sea  á  propósito  para  el  comercio;  de  nada  ser- 
virá la  ley  más  sabia  y  previsora  para  dar  ac- 
tividad á  los  mercados  de  tal  pueblo.  Pero  por 
el  contrario,  ¿qué  influjo  tan  inmenso  no  ejer- 
cen en  lá  prosperidad  mercantil  de  una  Nación 
la  seguridad,  el  respeto  á  la  propiedad,  la  mar- 
cha acertada  en  política  y  administración  del 
gobierno,  etc.?  Vemos,  pues,  aquí  tres  grandes 
causas  de  prosperidad  para  el  comercio.  La 
primera  es  la  posición  geográfica  de  una  Na-  ' 
clon,  y  ya  hemos  visto  que  si  ésta  no  es  bue- 
na, vienen  á  estrellarse  contra  este  obstáculo 
los  cálculos  más  previsores.  Es  la  segunda  la 
seguridad  que  ofrece  un  país  para  los  que  se 
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dedican  al  tráfico.  Del  Gobierno  pende,  pues, 
llenar  esta  importantísima  circunstancia.  Na- 
die desconoce  que  allí  donde  el  Gobierno  es 
más  justo  Y  previsor,  allí  afluyen  en  grande 
escala  los  capitales  aumentando  la  riqueza  píi- 
blica  Y  privada  y  el  movimiento  comercial;  y 
por  el  contrario  los  países  mal  administrados  y 
expuestos  á  las  oscilaciones  de  una  política  ar- 
diente vejetan  pobres  y  miserables  como  las 
plantas  privadas  de  la  luz  solar.  Por  último, 
en  la  tercera  clase  colocamos  todas  aquellas 
causas  sobre  las  cuales  tiene  el  derecho  mer- 
cantil una  influencia  necesaria  é  inmediata. 
Esta  influencia  se  ejerce  por  medios  distintos: 
los  unos  obran  directamente  estableciendo  en 
los  contratos  ciertas  solemnidades;  y  como  los 
contratos  de  crédito  son  los  que  sostienen  la 
confianza  comercial,  de  aqui  que  las  letras  de 
cambio  y  demás  documentos  endosables  me- 
rezcan una  singularísima  atención  de  part<^.  de 
la  ley.  También  las  penas  son  un  medio  muy 
directo  de  aumentar  la  confianza;  el  corredor 
indiscreto,  el  comisionista  infiel,  el  comercian- 
te que  usa  de  fraudes  en  su  tráfico  y  simula 
una  quiebra,  son  inmediatamente  Inhibidos  del 
ejercicio  comercial.  Butre  los  medios  indirec- 
tos de  que  la  ley  mercantil  se  vale  para  man- 
tenerilesa  la  confianza  del  comercio,  colocamos 
aquellas  prevenciones  establecidas  para  evitar 
la  mala  fé:  exigense  ciertas  cualidades  á  los 
que  se  dedican  al  comercio:  ordénaseles  un 
sistema  claro  y  preciso  de  contabilidad  y  cor- 
respondencia y  cuantos  libros  son  necesarios 
para  conocer  la  marcha,  no  solo  del  comercian- 
te, sino  de  las  personas  agrupadas  en  torno 
suyo,  como  corredores,  agentes,  etc.;  en  una 
palabra,  la  ley^  al  establecer  eu  la  mayor  par- 
te de  los  actos  mercantiles  las  pruebas  escri- 
tas, facilita  de  un  mDdo  extraordinario  el  des- 
envolvimiento del  comercio,  acrecentado  la 
confianza. 

Mucho  pudiéramos  añadir  á  lo  expuesto 
acerca  de  este  punto  importantísimo  del  dere- 
cho mercantil;  pero  los  estrechos  límites  de 
esta  obra  no  nos  lo  permite.  Concluiremos, 
pues,  encareciendo  la  necesidad  de  que  en  lo 
posible  se  adunen  las  causas  que  hemos  seña- 
lado como  primodíarles  del  movimiento  mer- 
cantil. De  nada  servirá  que  un  país  disfrute  de 
una  seguridad  perfecta  y  de  un  orden  inalte- 
rable, si  las  leyes  mercantiles  carecen  de  las 
dotes  que  las  hemos  señalado  como  indispen- 
sables; y  por  el  contrario,  de  muy  poco  apro- 
vechará á  una  Nación  tener  uaa  magnifica  co- 
lección de  leyes  cemerciales  si  la  seguridad 
es  una  quimera  y  el  orden  no  existe. 

El  Gobierno,  por  otra  parte,  se  halla  en  la 
estrecha  obligación  de  promover  ó  facilitar  el 


tráfico  por  medio  de  buenos  sistemas  de  tras- 
portes y  de  canalización  interior,  poderosas 
palancas  de  que  el  comercio  se  vale  para  pro- 
ducir sus  magníficos  resultados.  Véanse  los 
artículos  Asbgurador,  Confusión,  Deudor,  Obli- 
gación, Prescripción  y  Pruebas. 

DERECHO  MERCANTIL  ESFAÑOI.. 
La  historia  legislativa  de  nuestro  comercio 
principia  desde  la  época  en  que  se  publicó  el 
Breviario  de  Aniano,  cuyo  Código  solo  contiene 
dos  prescripciones  referentes  al  derecho  marí- 
timo, á  saber:  una  acerca  de  la  echazón  para 
salvar  la  nave,  y  otra  Iñ  pecunia  trayecUtia^  6 
préstamo  á  la  gruesa. 

Dióse  posteriormente  el  importante  paso  en 
el  Fuero,  Juzgo  de  prescribir  que  los  comer- 
ciantes solo  puedan  ser  juzgados  por  jueces 
especiales.  (Libro  1 1 ,  tít.  3.*,  c.  2.')  Así  perma- 
neció el  derecho  mercantil  en  nuestra  Patria, 
hasta  que  nuevas  hordas  venidas  de  África 
pusieron  la  sociedad  en  combustión  y  la  inde- 
pendencia española  se  ocultó  en  las  fragosas 
montañas  de  Asturias,  donde  un  puñado  de 
héroes  se  propusieron  la  gloriosa  hazaña  de 
fundar  una  Monarquía  de  aquella  Patria  euton  • 
ees  tan  aherrojada.  Ta  se  concibe  cuan  en  ol- 
viilo  estarían  el  comercio  y  sus  leyes  en  aque- 
llos tiempos  terribles,  y  solo  las  municipalida- 
des salvan  al  comercio  de  mil  tormentas  en  al- 
gunos casos. 

Pero  por  fin  lucieron  mejores  dias  para  Es- 
paña. Fernando  III  el  Santo  se  habia  hecho 
dueño  de  Sevilla,  y  aquel  importante  aconte- 
cimiento le  dio  mayor  espacio  para  dedicarse 
á  la  gran  reforma  legislativa  que  ideara,  y 
cuya  realización  se  debe  al  Sabio  Alonso  X  de 
este  nombre.  En  las  Partidas  hallamos  ya  en 
el  tít.  9.'  de  la  Partida  5.',  disposiciones  acerca 
de  los  capitanes  ó  mayorales  de  las  naves,  sus 
atributos  y  obligaciones;  de  los  daños  reputa- 
dos como  averías  ordinarias;  de  los  naufragios 
y  de  los  que  se  apoderen  del  cargamento  ó  res- 
tos del  buque,  y  de  los  que  fueren  ocasión  de 
la  pérdida  de  una  nave  por  hacer  señales  en- 
gañosas: y  en  el  tít.  7.*  de  dicha  Part.  5.*  en- 
contramos prescripciones  sobre  las  ferias  y 
mercados  y  la  seguridad  de  los  mercaderes.  Ya 
por  este  tiempo  se  habían  establecido  en  las 
Naciones  de  Levante  magistrados  mercantiles 
con  el  nombre  de  Cónsulet,  llamándose  Consular 
do  la  jurisdicción  que  ejercían,  y  este  nombre 
se  aplicó  á  la  recopilación  que  de  las  leyes 
mercantiles  de  aquellos  tiempos  se  hizo  en  ua 
libro  titulado  Coftsulado  de  mar.  Este  libro,  es- 
crito según  parece  bajo  el  reinado  de  Jaime  el 
Conquistador,  y  dado  á  luz  en  Barcelona  en 
1494,  ñié  observado  en  todas  ó  casi  todas  las 
Naciones  comerciales,  viniendo  de  esta  mane* 
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ra  á  ser  el  Código  supremo  de  aqaella  época» 
con  que  solo  compitieron  los  Juicios  de  Oleron, 
compilación  mandada  formar  por  la  Reina  Eleo- 
nora, Duquesa  de  Guyena,  y  que  comprendían 
los  usos  y  prácticas  comerciales  y  marítimas 
de  Occidente,  además  de  las  más  prudentes  y 
sabias  prescripciones  de  las  leyes  rodías.  Este 
Código  estuvo  vigente  en  los  pueblos  de  la  cos^ 
ta  de  Cantabria,  y  aun,  según  añrma  el  señor 
Capmany,  sus  leyes  fueron  mandadas  observar 
en  España  por  el  autor  de  las  Partidas.. 

Merece  mención  singular  entre  los  Códigos 
que  aparecieron  en  el  siglo  XIII  el  Derecho  ma- 
ríiimo  de  Wisby,  ciudad  que  entonces  era  el 
emporio  del  comercio  de  los  pueblos  septen* 
trionales  á  causa  de  su  excelente  posición  geo- 
gráfica en  la  isla  de  Gothland,  en  Suecia. 

Decretóse  en  el  siglo  XIV  y  año  de  1340 
por  D.  Pedro  IV  de  Aragón  la  compilación  co- 
nocida con  el  nombre  de  Capiiulos,  los  cuales 
tenían  por  objeto  la  seguridad  de  las  personas 
y  bieues  de  los  navegantes;  y  en  1435  se  pu- 
blicaron las  Ordenanzas  de  los  magistrados  muni" 
cipales  de  Barcelona  que  versan  también  sobre 
actos  mercantiles. 

En  el  siglo  XV  hallamos  en  Burgos  una 
reunión  ó  gremio  de  mercaderes  asociados, 
con  el  objeto  de  suplir  la  falta  de  energía  del 
Gobierno  y  de  prestarse  mutuo  auxilio  y  pro- 
tección; extendíase  su  jurisdicción  desde  Pasa* 
Jes  basta  la  Coruña;  y  tanto  fué  el  grado  de 
esplendor  que  llegó  á  alcanzar,  que  mantenía 
comisionados  y  factorías  llamadas  estaplas  en 
Florencia,  León,  Nantes,  La  Rochela,  Londres 
y  otras  plazas  importantes.  Sus  operaciones 
principales  se  verificaban  en  Medina  del  Cam< 
po;  y  habióndoae  extendido  y  mejorado  nota» 
blemente  con  el  descubrimiento  de  la  América 
y  del  paso  al  Asia  por  el  Cabo  de  Buena- Espe- 
ranza, solicitaron  y  obtuvieron  de  los  Reyes 
Católicos  en  1494  el  privilegio  que  ya  gozaban 
Barcelona  y  Valencia  desde  el  siglo  XIII,  de 
ser  juzgados  sus  actos  y  litigios  mercantiles 
por  jreces  prácticos  y  conforme  á  los  usos 
mercantiles. 

También  Alemania  en  el  siglo  XIII  dio  un 
g^ran  paso  en  la  senda  de  la  prosperidad  co- 
mercial con  el  establecimiento  de  su  famosisi- 
ma  confederación,  llamada  liga  anseática,  com- 
puesta al  principio  de  las  ciudades  de  Lubeck, 
Brunswick,  Dantzick  y  Colonia,  y  aumentada 
tan  poderosamente  después  que  hubo  necesi- 
dad de  publicar  para  organizar  su  navegación, 
los  reglamentos  llamados  Ordenanzas  marüimas 
de  la  Hansa  teutóniea,  dadas  á  luz  en  1591  se- 
grun  unos,  y  en  1597  según  otros. 

Entre  los  Códigos  antiguos  de  derecho  mer- 
cantil figura  Le  Ouidon  de  la  Mer^  colección  de 


costumbres  marítimas  y  de  principios  que  re- 
gulaban los  contratos  marítimos  de  los  si- 
glos XIV  y  XV,  y  que  á  pesar  de  su  lenguaje 
desaliñado  é  incorrecto  es  muy  apreciable  por 
la  sabiduría  de  las  leyes  que  contiene. 

En  1511  alcanzaron  de  la  Reina  Doña  Jua- 
na los  navieros,  capitanes  y  mercaderes  de 
Bilbao  la  jurisdicción  propia  concedida  á  los 
de  Burgos;  y  en  1539  consiguieron  de  Don 
Carlos  I  el  mismo  privilegio  los  mercaderes  de 
Sevilla. 

Estos  tribunales  privilegiados  originaron 
una  jurisprudencia  nueva,  que  como  es  natu- 
ral se  convirtió  brevemente  en  ley  escrita. 
Asi  los  seguros  marítimos,  que  tanto  difieren 
del  derecho  civil,  merecieron  del  comercio  de 
Burgos  unas  Ordenanzas  en  1537  y  otras  en 
1555  del  de  Sevilla,  si  bien  limitadas  éstas  á 
la  uavegacion  de  las  Indias  Occidentales. 

La  Prusia  es  deudora  al  Gran  Federico  de 
un  Código  general,  en  el  que  se  halla  conteni- 
do el  derecho  mercantil  aun  vigente  en  aque- 
lla Potencia,  y  á  ejemplo  suyo  las  Naciones 
todas  del  Norte  se  apresuraron  á  reformar  sus 
leyes  y  á  ponerlas  en  consonancia  con  las  ne- 
cesidades del  comercio. 

En  tiempo  de  Felipe  V,  año  1737,  publi- 
cóse el  primer  Código  de  derecho  mercantil 
español,  que  abraza  las  operaciones  terrestres 
y  marítimas :  fué  formado  por  la  universidad 
de  comerciantes  de  Bilbao,  aprobado  por  el 
Rey  y  conocido  con  el  nombre  de  Ordenanzas 
de  Bilbao.  Un  cuerpo  de  leyes  tan  completo  y 
escrito  con  mucha  claridad  y  acierto,  no  podía 
menos  de  ser  el  Código  general  de  España  en 
punto  á  asuntos  mercantiles,  y  así  sucedió 
en  efecto;  y  á  excepción  de  los  pueblos  de  la 
Corona  de  Aragón,  donde  aun  se  conservaba 
vigente  el  Consulado  de  mar  en  la  parte  de  co- 
mercio marítimo,  en  todos  los  demás  tribuna- 
les se  citaba  y  se  fallaba  con  arreglo  á  las 
Ordenanzas,  Y  no  fué  solo  en  España  donde  al- 
canzaron tan  grah  favor;  los  jurisconsultos 
extranjeros  las  citan  con  elogio,  y  en  todos 
los  modernos  Códigos  vemos  consignadas  mu- 
chas de  sus  disposiciones. 

En  este  estado  de  cosas  sobrevino  la  revo- 
lución francesa ,  y  sabido  es  el  influjo  que 
ejerció  sobre  el  comercio,  así  como  sobre  la 
política  de  Europa:  los  pueblos  tendieron  á 
hermanarse  y  á  estrechar  sus  relaciones  mer- 
cantiles,  de  tal  manera  que  el  comercio  del 
mundo  se  consideró  como  el  de  una  sola  y 
ünica  Nación.  Precisóse  hacia  que  la  jurlspru-- 
dencia  mercantil  siguiese  la  rápida  marcha 
del  comercio,  y  la  Francia  con  su  Código  de 
1807  dio  el  primer  paso  en  la  senda  de  las  re* 
termas.  Tan  importante  fué  la  aparición  del 
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Código  francés  basado  sobre  la  ley  civil  y  las 
recientes  innovaciones  comerciales  ,  que  se 
adoptó  no  solo  en  todo  el  Imperio  francés,  si- 
no también  en  otras  muchas  Naciones,  singa- 
larmente  de  la  peninsala  italiana,  y  puede 
asegurarse  que  él  es  el  punto  de  partida  de  los 
Códigos  que  rigen  en  casi  todas  las  Naciones. 
La  Holanda  en  1838  publicó  un  Código  ajus- 
tado alas  leyes  francesas.  Portugal  en  1833 
da  á  luz  el  suyo:  Wurtemberg  prepara  un 
Código  donde  vienen  á  reasumirse  los  demás 
Códigos  de  Buropa.  Rusia  llevó  á  cabo  bajo  el 
reinado  de  Nicolás  la  grande  obra  iniciada  por 
Pedro,  y  la  legislación  mercantil  expuesta 
en  más  de  2.000  artículos  forma  parte  del 
Código  general  de  leyes:  los  Estados  de  la 
América  del  Sur  y  Méjico  se  rigen  por  las  Or- 
denanzas  de  Bilbao :  las  demás  Naciones  ó  se 
rigen  por  sus  antiguas  leyes  ó  se  preparan 
para  seguir  el  movimiento  de  la  época.  ¡Cosa 
extraña!  solo  la  poderosa  Albion  y  la  América 
del  Norte,  es  decir,  las  Naciones  más  comer- 
ciales del  mundo,  escapan  á  esta  actividad 
febril:  rlgense  ambas  por  leyes  antiguas,  aun- 
que escasas  en  número,  y  por  las  decisiones 
de  los  jurisconsultos.  Pero  de  esperar  es  que  la 
reforma  de  sus  leyes  mercantiles  no  se  haga 
esperar  mucho  tiempo,  exigiéndola  tan  impe- 
riosamente las  necesidades  políticas  y  comer- 
ciales. 

Nuestras  Ordeñamos  de  Bilbao  no  tenian  por 
su  carácter  especial  de  Código  de  una  pro- 
vincia aquella  fuerza  y  aquella  autoridad  tan 
necesarias  para  las  leyes ;  citábanse  y  aplicá- 
banse generalmente,  es  cierto  ;  pero  prescin- 
diendo de  los  pueblos  de  la  Corona  de  Aragón, 
donde  no  tenian  aplicación  las  Ordenanzas, 
muchos  tribunales  fallaban  en  contra  de  sus 
disposiciones  y  cada  Consulado  tenia  su  ma- 
nera peculiar  de  entablar  los  procedimientos. 
Para  salvar  esta  falta  de  unidad  legislativa  y 
los  graves  inconvenientes  que  de  aquí  resul- 
taban, nombróse  en  11  de  Enero  de  1828  una 
comisión  compuesta  de  jurisconsultos  y  per- 
sonas espertas  en  las  prácticas  mercantiles, 
las  cuales  concluyeron  y  elevaron  al  Monarca 
en  27  de  Mayo  de  1829  un  proyecto  de  Códi- 
go, redactado  por  el  sabio  Don  Pedro  Sainz  de 
Andino ,  que  leyó  Fernando  VII  por  sí  mismo 
con  agrado  y  aprecio  (palabras  testuales),  y  en 
su  consecuencia  se  promulgó  como  ley  de  la 
Monarquía  por  Real  decreto  fechado  en  Aran- 
juez  á  30  de  Mayo  del  mismo  a&o  1829.  de- 
biendo empezar  á  regir  desde  1.^  de  Enero  del 
año  siguiente.  Aún  faltaba  organizar  el  pro- 
cedimiento en  materias  mercantiles,  y  al  efec- 
to, y  según  lo  dispuesto  en  el  art.  1219  del 
Código  de  comercio  p  se  sancionó  y  promulgó 


en  24  de  Julio  de  1830  la  Ley  de  enjuiciamienfi 
sobre  negocios  y  causas  de  comercio,  debida  igual* 
mente  á  la  pluma  del  Sr.  Andino. 

No  entraremos  ahora  á  hacer  el  juicio  cri- 
tico del  Código  de  comercio;  baste  saber  que  el 
eminente  jurisconsulto  M.  J.  M.  Pardessus,  en 
un  examen  prolijo  que  hizo  del  mismo  á  su 
aparición ,  estampó  las  frases  siguientes:  «Es 
evidente  que  los  Estados  que  en  el  dia  se  ha- 
llan sin  legislación  comercial ,  ó  que  la  tienen 
incompleta ,  hallarán  en  el  Código  español  un 
modelo  perfecto  ;  y  luego  que  esta  obra  llegue  á 
ser  conocida  ,  podrá  invocarse  ante  los  tribu- 
nales como  una  excelente  autoridad  doctrina- 
ria.)) Hemos  escogido  al  azar  estas  palabras, 
que  acaso  no  son  las  más  lisonjeras  que  consa- 
gró Pardessus  al  Código  de  1829.  No  obstante 
estos  merecidos  elogios ,  coma  quiera  que  la 
organización  política  y  las  costumbres  hayan 
variado  tanto  desde  1830  hasta  nuestros  diaa, 
obsérvanse  algunas  lagunas  en  el  Código,  qae 
es  de  desear  sean  prontamente  allanadas.  Ya 
en  1838  se  creó  una  comisión  que  revisara  la 
ley  de  1829,  y  en  1855  se  nombró  una  naeva 
comisión  con  el  mismo  objeto ;  pero  ni  la  nna 
ni  la  otra  han  llenado  el  cometido  que  el  Go- 
bierno les  encomendó.  Cierto  es  que  los  pun- 
tos más  vulnerables  y  defectuosos  se  han  ca- 
bierto  por  medio  de  Reales  órdenes ;  pero  de 
desear  seria  que  todos  estos  decretos  y  las  de- 
más medidas  que  la  experiencia  aconseja  obra- 
ran en  un  solo  cuerpo  legal  (1). 

DERECHO  DE  TONELADAS.  Al  privar 
á  la  marina  mercante  del  beneficio  de  bande- 
ra por  decreto  de  22  de  Noviembre  de  1868, 
el  Ministerio  de  Hacienda  facilitó  á  los  arma- 
dores la  adquisición,  venta,  carena  y  tripula- 
ción de  sus  buques,  unificando  al  propio  tiem- 
po los  derechos  de  puerto  y  navegación,  que 
por  su  diversidad  y  cuantía  se  hacían  dema- 
siado molestos  y  onerosos.  El  Poder  ejecutíTo 
y  Ministro  de  Estado  en  2  de  Junio  de  1869 
decretó  lo  que  sigue: 

((Artículo  único.  Se  reducirá  á  dos  terce* 
ras  partos  el  derecho  de  toneladas  fijado  en  el 
Arancel  consular  de  23  de  Abril  de  1867, 
desde  el  1.*  de  Agosto  próximo  hasta  1.*  de 
Enero  de  1871,  y  á  una  tercera  parte  desde 
esta  fecha  hasta  el  1.^  de  Enero  de  1872,  en 
que  quedará  completamente  abolido.» 

DERECHO  DE  ENTRADA  Ó  IMPOK- 
TAGioif.  El  que  se  paga  por  ciertos  géneros 
cuando  se  introducen  en  algún  puerto  ó 
Aduana. 

DERECHO  DE  SALIDA  Ó  EXPORTA- 


(l)    Rubio  t  López,  Derecho  mereantilf  Ma- 
drid, 1857. 
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GioN.  El  que  se  paga  por  extraer  del  Reino  á 
paises  extranjeros  loa  artículos  no  supérfluos 
ó  de  primera  necesidad. 

DEBECHO  DE  INTEBNACIOK.  El  que 
se  paga  por  introducir  tierra  adentro  las  mer- 
cancías. Comunmente  se  dice  derechos  interna-' 
dónales. 

DERECHO  DIFBBESrCIAL  DE  BAN- 
DSRA.  Desde  hace  muchos  años  se  han  instruí* 
do  extensos  expedientes  en  el  Ministerio  de 
Estado  y  en  el  de  Hacienda,  se  han  nombrado 
comisiones,  se  ha  discutido  en  la  prensa  y  en 
las  Cortes,  y  por  fin  el  Gobierno  provisional, 
con  fé  resuelta  para  emprender  las  reformas 
económicas,  resolvió  esta  cuestión  del  derecho 
diferencial  decretando  el  22  de  Noviembre  de 
1868,  después  de  un  luminoso  preámbulo,  lo 
que  sigue: 

«Articulo  1/  Se  suprime  el  recargo  que 
con  el  nombre  de  derecho  di/erendál  de  bandera 
se  cobra  sobre  los  derechos  impuestos  á  las 
Qiercaderias  según  los  Aranceles  de  Aduanas. 

Art.  2.*  Esta  supresión  comenzará  á  regir 
desde  1/  de  Enero  de  1869  para  todos  los  ar- 
tículos que  se  importan  en  la  Península  é  is- 
las adyacentes,  excepto  los  comprendidos  en 
los  estados  adjuntos,  marcados  con  las  letras 
A,  B y  C,  (Véase  pág.  97,  Apéndice  núme- 
ro 2.%  Aranceles  de  Aduanas,  1871.) 

Art.  3.*  Respecto  á  las  mercaderías  ex- 
ceptuadas en  el  artículo  anterior;  el  derecho 
diferencial  se  convierte  en  un  derecho  fljo, 
que  será  de  un  real  de  vellón  por  100  kilogra- 
mos en  las  mercaderías  comprendidas  en  el 
estado  letra  A  (véase  el  anterior  Apéndice);  5 
reales  de  vellón  para  las  comprendidas  en  el 
estado  letra  B  (véase  ídem),  y  10  rs.  de  vellón 
para  las  comprendidas  en  el  estado  letra  C. 
(ídem.) 

Art.  4/  La  exacción  de  los  derechos  que 
consigna  el  artículo  anterior  durará  hasta  el 
1.*  de  Enero  de  1872,  en  cuya  fecha  queda* 
rán  igualados  al  pabellón  español  todos  los 
pabellones  de  todas  las  procedencias  y  para 
todas  las  mercaderías  sin  excepción. » 

En  los  Estados-Unidos  se  suprimió  el  de- 
recho diferencial  de  bandera  para  las  mercan- 
cías que  se  importen  en  los  puertos  de  aquella 
República  por  buques  españoles  procedentes 
de  la  Península  é  islas  adyacentes,  ó  de  cual- 
quiera otro  puerto  de  una  tercera  Potencia,  y 
que  esta  supresión  empezaba  á  regir  el  1.'  de 
Febrero  de  1872. 

Posteriormente  el  Gobierno  imperial  de 
Rusia  decretó  también  la  abolición  de  este  de- 
recho para  los  buques  españoles  en  los  artícu- 
los que  siguen: 

((1/    Que  se  tomen  inmediatamente  las 


disposiciones  necesarias  para  percibir  de  las 
mercancías  que  lleguen  á  Rusia  bajo  bandera 
española  los  mismos  derechos  percibidos  de  las 
mercancías  que  lleguen  bajo  bandera  rusa, 
aplicando  esta  medida  á  todos  los  buques  es- 
pañoles que  hayan  llegado  á  los  puertos  rusos 
y  fllandeses  desde  la  apertura  de  la  navega- 
ción de  1872. 

T  2.'  Que  se  ponga  en  conocimiento  del 
Gobierno  del  Rey  la  abolición  del  recargo 
aduanero  de  50  por  100  cobrado  hasta  ahora 
á  los  buques  españoles  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  úkase  del  19  de  Junio  de  1845, 
manifestándole  al  mismo  tiempo  que  la  aboli- 
ción de  dicho  recargo  existirá  en  favor  de  Es- 
paña ínterin  ella  conserve  el  nuevo  orden  de 
cosas  creado -por  su  reciente  legislación,  que 
establece  una  perfecta  igualdad  entre  la  ban^ 
dera  nacional  y  la  extranjera.» 

El  Gobierno  de  Rusia  espera  que  en  época 
más  ó  menos  próxima  puedan  extenderse  á 
nuestras  colonias  de  Ultramar  las  ventajas 
concedidas  á  la  bandera  extranjera  en  los 
puertos  del  Reino. 

DERECHOS  DE  ADUANA.  Los  Cónsu- 
les residentes  en  Levante  y  Berbería  están  re- 
conocidos por  los  tratados  como  Agentes,  con 
derecho  á  gozar  de  las  inmunidades  concedi- 
das á  los  Agentes  diplomáticos  de  primera  cla- 
se, y  están  exentos  del  pago  de  derechos  de 
aduana  por  los  efectos  que  introduzcan  como 
provisiones  y  objetos  para  el  uso  personal.  En 
los  países  de  la  cristiandad  no  les  está  acorda- 
da esta  excepción;  y  si  existen  algunos  casos, 
son  muy  excepcionales. 

DEBECHOS  DE  DESCABGA.  Véase  De- 

EBGHOS  DE  NAVEGACIÓN. 

DEBECHOS  CONSULABES.  Véase  Aran- 
celes DE  Aduanas. 

DEBECHOS  DE  STAVEGACIOST.  En  las 
Ordenanzas  generales  de  Aduanas  de  10  de  Se- 
tiembre de  1857  se  previene  en  los  artícu- 
los 618  y  619  que  para  el  pago  de  estos  dere- 
chos de  navegación  los  Capitanes  debían  de- 
clarar las  medidas  de  sus  buques  en  toneladas 
de  20  quintales  españoles ;  y  cuando  el  admi- 
nistrador tuviese  fundadas  sospechas  de  ocul- 
tación ,  podía  exigir  un  arqueo ,  valiéndose  al 
efecto  de  las  Autoridades  de  marina. 

En  las  Ordenanzas  de  20  de  Febrero  de 
1864,  artículos  563  y  564,  se  disponía  lo  mis- 
mo, y  en  el  565  se  dice:  «Se  consideran  igua- 
lados en  la  Península  é  islas  adyacentes  con  los 
buques  españoles,  para  la  exacción  de  los  de- 
rechos de  navegación  y  puerto ,  los  de  todas 
las  Naciones  que  concedan  igual  beneficio  en 
su  respectivo  territorio  á  los  buques  de  la  ma-» 
riña  española,» 
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Bq  el  decreto  de  22  de  Noyiembre  de  1868, 
circulado  de  orden  del  Sr.  MiDistro  de  Estado 
con  fecha  19  de  Eaero  de  1869,  en  su  articu- 
lo 6.^  dice: 

«Se  reduce  á.un  impuesto  único,  que  se 
llamará  de  descarga ,  y  que  se  pagará  por  las 
toneladas  de  peso  de  1.000  kilóg^ramos  de  mer- 
cancías que  se  descarguen  ,  todos  los  impues- 
tos, de  cualquier  clase  que  sean,  y  con  la  sola 
excepción  de  los  especiales  de  cuarentena  y 
lazareto.  Este  impuesto  será  de  10  rs.  por  to- 
nelada de  1.000  kilogramos  descargada,  res- 
pecto de  los  buques  que  hagan  la  navegación 
de  altura,  y  de  3  para  los  que  hagan  la  de  ca- 
botaje. En  esta  última  los  buques  menores  de 
20  toneladas  pagarán  solo  la  mitad  de  la  cuota.  )> 

BEBECHOS  DE  CANCILLEBÍA.  Véase 
Tabipa  gomsulae. 

DEBECHOS  PASIVOS.  Yéaso  Habrbbs 
pasivos. 

DEBECHOS  BBLATIVOS  Y  OON- 
YENCíONALES.  Estos  dcrechos  están  fundados  en 
leyes  interiores  ó  estipulaciones  y  tratados 
particulares,  que  varían  según  los  intereses 
accidentales  de  las  Naciones,  aunque  sin  alte- 
rar ni  oponerse  en  lo  más  mínimo  á  los  univer* 
sales  y  absolutos.  Asi,  en  España,  por  ejemplo, 
las  leyes  interioras  distinguen  á  los  extranje- 
ros en  avecindados  y  transeúntes;  conceden  á  es- 
tos últimos  el  fuero  militar,  y  á  cada  clase 
ciertas  ventajas,  sujetándolas  al  mismo  tiempo 
á  determinadas  restricciones.  Además,  los  ex- 
tranjeros militares,  subditos  de  Naciones  ami- 
gas, han  disfrutado  en  España  (por  leyes  espe- 
ciales) del  fuero  de  guerra  en  toda  su  fuerza  y 
extensión,  y  de  todos  los  honores  y  privilegios 
correspondientes  á  su  graduación,  clase  ó  dig- 
nidad, enteramente  lo  mismo  qué  los  militares 
españoles.  Estas  leyes  son:  5.*  y  6.*,  tít.  11, 
lib.  6.',  Novísima  Recopilación;  Reales  órdenes 
de  26  de  Agosto  de  1758,  I.'  de  Diciembre 
de  1761,  15  de  Setiembre  de  1775,  19  de  Di- 
ciembre de  1778  y  31  de  Julio  de  1835.  (Es- 
CRicHE,  Diccionario  le  Legislación  y  Jurispru^ 
dencia, ) 

<Les  étrangers,  quoique  domicilies  depuis  un 
>grand  nombre  d'années  dans  le  royaume  (d*Es- 
»pagne]  sont  reputes  passagers  (transeúntes)  tant 
»qu*ils  n*ont  point  obtenu  la  naturalisation...  le 
»Qouverneur  militaire  qui  remplit  k  leur  égard 
»le8  fonctions  anclennement  exercées  par  les  «/»- 
>ges  Q>ttservateurs,  connaikseul  des  causes  civiles 
»et  criminelles  qui  les  concernent...»  (Miltitz^ 
Man,  des  Cons,,  1. 1.) 

La  ley  relativa  á  los  aforados  de  guerra  ha 
sufrido  desde  la  revolución  española  de  Se- 
tiembre de  1868  alguna  reforma  que  conven- 
drá consultar. 


Como  no  es  posible  que  todo  extranjero  se 
halle  en  estado  de  poder  calificar  con  acierto 
las  consecuencias  de  renunciar  ios  derechos  y 
las  restricciones  relativos  y  convencionales,  esto 
es,  de  prever  si  se  perjudican  ó  no  los  de  sus 
compatriotas,  ó  los  generales  de  su  "Nacioa 
(porque  todo  puede  suceder),  el  Ministro  repre- 
sentante de  ésta  debe  examinar  la  renuncia  y 
aprobarla  ó  reprobarla,  según  le  parezca  con- 
veniente. Lo  contrarío  puede  dar  origen  á  di- 
ficultades, complicaciones  ó  dudas  cuando  me- 
nos, principalmente  en  negocios  judiciales;  y 
aún  puede  tal  vez  comprometer  la  posición  y 
dignidad  del  Ministro. 

El  derecho  de  soberanía  y  de  dominio  de 
una  Nación  es  de  dos  especies ,  uno  externo  y 
otro  interno. 

Por  el  primero  puede  una  Nación  negar  ó 
impedir  cuando  lo  juzgue  conveniente  la  en- 
trada en  su  territorio  á  los  extranjeros. 

Por  el  segundo  puede  impedirles  el  tránsito 
por  su  territorio  y  la  permanencia  en  él. 

Por  consigaieüte,  toda  Nación  es  dueña  de 
establecer  las  condiciones  bajo  las  cuales  per- 
mite la  entrada,  el  paso  y  la  permanencia  en 
su  territorio,  y  estas  condiciones  son  leyes  á 
las  cuales  se  somete  el  extranjero  por  su  vo- 
luntad, aunque  tácitamente,  en  el  mismo  he- 
cho de  entrar  en  el  pais  en  donde  rigen. 

Lo  mismo  sucede  respecto  de  las  leyes  ge« 
nerales  establecidas  en  cada  Nación  para  man- 
tener el  buen  orden ,  y  que  no  se  refieren  á  la 
calidad  de  ciudadano  ó  subdito  del  Estado. 

((En  virtud  de  esta  sumisión  (dice  Vattel, 
y  es  principio  Inconcuso),  los  extranjeros  que 
cometen  algún  delito  deben  ser  castigados  se- 
gún las  leyes  del  pais  donde  se  hallan,  porque 
el  objeto  de  las  penas  es  hacer  que  se  respeten 
las  leyes  y  mantener  el  orden  y  la  seguridad.» 

Pero  no  sucede  lo  mismo  respecto  de  un 
delito  cometido  por  el  extranjero  fuera  del  pais 
donde  permanece,  pues  los  Tribunales  de  éste 
no  son  competentes  para  juzgarlo;  y  una  de 
las  muchas  razones  en  que  se  funda  este  dere- 
cho es,  que  reputándose  todo  delito  y  todo  cris- 
men como  una  ofensa  hecha  á  la  sociedad  en 
donde  se  comete,  á  la  sociedad  ofendida  toca 
calificarlo  y  castigarlo;  y  no  siendo  la  ofendi- 
da aquella  en  cuyo  seno  se  halla  el  extranjero, 
no  le  tocan,  por  consiguiente,  ni  la  investiga- 
ción del  delito,  ni  la  imposición  de  la  pena: 
ñeque  judicium  inferre,  ñeque  panas  expeleré, 

«No  puede  castUarlo^  una  Nación  (k  los  exlranjeros)  por 
culpas  cotaelidas  fuera  de  su  lerriiorio.» 

(Vattel,  lib.  !.•,  par.  23Í.) 

tSe  les  puede  procesar  por  lodos  los  delitos  que  hayan  co- 
meUdo  en  el  pais,  pero  no  por  los  comelidos  en  su  Pálria  6  en 
olra  parte.» 

(Rbynbvaltj  ínsirikcdon  del  derecho  naJtural  y  de  gentes,) 

t Ninguna  Nación  tiene  el  derecho  de  juzgar  delitos  particu- 
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lares  cometidos  en  otro  país,  asi  como  no  lo  tiene  para  vengar 
ofensas  poUUcas  liechas  eo  grande  por  una  Nación  á  otra,  que 
acaso  seria  lo  que  más  le  importara...  Tal  vez  es  direrenle  en- 
tre dos  Naciones  la  pena  que  se  impone  á  un  mismo  delilcT.» 
[informe  del  Consejode  CasliUa  1804.— Coi.  diplom,  de  Viergól,) 

Lo  mismo  establecen  todos  los  publicistas 
qae  hacen  fé  y  autoridad  on  esta  materia. 
Véase  además  el  informe  de  los  Sres.  Lee, 
Paul,  Ryder  y  Murray  al  Rey  de  Inglaterra, 
del  cual  informe  dice  Yattel  que  ei  un  excelente 
trozo  de  derecho  de  gentes. 

El  extranjero  debe  tener  presente,  que  si 
bien  lo  protejo  y  favorece  el  derecho  interna- 
cional, es  con  sujeción  á  las  reglas  de  este 
mismo  derecho,  las  cuales  se  encaminan  á  ase- 
gurar los  derechos  respectivos  de  cada  uno 
mutuamente,  esto  es,  los  del  extranjero  y  los 
de  los  ciudadanos  del  país  en  donde  él  perma  -> 
nece,  y  á  impedir  que  so  perturbe  la  tranqui- 
lidad de  las  Naciones  con  las  contiendas  de 
los  particulares. 

«Debe  asimismo  el  extranjero  (según  dice 
el  citado  Vattel  en  su  lib.  2.*,  cap.  8.%  de 
traducción  esp.  de  1836),  en  gratitud  á  la 
protección  que  se  le  concede,  y  á  otros  be- 
neñcios  de  que  disfruta,  no  limitarse  á  res- 
petar  las  leyes  del  país  donde  vive,  sino  que 
debe  ayudarle  cuando  llegue  la  ocasión,  y 
contribuir  ¿  su  defensa  en  cuanto  se  lo  permi- 
ta su  calidad  de  ciudadano  de  otro  Estado... 
No  hay  causa  alguna  que  le  impida  defender- 
lo de  piratas,  de  salteadores,  de  los  estragos 
de  una  inuüdacion,  de  un  incendio,  etc.  ¿Pre- 
tenderia  (el  extranjero)  vivir  bajo  la  protección 
de  un  Estado,  y  disfrutar  en  él  de  una  multi- 
tud de  beneficios,  sin  hacer  nada  en  su  defen- 
sa, tranquilo  espectador  del  peligro  de  los  ciu- 
dadanos? )> 

Fundado  en  esta  doctrina,  tan  arreglada  á 
la  justicia  y  ala  razón,  debe  el  extranjero  con- 
siderarse  obligado  á  desempeñar  en  la  pobla- 
ción donde  vive  ciertos  servicios  que  contribu- 
yen (y  aun  son  necesarios  muchns  veces)  á  su 
propio  bienestar  y  al  de  todos  sus  habitantes, 
como  rondar  por  las  noches  con  otros  vecinos 
del  mismo  pueblo,  cuando  la  autoridad  se  lo 
pida;  custodiar  la  cárcel  pública  en  caso  de  en- 
comendarse este  cuidado  á  los  vecinos  de  la  po- 
blación, por  no  haber  en  ella  fuerza  de  policía  ó 
de  cualquiera  otra  especie  que  lo  desempeñe; 
ayudar  en  igual  caso  á  la  aprehensión  de  al- 
gún facineroso  ó  malhechor,  y  en  general,  ha- 
cer todos  los  servicios  propios  de  vecindad  ^  que 
de  ningún  modo  alteran  ni  menoscaban  en  lo 
más  mínimo  la  calidad  ó  condición  del  ex- 
tranjero. 

Por  lo  demás,  el  extranjero  no  puede  disfru- 
tar de  ninguno  de  los  derechos  que  pertenecen 
especialmente  á  la  calidad  6  al  estado  de  ciu- 
dadaAe^el  país  donde  reside;  esto  es,  no  puede 


obtener  ni  desempeñar  cargo  público,  ni  tener 
parte  en  las  Juntas  eleetorales,  departamenta- 
les ó  de  otra  especie;  ni  on  los  actos  de  admi- 
nistración ó  de  gobierno;  ni  en  la  organiza- 
ción de  las  instituciones;  ni  en  la  elección  de 
Magistrados;  ni  ejercer  ciertas  funciones  ú  ofi- 
cios mercantiles  ó  municipales  que  en  algunos 
países  requieren  ciudadanía,  como  el  oficio  de 
Corredor,  de  Agentes  de  negocios,  de  Apodera- 
do de  corporaciones,  de  contratista  de  obras 
públicas,  etc  No  obstante  este  principio  que  es- 
establece Ahrens  en  su  Curso  de  derecho  natural , 
hay  excepciones,  como,  por  ejemplo,  en  Arge- 
lia, donde  la  población  española  es,  si  no  igual, 
más  que  la  francesa,  y  donde  la  clase  indus- 
trial ó  labradora,  tiene  sus  representantes  en 
los  Concejos  municipales,  elegidos  por  los  mis- 
mos españoles  y  admitidos  por  el  Gobierno 
francés,  sin  que  el  español  haya  jamás  recla- 
mado contra  este  servicio,  que  redunda  en  be- 
neficio de  sus  conciudadanos. 

Uno  de  los  más  sagrados  deberes  del  ex- 
tranjero es  respetar  y  obedecer  las  leyes  del 
país,  en  donde  se  halla,  sin  pertenecer  á  nin- 
gún bando  político  de  los  que  haya  en  dicho 
país;  ni  mu¿ho  menos  tener  parte  en  las  cons- 
piraciones, conmociones  populares  6  guerras 
civiles  que  en  él  se  susciten;  pues  de  lo  con- 
trario, se  sujeta  él  mismo  á  sufrir  las  conse- 
cuencias que  le  atraiga  su  imprudencia;  pierde 
el  derecho  de  ser  protegido  por  el  Represen- 
tante de  su  Nación,  y  puede  perder  totalmen- 
te su  propia  nacionalidad. 

«Así  lo  declaró  y  determinó  el  Gobierno 
español  el  año  de  1800  por  consulta  de  los 
Consejos  de  Castilla ,  respecto  de  varios  espa- 
ñoles que  pasaron  á  Francia  y  se  Ingirieron 
en  los  partidos  llamados  de  los  Vendeanos  y 
Chua7ies.  El  Rey  Carlos  IV  mandó  á  su  Emba- 
jador en  París,  D.  Ignacio  Muzquiz,  se  abstu^ 
viese  de  reclamar  en  favor  de  ninguno  de  aquellos 
españoles ,  y  mucho  menos  de  los  que  habían  sido 
cogidos  con  las  armas  en  la  mano  (y  hechos  pri- 
sioneros por  las  tropas  del  general  Bruñe)  por- 
que todos  ellos  habían  perdido  la  condición  de  eS" 
panoles  y  se  habian  convertido  voluntariamente  en 
reos  de  Estado ,   fuera  de  los  dominios  de  S,  M. 
Los  prisioneros  fueron  fusilados ,  y  todos  los 
Representantes  de  las  Potencias  extranjeras  en 
Madrid  (y  principalmente  el  Conde  Eageneck, 
embajador  de  Viena ,  y   el  Sr.  J.   Valcke- 
naer,  embajador  de  Holanda),  al  dar  cuenta  de 
estos  acontecimientos  á  sus  cortes  respectivas, 
elogiaron  la  conducta  del  Gabinete  español, 
como  muy  arreglada  y  conforme  á  los  princi- 
pios del  derecho  de  gentes.»  {Colección  diplo- 
mática de  D,  B,  Triarte.) 

Otra  obligación  del  extranjero  es  manifes- 
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tar  en  sus  acciones  y  palabras  al  Ministro  re- 
presentante  de  su  Nación,  el  respeto,  la  vene- 
ración y  el  aprecio  que  merece ,  tanto  por  su 
sagrado  y  elevado  carácter,  cuanto  por  el  no- 
bilísimo Ministerio  que  desempeña ;  debiendo 
considerar  el  extranjero  que  este  Ministro  es 
el  padre  común  de  todos  sus  conciudadanos,  y 
el  destinado  á  protejerlos,  á  ampararlos  en  to- 
dos sus  trabajos,  y  á  aminorarles  las  amar- 
guras propias  de  la  vida  en  tierra  extraña. 

Es  un  deber  del  extranjero  presentarse  al 
Ministro  de  su  Nación,  no  solamente  para  dar- 
se á  conocer  por  subdito  de  ella,  sino  siempre 
que  aquel  le  llame  para  cualquier  objeto  de 
utilidad  ó  conveniencia  nacional ,  y  confor- 
marse con  las  providencias  que  el  Ministro  dic- 
te ¿  este  fin. 

El  extranjero  que  se  permite  bablar  mal 
de  su  Ministro  criticando  su  conducta,  pu- 
blicando sus  defectos ,  y  en  general  bacién- 
dolo  objeto  de  sus  murmuraciones,  no  sola- 
mente comete  un  desacato  moral  y  social^  sino 
que  hace  una  muy  grave  injuria  á  su  propia 
Nación  desacreditándola  en  la  persona  de  su 
Representante  y  dando  lugar  á  que  sea  menos- 
preciado. El  mismo  extranjero  será  el  primero 
que  sufra  las  funestas  consecuencias  de  tan 
grave  falta.  Siempre  que  los  extranjeros  quie- 
ran reunirse  en  junta  para  deliberar  sobre 
cualquier  punto  que  tenga  relación  directa  ó 
indirecta  con  los  intereses  generales  ó  con  la 
dignidad  y  decoro  de  su  Nación ^  ó  con  los  del 
país  donde  residen,  están  obligados  á  partici- 
parlo previamente  al  Ministro  representante 
de  ella  para  que  asista  á  la  junta  y  la  autori- 
ce, si  le  parece  oportuno,  ó  prohiba  la  reunión 
si  las  consecuencias  que  de  ella  pueden  resul- 
tar; ó  si  las  circunstancias  particulares  del  país 
asi  lo  requiriesen. 

Finalmente,  el  extranjero  debe  obedecer  y 
respetar  al  Gobierno  que  se  halle  (ó  quede) 
restablecido  de  hecho  en  el  país  donde  reside 
el  mismo  extranjero,  sin  meterse  á  discutir  si 
este  Gobierno  es  legitimo  ó  ilegitimo,  aun 
cuando  proceda  de  alguna  revolución;  pues  ni 
toca  al  extranjero  calificar  los  acontecimientos 
políticos  de  una  Nación  para  arreglar  por  ellos 
su  conducta  según  convenga  á  sus  intereses 
particulares,  ni  puede  consentir  ninguna  Na- 
ción que  los  extranjeros  se  conviertan  en  jue- 
ces de  la  justicia  ó  de  la  legitimidad  de  sus 
actos. 

DEBBOTA.  Véase  Piloto. 

DESAFUERO.  Véase  el  ¿Itimo  párrafo  de 
la  palabra  Fobro. 

DESCARGA.  Véase  Carga  y  Alijo. 

DESCIFRAR.  Véase  Cifba. 

DESCUBRIMIBITTO.  Véase  Invbnciokbs. 


DESCUENTO.  Es  la  rebaja  que  se  hace 
en  los  sueldos  y  haberes  que  se  cobran  por  Te- 
sorería con  destino  al  pago  de  varias  obliga- 
ciones, al  reintegro  de  la  Hacienda  publica  6 
necesidades  del  Erario.  Este  descuento  ha  su- 
frido desde  1779  (Real  orden  de  16  de  Setiem- 
bre) infinitas  alteraciones  en  las  cantidades 
descontadas  á  los  empleados. 

Por  decreto  de  las  Cortes  de  6  de  Enero  de 
1820  se  mandó  el  descuento  en  los  sueldos, 
habiendo  procurado  el  Gobierno  excluir  á  los 
empleados  de  la  Carrera  diplomático-consular, 
y  prometiéndoles  que ,  en  caso  de  no  conse- 
guirlo, serian  reintegrados  de  lo  que  interina- 
mente se  les  descontara. 

Desde  el  1.*  de  Julio  de  1867  rige  en  Es- 
paña la  Instrucción  provisional  para  la  admi- 
nistración ,  liquidación  y  recaudación  del  im- 
puesto de  5  por  100  sobre  las  rentas,  sueldos 
y  asignaciones,  establecido  por  el  siguiente  ar- 
ticulo de  la  ley  de  29  de  Junio  de  1867: 

((Art.  3.*  Sobre  los  haberes,  sueldos,  asig- 
naciones, comisiones  y  premios  que  devengan 
las  clases  activas  y  pasivas  que  dependen  del 
Tesoro,  á  excepción  de  las  religiosas  en  clau- 
sura ,  Hermanas  de  la  Caridad  y  las  clases  de 
tropa  del  Ejército ,  Armada ,  Guardia  civil  y 
Resguardos  terrestres  y  marítimos.» 

Por  decreto  de  S.  A.  el  Regente  del  Reino 
de  20  de  Enero  de  1870  y  ley  de  presupuestos 
de  1870  á  71  se  impuso  un  descuento  de  10 
por  100  sobre  los  haberes,  etc.,  que  devengan 
las  clases  activas  y  pasivas  del  Estado :  pero 
desgraciadamente  las  calamidades  públicas  au  • 
mentaron  en  1873  y  con  ellas  aumentó  el  des- 
cuento gradual. 

DESERTORES.  Los  soldados  que  abando- 
nan el  servicio  militar  sin  licencia.  Las  penas 
que  las  Ordenanzas  del  ejército  y  Reales  órde- 
nes posteriores  imponen  al  desertor ,  son  muy 
diferentes,  según  los  casos  y  las  circunstan- 
cias. Todas  las  justicias  de  los  pueblos  están 
obligadas  á  perseguir  y  prender  á  los  deserto  - 
res;  y  si  resultare  que  un  desertor  ha  residido 
en  el  pueblo  ocho  dias,  queda  sujeto  el  alcalde 
ó  justicia  al  pago  de  la  multa  que  se  le  impon- 
ga. (Circular  del  Supremo  Consejo  de  Guerra 
de  30  de  Marzo  de  1827.) 

«Las  justicias  ó  particulares  que  ocultaren 
6  auxiliaren  á  los  desertores ,  dándoles  ropa 
para  su  disfraz,  ó  comprándoles  algunas  pren- 
das do  su  vestuario  ó  armamento  con  objeto  de 
contribuir  á  su  fuga,  además  de  la  restitución 
ó  reemplazo  de  todo  al  regimiento ,  incurren, 
siendo  del  estado  llano,  en  seis  años  de  arsena- 
les ú  obras  publicas,  etc.,  etc.  (Leyes  del  titu- 
lo 9.',  lib.  12,  Nooisima  Recopilación. ) 

Los  desertores  de  la  marina  militar ,  como 
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de  la  mercante,  pueden  ser  reclamados  por  los 
Cónsules  y  Vicecónsules  españoles,  si  se  efec- 
tuase la  deserción  en  las  Dos-Sicilias,  Estados- 
Unidos,  Portugal,  Francia,  Repüblica  de  Santo 
Domingo  y  Nicaragua,  según  los  tratados  que 
nos  ligan  con  esas  Naciones.  La  marina  mili- 
tar puede  reclamar  la  entrega  de  los  deserto- 
res que  vayan  á  Gibraltar ,  en  fuerza  de  un 
convenio,  Armado  en  21  de  Abril  de  1838, 
entre  el  Gobernador  de  aquella  plaza  y  el  Co- 
mandante general  del  Campo  de  San  Roque. 

Según  la  Real  orden  de  27  de  Junio  de  1856 
se  abonan  200  rs.  á  todo  el  que  descubra  un 
prófugo  de  convocatoria ,  los  que  se  satisfarán 
á  costa  del  delincuente,  y  además  45  rs.  á  los 
que  verifiquen  la  captura ;  en  la  inteligencia 
de  que  si  no  paga  estas  cantidades  de  su  bol- 
sillo, se  le  retiene  el  tercio  de  sueldo  y  no  se 
le  da  la  licencia  absoluta  hasta  que  haya  com- 
pletado el  pago. 

Bl  art.  8.^  de  la  Instrucción  de  19  de  Julio 
de  1856  previene: 

«Los  desertores  de  la  armada  ó  del  ejérci- 
to, y  los  marinos  y  soldados  que  sin  ser  de- 
sertores se  presentaren  sueltos  y  sin  licencia 
ó  pasaporte  á  algún  Cónsul  de  la  Nación,  serán 
socorridos  por  éste  siempre  que  encuentre  me- 
dio de  asegurar  su  regreso  á  España,  en  donde 
aquellos  tendrán  que  justificar  su  proceden- 
cia.» 

Bl  9.*  de  la  misma  dice: 

«Los  fugados  de  los  presidios  españoles  de 
África  que  compareciesen  espontáneamente 
ante  algún  Cónsul  de  España  en  Marruecos  ó 
Berbería,  ó  fueren  entregados  por  las  Autori- 
dades del  país  á  consecuencia  de  reclamación 
de  aquel,  serán  socorridos  con  2  rs.  y  medio 
de  vellón  diarios  solo  para  su  manutención, 
y  si  fuesen  varios  se  les  suministrará  colecti- 
Tamente  el  socorro  á  razón  de  2  rs.  de  vellón 
por  persona,  proveyéndoles  además  de  las  in- 
dispensables prendas  de  vestuario  hasta  su  re- 
greso á  España,  que  se  llevará  á  efecto  abo- 
sando el  Cónsul  al  Capitán  ó  patrón  del  buque 
mercante  español  que  bajo  su  custodia  y  res- 
ponsabilidad lo  conduzca  hasta  entregarlo  á  la 
Autoridad  competente,  los  gastos  indispensa- 
bles para  su  manutención  y  pasaje. 

Si  hubiere  en  el  puerto  alguna  embarca- 
ción de  guerra  española,  oficiará  el  Cónsul  al 
Ck)mandante  por  si  pudiera  encargarse  de  la 
conducción  del  procesado,  etc.» 

Bl  art.  43  de  la  misma  dice : 

«Cuando  se  presente  espontáneamente  al- 
gún desertor  de  la  marina  mercante,  arrepen- 
tido de  su  falta  y  dispuesto  á  purgarla,  ó  algún 
marinero  que  sin  ser  desertor  hubiese  perdido 
sus  papeles,  etc.,   el  Cónsul  les  facilitará  el 


embarque  gratuito  con  destino  á  dominios  es- 
pañoles, y  bajo  partida  de  registro  lo  consig- 
nará á  la  autoridad  correspondiente,  etc.» 
Véase  Socoaaos  Á  la  harina  mercante. 

Sucede  á  menudo  que  los  desertores  mili- 
tares desean  regresar  á  España,  sea  por  amor 
al  país,  ó  porque  no  encuentren  en  el  extranjero 
el  bienestar  que  se  hablan  imaginado.  Si  se 
presentasen  con  este  objeto  en  las  oficinas  con- 
sulares, la  práctica  establecida  es  que  seles 
dé  pasaporte  con  ruta  forzosa ,  expresando  su 
calidad  de  desertores,  y  que  deben  presentarse 
á  la  Autoridad  militar  del  primer  pueblo  de 
España  á  donde  lleguen. 

Si  debieran  verificar  el  viaje  por  mar ,  se 
pondrá  un  oficio  á  la  Autoridad  militar  del 
puerto  á  donde  se  le  dirige»  dándole  parte  del 
nombre  del  buque  conductor  y  del  dia  de  su 
salida. 

A  los  desertores  que  soliciten  regresar  á 
España,  los  Representantes  en  el  extranjero 
deberán  enterarles  cuál  es  la  legislación  que 
les  corresponde;  ésta  determina  la  pena  de 
cuatro  años  de  recargo  sobre  los  que  les  falten 
para  cumplir  su  empeño  en  el  mismo  cuerpo 
donde  servían,  según  todo  lo  dispuesto  en  la 
Real  orden  de  14  de  Marzo  de  1807  y  su  adi- 
cional de  10  de  Setiembre  de  1851,  circulada 
á  los  Cónsules  el  dia  18  del  ultimo  expresado 
mes  y  año.  Si  después  de  su  primera  deserción 
hubiesen  tomado  servicio  en  otro  país,  debe 
procurarse  que  no  pasen  por  él  en  su  regreso 
á  España,  para  que  no  sean  reclamados  si  no 
hubiesen  cumplido  su  enganche. 

Los  desertores  inscritos  en  los  registros  de 
matriculados,  dice  la  Real  orden  del  Ministerio 
de  Estado  de  31  de  Diciembre  de  1864,  «que 
queden  como  lo  estaban;  pero  remitiendo  al 
mismo  una  lista  expresiva  de  sus  nombres, 
pueblo  de  su  naturaleza,  época  en  que  deser- 
taron, etc. ,  á  fin  de  que  por  el  de  la  Guerra 
se  adopten  las  resoluciones  más  oportunas ,  y 
que  en  adelante  se  incluyan  en  dichos  regis- 
tros á  los  que  se  presentasen  en  iguales  cir- 
cunstancias.» 

Bl  Reglamento  para  el  Registro  de  naciona* 
lidad  del  año  de  1871  previene: 

«Art.  5.*  Los  españoles  refugiados  en  el 
extranjero  por  cualquier  motivo  tienen  opción 
á  ser  inscritos  en  un  registro  especial,  á  fin 
de  que  puedan  ejercitar  los  derechos  civiles, 
que  por  ninguna  causa  pierden.» 

Modelo  del  acta  de  presentación  voluntaria  de 

desertor. 

Consulado  de  España  bn... 

En  la  ciudad  de...  á...  de...  de...  Anie 
m,  el  infrascrito^  Cónsul...  en  la  expresada 
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residencia:  Compareció  N...  N...,  de  edad 
de...  años,  natural  de...  y  profesión...  de  la 
matricula...,  el  cual  nos  ba  declarado  (n  es 
marino)  que  formaba  parte  en  calidad  de...  de 
la  tripulación  del  (clase  del  buqw)  nombrado 
F...,  do  la  matricula  de...,  al  mando  del  Ca- 
pitán N.  N...:  Que  el  dia...  salió  de  abordo  y 
desertó  con  objeto  de  ir  á... 

(Redactar  las  circunstancias  de  la  deserción  y 
las  que  tienen  relación  con  la  presentación  volun^ 
taria  ó  captura  por  los  Agentes  de  la  Autoridad 
local,] 

(Si  fuere  militar  se  dirá:) 

Que  pertenece  en  clase  de...  á  la...  com- 
pañía del...  batallón,  del  regimiento  de...,  que 
se  bailaba  de  guarnición  en...,  que  el  dia... 
de...  del  año  de...,  abandonó  el  regimiento  y 
desertó,  pasando  la  frontera  de...  por...,  con 
objeto  de  dirigirse  á... 

(Y  se  concluirá  en  ambos  casos ,  siendo  la  pre- 
sentación voluntaria . ) 

Que  arrepentido  del  delito  que  ha  cometi- 
do se  presenta  espontánea  y  Yoluntariamente 
en  el  Consulado  de  España,  suplicando  se 
le  libre  acta  de  su  sumisión  á  las  leyes  y  re- 
mita á  España,  donde  se  obliga  á  su  llegada  á 
ponerse  á  la  dispoaicion  de  la  Autoridad  com- 
petente. 

En  fé  de  lo  cual,  se  extiende  la  presente 
que  se  entrega  al  interesado,  lañrma  (ó  no,  por 
no  saber)  conmigo  á  continuación,  y  la  sello 
con  el  de  este  Consulado  de  mi  cargo,  en... 
a...  (le...  de... 

(Firma  del  interesado.)  Bl  Cónsul  de,,. 

(L.  S.)      (Firma.) 

La  Real  orden  circular  del  Ministerio  de 
Estado,  fecha  4  de  Agosto  de  1867,  traslada 
la  del  de  Gracia  y  Justicia  de  29  de  Julio  del 
mismo,  y  en  ella  se  recomienda  eficazmente  á 
los*  Cónsules  en  el  extranjero:  «Que  en  lo  su- 
cesivo no  faciliten  socorros  á  desertores,  sino 
cuando  les  conste  de  una  manera  indudable 
que  lo  sean  tales,  y  que  el  auxilio  tiene  por 
objeto  verificar  su  presentación  á  las  Autoría 
dades,  todo  con  el  fin  de  evitar  suplantacio- 
nes ,  que  vienen  á  resultar  en  perjuicio  del 
Tesoro.» 

Por  Real  orden  de  22  de  Julio  de  1868,  del 
Ministerio  de  Ultramar,  comunicada  por  cir- 
cular del  Ministerio  de  Estado  el  9  de  Setiem- 
bre de  1868,  se  previene: 

«Que  no  se  exija  responsabilidad  á  los  Ca* 
pitanes  de  buques  mercantes  respecto  á  la 
seguridad  de  personas  que  las  diferentes  Au- 
toridades de  la  Nación  tengan  por  convenien- 
te embarcar  en  ellos  para  ser  trasportados  á 
cualquiera  de  sus  puertos  de  escala. 

»Que  los  Capitanes  del^prán  dar  parte  por 


escrito  á  la  visita  de  guerra  y  sanidad  en  to- 
dos los  puntos  donde  arriben  de  conducir  per- 
sonas en  calidad  de  arresto,  para  que  cese 
desde  entonces  toda  responsabilidad  del  Ca- 
pitán. 

))Qae  la  Autoridad  que  determine  el  em- 
barque dé  parte  por  telégrafo,  si  lo  considera 
oportuno,  ó  por  oficios  entregados  al  mismo 
Capitán,  que  á  su  vez  deberá  entregarlos  en 
el  momento  de  la  visita.» 

En  cuanto  á  los  desertores  procedentes  del 
ejército,  tenemos  celebrados  algunos  tratados 
de  extradición,  como  con  Qibraltar  y  Porta- 
gal,  y  allí  en  donde  existe  no  hay  sino  obrar 
con  arreglo  á  los  mismos;  pero  como  la  mayor 
parte  de  nuestros  desertores  pasan  á  Francia 
y  aquel  pais  no  admite  el  principio  de  extra- 
dición por  deserción  militar,  solo  puede  pedir 
allí  el  Agente  español  que  se  le  entreguen  las 
armas  y  los  efectos  que  puedan  pertenecer  al 
Gobierno  (comprendidos,  entre  estos,  el  caballo 
si  el  desertor  pertenece  al  arma  de  caballería], 
todo  según  el  tratado  de  29  de  Setiembre  de 
1765.  Por  convenios  posteriores  se  estableció 
que  estos  individuos  sean  internados,  lo  que 
debe  procurar  el  Cónsul  si  después  de  amo- 
nestados no  consienten  en  regresar  á  España. 

La  Francia  tiene  el  derecho,  según  la  con- 
vención de  23  de  Febrero  de  1853  y  promul- 
gada el  2  de  Agosto  por  el  Presidente  de  los 
Estados  Unidos,  de  reclamar  la  intervención 
de  las  Autoridades  federales  de  Estado  ó  muni- 
cipales para  arrestar  á  los  desertores  de  sus  bu- 
ques de  guerra  ó  mercantes.  Véase  BüBAacAA, 
y  el  art.  14,  tit.  5.*  de  las  Ordenanzas  de  ma^ 
triculas.  Véase  también  Mozos  sobteablbs. 

DESOBEDIENCIA.  Bl  marinero  de  bu- 
que mercante  que  desobedeciere  á  su  Capitán 
en  las  materias  regulares  de  su  obligación , 
hará  una  campaña  en  pena,  sin  ración  de  vino 
en  los  primeros  meses.  Pero  si  estando  en  la 
mar  intentare  alguno  sublevar  la  tripulación 
contra  el  Capitán,  sufrirá  cuatro  campañas  ex- 
traordinarias con  plaza  de  grumete,  el  primer 
año  con  grillete  y  sin  vino.  Y  si  la  subleva- 
ción ha  tenido  lugar,  los  reos  serán  juzgados 
en  consejo  de  guerra,  según  la  gravedad  del 
caso,  á  tenor  de  los  artículos  10  y  18,  títu- 
lo 14  de  las  Ordenanzas  de  matrícula.  Si  la  des- 
obediencia tuviese  lugar  en  casos  en  que  de 
ella  puede  depender  la  salvación  de  la  nave, 
como  son  en  los  de  defensa  de  enemigos,  nau- 
fragios, baradas  ü  otros  análogos,  sufirirá, 
cuando  las  circunstancias  no  exijan  pena  ma- 
yor, dos  campañas  extraordinarias  y  segaidas 
sin  ración  de  vino,  conforme  al  art.  17,  tf ta- 
lo 14  de  las  Ordenanzas  de  matricula.  Véase 
Disciplina. 
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La  desobediencia  á  los  CÓQsales  por  los 
Capitanes  y  tripulaciones  está  mandada  penar 
lo  mismo  que  si  fuese  cometida  contra  los 
mismos  Comandantes  de  marina. 

Respecto  al  delito  de  desobediencia ,  el 
Código  penal  previene: 

((A.rt.  277.  Bl  empleado  publico  que  se 
negare  abiertamente  á  obedecer  las  órdenes  de 
sui  saperiores,  incurrirá  en  las  penas  de  in- 
habilitación perpetua  especial  y  arresto  mayor. 
Art.  278.  Las  penas  del  articulo  preceden* 
te  soa  aplicables  al  empleado  que  habiendo 
suspendido  con  cualquier  motivo  la  ejecución 
de  las  órdenes  de  sus  superiores,  las  desobe- 
deciere después  que  aquellos  hubieren  desapro- 
bado la  suspensión. 

Art.  279.  Bl  empleado  público  que  reque- 
rido por  la  Autoridad  competente  no  preste  la 
debida  cooperación  para  la  administración  de 
justicia  ú  otro  servicio  píibllco,  será  penado 
con  la  suspensión  de  oñcio  y  multa  de  10  á 
100  duros. 

Si  de  su  on^ision  resultare  gr^Lve  daño  pa- 
ra la  causa  pública  ó  á  un  tercero,  las  penas 
serán  la  inhabilitación  perpetua  especial  y 
malta  de  20  á  200  duros.» 

DESPACHO.  Bl  mandamiento  ú  orden 
que  da  el  Juez  por  escrito  para  que  se  hag^a  ó 
pague  alguna  cosa.— La  cédula,  titulo  ó  comi- 
sión que  se  da  á  uno  para  algún  empleo  ó  ne* 
gocio.— Bl  expediente,  resolución  y  determi- 
nación. 

DESPACHO  DE  EXHOBTOS.  Bl  libro 
que  hay  en  los  Juzgados  de  primera  instancia 
en  que  se  anotan  con  toda  expresión  el  piirti^- 
do  de  donde  emanan  los  exhortes,  su  fecha, 
día  en  que  se  reciben,  su  objeto  y  correo  en 
que  se  devuelven  diligenciados. 

Este  libro  circula  entre  los  Bscribanos ,  y 
está  á  cargo  del  que  se  halle  de  turno,  quien 
bajo  recibo  en  su  libro  de  conocimientos  le 
entrega  al  «que  le  sucede.  (Artículos  22  y  23 
del  Eteglamento  de  1.^  de  Mayo  de  1844.) 

I>B6PACHO  DE  OBDEN  EXCLUSIVA- 
UEsnE  político.  Véase  Correspondencia. 

l>BSPACHO  DE  BUQUES.  Por  el  articu- 
lo 291  de  las  Ordenanzas  generales  de  la  Ren- 
ta de  Aduanas  de  1870  se  previene: 

ciQue  las  operaciones  de  Aduanas  solo  pue- 
den ejecutarse  en  los  dias  de  trabajo.  Podrá, 
sin  embargo,  autorizarse  por  la  Dirección  el 
despacho  de  buques  de  vapor  que  tengan  es- 
cala fija,  anunciada  al  publico  de  antemano, 
si  les  toca  llegar  á  puerto  determinado  en  dia 
festivo.» 

Se^an  el  art.  23  del  Convenio  entre  Bspa- 
na  y  Francia  de  7  de  Bnero  de  1862,  los  Cón- 
sules g^enerales,   Cónsules  y  Vicecónsules  ó 


Agentes  consulares  podrán  interrogar  á  los 
Capitanes  ó  tripulaciones,  comprobar  sus  pa- 
peles de  navegación,  ftrmarles  los  manifiestos 
y  facilitarles  el  despacho  de  sus  buques,  etc. 

DESTINO  VACANTE.  Cuando  un  Con- 
sulado queda  vacanto  por  cualquiera  otra  cau- 
sa que  la  del  fallecimiento  del  Agente  propie- 
tario, la  interinidad  de  las  funciones  consula- 
res las  desempeña  el  Vicecónsul,  ó  en  su  de- 
fecto el  Canciller,  siempre  que  reúna  las  con- 
diciones de  aptitud  y  consideraciones  necesa  • 
rias. 

Si  quedase  vacante  un  Viceconsulado  en  la 
demaFcacion  de  los  Cónsules  generales  ó  de 
los  Cónsules  de  primera  ó  segunda  clase ,  la 
elección  deberá  recaer  en  la  persona  de  más 
recomendación  en  la  localidad,  la  que  deberá 
ser  acreditada  cerca  de  las  Autoridades  de  la 
residencia,  después  de  haberle  dado  las  ins- 
trucciones más  convenientes  para  facilitarle  el 
ejercicio  de  sus  funciones  interinas. 

Conforme  al  Convenio  consular  de  7  de 
Bnero  de  1862  entre  Francia  y  Bspaña ,  ar- 
ticulo 16,  los  Cónsules  generales  y  otros  Cón- 
sules pueden  nombrar  Vicecónsules  ó  Agentes 
consulares  en  las  ciudades,  puertos  ó  locali- 
dades de  sus  demarcaciones  respectivas,  salvo 
la  aprobación  del  Gobierno  territorial. 

La  Real  orden  de  20  de  Julio  de  1848 
aprueba  el  Reglamento  de  la  misma  fecha,  por 
el  que  se  determina  el  modo  de  nombrar  y  ha- 
bilitar los  Cónsules ,  Vicecónsules  y  Agentes 
coQSulares  españoles  en  países  extranjeros: 

u  Articulo  1.*  Para  establecer  un  Consula- 
do ó  Viceconsulado  de  nueva  creación,  prece- 
derá expediente  instructivo  que  acredite  su 
necesidad  y  utilidad. 

.  Art.  2.'  Tampoco  se  alterarán  las  catego- 
rías existentes  en  cada  establecimiento  consu- 
lar sin  que  se  demuestre  con  la  misma  forma- 
lidad las  ventajas  de  la  modiñcacion. 

Art.  3.*  Los  empleos  consulares  serán  pro- 
vistos por  el  Gobierno  en  los  términos  que  pre- 
venga el  Reglamento  orgánico,  en  el  cual 
quedarán  designados  la  capacidad  requerida, 
orden  de  ascensos  y  atribuciones. 

Art.  4/  Bl  nombramiento  de  estos  Agen- 
tes se  hará  en  la  forma  siguiente: 

1/  Con  patente  Real  los  Cónsules  y  Vice- 
cónsules nombrados  por  3.  M.  (Formulario  ná- 
mero  1.°) 

2.*  Con  patente  consular  los  Vicecónsules 
y  Agentes  consulares  nombrados  por  los  Cón- 
sules, previa  la  aprobación  de  S.  M.  (Formu- 
lario núm.  2.') 

Art.  5.^  Bn  los  puntos  donde  sean  tolera- 
dos Agentes  comerciales,  los  nombrará  el  pri- 
mer Secretario  de  Bstado  ú  otra  Autoridad  de- 
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legada  al  efecto  por  S.  M.  en  los  términos  que 
indica  el  formulario  núm.  8.* 

Art.  6/  Si  por  culaquier  accidente  impre- 
Tisto  Tacare  algún  Consulado  ó  Viceconsula- 
do  de  Real  nombramiento,  y  la  urgencia  del 
serYlcio  no  permitiese  aguardar  la  provisión 
del  Gobierno,  nombrará  un  sustituto  provisio- 
nalmente la  Legación  á  quien  corresponda, 
con  arreglo  al  formulario  nüm.  4.* 

Art.  7.*  La  expedición  de  la  Real  patente 
de  Cónsul  ó  Vicecónsul  nombrado  por  S.  M., 
se  comunicará  á  los  interesados  por  una  Real 
orden,  según  la  clase,  méritos  y  servicios  de 
cada  empleado,  expresando  en  ella  el  sueldo  y 
gastos  que  le  fueren  señalados. 

Art.  8/  Se  trasmitirá  copia  de  la  misma 
Real  orden  á  la  Pagaduría  del  Idinisterio  de 
Estado  para  los  efectos  consiguientes,  y  se 
prevendrá  á  la  Legación  correspondiente  que 
solicite  el  Real  exequátur  para  el  Cónsul  ó 
Vicecónsul  nombrado  por  S.  M. 

Art.  9.*  Se  darán  por  escrito  á  Jios  Cón- 
sules ó  Vicecónsules  las  instrucciones  particu- 
lares que  se  juzguen  convenientes  á  cada  lo- 
calidad. 

Art.  10.  Las  láminas  de  las  patentes  Rea- 
les se  encuadernarán  y  dividirán  en  dos  par- 
tes: la  primera  contendrá  dicho  documento,  y 
la  otra  un  extracto  del  mismo;  y  al  expedirse 
aquel  se  cortará  de  manera  que  quede  éste  en 
el  libro  para  conservarle  asi  registrado  en  es- 
ta primera  Secretaria. 

Art.  11.  La  misma  práctica  se  observará 
para  registrar  en  los  Consulados  las  patentes 
que  los  Cónsules  expidan  á  sus  respectivos 
Vicecónsules  ó  Agentes,  de  las  cuales  se  to- 
mará también  asiento  en  esta  primera  Secre- 
taria en  un  libro  destinado  exclusivamente  al 
efecto. » 

DBUDA.  La  obligación  que  alguno  tiene 
de  pagar,  satisfacer  ó  reintegrar  á  otro  algu- 
na cosa.  Distiiiguense  las  deudas  en  acHvas  y 
pasivas,  Llámanse  deudas  activas  las  que  se  nos 
deben  ó  aquellas  cuyo  pago  tenemos  derecho 
de  exigir,  y  deudas  pasivas  las  que  debemos  ó 
estamos  obligados  á  pagar:  de  suerte  que  una 
misma  deuda  es  activa  y  pasiva,  activa  de 
parte  del  acreedor,  y  pasiva  de  parte  del 
deudor. 

Las  deudas  tienen  todavía  otras  machas 
denominaciones,  tales  son:  deuda  personal; 
deuda  quirografaria,  que  es  la  que  resulta  de 
un  instrumento  privado;  deuda  civil  y  legal; 
deuda  pura  y  simple;  simulada  y  solidaria;  he* 
redilaria^  clara  y  liquida;  y  por  último,  deuda 
pública,  que  es  aquella  con  que  está  gravado 
el  Estado,  sea  hacia  particulares,  Concejos  ó 
establecimientos  públicos,  sea  para  con  el  ex- 


tranjero. Esta  deuda  se  divide  en  consolidada, 
que  es  la  que  devenga  intereses;  y  en  no  con" 
solidada,  que  es  la  que  no  los  devenga.  Véase 

A  BATEL  AMIENTO. 

BEUDOB.  El  que  está  obligado  á  dar  ó 
hacer  á  otro  alguna  cosa  en  virtud  de  un  con* 
trato  ó  de  cuasi  contrato,  delito  ó  cuasi  deli- 
to, de  una  disposición  legal.  Solo  ha  de  con- 
siderarse como  verdadero  deudor  el  que  puede 
ser  apremiado  en  justicia  á  pagar  ó  hacer  lo 
que  debe,  mas  no  él  que  puede  servirse  de 
una  excepción  perentoria  contra  la  demanda 
del  acreedor. 

En  derecho  mercantil,  el  deudor  no  debe 
estar  á  merced  de  un  acreedor  todo  el  tiempo 
que  éste  quiera  dilatar  la  extinción  de  la  obli- 
gación pendiente.  Si  no  quisiere  recibir  el  pa- 
go, ó  no  estuviese  presente  al  tiempo  oportu* 
no  en  el  lugar  designado  en  el  contrato  para 
verificarlo,  el  deudor  puede  solicitar  de  la  Au- 
toridad competente  provea  al  depósito  del 
objeto  de  la  deuda  á  disposición  del  acree- 
dor, con  lo  cual  queda  su  obligación  extin- 
guida. 

Tal  sucede,  por  ejemplo,  en  el  contrato 
de  trasportes  terrestres:  cuando  el  consigna- 
tario no  estuviese  en  el  domicilio  indicado  en 
la  carta  de  portes,  ó  rehusase  recibir  los  gé- 
neros porteados,  el  Juez  local  decretará  su 
depósito  á  disposición  del  consignatario  ó  del 
cargador.  Igualmente,  si  el  comprador  rehu- 
sara sin  justa  causa  el  recibo  do  los  efectos 
que  compró,  el  vendedor  podrá  pedir  de  la  Au- 
toridad judicial  el  depósito  de  dichos  efectos 
por  cuenta  y  riesgo  del  comprador;  aconte- 
ciendo lo  mismo  al  Capitán  cuando  por  ausen- 
cia del  consignatario  ó  por  no  presentarse 
portador  legitimo  de  los  conocimientos  á  la 
orden,  ignorare  á  quién  entregar  legítimamen- 
te el  cargamento. 

DBVENOAB.  Hacer  alguno  suya  algu- 
na cosa  mereciéndola,  ó  adquirir. derecho  i 
ella  por  razón  de  trabajo  ó  servicio,  como  de^ 
vengar  salario,  costas,  etc.;  y  causar  ó  pro- 
ducir, como  devengar  intereses. 

DEVOLUCIÓN.  La  restitución  de  algu- 
na cosa  al  Estado  que  tenia  ó  á  la  persona  que 
la  poseía  primero. 

DEVOLUTIVO.  Dicese  del  efecto  qoe  pro- 
duce la  apelación  de  pasar  ó  devolver  al  Juez 
superior  el  conocimiento  de  las  providencias 
tomadas  por  el  Juez  inferior,  sin  suspender  la 
ejecución  de  las  mismas;  á  diferencia  del  efec- 
to suspensivo,  que  suspende  la  ejecución  de  la 
sentencia  dada  por  el  Juez  inferior  hasta  la  de- 
terminación del  superior.  Véase  Efecto. 

día.  El  dia  es  natural  ó  civil.  Dia  nalural 
es  el  espacio  de  tiempo  que  dura  la  luz  del  sol 
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aobre  el  horizonte.  Día  civil  es  el  espacio  de 
tiempo,  esto  es,  las  veinticaatro  horas  qae  la 
tierra  emplea  en  hacer  an  giro  sobre  sa  eje. 
Asi  es  que  el  dia  civil  comprende  el  dia  natural 
y  la  noche. 

En  el  lenguaje  de  las  leyes ,  la  palabra 
diay  tomada  por  un  espacio  de  tiempo,  se  en- 
tiende del  dia  civil,  y  por  consiguiente,  de- 
signa un  espacio  de  veinticuatro  horas.  aEn  to~ 
dos  los  cómputos  de  dias,  dice  el  Código  de  co^ 
mereio^  art.  256,  se  entenderá  el  dia  de  veinti- 
cuatro horas.»  Sin  embargo,  no  puedeprescln- 
dirse  de  atender  á  la  materia  de  que  se  trata 
para  saber  qué  es  lo  que  en  cada  caso  debe  en* 
tenderse  por  dia.  Gregorio  López,  en  la  glosa 
6/de  la  ley  3.',  tít.  22,Part.  3.',  supone  que 
el  dia  se  divide  en  Judicial  y  natural,  y  que  el  dia 
natural  es  de  veinticuatro  horas,  y  el  Judicial 
de  las  horas  que  dora  el  sol  sobre  el  horizon- 
te. Bl  Diccionario  de  la  Academia  española  lla- 
ma dia  natural  el  espacio  de  tiempo  que  el  sol 
gasta  con  el  movimiento  diurno  desde  que  sa- 
le de  un  meridiano  hasta  que  vuelve  al  mismo, 
dando  una  vuelta  entera  á  la  tierra,  y  dia  ar^ 
tijlcial  el  tiempo  que  dura  el  sol  desde  que  na- 
ce hasta  que  se  pone;  mas  luego  en  sus  traduc- 
ciones latinas  denomina  dies  dvilis  al  que  en 
castellano  llamó  natural  y  dies  naturalis  al  que 
en  su  lengua  era  artijlcial, 

DIA  FESTIVO.  El  domingo  y  cualquier 
otra  dia  señalado  por  la  Iglesia  para  oir  misa 
y  cesar  todo  trabajo  servil.  En  estos  dias  no  se 
paede  ejercer  ningún  acto  Judicial,  sino  cuan- 
do los  negocios  son  urgentes  y  hay  peligro  en 
la  dilación,  etc. 

días  de  cortesía.  Los  dias  que  se 
conceden  al  que  ha  de  pagar  una  letra  de  cam- 
bio después  de  cumplido  el  término  de  ella, 
según  el  uso  y  costumbre  de  cada  plaza.  Más 
según  el  art.  259  del  Código  de  comercio,  se  han 
abolido  en  España  todas  las  costumbres  locales 
sobre  términos  de  gracia  y  cortesía. 

DIAS  JURÍDICOS.  En  lo  antiguo  se  lla- 
maban asi  los  dias  en  que  están  abiertos  los 
tribunales  para  la  administración  de  la  justi- 
cia, por  contraposición  de  los  dias  feriados,  en 
que  se  suspende  el  curso  de  los  negocios  Ju- 
diciales. 

DIAS  DE  FIESTA.  Según  la  legislación 
consalar  de  Francia  los  de  ñesta  no  solo  son 
aquellos  que  sirven  para  celebrar  las  naciona- 
les y  religiosas  reconocidas  legalmente  por  la 
misma  Francia,  sino  también  las  que  por  cier- 
tas ó  usos  particulares  se  han  establecido  en 
las  mismas  localidades.  Asi  es  que  en  ca- 
da residencia  son  los  Cónsules  los  que  deben 
apreciar  las  excepciones  que  deberán  hacer 
respecto  á  la  regla  establecida  en  Francia  so- 


bre la  celebración  de  los  dias  festivos  (1).  En 
las  fiestas  nacionales  que  celebran  los  mejica- 
nos en  los  dias  11,  16  y  27  de  Setiembre,  la 
legación  española  en  Méjico  mandó  con  fecha 
23  de  Agosto  de  1853  que  los  Cónsules  residen- 
tes en  aquella  República  no  enarbolasen  la  ban- 
dera, ni  tomasen  parte  alguna  en  dichas  fiestas. 
DIARIO  DE  BITÁCORA.  Véase  L»RO 

DS  NAVEGACIÓN. 

DIARIO  DE  NAVEGACIÓN  Ó  DE  Á 

BOBDO.  La  ley  francesa  de  2  de  Julio  de  1836 
dispone  que  los  Capitanes  de  las  naves  extran- 
jeras, asi  como  los  de  esta  Nación,  presenten 
á  la  Aduana  del  punto  á  que  llegaren  el  dia- 
rlo de  á  bordo.  Esta  prescripción  está  mo- 
dificada por  el  art.  242  del  Código  de  comer- 
cio, que  concede  venticudtro  horas  al  efecto.  De 
esta  disposición  no  pueden  alegar  ignorancia 
los  buques  españoles,  pues  fué  comunicada  á 
nuestros  Cónsules  y  circulada  por  Marina  en 
Real  orden  de  21  de  Agosto  de  1857. 

Acerca  de  cuanto  se  prescribe  sobre  el  Dia^ 
rio  de  á  bordo  véase  el  articulo  Capitán  dr  nave. 

DIOS.  Eterno  Ser,  único  que  existe  por  si 
solo,  y  de  quien  dimanan  todos  los  demás.  Co- 
mo es  infinitamente  más  grande,  más  sublime, 
más  perfecto  que  el  último  grado  de  sublimi- 
dad, de  grandeza  y  de  perfección  que  pueda 
concebir  ó  á  donde  pueda  remontarse  la  huma- 
na imaginación,  es  incomprensible  al  hombre, 
cuyo  miserable  orgullo  se  estrella  contra  su 
misma  nulidad  é  ignorancia  al  intentar  escu- 
driñar la  esencia  de  ese  omnipotente  é  incom- 
prensible Ser.  Hay  hombres  que  niegan  la  exis- 
tencia de  Dios,  ya  que  no  en  su  entendimien- 
to, al  menos  en  su  boca  y  corazón;  y  asi  la 
filosofía  no  puede  prescindir  del  imperioso  de- 
ber de  confundir  con  irresistibles  demostra- 
ciones á  los  que,  teniendo  su  frente  hundida 
en  el  polvo,  la  levantan  de  vez  en  cuando  con- 
tra el  cielo,  y  claman:  «No  hay  Dios;»  pero  el 
mismo  Rousseau  ha  dicho:  aTened  vuestra  alma 
en  tal  estado  que  pueda  siempre  desear  que  haga 
Dios,  y  no  dudareis  jamás  de  esta  verdad,))  Este 
pensamiento  es  copia  de  otro  de  San  Agustín: 
({Nadie  niega  ¡a  existencia  de  Dios  sino  aquel  i 
quien  conviene  que  no  le  haya.» -^  a  Yo  quisiera, 
dice  la  Bruyere,  encontrar  un  hombre  sobrio,  mo- 
derado, casto,  Justo,  que  negare  la  existencia  de 
Dios  y  la  inmortalidad  del  alma:  éste  al  menos  ha- 
blaria  sin  interés:  pero  un  hombre  tal  no  se  en* 
cuentra»» 

La  impureza  y  postración  del  alma,  domi- 
nada por  el  extravio  de  las  pasiones,  es  por 
tanto,  el  origen  del  ateísmo:  |tan  cierto  es  que 
un  alma  extraviada  pierde  por  completo  la  po- 

(1)    Clbbcq,    Guide  practique  des  Consultas, 
pág.  69. 
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sante  de  intérpretes,  no  se  lisonjea  con  la  es- 
peranza de  cararlo  inmediata  y  radicalmente, 
que  no  es  ttcil  extirpar  en  un  dia  males  ar- 
raigados en  el  trascurso  de  los  años;  pero  tiene 
la  íntima  convicción  de  que  dando  asi  el  pri- 
mer paso' en  el  camino  de  las  reformas  útiles 
al  país,  se  responde  á  los  intereses  permanen- 
tes de  ]a  sociedad,  se  satisfacen  las  perento- 
rias necesidades  de  la  administración  publica, 
y  se  establece  una  base  sólida ,  que  al  mismo 
tiempo  que  sea  obstáculo  en  lo  sucesivo  á  la 
arbitrariedad  y  al  capricho  en  la  provisión  de 
los  destinos  públicos,  sirva  de  fundamento  al 
crédito  y  á  la  importancia  de  nuestra  repre- 
sentación en  el  extranjero. 

Por  lo  demás,  el  que  suscribe  no  ha  intro- 
ducido en  estos  proyectos  ningún  principio 
que  perturbe  la  manera  de  ser  de  las  carreras 
de  que  se  trata,  ni  que  se  oponga  á  las  bases 
presentadas  á  las  Cortes  respecto  de  los  em- 
pleados de  la  administración  pública  en  gene* 
ral,  habiendo  procurado  únicamente  reunir  y 
condensar  en  un  solo  cuerpo  de  doctrina  todas 
las  disposiciones  de  nuestros  reglamentos,  au- 
mentadas con  las  que,  vigentes  por  leyes  es- 
peciales eu  los  países  más  adelantados,  han 
sido  admitidas  por  los  usos  internacionales,  y 
siempre  con  las  modiñcaciones  que  exij^e 
nuestro  sistema  político  actual  y  que  la  expe- 
riencia tiene  reclamadas. 

Respecto  de  la  organización  consular  y  del 
Cuerpo  de  intérpretes,  el  Ministro  que  sus- 
cribe, ajustándose  al  orden  de  cosas  que  los 
adelantos  de  la  civilización  y  el  crédito  del 
Estado  hacen  necesario,  ha  procurado  igual- 
mente ofrecer  en  estas  carreras  especiales  ga- 
rantías de  estabilidad  y  de  extricta  justicia, 
acompañadas  de  una  posición  honrosa  y  de  un 
porvenir  lisonjero,  que  atraiga  á  los  jóvenes 
de  talento ,  y  empeñe  en  ella,  en  ventaja  de 
los  intereses  públicos,  á  las  personas  experi- 
mentadas, llenando  asi  un  deber  que  la  admi- 
nistración y  la  moralidad  reclaman  á  la  par, 
y  que  el  progreso  impone  como  un  efecto  de 
su  influencia  y  desarrollo. 

Al  satisfacer  estas  necesidades  urgentes 
del  servicio  público,  ni  se  grava  con  nuevos 
sacrificios  al  Tesoro,  ni  se  lastiman  derechos 
adquiridos  á  la  sombra  de  la  legalidad  exis- 
tente. La  reforma  se  ha  de  introducir  de  una 
manera  lenta  y  económica;  y  el  Gobierno,  al 
respetar  ciertos  derechos,  parte  de  la  única 
base  práctica  que  puede  garantizar  la  eficacia 
y  la  duración  de  una  ley,  que  en  otro  caso 
pudiera  ser  tachada  de  arbitraria  y  de  par- 
tido. 

'   Antes  de  terminar  sus  observaciones,  el 
Ministro  que  suscribe  cree  oportuno  llamar  la 


atención  de  las  Cortes  Constituyentes  sobre 
dos  puntos  muy  esenciales  de  estos  proyectos 
de  ley.  Consiste  el  primero  en  que  al  propio 
tiempo  que  se  garantiza  la  estabilidad  de  los 
empleados,  el  Gobierno  se  asegura  por  com- 
pleto de  su  idoneidad  para  el  desempeño  de  sus 
destinos  y  de  su  buen  comportamiento  en  los 
mismos;  consiste  el  segundo  en  que  dentro 
de  estos  límites,  y  como  consecuencia  de  los 
derechos  que  á  dichos  empleados  se  reconocen, 
no  puede  otorgárseles  el  de  renunciar  libre- 
mente á  sus  cargos,  conservando  su  carácter 
público,  su  lugar  en  el  escalafón  y  su  haber 
como  cesantes.  Si  se  permitiese  tal  cosa,  el 
Estado  quedaría  obligado  con  el  funcionarlo 
perpetuamente,  y  éste  no  lo  estarla  con  aquel 
sino  mientras  fuese  de  su  agrado  y  conviniese 
á  sus  intereses,  lo  cual  seria  absurdo  é  injus- 
to, porque  cuando  la  ley  da  garantías  de  esta- 
bilidad é  impide  que  pueda  despedírsele  ca- 
prichosamente, es  necesario  que  éste  á  su  vez 
no  pueda  tampoco  abandonar  su  cargo  Mn 
justa  causa,  conservando  los  derechos  de  ce- 
sante y  continuando  en  los  escalafones  de  una 
carrera  que  ha  abandonado  voluntariamente. 
Fundado  en  estas  consideraciones,  y  con- 
tando con  que  la  mayor  ilustración  de  las 
Cortes  Constituyentes  suplirá  lo  que  falte  para 
llevar  adelante  y  con  éxito  satisfactorio  la  ar- 
dua empresa  de  dotar  al  país  de  una  represen- 
tación ilustrada  y  estable  en  el  extranjero,  el 
Ministro  que  suscribe  tiene  la  honra  de  propo- 
ner á  su  examen  y  aprobación  los  siguientes 
proyectos  de  ley. 

Proyecto  de  ley  orar&nica  de  la  Carrera 

diplom&tica. 

Artículo  1.*  La  Carrera  diplomática  es 
especial,  y  se  divide  en  las  categorías  si- 
guientes: 

1.*     Embajadores. 

2.*  Ministros  plenipotenciarios  de  primera 
clase. 

3.*     ídem  de  segunda  clase. 

4.*     Encargados  de  Negocios. 

5.'     Secretarios  de  primera  clase. 

6.'     Secretarios  de  segunda  clase. 

7.'     Secretarios  de  tercera  clase. 

8/     Agregados. 

Art.  2/  Todos  los  cargos  correspondien- 
tes á  las  categorías  citadas,  á  excepción  de  las 
de  Embajadores  y  Ministros  plenipotenciarios, 
serán  precisamente  desempeñadas  por  los  in- 
dividuos de  la  Carrera  diplomática. 

Art.  3.*  Los  Embajadores  y  Ministros  ple- 
nipotenciarios que  en  virtud  de  lo  dispuesto 
en  el  articulo  anterior,  y  por  reunir  circuns- 
tancias especiales»  fueren  nomtrados  de  ola- 
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sea  ajenas  á  la  Carrera  diplomática,  se  consi- 
derarán en  comisión  del  servicio;  y  una  Tez 
terminada,  no  tendrán  derecho  á  conservar  la 
categoría,  disfrutando  únicamente  los  honores 
de  la  misma.  Si  el  agraciado  hubiera  servido 
en  otras  carreras  del  Estado  el  tiempo  necesa« 
rio  para  obtener  cesantía  ó  jubilación,  podrá 
optar  á  la  que  corresponda  á  su  categoría  di- 
plomática, siempre  que  la  haya  desempeñado 
durante  dos  años,  ingresando  en  la  carrera  ci- 
tada definitivamente. 

Art.  4/  Los  sueldos  reguladores  de  los 
empleados  de  la  carrera  diplomática  para  to- 
dos los  efectos  legales  serán  los  siguientes: 

Escudos. 


Embajador 8.000 

Ministro  plenipotenciario  de  primera 

clase • 6.000 

Ministro  plenipotenciario  de  segunda 

clase 5.000 

Encargado  de  negocios 4. 000 

Secretario  de  primera  clase 3.000 

Secretario  de  segunda  clase 2.000 

Secretario  de  tercera  clase 1 .  200 

La  diferencia  que  media  entre  estos  tipos 
y  los  haberes  señalados  en  la  ley  de  presu- 
puestos, con  arreglo  á  las  condiciones  de  lo- 
calidad, se  consideran  como  asignación  para 
gastos  de  representación. 

Art.  5.'  Los  empleados  de  la  Carrera  di- 
plomática no  podrán  optar  á  los  cargos  consu- 
lares. 

Solo  podrán  concederse  honores  de  la  ca- 
tegoría superior  inmediata  al  tiempo  de  la  ju- 
bilación, como  recompensas  de  los  buenos  ser- 
vicios y  merecimientos  del  interesado,  previo 
expediente  justificativo  y  audiencia  de  la  sec- 
ción respectiva  del  Consejo  de  Estado. 

Art.  6/  En  la  Carrera  diplomática  se  in- 
gresará precisamente  por  la  octava  categoría, 
y  teniendo  las  condiciones  siguientes: 

1.*^     Ser  español  mayor  de  18  años. 

2."     Acreditar  buena  conducta  moral. 

3.'  Haber  sido  aprobado  en  el  examen  que 
prescribe  el  Reglamento. 

Art.  7.®  Para  ser  Secretario  de  tercera 
clase  se  requiere: 

Haber  servido  con  aprovechamiento  y  bue- 
na nota  tres  años  por  lo  menos  de  Agregado,  y 
optar  al  ascenso  por  oposición  en  la  forma  y 
condiciones  que  establece  el  Reglamento. 

Para  ser  Secretario  de  segunda  clase  se 
requiere: 

Haber  servido  con  aplicación  y  buena  nota 
seis  años  por  lo  menos  de  Secretario  de  terce- 
ra clase. 


Para  ser  Secretario  de  primera  clase  se 
requiere : 

Haber  servido  con  aplicación  y  buena  nota 
cuatro  años  por  lo  menos  de  Secretario  de  se- 
gunda clase. 

Para  ser  Encargado  de  negocios  se  re- 
quiere: 

Haber  servido  con  aplicación  y  buena  nota 
cuatro  años  por  lo  menos  de  Secretario  de  pri- 
mera clase. 

Para  ser  Ministro  plenipotenciario  de  se- 
gunda clase  se  requiere: 

Haber  servido  con  aplicación  y  buena  nota 
dos  años  por  lo  menos  de  Encargado  de  ne- 
gocios. 

Para  ser  Ministro  plenipotenciario  de  pri- 
mera clase,  se  requiere: 

Haber  servido  con  aplicación  y  buena  nota 
dos  años  por  lo  menos  de  Ministro  plenipoten- 
ciario de  segunda  clase. 

Art.  8.*  Los  Agregados  serán  destinados 
al  Ministerio  de  Estado  y  á  las  legaciones  en 
el  extranjero  que  se  consideren  más  á  propó- 
sito para  adquirir  la  práctica  de  la  Carrera , 
procurando  que  alternen  en  este  servicio  an- 
tes de  presentarse  á  examen  para  ascender 
á  Secretarios  de  tercera  clase.  No  disfrutarán 
sueldo  del  Estado;  pero  se  les  contará  cómo 
tiempo  de  servicio  el  que  permanezcan  en  di- 
cha clase. 

Art.  9.^  Las  vacantes  definitivas  de  la  Car- 
rera diplomática  se  cubrirán  en  el  orden  si- 
guiente: 

Una  se  proveerá  por  rigurosa  antigüedad 
en  los  cesantes  de  la  misma  categoría;  la  se- 
gunda se  conferirá  al  ascenso,  y  la  tercera 
podrá  concederse  por  elección  en  dicha  clase 
de  cesantes,  con  la  condición  precisa  de  moti- 
var el  nombramiento. 

Cuando  desaparezca  la  clase  de  cesantes 
se  destinarán  dos  vacantes  á  la  antigüedad  y 
una  á  la  elección,  exceptuando  de  esta  regla 
á  los  individuos  de  la  sétima  y  octava  catego- 
ría, que  ingresan  por  oposición. 

Art.  10.  Los  empleados  activos  y  cesan- 
tes de  la  Carrera  diplomática  que  no  acepten 
el  destino  que  se  les  confiera  cuando  éste  cor- 
responda á  su  categoría,  perderán  el  derecho 
á  cobrar  el  haber  de  cesantía,  y  se  colocarán 
en  el  último  puesto  del  escalafón  respectivo. 
Si  al  llegarles  nuevamente  el  turno  de  ser  co- 
locados volvieran  á  renunciar  el  destino,  se- 
rán dados  de  baja  en  la  carrera. 

No  habrá  lugar  á  estas  medidas  cuando 
justifiquen  en  debida  forma  hallarse  física- 
mente imposibilitados  para  servir  temporal  ó 
definitivamente. 

En  el  primer  caso  quedarán  cesantes,  con  la 
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obligación  de  justiñcar  mensaaltnente  su  in* 
utilidad,  concediéndoles  un  año  con  dicho  ob- 
jeto. Pasado  este  término,  ó  hallándose  en  el 
segundo  caso,  serán  jubilados  si  pudieren  ser- 
lo con  arreglo  á  las  disposiciones  vigentes,  y 
si  no,  se  les  excluirá  del  escalafón  sin  opción 
á  ser  colocados  en  lo  sucesivo,  aunque  con  de- 
recho á  continuar  percibiendo  su  haber  de  ce- 
santes. 

Árt.  11.  El  nombramiento  para  les  emplea- 
dos diplomáticos  de  las  cinco  primeras  catego- 
rías se  hará  por  decreto,  y  el  de  las  restantes 
por  orden  ministerial,  expresando  en  cada  caso 
el  articulo  de  esta  ley  en  que  se  halle  compren- 
dido el  agraciado. 

Art.  12.  NinguQ  empleado  de  la  Carrera 
diplomática  podrá  ser  destituido  de  la  catego- 
ría que  haya  obtenido  sin  que  recaiga  senten- 
cia del  Tribunal  competente ,  según  los  casos 
prescritos  eu  el  Código  penal,  ó  se  halle  en  los 
que  deQne  el  art.  10  de  esta  ley. 

Para  ser  declarado  cesante ,  salvo  el  caso 
de  suprimirse  el  destino,  deberá  instruirse  ex- 
pediente gubernativo  en  el  que  consten  las  fal- 
tas que  motiven  la  separación  ,  con  audiencia 
del  interesado  y  previo  informe  de^la  Sección 
respectiva  del  Consejo  de  Estado.  En  este  caso 
soló  podrá  volver  al  servicio  activo  en  virtud 
de  nuevo  expediente  y  oido  el  Consejo  de  Es- 
tado en  pleno. 

Art.  13.  El  Gobierno  abonará  á  los  em- 
pleados de  la  Carrera  diplomática  los  gastos  del 
viaje  para  tomar  posesión  de  sus  destinos  y  de 
los  que  verifiquen  en  comisión  del  servicio ,  ó 
cuando  sean  trasladados  ó  ascendidos  á  otro 
punto,  en  la  forma  que  determina  el  Reglamen- 
to; pero  este  abono  no  procederá  cuando  la 
traslación  haya  ádo  solicitada  por  los  intere- 
sados. 

Art.  14.  Para  los  derechos  de  cesantía,  ju- 
bilación ,  abonos  de  tiempo  de  servicio  y  viu- 
dedades se  sujetarán  los  empleados  de  la  Car- 
rera diplomática  á  lo  dispuesto  ó  que  se  pres- 
criba en  lo  sucesivo  en  las  leyes  generales  para 
los  demás  empleados  civiles. 

Art.  15.  Los  empleados  que  figuran  ac- 
tualmente en  el  escalafón  del  servicio  diplomá- 
tico ,  asi  activos  como  cesantes ,  quedan  com- 
prendidos en  la  Carrera  con  los  derechos  que 
tengan  legalmcnte  adquiridos  por  las  disposi- 
ciones vigentes;  entendiéndose  las  prescripcio- 
nes de  esta  ley  para  su  colocación  y  ascensos 
ulteriores. 

Art.  16.  El  reglamento  que  se  acompaña 
para  la  ejecución  de  esta  ley  forma  parte  inte- 
grante de  la  misma. 

Art.  17.  Quedan  derogadas  todas  las  le- 
yes, decretos  y  disposiciones  sobre  el  servicio 


diplomático ,  que  sean  contrarias  á  la  presente 
ley. 

Madrid  28  de  Abril  de  1870.=  Práxedes 
Mateo  Sagasta. 

Reglamento  org&nloo   de   la  Carrera  diplo- 
mática, 

CAPÍTULO  I. 
De  la  adminisiracion  central. 

Articulo  1.^  Las  plazas  del  Ministerio  de 
Estado  serán  desempeñadas,  indispensablemen- 
te, por  empleados  de  la  Carrera  diplomática, 
con  los  sueldos  reguladores  correspondientes  á 
sus  categorias ;  y  los  servicios  prestados  en  el 
mismo  se  considerarán  para  todos  los  efectos 
como  si  los  hubiesen  prestado  en  el  extranjero 
en  su  misma  categoría. 

Art.  2/  La  plaza  de  Subsecretario  tendrá 
la  categoría  de  Ministro  plenipotenciario  de  pri- 
mera clase ,  con  las  condiciones  prescritas  en 
el  artículo  de  la  ley  para  los  que  no  pertenez- 
can á  la  Carrera.  En  el  caso  de  que  el  agracia- 
do tenga  una  categoría  inferior  en  la  misma, 
no  podrá  ascender  á  la  de  plenipotenciario  de 
primera  clase  hasta  que  haya  cumplido  los  años 
que  exige  el  art.  7.*  de  la  ley. 

Art.  3.®  Son  cargos  dependientes  del  Mi- 
nisterio de  Estado  el  de  Grefier  habilitado  y  Rey 
de  armas  de  la  Orden  del  Toisón  de  Oro:  el  de 
Introductor  de  embajadores ;  los  de  Comisario 
general  y  Secretario  contador  délos  Santos  La- 
gares de  Jerusalen ;  los  de  Ministros  de  las  Or- 
denes de  Carlos  III,  Isabel  la  Católica ,  Maria 
Luisa  y  de  San  Juan  de  Jerusalen;  los  de  vo- 
cales comendadores  de  las  Asambleas  de  Car* 
los  III  é  Isabel  la  Católica,  y  los  de  las  comi- 
siones internacionales  creadas  ó  que  puedan 
crearse. 

Art.  4.*  Estos  cargos  y  comisiones  se  des- 
empeñarán precisamente  por  individuos  de  la 
Carrera  diplomática  con  las  categorías  siguien- 
tes y  los  sueldos  reguladores  correspondientes 
á  las  mismas, 

El  de  Grefier  de  la  Orden  del  Toisón  con- 
tinuará unido  á  la  plaza  de  Subsecretario,  y  á 
falta  de  este  destino  corresponderá  su  desem- 
peño al  jefe  más  antiguo  del  Ministerio. 

El  de  Introductor  de  embajadores  será  des- 
empeñado por  un  Ministro  plenipotenciario  de 
segunda  clase  ó  un  Encargado  de  Negocios. 

El  de  Comisario  de  los  Santos  Lugares  cor- 
responderá á  las  categorías  de  Ministro  pleni- 
potenciario de  segunda  clase  y.  de  Encargado 
de  negocios. 

El  de  Secretario  contador  de  los  mismos  ae 
proveerá  en  las  categorías  de  Secretarios  de 
primera  y  segunda  clase. 
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Los  cargos  de  Mioistros  de  las  Ordenes  se- 
rán desempeñados  por  Encargados  de  negocios 
y  Secretarios  de  primera  y  segunda  clase,  con 
el  saeldo  de  su  categoría  especial,  cuando  es- 
tas plazas  figuren  en  presupuesto  con  remu- 
neración del  Estado. 

Los  de  vocales  comendadores  de  las  Asam- 
bleas se  proveerán  indistintamente  en  indivi- 
duos de  la  Carrera  diplomática,  con  el  goce 
de  los  haberes  que  disfruten  en  el  concepto  de 
cesantía,  y  con  derecho  al  abono  del  tiempo 
de  servicio. 

Las  comisiones  internacionales  se  desem- 
peñarán por  individuos  de  la  Carrera  que  ob- 
tengan las  categorías  que  se  fijen  al  crearse 
aquellas. 

Art.  5/  La  posesión  personal  es  la  que  da 
derecho  al  sueldo  y  á  la  efectividad  en  la  ca- 
tegoría, asi  como  á  las  consideraciones  anejas 
á  los  cargos  de  la  Carrera  diplomática. 

Art.  6/  No  se  satisfará  haber  alguno  por 
razón  de  los  empleos,  ni  se  considerará  habili- 
tado para  el  uso  de  honores  de  las  respectivas 
categorías  al  que  no  esté  provisto  del  título 
correspondiente,  en  que  se  le  haya  acreditado 
el  día  de  la  toma  de  posesión,  y  en  el  que  cons- 
ten la  categoría  y  sueldo,  con  las  demás  for- 
nialidades  prevenidas  sobre  la  materia. 

CAPÍTULO  IL 

De  los  honores  de  los  empleados  de  la  Carrera 

diplomática. 

Art.  7.*  Los  funcionarios  de  las  dos  pri- 
meras categorías  tendrán  el  tratamiento  de 
«Excelencia;»  los  de  la  segunda  de  «Ilustrísi- 
ma,»  y  los  de  la  cuarta  y  quinta  de  ((Señoría,» 
salvo  el  superior  que  por  otros  conceptos  pue- 
da corresponderles. 

En  las  relaciones  oficiales,  sin  embargo,  el 
funcionario  de  mayor  gerarquía  no  dará  al  in- 
ferior tratamiento  superior  al  que  disft'ute  por 
razón  de  su  categoría  personal. 

Art.  8.°  Los  empleados  de  cada  categoría 
tendrán  los  mismos  honores  y  consideraciones, 
cualquiera  que  sea  el  destino  que  ocupen. 

Art.  9.*  Las  concesiones  de  honores  de  la 
categoría  superior  inmediata  al  tiempo  de  la 
jubilación  se  harán  con  exención  del  pago  de 
derechos. 

Art.  10.  En  ningún  caso  se  concederán 
honores  de  categoría  alguna  diplomática  á  in- 
dividuos extraños  á  la  Carrera,  á  excepción 
de  ios   casos  previstos  en  el  art.  3.'  de  la  ley. 

CAPÍTULO  IIL 
Del  ingreso  de  los  empleados. 
Art.  11.     El  examen  de  los  conocimientos 


especiales  que  se  exigen  para  el  ingreso  en 
la  Carrera  versará  sobre  las  materias  siguien- 
tes: 

Gramática  castellana. 

Historia  general. 

Historia  particular  de  España. 

Elementos  de  derecho. 

Poseer  el  idioma  francés  ü  otra  lengua 
viva. 

Los  aspirantes  acreditarán  además  que  es- 
criben con  buen  carácter  de  letra. 

Art.  12.  El  examen  se  verificará  precisa- 
mente ante  un  Tribunal  presidido  por  el  Sub- 
secretario de  Estado ,  y  compuesto  de  dos  je- 
fes de  la  Secretaría  y  de  los  profesores  de  la 
Universidad  central  que  se  consideren  nece- 
sarios según  las  materias  de  que  trata  el  ar- 
ticulo anterior. 

Art.  13.  El  examen  para  ingresar  en  la 
categoría  de  Secretario  de  tercera  clase  so 
verificará  igualmente  ante  dicho  Tribunal,  y 
se  dividirá  en  dos  partes,  una  teórica  y  la 
otra  práctica. 

Este  examen  versará  sobre  los  puntos  si- 
guientei): 

Historia  política  de  Europa  y  América,  y 
de  los  tratados  generales  de  paz  y  de  comer- 
cio desde  la  paz  de  Westfalia. 

Derecho  natural  y  de  gentes. 

Derecho  internacional  privado. 

Derecho  internacional  marítimo. 

Nociones  de  economía  política  y  de  admi- 
nistración. 

Otra  lengua  viva;  en  inteligencia  de  que 
el  idioma  francés  será  indispensablemente  uno 
d*)  \o^  que  se  exigen. 

Art.  14.  El  examen  práctico  versará  so- 
bre la  formación  de  un  expediente  con  su  ex- 
tracto é  informe,  redacción  de  notas»  fórmu- 
las de  cancillería  y  conocimientos  generales 
de  todos  los  reglamentos  que  abraza  la  Car- 
rera. 

Art.  15.  El  Gobierno  fijará  cada  año,  con 
la  debida  anticipación,  la  época  del  examen  y 
el  numero  de  agregados  que  podrá  admitirse, 
según  las  necesidades  del  servicio,  cuyo  nú- 
mero total  se  fija  en  35. 

Art.  16.  La  lista  de  los  examinandos,  se- 
gún sus  calificaciones  y  los  expedientes  de 
examen,  se  clasificará  en  el  Ministerio,  y  se 
propondrán  para  el  Ingreso  en  la  Carrera  los 
que  reúnan  las  mejores  circunstancias,  con- 
servando los  demás  que  salgan  aprobados  el 
derecho  de  ingreso  cuando  el  servicio  lo  per- 
mita; en  la  inteligencia  de  que  los  agregados 
tienen  las  mismas  obligaciones  y  deberes  que 
los  demás  empleados  que  disfrutan  sueldo  del 
Estado. 
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CAPÍTULO  IV. 

De  los  ascensos, 

Art.  1 7.  Para  el  ascenso  á  la  categ>oria  de 
Secretario  de  tercera  clase  se  unirán  además  las 
notas  de  aplicación  y  buena  conducta,  de  los 
jefes  á  cuyas  órdenes  hayan  servido  los  agre- 
gados, sea  en  el  extranjero  ó  en  el  Ministerio; 
y  una  vez  reprobado,  será  dado  de  baja  en  la 
Carrera,  sin  opción  á  segundo  examen. 

Los  agregados  que  hayan  sido  aprobados 
se  clasiflcarán  según  sus  méritos,  y  obtendrán 
por  rigurosa  antigüedad  las  vacantes  que  va- 
yan ocurriendo. 

CAPÍTULO  V. 
Del  nombramiento  de  los  empleados  diplomáticos. 

Art.  18.  El  «Ordenador  de  pagos  é  Inter- 
ventor serán  responsables  personalmente  de 
los  pagos  indebidos  que  se  hagan  á  empleados 
de  nuevo  ingreso,  ó  á  los  ascendidos  que  no 
reúnan  las  circunstancias  legales  establecidas 
en  este  Reglamento. 

En  estos  casos  representarán  por  escrito  lo 
que  proceda,  y  quedarán  exentos  de  dicha 
responsabilidad,  que  recaerá  en  su  caso  sobre 
quien  corresponda  cuando  justifiquen  haber 
recibido  orden,  también  por  escrito,  mandán- 
doles llegar  á  efecto  los  pagos  sin  la  debida 
formalidad. 

Art.  19.  Si  por  alguna  causa  excepcional 
se  nombrase  á  un  empleado  para  el  desempeño 
en  comisión  de  un  destino  superior,  no  se  le 
podrá  señalar  más  haber  que  el  regalador  de 
su  categoría  y  los  gastos  de  representación 
asignados  al  destino.  Las  comisiones  de  esta 
naturaleza  no  podrán  nunca  exceder  de  seis 
meses,  deduciendo  el  tiempo  de  los  viajes  de 
ida  y  vuelta  cuando  ocurran  en  el  extranjero. 

Art.  20.  En  el  caso  contrario  de  nombrar- 
se un  empleado  para  un  destino  inferior  á  su 
categoría,  se  entenderá  hecho  el  nombramien- 
to en  comisión  aunque  no  se  exprese,  y  no  se 
abonará  más  goce  que  el  total  haber  asignado 
á  la  plaza  en  el  presupuesto,  percibiendo  el 
empleado  su  sueldo  regulador  con  aplicación 
á  dicha  cantidad,  y  el  resto  hasta  el  completo 
como  gastos  de  representación. 

CAPÍTULO  VI. 

Del  término  para  tomar  posesión  de  los  destinos 

diplomáticos, 

Art.  21.  Los  empleados  diplomáticos  de- 
berán emprender  su  viaje  para  tomar  posesión 
del  destino  al  mes  de  haber  recibido  su  nom- 
bramiento. Solo  por  causas  debidamente  jus- 


tificadas, ajuicio  del  Gobierno,  podrá  proro- 
garse  por  otro  plazo  igual,  á  no  ser  que  exis- 
tan razones  de  otra  índole  que  impidan  la  sa- 
lida por  un  tiempo  indeterminado. 

Art.  22.  Quedará  sin  efecto  el  nombra* 
miento  del  empleado  que,  no  habiendo  obteni- 
do la  próroga  á  que  se  contrae  el  articulo  an- 
terior, deje  de  emprender  su  viaje  en  el  tér- 
mino señalado,  ó  que  después  de  emprendido 
no  se  presente  á  tomar  posesión  de  su  destino 
en  el  plazo  que  se  considere  necesario  con  ar- 
reglo á  la  distancia  y  los  medios  de  comuni- 
cación con  el  punto  respectivo. 

Art.  23.  En  el  caso  de  no  justificar  las 
causas  que  le  impidieron  presentarse  en  su 
puesto,  y  de  disfrutar  haber  como  cesante, 
perderá  su  derecho  á  él,  y  será  dado  de  baja 
en  el  escalafón  de  la  carrera. 

CAPÍTULO  VII. 

De  la  traslación  y  separación  de  los  empleados 

diplomáticos. 

Art.  24.  El  Gobierno  podrá  trasladar  li- 
bremente á  los  empleados  diplomáticos  de  un 
punto  á  otro,  y  del  extranjero  á  la  Península 
ó  vice- versa,  siempre  que  no  desciendan  de 
categoría  y  con  las  limitaciones  prescritas  en 
el  art.  26. 

Art.  25.  Los  empleados  que  hagan  renun- 
cia do  su  destino  por  conveniencia  propia  que- 
darán cesantes;  pero  sin  derecho  á  disfrutar 
haberes  pasivos  durante  el  tiempo  de  su  sepa- 
ración del  servicio,  dándoles  definitivamente 
de  baja  después  de  trascurridos  dos  años. 

Art.  26.  Los  empleados  diplomáticos ,  á 
excepción  de  los  que  se  hallen  en  los  casos 
prescritos  en  el  art.  3.*  de  la  ley,  no  podrán 
ser  trasladados  de  una  á  otra  residencia  sino 
después  de  haber  permanecido  tres  años  por  lo 
menos  en  el  mismo  destino. 

Los  que  se  encuentren  ó  sean  destinados  á 
las  legaciones  en  la  América  del  Sur,  Méjico  y 
China  ó  el  Japón,  podrán  solicitar  su  trasla- 
ción á  alguna  de  Europa  después  de  trascur- 
ridos cuatro  años,  y  no  podrán  ser  nuevamen- 
te nombrados  para  dichos  puntos  contra  su 
voluntad. 

CAPÍTULO  VIH. 

De  los  viáticos  y  habilitaciones  á  los  empleados  di 
la  Carrera  diplomática. 

Art.  27.  El  Estado  costeará  el  viaje  de  ida 
á  los  empleados  diplomáticos  que  se  dirijan  á 
tomar  posesión  de  sus  destinos,  y  el  de  regre- 
so cuando  cesen  definitivamente  en  ellos. 

Art.  28.  El  coste  de  los  viajes  de  ida  y 
vuelta  se  abonará  con  arreglo  á  la  tarifa  si- 
guiente: 
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Por  kilómetros 

Por 

PORMILLA  MARÍTIMA           1 

en 
ferro-carril. 

legua  lerreslre. 

En 

buque  de  yapor. 

En 
buque  do  vela. 

A  los  Embajadores  y  Ministros  plenipo- 

MüésivMs, 

Escudos.  MUs. 

'    Müésimas. 

SHlésiínas, 

tenciarios  de  primera  clase 

400 

5  . 

400 

300 

A  los  Ministros  plenipotenciarios  de  se- 

• 

gunda  clase  y  Encargados  de  negocios. 

300 

2,050 

300 

200 

A  los  Secretarios  de  primera  clase 

200 

1,500 

200 

200 

A  los  Secretarios  de  segunda  y  tercera 

^ 

1      clase 

150 

1,500 

200 

200 

Art.  29.  Los  Jefes  de  misión  diplomática 
que  sean  llamados  á  la  corte  para  desempeñar 
el  cargo  de  Ministros  de  la  Corona  tendrán 
derecho  al  viático  correspondiente  á  la  primera 
categoría,  cualquiera  que  sea  la  del  puesto 
que  desempeñen. 

Art.  30.  A  los  empleados  diplomáticos  que 
para  desempeñar  alguna'  comisión  del  servfcio 
se  ausenten  temporalmente  de  su  residencia 
oflcial  se  les  abonará  el  viaje  de  ida  y  el  de 
regreso  con  arreglo  á  la  tarifa  establecida. 

Art.  31.  Los  empleados  diplomáticos  que 
no  estando  en  activo  servicio  sean  nombrados 
para  un  cargo  ó  comisión  oñcial  percibirán  el 
viático  desde  el  punto  en  que  se  hallen  hasta 
el  de  su  destino. 

Art.  32.  Los  que  estando  ausentes  de  su 
puesto  fueren  trasladados  á  otro  destino  ó  de- 
clarados cesantes  tendrán  derecho  al  viático 
en  esta  forma:  los  que  lo  estén  en  uso  do  li- 
cencia para  restablecer  su  salud ,  atender  á 
algún  asunto  de  interés  personal  ó  asistir  á  los 
Cuerpos  Colegisladores  cobrarán  el  viático 
desde  el  punto  de  su  destino  hasta  el  del  pues- 
to que  vay«n  á  ocupar,  y  en  caso  de  cesación, 
desde  el  paraje  de  su  residencia  oficial  hasta 
esta  capital. 

A  los  que  estén  en  comisión  del  servicio  se 
les  abonarán  los  tipos  prefijados  en  la  tarifa 
para  restituirse  desde  el  punto  donde  la  des- 
empeñen al  de  su  destino  y  desde  éste  al  de  su 
nuevo  cargo. 

Art.  33.  Los  viáticos  se  pagarán  cuando 
los  interesados  estén  prontos  á  salir  para  su 
destino  ó  comisión  autorizada  por  el  Gobierno, 
ó  cuando  sean  declarados  cesantes. 

A  los  empleados  diplomáticos  que  se  au- 
senten de  sus  puestos  por  disposición  de  sus 
respectivos  Jefes  para  atender  á  alguna  nece- 
sidad apremiante  del  servicio  se  les  abonará 
los  gastos  del  viaje  de  ida  y  vuelta  por  cuenta 
del  Tesoro,  si  la  comisión  fuese  aprobada  por 
el  Gobierno. 


Art.  34.  Cuando  los  empleados  diplomáti- 
cos no  lleguen  á  salir  para  su  destino  ó  comi- 
sión después  de  haber  percibido  el  viático 
estarán  obligados  á  devolverlo  por  entero.  Si 
saliesen  y  no  llegasen  al  punto  de  su  destino 
por  disposición  del  Gobierno  ó  por  cualquiera 
otra  causa  independiente  de  su  voluntad,  se 
les  abonará  la  suma  correspondiente  á  la  dis- 
tancia que  hubieren  recorrido  á  la  ida  y  á  la 
vuelta,  ó  la  cantidad  que  hubiesen  satisfecho 
al  suspender  su  viaje;  debiendo  devolver  el 
remanente  de  lo  recibido  ó  percibir  la  diferen- 
cia que  resulte  de  más  en  el  caso  de  ser  aque- 
lla insuficiente  para  cubrir  la  referida  aten- 
ción. Si  no  llegasen  al  punto  de  su  destino, 
ó  si  después  de  llegar  no  tomasen  posesión 
del  cargo  por  razones  personales,  quedarán 
obligados  á  devolver  por  entero  lo  que  hubie- 
sen recibido,  ó  se  descontará  de  sus  sueldos, 
ó  en  defecto  de  éstos,  de  sus  bienes. 

Los  que  estando  en  posesión  del  cargo  lo 
abandonasen  sin  probar  objeto  del  servicio  pu- 
blico quedarán  cesantes  y  perderán  el  derecho 
al  viático  de  vuelta. 

Art.  35.  Los  empleados  diplomáticos  no 
recibirán  sueldo  alguno  durante  sus  viajes  de 
ida  y  vuelta,  porque  se  supone  embebido  en 
el  viático  que  se  les  concede. 

Se  considerará,  sin  embargo,  como  tiempo 
de  servicio  para  los  efectos  de  cesantía  y  ju- 
bilación el  que  empleen  en  su  traslación  de  un 
destino  á  otro,  asi  como  el  que  inviertan  en  sus 
viajes  al  ser  colocados  de  nuevo  y  al  cesar  de- 
finitivamente en  sus  cargos ,  sujetándosse  en 
estos  últimos  casos  á  lo  que  se  desprendde  de 
la  tabla  núm.  1. 

Art.  36.  Las  familias  de  los  empleados  di- 
plomáticos fallecidos  en  activo  servicio  tendrán 
derecho  al  viático  de  regreso  que  en  vida  hu- 
biere correspondido  á  éstos,  cuando  se  hallaren 
en  su  compañía  y  se  restituyan  á  España. 

Art.  37.  Todos  los  Jefes  de  misión  diplo- 
mática perm  anente  recibirán  una  habilitación 
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para  establecimiento  de  la  casa  y  oflciaas, 
equivalente  á  la  mitad  del  sueldo  de  un  año. 
Art.  38.  Ningún  Jefe  de  misión  recibirá 
nueva  habilitación  por  motivo  alguno,  si  no 
han  trascurrido  tres  anos  desde  que  acabó  de 
cobrar  la  anterior. 

Art.  39.  La  suma  destinada  al  estableci- 
miento de  casa  y  oficinas  se  les  abonará  por 
dozavas  partes,  que  percibirán  mensualmente 
en  el  trascurso  del  primer  año  que  desempeñen 
su  destino. 

Será  propiedad  de  los  Agentes  diplomáti- 
cos la  parte  alícuota  de  la  habilitación  deven- 
gada en  cada  mes,  contándose  para  este  efecto 
la  fracción  de  mes  como  mes  completo. 

Fuera  de  los  dias  excedentes  del  mes  em- 
pezado á  servir,  que  se  considerará  siempre 
como  mes  vencido,  no  será  abonable  para  la 
habilitación  de  establecimiento  el  tiempo  que 
trascurra  desde  que  los  Agentes  reciban  la 
noticia  oficial  de  su  cesantía  hasta  su  cesación 
en  el  destino,  ni  el  que  inviertan  en  el  uso  de 
licencia  para  restablecer  su  salud  ó  atender  á 
cualquier  asunto  de  interés  personal. 

Los  que  por  la  causa  indicada  cesen,  al 
ausentarse,  en  el  percibo  de  la  habilitación  de 
casa  3*^  oficinas,  continuarán  devengándola  á 
su  regreso  habta  completar  la  anualidad  deter- 
minada. 

Art.  40.  Los  Jefes  de  misión,  cuando  ven- 
gan á  los  Cuerpos  Golegisladores,  no  cobrarán 
viático  do  ida  ni  de  vuelta,  y  el  tiempo  que  se 
hallen  ausentes  de  su  puesto  con  este  objeto 
no  les  será  abonable  para  la  habilitación  de 
establecimiento. 

Art.  41.  Guando  los  Jefes  de  misión  pasen 
á  desempeñar  otra  Agencia  diplomática  sin 
haber  cumplido  el  año  de  la  que  tenian  á  su 
cargo,  las  cantidades  que  hayan  percibido  á 
cuenta  de  su  habilitación  de  establecimiento  se 
computarán  como  parte  de  su  nueva  habilita- 
ción, ya  sea  esta  mayor  ó  menor  que  la  an-^ 
terior. 

En  tal  caso,  se  les  abonarán  las  mensua- 
lidades correspondientes  á  la  nueva  habilita- 
ción hasta  que  complete  su  totalidad  la  suma 
percibida  de  la  habilitación  anterior. 

Art.  42.  Los  Jefes  de  misión  diplomática 
que  cuenten  ocho  años  de  servicio  en  la  mis- 
ma residencia  tendrán  derecho  á  la  habilita- 
ción que  se  concede  para  establecimiento  de 
casa  y  oficinas.  Igual  regla  se  observará  por 
cada  ocho  años  más  que  permanezcan  en  el 
mismo  destino. 

En  uno  y  otro  caso  se  les  abonará  dicha 
habilitación  por  mensualidades  durante  un  año 
y  con  iguales  condiciones  á  las  prescritas  en 
el  art.  39. 


Art.  43.  Los  que  siendo  Encargados  de 
negocios  asciendan  á  Ministros  plenipoten- 
ciarios de  segunda  clase,  los  de  esta  categoría 
á  plenipotenciarios  de  primera  clase,  y  és- 
tos á  Embajadores,  sin  salir  de  la  corte  donde 
han  desempeñado  su  anterior  empleo,  recibi- 
rán para  establecimiento  de  casa  la  diferencia 
que  haya  de  una  habilitación  á  otra,  atenién- 
dose en  cuanto  al  tiempo  y  forma  de  cobro  á 
lo  dispuesto  en  los  artículos  anteriores. 

Art.  44.  En  las  cortes  donde  el  Gobierno 
tenga  para  la  legación  casa  propia  del  Estado 
provista  de  muebles  y  efectos  necesarios  para 
su  comodidad  y  decoro,  los  Agentes  diplomá- 
ticos que  las  ocupen  no  tendrán  derecho  á  la 
habilitación  de  establecimiento. 

Los  referidos  Agentes  darán  cuenta  al  final 
de  cada  año  de  los  muebles  y  efectos  para  uso 
de  la  legación  que,  por  su  falta  ó  deterioro,  se 
necesite  indispensablemente  adquirir  ó  repa- 
rar, presuponiendo  al  mismo  tiempo  su  coste; 
y  previa  la  autorización  del  Gobierno,  proce- 
derán á  su  compra  ó  compostura,  cargando  su 
importe  en  cuenta  de  grastos  extraordinarios. 
Todos  los  muebles  y  efectos  adquiridos  por 
cuenta  del  Estado  se  harán  constar  detallada- 
mente en  un  inventario,  del  que  se  remitirá 
copia  al  Ministerio  de  Estado,  y  el  Jefe  de  mi- 
sión saliente  hará  entrega  formal  al  entrante 
de  dichos  mueble.s  y  efectos  con  arreglo  al 
mismo  inventario. 

Art.  45.  Los  empleados  diplomáticos  em- 
pezarán á  cobrar  el  sueldo  asignado  á  su  des- 
tino desde  el  dia  en  que  se  presenten  en  él. 

Todo  Jefe  de  misión  entrante  tomará  po- 
sesión de  su  cargo  tan  luego  como  se  presente 
á  desempeñarlo,  sin  que  á  ello  se  oponga  la 
circunstancia  de  no  haber  podido  el  saliente, 
por  causa  legítima,  presentarlas  credenciales, 
que  en  este  caso  deberá  entregar  á  su  sucesor. 
En  los  dias  que  medien  entre  la  toma  de  pose- 
sión por  el  Jefe  de  misión  entrante  y  la  entrega 
de  sus  credenciales,  si  ésta  no  tuviese  efecto 
inmediatamente,  se  hará  cargo  de  la  represen- 
tación oficial  en  el  país  el  Secretario  de  la  Em- 
bajada ó  Legación,  que  deberá  ser  presentado 
por  el  Jefe  de  misión  saliente. 

Este  encargo  accidental  no  le  dará  dere- 
cho á  percibir  otros  haberes  que  los  que  por  au 
empleo  le  correspondan.  Si  el  Jefe  saliente  en- 
tregase las  credenciales  antes  de  llegar  el  en- 
trante, se  hará  cargpo  de  la  Embajada  ó  Lega- 
ción el  Secretario  de  la  misma  desde  el  dia  en 
que  se  verifique  dicha  entrega  hasta  la  llega  - 
da  del  mismo  Jefe. 

Art.  46.  Guando  los  empleados  diplomá- 
ticos se  ausenten*  de  su  puesto,  en  cumpli- 
miento de  orden  superior,  para  desempeñar 
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algana  comisión  del  servicio,  ó  en  uso  de  li- 
cencia para  restablecer  su  salud  ó  atender  á 
asuntos  de  interés  personal,  ó  con  aprobación 
del  Gobierno  para  asistir  k  las  sesiones  de  los 
Cuerpos  Colegisladores,  disfrutarán  durante  su 
ausencia  el  sueldo  regulador  que  les  corres- 
ponda con  arreglo  al  art.  4.°  de  la  ley. 

Del  resto  de  su  dotación  se  cubrirán  por  el 
Gobierno  las  obligaciones  que  detalla  el  art.  48, 
quedando  á  beneñcio  del  Erario  el  remanente, 
si  le  hubiere. 

Art.  47.  Cuando  los  Jefes  de  Legación  se 
ausenten  de  su  puesto  en  cumplimiento  de  or- 
den superior,  para  recibir  instrucciones  en 
Madrid,  y  esta  comisión  del  servicio  no  exceda 
de  veinte  dias,  podrá  el  Gobierno  disponer  que 
se  les  acredite,  además  de  su  sueldo  regula- 
dor, el  resto  de  la  dotación  que  les  está  seña- 
lada en  el  concepto  de  representación,  después 
de  rebajada  la  parte  que  en  toda  ausencia 
corresponde  al  Encargado  interino  de  nego- 
cios. 

Art.  48.  Cuando  un  Jefe  de  misión  dipIo> 
mática  cese  en  el  desempeño  de  su  cargo  ó  se 
ausente  temporalmente  de  su  puesto,  abonará 
el  Gobierno  al  Secretario  ó  Agregado  que  que- 
de de  Encargado  de  Negocios  la  diferencia  del 
suel  lo  regulador  que  corresponda  al  referido 
Jefe,  según  la  ley^  al  sueldo  remunerador  y 
de  representación  que  distruta  cuando  reside 
en  su  destino;  la  tercera  parte  del  sueldo  total 
de  aquel,  si  se  queda  con  la  casa  de  la  Em- 
bajada, ó  la  Legación,  y  la  cuarta  parte  si  se 
muda  á  otra  casa. 

Cobrará  además  el  Encargado  de  nego- 
cios por  tal  concepto  su  sueldo  personal  y  la 
asignación  para  gastos  ordinarios  por  entero, 
y  será  de  su  cuenta  el  pago  de  la  casa  de  la 
Legación  y  el  salario  del  portero  de  la  misma. 

Art.  49.  Estando  asignadas  á  todas  las 
Embajadas  y  Legaciones  una  cantidad  alzada 
para  gastos  ordinarios  del  servicio,  no  podrán 
los  jefes  cargar  en  cuenta  ninguno  de  los  si' 
gruientes  objetos  comprendidos  en  ellos:  la  re- 
tribución de  escribientes  ó  empleados  tempo- 
reros; el  porte  de  la  correspondencia  oflcial 
y  el  franqueo  de  la  misma  si  fuere  necesario; 
las  impresiones,  libros  y  registros;  la  compra 
y  reparación  de  estantes,  mesas,  sillas  y  de- 
más muebles  y  enseres  de  oficina;  los  anun- 
cios en  los  periódicos  que  se  refieran  á  proce 
dimientos  y  actos  de  Cancillería;  las  traduc- 
ciones de  los  documentos  que  se  remitan  al 
Gobierno  en  cumplimiento  de  alguna  disposi- 
ción vigente;  las  iluminaciones,  los  regalos  y 
propinas  de  costumbre,  y  cualquiera  otro  gas- 
to de  uso  frecuente  y  común. 

Art.  50.     A  los  empleados  de  la  Carrern 


diplomática  sin  sueldo  que  fuesen  despachados 
como  correos  con  pliegos  del  servicio,  se  les 
abonará  el  viaje  de  ida  y  vuelta  en  la  forma 
que  marca  el  Reglamento  de  los  correos  de  ga- 
binete. 

Art.  51.  Para  que  sea  despachado  con 
pliegos  como  correo  un  empleado  de  la  Carrera 
diplomática,  es  preciso  que  no  haya  en  las 
Embajadas  ó  Legaciones  correos  de  gabinete, 
ó  que  las  comunicaciones  sean  tales  que  exi- 
jan hacerse  verbalmente,  ó  de  naturaleza  que, 
á  juicio  del  Jefe,  deba  enviar  un  empleado  di- 
plomático. 

Art.  52.  No  se  considerarán  en  manera 
alguna  como  correos  los  empleados  diplomáti- 
.cos  que  al  ir  á  sus  destinos  lleven  pliegos  del 
servicio,  ni  los  que  salgan  del  punto  donde  se 
hallen  sirviendo  en  uso  de  su  licencia,  aunque 
se  les  anoten  en  sus  pasaportes  los  pliegos  de 
que  sean  portadores. 

Art.  53.  Los  empleados  diplomáticos  con 
sueldo  despachados  como  correos,  lo  disfruta- 
rán por  entero,  asi  como  los  gastos  de  repre- 
sentación, desde  el  dia  que  termine  el  viaje  de 
ida  hasta  que  se  verifique  el  de  regreso,  pre- 
sentando cuenta  justificada  de  los  gastos  ma- 
teriales del  viaje. 

Art.  54.  Los  empleados  diplomáticos  per- 
cibirán sus  haberes  según  la  regulación  de  mo- 
neda aprobada  en  Real  orden  de  1  .^  de  Enero 
de  1845. 

En  los  puntos  no  comprendidos  en  la  re- 
gulación podrán  cobrarlos  con  arreglo  al  cam- 
bio corriente,  justificando  el  que  sea. 

CAPÍTULO  IX. 
De  las  licencias . 

Art.  55.  Los  empleados  de  la  Carrera  di- 
plomática podrán  disfrutar  licencias  tempora- 
les para  restablecer  su  salud  y  para  asuntes 
propios. 

Art.  56.  No  se  concederá  licencia  alguna 
sino  á  solicitud  por  escrito  del  empleado,  cur- 
sada por  su  inmediato  Jefe.  Cuando  se  fundare 
en  motivos  de  salud,  habrá  de  justificarse  de- 
bidamente. Cuando  fuere  para  asuntos  propios, 
el  jefe,  al  darla  curso,  deberá  exponer  si  de  la 
concesión  se  sigue  algún  daño  al  servicio. 

Art.  57.  El  máximun  de  las  licencias  y 
prórogas  por  motivos  de  salud  para  los  em- 
pleados diplomáticos  será  el  siguiente: 

De  dos  meses  con  sueldo  enterp,  uno  de 
primera  próroga  con  medio  sueldo  y  uno  de 
segunda  sin  sueldo  para  los  que  sirven  en  Eu- 
ropa, en  Marruecos  y  en  la  Regencia  de  Tünez. 
De  tres  meses  con  sueldo  entero,  uno  de 
primera  próroga  con  medio  sueldo  y  uno  de 
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segunda  sin  sueldo  para  los  que  sirven  en  Tur- 
quía y  la  en  parte  del  Asia  ba&ada  por  los  ma- 
res Mediterráneo  y  Negro. 

De  cuatro  meses  con  sueldo  entero,  uno  de 
primera  próroga  con  medio  sueldo  y  uno  de 
segunda  sin  sueldo  para  los  que  sirven  en  los 
Estados-Unidos,  en  Méjico  y  Venezuela. 

De  seis  meses  con  sueldo  entero,  uno  de 
primera  prósoga  con  medio  sueldo  y  uno  de 
segunda  sin  sueldo  para  los  que  sirven  en  los 
demás  Estados  de  la  América  del  Sur  ba&ados 
por  el  Atlántico  y  Pacifico. 

De  diez  meses  con  sueldo  entero,  uno  de 
primera  próroga  con  medio  sueldo  y  uno  de 
segunda  sin  sueldo  para  los  que  sirven  en  cual- 
quier punto  de  Asia. 

Art.  58.  Las  licencias  para  asuntos  pro- 
pios se  darán  por  el  mismo  tiempo  que  por 
motivos  de  salud,  siempre  que  el  servicio  lo 
permita,  pero  con  medio  sueldo  en  la  concesión 
primera  y  sin  ninguno  en  las  prórogas. 

Art.  59.  Tanto  en  las  licencias  como  en 
las  prórogas  se  entiende  que  los  empleados 
diplomáticos  solo  devengarán  el  sueldo  regu- 
lador de  su  clase. 

Art.  60.  Caducarán  las  licencias  de  que 
no  se  hubiere  hecho  uso  al  mes  de  haber  sido 
concedidas  á  los  interesados,  é  igualmente  ter- 
minarán al  mes  las  que  los  empleados  estén 
disfrutando  cuando  sean  trasladados  á  otro 
destino. 

Art.  61.  Las  licencias  y  prórogas  serán 
concedidas  por  órdenes  ministeriales  en  los 
términos  prescritos.  Cuando  los  empleados  en 
el  extranjero  soliciten  autorización  para  au> 
sentarse  de  su  puesto,  que  no  exceda  de  quin- 
ce dias,  podrá  concederse  por  el  Jefe  de  la  Le- 
gación de  quien  dependan;  pero  los  citados 
Jefes  deberán  dar  cuenta  inmediata  al  Ministe- 
rio de  las  autorizaciones  que  concedan. 

Art.  62.  Quedará  cesante  el  empleado  que 
se  ausentare  sin  licencia  ó  autorización  com- 
petente, y  el  que  no  hubiera  regresado  al  ter- 
minar el  plazo  que  se  le  hubiese  concedido, 
sin  perjuicio  de  lo  demás  á  que  haya  lugar  se- 
gún los  casos  y  circunstancias,  con  arreglo  á 
lo  que  dispone  el  Código  penal.  Los  Jefes  de 
Legación  darán  desde  luego  de  baja  á  los  em- 
pleados que  se  hallaren  en  los  casos  anteriores, 
dando  parte  á  la  Superioridad  para  la  resolu- 
ción conveniente. 

CAPÍTULO  X. 

De  Uu  earrecciones  disciplinarias. 

Art.  63.  Se  incurrirá  en  las  penas  disci- 
plinarias que  establece  este  articulo: 

1.*    Por  faltar  de  obra,  de  palabra  ó  por  es* 


crito  al  respeto  á  sus  superlo  res,  y  por  el  mal 
trato  á  sus  inferiores. 

2.*  Por  falta  de  aplicación  y  asistencia,  ó 
por  descuido  y  negligencia  en  el  desempefio  de 
los  deberes  anejos  á  su  cargo. 

3.*  Por  faltar  á  las  regí  as  de  orden  y  dis- 
ciplina interior  de  las  dependencias,  y  desobe- 
diencia á  los  mandatos  de  sus  jefes. 

4.*     Por  comprometer  el  decoro  del  empleo. 

5.*  Por  publicar  escritos  en  defensa  de  su 
comportamiento  oficial  ó  contra  el  de  otros. 

6.*  Por  publicar  ó  referir  los  asuntos  re- 
servados del  servicio,  ó  tratar  de  las  negocia- 
ciones en  trámite  sin  la  autorización  de  sus 
jefes. 

Art.  64.  Las  correcciones  que  podrán  im- 
ponerse por  la  vía  gubernativa  serán: 

1.'     La  reprensión  privada. 

2.'  La  reprensión  pública  por  medio  de 
orden  ministerial. 

3.^     La  suspensión  de  sueldo. 

4.'     La  suspensión  de  empleo  y  sueldo. 

Art.  65.  Se  corregirán  con  las  dos  penas 
primeras  las  faltas  comprendidas  en  los  caaos 
!.•,  2.*,  3.*  y  4.* 

Se  corregirá  con  la  tercera .  desde  diez  dias 
á  treinta,  la  reincidencia  en  dichas  faltas  y  la 
enumerada  en  el  caso  nüm.  5.* 

Se  corregirá  con  la  cuarta,  desde  diez  dias 
á  treinta,  la  falta  que  marca  el  caso  núm.  6.*, 
siempre  que  no  haya  producido  graees  perjui- 
cios ó  consecuencias  de  trascendencia,  en  ca- 
yo caso  se  formará  causa. 

CAPÍTULO  XI. 
De  los  procedimientos  gubernatioos  y  judiciales. 

Art.  66.  Una  vez  que  dichas  faltas  se  ha- 
yan corregido  con  arreglo  á  lo  prevenido  en 
el  artículo  anterior,  se  formará  expediente  al 
que  reincida  en  las  mismas,  de  conformidad 
con  el  art.  12  de  la  ley  orgánica. 

Art.  67.  Los  empleados  diplomáticos  su- 
jetos á  procedimientos  criminales  ante  los  Tri« 
bunalcs  de  justicia,  salvo  el  caso  de  abandono 
de  puesto,  podrán  disfrutar,  hasta  que  recaiga 
sentencia  ejecutoria,  la  mitad  de  su  sueldo  re- 
gulador. 

Art.  68.  Si  el  empleado  encausado  fuere 
absuelto  libremente,  podrá  ser  repuesto  ea  su 
destino  si  éste  no  se  hubiese  provisto,  ó  en  otro 
caso  en  el  primero  que  resulte  vacante,  cual- 
quiera que  sea  el  turno  á  que  corresponda. 

Art.  69.  Durante  el  curso  del  expediente 
necesario  para  la  declaración  de  cesantía,  ten- 
drá el  empleado  igualmente  derecho  á  la  mi- 
tad de  su  sueldo  regulador. 

Art.  70.    Los  empleados  quecesen  en  vir- 
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tad  de  suspensión  de  relaciones  diplomáticas 
disfrutarán  medio  sueldo  regulador  con  cargo 
á  las  sumas  asignadas  á  sus  destinos,  hasta 
que  el  Gobierno  determine  acerca  de  su  ulte- 
rior situación. 

CAPÍTULO  XII. 

De  las  cesantías,  jubilaciones  y  demás  derechos 
pasivos  de  los  empleos  diplomáticos. 

Art.  71.  El  Gobierno  podrá  jubilar  á  los 
empleados  diplomáticos  cuando  se  hallen  com- 
pletamente inútiles  ó  hayan  cumplido  la  edad 
de  65  años  y  reúnan  los  servicios  necesarios 
al  efecto,  previa  la  formación  del  respectivo 
expediente. 

Los  empleados  tendrán  derecho  á  la  jubi- 
lado n  después  de  veinte  años  de  servicio ,  si 
han  cumplido  la  edad  de  60,  ó  justifican  inca- 
pacidad física  ó  moral  antes  de  cumplirla. 

Art.  72.  Los  derechos  pasivos  á  cesantia, 
jubilación  y  Monte -pió  se  ajustarán  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  15  de  la  ley  de  Presupuestos 
de  25  de  Junio  de  1861,  con  el  aumento  de 
una  tercera  parte  sobre  el  haber  que  les  cor- 
responda por  clasificación  cuando  ios  emplead- 
dos  diplomáticos  hayan  desempeñado  sus  des- 
tinos en  Asia. 

CAPÍTULO  XIII. 
De  los  escalafones  y  hojas  de  servicio. 

Art.  73.  Los  empleados  diplomáticos  figu- 
rarán por  categorías  y  antigüedad  en.  un  solo 
escalafón,  que  se  publicará  anualmente. 

Art.  74.  Bn  el  mes  de  Diciembre  de  cada 
año  extenderán  los  Jefes  de  las  Legaciones  no- 
tas de  concepto  de  los  empleados  que  estén  á 
sus  órdenes,  calificativas  de  su  aptitud  y  apli- 
cación, y  darán  cuenta  á  la  vez  de  los  traba- 
jos extraordinarios  que  hubiesen  desempeñado 
y  de  los  méritos  especiales  que  hubiesen  con- 
traído. Las  notas  de  los  empleados  que  depen- 
den de  la  administración  central  se  extende- 
rán por  separado  por  el  Subsecretario,  ó  en  su 
ausencia  por  el  Jefe  más  caracterizado  del  Mi- 
nisterio. 

Art.  75.  También  se  podrán  instruir  ex- 
pedientes de  calificación  de  los  empleados  ce- 
santes, y  con  audiencia  de  la  Sección  corres- 
pondiente del  Consejo  de  Bstado  declararlos 
incapacitados  ó  inutilizados  para  el  servicio. 

Art.  76.  Los  que  sean  declarados  en  la 
primera  situación  quedarán  excluidos  de  los 
escalafones  y  sin  derecho  á  ser  colocados,  pero 
conservarán  los  pasivos  que  por  las  leyes  les 
correspondan. 

Contra  dichas  declaraciones  podrán  los  in- 
teresados acudir  á  la  vía  contenciosa  del  Con- 
cejo de  Bstado  en  el  término  de  dos  meses» 


contad  os  desde  la  fecha  en  que  se  les  haga  sa- 
ber la  resolución  gubernativa. 

Art.  77.  Cuando  el  motivo  de  la  separa- 
ción es  la  inutilidad  y  ésta  cesare,  podrá  el 
interesado  volver  al  servicio,  instruyéndole 
expediente  con  audiencia  de  la  sección  cor- 
respon  diente  del  Consejo ,  en  cuyo  caso  será 
colocado  en  el  escalafón  en  el  lugar  que  ocu- 
paba á  su  salida. 

CAPÍTULO  XIV. 
Uniforme  y  condecorac  iones. 

Art.  78.  Los  empleados  diplomáticos  de 
todas  las  categorías,  á  excepción  de  los  Agre- 
gados ,  estarán  obligados  á  tener  el  uniforme 
de  la  carrera  con  arreglo  al  modelo  aprobado. 

Art.  79.  Queda  terminantemente  prohibi- 
do el  uso  de  bordados  ó  insignias  de  un  empleo 
superior  al  que  se  obtiene  en  propiedad,  y  los 
Jefes  de  misión  cuidarán,  bajo  su  responsabi- 
lidad, que  esta  disposición  se  cumpla  con  la 
mayor  exactitud  por  todos  sus  subalternos. 

Art.  80.  Los  Jefes  de  misión  únicamente 
tienen  derecho  á  que  sus  criados  lleven  la  es- 
carapela nacional  en  el  sombrero,  y  á  usar  de 
las  demás  marcas  exteriores  oficiales  que  el 
uso  ó  la  costumbre  especial  de  cada  país  per- 
mita á  los  Representantes  extranjeros. 

Art.  81.  Los  empleados  diplomáticos  se 
sujetarán  á  las  reglas  siguientes  respecto  á  la 
concesión  de  condecoraciones: 

1.*  Podrán  obtener  la  gran  cruz  de  las  di- 
versas Ordenes  los  empleados  de  primera  y  se- 
gunda categoría. 

2.^  Corresponden  á  los  de  tercera  y  cuarta 
las  encomiendas  de  número. 

3.*  A  los  Secretarlos  de  primera  clase  y  á 
los  de  segunda,  cuando  tengan  cuatro  años 
de  antigüedad  en  su  empleo,  se  les  podrán 
conceder  las  encomiendas  ordinarias. 

Art.  82.  Los  Secretarios  de  segunda  clase 
que  no  se  hallen  en  las  circunstancias  men- 
cionadas, los  de  tercera  clase  y  loa  Agregados 
solo  podrán  obtener  la  cruz  de  Caballeros. 

Art.  83.  Bslas  disposiciones  no  regirán 
cuando  se  trate  de  un  servicio  extraordinario 
y  eminente  ,  cuya  recompensa  queda  á  juicio 
del  Gobierno. 

Art.  84.  Los  empleados  diplomáticos  de 
todas  las  categorías  se  sujetarán  á  las  mismas 
reglas  respecto  de  la  concesión  de  cruces  ex- 
tranjeras, procediendo  la  asimilación  oportuna 
de  los  grados  de  éstas  con  los  de  las  naciona- 
les, antes  de  poderse  aceptar  por  los  intere- 
sados. 

Art.  85.  Ningún  empleado  de  la  carrera 
diplomática  podrá  usar  de  una  condecoración 
extranjera  sin  que  se  halle  debidamente  auto- 
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rizado  por  la  saperioridad ,  coa  arreglo  á  lo 
prescrito  en  la  ley  vigente. 

Art.  86.  Se  concede  el  plazo  de  un  mes, 
después  de  publicado  este  Reglamento ,  para 
que  los  empleados  diplomáticos  obtengan  la 
autorización  de  que  trata  el  articulo  anterior; 
en  la  inteligencia  de  que ,  pasado  este  térmi  - 
no,  se  anularán  dichas  concesiones  en  sus  ex- 
pedientes personales,  y  se  les  prohibe,  bajo  su 
responsabilidad,  el  uso  de  las  insignias.»  Véa- 
se Franquicias  del  Ouebpo  diplomático. 

DIPLOMACIA  COMEBCIAIi.  Se  ha  da- 
do este  nombre  á  aquella  parte  de  la  política 
que  se  emplea  en  conocer  las  relaciones  mer- 
cantiles que  median  en  el  tranco  respectivo  do 
las  Naciones,  el  valor  de  los  frutos  y  géneros 
en  que  consiste  éste,  los  tratados  y  convenios 
que  señalan  los  derechos  y  deberes  de  los  sub- 
ditos entre  si,  y  la  fuerza  que  deba  atribuírse- 
les; materia  que  es  de  la  mayor  importancia, 
y  por  desgracia  olvidada  no  hace  muchos  ahos 
entre  nosotros,  haciéndonos  víctimas  de  los 
planes  de  engrandecimiento  de  otras  Poten-» 
cias,  las  cuales,  prevalidas  de  nuestra  igno- 
rancia y  de  nuestra  situación ,  han  logrado 
gracias  exorbitantes  para  su  tranco,  casi  al 
mismo  tiempo  que  nos  trataban  en  los  países 
de  su  dominación  con  la  mayor  dureza. 

Lo  dicho  basta  para  conocer  cuan  absolu- 
tamente preciso  es  el  conocimiento  de  la  di- 
plomacia comercial  á  los  que  hayan  de  estar 
ul  frente  de  la  dirección  de  la  Hacienda.  Sin 
él  ;cómo  resolverán  con  debida  seguridad  las 
multiplicadas  pretensiones  de  los  Gabinetes? 
;Gómo  conocerán  el  doblez  de  las  solicitudes  ó 
favores,  ni  cómo  podrán  sostener  los  derechos 
propios  con  energía  y  sabiduría?  Por  desgra- 
cia no  estamos  muy  adelantados  en  esta  parte 
preciosa  de  la  ciencia  del  gobierno,  no  obstan- 
te de  haberse  conocido  la  necesidad  de  sa- 
ber mucho  más  de  lo  que  se  ha  sabido  y  se 
sabe. 

Deseoso  el  Marqués  de  la  Ensenada  de  des- 
empeñar el  Ministerio  de  Hacienda  de  un  mo- 
do correspondiente  á  su  importancia  y  á  los 
grandes  talentos  de  que  estaba  dotado,  ele- 
vando la  Nación  española  al  grado  de  poder  á 
que  la  llaman  siempre  sus  grandes  proporcio- 
nes, trató,  en  el  año  de  1754,  de  adquirir  no- 
ticias exactas  y  Justificadas  del  modo  como  los 
españoles  éramos  tratados  en  las  demás  Nacio- 
nes en  punto  á  comercio,  jf  de  los  derechos 
que  se  cobraban  á  nuestros  frutos,  para  cono- 
cer si  eran  ó  no  más  subidos  que  los  que  en 
la  Península  se  exigían  á  sus  subditos ;  todo 
con  el  fin  de  tener  datos  para  responder  á  las  ins^ 
tandas  de  los  Cónsules  y  de  los  Embajadores ,  y 
de  jutgar  si  en  estos  puntos  de  comercio  y  admisión 
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de  nuestros  frutos  y  mercaderías  se  observaba  la 
reciproca. 

Negocio  de  tan  alta  importancia  se  confió 
de  orden  de  S.  M.  al  Sr.  D.  Manuel  Domínguez 
Vicente,  persona  muy  conocida  por  su  celo  é 
ilustración  en  la  respetable  carrera  de  la  toga 
y  en  la  república  de  las  letras,  habiendo  pasa- 
do á  las  cortes  extranjeras  para  el  desempeño 
de  su  comisión,  arreglándose  á  las  instruccio- 
nes que  al  efecto  se  le  comunicaron. 

Aunque  la  reunión  de  unos  datos  tan  inte- 
resantes hubiera  facilitado  el  conocimiento  de 
esta  parte  importante  del  derecho  público  de 
la  Nación,  la  fatalidad  hizo  que  no  se  hubie- 
sen recogido,  por  haberse  quedado  sin  con- 
cluir el  encargo  hecho  á  Domínguez,  perpe- 
tuándose hasta  entonces  la  oscuridad  sobre 
puntos  tan  importantes. 

Y  dice  acerca  de  esto  Canga  Arguelles: 
((La  combinación  de  los  sucesos  públicos,  las 
multiplicadas  y  exorbitantes  reclamaciones 
hechas  desde  el  año  de  1800  por  el  Gabinete 
de  Napoleón,  y  la  necesidad  de  contestarlas, 
me  hicieron  conocer  prácticamente  la  urgen- 
cia de  aquellas  noticias.  Para  obtenerlas  logré 
que  el  Ministerio  de  Hacienda  tratara  de  ad- 
quirirlas ,  con  el  objeto  de  formar  una  cartera 
política  que  le  sirviera  de  guia  en  el  despacho 
de  los  graves  asuntos  que  diariamente  se  pre- 
sentaban á  su  decisión. 

»A1  efecto  se  formaron  interrogatorios  so- 
bre las  b^ses  de  las  instrucciones  de  Domín- 
guez ,  y  se  dirigieron  á  los  Embajadores  y 
Cónsules  de  S.  M.  en  las  demás  Naciones.  Es- 
tos Ministros  contestaron  muy  cumplidamente, 
habiéndose  recogido  un  caudal  inapreciable  de 
datos  y  hechos  relativos  á  la  diplomada  comer- 
dal  de  España;  mas  al  tiempo  que  me  prepara- 
ba para  redactarlos,  de  orden  de  S.  M.,  y 
cuando  habi^  presentado  el  primer  ensayo,  tu- 
ve que  ocuparme  en  otros  trabajos;  y  envuel- 
ta la  Nación  en  la  guerra  de  180S,  en  ella 
pereció  este  tesoro  de  luces,  para  cuya  restau- 
ración se  volvieron  á  comunicar  en  1817  nue- 
vos interrogatorios  á  los  Ministros  residentes 
en  las  cortes  extranjeras. » 

Hoy  posee  el  Gobierno  datos  preciosos  so- 
bre tan  interesante  asunto,  suministrados  por 
las  Embajadas  y  Consulados  de  España  en  el 
extranjero,  en  cumplimiento  de  la  Real  orden 
de  2  de  Enero  de  1849.  Véase  Cobrbspondbagia 

OFICIAL. 

DIPLOMÁTIOA.  Arte  que  enseña  á  co- 
nocer y  distinguir  los  diplomas  y  demás  do- 
cumentos escritos  que  han  sido  expedidos  de 
un  modo  solemne,  consignando  en  ellos  una 
declaración  formal  la  persona  que  los  expide, 
á  fin  de  establecer  y  hacer  constar  los  dere- 
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chos  ó  hechos  públicos  ó  privados,  ya  políti- 
cos, ya  civiles,  ya  militares,  ya  canónicos,  pa- 
ra que  quede  de  ellos  á  la  posteridad  una  prue- 
ba auténtica. 

DIPLOMÁTICAMENTE.  Según  los  prin- 
cipios diplomáticos. — Con  arreglo  á  las  máxi- 
mas de  la  diplomacia.  —De  una  manera  diplo- 
mática. 

DIPLOMÁTICO.  Perteneciente  á  la  di- 
plomacia <S  que  tiene  relación  con  ella.  Véase 
Embajador  . 

DISCERNIMIENTO.  El  nombramiento 
judicial  hecho  en  alguna  persona,  por  el  cual 
se  le  habilita  para  alguna  acción  ó  desempeño 
de  algún  cargo  ó  negocio,  v.  gr.,  para  la  tu- 
tela, para  la  administración  de  los  bienes  de 
algún  ausente  que  los  dejó  desamparados,  ó 
para  el  cuidado  y  defensa  de  una  herencia  ya- 
cente. 

DISCERNIMIENTO  DE  OLEBON.  Véa- 
se Roles. 

DISCERNIR.  Encargar  al  Juez  de  oñcio 
ó  á  alguno  la  tutela  de  un  menor  ú  otro  cargo. 
DISCIPLINA.  Muchas  son  las  disposicio- 
nes de  las  Ordenanzas  de  la  armada  basadas  so- 
bre el  principio  de  la  disciplina^  que  es  el  fun- 
damento de  todo  cuerpo  armado.  No  pertene- 
cen á  esta  obra  las  muchas  observaciones  que 
sugieren  los  artículos  148  al  150,  tit.  1/,  tra* 
tado  5.^  de  las  Ordenamos  generales  de  la  arma* 
da  naval,  ni  su  art.  39,  tit.  4.*,  tratado  5.*  de 
las  mismas.  Véase  Desobediencia. 

DISPENSA.  El  privilegio  ó  exención  gra- 
ciosa de  lo  condenado  por  las  leyes,  concedida 
en  fayor  de  alguna  persona  por  consideracio- 
nes particulares,  y  el  instrumento  ó  escrito 
que  contiene  esta  exención  ó  privilegio.  Hay 
dispensa  de  edad  para  administrar  sus  bienes 
ó  para  ejercer  algún  oñcio,  y  otras  varias. 

DISPENSA  PARA  CONTRAER  MA- 
TBiMONio.  Para  evitar  los  perjuicios  que  irroga 
á  los  particulares,  y  aun  los  escándalos  que  á 
veces  ocasionaba  el  retraso  con  que  solian  re- 
cibirse los  Breves  de  dispensas  matrimoniales 
procedentes  de  Roma,  se  dispaso  que  las  refe 
ridas  dispensas  se  remitiesen  sin  demora  luego 
que  fuesen  entregadas  por  los  interesados,  á 
fln  de  que,  cursadas  con  celeridad,  no  llega- 
sen á  experimentar  aquellos  inconvenientes.. 
(Real  orden  de  8  de  Diciembre  de  1848.) 

Posteriormente,  el  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia  publicó,  precedido  de  una  exposición, 
un  decreto  concediendo  á  los  Cónsules  y  Vi- 
cecónsules la  facultad  que  la  Ley  de  Matrimo- 
nio civil  concede  á  los  Jueces  de  primera  ins- 
tancia respecto  á  dispensas  de  impedimentos 
para  contraer  matrimonio.  Dicho  decreto  de  26 
de  Agosto  lo  publica  la  Qaceta  del  28  del  mis- 


mo mes  y  año  de  1872,  nüm.  241,  pág.  610, 
y  dice  asi: 

«Articulo  1  .^  Los  españoles  residentes  en  el 
extranjero  que  intenten  contraer  matrimonio  y 
se  hallen  ligados  por  alguno  de  los  impedimen- 
tos dispensables  con  arreglo  á  la  vigente  Ley 
de  Matrimonio  civil,  podrán  incoar  el  oportuno 
expediente,  pidiendo  la  dispensa  de  aquellos 
ante  los  Cónsules  ó  Agentes  diplomáticos  del 
punto  en  que  se  hallaren. 

Art.  2.**  Dichos  expedientes  se  sustancia- 
rán con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  art.  41 
del  Reglamento  y  circular  de  la  Dirección  ge- 
neral de  los  Registros  civil  y  de  la  Propiedad 
y  del  Notariado  de  6  de  Julio  último. 

Art.  3.*  Los  Cónsules,  Vicecónsules  >  los 
funcionarios  que  hagan  sus  veces  tendrán 
iguales  atribuciones  que  las  concedidas  por  el 
citado  art.  47  á  los  Presidentes  de  partido. 

Art..  4.'  Los  Cancilleres  de  los  Consulados 
desempeñarán  las  funciones  atribuidas  al  Mi- 
nisterio ñscalen  el  artículo  referido;  y  en  el  ca- 
so de  no  existir  encargado  especial  de  estas  fun- 
ciones, se  suplirá  su  intervención  por  el  medio 
queestableceelart.  9.*  de  la  ley  de  Registro  civil. 

Art.  5.*  Los  Cónsules  y  Agentes  respecti- 
vos remitirán  á  la  Dirección  general  de  los 
Registros  civil  y  de  la  Propiedad  y  del  Nota- 
riado, con  el  correspondiente  informe  y  en  dos 
correos  sucesivos,  dirigidos  por  conducto  del 
Ministerio  de  Estado,  por  el  primero  el  expe- 
diente original,  y  por  el  segundo  un  testimo*- 
nio  literal  del  mismo. 

Art.  6.*  Se  llevará  en  los  Consulados  un 
registro  de  los  expedientes  de  esta  clase,  don- 
de se  anotará  su  entrada  y  tramitación,  asi  co- 
mo las  resoluciones  que  en  ellos  se  dicten. 

Art.  7.*  El  Gobierno  comunicará  la  deci- 
sión de  estos  expedientes,  pidiendo  al  efecto 
por  duplicado,  y  también  por  dos  correos,  las 
órdenes  oportunas,  una  de  las  cuales  se  archi- 
vará, en  la  forma  que  determinan  los  artícu- 
los 28  y  29  del  Reglamento,  uniéndose  la  otra 
al  expediente  de  su  referencia. 

Art.  8.°  Las  infirmaciones  que  deban 
practicarse  para  acreditar  alguna  de  las  cau- 
sas alegadas,  se  recibirán  con  intervención  del 
Canciller  ó  del  que  haga  sus  veces,  observán- 
dose en  ellas  las  solemnidades  prescritas  para 
las  do  su  clase  en  España. 

Art.  9/  Los  documentos  expedidos  por 
funcionarios  ó  Autoridades  extranjeras  ó  nacio- 
nales que  se  presentaren  para  acreditar  el  pa- 
rentesco ó  las  causas  que  hayan  de  motivar  la 
concesión  de  la  dispensa,  deberán  hallarse  le- 
galizadas en  debida  forma,  y  acompañarse  la 
traducción  de  los  que  estuvieren  redactados  en 
idioma  extranjero. 
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Art.  4/  Soa  aptaa  parm  ooatraer  matri- 
monio todas  laa  personas  qoe  reonaa  las  cir- 
eaoataneíaa  sí^aiences: 

Primeca.  Ser  páberes,  eitsefldióndose  xx& 
el  faroa  lo  es  á  loa  ca&srce  años  compliilas  y 
la  Bojer  á  loo  doce. 

Se  tendrá,  no  obstante»  por  refalüado  igm 
/meto  y  sin  nrceaidad  de  decíaracioa  ezpcesa 
el  matrimonio  eootraido  por  impáberes>  ñ  oa 
día  decaes  de  haber  llegado  á  la  pabertad 
legal  babíereo  Tirido  jon^os  sia  haber  recia* 
mado  en  jaicio  contra  sa  ▼alidez.  ó  si  la  ma- 
jer  hobíere  concebido  antas  de  la  pabertad 
legal  ó  de  haberse  eotabU^do  la  reclamacioa. 

Segunda.  Estar  en  el  pleno  e^rcicio  de  sa 
razón  al  tiempo  de  ce!ebrar  el  matrimonio. 

Tercera,  No  adolecer  de  impotencia  fisica, 
absolata  ó  relatira  para  la  procrescion  con 
anterioridad  á  la  celebración  del  matrimonio, 
y  de  una  manera  patente,  perpetua  é  incu- 
rable. 

Art.  5.*  Aun  cuando  tengan  la  aptitud 
expresada  en  el  articulo  precedente,  no  podrán 
contraer  matrimonio: 

Primero.  Los  que  se  hallen  Ugados  con 
vinculo  matrimonial  no  disoelto  legalmente. 

Segundo.  Los  católicos  que  estuyieren  or- 
denados in  sacris  ó  que  hayan  profesado  en 
una  orden  religiosa,  canónicamente  aprobada, 
haciendo  voto  solemne  de  castidad,  á  no  ser 
que  unos  y  otros  hayan  obtenido  la  correspon- 
diente licencia  canónica. 

Tercero.  Los  hijos  de  familia  y  los  meno- 
res de  edad  que  no  hayan  obtenido  la  licencia 
ó  solicitado  el  consejo  de  los  llamados  á  pres- 
tarlos en  los  casos  determinados  por  la  ley. 

Cuarta.     La  viuda  durante  los  trescientos 


Sesnixdo.  Los  colaterales  por  consanguini- 
<íad  fpgftfma  hasta  el  coarto  grado. 

Tercera.  Los  colaterales  por  afinidad  legi- 
tima basta  el  tercer  grado. 

Cuarta.  Los  colaterales  por  consanguini* 
dad  ó  afinidad  natoral  hasta  el  segundo  grado. 

Quinto.  BI  padre  ó  madre  adoptante  y  el 
adoptado,  éste  y  el  cónjruge  viudo  de  aque- 
jas, y  aquellos  y  el  cónyuge  viudo  de  éste. 

SexfiD.  Los  descendientes  legítimos  del 
sdoptante  eoa  el  adoptado,  mientras  subsista 
la  adopcíoa» 

Sétimo.  Los  adúlteros  que  hubiesen  sido 
osbienadas  eomo  tate  por  sentencia  firme. 

Octavo.  Los  qoe  hubieren  sido  condena- 
dos eoBBo  aofcores  ó  como  autor  y  cómplice  de 
la  muer^  del  cónyuge  inocente,  aunque  no 
habieren  cometido  adulterio. 

Xofeoo.  81  tutor  y  su  pupila,  salvo  el  caso 
en  qoe  el  padre  de  ésta  hubiere  dejado  autori- 
ado  el  matrimonJo  de  los  mismos  en  su  testa- 
mento ó  en  escritura  pública. 

Décima.  Los  descendientes  del  tutor  con 
el  pupilo  ó  papila,  mientras  que  fenecida  la 
tutria  no  baya  recaído  la  aprobación  de  las 
coentas  de  este  cargo,  salvo  también  la  ex- 
ea el  número  anterior. 


SCCCIOK  SEGUNDA. 

Art.  7.*  Bl  Gobierno  podrá  dispensar  á 
instancia  de  los  interesados,  mediante  Justa 
causa,  debidamente  justificada,  y  previos  los 
trámites  que  se  establecerán  en  el  oportuno 
Reglamento,  los  impedimentos  comprendidos 
en  el  núm.  4.*  del  art.  5.°,  los  grados  3.*  y 
4.*  del  núm.  2.*  del  art.  6.*,  los  impedimen- 
tos que  comprenden  los  números  3.*  y  4.*  del 
mismo  articulo  en  toda  su  extensión,  menos 
la  consanguinidad  natural,  y  los  establecidos 
en  el  núm.  6.^ 

Art.  8.*  Las  dispensas  á  que  se  refiere  el 
articulo  precedente  se  concederán  ó  denega- 
rán sin  exacción  de  derechos  á  los  interesados 
bigo  ningún  concepto. 
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ARTÍCULOS  46  Y  47  DEL  REGLAMENTO  DE  13  DE 

DICIEMBRE  DE  1810. 

Art.  46.  Para  solicitar  y  obtener  la  dis- 
pensa de  la  publicación  de  los  dos  edictos  ó 
del  segundo  de  ellos,  que,  conforme  al  art.  18 
de  la  Ley  de  Matrimonio,  solo  podrá  conceder 
el  Gobierno  por  causas  graves,  suficientemen- 
te probadas,  se  procederá  del  modo  siguiente: 

1  .•  Los  solicitantes  presentarán  al  Presi- 
dente del  Tribunal  del  partido  á  que  corres- 
ponda el  Juzgado  municipal  donde  deba  cele- 
brarse el  matrimonio,  una  instancia  firmada  por 
los  dos  ó  por  persona  á  su  ruego,  si  no  suple- 
ren  ó  no  pudieren  firmar,  y  dirigida  al  Minis- 
tro de  Qracia  y  Justicia,  solicitando  la  dispen- 
sa y  exponiendo  las  causas  en  que  se  funden 
para  pedirla. 

Con  esta  instancia  deberán  presentarse  los 
documentos  febacientes  que  demuestren  la 
certeza  de  las  causas  alegadas  en  apoyo  de  la 
solicitud. 

2/  El  Presidente  del  Tribunal  de  partido, 
después  de  cerciorarse,  por  los  medios  que  es- 
time oportunos,  de  la  conformidad  de  los  in- 
teresados con  la  petición,  y  de  reclamar  los 
datos  que  crea  necesarios,  pondrá  al  pió  de  la 
instancia  su  informe  razonado,  manifestando 
cuanto  se  le  ofrezca  y  parezca  respecto  de  las 
causas  alegadas,  y  emitiendo  su  opinión  acer- 
ca de  la  conveniencia  ó  inconveniencia  de  con- 
ceder la  dispensa,  elevando  todos  los  antece- 
dentes al  Ministerio  de  Gracia  y  Justioia  por 
conducto  de  la  Dirección  general  del  ramo.  El 
Presidente  del  Tribunal  y  todos  los  funciona* 
rios  que  entiendan  en  estos  asuntos  procede- 
rán en  ellos  con  reserva  y  con  la  posible  ur- 
gencia. 

3.®  A  propuesta  de  la  Dirección  general 
se  dictará  Real  orden  por  el  Ministerio  de  Gra- 
cia y  Justicia  concediendo  ó  denegando  la  dis- 
pensa, comunicándose  aquella  al  expresado 
Presidente  del  Tribunal,  quien  dispondrá  que 
se  tome  razón  de  la  misma  por  el  Secretario  en 
an  libro  registro  de  dispensas,  que  deberá  lle- 
var, y  haciéndolo  así  constar  al  margen  de  di- 
cha Real  orden,  la  entregará  á  los  interesados. 

Art.  47.  Para  solicitar  y  obtener  la  dis- 
pensa de  impedimentos  expresados  en  el  ar- 
tículo 7.^  de  la  Ley  de  Matrimonio ,  se  obser- 
varán los  trámites  y  formalidades  siguientes: 

1.*  Los  solicitantes  presentarán  al  Tribu- 
nal del  partido  á  que  corresponda  el  Juzgado 
municipal  donde  deba  celebrarse  el  matrimo- 
nio, una  instancia  firmada  por  los  dos,  ó  por 
persona  á  su  ruego,  si  no  supieren  ó  no  pu< 
dieren  firmar,  y  dirigida  al  Ministro  de  Gracia 
7  Justicia,  expresando  el  impedimento  ó  im- 


pedmentos  cuya  dispensa  solicitaren,  y  ex* 
poniendo  las  causas  en  que  se  funden  para 
pedirlo. 

CJon  esta  instancia  deberán  presentarse  los 
documentos  fehacientes  en  que  consten  el  im- 
pedimento ó  impedimentos  cuya  dispensa  se 
solicite,  la  certeza  de  las  causas  alegadas  para 
obtenerla  y  las  partidas  de  nacimiento  de  los 
solicitantes,  sacadas  del  Registro  civil,  ó  de  la 
parroquia  respectiva  si  el  nacimiento  ha  sido 
anterior  al  establecimiento  de  aquel. 

Además  presentarán,  en  los  casos  especia- 
les que  á  continuación  so  expresan,  los  docu- 
mentos siguientes: 

En  el  de  impedimento  de  la  viuda  por  no 
haber  trascurrido  los  trescientos  un  dias  si- 
guientes al  de  la  muerte  del  marido,  en  el  de 
la  mujer  cuyo  matrimonio  se  hubiese  declara- 
do nulo,  ó  por  no  haberse  verificado  el  alum- 
bramiento, si  una  ü  otra  hubiese  quedado  en 
cinta,  á  que  se  refiere  el  núm.  4.^  del  art.  5.* 
de  la  Ley  de  Matrimonio,  se  presentará  certi- 
ficación de  la  defunción  del  marido,  ó  de  la 
sentencia  firme  en  que  se  hubiese  declarado  la 
nulidad  del  matrimonio,  certificado  del  facul- 
tativo que  acredite  que  la  viuda  ó  la  mujer 
cuyo  matrimonio  fué  disuelto  está  ó  no  en  cin  - 
ta,  y  el  de  nacimiento  en  su  caso  de  los  hijos 
habidos  en  el  anterior  matrimonio. 

En  el  de  impedimento  de  parentesco  de  cola- 
terales por  consanguinidad,  ó  por  afinidad  le- 
gitima ó  natural,  á  que  se  refieren  los  núme- 
ros 2.**,  3.*"  y  4/  del  art.  6.^  de  la  mísira  ley, 
los  certificados  de  nacimiento  ó  de  matrimo  - 
nio  que  acrediten  el  parentesco  de  los  solici- 
tantes. 

En  el  de  impedimento  de  los  descendientes 
legítimos  del  adoptante  con  el  del  adoptado, 
á  que  se  refiere  el  numero  6.°  del  propio  ar- 
ticulo 6.%  copia  auténtica  del  documento  fe- 
haciente en  que  conste  la  adopción. 

Guando  se  alegare  como  causa  para  obte- 
ner la  dispensa  la  existencia  de  hijos  habidos 
en  comercio  ilegitimo,  ó  la  circunstancia  de 
hallarse  en  cinta  la  solicitante,  bastará  sobre 
estos  particulares  la  aseveración  de  los  in- 
teresados, sin  perjuicio  de  que  se  presenten 
los  documentos  que  acrediten  el  parentesco. 

2.^  Presentada  la  instancia  con  los  docu- 
mentos mencionados  en  el  número  anterior, 
el  Presidente  del  Tribunal  de  partido,  después 
de  cerciorarse  por  los  medios  que  estime  opor- 
tunos de  la  conformidad  de  los  interesados  con 
la  solicitud,  pasará  el  expediente  al  Fiscal  del 
mismo  Tribunal  para  que  emita  su  dictamen. 

Guando  el  Presidente  lo  estime  necesario  ó 
los  interesados  lo  soliciten,  podrá  acordar  que 
se  practique  una  información  de  testigos  acer  - 
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ca  de  algüQo  ó  algunos  de  los  hechos  expues- 
tos en  apojo  de  la  pretensión;  y  concluso  el 
expediente,  el  Presidente  lo  elevará  con  su  in- 
forme razonado  al  Ministerio  de  Gracia  y  Jus- 
ticia por  conducto  de  la  Dirección  general. 

Tanto  el  Presidente  como  el  Fiscal  proce  - 
derán  en  estos  asuntos  con  la  posible  brevedad 
y  reserva. 

3.*  Se  considerarán  como  circunstancias 
favorables  para  conceder  la  dispensa: 

La  de  convenir  á  los  hijos  de  anteriores 
matrimonios,  por  la  fundada  esperanza  de  ha- 
llar en  el  cónyuge  que  pretenda  entrar  en  la 
familia  la  protección  ó  el  cuidado  de  que  se 
vieren  privados  por  el  fallecimiento  de  su  pa- 
dre ó  de  su  madre. 

La  de  proporcionarse  por  consecuencia  del 
matrimonio  medios  de  subsistencia  para  los 
solicitantes,  para  alguno  de  ellos,  ó  para  sus 
padres  necesitados  ó  enfermos. 

La  de  facilitarse  arreglos  de  familia,  que 
pongan  término  á  cuestiones  ó  pleitos,  ó  pro- 
duzcan otras  ventajas  análogas. 

La  de  evitarse  escándalo,  por  haber  me* 
diado  largas  y  estrechas  relaciones  entre  los 
solicitantes,  con  existencia  de  prole  ó  emba- 
razo. 

La  de  haber  gran  dificultad  de  matrimo- 
nios por  escasez  de  población,  ó  por  otras 
causas  generales  ó  especiales  de  cada  caso. 

La  razón  de  Estado,  si  el  matrimonio  fuere 
entre  Principes  ó  de  alguno  de  ellos. 

Las  demás  causas  que  conforme  á  un  rec- 
to criterio  se  estimen  como  de  interés  publico 
ó  particular  de  las  familias  de  los  solicitantes. 
4.*  Se  considerarán  como  circunstancias 
desfavorables  á  la  concesión  de  la  dispensa  la 
absoluta  falta  de  motivos  que  demuestren  la 
necesidad,  la  utilidad  de  la  misma  y  cualquie- 
ra otra  circunstancia  que,  conforme  á  un  recto 
criterio,  se  estime  como  justa  causa  de  dene- 
gación de  la  solicitud. 

5.*  Recibido  en  el  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia  el  expediente,  podrá  ampliarse  con  los 
datos  que  se  conceptúen  necesarios;  y  se  dic- 
tará resolución  á  propuesta  de  la  Dirección 
general,  concediendo  ó  negando  la  dispensa. 
En  los  casos  en  que  el  Gobierno  lo  estime  opor- 
tuno, oirá  previamente  á  la  Sección  de  Estado 
y  Gracia  y  Justicia  del  Consejo  de  Estado. 

6.°  La  concesión  de  dispensa  se  expedirá 
en  Real  carta,  impresa  y  revestida  de  las  for- 
malidades necesarias  para  su  autenticidad,  re- 
mitiéndose al  Presidente  del  Tribunal  de  par- 
tido por  cuyo  conducto  se  hubiere  solicitado, 
quien  dispondrá  que  se  tome  de  ella  razón  en 
un  libro-registro  de  dispensas;  que  se  haga 
constar  á  continuación  de  la  misma  haberse 


llenado  este  trámite  y  que  se  entregue  á  los 
interesados  para  los  usos  que  corresponda. 

Cuando  la  resolución  del  Gobierno  fuere 
denegatoria  de  la  dispensa,  se  comunicará  de 
Real  orden  al  mismo  Presidente  para  su  cono- 
cimiento, el  de  los  interesados  y  demás  efectos 
consiguientes. 

Clrcnlar  que  se  cita,  dictando  reglas  para  la  tra- 
mitación de  los  expedientes  de  dispensas. 

El  art.  47  del  Reglamento  dictado  para  la 
ejecución  de  las  Leyes  de  Matrimonio  y  Regis- 
tro civil  prescribe  la  forma  en  que  deben  ins- 
truirse los  expedientes  que  se  incoan  para  ob- 
tener dispensa  de  impedimentos.  No  obstante 
la  claridad  de  sus  disposiciones,  ocurre  con 
frecuencia  que  en  los  mencionados  expedientes 
se  observan  omisiones  esenciales  y  faltas  de 
todo  género,  que  impiden  su  despacho  y  obli- 
gan á  este  centro  á  que  los  devuelva  á  los  Juz- 
gados de  que  proceden,  irrogándose  notables 
perjuicios  á  los  recurrentes  con  estas  dilacio* 
nes,  producidas  la  n^ayor  parte  de  las  veces 
por  causas  ajenas  á  la  voluntad  de  aquellos,  y 
no  imputables  por  lo  tanto  á  los  interesados; 
teniendo  en  cuenta  estos  antecedentes,  y  á  ñn 
de  establecer  con  toda  claridad  la  manera  de 
instruir  loa  expedientes  de  que  se  trata,  esta 
Dirección  general  ha  acordado  que  por  Y.  S. 
se  tengan  presentes  y  cuide  de  que  se  obser- 
ven puntualmente  las  siguientes  reglas: 

1.'  Los  que  soliciten  dispensa  de  impedi- 
mento deberán  acompañar  á  la  instancia  ó  ins- 
tancias en  que  la  pidieren,  las  partidas  de  bau- 
tismo, defunción  ó  casamiento,  que  justifiquen 
con  precisión  el  parentesco  que  media  entre  los 
solicitantes,  cuidando  asimismo  V.  S.  de  que 
por  el  Escribano  actuario  se  forme  el  corres- 
pondiente árbol  genealógico,  sacado  de  las  par- 
tidas presentadas. 

2.'  Igualmente  deberán  presentar  los  inte- 
resados los  documentos  fehacientes  que  acre- 
diten debidamente  la  certeza  de  la  causa  ale- 
gada, para  la  concesión  de  la  dispensa,  excep- 
to las  consignadas  en  la  ultima  parte  del  nú- 
mero 1.*  del  referido  art.  47. 

3.'  Cuando  la  Índole  especial  de  la  causa 
no  permitiese  su  justificación  por  medio  de  do- 
cumentos, se  recibirá  una  información  testifi- 
cal, si  los  recurrentes  la  hubiesen  ofrecido  ó 
se  creyese  indispensable  por  Y.  S. ,  debiendo 
en  otro  caso  consignar  en  el  informe  razonado 
que  debe  emitir,  si  le  consta  ó  no  dicha  cau- 
sa, asi  como  su  opinión  concreta  acerca  de  si 
debe  concederse  ó  denegarse  la  dispensa  soli- 
citada. 

4  .*  Los  promotores  fiscales  cuidarán  de  ex- 
presar en  su  dictamen  haberse  llenado  todas 
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las  formalidades  establecidas  para  los  expe-* 
dientes  de  esta  clase,  manifestando  al  propio 
tiempo  su  opinión  respecto  á  la  procedencia  ó 
improcedencia  de  la  dispensa  pretendida. 

Lo  que  comunico  á  V.  S.  para  su  conoci- 
miento y  efectos  que  correspondan,  esperando 
de  su  reconocido  celo  que  se  apresurará  á  cum- 
plir las  anteriores  disposiciones,  encaminadas 
á  facilitar,  en  beneficio  de  los  interesados,  la 
puntual  observancia  de  la  legalidad  vigente; 
teniendo  en  cuenta  que  por  esta  Dirección  ha 
de  precederse  con  toda  severidad  si  dejan  de 
cumplirse  en  la  instrucción  de  tales  expedien- 
tes los  requisitos  mencionados. 

Dios  guarde  á  Y.  S.  muchos  años.  Madrid 
G  de  Julio  de  1872.— El  Director  general,  Jo* 
se  Rivera. 

MODELO  NÚMEBO  1/ 


SOLICITUD  PIDIENDO  DISPENSA  DE  IMPEDIMENTOS. 
EzsMO.  Sb.  Ministro  db  Gbacia  t  Jusncu. 

D.  Manuel  Muñoz  y  Pérez ,  natural  de  Al- 
calá, provincia  de  Madrid  y  residente  en  Bor- 
deaux,  Francia,  y  Doña  Catalina  Tissot  y  Pé- 
rez, natural  y  residente  en  Bordeaux,  k  Y.  B. 
exponen:  Que  desean  contraer  matrimonio,  pe- 
ro mediando  entre  ellos  el  impedimento  de  pa- 
rentesco de  cuarto  grado  de  consanguinidad 
legitima,  en  linea  colateral ,  según  se  Justifica 
por  las  correspondientes  partidas  que  adjuntas 
se  acompañan , 

Suplican  k  Y.  B.  que ,  teniendo  en  cuenta 
la  circunstancia  de  que  con  este  enlace  se  fa- 
cilitan arreglos  de  familia,  que  ponen  término 
á  enojosas  cuestiones,  según  se  demostrará 
oportunamente,  se  digne  concederles ,  previos 
los  trámites  señalados  en  las  disposiciones  vi- 
entes ,  la  correspondiente  dispensa  para  que 
paedan  contraer  dicho  matrimonio. 

Dios  guarde  á  Y.  B.  muchos  años.  {Fecha 
jf  Jírma.) 


SOLICITUD  AL  CONSOL  PRESENTANDO  LA  INSTANCIA. 

Ilmo.  Sb. 

D.  Manuel  Muñoz  y  Pérez  y  Doña  Catalina 
Tissot  y  Pérez,  residentes  en  esta  ciudad,  á 
V.  S.  exponen:  Que  deseando  obtener  dispen- 


sa do  impedimento  para  contraer  matrimonio, 
han  formulado  la  solicitud  adjunta ,  dirigida  al 
Bxcmo.  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  la 
cual  presentan  en  debida  forma.  Suplicando  á 
Y.  B.  se  sirva  instruir  el  oportuno  expediente, 
y  previos  los  trámites  necesarios,  elevarla  para 
su  resolución  por  el  conducto  determinado  en 
las  disposiciones  vigentes.  {Fecha  y  Jlrma.) 

deVcóiíu?.''^"}  Con  arreglo  al  art.  47  del  Re* 
glamento,  comparezcan  los  interesados  á  ratiñ- 
carse ,  y  justificando  la  causa  que  se  alega, 
pase  este  expediente  al  Canciller  para  que  pro- 
ceda á  la  formación  del  árbol  genealógico  é  in« 
forme  á  la  mayor  brevedad  cuanto  estime  opor- 
tuno. [Fecha  y  Jlrma  del  Cónsul.) 

,p?IÜ«SS)     K"  Bordeaux.   á  tantos  de 

de  testigos.  )  comparecieron  los  expresados  en  la 
instancia,  y  habiéndoseles  leído  íntegramente 
la  que  dirigen  al  Bxcmo.  Sr.  Ministro  de  Gra- 
cia y  Justicia,  manifestaron  que  se  afirman  y 
ratifican  en  su  contenido,  y  que  para  justifi- 
car la  causa  alegada  en  la  misma,  presentan 

como  testigos  á  los  Monsieurs »  firmándolo 

conmigo  á  la  fecha  expresada. 

de^Ugos.**"  I  ^^  S  jrdeaux  á  tantos  de. . .  com- 
parecieron en  este  Consulado  Monsieur  Picotin 
Alfredo,  de  edad  de  cuarenta  años,  zapatero, 
natural  y  residente  en  esta  ciudad ,  calle  de 
Franklin,  ndmero  32,  y  D.  Jerónimo  Fernan- 
dez, español,  de  Córdoba,  mayor  de  edad,  sas- 
tre, domiciliado  en  la  calle  de  San  Miguel,  nú- 
mero 46 ,  y  preguntados  á  tenor  de  la  causa 
que  se  alega  por  los  recurrentes,  relativa  á  fa- 
cilitar arreglos  de  familia  en  el  enlace  proyec- 
tado, manifestaron  que  con  efecto  les  consta, 
por  conocer  á  las  partes  y  sus  familias,  la  exis- 
tencia de  cuestiones  cuyo  arreglo  puede  tener 
lugar  con  dicho  enlace;  siendo  por  lo  tanto,  en 
su  concepto,  muy  conveniente  para  ambas  fa« 
millas  la  unión  que  se  proyecta.  Asi  lo  dijeron 
y  firman. conmigo  en  la  fecha  expresada.  [Fir^ 
ma  del  Cónsul  y  testigos,) 


Formación  del  ^     Bl  que  suscribo,  cou  vista  de 

for- 
que 

resulta  que  los  interesados  tienen  el  parentes- 
co de  cuarto  grado  de  consanguinidad  legiti- 
ma en  linea  colateral. 


Pormacíondel\  Ki  que  suscrioo,  coa  visu 
rico'íiTrm;  IM  partidas  presentadas,  ha 
Sel  Canciller.   ;mado  el  árbol  adjunto,  á«I 
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ÁRBOL  GENEALÓGICO. 


PARTIDA  NUM.  1. 


Al  mismo  tiempo  tienen  el  honor  de  ma- 
nifestar á  V.  S.  que,  según  sus  noticias,  son 
ciertos  los  hechos  consignados  en  este  expe- 
diente y  hallándose  acreditados  en  debida  for- 
ma, por  haberse  observado  en  la  instrucción 
del  mismo  los  requisitos  que  establece  el  ar- 
ticulo 47  del  Reglamento,  opina  que  debe  re- 
mitirse, con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  ar- 
ticulo 5/  del  Real  decreto  de  26  de  Agosto  de 
1872,  con  informe  favorable,  al  excelentísimo 
Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Justicia. 

(Firma  del  CanciUer,) 

[Informe  del  Cónsul  y  remisión  del  expediente.) 

DISFOSICIOIV.  Todo  lo  que  manda  la  ley 
ü  ordena  el  hombre  sobre  la  persona  ó  los  bie- 
nes verbalmente  ó  por  escrito. 

Las  disposiciones  de  los  hombres  son:  ó  dis- 
posiciones entre  vivos,  ó  disposiciones  de  ulti- 
ma voluntad.  Entre  las  primeras  se  cuentan 
las  donaciones  entre  vivos  y  todos  los  demás  ac- 
tos que  tienen  su  efecto  durante  nuestra  vida; 
y  entre  las  segundas,  los  testamentos,  codici- 
los  y  doaaciones  por  causa  de  muerte,  que  no 
empiezan  á  tener  efecto  sino  después  de  la 
muerte  del  testador  ó  donador.  Las  disposicio- 
nes entre  vivos  son  irrevocables,  porque  tienen 
fuerza  desde  luego;  mas  las  disposiciones  por 
causa  de  muerte  pueden  revocarse  hasta  el  ul- 
timo momento  de  la  vida,  porque  no  tienen 
fuerza  de  presente  sino  después  del  falleci- 
miento del  que  las  hace. 


DISPOSITIVO.  Dicese  de  la  parte  de  una 
ley,  declaración  ó  sentencia,  que  contiene  pre- 
cisamente lo  determinado,  resuelto  ó  decidido, 
para  distinguirlo  del  preámbulo  ó  de  la  expo- 
sición de  las  razones  ó  motivos. 

DISPUTA  Á  BORDO.  Véase  Qoiheia  ó 

PENDENCIA. 

DITHEISMO.  Véase  Dualismo. 

DIVORCIO.  Entre  los  romanos  era  la  se- 
paración absoluta  del  marido  y  la  mujer,  he- 
cha con  arreglo  á  las  leyes,  de  modo  que  cada 
uno  de  ellos  podia  casarse  inmediatamente  coa 
otra  persona.  Pero  entre  nosotros,  como  el  ma- 
trimonio legítimamente  contraído  no  puede  di  - 
solverse,  por  razón  de  haberse  elevado  á  Sacra- 
mento, no  se  entiende  por  divorcio  la  entera  di- 
solución del  vinculo  matrimonal,  sino  solamen- 
te la  separación  de  bienes  y  habitación  entre 
el  marido  y  la  mujer,  quienes  no  por  eso  ad- 
quieren la  libertad  de  pasar  á  otras  nupcias 
mientras  viviere  el  uno  de  los  dos.  Hay,  sin 
embargo,  dos  casos  en  que  el  matrimonio  pue  • 
de  disolverse  en  cuanto  al  vínculo,  según  el 
derecho  canónico.  El  primero  es  cuando  de  dos 
inñeles  unidos  con  el  lazo  del  matrimonio  se- 
gún las  leyes  de  su  país,  se  convierte  el  ano  á 
la  fé  católica  y  el  otro  no  quiere  continuar  en 
su  compañía.  El  segundo  caso  es  cuando  de 
dos  ñeles  que  lo  han  contraído  legítimamente, 
pero  sin  proceder  á  su  consumación,  abraza  el 
uno  la  vida  religiosa  profesando  en  un  conven- 
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to,  aunque  sea  contra  la  voluntad  del  otro, 
quien  queda  absolutamente  libre  para  contraer 
otro  enlace.  Se  funda  esta  doctrina  de  los  ca- 
nonistas en  que  la  indisolubilidad  del  matri* 
monio  no  tanto  depende  de  la  circunstancia  de 
ser  este  un  Sacramento,  como  de  la  unión  que 
resulta  por  la  tradición  de  los  cuerpos,  según 
las  palabras  de  la  Escritura:  Bi  erunt  dúo  ín- 
earne  una. 

Según  el  art.  83  de  la  Ley  provisional  de 
Matrimonio  civil,  el  divorcio  no  disuelve  el 
matrimonio,  suspendiendo  tan  solo  la  vida  co- 
mún de  los  cónyuges  y  sus  efectos.  «El divor- 
cio procederá  solamente  por  las  siguientes  cau- 
sas: 1.'  Adulterio  de  la  mujer  no  remitido  ex- 
presa ó  tácitamente  por  el  marido.  2.'  Adulte- 
rio del  marido  con  escándalo  público  ó  con  el 
abandono  completo  de  la  mujer,  ó  cuando  el 
adúltero  tuviere  á  su  cómplice  en  la  casa  con- 
yugal, con  tal  que  no  bubiera  tambiera  sido 
remitido  expresa  ó  tácitamente  por  la  mujer. 
3.*  Malos  tratamientos  graves  de  obra  ó  de  pa- 
labra inferidos  por  el  marido  á  la  mujer.  4.* 
Violencia  moral  ó  física  ejercida  por  el  marido 
sobre  la  mujer  para  obligarla  á  cambiar  de  re- 
ligión. 5.*  Malos  tratamientos  de  obra  inferidos 
á  los  bijos,  si  pusieren  en  peligro  su  vida.  6.' 
Tentativa  del  marido  para  prostituir  á  su  mu- 
jer, ó  la  proposición  becha  por  aquel  á  ésta  con 
el  mismo  objeto.  7/  Tentativa  del  marido  á  la 
mujer  para  corromper  á  sus  bijos  y  la  compli- 
cidad en  su  corrupción  ó  prostitución.  8.*  Con- 
denación por  sentencia  ñrme  de  cualquiera  de 
los  cónyuges  á  cadena  ó  reclusión  perpetua. 
(Art.  85.) 

El  divorcio  solo  podrá  ser  reclamado  por 
el  cónyuge  inocente.  (Art.  86.) 

Admitida  la  demanda  do  divorcio,  ó  antes, 
si  la  urgencia  del  caso  lo  requiere,  se  acordará 
judicialmente:  1.*  La  separación  provisional  de 
los  cónyuges  y  el  depósito  de  la  mujer.  2.*  El 
depósito  de  los  bijos  en  poder  del  cónyuge  ino- 
cente: y  si  ambos  fueren  culpables,  el  nombra- 
miento de  tutor  y  curador  de  los  mismos  y  su 
separación  de  los  padres.  Si  las  causas  que  hu- 
bieren dado  margen  al  divorcio  fueren  las  1  .*, 
2.',  3.*,  4.*  y  8.'  del  art.  85,  podrán  los  pa- 
dres proveer  de  común  acuerdo  al  cuidado  y 
educación  de  los  hijos.  3.*  El  señalamiento  de 
alimentos  á  la  mujer  y  á  los  hijos  que  no  que- 
daren en  poder  del  padre.  4.°  La  adopción  de 
las  disposiciOQes  necesarias  para  evitar  que  el 
marido  que  hubiere  dado  causa  al  divorcio  per- 
judique á  la  mujer  en  la  administración  de  sus 
bienes.  (Art.  87.) 

Efectos  del  divorcio.  La  sentencia  ejecu* 
toria  del  divorcio  producirá  los  siguientes 
efectos:   1/  La  separación  deñnitiva  de  los 


cónyuges.  2.*  Quedar  ó  ser  puestos  los  hijos 
bajo  la  potestad  y  protección  del  cónyuge  ino- 
cente. Si  ambos  fueren  culpables,  quedarán 
bajo  la  autoridad  del  tutor  6  curador  que  se 
nombrará  con  arreglo  á  las  prescripciones  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  saUo  los*  casos 
comprendidos  en  el  núm.  2.^  del  art.  87.  No 
obstante  las  disposiciones  anteriores,  la  madre 
conservará,  en  todo  caso,  á  su  cuidado  á  los 
hijos  menores  de  tres  años  hasta  que  cumplan 
esta  edad,  á  no  ser  que  expresamente  se  haya 
dispuesto  otra  cosa  en  la  sentencia.  3."  La  pri- 
vación por  parte  del  cónyuge  culpable,  mien- 
tras viviere  el  inocente,  de  la  patria  potestad  y 
de  los  derechos  que  lleva  consigo  'sobre  las  per- 
sonas y  bienes  de  los  hijos.  A  la  muerte  del 
cónyuge  inocente  volverá  el  culpable  á  reco- 
brar la  patria  potestad  y  sus  derechos  si  la 
causa  que- hubiere  dado  margen  al  divorcio  hu- 
biere sido  alguna  de  las  comprendidas  en  el 
mencionado  núm.  2.**  del  art.  87.  Si  fuere  dis- 
tinta, se  nombrará  tutor  á  los  hijos  en  la  for- 
ma anteriormente  prevenida.  La  privación  de 
la  patria  potestad  y  sus  derechos  no  eximirá 
al  cónyuge  culpable  del  cumplimiento  de  las 
obligaciones  que  tuviere  pira  con  sus  hijos. 
4.^  La  pérdida  por  parte  del  cónyuge  culpable 
de  todo  lo  que  hubiere  sido  dado  ó  prometido 
por  el  inocente,  ó  por  otra  persona  en  conside- 
ración á  éste,  y  la  conservación  de  todo  lo  re- 
cibido por  el  inocente  y  el  di* rocho  de  reclamar 
desde  luego  lo  que  hubiese  sido  prometido  por 
el  culpable.  5.*  La  separación  de  los  bienes  de 
la  sociedad  conyugal  y  la  pérdida  de  la  admi-^ 
nistracion  de  los  de  la  mujer,  si  fuere  el  mari- 
do quien  hubiere  dado  causa  al  divorsio  y  la 
mujer  los  reclamare.  6.^  La  conservación  por 
parte  del  marido  inocente  de  la  administración 
de  los  bienes  de  la  mujer,  la  cual  solamente 
tendrá  derecho  á  alimentos.  (Art.  88.) 

El  divorcio  y  sus  efectos  cesarán  cuando  los 
cónyuges  consintieren  en  volver  á  reunirse, 
debiendo  poner  la  reconciliación  en  conocimien- 
to del  Juez  ó  Tribunal  que  hubiere  dictado  la 
sentencia  ejecutoria  del  divorcio.  Se  exceptúan 
de  lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior,  el  caso 
de  divorcio  sentenciado  por  las  causas  5/  y  7.^ 
del  art.  85.  (Art.  81,  ya  inserto.) 

DOBLÓN.  Moneda  de  oro  española,  que 
ha  tenido  varios  valores  según  las  épocas  en 
que  ha  circulado.  Este  nombre,  al  parecer  au- 
mentativo, le  fué  dado  por  el  vulgo,  por  la 
excelencia  de  los  que  se  fabricaron  en  tiempo 
de  los  Reyes  Católicos,  en  cuya  época  equiva- 
lía á  dos  castellanos,  moneda  de  14  reales  y  14 
maravedises  de  plata. 

DOCUMENTO.  Escritura  con  que  se 
prueba,  confirma  ó  corrobora  alguna  cosa. 
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DOCUMENTO  PÚBLICO.  El  acta  en 
que  80  coDsigrna  alguna  obligación  ó  disposi* 
clon,  celebrada  ante  Escribano  autorizado  y 
competente  numero  de  testigos.  También  se 
llama  documento  auténtico  porque  hace  fé  por  si 
mismo  y  tiene  toda  la  fuerza  y  validez  necesa- 
rias. Suele  igualmente  denominarse  auténtico 
el  documento  autorizado  por  persona  consti-* 
tuida  en  dignidad  ó  que  ejerce  algún  alto 
Clirgo  de  Estado. 

DOCUMENTO  PRIVADO.  Es  el  escrito 
en  que  se  consigna  algún  acto  que  se  desea 
hacer  constar,  pero  sin  intervenir  la  autoriza- 
ción del  oficial  público  que  le  da  autenticidad 
y  fé;  de  modo  que,  como  medio  de  comproba- 
ción, no  basta  por  si  solo,  sino  que  necesita 
alguna  otra  prueba. 

Los  instrumentos  públicos  pueden  consis- 
tir en  escrituras,  testamentos  y  declaraciones; 
los  documentos  privados  son  vales  quirógrafos  ^ 
6  en  los  que  el  deudor  confiesa  una  deuda ,  ó 
contrae  una  obligación;  y  también  letras  de 
cambio,  pagarés,  libros  de  cuentas,  cartas  y 
otros  de  igual  naturaleza. 

Los  requisitos  que  deben  concurrir  para  la 
validez  de  un  instrumento  público  son  mu- 
chos, y  podemos  comprenderlos  en  la  siguiente 
enumeración,  á  saber: 

1.**  Que  los  otorgantes  tengan  capacidad 
y  aptitud  legal. 

2.*  Que  el  objeto  del  contrato  ó  disposi- 
ción sea  honesto  y  licito. 

3.*  Que  contenga  el  documento  las  cláu- 
sulas necesarias. 

4.*  Que  concurran  al  otorgamiento  el  com- 
petente número  de  testigos. 

5.^  Que  el  Escribano  conozca  á  los  otor- 
gantes, ó  asistan  testigos  que  tengan  este  co- 
nocimiento. 

6.*  Que  la  redacción  sea  clara  y  en  idio- 
ma español. 

7.°  Que  se  exprese  la  fecha  y  firmen  los 
otorgantes,  con  expresión  de  su  vecindad  y  la 
de  los  testigos. 

8.*  Que  autorice  y  firme  el  documento  un 
Escribano  competentemente  facultado  paradlo. 

9.*  Que  se  redacte  en  el  registro  ó  protoco- 
lo, y  se  pongan  en  él  las  anotaciones  oportunas. 

10.  Que  se  expidan  las  copias  en  forma 
legal. 

1 1 .  Que  se  extiendan  los  documentos  y  se 
copien  en  el  papel  sellado  competente. 

12.  Que  se  tome  razón  en  el  registro  de 
hipotecas  si  contiene  alguna  obligación  de  las 
que  exigen  esta  formalidad. 

Reuniendo  el  instrumento  público  estos 
requisitos,  hace  fé,  sin  necesidad  de  ninguna 
otra  prueba,  en  contra  y  á  favor  respectiva* 


mente  de  las  personas  á  quienes  se  confieran 
derechos,  á  que  otorguen  contra  sí  alguna 
obligación. 

Las  personas  incapacitadas  legalmente 
para  contratar  por  si,  sin  la  intervención  de 
otro  6  sin  la  autorización  competente,  son: 

1.^  Los  menores  de  25  afios,  á  no  ser  que 
concurran  alguna  de  las  circunstancias  si- 
guientes: 

Primera.  Que  hayan  cumplido  18  años  y 
estén  casados  y  en  la  libre  administración  de 
sus  bienes. 

Segunda.  Que  estén  emancipados  por  Real 
gracia  y  dispensa. 

2.*  Los  dementes  imbéciles  ó  de  otra  ma- 
nera incapacitados  moralmente  para  el  manejo 
de  su  caudal. 

3.*  Los  pródigos,  declarados  legalmente 
inhábiles  para  la  administración  de  su  peculio. 

4.*     Las  mujeres  casadas. 

5.^  Los  Ayuntamientos  y  Corporaciones 
públicas. 

Pero  todos  los  que  acabamos  de  enumerar 
pueden,  sin  embargo,  contratar  y  obligarse, 
ya  interviniendo  alguna  persona  que  los  re- 
presente legalmente ,  ya  obteniendo  la  autori- 
zacion  que  las  leyes  6  disposiciones  reglamen- 
tarias determinen. 

En  el  primer  caso  se  hallan : 

1.*  Los  menores  de  25  años  que  no  reú- 
nan ninguna  de  las  dos  circunstancias  expre- 
sadas antes. 

2.^  Los  dementes  y  moralmente  incapa- 
citados. 

3.^  Los  pródigos. 
A  todos  estos  los  representa  su  respectivo 
tutor,  curador  ó  administrador,  y  con  su  in- 
tervención, y  observándose  los  requisitos  y 
solemnidades  que  las  leyes  exigen,  quedan 
obligados  lo  mismo  que  si  estando  aptos  para 
contratar  lo  verificasen  por  sí. 

Las  mujeres  casadas  pueden  celebrar  con- 
tratos, ya  por  medio  y  con  la  representación 
de  su  marido,  ya  con  la  expresa  licencia  y 
autorización  de  éste  ó  del  Juez  en  su  caso.  Las 
solteras  mayores  de  edad  y  las  viudas  están 
facultadas  para  contratar ,  lo  mismo  que  los 
varones. 

La  capacidad  legal  para  otorgar  testamen- 
to se  adquiere  antes  de  cumplirse  los  25  años, 
pues  basta  en  el  varón  la  edad  de  14,  y  de  12 
en  la  mujer.  (Ley  13,  título  l.VPart.  6.') 

DOCUMENTOS  PÚBLICOS  Ú  OFI- 
CIALES. La  ley  de  30  de  Junio  de  1801  aprue- 
ba la  Instrucción  sobre  la  manera  de  redac- 
tarlos, y  la  Real  orden  de  18  de  Noviembre  de 
1846  dispone  la  clase  de  papel  que  se  ha  de 
usar  para  ellos.  Véase  Papbl. 
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La  falsificación  de  docamentos  públicoa  ú 
oficiales  es  delito  preyisto  en  los  siguientes  ar- 
tículos del  Código  penal: 

«A.rt.  220.  Será  castigado  con  las  penas 
de  cadena  temporal  y  multado  100  á  1.000 
duros  el  eclesiástico  ó  empleado  publico  que 
abusando  de  su  oficio  cometiere  falsedad: 

1/  Contrahaciendo  ó  fingiendo  letra,  fir« 
ma  6  rubrica. 

2.*  Suponiendo  en  un  acto  la  intervención 
de  personas  que  no  la  han  tenido. 

3.*  Atribuyendo  á  las  que  han  interveni- 
do en  él  declaraciones  6  manifestaciones  dife- 
rentes de  las  que  hubieren  hecho. 

4.*  Faltando  á  la  verdad  en  la  narración 
de  los  hechos. 

5/     Alterando  las  fechas  verdaderas. 

6.*  Haciendo  en  documento  verdadero 
cualquiera  alteración  ó  intercalación  que  varié 
su  sentido. 

7.*  Dando  copia  en  forma  fehaciente  de  un 
documento  supuesto ,  ó  manifestando  en  ella 
cosa  contraria  ó  diferente  de  lo  que  contenga 
el  verdadero  original. 

8.*  Ocultando  en  perjuicio  del  Bstado  ó  de 
un  particular  cualquier  documento  oficial. 

Art.  221.  El  particular  que  cometiere  en 
documento  público  &  oficial,  6  en  letras  de 
cambio  ü  otra  clase  de  documentos  mercanti- 
les, alguna  de  las  falsedades  designadas  en  el 
articulo  anterior,  será  castigado  con  las  penas 
de  presidio  mayor  y  multa  de  100  á  1.000 
duros.)) 

docuhentos  litebabios  ó  cieit- 

TÍPicos.  Véase  Libros. 

DOLO.  Toda  especie  de  astucia,  trampa, 
maquinación  ó  artificio  que  se  emplea  para 
enga&ar  á  otro,  ó  el  propósito  de  dañar  á  otra 
persona  injustamente.  El  que  comete  dolo  de- 
be resarcir  los  daños  y  perjuicios  que  por  esta 
razón  hubiere  causado  á  la  otra  parte,  y  que 
seria  nulo  cualquier  pacto  que  se  hiciere  para 
eximirse  de  esta  responsabilidad,  pues  daria 
motivo  para  delinquir.  En  todos  los  casos  de- 
be tenerse  presente  que  el  dolo  6  fraude  ja- 
más debe  ser  útil  al  que  lo  comete  en  perjuicio 
de  otro. 

DOLO  BUENO.  La  sagaz  y  astuta  pre- 
caución con  que  cada  uno  debe  defender  su 
derecho  y  evitar  todo  detrimentro  y  perjuicio 
qne  le  amenace  por  eogaño  de  un  tercero. 
(Ley  2.",  tit.  16,  Part.  7.')  La  palabra  dolo  lle- 
va consigo  la  idea  de  falacia  ó  malicia;  y  asi, 
no  puede  llamarse  dolo  con  propiedad  lo  que 
no  es  sino  discreción  para  precaverse  de  las 
tramas  y  maniobras  de  un  adversario. 

DOLO  MALO.  La  intención  astuta  y  ma- 
liciosa que  se  dirige  contra  el  justo  derecho 


de  un  tercero,  ya  hablando  con  mentira  y  ar- 
tifiólo,  ya  callando  maliciosamente  lo  que  se 
debia  manifestar.  (Ley  1.*,  tít.  16,  Part.  7. ) 
Véase  Dolo. 

DOMICILIO.  El  lugar  donde  uno  se  ha- 
lla establecido  y  avecindado  con  su  mujer, 
hijos  y  familia  y  la  mayor  parte  de  sus  bienes 
muebles.  No  puede  llamarse,  pues,  verdadero 
domicilio  el  lugar  donde  uno  habita  solamente 
algunas  temporadas,  según  las  ocurrencias 
que  se  ofrecen ,  aunque  tenga  allí  casa  y  al- 
gunos bienes  raíces. 

DOMICILIO  DE  LOS  AOENTES  Di- 
plomáticos T  CONSULABBS.  La  permanencia  de 
éstos  en  países  extranjeros,  cualquiera  que  sea 
el  tiempo  que  en  ellos  residan,  no  les  priva  del 
derecho  de  domicilio  en  la  madre  Patria,  ni 
menos  el  ejercicio  de  sus  derechos  políticos. 
Estos  derechos  están  reconocidos  en  la  mayor 
parte  de  las  Naciones  (1). 

DOKACION.  Es  una  dádiva  ó  liberalidad 
que  se  hace  á  otro.  Puede  realizarse  por  tes- 
tamento, ó  como  suele  decirse,  mortis  causa,  en 
cuyo  caso  no  tiene  efecto  hasta  después  de  ha- 
ber fallecido  el  donante;  y  también  ínter  vivos, 
es  decir,  sin  atenderse  al  testamento  ni  á  la 
muerte  del  que  la  hace,  y  entonces  se  ejecuta 
inmediatamente  que  se  otorga,  pasando  al  do- 
natario la  cosa  donada. 

Las  donaciones  ínter  vivos  pueden  hacerse 
de  dos  modos: 

1.*^  La  que  se  hace  sin  má8_  causa  ni  mo- 
tivo que  la  liberalidad  del  donante,  y  sin  es- 
peranza de  retribución,  ni  de  que  jamás  vuel- 
va á  su  poder  la  cosa  donada,  cuya  donación 
se  llama  simple,  graciosa  6  perfecta  é  irrevocable, 
2.^  La  nominada  impropia  6  imperfecta,. 
porque  se  hace  con  causa  ó  bajo  alguna  con- 
dición, como  sucede  respecto  de  la  proter  nup* 
tia  6  por  causa  de  casamiento,  y  la  que  se 
ejecuta  entre  marido  y  mujer  ú  otro  en  su 
nombre,  para  ayudar  á  costear  las  cargas  del 
matrimonio. 

A  esta  clase  corresponde  también  la  remu- 
neratoria, que  es  la  que  se  ejecuta  en  recom- 
pensa de  algún  servicio  ó  beneficio  recibido, 
y  esta  es  irrevocable,  ó  la  que  contiene  tal 
condición,  que  no  verificándose  se  puede  re- 
vocar, y  la  que  se  hace  hasta  cierto  tiempo, 
pasado  el  cual  queda  sin  efecto  alguno. 

Pueden  donar  todos  los  que  están  en  la  li- 
bre disposición  de  sus  bienes;  pero  hay,  sin 
embargo,  varias  restricciones  en  cuanto  á  la 
importancia  ó  entidad  de  la  donación.  Los  que 
tienen  herederos  forzosos  no  pueden  disponer 


(1)    De  ClsucQ,  Guide  practique  des  Consu^ 
late,  pág.  57,  edic.  de  Paria,  1851, 


DON 


—  204  — 


DOS 


de  más  que  de  aqaello  que  les  es  pormitido  po 
testamento;  y  aunque  el  donante  no  tenga  di^ 
chos  herederos,  no  puede  disponer  con  este 
objeto  de  todo  sa  caudal,  pues  entonces,  como 
donación  inmensa,  seria  inoñciosa  y  nula. 
(Leyes  7.',  tít.  12,  libro  3.**  del  Fuero  Real;  y 
2/,  tít.  7/,  libro  10  de  la  Novísima  Becopi^ 
lacion.) 

También  es  defectaosa  la  donación  que  ex- 
cede de  500  maravedís  de  oro  (cantidad  que, 
según  unos,  equivale  á  25.600  rs.,  y  según 
otros,  á  7.352  y  32  maravedís);  pero  en  este 
caso  puede  ser  válida,  practicándose  lo  que  se 
llama  la  inHn%acion^  que  es  la  manifestación 
al  Juez  para  que  la  apruebe,  si  no  se  halla  en 
ello  reparo,  según  los  motivos  ó  circunstan- 
cias que  puedan  influir. 

Es  asimismo  ilegal  la  donación  hecha  en- 

re  marido  y  mujer,  no  siendo  prbpter  nupíias. 

La  donación  inier  vivos,  por  regla  general, 

no  puede  revocarse,  á  no  ser  en  cuatro  casos, 

contenidos  en  la  ley: 

1  /  Guando  el  donatario  difama  gravemen- 
te al  donador,  ó  le  acusa  de  delito  á  que  está 
impuesta  alguna  pena  grave. 

2/     Si  le  maltratase  de  obra. 

3.*     Haciendo  gran  daño  á  sus  bienes. 

4.*  Sí  conspirase  contra  su  vida. 
La  donación  que  hace  una  mujer  á  su  hijo, 
habido  en  el  primer  matrimonio,  después  de  la 
muerte  de  su  marido,  y  casándose  ella  con 
otro,  solo  puede  deshacerse  por  alguna  de  las 
tres  ultimas  causas  expresadas.  (Leyes  10,  ti* 
tulo  4.*,  Partida  5.*;  y  1.*,  tit.  7.',  libro  10, 
Novísima  Recopilación.) 

Las  principales  cláusulas  que  requiere  la 
donación  inler  vivos  perfecta  son: 

1.'  Expresarse  en  ella  quién,  qué  cosa  y 
á  quién  se  dona. 

2.'  Si  lo  donado  tiene  sobre  si  alguna  car« 
ga  ó  está  libre. 

3.'  Desistirá  el  donante  del  dominio  y  po^ 
sesión,  trasmitiéndolo  todo  al  donatario. 

4.*  Advertir  que  haya  de  hacerse  la  insi- 
nuación ante  el  Juez  de  primera  instancia  del 
partido,  si  la  donación  excede  de  la  cantidad 
expresada. 

5.*  Entregarse  al  donatario  los  títulos  de 
pertenencia  ó  la  escritura  de  donación. 

6/  Declarar  que  no  es  inmensa,  y  que  al 
donante  le  quedan  bienes  suficientes  para 
mantenerse. 

7.*     Obligarse  á  no  renovarla. 

8.*  Aceptarla  el  donatario,  si  está  presen- 
te, obligándose  á  cumplir  las  cargas  y  condi- 
ciones justas  que  el  donante  le  haya  impues- 
to, y  las  que  tengan  la  cosa  donada. 

01  la  donación  es  remuneratoria,  debe  aña- 


rdirse  la  cláusula  de  eviccion^  conviniendo  en 
ello  el  donante. 

Las  donaciones  por  causa  de  muerte  se  ha- 
cen por  testamento  ó  codicilo,  y  pueden  otor- 
garlas todos  los  que  tienen  aptitud  para  tes- 
tar: lo  mismo  que  todas  las  disposiciones  tes- 
tamentarias se  pueden  revocar,  siempre  que 
quiera  el  donante  ó  testador,  y  además  quedan 
sin  efecto  si  el  donatario  muere  antes  que 
aquel,  y  si  el  donante  salió  de  la  enfermedad 
ó  peligro  que  dio  origen  á  su  liberalidad.  La 
ley  de  Partida  requiere  cinco  testigos  para  el 
otorgamiento  de  estas  donaciones;  pero  según 
la  Recopilada,  deben  bastar  tres  si  interviene 
Escribano,  como  en  todo  testamento  nuncn-- 
pativo. 

Puede,  sin  embargo,  hacerse  irrevoca- 
ble la  donación  renunciando  el  donatario  la 
ley  de  Partida,  y  jurando  no  revocarla,  di- 
ciendo que  quiere  se  entienda  como  si  fuese 
hecha  t»^r  vivos.  El  modo  regular  de  otorgarse 
es:  expresar  quién  la  hace,  de  qué  cosa,  á 
quién,  el  motivo,  si  es  por  enfermedad,  ancia- 
nidad, ó  por  hallarse  el  donante  en  peligro  de 
muerte  (pues  si  no,  podrá  tenerse  por  dona- 
ción ítUst  vivos),  y  expresarse  que  si  el  otor- 
gante muere  de  aquella  enfermedad  ó  perece 
en  aquel  peligro,  valga  la  donación;  pero  que 
si  convalece  ó  sale  de  él,  quede  ésta  sin  efecto. 
(Tít.  4.*,  Part.  5.*) 

DOS  DE  MATO.  Las  Cortes  generales  y 
extraordinarias  de  Cádiz  decretaron  lo  que  si- 
gue: ((Queriendo  eternizar  por  cuantos  medios 
son  posibles  y  que  llegue  sin  interrupción  hasta 
nuestras  más  remotas  generaciones  la  memoria 
del  2  de  Mayo  de  1808,  dia  de  horror  y  g'lo- 
ria  al  mismo  tiempo  para  la  Nación  española, 
han  resuelto  que  en  lo  sucesivo,  se  haga  espe- 
cífica mención  en  el  Calendario  en  el  dia  2  de 
Mayo,  señalando  en  él  en  letra  cursiva:  ¿a  eon- 
memoracion  de  los  difuntos  primeros  mártires  de  la 
libertad  espartóla  en  Madrid,  ti  Este  decreto  lo 
trasladó  por  circular  fechada  en  Cádiz  el  1 2  de 
Mayo  de  1812  el  Ministro  de  Estado  D.  Ease- 
bio  de  Bardaji  y  Azara  á  todas  las  Legaciones 
y  Consulados  (ie  España  en  el  extranjero. 

DBAQ-OMAN.  Intérpretes  confidenciales. 
Los  servicios  que  prestan  estos  empleados  en 
los  Consulados  de  Levante  y  Borberia  son  siem- 
pre bajo  la  dirección  del  Cónsul.  No  pueden 
visitar  las  Autoridades  locales  sin  la  expresa 
autorización  de  sus  respectivos  jefes.  Cuando 
el  Cónsul  hace  alguna  visita,  ó  sale  á  la  calle, 
se  hace  acompañar,  si  lo  tiene  por  convenien- 
te, por  el  dragomán,  que  se  coloca  detrás,  y  des- 
pués los  genízaros.  Este  servidor  del  Agente 
diplomático  ó  consular  no  tiene  rango  algano, 
y  los  de  las  Agencias  consulares  de  Francia 
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de83mpeñan  las  füncioaes  de  Canciller;  pero 
de  sa  valor,  integridad  y  buenos  servicios  de- 
pende algunas  veces  el  buen  resultado  de  un 
negocio  diplomático  ó  consular. 

DUALISMO.  Carácter  de  todo  sistema  filo* 
sóñco  ó  cosmogónico  que  admite  dos  princi- 
pios, la  materia  y  el  espíritu,  concediendo 


cierta  igualdad  á  los  dos  órdenes  de  cosas,  ó 
suponiéndolos  eternos.  Doctrina  que  admite  en 
el  universo  dos  principios  activos»  el  genio  del 
bien  y  el  del  mal  en  lucha  perpetua  uno  con  otro. 
DUPIíICACION  DE  SUELDOS.  Véase 
Subidos  duplicados. 


E. 
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Titulo  de  nobleza  en  Inglaterra, 
que  corresponde  á  nuestro  titulo  de  Conde . 

E0FBA8TA.  Intérprete  ó  traductor  de 
lenguas. 

SCOKOMÍA  civil.  Ciencia  que  delscu- 
bre  las  causas  y  los  medios  por  los  cua  es  la 
riqueza  publica  se  aumenta  y  distribuye  en 
las  clases  de  la  sociedad.  Se  diferencia  de  la 
ciencia  política  en  que  ésta  se  limita  á  Ajar  el 
número  y  los  efectos  de  las  obligaciones  y  de- 
rechos que  existen  en  el  pueblo  y  el  Gobierno, 
y  los  de  éstos  entre  sí. 

También  se  distingue  de  la  estadislica ,  en 
que  la  primera  explica  las  relaciones  que  las 
varias  clases  de  la  riqueza  tienen  en  el  trabajo 
y  la  población ;  y  la  última  se  ocupa  en  dar 
exactas  descripciones  del  terreno  y  de  los  pro- 
ductos de  los  pueblos.  Sin  embargo ,  los  datos 
de  la  estadística  sirven  de  base  á  la  ciencia 
económica,  del  mismo  modo  que  los  hechos  de 
la  historia  constituyen  la  de  la  política. 

SCOHOMÍ  A  POLÍTICA.  Ciencia  que  tra- 
ta de  los  grandes  intereses  de  la  sociedad ,  di- 
lucidando perspicua  y  matemáticamente  los 
principios  creadores  relativos  á  la  formación, 
acrecentamiento,  buen  uso  é  inversión  benefi- 
ciosa, útil,  productiva,  de  los  capitales  acumu- 
lados; que  enseña  el  modo  de  desestancarlos 
en  beneficio  público  y  privado. 

Los  fisiócratas  mismos ,  á  cuya  cabeza  se 
deben  colocar  á  Quesnay,  Mercier  de  la  Bi vie- 
re, Mirabeau  y  Dupont  de  Nemours,  no  hablan 
llegado  á  establecer  y  fijar  aquel  dato  tan  im- 
portante en  economía  política ,  según  el  cual 
todo  producto  se  cambia  y  circula  en  razón  de 
su  abundancia  y  de  la  suma  de  trabajo  que  se 
ha  empleado  en  producirlo.  Bllos  creen  dar  á 
la  sociedad  una  base  más  sólida ,  apoyándola 
sobre  el  suelo  y  fortificándola,  como  Anteo,  con 
el  contacto  de  la  tierra.  Una  vez  lanzados  en 


ECH 
este  camino,  no  hay  nada  que  baste  á  detener 
los.  Todo  lo  que  no  emana  de  la  tierra  en  for- 
ma de  cosechas,  de  metales  y  minerales,  no 
puede  considerarse,  según  ellos,  como  un  ver- 
dadero aumento  de  la  fortuna  pública. 

La  teoría  de  la  economía  política  es  la  res- 
ponsabilidad individual ;  es  la  retribución  en 
proporción  al  trabajo,  al  mismo  tiempo  que  le 
ha  puesto  en  estado  de  borrar  de  la  frente  de 
los  trabajadores  las  últimas  huellas  de  la  es- 
clavitud. Ella  le  ha  permitido  resistir  á  las  se- 
ductoras influencias  de  la  utopia ,  y  marchar 
por  medio  de  los  escollos  que  se  ofrecen  á  todo 
el  que  recorre  el  camino  de  la  verdad :  por  wna 
parte ^  los  trillados  senderos  de  la  nUina\  por  otra, 
los  abismos  de  la  ilusión  y  de  la  quimera. 

La  economía  política  ni  adula  ni  engaña 
jamás  al  pueblo;  ella  no  hace  brillar  á  sus  ojos 
esos  falsos  resplandores ,  con  los  cuales ,  si  se 
llega  á  adquirir  una  popularidad,  desgraciada- 
mente es  momentánea.  Ella  tiene  también  al- 
gunos portentos  y  maravillas  que  ofrecerle  en 
el  presente  y  en  el  porvenir;  pero  sabe  que  los 
únicos  medios  de  realizarlos  son  el  trabajo  y  la 
justicia. 

Segura  del  porvenir ,  segura  de  la  verdad, 
la  ciencia  no  piensa  recurrir  para  este  objeto  á 
los  capitalistas  ni  al  presupuesto.  Ella  dice  con 
voz  serena,  secundando  el  noble  grito  de  Ita- 
lia: II  mondo  /ara  da  se. 

ECHAZÓN.  La  acción  de  arrojar  al  mar  la 
carga  y  otras  cosas  que  hacen  peso  en  la  nave 
cuando  es  necesario  aligerarla  para  que  no  pe- 
rezca por  la  tempestad,  ó  para  que  pueda  huir 
con  más  velocidad  del  pirata  ó  corsario  que  la 
persigue. 

Este  acto  se  comprende  entre  las  averías 
solo  cuando  es  para  salvar  la  nave ;  pero  si  se 
verifica  con  otro  objeto ,  la  pérdida  es  para  los 
duefios,  sal vo.su  derecho  contra  el  Capitán  y 
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caasantes  de  la  echazón.  (Art.  676  del  Código  de 
comercio.) 

Es  justo  no  yeriñcar  la  echazón  sin  una  ne- 
cesidad reconocida  y  acreditada.  Asi ,  cuando 
el  Capitán »  atendida  la  situación  de  ia  nave, 
lo  juzga  preciso,  debe  consultar  antes  á  los  ofi- 
ciales de  la  misma,  cargadores  y  sobrecargos, 
si  los  hubiere.  (Véanse  los  artículos  del  Código 
de  comercio  911,  938,  939,  940  y  942.) 

Con  objeto  de  precaver  los  fraudes ,  espe- 
cialmente el  que  podría  cometerse  poniendo  en 
tierra  ciertas  mercancías  para  suponerlas  como 
echadas  al  mar,  el  Capitán  ó  Patrón  debe  en- 
tregar copia  del  acta  á  la  Autoridad  judicial 
del  primer  puerto  donde  arribe,  jurando  que 
su  contenido  es  cierto. 

EDAD.  Comunmente  se  entiende  por  edad 
los  años  que  uno  tiene  desde  su  nacimiento; 
pero  la  edad  legítima ,  la  que  está  prescrita  por 
la  ley  para  la  ejecución  de  algún  acto  deter- 
minado, como,  por  ejcmplOf  para  casarse,  para 
testar ,  para  ser  Juez ,  etc. ,  la  mayor  edad  es 
la  de  25  años  cumplidos.  Esta  es  la  edad  en 
la  que  el  hombre  se  hace  independiente,  sa- 
liendo de  la  curaduría  y  puede  disponer  li- 
bremente de  su  perdona  y  de  sus  cosas. 

El  hombre  no  puede  contraer  matrimonio 
hasta  después  de  haber  cumplido  14  años,  ni 
la  mujer  hasta  después  de  haber  cumplido  12: 
si  lo  contrajeren  antes ,  no  se  tendrá  por  ma- 
trimonio, sino  por  esponsales,  salvo  si  están* 
do  próximos  á  dicha  edad  se  hallaren  ya  con 
aptitud  para  reproducirse ,  pues  en  este  caso 
la  aptitud  y  la  ciencia  suplen  la  falta  de  edad. 
(Ley  6.',  tít.  l.^  Part.  4.') 

EDAD  PARA  SER  TESTIGO.  La  de  14 
años  en  las  causas  civiles,  y  20  en  las  crimi- 
nales; bien  que  antes  de  cumplir  estas  edades 
puede  una  persona  ser  llamada  á  declarar,  y 
servirá  su  dicho  de  gran  presunción.  (Ley  9.', 
tít.  16,  Part.  3.') 

EDICTO.  El  mandato  ó  decreto  publicado 
con  autoridad  del  Príncipe  ó  Magistrado,  dis- 
poniendo la  observancia  de  algunas  reglas  en 
algún  ramo  ó  asunto;  edicto  viene  de  la  pala- 
bra latina  edire^  que  significa  prevenir  alguna 
cosa ,  ó  tomar  de  antemano  alguna  determi- 
nación que  sirva  de  regla. 

EDICTO  DE  NANTES.  El  Bey  Enri- 
que IV  de  Francia  otorgó  en  Nantes  el  año  de 
1598  los  títulos  (ieUres  patentes)  que  asegura- 
ban á  los  protestantes  la  completa  libertad  de 
religión.  Este  edicto,  confirmado  el  8  de  Julio 
de  1643  por  Luis  XIV,  fué  revocado  por  este 
mismo  Soberano  el  mes  de  Octubre  de  1685. 
Tan  injusta  revocación,  exigida  al  Rey  por  su 
Ministro  Louvoisy  el  P.  La  Chaise,  confesor  de 
Luis XI V,  ocasionó  á  la  Franciamales  sin  cuento. 


EDUCACIÓN.  El  hombre  llega  á  ser  lo 
que  es  con  el  auxilio  de  sus  experiencias  ó  de 
las  que  los  otros  le  comunican,  siendo  la  edu- 
cación quien  le  modifica  y  le  forma.  De  una 
masa  que  solo  siente,  de  una  máquina  casi 
inanimada,  con  el  socorro  de  la  cultura,  llega 
poco  á  poco  á  ser  un  hombre  experimentado, 
que  conoce  la  Verdad,  y  que ,  según  el  modo 
con  que  ha  sido  modificado ,  manifiesta  des- 
pués más  ó  menos  razón.  En  la  infancia  con- 
traemos nuestros  hábitos  buenos  ó  malos,  esto 
es,  los  modos  de  obrar  útiles  ó  dañosos  á  nos- 
otros mismos  y  á  los  demás. 

Toda  la  vida  de  un  ser  sociable  debe  ir 
acompañada  de  una  atención  continua  con  res- 
pecto á  sí  propio  y  á  los  demás  hombres  (1). 

EFECTO  DEVOLUTIVO.  El  conoci- 
miento que  mediante  la  apelación  toma  el 
Juez  superior  de  las  providencias  del  inferior 
sin  suspender  la  ejecución  de  éstas.  Se  admi- 
te la  apelación  de  una  sentencia  solo  en  cuan- 
to al  efecto  devolutivo,  cuando  la  causa  es 
urgente,  v.  gr. ,  cuando  se  trata  de  cosas  que 
no  pueden  guardarse  sin  que  se  pierdan  ;  de 
nombramiento  de  tutor  ü  otras  semejantes,  y 
generalmente  siempre  que  el  juicio  es  sumario, 
como,  por  ejemplo,  el  ejecutivo.  (Ley  22,  ti- 
tulo 20,  lib.  11,  Novísima  Recopilación.) 

EFECTO  BETEO  ACTIVO.  General- 
mente hablando,  es  el  productq.de  una  causa 
que  obra  sobre  lo  pasado;  y  en  legislación,  el 
producto  de  una  ley  que  somete  lo  pasado  á  su 
imperio. 

EFECTO  SUSPENSIVO.  El  conocimien- 
to que  en  virtud  de  apelación  toma  el  Juez  su  - 
perior  de  las  providencias  del  inferior  suspen- 
diendo la  ejecución  de  éstas.  Se  admite  la 
apelación  en  ambos  efectos,  es  decir,  en  cuan- 
to al  devolutivo  y  al  suspensivo ,  cuando  la 
causa  no  es  urgente  y  se  trata  en  juicio  pleno. 

EJECUTIVO.  Lo  que  no  admite  espera 
ni  dilación ,  sino  que  debe  verificarse  en  el 
momento;  y  asi  se  llama  ejecutiva  la  senten- 
cia que  se  pone  por  obra  inmediatamente, 
aunque  se  haya  interpuesto  apelación,  que 
solo  se  concede  en  el  efecto  devolutivo;  y  tam- 
bién se  dice  ejecutivo  al  instrumento  en  cuya 
virtud  se  procede  al  embargo  de  bienes  de  an 
deudor. 

EJECUTOB  TESTAMENTABIO.  La 
persona  á  quien  está  encargada  la  ejecución 
de  lo  dispuesto  por  un  testador  en  su  testa- 
mento ó  última  voluntad.  Véase  Albagba. 

EMANCIPACIÓN.  La  dimisión,  renun- 
cia ó  abdicación  que  hace  el  padre  de  la  pa- 
tria potestad  que  tiene  sobre  el  hijo,  ó  bien 


(1)    Babón  dk  Hoi,baoh,  Moral  universal. 


EMB 


—  207  — 


EMB 


el  acto  por  el  cual  se  desprende  el  padre  de  la 
potestad  patria  sobre  alguno  de  los  hijos.  (Ley 
15,  tit.  18,  Part.  4.')  No  dicen  las  leyes  cuáles 
son  las  Justas  causas  para  la  emancipación; 
pero  en  la  práctica,  además  de  otras  que  pue- 
den alegarse  según  los  casos,  se  consideran 
tales  la  conocida  habilidad  del  hijo  para  diri* 
gir  una  labranza  ü  otro  establecimiento  in« 
dustrial,  ó  el  ser  sobresaliente  en  alguna  pro- 
fesión ü  oficio  para  subsistir  sin  el  auxilio  de 
los  padres,  teniendo  al  mismo  tiempo  en  todos 
los  casos  conducta  arreglada  y  aplicación,  sin 
que  por  otra  parte  haya  de  producir  su  eman- 
cipación perjuicio  alguno  á  tercero  ni  á  la  cau- 
sa publica.  Véase  Edad. 

EMBAJADA.  Mensaje  que  solo  tienen  de- 
recho de  enviarse  reciprocamente  los  Sobera- 
nos de  las  Naciones  libres  é  independientes 
por  medio  de  sus  Embajadores. 

El  derecho  de  embajada  es  una  regalía  co- 
mo todas  las  otra^;  reside  originalmente  en  la 
Nación.  La  ejercen  ipso  jure  los  depositarios 
de  la  soberanía  plena,  y  en  virtud  de  su  au- 
toridad constitucional  los  Monarcas  que  con- 
curren con  las  Asambleas  de  los  nobles  y  Di- 
putados del  pueblo  á  la  formación  de  las  leyes, 
y  aun  los  Jefes  ejecutivos  de  las  Repúblicas, 
sea  por  si  solos  ó  con  intervención  de  una 
parte  ó  de  todo  el  Cuerpo  legislativo. 

En  los  interregnos,  el  ejercicio  de  este 
derecho  recae  naturalmente  en  el  Gobierno 
provisional  ó  Regencia,  cuyos  Agentes  diplo- 
máticos gozan  iguales  facultades  y  preroga- 
tivas  que  los  del  Soberano  ordinario  (1). 

Guando  una  Nación  ha  mudado  su  dinas- 
tía ó  su  gobierno,  la  regla  general  es  mante- 
ner en  ella  las  acostumbradas  relaciones  di- 
plomáticas. Hacer  lo  contrario  seria  dar  á  en- 
tender que  no  se  reconoce  la  legitimidad  del 
nuevo  orden  de  cosas,  lo  que  bastaría  para 
justificar  un  rompimiento.  Véase  Agentes  di- 
plomáticos. 

SUBAJADOB.  La  palabra  Ambauadeurt 
Amboisiadore  6  Embajador  es  originaria  del  es- 
pañol Eimar,  y  se  puede  muy  bien  decir: 
que  el  Embajador  es  un  Ministro  público,  en-- 
viado  por  su  Soberano  á  una  Potencia  extranjera 
para  representarle  en  virtud  de  poder  especial  y  de 
eredeneiales  ó  comisión  que  identijlque  su  per- 
sona (2). 

«Entre  \9^^  funciones  y  las  acciones  de  un 
Embajador  existe  una  diferencia  muy  notable: 
las  primeras  tienen  relación  directa  con  el  ca- 


(1)  WicQUEFORT,  V  Amhassadeur  et  ses  fonc' 
eions;  edición  de  Colonia,  año  1690.  parte  1.^, 
cap.  1.**,  pág. 84y  siguientes.— MosER^svERSüCH, 
3.  ,  54,— Kluber,  1.^,  c.  par.  175. 

(2)  WiCQüEPOBT,  parte  1.*,  pág.  3, 


rácter  público  que  representa  y  las  segundas 
exclusivamente  con  su  personalidad.  El  Em- 
bajador no  es  siempre  funcionario  público,  ó 
no  debe  serlo  frecuentemente  con  todo  el  mun* 
do.  Ha  de  ser  actor^  porque  en  la  escena  del 
mundo  no  existe  ni  personaje  más  cómico,  ni 
teatro  más  ilustre  que  el  de  la  corte.  En  él  no 
hay  comedia  en  que  los  Embajadores  como 
actores  no  aparezcan  más  de  lo  que  en  la  rea- 
lidad son,  principalmente  en  la  escena  de  sus 
negociaciones  diplomáticas,  cuyo  papel  es  el 
de  personajes  importantes.  Pero  como  el  más 
aventajado  actor  no  siempre  está  en  escena  y 
cambia  su  modo  de  ser  entre  bastidores  ó  des- 
pués de  corrido  el  telón,  así  un  Embajador, 
después  de  haber  representado  su  papel  como 
funcionario  público,  debe  ser  hombre  bien 
quisto  y  dejar  de  ser  comediante.  Si  prescinde 
de  su  rango  en  las  ceremonias  ó  Asambleas 
comete  hasta  cierto  punto  un  acto  criminal. 
Si  da  festines  4ebe  ostentar  la  grandeza  y 
magnificencia  de  su  Soberano:  pero  asi  como 
los  Reyes  pueden  prescindir  á  veces  de  tan 
incómoda  como  pesada  gravedad  y  suelen, 
como  Aloisés,  taparse  la  cara  con  un  velo  pa- 
ra que  la  majestad  de  ellos  no  deslumbre  á  los 
que  les  rodean,  lo  mismo  el  Embajador  no 
puede  siempre  ser  Ministro  público  ni  dejar  de 
ser  hombre  de  esmerada  educación.  La  mez- 
cla de  formalidad  y  ameno  trato  puede  formar 
una  intimidad  política,  ó  si  se  quiere,  un 
hombre  fácil  de  plegarse  ala  moda  de  la  corte. » 

((El  Embajador  obsequioso  con  las  damas 
y  con  aquellos  que  con  él  no  tengan  compe- 
tencia, da  una  prueba  del  buen  acierto  que 
su  Gobierno  ha  tenido  en  su  elección  y  prue- 
ba que  sabe  vivir  en  sociedad.  El  que  quiere 
ser  siembre  Embajador  y  se  cargue  ostentosa- 
mente de  su  dignidad,  asi  como  de  su  relum- 
brante uniforme,  cuyo  exclusivo  uso  es  en  las 
solemnidades,  por  pocas  horas,  tiene  precisión 
de  renunciar,  no  solo  á  loa  deberes  de  la  ur- 
banidad y  cortesía,  sino  también  á  las  leyes 
de  la  amistad  y  á  cuanto  agradable  existe  en 
la  sociedad,  la  conversación  y  el  ameno  trato, 
que  es  el  alma  de  la  vida.» 

((Todo  Embajador  es  inútil  y  aun  peligro* 
so  si  no  profesa  á  su  Señor  una  fidelidad  sin 
limites  y  un  celo  severo  y  desinteresado;  una 
habilidad  suma  para  nunca  aparecer  ridiculo 
en  el  puesto  que  desempeña;  un  estudio  pro* 
fundo  de  los  asuntos  que  deba  dilucidar;  mu*^ 
cha  destreza  para  obtener  las  resoluciones  que 
le  convengan,  y  una  práctica  reconocida  y  pro- 
bada de  los  negocios  públicos  6  internacio- 
nales (1). 


(1)    WiOQüBPOBT,  parte  2.%  páginas  3, 4  y  6, 
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El  titalo  de  Embajador  está  limitado  ea  el 
derecho  público  á  los  Baviados  diplomáticos  de 
primera  clase,  esto  es,  del  órdea  más  supe- 
rior, y  ea  este  sentido  su  oficio  es  muy  emi- 
uente,  exaltado  y  respetable.  Todos  los  Go- 
bieraos  procuran  siempre  confiar  este  cargo  á 
personas  de  la  más  alta  y  distinguida  gerar- 
qula  social  de  sus  respectivos  países.  Las  cre- 
denciales de  un  Embajador  están  dirigidas  in- 
mediatamente de  su  Soberano  al  Soberano  á 
quien  es  enviado,  con  el  cual  tiene  el  Embaja- 
dor el  derecho  de  tratar  personalmente  sin  la 
intervención  de  Ministro  alguno,  del  mismo 
modo  que  lo  baria  un  Rey  con  otro,  aunque 
en  los  países  constitucionales,   donde  los  Mi- 
nistros tienen  la  responsabilidad  de  los  actos 
del  Gobierno,  se  ve  el  Embajador  obligado  á 
contar  con  ellos  uo  pocas  veces;  pero  este  acto 
de  pura  necesidad  en  nada  disminuye  el  de* 
recbo,   ni  lo  ejecuta  el  Embajador  más  que 
cuando  absolutamente  no  puede  evitarlo. 

Los  Embajadores  representan,  no  solo  los 
intereses,  sino  también  la  persona  y  dignidad 
de  sus  Soberanos,  y  la  majestad  y  soberanía 
de  su  Nación,  y  no  solamente  para  los  nego- 
cios de  que  están  encargados,  sino  aun  en 
todas  las  ocasiones  y  en  todos  los  actos  en  que  se 
ofrecería  pretender  los  mismos  honores  que  debe^ 
ría  gozar  el  Soberano  que  lo  envía,  si  estuviera 
presente:  y  por  este  carácter  representativo,  de 
tan  elevada  naturaleza,  están  en  el  goce  de  cier- 
tas seQales  exteriores  de  distinción,  que  varían 
seguB  los  usos  y  costumbres  de  cada  país, 
pero  que  á  ellos  solo  se  conceden,  como  el  tra« 
tamiento  de  Excelencia  ^  que  antiguamente  no 
se  daba  más  que  á  los  Príncipes  soberanos, 
el  derecho  de  tener  dosel  y  sitial  en  una  de 
las  piezas  de  su  casa,  el  de  tomar  en  las  fies- 
tas, funciones  y  actos  pdblicos  de  ceremonia 
la  precedencia  inmediata  después  de  la  fami- 
lia Real,  donde  la  hay,  ó  del  Jefe  de  la  Nación 
en  las  repúblicas,  etc. 

Hay  dos  especies  de  Embajadores,  que  son: 
1/     Los  que  residen  regularmente  en  la 
corte  donde  están  acreditados  para  desempe- 
ñar los  deberes  usuales  de  su  oficio,  que  se  lla- 
man Embajadores  ordinarios. 

2.'  Los  que  se  envían  solamente  en  oca- 
siones y  con  motivos  especiales,  bien  sea  en 
misiones  de  objetos  de  gran  importancia,  como 
la  negociación  de  un  tratado,  ó  de  una  con- 
vención secreta,  etc.;  bien  sea,  como  másflre- 
cuentemente  sucede,  para  mensajes  de  cere- 
monias de  Estado  que  pueden  contribuir  al 
mayor  decoro  de  la  Nación;  y  á  los  Embajado- 
res de  esta  especie  se  les  llama  extraordinarios; 
pero  actualmente  por  razones  que  sería  muy 
prolijo  exponer,  se  llaman  asi  todos  los  Emba- 


jadores de  residencia  fija  y  de  la  primera  ge- 
rarquía.  Los  Nuncios  del  Papa  corresponden  á 
los  Embajadores  de  los  demás  Soberanos. 

El  boato,  la  pompa  y  los  gastos  corres- 
pondientes á  la  alta  dignidad  de  Embajador ,  y 
más  aán  las  graves  disputas  que  solían  oca- 
sionarse por  puntos  de  etiqueta,  sugirieron  á 
los  Gobiernos  la  idea  de  emplear  en  las  misio- 
nes diplomáticas  Ministros  representantes,  etc.; 
los  cuales,  aunque  inferiores  en  gerarquía  di- 
plomática, gozando  los  mismos  derechos,  pri- 
vilegios é  inmunidades,  cada  uno  según  su  clase, 
quedando,  sin  embargo,  existente  siempre  la 
diferencia  esencial  de  que  un  Embajador  repre- 
senta la  persona  y  la  dignidad  de  su  Sobera- 
no, además  de  la  majestad,  soberanía  é  interés 
de  su  Nación,  mientras  que  los  otros  Ministros 
representan  solamente  la  dignidad  y  los  inte- 
reses de  ésta  y  tratan  y  arreglan  todos  los  ne- 
gocios que  le  pertenecen;  pero  los  Enviados  de 
segunda,  tercera  y  cuarta  clase  que  se  desig- 
nan propiamente  con  el  título  de  Ministros,  re- 
ciben sus  credenciales  directamente  de  sus  So- 
beranos, lo  mismo  que  los  Embajadores,  y  á  es- 
te orden  pertenecen  los  Enviados  ordinarios  y 
extraordinarios,   los  Ministros  plenipotencia- 
rios, los  Residentes,  los  Internuncios  del  Papa 
y  el  Ministro  de  Austria  en  Constantinopla, 
llamado  también  Internuncio  y  Ministro  ple- 
nipotenciario. 

Guando  los  Soberanos  quieren  dar  mayor 
lastre  y  dignidad  á  estos  representantes,  les 
confieren  á  un  mismo  tiempo  los  dos  caracte- 
res de  Enviados  extraordinarios  y  de  Ministros 
plenipotenciarios;  pero  por  este  cargo,  aunque 
muy  elevado  y  respetable,  no  tiene  tratamien- 
to de  Excelencia,  como  lo  tiene  el  Embajador 
por  el  suyo,  ni  ninguno  de  los  privilegios  que 
son  privativos  de  esta  dignidad. 

La  misión  de  un  Embajador  se  llama  Em- 
bajada^ la  de  los  demás  Ministros  se  llama  Le^ 
gacion,  y  ambas  denominaciones  sirven  también 
para  designar  respectivamento  el  conjunto  de 
empleados  diplomáticos  de  que  consta  cada  mi- 
sión; esto  es,  los  secretarios,  los  oficiales,  los 
agregados  etc. 

Los  Secretarios  de  las  Embajadas  y  los  de 
las  Legaciones  tienen  sus  comisiones  ó  em- 
pleos de  sus  mismos  Soberanos,  lo  cual  hace  de 
ellos  una  especie  de  Ministros  públicos  que  go- 
zan de  la  protección  plena  del  derecho  de  ^li- 
tes, y  de  las  inmunidades  concedidas  á  su  es- 
tado, independiente  del  Embajador  ó  del  Minis- 
tro á  cuyas  órdenes  están  sujetos  (como  dice 
Yattel)  mug  imperfectamente,  algunas  veces  nada, 
y  siempre  conforme  lo  ha  dispuesto  su  Soberano, 

Los  Ojtciales  de  Embajada,  los  Agregados  y 
los  Consejeros  delegación,  cuyo  nombramiento 
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también  da  el  Soberano,  disfrutan  deigaalesin- 
manidades,  exenciones  y  protección  seg^nn  sa 
clase,  sin  que  sea  necesario  qae  residan  en  la 
casa  del  Embajador  ó  Ministro,  paes  pueden 
tomar  casas  separadas  y  Tivir  en  ellas  libres  de 
pechos,  de  contribaci:>nes,  de  visitas  domici- 
liarlas y  judiciales,  etc.:  mas  si  llegara  á  su» 
ceder  que  alguno  de  estos  empleados  alquila* 
se  una  parte  de  la  casa  que  babita  á  otra  per- 
sona, está  admitido  por  principio  invariable 
que  quedarla  privado  iptofacto  de  la  excepción 
indicada  y  sujeto  al  pago  de  contribuciones, 
y  por  falta  de  este  pago  al  embargo  de  sus 
propios  muebles. 

Las  cortes  á  donde  España  acostumbra  á 
enviar  Embajadores  son  París,  Londres,  Yiena, 
San  Petersburgo,  Ñápeles,  Lisboa  y  Roma, 
aunque  á  veces  suele  no  tener  en  algunas  de 
ellas,  por  razones  de  economía,  más  que  Bn- 
viados  extraordinarios  y  Ministros  plenipoten- 
ciarios: Francia,  observando  la  misma  prácti- 
ca, envía  Embajadores  á  Madrid,  Londres,  Yie- 
na, Roma,  San  Petersburgo  y  algunas  veces  á 
Constantinopla. 

El  hecho  de  enviar  un  Embajador  se  mira 
y  se  ha  mirado  siempre  como  una  prueba  de 
gn'ande  aprecio  y  de  alto  concepto  que  la  Na- 
ción que  lo  envía  tiene  de  la  Nación  á  quien 
lo  dirige,  y  por  con9iguiente,  se  reputa  por  la 
mayor  honra  que  puede  hacer  una  Nación  á 
otra;  y  en  los  casos  de  ser  enviado  un  Emba- 
jador para  desempeñar  un  solo  cargo  especial 
y  extraordinario,  da  además  la  idea  de  la  im- 
portancia del  negocio. 

Las  reglas  del  ceremonial  que  se  observa 
con  los  Enviados  diplomáticos,  según  sus  res- 
pectivas gerarquías,  se  hallan  especificadas  en 
las  muchas  obras  que  tratando  esta  materia:  asi 
es  que  nos  limitaremos  á  indicar  que  la  primera 
obligación  de  todo  Enviado  diplomático  es  parti- 
cipar su  llegada  al  Ministro  de  Estado  del  país 
en  que  debe  permanecer,  y  desde  luego  tiene  ya 
el  derecho  de  que  se  le  conceda  una  audiencia 
del  Soberano,  publica  ó  privada;  pero  bien  en- 
tendido que  el  derecho  de  pedir  en  todos  tiem- 
pos audiencias  privadas  del  Soberano  ó  jefe  de 
la  Nación,  es  distinción  y  privilegio  peculiar 
de  un  Embajador:  un  Ministro  plenipotenciario 
ao  puede  exigir  de  derecho  más  que  una  au- 
diencia publica;  esto  es,  á  presencia  de  los  Se 
cretarios  principales,  cuando  presenta  sus  cre- 
denciales al  Soberano,  y  éste  las  pasa  á  su  Se^ 
cretario  de  Relaciones  exteriores.  Después  de 
haber  sido  presentado  un  Ministro  diplomático 
al  Soberano,  visita  á  todos  los  representantes 
de  las  demás  Naciones  residentes  en  aquella 
corte,  observándose  la  regla  de  que  los  Minis- 
tros de  primera  clase  visiten  en  persona  los  de 


su  misma  categoría,  y  enviar  solamente  una 
tarjeta  á  los  de  clase  Inf  rior;  pero  cuando  un 
Embajador  llega  á  la  corte  á  donde  va  acredi- 
tado, todos  los  demás  Enviados  diplomáticos 
residentes  en  ella  que  no  son  Embajadores,  le 
visitan  primero. 

Como  no  todos  los  tratados  modernos  con- 
tienen las  estipulaciones  ó  inmunidades  d3  los 
Embajadores,  ó  de  los  Ministros  Plenipotencia- 
rios, y  los  apuntes  que  en  este  artículo  hemos 
consignado,  tal  vez  no  sean  tan  extensos  como 
pudiera  desearse,  consúltese  además  de  Wic- 
QDBFOBT,  á  Lancblot,  Le  parfaü  Amha$eadeur\ 
Jacqubs  db  la  Saeeaz  du  Fbánqdbsnat,  U  Míhíb^ 
tre  public  dans  les  cours  eirangeres;  Dudlbt  Dio- 
oes,  the  compleat  Ambagador;  Feanz  Xavier  db 
MosHAMM,  Europaisches  Oesandtscha/Urecht,  etc. 
Véase  A^orntes  diplomáticos  y  Etiqueta. 

EMBARCACIÓN.  Véase  Nave. 

EMBARCAR.  Ninguna  persona  de  cual- 
quiera fuero  ó  condición  que  sea  puede  em- 
barcarse, ni  pasar  á  bordo  de  las  embarcacio- 
nes surtas  en  nuestros  puertos,  aunque  sean 
de  guerra,  sin  obtener  el  permiso  por  escrito 
del  Gobernador  de  la  plaza;  ni  tampoco  puede 
ningiln  individuo  de  las  embarcaciones,  aun- 
que sean  de  guerra,  bajar  á  tierra  sin  igual 
permiso,  conforme  al  art.  113,  tit.  5.*,  trata- 
do 2.°,  Ordenanzas  generales  de  la  armada. 

Art.  61.  En  loa  bajeles  de  guerra  que  via- 
jes de  Europa  á  las  Indias  no  podrá  traspor- 
tarse á  individuo  alguno,  de  cualquier  calidad 
que  sea,  sin  que  preceda  Real  orden.  (Tit.  7.*, 
trat.  6.*,  Ídem.) 

Para  el  embargi^e  de  marineros  en  clase  de  tras^ 
parte,  el  art.  38  de  la  Instrucción  de  19  de  Ju- 
lio de  1856  previene: 

«El  Cónsul  procurará  enviar  á  Espafia  lo 
más  pronto  posible  á  los  marinos  náufragos, 
ajustando  su  pasaje  por  una  cantidad  alzada 
con  el  Capitán  ó  Patrón  de  la  primera  embar- 
cación que  se  presente,  prefiriendo  siempre  la 
mercante  nacional;  embarcándolos  en  ésta  si 
fuese  necesario  como  suplentes,  en  la  propor- 
ción de  un  hombre  por  cada  50  toneladas.»  (1) 

La  Real  orden  circular  del  Ministerio  de 
Marina  del  I7  de  Febrero  de  1858  manda: 

<(Que  se  prevenga  á  los  Capitanes  genera- 
les de  los  departamentos  de  Marina  no  auto- 
ricen el  embarco  de  marineros  españoles  en 
buques  extranjeros  sin  previo  contrato  por 
escrito  sobre  las  cláusulas  de  su  regreso,  y 
autorizado  por  el  Cónsul  respectivo,  que  ga- 
rantice el  cumplimiento,  etc.» 


(1)    De  0*Reilly,  Práctica  Consular  de  Espa- 
ña, segunda  parte^  pág.  65. 
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al  fondo  que  por  el  presupuesto  se  halla  de- 
signado al  Ministerio  de  la  Gobernación  para 
auxilios  en  el  extranjero  á  españoles  desvali- 
dos.» Luego  propone  que  cuando  se  sepa  el 
número  de  espa&oles  que  quieran  regresar  á 
la  madre  Patria,  pase  un  buque  del  Estado  á 
recogerlos,  cuya  generosa  medida  ha  de  estar 
al  abrigo  de  los  abusos  que  pudieran  tener 
lugar. 

La  Bteal  orden  de  3  de  Julio  de  1852  au- 
toriza al  Cónsul  general  de  España  en  Arge- 
lia para  la  conducción  á  la  Península  de  los 
españoles  pobres,  suministrándoles  lo  necesa- 
rio para  su  manutención  durante  la  travesía, 
incluyendo  las  cantidades  que  al  efecto  se  in- 
viertan en  la  cuenta  de  gastos  extraordinarios 
del  Consulado;  pero  cuidando  de  enviar  esta 
partida  aparte  de  las  demás,  y  acompañada  de 
los  recibos  de  los  interesados,  para  que  el  Mi- 
nisterio de  Estado  pueda  en  vista  de  dichos 
documentos  reclamar  el  reintegro  del  fondo 
de  beneficencia  del  Ministerio  de  la  Gober- 
nación. 

Los  Cónsules  deberán  siempre  tener  pre- 
sente para  casos  de  esta  naturaleza  lo  preve- 
nido en  la  Instrucción  de  19  de  Julio  de  1856, 
articulo  7/  «Los  subditos  españoles  acusados 
de  mendicidad  y  vagancia  que  fuesen  presos 
y  entregados  á  algún  Cónsul  de  España  para 
que  los  restituya  á  su  Patria,  serán  socorridos 
por  estos  funcionarios  de  un  Consulado  á  otro, 
á  razón  de  un  real  vellón  por  legua  si  marcha- 
sen por  tierra,  á  falta  de  embarcación  nacio- 
nal que  los  trasporte  por  mar,  debiendo  prefe- 
rirse siempre  esta  ultima  vía,  porque  además 
de  evitar  el  extravio  de  dichos  individuos,  su 
calidad  de  pobres  obliga  á  todos  los  Capitanes 
y  patrones  de  la  marina  mercante  nacional  á 
conducirlos  en  sus  buques  hasta  los  puertos 
de  España,  ó  á  los  extranjeros  cuando  hay  en 
estos  probabilidad  de  viajes  para  aquellos,  sin 
otro  gasto  en  ambos  casos  que  los  de  sustento. 
De  todos  modos,  se  anotará  en  los  pasaportes 
de  tales  personas  sus  circunstancias  particu- 
lares, el  socorro  suministrado ,   el  motivo  del 
viaje  y  la  ruta  obligatoria  que  directamente 
los  encamine  al  punto  que  les  fuere  designado. 
El  art.  55  previene  que  si  quedase  aban- 
donado en  país  extranjero  algún  niño  español 
menor  de  edad,  por  fallecimiento  del  padre  ó 
de  la  madre,  y  la  beneficencia  del  país  rehuse- 
re  ampararlo,  lo  recojerá  el  Cónsul  y  le  sumi- 
nistrará el  alojamiento  y  subsistencia  hasta 
que  pueda  mandarlo  al  primer  puerto  de  Es- 
paña, oficiando  al  Gobernador  de  la  provincia 
ó  Alcalde  constitucional  respectivo,  para  que 
le  envíe  á  sus  parientes  ó  le  coloque  en  cual- 
quier establecimiento  de  caridad. 


También  deben  tener  presente  los  Cónsules 
la  Real  orden  circular  del  Ministerio  de  Esta- 
do de  16  de  Julio  de  1861 ,  en  la  que  se  previe- 
ne que  «considerando  que  uno  de  los  medios 
más  eficaces  para  impedir  la  emigración  cre- 
cida que  de  las  costas  de  la  Península  sale  to- 
dos los  años  particularmente  para  América  y 
África,  es  poner  en  conocimiento  del  público 
con  datos  circunstanciados  y  exactos  la  triste 
suerte  que  casi  siempre  aguarda  á  los  íDdivi- 
duos  que  abanlonan  su  país,  creyendo  encon- 
trar riqueza  y  bienestar  en  tierras  extnAas  y 
lejanas,  en  donde  si  no  perecen  por  la  influen- 
cia del  clima  se  ven  expuestos  á  todo  género 
de  privaciones  y  trabajos,  ha  dispuesto  formar 
una  estadística  verdadera  de  emigración ,  y 
espera  que  con  su  publicación  se  conseguirán 
ventajosos  resultados.» 

Estos  estados  deben  remitirse  todos  los 
años  con  las  observaciones  que  se  estimen 
oportunas. 

EMIGRADOS  POLÍTICOS.  La  Real  or- 
den de  28  de  Enero  de  1837  previene:  «Que 
los  Cónsules  no  expidan  documento  alguno  á 
carlistas  refug^iados  en  el  extranjero,  sin  que 
hayan  antes  jurado  la  Constitución  del  Es- 
tado.» 

La  del  8  de  Abril  de  1841:  «Que  en  los 
asuntos  relativos  á  carlistas  se  oficie  al  Mi- 
nisterio de  Estado  y  se  dé  además  conocimien- 
to á  la  legación  Je  París.» 

La  de  24  de  Febrero  de  1846:  «Que  los 
Cónsules  expidan  á  todos  los  refugiados  polí- 
ticos toda  clase  de  documentos,  excepto  pasa- 
portes.» 

La  de  8  de  Febrero  de   1852:  «Que  los 
Cónsules  no  hagan  aprecio  de  las  condecora- 
ciones que  suelen  usar  los  emigrados  políticos. » 
El  Reglamento  para  el  Registro  de  naciona-' 
lidad  de  5  de  Setiembre  de  1871  previene: 

«Art.  5.*  Los  españoles  refugiados  en  el 
extranjero  por  cualquier  motivo,  tienen  opción 
á  ser  inscritos  en  un  Registro  especial,  á  fin 
de  que  puedan  ejercitar  los  derechos  civiles, 
que  por  ninguna  causa  se  pierden.» 

Los  emigrados  políticos  gozan  de  socorro 
cuando  se  acogen  á  una  amnistía  que  les  cor- 
responde. Véase  Amnistía  y  Socot&os. 

EMPADRONAMIENTO.  Acción  y  efec- 
to de  empadronar  ó  asentar  en  el  registro  ó  li- 
bro en  que  se  asientan  por  sus  nombres  todos 
los  vecinos  de  un  pueblo  que  deben  pagar  pe- 
chos y  tributos.  Véase  Cédulas  de  bhfadeona- 

MIBNTO. 

EMPATE.  Acción  de  suspender  el  curso 
de  un  negocio,  de  una  obra,  etc.  Igualdad  de 
votos  ó  sufragios,  de  la  que  no  puede  resultar 
resolución  alguna. 
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EMPLEADO.  El  destinado  por  el  Gobier- 
no al  servicio  publico  de  la  Nación,  y  pagado 
por  ésta.  El  desempe&o  de  todo  empleo  pu- 
blico es  incompatible  con  los  oQcios  concejiles; 
y  en  consecuencia  los  empleados  que  se  hallan 
en  el  caso  de  reunir  ambas  funciones,  deben 
optar  por  la  que  les  conviene,  dándose  la  otra 
por  vacante.  (Reales  órdenes  de  25  de  Julio  de 
1836  y  27  de  Enero  de  1837.) 

Los  empleados  que  fueren  destituidos  de 
sus  empleos  por  causa  probada  no  tienen  de- 
recho á  parte  alguna  del  sueldo,  ni  á  ser  reem- 
plazados. (Ley  de  prospescos  de  26  de  Mayo  de 
1835.)  La  Real  orden  de  16  de  Julio  de  1836 
establece  reglas  acerca  de  la  separación  de  los 
empleados  por  falta  de  pureza,  etc. 

EMPRÉSTITO.  Guando  un  Capitán  no 
tiene  fondos  para  costear  las  reparaciones, 
rehabilitación  y  aprovisionamiento  que  pueda 
necesitar  su  buque  en  caso  de  arribada,  acu- 
dirá á  su  corresponsal  si  lo  tuviere  en  el  puer- 
to, ó  á  los  interesados  en  la  carga  si  los  hu- 
biere, y  á  falta  de  corresponsales,  etc.  está  au- 
torizado para  tomarlos  á  obligación  á  la  gruesa, 
con  previa  licencia  del  Tribunal  de  comercio 
ó  del  Cónsul  si  fuere  puerto  esLtranjero.  Si  ni 
aun  este  arbitrio  surtiese  efecto,  podrá  vender 
la  parte  de  cargamento  suficiente  para  atender 
á  las  necesidades  más  perentorias,  también 
con  autorización  judicial. 

EIVCAIiLAB.  Véase  Naufragio. 

ENCABO-ADOS  DE  NEQ-OOIOS.  Esta 
clase  de  Agentes  diplomáticos  fué  creada  á 
fines  del  siglo  pasado,  admitida  y  conservada 
desde  entonces  y  definitivamente  reconocida  y 
ratificada  su  creación  por  el  Congreso  de  Vie- 
na  en  1815.  Estos  Enviados  reciben  sus  cre- 
denciales de  los  Ministros  de  Estado  de  su  pro- 
pio país,  con  conocimiento  y  autorización  de 
8a3  propios  Soberanos,  y  van  dirigidas  á  los 
Ministros  de  Estado  del  país  á  donde  se  les 
envía,  excepto  los  Encargados  de  negocios  de 
las  ciudades  Anseáticas,  cuyas  credenciales 
van  dirigidas  al  Soberano  Jefe  de  la  Nación. 

A  esta  clase  pertenecen  también  los  Re- 
presentantes que  nombra  un  Embajador  (auto- 
rizado previamente  para  ello  por  su  Soberano) 
para  desempeñar  los  negocios  de  su  Nación, 
durante  alguna  ausencia  temporal  de  aquel: 
pero  los  Cardenales  Bncargados  de  negocios  de  la 
Santa  Sede  son  representados  por  Embajadores 
y  por  consiguiente  son  Ministros  diplomáticos 
de  primera  clase. 

En  general  los  Soberanos  envian  Bncarga- 
dos  de  negocios  á  los  países  á  donde  por  razo- 
nes de  Estado,  ó  tal  vez  por  economía,  no  pue- 
den ó  no  quieren  enviar  Representantes  dQ 
otras  clases;  pero  estos  Encargados  disfrutan 


de  los  mismos  privilegios,  exenciones  é  inmu* 
nidades  que  cualquiera  otro  Ministro  diplomá- 
tico. Yóase  Agbntks  Diplomáticos  y  Eubajadorbs. 
ENCABO-OS  Ó  PODERES.  Véase  Gbs- 

TIONRS  PARTICULARES. 

ENOABTADO.  El  llamado  por  pregón 
para  responder  á  alguna  querella  ó  acusación 
criminal.— El  acusado  á  quien  por  no  acudir 
al  emplazamiento,  mandaba  el  Juez  por  pre- 
gones que  no  volviese  al  lugar  de  su  natura- 
leza ó  domicilio.  Véase  Murrtb  civil. 

ENDOSO.  El  endoso  ó  cesión  de  una  letra 
de  cambio  ó  libranza  se  verifica  de  un  modo 
extraordinariamente  sencillo  y  sin  consentí* 
miento  ni  aun  conocimiento  del  deudor.  Esta 
cesión  está  concebida  en  cortos  y  determina- 
dos términos  y  el  endosante  es  la  persona  que 
lo  verifica. 

Semejante  cesión  es  tan  frecuente  en  el 
comercio,  que  seria  sumamente  largo  señalar 
aqui  los  casos,  siquiera  fuera  los  principales, 
en  que  tiene  lugar:  todos  ellos,  sin  embargo, 
pueden  reducirse  á  un  contrato  de  cambio  en- 
tre el  endosante  y  el  que  adquiere  la  letra  por 
este  medio,  ó  á  una  simple  cesión  de  derecho: 
tendrá  lugar  el  contrato  de  cambio  cuando  el 
endoso  se  realiza  en  lugar  distinto  del  en  que 
se  ha  de  cobrar  la  letra  ó  libranza;  y  lo  se- 
gundo, cuando  en  el  mismo  punto.  (Véase  el 
art.  467  del  Código  de  comercio  ) 

ENFERMOS  EN  EL  HOSPITAL.  Si  á 
la  salida  del  buque  de  guerra  quedase  en  el 
hospital  algún  individuo  de  su  dotación,  se 
dará  aviso  al  Cónsul,  por  el  Comandante,  con 
expresión  del  empleo  ó  plaza  y  demás  datos 
de  ordenanza,  á  fin  de  que,  terminada  su  cu- 
ración, pague  las  estancias  vencidas,  y  le  pro- 
porcione, á  falta  de  buque  de  guerra,  embar* 
cacion  que  directamente  ó  por  escala  le  con- 
duzca al  puerto  de  España  más  inmediato;  so- 
corriéndole entre  tanto  para  su  precisa  sub- 
sistencia, según  la  costumbre  del  pais,  y  sa- 
tisfaciendo al  Capitán  ó  patrón  conductor  el 
pasaje  y  alimento  hasta  el  punto  de  su  destino. 
(Art.  20  de  la  Instrucción  de  19  de  Julio  de 
1856.) 

Los  gastos  de  conducción  por  mar  son  re- 
lativos á  la  distancia  del  viaje  y  á  la  circuns- 
tancia de  haber  ó  no  cuarentena  en  el  puerto 
adonde  se  dirigen  los  buques;  en  todo  caso 
hará  el  Cónsul  un  ajuste  razonable  y  modera- 
do con  el  Capitán  ó  patrón  de  la  embarcación 
conductora,  prefiriendo  que  sea  por  uua  can- 
tidad alzada,  que  comprenda  la  manutención  y 
pasaje  del  socorrido,  basta  el  punto  más  inme- 
diato de  los  dominios  de  España.  (Art.  21  de 
dicha  Instrucción.) 
*    Todos  los  gastos  que  se  ocasionen  por  los 
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motivos  que  expresan  los  artícalos  ya  cita- 
dos (20  y  21)  se  justificarán  con  recibos  de  los 
mismos  interesados  en  cuanto  á  socorros  per- 
sonales; de  los  Jefes  de  hospitales  en  lo  perte- 
neciente á  estancias,  y  de  los  Capitanes  ó  pa- 
trones de  los  buques  mercantes  en  lo  tot^^ante  á 
pasajes;  expresándose  además  los  auxilios  su- 
ministrados á  cada  individuo  en  su  pasaporte 
para  que  conste  en  cualquier  otro  punto  donde 
se  presente.  (Art.  23  de  ídem.) 

ENFITÉUSIS.  Enajenamiento  del  dominio 
de  alguna  posesión,  mediante  una  renta  anual 
pagada  al  enajenante,  quien  conserva  el  do- 
minio directo. 

Cuando  un  predio  dado  en  enfltéusis  caiga 
en  comiso  con  arreglo  á  las  leyes,  pasará  al 
dueño  del  dominio  directo  con  las  hipotecas  ó 
gravámenes  reales  que  le  hubiere  impuesto  el 
enñtéuta;  pero  quedando  siempre  á  salvo  to- 
dos los  derechos  correspondientes  al  mismo 
dueño  directo.  (Art.  118  de  la  Ley  Hipote- 
caria.) 

ENFITÉÜTICO.  Concerniente  al  enfítéu- 
sis;  cedido  en  enfitéusis,  ó  sugeto  ó  dueño  por 
enfltéusis,  según  se  hable  de  los  bienes,  ó  del 
que  paga  ó  del  que  recibe. 

ENMIENDA  Ó  ALTEB ACIÓN.  En  las 
reglas  establecidas  por  el  Ministerio  de  Ultra- 
mar, en  Real  orden  de  26  de  Diciembre  de 
1872,  para  gobierno  de  los  Capitanes  y  sobre- 
cargos de  buques  que  hacen  el  comercio  entre 
los  puertos  extranjeros  y  los  de  la  isla  de  Cu- 
ba, se  previene; 

«8.*  En  el  caso  de  notarse  enmienda  6  aU 
teracion  en  los  expresados  documentos  (mani- 
fiestos y  sobordos),  quedarán  sujetos  los  Capi- 
tanes ó  patrones  á  responder  ante  el  Tribunal 
competente  del  delito  de  falsificación,  incur- 
riendo en  igual  responsabilidad  cuando  los 
buques  lleguen  en  lastre  ó  con  carga.»  Véase 
Falsificación. 

ENSERES  T  MUEBLES  DE  LAS  CAN- 
CILLERÍAS. Véase  Atenciones  ordinarias  del  ser- 
vicio. 

ENTRADA  POR  SALIDA.  En  los  nego- 
cios de  cuentas  es  aquella  partida  que,  ha- 
biéndose puesto  en  el  cargo,  se  pone  también 
en  la  data  por  no  haberse  cobrado  aun,  por  es- 
tar subsistente,  ó  por  haberse  abonado  de  al- 
gún modo,  de  suerte  que  no  resulte  de  ella 
cargo  alguno. 

ENTRADAS  T  SALIDAS  DE  BUQUES. 
En  todos  los  Consulados  debe  llevarse  un  re- 
gistro de  la  entrada  y  salida  de  buques  espa- 
ñoles procedentes  de  España,  Ultramar  y  paí- 
ses extranjeros,  y  salidos  de  los  mismos  con 
destino  á  la  Península.  En  este  registro  se  es- 
tablece con  toda  precisión  el  movimiento  del 


comercio  marítimo  por  buques  espafloles,  la 
operación  efectuada  por  cada  uno,  tomándose 
nota  del  cargamento  de  entrada,  la  que  debe- 
rá hallarse  frente  á  ftente*  con  el  cargamento 
con  que  salió.  Las  salidas  son  únicamente  las 
que  deben  guardar  un  orden  correlativo  de 
fechas;  por  esta  razón  no  se  inscribe  el  carga- 
mento de  entrada  hasta  efectuar  el  de  salida. 

ENTREGA.  La  traslación  de  la  posesión, 
ó  el  acto  por  el  cual  uno  pone  en  mano  de 
otro  alguna  cosa.  Es  un  modo  de  adquirir  de- 
rivativo, cuando  el  propietario  capaz  de  ena- 
jenar sus  bienes  pone  en  mano  ó  en  poder  de 
otro  alguna  cosa  que  le  pertenece  con  ánimo 
de  trasferirle  el  dominio  en  virtud  de  justa 
causa. 

Sigúese  de  aquí: 

1.*  Que  la  entrega  solo  puede  recaer  so- 
bre cosas  corporales. 

2.'  Que  no  puede  hacerse  sino  por  el  pro- 
pietario, que  tiene  la  libre  facultad  fie  enaje- 
nar sus  cosas. 

3.*  Que  no  se  trasñere  el  dominio  si  no  se 
hace  la  entrega  con  ánimo  de  enajenar. 

T  4.*  Que  con  ella  no  se  adquiere  el  do- 
minio, si  no  precede  justo  titulo  para  trasfe- 
rirlo. 

La  remisión  que  un  Juez  hace  de  algún 
reo  que  de  halla  en  el  distrito  de  su  jurisdic- 
ción al  Juez  de  otro  territorio  que  lo  reclama, 
por  ser  de  su  competencia  el  entender  en  la 
causa.  Véase  Extradición. 

ENTREGA  DEL  CONSULADO.  Los  em- 
pleados consulares,  en  el  caso  de  ser  declara- 
dos cesantes  ó  en  el  de  traslación  á  otro  desti- 
no, permanecerán  en  sus  puestos  y  harán  for- 
mal entrega  á  su  sucesor  de  ios  archivos  del 
Consulado,  á  no  ser  que  reciban  una  orden 
expresa  mandándoles  verificar  la  entrega  al 
Vicacónsul.  Estos  continuarán  igualmente 
desempeñando  sus  funciones  hasta  la  llegada 
de  su  sucesor,  mientras  el  Gobierno  no  dis- 
ponga lo  contrario.  Véase  el  articulo  Cónsules, 
y  en  él  el  Reglamento  de  la  Carrera  consolar,  ca- 
pitulo 8.*,  art.  47. 

ENVIADO  DIPLOMÁTICO.  La  persona 
que  destina  un  Soberano  á  la  corte  de  otro 
para  que  le  represente  y  tenga  el  carácter  de 
su  Ministro  en  ella.  Véase  Agentes  diplomá- 
ticos. 

EPIDEMIA.  Las  infracciones  de  las  re- 
glas y  órdenes  sanitarias  en  tiempo  de  ella,  es 
falta  prevista  en  el  Código  penal. 

«Art.  474  (antes  471).  Se  castigarán  con 
la  pena  de  arresto  de  cinco  á  quince  días,  ó 
una  multa  de  5  á  15  duros: 

6/    Los  que  infringieren  las  reglas  hig^ié- 
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nicas  ó  de  salabridad  acordadas  por  la  Auto- 
ridad en  tiempo  de  epidemia  ó  contagio. 

7/  Loa  que  infringieren  los  reglamentos 
sanitarios  sobre  epidemias  de  animales,  extir- 
pación de  langosta  ú  otra  plaga  semejante.» 

EFIQITBTA.  La  interpretación  benigna 
y  prudente  de  la  ley  según  las  circunstancias 
del  tiempo,  lugar  y  persona.  Esta  palabra  vie- 
ne del  griego  y  equivale  á  equidad.  El  P.  Mu- 
rillo  en  su  libro  1.*,  números  67  y  68,  expone 
los  tres  modos  de  usar  la  epiqueya. 

EPIZOOTIAS.  Véase  Epidemia. 

La  ley  provisional  del  Registro  civil  pre- 
viene en  su  tit.  4.^,  art.  95: 

«En  casos  de  epidemia  ó  de  temor  fundado 
de  contagio  por  la  clase  de  enfermedad  que 
hubiese  producido  la  muerte  de  una  persona, 
se  harán  en  la  puntual  observancia  de  esta  ley 
las  excepciones  que  prescriban  Jas  leyes  y  re- 
glamentos especiales  de  sanidad.» 

EQUIDAD.  Esta  palabra  tiene  dos  acep- 
ciones en  jurisprudencia,  pues  ora  significa  la 
moderación  del  rigor  de  las  leyes,  atendiendo 
más  á  la  intención  del  legislador  que  á  la  letra 
de  ellas,  ora  se  toma  por  aquel  punto  de  recti- 
tud del  Juez  que  á  falta  de  ley  escrita  6  con* 
suetudinaria  consulta  en  sus  decisiones  las 
máximas  del  buen  sentido  y  de  la  razón,  ó  sea 
áe  la  ley  natural.  Asi  es  que  unos  llaman  la 
equidad  legis  8uppl<mentum ,  y  O  roclo  dice  ser 
virlus  correctrix  ejus^  in  quo  lex  propter  univev" 
salilatem  dejlcit, 

«La  ley  no  es  nada  sin  la  equidad,  dice 
un  autor,  y  la  equidad  lo  es  todo  sin  la  ley. » 

EQUITATIVO.  Lo  que  es  más  conforme 
á  la  equidad  que  al  rigor  del  derecho,  ó  lo  que 
trae  más  utilidad,  esto  es,  lo  que  evita  mayo- 
res males  ó  causa  mayores  bienes. 

EQUILIBRIO  EUROPEO.  Lo  que  por 
algún  tiempo  se  llamó  equilibrio  europeo  con- 
sistía en  que  las  Naciones  se  hallaban  domi- 
nadas por  Gobiernos  personales  que  disponían 
á  su  capricho  de  la  paz  y  de  la  guerra,  lo  que 
ha  dejado  de  existir  desde  el  momento  en  que 
la  mayor  parte  de  los  países  de  Europa  se  han 
hecho  dueüos  de  sus  destinos,  y  los  poderes 
arbitrarios  y  despóticos  ejercen  un  influjo  muy 
limitado  en  la  marcha  de  la  civilización. 

EQUIPAJES.  En  las  Ordenanzas  generales 
de  Aduanas  de  1870  se  previene: 

«Art.  78.  Para  alijar  equipajes  de  viaje- 
ros bastará  que  el  Jefe  del  Resguardo,  al  hacer 
la  visita  de  entrada  al  buque,  firme  la  rela- 
ción de  ellos,  que  le  presentará  el  Capitán,  re- 
mitiéndola á  la  Aduana,  previa  conformidad 
del  número  de  bultos  que  se  desembarcan.  Un 
individuo  del  Resguardo  acompañará  los  bul- 
tos al  local  donde  deban  reconocerse,  y  el  em- 


pleado que  haga  el  reconocimiento  pondrá  el 
Reconocido  y  conforme  al  pié  de  la  mencionada 
relación. 

Esta  relación  se  unirá  al  manifiesto  de  su 
referencia. 

Si  algún  viajero  no  quiere  desembarcar 
por  el  pronto  su  equipaje ^  se  anotará  asi  en  la 
relación.  Para  desembarcarle  después  habrá 
de  pedir  permiso  al  Administrador  de  la  Adua- 
na, que  lo  otorgará  en  la  misma  solicitud,  y 
ésta  asi  autorizada  servirá  de  guia  de  alijo.» 
Art.  96.  Los  equipajes  de  los  viajeros  se 
despacharán  en  el  acto  de  su  alijo.  Antes  de 
verificarlo,  el  Vista  preguntará  á  los  interesa* 
dos  si  traen  articules  ocultos  sobre  su  persona, 
ó  bultos  con  secretos  ó  dobles  fondos. 

En  seguida  harán  el  reconocimiento  los 
individuos  del  Resguardo,  con  asistencia  de 
un  Vista,  para  el  aforo  de  los  efectos  que  adeu* 
den  dentro  de  la  cantidad  que  previene  el  ar- 
ticulo 62. 

Estos  adeudos  se  harán  por  recibos  talona^ 
rios,  cuyo  importe  recaudará,  bajo  la  respon- 
sabilidad del  Administrador,  el  empleado  que 
el  mismo  designe. 

Las  personas  solo  serán  reconocidas  en  el 
caso  de  vehemente  sospecha. 

Por  Real  orden  del  Ministerio  de  Hacienda 
de  1.*  de  Febrero  de  1872  se  previene  al  Di- 
rector general  de  Aduanas  que :  «Visto  el  ex- 
pediente instruido  en  esa  Dirección  general 
acerca  de  la  conveniencia  de  aclarar  el  párra- 
fo 17  de  la  disposición  1.'  del  Arancel  en  el 
seutido  de  que  los  equipajes  usados  que  los  via- 
jeros no  conduzcan  en  su  compañía  puedan 
despacharse  con  libertad  de  derechos ,  de  la 
misma  manera  que  lo  son  los  que  los  viajeros 
conducen  consigo  del  extranjero; 

))Considerando  que  el  art.  167  de  las  Or- 
denanzas de  1864,  vigentes  cuando  se  publicó 
el  Arancel  que  hoy  ri^e,  autorizaba  á  los  via- 
jantes á  despachar  sus  equipajes  por  medio  de 
los  conductores  de  los  mismos  ó  de  personas 
autorizadas  al  efecto ,  que  la  moderna  legisla- 
ción nada  preceptúa  en  contrario,  y  que  es  de 
la  más  alta  conveniencia  facilitar  la  comunica- 
ción y  el  trato  con  las  demás  Naciones, 

))S.  M.  ha  tenido  á  bien  disponer  que  en  lo 
sucesivo,  cuando  los  viajantes  no  traigan  con- 
sigo sus  equipajes,  podrán  éstos  ser  despacha- 
dos por  los  conductores  ó  personas  autorizadas 
al  efecto,  siempre  que  se  justifique  á  juicio  de 
la  Administración  que  se  destinan  al  uso  par- 
ticular.)) 

Respecto  á  los  equipajes  que  traigan  con- 
sigo los  Agentes  diplomáticos,  véase  el  articulo 
Franquicias  del  CvBapo  diplomático  bspaRol. 

EQUIPAJE  D8  LAS  ITAVSS.  Personas 
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que  componen  el  equipaje  de  toda  nave.  Los 
Capitanes  que  las  mandan  tienen  derecho  de 
proponer  al  naviero  los  individuos  que  las  han 
de  tripular ,  y  éste  el  de  elegir  en  definitiva: 
pero  sin  poder  obligar  al  Capitán  á  recibir  per- 
sona alguna  que  no  sea  de  su  contento  y  sa- 
tisfacción. {Código  de  comercio thrt.  639.)  Véa- 
se Tripulación. 

EQUITATIVO.  Lo  que  es  más  conforme 
á  la  equidad  que  al  rigor  del  derecho,  ó  lo  que 
trae  más  utilidad ;  esto  es ,  lo  que  evita  mayo- 
res males  ó  causa  mayores  bienes. 

EQUÍVOCO.  Lo  que  en  una  ley,  en  una 
sentencia,  en  un  contrato  ó  en  un  testamento 
presenta  dos  sentidos. 

EBA.  El  punto  fijo  de  tiempo  desde  donde 
se  empieza  el  cómputo  de  los  años  en  alguna 
Nación,  como  la  era  cristiana,  la  era  hispáni- 
ca. La  era  cristiana^  que  también  se  llama  era 
común  ó  vulgar,  es  ei  cómputo  de  tiempo  que 
empieza  á  contarse  por  años  desde  el  nacimien- 
to de  Jesucristo ,  como  de  época  muy  señala- 
da, y  la  era  hispánica ,  que  se  dice  igualmente 
era  del  César j  es  el  cómputo  que  se  usó  en  Es- 
paña ,  tomando  desde  el  año  38  antes  de  Cris- 
to; de  modo  que,  si  á  los  años  de  la  era  cris- 
tiana se  añaden  38,  se  tendrá  el  número  y  año 
de  la  era  hispánica ;  y  al  revés ,  si  cuando  en 
nuestras  leyes  y  Concilios  encontramos  la  com- 
putación de  años  por  eras,  queremos  reducir- 
os á  dos  de  Jesucristo,  no  hay  más  que  quitar 
38  años  y  nos  queda  la  era  vulgar.    . 

SBABIO.  El  Tesoro  público  del  Estado  y 
el  lugar  donde  se  guarda. 

Esta  palabra  viene  de  la  latina  o»s ,  ceris, 
que  significa  dinero. 

EBABIOS  PÚBLICOS.  Véase  Bancos  db 

SOCORRO. 

•  SBBATA8.  Error  cometido  en  escritura  ó 
impresión ,  falta  involuntaria  que  se  trata  de 
enmendar  ó  corregir  al  final  de  una  obra,  etc. 
Los  Notarios  deben  procurar  la  mayor  limpie- 
za y  pulcritud  en  la  redacción  de  las  escritu- 
ras públicas ;  mas  como  las  circunstancias  en 
que  muchas  veces  se  redactan  los  instrumentos 
públicos,  lo  apremiante  del  tiempo,  las  de  lo- 
calidad y  otras  muchas ,  como ,  por  ejemplo, 
cuando  el  Notario  se  ve  obligado  á  redactar 
una  disposición  testamentaria  junto  al  lecho  de 
un  moribundo,  y  otras  cosas  análogas,  no  per- 
miten formular  los  instrumentos  con  toda  la 
calma  y  comodidad  necesarias,  sucede  á  veces 
que  después  de  dar  lectura  del  mismo ,  hay 
precisión  de  adicionar  y  rectificar  algunas  fra- 
ses ó  palabras  para  mayor  claridad ,  ó  para  la 
debida  exactitud.  En  estos  casos,  el  Notario 
debe  tener  presente  que  son  nulas  las  adiciones, 
apostillas,  entrerenglonaduras ,  raspaduras  y 


textados  en  las  escrituras  matrices,  siempre 
que  no  se  salven  al  fin  de  éstas  con  aprobación 
expresa  de  las  partes  y  firmas  de  los  que  de- 
ban suscribir  los  documentos.  (Art.  26  de  la 
Le¡f  del  Notariado.) 

EBBOB.  La  oposición,  discordancia  ó  no 
conformidad  de  nuestras  ideas  con  la  natura- 
leza de  las  cosas;  ó  bien,  un  pensamiento,  una 
idea  ó  una  opinión  contraria  á  la  verdad :  de 
modo  que. el  error,  generalmente  hablando, 
consiste  en  creer  verdadero  lo  que  es  falso ,  ó 
en  creer  falso  lo  que  es  verdadero,  en  suponer 
una  cosa  que  no  existe,  ó  en  suponer  una  cosa 
que  no  es  tal  cual  se  cree  existir.  El  error  no 
es  absolutamente  lo  mismo  que  la  ignorancia; 
pero  á  veces  se  confunde  con  ella  en  cuanto  la 
ignorancia  de  una  cosa  ó  de  un  hecho  puede 
dar  lugar  á  suponer  la  existencia  de  otra  cosa, 
y  el  error  de  derecho  no  es  más  que  la  igno  - 
rancia  de  la  ley.  Asi  es  que  en  el  Derecho  ro- 
mano se  trata  de  la  ignorancia  y  del  error  bajo 
el  titulo  De  juris  et  facti  ignorancia. 

ESCALA.  En  el  comercio  marítimo,  el  pa- 
raje, sitio  ó  puerto  señalado  á  donde  tocan  de 
ordinario  las  embarcaciones  para  proveerse  de 
lo  necesario  en  alguna  navegación.— La  nó- 
mina ó  relación  por  escrito  que  se  forma  por 
grados  y  antigüedades  en  las  oficinas  publi- 
cas para  no  perjudicar  á  ninguno  en  el  orden 
que  suele  guardarse  en  las  propuestas  para 
ios  ascensos. 

ESCALAS  DE  LEVANTE  Y  BBBBE- 
ría.  Todos  los  Cónsules  establecidos  en  los 
puertos  de  Levante  como  en  la  Regencia  de 
Berbería  se  hallan  bajo  las  inmediatas  órde- 
nes de  su  Embajador  ó  Ministro  residente  en 
Constan  ti  no  pía,  y  están,  por  consiguiente, 
obligados  á  instruirlos  de  cuanto  merezca  in- 
terés en  el  distrito  del  Consulado. 

Dice  el  Sr.  Martens,  que  comparando  loa 
tratados  y  convenciones  que  existen  entre  las 
diversas  Potencias  de  Europa,  la  Puerta  y  las 
Regencias  Berberiscas,  se  encuentra  mucha 
analogía  en  las  estipulaciones  que  encierran 
en  cuanto  á  los  derechos  y  prerogativas  con- 
cedidas á  estos  funcionarios. 

En  las  escalas  de  Levante,  como  en  las  Re- 
gencias de  Berbería,  los  Cónsules  son  los  añi- 
cos Jueces,  no  tan  solo  de  los  comerciantes  y 
marineros,  sino  también  de  todos  los  indivi- 
duos de  su  Nación  en  general  que  se  encuen- 
tran en  la  extensión  dependiente  del  Consula- 
do. De  consiguiente,  el  conocimiento  y  juicio 
de  toda  controversia  de  sus  nacionales,  perte- 
nece exclusivamente  á  los  Cónsules. 

Según  el  art.  7.*  del  tratado  hecho  en  28 
de  Mayo  de  1767  entre  España  y  Marruecos,  se 
establece  un  Cónsul  general  y  los  Cónsules  y 
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Vicecónsules  necesarios  á  fínde  que  éstos  pro- 
curen por  los  individuos  de  su  Nación,  les  dis- 
tribuyan la  justicia  correspondiente  y  den  á 
las  embarcaciones  los  debidos  pasaportes. 

El  tratado  de  comercio  de  20  de  No- 
viembre de  1861  flja  las  atribuciones  consula- 
res y  privilegios  de  que  gozan  los  españoles. 
En  el  tratado  de  paz,  amistad  y  comercio 
celebrado  entre  Bspafia  y  la  Puerta  Otomana 
el  14  de  Setiembre  de  1872  se  estipula  en  los 
artículos  3.*  al  6.'  inclusive,  y  en  el  8/,  12 
y  19  cuanto  concierne  á  los  Cónsules  directa 
é  indirectamente. 

En  el  de  paz,  amistad  y  comercio  entre 
España  y  la  Regencia  de  Trípoli,  firmado  en 
10  de  Setiembre  de  1784,  se  fijan  también 
las  atribuciones  consulares  en  sus  artículos 
5/,  II,  17,  30  y  39. 

Consignemos  ahora  algunos  artículos  del 
tratado  que  la  Corona  de  España  celebró  con 
el  Bey  y  la  Regencia  de  Túnez  en  19  de  Julio 
de  1791. 

((Art.  13.  Al  Cónsul  que  el  Emperador  de 
España  nombrare  para  dirigir  los  negocios  de 
la  Nación  española,  y  á  todos  los  españoles  en 
Túnez,  se  permitirá  que  celebren  en  sus  ca- 
sas los  oficios  de  la  religión  cristiana  y  que 
ésta  se  ejerza  libremente... 

El  Cónsul  de  España  y  todos  los  de  su  Na- 
ción serán  respetados  y  estimados  en  Túnez 
como  el  Cónsul  de  Francia  y  la  Nación  fran- 
cesa; y  cuando  hubiere  alguna  diferencia  en- 
tre los  mismos  nacionales  españoles,  el  Cónsul 
será  el  arbitro  de  decidirlas  y  acomodarlas, 
sin  interposición  ni  obstáculo  de  nadie. 

Art.  15.  El  Cónsul  de  España  en  Túnez 
podrá  nombrar  el  intérprete  y  censal  6  corre- 
dor de  su  Nación  y  mudarlo  cuando  le  convi- 
niere, sin  que  nadie  se  oponga,  ni  el  Gobier- 
no de  Túnez  le  obligue  á  que  se  sirva  de  al- 
g^un  otro  contra  su  voluntad.  Asimismo,  siem- 
pre que  el  Cónsul  quisiere  ir  á  visitar  algún 
buque,  nadie  podrá  impedírselo,  enarbolando 
en  el  puerto  la  bandera  de  España  en  la  popa 
del  bote  ó  embarcación  eñ  que  vaya,  cuya 
bandera  podrá  también  ostentar  en  su  casa  sin 
impedimento  alguno. 

Art.  16.  Si  ocurriere  algún  altercado  en- 
tre  algún  español  y  un  turco,  el  Bajáj  el  Day, 
el  Be¡f  6  el  Diván  promoverán  la  causa  á  pre- 
sencia del  Cónsul  de  España. 

Art.  17.  Si  un  español  adeudare  alguna 
sama  de  dinero  á  un  turco,  no  podrá  obligar- 
se al  Cónsul  de  España  á  que  la  pague,  si  no 
constase  por  escrito  que  éste  se  ha  constitui- 
do fiador;  y  si  un  español  muriese  en  Túnez, 
dispondrá  el  Cónsul  de  todos  sus  bienes  sin 
impedimento  alguno,  usando  de  ellos  como 


le  pareciere  á  favor  y  en  beneficio  de  los  he- 
rederos del  difunto. 

Art.  18.  Todas  las  provisiones  destinadas 
á  la  casa  del  Cónsul  de  España  y  que  no  fue- 
ren para  venderse,  serán  francas  y  exentas  de 
pagar  derechos  de  aduana,  y  asi  el  Cónsul  co- 
mo los  nacionales  españoles  podrán  introdu- 
cir en  Túnez  los  vinos  y  licores  necesarios 
para  su  consumo. 

Art.  19.  Si  un  español  fuese  preso  por  ha- 
ber maltratado  á  un  turco,  no  podrá  ser  sen- 
tenciado ni  castigado  sin  que  el  Cónsul  se  ha- 
lle presente  á  la  vista  de  su  causa  y  se  prue- 
be en  su  presencia  el  delito:  y  si  se  fugare  el 
español  después  de  haber  golpeado  al  turco, 
nú  podrá  obligarse  al  Cónsul  que  le  haga  com- 
parecer. Tampoco  podrá  obligársele  para  ha- 
cer venir  y  buscar  al  esclavo  que  se  refugiare 
en  alguna  nave  de  guerra  de  España,  y  úni- 
camente cuando  se  albergue  en  embarcación 
mercante  se  deberá  restituir  y  castigar  al 
que  hubiese  promovido  la  fuga  y  al  que  le  ha- 
ya recibido  y  escondido. 

Art.  23.  Siempre  que  hubiese  de  pasar  á 
los  puertos  de  la  Regencia  de  Túnez  alguna 
nave  de  guerra  de  España  dará  parte  el  Cón- 
sul á  los  Comandantes  de  los  puertos  para  que, 
mediante  sus  órdenes,  se  la  salude  por  los  fuer- 
tes con  el  mismo  número  de  tiros  que  se  acos- 
tumbra con  las  naves  de  guerra  de  Francia.» 

Muchos  son  los  tratados  que  las  Naciones 
civilizadas  han  celebrado  para  asegurar  la  re- 
presentación de  sus  Agentes  consulares  en  los 
puertos  de  las  Escalas  de  Levante,  y  creemos 
útil  consignar  algunos.  Citaremos  los  celebra- 
dos en  3  de  Junio  de  1774  entre  la  Francia  y 
la  Regencia  de  Túnez:  entre  Suecia  y  Argel 
en  1792;  con  Trípoli  en  1802;  entre  Portugal 
y  Tripoli«en  14  de  Marzo  de  1799;  con  Argel, 
en  14  de  Julio  de  1813;  entre  lasDos-Sicilias, 
Argel  y  Túnez  y  Trípoli  en  1816;  entre  Dina- 
marca y  Argel  en  1772  y  otros.  El  documento 
más  importante  es  el  Reglamento  que  acerca 
de  las  funciones  judiciales  y  de  policía  con- 
cernientes á  los  Cónsules  de  Francia  en  países 
extranjeros  se  dio  en  Yersalles  por  el  mes  de 
Junio  de  1778,  y  se  registró  en  el  Parlamento 
de  Aix  en  15  de  Mayo  de  1779.  Este  Regla- 
mento ha  sufrido  posteriormente  algunas  mo- 
dificaciones respecto  á  lo  dispuesto  en  el  Cd- 
áigo  de  procedimientos,  el  de  Napoleón  y  el  de  Ins- 
trucción criminal, 

ESCALA  FRANCA.  En  el  comercio  el 
puerto  libre  y  franco  donde  los  buques  de  to- 
das las  Naciones  pueden  llegar  con  seguridad 
para  comerciar. 

ESCALAFÓN.  Para  examinar  los  expe- 
dientes y  formar  en  su  vista  los  escalafones 
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activos  y  pasivos  de  los  faacionarios  pertene- 
cientes á  la  Carreras  diplomática,  consular  y 
de  Intérpretes,  por  decreto  de  30  de  Jalio  de 
1870,  y  en  cumplimiento  de  lo  que  se  previe- 
ne en  el  artículo  transitorio  de  las  leyes  y  re- 
glamentos de  dichas  carreras,  se  creó  una 
comisión  compuesta  de  un  presidente  y  nueve 
vocales,  de  los  que  uno  hacia  las  funciones  de 
secretario.  Véase  en  el  articulo  Cónsules,  el 
capitulo  13,  artículos  71  al  75  inclusive  del 
Reglamento  de  la  Carrera  copular. 

La  Gacela  de  Madrid  del  8  de  Setiembre  de 
1872  publicó,  precedido  de  una  exposición  el 
decreto  dado  en  Palacio  á  8  de  Setiembre  del 
mismo  año,  disponiendo  que  se  declara  di- 
suelta la  comisión  nombrada  por  decreto  de  30 
de  Julio  de  1870  para  el  arreglo  del  escalafón 
de  las  Carreras  diplomática,  consular  y  de  In- 
térpretes, precediéndose  con  toda  la  brevedad 
posible  por  las  secciones  del  personal  y  archivo 
del  Ministerio  de  Estado  á  revisar  y  ordenar  los 
trabajos  de  dicha  comisión,  asi  como  á  redac- 
tar y  publicar  en  la  Gaceta  el  escalafón  provi- 
sional. 

La  Gacela  del  23  de  Setiembre  de  1874 
publicó  este  escalafón,  precedido  de  una  razo- 
nada exposición,  con  el  decreto  que  sigue: 

((Artículo  1.'  Se  considera  en  vigor  para 
todos  los  efectos  de  la  ley  el  adjunto  escalafón 
provisional  de  la  Carrera  diplomática,  al  cual 
deberá  atenerse  el  Ministerio  .de  Estado,  con- 
forme á  la  la  ley  y  al  Reglamento  vigente,  en  la 
concesión  de  ascensos  y  provisión  de  vacantes. 

Art  2.*  Los  funcionarios  pertenecientes  á 
la  indicada  Carrera  podrán  presentar  en  un 
plazo  que  no  exceda  de  seis  meses  desde  la  pu- 
blicación del  presente  decreto,  las  reclamacio* 
nes  documentadas  á  que  en  su  juicio  hubiese 
lugar  por  el  puesto  que  en  el  adjunto  escalafón 
se  les  designa. 

Art.  3/  Para  examinar  las  reclamaciones 
á  que  el  precedente  articulo  se  refiere,  y  acor- 
dar acerca  de  ellas  conforme  á  las  prescrip- 
ciones de  la  ley,  se  crea  una  comisión  espe- 
cial, que  emitirá  dictamen  en  el  improrogable 
término  de  ocho  meses,  contados  desde  la  apa- 
rición del  presente  decret j  en  la  Gacela  de 
Madrid, 

Art.  4.*  Trascurrido  este  ultimo  plazo  é 
introducidas  que  sean  en  el  escalafón  mencio- 
nado las  variaciones  á  que  en  su  caso  hubiere 
lugar,  se  considerará  dicho  escalafón  como 
definitivo.» 

ESCABAFELA.  Divisa  en  forma  circular, 
hecha  de  tela  plegada,  que  se  lleva  en  el  som- 
brero como  distintivode  la  nacionalidad.  —  Rosa 
ó  lazo  que  por  su  color  sirve  para  conocerse 
los  de  un  mismo  ejército  ó  partida.  Las  hay 


blancas,  negras,  amarillas,  verdes,  encarna* 
das  y  tricolor.  Los  acontecimientos  hicieron  que 
la  escarapela  tricolor  fuese  un  blasón  nacional. 
(Diccionario  político).  La  hoja  de  árbol  de  color 
verde  que  Camilo  Desmoulins  se  puso  en  el  sombre^ 
ro  echó  abajo  la  Bastilla.  (Dic.  polít.)  Cuando 
regresaron  los  Borbones  los  soldados  franceses  se 
quitaron  la  escarapela  tricolor,  (Dupin.)  Los  sol» 
dados  franceses  se  pusieron  escarapelas  de  papel 
blanco  en  1638.  (De  Cliesnel.) — La  escarapela 
es  el  emblema  de  la  opinión  política  ó  del  par^ 
tido  de  cada  uno.  A  cada  wio  su  bandera  y  su 
escarapela.  (Emile  de  Qirardin.) 

Soldal  conservaleur,  marchanl  &  1*  &vnn-f?arde 
Je  n*ai,  jamáis,  morbleu!  deguisó  ma  cocarde. 

DOMANOIR. 

La  escarapela  que  se  usaba  antiguamente 
en  España,  cuyo  color  distintivo  era  el  encar- 
nado, ha  sido  modificada  por  Real  orden  cir- 
cular de  27  de  Mayo  de  1871,  por  la  que  se 
previene  al  Cuerpo  diplomático  y  consular 
que  en  vez  de  ser  toda  la  escarapela  de  color 
encarnado  tenga  tres  circuios  cencéntricos 
iguales  entre  si,  siendo  el  del  centro  amarillo 
y  encarnados  el  de  afuera  y  centro. 

El  uso  de  este  distintivo  puede  ocasionar  á 
los  particulares  en  países  extranjeros  lances  y 
consecuencias  muy  graves  que  se  deberán  evi- 
tar por  prudencia.  El  Cuerpo  diplomático  y 
consular  puede  siempre  hacer  ostentación  de 
su  respectiva  nacionalidad.  ^ 

ESCLAVITUD.  El  individuo  de  la  espe- 
cie humana  que  está  bajo  el  dominio  de  otro 
á  quien  le  fué  vendido  ó  entregado,  y  carece 
de  libertad  para  todo,  obrando  siempre  hasta 
en  las  cosas  mínimas  por  el  capricho  ó  volun- 
tad ajena.  La  esclavitud  se  llama  también 
servidumbre.  Seroidumbre ,  dice  la  ley  1.*,  ti- 
tulo 21,  Part.  4.\  es  postura  et  establecimiento 
que  hicieron  antiguamente  las  gentes,  por  la  cual 
los  homes,  que  eran  naturalmente  libres,  se  fueron 
siervos,  et  se  meten  á  senario  de  otro  contra  razón 
de  natura. 

Todos  los  hombres  nacen  libres;  pero  la 
ley  del  más  fuerte,  el  derecho  de  la  guerra,  la 
ambición,  el  amor  de  la  dominación  y  el  lujo 
introdujeron  la  esclavitud  en  todas  partes  del 
mundo  y  en  casi  todas  las  Naciones.  Los  Re- 
yes de  España  permitieron  el  tráfico  de  negros 
bozales  eu  las  costas  de  África  y  su  introduc- 
ción en  ambas  Américas;  pero  en  1815,  que 
tuvo  lugar  el  Congreso  de  Viena,  Fernan- 
do VII  prohibió  por  Real  célula  de  19  de  Di- 
ciembre de  1817  á  todos  los  españoles  de  am- 
bos hemisferios  el  ir  á  comprar  negros  en  las 
costas  de  África  bajo  la  pena  de  perdimiento 
de  los  negros  asi  comprados ,  los  cuales  eran 
declarados  libres  en  el  primer  puerto;  la  de 
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confiscación  de  la  nave  con  lo  restante  de  su 
cargo,  y  la  de  condenación  del  comprador.  Ca- 
pitán, maestre  y  piloto,  á  diez  a&os  de  presi* 
dio  en  las  islas  Filipinas.  Esta  disposición  tuvo 
lagar  á  consecuencia  del  tratado  concluido  con 
la  Gran  Bretaña  en  23  de  Diciembre  de  dicho 
nfio  de  1817. 

En  28  de  Junio  de  1835  se  concluyó  tam- 
bién y  firmó  en  Madrid  otro  convenio  entre  la 
corte  de  España  y  la  de  Inglaterra,  en  que,  de- 
clarándose nuevamente  por  parte  de  España 
que  el  tráfico  de  esclavos  quedaba  total  y  final- 
mente abolido  en  todas  las  partes  del  mundo, 
se  confirmaron,  modificaron  y  perfeccionaron 
|as  medidas  del  tratado  de  1817  para  conse- 
guir con  más  eficacia  y  seguridad  tan  impor- 
tante objeto. 

Las  Cortes  Constituyentes  de  la  Nación  es- 
pañola, en  uso  de  su  soberanía,  decretaron  el 
23  de  Junio  de  1870,  y  S.  A.  el  Regente  del 
Reino  el  4  de  Julio  del  mismo  año,  la  aboli- 
ción de  la  esclavitud.  (Véase  Gaceta  de  Madrid 
del  6  de  Julio  de  1870,  núm.  187.) 

La  Asamblea  Nacional,  en  la  sesión  del  dia 
22  de  Marzo  de  1873,  declaró  aprobado  el  pro- 
yecto de  ley  de  abolición  de  la  esclavitud  en 
Puerto-Rico  en  los  términos  siguientes: 

((Articulo  1."*  Queda  abolida  para  siempre 
la  esclavitud  en  la  isla  de  Puerto-Rico. 

Art.  2.^  Los  libertos  quedan  obligados  á 
celebrar  contratos  con  sus  actuales  poseedo- 
res, con  otras  personas  ó  con  el  Estado  por  un 
tiempo  que  no  bajará  de  tres  años. 

En  estos  contratos  intervendrán,  con  el 
carácter  de  curadores  de  los  libertos,  tres  fun- 
cionarios especiales  nombrados  por  el  Gobierno 
superior,  con  el  nombre  de  protectores  de  los 
libertos. 

Art.  3.'  Los  poseedores  de  esclavos  serán 
indemnizados  de  su  valor  en  el  término  de  seis 
meses,  después  de  publicada  esta  ley  en  la 
Gaceta  de  Madrid, 

Los  poseedores  con  quienes  no  quisieran 
celebrar  contratos  sus  antiguos  esclavos  ob- 
teniirán  un  beneficio  de  25  por  100  sobre  la 
iodemnizacion  que  hubiera  de  corresponderles 
en  otro  caso. 

Art.  4.*  Esta  indemnización  se  fija  en  la 
cantidad  de  35  millones  de  pesetas ,  que  se 
harán  en  efectivo  mediante  un  empréstito  que 
realizará  el  Gobierno  sobre  la  exclusiva  ga- 
rantía de  las  rentas  de  la  isla  de  Puerto- Rico, 
comprendiendo  en  los  presupuestos  de  la  mis- 
ma la  cantidad  de  3.500.U00  pesetas  anuales 
para  intereses  y  amortización  de  dicho  em- 
préstito. 

Art.  5.*  La  distribución  se  hará  por  una 
unta  compuesta  del  Gobernad  or  superior  civil 


de  la  isla.  Presidente;  del  Jefe  económico;  del 
Fiscal  de  la  Audiencia;  de  tres  Diputados  pro- 
vinciales, elegidos  por  la  Diputación;  del  Sin- 
dico del  Ayuntamiento  de  la  capital;  de  dos 
propietarios  elegidos  por  los  50  poseedores  del 
mayor  número  de  esclavos,  y  de  otros  dos  ele- 
gidos por  los  50  poseedores  del  menor  nú- 
mero. 

Los  acuerdos  de  esta  comisión  serán  toma^ 
dos  por  mayoría  de  votos. 

Art.  6.*  Si  el  Gobierno  no  colocase  el  em- 
préstito, entregará  los  títulos  á  los  actuales 
poseedores  de  esclavos. 

Art.  7.*  Los  libertos  entrarán  en  pleno 
goce  de  los  derechos  políticos  á  los  cinco  años 
de  publicada  la  ley  en  la  Gaceta  de  Madrid. 

Art.  8  '  El  Gobierno  dictará  las  disposi- 
ciones necesarias  para  la  ejecución  de  esta  ley 
y  atender  á  las  necesidades  de  beneficencia  y 
de  trabajo  que  la  misma  hiciera  precisas.» 
(Gaceta  de  Madrid,  núm.  82,  del  23  de  Marzo 
de  1873,  pág.  961.) 

ESCOMBBOS.   Véase  Arrojar  esgohbros. 

ESCRITO.  El  pedimento  ó  alegato  que  se 

presenta  en  un  pleito  ó  causa,  y  la  escritura  ó 

vale  que  se  exhibe  para  prueba.  Véase  Corrhs- 

PONDRNCIA. 

ESCBITOB.  El  autor  de  alguna  obra  ma- 
nuscrita ó  impresa.  Véase  Autor. 

ESCBITUBA.  El  papel  ó  documento  en 
que  se  justifica  ó  prueba  alguna  cosa:  b^y  es- 
critura pública  y  escritura  privada,  y  la  pri- 
mera es  la  que  se  hace  por  Escribano  público 
en  presencia  de  las  partes  que  la  otorgan,  con 
asistencia  de  dos  testigos,  firmándola  los  inte- 
resados, ó  por  su  ruego  alguno  de  los  testigos 
con  el  mismo  Escribano.  lia  escritura  privada 
es  la  que  hacen  por  si  mismas  las  personas 
particulares  sin  la  intervención  de  Escribano, 
como  recibos,  vales,  pagarés,  cartas  misivas, 
libros  de  cuentas  y  otras  semejantes. 

ESCBITUBA  DE  PBOFIEDAD.  En  el 
art.  9.*,  tit.  10  de  las  Ordenanzas  de  marina^ 
se  manda  que  los  capitanes  ó  patrones  de  los 
buques  lleven  siempre  la  escritura  de  propie- 
dad de  ellos;  y  aunque  el  Sr.  Bacardl,  en  sus 
notas  á  dicha  Ordenanza  cita  una  disposición 
de  6-de  Julio  de  1830  que  no  hace  necesario 
este  documento,  es  lo  cierto  que  continúa  1  le- 
vándose. 

ESCUDO.  Cierta  especie  de  moneda,  lla- 
mada asi  por  estar  en  ella  grabado  el  escudo 
de  armas  del  Rey  ó  Principe  soberano  que  la 
manda  acuñar.  Los  hay  también  de  plata,  de 
valor  de  8  rs.  de  plata,  y  los  hay  imagina- 
rios, valuados  en  10  rs.  de  vellón.  El  escudo 
es  moneda  moderna,  contemporánea  ó  de  nues- 
tros dias,  usada  en  Francia  y  Bélgica,  y  equi-* 
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valente  á  19  rs.  vn.  españoles.  Véase  Moneda. 

ESCUDO  DE  ABMAS.  El  convenio  con- 
sular del  Pardo  solo  había  permitido  señalar  la 
casa  del  Oónsul  con  ana  enseña  sobre  su  puer- 
ta representando  un  buque,  y  una  inscripción 
que  indicase  el  Consulado;  pero  el  uso  ha  es- 
tablecido que  se  señalen  los  Consulados  con  el 
escudo  de  las  armas  nacionales,  orlado  por  la 
referida  inscripción.  En  la  mayor  parte  de  los 
países  se  coloca  este  escudo  sobre  la  puerta 
exterior  de  la  casa  consular,  si  bien  hay  otros 
en  los  cuales  se  coloca  en  la  primera  puerta 
interior  de  la  entrada. 

El  escudo  que  los  Cónsules  españoles  usan 
es  unas  veces  el  sencillo,  es  decir,  los  leones  y 
castillos,  y  otras  veces  el  completo,  con  los 
cuarteles  de  todos  los  reinos  y  provincias,  y 
esta  misma  diferencia  se  nota  en  los  sellos 
consulares.  Aunque  no  ha  habido  sobre  esto 
disposiciones  oficiales,  la  forma  sencilla  es,  sin 
duda,  más  adecuada  á  la  presente  unidad  de 
la  nacionalidad  española,  y  asi  lo  tiene  gene- 
ralizado el  uso;  con  tanta  más  razón  en  cuanto  á 
que  en  el  escudo  completo  hay  cuarteles  per- 
tenecientes á  Estados  que  no  están  hoy  bigo 
nuestra  dominación.  La  práctica  es  usar  siem* 
pre  el  mismo  escudo  que  usa  el  Ministerio  de 
Estado. 

Por  Real  orden  circular  de  27  de  Mayo  de 
1871,  del  mismo  Ministerio,  se  mandó  colocar 
en  el  .escudillo  del  centro  la  cruz  de  plata  de 
la  casa  de  Saboya  en  campo  rojo;  pero  al  ab- 
dicar la  corona  de  España  D.  Amadeo  en  Fe- 
brero de  1873  y  proclamar  las  Cortes  la  Re- 
pública, desaparecieron  los  emblemas  de  su 
casa  y  los  de  la  Monarquía. 

Aunque  ya  la  Instrucción  de  19  de  Julio 
de  1857,  cap.  2.*,  art.  33,  previene  que  la 
adquisición  del  escudo  de  armas  es  por  cuenta 
del  Estado,  y  que  antes  de  adquirirlo  debe  el 
Cónsul  presuponer  su  importe  y  solicitar  la 
competente  autorización  del  Ministerio  de  Es- 
tado, en  la  citada  Real  orden  circular  de  27  de 
Mayo  de  1871  se  autoriza  la  adquisición  de 
estos  escudos  reformados  con  la  más  extricta 
economía.  Véase  PRBaooATivAS  db  los  Cónsules. 

ESPAÍfOIiES.  El  Diccionario  de  la  Acade- 
mia española  dice  que  español  es  el  natural  del 
Reino  de  España;  pero  esta  definición,  legal- 
mente  hablando,  no  es  exacta,  pues  que  hay 
quien  nace  en  el  Reino,  y  sin  embargo  no  nace 
con  la  calidad  de  español;  y  por  el  contrario, 
hay  quien  nace  con  la  calidad  de  español  en 
país  extranjero;  además  que  se  considera  co- 
mo español  el  extranjero  naturalizado. 

En  el  lenguaje  de  la  legislación,  la  calidad 
de  español  pertenece  á  todos  los  individuos  de 
ambos  sexos  que  hacen  parte  de  la  Nación  es- 


pañola: pero  las  disposiciones  de  las  Le¡fes  Re- 
copiladas  han  sufrido  recientemente  importan- 
tes alteraciones  por  la  última  Constitución  de 
1869,-  la  cual  ha  dado  más  extensión  á  ia  ca- 
lidad de  español. 

«Son  españoles,  dice: 

1  .*  Todas  las  personas  nacidas  en  territorio 
español. 

2.*  Los  hijos  de  padre  ó  madre  españoles, 
aunque  hayan  nacido  fuera  de  España. 

3.*  Los  extranjeros  que  hayan  obtenido 
carta  de  naturaleza  é  inscrito  ésta  en  el  Regis- 
tro civil  (1). 

Los  que  sin  ella  hayan  ganado  vecindad 
en  cualquier  pueblo  del  territorio  español»  (2). 

Se  pierden  los  derechos  civiles  y  la  na- 
cionalidad española,  según  la  misma  Consti- 
tución: 

Los  derechos  civiles: 

1.*  Por  perder  la  calidad  de  español,  en 
cuanto  son  inherentes  á  ella. 

2.*     Por  sufrir  la  pena  de  interdicción  civil. 

La  calidad  de  español: 
1.*     Por  adquirir  naturaleza  en  país  ex- 
tranj.ero. 

2.*  Por  admitir  empleo  de  otro  Gobierno 
sin  licencia  del  Soberano  (3). 

3.*  Por  casar  la  mujer  española  con  ex- 
tranjero. 

Si  bien  la  Constitución  de  1837*  dice  tam- 
bién en  su  art.  1.*  que  «la  calidad  de  espa- 
ñol se  pierde  por  adquirir  naturaleza  en  país 
extranjero,  y  por  admitir  empleo  de  otro  Go- 
bierno sin  licencia  del  Rey,»  la  nueva  ley  de 
Registro  civil  de  1870  permite  la  recuperado» 
de  nacionalidad  previa  una  rehabilitación.  Véa- 
se Nacionalidad. 

Según  la  ley  7.',  tít.  14,  lib.  1.*,  Ifovisima 
Recopilación,  y  Gergoiio  López  en  su  gl.  2.*  de 
la  ley  5.',  tít.  24,  Part.  4.',  la  calidad  de  es- 
pañol se  perdía  además  a  por  adquirir  natura- 
lización ó  contraer  domicilio  en  país  extranje- 
ro, pues  nadie  puede  tener  dos  patrias.» 

ESFECIFICAB.  Explicar  ó  declarar  in- 
dividualmente alguna  cosa,  ó  enumerar  las 
circunstancias  particulares  de  algún  objeto,  de 
modo  que  no  pueda  confundirse  ni  equivocarse 
con  otro;  como  cuando  se  dice  que  en  la  de- 
manda se  debe  especificar  la  cosa  que  se  pide. 

ESPECUIíACION.  La  acción  de  comprar, 
vender,  mudar,  etc. ,  algún  género  comercia- 
ble para  lograr  la  ganancia  que  se  ha  calca- 
lado.  Véase  Combegio. 


(1)  Art.  96  de  la  ley  de  Registro  civil  de  17  de 
Junio  de  1870. 

(2)  Art.  I.""  de  la  Constitución  de  186d. 

(3)  Art.  24  de  la  Constitución  de  1812:  la  de 
1869  se  refiere  á  lo  que  determinan  las  leyes. 
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ESPÍA.  La  persona  qae  con  disimulo, 
precaacion  y  secreto  observa,  acecha,  esplora 
ó  escucha  lo  que  pasa  entre  otros  para  comu* 
olearlo  y  llevar  el  soplo  al  que  se  lo  ha  manda- 
do, al  que  le  paga  con  este  objeto.  Prescin- 
diendo de  lo  que  la  profesión  de  espia  tiene  de 
inmoral,  cuesta  trabajo  concebir  cómo  se  pue* 
de  tener  confianza  en  las  relaciones  hechas 
por  todo  lo  que  hay  más  vil ,  y  comunmente 
de  más  ignorante  entre  los  hombres.  Un  he- 
cho generalmente  conocido  es  que  los  que  se 
fían  de  los  informes  de  los  espías  que  emplean, 
serán  la  mayor  parte  de  las  veces  cruelmente 
castigados  de  su  credulidad:  asi  es  que  se  ven 
obligados  á  recurrir  á  otros  medios  de  verifi- 
cación, que  acaban  por  desmentir  las  relacio- 
nes de  los  espías  6  por  hacerlas  absolutamente 
instiles.  Empero,  se  tolera  el  espionaje,  y  aun 
muchas  veces,  á  pesar  de  lo  dicho,  es  nece- 
sario. 

ESPONSALES.  La  promesa  de  casarse 
que  se  hacen  mutuamente  el  varón  y  la  mu- 
jer con  reciproca  aceptación.  (Ley  1.*,  tít.  1.*, 
Part.  4/)  Se  llaman  esponsales  del  verbo  lati- 
no spondeOf  que  significa  prometer. 

ESTADÍA  Y  SOBBESTABÍA.  En  el  co- 
mercio marítimo  se  llama  estadía  cada  uno  de 
los  dias  que,  después  del  plazo  acordado  para  la 
carga  y  la  descarga,  van  trascurriendo  sin  que 
el  fletador  presente  los  efectos  que  se  han  de 
cargar  á  bordo,  ó  sin  que  el  consignatario  re- 
ciba los  que  han  de  descargarse  en  el  puerto 
del  destino;  y  se  dice  sobrestadía  cada  uno  de 
los  dias  de  tardanza  ó  demora  que  pasan  igual- 
mente después  del  segundo  plazo  que  á  veces 
se  prefija  para  la  misma  operación  de  la  carga 
ó  la  descarga.  Por  cada  estadía  y  sobrestadía  se 
suele  estipular  el  pago  de  cierta  cantidad  de- 
terminada en  resarcimiento  de  los  perjuicios 
que  sufriere  el  Capitán  ó  naviero,  gastando 
durante  la  demora  en  el  mantenimiento  y  sa- 
larios de  la  tripulación ,  y  dejando  de  ganar 
lo  que  pudieran  por  otra  parte  con  la  nave. 

No  todas  las  circunstancias  estampadas  en 
la  escritura  son  indispensables ;  algunas,  co- 
mo la  capa  y  el  tiempo  para  la  carga  y  des- 
carga, se  suplen  por  la  ley  en  caso  de  haber- 
so  omitido  por  los  contrayentes;  otras,  como  el 
nombre  del  Capitán  ó  circunstancias  relativas 
al  buque,  no  son  de  tal  modo  necesarias,  que 
omitiéndose  produzcan  oscuridad  en  el  con- 
trato. 

En  cuanto  al  documento  que  acredita  el 
hecho  de  la  carga  ó  conocimiento  ,  hé  aquí  lo 
que  ha  de  contener  según  la  ley:  1.*  El  nom- 
bre ,  matrícula  y  porte  del  buque.  2.°  El  del 
Capitán  y  el  pueblo  de  su  domicilio.  8.*  El 
puerto  de  la  carga  y  el  de  la  descarga.  4/  Los 


nombres  del  cargador  y  del  consignatario.  5.* 
La  calidad,  cantidad,  número  de  bultos  y  mar- 
ca de  las  mercaderías.  6.*  El  flete  y  capa  con- 
tratadas, (a.,  799.) 

Puede  omitirse  en  el  conocimiento  la  de- 
signación del  consignatario,  y  extenderlo  á  la 
orden.  El  Capitán  firmará  cuantos  ejemplares 
del  conocimiento  le  exija  el  cargador;  éste  por 
su  parte  firmará  uno,  que  entregará  al  Capitán . 
Todos  los  ejemplares  serán  de  un  mismo  te- 
nor, llevarán  igual  fecha,  y  expresarán  el  nu- 
mero de  los  que  se  han  firmado.  ( C. ,  880.) 

Si  entre  los  ejemplares  del  conocimiento 
de  un  mismo  cargamento  hubiese  discordan- 
cia, se  estará  al  contexto  del  que  presente  el 
Capitán,  estando  todo  escrito  en  su  totalidad, 
ó  d  menos  en  la  parte  que  no  sea  letra  impre- 
sa, de  mano  del  cargador  ó  del  dependiente 
propuesto  para  las  expediciones  de  su  tráfico, 
sin  enmiendas  ni  raspadura,  y  por  el  que  pro- 
duzca el  cargador  estando  firmado  por  el  Ca- 
pitán. Si  los  dos  conocimientos  discordes  tu- 
viesen este  requisito  respectivamente ,  se  es- 
tará á  lo  que  prueben  las  partes.  (C. ,  80 1 . ) 

Cuando  el  Capitán  hubiese  tomado  parte 
de  la  carga  y  no  encontrase  con  qué  comple* 
tar  las  tres  quintas  partes  (tal  vez  haya  que- 
rido decir  la  ley  las  tres  cuartas  partes),  de  la 
que  corresponda  al  porte  de  la  nave ,  puede 
subrogar  para  el  trasporte  otra,  visitada  y  de- 
clarada apta  para  el  mismo  viaje,  siendo  de  su 
cuenta  los  gastos  de  traslación  de  carga  y  au- 
mento de  precio  que  pueda  haber  en  los  fletes:  no 
habiendo  proporción  para  subrogar  otra  nave, 
emprenderá  su  viaje  dentro  del  plazo  marca- 
do, y  no  habiéndolo ,  después  de  treinta  dias 
de  haber  empezado  á  cargar.  Esta  subrogación 
no  podrá  tener  efecto  cuando  el  fletamento 
fuese  total,  ó  estando  completas  las  tres  quin- 
tas partes  de  carga,  sin  consentimiento  de  to« 
dos  los  cargadores.  (C,  735  y  767.) 

El  Capitán  debe  dirigirse  directamente  al 
puerto  de  la  descarga ,  sin  hacer  arribada  en 
otro  alguno,  á  menos  que  no  acontezca  algu- 
na de  las  causas  explicadas  al  tratar  de  los 
Capitanes. 

Por  ultimo,  la  entrega  de  los  efectos  tras- 
portados debe  hacerse  por  el  Capitán  tan  pron- 
to como  haya  obtenido  los  competentes  per- 
misos de  las  oficinas  de  Hacienda  y  Marina, 
poniéndolos  en  su  totalidad,  así  como  las  cre- 
ces ó  aumentos  que  hubiesen  experimentado 
durante  el  viaje ,  á  disposición  del  legítimo 
portador  del  conocimiento.  Hallándose  el  con- 
signatario ausente  ó  no  presentándose  el  por- 
tador del  conocimiento,  cuando  éste  fuere  á  la 
orden,  el  Capitán  está  en  el  deber  de  poner  el 
cargamento  á  disposición  del  Tribunal  de  Co- 
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mercio  ó  de  la  Autoridad  jadicial  local  donde 
no  exista  Tribunal,  á  fin  de  que  provea  á  su 
depósito  y  conservación.  í(7.,  672  al  674.) 

La  falta  de  cumplimiento  de  las  obligacio- 
nes impuestas  al  fletante  produce  unas  veces 
la  rescisión  del  contrato,  otras  da  lugar  á  in- 
demnización, y  otras,  por  ultimo,  da  derecho 
al  fletador  para  escoger  entre  una  y  otra.  En 
sus  lugares  correspondientes  hemos  tenido 
ocasión  de  apreciar  las  causas  que  producen 
la  indemnización;  son  estas:  la  pérdida  ó  me- 
noscabo  del  cargamento  por  culpa  del  Capitán; 
las  discordias  de  la  tripulación ;  el  embargo  ó 
confiscación  por  culpa  del  mismo;  la  indebida 
variación  de  rumbo,  y  la  morosidad  para  ha- 
cerse á  la  vela. 

La  rescisión  tiene  lugar  cuando  el  buque 
fuere  inútil  al  tiempo  del  contrato,  no  obstan- 
te la  visita  ó  fondeo  en  que  se  le  hubiera  de- 
clarado apto  para  navegar.  ((7.,  779.) 

También  podrá  rescindir  el  fletador  el  con- 
trato cuando  se  le  hubiere  ocultado  el  verda- 
dero pabellón  de  la  nave.  Si  ésta  se  vendiere 
después  de  estar  fletada,  podrá  cargarla  por  su 
cuenta  el  nuevo  propietario ,  siendo  de  cargo 
del  vendedor  indemnizar  al  fletador;  pero  si  el 
propietario  no  la  cargase  se  llevará  á  efecto  el 
contrato  pendiente  con  el  fletante ,  asi  como 
también  cuando  se  baya  comenzado  á  cargar 
la  nave  por  cuenta  del  fletador,  teniendo  en 
ambos  casos  derecho  el  comprador  á  ser  in- 
demnizado por  el  vendedor  si  éste  le  hubiera 
ocultado  el  fletamento  pendiente.  ((7.,  748  y 
749.) 

Podrá  obtar  el  fletador  entre  la  rescisión  ó 
la  indemnización  cuando  la  cabida  del  buque 
no  sea  la  misma  que  la  estipulada  en  el  con« 
trato:  para  aplicar  la  disposición  precedente 
no  se  considerará  que  ha  habido  error  ó  en- 
gaño cuando  la  diferencia  entre  la  cabida  es- 
tipulada y  la  que  realmente  tenga  el  buque 
sea  menor  de  una  quincuagésima  parte ,  ni 
tampoco  cuando  el  porte  designado  sea  el  mis- 
mo que  conste  de  la  matricula  del  buque,  por 
más  que  el  fletador  solo  esté  obligado  á  pagar 
el  flete  que  corresponda  al  porte  efectivo  de  la 
nave.  (C,  746  y  747.)  Véase  Fletamento. 

ESTADISTA.  El  hombre  profundo,  inte- 
ligente, hábil,  versado  y  práctico  en  Jos  ne- 
gocios ó  asuntos  de  Estado,  y  el  que  es  muy 
instruido  en  materias  de  política,  en  achaques 
de  diplomacia.  El  muy  entendido  en  estadísti- 
ca, el  que  describe  ó  ha  descrito  la  población 
y  riqueza  de  un  pueblo,  de  una  provincia,  Na- 
ción ó  país. 

ESTADÍSTICA.  Según  Qioja  en  su  Filo- 
so  fia  de  la  Estadística  ^  es  la  enumeración  de 
las  cualidades  6  atributos  que  caracterizan 


una  Nación,  ó  la  descripción  económica  de  lo 
que  constituye  una  Nación,  á  saber:  la  del 
terreno  y  de  los  productos  de  los  pueblos,  en 
una  época  señalada  ó  en  distintos  periodos;  del 
número  y  estado  respectivo  de  su  población, 
y  de  las  diversas  clases  que  comprenden.  Tra- 
ta del  influjo  y  sistema  de  las  contribuciones 
respectivas;  de  los  varios  artículos  de  la  in- 
dustria; de  los  métodos  y  objetos  del  cultivo; 
de  la  calidad  y  cantidad  de  los  géneros  que 
cada  población  trueca  con  otras,  ó  cada  Esta- 
do con  los  extraños;  de  las  leyes  que  dirigen  ó 
coartan  estas  operaciones,  y  Analmente,  los 
cálculos  exactos  de  las  diversas  proporciones 
que  en  cada  provincia,  población  ó  Reino  exis- 
ten entre  su  vecindario,  su  riqueza,  sus  pro- 
ductos, su  situación,  cargas,  comercio  y  leyes 
económicas. 

Hay  entre  la  ciencia  económica  y  la  esladiS' 
tica,  según  observa  Say,  la  misma  diferencia 
que  entre  la  política  y  la  historia.  Los  datos  que 
encierra  la  estadística ,  forman  la  base  de  la 
economía,  no  siendo  posible  que  se  observen 
bien  los  Estados  por  sus  relaciones  económicas, 
sin  el  conocimiento  de  los  hechos  generales, 
ni  que  se  puedan  poseer  éstos,  sin  que  se  ha- 
yan deducido  consecuencias  comunes  de  los 
hechos  particulares,  ó  lo  que  es  igual,  si  se  ig- 
noran los  principios  en  que  se  funda  la  econo- 
mía política. 

La  estadística  receje  los  hechos  particula- 
res; y  no  siendo  los  principios  generales  más 
que  combinaciones  y  consecuencias  de  éstos, 
sin  dicha  deducción  analítica  será  imposible 
tener  un  conocimiento  completo  de  los  princi- 
pios de  la  economía. 

Con  el  auxilio  de  la  estadística  se  rectifi- 
can, según  Peuchet,  ios  proyectos  económicos, 
y  reciben  un  carácter  de  solidez  imposible  de 
adquirir  con  el  espíritu  de  sistema  y  de  abs* 
tracción. 

La  estadística  tiene  íntimas  relaciones  con 
la  moral  y  la  justicia.  A  vista  de  las  compara^ 
clones  que  resultan  de  los  estados  de  los  divor- 
cios, de  los  matrimonios,  incendios  y  bancaro- 
tas,  y  de  los  establecimientos  industrialea  y  li- 
terarios, se  puede  formar  juicio  del  imperio  que 
la  moral  y  las  leyes  tienen  sobre  los  hom- 
bres. 

La  estadística  sirve  de  guia  al  legisla- 
dor, al  Soberano,  y  preside  en  los  Gabinetes 
cuando  tratan  de  la  suerte  de  las  Nacioaes 
cultas. 

Por  lo  dicho  se  conoce  la  alta  importancia 
de  la  estadística,  sin  cuyos  auxilios  están  siem- 
pre expuestos  á  graves  inconvenientes  los  pro- 
yectos de  mejora  que  formaren  los  Gobiernos. 

Los  españoles  tenemos  la  gloria  de  habar 
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sido  los  primeros  qae  coaocimos  la  importan- 
cia de  la  estadística,  y  algunos  de  los  Mo* 
narcas  que  han  reinado  han  empleado  los  es* 
fuerzos  de  su  augusta  autoridad  en  reunir 
datos  estadísticos,  acaso  cuando  los  que  man- 
daban á  las  demás  Naciones  se  cuidaban  poco 
de  un  estudio  tan  precioso.  Estos  datos  se  con- 
signaban en  loa  antignos  catastros,  principiados 
á  formar  en  1575  por  el  maestro  Pedro  Esqui- 
vel,  cronista  de  Carlos  V  y  catedrático  de  ma- 
temáticas en  Alcalá,  el  cual  recorrió  de  orden 
de  Felipe  II  la  Península  para  hacer  una  exac- 
ta  descripción  de  sus  pueblos. 

Finalmente,  la  estadística  es  la  ciencia 
más  importante  de  los  Estados,  sin  la  que  no 
pueden  prosperar,  marchando  á  su  ruina  más 
ó  menos  lenta  pero  segura ;  ella  enseña  á  co  - 
nocer  un  Estado  en  sus  distintas  relaciones  de 
extensión,  población,  agricultura,  industria, 
comercio,  etc.,  en  una  época  dada;  ella  des- 
cribe detalladamente  un  país  relativamente  á 
las  circunstancias  especiales  de  cada  una  de 
sus  pobliciones,  resultando  un  conjunto  de 
datos  minuciosos  y  conducentes;  ella  es,  en 
ñn,  un  sistema  magnifico  y  la  base  capital  y 
condición  sine  qud  non  de  un  sabio  arreglo  de 
Hacienda,  de  un  buen  sistema  tributario  y  de 
un  gobierno  justo,  equitativo  y  probo.  Véase 
Catastbo  y  Balanza  del  comercio. 

Las  Ordenanzas  generales  de  la  Renta  de 
Aduanas  de  1870  previenen: 

((Art.  271.  La  estadística  de  Aduanas  tie- 
ne por  objeto  reunir  todos  los  antecedentes  ne- 
cesarios para  conocer  el  movimiento  comercial 
de  España  y  el  de  su  navegación,  tanto  con  re- 
lación al  comercio  exterior  como  al  de  cabotaje. 
Para  formarla  se  atendrán  las  Aduanas  á 
los  modelos  y  á  las  reglas  que  les  prescriba  la 
Dirección  general.  (Véase  el  Apéndice  de  las 
mismas,  núm.  15.) 

Art.  272.  La  estadística  se  llevará  con  su- 
jeción á  las  partidas  del  Aranrel,  dándose  á 
las  mercancías  el  valor  oflcial  que  al  efecto 
señale  la  comisión  de  valoraciones. 

Art.  273.     La  Dirección  general  publicará: 

1  .^  El  resumen  del  movimiento  comercial 
exterior  de  cada  mes,  el  cual  deberá  salir  en 
la  Gaceta  de  Madrid  antes  de  concluir  los  dos 
meses  siguientes. 

2.*  La  estadística  general  del  comercio  y 
de  la  navegación  exteriores  y  la  de  cabotaje, 
las  cuales  deberán  salir  á  luz  precisamente 
dentro  del  año  siguiente. 
^3.*  El  resumen  de  una  y  otra  estadística 
por  decenios,  que  habrá  de  salir  á  luz  dentro 
de  loS  dos. anos  siguientes  al  de  la  terminación 
del    período  á  que  se  refiera.»  Véase  Pibcios 

CORBIENTES. 


ESTADO.  El  cuerpo  político  de  una  Na- 
ción, ó  bien  el  conjunto  de  ciudadanos  que 
componen  el  gran  cuerpo  que  se  llama  Nación. 
Según  la  Constitución  de  1837,  «todo  español 
está  obligado  á  contribuir  en  proporción  de 
sus  haberes  para  los  gastos  del  Estado.  (Ar- 
tículo 6.*)  Todos  los  años  presentará  el  Gobier- 
no á  las  Cortes  el  presupuesto  general  de  los 
gastos  del  Estado  para  el  año  siguiente  y  el 
plan  de  las  contribuciones  y  medios  para  lle- 
narlas ,  como  asimismo  las  cuentas  de  la  re- 
caudación é  inversión  de  los  caudales  públicos 
para  su  examen  y  aprobación.  (Art.  72.)  No 
podrán  imponerse  ni  cobrarse  ninguna  contri- 
bución ni  arbitrio  que  no  esté  autorizado  por 
la  Ley  de  Presupuestos  ü  otra  especial.  (Ar- 
tículo 73  )  Igual  autorización  se  necesita  para 
disponer  de  las  propiedades  del  Estado  y  para 
tomar  caudales  á  préstamo  sobre  el  crédito  de 
la  Nación.  (Art.  74.)  La  deuda  pública  está 
bajo  la  salvaguardia  especial  de  la  Nación. 
(Art.  75.)  El  Estado  hace  adquisiciones  de 
propiedades  en  los  casos ,  en  la  forma  y  para 
el  destino  que  expresa  la  ley  aprobada  por  lus 
Cortes  y  sancionada  por  8.  M  en  9  de  Mayo 
de  1835.  (Véase  la  Constitución  de  la  Monar- 
quía española  promulgada  en  Madrid  el  6  de 
Junio  de  1869  por  las  Cortes  Constituyentes.) 
—El  orden,  clase,  gerarquía  y  calidad  de  las 
personas  que  componen  un  Reino,  una  Repú* 
blica  ó  un  pueblo,  como  el  estado  general,  el 
estado  noble,  el  estado  eclesiástico.  Estado  ge- 
neral, que  también  se  dice  común  6  llano,  es  la 
clase  ú  urden  de  los  vecinos  de  que  se  com- 
pone un  pueblo,  á  excepción  de  los  nobles  y 
los  eclesiásticos.  Estado  noble  es  la  clase  ú  or- 
den de  ciertas  personas  notables  que  gozan  de 
algunos  privilegios  de  que  carecen  los  del  Es- 
tado general.  Estado  eclesiástico  es  la  clase  ó 
gerarquía  de  las  personas  que  en  virtud  de  las 
órdenes  están  consagradas  al  culto  divino. 

ESTADO  CIVIL.  Condición  en  que  vive 
el  hombre  en  la  sociedad,  el  que  se  subdivide 
en  público  y  privado  :  el  público  comprende 
la  libertad  y  la  ciudadanía  ó  derecho  de  ciu- 
dadano, y  el  privado  está  reducido  al  derecho 
de  familia,  el  cual  puede  mudarse,  salvo  el  es- 
tado público.  El  estado  civil  divide  á  las  per* 
sonas  de  la  familia  en  españoles  y  extranjeros, 
residentes  y  transeúntes,  vecinos  y  domicilia- 
dos, padres  é  hijos  de  familia. 

La  usurpación  del  estado  civU ,  delito  que 
se  comete  apropiándose  por  fraude  el  estado 
civil  de  otro,  tiene  su  castigo  en  nuestro  Có- 
digo  penal. 

«Art.  384.  El  que  usurpare  el  estado  ci- 
vil de  otro  será  castigado  con  la  pena  de  pre- 
sidio mayor.» 
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ESTADO  DE  PAZ,  DE  GUEBBA  Y  DE 

SITIO.  El  estado  de  paz  no  es  otra  cosa  que  la 
situación  normal  de  quietud  y  sosiego  público 
del  Reino;  estado  de  guerra  es  la  situación 
excepcional  en  que  se  halla  el  Reino  cuando 
se  ve  invadido  de  tropas  extranjeras  ó  turba- 
do por  disensiones  civiles  de  sus  habitantes 
armados  unos  contra  otros,  y  estado  áe  sitio  es  la 
situación,  también  excepcional,  de  una  plaza, 
fortaleza  ó  población  á  la  cual  ha  puesto  cerco 
el  enemigo  para  combatirla  y  apoderarse  de  ella. 

Nosotros  carecemos  de  leyes  que  deslinden 
las  atribuciones  de  las  Autoridades  militares 
sobre  los  pueblos  en  tiempo  de  guerra  y  en 
tiempo  de  sitio.  En  Francia  rigen  varias  leyes, 
y  la  principal  es  la  de  8  de  Julio  de  1791,  la 
que  contiene  sobre  esta  materia  en  su  titulo  1  .* 
las  disposiciones  de  los  artículos  5."*  al  12  in« 
clusive. 

ESTADOS  DE  COMEBCIO  Y  NAVE- 
GACIÓN. Por  circular  de  15  de  Octubre  de  1870, 
(dos  Agentes  consulares  quedan  dispensa- 
dos de  la  obligación  de  remitir  los  estados  de 
comercio  y  de  navegación  que  enviaban  á  la 
Dirección  general  de  Rentas,  sin  que  esto  obs- 
te para  que  continúen  redactando  las  Memo- 
rias tan  recomendadas  con  los  datos  que  se 
hallen  á  su  alcance.» 

ESTADOS  GENERALES.  Los  tres  órde- 
nes del  pueblo,  del  clero  y  de  la  nobleza,  que 
se  reunían  para  deliberar  sobre  los  asuntos  pú- 
blicos de  mucha  importancia,  y  para  la  for- 
mación de  las  leyes.  Véase  Cortes. 

ESTAFA.  El  acto  de  pedir  ó  sacar  dine- 
ros ó  cosas  de  valor  con  artificios  y  engaños, 
y  con  ánimo  de  no  pagar.  No  hay  ley  que 
prescriba  una  pena  general  contra  las  estafas, 
porque  los  modos  de  hacerlas  son  muy  dife- 
rentes y  desiguales;  y  asi  el  Juez  debe  impo- 
ner en  cada  caso  la  pena  que  le  parezca  justa, 
según  las  circunstancias  del  hecho  y  de  las 
personas.  (Ley  12,  tit.  16,Part.  7.') 

ESTAMPILLA.  Sello  en  que  estaba  gra- 
bado el  signo  elegido  por  el  Notario  según  an- 
tigua costumbre,  especialmente  en  Aragón,  lo 
cual  venia  á  refundir  en  uno  el  sistema  espa- 
ñol y  el  extranjero.  Este  privilegio  fué  dero- 
gado por  el  art.  70  de  la  ley  del  Notariado, 
prohibiendo  que  en  adelante  se  concediera  au- 
torización para  firmar  ni  signar  con  estampi- 
lla; mas  los  que  á  la  publicación  de  la  ley  lo 
verificaban  por  ley  ó  por  costumbre  autoriza- 
da, han  podido  continuar  haciéndolo  mientras 
desempeñen  su  cargo. 

Esta  prohibición  fúndase  en  otra  disposi- 
ción que  manda  que  los  Notarios  autorizarán 
de  propia  letra  los  instrumentos  públicos.  (Ar- 
ticulo 69  del  Reglamento.) 


ESTAPLAS.  Factorías  ó  establecimientos 
mercantiles  donde  residían  los  factores  y  don- 
de realizaban  los  negocios  ó  especulaciones 
coaierciales  de  su  expreso  cometido  en  Flo- 
rencia, León,  Nantes,  La  Rochela,  Londres  y 
otras  plazas  importantes.  Sus  operaciones  prin- 
cipales se  verificaban  en  Medina  del  Campo  en 
el  siglo  XV.  Véase  Derecho  hbrcantil. 

ESTATUIR.  Lo  mismo  que  establecer,  or^ 
denar,  determinar» 

ESTÉTICA.  Ciencia  cuyo  principal  ob- 
jeto es  investigar  y  determinar  los  caracteres 
de  lo  bello  en  las  producciones  de  la  natura- 
leza ó  del  arte.— Conocimiento  ó  estudio  de  la 
sensibilidad. 

ESTILO.  La  fórmula  de  proceder  jurídi- 
camente, y  el  orden  y  método  de  actuar,  como 
también  el  modo  de  extender  un  contrato  ó 
cualquier  otro  acto  según  las  reglas  y  el  uso 
de  los  lugares  en  que  se  celebra. 

ESTILO  DIPLOMÁTICO.  El  estilo,  dice 
Pando,  debe  ser  como  el  de  las  demás  composi- 
ciones epistolares  y  didácticas,  sencillo,  cla- 
ro, correcto,  elegante,  sin  excluir  la  fuerza 
y  vigor,  cuando  el  asunto  lo  exigiere.  Nada 
afearía  más  los  escritos  de  este  género  que  un 
tono  jactancioso  ó  sarcástico.  Las  hipérboles, 
los  apostrofes,  y  en  general  las  figuras  de  es- 
tilo elevado  de  los  oradores  y  poetas,  deben 
desterrarse  del  lenguaje  de  los  Gobiernos  y  de 
sus  Ministros,  y  reservarse  únicamente  á  las 
proclamas  dirigidas  ál  pueblo,  que  permiten  y 
aun  requieren  todo  el  calor  y  ornato  de  la  elo- 
cuencia (1). 

ETIQUETA.  Palabra  que  derivan  los  eti- 
mologistas  de  la  griega  Stichos^  que  significa 
orden,  fila  ó  rango;  y  aceptando  legitima  esa 
genealogía,  los  autores  del  primitivo  Diccio^ 
nario  de  la  lengua  española^  que  podemos  lla- 
mar razonado,  la  definieron  por  ceremonial 
de  los  estilos,  usos  y  costumbres  que  se  deben 
observar  y  guardar  en  las  Casas  Reales;  si  bien 
a&adieron  que  la  palabra  dicha  fué  introduci- 
da en  nuestro  Idioma  con  las  costumbres  pa- 
laciegas de  la  casa  de  Borgoña. 

En  un  libro  novísimo  (2)  se  dice  á  esto 
propósito  lo  siguiente:  «Educado  Carlos  de 
Gante  con  el  esplendor  y  la  magnificencia  del 
palacio  ducal  de  Borgoña,  cuyo  miembro  era, 
trajo  consigo  los  hábitos  de  un  ceremonial  cos^ 
tosisimo,  y  la  multitud  de  servidores  y  pala- 
ciegos que  exigia  aquella  ostentosa  etiqueta.» 
Como  garantía  de  este  aserto  podemos  invocar 
otro  testimonio  anterior,  el  del  Sr,  Lafuente, 


(1)  Pando,  Derecho  irttemacional^  pág,  687 . 

(2)  Manual  de  instituciones  de  Hacienda  pú^ 
blicaf  por  los  Sres.  Piernas  y  Hurtado ,  pág.  74. 
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quien  afirma  (1)  qae  «á  la  severa  parsiinonia 
de  los  Reyes  Católicos  sucedió  la  dispendiosa 
etiqueta  heredada  de  los  Duques  de  Borgoña, 
y  la  pomposa  magniñceocia  de  los  Principes 
de  la  casa  de  Austria;  y  las  prudentes  econo- 
mías de  Fernando  ó  Isabel  vinieron  á  ser  un 
honroso  pero  harto  breve  paréntesis  entre  las 
locas  prodigalidades  de  Enrique  IV  y  las  ce- 
remoniosas profusiones  de  Garlos  V.» 

Las  Cortes  de  Valladolid,  reunidas  en  1518 
para  prestar  juramento  á  Carlos  I  de  España, 
le  pedian»  apenas  trascurridos  dos  años  de  su 
venida,  que  ordenase  su  casa  á  la  manera  de 
la  de  los  Reyes  Católicos,  sus  abuelos;  que  en 
la  Casa  Real  solo  hiciesen  servicios,  castellanos 
ó  españoles,  como  en  los  tiempos  pasados;  que 
no  se  enajenase  cosa  alguna  de  la  Corona  y 
Patrimonio  Real,  y  que  conservase  á  los  mon- 
teros de  Espinosa  sus  privilegios  acerca  de  la 
guarda  de  su  Real  Persona. 

En  un  decreto  de  1863  se  dice  que  «los  usos 
palaciegos  vienen  desde  el  nacimiento  de  la 
Monarquía,  si  bien  las  primeras  reglas  escritas 
en  que  se  consignaron  toman  origen  de  las 
prácticas  observadas  por  la  Real  Casa  de  Bor* 
goña.» 

Como  ha  podido  verse,  háse  naturalizado 
la  idea  de  que  la  Casa  de  Borgoña  fué  lo  que 
dio  el  tono  á  la  realeza  española . 

También  podemos  consigaar  como  aplica- 
ble á  los  anteriores  tiempos  el  proverbio  Regis 
ad  exemplum^  lotus  componilur  orbis,  y  de  aquí 
que  la  etiqueta  haya  sido  como  un  tinte  gene- 
ral, característico  de  la  alta  sociedad,  extensi- 
vo á  los  tribunales,  corporaciones  civiles  ó  ins- 
titutos militares 

Pero  ni  las  costumbres  ni  las  prácticas  por 
la  tradición  palaciega,  con  sacro  interés  guar- 
dadas; ni  las  diversas  prescripciones  especia- 
les consignadas  en  los  cuerpos  del  derecho;  ni 
las  infle  i  tas  ordenanzas,  reglamentos  é  ins- 
trucciones que  se  conservan  en  archivos  y  bi- 
bliotecas, manuscritos  en  su  mayor  parte,  todo 
ello  no  constituía  un  verdadero  Código  ó  tra- 
tado de  etiqueta  para  el  régimen  formalista  de 
la  Monarquía  española,  cuyo  vacio  se  trató  de 
llenar  durante  el  reinado  de  Amadeo  I. 

El  difunto  Marqués  de  Miraflores,  persona- 
je ceremonioso  en  sus  elucubraciones  políticas 
como  en  sus  pasatiempos  cortesanos,  hubo  de 
formular  en  1844  un  proyecto  de  etiqueta  que 
DO  llegó,  sin  duda,  á  realizarse,  y  acariciando 
como  profundo  estadista  este  pensamiento  sal- 
vador, no  bien  fué  ascendido  en  1863  al  po- 


(1).    Historia  general  de  Españay  tomo  11,  pá- 
ginas 57  y  87. 


der,  volvió  sobre  él  como  resuelto  empeño  (1). 
Dividió  su  trabajo  en  dos  partes,  sin  que  se 
nos  alcance  el  motivo  de  tal  división,  puesto 
que  en  una  y  otra  andan  confundidas  las  co- 
sas sagradas  con  las  profanas,  y  las  más  extra- 
ñas pequeneces  con  los  más  solemnes  actos  de 
Estado.  Alega  en  el  preámbulo  del  decreto  ci- 
tado, para  justificar  la  necesidad  de  la  refor- 
ma palaciega,  que  las  nuevas  instituciones 
políticas,  al  producir  grandes  mudanzas  en  el 
principio  fundamental  de  la  Monarquía,  po  po- 
dían menos  de  dejarse  sentir  en  el  mecanismo 
y  aparato  de  sus  formas  exteriores.  Pues  des- 
cartando completamente  esta  idea  del  proyec- 
to, se  consignan  en  él  todas  las  prácticas  de 
la  antigua  teocracia  absolutista;  y  pretendien- 
do dar  en  ellas  el  puesto  debido  á  los  represen- 
tantes de  la  Nación ,  se  admite  á  los  Senadores 
en  la  Real  Cámara  ó  primera  sala  de  etiqueta; 
pero  á  los  Diputados  se  les  relega  á  la  segun- 
da, después  de  los  abades  mitrados,  gentiles- 
hombres  y  caballeros  grandes  cruces. 

Inútil  es  recapitular  aquí  los  casos  de  cor- 
te, el  tiempo  y  modo  de  realizarlos,  el  número 
y  nombre  de  los  actores  que  debían  figurar, 
porque  además  de  ser  un  trabajo  estéril  la  tal 
obra,  como  codificación,  no  puede  concebirse 
nada  más  descompuesto,  ni  nada  más  inarmó- 
nico. 

La  etiqueta  en  los  actos  ó  ceremonias  en 
que  figuran  los  Agentes  diplomáticos  ó  consu- 
lares ha  sido  hasta  hace  poco  tiempo  origen  de 
frecuentes  como  de  desagradables  disputas,  que 
se  suscitaban  sobre  la  precedencia  entre  los 
Enviados  de  igual  gerarquia ,  fundados  en 
aquiescencias  ó  tolerancias  cuya  mención  omi- 
timos por  no  ser  de  importancia.  Hoy  ya  no 
pueden  reproducirse,  desde  que  en  1815  las 
Potencias  que  firmaron  el  tratado  de  París  ar- 
reglaron este  punto,  estableciendo  definitiva- 
mente que  los  Enviados  diplomáticos  de  igual 
clase  tomen  entre  sí  la  precedencia  según  la 
fecha  de  su  anuncio  oficial  á  la  corte  del  país 
donde  estén  acreditados ;  medida  verdadera- 
mente imparcial,  pues  no  se  refiere  al  indivi- 
duo, ni  á  la  Nación  ,  sino  á  la  circunstancia 
casual  del  ti  empo. 

Los  Gobiernos  en  su  trato  con  los  Enviados 
y  los  mismos  entre  sí  no  pueden  dispensarse  de 
respetar  y  observar  la  etiqueta  y  el  ceremonial 
que  estén  en  práctica  donde  quiera  que  se 
hallen  acreditados,  pues  ambas  instituciones 
no  son  frivolidades  introducidas  por  el  capri- 
cho ó  por  el  orgullo,  como  creen  algunas  per- 


(1)  Proyecto  de  reglamento  de  etiqueta  interior 
y  exterior  del  Real  Palacio^  Imprenta  Nacional^ 
1344;  de  50  páginas  y  303  artículos. 
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sonas  yulgares  ó  ignorantes,  sino  el  resultado 
preciso  de  la  necesidad  de  ordenar  y  regula- 
rizar las  relaciones  internacionales ,  evitando 
motivos  de  disgusto  y  desavenencias  trascen- 
dentales, y  contribuyendo,  por  consiguiente, 
á  la  firmeza  y  conservación  de  la  paz  universal, 
único  fin  con  que  las  Naciones  se  hacen  repre- 
sentar por  medio  de  Enviados  diplomáticos. 

El  Ministro  de  la  Guerra  en  Francia,  con 
fecha  19  de  Agosto  de  1859,  pasó  al  General 
Gobernador  de  Argel  la  circular  que  sigue: 

((El  Ministro  de  Negocios  extranjeros  ha 
manifestado  el  deseo  de  que  los  Cónsules  ex- 
tranjeros figuren  en  las  ceremonias  publicas 
bajo  el  concepto  de  que  las  consideraciones 
que  se  les  acuerden  en  Francia  serán  reciproca- 
mente acordadas  á  nuestros  Agentes  consula- 
res en  el  extranjero. 

El  decreto  de  24  Messidor,  año  XII,  no 
asigna  rango  de  precedencia  á  estos  funciona- 
rios extranjeros,  y  solo  á  titulo  de  tolerancia  y 
por  cortesía  pueden  tomar  parte  en  las  cere- 
monias publicas. 

El  Sr.  Ministro  del  Interior,  en  vista  de  la 
reclamación  de  su  colega,  fecha  17  de  Febre- 
ro último,  ha  dirigido  á  los  Prefectos  una  cir- 
cular, en  la  que  les  recomienda  la  necesidad  de 
asignar  al  Cuerpo  consular,  cuando  lo  pida, 
un  sitio  excepcional,  que  será  determinado  se- 
gún las  conveniencias  de  la  localidad  y  de 
acuerdo  con  la  Autoridad  que  ha  de  ocupar  el 
primer  rango  en  la  ceremonia. 

Doy  áVd.  conocimiento  de  esta  disposición 
invitándole  á  prestar  su  cooperación  cuando 
el  caso  se  presente. 

El  puesto  que  convendría  mejor  al  Cuerpo 
consular  seria  el  que  existe  entre  las  Autori- 
dades con  rango  individual  y  las  Corporacio- 
nes colectivas  por  orden  de  precedencia.  Este 
puesto  intermedio  y  fuera  de  la  gerarquia  no 
podrá  herir  ninguna  susceptibilidad  legitima, 
y  creo  que  será  generalmente  aceptada. 

Debo  hacer  á  Vd.  observar  que  existe  una 
diferencia  entre  los  miembros  del  Cuerpo  con^ 
sular  en  Francia,  porque  los  unos  son  verda- 
deros empleados  públicos  destinados  al  ejerci- 
cio exclusivo  del  desempefio  de  sus  respectivos 
destinos,  dotados  con  sueldo  por  el  Gobierno 
que  representan  y  los  otros  en  su  mayor  parte 
pertenecen  al  comercio,  armadores  ó  banque- 
ros, que  se  ocupan  principalmente  de  asuntos 
mercantiles  y  uo  reciben  sueldo  alguno.  A  los 
primeros  es  á  quienes  debe  hacerse  distinción 
honorífica  para  que  nuestros  Agentes  en  el 
extranjero  puedan  gozar  de  igual  deferencia. 

A  las  instrucciones  que  preceden ,  debo 
consignar  la  regla  siguiente:  Que  siempre  que 
algún  oflci&l  del  Ministerio  de  Negocios  ex- 


tranjeros se  halle  en  la  ciudad  donde  se  cele- 
bre la  ceremonia,  su  puesto  es  delante  de  los 
Agentes  consulares  extranjeros.» 

Esta  circular  está  firmada  por  el  Mariscal 
Ministro  de  la  Guerra,  Rendan.  Véase  Recepción. 

EVICCION.  Saneamiento  y  seguridad  que 
se  da  de  responder  siempre  de  la  cosa  vendi- 
da, pagada  ó  prestada.  Según  la  ley  9.*,  tí- 
tulo 15,  Partida  6.',  respecto  á  la  eviccion  de 
los  herederos  entre  sí,  dice:  ((Todos  los  cohe- 
rederos están  obligados  á  la  eviccion  y  sanea- 
miento de  los  bienes  hereditarios;  y  por  consi- 
guiente, si  citados  oportunamente  se  conde- 
nare á  la  restitución  de  bienes  que  le  adjudi- 
caron á  un  heredero,  los  demás  coherederos 
están  obligados  á  indemnizarle.»  Véase  Do- 
nación . 

EVIDENCIA.  El  efecto  de  evidenciar  ó 
evidenciarse  algo.— Certeza  clara,  paladina, 
manifiesta,  segura  y  tan  perceptible  de  algu- 
na cosa,  que  no  es  racionalmente  posible  du- 
dar de  ella. — Evidencia  moral:  la  certidumbre 
de  una  cosa,  de  modo  que  el  sentir  ó  juzgar  lo 
contrario  sea  tenido  por  temenáaá,— Evidencia 
racional:  la  que  se  procura  adquirir  por  medio 
del  razonamiento  ó  discurso.  —  Evidencia  de 
sentimiento:  el  conocimiento  cierto  de  los  fenó- 
menos que  uno  observa  en  sí  mismo. —Eviden- 
cia  de  hecho:  la  que  se  adquiere  por  medio  de 
la  observación. — Evidencia  sensible  de  los  senti^ 
dos:  el  testimonio  irrecusable  debido  á  las  im- 
presiones comunicadas  al  alma  por  medio  de 
los  sentidos. 

EVIDENCIAR.  Hacer  patente,  paladina, 
clara,  manifiesta  ó  indudable  la  certeza  de  aU 
guna  cosa;  probar,  demostrar  incuestionable- 
mente lo  que  hay  de  real,  de  verdadero,  de 
positivo  en  algún  objeto,  asunto,  materia, etc., 
según  los  casos.  Se  usa  también  como  prono- 
minal. 

EVITAB.  Precaver  que  suceda  alguna 
cosa;  procurar  eludirla. — Librarse  alguno  con 
prudencia  y  previsión  del  daño  ó  perjuicio  que 
le  amenazaba,  de  cualquier  lance  ruidoso  de 
ocasionen  que  se  trasluce  algún  peligro,  etc. — 
Evitar  es  excusar,  esquivar  algo  desagradable, 
huir  de  incurrir  en  alguna  cosa,  como  de  caer 
en  mala  tentación,  etc. — Impedir,  obstar,  ser 
parte  para  que  no  se  ejecute  algo  determinado, 
para  que  no  sobrevenga  un  mal,  etc. 

EX.  Preposición  latina  que  en  nuestro  cas- 
tellano solo  tiene  uso  en  la  composición  de  al- 
gunas voces  y  sirve  para  aumentar  ó  ampliar 
la  significación  que  compone,  como  exponer, 
explicar;  hoy  solo  se  usa  antes  de  vocal,  y 
otras  veces  vale  nefracion  de  lo  que  la  voz  sig- 
nifica, como  en  exangüe,  exánime.  (Acad.) 

Ex,  antepuesto  á  una  voz  significativa  de 
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algún  empleo,  oficio,  profesión,  dignidad,  etc. , 
indica  que  el  sugeto  á  quien  se  aplica  cesó  ya 
en  las  funciones  propias  de  aquel  puesto,  ran- 
go, dignidad,  profesión,  etc.  Bu  este  caso  sue- 
le ponerse  un  guión  entre  ex  y  la  voz  signifi- 
cativa del  destino  ó  dignidad  que  se  tuvo  y  se 
dejó,  como  ex  *  General,  ex  -  Ministro  9  ex  ^Obispo , 
ex-Cónsulf  etc.,  cuyas  voces  y  otras  mil  se 
omiten  por  no  ser  necesaria  su  inserción,  aten- 
dida la  explicación  dada. 

EXACTITUD.  Suma  justeza  de  una  cosa 
que  se  adapta  muy  bien  á  otra,  sin  que  le  fal- 
te ni  sobre  lo  más  minimo. — Puntualidad  en 
el  cumplimiento  de  un  deber,  en  la  asistencia 
aun  lugar  determinado,  etc.— 'Veracidad  en 
lo  que  se  dice. — Conformidad  ó  mutua  relación 
que  existe  entre  la  realidad  de  una  cosa  y  lo 
que  de  ella  se  afirma.— Precisión  en  la  medi- 
da, peso  ó  cantidad  determinada. 

EXACTO,  EXACTA.  Puntualmente  pron- 
to en  cnmplir  un  deber,  una  palabra  dada,  una 
cita  á  orden  recibida,  etc.— Cierto,  verídico, 
positivo,  conforme  con  la  verdad 

EXAMEN.  La  acción  ó  el  efecto  de  exa- 
minar.— Prueba  á  que  se  pone  la  instrucción 
de  una  ó  más  personas,  á  fin  de  conocer  su 
idoneidad  para  el  desempeño  ó  ejercicio  de 
alguna  facultad,  de  una  ciencia,  oficio  ó  arte, 
para  pasar  de  una  asignatura  ó  materia  á 
otra,  etc. —Detenido  reconocimiento  que  se 
practica  de  una  cosa,  á  fin  de  enterarse  del 
estado  en  que  se  halla,  de  los  vicios  ó  faltas  de 
que  adolece,  de  su  mérito  ó  demérito,  etc. — 
Indagatoria,  averiguación  que  se  practica 
acerca  de  un  hecho  ó  acontecimiento,  para  ha- 
llar la  verdad,  saber  sus  circunstancias,  etc.  — 
Bxámen  de  testigos,  diligencia  judicial  que  se 
hace  tomando  declaración  á  algunas  personas 
que  saben  ó  pueden  ..oponer  la  verdad  sobre 
lo  que  se  quiere  averiguar. 

Para  ingresar  en  la  Carrera  consular,  según 
el  art.  5.°  de  la  ley  de  1870,  es  preciso  haber 
sido  aprobado  en  el  examen  de  admisión  que 
prescribe  el  Reglamento,  que  es  como  sigue: 
((Art.  19.  El  examen  de  los  conocimientos 
especiales  que  se  exigen  para  el  ingreso  en  la 
Carrera  consular  versará  sobre  las  materias  si- 
guientes: 

Gramática  castellana. 
Aritmética. 
Geografía. 

Historia  general  y  particular  de  España. 
Elementos  de  Derecho  mercantil. 
Poseer  el  idioma  francés  ú  otra  lengua 
viva. 

Los  aspirantes  acreditarán  además  que  es- 
criben con  buen  carácter  de  letra. 
Art.  20.     Bl  examen  se  verificará  precisa- 


mente ante  un  Tribunal  presidido  por  el  Sub- 
secretario del  Ministerio  de  Estado,  y  com- 
puesto de  dos  Jefes  de  la  Secretaria  y  de  los 
Catedráticos  de  la  Universidad  central  que  se 
consideren  necesarios  según  las  materias  que 
se  fijan  en  el  articulo  anterior. 

Art.  21.  El  examen  para  ingresar  en  la 
categoría  de  Vicecónsul  se  verificará  igual- 
mente ante  dicho  Tribunal  y  se  dividirá  en  dos 
partes,  una  teórica  y  la  otra  práctica. 

El  examen  teórico  versará  sobre  los  puntos 
siguientes: 

Historia  política  de  Europa  y  América,  y 
de  los  tratados  generales  de  paz  y  de  comercio 
desde  la  paz  de  París  en  1815  hasta  el  dia. 

Nociones  de  Derecho  natural  y  de  gentes. 

Nociones  de  Derecho  internacional  y  ma- 
rítimo. 

Elementos  de  Economía  política  y  de  Ad- 
ministración. 

Elementos  de  Estadística  industrial. 

Otra  lengua  viva,  siendo  condición  preci- 
sa de  que  la  francesa  sea  una  de  las  dos  que 
posean  los  interesados. 

Art.  22.  El  examen  práctico  comprenderá 
el  conocimiento  de  todos  los  Reglamentos  vi- 
gentes que  abraza  su  carrera,  de  las  disposi- 
ciones del  Código  de  Comercio,  sistema  métri- 
co decimal,  ^Ordenanzas  de  Aduanas,  Ordenan- 
zas de  matriculas  y  Reglamentos  de  la  marina 
mercante,  y  contabilidad  en  general. 

Los  aspirantes  presentarán  además  una 
Memoria  sobre  el  comercio  del  país  en  que  ha- 
yan residido,  con  la  obligación  de  satisfacer 
al  Tribunal  de  su  competencia  para  escribirla 
y  contestar  á  las  objeciones  que  se  les  dirijan. 
Art.  23.  El  Gobierno  ñjará  cada  año  con 
la  debida  anticipación  la  época  del  examen  y 
el  número  de  aspirantes  que  podrá  admitirse, 
según  las  necesidades  del  servicio,  cuyo  nú- 
mero no  pcdrá  exceder  de  20. 

Art.  24.  La  lista  de  los  examinados  con 
sus  caliñcaciones  y  los  expedientes  de  examen 
se  clasificarán  en  el  Ministerio  y  se  propondrán 
para  el  ingreso  en  la  carrera  los  que  reúnan 
las  mejores  circunstancias,  conservando  los 
demás  que  salgan  aprobados  el  derecho  de  in- 
greso cuando  el  servicio  lo  permita;  en  la  in- 
teligencia de  que  los  aspirantes  tienen  las 
mismas  obligaciones  y  deberes  que  los  de- 
más empleados  que  disfrutan  sueldo  del  Es- 
tado. » 

EXEQÜATUB.  Palabra  latina,  que  signi- 
fica orden  ó  permiso  de  ejercer,  y  muy  usada 
antiguamente  en  la  práctica  judicial.  En  di- 
plomacia es  la  autorización  que  se  da  á  un 
Agente  extranjero  para  residir  en  el  país  y 
que  pueda  ejercer  sus  atribuciones.  Esta  pala- 
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bra,  en  Levante,    se  conoce  con  el  nombre 
de  barat. 

Todo  Gobierno  tiene  el  derecho  de  conce* 
der  ó  negar  el  exequátur  á  un  Cónsul  nombra- 
do; pero  una  vez  concedido  este  documento, 
el  Gobierno  contrae  la  obligación  de  guardar 
y  hacer  guardar  al  Cónsul  las  inmunidades  y 
consideraciones  que  le  son  debidas. 

El  Gobierno  de  la  Nación  en  donde  el  Cón- 
sul ejerce  sus  funciones,  puede  retirar  á  éste 
el  exequátur,  en  los  casos  siguientes: 

1.*     En  caso  de  crimen  atroz. 

2/  Cuando  el  Cónsul  se  mezcla  en  asuntos 
políticos  del  país  donde  reside. 

3  .*  Cuando  el  Cónsul  protege  ó  hace  el  con- 
trabando. 

4.*  Por  el  ejercicio  de  comercio  indebido, 
esto  es,  cuando  no  debiendo  ejercer  el  Cónsul 
ninguna  especie  de  comercio,  lo  ejerce  públi- 
ca ó  privadamente,  ó  tiene  parte  en  especula- 
ciones mercantiles  ó  industriales. 

Pero  en  todos  estos  casos  debe  ser  tan  pro- 
bada y  patente  la  causa,  que  pueda  quedar 
plenamente  convencido  de  la  justicia  de  ella 
el  Gobierno  de  la  Nación  á  que  pertenece  el 
Cónsul.  De  lo  contrario,  puede  este  mismo  Go- 
bierno mirar  el  procedimiento  como  una  ofen- 
sa hecha  á  su  soberanía. 

Es  siempre  un  acto  de  deferenliña  recíproca 
entre  los  Soberanos  el  hecho  de  retirar  el  exe^ 
quaiur  al  Cónsul  antes  de  precederse  contra  él 
judicial  ó  gubernativamente.  Es  además  res- 
petado y  observado  con  tal  religiosidad,  que  do 
costumbre  que  fué  en  un  principio,  ha  llegado 
á  ser  hoy  regla  de  derecho  internacional.  Se- 
gún J.  A.  de  Mensch:  Vusage  vent  quon  com^ 
mertce  par  leur  retirer  Vexequatur,  Véase  Admi- 
sión DE  LOS  CÓNSULES. 

Por  último ,  para  que  un  Gobierno  pueda 
retirar  con  justicia  el  exequátur  á  un  Cónsul 
por  ejercicio  de  comercio  indebido ,  es  necesario 
que  este  ejercicio  complique  el  carácter  del 
Cónsul  en  el  desempeño  de  sus  funciones,  de 
modo  que  llegue  á  ser  causa  de  embarazos  ó 
dificultades  en  las  relaciones  del  mismo  Cón- 
sul con  las  Autoridades  locales,  pues  de  esto 
pueden  seguirse  consecuencias  de  mucha  tras- 
cendencia; pero  la  práctica  admitida  en  estos 
casos  quiere  que  el  Gobierno  de  la  Nación  en 
donde  reside  el  Cónsul  pida  antes  el  relevo  de 
éste  al  Ministro  representante  de  la  Nación  que 
lo  envió  ó  nombró,  y  que  si  este  paso  de  pura 
deferencia  no  diere  resultado,  proceda  aquel 
Gobierno  á  retirar  el  exequátur  al  Cónsul. 

A  solo  esto  deben  reducirse  los  procedi- 
mientos del  Gobierno  en  este  caso ,  porque 
«respecto  de  los  delitos  que  cometan  los  Cón- 
sules sin  ofender  al  orden  público  del  lugar 


de  su  residencia,  sino  solamente  al  Gobierno 
de  su  propio  Soberano,  el  conocimiento  de  es- 
tos delitos  perteuece  á  los  tribunales  del  país 
del  mismo  Cónsul.»  [F,  A.  de  Mensch.) 

EXHEBED ACIÓN.  Varias  son  las  causas 
que  justifican  la  desheredación,  y  cualquiera 
de  ellas  basta  por  si  sola  para  que  tenga  efec- 
to. Respecto  dé  los  padres  para  con  sus  hijos, 
son  las  siguientes: 

1 .'    Por  maltratar  éstos  á  aquellos,  hiriéndolos. 
2.*    Por  atentar  de  cualquier  modo  contra 
su  vida. 

3.'     Por  causarles  grave  daño  en  su  caudal. 

4.*  Por  acusarlos  de  delito  que  merezca 
pena  de  muerte  ó  destierro,  á  no  ser  el  de  lesa 
majestad,  justificándolo  el  acusador. 

5.'  Por  infamarlos  en  términos  que  su  re- 
putación quede  menoscabada. 

6.*  Por  tener  acceso  carnal  con  su  ma- 
drastra ó  con  otra  mujer  concubina  del  padre. 

7.*  Por  resistirse  á  fiar,  en  cuanto  pudie* 
ren,  á  su  padre  preso  por  deudas,  lo  cual  no 
se  entiende  respecto  de  las  hijas,  por  estar  pro- 
hibido que  las  mujeres  sean  fiadoras. 

8.'  Por  impedir  á  aquel  que  hag^  testa- 
mentó,  ó  bien  que  deje  á  otro  algún  legado, 
en  cuyo  caso  puede  reclamar  el  legatario  co- 
mo si  realmente  se  hubiera  expresado  en  el 
testamento,  y  el  hijo  pierde  la  herencia. 

9.'  Por  ejercer  el  oficio  de  torero  contra 
la  voluntad  de  su  padre,  ó  el  de  juglar,  no 
siéndolo  éste. 

10.  Por  resistirse  (siendo  hija),  á  pesar  de 
dotarla  éste  según  su  clase  y  posibilidad,  si 
después  aquella  se  prostituye. 

1 1 .  Por  no  recoger  ni  alimentar  al  ascen- 
diente que  perdió  el  juicio  y  anda  vagando,  y 
por  no  querer  encargarse  de  su  cuidado,  cuan- 
do un  extraño  que  le  ha  recogido  por  caridad 
le  ruega  que  lo  haga. 

En  este  último  caso,  si  el  ascendiente 
muere  intestado,  corresponden  todos  sus  bie- 
nes al  extraño,  y  los  pierde  el  descendiente, 
quedando  nulo  el  testamento  hecho  antes  de 
la  demencia,  en  que  dejaba  al  descendiente 
por  heredero,  y  valiendo  únicamente  las  man- 
das que  contenga. 

12.  Por  no  redimir  á  su  ascendiente  cau- 
tivo, etc. 

13.  Por  apostatar  de  la  religión  cristiana 
el  descendiente  siendo  el  ascendiente  cató- 
lico. 

14.  Por  casarse  contra  la  voluntad  de  sus 
padres. 

De  las  últimas  palabras  de  la  Pragmática 
de  28  de  Abril  de  1803,  que  es  posterior  á  la 
ley  9.",  tít.  2.',  lib.  10  de  la  NooUima  Beeopi- 
loción,  á  que  se  refiere  la  causa  citada  en  este 
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articulo,  se  infiere  qae  en  esta  parte  no  está 
vigíente  dicha  pena  de  exheredacion. 

]5.     Por  contraer  matriinoaio  clandestino. 
Para  ser  desheredado,  es  necesario  ade- 
más que  el  hijo  haya  cumplido  diez  años  y 
medio,  por  caya  razón  nunca  puede  serlo  el 
postumo. 

También  los  descendientes  pueden  deshe- 
redar á  sus  ascendientes  legítimos  por  las  si- 
guientes causas: 

1  .*  Por  acusarles  de  delito  que  merezca 
pena  de  muerte,  á  excepción  del  de  lesa  ma- 
jestad. 

2.*     Por  maquinar  contra  su  vida. 

3."  Por  acceso  carnal  con  su  mujer  ó  su 
concubina. 

4."  Por  impedirle  que  disponga  de  sus 
bienes  con  arreglo  á  derecho. 

5.'  Por  atentar  el  padre  contra  la  vida  de 
su  madre,  ó  al  contrario. 

6.*  Por  no  proporcionar  alimentos  á  su  des- 
cendiente, teniendo  éste  incapacidad  mental. 

7.*  Por  no  redimir  al  descendiente  cauti- 
YO,  pudiendo. 

8.*  Por  ser  el  descendiente  calólico  y  el 
ascendiente  hereje,  según  la  ley  31 ,  tit.  7.®, 
Partida  6.* 

Estas  son  las  únicas  causas  por  las  cuales 
se  puede  desheredar  á  los  padres  y  abuelos. 
Si  los  padres  6  hijos  no  expresan  en  la  exhe- 
redacion  ninguna  de  las  justas  causas  enume- 
radas, son  nulos  sus  testamentos. 

Cualquiera,  sin  necesidad  de  alegar  moti- 
vo, puede  preferir  á  su  hermano  ó  desheredar- 
le, con  la  única  limitación  de  no  instituir  por 
heredero  á  hombre  de  mala  vida ,  ó  que  haya 
sido  legalmente  infamado ,  pues  en  este  caso 
tiene  el  hermano  derecho  á  anular  la  herencia, 
si  no  es  que  el  testador  le  hubiese  deshereda- 
do por  una  de  las  tres  causas  contenidas  en  la 
ley  12,  tít.  7.^  Part.  6.'  (1). 

EXHORTO.  El  despacho  que  libra  un 
Jaez  á  otro  su  igual  para  que  mande  dar  cum- 
plimiento  á  lo  que  le  pide.  Llámase  exhorto ,  y 
también  suplicatoria,  porque  le  exhorta  y  pide, 
y  no  le  manda,  por  no  ser  su  superior.  Usan 
muchas  veces  de  exhortes  los  Jueces  cuando 
para  la  prosecución  do  las  causas  ó  procesos 
qne  uno  forma  tienen  que  hacerse  algunas  di- 
ligencias judiciales  en  territorio  de  otro ;  pues 
no  pudiendo  hacerlas  el  Juez  de  la  causa  por 
no  poder  ejercer  jurisdicción  fuera  de  su  ter- 
ritorio, se  ve  en  la  necesidad  de  encargarlas  al 


(1)  Estas  causas  son:  haber  atentado  el  her- 
niano  contra  la  vida  de  su  herm.ino ;  haberle  acu- 
sado de  delito  que  merezca  pena  capital:  si  le  ha 
hecho  perder  sus  bienes  ó  puesto  los  medios  para 
qae  los  pierda. 


Juez  del  distrito  donde  están  las  personas  ó  las 
cosas  sobre  que  deben  recaer.  Los  exhortes 
suelen  tener  por  objeto  emplazar  al  demandado 
que  se  halla  en  territorio  del  Juez  exhortado, 
prender  á  un  reo  ausente  ó  prófugo,  tomar  de- 
claración á  algún  testigo,  hacer  que  se  ratifi- 
que en  la  ya  prestada,  evacuar  citas,  embargar 
bienes  y  verificar  otros  actos,  cualesquiera  que 
sean,  necsarios  ó  convenientes,  asi  en  asuntos 
civiles  como  en  los  criminales.  Lo9  Jueces  ex  - 
hortados  ó  requeridos  deben  proceder  con  toda 
puntualidad  á  la  ejecución  de  los  exhortes  que 
reciben,  y  son  responsables  de  su  negligencia 
ó  falta  de  cumplimiento,  con  tal  que  los  exhor- 
tes vayan  acompañados  de  los  requisitos  cor- 
respondientes. En  el  decreto  de  las  Cortes  de 
11  de  Setiembre  de  1820,  restablecido  por  Real 
decreto  de  30  de  Agosto  de  1836,  se  manda, 
entre  otras  cosas,  que  los  despachos,  exhortes 
ú  oficios  que  se  libren  para  evacuación  de  es- 
tas misiones  ú  otras  diligencias,  sean  ejecuta- 
das por  los  Jueces  á  quienes  se  cometan  sin 
pérdida  de  momento  y  con  preferencia  á  todo; 
y  los  tribunales  superiores  y  los  Jueces  velen 
mucho  sobre  esto,  y  castiguen  irremisiblemen- 
te en  sus  respectivos  subalternos  cualquiera 
morosidad  que  adviertan.  En  su  consecuencia, 
el  Supremo  Tribunal  de  Justicia ,  por  acuerdo 
comunicado  á  las  Audiencias  territoriales  en 
16  de  Agosto  de  1837  dictó  tres  disposicio- 
nes, y  una  de  ellas  (la  3.^)  dice: 

«Que  el  exhorto  que  haya  de  dirigirse  á 
países  extranjeros  para  evacuar  las  diligencias 
que  ocurran  en  los  diversos  géneros  de  proce« 
dimientos  se  remita  al  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia,  por  el  cual  se  trasmitirá  al  de  Esta- 
do, viniendo  en  debida  forma.))  Véase  Legali- 
zación. 

La  Real  orden  de  24  de  Agosto  de  1842, 
previene:  «que  los  Comandantes  generales  de 
las  provincias  y  Comandantes  de  las  armas  de 
los  puntos  militares  no  cumplimenten  por  si 
exhorto  ni  despacho  de  ninguna  clase  que  no 
les  haya  sido  remitido  por  el  Capitán  general 
de  quien  dependan,  y  quQ  todo  Capitán  gene- 
ral de  distrito  por  cuyo  conducto  deben  ser 
remitidos  los  expresados  documentos ,  lo  haga 
al  de  igual  clase  que  le  corresponda ,  quien  se 
encargará  de  darles  el  debido  cumplimiento.» 

Los  exhortas  remitidos  directamente  por  Jue  - 
ees  de  primera  instancia ,  está  prohibido  á  los 
Cónsules  darles  curso,  según  previene  la  Real 
orden  de  nuestro  Ministerio  de  Estado  de  25  de 
Enero  de  1852. 

Sobre  los  exhortes  que  por  los  Jueces  y  íri- 
bunales  de  España  se  libren  para  el  extranjero, 
la  Real  orden  de  12  de  Febrero  de  1852  pre- 
viene: «que  se  remitan  en  derechura  al  Minls- 
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terio  de  Gracia  y  Jasticia,  de  donde  se  pasarán 
al  de  Estado,  para  que  se  dirijan  á  su  destino 
por  la  yia  diplomática,  exceptuando  el  reino 
de  Portugal  en  virtud  de  notas  canjeadas  en 
1844.»  (Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  ter- 
cera sección.) 

También  la  Beal  orden  de  28  de  Febrero 
de  1863  hace  extensiva  á  los  Jueces  de  Ha- 
cienda las  disposiciones  contenidas  en  la  Real 
orden  de  5  de  Diciembre  de  1862  sobre  el  mo- 
do y  forma  de  cursar  los  exhortas  y  suplicatorios, 

£1  Gobierno  francés  no  da  curso  á  los  ex- 
hortes que  las  Autoridades  españolas  dirijan  á 
las  de  aquel  país  para  el  embargo  ó  secuestro 
de  bienes  de  los  subditos  franceses  procesados 
en  España.  De  acuerdo  con  lo  informado  por 
la  Sala  de  Gobierno  de  nuestro  Tribunal  su- 
premo de  Justicia,  está  mandado  que  las  Au- 
diencias y  Autoridades  se  abstengan  de  expe- 
dir tales  exhortes  con  el  objeto  indicado,  y 
que  por  reciprocidad  no  se  dé  cumplimiento  á 
los  que  de  aquel  Imperio  se  remitan  á  España 
para  la  ejecución  de  dicho  embargo  ó  secues- 
tro de  subditos  españoles.  (Real  orden  de  1 1  de 
Noviembre  de  1864.) 

Ue  aquí  la  fórmula  para  las  actuaciones  de 
todo  exhorto. 

En  cuanto  se  recibe,  el  Cónsul  inscribirá: 
Auto.  Recibido  hoy  dia  de  la  fecha;  inda  • 
guese  la  morada  de  F.  de  T.,  y  cítesele  para 
que  comparezca  en  este  Consulado  á  ñu  de 
evacuar  en  forma  el  precedente  exhorto,  para 
los  ñnes  de  justicia.  El  Sr.  Cónsul  D.  F.  de  T., 
en  tal  parte,  así  lo  mandó  y  ñrmó  en  su  resi- 
dencia, y  á  tantos  de  tantos,  de  lo  que  yo  el 
Canciller  actuario  doy  fé. 

El  Cónsul.  El  Canciller. 

Notiñcacion.  En  la  ciudad  de  tal,  á  tan- 
tos del  mes,  etc.,  y  en  cumplimiento  del  auto 
que  antecede,  dictado  por  el  Sr.  Cónsul  D.  F. 
de  T.  en  esta  residencia,  me  personé  en  la  ca- 
sa-habitacion  de  D.  N.  de  T.,  le  di  lectura  y 
copia  de  él,  y  enterado  lo  firmó  conmigo,  de 
que  doy  fé. 

El  Canciller. 

Diligencia.  En  la  ciudad  de  tal,  etc.,  y  á 
tantos  de  etc. ,  ante  la  presencia  del  Cónsul  de 
España  y  la  mia  como  actuario,  compareció  el 
Sr.  D.  N.  de  T. ;  quien  después  de  haber  pres- 
tado juramento  en  debida  forma  y  ser  exami- 
nado al  tenor  de  las  siguientes  preguntas,  re- 
ferentes todas  al  precedente  exhorto,  declaró: 
á  la  primera,  ¿qué  negociaciones,  etc.,  etc.,  y 
así  todas  las  demás. 

Y  leída  que  le  fué  esta  declaración,  se  ra- 
tificó en  ella,  manifestando  que  no  tiene  nad 


que  añadir  ni  quitar,  y  la  firma  con  el  Sr.  Cón- 
sul, de  que  yo  el  actuario  doy  fé. 

Firma  del  interesado. 

El  Cónsul.  El  Canciller. 

EXPATRIACIÓN.  Cuando  las  persecu- 
ciones nacidas  del  choque  de  los  partidos  ó  las 
calamidades  públicas  obligan  á  los  ciudadanos 
á  abandonar  la  Patria  que  les  dio  el  ser,  ésta 
padece  considerablemente  en  su  riqueza.  «Si 
la  expatriación,  dice  Say,  cuando  á  ella  se 
agrega  la  industria  y  los  capitales  es  una  ver- 
dadera ganancia  para  ia  Patria  adoptiva,  no 
hay,  por  el  contrario,  pérdida  mayor  ni  más 
completa  para  la  que  es  abandonada.»  La  Reina 
Cristina  de  Sueciadecia,  con  motivo  de  la  revo- 
cación del  edicto  de  Nantes,  que  Luis  XIV  se 
habia  cortado  el  brazo  izquierdo  con  el  dere- 
cho. Por  eso  nuestra  legislación,  asi  como  las 
extranjeras,  ha  tratado  de  impedir  y  castigar 
la  expatriación  voluntaria. 

La  adquisición  de  un  extranjero  útil  que  va 
á  domiciliarse  á  otra  Nación,  equivale  á  nue- 
vas posesiones  agregadas  al  territorio  de  ésta. 
Los  prusianos  deben  sus  manufacturas  á  los 
franceses  que  á  fines  del  pasado  siglo  se  esta- 
blecieron en  aquel  país.  Berlin  tuvo  plateros, 
joyeros,  relojeros  y  escultores;  y  los  refugia- 
dos que  se  establecieron  en  el  país  llano  se  de- 
dicaron al  cultivo  del  tabaco,  é  hicieron  pro- 
ductivos los  terrenos  arenosos,  que  por  medio 
de  sus  cuidados  se  convirtieron  en  hermosas 
huertas.  ¿Quesería  de  Argel  y  de  sus  provincias 
sin  la  emigración  de  los  mahoneses  valencianos, 
alicantinos  y  murcianos?  Véase  Evicbacion. 

EXPEDIENTE.  Cualquier  asunto,  preten- 
sión, solicitud  ó  cosa  análoga  sometida  á  in- 
forme, y  pendiente  de  resolución  ó  despacho 
en  un  sentido  general.  La  instrucción  de  un  ex^ 
pediente  consiste  en  reunir  todos  los  documentos 
necesarios  para  la  decisión  de  nn  asunto;  hacer 
una  información  ó  desempeñar  y  evacuar  un 
informe  en  toda  regla  emitiendo  dictamen  en 
vista  de  antecedentes,  datos,  instrumentos, 
pruebas,  etc. 

Las  fojas  de  todo  expediente  deben  foliar- 
se en  su  primera  cara,  dejando  de  margen  á 
la  izquierda  ¡a  cuarta  parte  de  la  llana  en  qae 
se  escriba,  para  poder  anotar  en  ella  las  dili- 
gencias, autos,  declaraciones,  etc.,  haciendo 
una  ligera  reseña  de  su  objeto. 

Los  expedientes  con  todas  las  piezas  qae  á 
ellos  se  unan,  deben  ir  cosidos  por  el  lomo,  y 
para  esto  deberá  hacerse  un  pequeño  doblez  6 
margen,  á  fin  de  que  lo  escrito  no  pueda  ser 
deteriorado  por  la  costura.  El  papel  que  se  em- 
plee para  los  expedientes  de  procedimientos 
judiciales  ó  notariados,  está  mandado  que  no 
debe  ser  cortado,  y  si  del  que  comunmente  se 
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llama  de  barbas;  pero  esta  clase  de  papel  es- 
panol  no  es  fácil  adquirirlo  en  el  extranjero. 
El  Ministerio  de  Hacienda  en  Agosto  de 
1869,  dispuso: 

«1.*  Que  cuando  los  expedientea  guberna- 
tivos que  pidan  los  Jaeces  se  refieran  á  desfal- 
cos, estafas,  abusos  de  confianza  ó  cualesquie- 
ra otros  hecbos  cometidos  por  los  empleados  de 
la  administración  pública,  que  constituyan  un 
delito  común  penable  con  arreglo  al  Código,  las 
dependencias  que  los  instruyan  están  obliga- 
das á  remitir  á  los  Juzgados  que  deban  enten- 
der ó  estén  entendiendo  en  las  causas  que  por 
estos  bechos  se  promuevan  copias  íntegras  y 
certificadas  de  dicbos  expedientes  para  que 
obren  en  los  procesos  los  efectos  oportunos. 

2.*  Que  fuera  de  estos  casos  las  oQcinas  de 
la  administración  deben  evacuar,  con  referen- 
cia á  los  expedientes  gubernativos,  los  informes 
que  los  Jueces  les  pidan  sobre  hechos  ó  ante- 
cedentes concretos  que  consten  en  los  mismos, 
ó  expedir  certificaciones  de  los  extremos  que 
indique  el  Poder  judicial  si  asi  lo  exigiese.» 

EXPOSICIÓN  RAZONADA.  Véase  A.vi- 

SOS  AL  QOBIEtNO,  EsTADOS  DE  GOURRGIO  T  NATBOA- 

cioN  y  Memorias  coufbciales. 

EXPULSIÓN  DE  EXTRANJEROS.  Na- 
die disputará  á  un  Gobierno  el  derecho  de  ex- 
pulsar de  sus  dominios  á  un  extranjero;  pero 
este  derecho  se  halla  hoy  sujeto  en  la  prác- 
tica á  ciertas  restricciones  que  imponen  las 
leyes  de  la  justicia  y  de  la  humanidad,  y  los 
miramientos  que  deben  tenerse  recíprocamente 
los  pueblos  civilizados.  «El  derecho  de  expul- 
)>sioa  (decía  el  Conde  de  Aranda)  si  bien  es 
))atríbato  de  la  soberanía' de  las  Naciones,  no 
Mes,  ni  puede  ser  arbitrario,  porque  ninguna 
»de  éstas  tolera  que  lo  sea,  y  todas  exigen  que 
))para  ejercerlo  haya  causas  muy  graves.  Si 
w fuera  arbitrario,  dependería  muchas  veces  de 
»la  voluntad  ó  capricho  de  un  gobernante  el 
»dejar  sin  extranjeros  á  todo  un  país,  princi- 
» pálmente  en  los  que  vemos  con  frecuencia 
oque,  no  el  más  virtuoso,  sino  el  más  osado, 
ííse  apodera  del  mando  y  de  la  fuerza.  El  Go- 
))bierno  que  expulsa  á  un  extranjero  sin  mo- 
%tlYO  de  utilidad  común  para  la  sociedad,  se 
»expoiie  á  que  el  Gobierno  de  la  Nación  del 
» ex  pulsado  pida  explicaciones,  ó  satisfacción, 
)>6  use  de  represalias,  porque  éste  es  también  un 
))  itributo  de  la  soberanía,  lomismoqueelotro.» 

Si  los  ciudadanos  franceses  han  adquirido 
el  derecho  do  entrar,  residir,  viajar  y  aun  es- 
tablecerse temporal  ó  definitivamente  en  países 
extranjeros  (1),  conformándose  á  las  leyes  ter- 


(1)     De  Clbrcq,  Guide  'practique  des  Gonsulats, 
pág.  545,  edic.de  París,  1851, 


ritoriales;  si  deben  observar  una  conducta 
prudente  y  no  tomar  parte  alguna  en  los  tras- 
tornos ó  asuntos  políticos  del  país  que  les  ofre- 
ce  hospitalidad;  si  los  que  bajo  cualquiera  de 
estos  conceptos  faltan  á  los  deberes  que  les 
impone  la  calidad  de  extranjeros  no  culpen  á 
nadie  sino  á  ellos  mismos  cuando  el  Gobierno 
del  país  donde  se  hallen,  en  uso  del  derecho 
soberano  que  le  pertenece «  los  expulsa  de  su 
territorio.  La  obligación  del  Cónsul,  después 
de  haberse  asegurado  que  el  acto  de  expulsión 
no  es  arbitrario,  y  se  funda  al  contrario  en 
una  sentencia  judicial,  ó  en  una  medida  de 
alta  polUica  6  exigencias  también  políticas  de- 
bidamente justificadas,  debe  concretarse  á  pro- 
curar que  en  la  ejecución  del  acto  de  expul- 
sión el  expulsado  sufra  su  castigo  con  todas  las 
atenciones  que  sean  necesarias  (1). 

((Estos  principios  generales,  que  tienen 
concordancia  con  los  que  ha  sancionado  entre 
nosotros  (Francia)  la  ley  de  3  de  Diciembre 
de  1849,  son  los  que  deben  tener  presente  los 
Cónsules,  por  regla  general,  cuando  uno  de 
sus  nacionales  se  vea  obligado  por  fuerza  ma- 
yor á  dejar  el  país  donde  reside.» 

((Pero  si  en  la  expulsión  se  reconociese 
plenamente  constituido  un  abuso  del  poder,  ó 
bien  una  infracción  formal  del  texto  de  núes* 
tros  tratados,  él  Cónsul  deberá  amparar  bajo 
su  protección  á  los  franceses  que  hayan  sido 
victimas,  y  en  el  caso  de  no  tener  fuerza  para 
que  la  Autoridad  territorial  revoque  lo  man- 
dado, deberá  inmediatamente  participar  todo 
lo  ocurrido  al  Ministerio  de  Negocios  extran- 
jeros para  que  el  Gobierno  de  la  República 
tenga  cuantos  datos  sean  necesarios  para  exi- 
gir las  satisfacciones  que  legítimamente  de- 
berá reclamar. » 

El  edicto  de  Francia  de  1778  en  sus  ar- 
tículos 82  y  83,  dice: 

((Los  Cónsules  de  Francia  residentes  en  las 
costas  de  Levante  y  Berbería  podrán  embarcar 
á  todo  francés  que  por  su  mala  conducta  ó  sus 
intrigas  pueda  comprometer  los  intereses  po- 
líticos ó  comerciales  de  Francia. » 

Estos  mismos  derechos  han  sido  concedi- 
dos posteriormente  á los  Cónsules  franceses  re- 
sidentes en  China  y  en  el  innamato  de  Máscate. 

El  art.  7.*  de  la  ley  de  29  Vendimiarlo, 
año  VI  de  la  República,  prescribe  (da  expul- 
sión del  territorio  francés  de  todo  extranjero 
cuya  presencia  sojuzgue  suceptible  de  alterar 
el  orden  y  la  tranquilidad  pública.» 

Cuantos  asuntos  tengan  los  Cónsules  que 
resolver  y  puedan  sufrir  dificultades  y  entor- 


(1)    Vattrl,  Droit  des  gens,  lib.  2.®,  par,  101. 
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pecimientos  por  parte  de  las  Autoridades  loca- 
les y  puedan  ocasionar  perjuicios  á  los  intere- 
ses que  representan,  tienen  la  obligación  de 
dar  parte  al  Agente  diplomático  ó  Cónsul  ge- 
neral de  quien  dependan,  informando  al  mismo 
tiempo  al  Ministerio  de  Estado  para  recibir  de 
él  sus  instrucciones. 

«Les  está  prohibido  á  los  Cónsules  ejercer 
en  este  sentido  relación  directa  con  las  Auto- 
ridades centrales  del  país,  en  atención  á  una 
reciprocidad  de  principios  que  se  observan  en 
Francia,  que  no  autorizan  correspondencia 
alguna  con  dichas  Autoridades  sino  por  la  via 
diplomática.»  (1)  Véase  Imposiblb  é  Inogbntr. 

La  Real  orden  circular  del  Ministerio  de 
Estado  de  24  de  Febrero  de  1846  dice: 

«La  Reina  Nuestra  Señora  ha  tenido  á  bien 
mandarme  prevenga  á  V....  que  en  lo  sucesivo 
dispense  su  apoyo  y  protección  para  los  actos 
civiles  á  todo  español  que  los  reclame,  sean 
cuales  fueren  las  razones  políticas  que  deter* 
minen  su  permanencia  en  pais  extranjero;  ex- 
cepto en  los  casos  de  espedicion  de  pasaporte  y 
demás  que  tengan  relación  con  la  política,  en 
los  cuales  se  atendrá  V....  á  las  instrucciones 
que  le  tiene  comunicadas  el  Gobierno.» 

EXTEBBITOBIALIDAD.  El  derecho 
universal  de  gentes  considera  al  Ministro  pú- 
blico como  si  no  hubiese  salido  de  los  esta- 
dos de  su  Hoberano;  y  por  esta  razón  le  con- 
cede la  exterriíoritdidad.  El  derecho  positivo  de 
gentes  aplica  las  consecuencias  de  esta  ñccion, 
no  solo  á  la  casa,  sino  también  á  la  familia,  á 
los  empleados  y  en  general  á  las  personas  de 
su  servidumbre:  por  manera  que  personas  y 
cosas  se  las  considera  como  extranjeras  en  la 
tierra  que  pisan,  y  están  exentas  de  la  juris* 
dicción  local.  Aunque  en  realidad  el  tal  dere- 
cho esté  fundado  en  el  uso,  sin  embargo,  no 
puede  conceptuarse  como  legítimo.  Véase  T. 
Rolan  D  db  Büsst. 

EXTRADICIÓN.  La  remisión  y  entrega 
del  acusado  de  un  delito  en  manos  de  una 
Potencia  extranjera  que  le  reclama  para  juz- 
garle. 

Bs  regla  general  que  el  que  habiendo  CO' 
metido  un  delito  en  un  país  se  refugia  en 
Otro,  no  puede  ser  detenido  ni  juzgado  en  éste, 
ni  entregado  al  Gobierno  de  aquel;  de  suerte 
que  el  territorio  de  un  pais  es  un  asilo  invio- 
lable para  las  personas  y  propiedades  de  los 
extranjeros  que  respeten  sus  leyes. 

Esta  regla,  sin  embargo,  cesa  en  algunos 
casos;  cesa,  en  primer  lugar,  cuando  se  ha  de- 
rogado por  convenciones  diplomáticas;  y  en 
segundo,  cuando  el  Soberano  del  país  en  que 


(1)    De  Clbrcq,  pág.  110, 


se  he  refugiado  el  delincuente,  juzga  de  sn 
deber  en  virtud  de  razones  muy  graves  entre- 
garle á  la  Potencia  reclamante  en  cuyo  ter- 
ritorio se  ha  cometido  el  crimen.  Mas  nunca 
son  entregados  los  perseguidos  por  opiniones 
políticas. 

En  el  convenio  entre  España  y  Francia, 
firmado  en  Madrid  el  26  de  Agosto  de  1850 
para  asegurar  la  recíproca  extradición  de 
malhechores,  se  establecen  los  artículos  si- 
guientes: 

«Artículo  1 .'  El  Gobierno  español  y  el  Go- 
bierno francés  se  obligan  por  el  presente  con- 
venio á  entregarse  reciprocamente  (con  la 
única  excepción  de  sus  respectivos  subditos), 
todos  los  individuos  refugiados  de  España  y 
sus  provincias  de  Ultramar  en  Francia  en  y  sus 
colonias,  ó  de  Francia  y  sus  colonias  en  Es- 
paña y  en  dichns  provincias  do  Ultramar,  acu- 
sados ó  condenados  como  autores  ó  cómplices 
de  cualquiera  de  los  crímenes  que  á  continua- 
ción se  enumeran  (art.  2.*),  por  los  Tribunales 
del  país  donde  se  hubiere  cometido  el  crimen. 
Se  efectuará  esta  extradición  en  virtud  de  la 
instancia  que  uno  de  los  dos  Gobiernos  dirija 
al  otro  por  la  vía  diplomática. 

Art.  2.*  Los  delitos  por  los  cuales  la  ex- 
tradición deberá  recíprocamente  conceder- 
se, son: 

1.*  El  asesinato,  el  envenenamiento,  el 
parricidio,  el  infanticidio,  el  aborto,  el  homi- 
cidio, la  violación  y  los  atentados  contra  el 
pudor  consumados  ó  intentados  con  violencia, 
ó  aquellos  que  hayan  sido  consumados  ó  in- 
tentados sin  violencia  contra  una  persona  de 
uno  ú  otro  sexo  menor  de  11  años  (1). 

2.^     El  incendio  voluntario. 

3/  La  sustracción  fraudulenta  cometida 
en  vía  publica,  ó  de  noche  en  casa  habitada; 
la  sustracción  que  sea  ejecutada  con  violencia, 
con  escalamiento  ó  con  horadamiento  ó  frac- 
tura interior  ó  exterior,  y  en  fin,  cualquiera 
,  sustracción  imputada  á  un  criado  ó  dependien- 
te asalariado. 

4*  La  fabricación,  introducción  y  expe- 
dición de  moneda  falsa;  la  falsifi^cacion  de  los 
punzones  ó  sellos  con  que  se  contrastan  el  oro 


(1)  El  dia  31  del  mes  de  Marzo  de  1867  tuvo 
lugar  un  canje  de  notas  entre  el  Sr.  Ministro  de 
Estado  de  S.  M.  Católica  y  el  Sr.  Embajador  do 
S.  M.  el  Emperador  de  los  franceses  en  Madrid, 
en  que  se  declara  oue  el  párrafo  1.^,  art*  2.°  del 
convenio  de  extradición  de  25  de  Agosto  de  1850 
entre  España  y  Francia  queda  modifícado,  ha- 
ciendo extensiva  la  extradición  á  los  criminales 
de  atentado  contra  el  pador,  consumado  ó  inten- 
tado sin  violencia  contra  niños  de  uno  ú  otro 
sexo  menores  de  13  años  de  edad.  (Gaceta  núme- 
ro 115  de  25  de  Abril  de  1867.) 
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y  la  plata,  y  la  fabricación  de  los  sellos  del 
Estado  y  de  toda  clase  de  papel  sellado. 

5.*  La  falsedad  cometida  en  instrumentos 
públicos  ó  privados  y  en  los  de  comercio;  la 
falsificación  de  efectos  públicos  de  cualqaiera 
clase,  y  la  de  los  billetes  de  Banco;  el  uso  de 
estos  documentos  falsificados,  exceptuándose 
siempre  las  falsedades  cometidas  en  cerliñca-* 
dos,  pasaportes  y  otros  documentos,  cuando 
no  se  castigan  con  penas  aúicti  vas  é  infamantes. 

6.*  El  falso  testimonio  y  el  soborno  de 
testigos. 

7.  La  sustracción  cometida  por  deposi- 
tarios constituidos  por  autoridad  pública  de  los 
valores  que  por  razón  de  su  cargo  se  bailasen 
en  su  poder,  y  la  efectuada  por  cajeros  de  es-* 
tablecimientos  públicos  y  casas  de  comercio 
cuando  sean  castigados  con  penas  aflictivas  ó 
infamantes. 

B.*     La  quiebra  fraudulenta. 

Art.  3.*  Los  documentos  en  que  ban  de 
fundarse  las  demandas  de  extradición,  son: 

1.^  El  auto  de  prisión  expedido  contra  el 
reo,  ó  cualquier  otro  documento  que  tenga  al 
menos  la  misma  fuerza  que  dicbo  auto,  y  ex- 
prese igualmente  la  naturaleza  y  gravedad  de 
los  hechos  denunciados  y  la  disposición  penal 
que  les  sea  aplicable. 

2/  Las  señas  personales  del  encausado,  á 
fin  de  facilitar  su  busca  y  arresto. 

Art.  4.*  Todos  los  efectos  que  se  bailen 
en  poder  de  un  procesado  en  el  acto  de  su  ar- 
resto, se  entregarán  al  tiempo  de  hacerse  la 
extradición,  y  esta  entrega  no  se  limitará  á 
los  efectos  robados,  sino  que  comprenderá  to- 
dos los  que  puedan  servir  á  la  comprobación 
del  delito. 

Art.  5.°  Si  el  individuo,  cuya  extradición 
se  decretase,  estuviese  Judicialmente  perse- 
guido en  el  pais  donde  se  refugió  por  críme- 
nes ó  delitos  cometidos  en  él,  no  será  entre- 
gado hasta  después  que  sufra  la  pena  á  que  se 
le  condene  por  razón  de  estos  delitos. 

Art.  6.*  Se  exceptúan  del  presente  con- 
venio los  crímenes  y  delitos  políticos.  El  in- 
dividuo cuya  extradición  esté  concedida,  no 
podrá  en  caso  alguno  ser  perseguido  ó  casti- 
gado por  ningún  delito  político  anterior  á  la 
extradición. 

Art.  7.*  El  individuo  entregado  en  virtud 
de  este  convenio  no  podrá  ser  Juzgado  por  de- 
lito anterior  á  la  extradición,  distinto  del  que 
la  hubiere  motivado,  sino  en  el  caso  de  ser  dicho 
delito  de  los  comprendidos  en  este  convenio,  y 
obteniéndose»  previamente,  en  la  forma  pres« 
crita  para  aquella  por  el  art.  3.*,  la  anuencia 
del  Gobierno  que  la  Kaya  concedido. 

Art.  8.*     No  tendrá  en  ningún  caso  lugar 


la  extradición  del  delincuente,  cuando  haya 
prescrito  la  pena  ó  la  acción  criminal  con  ar- 
reglo á  la  legislación  del  país  donde  se  hallare 
refugiado  el  reo. 

Art.  9.*  Siendo  obligatorio  para  el  Gobier- 
no espa&ol  el  respetar  el  derecho  que  adquie- 
ren en  España  ciertos  delincuentes  á  ser  exi- 
midos de  la  pena  capital  en  virtud  del  asilo 
eclesiástico,  se  entenderá  que  la  extradición 
concedida  al  Gobierno  francés  de  los  reos  que 
se  hallen  en  aquel  caso  está  efectuada  con  la 
condición  de  que  no  podrá  serles  impuesta  la 
pena  de  muerte,  que  en  el  estado  actual  de 
la  legislación  francesa  no  es  aplicable  á  nin- 
guno de  los  reos  que  gozan  en  Bspa&a  del  be- 
neficio del  derecho  de  asilo,  si  más  adelante 
llegase  á  serles  aplicable.  Deberá  acreditarse 
aquel  derecho  al  tiempo  de  la  entrega  de  los 
reos,  mediante  copia  testimonial  de  las  dili- 
gencias judiciales  practicadas  con  este  objeto. 

Art.  10.  La  extradición  no  se  suspenderá 
porque  impida  el  cumplimiento  de  obligacio- 
nes que  el  individuo  reclamado  hubiese  con- 
traído á  favor  de  personas  particulares,  las 
cuales  podrán  hacer  valer  su  derecho  ante  la 
autoridad  competente. 

Art.  1 1 .  Los  gastos  que  origine  el  arres- 
to, prisión,  custodia,  manutención,  traslación 
y  conducción  á  la  frontera  de  los  individuos 
cuya  extradición  se  concediese,  serán  de  cuen- 
ta del  Gobierno  en  cuyo  país  se  hallase  refu- 
giado el  delincuente. 

Art.  12.  El  convenio  concluido  el  29  de 
Setiembre  de  1875  quedará  nulo  y  de  ningún 
valor,  y  dejará  de  ser  obligatorio  un  mes,  día 
por  día,  después  del  cange  de  las  ratificacio- 
nes del  presente  convenio. 

Art.  13.  Queda  ajustado  por  cinco  años  el 
presente  convenio,  y  continuará  en  vigor. du- 
rante otros  cinco  años  con  tal  que  seis  meses 
antes  de  espirar  el  primer  término  ninguno 
de  los  dos  Gobiernos  hubiese  declarado  que  re- 
nunciaba á  él,  y  asi  sucesivamente  de  cinco 
en  cinco  años.» 

España  ha  celebrado  convenios  de  extra- 
dición con  otras  Potencias,  los  que  se  hallan 
en  la  obra  de  D.  Florentino  Janer  (1). 

Bn  la  Instrucción  de  19  de  Julio  de  1856 
se  previene  lo  siguiente: 

((Art.  6.°  Cuando  un  Gobierno  ó  Autori- 
dad extranjera  pusiera  á  disposición  de  algún 
Cónsul  de  S.  M.  cualquier  criminal  ó  desertor 
español  refugiado,  procederá  dicho  funciona- 


(1)  Tratados  de  Bspaíia,  Madrid,  1869,  adi- 
ción á  la  Colección  de  Tratados  ordenada  por  Don 
Alejandro  Cantillo,  la  que  solo  contiene  los  ajus- 
tados hasta  1842, 
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rio  con  arreglo  alo  prevenido  para  los  procesa* 
(ios  por  la  jurisdicción  consular. 

Mas  si  la  extradición  del  criminal  ó  deser* 
lor  procediese  de  los  Estados  fronterizos  de 
Francia  y  Portugal,  deberá  tener  entendido  el 
Cónsul,  si  fuese  llamado  á  intervenir,  que  por 
los  tratados  vigentes  con  las  referidas  Poten- 
tilas quedan  á  cargo  de  éstas  los  gastos  de 
siustento  y  conducción  de  los  delincuentes  has- 
ta la  frontera  de  España.»  Véase  Bxteañaiiibn- 
To,  MALHECHoass  y  Gastos  db  BXTaADicioN. 

EXTBANJEBÍA,  Entiéndese  por  tfa;¿raii;>- 
r/a  la  calidad  y  condición  que  corresponden  al 
«extranjero  residente  en  algún  país,  mientras 
no  está  naturalizado  en  él. 

Esta  calidad  trae  consigo  ciertos  deberes  y 
ciertos  derechos  propios  del  extranjero,  y  que 
por  lo  mismo  se  llaman  de  extranjería»  Estos 
derechos  son  de  tres  especies: 
1.*     Absolutos  ó  universales. 
2.*     Relativos. 
3  *     Convencionales. 

Los  absolutos  6  universales  son  los  que  ema- 
uan  de  los  principios  invariables  del  derecho 
internacional. 

Los  relativos  son  los  que  se  establecen  en  las 
leyes  particulares  de  cada  Nación. 

Los  convencionales  son  los  que  se  fundan  en 
tratados,  estipulaciones  ó  convenios  de  las  Na-^ 
cienes  entre  si. 

Los  derechos  absolutos  6  universales  del  ex- 
tranjero son: 

i  .*  Gozar  de  libertad  en  la  condición  civil. 
«Esta  libertad  consiste  en  disfrutar  de  los  de- 
rechos naturales  y  eternos  del  hombre,  en  vir- 
tud de  los  cuales  deben  ser  protegidas  su  vi- 
da, su  libertad  material  y  su  hacienda;  en  ase- 
gurársele el  goce  de  los  derechos  civiles  (que 
lio  son  propios  exclusivamente  de  la  calidad 
de  ciudadano),  esto  es,  la  plena  y  libre  facul- 
tad de  obligarse,  de  adquirir,  de  poseer,  enaje- 
nar, contratar,  testar,  contraer  matrimonio, 
heredar,  disponer  de  sus  bienes  muebles  ó  in- 
muebles por  donación  ó  de  cualquier  otro  mo- 
do; de  ejercer  su  industria,  de  vivir  en  el  se- 
no de  su  familia  ó  fuera  de  él;  de  mudar  su  do- 
micilio cuando  le  convenga ;  de  transitar  por 
donde  quiera,  y  de  prolongar  su  residencia 
fuera  de  su  Patria  sin  perder  su  nacionalidad  » 
(Droit.  rontani,  T.  I.*— 387.  Fritot,  Scien,  du 
publique.) 

2  *  Estar  exento  de  toda  especie  de  servi- 
cio político,  civil  ó  militar  en  el  país  donde  re- 
side, de  los  tributos  destinados  á  sostener  los 
derechos  de  este  mismo  país ,  y  de  íodas  las 
cargas  que  pertenecen  á  la  calidad  del  ciuda- 
dano. 

3,^    No  sufrir  prisión  arbitraria. 


4.*  No  ser  juzgado  por  leyes  que  tengan 
fuerza  retroactiva. 

5.**  Disfrutar  de  la  inviolabilidad  de  pro- 
piedad y  asilo  doméstico. 

6.*  Poder  exigir  en  todos  casos  y  circuns- 
tancias ,  no  solamente  justicia ,  sino  tambinn 
equidad.  «La  equidad  es  diferente  de  Injusticia. 
Esta  se  funda  en  el  derecho,  Jus:  aquella  en 
la  igualdad  del  modo ,  oequum ,  ó  más  bien  en 
la  humanidad.» 

«La  palabra  equidad  tiene  dos  acepciones 
en  jurisprudencia,  pues  ora  significa  la  mode- 
ración del  rigor  de  las  leyes ,  atendiendo  más 
á  la  intención  del  legislador  que  á  la  letra  de 
ellas,  ora  se  toma  por  aquel  punto  de  rectitud 
del  Juez  que,  á  falta  de  la  ley  escrita  consue- 
tudinaria ,  consulta  en  sus  decisiones  las  má- 
ximas del  buen  sentido  ó  de  la  razón,  ó  sea  de 
la  ley  natural.»  (Bscrichb,  Diccionario  ratonado 
de  legislación  y  jurisprudencia,) 

7.*  Poder  reclamar  daños  y  perjuicios  en 
caso  de  atentado  contra  la  persona  ó  contra  la 
propiedad. 

8.**  No  poder  ser  enjuiciado,  ni  mucho  me- 
nos castigado  por  ningún  delito  ó  crimen  co- 
metido fuera  del  pais  donde  reside. 

9.^  Poder  ausentarse  de  este  mismo  país 
cuando  le  convenga ,  sin  estar  obligado  á  pe- 
dir licencia  para  ello. 

10.  Obtener  la  protección  y  el  amparo  de 
los  Agentes  diplomáticos  y  consulares  de  su 
Nación,  y  á  falta  de  éstos,  de  los  de  cualquie- 
ra otra  Nación  amiga.  Estos  derechos  son  ge- 
nerales, permanentes  é  indisputables,  por  fun- 
darse, como  se  ha  dicho,  en  principios  del  de« 
recho  internacional ,  arimitidos,  respetados  y 
practicados  por  todas  las  Naciones  civilizadas; 
y  su  observancia  es  tan  esencial  y  necesaria, 
que  obliga  á  los  Agentes  diplomáticos  y  con- 
consulares  á  defenderlos  de  oficio  sin  necesi- 
dad de  recurso,  súplica  ó  indicación  del  ex- 
tranjero en  quien  se  infrinjan, 

«La  obligación  del  Ministro  diplomático  en 
todos  los  casos  de  esta  naturaleza  es  tan  gran- 
de, que  puede,  y  aun  debe,  solicitar  la  coope- 
ración de  los  Representantes  de  las  demás  Po- 
tencias (residentes  en  el  mismo  pala)  para  ha- 
cer la  reclamación  en  común ,  siempre  que  lo 
juzgue  conveniente». — «3i  la  obligación  (dice 
Vattel)  da  derecho  á  las  cosas  sin  las  cuales  no 
se  puede  cumplir,  cualquiera  obligación  abso- 
luta ,  necesaria  é  indisputable  produce ,  por 
consiguiente,  derechos  igualmente  absolutos  y 
necesarios  que  no  pueden  perderse  por  ning'u  - 
na  causa.  {Der.  de  geni.,  1.  2.',  c.  9.') 

Es  tan  antigua  la  práctica  de  hacer  caasa 
común  los  Enviados  diplomáticos  residentes 
en  un  país  extranjero  para  protestar  ó  recia  - 
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mar  todos  jantos  en  cuerpo,  en  circunstancias 
graves ,  que  con  motivo  de  las  desavenencias 
ocurridas  hacía  1496  entre  la  corte  pontiñcia 
y  las  de  Francia  y  España,  el  Cardenal  D.  Ber- 
nardino  de  Carvajal,  Embajador  de  España  en 
Roma  por  aquellos  años ,  escribía  al  Conde  de 
OropesA  dlciéndole:  «e  assí  lo  pensamos  facer 
todos  los  (Embajadores)  de  la  cristiandad,  adu- 
nados y  congregados  para  ello,  como  buenos  y 
leales  propinóos  á  la  justicia  de  nuestros  seño- 
res Reyes ,  ca  obligados  somos  &  defender  la 
Silla  Real  temporal  por  los  derechos  adquiri- 
dos, y  assi  juntos  el  (Embajador)  de  Alemania 
el  de  Bohemia,  el  de  Francia,  el  de  Micina  e  de 
otros  ínclitos  Reyes  y  Príncipes  que  hemos 
concitado,  e  yo,  defenderemos  las  prerogativas 
que  no  quiere  el  Santo  Padre  dar  á  aquellos. » 
{Colee,  diplon,  de  D.  B.  de  Iriarte.) 

«La  Nación  que  se  burla  de  la  justicia  ofen- 
de á  todas  las  Naciones.»  (Derecho  de  gentes ^  to- 
mo 2.**,  pág.  217.) 

Ningún  extranjero  puede  renunciar  ningu- 
no de  los  derechos  antes  citados,  y  la  renuncia 
que  haga  de  ellos  es  completamente  nula ,  y  los 
Agentes  diplomáticos  y  consulares  del  país 
del  nuismo  extranjero  están  obligados  á  defen- 
der y  exigir  la  observancia  del  derecho  inde- 
bidamente renunciado;  á  pedir  la  anulación, 
reparación  ó  remedio  de  los  efectos  que  haya 
producido  la  renuncia ,  ó  protestar  contra  el 
hecho  y  sus  consecuencias  en  caso  necesario, 
y  todo  esto  aun  contra  la  voluntad  del  que  haya 
hecho  la  renuncia. 

<fCada  cual  puede  hacer  renuncia  de  lo  que 
está  establecido  en  su  favor,  pero  con  tal  que 
solo  renuncie  á  su  derecho  particular  y  no  al 
derecho  público  »  (Escriche,  Diccionario  de  Le-- 
gi$lacion  y  Jurisprudencia.) 

«El  derecho  de  gentes  establecido  entre  las 
Naciones  que  hoy  pueblan  el  universo  culto, 
exig^e  sacrificios  grandes,  convenientes  al  pro- 
vecho común;  pero  no  acepta  ni  consiente  nin- 
g'un  sacrificio  privado  que  pueda  producir  me- 
noscabo ó  perjuicio  de  aquel  provecho,  que  es 
el  primero  on  orden.»  {Colección  diplomática  dé 

laiABTE.) 

El  extranjero  no  puede  renunciar  estos 
derechos  más  que  naturi  lizándose,  esto  es,  ha* 
ciéndoso  subdito  y  ciudadano  del  país  donde 
reside;  lo  contrario  seria  concederle  el  derecho 
de  perjudicar  en  sí  mismo,  no  solo  á  la  Nación 
entera  á  que  pertenece,  sino  á  todas  las  demás 
que  reconocen,  practican  y  respetan  los  prin- 
cipios indicados. 

«II  est  devaisonabie  de  diré  qu'un  homme,  un 
)^iinple  individu  a  le  droit  de  ce  nuive:  11  n'est 
»pft8  molos  absurde  de  prétendre  qu*un  Nation 


>entiére  peut  ce  portar  préjudíce  si  cela  luí  eon- 
»vient » {Contrato  social.) 

En  18X5  el  Rey  de  España  manifestó  su 
desagrado  á  su  Ministro  plenipotenciario  en 
Berlín,  por  no  haber  protestado  contra  la  re- 
nuncia que  hizo  de  los  derechos  de  extranje- 
ría el  comerciante  español  D.  Santiago  Oren* 
dain,  residente  en  Dantzick,  y  ordenó  al  mis- 
mo tiempo  S.  M.  se  reprendiese  severamente 
al  Cónsul  de  España  en  aquella  plaza  por  ha- 
ber tolerado  la  referida  renuncia,  y  consentido 
que  quedase  incluida  en  un  contrato  mercan- 
til. El  resultado  de  todo  fué  la  anulación  de  la 
renuncia.  [Instrucciones  dadas  el  13  de  Enero  de 
1784  por  Floridablanca  al  Conde  de  Aranda.) 

Para  conseguir  la  naturalización,  cada  Na- 
ción tiene  establecidas  ciertas  reglas  ó  con- 
diciones en  su  Constitución  política  ó  ley  or- 
gánica fundamental,  y  á  ellas  debe  sujetar- 
se todo  extranjero  que  desee  naturalizarse  en 
el  país  donde  reside  ó  en  otro  cualquiera. 

Además ,  el  extranjero  puede  perder  su 
propia  nacionalidad  en  ciertas  circunstancias 
y  por  ciertas  causas  que  cada  Nación  estable- 
ce del  mismo  modo;  v.  gr.,  si  el  extranjero  se 
mezcla  en  las  guerras  civiles  del  país  donde  se 
halla,  si  admite  algún  empleo  ó  condecoración 
del  Gobierno  del  mismo  país,  etc. 

Sin  embargo,  cuando  el  extranjero  entra 
con  permiso  de  su  Soberano  al  servicio  de  otra 
Nación,  no  pierde  su  nacionalidad,  aunque 
quedan  suspensos,  durante  aquel  servicio,  los 
derechos  que  le  pertenecían  como  extranjero. 
Pero  no  obstante,  hay  Naciones  que  aun  en 
ambos  casos  nunca  niegan  su  protección  á  sus 
subditos,  distinguiéndose  entre  ellas  por  su 
filantropía  y  liberalismo  España,  Inglaterra  y 
los  Estados-Unidos.  Hé  aquí,  respecto  á  nos- 
otros, algunas  pruebas  históricas:  D.  Ramón 
Valles,  D.  Teodoro  Vaquero  y  La  Mota,  y  Don 
Narciso  Folch  de  Cardona,  españoles,  se  ha- 
llaban al  servicio  de  Francia  en  el  cuerpo 
de  Guardias  de  Corps  del  desgraciado  Rey 
Luis  XVI  en  1792,  y  el  Rey  de  España  Car- 
los IV  ordenó  á  su  Embajador  en  aquella  corte 
les  diese  toda  especie  de  protección  y  procu- 
rase salvarlos  á  todo  trance,  como  afortunada- 
mente lo  consiguió.  Igual  protección  concedió 
el  Ministro  do  España  en  los  Estados-Unidos 
el  año  de  18 15  á  N.  Murga,  contramaestre  de 
la  fragata  inglesa  Nimble,  español,  que  servia 
en  Inglaterra  en  la  marina  mercante,  y  otros 
muchos  hechos  que  se  omiten  y  que  justifican 
nuestra  generosidad  é  hidalguía. 

Entre  los  recursos  de  que  se  han  servido 
los  insurrectos  cubanos  para  crear  conñictos  á 
nuestras  Autoridades  en  aquella  isla  y  al  Go- 
bierno en  general,  llamaba  la  atención  el  es- 
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candaloso  aboso  qae  véDían  hacie&do  ciertos 
cabanos  naturalizados  como  ciadadanos  de  los 
Bstados-ünidos,  y  que,  sin  embargo,  tomaban 
una  participación  activa  en  todos  los  actos  ci- 
Tiles  y  políticos  de  la  exclusiva  incumbencia 
de  los  españoles,  siempre  que  tuvieran  por  ob 
jeto  favorecer  á  la  insurrección. 

Sucedía  que,  cuando  nuestras  Autoridades 
sorprendian  á  estos  cubanos  en  delito  de  cons- 
piración, tenían  que  suspender  los  procedi- 
mientos gubernativos,  y  aun  á  veces  los  judi- 
ciales; porque  haciendo  valer  los  procesados 
sus  derechos  de  extranjería,  entablábanse  re- 
clamaciones diplomáticas  por  el  Representante 
de  los  Estados-Unidos,  aplazándose  el  castigo 
de  los  culpables,  á  quienes  casi  siempre  se 
probaba  que  hablan  perdido  su  calidad  de  ciu- 
dadanos norte -americanos. 

Para  evitar,  pues,  estas  reclamaciones,  el 
Ministro  de  Relaciones  exteriores  del  Gobierno 
de  Washington  dirigió  al  Vicecónsul  general 
de  la  Habana  la  siguiente  orden,  que  si  bien 
es  de  fecha  5  de  Mayo  de  1869,  revela  por  lo 
menos  que  el  Gobierno  del  general  Grant  se 
hallaba  dispuesto  por  entonces  á  observar  la 
más  estricta  neutralidad  en  la  cuestión  cu- 
bana. 

Hé  aquí  el  documento: 

((Departamento  de  Estado. — Washington, 
Mayo  5  de  1869.— Mr.  H.  O.  Hall,  Vicecón- 
sul general  de  los  Estados -Unidos  en  la  Ha- 
bana. 

Muy  señor  mió:  Tengo  el  gusto  de  acusar 
á  Vd.  recibo  de  su  despacho  núm.  30,  en  el 
cual  me  expone:  que  en  varias  ocasiones  al- 
gunos cubanos  de  nacimiento,  después  de  ha- 
berse naturalizado  como  ciudadanos  de  los 
Estados-Unidos,  habían  regresado  á  la  isla  de 
Cuba,  residiendo  allí  permanentemente,  sin 
haber  comunicado  su  cambio  de  nacionalidad, 
y  en  algunos  casos  habían  aceptado  destinos, 
los  cuales  solo  podían  ser  desempeñados  por 
subditos  españoles,  pidiendo  Vd.  además  ins- 
trucciones para  que  le  sirvan  de  norma  en  el 
caso  de  que  se  solicitara  su  intervención  ofi- 
cial á  favor  de  alguno  de  ellos.  En  su  contes- 
tación debo  manifestar  á  Vd.:  que  es  eviden- 
temente imposible  poder  establecer  reglas  para 
todos  los  casos  que  puedan  presentarse.  Los 
ciudadanos  naturalizados  y  los  nacidos  en  el 
país  tienen  derecho  á  la  misma  protección  de 
parte  del  Gobierno  de  los  Estados -Unidos,  aun 
cuando  se  hallen  en  país  extranjero;  pero  los 
unos  y  los  otros  en  este  último  caso  se  hallan 
sujetos  á  obedecer  y  observar  las  leyes  del  país 
en  que  se  encuentran,  del  mismo  modo  que  lo 
efectCian  los  ciudadanos  ó  subditos  del  mismo. 

Los  que  residen  en  un  país  extranjero  y 


fijan  allí  su  domicilio,  quedan  obligados  á 
cumplir  con  los  deberes  que  el  Gobierno  de 
dicho  país  impone  á  sus  propios  naturales. 

Puede  también  suceder  que  algún  eluda 
daño  naturalizado,  al  regresar  á  su  país  nati- 
vo, resida  en  el  mismo  con  marcada  intención 
de  permanecer  en  él  ó  con  la  idea  de  aceptar 
allí  destinos  incompatibles  con  su  adoptada 
ciudadanía,  ó  que  oculte,  durante  algún  tiem- 
po, el  cambio  de  nacionalidad  y  pase  él  mis- 
mo como  ciudadano  de  su  país  natal  hasta  que 
llegue  el  momento  en  que  convenga  á  sus  io* 
tereses  reclamar  la  intervención  del  Represen- 
tante del  que  ha  adoptado:  que  demuestre,  en 
fin,  una  intención  marcada  de  abandonar  loa 
nuevos  derechos  adquiridos  y  volver  á  pres- 
tar pleito  homenaje  á  su  primitiva  Patria,  has- 
ta el  punto  de  librar  al  Gobierno  de  la  que 
adoptó  después  de  la  obligación  de  protegerle 
como  á  uno  de  sus  subditos  mientras  perma- 
nezca en  su  país  nativo. 

En  los  casos  que  se  le  presenten  debe  us- 
ted ejercer  el  mayor  celo  y  cuidado,  y  usar  de 
una  prudente  discreción  para  averiguar  y  de- 
terminar si  cada  peticionario  ha  mantenido 
por  completo  y  con  la  mejor  buena  fé  su  plei- 
to homenaje  al  Gobierno  de  los  Estados-Uni- 
dos, seguro  entonces  de  que  este  departamen 
to  le  apoj^ará  á^Vd.  mientras  se  adhiera  á  las 
bases  establecidas  en  la  presente  instruc- 
ción. 

Quedo  de  Vd.  su  atento  servidor.— ¿Ttf- 
milton  Fiih,)» 

Finalmente,  entre  las  reformas  ó  aclara- 
ciones que  requería  el  estado  de  nuestra  legis- 
lación española  ninguna  era  tan  perentoria 
como  las  que  comprendían  nuestras  leyes  sobre 
extranjeros.  El  decreto  de  17  de  Noviembre  de 
1852  ñja  los  derechos  de  extranjería  en  Espa- 
ña y  comprende,  no  solo  cuanto  concierne  á  los 
extraujeros  que  vienen  al  territorio  de  la  Na- 
ción, ya  de  paso,  ya  para  residir  más  ó  menos 
tiempo,  conservando  siempre  su  nacionalidad, 
sino  también  cuanto  se  refiere  á  la  naturaliza- 
ción de  aquellos  que  quieran  obtenerla  en  estos 
reinos,  y  á  las  formas  de  obtener  carta  de  na- 
turaleza ó  vecindad.  Bste  decreto  comprende 
cinco  artículos:  1.*  De  los  extranjeros  y  su  da- 
sijlcadon  en  España.  2, '^  De  las  disposiciones  que 
han  de  observarse  para  el  ingreso  y  residencia  en 
España  de  los  extranjeros.  3.°  De  la  condición 
civil  de  los  extranjeros  domiciliados  y  transeúntes^ 
sus  derechos  y  obligaciones,  ^.°  De  los  buques  ex- 
tranjeros. T  5.*  Disposiciones  generales. 

El  art.  45  de  estas  Disposiciones  generales 
debemos  consignarlo  aquí  y  desear  que  las  de- 
más Naciones  adopten  los  principios  que  con- 
tiene, como  prueba  de  la  más  imparcial  jasti- 
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cia  y  de  la  consideración  que  recíprocamente 
todas  80  deben: 

uEl  extranjero  que  obtuviere  naturaliza- 
ción en  España,  asi  como  el  español  que  la  ob* 
tuviere  en  el  territorio  de  otra  Potencia,  sin  el 
conocimiento  y  autorización  de  su  Gobierno 
respectivo,  no  se  libertará  de  las  obligaciones 
que  eran  consiguientes  á  su  nacionalidad  pri- 
mitiva, aunque  el  subdito  de  España  pierda  en 
otro  concepto  la  calidad  de  español,  con  arre- 
glo á  io  dispuesto  en  el  párrafo  quinto,  art.  1.' 
de  la  Constitución  de  la  Monarquía.  (La  refor- 
mada por  las  Cortes  en  1845  ) 

En  consecuencia  de  esta  declaración,  cuan* 
do  un  extranjero  se  haya  naturalizado  en  Es- 
paña sin  autorización  de  su  Gobierno,  y  pre- 
tenda por  este  medio  eximirse  de  las  obligacio- 
nes del  servicio  militar  ú  otras  que  le  coirres- 
penderían  en  su  Patria  primitiva,  el  Gobierno 
español  no  sostendrá  la  exención,  asi  como  no 
la  reconocerá  en  un  español  que  alegase  cam- 
bio de  su  nacionalidad,  sin  haber  obtenido  la 
autorización  expresada.» 

EXTBANJEBO.  El  que  es  de  otra  Nación , 
esto  es,  el  que  no  se  halla  revestido  de  alguna 
de  aquellas  calidades  ó  circunstancias  que 
constituyen  á  un  hombre  en  laclase  de  español. 
Véase  Español. 

Los  extranjeros  se  dividen  en  avecindados 
y  transeúntes. 

Son  aoecindados  6  se  consideran  vecinos: 

1  /     El  que  obtiene  privilegio  de  naturaleza. 

2/  El  que  nace  en  España  y  posesiones  de 
Ultramar. 

8.*  El  que  en  ella  se  convierte  á  la  santa 
religión  catüsiica. 

4.'  El  que  viviendo  sobre  si,  establece  su 
domicilio. 

5.*  El  que  pide  y  obtiene  veoindad  en  al- 
gún pueblo. 

6.*  El  que  se  casa  con  mujer  española  y 
habita  domiciliado  en  los  dominios  españoles; 
y  si  es  lá  mujer  extranjera  que  casare  con 
hombre  natural,  por  el  mismo  hecho  se  hace 
del  fuero  y  domicilio  do  su  marido. 

7.^  El  que  se  arraiga  comprando  y'adqui- 
riendo  bienes  raices  y  posesiones. 

8.^  El  que  siendo  oficial  de  cualquier  ofi- 
cio mora  y  lo  ejerce  en  España  ó  tiene  tienda 
en  que  venda  por  menor. 

9.*  El  que  tiene  oficios  de  Concejo  publico, 
honoríficos  ó  cargos  de  cualquier  género  que 
solo  pueden  usar  los  naturnles. 

10.  El  que  goza  de  los  pastos  y  comodi- 
dades que  son  propios  de  los  vecinos. 

11.  El  que  mora  diez  años  con  casa  po* 
blada  en  España  y  sus  colonias,  con  tal  que  no 
se  halle  afecto  al  pabellón  y  Consulado  de  su 


Nación,  ó  no  haya  demostrado  ó  hecho  gestión 
para  ello. 

12.  El  que  adquiera  naturaleza  ó  vecin- 
dad por  otro  cualquier  titulo  suficiente,  con- 
íbrme  á  derecho  común  ó  real.  (Resolución  de 
Felipe  V  en  8  de  Marzo  de  1716,  ley  3.',  ti- 
tulo 11,  lib.  6.°,  Nov.  Rec,  y  Real  orden  de 
10  de  Marzo  de  1762.) 

La  legislación  respecto  á  extranjeros  en  Es- 
paña no  deja  de  ser  complicada,  pues  además 
de  lo  ya  citado,  posteriormente  se  dictaron  las 
Reales  órdenes  de  12  y  21  de  Julio,  2  de  Se- 
tiembre y  otras  varias  de  1781  (Leyes  8.',  9.% 
10  y  susnotas,tit.  11,  lib.  6.*,  Nov.  -fítfí?.)Lue- 
go,  por  Real  orden  de  11  de  Agosto  de  1837, 
se  mandó  de  nuevo  llevar  á  efecto  la  formación 
de  matriculas  de  todos  los  extranjeros  residen- 
tes en  España,  con  expresión  de  domiciliados 
y  transeúntes. 

Últimamente,  la  ley  provisional  del  Re- 
gistro civil  prescribe  respecto  á  los  extranje- 
ros lo  siguiente: 

((Los  extranjeros  que  hayan  ganado  vecin- 
dad en  un  pueblo  de  España  gozarán  de  la 
consideración  y  derechos  de  españoles  desde 
el  instante  en  que  se  haga  la  correspondiente 
inscripción  en  el  Registro  civil. 

Al  efecto  deberán  presentar  ante  el  Juez 
municipal  de  su  domicilio  justificación  bas- 
tante, practicada  con  citación  del  Ministerio 
publico,  de  los  hechos  en  virtud  de  los  cuales 
se  gana  dicha  vecindad,  renunciando  en  el 
acto  á  la  nacionalidad  que  antes  tenían. 

De  los  hechos  comprendidos  en  la  justifi- 
cación practicada  y  de  esta  renuncia  deberá 
hacerse  mención  expresa  en  el  asiento  respec- 
tivo. (Art.  102  ley.) 

Los  nacidos  e^  territorio  español  de  pa- 
dres extranjeros  ó  de  padre  extranjero  y  ma- 
dre española  que  quieran  gozar  de  la  nacio- 
nalidad de  España,  deberán  declararlo  asi  en 
el  término  de  un  año,  á  contar  desde  el  dia 
en  que  cumplan  la  mayor  edad,  si  á  la  sazón 
están  ya  emancipados;  y  en  otro  caso  desde 
que  alcancen  la  emancipación,  renunciando  al 
mismo  tiempo  á  la  nacionalidad  de  los  padres. 
(Art.  103  ley.) 

Esta  declaración  y  renuncia,  y  consi- 
guiente inscripción  en  el  Registro,  deberán 
hacerse  ante  el  Juez  municipal  del  domicilio 
del  interesado.  Si  residiere  en  pais  extranjero, 
se  harán  ante  el  Agente  diplomático  ó  consu- 
lar de  España  del  punto  más  próximo,  quien 
insc^ribirá  el  acta  en  el  Registro  de  que  esté 
encargado,  remitiendo  copia  á  la  Dirección 
para  que  repita  la  inscripción  en  su  Registro 
si  el  interesado  no  tuviere  domicilio  en  Espa- 
ña. (Art.  104  leyO 
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Respecto  á  los  nacidos  de  padre  extranje- 
ro y  madre  espa&ola  fuera  del  territorio  de  Es- 
paña, se  observará  la  disposicioQ  contenida 
en  el  articulo  anterior.  (Art.  105  ley.) 

Los  extranjeros  que  quieran  ñjar  su  resi- 
dencia ó  domicilio  en  territorio  espa&ol  debe* 
rán  declararlo  asi  ante  el  Juez  municipal  del 
pueblo  en  que  piensen  residir,  quien  procede- 
rá en  el  acto  á  la  correspondiente  inscripción 
en  el  Registro  de  ciudadanía,  expresando  en 
el  asiento  también,  con  referencia  á  la  simple 
manifestación  del  declarante,  y  sin  exigirle  la 
presentación  de  las  respectivas  partidas  de  na- 
cimiento y  matrimonio,  su  nombre  y  apelli- 
do, los  de  su  padre,  esposa  é  hijos,  su  edad, 
lugar  de  su  nacimiento  y  su  profesión  ú  ofi- 
cio. Igualmente  declarará  el  interesado,  y  se 
expresará  en  la  inscripción,  el  objeto  que  se 
proponga  al  fijar  su  domicilio  en  España,  co« 
mo  si  es  el  de  ejercer  el  oficio  ó  profesión  que 
haya  declarado,  el  de  arraigarse  y  vivir  de 
sus  rentas  ü  otro  cualquiera.  (Art.  110  ley.) 

También  deben  inscribirse  en  el  Registro 
de  ciudadanía  los  cambios  de  domicilio  de  un 
distrito  municipal  á  otro  que  hagan  los  ex- 
tranjeros. Esta  inscripción  se  hará  primera- 
mente en  el  Registro  del  distrito  que  se  aban- 
dona, y  con  presencia  de  certificación  autén- 
tica de  ella,  se  repetirá  en  el  Registro  del  dis* 
trito  del  domicilio  nuevamente  elegido.  (Artí 
culo  111  ley.) 

Cuaudo  los  interesados  fueren  extranjeros 
y  no  llevaren  dos  años  de  residencia  en  Es- 
I)aña,  habrán  de  acreditar  por  certificación  de 
la  Autoridad  competente,  según  las  leyes  de 
su  país,  legalizada  en  forma  y  con  todas  las 
circunstancias  que  requieren  la?  leyes  espa- 
ñolas para  su  autenticidad  y  validez,  haberse 
hecho  la  publicación  del  matrimonio  que  in- 
tentaren contraer  con  todas  las  solemnidades 
exigidas  en  el  territorio  en  que  hubieren  teni- 


do su  domicilio  ó  residencia  durante  el  año 
anterior  á  su  entrada  en  España.  En  todo  ca- 
so acreditarán  su  libertad  para  contraer  el  ma- 
trimonio. (Art.  15.) 

EXTRAÑAMIENTO  DEL  BEINO.  Pe- 
na aflictiva  que  se  impone  á  un  español  man- 
dándolo salir  ó  expeliéndolo  del  territorio  del 
Reino.  El  Rey  solía  en  lo  antiguo  exíra%ar  ó 
expeler  del  Reino  á  los  ricos  hombres  ó  títu- 
los de  Castilla  por  maldades  que  hubiesen  he- 
cho en  la  tierra,  por  delito  de  traición  ó  ale- 
vosía y  por  agravio  digoo  de  su  Real  indig- 
nación (Leyes  10,  11  y  12,  tít.  15,  Partida 
4.*);  y  más  especialmente  se  ha  usado  de  esta 
pena  hasta  nuestros  dias  contra  los  eclesiásti- 
cos inobedientes  ó  perturbadores  del  orden  y 
sosiego  publico,  acompañándola  regularmente 
con  la  ocupación  de  temporalidades  y  priva- 
ciones de  naturaleza.  Mas  ¿podrá  continuarse, 
ahora  la  imposición  de  esta  pena  en  las  mis- 
mas formas  que  antes?  Desde  la  Constitución 
de  1837  en  sus  aHículos  7.**  y  9.®  está  termi- 
nantemente prohibido,  al  menos  que  recaig'a. 
sentencia  por  tribunal  competente. 
Nuestro  Código  penal  dice: 

((Art.  10:t.  El  sentenciado  á  extrañamien- 
to será  expulsado  del  territorio  español  para 
siempre  si  fuere  perpetuo,  y  si  fuere  temporal 
por  el  tiempo  de  la  condena. » 

El  extrammiento  perpétVtO  es  el  impuesto  can 
esta  circunstancia,  y  según  el  mismo  Código, 
las  penas  que  lleva  consigo  son  las  que  siguen: 

«Art.  54.  Las  penas  de  relegación  perpe- 
tua y  extrañamiento  perpetuo  llevan  consigo: 

I.*  lohabilitacion  absoluta,  perpetua,  pa- 
ra cargos  públicos  y  derechos  políticos. 

2.*  Sujeción  á  la  vigilancia  de  la  Auto- 
ridad por  el  tiempo  de  la  vida  de  los  penados , 
aunque  obtuvieren  indulto  de  la  pena  princi- 
pal.» Véase  Extradición  y  Malhbchorbs. 
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FÁBBIOA.  El  lugar  destinado  para  hacer 
algún  artefacto  ó  manufactura,  y  la  misma 
operación  ó  ejecución  de  la  manufactura  ó 
artefacto. 

Por  decreto  de  las  Cortes  de  8  de  Junio  de 
1813,  restablecido  por  otro  de  6  de  Diciembre 
de  1836,  se  baila  dispuesto: 

«Todos  los  españoles  y  los  extranjeros  ave- 
cindadoSt  ó  que  se  avecinden  en  los  pueblos 
de  la  Monarquía,  podrán  libremente  establecer 
las  fábricas  ó  artefactos  de  cualquiera  clase 
que  les  acomode,  sin  necesidad  de  permiso  ni 
licencia  alguna,  con  tal  que  se  sojeten  á  las 
reglas  de  policía  adoptadas  ó  que  se  adopten 
para  la  salubridad  de  los  mismos  pueblos ;  y 
que  también  podrán  ejercer  libremente  cuaU 
qaier  industria  ü  oficio  útil  sin  necesidad  de 
examen,  titulo  ó  incorporación  á  los  gremios 
respectivos,  cuyas  ordenanzas  se  derogan  en 
esta  parte.» 

FACX)ION.  La  parcialidad  de  gente  amo- 
tinada ó  rebelada,  y  el  bando,  pandilla  ó  par- 
tido en  las  comunidades  ó  cuerpos.— La  junta 
ó  reunión  tumultuaria  de  gente  para  hacer 
hostilidades  ó  perturbar  el  orden  páblico.  Llá- 
mase también  alboroto,  bullicion,  sedición, 
motin,  rebelión,  conmoción  popular  y  tumulto; 
y  es  más  ó  menos  grave,  según  el  origen  de 
qae  dimana,  el  objeto  á  que  se  dirige,  y  los 
efectos  que  produce.  La  miseria,  los  impuestos 
excesivos,  los  vicios  de  la  Administración  pu- 
blica, los  abusos  del  Poder,  las  vejaciones,  las 
aianiobras  de  un  partido  que  aspira  á  empuñar, 
retener  ó  recobrar  el  cetro,  el  fanatismo  de  una 
religión  mal  entendida;  hó  aquí  las  causas  más 
frecuentes  de  ese  fermento  pernicioso  que  agi- 
tando sordamente  los  espíritus ,  lo  pone  todo 
ea  efervescencia  y  hacen  estallar  por  fin  la 
tempestad,  la  asonada. 

FAOTOB.  Blsugeto  encargado  ó  destinado 
en  algún  punto  mercantil  para  hacer  compras» 
ventas  y  otros  negocios  ó  especulaciones  co- 
merciales.—Bl  comisionista,  corredor,  agente 
y  representante  de  alguna  casa  de  comer- 
cio, etc. 

FAOTOBB8  DB  COMBBCIO.  Según  los 
artículos  175,  178  y  187  de  nuestro  Código 
de  comercio,  llámase  factor  al  agente  auxiliar 
del  comercio  que  con  poder  del  dueño  de  un 
establecimiento  cuida  de  su  administración; 
llamándose  gerente  si  la  autorización  se  ex- 


tiende á  poder  dirigirlo,  administrarlo  y  con- 
tratar  sobre  las  cosas  concernientes  á  él. 

A  consecuencia  del  desarrollo  progresivo 
del  comercio,  el  comerciante  tenia  necesidad 
de  reunir  todas  sus  operaciones  en  un  foco 
común,  de  donde  partiesen  de  nuevo  en  todas 
direcciones  medidas  combinadas  para  los  di- 
versos pueblos  con  quienes  se  entablaran  rela- 
ciones mercantiles.  Ocupando  el  comerciante 
este  foco  de  actividad  y  de  iniciativa,  manda 
en  Boma  un  esclavo  con  los  géneros  que  re- 
mite fuera  de  la  ciudad,  el  cual  á  su  retorno, 
ó  trae  el  producto  de  los  géneros  ü  otra  mer- 
cancía de  ventajosa  salida  en  Boma.  Esta  prác- 
tica duró  por  largo  tiempo,  si  bien  con  la  in- 
novación de  sustituir  á  los  esclavos  personas 
más  versadas  en  los  negocios;  pero  conservan- 
do un  carácter  vagabundo,  por  decirlo  asi. 
Extendióse  después  la  práctica  de  establecer 
en  las  ciudades  mercantiles  dependientes  ó 
factores  asalariados,  pero  inamovibles,  lla- 
mándole factoría  la  sucursal  puesta  á  su  cui- 
dado. Los  factores,  constituidos  de  esta  mane- 
ra, si  fueron  conocidos  por  los  antiguos,  ten- 
drían limitada  su  esfera  de  acción  á  lo  que  so 
llama  comercio  interior;  pero  en  modo  alguno 
ai  comercio  de  Nación  á  Nación.  Descubierto 
que  fué  el  Nuevo  Mundo  y  el  paso  á  las  Indias 
Orientales  por  al  Cabo  de  Buena -Esperanza, 
las  factorías  se  multiplicaron  en  aquellos  dila- 
tados y  lejanos  países,  donde  los  comisionistas, 
que  sustituyen  con  ventaja  á  los  factores,  no 
podian  existir  en  los  tiempos  próximos  á  su 
descubrimiento.  El  influjo  que  los  factores  han 
ejercido  en  la  marcha  general  del  comercio  es 
de  mucha  consideración,  por  ser  los  encarga- 
dos de  extender  el  movimiento  mercantil  por 
todos  los  pueblos  y  Naciones ,  fomentando  de 
este  modo  la  riqueza  y  el  bienestar. 

Para  ser  factor  es  indispensable  tener  ca- 
pacidad, según  las  leyes  civiles,  para  repre- 
sentar á  otro  ^  obligarse  por  él ,  de  donde  se 
sigue  que  el  factor  hade  tener  17  años  cum- 
plidos. Además  de  esta  circunstancia  se  re- 
quiere que  tenga  un  poder  especial  de  la  per- 
sona por  cuya  cuenta  haga  el  tráfico,  de  cuyo 
poder  se  tomará  (azon  en  el  registro  general 
de  comercio,  y  se  fijará  un  extracto  en  la  au- 
diencia del  Tribunal  de  Comercio  de  ta  plaza 
donde  esté  establecido  el  factor.  A  diferen- 
cia de  los  comisionistas ,  los  factores  han  de 
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negociar  y  tratar  á  nombre  de  sas  comitentes, 
expresando  en  todos  los  documentos  que  sus- 
criban que  firman  con  poder  de  la  persona  ó 
Sociedad  que  representan.  (Artículos  del  (7d- 
digo  173  al  176  inciusi7e.) 

La  personalidad  de  un  factor  no  se  Inter- 
rumpe por  la  muerte  del  propietario  del  esta* 
blecimlento,  mientras  no  se  le  revoquen  los 
poderes,  disposición  conforme  con  las  que  es- 
tablece el  derecho  civil;  interrümpese,  si,  por 
muerte  del  factor,  por  revocación  del  poder  y 
per  enajenación  del  establecimiento.  En  este 
íiltimo  caso  y  en  el  anterior  serán  válidos  los 
contratos  que  el  factor  celebre  después  del 
otorgamiento  de  aquellos  actos  hasta  que  He* 
guen  á  su  noticia  por  medio  legitimo.  (Artícu- 
los 184  y  185.) 

FACTOBES  AMBULANTES.  Véase  Coa- 

BBDORES  MAtiTlMOS. 

FACTOBÍA.  La  casa,  establecimiento  ú 
oficina  mercantil  donde  reside  el  factor  y  don- 
de realiza  los  negocios  ó  especulaciones  comer- 
ciales de  su  expreso  cometido;  establecimiento 
de  comercio,  en  general,  como  lo  son  las  fac^ 
torias  que  tienen  los  europeos  en  algunas  po- 
blaciones africanas,  asiáticas,  etc.  Véase  fis- 

TAPTAS. 

FACTUBA.  La  cuenta  ó  estado  circuns- 
tanciado que  los  factores  dan  del  coste  y  cos- 
tas de  las  mercancías  que  compran  y  remiten 
á  sus  corresponsales;  y  la  cuenta  que  da  uno 
á  otro,  con  expresión  de  las  monedas  que  le  en- 
trega y  de  su  valor. 

FACTUBAS  DE  EMBABQUE.  Estas  las 
formaban  los  Cónsules  por  duplicado  y  por  or- 
den correlativo  de  números,  las  que  contenían 
un  extracto  de  las  notas  de  los  cargadores,  en 
que  constaba  ünicamente  el  numero,  clase, 
marcas  y  peso  bruto  de  cada  bulto,  y  la  clase 
genérica  de  las  mercancías  que  comprendían. 
Esta  documentación  consular,  conforme  preve- 
nían las  Ordenanzas  de  Aduanas  de  1841  en 
sus  artículos  1.°  al  10  del  cap.  1.°,  ha  sido 
completamente  suprimida  por  las  nuevas  Orde- 
nanzas de  15  de  Julio  de  1870;  pero  véase 
Manifiestos. 

FACUIíTATIVO.  Lo  que  pertenece  á  una 
facultad;  y  así  se  dice  término  facultativo  el 
que  se  usa  entre  los  profesores  de  alguna  cien- 
cia ó  arte  como  peculiar  de  ella:  lo  que  perte- 
nece al  poder,  facultad  ó  libertad  que  alguno 
tiene  para  hacer  alguna  cosa,  y  el  que  profesa 
alguna  facultad  ó  ciencia. 

FAIiSABIO.  El  que  coopte  crimen  de  &1- 
sedad;  esto  es,  el  que  adultera,  corrompe,  fal- 
sifica ó  contrahace  alguna  cosa,  y  el  que  nie« 
ga,  altera  ó  disfraza  la  verdad  en  perjuicio  de 
otro. 


FALSIFICACIÓN.  La  acción  de  contra- 
hacer, adulterar  ó  corromper  alguna  cosa,  co- 
mo la  escritura,  la  moneda,  la  medicina,  etc. 
La  palabra  falsijlcacion  no  tiene  una  significa- 
ción tan  extensa  como  la  falsedad:  toda  faldifi- 
cacion  es  falsedad,  pero  no  toda  falsedad  es  fal- 
sificación. 

El  Código  penal  en  sus  artículos  207  al  233 
inclusive,  establece  las  penas  en  que  incurre 
todo  el  que  comete  este  delito.  Véase  Bnhibnoa 
ó  Alteración. 

FAIiSTTiTiA.  Oon  la  Real  orden  circular  de 
30  de  Noviembre  de  1865,  elMiaisterio  de  Es- 
tado remitió  la  falsilla  que  debe  usarse  en  to- 
dos los  Consulados  de  Bspafia  en  el  extranjero 
desde  el  1.*  de  Enero  de  1865  para  la  corres- 
pondencia con  el  mismo,  y  encargando  en  ella 
se  emplee  papel  de  las  dimensiones  de  la  cita- 
da circular.  Véase  CotiBSPONDBifciA. 

FAIiTA.  El  defecto  en  el  obrar  contra  la 
obligación  de  cada  uno;  la  acción  &  omisión 
perjudicial  en  que  uno  incurre  por  ignorancia, 
impericia,  precipitación  ó  negligencia,  ó  la 
omisión  del  cuidado  y  exactitud  que  uno  debe 
pener  en  alguna  cosa. 

Falta  es  la  infracción  de  la  ley  que  esta 
designa  como  falta«  y  el  Código  penal  establece. 

((Son  faltas  las  infracciones  á  que  la  ley  se- 
ñala penas  leves. 

Las  faltas  solo  se  castigan  cuando  han  si- 
do consumadas.» 

FALTAS.  Las  desigrnadas  por  la  ley  son 
las  enumeradas  en  los  artículos  470  al  489  in- 
clusive del  mismo   Código  peíial  dice: 

«En  la  aplicación  de  las  penas  procederán 
los  Tribunalss  según  su  prudente  arbitrio  den- 
tro de  los  limites  de  cada  una,  atendiendo  á 
las  circunstancias  del  caso.» 

El  491  prescribe:  ((Los  cómplices  en  las 
faltas  serán  castigados  con  la  misma  pena  que 
los  autores  en  su  grado  mínimo. » 

Los  articules  492  y  493  previenen:  ((Ar- 
tículo 492.  Caerán  siempre  en  comiso: 

1  .*  Las  armas  que  llevare  el  ofensor  al  co- 
meter un  daño  ó  inferir  ana  injuria,  si  las  hu- 
biere mostrado. 

2.*  Las  bebidas  y  comestibles  falsificados , 
adulterados  ó  pervertidos,  siendo  nocivos. 

3.*  Los  efectos  falsificados,  adulterados  ó 
averiados  que  se  expendieren  como  legítimos  ó 
buenos. 

4.*    Los  comestibles  en  que  se  defraudare 
al  público  en  cantidad  ó  calidad. 
5.*    Las  medidas  ó  pesos  falsos. 
6.*    Los  enseres  que  sirvan  para  juegos  ó 
rifas. 

7.*  Los  efectos  que  se  empleen  para  adivi- 
naciones ú  otros  engaños  semejantes. 
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Art.  493.  El  comiso  de  los  instramentos 
y  efectos  de  las  faltas  expresadas  en  el  artícu- 
lo anterior,  lo  decretarán  los  Tribunales  á  su 
prudente  arbitrio,  según  los  casos  y  circuns* 
tandas.» 

FALTAS  PEHABIiES  EN  MATEBI A  DE 
Aduanas.  Las  Ordenanzas  generales  de  Adua- 
nas de  1870,  en  su  tit.  4.%  de  las  Dizponcio- 
nes  penales,  previenen: 

«Art.  202.  Las  faltas  se  castigarán  siem- 
pre con  mullas  que  se  pagarán  precisamente  en 
dinero,  considerándose  parte  integrante  de  la 
renta  de  Aduanas;  cuando  la  multa  consista  en 
el  aumento  d^l  derecho  de  Arancel,  tomará  el 
nombre  especial  de  recargo. 

Los  delitos  se  castigarán  administrativa- 
mente con  una  multa  igual  al  valor  oñcial  del 
género  y  sus  derechos  de  Arancel,  y  judicial- 
mente con  las  penas  que  determinen  las  leyes 
especiales. 

Art.  203.  Se  juzgarán  las  faltas  y  se  les 
impondrán  las  multas  correspondientes,  por 
medio  de  un  expediente  administrativo  sin  cau- 
sar costas  á  los  Intenésados. 

Art.  205.  La  persona  que  cometa  una  falta 
en  este  ramo  no  se  considera  reo  ni  delincuen- 
te, no  estimándose  en  modo  alguno  procedi- 
miento criminal  el  expediente  administrativo. 
La  persona  que  comete  delito  de  contra- 
bando ó  de  defraudación  se  considera  delin- 
cuente cuando  ha  recaído  en  el  caso  fallo  con  - 
dena torio,  como  la  que  comete  cualquiera  de 
los  delitos  comunes  contra  la  propiedad.» 
(Véanse  los  artículos  2Q7  al  233  inclusive  del 
cap.  2.*  de  las  mismas  Ordenanzas.) 

FALTAS:  SUBSANAOION    DB    LAS 

QÜB  SH    LAS    FOEHAS   EXTRÍNSECAS    CONTENGAN   LAS 

S8GBITDRAS  PUBLICAS.  Guaudo  las  oscríturas  fue- 
ren rechazadas  por  el  Registrador  por  seme- 
jantes faltas,  pueden  éstas  subsanarse  en  los 
treinta  dios  que  duran  los  efectos  del  asiento 
de  presentación,  mediante  manifestación  ver- 
bal de  aquel  á  los  interesados ;  si  no  se  sub- 
sana, devolverá  la  escritura,  sin  perjuicio  de 
anotarla  previamente  si  se  solicitare. 

Cuando  el  Notario  hubiere  cometido  algu- 
na omisión  que  impida  inscribir  el  acto  ó  con- 
trato, la  subsanará  extendiendo  á  su  costa  una 
nueva  escritura,  si  fuese  posible ,  é  indemni- 
zando en  este  caso  á  los  interesados  de  los  per- 
juicios que  les  ocasione  su  falta.  Asi  lo  esta- 
blece el  art.  22  de  la  ley. 

Grave  y  severa  es  la  responsabilidad  que 
al  Notario  impone  la  ley  en  este  caso.  Para 
evitarla,  preste  por  su  parte  toda  su  atención 
y  esmero;  y  cuando  las  partes  no  le  suminis- 
tren todos  los  datos  necesarios,  cuide  de  ha- 
cerlo asi  constar  para  precaver  su  responsabi- 


lidad y  quedar  en  el  lugar  que  le  corres- 
ponde (1). 

FALLAB.  Decidir  ó  determinar  alguna 
cosa. 

FALLECIMIENTO.    Véase  Abintestato. 

FALLECIMIENTO  A  BOBDO.  Véase 
Capitanes  de  buques;  art.  647  áe\  Código  de  co' 
merdo,  y  Defunciones. 

FALLO.  La  sentencia  deñnitiva  del  Juez 
en  algún  pleito  ó  causa.  Véase  Sentencia. 

FALLOS  DEFINITIVOS.  Estos  deben 
ajustarse  á  lo  prescrito  en  las  leyes  del  Reino 
y  en  el  Real  decreto  de  29  de  Setiembre  de 
1848,  que  previene: 

«Art.  6.*  Respecto  de  todo  aquello  en  que 
las  circunstancias  locales,  la  perentoriedad  é 
Índole  especial  ó  excepcional  de  los  casos  lo 
permitiese,  los  Tribunales  consulares  observa- 
rán en  el  procedimiento  las  leyes  del  Reino: 
cuando  por  dichas  causas  no  fuere  posible,  se 
hará  constar  asi  por  diligencia  en  los  autos  ó 
por  providencia  razonada. 

Los  Tribunales  de  alzada  apreciarán  estas 
omisiones  con  arreglo  á  las  circunstancias  de 
cada  caso  y  á  las  de  localidad. 

Art.  7.'  Donde  hubiese  Cónsul  y  Vice- 
cónsul ,  uno  y  otro  conocerán  á  prevención  de 
los  juicios  de  paz  y  de  los  verbales  de  que 
pueden  ó  pudieren  conocer  los  Alcaldes. 

Bn  los  juicios  correccionales,  para  la  apli- 
cación de  lo  dispuesto  en  el  libro  3.*  del  Có- 
digo penal,  conocerán  el  Vicecónsul  en  pri- 
mera instancia,  y  el  Cónsul  en  apelación,  al 
tenor  de  lo  prevenido  en  las  reglas  3.*  y  4.* 
de  la  ley  provisional  dictada  para  la  obser- 
vancia del  mismo  Código. 

Si  no  hubiere  más  que  Cónsul  ó  Vicecón- 
sul, el  mismo  conocerá  por  si  solo  en  primera 
instancia  de  la  corrección  de  faltas,  al  tenor 
de  la  citada  regla  3.*  de  la  ley  provisional ;  y 
con  asesor  ó  adjuntos,  según  se  previene  en 
el  art.  2.''  del  presente  decreto,  por  apelación, 
conforme  á  la  regla  4/  de  la  misma  ley. 

Art.  8.*  Los  Comisionados  ó  Agentes  nom- 
brados para  suplir  al  Cónsul  en  los  puntos  dis- 
tantes de  su  demarcación,  procederán  en  ca- 
sos de  justicia  como  delegados  del  mismo,  el 
cual,  al  nombrarlos,  hará  la  delegación  y  dará 
las  instrucciones  oportunas,  según  las  cir- 
cunstancias y  necesidades  locales ,  para  que 
los  subditos  españoles  hallen  siempre  la  justi- 
cia y  protección  debida. 

Art.  Q."*  Bn  todos  estos  juicios  desempe- 
ñarán el  cargo  de  Secretario  el  Canciller  ó  el 
que  hiciese  sus  veces. 


(1)    Gonzalo  de  las  Casas,  Tnstritmentos  pú^ 
blicos,  pág.  317. 
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Art.  10.  Cuando  lo  permita  el  número  y 
calidad  de  los  subditos  españoles,  se  habilitará 
de  entre  los  mismos  un  representante  fiscal 
para  aquellos  casos  en  que  la  ley  requiere  su 
intervención. 

Art.  11.  Con  respecto  á  la  práctica  gene« 
ral  seguida  hasta  el  dia .  en  todos  los  Juicios 
civiles  tendrá  jurisdicción  y  competencia  el 
Tribunal  consular  hasta  dictar  sentencia  defi- 
nitiva, ora  como  Juez  ordinario,  ora  como  ár* 
bitro  ó  arbitrador  en  sus  respectivos  casos. 

Art.  12.  Bn  la  parte  criminal  procederá 
asimismo  dicho  Tribunal  hasta  dictar  senten- 
cia respecto  de  todas  aquellas  causas  cuyos 
delitos  no  tengan  señalada  por  el  Código  ma- 
yor pena  que  la  de  arresto  mayor  ó  menor, 
suspensión,  sujeción  é  la  vigilancia  de  la  Au- 
toridad, destierro ,  presidio  y  prisión  correc- 
cionales, al  tenor  de  lo  dispuesto  sobre  las 
mismas  en  el  art.  26  del  Código  penal. 

Bn  los  demás  casos ,  completo  el  sumario, 
y  sacado  de  él  copia  á  la  letra,  se  remitirá  con 
el  reo,  y  con  las  formalidades  que  en  el  dia  se 
practican,  á  los  Tribunales  de  la  Península  ó 
provincias  de  Ultramar,  según  el  caso. 

La  copia  del  sumario,  cotejada  ante  el 
Cónsul  y  Asesor  ó  conjueces,  firmada  por  los 
mismos,  y  por  los  reos,  si  supieren  hacerlo,  y 
autorizada  por  el  Canciller,  se  dirigirá  al  Mi- 
nisterio de  Bstado ,  y  por  éste  al  de  Gracia  y 
Justicia  para  su  remisión  al  Tribunal  compe- 
tente; y  en  caso  de  extravio  de  las  actuacio- 
nes originales  producirá  la  copia  los  mismos 
efectos. 

Art.  13.  Habiendo  ya  radicado  la  causa 
en  el  Tribunal  consular,  y  siendo  su  remisión 
á  los  Tribunales  del  Reino  efecto  de  la  nece- 
sidad y  no  de  incompetencia,  se  entenderá 
aquella  con  la  calidad  del  fuero  personal  cau- 
sado en  el  Tribunal  remitente,  sin  peijuicio 
del  de  clase,  excepto  en  el  caso  de  que  el  cri- 
men ó  delito  causen  desafuero. 

Bn  su  consecuencia,  y  atendiendo  al  fuero 
(le  ubicación  6  permanencia  accidental  en  el 
punto  de  arribada  ó  de  la  entrega,  si  el  reo 
pertenece  al  fuero  común,  ó  si  el  delito  ó  cri- 
men causa  desafuero,  continuará  la  causa  el 
Juez  de  primera  instancia  del  partido  en  que 
fuere  entregado  el  reo  con  la  misma. 

Si  el  delito  no  causare  desafuero,  y  el  en* 
causado,  por  ser  militar  ó  por  cualquier  otro 
motivo  legal,  gozare  fuero  de  clase,  continua- 
rá el  proceso  el  Tribunal  competente  respec  - 
tivo  del  territorio  en  que  ñiere  entregado. 

Art.  14.  No  obstante  lo  determinado  en  el 
precedente  artículo,  á  fin  de  obtener  los  salu- 
dables efectos  del  escarmiento  que  produce 
siempre  la  circunstancia  de  que  los  reos  sean 


juzgados  en  el  punto  en  que  se  perpetra  el  de- 
lito, cuando  éste,  en  vez  de  haberse  cometido 
en  el  extranjero  ó  en  el  mar,  lo  hubiere  sido 
en  la  Península,  islas  adyacentes  ó  provincias 
de  Ultramar,  y  por  las  circunstancias  del  caso 
ó  del  país  no  ofreciere  grandes  riesgos  ni  di- 
ficultades la  traslación  del  reo,  pasará  ésto  con 
el  sumario  al  Tribunal  en  cuya  demarcación 
se  hubiere  perpetrado  el  hecho. 

Bl  Juez  inferior  del  punto  de  arribada  no 
acordará,  sin  embargo,  la  traslación  sin  con- 
sultar con  su  superior  inmediato,  ó  sin  que 
éste,  enterado  del  caso,  lo  hubiere  mandado  de 
oficio. 

Art.  15.  Bl  Capitán  del  buque,  ó  la  per- 
sona encargada  de  la  conducción  del  reo  con 
el  sumario  á  los  Tribunales  del  Reino,  hará 
entrega  de  uno  y  otro  al  Juez  de  primera  ins- 
tancia; y  no  habiéndole,  á  la  Autoridad  judi- 
cial local  del  fuero  ordinario  del  punto  á  que 
llegare,  y  en  su  defecto  á  la  política  ó  militar, 
que  dará  conocimiento  sin  dilación,  bi^o  su 
responsabilidad,  al  Juez  de  primera  instancia 
del  partido. 

Art.  16.  Se  arreglará,  por  duplicado,  acta 
circunstanciada  de  la  entrega  por  ante  Bacri- 
baño,  si  lo  hubiere,  que  firmarán  también  la 
persona  ó  Jefe  que  entrega  y  la  Autoridad  que 
recibe.  Un  tanto  del  acta'se  dará  á  aquel  para 
su  resguardo,  agregando  la  otra  al  sumario. 
Igual  diligencia  se  practicará  al  hacer  la 
remisión  y  entrega  en  su  caso  ai  Alcalde  ó 
Autoridad  local,  al  Juez  ó  Tribunal  del  partido 
á  quien  debe  verificarlo,  al  tenor  de  lo  dis- 
puesto en  el  art.  15. 

Art.  17.  Si  cuando  fuere  conducido  el  reo 
con  la  causa  á  los  Tribunales  del  Reino  le  ame- 
nazase en  la  travesía  riesgo  de  muerte,  y  por 
ésta  ü  otra  grave  circunstancia  quisiere  hacer 
alguna  declaración  ó  revelación  que  pueda 
conducir  á  la  administración  de  justicia,  la 
recibirá  el  Capitán  del  barco  ó  encargado  de 
la  conducción  ó  persona  á  quien  comisionare 
ante  Bscribano  público,  pudiendo  ser,  y  en  su 
defecto  ante  dos  testigos,  que  firmarán  con  el 
Jefe  ó  Capitán  y  el  declarante.  Bsta  diligencia 
será  entregada  á  su  tiempo  con  el  sumario,  y 
sus  firmas  se  reconocerán,  siendo  posible,  al 
tiempo  de  la  entrega,  cuando  se  formalice  el 
acta  de  ella  de  que  habla  el  art.  13. 

Art.  18.  Las  apelaciones  en  los  casos  pre- 
venidos en  el  art.  13  se  interpondrán  y  ad- 
mitirán respectivamente  para  ante  la  Audien- 
cia territorial  ó  Tribunal  superior  inmediato 
de  los  mismos. 

Art.  19.  De  las  apelaciones  á  que  dieren 
lugar  las  providencias  de  los  Tribunales  Con- 
sulares, cuando  procedan  como  Juzgados  de 
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primera  iastancla,  conocerá  la  Audiencia  ter- 
ritorial más  inmediata  de  la  Peninsnla  ó  pose* 
sienes  de  Ultramar.  Bq  su  consecuencia,  á  fln 
de  evitar  dudas  y  diflcaltades,  que'  ya  han 
ocarrido»  respecto  de  ios  Consulados  de  Áfri- 
ca, de  los  fallos  pronunciados  por  los  estable- 
cidos ó  que  se  establecieren  desde  el  Cabo  de 
Baena-Bsperanza  inclnsive  basta  el  Cabo  Blanco 
sobre  las  costas  de  Marruecos,  irán  las  apela- 
clones  á  la  Audiencia  de  Canarias;  desde  el  Cabo 
Blanco  basta  el  Peüoo  de  Veloz  á  la  de  Sevilla; 
desde  el  Pe&on  de  Yelez  hasta  Mostaganem ,  á 
la  de  Qranada,  y  del  resto  de  las  costas  de 
Afirica  y  puntos  de  Levante,  á  la  de  Mallorca. 

Art.  20.  A  ñn  de  evitar  todo  entorpeci- 
miento en  la  pronta  administración  de  Justi- 
cia, cuando  los  Cónsules  y  Vicecónsules  pro- 
cedan como  Jueces  de  primera  instancia,  siem- 
pre que  sea  dable,  se  entenderán  directamente 
con  la  Audiencia  respectiva,  sin  perjuicio  de 
dar  conocimiento  al  Ministerio  de  Estado,  si  lo 
creyere  conveniente. 

Art.  21.  Cuando  las  referidas  Audiencias, 
administrandojusticia,  hubieren  de  dictar  pro- 
videncias que  puedan  rebajar  el  necesario  pres- 
tigio de  los  Cónsules,  ó  embaracen  el  ejercicio 
de  sus  atribuciones  como  tales,  antes  de  lle- 
varlas á  ejecución,  darán  conocimiento  á  mi 
Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  que  lo  hará  al 
de  Estado,  adoptando  de  común  acuerdo  la  re- 
solución que  conviniere. 

Art.  22.  Los  Cancilleres  de  los  Consula- 
dos, mientras  lo  son,  se  reputan  Notarios  con 
fó  pública  en  lo  judicial  y  escriturarlo  dentro 
del  distrito  de  aquellos.  Los  documentos  que 
autoricen  harán  fé  en  juicio  y  fuera  de  él  en 
la  demarcación  del  Consulado,  y  legalizados 
por  el  Cónsul  en  todo  el  Reino. 

Art.  23.  Limitándose  el  presente  decreto 
á  lo  puramente  Judicial,  no  se  entienden  res- 
tringidas ó  modificadas  por  él  las  atribuciones 
de  policía  y  buen  gobierno,  ni  cualesquiera 
otras  que  competen  á  los  Cónsules  como  tales.» 
FAMA.  El  buen  estado  del  hombre  que 
vive  rectamente  conforme  á  la  ley  y  á  las  bue- 
nas costumbres  (Ley  1.',  tit.  6.",  Part.  7.');  y  la 
opinión  publica  que  se  tiene  de  alguna  persona. 
La  buena  fama  del  hombro  es  una  proipie- 
dad  suya;  y  el  que  atentare  á  ella,  se  hace  su 
enemigo  y  se  expone  á  incurrir  en  varias  pe- 
nas que  el  Código  impone  á  la  ealumnia,  inj%* 
ria^  infamia  y  enemigo. 

FAMILIA.  La  reunión  de  muchas  perso« 
ñas  que  viven  en  ana  casa  bajo  la  dependen- 
cia de  un  Jefe,  y  el  conjunto  de  las  personas 
qoe  descendiendo  de  un  tronco  común  se  ha- 
llan anidas  por  los  lazos  del  parentesco.  Com- 
préndense en  la  filosofía  del  derecho  tres  pun- 


I  tos  capitales,  que  forman  el  constante  estudio 
de  los  filósofos  y  de  los  legisladores;  la  propie^ 
dad,  la  familia^  la  $%ceHon\  he  aquí  los  tres 
objetos  predilectos  de  las  diferentes  escuelas 
filosóficas  en  que  se  hallan  divididos  los  sabios. 
Grocio,  Pufendorf,  Donoyer,  Kant,  Rosmini, 
Bentham,  Ficht,  Ahrens,  Florez  Estrada,  San 
Simón,  Fourrier,  Roberto  Owen,  Laus,  Sa- 
vigni,  Montesquieu,  y  muchos  otros  han  abor- 
dado la  cuestión  social  de  la  propiedad,  de  la 
familia  y  de  la  sucesión,  vagando  unos  por  las 
esferas  de  lo  ideal,  fincándose  otf  os  en  las  más 
puras  doctrinas  del  derecho  social  é  indiyidual, 
y  deduciendo  de  todo  el  hombre  de  ley  las  re- 
glas eternas  de  verdad  y  Justicia  que  deben 
ser  el  verdaiero  fundamento  de  la  sociedad  ci- 
vil. La  propiedad,  la  familia,  la  sucesión,  el 
tuyo  y  el  mió,  he  aqui  la  verdadera  base  de 
la  armonía  social;  he  aqui  el  germen  productor 
de  esta  institución  veneranda  que  en  todos  los 
paises  civilizados  es  llamada  á  dar  fé  de  la  ver- 
dad de  los  hechos  para  que  la  trasmisión  de 
la  propiedad  sea  cierta  y  segura,  para  que  la 
familia  se  constituya  sólidamente,  para  que  las 
personas  y  los  bienes  de  los  cónyuges,  y  des- 
pués de  sus  hijos  y  descendientes,  sean  ciertos 
y  seguros,  para  que  la  voluntad  postrimera 
del  hombre  quede  sellada  de  un  modo  indes 
tructible  y  tan  firme  como  la  ley  misma.  Tal 
es  la  misión  de  los  Notarios;  tal  es  la  institu- 
ción del  Notariado;  y  tal  es  la  misión  de  los 
Agentes  Consulares  en  paises  extranjeros  res- 
pecto á  sus  conciudadanos. 

¿Cuál  será,  pues,  el  deber  del  Notario  dig- 
no para  corresponder  á  la  ilimitada  confianza 
con  que  le  honra  la  sociedad! — En  primer  lu- 
gar, ser  honrado,  ser  verídico  de  tal  modo,  que 
la  mentira  no  dure  más  tiempo  que  el  que  se 
tarde  en  presentarse  ante  él;  y  tan  alta  cuali- 
dad la  tendrá  el  Notario  desde  el  momento  que 
se  persuada  que  la  verdad  es  el  escudo  que  la 
sociedad  pone  en  sus  manos  para  resguardo  de 
los  hombres  buenos  y  amparo  de  los  débiles, 
misión  sagrada  que  ojalá  todos  llegáramos  á 
comprender  profundamente. 

FABO.  Torre  alta  ó  elevada,  construida 
para  fijar  en  la  parte  superior  luces  que  sirvan 
de  guia  á  los  navegantes  durante  la  noche  y 
situadas  en  puntos  determinados  de  la  costa. 
En  tiempos  muy  remotos  se  conocían  en  Es- 
paña algunos  faros,  y  entre  ellos  uno  estable- 
cido en  el  puerto  de  la  Coruüa,  probablemen- 
te en  la  torre  de  Hércules,  construido  por  Cayo 
Secerio  Lupo,  y  otro  magnífico  de  piedra,  en 
la  proximidad  del  Puerto  de  Santa  María,  sobre 
una  pefia  casi  aislada  por  el  mar,  del  que  ha- 
bla Bstrabon,  poniéndole  en  parangón  con  el 
famoso  faro  de  Alejandría. 
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Bl  g^ran  desarrollo  de  la  navegación  y  del 
comercio  hacia  necesario  maltiplicar  el  nú- 
mero de  faros,  de  manera  qae  el  navegante, 
al  aproximarse  á  las  costas,  en  lugar  de  en- 
contrar escollos  en  que  estrellarse,  hallase 
siempre  una  guia  que  le  condujera  á  seguro 
puerto. 

A  ñn  de  la  primera  mitad  del  corriente  si- 
glo puede  decirse  que  se  hallaban  á  oscuras  las 
costas  de  España. 

Por  Real  decreto  de  13  de  Setiembre 
de  1847  se  aprobó  el  plan  general  del  alum- 
brado marítimo  en  las  costas  y  puertos  de  Es- 
paña é  islas  adyacentes,  lo  que  ha  sufrido  al- 
gunas modificaciones,  asi  como  también  los 
derechos  de  faros  á  ios  buques,  ya  sean  nacio- 
nales ó  extranjeros,  que  entren  ó  salgan  en  los 
puertos  españoles. 

Por  Real  orden  de  28  de  Abril  de  1857  se 
aprobó  el  cuadro  sinóptico  del  estado  en  que 
se  hallaba  entonces  el  alumbrado  marítimo 
de  las  costas  de  España,  islas  Baleares  y  Cana- 
rias y  costas  de  África,  y  del  número  de  luces 
que  debían  constituirle  según  el  plan  general 
de  13  de  Setiembre  de  1847. 

Todas  las  noticias  que  los  Capitanes  de 
puerto  tuvieren,  ya  las  adquieran  por  propia 
observación,  ya  por  las  naves  que  fondeen  en 
su  puerto,  relativas  á  faltas  en  el  servicio  de 
faros,  deben  comunicarlas  al  ingeniero  respec- 
tivo cuando  las  faltas  se  refieran  á  alguna  luz 
correspondiente  á  la  misma  provincia,  y  en 
otro  caso  al  Jefe  del  distrito  de  obras  públicas 
en  cuya  comprensión  se  encuentre  el  puerto, 
sin  perjuicio  de  trascribirla  en  todos  casos  al 
Comandante  general  de  marina,  según  dispo- 
ne la  Real  orden  de  23  de  Enero  de  1856,  y  lo 
mandaba  ya  desde  tiempos  antiguos  el  artícu- 
lo 181,  tit.  7.',  trat.  5.^  de  las  Ordenanzas  ge- 
nerales de  la  armada. 

Por  Real  orden  de  3  de  Enero  de  1857  se 
encarga  á  los  Cónsules  remitan  al  Ministerio 
de  Estado  las  descripciones  relativas  á  los  fa- 
ros que  se  establezcan  ó  se  supriman  en  sus 
respectivas  demarcaciones  marítimas;  y  si  se 
acompañan  planos  y  documentos  correspon- 
dientes, el  importe  de  la  adquisición  de  ellos 
se  podrá  incluir  en  cuenta  de  gastos  exiraordi^ 
narios. 

El  número  de  faros  en  las  costas  de  Espa- 
ña en  1871  era  de  180,  y  quedaban  por  en- 
cender 18,  faltando  en  la  mayor  parte  de  és* 
tos  únicamente  colocar  el  aparato,  y  estando 
los  demás  en  construcción.  Dentro  de  un  breve 
plazo  las  costas  de  España  serán  las  mejor 
iluminadas  del  mundo  (1872).  Véase  Hidio-' 

GIAPÍA. 
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como  que  es  la  primera  de  las  teologales,  que 
consiste  en  creer  ciegamente  todo  cuanto  la 
Iglesia  nos  propone  como  revelado  por  Dios. — 
Creencia  que  se  dá  á  las  cosas  por  la  autoridad 
del  que  las  dice.  —La  palabra  que  so  dá  ó  pro- 
mesa que  se  hace  á  otro  con  cierta  solemnidad 
ó  publicidad.— La  fidelidad  en  el  cumplimien- 
to de  las  promesas. — La  confianza  y  seguri- 
dad que  uno  tiene  de  conseguir  la  cosa  desea- 
da ó  prometida.— El  dictamen  de  la  concien- 
cia, en  cuya  acepción  se  llama /<^  la  persuasión 
en  que  uno  está  de  que  una  cosa  es  suya  ó 
ajena. — La  equidad  considerada  en  los  contra- 
tos, y  en  este  sentido  se  dice  que  hay  ciertos 
contratos  de  óuena  fé  y  otros  de  riguroso  dere- 
cho.— La  seguridad  ó  aseveración  de  que  una 
cosa  es  cierta,  y  el  testimonio  ó  certificación 
que  se  dá  de  la  certeza  de  alguna  cosa,  como 
fé  de  vida,  que  es  la  que  dá  el  Escribano  de 
que  alguna  persona  vive,  etc. 

Dar  fé  es  certificar  los  Notarlos  por  escri  - 
to,  y  lo  mismo  los  Agentes  consulares,  de  al- 
guna cosa  que  ha  pasado  ante  ellos.  Hacer  fé 
es  ser  suficiente  algún  dicho  ó  escrito  para 
que  se  tenga  por  verdad  lo  que  se  intenta  pro- 
bar con  ellos.  La  fé  como  dictamen  de  la  con- 
ciencia se  divide  en  buena  y  mala.  Bnema  fé 
no  es  más  que  la  opinión  ó  creencia  en  que  uno 
está  de  que  posee  legítimamente  alguna  cosa, 
como  cuando  compramos  un  fundo  á  un  sugeto 
que  creíamos  era  el  propietario,  ó  tenia  á  lo 
menos  poderes  para  enajenarlo,  aunque  en  rea- 
lidad carecía  de  estas  dos  cualidades;  y  mala 
fé  es  la  convicción  íntima  en  que  uno  se  halla 
de  que  no  posee  legítimamente  alguna  cosa, 
por  haberla  tomado  sin  derecho  ó  adquirido  de 
persona  que  no  podía  enajenarla. 

También  se  llama  buena  fé,  en  sentido  más 
general,  el  modo  sincero  y  justo  con  que  ano 
procede  en  sus  contratos,  sin  tratar  de  enga- 
ñar á  la  persona  con  quien  los  celebra,  al  paso 
que  por  mala  fé  se  entiende  el  procedimiento 
en  que  falta  la  sinceridad  y  reina  la  malicia. 

F¿  PX^LICA.  La  ley  de  28  de  Marzo 
de  1862  establece  los  requisitos  indispensables 
para  ejercer  la  fé  pública,  y  en  el  art.  10  se 
consigna  que  para  ser  Notario  se  requiere: 

Ser  español  y  del  estado  seglar;  haber 
cumplido  25  años;  ser  de  buenas  costumbres, 
y  haber  cursado  los  estudios  y  cumplido  con 
los  demás  requisitos  que  prevengan  las  leyes 
y  reglamentos,  ó  ser  Abogado.  (Véase  esta  ley 
en  la  Práclica  consular  de  España,  del  Sr.  De 
O'Rbillt,  segunda  parte,  pág.  170.) 

Los  Notarios,  como  los  Agentes  consulares, 
solo  tienen  la  fé  pública  dentro  del  radio  enar- 
cado por  la  ley,  que  es  el  partido  judicial  ó  ju- 
risdicción consular  en  que  se  hallen  sus  Nota- 
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rías  ó  sus  residencias  autorizadas.  Fuera  de 
dichas  demarcaciones,  carecen  de  fé  pública. 

FS  DE  VIDA.  El  testimonio  ó  certiñca- 
do  que  dan  los  Cónsules  de  la  certeza  de  que 
alguna  persona  vive  y  que  se  ha  presentado  an^ 
te  ellos  cuando  se  les  reclama  por  el  interesa- 
do, que  deberá  también  firmarla  (si  sabe).  Véa- 
se Oficiales  de  la  abhada. 

F¿  DE  CONOCIMIENTO.  Véase  Identi- 
dad DE  PERSONAS. 

FECHA.  La  data  de  la  escritura,  carta  ó 
papel.  La  fecha  debe  ponerse  en  los  instru* 
mentes  públicos  con  todas  sus  letras  y  no  ci- 
fras ni  guarismos,  y  es  de  tanta  importancia 
que  sin  ella  no  hacen  fé  los  documentos  (1). 
Véase  Data. 

FEHACIENTE.  Lo  que  hace  fé  en  Juicio, 
esto  es,  lo  que  tiene  todos  los  requisitos  nece- 
sarios para  que  en  su  vista  pueda  el  Juez  ac- 
ceder á  lo  que  á  su  conciencia  pide  la  parte. 

FIADO.  BI  sugeto  por  quien  otro  se  obli- 
ga ó  sale  fiador,  y  el  sugeto  que  se  tiene  por 
seguro  y  digno  de  confianza. 

FIADOR.  El  que  responde  de  la  obliga- 
ción ajena,  tomando  sobre  si  el  cumplimiento 
de  ella  para  el  caso  de  que  no  la  cumpla  el 
que  la  contrajo. 

FIANZA.  La  obligación  que  uno  hace 
para  seguridad  de  que  otro  pagará  lo  que  debe 
ó  cumplirá  las  condiciones  de  algau  contrato; 
ó  bien  la  convención,  por  la  cual  un  tercero 
toma  sobre  si  el  cumplimiento  de  la  obligación 
ajena  para  el  caso  de  que  no  la  cumpla  el  que 
la  contrajo  (Proem.  y  ley  1.'  tit.  12,  Part.  5.') 

FIDEICOMISARIO.  Llámase  asi:  l.^  el 
albacea  ó  ejecutor  testamentario,  porque  á  su 
fe  y  exactitud  confia  el  testador  el  cumpli- 
miento de  sus  últimas  disposiciones  (Ley  1.*, 
tít.  10,  Part.  6.*);  2.*,  la  persona  á  quien  el 
testador  deja  toda  la  herencia  ó  alguna  parte 
alícuota  de  ella  ó  bien  alguna  manda  ó  legado 
por  via  de  fedeicomiso,  esto  és,  encomendán- 
dola áotro  para  que  se  la  entregue  desde  lue- 
gro  ó  pasado  algún  tiempo.  Mas  en  este  segan- 
do sentido  se  usa  con  más  frecuencia  que  en 
el  primero. 

FIDEICOMISO.  Todo  lo  que  deja  el  tes- 
tador á  uno  para  que  lo  entregue  á  otro:  ó 
bien,  la  herencia  ó  parte  de  ella  que  el  testa- 
dor ruega,  encarga  ó  manda  al  heredero  res- 
tituir á  otro. 

FIEBRE  AMARILLA.  La  Real  orden 
circular  de  10  de  Octubre  de  1851,  expedida 
por  el  Ministerio  de  la  Gobernación  y  trasla- 


(1)  Ley  29,  tít.  23,  lib.  2.'',  Rec,  de  Ind,,  que 
concuerda  con  la  21,  tít.  8.®,  lib.  5.°,  Ree,;  7.*, 
título  19,  y  64,  tít.  18,  Part.  3.* 


dada  por  la  primera  Secretaría  de  Estado,  de- 
termina las  medidas  que  se  han  de  observar 
para  impedir  la  importancion  de  tan  grave  en- 
fermedad en  la  Península  (1). 

La  Ley  de  Sanidad  de  28  de  Noviembre 
de  1855,  considera  libre  á  los  veinte  días  las 
procedencias  de  Jlebre' amarilla.  Después  de 
pasado  este  periodo  se  deben  visar  las  paten- 
tes como  limpias,  y  participarlo  al  Gobierno  y 
á  las  demás  Autoridades  á  quienes  se  haya 
dado  parte  del  desarrollo  de  la  enfermedad. 

FILÁ8TICA.  Nombre  dado  en  conjunto  á 
1  os  hilos  de  que  se  forman  todos  los  cabos  y 
jarcias  de  los  buques,  sacándose  las  JllásUcas 
de  los  trozos  de  cables  viejos  que  los  mari- 
nos destuercen  para  atar  con  ellos  lo  que  se 
ofrezca. 

FIRMA,  Uno  de  los  cuatro  juicios  forales 
de  Aragón,  por  el  cual  se  mantenía  á  alguno 
en  la  posesión  de  los  bienes  ó  derechos  que  se 
suponía  pertenecerle ,  y  el  despacho  que  ex- 
pedía la  Audiencia  al  que  so  valia  de  este  jui- 
cio. Mas  en  el  día  está  abolido  este  recurso  por 
el  art.   44  del  Reglamento  de  26  de  Setiem- 
bre de  1835.  (Véase  Joicio  posesorio.)— Es  el 
nombre  y  apellido  ó  titulo  con  rubrica  que  se 
pone  con  todas  sus  letras  de  mano  propia  al 
fin  de  un  documento  público  ó  privado.  Díce- 
se  media  Jlrma  cuando  solo  se  pone  el  apellido 
con  rúbrica.  «El  omitir  alguna  letra  ó  emplear 
las  abreviaturas  es  ana  economía  injustificada 
y  una  falta  de  formalidad  que  tal  vez  pueda 
ocasionar  dificultades  imprevistas. »  (2) 

La  firma  de  toda  persona  que  intervenga 
en  cualquier  acto  ó  contrato  se  hará  expresan- 
do su  nombre,  sus  apellidos  paterno  y  mater- 
no, aunque  ella  no  acostumbre  usar  más  que 
uno  de  éstos  (3). 

En  todo  acto  notariado  ó  documento  pú- 
blico las  firmas  de  los  que  lo  suscriben  y  las 
de  los  que  lo  autorizan,  guardarán  siempre  el 
orden  siguiente :  la  del  Cónsul  en  el  lugar  pre- 
ferente, que  es  la  izquierda  del  escrito;  á  la 
derecha  la  del  declarante  ó  testigo  y  mas  aba- 
jo ,  procurando  que  no  se  halle  en  la  misma 
linea  de  las  rúbricas  precedentes,  la  del  Can- 
ciller Secretario. 

En  los  modelos  de  las  actas  para  el  Matri" 
monto  y  Registro  cioil  de  Junio  de  1870,  se 
prescribe  terminantemente  :  «Que  las  Autori- 
dades ó  Jueces  que  las  aatorizan  lo  hagan  con 
la  Jlrma  entera. » 

Por  circular  del  Ministerio  de  Estado  de  19 


(1)  De  O'  Bbillt,  Práctica  Consular  de  Espa- 
ña, 2.*  parte,  pág.  196, 

(2)  E&CRiCHE ,  Diccionario  de  Legislación  y 
Jurispriídeneia. 

(3)  Art.  19  de  la  Instrtieeion  á  los  EE, 
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de  Noviembre  de  1869,  se  mandó  lo  qae  sigue: 

«Teniendo  en  cuenta  la  imposibilidad  que 
liny  en  algunos  casos  para  cumplimentar  de- 
bidamente la  Re.ll  orden  de  7  de  Junio  de 
i  859,  ya  por  la  falta  de  medios  de  comunica- 
ción en  algunos  pais^cs ,  ya  por  las  grandes 
distancias  que  separan  en  otros  las  residencias 
de  los  Viceconsulados  ó  Agencias  consulares, 
de  las  Legaciones  ó  Consulados  de  que  depen- 
den, el  Sr.  Ministro  de  Bstado  ha  tenido  ¿ 
bien  disponer  que  envié  V.  á  este  Ministerio 
nota  de  los  nombres,  con  las  firmas,  rubricas 
y  el  sello  de  los  Vicecónsules  y  Agentes  con- 
sulares que  no  siendo  de  nombramiento  de  es- 
te Ministerio,  dependan  de  la  Legación  ó  dis- 
trito consular  del  cargo  de  V. ,  haciéndolo  en 
adelante  de  igual  manera  con  los  que  por  va- 
cante ó  nueva  creación  lleguen  á  tener  aquel 
carácter,  con  el  fin  de  que  cuando  sea  nece- 
sario puedan  legalizarse  en  esta  Secretaria  sus 
respectivas  firmas,  evitando  de  este  modo  las 
dilaciones  y  perjuicios  que  de  lo  contrario  pu- 
dieran originarse.» 

Las  escrituras  públicas  matrices  &  origina- 
les deben  ser  firmadas  por  los  otorgantes,  por 
los  testigos  instrumentales  ó  de  conocimiento 
en  su  caso,  y  firmadas  y  signadas  por  el  No  - 
tario.  (Art.  17  de  la  Lejf  del  Notariado.) 

Si  los  otorgantes  ó  alguno  de  ellos  no  su- 
piere  firmar  ó  no  pudiere  firmar,  lo  expresará 
asi  el  Notario,  debiendo  firmar  uno  de  los  tes- 
tigos, escribiendo  de  su  puño  en  ante -firma, 
que  lo  hace  por  si  como  testigo  y  á  nombre 
del  otorgante  ó  testigo  que  no  pueda  ó  sepa 
verificarlo. 

Cuando  concurrieren  además  testigos  de 
conocimiento,  uno  cuando  menos  deberá  saber 
firmar  y  firmará  del  modo  expresado. 

Una  de  las  causas  de  nulidad  de  los  instru* 
mentos  públicos  es  el  q»ue  no  aparezcan  las  fir- 
mas de  las  partes  y  testigos  cuando  deban  ha- 
cerlo, y  el  signo,  firma  y  rubrica  del  Notario. 
(Art.  27  de  la  Lep  del  Notariado.)  Véase  Es- 
tampilla. 

FIRMA  SN  BLANCO.  La  que  se  da  á 
otro  dejando  un  hueco  en  el  papel,  para  que 
pueda  escribir  aquello  en  que  han  convenido. 

FIRMAN  Y  BARAT.  El  Jlrman  6  fer~ 
man  es  un  decreto,  despacho  ó  mandami<^nto 
del  Sultán.  Barat  llaman  en  Turquía  á  un  de- 
creto que  da  también  el  Sultán,  sustrayendo 
en  cierto  modo  de  su  dominio  á  algún  subdito 
propio,  el  cual  queda  durante  su  vida  bajo  la 
protección  del  Ministro. 

FISCAL.  Cada  uno  de  los  Abogados  nom- 
brados por  el  Rey  para  promover  y  defender  en 
los  Tribunales  Supremos  y  superiores  del  Rei- 
no los  intereses  del  fisco  y  las  causas  pertene- 


cientes á  la  vindicta  pública.  La  ley  12,  titu- 
lo 13,  Part.  4.',  le  llama  patrono  del  Jíseo.  y 
dice  ser  home  que  es  puesto  para  razonar  et  de- 
fender  en  juicio  todas  las  cosas  el  los  derechos  que 
pertenescen  á  la  Cámara  del  Rey:  añadiendo  que 
esta  es  la  octava  dignidad  por  la  cual  sale  el 
hijo  de  la  potestad  de  su  padre.  En  las  leyes 
recopiladas  se  denomina  Procurador  Jlscal. 

El  art.  10  del  Real  decreto  de  29  de  Se- 
tiembre de  1848  acerca  de  la  habilitación  de 
Fiscal  en  los  casos  que  la  ley  lo  requiere,  dice: 

«Cuando  lo  permitan  el  número  y  calidad 
de  los  subditos  españoles,  se  habilitará  de  en- 
tre los  mismos  un  Representante  fiscal  para 
aquellos  casos  en  que  la  ley  requiere  su  in- 
tervención. 

FLAGRANTE  DELITO.  Denominase  así 
el  delito  que  se  ha  cometido  publicamente,  y 
cuyo  perpetrador  ha  sido  visto  por  muchos  tes- 
tigos al  tiempo  en  que  lo  consumó. 

FLETADOR.  Véase  Flbtambnto  y  Fle- 
tante. 

FLETAMBNTO.  El  convenio  en  virtud 
del  cual  el  propietario  ó  Capitán  de  una  nave 
alquila  ésta  en  todo  ó  en  parte  para  el  traspor- 
te, mediante  un  precio  convenido,  se  llama 
contrato  de  Jletamento. 

La  persona  que  alquila  la  nave  se  llama 
fletante-,  la  que  toma  el  alquiler,  fletador^  y  el 
precio  convenido  flete. 

Las  maneras  de  celebrar  este  contrato,  son 
muy  varias:  unas  veces  se  alquila  la  totalidad 
del  buque,  y  entonces  se  llama  fletamento  to- 
tal; otras  solo  se  alquila  una  parte,  y  entonces 
toma  el  nombre  de  parcial:  en  ocasiones  es  uno 
solo  el  Qetador,  y  en  ocasiones  son  varios;  ora 
se  celebra  por  un  número  ileterminado  de  dias 
ó  meses,  ora  por  todo  el  viaje  de  ida,  ora  para 
el  de  vuelta,  ora  para  ambos.  En  unos  casos 
se  fijan  los  fletes  por  todo  el  viaje,  en  otros  por 
meses,  pactándose,  ya  por  toda  lá  carga,  ya  á 
un  tanto  por  tonelada. 

Las  personas  que  pueden  dar  la  nave  eo 
alquiler  son  el  naviero  y  el  consignatario,  ó  el 
Capitán:  en  cuanto  á  los  que  pueden  tomarla 
alquilada  son  cuantos  tienen  aptitud  para  con- 
tratar y  obligarse. 

Para  que  el  contrato  de  fletamento  sea 
obligatorio  en  juicio,  debe  estar  redactado  por 
escrito  Qxx  póliza  de  fletamento,  de  que  cada  una 
de  las  partes  deberá  teu(  r  un  ejemplar  firma- 
do por  las  demás.  Cuando  alguno  no  sepa  fir- 
mar, lo  harán  en  su  nombre  dos  testigos.  Se 
quiso  exigir  en  cierta  ocasión,  que  los  contra- 
tos de  fletamento  se  extendieran  en  escritura 
pública;  pero  no  so  dio  lugar  á  ello  en  Rea! 
orden  de  2  de  Abril  de  1835. 

Las  pólizas  de  fletamento  harán  plena  fé 
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en  juicio,  siempre  que  se  haya  hecho  el  con- 
trato con  intervención  de  corredor,  certifican- 
do éste  la  autenticidad  de  las  firmas  de  las 
partes  contratantes,  y  que  se  pusieron  á  su 
pi esencia.  Fuera  de  este  caso,  y  resultando 
discordia  entre  las  pólizas  de  fletamento  que 
presenten  las  partes,  ha  de  estarse  k  la  que 
concuerde  con  la  que  el  corredor  debe  reser- 
Tar  de  su  registro.  También  hacen  fé  las  poli  • 
zas  de  fletamnto  aunque  no  haya  interveni- 
do corredor  en  el  contrato,  siempre  que  los 
contratantes  reconozcan  por  suyas  las  firmas 
puestas  en  ellas.  (Articules  del  Código  de  eo^ 
nurcioliO,  741  y  742.) 

Hé  aquí  los  efectos  que  producen  respecto 
del  contrato  de  fletamento  los  casos  fortuitos 
que  imposibilitan  ó  retardan  el  viaje: 

((En  general,  puede  decirse  desde  luego 
que  respecto  de  este  punto  tiene  aplicación  el 
principio  de  derecho  común,  según  el  cual,  el 
dueño  de  la  cosa  sobre  la  cual  recae  el  caso 
fortuito,  sufre  los  perjuicios  que  se  oeasionen 
por  esta  causa,  quedando  en  cuanto  á  lo  de- 
más libre  y  quito  de  las  obligaciones  que  sin 
el  caso  fortuito  hubiera  debido  cumplimentar. 

Por  lo  que  respecta  al  contrato  de  fleta- 
mento, conviene  distinguir  entre  el  caso  for- 
tuito que  sobreviene  antes  de  salir  la  nave  del 
puerto,  y  el  que  acontece  después  de  haberse 
hecho  á  la  vela. 

Bn  el  primero,  y  suponiendo  que  el  acci- 
dente fortuito  sea  de  tal  naturaleza  que  no 
haga  más  que  retardar  la  salida,  como  cerra- 
miento del  puerto  ú  otro  accidente  de  fuerza 
insuperable,  se  considerará  subsistente  el  con- 
trato de  fletamento,  reportando  cada  una  de 
las  partes  ol  perjuicio  á  que  haya  lugar,  y  sa- 
tisfaciéndose proporcionalmente  por  cada  una 
de  ellas  los  gastos  de  manutención  y  sueldos 
del  equipaje.  (€,,  760.) 

Aconteciendo  un  accidente  de  esta  natu- 
raleza, queda  al  arbitrio  del  cargador  descar- 
gar las  mercaderías;  pero  con  la  condición  de 
volverlas  á  cargar  una  vez  terminada  la  causa 
que  entorpecía  el  viaje,  pagando  estadías  si 
retardase  la  recarga.  ((T.,  770.) 

Bn  segundo  lugar,  sobreviniendo  antes  de 
hacerse  la  nave  á  la  vela  declaración  de  guer- 
ra entre  la  Nación  á  cuyo  pabellón  pertenezca 
y  otra  Potencia  marítima  cualquiera,  ó  cesan- 
do las  relaciones  de  comercio  con  el  país  de- 
signado en  la  póliza  de  fletamento  para  el 
viaje  de  la  nave,  &  otra  causa  que  haga  impo- 
sible la  expedición,  quedarán  rescindidos  los 
fletamentos,  sin  derecho  de  parte  de  ninguno 
de  los  contrayentes  para  reclamar  indemniza- 
ción. Asi,  pues,  si  la  nave  se  hallaba  ya  car- 
dada se  descargará  á  costa  del  fletador,  abo  • 


naudo  además  los  gastos  y  salarios  causa  do  s 
por  el  equipaje  desde  que  la  nave  se  comenzó 
á  cargar.  [C,  768.) 

Hecha  la  nave  á  la  vela  pueden  ocurrir 
también  varios  casos  que  modifican  el  contra  - 
to  de  fletamento,  los  cuales  están  previstos  y 
consignados  en  los  artículos  771  al  779  in- 
clusive del  Código  dé  comercio, 

FLETANTE.  Bl  que  da  en  alquiler  una 
embarcación. — Kl  fletante  también  puede  ser 
el  mismo  naviero,  y  aun  también  el  Capitán. 
Sus  obligaciones  son  las  siguientes: 

Principian  éstas ,  y  dependen  de  los  actos 
consiguientes  de  este  contratante  desde  <|ue 
hace  entrega  de  las  mercaderías  en  la  orilla  del 
agua  ó  en  el  muelle  del  puerto  de  la  carga. 

Comunmente  el  fletador  debe  p^  ^eren  di- 
cho muelle  del  puerto  las  mercaderías  en  el 
plazo  estipulado  en  la  póliza  de  fletamento ;  y 
no  habiendo  pacto  acerca  de  este  particular, 
en  el  que  esté  en  uso  en  el  puerto  donde  la  car- 
ga se  verifique,  que  por  término  medio  puede 
calcularse  en  quince  dias.  Pasado  este  tiempo, 
se  abonará  por  el  fletador  la  demora  conveni- 
da; y  si  no  hubiese  convenio ,  las  estadías  y 
sobreestadlas  trascurridas  sin  cargar,  pudién- 
dose, en  caso  de  pasar  también  este  segundo 
plazo,  rescindir  el  contrato,  exigiéndose  la  mi- 
tad del  flete  pactado.  {Código  de  comercio,  ar- 
tículo 766.) 

También  pagará  el  fletador  la  mitad  del 
fletb  cuando  sin  cargar  cosa  alguna  abandona- 
re el  fletamento,  quedando  el  fletante  por  este 
acto  libre  y  quito  de  todas  las  obligaciones  que 
por  el  fletamento  contrajo.  (C,  764.) 

Habiendo  de  recibirse  la  carga  por  el  bu- 
que fletado  en  otro  puerto,  se  presentará  el  Ca- 
pitán al  consignatario  designado  en  la  contra- 
ta; y  si  éste  no  le  entregase  la  carga ,  avisará 
al  fletador,  esperando  la  resolución  del  mismo, 
y  corriendo  entretanto  las  estadías  y  sobrees- 
tadlas. No  recibiendo  el  Capitán  contestación 
en  el  plazo  regular,  hará  las  oportunas  dili- 
gencias para  encontrar  flete;  y  siendo  infruc- 
tuosas ,  regresará  al  puerto  donde  se  contrató 
el  fletamento,  no  sin  extender  antes  la  protes- 
ta oportuna,  y  cobrará  su  flete  por  entero,  des- 
contando el  que  hayan  satisfecho  las  mercade- 
rías cargadas  en  retorno.  ((7.,  766.) 

La  primera  es  cargar  las  mercaderías  en 
el  buque  que  alquiló,  el  cual  ha  de  reunir  las 
circunstancias  de  cabida,  pabellón,  etc.,  mar- 
cadas en  el  contjato,  so  pena  de  nalidad. 

Bl  fletante ,  una  vez  recibida  parte  de  la 
carga,  no  podrá  eximirse  de  continuar  cargan- 
do por  cuenta  del  mismo  cargador ,  ó  de  otros 
con  condiciones  iguales  á  las  de  la  carga  ad- 
I  mitida;  y  no  siendo  suficiente  el  porte  de  la 
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nave  para  cumplir  los  contratos  defletamento 
celebrad  os  con  distintos  cargadores ,  será  pre-- 
ferido  el  que  ya  hubiere  introducido  la  carga 
en  la  nave,  siguiéndole  los  demás  por  el  orden 
de  sus  contratos.  (C,  751  y  764.) 

El  que  hubiera  fletado  una  nave  por  entero 
puede  ceder  en  todo  ó  en  parte  su  derecho  á 
otro  para  que  la  cargue,  sin  que  el  Capitán 
pueda  impedirlo.  Haciéndose  por  cantidad  ñja 
el  ñetamento,  el  fletador  puede  subfletar  de  su 
cuenta ,  manteniéndose  íntegra  su  responsabi- 
lidad hacia  el  naviero.  (C,  758.) 

La  obligación  segunda  del  fletante,  recibi- 
da ya  la  carg^a  en  la  nave ,  es  cuidar  diligen- 
temente de  su  conservación,  obligación  que 
empieza  desde  que  se  le  hace  entrega  de  ella 
en  la  orilla  del  agua  ó  en  el  muelle  del  puerto, 
y  concluye ,  una  vez  puesta  en  el  muelle  del 
puerto  de  descarga,  siendo  el  Capitán  respon- 
sable, como  sabemos,  de  cuantos  perjuicios  se 
sigan  al  cargamento ,  ya  procedan  de  descui- 
do, ya  de  malicia ,  ora  de  confiscaciones,  ora 
de  latrocinios  del  equipaje.  (C. ,  682.)  Esta 
responsabilidad  pesa  también  sobre  el  naviero, 
si  bien  puede  eximirse  de  ella  haciendo  aban- 
dono de  la  nave  y  sus  pertenencias,  junto  con 
los  fletes  devengados.  (C,  762.)  El  Capitán  no 
tiene  responsabilidad  alguna  en  el  caso  de  que 
los  daños  inferidos  al  cargamento  procedan  de 
fuerza  mayor  insuperable,  ó  caso  fortuito  que 
no  pudo  evitarse.  También  será  exento  de  res- 
ponsabilidad cuando  la  confiscación  procediese 
de  haber  el  fletador  introducido  en  la  nave  dis- 
tintos efectos  de  los  que  manifestó  al  fletante, 
excepto  en  el  caso  de  convenir  el  naviero  á  sa- 
biendas en  recibirlos (C. ,  76G), constituyéndose 
entonces  responsable  mancomunadamente  con 
el  dueño  de  ellos,  sin  poder  exigir  indemniza- 
ción por  el  daño  que  resultó  á  la  nave,  aunque 
asi  se  hubiera  pactado. 

El  viaje  debe  emprenderse  asi  que  esté  car- 
gada la  nave,  y  dentro  del  plazo  estipulado, 
prescribiendo  la  ley  las  disposiciones  siguien- 
tes para  el  caso  de  no  haber  estipulación  con- 
venida entre  el  fletante  y  el  fletador. 

Estando  fletada  la  nave  por  entero ,  el  fle- 
tador puede  obligar  al  Capitán  á  hacerse  á  la 
vela  una  vez  recibida  la  carga  á  bordo,  y  no 
impidiéndolo  el  temporal  ó  fuerza  insupera- 
ble.  ((7.,  752.) 

Hé  aquí  las  obligaciones  del  fletador  y  los 
efectos  de  su  inobservancia : 

La  obligación  subsiguiente  del  fletador  es 
no  introducir  en  la  nave  más  ni  menos  carga 
que  la  estipulada.  En  el  caso  de  introducirse 
más,  pagará  el  flete  que  corresponda  al  exceso 
con  arreglo  á  su  contrata;  y  si  el  Capitán  no 
pudiese  colocar  este  aumento  de  carga  bajo 


escotilla  y  en  buena  estiva  sin  faltar  á  los  de- 
más contratos  celebrados,  lo  descargará  á  ex- 
pensas del  propietario.  Si  la  carga  fuese  me- 
nor que  la  contratada,  el  fletador  pagará  el 
flete  de  la  parte  que  dejó  de  cargar,  á  menos 
que  el  Capitán  no  hubiese  tomado  otra  carga 
para  coqipletar  la  correspondiente  á  su  buque. 
(C,  759  y  760.) 

Los  géneros  introducidos  en  la  nave  han 
de  ser  los  mismos  que  los  señalados  en  la  pó- 
liza, indemnizando  á  los  demás  cargadores  de 
los  perjuicios  que  ocasionara  por  engaño  en  la 
clase  de  los  efectos,  respondiendo  á  eata  in- 
demnización con  su  cargamento  y  demás 
bienes. 

La  postrera  obligación  que  pesa  sobre  el 
fletador  es  la  de  satisfacer  los  fletes,  cnya  obli- 
gación varia  según  los  casos,  esto  es,  según 
que  estuvieren  ajustados  por  una  cantidad  al- 
zada para  todo  el  viaje,  por  meses,  ó  por  un 
tanto  por  quintal  ó  tonelada. 

En  el  caso  de  pactarse  los  fletes  por  meses 
ó  días,  devengarán  desde  el  en  que  se  pone  á 
la  carga:  en  los  concertados  por  tiempo  deter- 
minado, también  se  contarán  desde  el  mismo 
dia:  en  los  contratados  por  peso  se  hará  el  pa- 
go por  peso  bruto,  incluyendo  los  envoltorios, 
barricas  ó  cualquiera  especie  de  vaso  en  que 
se  contenga  la  carga.  (Í7.,  782,  783  y  784.) 

Las  mercaderías  vendidas  por  el  Capitán 
en  caso  de  urgencia,  para  subvenir  á  los  gas- 
tos de  carena,  aparejamiento  ü  otras  necesida- 
des imprescindibles  del  buque,  devengarán 
también  flete.  Parece  en  este  caso  evidente, 
aunque  el  Código  no  lo  expresa,  que  el  precio 
de  las  mercaderías  debe  abonarse  al  fletador 
aun  cuando  el  buque  se  perdiese  después  de 
reparado.  (C,  785.) 

No  experimentarán  tampoco  disminución 
los  fletes  cuando  las  mercaderías  sufran  dete- 
rioración ó  disminución  por  caso  fortuito,  vi- 
cio propio,  ó  mala  condición  ó  calidad  de  los 
envases. 

Cuando  se  rescate  el  buque  apresado  6  se 
salve  el  náufrago,  se  abonará  el  flete  que  cor- 
responda á  la  distancia  que  el  buque  porteó  la 
carga;  y  reparado  éste  en  términos  de  poder 
continuar  su  viaje  hasta  el  puerto  de  su  desti« 
no,  se  pagará  el  flete  por  entero. 

Igualmente  se  satisfará  por  entero  cuando 
el  cargador  voluntariamente  hiciera  descargar 
sus  efectos  antes  de  llegar  al  puerto  de  sa 
destino.  (C,  792.) 

Teniendo  la  carga  un  aumento  natural  du- 
rante el  viige  en  su  peso  ó  medida,  se  pagrará 
por  el  propietario  el  flete  correspondiente  á  es- 
te exceso.  De  esta  disposición  no  pueden  par- 
ticipar los  nacidos  durante  el  viige,  que  como 
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cosa  accefioria  de  sus  madres  al  tiempo  del  em- 
barque, tiene  respecto  de  ellas  aplicación  el 
principio  de  derecho  que  lo  accesorio  signe  á 
lo  principal.  (C,  791.) 

El  pago  se  ha  de  efectuar  desde  el  momen- 
to en  que  los  efectos  se  han  descargado  y 
puesto  á  disposición  del  consignatario,  no  pu- 
diéndose obligar  al  fletante  á  recibir  en  pago 
de  fletes  las  mercaderías  que  componen  el  car- 
gamento, estén  ó  no  averiadas,  teniendo  esto 
únicamente  lugar  respecto  de  los  líquidos  cu- 
yas vasijas  hayan  perdido  más  de  la  mitad  de 
su  contenido.  ((7.,  790.) 

Fuera  de  los  casos  exceptuados,  no  podrá 
el  fletante  experimentar  disminución  alguna 
en  los  fletes,  hallándose  el  cargamento  espe- 
cialmente obligado  á  la  seguridad  del  pago. 
Esta  hipoteca  dura  solamente  un  mes,  á  con- 
tar desde  que  el  consignatario  recibió  la  car- 
ura, ú  ocho  dias  si  los  efectos  pasasen  á  poder 
de  un  tercer  poseedor.  Trascurridos  estos  tér- 
minos, los  fletes  se  reputarán  como  un  crédito 
ordinario  sin  preferencia  alguna,  sin  que  ni 
aun  á  pretesto  de  recelo  sobre  la  falta  de  pago 
pueda  detenerse  el  ^cargamento  á  bordo,  pu- 
diéndose solo,  en  caso  de  justa  desconfianza, 
solicitar  del  Tribunal  de  Comercio  la  interven- 
clon  de  los  efectos  que  se  descarguen  hasta 
Catar  los  fletes  satisfechos.  ((7.,  794,  795,  797 
y  798.)  Véase  Naviero  y  Contrato  de  plbta- 

HENTO. 

FLETES.  Son  los  precios  estipulados  por 
el  alquiler  de  una  nave.  Véase  Fletambnto. 

El  art.  45  de  la  Instrucción  de  19  de  Julio 
de  1856  dice  lo  que  sigue: 

«Si  el  naufragio  de  una  nave  española  no 
fuese  completo,  se  sacarán  estos  auxilios  (los 
indispensables  para  la  precisa  subsistencia  y 
regreso  á  España  de  sus  tripulantes)  hasta 
donde  alcance  de  la  parte  que  de  ella  se  sal- 
vasen; en  la  inteligencia  de  que  tanto  el  bu- 
que como  el  flete  de  su  cargamento  son  hipo- 
teca permanente  de  la  tripulación,  y  de  ellos 
deben  salir  los  gastos  de  su  subsistencia  hasta 
su  regreso  á  España,  y  además  sus  salarios 
vencidos  hasta  el  dia  del  naufragio.» 

La  Real  orden  circular  de  1.*  de  Enero  de 
1849  previene:  «Que  los  Cónsules  y  Vicecón- 
sules de  la  Nación  remitan  cada  quince  dias 
al  Ministerio  de  Estado  un  estado  de  los  ar- 
tículos de  importación  y  de  exportación  de  co- 
nocida utilidad,  cambio  ó  especulación  entre 
España  y  el  país  en  que  residan,  y  el  precio  de 
los  fletes. » 

FLIBUSTEBO  Ó  FLIBUSTIEB.  Los 
etimologistas  no  están  de  acuerdo  en  cuanto  al 
origen  de  la  palabra  flibusUer,  y  Mr.  Sablier 
en  su  Bmayo  $obre  las  lenguoi  eñ  general  y  sobre 


la  francesa  en  particular  (París  1777,  en  8/ 
pág.  170],  lo  deriva  del  holandés  vliboot  que 
es  el  nombre  de  una  especie  de  barco  pequeño 
que  llaman  los  franceses  JlibotSy  del  que  se  ser- 
vian  los  piratas  holandeses  hace  dos  siglos  pa- 
ra cometer  sus  robos  en  los  mares  de  América. 
De  la  misma  opinión  es  Noel  y  Carpentier  (1), 
aunque  Roquefort  deriva  fliboC  del  inglés  ^t, 
ligero,  y  de  voat,  barco  (barco  que  vuela.)  En 
cuanto  á  flibuslier,  lo  deviva  también  del  in- 
glés free,  libre,  yvooter,  bandido,  ladrón. 

Uno  de  los  abusos  cometidos  por  la  Rep&r 
blica  de  Buenos-Aires  contra  los  intereses  de 
su  antigua  Metrópoli,  fué  autorizar  el  corso  de 
embarcaciones  mandadas  y  tripuladas  por  ex- 
tranjeros, á  quienes  en  vista  de  su  conducta 
no  podía  atribuirse  otro  carácter  que  el  de  ver- 
daderos piratas  ó  Jlibusteros,  Estos  bandidos 
han  vivido  siempre  del  pillaje  y  jamás  se  les 
podrá  reconocer  como  beligerantes.  Es  licito 
solicitarles  á  la  defección;  pero  sus  prisione- 
ros, según  Pando,  no  tienen  derecho  á  la  cle- 
mencia, y  las  Naciones  extranjeras  no  les  de- 
ben asilo,  y  sus  naves  pueden  ser  tratadas 
como  piráticas  por  cualquier  buque  de  guerra 
ó  corsario  que  los  encuentre. 

Hácese,  dice  el  mismo  Pando,  una  gran 
diferencia  entre  esta  clase  de  delincuentes  y 
los  que  toman  las  armas  para  sostener  opinio- 
nes políticas  según  pretenden  algunos  publi- 
cistas. Pero  cuando,  so  color  de  esas  opinio- 
nes políticas,  se  traspasan  hasta  los  tristes  lí- 
mites del  furor  de  partido ,  tan  frecuente  en 
las  civiles  disensiones;  cuando  se  cometen  hu- 
bitualmente  actos  de  atrocidad  que  hacen  ex- 
tremecer  á  la  naturaleza,  esos  hombres  feroces 
no  pueden  tener  la  menor  pretensión  de  ser 
tratados  como  beligerantes;  dejan  de  ser  sol- 
dados para  convertirse  en  incendiarios  y  ase- 
sinos: justo  es  que  se  les  trate  como  tales. 

Pero  en  ningún  caso ,  y  contra  ninguna 
especie  de  enemigos,  es  permitida  la  inñdeli- 
dad  en  el  cumplimiento  de  los  pactos:  este 
principio  vital,  no  admite  excepción  alguna. 

Tampoco  admite  excepción,  respecto  á  los 
principios  establecidos  en  el  derecho  de  gen^ 
tes,  el  que  se  eximan  del  castigo  los  que  aten- 
ten  contra  la  seguridad  pública  de  las  Nacio- 
nes, siquiera  sea,  según  queda  dicho,  para  sos- 
tener opiniones  políticas.  Wheaton,  Ministro 
residente  de  los  Estados-Unidos,  en  la  corte 
de  Berlin,  dice  en  su  acreditado  Tratado  de  de-' 
recho  internacional,  á  la  pág.  210  del  volumen 
segundo:  «De  la  misma  naturaleza  que  el  tras- 


(l)  Phitologie  franóaiéé  ou  Dtct,  ett/fríotogi' 
que  etc.,  París  1831,  T,  I,  IT,  en  8,®;  T.  1,  p.  604, 
col.  1.* 
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porte  del  contrabando,  es  el  trasporte  de  los 
militares  y  de  los  despachos  y  corresponden* 
cia  para  los  enemigos. 

«Un  baque  nentral  que  se  emplee  como 
trasporte  para  fuerzas  enemigas,  queda  sujeto 
á  conñicacion  si  fuese  capturado  por  los  belige- 
rantes contrarios;»  y  sigue  luego  indicando 
que  no  le  libra  de  esta  pena  ni  aun  la  violen- 
cia ejercida  contra  él  por  los  beligerantes, 
pues  á  lo  sumo  tendría  el  derecho  de  reclamar 
daños  y  perjuicios  contra  el  Gobierno  que  hu- 
biese ejercido  la  violencia,  y  añade  que  el  nú- 
mero de  tropas  ó  personas  enemigas  que  Heve 
á  bordo  no  puede  tomarse  en  cuenta,  pues  el 
trasporte  de  un  solo  general  puede  causar  más 
daño  al  beligerante  que  el  de  uno  ó  más  regi- 
mientos. 

Esto  mismo  dice  en  resumen  J.  Chitty ,  au- 
tor inglés,  en  su  Tratado  práctico  de  la  ley  de  las 
Naciones,  traducido  al  español  por  D.  Vicente 
Alsiaa,  página  29:  «Es  igualmente  confisca- 
ble la  embarcación  neutral  que  se  emplea  co- 
mo trasporte  de  hombres  particulares,  ó  de 
oficiales  ó  de  tropas  de  nuestro  enemigo.» 

El  art.  14  del  tratado  de  paz  y  amistad 
de  27  de  Octubre  de  1795,  celebrado  entre  los 
Estados -Unidos  y  la  España,  estipula  que  todo 
buque  de  ambas  Naciones  que  tome  patente 
de  corsario  ü  hostilice  á  los  ciudadanos,  pue- 
blos y  habitantes  de  los  mismos,  al  servicio 
de  sus  enemigos,  será  tratado  como  pirata. 

La  pena  que  desde  nuestras  leyes  de  Par- 
tida basta  nuestras  Ordenanzas  marítimas  y 
las  de  las  demás  Naciones  se  impone  á  los  bu- 
ques piratas  y  á  sus  tripulaciones,  es  la  de 
confiscación  á  los  buques  y  la  pena  de  muer- 
te á  sus  tripulantes. 

FOJA.  Cada  una  de  las  hojas  de  que  se 
compone  un  proceso  ó  expediente  cualquiera. 
Véase  Foliatoba.     . 

FOLIATURA.  La  serie  y  el  conjunto  de 
folios  de  un  libro;  el  efecto  de  foliar.  Según  el 
artículo  54  del  Reglamento  general  del  Notariado, 
todas  las  hojas  del  pr^  tocólo  deben  foliarse  con 
el  número  que  por  su  orden  les  pertenezca,  es- 
crito también  en  letra,  y  según  el  art.  56  del 
mismo;  «para  la  debida  autorización  de  las 
hojas  de  la  matriz  en  que  no  están  las  firmas 
del  Notario  ni  de  las  partes,  se  halla  dispuesto 
que  todas  ellas  sean  rubricadas  por  el  Notario 
en  su  margen.»  Los  Cónsules  que  son  Notarios 
públicos,  deben  observar  estos  preceptos  de 
la  ley. 

FONDSO.  Aplícase  este  nombre  en  Es- 
paña al  reconocimiento  que  hacen  en  un  bu- 
que los  empleados  de  Rentas.  El  derecho  de 
verificarlo  compete  al  Administrador  de  Adua- 
nas ó  á  los  empleados  que  éste  elige,  de  suer- 


te, que  cuando  lo  verifican,  no  ejercen  derecho 
propio  y  si  solo  el  de  delegados  del  Adminis- 
trador de  la  Aduana.  Este  fondeo  no  se  verifica 
hasta  después  de  entregado  el  mani/lesto,  y  ti 
se  encuentran  objetos  no  comprendidos  en 
aquel,  sufren  las  penas  marcadas  en  las  Or- 
denanzas generales  de  las  rentas  de  Aduanas. 

Eu  la  navegación  de  cabotaje  también  se 
aplican  multas  si  se  hallan  diferencias  en  ( 1 
acto  del  fondeo. 

En  las  Ordenanzas  generales  de  Aduanas  di 
1871  se  previene: 

«Art.  50.  El  Administrador  de  la  Aduana 
podrá  después  practicar  visita  de  fondeo,  y  si 
lo  estima  conveniente  sellar  las  escotillas, 
mamparos  y  demás  departamentos  cerrados 
del  buque,  hasta  que  principien  las  operacio- 
nes de  descarga. 

Dicha  visita  puede  después  repetirse  cuan- 
tas veces  sea  necesario ,  y  la  facultad  de  ha- 
cerla puede  delegarse  en  un  empleado  de  la 
Aduana  ó  en  un  Jefe  del  resguardo. 

Al  practicar  su  visita  podrá  el  Adminis- 
trador examinar  el  sobordo  y  conocimientos, 
el  diario  de  navegación  y  todos  los  demás  pa  • 
peles  de  á  bordo.» 

FONDOS.  Los  medios  de  arbitrar  fondos 
para  socorros  urgentes  son  los  que  están  pre- 
venidos en  el  cap.  5.^  de  la  Instrucción  de  19 
de  Julio  de  1856: 

«Art.  65.  Se  autorizará  á  los  banqueros  ó 
comisionados  de  la  Ordenación  general  de  pa 
gos  del  Ministerio  de  Estado,  según  se  estime 
conveniente,  y  á  los  Intendentes  de  ejército  y 
Hacienda  de  la  Habana,  Puerto-Rico  y  Mani- 
la, para  que  suministren  los  suplementos  de 
esta  naturaleza  en  vista  de  la  petición  motiva- 
da y  escrita  que  les  dirijan  las  Legaciones,  ó 
los  Consulados  españoles  en  las  Colonias  ex- 
tranjeras de  Ultramar;  y  aquellas  y  estos  fir- 
marán los  correspondientes  resguardos  de  la 
cantidad  que  hubieren  recibido  con  dicho  ob 
jeto ,  á  fin  de  que  los  que  la  hayan  suplido 
puedan  hacer  el  cargo  documentado  á  qaien 
corresponda. 

Art.  66.  En  el  caso  de  que  el  Cónsul  no 
hubiese  invertido  estos  fondos  con  arreglo  á 
las  disposiciones  de  esta  lastruccion,  y  re- 
sultase por  lo  tanto  mala  inteligencia  ó  abaso 
de  confianza,  serán  desaprobadas  sus  cuentas 
y  se  rebajará  de  sus  haberes  la  cantidad  que 
se  le  hubiere  facilitado ,  con  lo  demás  á  que 
haya  lugar. 

Art.  67.  Si  los  socorros  de  alguna  consi- 
deración fuesen  de  naturaleza  forzosa  y  tan 
urgentes  que  no  permitiesen  aguardar  la  so- 
licitud y  envío  de  fondos  de  la  Legación  ó  de 
las  Intendencias  respectivamente  indicadas» 


FÓR 


—  261  — 


FEA 


podrá  el  Cónsul  negociarlos  en  la  plaza  al  in- 
terés extrictamente  legal;  valiéndose,  antes  de 
adoptar  esta  medida  extrema ,  de  cuantos  re* 
corsos  le  proporcione  su  crédito  en  el  país  para 
cubrir  con  el  menor  gravamen  posible  las 
apremiantes  atenciones  de  que  se  trata.)) 

Por  Real  orden  circular  de  20  de  Julio  de 
1857  se  abrió  un  crédito  á  las  Legaciones  y 
Consulados  para  cubrir  las  atenciones  extraor- 
dinarias del  servicio  (1),  que  ba  sufrido  alte- 
raciones. 

FÓBMÜLA.  El  modo  ja  establecido  para 
explicar  alguna  cosa  con  palabras  precisas  y 
determinadas;  ó  bien  un  modelo  de  la  sustan- 
cia y  términos  principales  en  que  debe  con- 
cebirse un  acto  ó  instrumento  para  ser  con- 
forme á  derecho. 

FOBMÜLABIO.  El  libro  ó  escrito  en  que 
se  contienen  las  fórmulas  que  se  han  de  ob- 
servar para  la  ejecución  do  algunas  cosas ,  y 
especialmente  el  escrito  que  contiene  la  fór- 
mula del  juramento  que  debe  hacerse  en  cier- 
tas ocasiones. 

El  formulario  de  CanciUerioi  consulares  y 
Colección  de  decretos ,  Reales  órdenes  y  docmnen- 
ios  diversos  y  por  D.  A.  Brrnal  de  O'Reillt,  Cón- 
sul general,  es  una  obra  tan  útil  como  nece- 
saria en  todas  las  Agencias  de  España  en  el 
extranjero. 

FBANCO.  Este  nombre  se  da  en  Cons- 
tantinopla  á  todos  los  subditos  de  las  demás 
Tíaciones  europeas.  Los  Cónsules  extranjeros 
pueden  en  caso  de  que  se  persiga  á  un  indi- 
'víduo  franco^  recibirlo  en  su  casa,  cuyo  asilo 
estáconsiderado  por  los  turcos  como  inviolable. 

FBANQUEO  FBBVXO.  La  correspon- 
dencia para  los  Ministerios  de  España,  princi- 
palmente desde  Francia ,  puede  remitirse  sin 
franquear;  y  la  que  se  dirija  á  las  Comandan- 
cias de  marina,  si  no  van  franqueadas,  deben 
ir  por  conducto  del  mismo  Ministerio  de  Marina, 
según  previene  la  Real  orden  circular  de  4  de 
Agosto  de  1856.   Véase  Autoridad  de  Marina. 

Gravándose  justamente  en  una  tercera 
parte  de  su  porte  todas  las  cartas  que  se  diri- 
Jen  sin  franquear  por  las  Administraciones  de 
Correos  en  Francia,  la  Legación  de  España  en 
Paris  dispuso  con  fecha  25  de  Octubre  de  1854: 

«Que  habia  resuelto  franquear  desde  1.* 
de  Noviembre  toda  la  correspondencia  de 
aquella  Legación  con  los  Consulados  y  Yice- 
consulados  de  España  en  Francia.  Resultando 
por  reciprocidad  que  aquellos  se  la  remiten 
franqueada.  Véase  Sellos  db  franqueo,  Autori- 
dades ESPAÑOLAS  y  Correspondencia. 


FBANQÜICIA  DEL  CUEBPO  DIPLO- 
MÁTICO ESPAÑOL.  En  las  Ordenanzas  generales  de 
Aduanas  de  15  de  Jallo  de  1870,  apéndice  nu- 
mero 10,  parte  1.*,  se  establece: 

((Articulo  1 .'  Los  Embajadores,  los  Ministro? 
plenipotenciarios,  los  Ministros  residentes  y  los 
Encargados  de  negocios  que  representan  áE<i- 
paña  en  el  extranjero,  y  los  Secretarios  de  Le- 
gación que  hayan  desempeñado  interinamente 
las  veces  de  aquellos,  gozan  de  franquicia  para 
introducir  libres  de  derechos,  cuando  regresen 
á  España,  los  muebles  y  equipajes  de  su  casa 
y  familia,  inclusa  su  librería,  siempre  que  todo 
ello  esté  usado. 

Los  Embajadores,  además,  podrán  intro- 
ducir tres  carruajes  de  su  uso,  los  Ministros 
plenipotenciarios  dos,  y  los  Ministros  Residen- 
tes y  los  Encargados  de  negocios  uno  solo.  Con 
cada  carruaje  podrán  importarse  dos  caballos 
ó  yeguas  y  dos  juegos  do  guarniciones. 

Los  Secretarios  de  Legación  de  todas  clases 
gozarán  de  igual  franquicia  en  cuanto  á  equi- 
paje, librería,  muebles  y  un  coche. 

Los  Agregados  podrán  introducir  libre- 
mente el  equipaje  y  libros  de  su  uso. 

Art.  2.*  Para  aplicar  el  articulo  preceden- 
te se  observarán  las  siguientes  reglas: 

1  .^  El  interesado  pasará  al  Ministro  de  Es* 
tado  comunicación  oficial  inclu3'endo  nota  de 
los  efectos  que  quiere  introducir  en  España, 
manifestando  ser  de  su  uso  y  la  Aduana á  don- 
de van  á  presentarse. 

2.*  El  Ministro  de  Estado  trasladará  a[  de 
Hacienda  dicha  nota  manifestando  ser  cierta  la 
calidad  de  Agente  diplomático  que  expresa.  El 
Ministro  de  Hacien(la  pasará  al  Director  de 
Aduanas  la  comunicación  del  de  Estado. 

3/  El  Director  dará  las  (Srdenes  oportunas 
para  que  los  bultos  sean  despachados  en  la 
Aduana,  y  ésta  asi  que  lo  verifique  dará  cuenta 
á  la  Dirección. 

Los  equipajes  que  traigan  consigo  los  Agen- 
tes diplomáticos  en  relación  con  sus  categorías 
serán  despachados  por  la  Aduana  á  su  presen- 
tación sin  necesidad  de  órdenis  previas,  pero 
dando  cuenta  enseguida  á  la  Dirección  general. 

Art.  3/  Los  Ag'^ntes  diplomáticos  extran- 
jeros, mientras  residan  en  España,  podrán  in- 
troducir libremente  para  sa  propio  uso  cual- 
quiera articulo,  llevándose  cuenta  del  valor  de 
los  derechos,  á  cuyo  fin  se  les  abrirán  los  cré- 
ditos siguientes: 


(1)    Db  O'Reilly,  Pj-áctica  consular  de  Espa- 
ña^  2.*  parte,  pág.  75. 


A  los  Embajadores 

A  los  Ministros  plenipotenciarios. 

A  los  Ministros  residentes 

A  los  Encargados  de  negocios  •  •  • 


Pesetas. 

50.000 
35.000 
20.000 
15.000 
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Cuando  estos  créditos  se  coDoluyau,  lo  tna- 
olfestará  1&  Direcclou  general  al  Uinisterlo  de 
Hacieoda,  y  éste  al  de  Estado  para  la  resolu- 
ción que  proceda. 

Art.  4.*  La  aplicaciOD  de  la  fraDquicia  se 
hará  COQ  sujeción  á  las  siguientes  reglas: 

1.*  Bl  Agente  diplomático  pasará  al  Mi- 
nistro de  Estado  una  comuDicacton  oñclal  con 
Dota  de  los  objetos  que  quiere  introducir  y  de 
la  Aduana  á  donde  los  van  á  presentar. 

2.*  Bl  Ministerio  de  Catado  dará  traslado 
al  de  Hacienda,  y  éste  á  la  Dirección  de  Ren- 
tas, &  fio  de  que  se  dea  las  órdenes  ala  Aduana 
correspondiente,  para  que  precinte  y  remita 
á  la  seccclon  de  Madrid  los  bultos  de  que  se 
trate. 

3.'  Sin  perjuicio  de  estos  trámites,  las 
Aduanas  fronterizas  &  de  costa,  en  que  se  pre- 
senten bultos  dirigidos  i  Agentes  diplomáti- 
cos extranjeros,  loa  precintarán  sin  esperar 
aviso  y  los  remitirán  á  la  Sección  de  Aduanas 
de  Madrid,  participándolo  á  la  misma  por  el 
correo  más  próximo,  y  á  la  Dirección  general 
de  Rentas  por  telégrafo. 

4/  Tan  pronta  como  la  Dirección  tenga 
noticia  de  la  llegada  de  un  bulto  de  dicha  cla- 
se, pnaaráuna  comunicación  al  Agente  diplo- 
mático respectivo  para  que  éste  expida  á  Es- 
tado el  competente  permiso,  si  no  te  hubiese 
pedido,  ó  envié  persona  que  presencio  el  reco- 
nocimiento si  ya  se  hubiese  de  antemano  cum- 
piído  aquel  requisito. 

5.'  La  Sección  practicará  el  reconocimien- 
to y  aforo  eo  la  forma  ordinaria,  y  anotará  el 
importe  de  los  derechos  en  la  cuenta  del  In- 
teresado. 

Si  este  quiere  que  los  objetos  sean  despa- 
chados en  la  Aduana  de  entrada,  sa  hará  asf, 
dando  parto  dicha  Aduana  á  la  Dirección  ge- 
neral  y  á  la  Sección  de  Madrid  del  resultado 
del  reconocimiento  y  del  importe  de  los  dere- 
chos para  hacer  las  oportunas  anotaciones. 

Art.  5.*  Los  Agentes  diplomáticos  que 
queden  al  frente  de  las  Legaciones  extranje- 
ras por  ausencia  de  los  propietarios  disfruta- 
rán un  mes  de  plazo  después  del  regreso  de 
éstos  para  Introducir  con  frauQuicia  los  efec- 
tos que  hubiesen  pedido  durante  su  interi- 
nidad. 

Art.  6.*  Cuando  un  Agentj  diplomático 
extranjero  deje  de  serlo  en  España  y  quiera 
vender  los  objetos  que  introdujo  con  franqui  - 
cía,  podrá  hacerla  pagando  los  derechos  res- 
pectivos de  Importación. 

Art.  7.*  Los  Agentes  diplomáticos  ex- 
tranjeros que  de  tránsito  para  otros  paJses 
quieran  pasar  por  el  territorio  español  podrán 
pedir  que  sus  equipajes  sean  precintados  des- 
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pues  de  tecoDocidM  en  las  Wamj  fla  eat,. 
da,  previa  fianza  de  ibouat  lo,  deteAM  m. 
respondientes  si  no « ¡uatlflc*  U  «Mrtsím 
en  el  plazo  prudenei»!  que « leí  «tule 
El  despacho  sa  hará  con  gui»  4^  ttíiMito 
Art.  8.       No  goian  de  traaquidí  Iw  indi- 
viduos  del  Cuerpo  wnsolat  eitraDjeto  oue  sean 
desuñados  á  Bspafia,  ni  los  del  esptóoi  »\  [e- 
greso  de  sus  desttuog  en  el  eiltanjeto. 

Pranquieia  it  noMliiirtoi  vnAnt. 

Art.  9.'  Con  arreglo  al  ÜUInw»  pirralo  de 
la  disposición  2.'  del  Arancel,  se  permititá  1» 
importación  en  el  Reino,  con  libertad  de  de- 
rechos, de  los  muebles  y  efectos  uasdoa  perte- 
necientes á  individuos  que  deapueg  de  hate 
residido  en  el  extranjero  mis  de  dos  a&oe 
quieran  restituirse  á  EspaQa,  bajo  las  Bivalen- 
tes reglas: 

1 .'  Antes  de  remitir  á  naestras  AduanM 
los  efectos  usados  de  su  pertenoücis,  acudtrtu 
los  interesados  á  la  Dirección  general  de  Ren- 
tas solicitando  dicha  franquicia,  designando  U 
Aduana  por  donde  ha  de  tener  lugar  la  Intro- 
ducción y  el  pormenor  de  los  efectos. 

2.*     Acompafiará  á  la  instancia  un  certifi- 
cado del  Cónsul  de  BspaBa  en  el  punto  en  don- 
de hubiere  permanecido  el  interesada,  que  jus- 
tiflque  su  residencia  en  él  por  más  de  dos  ahos. 
Una  vez  cumplidos  estos  requisitos,  la  Di- 
rección expedirá  orden  á  la  Aduana  designada 
por  el  Interesado  para  que  proceda  al  despacho 
de  los  efectos  comprendidos  en  la  nota,  de  que 
se  la  remitirá  copla ,  siempre  que  resulten  usa- 
dos; exceptuando  de  la  fraaquicla  los  carrua- 
jes, caballerías,  loza,  cristalería  y  planea,  que 
deberán  adeudar  los  correspondientes  derechos 
del  Arancel. 

Art.  10.  La  misma  franquicia  y  COQ  Idén- 
ticas condiciones  disfrutarán  loa  subditos  ex- 
tranjeros que  vengan  ¿  domiciliarse  &  Bsps&a, 
si  bien  se  les  exigirá  fianza  bastante  &  respon- 
der de  los  derechos  correspondientes  á  los  efec- 
tos que  traigan,  para  el  caso  de  no  residir  ea 
nuestro  país  más  de  dos  ahos. 

Por  Real  orden  de  20  de  Mayo  de  l8^2 
se  simpliñean  las  formalidades  prescritas  en  el 
anterior  Apéndice  acerca  de  las  frauquicina 
establecidas  en  &vor  de  los  mobiliarios  perte- 
necientes á  los  Agentes  diplomáticos  y  proce- 
deut«s  del  extranjero.  Bsta  Real  órdeo  so  pu- 
blicó en  la  Gaceta  dt  MadHi  del  31  de  Mayo  do 
1872,  nüm.  152.  pág.  621,  primera  columna. 

En  el  art.  8.*  se  ve  que  el  Cuerpo  consu- 
lar, tanto  español  como  extranjero,  no  goz» 
las  franquicias  que  el  Cuerpo  diplomático;  pero 
anunciándose  en  !as  Aduanas  con  su  propio 
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carácter,  suelen  obtenerse  señaladas  considc* 
raciones. 

El  autor  de  este  Diccionario  lo  ha  experi- 
mentado en  todos  sus  viajes,  eu  los  cuales,  ó 
no  se  han  registrado  sus  equipajes,  ó  aun  ma- 
nifestando objetos  de  uso  doméstico,  que  debie- 
ran satisfacer  derechos,  no  se  le  han  exigido. 
La  mejor  regla,  en  todos  casos,  es  hacer  ver 
el  carácter  de  que  se  está  investido,  sin  exi- 
gencias ni  altanerías»  Véanse  Equipa jbs  y  Via - 

JItOS. 

FBATEBNIDAD.  La  unión  y  buena  cor- 
respondencia que  debe  existir  entre  los  her- 
manos.— La  moral  y  la  religión  son  las  úni- 
cas fuentes  de  la  fraternidad;  pero  el  afecto  no 
te  impone  como  la  ley,  y  el  imponerle  seria  el 
perjuicio  de  la  personalidad  6  de  la  libertad, 

FRONDE.  Querrá  civil  en  Francia,  que 
duró  desde  1643  á  1653,  entre  la  nobleza 
francesa  y  la  corte  de  la  Regente  del  Reino 
Ana  de  Austria,  siendo  su  Ministro  el  Cardenal 
Mazarino.  Este  tuvo  que  salir  de  Francia,  aun- 
que luego  entró  triunfante  el  3  de  Febrero  de 
1653:  los  adversarios  de  la  corte  se  llamaban 
Frondeurs. 

FRUCTUARIO.  El  que  tiene  el  derecho 
de  gozar  los  frutos  de  alguna  cosa  en  que  no 
liene  la  propiedad. 

Cuando  concluye  el  usufructo  por  un  hecho 
ajeno  á  la  voluntad  del  usufructuario,  queda 
extinguida  la  hipoteca:  si  concluyese  por  su 
voluntad,  subsiste  la  hipoteca  hasta  que  se 
cumple  la  obligación  asegurada,  ó  hasta  que 
vence  el  tiempo  en  que  el  usufructo  habría 
naturalmente  concluido,  á  no  mediar  el  hecho 
que  le  puso  fin. 

Conforme  el  art.  33  de  la  Instrucción  hipo- 
íeearia,  la  hipoteca  en  que  se  hipoteque  el  de- 
recho de  percibir  los  frutos  de  algún  usufruc- 
to, expresará  la  circunstancia  de  haber  de  que- 
dar extinguida  la  hipoteca;  cuando  concluye 
el  mismo  usufiructo  por  algún  hecho  ajeno  á 
la  voluntad  de  éste,  habrá  de  subsistir  la  hi- 
poteca hasta  que  cumpla  la  obligación  asegu- 
rada ó  hasta  que  venza  el  tiempo  en  que  el 
usufructo  habría  naturalmente  concluido,  á 
no  mediar  el  hecho  que  le  puso  fin.  Es  decir, 
que  se  ha  de  constituir  la  restricción  de  la  hi- 
poteca en  los  mismos  términos  fijados  por  la 
ley.  Véase  Usufructo. 

"FÜTUDO.  En  rigor  es  el  suelo  de  una  cosa 
ó  raiz,  como  de  tierra,  campo,  heredad  ó  po- 
sesión; y  se  llama /«fk¿0,  porque  es  el  funda- 
mento de  toda  riqueza,  ó  porque  en  él  se  fun- 
dan ó  establecen  muchas  cosas,  como  arbola- 
dos, huertos,  prados,  edificios,  etc.  Pero  en 
sentido  más  extenso,  fundo  es  una  palabra 
colectiva  que  significa  el  suelo  con  todo  lo  que 


hay  en  él;  esto  es,  una  porción  determinada 
de  terreno,  cultivada  ó  inculta,  con  todo  lo 
que  contiene  ó  produce  naturalmente  ó  por 
industria  del  hombre;  y  asi  llamamos /«n(¿?  á 
una  viña,  á  un  olivar,  á  un  huerto,  á  un  pra- 
do, á  una  alameda,  á  un  cortijo,  granja  ó 
hacienda  de  labor  y  monte. 

FUERO.  Esta  palabra  ha  tenido  y  todavía 
tiene  acepciones  muy  diversas.  El  fuero  con- 
siderado como  jurisdicción  ó  lugar  del  juicio, 
se  divide  en  ordinario  y  especial  ó  privilegia- 
do. Fuero  ordinario  es  el  poder  de  conocer  ó  el 
lugar  donde  se  conoce  de  todas  las  causas  ci- 
viles y  criminales,  exceptuándose  las  que 
corresponden  á  Juzgados  ó  Tribunales  espe- 
ciales ó  privativos;  y  fuero  especial  ó  prioile- 
(fiado  es  el  poder  de  conocer  ó  el  lugar  en  que 
se  conoce  de  las  causas  civiles  ó  criminales  de 
cierta  clase  ó  de  ciertas  personas  que  las  leyes 
han  sustraído  del  conocimiento  de  los  Tribu- 
nales generales  ú  ordinarios. 

Como  por  una  parte  han  sido  tantos  los 
fueros  privilegiados  iS  especiales,  y  tantos  por 
otra  los  modos  de  surtir  el  fuero,  la  ley  ha 
previsto  los  medios  de  dirimir  las  disputas  y 
competencias,  y  el  modo  de  proceder  en  ellas. 

Hasta  la  época  presente  producía  ó  surtia 
fuero,  es  decir,  correspondían  los  asuntos  ju- 
diciales á  determinado  fuero  6  jurisdicción: 
1.*    Por  razón  de  las  cosas. 
2."     Por  razón  del  lugar. 
3.*     Por  razón  de  las  personas. 

El  fuero  natural  ó  propio  de  cada  ciuda- 
dano no  podía  ni  debía  por  regla  general  re- 
nunciarse (Real  orden  de  25  de  Noviembre  de 
1830);  pero  se  perdía,  según  nuestras  antiguas 
leyes,  muchas  veces,  por  razón  del  asunto 
que  era  objeto  del  procedimiento  judicial,  y 
esto  es  lo  que  se  llamaba  desafuero. 

La  ley  de  unificación  de  fueros  última- 
mente promulgada  ha  concedido  á  los  Tribu- 
nales ordinarios  el  conocimiento  de  los  pleitos 
y  causas  que  interesaban  á  la  Hacienda  pu- 
blica. Esta  innovación ,  si  bien  produjo  todos  sus 
efectos  bajo  el  punto  de  vista  del  derecho,  ne- 
cesario fué  que  las  Cortes  Constituyentes,  ins- 
pirándose en  este  deseo,  regulasen  el  ejercí'* 
cío  de  la  gracia  de  indulto,  autorizando  al 
Ministro  de  Gracia  y  Justicia  para  hacer  cum- 
plir la  ley,  que  abraza  en  su  conjunto  todos 
los  delitos  y  á  todos  los  delincuentes,  por- 
que la  unidad  de  fueros  recomendada  por  la 
ciencia  se  ha  traducido  en  hecho,  y  porque  los 
indultos  y  sus  incidencias  deben  tramitarse  y 
resolverse  donde  se  halla  la  administración  de 
justicia. 

El  decreto  del  Regente  del  Reino  de  5  de 
Julio  de  1870  previene; 
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((Articulo  1.°  Desde  la  publicación  de  este 
decreto  será  aplicable  la  ley  provisional  de  18 
de  Junio  de  1370  á  las  peticiones  y  expedien- 
tes de  indulto  por  delitos  de  contrabando  y  de 
defraudación,  correspondiendo  al  Ministerio 
de  Gracia  y  Justicia  la  iniciativa,  trámite  y 
terminación  de  los  mismos. 

Art.  2.^  Los  expedientes  en  curso  en  el 
Ministerio  de  Hacienda,  y  las  solicitudes  que 
se  hallan  á  informe  de  laS'  Audiencias,  se  re- 
mitirán al  de  Gracia  y  Justicia  para  los  efec- 
tos de  la  ley. 

Art.  3.°  Quedan  derogados  ios  decretos  y 
órdenes  que  se  opongan  al  presente  decreto.» 

FUEBO-JUZaO.  Bl  Código  visigodo,  ó 
)a  compilación  de  las  leyes  establecidas  en 
tispaña  por  los  Reyes  godos.  Este  antiguo  Có- 
digo de  la  legislación  española  es  uno  de  los 
más  dignos  de  la  atención  de  los  jurisconsul- 
tos, tanto  por  la  naturaleza  de  sus  leyes,  como 
por  la  conexión  esencial  que  tienen  éstas  con 
la  constitución  politicsy  civil  y  criminal  de 
Castilla.  Este  Código  comprende  las  leyes  es- 
tablecidas desde  mediados  del  siglo  V,  época 
en  que  reinaba  Eurico,  hasta  los  primeros 
años  del  siglo  Vil,  en  que  reinó  Witiza. 

FUERO  BEAL.  Código  dispuesto  por  el 
Rey  D.  Alonso  el  Sabio,  el  cual  fué  acabado 
y  publicado  á  últimos  del  año  de  1254  ó  prin- 
cipio do  1255.  Conocióse  también  este  Código 
en  lo  antiguo  con  los  nombres  de  Libro  de  los 
Consejos  de  Castilla,  Fuero  del  libro.  Fuero  de  la 
corte.  Fuero  castellano.  Fuero  de  Castilla,  Fio-- 
res  de  las  leyes  y  con  el  titulo  general  de  Flores. 

FUEBZA  MAYOB.  Bl  acontecimiento 
que  no  hemos  podido  proveer  ni  resistir,  como 
por  ejemplo,  la  caida  de  un  rayo,  el  granizo, 
la  inundación,  el  huracán,  la  irrupción  de 
enemigos,  el  acometimiento  de  ladrones:  Vis 
major  est,  dice  Cayo,  ea  qucs  consilio  humano 
ñeque  provideri  ñeque  potest. 

FUEEZA  PUBLICA.  La  reunión  de  in- 
dividuos armados  para  asegurar  la  tranquili- 
dad exterior  é  interior  del  Estado.  También  se 
le  da  el  nombre  de  fuerza  armada» 

La  Constitución  de  la  Nación  española  de 
1870  dice: 

((Art.  70.  Bl  Rey  dispone  de  las  fuerzas 
de  mar  y  tierra,  declara  la  guerra  y  hace  y 
ratifica  la  paz,  dando  después  cuenta  docu- 
mentada á  las  Cortes. 

Ar t .  1 0 6 .  Las  Cortes  fijarán  todos  los  años , 
á  propuesta  del  Rey,  las  fuerzas  militares  de 
mar  y  tierra. 


Art.  107.  No  puede  existir  en  territorio 
español  fuerza  armada  permanente  que  no  esté 
autorizada  por  la  ley.)) 

FUGA.  El  acto  de  alejarse  con  celeridad 
y  presteza  de  algún  lugar  por  miedo  ó  cobar- 
día: Ábscessus  cum  celeritate. 

La  fuga  de  un  acusado  ¿es  un  delito?  ¿Será 
cuando  menos  una  prueba  de  criminalidad  ó 
delincuencia? 

Hay  autores  que  dicen  que  la  fuga  de  los 
delincuentes  alguna  vez  puede  no  ser  delito, 
pero  que  por  lo  común  lo  es,  y  que  según  las 
circunstancias  puede  ser  gravísimo.  Mas  lo  que 
debe  decirse  con  más  razón  es,  según  Escriche, 
que  la  fuga  de  los  delincuentes,  considerada 
en  si  misma,  no  es  delito;  y  que  si  alguna  vez 
se  castiga  al  reo  que  huye,  no  es  precisamen- 
te por  el  hecho  de  la  fuga,  sino  por  el  modo 
de  ejecutarla  y  por  otros  hechos  que  comete 
con  motivo  de  ella. 

El  delincuente,  según  el  mismo  Juriscon- 
sulto, no  está  obligado  á  delatarse  á  si  mismo 
después  de  capturado.  ¿A  quién  ha  ocurrido  Ja- 
más la  idea  de  que  un  mismo  individuo  haya 
de  ser  acusado  y  acusador,  perseguido  y  per- 
seguidor, preso  y  carcelero  de  su  propia  per- 
sona? A  los  ministros  de  Justicia  toca  prender 
y  asegurar  á  los  reos:  los  reos  cuando  huyen, 
obedecen  al  deseo  natural  de  su  conservación, 
no  infringen  obligación  alguna,  y  no  son  ellos 
por  consiguiente  los  que  en  eso  delinquen,  ni 
los  responsables  de  su  fuga.  Así  es  que  todos 
están  conformes  en  que  el  delincuente  que  hu- 
ye por  no  ser  descubierto  y  preso,  ó  logra  es- 
caparse de  manos  de  los  que  le  van  á  prender, 
sea  por  su  astucia  ó  habilidad,  sea  por  la  inter- 
posición de  otras  personas,  no  por  eso  comete 
delito  ni  merece  pena,  pues  no  hay  ley  alguna 
que  se  la  imponga. 

FUBTIVO.  Lo  que  se  hace  á  escondidas 
y  como  á  hurto,  y  todo  lo  que  uno  toma  de 
día  ó  de  noche  clandestina  ó  manifiestamente, 
con  ánimo  de  apropiárselo  contra  la  voluntad 
de  su  dueño. 

FUTUBA.  El  derecho  qufi  uno  tiene  á  la 
sucesión  de  algún  empleo  ü  oficio  antes  de 
estar  vacante. 

FUTUBO.  Lo  que  está  por  venir.  La  ley 
dispone  solo  para  lo  futuro  y  no  para  lo  pasa  - 
do.  Non  praterita  ordinamus,  decia  el  Eey 
Wamba  (Ley  6.*,  tít.  1.*,  lib.  5.*,  Fuero-Juz- 
go), sed  futura  disponimus;  nec  precedentium  re* 
gum,  sed  nostri  regni  témpora  dejtnimus. 
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GACETA.  Periódico  oficial,  establecido 
en  Madrid,  en  que  se  publican ,  entre  otras 
cosas,  las  leyes,  decretos  y  órdenes  del  supre- 
mo Gobierno.  Viene  de  la  voz  pérsica  gaza, 
que  signaifica  riqueza  ó  el  conjunto  de  cuanto 
poseemos. 

fin  22  de  Setiembre  de  1836  se  mandó  por 
Real  orden  que  todos  los  Reales  decretos,  ór- 
denes é  instrucciones  del  Gobierno  que  se  pu- 
bliquen en  la  Gaceta  de  Madrid  sean  obligato- 
rios desde  el  momento  de  su  publicación  pura 
toda  clase  de  personas  en  la  Península  é  islas 
adyacentes,  debiendo  las  Autoridades  y  jefes 
de  todas  clases,  sea  el  que  fuere  el  Ministerio 
á  que  pertenezcan,  apresurarse  á  darles  cum- 
plimiento en  la  parte  que  les  corresponda. 

Habiéndose  notado  que  por  parte  de  algu- 
nas Autoridades  no  se  observaba  con  la  con- 
veniente oportunidad  la  anterior  resolución, 
se  oíandó  por  Real  orden  de  4  de  Mayo  de  1838 
que  se  le  dé  el  más  puntual  y  exacto  cumpli- 
miento. 

También  se  manda  lo  mismo  por  la  de  10 
de  Marzo  de  1851,  y  se  previene  que  se  con- 
sideren como  obligatorias  todas  las  Reales  ór- 
denes publicadas  en  la  Gaceta  oJtciaL  Véase 
Promulgación. 

QAliSONES.  Asi  se  llamaban  los  buques 
que  de  tres  en  tres  años  sallan  de  Cádiz  y  lle- 
vaban á  Nueva  España  los  géneros  comercia- 
les consignados  á  ocbo  ó  diez  casas  que  mono- 
polizaban su  venta.  En  el  año  de  1778  se  abo- 
lió esta  práctica  con  el  Reglamento  del  libre 
comercio,  que  abrió  14  puertos  al  tráfico. 
Los  saludables  efectos  de  esta  providencia  se 
echando  ver,  cotejando  la  masa  de  efectos  que 
se  extraían  en  la  época  de  la  esclavitud  con 
la  de  la  benéfica  libertad.  Véase  Libertad  db 

COlfSRCIO. 

GALÓN  (Gallón).  Medida  de  capacidad  y 
que  sirve  de  unidad  para  el  sistema  de  pesos  y 
medidas  introducido  en  Inglaterra  desde  1836. 
Equivale  á  unos  cuatro  litros  y  cincuenta  y 
cuatro  centilitros. 

GANADO.  El  conjunto  de  bestias  mansas 
de  una  especie,  que  se  apacentan  ó  andan  re- 
unidas, como  ganado  ovejuno»  cabrio,  vacu- 
no y  otros.  Llámase  ganado  mayor  el  que  se 
compone  de  cabezas  ó  reses  mayores,  como 
bueyes,  yeguas,  muías,  etc.;  y  ganado  menor 
el  que  se  compone  de  reses  ó  cabezas  menores, 
como  ovejas,  cabras,  etc.  A  las  crias  del  ga- 


nado se  da  el  nombre  de  ganado  menudo.  Se 
dice  ganado  trashumante  ó  merino  el  ganado  de 
lana  que  pasa  desde  las  dehesas  ó  extremos  en 
que  pasta  á  las  montañas  para  veranear,  ó  al 
contrario;  y  ganado  estante  6  riberiego  el  que 
permanece  todo  el  año  en  su  suelo  sin  ir  á 
buscar  pasto  en  otro  pais. 

Por  Real  orden  circular  de  16  de  Julio  de 
1871  se  mandó  por  el  Ministerio  de  Estado 
enviar  al  Presidente  de  la  comisión  permanen- 
te de  la  Asociación  de  ganaderos  del  Reino 
una  Memoria,  en  la  que  se  diese  r&zon  de  las 
especies  de  ganado  más  importantes  y  de  sus 
principales  cualidades;  de  los  mercados  nacio- 
nales y  extranjeros  en  que  tengan  salida  los 
ganados  y  lanas  del  extranjero;  de  las  socie- 
dades que  entiendan  en  el  comercio,  estudio  y 
fomento  de  la  ganadería  y  de  sus  productos  y 
esquilmos,  y  de  las  publicaciones  periódicas 
más  acreditadas  sobre  el  ramo  de  ganadería; 
que  se  diera  cuenta  exacta  de  los  precios  y 
mercados,  con  las  demás  noticias  que  se  cre- 
yese conducente  al  interesante  objeto  indi- 
cado. 

Remitirán  los  Cónsules  todosjos  meses  los 
precios  corrientes  del  ganado  y  de  las  lanas, 
por  reses  ó  kilogramos,  y  participarán  el  esta- 
do sanitario  del  ganado  cuando  éste  no  fuese 
satisfactorio.» 

GANADOS  BXTBANJEBOS.  Las  Orde- 
nanzas generales  de  Aduanas  de  1870  previe- 
nen: 

((Art.  106.  Se  permitirá  la  entrada  de  ca- 
ballerías y  carruajes  de  alquiler  y  de  diligen- 
cias procedentes  del  extranjero,  bajo  la  con- 
dición de  exportarles  en  el  término  preciso 
de  cuarenta  dias,  por  el  punto  mismo  de  la 
importación.» 

Al  efecto,  la  Aduana  donde  aquellos  se  pre- 
senten tomará  las  señas  necesarias  y  exigi- 
rá á  los  dueños  fianza  bastante  ó  responder 
de  los  derechos  si  no  se  hace  la  exportación 
en  el  término  señalado. 

El  animal  que  hubiere  muerto  durante  su 
permanencia  en  el  Reino  no  estará  sujeto  al 
pago  de  derechos,  siempre  que  el  dueño  jus* 
tinque  el  hecho  á  satisfacción  del  Adminis- 
trador. 

Art.  107.  Se  permitirá  la  entrada  de  ^a«a- 
dos  extranjeros  á  pastar  ó  labrar  en  las  tierras  de 
España  sin  pagar  derechos  de  importación, 
cumpliendo  las  formalidades  siguientes: 
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1  /  El  dueño  presentará  al  Administrador 
de  la  Adaana  más  cercana,  dos  dias  antes  del 
en  que  haya  de  hacer  la  entrada,  nota  dupli- 
cada, en  que  expresará  el  numero  de  cabezas, 
las  marcas  y  demás  circunstancias  que  sirven 
para  reconocer  el  ganado  según  sus  especies, 

2/  Bl  Administrador  designará  el  punto 
por  donde  se  ha  de  verificar  la  entrada,  hará 
ó  mandará  hacer  el  oportuno  reconocimiento, 
señalará  el  plazo  para  la  reexportación  ,  aten- 
didas las  circunstancias  de  la  localidad  para 
el  aprovechamiento  de  pastos  y  labores  del 
campo,  y  exigirá  del  introductor  fianza  bas- 
tante á  responder  del  pago  de  los  derechos  en 
caso  necesario. 

3/  La  reexportación  habrá  de  verificarse 
precisamente  dentro  del  plazo  señalado,  y  dan- 
do aviso  previo  al  Administrador  para  el  debi- 
do reconocimiento. 

4/  El  Administrador  cobrará  el  derecho 
correspondiente  á  las  cabezas  que  falten,  á  no 
ser  que  el  dueño  justifique  que  aquellas  han 
muerto  de  enfermedad. 

Art.  108.  Los  carruajes  y  caballerías  per- 
tenecientes á  paríiculares,  que  éstos  introduz- 
can en  España,  se  sujetarán  á  las  mismas  re- 
glas que  los  carruajes  y  caballerías  de  alqui- 
ler ,  solo  que  el  plazo  para  su  reexportación 
será  el  de  seis  meses. 

En  casos  especiales  la  Dirección  podrá 
conceder  1^  salida  de  los  carruajes  y  caballe- 
rías de  parCrcuIares  por  distinta  Aduana  de  la 
de  entrada. 

Art.  109.  Los  que  impotten  animales  adíes* 
irados,  solos  ó  con  ios  vehículos  propios  de  su 
clase,  teatros  portátiles  ó  figuras  de  cera  y 
otros  objetos  análogos  para  espectáculos  am- 
bulantes, se  sujetarán  á  las  reglas  estableci- 
das en  el  art.  106,  pudiendo  permanecer  por 
espacio  de  seis  meses,  prorogables  por  la  Di- 
rección hasta  otros  seis  como  máximo. 

Las  reexportaciones  podrán  verificarse  por 
distinta  Aduana,  previa  conformidad  de  los 
objetos  presentados  con  el  documento  de  en- 
trada, que  deberá  remitirse  por  el  interesado 
á  la  Aduana  de  importación  para  la  cancela- 
clon  de  su  fianza. 

Art.  110.  Las  Aduanas  facilitarán  á  todos 
los  que  verifiquen  las  importaciones  tempora- 
les de  que  hablan  los  cuatro  artículos  anterio- 
res, un  documento  en  que  anotarán  las  señas 
de  los  ganados,  caballerías,  carruajes  y  de- 
más efectos  introducidos. 

Este  documento  servirá  de  resguardo  á  los 
interesados,  los  cuales  deberán  exhibirle  siem- 
pre que  sean  requeridos  al  efecto  por  persona 
autorizada. 

Cuando  se  verifique  la  reexportación  con 


el  documento,  ó  cuando  por  falta  de  éste  se 
formalice  el  pago,  se  cancelarán  los  asientos 
correspondientes. 

De  todo  se  llevará  un  registro.» 

QANAVOIALBS.  Los  bienes  gananciales 
son  los  adquiridos  ó  aumentados  durante  el 
matrimonio.  El  buen  sentido  aconseja,  y  do 
es  precisa  otra  razón  para  saber  que  cuando 
hay  hijos  de  dos  ó  más  matrimonios,  pura 
averiguar  los  gananciales  y  poder  dividirlos, 
es  preciso  hacer  una  liquidación  de  cada  ma- 
trimonio independientemente. 

La  división  de  los  frutos  adquiridos  durante 
la  sociedad  conyugal  son  partibles  por  mitad 
entre  el  marido  y  mujer  si  los  cónyuges  no 
renunciaron  á  los  gananciales  (1),  conforme  á 
las  reglas  siguientes: 

1 .'  Si  proviene  de  árboles  ó  plantas  cuya 
producción  no  se  siembra,  pertenecen  al  due- 
ño de  la  heredad ,  debiendo  abonarse  al  otro 
consorte  la  mitad  de  los  gastos  hechos  en  las 
labores  necesarias. 

2.*  Si  fueren  de  tierra  sembrada,  se  deben 
dividir  por  mitad  (2). 

8.^  Si  la  heredad  estuviere  barbechada, 
pero  no  sembrada,  debe  abonarse  al  otro  cón- 
yuge la  mitad  de  los  gastos  de  las  labores,  y  lo 
que  se  siembre  en  ella  pertenece  al  dueño  de 
la  heredad  (3). 

4.*  Las  crias  de  rebaños  ó  de  cualesquiera 
otros  animales  son  de  ambos  cónyuges,  aun- 
que no  estén  nacidas,  siempre  que  existan  en 
el  vientre  de  la  madre,  y  lo  mismo  la  lana  si 
está  próximo  el  esquileo,  pero  no  si  no  estu- 
viere crecida. 

Para  la  deducción  de  las  arras  debe  aplicar- 
se la  misma  finca  especialmente  hipotecada,  si 
se  hubieren  oftecido  como  aumento  de  dote  ,  y 
en  otro  caso  de  los  bienes  del  marido. 

Respecto  á  la  deducción  de  alimentos ,  luto  y 
lecho  cotidiano,  si  la  viuda  quedare  embaraza- 
da tiene  derecho  á  alimentos  por  considera- 
ción al  hijo  postumo,  con  las  precauciones  que 
establece  la  ley  16,  tít.  6.*,  Part.  6.' 

En  opinión  de  los  autores,  los  herederos 
deben  costear  á  la  viuda  el  luto  ordinario  y 
cotidiano,  además  de  entregarle  la  dote,  los 
parafernales  y  la  mitad  de  los  gananciales. 
También  opinan  que  tampoco  deben  descoa* 
társcla  los  vestidos  de  uso  ordinario. 

El  lecho  cotidiano  corresponde  al  viudo  so- 
breviviente en  virtud  de  la  ley  6.*,  tít.  6.**, 
libro  3.^  del  Fuero  Real,  que  se  lo  concede. 


(1)  Ley  3/,  tít.  14,  lib.  10  de  la  Notísima  Re  - 
copilacion. 

(2)  Ley  10,  tít.  4.^  lib.  3.^  del  Fuero  Real. 

(3)  Ley  10,  tít.  4.%  lib.  3.®  de  idem. 
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«Si  el  marido  ó  la  mujer  muriere,  el  lecho 
que  habien  cotidiano  finque  al  vivo:  é  si  se 
casare,  tórnenlo  á  partición  con  los  herederos 
del  muerto.» 

GABAKTS.  El  que  se  constituye  fiador  en 
la  observancia  de  lo  que  se  promete  en  los  tra- 
tados de  paces  6  comercio.  — Bl  que  se  hace  res- 
ponsable de  alguna  cosa  en  favor  de  otro,  ya 
sea  para  asegurarle  el  goce  de  una  cosa  qae 
ofrece  un  objeto  de  utilidad,  ya  para  libertarle 
de  una  deuda ,  gravamen  ó  peligro.  Véase  Fiadob. 

QABANTIA.  Bl  acto  de  afianzar  lo  esti- 
pulado en  los  tratados  de  pases  ó  comercio.  La 
cosa  con  que  se  asegura  el  cumplimiento  de  lo 
pactado.  La  obligación  del  garante.  En  ge- 
neral toda  especie  de  fianza.  Véase  Caución, 
Fianza  y  Eviccion. 

GABANTIAS  CONSTITUCIOKAIiES. 
Los  derechos  individuales  consignados  y  ga- 
rantidos en  la  Constitución  del  Bstado,  que 
suelen  suspenderse  siempre  que  el  Poder  eje- 
cutivo lo  cree  de  absoluta  é  imprescindible  ne- 
cesidad. 

Grave  medida  es  el  suspender  las  garantías 
individuales  consignadas  en  la  Constitución. 
Supone  esto  siempre  que  el  Poder  ejecutivo  no 
considera  suficientes  los  abundantes  medios 
que  las  leyes  comunes  le  facilitan,  que  la  in- 
surrección á  mano  armada  ha  estallado,  ó  por 
lo  menos,  haciendo  esta  concesión,  que  va  á 
estallar  de  un  momento  á  otro;  que  los  delitos 
políticos  no  pueden  ser  reprimidos  por  medio 
del  derecho  común,  y  que  los  crímenes  come- 
tidos á  la  sombra  de  la  política  no  pueden  ser 
perseguidos  sino  por  el  ejercicio  de  facultades 
extraordinarias. 

Aunque  mucho  se  ha  abusado  en  nuestro 
país  y  fuera  de  él  de  la  suspensión  de  garan- 
tías constitucionales,  no  por  eso  es  menos  cier- 
to que  hay  circuntancias  de  tal  modo  extraor- 
dinarias que  el  Poder  ejecutivo  pide  y  el  legis- 
lativo concede  con  fundado  motivo  aquella  sus- 
pensión por  un  plazo  más  ó  menos  breve,  se- 
g^un  la  inminencia  y  la  extensión  del  peligro 
aconsejen.  Así  el  Gobierno  inglés  pidió,  y  con- 
cedió el  Parlamento,  la  suspensión  del  Rabeas 
Corpus  cuando  la  vasta  ramificación  de  la  cons- 
piración feniana,  apoyada  en  numerosos  comi- 
tés de  la  Union  Norte -Americana,  amenazaba 
á  Inglaterra  con  un  peligro  inminente,  cuyas 
consecuencias  era  imposible  calcular  y  cayos 
chispazos  saltaban  en  distintos  puntos  del  ter- 
ritorio de  la  Gran  Bretaña. 

GASTOS  EXTBAOBDINABIOS  DEL 
SERVICIO  CONSOLAR.  Cou  respecto  á  los  gastos  ex- 
traordinarios, suplidos  con  los  fondos  de  la  Caja 
consular,  está  prevenido  por  el  Reglamento  de 
20  de  Diciembre  de  1857  lo  que  sigue: 


«Art.  10.  Los  Cónsules  suplirán  con  los 
fondos  recaudados  los  gastos  que  ocasionen  las 
atenciones  extraordinarias  del  servicio  en  los 
términos  que  previenen  la  instrucción  de  19  de 
Julio  de  1856  y  Real  orden  adicional  de  20 
de  Julio  de  1857,  y  devolverán  á  la  Caja  con- 
sular las  cantidades  que  sacaren  con  dicho  ob- 
jeto en  cuanto  le  sean  reintegrados  por  el  Go- 
bierno. 

Art.  11.  Los  Vicecónsules  recaudadores 
anotarán  en  un  libro  especial  estos  suplemen- 
tos, asi  como  su  reintegro,  y  firmarán  al  pié 
de  cada  anotación  en  unión  con  los  Cónsules 
para  su  respectivo  descargo.)) 

GAS'COS  OBDIIVABIOS  DEL  SERVI- 
CIO, Véase  Atenciones  ordinarias  del  servicio  y 
el  art.  45  del  cap.  8.*  del  Reglamento  de  la 
Carrera  consular. 

QASTOS  DE  REPRESENTACIÓN.  Los 
empleados  diplomáticos  y  consulares  en  el  ex- 
tranjero perciben  además  de  su  sueldo  perso- 
nal, una  cantidad  para  gastos  de  representación^ 
que  se  incluye  en  el  capitulo  correspondiente 
del  presupuesto,  y  del  mismo  n^odo  se  fija  á 
cada  residencia  otra  cantidad  para  gastos  ordi* 
narios  del  servicio, 

GASTOS  DE  RESIDENCIA.  Véase  Gas- 
tos PE  REPRESENTACIÓN. 

GASTOS  DE  PROCESADOS  INSOL- 
VENTES. La  Real  orden  de  6  de  Mayo  de  1850 
resuelve  acerca  de  los  gastos  de  encarcelamien- 
to, manutención  é  instrucción  sumaria  de  los 
procesados  insolventes  lo  que  sigue:  «que  se 
deben  incluir  en  la  cuenta  de  los  extraordina- 
rios debidamente  justificados,  para  su  abono 
con  cargo  al  fondo  de  beneficencia,  excepto  los 
derechos  de  expediente,  que  no  se  devengan  por 
ser  gratuitos  y  de  oficio  todos  los  actos  y  di- 
ligencias referentes  á  la  administración  de  jus- 
ticia en  las  causas  de  los  pobres. 

GASTOS  EN  CAUSAS  DE  JTTRISDIC- 
ciON  CONSULAR.  La  lustruccion  de  19  de  Julio  de 
1856  en  su  cap.  1  .*  determina  cuáles  deben  ser 
los  gastos  que  han  de  suplir  los  Agentes  con- 
sulares en  las  causas  que  instruyan  en  sus  res- 
pectivas jurisdicciones,  por  subvenciones  á  los 
procesados,  por  los  que  puedan  ocasionar  la 
extradición  de  desertores  y  delincuentes,  y  por 
el  destierro  de  vagos  y  mendigos: 

«Articulo  1.*  Los  Cónsules  que  ejercen  ju- 
risdicción contenciosa,  civil  y  criminal  como 
los  de  Marruecos,  Berbería,  Turquía,  Péreia  y 
China,  y  los  que  no  ejerciéndola  tienen  facul- 
tad para  instruir  diligencias  sobre  cualquier 
desorden  y  demasía  que  ocurra  á  bordo  de  bu* 
ques  mercantes  nacionales,  harán  que  los  fa- 
cultativos y  artesanos  españoles  concurran  de 
oficio  á  los  reconocimientos  de  las  personas  ó 
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cosaa  maltratadas  por  efecto  de  algua  delito, 
siempre  que  el  perpetrador  resalte  ser  insoU 
vente;  pero  si  no  hubiese  peritos  del  arte  cor- 
respondiente que  sean  españoles,  los  bascará 
extranjeros  y  los  satisfará  los  honorarios  qae 
devenguen  con  este  motivo.» 

Oa$ioi  de  socorros  á  procesados  insolventes. 

«Art.  2.*  Todo  delincuente  español  encar- 
celado por  disposición  del  Cónsul,  que  se  halle 
sin  recursos  para  costearse  la  subsistencia,  será 
socorrido  con  arreglo  á  la  costumbre  del  país, 
y  satisfechas  sus  estancias  en  la  cárcel  hasta 
que  cumpla  su  corrección,  ó  se  envi^  al  puer- 
to de  España  más  inmediato,  si  del  proceso  re- 
sultare condena  de  mayor  consideración  ó  el 
destierro  del  país  en  donde  hubiere  delinquido. » 

Oastos  de  repatriación  de  criminales  ó  encausados, 

«Art.  8.^  En  el  caso  de  que  hubiere  nece- 
sidad de  enviar  el  procesado  á  la  Península; 
islas  adyacentes  ó  posesiones  de  Ultramar,  por 
hallarse  más  cerca,  abonará  el  Cónsul  al  Capi- 
tán ó  patrón  del  buque  mercante  español  que 
bajo  su  custodia  y  responsabilidad  lo  conduzca 
hasta  entregarlo  á  la  Autoridad  competente,  los 
gastos  indispensables  para  su  manutención  y 
pasaje.  >» 

Oastos  de  extradición. 

«Art.  6.*  Cuando  un  Gobierno  ó  Autoridad 
extranjera  pusiera  á  disposición  de  algún  Cón- 
sal  cualquier  criminal  ó  desertor  español  refu- 
giado, procederá  dicho  funcionario  con  arreglo 
á  lo  prevenido  para  los  procesados  por  la  ju- 
risdicción consular. 

Mas  si  la  extradición  del  criminal  ó  deser- 
tor procediese  de  los  Estados  fronterizos  de 
Francia  y  Portugal,  deberá  tener  entendido  el 
Cónsul ,  si  fuese  llamado  á  intervenir,  que  por 
los  tratados  vigentes  con  las  referidas  Potencias 
quedan  á  cargo  de  éstas  los  gastos  de  sustento 
y  conducción  de  los  delincuentes  hasta  la  flron- 
tera  de  España.» 

Gastos  de  destierro  de  vagos  y  mendigos. 

«Art.  7.*  Los  subditos  españoles  acusados 
de  mendicidad  y  vagancia ,  que  fuesen  presos 
y  entregados  á  algún  Cónsul  para  que  los  res- 
tituya á  su  Patria  ,  serán  igualmente  socorri- 
dos por  estos  funcionarios  de  un  Consulado  á 
otro,  á  razón  de  un  real  de  vellón  por  legua,  si 
marchasen  por  tierra ,  á  falta  de  embarcación 
nacional  que  los  trasporte,  por  mar;  debiendo 
preferirse  siempre  esta  áltima  vía,  porque  ade- 
más de  evitar  el  extravio  de  dichos  individuos, 


su  calidad  de  pobres  obliga  á  todos  los  Capita- 
nes y  patrones  de  la  marina  mercante  nacio- 
nal á  conducirlos  en  sus  buques  hasta  ios  puer- 
tos de  España,  ó  á  los  extranjeros  cuando  hay 
en  éstos  probabilidad  de  viaje  para  ellos ,  sin 
otro  gasto  en  ambos  casos  que  los  de  sustento. 
De  todos  modos ,  se  anotará  en  los  pasa- 
portes de  tales  personas  sus  circunstancias  par* 
ticulares ,  el  socorro  suministrado ,  el  motivo 
del  viaje  y  la  ruta  obligatoria  que  directamen- 
te le  encaminase  al  punto  que  les  fuere  desig- 
nado.» 

Oastos  de  honorarios. 

«Art.  10.  Los  honorarios  pagados  por  los 
Cónsules  á  los  facultativos  y  artesanos  extran- 
jeros que  concurran  al  reconocimiento  pericial 
y  los  socorros  suplidos  para  el  sustento,  segu- 
ridad y  entregra  de  delincuentes ,  desertores  y 
gente  mal  entretenida  se  justificarán  con  tri- 
ples recibos,  que  deberán  exigirse ,  en  el  pri- 
mer caso ,  á  los  referidos  peritos ,  y  en  el  se- 
gundo, á  las  personas  autorizadas  para  la  cus- 
todia y  conducción  de  los  individuos  que  se 
designan  en  él. 

De  estos  documentos  quedará  uno  archi- 
vado en  el  Consulado ,  y  los  dos  restantes  se 
remitirán  al  Ministerio  de  Estado ,  acompaña- 
dos de  una  copia  ó  extracto  del  proceso  ó  de  la 
sumaria  información,  según  las  circunstancias 
del  procesado  y  del  juicio  á  que  se  le  hubiese 
sometido,  para  reclamar  á  quien  corresponda 
el  debido  reintegro.» 

QENBALOQÍA.  La  serie  de  progenitores 
ó  ascendientes  de  quienes  uno  desciende ,  ó 
bien  el  estado  sumario  de  una  casa  ó  familia, 
hecho  con  referencia  á  las  partidas  de  naci- 
miento, matrimonio  y  entierro,  que  son  las  que 
establecen  la  filiación  y  sucesiones ,  ó  á  otros 
títulos  auténticos  que  justifican  dicha  filiación 
y  la  posesión  de  estado. 

El  árbol  genealógico  es  la  descripción  figu- 
rada en  forma  de  árbol,  en  que  se  demuestra  la 
ascendencia  ó  descendencia  de  una  familia,  con 
el  objeto  de  manifestar  y  poner  á  la  vista  las 
relaciones  de  origen  y  parentesco  de  ciertas 
personas  para  el  arreglo  de  las  sucesiones  y  de 
los  matrimonios. 

QEHEBACION.  En  la  computación  de 
grados  de  parentescos  es  la  procedencia  que 
cada  persona  tiene  del  tronco,  ó  bien  cada  una 
de  las  personas  que  en  cualquiera  línea  salen 
de  la  raíz  común.  Así,  cuando  se  qaiere saber 
cuál  es  el  número  de  grados  que  hay  entre 
dos  personas  dadas,  deben  contarse  las  gene- 
raciones; esto  es,  las  personas  que  proceden 
del  tronco  ó  raíz  común,  mas  no  la  persona 
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misma  del  tronco,  porque  ésta  no  se  presenta 
á  la  cabeza  de  la  linea  como  una  generación, 
bído  como  fuente,  origen  y  raíz  de  las  gene- 
raciones. 

GENEBALÍSIMO.  Oreado  este  empleo 
con  solo  el  ol)jeto  de  obsequiar  al  Principe  de 
la  Paz,  dejó  de  existir  este  rango  en  la  marina 
española  concluido  el  favoritismo.  Las  atribu- 
cienesque  le  confieren  las  antiguas  Ordenanzas 
de  matrícula  pasaron  á  la  Dirección  general  de 
la  armada,  y  de  ésta  en  28  de  Julio  de  1815 
al  Oonsejo  Supremo  del  Almirantazgo,  el  cual 
fué  sustituido  en  22  de  Diciembre  de  1818 
por  la  expresada  Dirección.  La  Dirección  ge- 
neral de  la  armada  se  suprimió  en  1  de  No- 
viembre de  1857,  reasumiéndose  sus  faculta- 
des y  atribuciones  en  el  Ministerio  de  Marina, 
del  cual  vino  á  formar  un  negociado  la  Direc- 
ción de  la  armada. 

Q-ÉNEBOS  PROHIBIDOS.  La  disposi- 
ción 13.*  del  Arancel  de  Aduanas  de  1871  de- 
termina los  artículos  que  no  podrán  introdu- 
cirse en  España.  Los  Oónsules  no  pueden  librar 
certificados  de  embarque  de  géneros  probibidos, 
y  la  Real  orden  circular  de  26  de  Abril  de 
1854  dice  así: 

((MiNisTBiio  DE  Hacienda.  — A  consecuencia 
de  la  llegada  de  Burdeos  á  Oádiz  de  una  caja 
de  cigarros  procedentes  de  Ouba  en  el  buque 
francés  Celina ^  que  con  arreglo  á  las  disposi- 
ciones vigentes  han  sido  comisados ,  la  Reina 
nuestra  Señora  se  ha  dignado  mandar  que  por 
el  Ministerio  de  mi  cargo  se  prevenga  á  todos 
los  Agientes  consulares  de  S.  M.  en  el  extran- 
jero se  abstengan  de  librar  certificados  por 
géneros  prohibidos  á  su  importación  en  el 
Reino. » 

OElriZABO.  Los  Oónsules  residentes  en 
Levante  y  Berbería  tienen  derecho  á  una 
guardia  de  honor  compuesta  de  estos  soldados 
ó  geaizaros  que  son  también  empleados  en  los 
mismos  consulados.  El  art.  49  del  Reglamento 
de  la  Carrera  consular  previene  se  cargue  en 
cuenta  de  gastos  extraordinarios  el  coste  de 
cada  dos  a&os  de  los  uniformes  de  uno  ó  dos 
de  estos  genízaros. 

G-SSTION.  La  acción  de  entablar  una  de- 
manda, queja,  súplica  ó  petición ,  de  insistir, 
dar  pasos  para  el  logro  de  algún  fin,  etc. 

€fr£SSTION  DE  NEGOCIOS  AJENOS. 
Un  cuasi  contrato  por  el  cual  el  que  toma  por 
si  mismo  á  su  cargo  el  cuidado  y  dirección  de 
los  TtB^ocia^  de  una  persona  ausente,  sin  haber 
recibido  poderes  de  ella,  y  aun  sin  su  concci- 
miento,  queda  obligado  á  darle  cuenta  de  su 
administración,  con  derecho  á  exigir  los  gastos 
legri timos  que  hubiere  hecho. 

aSSTIONES     PABTICIJLABES.     La 


Real  orden  circular  de  28  de  Febrero  de  1852 
prohibe  terminantemente  á  los  Oónsules  admi- 
tir poderes  ó  encargos  para  percibir,  adminis- 
trar ó  negociar  intereses  de  los  particulares 
como  delegados  ó  representantes  de  éstos ,  sin 
que  los  interesados  soliciten  y  obtengan  pre- 
viamente el  consentimiento  de  S.  M.  ,  que  se 
reserva  concederlo  en  casos  muy  justificativos 
de  necesidad  ó  conveniencia. 

La  de  30  de  Agosto  del  mismo  año  dice: 
«que  S.  M.  ha  tenido  á  bien  declarar  que 
de  ningún  modo  se  comprenden  en  esta  me- 
dida las  gestiones  que  los  referidos  Agentes 
deban  y  puedan  practicar ,  por  su  carácter  y 
posición,  en  favor  de  las  justas  pretensiones  de 
los  subditos  de  S.  M.  que  reclamen  su  asisten- 
cia; limitándose  dicha  disposición  á  prohibir- 
les que  admitan,  sin  la  expresa  autorización 
del  Gobierno,  poderes  ó  encargos  para  tratar 
como  particulares  negocios  de  otros  que  los 
constituyan  personal  y  civilmente  responsa- 
bles.» 

(Ambas  Reales  órdenes  circulares  son  del 
Ministerio  de  Estado.) 

GIBO.  Oirculacion  de  las  letras  de  cam- 
bio. La  ley  previene  que  en  ellas  se  estampe 
la  época  del  pago,  con  objeto,  sin  duda,  de 
atenerse  á  las  prácticas  comerciales ,  que  son 
las  siguientes  respecto  á  este  punto: 

Girar  la  letra  á  la  vista  ó  presentación,  en 
cuyo  caso  se  satisface  el  mismo  dia  de  presen- 
tarla al  pagador. 

Girarla  á  uno  ó  muchos  dias,  uno  ó  muchos 
meses  vista,  y  entonces  es  pagadera  al  plazo 
se&alado,  que  empezará  á  correr  desde  el  dia 
siguiente  á  su  aceptación  ó  á  su  protesto  si  no 
fuere  aceptada. 

Girarla  á  dia  fijo  y  determinado,  siendo 
pagadera  entonces  en  el  dia  marcado  para  su 
vencimiento. 

Girarla  á  una  feria,  y  la  letra  será  paga- 
dera entonces  al  ultimo  dia  de  ella. 

Girarla  á  uno  ó  muchos  usos.  Llámase  uso 
en  el  comercio  un  espacio  determinado  de 
tiempo  para  satisfacer  las  letras,  variable  se- 
gún la  plaza  mercantil  de  que  se  trata.  Asi, 
pues,  si  la  letra  estuviese  girada  de  plaza  á 
plaza  en  lo  interior  del  Reino,  el  uso  será  de 
dos  meses;  si  en  el  extranjero  sobre  cualquie- 
ra plaza  de  España,  será  de  treinta  dias  para 
las  giradas  en  Francia;  de  dos  meses  para  las 
de  Inglaterra,  Holanda  y  Alemania;  de  tres 
meses  para  las  de  Italia  y  cualquier  puerto  ex- 
tranjero del  Mediterráneo  y  Adriático;  y  con 
respecto  á  las  plazas  no  comprendidas  en  el 
señalamiento  anterior,  se  graduará  el  uso  se- 
gún la  forma  en  que  se  cuente  en  la  plaza 
donde  se  giró  la  letra.  Véase  PaovisioN. 
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GIBO  DE  LETRAS  CONTBA  EL  MI- 
NISTERIO. Bstá  prohibido,  según  Real  orden  cir- 
cular de  2  de  Febrero  de  1831 ,  que  dice  asi: 

«Ministerio  de  Estado.  — Habiendo  adver- 
tido S.  M.  que  alguno  de  sus  Agentes  en  el 
extranjero  se  han  permitido  la  libertad  de  gi- 
rar letras  á  cargo  del  primer  Secretario  del 
Despacho  de  Estado  por  razón  de  cualquier 
gasto  que  han  tenido  que  hacer  á  otras  consi- 
deraciones que  juzgaron  suficientes  para  to- 
mar sobre  si  las  consecuencias  de  esta  deter- 
minación, ha  tenido  á  bien  mandar  se  pre- 
Tenga  por  punto  general  á  los  empleados  en 
las  Carreras  diplomática  y  consular  que  en 
ningún  caso  ni  circunstancia  libren  cantidad 
alguna  contra  el  referido  primer  Secretario  de 
Estado  sin  antes  estar  autorizados  para  ha- 
cerlo.» 

GLOBIÁ.  «La  gloria  es  el  patrimonio  de 
los  que  proporcionan  grandes  bienes  á  la  es- 
pecie humana,  mas  no  de  los  que  la  afligen  y 
conturban.  ¡Cuántos  hay  que  han  conseguido 
el  dictado  de  héroes  y  que  no  son  nada  á  los 
ojos  de  aquellos  que  tienen  ideas  exactas  de 
la  gloria!  Los  que  tienen  la  bajeza  de  alabar  á 
tantos  mal  llamados  grandes  hombres,  cuya 
gloria  consiste  en  pasear  el  carro  de  la  victo- 
ria sobre  las  Naciones  aniquiladas,  los  estimu- 
lan al  crimen ,  y  unos  y  otros  merecen  la  in« 
famia.»  (B.  de  Holbagh,  Moral  UnioersaL) 

GK)BEBNACION.  El  acto  ó  efecto  de  go- 
bernar ó  de  gobernarse.  Véase  Gobierno.  —  Oo- 
bernacioH  de  Fomento:  nombre  de  una  oficina  ó 
dependencia  del  Gobierno,  creada  después  del 
fallecimiento  de  Fernando  YII  con  el  titulo  de 
Stkbdelegacion  de  Fomento,  y  que  luego  fué  sus- 
tituida por  los  Gobiernos  politices.  Véase  Go- 

BIBRNO  político. 

QOBEBNADOB.  La  persona  que  gobier- 
na.— Jefe  ó  persona  que  tiene  jurisdicción,  po- 
der ó  dominio  en  un  territorio,  ciudad  ó  fuer- 
te, etc.;  en  una  clase  ó  ramo  especial,  ó  en 
parte  de  él,  etc.,  y  asi  se  distingue  siempre 
diciendo  Gobernador  de  la  Habana,  Qober nadar 
civil,  eclesiástico,  militar,  etc.  Doña  María  Cris- 
tina de  Borbon  fué  Gobernadora  del  Reino  y  di- 
rigió provisionalmente  la  Nación  durante  la 
menor  edad  de  su  hija  Doña  Isabel  II. 

QOBEBE'AB.  Regir,  ejercer  la  suprema 
autoridad  asi  en  el  orden  físico  como  en  el 
moral,  sea  extenso  ó  no  lo  sea  el  circulo  en 
que  se  ejerce  este  dominio  ó  poder;  v.  gr.:  Dios 
gobierna  el  Universo*,  la  opinión  gobierna  al  mun- 
do; este  Principe  gobernó  sabiamente  sus  Estados; 
cada  uno  gobierna  su  casa. — Administrar,  condu- 
cir, guiar,  manejar,  llevar  el  peso,  tener  á  su 
cargo,  tener  cuidado  de  alguna  cosa.— Hallar- 
se en  situación  de  ejercer  autoridad,  de  regir, 


disponer,  decretar,  etc. ;  asi  se  dice  no  se  sabe 
quién  gobierna. -^Díír  órdenes  ó  disposiciones, 
resolver  por  si  mismo  en  su  jurisdicción;  por 
eso  se  dice  algunas  veces  en  los  gobiernos  re- 
presentativos el  Rey  reina  y  no  gobierna. 

GOBIEBNO.  Manera  de  regir  ó  dirigir 
una  sociedad  de  hombres.  Dicese,  asi  de  la 
teoría  como  úb  la  práctica,  del  sistema  ó  del 
método,  en  utopia  ó  en  realización.  Las  dife- 
rentes especies  de  gobierno  toman  distintos 
nombres  según  el  numero,  clase,  estado  y  mil 
otras  circunstancias  de  los  que  gobiernan;  asi 
hay  gobiernos  absolutos,  monárquico  representa- 
tivos,  federativos,  patriarcales,  etc. ;  los  hay  de- 
mocráticos, aristocráticos,  teocráticos,  etc.;  hay 
monarquías,  oligarquías,  poligarquiat ,  etc.,  etc. 
La  casa,  palacio  ó  localidad  donde  reside  el 
Gobernador  ó  donde  despacha  los  asuntos  de 
su  administración.— Cada  una  dé  las  34  divi- 
siones en  que  estaba  distribuido  el  territorio 
francés  antes  de  la  revolución  de  1789. 

QOZAB  Y  GOZAB.  Expresión  con  que 
se  denota  el  contrato  entre  dos  ó  más  perso- 
nas, por  el  cual  se  permutan  las  posesionen  y 
alhajas  solamente  en  cuanto  el  usufructo,  como 
una  viña  por  un  olivar.  Llámase  contrato  de 
gozar  y  gozar  porque  solo  se  traspasan  mu- 
tuamente los  contratantes  el  goce  de  las  cosas 
y  no  su  propiedad  ó  dominio.  Debe  regirse 
este  contrato  por  las  leyes  de  las  permutas  en 
cuanto  le  sean  aplicables  según  su  naturaleza . 
GBACIA.  El  beneficio,  don  ó  favor  que 
se  nos  hace  sin  merecimiento  particular,  lene- 
Jlcium  nobis  gratis  datum;  y  se  usa  especial- 
mente para  designar  la  donación,  merced,  con- 
cesión, dispensa  de  ley,  privilegio  otorgado 
por  el  Rey,  como  igualmente  el  perdón  ó  re- 
misión que  se  concede  á  un  delincuente  librán- 
dole de  la  pena  que  ha  merecido. 

Las  gracias  se  conceden  según  las  leyes 
49,  50  y  51,  tít.  18,  Part.  3.*,  por  una  de  tres 
razones: 

1  .^  Por  el  bien  que  de  ellas  puede  resultar 
al  Reino,  como  cuando  se  exime  de  pecho  ó  de 
portazgo  á  los  que  pueblan  algún  lugar  ó  fa- 
brican un  puente,  ó  hacen  otra  obra  en  bene- 
ficio público,  ó  cuando  se  libra  de  tributos  ó 
se  da  otra  indemnización  á  los  que  recibieron 
algún  daño  en  sus  bienes  ó  en  sus  personas 
por  causa  de  guerra  ó  tempestad,  ó  cuando  se 
perdona  á  algunos  malhechores  porque  hagan 
algún  servicio  de  mucha  importancia. 

2.*  Por  la  necesidad  que  hay  de  hacerlas, 
á  fin  de  evitar  algún  gran  ^al,  como  cuando 
se  suelta,  ó  se  perdona,  ó  se  alza  destierro,  ó 
se  permite  la  extracción  de  cosas  prohibidas, 
para  alejar  el  peligro  inminente  de  revueltas 
intestinas,  de  represalias  de  guerra. 
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3/  Por  el  mérito  ó  los  servicios  que  algu- 
no hubiese  contraído  ó  estuviese  en  disposición 
de  contraer  en  bien  del  Bstado,  en  razón  de  su 
valor,  lealtad  ó  saber.  Véase  Indulto. 

GRACIAS  AIi  SACAB.  Ciertas  dispensas 
de  ley  ó  concesiones  de  facultad,  titulo  ó  pri* 
vilegio  que  se  otorgaban  por  el  Rey  mediante 
cierto  servicio  pecuniario.  Llamábanse  gracias 
al  sacar  porque  se  podían  sacar  ü  obtener  en 
virtud  del  servicio  pecuniario,  por  contraposi- 
ción á  otras  que  no  se  podian  conceder  ni  aun 
mediante  servicio. 

Las  gracias  al  sacar  y  las  cantidades  con 
que  habla  de  contribuirse  p^ra  su  impetración, 
están  señaladas  en  el  Real  decreto  de  5  de  Agos- 
to de  1818,  que  trata  de  \oñ  medios  de  satis* 
facer  la  deuda  del  Bstado.  Otra  ley  sobre  gra- 
cias, fecha  14  de  Abril  de  1838,  establece  dis- 
posiciones referentes  á  las  mismas;  otra  de  16 
de  Diciembre  de  1840  y  la  de  13  de  Diciem- 
bre de  1844  son  referentes  á  las  dispensas  de 
ley  y  gracias  llamadas  al  sacar, 

QBADO.  Cada  uno  de  ios  puntos  que  un 
objeto  recorre,  ó  pasos  que  da  para  llegar  co- 
mo por  escalafones  á  término  dado  de  incre- 
mento ó  de  disminución,  de  fuerza  ó  de  floje- 
dad, de  adelanto  ó  de  retroceso,  etc.,  y  que 
constituyen  la  diferencia  que  hay  entre  los  más 
y  los  menos.  Bn  este  sentido  se  dice*,  un  grado, 
dos  grados,  ocho  grados^  etc. ,  sea  hablándose  de 
cosas,  sea  tratándose  de  persanas,  v.  gr.:  ffa 
recorrido  seis  grados.  Para  venir  del  uno  al  otro 
extremo  tiene  que  ser  por  grados,  y  no  por  salto. 
El  hombre  debe  tener  cada  dia  un  grado  más  de 
perfección  ó  cuando  menos  de  imperfección,  Bn 
esta  acepción  general  están  comprendidas  casi 
todas  las  particularidades  en  que  suele  tomarse 
grado. 

Bn  jurisprudencia,  grado  es  el  escalafón  ó 
paso  de  distancia  que  hay  de  un  pariente  á 
otro;  ó  bien  cada  una  de  las  generaciones, que 
hay  desde  el  tronco  ó  raíz  común  de  una  fa- 
milia hasta  cada  una  de  las  personas  que  per- 
tenecen á  ella.  Cada  generación  es,  pues,  un 
gprado,  y  una  serie  ó  encadenamiento  de  grados 
forma  una  línea,  á  la  manera  que  una  serie  de 
gradas  ó  escalones  forma  una  escalera. 

Bl  orden  de  computación  de  grados  esta- 
blecido por  el  derecho  civil  se  ha  de  observar 
en  cuanto  á  las  sucesiones  hereditarias,  no  solo 
en  los  tribunales  seculares,  sino  también  en  los 
eclesiásticos:  y  por  el  contrario,  el  orden  de  la 
computación  de  grados  establecido  por  el  de- 
recho canónico  se  ha  de  observar  en  cuanto  á 
la  celebración  de  los  matrimonios,  no  solo  en 
los  tribunales  eclesiásticos,  sino  también  en  los 
seculares. 

Lo  dicho  se  entiende  de  la  computación  de 


grados  de  consanguinidad.  Bn  la  aflnidad  no 
hay  propiamente  grados,  porque  la  aflnidad 
no  nace  de  la  generación,  sino  del  matrimonio. 
Sin  embargo,  por  analogía  se  establecen  igual- 
mente grados  en  la  aflnidad;  y  se  cuentan  del 
mismo  molo  en  la  consanguinidad,  conside- 
rando á  los  cónyuges  hasta  cierto  punto  como 
una  misma  persona.  (Véase  Bscrichb,  Diccio-' 
nario  de  legislación  y  jurisprudencia,  páginas 
753  á  755.) 

QBADUACION  DE  ACBEEDOBES  EN 
RL  GOMBRCio.  La  ley  distingue  á  este  fin  cuatro 
órdenes  de  acreedores  á  saber: 

Acreedores  de  dominio. 

Acreedores  hipotecarios. 

Acreedores  escriturarios. 

Acreedores  comunes. 

Los  acreedores  de  dominio  son  aquellos  que 
tienen  acción  de  dominio  sobre  cualquiera  de 
los  efectos  confundidos  en  el  haber  de  la  quie- 
bra, y  también  los  que  tuvieren  la  misma  ac- 
ción de  dominio  personal  sobre  mercaderías, 
documentos  de  giro,  etc.,  de  los  cuales  el  que- 
brado no  fuera  más  que  un  mero  depositario: 
pondránse,  pues,  dichos  bienes  ó  mercaderías 
á  disposición  desús  dueños  legítimos;  es  decir, 
que  serán  preferidos  á  los  demás  acreedores, 
cuyos  derechos  versan  sobre  objetos  cuya  pro- 
piedad correspondía  al  quebrado. 

Los  principios  de  derecho  común  tienen 
aplicación,  aunque  no  cumplida,  respecto  de 
los  acreedores  de  dominio;  y  decimos  no  cum- 
plida, por  cuanto  á  las  veces  la  vemos  modi- 
ficada, acomodándose  á  los  usos  peculiares  del 
comercio.  Asi,  pues,  serán  acreedores  de  do- 
minio: 

1 .  *  Los  bienes  dótales,  ora  procedan  de  dote 
estimada,  ora  inestimada,  que  acerca  de  esto 
no  distingue  la  ley,  que  se  conservasen  en 
poder  del  quebrado  de  los  que  la  mujer  hubiera 
aportado  al  matrimonio,  constando  su  recibo 
por  escritura  publica  de  que  se  haya  tomado 
razón  en  el  registro  del  comercio;  y  hé  aquí 
una  modificación  del  derecho  común,  al  no 
distinguir  entre  ladoteestimaday  la  inestimada. 
2.^  Los  bienes  parafernales  que  la  mujer 
hubiere  adquirido  por  título  de  herencia,  le- 
gado ó  donación,  ya  se  hayan  conservado  en 
la  forma  que  los  recibió,  ó  ya  se  hayan  subro- 
gado ó  invertido  en'otros,  con  tal  que  se  haya 
cumplido  la  misma  formalidad  en  las  escritu- 
ras, por  donde  conste  su  adquisición,  disposi- 
ción que  está  conforme  con  lo  preceptuado  en 
la  ley  17,  tít.  11,  Part.  4.' 

8.^  Cualquiera  especie  de  bienes  y  efectos 
que  se  hubieren  dado  al  quebrado  en  depósito, 
administración,  arrendamiento,  alquiler  ó  usu- 
fructo conforme  al  derecho  coman, 
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4.^  Las  mercaderia3  que  tuviera  el  mismo 
en  su  poder  por  comisión  de  compra,  venta, 
tránsito  ó  entrega,  según  derecho  común. 

5.^  Las  letras  de  cambio  ó  pagarés  que  se 
le  hubieren  remitido  para  su  cobranza  sin  en> 
doso  ó  expresión  de  valor  que  le  trasladara  su 
propiedad,  y  las  que  hubiese  adquirido  por 
cuenta  de  otros,  libradas  ó  endosadas  directa- 
mente en  favor  del  comitente;  disposición  acor- 
de con  el  derecho  común,  y  particularmente 
aplicada  al  comercio. 

6.^  Los  caudales  remitidos  al  quebrado 
fuera  de  cuenta  corriente  para  entregarlos  á 
persona  determinada  en  nombre  y  por  cuenta 
del  comitente,  ó  para  satisfacer  obligaciones 
cuyo  cumplimiento  estuviere  designado  al  do- 
micilio del  quebrado,  en  lo  cual  tiene  apli- 
cación lo  dicho  acercade  la  anterior  disposiciou. 

7.^  Las  cantidades  que  se  estuvieren  de- 
biendo al  quebrado  por  ventas  que  hubiese  he- 
cho de  cuenta  ajena,  y  las  letras  ó  pagarés  de 
la  misma  procedencia  que  obren  en  su  poder, 
aunque  no  estén  extendidas  en  favor  del  due- 
ño de  las  mercaderías  vendidas,  siempre  que 
se  pruebe  que  la  obligación  dependa  de  ellas  y 
que  exlstian  en  poder  del  quebrado  por  cuenta 
del  propietario  para  hacerlas  efectivas  y  remi- 
tirle los  fondos  á  su  tiempo,  lo  cual  se  presu- 
mirá de  derecho  si  no  estuviere  entre  ambos 
pasada  la  partida  en  cuenta  corriente.  Deci- 
mos de  esta  disposición  lo  que  de  las  dos  ante- 
riores. 

8 .^  Los  géneros  vendidos  al  quebrado  á  pa- 
gar de  contado,  cuyo  precio  ó  parte  de  él  no 
hubiese  satisfecho,  ínterin  subsistan  embala- 
dos en  sus  almacenes,  ó  en  los  términos  en 
que  se  hizo  la  entrega  y  en  estado  de  distin- 
guirse específicamente  por  las  marcas  y  nú  • 
meros  de  ios  fardos  6  bultos,  aplicándose  en 
toda  su  pureza  en  este  caso  los  principios  de 
derecho  común. 

9.^  Las  mercaderías  que  el  quebrado  hu- 
biere adquirido  al  fiado,  mientras  no  se  hubie- 
se hecho  la  entrega  material  de  ellas  en  sus 
almacenes  ó  en  el  paraje  coAvenido  para  ha- 
cerla, ó  que  después  de  cargadas  de  orden  y 
por  cuenta  y  riesgo  del  comprador  se  le  hu- 
biesen remitido  las  cartas  de  portes  ó  los  co- 
nocimientos. También  aquí  tiene  aplicación  el 
derecho  común,  pero  amoldándose  á  los  usos 
especiales  del  comercio.  No  es  esencial  en  nin- 
guno de  estos  dos  últimos  casos  el  que  al  acree- 
dor de  dominio  se  satisfaga  su  crédito  en  me- 
tálico, pues  consistiendo  en  géneros  compra- 
dos, pueden  los  síndicos  retenerlos  ó  reclamar- 
los para  la  masa,  abonando  su  importe. 

Cortos  en  número,  confusos  en  sentido, 
anómalos  en  sus  disposiciones;  hé  aquí  cómo 


se  nos  presentan  los  artículos  que  el  Código 
consagra  á  la  importante  sección  de  los  acree- 
dores hipotecarios.  De  esta  lamentable  caren- 
cia de  prescripciones  fijas  ha  nacido  la  pro- 
funda división  que  reina  entre  los  jurisconsul- 
tos al  exponer  esta  materia;  confusión  que  no 
nos  debe  extrañar,  pensando  que  caminan  á 
ciegas  por  un  terreno  ignorado,  sin  distinguir 
de  modo  alguno  dónde  concluyen  los  límites 
del  derecho  común  y  e^ipiezan  los  del  mer- 
cantil, ni  dónde  las  disposiciones  del  uno  son 
perfectamente  aplicables  á  los  casos  especia- 
les del  otro.  Daremos,  pues,  aunque  sucinta- 
mente, idea  de  las  opiniones  más  razonables, 
en  nuestro  juicio,  y  de  los  menguados  artícu- 
los del  Código,  consagrados  á  la  segunda  clase 
de  acreedores  de  la  quiebra. 

Del  producto  de  los  bienes  de  la  misma,  ó 
hecha  que  sea  la  deducción  de  lo  pertenecien- 
te á  los  acreedores  con  título  de  dominio,  serán 
pagados  con  preferencia  los  acreedores  privile- 
giados con  hipoteca  legal  ó  convencional,  gra- 
duándose el  lugar  de  la  prelacion  respectiva 
por  el  de  la  fecha  de  cada  privilegio,  sin  per- 
juicio de  lo  dispuesto  por  la  ley  en  cuanto  á 
las  naves,  y  de  lo  que  previenen  las  leyes  co- 
munes sobre  los  créditos  alimenticios  y  refac« 
clonarlos  que  no  procedan  de  operaciones  mer- 
cantiles. 

Los  acreedores  hipotecarios  se  dividen  en 
privilegiados  y  no  privilegiados:  entre  los  pri- 
meros, que  siempre  deben  ser  preferidos  para 
el  pago,  la  prelacion  debe  proceder  de  la  natu- 
raleza misma  de  los  privilegios;  mas  ¿qué  dis- 
pone el  Código?  Que  se  gradúe  la  prelacion  por 
la  fecha  de  cada  privilegio,  lo  cual  equivale  á 
destruirlos,  dejando  solo  á  sus  poseedores  la 
hipoteca. 

Según  derecho  común,  gozan  de  privile- 
gio las  costas  del  procedimiento,  los  gastos  de 
la  última  enfermedad,  entierro  y  formación  de 
inventarlo;  el  arrendador  respecto  de  los  fru- 
tos por  el  precio  del  arriendo;  el  acreedor  de 
la  reparación,  conservación  ó  conducción  de 
la  cosa  hipotecada;  el  huérfano  respecto  de  lo 
que  con  sus  bienes  se  haya  comprado;  el  que 
prestó  para  la  compra  de  una  cosa  con  la  con- 
dición de  que  le  quedarla  especialmente  hipo- 
tecada; el  fisco  por  sus  créditos;  la  mujer  por 
su  dote. 

Pero,  ¿son  aplicables  las  disposiciones  Gon« 
cretas  del  Código  respecto  de  éstos? 

Quieren  algunos  que  los  acreedores  hipo- 
tecarios privilegiados  se  clasifiquen  de  la  ma- 
nera siguiente: 

1  .*  Los  créditos  de  la  Hacienda  pública  en 
caso  de  haber  alguno  sobre  el  todo  ó  parte  de 
los  bienes  de  la  quiebra. 
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2/  Las  costas  á  qae  da  lagar  el  procedi- 
miento judicial  de  la  quiebra,  asi  como  los 
gastos  que  hiciesen  los  síndicos  ejerciendo  en 
jaicio  distinto  las  acciones  de  la  masa. 

3/  Los  gastos  de  la  última  enfermedad, 
entierro  y  funerales  del  quebrado,  y  los  de  la 
formación  de  inventario,  en  el  supuesto  de  que 
la  declaración  de  la  quiebra  se  hiciese  después 
de  la  muerte  del  mismo  deudor. 

4.*  El  arrendador  por  el  precio  del  arrien- 
do respecto  de  los  frutos  que  hayan  provenido 
de  la  cosa  arrendada. 

5.*  Los  que  acrediten  por  el  salvamento, 
reparación  ó  conservación  de  alguna  de  las 
cosas  de  la  quiebra. 

6.*  El  porteador  por  los  portes,  gastos  y 
derechos  respecto  de  los  efectos  que  han  sido 
objeto  del  trasporte;  el  flotante,  por  fletes  so- 
bre el  cargamento,  y  los  cargadores,  en  su  ca- 
so, sobre  los  instrumentos  principales  y  ac- 
cesorios del  trasporte,  asi  terrestre  como  marí- 
timo. 

7.*  El  que  prestó  para  la  compra  de  una 
cosa  con  el  pacto  de  quedarle  especialmente 
hipotecada;  el  huérfano  respecto  de  la  cosa 
comprada  con  su  dinero,  y  el  vendedor  por  el 
precio  sobre  la  cosa  vendida  mientras  estu- 
viere en  su  poder,  aunque  sea  en  calidad  de 
depósito  y  con  tal  que  sea  mercantil  el  con- 
trato. 

8.**  La  mujer  por  su  dote  y  arras,  en- 
tendiéndose esta  dote  respecto  de  la  que  la 
mujer  no  pueda  accionar  como  acreedora  de 
dominio,  y  la  Hacienda  publica  por  lo  que 
acredita  en  virtud  de  contrato,  ó  del  que  ha 
administrado  alguna  de  sus  dependencias. 

Al  lado  de  esta  opinión  recomendabilísima 
por  cuanto  trata  de  hermanar  con  notable 
acierto  las  prescripciones  de  derecho  común, 
y  los  usos  y  prácticas  comerciales,  vamos  á 
exponer  otra  de  las  que  nos  parecen  más  fun- 
dadas entre  las  muchas  que  acerca  del  parti- 
cular se  han  emitido. 

Por  derecho  mercantil,  no  hay  más  acree- 
dores paivilegiados  que  los  siguientes: 

1.^  Los  comprendidos  al  tratarse  de  la 
venta  judicial  de  las  naves  en  el  orden  que  el 
Código  los  coloca;  es  á  saber:  Los  créditos  de 
Hacienda,  las  costas  judiciales  del  procedimien- 
to de  ejecución  y  venta  de  la  nave;  los  dere- 
chos de  pilotaje,  toneladas,  ancoraje  y  demás 
de  puerto;  los  salarios  de  los  depositarios  y 
g'uardianes  de  la  embarcación,  y  cualquiera 
otro  gasto  causado  en  su  conservación  desde 
8u  entrada  en  el  puerto  hasta  la  venta;  el  al- 
quiler del  almacén  donde  se  hayan  custodiado 
los  aparejos  y  pertrechos  de  la  nave;  los  em- 
pegos y  sueldos  acreditados  por  el  Capitán  y 


tripulación  en  el  áltimo  viaje;  las  deudas  qu3 
en  dicho  vii^e  haya  contraído  el  Capitán  en 
utilidad  de  la  nave,  en  cuya  clase  se  com- 
prende el  reembolso  de  los  efectos  de  su  car- 
gamento que  con  el  propio  objeto  hubiere  ven- 
dido; lo  que  se  deba  por  materiales  y  mano  de 
obra  de  la  construcción  de  la  nave  cuando  no 
hubiere  hecho  viaje  alguno,  y  si  hubiere  na- 
vegado, la  parte  del  precio  que  aun  no  esté 
satisfecha  á  su  ultimo  vendedor,  y  las  deudas 
que  se  hubieren  contraído  para  repararla,  apa- 
rejarla y  aprovisionarla  para  el  tiltimo  viaje; 
las  cantidades  tomadas  á  la  gruesa  sobre  el 
casco,  quilla,  aparejos,  pertrechos,  armamen- 
to y  apresto  antes  de  la  ultima  salida  de  la 
nave;  la  prima  de  los  seguros  hechos  para  el 
ultimo  viaje  sobre  el  casco,  quilla,  aparejos, 
pertrechos,  armamento  y  apresto;  últimamen- 
te, la  indemnización  que  se  deba  á  los  carga- 
dores por  valor  de  los  géneros  cargados  en  la 
nave,  que  no  se  hubiesen  entregado  á  los  con  - 
signatarios,  y  la  indemnización  que  les  cor- 
responda por  las  averias  de  que  sea  responsa- 
ble la  misma. 

2.*  Tienen  también  privilegio  los  consig- 
natarios sobre  los  objetos  que  se  les  hubiesen 
remitido. 

3.*  Los  gastos  de  trasporte  respecto  de  las 
casas  trasportadas. 

4.^  Los  acreedores  de  los  Agentes  de  cam- 
bio respecto  de  sus  fianzas,  por  razón  de  las 
operaciones  de  su  oficio. 

5.*  Los  acreedores  alimenticios,  esto  es, 
todos  aquellos  que  hayan  suministrado  los  ali- 
mentos precisos  para  el  quebrado  y  su  familia, 
siempre  que  dichos  créditos  no  procedan  de 
operaciones  mercantiles,  debiéndose  incluir  en- 
tre aquellos  los  salarios  de  los  criados  y  em- 
pleados habitualmente  en  el  establecimiento 
de  comercio,  lo  mismo  que  los  alquileres  déla 
habitación,  pues  tanto  unos  como  otros  se  re- 
putan créditos  alimenticios:  también  se  inclui- 
rán entre  los  de  este  grado  los  gastos  de  la 
última  enfermedad  del  quebrado  antes  de  ser 
declarado  en  quiebra,  y  por  una  razón  de  ana- 
logia  los  que  ocasione  la  misma  enfermedad  si 
se  prolongase  después  de  la  quiebra. 

6  .*  Los  acreedores  refTaccionarios,  que  son 
aquellos  que  prestaron  al  quebrado  su  dinero 
para  reparar,  reconstruir  ó  edificar  alguna 
casa,  nave  ó  edificio;  pagar  los  empleados  en 
este  trabajo  material,  alimentar  los  ganados  ó 
atender  á  otros  gastos  dot  conservación,  sin 
los  cuales  hubiera  perecido  alguna  cosa. 

Como  se  ve,  el  punto  principal  en  que  di- 
fieren estas  dos  opiniones  que  acabamos  de  ex- 
poner, es  en  considerar  la  primera  como  acree- 
dores privilegiados  la  Hacienda  pública  y  el 
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dote  de  la  mujer,  al  paso  que  la  segunda  las 
rechaza  absolutamente.  Repetimos  que  en  este 
particular  no  pueden  surgir  más  que  dudas  y 
confusión  del  silencio  Inexplicable  de  nuestro 
Código.  Solo  dice,  pero  sin  expresar  si  con 
príTilegio  ó  sin  él,  que  la  mujer  entrará  eu  su 
lugar  y  grado  entre  los  acreedores  hipoteca- 
rios por  los  bienes  dótales  consumidos  ó  ena- 
jenados al  tiempo  de  la  quiebra,  y  las  arras 
prometidas  en  la  escritura  dotal,  que  no  exce- 
dan del  6  por  100. 

Ocurriendo  segunda  quiebra,  durante  el 
mismo  matrimonio,  perderá  la  mujer  el  dere- 
cho á  reclamar  de  nuevo,  con  prelacion  ó  sin 
ella,  la  cantidad  extraída  en  su  favor  de  la 
masa  de  la  quiebra  primera  por  razón  de  dote 
consumido  ó  por  arras;  pero  será  acreedora  de 
dominio  á  los  bienes  inmuebles  ó  imposicio- 
nes sobre  éstos  en  que  se  hubiera  invertido 
aquella  cantidad,  con  tal  que  la  adquisición  se 
haya  hecho  en  nombre  propio,  y  que  la  escri- 
tura de  compra  ó  imposición  se  haya  inscrito 
á  su  debido  tiempo  en  el  registro  de  comer- 
cio, (a.,  1117.) 

Inmediatamente  después  de  los  hipoteca- 
rios con  privilegio  entran  los  acreedores  no 
privilegiados,  según  la  graduación  que  tengan 
las  fechas  de  su  hipoteca,  y  si  ocurriese  haber 
dos  ó  más  hipotecas  sobre  una  misma  finca 
contraidas  en  un  mismo  acto  ó  en  una  propia 
fecha  se  colocarán  en  la  misma  linea  dividién- 
dose proporcionalmento  el  valor  ó  el  producto 
de  la  hipoteca  entre  los  acreedores  que  la  ha- 
yan adquirido.  (C,  1118.) 

Lo  mismo  debe  entenderse  de  los  acreedo- 
res que  retuviesen  la  hipoteca  como  prenda, 
los  cuales  entrarán  sin  prelacion  alguna  en  el 
lugar  que  les  corresponda  según  la  fecha  de 
sus  contratos,  devolviendo  además  las  prendas 
que  tuvieren  á  la  masa,  por  cesar  de  derecho 
la  retención  una  vez  declarada  la  quiebra. 
(C,  1119.) 

Últimamente,  si  los  acreedores  hipotecarios 
no  quedasen  cubiertos  de  sus  créditos  con  los 
bienes  que  respectivamente  les  estuvieren  hi- 
potecados, serán  considerados  en  cuanto  al  ex- 
ceso como  acreedores  escriturarios.  (C,  1120.) 

Se  entiende  por  acreedores  escriturarios  los 
que  á  falta  de  hipotecas  justifican  sus  créditos 
por  medio  de  escritura  pública. 

Los  acreedores  escriturarios  son  colocados, 
pues,  á  continuación  de  los  hipotecarios,  por  el 
orden  de  fechas  de  sus  respectivas  escrituras. 

Y  después  de  satisfechos  los  acreedores  de 
dominio,  hipotecarios  y  escriturarios,  se  distri- 
buirá el  haber  restante  entre  los  acreedores  co- 
munes sueldo  á  libra  y  sin  distinción  de  fechas. 

Los  acreedores  comunes  son  los  que  no 


siendo  de  dominio,  ni  teniendo  hipoteca  ni  es- 
critura pública,  acreditan  sus  créditos  respec- 
tivos por  letras  de  cambio,  pagarés  de  comer- 
cio ó  comunes,  libranzas,  simples  recibos,  cuen- 
tas corrientes,  ü  otro  cualquiera  titulo  á  qoe 
no  se  haya  declarado  preferencia.  {C,  1122.) 

Ninguna  distinción  hace  el  Código  entre 
las  escrituras  extendidas  en  papel  sellado  y  las 
que  carecieren  de  este  requisito,  como  acontece 
en  la  ley  civil. 

Conocidas  ya  las  graduaciones  distintas  de 
los  diferentes  acreedores  que  pueden  presen- 
tarse en  las  quiebras,  resta  hacer  aplicación  de 
estos  principios  para  el  pago  de  los  mismos. 

A  este  fin  los  síndicos  procederán,  después 
de  la  celebración  de  la  junta  de  examen  y  re- 
conocicniento  de  los  créditos  contra  la  quiebra, 
á  la  clasificación  de  cuantos  hayan  sido  reco- 
nocidos y  aprobados,  dividiéndolos  en  cuatro 
estados.  (C.  1123.) 

Eln  el  primero  se  comprenderán  loa  acree- 
dores de  dominio. 

En  el  segundo  los  hipotecarios  por  la  ley  ó 
por  contrato,  según  el  orden  de  su  prelacion. 

En  el  tercero  los  escriturarios. 

En  el  cuarto  los  comunes. 

Estos  estados  se  entregarán  al  Juez  comi- 
sario, quien  después  de  haberlos  examinado  y 
hallándolos  conformes  con  lo  acordado  en  la 
junta  de  reconocimiento  de  créditos,  los  pasa- 
rá inmediatamente  al  Tribunal  que  entiende 
en  la  quiebra. 

Desde  luego  decretará  éste,  la  entrega  de 
las  cantidades,  efectos  ó  bienes  de  su  perte- 
nencia á  los  acreedores  de  dominio,  expidién- 
dose al  efecto  los  mandamientos,  oficios  y  li- 
branzas consiguientes  para  que  se  verifique,  y 
en  virtud  de  esta  disposición  se  tendrán  por 
estinguidos  los  créditos  de  esta  clase  en  la  re- 
presentación de  la  quiebra.  (C.  1124.) 

Con  respecto  á  los  otros  acreedores  es  pre- 
ciso convocar  junta  general  de  acreedores  de 
2.',  3.*  y  4.'  clase,  cuyos  derechos  hayan  sido 
reconocidos  por  medio  de  cédulas  que  dirigi- 
rán los  síndicos  á  los  acreedores  que  se  hallen 
presentes  en  el  pueblo,  y  á  los  apoderados  de 
los  ausentes  que  tengan  acreditada  su  perso- 
nalidad, anunciándose  además  por  edictos  y 
en  los  periódicos  del  pueblo.  {O,  1125.) 

El  término  que  ha  de  correr  entre  la  junta 
de  reconocimiento  de  créditos  y  la  de  gradua- 
ción será  de  quince  dias  á  lo  más,  y  el  térmi- 
no de  convocación  para  esta  última  no  podrá 
exceder  de  tres.  (C.  1126.) 

Llegado  el  dia  prefijado  para  la  junta  y 
abierta  la  sesión,  se  leerán  integramente  los 
estados  de  graduación  formados  por  loa  sín- 
dicos con  audiencia  de  las  reclamaciones  que 
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hagan  los  acreedores  presentes  ó  los  legitimos 
apoderados  de  los  aasentes,  las  caales  serán 
satisfechas  por  los  síndicos,  y  si  ni  ann  con 
las  explicaciones  de  éstos  se  aquietasen  los 
reclamantes,  deliberará  la  junta  sobre  el  agrá- 
tío  que  cada  uno  de  ellos  manifestará  haber 
experimentado.  {C,  1127.) 

La  resolución  de  la  Junta  podrá  impug- 
narse en  justicia  en  el  perentorio  término  de 
ocho  dias,  por  los  interesados  á  quienes  parare 
perjuicios,  entendiéndose  la  sustanciacion  de 
la  demanda  con  los  síndicos,  y  continuándose 
DO  obstante  las  ulteriores  diligencias  de  la  li- 
quidación de  la  quiebra,  salvas  las  resultas  de 
las  demandas  intentadas. 

Una  Tez  cerrada  la  junta  de  graduación  de 
créditos  no  se  admitirá  reclamación  alguna 
contra  los  estados  de  prelacion  que  los  síndi- 
cos los  hubiesen  propuesto,  y  será  obligación 
de  todos  los  acreedores  presentes  conformarse 
con  ellos,  así  como  también  los  que  no  concur- 
rieron á  la  junta.  [C.  1128.) 

Después  de  esto,  y  en  yista  del  acta  de 
graduación  se  procederá  al  repartimiento  de 
los  fondos  disponibles  y  de  las  cantidades  que 
se  rayan  recaudando,  á  cuyo  efecto  el  Juez 
comisario  dará  mensualmente  noticia  de  ellas 
al  Tribunal,  para  que  éste  disponga  un  nuevo 
repartimiento,  el  cual  no  podrá  dejar  de  ha- 
cerse siempre  que  la  existencia  en  depósito 
cubra  un  5  por  100  de  los  créditos  pendientes 
aun.  {C.  1112.) 

Todos  y  cada  uno  de  los  acreedores  podrán 
individualmente  hacer  cuantas  instancias  juz- 
guen oportunas,  á  fin  de  que  tenga  efecto  la 
anterior  disposición,  por  lo  cual  no  podrán  ne- 
gársele por  el  Juez  comisario  las  noticias  que 
pida  sobre  el  estado  de  la  recaudación  y  cau- 
dales existentes  en  depósito. 

Cuando  el  acuerdo  de  la  junta  de  gradua- 
ción no  haya  sido  impugnado  por  ninguno  de 
los  acreedores  no  cabe  duda  acerca  da  la  re- 
partición de  los  fondos  anteriormente  dichos. 

Pero  no  acontece  lo  mismo  cuando  la  im- 
pagnacion  ha  sido  manifestada  ó  cuando  exis- 
te algún  acreedor  con  hipoteca  especial.  En 
cualquiera  de  estos  casos  la  repartición  tiene 
qae  sufrir  modificaciones  según  las  siguientes 

Guando  existe  impugnación  contra  el 
acnerdo  de  la  junta,  puede  tener  por  causas: 
ó  no  haberse  reconocido  el  crédito  del  deman- 
dante, ó  no  haberlo  colocado  en  el  lugar  de  la 
¿rraduacion  que  él  sostiene  como  correspon- 
diente, ó  haberse  reconocido  el  crédito  de  otro 
acreedor  que  impugna  como  ilegitimo  el  de- 
mandante, ó  haberlo  graduado  inconveniente- 
jnente. 


Guando  acontece  lo  primero,  esto  es,  cuan- 
do el  demandante  defiende  la  legitimidad  de  su 
crédito  ó  su  colocación  en  distinto  lugar  del 
propuesto  por  los  síndicos,  las  cantidades  que 
pudieren  corresponderle  se  incluirán  en  el  es- 
tado de  distribución  de  las  que  se  repartan, 
conservándolas  depositadas  en  el  arca  de  la 
quiebra  hasta  la  decisión  del  pleito  que  cause 
ejecutoria. 

En  cuanto  á  los  que  después  de  reconoci- 
dos y  graduados  sus  créditos  por  acuerdo  de 
la  junta,  se  les  hiciere  impugnación  por  un 
acreedor  particular,  se  les  entregarán,  sin  em- 
bargo de  la  impugnación ,  las  cantidades  que 
les  correspondan,  siempre  que  prestasen  fian- 
za idónea  á  satisfacción  de  los  síndicos,  siendo 
de  la  responsabilidad  de  éstos  las  resultas  de 
su  insuficiencia.  (C,  1131.) 

Existiendo  acreedores  con  hipoteca  espe - 
cial,  la  regla  es  que  perciban  hasta  donde  al- 
cance el  producto  de  la  cosa  hipotecada,  des- 
pués de  abonados  los  créditos  preferentes  al 
suyo,  entrando  en  cuanto  al  resto  en  la  cate- 
goría de  los  acreedores  escriturarios.  Mas  si 
después  de  haber  cobrado  los  acreedores  de 
preferencia  no  se  hubiere  enajenado  aun  la 
cosa  hipotecada,  parece  que  puede  escojer  en- 
tre aguardar  á  la  venta  para  satisfacer  al 
acreedor  en  cuestión,  ó  bien  entregarle  á  cuen- 
ta cantidades,  sin  perder  de  vista  entretanto 
la  hipoteca. 

Ni  estos  ni  ninguno  de  los  acreedores  po- 
drán percibir  á  cuenta  de  su  crédito  cantidad 
alguna ,  sin  presentar  el  título  de  éste,  sobre 
el  cual  se  extenderá  la  nota  del  pago  que  se  le 
haga,  firmada  en  el  acto  por  el  acreedor  ó  su 
legítimo  apoderado,  asi  como  también  los  sín- 
dicos ,  á  cuyo  favor  se  extenderá  además  un 
recibo.  (C,  1133.) 

Distribuido  el  haber  de  la  quiebra  entre 
Ion  acreedores  á  quienes  de  derecho  les  corres- 
ponda, han  terminado  los  síndicos  su  tarea 
administrativa,  y  por  lo  tanto  se  hallan  en  el 
deber  de  rendir  cuentas. 

Para  el  examen  de  éstas ,  convocará  el 
Tribunal  junta  general  de  los  acreedores  que 
aun  conserven  interés  y  voz  en  la  quiebra. 
Allí,  con  asistencia  del  quebrado  6  su  apode* 
rado,  se  deliberará  sobre  su  aprobación,  oyen- 
do antes ,  si  se  estimare  necesario,  el  informe 
de  una  comisión  que  puede  nombrarse  para 
hacer  el  reconocimiento  y  comprobación  de 
las  cuentas;  y  hallando  motivos  de  reparo  so- 
bre ellas ,  se  deducirán  éstos  en  forma ,  ante 
los  Jueces  de  la  quiebra.  (C,  1134.) 

Aun  coando  sobre  las  cuentas  haya  recaí- 
do la  aprobación  del  Tribunal ,  el  quebrado  ó 
cualquier  acreedor   podrán   impugnarlas  en 
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juicio  á  sus  expensas  y  bajo  su  responsabili- 
dad ,  haciéndolo  en  el  término  de  ocho  dias. 
No  verificándolo  en  este  plazo ,  quedará  firme 
é  irrevocable  la  resolución  de  la  junta. 

Como  pudiera  verificarse  que  alguno  de 
los  sindicosó  todos  ellos  cesasen  en  el  desem* 
peño  de  su  cargo  antes  de  concluirse  la  liqui- 
dación de  la  quiebra,  los  que  asi  lo  verificasen 
rendirán  sus  cuentas  en  un  breve  término,  que 
no  podrá  exceder  de  quince  dias ,  examinán- 
dose en  la  primera  junta  de  acreedores  que  se 
celebre,  con  informe  previo  de  los  nuevos  sín- 
dicos. (C,  1135.) 

Es  evidente  que  los  acreedores  que  no  sean 
satisfechos  integramente  de  sus  haberes  cen- 
tra el  quebrado  con  las  cantidades  que  perci- 
ban de  los  fondos  de  la  quiebra  hasta  la  liqui- 
dación completa  de  la  misma,  conservarán  ac- 
ción por  lo  que  se  les  reste  debiendo  sobre  los 
bienes  que  pueda  adquirir  el  quebrado  ulte- 
riormente. ((7.,  1136.) 

OBANOS.  Término  colectivo  que  sirve 
particularmente  para  designar  el  trigo,  el  cen- 
teno, la  cebada,  la  avena,  etc. 

Largo  seria  tejer  la  historia  de  las  vicisi* 
tudes  y  alternativas  que  entre  nosotros  ha  su- 
frido el  tráfico  de  granos;  unas  veces  ha  pre- 
valecido la  libertad ,  y  otras  la  prohibición  ó 
las  restricciones,  según  las  opiniones  de  los 
que  en  cada  tiempo  tenian  el  poder ,  como  es 
de  observar  por  las  20  leyes  y  18  notas  con- 
tenidas en  el  tit.  19,  lib.  7.',  Novísima  Reco- 
pilación ,  y  por  varios  decretos  que  posterior* 
mente  se  han  publicado.  Supérfluo  seria ,  por 
otra  parte ,  ponderar  las  ventajas  de  la  liber- 
tad ,  pues  que  después  de  tantos  escritos  lu- 
minosos de  los  economistas  y  de  tantas  leccio- 
ne  B  de  la  experiencia  está  ya  este  punto  fuera 
de  combate,  y  el  tráfico  sin  trabas  ha  sido 
san  clonado  por  las  modernas  leyes ,  especial- 
men  te  por  el  Real  decreto  de  29  de  Bnero  de 
1834,  cuyas  disposiciones  forman  el  ultimo 
estado  de  la  jurisprudencia  sobre  esta  materia 
importante. 

GBAVEDAD.  Circunspección,  seriedad; 
majestuosa  modestia,  continente  respetuoso. 
((La  gravedad,  dice  el  ilustre  Diderot,  es  el  ba- 
luarte de  las  costumbres  públicas;  por  eso  el 
vicio  empieza  conmoviendo  á  aquella  para  des- 
truir éstas  con  más  facilidad.))  La  gravedad  en 
las  costumbres  es  una  atención  dirigida  á  si 
mismo,  y  fundada  en  el  temor  de  hacer  por 
falta  de  reflexión  acciones  capaces  de  ofender 
á  los  seres  con  quienes  vivimos.  Bsta  especie 
de  gravedad  es  el  fruto  de  la  experiencia  ó  de 
una  razón  ejercitada:  conviene  á  todo  ser  ver- 
daderamente social,  que  para  merecer  la  bene- 
volencia de  los  otros  debe  medir  su  conducta 


y  sus  palabras,  y  manifestar  en  su  compostura 
que  presta  atención  necesaria  á  los  objetos  que 
la  merecen.  La  gravedad  llega  á  ser  ridicula, 
y  se  convierte  en  afectación  cuando,  fundada 
en  una  vanidad  pueril,  trata  con  la  mayor  im- 
portancia las  más  despreciables  pequeneces. 
Entonces  no  merece  más  que  desprecio,  porque 
exige  que  se  tribute  respeto  á  cosas  poco  dig- 
nas de  emplear  la  atención  de  unos  seres  ra- 
cionales. La  gravedad  decente  y  oportuna  es 
la  que  hace  respetar  los  objetos  que  realmente 
importan  á  la  sociedad:  ella  indica  que  nos  sa- 
bemos respetar  á  nosotros  mismos  y  á  los  hom- 
bres con  quienes  vivimos. 

GBSMIO.  La  reunión  de  mercaderes,  ar- 
tesanos, trabajadores  d  otras  personas  que  tie- 
nen un  mismo  ejercicio  y  están  sujetas  en  él 
á  ciertas  ordenanzas.  Para  ser  admitido  en  uno 
de  estos  gremios  era  necesario  haber  trabajado 
en  el  oficio  como  aprendiz  y  mancebo  cierto 
número  de  años;  sufrir  un  examen  al  cabo  de 
ellos,  presentando  una  obra  maestra,  llamada 
pieza  de  examen,  y  pagar  cierta  cantidad  de 
dinero.  El  que  no  se  sujetase  á  estas  formali- 
dades no  podía  ejercer  su  industria,  por  más 
que  sobresaliese  en  ella. 

Este  orden  de  cosas  según  los  economistas 
sacrificaba  en  favor  de  los  privilegriados  los 
progresos  de  las  artes,  la  libertad  de  la  indus- 
tria y  el  interés  de  los  consumidores,  á  quienes 
el  monopolio  privaba  de  las  Tentajas  de  la  con  - 
currencia  en  el  precio  y  de  la  elección  en  la 
calidad. 

Estos  privilegios  fueron  abolidos  por  de- 
creto de  las  Cortes  de  8  de  Junio  de  1813,  y 
aunque  se  anuló  en  29  de  Junio  de  1815  han 
dejado  de  existir,  felizmente,  desde  que  así  lo 
decretaron  las  Cortes  el  6  de  Diciembre  de  1 836 . 

Es  de  observar  que  ni  las  Ordenanzas  gre- 
miales se  derogan  total  y  absolutamente  por 
este  decreto,  ni  tampoco  se  extinguen  de  un 
modo  directo  y  absoluto  las  agremiaciones. 
Podrán,  pues,  los  artesanos  formar  asociacio- 
nes cuyo  instituto  sea  el  auxiliarse  mutua- 
mente en  sus  desgracias, enfermedades,  etc.,  ó 
el  reunir  en  común  el  producto  de  sus  econo- 
mías con  el  fin  de  ocurrir  á  sus  necesidades 
futuras.  Para  estos  objetos  pueden  constituirse 
libremente  y  sin  otras  condiciones  que  las  si- 
guientes: 1/,  presentar  á  la  Autoridad  civil 
superior  de  la  provincia  los  nuevos  estatutos  ó 
reformas  que  convenga  hacer  en  los  actuales, 
para  su  conocimiento  y  corrección  de  lo  que 
puedan  contener  contrario  á  las  leyes.  2/  Dar 
conocimiento  á  la  misma  Autoridad  de  las  per- 
sonas que  dirijan  la  sociedad,  ó  que  interyen- 
gan  en  sus  caudales,  siempre  que  sean  nom- 
bradas 6  reemplazadas.  3/  Avisar  al  Jefe  po- 
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Utico,  ó  donde  éste  no  resida,  al  alcalde,  cuando 
se  celebren  juntas  generales,  expresando  el 
lugar  y  hora  de  la  reunión,  la  cual  podrá  ser 
presidida  sin  voto  por  aquel,  ó  en  su  caso  por 
el  alcalde.  (Reales  órdenes  de  19  de  Diciembre 
de  1835,  30  de  Julio  de  1836  y  28  de  Febre- 
ro de  1839.) 

Los  gremios  de  mareantes  servían  para  que 
los  matriculados  pudieran  tener  un  fondo  que 
se  invirtiera  en  utilidad  de  los  que  se  hallasen 
en  la  indigencia,  según  disponen  los  artícu- 
los 148y  149, tit.  3.\  trat.  10  de  las  Ordenan- 
zas de  la  Real  armada,  y  más  recientemente 
por  el  art.  11,  tit.  2.°  de  la  Ordenanza  de  ma- 
triculas. 

Pero  habiéndose  concedido,  siguiendo  el 
sistema  gubernativo  de  otros  tiempos,  franqui- 
cias y  privilegios  que  no  solo  perjudicaban  al 
comercio,  si  que  también  á  la  clase  de  matri- 
culados en  general,  no  pudieron  sostenerse  en 
la  época  presente,  y  asi  en  Real  orden  de  3  de 
Febrero  de  1847  se  mandó  reformasen  sus  es- 
tatutos, y  en  2  de  Mayo  del  propio  año  se 
acordó  su  definitiva  supresión.  Bsta,  no  obs- 
tante, no  se  llevó  á  efecto,  y  en  15  de  Marzo 
do  1850,  reproduciendo  la  misma  idea  de  la 
anterior  Real  orden  de  1847,  se  acordó  su  re- 
constitución, y  se  mandó  formar  sus  estatutos, 
que  debia  aprobar  el  director  general,  deján- 
doles el  derecho  de  tener  en  los  puertos  los 
auxilios  de  que  puedan  necesitar  las  embar- 
caciones. 

GBUESA  VENTURA.  El  préstamo  á  la 
gruesa  6  riesgo  marítimo  es  en  el  comercio  ma- 
rítimo un  contrato  por  el  que  una  persona 
presta  á  otra  cierta  cantidad  sobre  objetos  ex- 
puestos á  riesgos  marítimos,  con  la  condición 
de  que  pereciendo  estos  objetos  pierda  el  dador 
la  sama  prestada,  y  llegando  á  buen  puerto 
los  objetos  se  le  devuelva  la  suma  con  un  pre- 
mio convenido. 

La  formación  de  este  contrato  á  la  gruesa 
ó  préstamo  á  riesgo  marítimo,  sus  circunstan- 
cias particulares  y  los  efectos  que  produce  son 
los  siguientes: 

Desde  muy  antiguo,  según  todas  las  pro- 
babilidades se  ocuparon  ya  las  leyes  de  Rodas 
de  este  contrato,  y  era  conocido  y  reglamenta- 
do entre  los  romanos  bajo  el  nombre  de  fanus 
nauticum,  apareciendo  posteriormente  en  la 
Bdad  Media  muy  estendido  entre  todos  los  pue- 
blos comerciantes,  donde  suplía  la  falta  del  con- 
trato de  seguros. 

Este  contrato,  según  el  Código  de  comercio 
articulo  812,  puede  celebrarse  de  varios  mo- 
dos: 

Por  instrumento  publico  con  las  solemni- 
dades de  derecho. 


Por  póliza  firmada  por  las  partes  con  in  ^ 
tervencion  de  corredor,  y 

Por  documento  privado  entre  los  contra- 
yentes. 

Los  contratos  á  la  gruesa  que  consten  por 
instrumento  público  traen  aparejada  ejecu- 
ción. 

Para  que  las  escrituras  y  pólizas  de  los 
contratos  á  la  gruesa  obtengan  preferencia  en 
perjuicio  de  tercero  se  ha  de  tomar  razón  de 
ellas  en  el  Registro  de  hipotecas  jdel  partido 
dentro  de  los  ocho  días  siguientes  al  de  su  fe- 
cha, sin  cuyo  requisito  no  producirá  efecto  si- 
no entre  los  que  las  suscribieren.  (O.,  813.) 
Con  respecto  á  los  que  se  hagan  en  países  ex- 
tranjeros, será  suficiente  la  observancia  exacta 
de  las  forinalidades  prevenidas  en  el  artícu- 
lo 644. 

En  la  redacción  del  contrato  á  la  gruesa 
se  hará  expresión: 

1.*     De  la  clase,  nombre  y  matrícula  del 
buque. 

2  .^    El  nombre ,  apellido  y  domicilio  del  Ca- 
pitán. 

8.*    Los  nombres,  apellidos  y  domicilios  del 
dador  y  tomador  del  préstamo. 

4.*     El  capital  del  préstamo   y  el  premio 
convenido 

5.*     El  plazo  del  reembolso. 

6.*     Los  efectos  hipotecados. 

7.*     El  Tiaje  por  el  cual  se  corra  el  riesgo. 
(C,  814.) 

Las  pólizas  de  los  contratos  ó  la  gruesa 
pueden  cederse  y  negociarse  por  endoso  es- 
tando extendidas  á  la  orden;  y  en  fuerza  del 
endoso  se  trasmiten  á  los  concesionarios  todos 
los  derechos  y  riesgos  del  dador  del  préstamo. 
{C.  815.) 

En  cuanto  á  la  cantidad  prestada,  podrá 
consistir,  no  solo  en  moneda  metálica,  sino  que 
también  en  efectos  propios  para  el  servicio  ó 
consumo  de  la  nave,  asi  como  para  el  comer- 
cio; pero  consistiendo  el  préstamo  en  especie, 
se  convendrá  por  las  partes  en  darle  un  valor 
determinado,  de  modo  que  en  último  caso  el 
préstamo  á  la  gruesa  se  verificará  siempre  en 
dinero.  (C,  816.) 

El  interés  ó  premio.es  esencial  en  este  con- 
trato; sin  esta  circunstancia  resultaría  un  con- 
trato gratuito,  y  sabido  es  que  esta  especie  de 
contratos  no  tienen  cabida  en  el  derecho  mer- 
cantil. 

No  existe  tasa  legal  en  los  intereses  deven- 
gados en  el  contrato  que  nos  ocupa,  porque  la 
esposicion  del  prestador  es  de  tal  cuantía  y  los 
riesgos  particulares  de  cada  caso  tan  varios, 
que  solo  el  interés  particular  de  los  contratan- 
tes puede  debidamente  valorarlos. 
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Según  opinión  de  ]*ardessus,  estos  intere- 
ses, por  más  que  generalmente  se  estipulen  en 
dinero,  nada  hay  que  impida  que  se  pacten  en 
efectos  comerciales.  La  cantidad  á  que  ascien- 
dan puede  ser  flja  ó  ¿  tanto  por  cada  mes  que 
dure  la  navegación,  ó  bien  una  parte  de  las 
ganancias  que  produzcan  los  efectos  sobre  que 
se  contrajo  el  préstamo. 

Bn  cuanto  á  los  objetos  sobre  que  el  prés- 
tamo se  b&ce,  han  de  estar  necesariamente  es- 
puestos á  riesgos  marítimos,  puesto  que  la  na- 
turaleza de  este  contrato  consiste  en  el  riesgo. 

Los  préstamos  á  la  gruesa  podrán  consti- 
tuirse conjunta  ó  separadamente  sobre  el  cas- 
co y  quilla  del  buque  y  sobre  las  velas  y  apa- 
rejos, sobre  el  armamento  y  vituallas  y  sobre 
las  mercaderías  cargadas.  Si  se  constituye  el 
préstamo  sobre  el  casco  y  quilla  del  buque,  se 
entienden  hipotecados  el  buque,  las  velas,  apa- 
rejos, armamento,  provisiones  y  los  fletes  que 
ganare  en  el  viaje.  ((7.,  828.) 

Para  que  tanto  el  buque  como  los  demás 
objetos  puedan  ofrecerse  en  el  préstamo  á  la 
gruesa  es  indispensable  que  no  estén  corriendo 
riesgo  al  tiempo  de  la  celebración  del  contra- 
to, y  que  no  hayan  sido  objeto  de  contrato  de 
seguro  alguno  pues  que  en  este  caso  desapa* 
rece  el  riesgo.  (C.,  827.) 

El  contrato  á  la  gruesa  no  podrá  pactarse 
sobre  fletes  no  devengados  ni  sobre  las  ganan- 
cias que  se  esperan  del  cargamento:  en  el  se- 
gundo caso  porque  en  el  acto  de  celebrar  el 
contrato  falta  objeto  sobre  que  pactarlo,  y  en 
el  primero  porque  exoneraría  de  interés  y  por 
lo  tanto  de  cuidado  á  las  personas  que  debían 
atender  al  buen  estado  de  las  mercaderías.  Por 
esta  misma  razón  tampoco  puede  hacerse  prés- 
tamo á  la  gruesa  á  la  tripulación  de  la  nave 
por  sus  salarios.  (C,  819  y  821.) 

Ko  es  lícito  tomar  ad  libitum  un  préstamo  á 
la  gruesa  aun  sobre  los  efectos  que  según  la 
ley  pueden  ser  objeto  de  él.  Sobre  el  cuerpo  y 
quilla  de  la  nave  no  podrá  tomarse  más  que 
las  tres  cuartas  partes  de  su  valor.  Sobre  el 
cargamento  podrá  tomarse  todo  el  valor  que 
tenga  en  el  puerto  donde  comenzó  á  correr  el 
riesgo,  y  no  mayor  cantidad.  La  razón  de  es- 
tas disposiciones  es  sencilla:  permitiéndose  to- 
mar á  la  gruesa  sobre  la  nave  todo  su  valor,  ó 
sobre  el  cargamento  el  que  tuviera  en  el  puer- 
to de  la  consignación,  ningún  interés  restaba 
á  los  que  tomasen  el  préstamo,  y  por  consi- 
guiente esta  circunstancia  podia  influir  de  un 
modo  harto  funesto  en  el  éxito  de  la  navega- 
ción. ((7.,  822.) 

El  préstamo  verificado  por  una  cantidad 
superior  á  las  indicadas  será  ineficaz  en  cuanto 
á  la  diferencia,  debiendo  devolverse  al  presta- 


dor, con  el  interés  legal  de  6  por  100  corres, 
pendiente  al  tiempo  que  haya  rstado  en  des- 
embolso de  ella.  Pero  probándose  que  el  toma 
dor  del  préstamo  usó  de  fraude  para  dar  un 
valor  exajerado  á  los  efectos  sobre  que  tomó  á 
la  gruesa,  pagará  el  interés  convenido  en  este 
que  corresponda  al  exceso  por  el  tiempo  suso- 
dicho. (C,  823.) 

La  circunstancia  más  característica  del 
préstamo  á  la  gruesa  es  la  exposición  de  par- 
te del  prestador  á  perder,  así  la  hipoteca  co- 
mo los  intereses  del  préstamo;  sin  esta  parti- 
cularidad el  contrato  no  pasarla  de  ser  un 
simple  contrato  de  préstamo.  Menester  era, 
por  lo  tanto,  que  la  ley  señalase  de  un  modo 
muy  explícito  los  casos  en  que  la  pérdida  de , 
los  objetos  sobre  que  se  contrajo  el  préstamo 
no  alterara  la  acción  del  prestador.  Con  efec- 
to, siempre  que  los  objetos  hipotecados  se  per- 
diesen por  vicio  propio  de  la  misma  cosa,  por 
dolo  ó  culpa  del  tomador,  por  baraterías  del 
Capitán  ó  de  la  tripulación,  ó  por  haberse  car- 
gado las  mercaderías  en  buque  distinto  del 
designado  en  el  contrato,  no  mediando  acci- 
dente de  fuerza  insuperable  que  hiciese  nece- 
saria la  traslación,  no  se  extinguirá  en  modo 
alguno  la  acción  del  prestador,  conservando 
en  cualquiera  de  estos  casos  integro  su  dere- 
cho al  reintegro  de  su  capital  y  réditos.  Tam  - 
poco  redundarán  en  perjuicio  suyo  los  acci- 
dentes que  ocurran  al  buque  por  emplearae  en 
el  contrabando.  (C,  832  y  833.) 

Sin  embargo  de  esto,  el  prestador  es  libre 
de  aceptar  sobre  sí  todos  ó  algunos  de  los 
riesgos  indicados,  pero  en  virtud  de  pacto  ex- 
preso. Creemos  que  esta  disposición  debe  te- 
ner sus  límites:  bien  puede  el  prestador  com- 
prometerse por  los  daños  que  las  cosas  expe  • 
rimenten  por  vicio  propio  ó  por  cargarse  en 
buque  distinto;  pero  de  ninguna  manera  por 
las  baraterías  de  la  tripulación  ó  por  culpa  ó 
dolo  del  tomador:  en  primer  lugar,  porque  se- 
ria contrario  siempre  á  sus  intereses;  en  se- 
gundo, porque  vendría  á  resultar  un  convenio 
basado  en  dolo  futuro,  convenio  que  según  los 
principios  de  derecho  es  inmoral. 

Hó  aquí  ahora  las  circunstancias  que  la  ley 
exige  que  se  expresen  en  todo  contrato  á  la 
gruesa:  1.*  La  clase,  nombre  y  matricula  del 
buque.  2."  El  nombre,  apellido  y  domicilio 
del  Capitán.  3."  Los  nombres,  apellidos  y  do- 
micilios del  dador  y  del  tomador  del  présta- 
mo. 4.*  El  capital  del  préstamo  y  el  premio 
convenido.  5.°  El  plazo  de  reembolso.  6/  Los 
efectos  hipotecados.  7.*  El  viajd  por  el  cual  se 
corra  el  riesgo. 

No  es  indispensable,  ni  siquiera  necesario 
que  el  contrato  á  la  gruesa  se  extienda  en  pó- 
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liza  &  favor  de  sageto  determinado:  semejan* 
te  docamento  puede  darse  k  la  orden,  y  en  tal 
caso  cederse  y  negociarse  por  medio  de  en- 
dosos. 

De  cualquier  modo  que  se  acepten  los  ries- 
gos, el  prestador  está  obligado  á  probar  bien 
y  debidamente  la  pérdida,  y  en  los  préstamos 
contraidos  sobre  el  cargamento  justificar  que 
« os  objetos  declarados  por  el  tomador  como  de 
préstamo  existían  realmente  en  la  nave,  em* 
b  arcados  de  su  cuenta  y  que  corrieron  los 
riesgos. 

No  dice  la  ley,  aunque  casi  puede  asegu- 
rarse que  sí,  si  el  prestador  podrá  librarse  por 
pacto  especial  de  alguno  de  los  riesgos  C3m- 
prendidos  en  el  contrato  por  regla  general,  es 
decir,'  riesgos  de  mar,  piratas,  fue^o,  etc. 
(a.  831.) 

Por  los  que  mira  á  la  época  en  que  el  pres- 
tador ha  de  correr  el  riesgo,  no  pactándose 
con  especialidad,  se  entiende  que  comienza 
desde  el  momento  en  que  el  buque  se  hizo  á 
la  vela,  si  el  préstamo  se  contrajo  sobre  la  na- 
ye  ó  sus  agregados,  hasta  que  ancle  y  quede 
fondeado  en  el  puerto  de  su  destino,  y  si  se 
contrajo  sobre  las  mercaderías,  desde  que  se 
carguen  en  la  playa  del  puerto  de  la  expedi- 
ción hasta  que  se  descarguen  en  el  de  la  con- 
signación. (C,  835.) 

Hemos  dicho  las  circunstancias  particula- 
res de  este  préstamo;  réstanos  decir  las  obli- 
gaciones que  contrae  el  tomador  de  un  presta- 
mo  á  la  gruesa  y  los  caeos  en  que  procede  la 
rescisión  de  este  contrato. 

Gomo  quiera  que  es  circunstancia  precisa 
del  préstamo  á  la  gruesa  extinguirse  las  ac- 
ciones del  prestador  una  vez  perdida  la  cosa 
sobre  que  el  préstamo  se  contrató,  se  sigue 
que  las  obligaciones  del  tomador  variarán  se- 
gún se  efectué  la  pérdida  susodicha,  acontez- 
can averias  en  la  nave  ó  en  el  cargamento,  ó 
lleguen  por  ultimo  á  buen  puerto  sin  acciden- 
te alguno. 

Examinemos  lo  que  sucede  en  cada  uno  de 
estos  casos. 

Acaeciendo  naufragio  ú  otro  accidente  de 
que  resulte  la  pérdida  total  ó  parcial  de  las  co- 
sas afectas  al  préstamo ,  no  procederá  derecho 
contra  el  prestador,  á  no  mediar  alguna  de  las 
causas  que  corren  á  cargo  del  tomador :  si  la 
pérdida  fuese  parcial,  percibirá  el  prestador  la 
cantidad  que  produzcan  los  efectos  salvados, 
deducidos  los  gastos  causados  para  ponerlos  á 
salvo.  (C.  836.) 

Si  el  buque  arribare  al  puerto  de  consigna- 
ción, pero  hubiese  experimentado  averia,  ó  el 
cargamento,  los  prestadores  á  la  gruesa  sopor- 
tarán ,  á  prorata  de  su  respectivo  interés ,  las 


averias  comunes  que  ocurran  en  los  casos  so- 
bre que  se  hizo  el  préstamo. 

Últimamente,  si  el  buque  llega  á  buen 
puerto,  y  los  efectos  sobre  que  el  préstamo  se 
contrajo  no  han  sufrido  averia  ni  menoscabo, 
la  obligación  del  tomador  es  satisfacer  íntegra- 
mente el  capital  é  intereses  al  plazo  estípula- 
do,  ó  en  su  defecto ,  al  que  ya  conocemos.  Lo 
propio  sucederá  aun  cuando  perezcan  \oú  efec- 
tos, si  la  pérdida  no  debe  correr  á  cargo  del 
prestador. 

Habiendo  demora  en  el  pago ,  éste  tendrá 
derecho  al  rédito  mercantil  que  corresponda  al 
capital ,  sin  incluir  los  premios.  ((7. ,  834.) 

Estas  son  las  obligaciones  que  pesan  sobre 
el  tomador  del  préstamo  y  los  casos  generales 
que  pueden  ocurrir  acerca  de  este  particular. 

La  rescisión  procede  en  este  contrato ,  co- 
mo es  consiguiente ,  cuando  deja  de  llenarse 
alguna  de  las  condiciones  esenciales  que  le  ca- 
racterizan. 

Asi,  se  rescindirá  cuando  las  cosas  afectas 
al  préstamo  no  corran  riesgo,  bien  por  no  em- 
prender el  viaje,  bien  por  dirigirse  la  nave  á 
puerto  distinto  del  indicado  en  el  contrato ,  ya 
por  cargarse  los  efectos  en  buque  distinto  del 
estipulado,  ya  por  ser  otras  las  mercaderías 
que  las  pactadas. 

Tomando  prestada  una  cantidad,  y  no  pu- 
diéndose emplear  por  completo  en  cargar  la 
nave,  se  rescindirá  el  contrato  en  cuanto  á  la 
parte  sobrante,  entendiéndose  lo  mismo  res- 
pecto de  los  efectos  que  no  pudiesen  cargarse. 

Las  cantidades  en  que  excediere  el  présta- 
mo se  devolverán  con  el  rédito  correspondien- 
te al  tiempo  que  el  prestador  haya  estado  en 
desembolso  de  ellas.  ((7.,  824.) 

GBUJB8A  avería.  Véase  Averías. 

GRUMETES.  Marineros  clasificados  hoy 
de  segunda  clase  para  el  servicio  de  los  buques 
de  guerra. 

Para  proveer  á  la  marina  del  Estado  de 
grumetes  ó  marineros  de  segunda  clase,  el  ar- 
ticulo 47,  lib.  4.^  de  las  Ordenanzas  de  ma- 
tricula prescribía  lo  siguiente: 

«Se  admitirán  con  preferencia  los  matricu- 
lados á  los  terrestres  voluntarios;  y  no  bas- 
tando, con  gente  de  leva  honrada;  y  en  tiem- 
po de  guerra  se  proveerá  dicha  clase  por  el 
mismo  sistema  que  el  ejército.» 

Suprimidas  las  matrículas  de  mar  por  la 
ley  de  22  de  Marzo  de  1873,  la  inscripción 
marítima  es  voluntaria.  No  obtante,  debemos 
consignar  lo  que  prescribía  la  R9al  orden  de 
8  de  Noviembre  de  1829,  y  es  que  «los  agre- 
gados al  pilotaje  en  los  buques  de  guerra  de- 
bían entrar  con  plaza  de  grumetes,))  hoy  ma-' 
rineros  de  segunda  dase. 
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GUABDA- COSTAS.  Por  Real  decreto  de 
6  de  Agosto  de  1856  se  organizó  el  servicio 
especial  de  guardar  nuestras  costas,  que  pres- 
ta  la  armada  nacional,  señalándose  el  numero 
y  clase  de  baques  destinados  al  mismo,  los 
trozos  en  que  se  dividirían,  y  las  atribuciones 
que  sobre  ellos  debían  corresponder  á  las  Au- 
toridades militares  ó  á  las  de  Hacienda. 

Divididas  las  costas  de  la  Península  en  tres 
departamentos  marítimos,  que  son  Cádiz,  Fer- 
rol y  Cartagena,  el  primero  se  divide  igual- 
mente en  tres  secciones  de  guarda-costas,  que 
son  Cádiz,  Algeciras  y  Málaga:  el  segundo, 
Ferrol,  Santander  y  Vigo;  y  el  tercero,  Ali- 
cante, Valencia,  Barcelona,  Baleares  y  Carta- 
gena. Los  Comandantes  de  estas  secciones  son 
los  de  marina  de  los  mismos  pantos,  teniendo 
cada  uno  de  ellos  para  el  mando  de  las  fuer- 
zas sutiles  de  que  disponen  un  vapor  ó  goleta 
de  bélice,  que  es  el  que  entiende  en  el  servi- 
cio que  prestan  y  organización  y  reparaciones 
que  puedan  necesitar. 

El  departamento  de  Cádiz  tiene  un  vapor 
de  ruedas,  dos  goletas  de  bélice  y  28  escam- 
pavías. El  del  Ferrol,  dos  goletas  de  hélice  y 
12  embarcaciones  menores,  ó  sean,  dos  escam- 
pavías, cuatro  trincaduras  y  seis  lanchas.  El 
de  Cartagena,  tres  vapores  de  ruedas,  una  go- 
leta de  hélice  y  88  escampavías. 

Los  vapores  de  ruedas  son  de  los  que  no 
tienen  aplicación  en  la  marina  de  guerra,  y 
los  hay  de  120,  200  y  350  caballos  de  fuer- 
za; montan  dos  cañones  de  á  32  los  más  chi- 
cos, y  los  otros  tienen  hasta  cuatro,  dos  de  68 
y  dos  de  32.  El  aparejo  de  estos  buques  es  el 
de  goletas  de  velacho  y  de  dos  gabias  los  ma- 
yores; están  mandados  por  unciales  de  la  ar- 
mada,  y  sus  tripulaciones  pertenecen  también 
á  la  marina  militar,  con  el  mismo  régimen  que 
los  baques  de  ella. 

Las  goletas  de  hélice  son  de  fuerza  de  80 
caballos,  con  dos  colisas  de  68  y  32,  y  tanto 
en  unas  como  en  otras  tienen  el  armamento  de 
carabinas,  sables,  cuchillos  y  hachuelas  igual 
al  de  la  armada.  Las  dimensiones  de  éstas, 
aproximativamente,  son  de  unos  180  pies  de 
eslora,  24  de  manga  y  12  de  puntal,  y  la  ca- 
bida más  de  100  toneladas.  Su  aparejo  es  de 
goleta  de  tres  palos,  unas  con  dos  gabias  y 
otras  con  ana  sola  (el  velacho),  con  un  andar 
á  máquina  sola  que  apenas  llegan  á  ocho  mi- 
llas, y  con  aparejo  y  máquina  hacen  basta  10 
millas  por  hora.  Están  tripuladas  en  unos  50 
á  80  hombfes  en  todos,  y  sus  máqainas  son 
las  ordinarias  que  se  usan  en  todas  las  mari- 
nas, pero  son  unas  de  fábrica  inglesa  y  otras 
hechas  en  el  Ferrol. 

Las  escampavías  guarda-costas  son  anos 


faluchitos  de  unos  40  á  45  pies  de  eslora,  10 
á  12  de  manga  y  cuatro  á  cinco  de  puntal: 
tienen  16  hombres  de  tripulación,  incluso  el 
patrón,  y  armamento  de  carabinas,  y  algunas 
llevan  cañoncitos  de  bronce,  ó  sean  pedreros. 

El  servicio  que  prestan  estas  fuerzas  es  vi- 
gilar las  costas  y  el  mar  territorial;  celan  su 
respeto  é  inviolabilidad,  y  persiguen  el  con* 
trabando,  asegurando  el  cumplimiento  de  las 
leyes  sobre  navegación  y  pesca. 

Las  escampavías  están  constantemente  en 
la  mar,  vigilando  cada  una  un  trozo  de  ésta, 
que  se  madan  por  meses,  y  los  vapores  y  go- 
letas salen  una  vez  al  mes,  ó  antes  si  se  tienen 
noticias  de  amagos  de  contrabando,  ó  si  hay 
que  sostener  algún  crucero  sobre  un  punto 
dado  para  evitar  otro  género  de  desembarco  ó 
perseguir  al  que  pueda  haber  faltado  al  respeto 
á  nuestras  costas. 

En  el  dia  (Diciembre  de  1871]  están  man- 
dadas construir  más  cañoneras  para  desarmar 
las  escampavías,  las  que  tendrán  máqainas  de 
40  caballos  y  un  cañón  giratorio  de  á  100. 

GUABOIA  OZVIL.  Cuerpo  especial  des* 
tinado. á  proveer  al  buen  orden,  á  la  seguridad 
pública  y  á  la  protección  de  las  personas  y  de 
las  propiedades  fuera  y  dentro  de  las  pobla- 
ciones. 

Depende  del  Ministerio  de  la  Guerra  por  lo 
concerniente  á  su  organización,  personal,  dis- 
ciplina, material  y  percibo  de  sus  haberes;  y 
del  de  la  Gobernación  del  Reino  en  lo  tocante 
á  su  servicio  y  acuartelamiento. 

La  Guardia  civil  tiene  por  objeto: 
1.°    La  conservación  del  orden  publico. 
2.°    La  protección  de  las  personas  y  las 
propiedades  fuera  y  dentro  de  las  poblaciones. 
3.^     El  auxilio  que  reclamen  las  leyes. 

Cuando  lo  permita  el  servicio ,  podrá  em- 
plearse la  Guardia  civil ,  como  auxiliar  ,  eu 
cualquiera  otro  servicio  público  que  reclame  la 
intervención  de  la  fuerza  armada.  (Reglamen- 
to de  9  de  Octubre  de  1844.) 

GUABDIA  EN  BUQUES  DE  QUEB-- 
RA.  Los  artículos  11  y  12,  tít.  14,  trat.  8.*  de 
las  Ordenanzas  de  la  armada^  y  el  40,  tít.  3.*, 
trat.  5.*  de  las  Ordenanzas  generales  de  la  ar^ 
mada,  previenen  que  la  tropa  de  guardia  esté 
á  las  exclusivas  órdenes  del  OQcial  que  la  man- 
da; fija  el  lugar  en  que  debe  dormir;  no  per- 
mite se  desnuden,  y  si  solo  se  quiten  la  casaca 
en  verano,  é  impone  la  pena  de  cepo  y  grillos 
al  que  se  apartare  del  sitio  de  la  guardia* 

El  Oñcial  de  guardia  está  obligado  á  ase- 
gurar los  delincuentes,  bajo  pena  de  privación 
de  empleo;  pero  si  justificare  ser  la  culpa  de 
sus  inferiores,  quedará  libre  y  .se  impondrá  á 
éstos  la.  misma  pena  que  al  preso,  si  contri* 
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bayeran  dolosamente  á  la  evasión,  y  se  les 
castigará  con  pena  arbitraria  si  solo  hubo  omi- 
sión, segan  el  art.  23,  tit.  4.*,  trat.  5.*  de 
las  Ordenaiuas  d$  la  armada. 

Por  vía  de  castigo  no  puede  imponerse  al 
soldado  el  que  haga  guardias  seguidas  sin  in* 
termedio,  según  el  art.  41,  tit.  3.*,  trat.  5.* 
de  las  Ordenamos  generales  de  la  armada, 

GUABDIA  ITAOIONAL.  Véase  Milicia 
Nacional. 

QtTABBNTIGIO.  Adjetivo  que  se  aplica 
al  contrato,  escritura  ó  cláusula  de  ella  en  que 
se  da  poder  á  las  Justicias  para  que  la  hagan 
cumplir  y  ejecuten  al  obligado  como  por  sen- 
tencia pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada. 
Bsta  cláusula  gnarerUicia  la  van  desterrando 
los  Escribanos  de  sus  escrituras,  y  los  que  la 
ponen  lo  hacen  por  costumbre  y  sin  noticia  de 
los  interesados. 

GUBERNATIVO  ,  GUBERNATIVA. 
Propio  del  Gobierno  ó  referente  á  él. 

GUEBBA.  La  mayor  parte  de  los  publi* 
cistas  opinan  que  para  la  justicia  de  la  guerra 
no  basta  que  tengamos  un  motivo  fundado  de 
queja,  y  que  se  nos  haya  rehusado  la  satisfac- 
ción competente ,  ni  para  su  legitimidad  que 
la  autorice  el  Soberano.  Según  ellos,  debemos 
además  declarar  la  guerra,  esto  es,  intimar 
pública  y  solemnemente  á  la  Nación  ofensora 
que  vamos  á  recurrir  al  ultimo  remedio,  á  em- 
plear la  fuerza  para  reducirla  á  la  razón.  Otros 
sostienen  que,  demandada  la  satisfacción  y 
rehusada  por  nuestro  adversario,  no  necesita- 
mos ninguna  otra  formalidad  para  apelar  á 
las  armas.  Otros  afirman  que  la  guerra  está 
en  la  naturaleza  de  las  cosas;  y  asi  como  ella 
existe  en  el  mundo  físico,  que  no  vive  sino  por 
la  oposición,  asi  también  existe  en  la  historia, 
que  no  se  desarrolla  sino  por  la  lucha. 

Algunos  también  han  preguntado  por  qué 
Qrocio  intituló  su  libro  De  jura  belli^  cuando 
más  de  la  mitad  está  consagrado  á  la  exposi- 
ción del  derecho  natural.  Por  una  razón  muy 
sencilla;  esto  es,  porque  la  guerra  era  la  idea 
fundamental  de  su  libro.  Bl  espectáculo  en 
medio  del  cual  vivia  Qrocio  le  habla  inspira- 
do el  designio  de  escribir  la  teoría  de  ese  de- 
recho de  la  guerra,  del  cual  hacia  la  Buropa 
un  uso  tan  terrible:  contemporáneo  de  Tilly  y 
de  Mansfeld,  quiso  hacer  intervenir  el  derecho 
en  medio  de  aquellos  caudillos;  logró  su  obje- 
to, porque  su  obra  hizo  las  delicias  de  Gustavo 
Adolfo.  ¡La  guerra,  la  guerra!  Bso  es  lo  que 
hace  profunda  impresión;  y  cuando  habla  del 
derecho  natural  muy  largamente,  parece  como 
que  le  trata  episódicamente  bago  su  terrible 
lema  De  jwre  belli  ac  pacte. 

Llámase  guerra  piblica^  dice  Pando,  la  que 


se  hace  entre  Naciones;  y  guerra  privada  la 
que  se  hace  entre  particulares.  Desde  el  esta- 
blecimiento de  la  sociedad  civil,  el  derecho  de 
hacer  la  guerra  pertenece  exclusivamente  al 
Soberano,  y  los  particulares  no  pueden  ejer- 
cerle siáb  cuando  privados  de  la  protección 
del  cuerpo  social  la  naturaleza  misma  les  au- 
toriza á  repulsar  una  injuria  por  todos  los 
medios  posibles. 

No  hay,  pues,  guerra  legitima  sino  la  que 
se  hace  por  la  Autoridad  soberana.  La  Consti- 
tución del  Bstado  determina  cuál  es  el  órga- 
no de  la  soberanía  á  quien  compete  declarar  y 
hacer  la  guerra.  Pero  esta  facultad ,  como  to- 
das las  otras,  reside  originariamente  en  la  Na- 
ción. De  aquí  es  que  toda  guerra  nacional  se 
considera  como  legítima ,  aunque  no  se  haya 
declarado  y  ordenado  por  la  autoridad  consti- 
tucional competente.  La  guerra  que  declara- 
ron las  provincias  de  nuestra  Bspaña  á  José 
Napoleón,  sostenido  por  las  armas  del  Imperio 
francés,  tuvo  un  carácter  incontestable  de  le- 
gitimidad, sin  embargo  de  haberle  faltado  el 
pronunciamiento  de  todos  los  órganos  recono  • 
cidos  de  la  soberanía. 

Martens  no  sienta  á  la  verdad  sobre  este 
punto  nada  que  sea  decididamente  contrario  á 
los  principios  del  derecho  público;  pero  dicien- 
do que  «pertenece  al  derecho  público  de  cada 
Bstado  el  determinar  en  qué  manos  deba  depo- 
sitarse el  derecho  de  declarar  la  guerra,»  pa- 
rece que  indica  este  autor  el  que  existen  va- 
rias autoridades ,  entre  las  cuales  sea  lícito  al 
legislador  escoger  aquella  á  quien  confiarse 
deba  el  ejercicio  de  este  derecho. 

Con  el  objeto  de  impedir  que  los  jóvenes 
deduzcan  falsas  consecuencias  de  esta  doctri- 
na, dice  Pando  quo  aprovecha  esta  ocasión 
para  observar  que  los  publicistas  han  cometi- 
do un  error  grav j  ,  confundiendo  la  declaración 
de  guerra  con  la  decisión  por  medio  de  la  cual 
se  resuelve  la  guerra:  dos  funciones  absoluta- 
mente distintas;  porque  la  decisión  de  hacer  la 
guerra,  por  el  mero  hecho  de  crear  una  multi- 
tud de  deberes  á  la  carga  de  los  ciudadanos, 
no  puede  tener  lugar  sino  por  medio  de  una 
ley,  y  por  consiguiente,  en  una  Monarquía  re- 
presentativa no  puede  ser  sino  obra  de  las 
tres  ramas  del  Poder  legislativo. 

Las  causas  de  la  guerra  son  de  dos  espe- 
cies: rosones  juslijlcativas  y  motivos  de  convenien^ 
da.  Bl  fin  legítimo  de  la  guerra  es  impedir 
ó  repulsar  una  injuria,  obtener  su  reparación, 
y  proveer  á  la  seguridad  futura  del  injuriado, 
escarmentando  al  agresor.  Por  consiguiente, 
las  razones  justificativas  se  reducen  todas  á  in- 
jurias inferidas  ó  manifiestamente  amagadas 
(entendiendo  siempre  por  injuria  la  violación 
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de  uü  derecho  perfecto),  y  á  la  imposibilidad 
de  obtener  la  reparación  ó  seguridad  sino  por 
medio  de  las  armas. 

En  general,  toda  guerra  es  legitima  cuan- 
do tiene  por  objeto  repeler  la  fuerza  con  la 
fuerza,  ü  obligar  al  otro  Estado  á  llenar  sus 
deberes  hacia  nosotros,  cuando  rehusa  hacerlo 
de  buen  grado.  Pero  para  llegar  á  estos  medios 
extremos,  en  la  segunda  suposición,  es  me* 
nester  que  los  inconvenientes  que  resultan  de 
la  negativa  que  deben  servir  de  motivo  ¿  la 
guerra,  sobrepujen  á  los  males  probables  que 
han  de  ser  consecuencia  de  un  rompimiento. 

No  hay  guerra  legitima  sino  la  que  se  hace 
por  la  Autoridad  soberana,  y  la  Constitución 
del  Estado  determina  cuáil  es  el  órgano  de  la 
soberanía  á  quien  compete  declarar  y  hacer  la 
guerra. 

Antes  ó  después  de  comenzar  la  guerra, 
suelen  los  beligeraotes  publicar  una  exposi- 
ción de  las  causas  justificativas  de  ella,  seme- 
jante á  los  alegatos  que  tejen  los  Abogados 
para  presentar  el  aspecto  favorable  de  la  causa 
que  defienden.  Estos  manifiestos  van  á  veces 
incorporados  en  la  declaración  misma,  y  son 
contestados  y  refutados  por  contra-manifiestos 
de  la  parte  contraria.  Suele  también  el  mani- 
fiesto ó  la  declaración  contener  las  órdenes  ge- 
nerales que  el  Soberano  da  á  sus  subditos  re- 
lativamente á  las  operaciones  hostiles;  mas  el 
objeto  principal  del  primero  es  concillarnos  la 
opinión  de  los  otros  Estados,  haciendo  patente 
la  justicia  de  nuestra  causa.  Apenas  es  nece- 
sario advertir,  dice  Pando,  que  el  lenguaje  de 
estos  documentos  debería  ser  noble  y  decoro- 
so; porque  una  Nación  culta  no  olvida  jamás, 
ni  aun  con  relación  al  enemigo,  el  respeto  que 
á  si  misma  y  &  las  otras  debe  manifestar. 

La  guerra  pone  fin  á  todo  trato,  á  toda 
comunicación  entre  los  beligerantes;  y  no  solo 
suspende  la  ejecución  de  los  pactos  existentes, 
sino  que  hace  de  todo  punto  nulos  aquellos 
que  los  particulares  de  las  dos  Naciones,  sin 
permiso  expreso  de  los  respectivos  Soberanos, 
celebren  entre  si  durante  la  guerra. 

El  derecho  de  la  guerra,  como  juiciosamen- 
te observa  Reyneval,  estriba  en  esta  máxima 
fundamental  y  sagrada:  Haced  á  vuestro  enemi- 
go  el  mal  que  sea  necesario  para  obligarle  á  ser 
justo,  pero  nada  más.  La  guerra  es  siempre  una 
serie  encarnizada  de  violentos  actos,  de  ter* 
ribles  hechos,  en  que  se  cuentan  por  nada 
las  preciosas  vidas  de  millares  de  valientes 
con  tal  que  prevalezcan  los  intereses  legítimos 
ó  bastardos,  las  pretensiones  justas  ó  ilegales 
de  uno  de  los  dos  campos  beligerantes,  ó  los 
de  algunos  aliados  formando  causa  común. 
¡Cuan  justa  es  esta  máxima  de  Richelieu: 
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«Deposez  Tópée;  les  États  peuvent  étre  aanver 
»sans  elle;  entre  les  mains  d*hommes  vraiment 
»grands,  la  plume  est  plus  puissant  qne  Tépée!» 
Según  Montesquieu,  el  derecho  de  la  guer- 
ra deriva  de  la  necesidad  y  del  derecho  rígido. 
Si  los  que  dirigen  la  conciencia  publica  ó  los 
consejos  de  los  Principes  no  saben  contenerse 
en  los  limites  de  la  prudencia,  todo  se  perde- 
rá. Cuando  predominan  derechos  de  arbitra- 
riedad, de  gloria,  de  amor  propio  ó  de  pura 
utilidad,  la  tierra  entonces  se  inunda  de  ar- 
royos de  sangre,  y  la  felicidad  desaparece  de 
los  pueblos.»  La  guerra  es  y  será  siempre  la 
mayor  de  las  calamidades,  y  la  ruina  más  com- 
pleta de  las  poblaciones,  ciiyo  seno  destroza  y 
aniquila.  La  guerra,  no  obstante,  es  hítelo  Po- 
der  judicial  que  existe  entre  las  Naciones;  pero 
esta  discusión,  que  solo  la  fuerza  resuelve, 
conforme  Cicerón,  ve  infinitas  calamidades 
marchar  en  pos,  y  un  cortejo  doloroso  de  per- 
turbaciones y  de  disgustos  internacionales. 
Ella  ejerce  sobre  la  industria  las  consecuen- 
cias más  fatales,  asi  como  sobre  el  comercio 
y  la  prosperidad  de  los  pueblos.  Ningún  So- 
berano que  sea  sabio,  filósofo,  legislador,  pro- 
tector de  las  artes,  administrador  ilustrado, 
podrá  jamás  decidirse  á  emprender  una  guer- 
ra por  causas  leves.  Debe  tener  siempre  pre- 
sente ante  todo  los  grandes  intereses  del  Es- 
tado, la  independencia  de  la  Nación,  su  segu- 
ridad, si  se  desconocen  sus  verdaderos  dere- 
chos, si  su  honor  se  ve  humillado,  si  se  le  nie- 
ga toda  clase  de  satisfacción,  y  entonces  se 
comprenden  las  verdaderas  y  poderosas  razo- 
nes para  hacer  la  guerra,  ante  la  cual  se  so- 
meten los  derechos  6  intereses  individuales. 

La  declaración  ó  estado  de  guerra  entre 
Naciones  constituye  de  hecho  la  suspensión  de 
las  transacciones  mercantiles,  en  cuanto  á  que 
los  buques  de  las  partes  beligerantes  pueden 
ser  apresados  unos  por  otros.  Según  Pardessas, 
si  las  hostilidades  principian  y  son  notorias, 
el  apresamiento  reciproco  de  las  naves  entre 
las  Naciones  en  guerra  es  un  hecho  recono- 
cido. 

Bayneval  dice:  a  El  estado  de  guerra  des- 
truye la  libertad  de  los  mares  respecto  á  las 
Naciones  en  guerra;  pero  no  es  lo  mismo  res- 
pecto á  las  neutrales.  El  uso  libre  del  mar  les 
queda  á  éstas;  pero  las  Potencias  beligerantes 
están  autorizadas  á  incomodar  la  navegación 
de  las  neutrales,  en  tanto  cuanto  puedan  ser- 
les perjudicial. 

El  derecho  de  la  guerra  pertenece  á  todo 
Estado  soberano,  libre  é  independiente. 

Nada  diremos  de  las  guerras  civiles,  que 
rompen  los  lazos  más  caros  de  las  familias  y 
dejan  en  pos  odios  y  rencores;  ni  de  las  guerras 
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de  religión^  que  son  las  más  injustas  de  todas, 
no  solo  por  la  causa  que  las  origina,  sino  por 
los  medios  crueles  que  en  ellas  se  han  emplea- 
do siempre,  tan  inütiles  por  sus  resultados, 
cuanto  por  los  mártires  que  se  inmolan. 

GUIA.'  El  despacho  de  la  Aduana  que  lle- 
vaba consigo  el  que  trasportaba  algunos  gé- 
neros para  acreditar  su  legitima  entrada  y  la 
satisfacción  de  los  derechos,  á  fin  de  que  no  se 
los  detuviesen  ni  decomisasen. 

Según  el  art.  173  de  las  Ordenanzas  de 


Aduanas  de  1870,  el  trasporte  de  mercado  • 
rías  de  un  punto  á  otro  del  territorio  español 
es  libre,  con  sujecio;i  ¿  ciertas  reglas.  Véase 
Circulación  de  mercaderías. 

GUID09  DE  LA  MSB.  Código  antiguo 
ó  colección  de  costumbres  marítimas  y  de 
principios  que  regulaban  los  contratos  mari* 
timos  de  los  siglos  XIV  y  XV,  y  que  á  pesar 
de  su  lenguaje  desaliñado  é  incorrecto,  es  muy 
apreciable  por  la  sabiduría  de  las  leyes  que 
contiene.  Véase  Letes  marítimas. 
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HABEAS  COBPXJS.  Acta  de  la  legisla- 
ción inglesa,  cuya  principal  disposición  es  el 
acordar  á  todo  preso  en  la  mayor  parte  de  las 
causas  judiciales  su  libertad,  bajo  fianza  y 
obliga'^ion  de  presentarse  ante  la  justicia  cuan- 
do sea  requerido  por  la  misma.  Este  derecho, 
tan  disputado  en  diferentes  ocasiones,  fué  de- 
finitivamente regularizado  bajo  el  reinado  de 
Carlos  n,  conforme  el  MU  promulgado  en  1680. 
Según  Blackstone,  la  doctrina  que  forma  la 
base  de  esta  ley  tiene  la  misma  antigüedad  que 
loa  primeros  elementos  de  la  Constitución  de 
Inglaterra,  y  ella  fué  trasmitida  de  generación 
en  generación  desde  tiempos  muy  remotos. 
Luego  dice  que  lo  que  da  más  esplendor  á  las 
leyes  inglesas  es  el  haber  definido  con  admira- 
ble claridad  las  circunstancias,  causas,  razón 
de  ser  y  grado  legal  de  la  prisión  de  un  ciu- 
dadano. 

No  obstante  las  disposiciones  consignadas 
en  la  Magna  Charta^  y  confirmadas  por  una 
no  interrumpida  serie  de  Estatutos  publicados 
do^nte  el  reinado  de  Eduardo  III,  el  Habeos 
Corpus  ha  sido  atacado  diferentes  veces  en  In- 
grlaterra/principalmente  bigo  el  gobierno  des- 
X)ótico,  aunque  titulado  glorioso,  de  Isabel. 
Después  fué  suspenso  por  razones  de  Estado  y 
seguridad  publica:  cuando  la  invasión  de  los 
jacobites  en  1720,  por  Jorge  I;  cuando  las 
g-aerras  contra  la  revolución  francesa,  por  Pitt; 
y  últimamente  cuando  la  conspiración  fenia^ 
na;  pero  pasado  el  peligro,  el  Parlamento  ha 
hecho  respetar  siempre  tan  preciosa  garantía 
individual. 

El  Presidente  Grant  de  la  República  mode- 
lo de  los  Estados-Unidos  suspendió|  también  el 
fvrií  de  Habeos  earpns  el  año  de  1871  en  nueve 
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condados  de  la  Carolina  del  Sur,  á  causa  de  los 
desmanes  cometidos  por  la  sociedad  de  los  Ka^ 
klux.  Véase  Garantías  constitucionales. 

HABEB  Ó  DATA.  Título  que  se  pone  en 
la  hoja  derecha  de  crédito  en  cada  cuenta 
abierta  en  el  libro  mayor  de  los  negociantes. 
Véase  Contabilidad  mercantil. 

HABEB  Á  UNO  POB  COIVPESO.  Re- 
putar y  declarar  por  confeso  al  que  después  de 
notificada  la  demanda  no  comparece  dentro 
del  término  prescrito  por  la  ley. 

HABEBES  PASIVOS.  La  necesidad  de 
reformar  la  antigua  legislación  para  ponerla 
de  acuerdo  con  el  art.  26  de  la  Constitución 
de  1869,  por  el  que  todo  español  está  faculta- 
do para  salir  libremente  del  territorio  y  tras- 
ladar su  residencia  y  haberes  á  .país  extranje- 
ro, salvo  el  caso  de  incapacidad  legal  y  las 
obligaciones  de  contribuir  al  servicio  militar  ó 
al  mantenimiento  de  las  cargas  públicas,  y  á 
fin  de  alejar  todo  género  de  dudas  en  materia 
que  tanto  importa  á  las  clases  pasivas,  el  Be- 
gente  del  Reino,  con  fecha  9  de  Julio  de  1869, 
decretó  lo  siguiente: 

((Articulo  1.*  De  conformidad  con  el  ar- 
tículo 26  déla  Constitución,  ningún  perceptor 
de  haber  pasivo,  por  si  ó  por  sus  causantes, 
tiene  necesidad  de  solicitar  ni  obtener  del  Mi- 
nisterio de  Hacienda  licencia  para  trasladarse 
al  extranjero,  permanecer  en  él  y  cobrar  en 
Bspaña  el  haber  que  le  esté  reconocido. 

Los  clasificados  por  el  Ministerio  de  la 
Querrá  se  regirán  por  las  reglas  que  el  mismo 
haya  acordado  ó  acuerde. 

Art.  2.^  Así  los  procedentes  de  carreras  ci- 
viles como  los  pertenecientes  al  ramo  de  Guer- 
ra, quedan  obligados  á  dar  conocimiento  al 

35 


HAB 


—  274  — 


HAB 


y 


Ministerio  de  Haeienda,  por  escrito  de  su  pro- 
pio puño  y  letra,  del  dia  en  que  salen  de  6s* 
paña  y  punto  k  que  se  dirigen,  para  el  solo 
efecto  de  que  las  encinas  dependientes  del  mis- 
mo puedan  llenar  los  deberes  que  una  gestión 
bien  ordenada  les  impone.  Los  que  actualmen- 
te se  encuentran  en  el  extranjero  están  com- 
prendidos en  este  articulo. 

Art.  3.^  Quedan  en  su  fuerza  y  yigor  las 
disposiciones  dictadas  hasta  el  dia  acerca  de  la 
manera  de  justificar  su  existencia  y  aptitud 
legal  los  perceptores  de  haber  pasivo  y  resi- 
dentes en  el  extranjero,  y  se  faculta  al  Minis- 
tro de  Hacienda  para  que  las  amplíe  si  con  mo- 
tivo del  mencionado  precepto  constitucional  lo 
juzga  necesario,  procurando  conciliar  la  letra 
y  espíritu  de  éste  con  la  exacta  inversión  de 
los  fondos  públicos. 

Art.  4."  El  Ministro  de  Hacienda  queda 
facultado  para  expedir  las  instrucciones  con- 
ducentes para  el  cumplimiento  de  este  decre- 
to. » {Q^eind^X  10  de  Junio  de  1869,  nüm.  191.) 

INSTRUCCIÓN 
para  llevar  á  efecto  el  anterior  decreto. 

Artículo  1.*  Desde  la  publicación  del  de- 
creto de  S.  A.  el  Regente  del  Reino  de  9  de 
Julio  último,  se  considerarán  ilimitadas  las  li- 
cencias concedidas  por  el  Ministerio  de  Hacieu- 
da  á  los  individuos  pertenecientes  á  las  clases 
pasivas  del  Tesoro  que  las  obtuvieron  para  re- 
sidir en  el  extranjero  y  cobrar  su  asignación 
en  España. 

Art.  2.*  Desde  la  misma  fecha,  los  que  de- 
seen trasladarse  y  fijar  su  residencia  fuera  de 
la  Nación  no  necesitarán  para  percibir  los  ha- 
beres que  tengan  consignados  en  el  Reino  so- 
licitar ni  obtener  del  Ministerio  de  Hacienda 
la  autorización  que  exigía  el  art.  27  de  la  ley 
de  presupuestos  de  26  de  Ma^^o  de  1835  y 
disposiciones  posteriores. 

Art.  3.*  Los  comprendidos  en  los  dos  ar- 
tículos precedentes,  para  poder  ejercitar  el  de- 
recho que^se  les  concede  en  armonía  con  la 
base  26  de  la  Constitución,  deberán  llenar  los 
requisitos  siguientes :  los  primeros  participar 
al  Ministerio  de  Hacienda  el  punto  de  su  resi- 
dencia, y  los  segundos  el  dia  de  su  salida  de 
España  y  á  dónde  se  dirigen.  Al  efecto  unos  y 
otros  remitirán  al  mismo  Ministerio  oficios  ex- 
tendidos de  su  puño  y  letra,  ó  por  sus  cura- 
dores cuando  fuesen  menores  de  edad,  expre- 
sando en  ellos  sus  nombres  y  apellidos  paterno 
y  materno,  situación  de  cesante,  jubilado  ó 
pensionista  del  Monte^pio  civil  ó  militar,  haber 
anual  que  disfrutan,  caja  por  donde  lo  perci- 
ben, Autoridad  que  hizo  la  declaración  y  punto 


donde  van  á  residir  ó  residen  en  el  extranjero, 
según  el  modelo  1.*,  para  los  efectos  corres- 
pondientes. 

Art.  4.*  Los  clasificados  por  los  Ministe« 
rios  de  Guerra  y  Marina  seguirán  rigiéndose 
por  las  disposiciones  acordadas  por  los  mismos, 
ó  que  acuerden  en  adelante  para  la  concesión 
de  licencias;  pero  se  sujetarán  á  lo  determi- 
nado en  el  artículo  anterior  en  la  parte  res-^ 
pectiva  al  conocimiento  que  deben  dar  al  de 
Hacienda  del  dia  de  su  salida,  punto  á  donde 
se  dirigen  ó  residen  y  caja  por  la  que  cobran 
su  asignación. 

Art.  5.*    Todos  los  perceptores  de  haber 
pasivo  que  se  ausenten  de  España  ó  residan 
en  el  extranjero,  ya  pertenezcan  alas  carreras 
civiles  ó  ya  á  la  de  Guerra,  justificarán  men- 
sualmente  su  existencia  y  aptitud  legal  para 
cobrar,  ante  los  Representantes  de  la  Nación  ó 
Agentes  consulares.  Dicha  justificación ,  que 
deberá  hacerse  en  los  últimos  dias  de  cada 
mes,  se  extenderá  también  de  puño  y  letra  de 
los  mismos  interesados,  con  los  propios  requi- 
sitos de  sitilacion,  haber  que  disfrutan,  caja 
por  donde  cobran  y  Autoridad  que  hizo  la  de- 
claración, expresando  bajo  su  personal  respon- 
sabilidad que  no  perciben  de  fondos  del  Esta- 
do, provinciales  ó  municipales  de  España,  ni 
de  sus  similares  en  el  extranjero,  otro  haber 
que  el  que  se  les  acredita  en  la  nómina ,  para 
la  que  ha  de  ser  justificante  tal  declaración;  y 
por  el  Cónsul  ó  Agente  consular  de  España  se 
certificará  á  continuación  que  el  interesado  se 
le  ha  presentado  personalmente  para  acreditar 
su  existencia,  sin  que  le  conste  que  el  decla- 
rante perciba  sueldo  del  Estado  ó  de  fondos  si- 
milares á  los  provinciales  ó  municipales  de 
España,  según  modelo  núm.  2 ,  y  con  arreglo 
á  lo  prevenido  en  la  \ey  de  9  de  Julio  y  Real 
orden  de  22  de  Agosto  de  1855. 

Art.  6.*  Si  los  perceptores  de  haber  pasivo 
lo  fuesen  de  Monte -pío  civil  ó  militar,  además 
de  las  declaraciones  expresadas  en  el  artículo 
anterior,  consignarán  el  nombre  del  causante, 
padre  ó  esposo,  y  destino  que  desempeñó,  se- 
gún el  documento  por  que  les  esté  concedida  la 
pensión;  certificando  á  continuación  el  Agente 
consular  que  los  interesados  continúan  en  el 
estado  de  viudez  ó  soltería  respectivamente, 
pudiendo  exigirles  los  documentos  que  consi- 
dere oportuno  ó  sean  práctíca  en  el  país  para 
su  justificación,  asi  como  para  acreditar  la  no 
percepción  de  otro  haber  ó  sueldo,  según  mo- 
delo núm.  3. 

Art.  7.*  Los  interesados  recogerán  dichas 
justificaciones  de  existencia  de  los  Cónsules 
que  las  libren,  y  las  remitirán  directamente  á 
sus  apoderados  para  que  las  entreguen  en  las 
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Administraciones  económicas  de  las  proTincias 
ó  en  la  Oontaduria  central,  segan  donde  per- 
ciban sus  asignaciones ,  &  ñn  de  qae  sirvan 
de  justificantes  en  las  respectivas  nóminas;  en 
la  inteligencia  que  los  que  dejen  de  llenar  este 
indispensable  requisito  por  tres  meses  conse- 
cutivos serán  excluidos  de  las  mismas ,  y  ne- 
cesitarán rehabilitación  para  Tolver  á  figurar 
en  las  sucesivas. 

Art.  8*  Con  arreglo  á  la  base  4/,  sec* 
cion  5/  de  la  ley  de  presupuestos  de  25  de 
Julio  de  1855  y  Real  orden  de  22  de  Agosto 
siguiente,  los  perceptores  de  haber  pasivo  que 
residen  en  el  extranjero  deberán  pasar  las  re-* 
Tistas  periódicas  de  presente  que  pasan  los  que 
no  se  ausentan  del  Reino.  Estas  se  verificarán 
en  los  meses  de  Enero  y  Julio  de  cada  año,  y 
para  que  llegue  á  noticia  de  los  interesados 
publicarán  los  Agentes  consulares  con  la  de- 
bida anticipación  los  anuncios  correspondien- 
tes á  fin  de  que  dichos  perceptores  puedan 
proveerse  de  los  documentos  que  habrán  de 
exhibir. 

Art.  9.*  Para  pasar  las  revistas  de  que 
trata  el  articulo  anterior,  se  presentarán  los 
interesados  ante  los  Agentes  consulares  con 
los  documentos  siguientes:  el  que  justifique  la 
declaración  de  derecho  pasivo  en  cuyo  goce  se 
bailen,  y  un  certificado  de  la  Autoridad  local 
del  pueblo  de  su  domicilio  que  acredite  estar 
empadronado  en  él.  Las  yiudas  y  huérfanos  de 
los  diferentes  Monte-píos  y  los  pensionistas,  en 
concepto  de  remuneratorias,  deberán  presen- 
tar la  fé  de  estado  y  la  certificación  de  resi- 
dencia, estampada  precisamente  á  continua- 
ción de  aquella.  Todos  declararán  si  perciben 
ó  no  otro  sueldo  de  fondos  generales,  provin* 
ciales  ó  municipales  de  España  ó  de  sus  simi- 
lares en  el  extranjero ,  extendiéndose  por  los 
expresados  Agentes  consulares  la  debida  cer« 
tiflcacion,  según  modelo  nüm.  4. 

Art.  10.  Guando  el  perceptor  esté  bajo 
tutela  ó  cúratela,  ó  sea  el  varón  hasta  los  15 
años  y  la  hembra  hasta  los  14,  la  declaración 
la  hará  el  tutor  de  su  propio  puño  y  letra ,  y 
cuando  pasen  de  dicha  edad  los  mismos  huér« 
fanos,  poniendo  el  curadoif:  Conforme ,  y  su 
firma.  31  los  menores  no  supiesen  escribir,  ex- 
tenderá la  declaración  á  su  ruego  un  testigo 
en  presencia  del  Agente  consular,  que  pondrá 
á  continuación  Emtendida  á  mi  presencia ,  y  co" 
nazco  al  testigo.  — Firma. 

Art.  11.  Cuando  algún  interesado  no  pue- 
da Terificar  su  presentación  personal  por  im« 
posibilidad  ñsica,  deberá  avisarlo  por  escrito 
al  Agente  consular  á  fin  de  que  comisione  per- 
sona debidamente  caracterizada  que  recoja  los 
documentos  y  se  los  remita  para  su  examen. 


Practicado  éste,  devolverá  por  el  mismo  con- 
ducto el  que  acredite  la  declaración  de  haber 
pasivo,  y  remitirá  los  demás  á  que  se  refieren 
los  artículos  9.*  y  10  al  Ministerio  de  Hacien- 
da á  los  fines  que  correspondan.  Dicho  envío 
lo  verificarán  los  Agentes  consulares  el  ulti- 
mo dia  del  mes  en  que  se  pase  la  revista. 

Art.  12.  Los  interesados  que  dejen  de  pre- 
sentarse en  la  forma  que  determinan  las  dis- 
posiciones anteriores,  siempre  que  el  motivo 
no  se  funde  en  imposibilidad  ñsica,  serán  baja 
en  las  nóminas  de  su  clase ,  y  no  volverán  á 
figurar  en  ellas  como  no  obtengan  la  oportuna 
rehabilitación. 

Art.  13.  Quedan  exceptuados  de  la  pre- 
sentación personal  al  acto  de  revista  los  indi- 
viduos revestidos  del  carácter  de  Senadores, 
Diputados  á  Cortes ,  Magistrados  y  Jefes  de 
Administración,  entre  los  cuales  se  compren- 
den á  los  militares  de  Coronel  inclusive  y  de 
Capitán  de  navio  arriba ,  bastando  que  justi- 
fiquen su  existencia  por  medio  de  oficio  diri- 
gido á  los  Agentes  consulares,  con  arreglo  á 
la  ley  de  25  de  Julio  de  1855  y  Reales  órde- 
nes de  22  de  Agosto  del  mismo  año,  21  de 
Junio  de  1859  y  4  de  Diciembre  de  1863,  se- 
gún el  modelo  núm.  5. 

Art.  14.  Si  no  existiese  Agente  consular 
en  el  departamento  ó  circunscripción  en  que 
el  perceptor  resida,  la  justificación  de  exis- 
tencia, estado  y  aptitud  legal  se  hará  ante  las 
Autoridades  de  los  respectivos  países,  al  tenor 
de  la  legislación  que  para  el  caso  ú  otros  aná- 
logos rija  en  ellos,  y  se  remitirá  á  España  por 
conducto  y  con  la  legalización  del  Represen- 
tante del  Ministerio  de  Estado  de  la  Nación  de 
que  se  trate. 

Art.  15.  Quedan  derogadas  todas  las  dis- 
posiciones que  se  opongan  á  la  ejecución  del 
decreto  del  Regente  del  Reino  de  9  de  Julio 
de  1869  y  las  reglas  que  preceden. 

Madrid  24  de  Setiembre  de  1 870.= Apro- 
bada. =Figuerola. 

Modelo  nümbeo  1." 

D.  N.  N.  y  N.,  en  tal  situación,  con  el  haber 
anual  de....,  que  percibe  por  la  Caja  de 
la  provincia  de á  virtud  de  declara- 
ción de....,  pone  en  conocimiento  del  ex- 
celentísimo  Sr.  Ministro  de  Hacienda,  en 
cumplimiento  del  art.  2.°  del  decreto  de 
9  de  Julio  de  1869,  que  con  fecha  de.... 
sale  para  el  extranjero  y  punto  de.... 

(Fecha  y  firma.) 

NÚMERO  2. 

D.  N.  N.  y  N.  (su  destino  y  situación),  que 
percibe  el  haber  anual  de....  por  la  Caja 
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de  la  proYincia  de....,  segua  declaración 
de....,  y  se  encuentra  (habitual  ó  acci- 
dentalmente) en  este  punto,  declara  bajo 
su  personal  responsabilidad  que  no  per- 
cibe de  fondos  del  Estado,  provinciales  ó 
municipales  de  España  ni  de  sus  simila- 
res en  este  país ,  otro  haber  que  el  que 
ha  de  acreditársele  en  la  nómina  para  la 
que  ha  deBerJustiflcanteesta  declaración. 

(Fecha  y  ñrma. ) 

D.  N.  N.,  Cónsul  de  España  en 

Cbetifico  :  Que  D. . . . ,  por  quien  está  suscrita 
la  anterior  declaración,  se  me  ha  pre- 
sentado personalmente  para  acreditar  su 
existencia,  sin  que  me  conste  que  el  de- 
clarante perciba  otro  sueldo  ó  haber  del 
Estado  ó  de  fondos  similables  á  los  pro- 
vinciales ó  municipales  de  España. 
(Fecha,  firma  y  sello  del  Consulado.) 

NUMERO  3. 

Doña  N.  N.  y  N.,  huérfana  ó  viuda  de  D.  F. 
de  T.  (destino  que  tuvo,  por  el  cual  fué 
clasificado),  declara  bajo  su  responsabili- 
dad  que  continúa  en  su  estado  de 

(viuda  ó  soltera) ,  y  que  no  percibe  de 
fondos  del  Estado,  provinciales  ni  muni- 
cipales de  España,  ni  de  sus  similares  de 
este  país,  otro  haber  que  el  que  se  le  acre- 
dita en  la  nómina  para  la  que  ha  de  ser 
justificante  la  presente  fé  de  existencia. 

(Fecha  y  firma.) 

D.   F.  de  T.,  Cónsul  de  España  en 

Certifico  :  Que  Doña....,  por  quien  está  sus- 
crita la  anterior  declaración,  continúa  en 
estado  de (viuda  ó  huérfana),  habién- 
doseme presentado  personalmente  para 
acreditar  su  existencia,  sin  que  me  cons- 
te  que  la  interesada  perciba  otro  haber 
del  Estado  ó  de  fondos  similables  á  los 
provinciales  ó  municipales  de  España. 
(Fecha,  firma  y  sello  del  Consulado.) 

NÚMERO  4. 

D.  F.  de  T.,  Cónsul  de  España  en 

Certiifico  :  Que  hoy  dia  de  la  fecha  se  ha  pre- 
sentado en  este  Consulado,  para  hacer 
constar  su  existencia  y  pasar  la  revista 
personal  que  previene  la  Beal  orden  de 
22  de  Agosto  de  1855,  Doña....,  viuda  ó 

huérfana  de  D (su  nombre  y  destino 

que  desempeñó),  la  cual  continúa  en  es- 
tado de (viuda  ó  huérfana);  me  ha 

exhibido  un  certificado  expedido  por.... 
(se  expresará  la  Autoridad  que  ha  decla- 
rado la  pensión)  con  fecha....,  del  cual 
resulta  que  la  interesada  disfruta  la  pen- 
sión anual  de,...,  sin  que  me  conste  dis- 


frute ningún  otro  haber.  Y  para  que  lo 
pueda  acreditar  en  la  Administración 
económica  de  la  provincia  de. . . ,  por  don- 
de lo  percibe,  expido  la  presente,  que  fir- 
mo y  sello  en á....  de....  de.... 

Declaro,  bajo  mi  responsabilidad,  que  no  per- 
cibo otra  cantidad  de  fondos  generales, 
provinciales  ni  municipales  de  España, 
ni  de  sus  similares  en  este  país,  que  la 
que  se  acredita  en  la  nómina  de  que  es 
justificante  esta  fé  de  existencia. 

NVMBEO  5. 

Cumpliendo  con  lo  prevenido  en  la  disposición 
4.*,  sección  5.'  de  la  ley  de  Presupuestos 
de  25  de  Julio  de  1855  y  Reales  órdenes 
posteriores,  declaro  bajo  mi  personal  res- 
ponsabilidad que,  como  cesante,  jubila- 
do ó  retirado  que  soy  del  Ministerio  de..., 
no  percibo  de  los  fondos  del  Estado,  pro- 
vinciales ni  municipales  de  España,  ni 
de  sus  similares  en  este  país,  más  haber 

que  el  de que  por  (la  Junta  de  Clases 

pasivas,   Tribunal  de  primera  instancia 

de  las  mismas  ó  Real  orden  de )  me 

fueron  declarados  en....  Dios,  etc.  (Fecha 
y  ñrmeL,)— (Gaceta  del  7  de  Octubre  de 
1870,  núm.  280.) 

El  Gobierno  de  la  República,  fundado  en 
las  razones  expuestas  por  la  Dirección  de  Con- 
tabilidad é  Intervención  general  de  la  admi- 
nistración del  Estado,  resolvió  con  fecha  16 
de  Marzo  de  1873  (Gaceta  de  Madrid ^  número 
84  de  25  de  idemj: 

(d.^  Que  los  individuos  pertenecientes  á 
clases  pasivas  del  Tesoro  que  residen  en  el  ex- 
tranjero están  obligados  á  adquirir  cédulas  de 
empadronamiento,  previo  el  pago  de  su  impor- 
te, para  poder  percibir  sus  respectivas  asigna- 
ciones, y  cumplir  por  medio  de  sus  legtiimos 
representantes  en  España  todas  las  disposicio- 
nes legales  por  que  se  rige  el  mencionado  im- 
puesto. 

Y  2.^  Que  la  presentación  de  dichos  docu- 
mentos ante  la  oficina  interventora  correspon- 
diente tenga  lugar  en  la  prim  ra  mensualidad 
que  perciban  después  de  publicada  esta  reso- 
lución en  la  Gaceta,  exceptuando  sin  embargo 
el  pago  de  la  corriente,  que  se  abonará  sin 
este  requisito.»  Véase  Jorahento. 

HÁBIL.  El  que  es  capaz  ó  tiene  las  cali- 
dades necesarias  para  alguna  cosa,  como  para 
testar,  ser  heredero  ó  legatario,  ejercer  algún 
cargo,  poseer  un  beneficio,  etc. 

HABILITACIÓN  DE  CASA  Y  OFICI- 
NA. (Véase  Reglamento  orgánico  de  la  Carrrera  di- 
plomática, de  28  de  Abril  de  1870,  cap.  8.^, 
artículo  37,  etc.)  Véase  Diplomacia. 
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HABIUTAOION  DE  LAS  OANOILLB* 

RÍA8.  Véase  Atrnciomb9  oedinabias  del  servicio. 

HABELITAB.  Dar  á  alguno  por  capaz  y 
apto  para  alguna  cosa,  como  para  regir  por  sí 
SQ  hacienda  ó  servir  algún  empleo. 

HACIENDA  FÚBLIOA.  El  cdmulo  de 
los  bienes  del  Botado,  y  la  administración  de 
ellos.  Bsta  administración  es  la  ciencia  de  Ha- 
cienda ,  la  que  establece  las  reglas  condu- 
centes para  fijar  los  gastos  públicos  de  las 
Naciones,  para  sacar  de  la  masa  de  la  riqueza 
los  fondos  necesarios  para  sostenerlos,  y  para 
asegurar  su  exacto  cobro  y  aplicación  á  los 
objetos  á  que  se  destinan.  El  objeto  sobre  el 
cual  la  ciencia  de  Hacienda  emplea  sus  inves- 
tigaciones es  la  riqueza  publica,  que  es  la 
abundancia  de  todas  las  cosas  capaces  de  sa- 
tisfacer las  necesidades  humanas  en  cantidad 
superior  á  ellas  mismas,  y  sus  agentes  pro- 
ductores son:  la  naturaleza,  el  trabajo,  los  ca- 
pitales, la  economía  y  la  civilización  (1). 

Generalmente  se  llama  Hacienda  nacional  al 
producto  de  las  contribuciones  directas  ó  in« 
directas,  de  los  efectos  de  comercio,  estanca- 
das, de  las  aduanas,  papel  sellado  y  demás 
recursos  de  que  echan  mano  los  Gobiernos  para 
cubrir  las  atenciones  del  Estado. 

La  ciencia  de  la  Hacienda  no  se  reduce 
solo  á  hallar  dinero;  el  que  esto  crea  no  cono- 
ce el  enlace  que  las  operaciones  de  ella  tienen 
con  los  estímulos  del  interés  individual,  ni 
que  las  ciencias  que  la  regulan  se  ocupan  en 
encontrar  el  saludable  equilibrio  que  debe  ha- 
ber entre  la  fuerza  pública  y  las  privadas,  del 
cual  dependen  el  poder  del  Soberano  y  la  feli- 
cidad pública. 

Las  sociedades  se  han  establecido  con  el 
fln  de  asegurar  el  bienestar  de  ios  hombres 
que  las  componen.  Esto  no  se  logra  sin  paz  y 
el  ejercicio  de  las  virtudes,  y  sin  el  goce  de 
las  comodidades  adquiridos  con  el  trabajo. 
Todo  lo  que  impida  el  curso  de  éste  y  la  crea- 
ción de  las  riquezas,  contribuirá  á  derramar 
en  los  pueblos  la  miseria,  compaüera  de  los 
vicios  y  de  la  ruina  de  los  Estados.  Y  como 
los  Erarios  públicos  no  tienen  otros  agentes 
de  su  opulencia  que  las  deducciones  hechas  á 
la  masa  de  los  productos  del  trabajo,  de  aquí 
el  intimo  enlace  de  la  Hacienda  con  las  bases 
orgánicas  de  la  sociedad.  Cuando  la  índole  de 
los  tributos,  los  reglamentos  sancionados  para 
su  cobro,  los  empréstitos  y  los  arbitrios  gra* 
Tan  al  fondo  de  la  riqueza  y  estenúan  los  bra- 
zos que  la  producen,  empobrecen  los  pueblos, 
relajan  la  unión  de  los  individuos  que  com- 


(1)    Canga  Abooblles,  Elementos  de  la  cien^ 
cia  de  Hacienda. 


ponen  la  sociedad,  pervierten  la  moral  é  influ- 
yen eficazmente  en  las  desgracias  públicas  con 
ruina  del  Estado. 

No  se  reduce  la  ciencia  de  Hacienda  al  árido 
conocimiento  del  mecanismo  con  que  se  co- 
bran los  tributos  y  se  pagan  los  gastos.  Su  ob- 
jeto es  sublime,  porque  se  ocupa  en  combinar 
los  recursos  de  la  Nación,  y  las  relaciones  que 
median  entre  el  precio  de  los  frutos  y  las  ri- 
quezas, entre  la  agricultura  y  la  industria,  la 
felicidad  y  la  fuerza. 

HECHO.  Esta  voz,  aisladamente  tomada, 
tiene  en  jurisprudencia  diversas  acepciones 
que  es  preciso  consignar  tan  sucintamente 
como  nos  sea  posible. 

Un  hecho  puede  ser  objeto  de  una  obliga- 
ción, pues  que  podemos  obligarnos  por  medio 
de  un  contrato  á  hacer  ó  dejar  de  hacer  alguna 
cosa.  Mas  para  que  la  obligación  sea  válida, 
es  necesario  que  el  hecho  reúna  las  circuns- 
tancias siguíQntes: 

1  /  Que  sea  posible,  como  lo  dice  la  ley  85, 
2>.  De  reguUi  jwn$, 

2.*  Que  no  sea  contrario  á  las  leyes  ni  á 
las  buenas  costumbres . 

3.^  Que  esté  bien  determinado  y  preciso, 
de  manera  que  no  quepa  incertidumbre  sobre 
las  circunstancias  necesarias  para  su  eje- 
cución. 

4.*  Que  la  persona  en  cuyo  favor  se  ha 
contraído  la  obligación  de  ejecutarlo,  tenga 
un  interés  ó  utilidad  apreciable  en  su  ejecu- 
ción: porque  como  en  el  caso  de  que  no  exis- 
tiese este  interés,  la  ejecución  del  hecho  no 
causaría  perjuicio  al  estipulante,  y  no  daria, 
por  consiguiente,  lugar  al  resarcimiento  de 
daños  y  perjuicios,  podria  la  obligación  ser 
violada  impunemente,  y  sería  por  lo  tanto  nula 
y  de  ningún  efecto. 

La  voz  hecho  se  toma  á  veces  en  sentido 
contrapuesto  á  derecho;  y  asi  se  usa  de  la  ex- 
presión de  hecho ^  para  denotar  que  en  una  cau- 
sa se  procede  arbitrariamente  por  vía  de  fuer- 
za y  contra  lo  prescrito  en  el  derecho. 

La  palabra  hecho  significa  también  el  caso 
ó  la  especie  de  que  se  trata  en  una  discusión 
ó  litigio,  y  el  hecho  entonces  es  exposición  de 
las  circunstancias  de  que  se  compone  el  nego- 
cio contencioso,  en  cuya  acepción  suele  lla- 
marse puTUo  de  hecho,  por  oposición  á  pufUo  de 
derecho,  Bl  punto  de  hecho  en  un  proceso  con- 
siste asimismo  en  lo  que  se  ha  ejecutado,  y 
muchas  veces  en  lo  que  se  ha  dejado  de  eje- 
cutar; y  t\p%nto  de  derecho  y  en  la  aplicación  y 
acomodamiento  de  la  ley  ó  de  las  reglas  de  la 
justicia  al  punto  de  hecho. 

En  los  escritos,  informes  y  alegatos,  debe 
la  exposición  del  hecho  preceder  á  la  de  los  me- 
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dios  de  derecho,  ser  sencilla,  clara  y  analítica, 
y  limitarse  á  los  hechos  que  tienen  relación 
estrecha  con  el  ohjeto  de  la  causa;  porque  si 
se  presenta  recargada  de  hechos  extraños,  fa- 
tiga y  distrae  la  atención  del  Jaez,  y  mani- 
fiesta que  el  Abogado  no  tiene  fijeza  ni  pre- 
cisión en  las  ideas,  ó  que  no  ha  hecho  más  que 
un  examen  superficial  del  negocio  que  indis- 
cretamente ha  tomado  á  su  cargo. 

La  voz  hecho  se  toma  á  veces  en  sentido 
contrapuesto  á  derecho  y  asi  se  usa  de  la  ex- 
presión de  hecho  y  para  denotar  que  en  una  cau- 
sa se  procede  arbitrariamente  por  vía  de  fuer- 
za y  contra  lo  prescrito  en  el  derecho. 

HSOHO  AJENO.  Todo  lo  que  se  hace, 
dice  ó  escribe  por  una  persona  con  respecto  á 
otra,  lo  cual  se  llama  en  jurisprudencia  res 
Ínter  alias  acia.  Es  principio  de  derecho  que  el 
hecho  ajeno  no  puede  perjudicarnos,  ni  pro- 
ducir obligación  á  cargo  nuestro:  N'emo  ex 
allerins  fado  prosgavari  debet.  Esta  regla,  según 
Escriche,  admite  sin  embargo  algunas  excep- 
ciones: tales  son  los  casos  en  que  un  tutor  obra 
por  el  menor,  un  marido  por  la  mujer,  un  so- 
cio por  toda  la  sociedad. 

HECHOS     JUSTIFICATIVOS.     Todos 
aquellos  hechos  que  pueden  servir  para  probar 
la  inocencia  de  un  acusado. 
Tales  son,  por  ejemplo: 

1.*  La  imposibilidad  de  haber  cometido 
un  delito.  Tal  seria  el  caso  de  que  el  acusado 
se  hubiese  hallado  al  tiempo  de  la  acción  en 
paraje  lejano  de  aquel  en  que  se  verificó.  Si 
acusado  uno,  v.  gr. ,  de  haber  hecho  un  robo  en 
Madrid  el  dia  primero  del  ai^o,  quisiese  probar 
que  este  mismo  dia  se  encontraba  en  Zamora, 
se  le  habia  de  admitir  esta  prueba,  la  cual  po- 
dría hacerse  tanto  por  instrumentos  como  por 
testigos. 

2/  La  oferta  que  hiciere  el  acusado  de 
probar  que  el  delito  de  que  se  trata  se  ha  co- 
metido por  otra  persona,  debe  también  admi- 
tírsele como  que  es  de  un  hecho  justificativo. 

3.^  Otro  tanto  debe  decirse  del  caso  en  que 
el  acusado  ofrezca  justificar  que  el  robo  que 
se  le  imputa  no  se  ha  verificado  sino  que  es 
supuesto;  que  la  persona  que  se  dice  asesina- 
da vive  todavía;  que  la  muerte  por  envenena- 
miento de  que  se  le  acusa,  no  ha  sido  sino 
efecto  de  enfermedad  natural  ó  de  otra  cosa 
en  que  no  ha  tenido  parte;  que  el  homicidio 
que  se  le  atribuye  ha  sido  realmente  un  sui- 
cidio. 

4.*  La  demencia  es  igualmente  un  hecho 
justificativo,  cuando  existia  al  tiempo  del  de« 
lito  imputado  al  acusado,  porque  no  siendo  li- 
bre la  acción  de  un  demente ,  no  puede  tam- 
poco ser  criminal.-  Lo  propio  ha  de  decirse  de 


la  acción  que  uno  comete  hallándose  dormido 
ó  en  estado  de  delirio,  ó  privado  de  oso  de  ra- 
zón de  cualquiera  manera  independiente  de  su 
voluntad.  Véase  Locura. 

5*  Es  asimismo  un  hecho  Justificativo  el 
haber  sido  forzado  el  acusado  á  cometer  la  ac- 
ción por  alguna  violencia  material  á  que  no 
haya  podido  resistir,  ó  por  alguna  orden  de 
las  que  legalmente  estaba  obligado  á  obedecer 
y  ejecutar,  debiendo  comprenderse  en  la  vio- 
lencia material  las  amenazas  y  el  temor  fon- 
dado de  un  mal  inminente  y  tan  grave  que 
baste  para  intimidar  á  un  hombre  prudente  y 
dejarle  sin  arbitrio  para  obrar.  Véase  Miedo, 
Violencia,  y  Obediencia. 

6.*  Es  también  un  medio  eficaz  de  justifi- 
cación la  necesidad  de  repeler  á  un  ii^usto 
agresor.  Véase  Defensa  y  Excusa. 

7."  La  prueba  de  la  vida  licenciosa  y  di- 
soluta de  una  mujer  que  acusa  á  uno  de  ha- 
berla violado,  debe  ser  admitida  como  de  un 
hecho  Justificativo. 

8.^  Cuando  en  poder  de  un  acusado  se  en- 
cuentran las  cosas  robadas,  puede  alegar  como 
hecho  justificativo  que  las  ha  comprado  de 
buena  fé. 

9.*  Si  á  un  particular  se  le  ocupan  docu- 
mentos que  llevan  el  carácter  de  una  conspl- 
raóion  contra  el  Rey  ó  contra  el  Estado,  pue- 
de proponer  como  hecho  justificativo  la  prueba 
de  que  estos  documentos  han  sido  depositados 
en  su  casa  sin  noticia  suya,  ó  que  se  le  han 
entregado  por  tal  ó  cual  persona  sin  manifes- 
tarle su  contenido. 

10.  Si  con  tu  espada,  tu  cuchillo  5  tu  es- 
copeta se  ha  cometido  un  homicidio,  y  puedes 
probar  que  hablas  prestado  ó  perdido  estas  ar- 
mas muchos  dias  antes  de  la  perpetración  del 
crimen,  tendrás  un  hecho  que  te  justifique. 

1 1 .  Tendráslo  también  si  pruebas  que  los 
testigos  han  sido  sobornados,  ó  que  tienen  ta- 
chas que  invalidan  sus  deposiciones. 

12.  Es ,  por  último ,  una  justificación  el 
acreditar  que  son  falsos  en  el  todo  ó  en  alguna 
parte  esencial  los  instrumentos  presentados  en 
el  proceso,  6  que  en  los  autos  ó  diligencias  se 
han  añadido  después  de  su  formación  ó  verifi- 
cación algunas  lineas  ó  palabras  trascenden- 
tales. 

HEMBBAS.  Según  las  Leyes  de  Matrimo- 
nio y  Registro  civil,  cap.  7.°,  es  axioma  jurí- 
dico que  la  diferencia  natural  de  varones  y 
hembras  hace  á  los  varones  de  mejor  condición 
en  cuanto  á  la  dignidad,  y  á  las  hembras  en 
cuanto  puede  excusar  la  debilidad  del  sexo. 

Las  hembras  están  excluidas  de  los  cargos 
y  oficios  públicos;  ser  fiadoras,  fuera  de  los 
casos  y  forma  que  previenen  las  leyes,  y  de 
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ser  teatigros  en  los  testamentos  (1)  y  demás 
instrumentos  públicos. 

Aanqae  la  ley  del  Notariado,  al  hablar  de 
los  testigos  instramentales  y  de  conocimien- 
to, no  hace  distinción  entre  varones  y  hem- 
bras, es  indudable  que  se  refiere  solo  á  los  ya- 
rones,  y  que  implícitamente  están  excluidas 
las  hembras,  por  referirse  siempre  á  testigos 
yecinos;  por  consiguiente,  no  deben  admitirse 
las  hembras  y  solo  y  arenes. 

HEREDAR.  Adquirir  alguna  herencia 
por  disposición  testamentaria  ó  legal.  Anti- 
guamente significaba  también  darle  á  uno  he- 
redades, posesiones  ó  bienes  raices;  nombrar 
ó  instituir  uno  á  otro  por  su  heredero ,  y  ad- 
quirir la  propiedad  ó  dominio  de  algún  terreno. 
HEREDERO.  Aquel  á  quien  pertenece 
una  herencia  por  disposición  testamentaria  ó 
legal.  Por  el  derecho  vigente  en  España,  no  es 
esencial  la  institución  de  heredero  para  que  sea 
válido  un  testamento  ó  codicilo. 

Pueden  ser  instituidos  todos  aquellos  á  quie- 
nes no  les  está  prohibido  por  las  leyes ,  y  tie* 
nen  prohibición  de  serlo: 

1.*    Los  deportados. 

2.*  Los  herejes  y  los  apóstatas ,  según 
nuestras  antiguas  leyes. 

3.*  Las  corporaciones  inhabilitadas  para 
adquirir  bienes.  (Ley  4.\  tit.  3.%  Part.  6.') 

4.*  Los  hijos  naturales  del  testador ,  aun- 
que estén  legitimados  por  rescripto  Real ,  no 
pueden  ser  instituidos  por  sus  padres  ni  ma- 
dres, si  éstos  tuvieren  hijos  ó  descendientes  le- 
gítimos ó  legitimados  por  subsiguiente  matri- 
monio ;  pero  están  facultados  para  obtener  de 
aquellos  la  quinta  parte  de  sus  bienes. 

5/  Por  ultimo,  nada  pueden  gozar  por  dis- 
posición del  testador  el  eclesiástica  que  le  hu- 
biese confesado  en  su  última  enfermedad,  ni  los 
parientes  del  confesor,  ni  su  iglesia;  incurrien- 
do el  escribano  que  autorice  cualquier  docu- 
mento que  en  contrario  se  otorgue,  en  la  pena 
de  privación  de  oficio ,  siendo  nula  la  institu- 
ción ,  aunque  según  común  inteligencia ,  esta 
nulidad  no  alcanza  á  todo  el  instrumento,  sino 
á  la  parte  que  contiene  la  designación  prohi- 
bitiva de  heredero. 

El  nombramiento  de  heredero  debe  hacerse 
en  términos  claros,  designándose  por  su  nom- 
bre y  apellido,  de  modo  que  no  pueda  dudarse 
quién  es;  no  bastando,  según  la  ley,  que  se 
haga  por  se&ales  ó  ademanes,  ni  que  se  deje  la 
designación  á  voluntad  de  otro ,  ni  pudiendo 
tampoco  expresarse  con  la  nota  de  algún  de- 
fecto infamatorio. 


(1)    Gonzalo  dk  las  Casas^  InstrutiurUos  pú- 
hlieoSf  pág.  912. 


Hay  dos  clases  de  herencia  ó  dos  modos  di- 
ferentes de  heredar: 
1.*     Por  testamento, 
2.*     Abintettato. 

Los  herederos  por  testamento  pueden  ser: 
1.*     Universales, 
2.*     Particulares. 

Los  primeros  son  los  que  suceden  al  testa- 
dor en  todos  sus  bienes  y  obligaciones. 

Los  segundos,  los  que  entran  á  poseer  una 
cosa  determinada  de  la  herencia ,  sin  el  cargo 
de  cumplir  las  obligaciones  y  pagar  las  deudas 
del  testador. 

Además  se  subdividen  los  herederos: 
1.*     Bn  forzosos. 
2.°     Bn  voluntarios. 

Son  forzosos  los  ascendientes  y  descendien- 
tes del  testador ;  y  se  llaman  así  porque  nece- 
sariamente han  de  ser  instituidos  por  herederos. 

Voluntarios  y  extraños  son  todos  los  que 
no  están  comprendidos  en  la  línea  recta  descen- 
diente ni  ascendiente  del  testador,  porque  aun- 
que sean  parientes  suyos,  no  tienen  derecho  á 
sus  bienes ,  sino  en  el  caso  de  morir  el  duefio 
de  ellos  abintettato. 

HERENCIA.  La  sucesión  en  los  bienes  y 
derechos  que  tenia  alguno  al  tiempo  de  su 
muerte,  y  el  conjunto  de  los  mismos  bienes  y 
derechos  que  deja  el  difunto,  deducidas  las 
deudas.  Véanse  los  artículos  Sugssion  t  Suce- 
siones PENDIENTES. 

HERENCIA  ADVENTICIA.  La  que  se 
deja  al  hijo  que  está  en  la  patria  potestad  por 
la  madre  ó  cualquiera  otra  persona  con  la  in- 
tención de  que  la  adquiera  para  si  y  no  para 
el  padre.  Puede  el  hijo  admitirla  y  tenerla  sin 
consentimiento  del  padre  ;  y  éste  puede  tam- 
bién entrar  en  ella  á  nombre  y  por  ausencia 
del  hijo ,  y  adquiere  el  usufructo  para  sí  por 
razón  de  la  patria  potestad,  como  el  de  los  de- 
más bienes  adventicios. 

HERENCIA  FROFEC7ICIA.  La  que  se 
deja  al  hijo  que  todavía  está  bajo  la  patria  po- 
testad por  respeto  y  consideración  al  padre. 
No  la  puede  aceptar  el  hijo  sino  con  otorga- 
miento del  padre,  y  sigue  la  naturaleza  de  los 
bienes  profecticios. 

HERENCIA  VACANTE.  El  conjunto  de 
los  bienes  del  difunto  intestado ,  que  no  tiene 
herederos  descendientes ,  ascendientes  ni  tras- 
versales ,  ni  cónyuge  sobreviviente  que  le  su- 
ceda; ó  que  si  los  tiene,  no  se  presentan  ni  se 
sabe  si  existen.  Lo  que  resta  ,  después  de  pa- 
gadas las  deudas,  se  aplica  al  fisco,  con  desti- 
no, antiguamente,  á  la  construcción  y  conser- 
vación de  caminos,  etc. ,  y  posteriormente ,  al 
pago  de  la  deuda  p&blica,  como  uno  de  los  ar- 
bitrios que  es  de  la  Caja  de  amortización. 
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HBBBNGIA  YACEITTE.  Aqaella  en  que 
no  ha  entrado  todavía  el  heredero  testamenta- 
rio ó  abintestato,  ó  en  qae  no  se  han  hecho  aun 
las  particiones  en  caso  de  haber  varios  herede- . 
ros,  Dicese  yacente^  porque  mientras  no  la  acep- 
ta ó  entra  en  ella  el  heredero,  parece  que  des* 
cansa,  yacet.  Véase  Sügbsionbs  pendientes. 

HIDA.LGO.  La  persona  que,  por  su  lina- 
je ,  ó  por  un  titulo  concedido  por  el  Rey,  per- 
tenece á  una  clase  llamada  noble,  gozando  de 
ciertos  privilegios  de  que  no  disfruta  la  gene- 
ralidad del  pueblo.  Qeneroso,  noble,  humanita- 
rio, caballeroso,  pundonoroso,  lleno  de  delica- 
deza y  de  buenos  sentimientos.  Hidalgo  de  eje^ 
cutoria ,  el  que  demostraba  ante  los  tribunales 
la  pureza  de  su  raza,  porque  alguno  osaba  con- 
tradecir ó  disputar  tan  delicado  punto. 

HIDBOGBAfIa.  Descripción  de  los  ma  • 
res.  Por  Real  orden  circular  de  1.*  de  Febre- 
ro de  1841  se  dispuso: 

(iQue  siempre  que  los  Agentes  de  S.  M.  en 
el  extranjero  remitiesen  al  Ministerio  de  Esta- 
do anuncios  hidrográficos  de  fanales,  balizas, 
marcas,  campanas,  medios,  auxilios  é  instruc- 
ciones de  pilotaje,  ancoraje,  etc.,  etc.,  para  los 
navegantes,  observen  las  reglas  siguientes: 

1.*  Siempre  que  los  anuncios  de  las  Au- 
toridades ó  corporaciones  se  publiquen  en /ra»- 
cés ,  inglés  ó  italiano ,  se  remitirán  solamente 
los  impresos,  prefiriendo  los  publicados  por 
Autoridad  ó  corporación  competente,  siguien- 
do después  en  segundo  lugar  los  periódicos 
que  los  insertan  sin  firma  responsable. 

2/  Siempre  que  los  anuncios  ó  publica- 
ciones no  se  verifiquen  en  uno  de  los  tres  idio« 
mas,  francés ,  inglés  ó  italiano  ,  se  harán  tra- 
ducir á  uno  de  los  tres  referidos  idiomas  con 
preferencia  al  español,  porque  el  conocimiento 
de  este  ultimo  es  menos  común  y  perfecto  que 
el  de  los  tres  anteriores ,  y  dicha  traducción 
se  me  remitirá  con  el  original. 

3/  La  traducción  se  encargará  á  persona 
facultativa  en  materias  de  navegación ,  y  en 
el  texto  se  reducirán  siempre  las  medidas  á  ti- 
po francés  ó  inglés ;  las  distancias  á  millas  ó 
leguas  geográfico-marítimas,  esto  es,  de  60 
millas  ó  20  leguas  al  grado;  en  los  rumbos  se 
mantendrá  exactamente  el  texto  literal  y  nu- 
mérico del  original ;  en  el  mecanismo  de  los 
fanales  las  voces  técnicas  de  mecánica  ó  física; 
en  hidrografía ,  meteorologia ,  magnetismo  y 
navegación ,  lo  mismo ;  en  geografía  ó  deta- 
lles de  latitudes  y  longitudes  se  conservará  el 
texto  literal  y  numérico  del  original,  sin 
referir  las  longitudes  á  distintos  meridia- 
nos; y 

4.*  Con  la  traducción  hecha,  según  va 
dicho,  al  inglés,  ñrancés  ó  italiano,  se  acompa- 


ñará un  ejemplar  del  anuncio  en  el  idioma  en 
que  se  haya  publicado.» 

HIJO.  Bl  engendrado  de  hombre  y  mu- 
jer. Decimos  engendrado  y  no  nacido ,  porque 
desde  que  el  hombre  se  halla  en  el  seno  ma- 
terno, existe  ya  de  algún  modo:  la  ley,  por  lo 
tanto,  fija  en  él  sus  ojos  protectores ,  vela  en 
su  conservación  y  desarrollo,  y  le  asegura  sus 
intereses  civiles ,  teniéndole  por  nacido  para 
todo  lo  que  le  fuere  ütil;  y  cuando  llega  efec- 
tivamente á  nacer,  se  cuenta  en  el  numero  de 
los  hombres  y  goza  de  los  derechos  asegurados 
por  la  ley ,  con  tal  que  su  nacimiento  sea  na- 
tural y  no  abortivo. 

Bajo  la  denominación  de  hijos  se  com- 
prenden también  las  hijas ,  asi  como  bajo  la 
denominación  de  hermanos  se  comprenden 
igualmente  las  hermanas,  (Ley  1.*,  tit.  2.\ 
lib.  4.^  del  Filero  Jutgo,)  Asi  que  nunca  de- 
ben excluirse  las  hijas  de  las  disposiciones  de 
la  ley  ó  del  hombre ,  sino  cuando  claramente 
aparezca  que  la  voluntad  del  hombre  ó  de  la 
ley  fué  el  excluirlas. 

Los  hijos  son  legítimos  ó  ilegítimos.  Son  y 
se  llaman  legítimos  los  que  nacen  de  matrimo- 
nio legitimo,  ó  á  lo  menos  putativos  á  debido 
tiempo:  todos  los  demás  se  llaman  ilegítimos. 
Los  ilegítimos  se  dividen  en  naturales  y  espú- 
reos :  naturales  son  los  nacidos  de  hombre  y 
mujer  que  al  tiempo  de  la  concepción  ó  del 
nacimiento  podían  casarse  sin  dispensa;  yes- 
púríos  todos  los  demás  ilegítimos  que  no  son 
naturales;  esto  es,  los  incestuosos ,  que  son  los 
habidos  entre  parientes  que  no  podían  casar- 
se sin  dispensa;  los  adulterinos,  que  son  los  ha- 
bidos de  personas  ligadas  con  otras,  á  lo  me- 
nos una ,  por  el  vinculo  del  matrimonio  ;  los 
sacrilegos,  que  son  los  habidos  de  personas  que 
estaban  ligadas,  á  lo  menos  una,  con  profesión 
religiosa  ó  con  orden  sacro ,  y  los  manceres, 
que  son  los  de  mujeres  prostitutas. 

La  Ley  provisional  del  Matrimonio  civil, 
en  su  sección  2. \  parte  primera,  dice: 

«Para  los  efectos  civiles  no  se  reputará  na- 
cido el  hijo  que  no  hubiere  nacido  con  figura 
humana  y  que  no  viviere  veinticuatro  horas 
desprendido  enteramente  del  seno  materno. 
(Art.  60.)  Se  reputará  emancipado  de  derecho 
el  hijo  legitimo  desde  que  hubiere  entrado  en 
la  mayor  edad.  (Art.  64.)  También  se  consi- 
derará como  emancipado  para  la  administra- 
ción y  usufructo  de  los  bienes  que  por  sí  mis- 
mo adquiriere  con  su  trabajo  é  industria ,  si 
no  viviere  en  compañía  de  los  padres.  (Ar- 
tículos 66  y  67.)  Los  hijos  no  emancipados 
tienen  la  obligación  de  obedecer  á  sus  padres; 
y  aunque  estén  emancipados,  la  de  tributarles 
respeto  y  reverencia.  (Art.  70.) 
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HUODALOO.  Véase  Hidalgo. 

HIJOS  DE  ESFAfiOLBS  NACIDOS  mSf 

8L  EXTRANJERO.  Los  naciiniento8  de  éstos  se  los- 
cribiráa  en  el  Registro  que  deben  llevar  los 
Agientes  diplomáticos  y  consulares  de  Espa- 
ña. (Art.  4.*,  núm.  1.°  ley.) 

HIJOS  DB  ESFAfíOI.  QUE  EO  TBE- 
GA  TOMiGiLio  CONOCIDO  EN  ESPAÑA.  Los  nacimien- 
tos de  éstos  se  inscribirán  en  el  Registro  de  la 
Dirección  general  de  la  Propiedad.  (Nám.  1.^, 
art.  10  ley.) 

HUOS  ilegítimos.  Se  presumirán  los 
nacidos  á  los  ciento  ochenta  dias  siguientes  ala 
celebración  del  matrimonio,  á  no  ser  que  con- 
curriese alguna  de  las  circunstancias  siguien- 
tes: 1.*  Haber  sabido  el  marido  antes  de  casar- 
se el  embarazo  de  su  m^jer.  2.'  Haber  con- 
sentido, estando  presente ,  que  se  pusiera  su 
apellido  en  la  partida  de  nacimiento  del  hijo 
que  su  mujer  hubiere  dado  á  luz.  3.*  Ha- 
berlo reconocido  como  suyo  expresa  ó  táci- 
tamente. Se  entenderá  que  lo  ha  reconocido 
como  suyo  si  ha  dejado  trascurrir  dos  meses» 
á  contar  desde  que  tuyo  noticia  del  nacimien- 
to, sin  hacerla  reclamación.  (Art.  58.) 

HUOS  IiEGÍTIMOS.  Se  presumirán  hijos 
legítimos  los  nacidos  después  de  los  ciento 
ochenta  dias  siguientes  á  la  celebración  del 
matrimonio,  y  antes  de  los  trescientos  si- 
gruientes  á  su  disolución  ó  á  la  separación  de 
los  cónyuges.  Contra  esta  presunción  no  se 
admitirá  otra  prueba  'que  la  de  la  imposibili- 
dad física  del  marido  para  tener  acceso  con  su 
mujer  en  los  primeros  ciento  veinte  dias  de  los 
trescientos  que  hubieren  precedido  al  naci- 
miento del  hijo.  (Art.  56.)  Bl  hiljo  se  presu- 
mirá legitimo  aunque  la  madre  hubiere  decla- 
rado contra  su  legitimidad  ó  hubiere  sido  con- 
denada como  adultera.  (Art.  57.)  Véase  Naci- 
miento. 

HIJUSIiA.  Bl  instrumento  quo  se  da  á 
cada  uno  de  los  herederos  del  difunto,  por  don- 
de constan  los  bienes  y  alhajas  que  les  tocan 
en  la  partición  de  la  herencia,  y  también  el 
conjunto  de  los  mismos  bienes  que  tocan  á 
cada  uno. 

HIPOTEOA.  Un  derecho  real  que  tiene 
el  acreedor  sobre  los  bienes  del  deudor  que  se 
hallan  sujetos  por  la  ley  ó  por  el  hombre,  al 
pago  ó  cumplimiento  de  la  deuda  ú  obligación 
contraída.  «-Bl  contrato  por  el  cual  uno  sujeta 
sas  bienes  para  seguridad  del  cumplimiento 
de  una  obligación  propia  ó  i^ena.— *La  misma 
coea  ó  finca  que  queda  ligada  y  afecta  á  la  se- 
^aridad  y  saneamiento  del  crédito  ü  oUiga- 
cion. 

La  hipoteca  se  confunde  á  yeces  con  la 
prenda^  no  solo  por  los  autores,  según  Bscriche, 


sino  también  por  las  leyes;  y  asi  es  que  el 
Código  de  Partidas  trata  promiscuamente  de 
una  y  otra,  designándolas  con  el  nombre  co- 
mún de  peños  en  el  tit.  13  de  la  Part.  5.* 
La  hipoteca  y  la  prenda  convienen  en  efecto: 

1.^  Bn  que  ambas  se  conceden  á  los  acree- 
dores para  mayor  seguridad  de  sus  créditos. 

2.*  Bn  que  asi  la  una  como  la  otra  consis- 
ten en  el  derecho  sobre  una  cosa  para  el  caso 
de  que  no  se  pague  la  deuda. 

3.**  Bn  que  ninguna  de  las  dos  puede  em- 
peñarse á  otro  acreedor  en  perjuicio  del  pri» 
mero. 

Pero  se  diferencian: 

1.*  Bn  que  la  prenda  consiste  regularmen- 
te en  cosas  muebles,  y  la  hipoteca  en  raices. 

2.*  Bn  que  la  hipoteca  se  constituye  sin 
tradición,  pues  que  la  cosa  hipotecada  queda 
en  poder  del  deudor;  y  la  prenda  no  se  consti- 
tuye sino  mediante  tradición,  pues  que  la  cosa 
empeñada  ó  prometida  en  prenda  se  entrega 
al  acreedor. 

La  hipoteca  en  su  principal  acepción  es , 
como  hemos  dicho,  un  derecho  real,  un  dere- 
cho en  la  cosa  sobre  que  se  constituye,  fus  in 
re;  un  derecho  que  consiste  en  dar  facultad  al 
acreedor  para  hacer  vender,  en  defecto  de  pa- 
go, la  cosa  hipotecada,  y  ser  satisfecho  del 
precio  que  produzca  con  prelacion  á  los  acree- 
dores de  inferior  grado.  Mas  no  es  este  dere- 
cho, como  lo  es  el  de  las  servidumbres,  una 
fracción  ó  desmembramiento  de  la  propiedad, 
pues  que  no  limita  ni  restringe  su  goce  en 
manos  del  propietario:  es  solamente  un  dere- 
cho real  en  cuanto  la  finca  hipotecada  está  li- 
gada y  afecta  al  pago  del  crédito  que  la  sigue, 
como  si  fuera  su  sombra,  como  cosa  que  va 
pegada  ó  inherente  á  ella. 

Las  hipotecas  bien  constituidas  son  la  base 
del  crédito  territorial. 

Bl  crédito  territorial  puede  fomentarse  por 
medio  del  crédito  particular  de  los  propieta*^ 
ríos  ó  por  los  establecimientos  püblicos  ó  ins* 
tituciones  de  crédito.  Bancos  territoriales, 
agrícolas  y  de  emisión. 

Las  hipotecas  se  constituyen  por  medio  de 
instrumento  publico,  solemnizado  con  todas 
las  circunstancian  internas  y  externas  preve- 
nidas por  las  leyes. 

La  ley  de  10  de  Febrero  de  1861  mandó 
se  publicase  el  proyecto  de  Ley  Hipotecaria. 

La  de  19  del  mismo  mes  y  afio  le  mandó 
imprimir  oficialmente. 

Bl  Real  decreto  de  30  de  Junio  del  mismo 
año  aprobó  el  Reglamento  para  la  ejecución 
de  dicha  ley. 

Otra  de  la  misma  fecha  aprueba  la  clasifi- 
cación de  los  Registros  hipotecarios. 

36 
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Otra  idom  tsmibien  apruebí  la  iofltraccion 
sobre  1h  manera  de  redactar  los  Instraoietitos 
públicos  sujetos  á  registro. 

Y  la  ley  de  14  de  Julio  de  Í862  mandó 
que  rigiese  la  ley  de  hipoteca  y  el  Reglamen- 
to dictado  para  su  ejecución  desde  el  dia  1/ 
de  Bnero  de  1863. 

Bata  última  Ley  Hipotecaria  no  se  propuso 
extinguir  las  hipotecas  legales,  sino  redecir  m 
número  y  dar  nueoa  forma  á  las  que  deja  sub- 
sistentes, convirtiéndolas  en  expresan  y  espe- 
ciales y  quitándoles  su  antiguo  carácter  de. J^^ 
citas  y  generales.  La  ley  se  limita  á  declarar 
que  los  particulares  son  arbitros  en  pedir  y 
estipular  las  hipotecas  que  quieran;  pero  que 
la  ley  no  viene  por  un  acto  soberano  á  suplir 
BU  silencio  ó  interpretar  su  voluntad.  ((Estipule 
cada  uno  lo  mejor  que  estime  respecto  á  garanr 
tías,  dice  la  exposición  de  motivos;  el  legislador 
respeta  yda  fuerza  coactiva  á  la  expresión  déla 
voluntad  de  los  contrayentes,  pero  no  la  suple 
ni  la  completa;  no  supone  que  quieran  garan- 
tía cuando  no  la  conciertan;  no  induce  una 
interpretación  juris  et  de  j%re  para  dar  á  su 
silencio  una  interpretación  equivoca  muchas 
veces  y  forzada  otras.»  Por  consiguiente,  las 
hipotecas  legales  están  dentro  de  las  condicio- 
nes generales  de  los  contratos  cuando  expresa- 
mente se  estipulan,  habiendo  desaparecido  por 
completo  la  hipoteca  tácita  y  general  que  re- 
conooian  nuestras  antiguas  leyes.  Hoy  la  hipo- 
teca legal  en  favor  de  los  menores,  de  los  in- 
capacitados, de  las  mujeres  casadas  y  de  los 
hijos  de  familia,  es,  como  la  voluntaría,  espe- 
cial y  pública;  la  ley  se  encarga  de  Hjar  las 
reglas  de  precaución  para,  que  dentro  de  este 
sistema  general  queden  asegurados  todos  los 
intereses  dignos  de  protección. 

Por  esto  la  hipoteca  legal  no  tiene,  ya  la 
acepción  que  en  el  antiguo  derecho  se  le  daba, 
sino  que  signiñoa  únicamente  el  derecho  ó  la 
obligación  de  pedir  y  obtener  una  hipoteca 
especial  sobre  bienes  raices  ó  derechos  reales 
que  sean  hipotecables  y  de  que  pueda  dispo^ 
ner  el  hipotecante. 

Son,  pues,  únicamente  hipotecas  legales 
las  establecidas  por  la  Ley  Hipotecaria  (artícu- 
los 157  y  168j  en  la  forma  por  ella  instiluidas. 

El  estudio  que  más  interesa  en  el  derecho 
mercantil  es  el  de  las  hipoltecas  tácitas  ó  lega- 
les, puesto  que  las  demás,  como  se  echa  de 
ver  por  las  deünicionea,  dependen  de  las  di- 
ferentes circunstancias  del  contrato. 

Es  conocida  por  hipoteca  judicial  la  que  se 
concede  por  el  Tribunal  al  deudor  en  virtud  de 
demanda  interpuesta  por  éste. 

Es  simple  hipoteca  ó  mera  hipoteca  la  que 
no  retiene,  el  acreedor. 


Con  prenda,  cuando  lleya  consigo  la  facul- 
\a^  de  poderse  retener  por  el  acreedor  hasta 
hallarse  cubierto  de  su  crédito. 

General,  es  la  hipoteca  que  abarca  todos 
los  bienes  del  deudor. 

Especial,  la  que  solo  se  oontrae  á  un  objeto 
ó  á  varios  objetos  determinados.  Véase  Lsr 

HlPOTECAEIA. 

HIFOTBCABIO.  Lo  perteneciente  ó  re- 
lativo á  hipoteca;  y  asi  se  aplica  al  acreedor 
que  tiene  derecho  de  hipoteca,  al  crédito  que 
está  asegurado  con  hipoteca,  y  á  la  Accion  que 
tiene  el  acreedor  para  hacer  vender  la  cosa 
que  se  le  ha  hipotecado  á  fin  de  obtener  con 
su  importe  el  cobro  de  la  deuda. 

HIFOTJBCAS.  Véase  Compbnsacion. 

IIOJAJ9  DS  Sisa  VICIO.  Véase  Nota3  de 

GONGEPtO. 

HOLÓQBAFO.  Aplícase  al  papel,  docu- 
mento, disposición,  y  con  más  especialidad  al 
testamento  que  está  enteramente  escrito  y  fit^ 
mado  de  la  mano  del  que  le  ha  hecho  ú  otor- 
gado. 

HOMBBS  BÜSNO.  Por  hombre  bueno  se 
entiende  en  derecho  el  Juez  ordinario  del  dis- 
trito; y  de  ahí  es  que  siBmpée  que  se  halla  es- 
crito en  ley  ó  contrato  que  alguna  cosa  se  tía 
de  librar  por  albedrio  de  hombre  buono,  se  en- 
tiende que  ha  de  librarse  ó  decidirse  por  el 
Juez  ordinario.  Has  ahora  no  suele  entenderse 
por  hombre  bueno  sino  al  arbitro  ó  arbitrador 
á  quien  cometen  las  partes  la  decisión  de  al- 
gún negocio. 

HOKBBB  DE  lUCAB.  Véase  M aeinseo. 

HOMBBB8  OB  NBOOCIOS.  Asi  se  lla- 
maron en  el  siglo  XVII  los' capitalistas  que 
ofrecían  á  los  Soberanos  fondos  para  cubrir  las 
urgencias  de  la  Corona  bajo  réditos  é  intereses 
considerables  (1). 

((Los  perjuicios  que  esta  clase  de  hombres 
causaron. á  la  Nacioa  española  se  eohan  de  ver 
de  la  representación,  que  hizo  á  S.  M.  la  Junta 
nom'trada  para  el  examen  de  los  juros  y  liqui- 
dación de  las  cuentas  de  los  hombres  de  neg^o^ 
cios*  Bjjl  ella  aseguró  haberse  declarado  vicio- 
sos en  justicia  133.686.980  rs.  de  capitalea 
que  éstos  rQclamaban,  y  acreedora  la  Beal  Ha- 
cienda contra  ellos  á  211.571.386  rs. 

A  esta  polilla  del  Eslado,  que  tanto  des- 
truyó la  Nación  espa&ola,  alude  el  satírico 
Que  vedo  en  su  Fortuna  eon  smo,  cuando  ha- 
blando de  un  seQor  dinamarqués,  que  por  ha«- 
berse  fiado  de  arbitristas  que  le  propusieron 
varios  medios  para  tener  inmensas  riquezaa  «  Hn 
que  l^s  que  kaHan  dif  pagar  síntéesen  la  faltm,  vio 


(1)    Canga  Ahoübllbs,  Die.  de  Hacienda, ^  pA 
gina694. 
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abrasarse  ea  palacio,  y  rcconoeió  qae  los  va- 
sallos y  geute  popular  y  la  justicia  habían 
apagada  6l  fuego,  al  paso  que  los  arbitristas 
daban  traa  los  cimientos,  y  le  babian  derri- 
bado la  casa  y  hecho  pedazos  cuanto  tenia. 
Desatinado  con  la  maldad  les  decia:  «Infames, 
)) vosotros  sois  el.  fuego;  todos  vuestros  arbi- 
»trios  son  de  esta  manera ;  todos  vnestros  re- 
)}medios  son  de  esta  suerte.  ¿Derribar  una 
«casa  porque  no  se  caiga  un  rincón  llamáis 
»defender  la  hacienda?  ¿Echarla  en  la  calle, 
))socorrer  el  rematar?  Dais  de  comer  al  Prin- 
»cipe  sus  pies,  sus  manos  y  sus  miembros ,  y 
))decís  que  le  sustentáis  cuando  le  hacéis  que 
»se  coma  á  si  oúsmo  ó  á.  bocados.  Si  la  cabeza 
»se  come  todo  el  cuerpo,  quedaré,  cáncer  de  al 
))mismo.  Perros,  el  fuego  venia  con  razón  á 
»quemarme  porque  os  consiento.  Los  Princl- 
»pea  pueden  ser  pobres;  mas  entrando  con  ar- 
»bitri8ta8,  para  dejar  de  ser  pobres  dejan  de 
Dser  Príncipes.)) 

HOKSNAJE.  Reconocimiento  de  vasalla- 
je ó  servidumbre  que  hace  un  subdito  á  su  se- 
ñor.— Bl  juramento  de  fidelidad,  obediencia  ó 
sumisión .  —  Sumisión ,  veneración ,  respeto . 
Esta  voz»  de  origen  feudal,  se  deriva  por  con- 
tracción de  las  palabras  latinas  hominem  agert; 
porque  presta  homenaje,  se  dice  que  se  hace 
hombre  de  otro;  y  según  Covarrubias,  dimana 
de  dos  voces  griegas  quo  equivalen  k  juramento 
sanio.  Como  quiera  que  sea,  por  homenaje  ó 
pleito  homenaje  se  entiende  ed  pacto  que  un  hom- 
bre hacia  de  ser  fiel  á  otro,  como  si  personal- 
mente le  estuviese  sujeto  á  manera  de  siervo, 
en  el  cumplio^iento  de  las  cosas  que  se  prome- 
tía dar  ó  hacer.  «Homenaje  tanto  quiere  decir, 
según  expresión  de  la  ley  4.',  tit.  25,  Part.  4/, 
como  tornarse  home  de  otroi,  et  facerse  como 
suyo  para  darle  seguranza  sobre  la  cosa  qne 
promete  de  dar  ó  de  facer  qtie  la  cumpla.)) 

Bl  homenaje  tenia  lugar  no  solo  en  los  feudos 
ó  contratos'  entre  señores  y  vasaHos,  sino  en 
cualesquiera  contratos  celebrados  enixe  particu- 
lares (Ley  4/,  tit.  25,  PaK.  4.')  Pí'estábaae  eú  el 
acto  de  reconocer  y  de  jurar  solemnemente  su- 
misión y  fidelidad  al  nuevo  Rey  después  de  la 
muerte  de  su  antecesor.  (Leyes  20,  21,  22,  23 
y  24,  tit.  13,  Part.  2.*)  Prestábase  así  por  los 
yasallos  en  la  constitución  de  los  feudos  á  fa- 
vor de  los  que  los  constituían,  como  por  los  fijos- 
dalgo  en  el  acto  de  recibir  el  encargo  de  guar- 
dar y  defender  los  castillos  y  fortalezas  que  al 
efecto  les  entregaban  los  ricos  hombres.  (Ley  4." , 
tit.   26,  Part.    4.')  Y  prestábase  igualmente 
por  líos  sucesores  de.algunoé  mdyoraego^  fün^ 
dados  con  este  requisito,  prometiendo  con  ju*^ 
ramcmto  .ea  manos  de  un  caballero  hijodalgo 
observar  exactamente  todaa  las  condicipnea  d6 


la  erección,  sin  alterarlas,  tergiversarlas  ni  in- 
terpretarlas con  pretexto  alguno,  bajo  la  pena 
de  incurrir  en  las  condenaciones  impuestas  por 
derecho  contra  los  que  no  cumplian  el  pleito 
homenaje. 

Los  infractores  del  pleito  homenaje  incur- 
rían unas  veces  en  la  pena  de  traidores  óale- 
vosos,  y  otras  en  la  de  infamia,  según  los  casos. 

HONESTO.  Lo  que  es  decente,  decoroso, 
razonable  y  justo.  El  primer  precepto  de  la  jus- 
ticia, según  la  ley  3.*,  tit.  1.",  Part.  3.",  es  que 
el  hombre  viva  honestamente^  esto  es,  que  no 
haga  cosa  alguna  que  repugne  á  las  buenas 
costumbres  y  al  decoro  páblico,  aunque  no 
esté  prohibida  expresamente  por  las  leyes.  No 
solo  hemos  de  atender  á  si  una  cosa  es  lícita 
ó  no  está  prohibida,  sino  también  á  si  es  ho* 
nesta. 

HONOB.  «El  honor  es  el  legitimo  derecho 
que  hemos  adquirido  por  nuestra  conducta  á 
nuestra  propia  estimación  y  á  la  de  los  demás 
hombres.  La  estimación  de  la  sociedad  no  se 
adquiere  sino  es  siendo  átil.  El  hombre  no  tie* 
ne  derecho  á  apreciarse  á  si  mismo  sino  es 
cuando  está  seguro  de  haber  merecido  el  apre- 
cio de  sus  semejantes.  Asi,  pues,  el  hombre  de 
honor,  que  no  debe  distinguirse  nunca  del 
hombre  de  bien,  solo  puede  deshonrarse  cuan- 
do mudando  de  conducta  se  priva  de  todo  de<- 
recho  á  su  estimación  propia  y  á  la  de  los  de- 
más. Si  no  le  sucede  esta  desgracia,  por  más 
que  le  denigren  la  caluoinia  y  la  envidia,  por 
más  que  se  conjuren  contra  su  reputación  las 
más  enfadosas  circunstancias,  jamás  perderá 
la  tranquilidad  de  su  conciencia,  que  ningún 
poder  de  la  tierra  puede  arrancarle. 

»Bl  verdadero  honor  no  se  destruye  con 
una  afrenta  ni  se  restablece  con  un  asesinato. 
El  honor  no  puede  ser  vulnerado  sino  es  por 
el  que  lo  posee.  El  honor  real  no  puede  consis- 
tir sino  en  la  virtud,  y  la  virtud  do  puede  ser 
cruel  ni  sanguinaria;  es  pacifica,  suave,  justa, 
sufJMda  y  modesta.  No  es  arrogante  ni  sober- 
bia, porque  de  este  modo  se  haría  odiosa  y 
despreciable.  La  virtud  real,  los  verdaderos 
talentos,  la  grandeza  de  alma,  el  verdadero  ho^- 
ñor  gozan  de  la  seguridad  de  sus  derechos. 

))Bi  honor  es  el  legitimo  derecho  que  he-< 
mos  adquirido  por  nuestra  conducta  á  nuestra 
propia  estimación  y  á  la  de  los  demás  hom«* 
br6S.)r.(B.  deHclbach,  Moral %7dver$ai,) 

HONOBES  QUE  OOBBSSPOKDBN  Á 
tos  AaBrar£9>Din.o]fÁTicos  t  consclabis.  Bi  sefior 
Ministro  de  Marina,  con  fecha  28  de  Julio  de 
18é3,  dice  al  Ministerio  de  Estado  lo  que  siguei 

«Excmo.  Sr.:  Hé  dado  cuenta  á  la  Reina 
nuestra  Befiora  del  -expediente  instruido  en 
eate  Müúalarto  á  consecuencia  de  la  eomoni'^ 
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cacion  de  Y,  B.«^  número  1436,  de  23  de  Di- 
ciembre ultimo,  en  que  consulta  los  honores 
y  demás  distinciones  que,  según  su  categ^oria, 
deban  hacerse  á  los  Agentes  diplomáticos  y  con- 
sulares de  S.  M.  por  los  buques  de  guerra  que 
lleguen  á  los  puertos  donde  residan,  respecto 
á  que  en  las  Ordenanzas  generales  de  la  ar- 
mada solo  se  expresan  los  que  corresponden  á 
los  Embajadores  y  Ministros  plenipotenciarios. 
También  se  ha  enterado  de  lo  que  sobre  el  par- 
ticular ha  manifestado  el  Sr.  Ministro  de  Esta- 
do; é  impuesta  igualmente  S.  M.  de  lo  infor- 
mado por  V.  E.,  se  ha    dignado  resolrer  que 
asimilada  la  categoría  de  Embajador  á  la  de 
Capitán  general;  la  de  Ministro  plenipotencia- 
ria á  la  de  Teniente  general:  la  de  Ministro 
residente  á  la  de  Jefe  de  escuadra;  la  de  En- 
cargado de  Negocios  y  Cónsul  general  á  la  de 
Brigadier;  la  de  Cónsul  de  primera  clase  á  la 
de  Capitán  de  nayio;  la  de  Cónsul  de  segunda 
clase  á  la  de  Capitán  de  fragata,  y  la  de  Vice- 
cónsul á  la  de  Teniente  de  navio,  se  hagan  en 
lo  sucesivo  á  los  referidos  funcionarios  y  Agen- 
tes diplomáticos  y  consulares  á  bordo  de  los 
buques  de  la  armada  que  visiten,  ó  al  desem- 
barcarse de  alguno  de  los  mismos  en  puerto 
perteneciente  al  país  á  que  estuviesen  desti- 
nados, los  honores  que  se  expresan  en  la  nota 
que  adjunta  le  acompaño. 

Y  con  inclusión  de  la  nota  que  se  cita,  lo 
traslado  á  V.  8.  de  la  propia  Real  orden  para 
su  conocimiento  y  gobierno. 

Dios  guarde  á  V.  S.  muchos  años.  San  Il- 
defonso 10  de  Agosto  de  1853.=:Francisco 
Lersundi.» 

Nota  expresiva  de  los  honores  que,  eegun  lo  dis- 
puesto por  S.  M.  en  Real  orden  de  esta  fecha,  ha- 
rán en  lo  sncesíTO  los  huqnes  de  la  armada,  con 
{presencia  de  lo  que  preceptúan  las  Or denansas  de 
a  misma,  &los  Agentes  diplomáticos  y  consulares, 
asi  como  de  las  Insignias  que  dehen  largar  los  bo- 
tes que  los  conduzcan,  consecuente  á  las  catego- 
rías militares  con  que  se  hallan  igualados. 

Al  Embajador, -^Se  harán  los  mismos  ho- 
nores militares  que  señala  el  art.  11,  tit.  3/, 
trat.  4/  de  las  citadas  Ordenanzas;  los  salu- 
dos que  marca  el  art.  36,  tit  2.^,  trat.  4.*,  y 
llevará  larga  el  bote  que  lo  conduzca  la  insig- 
nia que  previene  el  art.  37,  tit.  1.*,  trat.  4.* 

Al  MinUíro  plenipotenciario, — Le  corres- 
ponden los  honores  militares  que  en  su  segun- 
da parte  marca  el  art.  12,  tit.  3.^,  trat.  4.*; 
es  decir,  como  á  Teniente  general  subordina- 
do; los  saludos  que  designa  para  esta  ciase  el 
art.  0.*,  tit.  2.*,  trat.  4.*,  y  la  insignia  en 
bote  que  en  su  segunda  parte  marca  el  ar- 
ticulo 87,  tit.  1/,  trat.  4.* 

Al  Ministro  Réndenle,  «^Los  honores  milita- 
res que  señala  á  los  Jefes  de  escuadra  subordi- 


nados en  su  segunda  parte  el  art.  13,  tít.  3/, 
trat.  4.*;  los  saludos  que  designa  el  art.  9.*, 
tit.  2.*,  trat.  4.*,  y  la  insignia  en  el  bote  que 
lo  conduzca,  la  señalada  en  la  segunda  parte 
del  art.  37,  tít.  1.*,  trat.  4.* 

Al  Encargado  de  Negocios  y  Cónsul  general.  — 
Le  corresponden  los  honores  militares  que  pre- 
viene el  art.  16,  tit.  3.*,  trat.  4.*;  los  saludos 
que  al  empleo  de  Brigadier  marca  el  art.  9.^, 
tit.  2,*,  trat.  4.*,  y  la  insignia  en  bote  que  al 
mismo  señala  el  art.  31,  tit.  1.*,  trat.  4.* 

Cónsul  de  primera  clase.  — Le  pertenecen  los 
mismos  honores  exprsados  para  la  clase  qae 
antecede,  á  excepción  del  numero  de  cañona- 
zos, que  serán  los  que  señala  el  art.  9.*,  titu- 
lo 2.*,  trat.  4.* 

Cónsul  de  segunda  clase. -^Qe  harán  los  ho- 
nores que  designan  el  art.  9."*,  tSt.  2.^,  trat.  4.*, 
y  el  31,  tit.  1.*  del  propio  tratado. 

Vicecónsul.  —Los  preceptuados  para  Oficia- 
les subalternos  en  el  art.  9.*,  tit.  2.*,  trata- 
do 4.*,  y  en  el  31,  tít.  1.*  de  dicho  tratado, 
con  las  excepciones  que  el  mismo  expresa  res- 
pecto á  llevar  la  bandera  larga  á  popa  en  el 
bote  que  lo  conduzca. 

Bl  tratado  4.*  de  las  Ordenanzas  generales 
de  la  armada  naval,  en  su  art.  9.*,  tit.  2.^, 
dice:  «La  insignia  del  Capitán  general  de  la 
armada  será  saludada  por  los  Comandantes  de 
los  bajeles  que  le  encontraren  en  la  mar,  sa- 
lieren ó  entraren  en  el  puerto  en  que  esté  an- 
clado, se  separen  á  comisiones  y  volvieren  á 
incorporarse  en  la  mar,  con  siete  voces  de  Viva 
el  Bey,  y  quince  cañonazos,  y  responderá  con 
el  numero  siguiente  de  uno  y  otro: 

Voces.   Cafionuos. 


A.1  Teniente  general 5  13 

Al  Jefe  de  escuadra.  • 3  11 

Al  Brigadier 1  9 

Al  Capitán  de  navio 1  T 

Al  Capitán  de  fragata 1  5 

A  todo  oñcial  de  grados  infe- 
riores   1  3 

La  Instrucción  de  13  de  Marzo  de  1867, 
aprobada  por  el  Ministro  de  Marina  Sr.  Rabal- 
cava,  previene  en  su  art.  81: 

«Las  personas  que  á  continuación  se  ex- 
presan, cuando  son  trasportadas  por  baques 
del  Estado,  reciben  los  honores  siguientes: 

Ca&onazos. 


Embajadores  de  España 15 

Enviados    extraordinarios,    Minis'.ro8 

plenipotenciarios 13 

Ministros  residentes 11 
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Cañonazos. 


BncargadoB  de  neg^ocfos  y  Cónsales 

gp6oerftles  •••••••• 9 

Cónsules  de  primera  clase 7 

ídem  de  segunda  clase 5 

Vicecónsules 3 

Bl  art.  82  dice:  que  «los  honores  especi- 
ficados se  harán  al  salir  la  persona  del  buque 
del  Estado  que  los  haya  conducido  al  puerto 
de  su  destino  en  países  extranjeros»  cuando 
hagan  visita  oficial  en  dichos  puertos  á  algún 
buque  del  Bstado,  y  cuando  se  embarquen  en 
ellos  para  regresar  á  España.  Los  honores 
mencionados  no  se  harán  en  el  puerto  de  su 
embarco  ó  desembarco  en  España,  y  en  nin- 
gún caso  no  Hoyando  uniforme. 

Art.  159.     No  $e  hac^n  honores  después  de  la 
oración. » 

(Véaae  el  cap.  2.*,  art  14  al  IT  inclusive 
del  Reglamento  de  la  Carrera  consular^  en  el  ar- 
ticulo CÓMSCLBS.) 

HOBAS  DS  OFICINA..  Por  interés  de 
los  españoles  qne  puedan  necesitar  frecuente- 
mente la  intervención  del  Consulado,  es  pre- 
ciso que  éste  se  halle  situado  en  el  punto  de  la 
población  más  comercial  y  más  próximo  ai 
puerto.  Véase  Consulado. 

Los  Cancilleres  y  auxiliares  deben  asistir 
todos  los  días  á  la  oficina,  excepto  los  domin- 
gos y  dias  de  fiesta,  y  el  mismo  Cónsul  debe 
dar  ejemplo  y  señalar  las  horas  de  oficina,  que 
deberán  fijarse  en  la  puerta  de  la  misma  en 
castellano  y  en  el  idioma  del  país.  No  obstante, 
tanto  el  importante  servicio  que  exijan  los  ac- 
tos del  estado  civil,  como  la  llegada  y  salida 
de  pasajeros  y  barcos  de  vapor,  deberá  des- 
empeñarse cuando  sea  necesario  sin  considerar 
que  sea  domingo  ó  dia  feriado.  Véase  Ofigíma. 

HOSPITAL.  Estos  establecimientos  de 
piedad  tienen  hipoteca  tácita  en  los  bienes  de 
sus  administradores;  son  preferidos  á  los  par- 
ticulares en  los  legados  que  se  les  dejaren;  go- 
zan del  beneficio  de  restitución  in  inUgrum  y 
están  considerados  como  menores,  cuyos  pri- 
vilegios les  están  concedidos.  Gregorio  López 
en  la  glosa  l.\  ley  10,  tít.  19,  Part.  6/.  Véase 

EfiPEBMOS  BN  EL  HOSPITAL. 

HIléBFANOS.  (iSi  quedase  abandonado 
en  país  extranjero  algún  niño  español  menor 
de  edad,  por  fallecimiento  del  padre  ó  de  la 
madre,  y  la  beneficencia  del  paSs  rehusare  am- 


pararlo, lo  recogerá  el  Cónsul  y  le  suminis- 
trará el  alojamiento  y  subsistencia  hasta  que 
pueda  mandarlo  al  primer  puerto  de  España, 
oficiando  al  Gobernador  de  la  provincia  ó  ni 
Alcalde  constitucional  respectivo  para  que  le 
envíe  á  sus  parientes  ó  le  coloque  en  cualquier 
establecimiento  de  caridad.»  (Art.  55  de  lains- 
truccionde  19  deJuliode  1S56.) 

«En  este  caso  el  Cónsul  debe  proceder  con 
no  menos  conocimiento  de  causa  para  que  o\ 
socorro  sea  justamente  merecido,  y  disponer 
que  cuanto  antes  se  restituya  el  huérfano  á  su 
Patria  á  recibir  la  protección  que  ésta  dispen- 
sa á  los  desvalidos,  debiendo  costear  solo  su 
manutención  si  el  baque  conductor  fuese  na- 
cional, ó  la  manutecion  y  el  pasaje  si  á  falta 
de  aquel  se  proporcionase  alguno  ex  tranjero,á 
cuyo  Capitán  expondrá  la  orfondad  é  indigen- 
cia del  pasajero  para  lograr  un  ajuste  más  equi- 
tativo.» (Art.  56  de  idem.) 

((Los  socorros  suministrados  á  los  huérfa- 
nos desvalidos  se  justificarán  con  recibos  do 
la  persona  en  cuya  casa  se  hospeden  por  dis- 
posición del  Cónsul  y  del  Capitán  que  los  em- 
barque ó  del  conductor  que  los  acompañe  por 
tierra,  cuyos  documentos  se  remitirán  al  Mi- 
nisterio de  Estado,  quedando  un  ejecnplar  en 
el  Consulado  para  los  efectos  correspondientes; 
haciéndose  constar  además  en  el  pasaporte  la 
ayuda  de  costa  de  viaje  que  hubiese  recibido.» 
(Art.  57  de  idem.) 

HIJBTO.  La  sustracción  fraudulenta  de  la 
cosa  ajena  sin  voluntad  del  dueño,  con  ánimo 
de  apropiarse  el  dominio,  la  posesión  ó  el  uso 
de  ella.  El  hurto  solo  puede  recaer  sobre  las 
cosas  muebles,  pues  solo  ellas  pueden  ser  sus- 
traídas y  trasportadas  de  un  lugar  á  otro:  el  acto 
de  apoderarse  de  las  inmueblescontra  la  volun- 
tad de  sus  dueños  se  llama  usurpación,  invasión 
ó  intrusión . 

En  el  modo  común  de  hablar  se  suele  con- 
fundir el  hurto  y  el  rodo,  de  manera  que  estas  dos 
palabras  se  toman  indistintamente  para  desig- 
nar una  misma  cosa;  pero  hablando  con  propie- 
dad y  exactitud,  hay  notable  diferencia  entre 
unacosay  otra:  elhurto  sehacecon  flraudey  áes- 
condidas,sin  que  tal  vez  se  aperciba  el  dueño 
hasta  mucho  tiempo  después  de  ejecutado,  y 
el  robo  se  comete  abiertamente  con  violencia, 
intimidando  al  dueño  ó  poseedor  con  armas  ó 
amenazas. 
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IBEBIA.  Nombre  qae  daban  los  romanos 
á  tres  regiones  del  mando:  la  Georgia,  la  Ita« 
lia  y  la  Península  española,  formada  hoy  por 
la  España  y  el  Portugal. 

IBIDEM.  Palabra  latina  que  se  usa  en  las 
citas  para  indicar  que  la  palabra,  frase,  etc. 
que  se  cita  se  encuentra  en  el  parage  ya 
mencionado  en  la  cita  precedente.  Se  escribe 
más  frecuentemente  por  abreviatura  ib,  6  ibid, 
IDEA.  Imagen  qué  los  objetos  producen 
en  la  mente,  ó  sea  la  simple  noción  de  un  ob  * 
Jeto;  operación  la  más  sencilla  de  nuestro  en* 
t^ndimiento,  posterior  á  la  sensación  produci- 
da por  un  ser,  y  precedente  al  juicio  que  ha 
de  conocerlo  después. — Percepción,  imagen, 
recuerdo,  memoria,  reminiscencia,  huella  que 
deja  en  el  alma  una  sensación. — distema,  mé- 
todo, plan  ó  disposición  para  la  formación  de 
alguna  obra,  para  la  ejecución  de  alguna  co- 
sa.—Intención,  objeto,  fin,  ánimo  de  hacer 
una  cosa  cualquiera,— Modelo,  ejemplar,  re- 
gla, norma,  pauta. — Disposición,  despejo,  in- 
genio, talento  para  inventar,  disponer,  trazar 
ó  ejecutar.— Opinión,  concepto,  juicio  que  so 
forma  de  las  personas  ó  de  las  cosas. — Idea 
simple:  percepción  ünica,  imagen  producida 
por  una  cualidad  en  abstracto  — Idea  compues- 
ta: la  producida  por  dos  ó  más  cualidades  en 
concreto  ó  constituyendo  un  ser.  —Idea  innata: 
la  que  se  supone  existir  en  la  mente  desde  que 
se  nace. 

IDEAL.  Propio  de  la  idea  ó  pertenecien- 
te á  ella  —Que  solo  existe  en  la  mente,  en  la 
fantasía,  en  la  imaginación,  cuya  existencia 
no  es  ñsica  ó  corporal:  abstracto,  imaginario, 
metañsico,  mental,  moral,  espiritual,  etc., por 
una  analógica  extensión. 

IDEALISMO.  Sistema  ñlosóflco  que  da 
una  importancia  exclusiva  á  las  ideas  gene- 
rales, á  las  nociones  necesarias  y  absolutas 
concebidas  por  la  razón,  aplicándoles  general- 
mente el  nombre  de  ideas.  Llámase  también 
racionalismo  este  sistema;  tiene  por  jefe  á  Pla- 
tón, y  en  todas  épocas  ha  combatido  siempre 
enérgicamente  al  sensualismo.  — Doctrina  ñlo- 
sóñca  que  niega  la  realidad  del  mundo  mate- 
rial y  no  ve  en  los  objetos  exteriores  más  que 
nuestras  propias  ideas,  á  las  cuales  concede 
ilusoriamente  una  existencia  independiente 
del  espíritu.  Toma  también  este  sistema  el 
nombre  de  espiritualismo, 

ídem.  Palabra  latina,  que  significa  lo 


mismo  6  el  misma^  y  que  se  usa  con  mucha 
frecuencia  en  higar  de  palabras  ya  dichas, 
para  evitar  fastidiosas  repeticiones,  como  su- 
cede cuando  hay  que  citar  muchas  veces  un 
mismo  autor,  ó  cuando  en  las  listas,  cuen- 
tas, etc.,  hay  que  encabezar  con  una  misma 
palabra  difereiites  partidas  de  una  misma  es- 
pecie.—P^r  Ídem,  loe.  lat.  que  significa  lo 
mismo  es  lo  uno  que  lo  otro;  son  cosas  idénticas, 

IDEMISTA.  Epíteto  que  se  da  á  las  per- 
sonas que  no  tienen  juicio  propio,  que  siem- 
pre se  adhieren  al  parecer  del  preopinante. 

IDÉNTICO.  Igual  en  las  propiedades  y 
en  la  esencia  á  otra  cosa  con  que  se  compara. 

IDENTIDAD  DE  BEESONA.  La  cali- 
dad de  ser  una  persona  que  se  encuentra  pre- 
cisamente la  misma  que  se  busca,  y  cierta 
ficción  de  derecho  por  la  cual  el  heredero  se 
tiene  por  una  misma  persona  con  el  testador 
en  cuanto  á  las  acciones  activas  y  pasivas. 

Una  de  las  circunstancias  indispensables 
para  la  validez  de  los  instrumentos  páblicos 
es  la  identificación  de  las  personas  de  los  otor- 
gantes. Por  esta  razón,  los  Notarios  ó  Agentes 
consulares  deben  dar  fé  en  ellos  de  que  cono- 
cen á  las  partes,  de  su  vecindad  y  de  su  pro- 
fesión, por  haberse  asegurado  de  su  conoci- 
miento por  el  dicho  de  los  testigos  instrumen- 
tales ó  de  otros  dos  que  las  conozcan,  y  que 
se  llaman,  por  tanto,  testigos  de  conocimien  • 
to,  y  principalmente  por  la  cédula  de  inma- 
triculacion  que  deben  tener  todos  los  españo- 
les residentes  ó  transeúntes  en  países  extran  - 
jeros.  En  los  casos  graves  y  extraordinarios 
en  que  no  sea  posible  consignar  por  completo 
estas  circunstancias,  expresarán  cuanto  sobre 
ello  les  conste  de  propia  ciencia  y  manifiesten 
los  testigos  instrumentales  y  de  conocimien- 
to. (Art.  23  de  la  Ley  del  Notariado,) 

En  tal  caso,  se  designarán  los  documen- 
tos que  se  presenten  en  comprobación  del 
nombre,  estado,  vecindad  y  procedencia  del 
interesado,  refiriendo  además  el  motivo  ó  la 
gravedad  del  acto.  (Art.  78  del  Reglamento  del 
Notariado.) 

En  todo  caso,  la  fé  del  conocimiento  de  la 
profesión  y  vecindad  de  los  otorgantes,  que  el 
Notario  ha  de  dar,  basta  que  sea,  y  será  siem- 
pre, con  relación  al  dicho  de  los  mismos  otor- 
gantes, según  el  art.  84  de  dicho  Reglamen- 
to y  23  de  la  Ley. 

IDENTIFICAR  LA  PERSONA.  Deter- 
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minar  6  declarar,  por  medio  de  pruebas  in- 
concusas, que  una  persona  es  la  misma  que 
tiene  que  responder  ó  ser  juagada  ante  el  Tri- 
bunal. 

lOEOGBÁFZGO.  Conoerniente  á  la  ideo- 
grafía, que  expresa  ó  que  manifiesta  una  idea 
por  medio  de  signos  gráficos.  Epíteto  que  par- 
ticularmente se  aplica  al  sistema  de  escritura 
de  los  chinos,  de  los  egipcios  y  de  otros  países. 

IDEOLOGÍA.  Ciencia  que  tiene  por  ob- 
jeto describir  y  manifestar  el  modo  de  for- 
marse las  ideas,  las  combinaciones  que  con 
ellas  hacemos  en  la  mente,  las  operaciones  to- 
das del  entendimiento;  la  teoría,  en  fin,  de  las 
admirables  facultades  del  alma. 

IDIOMA..  La  lengua  general  de  cada  Na* 
clon.  Modo  peculiar  de  producirse  alguna  per- 
sona en  ciertas  y  determinadas  circunstan- 
cias; así  se  dice:  hablar  el  idioma  de  la  corte ^  el 
idioma  de  los  palacios,  el  idioma  diplomáiico,  etc. 

IDIOMA  DIPLOMÁTICO.  El  de  que  ge- 
neralmente se  hace  uso  en  las  conferencias 
entre  Ministros  ó  Plenipotenciarios  que  no  tie- 
nen una  misma  lengua  nativa,  es  el  francés. 
En  las  comunicaciones  por  escrito,  cada  corte 
emplea  la  suya,  salvo  que  por  más  comodidad 
se  convengan  en  el  uso  de  otra  distinta,  que 
antiguamente  ha  sido  algunas  veces  la  latina, 
y  ahora  suele  ser  la  francesa.  Son  asimismo 
en  esta  lengua  las  comunicaciones  que  los  Mi- 
nistros de  las  Potencias  extranjeras,  residen- 
tes en  París,  dirigen  al  Ministro  francés;  pero 
tal  vez  con  la  proponderancia  que  Prusia  aho- 
ra ha  adquirido,  esta  práctica  se  pierda. 

IDIOMOGBAFÍA.  Ciencia  que  tiene  por 
objeto  la  descripción  y  clasificación  de  los 
idiomas  de  un  país  ó  de  un  pueblo. 

IDI0800FIA.  Conocimiento  de  las  pro- 
piedades particulares  de  ésta  ó  de  la  otra  cla- 
se de  seres. 

IDOLATBÍA.  Culto  ó  adoración  que  se 
da  á  los  ídolos  ó  dioses  falsos.— Cualquier  ob- 
jeto que  no  sea  verdadero.  — A.mor  ardiente, 
cariño  sin  límites  hacia  una  persona,  animal 
ó  Cosa. 

IDUS.  La  ultima  de  las  tres  partes  en  que 
los  romanos  dividían  el  mes.  En  Marzo,  Mayo,^ 
Julio  y  Octubre  comenzaban  los  idus  el  dia 
15  y  en  los  demás  meses  el  13. 

IGLESIA.  Palabra  griega  que  significa 
en  general  convocación  ó  reunión  de  los  ado- 
radores del  verdadero  Dios,  y  congregación 
de  los  fieles  reutíidos  por  la  profesión  de  una 
misma  fé,  por  la  participación  de  unos  mis- 
mos Sacramentos  y  por  la  sumisión  á  los  legi- 
times Prelados,  principalmente  al  Romano  Pon- 
tífice. — Conjunto  de  todas  las  personas  eclesiás- 
ticas de  una  Nación,  de  un  Reino,  de  un  pa-  | 


tríarcado;  asi  se  dice:  la  i'glMa  ^ípaSola,  la 
iglesia  angUeana,  etc.  —Estado eclesiástico  com- 
prensivo de  todos  los  ordena;dos.— La  reunión 
de  todas  las  personas  que  constituyen  la  ge- 
rarquía  elesiástica,  desde  el  Pontífice  hasta  los 
Prelados.  — Cabildo  de  las  cated^alesó  colegia- 
tas; así  se  divide- en  metropolltaüá,  sufragá- 
nea, etc.  —  Iglesia  mayor,  la  principal  de  cada 
pueblo.— /^/ma  militante:  conjunto  de  los  fie- 
les que  viven  en  este  mundo  en  la  fé  católica. 

lOKOBAKClA*  La  falta  de  ciencia,  de 
letras  y  noticias,  sea  general  ó  particular.  La 
ignorancia,  considerada  en  sí  misma,  se  dis- 
tingue del  error;  pues  aquella  no  es  más  que 
una  privación  de  Ideas  y  conocimientos,  y 
ésta  es  la  falta  de  conformidad  ó  la  oposición 
de  las  ideas  con  la  naturaleza  ó  estado  do  las 
cosas.  Mas  considerada  como  principio  de 
nuestras  acciones,  la  ignorancia  casi  no  se  di- 
ferencia del  error,  y  ambos  suelen  ir  juntos 
casi  siempre. 

La  ignorancia,  así  como  el  error,  es  de 
muchas  maneras:  en  cuanto  á  su  objeto,  es  de 
hecho  ó  de  derecho;  en  cuanto  á-su  origen, 
voluntaria  ó  involuntaria;  en  cuanto  á  su  in- 
fidencia sobre  las  aceioties  ó  negocios  de  los 
hombres,  esencial  ó  accidental.  Véase  Eatoa. 

IGUALDAD.  Armonía,  proporción  ó  cor- 
respondencia que  resulta  del  conjunto  de  mu- 
chas partes  que  uniformemente  constituyen 
un  todo.  La  igualdnd  en  los  derechos  impres- 
criptibles del  hornee  se  refiere  á  la  identidad 
de  la  especie. -^LeL  igualdad  no  es  por  cierto 
ese  ente  de  razón  que  ha  concebido  la  exage- 
ración política,  proclamando  igual  al  bueno 
que  al  malo,  al  ignorante  que  al  sabio,  para 
el  orden  armónico  de  la  sociedad  civil  y  para 
la  participación  de  los  derechos  y  de  los  debe- 
res.— Cousin  ha  dicho  que  la  filosofía  prueba 
que  la  realización  de  la  rerdadera  igualdad  es 
tratar  desigualmente  á  seres  desiguales.— Z¿( 
igualdad  material  es  un  hecho  sobre  que  se  fun- 
da la  igualdad  ante  la  ley.^X  cada  uno  según 
sus  obras;  á  todos  la  protección  legal. — La 
verdadera  igualdad  es  dar  á  cada  uno  el  lugar 
que  debe  á  la  Providencia  por  sus  talentos  y 
por  sus  virtudes.— La  igualdad  caracteriza  al 
hombre  como  miembro  de  la  familia  humana, 
que  es  una. 

ILEGAL.  Lo  que  es  contra  la  ley. 

ILEGITIMAR.  Privar  á  alguno  de  la  le- 
gitimidad, y  hacer  que  se  tenga  por  ilegiti- 
mo al  que  realmente  era  legítimo  ó  se  tenia 
por  tal. 

ILEGITIMIDAD.  Falta  de  alguna  cir- 
cunstancia ó  requisito  para  ser  una  cosa  le- 
gítima; y  especialmente  la  calidad  que  uno 
tiene  de  no  haber  nacido  de  legítimo  matrimonio. 
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UiSOItiMO.  Todo  lo  que  ae  hace  contra 
la  disposición  de  las  leyes,  ó  no  es  conforme  á 
ellas;  y  asi  se  dice  ilegítimo  el  hijo  habido  de 
an  enlace  qae  no  está  aatorizado  por  las  leyes. 

JldOlTO.  Lo  que  es  contrario  á  la  justi- 
cia 6  razón,  ó  no  está  permitido  por  las  leyes. 

ILÍQUIDO.  Lo  que  todavía  está  por  li- 
quidar 6  aclarar,  como  alguna  cuenta  ó  deuda. 

UiXJSOBIO.  Lo  que  es  de  ningún  valor  ó 

efecto. 

UiUSTBE.  Bl  que  es  de  distinguida  pro- 
sapia; y  también  se  usa  como  titulo  de  dig- 
nidad. 

IUBUBSACION.  Lo  mismo  que  insacu- 
lación. 

IMFABTIB  O IMPBBTIB.  Repartir,  co- 
municar ó  prestar  á  otro  una  cosa  que  se  tiene 
6  posee;  y  así,  impartir  el  aiuffilio  es  prestar 
auxilio  ó  socorro  una  jurisdicción  ó  Autori- 
dad á  otra.  También  se  usa  de  esta  frase  en  el 
aentido  de  pedir  ó  implorar  una  jurisdicción 
el  auxilio  de  la  otra,  especialmente  la  ecle- 
siástica de  la  civil,  para  la  ejecución  de  aque- 
llas providencias  que  no  puede  llevar  á  efecto 
por  si  misma. 

IMPEDIMENTO  MATBIMONIAI..  La 
prohibición  de  contraer  matrimonio  hecha  por 
la  ley  á  los  que  no  reúnen  todas  las  calidades 
ó  no  cumplen  todas  las  condiciones  prescritas 
al  efecto.  Hay  circunstancias  que  hacen  nulo 
el  matrimonio,  y  circunstancias  que  le  hacen 
ilícito  sin  anularle,  y  de  aquí  nace  la  clasifi- 
cación de  impedimentos  dirimentes  é  impedi- 
mentos impedientes  ó  prohibitivos. 

IMPEBICIA.  La  falta  de  habilidad  en 
una  ciencia  ó  arte  que  se  profesa.  La  imperi- 
cia es  inexcusable  cuando  causa  perjuicio  á 
alguna  persona.  Asi  es  que  las  faltas  cometi- 
das por  impericia  en  las  profesiones  de  médi- 
co, cirujano,  boticario,  y  en  las  de  las  artes  y 
oficios,  son  castigadas  judicialmente  con  pro- 
porción al  perjuicio  que  hubieren  causado;  y 
el  juez  que  por  impericia  diere  sentencia  in- 
justa, queda  obligado  á  pagar  los  daños  al  li- 
tigante agraviado. 

IMPEBIO.  La  potestad  que  tienen  los 
Jueces  para  pronunciar  las  sentencias  y  ha- 
cerlas ejecutar. 

IMPBTBA.  Facultad,  licencia  ó  permi- 
so.— Impetradle  se  dice  de  la  cosa  ó  gracia  que 
puede  obtenerse.  ^Impetrante  es  aquel  á  quien 
se  ha  concedido  alguna  gracia  por  el  Princi- 
pe, é  impetrar  significa  conseguir  algún  favor, 
don,  gracia  ó  privilegio  que  se  ha  solicitado. 

IMFOBTACION  FOB  MAB.  «Ninguna 
mercadería,  sea  de  la  especie  que  quiera,  pue- 
de ser  introducida  legalmente  en  los  dominios 


torizadas  al  efecto,  debiendo  ser  presentada 
en  ella  para  «u  comprobación  y  para  el  abono 
de  los  derechos  de  Arancel,  si  está  sujeta  á 
ellos. » [Ordenanzas  generales  de  la  renta  de  Ádua^ 
nos,  tit.  3.*,  cap.  1.*,  art.  44.) 

«La  importación  por  mar  principia  en  el 
momento  de  entrar  el  buque  conductor  dentro 
de  los  limites  del  puerto  en  donde  va  á  hacer 
su  descarga,  y  no  se  entiende  concluida  has- 
ta que  se  hayan  adeudado  ó  afianzado  cuando 
proceda,  los  derechos  que  devenguen  las  mer- 
cancías; y  en  el  caso  de  ser  éstas  libres,  cuan- 
do hayan  salido  legalmente  de  los  almacenes 
ó  muelles.»  (Art.  45.) 

Según  las  mismas  Ordenanzas,  en  el  capi- 
tulo 2.*  sobre  faltas,  se  previene: 

((Art.  207.  Bl  Capitán  de  buque  que  hace  el 
comercio  de  importación  incurre  en  falta  y  pa- 
ga multa  en  los  casos  y  en  las  cantidades 
que  á  continuación  se  expresan: 

1.*  Por  no  tener  redactado  el  manifiesto  al 
llegar  á  las  aguas  espa&olas,  ó  por  no  haberle 
hecho  con  los  requisitos  que  establecen  los  ar* 
tículos  46  y  47,  pagará  1. 000  pesetas,  y  será 
escoltado  al  puerto  habilitado  inmediato  para 
hacer  efectiva  la  pe¿a. 

2.*  Por  no  tener  redactado  el  manifiesto 
al  recibir  la  visita  de  entrega  pagará  l.OOO 
pesetas. 

3.*  Por  no  presentar  sus  copias  á  las  vein- 
ticuatro horas,  ó  por  no  estar  éstas  conformes 
con  el  original,  pagará  250  pesetas,  quedan- 
do obligado  á  presentarlas  6  rehacerlas,  según 
el  caso. 

4.*  Por  no  presentar  la  (sopia  general  del 
manifiesto  en  las  Aduanas  del  tránsito  paga- 
rá 500  pesetas,  y  responderá  de  las  diferen- 
cias con  la  copia  del  general,  que  la  Aduana 
del  punto  de  tránsito  reclamará  á  la  de  origen . 

5.^  Por  no  estar  conformes  las  copias  coa 
el  manifiesto  general  en  la  parte  referente  á 
cada  Aduana,  pagará  50  pesetas,  y  quedará 
obligado  á  rehacerlas  en  el  término  de  veinti  - 
cuatro  horas. 

6.*  Por  cambiar,  sin  permiso  de  la  Adua- 
na, de  fondeadero  en  el  puerto,  pagará  de  50 
á  250  pesetas,  á  juicio  del  Administrador. 

7.*  Por  no  exhibir  el  diario  de  navegación 
y  demás  papeles  de  á  bordo,  pagará  250  pe- 
setas, y  no  se  le  permitirá  la  salida  hasta  que 
presente  los  citados  documentos. 

8.*  Por  no  dar  en  el  acto  de  la  llegada  la 
relación  de  los  viajeros  y  del  número  de  bul- 
tos de  cada  uno,  pagará  100  pesetas,  y  res- 
ponderá á  dichos  viajeros  de  daños  y  perjui- 
cios por  las  detenciones  que  les  cause. 

9.*    Por  no  comprender  en  el  manifiesto  los 


espafioles  sin  pasar  por  una  Aduana  de  las  au-  J  lingotes  de  hierro  que  traiga  como  lastre,  ó  no 
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decir  la  verdad  respecto  de  su  peso  y  clase, 
pagará  de  cinco  á  diez  veces  el  derecho  de  las 
diferencias  en  más  ó  en  méuos. 

10.  Por  los  artículos  de  provisiones  y  per- 
trechos no  comprendidos  en  el  manifiesto,  pa- 
gará de  cinco  á  diez  veces  el  derecho  correspon- 
diente. 

1 1 .  Por  cada  balto  qae  se  encuentre  á  bor* 
do  y  no  esté  comprendido  en  el  manifiesto, 
pagará  de  cinco  á  diez  veces  el  derecho  señalado 
en  el  Arancel  á  los  géneros  que  contenga. 

12.  Por  cada  bulto  que  haya  expresado  en 
el  manifiesto  y  no  resulte  á  bordo,  pagará  750 
pesetas. 

13.  Por  hallarse  rotos  los  precintos  ó  le- 
vantados los  sellos  puestos  en  las  escotillas  y 
mamparos  del  buque,  pagará  2.500  pesetas, 
sin  perjuicio  de  las  demás  penas  en  que  resuN 
te  haber  incurrido. 

14.  Por  hallarse  rotos  los  precintos  pues- 
tos en  los  bultos  á  bordo,  pagará  750  pese- 
tas por  cada  uno,  sin  perjuicio  de  las  demás 
penas  en  que  resulte  haber  incurrido. 

15.  Por  alijar  sin  permiso  de  la  Adminis- 
tración bultos  que  estén  comprendidos  en  el 
manifiesto,  pagará  doble  derecho;  y  si  los  bultos 
no  están  comprendidos  en  el  manifiesto,  paga* 
rá  de  cinco  á  diez  veces  el  derecho,  debiendo  te- 
nerse presente  en  este  último  caso  para  la  apli « 
cacion  de  la  escala  penal  la  circunstancia  de 
reunirse  dos  faltas. 

Art.  208.  Incurren  también  en  falta  y 
pagan  multa  las  personas,  en  los  casos  y  en 
las  cantidades  que  á  continuación  se  expresa: 

1.*  Cuando  las  embarcaciones  menores 
ocupadas  en  la  descarga  se  detengan  ó  arri- 
men á  otra  embarcación  ó  atraquen  á  punto 
distinto  del  señalado  para  el  desembarque,  pa> 
|2rará  el  patrón  de  50  á  250  pesetas,  sin  per- 
juicio de  las  demás  penas  que  puedan  imponer- 
se por  otras  faltas  al  mismo  ó  á  otras  personas. 

2.*  Cuando  en  géneros  á  granel  no  haya 
conformidad  entre  el  manifiesto,  declaración  ó 
resultado  del  reconocimiento,  se  tendrán  pre- 
sentes las  siguientes  reglas: 

(a)  Si  el  manifiesto  y  el  resultado  están 
conformes,  pero  no  con  la  declaración,  pagará 
el  consignatario  los  derechos  de  lo  declarado 
de  más,  y  dobles  derechos  de  lo  que  hubiere  de- 
clarado de  menos. 

(6)  Si  la  declaración  y  el  resultado  están 
conformes,  pero  en  el  manifiesto  se  ha  decla- 
rado de  menos,  pagará  el  Capitán  dobles  dere* 
chos  por  la  diferencia. 

(c)  Si  la  declaración  y  el  resultado  están 
conformes,  pero  en  el  manifiesto  se  ha  decla- 
rado de  más,  el  Capitán  pagará  los  derechos 
del  exceso  manifestado. 


En  todos  estos  casos  el  tipo  de  compara- 
ción será  el  resultado  del  reconocimiento. 

3.*  Cuando  resulten  excesos  en  el  peso 
bruto  superiores  á  10  por  100,  pagará  el  Ca- 
pitán diez  veces  el  derecho  de  descarga^  y  lo  mis- 
mo pagará  cuando  resulten  excesos  superiores 
al  mismo  tipo  en  los  cargamentos  á  granel, 
sin  perjuicio  de  las  multas  en  que  según  el 
numero  anterior  haya  podido  incurrir. 

Art.  209.  El  consignatario  incurre  en  falta 
y  paga  multa  en  los  casos  y  por  las  cantida- 
des que  á  continuación  se  expresan: 

1.*  Por  no  presentar  la  declaración  en  el 
plazo  fijado  pagará  50  pesetas. 

2.^  Por  géneros  no  declarados,  ó  por  las 
diferencias  de  más  en  cantidad  ó  en  calidad 
que  se  encuentren  entre  la  declaración  y  el 
resultado  del  reconocimiento,  pagará  dobles 
derechos,  siempre  que  las  mercancías  no  ven- 
gan ocultas  en  dobles  fondos  ó  de  otra  manera 
dolosa,  pues  en  este  caso  la  pena  será  de  cinco 
á  diez  veces  el  derecho. 

3.*  Por  las  diferencias  de  menos  en  canti- 
dad ó  en  calidad  entre  la  declaración  y  el  re- 
conocimiento, pagará  los  derechos  de  Arancel  de 
las  mercancías  ^ue  falten,  cuya  circunstancia  se 
consignará  en  el  aforo. 

No  se  penarán  las  diferencias  de  más  ni 
de  menos  en  cantidad  ó  calidad,  cuando  no 
excedan  de  4  por  100  en  mercancías  proce- 
dentes de  puertos  de  Europa,  de  los  de  Asia  en 
el  Mediterráneo  y  de  ios  de  África  en  el  mismo 
mar  y  en  el  Océano  hasta  el  Cabo  Mogador.  En 
los  aceites  vegetales  y  minerales,  bacalao, 
grasas,  jabón,  manteca,  sal  y  aguardiente  no 
se  penarán  las  mismas  diferencias  si  no  exce- 
den del  5  por  ]00.  En  el  carbón  de  piedra  que 
se  afora  por  arqueo,  no  se  penarán  las  dife- 
rencias que  no  excedan  del  10  por  100.  Para 
los  demás  puertos  de  Asia  y  África  y  para  los 
de  América  y  Decanía  no  se  penarán  aquellas 
diferencias  si  no  exceden  del  8  por  100,  cuyo 
tipo  se  elevará  al  10  por  110  cuando  se  trate 
de  aguardientes. 

Cuando  en  la  misma  declaración  resulten 
diferencias  de  más  ^  unas  partidas  y  de  me- 
nos en  otras,  so  compensarán  aquellas  entre  si 
siempre  que  las  partidas  se  hallen  comprendi- 
das dentro  de  un  mismo  grupo  del  Arancel. 
Esta  compensación  no  tendrá  lugar  en  la  cla- 
se 13.\  que  carece  de  grupos. 

4.*  Por  las  diferencias  en  el  valor  de  los 
géneros  en  los  despachos  al  avaluó,  pagará  el 
consignatario  cuando  se  conforme  con  el  au- 
mento hecho  por  el  Vista,  medio  derecho  más,  y 
cuando  no  conformándose  con  este  aumento 
declarea  los  peritos  que  es  procedente,  doble 
derecho. 
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5.*  Por  los  géneros  de  prohibida  importa- 
ción, que  hayan  sido  declarados  como  lícitos, 
pagará  el  derecho  de  Arancel  de  sus  similares, 
debiendo  reexportarlos  ó  permitir  su  inutiliza- 
ción según  los  casos.  Si  se  trata  de  armas  y  el 
Gobierno  quiere  decomisarlas,  no  se  exigirá 
derecho  ni  multa  alguna. 

6.*  Por  los  mismos  géneros  de  prohibida 
importación,  no  declarados,  pagará  tres  veces 
el  derecho  de  sus  similares,  debiendo  además  or- 
denarse la  reexportación  ó  la  inutilización  se* 
gun  los  casos,  y  reservándose  el  Gobierno  la 
misma  facultad  que  en  el  caso  anterior  respec- 
to de  las  armas. 

7.*  Por  los  mismos  géneros  prohibidos,  no 
siendo  declarados  y  viniendo  además  malicio* 
¿mámente  ocultos,  pagará  de  cinco  á  die»  veces  el 
derecho,  cumpliéndose  después  lo  prescrito  en 
el  caso  precedente. 

8.*  Por  las  mercancías  que  desde  el  mue- 
lle á  la  Aduana  ó  al  Depósito,  ó  desde  éste  al 
muelle,  salgan  del  camino  autorizado,  pagará 
el  consignatario  de  cinco  i  diez  veces  el  derecho 
de  Arancel  correspondiente. 

Art.  210.  Los  viajeros  incurren  en  falta  y 
pagan  multa  en  los  casos  y  en  la  cantidad  que 
á  continuación  se  expresa: 

1.'  Por  exceder  de  250  pesetas  los  dere- 
rechos  de  las  mercancías  que  conduzcan  paga- 
rán dobles  derechos  por  el  exceso,  á  no  ser  que 
prefieran  la  reexportación,  con  la  obligación 
de  acreditar  haberla  verificado. 

2.*  Cuando  los  géneros  no  declarados  ven- 
gan ocultos  en  dobles  fondos  ó  encima  de  las 
personas,  pagarán  de  cinco  á  diez  veces  el  de» 
recho. » 

IMPOSIBLE.  Lo  que  no  puede  existir,  ni 
suceder,  ni  ejecutarse,  ora  por  repugnarlo  el 
orden  natural  de  las  cosas,  ora  por  ser  contra- 
rio á  las  leyes  ó  á  las  buenas  costumbres.  La 
imposibilidad ,  pues  ,  es  de  dos  especies:  im- 
posibilidad de  hecho  ó  por  la  naturaleza,  é  im- 
posibilidad de  derecho  6  por  la  ley.  Bn  efecto, 
no  solo  se  tiene  por  imposible  lo  que  física- 
mente no  puede  hacer  el  hombre,  como  tocar 
el  cielo  con  la  mano,  etc. ,'  sino  también  lo  que 
legal  ó  moralmente  no  puede  ejecutar,  aunque 
lo  pueda  hacer  ñsicamente,  como  matar  á  una 
persona,  cometer  un  adulterio,  etc. 

Bs  un  axioma  de  derecho  que  nadie  puede 
obligarse  á  cosas  imposibles:  Imposibilium  mu- 
lla obligatio  est,  (Ley  185,  tit  17  ,  lib.  50  del 
Digesto,)  Ninguno  es  responsable  de  las  cosas 
que  son  superiores  á  sus  fuerzas  y  que  no 
puede  hacer  ni  impedir  con  toda  su  diligen- 
cia y  toda  su  industria  (Ley  27,  tít.  1 1 ,  Par- 
tida 8.'),  á  no  ser  que  se  haya  puesto  en  esta 
imposibilidad  por  su  propia  culpa.  No  es  cul- 


pable quien  no  impide  la  perpetri^cion  de  un 
[crimen  ó  delito  cuando  le  es  imposible  el  im« 
;  pedirlo.  Culpa  carel ,  qui  scit ,  sed  prohiben  non 
potest:  N'ullum  crimen palitur  ú,  qui  non  prohi- 
ben,  cum  prohibert  non  potest.  (Leyes  50  y  109, 
tit.  17,  lib.  50  del  Digesto.)  Si  la  impo.sibili- 
dad  excusa  de  culpa ,  es  consiguiente  que  la 
posibilidad  de  impedir  un  delito  produce  res- 
ponsabilidad contra  el  que  pudiendo  no  lo  es- 
torba. Así,  con  efecto,  lo  deciden  los  juriscoo- 
sultos  romanos:  ^m  paliPur  alteri  injuriam  in- 
ferri^  cum  eam  prohibere  possit,  tenetur, 

IMP08TUBA.  Véase  Calumnia. 

IMPBUDENCIA.  Bl  defecto  de  la  adver- 
tencia ó  previsión  que  debia  haberse  puesto  en 
alguna  cosa.  La  falta  cometida  por  impruden- 
cia no  es  excusable  cuando  ha  causado  daño  ó 
perjuicio  á  alguna  persona. 

IMPUESTO.  Bl  impuesto  de  traslaciones 
de  do^iinio  trae  su  origen  de  la  alcabala,  cuya 
antigüedad  es  tal,  que  ya  en  el  Fuero  de  Vi- 
llafria,  otorgado  por  Fernando  I  en  17  de  Fe- 
brero de  1079,  se  hablaba  de  ella.  Las  Cortes 
de  Burgos  en  1341 ,  á  petición  de  Alonso  11, 
la  establecieron  para  los  gastos  del  sitio  de 
Algeciras,  que  ocupaban  los  árabes;  se  proro- 
gó  por  seis  años  en  las  Cortes  de  Alcalá  de 
1345  para  sostener  á  Algeciras  y  á  otros  cas- 
tillos de  la  frontera.  Bn  las  Cortes  de  Alcalá  de 
1349  se  concedió  para  el  sitio  de  Gibraltar,  y 
en  las  de  Palencia  de  1388  para  la  guerra  de 
Portugal.  Se  consintió  sin  tiempo  determinado 
en  las  de  Madrid  en  1393,  por  razón  de  las 
grandes  necesidades  del  Bstado,  que,  como  se 
ve,  son  ya  añejas;  y  este  apuro  constante  de  re- 
cursos produjo  que  lo  que  hace  ochocientos  años 
se  establecía  como  una. necesidad  apremiante 
para  los  gastos  del  sitio  de  una  plaza,  se  haya 
convertido  como  cosa  corriente  en  una  contri- 
bución injusta  que  cercena  para  su  dueño  la 
propiedad  siempre  que  se  trasmite;  de  tnl  mo- 
do, que  el  Bstado  absorbe  el  valor  total  de  la 
riqueza  cada  33  y  Vs  de  trasmisiones,  después 
de  cobrar  un  impuesto  anual  sobre  sus  pro- 
ductos que  parece  debiera  resguardar    á  la 
propiedad  de  ninguna  otra  exacción  (1). 

Bl  punto  de  partida  del  impuesto  está  en 
el  Real  decreto  orgánico  de  23  de  Mayo  de 
1845,  que  rigió  hasta  11  de  Junio  de  1847, 
que  á  su  vez  fué  reformado  por  el  de  26  de 
Noviembre  de  .1852,  y  éste  por  el  de  7  de  Oc* 
tubre  de  1864,  que  en  virtud  de  la  Ley  Hipo- 
"tecaria  ,  que  empezóá  regir  eu  1.*^  de  Bnero 
de  1863  ,   separó  el  Registro  de  la  Propiedad 


(1)  Gonzalo  dk  las  Casas,  Tratado  completo 
de  TnstrumeTUos  públicos  y  tomo  1.°,  cap.  4.^,  pá- 
gina 209. 
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dol  impuesto  hipotecario ,  creando  en  aa  con- 
secuencia  los  Liquidadores. 

La  ley  de  Presapuestos  de  25  de  Junio  del 
mismo  afio  introdujo  nuevas  reformas,  que  li- 
mitó la  de  15  de  Julio  sigruiente,  hasta  que  el 
Real  decreto  de  19  de  Julio  de  1867,  en  con* 
sonancia  con  la  ley  de  la  misma  fecha»  fijó  el 
actual  nombre  de  impuesto.  La  ley  de  Presu* 
puestos  de  ingresos  del  año  económico  de  1869 
á  1870 ,  sancionada  en  30  de  Junio  de  dicho 
primer  año ,  estableció  las  bases  de  las  dispo- 
siciones que  desarrolló  el  decreto  de  la  Regen- 
cia del  Reino  de  20  de  Julio, 

Cuando  un  deudor  de  muchas  obligaciones 
hacia  un  acreedor  le  hace  algunos  pagos  par- 
ciales,  se  hará  la  imputación  ó  aplicación  de 
ellos  á  la  deuda  que  él  mismo  quisiere ;  si  ca- 
lla, á  la  que  escoja  el  acreedor;  si  ninguno  la 
señala,  á  la  más  gravosa ,  por  razón  de  pena, 
usaras  ü  otro  motivo;  y  si  son  iguales,  á  todas 
proporcionalmente  (Ij.  Véase  Calumnia  y  Pago. 
IMPUNIDAD.  La  falta  de  castigo ,  esto 
es ,  la  libertad  que  un  delincuente  logra  de  la 
pena  en  que  ha  incurrido.  La  impunidad  pue- 
de provenir,  ó  de  no  haberse  descubierto  el  de- 
lito ó  su  perpetrador,  ó  de  no  haberse  probado 
la  delincuencia  ó  criminalidad  del  acusado,  ó 
de  haberse  sustraído  el  delincuente  por  la  fuga 
ó  por  el  refugio  en  lugar  de  asilo ,  ó  de  haber 
obtenido  perdón  ó  indulto  de  haber  quedado 
prescrita  la  acción  criminal.  La  impunidad  no 
debe  pender  del  Juez ;  pero  mientras  hubiere 
duda,  vale  más  exponerse  al  riesgo  de  absolver 
al  culpable  que  condenará  un  hombre  que  pue* 
de  ser  inocente.  La  impunidad  es  un  gran  mal, 
porque  fomenta  los  delitos ;  más  el  castigo  de 
la  iaocencla  es  un  nial  todavía  mas  grande, 
porque  lleva  la  alarma  y  el  terror  á  todos  ios 
individuos  de  la  sociedad.  Véase  Indulto. 

IMPUTACIÓN.  El  acto  de  atribuir  á  otro 
alguna  culpa,  delito  ó  acción,  y  la  compensa- 
ción de  una  cantidad  con  otra,  ó  la  deducción 
de  una  suma  sobre  otra. 

IITAUENABLE.  Lo  que  no  se  puede  ena- 
jenar válidamente,  como,  por  ejemplo,  las  co- 
sas que  están  faera  del  comercio ,  las  sagradas, 
religiosas  y  santas,  sino  es  como  accesorias,  las 
públicas  ó  pertenecientes  á  los  pueblos;  las  co- 
sas litigiosas,  las  de  los  menores,  las  de  los  que 
tieneor  puesta  interdicción,  y  otras  semejantes, 
cuyo  di^minio  no, puede  traspasarse  á  otro  sino 
en  los  casos  y  las  formalidades  prescritas  por 
las  leyes. 

mrOAPAGIDAD.  La  falta  de  las  calidades 
ó  disposiciones  necesarias  para  hacer ,  dar,  ra- 


íl)    Ley  10,  tít.  14,  PArfc.5.*;  Car.  Filip.  Gom. 
tetr.,  cap.  7.^,  números  34  y  35. 


cibir-,  trasmitir  ó  recoger  alguna  cosa.  La  in- 
capacidad proviene  de  la  naturaleza  ó  de  la 
ley ,  ó  de  la  naturaleza  y  de  la  ley  juntamen- 
te. De  la  naturaleza,  como  en  el  caso  del  niño 
que  nace  informe  ó  sin  vida,  ó  del  sordo-mudo 
ó  del  mentecato:  de  la  ley  ,  como  en  el  estado 
del  condenado  á  una  pena  que  lleva  consigo  la 
muerte  civil,  del  hijo  legitimo ,  del  extranjero 
y  del  religioso. 

INCSNDIABIO.  Bl  que  maliciosamente 
pone  fuego  á  edificio,  miases  ü  otra  cosa  aje- 
na. Se  debe  entender  por  incendiario  ,  no  solo 
el  que  lo  fuere  de  montes,  etc. ,  sino  el  que  hu- 
biere puesto  fuego  á  edificio  publico  ó  prisión 
para  procurarse  la  fuga,  y  en  caso  de  no  haber 
pruebas  suficientes  para  probar  el  delito  y  ha- 
ya que  imponer  penas  extraordinarias  ,  no  se 
destinen  los  reos  á  arsenale^,  sino  á  uno  de  los 
presidios  cerrados  de  África.  (Real  orden  de  19 
de  Abril  de  1775.) 

La  pena  que  impone  también  el  art.  30 , 
tit.  4.** ,  trat.  5.*  de  las  OrdeiMnzas  de  la  Real 
armada  es  la  de  la  vida  á  los  incendiarios  de 
nave,  almacén,  etc.,  é  igual  al  que  ayuda- 
re á  ello.  El  que  habiendo  un  incendio  en  la 
nave  falta  á  su  puesto ,  sufrirá  la  pena  mayor 
ó  menor  que  el  caso  exija ,  que  podrá  llegar 
hasta  la  de  muerte,  conforme  al  art.  39 ,  titur 
lo  4.',  trat.  5.*",  Ordenanzas  de  la  Real  armada. 

INCIDENCIA..  Lo  que  sobreviene  en  el 
discurso  de  algún  asunto,  negocio  ó  pleito. 

INGIDSNTS.  La  cuestión  ó  contestación 
que  sobreviene  entre  los  litigantes  durante  el 
curso  de  la  acción  principal.  Los  Incidentes  son 
de  dos  especies:  unos  tienen  el  carácter  y  na- 
turaleza que  no  puede  pasarse  adelante  en  el 
pleito,  sin  que  se  resuelvan  primero ,  porque 
son  unos  preliminares  de  cuya  verdad  ó  false- 
dad pende  la  decisión  del  asunto  principal: 
otros  son  solamente  unos  accesorios  que  no 
embarazan  la  continuación  del  juicio  y  se  re- 
servan unidos  al  proceso  para  determinarse  en 
la  sentencia  definitiva  al  mismo  tiempo  que  la 
demanda  puesta  desde  el  principio . 

INCLUSIVE  Ó  INCLUSIVT AMENTÉ. 
Esta  palabra  denota  que  la  cosa  de  que  se  ha- 
bla está  comprendida  en  lo  que  se  sienta  ó 
avanza.  La  palabra  inelusive  ae  opone  á  la  pa- 
labra exclusive  que  significa  lo  contrario. 

INCOAR.  Comenzar  alguna  cosa ;  prin- 
cipio ó  la  acción  de  principiar. 

INCOMPATIBILIDAD.  Nos  servimos  de 
esta  palabra  para  expresar  que  dos  cosas  no 
deb^n  encontrarse  á  un  tiempo  en  una  misma 
persona,  como  dos  beneficios,  dos  cargos  ó  dos 
empleos,  v.  gr.:  el  de  Juez  y  Escribano. 

INCOMPATIBLE.  Lo  que  no  puede  po.- 
seerse  ó  ejercerse  á  un  tiempo  por  una  mis^ 
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ma  persona.  Conviene  que  los  empleos  y  be» 
neflcios  no  se  acumalen  en  una  persona,  ya 
l)ara  qne  las  riquezas  estén  repartidas  en  ma- 
yor número  de  manos,  ya  para  que  sean  más 
los  que  aspiren  á  merecer  y  lograr  la  recom- 
pensa del  trabajo  y  la  virtud,  ya  para  que  sea 
más  activo  el  servicio  .de  la  administración 
pública. 

INCBEDULIDAD.  Oposición,  repugnan- 
cia ó  dificultad  á  creer  alguna  cosa;  falta  de 
credulidad.  «Una  prudente  incredulidad  suele 
ser  útil  albombre.»  (Buripides.)  Inútil  es  hacer 
alarde  de  incredulidad  cuando  no  se  puede  ser 
siempre  incrédulo.  «Bajo  el  amparo  de  la  in- 
credulidad buscan  siempre  un  asilo  los  gran- 
des culpables  contra  el  miedo  y  los  remordi- 
mientos.» (J.  J.  Rousseau.) 

INDEBIDO.  Lo  que  no  se  debe  por  dere- 
cho natural  ni  por  derecho  civil;  lo  que  si  bien 
se  debe  por  derecho  civil,  no  se  debe  por  de- 
recho natural,  y  lo  que,  aunque  se  debe  por 
derecho  natural,  no  se  debe  por  derecho  civiil. 

INDECLINABLE.  Dicese  de  la  Jurisdic- 
ción que  no  se  puede  declinar,  esto  es,  que  no 
puede  menos  de  reconocerse  por  legitima  y 
competente  para  atender  en  el  asunto  de  que 
se  trata. 

INDEMNIDAD.  La  seguridad  que  se  dá 
á  alguno  de  que  no  padecerá  daño  ó  perjuicio 
por  la  obligación  que  contrajo. 

INDEMNIZACIÓN.  El  resarcimiento  de 
los  da&os  causados.  La  indemnización  debe 
tomarse  de  la  hacienda  del  que  ha  causado  el 
daño;  pero  si  éste  carece  de  bienes,  ¿habrá  de 
quedarse  sin  satisfacción  el  perjudicado?  Asi 
es  como  sucede. 

«Bl  que  es  humanitario  y  justo  le  repugna 
la  idea  de  que  los  malvados  queden  sin  casti- 
go, y  sus  victimas  sin  indemnizar;  siendo  éste 
el  principio  y  fin  de  todas  las  religiones.»  Son 
notables  y  dignas  de  estudio  las  reflexiones 
que  hape  Bentham  sobre  este  ponto. 

INDEPENDENCIA.  La  libertad  que  una 
Nación  goza  con  respecto  á  las  demás,  de  las 
que  no  depende.  De  la  independencia  y  sobe- 
ranía de  las  Naciones  se  signe:  que  á  nin- 
guna de  ellas  es  licito  querer  dictar  á  otra  la 
forma  de  gobierno,  la  religión  ó  la  adminis- 
tración que  ésta  deba  adoptar,  ni  llamarla  á 
cuentas  por  lo  que  pasa  entre  los  ciudadanos 
de  ésta,  ó  entre  el  Gobierno  y  los  subditos. 

Prescindiendo  de  las  innumerables  autori- 
dades que  pudiéramos  citar  en  apoyo  de  este 
principio  fundamental,  preferimos  copiar  las 
palabras  de  un  publicista  español,  que  escri- 
bía en  los  buenos  tiempos  de  Carlos  III,  lu- 
chando contraías  comunes  preocupaciones  que 
encadenaban  el  pensamiento. 


«Bl  derecho  de  independencia  no  es  otra 
cosa  que  la  facultad  de  impedir  á  las  demás 
Naciones  el  mezclarse  en  negocios  propios,  y 
defenderse  de  sus  insultos,  estorbando  cuanto 
pueda  ser  perjudicial  á  sus  intereses.  Lo  mejor 
es  evitar  el  daño  antes  que  suceda,  no  descui- 
dándose en  la  averiguación  de  todas  las  ocuN 
tas  maquinaciones  que  se  puedan  formar  con- 
tra ella;  pero  ya  sucedido,  es  necesario  pro- 
curar la  reparación  por  los  medios  más  deco- 
rosos; y  aun  escarmentar  con  alguna  pública 
demostración  á  los  infractores  del  derecho  de 
gentes,  interesándose  en  ello  la  soberanía  de 
la  Nación.  Bsto  es  por  lo  que  hace  al  interés 
particular  de  cada  una;  pero  generalmente 
todas  están  obligadas  á  perseguir  á  la  que  sea 
enemiga  común  de  las  demás,  y  por  la  fuerza, 
astucia  y  falsedades,  quiera  injuriar  y  proce- 
der de  mala  fé  con  las  otras.  En  tal  caso,  todas 
están  obligadas  á  la  común  unión  para  per  - 
seguirla.  Los  Reyes  de  Castilla,  Aragony  Na- 
varra, aunque  encontrados  las  más  veces,  se 
unían  cuando  lo  pedia  la  ocasión  contra  los 
moros,  comunes  enemigos  de  todos,  siendo 
razón  política  perseguir  á  la  Nación  que  es 
enemiga  de  las  demás.» 

La   intervención  de  la   Rusia,  Prusía  y 
Austria  en  los  negocios  internos  de  la  Polonia, 
y  el  atentado  que  á  consecuencia  perpetraron 
de  desmembrarla  y  de  extinguir  por  fin  su 
existencia  política,  se  miró  generalmente  como 
un  escandaloso  abuso  de  la  fuerza ;  y  fué  en 
efecto  el  más  negro  borrón  del  siglo  XVIII, 
tanto  para  los  que  le  causaron  como  para  los 
que  imprudente  y  cobardamente  le  toleraron. 
Durante  el  curso  de  la,  revolución  francesa 
ocurrieron  varios  ejemplos  de  esta  violación 
del  derecho  que  tienen  las  Naciones  indepen- 
dientes para  constituirse  como  mejor  les  pa- 
rezca. Tal  fué  la  invasión  de  la  Francia  por 
las  armas  prusianas  en  1792  y  el  célebre  ma- 
niñesto  del  Duque  de  Brunswich;  tal  fué  la 
hostilidad  declarada  por  la  Francia  en  las  épo- 
cas subsiguientes  contra  los  Estados  monár- 
quicos, y  la  promesa  de  auxiliar  á  los  pueblos 
que  no  se  rebelasen;  tal  fué  la  invasión  de 
Ñápeles  por  el  Austria  en  1821,  y  la  de  Es- 
paña por  la  Francia  en  1823,  bajo  protesto  de 
sofocar  un  espiritu  peligroso  de  innovaciones 
políticas  (1);  tal  fué  también  la  invasión  de  Mé- 
jico por  las  tropas  francesas  en  1862,  y  la  tras- 


(1)  Notable  es  la  circular  dirigida  por  el  Se- 
cretario del  Despacho  de  Estado  á  los  Agentes  di* 
plomáticos  de  España  en  las  cortes  extranjeras, 
lechada  en  Sevilla  el  7  de  Majro  de  1823  ,  y  que 
inserta  Pando  en  su  Derecho  ttUemacCanal ,  pá- 
gina 253. 
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cendental  falta  de  esta  Nación  de  prescindir 
del  Conyenio  de  Londres  de  31  de  Octubre 
de  1860  para  crear  allí  un  Imperio  y  sacrifi- 
car al  mal  aconsejado  Archiduque  de  Austria 
Femando  Maximiliano,  Emperador  de  Méjico. 
La  opinión  pública,  cada  dia  más  ilustrada  so- 
bre estas  materias,— auu  prescindiendo  de  los 
principios  que  son  de  incontrastable  eviden- 
cia,—se  ha  declarado  por  instinto  contra  es- 
tas intervenciones,  como  inicuas  y  atentatorias 
á  cuanto  hay  de  más  sagrado  para  las  socie- 
dades. 

Martens  no  encontró  una  sola  palabra  de 
vituperio  ó  de  honrada  indignación  contra  el 
atentado  de  Polonia;  pero  su  anotador  Pin- 
heiro  dice  que  no  hay  un  solo  caso  de  inter- 
vención de  las  muchas  recordadas  por  Mar- 
tens, con  cierto  aire  de  aprobación,  que  no 
sea  contrario  al  primero  de  los  derechos  de  las 
Naciones,  que  es  la  independencia. 

Nadie  niega  á  las  Naciones  el  derecho  de 
proveer  á  su  propia  conservación  y  tomar  me- 
didas de  seguridad  contra  cualquier  peligro; 
pero  éste  debe  ser  grande,  manifiesto  é  inmi- 
nente para  que  nos  sea  licito  exigir  por  la 
fuerza  que  otro  Bstado  altere  sus  instituciones 
á  beneficio  nuestro. 

Nadie  desconoce  que  el  orden  de  sucesión 
á  la  Corona  en  los  Estados  monárquicos  cada 
Nación  tos  establece  y  arregla  cómo  y  cuándo 
lo  tenga  por  conveniente,  sin  que  las  otras 
puedan  por  eso  reconvenirla  justamente  ni 
emplear  otros  medios  que  los  de  la  persuasión 
y  consejo,  y  aun  esos  con  circunspección  y 
respeto.  Si  una  Nación  pone  trabas  al  poder 
del  Monarca;  si  le  depone;  si  le  trata  como  de« 
lineuente,  espeliéndole  de  su  territorio  ó  con- 
denándole tal  vez  al  ultimo  suplicio;  si  ex* 
ciuye  de  la  sucesión  á  un  individuo,  una  rama 
6  toda  la  familia  reinante,  las  Potencias  ex- 
tranjeras no  tienen  para  qué  mezclarse  en 
ello,  y  deben  mirar  estos  actos  como  los  de 
una  Autoridad  independiente  que  juzga  y 
obra  en  materias  de  su  competencia  privada. 
Asi  es,  que  no  se  formó  una  cruzada  para  re- 
poner en  su  trono  á  Jacobo  II  de  Inglaterra, 
patrocinado  por  Luis  XIV;  que  no  se  armó 
mucho  tiempo  después  la  Sania  Alianza  para 
revindicar  los  derechos  de  Oárlos  X  de  Fran- 
cia; que  se  permitió  que  Gustavo  de  Suecia 
anduviese  vagando  por  Europa  mientras  que 
su  Trono  lo  ocupaba  un  soldado  extranjero; 
que  Leopoldo  usurpara  en  Bélgica  los  dere- 
chas de  Guillermo  de  Holanda,  por  la  Sania 
Alianza  consagrados,  y  que  el  Bey  de  Ñápeles 
y  otras  testas  coronadas  se  vean  hoy  en  el 
ostracismo  por  la  voluntad  soberana  de  Nacio- 
nes libres  é  independientes. 


Los  grandes  j'iristas  de  los  tiempos  pasa- 
dos, aunque  subditos  de  Monarquías  arbitra- 
rias, han  establecido  sólidas  y  luminosas  miras 
de  independencia  nacional  y  de  populares  de- 
rechos. No  les  fué  fácil  encontrar  un  ejemplo 
de  un  pueblo  marcado  con  el  sello  de  la  rebel- 
día por  desobedecer  al  Gobierno  que  procuraba 
venderle  como  ganado  vil  á  extraños  amos.  Ha 
sido  reservado  para  el  siglo  XIX  el  presentar 
semejante  espectáculo  de  un  juicio  pervertido, 
y  ver  ala  ilustrada  Inglaterra  ponerse  al  frente 
para  sancionar  tan  abominable  decreto  (1). 

IIÍDEFENDEirCLA  DEL  ESTADO. 
Nuestro  Código  penal  en  su  art.  139  castiga 
con  la  pena  de  muerte  la  tentativa  para  des- 
truir la  independencia  ó  la  integridad  del  Es- 
tado, y  en  el  146,  dice: 

«El  que  ejecutare,  introdujere  ó  publicare 
en  el  Reino,  cualquiera  orden,  disposición  ó 
documento  de  un  Gobierno  extranjero  que 
ofenda  la  independencia  ó  seguridad  del  Es  • 
tado  será  castigado  con  las  penas  de  prisión 
menor  y  multa  de  50  á  500  duros,  á  no  ser 
que  de  este  delito  se  sigan  directamente  otros 
más  graves,  en  cuyo  caso  será  penado  como 
autor  de  ellos.» 

ÍNDICE  EXFUBQATOBIO.  El  catálogo 
de  los  libros  que  se  prohibían  ó  mandaban  re- 
coger. 

Íin)IGE  DE  DESPACHOS.  El  Ministerio 
de  Estado,  por  Real  orden  de  7  de  Diciembre 
de  1865  mandó  á  todas  las  Agencias  diplomá- 
ticas y  consulares  de  España  en  el  extranjero 
el  modelo  del  tama&o  y  forma  del  citado  índi- 
ce; encargando  que  se  remitiese  cada  quince- 
na con  supresión  de  los  avisos  de  recibo  que 
el  mismo  mandaba,  pero  llamando  la  atención 
cuando  se  advierta  la  falta  de  algún  despacho 
anotado  en  el  índice  ó  del  índice  mismo. 

Luego  por  otra  Real  orden  circular  de  25 
de  Mayo  de  1866,  el  mismo  Ministerio  dispu- 
so, que: 

uPara  evitar  trabajo  innecesario  en  las  Le- 
gaciones y  Consulados,  los  índices  mensuales 
de  la  correspondencia  irán  sin  despacho  espe- 
cial de  remisión.» 

ÍNDICE  DE  DOCUICENTOB  PBOTO- 


d]  iillecuérdense  los  actos  del  Congreso  de  Vie- 
na,  que  decretaron  la  permuta  y  las  trasmisiones 
de  millares  de  almcUf  según  la  expresión  adop- 
tada, como  si  pertenecieran  á  inmundos  anima- 
les. Recuérdese,  entre  otros  casos  escandalosos, 
la  parte  activa  que  tomó  la  Oran  Bretaña  para 
forzar  á  los  noruegos  á  someterse  á  La  Suecia,  á 
quien  detestaban,  y  á  quien  hablan  sido  infame- 
mente vendidos,  contra  su  voluntad,  para  pagar 
A  sus  expensas  los  servicios  de  un  soldado  ex- 
tranjero sentado  sobre  el  trono  de  los  Vasas.n 
Pando,  Derecho  intemaciontUf  nota  29,  pág.  259. 
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cotiíADOS.  Pop  Real  orden  de  26  de  Febrero  de 
1860,  se  prescribe  ía  formación  del  índice  de 
protocolos  que  se  extienden  en  las  Cancillerías 
consulares  y  del  que  deberá  remitirse  una 
copia  exacta  todos  los  afios  al  Ministerio  de 
Estado.  Véase  Actas  notariales. 

tKDICTES     DE     LOS     DOOUMEKTOS 

BXISTRMTSS  EN  LOS  ARCHIVOS  DE  LOS  CONSULADOS  DE 

España.  En  la  Práctica  Consular  de  0*Reilly, 
pág  199  están  los  modelos  de  estos  índices, 
que  principian  per  la  serie  de  la  letra  A,  para 
insertar,  en  extracto,  las  leyes,  decretos  y 
Reales  órdenes  recibidas. 

imDIFEBEKGIA.  Estado  de  ánimo  en 
que  no  se  siente  inclinación  ni  repugnancia, 
amor  ni  odio,  antipatía  ó  simpatía  hacia  un 
objeto  determinado.  —  Frialdad  ,  desinterés, 
insensibilidad,  tibieza  hacia  alguna  persona  ó 
cosa. — «Seamos  indiferentes  con  los  amigos  in- 
gratos y  compasivos  con  el  desventurado  (La 
róehéfoulcauld],-^ljB,  indiferencia  desespera  al 
amor.  La  indiferencia  es  para  los  corazones  lo 
que  el  invierno  es  para  la  tierra  (Deshouliers).» 

IKDIVISO.  Lo  que  no  está  separado  ó 
dividido  en  partes.  Gozar  por  indiviso  es  po- 
seer en  común  un  cuerpo  de  bienes  cuya  pro* 
piedad  no  está  dividida.  Hay  quienes  poseen 
una  cosa  pro  indiviso  en  virtud  de  una  conven- 
ción, como  los  que  han  hecho  al  efecto  un 
contrato  de  sociedad;  y  hay  quienes  la  poseen 
del  propio  modo  sin  que  entre  ellos  haya  me- 
diado convención  alguna,  como  los  donatarios 
ó  legatarios  de  una  misma  hacienda,  y  los  co- 
herederos de  una  misma  sucesión  legítima  ó 
testamentaria,  mientras  no  estén  hechas  laü 
particiones. 

INDUCCIÓN  6  INDUCIMIENTO.  La 
instigación  ó  persuasión  con  que  uno  impele 
á  otro  para  que  haga  alguna  cosa  ó  cometa 
algún  delito. 

INDULTO.  La  facultad  6  el  privilegio 
concedido  á  alguno  para  que  pueda  hacer  lo 
que  sin  él  no  podría.— La  gracia  por  la  cual 
el  superior  remite  la  pena  en  que  el  inferior 
ha  incurrido,  ó  exceptúa  y  exime  á  alguno  dé 
la  ley  ó  regla  ó  de  otra  cualquiera  obligación. 

El  indulto,  según  la  ley  1.*,  tít.  32 ,  Par- 
tida 7.',  «es  la  condonación  de  la  pena  que  un 
delincuente  merecía  por  su  delito.)) 

El  derecho  de  gracia  ha  tenido  siempre 
enemigos  acérrimos  que  le  han  combatido  con 
calor.  Toda  gracia,  dicen,  concedida  aun  de- 
lincuente, es  uña  derogación  de  la  ley:  si  la 
gracia  es  justa ,  la  ley  es  mala  y  debe  corre- 
girse; y  si  la  ley  es  buena,  la  gracia  no  es  más 
que  un  atentado  contra  la  ley,  íío  hay  otro  re- 
medio, afiaden ,  contra  las  penas  demasiado 
duras  que  su  reforma  y  el  establecimiento  de 


otras  más  suaves;  pero  mientras  existan  es  in- 
dispensable aplicarlas  tales  cuales  son  rtin  re- 
misión alguna,  porque  el  rigor  es  menos  fa- 
nesto  que  la  clemencia:  «el  rigor  no  causa  mal 
sino  á  muy  pocos,  y  la  clemencia  invita  á  to- 
dos al  delito,  ofreciéndoles  la  esperanza  de  la 
impunidad.)) 

Los  enemigos  del  derecho  de  gracia  tam- 
bién dicen:  «El  poder  de  perdonar  es  un  poder 
de  hacer  lo  contrario  de  lo  que  la  ley  ordena; 
es,  por  consiguiente,  un  poder  superior  á  la 
ley,  un  poder  arbitrario,  un  poder  capaz  de  ha- 
cer dueño  de  la  vida  de  todos  al  que  lo  ejerce, 
y  no  debe  existir  un  poder  de  esta  especie.)) 

Estas  y  otras  machas  razones  contra  el  de- 
recho de  gracia  no  son  sino  puramente  espe* 
ciosas,  porque  si  toda  gracia  es  una  derogación 
de  la  ley,  no  por  eso  es  una  derogación  de  la 
justicia,  como  lo  observa  el  muy  célebre  M.  Gui« 
zot,  que  dice:  «la  razón,  la  verdad  y  la  justi- 
cia no  siempre  se  dejan  encerrar  en  los  estre- 
chos límites  del  texto  de  una  ley,  ni  pueden 
pertenecer  en  toda  su  plenitud  y  perfección  á 
ciertas  formas  ó  á  ciertos  poderes. )) 

.  El  indulto  puede  ser  general  ó  particular. 
Llámase  indulto  general  el  que  se  concede  á  toda 
clase  de  reos,  fuera  de  los  exceptuados  de  la 
gracia,  y  aun  el  que  se  concede  solo  á  los  de 
cierta  clase,  como  á  los  contrabandistas,  á  los 
desertores,  ó  á  los  delincuentes  politices;  é  in- 
dulto particular  ó  especial  se  denomina  el  que  se 
otorga  á  alguna  persona  determinada. 

El  indultó  general  no  suele  darse  sino  por 
alguna  causa  justa  ó  motivo  plausibló,  expre- 
sando en  él  los  delitos  que  se  comprenden,  ó  á 
lo  menos  los  que  se  excluyen.  No  habiendo  ex- 
presión alguna,  se  entienden  excluidos  loa  de 
lesa  majestad  divina  ó  humana,  blasfemia*  in- 
cendio malicioso,  fabricación  de  moneda  falsa, 
destrucción  ó  tala  de  montes,  alevosía  ó  trai- 
ción ó  muerte  segura,  l^omicidío  de  sacerdote, 
falsedad,  robo,  cohecho  y  baratería,  resisten- 
cia á  la  justicia,  malversación  de  la  Hacienda 
publica,  extracción  de  cosas  prohibidas  á  Na- 
ciones que  están  en  guerra  con  la  nuestra,  so- 
domía, lenosinio,  desafío,  rapto  y  violencia  de 
mujeres;  ya  porque  es  práctica  constante  ex- 
cluirlos de  indulto,  ya  porque  las  leyes  man- 
dan que  asi  se  haga  respecto  de  algunos  de 
ellos. 

Nuestro  Código  penal  en  su  art.  45  dice: 

«La  gracia  de  indulto  no  produce  la  reha- 
bilitación para  el  ejercicio  de  los  cargos  públi- 
cos y  derechos  políticos,  ni  exime  de  la  suje* 
clon  á  la  vigilancia  de  la  A.utoridad ,  si  en  el 
indulto  no  se  concediere  especialmente  la  re- 
habilitación ó  eienélon  en  la  forma  que  ee 
prescriba  en  el  Código  de  prpcedimientos. » 
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El  proyecto  de  ley  sobre  el  éjefrclcio  de  la 
gracia  de  indulto  presentado  el  20  de  Mayo  de 
1872  en  el  Senado  por  el  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia,  contiene  tres  capítulos  y  35  artícu- 
los. En  ellos  se  trata  de  la  prerogativa  de  gra« 
cía  y  de  los  que  pueden  ser  indultados;  de  las 
clases  y  efectos  del  indulto  y  del  procedimien- 
to para  solicitarlo  y  obtener  aquel. 

Las  Cortes  Constituyentes  decretaron  y 
sancionaron  el  16  de  Agosto  de  1873  la  si- 
guiente ley: 

«Articulo  único.  La  Asamblea  Constitu- 
yente acuerda  conceder  indulto  á  aquellos  que 
como  prófugos,  eludiendo  las  leyes  de  quintas 
y  matrículas  de  mar,  vienen  sufriendo  extra- 
ñamiento de  la  Patria.»  (Gacela dé  Madrid  del 
18  de  Agosto  de  1873,  nüm.  230.) 

IKDTTSTBIA.  La  ciencia,  la  habilidad  y 
destreza  que  tiene  una  persona  en  el  ejercicio 
de  la  profesión,  arte  ú  oficio  á  que  se  dedica. 
Cuando  se  dice  que  uno  ha  elegido  la  industria 
de  la  persona,  se  quiere  dar  á  entender  que  ha 
encargado  á  la  persona  de  que  se  trata,  con 
preferencia  á  otras,  la  ejecución  de  la  obra  ó 
servicio  que  necesitaba,  por  razón  de  su  mayor 
ciencia,  destreza  ó  habilidad. 

La  Real  orden  circular  de  3  de  Enero  de 
1857  previene  que  los  Agentes  consulares  den 
parte  en  ocasión  oportuna  al  Ministerio  de  Es- 
tado de  toda  invención,  mejora  ó  descubri- 
miento que  pueda  ser  &til  á  la  industria  espa- 
ñola. Véase  iNveNGiONUs. 

tETDUSTBLAS  DE  MAR.  )Su  ejercicio 
compete  única  y  exclusivamente  á  los  matri- 
culados, según  las  antiguas  leyes  de  España, 
asi  que  solo  ellos  pueden  ocuparse  en  la.nave- 
g^acion,  carga  y  descarga  de  los  buques,  su 
custodia  y  demás  que  viene  comprendiendo 
bajo  la  denominación  que  forma  el  objeto  de 
este  artículo,  conforme  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 10,  tit.  5.*,  Ordenanzas  M  matrícnla^. 
Pueden,  no  obstante,  embarcarse  sobrecargos, 
que  irán  comprendidos  en  el  rol,  pero  que  no 
pueden  desempeñar  faenas  marineras  y  sí  solo 
cuidar  de  la  carga,  conforme  el  art.  10,  tit.  9.* 
Ordenanzas  de  matrieulas,  y  723  del  Código  de 
comercio.  Con  arreglo  á  la  Real  orden  de  1.' 
^de  Marzo  de  1859,  y  otras  que  se  verán  en  el 
articulo  Matbícüla,  pueden  los  inútiles  y  ter- 
restres que  la  misma  explica  dedicarse  con 
ciertas  limitaciones  á  las  industrias  de  mar. 

La  pena  deF  que  navegue  sin  ser  matricu- 
lado es  de  dos  campañas,  sin  perjuicio  de  las 
demás  que  por  las  circunstancias  correspon- 
dan, y  multa  al  capitán  que  establece  el  ar- 
ticulo 19,  tit.  14,  Ordenansas  de  matriculas. 
Mucho  se  ha  dicho  respecto  al  monopolio  de  los 
gremios  de  mareantes,  y  no  seremos  nosotros 


los  que  tratemos  de  dilucidar  esta  importante 
cuestión*  completamente  ajena  á  las  condioio* 
nes  de  este  Diccionario. 

INFAMIA.  La  pérdida  ó  lesión  del  honor 
y  reputación,  ó  sea  el  descrédito,  abominación 
ó  mala  fama  en  que  cae  alguno  por  su  mal 
obrar.  (Proem.  y  ley  1.',  tit.  e.*",  Part*  7.*) 
Puede  considerarse  como  una  especie  de  exco-* 
munion  civil,  pues  hace  que  el  que  ha  incur- 
rido en  ella  sea  excluido  del  trato  de  los  hom* 
bres  de  bien,  que  le  miran  con  desprecio  y  evi-^ 
tan  su  sociedad. 

INFIDENCIA.  En  general,  es  la  falta 
que  uno  comete  por  el  hecho  de  no  correspon- 
der á  la  conñanza  que  se  ha  puesto  en  él,  6  sea 
la  violación  de  la  fidelidad  debida  á  otro;  pero 
se  aplica  principalmente  esta  denominación  al 
delito  político  en  que  uno  incurre  por  su  inte- 
ligencia con  los  enemigos  del  Rey  ó  del  Esta- 
do, y  se  usa  con  más  especialidad  en  la  mi- 
licia. 

INFOBICACION.  La  averiguación  jurí- 
dica y  legal  de  algún  hecho  ó  delito. 

INFOBKACION  Ó  PAPEL  SN  DBBE- 
CHO.  El  escrito  que  hace  el  Abogado  á  favor  de 
su  parte,  después  de  conclusos  los  autos,  para 
informar  é  instruir  á  los  Jueces  de  su  derecho, 
alegando  leyes,  decretos,  fueros,  autoridades 
y  reflexiones. 

INFORMACIÓN  DE  POBREZA.  La  j us- 
tiñcacion  que  alguno  hace  de  su  falta  de  bie- 
nes, á  fin  de  gozar  el  privilegio  de  no  usar  en 
lo  judicial  sino  del  papel  sellado  de  pobres  y 
de  eximirse  de  pagar  los  derechos  que  se  ori<- 
ginan  en  el  seguimiento  de  algún  pleito  é  re- 
curso. 

INFORMACIÓN  DE  VITA  ET  MORI- 
Bcs.  La  indagación  ó  prueba  que  se  hace  de  la 
vida  y  costumbres  de  alguna  persona. 

INFORME.  La  noticia  é  instrucción  que 
se  da  de  alguna  cosa. 

INFORMES  SOBRE  LOS  EMPLEA- 
DOS KN  LOS  Consulados.  La  Real  orden  del  Mi- 
nisterio de  Estado  de  22  de  Febrero  de  1837 
previene  «que  todos  los  Jefes  de  Legaciones  y 
Cónsules  de  España  informen  inmediatamente, 
y  una  vez  cada  año  en  ió  sucesivo,  con  toda 
especificación,  á  este  Ministerio  de  la  conduc- 
ta política,  moralidi^d,  aptitud  y  desempeño 
de  todos  los  dependientes-  respectivos;  debien  • 
do  ser  extensivos  los  informes  de  las  Legacio- 
nes á  los  Cónsules  y  Vicecónsules»  y  loa  de  los 
Consulados  á  los  Viceoonsulados  de  su  demar- 
cación, los  cuales  serán. remitidos  á.los  Jefes 
de  Legación  para  que  por  su  conducto»  y  con 
las  observaciones  que  crean  justas,  lleguen  á 
este  Ministerio,  á  fin  de  quie  existan  siempre 
en  él  los  datos  necesarios  para  que  S,  M.  pue* 
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da  Jazgar  del  comportamiento  y  circunstan- 
cias  de  cada  ano  de  los  empleados  en  la  car- 
rera diplomático-consular.  D 

INFOBMES  SOBRE  ASUNTOS  DEBE- 

IBGBO  Ó  DK  LBT.  VéaSO  CERTIFICADOS  LLAMADOS  DE  LET. 

INFBACCIOK.  Latrasgresion,  violación 
ó  quebrantamiento  de  alguna  ley,  pacto  ó  tra- 
tado. Toda  persona  es  responsable  de  la  infrac- 
ción de  las  leyes,  asi  como  de  la  de  los  con- 
tratos que  hubiese  celebrado,  é  incurre  en  las 
penas  que  respectivamente  estuvieren  señala- 
das, ó  á  lo  menos  en  la  obligación  de  resarcir 
los  daños  y  perjuicios  que  de  su  infracción  se 
siguieren.  «Los  Jaeces  son  responsables  perso- 
nalmente de  toda  infracción  de  ley  que  come- 
tan.» (Art.  67  de  la  Constitución  de  1837.— 
Véase  la  ley  de  22  de  Marzo  de  1837.) 

I17FBACCION  DE  UN  TBATADO.  No 
hay  autor  que  no  la  gradúe  de  crimen  inter- 
nacional, digno  de  ser  castigado  por  la  fuerza; 
el  Conde  de  Aranda  decia  que  encerraba  los 
cinco  crímenes  de  injusticia,  infidelidad,  per- 
fidia, deslealtad  y  felonía;  y  aun  se  puede  aña- 
dir que  encierra  además  el  perjurio,  como  lo 
nota  F.  Hotman,  el  cual,  hablando  del  Empe- 
rador de  Occidente  Lotario  I,  que  infringió  el 
tratado  celebrado  con  sus  hermanos  en  Ver-* 
dun  (año  843),  dice:  Qua  de  causa  perjurii  ma-- 
cilla  notalusfuü^  quiajldem  violare,  f cadera  runt" 
pere,  pacta  frangere  non  alivd  est  quoi  se  perju^ 
rio  obHringere:  in  flde  enim,  /adere,  pacíaque 
sancüOy  iisacrum  indubiUite  fnsjurandum  complec- 
<»7«r.))— Y  esta  es  la  razón  porque  antigua- 
mente se  empezaban  los  tratados,  y  no  hace 
mucho  tiempo,  diciendo:  «/»  J)ei  nomine:  in 
nomine  Sancía  eC  individua  Triniíaiis:  en  nom- 
bre de  Dios  Todopoderoso,  ó  en  nombre  de  la 
Santísima  Trinidad,  etc.,»  las  cuales  palabras 
contienen  un  verdadero  juramento,  pues  que 
se  reducen  ¿  poner  á  Dios  por  testigo  de  la 
buena,  sincera  y  firme  intención  ó  voluntad 
con  que  las  partes  contratantes  están  dispues- 
tas y  se  comprometen  á  observar  y  cumplir 
lo  que  mutuamente  estipulan.  El  famoso  ira* 
tado  de  la  Santa  Alianza,  firmado  en  París  el 
26  de  Setiembre  de  1815  comienza  asi:  nAu 
nom  de  la  Trés-Sainte  eí  indivisible  Trinité, 
L,  L.  M.  M,  I*  Bmpereur  de  Rusie,  ele. n-^Los 
tratados  modernos,  aunque  no  lo  expresan, 
contienen  siempre  tácitamente  el  mismo  jura- 
mento. Así,  pues,  el  fundamento  principal  de 
los  tratados  es  la  buena  fó  (sacra  pactorum  Jldes 
Ínter  popules),  considerada  política,  civil  y  re- 
ligiosamente, la  cual  constituye  la  santidad  y 
justicia  áe  ^Wo^.'-FundameiUum  juslitia  est 
fides,  id  est,  dictorum  conventorumque  constan^ 
tia  et  veritas,  —  Quia  fíat  quod  dicium  est,  appe* 
Ilota  est  Jldes.  (Cicnoii,  Off.  1.) 


La  Sagrada  Escritura  nos  refiere  que  Dios 
castigó  con  la  plaga  del  hambre  al  pueblo 
hebreo  por  haber  violado  el  juramento  y  los 
pactos  celebrados  con  los  Gabaonitas.-*(Jos 
9.',  25.— Reg.  21,  1.)  Esto  nos  prueba  cuáo 
antiguo  es  el  respeto  debido  á  los  tratados. 

INQBATITUD.  El  desagradecimiento, 
olvido  ó  desprecio  de  los  beneficios  recibidos. 
La  ingratitud  es  justa  causa  para  revocar  una 
donación  entre  vivos,  aunque  ésta  sea  irrevo* 
cable  por  su  naturaleza,  como  igualmente  pa* 
ra  desheredar  á  una  persona  qué  tiene  dere- 
cho á  la  sucesión,  y  aun  para  perder  la  heren- 
cia ya  adquirida.  (Leyes  1.'  y  6.',  tít.  12,  li- 
bro 3.',  Fuero  Real.) 

INGBESO  EN  LA  CABBEBA  CONSU- 
LAR. Véase  el  cap.  3.^,  art.  19  al  24  inclusive 
del  Reglamento  de  la  Carrera  consular  en  el  ar- 
tículo CÓNSULES. 

INHABILITACIÓN.  Pena  que  afecta  al 
penado  de  incapacidad  para  disfrutar  de  los 
honores  ó  empleos  á  que  se  extiende  la  iaha- 
bilitacion  y  por  el  tiempo  que  ella  indica  se- 
gún nuestro  Código  penal. 

Según  el  art.  30  del  mismo,  la  pena  de  la 
inhabilitación  absoluta  perpetua  produce: 

al.*     La  privación  de  todos  los  honores  y 
de  los  cargos  y  empleos  públicos  que  tuviere 
el  penado,  aunque  sean  de  elección  popular. 
2.*    La  privación  de  todos  los  derechos  po- 
líticos, activos  y  pasivos. 

3.*  La  incapacidad  pira  obtener  los  car- 
gos, empleos,  derechos  y  honores  mencio- 
nados. 

4.*  La  pérdida  de  todo  derecho  á  jubila- 
ción, cesantía  ú  otra  pensión  por  los  empleos 
que  hubiere  servido  con  anterioridad,  sin  per- 
juicio de  la  alimenticia  que  el  Gobierno  podrá 
concederle  por  servicios  eminentes. 

Ko  se  comprenden  en  esta  disposición  los 
derechos  ya  adquiridos  al  tiempo  de  la  con- 
dena por  la  viuda  ó  hijos  del  penado. 

Art.  31.  La  pena  de  inhabilitación  abso- 
luta temporal  para  cargos  públicos  ó  derechos 
políticos  produce  en  el  panado: 

1 .°  La  privación  de  todos  los  honores  y 
de  los  empleos  y  cargos  públicos,  aunque 
sean  de  elección  popular. 

2.*  La  privación  de  todos  los  derechos  po- 
líticos, activos  y  pasivos  durante  el  tiempo  de 
la  condena. 

3.*     La  incapacidad  para  obtener  los  em- 
pleos, cargos,  derechos  y  honores  menciona- 
dos, igualmente  por  el  tiempo  de  la  condena. 
Art.  32.     La  inhabilitación  especial  perpé* 
toa  para  cargos  públicos  produce: 

1.*  La  privación  del  cargo  ó  empleo  sobre 
que  recae  y  de  los  honores  anejos  á  él. 
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2/  La  incapacidad  de  obtener  otros  en  la 
misma  carrera. 

Art.  33.  La  inhabilitación  especial  per- 
I>étua  para  derechos  políticos  priva  perpétaa- 
meute  de  la  capacidad  de  ejercer  los  derechos 
sobre  que  recae. 

Art.  34.  La  inhabilitación  especial  tempo- 
ral para  cargo  público  produce: 

1.'  La  privación  del  cargo  ó  empleo  sobre 
que  recae  y  de  los  honores  anejos  á  él. 

2."*  La  incapacidad  de  obtener  otros  en  la 
misma  carrera  durante  el  tiempo  de  la  con- 
dena. 

Art.  35.  La  inhabilitación  especial  tem- 
poral para  derechos  políticos  produce  la  inca* 
pacidad  para  ejercer  los  derechos  sobre  que 
recae  por  el  tiempo  de  la  condena. 

Art.  36.  La  suspensión  de  un  cargo  pú* 
blico  inhabilita  para  su  ejercicio  y  para  obte« 
ner  otro  en  la  misma  carrera. 

Art.  37.  La  suspensión  de  derechos  poli- 
ticos  inhabilita  igualmente  para  su  ejercicio 
durante  el  tiempo  de  la  condena. 

Art.  44.  Los  sentenciador  á  las  penas  de 
inhabilitación  para  cargos  públicos,  derechos 
políticos,  profesión  ú  oficio,  perpetua  ó  tem- 
poralmente, pueden  ser  rehabilitados  en  la  for- 
mia  que  determina  la  ley,  salvo  lo  dispuesto 
en  el  art.  29  (Código  penal)  para  ios  casos  de 
que  en  él  se  trata.» 

INHIBIB,  impedir  que  un  Juez  prosiga 
en  el  conocimiento  de  alguna  causa. 

INHIBITORIA  Ó  INHIBICIÓN.  El  des- 
pacho, decreto  6  letras  que  se  dirigen  á  un 
Juez  para  que  se  inhiba  ó  abstenga  del  cono- 
cimiento de  una  causa,  y  remita  los  autos  ó 
diligencias  hechas  al  Juez  competente. 

INICIATIVA.  Derecho  ó  facultad  de  pro- 
poner leyes,  sin  necesidad  de  superior  permi- 
so ni  de  anterior  manifestación. — Bl  acto  de 
ejercer  este  derecho. — Tomar  ¡a  iniciativa:  ser 
el  primero  en  decir  ó  en  obrar,  sea  cualquiera 
el  asunto  de  que  se  trate. 

INJURIA.  Toda  acción  ó  dicho  capaz  de 
mancillar  el  honor  ó  reputación,  ó  rebajar  la 
estimación  ó  dignidad  de  la  persona  ó  perso- 
nas á  quienes  vaya  dirigida.— Ofensa,  agravio, 
insulto,  sea  á  personas,  sea  4  objetos  personi- 
ficados, á  virtudes,  etc.,  en  cuyo  sentido  se 
dice:  «es  una  injuria  hecha  al  buen  nombre 
de  los  españoles,  á  la  casa  en  que  se  vive,  á  la 
justicia,  á  la  honestidad,  etc.» 

Bn  el  sentido  lato  se  llama  injuria  todo  lo 
que  es  contra  razón  y  justicia,  guod  non  jure 
Jlt\  pero  en  sentido  más  propio  y  especial  no 
se  entiende  por  injuria  sino  lo  que  uno  dice; 
hace  ó  escribe  con  intención  de  deshonrar, 
afrentar,  envilecer,  desacreditar,  hacer  odiosa. 


despreciable  ó  sospechosa,  ó  mofar,  ó  poner  en 
ridiculo  á  otra  persona.  Injuria  en  latin,  dice 
la  ley  1.',  tít.  9.*,  Part.  7.*,  «tanto  quiere 
decir  en  romance  como  deshonra  que  es  fecha 
ó  dicha  á  otro  á  tuerto  ó  á  despreciamien- 
to  del.)) 

La  palabra  injuria  es  en  el  derecho  inter- 
nacional un  término  genérico  para  denotar  toda 
especie  de  ofensa. 

Como  hay  grande  diferencia  entre  las  in- 
jurias, la  ley  las  divide  en  dos  clases,  esto 
es,  en  leves  6  simples  y  en  graves  ó  atroces,  y 
no  puede  haber  injuria  sin  intención  de  inju- 
riar, según  se  deduce  de  la  definición,  por  la 
regla  general  de  que  no  hay  delito  sin  malicia. 

«Bntre  los  particulares  que  han  recibido 
una  injuria,  y  las  Naciones  que  se  hallan  en  el 
mismo  caso,  hay  esta  diferencia:  que  un  par- 
ticular puede  abandonar  su  derecho,  ó  del 
agravio  recibido  desentenderse;  mientras  á  las 
Naciones  no  les  es  posible  del  mismo  modo 
conducirse,  sin  comprometer  su  seguridad  y 
decoro.  Con  efecto,  viviendo  en  un  estado  de 
natural  independencia,  á  cada  una  de  ellas  com* 
pete  la  protección  y  vindicación  de  los  dere- 
chos propios;  y  es  evidente  que  la  impunidad 
de  un  acto  de  injuria  ó  de  insulto,  le  acarrea- 
rla probablemente  otros  muchos.  Por  otra  par- 
te, los  negocios  de  las  Naciones  por  sus  jefes 
ó  conductores  son  administrados;  y  á  estos  en 
manera  alguna  puede  serles  licito  en  cosas 
ajenas  querer  hacer  el  papel  de  magnánimos  y 
generosos.» 

«Una  Nación  injuriada  muy  pocas  veces 
se  halla  en  el  caso  de  ceder  de  su  derecho; 
todo  lo  que  puede  y  debe  en  obsequio  de  la 
paz,  es  recurrir  primeramente  á  los  medios 
suaves  y  conciliatorios  para  obtener  que  se  ha- 
ga justicia.  Bstos,  después  que  por  la  via 
de  las  negociaciones  han  hecho  valer  las  razo- 
nes que  la  asisten,  y  solicitado  inútilmente 
una  justa  avenencia  sobre  la  base  de  una  sa- 
tisfacción completa,  se  reducen  á  la  iransac» 
don,  la  mediación  y  el  juicio  de  arbitros  (1),» 

Si  á  consecuencia  de  la  injuria  se  turba  el 
orden,  nuestro  Código  penal  previene: 

«Art.  192.  Bn  la  misma  pena  incurrirán 
[arresto  mayor)  los  que  turbaren  gravemente  el 
orden  público  para  causar  injuria  ú  otro  mal 
á  alguna  persona  particular ,  ó  con  cualquier 
otro  ñn  reprobado. 

Si  este  delito  tuviere  por  objeto  impedir 
á  alguna  persona  el  ejercicio  de  sus  derechos 
políticos,  se  impondrá  además  al  culpable  la 


(1)    De  Pando,  ISlem.  del  Der.  intem,,  página 
236,  seo.  12,  par.  132. 
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inhabilitación  temporal  para  el  ejercicio  del 
mismo  derecho.» 

IKJITBIA  LIVIANA.  Es  la  que  por  su 
poca  gravedad  no  merece  ser  calificada  como 
delito. 

INJUSTICIA  NOTOBIA.  La  opresión  ó 
sinrazón  que  padece  el  litigante  vencido  en 
juicio,  cuando  por  lo  que  resulta  del  proceso 
sin  necesidad  de  nuevas  pruebas  se  ve  clara- 
mente que  la  decisión  del  Tribunal  no  puede 
sostenerse.  El  Código  de  comercio,  en  su  ar- 
ticulo 1.218,  dice  que  «la  declaración  de  in- 
justicia notoria  no  tiene  lugar  en  las  causas 
de  comercio  sino  por  violación  manifiesta  en 
el  proceso  de  las  formas  sustanciales  del  juicio 
en  la  última  instancia,  ó  por  ser  el  fallo  dado 
en  ésta  contra  ley  expresa.» 

INMISCUIRSE.  Mezclarse  ó  meterse  en 
un  negocio  sin  tener  derecho  para  ello. 

INMUEBLES.  Los  bienes  que  no  pueden 
ser  trasportados  de  un  lugar  á  otro,  como  los 
edificios  y  heredades  (Henei  inmuebles). 

INMUNE.  El  que  está  libre  de  alguna 
obligación  ó  carga.  Compónese  de  la  preposi- 
ción in  y  la  palabra  muniSy  que  reunidas  valen 
tanto  como  no  obligado. 

INMUNIDAD.  La  libertad  ó  exención  de 
alguna  carga,  impuesto  ü  obligación.  Se  de- 
riva de  la  palabra  latina  munuSj  la  cual,  aun- 
que tomada  en  general,  significa  don  ó  regalo, 
oficio  publico  con  gravamen,  y  carga  sin  ho-« 
ñor;  empero  en  su  sentido  más  propio  y  rigu* 
roso  no  denota  sino  la  carga  sin  honor,  esto 
es,  la  obligación  que  nos  está  impuesta  ó  nos 
incumbe  por  la  ley,  por  costumbre  ó  por  man- 
dato de  nuestro  superior.  Por  regla  general, 
la  inmunidad  concedida  á  una  persona  se  ex- 
tingue con  su  muerte. 

Al  tratar  Pando  de  la  importante  y  tras- 
cendental de  las  inmunidades  diplomático - 
consulares ,  dice: 

((Los  publicistas  hubieran  debido  exami- 
nar el  verdadero  fundamento  de  las  exencio- 
nes é  inmunidades  debidas  al  Ministro  extran- 
jero, puesto  que  no  se  les  podía  ocultar  que 
entre  aquellas  que  les  son  concedidas,  las  unas 
son  rigorosamente  debidas  á  su  carácter  diplo- 
mático, las  otras  no  son  otra  cosa  que  conse- 
cuencias de  los  miramientos  y  consideracio- 
nes que  los  Gobiernos  se  han  complacido  en 
manifestarles  como  prenda  y  testimonio  de 
sus  amistosos  sentimientos  hacia  los  Sobera- 
nos que  los  envían.  Por  no  haber  hecho  esta 
importante  distinción  ni  los  publicistas  ni  los 
Agentes  diplomáticos,  han  pretendido  unos  y 
otros  hacer  á  los  Gobiernos  un  deber  de  aquello 
mismo  que  no  era  más  que  pura  generosidad 
y  deferencia  de  su  parte. 


Es  verdad  que  todos  los  publicistas  con- 
vienen en  buscar  el  origen  de  estas  inmuni- 
dades en  la  independeneia  que  el  ÁgefUe  diplo^ 
m&tieo  debe  gozar  con  respecto  al  Gobierno  cerca 
del  cual  se  halla  encargado  de  negociar^  y  Mar- 
tens  añade  lo  que  casi  todos  los  otros  omiten 
malamente,  que  esta  independencia  se  refiere 
al  objeto  de  la  misión^  y  no  concierne  sino  la 
gestión  de  los  negocios  al  Ministro  extranjero  cotí' 
Jlados.  Pero  lo  que  no  declaran  ni  Martens  ni 
los  demás  publicistas,  es  en  qué  debe  consisUr 
esta  independencia  i  y  cuáles  deben  ser  sus  li- 
mites. 

Fácil  es  comprender  el  fundamento  de  la 
inmunidad  de  la  persona,  porque  sin  una  ple- 
na seguridad  y  libertad  individual  difícilmen- 
te el  Agente  diplomático  ó  Consular  podría  ob- 
tener el  objeto  de  su  misión.  Véase  Dkbbchos 

RELATIVOS  T  CON VBNGIOIf ALES. 

INOCENTE.  El  que  está  libre  del  delito 
que  se  le  imputa.  Todo  hombre  tiene  derecho 
á  ser  considerado  inocente  mientras  no  se 
pruebe  que  es  culpable.  Mas  cuando  habién- 
dose cometido  un  delito  se  reúnen  contra  al- 
guno indicios  de  ser  su  autor,  tiene  que  res- 
ponder Judicialmente  de  su  conducta  y  suje- 
tarse á  ser  procesado.  En  cualquier  estado  de 
la  causa  en  que  resulte  su  inocencia,  se  le  de- 
be poner  inmediatamente  en  libertad  sin  cos- 
tas algunas,  sí  es  que  se  hallaba  arrestado  6 
preso  por  ser  el  delito  digno  de  pena  corpo- 
ral. (Art.  11,  decreto  de  26  de  Setiembre  de 
1835.) 

Un  delincuente  castigado,  decía  Mr.  de  la 
Bruyere,  es  un  ejemplo  para  la  canalla;  mas  ua 
inocente  condenado  es  negocio  de  todos  los  hombres 
de  bien. 

INSACULACIÓN.  Un  modo  de  elegir  Al- 
caldes, Regidores  ü  otros  oficiales  de  justicia 
y  gobierno,  poniendo  en  un  saco,  bolsa  ó  canta- 
ro,  ciertas  bolillas  con  los  nombres  de  las  per- 
sonas capaces  y  sacando  luego  á  la  aventura, 
después  de  haberlas  mezclado  bien,  las  nece- 
sarias  para  que  los  sugetos  cuyos  nombres  se 
contenían  en  ellas  sirvan  los  empleos  ó  cargos 
que  se  trata  de  proveer. 

Este  método  se  halló  muy  usado  en  Ex- 
tremadura, Murcia  y  la  Mancha;  podía  prac* 
tícarse  en  cualquier  pueblo  donde  se  conside- 
raba necesario  por  la  Autoridad  política  de  la 
provincia  para  evitar  los  efectos  de  la  rivali- 
dad ó  ambición  de  los  partidos  ó  familias  pre- 
potentes que  aspiraban  á  ejercer  y  tener  vin- 
culada la  jurisdicción  con  el  objeto  de  ^oznr 
exclusivamente  de  ciertas  ventajas  y  oprimir 
á  sus  adversarios. 

INSCBIPCION  DE  CIUDADANÍA.  Véa- 
se Acta  de  inscripción  de  ciudadanía. 
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INSOLVENCIA.  La  incapacidad  en  qae 
uno  se  halla  de  pagar  alguna  deuda. 
.    INSOLVENTE.  El  que  no  tiene  con  qué 
pagar  las  deudas  que  ha  contraído. 

INSTANCIA.  La  suplica,  petición  ó  soli- 
citud; y  así  se  dice  que  e)  Juez  debe  proceder 
á  instancia  de  parte,  que  quiere  dar  á  entender 
que  debe  proceder  á  petición  del  interesado. 
(Véase  Pbticion).— El  ejercicio  de  la  acción 
en  juicio  desde  la  contestación  hasta  la  sen- 
tencia definitiva.  —Se  llama  primera  instancia  el 
ejercicio  de  la  acción  ante  el  primer  Juez  que 
debe  conocer  del  asunto;  segunda  instancia  el 
ejercicio  de  la  misma  acción  ante  el  Juez  ó 
Tribunal  de  apelación,  para  que  se  reforme  la 
sentencia  del  primer  Juez,  y  tercera  instancia 
el  ejercicio  de  la  acción  reproducida  ante  el 
mismo  Tribunal  de  apelación  ó  ante  otro  más 
elevado,  según  la  clase  de  jurisdicciones,  para 
que  se  revea  el  proceso  y  se  corrija  ó  revoque 
la  segunda  sen!;encia. 

INSTRUCCIÓN.  La  reunión  de  pruebas, 
procedimientos  y  formalidades  para  poner  un 
negocio  en  estado  de  ser  juzgado. 

INSTBUCCIONES  A  LOS  CÓNSULES. 
En  el  Beglamento  de  20  de  Julio  de  1848  pa- 
ra nombrar  y  habilitar  los  Cónsules  españoles 
en  países  extranjeros  se  previene: 

((Art.  9.^  Se  darán  por  escrito  á  los  Cón- 
sules y  Vicecónsules  las  instrucciones  particu- 
lares que  se  juzguen  convenientes  á  cada  lo- 
calidad.» (1) 

INSTRUCCIONES  PABA  LA  FORMA- 
LizAcioN  DB  CUENTAS.  La  Instrucciou  de  19  de 
Julio  de  1856  prescribe  cuanto  deben  obser- 
var los  Cónsules  de  Bspaña  para  cubrir  las 
atenciones  extraordinarias  del  servicio  y  for- 
malizacion  de  cuentas  (2). 

INSTRUCCIONES  PARA  LAS  OBLI- 
GACIONES SANITARIAS.  La  lustruccion  creneral  de 
17  de  Octubre  de  1850  es  la  que  sirve  para 
el  cumplido  desempeño  de  las  obligaciones  sa- 
nitarias de  los  Cónsules  de  España  en  países 
extranjeros  (3). 

INSTRUCCIONES  PARA  EL  ALISTA- 
MIENTO DE  LOS  ESPAÑOLES.  La  lustruccion  para 
formar  el  alistamiento  y  matricula  de  subditos 
españoles  en  los  Consulados  y  Viceconsulados 
de  España  en  países  extranjeros  es  aneja  á 
la  Real  orden  circular  de  24  de  Diciembre  de 
1849  (4);  pero  en  el  dia  se  observa  el  Regla- 
mento para  plantear  el  registro  de  nacionali. 


(1)  Véase  este  Reglamento  en  Dk  0-Reilly, 
Práctica  OoThsular  de  España^  seo.  2.*,  pág.  36. 

(2)  ídem  en  ídem,  pág.  58. 

(3)  ídem  en  idem,  pág.  41. 

(4)  ídem  en  ídem,  p^.  40. 


dad  de  5  de  Setiembre  de  1871,  conforme  con 
la  nueva  Ley  de  Registro  civil.  Véase  Matrí- 
cula DB  ESPAÑOLES. 

INSTRUMENTO  PÚBLICO.  En  general 
es  todo  lo  que  sirve  para  instruir  una  causa, 
todo  lo  que  nos  conduce  á  la  averiguación  de 
la  verdad,  todo  lo  que  nos  da  luz  sobre  la  exis- 
tencia de  un  hecho  ó  convenio;  de  modo  que 
on  este  sentido  pueden  llamarse  instrumentos 
las  deposiciones  de  los  testigos  y  sus  prome« 
sas.  La  voz  instrumento  se  deriva  del  verbo  lati- 
no instruere,  instruir,  porque  está  destinado  á 
instruirnos  é  informarnos  de  lo  que  ha  pasa- 
do, y  por  eso  no  es  extraño  que  se  haya  com- 
prendido también  bajo  esta  apelación  á  los  tes- 
tigos. Mas  en  sentido  propio  y  riguroso  no  se 
entiende  por  instrumnto  sino  el  escrito  en  que 
se  perpetúa  la  memoria  de  un  hecho;  el  papel 
ó  documento  con  que  se  justifica  ó  prueba  al- 
guna cosa;  la  descripción,  Memoria  ó  nota  de 
lo  que  uno  ha  dispuesto  ó  ejecutado  ó  de  lo 
que  ha  sido  convenido  entre  dos  ó  más  perso- 
nas. La  palabra  instrumento  suele  confundirse 
con  la  palabra  titulo ,  tomándose  frecuen temen  • 
te  la  una  por  la  otra;  pero  en  rigor  son  muy 
diversas  y  signiñcan  cosas  muy  distintas.  Bl 
instrumento  público  suele  ser  privado  ó  au- 
téntico. 

Por  Real  orden  circular  del  Ministerio  de 
Gracia  y  Justicia,  y  de  acuerdo  con  el  Minis- 
terio de  Estado,  se  expidió  el  decreto  de  22  de 
Octubre  de  1851  respecto  á  la  validez  de  los 
contratos  y  demás  actos  públicos  notariados 
en  Francia  ó  en  cualquiera  otro  país  extran- 
jero. 

En  la  Real  orden  circular  de  28  de  Octu^ 
bre  de  1860  (1)  se  establece  la  debida  regula- 
ridad y  se  dictan  reglas  para  el  ejercicio  de  la 
jurisdicción  consular  y  otorgamiento  de  ins- 
trumentos públicos  y  protocolización  de  los 
mismos. 

La  ley  de  28  de  Mayo  de  1862  en  su  títu- 
lo 3.*^,  trata  Del  protocolo  y  copias  del  mismo  que 
constituyen  instrumento  público  (2). 

En  el  art.  19,  par.  3.*  del  Convenio  con- 
sular entre  Francia  y  España  se  previene: 

«Todo  instrumento  público  otorgado  por 
un  francés  que  no  hable,  ni  lea,  ni  entienda 
el  castellano,  deberá  extenderse  en  el  libro  de 
protocolos  en  ambos  idiomas,  dividiendo  la  pá- 
gina en  dos  columnas  con  el  texto  español  en 
el  lugar  preferente,  y  poniendo  el  interesado 
su  firma  debajo  de  uno  y  otro  texto.  Bl  au- 


(1)  0*Reilly,  Práctica  Consular  de  España^ 
pág  86. 

(2)  ídem  id.,  sección  2.%  pág.  172, 
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meato  del  trabajo  se  satisfará  conforme  4  los 
derechos  de  traducción. 

Cuando  las  partes  6  una  de  ellas  no  sepan 
fírmar,  debe  hacerlo  por  ellas  uno  de  los  tes- 
tigos en  antefirma,  diciendo:  su  nombre  pro- 
pio como  testigo  y  á  nombre  de  (los  que  sean) 
por  no  saber  escribir=ñrma  el  testigo.  Y  cuan- 
do los  otorgantes  no  saben  firmar  ni  tampoco 
uno  de  los  testigos,  el  otro  testigo  debe  firmar 
expresando  igualmente  de  su  puño  en  ante- 
firma, que  lo  hace  por  si  como  testigo  y  á  nom- 
bre del  otro  y  del  otorgante  (h  otorgante  fu  • 
laño  que  no  sabe  firmar).  Reales  órdenes  de  5 
de  Febrero  de  1867  y  25  de  Junio  de  1868.) 
Véase  Gritebio  notabul. 

INSUBBECCION.  Tumulto  popular,  al- 
zamiento ó  levantamiento,  sublevación  ó  re- 
belión de  algún  pueblo,  provincia,  nación  etc. 
Véase  Soberanía. 

INTEBDICCIOH.  El  estado  de  una  perso- 
na á  quien  se  ha  declarado  incapaz  de  los  actos 
de  la  vida  civil  por  causa  de  mentecatez,  de- 
mencia ó  prodigalidad,  privándola  en  su  con- 
secuencia del  manejo  y  administración  de  sus 
bienes  y  negocios ,  para  cuyo  cuidado  se  le 
nombra  un  curador,  sujeto  á  las  mismas  re- 
glas y  obligaciones  que  los  tutores  y  curado- 
res de  los  menores. 

INTERDICTO.  La  acción  que  uno  tiene 
para  reclamar  en  juicio  sumario  la  posesión 
actual  ó  momentánea  que  le  corresponde  sobre 
alguna  cosa. 

INTEBéS.  El  provecho,  utilidad  ó  ganan- 
cia que  se  saca  de  alguna  cosa,  y  especialmen- 
te el  beneficio  que  saca  el  acreedor  del  dine- 
ro que  se  le  debe;  esto  es,  la  cantidad  que 
el  acreedor  percibe  del  deudor  además  del  im- 
porte de  la  deuda. 

INTBBINIDAD.  La  Real  orden  de  4  de 
Octubre  de  1851.  fija  la  parte  de  obvenciones 
que  corresponden  á  los  Vicecónsules  encarga- 
dos del  Consulado  interinamente,  cuando  la 
recaudación  de  éste  no  es  por  cuenta  del  Go* 
bierno,  y  toda  ella  es  para  el  Agente  recau- 
dador. 

La  de  31  de  Agosto  de  1852  determina  que 
los  Vicecónsules  no  tienen  derecho  á  obven- 
ciones cuando  las  ausencias  no  exceden  de 
ocho  dias. 

La  de  26  de  Octubre  del  mismo  año  asimi- 
la á  las  antiguas  obvenciones  los  gastos  de  re- 
presentación de  los  Cónsules  que  tienen  suel- 
do fijo  para  la  cuarta  parte  correspondiente. á 
los  Vicecónsules  encargados.  Véase  Licencia 

TRMPOBAL. 

IHTEBLINEAL.  Lo  que  se  escribe  en  el 
blanco  que  hay  entre  dos  lineas  ó  renglones. 
Si  no  está  sacado  y  salvado  antes  de  las  firmas 


en  los  instrumentos  públicos  no  hace  fé,  y  aau 
induce  á  sospecha  de  fraude,  ¡porque  el  docu- 
mento ha  de  estar  escrito  con  limpieza ,  sin 
blanco,  raspadura,  testadura,  entrerenglonado 
ni  enmienda,  especialmente  en  la  parte  sus- 
tancial. {Código  de  Comercio,  art.  240.) 

INTEBNAOIONAL  (LA).  Esta  Ásocta- 
don  Internacional  de  trabajadores^  aunque  legíti- 
tima  según  algunos ,  bajo  el  punto  de  vista 
jurídico,  no  por  eso  es  menos  absurda  bajo  el 
punto  de  vista  de  la  filosofía  y  no  menos  in- 
sensata bajo  el  del  proletariado.  Cierto  que  la 
organizacioa.  actual  de  la  sociedad  no  es  per- 
fecta ;  pero  los  delirios  de  la  Internacional  han 
de  agravar  en  vez  de  disminuir  los  males  de 
una  y  otra  ;  porque  verdadera  mistificación  es 
y  será  siempre  resolver  el  problema  social  ba- 
jo el  principio  de  mejorar  la  condición  de  las 
clases  pobres  y  hacerlas  felices  por  la  Fecun- 
didad de  la  federación  y  de  la  República, 

La  circular  del  Ministerio  de  la  Goberna- 
ción á  los  Gobernadores  de  las  provincias,  de 
16  de  Enero  de  1872,  dice  acerca  de  esta  A^o- 
ciacion  Internacional: 

«Esta  secta  comunista ,  verdadera  conspi- 
ración social  contra  todo  lo  existente,  que  pro- 
clamándose á  si  misma  como  la  más  absoluta 
negación  de  Dios  y  del  Estado,  de  la  propiedad 
y  de  la  familia,  pretende  elevar  á  la  categoría 
de  principios  politice -sociales  teorías  que  en 
toda  sociedad  organizada  no  pueden  conside- 
rarse de  otra  manera  que  como  la  utopia  filo- 
sofal del  crimen :  que  declarando  paladinamen- 
te la  siniestra  resolución  de  atacar  por  su  base 
los  fundamentos  de  las  sociedades  modernas, 
quiere  volver  á  poner  de  nuevo  en  tela  de  jui- 
cio todos  los  pavorosos  problemas  que  la  vida 
de  la  humanidad,  por  ser  el  secreto  práctico 
de  su  propia  existencia,  ha  venido  resolviendo 
lenta,  penosa  y  experimen talmente  con  el  lar- 
go trascurso  de  los  siglos ;  cobijándose  hoy  á 
la  sombra  del  árbol  de  nuestras  libertades,  in< 
tenta  abusivamente  lograr  por  el  derecho  de 
asociación  consignado  en  nuestro  Código  fun- 
damental, la  legitimidad  de  un  organismo  que 
la  permita  dar  principio  de  ejecución  á  sus 
propósitos  de  trastorno  universal.» 

«Considere,  pues,  V.  S.  á  la  Internacional 
como  fuera  de  la  Constitución  del  Estado,  y 
dentro  del  Código  penal,  por  hallarse  compren- 
dida en  su  art.  198  y  los  demás  con  él  con- 
cordantes, y  por  todo  lo  que  declaradamente 
encierra  de  atentatorio  á  la  integridad  y  se- 
guridad de  la  Patria  y  ofensivo  á  la  moral  pú- 
blica en  sus  denegaciones  del  Estado,  de  la 
propiedad  y  de  la  fomilia,  impidiendo,  en  su 
consecuencia,   resueltamente  en  lo  que  á  la 
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órbita  de  su  aatoridad  corresponda,  y  basta 
por  medio  de  la  fuerza  en  los  casos  proceden- 
tes, todo  acto  publico  que  en  cualquiera  foriiia 
dé  manifestaciones  tienda  á  establecer  entre 
nosotros  su  criminal  organización  ,  detenien- 
do y  entregando  inmediatamente  sus  perpe» 
tradores  4  la  acción  de  los  tribunales.» 

Sus  mismos  delirios  y  aberraciones  serán, 
si  DO  nos  equivocamos,  la  causa  de  su  descré- 
dito y  ruina.  <& 

n^TEBlíUNCIO.  Véase  A.obiitbs  diplomá- 
ticos. 

INTEBFBETACION  DE  LAS  LEYES. 
La  conveniente  aclaración  del  texto  y  espíritu 
de  la  ley  para  conocer  el  verdadero  sentido 
que  el  legislador  quiso  darle,  ó  sea  la  verda- 
dera, recta  y  provechosa  inteligencia  de  la  ley 
según  la  letra  y  la  razón.  (Ley  13,  tít.  1.°, 
Part.  1.') 

INTEBFBET ACIÓN  DE  LAS  DEMAN- 
DAS T  CONTESTACIONES.  Todo  pedimento  debe  es- 
tar extendido  con  claridad  y  sencillez,  de  mo- 
do que  asi  el  Juez  como  la  otra  parte  puedan 
penetrar  su  verdadero  sentido.  Si  las  palabras 
con  que  está  concebida  alguna  demanda  pro- 
dujeren alguna  duda  por  razón  de  su  oscuri- 
dad, ambigüedad  ó  confusión,  deben  enten- 
derse precisamente  como  el  demandante  las 
entiende  y  no  de  otra  manera,  (Ley  1 .',  tít.  32, 
Part.  7.*);  y  asi  el  Juez,  ó  bien  de  oficio  ó  bien 
á  petición  del  mismo  demandante,  podrá  de- 
volverle antes  de  la  contestación  la  demanda 
en  que  hubiere  alguno  de  estos  defectos,  para 
que  la  aclare  y  fije  el  sentido  que  quiere  dar- 
le. Después  de  la  contestación,  no  puede  ya  el 
Juez  desechar  de  oficio  la  demanda  ;  pero  á  so- 
licitud del  demandante  debe  apremiar  al  de- 
mandado á  que  fije  el  sentido  del  contexto  de 
la  contestación  que  hubiere  dado. 

INTEBFBETACION  DE  LOS  HECHOS. 
En  materia  criminal,  la  interpretación  de  un 
hecho  que  no  está  bien  claro  y  evidente  se  hace 
siempre  en  descargo  del  acusado,  cuando  por 
otra  parte  no  hay  pruebas  suficientes  contra 
él.  De  aquí  es  que  en  caso  de  empate  en  los 
votos  de  los  jueces  se  pronuncia  la  absolución 
y  no  la  condenación;  y  cuando  el  empate  re- 
cae sobre  la  especie  de  pena,  no  se  condena  al 
delincuente  sino  á  la  menor.   Véase  Empate. 

UrTEBFBETACION  DE  LENGUAS. 
Secretaria  establecida  en  Madrid  en  el  Minis  - 
terio  de  Estado  para  traducir  al  castellano  los 
documentos  públicos  escritos  en  lenguas  ex- 
tranjeras ó  provinciales,  como  asimismo  los 
papeles  privados  que  al  efecto  le  presenten  los 
particulares  para  que  puedan  hacer  fé. 

Con  fecha  8  de  Marzo  de  1843  dijo  el  Mi- 
nisterio de  Estado  al  de  Gracia  y  Justicia  lo  | 


siguiente:  «Sin  embargo  de  lo  comunicado  á 
ese  Ministerio  en  24  de  Setiembre  de  1841,  y 
vistas  las  reclamaciones  de  los  Tribunales  do 
Comercio,  y  el  informe  que  sobre  el  particular 
ha  evacuado  el  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia, S.  A.  el  Regente  del  Reino  ha  tenido  á  bien  ' 
declarar  que  la  citada  orden  de  24  de  Setiem- 
bre de  1841  solo  tenga  efecto  en  esta  corte,  y 
que  en  los  demás  puntos  del  Reino  sigan  como 
hasta  aquí  haciendo  traducciones  de  documen- 
tos extranjeros  los  Intérpretes  jurados  que  hasta 
ahora  las  han  hecho,  conservando  las  partes 
interesadas  en  litigios  el  derecho  de  acudir  á 
la  Secretaria  de  Interpretación  de  lenguas,  caso 
<le  no  estar  satisfechas  con  las  traducciones  de 
los  Intérpretes  de  los  puntos  donde  se  hallen 
para  certificarla  ó  asegurarse  de  su  fiel  tra- 
ducción.» 

Varios  autores  no  dudan  en  establecer  que 
de  un  instrumento  escrito  en  castellano  puede 
el  Escribano  dar  copias  en  un  idioma  extran- 
jero, siempre  que  lo  entienda  con  toda  perfec- 
ción y  dé  fé  de  estar  hecha  literal  y  fielmente 
la  traducción.  El  Escribano  como  tal  no  tiene 
calidad  para  traducir,  ni  menos  para  dar  el  ca* 
rácter  de  autenticidad  á  sus  traducciones:  el 
Escribano  podrá  saber  perfectamente  muchos 
idiomas;  pero  la  fé  que  diese  de  su  propia  cien- 
cia no  seria  fé  publica,  sino  privada.  (Escbiche, 
Diccionario  de  legislación  y  jurisprudencia . )  Véase 
Traducción. 

INTEBPBETAB.  Aunque  la  hermenéutica 
ó  arte  de  interpretar,  dice  Pando,  es  propia- 
mente una  parte  de  la  lógica,  sin  embargo,  ha 
parecido  conveniente  presentar  á  los  estudiosos 
una  ligera  idea  de  ella,  siguiendo  el  ejemplo 
de  muchos  publicistas,  á  fin  de  llenar  el  vacio 
que  en  este  panto  ofrecen  los  tratados  de  ló- 
gica  que  generalmente  se  explican  en  las  es- 
cuelas (1). 

Es  necesario,  dice,  fijar  reglas  para  la  in- 
terpretacion  de  los  tratados,  testamentos,  leyes 
y  demás  actos  escritos,  que  sirvan  para  fundar 
derechos  entre  los  diferentes  Estados:  prime- 
ramente, por  la  inevitable  ambigüedad  á  que 
da  margen  muchas  veces  la  imperfección  del 
lenguaje.  2."  Por  la  generalidad  de  las  expre- 
siones, que  es  necesario  saber  aplicar  á  los  ca- 
sos particulares  que  se  presentan.  3.^  Por  la 
perpetua  fluctuación  de  las  cosas  humanas,  que 
produce  nuevas  ocurrencias,  difíciles  de  redu- 
cir á  los  términos  de  la  ley  ó  tratado,  si  no  es 
por  inducciones  sacadas  del  espíritu  del  legis- 
lador ó  de  los  contratantes.  4.*  Por  las  contra- 
dicciones é  incompatibilidades  aparentes  ó  rea- 


(1)    Pando,  Elem,  del  Der,  inter,,  pág.  230, 
seo.  11. 
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les  que  en  lo  escrito  se  nos  ofrecen,  y  que  es 
necesario  examinar  cuidadosamente  para  con- 
ciliarias, ó  á  lo  menos  para  elegir  entre  los 
diferentes  partidos.  Y  5.^  Por  la  estudiada  os- 
curidad de  que  se  sirven  muchas  veces  los 
contratantes  de  mala  fé  para  labrarse  especio» 
sos  derechos  ó  prepararse  efugios  con  que  elu- 
dir sus  obligaciones. 

Guando  un  tratado  publico  presenta  un  sen- 
tido dudoso,  no  puede  recibir  interpretación 
auténtica  sino  por  medio  de  una  declaración  de 
las  partes  contratantes,  ó  de  aquellos  á  cuyo 
arbitraje  ellas  han  recurrido. 

Las  máximas  generales  en  materia  de  in- 
terpretación son  estas:  1.^  Que  no  se  debe  in-' 
terpretar  lo  que  no  tiene  necesidad  de  inter- 
pretación. 2.*  Que  si  el  que  pudo  y  debió  ex- 
plicarse clara  y  plenamente  no  lo  ha  hecho,  es 
suya  la  culpa  y  no  puede  permitírsele  que  in- 
troduzca después  las  restricciones  que  no  ex- 
presó en  tiempo.  3.*  Que  ni  el  uno  ni  el  otro 
de  ios  interesados  tiene  la  facultad  de  inter- 
pretar el  tratado  á  su  arbitrio.  4.*  Que  en  toda 
ocasión  en  que  cualquiera  de  los  contratantes 
ha  podido  y  debido  manifestar  su  intención, 
todo  lo  que  ha  declarado  suficientemente  se 
mira  como  verdadero  contra  él.  5/  Que  cuan- 
do los  tratados  se  hacen  proponiendo  una  de 
las  partes  y  aceptando  la  otra,  como  sucede  en 
las  capitulaciones  de  plaza,  debe  estarse  prin- 
cipalmente á  las  palabras  del  promisor,  ya  las 
haya  dictado  el  mismo ,  ya  adopte  las  expre- 
siones del  que  estipula  ó  |se  refiere  á  ellas.  Y 
6/  que  la  interpretación  de  todo  documento 
debe  ajustarse  á  reglas  ciertas,  propias  á  de- 
terminar el  sentido  en  que  su  autor  ó  autores 
le  entendieron,  y  obligatorias  á  todo  Soberano 
y  á  todo  hombre,  en  cuanto  de  la  recta  razón 
deducidas,  y  por  la  ley  natural  prescritas. 

INTÉBFBETE.  El  que  explica  ó  decla- 
ra el  sentido  de  alguna  cosa  y  el  que  traduce 
de  una  lengua  á  otra.  Bl  ministerio  de  los  In- 
térpretes se  emplea  en  los  tribunales,  asi  en 
materia  civil  como  en  materia  t^riininal,  no  so- 
lo para  la  traducción  de  las  piezas  que  se  pre- 
sentan, sino  también  para  el  interrogatorio  del 
acusado  y  el  examen  de  los  testigos  que  no 
hablan  sino  una  lengua  extranjera  ó  provin- 
cial (1). 

Hé  aquí  la  Lbt  orgánica  de  la  gaereea  db 
INTÉRPRETES  de  28  de  Abril  de  1870,  presenta- 
da 4  las  Cortes  Constituyentes  por  el  exce- 
lentísimo Sr,  D.  Práxedes  Mateo  Sagasta,  Mi- 


nistro de  Bstado,  y  aprobado  por  las  mismas. 
«Articulo  1."*    La  Carrera  de  Intérpretes  es 
facultativa,  y  se  divide  en  las  categorías  si- 
guientes: 

1.'     Intérpretes  de  primera  clase. 
Intérpretes  de  segunda  clase. 
Intérpretes  de  tercera  clase. 
Jóvenes  de  lenguas. 
Aspirantes. 
Art.  2.°     Existirá  además  la  clase  de  Intér- 
pretes jurados  que  ejercen  sus  funciones  en  los 
puertos  de  Espa&a,  sin  que  sus  individuos  ten- 
gan carácter  de  empleados  püblicos. 

Art.  3.*  Los  sueldos  reguladores  de  los 
empleados  de  la^arrera  de  Intérpretes  para 
todos  los  efectos  legales  .serán  los  siguientes: 

ESCUDOS. 


2.* 

4.' 

5.' 


(1)  Véase  sobre  traducir  ó  interpretar  instru- 
mentos, la  ley  21,  tít.  20,  lib.  2.%  Recopilación  de 
Castilla^  y  el  tít.  29,  lib.  2,®,  Recopilación  de 
India  i. 


Intérpretes  de  primera  clase.    .  3.000 

Intérpretes  de  segunda  idem,  . .  2.000 

Intérpretes  de  tercera  idem. ...  1 .600 

Jóvenes  de  lenguas 1 .200 

La  diferencia  que  media  entre  estos  tipos 
y  los  haberes  señalados  .en  la  ley  de  Presu- 
puestos según  las  condiciones  especiales  de  lo- 
calidad, se  considera  como  asignación  para 
gastos  de  residencia. 

Art.  4.*  Los  empleados  de  la  Carrera  de 
Intérpretes  no  podrán  optar  á  los  cargos  diplo- 
máticos ni  pasar  á  la  carrera  consular  sino  en 
los  casos  previstos  en  el  art.  4."*  del  reglamen- 
to; y  cuando  sean  nombrados  para  la  Inter- 
pretación de  lenguas  del  Ministerio  de  Estado, 
se  les  computará  este  tiempo  como  servido  en 
su  categoría  especial. 

Art.  5.*  Los  empleados  de  la  Carrera  de 
Intérpretes  no  podrán  obtener  más  honores 
que  los  que  corresponden  á  su  categoría.  Solo 
podrán  concederse  honores  de  la  superior  in- 
mediata al  tiempo  de  la  jubilación,  como  re- 
compensa de  los  buenos  servicios  y  mereci- 
mientos del  interesado,  previo  expediente  jus- 
tificativo y  audiencia  de  la  Sección  respectiva 
del  Consejo  de  Estado. 

Art.  6.^  En  la  Carrera  de  Intérpretes  se 
ingresará  precisamente  por  la  quinta  catego- 
ría, y  reuniendo  las  condiciones  que  siguen: 

1.'  Ser  español  mayor  do  15  años  y  no 
exceder  de  20 . 

2.'     Acreditar  buena  conducta  moral. 

3.*  Obtener  la  nota  de  aprobado  en  el  exa- 
men que  fija  el  Reglamento. 

Art.  7.*"  Para  ascender  á  la  categoría  de 
joven  de  lenguas  se  requiere: 

1.*  Haber  servido  con  aprovechamiento  y 
buena  nota  dos  años  por  lo  menos  de  aspi- 
rante. 
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2/     Ser  aprobado  en  «el  examen  qae  exige 
el  Reglamento. 

Art.  8.°  Para  ascender  á  Intérprete  de  ter- 
cera clase  se  requiere: 

Haber  servido  con  aprovechamiento  y  bue- 
na nota  cuatro  aüos  por  lo  menos  el  cargo  de 
joven  de  lenguas,  ser  mayor  de  edad  y  haber 
adquirido  la  aptitud  necesaria  para  el  cabal 
desempeño  del  servicio  á  que  se  le  destine,  que 
acreditará  en  la  forma  que  dispone  el  Regla- 
mento. 

Para  ser  Intérprete  de  segunda  clase  se  re* 
quiere: 

Haber  servido  por  lo  menos  cuatro  años  de 
Intérprete  de  tercera  clase,  y  poseer  con  per- 
fección la  lengua  del  pais  á  donde  vaya  des- 
tinado. 

Para  ascender  4  Intérprete  de  primera  cla- 
se se  requiere: 

Haber  servido  por  lo  menos  cuatro  años  de 
Intérprete  de  segunda  clase. 

Art.  9,*  Los  jóvenes  de  lenguas  serán  des- 
tinados á  las  Legaciones  y  Consulados  que  el 
Oobierno  tenga  por  conveniente,  según  las 
necesidades  de]  servicio,  y  en  ningún  caso 
podrán  ser  agregados  á  la  Interpretación  de 
lenguas  en  el  Ministerio  de  Estado. 

Art.  10.  Los  Intérpretes  de  primera,  se- 
gunda y  tercera  clase  ocuparán  indispensable- 
mente las  plazas  de  oficiales  de  dicha  depen- 
dencia,  ingresando  en  la  misma  los  que  las 
desempeñan  en  la  actualidad,  previa  la  califi- 
cación oportuna,  é  igualmente  tendrán  todos 
opción  á  los  destinos  de  su  clase  en  el  extran- 
jero cuando  reúnan  las  condiciones  de  aptitud 
requeridas  para  dichos  empleos. 

Art.  1 1 .  Las  plazas  de  la  Interpretación 
de  lenguas  que  queden  vacantes  en  virtud  de 
dicha  clasificación  y  no  puedan  cubrirse  en  la 
actualidad  con  individuos  de  la  Carrera,  se 
sacarán  precisamente  á  oposición  con  arreglo 
é,  las  condiciones  que  exige  el  Reglamento. 

8i  las  vacantes  ocurrieren  en  el  extranjero, 
ó  si  fuere  preciso  establecer  dichos  cargos,  el 
Gobierno  los  podrá  proveer  interinamente  en 
españoles  ó  extranjeros  que  tengan  la  capaci- 
dad necesaria  para  su  desempeño,  mientras 
los  jóvenes  de  lenguas  no  estén  en  aptitud  para 
optar  á  las  indicadas  vacantes. 

Art.  12.  El  empleado  de  la  Carrera  de  In- 
térpretes que  no  acepte  el  destino  que  se  le 
confiera,  cuando  éste  corresponda  á  su  clase  y 
conocimientos  especíales,  será  dado  de  baja  en 
el  escalafón. 

Si  se  retira  del  servicio  en  cualquier  tiem- 
po sin  un  motivo  justificado,  también  será 
dado  de  baja  y  perderá  todos  los  derechos  ad- 
quiridos. 


No  habrá  lugar  á  esta  medida  cuando  jus- 
tifique en  debida  forma  hallarse  físicamente 
imposibilitado  para  servir  temporal  y  definiti- 
vamente. En  el  primer  caso,  quedará  cesante, 
con  la  obligación  de  justificar  mensualmente 
su  inutilidad,  concediéndole  un  año  con  dicho 
objeto.  Pasado  este  término,  ó  hallándose  en 
el  segundo  caso,  será  jubilado,  si  pudiere  ser- 
lo, con  arreglo  á  las  disposiciones  vigentes,  y 
si  no,  se  le  excluirá  del  escalafón,  sin  opción 
á  ser  colocado  en  lo  sucesivo,  aunque  con  de- 
recho á  continuar  percibiendo  su  haber  de  ce- 
sante. 

Art.  13.  El  nombramiento  de  los  emplea- 
dos de  la  Carrera  de  Intérpretes  se  hará  por 
orden  .ministerial,  expresando  las  circunstan- 
cias del  agraciado  y  el  artículo  de  esta  ley  en 
que  se  le  considera  comprendido. 

Art  14.  Ningún  empleado  de  esta  Carrera 
podrá  ser  destituido  del  empleo  que  haya  ob- 
tenido sin  que  recaiga  sentencia  de  Tribunal 
competente.  Para  ser  declarado  cesante,  salvo 
la  supresión  de  su  destine,  deberá  instruirse 
expediente  gubernativo,  en  el  que  consten  las 
faltas  que  motivan  la  separación,  con  audien- 
cia del  interesado  y  previo  informe  de  la  Sec- 
ción respectiva  del  Consejo  de  Estado.  En  este 
caso  solo  podrá  volver  al  servicio  activo  en 
virtud  de  nuevo  expediente,  y  oido  el  Consejo 
de  Estado  en  pleno. 

Art.  15.  El  Gobierno  abonará  á  los  em- 
pleados de  la  Carrera  de  Intérpretes  los  gastos 
de  viaje  para  tomar  posesión  de  sus  destinos, 
y  los  que  verifique  en  comisión  del  servicio, 
ó  cuando  sean  trasladados  ó  ascendidos  á  otro 
punto,  en  la  forma  que  determina  el  Regla- 
mento; pero  este  abono  no  procederá  cuando 
la  traslación  haya  sido  solicitada  por  los  inte- 
resados. 

Art.  16.  Para  los  efectos  de  cesantía,  ju- 
bilación, abonos  de  tiempo  y  viudedades,  se  su- 
jetarán los  empleados  de  esta  Carrera  á  lo  ya 
dispuesto  ó  á  lo  que  prescriban  en  lo  sucesivo 
las  leyes  generales  para  los  demás  de  la  ad- 
ministración civil,  salvo  las  modificaciones 
que  marca  el  art.  29  del  Reglamento. 

Art.  17.  Los  empleados  que  figuran  en  el 
escalafón  de  la  Interpretación  de  lenguas  en 
el  Ministerio  de  Estado,  y  los  Intérpretes  y  jó- 
venes de  lenguas  actuales  quedan  comprendi- 
dos en  la  Carrera,  con  arreglo  á  las  disposicio- 
nes del  articulo  siguiente,  entendiéndose  las 
prescripciones  de  esta  ley  para  su  colocación 
y  ascensos  ulteriores. 

Art.  18.  El  Gobierno  adoptará  las  medi- 
das necesarias  tan  luego  como  se  plantee  esta 
reforma,  para  señalar  á  los  empleados  de  las 
cuatro  categorías  los  sueldos  que  marca  el  ar- 
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ticulo  3/;  en  la  inteligencia  de  que  los  que  no 
reúnan  las  condiciones  necesarias  de  aptitud 
no  tendrán  derecho á figurar  en  el  escalafón,  y 
86  les  declarará  cesantes  con  el  haber  que  por 
clasificación  les  corresponda. 

Art.  19.  El  Reglamento  que  se  acompaña 
para  la  ejecución  de  esta  ley  formará  parte  in- 
tegrante de  la  misma,  fijándose  en  él  las  atri- 
buciones que  correspondan  á  los  empleados  de 
cada  categoría. 

Art.  20.  Quedan  derogadas  todas  las  dis- 
posiciones sobre  Intérpretes  y  jóvenes  de  len- 
guas que  sean  contrarias  á  la  presente  ley. 

REGLAMENTO  PARA  U  CARRERA  DÉ  INTÉRPRETES. 

CAPÍTULO  I. 

Organización  del  Cuerpo, 

Artículo  1.*  El  Gobierno,  además  de  la 
oficina  central  de  Interpretación  de  lenguas, 
sostendrá  individuos  del  Cuerpo  de  Intérpretes 
en  todos  los  Estados  que  mantengan  relacio- 
nes de  importancia  con  los  dominios  españo- 
les, agregándoles  á  las  Legaciones  y  Consula- 
dos, según  las  necesidades  del  servicio. 

Art.  2.'  Los  Estados  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo anterior  y  en  los  que  se  considera  ne- 
cesario dicho  establecimiento,  son  los  si- 
guientes: 

En  Turquía.— Un  Intérprete  de  segunda 
clase  en  la  Legación  en  Constantinopla. 

Un  joven  de  lenguas,  Ídem  id. 

Un  Intérprete  de  tercera  clase  en  el  Con- 
sulado general  de  Alejandría  de  Egipto. 

Uno  de  igual  clase  en  el  Consulado  gene- 
ral en  Trípoli  de  Berbería. 

Uno  de  igual  clase  en  el  Consulado  gene- 
ral en  Tánez: 

Uno  de  igual  clase  en  el  Consulado  en  Je- 
rusalen. 

Dos  jóvenes  de  lenguas  en  el  Consulado 
de  Beirut. 

En  Grecia.— Un  joven  de  lenguas  en  la 
Agencia  en  Atenas. 

En  Pérsia.  —Un  Intérprete  de  tercera  clase, 
tan  luego  como  se  establezca  la  Agencia  diplo- 
mática ó  consular  en  el  país. 

En  Marruecos. — Un  Intérprete  de  primera 
clase  en  la  Legación  en  Tánger. 

Un  Intérprete  de  tercera,  idem  id. 

Tres  jóvenes  de  lenguas,  idem  id. 

En  China.— Un  Intérprete  de  primera  cla- 
se en  la  Legación  de  Pekin. 

Dos  jóvenes  de  lenguas  en  la  misma. 

Un  joven  de  lenguas  en  el  Consulado  de 
Eumy. 


En  el  Japón.— Un  Intérprete  de  primera 
clase  en  la  Legación  en  Yokohama. 

Un  joven  de  lenguas  en  la  misma. 
Art.  3.*    Los  Intérpretes  se  consideraráD 
asimilados  en  categoría  á  los  empleados  con- 
sulares, en  la  forma  siguiente: 

Los  de  primera  clase,  á  los  Cónsules  de 
primera  clase. 

Los  de  segunda  y  tercera  clase,  á  ios  Cón- 
sules de  segunda  clase. 

Los  jóvenes  de  lenguas,  á  los  Vicecón- 
sules. 

Los  aspirantes,  á  los  aspirantes  consu- 
lares. 

Art.  4.^  Los  Intérpretes  podrán  ingresar 
en  la  Carrera  consular  cuando  obtengan  la 
primera  categoría,  pero  optando  ánicamente  á 
dicho  ingreso  en  el  turno  de  elección  y  previo 
expediente  justificativo  de  su  capacidad  para 
los  empleos  consulares. 

Art.  5.°  La  posesión  personal  es  la  que  da 
derecho  al  sueldo  y  á  la  efectividad  en  la  ca- 
tegoría, asi  como  á  las  consideraciones  anejas 
á  los  cargos  de  la  Carrera  de  Intérpretes. 

Art.  6.*  No  se  satisfará  haber  alguno  por 
razón  de  los  empleos,  ni  se  considerará  habi- 
litado para  el  uso  de  honores  de  las  respecti- 
vas categorías  al  que  no  esté  provisto  del  ti- 
tulo correspondiente,  en  el  que  se  le  haya  acre- 
ditado el  dia  de  la  toma  de  posesión ,  y  en  el 
que  consten  la  categoría  y  el  sueldo,  con  las 
demás  formalidades  prevenidas  sobre  la  ma- 
teria . 

CAPÍTULO  II. 

De  los  honores  de  los  empleados  de  la  Carrera  de 

Intérpretes, 

Art.  7.*  Los  funcionarios  de  la  primera 
categoría  tendrán  el  tratamiento  de  «Señoría,» 
salvo  el  superior  que  por  otros  conceptos  pueda 
corresponderles. 

En  las  relaciones  oficiales,  sin  embargo, 
el  funcionario  de  mayor  gerarquía  no  dará  al 
inferior  tratamiento  superior  al  que  disfrute 
por  razón  de  su  categoría  personal. 

Art.  8.*  Los  funcionarios  de  cada  catego- 
ría tendrán  los  mismos  honores  y  considera- 
ciones, cualquiera  que  sea  el  destino  que 
ocupen. 

Art.  9.*  Las  concesiones  de  honores  de  la 
categoría  superior  inmediata  al  tiempo  de  la 
jubilación  se  harán  con  exención  del  pag^o  de 
derechos. 

CAPÍTULO  m. 

Del  ingreso  y  ascenso  de  los  empleados. 

Art,  10.  El  examen  de  los  conocimientos 
especiales  que  se  exigen  para  el  ingreso  en  la 
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Carrera  de  Intérpretes,  empezando  por  la  cate- 
goria  do  aspirantes,  versará  sobre  las  materias 
siguientes: 

Conocimiento  de  la  gramática  y  de  la  len- 
gaa  castellana,  acreditado  por  medio  de  ejer* 
ciclos  de  preguntas  sobre  la  primera ,  y  com* 
posición  en  la  segunda ,  que  patenticen  asi  la 
iateligencia  y  disposición  del  aspirante  como 
su  posesión  suficiente  del  idioma,  para  que 
pueda  servirle  de  base  en  el  estudio  de  otros. 
Aritmética. 
Geografía. 

Historia  general  y  particular  de  Bspaña. 
Lengua  francesa  en  grado  suficiente  para 
traducirla  c  rrectamente  por  escrito  y  de  viva 
voz  al  castellano. 

Buen  carácter  de  letra  y  soltura  en  es- 
cribir. 

Art.  11.  Para  este  examen  y  los  sacesi* 
vos,  el  Tribunal  que  baya  de  juzgar  al  aspi- 
rante se  compondrá,  bajo  la  presidencia  del 
Subsecretario  del  liinisterio  de  Estado,  de  ca- 
tedráticos de  la  Universidad  central  ó  de  los 
dedicados  á  la  enseñanza  libre,  conocedores  de 
idiomas;  de  dos  Oficiales  de  la  interpretación 
de  lenguas,  y  de  un  particular  idóneo  para  el 
caso  y  de  reconocido  saber. 

Art.  12.  Una  vez  aprobado  el  aspirante 
para  su  ingreso  en  la  Carrera ,  continuará  sus 
estudios  en  la  Universidad ,  ó  por  medio  de  la 
enseñanza  libre,  dedicándose  en  particular  al 
del  árabe,  inglés  é  italiano,  y  asistiendo  en 
clase  de  aspirante  y  como  meritorio  ó  auxiliar, 
durante  las  horas  que  le  queden  libres,  á  los 
trabajos  de  la  Interpretación  de  lenguas. 

Art.  13.  Si  aspira  á  plaza  de  joven  de  len- 
guas en  Turquía,  China,  Persia  ó  algún  otro 
punto  que  no  sea  de  Marruecos  ó  de  Berbería, 
se  dedicará  también,  si  halla  medios  para  ello, 
al  estudio  de  la  lengua  de  alguno  de  dichos 
países;  mas  sin  dejar  el  de  la  arábiga,  ya  sea 
para  prestar  en  adelante  sus  servicios  en  Mar- 
ruecos y  Berbería,  ya  como  medio  propio  para 
facilitar  y  lograr  el  conocimiento  completo  del 
turco,  del  persa  y  de  otros  idiomas  orientales 
en  quo  tanta  parte  tiene  el  árabe. 

Art.  14.  Servirá  de  mérito  mayor  al  as- 
pirante, asi  conocer  la  lengua  alemana,  la  la- 
tina ó  la  griega,  como  estar  iniciado  en  la 
sánscrita,  cual  fundamentos  mejores  para  la 
ciencia  lingüística. 

Art.  15.  Adquirido  en  suficiente  grado  el 
conocimiento  teórico  de  dichos  idiomas,  árabe, 
inglés  é  italiano,  hasta  el  punto  de  poder  tra- 
ducir regularmente ,  y  habiendo  vacante  de 
plaza  de  joven  de  lenguas,  el  aspirante  se  so- 
meterá á  segundo  examen  del  tribunal  expre- 
sado ,  ante  el  cual  lo  acreditará  por  medio  de 


los  ejercicios  á  que  el  [mismo  le  sujete,  cui- 
dando éste  siempre  de  que  el  examinando  pa- 
tentice su  suficiencia  en  el  castellano ,  y  to- 
mando en  cuenta  para  proponer  á  la  elección 
del  Gobierno  la  terna  de  los  más  capaces  entro 
los  aspirantes,  si  hubiere  lugar  á  ella,  ó  el  que 
considere  con  la  capacidad  necesaria,  el  apro- 
vechamiento del  alumno  ,  tanto  en  los  demás 
estudios  lingüísticos,  como  en  otros  que  hayan 
hecho  mayor  su  instrucción. 

Art.  16.  Después  de  logrado  el  nombra- 
miento de  joven  de  lenguas ,  el  agraciado  se 
trasladará  al  punto  de  su  destino  para  conti- 
nuar en  él  el  estudio  teórico  y  el  práctico  del 
idioma  especial  á  que  se  dedique ,  sin  descui- 
dar el  práctico  de  los  demás  que  sean  de  uso 
común  en  el  país  de  su  residencia  ,  sometién- 
dose á  la  vigilancia  y  autoridad  del  Jefe  de  la 
Legación  ó  Consulado  de  España  allí  estableci- 
do, el  cual,  aun  cuando  procurará  aprovechar 
las  ocasiones  que  se  presenten  para  ejercitarle 
y  utilizarle  dentro  de  aquello  en  que  en  ade- 
lante han  de  consistir  sus  servicios  ,  no  podrá 
de  ningún  modo  emplearle  en  otros. 

Art.  17.  Llegado  el  caso  de  proveer  va- 
cante de  plaza  de  Intérprete  de  tercera  clase, 
el  Gobierno  cuidará  de  llamar  á  concurso  á  los 
jóvenes  de  lenguas  ,  y  los  que  se  juzguen  con 
suficiencia  para  conseguirla ,  serán  autoriza- 
dos á  presentarse  al  último  examen  en  Madrid, 
el  cual  se  verificará  en  la  propia  forma  que  los 
anteriores, y  por  ejercicios  de  parecida  índole, 
aun  cuando  más  severos  y  escrupulosos ,  los 
cuales  acrediten  en  el  examinando  antes  un  co- 
nocedor p  áctico  del  idioma  ó  idiomas,  que  un 
profesor  teórico  de  ellos.  El  Gobierno  proveerá 
la  plaza  en  aquel  que  por  ocupar  mejor  lugar 
en  terna  ó  bínea,  ó  que,  siendo  solo,  haya  sido 
juzgado  por  el  tribunal  apto  para  dicho  objeto. 

Art.  18.  Cuando  razones  de  distancia  ex- 
cesiva, ó  de  falta  en  Madrid  de  individuos  com- 
petentes para  componer  tribunal ,  si  se  tratare 
de  lengua  no  conocida  aquí ,  se  hiciere  impo- 
sible el  examen  en  la  capital  del  joven  ó  jóve- 
nes de  lenguas  que  aspirasen  á  plaza  de  Intér- 
pretes en  determinado  país,  el  Gobierno  auto- 
rizará al  Jefe  de  la  respectiva  Legación  ó  Con- 
sulado para  que,  asesorándose  de  sugetos  idó- 
neos habitantes  en  dicho  país ,  y  de  los  otros 
empleados  de  la  Legación  ó  Consulado  ,  y  en 
especial  del  Intérprete  ó  Intérpretes  que  allí 
haya,  forme  con  ellos  tribunal ,  y  examinando 
al  interesado ,  le  proponga  por  medio  de  acta 
que  firmen  todos  los  componentes  del  tribunal 
para  el  nombramiento  á  que  aspira. 

Art.  19.  Cuando  un  aspirante  ó  joven  de 
lenguas  se  haya  presentado  dos  veces  conse  - 
cutivas  á  examen  para  adquirir  el  grado  supe  - 
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Art.  44.  Las  licencias  para  asuntos  pro* 
pios  se  darán  por  el  mismo  tiempo  que  por 
motivos  de  salad,  siempre  que  el  servicio  lo 
permita,  pero  con  medio  sueldo  en  la  conce- 
sión primera  y  sin  ninguno  en  las  prórogas. 

Art.  45.  Tanto  en  las  licencias  como  en 
las  prórogas,  se  entiende  que  los  empleados 
solo  devengarán  el  sueldo  regulador  de  su 
clase. 

Art.  46.  Caducarán  las  licencias  de  que 
no  se  hubiere  hecho  uso  al  mes  de  haber  sido 
comunicadas  á  los  interesados,  é  igualmente 
terminarán  al  mes  las  que  los  empleados  es- 
tén disfrutando  cuando  sean  trasladados  á  un 
nuevo  destino. 

Art.  47.  Las  licencias  y  prórogas  serán 
concedidas  por  órdenes  ministeriales  en  los 
términos  prescritos.  Guando  los  empleados  en 
el  extranjero  soliciten  autorización  para  au- 
sentarse de  su  puesto,  que  no  exceda  de  quin- 
ce dias,  podrá  concederse  por  el  Jefe  de  la  Le- 
gación, Cónsul  general  ó  Cónsul  de  quien  de- 
pendan; pero  los  citados  Jefes  deberán  dar 
cuenta  inmediata  al  Ministerio  de  las  autori- 
zaciones que  concedan. 

Art.  48.  Quedará  cesante  el  empleado  que 
se  ausentare  sin  licencia  ó  autorización  com- 
petente, y  el  que  no  hubiese  regresado  al  ter- 
minar el  plazo  que  se  le  hubiere  concedido, 
sin  perjuicio  de  lo  demás  á  que  haya  lagar, 
según  los  casos  y  circunstancias,  con  arreglo 
á  lo  que  dispone  el  Código  penal. 

CAPÍTULO  IX. 

D^  las  correcciones  disciplinarias. 

Art.  49.  Se  incurrirá  en  las  penas  disci- 
plinarias que  establece  este  articulo: 

1.*  Por  faltar  de  obra,  de  palabra  ó  por 
escrito  al  respeto  á  sus  superiores  y  por  mal 
trato  á  sus  inferiores. 

2.*  Por  falta  de  aplicación  y  asistencia  ó 
por  descuido  y  negligencia  en  el  desempeño 
de  los  deberes  anejos  á  su  cargo. 

3.*  Por  faltar  á  las  reglas  de  orden  y  dis- 
ciplina interior  de  las  dependencias,  y  des- 
obediencia á  los  mandatos  de  sus  jefes. 

4.'  Por  comprometer  el  decoro  del  em* 
pleo. 

5.°  Por  publicar  escritos  en  defensa  de  su 
comportamiento  oficial  ó  contra  el  de  otros. 

6.*  Por  publicar  ó  referir  los  asuntos  re- 
servados del  servicio,  ó  tratar  de  las  negocia- 
ciones en  trámite,  sin  la  autorización  de  sus 
jefes. 

Art.  50.  Las  correcciones  que  podrán  im- 
ponerse por  la  via  gubernativa  serán: 


1.*     La  reprensión  privada. 

2."*  La  reprensión  publica  por  medio  de 
orden  ministerial. 

3.*     La  suspensión  de  sueldo. 

4.*     La  suspensión  de  empleo  y  sueldo. 

Art.  51.  Se  corregirán  con  las  dos  penas 
primeras  las  faltas  comprendidas  en  lo«  casos 
1/,  2.*,8.*y  4.' 

Se  corregirá  con  la  tercera,  desde  diez  dias 
á  treinta,  la  reincidencia  en  dichas  faltas  y  la 
enumerada  en  el  caso  nüm.  5  * 

Se  corregirá  con  la  cuarta,  desdo  diez  dias 
á  treinta,  la  falta  que  marca  el  caso  nüm.  6.% 
siempre  que  no  haya  producido  graves  perjui- 
cios ó  consecuencias  de  trascendencia,  en  ca- 
yo caso  se  formará  causa. 

CAPÍTULO  X. 

De  los  procedimientos  gubernativos  y  judicialet. 

Art.  52.  Una  vez  que  dichas  faltas  se  ha- 
yan corregido  con  arreglo  á  lo  prevenido  en 
el  articulo  anterior ,  se  formará  expediente  al 
que  reincida  en  las  mismas,  de  conformidad 
con  el  art.  14  de  la  ley  orgánica. 

Art.  53.  Los  empleados  sujetos  á  procedi- 
mientos criminales  ante  los  Tribunales  de  jus- 
ticia ,  salvo  el  caso  de  abandono  de  puesto, 
podrán  disfrutar  hasta  que  recaiga  sentencia 
ejecutoria  la  mitad  de  su  sueldo  regulador. 

Art.  54.  Si  el  empleado  encausado  fuere 
absuelto  libremente,  podrá  ser  repuesto  en  su 
destino,  si  este  no  se  hubiere  provisto,  ó  en 
otro  caso,  en  el  primero  que  resulte  vacante, 
cualquiera  que  sea  el  turno  á  que  corresponda. 

Art.  55.  Durante  el  curso  del  expediente 
necesario  para  la  declaración  de  cesantía,  ten- 
drá el  empleado  igualmente  derecho  á  la  mi- 
tad de  su  sueldo  regulador. 

Art.  56.  Los  empleados  que  cesen  en  vir- 
tud de  suspensión  de  relaciones  diplomátícas , 
disfrutarán  medio  sueldo  regulador ,  con  car- 
go á  las  sumas  asignadas  á  sus  destinos,  hasta 
que  el  Gobierno  determine  acerca  de  su  ulte- 
rior situación. 

CAPÍTULO  XI. 

De  las  cesantías ,  jubilaciones  y  demás  derechos 
pasivos  de  los  Intérpretes. 

Art.  57.  El  Gobierno  podrá  jubilar  á  los 
Intérpretes  cuando  se  hallen  completamente 
inútiles  ó  hayan  cumplido  la  edad  de  65  años 
y  reúnan  los  seryicios  necesarios  al  efecto, 
previa  la  formación  del  respectivo  expediente. 
Los  empleados  tendrán  derecho  á  la  jubi- 
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lacion  deapaes  de  veinte  años  de  servicio  si 
han  cumplido  la  edad  de  60  ó  jastiñcan  inca- 
pacidad física  ó  moral  antes  de  cumplirla. 

Art.  58.  Los  derechos  pasivos  á  cesautia, 
jubilación  y  Monte-pío  se  ajustarán  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  15  de  la  ley  de  Presupuestos 
de  25  de  Junio  de  1864  ,  con  el  aumento  de 
una  tercera  parte  sobre  el  haber  que  les  cor- 
responda por  clasificación ,  cuando  los  Intér- 
pretes hayan  desempeñado  sus  destinos  en 
Asia. 

CAPÍTULO  XII. 

De  loi  escalafones  y  hojas  de  seroicios, 

Art.  50.  Los  empleados  de  la  Carrera  de 
Intérpretes  figurarán  por  categoría  y  antigüe- 
dad en  un  solo  escalafón  ,  que  se  publicará 
anualmente. 

Art.  60.  En  el  mes  de  Diciembre  de  cada 
año  extenderán  los  Jefes  de  las  dependencias 
notas  de  concepto  de  los  Intérpretes  y  jóvenes 
de  lenguas  que  estén  á  sus  órdenes,  califica- 
tivas de  su  aptitud  y  aplicación,  y  darán  cuen- 
ta á  la  vez  de  los  trabajos  extraordinarios  que 
bubiesen  desempeñado  y  de  los  méritos  espe- 
cialas  que  hubiesen  contraído. 

Art.  61.  También  se  podrán  instruir  ex- 
pedientes de  calificación  de  los  empleados  ce- 
santes, y  con  audiencia  de  la  Sección  corres- 
pondiente del  Consejo  de  Estado,  declararlos 
incapacitados  ó  inutilizados  para  el  servicio. 

Art.  62.  Los  que  sean  declarados  en  la 
primera  situación  quedarán  excluidos  de  los 
escalafones  y  sin  derecho  á  ser  colocados,  pe- 
ro conservarán  los  pasivos  que  por  las  leyes 
les  correspondan. 

Contra  dichas  declaraciones  podrán  los  in- 
teresados acudir  á  la  vía  contenciosa  del  Con- 
sejo de  Estado,  en  el  término  de  dos  meses, 
contados  desde  la  fecha  en  que  se  les  haga  sa- 
ber la  resolución  gubernativa. 

Art.  63.  Cuando  el  motivo  de  la  separa- 
ción es  la  inutilidad  y  ésta  cesare,  podrá  el 
interesado  volver  al  servicio,  instruyéndole 
expediente  con  audiencia  de  la  Sección  cor- 
respondiente del  Consejo  de  Estado,  en  cuyo 
caso  será  colocado  en  el  escalafón  en  el  lug^ar 
que  ocupaba  á  su  salida. 

CAPÍTULO  XIII. 

Uniforme  y  condecoraciones, 

Art.  64.  Los  Intérpretes  no  tienen  unifor- 
me especial,  pero  en  los  actos  de  ceremonia 
vestirán  de  etiqueta. 

Art.  65.     Los  empleados  de  la  Carrera  de 


Intérpretes  se  sujetarán  á  las  reglas  siguien- 
tes, respecto  de  la  concesión  de  condecora- 
ciones: 

Corresponden  á  los  Intérpretes  de  primera 
clase,  y  podrán  concederse  á  los  de  segunda, 
cuando  tengan  cuatro  años  de  antigüedad  en 
su  empleo,  las  encomiendas  ordinarias. 

Art.  66.  Los  Intérpretes  de  segunda  clase 
que  no  se  hallen  en  las  circunstancias  men- 
cionadas, los  de  tercera  clase  y  los  jóvenes  de 
lenguas,  solo  podrán  obtener  la  cruz  de  Ca- 
ballero. 

Art.  67.  Estas  disposiciones  no  regirán 
cuando  se  trate  de  un  servicio  extraordinario 
y  eminente,  cuya  recompensa  queda  á  juicio 
del  Gobierno. 

Art.  68.  Los  empleados  de  todas  las  cate- 
gorías se  sujetarán  á  las  mismas  reglas  res- 
pecto de  la  concesión  de  cruces  extranjeras, 
procediendo  la  asimilación  oportuna  de  los 
grados  de  éstas  con  los  de  las  nacionales,  an- 
tes de  poderse  aceptar  por  los  interesados. 

Art.  69.  Ningún  empleado  de  la  Carrera 
de  Intérpretes  podrá  usar  de  una  condecora- 
ción extranjera  sin  que  se  halle  debidamente 
autorizado  por  la  superioridad,  con  arreglo  á 
lo  prescrito  en  la  ley  vigente. 

Art.  70.  Se  concede  el  plazo  de  un  mes, 
después  de  publicado  este  Reglamento,  para 
que  los  empleados  obtengan  la  autorización 
de  que  trata  el  articulo  anterior;  en  la  inteli- 
gencia de  que,  pasado  este  término,  se  acu- 
mularán dichas  concesiones  en  sus  expedien- 
tes personales,  y  se  les  prohibe,  bajo  su  res- 
ponsabilidad, el  uso  de  las  insignias. 

CAPÍTULO  XIV. 

De  las  obligaciones  de  los  Intérpretes. 

Art.  71.  Será  obligación  de  los  Intérpre- 
tes ya  dedicados  al  servicio  del  Estado  en  el 
extranjero  traducir  al  castellano,  de  los  idio- 
mas en  los  cuales  hayan  sido  aprobados,  los 
documentos  que  al  efecto  se  les  confíen  por  el 
Jefe  de  la  Legación  ó  del  Consulado,  verifi- 
cándolo bajo  su  firma  y  responsabilidad;  pero 
mientras  no  haya  «ocasión  de  exigirles  este 
servicio  peculiar,  no  podrán  negarse  á  auxi- 
liar á  dicho  Jefe  en  otros  trabajos  oficiales  que 
sean  capaces  de  desempeñar,  y  para  los  que 
tengan  aptitud. 

Art.  72.  Los  individuos  de  que  se  com- 
ponga la  Interpretación  de  lenguas  en  Madrid 
atenderán  preferentemente  al  despacho  de  los 
documentos  que  para  su  versión  les  sean  pre- 
sentados por  el  pCiblico,  á  fin  de  que  oficial- 
mente puedan  hacer  fé,  sojetándose  para  ello 
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á  lo  que  exija  la  ley,  respecto  al  papel  en  que 
hayan  de  extenderse  las  traducciones,  y  á  la 
tarifa,  respecto  á  los  derechos  que  devenga  el 
Estado  por  las  mismas.  Alternarán  en  el  des- 
pacho de  dichos  documentos  los  que  remitan 
de  oficio  los  Tribunales,  Ministerios  y  Autori- 
dades, y  cuando  lo  consienta  la  falta  de  pre- 
mura de  esos  trabajos  y  el  suficiente  numero 
de  individuos  dedicados  á  ellos,  estos  se  em- 
plearán en  la  traducción  de  documentos  pro- 
pios del  Ministerio  de  Estado. 

Art.  73.  Los  despachados  en  la  Interpre- 
tación de  lenguas  que  hayan  de  hacer  fé  en 
ios  Tribunales  ó  ante  cualesquiera  Autorida- 
des estarán  firmados  por  el  Jefe  que  tenga  á 
su  cargo  la  Interpretación,  y  en  su  defecto,  á 
causa  de  ausencia ,  enfermedad,  vacante  ü 
ocupación,  por  el  Oficial  de  mayor  categoría 
que  le  siga  y  de  más  antigüedad  dentro  de  una 
misma  categoría. 

Art.  74.  Los  Intérpretes  podrán  negarse  á 
traducir  documentos  redactados  con  letra  in- 
inteligible por  lo  malo  de  su  carácter  ó  por  la 
antigüedad  de  su  forma,  mientras  no  los  desci- 
fren paleólogos  ó  peritos  autorizados  ai  efecto, 
atendiendo  á  que,  en  conciencia,  no  podrían 
dar  fé  de  lo  exacto  de  la  versión. 

Art.  75.  Ningún  Intérprete,  así  pertenezca 
á  la  oficina  central  como  á  las  Legaciones  y 
Consulados ,  podrá  expedir  oficialmente  tra- 
ducciones hechas  del  castellano  á  otro  idioma, 
como  no  sea  para  uso  del  Gobierno  ó  de  Au- 
toridades espa?)olas  que  no  sean  las  judiciales. 

Art.  76.  Tampoco  podrá  ser  obligado  nin- 
guno de  ellos  á  servir  de  Intérprete  verbal  en 
los  Tribunales ,  prestando  solo  este  servicio 
cuando  sea  preciso  en  actos  diplomáticos. 

Art.  77.  Ningún  empleado  de  la  Carrera 
podrá  visitar  á  las  Autoridades  del  país  sin  or- 
den expresa  ó  permiso  de  su  Jefe. 

Art.  78.  Tampoco  podrán  prestar  sus  ser- 
vicios á  las  Legaciones  y  Consulados  extran  • 
jeros  en  las  residencias  respectivas  ni  en  asun- 
tos de  particulares  sin  autorización  expresa  de 
6u  Jefe. 

Art.  79.  Los  Intérpretes  tendrán  obliga- 
ción diariamente  de  revisar  el  periódico  oficial 
del  país  y  dar  cuenta  á  sus  Jefes  de  las  dispo- 
siciones que  contenga,  formando  colección 
traducida  de  las  mismas. 

CAPÍTULO  XV. 
De  ¡os  Intérpretes  jurados. 

Art.  80.  El  nombramiento  délos  Intérpre- 
tes jurados  que  sean  necesarios  en  las  provin- 
cias continuará  expidiéndose  como  hasta  aqui 
por  el  Ministro  de  Estado. 


Art.  81 .  Para  obtener  dicho  nombramien- 
to, el  que  lo  pretenda  deberá  dirigir  por  sí,  ó 
por  medio  del  Gobernador  civil  de  la  respecti- 
va provincia,  una  solicitud  acompa  nada  de  la 
partida  de  nacimiento,  por  donde  pruebe  haber 
cumplido  la  mayor  edad  y  ser  español.  Ed 
vista  de  ambos  documentos,  el  Ministro  de  Es- 
tado pedirá  informe  al  Gobernador  acerca  de 
la  necesidad  de  Intérprete  jurado  en  el  punto 
en  que  haya  de  ejercer  su  profesión  el  solici- 
tante, ya  exista  ó  no  otro  ü  otros  en  él,  y  so- 
bre la  buena  vida  y  costumbres  del  interesa- 
do. Siéndole  favorable  el  informe  en  ambos 
extremos,  se  someterá  á  un  examen  en  la  Iq- 
terpretacion  de  lenguas  en  M  adrid,  á  fin  de 
probar  su  capacidad  y  su  con  ocimiento  de  los 
idiomas  para  cuya  versión  al  castellano  pida 
ser  autorizado. 

Art.  82.  Obtenido  el  nombramiento  en 
vista  de  buena  nota  en  el  examen,  prestará 
ante  el  Gobernador  respectivo  el  debido  jura- 
mento de  ejercer  fielmente  y  en  conciencia  sa 
profesión,  y  no  podrá  cobrar  por  las  traduc- 
ciones que  expida  otros  derechos  que  los  se- 
ñalados en  la  tarifa  vigente  en  la  Interpreta- 
ción central,  quedando  siempre  sus  traduccio- 
nes sujetas,  si  los  interesados  ó  los  Tribuna- 
les ó  Autoridades  lo  exigiesen,  á  la  revisión  de 
dicha  dependencia. 

Art  83.  La  profesión  de  Intérprete  jurado 
continuará,  por  lo  demás,  siendo  distinta  de  la 
de  Intérprete  de  puerto  ó  de  sanidad  y  de  la 
de  Intérpretes  periciales  que  los  Tribunales  ú 
otras  Autoridades  elijan  en  ocasiones  dadas  y 
en  punto  donde  no  exista  Intérprete  jurado,  ó 
en  que,  existiendo  éste,  no  pudiera  traducir 
verbalmente  el  idioma  que  se  exigiese. 

Palacio  de  las  Cortes  30  de  Mayo  de  1870.» 

INTEBBOGATOBIO.  La  serie  ó  catálo- 
go de  preguntas  que  se  hacen  á  los  testigos 
para  probar  ó  averiguar  la  verdad  de  los  he- 
chos. Luego  que  se  abre  la  causa  á  prueba, 
cada  litigante  forma  su  interrogatorio,  que  ha 
de  ir  firmado  por  Abogado  (Leyes  15,  tit.  23,  y 
21,  tít.  27,  lib.  2.\Ree.deInd.)  con  varios  ar- 
tículos ó  preguntas,  de  las  cuales  la  primera  y 
ultima  se  llaman  generales  porque  en  todos  se 
ponen,  y  las  demás  especiales  6  útiles ^  porque 
conciernen  al  punto  que  se  controvierto,  y  se 
presenta  al  Juez  con  un  pedimento  4)ara  que  á 
su  tenor  sean  examinados  los  testigos  que  se 
presenten  áeste  fin. 

Las  preguntas  generales  tienen  por  objeto 
saber  si  los  testigos  tienen  alguna  tacha  que 
desvanezca  ó  disminu^'a  la  fuerza  de  su  depo- 
sición; y  asi  es  que  no  debe  el  Juez  dejar  de 
examinarlos,  aunque  vea  que  pueden  ser  ta- 
chados. 
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Las  pregan  tas  útiles  6  especiales,  que  son 
las  qae  conciernen  al  asunto  litigioso,  han  de 
expresarse  con  toda  claridad  y  distinción,  for- 
mando articulo  separado  de  cada  hecho  qae 
intente  probarse,  y  han  de  ceñirse  alo  alegado  y 
ezcepcionado  en  el  pleito;  bajo  el  concepto  que 
el  Jaez  debe  desechar  todas  aquellas  preguntas 
ó  artículos  impertinentes  que  no  conduzcan  á 
la  averiguación  de  lo  controYertido;  bien  que 
como  el  cumulo  de  negocios  no  lo  suele  dar 
tiempo  para  el  examen  ó  inspección  de  cada 
interrogatorio,  está  puesto  en  uso  que  lo  haya 
por  presentado  en  cuanto  es  pertinente;  con  cuya 
cláasula  se  pone  á  cubierto  de  la  ley,  y  des- 
estima luego  los  dichos  de  los  testigos  sobre 
los  artículos  inconducentes. 

IKTEBVENOION.  La  asistencia  de  al- 
gún sugeto  nombrado  por  el  Juez  ü  atro  sape- 
rior  para  intervenir  en  algún  negocio,  sin  cuya 
presencia  y  asenso  nada  se  puede  hacer. 

INTISBVENIB.  Asistir  con  autoridad  á 
algún  negocio. — Interponer  su  autoridad  en  al- 
gún contrato.  —Suscribir  una  convención  cele- 
brada entre  otras  personas,  ya  aprobándola  ó 
ratiflcáoidola  por  las  resultas  que  pudiera  te- 
ner contra  el  que  suscribe,  ya  constituyéndose 
garante  ó  fiador  de  alguna  de  las  partes. — Mos- 
trarse parte  en  un  pleito.— Ocurrir  ó  sobreve- 
nir algún  incidente  en  el  curso  de  un  litigio. 

INTESTADO.  El  que  muere  sin  testa- 
mento, ó  que  no  le  hizo  absolutamente,  ó  por- 
que no  le  hizo  válido,  ó  porque  habiéndole 
hecho  válido  fué  revocado  ó  rescindido,  6  que- 
dó sin  efecto  por  alguna  razón.  También  se 
aplica  esta  voz  á  la  sucesión  del  que  muere  sin 
testamento. 

Bstá  abolido  el  antiguo  principio  de  que 
nadie  podia  morir  en  parte  testado  y  en  parte 
intestado. 

La  ley  de  9  de  Mayo  de  1835  es  relativa  á 
las  adquisiciones  hechas  á  nombre  del  Estado 
de  los  bienes  semovientes,  muebles  é  inmue- 
bles, derechos  y  prestaciones  que  se  determi- 
nan en  el  art.  1.^  de  la  misma  ley  (1).  Véase 
Abintestatos  y  Testamsiito. 

Iia^BODUCTOB  DS  ElCBAJADOBES. 
La  persona  destinada,  en  algunas  cortes,  para 
acompañar  á  los  Embajadores,  Enviados  ó  Mi- 
nistros extranjeros  en  las  entradas  publicas  y 
demás  actos  de  ceremonia. 

Dice  Wícquefort  (2):  «Los  personajes  con 
quienes  el  Embajador  debo  entrar  en  relaciones 


(1)  Véase  esta  ley:  O^Rbilly,  Práctica  Consu- 
lar de  JSspañay  sección  2.*^,  pág.  161, 

(2)  Z^Ambassadeur  e¿  ses  /ouctions.  parte  2.*, 
lib.  2.°,  sec.  2.*,  pág.  15,  edic.  de  P.  Marteau,  en 
Colonia,  1690. 


en  cuanto  llega  ala  corte  donde  ha  de  ser  acre- 
ditado, son  el  Maestro  de  ceremonias  6  el  Intro^ 
ductor  de  Embajadores,  cuando  estos  dos  cargos 
están  separados.  Ellos  le  informan  del  nombre 
y  de  las  cualidades  de  los  Ministros  que  debe 
visitar,  y  le  indican  los  Representantes  extran- 
jeros con  quienes  puede  tener  relaciones.  En 
Francia  y  en  España  estos  dos  cargos  tienen 
distintas  atribuciones,  y  están  separados;  no 
asi  en  Inglaterra,  donde  una  misma  persona 
desempeña  ambos.  Desde  hace  pocos  años  las 
Potencias  del  Norte  han  creado  estos  destinos; 
pero  ni  en  los  Electorados,  ni  en  el  Haya,  ni  en 
Venecialoshay;soloen  este  ultimo  puntóla  Be- 
páblica  paga  un  oficial,  que  se  titula  Caballero 
del  Dux,  y  cuya  misión  es  recibir  á  los  Emba- 
jadores á  la  entrada  del  Palacio  y  conducirlos 
á  los  salones  del  Dux,  cuando  están  convida- 
dos á  alguna  recepción  oficial  ó  ceremonia 
publica.» 

En  el  dia  la  misión  del  Introductor  de  Em- 
bajadores se  reduce  á  desempeñar  el  cargo  de 
introducir  ó  presentar  al  Monarca  ó  al  Presi-* 
dente  del  Poder  ejecutivo  los  Ministros  diplo- 
máticos que  representan  al  Gobierno  que  les 
delega  sus  poderes. 

INTBUSION.  La  acción  de  introducirse 
sin  derecho  en  alguna  dignidad,  Jurisdicción, 
oficio,  etc.  ,  y  el  acto  de  apoderarse  de  una 
cosa  raiz  ó  inmueble  contra  la  voluntad  de 
su  dueño.  Véase  Invasión. 

INTBTTSO.  El  que  se  introduce  sin  de- 
recho ó  á  la  fuerza  y  por  via  de  hecho  en  al- 
guna dignidad.  Jurisdicción  ú  oficio;  el  que 
se  ha  apoderado  de  una  cosa  inmueble  contra 
la  voluntad  de  su  dueño. 

INÚTIIi.  Lo  que  no  puede  servir  ni  apro- 
vechar para  cosa  alguna.  Lo  útil  no  se  vicia 
por  lo  inútil ;  y  asi  es  que  por  muchas  que 
sean  las  palabras  y  cláusulas  inútiles  ó  super- 
finas que  se  pongan  en  un  instrumento  de  dis- 
posición convencional  ó  testamentaria,  no  por 
eso  éste  sufre  disminución  alguna  en  su  valor. 
(Regla,  26,  tít.  34,  Part.  7.') 

INVALTDAB.  Hacer',  dejar  ó  declarar 
nula,  de  ningún  valor  ni  efecto  alguna  cosa. 
—Prescindir,  derogar,  abrogar,  abolir,  in- 
utilizar. 

INVASIÓN.  La  acción  ó  efecto  de  inva* 
dir.  —Entrada  máLs  6  menos  violenta  en  nn 
pais.  —El  acto  de  apoderarse  á  la  fuerza  ó  por 
via  de  hecho  de  una  cosa  raiz  ó  inmueble  con- 
tra la  voluntad  de  su  dueño. 

INVENCIONES.  Los  medios,  procedi- 
mientos ó  aparatos  que  se  han  inventado,  dis- 
currido ó  descubierto  para  el  progreso  y  me- 
jora de  la  agricultura,  fabricación  ú  otro  cual- 
quier ramo  de  industria.  En  el  Real  decreto  de 
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27  de  Marzo  de  1826  (1)  y  Reales  órdenes  de 
14  de  Junio  y  2T  de  Diciembre  de  1829,  5  de 
Setiembre  de  1834  y  26  de  Marzo  de  1838, 
se  trata  minuciosamente  sobre  la  concesión  de 
privilegios  exclusivos  por  la  invención,  intro* 
duccion  y  mejora  de  objetos  de  uso  artístico. 

La  Real  orden  de  3  de  Enero  de  18.57  en- 
carga á  los  Cónsules  «que  cuantas  mejoras  ó 
descubrimientos  puedan  ser  útiles  á  la  indus- 
tria españolarse  participen  al  Ministerio  de  Es- 
tado y  si  se  acompañan  planos  y  documentos 
correspondientes,  el  importe  de  ellos  se  podrá 
incluir  en  cuenta  de  gastos  extraordinarios. » 

INVENTABIO.  Entiéndese  por  inventario 
la  anotación  de  todos  los  bienes  raices,  mué* 
bles  y  semovientes,  derechos  y  acciones  deja- 
dos por  un  difunto,  tanto  por  testamento ,  co- 
mo abintestato.  El  inventario  puede  ser  Judi- 
cial, extrajudicial,  solemne  y  sencillo.  Judicial  es 
el  que  se  hace  con  intervención  del  Juez,  tan- 
to á  petición  de  parte  como  de  oflcio.  Extra- 
judicial,  el  que  ejecutan  privadamente  y  de 
común  acuerdo  los  interesados  en  la  heren- 
cia. Pero  no  siempre  pueden  hacerse  extraju- 
dicialmentQ  los  Inventarios,  pues  en  algunas 
ocasiones  es  indispensable  en  ellos  la  interven- 
ción judicial,  si  no  para  la  material  práctica 
de  aquella  diligencia,  para  la  revisión  de  ella 
y  para  aprobar  la  tasación  y  partición  de  los 
bienes.  Así  sucede  cuando  los  herederos  tes- 
tamentarios son  menores  (2),  y  aun  siendo 
herederos  abintestato ,  cuando  éstos  están  au- 
sentes ó  son  desconocidos,  y  cuando  algún 
acreedor  del  difunto  pide  que  se  haga  inven- 
tario judicial.  Este  puede  ser  también  solemne 
ó  simple :  el  primero  es  el  que  se  hace  obser- 
vándose todas  las  solemnidades  prescritas  por 
derecho,  y  el  segundo  el  que  se  formaliza,  ha- 
ciéndose solamente  descripción  ó  nómina  de 
los  bienes,  sin  observarse  con  rigor  las  solem- 
nidades legales. 

Lo  común  es  que  cualquiera  de  los  intere- 
sados ó  todos  ellos  acudan  al  Juez  de  primera 
instancia  del  partido,  ó  en  caso  urgente  al  al- 
calde del  pueblo,  y  en  países  extranjeros  los 
españoles  á  su  respectivo  Cónsul,  ó  la  misma 
autoridad  local  le  da  parte  en  cumplimiento 
de  los  tratados  internacionales,  manifestando 
el  fallecimiento  abintestato  ó  con  testamento 
del  difunto,  cuyos  bienes  aspiran  á  heredar 
para  que  se  prevenga  la  testamentaria  ó  abin- 
testato  y  se  conceda  un  término,  dentro  del 
cual  se  ejecute  el  inventario,  con  la  cualidad 


(1)  De  0-Reilly,  Práctica  Consular  de  Espa- 
ña, 2.^  parte,  pág.  178,  donde  se  consigna  este 
Real  decreto. 

(2)  Ley  10,  libro  10,  N&iásima  Recopilación. 


de  presentarle  judicialmente  para  su  aproba- 
ción, requisito  que  no  es  necesario  que  los 
Agentes  coasulares  lo  realicen  en  el  extranje- 
ro. En  España  esta  prevención  se  hace  en  el 
Juzgado  del  domicilio  del  difunto,  aunque  to- 
dos sus  bienes  no  estén  en  un  solo  pueblo  sino 
en  diversos,  en  cuyo  caso  se  despachan  exhor- 
tes á  los  respectivos  Jueces  para  que  inventa- 
ríen los  que  se  hallen  radicados  en  sus  respec- 
tivos partidos.  En  Francia,  por  ejemplo,  el 
Cónsul  delega  sus  facultades  á  los  encargados 
de  sucesiones  vacantes  para  que  procedan  á 
inventariar  y  realizar  los  bienes  declarados 
procedentes  de  abintestatos.  Aunque  el  difun- 
to sea  clérigo  ,  la  formación  del  inventario 
corresponde  siempre  á  la  jurisdicción  ordina- 
ria en  España  y  á  la  consular  en  el  extranje- 
ro, y  lo  mismo  se  entiende  respecto  de  los  mi- 
litares por  lo  que  hace  á  los  mayorazgos  y 
bienes  raices. 

El  inventario  solemne  debe  contener  va- 
rios requisitos: 

1.*  Que  se  cite,  no  solamente  á  los  he- 
rederos, sino  á  los  legatarios  y  á  los  acreedo- 
res conocidos,  á  cada  uno  personalmente,  y  á 
los  ignorados  por  medio  de  edictos  y  llama- 
mientos, á  fln  de  que  comparezcan  á  presen- 
ciar las  diligencias. 

2.*  Que  se  haga  ante  el  Juez  y  Escribano, 
ó  ante  el  ultimo  por  comisión  de  aquel,  ó  ante 
el  Cónsul  y  su  Canciller,  ó  ante  este  ultimo 
por  comisión  del  primero,  concurriendo  ade- 
más tres  testigos  siempre. 

3.*  Que  se  inventaríen  todos  los  bienes  que 
haya  dejado  el  difunto,  poniéndose  por  clases 
separadas  y  por  menor  todo  el  caudal  libre, 
muebles,  raices  y  semovientes,  derecbos,  ac- 
ciones, créditos  y  cuanto  le  corresponda  ó  se 
halle  en  su  poder. 

También  se  deben  inventariar  los  instru- 
mentos pdblicos,  documentos,  libros  y  pape- 
les correspondientes  á  los  bienes  hereditarios, 
los  censos,  foros  y  cualquiera  otra  clase  de 
pertenencia,  y  asimismo,  no  solo  los  créditos 
á  su  favor,  sino  las  deudas  que  haya  contra  el 
difunto,  pues  su  importe  hará  aumentar  ó  dis- 
minuir el  caudal  hereditario.  Igualmente  de- 
ben inventariarse  las  cosas  litigiosas,  aunque 
sin  poder  dividirse  ni  adjudicarse  á  ninguno 
de  los  interesados,  hasta  que  por  la  conclusión 
ejecutoriada  del  litigio  se  decida  si  correspon- 
den ó  no  á  la  herencia:  deben  serlo  asimismo 
las  cosas  ajenas  que  se  encuentren  en  la  casa 
del  difunto  ó  enlre  sus  bienes,  ya  se  hallen  en 
depósito,  en  comodato,  ó  ya  estén  por  cual- 
quier otro  motivo,  á  fln  de  que  se  evite  su  ex- 
travio. En  este  caso  si  se  presenta  el  dueño 
á  reclamarlas ,  y  los  herederos  ó  interesados 
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reconocen  el  derecho  de  la  parte  reclamun* 
te,  deben  inmediatamente  entregarlas  sin  ne- 
cesidad de  esperara!  resaltado  de  la  testamen- 
taria ó  abintestato. 

Han  de  inventariarse  también  los  bienes  del 
difunto,  sean  de  la  clase  que  fueren,  ja  na- 
turales, como  trigo,  vino,  etc.,  ya  civiles,  co- 
mo réditos,  pensiones  etc. ,  bien  estén  pendien- 
tes en  las  fincas  ó  vencidos  y  recolectados  al 
tiempo  del  fallecimiento. 

Las  cosas  sustraídas  de  entre  los  bienes  del 
difunto  por  cualquiera  de  los  herederos,  deben 
también  inventariarse,  si  la  sustracción  se  hahe- 
cbo  después  de  la  muerte  de  aquel  y  se  justifica. 

Bs  preciso  inventariar  también  los  vesti- 
dos de  la  mujer  é  hijos  del  difunto,  excepto 
los  que  usen  cotidianamente;  pero  si  su  padre 
ó  su  marido  les  hubiese  dado  para  este  uso  al- 
hajas, trajes  ü  otros  adornos  preciosos,  ó  si 
en  el  pueblo  hubiese  costumbre  de  que  entre 
estas  personas  se  tengan  los  adornos  y  vesti- 
dos de  la  mujer  é  hijos  del  difunto  por  cotidia- 
nos, como  sucede  en  algunos  puntos  de  Espa- 
ña y  también  en  algunos  de  la  República  me- 
jicana, no  se  hace  inventario  de  ellos,  sino  se 
estiman  como  donados. 

Bl  lecho  cotidiano  debe  asimismo  inven- 
tariarse, con  especificación  de  los  efectos  de  que 
se  compone;  pues  aunque  si  no  hay  acreedo- 
res no  se  divide  si  no  se  entrega  al  cónyuge  so- 
breviviente, sirve  su  inscripción  para  susti- 
tuirlo específicamente  en  el  estado  en  que  se 
halle  si  aquel  se  vuelve  á  casar. 

Los  bienes  legados  en  especie  se  deben  in- 
ventariar y  tasar,  aunque  lo  resista  el  lega- 
tario, para  averiguar  si  caben  6  no  en  el  ter- 
cio y  quinto,  en  el  caso  de  ser  descendientes 
ó  ascendientes  legítimos  los  herederos,  ó  para 
que  siendo  extraños  saquen  la  cuarta  fdcidia 
8i  les  corresponde. 

Han  de  inventariarse  también  los  bienes 
dótales,  parafernales  y  hereditarios  de  la  mu- 
jer, que  existan  en  poder  del  marido  al  tiem- 
po de  su  muerte,  no  para  entregarlos  á  los  he- 
rederos de  éste,  sino  para  devolverlos  á  la 
-viuda,  á  quien  pertenecen  de  derecho. 

4.^  Otro  d3  las  requisitos  indispensables 
en  el  inventario  solemne,  es  el  que  se  exprese 
en  él  el  día,  mes,  año  y  lugar  en  que  se  em- 
pieza y  concluye,  á  la  manera  que  se  practica 
respecto  de  cualquier  instrumento  público,  á 
fin  de  que  conste  haberse  ejecutado  dentro  del 
término  legal. 

5.*    Bs  otro  el  que  presencien  la  operación 
del  inventario  tras  testigos  del  pueblo  (1). 
d.°    Bl  sexto  requisito  es,  que  los  herede- 


ros firmen  el  inventario,  y  si  no  saben,  un  Es- 
cribano por  ellos  (1);  pero  á  pesar  de  preve- 
nirlo asi  la  ley,  en  la  práctica  se  acostumbra 
que  el  heredero  ó  inventariante  firme  todos  los 
dias  con  los  interesados  presentes  el  inventa- 
rio y  tasación  de  los  bienes,  ya  se  depositen  6 
no  en  su  poder;  y  que  si  no  sabe  escribir,  lo 
haga  por  él  y  por  los  demás  que  se  hallen  en 
igual  caso,  un  testigo  á  su  ruego,  como  en 
cualquier  instrumento,  autorizando  el  acto  el 
Escribano,  estén  ó  no  presentes  los  legatarios 
ó  todas  los  herederos. 

7.*  Otro  requisito  consiste  en  que  se  co- 
mience y  finalice  el  inventario  en  término  le- 
gal; esto  es,  que  se  principie  durante  los  trein- 
ta dias  siguientes  á  aquel  en  que  el  heredero 
sepa  que  está  instituido  y  se  concluya  dentro 
de  tres  meses,  si  los  bienes  hereditarios  se  ha- 
llan en  el  mismo  pueblo  donde  falleció  el  di- 
funto, y  dentro  de  un  año  además  de  los  tres 
meses,  si  estos  están  situados  en  otros  diver- 
sos pueblos. 

Para  que  corra  este  término,  es  preciso 
que  el  heredero  acepte  la  herencia,  pudiendo 
solicitar  que  el  Juez  le  conceda  el  plazo  de 
nueve  meses  para  deliberar  si  le  conviene  ó 
no  aceptarla.  Pero  la  práctica  más  común,  es- 
tablecida  en  favor  de  los  herederos,  y  para 
evitar  dilaciones  innecesarias,  es,  que  el  he- 
redero acepte  la  herencia  con  beneJMo  de  i«- 
veníario,  lo  cual  quiere  decir  que  por  este  me- 
dio solo  quQda  obligado  aquel  á  satisfacer  las 
deudas  y  legados  en  cuanto  alcance  el  caudal 
hereditario,  sin  ser  responsable  á  pagar  nada 
de  su  propio  peculio. 

Los  herederos  pueden  ser  reconvenidos  co- 
mo tales  por  los  acreedores  del  difunto,  pasa- 
dos nueve  dias  después  de  su  muerte;  pero  ni 
dentro  de  este  término  ni  mientras  se  formali- 
zan los  inventarios  deben  ser  inquietados  por 
los  legatarios  ni  fideicomisarios.  No  obstante, 
habiendo  suficientes  bienes,  no  hay  inconve- 
niente en  pagar  á  dichos  acreedores  mientras 
los  inventarios  se  están  formando. 

8.*  El  último  requisito  es.  que  el  que  ha- 
ya ejecutado  el  inventario,  jure  haberlo  hecho 
bien  y  fielmente,  sin  omitir  á  sabiendas  cosa 
alguna,  y  que  proteste  adicionar  y  agregar  á 
él  cualesquiera  bienes  y  efectos  que  aparez- 
can pertenecer  á  la  testamentaria  ó  abin testa* 
to;  aunque  este  juramento  no  es  de  rigurosa^ 
necesidad,  pues  basta  que  el  inventariante  di- 
ga que  es  verdadero  y  que  está  hecho  sin  en- 
gaño, bien  y  fielmente  (2). 


(1)    Ley  100,  tlt.  18,  Part.  3.' 


(1)  Ley  100,  tlt.  18,  Part,  3,*,  y  5.%  tít.  6.% 
Part  6.^ 

(2)'  Ley  100,  al  fin,  tlt.  18,  Part.  3.*,  y  5.%  ti- 
tulo  6.%  f  art.  6.» 
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Los  bienes  iaventariados  deben  depositar- 
se en  la  persona  que  los  interesados  nombren 
de  su  caenta  y  riesgo,  ó  en  poder  del  mis- 
mo inventariante.  También  acostumbra  á  ha- 
cerse este  depósito  eligiendo  el  Juez  persona 
de  seguridad  y  confianza  bi^o  la  competente 
obligación. 

Por  dltimo,  la  obligación  de  hacer  inven- 
tario tiene  dos  objetos:  uno  el  que  no  se  sus- 
traigan los  bienes  hereditarios  con  perjuicio 
de  los  legatarios,  acreedores  y  aun  herederos 
legítimos  y  extraños,  y  otro  el  que  estos  no 
sean  reconocidos  más  que  en  cuanto  los  bie- 
nes hereditarios  basten  á  sufragar  todas  las 
cargas  de  la  testamentaría  ó  del  abintestato. 

INVENTABIO  DE  LAS  CANCILLE- 
RÍAS. Los  Cónsules  entregarán  á  sus  sucesores 
bajo  inventario,  cuando  cesen  en  sus  cargos, 
los  sellos,  escudo  y  bandera  del  Consulado, 
asi  como  el  archivo,  efectos  mobiliarios  y  todo 
cuanto  exista  de  la  Cancillería.  Véase  en  el  ar- 
ticulo CÓNSULES  el  Reglamento  de  la  Carrera 
consulajj,  y  consúltense  eu  el  cap.  8.°  del 
mismo  los  artículos  45,  46  y  47,  Véase  tam- 
bién Material  del  Estado. 

INVIOLABILIDAD.  El  privilegio  de  no 
poder  ser  preso,  perseguido  ni  condenado,  bien 
en  todos  y  cualesquier  casos,  bien  solo  por  ra- 
zón de  ciertos  hechos.  Según  la  Constitución, 
la  persona  del  Bey  es  sagrada  é  inviolable  y 
no  está  sujeta  á  responsabilidad.  Son  respon- 
sables los  Ministros.  Los  Senadores  y  Diputa- 
dos son  inviolables  por  sus  opiniones  y  votos 
en  el  ejercicio  de  su  encargo  (1). 

INVIOLABILIDAD  DIPLOICÁTICO- 
gonsülar.  Desde  la  más  remota  antigüedad  (2) 
se  ha  mirado  siempre  la  persona  del  Ministro 
publico  qpmo  inviolable  y  sagrada.  Maltratar- 
le ó  Insultarle  es  un  delito  contra  todos  los 
pueblos ,  á  quienes  interesa  en  alto  grado  la 
seguridad  de  sus  Representantes,  como  nece- 
saria para  el  desempeño  de  las  delicadas  fun- 
ciones que  les  están  cometidas. 

Esta  inviolabilidad  del  Ministro  páblico  se 
le  debe  principalmente  de  parte  de  la  Nación 
á  quien  es  enviado.  Admitirle  como  tal  es 
empeñarse  á  concederle  la  protección  más  se- 
ñalada y  á  defenderle  de  todo  insulto.  La  vio- 
lencia en  otros  casos  es  un  delito  que  el  So- 
berano del  ofensor  puede  tratar  con  indulgen- 
cia: contra  el  Ministro  público  (Agente  diplo- 
mático ó  consular)  es  un  atentado  que  infringe 
la  fé  nacional,  que  vulnera  el  derecho  de  gen- 


(1)  Constitución  de  1845,  artículos  40  y  42. 
ídem  de  1869,  artículos  56  y  57. 

(2)  Pando,  ElemerUos deldereeho  iTUemaeional, 
pág.  646,  par.  230. 


tes ,  y  cuyo  perdón  toca  solo  al  Principe  que 
ha  sido  ofendido  en  la  persona  de  su  Represen- 
tante. Los  actos  de  violencia  contra  un  Minis- 
tro pCiblico  no  pueden  permitirse  ó  excusarse 
sino  en  el  caso  en  que  éste,  provocándolos,  ha 
puesto  á  otro  en  la  necesidad  de  repeler  la 
fuerza  con  la  fuerza.  Guando  el  Ministro  es  in« 
sultado  por  personas  que  no  tenían  conoci- 
miento de  su  carácter ,  la  ofensa  desciende  á 
la  clase  de  los  delitos  cuyo  castigo  pertenece 
solamente  al  derecho  civil. 

Sobro  este  punto  no  hay  diversidad  de  opi- 
niones entre  los  publicistas.  Todos  reconocen 
que  el  Estado,  no  solo  debe  abstenerse  él  mis- 
mo de  todo  linaje  de  violación  contra  un  Mi- 
nistro extranjero,  sino  también  castigar  irre* 
misiblemente  como  crimen  de  Estado  todo  de- 
lito cometido  contra  su  persona.  Supónese 
por  decentado  que  el  culpable:  1.^  Ha  conoci- 
do ó  debido  conocer  la  persona  á  quien  ofen- 
día. 2.*  Que  está  sujeto  á  la  jurisdicción  del 
Estado.  3.*  Que  el  Ministro  no  ha  provocado  él 
mismo  el  hecho  de  que  se  queja. 

Todas  las  Potencias ,  inclusa  la  Turquía, 
que  ha  renunciado  á  su  bárbara  costumbre  de 
arresto,  reconocen  esta  inviolabilidad  y  la 
conceden  á  los  Agentes  extranjeros  desde  el 
momento  qne  pisan  su  territorio,  dsspues  ie  ha^ 
her  dado  aviso  de  su  miñón ,  hasta  el  momento 
en  que  salen  de  él :  de  manera  que ,  aun  en 
caso  de  rompimiento,  se  deja  marchar  en  ple- 
na seguridad  al  Ministro  del  enemigo  (1). 

Los  Estados-Unidos  con  su  República  mo  - 
délo,  nos  ha  dado  el  ejemplo  de  inviolabilidad 
siguiente:  A  consecuencia  del  atentado  come- 
tido contra  la  inviolabilidad  consular  en  la 
persona  del  Cónsul  de  Francia  en  Nueva-Or  • 
leans  en  1859,  éste  formuló  la  siguiente  pro- 
testa: 

A  Vhonorahle  H,  M.  Súmmers ,  Reeorder  du 

premier  dislricí. 

«En  lan^ant  deux  prises  de  corps  centre  le 
soussigné,  Cónsul  de  France  á  la  Nouvelle-Or- 
leans,  enTenlevant  á  Tabri  inviolable  de  la  Chan  - 
cellerie  Oonsulaire  pour  le  contraindre  par  la 
forcé  á  comparaitre  devant  votre  Tribunal.  Vo- 
tre  Honneur  a  manqué  á  toas  les  traites  et  u&a- 
ges  internationauz,  ansi  qu*á  certíns  articles  de 
la  Gonstitution,  et  á  une  loi  positivo  de  notre 
propre  pays.  Ootte  Constitution*,  cette  loi  et  ees 
traites  accordent  aux  Ageats  di  ploma  tiques  et 
consulaires  extranjera  des  priviléges  dejuridic- 


(1)  Gours  diplomcLtique.  Tabl.  liv.  11,  ch.  1.**, 
párrafo  225. — Erzáhlungen  merkwürdiger  Palie, 
tomol.^,  pág.  21, 
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tion  dont  Tinviolabilité  h.  été  reconue  par  nom- 
bre de  decisioDB  des  courssoaveraínesdesEtats- 
üois. 

>En  refasant  de  comparaítre  devant  Votre 
Honneur,  et  de  se  soamettre  k  la  jurisdictíon  de 
▼otre  tribanal,  le  soussigné,  Cónsul  de  Franco, 
a  usé  d*un  droít  incontestable  et  a  rempli  un  de- 
Yoir  que  luí  preserít  de  conserver  dans  leur  pleine 
intégrité  les  privi'éges  inhérents  h  son  titre  et  k 
sa  position  de  cónsul. 

>Le  soussigné,  comte  Méjan,  cónsul  de  Franco 
h  la  Nouvelle-Orleans,  chevalier  de  la  Legión 
d*Honneur,  doit  done  protester  comme  il  proteste 
i^i  de  la  maniere  la  plus  solemnelle,  centre  une 
facón  de  proceder  aussi  illegale  dans  la  forme  que 
dans  le  fond,  et  il  aura  recours  h.  tous  les  moyens 
de  droit  et  autres  que  luí  offrent  les  lois  etusages 
diplomatiques  pour  obtenir  le  redressement  de 
Tabus  d'autorité  dont  il  est  yictime. 

fNouvelle-Orleans  18  Avril  1859.  Le  Cónsul  de 
France   d    la   Nouvelle^Orleans,   Signé:  Comtb 

MÉJAN.» 

También  protestaron  todos  los  Cónsules 
residentes  en  Nueva- Orleans  en  los  términos 
siguientes: 

t^íonvelle^-Orleans  18  Avril  1859. 

«Nous,  soussignés,  Consuls,  residents  á  la 
Nouvelle-Orleans,  aprés  avoir  lu  la  protestation 
ci-annexée,  adressée  par  M.  le  Comte  Méjan,  cón- 
sul de  France.  h  rhonnorable  H.  M.  Summers, 
protestons  h  notre  tour  centre  Tarrestation  de 
M.  Méjan,  yiolation  flagrante  des loiset  déla Ccns- 
titution  des  Ébats-Unis,  une  opposition  directo 
aux  traites  passés  entre  les  Etats-Unis  et  les  pajs 
étrangers,  aussi  bien  qu*Si  V exequátur ^  qui  nous 
a  été  accordé  par  le  Président  des  États-Unis. — 
(Suivent  les  signatures  des  tous  les  Consuls  residente 
á  la  Nauvelle-Orleans.)^ 

Hé  aquí  ahora  el  resultado  de  este  ruidoso 
incidente,  tal  cual  lo  publicó  el  Courrier  de  la 
Louiiiane: 

« M.  Summers  ha  reconocido  al  fin  su 

error,  y  no  solo  se  ha  declarado  incompetente, 
sino  que  ha  expresado  su  sincero  arrepenti- 
miento de  haberse  completamente  engañado. 
El  principio  por  el  que  un  Cónsul  no  puede 
ser  llamado  á  comparecer  sino  ante  un  Tribu- 
nal federal,  está  de  nue?o  reconocido  y  pro- 
clamado solemnemente. 

))B1  Conde  Mejan,  no  cediendo  á  ninguno 
de  los  hechos  que  hubieran  podido  comprome- 


ter su  dignidad  y  responsabilidad  consular, 
ha  dado  pruebas  de  un  espirita  de  conciliación 
digno  de  todo  elogio.» 

Bl  mismo  periódico  también  dijo: 
((Esta  decisión,  aunque  tardía,  es  al  méno.? 
completa  y  conforme  con  la  Constitución  de 
los  Estados  «Unidos  y  con  los  tratados  interna- 
cionales... De  esperar  es  que  este  asunto,  que 
ha  producido  en  Nueva- Orleans  una  sensación 
profunda,  impedirá  al  menos  se  reproduzca  un 
error  que  puede  tener  siempre  consecuencias 
muy  graves.»  Véase  PaBROOATiVAs  de  los  Con- 

SULES. 

IFSO  FAOTO.  Locución  puramente  latina 
usada  en  castellano,  que  significa  por  el  mismo 
hecho. 

IFSO  JUBE.  Locución  latina  que  sigrni- 
fica  por  el  mismo  derecho^  y  se  usa  en  el  fora 
para  denotar  que  una  cosa  no  necesita  decía* 
cion  del  Juez,  pues  consta  por  la  misma  ley. 
El  menor,  por  ejemplo,  queda  emancipado 
ipso  jure  por  el  matrimonio. 

ISABEL  LA  CATÓLICA.  Orden  insti- 
tuida por  Fernando  VII,  según  decreto  de  24 
de  Marzo  de  1815  para  recompensar  los  méritos 
contraidos  en  los  dominios  españoles  de  Indias, 
destinándose  hoy  dia  también  principalmente 
para  premio  de  servicios  hechos  en  Ultramar, 
auuqyie  no  excluye  los  prestados  en  cualquier 
otro  punto. 

Tiene  las  mis  ñas  categorías  que  la  do 
Carlos  Ulf  con  la  diferencia  de  estar  la  clas(3 
de  Comendadores  de  numero  limitada  á  200. 

Para  usar  las  insignias  de  esta  Orden  son 
necesarios  iguales  requisitos  que  para  la  de 
Carlos  m. 

ISLA.  Cierta  porción  de  tierra  rodeada 
enteramente  de  agua,  bien  por  el  agua  de 
mar,  bien  por  el  agua  de  un  rio. 

Por  Real  orden  de  3  de  Enero  de  1857  se 
encarga  á  loa  Cónsules  remitan  al  Ministerio 
de  Estado  las  descripciones  relativas  á  varia- 
ciones de  islas  en  sus  respectivas  demarcacio- 
nes marítimas;  y  si  se  acompañan  planos  y 
documentos,  el  importe  de  la  adquisición  de 
ellos  se  podrá  incluir  en  cuenta  de  gastos  ex^ 
traordinarios.  Véase  Bajos  ó  Islas. 

ítem.  Adverbio  latino  de  que  se  usa  para 
hacer  distinción  de  artículos  ó  capítulos  en 
alguna  escritura  ú  otro  Instrumento,  y  tam- 
bién por  señal  de  adición.  Dicese  también 
Ítem  más. 
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JACVAVCIA.  Bq  el  lenguaje  coman  no 
es  otra  cosa  que  la  alabanza  desordenada  ó  in- 
justa que  uno  hace  de  si  mismo;  pero  en  el 
lenguaje  legal  se  toma  por  la  manifestación 
que  uno  hace  de  cosas  que  pueden  causar  & 
otro  algún  perjuicio  ó  menoscabo  en  .su  estado 
personal  ó  en  su  reputación. 

JÁBGIAS  Los  aparejos  y  cabos  de  las 
naves.  Los  préstamos  á  la  gruesa  pueden  cons- 
tituirse sobre  las  jarcias;  y  cuando  se  consti- 
tuyen sobre  el  casco  y  quilla  del  buque,  se 
entienden  hipotecadas  las  jarcias  al  capital  y 
premios.  (Artículos  817  y  818  del  Código  de 
c<mercio.)  Las  jarcias  pueden  ser  objeto  del 
seguro  en  todo  ó  en  parte,  por  si  solas,  ó  jun- 
tas con  otros  efectos,  y  se  entienden  compren- 
didas en  el  seguro  genérico  de  la  nave.  (Artícu- 
los 848  y  siguientes  del  citado  Código.) 

JABDIN  BOTÁNICO.   Véase  Sbmillas. 

JEBABQirtA.  Rango,  clase,  posición  ó 
suposición  social.  Se  aplica  á  toda  clase  de  po- 
deres,  á  muchísimas  personas  y  cosas  en  los 
infinitos  eslabones  de  la  cadena  social,  desde 
el  imperio  á  la  obediencia,  desde  la  subordi- 
nación al  mando,  d'ísde  el  respeto  al  dominio. 
Véase  Catrooeía. 

JEBABQXJÍA  CONSXTLAB.  Esta  se  com- 
pone de  Cónsules  generales,  Cónsules,  Vice- 
cónsules y  Agentes  consulares.  En  el  artículo 

HONOEBS  QUE   GORRBSPONOBN   i  LOS  CÓN8ULBS,     SO 

verá  la  Real  orden  que  equipara  los  emplea- 
dos consulares  á  los  de  la  marina  de  guerra. 
Para  la  dependencia  y  relaciones  de  los  Agen- 
tes consulares  entre  sí,  no  hay  reglas  gene- 
rales, y  todo  depende  de  las  circunstancias  es- 
peciales de  cada  localidad.  Puede,  sin  embar- 
go, establecerse  como  principio  que  el  Agente 
nombrado  por  el  Gobierno,  con  patente  Real  y 
distrito  determinado,  y  no  comprendido  en  el 
de  otro  Agente  de  superior  categoría,  es  jefe 
independiente  de  tal  distrito  con  acción  y  res- 
ponsabilidad propias  dentro  de  él.  Pero  cuan- 
do existe  una  Legación  en  el  país  de  su  resi- 
dencia, debe  todo  Cónsul  respetar  su  autori- 
dad y  recurrir  á  ella  en  todas  las  relaciones 
que  tenga  que  entablar  y  reclamaciones  que 
dirigir  al  Qobierno  supremo  de  dicho  país.  De- 
ben también  los  Cónsules  pasar  anualmente  á 
dichas  Legaciones  una  copia  de  los  estados  de 
espafioles  presentados  y  matriculados  en  su 
distrito,  igual  á  la  que  deben  remitir  al  Mi- 
Blsterio.  (Instrucción  de  24  de  Diciembre  de 


1849.)  Deben  igualmente  pasar  i  las  mismas 
las  peticiones  de  recompensas  por  todos  los 
servicios,  excepto  los  prestados  á  la  marina 
mercante.  (Real  orden  de  17  de  Agosto  de 
1852.) 

El  Agente  consular  independiente,  en  la 
forma  expresada  en  el  párrafo  anterior,  cor- 
responde directamente  con  el  Ministerio  de 
Estado. 

Los  Vicecónsules  establecidos  en  puntos 
en  donde  hay  Cónsules,  están  en  un  todo  ofi- 
cialmente subordinados  á  los  mismos,  y  no 
tienen  más  funciones  que  las  que  por  ellos  les 
son  delegadas. 

Los  Vicecónsules  y  Agentes  consulares 
que  residen  dentro  del  radio  de  un  distrito 
consular  reciben  del  Jefe  del  mismo  sus  ins- 
trucciones, y  se  comunican  por  medio  de  él 
con  la  superioridad  c  uando  lo  necesitan;  y  es- 
to, tanto  los  que  han  sido  nombrados  con  pa- 
tente Real  como  los  que  han  sido  con  patente 
del  Cónsul. 

Los  Cónsules  comprendidos  dentro  del  ra- 
dio de  un  Consulado  general  se  hallan  con 
respecto  á  él  como  los  Vicecón  sules  con  res- 
pecto al  Jefe  de  su  distrito,  con  las  solas  ex- 
cepciones que  el  Gobierno  tenga  establecidas. 

JSBABQUÍA  diplomática.  Esta  se 
divide  en  las  categorías  siguientes:  1.' Emba- 
jadores. 2.*  Ministros  plenipotenciarios  de  pri- 
mera clase.  3/  ídem  de  segunda;  4.'  Encar- 
gados de  negocios.  5.*  Secretarios  de  primera 
clase.  6.'  Secretarios  d?  segunda  clase;  7.*  Se- 
cretarios de  tercera  clase.  Y  8.*  Agregados. 
Véase  Diplomacia. 

JEBUS ALEN  (Ob  ra  pía  de  los  Santos  Lu- 
gares de).  La  piadosa  veneración  que  los  es- 
pañoles tuvieron  siempre  á  los  Santos  Lugares 
donde  nació  y  murió  Jesucristo,  unida  á  la  re- 
ligiosa munificencia  de  los  Monarcas,  que  aun 
entre  sus  dictados  conservan  el  de  Reyes  de 
Jerusalen ,  los  empeñó  en  sostener  el  culto  en 
unos  países  ocupados  por  los  mahometanos, 
contribuyendo  para  ello  con  limosnas  gratui- 
tas y  con  mandas  testamentarias. 

En  el  continente  de  la  Tierra  Santa  habia 
en  1799  cuatro  conventos,  titulados:  San  Jaan 
de  Nazaret,  Belén ,  el  Salvador  y  el  Santísimo 
Sepulcro  de  Jerusalen  para  administrar  los 
Santos  Sacramentos  á  los  católicos.  Habia  ade- 
más dos  colegios  de  españoles,  en  los  cuales  los 
religiosos  se  instruian  en  las  lenguas  orientales, 


JES 


—  317  — 


JOR 


para  poder  ejercer  la  cara  de  almas  y  aervir 
esplritualmente  á  los  muchos  cristianos  que  á 
la  sazón  habia  en  Levante.  También  habla  12 
hospicios  en  todas  las  escalas  de  Levante  para 
la  asistencia  de  los  europeos  ,  y  tanto  los  gas- 
tos que  ocasionaban  la  reparación  de  los  ediñ- 
oíos,  como  vestir  y  mantener  k  los  religiosos 
españoles,  y  sobre  todo,  el  pago  de  los  tHbutot 
al  Gran  Seuor  y  á  los  Bajaes  en  la  visita  que 
hacian  á  Jerusalen ,  importaban  sumas  consi- 
derables. 

Hé  áqui  el  estado  de  los  fondos  y  rentas  de 
la  Obra  pía  de  los  Santos  Lugares  de  Jerusalen 
el  año  de  1790 : 

Reales  vellón. 


Capital  improductivo,  represen- 
tado por  el  convento  nuevo  de 
San  Francisco  en  Madrid  ,  edi- 
ficado á  expensas  de  la  Obra 

pía., 15.000.000 

Capital  productivo 36.818.798 

Deudas  por  atrasos  de  rentas ....     2.404.078 
Debe  la  Hacienda  publica 27.732.648- 

Total 81.955.524 


RENTA  ANUAL. 
Réditos  de  juros,  censos  y  limosnas     2.822.577 

GASTOS. 

Conductas  á  Jerusalen,  en  año  co- 
mún de  un  quinquenio 1.615.454 


SOBEANTB 1.207.122 


La  conducta  de  dinero  y  efectos  que  salió 
de  España  el  año  de  1790  con  43  religiosos  im- 
portó la  suma  de  3.184.372  rs.  vn. 

El  numero  de  reclamaciones  pendientes  de 
liquidación  por  el  ramo  de  Obras  pías  en  fin  de 
Diciembre  de  1857  eran  3.235,  y  la  clase  de 
deuda  en  que  debían  emitirse  los  créditos  para 
su  pago  era  la  amorlUable  de  primera  clase^  cu- 
yo importe  total  ascendía  en  dicha  época  &  la 
sama  de  76  375.414  rs.  95  céntimos. 

JS8UITA.  Miembro  de  la  Compañía  de  Je- 
süs.  Orden  religiosa  fundada  en  1534  por  Ig-> 
nació  de  Loyola,  y  aprobada,  años  después,  por 
el  Pontífice  Paulo  IIL  Esta  .Orden ,  superior  en 
sabiduría  á  todas  las  demás ,  ha  producido  en 
todos  tiempos  hombres  muy  eminentes  por  sus 
virtudes  y  letras ,  que  se  han  dedicado  con  el 
mayor  celo  á  las  predicaciones  evangélicas  y  á 
la  enseñanza  de  la  juventud,  como  primordia- 
les y  sublimes  objetos  de  su  instituto.  Pero  su 
influencia  en  los  negocios  políticos,  tan  disi- 


mulada como  poderosa ;  el  aumento  asombroso 
de  su  riqueza  temporal,  sus  ambiciosas  preten* 
siones,  y  quizá  también  los  tiros  de  la  envidia, 
le  granjearon  terribles  antagonistas  é  implaca- 
bles perseguidores  ,  hasta  el  punto  de  ser  su- 
primida en  diferentes  países,  tales  como  Fran- 
cia ,  España ,  Rusia ,  Portugal ,  y  hasta  en  la 
misma  Italia  y  en  su  cabeza,  Roma,  residencia 
del  general  de  la  Compañía  ,  por  un  Breve  del 
sabio  Papa  Clemente  XIV  (el  inmortal  Ganga - 
nelli),  expedido  en  21  de  Julio  de  1773 ,  mo- 
tivado sobre  abusos  de  desobediencia  á  la  San- 
ta Sede,  etc.  Pero  su  incomparable  perseveran- 
cia les  hizo  conseguir  la  revocación  de  aquel 
decreto ,  y  todavía  subsisten  en  la  corte  roma- 
na y  en  algunos  Estados.  Entre  otras  gravísi- 
mas acusaciones,  se  les  ha  atribuido  tendencias 
á  la  soberanía  universal,  habiéndoseles  probado 
que  autorizan  el  regicidio  en  circunstancias 
dadas,  como  se  observó  en  el  asesinato  de  En- 
rique IV  de  Francia,  y  en  el  conato  frustrado 
contra  Luis  XV ,  herido  levemente.  Mas  aun 
considerando  á  los  jesuítas  como  temibles  y  sa- 
gacísimos ,  fuerza  es  confesar  que  han  dado  á 
la  Iglesia  insigues  mártires  en  sus  evangélicas 
misiones  á  las  extremidades  de  la  tierra,  y  ma- 
yor numero  de  sabios,  proporcionalmente,  que 
las  diversas  Ordenes  religiosas  del  globo. 

Número  de  jesuítas  que  habia  en  el  mundo  en  la 
época  inmediata  á  su  expulsión  y  extinción. 

Echados  de  Portugal,  España  y 
Francia,  inclusas  las  pose- 
siones de  América  y  Asia, 
Ñapóles,  Parma  y  Malta .  . .        11.200 

Quedaban  en  Alemania,  Polo- 
nia, Baviera,  en  los  Electo- 
rados y  en  Italia 1 1 .050 


Total. 


22.250  (1) 


Cuando  en  el  año  de  1540  San  Ignacio 
pidió  al  Papa  la  aprobación  de  la  Compañía 
de  Jesüs  tenia  10  discípulos;  en  1608  había 
ya  10.581,  y  en  l7l0  se  contaban  24  casas 
profesas,  59  de  noviciados,  340  residencias, 
612  colegios,  2  misiones  y  150  seminarios  y 
escuelas  de  educación  con  19.996  jesuítas  (2). 

JORNAL.  El  estipendio  que  gana  el  tra- 
bajador en  un  día  entero  por  su  trabajo.  — A 
jornal  es  un  modo  adverbial  con  que  se  expli- 
ca  el  ajuste  que  se  hace  de  alguna  obra  pa- 
gando por  los  días  que  el  trabajador  emplea  en 
ella ,  en  contraposición  de  cuando  se  ajusta  á 


(1)  Pow,  Becherches  sur  les  Amériques,  to- 
mo 2.*>,  fól.  366, 

(2)  Sistoria  de  los  jest^üaSi  tom.  1,°,  pág.  20, 
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destajo,  ó  sea  por  nn  tanto  ó  ana  cantidad  al- 


JOVEN.  Según  el  Diccionario  de  la  Acode* 
,  es  el  que  se  halla  en  la  edad  que  media 
entre  la  niñez  y  la  edad  viril;  pero  según  los 
aiMicos  y  los  filósofos ,  es  el  que  se  halla  en 
!a  edad  que  media  entre  la  adolescencia  y  la 

Tirilidad. 

JOVEN  DB  LENGUAS.  Estos  jamás  han 
liinirado  en  las  categorías  diplomáticas,  ni  an* 
t¿  ni  después  del  decreto  de  27  de  Febrero  de 
1851,  ni  en  ningún  Reglamento. 

Los  fóüenes  de  lenguas  han  sido  considera- 
dos siempre  como  empleados  consulares,  y  en 
el  escalafón  de  la  Carrera  se  les  ha  coloca- 
dos en  último  lugar;  es  decir,  después  de  los 
Vicecónsules,  Caacilleres  ó  Intérpretes,  vienen 
\(¡Q  jóvenes  de  lenguas. 

JUBILACIÓN.  La  relevación  del  trabajo 
6  cargo  de  algún  empleo,  conservando  al  que 
le  tenia  los  honores  y  el  sueldo  en  todo  ó  en 

parte. 

*  Según  la  ley  de  Presupuestos  de  26  de 
Mayo  de  1835 ,  el  máximum*  de  sueldos  para 
jubilados  es  de  40.000  rs.  vn.,  cualquiera  que 
sea  su  destino  y  clase,  no  pudiendo  acumu- 
lar dobles  sueldos  bajo  protesto  alguno.  (A.r- 
ticulo  15.) 

No  se  conceden  jubilaciones  sino  á  los  em- 
pleados que  pasen  de  50  años  de  edad,  ó  á  los 
que  por  sus  achaques  se  hallen  en  absoluta 
imposibilidad  de  servir;  debiendo  en  ambos 
casos  tener  á  lo  menos  veinte  aüos  de  servicio. 
(Art.  17.) 

Para  graduar  el  haber  de  los  jubilados  en 
as  clases  civiles ,  sirve  de  base  el  sueldo  del 
mayor  empleo  que  hayan  desempeñado  en 
propiedad  con  nombramiento  Real  ó  de  las 
Cortes,  según  las  reglas  siguientes: 

1.^  Los  que  hayan  servido  veinte  años 
efectivos  gozarán  dos  quintas  partes  de  sueldo. 

2.*^    Los  que  pasen  de  veinticinco  años  go- 
arán  tres  quintas  partes. 

3.*  Los  que  hayan  completado  treinta  y 
cinco  años  gozarán  cuatro  quintas  partes. 

4.*  Ninguna  jubilación  percibirá  cuota 
mayor. 

5.*  El  tiempo  de  servicio  se  contará  desde 
que  los  empleados  en  propiedad  hayan  toma- 
do posesión  de  sus  destinos  con  nombramiento 
Eeal  ó  de  las  Cortes,  cumplida  la  edad  de  16 
años ,  antes  de  la  cual  no  se  abonará  servicio 
alguno.  (Art.  26. J 

A  los  empleados  que  quedaron  privados  de 
sus  destinos  á  virtud  del  Real  decreto  de  1.* 
de  Octubre  de  1823,  y  han  sido  rehabilitados 
por  el  de  30  de  Diciembre  de  1834  y  por  la 
amnistía  concedida  en  1832  y  sus  declaracio- 


nes ,  se  les  abona  por  entero ,  tanto  para  la 
clase  de  cesantes  como  para  la  de  jubilados,  el 
tiempo  trascurrido  entre  ambas  épocas.  (A.r« 
ticulo  19.) 

La  Ley  de  Presupuestos  de  3  de  Agosto 
de  1866  previene  que  «los  empleados  de  las 
diversas  carreras  civiles  no  podrán  ser  jubila- 
dos contra  su  voluntad ,  sino  cuando  hayan 
cumplido  65  años  de  edad ,  y  que  á  petición 
propia  tendrán  derecho  á  serlo  por  causa  de 
imposibilidad  física  notoria,  ó  por  haber  cum- 
plido 60  años  de  edad.» 

Bl  Real  decreto  de  21  de  Diciembre  de 
1857,  dice: 

«Toda  jubilación  concedida  sin  previo  ex- 
pediente que  acredite  hallarse  el  interesado 
comprendido  en  las  condiciones  que  exigen 
las  leyes  para  obtenerla,  quedará  sin  efecto  si 
el  interesado  inmediatamente  después  de  la 
concesión  no  justifica  hallarse  enteramente 
adornado  de  todos  los  requisitos  que  aquellas 
establecen. 

))Desde  la  publicación  del  decreto  -ley  de  22 
de  Octubre  de  1868  ,  la  Jubilación  constituye 
la  separación  definitiva  del  servicio  activo. 
Por  consiguiente ,  todo  funcionario  que  des- 
pués de  jubilado  vuelva  al  servicio  activo  en 
cualquiera  de  las  carreras  del  Estado,  no  tie- 
ne derecho  á  mejorar  la  clasificación  que  se  le 
hubiere  hecho  en  aquel  concepto,  ya  por  ra- 
zón de  los  nuevos  servicios  prestados  ,  ya  por 
el  sueldo  disfrutado  en  consideración  á  los 
mismos.»  (A.rt.  1 1  del  referido  decreto  «ley.) 
Véase  Cbsantk. 

JUDICATURA.  El  ejercicio  de  juzgar,  — 
La  dignidad  ó  el  empleo  de  Juez.  —  El  tiempo 
que  dura. 

JUDICIAL.  Lo  que  pertenece  al  juicio  ó 
á  la  administración  de  la  justicia. 

JUDICIALMENTE.  En  Juicio,  en  justi- 
cia, ante  los  Tribunales. 

JUDÍO.  Bl  que  observa  la  ley  antigua  de 
Moisés,  creyendo  todavía  en  la  venida  del  Me- 
sías, contra  lo  que  establece  el  cristianismo, 
fundado  por  ese  mismo  Salvador,  que  anun- 
ciaron los  Profetas,  y  murió  crucificado  á 
manos  de  ese  mismo  pueblo  hebreo,  cuyos  des- 
cendientes, hoy  dispersos  por  el  mundo,  con- 
tinüan  en  el  ciego  error  de  sus  padres  y  pur- 
gan los  pecados  de  éstos,  con  arreglo  á  la  es- 
pantosa maldición  que  ellos  mismos  se  echaron 
cuando  pedian  á  gritos  la  crucifixión  del  be- 
nigno Jesüs:  «Caiga  su  sangre  toda  sobre 
nosotros  y  sobre  nuestros  hijos, »  y  cayó  y 
seguirá  cayendo,  desde  la  ruina  de  Jerusalen, 
arrasada  por  Tito,  hasta  el  fin  del  mundo,  en 
cuya  época  se  cree  piadosamente  que  serán 
perdonados,  porque  el  Señor  tocará  sus  cora* 
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zones  y  rendiráuse  al  arrepentimiento.  Asi 
sea. 

El  eradito  Bodriguez  de  Castro,  en  su  Bi^ 
blioteca  rabiniea  espaaola,  k  la  pág.  436,  dice, 
respecto  á  la  expulsión  de  los  judíos  de  Espa- 
ña, «que  el  Judio  D.  Albarda,  que  florecía  por 
los  años  de  1437,  estuvo  en  gracia  do  los  se- 
ñores Beyes  Católicos,  de  la  cual  decayó  por 
los  tratos  ilícitos  y  torpes  usuras  con  que  se 
enriqueció  á  expensas  del  comercio;  siendo 
causa  de  que  aquellos  Soberanos  hubiesen  ar- 
rojado del  territorio  español  á  todos  los  hijos 
de  la  Nación  hebrea.  Salieron  de  la  Península 
desde  el  año  de  1492  al  de  1497  más  de 
400.000  judíos,  que  se  esparcieron  por  el  Le- 
vante y  por  otras  Naciones.»  Navarro  te,  en  el 
tratado  que  escribió  de  Conservación  de  monar- 
guias  en  1626,  asegura  que  ol  numero  de  ju- 
díos y  moriscos  que  salieron  de  España  ascen- 
dió á  5  millones. 

El  P.  Mariana,  en  el  cap.  1.^  del  lib.  26  de 
la  Historia  de  España,  dice  «  que  no  se  sabe  el 
número  fijo  de  judíos  que  salieron  de  España, 
y  que  los  más  dicen  que  fueron  170.000  fa- 
milias ü  800.000  individuos.»  Algunos  eco- 
nomistas atribuyen  á  esta  expulsión  una  de 
las  causas  de  la  despoblación  que  sufre  Es- 
paña; pero  este  suceso,  según  Canga  Argue- 
lles, fué  de  pasajero  influjo  para  producir  ta- 
maño mal,  y  dice  que  este  asunto  ha  sido  juz- 
gado equivocadamente  por  nuestros  políticos. 

JUDÍOS.  (Su  regreso  á  España.)  Agobia- 
do el  Sr.  D.  Pedro  Várela,  Secretario  del  Des- 
pacho universal  de  España  é  Indias,  con  el 
enorme  peso  de  las  urgencias  del  Erario ,  en 
una  Memoria  leída  á  S.  M.  el  Sr.  D.  Carlos  IV 
en  27  de  Marzo  de  1797,  entre  varios  arbitrios 
pecuniarios  que  le  ofreció  para  aumentar  la 
riqueza  del  Erario,  propuso  el  de  la  admi* 
sion  de  la  Nación  hebrea  en  España,  que  según  la 
opinión  general  posee  las  mayores  riquezas  de  Eu^ 
ropa  y  Asia  (1).  «Las  preocupaciones  antiguas, 
dijo,  ya  pasaron:  el  ejemplo  de  todas  las  Na- 
ciones, y  aun  de  la  misma  silla  de  la  religión, 
nos  autoriza;  y  finalmente,  la  doctrina  del 
Apóstol  San  Pablo,  á  favor  de  este  pueblo  pros- 
crito, puede  convencer  á  los  teólogos  más  obs* 
tinados  en  sus  opiniones  y  á  las  conciencias 
más  timoratas,  de  que  su  admisión  en  el  Beino 
es  más  conforme  á  las  máximas  de  la  Beligion, 
que  lo  fué  su  expulsión;  y  la  política  del  pre- 
sente siglo  no  puede  dejar  de  ver  en  este  pro- 
yecto el  socorro  del  Estado  en  el  fomento  del 
comercio  y  de  la  industria,  que  jamás  por  otros 


(1)    Canga.  Arqüellbs,  Dic,  de  Hacienda  ^  to- 
mo 2.**,  p¿^.  8. 


medios  llegarán  á  equilibrarse  con  el  extranjero; 
pues  ni  la  actividad  ni  la  economía  son  pren- 
das de  la  mayor  parte  de  los  españoles. 

»Oreo,  proseguía,  que  los  comerciantes  de 
aquella  Nación  activa  se  encargarían  de  la  re- 
ducción de  los  vales,  haciéndolo  á  dinero  efec- 
tivo, y  les  darían  circulación  dentro  y  fuera 
de  España.  Nos  facilitarían  el  comercio  de  Le- 
vante, que  sin  ellos  es  casi  una  quimera ,  al 
mismo  tiempo  que  para  nosotros  es  una  espe- 
culación admirable  en  nuestras  circunstancias, 
y  de  una  suma  utilidad  para  el  progreso  de 
nuestras  fábricas;  pero  que  jamás  podrá  reali- 
zarse sin  su  intervención,  supuesto  que  estas 
gentes  son  los  únicos  corredores  de  aquellas 
regiones. 

»A(Ln  el  comercio  de  América  cobrarla  la 
mayor  energía,  mientras  que  en  manos  de  una 
porción  de  negociantes  extranjeros  estableci- 
dos en  Cádiz,  Málaga  y  otros  puertos ,  és  solo 
ocupación  de  ociosos,  que  en  sus  inmoderadas 
ganancias  quieren  compensarse  las  utilidades 
que  les  producirla  una  vida  más  activa. 

»A  pesar  de  esta  lisonjera  pintura,  me 
parece,  proseguía,  que  podríamos  tentar  este 
delicado  punto,  negociando  con  algunas  de  las 
principales  casas  hebreas  avecindadas  ya  lar- 
go tiempo  en  Holanda  y  otras  ciudades  del 
Norte,  el  que  estableciesen  sus  factorías  en 
Cádiz  y  otras  lurtes,  mediante  la  obligación  de 
aprontar  alguna  cantidad  con  que  formar  una 
caja  en  que  se  descontasen  nuestros  vales 
á  la  par,  ó  encargándose  de  hacerlo  dichas  ca- 
sas, hipotecándoles  para  la  seguridad  de  lo 
que  adelantasen,  no  solo  los  arbitrios  que  ya 
están  señalados,  sino  el  producto  de  las  pre* 
hondas  suprimidas,  ó  ol  de  las  encomiendas 
vendidas,  si  Y.  M.  los  hallase  admisibles. 

»Si  al  mismo  tiempo,  concluyó,  se  les  de- 
jare entrever  que  á  la  admisión  de  algunas 
casas  de  comercio  podría  seguirse  la  de  toda 
Nación  hebrea,  me  parece  se  lograrla  tentar  la 
avaricia  de  este  abatido  pueblo,  que  nunca  ha 
perdido  de  vista  las  ventajas  y  comodidades 
que  ha  gozado  en  España. » 

Aunque  la  opinión  de  este  Ministro  con- 
venga en  el  fondo  con  la  de  algunos  de  nues- 
tros antiguos  economistas,  bien  conocidos  por 
su  piedad  é  ilustración,  que  calificaron  de  po* 
co  feliz  la  idea  de  expeler  á  los  judíos  y  mo- 
riscos de  España;  con  todo,  había  fundamen- 
tos, sacados  de  la  historia  de  nuestra  Nación, 
para  creer  que  co  hubiera  producido  el  pro- 
yecto del  Sr.  Várela  todas  las  ventajas  que  le 
presentaban  sus  cálculos  y  su  celo  por  el  ser- 
vicio. 

La  Constitución  española  de  1809  en  su 
artículo  21  dice: 
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«La  Nación  se  obliga  á  rnaatener  el  culto 
y  los  ministros  de  la  religión  católica. 

El  ejercicio  publico  ó  privado  de  cualquiera 
otro  culto  queda  garantido  á  todos  los  extran- 
jeros residentes  en  España,  sin  más  limitación 
que  las  reglas  universales  de  la  moral  y  del 
derecho. 

Si  algunos  españoles  profesaren  otra  reli- 
gión que  la  católica,  es  aplicable  á  los  mismos 
todo  lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior.» 

JUEZ.  El  que  está  revestido  de  la  potes- 
tad de  administrar  justicia  á  los  particulares, 
ó  sea  de  aplicar  las  leyes  en  los  juicios  civiles 
ó  en  los  criminales  ó  asi  en  unos  como  en 
otros.  La  palabra  Jnez  es  genérica  y  com- 
prensiva de  todos  los  que  administran  justicia; 
pero  los  que  desempeñan  este  cargo  con  auto  - 
ridad  superior,  y  más  especialmente  los  que 
lo  ejercen  en  los  Tribunales  de  alzada,  S€  dis- 
tinguen con  el  nombre  de  Magistrados  ó  Mi- 
nistros. Véase  Atribuciones  judiciales  de  los 
CkSNSOLES  y  Jurisdicción  consular.  En  este  ar- 
tículo se  inserta  el  Real  decreto  de  29  de  S3- 
tiembre  de  1848,  que  regulariza  la  jurisdic- 
ción que  ejercen  los  Cónsules  y  Vicecónsules. 

JUICIO  ARBITRAL  Ó  DB  AVSNfllir- 
cía.  Según  los  artículos  80  y  81  de  la  Oonsti- 
tusion  de  1812,  «no  se  podrá  privar  á  ningún 
español  del  derecho  de  terminar  sus  diferen- 
cias por  medio  de  Jueces  arbitros,  elegidos  por 
ambas  partes;  y  la  sentencia  que  dieren  los 
arbitros  se  ejecutará  si  las  partes  al  hacer  el 
compromiso  no  se  hubieren  reservado  el  dere- 
cho de  apelar.» 

JUICIO  CIVIL.  Aquel  en  que  se  trata  de 
alguna  acción  civil  que  tiene  ó  cree  tener  el 
demandante,  esto  es,  de  la  reclamación  de 
una  cosa  ó  derecho,  del  cumplimiento  do  una 
obligación,  de  la  indemnización  de  daños  y 
perjuicios.  El  juicio  civil  se  conoce  comun- 
mente con  el  nombre  genérico  de  pleito  6  liti' 
gio,  á  diferencia  del  juicio  criminal,  que  suele 
llamarse  cau$a^  aunque  esta  denominación  se 
aplica  también  al  juicio  civil. 

El  juicio  civil  puede  ser  ordinario  ó  suma- 
rio, posesorio  ó  petitorio,  verbal  ó  escrito,  de 
mayor  ó  de  menor  caantia,  declarativo  ó  eje- 
cutivo, doble  ó  sencillo,  universal  ó  particu- 
lar, etc. 

El  art.  1 1  del  Esal  decreto  de  29  de  Se- 
tiembre de  1848  dice:  aOon  arreglo  á  la  prác- 
tica general  seguida  hasta  el  día,  en  todos  los 
juicios  civiles  tendrá  jurisdicción  y  competen- 
cia el  Tribunal  consular  hasta  dictar  sentencia 
definitiva,  ora  como  Juez  ordinario,  ora  como 
arbitro  ó  arbitrador  en  sus  respectivos  casos.» 

JUICIO  DE  CONCILIACIÓN  Ó  DE 
PAZ.  Un  acto  judicial  que  tiene  por  objeto  evi- 


tar el  pleito  que  alguno  quiere  entablar,  pro- 
curando que  las  partes  se  avengan  ó  tran- 
sijan sobre  el  asunto  que  da  motivo  á  él.  Este 
juicio  no  fué  conocido  entre  nosotros  hasta 
que  se  estableció  en  la  Constitución  de  1812 
y  se  consignó  con  el  nombre  de  juicio  de  paz 
en  el  Reglamento  de  26  de  Setiembre  de  1835; 
y  ahora  es  tan  indispensable,  que  sin  hacer 
constar  que  se  ha  intentado  el  medio  de  la 
conciliación  y  que  ésta  no  ha  tenido  efecto, 
no  puede  entablarse  en  juicio  contra  persona 
alguna,  aunque  sea  eclesiástico  ó  militar,  nin- 
guna demanda  civil  ni  ejecutiva  sobre  nego- 
cio susceptible  de  ser  completamente  termi« 
nado  por  avenencia  de  las  partes,  ni  sobre  di- 
Torcio,  como  que  es  causa  meramente  civil, 
ni  tampoco  quere  lia  alguna  sobre  meras  inju- 
rias, de  aquellas  en  que  sin  detrimento  de  la 
justicia  se  repara  la  ofensa  con  sola  la  condo- 
nación ó  remisión  del  ofendido. 

JUICIO  DECLARATIVO.  El  que  versa 
sobre  los  derechos  dudosos  y  controvertidos 
que  deben  ser  determinados  por  el  Juez,  á  di- 
ferencia del  juicio  ejecutivo t  en  que  solo  se  tra- 
ta de  llevar  á  efecto  lo  ya  determinado  ó  lo 
que  consta  de  un  titulo  á  que  la  ley  da  tanta 
fuerza  como  á  la  decisión  judicial. 

JUICIO  ORDINARIO  Y  JUICIO  Ex- 
traordinario. Es  juicio  ordinario  aquel  en  que  se 
procede  por  los  trámites  largos  y  solemnes  que 
la  ley  ha  establecido  para  que  detenidamente 
se  controvierta  el  derecho  de  cada  parte  ó  se 
averigüe  la  verdad  de  los  hechos,  y  recaiga 
la  decisión  judicial  después  de  un  prolijo  co- 
nocimiento de  causa.  Juicio  extraordinario  es, 
por  el  contrario,  aquel  en  que  no  se  observan 
todos  los  trámites,  formas  y  solemnidades  que 
para  el  juicio  ordinario  se  prescriben. 

JUICIO  ESCRITO.  Dícese  asi,  por  con- 
traposición al  juicio  verbal,  aquel  en  que  se 
instruyen,  ventilan  y  deciden  las  causas  y  ne- 
gocios contenciosos,  no  de  palabra  ó  por  me- 
dio de  una  simple  acta  que  abrace  todo  el  re- 
sultado, sino  por  escrito  y  asentándose  cro- 
nológicamente y  por  separado  todos  los  pro- 
cedimientos judiciales. 

JUICIO  CONTENCIOSO.  El  que  se  si- 
gue contradictoriamente  entre  partes,  según 
el  orden  establecido  por  las  leyes,  á  diferencia 
de  aquellos  en  que  el  Juez  admite  la  acción 
y  su  justificación  y  decide  sobre  ella  sin  au- 
diencia ni  conocimiento  de  la  parte  contra 
quien  se  ejercita,  como  sucede  en  los  juicios 
sumarisimos,  llamados  interdictos. 

JUICIO  PLENARIO  Y  JUICIO  SUMA- 
RIO.  Juicio  plenario  en  lo  civil  es  lo  mismo  que 
juicio  ordinario;  y  se  llama  plenario  porque  se 
procede  en  él  con  pleno  conocimiento  de  caá- 
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sa  y  observando  plena  y  totalmente  las  solem- 
nidades prescritas  por  derecho:  mas  en  lo  cri- 
minal se  entiende  por  plenario  el  procedimien- 
to ó  Juicio  que  después  de  descubierto  por  la 
sumaria  el  delito  y  su  autor,  se  sigue  casi  en 
la  misma  forma  que  el  ordinario  civil  con  el 
fin  de  acreditar  la  inocencia  ó  culpabilidad  del 
procesado  y  darla  sentencia  absolutoria  ó  con- 
denatoria. 

Juicio  sumario,  que  viene  á  ser  lo  mismo 
que  extraordinario,  es  aquel  en  que  se  cono- 
ce brevemente  de  la  causa,  omitiendo  las  lar- 
gas solemnidades  establecidas  para  los  juicios 
comunes,  atendiendo  solamente  á  la  verdad 
del  hecho. 

JUICIO  OBBINARIO  E9  ASUITTOS 
DE  coMEHGio.  El  juicio  CU  quo  SO  instruyen  y 
ventilan  por  escrito,  siguiendo  el  orden  esta- 
blecido por  las  leyes  comerciales  para  que  re- 
caiga sentencia  con  pleno  conocimiento  de 
causa,  las  contestaciones  Judiciales  ó  causas 
de  mayor  cuantía,  sobre  obligaciones  y  dere- 
chos procedentes  de  negociaciones,  contratos 
y  operaciones  mercantiles. 

JUICIO  EJECUTIVO.  Un  juicio  suma- 
rio en  que  no  se  trata  de  declarar  derechos 
dudosos  y  controvertidos,  sino  solo  de  llevar  á 
efecto  lo  que  ya  está  determinado  por  el  Juez 
ó  consta  evidentemente  de  uno  de  aquellos  tí- 
tulos que  por  sí  mismos  hacen  prueba  plena, 
y  á  que  la  ley  da  tanta  fuerza  como  á  la  de- 
cisión judicial.  Este  juicio  no  es  propiamente 
juicio,  sino  más  bien  un  modo  de  proceder 
para  que  se  ejecuten  y  no  queden  ilusorias  las 
obligaciones  ó  deudas  ventiladas  y  decididas 
en  juicio,  ó  comprobadas  por  titules  ó  instru- 
mentos tan  eñcaces  como  los  juicios;  y  asi 
tiene  por  objeto  la  aprehensión  ó  embargo  y 
la  venta  ó  adjudicación  de  los  bienes  del  deu- 
dor moroso  en  favor  de  su  acreedor. 

JUICIO  DE  C0NCUB80  DE  ACBBE» 
DORES.  El  juicio  promovido  por  un  deudor  que 
tiene  varios  acreedores,  ó  por  los  mismos 
acreedores,  para  que  sean  satisfechos  sus  cré- 
ditos, en  la  forma  y  orden  que  corresponda 
cuando  los  bienes  no  alcanzan  á  cubrirlos  to- 
dos por  entero. 

JUICIO  DE  TESTAMENTARIA  Ó  AB- 
iNTBSTATo.  El  juicio  quc  tiene  por  objeto  sa- 
tisfacer las  deudas  de  un  difunto  y  distribuir 
el  resto  de  sus  bienes  entre  sus  herederos  y 
legatarios  con  arreglo  á  su  testamento,  ó  en- 
tre sus  parientes  más  inmediatos,  con  arreglo 
á  la  ley  en  caso  de  haber  muerto  intestado. 

JUICIO  DE  ALIMENTOS.  El  juicio  en 
que  se  trata  del  derecho  que  una  persona  tiene 
á  que  otra  le  suministre  alimentos. 

JUICIO  DE  AFEO.  El  orden  de  proceder 


al  deslinde  y  amojonamiento  de  heredades  6 
tierras. 

JUICIO  OBIMINAL.  El  Juicio  que  tiene 
por  objeto  la  averiguación  de  un  delito,  el  des- 
cubrimiento y  convicción  del  que  lo  ha  come- 
tido, y  la  imposición  de  la  pena  merecida.  De- 
nomínase criminal  a  crimen  palabra  latina  que 
signiñca  crimen  ó  delito. 

JUICIO  VEBBAL.  El  juicio  en  que  no  se 
ventila  ni  decide  por  escrito,  sino  puramente 
de  palabra,  el  negocio  sujeto  á  él,  aun  cuando 
se  escriba  ó  asiente  su  resultado. 

El  juicio  verdal  en  asurUos  mercantiles  es  el 
que  se  instruye  y  ventila  de  palabra  y  no  por 
escrito,  en  las  causas  de  menor  cuantía,  rela- 
tivas á  negocios  de  comercio. 

JUICIO  DE  DIOS.  Ciertas  pruebas  á  que 
en  épocas  de  ignorancia  y  execrable  supers- 
tición se  sujetaba  á  los  acusados  para  averi- 
guar su  inocencia  ó  culpabilidad.  Usáronse 
mucho  en  los  siglos  IX,  X  y  XI;  y  aunque 
eran  varias  sus  especies,  comprendidas  todas 
bajo  el  nombre  de  ordalias  y  el  de  pruebas  vuU 
gares,  pueden  reducirse  á  cuatro  principales, 
es  á  saber,  á  las  de  juramento,  duelo,  fuego  y 
agua.  En  Aragón  el  Rey  D.  Jaime  I  abolió  abso- 
lutamente todas  las  pruebas  vulgares  por  el  es- 
tatuto ó  fuero  dado  en  Huesca  en  el  año  de  1247. 
JUNTA  DE  ABANCELES.  Se  estable- 
ció por  decreto  de  16  de  Febrero  de  1824.  La 
base  de  esta  importante  corporación,  según 
las  palabras  del  mencionado  decreto,  «es  la 
de  restablecer  las  relaciones  mercantiles  de 
España  por  medio  de  reglamentos  de  aduanas 
bien  combinados,  que  aseguren  los  intereses 
de  nuestro  comercio  y  navegación. » 

JUNTA     DE     PENSIONES    CIVILES. 
Véase  Cesantes. 

JUNTA  DE  ALBCIBANTAZQO.  Tiene 
á  su  cargo  la  dirección  é  inspección  de  ios 
negocios  y  establecimientos  pertenecientes  á 
la  marina.  Por  decreto  de  28  de  Setiembre  de 
1836  fué  restablecida  esta  Junta,  que  habin 
sido  creada  por  el  art.  1  .*  del  decreto  de  Cor- 
tes de  27  de  Diciembre  de  1821.  Sus  facul- 
tades y  obligaciones  están  contenidas  en  el 
Reglamento  aprobado  con  la  misma  fecha. 

JUNTAS  DE  COMEBCIO.  Ciertas  cor  • 
poraciones  establecidas  para  promover  los  in- 
tereses del  comercio,  de  la  fabricación  y  de 
las  artes. 

JUNTAS  FBOVINCIALES  DE  SANI- 
DAD. Corporaciones  establecidas  en  las  capita- 
les de  provincia  con  agregación  al  Gobierno 
político,  con  atribuciones  puramente  consul- 
tivas en  el  ramo  de  salud  pública.  El  decreto 
de  17  de  Marzo  de  18  47  regulariza  dichas 
atribuciones.  Véase  Sanidad. 
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JÜBADO.  La  reunión  ó  Janta  de  cierto 
número  de  ciudadanos  que  sin  tener  carácter 
publico  de  Magistrados  son  elegidos  por  sor- 
teo y  llamados  ante  el  Tribunal  ó  Juez  de  de- 
recho para  declarar,  según  su  conciencia,  si  un 
hecho  está  ó  no  justificado,  á  fin  de  que  aquel 
pronuncie  su  sentencia  de  absolución  ó  con- 
denación y  aplique  en  este  caso  la  pena  con 
arreglo  á  las  leyes.  Dicese  también  Jurado  ca- 
da uno  de  los  ciudadanos  que  componen  di» 
cha  reunión,  los  cuales  se  denominan  asimis- 
mo V««^d«  de  hecho,  porque  sus  funciones  se  re- 
ducen á  decidir  ünicamente  sobre  puntos  de 
hecho  y  no  sobre  cuestiones  que  tengan  rela- 
ción con  puntos  de  derecho.  La  denominación 
de  Jurado  se  deriva  del  juramento  que  se  les 
toma  de  que  se  habrán  bien  y  fielmente  en  el 
cargo  que  se  les  confia,  haciendo  su  declara- 
ción con  imparcialidad  y  justicia  y  según  su 
conciencia. 

JUBAMENTO.  El  acto  en  que  se  invo- 
ca por  un  signo  externo  al  Supremo  Hacedor 
como  testigo  de  la  verdad  de  lo  que  se  aseve- 
ra ó  se  promete. 

El  juramento  es  el  más  fuerte  vínculo  con 
que  puede  ligarse  el  hombre  á  decir  verdad  ó 
á  cumplir  su  palabp;  porque  quien  lo  que- 
branta, no  solamente  falta  á  la  persona  á  quiun 
se  obligó,  sino  también  al  mismo  Dios,  á  quien 
invocó  por  testigo  de  la  sinceridad  de  su  pro- 
mesa ó  aserto. 

Es  el  juramento  un  acto  civil  y  religioso, 
y  para  ser  licito  debe  ir  acompa&ado  de  tres 
circunstancias  ó  condiciones:  esto  es,  verdad, 
juicio  y  Justicia. 

Deben  prestar  juramento  los  adjuntos  ele- 
gidos entre  los  subditos  españoles  cuando  ten- 
gan que  acompa&ar  á  los  Cónsules  y  Vicecón- 
sules al  dictar  éstos  sus  providencias  como 
Jueces  de  primera  instancia,  conforme  previe- 
ne el  Real  decreto  de  29  de  Setiembre  de  1848, 
que  dice  asi: 

«Art.  2.*  Guando  procedan  como  Jaeces  de 
primera  instancia  dictarán  sus  providencias 
definitivas,  ó  que  tengan  fuerza  de  tales,  con 
acuerdo  de  Ajsesor,  siendo  posible:  en  otro  ca- 
so se  acompañarán  con  dos  adjuntos  elegidos 
entre  los  subditos  españoles. 

Los  adjuntos  prestarán  juramento  de  cum- 
plir bien  y  fielmente  su  encargo,  y  serán  con- 
jueces con  voto  deliberativo. 

Los  adjuntos  podrán  ser  nombrados  para 
cada  año,  ó  para  casos  particulares,  según 
fuere  posible.» 

El  Gobierno  de  la  Bepüblica  decretó  con 
fecha  de  16  de  Febrero  de  1873  la  abolición 
del  juramento  en  el  ejército,  restableciendo 
en  el  goce  de  sus  empleos,  etc.  á  todos  los  Je- 


fes y  Oficiales  del  mismo  que  se  vieron  priva* 
dos  de  ellos  por  haberse  negado  á  prestar  di- 
cho juramento.  {Qaeeta  del  17  de  Febrero  de 
1873,  núm.  48.) 

El  mismo  Gobierno  con  fecha  12  de  Mar- 
zo de  1873  decretó  la  abolición  del  juramento 
politice  para  los  funcionarios  del  Poder  judi- 
cial; y  en  29  del  mismo  ordenó  que  «se  hi- 
ciese extensivo  á  los  individuos  pertenecientes 
á  las  clases  pasivas  civiles  del  Estado  el  ante- 
rior decreto,  rehabilitándolos  por  lo  tanto  en 
el  goce  de  sus  haberes  desde  el  12  de  Febrero 
último,  á  todos  los  que  fueron  privados  de 
ellos  por  haberse  negrado  á  prestar  dicho  ju- 
ramento.» (Qacela  del  30  de  Marzo  de  1873.) 

JÜBÍOIOO.  Lo  que  está  ó  se  hace  según 
forma  de  juicio  ó  de  derecho. 

JUBISCONSULTO.  La  persona  versada 
en  la  ciencia  de  las  leyes,  que  hace  profesión 
de  explicarlas  ó  de  dar  respuesta  sobre  las  cues- 
tiones de  derecho  á  los  que  le  consultan. 

Las  funciones  propias  de  jurisconsultos  los 
Agentes  consulares  no  están  llamados  á  des- 
empeñarlas, porque  pudiera  ocasionar  graves 
compromisos. 

JUBISDICCION.  La  jurisdicción,  dice 
Pando,  es  la  facultad  de  administrar  justicia, 
y  la  considera:  1/  En  su  objeto,  ó  la  materia 
sobre  que  recae.  2/  En  el  lugar  de  su  ejerci- 
cio. Y  3.*  En  el  valor  de  sus  actos. 

Bajo  el  primer  punto  de  vista,  la  extensión 
de  la  jurisdicción  es  la  misma  que  la  del  im- 
perio. A  los  Tribunales  de  la  Nación  correspon- 
de tomar  conocimiento  de  todos  los  actos  que 
están  sometidos  á  la  influencia  de  sus  leyes,  y 
prestar  la  fuerza  de  la  Autoridad  publica  á  la 
defensa  y  vindicación  de  todos  los  derechos 
por  ellas  creados.  Por  consiguiente,  el  conoci- 
miento de  los  delitos  cometidos  en  cualquier 
parte  del  territorio  de  la  Nación  compete  pri- 
vativamente á  sus  Juzgados.  Por  ejemplo .  á 
bordo  de  un  buque  mercante  en  alta  mar  (1). 
En  cuanto  á  la  jurisdicción  contenciosa, 
dice  Klüber,  no  puede  ser  ejercida  sobre  sub- 
ditos de  un  Estado  extranjero,  cuando  éste, 
como  Estado,  está  inmediatamente  interesado 
en  la  causa,  y  que  por  consiguiente  no  puede 
ser  decidida  según  los  principios  del  derecho 
privado  ó  público  de  uno  de  los  Estados  sola- 
mente (2). 

Por  otra  parte,  la  jurisdicción  contenciosa 
(añade  el  mismo  autor),  está  fundada  para  las 
causas  en  que  los  extranjeros  son  actores  ó 


(1)  Précis  du  droit  desgens  modeme  di  V  J&wro- 
pe,  voL  1.°,  pág.  78. 

(2)  PiNHBiRo  Fbrrblra;  notas  al  compendio 
de  Martens. 
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reconvenidos,  con  respecto  á  personas  del  país. 

Las  reglas  siguientes,  adoptadas  por  la  Su- 
prema Corte  de  los  Bstados-Unidos,  parecen 
conformes  á  los  más  sanos  principios,  y  encier- 
ran una  doctrina  tan  clara  y  explícita,  cuanto 
es  oscura  y  ambigua  la  de  Klüber,  acerca  de 
los  actos  Jurisdiccionales  fuera  del  territorio. 

«Si  un  Tribunal  extranjero  no  puede,  se- 
gún el  derecho  internacional,  ejercer  la  juris- 
dicción que  asume,  sus  sentencias  no  tienen 
valor  ninguno.)) 

{(Acerca  de  la  jurisdicción  que  los  Tribu- 
nales extranjeros  puedan  ejercer  según  las  leyes 
de  la  Nadon  á  q%e  pertenecen,  el  juicio  de  los 
mismos  Tribunales  es  la  ünica  autoridad  á  que 
debe  estarse.» 

«Toda  sentencia  de  adjudicación  pronun- 
ciada por  un  Tribunal  que  tiene  jurisdicción 
en  la  materia  del  juicio,  da  en  los  países  ex- 
tranjeros un  titulo  incontrovertible  á  la  cosa 
adjudicada.» 

«Los  Tribunales  de  un  soberano  no  pueden 
rever  los  actos  ejecutados  bajo  la  autoridad  de 
otro. » 

Boullenois  (citado  por  Frito t)  establece: 
«que  si  una  sentencia  pronunciada  en  jurisdic- 
ción extranjera  lo  ha  sido  entre  extranjeros,  es 
preciso  estar  á  ella,  y  no  se  permite  rever  la 
causa.» 

Julieu  (citado*  por  el  mismo  autor)  dice: 
«Se  distingue  para  la  ejecución  de  las  senten- 
cias pronunciadas  en  países  extranjeros,  si  lo 
han  sido  entre  extranjeros,  ó  contra  franceses, 
ó  contra  extranjeros  avecindados  en  Francia; 
y  en  cuanto  á  las  primeras,  se  concede  eXpa^ 
reaiis  6  permiso  de  ejecutarlas  en  Francia,  sin 
entrar  en  conocimiento  de  causa. » 

Fritot  cita  también,  en  apoyo  de  la  misma 
doctrina,  al  jurisconsulto  provenzal  Boniface, 
á  los  Parlamentos  de  París  y  de  Burdeos  y  á 
la  Corte  de  Casación. 

«Bn  cuanto  á  los  juicios. que  conciernen  á 
dos  regnícolas,  ó  á  un  regnícola  y  un  extran- 
jero, no  hay  más  dificultad  en  proteger  la  eje* 
cucion  de  las  sentencias.  Lo  que  es  justo  debe 
ser  recíproco.  Si  el  extranjero  al  tocar  nuestro 
suelo  contrae  tácitamente  la  obligación  de  res- 
petar nuestras  leyes,  usos  y  costumbres;  si  re- 
conoce por  el  mismo  hecho  la  autoridad  de  los 
Juzgados  locales,  nosotros  á  nuestra  vez  nos 
sometemos  á  una  regla  del  todo  semejante, 
desde  el  momento  que  pisamos  un  territorio  ex- 
traño.» 

Todos  los  casos  de  dudosa  solución,  de  le- 
sión manifiesta  ó  de  absoluta  reparación  se  re- 
suelven de  soberano  á  soberano,  por  el  con- 
ducto de  los  agentes  diplomáticos,  según  dice 
Bello  en  su  Principios  del  derecho  de  gentes. 


Hemos  dicho  al  principiar  este  artículo  que 
la  jurisdicción,  según  Pando,  es  la  facultad  de 
administrar  justicia;  pero  la  legislación  de  to- 
dos los  pueblos  civilizados  ha  determinado  los 
medios  de  constituir  los  derechos  y  las  obliga- 
ciones reciprocas  entre  los  particulares,  y  es- 
tablecido el  castigo  de  las  infracciones;  y  para 
proteger  esos  mismos  derechos,  compeler  al 
cumplimiento  de  aquellas  obligaciones  y  cas- 
tigar los  delitos,  ha  confiado  á  la  autoridad 
pública  el  poder  que  se  Wsxm^  jurisdicción,  quü 
puede  ser 

«Ordinaria,  Delegada,  Especial  ó  privile- 
giada, Forzosa  ó  prorogada,  Contenciosa  ó  vo- 
luntaria, Contencioso-administrativa,  Discipli- 
nal  y  Consular. 

1  ."*  La  jurisdicción  ordinaria  la  ejercen  por 
derecho  propio  los  Jueces  y  Tribunales  estable- 
cidos para  administrar  justicia. 

2.°  luK  jurisdicción  delegada  se  desempeña 
en  virtud  de  encargo  ó  comisión  especial  para 
determinado  asunto  y  con  limitación  á  ciertas 
actuaciones. 

3.*  La  jurisdicción  especial  ó  privilegiada  es 
la  que  tiene  circunscritas  sus  facultades  al  co- 
nocimiento de  negocios,  que  ya  por  su  pro- 
pia naturaleza,  ya  por  la  clase,  estado  ó  pro- 
fesión de  las  personas  en  él  interesadas  no 
correspondan  á  la  jurisdicción  ordinaria. 

4."  La  jurisdicción  forzosa  es  la  que  por 
derecho  propio  conoce  de  los  asuntos  que  por 
las  leyes  le  están  confiados,  sin  que  nadie 
pueda  eximirse  de  su  autoridad ;  y  prorogada, 
la  que  se  extiende  á  personas  ó  cosas  ajenas 
de  su  potestad,  y  solo  por  someterse  las  partes 
voluntariamente  á  su  poder,  como  sucede, 
por  ejemplo,  cuando  los  interesados  renuncian 
su  propio  fuero  ó  jurisdicción  y  se  someten  al 
que  les  es  extraño. 

La  jurisdicción  de  comercio  no  es  proroga- 
ble  á  personas  ó  cosas  agenas  á  ella,  aunque 
los  interesados  convengan  en  la  prorogacion. 
(Art.  1203  del  Código  de  comercio,) 

5.*  La  jurisdicción  contenciosa  es  la  que 
ofrece  duda,  cuestión  ó  controversia  que  haya 
de  decidirse  solemnemente  con  conocimien- 
to do  causa;  y  volutUaria^  la  jurisdicción  quo 
se  ejerce  en  ciertos  actos  judiciales  que  no 
llegan  á  producir  contienda  ó  cuestión  ni  exi  • 
geo  una  decisión  solemne  con  audiencia  de  los 
interesados, 

6 . '  Jurisdicción  contencioso-administrativa  es 
la  que  entiende  en  todas  las  cuestiones  jurí- 
dicas que  afectan  á  los  intereses  públicos  ó  co- 
munes, ó  en  que  tienen  participación  ala  vez 
los  individuos  y  el  Estado,  ó  la  comunidad, 
pero  nunca  es  extensiva  á  los  asunto^  criiQi- 
nales. 
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lyj^re^n  esta  jurisdicción,  en  primera  ius- 
l»tt^4««  los  Consejos  provinciales,  con  apela- 
rioii  al  Consejo  Supremo;  y  también  este  mis- 
mo conoce,  en  primera  instancia ,  de  ciertos 
iiefTOOios  que  le  están  encamendados. 

7.^  La  jurisdicción  disciplimU  viene  á  ser 
también  la  facultad  que,  sin  entrar  en  los  li- 
mites de  lo  contencioso,  tienen  los  Jueces  y 
Tribunales  para  hacer  guardar  el  orden  y  dis- 
ciplina interior  de  los  mismos. 

8/  La  Jurisdicción  consular  es  la  que  en 
países  extranjeros  ejercen  los  Cónsules  y  Vi- 
cecónsules españoles  como  Jueces  de  paz  ó 
de  primera  instancia ,  en  los  casos  de  justicia 
entre  sCibditos  ó  contra  subditos  españoles,  con 
apelación  á  la  Audiencia  más  inmediata  de  la 
Península.  (Real  decreto  de  27  de  Octubre  de 
1848  )  Pero  ningún  Agente  consular  puede 
ejercer  en  Bspañu  acto  alguno  de  jurisdicción, 
sino  únicamente  recibir  y  legalizar  las  protes- 
tas de  averias,  y  agenciar  los  negocios  judicia- 
les de  los  subditos  de  sus  respectivas  Naciones, 
aunque  todo  de  un  modo  extrajudicial,  según 
el  Real  decreto  de  29  de  Setiembre  de   1848. 

La  mayor  parte  de  los  publicistas ,  al  ocu- 
parse de  este  importantísimo  asunto,  están  con- 
formes con  la  siguiente  doctrina: 

((Los  Cónsules  deben  conformarse .  en  todo 
lo  que  concierna  tanto  á  su  jurisdicción  civil 
como  criminal,  al  uso ,  costumbre  y  convencio- 
nes hechas  entre  sus  Sobi  ranos  y  los  del  lugar 
de  su  residencia.  D  Bste  es  el  principio  funda- 
mental del  art.  12,  tít.  9.',  lib.  1."  de  las  Or- 
denanzas de  Francia  de  1681,  en  el  que,  en  lu« 
gar  de  decir  convenciones,  emplea  la  palabra 
capitulaciones,  que  comprende  las  convenciones 
concluidas,  no  solo  con  la  Puerta  Otomana, 
sino  también  con  todos  los  Soberanos  extran- 
jeros (1). 

La  consecuencia  necesaria  de  esta  defini- 
ción determina  que  si  á  los  Cónsules  se  les  con- 
cede alguna  jurisdicción,  es  condicionalmente; 
puesto  que  su  ejercicio  está  subordinado  al  uso 
ó  á  los  tratados  existentes  entre  la  Nación  á  la 
cual  pertenecen  aquellos  funcionarios  y  la  del 
territorio  en  que  se  hallen  establecidos.  Seúne- 
jante  restricción  es  justa  y  natural,  porque  to- 
da jurisdicción  comprende  derecho  de  mando  y 
ningún  Gobierno  puede  concederlo  á  sus  Cón- 
sules en  países  extranjeros,  á  menos  que  no  sea 
con  el  consentimiento  y  beneplácito  de  los  Go- 
biernos de  éstos  ó  por  delegación ;  tampoco  puede 
exigirse  sino  cuando  se  considere  como  derecho 
de  reciprocidad.  Pero  esta  delegación  ó  consen- 
timiento debe  constar  en  un  tratado  para  crear 


(1)    Db  Morbuil,  Diccionnaire  des  Ghancílle- 
ríes  ¿leplomatiques  et  consulaires  tom,  ^.^,  pág.  B8. 


un  derecho  positivo  en  beneficio  de  la  parto  ó 
partes  contratantes;  por  consiguiente,  la  juris- 
dicción consular  depende  en  derecho  de  los  li- 
mites y  letra  de  las  estipulaciones.  Asi ,  pues, 
y  no  citando  más  que  dos  ejemplos,  vemos  que 
por  el  tratado  celebrado  en  11  de  Suero  de  1787 
entre  las  Coronas  de  Francia  y  Rusia  ,  se  ase- 
gura en  el  art.  9.*  el  derecho  de  que  los  Cón« 
sules  respectivos  sentencien  las  controversias 
suscitadas  entre  sus  nacionales ;  y  aunque  se 
les  reconoce  y  concede  la  facultad  de  apelar  á 
la  fuerza  armada ,  en  caso  necesario ,  para  la 
ejecución  de  sus  decisiones  ;  sin  embargo ,  se 
añade :  si  una  de  las  parles  no  consiente  en  recur- 
rir d  la  Autoridad  de  su  propio  CótuuI,  podrá  di- 
rigirse  á  los  Tribunales  ordinarios  del  lugar  de  su 
residencia,  á  cuya  sentencia  tendrán  ambasparUs  que 
someterse.  Esta  última  estipulación,  consentida 
por  el  Gabinete  de  las  TuUerías,  es  una  deroga- 
ción formal  de  la  prohibición  que  el  Gobierno 
francés  hace  á  sus  subditos  comerciantes  y  via- 
jeros, por  el  art.  2/  del  edicto  de  1778,  en 
el  cual  les  ordena  no  recurrir  en  caso  algu- 
no á  los  tribunales  extranjeros  mientras  pue* 
dan  hacerlo  ante  sus  Cónsules. 

Más  tarde  se  ve  lo  contrario.  El  mismo  Go- 
bierno francés  obtiene*  de  los  Estados- Unidos 
de  América  la  sanción  de  aquella  prohibición, 
haciendo  insertar  en  el  tratado  de  14  de  No- 
viembre de  1778:  que  todas  las  diferencias  y 
procesos  entre  los  subditos  del  Rey  Cristianísimo  en 
los  Estados 'Unidos,  y  los  ciudadanos  de  éstos  en 
Francia,  serian  terminadas  por  los  Cónsules  res- 
pectivos, sin  que  ningún  OJlcuU  territorial  pediese 
tomar  parte  alguna  en  el  asunto. 

Resulta,  pues,  que  el  principio  de  jurisdic- 
ción consular  ha  sido  siempre  modificado ,  co- 
mo debe  serlo  en  el  dia ,  según  las  convencio- 
nes políticas  y  la  letra  de  los  tratadas.  De  aqai 
se  sigue  que  si  un  acto  legislativo  da  á  los 
Cónsules  el  carácter  de  Jueces,  como  deben  te- 
ner, su  jurisdicción  no  puede,  sin  embargo,  ser 
asegurada ,  ni  la  extensión  de  su  competencia 
positivamente  fijada  sino  por  eatipulaeiones 
diplomáticas. 

Pero  semejantes  convenciones  son  raras  en 
el  siglo  en  que  vivimos,  puesto  que  la  genera- 
lidad de  ios  tratados  que  contienen  algunas  de 
ellas,  á  imitación  de  los  que  acabamos  de  citar, 
no  se  hallan  en  vigor,  y  las  más  de  las  estipu- 
ciones  no  contienen  nada  que  sea  relativo  á  la 
Jurisdicción  consular  contenciosa. 

La  sola  regla  para  conocer  los  limites  de 
ésta,  la  encontramos  fundada  en  el  «lo ,  en  la 
costumbre  y  en  la  tolerancia  concedida  k  los 
Cónsules  por  diferentes  Potencias.  No  descono- 
cemos que  semejante  regla  ,  á  más  de  ser  in  - 
cierta,  es  variable  hasta  lo  infinito ;  pero  es 
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fderza  convenir  que  á  falta  de  leyes  explícitas 
y  terminantes  en  la  materia ,  toda  costumbre, 
todo  uso  inveterado  debe  formar  ley,  con  tan- 
to mas  motivo,  cuanto  en  cierto  modo,  el  de- 
recbo  común  por  su  antigüedad  y  uniformidad 
en  su  práctica  da  autoridad  á  los  Cónsules,  no 
tan  solo  para  aquello  que  concierne  á  la  poli- 
tica  é  inspección  de  los  buques  y  gentes  de 
mar,  sino  también  para  juzgar  y  pronunciar 
en  las  controversias  suscitadas  entre  comer- 
ciantes y  marineros  y  pasajeros  subditos  de  su 
Nación . 

Esta  especie  de  jurisdicción  es  la  sola  que 
ejercen  los  Cónsules  establecidos  en  todas  las 
lalaciones,  exceptuando  los  residentes  en  las 
costas  de  Berbería  y  Levante,  cuyas  faculta- 
des están  en  superior  escala.  Véase  Atribucio- 
nes CONSULARES. 

Examinando  la  opinión  de  varios  publicis- 
tas,  vemos  que 

Según  Martens,  los  Cónsules  en  las  plazas 
de  Europa  no  tienen  comunmente  más  que 
ana  jurisdicción  voluntaria  sobre  sus  nació- 
nales,  por  la  cual  les  está  concedida  la  facul- 
tad de  recibir  las  declaraciones  de  los  capita- 
nes y  todos  los  actos  que  sus  nacionales  quie- 
ran depositar  en  el  archivo  de  su  Consulado, 
ya  sean  protestas,  testimonios  de  averia,  po- 
deres, testamentos  ü  otros  documentos  impor- 
tantes. 

Según  Klüber,  ninguna  Nación  rehusa  á 
los  Cónsules  la  jurisdicción  civil  para  pronun- 
ciar en  las  causas  litigiosas  de  comercio  entre 
subditos  de  su  Estado,  aunque  dice  aquel  mis- 
mo publicista,  que  semejantes  á  otras  atribu- 
ciones ordinarias  que  ejercen  una  verdadera 
jurisdicción  civil,  dependen  única  y  esclusi- 
vamente  de  los  tra  tados  y  concesiones  parti- 
culares. Su  competencia  es  lo  más  á  menudo 
restringida  á  los  asuntos  no  contenciosos  ó  de 
jurisdicción  voluntaria. 

Según  Pando,  ningún  Gobierno  puede  con- 
ferir á  sus  Cónsules  poder  judicial  sobre  sus 
BÜbditos  ó  ciudadanos  en  país  extranjero,  sin 
el  consentimiento  de  la  autoridad  soberana  del 
mismo.  De  aquí  es ,  dice  aquel  autor,  que  en 
los  tratados  de  navegación  y  comercio  se  tie- 
ne particular  cuidado  de  determinar  las  facul- 
tades y  funciones  públicas  de  estos  Agentes. 

Según  ElIiot*s  (1)  muchos  Gobiernos  per- 
miten á  sus  Cónsules  ejercer  la  jurisdicción 
más  ó  menos  lata,  según  la  índole  de  sus  ins- 
tituciones y  los  casos  en  que  debe  aquella  te- 
ner lugar  :  y  si  bien  la  Corte  Suprema  de  la 
Federación  Americana  declaró  el  año  de  1794, 
que  no  era  legal  la  jurisdicción  del  Almiran- 


(1)    Diphmatie  Gode  Se/erences^  número  12, 


tazgo  ejercida  por  los  Cónsules  de  Francia  en 
el  territorio  de  aquellos  Estados,  puesto  que 
no  se  apoyaba  en  ningún  tratado,  al  mismo 
tiempo  que  en  derecho  no  les  reconocía  tal  fa- 
cultad, en  el  hecho  aquella  misma  Corte  or« 
denaba  á  sus  autoridades  territoriales  que  las 
sentencias  judiciales  de  los  Cónsules  franceses 
residentes  en  los  Estados- Unidos,  fuesen  au- 
xiliados de  fuerza  armada  si  era  ésta  impetra- 
da por  dichos  empleados. 

Según  el  mismo  publicista,  cuando  un  Cón- 
sul en  virtud  de  un  tratado  ó  por  tolerancia 
del  Gobierno  local  ejerce  alguna  jurisdicción 
sobre  sus  compatriotas  residentes  en  país  ex- 
tranjero, se  suponen  comprendidos  en  esta  ju- 
risdicción todos  los  oficiales  y  gente  de  mar 
de  los  buques  mercantes  de  la  Nación  del  Cón- 
sul, aunque  no  sean  ciudadanos  de  ella ,  pues 
entrando  en  el  servicio  de  sus  naves,  implíci- 
tamente se  someten  á  sus  leyes  y  usos  marí- 
timos, y  por  consiguiente  á  la  jurisdicción  de 
sus  Cónsules. 

Martens  dice:  «Los  Cónsules  no  pueden 
pronunciar  más  que  como  arbitros  en  las  di- 
ferencias establecidas  entre  los  subditos  de  su 
Nación  y  los  del  país  en  que  residen. 

)>E1  Cónsul  puede  pronunciar  en  primera 
instancia  en  matt  ría  criminal  entre  los  indivi- 
duos de  su  Nación,  á  menos  de  enviar  al  cul- 
pable ante  los  Tribunales  competentes. 

»Casi  todos  los  Gobiernos  que  invisten  á 
los  Cónsules  de  la  jurisdicción  civil  sobre  sus 
nacionales  ,  prohiben  á  todos  sus  subditos  el 
sustraerse  de  la  jurisdicción  consular  dirigién- 
dose á  los  Tribunales  del  país. 

))En  cuanto  á  las  controversias  que  los  na- 
cionales tuviesen  con  los  naturales  del  país, 
tienen  que  entender  en  ellas  los  Tribunales 
locales,  siendo  obligación  del  Cónsul  recomen- 
dar á  las  Autoridades  del  país  los  derechos  do 
sus  subditos,  como  igualmente  tomar  conoci- 
miento del  proceso  para  atestiguar  en  tiempo 
y  lugar,  que  se  les  ha  hecho  recta  justicia.» 

El  art.  29  del  tratado  de  comercio  y  nave- 
gación celebrado  entre  el  Rey  de  España  Don 
Felipe  V  y  el  Emperador  de  Alemania  Car- 
los VI,  firmado  en  Viena  el  1.**  de  Mayo  de 
1725,  dice: 

((Tendrán  los  Cónsules  particular  facultad 
y  autoridad  en  los  pleitos  entre  mercaderes  y 
Capitanes  de  navios  ó  entre  éstos  y  sus  mari* 
ñeros;  conocerán  en  ellos  arbitrariamente  y 
los  decidirán,  ya  provengan  de  soldadas  y  sa- 
larios, ya  de  otra  causa,  de  cuya  sentencia  no 
se  podrá  apelar  á  los  Jueces  locales,  sino  á  los 
que  fueren  constituidos  por  el  Príncipe  cuyos 
subditos  son.» 

El  art.  20  del  tratado  de  comercio  entre 
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las  Coronas  de  Bspafia  y  Dinamarca  firmado 
en  18  de  Jalio  de  1742,  dice: 

(íLosOónsules  podrán  conocer  arbitralmen* 
te  de  las  diferencias  que  pudieren  8obre?enir 
entre  los  comerciantes  y  los  daeños  de  los  na- 
vios de  sa  Nación,  ó  entre  los  Capitanes  y  pa« 
tronos  y  sus  propios  marineros,  ya  sea  á  cau- 
sa de  sus  viajes,  gastos  y  cuentas,  ó  ya  por 
razón  de  sus  salarios,  para  igustarlos  amigable- 
mente; pero  sin  embargo,  podrán  recurrir  á  los 
Jueces  ordinarios  del  Principe  cuyos  vasallos 
fueren.» 

El  art.  19  del  tratado  celebrado  por  el  Con- 
greso de  Utrech  entre  las  Coronas  de  Espa&a 
y  la  Gran-Bretaña  en  9  de  Diciembre  de  17 13, 
dice: 

«Ningún  Capitán ,  Oficial  ó  marineros  de 
cualquier  navio  perteneciente  á  los  subditos  ó 
pueblos  del  uno  ó  del  otro  aliado,  mientras  es- 
tuvieren en  los  reinos,  dominios,  tierras,  pro- 
vincias ó  lugares  de  la  obediencia  de  cual- 
quiera de  los  dos,  pondrá  pleito  ó  causará  daño 
ó  perjuicio  á  los  navios,  Capitanes  etc.,  que 
supieren  ser  de  su  propio  pais  ó  subditos  de 
su  Rey,  con  motivo  del  sueldo  ó  salario  ó  con 
cualquier  otro  protesto ,  ni  podrán  entrar  ni 
ser  admitidos  bajo  el  servicio  ó  protección  del 
Bey  de  España  ó  del  de  la  Gran -Bretaña  ó 
bajo  sus  banderas  por  ningún  motivo.  Pero  si 
se  originase  alguna  controversia  entre  lo9  co- 
merciantes y  los  maestros  de  navios ,  ó  entre 
éstos  y  los  de  la  tripulación ,  se  remitirá  su 
composición  al  Cónsul  de  la  Nación  respecti- 
va; bien  que  aquel  que  no  quisiere  someterse 
al  arbitrio  de  dicbo  Cónsul  por  no  parecerle 
justa  su  sentencia,  le  será  licito  apelar  á  los 
Jueces  ordinarios  de  su  Pátrid  ó  domicilio,  u 

Pinheiro  se  opone  á  lo  establecido  en  lo 
que  acabamos  de  citar,  y  opina  que  ningún 
Gobierno  puede  obligar  á  dos  de  sus  s&bditos  á 
reconocer  la  Jurisdicción  litigiosa  de  los  Cón- 
sules. 

«¿Desde  cuándo,  dice,  tiene  derecho  el  Go- 
bierno para  disponer  de  la  propiedad  de  los 
ciudadanos?  Si  las  partes  interesadas  tienen 
más  confianza  en  las  Autoridades  locales  del 
pais  que  en  su  Cónsul,  y  ellas  se  convienen  y 
someten  á  su  fallo,  ¿con  qué  derecho  los  le- 
gisladores pueden  prohibirles  que  recurran  á 
ellas?» 

.  Fuerza  es  confesar  que  en  lo  absoluto 
el  Sr.  Pbineiro  presenta  un  argumento  tan  ló- 
gico como  indestructible.  Empero,  si  un  Cón- 
sul en  tales  casos  no  es  más  que  un  Juez  de 
primera  instancia,  no  podríamos  á  nuestra  vez 
preguntar  á  tan  ilustrado  publicista:  «¿Desde 
cuándo  tiene  derecho  el  Gobierno  de  nombrar 
Jueces  de  primera  instancia  en  sus  dominios 


para  qne  estos  dispongan  de  la  propiedad  do 
los  ciudadanos?»  Es  evidente  que  concediendo 
á  un  Cónsul  la  Jurisdicción  Judicial,  se  le  cons- 
tituye en  Magistrado,  con  la  sola  diferencia, 
aunque  de  suma  importancia,  de  ser  Juez  eu 
pais  extranjero  y  nada  más.  Ahora  bien:  ¿qué 
es  lo  que  hacen  las  partes  litigantes  cuando 
la  sentencia  pronunciada  en  primera  instancia 
no  es  en  su  favor  y  agrado?  Apelar:  ¿no  es 
cierto?  Pues  eso  mismo  pueden  hacer  los  na- 
cionales á  quienes  un  Cónsul  haya  Justa  ó  in- 
justamente sentenciado. 

La  Convención  consular  llamada  del  Pardo 
y  pasada  entre  España  y  Francia  el  13  de  Mar- 
zo de  1769,  fijó  terminantemente  todo  lo  re- 
lativo al  ejercicio  de  las  funciones  consulares, 
que  sirvió  y  sirve  hasta  el  presente  como  nor- 
ma de  análogas  convenciones,  y  para  arreglar 
las  gestiones  de  los  Cónsules  entre  los  paises 
que  no  las  han  determinado  por  medio  de  tra- 
tados. De  este  modo,  con  algunas  adiciones 
hijas  de  las  ideas  modernas,  y  señaladamente 
de  las  que  se  derivan  de  la  Convención  consular 
pasada  entre  Francia  y  Cerdeña  en  1852,  pue- 
de decirse  que  la  del  Pardo  contiene,  relativa- 
mente á  los  Cónsules,  las  reglas  admitidas  por 
el  derecho  internacional  general  expreso  y  con- 
suetudinario. Posteriormente  el  convenio  en- 
tre España  y  Francia,  ^firmado  en  Madrid  el 
7 de  Enero  de  1862,  no  solo  fija  los  derechos 
civiles  de  los  respectivos  subditos ,  sino  tam- 
bién las  atribuciones  de  los  Agentes  consula- 
res destinados  á  protegerlos. 

El  ya  citado  convenio  del  Pardo  atribuye 
á  los  Cónsules  la  policía  interior  de  los  buques 
de  su  Nación,  sini^que  las  Autoridades  locales 
deban  pasar  á  bordo  de  los  mismos  sin  solici- 
tar previamente  la  presencia  del  Cónsul.  Atri- 
buye igualmente  al  Cónsul  Jurisdicción  volun- 
taria en  los  asuntos  de  sus  conciudadanos  tran- 
seúntes; derecho  de  reclamar  marineros  deser- 
tores ;  pedir  la  encarcelación  de  vaff^undos; 
practicar  todo  lo  relativo  al  salvamento  de  bu- 
ques de  su  país;  liquidar  las  herencias  de  sus 
compatriotas  con  intervención  de  la  Autoridad 
local;  y  por  ultimo,  averiguar  los  fondos,  efec- 
tos ó  bienes  pertenecientes  á  sus  respectivos 
Soberanos. 

La  jurisdicción  voluntaria,  pOT  ejemplo,  que 
hoy  se  concede  á  los  Cónsules  no  es  más  que  un 
reflejo  de  la  ensoluta  jurisdicción  que  tuvieron 
en  los  tiempos  antiguos,  como  sucedió  en  Se- 
villa poco  después  de  su  conquista;  jurisdic- 
ción que  en  algunos  puntos  llegó  á  tener  fue- 
ro atractivo,  señalamente  en  Tünez,  después 
del  tratado  que  hizo  allí  Cataluña  en  1323. 
Hoy  esta  Jurisdicion  absoluta  existe  solo,  como 
excepción,  en  los  Consulados  establecidos  en 
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África,  Levante  I  Pérsia  y  Ghiaa»  qae  tieoen 
atribuciones  de  yerdaderos  Juzgados  primera 
instancia,  con  apelación  á  ciertas  Audiencias 
de  BspaQa,  como  cosa  peculiar  de  determina- 
dos Consulados,  y  no  general  á  la  institución. 
Hé  aquí  estas  disposicioBes: 

Real  decreto  de  29  de  Setiembre  ¿tf  1848  para 
regularizar  la  jurisdicción  de  los  Consulados 
de  España  en  los  países  extranjeros ,  especial- 
mente en  Levante  y  costas  de  Berbería  (1). 

Articulo  1  /  Los  Cónsules  españoles  en  paí- 
ses extrajeres,  los  Vicecónsules  ó  las  personas 
que  en  ausencias  ó  enfermedades  hagan  sus 
veces  en  los  casos  de  justicia  entre  sCibditos 
ó  contra  subditos  españoles,  respecto  de  todo 
aquello  á  que  no  se  opongan  la  legislación  del 
país,  la  costumbre  ó  los  tratados  vigentes,  pa- 
ra los  efectos  de  apelación  y  demás  judiciales, 
se  reputan  respectivamente  Jueces  de  paz,  de 
corrección  y  de  primera  instancia,  con  las  mis- 
mas atribucioues  y  sujetos  á  las  mismas  for- 
malidades que  establecieren  las  leyes,  decre- 
tos y  Reales  órdenes  para  los  de  su  clase  en 
España,  salvas  las  excepciones  y  modiñcacio 
nes  que  adelante  se  expresarán. 

Art.  2.*  Cuando  procedan  como  Jueces  de 
primera  instancia  dictarán  sus  providencias 
definitivas  ó  que  tengan  fuerza  de  tales,  con 
acuerdo  de  Asesor,  siendo  posible;  en  otro  ca- 
so, se  acompañarán  con  adjuntos  elegidos  en- 
tre los  subditos  españoles. 

Los  adjuntos  prestarán  juramento  de  cum- 
plir bien  y  fielmente  su  encargo,  y  serán  Jue- 
ces con  voto  deliberativo. 

Los  adjuntos  podrán  ser  nombrados  para 
cada  año  ó  para  casos  particulares,  según  fue- 
re posible. 

Art.  3.*  En  los  casos  indicados  en  el  articu- 
lo anterior,  dos  votos  conformes  de  los  tres  ha- 
rán sentencia. 

Si  cada  uno  hiciere  voto  singular,  se  nom- 
brará un  tercer  adjunto. 

Si  no  pudiere  ser  habido,  ó  si  todavía  no 
resultaren  dos  votos  conformes,  hará  senten- 
cia el  del  Cónsul  ó  Vicecónsul,  como  voto  de 
calidad. 

Art.  4.*  En  cuestiones  mercantiles,  á  falta 
de  subditos  españoles,  los  adjuntos  podrán  ser 
dos  Cónsules  ó  Vicecónsules,  y  no  siendo  po- 
sible, stibditos  de  otra  Nación  con  domicilio 
fijo  y  buena  nota.  Bn  estos  casos  no  habrá  sen- 
tencia sin  el  voto  del  Cónsul,  y  podrá  hacer- 
la él  solo  al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo 


(1)    Últimamente  se  extendió  esta  doctrina  á 
loa  Consalados  establecidos  en  Pórsia  y  China. 


último  del  articulo  anterior;  pero  no  los  adjun* 
tos  solos,  aunque  estuvieren  conformes. 

Art.  5.^  Asi  en  los  asuntos  civiles  como  en 
los  criminales,  el  Cónsul  y  los  adjuntos  que  dis- 
cordaren razonarán  su  voto  por  escrito,  unién- 
dose éste  á  los  autos,  y  en  todo  caso  se  pondrá 
por  diligencia  razonándose  la  discordia. 

Art.  6.*  Respecto  de  todo  aquello  en  que 
las  circunstancias  locales,  la  perentoriedad  é 
índole  especial  ó  excepcional  de  los  casos  lo 
permitiere,  los  tribunales  consulares  obser- 
varán en  el  procedimiento  las  leyes  del  Reino: 
cuando  por  dichas  causas  no  fuere  posible,  se 
hará  constar  así  por  diligencia  en  los  autos  ó 
por  providencia  razonada. 

Los  tribunales  de  alzada  apreciarán  estas 
omisiones  con  arreglo  á  las  circunstancias  de 
cada  caso  y  á  las  de  localidad. 

Los  fallos  definitivos  se  ajustarán  siempre 
á  las  leyes  del  Reino. 

Art  7.'  Donde  hubiere  Cónsul  y  Vicecón- 
sul uno  y  otro  conocerán  á  prevención  de  los 
juicios  de  paz  y  de  los  verbales  de  que  pueden 
ó  pudieren  conocer  los  alcaldes. 

En  los  juicios  correccionales  para  la  aplica- 
ción de  lo  dispuesto  en  el  libro  3.^  del  Códi- 
go penal,  conocerán  el  Vicecónsul  en  primera 
instancia  y  el  Cónsul  en  apelación,  al  tenor  de 
lo  prevenido  en  las  reglas  1.'  y  11.*  de  la  ley 
provisional,  dictada  para  la  observancia  del 
mismo  Código. 

Si  no  hubiere  más  que  Cónsul  ó  Vicecón- 
sul, el  mismo  conocerá  por  si  solo  en  primera 
instancia  de  la  corrección  de  faltas,  al  tenor  de 
la  citada  regla  1.*  de  la  ley  provisional,  y  con 
asesor  y  adjuntos,  según  se  previene  en  el  ar- 
tículo 2.*  del  presente  decreto,  por  apelación, 
conforme  á  la  regla  11.*  de  la  misma  ley. 

Art.  8.*  Los  comisionados  ó  Agentes  nom- 
brados para  suplir  al  Cónsul  en  los  puntos  dis- 
tantes de  su  demarcación,  procederán  en  casos 
de  justicia  como  delegados  del  mismo,  el  cual 
al  nombrarlos  hará  la  delegación  y  las  instruc- 
ciones oportunas  según  las  circunstancias  y 
necesidades  locales,  para  que  los  subditos  es- 
pañoles hallen  siempre  la  justicia  y  protec- 
ción debida. 

Art.  9.*  En  todos  estos  juicios  desempeña- 
rá el  cargo  de  Secretario  el  Canciller  del  Con- 
sulado, ó  el  que  hiciere  sus  veces. 

Art.  10.  Cuando  lo  permitan  el  n&mero  y 
calidad  de  los  subditos  españoles,  se  habilitai^á 
de  entre  los  mismos  un  representante  fiscal 
para  aquellos  casos  en  que  la  ley  requiere  su 
intervención. 

Art.  1 1 .  Con  arreglo  á  la  práctica  general 
seguida  hasta  el  día,  en  todos  los  juicios  civi- 
les tendrá  Jurisdiocfon  y  competencia  el  Trl- 
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banal  Consular  hasta  dictar  sentencia  deflniti- 
ya»  ora  como  Jaez  ordinario,  ora  como  arbitro 
ó  arbltrador  en  sus  respectivos  casos. 

Art.  12.  En  la  parte  criminal  procederá 
astmismo  dicho  Tribunal  hasta  dictar  senten- 
cia, respecto  de  todas  aquellas  causas  cuyos 
delitos  no  tengan  señalada  por  el  Código  ma- 
yor pena  que  la  de  arresto  mayor  ó  menor, 
suspensión,  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  Au- 
toridad, destierro,  presidio  y  prisión  correc- 
cionales, al  tenor  de  lo  dispuesto  sobre  las 
mismas  en  el  art.  26  del  Código  penal. 

Kn  los  demás  casos,  completo  el  sumario, 
y  sacando  de  él  copia  á  la  letra,  se  remitirá  con 
el  reo,  y  con  las  formalidades  que  en  el  dia  se 
practican,  á  los  Tribunales  de  la  Península  ó 
provincias  de  Ultramar,  según  el  caso. 

La  copia  del  sumario,  cotejada  ante  el  Cón- 
sul y  Asesor  ó  Jueces,  firmada  por  los  mismos 
y  por  los  reos,  si  pudieren  hacerlo,  y  autori-> 
zada  por  el  Canciller,  se  dirigirá  al  Ministerio 
de  Estado,  y  por  éste  al  de  Gracia  y  Justicia 
para  su  remisión  al  Tribunal  competente;  y  en 
caso  de  extravío  de  las  actuaciones  originales, 
producirá  la  copia  los  mismos  efectos. 

Art.  1 3 .  Habiendo  ya  radicado  la  causa  en 
el  Tribunal  consular,  y  siendo  su  remisión  á 
los  Tribunales  del  Reino  efecto  de  la  necesidad 
y  no  de  incompetencia,  se  entenderá  aquella 
con  la  calidad  del  fuero  personal  causado  en 
el  Tribunal  remitente,  sin  perjuicio  del  de  cla- 
se, excepto  en  el  caso  de  que  el  crimen  ó  deli- 
to causen  desafuero. 

En  su  consecuencia,  y  atendiendo  al  fuero 
de  ubicación  6  permanencia  accidental  en  el 
punto  de  arribada  ó  de  la  entrega,  si  el  reo 
pertenece  al  fuero  común,  ó  si  el  delito  ó  cri- 
men causa  desafuero,  continuará  el  proceso  el 
Juez  de  primera  instancia  del  partido  en  que 
fuese  entregado  el  reo  con  la  misma. 

Si  el  delito  no  causare  desafuero,  y  el  en- 
causado por  ser  militar  ó  por  cualquier  otro 
motivo  legal  gozare  fuero  de  clase,  continuará 
el  proceso  el  Tribunal  competente  respectivo 
del  territorio  en  que  fuese  entregado. 

Art.  14.  No  obstante  lo  determinado  en 
el  precedente  artículo,  á  fin  de  obtener  los  sa- 
ludables efectos  del  escarmiento  que  produce 
siempre  la  circunstancia  de  que  ios  reos  sean 
juzgados  en  el  punto  en  que  se  perpetró  el 
delito,  cuando  éste  en  vez  de  haberse  cometido 
en  el  extranjero  ó  en  el  mar  lo  hubiere  sido  en 
la  Península,  islas  adyacentes  ó  provincias  de 
Ultramar,  y  por  las  circunstancias  del  caso  ó 
del  país  no  ofreciere  grandes  riesgos  ni  difi- 
cultades la  traslación  del  reo,  pasará  éste  con 
el  sumario  al  Tribunal  en  cuya  demarcación 
se  hubiere  perpretado  el  hecho. 


El  Juez  inferior  del  punto  de  arribada  no 
acordará,  sin  embargo,  la  traslación  sin  con- 
sultar con  su  saperior  Inmediato ,  ó  sin  qae 
éste,  enterado  del  caso,  lo  hubiere  mandado 
de  oficio. 

Art.  15.  El  capitán  del  buque,  ó  la  per- 
sona ó  fuerza  encargada  de  la  conducción  del 
reo  con  el  sumario  á  los  Tribunales  del  Reioo, 
hará  entrega  de  uno  y  otro  al  Juez  de  primera 
instancia,  y  no  habiéndolo,  á  la  Autoridad  ju- 
dicial local  del  fuero  ordinario  del  punto  á  que 
llegare,  y  en  su  defecto  á  la  política  ó  mili- 
tar, que  dará  conocimiento  sin  dilación,  bajo 
su  responsabilidad,  al  Juez  de  primera  ins- 
tancia del  partido. 

Art.  16.  Se  arreglará  por  duplicado  acta 
circunstanciada  de  la  entrega  ante  Escribano, 
si  lo  hubiere,  que  firmarán  también  la  persona 
ó  Jefe  que  entrega  y  la  Autoridad  que  recibe. 
Un  tanto  del  acta  se  dará  á  aquel  para  su  res- 
guardo, agregando  la  otra  al  sumario. 

Igual  diligencia  se  practicará  al  hacer  la 
remisión  y  entrega  en  su  caso  el  Alcalde  ó 
Autoridad  local  al  Juez  ó  Tribunal  del  partido 
á  quien  debe  verificarlo,  al  tenor  de  lo  dis- 
puesto en  el  art.  15. 

Art.  17.  Si  cuando  fuere  conducido  el  reo 
con  la  causa  á  los  Tribunales  del  Reino  le  ame- 
nazare en  la  travesía  riesgo  de  muerte ,  y  por 
esta  ü  otra  grave  circunstancia  quisiere  hacer 
alguna  declaración  ó  revelación  que  pueda 
conducir  á  la  administración  de  justicia,  la 
recibirá  el  Capitán  del  barco  ó  encargado  de 
la  conducción,  ó  persona  á  quien  comisionare 
ante  Escribano  público,  pudieudo  ser,  y  en  sa 
defecto  ante  dos  testigos,  que  firmarán  con  el 
Jefe  ó  Capitán  y  el  declarante.  Esta  diligencia 
será  entregada  á  su  tiempo  con  el  sumario,  y 
sus  firmas  se  reconocerán ,  siendo  posible,  al 
tiempo  de  la  entrega ,  cuando  se  formalice  el 
acta  de  ella  de  que  habla  el  art.  13. 

Art.  18.  Las  apelaciones  en  los  casos  pre- 
venidos en  el  art.  1 3  se  interpondrán  y  admi- 
tirán respectivamente  para  ante  la  Audiencia 
territorial  ó  Tribunal  superior  inmediato  de 
los  mismos. 

Art.  19.  De  las  apelaciones  á  que  dieren 
lugar  las  providencias  de  los  Tribunales  con- 
sulares, cuando  procedan  como  juzgados  de 
primera  instancia,  conocerá  la  Audiencia  ter- 
ritorial más  inmediata  de  la  Península  ó  pose- 
siones de  Ultramar.  En  su  consecuencia,  á  fla 
de  evitar  dudas  y  dificultades,  que  ya  han 
ocurrido  respecto  de  los  Cónsules  de  África, 
de  los  fallos  pronunciados  por  los  estableeidos 
ó  que  se  establecieren  desde  el  Cabo  de  Buena- 
Esperanza  inclusive  hasta  el  Cabo  Blanco,  so- 
bre las  costas  de  Marruecos»  irán  las  apelado* 
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nes  á  la  Audiencia  de  Canarias;  desde  el  Cabo 
Blanco  hasta  el  Peñón  de  Velez,  á  la  de  Sevi^ 
lia;  desde  el  Peñón  de  Velez  hasta  Mostaganem, 
á  la  de  Granada ;  y  del  resto  de  las  costas  de 
África  y  puntos  de  Levante,  á  la  de  Mallorca. 
Art.  20.  A  fin  de  evitar  todo  entorpecí* 
miento  en  la  pronta  administración  de  justicia 
cuando  los  Cónsules  y  Vicecónsules  procedan 
como  Jueces  de  primera  instancia,  siempre  que 
sea  dable,  se  entenderán  directamente  con  la 
Audiencia  respectiva,  sin  perjuicio  de  dar  co- 
nocimiento al  Ministerio  do  Estado  si  lo  cre- 
yere conveniente. 

Art.  21.  Cuando  las  referidas  Audiencias, 
administrando  justicia,  hubieren  de  dictar  pro- 
videncias que  puedan  rebajar  el  necesario 
prestigio  de  los  Cónsules,  ó  embarazar  el  ejer- 
cicio de  sus  atribuciones  como  tales ,  antes  de 
llevarlas  á  ejecución  darán  conocimiento  al 
Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  que  lo  hará  al 
de  Estado,  adoptando  de  común  acuerdo  la 
resolución  que  conviniere. 

Art.  22.  Los  Cancilleres  de  los  Consula- 
dos, mientras  lo  son,  se  reputan  Notarios  con 
fé  pública  en  lo  judicial  y  escriturario  dentro 
del  distrito  de  aquellos.  Los  documentos  que 
autorizaren  harán  fó  en  juicio  y  fuera  de  él 
en  la  demarcación  del  Consulado ,  y  legaliza- 
zados  por  el  Cónsul  en  todo  el  Reino. 

Art.  23.  Limitándose  el  presente  decreto 
á  lo  puramente  judicial,  no  se  entienden  res- 
tringidas ó  modificadas  por  él  las  atribuciones 
de  policía  y  buen  gobierno  ni  cualesquiera 
otras  que  competen  á  los  Cónsules  como  tales. 
Art.  24.  Del  presente  decreto  se  dará 
cuenta  á  las  Cortes  en  la  próxima  legislatura. 
Dado  en  Palacio  á  veintinueve  de  Setiem- 
bre de  mil  ochocientos  cuarenta  y  ocho.s= 
Está  rubricado  de  la  Real  mano. = El  Ministro 
de  Gracia  y  Justicia,  Lorenzo  Arrazola. » 

La  rnstruccion  que  deberán  observar  los  Con  • 
sules  de  EspaOa,  su  fecha  19  de  Julio  de  1856, 
dice: 

((Articulo  1.*  Los  Cónsules  que  ejercen 
jurisdicción  contenciosa,  civil  y  criminal,'  co- 
mo los  de  Marruecos,  Berbería,  Turquía,  Pér- 
sia  y  China,  y  los  que  no  ejerciéndola  tienen 
facultad  para  instruir  diligencias  sobre  cual- 
quier desorden  y  demasía  que  ocurra  á  bordo 
de  buques  mercantes  nacionales,  harán  que 
los  facultativos  y  artesanos  españoles  concur- 
ran de  oficio  á  los  reconocimientos  de  las  per- 
sonas ó  cosas  maltratadas  por  efecto  de  algún 
delito,  siempre  que  el  perpetrador  resulte  ser 
insolvente;  pero  si  no  hubiese  peritos  del  arte 
correspondiente  que  sean  españoles,  los  bus- 
cará extranjeros  y  les  satisfará  los  honorarios 
que  devenguen  con  este  motivo. 


Art.  2.*  Todo  delincuente  español,  encar- 
celado por  disposición  del  Cónsul,  que  se  halle 
sin  recursos  para  costearse  la  subsistencia, 
será  socorrido  con  arreglo  á  la  costumbre  del 
país,  y  satisfechas  sus  estancias  en  la  cárcel 
hasta  que  cumpla  su  corrección  ó  se  envíe  al 
puerto  de  España  más  inmediato  si  del  proceso 
resu  Itare  condena  de  mayor  consideración  ó 
el  destierro  del  país  en  donde  hubiere  delin- 
quido. 

Art.  3."  En  el  caso  de  que  hubiere  nece- 
sidad de  enviar  el  procesado  á  la  Península, 
islas  adyacentes  ó  posesiones  de  Ultramar,  por 
hallarse  éstas  más  cerca,  abonará  el  Cónsul  al 
Capitán  ó  patrón  del  buque  mercante  español, 
que  bajo  su  custodia  y  responsabilidad  lo  con- 
duzca hasta  entregarlo  á  la  autoridad  compe- 
tente, los  gastos  indispensables  para  su  ma- 
nutención y  pasaje. 

Art.  4.°  Cuando  hubiere  en  el  puerto  al- 
guna embarcación  española  de  guerra,  caso 
que  el  Gobierno  no  la  hubiese  mandado  expre- 
samente á  este  fin,  oficiará  el  Cónsul  al  Co- 
mandante por  si  pudiera  encargarse  de  la  con- 
ducción del  procesado;  y  permitiendo  la  como- 
didad del  buque  y  su  destino  desempeñar  esta 
atención  del  servicio,  solo  tendrá  que  satisfa- 
cer el  Cónsul  el  valor  de  las  raciones  que  se- 
gún cálculo  aproximado  pueda  aquel  consu- 
mir durante  la  travesía,  siempre  que  el  Co- 
mandante reclame  este  socorro. 

Art.  5.*  Si  el  procesado  hubiese  sido  con- 
denado á  simple  destierro,  le  permitirá  el  Cón- 
sul, en  caso  necesario  ,  que  haga  el  viaje  en 
buque  extranjero,  y  le  costeará  el  pasaje  si 
fuese  indigente,  ajustándolo  antes  por  una 
cantidad  alzada  con  el  Capitán  ó  patrón  para 
que  le  conduzca  con  la  mayor  economía  al 
puerto  más  inmediato. 

Art.  6.^  Cuando  un  Gobierno  ó  autoridad 
extranjera  pusiera  á  disposición  de  algún 
Cónsul  de  S.  M.  cualquier  criminal  ó  deser- 
tor español  refugiado,  procederá  dicho  funcio- 
nario con  arreglo  á  lo  prevenido  para  los  pro- 
cesados por  la  jurisdicción  consular. 

Mas  si  la  extradición  del  criminal  ó  deser- 
tor procediese  de  los  Estados  fronterizos  de 
Francia  y  Portugal,  deberá  tener  entendido  el 
Cónsul,  si  fuese  llamado  á  intervenir,  que  por 
los  tratados  vigentes  con  las  referidas  Poten- 
cias quedan  á  cargo  de  éstas  los  gastos  de 
sustento  y  conducción  de  los  delincuentes 
hasta  la  frontera  de  España. 

Art.  7.^  Los  s&bditos  españoles  acusados 
de  mendicidad  y  vagancia,  que  fuesen  presos 
y  entregados  á  algún  Cónsul  de  S.  M.  para 
que  los  restituya  á  su  Patria,  serán  igualmen- 
te socorridos  por  estos  funcionarlos  de  un  Con- 
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salado  á  otro,  á  razón  de  aa  real  de  vellón 
por  legua  si  marchasen  por  tierra,  á  falta  de 
embarcación  nacional  que  los  trasporte  por 
mar;  debiendo  preferirse  siempre  esta  ultima 
vía,  porque  además  de  evitar  el  extravio  de 
dichos  individuos,  su  calidad  de  pobres  obliga 
á  todos  los  Capitanes  y  patrones  de  la  marina 
mercante  nacional  á  conducirlos  en  sus  bu- 
ques hasta  los  puertos  de  España,  ó  á  los  ex- 
tranjeros cuando  hay  en  éstos  probabilidad  de 
viaje  para  aquellos,  sin  otro  gasto  en  ambos 
casos  que  los  de  sustento. 

De  todos  modos,  se  anotará  en  los  pasapor- 
tes de  tales  personas  sus  circunstancias  parti- 
culares, el  socorro  suministrado,  el  motivo  del 
viaje  y  la  ruta  obligatoria  que  directamente 
los  encaminase  al  punto  que  les  fuere  desig- 
nado. Véase  Atribugionbs  y  Prbrooativas  con- 
sulares. 

Bases  cardinales  de  la  jurisdicción  consular,  de- 
ducidas de  los  principios  generales  del  derecho 
público. 

1.*  Bn  todas  las  cuestiones  que  se  pro- 
muevan entre  subditos  españoles,  el  primer 
deber  del  Cónsul  es  de  procurar  una  concilia- 
ción amigable. 

2.*^  El  Cónsul  puede  ser  elegido  por  las 
partes  discordantes  como  arbitro  en  el  arreglo 
de  sus  discordias,  y  su  sentencia  debe  ser 
válida. 

8.*  Si  en  un  compromiso  ó  arreglo  entre 
partes  litigantes,  éstas  renunciasen  á  la  ape- 
lación, se  entiende  que  ésta  ya  no  puede  tener 
lugar  en  ningún  tiempo  y  que  el  juicio  del 
Cónsul  es  definitivo;  en  caso  contrario,  la  ape« 
laclen  de  la  sentencia  consular  se  hará  ante 
el  Tribunal  estipulado  en  el  compromiso,  ó  á 
los  del  país  á  que  las  partes  pertenecen,  si  no 
se  hubiese  estipulado  Tribunal  alguno:  actor 
sequitur  forum  rei, 

4.'  El  procedimiento  judicial  del  Cónsul 
ha  de  ser  sumario, 

5.*  La  jurisdicción  del  Cónsul  no  puede 
ser  contenciosa, 

6.*  El  Cónsul  no  podrá  intervenir  en  asun- 
tos criminales  ó  correccionales,  promovidos 
por  partes  en  que  la  una  sea  española  y  la  otra 
extranjera,  ü  originados  en  territorio  extran- 
jero, porque  estos  casos  incumben  á  los  tri- 
bunales del  pais. 

7/  El  Cónsul,  cuya  jurisdicción  en  la  po- 
lítica interior  de  los  buques  mercantes  de  su 
pais  no  puede  ser  contestada,  la  tiene  tam- 
bién sobre  los  marineros  extranjeros  que  pu- 
diesen hallarse  á  su  bordo. 
8/    Los  Cónsules  no  necesitan  de  ningún 


poder  especial  para  proteger  y  cuidar  los  in- 
tereses de  sus  compatriotas  ausentes  en  el 
pais  en  donde  ejercen  legalmente  sus  atribu- 
ciones consulares  (1). 

JTJBI3PBTJDBNCIA.  La  ciencia  del  de- 
recho.— Los  principios  que  en  materia  de  dere- 
cho se  siguen  en  cada  pais  ó  en  cada  tribu- 
nal. —El  hábito  que  se  tiene  de  juzgar  de  tal  ó 
tal  manera  una  misma  cuestión, — La  serie  de 
juicios  ó  sentencias  uniformes  que  forman  uso 
ó  costumbre  sobre  un  mismo  punto  de  dere- 
cho. Asi,  pues,  la  jurisprudencia  no  consiste 
solamente  en  el  conocimiento  de  las  leyes, 
usos  y  costumbres,  sino  que  exige  también 
una  noticia  general  de  todas  las  cosas  sagra- 
das y  profanas  á  que  pueden  aplicarse  las  re- 
glas de  la  justicia. 

Dicese  también  Jurisprudencia  militar^  Ju- 
risprudenda  eclesiástica ,  etc.:  aquella  no  es 
otra  cosa  que  la  ciencia  de  las  leyes  de  la 
guerra  y  de  los  principios  de  derecho  que  tie- 
nen relación  con  ella;  ésta  es  la  ciencia  del 
derecho  canónico. 

JUBO.  Cierta  especie  de  consignación  ó 
pensión  perpetua,  concedida  por  el  Bey  sobre 
las  rentas  públicas,  especialmente  sobre  las  sa- 
linas ,  ya  sea  por  merced  graciosa ,  ya  por  re- 
compensa de  méritos  ó  servicios,  ya  por  vía  de 
réditos  del  capital  que  alguno  ha  entregado  con 
este  objeto ,  ya  por  indemnización  de  cesiones 
forzosas  hechas  á  favor  del  Estado.  El  juro, 
que  viene  de  la  voz  latina  jure,  es  decir ,  dere^ 
cho,  es  tenido  por  una  especie  de  censo  consig- 
nativo;  y  asi  es  que  tiene  lugar  en  los  jaros 
cuanto  se  halla  dispuesto  acerca  de  los  censos, 
con  la  diferencia  de  que  en  la  venta  de  los  cen- 
sos se  paga  alcabala ,  y  no  en  la  de  los  juros. 
Divídese  el  juro  en  juro  de  heredad  y  juro  de 
por  vida:  el  primero  se  disfruta  por  el  conce- 
sionario y  sus  descendientes ,  y  el  segundo  no 
pasa  de  la  vida  del  primer  poseedor.  De  aquí 
es  que  cuando  se  dice  que  se  dona  ó  concede 
una  cosa  por  juro  de  heredad ,  se  quiere  dar  á 
entender  que  se  concede  ó  dona  para  siempre, 
para  que  pase  de  padres  á  hijos  en  forma  de 
renta  perpetua  y  hereditaria. 

JUSTICIA.  La  voluntad  firme  y  constan- 
te de  dar  á  cada  uno  lo  que  le  pertenece. — El 
conjunto  de  todas  las  virtudes  que  constituye 
bueno  al  que  las  tiene.  — Lo  que  debe  hacerse 
según  derecho  ó  razón. — La  pena  ó  castigo  pú- 
blico.— El  poder  de  hacer  que  á  cada  cual  se 
dé  su  derecho,  y  la  administración  de  este  po- 
der.-^El  Tribunal  ó  Ministro  que  oye  y  juz^ 
á  las  partes. 


(1)    Lbtamendi,   Tratado  de  Jurisprudencia 
diplomáticoconsular,  etc.  Madrid,  1843. 
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La  jasticia  es  la  virtud  por  excelencia,  y 
sírre  de  base  á  todas  las  otras  (L).  Puede  ser 
definida  una  voluntad,  una  disposición  habitual 
y  permanente  de  mantener  á  los  hombres  en  el 
goce  de  sus  derechos ,  y  de  hacer  por  ellos  to- 
do lo  que  quisiéramos  que  se  hiciese  con  nos- 
otros mismos.  La  justicia  no  despoja  al  hombre 
de  la  libertad  ni  de  la  facultad  de  trabajar  en 
su  propia  ventura :  le  impide  tan  solo  ejercer 
este  poder  de  un  modo  perjudicial  á  los  dere- 
chos de  todos ,  derechos  que  la  sociedad  debe 
proteger  y  conservar.  Esto  supuesto ,  la  liber- 
tad del  hombre  en  la  vida  social  es  el  derecho 
que  cada  ciudadano  puede  ejercer  sin  hacer  da- 
ño á  los  otros.  Todo  acto  de  poder  que  se  hace 
con  perjuicio  ajeno  es  injusto ,  y  se  llama  H- 
eencia. 

Todo  hombre,  si  no  consulta  más  que  su  in- 
terés propio,  sus  pasiones,  sus  deseos  desarre- 
glados, puede  ser  injusto,  desconocer  los  dere- 
chos de  los  otros  y  hacerles  da&o.  La  sociedad 
le  obliga  en  bien  de  todos  á  ser  justo  con  todos, 
y  arreglar  su  conducta  para  que  contribuya  al 
bien  general. 

Las  leyes  sou  los  medios  de  que  la  sociedad 
se  vale  para  arreglar  las  acciones  de  sus  miem- 
bros é  impedirles  que  se  hagan  da&o  unos  á 
otros.  Las  leyes  son  las  voluntades  de  la  socie- 
dad, ó  las  reglas  de  conducta  que  ella  prescri- 
be á  cada  uno  de  sus  miembros  para  obligarles 
á  observar  entre  si  las  obligaciones  que  les  im- 
pone la  justicia,  y  para  estorbar  que  se  moles- 
ten unos  á  otros  en  el  ejercicio  de  sus  de- 
rechos. 

Las  leyes  son  justas  cuando  mantienen  á 
cada  miembro  de  la  sociedad  en  sus  derechos, 


íl)    Babón  db  Holbach^  Moral  universal. 


cuando  le  preservan  de  toda  violencia,  cuando 
proporcionan  á  cada  uno  el  libre  uso  de  su  per- 
sona ,  y  el  goce  de  los  bienes  necesarios  á  su 
conservación  y  á  su  felicidad.  Estos  son  los  oh 
jetos  que  la  sociedad  debe  asegurar  igualmen- 
te á  cada  uno  de  sus  miembros :  la  Autoridad 
que  sobre  ellos  ejerce  no  tiene  otro  fundamen- 
to que  las  ventajas  que  les  proporciona :  esta 
autoridad  es  justa  cuando  es  conforme  al  ñn 
de  la  sociedad ,  es  decir ,  cuando  contribuye  á 
la  felicidad  que  debe  á  los  hombres. 

JUSTIFICACIÓN.  La  prueba  que  se  ha- 
ce de  alguna  cosa  con  instrumentos  ó  testigos, 
y  especialmente  la  probanza  que  hace  el  reo  de 
su  inocencia  ó  justicia,  desvaneciendo  ios  car- 
gos que  se  le  han  hecho. 

JUSTIFICATIVO.  Lo  que  sirve  para  pro- 
bar ó  acreditar  alguna  cosa,  como  instrumento 
justificativo  con  que  se  acredita  la  verdad  de 
lo  que  se  ha  deducido.  Hecho  justificativo  que 
sirve  para  probar  la  inocencia  de  un  acusado. 

JUSTIPRECIO.  El  justo  valor  de  una  co- 
sa, ó  la  estimación  hecha  por  peritos  nombra- 
dos por  las  partes  ó  de  oficio ,  por  el  Juez,  en 
caso  de  contestación  ó  disputa  sobre  el  verda- 
dero precio. 

JUSTO.  El  que  obra  según  justicia  y  ra- 
zón. Lo  que  es  arreglado  á  las  leyes  y  á  la 
equidad  natural. 

JUZQADO.  La  junta  de  Jueces  que  con- 
curren á  dar  sentencia,  y  más  particularmente 
el  tribunal  de  un  solo  Juez.  El  lugar  donde  se 
juzga.  El  territorio  á  que  se  extiende  la  juris- 
dicción de  un  Juez.  La  judicatura,  esto  es,  el 
empleo  ii  oficio  de  Juez. 

JUZQAB.  Dar  el  Juez  sentencia.  Anti- 
guamente condenar  á  alguno  por  justicia  en  la 
pérdida  de  alguna  cosa. 
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K.  Esta  letra,  que  se  ha  coatado  hasta  aho- 
ra como  perteneciente  á  nuestro  abecedario, 
solo  se  usa  en  algunas  roces  tomadas  de  otros 
idiomas,  según  dice  el  Diccionario  de  la  Áca^ 
demia  Española^  y  aun  en  éstas  se  puede  suplir 
con  la  C  antes  de  las  vocales  A,  O,  U,  y  con 
la  Q,  interponiéndose  la  U  antes  de  la  B,  L 

La  ley  Remmia  quiso  que  á  todo  calum- 
niador se  le  imprimiese  en  la  frente  con  un 
hierro  ardiendo  la  letra  JT,  para  perpetuar  su 
infamia  y  que  todos  se  guardasen  de  él. 

Como  signo  de  orden,  la  Jl  indica  el  un« 
décimo  objeto  de  una  serie  ó  la  undécima  par- 
te de  un  todo. 

Gomo  letra  numeral  valia  250  ;  y  ponién- 
dola una  rayita  encima  valia  250.000. 

Con  la  letra  G  se  escriben  algunas  palabras 
jurídicas  que  antes  se  escribían  con  K  y  aho- 
ra con  (7,  como  Calendas^  Calendario,  Calum- 
nia,  etc. 

Entre  los  modernos  se  usa  principalmente 
la  K  en  las  lenguas  germánicas  y  eslavas.  Los 
rusos  y  los  servios  no  conocen  la  (7,  y  los  po- 
lacos jamás  la  confunden  con  la  K:  lo  que  su- 
cede en  castellano  con  esta  letra,  viene  á  su- 
ceder en  las  lenguas  germánicas  con  la  (7,  á 
saber:  que  solo  se  emplea  en  las  dicciones  de 
origen  exótico. 

En  la  geografía  se  encuentra  la  K  en  mu- 
chos nombres  propios  de  lugares  pertenecien- 
tes al  Norte  de  Europa,  al  Asia,  al  África  y  á 
la  América;  á  pesar  de  todo,  algunos  traducto- 
res de  nombres  sustituyen  frecuentemente  es- 
ta letra  con  la  C  y  con  la  Q. 

EA.  Es  el  nombre  de  la  duodécima  letra  del 
orden  de  las  guturales  en  el  alfabeto  sánscrito. 

EABESQIJI.  Nombre  de  una  moneda  de 
plata  que  se  usa  en  Pérsia.  También  se  da  este 
nombre  á  otra  moneda  de  cobre  usada  en  di- 
cho país,  equivalente  á  unos  cinco  maravedís. 

¿APPIKKE.  Especie  de  moneda  mosco- 
vita equivalente  á  unos  siete  maravedís. 

EUiÓGRAMO.  Peso  de  mil  gramos. 

EJtLÓLITBO.  Medida  de  capacidad  igual 
á  un  metro  cubico. 

KILÓMETRO.  Medida  de  longitud  que 
equivale  á  1.000  metros. 

KOOLI8.  Chinos  contratados  para  la  isla 

de  Cuba.  Las  reglas  establecidas  para  esta 

contratación  en  Filipinas,  según  la  Real  orden 

de  Diciembre  de  1867,  son  las  siguientes: 

1 .'    La  intervención  y  autorización  del  go- 


bernador civil  de  Manila  ó  de  sus  agentes  ó 
delegados  serán  requisitos  indispensables  pa- 
ra que  los  chinos  contratados  en  aquella  ciu- 
dad puedan  ser  recibidos  en  la  isla  de  Cuba. 
El  gobernador  ó  sus  agentes  serán  responsa- 
bles de  que  las  contratas  se  hallen  ajustadas  á 
lo  preveuido  en  el  Reglamento  de  6  de  Julio 
de  1860,  y  los  embarques  se  veriñquen  con 
arreglo  á  la  legislación  marítima  y  sanitaria 
y  á  la  policía  y  buen  gobierno. 

2.*  Las  contratas  con  los  chinos  se  pre- 
sentarán por  las  empresas  exportadoras  en  el 
Gobierno  civil  de  Manila,  cuadruplicadas  y 
traducidas  por  triplicado.  El  Gobernador  las 
pasará  al  Gobernadorcillo  de  Sangleyés  para 
que  autorice  los  cuatro  ejemplares  después  de 
examinar  á  los  Koolís,  con  objeto  de  hacer 
constar  en  las  contratas  si  van  ó  no  volunta- 
riamente. Uno  de  estos  ejemplares  se  devol- 
verá al  representante  déla  empresa,  y  los  otros 
tres  con  las  traducciones  respectivas  se  re- 
mitirán al  Gobernador  superior  civil  de  Fili- 
pinas para  que  dirija  uno  al  Gobierno  de  3.  M., 
y  los  dos  restantes  al  Gobernador  superior  civil 
de  Cuba  para  los  efectos  del  art.  8.*  del  citado 
Reglamento  de  6  de  Julio  de  1860. 

3.'  De  los  chinos  que  se  embarquen  en 
cada  buque  facilitará  asimismo  la  empresa  al 
Gobierno  civil  lista  cuadruplicada  y  expresi- 
va de  su  sexo,  edad  y  demás  señas  persona- 
les. El  Gobernador  ó  su  delegado  autorizará 
los  cuatro  ejemplares;  devolverá  uno  á  la  em- 
presa, se  reservará  otro  y  pasará  los  otros  dos 
al  Gobernador  superior  civil  de  Filipinas,  pa- 
ra que  los  remita  al  de  3.  M.  y  al  superior  ci- 
vil de  Cuba. 

4.'  De  todo  buque  que  salga  de  Manila 
con  koolis  contratados  para  Cuba,  dará  el  go- 
bierno superior  civil  de  Filipinas  conocimien- 
to circunstanciado  y  directo  al  de  S.  M.  y  al 
Gobernador  de  aquella  provincia. 

5.*  Las  disposiciones  penales  que  contiene 
el  art.  20  del  Reglamento  de  6  de  Julio  de 
1860.  se  entenderán  modificadas  en  cuanto  se 
refieren  á  la  intervención  de  los  Agentes  con- 
sulares en  estos  asuntos,  en  los  términos  qae 
quedan  expresados  y  á  virtud  de  las  lealta- 
des concedidas  al  gobierno  superior  de  Filipi- 
nas por  Real  orden  de  26  de  Abril  de  1866 . 

KOUTCHOUK-KAYNABDJI.  Tratado 
de  paz  celebrado  en  este  pueblo  entre  la  Tur- 
quía y  la  Rusia  en  1754. 
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LADBON.  El  que  comete  algún  hurto  ó 
robo.  Viene  de  la  palabra  latina  latro,  que  an- 
tiguamente tuvo  varias  signiflcaclones.  Lia* 
máronse  latrones,  como  si  dijéramos  laterones, 
de  la  voz  latus^  laUrit,  lado  ó  costado,  los  mi- 
litares que  acompañaban  á  los  Emperadores,  á 
los  Reyes  y  á  otros  señores,  porque  iban  ar- 
mados á  su  lado,  cireum  latera,  y  los  defendían 
de  todo  peligro.  Virgilio,  en  el  libro  12  de  la 
Bneida,  denomina  laírones  k  los  cazadores,  sin 
duda  porque  se  ocultan  á  veces  y  están  á  la 
espera  de  la  caza.  T  por  fln,  se  aplicó  el  nom- 
bre de  ladrón  exclusiyamente  á  los  salteadores 
de  caminos  y  á  todos  los  demás  que  roban  á 
la  fuerza  y  armando  asechanzas;  de  suerte  que 
este  vocablo  es  del  numero  de  aquellos  que 
siendo  de  un  origen  honesto,  pasaron  después 
á  ser  odiosos,  como  los  de  tirano  y  sofista. 
Véase  Hdeto  y  Bobo. 

LANAS.  La  lana  es  el  vellón  ó  pelo  de  la 
oveja  y  del  carnero.  La  hay  de  tres  clases: 
una  muy  fina,  que  es  la  de  las  ovejas  merinas, 
y  sirve  para  hacer  los  paños  y  demás  tejidos 
finos;  otra  de  inferior  calidad,  que  dan  las 
ovejas  riberiegas,  de  que  se  hacen  paños  más 
gruesos,  bayetas  y  otros  tejidos  de  este  géne- 
ro; y  la  otra  de  las  ovejas  churras,  que  es  la 
más  tosca,  grosera  y  de  pelo  más  largo,  y  sir- 
ve para  paños  bastos. 

Los  estrechos  limites  de  esta  obra  nos  im- 
piden recorrer  la  historia  de  este  ramo,  de  tan 
pingue  riqueza  en  todas  las  Naciones  de  Eu- 
ropa y  América.  En  tiempos  no  muy  remotos 
nuestras  lanas  fueron  tan  celebradas  y  tanto 
se  extendió  la  fama  de  ellas,  que  durante  mu- 
chos siglos  no  encontraron  competencia  en  los 
principales  mercados  de  Europa. 

Según  la  Real  orden  de  25  de  Setiembre 
de  1743,  salian  cada  año  de  España  320.000 
arrobas  de  lana  lavada  y  30.000  en  sucio:  to- 
tal 350.000  arrobas;  y  en  1858  exportamos 
un  total  general  de  159.917,  ó  sean  190.083 
arrobas  de  menos. 

Por  Real  orden  circular  de  16  de  Julio  de 
1871,  los  Cónsules  deben  remitir  un  estado 
de  los  precios  corrientes  de  las  lanas  en  sus 
respectivas  residencias.  Véase  Ganado. 

LANZAS.  Asi  se  llama  la  contribución 
que  se  exige  á  los  Duques  y  títulos  como 
equivalente  de  la  obligación  que  tenían  de 
concurrir  personalmente  á  los  ejércitos  con  un 
cierto  numero  de  soldados,  mantenidos  á  su 
costa. 


Cuando  sobre  las  reliquias  del  gobierno 
feudal  los  Monarcas  de  España  levantaron  su 
poder  estableciendo  un  sistema  regular  de  mi- 
licias, correspondiente  al  que  ya  hablan  adop- 
tado las  demás  Naciones  de  Europa,  y  se  abo- 
lió el  de  las  tropas  colecticias,  se  eximió  á  la 
nobleza  del  deber  de  asistir  á  las  empreaas 
militares;  y  regulando  en  20  lanzas  ó  solda- 
dos los  que  debía  mantener  cada  Duque,  se 
fijó  en  7.000  rs.  el  derecho  pecuniario  que  ha- 
bla de  pagar  cada  uno,  y  en  3.600  el  de  los 
Condes  y  Marqueses,  con  aplicación  de  sus 
rendimientos  á  sostener  los  presidios. 

LASTBE.  Los  lingotes  de  hierro  viejo,  la 
piedra,  arena  ú  otra  materia  pesada  que  se 
mete  en  el  fondo  de  las  embarcaciones  con 
el  objeto  de  que  entren  en  el  agua  todo  lo  pre- 
ciso para  que  naveguen  bien. 

El  art.  137,  tít.  7.*,  trat.  5.*  de  las  Orde- 
nanzas generales  de  la  armada  prescribe:  aQue 
no  se  puede  lastrar  ni  deslastrar  embarcación 
alguna  sin  permiso  del  Capitán  del  puerto.»  En 
el  mismo  se  detallan  las  precauciones  que  de- 
ben adoptarse  para  no  perjudicar  el  fondo. 
Para  regularizar  este  servicio,  en  Real  orden 
de  3  de  Diciembre  de  1852,  al  paso  que  se  de- 
claró el  derecho  que  compete  á  toda  embarca- 
ción para  lastrar  y  deslastrar  con  sus  propias 
lanchas  y  tripulaciones,  se  fijaron  las  reglas 
con  que  debe  practicarse  este  servicio. 

Por  Real  orden  circular  de  31  de  Octubre 
de  1860  se  previene  sobre  el  lastre  de  lingo- 
tes: ((Que  en  el  caso  de  que  á  un  buque  le  so- 
bre lastre  por  convenir  á  los  consignatarios  la 
admisión  de  una  carga,  pueda  alijar  la  parto 
que  no  necesite,  depositándola  en  un  almacén, 
que  proporcionará  el  consignatario  con  la  obli- 
gación de  ser  reembarcado  precisamente  en  el 
mismo  buque  tan  luego  como  le  haga  falta; 
pero  que  esta  operación  en  su  caso  se  practi- 
que con  intervención  de  los  jefes  de  la  Aduana 
y  el  del  resguardo  del  muelle,  haciéndose 
constar  esta  diligencia  en  el  certificado  de  que 
se  hallarán  provistos  los  Capitanes;  asi  como 
también  la  de  reembarque  cuando  se  solicite, 
y  que  esta  misma  operación  se  practique  en 
los  puertos  extranjeros;  pero  fiscalizada  com- 
petentemente por  los  Cónsules  españoles,  pre- 
vias las  mismas  formalidades  que  quedan  in- 
dicadas, ít 

El  Ministerio  de  Estado  en  Real  orden  de 
27  de  Agosto  de  1848  dijo:  ((Que  no  se  per- 
mita ir  á  Argelia  en  lastre  á  ningún  buque  ({ue 
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no  acredite  que  sa  objeto  es  traer  cargo  de- 
terminado, y  que  la  cabida  de  los  buques  para 
ambas  costas  sea  de  menos  de  20  toneladas,  y 
que  los  Cónsules  den  los  avisos  convenientes 
á  las  Autoridades  respectivas,  á  fln  de  que  és- 
tas vigilen  los  buques  que  se  ocupen  en  el 
tráfico  de  contrabando.»  También  en  la  mis- 
ma dice:  «Que  respecto  á  los  certificados  que 
daban  los  Cónsules,  éstos  eran  ineficaces  para 
evitar  el  fraude;  porque  los  Capitanes  de  bu- 
ques mercantes  pueden  verse  en  la  preci- 
sión de  variar  de  rumbo  per  efecio  del  mar  y 
viento,  siendo  difícil  averiguar  la  verdad  del 
hecho. » 

Tanto  esta  Real  orden  como  la  anterior  de 
18  de  Octubre  de  1847  han  sido  derogadas 
por  las  últimas  Ordenanzas  de  Aduanas  de  15 
de  Julio  de  1870. 

LAIJDEMIO.  Cierto  derecho  ó  pensión 
pagada  al  señor  del  dominio  directo,  cuando 
se  enajenan  las  tierras  ó  posesiones  dadas  á 
enfltéusis.  El  laudemio  se  paga  en  los  mismos 
casos  que  la  alcabala. 

LAUDO  OMOLOGADO.  Lando  es  una  voz 
anticuada  que  significa  convenio^  Juicio  6  sen- 
tencia, y  omologado  es  lo  mismo  que  consentido. 

LAZABETO.  El  hospital  ó  lugar  señala- 
do ftiera  de  poblado  para  hacer  la  cuarentena 
los  que  vienen  de  parajes  sospechosos  de  al- 
guna enfermedad  contagiosa.  La  policía  con- 
cerniente á  los  lazaretos  la  establece  y  deter- 
mina en  muchos  países  la  Autoridad  superior, 
y  los  Directores  de  las  Juntas  de  Sanidad  toman 
las  medidas  que  son  necesarias  para  impedir 
toda  comunicación  con  gente  que  infunda  sos- 
pechas sanitarias,  sea  en  el  interior  ó  exterior 
de  los  lazaretos.  En  estos  lazaretos  se  prodiga 
todos  los  auxilios  de  la  ciencia  que  son  nece- 
sarios. En  algunos  países  el  nombre  de  lazareto 
se  aplicaba  á  los  hospitales  en  general,  y  el 
lazarum  era  el  asilo  consagrado  á  los  lazaH  6 
leprosos. 

La  Beal  orden  de  6  de  Junio  de  1860,  del 
Ministerio  de  la  Gobernación,  determina  la 
clasificación  de  los  puertos  de  la  Península  é 
islas  adyacentes  para  el  establecimiento  de  la- 
zaretos de  observación,  y  además  previene: 

«Art.  14.  Los  Gobernadores  de  las  pro- 
vincias marítimas  con  lazaretos  de  observa- 
ción excitarán  el  celo  de  las  respectivas  Jun- 
tas de  comercio  para  que  los  auxilien  como 
directamente  interesadas  en  la  existencia  del 
lazareto,  á  fin  de  que  éste  se  plantee  con  la 
brevedad  posible  y  las  condiciones  propias  á 
los  establecimientos  de  su  clase. 

Art.  15.  Las  Juntas  de  sanidad  de  los 
puertos  de  primera  clase  destinarán  para  el 
servicio  de  los  lazaretos  de  observación  al  se- 


gundo médico  d  e  visita  de  naves  y  el  numero 
do  celadores  que  consideren  indispensables. 

Art.  16.  Los  lazaretos  sucios  de  San  Si- 
món y  Mahon  dependerán  directa  y  exclusiva- 
mente, el  primero  del  Gobernador  de  la  pro- 
vincia de  Pontevedra  y  el  segundo  del  Gober- 
nador de  Menorca.» 

Por  decreto  de  6  de  Abril  de  1874,  las 
cuarentenas  que  hagan  los  buques  extranjeros 
en  nuestros  lazaretos  sucios  de  San  Simón, 
Tambo,  Mahon  y  Santander  se  deben  consi- 
derar como  arribadas  forzosas.  Véase  Ccaibn- 

TENAS. 

LEGADO.  Esta  palabra,  que  entre  nos- 
otros es  igual  á  la  de  manda,  designaba  anti- 
guamente todas  las  especies  de  disposiciones 
testamentarias,  como  que  tomada  gramatical- 
mente según  su  etimología,  derivada  a  lege, 
era  todo  lo  que  el  testador  como  dueño  y  le  • 
gislador  de  sus  cosas  mandaba  que  se  hiciese 
de  ellas  después  de  su  muerte,  pues  su  ultima 
voluntad  se  consideraba  como  ley.  Así  es  que 
la  ley  de  las  Doce  Tablas,  que  permitía  á  los 
padres  de  familia  legar  su  patrimonio,  encer- 
raba en  este  permiso  la  facultad  de  instituir 
herederos,  de  nombrar  legatarios,  de  dar  li- 
bertad á  los  esclavos  y  establecer  tutores,  se- 
gún declaración  de  la  ley  120,  D.  De  Verb.  sig- 
nijlcationibus, 

Dividense  los  legados  en  específicos,  gené- 
ricos y  vitalicios: 

Especljtcos,  cuando  el  testador  señala  una 
cosa  determinada  en  que  haya  de  consistir, 
como  si  dijese:  aLego  á  B...   la  casa  que  po 
see  en  la  calle  de...,  núm...» 

Genérico,  cuando  no  especifica  la  cosa  que 
ha  de  ser  objeto  del  legado,  como  si  dijera: 
«Mando  á  B...  una  do  las  alhajas  de  mi  uso,  ó 
una  de  las  casas  que  poseo.» 

El  vitalicio  se  entiende  cuando  lega  el  tes- 
tador una  cantidad  diaria,  ó  que  se  mantenga 
y  dé  habitación  al  legatario  durante  su  vida. 

Los  legados  específicos  trasmiten  el  domi- 
nio de  la  cosa  al  legatario  desde  la  muerte  del 
testador;  los  genéricos  no  trasfieren  el  domi- 
nio hasta  que  se  hace  material  entrega  de  las 
cosas  (1). 

Kn  los  legados  genéricos,  si  entre  los  bie- 
nes de  aquel  se  encuentran  cosas  del  mismo 
género,  tiene  el  legatario  el  derecho  de  eaco- 
jer,  con  tal  que  no  sea  lo  mejor,  como  si,  por 
ejemplo,  consiste  en  una  yegua  y  en  el  cau- 
dal hereditario  hay  más  de  una.  Pero  consis- 
tiendo en  una  cosa  ó  efecto  que  no  se  halle 
entre  los  bienes  del  testador,  tiene  el  herede- 
ro obligación  de  comprarla,  aunque  con  el  de- 


(1)    Ley  18,  tít.  9.^  Partida  Q,* 
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recho  de  elegir  entre  las  cualldadeB  buena, 
mediana  y  regular  (1). 

Bata  regla  se  entiende  cuando  el  legado 
consiste  en  un  objeto  natural,  como  un  ca- 
ballo, una  res  I  etc.;  pero  no  cuando  es  un  ob- 
jeto fabril  é  industrial,  como  una  casa,  sin  se- 
fialar  cuál  sea,  en  cuyo  caso  cumple  el  here- 
dero con  dar  una  de  las  del  testador,  cual- 
quiera que  fuere,  ó  la  que  hubiere  entre  su 
caudal  si  no  se  hallare  más  que  una. 

Si  el  legado  consiste  en  la  opción  ó  elec- 
ción entre  dos  cosas,  para  que  el  legatario  es- 
coja la  que  mejor  le  pareciere,  después  de  ha- 
ber elegido  una,  no  puede  arrepentirse;  y  si 
la  elección  se  comete  á  un  tercero  y  éste  no  la 
realiza  en  el  término  de  un  año,  por  no  poder 
ó  no  querer,  pasa  el  derecho  de  elección  al  le- 
gatario. 

Bn  cuanto  á  los  legados  especiflcos,  di- 
ciendo el  testador  que  lega  tanta  cantidad ,  que 
se  hallará  en  tal  parte,  si  con  efecto  se  en- 
cuentra en  ella,  está  obligado  el  heredero  á 
entregarla  ai  legatario;  pero  si  se  hallare  me- 
nos de  la  señalada,  cumple  con  darle  la  suma 
que  se  hubiere  encontrado;  y  si  en  el  sitio  de- 
signado por  el  testador  hay  mayor  cantidad 
que  la  legada,  cumple  el  heredero  con  entre- 
irar  la  cantidad  en  que  haya  consistido  la 
manda,  quedándose  con  la  restante  (2).  Dice 
Sala  que  en  caso  de  duda  siempre  está  la  pre- 
sunción en  favor  del  heredero. 

Los  legados  genéricos  no  trasfleren  el  do- 
minio al  legatario  hasta  que  se  hace  la  mate- 
rial entrega  de  la  cosa  en  que  consisten;  pero 
los  específicos  la  trasmiten  desde  la  muerte  del 
testador. 

Para  más  amplios  pormenores ,  véase  Bi^ 
hlioteca  de  BBcHbanot,  por  Ortiz  de  Züñiga,  to- 
mo 1,*,  pág.  190  y  191,  cap.  18,  y  para  las 
mejoras  de  tercio  y  quinto  el  cap.  1 9. 

IiSGAL.  Lo  que  está  prescrito  por  ley  ó 
es  conforme  á  ella.  Asi  se  llaman  penas  lega^' 
les  las  que  están  prescritas  por  las  leyes  para 
tales  ó  tales  crímenes  ó  delitos,  á  diferencia  de 
las  penas  arbitrarias,  que  dependen  de  la  opi- 
nión de  los  jueces. 

IiEGAIJZ ACIÓN.  La  declaración  que  un 
Oficial  publico  da  por  escrito  al  pié  de  un  ins- 
trumento atestando  la  verdad  de  las  firmas 
puestas  en  él,  asi  como  las  calidades  de  las 
personas  que  le  han  hecho  y  autorizado,  para 
que  se  le  dé  crédito  en  todas  partes.  Así  es 
que  cuando  se  tiene  que  presentar  una  escri- 
tura en  un  Tribunal  donde  no  es  conocido  el 
Escribano  que  la  recibe,  se  debe  legalizar  con 


(1 )  Ley  23,  tít.  3.^,  Part.  6.» 

(2)  Ley  18,  tít.  9,%  Part.  6.* 


tres  Escribanos  que  certifi  quen  de  la  firma, 
signo  y  legitimidad  de  aquel.  Cuando  el  do- 
cumento se  ha  de  presentar  en  país  extranjero, 
ha  de  ir  legalizado  por  el  Magistrado  superior 
de  la  provincia  y  el  Cónsul  de  aquel  país,  si  le 
hubiere;  y  á  veces  se  exige  la  legalización  del 
Ministró  de  Justicia  ó  del  despacho  de  que  de- 
penda el  empleado  publico  que  hubiere  exten- 
dido el  instrumento,  la  del  de  Estado  ó  Nego- 
cios extranjeros  y  la  del  Embajador  de  la  Na- 
ción en  que  hubiere  de  presentarse  (1). 

Siendo  la  legalización,  según  se  ha  dicho, 
la  autorización  ó  comprobación  de  un  instru- 
mento público,  la  certificación  de  su  verdad  ó 
legitimidad  para  que  tengan  valor  en  España 
los  que  se  otorguen  ante  Escribano  en  el  ex- 
tranjero, deben  estar  legalizados  por  los  Cón- 
sules españoles  en  cuya  demarcación  se  hayan 
otorgado.  (Orden  de  la  Regencia  de  9  de  Ju- 
nio de  1842.) 

La  Real  orden  de  24  de  Agosto  de  1837 
previene  «que  los  documentos  otórgalos  en 
dominios  españoles  sin  la  legaMzacion  del  res- 
pectivo Cónsul  francés  para  justificar  derecho 
en  Francia,  los  Cónsules  de  España  en  dicho 
país  no  pondrán  el  visto  en  tales  documentos, 
puesto  que  por  punto  general  nadie  certifica 
de  la  legalidad  de  firmas  que  no  conoce ;  pero 
sin  embargo,  si  aconteciere  que  los  documen- 
tos proceden  de  paraje  donde  no  haya  Agente 
público  francés  que  los  legalice,  el  Cónsul  ex- 
presará, siendo  requerido,  que  á  su  parecer 
son  dignos  de  crédito  por  hallarse  revestidos 
de  las  formalidades  legales  acostumbradas  en 
España.» 

La  de  30  de  Noviembre  de  1845  manda 
que  «  siendo  desconocidas  en  el  Ministerio  de 
Estado  las  firmas  de  los  Vicecónsules  y  Agen- 
tes comerciales  que  aparecen  en  los  documen- 
tos presentados  á  legalizar ,  ha  tenido  á  bien 
mandar  que  en  lo  sucesivo  sean  además  firma- 
dos dichos  documentos  por  el  Jefe  de  Legación 
ó  Cónsul  respectivo.» 

El  art.  22  del  decreto  de  29  de  Setiembre 
de  1848  dice: 

((Los  Cancilleres  de  los  Consulados,  mien* 
tras  lo  son,  se  reputan  Notarios  con  fé  pública 
en  lo  judicial  y  escriturario  dentro  del  distrito 
de  aquellos.  Los  documentos  que  autorizarán 
harán  fé  en  juicio  y  fuera  de  él  en  la  demar- 
cación del  Consulado,  y  legalizados  por  el 
Cónsul,  en  todo  el  Reino.» 

La  de  7  de  Junio  de  1859  recuerda  la  an- 
terior, siendo  su  exacta  reproducción,  sin  más 
variación  que  la  fecha. 


(1)    MoRBNO,  Tratado  elemerUal  de  instrumen- 
tos públicos. 
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La  de  18  de  Mayo  de  1866  es  otra  circa- 
lar  que  también  recuerda  el  camplimiento  de 
las  Reales  órdenes  circulares  ya  citadas. 

La  legalización  de  las  firmas  de  los  Vice- 
cónsules dependientes  en  los  casos  prevenidos 
por  las  Reales  órdenes  anteriores  gozan  fran- 
quicia de  derechos  por  haberse  ya  satisfecho 
en  el  Yiceconsulado  los  derechos  de  tarifa. 

En  todo  Consulado  se  llevará  un  registro 
de  Legalización  de  Jlrmas  de  Autoridades  y  par-- 
ticulares  con  ocho  casillas: 
1.'     Numero  de  orden. 
2.'     Fecha  de  la  legalización. 
3.*    Clase  del  documento  legalizado. 
4/     Perteneciente  á. 
5/     Fecha  del  documento  legalizado. 
6.*     Firma  legalizada. 
7.*     Observaciones. 

8.*     Derechos  consulares.  Véase  Actos  no- 
tariados. 

LEGáJLIZAB.  Autorizar  un  instrumento 
publico,  certificando  en  forma  auténtica  acer- 
ca de  su  verdad  y  legalidad.  Véase  Legalización. 

IiEGISLAOION.  La  ciencia  de  las  leyes, 
y  el  cuerpo  ó  conjunto  de  leyes  por  las  cuales 
se  gobierna  un  Estado. 

LEGISLADOS.  El  que  da  Ó  establece 
leyes. 

LEGISLAR.  Dai?  ó  establecer  leyes. 

LEGISLATIVO.  Se  aplica  al  cuerpo  ó 
Código  de  leyes,  y  al  derecho  ó  potestad  de 
hacerlas. 

LEGISLATURA.  El  Cuerpo  legislativo 
en  actividad,  y  el  tiempo  de  su  duración. 

LEGISTA.  El  Letrado  ó  profesor  de  leyes 
ó  de  jurisprudencia»  y  el  que  las  estudia. 

LEGÍTIMA.  La  parte  de  herencia  que  se 
debe  por  disposición  de  la  ley  á  los  herederos 
forzosos;  ó  bien,  una  porción  que  la  ley  con- 
fiere á  ciertos  herederos  presuntivos  en  los  bie- 
nes que  hubieran  recogido  en  totalidad  sin  las 
disposiciones  que  el  difunto  ha  hecho  de  ellos 
en  perjuicio  suyo.  Es  un  remedio  introducido 
contra  las  liberalidades  indiscretas  de  los  que 
naturalmente  deben  proveer  á  la  subsistencia 
de  sus  sucesores  abiñtestalo;  un  socorro  man- 
dado por  la  naturaleza  y  arreglado  por  la  ley. 

LEGITIMACIÓN.  Un  acto  que  constitu- 
ye en  el  estado  de  hijo  legítimo  al  que  ha  na- 
cido fuera  de  matrimonio,  ó  una  ñccion  legal 
por  la  cual  un  hijo  nacido  fuera  de  matrimo- 
nio es  asimilado  á  un  hijo  legítimo. 

LEGÍTIMO.  Lo  que  es  conforme  á  las  le- 
yes.—  Lo  que  está  introducido,  instituido, 
confirmado  ó  comprobado  por  alguna  ley.  — 
Lo  que  es  cierto  y  verdadero  en. cualquiera  li- 
nea. Dlcese  del  hijo  del  matrimonio  que  ha 
sido  legalmente  celebrado. 


LEMAN  Ó  LEMANES.  El  piloto  de  puer- 
to ó  costas.  Véase  Práctico. 

LEONINO.  Por  alusión  á  la  fábula  del 
león,  se  aplica  el  epíteto  de  leonina  á  la  socie- 
dad en  que  se  pacta  toda  la  ganancia  para  ua 
socio  y  toda  la  pérdida  para  otro,  ó  en  que  se 
pacta  para  un  socio  parte  en  la  ganancia  y 
ninguna  en  la  pérdida,  ó  al  contrario. 

LESA  MAJESTAD.  Majestad  agraviada 
ü  ofendida.  Hay  crimen  de  lesa  majestad  di- 
vina y  crimen  de  lesa  majestad  humana.  El 
crimen  de  lesa  majestad  divina  es  una  ofeosa 
cometida  contra  Dios,  como  la  apostasía,  be- 
regia,  blasfemia,  sacrilegio,  sortilegio  y  sioíio- 
nia.  El  crimen  de  lesa  migestad  humana  es  el 
atentado  cometido  contra  el  Soberano  ó  contra 
el  Estado.  Véase  Traición. 

LESIÓN.  El  daño  ó  perjuicio  que  se  cau- 
sa en  los  contratos  onerosos,  y  especialmente 
en  las  compras  y  ventas,  por  no  hacerlas  en 
su  justo  precio.  Hay  lesión  enorme  y  lesión 
enormísima.  Lesión  enorme  es  el  perjuicio  ó 
agravio  que  alguno  experimenta  por  haber 
sido  engañado  en  algo  más  de  la  mitad  del 
justo  precio.  Lesión  enormisiina  es  el  perjuicio 
ó  agravio  que  alguno  experimenta  por  haber 
sido  engañado  en  mucho  más  de  la  mitad  del 
justo  precio. 

LETBA.  La  f»rma  y  modo  particular  que 
cada  uno  tiene  de  escribir.  —El  sentido  gra- 
matical de  una  frase,  sentencia  ó  discurso. 

LETBA  ABIEBTA.  La  carta  de  crédito 
y  orden  que  se  da  á  favor  de  alguno  para  que 
se  le  franquee  el  dinero  que  pida,  sin  limita- 
ción de  cantidad. 

LETBAS  DE  CAMBIO.  Documento  ex- 
tendido en  forma  legal,  en  virtui  del  cual  una 
persona  manda  á  otra  satisfacer  cierta  canti- 
dad á  la  orden  de  un  tercero  en  una  plaza  dis- 
tinta de  donde  se  expide  la  letra. 

Las  personas  que  intervienen  en  ana  letra 
de  cambio  son  y  se  llaman  asi:  el  que  gira  y 
firma  la  letra,  librador;  aquel  á  cuyo  favor  se 
expide,  tomador;  el  que  ha  de  satisfacerla,  pa- 
gador: si  la  letra  se  endosa,  llámase  endosante 
el  que  trasfiere  su  propiedad,  y  portador  el  que 
la  adquiere. 

La  letra  de  cambio,  generaljaente  hablan- 
do, es  un  documento  privado;  no  obstante, 
puede  intervenir  un  Notario  pCiblico  en  su  re- 
dacción y  dar  fé  de  la  autenticidad  de  la  firma 
del  librador.  (C,  427.) 

Para  que  las  letras  surtan  en  juicio  los 
efectos  que  el  derecho  mercantil  les  atribuj'e, 
han  de  reunir  los  requisitos  siguientes: 

1.*     El  lugar,  dia,  mes  y  año  en  que  se  li- 
bran. 

2.*    La  época  en  que  deben  ser  pagadas. 
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3/  Bl  nombre  y  apellido  de  la  persona  á 
cuya  orden  se  manda  hacer  el  pago. 

4.*  La  cantidad  que  el  librador  manda  pa- 
gar, detallándola  en  moneda  real  y  efectiva  ó 
en  las  monedas  nominales  adoptadas  por  el  co- 
mercio. 

5.*  El  valor  de  la  letra,  ó  sea  lo  qae  el  li- 
brador recibe  en  cambio  de  ella,  especificando  si 
lo  recibió  en  metálico  ó  en  mercaderías ,  ó  si  es 
valor  entendido  ó  en  caenta  con  el  tomador. 

6.*  El  nombre  y  apellido  de  la  persona  de 
quien  se  recibe  el  valor  antedicho,  ó  en  cuya 
caenta  se  carga. 

7.*  El  nombre  y  domicilio  de  la  persona  á 
cuyo  cargo  se  libra. 

8.*  La  Arma  del  librador  ó  de  la  persona 
que  firme  en  su  nombre  con  poder  suficiente. 

9.*  Estar  estendidas  en  el  papel  del  sello 
correspondiente. 

La  circunstancia  primera  que  marca  la  ley 
de  expresarse  en  las  letras  el  lugar  y  fecha  en 
que  se  libran,  tiene  por  objeto  asegurar  el 
cumplimiento  de  lo  establecido  acerca  de  la  in* 
eficacia  de  las  letras  giradas  en  el  mismo  pun- 
to donde  se  han  de  satisfacer,  y  tener  en  la  fe- 
cha un  punto  seguro  de  partida  para  las  le- 
tras giradas  á  plazo  á  contar  desde  que  se  ex- 
piden. Si  las  letras  careciesen  de  esta  primera 
condición  legal,  se  considerarán  como  un  sim- 
ple mandato'  ó  como  una  especie  de  recibo  de 
la  cantidadjezpresada. 

Solamente  en  las  letras  de  cambio  previe- 
ne la  ley  que  se  estampe  la  época  del  pago, 
con  objeto  sin  duda  de  atenerse  á  las  prácti- 
cas comerciales,  que  son  las  siguientes  res- 
pecto á  este  punto: 

Girar  la  letra  á  la  vista  ó  presentación,  en 
cuyo  caso  se  satisface  el  mismo  dia  de  presen- 
tarla  el  pagador.  ((7.,  439  y  440.) 

Girarla  á  uno  ó  muchos  dias,  uno  ó  mu- 
chos meses  vista,  y  entonces  es  pagadera  al 
plazo  señalado ,  que  empezará  á  correr  desde 
el  dia  siguiente  á  su  aceptación  ó  á  su  protes- 
to, si  no  fuere  aceptada.  ((7.,  439  y  441.) 

Girarla  á  uno  ó  muchos  dias,  uno  ó  mu* 
chos  meses  fecha,  corriendo  entonces  el  plazo 
desde  el  dia  inmediato  siguiente  al  de  su  gi- 
ro, (a.,  442.) 

Girarla  á  dia  fijo  y  determinado,  siendo 
pagadera  entonces  en  el  dia  marcado  para  su 
vencimiento.  {O.,  439  y  445.) 

Girarla  á  una  feria,  y  la  letra  será  paga- 
dera entonces  el  último  dia  de  ella,  como  ya 
sabemos.  ((7.,  439  y  44%.) 

Girarla  á  uno  ó  muchos  usos.  Llámase  uso 
en  el  comercio  un  espacio  determinado  de  tiem- 
po para  satisfacer  las  letras,  variable  según  la 
plaza  mercantil  4p  <iue  se  trata.  Así»  pues,  si 


la  letra  estuviese  girada  de  plaza  á  plaza  en  lo 
interior  del  Reino,  el  uso  será  de  dos  meses; 
si  en  el  extranjero  sobre  cualquier  plaza  de 
España,  será  de  treinta  dias  para  las  giradas 
en  Francia;  de  dos  meses  para  las  de  Ingla- 
terra, Holanda  y  Alemania;  de  tres  meses  pa- 
ra  la  de  Italia  y  cualquier  puerto  extranjero 
del  Mediterráneo  y  Adriático;  y  con  respecto 
á  las  plazas  no  comprendidas  en  el  sefiala^* 
miento  anterior,  se  graduará  el  uso  según  la 
forma  en  que  se  cuente  en  la  plaza  donde  se 
giró  la  letra.  (C.,  439  y  443.) 

En  cuanto  al  cómputo  de  los  meses  en  las 
letras  giradas  á  meses  ó  á  usos,  se  hará  de 
fecha  á  fecha.  En  este  concepto,  puede  re- 
solverse la  duda  que  dimane  de  no  guar- 
dar paridad  los  meses  computados,  pues  si 
la  letra  se  girase,  v.  gr.,  el  30  de  Setiembre 
á  cinco  meses  fecha,  el  pago  debería  verifi- 
carse el  30  de  Febrero;  pero  como  Febrero 
solo  tiene  veintiocho  dias  ó  veintinueve  en  los 
años  bisiestos,  resultará  que  el  pago  habrá  de 
verificarse  en  dia  igual  al  en  que  se  giró,  esto 
es,  en  último  dia  del  mes.  ((7.,  444.) 

Todas  las  letras  giradas  á  término  debe- 
rán pagarse  en  el  mismo  dia  de  su  vencimien- 
to, antes  de  ponerse  el  sol,  sin  tener  ya  nin- 
guna observancia  los  términos  de  gracia  ó  cor- 
tesía usados  en  algunas  plazas.  ((7.,  447.) 

Previene  la  tercera  circunstancia  que  la 
ley  exige  en  la  forma  de  las  letras  que  se  ex- 
prese el  nombre  de  la  persona  á  cuya  orden  se 
manda  hacer  el  pago,  lo  que  equivale  á  ma- 
nifestar en  un  contrato  de  venta  quién  sea  el 
comprador.  *Las  palabras  i  la  orden  son  indis- 
pensables para  dar  á  las  letras  su  carácter  pro- 
pio de  documentos  endosables.  No  obstante 
esto,  el  librador  puede  girar  la  letra  á  su  pro- 
pia orden,  expresando  retener  en  sí  mismo  el 
valor  de  ella,  y  ya  se  concibe  en  este  caso 
particular  que  solamente  por  medio  del  endo- 
.so  viene  la  letra  á  ser  instrumento  de  cam- 
bio. (C,  430.) 

La  cuarta  condición  legal  es  la  expresión 
de  la  cantidad  que  se  manda  pagar  por  el  li- 
brador, siendo  requisito  indispensable  la  enu- 
meración prefijada  detallarla,  ya  en  moneda 
real  y  efectiva,  ó  ya  en  las  monedas  nomina- 
les adoptadas  por  el  comercio. 

Consiste  la  condición  quinta  en  manifestar 
el  valor  de  las  letras,  esto  es,  la  cantidad  que 
el  librador  percibe  en  cambio  de  la  misma,  y 
que  debe  expresarse  si  consistió  en  metálico, 
en  mercaderías,  si  fué  valor  entendido,  ó  en 
cuenta  con  el  tomador.  Gomo  en  estos  dos  úl- 
timos casos  el  valor  consiste  en  la  deuda  del 
tomador  hacia  el  librador  que  éste  le  carga  en 
cuenta,  las  cláusulas  dichas  hacen  responsable 
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al  tomador  del  importe  de  ella  en  favor  del  li« 
brador,  para  exigirlo  ó  compensarlo  en  la  for- 
ma y  tiempo  que  ambos  hayan  convenido  al 
hacer  el  contrato  de  cambio.  Por  lo  demás,  la 
expresión  del  valor  en  la  letra  se  ha  de  ha* 
cer  marcando  la  especie  y  nanea  la  cantidad. 
(C,  428.) 

Solamente  haremos  observar,  á  propósito 
de  la  condición  sexta,  que  no  siempre  el  to- 
mador de  la  letra  es  quien  abona  su*  valor,  y 
es  claro  que  en  este  caso  necesario  es  expre- 
sar la  persona  que  lo  satisface. 

Hay  una  circunstancia  que  distingue  esen- 
cialmente á  las  letras  de  los  demás  instrumen- 
tos de  cambio,  tal  es  la  quinta.  En  su  virtud, 
la  persona  á  cuyo  cargo  se  libra  ha  de  ser  dis- 
tinta de  la  que  libra,  y  bajo  este  concepto  las 
letras  giradas  por  un  comerciante  contra  un 
factor  suyo  ó  contra  si  mismo  en  cualquier 
dependencia  de  su  establecimiento  situada  en 
otro  punto,  son  y  se  considerarán  como  sim- 
ples pagarés,  autores  hay,  sin  embargo,  que 
acteguran  que  en  este  último  caso  puede  el  li- 
brador girar  contra  si  mismo;  pero  la  defini- 
ción (,ue  hemos  dado  de  las  letras  no  está  con- 
forme con  esta  opinión,  puesto  que  si  las  letras, 
como  hemos  visto,  no  solo  son  instrumentos  de 
cambio,  sino  también  de  crédito,  ya  se  com- 
prende la  poca  solidez  que  éste  ofrecería  sien- 
do el  librador  ó  un  factor  suyo  los  que  se  en- 
cargasen de  satisfacer  la  letra.  Desde  luego 
que  existe  absoluta  conformidad  en  cuanto  á 
que  las  letras  se  han  de  satisfacer  en  distinto 
lugar  de  donde  se  expiden,  base  del  contrato 
de  cambio,  y  de  aquí  la  necesidad  de  marcar 
en  ellas  el  domicilio  del  pagador;  si  bien  pue- 
de ocurrir  que  el  importe  sea  satisfecho,  no  en 
ol  domicilio  del  pagador  y  si  en  el  de  un  ter- 
cero, en  cuyo  caso  la  letra  toma  el  nombre  de 
letra  á  domicilio^  debiendo  indicarse  en  ella  el 
lugar  donde  se  ha  de  pagar.  ((7.,  431.) 

La  octava  condición  es  tan  indispensable, 
que  sin  ella  ni  la  letra  tiene  autorización  al- 
guna, ni  puede  decirse  quién  es  el  librador, 
puesto  que  es  la  única  parte  donde  consta  su 
nombre.  Todos  los  que  pongan  sus  Armas  á 
nombre  de  otro,  ya  sea  como  libradores,  ora 
como  aceptantes  ó  bien  como  endosantes,  han 
de  hallarse  autorizados  para  ello  con  poder  es- 
pecial, cuya  exhibición  tienen  derecho  á  exi- 
gir los  tomadores  y  tenedores.  ((7.,  435.) 

Puédese  también  girar  en  nombre  propio 
por  orden  y  cuenta  de  un  tercero  y  expresarse 
asi  en  la  letra;  pero  en  el  hecho  de  firmar  que- 
da uno  responsable  respecto  del  tomador,  el 
cual  no  adquiere  derecho  alguno  contra  el  ter- 
cero por  cuya  cuenta  se  hizo  el  giro.  (C, ,  432.) 

Finalmente,  la  letra  ha  de  estar  extendida 


en  el  sello  correspondiente;  y  ya  en  1820  y 
1823,  con  el  protesto  de  dar  mayor  autenti- 
cidad y  seguridad  al  giro  mercantil  propor- 
cionando fondos  al  Tesoro,  se  impuso  un  dere- 
cho á  las  letras  de  cambio,  acomodando  su  pe- 
so á  la  magnitud  del  importe  de  ellas  en  razón 
de  2,  6,  16  y  20  rs.  cada  una. 

Por  Real  orden  de  8  de  Agosto  de  1851, 
estos  documentos  de  giro,  á  la  par  que  las  pó- 
lizas de  comercio,  se  han  de  estampar  en  pa- 
pel, cuyo  sello  varía  en  la  proporción  que  si- 
gue: l.*^  clase,  hasta  2.000  rs.  inclusive,  un 
real;  2.'  clase,  desde  2.001  á  5.000,  2  reales; 
3.*  clase,  desde  5.001  á  10.000,  4  rs.;  4.*, 
desde  10.001  á  20.000,  8  rs.;  5.\  desde 
20.001  á  30.000,  12  rs.;  6.',  desde  30.001 
á  40.000,  16  rs.;  7.',  desde  40.001  á  50.000, 
20  rs.;  8.^  desde  50.001  á  60.000,  24  rea- 
les; 9.*,  desde  60.001  é  70.000,  28  rs.;  10.', 
desde  70.001  á  80.000,  32  rs.;  11.%  desde 
80.001  á  90.000,  36  rs.;  12.%  desde  90.001 
á  100.000,  40  rs.;  13%  desde  100.001  á 
150.000,  6d  rs.;  14.\  desde  150.001  á 
200.000,  80  reales;  15.%  desde  200.001  á 
250.000,  100  rs.;  16.%  desde  250.000  en 
adelante,  120  rs.  Los  documentos  de  giro  li- 
brados en  el  extranjero  que  hayan  de  presen- 
tarse al  cobro  en  cualquier  punto  del  Reino 
no  producirán  obligación  ni  efecto  alguno  en 
juicio  si  no  van  acompañados  de  un  ejemplar 
sellado  y  timbrado  de  la  clase  cori^Bpondiente 
á  la  cantidad  girada,  en  la  cual  «§  extenderá 
la  aceptación,  endoso  y  recibo,  observándose 
lo  propio  en  los  expedidos  en  las  Provincias 
Vascongadas  y  Navarra. 

La  falta  de  observancia  de  estas  prescrip- 
ciones se  pena  con  la  ineficacia  de  las  letras, 
no  selladas  para  el  protesto  y  para  producir 
efecto  alguno  en  juicio;  además  de  castigarse 
con  una  multa  igual  al  cuadruplo  del  papel 
sellado  equivalente  al  que  debiera  tener  el  do- 
cumento, más  el  reintegro;  prohibiéndose  la 
agregación  del  papel  sellado  para  extender  las 
aceptaciones,  endosos  y  recibos  de  los  docu- 
mentos librados  en  otro  papel  que  en  el  del 
sello  correspondiente,  á  menos  que  no  proce- 
dan del  extranjero  ó  de  las  Provincias  Vascon- 
gadas, coino  queda  indicado. 

Del  protesto.  Cuando  el  portador  de  una 
letra  de  cambio  ha  llenado  las  obligaciones 
que  la  ley  le  impone,  y  no  obstante  su  exac- 
to cumplimiento  rehusa  el  pagador,  bien  acep- 
tarla, bien  satisfacerla,  debe  aquel,  para  man- 
tener ilesos  sus  derechos,  verificar  la  acción 
que  se  conoce  con  el  nombre  de  protestar  una 
letra. 

Es  el  protesto  un  testimonio  hecho  ante 
Escribano  público  y  con  asistencia  de  dos  tes- 
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tigos,  con  el  cual  hace  constar  el  portador  la 
falta  de  aceptación  ó  de  pago  de  la  persona 
contra  quieti  está  girada  la  letra.  Llámase  pro- 
testo, porque  el  que  lo  hace  protesta  contra 
todos  los  gastos,  perjuicios  y  réditos  á  que  dé 
margen  la  morosidad  del  pagador. 

De  la  deñnicion  se  deduce  que  las  letras 
de  cambio  se  pueden  protestar  por  falta  de 
aceptación  ó  por  falta  de  pago.  ((?.,  5ll.) 

El  portador  en  ambos  casos  debe  entablar 
el  protesto,  sin  que  sea  parte  á  embarazarlo 
la  muerte  ó  el  estado  de  quiebra  de  la  persona 
á  cuyo  cargo  esté  girada  la  letra,  y  sin  que 
el  protesto,  por  falta  de  aceptación,  exima 
el  verificar  otro  por  falta  de  pago.  ((7.,  523 
y  524.) 

SI  protesto,  so  pena  de  ser  ineficaz,  ha  de 
contener  la  copia  literal  de  la  letra,  con  la 
aceptación  si  la  tu?iese,  y  todos  los  endosos  é 
indicaciones  hechas  en  ella.  A.  continuación 
el  requerimiento  á  la  persona  que  deba  acep- 
tarla ó  pagarla,  ó  no  estando  presente,  á  la  que 
se  le  hace  en  nombre  de  ésta,  y  la  contesta- 
ción que  diere  ad  liUrem.  Concluyendo  con  la 
conminación  de  gastos  y  perjuicios  á  cargo  de 
la  misma  persona  por  la  falta  de  aceptación  ó 
de  pago.  Esta  firmará  necesariamente  el  pro- 
testo, y  no  pudiendo  ó  no  sabiendo,  firmarán 
indispensablemente  los  dos  testigos  presentes, 
anotándose  en  la  fecha  del  protesto  la  hora  en 
que  se  evacúa. 

De  las  letras  de  cambio  imperfectas.  Siempre 
que  en  la  redacción  de  una  letra  de  cambio  se 
hubiere  omitido  alguna  formalidad  legal  de  las 
señaladas  en  el  art.  426,  se  considerará  como 
pagaré  á  cargo  del  librador  y  en  fa?or  del  to< 
mador.  (C,  438.) 

No  expresa  el  Código  si  el  pagaré  ha  de 
ser  á  la  orden  ó  carecer  de  este  requisito.  Nos- 
otros nos  inclinamos  á  creer  lo  primero,  ya 
porque  si  bien  la  letra  es  imperfecta ,  subsiste 
el  contrato  de  cambio  en  la  mayoría  de  casos, 
y  ya  también  porque  la  práctica  comercial 
asi  lo  exige,  y  aun  el  mismo  Código  viene  en 
cierto  modo  á  indicarlo  indirectamente ,  no 
ocupándose  más  que  de  los  pagarés  á  la  orden. 

Sea  de  la  manera  que  quiera,  es  indudable 
que  solo  producirán  los  efectos  de  un  pagaré 
las  letras  en  cuya  forma  existan  las  condicio- 
nes que  á  ambos  documentos  se  prescriben. 
Asi»  pues,  ni  aun  el  efecto  del  pagaré  surtirá 
la  letra  en  que  se  omita  la  persona  de  quien 
se  recibe  su  valor,  ó  la  firma  del  librador,  ó  la 
cantidad  que  ha  de  pagarse. 

Equivaldrá  á  un  pagaré,  pero  no  á  la  or- 
den, si  no  expresase  la  fecha  ó  el  valor  de  la 
letra,  ó  aun  cuando  contenga  el  valor,  no  dis- 
tln^  la  especie. 


Según  el  art.  429,  surtirá  los  efectos  de 
pagaré  á  la  orden  la  letra  pagadera  en  el 
mismo  pueblo  de  su  fecha,  y  las  aceptaciones 
que  en  ella  se  pongan  equivaldrán  á  un  afian- 
zamiento ordinario  para  garantir  la  responsa- 
bilidad del  librador,  siu  que  puedan  producir 
otro  efecto. 

No  dejará  de  considerarse  perfecta  la  letra 
que  por  aceptación  se  satisfaga  en  el  mismo 
pueblo  donde  se  giró;  y  en  cuanto  á  la  inteli- 
gencia  legal  de  la  palabra  |)»«¿;o,  debe  presu- 
mirse que  usando  el  Código  esta  voz  y  no  la 
de  plaza,  por  pequeña  que  sea  la  distancia  que 
medie  entre  el  punto  de  su  giro  y  el  de  su  pa- 
go, llenará  los  requisitos  marcados.  ((7.,  429.) 

Y  por  Ciltimo,  se  equiparará  asimismo  á  un 
pagaré  á  la  orden  la  letra  en  que  se  omita  la 
persona  que  debe  hacer  el  pago. 

El  Código  penal  prescribe  en  su  art.  227 
que  el  que  cometiere  alguna  falsedad  en  le- 
tras de  cambio  ó  en  otro  documento  mercan- 
til, será  castigado  con  la  pena  de  presidio  ma- 
yor  y  multa  de  100  á  1.000  duros.  Cuando 
sea  estimable  el  lucro  que  hubieren  reportado 
ó  se  hubiesen  propuesto  los  falsificadores,  se 
les  impondrá  una  multa  del  tanto  al  triplo  del 
lucro,  á  no  ser  que  el  máximo  de  ella  sea  me- 
nor que  el  minimo  señalado  al  delito,  en  cu- 
yo caso  se  les  aplicará  ésta.  Véase  Compensa - 
cíOK  y  Provisión. 

LET.  Regla  que  pone  coto  á  los  efectos 
del  libre  albedrio  humano,  cual  valladar  ó  di- 
que para  contener  en  su  justo  limite  los  actos 
emanados  de  nuestra  voluntad  independiente, 
sin  cuya  traba  saludable  hariase  de  todo  pun- 
to imposible  cualquiera  sociedad  ó  república. 
La  ley  es  el  establecimiento  hecho  por  la  le- 
gitima potestad,  en  que  se  manda  ó  se  prohibe 
algunas  cosas  para  utilidad  ó  conveniencia 
pública,  mirando  capitalmente  al  bien  común 
de  los  asociados.  Ella  sirve  de  regla  para  se- 
ñalar lo  que  en  si  misma  tiene  de  común  con 
el  consejo,  y  al  mismo  tiempo  para  distinguir- 
lo de  las  órdenes  pasageras,  ó  por  decirlo  asi, 
fugitivas,  que  puede  dar  un  Soberano. 

La  ley  comprende  dos  cosas:  Ih  perpetuidad 
y  la  uniformidad. 

Las  leyes  en  su  acepción  más  lata,— ha 
dicho  un  jurisconsulto  eminente,— son  las  re- 
laciones necesarias  que  derivan  de  la  natura- 
leza de  las  cosas. 

Timadas  en  esta  acepción  filosófica,  todos 
los  seres  tienen  sus  leyes;  la  Divinidad  las  tie- 
ne, las  inteligencias  superiores  al  hombre,  el 
mundo  material,  la  humanidad,  los  brutos 
mismos  tienen  sus  leyes  propias;  en  una  pa- 
labra, como  dice  un  sabio  de  la  antigüedad, 
la  ley  es  la  soberana  de  mortales  é  inmortales. 
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LSY  HIPOTECABLl.  Las  bases  de  esta 
ley  tienen  por  objeto  asegurar  la  propiedad  y 
que  sea  cierta  y  segura  nuestra  legislación 
hipotecaria,  adoptando  un  sistema  misto,  que 
participa  en  parte  del  que  introdujo  el  CkSdigo 
civil  francés,  imitado  por  otros  muchos  pue- 
blos, y  el  que,  nacido  en  Prusia,  ha  llegado 
también  á  obtener  en  sus  reglas  capitales  nu- 
merosos partidarios. 

La  combinación  del  sistema  se  funda,  pues, 
en  las  siguientes  bases: 

1.'  La  inscripción  de  toda  adquisición  de 
dominio  ó  de  derecho  real  en  el  Registro  de  la 
propiedad. 

2.*  La  publicidad  del  Registro  en  virtud 
de  la  cual  todo  lo  que  no  consta  en  el  mismo 
no  perjudica  á  tercero. 

Las  bases  capitales  del  sistema  consisten, 
pues,  en  la  publicidad  y  especialidad  de  las  hi- 
potecas. 

Consiste  la  publicidad: 
1.*    En  que  por  virtud  de  este  sistema  le- 
gal desaparezcan  las  hipotecas  ocultas. 

2.^  En  que  no  pueda  perjudicar  al  con- 
trayente de  buena  fé  ninguna  carga  que  gra- 
vite sobre  la  propiedad  si  no  se  halla  inscrita 
en  el  Registro. 

3.*  En  que  quien  tenga  derechos  que  haya 
descuidado  inscribir  no  peijudique  por  una 
falta  que  á  él  solo  es  imputable,  al  que  sin 
haberla  cometido  ni  podido  conocer,  adquiera 
la  finca  gravada  ó  la  reciba  como  hipoteca  en 
garantía  de  lo  que  se  le  debe. 

4.*  En  que  el  Registro  de  la  propiedad  es 
asentar  el  crédito  territorial  en  la  base  de  la 
seguridad  de  la  hipoteca  y  del  pago  de  lo  ofre- 
cido, partiendo  de  la  base  que  el  que  presta 
con  hipoteca  presta  par  la  cosa  y  no  por  la  per* 
sona^  pues  el  deudor  es  solo  el  representante  de 
la  propiedad  (1). 

Por  consecuencia  lógica  del  sistema  de  pu  • 
blicidad  de  las  hipotecas,  desaparecieron  de 
nuestro  derecho  las  generales,  quedando  re- 
formadas todas  las  leyes  que  las  prescribían  ó 
autorizaban. 

La  especialidad  de  las  hipotecas  es  el  com- 
plemento de  su  publicidad,  y  en  tanto  puede 
decirse  que  ésta  es  pública,  en  cuanto  esté  ins- 
crita en  el  Registro,  con  individual  expresión 
de  la  ñnca  á  que  afecte,  y  de  la  cantidad  á 
que  se  extiende  la  garantía. 

Aquellas  hipotecas  generales  de  los  bienes 
presentes  y  futuros  que  hasta  hace  poco  se 
veian  en  los  instrumentos  públicos,  y  aun  sue- 
len verse  con  poco  crédito  científico  de  los  No- 
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tarios  que  las  autorizan,  eran  completamente 
ilusorias,  puesto  que  el  deudor  quedaba  en 
completa  libertad  de  enajenarlos:  hipoteca  que 
no  sigue  á  la  finca,  cualquiera  que  sea  su  po- 
seedor, no  merece  llamarse  hipoteca;  para  que 
lo  sea,  es,  pues,  indispensable  la  especialidad 
y  la  publicidad,  ó  sea  la  inscripción  en  el  Re- 
gistro. Véase  Hipoteca. 

LETES  DE  ESTILO.  Ciertas  leyes  lla- 
madas asi  que  en  número  de  252  se  publica- 
ron á  fines  del  siglo  XIII  ó  principios  del  XIV 
para  declarar  las  del  Fuero  Real,  según  se  cree 
comunmente.  No  consta  si  son  propiamente  le- 
yes ordenadas  por  legitima  potestad,  ó  si  solo 
se  deben  al  trabajo  particular  de  algún  juris- 
consulto. Algunas  de  ellas  se  hallan  insertas 
en  la  Novísima  Recopilación. 

LEYES  DE  TOBO.  Las  83  leyes  que  se 
compusieron  y  ordenaron  bajo  los  auspicios 
de  D.  Fernando  y  Doña  Isabel,  en  las  Cortes 
de  Toledo  del  aho  de  1502  y  que  fueron  pu- 
blicadas el  año  de  1505  en  la  ciudad  de  Toro, 
en  que  se  juró  por  Reina  á  Doña  Juana  y  se 
nombró  por  Gobernador  á  D.  Fernando  sa 
padre. 

LEYES  MABÍTIMAS.  Consúltense  acer- 
ca de  las  leyes  marítimas  de  Europa,  la  obra 
dé  Q.  F.  de  Martens,  publicada  en  alemán  en 
Goetinga  el  año  de  1802  y  1804,  y  después 
traducida  al  francés  con  el  título  de  Leyes  p 
Ordenanzas  de  diferentes  Potencias  europeas  con- 
cernientes  al  comercio,  la  navegación,  etc.  En 
1828  M.  Pardessus  publicó  su  Colección  de 
leyes  marítimas  anteriores  al  siglo  XYIII; 
en  1785  también  se  publicó  la  Biblioteca  di- 
gius  náutico-,  la  obra  de  M.  de  Kamptz,  Neu  Li- 
teratur;  la  de  Reewe,  publicada  en  Londres  en 
1792  con  el  título  de  History  of  lon>  of  Schip- 
ping  aud  navigation;  el  Quidon  de  la  mer,  cuyo 
autor  es  desconocido  y  cuya  redacción  data 
del  siglo  XVI.  Todas  las  decisiones  de  esta 
obra  fueron  adoptadas  para  la  Ordonnance  de 
Luis  XIV  en  1681. 

Véanse,  por  último,  nuestras  Ordenanzas 
marítimas  y  de  matrícula,  etc.,  trabajo  el  más 
perfecto  que  se  conoce. 

LEYES  DEL  NOTABIAOO.  La  ley  de  28 
de  Mayo  de  1862  trata  en  sus  diversos  títulos: 

1.^     De  los  Notarios. 

2.*    De  los  requisitos  para  obtener  y  ejer- 
cer la  fé  pública. 

3.^     Del  protocolo  y  copias  del  mismo  que 
constituyen  instrumento  público. 

4.*    De  la  propiedad  y  custodia  de  los  pro- 
tocolos é  inspección  de  las  Notarlas. 

5.*     Del  gobierno  y  disciplina  de  los  No- 
tarios. 

6.*     De  los  derechos  y  premios  de  los  Nota- 
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rios  con  las  disposiciones  generales  y  transi- 
torias (1). 

IiBYES  DEL  BBINO.  Los  Tribanales 
consulares  observarán  en  lo  posible  las  leyes 
del  Reino  y  los  fallos  definitivos  se  ajustarán 
siempre  á  las  mismas.  En  el  Real  decreto  de 
29  de  Setiembre  de  1848  se  previene: 

«Art*  6.*  Respecto  de  todo  aquello  en  que 
las  circunstancias  locales,  la  perentoridad  é 
Índole  especial  ó  excepcional  de  los  casos  lo 
permitiese,  los  Tribunales  consulares  observa- 
rán en  el  procedimiento  las  leyes  del  Reino: 
cuando  por  dicbas  causas  no  fuere  posible,  se 
hará  constar  asi  por  diligencia  en  los  autos  ó 
por  providencia  razonada. 

Los  tribunales  de  alzada  apreciarán  es- 
tas omisiones  con  arreglo  á  las  circunstan- 
cias de  cada  caso  y  á  las  de  localidad. 

Los  fallos  definitivos  se  ajustarán  siem- 
pre á  las  leyes  del  Reino.»  (2) 

IiEVANTE.  Son  las  regiones  situadas 
respecto  á  nosotros,  donde  sale  el  sol,  como 
Grecia,  Turquía,  Anatolia,  Syria,  Arabia, 
Pérsia,  etc.  Bn  sus  puertos  se  hacía  antigua- 
mente el  comercio  más  activo  y  preponderan- 
te, que  explotaban  en  grande  escala  los  mar- 
selleses  y  catalanes.  Bl  primer  Agente  consu- 
lar que  en  ellos  constituyeron  los  franceses 
fué  el  de  Tyro  en  1 187,  por  nombramiento  de 
Conrado,  hijo  del  Marqués  de  Moateferrato,  con 
las  mismas  preeminencias  que  los  ya  estable- 
cidos en  otros  puertos.  La  decadencia  del  co- 
mercio marítimo  de  los  marselleses  en  todos 
ellos  principió  con  las  rivalidades  de  las  fa- 
milias de  Anjou  y  Aragón  por  las  coronas  de 
Ñápeles  y  Sicilia.  Bsta  rivalidad  ocasionó  la 
guerra  de  cún  años  contra  los  ingleses  y  la 
conquista  del  imperio  griego. 

El  espíritu  antisocial  del  monopolio,  este 
mortal  delirio  de  la  ambición,  ha  aniquilado 
siempre  la  agricultura,  ha  destruido  las  fábri- 
cas y  paralizado  el  comercio,  por  cuyos  pro- 
gresos ha  sufrido  el  género  humano  los  más 
sensibles  sacrificios. 

¿Y  no  es  esta,  por  desgracia,  la  imagen 
que  nos  presenta  España  desde  el  siglo  XVl 
hasta  nuestros  dias?  Hemos  tremolado  nues*- 
tro  pabellón  victorioso  en  todos  los  mares;  he- 
mos engrandecido  los  límites  de  nuestra  na- 
cionalidad á  costa  de  su  fuerza  real  y  de  las 
colonias  que  se  le  han  agregado;  hemos  au- 
mentado la  masa  del  numerario;  nos  hemos 
hecho  dueños  de  muchos  frutos  necesarios  á 


(1)  DeO'REYLLY,  Práctica  consular,  2,»  parte, 
pág.  170. 

(2)  ídem,  id.,  id.,  pág.  166. 


todas  las  Naciones;  pero  nuestro  comercio,  de- 
tenido por  la  fuerza  de  los  reglamentos,  ha 
caminado  con  pasos  aceleradamente  retrógra- 
dos á  su  destrucción,  abandonando  hasta  los 
países  más  á  propósito  para  sus  progresos. 

El  de  Levante  es  una  prueba  sensible  de 
esta  verdad.  A  pesar  de  las  ventajas  que  sa 
carón  de  él  en  otras  épocas  los  catalanes  y 
mallorquines;  de  ser  una  mina  de  riqueza  para 
España,  por  el  despacho  qae  ofrecia  á  los  fru- 
tos del  suelo  é  industria  de  la  Metrópoli  y  á 
las  producciones  de  las  colonias,  ha  desapare- 
cido casi  del  todo;  mas  las  vicisitudes  de  los 
sucesos  que  constantemente  han  ocurrido  en 
España  desde  hace  más  de  sesenta  años,  y  el 
ejemplo  de  las  Naciones  con  quienes  hemos  te- 
nido que  luchar,  nos  obligan  por  necesidad  á 
pensar  en  nuestro  bienestar.  Nuestras  relacio- 
nes con  la  Puerta,  Alejandría,  Tánez  y  Mar- 
ruecos son  las  más  amistosas  y  basadas  en 
tratados  de  comercio  y  navegación,  que  nos 
garantizan  los  mismos  goces  concedidos  á  otras 
Naciones.  El  tratado  entre  España  y  Turquía 
de  13  de  Marzo  de  1862  es  una  prueba  evi- 
dente de  ello.  Nuestros  Agentes  consulares  no 
ignoran  que  para  promover  las  relaciones  mer- 
cantiles es  preciso  estudiar  la  índole  del  país 
donde  residen;  conocer  las  de  las  demás  Po- 
tencias y  los  tratados  en  que  se  fundan,  y 
tener  noticia  exacta  de  los  artículos  en  que 
pueda  consistir  nuestro  comercio,  las  causas 
que  se  opongan  á  sus  progresos  y  las  provi- 
dencias que  deban  tomarse  para  aumentarle. 
Por  último,  las  Reales  órdenes  de  2  de  Enero 
de  1849  y  3  de  Enero  de  1857  previenen  muy 
terminantemente  que  al  fin  de  cada  año  re- 
mitan un  resumen  general  de  los  estados  de 
comercio  y  navegación,  conforme  con  los  datos 
que  deben  obrar  en  sus  respectivas  Cancille- 
rías, acompañados  de  una  exposición  ó  Me- 
moria, en  la  que  se  comparen  con  los  de  los 
años  anteriores,  manifestando  además  las  cau- 
sas de  su  aumento  ó  disminución,  y  haciendo 
cuantas  observaciones  puedan  contribuir  á  la 
mejora  de  nuestra  agricultura,  industria,  co- 
mercio y  navegación.  Véase  Avisos  al  Gobier- 
no; Escalas  dk  Levante  t  Bbbbbria;  Jobisdig- 
ciON,  y  en  éste  \9l  jurisdicciott  voluntaria. 

LIBERTAD.  La  facultad  que  se  disfruta 
en  las  Naciones  bien  gobernadas  de  haber  y 
decir  cuanto  no  se  oponga  á  las  leyes,  ni  á  las 
buenas  costumbres. — La  facultad  que  tiene  el 
hombre  de  desarrollarse  según  sus  instintos, 
sus  afecciones  y  sus  ideas.  ^Seguerenaturam,  di- 
cen á  la  vez  Epicuro  y  Zenon.  «¡Hombre!  sigue 
y  desarrolla  tu  naturaleza,  y  empújala— por- 
que asi  lo  debes — hasta  su  más  alta  expresión.» 
«Aunque  la  esterilidad  dialéctica  del  excéptico 
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Bayle  desconcertase  sobre  algunos  puntos  las 
puras  y  santas  creencias  de  Leibnitz,  no  por 
eso  dejaríamos  de  creer,  dice  Pando,  en  la 
Providencia,  en  las  ideas  necesarias  y  después 
en  la  libertad,  en  el  libre  albedrio,  en  el  jue- 
go Yariado  é  inteligente  de  la  voluntad  hu- 
mana.» 

Guando  en  la  conducta  y  en  el  curso  de 
nuestro  destino  sentimos  levantarse  y  fortín* 
carse  en  nosotros  el  sentimiento  enérgico  de 
nuestra  libertad,  hemos  hecho  un  verdadero 
progreso  y  realmente  comenzamos  á  ser  hom- 
bres. Con  efecto,  ni  el  mundo  físico  en  que 
vivimos,  y  sobre  el  cual  nuestra  flaqueza  in- 
teligente desplegamos,  ni  los  sentidos,  esos 
ingeniosos  instrumentos  por  cuyo  medio  en- 
tramos en  relación  y  contacto  con  las  cosas  y 
los  hombres,  no  pueden  darnos  el  sentimiento 
de  nosotros  mismos. 

Todos  los  principios  sociales  que  constitu- 
yen la  base  sobre  que  descansa  la  organiza- 
ción de  los  pueblos  libres  han  sido,  por  deter- 
minadas individualidades,  desconocidos  á  nom- 
bre de  una  libertad  que  no  es,  que  no  puede 
ser  la  que  tiene  su  verdadero  origen  en  la  mo- 
ral, la  que  se  funda  en  el  derecho,  la  que  se 
inspira  en  la  razón,  la  que  tiende  á  hacer 
práctica  toda  idea  que  redunde  en  beaeflcio  de 
la  sociedad  y  toda  conquista  en  la  senda  del 
verdadero  progreso  que  nos  acerque  cada  vez 
más  al  mejoramiento  de  la  especie  humana. 

La  libertad  mal  entendida  y  mal  practica- 
da degeneró  por  desgracia  en  anarquía:  porque 
cuando  de  ella  se  abusa  se  engendra  la  per- 
turbación social,  tan  grande  por  lo  menos  como 
la  que  originaron  los  poderes  dictatoriales  de 
los  siglos  medios. 

El  pueblo  que  ama  más  la  libertad,  es  el 
que  más  debe  respetar  la  ley,  que  es  el  noble 
fln  á  que  deben  encaminarse  todos  sus  esfuer- 
zos, desterrando  ciertas  preocupaciones  que  la 
escuela  socialista  ha  sembrado  en  su  seno,  y 
que,  como  las  preocupaciones  antiguas,  solo 
tienden  á  envilecerle,  presentándole  como  des- 
moralizado á  los  ojos  de  las  Naciones  cultas. 

Por  último,  nuestra  libertad  está  limitada 
por  nuestro  deber  y  por  la  libertad  ajena, 
porque  consiste  en  hacer  cuanto  conviene  al 
desarrollo  del  hombre  dentro  de  su  deber,  sin 
perjudicar  á  los  demás  hombres.  Ahrens  rea- 
sume en  esta  definición  todos  los  conceptos  de 
Ihlüeríad:  «La  facultad  de  áia^ner  racional- 
mente de  los  diversos  medios  de  desarrollo  que 
nos  permiten  llegar  en  el  orden  general  de  las 
casas  al  fin  de  nuestra  existencia.» 

LIBERTAD  DE  COMERCIO.  Bs  la  fa- 
cultad de  entregarse  á  aquella  especie  de  trá- 
fico que  sea  más  análogo  al  gusto  del  que  lo 


profesa;  pudiendo  limitarle,  extenderle  ó  va- 
riarle á  su  placer:  en  una  palabra,  es  el  dere- 
cho que  el  hombre  tiene  de  negociar  del  modo 
que  mejor  le  agrade,  sin  otra  ley  que  la  qae 
le  diere  el  interés,  comprando  y  vendiendo á 
quién  y  como  quiera  los  flrutos  de  su  trabajo  é 
industria. 

«La  libertad  de  comercio  está  íntimamen- 
te unida  con  el  derecho  de  propiedad;  da  im- 
pulsos eficaces  al  comercio:  aleja  los  fraudes, 
hijos  de  las  leyes  coercitivas  y  del  empeño 
esterilizador  con  que  los  Gobiernos  equivoca- 
damente procuran  dirigir  la  acción  del  comer- 
cio, que  solo  la  recibe  de  parte  de  la  libre 
concurrencia  délos  que  compran  y  venden»  (1) 

«En  los  cuadernos  de  nuestras  antiguas 
Cortes,  y  en  la  historia  económica  de  España, 
se  conservan  ilustres  documentos  del  conven- 
cimiento de  nuestros  Monarcas  en  orden  á  los 
beneficios  de  la  libertad  mercantil, 

»El  Rey  D.  Alfonso  X,  en  el  privilegio  de 
mercaderes,  publicado  el  año  de  1281,  conmo- 
vido por  las  quejas  que  los  mercaderes  nacio- 
nales y  extranjeros  le  dieron  de  los  muchos 
tuertos  que  los  empleados  en  las  aduanas  les 
hacian,  declaró  la  entrada  franca  en  el  Reino 
á  los  géneros  extranjeros.  Por  manera,  que 
satisfechos  los  derechos,  no  se  les  debia  poner 
embarazo  en  el  giro  interior;  y  se  habilitaron 
á  comercio  todos  los  puertos  de  la  Península, 
á  fin,  afiade,  de  hacer  que  vinieran  losmereads' 
res  mas  i  nuestros  puertos,  y  aumentaran  los  déte- 
chas  reales. 

»Bl  Rey  D.  Jaime  II  de  Aragón,  dio  á  los 
vecinos  de  Barcelona  la  facultad  más  absoluta 
de  comprar  y  vender  todas  cuantas  cosas  y 
géneros  quisieran  en  todos  los  lugares  sujetos 
á  su  imperio,  y  de  extraerlas  y  hacerlas  ex- 
traer y  llevar  fuera  de  éste  al  país  extranjero, 
sin  necesidad  de  permiso  ni  licencia  de  S.  M. 
ni  de  sus  magistrados,  con  lo  cual  sancionó 
las  bases  de  la  libertad  del  comercio  del  modo 
más  decisivo. 

»En  el  interior  se  hacia  con  entera  fran- 
queza en  Castilla  en  los  siglos  XUI,  XIV  y  XV, 
como  se  echa  de  ver  por  las  peticiones  y 
acuerdos  de  las  Cortes  celebradas  en  Burgos  el 
año  de  1301  y  en  Córdoba  en  1451.  En  las  de 
Valladolid  de  1351  prohibió  el  Rey  D.  Pedro  á 
los  dependientes  de  aduanas  prender  ni  detener 
en  su  vii^e  á  los  mercaderes  que  condujeran 
géneros  por  el  Reino,  siempre  que  pagaren  los 
derechos  establecidos;  resolución  confirmada 
por  la  sentencia  compromisal  dada  en  Medi- 
na en  1465,  en  la  cual  mandó:  «que  ningún 


(1)    Canga  Abgublles,  Diccionario  de  Üa- 
cienda,  tomo  2,^,  pág,  65, 
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oficial  del  Señor  Rey  nia  otra  persona  alg^una 
de  cualesquiera  estado  ó  condición  que  sean, 
hiciesen  daño  á  los  mercaderes:  nin  les  cierren 
nin  manden  cerrar  las  tiendas;  nin  los  embar- 
guen sus  mercaderías  en  los  puertos,  en  las 
ferias  ni  en  los  caminos;  antes ^  sin  embargo  al' 
guno,  los  susodichos,  ¿  cada  uno  de  ellos ^  traigan j 
¿  vendan^  é  compren  sus  cosas  á  quien  quisieren  y 
como  mejor  pudieren  » 

a  Aunque  el  espíritu  de  nuestra  legislación 
estaba  tan  decidido  en  favor  de  la  libertad  del 
comercio,  la  equivocación  de  ideas  de  los  pue* 
blos,  sus  importunas  reclamaciones,  y  la  igno- 
rancia desús  verdaderos  intereses,  arrancaron 
á  los  Soberanos  providencias  que  destruían  la 
libertad  misma  que  establecían  como  base  de  la 
pública  prosperidad.  Hablo  de  las  tasas  del  pre- 
cio de  los  géneros  comerciales,  y  de  las  leyes 
prohibitivas,  que  estrechaban  el  círculo  del  giro 
de  éstos,  impidiei^o  los  efectos  reservados  al 
movimiento  del  interés. 

»La  desoladora  manía  de  sujetar  el  valor 
de  las  mercaderías  á  la  decisión  del  Monarca, 
cuando  solo  puede  Ajarse  por  los  gastos  de  la 
producción  y  por  la  magnitud  de  las  deman- 
das, empezó  entre  nosotros  en  el  siglo  X,  y 
entre  los  combates  de  la  aprobación  y  desapro- 
bación ha  llegado  hasta  nuestros  dias,  sin  que 
bastaran  para  desacreditar  una  medida  tan  vio- 
lenta los  resultados  amargos  que  producía,  ni 
el  convencimiento  de  la  razón.  Véase  Tasa. 

dNo  obstante  las  lecciones  que  daba  la  ex- 
periencia, al  observar  nuestros  legisladores  la 
decadente  situación  de  los  agentes  preciosos  de 
la  riqueza  publica  á  fines  del  siglo  XVI;  el  ne-- 
gro  silencio  que  reinaba  en  los  talleres,  y  el 
aumento  que  en  su  masa  metálica  circulante 
causaba  el  descubrimiento  de  las  Américas  y 
la  explotación  de  las  preciosas  minas,  ofusca- 
dos con  los  sucesos  que  presenciaban,  y  equi- 
vocando los  principios  económicos»  creyeron 
de  buena  fé.que  se  fomentarían  las  artes  y  el 
comercio  impidiendo  la  salida  del  dinero  de 
los  confines  de  la  Península  y  la  entrada  en 
ella  de  los  géneros  extranjeros.  De  aquí  el  mo- 
nopolio  mercantil  en  los  puertos,  que  concen- 
tró en  Cádiz  todo  el  giro  de  las  especulaciones 
con  las  provincias  de  ultramar;  las  cadenas  y 
trabas  impuestas  al  tráfico  interior;  las  listas 
numerosas,  aun  subintentes,  délos  frutos  y  gé- 
neros cuyo  comercio  activo  y  pasivo  se  en- 
cuentra prohibido;  y  finalmente,  el  peso  de  los 
derechos  y  recargos  impuestos  á  la  introduc- 
ción y  extracción  de  los  artículos  de  la  agri- 
cultura é  industria  nacional  y  extranjera. 

»A1  fatal  sistema  que  mantiene  coartada 
la  libertad  del  comercio  ha  dado  lugar  la  equi- 
vocada persuasión  de  los  legisladores,  de  que 


la  introducción  de  las  mercaderías  extranjeras 
perjudicaba  á  la  industria  propia;  pero  el  cé- 
lebre economista  Say  ha  demostrado  el  error 
de  esta  opinión,  porque  no  se  han  podido  com- 
prar aquellas  sino  con  los  géneros  ó  frutos  na  • 
clónales,  y  de  consiguiente  esté  comercio  ha 
facilitado  su  salida;  y  aun  cuando  los  hubie- 
ran comprado  los  extranjeros  con  dinero,  como 
el  suelo  no  lo  produce,  habria  sido  preciso  ad- 
quirirle con  productos  de  la  industria  nacional; 
de  donde  es  visto  que  bien  se  hayan  hecho  las 
compras  al  extranjero  con  mercaderías  ó  con 
dinero,  han  facilitado  á  la  industria  nacional 
el  despacho  de  sus  producciones,  y  de  consi- 
guiente no  dañan  á  la  prosperidad  del  Estado. 

» Pedro  Verri,  en  su  tratado  de  economía 
sostiene  que  si  las  Naciones  suprimieran  las 
aduanas,  dejando  entrar  libre  y  francamente 
los  géneros  extranjeros,  las  consecuencias  se- 
rian iguales  á  las  que  resultarían  á  un  Estado 
si  se  le  quitaran  los  tributos  que  gravan  la 
circulación  interior.  Se  acercarían  las  Nacio- 
nes unas  á  otras;  se  multiplicarían  los  contra- 
tos; se  reanimarían  la  industria  y  la  anual  re« 
producción;  los  hombres  gozarían  mayores  ven- 
tajas, y  las  relaciones  de  los  Estados  entre  si, 
no  padecerían  alteración.» 

De  los  Apuntes  sobre  el  bien  y  el  mal  de  Bs" 
paña,  escritos  de  orden  del  Rey,  por  D.  M.  A. 
de  la  G-.  en  Ñápeles,  año  de  1859  (1),  toma- 
mos lo  que  sigue  respecto  á  la  decadencia  de 
nuestro  comercio: 

«Párrafo  12.  Murallas  de  aduanas  mal  re- 
gladas, cargadas  más  para  el  natural  que  para 
el  extranjero,  y  entendidas  al  revés. 

España  no  será  feliz,  ni  poderoso  el  Era- 
rio, hasta  que  las  aduanas  lleguen  á  no  produ- 
cir ni  aun  lo  suficiente  para  la  dotación  de  sus 
Ministros:  creedlo  así. 

Y  sin  embargo  (cosa  increíble)  ponemos 
todo  el  conato  en  aumentar  sus  producciones 
sobre  nuestros  naturales. 

Esta  que  parece  paradoja,  será  la  demos- 
tración matemática  de  que  nuestro  comercio 
pasivo  (que  es  nuestro  homicida)  sea  conver-^ 
tido  en  activo;  y  veis  ahí  ya  la  felicidad  en 
casa. 

AI  contrario,  será  también  prueba  infali- 
ble de  que  continuamos  fabricando  nuestras 
desgracias  y  fomentando  nuestra  destrucción 
siempre  que  viéremos  ir  en  aumento  la  renta 
de  las  Aduanas. 

Sus  ingresos  no  pueden  crecer  sin  men- 


(1)  A  Imac  en  de  frutos  literarios  inéditos  de  los 
mejores  axitoreSj  tomo  1.**,  pág,  46,  imp.  por  J,  Ig- 
nacio Jordi  en  Yillanueva  y  Qeltrú,  ano  1813. 
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guar  España  un  00  por  100  tenedlo  por  cosa 
cierta.» 

FiDalmente,  á  pesar  de  las  incontestables 
ventajas  del  sistema  de  absoluta  libertad  mer- 
cantil, apoyadas  en  la  razón  y  en  la  experien- 
cia, no  deberá  establecerse  de  an  golpe  en  un 
país  en  donde  domine  el  genio  de  las  prohibi- 
tivas. Say  gradúa  de  temeraria  semejante  em- 
presa. «Un  enfermo,  dice,  no  recobra  su  per- 
dida salud  en  un  dia;  y  asi  como  debe  ser  tra- 
tado con  mucho  miramiento  durante  su  enfer- 
medad, también  debe  serlo  una  Nación  duran- 
te esta  enfermedad  política.»  Tal  vez  se  nece- 
sita toda  la  habilidad  de  un  gran  político  para 
cicatrizar  las  llagas  que  causa  la  extirpación 
de  este  lobo  devorador  que  se  llama  sistema 
reglamentario  y  exclusivo;  y  cuando  atenta- 
mente se  consideran  los  males  que  acarrea  des- 
de que  se  establece,  y  los  que  podría  ocasio- 
nar el  abolirle,  naturalmente  ocurre  esta  re- 
flexión: «si  tan  diñcil  es  restituir  la  libertad  ó 
la  industria,  ¡cuánta  circunspección  no  será 
necesaria  cuando  se  trate  de  quitársela!» 

LIBBAIOEITTO.  La  orden  que  se  da  por 
escrito  para  que  el  tesorero,  mayordomo,  ad- 
ministrador, corresponsal,  etc.  satisfaga  ó 
pague  alguna  cantidad  de  dinero  ü  otro  gé- 
nero. Véase  Letbas  de  cambio. 

LIBBASrZA.  Las  libranzas  á  la  orden  con- 
sisten en  una  escritura,  por  la  que  una  perso« 
na  manda  á  otra  satisfacer  cierta  cantidad  en 
distinto  punto  del  en  que  se  fecha. 

Vemos  por  la  definición  que  la  libranza  es 
uno  de  los  instrumentos  de  cambio:  las  diferen- 
cias que  la  separan  de  la  letra,  y  que  no  cabe 
encerrarlas  en  la  definición,  puesto  que  en  na- 
da afectan  al  objeto  primordial  de  las  libranzas, 
son  la  expresión  que  necesariamente  deben 
contener  de  ser  libranzas,  y  la  abstracion  que 
en  ellas  se  hace  de  los  plazos  marcados  para  el 
pago  en  las  letras,  pues  siempre  se  entienden 
pagaderas  á  su  presentación,  salvo  cuando  se 
hubiera  prefijado  época  determinada. 

Las  libranzas  á  la  orden  caen  bajo  la  Ju- 
risdicción mercantil  cuando  se  entienden  de 
comerciante  á  comerciante,  ó  cuando  proceden 
de  operaciones  de  comercio.  En  este  supuesto, 
las  libranzas  producirán  las  misabas  obligacio- 
nes y  efectos  que  las  letras  de  cambio,  menos 
en  cuanto  á  la  aceptación,  por  las  razones  que 
antes  hemos  expuesto.  ((7.,  558.) 

En  punto  á  forma  legal,  las  libranzas  han 
de  contener:  la  fecha,  la  cantidad,  la  época 
de  su  pago,  la  persona  á  cuya  orden  se  ha  de 
verificar,  el  lugar  donde  éste  ha  de  realizarse, 
el  origen  y  especie  del  valor  que  representan, 
la  firma  del  librancista,  la  espresion  de  ser 
libranzas,  el  nombre  y  domicilio  de  la  persona 


sobre  quien  estén  libradas,  y  además  deberán 
estar  extendidas  en  la  clase  de  papel  sellado 
que  hemos  mencionado  al  hablar  de  las  le- 
tras. ((7.,  563.) 

La  propiedad  de  las  libranzas  se  trasmite 
del  mismo  modo  que  la  de  las  letras,  esto  es, 
por  el  endoso,  extendido  en  igual  forma  qae 
en  éstas. 

En  los  efectos  de  las  libranzas  observamos 
las  mismas  analogías  con  los  de  las  letras: 
idénticas  son  las  obligaciones  del  librancista, 
del  portador,  de  los  endosantes  y  del  pagador. 
Únicamente  hay  que  señalar  las  siguientes 
variaciones:  primera,  el  portador  no  tiene  de- 
recho á  exigir  la  aceptación  de  las  libranzas 
á  plazo,  ni  puede  ejercer  repetición  alguna 
contra  el  librador  y  endosantes  hasta  que  se 
protesten  por  la  falta  de  pago.  ( C. ,  560  y 
564.) 

De  aquí  se  deduce  que,  según  las  Orde- 
nanzas de  Bilbao  (cap.  14,  núni.  7),  laslí- 
braiizas,  más  bien  que  instrumentos  de  crédi- 
to, son  medios  de  realizar  pagos,  y  por  lo  tan- 
to, que  dadas  que  sean  á  plazo,  éste  ha  de  ser 
fijo  y  no  contado  desde  la  vista. 

Segunda  variación  respecto  de  las  letras: 
El  tenedor  de  una  libranza  tiene  solamente 
para  ejercer  su  repetición  contra  el  dador  y 
endosantes,  en  caso  de  protesto  por  falta  de 
pago,  el  término  de  dos  meses,  contados  desde 
la  fecha  del  protesto,  si  la  libranza  fuese  pa- 
gadera en  territorio  español,  y  si  fuese  en  el 
extranjero,  desde  que  sin  pérdida  de  correo 
pudo  llegar  el  protesto  al  dotnicilio  del  libra- 
dor ó  endosante  contra  quien  se  repite.  Esta 
disposición  está  conforme  con  lo  que  lleva- 
mos dicho  acerca  de  considerarse  las  libran- 
zas como  medios  de  verificar  pagos  y  no  como 
instrumentos  de  crédito.  ((7.,  567.) 

La  acción  ejecutiva  de  las  libranzas  ha  de 
ser  precedida  del  reconocimiento  judicial  que 
de  su  firma  ha  de  hacer  la  persona  contra  quien 
se  dirige  el  procedimiento.  ((7.,  566.) 

Y  en  punto  á  las  libranzas  no  expedidas  á 
la  orden,  se  considerarán  como  simples  pro- 
mesas de  pago,  sujetas  á  las  leyes  comunes 
sobre  préstamos.  (C,  570.) 

LIBBE  COMSRCIO.  Véase  Puerto  fbarco. 

LIBBE  PLÁTICA.  Las  Ordenanzas  ge- 
nerales de  Aduanas  de  1870  previenen: 

«Art.  51.  En  el  acto  de  ser  admitido  á  li- 
bre plática  el  buque,  entregará  el  Capitán  al 
Administrador  de  la  Aduana  el  manifiesto;  y 
en  el  plazo  de  las  veinticuatro  horas  siguien- 
tes, sin  ser  obstáculo  la  circunstancia  de  caer 
el  vencimiento  en  dia  festivo ,  presentará 
igualmente  dos  copias  del  propio  manifiesto  en 
idioma  español. 
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SI  llevase  carga  para  más  de  un  puerto 
español  presentará  tres  copias. 

Una  de  ellas,  autorizada  por  la  Aduana, 
será  conducida  por  el  Capitán  y  presentada 
en  cada  uno  de  los  puertos  de  escala  para  su 
comprobación  con  las  parciales  y  para  servir 
de  base  en  todas  las  operaciones,  siendo  visa- 
da en  cada  Aduana  de  las  do  tránsito  y  archi- 
vada en  la  ultima. 

Presentado  en  el  primer  puerto  el  mani- 
ñesto  general  con  sus  copias,  en  los  demás  de 
escala  solo  tendrá  el  Capitán  obligación  de 
presentar  tres  copias  parciales  de  la  carga 
consignada  á  cada  puerto. 

Si  se  presenta  el  maniflesto  en  otro  idioma 
que  no  sea  el  español,  se  autorizará  por  el 
Administrador,  se  sellará  coa  el  de  la  Aduana 
y  se  entregará  al  consignatario  del  buque 
para  que,  á  costa  del  Capitán,  se  traduzca,  de^ 
volviendo  á  la  Aduana  el  original  y  su  tra- 
ducción arreglada  á  modelo  en  el  plazo  mázi"' 
mo  de  veinticuatro  horas. 

El  Capitán  presentará  también,  para  los 
ñnes  prevenidos  en  el  art.  78  de  las  citadas 
Ordenanzas  (articulo  Equipajes  de  Diajeros),  una 
relación  de  los  pasajeros  que  conduzca  y  ha« 
yan  de  quedarse  en  el  puerto  y  de  los  bultos 
que  á  los  mismos  pertenezcan . 

LIBRO  DB  CORRECCIONES.  Véase  Qui- 
iiRRA  Ó  Pendencia.  (Prescripción  6.'  de  la  Real 
<3rden  de  17  de  Agosto  de  1864.) 

I.IBRO  DB  EBTRADAS  OBVENCIO- 
NALES. Este  libro  lo  deben  llevar  los  Vicecón- 
sules recaudadores,  en  el  cual  anotarán  los 
derecbos  que  impongan  conformes  con  la  tari- 
Ja  consular,  y  las  cuentas  diarias  de  los  Ingre- 
sos ban  de  estar  firmadas  por  el  Vicecónsul  re- 
caudador y  autorizadas  con  el  Visto  Bueno  y  la 
firma  del  Cónsul. 

Estos  libros  de  cuentas  de  ingresos  se  cer- 
rarán y  remitirán  al  Ministerio  de  Bstedo  el  30 
de  Junio  y  31  de  Diciembre  de  cada  año ,  fir- 
madas por  el  Vicecónsul  recaudador  y  el  Visto 
Bueno  y  firma  del  Cónsul. 

XIBRO  DB  NAVEGACIÓN.  Los  pilotos 
deben  llevar  esto  libro,  donde,  á  la  parque  to- 
das las  particularidades  útiles  de  la  navegación, 
deben  anotar  diariamente  la  altura  del  sol ,  la 
derrota,  la  distancia,  la  longitud  y  latitud  á 
que  Juzgue  hallarse,  y  los  encuentros  que  tu- 
Tiere  con  otras  naves.  (C.  682.) 

I.IBR08,  OBRAS  Ó  DOCUMENTOS.  La 
Real  orden  de  13  de  Octubre  de  1845  man- 
da que  se  envíen  al  Ministerio  de  Bstedo  las 
obras,  eto«  que  las  Sociedades  extranjeras  pre- 
tendan remitir  á  la  Academia  de  la  Historia, 
procurando  que  lleguen  á  su  destino  con  la  ma- 
yor economía  posible;  y  aunque  esto  Beal  ór- 
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den  solo  se  refiere  á  la  Academia  de  la  Histo- 
ria, parece  natural  que  el  Agento  extienda 
igual  favor  á  los  demás  Cuerpos  litorarios  le« 
galmente  constituidos. 

Para  la  introducción  de  obras  impresas  en 
idioma  español  en  el  extranjero  el  decreto  de  4 
de  Setiembre  de  1869  previene  lo  que  sigue: 

«Articulo  1.*  Queda  derogado  el  párrafo 
segundo  del  art.  15  de  la  ley  de  propiedad  li» 
toraria,  según  prescriben  las  bases  arancela- 
rias, asi  como  el  Arancel  vigente. 

Art.  2.*^  Podrán  introducirse  en  España  to- 
das las  obras  impresas  anteriormente  ó  que  se 
impriman  en  idioma  español  en  el  extranjero, 
satisfaciendo  los  derecbos  de  Aduanas  que  les 
correspondan,  con  arreglo  á  la  legislación  de 
este  ramo. 

^rt.  3.^  Los  autores  ó  editores  de  obras  en 
castellano,  impresas  en  el  extranjero,  remitirán 
á  este  Ministerio  una  nota  bibliográfica  de  los 
impresos  que  pretendan  introducir  en  España. 
Esta  note  se  publicará  en  la  Gaceta ,  y  hasta 
quince  días  después  no  podrá  verificarse  dicha 
importación. 

Art.  4.*  Las  disposiciones  de  este  decreto 
no  prejuzgan  cuestión  alguna  de  las  que  haya 
pendientes  sobre  propiedad  literaria ,  incoadas 
con  arreglo  á  la  legislación  anterior. » 


Protección  que  el  Estado  dispensa  á  los  autores  ó 

editores  de  obras. 

aBsta  protección,  que  consiste  en  adquirir 
ejemplares  de  las  mismas  (1),  no  debe  tener 
otro  objeto  (segan  dice  este  decreto )  que  au- 
xiliar la  publicación  de  aquellas  que  por  su 
índole,  novedad  del  contenido,  escasez  de  ejem- 
piares  en  el  comercio,  extensión  y  coste  editorial 
merezcan  ser  atendidas;  teniendo  para  ello  tam- 
bién en  cuente  la  falta  casi  absoluta  de  empre- 
sas provistas  de  grandes  capitales  para  darlas 
á  luz  sin  protección  oficial,  no  menos  que  la  de 
un  publico  bastante,  ya  que  no  á  proporcionar 
utilidades,  siquiera  á  sufragar  los  gastos  que 
aquellas  ocasionan. 

Pero  acontece  á  menudo  que  autores  y 
editores  que  no  se  encuentran  en  estas  excep- 
cionales circunstancias ,  creyéndose  con  dere- 
cho á  obtener  el  apoyo  que  á  los  demás  se  otor- 
g^a,  acuden  á  este  centro  superior  con  preten- 
siones análogas;  de  tal  manera,  que  si  á  seme- 
jante abuso  no  se  pusiera  coto,  contados  serían 
los  que  dejasen  de  acudir  en  demanda  de  au- 
xilio. 


(1)  Decreto  del  Presidente  del  Gk>biemo  de  la 
Bepública  de  8  de  Mayo  de  1873.  (Gaceta  ele  Ma^ 
dnd,  10  de  dicho  mes  y  año.) 
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Pandado  en  estas  conaideraciones ,  y  en 
conformidad  con  ío  propuesto  por  el  Ministro 
de  Fomento ,  el  Q-obierno  de  la  Bepfiblica  ha 
tenido  á  bien  decretar  lo  siguiente: 

«Articulo  1.*  No  se  dará  curso  á  instancia 
alguna  en  que  se  pida  la  adquisición  de  obras, 
mientras  no*se  consigne  en  ella  el  námero  fijo 
de  tomos  ó  entregas  que  hayan  de  publicarse 
durante  cada  año  económico ,  y  haya  crédito 
legislativo  suficiente  para  su  abono;  siendo  pre* 
feridas,  siempre  que  se  trate  de  realizar  pagos, 
aquellas  cuya  adquisición  se  hubiere  acordado 
con  anterioridad  á  otras,  y  dentro  de  esta  con- 
dición las  que  primero  se  entreguen  en  este 
Ministerio  para  dicho  pago. 

Art.  2.*  Los  autores  ó  editores  fijarán  en 
sus  instancias  el  máximum  aproximado  á  que 
habrá  de  ascender  el  coste  total  de  la  parte  ma- 
terial de  cada  obra  ó  colección  para  que  sean 
acreedores  al  auxilio  del  Bstado :  el  mínimum 
será  30.000  pesetas. 

Art.  3.^  Es  requisito  indispensable  para  to- 
da concesión  que  los  interesados  manifiesten, 
igualmente  de  oficio,  la  extensión  probable  de 
las  obras  cuya  adquisición  propongan. 

Art.  4.*  Todas  las  obras  que  se  adquieran 
deberán  ser  producto  de  la  inspiración  y  tra- 
bajos de  ingenios  espatioles:  sin  embargo,  se 
concederá  protección  á  las  compilaciones  de  do- 
cumentos referentes  á  la  Historia  de  España, 
si  á  juicio  de  la  Academia  do  la  Historia  con- 
tribuyeran á  esclarecer  puntos  importantes  ó 
dudosos  de  la  Historia  nacional ,  y  á  las  tra- 
ducciones que  sean  recomendables  por  du  mé- 
rito literario  ó  por  su  novedad,  á  juicio  de  la 
Academia  de  la  Lengua. 

Art.  5.*  Para  acordar  una  adquisición  es 
circunstancia  precisa  oir  previamente  el  dic- 
tamen de  las  Academias  ó  Corporaciones  lite- 
rarias que  cultiven  el  ramo  ó  ramos  del  saber 
á  que  la  obra  corresponda ,  cuidando  aquellas 
de  exponer  razonadamente  los  fundamentos  en 
que  se  hayan  apoyado  para  emitir  el  dic- 
tamen. 

Art.  6."  A  fin  de  que  las  Academias  y  Cor- 
poraciones literarias  den  cumplimiento  á  lo  dis* 
puesto  en  el  articulo  anterior,  los  interesados 
acompafiarán.  á  sus  instancias  un  tomo,  cuan- 
do menos ,  si  por  tomos  dieren  á  luz  las  obras 
presentadas,  ó  un  número  de  entregas  que  no 
baje  de  12 ,  cualesquiera  que  sean  su  tamaño 
y  el  número  de  páginas. 

Art.  7.*  Los  autores  6  editores  expresarán 
en  sus  solicitudes  si  con  anterioridad  han  dis- 
frutado el  beneficio  de  la  protección  oficial  por 
éste  ú  otros  Ministerios. 

Art.  8.*  No  se  dará  curso  á  instancia  algu- 
na en  que  se  pida  que  se  tome  mayor  número 


de  ejemplares  de  una  obra  que  los  acordados  en 
la  primitiva  orden  de  adquisición. 

Art.  9.''  No  se  constituirán  en  el  local  de 
este  Ministerio  depósitos  de  ejemplares,  ni  aun 
de  aquellas  obras  cuya  adquisición  está  acor- 
dada,  mientras  no  baya  crédito  legislativo  en 
el  presupuesto  para  su  abono. 

Art.  10.  Toda  adquisición  de  obras  habrá 
de  ser  otorgada  por  decreto  acordado  en  Con- 
sejo de  Ministros. 

Art.  11.  Queda  derogada  la  Eeal  orden  de 
10  do  Febrero  de  1864,  relativa  á  la  manera 
de  conceder  auxilio  á  las  personas  que  publi- 
quen obras  de  mérito. 

Art.  12.  El  Ministro  de  Fomento  queda  en- 
cargado de  la  ejecución  de  este  decreto. » 

I.ICENCIA  TEMFOBAL.  La  Real  orden 
circular  de  22  de  Agosto  de  1818  previene 
que  los  Cónsules  que  las  soliciten  lo  hagan  por 
medio  del  Cónsul  general  del  punto  donde  re- 
sida, de  la  Legación,  ó  bien  si  no  existiesen 
directamente,  al  Ministerio  de  Estado. 

La  de  6  de  Setiembre  de  1857  marca  en 
qué  términos  los  Jefes  de  las  carreras  diplomá- 
tica y  consular  deben  remitir  las  solicitudes  de 
sus  subordinados,  y  especialmente  las  de  li- 
cencias. 

La  de  20  de  Noviembre  de  1858  fija  los 
términos  que  podrán  tener  las  Ucencias  conce- 
didas á  los  Cónsules  y  el  sueldo  que  disfruta- 
rán durante  las  mismas. 

La  de  10  de  Julio  de  1886  es  relativa  á  la 
obligación  que  tienen  los  Agentes  Consulares 
en  el  extranjero  de  pedir  autorización  al  Jefe 
de  la  Legación  de  quien  dependan  para  viiyar 
en  el  país  donde  residiere. 

El  Reglamento  para  la  concetion  de  loe  lieen" 
das  á  los  empleados  en  las  carreras  diplomática  f 
consular,  de  28  de  Enero  de  1867,  previene: 

Articulo  1  .**  Los  empleados  en  dichas  car- 
reras podrán  disfrutar  licencias  temporales  para 
restablecer  su  salud  y  para  asuntos  propios. 

Art.  2.^  No  se  concederá  licencia  alguna 
sino  á  solicitud  por  escrito  del  empleado,  cur- 
sada por  su  inmediato  Jefe.  Cuando  se  fundare 
en  falta  de  salud,  habrá  de  justificarse  debida- 
mente. Cuando  fuere  para  asuntos  propios,  el 
Jefe,  al  darle  curso,  deberá  exponer  si  de  la 
concesión  se  sigue  algún  daño  al  servicio. 

Art.  3.^  El  máximum  de  las  Ucencias  y 
prórogas  por  motivos  de  salud  para  los  em* 
picados  diplomáticos  y  consulares  será  el  si- 
guiente: 

De  dos  meses  con  sueldo  entero,  uno  de 

primera  próroga  con  medio  sueldo,  y  uno  de 

segunda  sin  sueldo,  para  los  que  sirven  en  Ba- 

ropa,  en  Marruecos  y  en  la  Regencia  de  Túnez. 

De  tres  meses  con  sueldo  entero,  uno  de 
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primera  próroga  con  medio  sueldo,  y  uno  de 
segunda  sin  sueldo,  para  los  que  sirven  en  Trí- 
poli, en  Egipto,  en  Odesa,  en  Turquía  y  en  la 
parte  del  Asia  bañada  por  los  mares  Mediter«> 
raneo  y  Negro. 

De  cuatro  meses  con  sueldo  entero,  uno  de 
primera  próroga  con  medio  sueldo,  y  uno  de 
segunda  sin  sueldo,  para  los  que  sirven  en  los 
Estados  Unidos,  en  Méjico,  en  Venezuela,  en 
las  Antillas  y  en  el  Golfo  de  Guinea. 

De  seis  meses  con  sueldo  entero,  uno  de 
primera  próroga  con  medio  sueldo,  y  uno  de 
segunda  sin  sueldo,  para  los  que  sirven  en  los 
demás  Estados  de  la  América  del  Sur,  bañados 
por  el  Atlántico  y  Pacífico,  y  en  California. 

De  diez  meses  con  sueldo  entero,  uno  de 
primera  próroga  con  medio  sueldo  y  uno  de 
segunda  sin  sueldo,  para  los  que  sirven  en 
cualquier  otro  punto  de  Asia  y  Occeanía 

Art.  4.^  Las  licencias  para  asuntos  pro- 
pios se  darán  por  el  mismo  tiempo  que  por 
motivos  de  salud,  siempre  que  el  servicio  lo  per* 
mita,  pero  con  medio  sueldo  en  la  concesión 
primera,  y  sin  ninguno  en  las  prórogas. 

Art.  5.^  Tanto  en  las  licencias  como  en  las 
prórogas  se  entiende  que  los  empleados  diplo* 
matices  y  consulares  solo  devengarán  el  sueldo 
regulador  de  su  clase. 

Art.  6.^  Caducarán  las  licencias  de  que  no 
se  hubiese  hecho  uso  al  mes  de  haber  sido  co- 
municadas á  los  interesados,  é  igualmente 
terminarán  al  mes  las  que  los  empleados  estén 
disfrutando  cuando  sean  trasladados  á  un  nue- 
vo destino. 

Art.  7.^  Las  licencias  y  prórogas  serán 
concedidas  por  Beal  orden  en  los  términos 
prescritos.  Cuando  los  empleados  en  el  extran- 
jero soliciten  autorización  para  ausentarse  de 
su  puesto  que  no  exceda  de  quince  dias,  podrá 
concederse  por  el  Jefe  de  la  Legación  de  quien 
dependan;  pero  los  citados  Jefes  deberán  dar 
cuenta  inmediata  al  Ministerio  de  las  autoriza* 
clones  que  concedan. 

Art.  8.*  Quedará  cesante  el  empleado  que 
se  ausentase  sin  licencia  ó  autorización  com- 
petente, y  el  que  no  hubiere  regresado  al  ter- 
minar el  plazo  que  se  le  hubiere  concedido, 
flln  perjuicio  de  lo  demás  á  que  haya  lugar  se« 
g'un  los  casos  y  circunstancias,  con  arreglo  á 
lo  que  dispone  el  Código  penal.  Los  Jefes  de 
Legación  y  de  Consulado  darán  desde  luego  de 
bc^a  á  los  empleados  que  se  hallaren  en  los  ca- 
sos anteriores,  dando  parte  á  la  superioridad 
para  la  resolución  conveniente. 

Art.  9.*  Los  empleados  diplomáticos  que 
se  encargaren  de  sus  Legaciones  por  ausencia 
de  los  Jefes,  percibirán  los  haberes  en  la  forma 
establecida  w  los  artículos  eorrespondientes 


del  Reglamento  vigente  de  15  de  Julio  de  1866. 

Art.  10.  En  los  Consulados  cuyos  dere- 
chos obvencionales  se  recauden  por  cuenta 
del  Estado,  el  Vicecónsul  devengará  durante  la 
ausencia  del  Cónsul  la  mitad  de  la  parte  señala- 
da á  éste  para  los  gastos  de  residencia  y  la  asig- 
nación para  los  ordinarios  por  entero,  siendo  de 
su  cuenta  el  abono  de  la  gratificación  al  Canci- 
ller encargado  de  las  funciones  de  recaudador. 
Cuando  los  Vicecónsules  salgan  con  licencia, 
el  Canciller  ó  la  persona  -que  le  sustituya  dis- 
frutará en  el  concepto  de  gratificación  la  par- 
te de  los  gastos  de  residencia  señalada  á  aque- 
llos, entendiéndose  este  derecho  únicamente 
en  los  puntos  en  que  figura  dicha  asignación 
en  la  ley  de  presupuestos. 

Art.  11.  En  los  Consulados  cuyos  derechos 
obvencionales  no  ingresan  aüp  en  el  Tesoro, 
los  Vicecónsules  ó  personas  que  se  encarguen 
de  los  mismos  percibirán  durante  la  ausencia 
del  Cónsul  la  asignación  para  los  gastos  or- 
dinarios y  los  emolumentos  que  devenguen  por 
razón  de  su  empleo,  con  la  obligación  de  aten- 
der á  dichos  gastos  cuando  no  figure  el  crédi- 
to correspondiente  en  el  presupuesto. 

Art.  12.  Quedan  derogadas  todas  las  dis- 
posiciones que  se  opongan  al  presente  Regla- 
mento, etc.» 

La  Real  orden  de  25  de  Febrero  de  1867, 
publicada  en  la  Gaceta  del  1 4  de  Marzo  del  mis- 
mo año,  recuerda  que  el  cap.  8."  del  Real  decre- 
to orgánico  de  las  carreras  civiles  de  Ultra* 
mar,  al  fijar  la  forma  y  término  de  las  licen- 
cias, impone  á  los  empleados  la  obligación  de 
acreditar  con  certificación  de  los  capitanes  de 
lospuertos  de  arribada  en  España  ó  délos  cónsu- 
les en  el  extranjero,  la  llegada  á  los  mismos  des- 
pués de  viaje  directo  ó  de  costumbre,  asi  como 
el  reembarque  para  su  destino  dentro  del  térmi- 
no legal;  se  dispone  igualmente  que  al  notificar- 
se á  cualquier  empleado  la  concesión  de  licen- 
cia, se  le  recuerden  las  prescripciones  de  los 
artículos  78  y  79  del  Real  decreto  citado;  aper- 
cibiéndoles de  que  sí  faltasen  á  ellas  se  rescap- 
turará  el  tiempo  de  su  embarque,  parándoles 
por  ello  el  perjuicio  que  haya  lugar,  etc.,  etc. 
Véase  Ausentarse  del  disteito  consular. 

En  el  capitulo  9.*,  art.  51  al  60  del  Re- 
glameiUo  de  la  Carrera  consular  se  determina 
cuanto  tiene  relación  con  el  uso  de  licencias 
por  enfermedad  ó  asuntos  propios ,  etc.  Véase 
Solicitudes  al  Gobierno. 

LICENCIA  DEL  MABIDO  Á.  LA  MU- 
JER PARA  CELEBRAR  CONTRATOS  T  ACTOS.    ¿Puede  el 

marido  mayor  de  diez  y  ocho  años  conferir  á 
su  mujer  licencia  general  para  celebrar  contra- 
tos y  actos  que  la  sean  favorables?  La  Ley  de 
Matrimonio  civil,  en  sus  articalos  45  y  46^  le 
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concede  esta  facaltad,  siempre  qae  do  estése- 
parado  de  su  mujer  por  sentencia  ñrme  de  di- 
Torcio,  que  se  halle  ausente  en  Ignorado  pa- 
radero ó  que  esté  sometido  á  la  pena  de  inter- 
dicción civil. 

Mas  á  pesar  de  esto,  parece  algo  yago,  se- 
gún Escriche,  y  sobre  todo  expuesto,  que  por 
una  licencia  general  quede  facultada  la  mujer 
hasta  el  punto  de  disponer  de  todos  sus  bienes. 
Más  prudente  será  que  el  poder  ó  la  licencia 
se  confiera  para  cada  caso  concreto  y  det^'r- 
minado.  Sin  embargo,  el  Notario  no  puede 
pasar  de  emitir  su  consejo  cuando  sea  consul- 
tado; á  las  partes  solamente  incumbe  resolver 
en  tales  casos  lo  más  conveniente. 

No  debe  confundirse  la  licencia  del  marido 
á  su  mujer  para  celebrar  actos  y  contratos 
con  el  poder  que  pueda  conferirla  para  otros 
objetos:  por  la  licencia  la  mujer  adquiere  la 
completa  capacidad  que  necesita  para  celebrar 
actos  y  contratos  que  le  son  propios;  el  man- 
dato ó  poder  faculta  á  la  mujer  para  ejecutar 
actos  propios  del  marido.  La  práctica  suele 
confundir  frecuentemente  ambas  cosas;  y  con- 
viene que  los  Notarios,  al  redactar  tanto  les 
poderes  como  las  licencias,  hagan  la  conve- 
niente  distinción  que  revele  su  especial  com- 
petencia. 

LICENCIAS  PAHA  PE8CAB.  Véase 
Pesca. 

LIGA.  Confederación  ó  coalición  entre 
Beyes,  Príncipes,  Naciones,  pueblos,  parti- 
dos, etc.,  hecha  con  el  objeto  de  atacar  ó  re- 
sistir á  un  enemigo  común.  Llamóse  asi  la 
Asociación  de  los  católicos  en  Francia,  for 
mada  por  Enrique,  Duque  de  Quisa,  á  ins- 
tancias del  Cardenal  de  Lorena,  en  1576,  con 
el  objeto,  al  parecer,  de  defender  la  religión 
católica  contra  los  herejes,  aunque  realmente 
solo  fué  con  el  de  destronar  á  Enrique  III.  Sir- 
vió de  pretesto  para  esta  conspiración  un  edicto 
de  pacificación  dado  por  Enrique  III  á  favor 
de  los  protestantes.  La  abjuración  de  Enri- 
que IV  fué  la  causa  de  que  la  Liga  se  disol- 
viese. Duró  desde  1575  á  1591.  Véase  Barri- 
cadas y  Edicto  db  Nautes. 

Llamóse  también  Stknia  Liga  la  de  los  Co- 
muneros  de  Castilla^  que  pelearon  gloriosamente 
contra  la  tiranía  y  por  la  independencia  de  su 
Patria,  acaudillados  por  los  inmortales  Padilla, 
Acuña  y  otros. 

LIGA  DEL  BIEN  PÚBLICO.  Alianza 
que  formaron  en  1463  los  Duques  de  Bretaña, 
deBorbon,  de  Calabria,  de  Nemours;  Carlos, 
hermano  del  Rey;  los  Condes  de  Dunois,  de 
Armañac  y  de  Dammartüs,  dirigidos  por  Car- 
los el  Temerario  contra  Luis  XI ,  bajo  el  pro- 
teste de  aliviar  al  pueblo ;  pero  la  verdadera 


causa  fué  el  verse  los  señores  agraviados  por 
habérseles  despojado  de  muchos  privilegios. 

LIGA  DE  CAMBRA  Y.  Se  hizo  en  10  de 
Diciembre  de  1508  contra  Venecia. 

LIGA  DE  SCHMALEALDE.  Hecha  en 
Marzo  de  1531  entre  nueve  Principes  protes- 
tantes y  once  villas  imperiales  para  la  defensa 
de  su  fé  é  independencia  contra  Carlos  V  y 
los  Estados  católicos. 

LIGA  DE  LOS  DIEZ  Y  SEIS.  Estableci- 
miento de  los  Diez  y  seis  en  1535  bajo  una 
asociación  que  luego  se  vendió  al  Duque  de 
Guisa. 

LIGA  EXJBOPEA.  De  18Uá  1815 con- 
tra Napoleón  I. 

LIGAS  COMERCIALES.  Véanse  Akse 
Teutónico,  Asociación  de  Aduanas  y  Zollvb- 

RBIN. 

LIMOSIVAS.  Dádivas  que  se  hacen  á  las 
personas  necesitadas  sin  más  efecto  que  satis- 
facer una  deuda  de  humanidad ,  que  es  el 
afecto  que  debemos  á  los  seres  de  nuestra  es- 
pecie como  miembros  de  la  sociedad  univer- 
sal. La  justicia  exige  que  mostremos  benevo- 
lencia en  todos  los  actos  de  la  vida  y  que  de- 
mos los  socorros  que  para  nosotros  mismos 
exigimos.  La  humanidad  es  la  calidad  esen- 
cial del  hombre ,  puesto  que  por  ella  conoce 
todo  lo  que  debe  á  los  otros  hombres. 

Solo  un  vano  soñsta  puede  decir  que  es  co- 
sa imposible  amar  á  todos  los  hombres ,  y  que 
el  amor  del  género  humano ,  tan  recomendado 
por  algunos  sabios,  solo  sirve  de  pretesto  para 
no  amar  á  nadie.  Amar  á  los  hombres  es  de- 
sear su  bienestar;  compadecerse  del  desgw- 
ciado,  es  una  de  las  mayores  virtudes,  porque 
es  sentir  lo  que  ellos  sienten  ,  es  padecer  con 
ellos,  es  hacerse  participe  de  sus  penas,  es,  en 
cierto  modo,  ponerse  en  su  lugar  y  experimen- 
tar la  situación  que  los  aqueja. 

El  hombre  desgraciado  es  más  compasivo 
y  caritativo  que  el  que  no  ha  experimentado 
los  reveses  de  la  suerte. 

El  indigente,  que  sabe  lo  que  son  los  tor- 
mentos del  hambre ,  conoce  toda  su  fuerza  y 
compadece  al  que  los  experimenta. 

Nuestro  generoso  pais  jamás  abandona  á 
todos  sus  hijos  que  se  hallan  en  el  extranjero 
con  verdaderas  necesidades,  procedentes  de 
desgracia  y  no  de  mala  conducta,  y  la  prime- 
ra Secretaria  de  Estado,  por  Real  orden  de  29 
de  Setiembre  de  1852  ,  dijo  al  Cónsul  de  Es- 
paña en  Lisboa:  «Que  las  limosnas  que  da  un 
funcionario  en  el  extranjero  son  de  sa  cargo, 
pues  el  Estado  solo  abona  los  socorros  que  son 
justiñcables.»  Véase  Socobros,  etc. 

LIQUIDACIÓN  DB  SUELDOS.  Véase 
Habbrbs  pasivos  y  Sueldos. 
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LIQUIDAB  UNA  TSSTAMSNTABIA. 

Véase  Testambntaeías. 

LITIGANTE.  El  qae  dispata  en  juicio 
con  otro  sobre  alguna  cosa ,  ya  sea  como  ac- 
tor ó  demandante,  ya  sea  como  reo  ó  deman- 
dado. 

LITIGIOSO.' Lo  que  se  disputa  en  juicio. 
La  cosa  litigiosa  no  puede  enajenarse  durante 
el  pleito,  á  no  ¿er  por  razón  de  dote  ó  dona- 
ción por  casamiento ,  ó  de  transacción  ,  ó  de 
división  de  cosas  hereditarias ,  ó  por  legado  ó 
fideicomiso,  ó  en  los  juicios  universales  en  que, 
mediante  auto  del  Juez,  se  enajena  alguna  co- 
sa para  el  funeral  del  deudor,  pago  de  ciertos 
débitos  y  alimentos  de  su  familia ;  de  suerte 
que ,  fuera  de  estos  casos ,  es  nula  cualquiera 
enajenación ,  y  la  cosa  enajenada  vuelve  á  su 
antiguo  estado,  ó,  no  pudiendo  verificarse,  se 
subroga  otra  en  su  lugar. 

LITOBAL  MARÍTIMO.  Todas  las  rela- 
ciones descriptivas  del  litoral  marítimo  de  los 
CkSnsules  que  puedan  ser  útiles  á  nuestra  na- 
vegación é  industria  se  mandarán  al  Ministe- 
rio de  Estado,  y  si  se  acompa£ian  planos  y  do- 
cumentos correspondientes ,  la  Real  orden  de 
3  de  Enero  de  1857  manda  que  el  importe  de 
ellos  se  incluya  en  cuenta  do  gastos  extraordi- 
narios. 

LOCO.  El  que  ha  perdido  el  juicio  hasta 
el  punto  de  no  saber  distinguir  lo  bueno  de  lo 
malo. 

Gomo  el  loco  es  incapaz  de  consentimien 
to,  no  puede  celebrar  contratos,  ni  casarse,  ni 
hacer  testamento,  ni  ejercer  ningún  otro  acto 
de  la  vida  civil,  ni  cometer  verdaderos  delilx>s, 
á  no  ser  que  tenga  lucidos  intervalos,  y  por 
ello  se  le  debe  nombrar  curador  que  cuide  de 
su  persona  y  de  sus  negocios. 

Hemos  dicho  que  el  loco  no  comete  verda- 
dero delito ,  porque  le  falta  el  conocimiento  y 
la  voluntad;  y  asi  es  que  si  comete  algún  ac- 
to perjudicial,  no  incurre  en  las  penas  esta- 
blecidas por  las  leyes;  pero  se  deben  tomar 
precauciones  para  que  no  haga  daño  á  nadie, 
y  quedan  responsables  las  personas  encarga- 
das de  su  custodia.  (Ley  9.*,  tít.  1.',  y  ley 
10,  tit.  10,Part.  7.') 

El  art.  58  de  la  Instrucción  de  19  de  Ju- 
lio de  1856  previene: 

«Si  sucediera  que  por  uno  de  esos  acci- 
dentes que  desgraciadamente  afligen  á  la  hu- 
manidad, se  viese  acometido  de  demencia  al- 
gún subdito  español  en  país  extranjero  y  se 
bailare  en  él  completamente  abandonado ,  sin 
familia  y  sin  recursos,  le  amparará  el  Cónsul 
colocándole  desde  luego  en  alguno  de  esos 
asilos  de  seguridad  y  beneficencia,  que  previ- 
niendo los  perjuicios  que  puede  ocasionar  el 
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extravio  de  la  razón,  proporciona  al  mismo 
tiempo  algún  alivio  al  que  se  encuentra  en  tan 
lamentable  estado.»  Véase  Hecho  y  Ajeno. 

LOGAB.  Alquilar  ó  dar  un  arrendamien- 
to. Logarse  es  obligarse  á  algún  trabajo  per- 
sonal por  cierto  precio  ó  salario ,  que  es  lo 
mismo  que  alquilarse  ó  prestar  sus  servicios  ó 
trabajo  por  un  precio  convenido.  Esta  palabra 
logar  viene  de  la  latina  locare. 

lotería.  Esta  especie  de  contribución 
indirecta  no  se  conoció  en  España  hasta  el  año 
de  1763. 

En  las  urgencias  de  la  guerra  que  sostuvo 
la  Nación  contra  los  proyectos  ambiciosos  de 
Bonaparte,  á  la  lotería  primitiva  se  agregó  la 
moderna,  y  Fernando  Vil,  después  de  resta- 
blecido en  el  trono,  creó  otra  de  grandes  pre- 
mios, que  es  la  única  que  hoy  se  juega  y  que 
en  ciertas  épocas  del  año  ofrece  considerables 
alicientes  á  los  jugadores. 

((Las  loterías,  en  sentir  de  Say,  fomentan 
un  vicio  funesto  á  la  tranquilidad  de  las  fami- 
lias y  á  la  prosperidad  del  Estado;  hacen  per- 
der el  dinero  que  se  pone,  y  el  tiempo  que  pu- 
diera emplearse  mejor:  tienen  uaa  funesta  in- 
fluencia sobre  las  costumbres,  porque  habitúan 
al  hombre  á  esperar  la  fortuna,  lo  que  debiera 
prometerse  solo  de  su  aplicación,  y  á  cifrar  sus 
ganancias  en  las  pérdidas  ajenas  y  no  en  los 
verdaderos  manantiales  de  la  riqueza.  Asi  se 
acostumbra  á despreciar  el  trabajo  activo,  com- 
parado con  el  aliciente  de  un  temo.» 

«iQué  horroroso  oficio,  exclama  el  mismo 
Say,  el  de  aquellos  Gobiernos  que,  semejantes 
á  las  más  viles  rameras,  excitan  y  promueven 
una  criminal  inclinación,  y  ofrecen  á  los  in- 
fames estafadores,  á  quienes  castigan,  el  cebo 
de  una  suerte  engañosa! » 

LOYDS  (Lloyd's.)  La  Bolsa  de  Londres,  re- 
construida en  1667  después  del  gran  incendio 
ocurrido  durante  el  reinado  de  Garlos  U,  con- 
tiene un  local  destinado  para  café  llamado  de 
Lloyd*s,  que  era  el  nombre  de  su  fundador.  En 
este  establecimiento,  donde  se  hacen  los  con- 
tratos de  seguros  marítimos,  hay  dos  grandes 
locales,  destinados  el  uno  para  el  público,  y 
el  otro  para  los  que  son  suscritores  ó  socios, 
bajo  las  mismas  bases  que  nuestros  casinos  ó 
cercles.  Con  la  cuota  mensual  que  pagan  estos 
suscritores  hay  un  fondo  para  cubrir  las  aten  - 
clones  y  gastos  de  la  sociedad.  Si  ella  goza 
desde  su  creación  de  una  reputación  univer- 
sal de  buena  fé  y  lealtad  comercial,  lo  debe  á 
su  acendrado  patriotismo  y  á  su  nunca  des- 
mentida honradez  proverbial. 

La  prensa  de  ambos  mundos  pública  en  el 
día  todos  los  acontecimientos  marítimos  y  co- 
merciales; pero  hace  medio  siglo,  y  aun  en 
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los  tiempos  de  las  guerras  de  la  revolución  y 
del  imperio,  las  comunicacioDes  eran  muy  di- 
fíciles. Entonces  fué  cuando  cada  miembro  del 
Café  de  Lloyd's  (ó  casino)  se  constituyó  en  el 
deber  de  adquirir  noticias  por  Cuantos  medios 
eran  imaginables,  las  que  eran  inscritas  en  un 
libro  destinado  para  ellos .  y  en  el  que  se  con- 
signaban, no  solo  los  acontecimientos  mariti* 
mos,  sino  los  de  la  guerra  y  la  política.  Todas 
estas  noticias  de  interés  general  se  publicaban 
además  en  un  periódico  titulado  Lloyd^s  List, 
asi  como  también  las  salidas  y  entradas  de  bu- 
ques en  los  diferentes  puertos  de  Europa,  Asia, 
África  y  América.  Estas  noticias  eran  de  su« 
mo  interés,  no  solo  para  el  comercio,  sino  para 
las  operaciones  de  seguros  marítimos. 

Los  aseguradores  úél  Lloyd's  contra  losries^ 
gos  del  mar  garantizan  bajo  su  firma  los  con* 
tratos  de  seguros  que  individualmente  reali- 
zan; pero  el  pago  de  los  siniestros  se  realiza 
mancomunadamente  con  los  fondos  de  la  So- 
ciedad, por  medio  de  los  encargados  nombra- 
dos por  la  Junta  directiva. 

Desde  hace  algunos  años  se  han  formado 
en  Europa  diferentes  sociedades  de  seguros 
marítimos,  así  como  también  periódicos  que 
anuncian  la  entrada  y  salida  de  buques,  sin 
que  estas  sociedades  ni  periódicos  tengan  re- 
lación de  intereses,  ni  aun  semejanza ,  con  el 
célebre  Lloyd's  de  la  Bolsa  de  Londres.  Véase 

SSGDROS  MARÍTOIOS. 

LUCES  PABA  EVITAR  LOS  ABOB- 
DAJBS  EN  LA  MAR.  Hé  aquí  el  Real  decreto  de  8 
de  Abril  de  1863,  que  establece  las  reglas  ne- 
cesarias á  fin  de  evitar  en  cuanto  sea  posible 
las  funestas  consecuencias  de  los  abordajes  en 
la  mar,  prescribiendo  el  uso  de  luces  que  de- 
ben llevar  los  buques  de  vapor  y  de  vela,  las 
señales  en  tiempo  de  niebla  y  reglas  relativas 
al  rumbo. 

Articulo  1.°  Todo  buque  de  vapor  que  na- 
vegue con  solo  las  velas  se  considerará  como 
buque  de  vela  y  el  que  navegue  á  vela  y  má- 
quina como  buque  de  vapor. 

Reglas  relativas  i  las  luces. 

Art.  2.^  Las  luces  que  se  determinan  en 
los  artículos  siguientes  deben  llevarse  encen- 
didas, con  eiLClusion  de  toda  otra,  desde  la 
puesta  á  la  salida  del  sol  en  todo  tiempo. 

Art.  3.*  Los  buques  de  vapor  cuando  se 
hallen  en  movimiento  deberán  llevar  las  si- 
guientes: 

En  el  tope  del  palo  trinquete,  una  luz  blanca 
dispuesta  de  modo  que  su  irradiación  sea  uni- 
forme y  no  interrumpida  en  la  extensión  de 
ttn  arco  horizontal  de  20  cuartas  de  la  aguja, 


contadas  10  á  cada  banda  desde  la  dirección 
de  la  proa,  con  un  alcance  que  la  haga  visi- 
ble á  5  millas,  por  lo  menos,  de  distancia  en 
ana. noche  oscura,  pero  sin  niebla. 

A  estribor,  un  farol  verde,  colocado  de  mo- 
do que  produzca  una  luz  del  mismo  color  uni- 
forme y  no  interrumpida  en  la  extensión  de 
un  arco  horizontal  de  10  cuartas  de  la  aguja, 
contadas  desde  la  proa  del  buque  hacia  estri- 
bor, y  de  un  alcance  que  la  haga  visible  á  2 
millas,  por  lo  menos,  de  distancia  en  una  no- 
che oscura,  pero  sin  niebla. 

A  babor  un  farol  rojo,  colocado  de  modo 
que  produzca  una  luz  del  mismo  color,  uni- 
forme y  no  interrumpida  en  un  arco  horizon- 
tal de  10  cuartas  de  la  aguja,  contadas  desde 
la  proa  del  buque  hacia  babor,  con  un  alcance 
que  la  haga  visible  á  2  millas,  por  lo  menos, 
de  distancia  en  una  noche  oscura  pero  sin 
niebla. 

Estos  faroles  de  los  costados  tendrán,  por 
la  parte  de  dichos  costados,  pantallas  en  di- 
rección de  popa  á  proa  que  excedan  90  cen- 
tímetros hacia  proa  de  la  luz,  á  fin  de  que  la 
verde  no  pueda  descubrirse  desde  la  parte  de 
babor,  ni  la  roja  desde  la  de  estribor. 

Art.  4.*  Los  buques  de  vapor,  cuando  den 
remolque,  deben  llevar,  además  de  los  floróles 
de  los  costados,  dos  luces  blancas  verticales 
en  un  tope,  las  cuales  servirán  para  distin- 
guirlo de  los  demás  buques  de  vapor.  Estas 
luces  serán  iguales  á  la  luz  única  que  llevan 
en  el  tope  los  vapores  que  van  independientes. 
Art.  5.*  Los  buques  de  vela,  navegando 
solos  ó  á  remolque,  llevarán  las  mismas  luces 
que  los  buques  de  vapor  en  movimiento,  ex- 
cepto la  luz  blanca  del  tope  de  trinquete,  que 
nunca  deberán  usar. 

Art.  6.*  Cuando  los  buques  de  vela  sean 
de  tan  pequeñas  dimensiones  que  los  fkroles 
verdes  y  rojos  no  puedan  colocarse  de  un  mo- 
do fijo,  se  tendrán,  sin  embargo,  encendidos  y 
listos  sobre  cubiertas  en  sus  bandas  respecti- 
vas, para  manifestarlos  á  todo  buque  que  se 
juzgue  próximo,  y  con  bastante  tiempo  para 
impedir  el  abordaje. 

Estas  luces  portátiles  se  deben  tener  á  la 
vista  todo  el  tiempo  que  sea  posible,  y  de  mo- 
do que  la  luz  verde  no  pueda  distinguirse  por 
la  parte  de  babor,  ni  la  roja  tampoco  pueda 
verse  por  la  parte  de  estribor. 

Para  que  estas  prescripciones  sean  de  apli- 
cación más  segura  y  sencilla,  los  faroles  esta- 
rán pintados  exteriormeñte  del  color  de  la  luz 
que  despidan,  y  deberán  estar  provistos  de  las 
pantallas  convenientes. 

Art.  7.^  Los  buques»  tanto  de  vela  como 
de  vapor,  fondeados  en  radas,  canales  ü  otros 
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sitios  frecuentados,  tendrán»  desde  la  puesta  & 
la  salida  del  sol,  una  luz  blanca,  colocada  á 
una  altura  que  no  exceda  de  6  metros  sobre  la 
borda  y  que  proyecte  una  luz  uniforme  y  no 
interrumpida  en  todo  el  horizonte  basta  una 
distancia  por  lo  monos  de  una  milla. 

Art.  8/  Los  buques  de  vela  de  los  prácti- 
cos no  tienen  obligación  de  llevar  las  mismas 
luces  que  se  exigen  á  los  otros  buques  de  vela; 
pero  deben  tener  en  un  tope  una  luz  blanca, 
visible  desde  todos  los  puntos  del  horizonte,  y 
además  dejarán  ver  otra  luz  de  cuarto  en  cuar- 
to de  hora. 

Art.  9.*  Las  barcas  pescadoras  sin  cubier- 
ta y  todos  los  demás  buques  que  carezcan 
igualmente  de  ella,  no  tienen  obligación  de 
llevar  las  luces  de  los  costados  que  se  exigen 
á  los  otros  buques;  pero  si  no  tuvieren  faroles 
de  esta  clase,  deberán  usar  uno  que  tenga  por 
uno  de  sus  lados  un  cristal  verde  de  correa,  y 
por  el  otro  uno  rojo,  de  manera  que  al  acer- 
carse un  buque  puedan  enseñar  este  farol 
oportunamente  para  impedir  el  abordaje,  te^ 
niendo  cuidado  que  la  luz  verde  no  pueda  dis- 
tinguirse desde  babor  ni  la  roja  desde  estribor. 

Los  barcos  de  pesca  y  todos  los  demás  bu- 
ques sin  cubierta  que  estén  al  ancla  ó  que  se 
hallen  pescando  sin  moverse  de  un  sitio  deben 
manifestar  una  luz  blanca. 

Estos  mismos  buques  pueden  hacer  uso 
además  de  una  luz  visible  con  cortos  interva- 
los, si  lo  creen  conveniente. 

Señales  en  tiempo  de  niebla. 

Art.  10.  En  tiempo  de  niebla ,  tanto  de  no  - 
che  como  de  dia,  los  buques  harán  las  señales 
siguientes  cada  cinco  minutos  por  lo  menos: 

Los  buques  de  vapor  navegando  harán  so- 
nar el  silbato  de  vapor  que  está  colocado  de- 
lante de  la  chimenea  á  una  altura  de  2*40  me- 
tros sobre  la  cubierta  alta. 

Los  de  vela,  cuando  naveguen,  tocarán 
una  cometa. 

Los  de  vapor  y  los  de  vela,  cuando  estén 
parados  ó  en  movimiento,  tocarán  la  campa- 
na.» Véase  Luces  para  bvitae  los  abosdajss  bn 

LA  MAE. 

IiUOBATIVO.  Lo  que  produCe  utilidad  y 
ganancia;  y  asi  llamamos  titulo  lucrativo  á  la 
causa  que  nos  hace  adquirir  una  cosa  sin  que 
nos  cueste  nada,  como  la  donación  y  legado. 

IiUGARBS  PÍOS.  Los  de  Santiago  y  San- 
ta Maria  de  Mouserrate  en  Roma  se  fundaron 
por  el  Infanta  D.  Enrique,  hijo  de  San  Fer- 
nando, con  el  objeto  de  acoger  á  los  españoles 
enfgrmos,  socorrer  á  los  peregrinos  y  dispen- 
santes castellanos,  empleando  los  sobrantes  en 
xni9^f  api  versarlos,  funciones  de  iglesia,  do- 


tes y  conservación  de  los  edificios  de  su  per- 
tenencia. La  obra  pía  de  Monserrate,  no  solo 
se  creó  con  estos  fines,  sino  que  se  diferenció 
ünicamente  de  aquella  en  que  se  estableció  en 
favor  de  los  naturales  del  reino  de  Aragón. 
Andando  el  tiempo  se  refundieron  en  una  sola 
ambas  fundaciones,  quedando  consiguiente- 
mente por  este  hecho  una  sola  iglesia,  un  hos- 
pital y  un  hospicio,  con  intereses  y  rentas  co- 
munes. 

LUJO.  Voz  cuya  explicación  ha  atormen- 
tado muchos  siglos  los  talentos  de  escritores 
célebres,  de  los  cuales  unos  han  hecho  su  elo- 
gio y  otros  le  han  mirado  con  execración.  La 
diversidad  de  las  opiniones  ha  nacido,  sin  du- 
da,, de  no  haberse  formado  ideas  exactas  de  la 
materia.  El  sabio  y  juicioso  Say  es  quien  la 
puso  en  un  punto  de  claridad  jamás  visto  (1). 

El  ilustrado  catedrático  de  economía  politi- 
ca,  el  Sr.  D.  José  Felipe  de  Olive,  dio  también 
toda  exactitud  al  asunto,  con  la  definición  que 
hizo  del  lujo^  la  que  trasladamos  con  el  mayor 
placer,  tributando  á  este  dignísimo  compa- 
triota el  homeuage  debido  ásus  luces. 

íkBI  lujo,  según  este  profesor,  es  todo  gasto 
hecho  improductivamente  por  los  individuos  de 
cualquiera  de  las  clases  de  la  sociedad,  sin  otro 
motivo  que  el  de  satisfacer  su  vanidad^  6  el  de  in- 
¿luirse  por  ostentación  en  otra  que  respecto  de  ellos 
es  mediata  ó  inmediatamente  superior. n  Esta  de- 
finición es  aplicable  á  los  particulares  y  á  los 
Gobiernos:  deja  en  su  lugar,  y  sin  marcarlos 
con  la  negra  señal  de  lujosos,  indiscretos  ó 
disparatados,  aquellos  gastos  que  cada  uno 
hace  según  lo  que  reclaman  su  fortuna,  la  cul- 
tura del  país  en  que  vive  y  su  estado.  Una  vez 
conocidas  las  necesidades  precisas  y  las  facti- 
cias, y  los  medios  de  que  cada  cual  puede  dis- 
poner, es  muy  fácil  decidir  los  gastos  que  son 
de  lujo.  La  discreción  y  el  juicio  son  los  ins- 
trumentos necesarios  para  fallar  sobre  el  ex- 
ceso y  el  objeto  de  los  consumos.  Uno  y  otro 
sirven  para  reconocer  los  recursos,  el  valor  de 
los  medios  pecuniarios  y  la  satisfacción  que 
procuran  con  respecto  siempre  á  los  bienes,  á 
la  condición  y  á  las  necesidades  del  consumí  • 
dor.  Asi  se  podrá  aprobar  un  gasto  en  la  casa  . 
de  un  hombre  acomodado,  que  seria  mezquin- 
dad en  la  de  un  rico,  y  prodigalidad  en  la  de 
un  pobre. 

Necesidades  precisas,  para  cuya  satisfac- 
ción jamás  podrá  graduarse  de  lujoso  el  gasto 
que  ocasionen,  son  aquellas  de  que  depende 
nuestra  vida  ó  nuestra  salud,  ó  el  bienestar  de 
los  hombres;  á  diferencia  de  \blb  facticias,  que 


(1)    J.  B.  Say,  Traite  d'Economte  politique, 
tomo  3.^,  páginas  49  i  ^l  inclusive.  Faría,  1826. 
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provienen  de  la  opinión,  del  capricho  ó  de  una 
extremada  sensualidad.  «Los  consumos  de 
un  pueblo,  dice  Say,  serán  discretos  si  abra- 
zan cosas  cómodas  más  bien  que  expléndidas: 
mucho  lienzo  y  pocos  encajes:  buenos  vesti- 
dos, sin  bordados:  carros  de  una  anchura  pro- 
porcionada, con  buenas  posadas:  ningún  hos* 
pital  suntuoso,  pero  buena  asistencia  á  los  en- 
fermos: ciudades  sin  obelsicos  ni  columnas, 
pero  calles  ventiladas  y  seguras.» 

El  Ivjo,  por  más  que  algunos  políticos,  ó 
equivocados  en  sus  ideas,  ó  arrastrados  por  el 
ruido  y  el  esplendor  de  los  gastos  de  ostenta- 
clon,  le  hayan  reconocido  como  útil  al  Estado, 
es  funestísimo;  porque  destruyendo  los  va- 
lores sin  utilidad  ni  comodidad  razonable  de 
sus  poseedores,  agota  los  manantiales  de  la 
riqueza. 

A  la  voz  lujo,  dice  D.  Manuel  Mvarez 
García,  le  sucede  lo  que  á  otras  muchas  de  la 
ciencia  económico -política.  No  se  le  ha  que- 
rido declarar  ütil  ni  perjudicial,  quedando  el 
lujo  en  un  estado  de  incertidumbre,  lo  mismo 
que  los  productos  y  los  consumos  materiales 
improductivos  y  estériles,  porque  suelen  mo- 
rir apenas  nacen,  como  si  tuvieran  ellos  la 
culpa  de  que  los  maestros  no  se  hayan  con- 
venido en  sü  exacta  definición  ni  en  la  signi- 
ficación üja  de  estas  voces,  después  de  haber- 
se atormentado  muchos  siglos  lo^  talentos  más 
célebres  en  hacer  su  elogio  ó  en  condenarlas 
á  la  execración  publica. 

Wicquefort  critica  el  excesivo  lujo  de  los 
Embajadores  y  dice  (1):  «que  fué  tan  extraor- 
dinario el  del  Duque  de  Pastrana  cuando  hizo 
su  presentación  en  París  como  Embajador  de 
España  en  1612,  que  hasta  se  hizo  acompañar 
por  cuarenta  pajes  con  vestidos  de  riquísimos 
brocados  de  oro  y  plata,  que  parecía  una  com» 
parsa  en  las  representaciones  teatrales.   Que 


(1)    Z*  ÁTiihaBsadeur  et  ses  foncHons,  libro  !•* 
páginas  320  y  321^  edición  de  1690. 


tanto  lujo  suele  degenerar  en  compromisos  des- 
honrosos, y  que  se  han  visto  Embajadores  que 
para  pagar  sus  deudas  hablan  tenido  que  em- 
peñar sus  alhajas  y  hasta  sus  bajlUas.» 

La  miseria  camina  en  pos  del  lujo  «Blrico 
fastuoso,  dice  Say,  emplea  en  brillantes  de 
gran  precio,  en  banquetes,  en  perros,  ana 
porción  de  valores  que,  empleados  producti- 
vamente, hubieran  servido  para  la  comodidad 
de  1.000  personas  laboriosas,  que  él  ha  con- 
denado á  la  miseria.»  Hacanaz  dice  en  su  Dise^ 
ño  de  un  primer  Ministro  «que  la  exorbitancia 
de  gastos  corrompe  las  costumbres  y  que  la 
abundancia  de  libreas  ricas  pone  á  sus  dueños 
pobres;  que  las  mesas  delicadas,  si  causan 
gusto  al  disfrutarlas,  engendran  angustias  al 
satisfacerlas,  y  que  todo  lo  quesea  profusión, 
destiérrelo  el  buen  Ministro,  y  haga  que  cada 
uno  vista  según  su  carácter. » 

LUTO.  El  vestido  negro  que  se  trae  por 
la  muerte  de  alguno.  El  luto  de  la  viuda  so 
paga  del  caudal  privativo  del  difunto  como 
deuda  contra  él,  y  no  del  cuerpo  de  bienes 
de  la  herencia,  porque  entonces  pagarla  la 
mitad  la  viuda;  ni  tampoco  del  quinto  de  los 
bienes,  pues  el  quinto  solo  puede  gravarse 
con  los  gastos  del  funeral,  misas  y  legados, 
según  la  ley  30  de  Toro,  á  no  ser  que  el  tes- 
tador hubiese  dispuesto  otra  cosa  ó  haya  tal 
costumbre  en  el  pueblo.  El  marido  no  tiene 
derecho  á  que  se  le  pague  el  luto  por,  la  muer- 
te de  su  mujer,  porque  no  debe  ser  alimenta- 
do de  los  bienes  de  ella;  y  asi  solo  se  le  abo- 
nará en  los  pueblos  donde  hubiere  tal  costum- 
bre. El  luto  de  los  herederos  ha  de  costearse 
por  ellos  mismos,  y  no  del  caudal  común, 
porque  entonces  la  viuda  pagaría  indebida- 
mente la  mitad  de  su  importe;  ni  tampoco  del 
quinto,  porque  este  gasto  no  se  halla  com- 
prendido entre  las  deducciones  que  deben  ha- 
cerse de  él;  fuera  de  que  el  luto  redunda  en 
utilidad  de  los  mismos  herederos,  ahorrándo- 
les otros  vestidos  mientras  le  gastan. 
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TiTi  A  M  A  MT ViNTO .  Bl  acto  de  nombrar 
personas  ó  familias  para  alguna  herencia  ó  su- 
cesión.  Véase  Hbbedbeo  y  Hbrbngia. 

LLANO.  Se  aplica  á  la  persona  qae  es 
pechera  ó  que  no  goza  de  fuero  privilegiado; 
y  hablando  de  fianzas,  depósitos,  etc.,  se  dice 
de  la  persona  que  no  puede  declinar  la  juris- 
dicción del  Juez  á  quien  pertenece  el  conoci- 
miento de  estos  actos. 

LLAVE.  £1  instrumento  que  sirve  para 
abrir  y  cerrar,  moviendo  el  pestillo  de  la  cer- 
radura.— En  materia  civil,  la  entrega  que  el 
vendedor  hace  al  comprador  de  las  llaves  de 
un  edificio  ó  de  un  almacén  en  que  se  hallan 
las  mercancias  vendidas,  produce  la  tradición 
ó  entrega  y  la  traslación  de  posesión  del  edi- 
ficio ü  objetos  vendidos. 

En  materia  criminal ,  la  fabricación  y  el 
uso  de  llaves  falsas  constituye  un  delito. 

Por  llave  falsa  se  entiende  la  que  se  hace 
furtivameate  para  falsear  una  cerradura. 


Por  llaves  de  la  Iglesia  se  designa  la  potes- 
tad espiritual  para  el  gobierno  y  dirección  de 
los  fieles. 

LLAVES  DE  ALMACÉN  DE  DEPÓ- 
SITO  DB    PBRTRBGflOS    T  MERCANCÍAS.  LaS   qUO   SOU 

procedentes  de  todo  buque  abandonado,  etc., 
y  depositadas  en  almacenes  de  la  Aduana  ó 
de  particulares ,  si  ésta  lo  consiente ,  deberán 
tener  dos  llaves ,  para  que  hasta  el  acto  de  su 
venta  ó  devolución  á  quien  corresponda  se 
conserve  el  depósito  con  mayor  rigor.  Las 
llaves  deberán  obrar,  una  en  poder  del  Cón- 
sul, y  la  otra  en  el  de  las  Autoridades  de  la 
Aduana  ó  consignatario  nombrado  de  oficio. 
LLAVES  DE  LA  CAJA  DEL  CONSU- 
LADO. Gomo  respecto  á  los  fondos  conservados 
en  las  cajas  de  los  Consulados  son  responsa- 
bles de  ellos  solidariamente  los  Cónsules  y  sus 
Vicecónsules,  ambos  deben  tener  de  las  mis- 
mas su  corresppndiente  llave  • 


M, 


MAC 


MAD 


MACBrOLOGÍA.  Difusión;  excesiva  pro- 
ligidad  de  un  discurso,  capitulo,  Arase,  etc. 

MACBÓSTICO.  Escritura  en  renglones 
muy  largos.  ^Dícese  especialmente  de  la  úl- 
tima profesión  de  fé  de  los  eusobianos ,  secta 
arriana,  asi  llamada  de  Ensebio  de  Nicomedia, 
célebre  defensor  de  la  doctrina  y  de  la  perso- 
na de  Arrio ,  famoso  heresiarca  alejandrino, 
que  por  los  años  321  empezó  á  esparcir  sus 
doctrinas.  Fué  excomulgado  en  el  Concilio 
ecuménico  de  Nicea ,  en  325. 

MADA-DOBO.  Nombre  de  una  moneda 
de  oro  de  Portugal. 

MADOVINO.  Doblón  del  Píamente,  que 
equivale  á  13  libras  del  país. 

MADBASTBA.  La  segunda  mujer  de  un 
hombre  que  tiene  hijos  de  la  primera.  Dásele 
el  nombre  de  Madrastra  con  respecto  á  los  hi- 
jos de  su  marido :  mombre  que  tiene  algo  de 
odioso  para  la  persona  á  quien  se  aplica,  y 
que  por  desgracia  de  la  sociedad  y  de  las  fa- 
milias puede  darse  con  justicia  &  la  mayor  par- 


te de  las  mujeres  que  se  casan  con  viudos  que 
tienen  hijos  de  otro  matrimonio,  principal- 
mente si  llegan  á  ser  madres.  Asi  es  que  Ra- 
cine  dice  con  razón  en  Fedra: 

({Des  droits  de  ses  enfarUs  une  mere  jalouse 
Pardonne  raremerU  aujlls  d'uneautre  épousse,» 

MADBE.  La  mujer  que  ha  dado  á  luz  un 
hijo.  La  madre  tiene  obligación ,  del  mismo 
modo  que  el  padre,  de  cuidar  de  la  educación 
y  crianza  de  los  hijos;  pero  no  tiene,  como  el 
padre,  patria  potestad  sobre  ellos.  (Leyes  3.*, 
tit.  19,  Part.  4/,  y  ley  2.',  tit.  17,  Part.  4.') 

MAESTBANZA.  Al  efecto  de  procurarse 
un  buen  numero  de  operarios ,  se  estableció 
por  el  art.  1.**,  tit,  6.',  trat.  4.°  de  las  Orde- 
nanzas de  la  Real  Armada  la  matricula  de  los 
carpinteros  de  ribera  y  calafates,  bien  que 
mezclada  con  la  de  la  marinería ;  y  al  publi- 
carse en  1751  el  tit.  3.^  del  trat.  10  se  esta- 
bleció por  el  art.  38  la  matricula  de  maes- 
tranza como  tan  precisa  para  la  navegación 
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como  los  marineros.  Por  Real  orden  de  II  de 
Setiembre  de  1829,  confirmada  por  otra  de  27 
de  Abril  de  1830,  se  mandó  suspender  la  ma« 
trícala  de  carpinteros  de  ribera  y  calafates. 
Por  Real  orden  de  11  de  Diciembre  de  1858 
los  carpinteros  de  ribera  y  calafates  no  tienen 
derecbo  para  ocuparse  en  las  industrias  de 
mar,  como  lo  tienen  los  matriculados  para  el 
séryicio  de  la  armada. 

MAESTRANZA  DE  CABALLEBÍA.  So- 
ciedad de  caballeros  cuyo  instituto  es  ejerci- 
tarse en  el  manejo  y  destreza  de  los  caballos. 
Antes  gozaban  de  fuero  particular  los  maes* 
trantes,  según  las  leyes  del  título  3.',  libro  6.*, 
Notísima  Recopilación;  luego  se  abolió  este 
fuero  por  Real  decreto  de  24  de  Mayo  de  1842, 
quedando  reducidas  las  maestranzas  de  caba- 
llería á  ser  honorífico  pertenecer  á  ellas,  á  lu- 
cir en  ciertos  y  determinados  dias  sus  unifor- 
mes, cuajados  de  relumbrones,  pero  sin  llevar 
á  cumplido  efecto  el  objeto  de  su  institución. 
El  Gobierno  de  la  República  acabó  con  estas 
corporaciones. 

MAGISTRADO.  Entre  los  romanos  era  la 
persona  reyesiida  de  la  autoridad  publica  con 
mando  y  jurisdicción,  quoH  magister  tuoB  juris- 
dictionis,  jefe  de  una  jurisdicción  ordinaria, 
como  los  Cónsules,  Tribunos,  Ediles,  Cuesto- 
res, Pretores,  etc.;  y  por  analogía  entre  nos- 
otros se  llama  así  el  Ministro  superior  de  jus- 
ticia, como,  por  ejemplo,  el  Consejero  y  el  in- 
diYÍduo  de  una  Audiencia,  aunque  no  deja  de 
aplicarse  también  á  los  Jueces  inferiores  y  á 
todo  funcionario  publico  que  es  jefe  de  alguna 
Administración  civil. 

Magistratwra  es  el  oficio  y  dignidad  de 
Magistrado,  el  tiempo  que  dura,  y  la  clase  ó 
cuerpo  de  Magistrados. 

MAJESTAD.  Lo  que  sobrepuja  en  gran- 
deza y  superioridad  á  todas  las  cosas.  Esta  pa- 
labra en  su  propia  significación  no  pertenece 
sino  á  Dios,  que  es  el  único  que  no  tiene  quien 
le  sobrepuje.  Mas  como  los  hombres  acostum- 
bran dar  á  las  Potestades  de  la  tierra  los  títu- 
los más  encumbrados,  se  ha  introducido  el  uso 
de  dar  el  tratamiento  de  Majestad  á  los  Reyes 
y  Emperadores. 

MALÉFICO.  Esta  palabra,  tomada  gene- 
ralmente, significa  toda  especie  de  crimen  y 
todo  daño  ó  perjuicio  que  se  causa  á  otro;  pero 
en  una  acepción  más  estrecha,  es  el  mal  que 
se  hace  á  las  personas,  ó  á  los  animales,  ó  á 
los  fjrutos  de  la  tierra,  segon  creen  los  supers- 
ticiosos, empleando  el  sortilegio,  el  hechizo  y 
otros  medios  del  arte  mágica. 

MALHECHOR.  El  que  ha  cometido  algún 
delito. 


MAL 


a  El  malhechor  debe  ser  allí  convenido  don- 


de hizo  el  maléfico.»  (Ley  32,  titulo  2/,  Par- 
tida 3.') 

La  Instrucción  de  19  de  Julio  de  1856 
previene  respecto  á  los  malhechores: 

((Todo  delincuente  español  encarcelado  por 
disposición  del  Cónsul,  que  se  halle  sin  recar- 
sos  para  costearse  la  subsistencia,  será  socor- 
rido con  arreglo  á  la  costumbre  del  país,  y  sa- 
tisfechas sus  estancias  en  la  cárcel  hasta  que 
cumpla  su  corrección  ó  se  envié  al  puerto  de 
España  más  inmediato,  si  del  proceso  resulta- 
re condena  de  mayor  consideración  ó  el  des- 
tierro del  país  en  donde  hubiere  delinquido. 
En  el  caso  de  que  hubiere  necesidad  de  enviar 
el  procesado  á  la  Península,  islas  adyacentes 
ó  posesiones  de  Ultramar,  por  hallarse  éstas 
más  cerca,  abonará  el  Cónsul  al  Capitán  ó  pa- 
trón del  buque  mercante  español,  que  bajo  su 
custodia  y  responsabilidad  lo  conduzca  hasta 
entregarlo  á  la  Autoridad  competente,  los  gas* 
tos  indispensables  para  su  manutención  y  pa< 
saje. 

Si  hubiere  en  el  puerto  alguna  embarca- 
ción de  guerra  española,  oficiará  el  Cónsul  al 
Comandante  por  si  pudiera  encargarse  de  la 
conducion  del  procesado,  satisfaciendo  el  Cón- 
sul el  valor  de  las  raciones,  que  según  cálcalo 
aproximado  pueda  aquel  consumir  durante  la 
travesía,  siempre  que  el  comandante  reclame 
este  socorro. 

Si  el  procesado  hubiere  sido  condenado  á 
simple  destierro,  le  permitirá  el  Cónsul,  en  ca- 
so necesario,  que  haga  el  viaje  en  buque  ex- 
tranjero, y  le  costeará  el  pasaje  si  fuese  indi- 
gente, ajustándolo  antes,  por  una  cantidad  al- 
zada con  el  Capitán  ó  patrón  para  qae  le  con- 
duzca con  la  mayor  economía  al  puerto  más 
inmediato.» 

El  Gk)bierno  francos  y  el  Gobierno  espa- 
ñol se  obligan  por  el  convenio  flrnoiado  en 
Madrid  el  26  de  Agosto  de  1850  á  entregar- 
se reciprocamente  (con  la  única  excepción  de 
sus  respectivos  subditos)  todos  los  individuos 
refugiados  de  España  y  sus  provincias  de  ul- 
tramar en  Francia  y  sus  colonias,  en  España 
y  en  dichas  provincias  de  Ultramar,  acusados 
ó  condenados  como  autores  ó  cómplices  de 
cualquiera  de  los  crímenes  que  á  continuación 
se  enumeran  por  los  tribunales  del  pala  donde 
se  hubiere  cometido  el  crimen.  Se  efectuará 
esta  extradición  en  virtud  de  la  instancia  que 
uno  de  los  dos  Gobiernos  dirigirá  al  otro  por  la 
vía  diplomática. 

Los  delitos  por  los  cuales  la  extradición  de- 
berá recíprocamente  concederse  (art.S.**)  son: 
1.^    El  asesinato,  el  envenenamiento,    el 
parricidio,  el  infanticidio,  el  aborto,  el  homici- 


dio, la  violación  y  los  atentados  contra  el  pu- 
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dor  consumados  ó  intentadoa  con  violencia,  ó 
aquellos  que  hayan  sido  consumados  ó  inten- 
tados sin  violencia  contra  una  persona  de  uno 
ú  otro  sexo  menor  de  once  años. 
2.**  Bl  incendio  voluntario. 
3.^  La  sustracción  fraudulenta  cometida 
en  vía  pública,  ó  de  noche  en  casa  habitada; 
la  sustracción  que  sea  ejecutada  con  violen^ 
cia,  con  escalamiento  ó  con  horadamiento  ó 
fractura  interior  ó  exterior;  y  en  fin,  cuaU 
quiera  sustracción  imputada  á  criado  ó  depen* 
diente  asalariado. 

4."  La  fabricación,  introducción  y  expen- 
dicion  de  moneda  falsa;  la  falsificación  de  ios 
punzones  ó  sellos  con  que  se  contrastan  el  oro 
y  la  plata,  y  la  falsificación  de  los  sellos  del 
Estado  y  de  toda  clase  de  papel  sellado. 

5.*  La  falsedad  cometida  en  instrumentos 
públicos  ó  privados  y  en  los  de  comercio;  la 
falsificación  de  efectos  públicos  de  cualquier 
clase,  y  de  la  de  los  billetes  de  Banco;  el  uso 
de  estos  documetos  falsificados,  exceptuándose 
siempre  las  falsedades  cometidas  en  certifica- 
dos, pasaportes  y  otros  documentos  cuando  no 
se  castigan  con  penas  aflictivas  ó  infamantes. 
6.^  Bl  falso  testimonio  y  el  soborno  de 
testigos. 

7.*  La  sustracción  cometida  por  deposita- 
rios constituidos  por  Autoridad  pública  de  los 
valores  que  por  razón  de  su  cargo  se  hallasen 
en  su  poder,  y  la  efectuada  por  cajeros  de  es- 
tablecimientos públicos  y  casas  de  comercio 
cuando  sean  castigados  con  penas  aflictivas  ó 
infamantes. 

S°    La  quiebra  fraudulenta. 
Art.  3.*     Los  documentos  en  qae  han   de 
fundarse  las  demandas  de  extradición  son: 

1.*  El  auto  de  prisión  expedido  contra  el 
reo,  ó  cualquiera  otro  documento  que  tenga 
al  menos  la  misma  fuerza  que  dicho  auto,  y 
exprese  igualmente  la  naturaleza  y  gravedad 
de  los  hechos  denunciados  y  la  disposición 
penal  que  le  sea  aplicable. 

2/  Las  señas  personales  del  encausado,  á 
fin  de  facilitar  su  busca  y  arresto. 

Art.  4.*  Todos  los  efectos  que  se  hallen  en 
poder  de  un  procesado  en  el  acto  de  su  arres- 
to, se  entregarán  al  tiempo  de  hacerse  la  ex- 
tradición, y  esta  entrega  no  se  limitará  á  los 
efectos  robados,  sino  que  comprenderá  todos 
los  que  puedan  servir  á  la  comprobación  del 
delito. 

Art.  5."  Si  el  individuo  cuya  extradición 
se  decretare  estuviese  Judicialmente  perse- 
guido en  el  pais  donde  se  refugió  por  críme- 
nes ó  delitos  cometidos  en  él,  no  será  entre- 
gado hasta  después  que  sufra  la  pena  á  que 
se  le  condene  por  razón  de  sus  delitos. 


Art.  6.*  Se  exceptúan  de  este  convenio 
los  crímenes  y  delitos  políticos.  Bl  individuo 
cuya  extradición  esté  concedida,  no  podrá  en 
caso  alguno  ser  perseguido  ó  castigado  por 
ningún  delito  político  anterior  á  la  extradición. 

Art.  7.*  El  individuo  entregado  en  vir- 
tud de  este  convenio  no  podrá  ser  Juzgado  por 
delito  anterior  á  la  extradición,  distinto  del 
que  la  hubiere  motivado,  sino  en  el  caso  de 
ser  dicho  delito  de  los  comprendidos  en  este 
convenio,  y  obteniéndose  previamente  en  la 
forma  prescrita  para  aquella  por  el  art.  3.Ma 
anuencia  del  Gobierno  que  la  haya  concedido. 

Art.  8/  No  tendrá  en  ningún  caso  lugar 
la  extradición  del  delincuente  cuaudo  haya 
prescrito  la  pena  ó  la  acción  criminal  con  ar- 
reglo á  la  legislación  del  país  donde  se  halle 
refugiado  el  reo. 

Art.  9.*  Siendo  obligatorio  p^ra  el  Qo- 
bierno  español  el  respetar  el  derecho  que  ad- 
quieren en  España  ciertos  delincuentes  á  ser 
eximidos  de  la  pena  capital  en  virtud  del  asi- 
lo eclesiástico,  se  entenderá  que  la  extradición 
concedida  al  Gobierno  francés  de  los  reos  que 
se  hallen  en  aquel  caso,  está  efectuada  con  la 
condición  de  que  no  podrá  serles  impuesta  la 
pena  de  muerte,  que  en  el  estado  actual  de  la 
legislación  francesa  no  es  aplicable  á  ninguno 
de  los  reos  que  gozan  en  España  del  beneficio 
del  derecho  de  asilo,  si  más  adelante  llegase  á 
serles  aplicable.  Deberá  acreditarse  aquel  de- 
recho al  tiempo  de  la  entrega  de  los  reos,  me- 
diante copia  testimonial  de  las  diligencias  ju- 
diciales practicadas  con  este  objeto. 

Art.  10.  La  extradición  no  se  suspenderá 
porque  impida  el  cumplimiento  de  obligacio* 
nes  que  el  individuo  reclamado  hubiese  con- 
traído á  favor  de  personas  particulares,  las 
cuales  podrán  hacer  valer  su  derecho  ante  la 
Autoridad  competente. 

Art.  11.  Los  gastos  que  origine  el  arres- 
to, prisión,  custodia,  manutención,  traslación 
á  la  flrontera  de  los  individuos  cuya  extradi- 
ción se  concediese,  serán  de  cuenta  del  Go- 
bierno en  cuyo  país  se  hallase  refugiado  el  de- 
lincuente. 

Art.  12.  Bl  convenio  concluido  el  20  de 
Setiembre  de  1775  quedará  nulo  y  de  ningún 
valor,  y  dejará  de  ser  obligatorio  un  mes,  dia 
por  dia,  después  del  canje  de  las  ratificacio- 
nes del  presente  convenio. 

Art.  13.  Queda  ajustado  por  cinco  años 
el  presente  convenio,  y  continuará  en  vigor 
durante  otros  cinco  años,  con  tal  que  seis  me- 
ses antes  de  espirar  el  primer  término  ningu* 
no  de  los  dos  Gobiernos  hubiese  declarado  que 
renunciaba  á  él,  y  así  sucesivamente  de  cinco 
en  cinco  años. » 
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Firmaron  el  presente  convenio  el  26  de 
Agosto  de  1850:  por  España,  D.  Pedro  J.  Pi- 
da!; por  Francia,  P.  de  Bourgoin;  y  fué  ratifi- 
cado por  el  Presidente  de  la  República  france- 
sa el  6  de  Febrero  de  1851 ,  y  por  S.  M.  O.  en 
17  del  propio  mes. 

MALVEBSACION.   Véase  Defraudación. 

MANCEBO  DE  COMEBCIO.  Véase  Fac- 
tores DE  COMERCIO. 

MANDAS.  Véase  Legados. 

MANDATABIO.  Véase  Mandato. 

MANDATO.  Un  contrato  consensaal,  por 
el  que  una  de  las  partes  confia  la  gestión  ó  des- 
empeño de  uno  ó  más  negocios  á  la  otra  que  lo 
toma  á  su  cargo. — Llámase  mandante  la  perso- 
na que  da  el  encargo  ó  comisión ,  y  mandata- 
rio la  que  lo  acepta.  El  mandato  tiene  también 
el  nombre  de  procuración^  y  el  mandatario  de 
procurador;  pero  la  palabra  mandato  es  más  ge- 
neral, y  comprende  todo  poder  dado  á  otro,  de 
cualquier  modo  que  sea ,  al  paso  que  la  procu- 
ración supone  un  poder  dado  por  escrito. 

MANIFIESTOS.  Declaraciones  que  los  Go- 
biernos publican  para  justificar  su  conducta  al 
principio  de  una  guerra,  ó  cuando  apelan  á  una 
medida  de  vigor.  Véase  Guerra. 

MANIFIESTOS  DE  ADUANAS.  Asi  se 
llaman  las  relaciones  que  los  Capitanes  ó  pa- 
trones de  los  buques,  al  llegar  á  los  puertos  de 
España,  deben  presentar,  á  las  veinticuatro 
horas  de  su  arribo,  en  las  Aduanas,  compren- 
sivas del  número,  cantidad  y  calidaü  de  los  gé- 
neros y  efectos  que  conducen  á  bordo. 

Aunque  esta  ley  ba  sido  siempre  general, 
los  favores  que  se  dispensaron  á  algunas  Na- 
ciones por  los  tratados  hablan  hecho  á  los  ex- 
tranjeros de  mejor  condición  en  esta  parte  que 
á  los  propios :  este  trastorno  económico  llamó 
la  atención  de  Carlos  IV  el  año  1803. 

Los  privilegios  consistían:  1.**  En  que  los 
patrones  podian  mejorar  sus  manifiestos  en 
el  espacio  de  ocho  dias ,  contados  desde  el  en 
que  empezaba  la  descarga,  exclusos  los  feria- 
dos. Esto  daba  lugar  á  fraudes,  porque  du*- 
rante  este  plazo  introducían  lo  que  querían. 
2.*'  En  que  en  el  caso  de  encontrarse  contra- 
bando en  los  buques  extranjeros ,  no  se  dete- 
nían éstos  ni  so  complicaba  en  la  causa  el  res- 
to de  la  carga,  al  paso  que  los  españoles  debían 
presentar  el  manifiesto  á  las  veinticuatro  horas 
del  arribo;  en  seguida  sufrían  el  registro ,  sin 
permitir  á  los  Capitanes  mejorar  aquel ,  y  se 
les  confiscaban  los  géneros  que  se  hallaban  de 
exceso. 

Diferencia  tan  notable  facilitaba  á  los  ex- 
tranjeros la  descarga  con  comodidad  y  sin  las 
averias  que  sufrían  los  nacionales ,  por  cuya 
causa  la  bandera  española  era  menos  aprecia-- 


da  en  España  que  la  de  otras  Naciones  para  la 
conducción  de  géneros.  Tan  Injusta  preferen- 
cia desapareció  con  la  Real  orden  de  30  de 
Abril  de  1804,  por  la  que  ^e  mandó  que  los  ci- 
tados privilegios,  mientras  subsistieran  los  tra- 
tados y  órdenes  en  que  se  apoyaban ,  fuesen 
comunes  á  la  bandera  española  y  á  todos  los  va- 
sallos de  S,  M. 

Las  Ordenanzas  generales  de  la  Renta  de 
Aduanas  aprobadas  por  decreto  de  15  de  Julio 
de  1870,  previenen: 

<(Art.  46.  Todo  Capitán  de  buque  proce- 
dente del  extranjero,  al  llegar  á  las  Hguas  ju- 
risdiccionales de  España,  está  obligado  á  tener 
redactado  y  suscrito  un  Manijlesto  compren- 
sivo de  toda  la  carga,  provisiones  y  pertrechoe 
que  conduzca  la  nave. 

Este  manifiesto  servirá  de  base  para  todas 
las  operaciones  ulteriores,  y  deberá  necesaria- 
mente expresar: 

1."  Clase  y  nombre  del  buque,  su  tonela- 
je, bandera  y  tripulantes;  nombre  del  Capi- 
tán, y  puerto  ó  puertos  de  donde  proceda. 

2.*  Puerto  ó  puertos  á  que  vayan  destina- 
das las  mercancías. 

3.*  Numero,  clase,  marcas,  numeracioay 
peso  bruto  de  todos  los  bultos  que  trae  á  bordo, 
incluyendo  las  pacotillas  de  los  tripulantes; 
clase  y  género  de  las  mercancías  y  nombres 
de  los  remitentes  y  de  los  consignatarios  ó  ex- 
presión de  venir  á  la  orden,  todo  con  separa- 
ción para  cada  uno  de  los  puertos  de  destino. 
El  námero  y  peso  de  los  bultos  se  expresará  en 
letra  y  en  guarismo.  No  se  admitirá  nunca  la 
expresión  de  mercancías  ú  otra  de  la  misma 
vaguedad. 

4.*  Los  cargamentos  á  granel  se  consiga- 
narán  por  su  peso,  cuento  ó  medida. 

El  manifiesto,  si  el  t>uque  es  extranjero, 
podrá  ser  redactado  en  español,  ó  en  francés» 
ó  en  inglés,  ó  en  la  lenguado  la  Nación á  que 
el  buque  pertenezca. 

Art.  47.  A  continuación  del  manifiesto 
pondrá  el  Capitán  una  nota  en  que  especificará: 

1.**  El  número  total  de  los  pasajeros  que 
conduzca  y  bultos  de  los  mismos,  con  distin- 
ción de  los  puertos  de  su  destino. 

2."*  Los  lingotes  de  hierro  que  lleva  como 
lastre. 

3.*  Las  provisiones  y  pertrechos  de  abordo. 
Se  considerarán  provisiones  y  pertrechos  de 
á  bordo  los  artículos  siguientes:  aceite,  aguar- 
diente, anclas  y  cadenas  de  repuesto,  brea« 
bujías,  café,  cáñamo,  carbón  mineral  y  veg^e- 
tal,  carnes  frescas  y  saladas,  cerveza,  corde- 
lería, chocolate,  galleta,  granos,  harinas,  hue- 
vos, legumbres  secas,  latas  de  comestibles, 
leña,  maderas  de  arboladura,  manteca,  pan» 
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pfttatas,  pastas  para  sopa,  pescado  salado,  sal, 
sebo,  sidra,  tabaco,  té,  Yelámen  de  respeto, 
yinagre  y  vino,  y  las  armas  y  municiones  ne« 
cesarías  para  la  defensa  del  baque.   Véase 

LlBfiB  PLÁriCA. 

Art.  54.  Todas  las  partidas  del  manifiesto 
han  de  ser  declaradas  á  sus  dueños  ó  coasig* 
Datarlos. 

Guando  el  conocimiento  haya  sido  expedido 
á  la  orden,  se  expresará  asi  en  el  manifiesto  y 
88  tendrá  por  consignatario  el  que  se  presente 
con  aquel  en  virtud  del  último  endoso. 

Si  no  se  presentare  nadie  dentro  de  las 
veinticuatro  horas,  se  anunciará  señalando  el 
plazo  de  cuarenta  y  ocho  horas,  pasado  el  cual 
se  procederá  en  los  términos  que  establece  el 
art.  70.  Véase  Consignatario. 

No  se  permitirá  consignar  á  la  orden  nin- 
gún bulto  de  tejidos. 

Art.  55.  El  manifiesto  no  se  admitirá  con 
raspaduras,  entrerenglonados  ni  enmiendas,  y 
ana  vez  presentado  no  se  permitirá  hacer  en 
él  aumento,  ni  rectificación,  ni  variación  de 
ninguna  clase. 

Art.  58.  Cuando  un  buque  por  arribada 
ferzosa  llegue  á  alguna  cala,  fondeadero*  ó 
panto  de  playa  donde  no  haya  Aduana,  el  Ca- 
pitán presentará  su  manifiesto  original  y  dos 
copias  al  Jefe  del  resguardo;  y  éste,  devol- 
YÍéndole  á  su  salida  el  original,  deberá  remitir 
ana  copia  al  Administrador  de  la  Aduana  á 
donde  el  buque  vaya  destinado,  y  la  otra  al 
Administrador  principal  de  su  provincia. 

Lo  mismo  harán  los  Administradores  su- 
balternos en  el  caso  de  arribada  forzosa  de 
baques  que  lleven  otro  destino.» 

Alteración  reipecto  á  los  manijleslos.  El  Go- 
bierno de  la  República,  atendiendo  á  las  razo- 
nes expuestas  por  el  Ministro  de  Hacienda,  de- 
cretó con  fecha  30  de  Mayo  de  1873: 

«Articulo  1.^  Todo  Capitán  de  buque  car- 
dado ó  en  lastre,  procedente  del  extranjero, 
ya  conduzca  su  cargamento  de  tránsito  para 
depósito,  trasbordo  ó  para  el  inmediato  consu- 
mo, será  portador  del  manifiesto  general  de 
qae  trata  el  art.  46  de  las  Ordenanzas,  visado 
por  el  Cónsul  español  del  punto  de  proceden- 
cia, y  si  no  le  hubiere  por  la  autoridad  local. 
Los  procedentes  de  los  puertos  francos  espa- 
ñoles, y  de  las  provincias  españolas  de  Ultra- 
mar, le  traerán  visado  por  la  intervención  del 
Registro  ó  Aduanas  de  salida  respectivamente. 
Este  manifiesto,  como  general,  comprenderá 
toda  la  carga,  pacotillas  y  encargos  que  el  bu- 
qae  conduzca,  sin  que  pueda  visarse  más  que 
ano  solo  para  cada  viaje. 

Art.  2«°  Al  Capitán  de  buque  de  porte  de 
80  ó  más  toneladas  métricas,  que  no  tenga  el 


manifiesto  redactado  al  entrar  en  las  aguas  ju- 
risdiccionales ó  puerto  español,  ó  que  tenién- 
dole carezca  del  visado  que  expresa  el  articulo 
anterior,  se  le  impondrá  la  multa  de  1.000 
pesetas. 

Art.  3  .^  La  carencia  del  manifiesto  visado, 
tratándose  de  buques  de  menor  porte  de  80 
toneladas  métricas,  será  penada  con  una  mul- 
ta de  cinco  á  diez  veces  los  derechos  de  los  gé- 
neros que  conduzca,  si  la  falta  se  descubre  en 
el  recinto  de  las  Aduanas,  constituyendo  el  de- 
lito de  contrabando  ó  defraudación,  según  los 
casos,  si  el  descubrimiento  tiene  lugar  en  las 
aguas  jurisdiccionales. 

Art.  4.°  La  misma  falta,  si  el  buque  mide 
más  de  80  toneladas  y  conduce  tabaco,  tejidos 
ó  frutos  coloniales  (azúcar,  cacao,  café,  cane- 
la, clavo,  pimienta  y  té),  se  castigará  con  una 
multa  de  cinco  á  diez  veces  los  derechos  de 
estas  mercancias  si  el  descubrimiento  tiene  lu- 
gar en  el  recinto  de  una  aduana,  y  con  las  pe- 
nas señaladas  para  los  delitos  de  contrabando 
y  de  defraudación,  según  los  casos,  si  la  apre- 
hensión tiene  lugar  en  las  aguas  jurisdiccio- 
nales. Estas  penas  no  excluyen  la  que  previe- 
ne el  art.  2.**  Se  exceptúan  de  las  penas  seña<- 
ladas  en  los  articules  2.%  3.**  y  4."*  á  los  que 
entren  por  arribada  forzosa  debidamente  jus- 
tificada y  apreciada  por  las  autoridades  de 
Aduanas,  quedando  obligados  los  Capitanes  á 
redactar  y  presentar  el  manifiesto  general  en 
el  plazo  que  se  les  señale. 

Art.  5.^  Por  los  bultos  ó  cargamentos  qiie 
conteniendo  tabaco,  tejidos  y  frutos  coloniales 
(azúcar,  cacao,  café,  canela,  clavo,  pimienta 
y  té),  vengan  declarados  en  el  manifiesto  co- 
mo de  otras  mercancias,  de  conformidad  con  lo 
expresado  en  los  conocimientos,  se  impondrá 
una  multa  de  cinco  á  diez  veces  los  derechos. 
De  esta  penalidad  son  responsables  los  consig- 
natarios de  las  mercancias,  y  únicamente  lo 
serán  los  Capitanes  ó  patrones  cuando  éstos,  al 
redactar  su  manifiesto,  se  separen  de  lo  que 
los  cargadores  tengan  consignado  en  los  co- 
nocimientos ó  pólizas  de  embarque. 

Art.  6.°  El  peso  bruto  declarado  en  el  ma- 
nifiesto servirá  de  base  para  los  despachos,  y 
las  diferencias  de  más  y  de  menos,  si  exceden 
de  10  por  100,  serán  penadas  como  si  aque- 
llas concurrieran  en  el  peso  neto,  con  arre- 
glo á  los  casos  2.*  y  3/  del  art.  209  de  las 
Ordenanzas,  satisfaciéndose  por  los  consigna- 
tarios de  las  mercancias  si  entre  los  conoci- 
mientos y  manifiesto  hay  conformidad ,  y  por 
el  Capitán  cuando  éste  se  haya  separado  de  lo 
consignado  en  los  conocimientos. 

Art.  7.*  Los  tejidos  y  ropas  conservarán 
el  sello  de  marchamo  para  su  circulación  y 
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permanencia  en  toda  la  Nación.  Los  géneros 
coloniales  (azücar,  cacao,  café,  canela,  clavo, 
pimienta  y  té)"necesitarán  ir  acompa&ados  de 
guia,  expedida  por  una  Administración,  auto- 
rizada para  su  circulación  por  la  zona  fiscal. 
Los  tejidos  y  demás  mercaderías  especifi- 
cadas en  este  articulo,  que  sean  aprehendidas 
sin  cualquiera  de  los  requisitos  expresados,  ó 
con  los  sellos  alterados  ó  caducados,  ó  enmen- 
dadas las  guias,  incurren  en  una  multa  de  cin- 
co á  diez  veces  los  derechos,  ó  en  las  penas  se- 
ñaladas para  los  delitos  de  defradacion,  según 
que  el  descubrimiento  de  la  infracción  se  baga 
en  el  reciato  de  las  Aduanas  ó  fuera  de  él. 

Art.  8.*  Según  está  prevenido  en  la  ley 
penal,  además  de  los  empleados  y  fuerzas  é 
institutos  armados  que  especialmente  están 
obligados  á  perseguir  el  contrabando  y  el  frau- 
de,  y  á  dar  todo  género  de  auxilios  para 
aprehenderlos,  están  autorizados  para  perse- 
guir dichos  delitos  las  Autoridades  y  Volunta- 
rios de  la  República,  los  cuales  gozarán  por 
estos  servicios  de  los  premios  señalados  en  el 
Apéndice  é.**  á  las  Ordenanzas,  á  saber:  el  im- 
porte liquido  de  los  géneros  apresados  ó  mul- 
tas impuestas  cuando  se  verifique  la  aprehen- 
sión con  reo  ó  reos,  y  la  misma  cantidad  con 
deducción  de  los  derechos  de  arancel,  cuando 
aquella  se  haga  sin  reo  ó  reos. 

Art.  9.*  Bl  art.  292  de  las  Ordenanzas 
quedará  adicionado  en  su  primer  punto  como 
sigue: 

«Los  Capitanes  de  buques  que  procedan  de 
los  expresados  países  (provincias  españolas  de 
Ultramar)  vendrán  provistos  del  manifiesto  de 
que  trata  el  art.  46,  visado  por  la  Aduana  de 
salida.» 

Art.  10.  Los  Cónsules,  Vicecónsules  y 
Agentes  consulares  de  España  en  el  extranje- 
ro, los  Administradores  de  las  Aduanas  de  las 
provincias  de  Ultramar  y  los  interventores  de 
los  registros  de  los  puertos  francos,  no  visarán 
los  manifiestos  que  se  les  presenten  si  no  están 
arreglados  en  su  redacción  á  lo  prevenido  en 
el  art.  46  de  las  Ordenanzas,  y  salvarán,  au- 
torizándolas con  su  firma  y  sello,  cuantas  ad- 
vertencias, equivocaciones  ó  eomieiidas  con- 
tengan los  expresados  manifiestos,  inutilizan- 
do los  renglones  que  queden  en  blanco  para 
evitar  los  abusos  que  pueden  cometerse.  Lle- 
varán un  registro  donde  anotarán  por  numera- 
ción correlativa  los  manifiestos  que  visen,  ex- 
presando el  nombre,  clase,  bandera  y  tonelaje 
del  buque,  nombre  del  Capitán  ó  patrón,  pun- 
to de  destino  y  clase  genérica  de  las  mercan- 
cías que  constituyen  el  cargamento,  y  avisa- 
rán á  la  Dirección  general  de  Aduanas  preci- 
samente por  el  correo  del  mismo  dia  en  que 


entreguen  el  manifiesto  al  Capitán,  en  cuyo 
documento  anotarán  el  número  que  le  corres- 
ponda según  el  referido  registro.  Batos  funcio- 
narios percibirán  por  derechos  obvencionales 
los  que  acuerde  el  Ministerio  de  Bstado. 

Art.  11.  Quedarán  suprimidos  los  casca 
l.*y  2.°  del  art.  207  délas  Ordenanzas,  y 
anulados  ó  modificados  todos  aquellos  que  se 
encuentren  en  oposición  con  estas  prescrip- 
ciones. 

Art.  12.  La  Dirección  general  de  Adua- 
nas queda  autorizada  para  rebajar  ó  relevar  en 
totalidad  la  multa  de  1.000  pesetas  á  que  se 
refiere  el  art.  2,*  dti  este  decreto,  y  las  á  que 
se  contraen  los  casos  3.*,  4.*y  12  del  art.  207 
de  las  Ordenanzas. 

Art.  13.  Los  plazos  para  que  rijan  estas 
disposiciones  empezarán  á  contarse  desde  el 
dia  en  que  se  publiquen  en  la  Gaeetade Madrid, 
y  serán:  uu  mes  para  las  procedencias  de  Eu- 
ropa ,  Asia  y  África  en  el  Mediterráneo;  África 
en  el  Atlántico  hasta  el  Cabo  de  Mogador  y  de 
las  islas  Canarias.  Tres  meses  para  las  de  Cu- 
ba, Puerto-Rico  y  demás  puertos  de  América 
en  el  Océano  Atlántico,  desde  la  Groenlandia 
hasta  el  golfo  de  Méjico  inclusive.  Cuatro  mcí 
ses  para  las  de  todos  los  demás  puntos  del 
globo.  En  lo  relativo  á  la  circulación  por  la 
zona  y  por  el  interior  serán  aplicables  en  el 
término  de  un  m^^.n  (Gaceta  de  Madrid  del  5  de 
Junio  de  1873,  nüm.  156.) 

Formación  de  los  manijlestos.  Según  el  ar- 
ticulo 23  del  convenio  entre  España  y  Francia 
de  7  de  Enero  de  1862,  los  Cónsules  genera- 
les, Cónsules  y  Vicecónsules  ó  Agentes  con- 
sulares podrán  ir  por  si  ó  enviar  un  delegado 
suyo  á  bordo  de  los  buques  de  su  Nación,  des- 
pués que  hayan  sido  admitidos  á  plática;  in- 
terrogar á  los  Capitanes  y  tripulaciones;  com- 
probar sus  papeles  de  navegación;  tomar  las 
declaraciones  sobre  sus  viajes,  destino  y  ocur- 
rencias de  la  travesía;  formarles  los  manifies- 
tos y  facilitarles  el  despacho  de  sus  buques,  y 
finalmente,  acompañarlos  á  los  Tribunales  de 
justicia  y  á  las  oficinas  de  la  administración 
del  país  para  servirles  de  Intérpretes  y  Agen- 
tes en  los  negocios  que  tengan  que  seguir  ó 
demandas  que  hayan  de  entablar. 

Preteniacio»  de  manijlestos  en  las  Aduanas  de 
la  isla  de  Cuba.  Bl  Ministerio  de  Ultramar,  con 
fecha  9  de  Junio  de  1870,  pasó  á  los  gober- 
nadores superiores  civiles  de  las  provincias  de 
Ultramar  la  circular  que  sigue: 

«Bxcmo.  Sr.:  En  vista  de  las  comunica- 
ciones dirigidas  á  este  Ministerio  por  el  de  Bs- 
tado, dando  cuenta  de  las  quejas  producidas 
con  motivo  de  las  multas  impuestas  en  las 
Aduanas  de  la  isla  de  Cuba  á  diferentes  Gapi- 
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tañes  de  buques  mercantes  por  la  falta  de  pre- 
sentación de  una  tercera  copia  del  maniftesto; 
y  considerando  que  este  documento  se  ha  exi- 
gido á  consecuencia  de  una  orden  al  parecer 
dictada  por  el  administrador  de  la  Aduana  de 
Santiago  de  Ouba  abrogándose  facultades  que 
de  ningún  modo  le  competen,  é  introduciendo 
una  gran  perturbación  en  el  comercio,  cau- 
sándole grayes  perjuicios  en  vez  de  conciliar 
sus  intereses  con  los  del  ñsco,  evitando  todo 
vejamen,  molestia  ó  dilación  inCitil  en  el  des- 
pacho, el  Regente  del  Reino,  sin  perjuicio  de 
las  demás  medidas  que  por  este  Ministerio  se 
adoptan  sobre  este  punto,  ha  tenido  á  bien  re- 
solver: 

1.*  Que  se  devuelvan  todas  las  multas  im- 
puestas en  la  isla  de  Cuba  por  la  falta  de  pre- 
sentación de  una  tercera  copia  del  maniQesto. 
2/  Que  big'o  ningún  concepto,  y  como  se 
halla  prevenido  en  la  legislación  del  ramo,  las 
Autoridades  de  las  provincias  de  Ultramar  al- 
teren, reformen  ni  adicionen  la  legislación  de 
Aduanas,  cuya  facultad  está  reservada  exclu- 
sivamente al  Gobierno  Supremo  de  la  Nación; 
siendo  las  mismas  Autoridades  personalmente 
responsables  de  cualquier  trasgresion  de  ley 
que  cometan  en  este  sentido. n 

Y  con  fecha  9  del  mismo  mes  y  año,  al 
Ministerio  de  Estado  lo  siguiente: 

«Excmo.  Sr.:  En  vista  de  varias  comuni- 
caciones dirigidas  por  Y.  B.  á  este  Ministerio 
haciendo  presente  las  reclamacioues  formula- 
das por  algunos  capitanes  de  buques  mercan- 
tes con  motivo  de  las  multas  que  se  les  ha  im- 
puesto en  las  Aduanas  de  la  isla  de  Ouba  por 
no  cumplir  las  formalidades  prescritas  en  la 
Real  orden  de  1/  de  Julio  de  1859;  de  la  de 
S.  A.  me  dirijo  á  Y.  E.  á  ñn  de  que,  para  con- 
ciliar los  intereses  del  Estado  con  ios  del  co- 
mercio y  evitar  la  repetición  de  aquellast  fal- 
tas, se  sirva  Y.  E.  encargar  á  los  Cónsules  y 
Yicecónsules  de  España  en  el  extranjero,  que 
deu  la  mayor  publicidad  al  adjunto  documen- 
to, que  contiene  las  reglas  dictadas  en  1/  de 
Julio  de  1859,  con  las  modiñcaciones  que  pos- 
teriormente se  han  introducido,  y  que  deberán 
insertarlo  frecuentemente  en  los  periódicos  de 
las  respectivas  localidades. 

Reglas  dictadas  en  i.^  de  Julio  de  1859  para  gobier- 
no de  los  Capitanes  y  sobrecargos  de  buques  espa- 
ñoles ó  de  otras  Naciones  que  bagan  el  comercio 
de  importación  desde  puertos  extranjeros  á  los  de 
las  islas  de  Cuba  y  Puerto-Rico,  y  modificaciones 
posteriormente  acordadas. 

1/  Los  Capitanes  de  buques  que  desde 
paertos  extranjeros  se  dirijan  á  los  de  las  islas 
de  Cuba  y  Puerto-Rico  presentarán  al  Cónsul 
ó  Vicecónsul  español  sobordo  duplicado  y  sin 
enmienda  que  exprese; 


Primero.  La  clase,  bandera,  nombre  del 
buque  y  el  numero  exacto  de  toneladas  espa» 
ñolas  que  mida.  En  el  primer  viaje  que  haga 
cada  buque  á  dichas  islas  se  declarará  el  nu- 
mero de  las  toneladas  que  mida  según  el  ar- 
queo de  construcción,  aun  cuando  no  sean 
aquellas  españolas,  y  en  los  viajes  sucesivos 
estarán  obligados  á  exhibir  certiñcado  del  ar- 
queo que  se  habrá  practicado  en  el  primer  ar- 
ribo por  orden  de  la  Administración  de  Adua- 
nas para  la  exacción  del  derecho  de  tonelaje. 

Segundo.     El  nombre  del  Capitán  ó  patrón. 

Tercero.  Bl  puerto  ó  puertos  de  su  proce- 
dencia. 

Cuarto.  Los  nombres  de  los  cargadores,  y 
los  de  los  dueños  ó  consignatarios  á  quienes 
vaya  dirigido  el  cargamento. 

Quinto.  Los  fardos,  pacas,  toneles,  barri- 
les, cajas  y  demás  cabos  ó  bultos  con  sus  mar- 
cas y  números  correspondientes,  expresándose 
por  guarismos  y  letra  la  cantidad  de  cada  cla- 
se de  aquellos. 

Sexto.  La  clase  genérica  de  las  mercade- 
rías ó  del  contenido  de  los  bultos,  y  su  peso 
bruto. 

Sétimo..  La  misma  razón  de  lo  que  vaya 
destinado  á  depósito  ó  de  tránsito. 

Octavo.  T  concluirá  expresándose  á  con- 
tinuación que  el  buque  no  conduce  otras  mer- 
caderías. 

2.*  Si  el  todo  ó  parte  del  cargamento  fuere 
de  hierro  en  barras  ó  planchas,  metales  en 
galápagos  ó.lingotes,  maderas,  tasajo,  sal,  ca- 
cao ¿  otros  efectos  á  granel,  se  manifestará  por 
peso  ó  medida  decimal,  según  su  clase,  en  el 
duplicado  del  sobordo  de  que  queda  hecha 
mención. 

3/  Los  sobordos  serán  certiñcados  por  el 
Cónsul  ó  Vicecónsul  español,  quien  entregará 
uno  de  los  ejemplares  al  Capitán  del  buque, 
quedándose  con  el  otro,  que  remitirá  directa- 
mente al  Intendente  de  la  isla  á  donde  el  bu- 
que se  dirija,  á  ñn  de  que  sirva  de  comproban- 
te en  el  acto  de  reconocimiento  del  cargamen- 
to por  la  Aduana  respectiva. 

4.*  El  Capitán  pondrá  al  terminar  su  na- 
vegación nota  en  el  ejemplar  del  sobordo  que 
debe  conservar  en  su  poder,  explicando: 

Primero.  Las  mercancías  que  la  tripulación 
lleve  fuera  del  mismo  documento  hasta  200 
escudos  de  valor  por  individuo. 

Segundo.  Los  artículos  sobrantes  de  las 
provisiones  de  á  bordo.  . 

Y  tercero.  Las  provisiones  de  guerra  y  per- 
trechos de  repuesto,  asi  como  la  cantidad  de 
carbón  de  piedra  que  conduzca  para  el  consur 
mo  del  buque  si  fuese  de  vapor. 

5.'    Bl  mismo  á  su  llegada  al  puerto  de  su 


MAN 


—  360  — 


MAN 


destino,  y  en  el  acto  de  la  visita  de  sanidad, 
entregará  el  sobordo  certiñcado  por  el  Cónsul 
y  el  manifiesto  general  del  cargamento  al  jefe 
de  aduaneros  ó  del  resguardo. 

6/  Si  un  buque  saliese  en  lastre,  el  Capi- 
tán presentará  al  Cónsul  ó  Vicecónsul  nota  du- 
plicada que  asi  lo  exprese,  y  se  procederá  del 
mismo  modo  que  con  el  sobordo;  esto  es,  que 
el  Cónsul  certificará  ambos  documentos,  en- 
tregando un  ejemplar  al  Capitán,  reservándo- 
se el  otro  para  remitirlo  al  Intendente  de  la 
isla  donde  se  dirija. 

7.*  Si  el  Capitán  ó  sobrecargo  no  presen- 
tasen sobordo  ó  nota  de  ir  en  lastre  el  buque 
en  el  acto  de  visita,  que  se  verificará  al  caer 
el  ancla  en  el  puerto  de  su  destino,  quedarán 
sujetos  á  la  multa  de  400  escudos  por  la  falta 
de  aquel  documento:  si  en  él  no  constase  la 
certificación  ó  atestado  eonsular,  pagarán  la 
de  200  escudos  por  carecer  de  esta  formalidad; 
y  si  no  contuviese  las  circunstancias  que  mar- 
ca la  regla  1."  satisfarán  la  do  50  escudos. 

Asimismo  el  Capitán  ó  sobrecargo  que  re- 
querido por  el  Jefe  del  resguardo  ó  el  que  ha- 
ga sus  veces  no  presente  en  el  acto  de  visita  el 
sobordo  y  manifiesto  de  la  carga  incurrirá  en 
la  multa  de  1.000  escudos,  á  menos  que  los 
accidentes  de  mar  le  hayan  obligado  á  entrar 
precipitadamente  en  el  puerto,  cuyo  hecho  se 
justificará  por  medio  de  una  información  su- 
maria. 

8.*  En  el  caso  de  notarse  enmienda  ó  alte- 
ración en  los  expresados  documentos,  quedarán 
sujetos  los  Capitanes  ó 'patrones  á  responder 
ante  el  Tribunal  competente  del  delito  de  fal- 
sificación, incurriendo  en  igual  responsabili- 
dad cuando  los  buques  lleguen  en  lastre  ó  con 
carga. 

9.'  La  presentación  del  sobordo  será  obli- 
gatoria, y  se  verificará  en  todos  los  puertos, 
calas  y  fondeaderos  de  la  isla  á  que  arriben  los 
buques,  aunque  sea  por  causa  forzosa,  quedán- 
dose los  Administradores  con  copia,  y  devol- 
viendo el  original  al  Capitán  para  que  pueda 
entregarlo  en  el  puerto  de  su  destino. 

10.  Los  buques  del  resguardo  podrán  re- 
clamar el  sobordo  del  Capitán  y  patrón  dentro 
de  los  23  kilómetros  de  distancia  del  puerto  de 
su  destino. 

1  i .  Los  mismos  Capitanes  están  obligados 
á  presentar  al  Cónsul  ó  Vicecónsul  español  del 
puerto  de  su  salida  una  nota  del  valor  aproxi- 
mado de  su  cargamento  con  el  fin  de  que  sir- 
va de  dato  para  la  estadística  comercial,  de 
cuya  formación  están  encargados  dichos  fun- 
cionarios. 

12.  Bl  Capitán  que  no  declare  el  n&mero 
exacto  de  toneladas  españolas  que  mida  el  bu- 


que pagará  los  gastos  que  cause  el  arqueo,  si 
el  exceso  resultare  pasar  de  10  por  100. 

13.  Los  Capitanes  que  obligados  por  el 
mal  tiempo  ó  por  otro  acontecimiento  fortaito 
arrojasen  al  mar  parte  del  cargamento  lo  ano- 
tarán también  en  el  manifiesto,  expresando, 
aunque  sea  por  mayor,  las  cantidades,  bultos 
y  clases  ó  especies,  quedando  obligados  á  pres- 
tar en  la  Aduana  la  declaración  correspon- 
diente y  á  exhibir  el  cuaderno  de  bitácora  eo 
comprobación  de  sus  asertos. 

14.  Los  equipajes  de  los  pasajeros  se  pre- 
sentarán en  el  almacén  de  la  Aduana  para  su 
reconocimiento  ;  y  si  en  ellos  se  encontrasen 
géneros  de  comercio  por  valor  hasta  de  200 
escudos,  adeudarán  los  derechos  de  Arancel, 
con  presencia  de  la  nota  ó  relación  circuns- 
tanciada que  los  interesados  deberán  presen- 
tar al  Administrador  de  la  Aduana.  Si  el  va- 
lor de  aquellos  géneros  excediese  de  200  es- 
cudos y  no  pasase  de  400,  adeudarán  doble 
derecho ;  más  si  ascendiesen  á  mayor  suma, 
incurrirán  en  la  pena  de  comiso,  á  menos  que 
en  uno  ú  otro  caso  hubiesen  anticipadamente 
presentado  nota  de  dichos  géneros,  pues*  en- 
tonces solo  quedarán  sujetos  al  pago  de^os 
derechos  de  consumo  asignado  en  el  Arancel. 

15.  Queda  absolutamente  prohibida  toda 
mejora,  adición  ó  alteración  del  manifiesto  ó 
sobordo  y  las  manifestaciones  á  la  orden;  sien- 
do penadas  con  arreglo  á  Instrucción  las  dife- 
rencias que  resultaren  entre  dichos  docu- 
mentos. 

16.  Cuando  los  cargamentos  procedan  de 
puerto  donde  no  haya  Cónsul  ó  Vicecónsul,  y 
la  residencia  de  estos  Agentes  exceda  de  la 
distancia  de  30  kilómetros  del  punto  de  em- 
barque, se  podrá  dispensar  á  los  Capitanes  y 
sobrecargos  de  la  formalidad  de  los  sobordos; 
mas.  para  poder  disfrutar  de  esta  exención  es 
necesario  que  los  cargamentos  sean  homogé- 
neos y  compuestos  precisamente  en  su  totali- 
dad de  cualesquiera  de  los  efectos  siguientes: 

Cueros,  maderas,  duelas,  palos  tintóreos, 
carbón  de  piedra  ó  astas  de  buey,  siempre  que 
estos  artículos  sean  producto  del  pais  de  la  sa- 
lida natural  del  buque,  que  la  navegación  sea 
directa  y  que  el  adeudo  se  haga  por  la  totali- 
dad de  la  mercancía. 

17.  Todos  los  bultos  que  se  omitan  en  el 
sobordo  ó  manifiesto  incurrirán  en  la  pena  de 
comiso,  imponiéndose  además  al  Capitán  la 
multa  de  otro  tanto  de  su  valor,  siempre  que 
el  importe  del  derecho  del  género  que  conten- 
gan no  pase  de  800  escudos,  porque  si  exce- 
diese y  los  artículos  fuesen  de  la  propiedad  ó 
consignación  del  dueño,  Capitán  ó  sobrecargo 
del  buque  quedará  sin  efecto  la  multa,  y  en  sa 
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lugar  será  decomisado  el  baque  con  sus  fletes 
y  todo  otro  aprovechamiento. 

18.  Si  concluida  la  descarga  de  la  embar- 
cación faltare  alguno  ó  algunos  bultos  mani- 
festados sin  que  se  hubiese  presentado  opor- 
tunamente factura  de  su  contenido,  se  en- 
tenderá que  el  Capitán  ó  sobrecargo  cometió 
fraude  contra  la  Hacienda,  imponiéndole  la 
multa  de  400  escudos  por  cada  uno  délos  bul 
tos  que  resultare  de  menos. 

19.  Si  el  due&o  ó  consignatario  de  un  gé- 
nero dejado  de  manifestar  por  el  Capitán  pre- 
senta á  la  Administración  dentro  de  las  cuaren- 
ta y  ocho  horas  la  factura  de  dicho  género,  no 
se  le  hará  cargo  alguno  y  se  le  entregarán  los 
efectos;  pero  el  Capitán  ó  sobrecargo  en  tal  caso 
quedará  sujeto  á  pagar  una  multa  igual  al  total 
del  valor  de  los  géneros  ó  efectos  no  mauifes  - 
tados. 

20.  Sin  permiso  del  Administrador  y  re- 
conocimiento del  Jefe  del  resguardo  no  podrá 
desembarcarse  cosa  alguna.  Por  el  simple  he- 
cho del  desembarco,  aunque  sean  objetos  de 
poca  entidad,  y  aun  cuando  sean  libres  de  de- 
rechos, pagarán  el  Capitán  ó  sobrecargo  la 
multa  de  2.000  escudos,  é  incurrirán  en  el 
comiso  todos  los  efectos  aprehendidos  y  el  bote 
ó  lancha  que  los  conduzca,  siempre  que  el  va- 
lor que  hubiesen  de  pagar  dichos  efectos  no 
pase  de  400  escudos,  porque  si  excede  de  esta 
suma  se  suprimirá  la  multa  y  se  decomisará 
el  buque. 

21.  Tampoco  podrán  trasbordarse  efectos 
dentro  de  bahía  en  poca  ó  mucha  cantidad  sin 
los  requisitos  de  instrucción,  quedando  en  otro 
caso  los  Capitanes  ó  sobrecargos  sujetos  á  las 
penas  establecidas  en  la  misma. 

22.  Si  se  descargaren  efectos  de  mucha 
ó  poca  entidad  en  puerto  que  no  sea  habilitado, 
será  decomisado  con  todos  sus  enseres  el  bu- 
que conductor. 

23.  Si  á  consecuencia  de  la  visita  de  fon- 
deo que  ha  de  pasarse  á  todo  buque  antes  de 
expedirle  el  registro  con  que  deba  navegar  re- 
saltase en  el  cargamento  exceso,  se  decomisará 
éste,  imponiendo  además  al  Capitán  una  multa 
i^ual  al  valor  del  mismo  exceso. 

24.  Al  mismo  comiso  y  multa  que  expresa 
el  articulo  anterior  estarán  sujetas  las  apre- 
hensiones que  se  hagan  de  géneros,  frutos  ó 
efectos  que  se  intenten  embarcar  fraudulen- 
tamente. 

25.  Si  los  Capitanes  ó  sobrecargos  no  tu- 
vieren con  qué  satisfacer  el  importe  de  sus 
condenas,  se  usará  para  el  pago  de  éstas  y  de 
las  costas  de  las  embarcaciones  que  manden, 
Á  menos  que  sus  consignatarios  se  presenten 
voluntariamente  á  satisfacerlos. 


26.  No  se  procederá  á  la  traducción  y  des- 
pacho de  ningún  manifiesto  ni  sobordo  sin  que 
el  Capitán  ó  consignatario  del  buque  haya 
presentado  en  la  Aduana  la  correspondiente 
patente  de  sanidad.» 

En  26  de  Diciembre  de  1872  el  mismo  Mi- 
nisterio de  Ultramar  reproduce  las  anterio- 
res reglas;  pero  las  adiciona  con  las  que  si- 
guen: 

«27.  Los  Capitanes  ó  sobrecargos  de  los 
buques-correos  de  vapor,  en  cuya  clase  no 
deben  ser  considerados  sino  los  que  además  de 
conducir  correspondencia  con  patente  de  su 
Gobierno  tienen  dias  periódicamente  determi- 
nados de  salida  de  los  respectivos  puertos,  po« 
drán  conducir  hasta  10  toneladas  de  carga  sin 
el  requisito  de  la  certificación  consular;  que- 
dando no  obstante  obligados  á  presentar  ma- 
nifiesto del  cargamento  en  el  tiempo  y  forma 
prevenidos  en  estas  realas. 

28.  Si  el  cargamento  que  conduzcan  los 
vapores-correos  excediese  de  10  toneladas, 
será  obligatoria  la  presentación  de  sobordo 
registrado  por  los  Cónsules  de  España  en  los 
puertos  de  procedencia;  y  en  este  caso  podrá 
permitirse  á  los  Capitanes  ó  sobrecargos  ma- 
nifestar hasta  seis  toneladas  más  sin  el  requi- 
sito consular.  Si  excediese  este  tipo,  se  tendrá 
por  no  presentado  el  manifiesto,  y  se  procederá 
en  la  forma  indicada  en  las  presentes  reglas. 

29.  Los  patrones  de  barcos  pescadores  ó 
viveros  que  desde  las  costas  vecinas  entren 
con  pescado  ó  en  lastre  en  los  puertos  de  las 
Antillas  quedan  exentos  de  presentar  los  cer- 
tificados consulares.» 

Manijlestos  enmendados ^  adicionados  ó  raspa-- 
dos.  La  orden  del  Sr.  Ministro  de  Hacienda  fe- 
cha 7  de  Octubre  de  1873,  circulada  por  el 
Ministerio  dé  Estado  el  21  del  mismo,  previene: 

((Que  si  los  Capitanes  presentan  los  mani- 
fiestos enmendados,  etc. ,  sin  que  estas  altera- 
ciones estén  autorizadas  y  salvadas  por  los 
respectivos  Cónsules,  Vicecónsules,  ó  Agentes 
consulares  españoles,  sufrirán  los  perjuicios 
consiguientes  de  afianzar  el  importe  de  las 
multas,  que  pueden  ser  crecidas,  ó  la  deten- 
ción de  las  naves  hasta  qus  se  depuren  los 
hechos.» 

En  los  manijtesíos  debe  especijlcarse  el  contenido 
di  cada  bullo.  La  orden  del  Sr.  Ministro  de  Ha- 
cienda de  24  de  Setiembre  de  1873,  circulada 
por  el  Ministerio  de  Estado  el  9  de  Octubre 
del  mismo,  prescribe: 

((Que  se  prevenga  á  los  Cónsules  de  Espa- 
ña en  el  extranjero  que  bajo  ningún  pretesto 
visen  los  manifiestos  si  los  Capitanes  les  pre- 
sentan englobados  con  otros  los  bultos  que 
según  su  declaración  deban  contener  tabaco^ 
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tejidos,  azúcar,  café,  cacao,  canela,  clavo ^  pi- 
mienta y  té,  cuyos  baltos  so  han  de  especificar 
en  dicho  manifiesto  individual  y  exprezamente 
por  sus  niarcaz,  pezo  y  contenido.)) 

Mani/testoz  circunztanciadoz»  Por  el  Ministe- 
rio de  Hacienda  se  dijo  al  Sr.  Ministro  de  Es- 
tado con  fecha  13  de  Febrero  de  1874,  y  éste 
lo  trasladó  por  circular  de  26  del  misnio  mes 
y  año: 

((1.*  Que  coa  arreglo  á  lo  preceptuado  en 
el  art.  1/  del  decreto  de  30  de  Mayo  de  1873, 
es  obligatorio  á  todo  Capitán  de  buque  proce- 
dente del  extranjero,  venga  con  carga  ó  en 
lastre,  y  cualquiera  que  sea  su  destino  ulterior 
y  la  denominación  que  adopte  para  definir  su 
espediciou,  traer  el  manifiesto  general  circuns- 
tanciado y  visado  por  el  Cónsul  de  España,  ó 
Autoridad  local  si  no  hubiera  Cónsul,  de  toda 
la  carga  que  conduce  el  buque. 

))2.*  Que  en  observancia  de  lo  prevenido 
en  el  par.  6/  del  art.  127  de  las  Ordenanzas, 
que  impide  el  tránsito  de  mercancías  prohibi- 
das, deben  nuestros  Agentes  consulares  re- 
chazar y  no  visar  los  manifiestos  en  que  se 
declaren  armaz  y  municionez:  como  de  esta  clase 
las  hay  de  permitida  introducción,  consigna- 
rán por  nota  en  los  manifiestos:  que  kan 
prevenido  á  loz  Capitanez  que  incurren  en  grave 
rezponzabilidad  zi  dichaz  armaz  y  municionez  zon 
de  prohibido  comercio,  cuyas  condiciones  halla* 
rán  en  la  nota  30  á  la  pág.  50  del  Arancel 
vigente  en  1874.» 

MANILOS,  MABINEBOS.  Véase  Mari- 
neros UANILOS. 

MANIQUEISMO.  Véase  Dualismo. 

MANO  FUSBTE.  La  gente  armada  para 
hacer  cumplir  lo  que  el  Juez  manda,  y  tam- 
bién lo  que  el  Juez  secular  manda  dar  al  ecle- 
siástico cuando  éste  implora  su  auxilio. 

MANOS  LIBBES.  Los  poseedores  de  bie- 
nes no  vinculados  ni  amortizados. 

MANOS  MXJEBTAS.  Los  poseedores  de 
bienes  en  quienes  se  perpetúa  el  dominio  de 
ellos  por  no  poder  enajenarlos  ó  venderlos.  De 
esta  clase  eran  las  comunidades  y  mayorazgos 
suprimidos  por  el  Gobierno  constitucional. 

MANUMISIÓN.  La  concesión  de  liber- 
tad que  un  señor  daba  á  su  esclavo.  Esta  pa  - 
labra  deriva  de  las  latinas  manuz  y  mittere,  de 
que  se  formó  manumitiere ,  manumitir,  soltar 
de  la  mano,  sacar  de  su  poder,  dar  libertad. 
Los  esclavos  se  consideraban,  no  como  perso- 
nas, sino  como  cosas,  y  los  señores  podían  des- 
pojarse de  su  dominio,  ya  vendiéndolos,  ya 
declarándolos  libres. 

MAfÍEBÍA.  En  lo  antiguo  el  derecho  que 
tenían  los  Beyes  y  señores  de  suceder  en  los 
bienes  á  los  que  morían  sin  sucesión  legitima. 


MAB.  El  conjunto  de  aguas  que  rodea  la 
tierra.  Su  naturaleza  no  permite  sea  posesión 
ni  patrimonio  de  Nación  ó  persona  alguna:  asi 
que  por  derecho  de  gentes  y  por  principio  re  • 
conocido  en  el  derecho  romano  de  las  Siete 
Partidaz,  lib.  3.',  tlt.  28,  Part.  3.',  y  en  los 
Códigos  de  todas  las  Naciones,  nadie  tiene  im- 
perio sobre  el  mar,  y  su  uso  es  común  á  todos 
los  hombres. 

Ello,  no  obstante ,  no  pudiendo  utilizarse 
el  mar  sino  como  medio  de  ir  á  un  país,  y  di- 
manando el  ser  de  uso  común  á  todas  las 
Naciones  de  la  imposibilidad  de  apropiárselo, 
ha  habido  bastantes  cuestiones  tocante  al  par- 
ticular, habiendo  pretendido  España,  en  época 
en  que  poseía  las  Américas,  ser  dueña  abso- 
luta de  todo  el  mar  del  Sud  ó  Pacifico.  Nación 
ninguna  tiene  derecho  de  apropiarse  de  la 
alta  mar  ó  de  atribuirse  su  uso  con  exclusión 
de  las  demás.  Los  Reyes  de  Portugal  quisieron 
en  otro  tiempo  arrogarse  el  imperio  de  los  ma- 
res de  Guinea  y  de  las  Indias  Orientales  (1); 
pero  semejante  pretensión  fué  de  corta  impor- 
tancia para  las  demás  Potencias  marítimas. 

Siendo,  pues,  un  derecho  común  á  todos 
los  hombres  el  de  navegar  y  pescar  en  alta 
ñiar,  la  Nación  que  trata  de  excluir  á  otra  de 
«sta  ventaja  la  hace  una  injuria  y  la  da  un 
justo  motivo  de  guerra,  fundado  en  la  natura- 
leza, que  autoriza  á  toda  Nación  á  repeler  la 
injuria,  es  decir,  á  oponer  la  fuerza  á  quien 
quiere  privarla  de  su  derecho. 

Las  Naciones  tienen  el  mayor  interés  en 
hacer  umversalmente  respetar  el  derecho  de 
gentes,  que  es  la  base  de  su  tranquilidad.  Si 
alguno  la  infringe  abiertamente,  todos  pueden 
y  deben  alzarse  contra  él ;  y  reuniendo  sus 
fuerzas  para  castigar  á  este  enemigo  común, 
cumplirán  con  sus  deberes  hacia  si  mismas  y 
hacia  la  sociedad  humana,  de  que  son  miem- 
bros (2). 

Sin  embargo,  dice  también  Vattel-,  como 
es  libre  á  cada  uno  renunciar  á  su  derecho, 
una  Nación  puede  adquirir  derechos  exclusi- 
vos de  navegación  y  de  pesca  en  virtud  de  tra- 
tados, en  los  cuales  otras  Naciones  renuncien 
en  su  favor  á  los  derechos  que  tienen  de  la  na- 
turaleza. Estas  se  obligan  á  observar  sus  tra- 
tados, y  la  Nación  que  favorecen  está  en  de- 
recho de  mantenerse  por  la  fuerza  en  la  pose- 
sión de  sus  ventajas.  Así  es  como  la  casa  de 
Austria  renunció  en  favor  de  los  holandeses  al 
derecho  de  enviar  embarcaciones  de  los  Países- 

(1)  Véase  Qbocio  en  su  tratado  3íare  liberum^ 
y  ^  Seldeno  en  el  suyo  Mare  clausum ,  lib.  1.% 
capítulo  17. 

(2)  Vattbl,  Derecho  de  gentez^  t.  1.®,  pági- 
na 267  y  prelim.,  par.  22. 
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Bajos  á  ]aa  ladias  orientales.  Se  pueden  ver  en 
Grocio  De  jure  B.  et  P.,  lib.  2.*,  cap.  3/,  pár- 
rafo 15,  muchos  ejemplos  de  tratados  seme- 
jantes. 

Los  derechos  de  nayegacion,  de  pesca  y 
otros  qne  se  pueden  ejercer  en  el  mar,  no  pue- 
den adquirirse  por  el  no  uso ,  en  razón  de  ser 
derechos  de  pura  facultad  {jure  mera  fatsulia^ 
lU),  los  cuales  son  imprescindibles. ^or  consi- 
guiente, aun  cuando  una  Nación  se  hallase 
sola  desde  tiempo  inmemorial  en  posesión  de 
navegrar  ó  de  pescar  en  ciertos  mares,  no  po- 
dría sobre  este  fundamento  atribuirse  el  dere- 
cho exclusiYo;  porque  de  que  las  demás  no 
hayan  hecho  aso  del  derecho  común  que  te- 
nían á  la  navegación  y  á  la  pesca  en  aquel 
tiempo,  no  se  sigue  que  hayan  querido  renun- 
ciarlo, y  son  arbitras  de  asarlo  siempre  que 
les  acomode. 

Pero  puede  suceder  que  el  no  uso  tome  la 
naturaleza  de  un  consentimiento  ó  de  un  pac- 
to tácito,  y  llegue  á  ser  un  titulo  en  favor  de 
una  Nación  contra  otra.  Una  Nación  puede 
apropiarse  las  cosas,  cuyo  uso  libre  y  común 
puede  serle  perjudicial  ó  arriesgado  y  ésta  es 
otra  razón  por  la  cual  las  Potencias  extienden 
su  dominio  sobre  el  mar  y  lo  largo  de  las  cos- 
tas, tan  lejos  como  pueden  protejer  su  dere- 
cho. Importa  á  la  seguridad  y  al  bien  del  Es- 
tado, que  no  sea  libre  á  todo  el  mundo  venir 
tan  cerca  de  sus  posesiones,  sobre  todo  con 
navios  de  guerra,  impedir  el  arribo  á  las  na- 
ciones comerciantes  y  turbar  en  ellas  su  na- 
vegación. 

Difícil  es  determinar  á  qué  distancia  pue- 
de extender  una  Nación  sus  derechos  sobre 
los  mares  que  la  rodean.  Bodíno,  en  su  Trala^ 
do  de  la  República^  lib.  1.*,  cap.  10,  pretende 
que  según  el  derecho  común  de  todos  los  pue- 
blos marítimos,  la  dominación  del  Príncipe  se 
extiende  á  distancia  de  30  leguas  de  las  cos- 
tas; pero  eíta  determinación  precisa  solo  po- 
dría fundarse  en  un  consentimiento  general, 
de  las  Naciones,  que  seria  diñcil  probar,  l^o 
cierto  es,  que  si  bien  Inglaterra  quiso  que  el 
canal  de  la  Mancha  se  llamase  Canal  de  Ingla- ' 
térra  ó  Mar  Británico,  jamás  los  franceses  han 
accedido  á  esta  pretensión;  asi  como  el  mar 
Adriático  no  ha  sido  propiedad  exclusiva  de 
Venecia,  no  obstante  la  antigua  ceremonia  que 
se  ha  practicado  todos  los  años  con  este  moti- 
vo. Estas  y  otras  muchas  pretensiones  se  res  - 
petan  mientras  se  halla  en  estado  de  sostener- 
las por  la  fuerza  la  Nación  que  se  las  atribu- 
ye, porque  caen  en  su  poder. 

Hoy  se  mira  como  parte  del  territorio  el 
espacio  de  mar  que  bafia  sus  costas  á  la  dis- 
tancia de  tres  leguas  en  una  línea  paralela  á 


las  mismas.  Bsta  es  la  opinión  y  principio  más 
recibido,  bien  que  algunos  autores  opinan  el 
mayor  alcance  de  un  tiro  de  cañón  desde  el 
promontorio  mas  avanzado;  otros  la  distancia 
de  una  legua  marina,  y  otros  la  del  horizonte 
aparente. 

Dice  Martens,  que  son  reconocidos  por  li- 
bres: 1.®  El  Estrecho  de  Gibraltar  fuera  del 
alcance  del  tiro  de  cañón.  2.*  El  mar  de  Es- 
paña. 3.*  El  de  Aquitania.  4.'  El  del  Norte. 
5.*  El  Blanco.  Y  6.*  el  Mediterráneo;  y  que  no 
se  cuestiona  el  derecho  exclusivo:  1."  Déla 
Gran  Bretaña  en  el  canal  de  San  Jorge.  2.*'  El 
de  Dinamarca  en  el  grande  y  pequeño  Belt  y 
en  el  estrecho  del  Sund.  3.*  El  de  los  turcos 
en  el  Archipiélago,  mar  de  Mármara  y  en  los 
estrechos  que  comunican  con  el'  mar  Negro. 
4.*  El  de  Ñápeles  en  el  estrecho  de  Messina. 
5.°  El  de  Holanda  en  el  Suidersee.  Y  6.'  el  de 
Suecia  en  el  golfo  de  Finlandia. 

También  ha  sido  objeto  de  serias  contesta- 
ciones: l.^El  derecho  que  ha  pretendido  la 
Gran  Bretaña,  según  hemos  dicho,  al  imperio 
y  propiedad  de  los  cuatro  mares  que  bañan 
esta  isla,  y  particularmente  del  canal  Británi- 
co y  paso  de  Calais.  2.*  El  de  la  Repüblica  de 
Venecia  también,  según  se  ha  visto,  al  impe- 
rio en  el  mar  Adriático.  3.*  El  de  la  Repúbli- 
ca de  Genova  sobre  el  golfo  de  Genova.  4."*  El 
imperio  en  el  Báltico,  tanto  entre  los  Estados 
que  lo  rodean,  como  por  los  extranjeros,  de  los 
cuales,  la  Dinamarca,  dueña  de  su  entrada,  se 
cree  con  derecho  de  cerrarla  á  todas  las  hosti- 
lidades en  tiempo  de  guerra. 

Medían  además  otras  muchas  contestacio- 
nes con  referencia  á  todos  los  mares  adyacen- 
tes á  las  posesiones  de  los  europeos  en  Asia, 
África  y  América,  parte  de  las  cuales  se  han 
arreglado  por  tratados. 

El  célebre  Pinheiro  en  sus  notas  á  Mar- 
tens, no  cree  que  los  estrechos  del  Sund  y 
Messina  y  el  que  comunica  el  mar  Negro  con 
el  Mediterráneo,  puedan  equipararse  con  el  ca- 
nal de  San  Jorge,  él  Suidersee  y  el  golfo  de 
Finlandia,  por  no  ser  lícito  disputar  el  uso  de 
los  primeros  á  todas  las  Naciones  del  universo, 
interesadas  en  disfrutarlo. 

MABOA.  La  señal  que  se  pone  en  alguna 
cosa,  ya  para  que  se  conozca  el  dueño  á  quien 
pertenece,  ya  para  probar  que  se  han  pagado 
los  derechos  impuestos  sobre  ellas,  ya  para  que 
conste  que  han  sido  vistas  ó  visitadas  por  las 
personas  que  tienen  autoridad  pública  al  efecto. 
Véase  Aferia. 

MABB  CLAtrsVM.  Obra  del  sabio  publi* 
cista  Juan  Selden  (nació  en  1584  y  murió  en 
1654],  el  que  se  puso  al  frente  del  partido 
opuesto  al  principio  fundado  por  Hugo  Grotius 
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(nació  en  Delft  en  158112  y  murió  en  1645),  en 
su  obra  publicada  en  1609  bajo  el  titulo  de 
Mare  liberum,  sive  de  jure  quod  Batavis  competit 
ai  indiana  comercia. 

MÁBGBUES.  Para  la  debida  regularidad 
é  igualdad  de  los  protocolos  se  halla  dispuesto 
que,  por  la  parte  en  que  las  escrituras  matrices 
hayan  de  encuadernarse,  tendrán  una  margen 
en  blanco  do  20  milímetros  y  otra  de  60  mi- 
límetros, que  viene  á  ser  la  tercera  parte  del 
pliego  de  papel  sellado  en  cada  llana  á  nues- 
tra izquierda,  en  la  cual  rubricará  el  Nota- 
rio. Otra  pequeña  margen  ó  pestaña  debe 
dejarse  á  la  derecha  de  la  escritura  para  evi- 
tar que  con  el  roce  del  pergamino  se  cause  la 
destrucción  de  los  escritos  y  para  la  más  fácil 
conservación  de  los  protocolos. 

MARIDO.  Según  prescribe  la  Ley  provi- 
sional del  Matrimonio  civil ,  el  marido  debe 
tener  en  su  compañía  y  protejer  á  su  mujer. 
Administrará  también  sus  bienes,  excepto 
aquellos  cuya  administración  corresponda  á 
la  misma  por  la  ley ,  y  estará  facultado  para 
representarla  en  juicio,  salvo  los  casos  en  que 
ésta  pueda  hacerlo  por  sí  misma,  con  arreglo 
á  derecho,  y  para  darle  licencia  para  celebrar 
los  contratos  y  los  actos  que  le  sean  favora- 
bles. (Art.  45.) 

Bl  marido  menor  de  18  años  no  podrá,  sin 
embargo ,  ejercer  los  derechos  expresados  en 
el  artículo  anterior ,  ni  tampoco  administrará 
sus  propios  bienes  sin  el  consentimiento  de  su 
padre  en  defecto  de  éste  del  de  su  madre,  y  á 
falta  de  ambos  sin  la  competente  autorización 
judicial,  que  se  le  concederá  en  la  forma  y  en 
los  casos  prescritos  en  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil.  (Art.  46.) 

Tampoco  podrá  ejercer  las  expresadas  fa- 
cultades el  marido  que  esté  separado  de  su 
mujer  por  sentencia  Arme  de  divorcio,  que  se 
halle  ausente  en  ignorado  paradero  ó  que  esté 
sometido  á  la  pena  de  interdicción  civil.  (Ar- 
tículo 47.)  Véase  Mujer. 

Solamente  el  marido  y  sus  herederos  po- 
drán reclamar  la  nulidad  de  los  actos  otorga- 
dos por  la  mujer  sin  licencia  ó  autorización 
competente.  (Art.  55.) 

El  marido  ó  sus  herederos  podrán  desco- 
nocer la  legitimidad  del  hijo  que  la  mujer  de 
aquel  hubiese  dado  á  luz  después  de  trascur- 
ridos trescientos  días  de  la  disolución  del  ma- 
trimonio ó  de  la  separación  legal  y  efectiva 
de  los  cónyuges ;  pero  el  hijo  y  su  madre  po- 
drán también  justificar  en  tal  caso  la  pater- 
nidad del  marido.  (Art.  59.) 

MABINA.  La  marina  es  una  ciencia  com- 
puesta de  siete  partes  principales,  que  son: 
arquitectura  naval  ó  construcción  de  los  bu- 


ques: reglamento  de  su  estavía  ó  peso  quede- 
be  admitir  para  hacer  sumergir  la  parte  que 
corresponda  á  su  seguridad  sobre  la  columna 
de  agua:  la  proporción  de  su  arboladura  y  ve- 
lamen: el  pilotaje  para  gobernar  la  nave,  dar- 
la dirección  y  trasladarse  con  ella  de  un  pan- 
to á  otro,  ó  por  ancha  mar  á  cualquier  panto 
del  globo:  la  maniobra  para ,  según  los  vien- 
tos, darle  la  dirección  que  pide  el  pilotaje:  la 
fortiñcacion  marítima  ó  arte  tormentaria,  que 
da  reglas  para  el  uso  de  la  artillería  y  demás 
máquinas  militares,  y  la  táctica  naval  parala 
arreglada  posición ,  defensa  y  ataque  de  los 
buques  entre  sí. 

La  marina ,  en  razón  dé  su  objeto  ,  se  di- 
vide en  dos  clases :  marina  mercante  y  mariM 
de  guerra  6  armada;  pero  como  nuestro  objeto 
no  es  hablar  de  estos  ramos  con  toda  latitud, 
nos  limitaremos  á  hablar  con  alguna  más  ex- 
tensión de  la  navegación  mercante  ,  cayos 
progresos  contribuyen  tan  poderosamente  á 
la  prosperidad  de  los  Estados. 

La  navegación  se  subdivide  en  práctica  y 
en  teórica  6  de  altura. 

Navegación  impropia ,  navegación  práctica, 
comun^  de  tierra  á  tierra^  de  costa  á  costa,  costera 
6  costanera,  de  cabo  á  cabo,  6  de  cabotaje,  es  la 
que  se  hace  á  vista  de  tierra,  fundándose  en 
los  conocimientos  de  las  diferentes  partes  de 
la  costa,  por  la  figura  de  sus  montes,  cabos  y 
sondas,  viniendo  el  marino  por  este  conoci- 
miento en  el  del  paraje  donde  se  halla;  por 
cuyo  medio  y  el  de  la  simple  vista,  y  auxilia- 
do de  una  carta  geográfica,  practica  su  der- 
rota, dirigido  por  la  aguja  de  marear. 

Navegación  teórica,  6  de  altura,  6  de  golfo ^ 
navegación  propia,  astronómica,  es  la  qué  se  hace 
dirigiendo  el  buque  por  mares  distantes,  don- 
de por  muchos  dias  no  se  ve  más  que  cielo  y 
agua.  Llámase  de  altura  por  la  precisión  que 
tiene  el  piloto,  luego  que  pierde  de  vista  la 
tierra,  de  acudir  al  cielo  á  observar  los  astros, 
midiendo  las  alturas  y  distancias  de  los  que 
necesita,  para  averiguar  de  esta  manera  el 
punto  en  que  se  halla. 

Hé  aquí  las  diferentes  especies  de  baques 
que  se  emplean: 

Navio:  el  buque  más  grande  que  se  cons- 
truye; tiene  tres  palos;  está  artillado  y  tripu- 
lado para  el  servició  de  la  armada  nacional . 

Fragata:  buque  más  pequeño  que  el  navio; 
diferenciase  en  esto  y  en  que  no  tiene  más  que 
un  puente. 

Corbeta:  buque  más  pequeño  que  la  fraga- 
ta, y  en  todo  lo  demás  semejante  á  ella. 

Bergantin:  buque  de  dos  palos,  que  son:  el 
mayor,  que  está  hacia  popa  y  algo  inclinado 
atrásyel trinquete  aproa;  lleva  velas  cuadradas. 
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Bergantin-golela:  se  diferencia  del  bergan- 
tín en  ser  sa  construcción  más  ñna  y  en  usar 
de  aparejo  de  goleta  en  el  palo  mayor. 

Ooleta:  embarcación  menor,  fina  y  rasa,  de 
dos  palos  inclinados  hacia  atrás. 

Hay  también  otra  clase  de  buques  llama- 
dos de  vapor,  y  sustantivadamente  un  vapor. 
Se  construyen  de  diversos  tamaños,  de  made- 
ra y  de  fierro;  unos  llevan  aparejo  y  velamen 
y  otros  no. 

Estos  buques  adquieren  su  velocidad  sobre 
el  fluido  por  la  acción  de  ruedas  de  paletas  que 
llevan  en  sus  costados,  movidas  por  el  impul- 
so de  una  máquina  de  vapor;  también  los  hay 
de  hélice  colocado  á  popa  y  movido  igualmente 
por  la  fuerza  del  vapor. 

Los  ingleses  quieren  aplicarse  la  invención 
del  vapor  á  la  navegación;  pero  varios  docu- 
mentos importantes  publicados  ya  patentizan 
un  hecho  bien  antiguo,  que  demuestra  haber- 
se ejecutado  dicho  ensayo  de  un  barco  impe- 
lido por  el  vapor  de  un  modo  tan  satisfactorio, 
que  obtuvo  la  aprobación  de  todos  los  testigos. 
Blasco  de  Garay,  Oficial  de  la  marina  del  Em- 
perador Carlos  V,  hizo  en  Barcelona,  á  pre- 
sencia de  S.  M.  I.,  en  el  año  de  1543,  la  ex- 
periencia de  un  bajel  que  andaba  por  medio  de 
un  aparato  cur/a  parte  más  importante  era  una 
gran  caldera  llena  de  agua  hirviendo. 

La  velocidad  de  un  buque  de  vapor  llega 
hasta  14  millas  por  hora.  La  milla  es  la  ter- 
cera parte  de  una  legua  marítima. 

Místico:  buque  de  dos  palos  con  dos  velas 
místicas  ó  latinas  y  apopa  una  pequeña  mesana. 

Jabeque:  buque  que  navega  á  vela  y  remo; 
tiene  tres  palos  dispuestos  de  una  forma  par- 
ticular. 

Pingue:  es  lo  mismo  que  el  jabeque. 

Polacra:  buque  de  cruz  con  casco  parecido 
al  jabeque  y  el  mismo  velamen  que  los  ber- 
g'antines. 

Velachero:  barco  pequeño  de  cabotaje. 

Falucho:  barco  menor,  de  un  solo  palo  y 
con  vela  latina. 

Urca:  barco  holandés,  muy  sólido. 

Queche:  buque  casi  igual  á  la  urca. 

Lugre:  barco  menor,  de  tres  palos,  usado 
en  la  costa  de  Cantabria;  se  llama  guechemarin 
del  francés  chasse-maree. 

Drogue  6  dogre:  barco  de  cabotaje  de  los 
mares  del  Norte. 

Escuna:  nombre  tomado  de  la  voz  inglesa 
scAooner,  con  el  cual  denominen  á  la  goleta. 

Dou:  especie  de  falucho  árabe  de  cabotaje 
en  Máscate,  islas  Comoras,  y  costas  de  Mala- 
bar y  Coromandel* 

Ouairo:  barco  pequeño  de  América  para  la 
navegación  costera. 


Pango  ó  panga:  embarcación  de  Filipinas  y 
de  la  Ühina. 

Junco:  barco  de  la  China  é  Indias  Orion- 
tales. 

Bote:  es  un  barquillo  de  varios  tamaños. 
Lancha:  la  más  grande  y  fuerte  de  las  em- 
barcaciones menores  al  servicio  de  un  buque. 
Falúa:  bote  grande  de  20  ó  más  remos. 
Chalupa:  especie  de  lancha,  y  á  veces  se 
confunde  con  bote.   Hay  chalupas  con  apa- 
rejos. 

Serení  y  chinchorro:  son  los  barcos  más  pe- 
queños de  abordo. 

MABINA  DE  GUBBBA.  El  conjunto  de 
buques  que  tiene  un  Estado  ó  Nación  desti- 
nados á  proteger  las  costas,  bloquear  por  mar 
un  punto,  provincia,  isla,  Nación,  etc.;  tras- 
portar tropas,  perseguir  la  piratería,  el  con- 
trabando, y  por  último,  hacer  por  mar  un  ser- 
vicio análogo  al  que  el  ejército  presta  por  tier- 
ra.—  El  cuerpo  de  tropas  destinado  á  servir  en 
los  buques  de  guerra,  ó  á  hacer  el  servicio 
correspondiente  á  la  mar. — El  personal  de  un 
buque  de  guerra  ó  de  una  escuadra. 

Cuando  alguu  buque  de  nuestra  marina  de 
guerra  entra  en  un  puerto  extranjero ,  el 
Agente  consular  de  España  debe  ir  inmedia- 
tamente á  su  bordo  para  saludar  á  su  Coman- 
dante y  ofrecerle  sus  servicios. — Si  en  la  po- 
blación hubiese  enfermedad  epidémica  debe- 
rá decírselo. 

El  Cónsul  tiene  además  la  obligación  de 
presentar  al  Comandante  á  las  Autoridades  lo- 
cales, y  decirle  cuáles  son  los  usos  y  costum- 
bres de  la  sociedad  del  país,  y  lo  que  acos- 
tumbran á  hacer  las  marinas  de  guerra  de  las 
demás  Naciones  extranjeras. 

Deben  asimismo  los  Cónsules  informar  al 
Comandante  cuanto  tenga  relación  con  el  co- 
mercio marítimo,  sus  transacciones  y  recur- 
sos, tanto  de  efectos  como  de  comestibles  que 
se  hallan  en  la  localidad. 

En  las  compras  ó  contratos  de  suministros 
que  la  administración  del  baque  haga,  la  úni- 
ca intervención  que  el  Cónsul  puede  tener,  si 
el  Comandante  se  la  exige  para  dar  más  lega- 
lidad al  contrato  ó  adquisicioa,  es  la  de  auto- 
rizarla con  su  conformidad,  y  certificar  tam- 
bién el  estado  de  los  cambios  del  dinero  en  la 
plaza. 

Si  por  una  causa  imprevista  el  buque  de 
guerra  tuviese  que  dejar  el  puerto  sin  tener 
tiempo  para  saldar  sus  cuentas  en  tierra,  co- 
mo las  de  pilotaje,  víveres,  etc.,  los  Cónsules 
las  suelen  siempre  pagar.  Todo  cuanto  tenga 
relación  con  este  asunto  puede  verse  en  el  ar- 
tículo Socorros  i  la  maiika  de  gcbria. 

MABINA  MEBOABTTE.  El  conjunto  de 
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baqacs  de  particulares  dedicados  al  comercio. 
Véase  Socorros  á  la  marina  mercante. 

MABINEBO,  HOMBBE  DS  MAB.  Llá- 
manse  asi  los  encargados  de  ejecutar  las  ma^ 
niobras  del  buque  y  demás  trabajos  referentes 
al  mismo.  Su  nombramiento  se  yerlñca  por  el 
naviero,  á  propuesta  del  Capitán;  y  su  capa- 
cidad, según  las  Ordenanzas  de  mar,  consiste 
en  ser  personas  honradas,  ágiles  y  robustas, 
para  las  rudas  faenas  que  les  conciernen,  ma* 
y  ores  de  18  años  y  menores  de  45,  y  además 
estar  matriculados. 

Los  contratos  entre  ellos  y  el  Capitán  han 
de  entenderse  por  escrito  en  el  libro  de  cuenta 
y  razón  de  la  nave,  y  ñrmarse  por  los  que  se- 
pan hacerlo;  y  los  que  no  sepan,  autorizarán 
á  otro  para  que  flrme  por  ellos.  Cada  indivi- 
duo del  equipaje  podrá  exigir  del  Capitán 
una  nota.  Armada  de  su  puño,  de  la  contrata 
extendida  en  el  libro.  (C7.,  679.) 

Una  vez  veriñcado  el  contrato,  no  podrá 
rescindir  su  empeño  el  hombre  de  mar,  ni  de- 
jar de  cumplirlo,  no  pobreviniéndole  legitimo 
impedimento.  No  constando  en  el  contrato  el 
tiempo  del  ajuste,  se  entiende  empeñado  por 
el  viaje  de  ida  y  vuelta.  (C,  700.) 

Si  no  obstante  haberse  contratado  para  una 
nave  el  hombre  de  mar  se  ajustara  para  otra, 
será  nulo  el  segundo  ajuste  y  el  Capitán  podrá 
escoger  entre  obligarle  á  prestar  el  servicio 
pendiente  ó  buscar  á  expensas  del  mismo  quien 
le  sustituya,  perdiendo  además  los  salarios  de- 
vengados en  su  primer  empeño.  El  Capitán 
que  lo  ajustó  en  segundo  lugar  incurrirá  en  la 
multa  de  1.000  reales,  si  sabia  que  el  hombre 
de  mar  tenia  otra  contrata  pendiente.  (C.  701.) 

Estas  son,  en  resumen  las  obligaciones  que 
tiene  el  hombre  de  mar  hacia  el  naviero;  in- 
mediatamente veremos  las  que  tiene  el  segun- 
do respecto  de  aquel. 

Bedücense  éstas  á  satisfacer  al  marinero 
contratado  la  cantidad  estipulada  y  en  el  plazo 
prefijado,  que  podrá  ser  ó  por  meses,  ó  por 
una  cantidad  alzada,  ó  reportando  una  parte 
de  las  ganancias  ó  de  los  fletes.  Al  cumpli- 
miento de  esta  obligación  se  hallan  responsa- 
bles el  buque,  los  aparejos  y  fletes;  pero  sola- 
mente en  el  caso  en  que  el  hombre  de  mar  es- 
tuviere ajustado  por  meses  ó  por  viaje. 

Esta  obligación  primordial  del  naviero  su- 
fre una  porción  de  alteraciones  fundadas  en 
causas  ajenas,  unas  veces  á  su  voluntad  y 
otras  dependientes  de  ella. 

Serán  causas  ajenas  de  su  voluntad,  qne 
modificarán  ó  rescindirán  la  contrata  con  el 
hombre  de  mar,  el  delito,  vicio  ó  inhabilita- 
ción de  éste;  la  revocación  por  justa  causa 
del  viaje  por  el  que  se  ajustó  el  hombre  de  mar; 


el  apresamiento,  naufragio,  incendio,  vara- 
miento, etc.,  de  la  nave;  la  enfermedad  del 
hombre  de  mar,  su  muerte,  su  apresamiento. 
Serán  causas  hijas  de  la  voluntad  del  naviero, 
y  que  producirán  asimismo  alteraciones  en  su 
contrata  con  el  hombre  de  mar,  la  revocación 
del  viaje  por  orden  suya  ó  de  los  cargadores, 
la  prolongación  del  viaje  por  motivos  análo- 
gos (1). 

Empecemos  por  las  señaladas  en  primer 
lugar.  Podrá  ser  despedido  durante  el  tiempo 
de  su  contrata  el  hombre  de  mar  que  perpetre 
cualquier  delito  que  perturbe  el  orden  en  la 
nave,  ó  reincida  en  faltas  de  insubordinación, 
disciplina  ó  cumplimiento  del  servicio  que  le 
correspondia  hacer,  ó  tenga  el  hábito  de  la 
embriaguez,  ó  se  inhabilite  por  cualquier  cau- 
sa para  ejercer  el  trabajo  que  le  estaba  confia- 
do. En  cualquiera  de  estos  casos  es  deber  del 
Capitán  proporcionar  al  despedido  trasporte 
para  regresar  al  puerto  donde  se  hizo  el  igos  • 
te.  (C,  704.) 

Sin  que  exista  una  causa  de  las  anteriores 
no  podrá  ser  despedido  el  hombre  de  mar^  y  si 
el  Capitán  rehusare  arbitrariamente  llevarle  á 
bordo  después  de  ajustado,  le  pagará  su  solda- 
da como  si  hiciese  servicio,  con  tal  que  le  deje 
en  tierra  antes  de  emprender  el  viaje;  si  el  Ca- 
pitán al  proceder  de  este  modo  obrase  por  mo- 
tivos prudentes  y  fundados  en  que  se  interese 
la  seguridad  de  la  nave,  saldrá  de  la  masa  de 
fondos  de  la  misma  el  importe  de  la  indemni- 
zación; pero  no  sucediendo  así,  será  de  cargo 
particular  del  Capitán.  {C,  705.) 

No  pactando  tiempo  determinado  en  la  con- 
trata, puede  el  naviero  despedir  á  su  arbitrio 
á  la  tripulación,  incluso  el  Capitán,  pagándo- 
les los  ajustes  devengados  si  el  buque  no  se 
hubiese  hecho  ala  vela,  y  en  caso  de  hacerse, 
abonándoles  su  salario  hasta  que  regresen  al 
puerto  donde  se  hizo  el  ajuste.  ((7. ,  626  y  627.) 

Segundo  caso:  mediando  justa  causa  para 
revocar  el  viaje,  independiente  de  la  voluntad 
del  naviero  y  cargadores,  la  tripulación  no 
podrá  reclamar  indemnización  alguna,  y  sola- 
mente podrá  exigir  los  salarios  devengados 
hasta  el  dia  en  que  se  revoque  el  viaje,  siem- 
pre que  la  nave  esté  aún  en  el  puerto.  (C. ,  7 II . ) 

Las  justas  causas  que  pueden  originar  la 
revocación  del  viaje  son  las  siguientes:  I.*  De- 
claración de  guerra  ó  interdicción  de  comer- 
cio con  la  Nación  á  cuyo  territorio  debia  arri- 
bar la  nave.  2."  Bloqueo  ó  peste  en  el  puerto 
donde  iba  destinada.  3.*  Prohibición  de  reci- 
bir en  dichos  puertos  los  géneros  cargados  en 


(1)    Rosto  T  LoPBz,  Derecho  mercantil  de  Es- 
paña, 
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la  nave.  4/  Detenciou  ó  embargo  de  ésta  por 
orden  del  Gobierno  ó  por  otra  causa  indepen- 
diente de  la  voluntad  del  naviero.  5.*  Cual- 
quiera descalabro  que  la  inbabilite  para  la  na- 
vegación. (C,  712.) 

Ya  hemos  visto  lo  que  sucede  en  estos  cin- 
co casos;  antes  de  salir  la  nave  del  puerto,  una 
vez  comenzado  el  viaje,  serán  satisfechos  los 
hombres  de  mar  en  el  puerto  donde  el  Capitán 
crea  más  conveniente  arribar,  y  rescindidos 
sus  ajustes  si  el  accidente  fuese  de  los  tres  pri- 
meros géneros.  Sin  embargo,  si  la  nave  hu- 
biese de  continuar  navegando,  pueden  exigir- 
fie  mutuamente  el  Capitán  y  tripulación  el 
completo  cumplimiento  de  sus  contratos  hasta 
terminar  el  viaje. 

Bn  caso  de  detención  ó  embargo  i^eno  á 
la  voluntad  del  naviero,  se  continuará  pagan- 
do á  la  tripulación  ajustada  por  meses  la  mi- 
tad de  su  haber;  y  si  el  embargo  ó  la  detención 
excediere  de  tres  meses,  se  rescindirá  la  con- 
trata sin  tener  derecho  á  especie  alguna  de 
indemnización.  Si  la  tripulación  ó  alguna  parte 
de  ella  estuviese  ajustada  por  viaje  redondo 
cumplirá  su  contrata  en  los  términos  pactados 
hasta  la  conclusión  de  éste.  (C,  713  ) 

Ocurriendo  descalabro  en  la  nave  que  la 
inhabilite  para  navegar,  no  tendrá  más  dere- 
cho la  tripulación  que  á  los  salarios  devenga- 
dos; pero  si  el  descalabro  procediese  de  dolo 
del  Capitán  ó  del  piloto,  será  de  cuenta  del 
culpado  la  indemnización  de  los  perjuicios  que 
al  equipaje  se  hubieren  seguido. 

Prolongándose  el  viaje  á  puntos  más  dis* 
tantos  de  los  convenidos  por  beneficio  de  la 
nave  ó  del  cargamento,  los  hombres  de  mar 
ajustados  por  meses  ó  por  viajes;  percibirán 
un  aumento  en  sus  salarios  proporcional  á  la 
mayor  distancia.  Pero  si  en  vez  de  prolongarse 
el  viaje  se  redujere,  la  tripulación  no  expe- 
rimentará desfalco  alguno  en  sus  ajustes. 
ÍC.,714.) 

Asi  en  este  caso  como  en  los  anteriores  de 
revocación  ó  embargo,  el  equipaje  ajustado  á 
la  parte  no  tiene  derecho  á  indemnización. 
(C,  715.) 

Cuando  la  nave  se  pierda  enteramente  por 
causa  de  apresamiento  ó  naufragio,  la  tripu- 
lación no  tiene  derecho  á  reclamar  salario  al- 
guno, ni  el  naviero  á  exigir  el  reembolso  de 
los  anticipos  que  le  hubiere  hecho,  di  la  pér- 
dida del  buque  no  fuese  sino  parcial,  los  sala- 
rios debidos'á  la  tripulación  se  harán  efectivos 
basta  donde  alcance  sobre  los  restos  salvados, 
conservando  el  mismo  derecho  sobre  los  fletes 
del  todo  ó  parte  del  cargamento  que  no  perez- 
ca. La  tripulación  que  navegue  á  la  parte,  solo 
tendrá  derecho  sobre  el  dicho  flete,  y  en  modo 


alguno  sobre  los  restos  de  la  nave,  abonándo- 
seles solamente  una  gratificación  proporcio- 
nada, en  caso  de  haber  trabajado  para  recoger 
las  reliquias  del  buque  náufrago. 

Sobreviniendo  enfermedad  durante  el  viaje 
al  hombre  de  mar,  y  no  procediendo  de  hecho 
culpable  la  dolencia,  no  cesará  de  deven- 
gar salario,  sufragándose  del  fondo  común  de 
la  nave  los  gastos  de  asistencia  y  curación, 
quedando  obligado  el  enfermo  al  reintegro. 
(C\,  718). 

Procediendo  la  dolencia  de  herida  recibida 
en  servicio  ó  defensa  de  la  nave,  amen  de  de- 
vengar los  salarios,  debe  el  hombre  de  mar  ser 
asistido  y  curado  por  cuantos  se  interesen  en 
la  nave  y  su  carg^amento.  (C,  719.) 

Si  sobreviniere  fallecimiento  al  hombre  de 
mar,  y  hubiere  estado  ajustado  por  meses,  se 
abonará  á  sus  herederos  el  salario  correspon- 
diente al  tiempo  que  haya  estado  embarcado; 
si  por  viaje  redondo,  la  mitad  de  su  ajuste 
muriendo  en  el  viaje  de  ida,  y  la  totalidad  si 
en  el  de  vuelta;  si  hubiere  ido  á  la  parte,  se 
abonará  á  sus  herederos  toda  la  que  le  corres- 
pondía si  murió  después  de  comenzado  el  viaje; 
pero  si  falleciese  antes,  no  se  le  abonará  cosa 
alguna.  ((7.) 

Muriendo  ó  siendo  apresado  el  hombre  de 
mar  en  defensa  de  la  nave,  se  le  considerará 
vivo  en  el  primer  caso,  y  presente  en  el  se- 
gundo para  devengar  los  salarios  y  participar 
de  las  utilidades  concedidas  á  los  de  su  clase 
al  concluir  su  viaje;  pero  siendo  apresado  por 
descuido  suyo  ó  por  otro  accidente  que  no 
tenga  relación  con  la  nave,  percibirá  no  más 
que  los  salarios  devengados  hasta  el  dia  de  su 
apresamiento.  ((7.,  72.) 

Veamos  ahora  lo  que  sucederá  en  el  caso 
de  que  el  viaje  se  revoque  por  arbitrariedad 
del  naviero  ó  de  los  cargadores.  Entonces  el 
hombre  de  mar  percibirá  por  via  de  indemni- 
zación una  mesada,  además  de  lo  que  le  cor- 
responda por  el  tiempo  que  lleve  de  servicio, 
según  su  contrata.  Bstando  la  tripulación 
ajustada  por  una  cantidad  alzada,  se  gradua- 
rá lo  que  corresponda  á  dicha  mesada  y  dieta, 
prorateándolas  en  los  dias  que  aproximada- 
mente debería  durar  el  viaje.  Bste  cálculo  ha 
de  hacerse  por  dos  peritos  nombrados  por  las 
partes  ó  por  el  Tribunal  si  ellas  no  lo  hicie- 
ren. Aconteciendo  que  el  viaje  se  calculase 
durar  un  mes  cuando  más,  la  indemnización 
se  limitará  al  salario  de  quince  dias.  Bn  todo 
CQ,30,  habrán  de  descontarse  de  la  indemniza- 
ción y  dietas  los  anticipos  que  la  tripulación 
hubiese  recibido.  ((7.,  707.) 

Revocándose  el  viaje  después  de  haberse 
hecho  la  nave  á  la  vela,  no  experimentarán 
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diferencia  alguna  en  la  percepción  de  sus  ha- 
beres los  individuos  ajustados  en  una  canti* 
dad  alzada  por  el  viaje,  y  los  que  estén  ajus- 
tados por  meses  recibirán  el  salario  corres- 
pondiente ai  tiempo  que  hayan  estado  embar- 
cados, y  el  que  necesiten  para  llegar  al  puer- 
to donde  debía  terminarse  el  viaje.  También 
será  de  cargo  del  naviero  y  Capitán  propor- 
cionar á  la  tripulación  trasportes  para  el  mis- 
mo puerto  ó  para  el  de  la  expedición  de  la  na- 
ve, conforme  mejor  convenga.  (C,  708.) 

Si  el  naviero  no  revocase  el  viaje  y  se  li- 
mitase á  dar  á  la  nave  dirección  distinta  de  la 
pactada  en  los  contratos  de  los  hombres  de 
mar  y  éstos  no  se  conformasen  con  tal  varia- 
ción, no  estará  obligado  más  que  á  abonarles 
las  soldadas  de  los  días  trascurridos  desde  sus 
ajustes.  Conformándose  con  la  variación  de- 
terminada por  el  naviero,  y  dando  lugar  la 
mayor  distancia  ü  otras  circunstancias  á  un 
aumento  de  retribución,  se  regulará  ésta  ami- 
gablemente ó  por  arbitros  en  caso  de  discor- 
dia, (a.,  709.) 

Idénticos  efectos  producirá  la  revocación 
ó  variación  de  viaje  dispuesta  por  los  carga- 
dores, quedando  á  salvo  el  derecho  del  navie- 
ro para  reclamar  de  ellos  la  indemnización 
que  en  justicia  corresponda.  (C,  710.) 

Por  Real  orden  de  4  de  Junio  de  1816  so 
trasladó  á  los  Cónsules  la  del  Ministerio  de 
Marina  fecha  1.*  del  mismo  mes  y  año,  en  la 
que  se  determina  que  los  Capitanes  deban  re- 
gresar al  punto  de  su  matricula  con  la  misma 
tripulación  con  que  salen  de  ella,  excepto  en 
el  caso  de  muerte  ó  deserción;  y  según  una 
nota  que  se  agrega  en  los  roles  de  nuestros  bu- 
ques desde  el  año  de  1857,  parece  que  se  ha 
encargado  por  los  Jefes  de  los  departamentos 
marítimos  exigir  responsabilidad  á  los  Capi- 
tanes que  falten  á  estas  disposiciones.  El  es- 
píritu de  esta  Real  orden  fué  sin  duda  evitar 
que  nuestros  marineros  pasasen  al  servicio  de 
naves  extranjeras,  y  que  los  Capitanes  los 
despidiesen  caprichosamente;  pero  el  encargo 
que  posteriormente  se  hizo  de  su  observancia 
no  puede  afectar  en  modo  alguno  á  las  facul- 
tades que  á  los  Cónsules  concede  la  Real  orden 
de  27  de  Mayo  de  1818,  para  autorizar  tras- 
bordos de  un  buque  nacional  á  otro  que  tam- 
bién lo  sea  con  justa  causa  y  con  expreso  con- 
sentimiento de  los  interesados  y  de  sus  Capi- 
tanes. Respecto  al  pase  de  marineros  espaüo  * 
les  al  servicio  de  naves  ej^tranjeras  véase  en 
el  artículo  Matriculado  el  decreto  de  29  de 
Octubre  de  1870;  y  respecto  á  trasbordos, 
véase  Trasbordo,  último  párrafo  trasbordos  rAa- 
ritimos. 

Tampoco  destruye  la  Real  orden  citada,  á 


pesar  de  no  hablar  más  que  de  casos  de  muer- 
te ó  deserción,  la  facultad  que  tienen  los  Cón- 
sules para  permitir  que  los  marineros  enfer- 
mos que  no  puedan  navegar  queden  en  los 
hospitales  á  la  salida  de  sus  buques,  ya  que, 
por  el  contrario,  el  art.  46  de  la  Instrucción 
de  19  de  Julio  de  1856  dispone  que,  en  este 
caso,  el  Capitán  entregue  al  Cónsul  las  cuen- 
tas del  marinero  y  su  alcance ,  con  más  la 
cantidad  necesaria  para  los  gastos  que  pueda 
originar  hasta  su  regreso  á  España,  ó  una 
ñanza  abonada  de  que  serán  satisfechos. 

Pero  lo  que  de  ninguna  manera  debe  au- 
torizar el  Cónsul  es  el  embarque  de  un  mari- 
nero nacional  en  buque  extranjero,  excepto 
en  el  solo  caso  de  que  encontrándose  por  otra 
causa  en  tierra,  trate  de  regresar  á  España  y 
no  haya  buque  español  que  lo  veriñque. 

Diferentes  Reales  órdenes  (Instrucción  de 
1801,  Real  orden  de  19  de  Mayo  de  1827, 
Ídem  de  6  de  Enero  de  1823)  prohiben  á  loa  ma  - 
riñeres  españoles  navegar  en  buques  extranje- 
ros sin  permiso  de  los  Jefes  do  su  matrícula,  y 
encargan  á  los  Cónsules  que  no  les  den  socor- 
ros, y  que  traten  de  encaminarlos  á  España  si 
es  posible.  La  citada  Instrucción  de  19  de  Ju- 
lio de  1856,  manda  que  en  este  caso  se  les  con- 
sidere como  desertores;  pero  que,  no  obstante, 
tanto  á  éstos  como  á  los  que  aleguen  haber 
perdido  sus  papeles,  les  facilite  el  Cónsul  pa- 
saje en  el  primer  buque  nacional  que  salga 
para  España,  bajo  partida  de  registro  y  á  con- 
dición de  estar  á  lo  que  resulte  por  sus  faltas. 

Según  otra  Real  orden  especial  de  5  de 
Febrero  de  1856,  dirigida  al  Consulado  gene- 
ral en  las  ciudades  Anseáticas,  los  marineras 
naturales  de  las  islas  Filipinas,  en  donde  no 
hay  matrículas,  no  están  sujetos  á  estas  re- 
glas, y  pueden  navegar  como  les  parezca, 
siempre  que  nu  se  hayan  matriculado  en  un 
puerto  de  la  Península;  pero  por  la  misma  ra- 
zón parece  también  que  sin  veriñcar  esta  ma- 
trícula no  podrán  cubrir  plaza  en  buques  es- 
pañoles. 

En  17  de  Febrero  de  1857  se  mandó  que 
al  permitir  en  los  puertos  de  España,  el  em- 
barque de  matriculados  en  un  buque  extran- 
jero determinado,  se  exija  una  ñanza  para  el 
pago  de  su  regreso;  por  tanto,  los  Cónsules, 
en  los  puertos  adonde  se  dirijan  estos  buques, 
apoyarán  las  reclamaciones  para  el  cumpli- 
miento de  esta  obligación. 

Se  suele  permitir  el  servicio  de  personas 
no  matriculadas,  á  saber:  sobrecargos  (sec- 
ción 4."  del  Código  de  comercio),  cocineros, 
pasajeros  y  camareros,  todos  los  cuales  pue- 
den desembarcar  con  arreglo  á  los  contratos 
que  tengan  establecidos  con  el  Capitán;  como 
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paeden  hacerlo  también  los  capellanes  y  ciru- 
janos cuando  hayan  cesado  los  motivos  que 
exijan  su  presencia  á  bordo. 

Como  por  los  desembarques  pudiese  ocur- 
rir que  quedase  poca  gente  á  bordo,  debemos 
indicar  que  el  art.  24,  tit.  10  de  las  matri- 
culas de  mar,  deja  al  Capitán  en  libertad  de 
calcular  el  número  de  plazas  que  ha  de  haber 
en  su  buque,  con  tal  que  las  cubra  con  matri- 
culados españoles.  Esta  ultima  circunstancia 
se  exije  para  toda  la  tripulación  por  una  Real 
orden  de  28  de  Agosto  de  1816.  Otra  de  13  de 
Mayo  de  1813  habia  permitido  que  una  terce- 
ra parte  de  la  marinería  de  un  buque  fuese  ex- 
tranjera; y  á  pesar  de  ser  anterior  á  laya  ci- 
tada, todavía  se  observa  generalmente,  en  el 
caso  de  que  no  haya  en  el  puerto  marineros 
españoles  con  que  suplirlos,  porque  de  lo  con- 
trario se  causarían  graves  perjuicios  á  nues- 
tra navegación.  Esta  práctica  está  además 
apoyada  en  la  regla  29  para  observancia  del 
Arancel  de  2  de  Octubre  de  1857.  Pero  siem- 
pre que  en  un  Consulado  se  permita  el  embar- 
que de  unmarineroextraojero  debe  exigirse  que 
haya  sido  autorizado  al  efecto  por  su  Autoridad 
respectiva,  y  hacerlo  asi  constar  en  el  rol, 
evitando  de  este  modo  auxiliar  la  fuga  de  de- 
sertores y  criminales.  Si  esta  consideración 
que  tenemos  nosotros  con  los  Gobiernos  ex- 
tranjeros, respecto  á  la  marinería  de  sus  res- 
pectivos países,  la  tuvieran  ellos  con  nosotros, 
no  se  verían  en  sus  buques  tantos  marineros 
españoles. 

MABINEBOS  MANILOS.  Pueden  em- 
barcarse en  buques  de  todas  las  Naciones.  Hé 
aquí  la  Real  orden  de  3  de  Febrero  de  1858 
que  lo  autoriza: 

«Conformándose  la  Reina  con  el  parecer 
emitido  por  la  Junta  consultiva  de  la  armada, 
acerca  de  sí  los  naturales  de  las  islas  Filipinas 
están  comprendidos  en  la  prohibición  de  la  Or- 
denanza de  matrículas  de  navegar  en  buques 
extranjeros,  se  ha  servido  resolver  que  no  estan- 
do la  marinería  de  las  expresadas  islas  sujeta 
á  la  Ordenanza,  puede  por  lo  tanto  ejercitarse 
libremente  en  su  profesión  en  buques  de  todas 
las  Naciones,  sin  más  deber  que  satisfacer  al  re- 
greso á  su  país  el  tributo  que  les  está  señalado. » 

MATERIAL  DEL  ESTADO.  En  la  cir- 
cular del  Ministerio  de  Estado  de  1  .**  de  Mayo 
de  1873,  trasladando  la  orden  del  Ministerio 
de  Hacienda  de  3  de  Agosto  de  1871 ,  se  seña- 
la el  art.  47  de  la  ley  provisional  de  adminis- 
tración y  contabilidad  de  la  Hacienda  pública 
de  25  de  Junio  de  1870,  que  previene  la  for- 
mación en  todas  las  dependencias  del  Estado 
del  inventario  de  todo  el  material  del  mismo, 
con  expresión  de  las  alteraciones  que  hubiera 


experimentado  durante  el  año  y  délas  existen- 
cias que  resulten  para  el  siguiente,  observando 
las  reglas  siguientes:  1/  En  el  inventario  que 
forme  cada  oficina  se  distinguirán  por  gru- 
pos de  fincas,  objetos  ó  útiles  que  tengan  en- 
tre si  analogía,  las  fincas  del  servicio  de  la 
administración,  los  útiles,  artefactos,  maqui- 
naria, efectos  construidos  y  almacenados,  los 
que  estén  en  uso,  las  bibliotecas,  mobilia- 
rio, etc.,  etc.  2/  Todas  las  propiedades  que 
figuren  en  los  inventarios  se  valuarán  en  ellos 
por  cálculo  prudente  de  las  oficinas  de  la  Ad- 
ministración encargadas  de  formarlos.  3.' Los 
inventarios,  etc.,  autorizados  por  los  jefes  de 
las  oficinas  respectivas  se  remitirán  á  las  Or- 
denaciones de  pagos  de  los  diferentes  Minis- 
terios. Y  4.*  Las  Ordenaciones  de  pagos  resu- 
mirán los  inventarios  parciales  en  uno  gene- 
ral del  departamento  corres pondiente,etc;  Véa- 
se Atenciones  ordinarias  del  servicio. 

MATRÍCULA  DE  EMBARCACIONES. 
Como  medida  de  orden,  y  para  tener  conoci- 
miento de  las  naves  españolas,  á  las  cuales 
dispensa  el  Gobierno  su  protección,  se  exige 
estén  todas  matriculadas,  á  cuyo  efecto  en 
cada  partido  y  distrito  deben  llevarse  regis- 
tros expresivos  de  sus  medidas,  nombre,  por- 
te, fábrica  y  dueño,  las  cuales  ee  llevarán  en 
cinco  listas,  colocando  en  las  cuatro  primeras 
las  naves  de  construcción  española,  según  su 
porte,  y  en  la  quinta  las  de  origen  extranjero. 
Al  formarse  el  asiento  de  los  buques  de  vapor, 
se  ba  de  anotar  el  número  de  toneladas  que 
miden,  aunque  en  el  rol  se  pondrán  única-* 
mente  las  de  carga,  descontándose  las  que 
ocupan  las  máquinas  y  carboneras,  en  con- 
formidad á  la  Real  orden  de  30  de  Abril  de 
1847. 

Los  buques  que  pertenezcan  á  otro  Minis- 
terio que  m)  fuere  el  de  Marina,  se  considera- 
rán mercantes,  y  se  reputará  i;rmador  para 
los  efectos  de  la  matriculacíon  al  Ministerio  á 
que  el  buque  corresponda,  en  conformidad  á 
la  Real  orden  de  16  de  Mayo  de  1856. 

Bl  asiento  de  la  embarcación,  como  medi- 
da de  orden,  no  priva  á  los  interesados  de  la 
facultad  que  les  compete  de  variar  el  nombre 
del  buque,  conforme  se  declaró  en  Real  orden 
de  19  de  Junio  de  1846,  por  haberse  puesto 
en  duda  este  principio,  en  cuyo  caso  se  va- 
riará debidamente  el  asiento. 

Acerca  de  las  dificultades  que  existían  so- 
bre la  matriculacíon  de  naves  extranjeras» 
véase  Abanderamiento. 

MATRICULADO  PARA  LA  INDUS- 
TRIA DE  UAR.  Según  nuestras  leyes,  es  libre 
matricularse  é  indispensable  para  los  que  se 
quieran  aplicar  á  la  industria  de  mar«  La  ad- 
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misión  es,  mientras  se  tenga  15  años  y  no 
se  exceda  de  los  45,  y  se  Justifique  ser  hon- 
rado, sano  y  apto  para  la  navegación.  Una 
vez  matriculado,  se  tiene  el  derecho  para  ser 
empleado  como  marinero  y  navegar,  pescar 
y  estar  pronto  á  ejecutar  el  servicio  en  los  bu- 
ques de  guerra  cuando  se  le  exija.  Residir  pre- 
cisamente dentro  de  las  dos  leguas  del  mar  ó 
rio  navegable,  conforme  previenen  los  artícu- 
los 2.°  y  3."*,  tit.  2.**  de  las  Ordenanzas  de  Ma- 
triculas, y  Reales  órdenes  de  28  de  Junio  y  26 
de  Octubre  de  1824,  como  también  la  de  1.* 
de  Julio  de  1827  y  22  de  Julio  de  1828,  en 
que  se  hacen  extensivas  á  la  isla  de  Cuba  las 
dos  citadas  Reales  órdenes.  La  necesidad  de 
matricularse  no  alcanza  á  las  Provincias  Vas- 
congadas, cuyos  naturales  pueden  ejercitarse 
en  las  industrias  de  mar,  mientras  no  salgan 
de  sus  provincias,  conforme  al  art.  2.*,  titu- 
lo 1 1 ,  Ordenanzas  de  matriculas,  y  Real  orden 
de  27  de  Setiembre  de  1829. 

El  objeto  principal  y  fundamento  de  la  or- 
ganización de  nuestra  brillante  marinería  se 
consiguió  por  la  matrícula ,  dispuesta  por  los 
artículos  1.*  y  2.*,  tít.  6.%  tratados  4.'  y  54, 
tit.  3.*,  trat.  10  de  las  Ordenanzas  de  la  arma- 
da, la  que  se  mandó  continuar  en  los  puntos 
donde  estuviere  por  el  art.  1.",  tít.  2.*  Orde- 
nanzas de  matrículas,  disponiéndose  en  el  4.*  al 
9.^  del  propio  título  el  numero  de  listas  de  ma- 
triculados  que  deben  llevarse,  el  modo  de  ha- 
cer los  anotaciones  en  cada  lista  ,  y  los  pases 
de  los  individuos  de  unas  ó  otras,  asi  como  los 
requisitos  para  inscribir  á  los  forasteros. 

En  Canarias  se  estableció  la  matricula  por 
Real  orden  de  3  de  Octubre  de  1817. 

Para  evitar  que  al  efecto  de  eludir  el  ser- 
vicio militar  algunos  se  matriculasen,  se  han 
dado  diversas  disposiciones,  así  como  se  han 
emitido  opiniones  contradictorias  acerca  de  las 
ventajas  que  reporta  á  la  marina  de  guerra 
las  matrículas,  como  también  lo  que  con  esta 
medida  se  perjudica. 

Por  decreto  de  S.  A.  el  Regente  del  Reino 
de  29  de  Octubre  de  1870,  se  previno  lo  si- 
guiente: 

«Artículo  1  .*  Los  matriculados  de  mar  con 
campaña,  ó  que  la  hayan  suplido  por  los  me- 
dios que  las  leyes  autorizan  al  efecto,  son  com- 
pletamente libres  de  embarcar  como  tripulan- 
tes á  bordo  de  embarcaciones  de  comercio 
extranjeras,  cualquiera  que  sea  su  nacionali- 
dad, siempre  que  no  se  halle  en  guerra  con 
España. 

Art.  3.*  El  hombre  de  mar  que ,  reunien- 
do las  condiciones  prefijadas  en  el  artículo  an- 
terior, desee  hacer  uso  del  derecho  que  el 
mismo  le  concede,  solicitará  por  la  Autoridad 


del  ramo  en  el  punto  donde  se  halle  la  corres- 
pondiente licencia,  que  le  será  expedida  previa 
la  presentación  por  su  parte  de  los  documentos 
que  justifiquen  ser  licenciado  del  servicio,  ó 
hallarse  exento  de  convocatoria  para  campa&a 
de  turno  por  haberla  suplido  legalmente. 

Art.  3.*  Cuando  haya  de  otorgarse  la  re- 
ferida licencia  á  individuos  cuya  matricula  no 
sea  la  del  punto  donde  la  soliciten,  cuidará  el 
Jefe  de  ésta  de  notificarlo  circunstanciadamen- 
te al  de  la  provincia  donde  radique  el  asiento 
del  interesado ,  haciéndolo  también  así,  con 
respecto  á  todos,  al  Cónsul  de  España  en  el 
puerto  extranjero  para  donde  la  mar  se  des- 
pache: también  estos  funcionarios  podrán  ex- 
pedir por  si  las  licencias  de  que  se  trata  una 
vez  asegurados  de  la  identidad  de  la  persona, 
dando  cuenta  á  su  vez  á  las  Autoridades  res- 
pectivas de  la  Península. 

Art.  4.^  Los  Cónsules  de  la  Nación  en  el 
extranjero  Cuidarán  con  todo  el  celo  y  eficacia 
posibles  de  que  á  los  marineros  españoles  se 
les  cumpla  con  toda  escrupulosidad  lo  que  ha  - 
hieren  estipulado  en  sus  contratos  con  los  ar- 
madores ó  Capitanes  de  la  nave  á  cuyo  bordo 
sirven. 

Art.  5.^  Quedan  derogadas  cuantas  dis- 
posiciones se  opongan  al  cumplimiento  del 
presente  decreto,  cuyos  preceptos  podrán  sus- 
penderse en  casos  extraordinarios  cuando  á 
juicio  del  Gobierno  la  pública  conveniencia  lo 
exigiera.)) 

La  Asamblea  Nacional,  en  uso  de  su  sobe- 
ranía, decretó  y  sancionó  la  siguiente  ley: 

«Artículo  1.°  Quedan  abolidas  las  matricu- 
las de  mar. 

Art.  2.^  El  ejercicio  de  las  industrias  ma- 
rítimas es  libre  para  todos  los  españoles. 

Son  industrias  marítimas  para  ios  efect^^s 
de  esta  ley  la  navegación,  el  tráfico  de  puer- 
tos y  la  pesca  en  general. 

Art.  3.*  Los  que  se  dediquen  á  las  indas- 
trias  marítimas  se  inscribirán  en  un  registro 
que  á  este  fin  deben  llevar  los  comandantes  y 
ayudantes  de  marina.  En  el  registro  consta- 
rán los  nombres  de  los  industriales,  su  edad, 
estado  y  la  clase  de  industria  que  quieran  ex- 
plotar. 

Todas  las  embarcaciones  continuarán  re- 
gistrándose en  las  respectivas  listas.  Semes- 
tralmente  remitirán  las  Comandancias  y  Ayu- 
dantías estos  datos  estadísticos  al  Ministerio  de 
Marina  para  que  por  éste  se  trasmitan  al  de 
Fomento. 

Art.  4.**  Todo  dueño  ó  armador  de  buque 
queda  autorizado  por  esta  ley  á  tripularlo  con 
el  número  de  hombres  que  considere  necesa- 
rio, estén  ó   no   inscritos  con  anterioridad  en 
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el  registro  á  que  se  refiere  el  art.  3.*,  y  pue- 
den igualmente  conferir  el  mando  del  buque 
á  las  personas  que  tengan  por  conveniente, 
pertenezcan  ó  no  á  la  clase  de  pilotos  ó  pa- 
tronos. 

Art.  5/  Para  garantizar  las  vidas  de  los 
tripulantes  y  pasajeros  y  los  intereses  del  co- 
mercio se  exigirá  por  las  Autoridades  de  ma* 
riña  en  los  despachos  de  los  buques  el  nu- 
mero de  pilotos  que  está  prevenido  por  los 
reglamentos  para  las  diferentes  navegaciones. 

Art.  6.*  Bl  servicio  en  la  marina  militar 
será  voluntario,  y  el  término  de  una  campa&a 
el  de  tres  años. 

Art.  7.*  Las  Cortes  fijarán  anualmente  el 
número  de  marineros  necesarios  para  las  aten- 
ciones del  servicio. 

Art.  8.*  La  fuerza  naval  para  el  reempla- 
zo do  la  armada  se  compondrá  del  personal  si- 
guiente: 

1.^  De  los  jóvenes  procedentes  de  las  es- 
cuelas notantes  á  quienes  reglamentariamente 
corresponde  pasar  al  servicio. 

2.*  De  los  que  voluntariamente  se  presten 
á  servir  en  la  marina. 

3.^     De  los  reenganchados  á  su  voluntad. 

4.^  De  los  procedentes  do  la  reserva  que  se 
instituye  por  esta  ley. 

Y  5.*    Del  contigente  que  corresponda  á  la 
reserva  de  ejército  en  el  caso  que  se  expresará. 
Bl  número  de  cada  uno  de  estos  diferentes 
grupos  le  fijará  el  Gobierno  según  las  necesi- 
dades del  servicio. 

Art.  9.*  Solo  en  el  caso  de  que  no  alcance 
el  número  de  hombres  que  proporcionen  las 
escuelas  flotantes,  voluntarios  reenganchados 
y  reserva  naval,  recurrirá  la  marina  á  solici- 
tar en  la  forma  establecida  por  las  leyes  el  nú- 
mero de  hombres  que  necesite  de  las  reservas 
del  ejército. 

Art.  10.  Para  fomentar  los  elementos  ma- 
rítimos, tan  necesarios  al  bien  del  Bstado  co- 
mo al  del  comercio  en  general,  se  autoriza  al 
Gobierno  para  aumentar  el  número  de  las  es- 
cuelas flotantes  de  marinería  que  existen  en  la 
actualidad  en  los  puertos  de  las  costas  que 
juzgue  convenientes;  y  los  jóvenes  proceden- 
tes de  ellas  que  sirvan  dos  años  consecutivos 
en  los  buques  de  guerra,  después  de  haber 
cumplido  los  20  años  de  edad,  quedarán  exen- 
tos del  servicio  del  ejército  en  la  reserva. 

Art.  11.  Se  admitirá  en  el  servicio  de  la 
armada,  para  hacer  una  campaña  de  tres  años, 
á  todos  los  voluntarios  que  se  presten  hasta 
cubrir  las  necesidades  de  los  buques,  los  cua- 
les ingresarán  con  plazas  preferentes  si  acre- 
ditan los  conocimientos  necesarios  para  desem- 
peñarlas. 


Art.  12.  Los  individuos  procedentes  de 
las  escuelas  flotantes,  los  voluntarios  de  que 
trata  el  articulo  anterior  y  los  que  procedan 
de  las  reservas  del  ejército  que ,  cumplida  su 
campaña,  continúen  en  el  servicio  por  uno  ó 
más  años,  disfrutarán  de  los  pluses  que  se  es- 
tablecerán por  esta  ley. 

Art.  13.  Para  que  suprimida  la  matricula 
no  pueda  carecer  nunca  la  marina  del  número 
de  hombres  inteligentes  en  esta  profesión,  in- 
dispensables para  el  buen  manejo  de  los  bu- 
ques, se  crea  una  reserva  naval,  compuesta  de 
los  que  se  dediquen  á  la  navegación  y  solici- 
ten pertenecer  á  ella  dentro  de  las  condiciones 
reglamentarias  que  se  fijen. 

Art.  14.  Bl  Almirantazgo  fijará  cada  tres 
años  el  número  de  individuos  de  que  haya  de 
constar  esta  reserva  en  cada  uno  de  los  tres 
departamentos. 

Art.  15.  Es  condición  indispensable  para 
poder  ingresar  en  la  reserva  naval  haber  cum- 
plido 25  años  de  edad  y  no  exceder  de  40 . 

Art.  16.  Los  individuos  admitidos  en  la 
expresada  reserva  disfrutarán  desde  el  dia  de 
su  ingreso  en  ella  el  haber  mensual  de  15  pe- 
setas, y  contraerán  la  obligación  de  servir  una 
campaña  de  tres  años  si  las  necesidades  del 
servicio  exigiesen  su  llamamiento. 

Art.  17.  A  los  individuos  de  la  reserva 
naval  que  ingresen  en  el  servicio  se  les  conce- 
derán las  mismas  plazas  que  hubiesen  obte- 
nido en  campañas  anteriores;  y  á  los  que  solo 
hubiesen  servido  en  la  marina  mercante,  aque- 
llas á  que  resulten  acreedores  por  su  idoneidad. 

Art.  18.  Los  individuos  pertenecientes  á 
la  reserva  naval  podrán  navegar  en  los  buques 
mercantes  españoles  mientras  no  sean  llama- 
dos al  servicio  de  la  armada,  pudiendo  ser  li- 
mitada esta  concesión  á  la  navegación  costara 
de  Bu  ropa  y  posesiones  españolas  en  la  pro- 
ximidad de  su  llamamiento. 

Art.  19.  A  todo  el  que,  después  de  haber 
terminado  su  campaña  de  tres  años  en  la  ar- 
mada se  reenganche  por  uno  ó  más,  se  le  con- 
cederán cuatro  meses  de  licencia  con  todo  el 
sueldo  de  que  esté  en  posesión  antes  de  empe- 
zársele á  contar  el  plazo  de  su  reenganche. 

Art.  20.  Los  individuos  procedentes  de 
las  escuelas  flotantes  y  los  de  la  reserva  del 
ejército  disfrutarán  mensualmente ,  durante 
el  tiempo  de  sus  reenganches ,  los  siguientes 
pluses: 


PHllIBa  Afio. 


Pesetas. 


Cabo  de  mar  de  primera  clase 50 

ídem  de  segunda  Ídem 40 

Marineros  de  primera  y  segunda  idem.     30 
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Pesetas. 


Cabo  de  mar  de  primera  clase 60 

ídem  de  segunda  idem 50 

Marinero  de  primera  idem 4.0 

No  admitiéndose  á  reenganche  más  que 

por  un  año  á  los  marineros  de  segunda  clase. 

Art.  21.     Los   voluntarios  de  que  trata  el 

articulo   11  disfrutarán  mensualmente  desde 

su  ingreso  en  el  servicio  los  pluses  siguientes: 

Péselas. 


Cabo  de  mar  de  primera  clase 50 

ídem  de  segunda  idem 40 

Marineros  de  primera  y  segunda  idem.     30 

Art.  22.     Los  individuos  de  la  reserva  na* 

val  obtendrán  desde  su  ingreso  en  el  servicio 

los  siguientes-  pluses: 

Pesetas, 


Cabos  de  mar  de  primera  clase 60 

ídem  de  segunda  idem 50 

Marineros  de  primera  idem 40 

Art.  23.  Tanto  los  voluntarios  como  los 
individuos  de  la  reserva  naval  que  después  de 
extinguida  su  campaña  de  tres  años  se  reen- 
ganchen por  uno  ó  más,  disfrutarán  sobre  sus 
pluses  en  el  primer  año  5  pesetas  mensuales, 
y  10  en  el  segundo  y  sucesivos. 

Art.  24.  Los  cabos  de  cañón  de  primera  y 
segunda  clase  quedan  equiparados  á  los  cabos 
de  mar  para  optar  á  los  pluses  de  que  tratan 
los  artículos  anteriores. 

Art.  25.  Los  marineros  que  habiendo  ser* 
vido  catorce  años  en  los  buques  de  guerra 
cumplan  en  ellos  los  40  de  edad,  adquirirán  el 
derecho  á  obtener  con  preferencia  las  plazas 
de  cabo  de  mar  de  los  puertos  y  las  de  los  ar- 
senales que  se  desigoen  por  reglamento. 

Art.  26.  Para  proveer  á  los  gastos  que 
originen  los  pluses  que  so  establecen  por  esta 
ley,  se  destinarán  los  productos  de  la  cantidad 
que  constituye  hoy  el  fondo  del  Consejo  de 
redención  y  enganches,  el  cual  se  denomina- 
rá en  lo  sucesivo  Consejo  de  administración  del 
fondo  de  premios  para  el  seroicio  de  la  marina; 
y  en  caso  de  que  estos  recursos  no  fueran  su- 
ficientes, se  consignarán  en  los  presupuestos 
anuales  las  cantidades  necesarias  para  cubrir 
este  servicio. 

Art.  27.  En  el  caso  de  una  guerra  extran* 
jera  en  que  la  Nación  necesite  de  un  esfuerzo 
supremo  para  defender  su  honra  é  intereses, 
si  los  armamentos  extraordinarios  de  buques 
de  guerra  agotasen  todos  los  planteles  de  ma- 
rinería que  se  establecen  por  esta  ley,  el  Go- 


bierno pedirá  autorización  á  las  Cortes  para 
disponer  el  alistamiento  de  la  gente  de  mar 
quesea  necesaria. 

Art.  28.  Quedan  derogadas  todas  las  pres- 
cripciones que  se  opongan  al  cumplimiento  de 
la  presente  ley. 

Lo  tendrá  entendido  el  Poder  ejecutivo  pa- 
ra su  impresión,  publicación  y  cumplimiento 

Palacio  de  la  Asamblea  Nacional  22  de 
Marzo  de  1873.— Francisco  Salmerón  y  Alon- 
so, presidente. — Eduardo  Benot,  Representan- 
te secretario. — Federico  Balart,  Representan- 
te secretario.» 

Por  un  decreto  que  aparece  en  la  Qaeeta 
del  5  de  Abril  de  1873,  se  concede  indulto  de 
la  pena  de  una  campaña  de  recargo  á  los  que 
en  la  fecha  de  la  abolición  de  las  matriculas 
de  mar  figurasen  como  desertores  de  buque 
mercante,  de  matricula  y  prófugos  de  convo- 
catoria. El  decreto  tiene  ocho  artículos  expli- 
cando este  indulto. 

MATRÍCULA  DE  ESPANTÓLES.  La  lis- 
ta ó  catálogo  de  los  nombres  de  los  españoles 
que  se  alistan  en  los  Consulados  para  que  pue- 
dan contar  con  la  protección  de  los  Agentes 
de  S.  M.  residentes  en  países  extranjeros  y 
disfrutar  de  los  derechos  y  privilegios  que  les 
concedan  los  tratados  y  leyes. 

No  solo  en  las  Reales  órdenes  circulares  de 
13  de  Enero  de  1830  y  22  de  Febrero  de  1837 
se  prescribe  como  obligatorio  el  alistamiento, 
sino  la  Instrucción  ministerial  de  24  de  Di- 
ciembre de  1849  relativa  al  alistamiento  y  ma- 
tricula de  subditos  españoles  en  países  extran- 
jeros, previene  en  los  artículos  1,*  y  3.*  lo 
siguiente: 

((Para  que  los  subditos  españoles  que,  debi- 
damente autorizados,  se  trasladen  á  países  ex- 
tranjeros puedan  contar  con  la  protección  de 
los  Agentes  del  Gobierno  y  disfrutar  los  dere- 
chos y  privilegios  que  les  conceden  los  trata- 
dos y  leyes,  es  necesario  que  presenten  sus 
pasaportes  al  Cónsul  ó  Vicecónsul  de  España 
en  el  puerto  de  su  destino  dentro  del  día  de  su 
llegada  y,  nó  habiéndolo  alli,  deberán  dar 
cuenta  de  esta  por  escrito  al  más  inmediato 
para  que,  en  uno  y  otro  caso,  sean  anotados 
en  el  registro  de  transeúntes  y  conste  en  todo 
tiempo  su  presentación. 

Cuando  la  residencia  de  los  subditos  espa- 
ñoles en  país  extranjero  se  proliiUgue  más  de 
un  año,  deberán  éstos  matricularse  en  el  Con- 
sulado correspondiente.» 

La  citada  Instrucción  comprende  11  ar- 
tículos; por  el  1.*  se  advierte  que  so  clasifiquen 
los  presentados  como  transeuntes\  por  el  7/ 
que  se  hagan  constar  los  nacimientos,  matri- 
monios y  defunciones  de  españoles  previa,  ex- 
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hibicion  del  certificado  ó  partida  justificativa 
de  la  Autoridad  cotnpeteute;  por  el  art.  8/  se 
advierte  á  los  Cónsules,  etc.,  que  no  cobren 
derecho  alguno  por  el  hecho  de  presentarse  y 
matricularse  los  españoles;  y  por  el  0:*  que  los 
individuos  que  pidan  certificados  de  presenta- 
ción, ó  cartas  de  seguridad,  se  les  expidan, 
conformándose  á  las  prácticas  y  términos  adop- 
tados en  cada  país. 

Por  el  art.  10  se  manda  que  á  principio  de 
cada  año  se  remitan  al  Ministerio  de  Estado 
copia  de  los  registros  de  presentados  y  matri- 
culados abiertos  en  el  Consulado  ó  Viceconsu- 
lado  de  su  respectivo  cargo,  sin  omitir  ninguna 
de  las  circunstancias  que  previene  dicha  Ins- 
trucción, á  fin  de  que  pueda  constar  de  una 
manera  clara  y  evidente  el  numero  de  sábdi* 
tos  españoles  qae  residen  en  el  extranjero,  y 
entre  éstos,  los  mozos  que  están  sujetos  á  quin- 
tas con  arreglo  á  la  ley. 

La  Real  orden  circular  de  1.*  de  Marzo  de 
1852,  dispone: 

(( 1  .^  Que  con  conocimiento  de  la  Autoridad 
local  señalen  los  Cónsules  por  medio  de  los  pe- 
riódicos un  plazo  que  no  será  menor  de  cuatro 
meses  ni  mayor  de  seis  para  que  acudan  á  ma- 
tricularse todos  los  que,  siendo  legalmente  sub- 
ditos españoles,  residan  en  el  respectivo  dis- 
trito consular  á  la  fecha  de  la  publicación. 

2.^  Que  pasado  dicho  plazo  ,  los  Cónsules 
no  dispensen  su  protección  á  ningún  español 
que  hubiese  dejado  de  matricularse ,  á  no  ser 
que  justifique  causa  legitima  por  la  falta. 

7  3/  Que  á  su  debido  tiempo  los  Cónsules 
den  cuenta  del  resultado  de  esta  medida ,  á  fin 
de  proceder ,  si  fuese  necesario ,  á  ulteriores 
providencias.» 

La  Real  orden  circular  del  Ministerio  de  Es- 
tado de  13  de  Enero  de  1860,  previene: 

«Que  se  remita  á  principios  de  cada  año 
una  copia  do  los  registros  de  españoles  matri- 
culados y  presentados  en  las  Agencias  Consu- 
lares, con  expresión  de  su  edad,  estado  civil, 
profesión,  procedencia,  etc.» 

El  art.  3.**,  del  Convenio  entre  España  y  Fran- 
cia para  Jijar  los  derechos  de  sus  respectivos  sub- 
ditos y  las  atribuciones  de  los  Agentes  consulares^ 
Armado  en  Madrid  en  7  de  Enero  de  1862,  di- 
ce asi : 

«Los  subditos  españoles  y  franceses  que 
quieran  dedicarse  al  comercio  ó  establecerse 
con  cualquier  objeto  en  los  países  respectivos, 
deberán  estar  provistos  de  una  papeleta  (Certi^ 
Jtcado)  de  matricula ,  en  que  conste  su  calidad 
de  españoles  ó  de  franceses ,  que  les  será  ex- 
pedida por  los  Agentes  diplomáticos  ó  consu  • 
lares  de  su  país  á  la  presentación  de  los  docu- 
mentos que  acrediten  su  nacionalidad...  Sin 


la  presentación  de  la  referida  papeleta  de  ma- 
tricula ,  las  Autoridades  españolas  no  consen- 
tirán en  ningún  caso  la  residencia  de  los  fran- 
ceses en  España,  ni  las  Autoridades  francesas 
la  de  los  españoles  en  Francia.» 

Necesario  era  reformar  y  reglamentar  tan 
importante  servicio  del  Estado  desde  el  mo- 
mento en  que  se  publicó  la  ley  del  Registro 
civil  para  la  Península  é  islas  adyacentes,  cu- 
yas prescripciones  deben  ser  aplicadas  á  cuan- 
tos subditos  españoles  residen  en  el  extranjero. 

El  Ministro  de  Estado  sometió  á  la  aproba- 
ción de  S.  M,  el  reglamento  que  sigue,  que 
fué  aprobado  el  5  de  Setiembre  de  1871.  Véa- 
se Registro  de  nacionalidad. 

BEQLAMENTO 

para  plantear  el  registro  y  nacionalidad  de  los  es- 
pañoles domiciliados  y  transeúntes  en  el  extran- 
jero conforme  á  la  nueva  Ley  de  Registro  civil. 

Articulo  1."  Para  que  los  subditos  españo- 
les que  se  hallan  en  países  extranjeros  puedan 
contar  con  la  protección  de  los  Agentes  de  S.  M . 
residentes  en  ellos,  y  disfrutar  los  derechos  y 
privilegios  que  les  concedan  los  tratados  y  le- 
yes, es  necesario  que  presenten  su  pasaporte 
ó  cédula  de  vecindad  al  Cónsul  ó  Vicecónsul 
de  España  dentro  del  octavo  dia  de  su  llegada; 
y  no  habiéndolo  allí ,  deberán  dar  cuenta  de 
esta  por  escrito  al  más  inmediato  para  que  en 
uno  y  otro  caso  sean  anotados  en  el  registro 
de  transeúntes  y  conste  en  todo  tiempo  su  pre~ 
sentacion. 

Art.  2.*  Los  Cónsules  y  Vicecónsules  ins- 
cribirán Inmediatamente  en  el  registro  de 
transeúntes  el  nombre  y  apellido  de  los  pre- 
sentados ,  su  profesión  y  familia,  el  lugar  de 
su  procedencia ,  la  Autoridad  que  les  expidió 
el  pasaporte  ó  cédula  de  vecindad ,  y  la  fecha 
de  aquel  ó  de  ésta ,  el  punto  de  su  residencia 
en  el  pais  y  el  dia  de  su  presentación,  con  ar-* 
reglo  hI  modelo  numero  1  .* 

Art.  3.*  Cuando  la  residencia  de  los  sub- 
ditos españoles  en  país  extranjero  se  prolon- 
gue más  de  un  año,  deberán  inscribirse  en  el 
Registro  de  nacionalidad. 

Art.  4.**  Los  subditos  españoles  que  hu- 
biesen adquirido  vecindad  anteriormente  en 
pais  extranjero,  y  no  se  hallen  matriculados  y 
quisieren  hacerlo  para  asegurar  el  goce  de  los 
derechos  y  privilegios  enunciados,  tendrán  que 
acreditar  su  persona  y  antecedentes  presen- 
tando su  pasaporte  ó  cédula  de  vecindad  en  re- 
gla ii  otro  documento  fehaciente,  y  en  su  de- 
fecto se  abrirá  una  información  justificativa  de 
su  nacionalidad. 

A  los  extranjeros  naturalizados  en  España 
se  les  exigirá  para  esta  formalidad,  además  del 
requisito  mencionado,  la  carta  de  naturaleza. 
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A  falta  de  ésta,  se  practicará  alguna  prueba 
supletoria,  consultando  al  Ministerio  antes  de 
expedir  el  documento  solicitado. 

Teniendo  en  cuenta  las  circunstancias  es- 
peciales del  imperio  de  China,  se  deja  á  la 
apreciación  de  los  Agentes  de  España  en  aque- 
lies  paises  el  dispensar  de  dichas  formalida- 
des á  los  subditos  españoles  procedentes  de 
nuestras  posesiones  en  Asia. 

Art.  5.*  Los  españoles  refugiados  en  el  ex- 
tranjero por  cualquier  motivo  tienen  opción  á 
ser  inscritos  en  un  registro  especial,  á  fin  de 
que  puedan  ejercitar  los  derechos  civiles,  que 
por  ninguna  causa  se  pierden. 

Art.  6.*  No  podrán  ser  matriculados,  y 
en  su  caso  serán  borrados  de  los  registros, 
los  españoles  que  con  arreglo  á  las  leyes  del 
Reino  incurran  en  la  pérdida  de  su  nacionalidad . 

Art.  7/  Los  Cónsules  y  Vicecónsules  ha- 
rán constar  en  el  libro  ó  registro  de  naciona- 
lidad el  nombre  y  apellido  de  los  matriculados, 
su  edad,  naturaleza,  estado  y  profesión,  y  su 
úitima  vecindad  antes  de  aus&ntarse  de  su  Pa- 
tria, y  especificarán  las  mismas  circunstancias 
respecto  de  todos  los  individuos  de  su  familia 
que  le  acompañen,  el  lugar  y  tiempo  de  su 
residencia  en  el  país  y  en  su  demarcación  con- 
sular: asimismo  anotarán  las  alteraciones  que 
puedan  tener  lugar  con  motivo  de  ausencia, 
cambio  de  domicilio,  pérdida  de  nacionalidad 
ó  cualquiera  otra  causa  análoga  en  la  forma 
que  determina  el  modelo  numero  2.^ 

Art.  8.*  Los  españoles  domiciliados  en  el 
extranjero  deberán  estar  provistos  del  corres- 
pondiente certificado  de  nacionalidad,  sin  cu- 
yo requisito  no  podrán  hacer  valer  sus  dere- 
chos ni  ser  atendidos  en  la  Legación  ó  en  los 
Consulados. 

Art.  9."  Deberán  proveerse  de  los  certi- 
ficados de  nacionalidad  y  cédulas  de  tran- 
seúntes: 

1.^  Todos  los  españoles  domiciliados  ó  re- 
sidentes en  el  extranjero. 

2."  Los  hijos  é  hijas  mayores  de  14  años 
que  ejerzan  cualquiera  industria,  vivan  ó  no 
en  compañía  de  sus  padres. 

Art.  10.  Los  Cónsules  procurarán  que  los 
emigrantes  que  lleguen  á  países  extranjeros  y 
deseen  conservar  su  nacionalidad,  se  provean 
inmediatamente  del  documento  que  la  acredi- 
te, recomendando  á  los  Capitanes  de  buques  les 
hagan  saber  esta  disposición  antes  del  embarco. 

Art.  11.  Los  españoles  domiciliados  que 
estando  obligados  á  proveerse  del  certificado 
de  nacionalidad  no  lo  hagan  en  el  término  de 
seis  meses  desde  la  publicación  de  este  Regla- 
mento, pagarán  por  vía  de  multa  el  duplo  de 
su  valor;  en  la  inteligencia  de  que  las  recla- 


maciones que  entablen  sobre  asuntos  anterio- 
res á  su  matriculacion  serán  desatendidas. 

Esta  misma  pena  es  aplicable  á  los  tran- 
seúntes que  no  cumplan  con  lo  prevenido  en 
el  art.  1.* 

Art.  12.  Los  certificados  y  cédulas  de  na- 
cionalidad se  presentarán  á  la  renovación  ó 
revisión  anualmente,  abonando  la  suma  que 
marca  el  art.  138  de  la  tarifa  consular. 

Dichos  certificados  y  cédulas  de  naciona- 
lidad, se  redactarán  en  la  forma  que  determi- 
nan los  modelos  números  3.*  y  4." 

Art.  13.  Al  terminar  los  seis  meses  desde 
el  recibo  de  este  Reglamento  en  las  Agencias 
respectivas,  se  remitirán  al  Ministerio  de  Es- 
tado los  duplicados  de  los  registros  para  que 
pueda  constar  de  una  manera  clara  y  eviden- 
te el  número  de  subditos  españoles  que  residen 
en  el  extranjero,  y  para  trasmitirlos  á  la  Di- 
rección general  de  los  Registos  civil  y  de  la 
Propiedad  y  del  Notariado. 

En  los  años  sucesivos  se  limitarán  los 
Agentes  diplomáticos  y  consulares  á  dar  co- 
nocimiento por  separado  de  las  altas  y  bajas 
de  todos  los  registros  en  general. 

También  remitirán  en  la  misma  forma  co- 
pia de  los  registros  de  presentados  y  matricu- 
lados á  la  Legación  correspondiente  para  que 
ésta  tenga  exacto  conocimiento  de  todos  los 
subditos  españoles  queestáu  bajo  su  protección. 

Art.  14.  En  todas  las  Cancillerías  diplo- 
máticas y  consulares  de  España  se  abrirá  el 
registro  civil,  dividiéndolo  en  cuatro  seccio- 
nes según  marca  el  art.  5.^  de  la  nueva  ley 
publicada  el  17  de  Junio  de  1870,  á  contar 
desde  el  dia  1.*  de  Noviembre  próximo. 

Art.  15.  Las  actas  de  nacimiento?,  matri- 
monios y  defunciones  se  extenderán  con  arre- 
glo á  los  formularios  y  modelos  que  prescribe 
el  Reglamento  de  la  citada  Ley  de  Registro  ci- 
vil, teniendo  presente  los  Agentes  que  por  las 
inscripciones  ó  anotaciones  que  se  hagan  no 
podrá  exigirse  retribución  alguna,  con  arreglo 
al  art.  26  de  dicha  ley. 

Art.  16.  Cuando  el  nacimiento  tenga  lu- 
gar en  punto  donde  no  resida  Agente  diplo- 
mático ó  consular,  se  observará  lo  dispuesto 
en  el  art.  58  de  la  ley,  cuidando  dicho  fun- 
cionario de  acusar  oportunamente  á  los  inte  • 
rosados  el  recibo  de  la  notificación. 

Art.  17.  No  siendo  factible  poner  en  eje- 
cución en  el  extranjero  los  artículos  del  títu- 
lo 4.*  que  se  refieren  á  las  defunciones,  los 
Agentes  se  limitarán  á  inscribir  en  el  libro 
correspondiente  los  fallecimientos  de  españoles 
que  ocurran. 

Los  parientes  del  difunto  deberán  al  efecto 
presentar  en  el  Consulado  testimonio  del  acta 
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ea  que,  con  arreglo  á  las  leyes  del  país,  se 
haya  hecho  constar  el  fallecimiento.  Si  no  exis- 
tiese Agencia  en  el  punto,  se  remitirá  por  du- 
plicado copia  de  dicha  acta  al  Agente  consular 
Olas  inmediato,  quien  la  trascribirá,  cuidando 
de  acusar  el  recibo. 

Art.  18.  Los  Agentes  diplomáticos  y  con 
sulares  procurarán  ponerse  de  acuerdo  con  los 
encargados  del  registro  del  pais  en  que  estén 
acreditados  á  fin  de  que  les  den  conocimiento 
de  los  nacimientos  y  defunciones  de  españoles 
que  ocurran. 

Art.  19.  Los  derechos  que  los  españoles 
están  obligados  á  satisfacer  en  el  extranjero 
por  actos  que  tengan  referencia  con  el  regis- 
tro civil  se  ñjan  en  la  tarifa  consular. 

Art.  20.  Tanto  el  importe  de  estos  dere- 
chos como  el  de  los  certificados  de  nacionali- 
dad y  cédulas  de  transeúntes  ingresará  inte- 
g-ro  en  el  Tesoro,  sin  descuento  alguno  y  bajo 
la  responsabilidad  de  los  Agentes 

Art.  2 1 .  Los  Cónsules  generales.  Cónsules 
ó  Agentes  consulares  que  aun  perciben  por 
su  cuenta  los  derechos  obvencionales  recauda- 
dos en  sus  respectivas  Cancillerías,  rendirán 
cuenta  detallada  por  semestres  de  los  que  in- 
gresen en  este  concepto,  teniendo  su  importe 
á  disposición  del  Ministerio  de  Estado  en  la 
forma  establecida  por  el  Reglamento  de  con- 
tabilidad vigente. 

Art.  22.  Bn  todas  las  Cancillerías  deberá 
existir  un  ejemplar  de  la  edición  oficial  de  la 
Ley  de  Registro  civil  y  su  Reglamento  para  re- 
solver las  dudas  que  puedan  ocurrir  con  arre- 
glo á  la  jurisprudencia  que  en  ella  se  esta- 
blece. 

DISPOSICIONES  TRANSITOftlAS. 

1.'  En  las  Agencias  consulares  donde  se 
hayan  abierto  ya  los  registros  á  qup  hace  re- 
ferencia este  Reglamento  se  podrá  continuar 
usando  los  mismos  libros  si  el  número  de  ins- 
cripciones es  demasiado  considerable  para  tras- 
cribirlas á  otros,  cuidando  en  este  caso  de  ano- 
tar dicha  circunstancia  en  los  mismos  al  cer- 
rarlos para  la  remisión  de  un  ejemplar  al  Mi- 
nisterio. 

2.^  Igualmente  se  cuidará  de  anotar  la  di- 
ferencia que  exista  en  la  redacción  de  los  di  - 
versos  actos,  comparada  con  la  prescrita  en  la 
Ley  y  el  Reglamento,  y  se  dará  cuenta  de  cual- 
quier falta  que  se  haya  observado. 

3.*  Con  objeto  de  que  este  importante  ser- 
vicio quede  regularizado  á  la  mayor  breve- 
dad, los  Agentes  consulares  cerrarán  y  remi- 
tirán los  primeros  registros  en  l.*de  Enero 
próximo,  y  por  separado  un  pliego  con  las 
observaciones  que  les  haya  sugerido  la  ejecu- 


ción práctica  de  dicha  ley,  á  ñn  de  adoptar  en 
caso  necesario  las  medidas  oportunas  para  su 
mejor  aplicación. 

4.'  Los  individuos  que  hayan  abonado  el 
importe  de  sus  certificados  de  nacionalidad  ó 
cédulas  de  transeúntes,  con  arreglo  á  la  tarifa 
vigente  y  á  contar  desde  1.*  de  Enero  pasado, 
se  hallan  exceptuados  de  todo  pago  en  este 
concepto;  pero  los  que  figuren  anteriormente 
en  los  registros  respectivos  están  obligados, 
con  arreglo  al  art.  13,  á  renovar  dichos  docu- 
mentos, cuyos  derechos  corresponden  al  ejer- 
cicio del  año  actual. 

5.*  Los  Cónsules  quedan  autorizados  para 
incluir  en  cuenta  de  gastos  extraordinarios  el 
importe  de  los  libros  necesarios  para  hacer  es- 
se  servicio,  asi  como  el  de  los  correspondien- 
tes á  las  Agencias  consulares  en  sus  respecti- 
vos distritos;  cuidando  de  que  haya  uniformi- 
dad en  todos  los  actos,  y  de  que  el  volumen  de 
los  registros  no  exceda  de  las  exigencias  de 
cada  localidad. 

Tarifa.  Artículo  138  (1).  No  se  exigi- 
rán derechos  por  el  acto  de  matricularse  en 
los  Consulados  á  los  españoles  que  se  propon- 
gan fijar  su  residencia  en  algún  punto  de  la 
jurisdicción  de  los  mismos,  pero  estarán  obli- 
gados á  satisfacer: 


Por  la  cédula  ó  certi- 
ficados de  naciona- 
lidad que  se  les  ex- 
pedirá al  verificarlo 

Por  la  renovación 
anual  de  la  misma. 


En  lodos  los  Es- 
lados  de  Europa 
y  en  los  de  Áfri- 
ca y  Asia  en  sus 
cosías  dei  Me- 
dilerríineo  y  del 
Mar  Negro. 
Pesetas. 


5 


En  todos  los  Es- 
tados de  Amé- 
rica y  de  Occea 
nia  y  en  los  de 
África  y  Asia  en 
sus  costas  del 

Occéano. 

Pesetas. 


10 


10 


Quedan  exceptuados: 

1."     Los  menores  de  14  años. 

2."  Los  pobres  de  solemnidad,  acreditan- 
do su  estado  de  pobreza  y  desvalimiento. 

3.*  Los  españoles  que  cuenten  con  escasos 
medios,  y  los  jornaleros  y  obreros  que  no  tie- 
nen una  ocupación  permanente ,  satisfarán  la 
mitad  de  los  tipos  fijados  siempre  que  acredi- 
ten dichos  conceptos  á  satisfacción  del  Cónsul. 

^,^  Los  individuos  de  la  familia  de  los  es- 
pañoles que  se  hallan  en  el  caso  anterior,  solo 
abonarán  una  peseta  por  la  cédula ,  cuando 
dependan  del  jefe  de  la  misma  para  su  subsis- 
tencia, acreditándolo  debidamente. 


(1)    La  tarifa  consular  de  15  de  Junio  de  1857 
solo  tiene  137  artículos. 
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(Sello  de  armas.) 

(lkgacion,  consulado  obmbral,  consulado,  ó  vi« 
cegonsülado)  db  españa  bn... 

Certiñcacion  de  nacionalidad  nüm... 
El...  de  España. 

Geetifico  que  en  el  registro  de  matrícula  de  sub- 
ditos españoles  que  existe  e/i  este  Consulado  hay 
una  partida  señalada  con  el  núm. , .  que  dice: 

T  ájln  de  que  el  interesado  pueda  acreditar 
su  nacionalidad^  le  expide  el  presente  en,,, 
de,,,  de  187... 

(Sello  del  Goasnlado.) 

Derechos... 

Articalo  133  de  la  tarifa. 

VALE  POR  UN  ANO. 

MODELO  NÚM.  4. 


(Sello  de  armas.) 

(legación,  CONSULADO  GENERAL,  CONSULADO  Ó  YICE- 
CONSULADO)  DB  ESPAÑA  BN... 

Cédala  de  nacionalidad  para  transeúntes 
número. . . 

Don  N.  (aqui  la  profesión)  natural  de,..,  se  halla 
empadronado  en  el  registro  de  españoles  tran- 
seúntes de  este  Consulado. 

7  áJln  de  que  el  interesado  pueda  acreditar 
su  nacionalidad,  le  expido  la  presente  cédula 
en..,  de,,,  de  187... 

(Sello  del  Gonsnlado.) 

Derechos... 

Articalo  138  de  la  tarifa. 

VALE  POR  ÜN  ANO. 

MATBIMONIO.  La  sociedad  legrltima  del 
hombre  y  de  la  majer,  que  se  unen  con  vinca» 
lo  indisoluble  para  perpetuar  su  especie,  ayu- 
darse á  llevar  el  peso  de  la  vida  y  participar  de 
una  misma  suerte.  (Ley  1.',  tít.  2,\  Part.  4.') 
Tomó  el  nombre  de  las  palabras  latinas  matris 
fnunium,  que  sigrniflcan  ojlcio  de  madre;  y  no  se 
llama  patrimonio,  porque  la  madre  contribuye 
más  á  la  formación  y  crianza  de  los  hijos  en  el 
tiempo  de  la  preñez  y  lactancia.  (Ley  2.%  titu- 
lo 2,\  Part.  4.') 

El  matrimonio,  que  por  su  origen  es  un 
contrato,  ha  sido  elevado  á  la  dignidad  de  Sa- 
cramento; y  ciertamente  que  una  institución 
social  que  es  la  base  principal  de  la  civiliza- 
clon,  mereeia  por  muchas  razones  ser  santifi- 
cada. Véase  IAujbb. 

La  Ley  provisional  de  Matrimonio  civil, 
prescribe: 

«Articulo  1.*    Todo  matrimonio  que  no  se 


celebre  con  arreglo  á  las  disposiciones  de  esta 
ley,  no  producirá  efectos  civiles  con  respecto  á 
las  personas  y  bienes  de  los  cónyuges. 

Art.  4.*  Son  aptas  para  contraer  matrimo- 
nio todas  las  personas  que  reúnen  las  circuns- 
tancias siguientes:  Ser  púberes,  entendiéndose 
que  el  varón  lo  es  á  los  14  años  cumplidos 
y  la  mujer  á  los  12.  Se  tendrá,  no  obstante, 
por  revalidado  ipso /acto  y  sin  necesidad  de  de- 
claración expresa,  el  matrimonio  contraído  por 
impúberes,  si  un  dia  después  de  llegar  á  la  pu- 
bertad legal  hubieren  vivido  juntos  sin  haber 
reclamado  en  juicio  contra  su  validez,  ó  si  la 
mujer  hubiere  concebido  antes  de  la  pubertad 
legal  ó  de  haberse  entablado  la  reclamación. 
Estar  en  el  pleno  ejercicio  de  su  razón  al  tiem- 
po de  celebrar  el  matrimonio.  No  adolecer  con 
anterioridad  á  la  celebración  del  matrimonio  y 
de  una  manera  patente,  perpetua  é  incurable, 
de  impotencia  física,  absoluta  ó  relativa  para 
la  procreación. 

Art.  6.*,  regla  1.'  No  pueden  contraer  ma- 
trimonio entre  si  los  que  están  unidos  por  con- 
sanguinidad ó  afinidad  legitima  ó  natural. 

Regla  6.*  Los  descendientes  legítimos  del 
adoptante  no  pueden  contraer  matrimonio  con 
el  adoptado  mientras  subsista  la  adopción  con 
el  pupilo  ó  pupila,  mientras  que  fenecida  la 
tutela,  no  haya  recaído  la  aprobación  de  las 
cuentas  de  este  cargo,  salvo  el  caso  en  que  el 
padre  hubiere  dejado  autorizado  el  matrimonio 
en  su  testamento  ó  en  escritura  pública. 

Artículos  41  y  42.  Los  matrimonios  que 
en  el  extranjero  intenten  contraer  dos  españo- 
les, ó  un  español  y  un  extranjero,  deberán  ce- 
lebrarse ante  quien  corresponda,  conforme  á 
las  leyes  del  país  respectivo,  y  con  los  requisi- 
tos y  solemnidades  que  las  mismas  prescriban, 
debiendo  limitarse  los  Agentes  diplomáticos  y 
consulares  de  España  en  el  punto  en  que  se  ce- 
lebren ó  el  que  lo  sea  en  el  más  próximo,  cuan- 
do en  aquel  no  los  haya,  á  inscribirlos  en  el 
Registro,  conforme  al  núm.  2.*  del  art.  4.""  de 
la  Ley  de  Registro  civil,  y  remitir  certificación 
del  acta,  á  tenor  del  art.  22  de  este  Regla- 
mento. 

Se  inscribirán  en  el  registro  que  deben 
llevar  los  Agentes  diplomáticos  y  consulares  de 
España,  los  matrimonios  que  en  el  extranjero 
se  contraigan  por  españoles  ó  por  un  extran- 
jero y  un  español  que  conserve  su  naciona- 
lidad. 

Art.  43.  Los  Capitanes  de  buques  podrán 
autorizar  los  matrirronios  in  articulo  mortis  que 
se  celebren  á  bordo. 

De  este  matrimonio  contraído  en  viaje  por 
mar,  extenderá  acta  el  contador  si  es  en  buque 
de  guerra,  ó  el  Capitán  ó  patrón  si  es  mercan- 
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te,  en  los  términos  prescritos  respecto  al  na- 
cimiento en  el  art.  55,  practicándose  lo  dis« 
puesto  en  el  mismo  articulo  y  en  los  56 ,  57  y 
58.  (Art.  72  ley.) 

Art.  70.  El  matrimonio  contraído  en  el 
extranjero  por  españoles,  ó  por  un  espa&ol  y 
un  extranjero,  con  sujeción  á  las  leyes  vigen- 
tes en  el  país  donde  se  celebre,  deberá  ser  ins- 
crito en  el  registro  del  Agente  diplomático  ó 
consular  de  Espa&a  en  el  mismo  país,  quien 
remitirá  copia  de  la  inscripción  que  haga  á  la 
Dirección  general  para  la  inscripción  en  su 
registro,  ó  para  remitirlo  al  Juez  municipal 
correspondiente,  según  que  el  contrayente  6 
contrayentes  españoles  tengan  6  no  domicilio 
conocido  ea  España.  Véase  Acta  db  celebración 

DE  MATEIMONIO. 

Licencia  para  contraer  matrimonio.  La  Real 
orden  circular  del  Ministerio  de  Estado  de  15 
de  Marzo  de  1867,  previene: 

((Articulo  1/  Los  empleados  del  Ministerio 
de  Estado  deberán  solicitar  Real  licencia  para 
contraer  matrimonio,  á  ñn  de  poder  asegurar  á 
sus  viudas  ó  huérfanos  los  beneficios  consig- 
nados en  la  ley  de  Presupuestos  de  1864-65. 
Art.  2.*  Las  solicitudes  que  al  efecto  di- 
rijan al  Ministerio  de  Estado  por  conducto  de 
sus  respectivos  Jefes,  expresarán  el  nombre  y 
apellido  de  la  contrayente,  y  serán  acompa- 
ñadas de  la  fé  de  bautismo  del  interesado,  de- 
bidamente legalizada,  y  de  un  certificado  en 
que  conste  haber  éste  disfrutado  durante  dos 
años  un  sueldo  de  8.000  rs.  á  lo  menos,  en 
plaza  efectiva  con  Real  nombramiento.» 

El  expediente  llamado  de  licencia  para 
contraer  matrimonio  los  militares  quedó  su- 
primido por  decreto  del  Ministerio  de  la  Quer- 
rá de  21  de  Mayo  de  1873,  sujetándose  éstos, 
cualquiera  que  sea  su  graduación,  tan  solo  á 
las  prescripciones  que  se  consignan  en  la  Ley 
de  Matrimonio  civil.  [Gaceta  de  Madrid  de  22 
de  Mayo  de  1873,  núm.  142.) 

La  circular  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia  de  1.*  de  Agosto  de  1878,  previene 
entre  otras  cosas: 

((Que  los  Cónsules  no  autoricen  matrimo- 
nios, y  se  limiten  á  inscribir  los  que  se  cele- 
bren en  el  territorio  donde  se  hallen  ac^reditados. » 
Los  matrimonios  contraidos  contra  las  pre- 
venciones de  la  ley  están  sujetos,  según  el  G6- 
digo  penal,  á  las  penas  siguientes: 

((Art.  385.  El  que  contrajere  segundo  ó 
ulterior  matrimonio  sin  hallarse  legítimamen- 
te (lisuelto  el  anterior,  será  castigado  con  la 
pena  de  prisión  mayor. 

En  Igual  pena  incurrirá  el  que  contrajere 
matrimonio  estando  ordenado  in  sacris  6  liga- 
do con  voto  solemne  de  castidad. 


Art  386.  El  que  con  algún  otro  impedi- 
mento dirimente  no  dispeñsable  por  la  Iglesia 
contrajere  matrimonio,  será  castigado  con  la 
pena  de  prisión  menor. 

Art.  387.  El  que  contrajere  matrimonio 
mediando  algún  impedimento  dispeñsable  por 
la  Iglesia,  será  castigado  con  una  multa  de  20 
á  100  duros. 

Si  por  culpa  suya  no  revalidase  el  matri- 
monio, previa  dispensa,  en  el  término  que  los 
Tribunales  desigoen,  será  castigado  con  la 
pena  de  prisión  menor,  de  la  cual  quedará  re- 
levado cuando  quiera  que  se  revalide  el  ma- 
trimonio. 

Art.  388.  El  que  en  un  matrimonio  ile- 
gal, pero  válido  según  las  disposiciones  de  la 
Iglesia,  hiciere  intervenir  al  Párro<^  por  sor- 
presa ó  engaño,  será  castigado  con  la  pena  de 
prisión  correccional. 

Si  le  hiciere  intervenir  con  violencia  ó  inti- 
midación ,  será  castigado  con  la  de  prisión  menor. 
Art.  389.  El  menor  que  contrajere  matri- 
monio sin  el  consentimiento  de  sus  padres  ó 
de  las  personas  que  para  el  efecto  hagan  sus 
veces,  será  castigado  con  prisión  correccional. 
La  pena  será  de  arresto  mayor  si  las  per- 
sonas expresadas  aprobaren  el  matrimonio  des- 
pués de  contraído. 

Art.  390.  La  viuda  que  casare  antes  de 
los  trescientos  un  dias  desde  la  muerte  de  su 
marido,  ó  antes  de  su  alumbramiento  si  hubie- 
re quedado  en  cinta,  incurrirá  en  las  penas  de 
arresto  mayor  y  multa  de  20  á  200  duros. 

En  la  misma  pena  incurrirá  la  mujer  (suyo 
matrimonio  se  hubiere  declarado  nulo,  si  ca- 
sare antes  de  su  alumbramiento  ó  de  haberse 
cumplido  trescientos  un  dias  después  de  su  se- 
paración legal. 

Art.  391.  El  adoptante  que  sin  previa  dis- 
pensa civil  contrajere  matrimonio  con  sus  hi- 
jos ó  descendientes  adoptivos,  será  castigado 
con  la  pena  de  arresto  mayor. 

Art.  394.  En  todos  los  casos  de  este  capí- 
tulo, el  contrayente  doloso  será  condenado  á 
dotar,  según  su  posibilidad,  á  la  mujer  que 
hubiese  contraído  matrimonio  de  buena  fé  n 

En  los  casos  de  impedimento  para  contraer 
matrimonio,  véase  Dispensa  para  contraer  ma- 
trimonio. 

MAYOBAZGO.  El  derecho  de  suceder  en 
los  bienes  vinculados ,  esto  es ,  en  los  bienes 
sujetos  al  perpetuo  dominio  en  alguna  familia 
con  prohibición  de  enajenación.  El  célebre 
mayorazguista  Molina  dice  ser  un  derecho  que 
tiene  el  primogénito  más  próximo  de  suceder 
en  los  bienes  dejados,  con  la  condición  de  que 
se  conserven  iotegros  perpetuamente  en  sa  fia- 
milla. 


MED  -  37 

La  ley  de  10  de  Agosto  de  18Í1  saprimió 
felizmeate  los  mayorazgos,  fideicomisos ,  pa- 
tronatos y  yinculaciones  de  toda  especie,  res- 
titayéodoloB  á  laclase  de  absolutamente  libres. 
UEDAJÍmLA  DS  HONOB.  El  Reglamento 
de  este  distintivo  es  de  15  de  Abril  de  1858, 
y  se  mandó  observar  por  Real  orden  de  29  del 
mismo  mes  y  año  para  concesión  de  medallas 
de  honor  á  subditos  de  las  marinas  mercantes 
extranjeras,  por  auxilios  prestados  en  la  mar 
á  buques  ó  subditos  españoles.  Bsta  medalla, 
que  tiene  por  un  lado  las  armas  de  España,  y 
por  el  otro  el  nombre  del  agraciado,  se  llevará 
pendiente  de  una  cinta  con  los  colores  nacio- 
nales, y  será  de  oro  ó  de  plata. 

Serán  acreedores  á  la  medalla  de  oro  los 
Capitanes  de  buques  mercantes  que  presten 
los  servicios  siguientes: 

1/  Auxiliar,  con  riesgo  del  suyo,  á  bu- 
qaes  espa&oles  en  varada,  naufragio,  incendio 
ú  otro  cualquier  accidente  de  mar. 

2.*  Salvar,  bajo  circunstancias  de  mar  y 
Tiento  que  bagan  difícil  la  operación,  la  vida 
de  náufragos  de  buques  españoles. 

3.*  Prestar  auxilio  de  víveres,  velamen  ó 
cualquiera  olro  efecto  de  absoluta  necesidad, 
con  riesgo  de  su  buque,  á  otro  español. 

4.''  Prestar  auxilio  á  buques  españoles  que 
estuviesen  empeñados  en  combate  con  enemi- 
gaos ó  piratas. 

5.*  Dar  oportuno  aviso  á  buques  españo- 
les para  librarlos  de  encuentro  con  enemigos. 
Serán  acreedores  á  la  medalla  de  plata  los 
individuos  de  las  demás  clases  del  equipaje  de 
baques  extranjeros  ó  individuos  particulares 
que-  se  hubiesen  distinguido  con  grave  riesgo 
de  sus  personas  en  la  ejecución  de  cualquiera 
de  los  hechos  que  se  mencionan  en  el  articulo 
anterior. 

Los  CkSnsules  españoles  en  países  extrai^e- 
ros,  y  los  Capitanes  de  puertos  naclondles 
adonde  llegaren  los  náufragos  salvados  6  los 
buques  que  hubiesen  recibido  cualquiera  de 
los  auxilios  expresados  en  el  art.  2.%  instrui- 
rán sin  demora  una  averiguacíocí  sumaria  en 
que  aparezca  el  mayor  numero  posible  de  de- 
claraciones juradas,  que  justifiquen  todos  los 
detalles  del  hecho  en  cuestión.  Dicho  docu- 
mento será  dirigido  por  los  Cónsules  al  Minis- 
terio de  Estado  y  por  los  Capitanes  de  puerto 
al  Jefe  superior  de  marina  del  departamento  ó 
apostadero  respectivo,  para  que,  remsido  al 
Ministerio  de  Marina,  recaiga  la  resolución 
correspondiente,  oido  el  parecer  de  la  «Junta 
consultiva  de  la  armada. 

Las  medallas  concedidas  se  remitirán  á  los 
agraciados  por  conducto  del  Ministerio  de  Es- 
tado. 
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MEDALLA  OTORGADA  A  LOS  DS- 

FBNSOHBS  OE  CuBA.  La  Bcal  orden  de  12  de  No« 
viembre  de  1871  para  la  concesión  de  este 
distintivo  honorífico  á  los  que  defienden  núes* 
tra  honra  é  integridad  nacional  en  Cuba,  se 
hace  extensiva  asimismo  á  los  funcionarios  de 
la  sección  política  de  América  en  el  Ministerio 
de  Estado,  asi  como  á  los  individuos  de  la  Le- 
gación de  España  en  Washington,  por  los  se- 
ñaladísimos y  especiales  servicios  que  han 
prestado  con  motivo  de  la  guerra  de  Cuba  (1). 

MÉDICO.  El  que  ha  estudiado  y  profesa 
la  medicina;  esto  es,  la  ciencia  de  precaver  y 
curar  las  enfermedades  del  cuerpo  humano. 

Según  la  resolución  de  5  de  Febrero  de 
1842,  todos  los  profesores  de  las  ciencias  mé- 
dicas en  España  tienen  obligación  de  presen- 
tar sus  títulos  á  los  Ayuntamientos  de  los  pue- 
blos donde  intenten  ejercer  su  facultad  ó  mu- 
den de  domicilio,  para  que  se  anote  en  ellos 
este  esencial  requisito  y  sean  visados  por  los 
alcaldes,  haciéndose  mención  de  ello  en  laa  ac- 
tas. (Ley  4.',  tít.  11,  lib.  8.**  Novís.  Rec.) 

La  legislación  francesa  prescribe  que  ios 
médicos,  comadres,  farmacéuticos  y  herbola- 
rios de  segunda  clase  con  títulos  obtenidos  en 
países  extranjeros  no  podrán  ejercer  sus  res- 
pectivas facultades  sin  sufrir  el  competente 
examen  y  certificado  de  ser  aprobado  en  ellos. 

Todo  francés  que  ejerza  la  profesión  de  mé- 
dico en  un  hospital  extranjero  sin  estar  com- 
petentemente autorizado,  pierde  su  calidad  de 
francés. 

MÉDICOS  DE  Á  BOEDO.  Los  buques 
nacionales  que  salgan  para  el  Asia  ó  la  Amé- 
rica del  Sur  con  más  de  40  personas  á  bordo 
entre  pasajeros  y  marineros,  asi  como  los  que 
salgan  con  más  de  60  personas  para  la  Améri- 
ca Septentrional,  está  prevenido  por  Real  or- 
den de  6  de  Agosto  de  1852  que  lleven  ciru- 
jano á  bordo. 

La  Ley  de  Sanidad  de  1855  manda  llevar 
siempre  profesor  de  medicina  y  cirujia  y  bo- 
tiquín á  todo  buque  que  cuente  más  de  60  per- 
sonas, excepto  en  los  que  conducen  pasaje- 
ros en  viajes  en  la  costa  de  España  é  islas  Ba- 
leares. 

M£JOBAS  MATSBIALES.  Véase  Invba- 

GIONKS. 

MSMOBANDUM  Ó  MINUTAS.  Esque- 
las en  que  se  expone  lo  que  ha  pasado  en  una 
conferencia,  para  auxilio  de  la  memoria  ó  pa- 
ra fijar  las  ideas.  Ni  unas  ni  otras  acostum- 
bran firmarse.  El  ntsmoranditm  ha  sido  elevado 
á  grande  importancia  en  los  modernos  Congrí- 


(1)    Gaceta  de  Madrid  núm.  351,  del  17  de  Di- 
ciembre de  1871. 
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808  de  Europa.  A  las  notas  ó  cartas  acom(>a- 
!ian  á  veces  memorias  6  deducciones.  En  ellas  se 
expone  ó  discute  un  asunto  á  la  larga,  y  la 
memoria  en  que  se  responde  á  otra,  se  llama 
contra-memoria . 

MBMOBIA.  La  relación  de  gastos  hechos 
en  alguna  dependencia  ó  negociado,  ó  el 
apuntamiento  de  otras  cosas,  como  una  enpe- 
cie  de  inventario.— Es  también  el  escrito  sim- 
ple á  que  se  remite  el  testador  como  parte  de 
su  testamento.— En  la  memoria  testamentaria 
puede  declararse  el  nombre  del  heredero  cons- 
tituido en  el  testamento  ó  en  el  poder  para  tes- 
tar, y  ponerse  asimismo  condiciones  y  gra- 
vámenes que  se  anunciaron,  pero  que  no  se 
expresaron  en  aquellos  documentos. — En  una 
memoria  testamentaria  no  se  puede  instituir 
heredero  ni  poner  condiciones  al  instituido; 
pero  pueden  hacerse  declaraciones  que  ya  se 
anunciaron  en  el  testamento.  (Matibnzo  en  la 
ley  1.*,  tit.  4.*,  lib.  5.',  Recopilación.) 

MBMOBIA  OOMEBCIAL.  Véase  Avisos 
AL  GoBiBaNo,  Estados  db  navegación  y  Precios 

COBRIBNTBS. 

MEMOBIAS  DE  HACIENDA.  Con  este 
nombre  se  conocen  las  exposiciones  que  ha- 
cian  á  S.  M.  los  Secretarios  del  Despacho  en- 
cargados del  ramo,  sobre  las  mejoras  de  las 
rentas,  y  los  medios  de  suplir  el  déficit  del 
Tesoro.  Estas  memorias  siempre  fueron  de  la 
mayor  importancia,  por  los  datos  que  encier- 
ran, y  los  caminos  que  abren  para  el  acierto 
en  materia  tan  delicada  (1). 

MBMOBIAL.  El  libro  ó  cuaderno  en  que 
se  apunta  ó  nota  alguna  cosa  para  algún  fin, 
y  el  papel  ó  escrito  en  que  se  pide  alguna 
merced  ó  gracia,  alegando  los  méritos  ó  moti- 
vos en  que  el  suplicante  apoya  su  razón. 

MEMOBIAL  AJUSTADO.  El  apunta- 
miento en  que  se  contiene  todo  el  hecho  de 
algún  pleito  ó  causa. 

MENDICIDAD.  El  acto  de  mendigar;  la 
vida  del  mendigo. — Condición  de  miseria,  es* 
tado  pobre  del  mendigo;  triste  situación  á  que 
se  halla  reducida  la  persona  que  pide  limosna 
de  puerta  en  puerta. 

Los  subditos  españoles  acusados  de  men- 
dicidad y  vagancia  que  fuesen  presos  y  entre- 
gados á  algún  Cónsul  de  España  para  que  los 
restituya  á  su  Patria,  serán  socorridos  por  es- 
tos funcionarios  de  un  Consulado  á  otro,  á  ra- 
zón de  un  real  de  vellón  por  legua  si  marcha- 
sen por  tierra,  á  falta  de  embarcación  nacio- 
nal que  los  trasporte  por  mar;  debiendo  prefe- 
rirse siempre  esta  última  via,  porque  además 


(1)    Canoa  Arqubllbs  ,  Diccirmario  de  Ha" 
cienda,  tomo  2.%  págs.  97  á  308, 


de  evitar  el  extravío  de  dichos  individuos,  su 
calidad  de  pobres  obliga  á  todos  los  Capitanes 
y  patrones  de  la  marina  mercante  nacional  á 
conducirlos  en  sus  buques  hasta  los  puertos  de 
España,  ó  á  ios  extranjeros  cuando  hay  en 
estos  probabilidad  de  viaje  para  aquellos,  sin 
otro  gasto  en  ambos  casos  que  los  de  sustento. 

De  todos  modos,  los  Cónsules  anotarán  en 
los  pasaportes  ó  cédulas  de  vecindad  de  tales 
personas  sus  circunstancias  particulares;  el 
socorro  suministrado;  el  motivo  del  viaje,  y  la 
ruta  obligatoria  que  directamente  los  encami- 
nase al  punto  que  les  fuere  designado.  (Ins- 
trucción de  19  de  Julio  de  1856.)  Por  la  Con- 
vención consular  llamada  del  Pardo ,  pasada 
entre  España  y  Francia  en  1769,  los  Cónsu- 
les tienen  derecho  á  pedir  la  encarcelación  de 
vagabundos, 

MBNDI008  BXTBANJBB08.  Por  Real 
orden  de  29  de  Abril  de  1884  ,  se  previene: 
«Que  no  solo  por  razones  polStícas  sino  por 
motivos  económicos  y  de  buen  gobierno,  nin- 
gún extranjero  que  carezca  de  medios  de  vi- 
vir honradamente  vaya  á  España  á  estable- 
cerse y  aumentar  el  número  de  mendigos,  que 
por  desgracia  allí  abundan.  Los  Agentes  de 
España  en  el  extranjero  no  expedirán  ni  re- 
frendarán pasaportes  más  que  á  aquellas  perso- 
nas que  acrediten  tener  modo  honrado  de  sub- 
sistir ó  que  hagan  constar  evidentemente  que 
no  van  á  España  con  ánimo  de  mendigar.  i> 

MBBCADBBÍAS.  Ninguna,  sea  de  la  es- 
pecie que  quiera,  puede  ser  introducida  legal- 
mente  en  los  dominios  españoles  sin  pasar  por 
una  Aduana  de  las  autorizadas  al  efecto,  etc. 
Véase  Importación  por  mar. 

((Si  un  buque  de  guerra  conduce  mercan- 
cias  sujetas  al  pago  de  derechos ,  estará  su 
Contador  obligado  á  presentar  manifiesto  de 
ellas,  con  el  V.°  B.°  del  Comandante  y  con  to- 
das las  formalidades  prescritas  en  las  Ordenan- 
zas  generales  de  Aduanas  (1870),  art.  53.» 

MIBDO.  La  perturbación  del  ánimo,  ori- 
ginada de  la  aprehensión  de  algún  peligro  ó 
riesgo  que  nos  amenaza.  Hay  miedo  leve  y 
miedo  grave  :  leoe  es  el  que  se  halla  en  el  áni- 
mo de  nn  hombre  timido,  como  seria  el  de 
desagradar  á  alguno  é  incurrir  en  su  desgra- 
cia :  grave  es  el  que  puede  espantar  á  un  hom- 
bre intrépido,  como  el  que  se  tiene  á  la  muer- 
te, al  tormento  del  cuerpo,  al  perdimiento  de 
miembro,  de  la  libertad,  de  la  honra  ó  de  los 
bienes,  etc.  El  miedo  grave  siendo  injusto  de 
parte  del  que  lo  causa,  anula  las  convenciones 
ó  contratos,  porque  se  opone  á  la  libertad  del 
consentimiento  ;  mas  el  leve  no  excusa  de  la 
obligación  contraída  en  su  virtud.  (Ley  15, 
tít.  2.\  Part  4.';  ley  56,  tít.  5/,  Part.    6/: 
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ley  28,  tít.  11,  Part.  5/)  El  miedo  reveren- 
cial que  tienen  los  hijos  á  sus  padres,  no  se 
reputa  miedo  grave;  y  asi  es  que  el  matrimo- 
nio contraído  por  un  hijo  de  familia  en  fuerza 
de  tal  temor  no  puede  considerarse  nulo,  por- 
que este  miedo  no  excluye  el  consentimiento. 
aMelut  en  latin,  dice  la  ley  *1^,  tit.  33,  Par- 
tida 7/,  tanto  quiere  decir  en  romance  como 
miedo  de  muerte  ó  de  tormento  del  cuerpo,  ó 
de  perdimiento  de  miembro,  ó  de  perder  la  li- 
bertad ó  las  cartas  por  la  que  la  podría  ampa- 
rar, ó  de  rescibir  deshonra  porque  ñncaria  en- 
famado:  et  de  tal  miedo  como  este  ó  de  otro 
semejante,  fáblan  las  leyes  de  nuestro  libro, 
cuando  dicen  que  pleito  ó  postura  que  home 
&ce  por  miedo  non  debe  valer :  ca  por  tal  mie- 
do non  tan  solamente  se  mueven  ¿  prometer  ó 
facer  algunas  cosas  los  homes  que  son  flacos, 
mas  aun  los  fuertes.  Mas  otro  miedo  que  non 
fuese  de  tal  natura,  á  que  dicen  vano,  non 
escusaria  al  que  se  obligase  por  él.»  Mases 
preciso  advertir  en  general,  que  para  graduar 
el  miedo  ha  de  atenderse  á  la  edad,  al  sexo  y 
¿  la  condición  de  las  personas,  pu^s  un  ancia- 
no y  una  mujer  se  espantan  más  fácilmente 
que  un  hombre  en  la  fuerza  de  la  edad.  Véase 
Hecho  ageho  y  Violencia. 

MILIOIA  NACIONAL.  Cuerpos  militares 
formados  por  paisanos  ó  particulares ,  organi- 
zados según  reglamento  especial,  y  cuyo  ins- 
tituto es  asegurar  el  orden  en  los  pueblos  y 
defensa  de  su  libertad  y  derechos.  Según  las 
diferentes  épocas  ó  los  objetos  de  su  defensa, 
han  recibido  diversas  calificaciones,  tales  co- 
mo honrada,  de  la  Uy,  urbana^  ciudadana^  etc. 

Por  el  art.  4.'  del  Convenio  entre  España 
y  Francia,  firmado  en  Madrid  el  7  de  Enero  de 
1862,  los  españoles  que  residan  en  Francia  ó 
en  sus  dominios  estarán  exentos  del  servicio 
especial  de  la  Milicia  Nacional,  con  tal  de  que 
presenten  certificado  de  su  matricula  expedido 
por  la  respectiva  Embajada,  Legación  ó  Con- 
sulado. T  el  art.  22  dice: 

«Sin  embargo,  atendida  la  situación  espe- 
cial en  que  se  halla  la  Argelia,  el  Gobierno  de 
S.  M.  C.  no  se  opondrá  á  que  los  subditos  es<- 
pañoles  establecidos  en  ella  tomen  las  armas, 
en  caso  de  urgencia,  con  permiso  de  las  Au- 
toridades francesas,  para  la  defensa  de  sus 
hogares;,  pero  de  ningún  modo  podrán  ser  mo- 
vilizados.»  Véase  Derechos  relativos  t  con- 

VEltClONALES. 

MILICIAS  FBOVINOIALBS  DE  ES- 
PAÑA. Esta  clase  de  tropa,  útilísima  al  Estado, 
porque  no  lo  gravan  en  tiempo  de  paz ,  y  en 
el  de  guerra  sostuvieron  con  honor  la  defensa 
y  la  libertad  de  la  Patria,  constaba  de  49  re- 
ndimientos. 


MILLONES  Y  CIENTOS.  El  servicio  ó 
tributo  que  los  Reinos  concedieron  al  Rey  so- 
bre el  consumo  de  las  seis  especies,  vino,  vi- 
nagre, aceite,  carne,  jabón  y  velas  de  sebo,  el 
cual  se  renovaba  de  seis  en  seis  años. 

MINISTERIO  DE  ESTADO.  Los  prime- 
ros datos  que  existen  de  esta  Secretaria  se  re- 
fieren á  la  época  de  la  dinastía  austríaca ,  cu- 
yo Gobierno  dirigían  los  Reyes,  asesorados  de 
los  Consejos  de  Aragón,  Indias,  Italia  y  Flan- 
des,  en  los  negocios  de  las  respectivas  proce- 
dencias, y  los  de  Estado,  Ordenes,  Inquisición, 
Hacienda,  Guerra  y  Marina,  en  los  asuntos  de 
toda  la  Monarquía. 

Además  hubo  otros  Consejos  encargados 
del  despacho  de  los  negocios  interiores ;  pero 
el  de  Estado  siempre  conservó  el  de  los  extran- 
jeros. El  Rey  despachaba  todos  los  asuntos  con 
el  Secretario,  y  así  se  creó  el  primer  centro 
administrativo  del  Gobierno,  á  cuyo  frente 
puso  en  1529  el  Emperador  Carlos  I  á  su  Se- 
cretario Francisco  de  los  Cobos ,  que  después 
fué  sustituido  por  Juan  Vázquez  de  Molina. 

En  1556  fué  organizada  la  primera  Secre- 
taria del  Despacho,  que  comprendía  los  asun- 
tos extranjeros,  puesta  á  cargo  de  D.  Gonzalo 
Pérez,  que  siguió  á  los  anteriores,  el  cual  fué 
reemplazado  por  su  hijo  D.  Antonio  en  1566. 

De  esta  Secretaría,  que  pudiera  llamarse 
Ministerio  universal,  fueron  separándose  luego 
los  asuntos  de  cada  ramo  para  constituir  los 
demás  Ministerios ,  ya  independientes  de  los 
Consejos,  que  solo  informábanlas  resoluciones 
administrativas. 

Asi  trascurrieron  los  tiempos  hasta  Feli- 
pe V,  que  creó  por  decreto  de  30  de  Noviembre 
de  1714  cinco  Ministerios,  entre  los  cuales  el 
primero  en  orden  jerárquico  ó  antigüedad  era 
el  de  Estado  con  los  asuntos  extranjeros,  y 
muchos  negocios  interiores,  que  después  han 
sido  bastantes  para  crear  los  de  Gobernación 
y  de  Fomento. 

A  la  muerte  de  D.  Fernando  YII,  en  1833, 
se  hallaba  constituido  el  Ministerio  de  Estado 
con  Oficiales  que  despachaban  directamente 
con  el  Ministro,  y  éste  con  el  Rey,  varios  ne- 
gociados formados  por  los  Consejos,  cuyos  dic- 
támenes originales  constituían  los  expedien- 
tes, copiándose  los  trámites  en  registros  que 
servían  de  estadística  oficial. 

Están  ordenados  los  papeles  por  asuntos 
diplomáticos,  consulares  y  administrativos; 
los  expedientes  por  Naciones  y  materias,  cro- 
nológicamente, y  por  orden  alfabético  lo  que 
se  refiere  á  nombres  propios  de  objetos  y  per- 
sonas. 

La  Biblioteca,  que  forma  parte  de  esta  de- 
pendencia, se  fundó  á  principio  del  siglo  ac- 
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taal,  y  consta  hoy  de  más  de  10.000  volüme- 
nes,  relatíTos  á  ciencias  morales  y  políticas,  & 
natarales  y  ñsicas,  á  literatura  y  filosofía,  á 
bellas  artes  y  geografía. 

No  hay  reglamento  especial  del  servicio; 
pero  el  del  régimen  interior  del  Ministerio  en 
esta  sección,  prescribe  el  modo  de  facilitar  los 
papeles  y  libros  á  qaien  los  necesite  oficial- 
mente para  su  estudio  ó  consulta. 

La  Cancillería  despacha  lo  relativo  á  la 
etiqueta  de  los  Representantes  españoles  en  el 
extranjero  y  vice- versa;  revisa  los  documentos 
internacionales  hechos  con  las  demás  Poten- 
cias para  la  firma,  ratificación  y  publicidad  de 
los  mismos,  y  expide  los  pasaportes  y  legali- 
zaciones. 

La  Interpretación  de  lenguas  traduce  al 
espahol  ios  documentos  extendidos  en  otros 
idiomas,  y  para  este  objeto  se  entiende  con  las 
Autoridades  ó  Tribunales,  y  con  los  particu- 
lares que  lo  necesiten,  recaudando  como  emo* 
lumentos  de  traducción  los  fondos  que  en  este 
concepto  ingresan  en  el  Tesoro. 

Desde  que  este  Ministerio  entregó  al  de 
Gobernación  el  ramo  de  Correos,  quedó  una 
sección  de  servicio  exterior  desempeñada  por 
los  de  gabinete,  que  conducen  los  pliegos  del 
Gobierno  á  Lisboa,  Londres,  París,  Roma  y 
otros  puntos,  y  están  organizados  por  un  Re- 
glamento especial  del  cuerpo. 

Las  dependencias  de  este  Ministerio  que 
existen  hoy  en  Madrid  sin  organización  ex- 
presa, son:  la  administración  de  los  fondos  de 
a  Obra  Pía,  antes  Comisaria  general  de  los 
Santos  Lugares  de  Jerusalen,  que  reducida 
desde  su  origen  á  atenciones  religiosas,  de- 
pendientes del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia, 
pasó  al  de  Estado  en  1853,  y  hoy  está  agre- 
gada á  la  Secretaría;  y  la  Agencia  de  preces  á 
Roma,  que  unida  desde  muy  antiguo  á  la  Or- 
denación de  pagos,  por  depender  ahora  ésta 
del  de  Hacienda,  carece  de  régimen  especial  y 
se  guia  por  la  legislación  vigente. 

También  se  consideran  de  carácter  admi- 
nistrativo-religioso, sin  organización  dispues- 
ta por  este  Ministerio  en  la  actualidad,  el  Tri- 
bunal de  la  Rota,  de  la  Nunciatura  y  la  iglesia 
de  San  Francisco  el  Grande  de  Madrid,  de- 
pendiente de  la  administración  de  los  fondos 
de  la  Obra  Pía. 

Por  (dtimo,  el  Gobierno  de  la  República  ha 
declarado  suprimidas  por  decretos  de  11,  13 
y  29  de  Marzo  de  1873,  las  grandezas,  maes- 
tranzas, condecoracianes  y  otros  rangos  nobi- 
liarios que  antes  dependían  del  Ministerio  de 
Estado,  y  solo  queda  hoy  una  secretaría  de  las 
Ordenes  de  Carlos  III,  María  Luisa  é  Isabel  la 
Católica  para  expedir  los  títulos  de  concesio- 
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nes  antiguas,  cuyo  despacho  se  reclame  por 
los  interesados. 

Instrucción  para  cubrir  las  atenciones  del 
servicio  extraordinario  consular  en  el  extran- 
jero, formalizar  las  cuentas  y  dar  socorros  á 
subditos  españoles,  15  de  Julio  de  1856. 

Reglamento  para  la  contabilidad  de  los  de* 
rechos  obvencionales  de  los  Consulados  qae 
deben  ingresar  en  el  Tesoro,  20  de  Diciembre 
de  1857. 

Reglamento  para  distinguir  los  gastos  en 
las  cuentas,  23  de  Febrero  de  1867. 

Aranceles  consulares  aprobados  en  23  de 
Abril  de  1867. 

Reglamento  para  plante^ir  el  registro  de 
nacionalidad  de  los  españoles  domiciliados  y 
transeúntes  en  el  extranjero,  5  de  Setiembre 
de  1871. 

Reglamento  sobre  el  ejercicio  del  derecho 
de  protección  en  Oriente,  5  de  Setiembre  de 
1871. 

Instrucción  para  aplicar  en  el  extranjero 
la  ley  sobre  el  matrimonio  y  registro  civil,  26 
de  Agosto  de  1872  (1). 

MINISTBO-DIBBCTOB.   Véase   Plsni- 

POTENGIABIO. 

MUnSTBOS  PLBNIPOTENCIABIOS. 

Toman  este  nombre  de  la  plenipotencia  6  poder 
pleno  que  les  dan  sus  Soberanos  para  tratar  y 
arreglar  los  negocios  de  sus  Naciones;  pero 
aunque  la  denominación  de  Plenipotencia  indica 
un  poder  sin  límites,  el  que  reciben  estos  Mi- 
nistros suele  tener  varias  restricciones ,  prin- 
cipalmente en  lo  relativo  á  celebración  de  tra- 
tados, cuya  aprobación  casi  siempre  queda  re- 
servada á  los  Soberanos. 

Los  Ministros  residentes  no  se  diferencian 
de  los  plenipotenciarios,  ni  de  los  Enviados 
ordinarios  y  extraordinarios,  más  que  en  cier- 
tas circunstancias  pertenecientes  á  la  repre- 
sentación exterior  y  á  la  etiqueta,  y  que  por  lo 
mismo  son  muy  secundarias  y  accidentales,  y 
no  alteran  en  manera  alguna  lo  esencial  del 
cargo  ni  del  carácter  de  esta  clase  de  Minis- 
tros. Puede  decirse  que  en  el  nombramiento 
de  Ministros  residentes  se  proponen  ios  Sobera- 
nos la  economía  de  gastos  y  de  dudas  de  eti- 
queta, más  bien  que  cualquiera  otro  objeto. 
Sin  embargo,  algunas  veces ,  la  costumbre 
constante  de  enviar  un  Ministro  residente  á  un 
país  cualquiera,  indica  la  categoría  ó  clase  en 
que  está  considerado  éste  entre  las  demás  Po- 
tencias. Véase  Agentes  diplomáticos  y  Embaía  - 

DORES. 


(1)    Guía  oficiad  de  España ,  año  de  1873  á 

1874. 
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MINISTBOS  BBSIDENTS8.  Véase  Agen- 
tes DIPLOMÁTICOS. 

MINUTA.  Véase  Mkmohaiidoii. 
MOBILIABIOS  USADOS.  Véase  Fhan- 

QDICIA   DBL  CdBEPO   DIPLOMÁTICO. 

modín  ó  MODIO.  Aatigaa  medida  ro- 
mana para  las  cosas  secas,  usada  en  las  sali- 
nas del  Estado. 

Por  Real  orden  de  17  de  Marzo  de  1820, 
el  Ministro  de  Hacienda  fljó  el  precio  do  cada 
modin  á  50  rs.  vn.,  y  el  abono  de  6  por  100 
en  sal  en  favor  de  los  Capitanes  de  baques  na- 
cionales ó  extranjeros. 

MOHATBA.  Un  contrato  simulado  de 
venta,  por  el  cual  compra  uno  de  un  comer- 
ciante algunas  mercaderías  á  crédito  y  &  muy 
alto  precio,  para  volverlas  á  vender  en  el  mis- 
mo instante  al  propio  comerciante  á  dinero 
contado  y  á  precio  más  bajo.  Bsta  usura,  la 
ley  .5.',  tít.  22.  lib.  12.  y  ley  5.',  tit.  8.", 
lib.  10,  NooUima  Recopilación,  le  imponía  la 
pérdida  de  oficio  al  que  la  hiciera ,  y  además 
el  dinero  prestado  con  una  multa  de  50^000 
maravedís. 

MONEDA.  La  Real  orden  circular  de  1.* 
de  Enero  de  1845  regulariza  la  justa  corres- 
pondencia que  debe  existir  entre  las  monedas 
nacionales  y  las  extranjeras,  calculada  con 
presencia  de  datos  y  noticias  bastantes  para 
conseguir  que  los  empleados  en  las  Legaciones 
y  Ck>nsalados  de  España  peréiban  en  los  dife- 
rentes puntos  donde  rasiden  integramente  las 
dotaciones  que  les  señala  el  presupuesto.  A 
esta  circular  se  acompaña  un  ejemplar  de  la 
nueva  tarifa,  que  sirve  de  tipo  en  las  cuentas 
que  ocurran  á  los  Agentes  con  la  pagaduría 
del  Ministerio  ie  Estado  (1). 

Hé  aqui  la  más  exacta  reducción  de  mo- 
nedas extranjeras  á  la  par  leg^al  en  pesetas  y 
céntimos: 


ALEMANIA. 

Oro Ducado  (ad.  legem  imperíi) 

»        Tolerado  (passir  ducalen) 

Plata..,.   Species  Reichs-Tbaler  (convenio  de 

1690) 

•        Species  Tbaler  (convenio  de  1*752)= 

Risdal 

»        Reichs-Thaler  (moneda  ímagiDaria).  . 

■         Florín  (KQlden) 

Zrvanzifirer  (20  krenizers) 

Gutgroschen 

Rreutzers 


Cobre. 

» 


ASIA  (Mogol). 


Oto Koban  Japonés 

•  Rupia  con  signos  del  zodiaco. 
»  Motiur , 

Tigogín 

»  Pagoda 

Plata....  Rupia  del  Mogol 

•  Eodama 


Ptas.  Cfenls. 

11  40 

U  82 

5  r)5 

5  00 

3  T5 

2  50 

O  83 

O  16 

O  04 


48  68 

41  41 

85  41 

13  68 

8  99 

2  83 

1  61 


(1)    Véanse  estas  tarifas  en  De  O'Relly,  Prác- 
tteaConsular  de  España^  2/  parte,  págs.  16  k  28. 


ARGELIA. 


Oro. 


Piala..,, 


Zequin. 

Manabu. 

Piastra. 


Oro. 


a 
> 


AUSTRIA. 

Krone:  Corona  (vereins  MUnze).  El 
curso  de  esla  moneda  no  es  for- 
zoso  

Ducado  (nd-lt'gem  i  mperil) 

Media  corona 

(En  1.*  de  Enero  de  1853  principió  & 
regir  la  rrforma  hecha  en  el  conve- 
nio de  24  de  Enero  de  1857j  en  el  cual 
se  tom6  por  Upo  500  gramos^y  las 
nuevas  monedas  difl  eren  poco  con  las 
antiguas  de  cada  Estado  de  Alemania.) 


Piala..., 


Doble  thaler  (8  florines)..  *  .  . 

Thaier  (1 1|2  floñnes) 

Fiorin  nuevo  (vereins  MUnze.). 


BAYIERA. 


Oro. 


..    CaroUno 

Ducado  (ad<1egem  imperíi)  de  1*784  á 

800 

»        Ducado  Maximiliano  (18S5) 

PhUa.,..    SpRcie  tbaler 

»        Escudo   (convenio  1838)=3  1|2  flo- 
rines. . 

•  Fiorin  (60  kreutzers)  moneda  imagi- 

narla  

•  Fiorin  nuevo  (convenio  1857) 

Cobre....    Kreutzers 


BADÉN. 


Oro. 


Pieza  de  10  tbalers,  desde  1828.  .  .  . 

Ducado  doble 

Pieza  de  5  ihalers 

Ducado  nuevo  del  Rbio,  desde  1852.  . 

Ducado  (ad-legem  imperii). 

Ducado  (5  gulden)  desde  1819  á  2^7. .  . 
Piala....    Escudo  (convenio    1838)  3  li2  gul- 
den  

Thaler  (desde  1828)  100  kreulzerts..  . 
Fiorin  nuevo  del  Sur  (60  kreutzers). 
Kreutzers 


> 


Cobre.... 


BÉLGICA. 

Rige  el  sistema  francés  establecido 
en  1833. 

BOUVIA. 

Rige  el  sistema  espafSol  antiguo. 

BRASIL. 


Oto 

Piala..., 


Pieza  de  20.000  reis. 
Piezade2.D00reis..  . 
Pieza  de  1.000  relij..  . 


BRBMEN. 


Oro 

Piala... 


Oro 

Piala,.. 


Oro CaroKno  (5  doblones). 

*         Doppia  (100  liras).  .  . 
Pistola  (24  liras).  .  .  , 
Ptoto....    Escudo  (5  liras).  .  . 


Pías.  Cents 


88  80 
6  83 
2     92 


Pistola  (5  tbalers) 

Medio  tbalers  (desde  1840). 

BRUNSWICK. 


Florín  ó  doble  pistola  (10  tbalers). .  . 

Escudo  (convenio  18^)  3  1|2  gul- 
den   

Risdal  (convenio  1753)  species-tha- 
lers *  .  .  . 

Tbalers - 

BUENOS  AIRES. 

Circulan  todas  las  monedas  extran- 
jeras desde  1857;  pero  el  sistema  an- 
tiguo espaflol  es  el  más  corriente. 

CERDEÑA. 


83      12 

11      40 

5     70 


7      14 

8    sa 

2     38 


24     38 


11 

11 

5 


2 
2 
O 


84 
20 
17 
11 
II 
10 


40 
43 

00 


7     15 


04 
03 


27 

57 
14 
64 
40 
28 


7  15 

8  40 
2  01 
O  03 


54 
5 
2 

30 
00 
50 

20 
1 

04 
88 

89 

20 

7 

15 

5 
3 

00 
58 

135 

14 

95 

00 

26 

89 

8 

75 

MON 
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CHILE. 


PUS.    Cents. 


Rige  el  sistema  espafiol  antiguo. 
CHINA  (Imperio). 

Oro Circula  por  su  peso  y  no  hay  moneda 

de  este  metal. 

Piala.,..  Tael  (10  mases).  Unidad  imaginaria 
apreciada  al  peso  de  88,25  gramos 

de  piala  fina 7     18 

•  Mase  (10  condorines) o     11 

Cdbre. ...   Condono O     n 

DINAMARCA. 

Oro Federico  de  1848 19     50 

>  Ducado=species  (de  1791  á  1802). .  .  11     M 
»        Ídem  de  corona 9     00 

Piala..,.   Species  rigsdaler  (doble  daler) 5     46 

>  Reigs-banclc  (daier)  96  chelines  de 

bancos  nuevos,  6  48  antiguos.   .  .  2     73 

»        Marcos  (16  chelines) o     46 

ECUADOR  (República). 

PlaUx.,..   Peso  de  10  rs.  (5  francos  de  Napoleón)  4     81 

EGIPTO. 

Oro Bedflik  (2  sequlnes) 24     92 

Sequin 12     46 

y         KaraL 2     13 

Ptota....    Piastra  ("de  1950)..*  .'  .*  .'  \  '.  \  .  '.  \  W  4     26 

>  Piastra  antigua  (10  paras) O     25 

ESTADOS-UNIDOS  (América). 

Oro \   Doble  águila  ^20  doUars) 99     61 

Aguil^  (10  dollars) 49     81 

Medio  águila  (5  doíiars) 24     90 

»        Un  cuarto  de  águila  (2  1|2  dollars).  .  12     45 

>  Un  quinto  de  águila  (2  dollars) 9     96 

Plata....    Dollars  (peso  antiguo  español)  1837..  5     15 

•  Medio  dollars 2     57 

»        Un  cuarto  de  dollars l     29 

•  Un  décimo  de  dollars..  .     o     51 

FRANCIA. 

Oro.. ....    Napoleón  (20  francos) 19     00 

»         Medio  id.  (10  francos) 9     50 

Cinco  francos 4     75 

PUúa.,,,    Napoleón  (5  francos) 4     75 

>  Franco O     96 

Mre....    Décimo  de  franco o     10 

Medio  id O     05 

»        Céntimo  de  id o     01 

FRANCFORT. 

Oro Ducado  imperial 11     40 

Plato....    Escudo  (convenio  1838)  3  1|2  gul-    ' 

den 7     15 

•  Florín  ó  gulden  (00  kreuizers) 2     04 

Cobre...,    Kreuizers O     03 

GRECIA. 

Oto Plezade40dracmas 34     44 

»        Icossa-drachmas  [20  dracmas) 17     22 

Plata....    Pentadnchma  (5  dracmas). 4     31 

>  Drachmas O     86 

GUATEMALA. 

Rige  el  sistema  espafiol  antiguo. 

HAMBURGO. 

Oro Ducado  imperial 11     40 

Ducado  de  la  ciudad  (1858) 11     81 

Ptota....    RIsdal  (convenio  de  Leipzick  1600).  .  5     55 

•  Marco  banco  (moneda  imaginaria)..  .  1     81 

>  Marco  corrienle  (16  chelines) 1     47 

HANNOVER.      ' 

Oro, Ducado  de  10  thalers.  ...  - 39     47 

•  Krone  6  corona  (vereins  Mlínze)  con- 

venio de  1857 33     12 

»        Ducado  imperial 11     40 

Plato....   Thaler  (convenio  de  1888) t    58 


HESSE-CASSEL 


Oro 

Plata ... 


> 


Pistola  (20  francos). 
Escudo  (2  thalers.  . 

Thalers 

Franco 


HOLANDA. 


Oro. 


> 


Piala.... 


» 


Guillermo  II(13wigls) 

Ryders. 

Pieza  de  10  florines 

Ducado  de  Guillermo 

Ducado  de  Holanda.  ...... 

Pieza  de  8  florines  (desde  l8l8) 
Gulden  (3  florines)  L.  Napoleón. 

Florín  (desde  1818) -  .  . 

Florín  (desde  1839) 


INDIAS  ORIENTALES  (Inglesas). 


Oro. 


Piala..., 


Mohur  (4  pagodas). 

Pagoda 

Rupia 


INGLATERRA. 


Oro. 


Ptoto.... 

» 
» 


Guinea  (21  chelines)... 

Soberano  (libra  esterlina) 

Corona  antigua  (5  chelines) 

Corona  (desde  1818) 

Chelin  antiguo  fun  quinto  do  corona) 
Chelín  (desde  1818) 

LUBECK. 


Oro Ducado  ImperLiL.. 

Piala..,  Thaler  (3  marcos). . 

•  Marco  (16  chelines). 

Cobre....  Chelin 


MARRUECOS. 


Oro. 


» 


Plato.... 
Cobre.,.. 


Mathon-kebis 

Mathon 

Miskai-deheb 

Nysfmlskal 

Onzaódlrhen 

Musuna  6  blanquilla. 


MÉJICO. 
Rige  el  sistema  español  antiguo. 
MILÁN. 


Oro 

Plata..., 


Oro 

■ 

Piala.. . 

■ 

Cobre.,., 


Soberano. 
Lira 


ÑAPÓLES. 

Onza  nueva  de  15  ducados..  .  . 

ídem  de  6  ducados 

ídem  de  3  ducados 

Ducado  del  Reino  (10  carlini)... 

CarlinÍ(lOgrani) 

Grani 


NORUEGA. 

Piala,.,.   Species 

NUEVA  GRANADA  (República). 


Oro Onza  nueva 

Plata...,    Peso  de  10  rs.  (5  francos) 

PERSIA. 


Oro Toman 

Plaia....    Sahtb-Koram  ó  real  (1889). 


PERÚ. 

Rige  el  sistema  espafiol  antigao. 

PORTUGAL. 


Ptas. 

Cents. 

19 

82 

7 

U) 

3 

58 

0 

99 

40 

12 

80 

04 

20 

06 

11 

40 

U 

33 

6 

21 

6 

15 

2 

07 

2 

02 

35 

41 

8 

85 

2 

29 

^ 

45 

24 

^ 

5 

95 

5 

SO 

1 

19 

1 

12 

11 

40 

4 

43 

1 

47 

0 

09 

32 

30 

7 

41 

4 

94 

2 

47 

0 

49 

0 

13 

38     78 
O     83 


64  « 

24  96 

12  49 

4  09 

O  41 

O  04 


42 


76 
4 


11 
1 


Oro Dobra  (20.000  reís) 

Corona  (10.000  reis) 

Lisbonlna  (4.000  reís)... 

Media  corona  (5.000  reís) 


» 
» 


163 
5B 
82 
26 


92 

81 


22 
11 


09 
98 

99 
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Pías.   C¿nts. 


MON 


GLASB  DE  MONEDAS. 


Pías,  Cents. 


Oro Un  quinlo  de  corona  (2.000  reís).  .  •  10  80 

»         Un  décimo  de  corona  (1.000  reís). .  .  5  40 

PUUa.. .    Corona  (1.000  reis)  1835 5  83 

•        Cruzado  nuevo  (480  reis) 2  82 

»        Pieza  de  5  tostones  (590  reis)  1854. .  2  45 

»        Tostón  antiguo O  dO 

»        Tostón  (103  reis) O  ^ 

PRUSIA. 

Oro Krome  ó  corona  (vereins  MUnze)..  .  83  12 

»        Federico  (5  thalers) 19  98 

PUüa,,..    Escudo  (2  Ihalers)  1888 1  15 

Thaler  (5  sill)erfrrosh)  1838 3  58 

Tbaler  (convenio  de  185ÑfJ 8  57 

Cobre...,   Silbergrosl) * O  11 

ROMA. 

Oro, Pieza  de  10  escudos  (1.000  ba  vacos).  51  88 

>        Pistola  ó  doblón  de  Pió  VI  y  Vli.  .  16  62 

Piola....    Escudo  (100  bayocos) 5  1*7 

Paulo  ó  Paoli  (10  bayocos) O  52 

»        Croso  (5  bayocos) O  26 

Cobre,...    Bayoco O  05 

RUSIA. 

Oro, Imperial  (10  rublos)  1*^5  h  n83..  .  .  50  31 

Imperial  (10  rublos)  1*763  á  181*7. ...  89  70 

Medio  imperial  (1849) 19  86 

Ducado  láñ  1755  á  1763) 11  38 

Píala. ..    Rublo  (1849) 8  90 

SAJONIA. 

Oro...,,..    Krone  (corona  (vereins  MUnze). ...  33  12 

9        Augusto  (5  thalers) 19  88 

»        Ducado  ad'Legem  impera 11  40 

Plata,...    Escudo  (2  thalers).  - 1  15 

»        Thalers 3  58 

SUECIA. 

Oro Ducado U  26 

Plata....    Ridal-specit! 5  55 

»        Riskdaier  (nuevo  escudo) 5  45 

•  Mark 1  09 

SUIZA. 

Rige  el  sistema  francés  desde  1850. 

TOSCA  NA. 

oro Ruspone 34  65 

Plata....    Lira O  81 

TURQUÍA. 

Oro Pieza  (100  piastras) 2I  82 

¿equm..  Jjg  2elin 6  94 

Plata....    Duro  de  Constantinopla 1  90 

•  Piastra O  21 

VENEZUELA. 

Rige  el  sistema  espafiol  antiguo. 

WURTEMBER6. 

Oro Ducado  imperial U  40 

Plata....    Escudo  (1888) 7  15 

•  Risdaler  (escudo  1733) 5  00 

•  Gulden  (convenio  1845) 2  04 

Rednodon  de  las  monedas  espaflolas  anilgnas 

&  la  nueva  anidad  monetaria,  6  sea  á  pese- 
tas y  céntimos  de  peseta. 


CLASE  DE  MONEDAS. 


Ptas.  Cents. 


Oro Onza  de  oro 80 

Media  onza  de  oro 40 

Doblón  de  ¿  4  duros 20 

Ídem  de  á  2  6  escudo  de  oro 10 

Veintén  de  21 1|4  reales. 5 

Escudlto  de  oro  ó  20  reales 5 

Centén  ó  pieza  de  100  reales  «  . .  .  .  25 


* 

V 


81 


Nueva  moneda  de  oro  creada  por  de- 
creto  de  19  de  Octubre  de  lft68. 

Oro Piezas  de  100  pesetas 100 

•  ídem    de    50       id ^  .  50 

ídem    do    20       id 20 

ídem    de    10      id 10 

»        Ídem    de     5       id 5 

Plata...,    Duro 5     • 

»         Medio  duro 2     50 

•  Peseta  columnaria 1     25 

»        Media  peseta  columnaria O     62 

•  Real  columnario O     32 

•  Peseta  provincial 1     > 

•  Media  peseta  provincial O     50 

»        Real O     25 

Nueva  moneda  de  plata  creada  por  de- 
creto de  19  de  Octubre  de  1868. 

Plata..,.    Pieza  de 5  pesetas 5     • 

»        Ídem  de  2       Id 2     • 

»        ídem  de  1       id 1      » 

»        ídem  de  media  peseta O     50 

•  ídem  de  uh  quinto  de  peseta O     20 

Bronce,.    Pieza  de  á  dos  cuartos O       6 

•  ídem  de  un  cuarto O       3 

>        ídem  de  un  ochavo O       1 

Nueva  moneda  de  bronce  creada  por 
decreto  de  19  de  Octubre  de  1868. 

Bronce ,    Pieza  de  10  céntimos  de  peseta.  ...  O     10 

»        ídem  de   5       id.              id 0      5 

»        Ídem  de  2      id.              id O      2 

»        Ídem  de   1       id.              id O       1 

REDUCCIÓN  DE  FRANCOS  A  REALES  VELLÓN. 


ün  franco  de  1843:  1=^2  r8.  22  mrs.,  95 
céntimos  de  mará  vedi. 


Francos. 

Cents. 

Reales  vn. 

Mrs. 

Cents. 

Ídem 
de  cents. 

II 

1 

II 

1 

24 

95 

it 

2 

II 

2 

49 

90 

ti 

3 

II 

3 

74 

85 

11 

4 

II 

4 

99 

80 

11 

6 

it 

6 

24 

75 

tt 

6 

II 

7 

49 

70 

II 

7 

II 

8 

74 

66 

II 

8 

tt 

9 

99 

60 

II 

9 

II 

11 

24 

56 

n 

10 

ti 

12 

49 

50 

it 

11 

II 

13 

74 

45 

II 

12 

II 

14 

99 

40 

II 

13 

it 

16 

24 

36 

II 

14 

ti 

17 

49 

30 

II 

15 

II 

18 

74 

25 

II 

16 

n 

19 

99 

20 

II 

17 

II 

21 

24 

16 

II 

18 

11 

22 

49 

10 

II 

19 

it 

23 

74 

05 

II 

20 

II 

24 

99 

II 

11 

30 

1 

3 

48 

50 

II 

40 

1 

15 

98 

II 

ti 

50 

1 

28 

47 

60 

II 

60 

2 

6 

97 

II 

M 

70 

2 

19 

46 

60 

II 

80 

2 

31 

96 

II 

tl 

90 

3 

10 

45 

60 

1 

II 

3 

22 

95 

it 

2 

II 

7 

11 

90 

II 

3 

II 

11 

• 

85 

11 

49 


MON 

2 

,„„.. 

«„^. 

He  ales  vn. 

Hrs. 

«■u 

Idcoi   1 

dec*DU.| 

4 

,. 

14 

23 

80 

6 

18 

12 

76 

6 

23 

1 

70 

7 

26 

24 

66 

8 

29 

13 

60 

9 

33 

2 

55 

10 

36 

25 

50 

20 

73 

17 

30 

110 

8 

60 

40 

147 

eo 

183 

26 

50 

60 

220 

17 

70 

S57 

8 

60 

80 

2&4 

90 

330 

35 

50 

100 

367 

17 

200 

735 

300 

1.102 

17 

400 

1.470 

800 

1.837 

17 

600 

2.205 

700 

2.572 

17 

800 

3.940 

900 

3,307 

17 

1.000 

3.676 

2.000 

7.350 

3.000 

11.026 

4.000 

14.700 

5.000 

18  375 

6.O00 

33  050 

7.000 

„ 

25.735 

]^ 

6.000 

39.400 

9.000 

33.075 

10.000 

"36.750 

±0.000 

73.500 

30.000 

110.360 

40.000 

147.000 

60.000 

183.760 

60.000 

220.500 

70.000 

267.2SO 

80.000 

294.000 

90,000 

330.750 

100. OOO 

-::— 

367.500 

" 

" 

RBDUCGION  DE  UNÍAS  STEBLiNUS  k  REALKS  V». 

Ud&  libra  sterlÍDa  dividida  en  velDte  Bueldos  | 
y  el  sueldo  en  doce  diiieroB«:95  rs.  3  mara- 
vedís "/i7  avoj. 


1 — ^ 

b 

[■  ■   ¡^     1 

B 

Har>- 

S 

' 

'f 

i 

Beale». 

*edÍH>> 

;; 

13 

8 

36 

16 

1 

6 

7 

1 

19 

15 

1 

33 

6 

2 

12 

14 

2 

6 

3 

6 

13 

3 

19 

4 

3 

32 

12 

4 

12 

3 

1 

•• 

4 

26 

11 

r= 

~ 

o 

^==- 

■ 

^- 

Libras 

Uan- 

S 

stcrlioas 

i 

r 

Re*le>. 

VwliM. 

„ 

t 

9 

17 

6l 

3 

14 

9 

4 

19 

13 

5 

23 

26 

1 

6 

23 

18 

I  1 

7 

33 

9 

13 

8 

38 

1 

B 

9 

42 

27 

3  : 

10 

47 

15 

14 

11 

52 

10 

8 

12 

67 

2 

3  j 

13 

61 

37 

15 

14 

66 

19 

9 

15 

71 

11 

4 ; 

16 

76 

3 

16 

J7 

80 

28 

10 

18 

85 

20 

0  ' 

19 

90 

13 

1 

96 

3 

11  1 

3 

190 

7 

6  i 

3 

285 

11 

4 

330 

14 

12 

6 

475 

18 

7 

6 

570 

22 

1 

7 

665 

25 

13 

8 

760 

29 

8 

9 

" 

855 

33 

3 

lo 

951 

2 

14 

3-. 

1.903 

5 

11 

30 

2.863 

8 

8 

40 

3.804 

U 

6 

50 

4.755 

14 

3 

6» 

5.706 

17 

70 

„ 

6.657 

19 

16 

60 

7.608 

22 

13 

91) 

". 

8.659 

25 

9  1 

loo 

9.610 

28 

7  : 

200 

19.021 

22 

14 

300 

88.532 

17 

4  ' 

400 

38.043 

11 

1>  i 

500 

47.664 

6 

1  1 

600 

57.066 

8 

700 

66.575 

28 

16 

800 

76.086 

23 

6' 

900 

85.597 

17 

13 

l.OOil 

95.108 

12 

3 

2.000 

190.216 

24 

7  ■ 

3.000 

285.325 

2 

10 

Í.OOO 

380.433 

14 

14  ' 

5.000 

475.541 

27 

6.000 

570.650 

5 

4 

7.000 

666.768 

17 

8 

8.000 

760.866 

29 

11  I 

9.000 

855.976 

7 

15  : 

10.000 

951.033 

20 

SD.OOO 

1.903.167 

6 

3 

30.000 

2.863.260 

36 

5 

40.0')0 

^^ 

" 

3.804.334 

13 

■J 

UOnOFOLIO.  Es  la  explotación  exclusi- 
va que  se^un  el  derecho  comua  pertenece  & 
todo  el  muQdo;  y  auoque  este  exclusivismo 
sea  eu  beueflcio  del  Gobieruo  de  uaa  Nación, 
DO  deja  de  ser  para  muchos  repuguaote.  A.t^u< 
□os  creeu  que  la  libertad  ilimitada  proclamada 
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por  machos  economistas  es  más  fácil  de  prac- 
ticarse qae  la  supresión  del  monopolio»  y  que 
en  casos  excepcionales  tal  vez  ésto  no  sea  un 
mal,  porque  como  agento  violento  puede  pro- 
ducir saludables  resultados. 

MOBá.L.  Bs  la  ciencia  de  las  relaciones 
qae  existon  entre  los  hombres  y  de  los  deberes 
que  nacen  de  estas  relaciones.  Bs  también  el 
conocimiento  de  lo  que  deben  necesariamento 
hacer  ó  evitar  los  seres  inteligentos  y  raciona- 
les que  quieren  conservarse  y  vivir  felices  en 
la  sociedad. 

Para  que  la  moral  sea  universal,  debe  ser 
conforme  á  la  naturaleza  del  hombre  en  gene* 
ral,  esto  es,  fundada  sobre  su  esencia  ó  sobre 
las  propiedades  y  cualidades  que  se  hallan 
eonstantomento  en  todos  los  seres  de  su  espe- 
cie, por  las  cuales  se  distingue  de  los  otros 
animales.  De  donde  se  infiere  que  la  moral  su- 
pone la  ciencia  de  la  naturaleza  humana. 

Ninguna  ciencia  es  ni  puede  ser  más  que 
el  fruto  de  la  experiencia.  Saber  una  cosa  es 
haber  experimentado  los  efectos  que  produce, 
la  manera  con  que  obra,  los  diferentes  aspee* 
tos  por  los  que  puede  ser  considerada.  La  cien- 
cia de  las  costumbres,  para  ser  cierta  y  segu- 
ra, debe  ser  una  continuación  y  encadena- 
miento de  experiencias  constantes ,  reitoradas 
é  invariables ,  las  cuales  solas  pueden  produ- 
cirnos un  conocimiento  verdadero  de  las  rela- 
ciones que  existen  entre  los  seres  de  la  especie 
humana. 

Las  relaciones  que  existon  entre  los  hom- 
bres son  las  diferentes  maneras  con  que  los 
unos  obran  sobre  los  otros  y  por  las  cuales  in- 
fluyen en  su  recíproca  conveniencia. 

Los  deberes  de  la  moral  son  los  medios  que 
un  ser  inteligente  y  capaz  de  experiencia  debe 
tomar  para  conseguir  la  felicidad  á  que  le  im- 
pele incesantemente  su  naturaleza.  Bl  andar 
es  un  deber  para  el  que  quiere  ir  de  un  lugar 
á  otro;  ser  útil  es  un  deber  para  el  que  desea 
grranjearse  el  afecto  y  la  estimación  de  sus  se- 
mejantes; no  hacer  es  un  deber  para  el  que 
teme  acarrearse  el  odio  y  el  resentimiento  de 
los  qoe  pueden  contribuir  á  su  propia  felici- 
dad. Bn  una  palabra,  el  deber  es  la  conformi- 
dad de  los  medios  con  el  fin  que  uno  se  pro- 
pone; la  sabiduría  consiste  en  proporcionar  es- 
tos medios  al  fin ,  esto  es ,  en  dirigirlos  útil- 
mente para  lograr  la  felicidad  que  el  hombre 
naturalmente  desea. 

La  obligación  moral  es  la  necesidad  de  hacer 
ó  de  eviter  ciertas  acciones  para  la  existencia 
y  felicidad  que  buscamos  en  la  vida  social.  Bl 
que  quiere  un  fln  debe  querer  los  medios  que 
le  conduzcan  á  él.  Bl  que  quiere  ser  feliz  está 
obligado  á  seguir  el  camino  que  le  conduzca  á 


la  felicidad,  y  á  separarse  del  que  le  desvie  do 
esto  objeto,  so  pena  de  ser  desgraciado.  Bl  co- 
nocimiento de  este  camino  y  de  éstos  medios 
es  el  fruto  de  la  experiencia,  la  cual  sola  puede 
darnos  á  conocer  tanto  el  fln  que  debemos  pro* 
ponernos,  como  los  camin  s  más  seguros  de 
llegar  á  él. 

Los  vínculos  que  unen  á  los  hombres  entre 
si  no  son  más  que  las  obligaciones  y  deberes  á 
que  están  sujetos,  según  las  relaciones  que 
existen  entre  ellos.  Bstas  obligaciones  ó  debe- 
res son  las  condiciones  sin  las  cuales  no  pueden 
hacerse  felices.  Tales  son  los  vínculos  que 
unen  á  los  padres  con  los  hijos ,  á  los  Sobera- 
nos con  los  subditos,  á  la  sociedad  con  sus 
miembros,  eto. 

Bstos  principios  basten  para  convencernos 
de  que  el  hombre  no  nace  con  el  conocimiento 
de  los  deberes  de  la  moral,  y  que  nada  es  ten 
quimérico  como  la  opinión  de  los  que  le  atri- 
buyen sentimientos  innatos.  Las  ideas  que  tiene 
del  bien  y  del  mal,  del  placer  y  del  dolor,  del 
orden  y  del  desorden,  de  los  objetos  que  debe 
buscar  ó  huir,  desear  ó  temer,  son  precisa - 
mento  los  resultedos  de  las  experiencias ,  con 
las  cuales  el  hombre  no  puede  contar  sino  en 
cuanto  sean  constentes,  reiteradas  y  hechas 
con  razón,  juicio  y  reflexión. 

Bl  hombre  al  venir  al  mundo  solo  trae  con- 
sigo la  facultad  de  sentir,  que  es  la  que  desar- 
rolla sus  potencias  intelectuales.  Decir  que 
nosotros  tenemos  ideas  morales  anteriores  á  la 
experiencia  del  bien  ó  del  mal  qae  nos  pro- 
ducen los  objetos ,  es  decir,  que  conocemos 
las  causas  sin  haber  experimentedo  sus  efec- 
tos (1). 

MOZOS  SOBTEABLBS.  Para  cortar  el 
abuso  de  negarse  los  mozos  espidióles  residen- 
tes en  la  colonial  de  Argel  á  responder  al  ser- 
vicio de  las  armas  en  su  Patria  como  buenos 
ciudadanos,  el  Consejo  de  Bstodo,  á  quien 
consulto  el  Ministerio  de  Bstedo,  manifesto: 
«que  se  siguiera  lo  dispuesto  en  el  art.  8.*  del 
Real  decreto  de  17  de  Diciembre  de  1862,  ya 
que  nada  dispone  el  tratedo  vigente  entre  Bs- 
paña  y  Francia  sobre  extradiciones,  con  res- 
pecto á  procurar  el  cumplimiento  de  la  pena- 
lidad á  que  se  hayan  hecho  acreedores,  según 
el  cap.  13  de  la  ley  vigente  de  reemplazos, 
los  que  eludan  el  servicio  militar  á  que  se  ha- 
llasen obligados;  y  teniendo  en  consideración 
lo  prescrito  en  dicho  art.  3.*  del  decreto  de  17 
de  Diciembre  de  1862,  sbbre  que  no  se  otor- 
gue cédula  de  vecindad  para  trasladarse  al  ex- 
tranjero á  los  mozos  sorteables  que  no  con- 
signen la  fianza  de  8.000  rs.,  por  si  les  cor- 


(1)    Barón  db  Holbacb^  Moral  universal. 
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respondiese  la  saerte  de  soldados;  que  los  qae 
no  lo  hayan  yeriflcado  deben  estar  á  las  con* 
secuencias  de  la  responsabilidad  que  les  in- 
cumba, si,  resultando  soldados,  hubieren  sali* 
do  de  su  país  y  no  obedeciesen  las  adverten- 
cias de  los  Cónsules  para  que  regresen  á  Es- 
paña á  cumplir,  asi  como  que  hallándose  úni- 
camente escudados  del  servicio  de  las  armas 
por  el  Convenio  consular  entre  España  y 
Francia  los  respectivos  subditos  que  hubiesen 
sido  sorteados  en  su  país,  y,  en  caso  necesa- 
rio, hubieren  cumplido  con  el  servicio  de  las 
armas.  La  Sección  de  Estado  y  Gracia  y  Jus- 
ticia de  dicho  Consejo  de  Estado  es  de  opinión 
que  los  Agentes  consulares  en  Francia  debe- 
rán poner  á  disposición  de  las  Autoridades  lo« 
cales  á  los  prófugos  que,  en  el  término  de 
quince  dias,  no  obedezcan  sus  prevenciones, 
recordando  á  dicbas  Autoridades  el  texto  de 
dicho  decreto  de  17  de  Diciembre  de  1862, 
para  que  no  consientan  la  exención  del  servi- 
cio en  aquel  país  á  ningún  español  que  no 
presente  el  certificado  de  matricula  del  Con- 
sulado, que  no  deberán  entregar  nuestros 
Agentes  á  quienes  no  hayan  cumplido  con  lo 
prescrito  en  dicho  decreto,  medio  por  el  cual 
la  Sección  cree  se  habrá  puesto  el  oportuno 
correctivo  á  los  abusos,  y  este  Ministerio  (el 
de  Estado)  deberá,  para  ello,  disponer,  reco- 
mendando al  Ministerio  de  la  Gobernación  lo 
comunique  á  las  Autoridades  y  corporaciones 
que  de  él  dependan: 

1.^  Que  nuestros  Etepresentantes  en  el 
territorio  francés,  no  consientan,  bajo  su  más 
estrecha  responsabilidad,  que  sean  inscritos 
en  las  respectivas  matriculas  los  mozos  espa- 
ñoles sujetos  al  reemplazo  que  se  presenten, 
sin  acreditar  que  al  salir  de  España  llenaron 
los  requisitos  establecidos  en  el  art.  3.*  del 
Real  decreto  de  17  de  Diciembre  de  1862. 

2 .  *  Que  los  referidos  Representantes  no  ex- 
pidan, bajo  la  misma  responsabilidad,  certifi- 
cación de  matricula  á  ningún  mozo  español 
sujeto  al  reemplazo,  mientras  tengan  conoci* 
miento  de  que  rehuye  directa  ó  indirectamen- 
te el  servicio  de  las  armas  en  España. 

3.*  Que  cuando  un  mozo  sujeto  al  reem- 
plazo del  ejército  desobedezca  las  órdenes  de 
las  Autoridades  españolas,  que  al  efecto  le  sean 
comunicadas  en  el  territorio  francés,  incurrirá 
en  la  pérdida  de  su  nacionalidad  si  en  el  tér- 
mino de  quince  dias  no  volviese  á  la  obedien- 
cia; y  se  ponga  el  hecho  en  conocimiento  de 
las  Autoridades  extranjeras,  á  fin  de  que  las 
conste,  recordándoles  el  texto  del  párrafo  2.*, 
articulo  4.*  del  Real  decreto  de  7  de  Enero  de 
1862.»  (Circular  del  Ministerio  de  Estado  de 
27  de  Setiembre  de  1869.) 


MUJBBLES.    Véase  Equipaje  y  Fbaiioüicu 

DE  MOVILIAtlOS  USADOS. 

MUEBLES  Y  ENSEBES  DE  LAS  CAR* 
GiLLEtiAs.  Véase  Atenciones  otoiNAtiAS  del  bu- 
vicio,  y  el  art.  45  del  cap.  8.*  del  RegUmetUo 
de  la  Carrera  consular. 

MUEBTE.  Fin  de  la  existencia,  ó  cesa- 
sion  de  la  vida,  en  cuyo  acto  postrero  el  al- 
'  ma  se  separa  de  la  materia  dejándola  inani« 
mada. 

El  hombre  que  observa  una  conducta  re- 
gulada por  la  moral,  no  solo  le  produce  una 
paz  inalterable  y  una  felicidad  pura  durante 
su  morada  en  este  mundo ,  sino  que  goza  de 
una  vejez  dichosa  y  respetada.  Dominados  de 
lo  presente,  los  hombres,  por  la  mayor  parte, 
apenas  piensan  en  lo  futuro,  pareciéndoles 
muy  lejano. 

El  desgraciado  ve  en  la  muerte  el  fin  de 
sus  penalidades  y  trabajos;  el  hombre  de  bien, 
expuesto  con  frecuencia  á  los  rigores  de  la 
fortuna  en  un  mundo  perverso  donde  no  tiene 
otros  auxilios  que  los  de  su  vi  rtud,  mira  sa 
fin  como  el  puerto  de  la  seguridad. 

El  hombre  de  bien  é  ilustrado,  que  profesa 
las  verdaderas  máximas  del  Cristianismo,  es 
el  que  tiene  solamente  verdadero  valor  para 
contemplar  tranquilamente  la  proximidad  de 
la  muerte.  La  ignorancia  y  corrupción  son 
siempre  ñacas,  irresolutas  y  cobardes;  los  im- 
prudentes y  malvados  nunca  tienen  tiempo 
para  pensar  en  su  fin.  La  resignación  del  sa- 
bio en  sus  ultimes  momentos  es  ftuto  de  la 
reflexión  y  de  la  calma  que  produce  una  bue- 
na conciencia. 

El  hombre  al  dejar  la  vida  trasmite  los 
derechos  que  poseía  hasta  entonces  á  las  per- 
sonas que  le  suceden  ó  reemplazan;  y  poroso 
este  acontecimiento  debe  hacerse  constar  de  un 
modo  solenme,  para  que  no  haya  incertidum- 
bre  sobre  los  derechos  que  ocasiona. 

La  ley  provisional  de  2  de  Junio  de  1870 
para  establecer  el  Registro  civil  en  la  Penín- 
sula é  islas  adyacentes  manda  guardar,  cum- 
plir y  ejecutar  en  todas  sus  partes  las  disposi- 
ciones generales  relativas  á  las  defuneúmes, 
cuyo  titulo  4.^  es  como  sigue: 

«Art.  75.  Ningún  cadáver  podrá  ser  enter- 
rado sin  que  antes  se  haya  hecho  el  asiento  de 
defunción  en  el  libro  correspondiente  del  Re- 
gistro civil  del  distrito  municipal  en  que  ésta 
ocurrió  ó  del  en  que  se  baile  el  cadáver;  sin 
que  el  Juez  del  mismo  distrito  municipal  ex- 
pida la  licencia  de  sepultura,  y  sin  que  hayan 
trascurrido  veinticuatro  horas  desde  la  con- 
signada en  la  certificación  facultativa. 

Esta  licencia  se  extenderá  en  papel  común 
y  sin  retribución  alguna. 
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Bl  encargado  del  cementerio  en  que  se  hu- 
biere dado  sepultara  á  un  cadáver  sin  la  li- 
cencia mencionada,  y  los  que  la  hubiesen  dis- 
paesto  ó  autorizado,  incurrirán  en  una  multa 
de  20  á  100  pesetas,  que  hará  efectiva  e!  Jaez 
municipal  correspondiente. 

A.rt.  76.  Bl  asiento  del  fallecimiento  se 
hará  en  virtud  de  parte  verbal  ó  por  escrito 
que  acerca  de  él  deben  dar  los  parientes  del 
difunto  ó  los  habitantes  de  su  misma  casa,  ó 
en  su  defecto  los  vecinos,  y  de  la  certiñcacion 
del  facultativo  de  que  se  hablará  en  el  articu- 
lo siguiente. 

Art.  77.  Bl  facultativo  que  haya  asistido 
al  difunto  en  su  última  enfermedad,  ó  en  su 
defecto  el  titular  del  Ayuntamiento  respectivo, 
deberá  examinar  el  estado  del  cadáver;  y  solo 
cuando  en  él  se  presenten  señales  inequívocas 
de  descomposición  extenderá  en  papel  común, 
y  remitirá  al  Juez  municipal  certiñcacion  en 
que  exprese  el  nombre  y  apellido  y  demás  no- 
ticias que  tuviere  acerca  del  estado,  profesión, 
domicilio  y  familia  del  difunto,  hora  y  día  de 
su  fallecimiento,  si  le  constare,  ó  en  otro  caso 
los  que  crea  probables;  clase  de  enfermedad 
que  haya  producido  la  muerte,  y  señales  de 
descomposición  que  ya  existan. 

Ni  por  esta  certiñcacion  ni  por  el  recono- 
cimiento del  cadáver,  que  debe  precederle,  se 
podrá  exigir  retribución  alguna. 

A  falta  de  los  facultativos  indicados  prac- 
ticará el  reconocimiento  y  expedirá  la  certiñ- 
cacion cualquier  otro  llamado  al  intento,  á 
quien  se  abonarán  por  la  familia  ó  los  herede- 
ros del  finado  los  honorarios  que  marque  el 
Reglamento. 

Art.  78.  Bl  Juez  municipal  presenciará  el 
reconocimiento  facultativo  siempre  que  se  lo 
permitan  las  demás  ateociones  de  su  cargo  ó 
baya  motivos  para  creerlo  de  preferente  aten- 
ción. 

Art.  79.  Bn  la  inscripción  del  fallecimien- 
to se  expresarán,  si  es  posible,  además  de  las 
circunstancias  mencionadas  en  el  art.  20: 

1  .*  El  dia  y  hora  y  lugar  en  que  hubiese 
acaecido  la  muerte. 

2.*  Bl  nombre,  apellido,  edad,  naturaleza, 
profesión  ú  oficio  y  domicilio  del  difunto,  y  de 
8 a  cónyuge  si  estaba  casado. 

3.''  Bl  nombre,  apellido,  domicilio  y  pro- 
fesión ü  oficio  de  sus  padres,  si  legalmente  pu- 
diesen ser  designados,  manifestándose  si  viven 
ó  no,  y  de  los  hyos  que  hubiere  tenido. 

4.*  La  enfermedad  que  haya  ocasionado  la 
maerte. 

5.^  Si  el  difunto  ha  dejado  ó  no  testamen- 
to, y  en  caso  afirmativo  la  fecha,  pueblo  y  No* 
taria  en  que  lo  haya  otorgado. 


6.*  Bl  cementerio  en  que  se  haya  de  dar 
sepultura  al  cadáver. 

Art.  80.  Serán  preferidos  como  testigos 
de  la  inscripción  de  un  fallecimiento  los  que 
más  de  cerca  hayan  tratado  al  difunto  ó  hayan 
estado  presentes  en  sus  últimos  momentos. 

Art.  81.  Si  el  fallecimiento  hubiere  ocur- 
rido en  hospital ,  lazareto ,  hospicio ,  cárcel  ú 
otro  establecimiento  publico,  el  jefe  del  mismo 
estará  obligado  á  solicitar  la  licencia  de  en- 
tierro y  llenar  los  requisitos  necesarios  para 
que  se  extienda  la  partida  correspondiente  en 
el  registro  civil. 

Además  tendrá  obligación  de  anotar  las 
defunciones  en  un  registro  especial. 

Art.  82.  Bn  el  caso  de  fallecimiento  de 
una  persona  desconocida ,  ó  del  hallazgo  de 
un  cadáver  cuya  identidad  no  sea  posible  por 
el  pronto  comprobar,  se  expresarán  en  la  ins- 
cripción respectiva: 

1.*  Bl  lugar  de  la  muerte  ó  del  hallazgo 
del  cadáver. 

2.^  Su  sexo,  edad  aparente  y  señales  ó  de- 
fectos de  conformación  que  le  distingan. 

3.*     Bl  tiempo  probable  de  la  defunción. 

4.*     Bl  estado  del  cadáver. 

^J"  'Bl  vestido,  papeles  (i  otros  objetos  que 
sobre  si  tuviere  ó  se  hallaren  á  su  inmedia- 
ción ,  y  que  ulteriormente  puedan  ser  útiles 
para  su  identificación ,  los  cuales  habrá  de 
conservar  al  efecto  el  encargado  del  registró 
ó  la  Autoridad  judicial  en  su  caso. 

Art.  83.  Tan  pronto  como  se  logre  esta 
identificación,  se  extenderá  una  nueva  parti- 
da expresiva  de  las  circunstancias  requeridas 
por  el  art  79  de  que  se  haya  adquirido  noti- 
cia, poniendo  la  nota  correspondiente  al  már^ 
gen  de  la  inscripción  anterior,  para  lo  cual  la 
Autoridad  ante  quien  se  hubiese  seguido  el 
procedimiento  deberá  pasar  al  encargado  del 
registro  testimonio  del  resultado  de  las  averi- 
guaciones practicadas. 

Art.  84.  Si  hubiere  indicios  de  muerte 
violenta,  se  suspenderá  la  licencia  de  entier- 
ro hasta  que  lo  permita  el  estado  de  las  di- 
ligencias que  por  la  Autoridad  competente 
habrán  de  instruirse  en  averiguación  de  la 
verdad. 

Art.  85.  Bl  Juez  encargado  de  hacer  eje- 
cutar la  sentencia  de  muerte,  inmediatamente 
que  se  haya  ejecutado  lo  pondrá  en  conoci- 
miento del  Juez  municipal,  acompañando  tes- 
timonio, con  referencia  á  la  causa,  de  las  cir- 
cunstancias mencionadas  en  el  art.  79  que  en 
ella  constaren ,  para  que  pueda  extenderse  la 
partida  de  defunción  del  roo  y  expedirse  la  li- 
cencia de  entierro. 

Art.  86.    Cuando  la  muerte  hubiere  sido 
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violeata ,  ó  hubiere  ocurrido  en  cárcel ,  esta 
blecimjento  penal ,  ó  por  efecto  de  ejecución 
capital,  no  se  hará  mención  en  la  partida  cor- 
respondiente del  registro  civil  de  ninguna  de 
estas  circunstancias. 

Art.  87.  Respecto  á  los  fallecimientos  ocur- 
ridos en  buques  nacionales  de  guerra  ó  mer- 
cantes, se  procederá  á  su  inscripción,  formali- 
zándose un  acta  de  la  manera  prescrita  en  el 
art.  55,  y  practicándose  lo  dispuesto  respecto 
á  la  inscripción  de  nacimientos  en  los  artícu- 
los 56,  57  y  58. 

Art.  88.  Bl  fallecimiento  ocurrido  en  yiaje 
por  tierra  se  inscribirá  en  el  registro  del  dis- 
trito municipal  en  que  se  haya  de  dejar  el  ca- 
dáver para  su  entierro. 

Art.  89.  Bl  fallecimiento  de  militares  en 
tiempo  de  paz  y  en  territorio  español  se  pon- 
drá por  el  jefe  del  cuerpo  á  que  pertenezcan 
en  conocimiento  del  Juez  municipal  del  dis- 
trito en  que  ocurra ,  acompañándole  copia  de 
sus  filiaciones  para  que  proceda  á  hacer  en  su 
registro  la  inscripción  correspondiente. 

Art.  90.  Si  el  fallecimiento  de  militares 
ocurriese  en  campaña  en  territorio  español 
donde  á  la  sazón  no  impere  la  autoridad  del 
Gobierno  legitimo ,  ó  en  territorio  extranjero, 
el  Jefe  del  cuerpo  á  que  perteneciera  el  difun- 
to dispondrá  el  enterramiento  y  lo  pondrá  en 
noticia  del  Ministerio  de  la  Guerra,  remi- 
tiéndole copia  duplicada  de  la  filiación  para 
que  éste  baga  verificar  la  inscripción  en  el 
registro  del  último  domicilio  del  finado  si 
fuere  conocido ,  ó  en  el  de  la  Dirección  gene- 
ral en  otro  caso. 

Art.  9 1 .  Los  Agentes  diplomáticos  y  con- 
sulares de  Bspaña  en  el  extranjero  inscribirán 
en  su  registro  el  fallecimiento  de  los  españo- 
les ocurrido  en  el  país  en  que  estén  acredita- 
dos, remitiendo  copia  certificada  de  esta  ins- 
cripción á  la  Dirección  general  para  que  se 
repita  en  el  registro  de  la  misma  ó  en  el  de 
su  domicilio  en  Bspaña  al  tiempo  del  falleci- 
miento, si  lo  hubiere  tenido. 

Art.  92.  De  toda  inscripción  de  defunción 
se  dará  conocimiento' por  medio  de  copia  cer- 
tificada á  los  encargados  del  registro  en  que 
se  hubiese  inscrito  el  nacimiento  del  difunto, 
para  que  se  anote  al  margen  de  las  partidas 
respectivas. 

Art.  93.  Bl  encargado  del  registro  en 
que  se  haya  inscrito  la  defunción  de  un  em- 
pleado ó  pensionista  del  Bstado  deberá  dar 
parte  de  ello  en  el  término  de  tres  dias  á  las 
oficinas  de  Hacienda  publica  de  la  provincia. 

Art.  94.  La  muerte  de  un  extranjero  que 
no  hubiese  dejado  familia  deberá  ponerse,  den- 
tro del  mismo  término,  en  conocimiento  del 


Agente  diplomático  ó  consular  de  su  país  re- 
sidente en  el  punto  más  próximo  al  en  que  se 
deba  efectuar  el  entierro.  No  habiéndolo,  se 
dirigirá  el  aviso  al  Ministerio  de  Bstado  para 
que  lo  trasmita  al  Gobierno  de  la  Nación  á  que 
hubiere  pertenecido  el  finado. 

Art.  95.  Bn  casos  de  epidemia  ó  de  temor 
fundado  de  contagio  por  la  clase  de  enferme- 
dad que  hubiese  producido  la  muerte  de  una 
persona,  se  harán  en  la  puntual  observancia 
de  esta  ley  las  excepciones  qu^rescriban  laa 
leyes  y  reglamentos  especiales  de  sanidad.» 
Véase  Registro  civil,  MATtmoNios,  Naciiiibntos 
é  Inscripciones  db  ciudadanía. 

MÜEBTS  (Abolición  de  la  pena  de).  Bl 
proyecto  de  ley  sobre  la  abolición  de  la  pena 
de  muerte  y  abolición  de  algunas  prácticas  en 
el  sistema  penal,  leido  en  la  Asamblea  por  el 
Ministro  de  Gracia  y  Justicia  el  20  de  Fe* 
brero  de  1873,  es  como  sigue: 


Á  LA  ASAMBLEA  NACIONAL. 


Acatando  un  soberano  precepto  de  la  con- 
ciencia humana,  y  para  honrar  con  la  digni  - 
dad  que  merece  el  advenimiento  de  la  Repú- 
blica española,  el  Ministro  que  suscribe,  por 
acuerdo  del  Poder  ejecutivo,  propone  respe- 
tuosamente á  la  Asamblea  Nacional  la  abolición 
de  la  pena  de  muerte  en  todo  el  territorio  de 
la  Patria. 

Otros  pueblos,  para  honra  suya  y  de  la 
humanidad,  se  han  adelantado  á  satisfacer  esta 
exigencia :  y  hasta  en  aquellos  cuyas  leyes 
conservan  aún  restos  de  la  penalidad  autig^ua, 
la  opinión,  abriéudose  rápidamente  paso,  ha 
llegado  á  obtener  en  los  Parlamentos  ana  ex- 
presión poderosa  que  anuncia  en  esta  esfera  el 
pronto  desagravio  del  derecho. 

A  la  República  española,  que  no  reconoce 
en  el  Bstado  sino  el  fiel  órgano  y  servidor  de 
la  justicia,  ni  considera  la  ley  penal  como  uu 
resorte  de  gobierno  para  contener  á  los  pueblos 
en  la  obediencia  por  el  escarmiento  y  el  ter- 
ror, sino  como  un  medio  de  afirmar  y  restau- 
rar el  imperio  de  aquel  principio,  no  solo  ex- 
teriormente,  si  que  también  en  el  espirita  de 
loa  hombres,  donde  tiene  su  inmediata  raíz, 
toca  á  su  vez  dar  ejemplo  severo,  consag^ran- 
do  por  siempre  la  inviolabilidad  de  la  vida. 

Asi  mostrarán  las  Cortes  españolas  qae  no 
há  menester  el  orden  jurídico  de  las  socieda- 
des cruentos  sacrificios,  ni  mantener  al  ver* 
dugo  entre  los  funcionarios  del  Bstado,  mas  si 
extinguir  el  germen  del  delito  por  la  reden- 
ción del  culpable,  si  ha  de  quedará  salvo  la 
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pura  bondad  del  derecho,  que  ai  aaa  en  la  pe* 
na  coDsieDte  mal  alguno. 

Mas  para  llevar  á  la  practícaoste  principio 
que  la  ciencia  jurídica  ha  consagrado  en  nues- 
tros dias,  y  que  con  noble  afán  propagan  los 
publicistas,  y  los  estadistas  plantean  en  nuevas 
instituciones  penales,  obligado  es,  de  una  par* 
te,  acabar  con  la  gracia  de  indulto  para  los 
delitos  comunes,  afirmando  asi  la  seguridad 
y  permanencia  de  la  pena  mientras  no  se  haya 
restablecido  el  derecho,  y  de  otra  instaurar  un 
sistema  penitenciario  que  organice  la  función 
del  Estado  para  el  ña  moral  de  la  mejora  y 
corrección  del  culpable. 

Fundado  en  estas  consideraciones,  el  Mi- 
nistro que  suscribe,  de  acuerdo  con  el  Poder 
ejecutivo,  tiene  el  honor  da  someter  á  la  apro- 
bación de  la  Asamblea  el  adjunto  proyecto  de 
ley: 

Articulo  1.*^  Queda  suprimida  la  pena  de 
muerte  para  toda  clase  de  delitos  en  todo  el 
territorio  de  España. 

Art.  2.^  Desde  la  publicacioa  de  esta  ley 
dejará  de  ejercitarse  la  gracia  de  iadulto  para 
toda  clase  de  delitos  comunes. 

Continuarán,  sin  embargo,  en  vigor  para  las 
rebajas  de  condena  el  art.  2.^  del  Código  pe- 
nal y  el  20  de  la  ley  provisional  para  el  ejer- 
cicio de  la  gracia  de  indulto. 

Art.  3."^  El  Ministro  de  Gfacia  y  Justicia 
propondrá  ea  el  más  breve  plazo  posible  las 
bases  coaveaieates  para  el  establecimieato  de 
un  sistema  penitenciario. 

Art.  4.^  La  dirección  y  administración  de 
todas  las  cárceles  y  estableimientos  penales  de- 
penderán, desde  la  publicación  de  esta  ley,  del 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia.» 

HUEBTS  OIVIL.  El  estado  de  un  hom- 
bre que  por  efecto  de  una  pena  se  halla  priva- 
do de  los  derechos  civiles. 

La  muerte  civil  puede  ocurrir,  según  dice 
la  ley,  por  servidumbre  de  pena,  como  si  uno  es 
condenado  en  juicio  á  perpetuo  trabajo  en  las 
obras  publicas  ó  minas  de  metales,  y  por  de-- 
portación,  como  si  es  desterrado  para  siempre 
á  alguna  isla  ó  á  otro  lug&r,  con  ocupación  de 
todos  sus  bienes,  por  delito  cometido.  El  que 
asi  muere  civilmente  pierde  la  honra,  la  no- 
bleza, la  pac  tria  potestad,  la  tutela  ó  cúratela 
activa  ó  pasiva  que  tuviere,  el  usufructo  de  que 
gozare,  la  capacidad  de  ser  heredero,  la  facul- 
tad de  acusar  si  no  es  por  daño  que  se  le  hi- 
ciere á  él  ó  á  sus  parientes,  y  otros  derechos 
semejantes  que  antes  podia  ejercer  libremen- 
te: pero  bien  puede  hacer  testamento,  aunque 
se  le  prohibía  en  las  antiguas  leyes,  pues  por 
las  déla  Recopilación  está  ordenado  que  el  con- 
denado por  delito  á  muerte  civil  ó  natural  pue« 


da  testar  como  si  no  lo  fuese,  disponiendo  por 
si  mismo  ó  por  medio  de  comisario  de  todos 
aquellos  bienes  que  no  se  le  confiscaren  (1). 

El  desterrado  para  siempre  ó  por  cierto 
tiempo  sin  ocupación  de  .bienes,  que  se  llama 
relegado,  ao  se  entienie  muerto  civilmente,  y 
por  consiguiente  no  pierde  los  derechos  civi- 
les (2). 

El  danido  ó  encartado,  que  es  el  que  empla- 
zado y  acusado  por  algún  delito  no  quiere 
venir  ni  responder  á  los  plazos  de  los  llama- 
mientos, y  por  esta  razón  le  manda  el  Juez 
pregonar  para  que  no  entre  en  el  pueblo  de 
su  morada  ó  de  su  naturaleza,  mandando  á 
veces  tomarle  el  todo  ó  parte  de  sus  bienes, 
según  la  calidad  del  delito,  se  tiene  por  depor^ 
todo,  y  muere  por  tanto  civilmente  en  el  caso 
de  que  se  le  destierro  para  siempre  y  se  le 
ocupen  los  bienes;  mas  si,  por  el  contrarío, 
solo  se  le  impone  destierro  temporal  sin  ocu- 
pación de  bienes,  se  cuenta  entre  los  dester- 
rados ó  relegados  y  no  incurre  en  muerte  ci- 
vil (3). 

Mas  ya  no  tiene  lugar  la  muerte  civil  des- 
de que  quedó  abolida  la*  perpetuidad  de  las  pe* 
ñas  por  la  pragmática  de  12  de  Marzo  de  1771 , 
en  la  cual  se  dispone  que  para  evitar  el  total 
aburrímiento  y  desesperación  de  los  que  se 
vieren  sujetos  al  interminable  suflrimiento  de 
los  trabajos  perpetuos,  no  puedan  los  Tribu- 
nales destinar  á  reclusioa  perpetua  ni  por  más 
tiempo  que  el  de  diez  años  en  los-  arsenales  y 
presidios  á  reo  alguno,  sino  que  á  los  más 
agravados,  y  de  cuya  salida  se  recela  algún 
grave  inconveniente,  se  les  pueda  lAadir  la 
calidad  de  que  no  salgan  sin  licencia,  y  según 
fueren  los  informes  de  su  conducta  por  el  tiem- 
po expreso  de  su  condena,  el  Tribunal  supe- 
rior por  quien  fuere  dada  ó  consultada  la  sen- 
tencia puede  después  con  audiencia  fiscal  pro- 
veer su  soltura  (4). 

HUfiBTB  BIICULTÁNBA.  La  muerte  de 
dos  ó  más  personas  ocurrida  á  un  mismo  tiem- 
po. Cuando  muchas  personas  mueren  en  un 
mismo  acontecimiento,  sin  poderse  averiguar 
quién  murió  primero,  la  presunción  de  tuper^ 
vivencia  debe  determinarse  por  las  circunstan- 
cias del  hecho,  y  en  su  defecto  por  la  fuerza 
del  sexo  ó  de  la  edad.  En  un  naufragio,  por 
ejemplo,  los  que  sabian  nadar  es  probable  so- 
breviviesen á  los  que  no  sabian;  y  en  el  in- 
cendio de  una  casa  que  principió  por  el  pri- 


(1)  Lev  2.»,  «t.  18,  Part.  4.*;  y  ley  6.»,  tlt.18, 
lib«  10,  líovinma  Eeeopilcícion* 

(2)  Ley  3.%  tlt.  18,  JPart.  4.» 

(3)  Ley  4.*,  tít.  18,  Part,  4.» 

(4)  Ley  7.»,  tít.  40,  lib.  12,  Novísima  Recopi- 
lación. 
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mer  piso,  es  nataral  que  los  que  estaban  en 
éste  pereciesen  antes  qae  los  que  se  hallaban 
en  los  mas  altos.  Mas  en  los  casos  en  que 
faltan  absolutamente  circunstancias  que  nos 
guien  para  formar  nuestros  cálculos,  tenemos 
que  recurrir  á  presunciones  fundadas  en  la 
edad  y  en  la  fuerza. 

Según  ellas,  dispone  la  ley  que  si  marido 
y  mujer  muriesen  juntos  en  naufragio,  ruina 
ó  incendio  de  casa  ó  nave,  se  entiende  que  la 
mujer,  como  más  flaca,  murió  primero. 

Que  si  padre  é  hijo  mayor  de  1 4  años  mu- 
riesen en  lid,  naufragio  ú  otro  tal  modo,  se 
entiende  muerto  antes  el  padre,  y  lo  mismo  la 
madre  en  igual  caso  de  morir  con  su  hijo  y  de 
ignorarse  cuál  murió  primero. 

Pero  que  siendo  el  hijo  menor  de  14  años 
debe  sospecharse  que  fué  muerto  antes,  por  ra- 
zón de  su  mayor  flaqueza  (1). 

Nada  más  dicen  nuestras  leyes  sobre  este 
punto.  Bl  Código  ñrancés  se  explica  con  más 
extensión  en  sus  artículos  720,  721  y  722,  y 
no  creemos  fuera  de  propósito  mencionar  aquí 
sus  declaraciones.  Según  él,  si  los  que  murie- 
ren juntos  tenían  métioi  de  guiñee  años,  se  pre- 
sume haber  sobrevivido  el  de  maj'or  edad,  por- 
que  hallándose  todos  ellos  en  la  época  en  que 
crecen  las  fuerzas  físicas,  es  natural  que  el 
más  adelantado  en  edad  sea  tenido  por  el  más 
fuerte.  Si  todos  pasan  de  sesenta  anos,  se  pre- 
sume haber  sobrevivido  el  do  menos  edad, 
porque  hallándose  todos  en  la  época  en  que  las 
fuerzas  se  disminuyen,  el  de  más  edad  debe 
considerarse  más  débil.  Si  los  unos  tenian  mé- 
nos  de  qnince  anos  y  los  otros  más  de  setenta,  se 
entiende  que  sobrevivieron  los  primeros,  por- 
que hallándose  todos  en  una  edad  de  flaqueza, 
es  preciso  buscar  entonces  el  orden  natural, 
según  el  cual  se  supone  que  el  más  joven  vi- 
vió más  tiempo.  Si  los  que  fallecieron  junta- 
mente tenian  más  de  quince  años  y  menos  de  se- 
senta,  se  presume  haber  sobrevivido  el  varón 
siempre  que  hay  igualdad  en  la  edad  ó  que  la 
diferencia  no  pasa  de  un  año;  mas  si  eran  del 
mismo  sexo,  se  entiende  haber  sobrevivido  el 
más  joven,  porque  hallándose  todos  en  una 
época  intermedia  en  que  no  hay  diferencia  de 
fuerzas,  parece  muy  justo  conformarse  enton- 
ces con  el  orden  ordinario  de  la  naturaleza, 
estableciendo  no  obstante  la  presunción  á  fa- 
vor del  sexo  más  fuerte  en  el  caso  de  no  pasar 
de  un  año  la  diferencia  de  edad. 

ICUEBTE  VIOLEtTTA.  En  caso  de  muer- 
te violenta  (á  bordo  de  buque  español)  el  Cón- 
sul debe  proveer  á  que  se  dé  sepultura  al  ca- 
dáver después  de  hecha  la  autopsia  y  recono- 


(1)    Ley  12,  tít.  33,  Part.  7.» 


cimiento  por  los  facultativos,  los  cuales  deberán 
declarar  todas  los  circunstancias  que  la  hayan 
originado.  Igualmente  debe  providenciar  en 
caso  necesario  la  exhumación  del  cadáver,  pa- 
ra que  se  practiquen  todos  los  reconocimientos 
que  fueren  oportunos  á  establecer  definitiva- 
mente las  circunstancias  que  á  ella  hayan 
conducido  (1). 

Certijlcado  de  defunóion.-^TodtL  acta  mor- 
tuoria la  expide  el  empleado  del  Estado  civil, 
tanto  en  Francia  como  en  los  demás  países  de 
Europa,  en  vista  de  la  declaración  de  dos  tes- 
tigos. Estos  se  procura  que  sean,  si  posible 
fuese,  los  dos  parientes  más  cercanos  del  di- 
funto, y  si  la  muerte  hubiera  tenido  lugar  fuera 
del  domicilio  del  fallecido,  el  dueño  de  la  casa 
donde  hubiese  terminado  sus  dias  será  el  que 
en  unión  de  un  pariente  ó  bien  de  un  extraño 
den  la  declaración.  Del  fallecimiento  debe  dar 
testimonio  un  facultativo  autorizado. 

Bl  acta  de  defunción  debe  contener,  ade- 
más, el  nombre  y  apellido,  edad,  profesión  y 
domicilio  del  difunto;  el  de  su  mujer,  si  la  tu- 
viere, ó  el  de  su  difunta  esposa.  El  nombre  y 
apellido,  edad,  profesión  y  domicilio  de  los 
testigos  ó  declarantes,  y  cuando  sea  posible, 
el  grado  de  parentesco  que  existe  entre  ellos. 

Siempre  es  muy  conveniente  que  estas  ac- 
tas contengan,  cuando  posible  sea,  el  nombre 
y  apellido,  profesión  y  domicilio  del  padre  y 
madre  del  difunto,  asi  como  el  sitio  donde  na- 
cieron. 

MUESTRA.  La  lista  ó  retacito  de  cual- 
quier tela  ó  la  porción  corta  de  alguna  mer- 
cancía que  se  da  para  conocer  la  calidad  del 
todo  á  que  pertenecen,  y  el  diseño  ó  modelo 
de  alguna  cosa  para  dar  á  entender  lo  que  ha 
de  ser  y  las  calidades  que  debe  tener. 

En  el  comercio,  cuando  la  venta  se  hubie- 
re hecho  sobre  muestras  ó  determinando  una 
calidad  conocida  en  los  usos  del  comercio,  no 
puede  el  comprador  rehusar  el  recibo  de  los 
géneros  contratados,  siempre  que  sean  confor- 
mes á  las  mismas  muestras  ó  á  la  calidad  pre- 
fijada en  el  contrato.  En  caso  de  resistir  á 
recibirlos  por  folta  de  esta  conformidad,  se  re- 
conocen los  géneros  por  peritos,  quienes  aten- 
didos los  términos  del  contrato  y  confrontán- 
dolos con  las  muestras,  si  se  hubieren  tenido 
á  la  vista  para  su  celebración,  califican  si  los 
géneros  son  ó  no  de  recibo.  En  el  primer  caso 
se  declara  consumada  la  venta  quedando  des-> 
de  luego  los  géneros  por  cuenta  del  compra- 
dor, y  en  el  segundo  se  rescinde  el  contrato, 
sin  perjuicio  de  las  indemnizaciones  á  que  ten- 


(1)    Db  O'Rbilly,  Práctica  GoMular,  1.*  par- 
te, págs.  170  y  171, 
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ga  derecho  el  comprador  por  los  pactos  espe- 
ciales qae  hubiere  hecho  con  el  vendedor  ó 
por  disposición  de  la  ley.  (A.rt.  362 ,  Código 
ie  comercio.) 

MUJBB.  Esta  voz  abraza  en  general  las 
solteras,  las  casadas  y  las  viudas.  Bajo  el  nom- 
bre de  mujer,  dice  la  ley ,  se  entienden  todas, 
desde  la  soltera  mayor  de  doce  años  cumpli- 
dos. La  mujer  es  de  un  temperamento  menos 
fuerte  y  sólido  que  el  hombre  ,  más  frágil  y 
pundonorosa  ,  y  por  eso  su  condición  es  menos 
ventajosa  en  muchas  cosas  y  menos  onerosa 
en  otras.  No  se  la  castiga  con  tanto  rigor  ni 
se  la  imponen  penas  dolorosas,  ni  menos  las 
de  trabajos  públicos,  y  á  veces  tiene  una  es- 
casa en  la  ignorancia  del  derecho.  Véase  Let. 
Según  prescribe  la  Ley  provisional  del  Ma- 
trimonio civil ,  la  mujer  es  püber  á  los  doce 
años  cumplidos. 

Regla  l.^  art.  4."*  Bl  matrimonio  contraí- 
do por  la  mujer  impúber  se  tendrá  por  revali- 
dado ipto  fado  y  sin  necesidad  de  declaración 
expresa,  si  un  dia  después  de  haber  llegado  á 
la  pubertad  legal  hubieren  vivido  juntos  los 
cónyuges  sin  haber  reclamado  en  juicio  contra 
su  validez,  ó  si  la  mujer  hubiere  concebido 
antes  de  la  pubertad  legal  ó  de  haberse  enta- 
blado la  reclamación. 

Regla  1.*,  art.  4.*  No  puede  la  viuda  con- 
traer matrimonio  durante  los  trescientos  y  un 
dias  siguientes  á  la  muerte  de  su  marido  ó  an- 
tes de  su  alumbramiento  si  hubiere  quedado  en 
cinta,  ni  la  mujer  cuyo  matrimonio  hubiere 
sido  declarado  nulo  en  los  mismos  casos  y  tér- 
minos, á  contar  desde  su  separación  legal ,  á 
no  haber  obtenido  la  correspondiente  dispensa. 

Regla  4.',  art.  5.°  La  mujer  debe  obede- 
cer á  su  marido ,  vivir  en  su  compañía  y  se- 
guirle á  donde  éste  traslade  su  domicilio  ó  re* 
sídeacia. 

Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo 
anterior,  los  tribunales  podrán ,  con  conoci- 
miento de  causa,  eximirla  de  esta  obligación 
cuando  el  marido  traslade  su  residencia  al  ex- 
tranjero. 

Art.  48.  La  mujer  no  puede  administrar 
sus  bienes  ni  los  de  su  marido,  ni  comparecer 
en  juicio ,  ni  celebrar  contratos ,  ni  adquirir 
por  testamento  ó  abintestato  sin  licencia  de  su 
marido,  á  no  ser  en  los  casos  y  con  las  forma- 
lidades y  limitaciones  que  las  leyes  prescriban. 

Art.  49.  Los  actos  de  esta  especie  que  la 
mujer  ejecutare  serán  nulos,  y  no  producirán 
obligación  ni  acción  si  no  fueren  ratiñcadoa 
expresa  ó  tácitamente  por  el  marido. 

Art.  50.  Será  válida,  no  obstante,  la  com- 
pra que  al  contado  hiciere  la  mujer  de  cosas 
muebles ,  y  la  que  hiciere  al  fiado  de  las  que 


por  su  naturaleza  están  destinadas  al  consumo 
ordinario  de  la  familia ,  y  no  consistieren  en 
joyas,  vestidos  y  muebles  preciosos,  por  más 
que  no  hubieren  sido  hechas  con  licencia  ex- 
presa del  marido. 

Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo 
anterior,  se  consolidará  la  compra  hecha  por 
la  mujer  al  fiado  de  joyas,  vestidos  y  muebles 
preciosos  desde  el  momento  en  que  hubieren 
sido  empleadas  en  el  uso  de  la  mujer  ó  de  la 
familia  con  conocimiento  y  sin  reclamación 
del  marido. 

Art.  51.  Tampoco  podrá  la  mujer  publicar 
escritos,  ni  obras  científicas ,  ni  literarias,  de 
que  fuere  autora  ó  traductora,  sin  licencia  de 
su  marido,  ó  en  su  defecto,  sin  autorización  ju- 
dicial competente. 

Art.  52.  Podrá  la  mujer  sin  licencia  del 
marido : 

1.*  Otorgar  testamento,  disponiendo  en  él 
de  sus  bienes  con  las  limitaciones  establecidas 
por  las  leyes. 

2.*  Ejercer  los  derechos  y  cumplir  los  de- 
beres que  la  correspondan  respecto  á  los  hijos 
legítimos  ó  naturales  reconocidos  que  hubiere 
tenido  de  otro ,  y  á  los  bienes  de  los  mismos. 
Art.  53.  La  mujer  gozará  de  los  honores 
de  su  marido,  excepto  los  que  fueren  extricta 
y  exclusivamente  personales,  y  los  conservará 
mientras  que  no  contrajere  segundas  nupcias  » 
Véase  Marido  y  Potestad. 

MUIíTA.  La  pena  pecuniaria  que  se  im- 
pone por  alguna  falta,  exceso  ó  delito.  La 
exacción  de  multas,  tanto  en  las  causas  civi- 
les como  en  las  criminales,  ha  de  hacerse  eje- 
cutivamente ,  y  no  se  puede  admitir  sobre 
ellas  recurso  alguno  sin  que  antes  se  verifique 
el  pago  en  la  tesorería  ó  receptoría. 

Antiguamente  se  hacia  un  gran  abuso  de 
las  multas,  imponiéndolas  imprudentemente 
casi  contra  todos  los  delitos,  y  aun  contra  los 
homicidios  y  otros  crímenes  atroces.  Bu  14 
de  Abril  de  1848  se  expidió  un  Real  decreto 
que  contiene  seis  artículos,  de  los  cuales  el  pri- 
mero es  como  sigue: 

«Artículo  1.*  Se  establece  una  nueva  clase 
de  papel  sellado  que  S6  denominará  de  multas, 
con  destino  á  recaudar  el  impuesto  de  este 
nombre,  el  cual  se  expenderá  en  los  puntos 
y  bajo  las  propias  reglas  que  el  ordinario.  Los 
pliegos  serán  del  precio  de  2,  4,  8,  20,  50, 
100,  500,  1.000,  5.000,  y  10.000  reales.» 

Bn  las  Ordenanzas  generales  de  Aduanas 
de  1870,  tít.  ^.*,  Disposiciones  penales,  se  pre- 
viene: 

aArt.  202.  Las  faltas  se  castigarán  siem- 
pre con  mullas  que  se  pagarán  precisamente 
en  dinero,  considerándose  parte  integrante  de 
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la  renta  de  Aduanas;  cuando  la  malta  consis- 
ta en  el  aumento  del  derecho  de  Arancel,  to* 
mará  el  nombre  de  recargo. 

Los  delitos  se  castigarán ,  administrativa- 
mente con  una  multa  igual  al  valor  oficial  del 
género  y  sus  derechos  de  Arancel,  y  judicial- 
mente con  las  penas  que  determinen  las  leyes 
especiales. » 

En  el  Apéiídice  núm.  4  de  las  mismas  se 
establece  el  modo  de  distribuir  las  multas  y 
recargos  impuestos  gubernativamente,  y  do 
las  multas  y  del  producto  de  las  mercancias 
abandonadas  á  consecuencia  del  procedimien- 
to administrativo  judicial. 

((Articulo  1/  Los  casos  en  que  la  mitad 
de  multas  y  recargos  gubernativos  correspon- 
de á  los  funcionarios,  en  cumplimiento  de  lo 
mandado  en  las  Ordenanzas,  son  los  siguientes: 


Arliculos. 

CASOS. 

207 

l.^  6A  9.%  10,  11,  12,  15. 

208 

l.S  2.S  3.° 

209 

2.^  4.^  6,<»  6.%  7.%  8.*» 

210 

2.« 

211 

1.**,  2.° 

212 

2.^  3.^ 

213 

\.\  2.« 

214 

l.«,  2.*»,  3.°,  4.^ 

215 

3.«!  4.« 

216 

1.^  3.« 

217 

l.^  2.S  3.%  4.«,  5.* 

2J8 

2.^  4.^  5.° 

219 

l.^  2.S  3.^  4,s  6.^  7,^  lo,  12, 13. 

220 

1.° 

221 

l.^  2.° 

223 

l.S  2.« 

La  otra  mitad  de  las  multas  y  recargos 
en  estos  casos,  y  el  total  en  los  demás,  corres- 
ponde á  la  Hacienda. 

Los  articules  2/,  3  'y  4.*  determinan  el 
modo  de  hacer  la  distribución  entre  todos  los 
empleados,  y  de  la  parte  que  ingresa  en  teso- 
rería. Los  artículos  5.*,  6,**  al  12  inclusive 
el  derecho  que  corresponde  al  denunciador  en 
las  multas,  liquidación,  gastos  de  espurgo  y 
conducción,  resto  liquido,  liquidación,  ventado 
mercancías  abandonadas  por  sus  dueños,  y 
atribuciones  exclusivas  que  tiene  la  Dirección 
general  de  entender  en  las  reclamaciones  que 
los  interesados  hagan  acerca  de  las  distribu- 
ciones á  que  el  citado  Apéndice  se  refiere. 

De  resultas  de  la  propuesta  hecha  por  el 
Intendente  general  de  Hacienda  de  la  isla  de 
Cuba,  para  que  los  Cónsules  de  España  en  el 
extranjero  tuviesen  derecho  á  percibir  el  20 
por  100  en  las  multas  y  comisos  que  im- 
pongan aquellas  Aduanas,  etc.,  el  Ministe- 
rio de  Estado,  en  circular  de  12  de  Mayo  de 


1873,  traslada  la  resolución  del  de  Ultramar 
de  10  del  mismo,  por  la  que  el  Gobierno  de  la 
República  ha  tenido  á  bien  resolver: 

«Que  los  Cónsules  españoles  están  com- 
prendidos en  el  Real  decreto  de  28  de  Julio  de 
1867,  toda  vez  que  no  haciéndose  distinción 
alguna  en  el  referido  decreto  de  la  proceden- 
cia de  las  denuncias,  deben  tener  su  recompen- 
sa todos  los  que  las  ejecuten  y  contribuyan  de 
alguna  manera  á  evitar  que  el  Tesoro  sea  per- 
judicado en  sus  legítimos  derechos.» 

Por  decreto  de  31  de  Agosto  de  1873,  se 
manda  adicionar  el  Apéndice  4.*  á  las  Orde- 
nanzas de  Aduanas,  en  los  términos  siguientes: 

«Los  empleados  descubridores  de  los  he- 
chos penales  que  menciona  el  decreto  de  30  de 
Mayo  último,  modificado  por  el  de  5  de  Julio 
siguiente,  tienen  derecho  á  participar  en  las 
multas  que  se  impongan  con  arreglo  á  los  ar- 
tículos 4.*,  5.*,  6.*  y  7.*  del  mencionado  de- 
creto de  30  de  Mayo  en  la  proporción  que  es- 
tablece dicho  Apéndice,  excepto  en  las  multas 
que  se  impongan  por  diferencias  de  menos  con 
arreglo  al  caso  3.^  del  art.  209  de  las  Orde- 
nanzas, y  en  la  de  1.000  pesetas  por  falta  de 
visado  consular  en  los  manifiestos,  que  ingre- 
sarán integras  en  las  cajas  del  Tesoro.»  {OaeeCa 
del  17  de  Setiembre  del  citado  año.) 

En  el  Código  penal  vigeute  en  1870  se  es- 
tablece: 

«Art.  494.  Los  penados  con  multa  que  fue- 
ren insolventes,  serán  castigados  con  un  día 
de  arresto  por  cada  duro  de  que  deban  res** 
pender. 

Cuando  la  responsabilidad  no  llegare  á  un 
duro,  serán  castigados,  sin  embargo,  con  un 
dia  de  arresto. 

Por  las  otras  responsabilidades  pecuniarias 
en  favor  de  tercero,  serán  castigados  con  un 
dia  de  arresto  por  cada  medio  duro. 

MUNICIPAL.  Propio  de  los  Ayuntamien- 
tos, de  los  concejales  de  un  pueblo. — Lo  que 
toca  ó  pertenece  al  municipio,  como  ley  muni- 
cipal, cargo  municipal. — Llámenass  municipa- 
les los  concejales  ó  individuos  de  Ayuntamiento. 

MÜTUaAGION.  La  cortadura  ó  separa- 
ción de  alguna  parte  del  cuerpo  humano.  La 
mutilación,  considerada  como  pena,  se  impone 
en  alguna  de  nuestras  leyes;  pero  la  suavidad 
de  nuestras  costumbres  ha  desterrado  ya  de  la 
práctica  tan  pernicioso  y  bárbaro  castigo. 

MUTUANTE.  El  que  presta  á  otro  ana 
cosa  fungible,  con  la  condición  de  que  se  le 
restituya  otro  tanto  de  la  misma  especie  y  ca- 
lidad. El  mutuante  ó  prestador  que  no  advier- 
te  al  mutuario  los  defectos  ó  vicios  de  la  cosa 
prestada,  queda  responsable  de  los  perjuicios 
que  por  tal  razón  se  siguieren  á  éste,  con  tal, 
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empero,  que  taviese  conocimieuto  de  ellos, 
pues  como  este  contrato  es  puramente  gratuito, 
DO  se  le  puede  obligar  á  responder  sino  de  su 
falta  ó  de  su  dolo.  (Véase  la  ley  2/.  tít.  l.\ 
Part.  4.') 

MUTUO.  Un  contrato  real  por  el  que  una 
de  las  partes  entrega  á  la  otra  cierta  cantidad 
de  cosas  fuugibles,  con  el  cargo  de  que  se  le 
restituya  otro  tanto  de  la  misma  especie  y  ca- 
lidad. (Ley  1.',  tít.  !.•,  Part.  5.',  y  ley  1.', 
tít.  16,  lib.  3.\  Fuero  Real.)  Diceae  áe  cosas 
fundibles,  esto  es,  de  cosas  que  se  representan 
las  unas  por  las  otras,  ó  que  se  consumen  por 
el  uso,  como  el  trigo,  yino,  aceite,  dinero. 


Bi  que  da  en  mutuo  se  llama  muíuanle^  y  el 
que  recibe  mutuario. 

MUTUO.  Aplicase  á  lo  que  reciprocamen- 
te se  hace  entre  dos  ó  más  personas.  Donación 
mutua,  por  ejemplo,  es  una  donación  recipro- 
ca hecha  entre  dos  ó  más  personas  á  beneficio 
de  la  que  sobreviva;  y  del  mismo  modo  es  tes- 
tamento mutuo  el  que  hacen  dos  personas  á 
favor  de  la  que  sobreviva  á  la  otra. 

MUY.  Signo  modificativo,  que  siempre  va 
unido  á  un  adverbio  ó  á  un  adjetivo,  dándoles 
fuerza  superlativa»  Equivale  k  en  aUo  grado,  tu^ 
mámenle, 

MUZ.  Remate  del  tajamar,  (líarina.) 
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NACEB.  Salir  á  luz  un  ser  animado,  de- 
jando el  claustro  materno  después  de  haber 
adquirido  en  éste  el  tiempo  de  la  gestación. 

NACIMIENTO.  El  t^cto  de  nacer  ó  de  sa- 
lir á  luz.— La  venida  de  un  niño  al  mundo. 

Los  hijos  no  nacen  solo  para  sus  padres, 
Bino  también  para  la  repáblica,  y  es  que  el  es- 
tado de  sus  personas  pertenece  más  bien  al 
público  que  á  sus  padres  mismos.  Por  eso  la 
ley  de  Rómulo,  que  permitía  al  padre  deshe- 
redar y  aun  matar  á  sus  hijos,  no  le  permitía 
desecharlos  ni  abdicarlos  como  extraños:  podia 
muy  bien  el  padre  renunciar  á  la  bondad  y 
cariño  paternal,  pero  no  despojarse  de  la  ca- 
lidad de  padre;  podia  quitar  la  vida  á  los  hi- 
jos, pero  no  el  titulo  de  su  nacimiento. 

Como  no  está  en  poder  de  un  hijo  probar 
física  y  demostrativamente  quién  es  su  padre, 
la  ley  declara  tal  al  que  está  casado  con  su 
madre,  considerando  legitimo  á  todo  el  que 
nace  bajo  el  sello  del  matrimonio:  Pater  is  est 
gt^efn  justa  nuptia  demostrant.  La  ley  es,  pues, 
la  que  forma  la  genealogía  de  los  hijos,  y  los 
padres  están  obligados  á  recouocer  como  suyos 
todos  aquellos  que  el  matrimonio  les  presenta; 
de  modo  que  para  sostener  el  estado  de  éstos 
basta  alegar  la  posibilidad  de  la  cohabitación 
del   marido  y  la  mujer;  siguiéndose  de  aquí 
que  por  más  pruebas  que  se  tengan  de  la  di- 
solacion  y  libertinaje  de  una  madre,  y  por  más 
que  se  diga  haberse  hecho  embarazada  en  au- 
sencia del  marido,  nunca  podrá  desecharse 
el  bijo  nacido  durante  el  matrimonio  mientras 
no  se  Justifique  plenamente  lá  imposibilidad 


física  de  que  el  marido  haya  tenido  trato  con 
la  mujer  al  tiempo  en  que  el  hijo  fué  concebido. 

Mas  ¿cuál  es  el  tiempo  en  que  ha  de  nacer 
el  hijo  de  legítimo  matrimonio  para  que  sea 
tenido  por  legítimo?  Aunque  nada  hay  que 
pueda  decirse  absolutamente  cierto  con  res- 
pecto al  término  del  nacimiento,  la  experien- 
cia, sin  embargo,  ha  introducido  la  regla  de 
que  los  niños  vienen  al  m  undo  casi  siempre  á 
los  nueve  meses  de  su  concepción,  alguna  vez 
al  principio  del  sétimo,  y  también  alguna  vez 
al  principio  del  décimo  (Ley  4.*,  tít.  23,  Par- 
tida 4.'),  á  no  ser  que  algunas  circunstancias 
particulares  produzcan  presunciones  muy  fuer- 
tes «n  favor  de  la  madre,  dando  lugar  á  creer 
que  su  preñez  ha  sido  más  larga  de  lo  ordina" 
rio.  Asi  es  que  para  que  un  hijo  sea  tenido 
por  legítimo  es  preciso  que  el  tiempo  de  su 
concepción  cuadre  con  el  de  su  nacimiento,  es 
decir,  que  haya  sido  concebido  dentro  del  ma- 
trimonio. 

Por  la  ley  provisional  de  2  de  Junio  de 
1870,  para  establecer  el  registro  civil  en  la 
Península  é  islas  adyacentes,  se  manda  guar- 
dar, cumplir  y  ejecutar  en  todas  sus  partes  las 
disposiciones  generales  relativas  á  los  naci- 
mientos, cuyo  tit.  2.°  dice  asi: 

« Art.  45.  Dentro  del  término  de  tres  dias, 
á  contar  desde  aquel  en  que  hubiese  tenido 
lugar  el  nacimiento,  deberá  hacerse  presenta- 
ción del  recien  nacido  al  funcionario  encarga- 
do del  registro,  quien  procederá  en  el  mismo 
acto  á  verificar  la  correspondiente  inscripción. 
Art.  46.     Si  hubiere  temor  de  daño  para  la 
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Balad  del  recien  nacido  ü  otra  cansa  racional 
bastante  qne  impida  su  presentación  en  el  tér» 
mino  fijado  en  el  articulo  anterior,  el  funcio- 
nario encargado  del  registro  se  trasladará  al 
sitio  donde  el  niño  se  halle  para  cerciorarse 
de  su  existencia,  recibir  la  declaración  de  las 
circunstancias  que  deben  expresarse  en  el  re- 
gistro y  ejercitar  la  inscripción. 

Art.  47.  Están  obligados  á  hacer  la  pre« 
sentacion  y  declaraciones  que  se  expresarán 
en  los  artículos  sucesivos  de  esta  ley  las  per- 
sonas siguientes  por  el  orden  en  que  se  men- 
cionan: 

1.*     El  padre. 

2.*     La  madre. 

3.''  El  pariente  más  próximo,  siendo  de 
mayor  edad,  de  los  que  se  hubiesen  hallado 
en  el  lugar  del  alumbramiento  al  tiempo  de 
verificarse. 

4/  £1  facultativo  ó  partera  que  haya  asis- 
tido al  parto,  ó  en  su  defecto  cualquiera  otra 
persona  que  lo  baya  presenciado. 

5.*  El  Jefe  del  establecimiento  publico  ó 
el  cabeza  de  la  casa  en  que  el  nacimiento  ha- 
ya ocurrido,  si  éste  se  efectuase  en  sitio  dis- 
tinto de  la  habitación  de  los  padres. 

6.*  Respecto  á  los  recién  nacidos  abando* 
nados,  la  persona  que  los  haya  recogido. 

7.*  Respecto  á  los  expósitos,  el  cabeza  de 
familia  de  la  casa  ó  el  Jefe  del  establecimiento 
dentro  de  cuyo  recinto  haya  tenido  lugar  la 
exposición. 

Art.  48.  La  inscripción  del  nacimiento  en 
el  registro  civil  expresará  las  circunstancias 
mencionadas  en  el  art.  20,  y  además  las  si- 
guientes: 

1.*     El  acto  de  la  presentación  del  niño. 

2.*  El  nombre,  apellido,  edad,  naturaleza, 
domicilio  y  profesión  ú  oficio  de  la  persona 
que  lo  presenta,  y  relación  de  parentesco  ü 
otro  motivo  por  el  cual  esté  obligada,  según 
el  art.  47  de  esta  ley,  á  presentarlo. 

3.'  La  hora,  dia,  mes  y  año  y  lugar  del 
nacimiento. 

4.*     El  sexo  del  recien  nacido. 

5*  El  nombre  que  se  le  haya  puesto  ó  se 
le  haya  de  poner. 

6.*  Los  nombres,  apellidos,  naturaleza, 
domicilio  y  profesión  (i  oficio  de  los  padres  y 
de  los  abuelos  paternos  y  maternos  si  pudiesen 
legalmente  ser  designados,  y  su  nacionalidad 
si  fuesen  extranjeros. 

7.*  La  legitimidad  ó  ilegitimidad  del  re  • 
cien  nacido  si  fuese  conocida;  pero  sin  expre- 
sar la  clase  de  ésta,  á  no  ser  la  de  los  hijos  le- 
galmente denominados  naturales. 

Art.  49.  Respecto  á  los  recien  nacidos 
abandpnados  6  expósitos,  en  vez  de  las  cir- 


cunstancias números  3.*,  6.*  y  7/  del  artíca- 
lo  anterior  se  expresarán: 

1.*  La  hora,  dia,  mes  y  año  y  lugar  en 
que  el  niño  hubiese  sido  hallado  ó  expaesto. 

2.*     Su  edad  aparente. 

3.*  Las  señas  particulares  y  defectos  de 
conformación  que  le  distingan. 

4.*  Los  documentos  ü  objetos  que  sobre  él 
ó  á  su  inmediación  se  hubiesen  encontrado; 
vestidos  ó  ropas  en  que  estuviere  envuelto,  y 
demás  circunstancias  cuya  memoria  sea  útil 
conservar  para  la  futura  identificación  de  su 
persona. 

Art.  50.  Los  objetos  encontrados  coa  el 
niño  expósito  ó  abandonado,  si  fueren  docu- 
mentos se  encarpetarán  y  archivarán  ea  la 
forma  dicha  en  el  art.  29;  y  si  fueren  objetos 
de  otra  clase,  pero  de  fácil  conservación ,  se 
custodiarán  también  en  el  mismo  archivo  que 
aquellos,  marcándolos  de  la  manera  conve- 
niente para  que  en  todo  tiempo  puedan  ser  re- 
conocidos. 

Art.  51.  Respecto  á  los  recien  nacidos  de 
origen  ilegitimo,  no  se  expresará  en  el  regis- 
tro quiénes  sean  el  padre  ni  los  abuelos  pa- 
ternos, á  no  ser  que  el  mismo  padre,  por  si  ó 
por  medio  de  apoderado  con  poder  especial  y 
auténtico,  haga  la  presentación  del  niño  y  la 
declaración  de  su  paternidad. 

Lo  mismo  se  observará  en  cuanto  á  la  ex- 
presión del  nombre  de  la  madre  y  de  los  abac- 
ios maternos. 

Art.  52.  Habiendo  nacido  el  niño  de  cons- 
tante matrimonio  ó  en  tiempo  en  que  legalmen- 
te deba  reputarse  nacido  dentro  de  él,  no  puede 
expresarse  en  el  registro  civil  declaración  al- 
guna contraria  á  su  legitimidad  mientras  no 
lo  disponga  el  Tribunal  competente  en  senten- 
cia pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada. 

Art.  53.  Si  se  presentare  al  encargado  del 
registro  el  cadáver  de  un  recien  nacido,  ma- 
nifestándose que  la  muerte  ha  ocurrido  poco 
después  del  nacimiento,  se  hará  constar  por 
declaración  verbal  de  facultativo  si  aquel  ba 
fallecido  antes  ó  después  de  nacer,  y  por  de* 
claracion  de  los  interesados  la  hora  del  naci- 
miento y  del  fallecimiento . 

De  todas  estas  circunstancias  se  hará  men- 
ción en  la  inscripción  del  nacimiento,  é  inme- 
diatamente se  inscribirá  la  defunción  en  el  li- 
bro de  la  sección  correspondiente  del  regis- 
tro civil. 

Art.  54.  Cuando  el  nacimiento  tuviese  la- 
gar en  un  lazareto  dentro  de  las  veinticuatro 
horas,  el  Jefe  del  establecimiento,  en  presencia 
del  padre  si  se  hallare  en  el  mismo  y  de  dos 
testigos,  formalizará  por  duplicado  un  acta  en 
que  86  expresen  todas  las  circunstancias  que 
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segan  e^ta  ley  deben  mencionarse  en  los  asien- 
tos del  registro  civil. 

Un  ejemplar  de  esta  acta  se  remitirá  in- 
mediatamente al  Juez  municipal  del  distrito  en 
que  el  lazareto  se  halle  situado  para  que  veri- 
fique su  inscripción  en  el  registro  de  que  esté 
eucargado.  El  otro  ejemplar  quedará  archiva- 
do en  el  establecimiento. 

Art.  55.  Si  el  nacimiento  se  veriflcase  en 
buque  nacional  durante  su  viaje,  el  Contador 
si  el  buque  es  de  guerra,  ó  el  Capitán  ó  patrón 
si  es  mercante,  formalizará  el  acta  de  que  ha- 
bla el  articulo  anterior,  insertando  copia  de 
ella  en  el  diario  de  la  navegación. 

Art.  56.  En  el  primer  puerto  que  el  bu- 
que tocare,  si  está  en  territorio  español,  se  en- 
tregarán los  dos  ejemplares  del  acta  por  el  Oñ- 
cial  que  la  haya  levantado  á  la  Autoridad  ju- 
dicial superior  del  mismo  punto,  quien  hará 
constar  la  entrega  por  diligencia  ante  Notario 
público,  testimoniándose  aquella  literalmente, 
lumediatamente  se  remitirán  á  la  Dirección 
general  por  distintos  correos  los  dos  ejempla- 
res del  acta  original  para  que  practique  en 
su  registro  la  inscripción  correspondiente ,  si 
ninguno  de  los  padres  del  recien  nacido  tu- 
viere domicilio  conocido  en  España;  y  en  otro 
caso  remitirá  una  de  ellas  al  Juez  municipal 
del  domicilio  para  que  haga  la  inscripción, 
quedando  archivado  el  otro  ejemplar  en  la  Di- 
rección. El  acta  de  entrega  se  depositará  en 
el  archivo  del  Tribunal  que  la  haya  mandado 
extender. 

Si  antes  de  tocar  el  buque  en  puerto  espa- 
ñol tocare  en  puerto  extranjero  donde  haya 
Agente  diplomático  ó  consular  de  España,  se 
entregará  á  éste  uno  de  los  ejemplares  del  ac- 
ta de  que  habla  el  articulo  anterior  para  que 
ejecute  lo  dispuesto  en.el  mismo.  El  otro  ejem- 
plar se  entregará  con  igual  objeto  en  el  pri- 
mer puerto  español  en  que  después  toque  el 
buque  á  la  Autoridad  judicial  superior,  se« 
Qvín  lo  determina  el  artículo  citado. 

Art.  57.  Cuando  no  exista  Agente  espa- 
ñol en  dicho  puerto  extranjero,  el  Contador,  ó 
Capitán  del  buque  en  su  caso,  reservarán  en 
su  poder  los  dos  ejemplares  del  acta,  y  al  lle- 
gar á  puerto  donde  lo  haya  ó  á  otro  español, 
practicarán  lo  ordenado  en  el  artículo  anterior. 
Art.  58.  Aunque  el  nacimiento  de  los  hi- 
jos de  españoles  en  el  extranjero  haya  sido  ins- 
crito conforme  á  las  leyes  que  estén  allí  en  vi- 
^or,  los  padres  deberán  hacer  que  se  inscriba 
también  en  el  registro  del  Agente  diplomático 
ó  consular  de  España  del  punto  más  próximo 
al  de  su  residencia,  presentando  con  tal  objeto 
al  recien  nacido  ante  este  funcionario  si  fuese 
posible,  ó  remitiendo  al  mismo  dos  copias  au- 


ténticas de  la  inscripción  ya  hecha.  A  su  vez 
el  Agente  español ,  practicada  la  inscripción  en 
su  registro,  remitirá  á  la  Dirección  general 
una  de  dichas  copias  ó  de  la  inscripción  que 
hubiese  practicado  al  presentársele  el  recien 
nacido  para  que  asimismo  la  inscriba  en  su 
registro  respectivo  si  los  padres  no  tuviesen 
domicilio  conocido  en  España,  ó  para  que  en 
otro  caso  se  remita  al  Juez  municipal  corres- 
pondiente. 

Art.  59.  El  nacimiento  de  los  hijos  de  mi- 
litares se  inscribirá  en  el  registro  del  punto 
en  que  residan,  y  si  hubiese  tenido  lugar  en 
el  extranjero,  donde  los  padres  se  hallaren  con 
motivo  de  guerra,  se  formalizará  un  acta  como 
la  prescrita  en  los  artículos  54  y  55  por  el 
Jefe  del  cuerpo  á  que  el  padre  pertenezca,  re- 
mitiéndose sucesivamente  por  el  conducto  más 
seguro  ios  dos  ejemplares  de  ella  al  Ministerio 
de  la  Guerra  para  que  en  él  quede  uno  archi- 
vado, y  se  pase  el  otro  á  la  Dirección  general 
del  Registro  con  el  objetó  de  que  formalice  la 
correspondiente  inscripción. 

Art.  60.  Al  margen  de  las  partidas  de  na-^ 
cimiento  se  anotarán  sucintamente  en  uno  de 
los  dos  libros  ejemplares,  que  habrá  de  ser  el 
que  haya  de  archivarse  en  la  misma  oficina 
del  registro,  los  actos  siguientes  concernien- 
tes á  las  personas  á  quienes  aquellos  se  re- 
fieran: 

1  .*    Las  legitimaciones . 

2.''     Los  reconocimientos  de  hijos  naturales , 

3.*     Las  ejecutorias  sobre  filiación. 

4.*    Las  adopciones. 

5.*"     Los  matrimonios. 

6.*  Las  ejecutorias  de  divorcio,  sin  expre- 
sar la  causa  que  lo  hubiere  motivado. 

7.''  Las  en  que  se  declare  la  nulidad  del 
matrimonio. 

.  8.*    Las  interdicciones  de  bienes  por  efecto 
de  la  imposición  de  pena. 

9.*  Los  discernimientos  de  tutela  y  de 
toda  especie  de  cúratelas. 

10.  Las  remociones  de  estos  cargos. 

1 1 .  Las  emancipaciones  voluntarias  ó  for- 
zosas. 

12.  Las  naturalizaciones  en  el  caso  del 
articulo  51. 

13.  Las  dispensas  de  edad. 

14.  T  en  general  todos  los  actos  jurídicos 
que  modifiquen  el  estado  civil  del  ciudadano 
y  no  deban  ser  objeto  de  inscripción  principal 
según  las  disposiciones  de  esta  ley. 

Art.  61.  Cuando  los  actos  mencionados 
en  el  articulo  anterior  constasen  por  documen- 
to otorgado  ante  el  Notario  publico,  éste  de- 
berá ponerlo  en  conocimiento  del  Juez  muni- 
cipal en  cuyo  Registro  se  hallase  inscrito  el* 
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nacimiento  del  interesado,  ó  de  la  Dirección 
general  en  su  caso  para  qae  haga  la  corres- 
pondiente anotación  marginal,  remitiéndole  al 
efecto  testimonio  en  relación  del  documento 
otorgado. 

81  dichos  actos  constasen  por  ejecutoria  ó 
por  decreto  de  la  Administración  superior  del 
Estado,  ó  por  inscripción  hecha  en  el  Registro 
civil,  cumplirán  la  obligación  impuesta  en  el 
párrafo  anterior  el  Tribunal  ó  autoridad  admi- 
nistrativa que  hubiesen  dictado  la  sentencia  ó 
decreto  que  se  debe  anotar,  ó  el  encargado  del 
Registro  que  hubiese  formalizado  dicha  ins- 
cripción, debiéndose  siempre  acompañar  al 
aviso  la  oportuna  certificación  ó  testimonio  á 
que  la  anotación  se  haya  de  referir. 

Art.  62.  El  encargado  del  Registro  á  quien 
se  dirijan  estos  documentos  estará  obligado  á 
acusar  inmediatamente  el  recibo. 

Art.  63.  La  falta  de  cumplimiento  de  lo 
dispuesto  en  los  artículos  anteriores  se  corre- 
girá con  una  multa  de  10  á  100  pesetas. 

Art.  64.  Los  cambios  de  nombre  ó  apelli- 
do se  autorizarán  por  el  Ministerio  de  Qracia 
y  Justicia,  previa  consulta  del  Consejo  de  Es- 
tado y  oyendo  á  las  personas  á  quienes  puedan 
interesar,  para  lo  cual  se  anunciarán  en  los 
periódicos  oficiales  las  solicitudes  que  al  efecto 
se  hagan. 

Estas  autorizaciones  también  se  anotarán 
al  margen  de  la  partida  de  nacimiento  del  in- 
teresado, observándose  lo  prescrito  en  los  ar- 
tículos 45  y  47. 

Art.  65.  Los  obligados  según  el  art.  47  á 
presentar  al  encargado  del  registro  el  recien 
nacido  que  no  lo  hicieren  sin  Justa  causa  in- 
currirán en  la  multa  de  5  á  10  pesetas,  y  del 
doble  en  caso  de  reincidencia.  Los  encargados 
del  registro  en  sus  respectivos  casos  vigilarán 
constantemente  para  que  la  presen tacioti*ten- 
ga  efecto,  y  exigirán  las  multas  prevenidas  en 
el  párrafo  anterior.»  Véase  Registro  civil.  De- 
funciones, Insgeipcionbbs  de  giudauanía  y  hatei- 

XONIO  CIVIL. 

NACIÓN.  Conjunto  ó  aglomeración  de  to« 
dos  los  habitantes  de  un  país,  ya  estén  regidos 
por  unas  mismas  leyes,  ya  reconozcan  diferen- 
tes formas  de  gobierno,  los  cuales  general* 
mente  tienen  un  idioma  común,  que  los  dis- 
tingue y  caracteriza.  Es  la  reunión  ó  conjunto 
de  hombres  que  tienen  un  mismo  origen ;  asi 
se  dice:  la  Nación  Judian  la  Nación  esclava,  etc. 
((La  palabra  Nación ,  según  Klüber  {Droit  des 
gens  modeme  de  VEurope,  tít.  1.*]  tiene  tres  sig- 
nificaciones: se  la  considera  bajo  la  relación  de 
la  metapolitica,  del  derecho  publico  interior  y 
del  internacional.  Los  publicistas  hacen  uso 
de  diversas  nomenclaturas.  Unos  admiten  cua« 


tro  ramas  del  derecho  de  gentes:  el  natural ^  el 
arbitrario  6  voluntario,  el  consuetudinario.  Otros 
distinguen  el  derecho  de  gentes  simplemente 
natural,  natural  modijícado  (fundado  sobre  el 
consentimiento  presunto  de  las  Naciones  civi- 
lizadas), consuetudinario,  conoencional.  Otros  se 
limitan  á  separar  el  derecho  de  gantes  natural 
del  positivo,  subdividiendo  el  primero  en  aquel 
que  es  necesario,  y  en  el  que  es  puramente  ar- 
bitrario.» 

Toda  Nación  posee  varias  especies  de  bienes. 
Los  unos  pertenecen  á  los  individuos;  ios  otros 
á  las  comunidades  particulares  (como  á  ciuda- 
des, gremios,  etc),  y  se  llaman  bienes  particu- 
lares;  los  otros  á  la  comunidad  entera,  y  se  lla- 
man públicos. 

Dividense  estos ,  según  Pando ,  en  bienes 
comunes,  cuyo  uso  es  indistintamente  de  todos 
los  individuos  de  la  Nación,  como  son  las  ca- 
lles, plazas,  rios,  lagos  y  canales;  y  bienes  de 
la  Corona  6  de  la  República,  los  cuales,  ó  están 
destinados  á  diferentes  objetos  de  servicio  pu- 
blico, V.  gr.,  las  fortificaciones  y  arsenales,  ó 
pueden  consistir,  como  los  bienes  de  los  par- 
ticulares, en  tierras,  casas,  haciendas,  bos- 
ques, minas  que  por  cuenta  del  Estado  se  ad- 
ministran; en  efectos  muebles ,  en  derechos  y 
acciones . 

«Los  bienes  politices  de  la  Nación,  dice 
Olmeda,  son  todas  aquellas  cosas  en  que  puede 
haber  propiedad ,  y  la  pertenecen  cuando  se 
apodera  de  un  país,  haciendo  como  una  masa 
total  de  ellos ;  pero  no  posee  la  Nación  todos 
estos  bienes  de  un  propio  modo.  Hay  unos  que 
no  se  pueden  dividir  entre  las  comunidades 
particulares  ó  los  individuos,  y  se  llaman  por 
esto  bienes  públicos.  De  ellos  unos  están  reser- 
vados para  las  necesidades  del  Estado ;  otros 
son  comunes  á  todos  los  ciudadanos,  que  pue- 
den usar  de  ellos  según  lo  pidan  sus  necesida- 
des y  siguiendo  las  leyes  que  prescriben  su 
uso.  Llámanse  estos  bienes  comunes,  como  son  el 
aire,  agua  corriente,  la  mar,  los  poces  y  tier- 
ras, etc. 

Los  títulos  en  que  se  funda  la  propiedad  de 
la  Nación  ó  son  originarios,  6  accesorios  ó  deri- 
vativos.  Los  primeros  se  reducen  todos  á  la 
ocupación;  sea  que  por  ella  nos  apoderemos  de 
cosas  que  verdaderamente  no  pertenecían  á 
nadie,  como  en  la  especie  de  ocupación  que 
tiene  con  más  propiedad  este  nombre;  ó  de  co- 
sas cuyos  dueños  han  perdido  por  un  abandono 
presunto  el  derecho  que  sobre  ellas  tenían, 
como  en  la  prescripción;  ó  finalmente,  de  co- 
sas cuya  propiedad  se  invalida  por  el  derecho 
de  guerra,  y  que  de  consiguiente  pasan  á  la 
clase  de  res  nullius,  como  se  verifica  en  la  cap- 
tura bélica. 
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Por  último,  el  derecho  de  propiedad  entre 
las  Naciones  deriva  del  mismo  principio  que  el 
de  la  propiedad  individual,  anterior  á  todo 
pacto  social. 

NACIONALIDAD.  Condición  ó  estado  de 
una  persona  que  pertenece  á  tal  ó  cual  Nación, 
sea  por  nacimiento ,  sea  por  asociación  ó  sea  por- 
gue haya  adquirido  en  ella  carta  de  naturaleza. 

En  el  Reglamento  para  plantear  el  Registro 
de  nacionalidad,  del  Ministerio  de  Estado,  su 
fecha  5  de  Setiembre  de  1871,  se  previene: 

«Los  españoles  domiciliados  en  el  extran- 
jero deberán  estar  provistos  del  correspon- 
diente certiñcado  de  nacionalidad ,  sin  cuyo 
requisito  no  podrán  hacer  valer  sus  derechos 
ni  ser  atendidos  en  las  Legaciones  ó  en  los 
Consulados.» 

En  la  ley  provisional  de  Registro  civil, 
para  las  declaraciones  de  opción  por  la  nacio- 
nalidad española  y  la  inscripción  en  el  mismo, 
se  previene: 

« 1 2.  Las  declaraciones  de  opción  por  la  na- 
cionalidad española  hecha  por  los  nacidos  en 
territorio  extranjero  de  padre  ó  madre  espa* 
ñola,  si  los  que  hicieren  la  declaración  no  eli- 
gieren al  hacerla  domicilio  en  España. 

18.  Las  de  españoles  que  hubieren  perdido 
esta  cualidad,  manifestando  que  quieren  re- 
cuperarla, si  al  hacerlo  no  eligieren  tampoco 
domicilio  en  España. 

14.  Los  que  para  recuperar  la  nacionali- 
dad española  hagan  las  personas  nacidas  en  el 
extranjero  de  padre  ó  madre  españoles  que  hu- 
l>ieren  perdido  esta  cualidad,  si  tampoco  eli- 
giesen domicilio  en  España. 

15.  Las  hechas  con  el  mismo  objeto  por 
españolas  casadas  con  extranjeros  después  del 
fallecimiento  de  sus  maridos,  en  el  mismo  caso 
de  los  cuatro  números  anteriores.  (Art.  29  ley.) 

Se  ioscribirán  en  el  registro  encomendado 
á  los  Jueces  municipales: 

Las  declaraciones  de  opción  por  la  nacio- 
nalidad española  hechas  por  los  nacidos  en  Es  • 
paña  de  padres  extranjeros,  ó  de  padre  extran- 
jero y  madre  española. 

Las  hechas  por  los  comprendidos  en  los 
números  12,  13,  14  y  15  del  art.  2.',  si  al 
hacerlas  eligiesen  domicilio  en  España. 

Las  que  hagan  los  extranjeros  manifestan- 
do  querer  fijar  su  domicilio  en  territorio  espa« 
ñol,  ó  querer  trasladarlo  á  punto  distinto  den- 
tro del  mismo.  (Art.  3.*,  números  14,  15  y 
16  ley.) 

Se  inscribirán  en  el  registro  que  deben 
llevar  los  Agentes  diplomáticos  y  consulares 
de  España  las  declaraciones  comprendidas  en 
los  números  12,  13,  14  y  15  del  art.  2.'  (Ar- 
tículo 4.*,  número  5/  ley.) 


Se  inscribirán  en  el  registro  que  deben 
llevar  los  Agentes  diplomáticos  y  bónsules  de 
España  las  declaraciones  de  españoles  que  quie- 
ran conservar  esta  calida!  al  ñjarsu  residencia 
en  país  extranjero,  donde  por  solo  este  hecho 
sean  considerados  como  nacionales.  (Art.  4.*, 
número  4.*  ley.) 

La  ley  de  20  de  Junio  de  1864,  expedida 
por  el  Ministerio  de  Estado  acerca  de  la  nacio- 
nalidad de  los  hijos  de  españoles  nacidos  en 
las  Repúblicas  de  América,  dice  lo  que  sigue: 
«Artículo  ]  .^  La  cualidad  de  español  conce-' 
dida  en  el  párrafo  2.*  del  art.  1 .'  de  la  Constitu- 
ción áloshijosde  los  españoles  residentesen  otros 
países,  es  un  derecho  que  deberá  conservar  y 
garantir  el  Gobierno,  siempre  que  sea  posible, 
en  cuantos  convenios  celebre  sobre  este  par- 
ticular con  las  Repúblicas  americanas. 

Art.  2.^  Cuando  fuere  imposible  la  con- 
servación de  este  derecho,  por  impedirlo  la 
Constitución  hoy  vigente  eu  los  países  donde 
tales  hijos  ó  españoles  hubiesen  nacido,  ú  otra 
causa  igualmente  poderosa,  el  Gobierno  cui- 
dará de  que  los  interesados  lo  recobren  tan 
luego  como  por  variación  de  residencia,  ó  por 
otro  motivo  legítimo,  entraren  en  la  posibili- 
dad de  disfrutarlo.» 

Cambios  de  nacionalidad.  Los  cambios  de 
nacionalidad  producirán  efectos  legales  en 
España  solamente  desde  el  dia  en  que  sean 
inscritos  en  el  Registro  civil.  (Art.  96  de  la 
Ley  provisional  del  citado  Registro  civil.) 

Inscripción  de  ciudadanía.  En  todos  los 
casos  en  que  se  trate  de  inscribir  en  el  regis- 
tro civil  un  acto  por  virtud  del  cual  se  ad- 
quiere, se  recupera,  ó  se  pierde  la  nacionali- 
dad española,  deberán  presentarse  la  partida 
do  nacimiento  del  interesado;  la  de  su  ma- 
trimonio, si  estuviere  casado,  y  las  de  naci- 
miento de  su  esposa  y  de  sus  hijos.  (Artícu- 
lo 97  ley.) 

No  se  practicará  inscripción  alguna  en  el 
registro  de  ciudadanía  relativa  á  la  adquisi- 
ción, recuperación  ó  pérdida  de  la  calidad  de 
español,  en  virtud  de  declaración  de  persona 
interesada  que  no  se  halle  emancipada  y  no 
baya  cumplido  la  mayor  edad.  (Art.  98  ley.) 

La  adquisición,  recuperación  ó  pérdida  de 
la  nacionalidad  española  se  anotarán  al  mar- 
gen de  las  partidas  de  nacimiento  de  los  inte- 
resados y  de  sus  hijos,  si  estos  actos  hubiesen 
sido  inscritos  en  el  Registro  civil  de  España, 
remitiéndose  al  efecto  copias  certificadas  de  la 
inscripción  á  los  encargados  de  los  registros 
respectivos,  quienes  acusarán  inmediatamente 
el  recibo.  Por  la  falta  de  cumplimiento  de  la 
disposición  de  este  articulo  se  impondrá  la 
multa  prevista  en  el  art.  66.  (Art.  99  ley.) 
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Bn  todas  las  iuscripciones  del  registro  de 
qoe  hablan  los  artículos  precedentes,  se  ex- 
presará, si  fuese  posible,  además  de  las  cir- 
cunstancias mencionadas  en  el  art.  20: 

1  .*     El  domicilio  anterior  del  interesado. 

2.*  Los  nombres  y  apellidos,  naturaleza, 
domicilio  y  profesión  h  oñcio  de  sus  padres, 
si  pudieren  ser  designados. 

3/  El  nombre,  apellido  y  naturaleza  de  su 
esposa  si  estuviere  casado. 

é.""  Los  nombres  y  apellidos,  naturaleza, 
vecindad  y  profesión  ú  oficio  de  los  padres  de 
ésta  en  el  caso  del  nüm.  2.° 

5.*  Los  nombres,  edad,  naturaleza,  resi- 
dencia y  profesión  d  oñcio  de  los  hijos ,  mani- 
festando si  alguno  de  ellos  está  emancipado. 
(Art.  100  ley). 

La  inscripción  de  los  actos  en  virtud  de 
los  cuales  se  adquiera,  se  recupere  ó  se  pierda 
la  nacionalidad  española,  deberá  verificarse  en 
el  registro  de  ciudadanía,  en  cuanto  los  inte- 
resados lo  soliciten,  presentando  al  efecto  los 
documentos  expresados  en  el  art.  97  di  la  ley 
de  Registro  civil,  y  en  su  caso  los  Reales  de- 
cretos de  concesión. 

Cuando  la  inscripción  solicitada  se  refiera 
á  una  viuda,  deberá  justificar  también  su  es- 
tado de  viudez  con  el  certificado  de  defunción 
del  marido.  (Art.  65  Reglamento. ) 

La  inscripción  se  hará  con  sujeción  á  lo 
dispuesto  en  los  artículos  20  y  100  de  la  ley 
y  en  los  21  á  25  del  Reglamento. 

También  se  observará,  en  los  respectivos 
casos  á  que  se  refieren,  lo  prevenido  en  los  ar- 
tículos 101,  102,  104,  105.  106,  107,  108, 
109,  110,  111  y  112  de  la  Ley  de  Registro. 
(Art.  66.) 

En  el  caso  expresado  en  el  párrafo  2.*  del 
art.  65  del  Reglamento,  se  consignarán  en  el 
acta  el  nombre,  apellido,  naturaleza  y  último 
domicilio  del  marido  difunto. 

.  Cuando  no  fuere  posible  expresar  alguna 
de  las  circunstancias  mencionadas  en  el  artícu* 
lo  100  de  la  ley,  se  indicará  en  el  acta  el  mo- 
tivo de  aquella  imposibilidad.  (Artículos  67 
y  68.) 

Recuperación  de  naciomlidad.  El  espafiol  que 
hubiese  perdido  esta  calidad  por  adquirir  na- 
turaleza en  país  extranjero ,  podrá  recobrarla 
volviendo  al  Reino,  declarando  que  asi  lo  quie- 
re ante  el  Juez  municipal  del  domicilio  que 
elija,  ó  en  otro  caso  ante  el  Director  general, 
renunciando  á  la  protección  del  pabellón  de 
aquel  país,  y  haciendo  inscribir  en  el  Registro 
civil  esta  declaración  y  renuncia.  (Art.  106 
Ídem.) 

El  español  que  hubiese  perdido  su  nacio- 
nalidad por  entrar  al  servicio  de  una  Potencia 


extranjera  sin  licencia  del  Gobierno  de  Espa- 
ña, además  de  los  requisitos  prevenidos  en  el 
artículo  anterior,  necesitará  para  recuperar  la 
calidad  de  español  una  rehabilitación  especial 
del  mismo  Gobierno,  y  en  el  respectivo  asien- 
to del  Registro  civil  deberá  hacerse  expresa 
mención  de  esta  rehabilitación.  (Art.  107,  id.) 

El  nacido  en  el  extranjero  de  padre  ó  ma- 
dre españoles  que  baya  perdido  esta  calidad 
por  haberla  perdido  sus  padres,  podrá  recupe- 
rarla también  llenando  los  requisitos  preveni- 
dos en  el  articulo  anterior.  (Art.  108  id.) 

Asimismo  podrá  recuperarla  la  mujer  es* 
pañola  casada  con  extranjero  después  que  se 
disuelva  su  matrimonio ,  haciendo  la  declara- 
ción, renuncia  é  inscripción  que  quedan  ex- 
presadas. Eu  este  caso  la  interesada  habrá  de 
presentar  el  documento  que  compruebe  la  di- 
solución del  matrimonio.  (Art.  109  id.) 

Conseroacion  de  la  nacionalidad.  Los  espa- 
ñoles que  trasladen  su  domicilio  á  país  extran- 
jero, donde  sin  más  circunstancia  que  la  de  su 
residencia  en  él  sean  considerados  como  nata- 
rales  ,  necesitarán  para  conservar  la  naciona- 
lidad de  España  manifestar  que  ésta  es  su  to- 
luntad  al  Agente  diplomático  ó  consular  espa- 
ñol, quien  deberá  inscribirles,  asi  como  tam- 
bién á  su  cónyuge  si  fuesen  casados ,  y  á  los 
hijos  que  tuvieren,  en  el  registro  especial  de 
españoles  residentes,  que  deberá  llevar  al  efec- 
to. (Art.  112  id.) 

Pérdida  de  la  nacionalidad.  Véanse  los  ar- 
tículos Natüralizígion  ,  Extranjeros  y  Mozos 

80RTEABLB8. 

NATUBAL.  El  nativo  ü  originario  de  al- 
gún pueblo  ó  Reino.  Por  la  ley  8.',  tit.  14, 
lib.  1.*  de  la  Novísima  Recopilación,  que  trata 
de  este  asunto,  se  disponía:  «que  se  tengan 
por  naturales  de  estos  Reinos  los  nacidos  en 
otros  dominios,  hijos  de  padre  español  em- 
pleado en  el  Real  servicio,  para  el  caso  de  que 
se  emplearen  en  él ,  ó  vengan  á  establecer  sa 
residencia  en  ellos ;  mas  no  para  el  de  que- 
darse en  país  extraño  sin  empleo  en  servicio 
de  S.  M.» 

NATUBALEZA.  El  orígen  que  alguno 
tiene  en  alguna  ciudad  ó  Reino  en  que  ha  na- 
cido. —La  calidad  que  da  derecho  á  ser  tenido 
por  natural  de  un  pueblo  para  ciertos  efectos 
civiles  ójeclesiásticos.— El  privilegio  que  con- 
cede el  Soberano  á  los  extranjeros  para  go- 
zar de  los  derechos  propios  de  los  naturales.  El 
despacho  de  las  cartas  de  naturaleza  para  ex- 
tranjeros correspondía  antes  á  la  Cámara  y 
luego  á  las  Cortes.  En  el  Real  decreto  de  22 
de  Setiembre  de  1845  está  mandado  que  sea 
consultado  el  Consejo  Real  sobre  la  naturali- 
zación de  extranjeros.  (Art.  7.*) 
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NATUBALIZACIOir.  Acto  por  el  cual 
na  extranjero  es  admitido  á  gozar  los  mismos 
derechos  coacedidoa  á  los  naturales  de  un 
país.  Bste  derecho  lo  concede  el  Soberano  á 
los  extranjeros  para  que  puedan  disfrutar  de 
los  privilegios  de  la  nacionalidad  como  sí  fue- 
ran hijos  del  país,  y  para  ello  obtienen  carta 
de  naturaleza. 

Los  derechos  de  ciudadano  español  se  pier- 
den: por  naturalizarse  en  país  extranjero;  por 
aceptar  de  otro  Gobierno  extraño  cargo  publico 
en  lo  civil  como  en  lo  militar;  por  ausentarse 
de  España  todo  mozo  sorteable  sin  prestar  la 
fianza  de  8.000  rs.,  conforme  previene  el  ar- 
ticulo 3.°  del  decreto  de  17  de  Diciembre  de 
1862,  y  desobedecer  las  órdenes  de  los  Agen- 
tes consulares  de  Bspaña  que  al  efecto  le  sean 
comunicadas  en  el  territorio  francés.  Véase  Mo- 
zos SOBTEABLES. 

Los  franceses  pierden  su  nacionalidad,  se- 
gún el  art.  17  del  Código  Napoleón:  1.*  Por 
la  naturalización  adquirida  en  país  extranjero. 
2.*  Por  la  aceptación,  no  autorizada  por  el 
Emperador,  de  empleos  píiblicos  conferidos 
por  un  Gobierno  extranjero.  3.*  En  fin,  por 
establecerse  en  país  extranjero  sin  deseo  de 
volver  á  la  madre  patria. 

La  francesa  que  se  casa  con  un  extranjero 
pierde  su  nacionalidad;  pero  la  recobra  á  la 
muerte  de  su  marido,  desde  el  dia  que  entra 
en  Francia  con  el  deseo  de  fijar  su  residencia, 
si  el  Gobierno  la  autoriza.  La  viuda  de  un  ex^ 
tranjero,  nacida  y  avecindada  en  Francia, 
vuelve  al  goce  de  su  nacionalidad  con  la  muer- 
te del  marido. 

Hé  aquí  también  algunos  apuntes  sobre  el 
derecho  de  naturalización  en  los  Estados-Uni- 
dos, tomados  del  tomo  2.*  de  la  obra  titulada 
BUiot's  Diplomtic  Code,  Washington,  1834: 

((Bi  derecho  de  conceder  la  naturalización 
pertenece  exclusivamente  al  Congreso  de  los 
Kstados-Unidos. »  (  Chirac  o.  Chirac.  —  2."" 
Whealo»,  269.  — 1817.) 

((Conforme  prescribe  el  decreto  sobre  na- 
turalización, de  14  de  Abril  de  1802,  el  re- 
gistro de  los  extranjeros  prevenido  en  la  sec- 
ción 2.*  de  la  ley  debe  estar  abierto  cinco  años 
antes  de  la  concesión  de  naturalización.  i>(il  »o- 
nymui^lPeUriRep.  457,  C.  Court,  U.  B.  1817.) 

«Todo  ciudadano  de  los  Estados-Unidos 
puede  adquirir  el  derecho  de  comerciar  libre- 
mente en  el  extranjero  y  gozar  de  los  privile- 
gios anejos  á  su  domicilio;  pero  si  adquiere  la 
naturalización,  renuncia  la  protección  de  los 
Estados-Unidos  y  depende  directamente  del 
Soberano  á  quien  ha  prestado  juramento.» 
(Mwnray  v,  the  Charming  BeUey,  2,  Cranch,  64. 
Sup.  Cowrí  U.  S.  1804.J 


((Todo  ciudadano  inglés  residente  y  natu- 
ralizado en  los  Bstados-Uuidos,  si  presta  jura- 
mento al  Rey  de  España  para  desempeñar  el 
cargo  de  Cónsul  de  aquella  Nación,  deja  de  ser 
ciudadano  americano  y  se  le  considera  como 
subdito  español.»  {Joluns,  cases,  407. — Fisch. 
V.  Slongton.  Sup.  Courl,  iV.  Yorh,  1801.) 

La  Instrucción  de  23  de  Diciembre  de 
1849  y  la  Real  orden  de  1.*  de  Marzo  de  1852 
dicen: 

((En  la  colonia  de  Argel,  donde  los  espa- 
ñoles, por  la  clase  poco  ilustrada  á  que  perte- 
necen, la  desidia  les  hace  no  matricularse,  es 
bastante  duro  y  de  mal  efecto  desatenderlos, 
aunque  protegerlos  en  todo  seria  también  dar 
lugar  á  equivocaciones  y  complicaciones.» 
Véase  Extranjería. 

NAUFBAGIO.  La  pérdida  de  un  navio 
que  á  resulta  de  la  agitación  de  las  olas,  del 
furor  de  los  vientos,  del  rayo  ü  otro  accidente, 
se  abisma  en  el  mar.  Los  restos  de  la  nave 
naufragada  eran  ocupados  antiguamente  por 
el  fisco  ó  por  los  pueblos  de  las  costas ;  pero 
entre  nosotros  se  recogen  y  (^nservan  para  sus 
dueños,  castigándose  á  los  ocultadores ,  quie- 
nes los  deben  pagar  como  hurto.  (Ley  1/,  ti- 
tulo 8.*,  lib.  9.'t''J^ovítima  Recopilación.) 

El  que ,  dirigiendo  algún  navio ,  le  llevare 
á  lugar  peligroso  para  que  naufrague  ó  se  es- 
trelle, con  la  mira  de  poder  robar  algo  de  lo 
que  trae,  incurre  en  la  pena  capital  y  en  la 
obligación  de  satisfacer  con  sus  bienes  los  per- 
juicios causados.   (Ley  10,  tít.  9.*,  Paft.  5.') 

Encallando  ó  naufragando  la  nave,  sus 
dueños  y  los  interesados  en  el  cargamento  tie- 
nen que  sufrir  individualmente  las  pérdidas  y 
desmejoras  que  ocurran  en  sus  respectivas  pro- 
piedades, pertenciéndoles  los  restos  de  ellas  que 
puedan  salvarse.  (Ley  2.',  tít.  9.*,  Part.  5.*j  (1) 

El  Capitán  que,  habiendo  naufragado  su 
nave,  se  salvare  solo  ó  con  parte  de  la  tripu- 
lación, debe  presentarse  á  la  Autoridad  más 
inmediata  y  hacer  relación  jurada  del  .suceso, 
la  cual  ha  de  comprobarse  por  las  declaracio- 
nes de  los  demás  individuos  que  se  hubieren 
salvado.  (Artículos  982  y  siguientes  del  Códi^ 
go  de  comercio.) 

Nuestra  legislación  ha  sido  siempre  muy 
protectora  para  con  los  buques  que  naufragan 
en  nuestras  costas ;  y  cuando  otros  Gobiernos 
lo  han  solicitado,  se  ha  concedido  á  sus  Cón- 
sules la  intervención  privativa  y  hasta  exclu- 
siva en  lo  relativo  al  salvamento  de  buques. 
Una  Real  orden  de  17  de  Julio  de  1751  lo  de- 
termina asi  con  respecto  á  la  Francia.  Ingla- 


(1)    Véanse  las  Ordenanza»  de  Bilbao ,  cap.  21, 
núm.  1.® 
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térra  obtuvo  en  26  de  Mayo  del  mismo  año  ana 
Real  cédala  alasita  á  los  naufragios  de  los  ba- 
qaes  ingleses,  estableciendo  de  ana  manera 
precisa  las  atribuciones  concedidas  sobre  este 
objeto  á  los  Cónsules  y  Vicecónsules  británi- 
cos que  residen  en  los  puertos  de  mar  del  lito- 
ral de  Bspaña. 

La  Con  Tención  consular  del  Pardo  (1769) 
la  fijó  más  terminantemente,  estableciendo  que 
tanto  en  España  como  en  Francia  serán  aque- 
llas atribuciones  priyativas  de  los  respectivos 
Cónsules,  y  que  la  Autoridad  local  (donde  bU' 
biere  Consulados  establecidos)  solo  interven- 
dría para  facilitar  por  su  justo  precio  los  auxi- 
lios que  le  fueren  requeridos. 

Según  la  misma  Oon vención,  las  mercade- 
rías salvadas  se  depositan  en  la  Aduana  ,  y 
quedan  libres  de  derecbos  cuando  deben  reex- 
portarlas. 

El  art.  9.*,  tít.  1.**  del  tratado  de  9  y  13 
de  Agosiio  de  1791  dice:  «que  en  caso  de  nau- 
fragio de  algún  buque  español  los  Jueces  de 
paz  deberán  retirarse  en  cuanto  lo  reclame  el 
Cónsul  de  España ,  dejando  á  éste  el  cuidado 
especial  del  salvamento  de  la  nave.  Véase  Ar« 

BIBADA. 

La  doctrina  ajustada  en  la  Convención  del 
Pardo  en  todos  los  extremos  enumerados,  aun- 
que solo  sirvió  en  un  principio  para  las  rela- 
ciones entre  España  y  Francia ,  se  fué  poco  á 
poco  extendiendo,  y  forma  hoy  parte  del  de- 
recho internacional.  Pero  como  las  Naciones 
que  no  la  han  establecido  en  sus  tratados  pue- 
den reservarse  una  intervención  más  ó  menos 
directa  en  los  salvamentos,  no  se  han  dado 
hasta  ahora  en  España  instrucciones  genera- 
les y  precisas  para  arreglar  la  conducta  de  los 
Cónsules  en  los  naufragios  de  los  buques  mer- 
cantes nacionales. 

La  naturaleza  misma  de  las  funciones  con- 
sulares indica,  sin  embargo,  que  cuando  ocur- 
re este  desgraciado  caso  en  su  distrito,  debe  el 
Cónsul  empeñarse  ,  con  todo  celo  y  por  todos 
los  medios  á  su  alcance,  en  el  salvamento  de 
la  tripulación  ,  del  cargamento  y  de  la  nave, 
practicando  todas  las  medidas  que  se  crean  fa- 
vorables al  efecto,  de  acuerdo  con  el  Capitán, 
siendo  posible,  y  con  los  consignatarios  del  bu- 
que y  cargamento,  si  lo  hubiere,  y  siempre 
conforme  á  las  facultades  que  los  tratados  y 
las  leyes  locales  le  conceden. 

Una  vez  verificado  el  salvamento,  formará 
el  Cónsul  un  expediente  para  indagar  las  cau- 
sas del  naufragio,  si  ha  habido  descuido  ó  ma- 
licia por  parto  del  Capitán,  piloto,  ó  algún  otro 
individuo  de  la  tripulación,  y  si  se  ha  hecho 
lo  posible  para  salvar  el  buque  y  su  carga- 
mentó,  ó  al  menos  los  pip3le3  de  abordo,  como 


se  dispone  en  los  artículos  652  y  670  del  Có- 
digo de  comercio,  y  en  el  34  de  la  Instraccion 
de  19  de  Julio  de  1856. 

Si  se  salvase  algo  del  naufragio,  podrá 
venderse  en  pública  subasta  para  sufragar  los 
gastos  ocurridos  y  para  la  subsistencia  de  la 
tripulación  hasta  su  regreso  á  España  y  sala- 
rios vencidos,  cosas  que  tienen  hipoteca  pri- 
vilegiada sobre  el  buque  y  flete. 

Lo  mismo  se  practicará  cuando  llegue  al 
puerto  la  tripulación  de  un  buque  naufragado 
en  otro  punto,  ó  una  parte  de  ella.  Si  su  Ca- 
pitán conservase  los  papeles  á  bordo,  bastarán 
como  prueba  de  su  procedencia,  asi  como  otros 
documentos  fehacientes,  y  no  habiendo  nin- 
guno se  suplirán  con  la  relación  Jurada  de 
los  náufragos.  (Art.  34  de  la  misma  Instruc- 
ción. 

En  la  venta  de  objetos  procedentes  de  nau- 
fragio, los  Cónsules  no  pueden,  bajo  pena  de 
destitución,  comprar  ó  adquirir  directa  ó  in- 
directamente efecto  alguno  que  haya  pertene- 
cido á  cualquiera  buque  español  naufragado, 
los  cuales  objetos  deberán  ser  vendidos  en  la 
Cancillería  consular  á  publica  subasta.  Véase 
Venta. 

Con  las  tripulaciones  salvadas  de  un  nau- 
fragiOi  asi  como  con  los  marineros  sueltos  que 
prueben  igual  procedencia,  ó  hallarse  en  el 
extranjero  debidamente  autorizados,  se  debe 
tener  toda  la  consideración  necesaria,  y  faci- 
litarles el  regreso  á  su  matricula. 

Diferentes  Reales  órdenes  se  han  dado  con 
este  objeto,  y  señaladamente  desde  -la  del  15 
de  Mayo  de  180 1 ,  que  asi  lo  disponía.  El  10  de 
Setiembre  de  1818  se  determinó  que,  cuando 
estos  individuos  se  embarcasen  para  España, 
abonase  el  Cónsul  al  buque  conductor  el  im- 
porte de  la  ración;  pero  que  el  pasaje  ñiese  sa 
tisfecho  por  el  Comandante  de  marina  del  puer- 
to del  desembarque. 

El  28  de  Mayo  de  1829  se  especificó  que 
los  socorros  á  los  náufragos  se  pagasen  por  los 
fondos  de  beneficencia. 

El  8  de  Diciembre  de  1830  se  volvió  á  en- 
cargar la  protección  á  estos  mismos  indivi- 
duos. 

La  Instrucción  de  19  de  Julio  de  1856  re- 
copiló y  completó  esta  materia.  En  ella  se  dis- 
pone que,  siempre  que  no  tengan  medios  de 
subsistencia  ni  consignatarios  en  la  plaza  que 
quieran  suplírselos,  se  les  abónelo  que  se  Juz- 
gue necesario  con  arreglo  á  la  localidad,  en- 
tendiéndose directamente  con  uno  que  haga 
cabeza  de  los  demás.  Siempre  que  la  carestía 
del  lugar  no  se  oponga  á  ello,  señala  la  ins- 
trucción á  los  Capitanes  y  pilotos  8  rs.  diarios, 
6  á  los  patrones  y  contramaestres,  4  á  un  ma- 
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r inoro  qae  viva  solo,  y  3  á  cada  ano  si  fuesen 
varios  que  pudiesen  habitar  juntos;  manda 
además  la  misma  Instrucción  proporcionar  ves- 
tuario á  los  que  carezcan  de  él. 

Si  hubiese  buques  nacionales  en  el  puerto 
se  les  invitará  á  que  tomen  estos  individuos  en 
su  dotación,  y  no  aceptando,  se  verá  si  tienen 
á  su  bordo  individuos  extranjeros  sin  formal 
contrata,  porque  en  este  caso  deberán  despe- 
dirlos y  tomar  á  los  nacionales  en  su  lugar. 
Si  nada  de  esto  sucediere,  puede  el  Cónsul 
repartirlos  entre  los  buques  nacionales  que 
deban  dirig^irse  á  España,  trabajando  como 
suplentes  y  sin  distinción  de  clases,  estando 
obligados  los  Capitanes  á  mantener  y  condu- 
cir graíU  todos  los  que  no  excedan  de  uno  por 
cada  50  toneladas  que  mida  el  buque.  Si  el 
Capitán  se  negase  á  ello  ó  á  los  demás  socor- 
ros que  se  mencionarán,  formará  el  Cónsul  un 
expediente  que  pruebe  la  desobediencia,  diri- 
giendo una  copia  de  él  al  Comandante  de  ma- 
rina del  punto  á  donde  regrese  la  nave  ó  donde 
residan  sus  armadores,  haciendo  antes  enten- 
der á  los  culpables  que  la  desobediencia  á  los 
Cónsules  por  los  Capitanes  y  tripulaciones  está 
mandado  penar  lo  mismo  que  si  fuese  cometi- 
da contra  los  mismos  Comandantes  de  marina. 

Habiendo  buque  nacional  de  guerra  en  el 
puerto,  preguntará  el  Cónsul,  como  ya  queda 
dicho,  á  su  Comandante  si  puede  conducir  á 
España  las  personas  que  quedan  indicadas. 

A  falta  de  buques  nacionales  manda  la  los- 
tracción  ajustar  su  pasaje  en  buques  extran- 
jeros con  la  posible  economía,  y  pasar  después 
los  recibos  triplicados  de  estos  gastos  al  Mi- 
nisterio, lo  cual  parece  destruir  la  Real  orden 
anterior,  que  disponía  que  el  pasaje  fuese  pa- 
gado por  los  Comandantes  de  marina  á  su  lle- 
gada. 

Iguales  recibos  triplicados  pasará  el  Cón- 
sul de  los  auxilios  personales  que  hubiese  su- 
ministrado, y  que  deberá  darle  el  que  haya 
hecho  cabeza,  expresando  por  menor  .el  nom- 
bre de  cada  individuo  socorrido,  su  matrícula, 
su  clase,  y  el  buque  de  que  procede. 

El  pasaje  de  los  que  hayan  quedado  des- 
embarcados por  enfermos  se  pagará  por  su 
cuenta  ó  la  de  su  buque;  por  los  que  no  pue- 
den probar  su  procedencia,  pero  si  su  nació-' 
nalidad,  por  los  que  están  sin  permiso  en  el 
extranjero,  por  los  desertores,  y  por  los  demás 
que  se  mandan  bajo  partida  de  registro,  debe- 
rá abonarse  á  los  Capitanes  su  pasaje  y  manu- 
tención, según  los  artículos  3.®,  42  y  43  de  la 
Instrucción ;  pero  por  los  españoles  no  matricula- 
dos que  se  mandan  á  España  por  la  sola  circuns- 
tancia de  hallarse  sin  medios  de  subsistencia, 
ó  de  ser  acusados  de  mendicidad  y  vagancia , 


solo  se  abona  al  buque  nacional  que  los  con- 
duce el  importe  de  su  manutención.  Asi  lo 
dispone  el  art.  7.^  de  la  Instrucción,  y  se  es- 
pecifica además  en  las  advertencias  que  en  los 
roles  se  insertan  para  los  Capitanes.  Dicho 
art.  7.*  añade  que  no  es  necesario  que  el  bu- 
que salga  para  España,  sino  que  basta  que  se 
dirija  á  un  puerto  extranjero  desde  el  cual 
haya  probabilidades  de  que  puedan  ser  los  in- 
dividuos encaminados  allá,  para  que  el  Capi- 
tán los  deba  prestar  este  socorro. 

El  Convenio  entre  España  y  Francia  de  7 
de  Enero  de  1862  dice: 

«Art.  27.  Cuando  naufrague  ó  encalle  al- 
gún buque  parteneciente  al  GK>bierno  ó  á  los 
subditos  de  una  de  las  Altas  Partes  contratantes 
en  el  litoral  de  la  otra,  las  Autoridades  locales 
deberán  ponerlo  en  conocimiento  del  Cónsul 
general.  Cónsul,  Vicecónsul  ó  Agente  consular 
más  próximo  al  lugar  donde  haya  ocurrido  ol 
accidente. 

Todas  las  operaciones  relativas  al  salva- 
mento de  los  buques  españoles  que  hubiesen 
naufragado  ó  varado  en  las  aguas  territoriales 
de  Francia,  serán  dirigidas  por  los  Cónsules 
generales,  Cónsules,  Vicecónsules  ó  Agentes 
consulares  de  España;  y  recíprocamente  todas 
las  operaciones  relativas  al  salvamento  de  los 
buques  franceses  que  hubiesen  naufragado  ó 
varado  en  las  aguas  territoriales  de  España 
serán  dirigidas  por  los  Cónsules  generales, 
Cónsules,  Vicecónsules  ó  Agentes  consulares 
de  Francia. 

La  intervención  de  las  Autoridades  locales 
tendrá  lugar  únicamente  en  los  dos  países  para 
facilitar  á  los  Agentes  consulares  los  auxilios 
que  necesiten,  mantener  el  orden  y  garantir 
los  intereses  de  los  salvadores  que  no  pertenez- 
can á  la  tripulación,  y  asegurar  la  ejecución 
de  las  disposiciones  que  deban  observarse  para 
la  entrada  y  salida  de  las  mercaderías  salvadas. 

En  ausencia  y  hasta  la  llegada  de  los  Cón- 
sules generales.  Cónsules,  Vlcecónsulesó  Agen- 
tes consulares,  ó  bien  de  las  personas  que  á 
este  fin  delegaren,  las  Autoridades  locales  de- 
berán tomar  todas  las  medidas  necesarias  para 
la  protección  de  los  individuos  y  la  conserva- 
ción de  los  efectos  que  se  hubieren  salvado  del 
naufragio. 

Por  la  intervención  de  las  Autoridades  lo- 
cales en  cualquiera  de  estos  casos,  no  se  oca- 
sionarán costas  de  ninguna  especie,  fuera  de 
los  gastos  á  que  den  lugar  las  operaciones  del 
salvamento  y  la  conservación  de  los  objetos 
salvados,  y  de  los  eventuales  á  que  estén  su* 
jetos  en  semejantes  circunstancias  los  buques 
nacionales. 

En  caso  de  duda  sobre  la  nacionalidad  de 
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los  buques  naufragados,  las  disposiciones  men*  | 
cionadas  en  el  presente  articulo,  serán  de  la 
exclusiva  competencia  de  la  Autoridad  local. 

Las  Altas  Partes  contratantes  convienen 
además  en  que  las  mercancías  y  efectos  salva- 
dos no  estarán  sujetos  al  pago  de  ningún  de* 
recho  de  Aduana,  á  menos  que  no  se  destinen 
al  consumo  interior. 

La  citada  Instrucción  de  19  de  Julio  de 
1856,  previene: 

« Art.  25.  Si  fueren  muchos  los  que,  salva- 
dos de  algún  naufragio  ó  de  la  opresión  ene- 
miga, se  presentaren  al  Cónsul  de  S.  M.,  soli- 
citando auxilios,  se  los  facilitará,  entregando 
la  cantidad  necesaria  al  Oñcial  de  guerra,  sar- 
gento de  la  tropa  ú  Oñcial  de  mar  más  autori- 
zado, para  que  la  distribuya  mediante  relación 
que  le  dará  el  Cónsul,  expresando  cada  uno  de 
los  individuos,  sus  empleos  ó  plazas  y  el  socor- 
ro que  les  corresponda.  El  encargado  de  la  dis- 
tribución firmará  otra  relación  igual  por  du- 
plicado, para  los  efectos  expresados  en  el  ar- 
tículo 18. 

Si  el  número  de  dichos  individuos  fuera 
muy  crecido,  el  Cónsul  fletará  un  buque  para 
que  los  trasporte  al  punto  de  Bspaña  más  pró- 
ximo, siempre  que  este  medio  sea  más  barato 
que  pagando  separada  ó  colectivamente  su  via- 
je  en  otra  forma.  Véase  Flrtbs. 

Art.  26.  En  el  desgraciado  caso  de  nau- 
fragar algún  bajel  de  guerra  en  costas  extran- 
jeras, el  Cónsul  más  inmediato  facilitará  á  su 
Comandante  cuantos  auxilios  necesite,  tanto 
para  el  salvamento  del  buque,  si  hubiese  espe« 
ranzas  de  conseguirlo,  como  en  caso  contrario 
para  recocer  los  efectos  que  se  pueda,  y  que  lo 
mereciesen  por  su  utilidad  en  venta,  compara- 
da con  los  gastos  de  su  recobro,  y  para  tras- 
portarlos al  departamento  ó  apostadero,  for- 
mando relación  duplicada  de  estos  gastos  con 
las  formalidades  prescritas  respectivamente  en 
los  artículos  17  y  18,  para  que  el  Comandan- 
te y  el  Cónsul  ieden  la  dirección  correspondiente. 

La  Real  orden  circular  de  23  de  Marzo  de 
1867  dice:  «En  los  casos  de  naufragio  no  pro- 
cederá suministro  alguno  de  fondos  por  cuenta 
del  Tesoro  sino  en  el  de  que  el  desastre  marí- 
timo sea  completo  y  no  se  salve  efecto  alguno, 
con  cuyo  producto  en  venta  se  pueda  atender 
preferentemente  á  las  necesidades  de  la  tripu- 
lación; y  de  verificarse  el  suministro  lo  será 
con  carácter  de  reintegro,  á  cuyo  efecto  se 
manifestará  la  matricula  del  buque,  nombre 
de  los  dueños  y  Capitán  y  demás  noticias  que 
faciliten  la  acción  de  las  Autoridades  encarga- 
das de  hacer  efectivo  dicho  anticipe.» 

Las  Ordenanzas  generales  de  Aduanas,  en 
la  Sección  4/,  De  los  naufragios^  dice: 


((Art.  193.  Cuando  naufrague  un  buque 
en  un  punto  cualquiera  de  las  costas  españo- 
las, los  empleados  de  la  Aduana  y  los  indivi- 
duos del  Resguardo  acudirán  inmediatamente 
y  contribuirán  en  cuanto  puedan  al  salvamento 
de  los  náufragos,  de  la  carga  y  de  la  nave. 

Si  no  hubiere  Aduana  en  el  punto  del  nau- 
fragio, los  individuos  del  Resguardo  prestarán 
el  mismo  servicio,  custodiando  después  los 
efectos  y  mercaderías  salvadas,  y  dando  in- 
mediat(>  aviso  á  la  Autoridad  más  cercana. 

Art.  194.  El  conocimiento  directo  y  prin- 
cipal de  lo  corcerniente  á  naufragios,  pasado 
el  primer  momento,  compete  á  los  Jefes  de  loa 
puertos  y  á  los  Cónsules,  en  la  forma  que 
establezca  la  legislación  especial  que  de  ello 
trate. 

Los  Administradores  de  Aduanas  deben  li- 
mitar su  acción  á  vigilar  cuidadosamente  que 
no  se  intente  defraudar  los  derechos  de  la  Ha- 
cienda. 

Para  evitarlo  presenciarán  el  salvamento 
de  la  carga  por  medio  de  empleados  é  indivi- 
duos del  Resguardo  comisionados  al  efecto;  in- 
tervendrán el  inventario  que  se  forme  de  ella, 
recibiendo  una  copia  autorizada,  y  exigirán 
una  sobrellave  de  los  almacenes  en  que  se 
guarde  aquella. 

Art.  195.  Si  los  interesados  ó  el  Capitán, 
ó  la  persona  que  haga  sus  veces,  quieren 
reembarcar  los  efectos  y  mercaderías  salvados, 
bien  sea  en  la  nave  misma  en  que  venían,  si 
se  habilitó,  bien  en  otra  cualquiera,  lo  pedí  - 
rán  al  Administrador  de  la  Aduana,  el  cual  lo 
permitirá  con  las  formalidades  necesarias. 

Si  el  buque  náufrago  era  español  y  lleva- 
ba expedición  de  cabotaje,  solo  se  permitirá  el 
reembarque  de  las  mercancías  salvadas  en  el 
mismo  buque  rehabilitado,  ó  en  otro  también 
español,  á  no  ser  que  convenga  al  Capitán  va- 
riar su  expedición,  destinando  al  extranjero 
sus  géneros  salvados,  en  cuyo  caso  se  despa- 
chará con  las  formalidades  establecidas  para 
esta  clase  de  comercio. 

Art.  196.  Si  los  interesados  quieren  des- 
pachar en  aquel  puerto  las  mercancías  salva- 
das y  éstas  no  tienen  averia,  pedirán  el  des- 
pacho al  Administrador,  el  cual  lo  otorgará  si 
la  Aduana  se  halla  habilitada  al  efecto,  y  si  no 
dará  pprte  al  Administrador  de  la  principal, 
el  cual,  á  costa  de  los  solicitantes,  enviará  los 
empleados  necesarios  al  efecto.  El  despacho  y 
pago  de  derechos  en  su  caso  se  hará  en  la  for- 
ma ordinaria  por  medio  de  declaración  y  dis- 
pensándose la  presentación  del  manifiesto  del 
Capitán. 

Art.  197.  Si  las  mercancías  salvadas,  y 
cuyo  despacho  se  solicita,  tienen  averia,  se 
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procederá  gaardando  en  lo  posible  la  forma 
establecida  en  la  Sección  1/  de  este  capitulo. 

Art.  198.  SI  el  dueño  del  buque  náufrago 
quisiere  exportar  sus  despojos,  se  le  permitirá 
con  la  debida  cuenta  y  razón. 

Por  despojos  de  un  buque  náufrago  se  en « 
tienden,  no  solamente  su  casco  y  arboladura, 
sino  también  los  objetos  de  pertrecho  y  arma* 
mentó,  como  son  las  Telas,  jarcias,  cadenas, 
anclas,  etc. 

Si  en  vez  de  exportarlos  quiere  venderlos , 
se  entenderá  para  la  práctica  de  todas  las  di- 
ligencias necesarias  con  el  Cónsul  de  su  Na- 
ción; pero  éste  deberá  dar  parte  á  la  Adminis- 
tracion  de  la  Aduana: 

1.*  Guando  vaya  á  hacerse  la  tasación 
del  buque,  á  fin  de  que  dicho  Administrador 
nombre  un  empleado  que  asista  á  dicha  tasa- 
ción ,  firmando  con  los  peritos  que  la  hagan  si 
la  encuentra  conforme,  ó  consignando  su  opi- 
nión y  dando  partea  su  Jefe,  en  caso  contrario. 

2.*  Cuando  terminadas  las  diligencias  se 
vaya  á  proceder  á  la  venta,  á  fin  de  que  pue- 
da asistir  el  mismo  Administrador  ó  persona 
que  le  represente. 

El  Cónsul  deberá  además  pasar  ni  Admi- 
nistrador copia  certificada  del  acta  ó  documen- 
to en  donde  conste  el  precio  en  que  se  haya 
vendido  el  buque  ó  sus  despojos,  y  que  ha  de 
servir  de  base  para  la  exacción  de  los  derechos 
de  Arancel  que  deberá  satisfacer  el  adquirente. 

Art.  199.  Si  se  quiere  reahabilitar  el  bu- 
que para  la  navegación  se  procederá  en  la  for- 
ma siguiente: 

1.^  El  dueño,  si  no  se  vendió  el  buque,  ó 
el  adquirente  si  llegó  á  venderse,  dará  co- 
nocimiento de  oficio  al  Administrador  de  la 
Aduana. 

2.^  El  Administrador  designará  un  maestro 
carpintero  de  ribera  que,  en  unión  con  otro 
designado  por  la  Autoridad  de  marina  del  puer- 
to, procedan  á  tasar  el  buque  en  lo  que  real- 
mente valga,  colocado  en  astillero  ó  varadero 
para  su  recomposición,  arqueándole  además 
por  la  fórmula  legal. 

Si  el  interesado  se  conforma  con  la  tasa- 
ción, firmará  el  acta  de  ella  con  el  Adminis- 
dor,  el  Interventor  y  los  peritos.  Si  no  se  con- 
forma, lo  dirá  asi  y  se  procederá  á  nueva  tasa- 
ción por  los  mismos  peritos,  asociados  de  un 
tercero  que  nombrará  la  Junta  de  Agricultura, 
Indus  tria  y  Comercio,  si  la  hay  en  la  pobla- 
ción, y  el  Alcalde,  si  no.  la  hay.  La  tasación 
^ue  asi  88  practique  será  obligatoria  para  la 
Administración  y  para  el  interesado. 

d.^  La  reparación  ó  rehabilitación  del  bu- 
que 86  hará  después  sin  intervención  alguna 
de  la  Administración. 


4.^  Cuando  el  buque  esté  listo  para  nave- 
garlo  participará  el  interesado  al  Administra- 
dor, manifestando  si  quiere  reexportar  el  bu- 
que ó  si  quiere  abanderarle. 

5.^  En  el  primer  supuesto,  el  Adminis- 
trador instruirá  expediente  para  la  devolución 
de  los  derechos  que  hubiere  pagado. 

En  el  segundo  supuesto,  el  Admistrador 
ordenará  que  se  practiquen  una  segunda  tasa- 
ción y  un  nuevo  arqueo  en  la  forma  que  esta- 
blece el  nám.  2.°  de  este  artículo. 

6.*  Conocido  por  este  medio  el  valor  del 
buque  rehabilitado,  se  determinarán  los  dere- 
chos que  ha  de  pagar  para  abanderarse  por  me- 
dió de  la  siguiente  proporción:  el  valor  del  bu- 
que rehabilitado  es  á  los  derechos  de  Arancel 
que  le  corresponden  según  su  tonelaje,  como 
el  valor  que  tenia  antes  de  rehabitarse  es  al 
cuarto  término,  que  expresará  los  derechos  que 
deben  exigirse. 

Sin  embargo,  si  la  diferencia  entre  este 
término  y  los  derechos  íntegros  de  Arancel  no 
llega  al  10  por  100,  Se  cobrarán  íntegros  los 
derechos;  y  si  pasa  del  75  por  100,  se  cobrará 
el  25  por  100  de  los  derechos  íntegros,  de  con- 
formidad con  lo  establecido  para  las  averías  en 
general  en  el  art.  180. 

Art.  200.  Corresponde  á  las  Autoridades 
de  marina  la  formación  de  expediente  cuando 
efectos  que  no  sean  producto  natural  del  mar 
se  encuentren  flotando  en  él  ó  arrojados  por 
él  en  la  costa  y  no  tengan  dueño  conocido.  Los 
Administradores  de  Aduanas  se  limitarán  á 
contribuir  al  salvamento  y  á  formar  el  inven- 
tario de  los  objetos  salvados  ó  recogidos. 

Concluido  después  el  expediente,  la  Auto- 
ridad que  le  haya  instruido  participará  su  re- 
sultado al  Administrador  de  la  Aduana,  á  fin 
de  que  éste  exija  al  que  resulte  dueño,  ó  por 
derecho  anterior  ó  por  derecho  de  ocupación , 
el  pago  de  los  de  Arancel  correspondientes  ó  la 
fianza  de  reexportación,  según  opte  el  intere- 
sado por  introducirlos  á  consumo  ó  llevarlos  al 
extranjero.  Si  del  expediente  resultase  que  la 
Hacienda  era  la  dueña  de  los  objetos,  se  posesio- 
nará de  ellos  la  misma  Hacienda  en  la  forma  y  con 
las  preservas  que  establecen  las  leyes;  pero  nun- 
ca estará  obligada  á  pagar  por  gastos  de  salva- 
mento y  recompensas  más  cantidad  que  la  que 
valgan  líquidamente  los  efectos  vendidos  en 
publica  subasta. » 

La  circular  del  Ministerio  de  Estado  de  10 
de  Marzo  de  1873,  traslada  lo  resuelto  por  el 
Consejo  Supremo  de  la  Armada  referente  al 
naufragio  de  la  polacra  Fortuna,  incluyendo 
los  ejemplares  del  decreto  de  30  de  Noviembre 
de  1872  é  Instrucción  del  Ministerio  de  Mari* 
na  de  4  de  Junio  de  1 873 « 
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En  el  art.  183  de  la  misma  se  'previene: 
((Que  si  el  buque  mercante  español  naufragase 
en  litoral  ó  puerto  extranjero  ó  en  alta  mar, 
y  los  náufragos  arribasen  á  puerto  ó  litoral 
extranjero,  el  Cónsul  de  España,  si  los  tratad- 
dos  internacionales  lo  permiten,  instruirá  la 
sumaria  de  que  tratan  los  artículos  171  y  172 
de  la  misma  Instrucción,  y  terminada  remi- 
tirá los  náufragos  al  Comandante  de  1^  pro- 
vincia de  la  matrícula  del  buque  ó  al  de  la 
que  inmediatamente  procediese  si  siendo  del 
dominio  de  España,  sospechase  el  Cónsul  que 
pudo  ser  preparado  el  naufragio  en  el  puerto 
de  la  salida  (1).» 

«La  sumaria  la  remitirá  al  Ministerio  de 
Estado;  éste  al  de  Marina,  y  éste  al  Coman- 
dante de  marina  de  la  provincia  que  corres- 
ponda.)) 

((Art.  184.  Si  el  naufragio  en  arribada 
tuviese  lugar  en  paraje  donde  no  exista  Cón- 
sul de  España,  el  Capitán  ó  patrón  se  presen- 
tará á  la  Autoridad  local  del  territorio  más  in- 
mediato, y  hará  relación  jurada  del  suceso, 
que  se  comprobará  por  las  declaraciones  que 
mediante  juramento  darán  los  individuos  de  la 
tripulación  y  pasajeros  que  &e  hubiesen  sal- 
vado (2). )) 

((Art.  185.  El  Capitán  ó  patrón  solicitará 
se  le  entregue  el  expediente  original  para  pre- 
sentarlo á  su  regreso  á  puerto  español  al  Co- 
mandante de  marina  de  la  provincia  (3). 

Traducción  de  las  advertencias  que  la  Dirección 
general  de  Comercio  de  Inglaterra  ha  publicado 
para  los  buques  que  naufraguen  cerca  de  las 
costas  del  Reino  Unido  de  la  Oran  Bretaña. 

AVISO  A  LOS  NAVEGANTES. 

BUQUES  EN  NAUFRAGIO. 

La  Dirección  general  de  Comercio  de  In- 
glaterra, con  fecha  28  de  Febrero  de  este  año, 
ha  publicado  las  siguientes  advertencias^  para 
que  en  el  desgraciado  caso  de  que  un  buque 
naufrague  á  corta  distancia  de  las  costas  del 
Reino  Unido  de  la  Gran  Bretaña,  y  que  en  su 
consecuencia  peligren  las  vidas  de  los  tripu- 
lantes, obtengan  el  socorro  posible  por  los  me- 
dios que  se  expresan  á  continuación: 

1.*  Se  les  lanzará  desde  la  costa,  con  un 
cohete  porta-guía  ú  otro  proyectil,  un  cabo 
sencillo. 

Este  cabo  se  recogerá  por  los  de  á  bordo 


(1)  Real  de(7eto  de  29  de  Setiembre  de  1848, 
y  arti(nilo8  90  y  91  del  Reglamento  para  la  Car- 
rera consular  de  31  de  Mayo  de  1870. 

(2)  Real  decreto  ya  citado  y  art.  652  del  Códi- 
go de  comercio, 

(3)  ídem  id.  id. 


con  la  mayor  prontitud  posible;  y  cuando  lo 
tengan  asegurado,  se  separará  de  los  demás 
uno  de  los  tripulantes  para  hacer  la  señal  de 
inteligencia  á  los  de  tierra,  que  será  durante 
el  dia  mover  el  sombrero  ó  los  brazos  en  alto, 
ó  bien  agitar  una  bandera  ó  pañuelo. 

Si  fuese  por  la  noche  largará  el  buque 
náufrago  un  cohete,  disparará  un  cañonazo  ó 
manifestará  un  tarro  de  luz,  y  en  su  defecto 
pondrá  un  farol  por  fuera  del  costado,  ocul- 
tándolo en  seguida. 

2.^  Cuando  desde  á  bordo  se  vea  á  uno  de 
los  de  tierra  separado  de  los  demás  moviendo 
una  bandera  roja,  y  si  fuese  durante  la  noche 
viesen  una  luz  del  mismo  color,  que  se  oculta 
en  seguida,  halarán  de  la  guia  hasta  que  cojan 
un  motón  de  rabiza  con  su  correspondien- 
te cabo. 

3.*  Traido  el  motón  de  rabiza- á  bordo,  lo 
harán  firme  al  palo,  á  la  altura  de  diez  y  siete 
pies  de  la  cubierta;  y  si  hubiesen  perdido  los 
palos,  harán  firme  el  motón  á  la  parte  más 
alta  y  segura  del  buque. 

Ejecutada  esta  maniobra,  uno  de  los  tri- 
pulantes se  apartará  de  los  demás  y  hará  la 
señal  de  inteligencia  indicada  en  la  adverten- 
cia primera. 

4/  Tan  luego  como  los  de  tierra  vean  la 
señal  de  inteligencia,  enviarán  á  bordo  una 
estacha  por  medio  del  cabo  que  pasa  por  el 
motón  de  rabiza. 

5.*  Cuando  la  estacha  llegue  á  bordo,  la 
tripulación  la  hará  firme  un  poco  .más  arriba 
del  motón,  cuidando  de  que  la  guia  no  tome 
vueltas  con  la  estacha  y  que  todo  quede  claro. 

6.'  Hecha  firme  la  estacha,  se  repetirá 
desde  á  bordo  la  referida  señal  de  inteligencia. 

7.'  Los  de  tierra  tesarán  la  estacha  y  por 
medio  de  la  guia  enviarán  á  bordo  un  balso, 
canasta  ó  salva- vida,  que  servirá  para  tras- 
portar uno  á  uno  la  gente  á  tierra. 

Cuando  esté  uno  de  los  de  abordo  asegura- 
do y  dentro  del  aparato,  otro  de  los  tripulan- 
tes se  separará  de  los  demás  y  hará  la  men- 
cionada señal  de  inteligencia.  Entonces  desde 
tierra  halarán  del  sal  va- vida,  y  cuando  la  per- 
sona esté  en  salvamento,  se  volverá  el  salva- 
vida á  bordo  para  continuar  desembarcando  á 
los  demás,  repitiéndose  esta  operación  hasta 
que  se  hallen  en  tierra  todas  las  personas  del 
buque  náufrago. 

8.*  Aconteciendo  algunas  veces  que  por 
causa  del  estado  del  tiempo  y  las  condiciones 
del  buque  no  se  puede  hacer  uso  de  la  esta- 
cha, se  enviará  á  bordo  un  balso  ó  un  salva- 
vida, y  se  conducirán  los  náufragos  á  tierra 
por  medio  de  las  rebentazones,  único  medio  de 
salvarlos  en  semejantes  casos. 
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Los  Capitanes,  tripulaciones  y  demás  per- 
sonas de  un  buque  náufrago,  deben  tener  muy 
presente  que  el  éxito  favorable  de  su  salvación 
depende  en  mucha  parte  de  la  serenidad  de 
ánimo  y  de  ceñirse  á  las  instrucciones  que 
preceden;  pues  son  muchas  las  vidas  que  se 
salvan  anualmente  en  las  costas  del  Reino 
Unido  de  la  Oran  Bretaaa  por  observarlas  con 
toda  exactitud. 

También  debe  ponerse  el  mayor  cuidado 
en  el  sistema  de  seüales,  ad  virtiendo  que  las 
mujeres,  las  criaturas,  los  pasajeros  y  las  per* 
sonas  impedidas  sean  las  primeras  que  se  des- 
embarquen, antes  que  la  tripulación  del  bu- 
que náufrago. 

Madrid  28  de  Mayo  de  1857.— El  Oñcial 
mayor,  Juan  Salomón.» 

NAVE.  Entiéndese  por  nave,  en  derecho, 
toda  embarcación,  cualquiera  que  sea  su  por- 
te, clase  y  arboladura,  de  remo,  vela  ó  vapor, 
destinada  al  comercio  marítimo ,  siempre  que 
no  sea  accesoria  de  otra,  como  la  lancha  de  un 
buque.  En  la  nave  van  comprendidos  los  apa- 
rejos, siempre  que  sean  indispensables  para  las 
maniobras,  como  son  los  mástiles,  velas,  án- 
coras; pero  no  el  armamento  y  vituallas ,  es 
decir,  las  municiones  de  boca  y  guerra;  de  tal 
manera,  que  vendiéndose  ó  hipotecándose  la 
nave,  van  comprendidos  en  la  venta  también 
los  antedichos  aparejos. 

Las  naves,  para  todos  los  efectos  de  dere- 
cho, son  califlcadas  de  bienes  muebles.  (Códi^ 
go  de  comercio t  594  y  615.) 

Su  propiedad  se  adquiere  por  los  meáios 
conocidos  en  derecho  para  todas  las  demás  co- 
sas. Estos  medios  son:  la  construcción,  la  su- 
cesión ,  la  donación  entre  vivos ,  la  testamen- 
taría, la  permuta,  la  venta  voluntaria  ó  judi- 
cial, la  prescripción,  el  naufagio  en  ciertos  ca- 
sos, y  la  presa  marítima  en  algunos  otros.  (Cd- 
digo^  585.) 

También  se  adquiere  el  dominio  de  la  nave 
mediante  naufragio,  si  el  dueño  de  ella  se  des- 
entendiese, sacándose  entonces  á  publica  subas- 
ta, y  pudiendo  el  que  la  adquiera  por  este 
medio  matricularla  y  abanderizarla.  (Beal  or- 
den de  4  de  Mayo  de  1848.) 

Bn  tiempo  de  guerra  podrá  adquirirse  in- 
distintamente por  toda  persona  que  según  las 
leyes  civiles  tenga  capacidad  para  adquirir, 
siempre  que  sea  española,  ó  con  carta  de  na- 
turalización. Los  extranjeros  no  naturalizados 
no  pueden  adquirir  el  dominio  de  una  nave,  y 
si  por  sucesión,  donación  entre  vivos  ü  otro 
titulo  gratuito  la  adquiriesen,  se  considerará 
legitima  la  adquisición;  pero  estarán  obligados 
á  enajenarla  en  el  término  preciso  de  treinta 
diaSy    á  contar  desde  el  en  que  recayó  en  su 


favor  la  propiedad,  bajo  la  pena  de  confisca- 
ción. (C,  583.) 

Sea  cualquiera  la  persona  que  construya 
una  nave  ó  que  la  adquiera  por  los  medios 
antes  señalados,  es  obligación  suya  atenerse  á 
lo  dispuesto  en  las  Ordenanzas  marítimas  en 
punto  á  las  solemnidades  necesarias  para  ha- 
cer las  escrituras  ,  equipos,  tripulación  y  ar- 
mamento. Véase  Nombre  t  núiieeo  de  los  buques. 

Para  la  adquisición  de  naves  en  el  extran- 
jero, el  Ministro  de  Hacienda,  en  uso  de  las 
facultades  que  le  competían  como  individuo 
del  Gobierno  provisional,  decretó  el  22  de  No- 
viembre de  1868  lo  siguiente: 

((Articulo  1.*  Se  permite  la  introducción 
en  los  dominios  españoles  de  buques  de  todas 
clases,  tanto  de  madera  como  de  casco  de 
hierro,  mediante  el  abono  de  los  derechos  si- 
guientes: 

Los  de  madera  hasta  la  cabida  de  100  to- 
neladas de  un  metro  cúbico,  pagarán  por  to- 
nelada métrica  130  rs.  vn. 

Los  de  101  á300  toneladas,  idem. 

Los  de  301  en  adelante,  150. 

Los  de  casco  de  hierro  de  cualquiera  ca- 
bida que  sean,  150. 

Art.  2.*  Las  toneladas  de  un  metro  cúbico 
de  que  trata  el  artículo  anterior,  serán  las  que 
midan  en  su  totalidad  los  buques,  sin  deduc- 
ción de  ningún  espacio  ni  departemento  de- 
bajo de  cubierto;  pero  quedan  comprendidos 
en  los  derechos  señalados  á  cada  tonelada  los 
correspondientes  á  todos  los  instrumentos, 
maquinaria,  útiles  y  enseres  á  que  se  refieren 
las  notas  20  y  21  del  Arancel  vigente. 

Art.  3.'  Todo  buque  español  podrá  care- 
narse y  recorrer  libremente  en  cualquier  puer- 
to extranjero. 

Art.  4.*  Los  dueños  de  los  buques  españo- 
les podrán  libremente  venderlos  ó  hipotecar- 
los á  nacionales  ó  extranjeros,  á  cuyo  fin  se 
deroga  el  art.  592  del  Código  de  comercio. 

Art.  5.^  Los  buques  podrán  tripularse  con 
el  número  de  hombres  que  su  armador  y  Ca- 
piten  crean  conveniente,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 24,  tít.  10  de  las  Ordenanzas  vigentes 
de  matriculas,  y  á  los  1.*  y  4.*  del  Beal  de- 
creto de  27  de  Noviembre  de  1867.» 

Los  demás  artículos  de  este  decreto,  baste 
el  15,  son  relativos  al  derecho  que  se  llama 
de  descarga-,  al  trasporte  de  viajeros;  al  con- 
trato que  puedan  hacer  los  vapores  de  es- 
cala con  la  Administración  para  el  pago  de 
dicho  derecho  de  descarga;  libre  trasborde  ó 
desembarque  de  la  carga  por  arribada  ó  causa 
forzosa  sin  pago  de  impuesto;  á  la  abolición  de 
los  derechos  de  fondeadero,  etc.,  sobre  la  im- 
portecion  de  materiales  para  la  construcción, 
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carena  ó  reparación  de  buques,  cuyos  dere- 
cbos  de  Aduanas  serán  devueltos  una  vez  acre- 
ditada la  inyersion  de  dichos  materiales;  por 
último,  una  instrucción,  dice,  establecerá  las 
reglas  que  hayan  de  seguirse  para  la  devolu- 
ción de  los  anteriores  derechos. 

Registro  de  las  embarcaciones.  El  Ministro  de 
Marina,  con  fecha  24  de  Setiembre  de  1873, 
dispuso,  para  saber  el  verdadero  valor  é  im- 
portancia de  la  propiedad  marítima: 

(( i  /  Ala  construcción  de  toda  embarcación 
de  cualquier  clase  que  sea,  habrá  de  prece- 
der la  solicitud  de  permiso  á  la  Autoridad  de 
marina,  Indicándose  el  punto  eu  que  habrá  de 
verifícarsey  el  nombre  del  maestro^constructor. 

2/  Igual  autorización  deberá  preceder, 
para  hacer  toda  carena  ó  recorrida  á  flote  ó  en 
seco,  con  la  obligación  de  remitir  á  la  Auto- 
ridad de  marina,  luego  de  terminada,  una 
certificación  de  las  obras  ejecutadas,  firmada 
por  el  Capitán  del  buque  y  el  maestro  que  las 
dirigió,  con  especificación  de  los  materiales 
empleados,  sus  valores  y  los  de  los  jornales 
invertidos. 

3/  Cuando  la  carena  se  verifique  en  el 
extranjero,  los  Cónsules  remitirán  igual  cer- 
tificado visado  al  Comandante  de  marina  del 
puerto  de  la  inscripción  del  buque. 

4.*  Los  datos  que  comprenden  estas  cer- 
tificaciones se  estamparán  en  los  asientos  res- 
pectivos de  los  buques  á  que  se  contraigan, 
asi  como  el  valor  de  las  embarcaciones  cuan- 
do sean  de  nueva  construcción. 

5/  Las  autorizaciones  á  que  se  refieren 
las  disposiciones  1.*  y  2.*,  serán  despachadas 
por  las  Autoridades  de  marina  con  toda  pron- 
titud, con  el  fin  de  no  causar  ningún  perjui- 
cio á  los  promoventes,  á  no  ser  que  razones 
muy  justificadas  aconsejen  lo  contrario.» 

Estas  disposiciones  fueron  trasladadas  por 
circular  del  Ministerio  de  Estado  con  fecha  3 
de  Octubre  de  1873. 

NAVEGACIÓN.  El  viaje  que  se  hace  por 
agua  en  alguna  embarcación.  La  navegación 
debe  ser  enteramente  libre,  y  por  eso  no  pue- 
den hacerse  en  los  rios  ni  en  sus  riberas  mo- 
linos, casa  ú  otro  edificio  que  la  embaracen; 
de  modo  que  así  las  obras  nuevas  como  las  an- 
tiguas que  impidan  el  uso  comunal,  deben 
derribarse,  porque  non  es  cosa  guisada,  como 
dice  la  ley,  qne  el  pro  de  todos  los  homes  comu- 
nalmente se  estorbe  por  el  pro  de  alguno.  (Ley  8.*, 
tit.  28,  Part.  3.') 

En  las  travesias  ó  navegaciones  de  un  pun- 
to á  otro  que  la  distancia  sea  mayor  de  50  mi- 
llas, no  podrá  embarcarse  más  pasajeros  que 
uno  por  tonelada,  según  previene  la  Real  or- 
den de  6  de  Mayo  de  1856. 


NAVIERO.  El  dueüo  de  navio  ó  de  otra 
embarcación  capaz  de  navegar  en  alta  mar. 
Menester  es  para  poseer  tal  titulo  que  el  due- 
ño tenga  la  capacidad  legal  que  exige  el  ejer- 
cicio del  comercio.  Mediante  este  requisito  y 
el  de  inscribirse  necesariamente  en  la  matri> 
cula  de  comercio  de  su  provincia,  puede  el 
propietario  de  una  nave  habilitarla  para  la  na- 
vegación. 

No  siendo  el  naviero  el  que  desempeñe  el 
cargo  de  Capitán,  éste  es  un  mandatario  sayo. 
El  naviero  no  podrá  ejercer  el  cargo  de  Capi- 
tán, á  menos  que  no  tenga  patente  de  tal.  Si 
careciese  de  ella  y  se  reservase  ejercer  la  ca- 
pitanía de  las  naves,  se  limitará  á  la  adminis- 
tración económica  de  ella,  valiéndose  de  un 
Capitán  aprobado  y  autorizado  para  cuanto 
corresponda  á  la  navegación. 

Todo  contrato  entre  el  naviero  y  el  Capitán 
caduca  en  caso  de  venta  de  las  naves,  reser- 
vándose no  obstante  á  éste  su  derecho  por  la 
indemnización  que  le  corresponda  según  lo 
pactado  con  el  naviero  ,  quedando  obligada  al 
pago  de  esta  indemnización  la  nave  vendi- 
da. (C,  633.) 

Al  naviero  corresponde  privativamente  ha- 
cer todos  los  contratos  relativos  á  la  nave,  su 
administración  y  fletamento. 

Al  naviero  corresponde  el  derecho  de  per- 
mitir ó  no  á  los  tripulantes  de  su  buque,  car- 
gar mercadería  alguna  por  cuenta  de  ellos, 
asi  como  es  dueño  de  elegir  las  personas  del 
equipaje  que  le  convenga :  pero  sin  poder  obli- 
gar al  Capitán  á  recibir  persona  alguna  que 
no  sea  de  su  contento  y  satisfacción. 

Es  obligación  del  naviero  indemnizar  al 
Capitán  de  cuantos  suplementos  haj'a  hecho 
con  fondos  propios  ó  ajenos  en  utilidad  de  la 
nave,  siempre  que  no  se  haya  extralimitado 
de  las  instrucciones  que  se  le  hubieren  dado 
ó  de  las  facultades  que  legítimamente  le  com- 
peten. (C,   625.) 

Es  asimismo  de  su  obligación  ño  contratar 
ni  admitir  más  carga  que  la  correspondiente 
á  la  cavidad  de  la  nave,  según  matricula,  in- 
demnizando á  los  cargadores  de  los  perjuicios 
que  se  les  siguieren  de  obrar  de  un  modo  con« 
trario.  (C,  631  y  632.) 

No  siempre  es  uno  solo  el  naviero ;  sucede 
á  veces  que  perteneciendo  la  nave  á  varias 
personas  comerciantes  é  inscritas  en  el  regis- 
tro publico,  todas  ellas  se  obligan  á  adminis- 
trarla en  calidad  de  navieros.  En  este  caso  las 
deliberaciones  se  acordarán  por  mayoría,  en- 
tendiéndose que  la  mayoría  no  depende  del 
número  de  votantes  sino  del  interés  que  ten- 
gan en  la  nave,  formándola  de  esta  manera 
las  partes  de  propiedad  que  compongan  más 
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de  la  mitad  de  su  valor.  Bata  regla,  sin  em- 
bargo, admite  una  excepción.  Cuando  se  tra- 
te de  reparación  en  la  nave,  basta  que  cual- 
quiera partícipe  la  exija  para  que  todos  estén 
obligados  á  proveer  de  fondos  suficientes  para 
que  se  verifique ;  y  si  alguno  no  lo  hiciese  á 
los  quince  dias  de  ser  para  ello  requerido  Ju- 
dicialmente, y  todos  ó  alguno  de  los  demás 
los  supliese,  tendrá  derecho  el  que  haga  el  su- 
plemento á  que  se  le  trasñera  el  dominio  de  la 
parte  que  correspondía  al  que  no  hizo  la  pro  • 
?i8ion  de  fondos,  abonándole  por  justiprecio 
el  valor  que  á  éste  correspondiese  antes  de  ha- 
cerse la  reparación.  (C,  609  y  614.) 

El  naviero  es  responsable  de  las  deudas  y 
obligaciones  que  contrae  el  Capitán  para  re- 
parar, habilitar  y  aprovisionar  la  nave  ;  y  no 
podía  por  menos  de  suceder  asi  tratándose  de 
la  persona  encargada  privativamente  de  su  ad- 
ministración. 

Igualmente  responde  el  naviero  de  las  in- 
demnizaciones que  en  favor  de  tercero  produz- 
ca la  conducta  del  Capitán  en  la  custodia  de 
los  efectos  que  cargó  en  la  nave;  pero  podrá 
salvarse  de  ella  haciendo  abandono  de  la  na- 
ve con  todas  sus  pertenencias  y  los  fletes  que 
haya  devengado  en  el  viaje.  ((/.,  622.) 

Por  ultimo;  todo  contrato  entre  el  naviero 
y  el  Capitán  caduca  en  caso  de  venderse  la  na- 
ve, reservándose  á  éste  su  derecho  por  la  in- 
demnización que  le  corresponda,  según  los 
pactos  hechos  con  el  naviero.  La  nave  vendi- 
da queda  obligada  á  la  seguridad  del  pago  de 
esta  indemnización,  si  después  de  haberse  di- 
rigido la  repetición  contra  el  vendedor  resul' 
tare  éste  insolvente.  ((7.,  633.) 

KSGATIVA.  La  proposición  en  que  se 
niega  alguna  cosa,  ó  se  dice  no  ser  verdad  lo 
que  otro  afirma  ó  supone.  Hay  negativa  de  de- 
recho, negativa  de  calidad  y  negativa  de  he- 
cho. Negativa  de  derecho  es  aquella  en  que  se 
niega  la  conformidad  de  alguna  cosa  con  lo 
prescrito  por  la  ley,  como  cuando  uno  niega 
el  valor  de  un  instrumento  publico  por  no  es- 
tar revestido  de  las  formalidades  que  se  re- 
quieren, ó  cuando  niega  que  otro  pueda  ser 
Jaez,  Abogado,  testigo,  etc.,  por  no  tener  las 
circunstancias  que  se  exigen  al  intento.  Nega- 
tiva de  calidad  es  aquella  por  la  que  se  niega  la 
coDCurrencia  de  cierta  calidad  natural  ó  acci- 
dental en  una  cosa  ó  en  una  persona;  natural, 
como  cuando  se  niega  que  cierto  sugeto  sea  ca- 
paz y  de  claro  entendimiento;  accidental,  co- 
mo cuando  se  niega  que  uno  sea  noble  ó  doc- 
tor. La  negativa  de  hecho  puede  ser  indefinida  ó 
coartada;  es  indejtnida  la  que  no  determina 
tiempo,  lugar  ni  otra  circunstancia  en  que  fun- 
darse, como  cuando  uno  niega  haber  hecho  el 


contrato  que  se  le  supone;  y  coartada  es  la  que 
se  limita  á  cierto  lugar,  tiempo  ú  otra  circuns- 
tancia, como  cuando  el  acusado  de  haber  co- 
metido un  homicidio  en  tal  parte,  dia  y  hora, 
niega  que  estuviese  entonces  un  tal  paraje. 
(Cap.  35  De  Testib.,  Ley  32,  tít.  11,  Part.  5.'; 
Acevedo  en  la  ley  4.*,  tít.  17,  lib.  8.*,  Recopila- 
ción, uúm.  39  y  siguientes).  La  prueba  de  la  ne- 
gativa de  derecho ,  de  la  negativa  de  calidad  natural , 
y  de  la  negativa  de  hecho  coartada,  corresponde  al 
negante;  mas  la  prueba  de  la  negativa  de  ca- 
lidad accidental,  y  de  la  negativa  de  hecho  inde  • 
Jlnida,  no  compete  sino  al  afirmante. 

Bs  regla  general  del  derecho  que  ninguno 
está  obligado  á  probar  lo  que  negare  en  juicio , 
(Leyes  2.*  y  4.*,  tít.  14,  Part,  3.');  pero  como 
hay  algunos  casos  de  excepción,  se  ha  creído 
designarlos  claramente  con  la  invención  de  hts 
divisiones  y  subdivisiones  que  quedan  indica» 
das.  Más  sencillo  es,  y  bastante  quizás,  decir 
que  la  negativa  que  admite  prueba  debe  pro  • 
barse,  siempre  que  está  contra  ella  la  presun- 
ción, puesto  que  tal  es  generalmente  la  razón 
en  que  se  apoya  la  decisión  de  cada  caso. 

NEGLIGSNCIA.  La  omisión  del  cuidado 
que  se  debe  poner  en  los  negocios.  (Ley  8.",  tí- 
tulo 16,  Part.  1/,  y  ley  16,  tít.  7.*,  Part.  1/) 
Cada  cual  es  responsable  de  su  negligencia  cu 
la  administración  ó  manejo  de  los  negocios 
ajenos,  á  no  ser  que  los  creyera  propios;  pues 
nadie  puede  quejarse  del  que  descuida  una  cosa 
como  suya:  Q«t  quasi  snam  rent  neglexit,  nulíi 
qnereloB  subjectus  est.  Véase  Culpa  y  Da!9o. 

NEQOCIAB*  Tratar  y  comerciar  compran- 
do, vendiendo  ó  cambiando  géneros,  mercade- 
rías ó  dineros  para  aumentar  el  caudal.  —  Ajus« 
tar  el  traspaso,  cesión  ó  endoso  de  algún  vale, 
efecto  ó  letra,  arreglando  los  intereses  ó  cam- 
bios que  se  han  de  satisfacer  ó  abonar  confor- 
me al  estilo.  —Manejar  politicamente  las  depen- 
dencias ó  pretensiones  disponiéndolas  de  modo 
que  se  logren.— Corromper  con  el  soborno  la 
integridad  con  que  se  debe  proceder. 

19 EGOOI ACIONES  DIPLOMÁTICAS. 
Las  negociaciones  de  que  el  Ministro  está  en- 
cargado se  conducen,  ó  de  palabra,  ó— si  el 
asunto  es  de  alguna  importancia— por  escrito; 
á  veces  directamente  con  el  Soberano  á  quien 
está  acreditado;  de  ordinario  con  su  Ministrv) 
de  Relaciones  exteriores,  ó  con  los  Plenipoten- 
ciarios nombrados  para  algún  negocio  particu  • 
lar  por  las  Potencias  extranjeras,  como  sucedo 
en  los  congresos  y  conferencias.  La  negocia- 
ción puede  ser  directa  entre  dos  Bstados  quo 
tienen  alguna  cuestión  que  discutir,  ó  por  el 
conducto  de  una  Potencia  mediadora. 

Las  razones  y  argumentos  en  que  han  de 
consistir  las  negociaciones  se  deducen  de  los 
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priacipios  del  derecho  iaternacioaal,  apoyados 
en  la  historia  de  las  Naciones  modernas,  y  en 
el  conocimiento  profundo  de  sus  intereses  y 
miras  reciprocas.  Esta  sencilla  indicación  es 
suficiente  para  apreciar  el  grado  de  sagacidad 
manifestado  por  aquellos  que  entre  nosotros 
deprimen  sin  excepción  á  los  diplomáticos 
como  superficiales  6  charlatanes  misteriosos. 

El  estilo  debe  ser,  como  el  de  las  demás 
composiciones  epistolar  y  didácticas,  sencillo, 
claro,  correcto,  elevado,  sin  excluir  la  fuerza 
y  vigor  cuando  el  asunto  lo  exigiere;  nunca 
imperativo.  Nada  afearla  más  los  escritos  do 
este  género  que  un  tono  jactancioso  ó  sarcás- 
tico.  Las  hipérboles,  los  apostrofes,  y  en  ge- 
neral las  figuras  del  estilo  elevado  de  los  ora- 
dores y  poetas  deben  desterrarse  del  lenguaje 
de  los  Gobiernos  y  de  sus  Ministros,  y  reser- 
varse únicamente  á  las  proclamas  dirigidas  al 
pueblo,  que  permiten  y  aun  requieren  todo  el 
calor  y  ornato  de  la  elocuencia. 

Los  escritos  á  que  dan  asunto  las  negocia- 
ciones entre  Ministros,  son  cartas  6  ñolas.  Se  lla- 
man propiamente  notas  las  comunicaciones  que 
un  Ministro  dirige  á  otro,  hablando  de  si  mis- 
mo y  del  sugeto  á  quien  se  escribe,  en  tercera 
persona,  y  se  llamau  cartas  ü  ojlcios  aquellas 
en  que  se  usan  primeras  y  segundas  personas. 
Se  emplea  por  lo  común  la  forma  de  notas  en- 
tre Ministros  que  se  hallan  en  una  misma  corte 
ó  congreso,  y  la  de  cartas  entre  ausentes. 

Acerca  de  la  criminalidad  por  relaciones 
con  los  enemigos  del  Estado,  véase  el  articulo 
Traición. 

NEUTRALIDAD.  Dicese  del  estado  de 
una  Potencia  que  no  hallándose  en  guerra  con 
ninguna  de  las  Potencias  beligerantes,  man 
tiene  relaciones  de  amistad  y  comercio  con 
ellas,  de  modo  que  sus  navios  y  demás  embar- 
caciones, que  se  llaman  neutrales,  son  admi- 
tidas en  todos  los  puertos  como  en  tiempo 
de  paz. 

Según  Pando,  alos  pueblos  neutrales  [me^ 
dius  in  bello)  en  una  guerra  son  aquellos  que 
no  toman  parte  en  ella,  permaneciendo  ami- 
gos comunes  de  ambos  partidos,  y  no  favore- 
ciendo al  uno  en  perjuicio  del  otro.  En  virtud 
de  su  libertad  natural,  cada  Estado  puede,  en 
toda  guerra  entre  otros  Estados,  sostener  su 
derecho  de  neutralidad,  aun  cuando  una  de  las 
Potencias  beligerantes  le  hubiese  ofendido.)) 

((No  hay  más  que  una  excepción  á  esta  li- 
bertad de  permanecer  neutral:  cuando  un  Es- 
tado se  hubiese  comprometido  por  alguna  con- 
vención á  tomar  parte  en  la  guerra;  por  ejem- 
plo, como  miembro  do  una  Confederación  ó  de 
un  Estado  compuesto,  ó  en  virtud  de  un  tra- 
tado de  alianza.  Sin  embargo,  aun  en  eate 


mismo  caso  la  obligación  de  interesarse  en  la 
guerra  no  se  entiende  sino  de  una  que  sea 
justa,  ó  tal  que  deba  ser  justa  reputada.)) 

El  derecho  de  permanecer  neutral  está  fan- 
dado  en  la  naturaleza  misma  de  la  personali- 
dad política  del  Estado  (neutralidad  natural  6 
simple).  Mas  este  derecho  puede  además  ser 
estipulado  expresamente,  antes  ó  durante  la 
guerra,  por  convención  unilateral  6  sinalag:- 
mática  (neutralidad  convencional).  Por  otro  la- 
do, una  Potencia  puede  permanecer  neutral 
por  su  mera  voluntad  (neutralidad  voluntaria) ^ 
6  haberse  comprometido  á  ello  por  convenio, 
sea  con  respecto  á  uno  ó  á  varios  de  los  beli- 
gerantes, sea  <^n  respecto  á  un  tercer  Estado 
(neutralidad  obligatoria).  En  estos  diferentes 
casos,  los  Gobiernos  dirigen  frecuentemente 
declaraciones  formales  á  otras  I^otencias,  y 
publican  reglamentos  concernientes  á  la  na- 
vegación y  comercio  de  sus  subditos  durante 
la  guerra. 

Las  obligaciones  y  derechos  de  la  neutra- 
lidad en  general  es  asunto  difícil  de  tratar  en 
esta  obra,  y  por  lo  tanto  recomendamos  este 
estudio  en  la  del  citado  Pando  (Derecho  inter- 
nacional, pág.  455  á  472),  donde  se  deslinda 
cuanto  concierne  al  comercio  marítimo,  cuyas 
consideraciones  son  particulares.  No  obstante, 
diremos  que  la  imparcialidad  en  todo  lo  con- 
cerniente á  la  guerra,  constituye  la  esencia 
del  carácter  neutral  y  comprende  dos  cosas. 
La  primera  es  no  dar  á  ninguno  de  los  belige- 
rantes socorro  de  tropas,  armas,  buques,  mu- 
niciones, dinero  ó  cualesquiera  otros  artícu- 
los que  para  la  guerra  directamente  sirvan. 
No  solo  les  es  prohibido  dar  socorro  á  ano  de 
los  beligerantes,  sino  auxiliar  igualmente  á 
uno  y  otro;  porque  esto  seria  mantener  la  mis- 
ma proporción  entre  sus  fuerzas,  y  expender 
la  sangre  y  los  caudales  de  la  Nación  á  pura 
pérdida,  ó  alejando  quizá  la  terminación  de  la 
contienda;  y  porque  además  no  seria  fácil 
guardar  una  exacta  igualdad,  aun  procedien- 
do de  buena  fé,  pues  la  importancia  de  ua  so- 
corro no  depende  tanto  de  su  valor  absoluto, 
como  de  las  circunstancias  en  que  se  presta. 

La  segunda  cosa  es,  que  en  lo  que  tiene 
relación  con  la  guerra  no  se  debe  rehusar  á 
ninguno  de  los  beligerantes  lo  que  se  concede 
al  otro:  lo  cual  tampoco  se  opone  á  las  prefe- 
rencias de  amistad  y  comercio  en  tratados 
anteriores  ó  en  razones  de  conveniencia  pro- 
pia fundadas. 

Por  último:  la  Nación  neutral  debe  asar 
con  ambos  beligerantes  los  oficios  de  humani- 
dad que  los  miembros  de  la  gran  sociedad  ha- 
mana  mutuamente  se  deben,  y  prestarles  en 
todo  lo  que  no  concierna  á  la  gaerra  los  ser- 
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vicios  y  aazilios  que  estén  á  su  alcance;  sin 
rehusar  al  uno  de  ellos  cosa  alguna  por  la  ra* 
zon  de  hallarse  en  guerra  con  el  otro. 

En  la  guerra  de  Francia  con  Prusia,  el 
Gobierno  de  la  primera  Potencia  declaró  ob- 
servar, con  respecto  á  la  neutralidad,  las  reglas 
del  derecho  internacional,  y  principalmente 
los  principios  consignados  en  el  Congreso  de 
París  de  1856,  á  saber:  1/  El  corso  continua 
abolido.  2/  Los  pabellones  neutrales  protegen 
las  mercancías  enemigas,  á  excepción  del  con- 
trabando de  guerra.  3.*  Las  mercancías  neu- 
trales, á  excepción  del  contrabando  de  guer- 
ra, no  podrán  ser  apresadas  bajo  pabellón  ene- 
migo. 4.*  Los  bloqueos,  para  ser  obligatorios, 
deben  ser  efectivos;  es  decir,  sostenidos  por 
una  fuerza  bastante  para  prohibir  realmente 
el  acceso  al  litoral  enemigo.  Aunque  la  Espa- 
ña y  los  Estados 'Unidos  no  se  hayan  adheri- 
do á  la  declaración  de  1856,  los  buques  fran- 
ceses no  aprehenderáu  la  propiedad  del  ene- 
migo  á  bordo  de  un  buque  americano  ó  espa- 
ñol á  menos  que  aquella  no  consista  en  con- 
trabando de  guerra.  El  Gobierno  no  tiene  el 
propósito  de  reivindicar  el  dereeho  de  confiscar 
los  bienes  de  los  ciudadanos  americanos  ó  es- 
pañoles que  se  encuentren  á  bordo  de  los  bu- 
ques enemigos. 

El  Marshal  de  Nueva-York,  al  principio  de 
la  guerra  entre  dichas  dos  Naciones ,  obligó  á 
desembarcar  100  voluntarios  que  se  dirigían  á 
Francia,  en  virtud  de  la  queja  formulada  por 
el  Cónsul  de  la  Confederación  alemana  ,  como 
violación  de  las  leyes  de  neutralidad. 

Garibaldi  fué  preso  por  querer  tomar  las 
armas  en  favor  de  la  Eepüblica  francesa  en  la 
misma  época,  y  el  periódico  II  Movimento  pu- 
blicó la  siguiente  carta  dirigida  por  Garibaldi 
á  su  hijo  Canzio: 

aCaprera  13  de  Setiembre  de  1870. 
»Querido  hijo:  No  tengo  contestación  del 
» Gobierno  francés;  guella  rabaccia  que  se  ti- 
))tula  Gobierno  italiano,  me  tiene  prisionero.— 
»Tu  G.  Gaeibaldi.» 

El  mismo  Moramente  añadía:  que  la  causa 
de  esta  prisión  era  la  neutralidad  de  Italia, 
invocada  por  el  mismo  Gobierno  para  impedir 
la  salida  de  Garibaldi  al  teatro  de  la  guerra. 
No  obstante,  Garibaldi  se  escapó  de  Italia,  y  el 
7  de  Octubre  de  1870  desembarcó  en  Marse* 
lia  para  tomar  parte  en  la  guerra  franco-pru- 
siana. 

Hé  aquí  un  antecedente  sobre  la  conducta 
que  en  casos  de  guerra  pueden  observar  los 
Agentes  consulares  á  falta  de  órdenes  termi- 
nantes del  Gobierno: 


Traducción  de  la  circular  pasada  por  el  Ezcmo.  se- 
ñor Barón  de  Manderstrom  á  los  Agentes  de  8.  M-, 
con  fecha  12  de  Ma^ro  de  1869. 

((S.  M.  el  Bey  me  ordena  que  en  atención 
á  las  actuales  circunstancias  dirija  una  circu- 
lar á  sus  Agentes  en  el  extranjero  para  pres- 
cribirles la  conducta  que  debeu  observar  en 
sus  residencias  cuando  en  ellas  se  celebren 
ñestas  ó  regocijos  públicos  por  los  triunfos  ó 
victorias  que  consigan  los  beligerantes  en  la 
presente  guerra.  Con  este  motivo  debo  recor- 
dar la  circular  dirigida  por  S.  E.  el  Barón  San 
Jerneld  á  los  Agentes  de  S.  M,,  fecha  8  de 
Octubre  de  1855,  en  la  que  se  les  dice: 

Que  asisUesen  á  todo  Te-Deum  p  demás  ce- 
remonias fue  se  celebren  por  las  causas  ya  citadas 
en  el  país  donde  tienen  la  honra  de  estar  acredita  -> 
dos  y  según  la  costumbre  seguida  en  tiempos  nor- 
males. 

Esta  circular  prescribe  la  norma  que  debe 
servir  de  precedente  para  justificar  la  conduc- 
ta que  siguen  en  el  dia  las  Potencias  neutra- 
les. —  Reciba  V,,  etc.  — Firmado.  — Manders- 
trom. )) 

NIEBLA.  Véase  el  artículo  Luces  ,  y  en 
él  las  reglas  relativas  á  las  que  deben  llevar 
los  buques  de  vela  y  vapor  desde  la  puesta 
del  sol  hasta  su  salida ,  igualmente  que  toda 
embarcación,  ya  sea  en  marcha,  ya  anclada, 
según  el  Real  decreto  de  8  de  Abril  de  1863. 

NIMEGA.  El  tratado  que  lleva  este  nom- 
bre se  celebró  el  a&o  de  1678.  Las  Potencias 
contratantes  fueron  España  y  Francia. 

Se  convinieron  en  olvidar  las  pretensiones 
de  Luis  XIV  á  los  Países  Bajos,  y  en  devolver 
varias  plazas  ocupadas  por  los  franceses. 

Este  tratado  fué  puramente  temporal,  como 
ajustado  por  motivo  momentáneo.  Pasado  éste, 
perdió  su  fuerza,  influyendo  en  ello  la  mudan- 
za de  las  relaciones  políticas,  acaecida  de  re- 
sultas de  la  entrada  de  Felipe  V  en  el  Trono 
español.  Se  funda  la  que  luego  se  le  reconoció 
en  haberse  confirmado  por  el  tratado  de  alian- 
za del  año  1721. 

NOBLEZA.  Cierta  calidad  de  distinción 
que  por  razón  de  su  estado  elevaba  al  hombre 
á  una  clase  superior  á  la  ordinaria  de  los  de- 
más, y  le  hacia  gozar  de  ciertos  derechos  y 
exenciones.  En  el  dia  las  distinciones  y  los  pri  • 
vilegios  no  tienen  preferencia  alguna,  porque 
todos  los  hombres  son  iguales  ante  la  ley,  y 
no  existe  ya  clase  alguna  privilegiada. 

((Nobleza  instruida  y  virtuosa,  es  la  gloria 
del  Estado.» 

«Si  la  nobleza  es  hija  de  la  virtud,  fic- 
cuen  temen  te  ha  asesinado  á  su  madre.» 

«Sin  virtud  no  hay  nobleza.» 
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«La  nobleza  que  uno  mismo  se  crea  es  la 
mejor.)) 

«La  mejor  nobleza  del  hombre  de  bien  es 
la  virtud.» 

190MBBAMIBNT0  DB  LOS  EMPLEA- 
DOS CONSULARES.  Yéaso  el  cap.  5.*,  art.  26  al  28 
iocluslTe  del  Reglamento  de  la  Carrera  consular 
en  el  articulo  Cónsules  y  articulo  Destino  va- 

CANTK. 

Según  el  Código  penal,  cuando  un  nom- 
bramiento para  empleado  ha  sido  hecho  ile- 
galmente,  el  art.  281  dice: 

«El  empleado  público  que  á  sabiendas  pro- 
pusiere ó  nombrare  para  cargo  público  á  per- 
sona en  quien  no  concurran  los  requisitos  le- 
gales, será  castigado  con  las  penasi  de  suspen- 
sión y  multa  de  10  éi  100  duros.» 

La  Real  orden  de  1 1  de  Diciembre  de  1798 
previene  que  todo  nombramiento  se  publique 
en  la  Gaceta  con  sus  condiciones  personales. 

NOMBRE.  La  palabra  que  se  apropia  ó  se 
da  á  alguna  cosa  ó  persona  para  darla  á  cono- 
cer y  distinguirla  de  otra.  Como  los  nom- 
bres no  se  han  iotroducido  sino  para  desig- 
nar las  personas  y  las  cosas,  aunque  un  testa- 
dor haya  errado  en  el  nombre  de  la  persona 
del  legatario  ó  heredero,  ó  en  el  de  la  cosa  le- 
gada, no  por  eso  deja  de  ser  válido  el  nom- 
bramiento de  heredero  ó  el  legado,  con  tal  que 
por  otra  parte  haya  certeza  sobre  su  voluntad, 
pues  la  demostración  suñciente  de  la  persona 
ó  de  la  cosa  tiene  lugar  de  nombre.  (Ley  5.*, 
título  55,  Part.  7.';  ley  28,  tít.  9.%  Part.  6.'j 

En  cuanto  á  las  personas,  hay  entre  nos- 
otros dos  especies  de  nombres  que  sirven  para 
designarlas,  es  á  saber:  el  nombre  de  pila  y  el 
de  familia  ó  linage. 

El  que  muda  su  nombre  ó  toma  el  ajeno, 
incurre  como  falsario  en  la  pena  de  destierro 
perpetuo  y  confiscación  de  sus  bienes,  no  te- 
niendo descendientes  ó  ascendientes  que  los 
hereden,  con  tal,  empero,  que  lo  haga  con  el 
ñn  de  engañar  ó  perjudicará  otro,  in/raudem 
alterius;  pues  si  lo  hiciere  por  diversión  ó  por 
salvarse  de  algún  peligro,  no  merece  pena. 
(Ley  2.',  tít.  7.*,  Part.  7.") 

El  que  ocultando  su  nombre  se  alista  en 
\é  matrícula  de  mar  ó  en  un  buque  mercante 
con  otro  supuesto,  servirá  un  año  su  plaza  en 
los  buques  de  guerra  ó  arsenales,  sin  ración  de 
vino,  la  mitad  de  ese  tiempo,  con  arreglo  al 
articulo  7.*,  tít.  14  de  las  Ordenanzas  de  ma- 
trículas. 

En  el  Reglamento  para  la  ejecución  de  las 
Leyes  de  Matrimonio  y  Registro  civil,  de  31  de 
Diciembre  de  1870,  en  su  cap.  9.%  art.  69, 
86  previene: 

fiBl  cambio ,  adición  ó  modificación  de 


nombre  ó  apellido,  solo  podrá  hacerse  en  vir- 
tud de  autorización  del  Gobierno,  previos  los 
trámites  establecidos  en  este  Reglamento  ó  de 
sentencia  firme  de  Tribunal  competente,  en 
que,  declarándose  haber  lugar  á  dichas  alte- 
raciones, se  manden  practicar.»  Véase  Ape- 
llidos. 

NOMBBB  Y  APELLIDO.  Véase  Adición. 

NOMBRE  Y  NÚMERO  DE  LOS  Bu- 
ques. Funestísimos  son  los  resultados  que  acar- 
rea á  la  agricultura  y  á  la  riqueza  de  la  Na- 
ción, asi  como  á  la  moral  publica,  la  frecuencia 
con  que  algunos  patrones  que  se  dedican  al 
tráfico  ilícito  dejan  de  poner  en  la  popa  de  los 
buques  que  mandan  el  nombre  de  los  mismos, 
ó  bien  los  ocultan. 

La  Real  orden  del  Ministerio  de  Estado  de 
17  de  Octubre  de  1865,  traslada  la  del  Minis- 
terio de  Hacienda  de  30  de  Julio  del  mismo 
año,  en  la  que  éste  comunica  al  de  Marina  las 
prevenciones  necesarias  para  cortar  en  lo  po- 
sible tan  funesto  mal,  cuyas  consecuencias  son 
trascendentales.  Hé  aquí  la  Real  orden: 

((Qae  sean  vigilados  y  castigados  los  pa- 
utrones  de  buques  que  se  encuentren  sin  llevar 
))cl  nombre  y  número  de  la  matrícula  en  sus 
»popas,  y  el  de  la  lista  á  que  pertenezcan  en 
»sus  proas,  ó  si  los  tuviesen  borrados,  sobre- 
apuestos  ó  cambiados,  certificándose  para  más 
» seguro  efecto  por  las  Autoridades  de  marina 
)>en  los  roles  á  la  salida  de  los  buques  de  los 
)) puertos,  etc.» 

La  Real  orden  de  4  de  Octubre  de  1865, 
previene  que  atodo  buque  mercante  lleve  mar- 
cado su  nombre  y  matricula.)) 

NOTA  MARGINAL.  Al  expedirse  las 
primeras  ó  segundas  copias  de  todo  acto  nota- 
riado debe  anotarse  al. margen  de  la  escritora 
matriz,  y  bajo  la  Jlrma  del  Notario  la  persona 
ó  personas  para  quien  se  expide,  fecha  de  la 
expedición,  la  clase  de  papel  sellado,  la  fecha 
del  mandaml^'nto  y  la  de  la  citación,  si  la  hu- 
biere, para  que  siempre  conste  debidamente, 
según  previene  el  art.  53  del  Reglamento  gene- 
ral del  Notariado^  en  esta  forma: 

FORMULARIO. 

Di  primera  copia  en  este  dia  al  otorgante  D.  N. 

en  un  pliego  del  sello  tal  y  tantos  del , 

de  que  doy  fó.— Fecha  y  firma. 

NOTA  VERBAL.  Esquela  en  que  se  re- 
cuerda un  asunto  en  que  se  ha  dejado  de  to- 
mar resolución  ó  de  dar  respuesta;  y  cuando 
la  una  ó  la  otra  se  difiere  todavia  algún  tiem- 
po, la  contestación  que  suele  darse  es  otra  nota 
verbal:  denominación,  á  la  verdad,  poco  cor- 
recta. 

NOTAS  DB  OONCBPTO.  Bn  el  mes  de 
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Diciembre  de  cada  año  extenderán  los  Cónsu- 
les generales  y  Cónsules  notas  de  concepto  de 
los  empleados  que  estén  á  sus  órdenes,  caliñ- 
cativas  de  su  aptitud  y  aplicación,  y  darán 
cuenta  á  la  vez  de  los  trabajos  extraordinarios 
que  hubiesen  desempeñado  y  de  los  méritos 
especiales  que  hubiesen  contraído.  (Art.  72, 
cap.  13  del  Reglamento  de  la  Carrera  consular,) 
Véase  Cónsules. 

NOTAS  DE  MEBOANCÍA.S.  El  Ministro 
de  Ultramar  dijo  con  fecha  12  de  Marzo  de  1871 
al  de  Estado,  y  éste  en  circular  de  14  del  mis- 
mo, que  «No  siendo  ya  necesario  que  los  Cón- 
sules de  España  en  el  extranjero  sigan  remi- 
tiendo á  esta  Secretaria  las  notas  de  carga-- 
mentó  de  los  buques  que  se  dirigen  á  Cuba  y 
Puerto-Rico  y  que  les  fueron  exigidas  por 
Real  orden  de  27  de  Setiembre  de  1867,  el 
Rey  (Q.  D.  G.)  se  ha  servido  disponer  que  por 
conducto  de  V.  B.  se  signiñque  á  dichos  Con- 
sules  la  conveniencia  de  que  en  lo  sucesivo  se 
limiten  á  continuar  dirigiendo  con  toda  pun« 
tualidad  aquellos  datos  al  Intendente  de  Ha- 
cienda de  la  primera  de  dichas  islas,  ó  al  Jefe 
de  la  Administración  económica  de  la  segun- 
da, según  corresponda,  y  con  arreglo  á  la  ter- 
cera de  las  reglas  dictadas  en  1.*  de  Julio  de 
1859  para  gobierno  de  los  Capitanes  y  sobre- 
cargos de  buques,  cuyas  reglas,  modiñcadas 
posteriormente,  recomendadas  por  Real  orden 
de  9  de  Julio  de  1870  y  publicadas  en  la  Ga- 
cela del  12  del  mismo  mes  y  año,  deberán  ser 
muy  atendidas  por  los  Agentes  consulares, 
particularmente  las  que  contiene  el  párrafo 
quinto  de  la  primera,  ai  quedar,  como  quedan, 
relevados  de  remitir  directamente  sus  notas  á 
este  Ministerio. » 

NOTARIO.  El  Notario  es  el  funcionario 
públicoautorizado  para  dar fé,  conforme  á  las  le* 
yes,  délos  contratos  y  demás  actos  extrajudicia- 
ies.  Lo  mismo  es  Notario  que  Escribano  pCiblico. 
«La  misión  del  Notario  es  de  secreto,  es  de 
confianza,  es  de  honor.  A  su  probidad,  á  su 
rectitud,  á  su  moralidad  inquebrantable  han 
de  ser  confiados  los  secretos  más  impenetra- 
bles, aquellos  actos  que  el  hombre  oculta  hasta 
de  su  propia  familia,  de  tal  modo,  que  ni  el 
hijo,  ni  la  esposa,  ni  el  más  intimo  amigo  lle- 
gan á  penetrar  aquellos  misterios  que  el  hom- 
bre guarda  en  lo  más  recóndito  de  su  concien- 
cia, unas  veces  por  temor  de  revelar  su  peque- 
nez y  su  debilidad,  por  rubor  otras  y  no  pocas 
por  miedo  de  perder  su  consideración  social. 
Desgraciados  y  bien  recientes  ejemplos  pudié- 
ramos citar  (1)  de  catástrofes  ocurridas  á  jefes 
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honrados  de  familias  virtuosas  que  por  no  tener 
valor  de  confiar  sus  secretos,  ó  por  no  contar 
con  la  intima  confianza  de  un  Notario  amigo, 
acabaron  tristemente  sus  dias.  Desgracia  hor- 
rible que  esto  acontezca  cuando  la  sociedad 
tiene  para  los  ciudadanos  todos  los  medios  de 
consuelo  para  las  grandes  aflicciones  del  honor, 
cuando  el  hombre  es  leal  y  se  acobija  bajo  el 
manto  de  los  Tribunales  ó  bajo  la  moralidad  y 
el  secreto  de  los  hombres  do  la  verdad  y  de  la 
confianza  publica. 

))La  pureza  de  costumbres,  la  probidad,  la 
veracidad,  deben  ser  las  principales  dotes  de 
un  buen  Notario:  de  corazón  hidalgo  y  gene- 
roso, la  causa  ajena  debe  preocuparle  siempre 
más  que  la  suya  propia,  porque  en  él  todo 
debe  ser  abnegación  y  g  nerosidad,  grandeza 
y  desprendimiento,  tolerancia  y  conmisera- 
ción: digno  con  el  fuerte,  cariñoso  con  el  dé 
bil,  imparcial  con  todos,  llenará  su  misión  sin 
dificultad,  y  no  cederá  jamás  ni  un  ápice  de  su 
dignidad  si  tiene  la  independencia  necesaria 
para  no  ser  complaciente  cuando  se  intente 
llevarle  fuera  del  terreno  de  su  deber,  teniendo 
en  cuenta  que  vale  más  descontentar  á  un 
cliente  que  ofender  á  la  moral,  á  la  ley,  á 
su  propia  dignidad,  á  su  conciencia,  que  es  el 
gran  testigo  ante  el  cual  jamás  el  Notario  debe 
exponerse  á  tener  que  comparecer  para  darle 
cuenta  de  sus  actos.» 

La  ley  de  9  de  Setiembre  de  1857,  creó 
en  las  Universidades  del  Reino  la  carrera  su  - 
perior  del  Notariado,  que  hoy  forma  Escuela 
especial  con  arreglo  al  programa  general  de 
estudios  vigente. 

Según  él,  para  ingresar  en  la  carrera  son 
indispensables  las  mismas  condiciones  que  pa- 
ra la  Facultad  de  Derecho;  es  decir:  haber  ob- 
tenido el  grado  de  Bachiller,  ó  probar  esta  cir- 
cunstancia con  arreglo  á  las  leyes  de  libertad 
de  enseñanza. 

La  Real  orden  circular  de  22  de  Octubre 
de  1851,  en  su  articulo  único,  dice: 

«Son  válidos  y  causan  ante  los  Tribunales 
españoles  los  efectos  que  proct^den  en  justicia, 
todos  los  contratos  y  demás  actos  públicos  no- 
tariados en  Francia  y  en  cualquiera  otro  país 
extranjero,  siempre  que  concurran  en  ellos  las 
circunstancias  siguientes: 

1  /  Que  el  asunto,  materia  del  acto  ó  con  - 
trato,  sea  licito  y  permitido  por  las  leyes  de 
España. 

2.'  Que  los  otorgantes  tengan  aptitud  y 
capacidad  legal  para  obligarse  con  arreglo  á 
las  del  país. 

3.*  Que  en  el  otorgamiento  se  hayan  ob- 
servado las  fórmulas  establecidas  en  el  país 
donde  se  han  verificado  los  actos  ó  contratos. 
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4/  Que  cuando  éstos  cootengan  hipoteca 
de  ñncas  radicantes  en  España,  se  haya  toma- 
do razón  en  los  respectivos  registros  del  pue- 
blo donde  estén  situadas  las  fincas,  dentro  del 
término  de  tres  meses  si  los  contratos  se  hu- 
biesen celebrado  en  los  Estados  de  Europa,  de 
nueve  si  lo  hubieran  sido  en  los  de  América  y 
África,  y  de  un  año  si  en  los  de  Asia. 

5/  Que  en  el  país  del  otorgamiento  se 
conceda  igual  eficacia  y  validez  á  los  actos  y 
contratos  celebrados  en  el  territorio  de  los  do- 
minios españoles.)) 

La  ley  de  28  de  Mayo  de  1862  contiene, 
además  do  los  requisitos  para  obtener  y  ejer- 
cer la  fé  pCiblica,  el  deber  de  formar  protocolo 
y  copias  del  mismo,  que  constituyen  instru- 
mento publico;  la  propiedad  y  custodia  de  los 
protocolos  é  inspección  de  las  Notarías;  el  go- 
bierno y  disciplina  de  las  mismas;  sus  dere- 
chos y  premios;  disposiciones  generales  y  tran- 
sitorias. 

La  Real  orden  circular  de  1  .*  de  Junio  de 
1862  dicta  las  reglas  que  se  han  de  observar 
para  preparar  la  publicación  de  las  ordenanzas 
y  reglamentos  que  han  de  completar  la  refor- 
ma del  Notariado. 

La  del  14  de  Junio  del  mismo  año  dicta  las 
reglas  á  que  deben  atenerse  los  Notarios  y  Es- 
cribanos del  Reino  para  remitir  los  índices  de 
los  instrumentos  públicos. 

La  de  28  del  mismo  mes  y  año  explica  los 
artículos  3.*,  7.*  y  8.*dela  Ley  del  Notariado. 

El  Real  decreto  de  1.'  de  Enero  de  1863 
aprueba  el  Reglamento  general  para  el  cum- 
plimiento de  la  Ley  sobre  constitución  del  No- 
tariado. 

La  Real  orden  de  14  de  Abril  de  1863  es 
relativa  á  la  forma  en  que  deben  extenderse 
las  actas  de  todo  lo  que  los  Notarios  autorizan, 
y  á  los  derechos  que  por  ellas  han  de  cobrar. 
Véase  Cancilleebs. 

NOTICIAS  SOBRE  ASUNTOS  DE  DE- 
RECHO. Véase  Certificados  llamados  de  lbt. 

NOVACIÓN.  La  sustitución  de  una  nueva 
deuda  ü  obligación  á  la  antigua  ó  contraída 
anteriormente,  que  de  este  modo  queda  extin- 
guida. (Ley  15.  tít.  14,  Part.  5.*) 

Según  el  derecho  mercantil,  después  de 
pactado  un  convenio  entre  el  acreedor  y  el 
deudor,  puede  suceder  que  estas  dos  personas 
deroguen  por  una  causa  cualquiera  el  conve- 
nio hecho,  y  creen  otro  nuevo.  Esto  se  llama 
novación. 

Si  en  el  nuevo  convenio  no  se  hace  men- 
ción expresa  de  subsistir  los  mismos  fiadores, 
las  propias  hipotecas,  y  en  una  palabra,  cuan* 
tas  garantías  existían  á  favor  del  primero,  es- 
tas se  entenderán  revocadas. 


La  novación  puede  verificarse  de  tres  ma- 
neras: 1.*  Cuando  el  deudor  contrata  ana 
nueva  deuda  con  su  propio  acreedor.  2.^  Cuan- 
do un  nuevo  deudor  viene  á  sustituir  al  anti- 
guo. 3.'  Cuando  un  nuevo  acreedor  ó  deudor 
ocupa  el  lugar  del  precedente. 

Cuando  el  deudor  y  el  acreedor  subsisten 
sin  alteración,  no  es  necesario  que  conste  por 
escrito  la  intención  de  novar;  basta  que  los 
contrayentes  se  pongan  de  acuerdo  acerca  de 
este  punto. 

Es  muy  difícil  conocer  á  las  veces,  sobre 
todo  en  el  comercio,  cuándo  existe  una  ver- 
dadera novación  y  cuándo  habrá  solo  modi- 
ficaciones ó  variaciones  en  el  primitivo  con- 
trato. 

Cuando  adquiere  un  sugeto  con  respecto  á 
otro  la  obligación  de  pagarle  la  cantidad  que 
un  tercero  le  adeuda,  con  la  condición  de  que 
el  acreedor  se  dé  por  satisfecho,  tiene  lagar 
una  novación  en  la  que  es  preciso  manifestar 
de  un  modo  expreso  la  iotencion  de  novar;  por 
cuanto  no  existiendo  esta  manifestación,  el 
nuevo  deudor  se  consideraría  solidariamente 
obligado  con  el  primero. 

Uoa  cosa  análoga  sucede  cuando  quedan- 
do el  mismo  deudor,  varia  tan  solo  la  persona 
del  acreedor. 

NOV^ÍSIHA  BEGOFILÁGION.  Véase 
Recopilación. 

NULIDAD.  Esta  voz  desigoa  á  un  mismo 
tiempo  el  estado  de  un  acto  que  se  considera 
como  no  sucedido,  y  el  vicio  que  impide  á  este 
acto  el  producir  su  efecto.  Hay  nulidad  abso- 
luta y  nulidad  relativa:  aquella  es  la  que  pro- 
viene de  una  ley,  sea  civil  ó  criminal,  cayo 
principal  motivo  es  el  interés  páblico;  y  esta 
es  la  que  no  interesa  sino  á  ciertas  personas. 
No  ha  de  confundirse  la  nulidad  con  la  resci- 
sión. Hay  nulidad  cuando  el  acto  está  tocado 
de  un  vicio  radical  que  le  impide  producir 
efecto  alguno,  ya  sea  que  no  se  haya  ejecuta- 
do con  las  formalidades  prescritas  por  la  ley, 
como  en  el  caso  de  que  no  exista  en  un  testa- 
mento el  competente  número  de  testigos,  ya 
sea  que  se  halle  en  contradicción  con  las  leyes 
ó  las  buenas  costumbres,  como  la  fianza  de  la 
mujer  y  la  venta  de  una  sucesión  futura;  ya  sea 
en  fin,  que  se  hsya  celebrado  por  personas  á 
quienes  no  puede  suponerse  voluntad,  como  un 
niño  ó  un  demente.  Hay  rescisión  cuando  el 
acto,  válido  en  apariencia,  encierra  sin  embar- 
go un  vicio  que  puede  hacerle  anular,  si  asi  lo 
pide  alguna  de  las  partes,  como,  por  ejemplo, 
el  error,  la  violencia,  el  dolo,  una  causa  falsa, 
la  menor  edad,  etc.  La  nulidad  se  refiere  ge- 
neralmente al  orden  publico,  y  no  puede,  por 
tanto,  cubrirse  entonces  con  la  ratificación  ni 
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COQ  la  prescripcLoa;  de  modo  que  los  tribuna- 
les deben  pronunciarla  por  sola  la  razón  de  que 
el  acto  nulo  no  puede  producir  ningún  efecto, 
sin  detenerse  á  examinar  si  las  partes  han  re- 
cibido ó  no  han  recibido  lesión.  La  rescisión, 
por  el  contrario,  puede  cubrirse  con  la  ratifica- 
ción ó  el  silencio  de  las  partes;  y  ninguna  de 
Cdtas  puede  pedirla  sino  probando  que  el  acto 
le  es  perjudicial  ó  dañoso.  Mas  á  pesar  de  estas 
diferencias  que  existen  en  las  cosas,  se  em- 
plean á  Teces  indiferentemente  las  expresiones 
de  nulidad  y  rescisión,  y  suelen  suscitarse  al- 
gunas cuestiones  sobre  si  tal  ó  cual  acto  es 
nulo  por  su  naturaleza  ó  necesita  rescindirse. 

JSÍÜIiO.  Lo  que  no  tiene  valor  ni  fuerza 
para  obligar  á  surtir  efecto,  por  carecer  de  las 
solemnidades  que  se  requieren  en  la  sustancia 
ó  en  el  modo.  Véase  Nulidad. 

NUNCIOS.  Prelados  eclesiásticos  envia- 
dos por  el  Papa,  en  calidad  de  Embajadores, 
cerca  de  algún  Principe  ó  del  Jefe  católico  de 
un  Estado  ó  Nación,  para  desempeñar  los  de- 
beres usuales  de  su  ministerio  en  las  cortes 


donde  están  acreditados.  Véase  Agbntbs  diplo- 
máticos. 

NUNCIATURA.   Véase  Rota. 

NUNCUPATIVO.  Se  dice  solo  del  testa- 
mento hecho  verbalmente  y  de  viva  voz  en 
presencia  de  cinco  testigos,  nombrando  he- 
redero. 

NUPCIAL.  Lo  que  concierne  á  las  bodas 
ó  al  matrimonio,  como  anillo  nupcial,  vestido 
nupcial. 

NUPCIAS.  Las  bodas  ó  el  casamiento. 
Esta  palabra  viene  del  verbo  latino  nubere; 
porque  antiguamente  entre  los  romanos  era 
costumbre,  y  aun  lo  fué  entre  los  cristianos, 
que  las  mujeres  que  se  casaban  fuesen  con- 
ducidas á  casa  de  sus  esposos  cubiertas  de 
un  velo  que  denotaba  su  pudor.  Dicese  que  el 
color  de  este  velo  era  de  un  color  amarillo  que 
tiraba  á  rojo. 

Solemos  usar  de  la  palabra  nupCiasjpara  de- 
signar el  número  de  matrimonios  que  ha  con- 
traído una  persona;  y  asi  decimos ,  primeras, 
segundas  y  terceras  nup  cias. 
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OASIS.  Espacio  de  tierra  adornado  de  ve- 
je tacion  en  medio  de  un  desierto.  Semejantes 
los  oasis  en  las  inmensas  soledades,  en  los  ma- 
res de  estéril  y  movediza  arena  del  África  y 
del  Asia  á  una  pequeña  isla  que  se  encuentra 
CQ  el  Océano,  ofrecen  al  fatigado  viajero  un 
lecho  de  yerba  donde  pueda  descansar,  tal  vez 
á  la  sombra  de  un  sicómoro ,  de  la  molestia 
qae  ocasionan  aquellos  ardorosos  climas ,  y  le 
sirven  como  de  guia  en  aquellas  vastísimas 
llannras. 

OBCECACIÓN.  Ofuscación,  ceguedad, 
deslumbramiento,  aberración  de  la  mente,  del 
entendimiento,  de  la  razón,  del  espíritu,  que 
88  figura  y  cree  con  empeño  que  no  es  lo  que 
debe  creer  ó  practicar. 

OBEDECER.  Prestar  obediencia;  cumplir 
ó  ejecutar  lo  que  otro  manda,  hacer  la  volun- 
tad de  otro,  sujetarse  á  él;  poner  por  obra  las 
órdenes,  mandatos  ó  preceptos  de  alguno. 

OBEDIENCIA.  Sujeción,  subordinación, 
sometimiento  á  la  voluntad  de  otro  para  eje« 
ctitar  sus  mandatos,  preceptos  ó  disposiciones. 
Obediencia  dega;  la  que  se  ejerce  sin  examinar 
ni  inquirir  ios  motivos,  las  razones  del  que 
manda.  Véase  Desobediencia  y  Hecho  ajero. 


OBE 

OBEDIENCIA  Á  LOS  AGENTES  Di- 
plomáticos T  CONSULARES.  «Los  Capitanes  y  pa* 
trenes  de  los  buques  mercantes  españoles  es- 
tán obligados  á  obedecer  á  los  Agentes  deS.  M. 
en  el  extranjero,  como  á  los  Comandantes  de 
marina,  en  el  concepto  de  que  su  inobediencia 
á  aquellos  se  considerará  como  si  fuese  á  és- 
tos.» (Orden  del  Gobierno  provisional  de  11  de 
Octubre  de  1843  en  su  12.^  disposición.) 

ÓBICE.  Cualquier  cosa  que  se  encuentra 
en  la  marcha  de  las  cosas,  tanto  física  como 
moralmente  hablando,  impidiendo  su  curso  en 
todo  ó  en  parte.  — Embarazo,  estorbo,  impedi- 
mento,  obstáculo,   diflcultad,  inconveniente. 

ÓBITO.  Fallecimiento,  defunción,  muerte 
de  una  persona.  Bs  voz  de  bastante  uso  entre 
los  curiales,  y  en  las  comunidades  religiosas. 

OBITUABIO.  Libro  de  registro  donde 
constan  las  partidas  de  defunción. 

OBJECIÓN.  Dificultad  que  se  ocurre  ó 
se  discurre  y  propone  en  contrario  de  una  opi- 
nión, ó  para  impugnar  alguna  proposición. 
— Réplica,  reparo,  razón  en  contra. 

OBLIQAOION.  Instrumento  público  ó  es- 
critura que  hace  uno  ante  Escribano  á  favor  de 
alguna  persona,  para  seguridad  de  que  cum- 
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plirá  lo  qae  ofrece. — Correspondencia  que  se 
debe  tener  con  la  persona  de  quien  se  ha  reci- 
bido un  beneficio,  un  servicio ,  un  obsequio, 
alguna  prueba  de  benevolencia. 

La  obligación  es  un  vinculo  del  derecho 
que  nos  constituye  en  la  necesidad  de  dar  ó 
hacer  alguna  cosa.  Puede  ser  meramente  na* 
turáis  meramente  Hoil  y  mista. 

Obligación  meramente  natural  es  la  que  nos 
impone  el  derecho  natural  sin  que  le  acompañe 
el  civil,  cual  es  el  de  los  pupilos  por  los  con- 
tratos que  celebran  sin  la  autoridad  del  tutor. 

Obligación  meramente  civil  es  la  que  nos 
impone  el  derecho  civil,  sin  que  le  acompañe 
el  natural,  cual  es  la  de  los  que  celebran  por 
la  fuerza  algún  contrato.  (Ley  5/,  tit.  12, 
Partida  5.') 

Obligación  mista  es  la  que  nos  impone  am- 
bos derechos  juntamente,  esto  es,  el  natural  y 
el  civU. 

La  natural  no  produce  acción  en  el  fuero 
judicial,  por  provenir  de  contrato  que  no  está 
admitido  en  las  leyes  civiles;  y  así  es  que  su 
ejecución  pende  solamente  de  la  probidad  del 
obligado. 

La  civil  produce  acción  en  el  fuero  judi- 
cial, porque  si  bien  no  subsiste  en  realidad, 
consta,  sin  embargo,  de  tal  suerte,  que  puede 
el  que  aparece  deudor  ser  estrechado  por  el 
Juez  á  su  cumplimiento. 

La  mista  produce  acción  eficaz  que  no  pue- 
de destruirse  por  ninguna  excepción  perento- 
ria; y  se  llama  asi,  porque  toma  del  derecho 
natural  la  subsistencia,  y  del  civil  la  coacción 
á  su  cumplimiento. 

También  hay  obligación  perfecta  y  obliga- 
ción imperfecta;  perfecta  es  aquella  cuyo  cum- 
plimiento puede  exigirse  judicialmente,  é  »m- 
perfecta  la  que  no  encadena  sino  la  conclen  < 
cia,  como  la  obligación  de  hacer  limosna  y  el 
reconocimiento  de  un  servicio. 

La  mista  puede  llamarse  perfecta  en  todos 
sentidos;  y  asi  la  natural  como  la  civil  pueden 
decirse  imperfectas,  en  cuanto  la  primera  no 
produce  acción,  y  la  segunda  no  la  produce 
sino  tan  débil  que  puede  rechazarse  por  una 
excepción.  Mas  no  ha  de  confundirse,  á  pesar 
de  ello,  la  obligación  imperfecta  con  la  natural 
ó  civil,  puesestasdos  producen  algunosefectos 
civiles,  al  paso  que  aquella  no  produce  ninguno. 

Toda  obligación  nace  ó  de  la  ley,  ó  de  un 
contrato,  ó  de  un  hecho  personal. 

Nace  ie  la  U$  cuando  la  autoridad  de  ésta, 
aun  independientemente  de  nuestra  voluntad, 
nos  impone  alg^un  deber,  como  por  ejemplo, 
la  obligación  de  ser  tutor,  cuyo  cargo  no  po- 
demos rehusar  sin  justa  causa,  en  el  caso  de 
que  se  nos  defiera. 


Nace  áA  un  contrato  siempre  que  nos  com- 
prometemos seriamente  con  otra  persona  á  dar 
ó  hacer  alguna  cosa  en  su  favor. 

Y  nace  de  un  hecho  personal  siempre  qae 
hacemos  alguna  cosa  de  que  nos  resulta  un 
deber  para  con  un  tercero. 

OBLIGACIÓN  DE  DAR.  Véase  Písdida. 

OBLIGACIÓN  A  LA  GBUEBA.  Véase 
Empréstito. 

OBLIGACIONES  MBBCANTILBS.  Di- 
versos son  los  modos  que  la  ley  emplea  para 
asegurar  las  obligaciones  mercantiles  y  el  cum*- 
plimiento  de  ellas.  Los  unos  son  directos,  y 
que  ella  misma  prescribe,  y  los  otros  son  las 
acciones  personales,  las  hipotecas  ordinarias, 
ejecutivas  é  indirectas. 

Los  medios  son  dos;  directo  el  uno,  indi- 
recto el  otro.  Bl  medio  directo  lo  emplea  la  ley 
cuando  señala  una  pauta  á  la  cual  deben  per- 
fectamente ajustarse  los  contrayentes;  cuando 
da  reglas  especiales  para  los  casos  diversos  que 
ocurrir  pueden  en  la  práctica. 

Estos  medios  directos  se  dividen  en  dos 
muy  principales  clases. 

Bn  la  primera  están  comprendidas  las  pe* 
ñas  impuestas  á  la  falta  de  cumplimiento  ó  al  de- 
lito que  versa  sobre  las  susodichas  obligaciones. 

Bn  la  segunda  clasificamos  cuantas  ac- 
ciones civiles  corresponden  de  derecho  al 
acreedor. 

Las  acciones  correspondientes  al  acreedor 
se  subdividen  en  otras  dos  subclases: 

A  la  primera  pertenecen  las  acciones  per- 
sonales. 

A  la  segunda  corresponden  las  acciones 
hipotecarias. 

Las  acciones  respecto  del  propio  acreedor, 
y  por  lo  que  respecta  al  procedimiento,  tana- 
bien  se  subdividen  en  otras  dos  subclases. 

1 .'     Acciones  ordinarias. 
.  2.*     Acciones  ejecutivas. 

Los  medios  indirectos  son,  como  su  nom- 
bre lo  indica,  los  que  tienen  por  misión  evitar 
lo  que  los  directos  están  llamados  á  precisar; 
por  esta  razón  son  de  muchas  especies  y  abra- 
zan un  sin  número  de  operaciones;  ellos  si- 
guen, por  decirlo  asi,  al  comer  dan  te  en  todos 
los  actos  de  su  profesión,  y  ie  separan  fácil- 
mente de  los  escollos  donde  pudiera  zozobrar 
su  buena  fé;  ó,  por  el  contrario,  se  levantan 
contra  él  cuando  echa  mano  del  fraude  y  de 
los  medios  reprobados. 

Acerca  de  los  medios  directos  y  ásu  divi- 
sión primera,  es  decir,  á  las  penas  impuestas 
por  la  falta  de  cumplimiento  ó  trasgresion  de 
las  obligaciones  mercantiles,  diremos  que  es  - 
tas  penas  pueden  ser  de  dos  especies;  ó  civiles 
ó  criminales. 
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Las  primeras  seria  demasiado  prolijo  enu- 
merarlas aquí. 

Bq  punto  á  las  criminales,  nada  diremos; 
seria  intrusarnos  en  un  terreno  que  no  es  el 
nuestro  descender  á  dar  pormenores  de  todas 
ellas. 

Dejamos  á  un  lado,  por  consiguiente,  la 
división  primera  de  los  medios  directos  de  ase- 
gurar el  cumplimiento  de  las  obligaciones 
mercantiles,  para  fijarnos  en  la  segunda;  y  en 
ésta  con  preferencia  tenemos  que  valernos  de 
la  acción  hipotecaria ,  cuya  definición  puede 
consultarse  en  el  artículo  Hipotbca. 

También  es  de  sumo  interés,  no  solo  al  co- 
merciante, sino  á cuantas  personas  le  auxilian, 
tener  conocimientos  técnicos  de  las  operacio- 
nes mercantiles  y  garantías  cuantiosas  que  es* 
ten  á  las  resultas  de  los  pasos  en  falso  dados 
en  el  ejercicio  de  su  cargo. 

Y  estas  aptitudes,  estos  conocimientos  téc- 
nicos, estas  garantías  positivas,  ¿qué  son  sino 
medios  indirectos  de  asegurar  el  exacto  cum- 
plimiento de  las  obligaciones  mercantiles? 

La  contabilidad ,  siendo  el  espejo  de  la  con- 
ducta del  comerciante,  es  un  correctivo  eficaz 
para  impedir  el  dolo  futuro;  ella  da  idea  de  sus 
gastos  cuerdos  ó  desarreglados,  de  su  arrojo 
imprudente  para  lanzarse  á  especulaciones  ar- 
riesgadas, ó  de  su  cordura  para  encerrarse  en 
los  límites  de  una  iniciativa  firme,  pero  pru- 
dente. La  correspondencia ,  esclareciendo  aún 
más  los  actos  anteriores ;  la  inscripción  en  el 
registro  de  ciertos  documentos,  cuyo  conoci- 
miento interesa  al  público  para  no  formarse 
ana  idea  exagerada  del  crédito  del  comercian- 
te, ó  para  conocer  á  ciencia  cierta  hasta  qué 
punto  son  obligatorias  las  convenciones  cele- 
bradas con  sus  factores  ó  mancebos;  los  libros 
prescritos  en  su  caso  al  Corredor,  al  Agente, 
al  Capitán  de  una  nave,  son  otros  tantos  obs* 
táculos  para  evadirse  de  cumplir  las  obliga- 
ciones contraidas;  son  otras  tantas  garantías 
para  el  comercio  en  general  y  para  el  pú- 
blico. 

Exlifíciojt  de  ios  obligaciones  mercantiles.  Ne- 
cesariamente en  el  derecho  mercantil  han  de 
reconocerse  los  mismos  medios  de  extingair  las 
obligaciones  que  en  el  derecho  común,  salvas 
las  prácticas  particulares  del  comercio. 

Hay  un  medio,  sin  embargo,  de  extin- 
gfuirse  la  obligación  en  derecho  civil ,  que  no 
cabe  ni  caber  puede  en  la  esfera  comercial; 
hablamos  del  concurso  de  dos  causas  lucrati- 
vas respecto  de  una  misma  cosa  y  en  una  mis- 
ma persona;  y  en  efecto,  este  caso  particular 
no  cae  ni  puede  caer  bajo  el  dominio  del  de* 
recho  mercantil. 

Deducido,  pues,  este  caso,  queda: 


*  1  .*     El  pago,  y  en  una  acepción  más  gene- 
ral, el  cumplimiento  de  la  obligación. 

2.^    La  novación. 

3.*    La  remisión. 

4.*    La  compensación. 

5.*    La  confusión. 

6/    La  imposibilidad  de  cumplir  una  obli- 
gación. 

7.*    La  rescisión  del  contrato. 

8."*     El  ofrecimiento  del  objeto  de  la  deuda. 

9.*    La  prescripción. 
OBBA8  Ó  DOCUMENTOS.  Véase  Libros. 
OBBAS  LITBBABIA8,  CIENTÍFICAS 
T  ARTÍSTICAS.  Para  la  protección  é  introducción 
de  ellas  en  España,  véase  Libros. 

OBBA8  fías.  La  Suprema  Junta  central 
que  gobernó  la  España  en  los  piimeros  tiem- 
pos de  la  gloriosa  lucha  que  ésta  sostuvo  con- 
tra el  poder  de  Napoleón  I,  para  hacer  frente  á 
los  inmensos  gastos  que  ocasionaba,  mandó, 
por  su  decreto  de  6  de  Diciembre  de  1809, 
que  las  rentas  de  toda  obra  pía  que  no  tuviera 
aplicación  á  hospitales,  hospicios,  casas  de 
misericordia,  educación  pública  ó  escuelas,  se 
consignaran  para  sostener  las  urgencias  del 
Estado. 

OBBEFCION.  El  fraude  que  se  comete  en 
la  obtención  de  alguna  gracia,  rescripto,  em- 
pleo ó  dignidad,  callando  en  la  narración  he- 
cha al  superior  alguna  verdad  que  era  nece- 
sario manifestar  para  la  validez  del  acto. 

Subrepción  es ,  por  el  contrario ,  el  fraude 
que  se  comete  en  la  obtención  de  dichas  cosas, 
avanzando  hechos  contrarios  á  la  verdad.  Asi 
la  obrepción  como  la  subrepción  anula  por  Üere- 
cho  la  gracia  ó  título  en  que  se  encuentra,  con 
especialidad  si  procede  de  dolo  del  impetrante, 
pues  no  vale  la  carta  ganada  con  mentira  ó 
encubriendo  la  verdad.  Los  títulos,  cartas, 
concesiones  ó  privilegios  que  so  han  logrado 
por  obrepción  ó  subrepción  se  llaman  obrep^ 
¿icios  6  subrepticios  respectivamente.  (Ley  36, 
tít.  18,  Part.  5.',  cap.  Super  litteris,  20,  De 
Rescriptis,) 

OBVENCIÓN.  Provecho,  gaje,  emolu- 
mento casual ,  que  sobreviene  incidental  mente 
á  la  utilidad  principal  de  algún  empleo ,  car- 
go, comisión,  etc. 

Los  derechos  que  producían  los  Consu- 
lados de  Bayona,  Gibraltar,  Liverpool,  Mar- 
sella ,  etc. ,  etc. ,  eran  obvenciones  que  estos 
Agentes  percibían  y  disfrutaban  sin  dar  cuen- 
ta á  nadie.  Pero  por  el  Reglamento  para  la  con- 
tabilidad de  los  Cónsules,  fecha  20  de  Diciembre 
de  1857,  se  mandó  que  estos  mismos  derechos 
obvencionales  marcados  en  la  Tari/a  consular 
se  recaudasen  en  lo  sucesivo  por  cuenta  del 
Estado ,  concretándose  los  Cónsules  aJl  sueldo 
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í^jo  señalado  á  cada  uno  con  las  cantidades  asig- 
nadas en  los  presupuestos  para  gastos  del  ser- 
vicio, representación,  etc. 

.  Posteriormente  en  25  de  Noviembre  de  1859 
sufrieron  igual  reforma  otros  Consulados,  inclu- 
so el  de  Argel ,  fijando  á  cada  uno  su  haber 
personal  y  la  cantidad  respectiva  para  los  gas- 
tos ordinarios  del  servicio. 

OCIOSIDAD.  La  ociosidad  y  la  apatía  son 
vicios  vergonzosos.  N'unca ,  dice  Jenofonte ,  el 
alma  entregada  á  la  pereza  produce  nada  dtteno:  un 
adagio  muy  sabio  nos  dice :  gue  la  ociosidad  es 
madre  de  todos  los  vicios.  De  ella,  en  efecto,  na- 
cen los  más  locos  caprichos ,  los  gustos  más 
depravados,  los  placeres  más  insensatos,  los  dis- 
pendios más  extravagantes;  recursos  todos  para 
suplir  la  falta  de  ocupaciones  ütiles,  las  cuales 
impedirían  á  los  Principes  ,.á  los  ricos  y  á  los 
grandes  el  tener  que  sufrir  el  peso  de  la  ocio- 
sidad que  los  abruma.  No  hay^  dice  Demócrito, 
una  carga  más  pesada  que  la  pereza.  Seguramente 
la  pereza  va  siempre  acompañada  del  fastidio, 
suplicio  rigoroso  do  que  se  vale  la  naturaleza 
para  castigar  á  los  ociosos  que  rehusan  el  tra- 
bajo.» (Barón  de  Holbach.) 

«Bl  hombre  público  que  sea  vigilante,  dice 
un  gran  publicista,  no  dejará  nunca  á  la  ociosi- 
dad tiempo  para  convertirse  en  vicio:  pidiéndole 
cuenta  de  su  inacción ,  le  cortará  de  un  golpe 
el  camino  del  crimen,  y  hará  conocer  al  ocio- 
so  que,  haciéndose  objeto  de  sospechas,  es  ya 
medio  criminal,  y  que  victima  en  adelante  des- 
tinada á  los  tribunales,  no  cesará  de  tener  siem- 
pre encima  el  ojo  de  la  justicia.  ¿Qué  puede  ha- 
cer la  ociosidad  cuando  se  le  quita  la  esperan- 
za de  obrar  mal?  Es  indispensable  que  se  cor- 
rija, ó  que  abandone  una  tierra  que  no  alimen- 
ta sino  á  los  que  la  hacen  fecunda.» 

OCULTACIÓN.  La  sustracción  que  se  ha- 
ce de  alguna  cosa  para  quitarla  de  donde  pue- 
da ser  vista  y  ponerla  donde  se  ignore  que  la 
hay. 

Bl  heredero  extraño  que  al  tiempo  de  ha- 
cer el  inventario  de  la  herencia  ocultare  algu- 
nos bienes,  debe  restituir  el  duplo;  pero  sien- 
do legitimo ,  se  entiende  aceptar  por  este  he- 
cho la  herencia,  y  queda  obligado  á  todas  las 
deudas  y  legados  del  difunto,  aunque  impor- 
ten más  que  aquella. 

Cuando  alguno  de  los  herederos,  después 
de  la  aceptación,  oculta  alguna  cosa  de  la  he- 
rencia, se  presume  que  lo  hizo  con  ánimo  de 
cobrarse  en  todo  ó  en  parte  del  haber  que  le 
corresponde,  y  per  esta  razón  no  compete  á  los 
coherederos  la  acción  penal  de  ocultación  de 
bienes;  pero  si  estando  yacente  ó  sin  aceptar 
una  herencia,  toma  ü  oculta  un  extraño  algo 
de  ella,  aunque  no  puede  ser  reconvenido  de 


hurto,  debe  restituirlo  con  los  frutos  percibidos 
y  ser  desterrado  á  isla  p^r  cierto  tiempo,  ó  ha 
ber  otra  pena  arbitraria  si  fuere  hidalgo,  y  no 
siéndolo,  sufrir  la  de  trabajo  en  obras  públicas 
por  el  tiempo  que  el  Juez  arbitre.  (Leyes  9.* 
y  10.  tít.  6.',  Part.  6.';  ley  21,  tít.  44,  Par- 
tida 7.*;  ley  3.',  tít.  34.  lib.  11  NovinmaRe- 
copilacioH, ) 

Tampoco  es  perseguido  como  ladrón  el  ta- 
tor  ó  curador  que  oculta  alguna  cosa  de  los 
bienes  de  su  pupilo  ó  menor,  pues  hace  las 
veces  de  padre  de  éste;  pero  tiene  que  pagar 
duplicado  al  huérfano  todo  cuanto  le  hubiese 
usurpado.  (Ley  5.*,  tít.  14,  Part.  7.*J 

Bl  que  oculta  en  su  casa  á  un  traidor, 
pierde  la  tercera  parte  de  sus  bienes  para  el 
Jaez,  el  acusador  y  el  ñsco  por  partes  iguales. 
(Ley  5.',  tít.  1,\  lib.  12,  Nooisima  Recopila- 
ción,) 

OCULTACIÓN  DEL  NOMBBS  DSL 
BUQUE.  Véase  Nombrb  t  número  pbl  buqob. 

OCULTAB  EL  NOMBRE.  Véase  Nombre. 

OCUPACIÓN.  La  aprehensión  ó  apode- 
ramiento  de  una  cosa  que  carece  de  dueño  con 
ánimo  de  hacerla  propia. 

Bs  uno  de  los  dos  modos  originarios  de  ad- 
quirir el  dominio  de  las  cosas  que  carecen  de 
dueño,  ó  porque  nunca  le  han  tenido ,  ó  por- 
que han  sido  desamparadas  por  él  con  inten- 
ción de  que  no  sean  suyas. 

Sus  especies  son  la  caza^  la  pesca  y  el  ia- 
llazgo  ó  invención.  La  jurisprudencia  conside- 
ra la  ocupación  bajo  las  tres  relaciones  que 
tiene  con  la  propiedad  por  el  derecho  natural, 
por  el  de  gentes  y  por  el  civil. 

Para  el  derecho  natural,  la  ocupación  es  el 
signo  y  el  título  único  de  la  propiedad :  todo 
pertenece  al  primer  ocupante  mientras  conti^ 
núa  en  ocupar  la  cosa. 

Por  el  derecho  de  gentes ,  la  ocupación  de 
un  campo  que  se  ha  desmontado,  cultivado  y 
sembrado,  se  reconoce  como  una  propiedad 
hasta  que  el  ocupante  haya  recogido  en  la  co- 
secha el  fruto  de  su  trabajo. 

Por  el  derecho  civil,  la  ocupación  viene  á 
ser  un  título  de  propiedad  trasmislble  por  do- 
nación, sucesión,  venta,  compra,  permuta  y 
otros  contratos.  (Ley  5.*,  tít.  28,  Part.  3/) 

Las  razones  que  hay  para  dar  la  propiedad 
de  una  cosa  que  no  tiene  dueño  al  primero  que 
la  ocupa,  son: 

1.*     Bvitarle  la  pena  de  esperanza  enca- 
ñada. 

2.*     Precaver  los  combates  con  los  concur- 
rentes sucesivos. 

3.^     Producir  goces  seguros. 
4.*     Bstimular  la  industria  y  fomentar  el 
aumento  de  la  riqueza  general. 
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5/  Prevenir  la  opresión  continua  en  que 
estaría  el  débil,  si  no  se  adjudicase  al  primer 
ocupante  ia  cosa  no  apropiada,  pues  entonces 
seria  del  más  fuerte.  Véase  Propiedad. 

OCUBBENCIA  BE  AOBEEDORES.  El 
pleito  que  estos  tienen  entre  si  para  cobrarse 
de  los  bienes  del  deudor  que  hizo  concurso. 
Véase  Concurso  de  acreedores. 

OFENSA.  Bl  daüo,  injuria  ó  agravio  que 
se  hace  á  otro  de  palabra  ú  obra.  Véase  InjdrIa. 

OFICIAL  BE  JUSTICIA.  Cualquiera  de 
los  que  están  encargados  de  administrar  jus- 
ticia, ó  de  hacer  los  actos  y  diligencias  nece- 
sarias en  la  formación  de  los  procesos ,  6  de 
ejecutar  las  órdenes  y  mandamientos  de  los 
Tribunales. 

OFICIALES  BE  LA  ABMABA.  Todo 
Oficial  ó  empleado  de  los  diferentes  cuerpos  de 
la  armada ,  con  comisión  del  servicio  6  en  uso 
de  Real  licencia,- en  dominios  extranjeros,  ha 
de  acreditar  perió Jicamente  su  existencia  en 
los  diez  primeros  dias  de  cada  mes,  por  certi- 
flcacion  de  los  Jefes  de  las  Legaciones  ó  de  los 
Cónsules  de  S.  M  del  punto  en  que  residan,  ó 
del  más  inmediato  si  en  aquel  no  lo  hubiere. 
(Prevención  1.*  de  la  Real  orden  circular  del 
Ministerio  de  Marina  de  18  de  Abril  de  1854.) 

Cuando  se  reúnan  en  un  punto  individuos 
pertenecientes  á  una  misma  comisión,  aunque 
de  distintos  cuerpos,  llenará  dicha  formalidad 
el  Jefe  de  aquella  y  en  su  defecto  el  más  gra- 
duado ó  antiguo,  verificándolo  por  medio  de 
lista  nominal  de  todos  los  presentes,  visada  por 
los  encargados  de  Legaciones  ó  Cónsules  más 
inmediatos.  (Prevención  3.'  de  dicha  Real 
orden.) 

Las  referidas  certificaciones  y  avisos  de 
fallecimiento  ó  ausencia  inmotivada  se  dirigi- 
rán por  conducto  de  las  Legaciones  de  S.  M. 
al  Director  general  de  la  armada ,  quien  las 
pasará  á  las  oficinas  centrales  de  contabili- 
dad. (Prevención  6.*  idem.)  Véase  Fk  i»r  vida. 

OFICIALES  BE  EMBA JABA.  Véase  Di- 

PLOM /(ticos. 

OFICIO.  Véase  Correspondencia. 

OFICIO  BE  HUMANIBAB.  Las  Nacio- 
nes deben  prestarse  mutuamente  ojteio  de  hu^ 
inanidad,  según  que  los  necesita  la  una  y  pue- 
de concederlos  razonablemente  la  otra.  Siendo 
libre,  independiente  y  moderadora  de  sus  ac- 
ciones cada  Nación,  á  ella  toca  ver  si  se  halla 
en  el  caso  de  pedir  ó  conceder  alguna  cosa 
sobre  este  punto  (1).  Por  lo  mismo,  primera- 
mente, toda  Nación  tiene  un  derecho  perfecto 


(1)    Vattel,  Dereclk^de  gentei,  tomo  1.®,  pági- 
na 248. 


á  t)edir  á  otra  la  asistencia  y  buenos  oficios  de 
que  piensa  tener  necesidad,  é  impedírselo  es 
hacerla  injuria.  Si  los  pide  sin  necesidad,  peca 
contra  su  deber;  pero  no  depende  del  Juicio  de 
nadie  respecto  á  ésto;,  tiene  derecho  á  pedirlo, 
pero  no  á  exigirlo . 

La  Nación  solo  tiene  un  derecho  imperfec- 
to á  los  oficios  de  humanidad,  y  por  lo  mismo 
no  puede  compeler  á  otra  Nación  á  que  se  los 
conceda.  La  que  sin  motivo  los  niega,  peca 
contra  la  equidad,  que  consist-e  en  obrar  con- 
forme al  derecho  imperfecto  de  otro,  pero  no 
la  causa  injuria,  porque  ésta,  ó  la  injusticia, 
existen  solamente  cuando  se  perjudica  al  de- 
recho perfecto  de  otro. 

Es  imposible  que  las  Naciones  cumiplan 
recíprocamente  con  todos  estos  deberes,  si  re- 
ciprocamente no  se  aman.  Porque  los  oficios 
de  humanidad,  procediendo  de  este  manantial 
puro,  conservarán  su  carácter  y  perfección,  y 
veremos  entonces  que  las  Naciones  se  ayu- 
dan entre  si  con  sinceridad  y  de  buena  fé;  que 
trabajan  con  entusiasmo  en  su  felicidad  co- 
mún, y  que  cultivan  la  paz  sin  celos  ni  des- 
confianza. 

Veremos  también  reinar  entre  ellas  una 
verdadera  amistad,  cuyo  estado  consiste  en  el 
afecto  recíproco.  Toda  Nación  debe  cultivar  la 
amistad  de  las  demás,  y  evitar  con  cuidado  lo 
que  pudiera  suscitarla  enemigos:  el  interés 
presente  y  directo  convida  muchas  veces  á  las 
Naciones  sabias  y  prudentes,  y  un  interés  más 
noble,  más  general  y  menos  directo  es  rara 
vez  el  motivo  de  los  hombres  políticos.  Si  es 
incontestable  que  deben  amarse  mutuamente 
los  hombres  para  corresponder  á  las  miras  de 
la  naturaleza,  y  cumplir  con  los  deberes  que 
les  impone,  lo  mismo  que  en  ventaja  suya 
propia,  ¿dudaremos  que  las  Naciones  tengan 
entre  si  la  misma  obligación?  ¿Está  en  manos 
de  los  hombres,  cuando  se  dividen  en  diferen- 
tes cuerpos  políticos,  disolver  los  vínculos  de 
la  sociedad  universal  que  la  naturaleza  esta- 
bleció entre  ellos?  * 

Si  todo  hombre  debe  ponerse  en  estado  de 
ser  útil  á  los  demás,  y  un  ciudadano  de  servir 
útilmente  á  su  Patria  y  á  sus  conciudadanos, 
toda  Nación  que  trabaja  en  perfeccionarse  de- 
be proponerse  también  hacerse  más  capaz  de 
adelantar  la  perfección  y  la  felicidad  de  los 
demás  pueblos;  debd  aplicarse  á  darles  buenos 
ejemplos;  debe  evitar  el  presentárselos  perni- 
ciosos, porque  el  género  humano  propenso  á 
la  imitación,  sigue  á  las  veces  las  virtudes  de 
una  Nación  célebre,  pero  imita  mucho  más  sus 
vicios  y  desaciertos. 

¡Cuan  grande  seria  la  felicidad  del  género 
humano  si  se  observasen  por  todas  partes  los 
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amables  preceptos  de  la  naturaleza!  Las  Na- 
ciones se  comunicarían  sus  bienes  y  sus  luces; 
reinarla  sobre  la  tierra  una  paz  profunda,  que 
la  enriquecerla  de  sus  preciosos  frutos ;  la  in- 
dustria, las  ciencias,  las  artes,  se  ocuparían  de 
nuestra  felicidad ,  tanto  como  de  nuestras  ne- 
cesidades, y  lejos  de  medios  violentos  para  de* 
cidir  las  disensiones  que  pudiesen  originarse, 
las  veríamos  terminadas  por  la  moderación, 
la  justicia  y  la  equidad.  Se  semejaría  el  mun- 
do á  una  gran  república;  vivirían  do  quiera  los 
hombres  como  hermanos ,  y  cada  uno  de  ellos 
seria  ciudadano  del  universo.  ¡A.h!  ¿Por  qué 
esta  idea  es  solo  un  sueüo  lisonjero?  Emana, 
sin  embargo,  de  la  naturaleza  y  de  la  esencia 
del  hombre;  pero  las  pasiones  desarregladas  y 
el  interés  mal  entendido  estorban  que  veamos 
la  realidad.» 

OFICIO  PÚBLICO.  Bl  cargo,  empleo, 
dignidad  ó  poder  que  se  halla  instituido  para 
el  servicio  del  pueblo. 

OFICIO  DJB  HIPOTECAS.  Una  oficina 
establecida  en  cada  cabeza  de  partido  para  to- 
mar razón  de  las  escrituras  que  se  otorguen 
ante  los  Escribanos  de  los  pueblos  del  distrito, 
con  el  objeto  de  que  puedan  llegar  á  noticia 
de  todos  las  compras,  ventas,  hipotecas,  cen- 
sos, tributos  y  cualesquiera  otros  gravámenes 
de  los  bienes  raices,  evitándose  así  ocultacio- 
nes y  fraudes ,  y  de  que  en  caso  de  perderse 
los  protocolos  y  originales  puedan  sacarse 
copias  auténticas  que  los  reemplacen. 

OFICIO  DE  BEPÚBLICA.  Cualquier 
oficio  de  los  que  tienen  por  objeto  el  gobierno 
económico -político  de  algún  pueblo,  como  el 
de  Alcalde  y  Regidor ,  los  cuales  están  com* 
prendidos  también  bajo  la  denominación  de 
oficios  públicos. 

OFICIHA  CÓNSUL AB.  El  jefe  de  la  ofi- 
cina consular,  en  los  Consulados  que  tienen 
uno  retribuido  por  el  Gobierno,  es  el  Vice- 
cónsul. Bl  es  el  que  la  dirige  bajo  la  superior 
inspección  del  Cónsul. 

La  oficina  debe  situarse  en  lugar  decente 
y  cómodo  para  el  público,  y  las  horas  de  des- 
pacho análogas  á  las  de  las  demás  oficinas  de 
la  localidad.  A  la  entrada  de  la  misma  deben 
hallarse  anunciadas  dichas  horas  de  despacho, 
y  aquellas  en  que  el  jefe  esté  visible  para  to- 
das las  personas  que  deseen  hablarle.  En  esta 
tablilla  de  entrada  se  fijan  igualmente  todos 
los  anuncios  relativos  al  servicio. 

Las  horas  señaladas  para  el  despacho  no 
deben  ser  un  obstáculo  para  que  en  casos  ex- 
traordinarios se  auxilie  fuera  de  ellas  el  des- 
pacho urgente  de  los  buques,  puesto  que  el 
empleado  debe  todo  su  tiempo  á  su  destino. 

Todos  los  muebles  de  la  oficina  consular 


deben  ser  propiedad  del  mismo  Consulado  y 
pagarse  con  la  asignación  acordada  para  gas- 
tos ordinarios,  según  previene  el  art.  33  de  la 
Instrucción  de  19  de  Julio  de  1856.  Véaso 
Consulado,  Horas  db  oficina  y  Atenciones  ordi- 
narias DEL  SERVICIO. 

OPINIÓN.  Dictamen  ó  juicio  que  se  for- 
ma de  alguna  cosa  habiendo  razón  para  lo 
contrario.  El  concepto  que  hace  el  hombre  de 
que  su  dictamen  es  verdadero  en  cuanto  no  le 
consta  ser  falso;  ó  más  claramente,  según  San- 
to Tomás,  un  acto  del  entendimiento  que  abra- 
za como  verdadero  uno  de  los  partidos  en  con- 
tradicción, con  recelo  opuesto:  Opinio  eU  asscn- 
sus  unius  partís  cum  formidene  alterius. 

OPINIÓN  PUBLICA.  Tribunal  de  un 
carácter  singular,  dice  Canga  Arguelles,  eri- 
gido por  el  espíritu  social  y  por  el  amor  á  los 
respetos  y  á  las  alabanzas.  La  opinión  pública^ 
sin  magistrados,  sin  palacio  y  sin  Código  le- 
gal, ejerce  una  gran  influencia  sobre  todas  ^as 
partes  del  Gobierno. 

No  debe  confundirse  la  opinión  pública  con 
los  movimientos  pasajeros,  que  regularmente 
pertenecen  á  ciertas  corporaciones  y  circuns- 
tancias, ün  hombre  digno  de  los  altos  desti- 
nos, nunca  debe  prosternarse  antes  estos  jue- 
ces; antes  por  el  contrario,  debe  huir  de  ellos 
para  seguir  solamente  la  opinión  pública. 

OPOSICIÓN.  El  concurso  de  los  preten- 
dientes á  alguna  cátedra  ó  prebenda  por  m^- 
dio  de  los  actos  literarios  en  que  demuestran 
su  suficiencia  para  conseguir  por  ella  su  pre- 
tensión, y  el  acto  que  tiene  por  objeto  impe- 
dir que  se  ejecute  ó  lleve  á  efecto  alguna  cosa 
en  perjuicio  del  que  lo  h;ice,  como  cuando  uno 
pone  impedimento  á  la  celebración  de  un  ma« 
trimonio  proyectado  entre  dos  personas  por  te- 
ner contraidos  esponsales  con  una  de  ellas  ó 
por  otra  razón,  y  cuando  en  un  juicio  de  eje- 
cución sale  un  tercero  pretendiendo  pertenc- 
cerle  el  dominio  de  los  bienes  ejecutados,  ó  ale- 
gando un  crédito  preferente  al  del  ejecutante. 
Véase  Juicio  ejecutivo. 

ÓaDEN.  Bsta  palabra  se  toma  en  diferen- 
tes acepciones.  En  política  significa  los  cuer- 
pos ó  brazos  que  componen  un  Estado,  como 
entre  los  romanos  el  orden  de  los  Senadores, 
el  orden  de  los  caballeros,  el  orden  de  los  ple- 
beyos, y  entre  nosotros  el  orden  del  clero,  el 
orden  de  la  nobleza,  el  orden  del  estado  llano 
ó  general. 

En  materia  de  comercio  y  de  banca,  se  dice 
del  endoso  ó  escrito  breve  que  se  pone  al  dorso 
ó  en  el  cuerpo  de  un  billete,  vale  ó  pagaré  ne- 
gociable, ó  de  una  letra  de  cambio  para  tras* 
ladar  su  propiedad  á  otra  persona.  En  derecho 
es  el  mandato  del  superior  que  se  debe  obede« 
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cer»  observar  y  ejecutar  por  los  inferiores  ó 
subordinados,  etc.  etc. 

OBDENACION  DE  PAGOS  DBL  MI- 

NiSTsaio  DB  BsTADO.  Bsta  Ordenación  general  de 
pagos  y  agencia  de  preces  á  Roma  es  la  anti- 
gua Dirección  del  Real  giro,  y  después  Paga- 
duría del  mismo  Ministerio.  Distribuye  el  im- 
porte del  presupuesto  del  Rstado  por  medio  de 
banqueros  y  de  las  tesorerías  de  Hacienda  del 
Reino,  entre  las  Legaciones  y  Consulados  de 
España  en  el  extranjero,  y  los  departamen- 
tos de  dicha  Secretaría  en  Madrid,  sometien- 
do sus  operaciones  al  examen  del  Tribunal  de 
Cuentas. 

Este  departamento  se  rige  conforme  á  lo 
dispuesto  en  la  organización  dada  por  el  Mi- 
nisterio de  Hacienda  á  todas  las  dependencias 
de  su  clase,  en  virtud  del  Real  decreto  de  10 
de  Mayo  de  1851,  Instrucción  de  20  Junio  del 
mismo  año,  y  ley  vigente  de  Contabilidad,  con 
sujeción  á  las  órdenes  que  se  le  comunican  por 
sa  inmediato  jefe  el  Ministro  de  Rstado.  Yéase 
Ministerio  dk  Estado. 

OBDENAMIENTO  DE  ALCAIiÁ.  Códi- 
go publicado  en  el  año  de  1348,  que  contiene 
32  títulos,  divididos  en  leyes,  las  cuales  se 
han  pasado  casi  todas  á  la  Recopilación,  ó  en- 
teras ó  con  alguna  leve  corrección.  En  1774 
se  hizo  en  Madrid,  por  Aso  y  de  Manuel,  una 
edición  de  este  Código,  ilustrado  con  notas. 

OBDENAMIENTO  REAL  Có  ligo  pu- 
blicado en  tiempo  de  los  Reyes  D.  Fernando  y 
Doña  Isabel,  y  es  una  compilación  alfabética 
de  varias  leyes,  ya  dispersas,  ya  contenidas 
en  el  Fuero  Real,  Leyes  del  BMo  y  Ordenamien^ 
tú  de  Alcalá,  dividida  en  ocho  libros  y  dis- 
puesta por  Alonso  Montalvo,  quien  añadió  sus 
glosas  y  repertorio.  Se  hicieron  tres  ediciones 
por  los  años  de  1485,  1492  y  1496.  En  1560 
publicó  Diego  Pérez  de  Salamanca  sus  Comen- 
tarios á  esta  compilación,  bajo  los  auspicios  de 
Carlos  V. 

ORDENANZAS  DE  BILBAO.  El  primer 
Código  de  Derecho  mercantil  español,  publi- 
cado en  tiempo  de  Felipe  V,  año  de  1737. 
Abraza  las  operaciones  terrestres  y  marítimas. 
Fué  formado  por  la  universidad  de  comercian- 
tes de  Bilbao,  aprobado  por  Real  provisión  de 
los  señores  del  Real  y  Supremo  Consejo  de 
Castilla  de  10  de  Diciembre  de  1740  y  cono- 
cido con  el  nombre  de  Ordenanzas  de  la  ilustre 
universidad  y  casa  de  contratación  de  la  M.  N,  y 
M.  L.  villa  de  Bilbao,  6  bien  simplemente  Or^ 
denanzas  de  Bilbao,  Hablase  en  él  de  los  comer- 
ciantes, de  la  contabilidad,  de  los  comisionis- 
tas y  corredores, ^e  los  contratos  mercantiles 
y  solemnidades  que  han  de  presidir  á  su  for- 
cion,  de  las  letras,  libranzas  y  vales,  de  las 


sociedades,  de  las  quiebras,  del  comercio  ma- 
rítimo y  de  la  administración  de  justicia. 

Se  formó  este  Código  y  se  dispuso  con  ex- 
presión y  comprensión  á  todos  los  casos  y  co- 
sas que  en  lo  natural  y  regular  del  comercio 
pudiesen  ofrecerse,  para  que  propuestos  con 
distinción  y  por  capitules,  quedase  en  cada 
uno  de  ellos  prevenido  y  prescrito  el  orden, 
forma  y  mcdo  de  entenderle,  y  lo  que  se  de- 
berla ejecutar,  para  que  quedase  establecido 
en  estas  Ordenanzas  el  modo  y  gobierno  más 
útil  y  justificado  y  provechoso  al  bien  común. 

Por  Real  orden  de  27  de  Junio  de  1814  se 
mandó  en  general  confirmar  estas  Ordenanzas. 

El  Consejo  de  Castilla  en  9  de  Julio  de  18 18 
aprobó  ciertas  modificaciones  introducidas  en 
ellas. 

La  primera  edición  de  estas  Ordenanzas  es 
de  1792. 

En  1818  se  hizo  otra  edición,  y  en  París 
la  casa  de  Qarnier  hermanos,  sucesores  de 
nuestro  am'go  D.  Vicente  Salva,  las  reimpri- 
mió en  1854. 

Es  un  excelente  libro  de  consulta  para  los 
Agentes  consulares. 

OBDENANZAS  DE  HATBICUIíA.  Es- 
tas rigen  en  Indias  en  cuanto  no  sean  incom- 
patibles con  la  legislación  especial  de  aquellos 
dominios,  conforme  se  declara  en  el  art.  28, 
tlt.  6.*  de  las  mismas.  Asi,  las  circunstancias 
y  legislación  especiales  de  cada  localidad  son 
las  que  determinan  las  modificaciones  que  de- 
ban hacerse  á  la  misma.  Estas  Ordenanzas  tie- 
nen la  fecha  de  1802  y  han  sido  abolidas.  Véa- 
se Matrícula. 

OBDENANZAS  DE  LA  ABMADA.  En 
éstas  se  encuentra  todo  lo  vigente  y  de  inte- 
rés de  la  marina  mercante:  la  fecha  de  ellas  es 
de  1748,  1751  y  1793. 

OBDENANZAS  DE  COBSO.  Fecha  de 
ellas,  1801. 

ÓBDENES  MILITABES.  La  de  Calatra- 
VA,  establecida  en  1158  con  el  fin  de  hacer  la 
guerra  y  oponerse  á  los  moros,  enemigos  del 
nombre  de  Cristo.  La  de  Santiago,  establecida 
en  1170.  La  de  Alcántara,  idem  en  1177.  La 
de  MoNTESA,  idem  en  1317.  La  de  San  Juan, 
idem  en  1120.  Acerca  de  las  disposiciones, 
tanto  antiguas  como  modernas,  puede  consul- 
tarse el  Diccionario  ratonado  de  Legislación  y  Ju- 
risprudencia,  por  D.  Joaquín  Escriche. 

Los  militares  en  activo  servicio  están  exen- 
tos, cuando  se  les  confiere  merced  de  hábito 
en  cualquiera  de  las  cuatro  Ordenes  militares, 
del  pago  de  los  derechos  que  se  exigen  por 
punto  general  por  el  ingreso  en  ellas,  según 
se  halla  resuelto  por  Real  orden  de  28  de  Fe- 
brero de  1826.  Esta  ventaja  es  aplicable  á  los 
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marinos,  que  gozan  las  mismas  que  están  de- 
claradas á  favor  de  los  militares. 

ÓBDEN  CIVIL  BS  MABÍAVIOTOBIA. 

El  Reglamento  de  esta  orden,  aprobado  el  18 
de  Julio  de  1871 ,  se  publicó  en  la  Gaceta  de 
Madrid  del  22  de  Junio  del  mismo  mes  y  año. 
El  objeto  de  esta  Orden  fué  recompensar  emi  - 
nentes  servicios  prestados  á  la  instrucción  pu- 
blica en  cualquiera  de  sus  ramos,  creando,  do- 
taudo  ó  mejorando  establecimientos  de  ense- 
ñanza; publicando  obras  cieotíQcas  ,  literarias 
y  artísticas  de  reconocido  mérito»  ó  fomentan- 
do de  cualquier  otro  modo  las  ciencias,  las  ar- 
tes, la  literatura  ó  la  industria. 

Todas  las  Ordenes  fueron  extioguidas  se- 
gún consta  en  la  Gaceta  de  Madrid  del  2  de  Abril 
de  1873  por  decreto-ley  de  9  de  Marzo  del  Mi- 
nistro de  Estado,  ciudadano  D.  Emilio Oastelar. 

Por  decreto  del  Ministerio  de  Gracia  y  Jus- 
ticia, de  14  de  Abril  de  1872,  publicado  en  la 
Gaceta  nüm.  107  del  17  de  Abril  de  1874,  se 
deroga  y  declara  sin  valor  ni  efecto  el  anterior 
decreto-ley,  y  se  restablece  el  Tribunal  espe- 
cial de  las  Ordenes  militares  con  las  atribucio- 
nes y  facultades  consignadas  en  Bulas  pontifi- 
cias y  leyes  de  España,  y  conforme  á  lo  pres- 
crito en  el  art.  1/  del  Real  decreto  de  30  de 
Julio  de  1836,  y  el  2.^  del  decreto-ley  de  6  de 
Diciembre  de  1868. 

ORO.  Su  proporción  con  la  plata  varia  se- 
gún las  Naciones.  En  el  Japón  es  como  1  á  8; 
en  la  Gbina,  como  1  á  10;  en  la  India,  como  1 
á  11,  12,  13  y  14;  en  Grecia  fué  como  1  á  13; 
en  Roma,  en  tiempo  de  su  poder,  como  1  á  10; 
en  el  de  Tiberio,  como  1  á  13;  en  tiempo  de 
los  godos  varió  al  infinito.  En  tiempo  de  Co- 
lon, como  1  á  12;  España  la  fijó  en  1  á  16. 
(Reynal,  Eist.  philosophigue,  t.  5.') 

El  Sr.  Say ,  en  la  nota  1  /  al  cap.  21 ,  lib.  3.* 
de  su  Economía  política,  observa  que  la  propor- 
ción entre  los  valores  del  oro  y  de  la  plata  no 
es  relativa  á  las  cantidades  que  de  ambos  me- 
tales ban  suministrado  las  minas;  pues  la  can- 
tidad de  plata  extraída  de  las  de  América  y  Eu- 
ropa está  con  la  de  oro  en  razón  de  46  á  1 ;  y 
lejos  de  ser  el  valor  del  oro  45  veces  mayor 
que  el  de  la  plata ,  es  tan  vario  como  acaba- 
mos de  ver. 

Esto  proviene  de  que  los  usos  de  la  plata, 
trasformada  en  utensilios  y  moneda ,  absorben 
en  proporción  más  cantidades  que  ocupan  los 
usos  del  oro. 

Las  Casas  de  Moneda  del  Reino  acuñaron 
desde  1824  á  1848  la  suma  de  279.475.920 
reales  vellón. 

En  1859  el  oro  adquirido  y  acuñado  en  las 
citadas  Casas  de  Moneda  fué:  oro  de  ley  supre* 
ma,  14.747.678  kilóg.,  valor  198.575.967*48 


reales.  Pastas  acuñadas:  oro  de  ley  moneta- 
ria,'^ 15. 553. 459  kilóg.,  producto  en  centenes, 
200.416.000  rs. 

OBDINABIO.  Dicese  del  Juez  que  en  pri- 
mera instancia  conoce  de  las  causas  y  plei- 
tos.—Del  Juez  que  ejerce  en  su  territorio  la 
jurisdicción  ordinaria  ó  común,  etc. — Aplica- 
se á  la  provisión  ó  auto  que  los  Jueces  libran 
en  vista  de  la  petición  sola  de  la  parte ;  y  se 
dice  asi  por  la  frecuencia  y  orden  de  proveer- 
se. Véase  Juicio  DEtiLARAiivo. 

OBÍOEN.  La  ascendencia  ó  familia  de 
donde  uno  procede,  y  también  la  Patria  donde 
se  ha  nacido,  ó  donde  tuvo  principio  la  fami- 
lia. El  que  no  tiene  padre  legítimo  sigue  el 
origen  de  su  madre.  No  se  puede  cambiar  de 
origen  por  error  ó  por  mentira. 

OBIGINAL.  La  escritura  publica  que  se 
saca  inmediatamente  del  protocolo  ó  registro; 
es  decir,  la  primera  copia  que  se  extrae  literal 
y  fielmente  del  protocolo  por  el  Escribano  que 
lo  hizo,  ó  bien  por  su  sucesor  ú  otro  que  esté 
autorizado  para  ello  por  el  Juez  competente  y 
con  citación  de  las  partes. 

OSTBACISMO.  Destierro  político  por  es- 
pacio de  diez  años  que  usaban  los  griegos  con 
aquellas  personas  que  tenían  gran  poder  y 
crédito,  á  ñn  de  que  no  aspirasen  á  quitar  la 
libertad  al  Gobierno.  Llamábase  ostracismo  por- 
que cada  ciudadano  daba  su  voto  en  una  con- 
cha de  ostra. 

OTOB.  antiguamente  se  llamaba  asi  la 
persona  que  se  designa  en  juicio  por  poseedora 
ó  autora  de  alguna  cosa  para  poder  ser  de  - 
mandada. 

OTOBGAMIENTO.  El  permiso,  conaen- 
timiento,  voluntad,  licencia  ó  parecer. — El 
acto  de  otorgar  ó  hacer  un  instrumento,  como 
poder,  testamento,  etc.;  de  consentir  ó  conce- 
der lo  que  se  pide,  y  de  ofrecer,  estipular  ó 
prometer  con  autoridad  publica  el  cumpli- 
miento de  alguna  cosa. 

OTBOSi.  Palabra  muy  usada  en  lo  forense 
como  adverbio  y  como  sustantivo;  como  ad- 
verbio en  lugar  de  además,  demás  de  esto ;  y 
como  sustantivo,  para  designar  cada  una  de  las 
peticiones  ó  pretensiones  que  se  ponen  des- 
pués de  la  principal. 

OVACIÓN.  Los  honores,  vítores  ó  acla- 
maciones — Las  pruebas  de  aprecio,  entusias- 
mo, admiración,  etc. ,  que  alguna  persona  ins- 
pira, y  á  la  cual  se  le  maniñestan  por  demos- 
traciones exteriores  que  den  á  conocer  alguno 
de  los  indicados  afectos  ó  situaciones  del  alma. 
Asi,  lo  mismo  recibe  del  pueblo  una  ovación 
el  general  que  es  aclamado  cuando  entra  triun- 
fante en  una  ciudad,  como  la  cantatriz  que  es 
llamada  á  la  escena  para  aplaudirla  ó  coronarla. 
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PABELLÓN.  Bandera  grande  en  la  cual 
están  bordadas  ó  estampadas  las  armas  nació* 
nales.  Úsase  en  los  buques,  como  señal  de  la 
Nación  á  que  pertenecen,  y  úsase  también  co- 
mo sinónima  de  bandera;  asi  se  dice:  «En  to- 
dos los  edificios  públicos  ondea  el  pabellón  na- 
cional.» Véase  Bandesa. 

PACIENOIA.  Virtud  que  consiste  en  su- 
frir con  ánimo  sereno  las  adversidades,  los  in- 
fortunios y  dolores,  los  trabajos  y  las  inco- 
modidades que  frecuentemente  atormentan  al 
hombre  en  esta  vida  miserable.  Bl  hombre 
impaciente  es  muy  desgraciado  en  la  sociedad, 
que  le  está  suministrando  á  cada  paso  moti- 
vos de  incomodidad  y  de  mal  humor.  Bi  que 
no  tiene  paciencia  es  un  hombre  débil,  cuyo 
bienestar  depende  del  primero  que  quiere  ator- 
mentarle. ^  ¿a  paciencia  es  madre  de  la  indul^ 
gencia,  « 

PACOTILLA.  Porción  de  mercaderías 
que  llevan  los  tripulantes  de  un  buque  para 
comerciar  por  su  propia  cuenta.  Bl  moderado 
uso  de  las  pacotillas,  que  en  corta  cantidad 
fueran  una  pequenez  que  no  debia  causar  per- 
juicio ó  por  lo  menos  muy  insignificante  al 
propietario  de  la  nave,  había  degenerado  en 
un  abuso  y  hecho  por  costumbro  un  derecho. 

Tanto  nuestro  Código  de  comercio,  como 
el  francés  y  los  de  otros  países,  prohiben  de 
un  modo  absoluto  y  terminante  el  uso  de  las 
pacotillas. 

Nuestras  Ordenanzas  generales  de  Adua- 
nas de  1870  previenen: 

«Art.  95.  Las  pacotillas,  que  traigan  los 
tripulantes  de  la  nave  se  despacharán  como  las 
demás  mercancías.)) 

PACTO.  Bl  consentimiento  ó  acuerdo  de 
dos  ó  más  personas  sobre  una  misma  cosa. 
Todo  pacto  serlo  es  obligatorio,  porque  la  fé 
humana,  esto  es,  la  fidelidad  que  se  deben 
mutuamente  los  hombres,  exige  se  cumpla  to- 
do aquello  en  que.se  hubiere  convenido,  mien- 
tras no  se  opongan  las  leyes  ni  las  buenas 
costumbres. 

PACTO  ANTICBETICO.  Bl  que  se  hace 
entre  el  acreedor  y  el  deudor  para  que  perci- 
ba el  primero  por  vía  de  intereses  los  frutos  de 
la  prenda  que  le  entrega  el  segundo,  hasta 
que  llegue  el  caso  de  que  éste  le  satisfaga  el 
importe  de  la  deuda. 

PACTO  im  CUOTA  LITIS.  Bl  que  hace 
un  litigante  con  otra  persona  ofreciéndole  cier- 
ta parte,  v.  gr.,  la  tercera  ó  la  cuarta  de  la 


cosa  litigiosa,  si  se  encarga  de  seguir  el  plei- 
to y  lo  gana.  Bste  pacto  es  reprobado,  y  es 
nulo,  por  consiguiente,  cuando  se  hace  con 
un  Abogado,  quien  incurre  en  la  pena  de  pri- 
vación de  oficio  (Ley  14,  tít.  6.°,  Part.  3.'; 
ley  22,  tit.  22,  lib.  5.^,  Novisima  Recopilación); 
pero  parece  debe  ser  válido  cuando  se  hace 
con  un  tercero  que  adelanta  la  suma  de  dine- 
ro que  se  necesita  para  hacer  valer  el  derecho 
litigioso,  exponiéndose  á  perderla. 

PACTO  DE  FAMILIA.  Bntre  los  Sobe- 
ranos alemanes  y  sus  agnados  (agnats)  existían 
diferentes  pactos  ó  convenciones  que  regula- 
rizaban la  posición  y  los  derechos  de  los  miem- 
bros que  componían  la  familia. 

La  convención  firmada  en  la  isla  de  los 
faisanes  el  7  de  Noviembre  de  1659  entre  Bs  - 
pana  y  Francia,  se  tituló  Pacto  de  familia. 

En  1761,  Bspaña  y  Francia  contrataron 
también  otro  pacto  de  familia  que  derogó  la 
ley  de  auhaine^  que  estipulaba  iguales  favores 
á  la  bandera  española  en  Francia  que  á  la 
francesa  recíprocamente.  Los  españoles  debían 
ser  tratados  como  los  propios  subditos  en  sus 
respectivos  territorios,  en  orden  al  p&go  de 
tributos  y  á  las  leyes  de  Aduanas.  Estas  gra- 
cias no  se  habian  de  comunicar  á  otra  Na- 
ción. Bste  pacto  llegó  á  ser  permanente  como 
ratificado  en  los  últimos  convenios  celebrados 
entre  Fernando  VII  y  Luis  XVIII. 

Por  el  tratado  de  5  de  Julio  de  1814,  la 
Gran  Bretaña  obtuvo  del  Gobierno  español 
promesa  de  no  entrar  en  lo  sucesivo  en  ningún 
tratado  con  Francia ,  de  la  Índole  ó  condiciones  del 
conocido  con  el  nombre  de  Pacto  de  familia,  ni  en 
ninguno  otro  que  pueda  afectar  la  independencia 
de  España  y  perjudicar  los  intereses  de  S,  M.  Bri  • 
tÁnica. 

Pasaron  ya  los  tiempos  de  los  p%clos  de  fa^ 
milia;  concluyeron  con  el  absolutismo  para  no 
volver  jamás. 

PACTO  SOCIAL.  Es  el  conjunto  de  las 
condiciones  tácitas  ó  expresas,  bajo  las  cuales 
cada  miembro  de  una  sociedad  se  obliga  con 
los  otros  á  contribuir  al  bienestar  de  todos  y 
á  observar  recíprocamente  las  obligaciones  que 
la  justicia  prescribe.  En  una  palabra,  el  pacto 
social  es  la  suma  de  obligaciones  que  la  vida 
social  impone  á  los  que  viven  juntos  para  su 
ventaja  común. 

Las  cláusulas  de  este  contrato  son  siempre 
las  mismas,  ora  estén  escritas  y  publicadas,  ó 
no ;  son  fáciles  de  conocer,  son  indispensables, 
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son  sagradas,  y  se  fandan  en  la  necesidad  de 
emplear  los  medios  capaces  de  conseguir  el  fin 
que  se  proponen  los  hombres  viTiendo  juntos. 
Su  poli  tica  es  el  conjunto  de  las  reglas  innu- 
tables  de  la  justicia,  fortiflcadas  por  las  re- 
compensas y  por  los  castigos  de  la  sociedad. 
Obligar  á  los  hombres  á  ser  justos  es  obligar* 
los  á  ser  humanos,  benéficos,  pacíficos  y  so- 
ciales ;  es  obligarlos  á  trabajar  en  bien  de  sus 
semejantes,  áfin  de  que  adquieran  justos  de- 
rechos á  su  afecto,  á  su  benevolencia,  á  sus 
auxilios.  (Barón  db  Holvach,  Moral  Universal.) 
PADBE.  Bi  hombre  que  tiene  hijos.  Gl 
padre  tiene  obligación  de  criar  los  hijos,  su- 
ministrándoles todo  lo  necesario  para  vivir, 
como  la  comida,  vestido  y  habitación,  según 
su  riqueza  y  facultades,  y  puede  el  Juez  del 
pueblo  apremiarle  á  que  asi  lo  cumpla. 

((Bl  padre  tiene  potestad  sobre  loshijos  le- 
gitimes y  en  su  virtud  puede  sujetarlos,  corre- 
girlos y  castigarlos  moderadamente.  (Ley  9.', 
tít.  8/,  Part.  4.'*,  y  ley  18,  tít.  18,  Part.  4.') 
La  Ley  prooisio?tal  del  RegUtro  civil ^  dice: 
«Bl  padre,  y  en  su  defecto  la  madre,  tienen 
potestad  sobre  sus  hijos  legítimos  no  emanci- 
pados. Se  reputará  emancipado  de  derecho  el 
hijo  legítimo  desde  que  hubiere  entrado  en  la 
mayor  edad.  (Art.  64.) 

Bn  consecuencia  de  tal  potestad,  el  padre, 
y  en  su  defecto  la  madre,  tendrán  derecho: 

1/  A  que  sus  hijos  legítimos  no  emanci- 
pados vivan  en  su  compañía,  y  á  representar- 
los en  juicio  en  todos  los  actos  jurídicos  que 
les  sean  provechosos. 

2.°  A.  corregirlos  y  castigarlos  moderada- 
mente. 

3.*  A  hacer  suyos  los  bienes  que  adquie- 
ran con  el  caudal  que  hubieren  aquellos  pues* 
to  á  su  disposición  para  cualquier  industria, 
/comercio  ó  lucro. 

4.*  A  administrar  y  usufructuar  los  bienes 
que  los  hijos  hubieren  adquirido  por  cualquier 
titulo  lucrativo  ó  por  su  trabajo  ó  industria. 
(Art.  85.) 

Bl  padre,  y  en  su  defecto  la  madre,  no  ad- 
quirirán la  propiedad,  el  usufructo  ni  admi- 
nistración de  los  bienes  adquiridos  por  el  hijo 
con  su  trabajo  ó  industria,  sino  viviere  en  su 
compañía.  (Art.  66.) 

Tampoco  adquirirá  el  padre,  ó  en  su  defec- 
to la  madre ,  la  propiedad  ni  el  usufructo  de 
los  bienes  donados  ó  mandados  al  hijo  para 
los  gastos  de  su  educación  é  instrucción,  ó 
con  la  condición  expresa  de  que  aquellos  no 
hubieren  de  usufructuarlos,  si  en  este  caso 
ios  bienes  donados  no  constituyeren  la  legi- 
tima del  hijo.  (Art.  68.) 

Bl  padre  y  en  su  defecto  la  madre,  cuan- 


do gozaren  del  usufructo  de  los  bienes  de  los 
hfjos,  tendrán  las  obligaciones  de  todo  asa- 
fructuario,  excepto  la  de  afianzar  respecto  de 
los  mismos  bienes  mientras  no  contrajeren  se- 
gundas nupcias.  También  estarán  obligados 
á  formar  inventario,  con  intervención  del  mi- 
nisterio fiscal,  de  los  bienes  de  los  h^oa  res- 
pecto á  los  cuales  tuvieren  solamente  la  ad- 
ministración. (Art.  69.) 

La  potestad  del  padre  ó  madre  y  los  de- 
rechos que  la  constituyen ,  se  suspenderán  y 
se  extinguirán  en  los  casos  determinados  por 
las  leyes.»  (Art.  71.) 

FAGA.  La  satisfacción  ó  prestación  de  lo 
que  se  debe  dar  ó  hacer.  (Ley  l/,  tít.  14,  Par- 
tida 5.V)  Bsta  palabra  se  aplica  vulgarmente 
al  cumplimiento  de  la  obligación  de  dar;  pero 
aqui  se  extiende  al  de  todas  las  demás,  de 
modo  que  no  es  otra  cosa  qué  el  cumplimiento 
de  una  obligación.  Sobre  esta  materia,  que  es 
tan  complicada,  véase  Bscriche,  Liecionario 
de  legislación  y  jurisprudencia  pág.  1.366  y  la 
Cur.  Filip.  libro  3.%  Com.  ter,  cap.  7/  Paga, 
en  cu>as  obras  se  encuentra  tratada  esta  ma- 
teria extensamente. 

PAGABá  Á  LA  ÓBDEN.  Véase  Letra  de 
Cambio. 

PAGK).  La  entrega  de  algún  dinero  qae 
se  debe.  La  satisfacción,  premio  ó  recompensa. 
Bl  distrito  determinado  de  tierras  ó  hereda- 
des, especialmente  de  viñas. 

FAGO  DE  LETBAS  DE  CAMBIO.  La 
satisfacion  ó  prestación  de  la  cantidad  que  se 
manda  pagar  por  una  letra  de  cambio  al  tiem- 
po de  su  vencimiento. 

a  Las  letras  deben  pagarse  en  la  moneda 
efectiva  que  designen,  y  si  estuvieren  conce- 
bidas  en  monedas  de  cambio  ideales,  se  reda- 
cirán  á  monedas  efectivas  del  pais  donde  se 
hace  el  pago,  haciendo  el  cómputo  á  uso  y 
costumbre  de  la  plaza.»  ((7.,  494.) 

((Bl  que  paga  una  letra  antes  de  haber 
vencido,  no  queda  exonerado  de  la  responsa* 
bilidad  de  su  importe,  si  resultare  no  haber 
pagado  á  persona  legitima.  (Art.  495.)  Véase 
Letra  de  cambio. 

PÁNICO.  Bstado  del  ánimo  en  el  cual  do 
se  razona,  no  se  discurre,  ni  se  hace  otra  (^osa 
más  que  tener  miedo,  sin  preguntar  siquiera 
la  causa.  Bstado  propio  de  épocas  de  perturba- 
ción y  de  luchas,  en  que  todo  el  mundo  se 
ioclioa  más  á  la  desconfianza  de  si  propio  qac 
á  contar  con  su  voluntad  y  con  su  esfuerzo. 
Contra  el  pánico  el  mejor  remedio  es  la  rejlesfion. 
.  panteísmo.  Sistema  de  los  que  no  ad- 
miten otro  Dios  que  el  gran  todo  6  la  univer* 
salidad  de  los  seres  vivientes. 

PAPEL.  Todos  los  Tribunales»  Juzgados 
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Autoridades  civiles,  eclesiásticas  y  funciona- 
rios dependientes  del  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia  está  mandado  por-  Real  orden  de  18 
de  NoTiembre  de  1846  usen  en  todos  los  asun- 
tos oficiales  de  papel  de  hilo  que  tenga  con- 
sistencia, y  de  ningún  modo  del  continuo  fa- 
bricado de  cilindro,  que  la  experiencia  ha  hecho 
ver  .ser  de  muy  escasa  duración  y  perjudi- 
cial para  la  conservación  de  los  documentos 
oficiales. 

PAPEL  DE  MEMBRETE.  El  que  se  usa 
en  todas  las  oficinas  del  Estado  con  el  nombre 
de  ella  Impreso  en  el  ángulo  superior  Izquierdo 
de  cada  pliego.  Para  las  dimensiones  del  que 
debe  lísar  el  Cuerpo  diplomático  consular  en 
todas  sus  comunicaciones  oficiales,  véase  en 
el  artículo  Oorrbspondbngia  la  Real  orden  cir- 
cular de  12  de  Enero  de  1852. 

PAPEL  EN  DERECHO.  El  informe  que 
hacen  del  pleito  los  Abogados  en  defensa  de 
8U  cliente,  y  se  suele  dar  impreso  á  los  Jueces 
que  han  de  votarlo  para  que  se  instruyan  y 
enteren  bien  del  negocio. 

PAPEL-MONEDA.  Llámanse  asi  ciertos 
billetes,  cédulas  ó  vales  impresos  y  revestidos 
de  signos  y  caracteres  distintivos,  que  se  emi- 
ten por  Autoridad  publica  y  se  sustituyen  al 
dinero  efectivo,  teniendo  curso  como  si  fuesen 
moneda.  Tales  son  las  cédulas  de  Banco  ó  va- 
les trasmisiblcs  que  representan  ciertas  partes 
ó  porciones  de  que  se  compone  el  fondo  de  un 
Banco.  Tales  eran  en  Francia  los  asignados  y 
mandatos  territoriales  durante  la  revolución, 
y  tales  son  en  el  dia  las  acciones  y  los  bille- 
tes del  Banco  de  la  misma  y  los  del  de  Ma- 
drid, y  los  mandados  emitir  al  portador  del 
Banco  Nacional  por  decreto  de  1 9  de  Marzo  de 
1874.  (Gaceta  de  Madrid  del  23  del  mismo  mes 
y  año,  núm.  82.) 

PAPEL  SELLADO.  El  que  está  señalado 
con  las  armas  nacionales  y  sirve  para  autori- 
zar las  escrituras  publicas,  las  diligencias  Ju- 
diciales y  otros  instrumentos,  que  serian  nu* 
los  si  se  hiciesen  en  papel  común.  Hácese  to- 
dos los  años  con  distintos  caracteres  y  señales, 


de  modo  que  solo  puede  usarse  durante  el  año 
para  que  se  hace;  tiene  diferentes  precios,  se- 
gún el  sello,  y  lo  hay  de  pobres  y  de  oficio. 
Papel  sellado  para  títulos,  despachos,  diplo^ 
mas,  etc.  La  Real  orden  del  Ministerio  de  Ha- 
cienda de  28  de  Noviembre  de  1851  previene: 

(cArt.  10.  No  se  intervendrá  ni  pagará  des- 
de el  mes  de  Enero  del  año  próximo  de  1852 
sueldo  alguno  sin  que  los  empleados  hayan 
hecho  constar  hallarse  provistos  de  los  títulos 
de  sus  respectivos  destinos  con  las  formali- 
dades establecidas. 

Art.  11.  El  Tribunal  de  Cuentas  del  Rei- 
no no  aprobará  el  abono  de  ningún  sueldo  que 
carezca  del  requisito  prevenido  en  el  articulo 
anterior,  siendo  responsable  de  ello  el  Jefe  que 
falte  á  su  cumplimiento  y  la  oficina  que  in- 
tervenga la  nómina. 

Art.  12.  Por  los  respectivos  Ministerios  y 
Asamblea  de  las  Ordenes  se  darán  las  instruc- 
ciones correspndientes  á  sus  dependencias  pa- 
ra el  cumplimiento  de  este  decreto ,  desig- 
nando las  Autoridades  y  Jefes  que  en  la  corte 
y  en  las  provincias  han  de  autorizar  el  Cúm^ 
piase  en  los  títulos  de  sus  empleados  y  en  los 
de  concesión  de  honores,  gracias  y  condeco- 
raciones, y  los  Jefes  y  oficinas  que  han  de 
mandar  se  dé  la  posesión  y  extender  las  notas 
y  certificaciones  de  haber  tenido  ésta  efecto, 
fecha  y  causa  de  la  cesión,  en  observancia  de 
cuanto  queda  ordenado.»  Véase  esto  decreto 
en  la  Práctica  consular  ds  0-Reilly,  pág.  185. 
El  Real  decreto  de  12  de  Setiembre  de  1861 
dispone: 

«Art.  35.  Los  Reales  títulos,  despachos  ó 
credenciales  de  empleos,  cargos  ó  dignidades 
que  se  concedan  en  cualquiera  de  las  carreras, 
civil,  militar  5  eclesiástica,  ya  se  hallen  re- 
munerados por  los  presupuestos  generales, 
provinciales  ó  municipales ,  ó  por  los  Cuerpos 
Colegisladores,  y  los  duplicados  de  aquellos 
documentos  que  á  instancia  de  los  interesados 
se  expidieren,  llevarán  el  sello  de  precio  pro- 
porcional al  respectivo  sueldo  ó  remuneración 
anual,  á  saber: 


SURLDO  Ó  REMUNERACIÓN  ANUAL. 

CLASE 
del  sello. 

IMPORTE  DEL  SELLO. 

En  reales  vellón. 

En  péselas. 

En  reales  vn. 

En  péselas. 

De  menos  de    3.000  reales.  * . . .  é  é . . 

750 

750  25  á     1.260 
1.260  25  á    2.000 
2.000  25  á    3.600 
3.500  25  á    6.000 
6.000  25  á  10.000 
10.000  26  á  12.500 
12.500  25  á      ., 

8.» 
7.» 
6.« 
5.«> 
4.0 
3.*> 

1.0 

4 

8 

16 

32 

60 

100 

150 

200 

1 

2 

4 

8 
15 
25 

37  50 
50 

De    3.001  á    5.000» 

De    5.001  á    8.000.   

De    8.001  á  14.000 * 

De  14.001  á  24.000 

De  24.001  á  40.000 

De  40.001  á  50.000 

De  50.000  en  adelante 
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Art.  36.  Las  Autoridades,  Jefes  ó  Corpo- 
raciones á  quienes  corresponda  expedir  los  tí- 
tulos, despachos  ó  credenciales,  barán  la  re- 
gulación de  los  haberes,  remuneraciones  ó 
emolumentos  anuales,  si  no  tuvieren  sueldo  fi- 
jo, y  cuidarán  bajo  su  responsabilidad  de  que 
se  extiendan  aquellos  documentos  en  papel  del 
sello  que  corresponda. 

Art.  44.  Se  extenderán  en  papel  del  sello 
de  2  rs.  las  copias  de  los  títulos  ó  creden- 
ciales para  acreditar  empleo,  cargo  ó  cual- 
quiera merced  ó  privilegio,  á  excepción  de  las 
testimoniadas  que  expidan  los  Bscribanos ,  y 
de  las  que  lo  sean  por  mandato  judicial.)) 

PAPELETAS  DE  MATRÍCULA.  La  or- 
den del  Gobierno  provisional  de  1 1  de  Octu- 
bre de  1843  impone  á  los  Cónsules  la  obliga- 
ción de  reclamar  á  los  Comandantes  y  patro- 
nes las  papeleias  de  matricula  para  revisar  las 
tripulaciones. 

PARAFERNALES.  Los  bienes  que  la  mu- 
jer casada  no  ha  comprendido  en  la  consti- 
tución de  su  dote,  asi  los  que  se  reservó  ex- 
presa ó  tácitamente  en  el  contrato  matrimo- 
nial, como  los  que  adquiere  después  durante 
el  matrimonio  por  sucesión,  donación  ú  otro 
titulo  lucrativo.  ParafernaUi  es  lo  mismo  que 
extradotales,  y  viene  de  la  palabra  griega  pora^ 
phema,  que  significa  extra  dotem,  fuera  de  dote. 
(Ley  I7,tít.  U,  Part.  4.') 

PARCATIS.  Permiso  de  ejecutar  en  Fran- 
cia las  sentencias  pronunciadas  en  paises  ex- 
tranjeros sin  la  precisión  de  entrar  en  nuevo 
examen.  Sin  embargo,  la  jurisprudencia  no  se 
conforma  siempre;  porque  si  so  trata  de  dar 
valor  á  una  sentencia  semejante  contra  un 
francés,  su  autoridad  se  desvanece:  no  hay 
sentencia;  el  francés  tiene  derecho  para  pedir 
que  la  cuestión  se  discuta  de  nuevo  ante  sus 
Jueces  naturales. 

Yattel  dice:  «No  debe  un  Soberano  dar 
oidos  á  lus  quejas  de  sus  subditos  contra  un 
Tribunal  extranjero,  ni  tratar  de  sustraerles  á 
los  efectos  de  una  sentencia  pronunciada  por 
Autoridad  competente;  eso  seria  lo  más  á  pro- 
pósito para  excitar  desavenencias  continuas.» 
Es  verdad  que  el  mismo  autor  añade:  «Que  se 
debe  obligar  á  los  subditos  en  todos  los  casos 
dudosos,  y  á  menos  que  haya  una  lesión  manijles- 
ta^  á  someterse  á  las  sentencias  de  los  Tribu- 
nales extranjeros  por  quienes  han  sido  juzga- 
dos.» ¿Pero  por  qué  esta  restricción?  Para 
averiguar  si  hay  lesión,  es  necesario  exami- 
nar la  causa  á  fondo;  y  entonces  ¿á  qué  se  re- 
duce el  principio? 

Bl  remedio  aplicable  en  los  casos  de  lesión 
manifiesta,  y  que  parece  expuesto  á  menos  in- 
convenientes» es  el  de  la  reparación  solicitada 


de  Soberano  á  Soberano,  por  conducto  de  los 
Agentes  diplomáticos  (1). 

PARTE  A  LOS  COMANDANTES  DE 
MARINA.  La  Real  orden  circular  de  20  de  Junio 
de  1846  previene:  aQue  los  Cónsules  den  par- 
te sobre  la  conducta  de  la  tripulación  de  los 
buques  españoles  en  los  puertos  de  sus  respec- 
tivas residencias.» 

PARTIDA  DOBLE.  Método  de  conUbi- 
lidad,  en  que  se  acredita  y  adeuda  en  todos  los 
artículos,  personificando  las  cuentas  y  hacién- 
dolas acreedores  ó  deudores,  según  dan  ó  re- 
ciben, de  manera  que  el  Cargo  y  la  Data  mar- 
chan siempre  iguales. 

La  partida  sencilla  6  simple  es  otro  método 
de  contabilidad,  que  consiste  en  hacer  asientos 
simples  de  las  operaciones. 

Los  ventajosos  resultados  de  la  teneduría 
de  libros  por  partida  doble  eran  ya  conocidos  en 
España  á  principios  del  siglo  XVI,  como  que 
en  los  años  de  1549  y  1552,  por  pragmática 
y  ley  10,  lib.  5.%  tít.  18  déla  Nueva  Recopi- 
lación se  mandó  á  los  hombres  de  negocios  que 
llevasen  los  libros  por  este  orden;  y  posterior- 
mente se  proveyó  lo  mismo  por  el  Rey  D.  Fe- 
lipe II,  á  pedimento  de  los  tres  estados  del 
reino  de  Valencia,  consignándose  esta  obliga- 
ción últimamente  en  el  Código  de  comercio;  y 
para  las  oficinas  de  Hacienda  en  diferentes  Rea- 
les órdenes,  pero  señaladamente  en  las  de  2  de 
Setiembre  de  1825  y  25  de  Febrero  de  1850. 

El  sistema  de  contabilidad  por  ^ar¿t¿a  dodle 
es  aplicable  á  toda  clase  de  negocios,  y  por 
eso  se  halla  establecido,  y  con  muy  buen  éxi* 
to,  en  las  casas  de  comercio,  bancos,  oficinas 
del  Estado  y  eñ  algunas  de  los  títulos  y  gran- 
des propietarios,  y  tiene  que  establecerse  don- 
de quiera  que  haya  orden. 

Por  último,  el  principio  que  sirve  de  base 
al  método  por  partida  doble  es  el  siguiente:  la 
cuenta  de  la  persona  que  recibe  ó  pierde^  ó  la  del 
objeto  que  se  recibe ^  debe  ser  cargada ;  la  cuenta 
>  de  la  persona  que  entrega  ó  gana,  ó  la  del  obfeto 
que  se  entrega,  debe  ser  abonada.  En  otros  térmi* 
nos:  Cada  persona  ú  objeto  son  deudores  de  lo  fue 
han  recibido  ó  perdido  y  y  deben  ser  cargados  de  su 
importe;  cada  persona  ú  objeto  son  acreedores  á  lo 
que  han  entregado  6  ganado,  y  deben  ser  abolsados 
de  su  valor. 

El  que  sirve  al  de  ^ov partida  sencilla  se  re- 
duce á  llevar  cuenta  á  la  caja  y  persona  con 
quienes  se  hacen  negocios  á  plato,  indicando  en 
cada  asiento  solamente  el  deudor  ó  el  acreedor. 

PASAJE  GBATUITO.  Se  concede  á  to- 
dos los  Agentes  diplomáticos  y  consulares  para 

(1)    Fritot,  Science  du  pMieiste,  tomo  !•**, 
pág.  377. 
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todo  asanto  del  servicio  en  baques  de  guerra 
de  su  Nación. 

FA8AJEBOS.  Los  buques  españoles  en 
las  travesias  ó  navegaciones  de  un  punto  á 
otro,  cuya  distancia  fuese  mayor  de  50  millas, 
según  la  Real  orden  de  6  de  Mayo  de  1856,  no 
podían  embarcar  más  pasajeros  que  uno  por 
tonelada;  pero  la  Real  orden  de  27  de  Bnero 
de  1862  deroga  la  anterior,  y  la  de  23  de  Di- 
ciembre de  1871  dice: 

«1/  El  número  de  pasajeros  que  pueden 
llevar  los  buques  mercantes  en  toda  clase  de 
viaje  será  de  uno  por  cada  tonelada  del  espa- 
cio vacio  que  quede  en  sus  bodegas. 

2."  Se  exceptúan  de  la  regla  anterior  sol- 
lámente los  viajes  en  que  se  monten  los  Cabos 
de  Hornos  y  Buena  Esperanza,  en  los  cuales 
por  cada  pasajero  se  exigirá  tonelada  y  media 
de  las  mismas  condiciones  anteriores. 

3."  En  las  cámaras  y  antecámaras  de  toda 
clase  de  buques  solo  se  podrán  acomodar  los 
pasajeros  correspondientes  precisamente  al  nú- 
mero de  literas  ó  camarotes  que  tengan. 

4.*  Las  Autoridades  de  marina  vigilarán 
que  se  cumplan  extrictamente  los  preceptos  an- 
teriores, bajo  la  más  extricta  responsabilidad.» 
Las  Ordenanzas  generales  de  la  armada  na- 
val (tomo  l.*,trat.  3.*,tít.  l.*,art.  124) prescri- 
ben á  los  Comandantes  de  los  buques  del  Esta- 
do «que  no  admitirán  en  su  navio  pasajero  al- 
guno, de  cualquier  calidad  que  sea,  sin  ex* 
presa  licencia  del  Comandante  de  la  escuadra,  ó 
del  General  del  departamento  estando  sin  otro 
Jefe  en  la  capital;  y  hallándose  en  otros  puertos, 
tampoco  recibirán  pasajeros  sin  la  circunstan- 
cia de  que  les  presenten  pasaportes  ó  licencias 
correspondientes  para  trasladarse  á  los  parajes 
que  solicitan;  y  ni  con  este  requisito  si  consi- 
dera el  menor  inconveniente  en  trasportarlos 
por  la  calidad  de  la  campaña.» 

En  el  art.  6.*,  tít.  7.**,  art.  61,  se  previene: 
«En  los  bajeles  de  guerra  que  viajen  de  Eu- 
ropa á  Indias  no  podrá  trasportarse  á  individuo 
alguno,  de  cualquier  calidad  que  sea,  sin  Real 
permiso.» 

En  el  62:  ((Cuando  Yo  acordase  esta  gra- 
cia á  Yirey  ú  otro  Oñcial  general,  ó  á  algún 
Obispo,  mandaré  lo  que  deba  practicarse  acer- 
ca de  su  alojamiento  y  número  de  familia.» 

Las  Ordenanzas  generales  de  Aduanas  de 
1870  previenen  en  el  art.  47,  que  á  continua- 
ción del  Manijleito  pondrá  el  Capitán  una  nota 
en  que  especificará  ((el  número  total  de  los 
pasajeros  que  conduzca  y  bultos  de  los  mis- 
mos, con  distinción  de  los  puertos  de  su  des- 
tino.» 

El  último  párrafo  del  art.  51  de  las  mis- 
mas dice: 


((El  Capitán  presentará  también  una  rela- 
ción de  los  pasajeros  que  conduzca  y  hayan  de 
quedarse  en  el  puerto,  y  de  los  bultos  que  á 
los  mismos  partenezcan. » (Véase  Mamifirstos  de 
Aduanas.  ^ 

El  Ministro  de  Hacienda  de  los  Estados- 
Unidos,  en  el  mes  de  Abril  de  1870  publicó 
una  orden  que  interesa  mucho  conocer  á  todos 
los  que  viajen  por  aquellos  paises.  ((Toda  per- 
sona que  desembarque  en  uno  de  los  puertos 
de  la  Union,  deberá  remitir  á  la  Aduana  una 
nota  detallada  de  sus  efectos,  indicando  en  un 
lado  los  que  se  hallen  sometidos  al  pago  de  de- 
rechos, y  en  el  otro  los  que  no  lo  estén.  Todo 
bagaje  será  rigorosamente  examinado  y  regis- 
trados los  viajeros  Todo  equipaje  que  pase  del 
valor  de  500  duros  será  inspecciona(lo,  no  á 
bordo  de  los  buques,  sino  en  los  almacenes  de 
la  Aduana,  habiéndose  dictado  penas  muy  se- 
veras contra  toda  tentativa  encaminada  á  ga- 
nar á  los  empleados  del  fisco.» 

Estas  medidas  han  sido  adoptadas  para  cor- 
regir en  lo  posible  la  inmoralidad  administra- 
tiva que  tanto  perjudica  al  Tesoro  público,  y 
para  descubrir  á  los  ladrones  que  suelen  refu- 
giarse en  aquella  República,  provistos  aún  de 
su  botin. 

PASAJEROS  FABA  ASIA  Y  AMÉRI- 
CA. La  Real  orden  de  27  de  Enero  de  1862,  del 
Ministerio  de  Marina,  á  consecuencia  de  la  ins- 
tancia relativa  al  embarque  y  trasporte  á  la  Ha- 
bana y  Puerto 'Rico  de  tantos  individuos  de 
tropa  como  toneladas  mida  el  buque  en  que  se 
haga  el  trasporte,  resuelve  lo  que  sigue: 

((1.^  Queda  desde  luego  derogada  la  Real 
orden  de  6  de  Mayo  de  1S56,  que  disponía 
que  el  embarco  para  América  pudiera  hecerse 
cíe  tantoH  pasajeros  cuantas  toneladas  midiese 
el  buque. 

2.*^  El  número  de  pasajeros  que  en  lo  su- 
cesivo se  permitirá  embarcar  para  las  Antillas 
y,  América  del  Oeste  será,  bajo  la  más  estre- 
cha responsabilidad  de  las  Autoridades  de  ma- 
rica, de  uno  por  cada  tonelada  del  espacio  va- 
cio de  sus  bodegas. 

3.°  Para  los  puertos  de  Asia  y  América  del 
Sur,  solo  se  permitirá  el  embarque  de  un  pa* 
sajero  por  cada  tonelada  y  media  de  las  mis- 
mas condiciones  anteriores, 

Y  4.°  Que  en  las  cámaras  y  antecámaras 
de  toda  clase  de  buques,  solo  se  podrán  aco- 
modar para  unos  y  otros  viajes,  los  pasajeros 
correspondientes  precisamente  al  número  de  li- 
teras ó  camarotes  que  tenga.» 

PASAPORTE.  Un  despacho  ó  instrumento 
de  la  Autoridad  pública,  que  contiene  el  nom« 
bre,  apellido,  profesión,  domicilio,  estado  y 
sefias  (le  una  persona  que  ha  declarado  su  de- 
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seo  de  viajar,  asi  por  ei  interior  del  Reino  como 
por  los  países  extranjeros,  y  que  manda  ó 
ruegft  se  le  deje  ir  y  venir  libremente  de  un 
lugar  á  otro,  y  aun  se  le  dé  asistencia  en  caso 
necesario.  Es  una  especie  de  carta  de  reco- 
mendación con  que  el  portador  se  pone  á  cu- 
bierto de  las  persecuciones  ó  embarazos  á  que 
por  equivocación  podria  estar  expuesto  en  paí- 
ses donde  no  le  conocen. 

Los  Cónsules  y  Vicecónsules,  bajo  su  res- 
ponsabilidad personal,  deben  tener  especial 
cuidado  de  no  expedir  pasaporte  sino  á  espa- 
üoles,  y  en  vista  de  los  caducados  que  presen- 
taren los  interesados;  y  cuando  no  los  tienen 
por  extravío  h  otra  cauaa  independiente  de  su 
voluntad,  cerciorarse  de  la  identidad  del  indi- 
viduo y  del  motivo  que  le  hace  estar  despro- 
visto de  documento,  exigiendo  por  último  re- 
curso, si  no  conoce  personalmente  al  intere- 
sado, la  declaración  de  dos  españoles  honrados; 
y  á  falta  de  éstos,  de  personas  gozando  buena 
fama  establecidas  en  el  país ,  aunque  sean  de 
otra  nacionalidad,  de  que  el  recurrente  es 
quien  dice  ser  y  que  no  tiene  motivo  alguno 
judicial  ni  político  que  pueda  oponerse  á  su 
regreso  á  España ;  hará ,  por  fln ,  todo  cuanto 
le  parezca  más  conducente  á  evitar  que  su  buena 
fé  sea  sorprendida  por  emigrados  de  cualquiera 
clase  que  tratenasi  deeludir  las  leyes, ocultán- 
dose bajo  nombres  supuestos  ó  de  otro  modo. 

Asimismo  deberán  tener  mucho  cuidado  y 
vigilancia  respecto  de  las  personas  que  como 
parientes  incluya  en  el  pasaporte  de  un  cabeza 
de  familia,  para  evitar  ser  engañado. 

Cuando  se  presente  una  persona  menor  de 
25  años  ó  una  mujer  casada  y  no  divorciada 
solicitando  la  expedición  de  un  pasaporte  para 
cualquiera  punto  que  sea,  no  deberán  los 
Agentes  consulares  expedir  el  citado  docu- 
mento sin  previa  autorización  de  los  padres, 
abuelos,  tutores  ó  marido,  según  el  caso;  solo 
podrá  prescindirse  de  esta  formalidad  cuando 
el  recurrente,  hallándose  en  otro  punto  que  la 
residencia  de  los  que  sobre  él  tienen  derecho, 
pide  la  renovación  de  un  pasaporte  caducado 
que  le  fué  expedido  cuando  se  separó  de  ellos, 
pues  se  supone  entonces  obtuvo  aquel  primer 
documento  con  la  competente  autorización.  Se 
comprende  sobradamente  que  el  objeto  de  esta 
recomendación  es  impedir  que  nadie  pueda 
sustraerse  á  la  potestad  legal  á  que  esté  sujeto; 
mas  cuando  consta  no  existe  tal  impedknento, 
debe  dejársele  expedita  la  facultad  de  trasla- 
darse al  punto  que  más  le  convenga. 

'  La  Real  orden  circular  de  26  de  Noviem* 
bre  de  1817  previene  que  no  se  den  pasapor- 
tes sino  á  personas  reconocidas  legales  y  aptas 
á  recibirlos. 


La  de  22  de  Febrero  de  1845  encarga  no 
se  expidan  pasaportes  para  las  colonias  espa- 
ñolas á  clérigos  de  ninguna  clase  sin  consul- 
tarlo antes  á  la  Legación  ó  Consulado  general 
de  quien  dependa  el  Agente  consular. 

La  Real  orden  circular  del  Ministerio  de  la 
Gobernación  de  26  de  Setiembre  de  1856  pre- 
viene: «Que  siendo  conveniente  evitar  los  abu- 
sos que  se  cometen  con  frecuencia  usando  de 
pasaportes  que  llevan  ya  algún  tiempo  de  du- 
ración, S.  M.  ha  tenido  á  bien  disponer,  que 
cuando  por  sus  Agentes  diplomáticos  ó  consu- 
lares en  el  extranjero  se  expida  pasaporte  á 
personas  que  por  su  posición  ó  circunstancias 
puedan  abusar  de  su  ilimitada  validez,  se  fije 
en  el  mismo  un  término  prudencial,  fuera  del 
cual  no  puede  usarse  el  referido  documento,  á 
no  ser  que  hubiese  circunstancias  atendibles 
que  motivasen  una  excepción,  pero  procurán- 
dose siempre  que  esta  disposición  no  irrogue 
perjuicio  ni  molestia  á  los  viajeros.» 

La  ley  de  1856  para  el  reemplazo  del  ejér- 
cito previene: 

(( Art .  1 27.  Para  evitar  que  los  mozos  sujetos 
al  reemplazo  eludan  su  responsabilidad  saliendo 
fuera  del  Reino,  no  se  dará  pasaporte  con  este 
destino  á  los  que  se  hallen  en  la  edad  desde  17 
años  cumplidos  á  la  de  23  ,  también  cumpli- 
dos, siempre  que  hayan  sido  sorteados ,  si  no 
aseguran  estar  á  las  resultas  de  la  suerte  que 
pueda  tocarles.  A  este  fln  consignarán  en  de- 
pósito la  cantidad  de  6.000  rs.  vn.  (1)  ü  otor- 
gará escritura  de  flanza-suñciente.  Si  el  mozo 
que  se  halle  en  país  extranjero  no  se  presentase 
á  servir  la  plaza  dentro  del  término  que  se  se- 
ñale, no  se  llamará  en  su  lugar  un  suplente, 
pero  perderá  la  suma  depositada ,  la  cual  aera 
invertida  en  el  Ministerio  de  la  Guerra  en  cu- 
brir la  vacante,  ó  se  hará  efectiva  con  el  mis- 
mo objeto  la  fianza  otorgada.  i> 

La  Real  orden  circular  del  Ministerio  de  la 
Gobernación  de  6  de  Agosto  de  1859  dicta 
diferentes  prevenciones  para  evitar  que  se  re- 
pitan los  abusos  que  han  solido  cometerse  en 
algunos  pueblos  al  solicitar  de  los  Gobernado- 
res de  las  provincias  pasaportes  para  el  ex- 
tranjero. 

La  Real  orden  de  6  de  Febrero  de  1861  • 
exceptúa  de  la  ñanza  á  los  mozos  que  pasen  al 
extranjero,  si  reconocidos  de  oficio  ante  el 
Consejo,  resultan  inútiles  para  el  servicio  de 
una  manera  absoluta  y  definitiva. 

El  art.  117  de  la  misma  ley  previene:  «Si 
hubiere  motivos  para  presumir  complicidad  de 
otras  personas  en  la  fuga,  se  harán   constar 


(1)    Por  la  ley  de  2  de  Noviembre  de  1859  son 
8.000  rs. 


PAS 


—  429  — 


PAS 


en  el  expediente  los  indicios  que  resulten  etc.)) 
«Los  cómplices  en  la  fuga  de  un  mozo  á 
quien  se  declare  prófugo  incurrirán  en  la  mul- 
ta de  500  á  2.000  reales;  y  si  careciesen  de 
bienes  para  satisfacerla,  en  la  prisión  correc- 
cional que  corresponda  conforme  á  las  reglas 
generales  del  Código  penal,  y  según  la  pro- 
porción que  establece  su  art.  49.  (Un  dia  de 
prisión  por  cada  10  rs.;  pero  sin  que  pueda 
pasar  de  dos  años  el  tiempo  que  esté  preso). 

Por  Real  decreto  de  17  de  Diciembre  de 
1862  quedó  abolido  ol  refrendo  consular  de  los 
pasaportes,  dejándose  de  exigir  este  documen- 
to á  los  extranjeros  para  entrar  en  España;  pero 
debían  traer  cédulas  de  yecindad  (Art.  4.*), 
cartillas  de  servicio,  si  eran  criados  ó  artesa- 
nos, ó  cualesquiera  otros  documentos,  y  el  ob- 
jeto de  su  viaje  al  reino.  La  presentación  de 
este  documento  podia  ser  exigida  por  las  Au- 
toridades ó  sus  agentes  cuantas  veces  lo  esti- 
masen necesario.  [Gaceta  de  Madrid  del  22  de 
Diciembre  de  1862,  nüm.  356.) 

Posteriormente  el  Ministerio  de  la  Gober- 
nación publicó  con  fecha  5  de  Agosto  de  1870 
la  disposición  de  S.  A.  el  Regente,  por  la  que 
se  obliga  á  todo  individuo  que  pase  á  Francia, 
á  sacar  pasaporte  de  las  Autoridades  españo- 
las, mediante  el  derecho  de  utia  peseta  en  vez 
de  las  diez  que  antes  se  exigían.  Esta  medida 
fué  decretada  en  vista  de  lo  acordado  por  el 
Gobierno  francés,  de  que  cuantos  extranjeros 
viajasen  por  aquel  territorio  hablan  de  hacerlo 
provistos  de  pasaportes  expedidos  por  las  Au- 
toridades de  sus  respectivas  Naciones  y  visa- 
dos en  forma  por  los  Agentes  diplomáticos  ó 
consulares.  {Gaceta  de  Madrid  del  6  de  Agosto 
de  1870,  nüm.  218.) 

La  Real  orden  circular  de  6  de  Mayo  de 
1871,  dispone  se  recuerde  lo  mandado  res- 
pecto á  la  necesidad  del  pasaporte  visado  por 
los  Agientes  diplomáticos  ó  consulares  para 
viajar  en  Francia. 

La  de  18  de  Julio  de  1871  dice: 
(i  Habiendo  dispuesto  ese  Gobierno  (de  Fran- 
cia) que  los  españoles  y  demás  extranjeros  que 
estáu  en  territorio  francés  presenten  el  corres- 
pondiente pasaporte,  visado  por  la  Legación  ó 
por  los  Agentes  consulares  de  la  misma,   por 
cuya  diligencia  se  exije  el  pago  de  diez  fran* 
eos,  el  Rey  (Q.  D.  G.)  se  ha  servido  disponer 
se  encargue  á  V.  S.  de  Real  orden,  que  por  el 
visa   de  los  pasaportes  expedidos  á  subditos 
franceses  para  entrar  en  España,  exija  Y.  S. 
igualmente  la  cantidad  de  diez  pesetas,  conáo 
derechos  consulares,  dando  ingreso  á  las  su- 
mas que  en  dicho  concepto  recaude  V.  S.  en 
las  cuentas  que  rinde  á  este  Ministerio.» 
La  Beal  orden  del  Ministerio  de  la  Gober- 


nación, su  fecha  14  de  Febrero  de  1872,  dis- 
pone: ((En  vista  de  la  instancia  elevada  á  este 
Ministerio  por  D.  José  Carvajal  Pereira,  en  so- 
licitud de  que  la  simple  cédula  de  vecindad  sea 
suficiente  documento  para  pasar  á  las  provin- 
cias españolas  de  Ultramar,  S.  M.  el  Rey  (que 
Dios  guarde)  ha  tenido  ábien  disponer,  de  con- 
formidad con  lo  preceptuado  en  el  Real  decreto 
de  17  de  Diciembre  de  1862,  que  las  perso- 
nas que  se  embarquen  con  destino  á  nuestras 
posesiones  ultramarinas  no  necesitan  pasaporte 
alguno,  y  si  solo  la  cédula  de  empadronamien- 
to, salvo  en  el  caso  á  que  el  art.  3."*  del  citado 
decreto  so  refiere.» 

En  los  Estados- Unidos  de  América  está 
prevenido  se  saquen  pasaportes  para  Cuba ,  y 
en  la  circular  del  departamento  de  Estado^de  4 
de  Setiembre  de  1868,  relativa  á  las  medidas 
adoptadas  para  los  pasaportes,  se  previene:  que 
sean  auténticos  para  poder  desembarcar  en  los 
puntos  habilitados  de  dicha  isla  de  Cuba.  En 
la  misma  circular  el  Ministro  de  Estado  Seward 
dice:  a  Varias  personas  que  residen  en  los  puer- 
tos de  los  Estados-Unidos  que  se  titulan  Agen- 
tes de  pasaportes  suelen  dar  certificados  de  na- 
cionalidad americana,  y  en  los  que  se  dice 
haber  reclamado  á  este  departamento  de  Es- 
tado los  correspondientes  pasaportes.  Estos 
mismos  certificados  suelen  ser  visados  por  el 
Cónsul  de  España  para  ser  presentados  en  los 
puertos  de  Cuba  ,  y  no  deben  ser  admitidos.» 

La  ley  de  Rentas  internas  en  dicha  Repübli- 
ca  impone  5  pesos  en  oro  de  derechos  por  ca- 
da pasaporte,  y  el  departamento  de  Estado 
obliga  á  todo  ciudadano  que  salga  de  los  Es- 
tados-Unidos para  Cuba  á  tomar  uno  nuevo, 
porque  cada  pasaporte  solo  sirve  durante  el 
año  de  la  fecha  qae  lleva.  Véase  Salvo  con- 
Dücro. 

Nuestro  Código  penal  sobre  falsificación, 
alteración ,  etc. ,  de  pasaportes  ,  establece  lo 
que  sigue: 

uArt.  223.  El  empleado  publico  que  ex- 
pidiere un  pasaporte  bajo  nombre  supuesto,  ó 
lo  diere  en  blanco,  será  castigado  con  las  pe- 
nas de  prisión  menor  é  inhabilitacien  tempo- 
ral absoluta. 

Esta  disposición  no  es  aplicable  al  caso  en 
que  el  empleado  por  justas  causas  comunica- 
das al  superior  respectivo  expidiere  el  pasa- 
porte en  la  forma  expresada  en  el  párrafo  an- 
terior. 

Art.  224.  El  que  hiciere  un  pasaporte  fal- 
so será  castigado  con  las  penas  de  prisión  cor- 
reccional y  multa  de  10  á  100  duros. 

Las  mismas  penas  se  impondrán  al  que  en 
un  pasaporte  verdadero  mudare  el  nombre  de 
la  persona  á  cuyo  favor  se  halle  expedido ,  ó 
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de  la  Autoridad  que  lo  expidiere,  ó  que  altere 
en  él  alguna  otra  circunstancia  esencial. 

Art.  225.  Bl  que  hiciere  usó  del  pasapor- 
te de  que  se  trata  en  el  articulo  anterior,  será 
castigado  con  la  multa  de  15  á  50  duros. 

En  la  misma  pena  incurrirán  los  que  hi- 
cieren uso  de  un  pasaporte  verdadero  expedi- 
do á  favor  de  otra  persona.» 

PASAPORTE  DE  KAVEQACION.  Este 
documento,  que  se  extiende  en  nuestros  países 
á  los  buques,  se  llama  en  Francia  Passeport  de 
mer.  Sirve  para  justiñcar  que  ha  satisfecho  los 
derechos  de  nacionalidad  y  navegación.  Véase 
Patente  de  navegación. 

PASAVANTE.  Documento  ó  pasaporte 
provisional  para  que  todo  buque  adquirido  en 
el  extranjero  pueda  navegar  con  bandera  es- 
pañola hasta  la  Península.  La  circular  del  Mi- 
nisterio de  Estado  de  4  de  Mayo  de  1870  pres- 
cribe la  fórmula  que  deberán  emplear  los  Agen- 
tes consulares  de  España  en  el  extranjero  en 
la  expedición  de  dichos  pasavantes  ó  pasapor- 
tes. Hela  aquí  (1): 

((En  nombre  de  S.  A.,  el  Regente  de  la  Na- 
cien  española. 

El  infrascrito  Cónsul  ó  Vicecónsul  de  España. 

Por  cuanto  el  subdito  español  D.N.  N.  me  ha 
hecho  constar  que  ha  adquirido  (aqui  se  expre- 
sa la  clase  de  embarcación,  su  nombre  y  cabi- 
da) el  ó  la  cual  sale  de  este  puerto  bajo  la  con- 
ducta y  mando  del  Capitán  D.  N.  N.,  con..... 
hombres  de  tripulación,  como  por  sus  nombres 
y  clases  á  la  vuelta  se  expresan ,  con  destino 

al  puerto  de en  donde  ,  para  poder  seguir 

navegando  con  bandera  española,  deberá  ma- 
tricularse en  la  forma  prevenida  por  las  dispo- 
siciones vigentes. 

Por  tanto,  en  virtud  de  las  facultades  que 
al  efecto  me  confiere  la  orden  circular  expedi- 
da por  el  Ministerio  de  Estado,  de  acuerdo  con 
los  de  Marina  y  Hacienda,  en  5  de  Febrero  de 
1870,  concedo  al  citado  Capitán  D.  N.  N.  el 
presiente  pasaporte,  firmado  de  mi  mano  y  sella- 
do con  el  sello  de  este  Consulado  (ó  Yiceconsu- 
lado),  el  cual  solo  valdrá  hasta  el  referido  puerto 

de á  donde  ha  de  ir  en  derechura  si  el 

tiempo  lo  permite ;  y  suplico  á  los  Sres.  Co- 
mandantes, Jefes  de  escuadra ,  Capitanes  de 
naves  ü  otras  personas  á  quienes  corresponda, 
que  no  le  pongan  en  su  viaje  impedimento  al- 
guno, y  que  antes  bien  le  <len  todo  el  favor  y 
auxilio  que  necesite  como  Capitán  de  embarca- 
ción española. 
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Dado  en....  á....  de....  de  18, 


Bl  Cónsul  ó  Vicecónsul  de  Bspaña 
(L.  S.)  (Firma.) 


del  (clase  del  buque)  español  nombrado  N.,  de.... 
toneladas,  equipado  con  • .  hombres  de  tripula* 
clon,  para  quienes  está  concedido  el  pasaporta 
proTísional  que  antecede. 


CLASES. 
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SOLDADAS. 

Capitán  y  pi- 
loto  

Piloto 

Contramaes- 
tre   

Cocinero .... 
Marinero .  . . 

ídem, 

ídem. 
Mozo 

Idem« 
Paje 

Según  con- 
trata, ó  á  la 
parte,  ó  ex- 
presando  a- 
QUÍ  las  sol- 
dadas. 

(1)    Extendida  en  papel  grande  de  oficio. 


Cuyo  Capitán  y  demás  individuos  son  los 
únicos  que  tripulan  dicho  buque,  con  el  cual 
salen  de  este  puerto  para  el  de. . . .  con  cargo 
de. .. .  y  van  advertidos  de  las  obligaciones  que 
les  competen. 

Llevan  para  su  defensa. . . .  cañones ca- 
rabinas, etc.,  etc.  con  su  correspondiente  do- 
tación de  municiones.  Conduce....  pasajeros 
que  son....  (aquí  sus  nombres)  con  sus  pasa- 
portes  respectivos. 

i£n.i..  a. •  > .  ele....  ue  lo.... 

Bl  Cónsul  ó  Vicecónsul  de  Bspaña 

(Firma.)  (1) 
(L.  S.) 

Derechos.... 

(A.rt.  10  de  la  tarifa.) 

PATENTS.  Maniñesto;  que  está  á  la  vis- 
ta.— Claro,  palpable;  que  no  da  lugar  á  du- 
da.—Despacho  ó  titulo  Real,  ó  del  Gbbierao, 
que  autoriza  para  desempeñar  un  cargo  públi- 
co, etc. 

PATENTE  C0N8ULÁB.  Reglamento  de 
20  de  Julio  de  1848  para  nombrar  y  habilitar 
los  Cónsules  españoles  en  países  extranjeros. 

«  A^rticulo  1 .  *  Para  establecer  un  Consalado 
ó  Viceconsulado  de  nueva  creación,  precederá 
expediente  instructivo  que  acredite  su  necesi- 
dad y  utilidad. 

Art.  2.*  Tampoco  se  alterarán  las  catego- 
rías existentes  en  cada  establecimiento  consu- 
lar, sin  que  se  demuestre  con  la  misma  for- 
malidad las  ventajas  de  la  modificación. 

Art.  3.*  Los  empleados  consulares  serán 
provistos  por  el  Gobierno  en  los  términos  que 


(1)    Pueden  consultarse  además  los  artículos 
Abanderamiento^  Nave  y  Patente. 
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previene  el  Reglamento  orgánico,  en  el  cual 
quedarán  designados  la  capacidad  requerida, 
orden  de  ascensos  y  atribuciones.  (Véase  la  ley 
orgánica  de  la  Carrera  consular  de  1870,  que 
es  la  que  hoy  rige.) 

Art.  4.°  El  nombramiento  de  estos  Agen- 
tes se  hará  en  la  forma  siguiente: 

1.*  Con  patente  Real  los  Cónsules  y  Vice- 
cónsules nombrados  por  S.  M. 

2.*  Con  patente  consular  los  Vicecónsules  y 
Agentes  consulares  nombrados  por  los  Cónsu- 
les, previa  la  aprobación  de  S.  M. 

Art.  5.*  En  los  puntos  donde  solo  sean 
tolerados  Agentes  comerciales,  los  nombrará 
'  el  primer  Secretario  de  Estado  ü  otra  Autori- 
dad delegada  al  efecto  por  S.  M. 

Art.  6.*  Si  por  cualquier  accidente  im- 
previsto vacase  algún  consulado  ó  viceconsu- 
lado  de  Beal  nombramiento,  y  la  urgencia  del 
servicio  no  permitiese  aguardar  la  provisión 
del  Gobierno,  nombrará  un  sustituto  provisio* 
nalmente  la  Legación  á  quien  corresponda  (1), 
y  que  deben  existir  en  todos  los  Consulados  de 
Bspaña. 

Art.  7/  La  expedición  de  la  Real  patente 
de  Cónsul  ó  Vicecónsul  nombrado  por  S.  M. , 
se  comunicará  á  los  interesados  por  una  Real 
orden  según  la  clase ,  méritos  y  servicios  de 
cada  empleado,  expresando  en  ella  el  sueldo 
y  gastos  que  le  fueren  señalados. 

Art.  8.*  Se  trascsitirá  copia  de  la  misma 
Real  orden  á  la  Pagaduría  del  Ministerio  de 
Estado  para  los  efectos  consiguientes,  y  se  pre- 
vendrá á  la  Legación  correspondiente  que  soli- 
cite el  Real  exequátur  para  el  Cónsul  ó  Vicecón- 
sul nombrado  por  S.  M. 

Art.  9.*  Se  darán  por  escrito  á  los  Cón- 
sules y  Vicecónsules  las  instrucciones  parti- 
culares que  se  Juzguen  convenientes  á  cada 
localidad. 

Art.  10.  Las  láminas  de  las  patentes  Rea- 
les se  encuadernarán  y  dividirán  en  dos  par- 
tes; la  primera  contendrá  dicho  documento,  y 
la  otra  un  extracto  del  mismo;  y  al  expedirse 
aquel  se  cortará  de  manera  que  quede  éste  en 
el  libro  para  conservarlo  asi  reg^istrado  en  esta 
primera  Secretaria. 

Art.  11.  La  misma  práctica  se  observará 
para  registrar  en  los  Consulados  las  patentes 
que  los  Cónsules  expidan  á  sus  respectivos 
Vicecónsules  ó  Agentes,  de  los  cuales  se  toma- 
rá también  asiento  en  esta  primera  Secretaria 


(1)  Los  formularios  I.*",  2.°,  3.**  y  4.®  que 
acompañan  á  este  Reglamento,  deben  existir  en 
los  archivos  de  los  Consulados  de  España  en  el 
extranjero:  véanse  también  en  la  Pnúctica  Gonnt' 
lar  de  0-Beilly,  páginas  36  y  37. 


en  un  libro  destinado  al  efecto.  =sDuque  de  So- 
tomayor. » 

PATENTE  DE  NAVEGACIÓN.  Para 
navegar  fuera  de  los  limites  del  departamento, 
la  Ordenanza  de  matriculas  en  su  art.  1  .*,  tit.  10 
previene : 

((Todo  Capitán  ó  patrón  que  hubiere  de  na- 
vegar á  puertos  de  mis  dominios ,  ó  á  los  ex  - 
tranjeros  en  cualquiera  parte  del  mundo  fuera 
de  los  limites  del  departamento  á  que  corres- 
pondí re  su  matricula ,  deberá  avisarlo  al  Jefe 
militar  de  marina ,  ó  al  que  ejerciese  las  fun- 
ciones ,  solicitando  Real  pasaporte  6  patente  de 
navegación,  la  que,  no  ofreciéndose  cosa  en  con* 
trario  á  lo  prevenido  en  la  Ordenanza,  se  facili- 
tará por  el  Comandante  del  partido  por  si  ó  por 
medio  de  los  ayudantes  de  sus  distritos,  no  dis- 
pensándose requisito  alguno  de  los  mandados 
para  eludirse  de  la  responsabilidad  que  le  cae- 
rla en  caso  de  infracción:  sin  la  referida  paten- 
te de  navegación  ó  Real  pasaporte  la  detendrán 
mis  bajeles  de  guerra,  conduciéndola  al  primer 
puerto,  donde  será  confiscada  con  toda  su  car- 
ga, y  en  caso  de  llevar  armamento  de  guerra, 
será  su  patrón  y  los  demás,  que  se  averiguase 
haber  contribuido  al  ilícito  armamento  casti- 
gados como  piratas  (1).» 

La  Real  orden  de  28  de  Mayo  de  1834  pre- 
viene : 

«Que  para  que  conste  cualquier  abuso, 
préstamo  ó  cesión  que  pudiera  hacerse  de  la 
patente,  deberá  todo  Capitán  entregarla  al  Je- 
fe de  marina  á  donde  se  presente;  y  si  fuere  en 
puerto  extranjero,  al  Cónsul  español  en  él>  de 
quienes  la  volverá  á  recoger  á  su  salida,  y  sin 
que  por  esto  sufra  gravamen  pecuniario ;  de 
cuyo  modo  se  concilla  que  nuestros  buques  na- 
veguen á  su  libertad,  etc.» 

La  de  14  de  Diciembre  de  1835  dice: 

((Artículo  1.^  Las  patentes  de  navegación 
servirán  en  adelante  para  todos  los  mares  y 
puntos  del  globo. 

Art.  2.*  Los  derechos  que  al  expedirlas  se 
exigían  de  120  rs.  para  América,  y  de  80  para 
Europa ,  quedarán  reducidos  á  10  reales  de 
vellón. 

Art.  3.*  El  máximo  que  se  ha  de  exigrir  en 
las  escribanías  de  marina  por  cada  copia  de  la 
escritura  en  que  se  afianza  el  buen  uso  de  las 
patentes  será  de  30  rs. ;  igual  cantidad  por 
cada  copia  de  la  escritura  de  pertenencia  y  pa- 
tronia  y  40  por  la  de  fietamento. 

Art.  4/  A  los  Capitanes  ó  patrones  que 
por  el  art.  20,  tit.  10  de  las  Ordenanzas  de 
matricula  deben  llevar  contraseña,  se  les  co- 


(1)    La  Gaceta  de  Madrid  y  ikúm.  29  de  1835 
contiene  el  decreto  sobre  patentes  de  navegación* 
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brará  solamente  el  derecho  de  10  rs.  vn.,  en 
lugar  de  los  40  y  20  que  respectivamente  pa- 
gaban por  los  buques  de  vela  cuadrada  y  lac- 
tina. » 

Por  orden  de  la  Regencia  provisional  del 
Reino  de  11  de  Febrero  de  1841,  se  previene 
por  el  Ministerio  de  Marina: 

((Que  no  se  desimulará  á  los  Comandantes 
de  los  tercios  navales,  á  los  de  las  provincias 
y  Ayudantes  de* distrito  la  menor  falta  h  omi- 
sión á  cuanto  previenen  las  Ordenanzas  y  pos- 
teriores Reales  órdenes  sobre  el  modo  y  forma 
de  despachar  las  embarcaciones,  y  en  particu- 
lar las  de  cabotaje,  proveyéndolas  de  todos  los 
documentos  de  navegación  sin  permitir  exceso 
notable  en  sus  tripulaciones  y  celando  cuanto 
sea  posible  el  comportamiento  de  los  patrones 
cuando  hagan  viajes  á  puntos  extranjeros,  cor- 
rigiendo las  faltas  de  éstos  por  cuantos  medios 
facilita  la  Ordenanza;  asi  como  será  corregido 
del  modo  más  severo  el  OQcial  que  dé  lugar  4 
reproducir  quejas,  etc.» 

La  orden  del  Regente  del  Reino  de  5  de 
Octubre  de  1842,  previene  terminantemente 
que  ningún  buque  salga  de  España  para  el  ex  - 
tranjero  sin  estar  provisto  de  todos  los  des- 
pachos de  navegación;  en  el  concepto  de  que 
el  Comandante  militar  de  marina  en  provin- 
cia ó  Ayudante  de  distrito  que  olvide  en  este 
panto  sus  deberes  será  separado  de  su  desti- 
no, etc.)) 

Bl  Gobierno  provisional  en  1 1  de  Octubre 
de  1843,  dictó  la  orden  relativa  al  limite  de  las 
patentes  de  navegación  para  pescar  en  las  cos- 
tas de  Francia  é  Italia,  y  en  la  disposición  8/ 
previene: 

((Los  Agentes  de  S.  M.  en  el  extranjero 
procurarán  adquirir  un  exacto  conocimiento 
del  buque  que  aportare  en  las  costas  de  su  res- 
pectiva demarcación  sin  pasaporte  Real  y  rol 
de  navegación,  del  nombre  de  su  Capitán  ó  pa- 
trón, del  de  los  individuos  de  la  tripulación,  y 
de  todas  las  demás  circunstancias  que  puedan 
hacer  conocer  exactamente  el  verdadero  infrac- 
tor de  la  ley,  participando  el  acaecimiento  con 
la  mayor  suma  posible  de  datos  y  sin  demora 
al  Comandante  general  del  departamento  á  que 
pertenece  el  buque,  y  al  Comandante  militar 
de  marina  de  la  provincia  en  que  hubiere  sido 
despachado  ó  de  la  que  proceda,  procurando 
detallar  circunstanciadamente  estas  comunica- 
ciones á  fln  de  que  produzcan  el  más  completo 
resultado ;  absteniéndose  los  mismos  Agentes 
de  facilitar  el  despacho  de  dichos  buques,  de 
dispensarles  protección  alguna  en  caso  de  ar- 
ribada, y  asistir  á  los  Capitanes  ó  patrones  que 
se  hallen  en  el  indicado  caso  á  no  mediar  una 
causa  excepcional.» 


((9 .'  Los  mismos  Agentes  exigirán  á los  Go« 
mandantes  y  patrones  de  los  buques  las  pape- 
letas de  matrícula  de  sus  respectivas  tripula- 
ciones, por  las  que  podrán  revistarla,  y  si  en- 
contraren marineros  con  nombramiento  sa« 
puesto  ó  cuyas  filiaciones  no  convinieren  con 
los  individuos  á  quienes  se  suponga  pertene- 
cer, obligarán  á  los  Capitanes  ó  patrones  que 
bajo  su  responsabilidad,  si  no  hubiere  propor- 
ción de  remitirlos  con  otros  buques,  los  pre- 
senten á  los  Comandantes  de  la  provincia  en 
la  que  hubiere  sido  expedido  ó  refrendado  el 
rol,  con  aumento  de  los  individuos  que  se  hn- 
lian  en  el  espresado  caso,  dirigiendo  á  los  mis- 
mos Jefes  por  el  correo  ó  por  otro  seguro  con-' 
ducto  las  papeletas  que  aquellos  llevaren,  re- 
cogiéndolas al  efecto  con  la  relación  del  hecho, 
y  al  Comandante  general  del  departamento  á 
que  la  provincia  pertenezca,  un  duplicado  de 
la  comunicación  indicada. 

10.  Todo  matriculado  de  marina  que  seea^ 
cuentre  navegando  sin  la  correspondiente  au- 
torización, ó  que  sin  la  debida  licencia  se  halle 
domiciliado  en  cualquier  Reino  extranjero,  será 
tratado  como  desertor,,  conforme  á  lo  ordenado 
en  los  artículos  14  y  15  del  tit.  5.*  de  la  Or-- 
denanza  de  matriculas  (1)  y  en  tal  concepto 
procederán  los  Agentes  de  S.  M.  en  el  extran- 
jero, con  arreglo  á  los  tratados  que  rigen  acer- 
ca de  la  entrega  de  desertores. 

11.  A  todo  Capitán  ó  patrón  que  se  sen- 
tencie por  haberse  ejercitado  en  el  contraban- 
do, se  le  hará  efectiva  la  fianza  que  al  dársele 
el  pasaporte  Real  de  navegación  se  le  exige,  y 
por  la  que  se  obliga  á  no  ocuparse  en  tan  ilí- 
cito tráfico,  según  lo  mandado  en  el  art.  2/, 
tit.  10  de  la  citada  Ordenanza,  etc.,  etc. 

12.  Se  dará  á  estas  disposiciones  toda  la 
publicidad  y  se  estampará  en  los  roles  de  na- 
vegación la  parte  correspondiente  á  las  mis- 
mas y  la  muy  esencial  de  que  los  Capitanes  y 
patrones  de  los  buques  mercantes  españoles 
están  obligados  á  obedecer  á  los  Agentes  de 
S.  M.  en  el  extranjero  en  cuanto  queda  dis- 
puesto en  esta  orden,  como  á  los  Comandantes 
de  marina;  en  el  concepto  de  que  su  inobe- 
diencia á  aquellos  se  considerará  como  si  fue- 
ra á  éstos. » 

La  necesaria  provisión  de  la  patente  de  na- 
vegación también  la  ordena  la  circular  de  21 
de  Abril  de  1854.  Hé  aquí  un  resiimen  de  ella: 

((Es  la  voluntad  de  8.  M.  se  recomiende 
muy  eficaz:nente  á  V.  B.  haga  entenderá  to- 
das las  Comandancias  de  marina  dependientes 
de  la  jurisdicción  de  ese   departamento    no 


(1)    Téngase  presente  que  las  matriculas  de 
han  sido  abolidas,  Yóase  MAxaicoLADo,  etc. 
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despachen  baque  alguno  de  los  que  por  Orde- 
nanza deban  ir  provistos  de  tal  documento, 
sin  que  lle?e  consigo  la  patente  Real.)) 

Dicha  patente  ó  pasaporte  es  obligación 
solicitarla  para  navegar  faera  de  los  limites 
del  departamento,  según  previene  el  art.  1.**, 
tit.  1 0  de  la  Ordenanza  de  matricula: 

«Los  baques  de  guerra,  dice,  detendrán  á 
los  que  sin  ella  naveguen,  y  los  conducirán  al 
primer  puerto  para  ser  confiscados  con  toda  su 
carga;  y  en  caso  de  llevar  armamento  de 
guerra,  tanto  el  patrón  como  los  demás  que 
se  averigüe  haber  contribaido  al  ilícito  ar- 
mamento serán  castigados  cómo  piratas.» 

Por.  ultimo,  como  pudiera  suceder  que  el 
término  por  el  cual  se  ha  concedido  una  pa- 
tente estuviese  cumplido  6  prÓKimo  á  cum- 
plirse, el  art.  13,  tit.  10  de  la  citada  Orde- 
nanza, autoriza  á  los  Cónsules  á  prorogarla 
por  tres  meses,  escribiendo  en  las  mismas  pa- 
tentes una  nota  concebida  en  estos  términos: 
«D.  N...  Cónsul,  etc.  etc.  en...  convencido 
de  la  verdad  de  lo  qae  me  ha  expuesto  Don 
N...  Capitán  del...  nombrado...  y  de  la  nece- 
sidad en  que  se  halla  de  que  se  le  aumente  el 
término  de  su  pasaporte  de  navegación  con  que 
está  habilitado,  he  creído  conveniente  proro- 
gársele,  como  lo  hago,  por  otros  tres  meses, 
contados  desde  la  fecha  en  que  aquel  finaliza. 
En  fé  de  lo  cual  firmo  esta  en.. . 

{Fecha i  sello  y  Jlrma  entera.) 

Podría  suceder  también  que  se  le  propor- 
cionasen viajes  á  un  buque  para  una  dirección 
y  mares  diferentes  de  los  expresados  en  la  pa- 
tente, á  cuyo  efecto  se  facultó  á  los  Consala- 
dos á  autorizar  dichos  viajes  por  medio  de  no- 
tas en  el  mismo  documento.  (Real  orden  de  17 
de  Mayo  de  1834.) 

PATENTE  PROVISIONAL  DE  NAVE- 
GACIÓN. La  circular  del  Ministerio  de  Estado  de 
17  de  Diciembre  de  1868  autoriza  debidamen- 
te á  los  Comandantes  de  marina  para  expedir 
estas  patentes  provisionales  á  los  buques  mer- 
cantes, Ínterin  se  hallen  listas  las  que  debían 
sustituir  á  las  usadas  hasta  1870. 

El  Presidente  del  Gobierno  de  la  Repúbli- 
ca, por  decreto  de  6  de  Mayo  de  1873,  y  de 
conformidad  con  lo  expuesto  por  el  Ministro  de 
Marina  á  propuesta  del  Almirantazgo,  y  de 
acuerdo  con  lo  opinado  por  la  sección  de  Guer- 
ra y  Marina  del  Consejo  de  Estado,  dispuso  lo 
que  sigue: 

«Artículo  único.  Queda  abolida  la  fianza 
para  garantizar  el  buen  uso  de  las  patentes  ó 
pasaportes  de  navegación  de  que  trata  el  ar- 
ticulo 2.*,  tit.  10  de  las  Ordenanzas  de  marina 
de  1802,  subsistiendo  los  deberes  y  obligacio- 
nes que  el  expresado  artículo  impone  &  los  Ca« 


pítanos  de  los  baques  respecto  al  buen  uso  de 
tan  importantes  documentos.»  (Gacela  de  Ma^ 
drid  del  7  de  Mayo  de  1873,  número  127.) 

PATENTE  DE  CORSO.  Cédula  Real  que 
autoriza  á  alguno  para  hacer  el  corso  contra 
los  enemigos  de  la  Corona.  En  los  artículos 
6.*,  7.*,  8.*  y  9.*,  tit.  10  de  las  Ordenanzas 
de  matrícula,  repitiéndose  en  parte  lo  dispues- 
to por  los  artículos  104  y  105,  tit.  3.*,  trata- 
do 10  de  las  Ordenanzas  de  la  Real  armada, 
se  prefijan  los  requisitos  indispensables  para 
armar  una  embarcación  en  corso,  los  derechos 
que  le  competen,  y  asimismo  alguno  de  sus 
deberes,  lo  que  también  deberá  observarse  en 
las  Provincias  Vascongadas,  según  el  art.  19, 
tit.  11  de  las  Ordenanzas  de  matricula. 

El  art.  6.'  de  las  citadas  Ordenanzas  de 
matrícula  dice: 

«Antes  de  facilitar  á  un  armador  la  paten- 
te de  corso  ha  de  constar  al  Comandante  prin- 
cipal la  clase  de  embarcación  que  pretendiere 
destinar  al  efecto,  su  porte  y  demás  circuns- 
tancias de  su  habilitación,  Capitán  ó  patrón  á 
quien  se  confiera  su  mando,  y  gente  que  la 
haya  de  equipar,  asi  como  las  fianzas  abona- 
das que  ofreciere  para  seguridad  de  su  con- 
ducta, y  de  que  no  faltará  á  la  observancia  de 
las  instrucciones  que  se  le  comunicasen,  abu- 
sando de  sus  fuerzas  para  turbar  el  comercio 
lícito  de  los  demás  vasallos,  ni  el  de  las  otras 
Potencias  amigas  ó  neutrales;  todo  lo  cual  debe- 
rá expresarse  circunstanciadamente  en  la  ins- 
tancia del  interesado,  conformándose  con  el  in- 
forme del  Comandante  de  marina  de  la  provin- 
cia, y  solo  así  concederá  el  Comandan  te  princi- 
pal el  permiso  para  el  armamento,  y  facilitará 
al  del  partido  la  correspondiente  Real  patente  en 
blanco  para  que  la  llene  y  entregue  al  intere- 
sado, en  virtud  del  decreto  que  al  efecto  ex- 
pedirá al  margen  de  la  instancia,  si  no  hubie- 
re motivo  en  contrario,  avisando  de  todo  al 
Capitán  general  del  departamento  y  al  Jefe  su  - 
perior  de  mi  armada.)) 

aArt.  7.*  Con  la  patente  Real  para  el  arma- 
mento de  un  corsario  queda  facultado  á  su  ha- 
bilitación y  que  se  le  faciliten  en  todos  los 
puertos  de  mis  dominios  á  donde  llegare  de  re- 
sultasde  sus  cruceros,  cuantos  auxilios  necesita- 
re, y  sin  repugnarle  el  enganchamiento  de  gen- 
te que  pudiera  ofrecérsele,  con  tal  que  no  esté 
embargada  ni  convocada  para  mi  servicio,  de- 
biendo no  exceder  de  la  cuarta  parte  de  su 
equipaje  el  número  de  matriculados  que  embar- 
care, y  los  restantes  á  su  dotación,  aunque  de 
gente  no  matriculada,  pero  útil  para  el  mane- 
jo de  las  armas,  la  que  mientras  estuviese  en 
semejante  destino  gozará  el  fuero  de  marina 
con  sojecion  á  los  Jefes  de  ella. 

55 
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Lo  dicho  y  aun  con  más  extensión  se  halla 
repetido  en  la  Ordenanza  de  corso  de  20  de  Ja« 
nio  de  1806,  en  donde  además  se  Ajan  y  es* 
tablecen  los  derechos  que  tienen  los  corsarios; 
las  facilidades  y  auxilios  qae  deben  prestarles 
las  Autoridades  de  marina;  las  ventajas  que 
disfrutarán  los  heridos  ó  inutilizados  en  los 
combates,  las  gratificaciones  que  deben  perci- 
bir; además  de  las  presas  que  les  pertenecerán 
en  su  totalidad;  cómo  se  ha  de  repartir  el  im« 
porte  del  buque  apresado  entre  la  tripulación 
y  oficialidad  del  corsario  apresador;  quién  ha 
de  conocer  del  juicio  que  se  forme  para  decla- 
rar la  legitimidad  de  la  presa,  y  el  punto  á 
que  deben  conducirse  los  buques  apresados. 
(Véase  también  el  Diccionario  del  derecho  mari^ 
timo,  porBacardi,  artículo  Corsario.) 

PATENTE  DE  SANIDAD.  Bn  todo  el 
Reino  son  uniformes;  se  dividen  en  limpias  y 
sucias.  Cualquiera  otra  expedida  en  el  extran- 
jero que  no  tenga  esta  denominación  se  repu- 
ta sacia.  Cuando  el  buque  sale  de  puerto  ex- 
tranjero deben  visarla  precisamente  los  Cón- 
sules, según  lo  dispone  la  Ley  de  Sanidad  de 
28  de  Julio  de  1857,  facultándose  para  obte- 
ner el  viso  en  los  puertos  inmediatos  si  el  de 
la  salida  careciese  de  Cónsul  y  declarándose 
que  se  considerarla  sucia  toda  patente  que  tu- 
viese irregularidades  que  hicieran  sospechar 
ocultaciones  en  daño  de  la  salud  pública;  y 
en  mayor  aclaración  en  otra  de  30  de  Setiem- 
bre del  propio  año  se  dijo  lo  que  debia  prac- 
ticarse caso  de  faltar  Agente  consular  español 
en  el  puerto  de  partida  y  en  el  radio  de  cinco 
leguas,  disposición  que  no  orillaba  del  todo 
las  dificultades  que  se  querían  vencer. 

A  los  Cónsules  no  les  ha  sido  permitido  dar 
patentes  de  sanidad  sino  cuando  no  existia  Au- 
toridad sanitaria  en  el  puerto  donde  residían. 
Visaban  ó  certificaban  las  que  expedía  la 
Autoridad  y  declaraban  en  dichas  patentes  el 
estado  de  la  salud  pública  del  puerto  y  sus  in- 
mediaciones, diciendo  en  ella  si  se  hallan  ó  no 
libres  de  toda  enfermedad  epidémica  y  si  se 
preservan  ó  no  de  cualquiera  otro  punto  insa- 
lubre; y  que  la  firma  por  quien  iba  autorizada 
la  patente  de  sanidad  era  verdadera  con  la  auto- 
ridad que  expresaba.  Los  derechos  consulares 
que  se  exigían  estaban  marcados  en  la  tarifa, 
articulo  58. 

Cuando  la  nave  conducía  géneros  ó  efectos 
susceptibles  de  contagio,  el  Cónsul  certificaba 
su  calidad,  origen  y  fabricación:  si  la  plaza  ó 
el  puerto  estaban  en  libre  y  completa  comuni- 
cación con  otros  puntos  en  que  se  padecía  al- 
guna enfermedad  epidémica,  se  manifestaban 
estas  circunstancias  ,  como  asimismo  cual- 
quiera medida  que  por  el  momento  se  adopta* 


ba,  reduciendo  las  precauciones  sanitarias  en 
los  términos  que  designa  el  art.  5.*  de  la  Ins- 
trucción. Las  Reales  órdenes  de  10  de  Agostode 
1854,  la  de  30  de  Setiembre  de  1857  y  la 
circular  de  15  de  Noviembre  de  1865,  en  to- 
das se  previene  á  los  Cónsules  anoten  con  toda 
exactitud  en  las  patentes  de  sanidad  de  los 
buques  que  se  dirijan  á  España  el  estado  de  la 
salud  pública  y  aun  avisar  por  la  vía  más  rá- 
pida la  aparición,  progresos  y  terminación  de 
cualquier  enfermedad  epidémica,  etc. 

El  Ministerio  de  Marina,  con  fecha  9  de 
Agosto  de  1858,  circuló  la  Real  orden  dispo- 
niendo: (cque  en  vista  de  la  disposición  adop- 
tada por  el  Gobierno  francés,  á  tenor  de  la 
cual  los  buques  españoles  que  lleguen  á  puer- 
tos de  aquel  país  sin  el  refrendo  de  la  patente 
de  sanidad  por  el  Cónsul  de  Francia  del  pun- 
to de  salida,  sufrirán  cinco  dias  de  cuarentena, 
exceptuando  solo  el  caso  de  arribada  forzosa. 

La  Real  orden  de  26  de  Setiembre  de  1865 
previene  terminantemente  que  se  preste  fé  á 
las  patentes  de  sanidad. 

Por  el  Ministerio  de  la  Gobernación  se  ex- 
pidió la  Real  orden  circular  de  6  de  Julio  de 
1871  que  sigue: 

((La  patente*  de  sanidad  debe  ser  una  ga- 
rantía completa  para  la  salud  pública  y  ha  de 
ir  revestida  de  un  elevado  carácter  para  que  llene 
el  importante  objeto  de  su  institución,  ofre- 
ciendo siempre  los  datos  necesarios  y  más 
exactos  para  la  recta  aplicación  de  las  medidas 
sanitarias.  La  experiencia  ha  venido  demos- 
trando constantemente  que  la  forma  de  estas 
certificaciones  de  salud  empleada  hasta  el  día 
no  llena,  como  es  de  desear,  sumisión,  pues 
constando  de  una  hoja  de  cortas  dimensiones, 
no  pueden  anotarse  en  ellas  las  múltiples  vici- 
situdes que  ocurren  generalmente  en  un  buque 
durante  el  trascurso  de  sus  viajes;  y  para  co- 
nocer necesariamente  por  algún  tiempo  su  his- 
toria, hay  que  valerse  de  refrendos  que,  no 
hallando  cabida  en  la  patente,  se  hacen  en  tiras 
pegadas  de  papel  y  se  prolongan  hasta  el  ex- 
tremo de  hacerse  Inmanejables,  de  fácil  fraude 
y  hasta  de  un  aspecto  indecoroso.  Es  de  todo 
punto  evidente  ía  necesidad  de  una  reforma  en 
estos  documeutos  que  venga  á  desterrar  estos 
defectos,  cumpliendo  con  el  fin  más  principal 
de  la  policía  sanitaria. 

((Bn  este  concepto  el  Rey  (Q.  D.  G.),  de 
conformidad  con  la  Junta  superior  consultiva 
del  ramo,  se  ha  servido  disponer: 

1  .*  Que  desde  el  primer  día  de  Agosto,  las 
Direcciones  de  Sanidad  marítima  y  lazaretos 
sucios  vayan  sustituyendo  las  patentes  de  sa- 
nidad que  actualmente  usan  los  buques  espa- 
ñoles por  los  nuevos  libros  patentes. 
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2/  Que  dichas  dependencias  se  atengan 
en  un  todo  en  la  expedición  de  las  nuevas  pa- 
tentes á  lo  dispuesto  en  las  noCas  y  observaciones 
que  las  mismas  llevan  al  principio  y  al  ñn 
del  libro. 

3.*  Que  el  precio  de  estos  libros -patentes 
sea  el  de  2  pesetas,  y  se  abonen  por  los  Capi- 
tanes de  los  buques. 

4.*  Que  por  las  oficinas  de  Hacienda  se 
haga  la  recaudación  de  este  importe  y  se  apli- 
que al  cap.  11,  art.  2.'  del  presupuesto  de  este 
Ministerio,  al  que  han  sido  cargo  los  gastos  de 
impresión  y  encuademación  de  estos  libros. 

T  5.°  Que  á  fin  de  cada  mes  las  mencio- 
nadas oficinas  remitan  á  la  Ordenación  de 
pagos  de  este  centro  una  relación  de  las  can- 
tidades recaudadas  por  este  concepto  en  cada 
puerto  para  que  pueda  atenderse  á  los  demás 
servicios  de  sanidad  marítima.» 

Con  fecha  25  de  Setiembre  del  mismo  año 
(1871)  por  Real  orden  circular  del  Ministerio  de 
Estado  se  manda: 

Que  en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en 
la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  la 
Gobernación  con  fecha  6  de  Julio  último  (que 
es  la  que  antecede],  inserta  en  la  Oaceta  de  Ma- 
drid del  siguiente  dia  (7  Julio  1871,  pág.  78, 
linea  21),  refrenden  los  Cónsules  y  Vicecónsu- 
les de  España  en  el  extranjero  los  nuevos  libros* 
patentes  que  han  sustituido  á  las  antiguas  Pa* 
tentes  sanitarias  de  que  se  tenían  que  proveer 
los  buques  españoles,  observando  respecto  de 
los  citados  libros  las  mismas  reglas  prescritas 
para  las  patentes  de  sanidad.  Véase  Sanidad. 

Por  disposición  del  Ministro  de  la  Gober- 
nación, fecha  24  de  Abril  de  1874,  se  deroga 
la  Real  orden  anterior  de  6  de  Julio  de  1871, 
y  queda  abolido  el  uso  de  los  libros -patentes 
creados  por  aquella  Real  orden.  (Circular  del 
Ministerio  de  Estado  de  20  de  Mayo  de  1874). 
Quedan  en  vigor  las  órdenes  é  instrucciones 
ya  citadas. 

FAZ.  Virtud  eminente  que  infunde  al  áni- 
mo la  tranquilidad  y  sosiego,  diametralmente 
opuestos  á  la  turbación  y  al  trastorno  ó  des- 
concierto de  las  pasiones  extremas  no  conteni- 
das y  desesperadas.  Es  uno  de  los  inapreciables 
dones  del  Espíritu  Santo.  Es  el  orden  normal, 
seguido  y  uniforme,  la  calma  social  asegurada 
y  garantida  por  las  leyes,  la  pública  tranqui- 
lidad y  quietud  de  los  Reinos  ó  Repúblicas,  de 
las  Naciones  ó  países,  en  contraposición  al  es- 
pantoso nombre  y  al  hecho,  aun  más  horrible, 
de  la  guerra.  El  buen  A.  Saint  Pierre  fué  au- 
tor de  un  Proyecto  para  hacer  perpetua  la  paz  da 
Europa  (1),  de  cuya  obra  J.  J.  Rousseau  dio 


(1)    Utrecht,  1713. 


un  extracto.  Federico  II,  como  era  natural,  se 
burló  de  esta  quimera.  Escubser  refutó  el  pro- 
yecto de  Rousseau  (1),  y  el  célebre  Kant  (2), 
enriqueciendo  este  proyecto  con  sus  luminosas 
ideas,  cambió  su  forma;  pero  aunque  dio  los 
artículos  preliminares,  definitivos  y  de  garan- 
tía de  un  tratado  de  paz  perpetua,  no  se  disi- 
muló que  nunca  podría  ser  realizado  en  toda 
su  extensión  (3). 

¿Quién  ignora  el  boato  con  que  se  proclamó 
el  llamado  Congreso  de  Panamá  y  el  inevitable 
ridículo  resultado  que  tuvo?  El  tan  decantado 
Imperio  de  Napoleón  III,  que  er^  de  la  paz,  ¿no 
suscitó  á  Prusia  una  guerra  espantosa  en  que 
todo  lo  perdió?...  Véase  Juicio  db  conciliación 

6  DB  PAZ. 

PEDAGOGO.  El  que  enseña  y  educa  á  los 
niños. — El  que  anda  siempre  dándose  impor- 
tancia de  consejero  y  maestro  de  otros.  Los  pe- 
dagogos, dijo  el  Gran  Federico,  se  ocupan  solo 
de  llenar  la  memoria  de  sus  discípulos  sin  tra- 
bajar, en  formar  y  perfeccionar  la  inteligencia 
de  ellos. 

PEDIMENTO.  El  escrito  en  que  se  pide 
ó  demanda  jurídicamente  ante  el  Juez.  Nadie 
que  no  sea  Abogado  puede  formar  pedimento 
para  los  Tribunales;  bien  que  los  dueños  de  los 
negocios  pueden  hacer  los  de  levísimo  momen- 
to, y  los  Procuradores  los  pedimentos  llamados 
de  cajón,  para  acusar  rebeldías,  nombrar  luga- 
res, pedir  prórogas,  dar  relaciones  por  concer- 
tadas, concluir  los  pleitos  y  otros  asuntos  se- 
mejantes. 

PENA,  ün  mal  de  pasión  que  la  ley  im- 
pone por  un  mal  de  acción:  ó  bien  un  mal  que 
la  ley  hace  al  delincuente  por  el  mal  que  él  ha 
hecho  con  su  delito. 

De  todas  las  teorías  emitidas  por  los  hom- 
bres más  eminentes  dej  nuestro  siglo  pueden 
hacerse  dos  grandes  divisiones.  Teorías  que 
consideran  la  pena  como  medio  para  conseguir 
un  fin  jurídico  que  viene  á  ser  el  restableci- 
miento íntegro  del  derecho  menoscabado  y  per- 
turbado por  el  que  delinque,  y  teoríais,  según 
las  cuales,  tiene  la  pena  su  ñn  en  sí  misma. 
Los  defensores  de  estas  ultimas,  dice  un  autor 
contemporáneo,  pudieran  muy  bien  dar  al  de- 
lito el  nombre  de  pecado  legal ,  que  ,  según 
ellos ,  debe  castigarse  el  delito  porque  es  deli* 
to,  siendo  éste  inseparable  de  la  pena,  como  lo 
es  el  efecto  de  la  causa. 

En  las  leyes  penales  modernas  se  ve  que 


(1)  yoHvel  essai  du  prcjet  de  paix  perpetiielle, 
Lausaanne,  1789. 

(2)  Zun-eioigen  Friedem. 

(3)  Q.  J.  de  Martens,  Precie  du  droit  de  gens 
mod.de  VBurope. 
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ha  sido  tenida  en  cuenta  la  combinación  de  las 
doctrinas  mencionadas ,  despreciando  la  exa- 
geración de  unos  y  otros,  sin  segaír  &  los  que 
quieren  que  solo  se  atienda  al  exterior  del  he* 
cho,  ni  á  los  que  pretenden  que  solo  debe  aten  - 
derse  á  la  voluntad  dañada  que  dio  origen  á 
aquel.  Claro  es  que  de  aplicarse  rigorosa  y  ló- 
gicamente tales  principios ,  en  el  primer  caso, 
no  podrían  considerarse  como  delitos  ni  la  ten- 
tativa, ni  el  delito  frustrado ;  y  en  el  segundo 
caso ,  se  llegaría  hasta  la  tiranía  más  execra- 
ble, y  hasta  la  confusión  más  lastimosa  de  los 
hechos  que  perturban  la  conciencia  y  los  que 
alteran  el  orden  del  derecho.  Hay  además  au- 
tores que  clasifican  las  teorías  considerándolas 
como  un  simple  medio  para  restablecer  en  toda 
su  integridad  el  derecho  menoscabado,  y  para 
los  que  el  objeto  de  las  teorías  preventivas  es 
también  hacer  que  el  Estado  se  sirva  de  la  pena 
para  impedir  que  sea  en  él  perturbado  el  de- 
recho, lo  que  entonces  se  llama  la  defensa  del 
Estado. 

Los  defensores  de  esta  teoría,  lo  mismo  que 
los  de  la  anterior,  consideran  al  criminal  como 
simple  medio;  y  como  el  fin  principal  de  aque- 
llas es  evitar  el  peligro  que  puede  correr  el  Es- 
tado con  las  perturbaciones  realizadas  en  el 
derecho ,  al  llevar  á  la  práctica  tal  doctrina, 
ha  de  imponerse  la  pena ,  necesariamente  las 
más  de  las  veces,  sin  apreciar  debidamente  el 
quebrantamiento  que  el  derecho  ha  sufrido  en 
el  agreido  y  en  el  mismo  agresor.  Por  último, 
hay  otras  teorías  de  prevención  que  consideran 
al  delincuente  como  un  loco ,  á  quien  es  pre- 
ciso aplicar  la  pena  cual  si  fuera  una  camisola 
de  fuerza,  para  impedir  que  de  este  modo  vuel- 
va á  cometer  delitos.  Véase  Pbbvbnib. 

PENDENCIA  Ó  QÜIMEBA  Á  BOBDO. 
Véase  Quimera,  etc. 

PENSIONES  DEL  TESOBO.  Las  canti- 
dades anuales  que  da  el  Estado  por  algún  ser- 
vicio especial  sobre  las  rentas  del  mismo ,  ó 
bien  se  impone  sobre  algún  oficio  ó  empleo. 

Las  viudas  y  huérfanos  de  empleados  pro- 
cedentes del  Ministerio  de  Estado,  entre  las 
cuales  se  encuentran  los  de  las  Carreras  diplo- 
mática, consular  y  de  Intérpretes,  tienen  de- 
recho á  disfrutar  pensiones  del  Tesoro ,  regu- 
ladas por  la  ley  de  1864,  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  las  leyes  orgánicas  de  esas  Carreras, 
fecha  24  de  Julio  de  1870 ;  si  bien  con  la  ad- 
vertencia de  que  los  beneficios  especiales  con- 
cedidos á  las  familias  de  los  que  sirvan  en 
Asia,  etc. ,  solo  son  aplicables  por  lo  relativo  á 
empleos  de  fecha  posterior  á  su  promulgación, 
según  tiene  por  punto  general  resuelto  la  su- 
perioridad en  el  expediente  de  Doña  Carmen 
Ca&ina  en  orden  de  1.^  de  Setiembre  de  1870. 


PENSIONES  CIVILES.   Véase  Habebes 

PASIVOS. 

PENSIONES  MILITABES.  Véase  Habe- 
res PASIVOS. 

PÉBDIDA.  La  pérdida  de  una  cosa  que 
se  debe,  sucedida  por  muerte  ó  extravio  6  en 
otra  manera,  sin  fraude  ni  culpa  del  deudor, 
antes  del  plazo  asignado  para  entregarla,  6  á 
falta  de  éste  antes  que  el  acreedor  la  demande 
en  juicio,  extingue  la  deuda  ü  obligación;  pe- 
ro si  la  pérdida  de  la  cosa  ocurriese  por  culpa 
ó  engaño  del  deudor  ó  después  del  plazo  se- 
ñalado para  su  entrega,  ó  después  que  ha- 
biéndosele pedido  en  juicio,  no  quiso  darla 
pudiendo,  queda  obligado  el  deudor  á  pagar 
su  importe  ó  estimación.  (Ley  9.',  tít.  14  y 
ley  18.  tít.  11,  Part.  5.') 

Todo  lo  dicho  se  entiende  cuando  la  cosa 
debida  es  un  cuerpo  cierto  y  determinado; 
pues  si  fuese  genérica  ó  no  estuviese  determi- 
nada sino  en  cuanto  á  la  especie ,  como  por 
ejemplo  una  onza  de  oro,  etc,  siempre  se  per- 
dería para  el  deudor,  el  cual,  por  consiguien- 
te, no  se  libertaria  de  la  deuda,  ya  porque  se 
supone  que  el  género  por  su  naturaleza  nunca 
perece,  ya  porque  aunque  se  diga  que  perece, 
no  puede  perecer  sino  para  su  dueño,  que  es 
el  deudor.  (Ley  18  y  su  glosa  1.*,  tít.  11, 
Part.  5.') 

Si  prestas,  pues,  á  Pedro  una  onza  de  oro, 
que  luego  le  roban  ,  tendrá  que  pagártela, 
porque  su  obligación  no  consistía  en  haberte 
de  dar  aquella  misma  onza,  sino  generalmen- 
te una  onza. 

La  obligación  de  hacer  la  entrega  de  una 
cosa  someto  al  deudor  que  la  retarda  á  la  ne- 
cesidad de  resarcir  el  daño  causado  á  la  mis- 
ma cosa  por  caso  fortuito  desde  el  momento  en 
que  debió  entregarse,  á  no  ser  que  hubiese 
perecido  igualmente  en  poder  del  acreedor  si 
le  hubiera  sido  entregada.  (Ley  3.^,  tít.  2.\ 
Part.  5.'J 

La  obligación  de  conservar  la  cosa  somete 
al  deudor  al  resarcimiento  del  daño  causado 
por  su  dolo,  cualquiera  que  sea  la  naturaleza 
del  contrato  ;  al  del  causado  por  su  culpa  lata 
en  los  contratos  hechos  por  solo  el  interés  del 
acreedor,  como  el  depósito ;  al  del  causado  por 
su  culpa  leve  en  los  contratos  hechos  por  el 
interés  de  ambas  partes,  como  la  venta;  y  al 
del  causado  por  su  culpa  levísima  en  los  con- 
tratos hechos  por  sola  su  utilidad,  como  el  co- 
modato. (Ley  3.',  tít.  5.*,  Part.  5.') 

PEBDON.  La  remisión  del  agravio,  inju- 
ria ú  ofensa  que  uno  ha  recibido,  ó  de  la  pe- 
na merecida  por  un  delito.  Puede  un  particu- 
lar remitir  la  injuria  que  se  le  ha  hecho,  y 
renunciar  la  satisfacción  de  loa  perjuicios  que 


PER 


—  437  — 


PER 


se  le  hayan  ocasionado;  mas  solo  el  Soberano 
puede  conceder  la  remisión  de  la  pena  en  que 
ha  incurrido  el  delincuente;  pues  como  el  ño 
de  la  pena  no  es  la  venganza  sino  la  enmien» 
da  y  la  prevención  de  los  delitos,  seria  un  ab- 
surdo poner  en  manos  de  una  persona  privada 
la  potestad  de  librar  del  castigo  á  los  culpa* 
dos,  privando  al  publico  de  la  utilidad  del  es- 
carmiento, y  al  Monarca  un  derecho  inherente 
&  la  soberanía.  Bs  no  obstante  muy  frecuente 
moderar  mucho  las  penas  prescritas  por  las 
leyes  aun  en  delitos  graves,  cuando  la  perso- 
na interesada  remite  el  agravio;  no  obstante, 
una  ley  recopilada  (Ley  4.',  tit.  40,  lib.  12, 
NovUima  Recopilación),  declara:  oque  aunque 
haya  perdón  de  parte ,  siendo  el  delito  y  per* 
sona  tal  que  justamente  le  corresponda  pena 
corporal,  que  pueda  imponerse  la  de  servicio 
en  galeras  por  el  tiempo  que  pareciere. »  Como 
en  el  dia  no  hay  galeras,  se  les  sustituyen  las 
penas  de  presidio,  etc  ,   al  arbitrio  del  Juez. 

El  perdón  de  parte  se  hace  en  escritura  pu- 
blica, en  la  cual,  después  de  relacionar  sucin- 
tamente la  causa,  su  estado,  ante  qué  Juez  y 
Escribano  pende,  y  si  el  reo  está  preso  ó  suel- 
to, el  injuriado  manifiesta  que  perdona  libre- 
mente la  ofensa,  da  por  roía  y  cancelada  la 
causa  por  lo  que  á  si  toca,  renuncia  las  accio- 
nes civil  y  criminal  que  tiene  contra  el  reo, 
suplica  á  S.  M.  se  sirva  indultar  á  éste  y  re- 
mitirle la  pena  en  que  incurrió'  por  su  delito, 
mandando  que  no  se  proceda  contra  su  per- 
sona ni  bienes  en  manera  ni  tiempo  alguno, 
y  expresa  que  el  perdón  es  gracioso ,  ó  bien 
por  alguna  cantidad  para  cubrir  las  costas, 
alimentos  de  la  viuda  ó  de  los  hijos  menores, 
gastos  de  curación,  etc. ,  etc.  Si  el  que  perdo* 
na  fuere  menor,  ha  de  intervenir  su  curador, 
ha  de  hacerse  información  de  serle  más  útil 
perdonar  al  agresor  que  seguir  la  causa,  ha 
de  dar  licencia  el  Juez  de  ella  y  ha  de  inser- 
tarse todo  en  la  escritura.  (Ley  4.\  tit.  11, 
Part.  5.')  La  mujer  casada  necesita  permiso 
de  su  marido  para  perdonar. 

FEBDON.  La  remisión  de  la  deuda ,  esto 
es ,  la  renuncia  que  el  acreedor  hace  de  sus 
derechos,  consintiendo  en  que  la  deuda  quede 
extinguida.  No  puede  perdonar  la  deuda  sino 
el  acreedor  que  tenga  la  libre  disposición  de 
BUS  derechos,  porque  el  perdón  es  una  verda-^ 
dera  enajenación  á  titulo  gratuito.  El  per- 
don  puede  ser  expreso  ó  tácito;  es  expreso, 
cuando  se  hace  por  palabras  claras  que  lo  ma- 
nifiestan ,  y  tácito  cuando  resulta  de  un  dere- 
cho que  supone  necesariamente  en  el  acreedor 
la  intención  de  extinguir  la  deuda,  como  si 
entregase  voluntariamente  al  deudor  la  carta, 
vale  6  título  de  la  deuda,  ó  la  rompiese  á  8a« 


hiendas  con  ánimo  de  renunciar  su  derecho; 
pero  será  lo  contrario  si  probase  el  mismo 
acreedor  que  solo  dio  el  instrumento  al  deudor 
en  confianza  ó  depósito,  ó  que  se  lo  hurtaron, 
forzaron  ó  rompieron  contra  su  voluntad.  (Ley 
9.',  tit.  15,  Part.  5.') 

PSBIÓ0IC08  SXTBANJBBOS.  Como 
los  Agentes  diplomáticos  y  consulares  tienen 
un  gran  interés  en  conocer  el  estado  político  y 
comercial  del  país  en  que  residen,  deben  abo- 
narse á  los  periódicos  más  importantes  de  la 
localidad  en  el  orden  oficial ,  político  y  mer- 
cantil. Este  gasto ,  que  no  debe  incluirse  en 
los  extraordinarios  del  servicio ,  deben  sufra- 
garlo con  la  cantidad  asignada  para  ellos  y 
concedida  por  la  ley  de  Presupuestos. 

P£BIT08.  Los  prácticos  ó  versados  en  al- 
guna ciencia,  arte  ú  oficio.  Cuando  para  la 
decisión  de  un  asunto  litigioso  se  necesitan 
conocimientos  facultativos,  han  de  nombrar  las 
partes  dos  peritos  que  hagan  el  examen  ó  reco- 
nocimiento y  rindan  su  declaración  ,  en  caso 
que  los  haya  en  el  pueblo,  y  si  alguno  no 
quiere  nombrar  por  si ,  le  nombra  el  Juez  de 
oficio  por  su  rebeldía;  pero  si  no  hay  más  que 
uno ,  será  suficiente ,  y  se  deberá  estar  á  su 
aserción  ,  excepto  en  las  causas  arduas  y  de 
entidad,  en  las  cuales  se  deben  buscar  dos,  á 
no  ser  que  las  partes  se  conformen  con  uno. 
(Ley  56,  tit.  e."*,  Part.  5.",  glosa  6.'  de  Herm., 
desde  el  núm.  24  al70;  Gombz  lib.  2.%  Variar.^ 
cap.  6.^,  número  fin.)   Véase  Ratificación  db 

TBSTIGOS. 

FBBJUBO.  El  que  jura  en  falso  ó  que- 
branta maliciosamente  el  juramento  que  ha 
hecho. 

PEBMÜTA.  El  contrato  en  cuya  virtud 
se  cede  una  cosa  por  otra.  (Ley  1.*,  tit.  6.°, 
Part.  5.*)  La  permuta  se  perfecciona  por  solo 
el  consentimiento,  como  la  compra  y  venta,  y 
se  diferencia  de  ésta  en  que  el  precio  no  se  fija 
en  dinero ,  en  que  cada  cosa  es  á  un  mismo 
tiempo  cosa  vendida  y  precio  de  la  otra,  y  en 
que  cada  uno  de  los  contrayentes  tiene  las  dos 
calidades  de  comprador  y  vendedor. 

FEBMUTA  1>E  AGBNTES  DIPLOMÁ- 
TICOS T  coNSULAEKS.  La  soUcitau  mutuamente,  y 
la  concesión  de  ellas  es  del  derecho  potestati- 
vo del  Ministerio  de  Estado. 

PEBSONAL.  Cierto  tributo  que  pagan  en 
algunas  partes  los  individuos  del  estado  ge- 
neral que  hacen  de  cabeza  de  familia. 

PEBSONALIDAD.  La  diferencia  indivi- 
dual, privadamente  característica,  que  consti- 
tuye tal  ó  cada  persona ,  singularizándola  y 
distinguiéndola  de  cualquiera  otra. — hñ  per» 
sónalidad  es  la  condición  que  los  filósofos  ven 
en  el  hombre,  y  para  su  conservación,  la  pr(h 
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piedad  como  condición  externa  indispensable 
para  la  realización  del  derecho. 

La  personalidad  tiene  su  fuente  en  la  razón 
y  la  libertad ,  como  la  sociedad  la  tiene  én  la 
razón  y  la  igualdad.  El  bombre  es  una  perso- 
nalidad ,  porque  tiene  en  si  tnizmo  un  fin  que 
su  razón  descubre  y  su  voluntad  quiere  alean* 
zar:  el  panteísmo  como  el  materialismo  desco- 
nocen esta  verdad.  El  derecho  á  que  se  res- 
pete esa  personalidad  en  su  desarrollo  armó- 
nico ,  su  dignidad ,  su  bienestar ,  constituyen 
las  leyes  que  á  esta  cualidad  se  refieren.  Pero 
el  hombre  no  es  dueño  de  su  persona  ni  puede 
trasmitir  sus  derechos  primitivos,  que  son  la 
igualdad,  la  libertad,  la  sociabilidad,  la  perfecti- 
bilidad, como  condiciones  internas ,  y  la  pro - 
piedad  como  condición  externa.  Véase  Bbli- 

GERANTB. 

PESCA.  La  acción  y  el  derecho  de  coger 
peces  en  el  mar  ó  en  los  ríos  con  redes,  cañas 
ú  otros  instrumentos  á  propósito.  La  pesca 
fué  uno  de  los  artes  primitivos,  y  es  induda- 
ble que  de  ella  salió  la  navegación;  asi  es,  que 
para  la  prosperidad  de  la  marina  nacional  y  de 
la  mercante,  la  facultad  de  pescar  en  el  mar, 
costas  y  a^uas  saladas  se  reservó  exclusiva- 
mente á  los  matriculados  de  marina.  Si  bien 
el  uso  del  mar  es  común  á  todos  los  hombres, 
las  leyes  prescriben  el  modo,  tiempo  y  má- 
quinas con  que  se  ha  de  pescar,  que  solo  pue- 
den regir  en  las  costas  ó  riberas,  rios,  lagos, 
estanques  y  pesquerías  determinadas,  no  en 
alta  mar,  donde  es  inagotable  la  pesca,  y  pue- 
de cada  uno  pescar  como  mejor  le  parezca. 
Asi  es  que  la  Real  Ordenanza  de  2  de  Enero 
de  1802,  prohibe  á  todo  el  que  no  esté  ins- 
crito en  la  matricula  de  mar  el  dedicarse  al 
ejercicio  de  esta  industria,  y  previene  que  la 
pesca  de  peces  y  del  coral  en  todos  los  expre- 
sados parajes  solo  se  permita  á  dichos  matri- 
culados; pero  el  decreto  de  22  de  Marzo  de 
1873  ha  abolido  las  matriculas  de  mar,  cuya 
disposición  consignamos  integra  en  el  articu- 
lo Matriculado. 

Si  fuéramos  á  enumerar  las  grandes  ven- 
tajas y  medios  de  prosperidad  que  ofrece  este 
ramo  de  industria  á  las  Naciones  marítimas, 
tendríamos  mucho  que  apuntar  aquí  (Ij;  pero 
baste  decir  que  además  de  ser  ella  el  plantel 
de  los  buenos  marineros,  proporciona  á  la 
agricultura  el  consumo  de  sus  primeras  mate- 
rias, como  madera,  cáñamo,  lino,  esparto,  be- 
tún, etc.,  para  los  muchos  barcos  que  em- 
plea, y  en  la  fabricación  de  los  artes  de  pescar. 


Íl)    Sobre  las  diversas  pescas  de  España,  vé^e 
Iequart,  Diccionario  histórico  de  la  pesca  na' 
cional,  5.**  volumen. 


Las  artes  con  que  se  pesca  son  muchísimas 
y  varían  según  los  sitios  y  la  clase  de  peces  á 
que  se  dedican;  pero  como  el  objeto  de  esta 
obra  no  consiente  nos  ocupemos  de  ellas  bajo 
su  aspecto  científico,  lo  haremos  solo  en  el  le- 
gal, aunque  precisados  á  no  poder  traspasar 
sus  reducidos  límites. 

Por  regla  general  el  uso  de  todas  las  artes 
de  arrastre  se  halla  prohibida  durante  el  tiem- 
po de  la  ova  y  cria  del  pescado,  que  son  los 
meses  do  Mayo  á  Setiembre  inclusive,  confor- 
me la  Real  orden  de  4  de  Abril  de  1850  y  15 
de  Octubre  de  1854,  porque  su  oso  mata  en 
su  origen  este  ramo  de  la  publica  riqueza,  y 
en  conformidad  asimismo  al  espíritu  del  ar- 
ticulo 122,  tit.  3.',  trat.  10  de  las  Ordenanzas 
de  la  armada. 

Respecto  á  las  provincias  de  Pontevedra  y 
Coruña  deberá  estarse,  por  lo  relativo  á  la  pes- 
ca en  general,  á  lo  dispuesto  en  sus  respecti- 
vas Ordenanzas,  cuyo  cumplimiento  recordó 
el  Real  decreto  de  15  de  Marzo  de  1850. 

En  favor  de  la  pesca,  y  para  que  los  bu- 
ques destinados  á  ella  pudiesen  contar  con 
mayores  ventajas,  se  declaró  en  Real  orden  de 
7  de  Julio  de  1850  que  podían  dedicarse  al 
tráfico  interior  de  todo  puerto,  dando  conoci- 
miento á  la  comandancia  de  marina  respecti^ 
va,  asi  como  también  el  tráfico  costanero  en 
tiempo  de  veda. 

El  conocimiento  do  lo  relativo  á  pesca  en 
todas  partes  donde  bañe  el  agua  salada  y  ten- 
ga comunicación  con  el  mar,  es  de  la  compe- 
tencia de  las  Autoridades  de  marina.  A  ellas 
corresponde  también  el  cumplimiento  de  las 
órdenes  que  se  expidan  sobre  la  materia,  se- 
gún así  lo  sanciona  el  art.  119,  tit.  3.*,  trata- 
do 10  de  las  Ordenanzas  de  la  armada,  y  tam- 
bién los  artículos  3.^  y  22,  tit.  6.%  de  las  an- 
tiguas Ordenanzas  de  matrícula. 

Exceptüanse  de  esta  regla  las  costas  de 
las  islas  Vascongadas,  en  las  que  el  conoci- 
miento de  este  punto  corresponde  á  la  juris- 
dicción ordinaria,  según  el  espíritu  de  las  dis- 
posiciones citadas  y  Real  orden  de  20  de  Se- 
tiembre de  1849.  Én  el  artículo  Barca  ,  se 
consignan  las  disposiciones  2.',  3.\  4."  y  5.' 
de  la  Real  orden  circular  del  Ministerio  de  Ma- 
rina de  11  de  Octubre  de  1843. 

PESCADO.  Por  orden  de  S.  A.  el  Regen- 
te de  8  de  Noviembre  de  1870  (Gaceta  de  19 
del  mismo)  se  dispono  que  se  permita  la  im* 
portación  del  extranjero  de  pescado  de  todas 
clases  por  la  Aduana  de  Ayamonte  (Huelra), 
en  atención  á  lo  solicitado  por  varios  comer- 
ciantes, fomentadores,  armadores,  patrones, 
propietarios  y  vecinos  de  dicha  ciudad.  Véase 
PuBRTo  FRANCO,  doude  SO  previene  lo  dispuesto 
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por  la  Dirección  de  Rentas  sobre  los  pescados 
procedentes  de  las  almadrabas  de  las  plazas  de 
Ceuta,  Mclllla  é  islas  Cbafarinas,  para  que  se 
admitan  en  los  puertos  de  Espafia  libres  de 
derechos. 

PESOS  Y  MEDIDAS.  Véase  Balanza. 

PESTE  LEVANTINA.  Enfermedad  fe- 
bril, generalmente  contagiosa,  endémica  en 
Levante,  conocida  además  por  pesie  de  bubones 
y  tifus  oriental. 

La  ley  de  Sanidad  de  28  de  Noviembre  de 
1855  considera  libres  las  procedencias  de  ¿9^^- 
te  levantina  á  los  treinta  dias  de  haber  cesado 
en  el  país.  Después  de  haber  pasado  este  perío- 
do se  deben  visar  las  patentes  como  limpias,  y 
participarlo  al  Gobierno  y  ¿  las  Autoridades  á 
quienes  se  haya  dado  parte  del  desarrollo 
del  mal. 

PETICIÓN.  El  escrito  en  que  se  pide  ju- 
rídicamente alguna  cosa  al  Juez. 

Respecto  á  las  peticiones  que  dirijan  los 
empleados  subalternos  de  las  Carreras  diplo- 
mática y  consular  en  el  extranjero  al  Ministe- 
rio de  Estado,  la  Real  orden  circular  del  mis- 
mo, fecha  6  de  Setiembre  de  1857,  previene: 

«Que  han  de  ir  por  conducto  y  con  infor- 
me del  Jefe  superior  del  interesado;  y  en  el 
caso  de  que  se  refieran  las  peticiones  á  licen- 
cias temporales  por  causa  de  salud,  deberán  ir 
acompasadas,  además  del  informe  del  Jefe, 
de  los  documentos  necesarios  para  acreditar  la 
enfermedad  que  sirva  de  fundamento  á  la  ins- 
tancia.» 

PETICIÓN  DE  HERENCIA.  La  acción 
que  se  concede  al  heredero  de  un  difunto  pa- 
ra pedir  los  bienes  hereditarios  de  cualquiera 
que  los  tuviere  en  su  poder  en  calidad  de  he- 
redero ó  de  poseedor,  con  ios  frutos  accesorios 
y  pertenencias. 

PILOTAJE.  El  arte  de  navegar  guardan- 
do reglas  para  la  más  acertada  dirección  de 
las  embarcaciones;  la  ciencia  náutica  que  en- 
seña al  piloto  el  modo  de  gobernar  y  endere- 
zar el  buque  con  menos  peligro  á  designado 
puerto,  explicándole  todas  las  atenciones  de  su 
muy  interesante  y  laborioso  destino. 

El  pilotaje  es  también  cierto  derecho  que 
pagan  las  embarcaciones  en  algunos  puertos 
y  entrada  de  rios,  donde  se  necesita  Tralerse 
de  pilotos  prácticos  para  su  seguridad,  que  de 
otro  modo  peligrarla. 

«En  las  certiñcaciones  de  pilotajes  solo  se 
requiere  para  justiñcar  el  suplemento  hecho 
la  que  expida  el  Contador  del  buque,  visada 
por  el  Comandante,  cuando  los  prácticos  no 
sepan  Armar;  en  las  papeletas  de  recibo  de 
agua  será  suficiente  que  éstas  se  hallen  firma- 
das por  el  Oficial  de  guardia  ó  el  Contador, 


siempre  que  las  partidas  concuerden  con  las 
del  recibo  de  su  importe  que  debe  dar  quien 
lo  facilite;  y  para  el  abono  de  los  gastos  que 
produzca  el  acarreo  ó  conducción  de  efectos  á 
bordo  de  los  buques  de  guerra,  bastará  la  fir- 
ma del  Cónsul  si  su  importe  no  excede  de  20 
reales  vellón,  así  como  también  para  sufragar 
el  flete  de  los  botes  en  que  dicho  funcionario 
ó  sus  dependientes  tengan  que  trasladarse  á 
aquellos,  con  tal  de  que  su  objeto  sea  pura« 
mente  oficial. 

F  uera  de  estos  casos  no  pueden  los  C<5n« 
sules  eximirse  bajo  ningún  protesto  de  docu- 
mentar   sus  cuentas  en  la  forma  indicada.)) 
(Art.    19  de  la  Instrucción  de  19  de  Julio  de 
1856.) 

PILOTO.  El  que  gobierna  y  dirige  un  bu« 
que  en  su  navegación.  Dependiendo  los  inte  • 
reses  y  vidas  de  los  que  van  en  una  nave  de 
la  pericia  y  conocimientos  del  que  la  manda, 
el  Gobierno  ha  debido,  naturalmente,  prohibir 
lo  verificase  persona  que  no  tuviese  los  cien- 
tíficos y  prácticos  para  hacerlo  con  acierto. 

Después  del  Capitán,  el  piloto  es  la  persona 
más  importante  en  una  nave.  Los  pilotos  son 
de  dos  especies:  ó  nombrados  por  el  Gobierno 
para  dirigir  las  naves  á  la  entrada  y  salida  de 
i  os  puertos,  ó  encargados  de  la  dirección  de 
u  n  buque;  en  el  primer  caso  se  conocen  tam- 
bién con  el  nombre  de  prácticos  ó  lemanes. 

Los  segundos  son  los  Oficiales  inmediata- 
mente inferiores  al  Capitán,  y  á  quienes  toca 
en  las  ausencias,  enfermedades  ó  fallecimiento 
de  éste,  la  dirección  de  la  nave  hasta  el  puer' 
to  de  su  destino.  Esta  segunda  clase  de  pilotos 
es  la  que  únicamente  nos  importa  conocer. 

La  capacidad  que  la  ley  exige  al  piloto  es 
haber  obtenido  la  habilitación  y  autorización 
que  previenen  las  Ordenanzas  de  matrícula  de 
mar,  y  no  haber  sido  procesado  por  obrar  con 
dolo  en  la  dirección  del  buque. 

El  nombramiento  de  piloto  debe  hacerse 
por  el  naviero,  sin  que  en  ningún  caso  se  le 
pueda  obligar  á  que  su  elección  recaiga  en 
persona  determinada. 

Siendo  el  cometido  del  piloto  en  la  nave 
dirigir  la  derrota  de  ésta,  debe  ir  provisto  de 
las  cartas  de  navegación  é  Instrumentos  ne- 
cesarios para  el  desempeño  de  su  cargo ,  rea  • 
pendiendo  de  los  accidentes  que  ocasionen  su 
misión  en  esta  parte,  según  previene  el  ar- 
tículo 690  del  Código  de  comercio. 

Para  mudar  de  rumbo  ha  de  obrar  con 
acuerdo  del  Capitán;  y  oponiéndose  éste  á  que 
tome  el  más  conveniente,  le  expondrá  las  ob- 
servaciones que  crea  conducentes  en  presen- 
cia de  los  demás  Oficiales;  y  si  el  Capitán  in- 
sistiese en  BU  resolución,  le  obedecerá  el  piloto; 
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pero  extenderá  la  protesta  conyeDíente  en  el 
libro  de  DaTegacion.  (Art.  691  del  citado  Có- 
digo.) 

Bl  piloto  debe  llevar  este  libro,  donde  á  la 
par  que  todas  las  particalaridades  útiles  de  la 
navegación,  debe  anotar  diariamente  la  altura 
del  sol,  etc.  Véase  Libro  de  nayegacion. 

Pesan  sobre  el  piloto  todas  las  obligacio- 
nes impuestas  al  Capitán  cuando  éste  no  diri* 
giese  la  nave  por  muerte,  enfermedad  ó  ausen- 
cia. Y  asi  como  en  las  obligaciones,  le  sucede 
al  Capitán  en  las  facultades ;  en  los  casos  ya 
citados  no  vemos  en  la  ley  nada  acerca  de  es- 
te particular. 

La  Real  orden  circular  del  Ministerio  de 
Estado  de  29  de  Agosto  de  1864  trascribe  la 
del  Ministerio  de  Marina  de  9  del  mismo ,  con 
la  Instrucción  relativa  á  la  admisión  á  examen 
para  la  denominación  general  de  terceros  pi- 
lotos, no  con  el  carácter  de  tales ,  sino  con  el 
de  simples  agregados. 

La  del  Ministerio  de  Marina  del  2  de  Ene- 
ro de  1873  determina: 

«Que  los  viajes  necesarios  con  arreglo  á 
las  disposiciones  vigentes  para  los  terceros  y 
segundos  pilotos  particulares  puedan  indistin- 
tamente practicarse  en  buques  nacionales  ó 
extranjeros,  siempre  que  en  los  documentos 
febacientes  acrediten  los  interesados  baber 
desempeñado  á  bordo  sus  respectivas  plazas. » 

Esta  determinación  la  trasladó  el  Minis- 
terio de  Estado  con  fecba  13  del  mismo  mes 
y  año. 

El  decreto  de  4  de  Abril  de  1873  dispone: 

«El  tiempo  de  mando  de  buques  que  ne- 
cesitan acreditar  los  pilotos  de  la  marina  mer- 
cante para  optar  á  graduaciones  de  la  armada 
debe  ser  todo  el  empleado  en  navegación  de  al- 
tura.» Véase  Auxilios  a  buques  db  gueiba  y 
Pbíctigos  de  costas. 

PIRATA.  El  que  roba  en  el  mar  con  bu- 
que armado.  Este  delito  es  contra  el  género 
bumano,  y  de  aquí  que  todas  las  Naciones 
tengan  derecho  á  perseguirlo;  y  según  dice 
Targa,  cualquier  buque  aun  en  los  puertos  ó 
costas  de  Naciones  que  no  sea  la  suya,  puede 
aprehender  á  los  piratas,  entregándoles  al  Qo- 
bierno  de  la  misma. 

Se  consideran  piratas  por  nuestra  legis- 
lación, aun  cuando  en  realidad  no  lo  sean,  las 
embarcaciones  armadas  en  guerra,  que  nave- 
guen sin  patente  legítima.  Véase  Patente. 

Es  también  considerada  pirata  cualquier 
nave  española  que  se  arme  en  guerra  sin  Real 
licencia  ó  que  admita  á  este  fin  patente  de 
otro  Principe  ó  Estado  aun  cuando  fuere  alia- 
do. Asi  se  declara  en  el  art.  4.*,  tit.  5.*,  tra- 
tado 6/,  Ordenanza  de  la  armada;  en  los  ar- 


tículos 27  y  28  de  las  de  corso,  y  art.  l.\  ti- 
tulo  10  de  las  de  matriculas. 

En  todos  tiempos,  este  delito  atroz  ha  sido 
castigado  con  la  ultima  pena.  Las  leyes  roma- 
nas ya  se  la  imponían,  según  es  de  ver  en  la 
ley  28,  foi.  15,  Z>.  PaniSt  igualmente  que  las 
de  Partidas,  conforme  la  ley  18,  tit.  14,  Par- 
tida 7.^  La  circular  ^dirigida  á  los  Vireyes  de 
Indias  en  14  de  Noviembre  de  1690,  dispone 
sean  fusilados  ó  ahorcados,  y  el  art.  109,  ti- 
tulo 3.°,  tratado  10,  Ordenanzas  de  la  armada, 
manda  sean  castigados  con  el  ultimo  suplicio. 
Los  artículos  156  al  159  del  Código  penal,  cu- 
yas disposiciones  serian  aplicables  para  el  solo 
caso  que  variándose  la  actual  legislación  fue- 
ra este  delito  del  conocimiento  .de  la  jurisdic- 
ción ordinaria,  impone  la  pena  de  cadena  tem- 
poral ó  la  de  muerte  á  los  piratas,  según  sea 
la  gravedad  de  los  hechos  que  hubieren  co- 
metido, é  igual  pena  á  los  cómplices  en  tan 
abominable  delito. 

La  jurisdicción  que  debia  entender  en  el 
castigo  de  este  delito ,  era  antes  la  ordinaria, 
según  el  art.  41,  tit.  5.*,  trat.  6/ de  las  Or- 
denanzas de  la  armada,  publicadas  en  1748; 
pero  ya  en  el  art.  109,  tit.  3.^  del  tratado  10 
de  las  mismas  Ordenanzas,  publicado  en  1751, 
se  mandaron  entregar  los  piratas  á  la  juris- 
dicción ordinaria  en  el  solo  caso  de  no  haber 
facilidad  para  trasladarlos  á  la  capital  del  de- 
partamento, lio  propio  vino  á  disponerse  en  el 
art.  59  de  las  Ordenanzas  de  corso.  Pero  como 
el  castigo  de  todo  delito  cometido  en  el  mar 
es  de  conocimiento  exclusivo  de  la  jurisdic- 
ción de  marina,  era  consiguiente  conociera  la 
marina  del  de  piratería,  que  en  conformidad  á 
la  Real  orden  de  8  de  Enero  de  1830  deberá 
juzgarse  en  consejo  de  guerra  ordinario  de 
Oficiales  de  la  armada. 

En  la  Gaceta  de  Madrid  del  21  de  Julio  de 
1873,  nüm.  202,  se  publica,  precedido  de  una 
exposición,  el  siguiente  decreto  del  Ministerio 
de  Marina,  fecha  20  del  mismo  mes  y  año: 

«Articulo  1 .°  Las  tripulaciones  de  las  fra- 
gatas  de  la  armada  nacional  Álmansa,  Vitoria 
y  Méndez  Nunez;  la  de  vapor  Fernando  el  Ca- 
tólico,  y  la  de  cualquier  otro  buque  de  guer- 
ra de  los  sublevados  en  el  departamento  de 
Cartagena,  serán  considerados  como  piratas 
al  encontrárselos  en  los  mares  jurisdicciona- 
les de  España  ó  fuera  de  ellos  por  fuerzas  na- 
vales españolas  ó  extranjeras,  con  arreglo  á 
los  artículos  4.*,  6.*,  y  6.',  cap.  5.*,  trat.  6.® 
de  las  Ordenanzas  generales  de  la  armada. 

Art.  2.*  Los  Comandantes  de  los  buques 
de  guerra  de  las  Potencias  amigrss  de  España 
quedan  autorizados  para  detener  á  los  baques 
mencionados  en  el  art.  1.*,  y  Juzgar  á  los  in- 
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dividaoa  que  los  tripalen  en  el  concepto  que 
el  mismo  expresa,  reservándose  el  Gobierno 
espafioi  la  propiedad  de  los  baqaes»  previas  las 
correspondientes  reclamaciones  por  la  via  di- 
plomática. 

Art.  3.*  Iguafmente  se  declaran  piratas 
cualesquiera  otros  buques  de  la  armada  na- 
cional que,  sin  hallarse  mandados  por  Oficia- 
les de  la  misma  y  en  estado  de  insurrección, 
se  hagan  á  la  mar  desde  cualquier  puerto  de 
la  Península. 

Art.  5.^  Bl  Ministro  de  Marina  queda  en- 
cargado del  cumplimiento  de  este  decreto,  y 
de  comunicarlo  al  de  Bstado  para  conocimien- 
to del  Cuerpo  diplomático  extranjero.»  Véase 
Flibüstbeos. 

Según  el  Código  penal,  la  piratería  es  un 
delito  que  se  comete  robando  con  fuerza  en  los 
mares  ó  puertos  con  embarcacipnes  armadas  al 
efecto,  y  los  castigos  que  establece  son  los 
que  siguen : 

((Art.  156.  El  delito  de  piratería  cometido 
contra  españoles  ó  subditos  de  otra  Nación  que 
no  se  halle  en  guerra  con  España  será  casti- 
gado con  la  pena  de  cadena  temporal  en  su 
grado  máximo  á  la  de  muerte. 

Art.  157.  Incurrirán  en  la  pena  de  cadena 
perpetua  á  muerte  los  que  cometan  el  delito  de 
que  se  trata  en  el  artículo  anterior: 

1  .*  Siempre  que  hubieren  apresado  alguna 
embarcación  al  abordaje  ó  haciéndola  fuego. 

2.*  Siempre  que  el  delito  ñiere  acompa- 
ñado de  homicidio  ó  de  alguna  de  las  lesiones 
designadas  en  los  artículos  332  y  333  del 
mismo  Código  penal. 

3 .  *  Siempre  que  fuere  acompañado  de  cual- 
quiera de  los  atentados  contra  la  honestidad. 
(Comprende  los  artículos  354  y  355). 

4.*  Siempre  que  los  piratas  hayan  dejado 
algunas  personas  sin  medios  de  salvarse. 

5.*    En  todo  caso  el  Capitán  ó  patrón  piratas. 

Art.  158.  Las  disposiciones  de  los  dos  ar- 
tículos anteriores  son  aplicables  al  que  entre- 
gare á  piratas  la  embarcación  á  cuyo  bordo 
fuere. 

^rt.  159.  El  que  residiendo  en  los  domi- 
nios españoles  traficase  con  piratas  conocidos 
será  castigado  como  su  cómplice. 

FLAGIABIO.  El  que  hurta  ó  sonsaca  los 
hijos  ó  siervos  ajenos,  bien  para  venderlos  en 
países  extraños  ó  bien  para  servirse  de  ellos 
como  esclavos.— Llámanse  también  plagiarlos 
los  que  se  dan  por  autores  de  los  escritos  aje- 
nos y  los  publican  á  su  nombre,  atribuyéndose 
la  gloria  y  la  utilidad. 

PLAGIATO.  Se  hace  culpable  de  pla^ 
ffiaio  6  hurto  de  hombres  el  que  alista  tropas 
sin  permiso  del  Soberano  para  servicio  de  otro  | 


Estado,  aunque  solo  emplee  la  seducción*  El 
Soberano  que  autoriza  este  delito  en  las  tier« 
ras  de  otro  Bstado  le  hace  una  injuria  que  se 
mira  como  justo  motivo  de  guerra. 

PLAGIO.  El  hurto  de  hijos  ó  siervos  aje- 
nos.— El  hurto  y  apropiación  del  pensamiento 
ajeno. 

La  apropiación  de  escritos  es  delito  4)re- 
visto  en  el  Código  penal: 

«Art.  44d.  Incurrirán  en  las  penas  seña- 
ladas en  el  art.  444  (multa  del  tanto  al  triple 
del  importe  del  perjuicio  causado)  los  que  co- 
metieren alguna  defraudación  de  la  propiedad 
literaria  ó  industrial.» 

PIíATA.  Toda  la  acuñada  en  Méjico,  se- 
gún asegura  Cancelada,  en  los  ciento  diez  y 
ocho  años  corridos  desde  el  de  1690  al  de 
1807,  ascendió  á  1.945  500.000  duros.  El 
Capitán  D.  José  Quirós,  Secretario  del  Consu- 
lado de  Veracruz,  en  su  Memoria  de  instituto, 
leida  el  dia  11  de  Enero  de  1808,  en  la  cual 
refuta  al  Barón  de  Humboldt ,  dice  que  desde 
la  conquista  hasta  el  año  de  1690  se  hablan 
acuñado  1.547.069.089  pesos. 

Total  de  la  plata  y  oro  acuñada  en  Mé- 
jico, 3.492.569.088  pesos. 

El  Secretario  del  Despacho  de  Hacienda  en 
Méjico,  D.  Ignacio  Esteba,  en  la  Memoria  que 
leyó  el  dia  3  de  Enero  'de  1827  al  Congreso 
nacional,  presentó  un  estado  de  la  moneda 
acuñada  en  Nueva  España  desde  el  año  de  1733 
hasta  dicho  año  de  1827,  de  la  que  resulta: 

Oro,  63.592.038  pesos. 

Plata,  1.372.067.573  Ídem. 

En  1856  Méjico  exportó  para  Veracruí 
512.722  pesos  en  oro  acuñado,  y  7.653.341 
en  plata  labrada. 

Las  Casas  de  Moneda  de  España  acuñaron 
desde  el  año  de  1824  al  de  1848  106.248.723 
reales  vellón  en  monedas  de  plata. 

El  importe  de  la  plata  de  ley  suprema  ad- 
quirida en  las  Casas  de  Moneda  del  Reino  en 
1859  fué  de  21.852.306  kilóg.,  valor  reales 
vellón  18.428.049,03,  y  la  cantidad  de  la  de 
ley  monetaria  acuñada  en  dicho  año  fué  de 
25.636.531  kilóg.,  que  produjeron  en  piezas 
de  20  rs.  12.869.320;  ídem  de  10, 1.183.540; 
Ídem  de  4,  2  y  1,  5.807.432:  total  importe  de 
la  plata,  19.860.292  rs. 

De  la  plata  de  las  iglesias  de  España  no 
han  sido  solo  los  Gobiernos  liberales  los  que 
han  echado  mano  de  ella ;  mucho  antes  que 
en  Cádiz  se  diese  el  grito  de  libertad  el  año 
1812  y  luego  en  1820,  los  católicos  Reyes  de 
España  echaron  mano  de  ella  en  los  apuros  del 
Erario.  Unas  veces  la  tomaron  en  calidad  de 
préstamo  y  otras  como  contribución  extraer* 
diñarla, 

66 


PLA 


—  442  — 


PLE 


El  P.  Jaande  Mariana,  en  el  cap.  7.^,  li- 
bro 18  de  la  Historia  de  Bspaíia,  refiere  que  los 
Gobernadores  del  Reino  el  año  1354,  para  so- 
brellevar los  gastos  de  la  guerra,  acordaron 
aprovecharse  de  las  ricas  ofrendas  y  preseas  del 
famoso  templo  de  Guadalupe,  y  tomaron  de 
ellas  hasta  la  cantidad  de  400  marcos  de  pla- 
ta. En  las  Cortes  de  Medina  (1475),  los  tres 
brazos  concedieron,  de  común  acuerdo,  según 
el  mismo  historiador,  por  vía  de  préstamo,  la 
mitad  del  oro  y  plata  de  las  iglesias,  á  rein- 
tegrar cuando  se  sosegara  el  Reino. 

La  Junta  de  medios  creada  para  hallar  los 
suficientes  al  socorro  de  las  tropas  de  Catalu- 
ña, propuso  al  Rey  Carlos  II,  el  año  1694,  que 
se  escribiera  á  los  Prelados  y  Cabildos  de  las 
iglesias  para  que  por  si,  sus  comunidades  y 
dependientes  procurasen  concurrir  con  algu- 
na porción  de  plata  labrada  que  no  sirviera 
inmediatamente  al  culto  divino. 

Finalmente,  la  plata  de  las  iglesias  de  Es- 
paña, que  el  fervor  de  la  guerra  del  año  de 
1793,  el  celo  patriótico  y  religioso  más  exal- 
tado dirigieron  á  los  ingenios  reales  con  una 
generosidad  /  franqueza  nunca  vista,  solo 
produjo  en  moneda  débil  la  suma  de  1 .  043 .719 
reales.  ^(C.  Arguelles,  Diccionario  de  Ha* 
cienda») 

PLAYA.  La  ribera  del  mar.  Una  de  las 
cosas  qu3  por  la  legislación  de  todas  las  Na- 
ciones se  considera  de  derecho  p&blico  es  el 
mar  y  sus  orillas,  cuyo  aprovechamiento  es 
común  á  todos  los  hombres,  no  existiendo  más 
titulo  para  su  goce  que  el  de  la  ocupación,  y 
cesando  aquel  cuando  ésta  termine,  según  pa- 
ra España  lo  establece  la  ley  4/,  tit.  28,  Par^ 
tida  3.' 

La  jurisdicción  de  la  marina  en  las  playas 
se  extiende  solo  al  espacio  común  á  todos  los 
hombres,  pues  conforme  se  dice  en  la  Real  or- 
den de  10  de  Setiembre  de  1815,  alcanza  á 
todo  el  espacio  que  baña  el  mar  en  su  flujo  y 
reflujo  diario  y  20  varas  más,  mientras  no  sea 
dentro  de  murallas  cuando  se  hallen  éstas  con- 
teniendo el  mar,  y  generalmente  alcanza  á 
cuanto  baña  el  agua  salada  cuando  ésta  pasa 
de  la  playa,  según  la  Real  orden  de  22  de  No- 
viembre de  1841. 

Pero  no  porque  la  jurisdicción  de  marina 
se  ejerza  en  las  playas  ha  de  ser  la  autorizada 
para  permitir  )a  fijación  de  barracas  ó  esta- 
blecimientos para  baños;  pues  no  estando  lla- 
madas las  Autoridades  de  marina  para  apre- 
ciar las  razones  de  conveniencia  ni  decoro  que 
deban  atenderse,  solo  les  corresponde  fijar  el 
sitio  á  que  las  atenciones  de  la  marina  con- 
sientan se  levanten,  y  á  las  Autoridades  civi- 
les corresponderá  lo  demás,  según  se  declaró 


en  Real  orden  de  12  de  Febrero  de  1828,  y 
se  repitió  en  la  de  15  de  Marzo  de  18  57. 

Respecto  al  varamiento  de  buques  en  las 
playas,  consúltese  la  palabra  Naufbagio;  la  ley 
de  9  de  Mayo  de  1835,  y  los  artículos  del  Có- 
digo de  comercio  números  982  y  988. 

PLEBISCITO.  La  ley  que  en  tiempo  de 
la  República  establecía  el  pueblo  romano,  se  • 
parado  de  los  patricios  y  Senadores,  á  pro- 
puesta de  un  Magistrado  popular  que  llama- 
ban tribuno.  Por  algún  tiempo  no  obligaban 
los  plebiscitos  sino  á  los  plebeyos,  pero  des- 
pués adquirieron  fuerza  obligatoria  con  res- 
pecto á  todo  el  pueblo. 

PLEITO.  El  litigio  judicial  entre  partes; 
el  proceso  ó  cuerpo  de  autos  sobre  cualquier 
causa;  y  antiguamente  el  pacto,  convenio, 
ajuste,  tratado  Ó  negocio. 

PLEITO  DE  CÉDULA.  En  las  Cancille- 
rías el  pleito  que  se  ve  con  dos  ó  más  Salas  y 
con  asistencia  del  Presidente  en  virtud  de  cé- 
dula Real. 

PLEITOS  DE  MENOB  CUANTÍA.  Pa- 
ra la  sustanciacion  de  estos  pleitos  se  expidió 
en  30  de  Enero  de  1840  una  ley  que  contiene 
27  artículos,  comprensivos  de  términos  peren- 
torios é  improrog^ables,  no  contando  en  ellos 
los  días  festivos  en  que  vacan  los  Triba- 
nales. 

PLENABIAICENTE.  Con  juicio  plena - 
rio,  ó  sin  omitir  las  formalidades  establecidas 
por  las  leyes. 

PLENABIO.  Aplícase  al  juicio  posesorio, 
en  que  se  trata  con  más  detención  del  derecho 
de  las  partes  para  declaración  de  la  posesión  á 
favor  de  una  de  ellas,  ó  reconociendo  el  baen 
derecho  que  tiene  en  la  propiedad.  En  la  prác* 
tica  criminal  se  aplica  al  estado  de  la  causa  en 
que  se  recibe  á  prueba  para  la  ratificación  de 
los  testigos  de  la  sumaria  y  admisión  de  otros 
nuevos,  y  para  el  descargo  del  reo  y  otras  di  - 
ligencias  hasta  la  sentencia.  Véase  Juicio  ple- 
NAEio  y  Juicio  sumario. 

PLENIPOTENCIA.  Especie  de  potea- 
cia  omnímoda,  poder  omnímodo  y  sin  limita- 
ción alguna,  que  se  concede  á  otro  para  ejecu- 
tar, concluir  ó  resolver  alguna  cosa,  interve- 
nir, mediar  ó  mezclarse  en  algún  asunto,  etc. 
Significa  principalmente  la  plena  facultad  qae 
los  Reyes,  los  Principes  Soberanos  y  los  Presi- 
dentes de  Repúblicas  dan  á  sus  Embajadores 
para  tratar  en  nombre  de  sus  respectivos  imíí- 
ses,  con  arreglo  á  las  relaciones  políticas  y  di- 
plomáticas de  los  Estados. 

PLENIPOTENCIABIO.  El  Ministro  ó 
persona  autorizada  con  poderes  plenos,  que 
envían  los  Reyes  ó  jefes  de  Estados  á  los  Con- 
gresos ó  á  las  cortes  de  otros  Soberanos  para 
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proponer,  celebrar»  negociar  6  conclair  trata- 
dos de  paz,  de  amistad,  de  comercio,  etc.,  se- 
gún BUS  especiales  misiones  y  la  varia  natu- 
raleza de  los  altos  intereses  que  pueden  cru- 
zarse entre  dos  ó  más  Gobiernos,  por  conducto 
de  sus  principales  Agentes  diplomáticos. 

Guando  yarias  Potencias,  con  el  objeto  de 
deliberar  sobre  un  asunto  de  interés  común,  ó 
de  terminar  amigablemente  sus  diferencias, 
nombran  pUnipoieneiarios  para  que  se  reúnan 
en  conferencia  ó  congreso,  se  elige  de  común 
*  acuerdo  el  lugar,  y  en  la  primera  sesión  se  re- 
conocen y  cangean  los  plenos  poderes.  Bn  las  si- 
guientes se  arregla  el  modo  de  proceder  y  el 
ceremonial;  y  á  este  respecto  es  digna  de  imi- 
tarse la  conducta  de  los  congresos  de  Utrecht 
en  1713,  y  de  Aquisgran  en  1748,  que  menos- 
preciando la  fríYolidad  de  las  controversias  so- 
bre la  etiqueta,  acordaron  no  someterse  á  nin- 
gún ceremonial,  ni  guardar  orden  fijo  de  asien- 
tos. La  presidencia  se  da  al  ministro  media- 
dor, si  le  hay;  al  ministro  director,  que  es  el  de 
la  corte  en  que  se  veriñca  la  reunión,  ó  el  que 
se  elige  de  acuerdo,  ó  la  tiene  cada  plenipo- 
tenciario por  turno.  Arreglados  estos  prelimi- 
nares, se  entra  á  discutir  el  asunto,  y  se  re- 
dactan los  acuerdos  en  procesos  verbales  6  pro- 
tocólos,  de  que  cada  negociador  trasmite  una 
copia  á  su  Gobierno.  Bn  estos  protocolos  suelen 
insertarse  las  notas  que  los  negociadores  ex- 
tienden desenvolviendo  sus  pretensiones  ó  re- 
peliendo las  ajenas  con  respecto  al  asunto  de 
quo  se  trata.  Se  puede  enviar  á  estos  Congre- 
sos más  de  un  representante  por  cada  Potencia, 
para  que  si  son  muchos  ó  complicados  los  obje- 
tos que  se  someten  á  la  deliberación  de  la  Jun- 
ta, los  repartan  entre  si  del  modo  más  conve- 
niente á  la  celeridad  del  despacho. 

PLENOS  FODEBES.  Bstos  se  dan  al  Mi- 
nistro para  una  gestión  ó  negociación  particu- 
lar. Bn  ellos  debe  expresarse  claramente  el 
grado  de  autoridad  que  se  le  confia.  Los  Mi- 
nistros enviados  á  una  Dieta  ó  Congreso  no 
llevan  de  ordinario  credenciales,  sino  plenos 
poderes.  Véase  Plbnipotengiabio. 

PLICA.  Bl  pliego  cerrado  y  sellado  en  que 
se  contiene  testamento,  sentencia  ó  voto  para 
publicarse  á  su  tiempo. 

PLIEGO  DE  CONDUCTA.  Véase  Quime- 
EA  6  PENDENCIA  A  BORDO,  y  la  Real  orden  de  20 
de  Junio  de  1846. 

PLUS  PETICIÓN.  La  acción  de  pedir  más 
de  lo  debido  ó  el  exceso  que  comete  el  actor 
pidiendo  más  de  lo  que  se  le  debe. 

PODER.  La  facultad  que  da  una  persona 
á  otra  para  que  haga  en  su  nombre  lo  mismo 
que  ella  baria  por  si  propia  en  el  negocio  que 
le  encarga;  ó  bien  el  instrumento  en  que  al- 


guno da  facultad  á  otro  para  que  en  lugar  de 
su  persona  y  representándola  pueda  ejecutar 
alguna  cosa.  Bl  poder  ha  de  hacerse  ante  Bs- 
cribano  público,  y  ha  de  contener  los  nombres 
del  poderdante  y  del  apoderado,  los  de  los  tes- 
tigos, el  lugar,  dia  y  año  de  su  otorgamien- 
to, el  objeto,  fin,  pleito  ó  negocio  para  que  se 
dá,  las  facultades  que  se  conceden  al  apodera- 
do, y  la  obligación  de  tener  por  firme  cuanto 
éste  practicare  dentro  de  los  limites  del  poder. 
(Leyes  13  y  U,  tít.  5.%  Part.  3.') 

Sobre  los  poderes  otorgados  en  países  extran  • 
jeros  para  recaudar  bienes  hereditarios  en  los 
dominios  de  Ultramar,  los  Cónsules  deberán 
observar  extrictamente  lo  mandado  por  Real 
orden  de  25  de  Abril  de  1836,  acerca  de  las 
solemnidades  y  formas  intrínsecas,  y  acompa- 
ñarán una  certificación  de  los  Bmbajadores  ó 
Cónsules,  relativa  á  la  legalidad  del  instru- 
mento y  á  la  legitimidad  de  sus  firmas.  Bsta 
Real  orden  fué  comunicada  el  13  de  Diciembre 
de  1838  por  el  Ministerio  de  Qracia  y  Justicia 
al  Capitán  general  presidente  de  las  Audien- 
cias de  la  Habana  y  Puerto-Principe.  (Real 
orden  del  Ministerio  de  Estado  de  22  de  Abril 
de  1861.) 

PODEBE8  Ó  ENCABÓOS.  Véase  Gestio- 
nes PABTICULAIBS. 

policía.  De  la  palabra  griega po¿i>,  que  ^ 
sig^nifica  ciudad,  se  deriva  po/i¿t*a,  policía,  que 
significa  el  arreglo,  gobierno  y  buen  orden 
de  una  ciudad  ó  república.  Policia,  pues,  se 
toma  comunmente  por  el  arte  ó  ciencia  de 
procurar  á*  todos  los  habitantes  de  un  pueblo 
una  vida  cómoda  y  tranquila,  como  también 
por  la  Jurisdicción  que  tiene  derecho  de  ejer- 
cer el  magistrado  de  policia  para  lograr  aquel 
fin.  Son  objeto  de  la  policia  la  disciplina  de  las 
costumbres,  la  salud  publica,  la  reforma  de 
los  abusos  que  pueden  cometerse  en  el  comer- 
cio, los  víveres,  la  seguridad  y  tranquilidad 
general,  la  limpieza  de  las  calles  y  todo  lo  que 
concierne  á  la  seguridad  y  bienestar  de  los 
moradores.  La  policía  está  á  cargo  de  las 
Autoridades  civiles  (1). 

La  policia,  según  Vattel,  consiste  en  la 
atención  del  Príncipe  y  de  los  Magistrados 
para  mantenerlo  todo  en  orden,  en  cuya  razón 
debe  prescribirse  por  sabios  reglamentos  todo 
lo  más  conducente  á  la  seguridad,  á  la  utili- 
dad y  á  la  conveniencia  pública,  poniendo  la 
mayor  atención  en  hacerlos  observar  aquellos 
que  están  revestidos  de  la  Autoridad.  Bl  So- 
berano, por  una  sabia  policía,  acostumbra  á 
los  pueblos  al  orden  y  á  la  obediencia,  y  con- 


Íl)    Véase  en  Dou,  tomo  3.^^  páginas  340  á  343, 
o  loque  se  comprende  por  la  palabra  ¿'oficia. 
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serva  \k  tranquilidad,  la  paz  y  la  concordia 
entre  los  ciudadanos.  A  los  Magistrados  holan- 
deses se  les  atribuyen  talentos  singulares  para 
la  policía;  y  en  efecto,  sus  ciudades  y  hasta 
sus  establecimientos  en  las  Indias  son,  de  to- 
dos los  países  del  mundo,  aquellos  donde  ge- 
neralmente se  la  ye  mejor  desempeñada  (1). 

POLÍTICA.  El  arte  de  gobernar,  dar  le- 
yes y  reglamentos  para  mantener  la  tranqui- 
lidad y  seguridad  publicas,  y  conservar  el  or- 
den y  buenas  costumbres. 

La  palabra  política  significa  además  el  ar- 
te de  portarse  en  la  sociedad  con  cortesía, 
aunque  en  otro  sentido  más  exacto  es  el  arte 
de  gobernar,  según  queda  dicho.  La  política 
tiene  dos  objetos:  primero,  el  régimen  interior 
de  un  Estado;  segundo,  sus  relaciones  exterio- 
res. Si  los  Gobiernos  se  han  constituido  es  pa- 
ra la  seguridad,  la  tranquilidad  y  la  felicidad 
de  los  ciudadanos. 

heipolUica  exterior  comprende  los  intere- 
ses respectivos  de  las  Naciones  y  tiene  por  ba^ 
se  fundamental  la  independencia,  la  tranqui- 
lidad, la  dignidad  y  la  conservación  de  la  paz: 
estas  bases,  según  Reyneval,  serán  siempre 
eternas,  cualesquiera  que  sean  las  relaciones 
eventuales  de  las  Naciones  entre  sí. 

PÓLIZA.  La  libranza  ó  instrumento  en 
que  se  da  orden  para  percibir  ó  cobrar  algún 
dinero. — La  guia  ó  instrumento  que  acredita 
ser  legítimos  y  no  de  contrabando  los  géneros 
y  mercancías  que  se  llevan.^ La  escritura  de 
algún  contrato  marítimo,  com(*  póliza  de  se- 
guro, póliza  de  netamente,  póliza  de  préstamo 
á  la  gruesa.  La  palabra  póliza  viene  á  ser  lo 
mismo  que  promesa.  Véase  Oontbato  db  gonogi- 

HlBirrO  ó  FLBTAMKMTO  y  LbTRA  DB  CAMBIO. 

PÓLIZA  DB  SEGUBOS.  En  este  docu- 
mento se  consignan  las  condiciones  bajo  las 
cuales  se  estipula  un  seguro  marítimo ,  Véase 
Sbgubos  maeitimos. 

POITTÍFICE.  Por  antonomasia  se  llama  así 
al  Prelado  supremo  de  la  Iglesia  romana.  Dá- 
sele regularmentie  este  nombre  con  los  adita- 
mentos Sumo  6  Romano,  como  Sumo  Pontíjtce, 
PofUiJlce  Romano, 

Robespierre  tomó  el  título  de  Pontífice 
cuando  instituyó  la  fiesta  del  Ser  Supremo. 

POBTADOB  DE  LETBA  DE  CAMBIO. 
El  que  tiene  á  su  favor  una  letra  de  cambio, 
ya  sea  que  la  haya  tomado  directamente  del 
librador,  ya  sea  que  la  haya  adquirido  por  en- 
doso en  virtud  de  negociación. 

El  portador  debe  presentar  la  letra  á  la 
aceptación  y  al  pago  dentro  del  término  que 
prefija  la  ley  (Art.  479  del  Código  de  comercio  ) 


(1)    Derecho  de  gewtes,  tomo  1.^  pág.  187. 


POBTABIA.  Véase  Al  vara. 

POBTEADOB.  El  que  se  encarga  de  tras- 
portar mercaderías  por  tierra,  rios  y  canales 
navegables  mediante  el  porte  ó  precio  en  que 
se  ajusta, 

POBBEDOB.  El  que  tiene  en  su  poder 
alguna  cosa.  Llámase,  pues,  poseedor  el  que 
tiene  una  cosa  como  propietario,  sin  serlo  real- 
mente,  sepa  ó  ignore  que  la  cosa  pertenece  á 
otro  Todo  poseedor  es  poseedor  de  buena  féó 
poseedor  de  mala  fé. 

POSESIÓN.  Se  toma  frecuentemente  por 
la  misma  cosa  poseída;  y  así,  el  que  tiene  mu- 
chos bienes  raices  se  dice  que  tiene  muchas 
posesiones. 

POSITIVO.  Se  aplica  al  derecho  divino  ó 
humano  por  contraposición  al  natufal. 

POSTLIMINIO.  Dase  este  nombre  al  de- 
recho por  el  cual  las  personas  ó  cosas  tomadas 
por  el  enemigo,  si  se  hallan  de  nuevo  bajo  el 
poder  de  la  Nación  á  que  pertenecen,  son  res- 
tituidas á  su  estado  primitivo.  En  este  caso, 
el  público  y  los  particulares  vuelven  al  goce 
de  los  derechos  de  que  hablan  sido  despojados 
por  el  enemigo:  las  personas  recobran  su  li* 
bertad,y  las  cosas  retornan  á  sus  dueQos.  Es- 
to, sin  embargo,  no  se  extiende  á  los  prisio- 
neros de  guerra  sueltos  bajo  palabra  de  honor, 
aunque  puede  decirse  que  el  derecho  áeposíli^ 
minio  no  espira  jamás  respecto  á  las  per- 
sonas (1). 

POTESTAD  MATEBIAL.  El  derecho  y 
autoridad  que  adquiere  el  marido  sobre  la  mu- 
jer y  sus  bienes  desde  el  dia  de  la  celebración 
del  matrimonio.  Véase  Marido  y  Muíbr  casada. 

POTESTAD  PATEBNA.  La  autoridad  y 
derecho  que  la  ley  concede  al  padre  sobre  la 
persona  y  bienes  de  sus  hijos  legítimos.  Véase 
Patria  potestad. 

POTESTATIVO.  Lo  que  está  en  la  facul- 
tad ó  potestad  de  alguno  como  condición  po- 
testativa. 

PBÁCTICO.  El  hombre  experimentado, 
versado  y  diestro  en  la  instrucción  de  los  pro- 
cesos. —El  experto  en  alguna  ciencia,  arte  ü 
oficio,  que  se  llama  para  declarar  ó  informar 
sobre  algún  asunto  que  exige  conocimientos 
facultativos.  Véase  Peritos. 

PBÁCTICOS  DE  COSTAS.  El  que  go- 
bierna y  dirige  un  buque  en  su  navegación  por 
las  costas  y  puertos.  Estos  prácticos  parece  son 
los  mismos  que  con  el  título  de  «Numero»  se 
mencionan  en  el  art.  3.*,  tít.  5.*,  tratado  3.* 
de  las  Ordenanzas  generales  de  la  armada, 
los  cuales  preferían  á  los  pilotos  de  n&me* 


(1)    Pando,  Derecho  intemaeional^  pág.  401 
á403. 
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ro.  Ahora  bieo;  sabidos  los  conocimientos  qUe 
se  exigen  &  un  tercer  piloto,  y  debiendo  éstos 
estar  subordinados  al  práctico  de  costa,  es 
claro  que  deben  tener  conocimientos  extensos, 
nada  vagos  y  superiores  k  los  de  aquellos  en 
las  materias  de  su  profesión  práctica. 

Bs  muy  diñcil  lo  sean  de  costas  extensas 
sin  que  al  mismo  tiempo  posean  medianamente 
el  pilotaje  astronómico  aplicado  á  la  práctica, 
á  lo  cual  deben  agregar,  no  tan  solo  el  cono- 
cimiento material  de  los  puntos  más  notables 
del  litoral,  sino  también  el  de  sus  sondas,  en- 
tradas y  salidas  de  puertos,  corrientes,  vien- 
tos, mareas  y  demás,  pues  la  experiencia  co- 
tidiana nos  demuestra  que  casi  nunca  son 
buenos  prácticos  los  que  creen  serlo  de  gran- 
des extensiones  de  costas  (1).  Véase  Piloto. 

Blart.  19,  tit.  2/,  Ordenanzas  de  1748, 
que  eneldia  no  hace  regla,  reconoce  como  de 
la  mayor  importancia  este  destino.  Las  Orde« 
nanzas  de  1793,  tomando  algo  de  este  articulo, 
en  el  2.%  tit.  6.*,  trat.  3.*  les  da  la  debida  im- 
portancia considerándolos  como  O&ciales  ma- 
yores; en  el  9.*  les  da  en  casos  dados  el  cargo 
de  pilotos,  y  en  el  18  les  autoriza  para  que 
puedan  mandar  á  todos  los  que  deban  obede- 
cer á  los  pilotines. 

Para  fijar,  en  vista  de  las  arriba  dichas 
consideraciones,  las  cualidades  y  examen  que 
debían  preceder  al  nombramiento  de  los  prác  - 
ticos  de  costas,  se  expidió  la  Real  orden  de  1 1 
de  Enero  de  1851,  por  la  cual  se  mandó  que 
en  igualdad  de  circunstancias  se  prefieran  los 
pilotos  de  altura. 

PRÁCTICOS  DE  PUERTO.  El  nombra- 
miento para  este  destino  lo  verifica  el  Capi- 
tán general  del  respectivo  departamento,  con 
arreglo  á  la  Real  orden  de  8  de  Enero  de  1858, 
á  propuesta  y  previo  examen  del  Capitán  del 
puerto  en  que  hayan  de  ejercer  sus  cargos,  se- 
gún los  artículos  19  y  20,  tit.  7.*,  trat.  5.*, 
Ordenanzas  generales  de  la  armada. 

Su  numero  varia  en  cada  puerto  según  sus 
necesidades  y  están  á  las  inmediatas  órdenes 
del  Capitán  del  puerto;  en  consecuencia  pue- 
de amonestarlos,  castigarlos  y  hasta  suspen- 
derlos de  su  empleo. 

El  deber  principal  de  los  prácticos  consis- 
te en  pilotear  todas  las  naves,  asi  mercantes 
como  de  guerra,  y  asi  nacionales  como  ex- 
tranjeras, hasta  el  paraje  señalado  en  cada 
puerto,  debiendo  protestar  al  Capitán  cuando 
por  las  circunstancias  del  tiempo  creyesen  ar- 
riesgado entrar  ó  salir  de  algún  puerto.  Hi  hay 
motivo  de  entredicho  ó  cuarentena,  pilotearán 


el  buque  desde  su  barquilla,  según  previenen 
diferentes  artículos  del  tit.  7.*,  trat  5.*  de  las 
Ordenanzas  generales  de  la  Real  armada.  (Véa- 
se la  legislación  particular  de  este  servicio  en 
el  Diccionario  de  Bacardi,  páginas  678  á  688 
inclusive.) 

PBEÁMBULO. .  Especie  de  exordio  que 
precede  á  un  discurso.  — Discurso  prelimimar 
que  suele  anteceder  á  los  proyectos  de  ley  pre- 
sentados por  el  Gobierno,  ó  la  parte  primera 
de  una  ley  en  que  se  exponen  los  motivos  por 
que  se  promulga,  su  utilidad,  su  necesidad,  etc. 
En  el  preámbulo ^Q  las  leyes  y  decretos  etc. 
es  la  costumbre  usar  siempre  un  lenguaje  dig- 
no: en  ellos  debe  aparecer  la  noble  sencillez, 
propia  de  la  verdadera  grandeza;  el  espiritu 
de  la  justicia,  que  inspira  respeto:  la  sensibili- 
dad, que  favorece  el  deseo  natural  de  amor  al 
pais;  y  finalmente,  la  huella  de  la  verdad,  que 
tan  fácil  es  reconocer,  y  que  ha  quedado  como 
un  secreto  en  manos  de  los  que  jamás  engañan 
á  otros. 

Hay  una  especie  de  majestad  cuyo  espi- 
ritu debe  resaltar  en  los  preámbulos,  apartan- 
do al  Ministro  del  designio  afectado  de  agra- 
dar, del  tono  de  disertación  y  de  una  bondad 
demasiado  vulgar.  Los  preámbulos  deben  domi- 
nar la  razón  y  cautivar  los  corazones. 

En  general,  tanta  más  impresión- hacen  los 
sentimientos  de  bondad,  cuanto  más  unidos  se 
encuentran  al  carácter  de  grandeza.  El  orgullo 
de  los  hombres  se  complace  con  la  elevación 
de  sus  señores  y  bienhechores,  y  asi  el  respeto 
añade  grados  al  reconocimiento  (1). 

PHKOSDBNCIA.  Quiere  decir  literalmen- 
te el  acto  de  ir  delante  6  antes  que  otro;  pero  en 
el  lenguaje  diplomático  significa  el  derecho  de 
preeminencia  6  preferencia  honorífica  en  el  lu- 
gar, en  el  asiento,  etc.,  y  en  todos  los  actos 
de  ceremonia  y  etiqueta. 

Acerca  de  las  precedencias  de  las  Naciones,  di- 
ce Pando: 

«En  virtud  del  derecho  de  igualda4  entre 
las  Naciones,  cada  Estado  soberano  puede  pre- 
tender que,  en  sus  reciprocas  relaciones,  nin- 
guno se  arrogue  facultades  más  extensas  que 
aquellas  de  que  él  mismo  disfruta,  ni  tampoco 
eximirse  de  las  obligaciones  que  á  todos  cor- 
responden, en  lo  que  reportarla  una  exclusiva 
ventaja.  Puesto  que  gozan  de  una  personali- 
dad moral  y  libre,  cada  uno  de  ellos  puede 
pretender  todos  los  derechos  que  de  esa  perso- 
nalidad deriva.» 

^Siendo  esenciales,  dice  Klüber,  las  relacio- 
nes naturales  entre  los  Estados,  la  igualdad  de 


(1)    Bacardi,  Dic.  del  derecho  marítimo,  pá- 
gina 677. 


(1)    Enciclopedia  de  Hacienda^ 
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8\XB  dereehos  no  puede  ser  alterada  por  calida- 
des ó  atribaciones  accidétUales,  como  las  de  an- 
tigüedad, población,  extensión  de  territorio, 
poder  militar,  formas  políticas,  títulos  del  So- 
berano, adelantamientos  en  la  cultura  intelec- 
tual, ú  otras  semejantes.  Particularmente  in- 
compatibles con  esta  igualdad  legal  son  en 
realidad  las  pretensiones  orgullosas  á  la  prece-' 
denciat  á  la  superioridad,  á  la  jurisdicción ,  al 
poder  criminal ,  con  respecto  á  los  otros  Esta- 
dos. La  igualdad  de  éstos  se  manifiesta  á  me- 
nudo en  el  ceremonial,  esto  es ,  en  las  formali- 
dades que  entre  ellos  observan.  Este  ceremo- 
nial se  ejerce,  no  solo  con  respecto  á  la  perso- 
na de  los  Soberanos ,  sino  también  en  los  es- 
critos :  la  segunda  rama  ocupa  la  atencioD  de 
los  que  se  dedican  á  explicar,  en  Manuales  di'- 
plomálicos,  los  estilos  de  las  Cancillerías  y  las 
fórmulas  que  usan  los  públicos  Agentes;  y  hay 
algunas  personas  tersadas  en  esta  clase  de  no- 
ciones rutinarias,  que  solo  por  eso  se  concep- 
túan consumados  diplomáticos.)) 

Una  parte  reducida  del  ceremonial ,  com- 
prendido el  marítimo  y  el  de  guerra ,  se  halla 
fijado  por  medio  de  convenciones :  lo  restante 
absolutamente  depende  del  simple  uso.  Esta 
última  parte,  aunque  impoctante  por  razón  de 
las  desgraciadas  consecuencias  que  ha  solido 
acarrear,  realmente  no  pertenece  al  derecho 
internacional.  Lo  que  respecta  al  ceremonial 
diptomUico  puede  verse  en  el  artículo  'Eti- 
queta. 

FBEOIOS  OOBBIENTES.  Por  Real  or- 
den circular  de  l.*de  Enero  de  1849  se  esta- 
blece la  uniformidad  que  han  de  tener  las  no- 
tas de  precios  corrientes  que  debían  pasar  cada 
quince  dias  los  Agentes  consulares  de  la  Na- 
ción. Bn  ella  se  advierte: 

«Que  los  artículos  de  importación  y  exporta- 
ción que  en  el  modelo  se  designan  deben  limi- 
tarse á  los  que  conocidamente  sean  objeto  de 
cambio  ó  especulación  en  España  y  en  el  país 
donde  icesida  el  Agente  que  pase  las  nota$\  que 
las  casillas  de  las  mismas  están  destinadas  á 
manifestar  la  abundancia  ó  escasez,  pedi- 
dos, etc.;  y  la  de  Xdñ  fletes  para  señalar  los  re- 
lativos á  los  puertos  más  frecuentados. » 

Por  las  Reales  órdenes  de  14  de  Agosto  y 
23  de  Diciembre  de  1856  se  prevenía  á  los 
Cónsules  que  separadamente  de  la  nota  general 
de  precios  corrientes  que  remitían  por  tripli- 
cado y  por  quincenas  al  Ministerio  de  Estado, 
enviasen  además  una  nota  expresiva  de  los  pre- 
cios de  las  plazas  de  toda  clase  de  artículos  que 
se  comprenden  bajo  la  denominación  do  pri- 
mera necesidad  para  la  vida. 

Diferentes  disposiciones  posteriores  han 
prescrito  alteraciones  respecto  á  las  épocas  en 


que  los  Cónsules  han  debido  remitir  dichos 
precios  corrientes  de  sus  respectivas  jurisdic- 
ciones; la  circular  de  la  Dirección  general  de 
Aduanas  de  5  de  Mayo  de  1872,  trasladada  á 
las  Agencias  por  el  Ministerio  de  Estado  con 
fecha  de  16  de  Mayo  y  24  de  Octubre  del  mis- 
mo año,  previenen: 

«Que  servirán  de  base  para  la  determina- 
ción de  los  valores  de  las  mercancías  tarifalas 
en  el  Arancel,  los  antecedentes  que  reúna  y 
presente  la  Dirección  general  de  Aduanas  á  la 
Comisión  de  valoraciones,  cuyo  trabajo  contri- 
buirá á  ilustrar  los  datos  relativos  al  comercio 
y  á  la  producción  de  todos  los  países,  bajo  la 
base  de  diferentes  observaciones  reducidas  á  la 
remisión  del  mayor  número  de  precios  cor- 
rientesy  catálogos  impresos  de  mercancías  etc . » 

La  circular  del  Ministerio  de  Hacienda  de  8 
de  Agosto  de  1873,  trasladada  por  el  de  Esta- 
do con  fecha  14  del  mismo  men  y  año  dice  que: 
((La  Dirección  general  de  Aduanas  cuida  de 
reunir  datos  relativos  al  valor  de  las  mercan- 
cías que  con  objeto  de  comercio  en  España 
pueden  servir  de  base  para  la  modificación  de 
los  Aranceles.  Que  los  Jefes  de  Legaciones  y 
Cóosules  de  la  Nación  procuren  reclamar  en 
sus  respectivas  residencias  los  libros  que  los 
Gobiernos  de  las  mismas  publiquen,  relativos 
á  valoraciones,  estadísticas.  Memorias  de  los 
Cónsules,  ídem  acerca  de  las  Exposiciones  uni- 
versales ó  regionales,  así  como  toda  clase  de 
informaciones  comerciales  é  industriales  que 
puedan  ser  de  utilidad  notoria.» 

PSEEMIlTJiNOIA.  Véase  Etíqubta  y  Pbb- 

GBDBNGIA . 

PREMIO  ó  FBIMA.  Véase  SBguaos  MAti- 

TIMOS. 

FBBNSA  EXTBANJEBA.  Sobre  lasofen- 
sas  que  contra  el  Gobierno  de  la  Nación  espa- 
ñola publique  la  prensa  de  la  localidad  del 
Agente  diplomático  ó  consular,  la  Real  orden 
de  8  de  Marzo  de  1834  previene  que  se  hagan 
oportunas  reclamaciones. 

Como  consecuencia  de  este  mandato,  debe 
participarse  al  Ministro  de  Estado  todo  lo  re- 
lativo á  tan  importante  asunto,  y  siempre  será 
conveniente  extender  estas  comunicaciones  á 
las  demás  manifestaciones  graves  de  la  prensa 
local  con  respecto  á  España  y  su  Gobierno. 

PBEBOGATIVAS  DE  LOS  CÓNSU- 
LES. Los  Cónsules  están  exentos  de  toda  espe- 
cie de  cargas,  contribuciones,  servicio  perso- 
nal, alojamiento  militar,  multas,  etc.,  en  el 
país  donde  ejercen  sus  funciones. 

Los  Cónsules  disfrutan  de  la  inmunidad 
personal  en  el  mismo  país,  de  modo  que  no 
pueden  ser  presos  más  que  en  el  caso  de  cri- 
men atroz.  Se  entiende  por  crimen  otros  todo 
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hecho  que  trastorna  ó  pueda  trastornar  el  or- 
den social  directa  y  manifiestamente,  como  el 
aséskiato,  el  robo,  el  perjurio,  el  atentado  pú- 
blico á  las  buenas  costumbres,  el  ultraje  á  la 
religión,  al  culto  divino,  al  Soberano  y  á  los 
individuos  de  su  familia,  los  conatos  demagó- 
gicos, subversivos  ó  sediciosos,  y  el  patrocinio 
concedido  á  piratas  ó  malhechsres  de  cual- 
quiera especie. 

Los  archivos  de  los  Consulados  y  su  corres- 
pondencia de  oficio  son  inviolables,  y  ninguna 
Autoridad  local  puede  registrarlos  por  ningún 
motivo,  ni  mucho  menos  embargarlos  ó  ex- 
traerlos del  poder  del  Cónsul.  Véase  Archivo. 
Tienen  los  Cónsules  el  privilegio  de  dar 
por  escrito  las  declaraciones  que  con  arreglo 
á  las  leyes  les  pidan  las  Autoridades;  y  si  el 
caso  es  de  tai  naturaleza  que  sea  indispensa- 
ble la  declaración  verbal,  tienen  igualmente 
el  derecho  de  que  se  les  pase  anticipadamente 
recado  atento  ü  oficio  preventivo;  y  este  dere- 
cho no  se  funda  en  el  deseo  de  que  se  practi- 
que una  pura  ceremonia,  sino  en  razones  de 
gran  i)eso  y  conveniencia,  que  seria  muy  pro- 
lijo exponer. 

Los  Cónsules  ejercen  la  jurisdicción  lla- 
mada consular;  esto  es,  tienen  la  facultad  de 
ser  Jueces  de  sus  conciudadanos,  siempre  que 
se  la  conceden  sus  respectivos  Gobiernos,  y 
en  este  caso  la  jurisdicción  se  arregla  confor- 
me á  las  estipulaciones  de  los  tratados  ó  con- 
venciones que  so  celebran  con  tal  objeto.  Bn 
el'dia  la  jurisdicción  consular  está  reducida 
casi  generalmente  á  jurisdicción  arbitral  en 
negocios  puramente  mercantiles,  y  aun  para 
que  puedan  ejercerla  los  Cónsules  se  necesita 
la  anuencia  ó  mutua  voluntad  de  los  interesa- 
dos. La  mayor  parte  de  las  Naciones  de  Eu- 
ropa se  muestran  -tan  delicadas  en  esta  mate- 
ria, que  prohiben  expresamente  el  ejercicio  de 
jurisdicción  á  los  Cónsules  en  el  texto  mismo 
del  exequátur  que  les  conceden.  Pero  como  no 
obstante  esta  prohibición  puede  encontrarse  el 
Cónsul  repentinamente  y  con  frecuencia  en  el 
caso  de  obrar  como  Juez,  en  fuerza  de  circuns- 
tancias imprevistas,  ó  propias  del  país  donde 
reside,  debe  pedir  instrucciones  extraordina- 
rias al  Ministro  representante  de  su  Nación, 
y  si  no  lo  hubiere,  á  su  mismo  Gobierno.  De 
lo  contrario,  se  expone  el  Cónsul  á  perjudicar 
á  sus  conciudadanos,  bien  sea  no  concedién- 
doles el  recurso  que  soliciten,  ó  bien  dando 
lugar  á  que  puedan  tenerse  por  nulos  los  ac- 
tos judiciales  que  ejerza. 

Desde  el  momento  en  que  el  Cónsul  recibe 
el  correspondiente  exequátur,  puede  poner  pú- 
blicamente, en  la  parte  exterior  de  su  habita- 
ción, el  escudo  de  armas  y  el  rótulo  ó  leyenda 


que  indique  la  nacionalidad  del  Consulado;  y 
en  los  países  en  donde  por  las  leyes  ó  por  los 
tratados  es  permitido,  puede  el  Cónsul  igual- 
mente enarbolar  del  mismo  modo  su  pabellón 
nacional . 

Los  Cónsules  gozan  del  uniforme  que  lea 
señalan  sus  respectivos  Soberanos. 

En  las  funciones,  ceremonias  y  actos  pú- 
blicos de  etiqueta  ocupan  los  Cónsules  el  lugar 
preferente  que  determinan  los  tratados,  ó  las 
leyes  y  reglamentos  de  los  países  en  donde  se 
hallan.  Véase  Etiqueta  y  Pebgbdengia. 

Para  todo  asunto  del  servicio  nacional  se 
concede  á  los  Cónsules  pasaje  gratuito  en  los 
buques  de  guerra  de  su  Nación. 

En  caso  de  crimen  atroz,  y  en  cualquiera 
otro  caso  extraordinario,  no  puede  ser  preso 
el  Cónsul  antes  de  que  se  le  haya  retirado  el 
exequátur. 

Solamente*  el  Soberano  de  la  Nación  donde 
reside  el  Cónsul  puede  retirarle  el  exequátur, 
y  ninguna  otra  Autoridad  puede  impedirle  de 
ningún  modo  ni  bajo  ningún  protesto  el  libre 
ejercicio  de  sus  funciones  consulares. 

Cuando  en  el  país  donde  el  Cónsul  ejerce 
sus  funciones  no  hay  Representante  ó  Enviado 
diplomático  de  su  Nación,  puede  el  Cónsul  di- 
rigir sus  comunicaciones  de  oficio  directa- 
mente al  Ministerio  de  Estado  del  mismo  país. 
Véase  Corbbspondbngia. 

La  casa  del  Cónsul,  esto  es,  la  casa  donde 
el  Cónsul  tiene  establecido  su  despacho  y  fija- 
das las  armas  ó  enarbolado  el  pabellón  de  su 
Nación,  da  asilo  perfecto  á  los  que  se  refugian 
en  ella,  lo  mismo  que  la  de  los  Ministros  di- 
plomáticos, aunque  con  las  restricciones  de- 
bidas, que  pueden  verse  en  el  articulo  Dbbbbbs 
T  atbibügionbs  db  los  CÓ198ULE8,  así  como  en 
Asilo. 

Los  Cónsules  tienen  el  derecho  de  apelar  á 
las  fuerzas  navales,  esto  es,  de  llamar  á  los  bu<* 
ques  de  guerra  de  su  Nación,  para  que  sus 
ciudadanos  puedan  refugiarse  en  ellos  en  caso 
necesario. 

Aun  en  el  caso  de  crimen  atroz  no  puede  el 
Cónsul  ser  juzgado  por  los  Tribunales  del  país 
en  donde  ejerce  sus  funciones,  sino  que  debe 
ser  remitido  al  suyo  para  que  su  Soberano  le 
imponga  ó  haga  imponer  el  debido  castigo. 

El  Conde  Portalis,  Ministro  de  lo  Interior 
en  Francia,  y  uno  de  los  hombres  más  emi- 
nentes que  rodearon  al  Emperador  Napoleón  I, 
decia,  con  motivo  de  ventilarse  en  el  Consejo 
de  presas  la  cuestión  de  si  podia  ser  citado 
ante  los  Tribunales  un  Cónsul  como  parte  por 
un  hecho  ejecutado  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones, entre  otras  cosas  lo  que  sigue: 

«D'aprés  les  príncipes  du  droit  des  gens  les 
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Agenta  des  relations  commerciales,  sana  avoir  la 
plénitude  des  prérogatives  attachées  aux  Ambas- 
sadeurá  et  autres  Ministres  publics,  doivent  jouir, 
daos  un  rang  moins  elevó  et  pour  des  fonctions 
moins  éciatantes,  de  rinvioIabiLité  et  de  Tinde- 
pendence  dont  les  Ambassadeurs  et  les  autre^ 
Ministres  publics  jouissent  entre  eax.  Tout 
Agent  politique  est  la  parole  du  Gouyernement, 
et  le  Gouvernement  ne  doit  agir  ni  parier  par  le 
Ministre  d'un  homme  qui  aurait  a  craindre.  II 
faut  done  Ik  Tegard  des  Agents  du  Gouvernement, 
^  uívre  les  raisons  tirées  de  leur  caractére  repré- 
sentatif  et  non  pas  colles  qui  dérivent  des  rap  - 
ports  ordinaires  des  choses.  Si  ees  Agents  abu* 
sent  leur  caractére,  on  les  fait  cesser;  mais  pour 
les  faire  cesser,  Tótranger  (Souverain  ou  particu- 
lier)  doit  s*adresser  au  Gouvernement  lui  méme, 
qui  désavoue  ousoutient  son  mandataire,  elpeut, 
seulj  faire  disparaUre  le  caractére  d'inviolabilUé 
dont  ü  V%  reveíu  > 

El  Barón  Fernando  de  Cuseg,  en  su  obra 
titulada  Reglamente  consulaires^  dice  expresa- 
mente: 

«ün  Cónsul  envoyé  non  commer^ant,  ne  peut 
étre  arreté,  ni  mis  en  prison,  ni  enlevé  violem- 
ment  d*une  maniere  quelconque  et  pour  un  temps 
quelconque  k  la  surveillance  des  inte  re  ts  qui  lui 
ont  été  confies,  non  plus  qu'k  la  garde  des  pa- 
piers,  archives  et  dópdts  qui  reaferme  sa  Chan- 
celierie,  dans  laquelle  les  o/Jlciers  de  la  pólice  du 
pays  ne  sauraienl,  en  ancun  temps  ^  et  sans  aueun 
pretexte  pénétrer  qu*avec  Vassentiment  formel  du 
Consul.-^Bi  un  Cónsul  envojé,  non  commercant» 
se  rend  coupable  de  conspiration  contre  la  sureté 
de  rÉtat,  ou  du  Prince  sur  le  territoire  duquel 
il  exerce  ses  fonctions,  ou  de  tout  autre  críme 
atroce...  Taction  represive  du  Souverain  territo- 
riel  ne  saurait  aller  au  áelh  fselon  la  gravite  des 
faits  coupables  imputes  au  Cónsul)  du  retrait  de 
Vexequatur,  ou  de  Tinjoction  de  quitter  le  pays 
dans  un  délai  determiné;  T  Autor  i  té  lócale  peut 
encoré  soummettre  le  Cónsul,  jusqu'a  son  départ, 
Il  une  surveillance  de  pólice  exercée  h,  Textérieur 
de  sa  demeure,  le  sommer  de  ne  point  sortir  de  sa 
maison  jusqu^au  moment  ou  il  quittera  le  pays; 
en  fin,  le  faire  conduire  jusqu'a  la  frontiére  de 
rÉtat  auquel  il  appartient,  pour  étre  puis  selon 
les  loLS,  par  le  Souverain  dont  íl  est  le  sujet  perpe- 
iuel,  lequel  a  seul  le  droit  de  le  punir  et  de  le  faire 
traduire,  s*il  y  a  lieu,  devant  les  Courts  de  jus- 
ticecrimínelle...» 

Klilber,  en  su  apreciable  obra  intitulada: 
Droit  des  Oens  moderne  de  l'Burope,  dice  termi* 
nantemente: 

«Les  Consuls  ne  dependent  que  de  leur  Gou- 
vernement.... ils  sont  places  sons  la  protection 
speciale  du  droit  des  gens.» 


Yattel  (en  sa  obra  publicada  en  1758)  di. 
06  igualmente: 

«Le  Cónsul  doit  étreindependent  de  la  juutice 
criminelle  du  lieu  de  sa  residence.  «Si  le  Cónsul 
tombe  en  faute,  les  égards  dus  á  son  souverain 
demandent  quHl  soit  reuvoyé  pour  étre  punir 
c'est  aussi  qu*en  usent  les  États  qui  veulent 
vlvre  en  bonne  intelligence.» 

Muchos  ejemplos  podrían  citarse  del  rigor 
con  que  las  Naciones  de  Europa  han  defendi- 
do á  sus  Cónsules,  siempre  que  se  han  infrin- 
gido en  las  personas  de  éstos  los  principios  de 
que  aqui  se  trata;  pero  en  obsequio  á  la  bre- 
vedad, bastará  recordar  la  severa  y  ruidosa 
satisfacción  que  el  Gobierno  de  los  Estados- 
Unidos  de  América  exigió  y  obtuvo  del  Go- 
bierno de  Grecia  en  1852,  por  haber  permitido 
éste  que  fuese  condenado  á  quince  dias  de  pri- 
sión el  Cónsul  Americano  en  Atenas,  Mr.  King. 

Los  Cónsules  tienen  el  derecho  de  exigir 
de  las  Autoridades  locales  la  reciprocidad  en  to- 
dos los  casos  en  que  no  esté  determinada  es- 
pecialmente por  las  leyes,  tratados  ó  estipu- 
laciones particulares  la  práctica  que  debe  se- 
guirse. 

En  caso  de  guerra,  tienen  igualmente  los 
Cónsules  el  derecho  de  exigir  de  las  tropas 
agresoras  ó  sitiadoras,  que  éstas  den  el  tiem- 
po necesario  para  que  los  extranjeros,  conciu- 
dadanos de  los  mismos  Cónsules  (ó  subditos  de 
Naciones  aliadas  ó  amigas  que  no  tengan  Cón- 
sul en  el  país  teatro  de  la  guerra),  puedan  sa- 
lir de  la  plaza  ó  poner  en  seguridad  de  cual- 
quier otro  modo  sus  personas  y  haciendas. 

En  caso  de  guerra  entre  la  Nación  á  que 
pertenece  el  Cónsul  y  aquelia  en  que  éste  re- 
side, la  persona  del  Cónsul  es  absolutamente 
inviolable^  de  manera  que  debe  dársele  el  tiem- 
po que  necesite,  tanto  para,  extraer  ó  poner  á 
cubierto  con  entera  libertad  loa  archivos  y  en- 
seres del  Consulado,  cuanto  para  tomar  todas 
las  medidas  que  crea  convenientes  respecto 
de  sus  conciudadanos;  y  además,  no  puedo 
ser  hecho  prisionero  el  Cónsul,  sino  después 
de  haber  salido  del  país  en  que  ejercía  sus 
funciones. 

Finalmente,  los  Cónsules,  además  de  estas 
prerogativas  generales  y  comunes  á  todos  los 
de  su  clase,  gozan  de  otras  particulares  que 
les  conceden,  ya  las  leyes  del  país  donde  ellos 
residen,  ya  las  estipulaciones  ó  los  convenios 
diplomáticos,  ya  en  fin,  sus  propios  Gobiernos. 
Véase  Inviolabilidad  consular  y  Honores  qcb 

CORRESPONDEN  k   LOS  CÓNSULES. 

PRESAS  MAEÍTIHAS.  Se  dice  que  el 
objeto  de  una  guerra  marítima  es  debilitar  ó 
aniquilar  el  comercio  y  navegación  enemiga, 
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como  f andamentos  de  su  poder  naval,  y  que 
el  apresamiento  ó  destrucción  de  los  propieda- 
des privadas  se  considera  necesario  para  lo- 
grar este  ñn.  Pero  esto  no  es  más  que  un  me- 
ro pretesto  para  paliar  la  abominable  prácti- 
ca establecida;  y  es  harto  evidente  que  ésta  se 
observa  implacablemente  aun  cuando  el  ene- 
migo carezca  de  poder  naval,  y  las  presas  que 
se  le  hacen  en  nada  pueden  influir  para  llevar 
á  término  la  guerra  ü  obtener  la  satisfacción 
que  se  demanda. 

La  Jurisprudencia  moderna  establecida  con 
respecto  á  las  presas  marítimas  es  tan  compli- 
cada como  poco  uniforme  entre  las  diferantes 
Naciones.  Cada  una  de  las  principales  Poten- 
cias forma  su  Código  particular,  á  que  los 
Estados  menos  fuertes  tienen  que  someterse 
en  sus  relaciones  con  ella,  y  todas  toman  mi- 
nuciosas precauciones  para  que  nada  pueda 
escapar  á  la  rapacidad  de  loa  captores.  ¡Cuán- 
tas trabas  á  la  navegación  y  al  comercio  de 
los  pueblos!  ¡Cuánta  confusión,  cuántas  difi- 
cultades en  los  enmarañados  pleitos  que  la  co- 
dicia somete  al  fallo  de  los  Almirantazgos! 
¡Cuánta  sutileza  para  encontrar  pretestos  con 
que  condenar  á  confiscación — no  solo  los  bu« 
ques  y  mercaderías  realmente  enemigos — ^sino 
también  los  neutrales,  y  si  se  puede,  aun  los 
amigos! 

El  derecho  de  gentes  del  mundo  comer- 
cial reconoce  en  el  dia  con  relación  á  esta  ma* 
teria  reglas  que  tienea  por  base  las  modernas 
doctrinas  de  Chitty  y  de  Kent;  y  aunque  no 
son  rigorosamente  justas,  es  vergonzoso  y  aun 
perjudicial  no  se  hallen  difundidas  entre  los 
mismos  que  manejan  los  negocios  públicos  (1). 

En  España  las  prácticas  legales  que  han 
prevalecido  están  fundadas  en  la  legislación  de 
las  Ordenanzas  de  la  Real  armada  en  sus  trata- 
dos 5.°,  6.*  y  10,  y  en  el  Reglamento  para  la 
distribución  de  partes,  publicado  en  1.^  de 
Julio  de  1779,  cuyo  cumplimiento  se  recordó 
en  Real  orden  de  13  de  Marzo  de  1825,  y  la 
de  30  de  Diciembre  de  1826  respecto  á  los  ca- 
aos de  apresamiento,  en  el  que  solo  son  parti- 
cipes los  individuos  del  buque  que  haga  la 
presa  (2). 

La  protección  que  la  marina  de  guerra  de- 
be prostar  á  la  mercantil,  exige  se  devuelvan 
á  sus  dueños  las  embarcaciones  españolas  que 
se  represaren  de  enemigos  ,  bien  que  dándose 


(1)  Chitty,  Commercíal  law,  vol.  1.**,  ch.  S."*, 
sect.  2.*  Kbnt,  GommetUarüs  on  American.,  law, 
part.  1.*,  sect.  4.*  Pando,  Derecho  iTUemacio" 
naly  sec.  5  %  página  412. 

(2)  Bagabdi,  Diccionario  marUimo  de  Espa^ 
ña,  artículo  Fresas,  páginas  688  á  706. 


á  los  recobradores  la  parte  correspondiente  se- 
gún el  caso ,  y  exceptuando  de  esta  regla  el 
que  la  nave  hubiese  sido  conducida  á  puerto 
enemigo ,  seguramente  porque  entonces  se 
considera  pierde  su  nacionalidad.  Respecto  á 
la  devolución  sin  interés  alguno  de  naves  ex* 
tranjeras  fletadas  por  cuenta  del  Gobierno  es- 
pañol, etc.,  véanse  los  artículos  18,  19,  20  y 
22,  tit.  5.*,  trat.  6/  de  las  Ordenanzas  de  la 
armada. 

El  Reglamento  de  1778,  que  reasume  los 
anteriores  en  materia  de  presas,  establece  por 
principio  en  casi  todas  las  Naciones,  y  prin- 
cipalmente en  España,  que  un  buque  enemigo 
vendido  á  neutrales  después  de  la  declaración 
de  guerra  se  considera  buena  presa.  {Carla  del 
Contra -almirante,  Comandante  superior  de  la  ma^ 
riña  en  Argel^  dirigida  al  Cónsul  general  de  Bs^ 
paña  en  Argel  el  13  de  Abril  de  1855.) 

La  Gaceta  del  1/  de  Junio  de  1871 ,  nú- 

« 

mero  152,  publica  la  exposición  y  proyecto  de 
ley  leidos  por  el  Ministro  de  Marina,  D.  José  Ma- 
ría de  Beranger,  en  la  sesión  del  Senado  de  31 
del  mes  de  Mayo  del  mismo,  y  el  decreto  auto- 
rizándole para  la  publicación  y  cumplimiento 
de  un  reglamento  de  presas  marítimas.  En  este 
notable  documento  se  compendian  reformas 
que  bastan  para  hacer  memorable  la  época  de 
su  Ministerio,  así  por  lo  que  respecta  á  nues- 
tra ya  citada  legislación ,  como  en  lo  to- 
cante á  los  progresos  de  esa  ciencia  llamada 
derecho  público  marUimo  ,  una  de  cuyas  cues- 
tiones más  difíciles  aborda  dicho  Sr.  Minis- 
tro de  Marina ,  resolviéndola  de  una  manera 
honrosa  para  Bspaña,  según  se  desprende  de 
la  misma  exposición. 

Una  de  estas  cuestiones  es  la  referente  al 
desprendimiento  y  abnegación  con  que  nues- 
tra marina  de  guerra  renuncia  en  favor  del 
Tesoro  el  derecho  que  á  la  propiedad  de  las 
presas  le  conferian  las  Ordenanzas  del  ramo, 
pasando  á  la  del  Estado  la  de  los  buques  mili- 
tares cogidos  al  enemigo,  y  renunciando  tam- 
bién otra  retribución  pecuniaria  por  los  des- 
truidos ó  incendiados. 

Esta  reversión  á  beneficio  de  las  arcas  .pú- 
blicas habla  muy  alto  en  favor  de  nuestra  ma- 
rina y  del  Ministro  que  tan  bien  ha  sabido  in- 
terpretar los  elevados  sentimientos  de  los  Jefes 
de  la  armada  española. 

Otro  punto  importante  que  en  este  proyec- 
to se  introduce,  es  el  que  hace 'referencia  á  la 
devolución  de  las  represas ,  por  ser  una  cues- 
tión de  derecho  público  que  ha  sido  muy  dis- 
cutida en  teoría,  y  la  que  menos  ha  avanzado 
en  la  legislación  interior  de  las  Potencias  ma- 
rítimas. 

A  España,  pues,  debia  corresponder  su  so- 
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lucion  completa  y  única  ;  á  nuestra  España, 
que  ,  como  ha  dicho  un  publicista  extranjero, 
f%é  la  cuna  de  la  ciencia  del  derecho  de  gentes. 
Esta  solución  consiste  en  la  devolución  de  las 
represas  neutrales  sin  derecho  á  retribución  al- 
guna pecuniaria  para  los  buques  represado- 
res  de  nuestra  marina  de  guerra,  extendién- 
dose y  aplicándose  á  las  embarcaciones  mer  • 
cantes  de  propiedad  española  represadas  por 
los  mismos,  con  lo  cual  se  presta  un  gran  ser- 
vicio á  nuestro  comercio,  poniéndolo,  como 
friempre  ha  debido  estar ,  completamente  bajo 
el  amparo  y  protección  de  nuestras  fuerzas  na- 
vales. 

La  legislación  española  en  materia  de  pre- 
sas se  ha  colocado  siempre  á  la  cabeza  de  to- 
das las  que  hasta  el  dia  figuran  en  Europa. 

En  la  Gaceta  del  5  de  Noviembre  de  1872, 
núm.  310,  se  publica  la  exposición  y  proyecto 
de  ley  presentado  á  las  Cortes  para  la  publica- 
ción y  cumplimiento  del  Reglamento  de  pre- 
sas marítimas,  según  el  decreto  de  26  de  Se- 
tiembre del  mismo  año.  Este  proyecto  con- 
tiene 65  artículos  y  una  disposición  transitoria. 

En  ella  se  dispone  que  todo  buque  perte- 
neciente á  la  marina  militar  del  enemigo  que 
sea  apresado  por  los  nuestros,  asi  como  los  ca- 
ñones, armas,  municiones,  etc.,  etc.,  se  ad- 
judicará al  Estado  sin  retribución  pecuniaria 
alguna  para  los  apresadores.  Los  buques  apre- 
sados se  incorporarán  á  nuestra  armada. 

Que  las  piedras  preciosas,  géneros  de  oro 
y  plata,  mercancías  y  cualesquiera  otros  efec- 
tos que  no  sean  artículos  de  guerra ,  pertene- 
cerán á  los  apresadores. 

Que  el  valor  de  los  buques  corsarios,  de 
los  armados  en  corso,  y  las  mercancías  de  los 
mercantes  enemigos,  así  como  las  de  los  neu- 
trales, por  violación  de  bloqueo ,  trasporte  de 
contrabando  de  guerra  ü  otra  causa,  serán  de- 
clarados buenas  presas  y  se  repartirán  entre 
las  dotaciones  de  los  aprehensores. 

Siguen  otras  varias  disposiciones  referen- 
tes al  reparto  de  los  efectos  apresados,  asi  co- 
mo de  las  atribuciones  de  los  Jefes  y  Oficíales 
de  marina. 

PBESOBIBIB.  Señalar,  ordenar  ó  deter- 
minar alguna  cosa.  Adquirir  el  dominio  de  una 
cosa,  mediante  la  posesión  continuada  por  cier- 
to tiempo.  Libertarse  do  una  obligación  ó  car- 
ga, mediante  el  trascurso  de  cierto  tiempo. 

PRESOBIPOION.  En  las  obligaciones  pe- 
culiares del  comercio  marítimo ,  es  la  acción 
para  repetir  el  valor  de  los  efectos  suministra- 
dos para  construir ,  reparar  y  pertrechar  las 
naves. 

En  derecho ,  dos  cosas  muy  distintas  sig- 
nifica la  prescripción:  la  primera,  es  uno  de 


los  medios  de  adquirir  el  dominio  de  las  cosas: 
la  otra  es  un  modo  de  extinguirse  las  obliga- 
ciones ,  fundado  en  el  trascurso  de  un  espacio 
de  tiempo  determinado ,  á  contar  desde  el  día 
en  que  pudo  exigirse  el  cumplioilento  de  la 
obligación  de  que  se  trate. 

Las  comerciales,  según  el  Código,  á  no  te- 
ner tiempo  de  prescripción  determinado,  pres- 
criben á  la  misma  época  que  las  comunes ,  es 
decir,  á  los  veinte  años  cuando  sea  acción  per- 
sonal, y  á  los  treinta  cuando  sea  mista  de  real 
y  personal,  ó  bien  hipotecaria. 

Pero  son  demasiado  variadas  las  negocia- 
ciones comerciales ;  es  demasiado  estrecha  la 
responsabilidad  de  los  contrayentes  en  algu- 
nos contratos,  y  extremada  la  rapidez  con  que 
se  llevan  á  cabo  la  mayor  parte  de  las  opera- 
ciones para  poder  sujetarse  á  una  prescripción 
única  en  su  duración ,  y  única  también  en  sus 
efectos. 

Examinemos  los  diversos  contratos  en  que 
las  prescripciones  no  se  acomodan  al  derecho 
civil. 

Todas  las  obligaciones  que  proceden  de  las 
letras  de  cambio  quedan  prescritas  á  los  cua- 
tro años  de  su  vencimiento,  hayanse  ó  no  pro- 
testado, si  antes  no  se  han  intentado  en  justi- 
cia.  ((7.,  577.) 

Lo  mismo  debe  entenderse  de  las  libranzas 
y  de  los  vales  6  pagarés  á  la  orden,  con  la  úni- 
ca diferencia  en  las  primeras  de  que  á  los  dos 
meses  contados  desde  la  fecha  del  protesto,  ce- 
sa la  responsabilidad  del  librador ,  si  probare 
que  tenia  hecha  provisión  de  fondos  en  poder 
de  la  persona  que  había  de  pagarla;  y  tanto  en 
las  libranzas  como  en  los  pagarés,  queda  pres- 
crita la  obligación  de  garantía  respecto  de  los 
endosantes,  trascurridos  dichos  dos  meses. 

La  obligación  de  indemnizar  en  la  compra- 
venta por  vicios  externos ,  queda  prescrita  á 
los  ocho  días  de  hacerse  la  entrega  por  el  ven- 
dedor ,  y  á  los  seis  meses  si  los  vicios  fuesen 
internos.   (C\,  370  y  871.) 

La  acción  contra  el  porteador  por  los  da- 
ños y  perjuicios  sufridos  por  las  cosas  fiadas  á 
su  custodia,  queda  prescrita  á  las  veinticuatro 
horas  de  entregarlas ,  ó  antes  si  se  hubieren 
pagado  los  portes. 

La  acción  para  repetir  el  valor  de  ios 
efectos  suministrados  para  construir ,  reparar 
y  pertrechar  la  nave ,  prescribe  á  los  cinco 
años  contados  desde  que  se  hizo  la  entrega, 
(a.,  992.) 

La  que  procede  de  vituallas  para  aprovi- 
sionar la  nave,  ó  de  alimentos  suministrados 
de  orden  del  Capitán  á  los  marineros,  prescri- 
birá al  año  de  su  entrega,  siempre  que  dentro 
de  él  haya  estado  fondeada  por  espacio  de  quin- 
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ce  djas  por  lo  meaos  en  el  puerto  donde  se 
contrajo  la  deada ;  y  no  sacediendo  así ,  sub- 
sistirá la  obligación  aun  después  del  año,  has- 
ta que  fondee  la  nave  en  el  puerto ,  y  quince 
días  más.  ((7.,  993  ) 

La  acción  de  los  Oficiales  y  tripulación  por 
el  pago  de  sus  salarios  y  gajes ,  prescribe  al 
año.  (C,  994.) 

PBESENTAOION.  Si  bien  es  la  acción  ó 
resultado  de  presentar  ó  manifestar  alguna 
cosa,  en  diplomacia  es  la  de  presentar  las  cre- 
denciales que  acreditan  á  un  Embajador  etc. , 
cerca  del  Monarca  de  la  Nación,  donde  debe 
tratar  de  Nación  á  Nación  sus  negocios  con- 
forme al  derecho  internacional.  Hó  aquí  uno 
de  esos  muchos  discursos  de  presentación: 

«M.  le  président,  S.  M.  le  roí  dltalie,  mon  aa« 
guste  Souverain,  m'ajant  designé  pour  la  haute 
mission  de  le  représenter  auprés  du  GoaTerne- 
ment  desÉtats-Unis,  m'a  chargé  d*exprimer  h,  Yo- 
tre  Excellence  son  désir  pour  la  prospérité  et  la 
grandeur  de  ce  pays,  et  en  mema  temps  d'assurer 
Votre  Excellence  de  ses  sentiments  d*amitié  et  de 
sympathie  personeile.  A  cet  effet,  S.  M.  m*a 
chargé  de  remettre  entre  vos  maís  la  lettre  qui 
m'accrédíte  comme  son  enrojé  extraordinaire  et 
son  Ministre  Plénipotentiaire  préa  le  Gouyerne- 
ment  de  la  République.  Pour  mol,  sóntant  pro- 
fondément  Timportance  de  la  mission  honorable 
qui  m*68t  dévolae,  de  maíntenir  et  développer  les 
relations  d'admitió  eordiale  qui  ont  toujours 
existe  entre  les  deux  pays,  je  n*épargnerai  aucun 
effort  pour  raccompUssement  d*un  si  noble  ob- 
jet  (1) .» 

PB¿STAMOS  MEBOANTILES.  Con- 
sisten en  suministrar  á  las  personas  ó  compa- 
ñías que  se  ocupan  en  actos  de  comercio  un 
capital  dado,  no  sufriendo  las  contingencias 
de  dichos  actos  sino  reportando  un  interés  fijo. 
Esto  es  lo  que  se  entiende  por  préstamo  mer- 
cantil. La  ley,  para  reputarlos  como  tales,  exi- 
ge dos  condiciones:  1.*  Que  versen  entre  per- 
sonas calificadas  de  comerciantes  con  arregrio 
al  Código,  ó  que  el  deudor  por  lo  menos  tenga 
esta  calidad.  2.'  Que  se  contraigan  en  el  con- 
cepto y  con  expresión  de  que  se  aplican  á  ac- 
tos de  comercio  y  no  para  necesidades  ajenas 
de  éste.  Fuera  de  estos  dos  casos,  el  préstamo 
se  considerará  como  ordinario  y  se  regirá  por 
las  leyes  comunes  en  la  materia.  ((7.,  387.) 

No  señala  el  Código  forma  determinada 
para  la  celebración  de  este  contrato,  y  este 
silencio  nos  autoriza  á  creer  que  podrá  verifi- 


(1)  Discurso  de  presentación  del  enviado  ex- 
traordinario 7  Ministro  Plenipotenciario  del  Rey 
de  Italia,  Conde  Luis  Corte,  al  Presidente  de  la 
Hepública  de  los  Estados-Unidos  de  América. 


I  carse  por  cualquiera  de  los  medios  señalados 
para  la  contratación  comercial,  esto  es,  por 
escritura  pública,  por  escritura  privada,  con 
intervención  de  corredor,  por  la  corresponden- 
cia y  hasta  de  palabra,  siempre  que  la  canti- 
dad prestada  y  los  intereses  que  produzcan  no 
excedan  de  1.000  reales. 

Los  préstamos  pueden  hacerse,  ya  en  dine- 
ro, ya  en  especie.  Si  el  préstamo  se  hubiese 
h^cho  en  dinero,  es  obligación  del  deudor  de- 
volver la  misma  cantidad  numérica  con  arre- 
glo al  valor  nominal  que  tenga  la  moneda 
cuando  se  haga  la  devolución:  pero  si  el  prés- 
tamo se  hubiere  contraído  sobre  monedas  es- 
pecíficamente determinadas,  con  condición  de 
devolverlo  en  otras  de  la  misma  especie,  debe- 
rá veriñcarlo  asi  el  deudor  aun  cuando  sobre- 
venga alteración  en  el  valor  nominal  de  la  mo- 
neda que  recibió.  (C  ,  382.) 

Si  el  préstamo  consistiese  en  especie,  se 
justipreciará  para  hacer  el  cómputo  del  rédito 
que  haya  de  satisfacerse  por  los  precios  que 
tuvieren  en  el  mercado  las  especies  prestadas 
el  dia  que  venciere  la  obligación  del  présta- 
mo. ((7.,  399.) 

La  devolución  ha  de  hacerse  al  vencimien- 
to del  plazo  prefijado  por  las  partes;  y  cuando 
éste  no  resulte  bien  determinado,  lo  fijará  el 
Tribunal,  con  arreglo  á  las  circunstancias  del 
prestador  ó  prestamista  y  á  los  términos  en 
que  se  hizo  el  contrato.  Si  se  hubiere  hecho 
por  tiempo  indeterminado  no  podrá  exigirse 
su  cumplimiento  al  deudor,  sin  prevenírselo 
con  treinta  dias  de  anticipación.  Cumplidos 
estos  plazos  y  no  devolviendo  el  deudor  la 
cantidad  prestada,  quedará  obligado  á  satisfa- 
cer el  rédito  corriente  de  6  por  100  que  sobre 
aquella  corresponda,  desde  el  dia  en  que  fuere 
legalmente  interpelado  al  pago;  entendiéndose 
prorogado  el  pacto  hecho  sobre  el  pago  de  ré- 
ditos del  préstamo  todo  el  tiempo  que  se  de- 
more aqueU  (O.,  390,  388  y  396.) 

Por  lo  tocante  á  los  réditos  de  las  cosas 
prestadas,  será  ineficaz  toda  estipulación  hecha 
verbalmente,  no  teniendo  obligación  el  deudor 
de  d<. vengarlos  si  expresamente  no  se  con- 
traen por  escrito.  (CT.,  594.) 

Los  intereses  se  hau  de  pactar  siempre  en 
dinero  por  más  que  el  préstamo  consista  en 
efectos  ó  géneros  de  comercio,  sin  que  puedan 
exceder  nunca  del  6  por  100.  A  esta  tasa,  sin 
embargo,  no  estarán  sujetos  los  descuentos  de 
letras  de  cambio,  pagarés  á  la  orden  y  demás 
documentos  endosables  ,  contratándolos  las 
partes  con  entera  libertad  á  precios  convencio- 
nales. ((7.,  393  y  398.) 

Los  réditos  devengados  en  los  préstamos 
mercantiles  no  deben  réditos  á  su  vez,  suce* 
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dieado  lo  mismo  en  caalquier  otra  especie  de 
deuda  comercial,  excepto  leseases  en  que  he- 
cha la  liquidacioa  se  incluyan  los  intereses 
devengados  en  un  nueyo  contrato  como  au- 
mento de  capital,  ó  bien  cuando  de  común 
acuerdo  ó  por  declaración  judicial  se  fije  el 
saldo  de  cuentas,  incluyendo  en  él  los  réditos 
devengados  basta  entonces,  verificándose  de 
este  modo  una  novación  que  no  podrá  tener 
lugar  por  otra  parte  hasta  que  las  obligaciones 
estén  vencidas  y  sean  exigibles  de  contado. 
Añadiendo  á  lo  dicho  que  después  de  intenta- 
da la  demanda  judicial  contra  el  deudor  por  el 
capital  y  réditos,  no  podrán  acumularse  para 
formar  un  aumento  do  capital  que  produzca 
réditos  á  su  vez.  (C.,  400,  401  y  402.) 

FBESTAMO  A  X.A  QBUESA.    Véase 

GR.IIESA. 

PREVENCIÓN.  El  conocimiento  antici- 
pado de  un  Juez  en  alguna  causa  que  por  su 
naturaleza  pudiera  pertenecer  á  varios,  ó  bien 
el  derecho  que  tiene  un  Juez  para  conocer  de 
un  negocio  por  ser  el  primero  que  lo  ba  ocu- 
pado, anticipándose  á  otro  Juez  á  quien  perte- 
necía igualmente  por  prevención  este  mismo 
negocio. 

PBEVENIB.  El  significado  de  esta  pala- 
bra en  el  sentido  político  que  debe  dársele,  no 
es  atacar  á  la  libertad;  no  es  privar  al  ciudada- 
no del  legitimo  uso  de  sus  derechos  porque  al- 
guno pueda  abusar  de  ellos;  no  es  molestar,  co- 
hibir y  tiranizar  al  vecino  honrado;  prevenir  es 
vigilar;  ea  cumplir  con  el  deber  de  quitar  oca- 
sión al  crimen;  es  imposibilitar  los  atentados 
con  el  buen  servicio  de  la  policía;  es  organizar- 
le  de  modo  que  preste  eficaz  auxilio  á  la  admi- 
nistración de  justicia;  es  poner  al  ciudadano 
en  los  actos  de  su  vida  al  amparo  de  la  ley, 
de  modo  que  halle  con  facilidad  auxilio  y  pro- 
tección contra  las  agresiones  de  los  malvados. 
¿Habrá  algún  hombre  culto  que  rechace  la 
previsión  de  la  Autoridad  en  este  sentido?  ¿Ha* 
brá  algún  hombre  de  juicio  sano  que  niegue 
al  Gobierno  en  general,  ó  á  ciertas  Autorida- 
des en  particular,  este  derecho  y  este  deber? 
Si  todo  esto  se  hubiera  hecho,  se  habrían 
evitado  muchos  crímenes  y  atentados,  y  otros 
habrían  recibido  el  justo  y  ejemplar  castigo. 
PREVENTIVO.  Dícese  preventiva  la  ju- 
risdicción que  ejerce  un  Juez  cuando  promis- 
cuamente la  tiene  con  otro  y  se  anticipa  á  él. 
Llámase  también  acumulativa,  porque  los  que 
la  ejercen  la  tienen,  digámoslo  así,  en  común 
y  pro  indiviso. 

PBIMA.  En  el  comercio,  la  cantidad  que 
paga  el  asegurado  al  asegurador  como  coste 
ó  precio  del  seguro.  Esta  prima  es  ordinaria- 
mente una  suma  de  dinero;  mas  también  po- 


dría consistir  en  cualquiera  otra  cosa,  y  aun 
en  una  obligación  de  hacer  ó  de  hecho  que 
contrajese  el  asegurado.  — La  prima  es  un  tan- 
to por  ciento  del  valor  de  las  cosas  asegura  • 
das  .V  suele  pagarse  al  tiempo  de  firmar  el 
contrato  (primó  ante  todas  cosas).  Véase  Ase- 
gurador y  Seguros  uarítimos. 

PBIV ACIÓN.  La  pena  con  que  se  des- 
posee á  alguno  del  empleo,  cargo  ó  dignidad 
que  tenia,  por  algún  delito  que  ha  cometido. 
—Para  la  privación  de  los  delitos  polUicoe,  véa- 
se Inhabilitación. 

PBIVUiEGIO.  La  gracia  ó  prerogativa 
que  se  concede  á  uno  libertándolo  de  algún 
cargo  ó  gravamen,  ó  confiriéndole  algún  de- 
recho de  que  no  gozan  otros.  (Ley  1  .\  tit.  11, 
Part.  1.';  y  ley  2.*,  tít.  18,  Part.  3.') 

El  privilegio  puede  ser  personal  6  real^  gra* 
ciosOt  remuTuralorio  á  oneroso^  y  también  se  di- 
vide en  ajlrmativo  y  negativo  (1). 

Es,  por  ultimo,  el  privilegio  favorable  ú 
odioso:  dicese  favorable,  el  que  favorece  al 
privilegiado  sin  perjudicar  á  ninguno;  y  se 
llama  odioso  el  que  cede  en  perjuicio  del  pue- 
blo ó  de  tercero  (2). 

PBIVILEGIODEINDnSTBIA.  Segu- 
ro el  Qobierno  de  que  el  medio  más  natural 
para  que  prosperen  nuestra  industria  y  artea 
era  proporcionarles  la  multiplicación  y  per- 
fección de  máquinas,  instrumentos,  artefactos, 
aparatos,  procederes  y  métodos  científicos  y 
mecánicos,  quiso  asegurar  estos  agentes  po- 
derosos de  la  producción  á  sus  autores,  y  por 
Real  decreto  de  26  de  Marzo  de  1826  estable- 
ció cuantas  reglas  son  necesarias  para  coase- 
guir  tan  importante  mira  (3). 

PBIVLLEGIOS  AL  CUEBPO  DIPr.0- 

MÁTIGO  T  CONSULAR    EN   FRANGÍA.    Por    ÓrdoU    del 

Director  general  de  Aduanas  de  Francia,  de  27 
de  Febrero  de  3858  al  Director  de  las  del  Ha- 
vre, se  le  previno  entre  otras  cosas: 

«Que  los  Agentes  diplomáticos  y  consa- 
lares que  presenten  sus  correspondientes  pa- 
saportes visados  por  los  Agentes  franceses  en 
el  extranjero,  deberán  ser  tratados  con  la  más 
esmerada  consideración,  consistiendo  ésta 
respecto  á  la  Aduana,  en  darle  U  preferencia 
á  los  demás  pasajeros  en  el  reconocimiento  de 
sus  equipajes,  y  proceder  además  en  esta  ope- 


(1)  EsCRiCHB,  Diccionario  de  legislación  y  j?í- 
risprudeTicia,  pág.  1448.  Véase  también  á  Olme- 
da., tom.  2.**  de  su  Derecho  público,  cap.  6.*.  Fri- 
TOT,  Esprit  dxi  droity  tom.  1.°,  cap.  2.°,  par.  4.**, 
página  127. 

(2)  P.  MüRiLLO,  lib.  S.**,  Decret.y  tít.  33,  núme- 
ros 286  7  siguientes. 

(3)  Y éase  este  decreto  en  D*  Obbexly,  Práctica 
Consular f  par.  178. 
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radon  no  solo  con  prontitud  sino  con  respe- 
tuoso miramiento.» 

Ta  antes  de  esta  orden  existía  la  de  31  de 
Marzo  de  1835,  en  la  que  se  prevenía  á  dichas 
Aduanas  de  Francia: 

((Guando  los  Cónsules  extranjeros  vengan 
á  Francia  á  ejercer  sus  funciones,  la  A.dmi* 
nistracion  permitirá,  por  pura  excepción,  la 
introducción  de  los  efectos  moviliarios  que  les 
pertenezcan,  bajo  el  concepto  de  haber  servi- 
do, y  solo  aquellos  que  se  juzguen  necesarios 
para  la  instalación.  Se  les  permitirá  también 
traer  U  plata  labrada  de  uso,  bajo  consigna- 
ción, y  tanto  los  efectos  nuevos,  asi  como  las 
provisiones  de  casa  estarán  sujetas  á  los  regla- 
mentos generabs.)> 

PROBANZA.  La  averiguación  ó  prueba 
que  jurídicamente  se  hace  de  alguna  cosa  con 
razones,  instrumentos  ó  testigos.  Véase  Prueba. 

PROCEDIMIENTO  JUDICIAL.  La  ins 
truccion  de  una  causa  ó  proceso  en  materia 
civil  ó  criminal.  Todo  procedimiento  en  mate- 
ria civil  es  siempre  á  instancia  de  parte;  mas 
en  materia  criminal  se  procede  unas  veces  por 
acusación  ó  querella  de  parte,  y  otras  de  ofi- 
cio por  el  Juez  ó  por  acusación  Jlscal,  Véase 
JuMio  en  sus  diferentes  artículos. 

PROCESO.  El  conjunto  ó  agregado  de  los 
autos  y  demás  escritos  en  cualquier  causa  ci- 
vil ó  criminal.  Fulminar  el  proceso  es  hacerle 
y  sustanciarle  hasta  ponerle  en  estado  de  sen- 
tencia. Vestir  el  proceso  es  formarle  con  todas 
las  diligencias  y  solemnidades  requeridas  por 
derecho.  Véase  Sumario  y  Comgrbso. 

PROCESO    VERBAL.    Véase   Plbnipo- 

TENCIAEIO. 

PRODUCCIÓN.  Bn  la  ciencia  económica 
se  da  este  nombre,  rigorosamente  hablando, 
no  á  una  creación  de  materia,  sino  de  utilidad. 
No  se  mide  por  la  longitud  y  el  peso,  sino  por 
el  grado  de  la  utilidad.  La  mayor  ó  menor 
utilidad  de  cada  cosa,  es  la  medida  cabal  de  la 
producción;  y  no  la  hay  de  riqueza,  sino  en 
donde  hay  creación  ó  aumento  de  utilidad. 
[Say,  lib.  1.*,  cap.  1.*)  De  aquí  se  deduce  que 
la  agricultura  no  es  exclusivamente  produc- 
tora de  las  riquezas,  como  equivocadamente 
hablan  creído  algunos  economistas,  sino  que 
son  productores  los  labradores,  los  artesanos, 
los  comerciantes  y  cuantos  con  su  industria 
acomodan  las  cosas  á  los  usos  necesarios  ó  las 
hacen  útiles. 

PRODUCIR.  Exhibir,  presentar,  mani- 
festar alguno  á  la  vista,  al  conocimiento,  al 
examen,  aquellas  razones  ó  motivos  que  pue- 
den apoyar  su  justicia,  el  derecho  que  tiene 
para  su  pretensión»  ó  los  instrumentos  que  le 
convienen. 


PRÓPUGOS  DE  LA  MARINA.  Véase 
Boletos  de  matrícula^ 

PRÓFUGOS  DEL  REEMPLAZO  DEL 

EJÉRCITO.  Véase  Pasaporte. 

PROHIBIR.  Mandar  que  no  se  use,  haga 
ó  ejecute  alguna  cosa,  vedarla. 

PROHIBITIVAS.  Así  se  llaman  las  le- 
yes que  impiden  con  penas  la  introducción  y 
saca  de  ciertos  géneros  y  frutos  para  animar  la 
producción;  pero ' lejos  de  ser  favorables  á  la 
industria,  la  perjudican,  porque  quitan  el  es- 
tímulo de  la  concurrencia,  único  agente  de  la 
perfección. 

Si  un  derecho  de  10  ó  de  15  por  100  sobre 
los  géneros  extranjeros,  además  del  recargo 
que  les  causa  el  trasporte  y  demás  gastos,  no 
basta  para  fomentar  las  fábricas  nacionales, 
que  tienen  á  su  favor  muchas  veces  la  equidad 
en  el  precio  de  los  crudos,  será  una  prueba 
clara  de  que  las  prohibiciones,  lejos  de  influir 
en  su  prosperidad,  solo  sirven  para  que,  me- 
diante la  imposición  de  sellos  de  plomo,  los 
comerciantes  hagan  el  monopolio  del  contra- 
bando; y  contentos  con  la  cuantiosa  ganancia 
que  éste  les  deja  y  que  encubrirán  con  algu- 
nas producciones  toscas,  no  cuiden  de  multi- 
plicarlas. En  una  palabra,  servirán  para  man- 
tener las  fábricas  en  un  estado  de  infancia  y 
ruina  las  mismas  providencias  que  el  Gobier- 
no dirija  á  su  prosperidad  (1). 

«En  viBz  de  entorpecer  el  comercio  con  re- 
glamentos y  leyes  prohibitivas,  decia  mister 
Jefferson  en  el  informe  de  la  comisión  nombra- 
da para  exaininar  el  sistema  restrictivo  de  las 
Aduanas  del  Norte-América,  debiera  quitárse- 
le los  grillos  para  que  corriera  sin  trabas  por 
todo  el  mundo.» 

PROHIJAMIENTO.  El  acto  de  recibir 
uno  por  su  hijo  al  que  verdadera  y  natural- 
mente lo  es  de  otro.  Puede  prohijarse,  no  solo 
al  que  no  tiene  padre  ó  no  está  bajo  la  patria 
potestad,  sino  también  al  que  tiene  padre  y  se 
halla  bajo  su  poder.  En  el  primer  caso  el  pro- 
hijamiento se  llama  arrogación,  y  en  el  se- 
gundo adopción:  en  el  primero  se  necesita  la 
autorización  Real,  y  en  el  segundo  basta  la 
del  Juez:  en  el  primero  es  necesario  el  consen- 
timiento expreso  del  que  va  á  ser  prohijado, 
que  debe  ser  mayor  de  siete  años,  y  en  el  se- 
gundo basta  el  consentimiento  tácito:  en  el 
primero  pasa  el  prohijado  á  la  patria  potestad 
del  prohijante,  y  en  el  segundo  solo  pasa 
cuando  el  prohijante  es  ascendiente  suyo. 

PROMOTOR  FISCAL.  El  ministro  des- 
tinado á  promover  la  observancia  de  las  leyes 


(1)    Cababbus,  Elogio  del  Sr.  Conde  de  Oau* 
$a,  not  a  27. 
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penales,  ó  el  que  en  una  causa  criminal  es 
nombrado  por  el  Juez  para  formalizar  y  soste- 
ner la  acusación  contra  el  reo*  ^^ 

PBOMULGACION.  La  publicación  so- 
lemne de  alguna  ley  para  que  llegue  á  noti  - 
cias  de  todos.  Consúltese  la  ley  12,  tit.  2.*,  li- 
bro 3.*  de  la  Novísima  Recopilación. 

La  ley  es  obligatoria  luego  que  se  promul 
ga,  á  no  ser  que  se  exprese  en  ella  misma  el 
tiempo  en  que  debe  empezar  á  obligar,  como 
sucede  algunas  veces;  pero  mientras  no  se 
promulga,  no  tiene  todavía  fuerza  ejecutoria, 
porque  no  existe  para  los  ciudadanos  sino  me- 
diante la  publicación  ó  promulgación. 

PBOFIEDAD.  El  derecho  de  gozar  y  dis- 
poner libremente  de  nuestras  cosas,  en  cuanto 
las  leyes  no  se  opongan  (1). 

Bajo  diferentes  aspectos  puede  considerar- 
se ia  propiedad;  pero  nadie  con  más  oportuni- 
dad ni  acierto  ha  conseguido  descubrirla  que 
nuestro  gran  Jovellanos:  «El  hombre,  dice, 
ama  la  propiedad  como  una  prenda  de  su  sub- 
sistencia, porque  vive  de  ella;  como  un  objeto, 
porque  manda  en  ella;  como  un  seguro  de  su 
duración,  y  si  puede  decirse  asi,  como  un 
anuncio  de  su  inmortalidad,  porque  libra  sobre 
ella  la  suerte  de  su  descendencia. » 

La  propiedad  es  el  agente  poderoso  de  la 
agricultura,  intimamente  enlazado  con  el  in- 
terés individual;  único  resorte  capaz  de  dar 
aliento  al  hombre  en  los  penosos  trabajos  que 
exige  el  arte  del  campo,  y  de  estimularle  á  los 
estudios  que  exije  para  su  prosperidad;  y  aci- 
cate que  le  anima  para  sufrir  los  riesgos  que 
corre  de  ver  perdido  el  fruto  de  sus  fatigas  en 
el  momento  en  que  espera  recogerle  (2). 

La  voz  propiedad  designa  la  libre  facultad 
de  disponer  de  las  riquezas  que  produce  el 
trabajo,  y  de  los  bienes  muebles,  raíces  y  se- 
movientes que  se  adquieren  con  la  industria  ó 
por  los  medios  legales.  Como  uno  de  los  fines 
que  los  hombres  se  han  propuesto  al  constituir 
las  sociedades,  ha  sido  el  de  asegurar  las  prO' 
piedades^  al  formarlas  se  convinieron  en  sacri- 
ficar parte  de  éstas  para  mantener  el  resto.  De 
aquí  el  origen  de  las  contribuciones,  la  obliga- 
ción á  pagarlas  y  la  indisputable  autoridad  de 
los  Gobiernos  á  exigirla.s. 

El  hombre  ama  la  propiedad,  porque  es  el 
fruto  de  su  trabajo  y  de  sus  penalidades  y  por 
ella  hace  constantemente  sacrificios.  Por  eso 
la  propiedad  es  sagrada;  y  atacar  la  propiedad 
es  lo  mismo  que  atacar  la  vida  del  individuo, 


(1)  Ley  27,  tít.  2.^:  ley  1.*,  tífc.  28,  Part.  3.»,  y 
ley  10,  tít.  33,  Part.  7.^ 

(2)  Canga  Argubllbs,  Diccionario  de  Ea^ 
cienda,  tomo  2.^,  pág,  440. 


que  igual  derecho  tiene  á  que  una  y  otra  le 
sean  respetadas:  la  vi  la,  porque  no  es  de  na« 
die  sino  suya,  concedida  por  Dios,  único  que 
puede  de  ella  disponer;  la  propiedad,  porque 
de  igual  manera  es  creada  por  el  hombre,  es 
el  mismo  ser  que  produce  con  su  actividad  ó 
su  inteligencia  lo  que  nadie  sino  él  hace  exis- 
tir en  su  poder,  fomentando  las  ciencias,  las 
artes  ó  la  riqueza  pública.  Véase  si  es  im- 
portante el  estudio  de  la  propiedad,  y  si  el 
hombre  debe  tener  afán  y  especial  cuidado  en 
respetar  la  suya  propia.  T  por  más  que  los 
filósofos  se  esfuercen  en  discutir  la.  grave 
cuestión  de  la  propiedad,  la  solución  será 
siempre  sencillísima:  «lo  que  yo  he  adquirido 
con  el  trabajo,  lo  que  mi  padre  ha  adquirido 
para  mí  solo  puede  ser  mió;»  el  disputarlo  so- 
lamente, seria  un  grave  atentado.  Allí  donde 
haya  un  hombre  trabajador,  allí  habrá  un  de« 
fensor  de  la  propiedad:  solo  los  vagos  y  hol- 
gazanes son  capaces  de  atacar  la  propiedad  (Ij. 
Otro  autor  juiciosísimo  (2)  ha  dicho  muy  opor- 
tunamente que  la  sociedad  es  inexplicable  sin 
el  derecho  de  propiedad.  En  efecto,  suprimid 
el  derecho  de  propiedad  y  el  caos  más  espan- 
toso se  apoderará  de  los  hombres.  Por  su  jro, 
por  su  personalidad,  porque  puede  llamar  ücyo 
lo  que  adquiere,  por  la  libertad  de  poseer  sus 
cosas,  por  eso  el  hombre  se  afana  y  lucha  con 
mil  contrariedades  que  de  otro  modo  mirarla 
con  el  mayor  desden.  Arhens  ha  dicho  que  la 
propiedad,  como  derecho,  es  un  derecho  ele- 
vado á  la  segunda  potencia,  porque  es  un  de- 
recho para  la  realización  de  todos  los  derechos, 
que  jamás  puede  prescribir. 

La  sociedad  está  interesada  en  que  la  pro- 
piedad sea  segura  y  cierta,  de  tal  manera  que 
todos  los  asociados  sepan  con  respecto  á  la 
propiedad  inmueble  cuál  es  el  título  en  virtud 
del  que  posee  cada  individuo  las  cosas  que  es- 
tán en  su  dominio.  Para  este  fin  están  orga- 
nizados los  sistemas  hipotecarios  y  los  regis- 
tros públicos  de  la  propiedad;  y  aunque  escri- 
tores que  pasan  por  juiciosos  han  llamado 
terrible  y  quizás  no  necesario  al  derecho  de  pro- 
piedad, otros  no  menos  célebres  preconizan 
este  derecho  y  lo  ensalzan. 

Antes  del  establecimiento  de  las  leyes,  el 
hombre  no  tenia  sobre  las  cosas  que  ocupaba 
más  derecho  que  el  que  da  la  fuerza  con  que 
las  defendía  y  conservaba  hasta  que  un  rival 
más  fuerte  le  privaba  de  ellas;  de  suerte  que 
las  cosas  se  adquirían  por  la  ocupación,   se 


(1)  Gonzalo  de  las  Casas,  Instrumentos  pú- 
blicoSf  tomo  1.°,  pág.  235. 

(2)  Morales,  Elementos  de  la  filoso/xa  del  de- 
recliOy  pág.  61. 
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conservaban  por  la  posesión  y  se  perdían  con 
la  pérdida  de  la  posesión.  En  medio  de  un  es- 
tado tan  precario  vino  la  ley  civil ,  y  esta- 
bleció cierto  vinculo  moral  entre  la  cosa  y  la 
persona  que  la  habia  adquirido;  vínculo  que 
ya  no  puede  romperse  sin  la  voluntad  de  la 
persona,  aun  cuando  la  cosa  no  estuviese  en  su 
mano.  Este  vínculo  era  el  derecho  de  propiedad^ 
derecho  distinto  é  iudependientede  la  posesión; 
de  modo  que  desde  entonces  pudo  uno  ser  pro- 
pietario sin  poseer  la  cosa,  y  poseerla  sin  ser 
propietario.  La  propiedad,  pues,  es  un  derecho 
y  la  posesión  no  es  más  que  un  hecho:  la  pro- 
piedad puede  conservarse  auniue  se  pierda  la 
posesión;  y  la  posesión  puede  conservarse  asi- 
mismo, aunque  se  pierda  la  propiedad.  Mas  la 
propiedad  y  la  posesión  suelen  ir  Juntas;  y  asi 
es  que  el  poseedor  de  una  cosa  se  presume 
propietario  mientras  no  conste  que  estas  dos 
calidades  están  separadas. 

La  propiedad  de  las  cosas  se  adquiere  por 
ocupacioa  y  accesión,  por  prescripción ,  por 
sucesión,  por  disposición  testamentaria ,  por 
entrega  ó  tradición  en  virtud  de  las  obligacio- 
nes ó  contratos. 

Los  escritores  antiguos  han  considerado  la 
ocupación  como  el  principio  de  la  propiedad,  y 
no  hay  diñcultad  en  convenir  que  no  pre- 
existiendo  la  sociedad,  colocando  al  hom- 
bre sobre  la  tierra  como  soberano  y  señor  de 
todo  lo  creado^  ella,  y  cuanto  existe  sobre  ella, 
no  siendo  de  otro,  puede  hacerlo  suyo  por  la 
ocupación.  Este  es  un  principio  universal  y  de 
derecho  natural:  un  intrépido  navegante  se 
lanza  á  mares  desconocidos;  su  intrepidez  le 
lleva  á  una  isla  cubierta  de  riquezas  hasta  en  • 
toncos  desconocidas ;  él  las  ocupa,  y  las  hace 
suyas.  Tal  fué  el  origen  histórico  de  la  pro- 
piedad, pero  no  el  jurídico. 

Por  último,  en  su  más  lata  acepción,  prO" 
piedad  es  toda  cualidad  de  alguna  cosa:  cuan- 
do se  trata  de  personas  y  de  su  relación  con 
las  cosas,  en  este  sentido  se  expresa  un  triple 
▼jnculo:  físico,  moral  é  inteligente.  (I) 

La  conjunción  física  resulta: 

1.**  De  una  relación  de  utilidad  que  la  cosa 
ofrece  á  una  persona. 

2.*  De  la  posesión,  mediante  la  cual  toma 
la  cosa  y  la  retiene  como  suya  con  la  fuerza 
real  y  física. 

La  relación  moral  consiste: 
1.*     En  el  acto  de  voluntad  con  que  quiere 
poseer  la  cosa. 

2/     En  la  condición  jurídica,  que  hace  que 


(1)    Bjañínm,  Filosofía  del  derecho  ^  pág.  314, 
tomo  1.^ 


me  sea  necesaria  ó  útil,  y  que  por  mi  anterior 
apropiación  serla  causarme  un  mal,  disgus- 
tarme el  que  otro  me  la  quitara:  de  ese  acto 
jurídico  resulta  el  derecho  de  existencia  por  el 
deber  en  los  demás  de  respetarlo. 

La  conjunción  intelectual  viene: 
1/  Por  el  conocimiento  de  la  cosa  y  de  que 
es  buena,  de  que  nace  el  pensamiento  de  to- 
marla para  si  y  usarla;  por  ejemplo:  yo  conci- 
bo una  obra,  conozco  que  su  pensamiento  es 
bueno,  lo  apropio  para  mi,  lo  escribo  ,  lo  im- 
primo y  lo  publico,  hé  aquí  Impropiedad  litera^ 
ria,  ¿Seria  justo  no  respetarlal 

2.'  De  un  acto  de  libertad  que  nos  de- 
muestra que  es  licita  la  ocupación  no  ofen- 
diendo la  propiedad  de  otro. 

Por  consiguiente ,  la  relación  moral  es  el 
principal  elemento  de  la  propiedad  como  del 
derecho  en  general. 

Ingeniosa  es  la  fórmula,  cuya  correlación 
es  esta: 

1.^  El  valor,  que  es  la  propiedad  social, 
nace  del  esfuerzo  sobre  el  obstáculo:  toda  pro- 
piedad es  un  valor,  todo  valor  es  una  pro- 
piedad. 

2.°  El  mejor  título  del  derecho  estará  siem- 
pre en  el  hombre  que  trabaja  para  si  ó  para 
sus  descendientes. 

3.°  La  economía  política  ha  reconocido  su 
importancia,  y  todas  las  instituciones  libera- 
les de  Europa  y  América  la  han  proclamado  en 
las  Constituciones  de  los  Estados,  asi  como  la 
nuestra  también  la  proclama. 

PROPIEDAD  LITEBABI A.  La  deñni- 
cion,  extensión  y  garantías  del  derecho  de  los 
autores  de  obras  literarias  están  reunidas  en 
la  ley  de  1 0  de  Junio  de  1847,  que  aunque  fué 
en  aquella  época  un  gran  progreso,  ni  corres- 
ponde hoy  á  la  legislación  patria,  ni  á  los  ade- 
lantamientos hechos  por  otros  países  en  mate- 
ria de  tanta  trascendencia. 

El  Ministro  de  Fomento,  en  el  preámbulo 
al  decreto  de  4  de  Setiembre  de  1839  sobre  la 
introducción  en  España  de  libros  impresos  en 
idioma  castellano  en  el  extranjero,  dice: 

((Que  exige  una  reforma,  ó  tal  vez  un  cam- 
bio radical,  para  que  los  derechos  de  los  auto- 
res y  las  necesidades  é  interés  de  los  demás 
ciudadanos  se  concillen  y  armonicen.  Persua- 
dido de  esta  verdad,  el  Ministro  se  propone 
llevar  á  las  Cortes  un  proyecto  de  ley  acerca 
de  asunto  tan  grave  y  complejo;  pero  urge,  en 
tanto  que  pueda  realizar  este  propósito,  rom- 
per una  injustísima  traba  impuesta  á  los  auto- 
res sin  motivo  racional  que  la  justifique  ni  aun 
que  la  explique,  pues  de  todo  punto  es  ajena 
á  la  extructura  general  y  al  espíritu  de  dicha 
ley,  y  solo  en  el  erróneo  y  funesto  principio 
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de  la  protección  puede  buscarse  su  orig^en  y 
BU  fundamento.»  Véase  Libros. 

PBOPISTABIO.  El  que  tiene  el  derecho 
de  propiedad  en  alguna  cosa,  es  decir,  el  de- 
recho de  gozar  y  hacer  de  ella  lo  que  mejor  le 
parezca  ,  en  cuanto  no  se  lo  impida  la  ley  ó 
alguna  convención.  A  veces  la  voz  propietario 
designa  al  que  no  tiene  más  que  la  nuda  pro* 
piedad  ó  la  propiedad  desnuda  del  usufructo, 
por  oposición  al  usufructuario,  que  es  el  que 
tiene  el  derecho  de  percibir  los  frutos. 

PBOBATA.  La  cuota  ó  parte  que  toca  á 
alguno  de  aquello  que  se  reparte  entre  varios, 
hecha  la  cuenta  proporcionada  á  lo  más  ó  me- 
nos que  cada  uno  debe  haber  ó  contribuir. 
Cuando  un  difunto,  por  ejemplo,  deja  muchos 
herederos,  cada  uno  tiene  que  contribuir  al 
pago  de  las  deudas  de  la  sucesión  á  prorata  ó 
en  proporción  de  los  bienes  que  saca  de  la  he- 
rencia. 

PROTECCIÓN  QUE  EL  ESTADO  BIS- 

PENSA  k  LOS  AUTORES  Ó  EDITORES  DE  OBRAS.  Véa- 
Se  LjBROS,  OBRAS  Ó  DOCUMENTOS. 

PBOTECCION  QUE  DA  AL  EXTRAN- 
JERO EL  REPRESENTANTE  DE  8Ü  NaGION.  La   protCC- 

cion  que  da  un  Agente  diplomático  á  los  sub- 
ditos de  su  Nación  puede  ser: 

1.*    Oficiosa  ó  de  oficio. 

2.*     Reclamada. 

3.*     Directa. 

4.*    Indirecta. 

La  protección  oficiosa  es  la  que  da  el  Mi- 
nistro inmediatamente  que  tiene  conocimiento 
cierto  de  cualquier  hecho  que  necesita  pronto 
remedio  ó  reparación,  por  infringirse  en  él  no- 
toriamente el  derecho  natural  ó  el  de  gentes, 
ó  algún  tratado  ó  convenio;  procediendo  el 
Ministro  espontáneamente ,  sin  necesidad  de 
aguardar  á  que  reclame  el  agraviado  ó  alguna 
otra  persona,  y  debiendo  emplear  su  protec- 
ción en  tales  casos,  aun  contra  la  voluntad  de 
la  persona  ofendida,  perjudicada  ó  interesada 
en  el  acontecimiento  (si  le  hubiere),  porque 
entonces  el  Ministro  no  dejlende  intereses  partid 
culares  de  personas  determinadas,  sino  principios 
de  interés  universal,  contra  los  cuales  está  es- 
trechamente obligado  á  no  consentir  se  haga 
el  menor  ejemplar. 

En  semejantes  casos  el  Ministro  procede 
de  ojlciOy  esto  es,  él  mismo  hace,  manda  ha- 
cer y  pide  que  se  hagan  las  averiguaciones 
necesarias;  y  en  seguida  entabla  las  reclama- 
ciones que  le  parecen  justas  y  convenientes. 
Los  casos  en  que  el  Ministro  está  obligado 
á  emplear  la  protección  oficiosa,  son: 

i.^    Atentado  contra  la  persona. 

2.*    Atentado  contra  la  propiedad. 

8 .  *    Denegación  de  Joaticia. 


4.*    Alteración  de  justicia. 
5.*     Falta  de  equidad. 
6.^    Infracción  (directa  ó  indirecta)  de  tra- 
tado, convención  ó  estipulación. 

7.*    Usurpación  de  facultades  ó  derechos  de 
soberanía. 

Además  de  estos  casos,  puede  haber  otros 
que  el  Ministro  deba  igualmente  reclamar  de 
ojlcio,  conforme  á  lo  que  le  prevengan  las  ins- 
trucciones que  le  haya  dado  su  Gobierno  ,  las 
cuales  no  está  obligado  á  revelar  á  nadie ,  ni 
nadie  puede  argüirle  con  ellas  ni  acerca  de 
ellas. 

La  protección  reclamada  es  la  que  concede 
el  Ministro  cuando  la  reclama  ó  se  la  pide  al- 
gún subdito  de  su  Nación. 

La  protección  directa  es  la  que  emplea  el 
Ministro  haciendo  sus  reclamaciones  y  practi- 
cando todas  las  diligencias  necesarias  por  los 
medios  legales  admitidos  en  tales  casos,  y  direc- 
tamente con  el  Gobierno  del  país  en  donde  se  ha- 
lla, y  sin  reserva  ni  secreto,  á  no  ser  que  la  cosa  de 
que  se  trata  lo  requiera  por  su  propia  natura- 
leza. En  Roma,  por  ejemplo,  aconteció  el  he- 
cho siguiente: 

«En  1815  se  hizo  una  acusación  injusta  de 
infanticidio  (según  lo  probó  la  sentencia  del 
Tribunal)  contra  un  joven  español  de  ilastre 
nacimiento,  y  en  la  cual  resultaban  cómplices 
una  madre  y  una  hija,  ambas  francesas  y  de 
familia  decente  y  acomodada.  El  Ministro  de 
España  en  aquella  corte.  D.  Antonio  de  Var 
gas  y  Laguna,  empleó  su  proteccien  en  favor 
del  acusado;  y  aunque  esta  protección  fué  di" 
recta,  la  mayor  parte  de  las  notas  que  media- 
ron entre  el  Ministro  español  y  el  Gobierno 
pontificio  fueron  necesariamente  secretas  por 
la  naturaleza  misma  del  asunto  que  en  ellas  se 
trataba.» 

La  protección  indirecta  consiste  en  los  me- 
dios indirectos,  ó  por  decirlo  asi,  privados, 
confidenciales,  y  á  veces  disimulados  d  ocul- 
tos á  que  recurre  el  Ministro  para  favorecer  á 
algún  subdito  de  su  Nación  cuando  por  cual- 
quier motivo  no  le  es  licito  al  mismo  Ministro 
emplear  los  medios  ordinarios  propios  de  la 
protección  directa.  Estos  medios  privados  son 
por  lo  común  los  resortes  de  la  amistad,  el  rea- 
peto  del  carácter  del  Ministro,  la  esperanza  de 
la  reciprocidad,  los  estímulos  de  la  gratitud, 
de  la  conveniencia  publica,  de  la  conmiaera* 
cion,  etc. 

Esta  especie  de  medios  se  vieron  obligados 
á  emplear  á  cada  paso  en  Francia  los  Repre- 
sentantes y  Cónsules  de  las  demás  Naciones^ 
durante  la  desastrosa  revolución  que  sufrió 
aquel  país  desde  fines  del  siglo  pasado  hasta 
el  consulado  de  Bonaparte,  esto  es»  desde  1789 
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hasta  1802;  y  como  por  vía  de  fatal  reciproci- 
dad, dispaso  la  suerte  qae  en  Espafia  se  ha- 
llaran más  de  una  vez  en  igual  caso  los  Re- 
presentantes y  los  Cónsules  de  Francia  y  de 
otras  Nacioues,  desde  1820  hasta  1824. 

Del  modo  de  reclamar  la  protección  y  de  las 
circunstancias  necesarias  para  obtenerla, — Todo 
extranjero  tiene  derecho  para  reclamar  la  pro- 
tección del  Ministro  representante  de  su  país; 
pero  esta  protección  no  siempre  puede  ser  se- 
gún los  deseos  del  que  la  solicita,  sino  según 
los  principios  generales  que  rigen  en  seme- 
jantes casos,  ó  según  las  instrucciones  parti- 
culares que  el  Ministro  tenga  recibidas  de  su 
Gobierno. 

Asi  es  que  el  modo  de  conceder  la  protec- 
ción varia  según  los  casos;  pero  puede  asegu- 
rarse que  casi  en  todos  ellos  tiene  el  Ministro 
necesidad  de  entablar  una  reclamación,  bien 
sea  para  pedir  reyocacion,  restitución,  indem- 
nización, resarcimiento,  etc.,  bien  para  exigir 
el  cumplimiento  ó  la  observancia  de  alguna 
cosa,  la  represión  de  tal  ó  cual  arbitrariedad, 
el  castigo  de  tal  ó  cual  delito,  la  satisfacción 
de  éste  ó  del  otro  agravio,  etc. 

Mas  para  que  el  Ministro  pueda  entablar 
reclamacioD  de  esta  especie,  es  necesario  que 
la  protección  del  quejoso  se  funde  en  alguna 
violación  notoria  de  los  derechos  que  le  perte- 
necen. Véase  Extbanjeeía. 

Por  consiguiente,  debe  empezar  el  extran- 
jero, autes  de  todo,  por  reclamar  justicia  de 
los  Tribunales  ó  de  las  autoridades  del  pais 
donde  reside,  y  si  éstos  no  se  la  hicieren,  de- 
be probárselo  al  Ministro  representante  de  su 
Nación,  el  cual,  en  este  caso,  presentará  la 
reclamación  que  se  solicita. 

Solamente  en  circunstancias  de  esta  na- 
turaleza, esto  es,  de  verdadera  gravedad  é 
importancia,  puede  reclamar  el  Ministro  en 
favor  de  cualquier  subdito  de  su  Nación:  pre- 
tender, como  muchos  pretenden,  que  inter- 
venga ó  conceda  su  protección  en  asuntos  de 
poca  monta,  que  por  lo  común  no  pasan  de 
rencillas  ó  resentimientos  despreciables,  y  á 
los  que  solo  puede  dar  valor  la  exaltación  de 
un  amor  propio  mal  entendido,  porque  sola- 
mente esta  pasión  es  la  que  en  ello  se  intere- 
sa, es  querer  convertir  al  Representante  de 
una  Nación  en  agente  de  negocios  particu- 
lares. 

«No  debe  intervenir  el  Príncipe  en  las  cau- 
sas de  sus  subditos  en  países  extranjeros  ni 
concederles  su  protección  sino  en  caso  de  una 
denegación  de  justicia,  de  una  iujusticia  evi- 
dente y  palpable,  de  una  violación  manifiesta 
de  las  reglas  y  de  las  formas,  ó  finalmente,  de 
una  distinción  odiosa  hecha  en  perjuicio  de 


sus  subditos  ó  de  los  extranjeros  en  general. 
La  corte  de  Inglaterra  ha  establecido  esta  má- 
xima con  mucha  evidencia.»  (Vattel,  Derecho 
de  gentes,) 

«Los  actos  jurisdiccionales  de  una  Nación 
sobre  los  extranjeros  que  en  ella  residen,  si 
son  conformes  á  sus  propias  leyes,  deben  ser 
respetados  de  las  otras  Naciones,  porque  al  po- 
ner el  pié  en  el  territorio  de  un  Estado  extran- 
jero contraemos  la  obligación  de  someternos  á 
sus  leyes,  y  por  consiguiente  á  las  reglas  que 
tiene  establecidas  para  la  administración  de 
justicia;  pero  el  Estado  contrae  también  por 
su  parte  la  obligación  de  observarlas  respecto 
del  extranjero;  «y  en  el  caso  de  una  manifiesta 
)) infracción,  el  daño  que  se  infiere  á  éste  es 
))una  Injuria  contra  la  sociedad,  deque  es 
»miembro.  Si  el  Estado  aprueba,  instiga  ó  to- 
»lera  los  actos  de  injusticia  ó  violencia  de  sus 
)>sübditos  contra  los  extranjeros,  los  hace  ver- 
)>daderameote  suyos,  y  se  constituye  rospon- 
usable  de  ellos  para  con  las  otras  Naciones.» 
(Elementos  del  Derecho  internacional^  por  Don 
J.  M.  de  Pando,  pág.  166.) 

Toda  queja  que  exponga  ó  formule  un 
extranjero,  si  se  funda  en  hechos  de  poca  im- 
portancia ó  trascendencia ,  tales  como  los  que 
antes  se  han  citado ,  y  cayo  conocimiento  no 
pertenece  desde  luego  á  los  Tribunales,  sino 
que  dependen  directamente  de  la  resolución 
del  Gobierno,  el  Ministro  procederá  según  su 
deber,  sin  exigir  previamente  la  presentación 
en  juicio;  pero  si  al  fin  sus  gestiones  diplomá- 
ticas fueren  infructuosas  y  pudiere  presentarse 
la  demanda  judicialmente  contra  el  mismo  Qo- 
bierno,  por  permitirlo  la  Constitución  del  país, 
debe  hacerlo  asi  el  extranjero ,  y  aguardar  á 
que  falle  el  Tribunal  para  que  el  Ministro  obre 
según  la  justicia  ó  la  injusticia  de  la  sen- 
tencia. 

«En  este  caso  están  todas  las  reclamacio- 
nes procedentes  de  la  falta  de  cumplimiento  en 
el  pago  de  cantidades  de  dinero,  ó  en  cual- 
quiera especie  de  contratos  celebrados  con  el 
Gobierno  del  país  en  donde  reside  el  recla- 
mante, ó  por  préstamos  hechos  al  mismo  Go- 
bierno, etc.» 

En  casos  de  atentado  á  la  persona,  á  la 
propiedad,  ó  de  cualquiera  otra  especie  en  que 
pueda  aparecer  responsable  la  Autoridad,  no 
basta,  para  pretender  que  el  Ministro  haga  re- 
clamación, probar  el  hecho,  y  que  la  Autori- 
dad no  lo  impidió,  sino  que  es  necesario  pro- 
bar también  que  pudo  ésta  impedirlo  y  no  lo 
hizo.  De  lo  contrario,  todos  los  acontecimientos 
de  este  género  entran  en  la  clase  de  desgra* 
cias  comunes  y  ordinarias,  y  dejan  cuando 
más  el  recurso  de  perseguir  judicialmente  á 
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los  ofensores,  ó  de  aguardar  á  que  la  Autoridad 
pueda  castigarlos. 

Bn  las  guerras  civiles  son  muy  frecuentes 
estos  casos;  pero  en  ellas  bay  á  lo  menos  la 
ventaja  de  que  si  el  partido  á  que  pertenecen 
los  ofensores  llega  á  triunfar  y  hacerse  dueño 
del  Gobierno,  éste,  por  el  mismo  hecho,  queda 
responsable  de  todo,  y  á  él  se  le  debe  hacer 
directamente  la  reclamación. 

Sin  embargo,  suele  haber  casos  tan  extra- 
ordinarios, tan  imprevistos  y  de  circunstan- 
cias de  tal  naturaleza,  que  no  pueden  gra- 
duarse según  las  reglas  comunes,  y  que  por 
lo  mismo  la  conducta  que  en  ellos  debe  obser- 
var el  Ministro  diplomático  para  dar  protec- 
ción depende  únicamente  de  su  talento,  de  su 
buen  juicio,  del  conocimiento  que  tenga  del 
país  donde  vive  y  de  la  rectitud  de  sus  inten- 
ciones. 

Bn  los  casos  de  prisión,  de  atropellamiento 
ó  en  cualesquiera  otros  respectivos,  que  nece- 
siten pronto  remedio  y  en  que  no  le  sea  posible 
al  extranjero  dirigirse  á  la  Autoridad  ú  obrar 
por  si  mismo ,  debe  pedir  la  protección  inme- 
diatamente á  su  Ministro,  ó  (si  no  puede  ser  á 
éste  por  cualquier  motivo)  al  Cónsul  de  su  Na- 
ción, si  lo  hubiere,  ó  en  su  defecto  al  de  cual- 
quiera otra  Nación  amiga ;  pero  la  protección 
que  en  tales  casos  puede  dar  el  Ministro  se  re- 
duce por  lo  pronto  á  pedir  justicia,  esto  es, 
que  se  examine  el  hecho  gubernativa  ó  judi- 
cialmente, según  su  naturaleza ,  y  que  entre 
tanto  sea  tratado  el  extranjero  con  la  humani- 
dad y  consideración  debidas. 

Si  de  este  examen  ó  juicio  resultare  cul- 
pado el  extranjero,  el  Ministro  se  verá  obligado 
á  dejar  obrar  á  las  leyes,  procurando  sola- 
mente disminuir  el  rigor  de  ellas  por  todos  los 
medios  que  le  sugiera  la  prudencia  y  que  le 
permitan  las  circunstancias;  mas  si  el  extran- 
jero resultare  inocente,  ya  cuidará  el  Ministro 
de  reclamar  la  justa  reparación  del  hecho  y 
de  todas  las  consecuencias  que  hubiere  pro- 
ducido. 

Si  en  los  casos  civiles  el  Cónsul  debe  pro- 
tección á  los  españoles,  respecto  á  los  políticos 
la  Real  orden  circular  del  Ministerio  de  Bs- 
tado,  de  24  de  Febrero  de  1846,  previene: 

«Que  en  lo  sucesivo  se  dispense  apoyo  y 
protección  para  los  actos  civiles  á  todo  espa- 
ñol que  lo  reclame,  sean  cuales  fueren  l»s  ra- 
zones políticas  que  determinen  su  permanen- 
cia en  país  extranjero,  excepto  en  los  casos  de 
expedición  de  pasMporte  y  demás  que  tengan 
relación  con  la  política,  en  los  cuales  se  aten- 
drá (el  Agente  consular)  á  las  instrucciones 
que  le  tiene  comunicadas  el  Gobierno. »  Véase 
BxpuLaioif. 


PROTECCIÓN    A    LOS    NATÜBALBS 

DE  LAS  Repúblicas  Hispano -Ambeic anas.  Por  Real 
orden  de  21  de  Noviembre  de  1855  mandó  el 
Ministerio  de  Estado  al  Cónsul  general  de  Espa- 
ña en  Argel: 

«Que  en  lo  sucesivo  dispensase  su  protec« 
cion  como  Cónsul  de  Bspaña  á  los  naturales  de 
las  Repüblicas  Hispano -Americanas  que  la  re- 
clamasen, cuando  estos  sean  ciudadanos  de 
aquellas  cuya  independencia  política  haya  sido 
reconocida  por  el  Gobierno  de  S.  M.,  y  cuando 
no  exista  Agente  alguno  de  su  Nación.» 

FBOTECOION  EN  OBIENTE.  Los  gra- 
ves abusos  y  quejas  de  las  Autoridades  localdft 
en  los  países  de  Oriente,  respecto  del  derecho 
de  protección  que  ejerce  Bspaña  sobre  los  sub- 
ditos que  en  aquellas  regiones  se  acojan  á  su 
pabellón,  demostró  la  necesidad  de  que  se  res- 
tringiera y  ordenase  lo  que  no  solo  reclamaba 
el  buen  nombre  del  Gobierno,  sino  la  moral 
administrativa.  Bn  su  consecuencia,  el  Minis- 
tro de  Estado  sometió  á  la  aprobación  de  S.  H. 
el  5  de  Setiembre  de  1871  el  Reglamento  en 
que  se  dictan  reglas  fijas  y  se  determinan  los 
casos  en  que  se  puede  alcanzar  este  privilegio, 
asi  como  las  condiciones  de  las  personas  que 
hayan  de  obtenerlo,  y  concillando  dicha  con- 
cesión con  las  consideraciones  que  deben  guar- 
darse al  Soberano  de  todo  Estado  indepen- 
diente. 

El  citado  Reglamento  fué  aprobado  por 

S.  M.  con  la  misma  fecha  de  5  de  Setiembre, 

y  consta  de  cinco  capítulos,  que  comprenden: 

1.*     De  quiénes  gozan  y  quiénes  pueden  alean  • 

zar  la  protección  española. 

2/     De  las  prerogaHoas  anejas  á  la  protección, 
tiempo  que  dura  y  personas  á  quienes  se  extiende. 
3.*     Causas  que  dan  lugar  i  la  pérdida  de  la 
protección. 

4.*     Manera  dt  otorgar  la  protección. 
5/    Del  examen  de  las  listas  de  protegidos,  y 
principios  que  deben  regir  en  la  materia. 

Contiene  este  Reglamento  el  modelo  nú- 
mero 1.^  del 

Registro  ojlciat  para  la  inscripción  de  los  súd' 
ditos  orientales  d  quienes  les  está  concedida  protee-^ 
cion  por  el  Gobierno  de  S.  M, 

Y  por  ultimo,  el  modelo  nüm.  2.^  la 

Patente  de  protección  de  la  Legación  (ó  Con- 
sulado general)  de  Bspaña,  con  el  número  de  ár* 
den,  el  de  la  inscripción  en  el  registro  ojlcial  y  la 
Real  orden  de...  que  la  autoriza.  (Véase  este 
Reglamento  en  la  Qaceta  de  Madrid  de  8  de  Se- 
tiembre de  1871,  nüm.  25l.) 

FBOTECCION  Á  LAS  OBBAS  LITB- 
RARiAS.  Véase  Listos,  obras  ó  documentos. 

FBOTECCION  DISPENSADA  Á  I.A. 
INDUSTRIA,  No  fiando  los  legisladores  á  los  aflea* 
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ees  impulsos  del  interés  individual,  apoyado 
sobre  una  sabia  libertad,  el  fomento  de  las  ar- 
tes y  del  comercio,  trataron  de  animarle  con 
el  sistema  protector  de  las  prohibitivas,  y  con 
el  recargro  de  derechos  de  aduanas  sobre  los 
productos  de  la  industria  extranjera.  Pero  la 
experiencia,  dice  Canga  Arguelles,  ha  acre- 
ditado su  ineficacia,  al  paso  que  ha  puesto  en 
evidencia  las  ventajas  que  resultan  de  una 
conducta  Aranca. 

La  historia  del  Hsíema  protector  nos  demues- 
tra que  este  ha  nacido  en  una  época  en  la 
cual  los  legisladores  y  los  estadistas  tenian 
ideas  muy  inexactas  de  los  verdaderos  princi- 
pios del  comercio.  Colbert  fué  su  autor.  Antes 
de  él,  la  Holanda  proveía  de  géneros  á  Europa 
y  recibía  en  pago  las  materias  primeras  que 
prodacia  el  trabajo  de  sus  pobres  vecinos.  Col- 
bert, empeñado  en  que  las  manufacturas  no  po- 
dian  prosperar  en  pais  alguno  mientras  no  se 
adquiriesen  grandes  capitales,  se  propuso  in- 
digenar  las  manufacturas  en  Francia  con  los 
famosos  aranceles  de  1667,  los  cuales  prohi- 
bían la  entrada  en  ellas  de  las  extranjeras.  El 
resultado  demostró  la  equivocación  de  este  pro- 
yecto, porque  Francia  pagó  las  manufacturas 
que  empleó  en  su  consumo  dos  y  tres  veces 
más  caras  que  Inglaterra  y  Holanda,  y  sus  fá- 
bricas no  salieron  por  mucho  tiempo  de  un  es- 
tado miserable.  A  consecuencia  de  la  careza  de 
los  precios  y  del  estrecho  círculo  de  su  consu- 
mo, efectos  inevitables  del  sistema  protector, 
llegaron  á  encontrarse  muy  abatidas. 

Apenas  se  publicó  el  arancel  de  1667,  los 
holandeses,  por  despique,  prohibieron  la  entra- 
da de  los  vinos,  aguardientes  y  otras  produc- 
ciones de  Francia.  Este  choque  de  interés  dio 
lugar  á  la  guerra  de  1672,  que  duró  seis  años; 
y  desde  el  referido  de  1667  muchas  de  las 
que  ha  sufrido  Europa,  según  el  mismo  Can- 
ga Arguelles,  se  debieron  al  sistema  prohibi- 
tivo y  al  de  las  funestas  retaliaciones  que  le 
siguieron.  Inglaterra  siguió  e)  ejemplo  de  Ho- 
landa ;  y  desde  dicha  época,  todas  las  Nacio- 
nes han  recargado  su  legislación  comercial 
con  reglamentos  erróneos  y  perjudiciales. 

Como  el  sistema  de  protección  ha  preva- 
lecido desde  el  año  de  1667,  por  la  equivoca- 
da idea  de  que  la  protección  del  comercio  es 
una  parte  esencial  del  Gobierno,  al  cotejar  las 
inevitables  y  útiles  consecuencias  que  hubie- 
ran resultado  de  dejar  al  tráfico  y  las  manu- 
facturas seguir  su  curso  natural  para  proveer 
al  aumento  con  sus  producciones  á  precios  có- 
modos, contribuyendo  al  aumento  de  la  rique- 
za y  de  la  civilización ,  y  los  funestos  resul- 
tados que  han  ocasionado  las  muchas  guerras 
dimanadas  del  sistema  protector ,  no  podemos 


menos  de  deducir  que  sus  autores  y  sostene- 
dores han  sido  y  son  los  mayores  enemigos  de 
la  civilización  y  de  la  cultura  del  linaje  hu- 
mano. Las  diguientes  observaciones  del  señor 
M.  UUoc,  en  su  obra  de  los  Principios  de  la 
Economía  política,  son  aplicables  al  asunto: 

aFácilmente ,  decia ,  se  comprende  que  el 
comercio  extranjero,  ó  sea  la  división  territo- 
rial del  trabajo  entre  las  Naciones,  contribuye 
á  aumentar  su  riqueza,  del  mismo  modo  que  el 
comercio  interior  acrecienta  la  de  las  provincias 
en  que  se  divide  un  Reino.  Siendo  mayor  la 
variedad  de  las  fuerzas  productivas  con  que  la 
naturaleza  dotó  á  las  regiones  distantes,  que 
la  que  poseen  las  provincias  de  cada  una,  se 
colige  que  una  libre  contratación  entre  ellas 
deberá  serles  muy  ventajosa.  Nadie  duda  que 
seria  infinitamente  más  costoso  para  Inglaterra 
indigenar  los  vinos  de  Francia,  las  frutas  de 
España  ó  los  azúcares  de  Jamaica,  que  hacer 
al  Condado  de  York  producir  los  frutos  del 
Condado  de  Devon.  Hay  millares  de  productos, 
muchos  de  incalculable  utilidad,  que  solo  se 
pueden  dar  en  ciertas  regiones,  con  exclusión 
de  las  demás. 

A  no  ser  los  auxilios  del  comercio,  carece- 
ríamos absolutamente  del  té,  del  café,  del  al- 
godón, de  la  especería,  del  oro  en  barras  y  de 
otros  muchos  frutos  preciosos.  La  Providencia, 
dotando  á  cada  país  con  terrenos  de  diferentes 
calidades,  con  climas  diferentes  y  con  produc- 
ciones distintas  ,  ha  hecho  que  las  unas  de- 
pendiesen de  las  otras,  enlazándolas  para  su 
bien  en  una  mutua  correspondencia.  A  no  me- 
diar los  obstáculos  artificiales  que  se  oponen  á 
su  mútuii contratación,  cada  Nación  se  dedica- 
rla á  cultivar  y  beneficiar  aquellos  ramos  de 
industria  que  le  fueran  más  propicios,  cam- 
biando sus  productos  con  los  que  otras  le  ofre- 
cieran ,   como  resultado   de  su  laboriosidad. 
Protegiendo  la  industria,  premiando  las  inven- 
ciones y  aprovechándose  eficazmente  de  las 
facultades  naturales  ,  el  comercio  reparte  el 
trabajo  del  modo  más  análogo  al  genio  y  á  las 
circunstancias  de  cada  pais.  Dándonos  á  co- 
nocer muchos  productos  que  sin  sus  auxilios 
serian  extraños,  nos  facilita  nuevos  gustos  y 
deseos,  facilitándonos  los  medios  de  llenarlos. 
Por  este  orden ,  cada  Nación  se  aprovecha  de 
los  inventos  y  descubrimientos  de  las  demás;  y 
poniendo  en  competencia  los  productos  de  ca- 
da país  con  los  extranjeros,  estimula  su  inge- 
nio y  su  industria ,  abriendo  el  campo  á  una 
saludable  emulación.  La  división  del  trabajo 
llega  á  su  último  límite ,  se  aumenta  la  masa 
de  los  objetos  útiles  y  necesarios  y  la  opulen- 
cia se  difunde  por  todas  partes.  El  comercio  es 
la  gran  máquina  que  reparte  por  el  mundo  los 
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beneficios  de  la  civilización  y  los  tesoros  de 
los  conocimientos  científicos  ;  y  haciendo  de- 
pender á  los  habitantes  de  un  país'  de  la  exis- 
tencia de  otros  por  el  goce  de  machas  como- 
didades, establece  an  principio  poderoso  de 
unión,  ligando  toda  la  sociedad  de  las  Nacio- 
nes con  los  vínculos  comunes  y  robustos  del 
m&tuo  interés  y  de  las  reciprocas  obligaciones. 

Guando  prevalece  el  sistema  de  protección, 
que  aparta  del  comercio  los  géneros  extraños, 
más  baratos  que  los  propios,  el  capital  y  el 
trabajo  de  la  Nación  que  aleja  de  si  aquellas, 
deja  de  producir  todos  los  artículos  que  de 
otro  modo  sacaría  de  su  trabajo  el  país;  de 
consiguiente  se  empobrece  más  de  lo  que  su- 
cedería en  un  caso  opuesto.  Cuando  se  con- 
sume un  producto  de  la  industria  propia  que 
pudiera  obtenerse  á  menos  precio  de  otra  Na- 
ción, hay  que  emplear  una  cierta  cantidad  de 
trabajo  humano  para  adquirir  mayor  suma 
que  la  que  necositaria  si  le  condujera  del  ex- 
tranjero. 

El  grande  y  práctico  problema  que  debe 
resolverse  por  la  ciencia  económica  cuando  se 
trata  de  la  producción  de  las  riquezas,  se  re- 
duce á  averiguar  el  «modo  de  adquirir  la  ma- 
yor cantidad  de  artículos  necesarios,  útiles  ó 
cómodos  con  el  menor  trabajo.»  Todo  cuanto 
contribuye  á  aumentar  el  poder  del  trabajo,  ó 
á  rebajar  el  precio  de  los  productos,  influye 
eficazmente  en  aumentar  la  riqueza;  y  los  re* 
glamentos  que  favorecen  la  disminución  del 
trabajo  y  la  careza  del  resto  de  las  produc- 
ciones, le  perjudican.  Este  debe  ser  el  tema 
para  Juzgar  de  la  oportunidad  de  las  medidas 
relativas  á  la  producción  de  la  riqueza  y  pro* 
lección  dispensada  á  la  industria,  » 

PBOTB8TA.  Declaración  de  un  Sobera- 
no ó  de  su  mandatario  contra  la  violencia  de 
otro  Gobierno,  ó  contra  cualquier  acto  que 
pudiera  interpretarse  como  derogatorio  de  los 
derechos  de  la  Nación.  El  Alinistro  á  quien  se 
entrega  la  protesta,  si  no  tiene  instrucciones 
que  le  prevengan  lo  que  ha  de  hacer  ó  respon- 
der, solo  puede  recibirla  ad  referendum,  esto 
es,  para  consultar  al  Soberano  sobre  la  con- 
ducta que  le  toca  observar.  A  las  protestas 
suele  responderse  por  contra-protesta. 

Entiéndese  por  protesta  en  la  acepción  le- 
gal una  manifestación  ó  declaración  espon- 
tánea hecha  por  alguno  para  adquirir  ó  con- 
servar un  derecho,  ó  para  precaver  el  daüo 
que  recele  sobrevenirle.  Puede  otorgarla  cuaN 
quier  varón  ó  hembra,  mayor  ó  menor  de  edad: 
si  es  mujer  casada,  no  necesita  la  licencia  del 
marido,  ni  si  es  menor,  la  intervención  de  su 
tutor  ó  curador.  Estas  personas  y  las  que  se 
bailen  en  prisión,  ó  por  cualquiera  otro  motl* 


vo  han  sufrido  violencia,  son  las  que  comun- 
mente hacen  las  protestas,  cuando  se  les  fuer- 
za ii  obliga  á  otorgar  algún  instrumento,  ó  á 
celebrar  algún  pacto  contra  su  voluntad.  Ma- 
chas ventajas  pueden  producir  estos  actos  si 
se  ejecutan  de  buena  fó  para  libertarse  de 
una  violencia  cometida;  pero  muchos  abusos 
caben  también  en  ellos  si  se  otorgan  coa  do- 
lo y  solamente  por  eximirse  de  una  obliga- 
ción contraída  espontáneamente.  Para  evitar 
abusos  en  lo  posible,  las  protestas  deben  otor- 
garse antes  que  el  contrato  ó  documento  que 
las  motiva,  ó  inmediatamente  después  de  cele- 
brado, y  el  Notarlo  debe  ser  muy  cauto  en 
autorizarlas. 

Hay  protesta  declaratoria,  prohibitoria  ó 
inhibitoria,  invitatoria  ó  monitoria  y  certifica- 
toria. La  primera  es  una  declaración  de  la  vo- 
luntad del  que  protesta;  la  segunda  es  aquella 
en  que  se  prohibe  la  ejecución  de  alguna  cosa; 
la  tercera  es  en  la  que  se  invita  ó  estimula  pa- 
ra que  se  haga,  y  la  cuarta  es  aquella  por  la 
cual  uno  se  cerciora  de  estar  ó  no  hecha  cier- 
ta cosa. 

En  toda  escritura  de  protesta  debe  expli- 
carse lo  que  se  va  á  practicar  ó  acaba  de  eje- 
cutarse ,  y  contra  lo  cual  se  protesta ;  quién 
obliga  á  ello ,  con  qué  amenazas  ó  motivos; 
qué  daños  se  temen  si  no  se  protestan ;  que 
para  evitarlos  se  ha  determinado  á  practicar 
lo  que  su  voluntad  resiste,  y  que  deben  que- 
dar ilesas,  y  en  su  fuerza  y  vigor  las  acciones 
y  derechos  competentes. 

Toda  protesta  conviene  se  haga  por  escri- 
tura publica  para  que  conste  y  se  pueda  pro- 
bar en  tiempo  oportuno ;  y  después  de  hecha, 
no  debe  ejecutarse  voluntariamente  cosa  que 
le  sea  contraria ,  para  que  no  se  diga  que  ha 
sido  revocada  (1). 

PROTESTA  CONTBA  BL  MAB.  La  re- 
lación ó  exposición  justificada  que  ante  el  Jaez 
competente  hace  el  Capitán  ó  Maestre  do  al- 
guna nave  de  las  desgracias  que  ha  padecido 
por  temporal  ú  otro  accidente  fortuito ,  á  fin 
de  que  no  se  le  impute  ni  haga  cargo  de  ellas. 

PROTESTA  BE  AVEBÍA.  Prevención 
que  haee  el  Capitán  ó  patrón  de  un  buque  para 
salvar  su  responsabilidad,  dentro  de  las  vein- 
ticuatro horas  siguientes  de  su  llegada  á  un 
puerto,  declarando  ante  el  Cónsul ,  bajo  Jura- 
mento, que  protesta  contra  las  averías  que  ba- 
ya podido  experimentar  el  cargamento  á  cau- 
sa de  las  circunstancias,  que  deberá  relatar  por 
extenso ,  y  solicitando  al  propio  tiempo ,  para 
descargo  de  su  responsabilidad,  se  practique 


(1)    LASBBAy  Áüegat.  35. 
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iuformacJoQ  inmediata  con  audiencia  de  tri- 
pulantes y  pasajeros,  para  que  asi  conste  y 
sirva  á  cuanto  más  haya  lugar  en  derecho,  li- 
brándole certificación  de  lo  actuado  (1). 

Según  el  art.  179  de  las  Ordenanzas  de 
Aduanas  del  15  de  Julio  de  1870, 

«Las  mercancías  que  se  presenten  averia- 
das á  despacharse  en  las  Aduanas  tendrán  op- 
ción á  una  rebaja  de  derechos  proporcional - 
mente  al  deterioro  ó  demérito  sufrido  •  siem- 
pre que  se  cumplan  los  requisitos  siguientes: 

1/  Bl  Capitán  expresará  á  continuación 
de  su  manifiesto  que  ha  hecho  protesta  6  se  pro- 
pone hacerla,  luego  que  baje  á  tierra,  de  ha- 
ber sufrido  ó  de  presumir  averia  en  su  carga- 
mento. 

2.*  La  protesta  la  hará  el  Capitán  en  los 
términos  que  prescribe  el  Código  de  comercio, 
en  el  puerto  primero  á  donde  arribe  (Art.  670 
del  Código  de  comercio) ,  y  mientras  no  ter- 
mine sus  diligencias  no  se  le  permitirá  abrir 
las  escotillas. 

3.*  De  la  protesta  presentará  el  Capitán 
un  testimonio  en  forma  legal  al  Administrador 
de  la  Aduana,  dentro  de  los  tres  dias  siguien- 
tes al  de  la  admisión  del  buqne  á  libre  plá- 
tica. 

4."  Por  su  parte  el  consignatario,  toman- 
do todos  los  datos  que  estime  necesarios  sobre 
el  estado  del  cargamento,  sin  deshacer  los  bul- 
tos, presentará  durante  las  diligencias  del  des- 
pacho, pero  antes  del  reconocimiento,  dos  no- 
tas expresivas  de  aquellos  en  que  sepa  ó  sos- 
peche que  existe  averia ;  estas  notas  se  acom- 
pañarán á  cada  ejemplar  de  la  declaración.  Si 
los  géneros  se  destinan  á  almacén  ó  á  depósi- 
to, habrá  de  presentar  la  nota  á  las  veinticua- 
tro horas  de  haberse  almacenado  ó  depositado 
aquellos. 

5.*  El  Administrador,  recibidas  la  protes- 
ta del  Capitán  y  la  nota  del  consignatario  en 
tiempo  hábil ,  lo  hará  constar  en  ambas ,  po- 
niendo de  su  puño  admitida  la  advertencia. y) 
Véanse  los  artículos  180  al  183  inclusive  de 
las  mismas  Ordenanzas  de  Aduanas,  y  en  este 
Diccionario  el  articulo  Avbbía. 

FBOTESTO.  Bl  requerimiento  que  se  ha- 
ce al  que  no  quiere  aceptar  ó  pagar  una  letra, 
protestando  recobrar  su  importe  del  dador  de 
ella,  con  más  los  gastos,  cambios  y  recambios 
y  otros  cualesquier  daños  que  se  causaren ;  ó 
bien,  el  testimonio  con  que  el  tenedor  de  una 
letra  de  cambio  hace  constar  la  falta  de  acep- 
tación ó  de  pago  de  parte  de  la  persona  á  cu- 
yo cargo  está  girada. 


(1)    Véase  De  O'Rbilly,  Práctica  Conmiar  de 
España^  pág.  62,  modelo  núm.  61. 


Hay  protesto  por  falta  de  aceptación,  y 
protesto  por  falta  de  pago.  Bl  protesto  por  falta 
de  aceptación  debe  formalizarse  en  el  dia  si- 
guiente á  la  presentación  de  la  letra;  y  si  éste 
fuere  feriado,  en  el  siguiente. 

Cuando  el  portador  de  una  letra  de  cambio 
ha  llenado  todas  las  obligaciones  que  la  ley  le 
impone,  y  no  obstante  su  exacto  cumplimien- 
to rehusa  el  pagador,  bien  aceptarla,  bien  sa- 
tisfacerla, debe  aquel,  para  mantener  ilesos 
sus  derechos,  verificar  la  acción  que  se  cono- 
ce con  el  nombre  de  protestar  %na  letra. 

Bsel  protesto  un  testimonio  hecho  ante  Es- 
cribano publico  y  con  asistencia  de  dos  testi- 
gos ,  con  el  cual  hace  constar  el  portador  la 
falta  de  aceptación  ó  de  pago  de  la  persona 
contra  quien  está  girada  la  letra.  Llámase  pro- 
testo porque  el  que  lo  hace  protesta  contra 
todos  los  gastos,  peijuicios  y  réditos  á  que  dé 
margen  la  morosidad  del  pagador. 

De  la  definición  se  deduce,  según  el  ar- 
tículo 511  del  Código  de  comercio,  que  las  le- 
tras de  cambio  se  pueden  protestar  por  falta 
de  aceptación  ó  por  falta  de  pago. 

Bl  portador  en  ambos  casos  debe  entablar 
el  protesto,  sin  que  sea  parte  á  embarazarlo  la 
muerte  ó  el  estado  de  quiebra  de  la  persona  á 
cuyo  cargo  esté  girada  la  letra,  y  sin  que  el 
protesto  por  falta  de  aceptación  exima  el  veri  • 
ficar  otro  por  falta  de  pago. 

El  protesto,  so  pena  de  ser  ineficaz ,  ha  de 
contener  la  copia  literal  de  la  letra,  con  la 
aceptación  si  la  tuviese,  y  todos  los  endosos  é 
indicaciones  hechas  en  ella.  A  continuación  el 
requerimiento  á  la  persona  que  deba  aceptar- 
la ó  pagarla,  ó  no  estando  presente ,  á  la  que 
se  le  hace  en  nombre  de  esta,  y  la  contestación 
que  diere  ad  literem,  concluyendo  con  la  con- 
minación de  gastos  y  perjuicios  á  cargo  de  la 
misma  persona,  por  falta  de  aceptación  ó  de  pa- 
go. Bsta  firmará  necesariamente  el  protesto,  y 
no  pudiendo ,  ó  no  sabiendo ,  firmarán  indis^ 
pensablemente  los  dos  testigos  presentes,  ano- 
tándose en  la  fecha  del  protesto  la  hora  en  que 
se  evacúa. 

Si  contuviere  indicaciones  la  letra  protes- 
tada, se  harán  constar  en  el  protesto  las  con- 
testaciones que  dieren  las  personas  que  se  in- 
dicaren á  los  requerimientos  que  se  las  haga, 
y  la  aceptación  ó  el  pago  si  se  prestaren  á 
ello. 

Todas  las  diligencias  del  protesto  se  es- 
tenderán  progresivamente  en  una  sola  acta,  de 
que  dará  el  Escribano  copia  testimoniada  al 
portador,  devolviéndole  la  letra  original. 

El  protesto  por  falta  de  aceptación  debe 
formalizarse  en  el  dia  siguiente  á  la  presenta- 
ción de  la  letra :  el  protesto  por  falta  de  pago 
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en  el  siguiente  al  de  su  vencimiento:  esta  pres- 
cripción solo  sufre  alteración  cuando  el  paga- 
dor se  constituye  en  quiebra,  en  cuyo  caso  la 
letra  puede  protestarse  antes. 

El  domicilio  legal  para  yeriflcar  el  protesto 
será  el  designado  en  la  letra :  en  defecto  de 
designación  ,  el  que  el  pagrador  tenga  de  pre- 
sente: á  falta  de  ambos,  el  último  que  se  le  hu- 
biere conocido. 

Puede  consultarse  los  artículos  del  Código 
de  comercio  números  503,  504,  507  y  514. 

En  Francia  el  protesto  de  letras  de  cambio 
lo  hacen  los  huissiers  ó  los  Notarios ,  conforme 
previene  el  Código  francés  de  comercio  en  los 
artículos  173  al  176.  Véase  Letra  de  cambio. 

PROTOCOLO.  Esta  palabra  viene  de  la 
voz  griega  protos,  que  significa  primero  en  su 
linea,  y  de  la  latina  coíium  6  coUatio,  que  sig- 
nifica comparación  ó  cotejo.  El  protocolo  se  Ua-^ 
ma  también  registro^  y  lo  que  está  mandado  so- 
bre este  punto  es: 

(«Que  tenga  cada  Escribano  un  libro  de  pro- 
tocolo encuadernado  de  pliego  de  papel  entero, 
en  que  escriba  por  extenso  las  notas  de  las  e&^ 
crituras  que  ante  él  pasaren,  declarando  los 
otorgantes  lo  que  se  otorga,  el  dia,  el  mes  y 
año,  el  lugar  ó  cosa,  las  condiciones,  renun* 
cias  y  sumisiones. 

El  protocolo  ó  registro  es  la  matriz  de  don- 
de se  sacan  todas  las  copias  ó  traslados  que 
piden  los  interesados,  y  por  él  se  resuelven  las 
dudas  que  ocurren  en  ellos,  para  cuyo  fin  se 
introdujo,  y  no  para  otro  alguno  del  que  no  de« 
be  carecer  ningún  Consulado. 

Los  protocolos  en  los  Consulados  se  forma- 
rán con  arreglo  á  las  bases  terminantemente 
establecidas  en  la  Real  orden  del  Ministerio  de 
Estado  de  28  de  Octubre  de  1860.»  Véase  esta 
Real  orden  en  el  articulo  Actas  notariales. 

Pueden  protocolizarse  las  diligencias  origi* 
nales  de  inventario,  avalúo,  liquidación  y  par- 
ticipación hechas  extrajudicial  y  privadamen- 
te, siempre  que,  teniendo  los  interesados  ca- 
pacidad legal  para  ello,  otorguen  escritura  pú- 
blica de  aprobación,  conformidad  y  satisfac- 
ción de  las  mismas. 

Que  como  en  tal  caso  dichas  diligencias 
han  de  mirarse  como  parte  integrante  de  la 
escritura  matriz,  deben  hallarse  extendidas  por 
nuestros  Notarios  en  papel  del  sello  9."*  de  2 
reales. 

Los  testimonios  de  las  hijuelas  habrán  de  li- 
brarse por  los  Notarios  en  el  papel  que  corres- 
ponda, como  si  se  hubieren  insertado  las  dili- 
gencias literalmente  en  la  escritura. 

Reuniendo  dichos  testimonios  los  registros 
expresados,  son  admisibles  á  inscripción  en  los 
Registros  de  la  Propiedad.  (Oacsta  de  Madrid 


del  8  de  Febrero  de  1867.)  Véase  Oonokbso  y 
Plbmipotenciakio. 

La  ley  de  28  de  Mayo  de  1862,  en  su  titu- 
lo 3.%  trata  de  custodia  y  propiedad  de  los 
protocolos,  y  que  estos  constituyen  instrumen  - 
to  público  (1). 

PROVIDENCIAS  DEEIiriTIVAS.  Véa- 
se JüBAMENTO. 

PROVISIÓN.  El  despacho  ó  mandamien- 
to que  en  nombre  del  Rey  expiden  algunos  Tri- 
bunales, especialmente  las  Consejos,  CanclUe- 
rias  y  Audiencias,  para  que  se  ejecute  lo  que 
por  ellos  ss  ordena  y  manda,  y  la  acción  de  dar 
ó  conferir  algún  oficio,  dignidad  ó  empleo. 

En  el  comercio,  la  prevención  ó  envió  de 
fondos  que  se  ponen  en  poder  de  la  persona  á 
cuyo  cargo  se  ha  girado  una  letra  de  cambio 
para  que  pueda  pagarla  á  su  tiempo. 

PRUDENCIA.  El  hombre  que  vive  en  so- 
ciedad está  obligado  á  concertar  sus  movimien- 
tos con  los  de  los  seres  que  le  rodean  porque 
necesita  de  su  ayuda,  de  su  afecto  y  de  su  es- 
.timacion,  y  debe  emplear  los  medios  que  pue- 
dan concillárselas.  Esto  es  lo  que  constituye 
la  prudencia,  que  se  coloca  en  el  número  de  las 
virtudes,  y  que  no  es  más  que  la  razón  y  la 
justicia  aplicadas  á  la  conducta  de  la  vida. 
La  experiencia  fundada  en  el  conocimiento  de 
los  hombres  nos  hace  prudentes;  es  decir,  nos 
indica  los  medios  que  hemos  de  emplear  para 
serles  gratos,  y  lo  que  es  necesario  evitar  para 
no  perder  su  afecto  y  su  estimación,  de  que 
tan  continua  necesidad  tenemos.  La  justicia 
es  la  base  de  la  prudencia,  como  lo  es  de  todas 
las  otras  virtudes. 

PRUEBA.  La  averiguación  que  se  hace 
en  juicio  de  una  cosa  dudosa,  ó  bien  el  medio 
con  que  se  muestra  y  hace  patente  la  verdad 
ó  falsedad  de  alguna  cosa.  (Leyes  1.',  2.*  y  3.*, 
tit.  14,  Part.  3.')  La  Prueba  es  de  dos  mane- 
ras, á  saber,  plena  y  semi- plena.  Prueba  pie- 
na,  que  también  puede  llamarse  completa  óper- 
fecta,  es  la  que  manifiesta  sin  dejar  duda  al- 
guna la  verdad  del  hecho  controvertido,  ins- 
truyendo suficientemente  al  Juez  para  que  ea 
virtud  de  ella  pueda  dar  sentencia  condena- 
toria ó  absolutoria.  Prueba  semiplena,  que 
igualmente  puede  llamarse  incom-^leta  6  imper- 
fecta,  es  la  que  por  si  sola  no  demuestra  con 
claridad  el  hecho,  dejando  duda  acerca  de  la 
verdad  de  él,  y  por  consiguiente  no  instruye 
al  Juez  en  términos  de  poder  dar  sentencia. 

PRUEBAS  DE  LAS  OBIiíaACIOSTBS 
MERCANTILES.  Estas  pucdeu  probarse: 
1.*     Por  medio  de  escritos. 


(1)    Véase  esta  ley  en  De  O'Rbillt,  Práctica 
Consular,  páginass  172  á  174. 
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2/    Por  medio  de  testigos. 

3.*     Por  confesión  de  parte. 

4.*     Por  jaramento. 

5.''     Por  inspección  ocular. 

6.*     Por  presunciones. 

Los  escritos  que  pueden  servir  de  prueba 
son:  las  contratas  publicas ,  las  contratas  ex- 
tendidas con  intervención  de  corredor,  las  con- 
tratas privadas,  las  facturas  y  minutas  acep* 
tadas  por  la  parte  contra  quien  se  producen, 
los  libros  de  comercio  legalmente  llevados,  la 
correspondencia  en  la  misma  forma. 

La  prueba  testimonial  puede  ser:  ó  simple- 
mente dicha  ó  juicio  de  espertes:  lo  primero 
se  verifica  cuando  se  trata  de  hechos  que  caen 
en  su  apreciación  bajo  el  dominio  del  público; 
lo  segundo  cuando  requieren  conocimientos 
especiales  de  persona  ó  de  arte. 

La  confesión  de  parte  es  judicial  ó  extra- 
judicial,  ó  hecha  fuera  de  juicio  á  presencia 
de  la  parte  contraria  y  testigos. 

Bl  juramento  se  entenderá  ser  el  llamado 
por  derecho  común  decisorio. 

La  inspección  ocular  toma  también  el  nom- 
bre de  reconocimiento  judicial. 

Las  presunciones  se  dividen  en  presuncio* 
nes  de  derecho  ó  que  hacen  plena  prueba,  y 
presunciones  de  hecho  cuya  fueran  es  indeter- 
minada. 

Por  otra  parte,  las  pruebas  se  dividen  en 
plenas,  semiplenas  y  presunciones. 

Son  pruebas  plenas  las  que  producen  una 
convicción  completa  del  hecho  sobre  que  se 
aducen. 

FUEBTO.  Bl  lugar  situado  en  la  ribera 
del  mar  donde  se  cargan  y  descargan  las  na- 
ves, y  pueden  invernar  sobre  las  áncoras,  ó  el 
lugar  situado  en  la  embocadura  de  rio  ó  cos- 
ta del  mar,  donde  las  embarcaciones  hallan 
abrigo  contra  las  tempestades  y  contra  los  ata- 
ques de  las  escuadra's  enemigas. 

FUEBTO  GONSULAB.  Bs  aquel  en  que 
residen  OSusules  de  las  Naciones  extranjeras. 

FUEBTO  FBANOO.  Aquel  en  que  en^ 
tran  y  salen  las  naves  de  cualquier  Nación,  sin 
pagar  derechos  ni  los  buques  ni  los  cargamen- 
tos. Bl  puerto  franco  viene  á  extranacionali- 
zar,  si  asi  se  puede  decir,  cierta  porción  de 
territorio,  de  modo  que  los  derechos  que  deben 
exigirse  á  los  efectos  destinados  al  consumo 
interior  no  se  adeudan  más  que  al  traspasar  el 
territorio  señalado. 

Bn  el  puerto  franco  pueden  acudir  las  na- 
ves de  todas  las  Naciones  sin  que  tengan  que 
hacer  manifiesto  de  la  carga,  suftrir  registro 
ni  exacciones,  ni  las  mercancías  tributos,  ta- 
sas ó  restricciones  de  cualquiera  especie  sobre 
sa  compra  y  venta. 


Las  utilidades  de  los  puerlos  francos,  según  ^ 
Peuchet,  consisten:  primero!  en  que  hay  al- 
gunos que  por  su  situación  geográfica  llaman 
exclusivamente  el  comercio:  segundo,  que 
obligando  esto  mismo  á  levantar  los  obstácu- 
los fiscales  que  están  en  contradicción  con  la 
libertad,  que  reclama  el  embarque,  desembar- 
que y  venta  de  los  géneros,  la  franqueza  atrae 
á  los  extranjeros  con  sus  capitales  y  crédito, 
objetos  útiles  y  dignos  de  consideración:  ter- 
cero, que  el  comercio  en  general  saca  inmen- 
sas ventajas  de  la  reunión  de  capitalistas  en 
un  punto,  porque  facilitan  sus  especulaciones 
sobre  la  entrada  de  materias  primeras  y  la  ex- 
tracción de  frutos;  especulaciones  que  nunca 
serán  extensas  y  útiles,  á  no  ser  que  la  liber- 
tad de  reunirse  extranjeros  y  nacionales  foci- 
lite  el  empleo  de  los  capitales,  el  crédito  y  me- 
dio de  adquirir  caudales:  cuarto,  la  conducta 
de  las  Naciones  más  sabias  en  materias  de  co- 
mercio demuestra  las  ventajas  de  los  puerios 
francos:  quinto,  éstos  en  tiempo  de  guerra  ofre- 
cen recursos  abundantes  al  corso  y  muchos 
marineros,  porque  careciendo  los  capitales  de 
objetos  para  hacer  negociaciones,  se  emplean 
en  la  guerra  y  hacen  de  ella  un  ramo  lucrativo. 

((La  franqueza  de  puertos,  dice  Canga  Ar- 
guelles, no  puede  suplirse  con  los  puertos  de  de^  . 
pósito  t  porque  éstos  no  bastan  á  las  necesida- 
des del  comercio,  ni  atraen  á  los  extrapjeros, 
los  cuales  huyen  de  las  aduanas  y  de  los  res- 
guardos, por  cuyo  examen  tienen  que  pasar 
antes  de  entrar  en  el  depósito,  y  bajo  cuya 
custodia  permanecen  los  géneros  hasta  que  sa- 
len de  él,  bien  sea  para  reexportarse  ó  para 
consumirse.» 

Cádiz  y  Marsella  no  hace  tantos,  años  que  . 
fueron  declarados  puertos  francos  por  sus  res- 
pectivos Gobiernos;  el  primero  por  sus  servi- 
cios prestados  á  la  libertad,  y  el  segundo  por 
su  adhesión  al  absolutismo.  Fueron  tales  las 
trabas  y  el  circulo  de  hierro  que  se  les  impu- 
so fuera  de  sus  zonas,  que  aquellos  comercian- 
tes que  más  influyeron  en  obtener  las  Aran  qui- 
cial, luego  fueron  los  que  con  más  ardiente 
celo  é  interés  pidieron  la  abolición  de  ellas. 
Los  marselleses  quisieron  rivalizar  con  los 
puertos  francos  de  Qénova  y  otros  del  Medi- 
terráneo, y  pronto  se  convencieron  del  perjui- 
cio que  se  les  irrogaba  con  llenar  la  plaza  de 
toda  clase  de  géneros,  cuya  salida  para  el  in- 
terior de  Francia  les  era  tan  costosa.  Allí,  co- 
mo en  muchos  puntos  de  Europa  donde  fue- 
ron abolidos  los  privilegios,  no  existen  puertos 
francos. 

Un  puerto  franco  es  una  factoría  universal, 
en  dDude  se  admiten  indistintamente  los  pro- 
ductos de  todos  los  países  del  mundo,  y  ase- 
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*  gura  á  la  Nación  que  le  tiene  vastas  negocia- 
ciones que  enriquecen  su  país;  asi  que  un 
puerto  Tranco  es  propiamente  un  depósito  de 
riqueza,  que  con  uniformidad  y  rapidez  circu- 
la, distribuyéndose  al  cuerpo  de  los  Estados. 
Sin  embargo,  la  dificultad  de  contener  el  con- 
trabando supera  en  mucho  estas  ventajas,  pues 
donde  rige  un  sistema  prohitivo,  un  puerto 
privilegiado  unido  á  su  continente,  que  pu- 
diese introducir  en  los  que  no  lo  son  géneros 
prohibidos  ó  recargados,  fuera  perjudicial  al 
sistema  de  administración  adoptado;  y  si  las 
circunstancias  del  puerto  privilegiado  fuesen 
tales,  que  progresando  su  comercio  y  su  indus- 
tria llamase  á  si  los  capitales  de  otras  provin- 
cias, desnivelándola  circulación  y  perjudicán- 
dolas, el  mal  tal  vez  fuera  mucho  mayor. 

Pedro  Verri,  en  su  Tratado  de  economía,  sos- 
tiene «que  si  las  Naciones  suprimieran  las 
aduanas,  dejando  entrar  libre  y  francamente 
los  géneros  extranjeros,  las  consecuencias  se- 
rian iguales  alas  que  resultarían  k  un  Estado 
si  se  le  quitaran  los  tributos  que  gravan  la  cir- 
culación interior.  Se  acercarían  las  Naciones 
unas  á  otras,  se  multiplicarían  los  contratos, 
se  reanimarían  la  indusdria  y  la  anual  produc- 
ción; los  hombres  gozarían  mayores  ventajas, 
y  ias  relaciones  entre  si  no  padecerían  alte- 
ración. 

Say  gradúa  de  temeraria  empresa  el  esta- 
blecer de  un  golpe  la  libertad  mercantil  en  un 
pais  en  donde  domine  el  genio  de  las  prohibi- 
tivas. «Un  enfermo  no  recobra  su  perdida  sa- 
lud en  un  día;  y  asi  como  debe  ser  tratado  con 
mucho  miramiento  durante  su  enfermedad, 
también  debe  serlo  una  Nación  durante  esta 
enfermedad  política.» 

Por  razón  natural  todas  las  Naciones  debe- 
rían cambiar  libremente  sus  productos  respec- 
'  tivos  bajo  la  base  de  sus  necesidades,  conve- 
niencia y  un  módico  impuesto  para  atender  al 
servicio  publico.  Si  esta  libertad  de  cambios 
constituyese  el  derecho  común  de  todas  las 
Naciones,  dice  un  sabio  economista,  las  con- 
venciones comerciales  eotre  los  países  serian 
innecesarias,  porque  el  sistema  de  las  restric- 
ciones y  prohibiciones  es  el  que  ha  creado  la 
Diplomacia  comercial. 

Tal  vez  se  necesita  toda  la  habilidad  de  un 
gran  político  para  cicatrizar  las  llagas  que  cau- 
sa la  estirpacion  de  este  lobo  devorador  que  se 
llama  sistema  reglamentario  y  exclusivo;  y 
cuando  atentamente  se  .consideran  los  males 
que  acarrea  desde  que  se  establece,  y  los  que 
podria  ocasionar  el  abolirle,  naturalmente  ocur- 
re esta  reflexión:  si  tan  difícil  es  restituir  la 
libertad  á  la  industria  ¡cuánta  circunspección 
no  será  necesaria  cuando  se  trate  de  quitársela! 


Inglaterra  tiene  á  Gibraltar  como  puerto 
franco  en  el  Mediterráneo,  y  á  Síngapore  en 
los  mares  de  las  Indias  Orientales. 

Portugal  á  Blmina  en  Guinea. 

En  España,  según  Real  decreto  de  II  de 
Julio  de  1852,  fueron  declarados  puertos  fran- 
cos en  las  islas  Canarias,  aunque  con  algunas 
restricciones  {OaceCa  del  13  de  Julio  de  1852), 
los  puertos  de  Santa  Cruz  de  Tenerife,  Orota- 
va,  Ciudad-Real  de  las  Palmas,  Arrecife  de 
Lanzarote,  Puerto  Cabras  y  San  Sebastian. 

También  Ceuta  fué  declarado  puerto  forán- 
eo, salvo  para  pólvora,  tabaco  y  sal,  por  Real 
decreto  de  13  de  Enero  de  1860.  (Qaceta  del 
15  de  Enero  de  1860.) 

La  ley  declaró  puertos  francos  los  de  las 
plazas  de  Ceuta,  Malilla  é  islas  Chafarinas,  y 
en  cumplimiento  de  esta  disposición,  la  Direc- 
ción general  de  Rentas  pasó  en  Julio  de  1870 
la  siguiente  circular  á  los  administradores  de 
Aduanas: 

«En  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  la 
ley  de  18  de  Mayo  de  1863,  declarando  puer- 
tos francos  los  de  las  plazas  de  Ceuta,  Melilla 
é  islas  Chafarinas,  esta  oficina  general  ha  re- 
suelto prevenir  á  Y...  que  se  consideren  como 
nacionales,  y  por  tanto  se  admitan  con  liber- 
tad de  derechos  los  pescados  producto  y  pro- 
cedentes de  las  almadrabas  de  los  referidos 
puertos,  siempre  que  se  acredite  en  debida 
forma  la  producción  y  procedencia  de  dichos 
establecimientos;  pues  de  lo  contrario  debe- 
rán exigirse  los  correspondientes  derechos  del 
Arancel.  I) 

Por  Real  orden  del  Ministerio  de  Hacienda 
de  30  de  Agosto  de  1872  se  dispone: 

«Articulo  I.*  Se  declaran  puertos  francos 
los  de  Alhucenas  y  Peñón  de  Velez  de  laQo- 
mera,  con  las  mismas  condiciones  con  que  lo 
fueron  por  la  ley  de  18  de  Mayo  de  1863  los 
de  Ceuta,  Melilla  y  Chafarinas. 

Art.  2.*  Los  registros  que  deben  estable- 
cerse en  dichos  puertos  son  de  la  jurisdicción 
administrativa  de  la  provincia  de  Málaga,  y  se 
regirán  por  el  Reglamento  de  10  de  Julio 
de  1871.»  {Qaceta  áQ  6  de  Setiembre  de  1872, 
nüm.  250.) 

FUEBTO  HABILITADO.  Se  llama  el 
que  goza  de  la  aptitud  legal  por  la  legislación 
de  Rentas,  para  servir  á  determinada  clase  ó 
clases  de  comercio,  tanto  de  importación  como 
de  exportación.  Véase  Aduanas  maiítiiiás. 

PUERTOS  SUBLEVADOS.  Los  Cónsu- 
les deben  negarse  á  despachar  ó  habilitar  ba- 
ques para  los  puertos  sublevados  en  contra  del 
€tobierno  de  la  Nación,  según  previene  la  Le- 
gación de  España  en  Paria  al  Cónsul  de  Bspa  - 
ña  en  Burdeos  el  13  de  Octubre  de  1841. 
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PUJA.  Bl  aumento  de  precio  que  se  ofre- 
ce por  alguna  cosa  que  se  vende  ó  arrienda  en 
publica  subasta.  En  los  remates  judiciales  se 
han  de  admitir  libremente  todas  las  pujas; 
pues  si  alguno  las  impide  ó  comete  fraude, 
tiene  el  deudor  acción  de  dolo  contra  él.  Véase 
Rbmatb. 


PUBO.  Lo  que  no  incluye  ninguna  con- 
dición«  excepción  ó  restricción:  como  cuando 
se  dice  una  donación  pura  y  simple,  para  de- 
signar la  que  se  hace  sin  condición  y  sin  re- 
serva de  usufructo;  una  institución  pura  y 
simple,  pirasignifloarla  que  se  hace  de  un  modo 
absoluto  sin  imponer  condiciones  al  heredero. 


QUE 


Q. 


QUI 


QUSBBA.DO.  Bl  comerciante  que  sobre- 
see en  el  pago  corriente  de  sus  obligaciones. 
No  puede  llamarse  propiamente  quebrado  el 
que  manifestando  bienes  suñcientes  para  cu- 
brir todas  sus  deudas,  suspende  temporalmen- 
te los  pagos,  y  pide  á  sus  acreedores  un  plazo 
en  que  pueda  realizar  sus  mercaderías  ó  eré  - 
ditos  para  satisfáceles,  sino  el  que  deja  abso- 
lutamente de  pag^r  sus  obligaciones  por  insol- 
vencia fortuita,  culpable  ó  fraudulenta,  ó  por 
alzamiento.  (Art.  1003,  Código  de  comercio.) 
Véase  Qoiebka. 

QUEBRANTAMIENTO.  La  infracción, 
trasgresion  ó  violación  de  alguna  ley,  estatu- 
to, precepto,  palabra  ú  obligación,  etc. 

QUBBBAB.  Cesar  en  el  comercio  por  fal* 
ta  de  caudales  con  que  satisfacer  á  los  acree- 
dores, perdiendo  el  crédito.  Véase  Quebrado. 

QÜEBELLA.  La  acusación  ó  queja  que 
uno  pone  ante  el  Juez  contra  otro  que  le  ha 
hecho  algún  agravio  ó  que  ha  cometido  algún 
delito  en  perjuicio  suyo,  pidiendo  se  le  casti- 
gue. Bs,  pues,  la  querella  un  modo  de  prin- 
cipiar una  causa  criminal:  se  ha  de  hacer  por 
escrito,  para  que  conste,  y  no  se  pueda  mudar 
Di  alterar  después  de  contestada :  y  en  ella  el 
querellante  extiende  la  relación  del  delito  co- 
metido contra  su  persona,  designando  el  nom- 
bre del  agresor,  su  estado»  etc. 

QUERELLA  DE  TESTAMENTO  IN- 
OFICIOSO. La  queja  que  los  herederos  forzosos, 
injustamente  desheredados  ú  omitidos  (pneteri^ 
ti)  proponen  ante  el  Juez,  pidiendo  la  invali- 
dación ó  rescisión  del  testamento  como  inojl^ 
cioso,  esto  es,  como  hecho  contra  los  oficios  de 
piedad  que  se  deben  mutuamente  los  padres  y 
los  hijos.  (Ley  I.',  tít.  8/,  Part.  6/) 

QUEBELLABSB.  Poner  acusación  ante 
el  Juez  quejándose  de  alguno  por  delito,  inju- 
ria ó  agravio  que  le  ha  hecho. 

QUIEBBA.  Según  el  art.  1001  del  Código 
de  comercio,  la  q%iebra  es  el  estado  de  un  co- 


merciante que  por  trastorno  ó  desarreglo  de  sus 
negocios  ha  cesado  ó  sobreseído  en  el  pago  de 
sus  obligaciones.  La  declaración  formal  del  es- 
tado de  quiebra  se  hace  por  providencia  judi- 
cial ó  solicitud  del  mismo  quebrado,  ó  á  ins- 
tancia de  acreedor  legitimo,  cuyo  derecho  pro- 
ceda de  obligaciones  mercantiles. 

Las  diferentes  especies  de  quiebra  y  el 
modo  de  determinarlas  es  una  de  las  materias 
más  espinosas  del  derecho  mercantil ,  y  asaz 
maltratada  por  el  Código  (1).  Median  tantos  y 
tan  sagrados  intereses,  que  su  resolución  no 
podía  por  menos  de  ofrecer  un  sinnúmero  de 
dificultades  al  legislador.  De  aquí  la  imperfec- 
ción de  las  disposiciones  relativas  á  las  quie- 
bras. Ya  al  publicarse  el  Código  penal  se  au- 
mentaron las  penas  que  á  cierta  clase  de  que- 
brados se  imponía;  pero  esto  no  basta;  necesa- 
rio es  que  la  jurisdicción  comercial  deje  de  ser 
impotente  para  tratar  en  toda  su  extensión  los 
asuntos  de  quiebra ;  preciso  se  hace  que  deje 
de  inhibirse  al  cabo  de  algunas  actuaciones  y 
se  eche  en  manos  de  la  jurisdicción  civil. 

Sobreseyendo  un  comerciante  en  el  pago 
de  sus  obligaciones,  una.  honda  perturbación 
viene  á  agitar  á  la  masa  del  comercio;  una  por- 
ción de  intereses  se  lastiman,  y  la  ley  no  pue- 
de dejarlos  abandonados,  tratando  de  extin- 
guir prontamente  la  alarma  y  el  desasosiego 
de  los  mercaderes  de  buena  fó ,  haciendo  que 
los  hechos  se  aclaren,  las  situaciones  se  des- 
linden, y  que  en  modo  alguno  pueda  nadie 
burlar  impunemente  los  fueros  del  honor  y  de 
la  justicia,  asi  como  tampoco  que  recaiga  so- 
bre la  frente  de  un  negociante  honrado,  pero 
sin  ventura,  el  estigma  reservado  á  los  culpa- 
bles. 

Tenemos,  pues,  en  primer  lugar  al  comer- 
cío  entero  interesado  en  la  quiebra  del  más  in- 


(1)    Rubio  y  Lopbz,  Derecho  mercantil.  Ma- 
drid, 1857. 
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feliz  de  sus  individuos,  por  la  facilidad  de  que 
á  la  primera  quiebra  sigan  otras  y  otras,  pro- 
ducidas ya  como  consecuencias  inmediatas,  ya 
como  imitaciones  culpables. 

Vienen  después  las  personas  á  quienes  el 
quebrado  adeudaba  cantidades,  y  que  tienen 
un  derecho  inconcuso  á  la  devolución  de  sus 
bienes,  bien  consistan  en  capitales,  bien  en 
efectos. 

Por  ultimo,  el  quebrado  se  presenta:  si  cul- 
pado, acreedor  al  condigno  castigo;  sr  inocente, 
en  el  deber  de  volver  por  su  honor  vulnerado; 
además,  los  bienes  que  ya  no  son  suyos  y  que 
van  á  pasar  á  manos  de  sus  acreedores  no  pue- 
den, no  deben  serle  indiferentes;  preciso  es 
que  tenga  un  conocimiento  exacto  de  cómo  se 
le  administran,  en  qué  forma  se  distribuyen, 
y  acaso  acaso  si  puede  impedir  los  trámites 
do  un  procedimiento  penoso  por  medio  de  un 
convenio  especial  con  los  sugetos  á  quienes 
debe. 

Todos  estos  intereses  han  sido  atendidos 
más  ó  menos  por  la  ley;  á  satisfacerlos  debi- 
damente están  encaminadas  las  disposiciones 
referentes  á  las  quiebras,  cuyo  objeto  y  cuyas 
miras  son  las  siguientes: 

1  .*  Hacer  la  debida  distinción  entre  las  va- 
rias clases  de  quiebras  que  pueden  presentarse, 
á  fin  de  que  el  quebrado  sea  calificado  según 
su  conducta  y  según  su  manera  de  .manejar 
sus  negocios. 

2.*  Determinada  de  la  manera  anterior  la 
quiebra,  promover  declaración  judicial  que  im- 
pida que  el  quebrado  verifique  operaciones  des- 
cabelladas, creyendo  librarse  de  la  desgracia 
que  sobre  él  pesa. 

3.*  Declarada  la  quiebra,  poner  á  salvo 
cuantos  bienes,  efectos,  papeles,  metálico,  etc. 
tuviese  el  quebrado,  con  objeto  de  que  sus 
acreedores  no  se  vean  desprovistos  de  toda  ga- 
rantía, y  también  asegurar  la  persona  del  mis- 
mo, á  fin  de  que  quede  satisfecha  la  vindicta 
publica  cuando  la  quiebra  fuese  culpable. 

4/  Confiar  la  administración  de  los  bienes 
puestos  á  salvo  á  los  acreedores,  como  intere  - 
sados  principales,  sin  dejar  de  conceder  al  que- 
brado que  ejerza  una  vigilancia  inmediata  en 
las  operaciones  de  aquellos.  Ko  menos  necesa- 
ria es  la  vigilancia  judicial  que  en  beneficio 
de  los  acreedores  ausentes  y  de  la  legalidad 
debe  ejercer. 

5.*  Declarar  nulos  los  actos  del  quebrado 
que  puedan  redundar  en  perjuicio  de  los  acree- 
dores, incapacitándole  asi  para  toda  suerte  de 
administración  después  de  verificada  la  decla- 
ración de  la  quiebra. 

6.*  Graduar  á  los  acreedores,  según  la 
clase  á  que  sus  créditos  pertenezcan,  colocan- 


do á  cada  uno  en  las  diversas  categorías  legró- 
les que  de  derecho  les  corresponda,  á  fia  de 
que  perciban  sus  haberes  en  el  mismo  orden  y 
hasta  donde  alcancen  los  bienes  del  quebrado. 
7."*  Castigar,  según  su  clase,  al  quebrado 
culpable  y  al  que  hubiere  procedido  con  fraude 
en  perjuicio  de  sus  acreedores. 

8.*  Facilitar,  por  el  contrario,  al  quebrado 
que  no  fuese  culpable  ni  fraudulento  la  ave^ 
nencia  con  sus  acreedores,  asi  como  su  reha- 
bilitación para  poder  emprender  de  nuevo  el 
tráfico. 

Examinando  con  detenimiento  la  definición 
que  de  la  quiebra  da  el  Código,  no  podemos 
menos  de  deducir  las  circunstancias  indispen- 
sables para  que  proceda  la  declaración,  y  su 
conocimiento  sea  del  dominio  mercantil.  Se 
considera  en  estado  de  quiebra,  dice  la  ley,  á 
todo  comerciante  que  eobreiee  en  el  pago  cor- 
riente de  sus  obligaciones.  Luego  la  persona  en 
cuestión  ha  de  tener  el  carácter  de  comercian- 
te; ha  de  sobreseer  en  el  pago  corriente  de  sus 
obligaciones,  y  estas  obligaciones  han  de  ser 
necesariamente  mercantiles. 

Faltando  cualquiera  de  estas  tres  circuns- 
tancias parece  que  no  existe  quiebra. 

Como  excepción  de  la  primera  circunstan- 
cia de  ser  comerciante  la  persona  insolvente 
presentaremos  las  quiebras  de  los  corredores, 
que  siempre  se  califican  de  fraudulentas,  sin 
admitirse  excepción  en  contrario  al  corredor 
quebrado  á  quien  se  justifique  que  hizo  por 
cuenta  suya,  en  nombre  propio  ó  ajeno,  algu- 
na operación,  bien  de  tráfico,  bien  de  giro,  ó 
que  se  constituyó  garante  de  las  operaciones 
en  que  intervino  como  corredor,  aun  cuando 
el  motivo  de  la  quiebra  no  proceda  de  ningu- 
no de  estos  hechos.  (Art.  1009.) 

Deben  ser  las  obligaciones  mercantiles  en 
las  que  sobresea  el  comerciante  para  que  haya 
lugar  á  la  declaración  de  quiebra,  sin  perjuicio 
de  acumularse  á  estas  obligaciones  las  demás 
deudas  que  tenga  el  quebrado.  (Art.  1015). 

De  más  diñcil  resolución  es  la  circunstan- 
cia del  sobreseimiento;  á  las  veces  el  mismo 
comerciante  se  declara  en  quiebra  y  en  este 
caso  no  cabe  duda  alguna;  pero  otras  los 
acreedores  son  los  que  demandan  tal  decla- 
ración. 

Cuando  media  esta  instancia  sin  preceder 
manifestación  espontánea  del  quebrado,  es  in- 
dispensable que  conste  previamente  en  debida 
forma  la  cesación  de  pagos  del  deudor  por 
haberse  denegado  generalmente  á  satisfacer 
obligaciones  mercantiles  que  no  tuviesen  tacha 
alguna  de  ilegitimidad,  ó  bien  por  Toga  ú 
ocultación  acompañada  de  la  clausura  de  sus 
escritorios  y  almacenes,  sin  dejar  persona  que 
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en  su  ausencia  y  representación  satisfaga  sus 
obligaciones  y  dirija  sus  negocios:  ni  será 
causa  bastante  para  determinar  el  estado  de 
quiebra  que  haya  ejecuciones  pendientes  con* 
tra  los  bienes  de  un  comerciante»  si  él  mani- 
fiesta ó  se  le  hallan  bienes  disponibles  sobre 
que  trabarlas.  (Artículos  1025  y  1026). 

También  es  necesario  examinar  si  al  dejar 
el  comerciante  sin  satisfacer  algunas  de  sus 
obligraciones  ha  tenido  razones  especiales  para 
obrar  de  esta  manera,  como  falsedad  de  docu- 
mento, falta  de  identidad  del  que  se  presentara 
á  cobrar,  etc.  También  es  muy  atendible  la 
diferente  calidad  de  los  documentos  que  hu- 
biera dejado  de  satisfacer,  pues  sabido  es  que 
al  paso  que  los  documentos  de  cambio  por 
punto  general  son  exigibles  dentro  de  un  tér- 
mino rigoroso,  hay  otras  obligaciones  que 
cabe  diferir  más  tiempo  sin  incurrir  en  res- 
ponsabilidad. 

Siendo  comerciante  el  deudor  insolvente, 
sobreseyendo  en  el  pago  de'  sus  obligaciones, 
y  siendo  estas  obligaciones  mercantiles,  existe 
quiebra  de  derecho;  pero  falta  ver  la  distin- 
ción que  entre  ellas  se  hace.  Al  efecto,  el  Códi- 
go en  su  art.  1002,  distingue  cinco  clases 
para  los  efectos  legales: 

1.'    Huspension  de  pagos. 

2/     Insolvencia  fortuita. 

3.*     lusol vencía  culpable. 

4/    Insolvencia  fraudulenta. 

5.'  Alzamiento. 
Bs  quebrado  de  primera  clase  el  comercian- 
te que  manifestando  bienes  suficientes  para 
cubrir  todas  sus  deudas,  suspende  temporal- 
mente los  pagos  y  pide  á  sus  acreedores  un 
plazo  en  que  pueda  realizar  sus  mercaderías  ó 
créditos  para  satisfacerlos.  (Art.  100  3.) 

Bs  quebrado  de  segunda  clase  el  comer- 
ciante á  quien  sobrevienen  infortunios  casua- 
les é  inevitables  en  el  orden  regular  y  pruden- 
te de  una  buena  administración  mercantil,  que 
reducen  su  capital  al  punto  de  no  poder  satis* 
facer  el  todo  ó  parte  de  sus  deudas.  Tal  cali- 
ficación merecerá  la  quiebra  que  tenga  origen 
de  desgracias  frecuentes  y  repetidas  en  expedi- 
ciones marítimas,  ó  de  alteraciones  rápidas  é 
inesperadas  en  el  precio  corriente  de  ciertos  gé- 
neros, ó  por  ultimo,  de  otras  quiebras.  (Ar- 
tículo 1004.)  ^ 

Bs  quebrado  de  tercera  clase  el  comercian- 
te cuya  culpa  ó  imprudencia  hubiera  determi- 
nado la  quiebra.  (Art.  1005.) 

La  culpa  ó  la  imprudencia  puede  ser  de 
tal  naturaleza  que  sea  fácilmente  conocida  y 
demostrada,  y  puede  ser  supuesta  con  funda- 
mento, no  probando  cosa  contraria  el  quebra- 
do. La  culpa  é  imprudencia  ostensible  puede 
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consistir  en  varios  motivos,  que  se  encierran 
en  los  siguientes  casos: 

1 .°  Cuando  los  gastos  domésticos  y  perso- 
nales del  quebrado  hubieren  sido  excesivos  y 
descompasados  con  relación  á  su  haber  liqui- 
do, atendidas  las  circunstancias  de  su  rango  y 
familia. 

2.^  Si  hubiere  experimentado  pérdidas  en 
cualquiera  especie  de  juego,  que  excedan  de  lo 
que  por  vía  de  recreo  aventura  en  entreteni- 
mientos de  esta  clase  un  padre  de  familia  ar- 
glado. 

3.^  Si  las  pérdidas  le  hubieren  sobreveni- 
do de  apuestas  cuantiosas,  de  compras  y  ven- 
tas simuladas,  t  otras  operaciones  de  agiota- 
je, cuyo  éxito  dependa  absolutamente  del 
azar. 


4.°  Si  hubiere  revendido  á  pérdida  ó  por 
menos  precio  del  corriente,  efectos  comprados 
al  fiado  en  los  seis  meses  precedentes  á  la  de- 
claración de  la  quiebra,  que  todavía  estuviese 
debiendo. 

5.°  Si  constare  que  en  el  periodo  trascur- 
rido desde  el  último  inventario  hasta  la  decla- 
ración de  quiebra  hubo  época  en  que  el  que- 
brado estuvo  en  débito  por  sus  obligaciones 
directas  de  una  cantidad  doble  del  haber  lí- 
quido que  le  resultaba  según  el  mismo  in- 
ventario. 

Bn  la  primera  clase  de  fraude  manifiesto 
debemos  incluir  los  comerciantes  en  quienes 
concurre  alguna  de  las  siguientes  circuns- 
tancias: 

1.*  Si  ,'en  el  balance.  Memorias,  libros  t 
otros  documentos  relativos  á  su  giro  y  nego- 
ciaciones incluyese  el  quebrado  gastos,  pérdi- 
das ó  deudas  supuestas.  (Art.  1007.) 

2.'  Si  no  hubiere  llevado  libros,  ó  si  ha- 
biéndolos llevado  los  ocultare  ó  introdujere  en 
ellos  partidas  que  no  se  hubiesen  sentado  en  el 
lugar  y  tiempo  oportunos. 

3.*  Si  de  propósito  rasgase,  borrase  ó  al- 
terase en  otra  cualquiera  manera  el  contenido 
do  los  libros. 

4.*  Si  de  su  contabilidad  comercial  no  re- 
sultare la  salida  ó  existencia  del  activo  de  su 
último  inventario,  y  del  dinero,  valores,  mue- 
bles y  efectos  de  cualquiera  especie  que  sean, 
que  constare  ó  se  justificare  haber  entrado  pos- 
teriormente en  poder  del  quebrado. 

5.^  Si  hubiese  ocultado  en  el  balance  al- 
guna cantidad  de  dinero,  créditos,  géneros  ú 
otra  especie  de  bienes  ó  derechos. 

6/  Si  hubiese  consumido  ó  aplicado  para 
sus  negocios  propios  fondos  ó  efectos  ajenos 
que  |le  estuviesen  encomendados  en  depósito, 
administración  ó  comisión. 

7.*    Si  sin  autorización  del  propietario  hu- 
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biere  negociado  letras  de  cuenta  ajena  que 
obrasen  en  su  poder  para  su  cobranza,  remi- 
sión ú  otro  uso  distinto-  de  la  negociación,  y 
no  le  hubiere  hecho  remesa  de  su  producto. 

8/  Si  hallándose  comisionado  para  la  ven- 
ta de  algunos  géneros  ó  para  negociar  crédi- 
tos ó  valores  de  comercio,  hubiere  ocultado  la 
enajenación  al  propietario  por  cualquiera  es- 
pacio de  tiempo. 

9/  Si  supusiere  enajenaciones  simuladas» 
de  cualquiera  clase  que  éstas  sean. 

10.  Si  hubiese  otorgado ,  consentido,  fir- 
mado 6  reconocido  deudas  supuestas,  presu^ 
miéndose  tales,  salva  la  prueba  en  contrario, 
todas  las  que  no  tengan  causa  de  deber  ó  va- 
lor determinado. 

11.  Si  hubiese  comprado  bienes  inmue- 
bles ,  efectos  6  créditos  en  nombre  de  tercera 
persona. 

12.  Si  en  perjuicio  de  los  acreedores  hu- 
biese anticipado  pagos  que  no  eran  exigibles 
sino  en  época  posterior  á  la  declaración  de  la 
quiebra. 

13.  Si  después  del  ultimo  balance  hubiese 
negociado  letras  de  su  propio  giro  á  cargo  de 
persona  en  cuyo  poder  no  tuviera  fondos  ni 
crédito  abierto  ó  autorización  para  hacerlo. 

14.  Si  después  de  hecha  la  declaración  de 
quiebra  hubiese  percibido  y  aplicado  á  sus 
usos  x>ersonales  dinero,  efectos  ó  créditos  de  la 
masa,  ó  por  cualquier  medio  hubiese  distraído 
de  ésta  alguna  de  sus  pertenencias. 

Pertenecen  á  los  que  hacen  presumible  el 
fraude,  salva  prueba  en  contrario:  (Articu* 
lo  1008.) 

1.*  El  comerciante  de  cuyos  libros  no 
pueda  deducirse ,  en  razón  á  su  informalidad , 
cuál  sea  su  verdadera  situación  de  activo  y  pa- 
sivo. 

2.*  El  que  gozando  de  salvo  conducto  no 
se  presente  ante  el  Tribunal  que  conoce  de  la 
quiebra,  siempre  que  por  éste  se  le  mande  ve« 
riflcarlo. 

Además,  como  el  fraude  casi  siempre  ar- 
guye complicidad,  la  ley  mercantil  señala  los 
motivos  en  que  puede  consistir  aquella,  al  efec* 
to  de  imponer  á  los  cómplices  las  penas  con- 
dignas :  son  ,  pues ,  cómplices  de  las  quiebras 
fraudulentas: 

1."*  Los  que  habiéndose  confabulado  con  el 
quebrado  para  suponer  créditos  contra  él  ó  au- 
mentar el  valor  de  los  que  efectivamei^te  ten- 
gan sobre  sus  bienes,  sostenga  esta  suposición 
en  el  juicio  de  examen  y  calificación  de  los 
créditos,  ó  en  cualquiera  junta  de  los  acreedo- 
res de  la  quiebra.  (Art.  1010.) 

2.*  Los  que  de  acuerdo  con  el  mismo  que- 
brado alterasen  la  naturaleza  ó  fecha  del  cré- 
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dito  para  anteponerse  en  la  graduación ,  con 
perjuicio  de  otros  acreedores,  aun  cuando  esto 
se  verificase  antes  de  hacerse  la  declaración 
de  la  quiebra. 

3.*  Los  que  de  ánimo  deliberado  hubiesen 
auxiliado  al  quebrado  para  ocultar  ó  sustraer 
después  que  cesó  en  sus  pagos  alguna  parte 
de  sus  bienes  ó  créditos. 

4.*  Los  que  siendo  tenedores  de  alguna 
pertenencia  del  quebrado  al  tiempo  de  hacerse 
notoria  la  declaración  de  quiebra  por  el  Tri- 
bunal que  de  ella  conozca,  la  entregasen  á  éste 
y  no  á  los  administradores  legítimos  de  la 
masa,  á  menos  que  siendo  de  Reino  ó  provin- 
cia diferente  de  la  del  domicilio  del  quebrado, 
prueben  que  en  el  pueblo  de  su  residencia  no 
se  tenia  noticia  de  la  quiebra ,  sin  que  pueda 
admitirse  esta  excepción  á  los  que  habiten  en 
la  misma  provincia  que  el  quebrado. 

5.*  Todos  los  que  negasen  á  los  adminis- 
tradores de  la  quiebra  la  existencia  de  los  efec- 
tos que  obrasen  en  su  poder,  pertenecientes  al 
quebrado.  . 

6.*  Los  que  después  de  publicada  la  de- 
claración de  la  quiebra  admitiesen  endosos  del 
quebrado. 

7.*  Los  acreedores  legítimos  que  hiciesen 
conciertos  privados  y  secretos  con  el  quebra- 
do, en  perjuicio  y  fraude  de  la  masa. 

S.**  Los  corredores  que  interviniesen  en 
operación  alguna  de  tráfico  ó  giro  que  hiciere 
el  que  estuviere  declarado  en  quiebra. 

Según  el  art.  13  del  Código  penal,  se  repu- 
tan cómplices  los  que  cooperan  á  la  ejecución 
del  hecho  por  actos  anteriores  ó  simultáneos 
al  delito,  sin  tomar  parte  en  su  ejecución,  sin 
forzar  ó  inducir  á  otros  á  ejecutarlo  y  sin  coope- 
rar á  la  consumación  del  mismo  por  un  acto 
en  el  cual  no  se  hubiera  efectuado. 

Por  ultimo,  es  quebrado  de  quinta  clase 
el  comerciante  que  después  de  verificar  una 
quiebra  fraudulenta  se  fugase  llevándose  con- 
sigo ú  ocultando,  ya  parte  de  sus  bienes,  ya 
los  libros,  si  los  hubiese  llevado,  ya  los  demás 
documentos  concernientes  al  giro  y  tráfico 
mercantil. 

Los  autores,  además  de  esta  especie  de  al- 
zamiento, conocido  por  las  leyes  de  la  Novísi- 
ma Recopilación  y  por  las  Ordenanzas  de  Bil- 
bao, no  vacilan  en  llamar  de  la  misma  manera 
al  acto  del  quebrado  que  ocultare  sus  bieoes, 
sus  libros  ó  sus  documentos ,  aun  cuando  tal 
ocultación  no  vaya  acompañada  de  fuga. 

Para  poner  á  cubierto  tantos  y  tan  gran- 
des intereses  como  vulnera  la  quiebra,  para 
prevenir  operaciones  funestas  para  los  con- 
trayentes de  buena  fé,  para  hacer  que  la  apli- 
cación de  la  ley  sea  rápida  y  saludable,  im- 
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pónese  al  deudor  íDsolvente  la  obligación  de 
presentarse  en  quiebra  dentro  de  un  plazo  cor- 
to y  determinado:  como  pudiera  suceder  muy 
bien,  y  sucede  con  efecto,  que  el  quebrado  no 
se  apresure  á  cumplir  con  este  deber  que  sobre 
él  pesa,  el  Código  faculta  á  los  acreedores  á 
solicitar  la  declaración;  y  como  por  otra  parte 
cabe  suponer  que  en  el  punto  donde  esté  do- 
miciliado el  quebrado  no  exista  ninguno  de 
éstos,  ni  corresponsal  suyo,  ni  persona  que 
pueda  poner  en  su  noticia  el  accidente,  ó  que 
el  deudor  insolvente  se  baya  notoriamente  fu- 
gado, el  tribunal  está  en  ultimo  caso  facultado 
para  proceder  de  oficio. 


Atribuciones  que   compelen  al  Juez  comisario  de 

Coda  quiebra. 

1.'  Autorizar  todos  los  actos  de  ocupación 
de  bienes  y  papeles  relativos  al  giro  y  tráfico 
del  quebrado  en  la  forma  y  bajo  las  preven- 
ciones que  antes  bemos  visto. 

2/  Dar  las  providencias  interinas  que  sean 
urgentes  para  tener  en  seguridad  y  buena  con- 
servación los  bienes  de  la  masa,  mientras  que, 
dándose  cuenta  al  Tribunal,  resuelve  lo  conve- 
niente. 

3.'  Presidir  las  juntas  de  los  acreedores 
que  se  acuerden  por  el  Tribunal. 

4/  Hacer  el  examen  de  todos  los  libros, 
documentos  y  papeles  concernientes  al  tráfico 
del  quebrado  para  evacuar  los  Informes  que 
el  Tribunal  le  pida. 

5.*  Inspeccionar  todas  las  operaciones  del 
depositario  y  de  los  síndicos  de  la  quiebra;  ce- 
lar el  buen  manejo  y  administración  de  sus 
pertenencias;  activar  las  diligencias  relativas 
á  la  liquidación  y  calificación  de  los  créditos, 
y  dar  cuenta  al  Tribunal  de  los  abusos  que 
advierta  sobre  todo  ello. 
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4.*  El  examen  de  los  documentos  justifi- 
cativos de  todos  los  acreedores  para  extender 
sobre  cada  uno  de  ellos  el  informe  que  deben 
presentar  en  la  junta  los  mismos. 

5.*  La  defensa  de  todos  los  derechos  de  la 
quiebra  y  el  ejercicio  de  todas  las  acciones  y 
excepciones  que  la  competan. 

6.*  Promover  la  convocación  y  celebración 
de  las  juntas  de  acreedores  en  los  casos  y  para 
los  objetos  que  la  ley  determina,  y  por  los  mo- 
tivos extraordinarios  que  se  consideren  sufi- 
cientes. 

7.*  Procurar  la  venta  de  los  bienes  de  la 
quiebra  cuando  ésta  deba  ejecutarse,  con  su- 
jeción á  las  formalidades  de  derecbo. 

También  cuidarán  bajo  su  responsabilidad 
de  que  se  practiquen  todas  las  formalidades 
correspondientes  para  la  conservación  de  los 
derechos  de  la  quiebra  en  las  letras  de  cambio, 
escrituras  publicas,  efectos  de  crédito  y  cual- 
quiera otro  documento  de  la  pertenencia  de 
aquella,  presentando,  por  consiguiente,  las  le- 
tras á  su  aceptación  ó  á  su  pago,  ó  protestán- 
dolas en  defecto  de  uno  ú  otro ,  y  registrando 
las  escrituras  que  deban  estarlo  en  la  sección 
de  hipotecas,  etc.  (Art.  1097.) 

Con  respecto  á  lo  prevenido  acerca  de  la 
administración  de  los  síndicos  á  uso  de  buen 
comerciante,  habrán  de  presentar  mensual* 
mente  un  estado  exacto  de  la  administración 
de  la  quiebra,  que  el  Juez  comisario  pasará 
con  su  informe  al  Tribunal  para  las  providen- 
cias que  haya  lugar  en  beneficio  de  los  inte- 
resados en  la  misma.  Cuantos  acreedores  lo 
soliciten  podrán  obtener  á  sus  espensas  copias 
de  estos  estados  mensuales,  para  exponer  en  su 
vista  lo  que  crean  conveniente  á  los  intereses 
de  la  masa.  (Art.  1095.) 


Atribuciones  que  competen  á  los  síndicos. 

Cuando  estos  se  incorporan  bajo  inventario 
y  recibo  de  todos  los  bienes,  efectos  y  papeles 
comprendidos  en  él,  deberán  cuidar: 

1.*  De  la  administración  de  todos  los  bie- 
nes y  pertenencias  de  la  quiebra  á  uso  de  buen 
comerciante.  (Art.  1073  del  Código  de  co- 
mercio. ) 

2/  De  la  recaudación  y  cobranza  de  todos 
los  créditos  de  la  masa,  y  el  pago  de  los  gas- 
tos de  administración  de  sus  bienes  que  sean 
de  absoluta  necesidad  para  su  conservación  y 
beneficio. 

8  .*  El  cotejo  y  rectificación  del  balance  ge- 
neral hecho  anteriormente  del  estado  del  que- 
brado, formando  el  que  deberá  regir  como  re- 
sultado exacto  de  la  verdadera  situación  de  los 
negocios  y  dependencias  de  la  quiebra. 


Reconocimiento  de  créditos  contra  la  quiebra. 

Este  reconocimiento  se  verifica  por  la  Jun- 
ta general  de  acreedores,  preparándose  por  los 
síndicos  los  documentos  indispensables  al  efecto. 

Con  este  objeto,  después  de  nombrados  es- 
tos últimos,  el  Tribunal  ó  Juez  que  conozca  en 
la  quiebra,  fijará  con  relación  á  la  extensión 
de  los  negocios  y  dependencias  de  la  misma, 
y  á  las  distancias  á  que  respectivamente  se 
encuentren  los  acreedores,  un  término  dentro 
del  cual  deberán  estos  presentar  á  los  propios 
síndicos  los  títulos  JustificaDivos  de  sus  crédi- 
tos, y  este  término  no  podrá  exceder  de  se- 
senta dias  para  loa  acreedores  del  Reino.  (Ar- 
tículo 1101.) 

Los  que  estén  más  acá  del  Rhln  y  de  los 
Alpes  gozarán  del  de  sesenta  días,  aun  cuando 
sea  más  corto  el  que  se  prefije  á  los  acreedores 
de  la  Península.  Los  que  residan  en  países  qne 
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estén  méls  allá  de  aquellos  límites  tendrán 
para  dicha  presentación  el  plazo  de  cien  dias. 
Los  do  los  países  de  Ultramar  de  este  lado  de 
los  Cabos  de  Buena  Esperanza  y  de  Hornos 
gozarán  del  plazo  de  ocho  meses,  el  cual  será 
doble  para  los  que  residan  del  otro  lado  de  di- 
chos Cabos.  (Art.  1110.) 

Los  síndicos,  á  medida  que  vayan  reci* 
hiendo  los  documentos  de  los  acreedores,  harán 
su  cotejo  con  los  libros  y  papeles  de  la  quie- 
bra, y  extenderán  su  informe  individual  con 
arreglo  al  cotejo  y  demás  noticias  que  hayan 
adquirido.  (Art.  1103.) 

En  los  ocho  dias  siguientes  al  vencimiento 
del  plazo  fijado  para  la  presentación  de  los  jus- 
tificativos, formarán  un  estado  general  de  los 
créditos  que  se  hayan  presentado  á  comproba- 
ción, con  la  oportuna  referencia  en  cada  ar- 
tículo por  orden  de  números  de  los  documcn  - 
tos  presentados  por  su  interesado  respectivo, 
y  lo  pasarán  al  Juez  comisario,  dando  también 
copia  al  quebrado  ó  á  su  apoderado  para  su 
inteligencia.  (Art.  1104.) 

El  Juez  comisario  cerrará  el  estado  de  cré- 
ditos, y  á  consecuencia  de  esta  diligencia  se- 
rán considerados  como  morosos  los  acreedores 
que  comparezcan  posteriormente. 

Los  que  se  hallen  en  este  caso  perderán  el 
privilegio  que  tengan  y  quedarán  reducidos  á 
la  clase  de  acreedores  comunes,  para  percibir 
las  porciones  que  en  este  concepto  les  corres- 
pondan en  los  dividendos  que  aún  estuvieren 
por  repartirse,  cuando  reclamaren  ,  precedien- 
do el  reconocimiento  de  sus  créditos ,  que  se 
hará  judicialmente  á  expensas  de  los  mismos 
acreedores  morosos,  con  citación  y  audiencia 
de  los  síndicos;  y  si  cuando  se  presentaren  á 
hacer  valer  sus  derechos  estuviera  ya  repar- 
tido todo  el  haber  de  la  quiebra,  no  serán  oí- 
dos. (Artículos  1111  y  1112.) 

Hubiéramos  querido  consignar  en  este  ar- 
ticulo cuanto  la  ley  determina  respecto  á  la 
quiebra;  pero  los  estrechos  limites  de  esta 
obra  nos  impiden  poderlo  hacer,  y  preciso  se* 
rá,  no  obstante,  que  digamos  lo  muy  peligro- 
so que  seria  que  la  calificación  de  toda  quie- 
bra se  abandonase  á  las  apreciaciones,  vagas 
siempre,  é  inexactas  muchas  veces,  del  pú- 
blico. No  solamente  seria  peligroso  para  el 
quebrado  quo,  victima  de  los  acontecimientos, 
viera  expuesta  su  reputación  á  inculpaciones 
injustas,  sino  también  para  el  comercio,  por 
la  desconfianza  consiguiente  á  estas  califica- 
ciones particulares. 

Por  estas  razones  poderosas  dispone  la  ley 
en  su  art.  1 137  que  en  todo  procedimiento  de 
quiebra  ha  de  hacerse  la  calificación  de  la  cla- 
se á  que  corresponda  en  expediente  separado, 
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que  se  sustanciará  instructivamente  con  au- 
diencia de  los  síndicos  y  del  mismo  quebrado. 

Últimamente,  podrá  prescindirse  de  esta 
diligencia  cuando  en  la  primera  junta  gene- 
ral de  acreedores  hubiere  convenio  entre  éstos 
y  el  quebrado,  cuyos  pactos  no  produzcan 
quita  en  las  deudas  del  mismo. 

Pero  si  por  las  condiciones  del  convenio 
resultare  remitida  por  los  acreedores  alguna 
parte  de  sus  créditos,  continuará  de  oficio  el 
expediente  de  calificación  hasta  la  resolución 
que  en  justicia  corresponda.  (Art.  1 145.)  Véa- 
se GlADUACION  DE  ACKEBDOEBS  ER  BL  COMEBGIO. 

Las  penas  señaladas  en  la  Uy  mercantil  son 
aplicables  á  los  quebrados  fraudulentos,  que- 
dando además  sujetos  á  las  penas  que  prescri- 
ben las  leyes  criminales  contra  los  que  á  sa- 
biendas auxilien  la  sustracción  de  bienes  del 
alzado. 

Bn  cuanto  á  los  que  simplemente  y  sin 
cometer  fraude  alguno  en  perjuicio  de  los 
acreedores  del  alzado  le  facilitasen  medios  de 
evasión,  no  serán  cómplices  del  alzamiento  ni 
contraen  responsabilidad  civil,  pero  si  incur- 
rirán en  las  penas  impuestas  por  derecho  co- 
mún á  los  que  á  sabiendas  favorecen  la  fuga 
de  los  criminales,  según  el  art.  1.013  del  Có- 
digo penal. 

En  el  mismo  Código,  art.  14,  se  previene 
que  son  encubridores  los  que  con  conocimien- 
to de  la  perpetración  del  delito,  sin  haber  te- 
nido participación  en  él  como  autores  ni  como 
cómplices,  intervienen  con  posterioridad  á  su 
ejecución,  albergando,  ocultando  ó  proporcio- 
nando la  fuga  del  culpable,  concurriendo  las 
dos  circunstancias  mencionadas.  A  éstos,  se- 
gún la  misma  ley  criminal,  art.  64,  se  im- 
pondrá la  pena  inferior  en  dos  grados  á  la  cor- 
respondiente á  los  autores  del  delito. 

El  art.  432  determina  el  castigo  que  me- 
rece el  que  se  alzase  con  sus  bienes  en  per- 
juicio de  sus  acreedores: 

1.*  Con  la  pena  de  presidio  mayor,  si 
fuere  persona  dedicada  habitualmente  al  co- 
mercio. 

2.*  Con  la  de  presidio  menor,  si  no  lo 
fuere. 

Art.  433.  El  quebrado  que  fuere  declara- 
do en  el  caso  de  insolvencia  fraudulenta  con 
arreglo  al  Código  de  comercio,  será  castigado 
con  la  pena  de  presidio  menor. 

Art.  434  El  quebrado  que  fuere  declara- 
do en  el  caso  de  insolvencia  culpable  por  al- 
guno de  los  motivos  que  se  designan  en  el  ar- 
tículo 1005  del  Código  de  comercio,  será  cas- 
tigado con  la  pena  de  prisión  correccional. 

Art.  435.  En  los  casos  de  los  dos  artSca- 
los  precedentes,  si  la  pérdida  ocasionada  álos 
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acreedores  no  llegrare  al  10  por  100  de  sus 
respectivos  créditos,  se  impondrán  al  quebra- 
do las  penas  inmediatamente  inferiores  en  gra- 
do á  las  señaladas  en  dichos  artículos. 

Cuando  la  pérdida  exceda  del  40  por  100, 
se  impondrán  en  su  grado  máximo  las  penas 
señaladas  en  los  dos  mencionados  artículos. 

Art.  436.  Las  penas  señaladas  en  los  tres 
artículos  anteriores  son  aplicables  á  los  co- 
merciantes, aunque  no  estén  matriculados,  si 
ejercen  habitualmente  el  comercio. 

Art.  437.  El  deudor  no  dedicado  al  co- 
mercio, que  se  constituya  en  insolvencia  por 
ocultación  ó  enajenación  maliciosa  de  sus  bie- 
nes, será  CBstigrado: 

1/     Con  la  pena  de  arresto  mayor,  si  la 
deuda  excede  de  5  duros  y  no  pasa  de  100. 
2/     Con  la  prisión  correccional,  si  exce- 
diese de  100  duros. 

La  voz  quiebra  en  Hacienda,  lo  mismo 
que  hemos  visto  en  el  comercio,  represen- 
ta el  estado  de  falencia  de  los  que  manejan  los 
fondos  públicos;  es  decir,  cuando  de  la  liqui- 
dación de  sus  cuentas  aparece  que  han  recibi- 
do mayores  sumas  que  las  de  que  dan  legíti- 
mamente salida  de  ellas. 

La  quiebra  puede  provenir,  ó  de  haber 
invertido  en  sus  propios  usos  los  caudales 
de  la  Hacienda  el  que  los  tenía  á  su  dispo- 
sición, ó  de  haber  usado  de  ellos  con  ánimo 
de  reintegrarlos.  Bn  uno  y  otro  caso,  aunque 
los  reintegre,  todo  depositario,  tesorero  ó  ad- 
ministrador, queda  privado  de  empleo,  é  in- 
habilitado de  poder  obtener  otro  alguno  en  el 
servicio  del  Estado. 

Siempre  que  no  reintegren  el  descubierto 
en  el  preciso  término  de  tres  meses,  á  la  pena 
indicada  se  añade  la  de  presidio  en  África  ó 
América,  desde  dos  hasta  nueve  años,  según  el 
perjuicio  que  se  haya  causado  á  la  Hacienda, 
añadiendo  la  cualidad  de  retención  cuando  la 
malicia  y  gravedad  del  abuso  lo  requieran. 

Si  la  quiebra  procede  de  haber  los  tesore- 
ros ó  depositarios  alzado,  sustraído  ü  oculta- 
do dolosamente  los  caudales,  se  le  impone  la 
pena  de  galeras,  no  siendo  nobles;  y  siéndolo, 
se  le  condena  al  trabajo  de  las  bombas. 

Estas  penas  se  entienden  con  cuantos  hu- 
bieren auxiliado  el  alzamiento,  según  se  man- 
da en  la  ley  18,  tít.  14,  Part.  7.*;  y  no  se 
minoran  ni  relajan  porque  la  quiebra  haya  di- 
manado de  omisiones  ó  confianzas  prudentes 
y  racionales  con  que  los  reos  conciban  tener  á 
la  mano  con  qué  pagar  los  alcances. 

Son  responsables  al  reintegro  los  contado- 
res que  deben  intervenir  los  arqueos,  los  inten- 
dentes subdelegados  que  deben  presenciarlos, 
y  los  administradores  y  oficiales  mayores,  se- 
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gun  previene  la  orden  de  17  de  Noviembre 
de  1790. 

El  cap.  14  del  Código  penal  dice: 

«Art.  318.  El  empleado  público  que  te- 
niendo á  su  cargo  caudales  ó  efectos  públicos 
los  sustrajere  ó  consintiere  que  otro  los  sus- 
traiga, será  castigado: 

1.*  Con  la  pena  de  arresto  mayor,  si  la 
sustracion  no  excediere  de  10  duros. 

2.*  Con  la  de  prisión  menor,  si  excediere 
de  10  y  no  pasare  de  500. 

3.^  Con  la  de  prisión  mayor,  si  excediere 
de  500  y  no  pasare  de  10.000. 

4.*  Con  la  de  cadena  temporal,  si  exce- 
diere de  10.000. 

En  todos  los  casos  con  la  de  inhabilitación 
perpetua  absoluta. 

Art.  319.  El  empleado  que  con  daño  ó  en- 
torpecimiento del  servicio  público  aplicare  á 
sus  usos  propios  ó  ajenos  los  caudales  ó  efec- 
tos puestos  á  su  cargo,  será  castigado  con  las 
penas  de  inhabilitación  especial  temporal  y 
multa  del  10  al  50  por  100  de  la  cantidad  que 
hubiere  sustraído. 

No  verificándose  el  reintegro,  se  le  impon- 
drán las  penas  señaladas  en  el  artículo  prece- 
dente. 

Si  el  uso  indebido  de  los  fondos  fuere  sin 
daño  ni  entorpecimiento  del  servicio  público, 
incurrirán  en  las  penas  de  suspensión  y  mul- 
ta del  5  al  25  por  100  de  la  cantidad  sustraída. 

Art.  320.  El  empleado  público  que  diere 
á  los  caudales  ó  efectos  que  administre  una 
aplicación  pública  diferente  de  aquella  á  que 
estuviesen  destinados,  incurrirá  en  las  penas 
de  inhabilitación  temporal  y  multa  del  5  al  50 
por  100  de  la  cantidad  distraída,  si  de  ello 
resultare  daño  ó  entorpecimiento  del  servicio 
á  que  estuvieren  consignados,  y  en  la  de  sus- 
pensión si  no  resultare  daño  ó  entorpecimiento. 

Art.  321.  El  empleado  público  que  de- 
biendo hacer  un  pago  como  tenedor  de  fondos 
del  Estado  no  lo  hiciere,  será  castigado  con 
las  penas  de  suspensión  y  multa  del  5  al  25 
por  100  de  la  cantidad  no  satisfecha. 

Esta  disposición  es  aplicable  al  empleado 
público  que  requerido  con  orden  de  Autoridad 
competente,  rehusare  hacer  entrega  de  una 
cosa  puesta  bajo  su  custodia  ó  administración. 
La  multa  se  graduará  en  este  caso  por  el 
valor  de  la  cosa  y  no  podrá  bajar  de  10  duros. 

Art.  322.  Las  disposiciones  de  este  capí- 
tulo son  extensivas  al  que  se  halle  encargado 
por  cualquier  concepto  de  fondos,  rentas  ó 
efectos  provinciales  ó  municipales,  ó  pertene- 
cientes á  un  establecimiento  de  instrucción  ó 
beneficencia,  y  á  los  administradores  ó  depo- 
sitarios de  caudales  embargados,  secuestrados 
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ó  depositados  por  Autoridad  pübiica,  aunque 
pertenezcan  á  particulares. 

QUIMERA  Ó  PENDENOIA  Á  BOBDO. 
Por  lo  común  los  altercados  ó  disputas  de  á 
bordo  se  castigan  por  el  Comandante  del  bu- 
que con  pena  discrecional ,  con  privación  de 
vino,  con  cepo,  etc.;  pero  si  el  caso  fuere  gra- 
ve, se  juzgarán  en  consejo  de  guerra,  no  im- 
poniéndoles ínterin  pena  ni  mortiflcacion  al- 
guna, conforme  al  art.  50,  tit.  I."*  trat.  5/, 
Ordenanzas  de  la  Real  armada^  y  15^-,  tit.  1.% 
tratado  5.*,  Ordenanzas  generales  de  la  armada. 

Si  la  pendencia  faese  grave  entre  la  guar- 
nición y  la  tripulación  del  buque ,  podrá  im- 
ponerse basta  la  pena  de  muerte,  según  los  ar- 
tículos 12  y  13,  tít.  4.®,  trat.  5.**,  Ordenanzas 
de  la  Real  armada,  como  igualmente  si  saca- 
ren la  espada  ó  amonestados  por  un  Oficial  de 
guerra  para  que  se  separen,  n^  lo  verificasen, 
según  los  artículos  14  y  15  del  citado  título, 
y  las  otras  se  castigarán  según  su  mayor  ó  me- 
nor importancia,  como  se  previene  en  los  ar- 
tículos 153  y  154,  tít.  l.\  trat.  5.^,  Ordenan- 
za  general  de  la  Real  armada. 

Por  Real  orden  de  20  de  Junio  de  1846 
se  ordena: 

«Que  siempre  que  por  todo  Consulado  se 
despache  el  rol  de  cualquier  buque  español,  el 
Cónsul  dé  previamente  (gratis)  un  pliego  cer- 
rado y  sellado  al  Capitán  ó  patrón  para  que 
éste  lo  entregue  al  Capitán  de  marina  del  pri- 
mer puerto  español  á  que  arribe ,  cuyo  pliego 
deberá  expresar  la  conducta  buena  ó  mala  que 
hubiese  observado  el  Capitán  ó  patrón  de  aquel 
buque  y  la  tripulación  durante  su  permanen- 
cia en  el  puerto.  Si  uno  d  otra  hubiesen  dado 
motivo  de  queja,  se  remitirá  al  Ministerio  de 
Estado  un  duplicado  de  dicha  comunicación. 
Se  previene  en  la  misma  que  los  Cónsules  no 
den  á  las  Capitanes  ó  patrones  mercantes  es- 
pafioles  el  menor  protesto  de  queja  ó  disgusto 
y  que  se  les  preste  la  protección  y  amparo  que 
tienen  derecho  á  esperar  de  los  Cónsules  espa- 
ñoles , '  establecidos  en  interés  del  comercio  y 
de  la  marina  nacional :  en  el  concepto  de  que 
serán  castigados  severamente  los  Capitanes 
que,  hallando  esta  acogida ,  cometan  excesos 
indisculpables. » 

Por  regla  general,  el  silencio  se  interpreta 
como  prueba  de  buen  comportamiento. 

Por  el  Ministerio  de  Marina  se  dirigió  al  de 
Estado,  con  fecha  1.^  de  Julio  de  1864,  lo  que 
sigue : 

«A  los  Capitanes  y  Comandantes  genera- 
les de  los  departamentos  y  apostaderos  de  ma- 
rina digo  hoy  lo  que  sigue:  «Con  el  objeto  de 
cortar  las  disputas  que  frecuentemente  ocur- 
ren entre  los  Capitanes  y  las  tripulaciones  de 
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los  buques  mercantes ,  por  la  facultad  que  el 
Código  de  comercio  concede  á  los  primeros 
para  imponer  multas  á  los  marineros  que  fal- 
tan á  la  subordinación  debida ,  los  cuales,  al 
llegar  á  puerto,  suelen  negar  tales  faltas,  po- 
niendo en  un  conflicto  al  Comandante  de  ma- 
rina ó  al  Cónsul  que  ha  de  resolver  la  cuestión 
sin  datos  para  proceder  con  el  necesario  acier- 
to, la  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  dignado  ordenar 
que  toda  falta  en  el  cumplimiento  de  su  deber 
cometida  por  cualquier  individuo  de  la  tripu- 
lación se  baga  constar  en  lo  sucesivo  por  una 
anotación  en  el  cuaderno  debitácora,  hecha  en 
el  acto  y  firmada  por  elCapitan  y  dos  testigos.» 
Esta  Real  orden,  comunicada  por  el  señor 
Ministro  de  Estado ,  fué  trasladada  á  los  Cón- 
sules de  España  en  el  extranjero  con  fecha  13 
de  Julio  de  1864. 

Por  el  mismo  Ministerio  de  Marina  se  dijo 
á  los  Capitanes  y  Comandantes  generales  de 
los  departamentos  y  apostaderos,  con  fecha 
de  17  de  Agosto  de  1864,  lo  que  sigue: 

«Sin  perjuicio  de  lo  ordenado  en  Real  or- 
den de  1.*  de  Julio  último  sobre  el  modo  de 
hacerse  constar  por  los  Capitanes  de  los  bu- 
ques mercantes  las  faltas  cometidas  á  bordo  en 
el  cumplimiento  de  su  deber  por  cualquiera 
individuo  de  las  tripulaciones  respectivas,  y 
con  objeto  de  patentizar  todo  lo  posible  las 
pruebas  del  delito  y  culpabilidad  de  sus  auto- 
res, cuya  omisión  suele  ser  á  moñudo  motivo 
de  impunidad,  la  Reina' (Q.  D.  G.)  se  ha  dig- 
nado ordenar  que  en  lo  sucesivo,  y  para  todos 
los  casos  que  ocurran  de  esta  naturaleza,  se 
observen  las  prescripciones  siguientes : 

1 .'  Siempre  que  se  cometa  algún  delito  á 
bordo,  en  la  mar,  se  procederá  por  el  Capitán, 
asistido  de  uno  de  los  Oficiales  de  la  nave,  en 
calidad  de  Escribano ,  á  la  instrucción  suma- 
ria del  hecho  en  la  forma  militar,  tomando  de- 
claración jurada  á  los  testigos,  que  firmarán. 
Los  que  resulten  reos  ó  cómplices  serán  asi- 
mismo examinados,  pero  sin  la  solemnidad  del 
juramento. 

2.*  Si  la  seguridad  ó  tranquilidad  del  ba- 
que lo  exigiere,  se  podrá  poner  en  arresto  á 
los  culpables  cuyo  estado  de  libertad  pudiera 
ser  perjudicial. 

3.'  A  la  llegada  á  puerto  se  entregarán  loa 
sumariados  con  las  actuaciones  al  Comandante 
de  Marina  del  puerto  ó  al  Cónsul ,  si  fuere  en 
país  extranjero. 

4.'  Se  hará  anotación  oportuna  en  el  cua* 
derno  de  bitácora  de  lo  ocurrido  y  de  las  pro- 
videncias que  se  adopten. 

5.*  El  Comandante  de  Marina  continuará 
las  actuaciones  ó  procederá  según  correspon- 
da, atendida  la  naturaleza  de  los  hechos,  y  el 
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Agente  consalar  remitirá  las  diligencias  con 
los  causantes  al  Comandante  de  Marina  del 
primer  puerto  para  donde  el  buque  salga. 

6/  Bl  Capitán  debe  llevar  libro  de  correc- 
ciones, en  el  que  no  solo  anotará  las  que  im* 
ponga,  sino  las  que  los  Comandantes  ó  Cón- 
sules mandaren  Imponer,  como  también  los 
acuerdos  de  los  Oficiales  mayores  de  la  nave 
sobre  tales  materias.  Este  libro  será  presentado 
á  la  llegada  á  puerto  español  al  Comandante 
de  marina. 

7.'  Todas  aquellas  faltas  que  las  Ordenan- 
zas y  Código  de  comercio  enumeran,  tales  co- 
mo faltas  sencillas  de  subordinación ,  ó  en  el 
cumplimiento  de  sus  deberes  á  bordo ,  á  cuya 
corrección  el  mismo  Código  faculta  á  los  Ca- 
pitanes para  imponer  á  juicio  de  los  Oñclales 
de  á  bordo  la  rebaja  en  sus  haberes  á  que  aque- 
llos se  bayan  hecho  acreedores,  aunque  no  re- 
clamen la  instrucción  sumaria,  se  harán  tam- 
bién constar  en  el  cuaderno  de  bitácora  en  la 
forma  prevenida  en  la  citada  Real  orden  de  I."* 
de  Julio,  sin  perjuicio  de  anotarse  oportuna- 
mente en  el  libro  de  que  trata  la  regla  ante- 
rior. 

Con  la  extricta  observancia  de  estas  pres- 
cripciones, se  conseguirá  indudablemente  ase- 
gurar en  lo  posible  la  expiación  del  delito  en 
pro  de  la  buena  disciplina  y  subordinación, 
garantizando  además  la  necesaria  acción  de  la 
justicia;  pero  es  menester  que  por  los  respec* 
tivos  Comandantes  de  marina  se  haga  com- 
prender bien  á  los  Capitanes  de  buques  que  su 
misión  en  este  punto  es  puramente  preventiva, 
pues  que,  careciendo  de  atribuciones  judicia- 
les propias,  obran  únicamente  como  auxiliares 
delegados  de  la  Autoridad  de  marina,  debiendo 
limitarse  por  lo  tanto  á  instruir  las  diligencias 
necesarias  para  hacer  constar  la  existencia  del 
delito  y  el  grado  de  culpabilidad  de  los  pre- 
suntos autores,  procurando  siempre  obrar  con 
imparcialidad  y  sin  ejercer  coacción  en  las  de- 
claraciones sobre  los  que  se  sospeche  han  de 
resultar  reos,  y  evacuando  todas  las  citas  que 
éstos  hagan ,  á  fin  de  que  la  sumaria  se  halle 
tan  completa  como  sea  posible  cuando  baya  de 
entregarse  á  la  Autoricnld  competente ;  en  el 
concepto  de  que  tanto  por  extralimitacion  de 
estas  facultades  como  por  omisión  ó  descuido 
se  les  exigirá  la  responsabilidad  á  que  se  ha- 
yan hecho  acreedores  » 

Esta  Real  orden  del  Sr.  Ministro  de  Estado 
fué  comunicada  á  los  Cónsules  de  España  en 
el  extranjero  con  fecha  21  de  Agosto  de  1864. 

QUINDEino.  El  espacio  y  trascurso  de 
quince  años;  y  se  toma  por  el  derecho  que  en 
algunas  partes  tiene  el  dueño  directo  de  co- 
brar cada  quince  años  el  laudemio ,  como  si 
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entonces  se  enajenara  la  cosa  enfltéutica  cuan- 
do ésta  se  halla  en  poder  de  manos  muertas. 

En  la  legislación  feudal,  de  la  misma  na- 
turaleza era  el  quindenio  que  la  alcabala.  Se 
rtducia  al  pago  de  la  décima  parte  del  valor 
de  las  fincas  sujetas  á  la  enfitéusis ,  que  esta- 
ban amayorazgadas  ó  gravadas  con  alguna 
fundación  piadosa.  Como  las  vinculaciones  sa- 
caban los  bienes  del  comercio,  se  estableció 
esta  contribución  para  recompensar  los  luis- 
mo8  (1)  que  hubieran  adeudado  en  las  ventas  y 
traspasos  si  hubieran  permanecido  libres.  Aun- 
que la  Ley  de  Partida  fija  en  la  quincuagésima 
parte  del  valor  la  cuota  del  quindenio,  la  eos* 
tumbre  la  extendió  hasta  la  décima,  con  daño 
del  püblií»'  i 

El  impdirte  de  los  quindenios  que  adeuda- 
ban las  fincas  sujetas  á  la  señoría  de  3.  M.  en 
los  Reinos  de  Valencia  y  Mallorca  y  en  el  au  - 
tiguo  Principado  de  Cataluña  formaban  un  ra- 
mo del  Patrimonio  Real,  según  Canga  Ar-> 
güelles. 

QUINTA.  En  la  Real  orden  circular  de 
24  de  Diciembre  de  1849,  relativa  al  alista- 
miento y  matrícula  de  españoles  residentes  en 
paises  extranjeros,  y  en  el  art.  10  de  la  Ins- 
trucción que  la  acompaña  se  previene: 

((Al  principio  de  cada  año  remitirán  á  es- 
ta primera  Secretaria  del  Despacho  copia  de 
los  registros  de  presentados  y  matriculados 
abiertos  en  el  Consulado  ó  Viceconsulado  de  su 
respectivo  cargo,  teniendo  especial  cuidado  de 
no  omitir  en  ella  ninguna  de  las  referidas  cir- 
cunstancias, á  fin  de  que  pueda  constar  de 
una  manera  clara  y  evidente  el  numero  de 
subditos  españoles  que  residen  en  el  extran- 
jero, y  entre  éstos  los  mozos  que  están  sujetos 
á  quinta  con  arreglo  á  la  ley.»  Véase  Matrí- 
cula DE  ESPAÑOLES  y  PaSAPORTB. 

La  Asamblea  Nacional,  en  uso  de  su  sebera» 
nia,  decretó  y  sancionó  el  17  de  Febrero  de 
1873  la  ley  que  dispone  que  la  fuerza  mili- 
tar encargada  de  la  defensa  nacional  se  com- 
ponga de  ejército  activo  y  reserva^  y  qué  queda 
abolida  la  quinta  para  el  reemplazo  del  ejér- 
cito. Esta  ley  comprende  20  artículos,  con 
cuatro  adicionales  y  cinco  disposiciones  transi* 
torias.  Véase  Indulto. 

Con  fecha  7  de  Enero  de  1874,  25  de 
Abril  y  18  de  Julio  del  mismo  año,  se  publi- 


(1)  Voz  de  la  jurisprudencia  feudal,  que  repre* 
se^K  el  derecho  que  tenia  el  señor  directo  para 
saca/  10  por  100  clel  valor  de  los  bienes  que  esta- 
ban sujetos  á  la  señoría  directa.  En  Valencia  to- 
das las  fincas  de  esta  clase  pertenecían  al  Patri- 
monio, y  no  podían  venderse,  etc.,  sin  licencia 
del  Baile  general. 

60 


QÜI 


—  474  — 


QÜI 


Catón  decretos  restableciendo  la  contribacion 
de  sangre  forzosa  para  cabrlr  las  bajas  en  el 
ejército  actiyo  y  en  el  de  la  reserva. 

QUINTO.  La  qainta  parte  del  caudal  del 
testador.  Además  de  la  legitima  qae  corres- 
ponde á  los  descendientes,  pueden  éstos  obte- 
ner de  sus  ascendientes  por  yia  de  mejora  la 
quinta  parte  de  los  bienes  hereditarios,  y  ade- 
más la  tercera  parte  de  los  mismos  bienes  (1). 

Cuando  los  padres  hacen  una  y  otra  me- 
jora, se  saca  primero  la  del  quinto,  conforme 
á  la  ley  214  del  Estilo,  que  está  en  observan* 
cia,  fuera  del  caso  en  que  el  testador  tuviese 
de  antemano  hecha  irrevocable  la  mejora  del 
tercio,  pues  entonces  la  del  quinto  se  deduce 
después  de  extraído  aquel  y  lo  mismo  si  el 
testador  asi  lo  mandare.  Las  mejoras  se  re- 
gulan por  el  valor  que  tengan  los  bienes  do 
los  padres  al  tiempo  de  sn  muerte  y  no  el  que 
tenían  cuando  aquellas  se  hicieron  (2).  Por 
esta  razón  las  mejoras  no  se  sacan  del  impor- 
te de  las  dotes  y  donaciones  propUr  nupUas^  ni 
de  las  otras  donaciones  que  los  hijos  llevaren, 
ó  donación  y  partición  (3),  pues  estas  salie- 
ron ya  del  patrimonio  paterno  cuando  se  otor- 
garon;  por  igual  razón  los  mejorados  pagan  á 
prorata  las  deudas  dt)l  difunto,  puesto  que  por 
caudal  hereditario  se  entiende  el  que  queda 
liquido  después  de  pagar  éstas. 

Los  legados  y  gastos  de  entierro  se  satis- 
facen solo  del  quinto  si  el  testador  tiene  des- 
cendientes; pero  si  solo  tiene  ascendientes  de- 
ben extaaerse  del  tercio  dichos  gastos  (4). 


(1)  Leyes  2,»,  tít.  6.°,  y  8.%  tít.  20,  lib,  10  de 
la  Novísima  Recopilación, 

(2)  Ley  7.%  tít.  6.%  lib.  10  de  Ídem. 

(3)  Ley  9.*,  tít.  6."*,  lib.  10  de  Ídem. 

(4)  Ley  9.*,  tít.  20,  lib.  10  de  ídem. 


Las  mejoras  son  revocables  hasta  el  &lle« 
cimiento  del  testador,  ya  consten  por  testa« 
mentó  ó  por  contrato  entre  vivos  (1).  Bata 
revocación  puede  hacerse  expresamente  ó  de 
hecho,  enajenando  la  cosa  jobjeto  de  la  dona* 
clon,  siempre  que  la  enajenación  sea  hecha 
por  titulo  lucrativo,  según  la  opinión  de  los  au- 
tores. Sin  embargo,  cuando  el  mejorante  ha 
puesto  en  posesión  por  si  mismo  al  mejorado 
de  la  cosa  en  que  consiste  la  mejora;  cuando 
le  ha  entregado  ante  el  Notario  la  escritura  de 
mejora,  y  cuando  el  contrato  se  celebra  con 
un  tercero  y  ha  mediado  causa  onerosa,  la 
mejora  es  irrevocable,  á  no  ser  que  el  mejo  - 
rante  en  cláusula  expresa  se  haya  reservado 
la  facultad  de  ravocarle,  ó  que  haya  sobreve- 
nido alguna  causa  de  las  qu9  revocan  las  do- 
nacionas  perfectas. 

QUIRÓGRAFO.  El  instrumento  ó  res- 
guardo que  el  acreedor  da  á  su  deudor  para 
acreditar  lo  que  éste  le  pagó,  y  qae  vulgar- 
mente se  llama  carta  de  pag^o  ó  recibo.  Tam- 
bién significa  instrumento  que  da  el  deudor  á 
su  acreedor  para  que  pueda  hacer  constar  su 
crédito,  y  de  aqui  viene  la  denominación  de 
acreedor  quirografario,  que  suele  darse  al  que 
justifica  su  crédito  con  algún  documento, 
principalmente  si  este  fuere  privado,  como  re- 
cibo, vale,  pagaré,  carta  misiva,  cuenta,  etc. 

QUITA.  Un  beneficio  introducido  por  la 
ley  á  favor  de  los  deudores,  en  virtud  del  cual 
se  quita,  remite  ó  perdona  parte  de  las  deu- 
das. (Ley  1.',  tít.  14,  Partida  5.') 

QUOTA  LITIS.  Véase  Pacto  de  quota 

LITIS. 


(1)    Ley  1.*,  tít.  6.^  lib.  10  de  la  iToHiima  Re 
eopilaeion. 
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BAOIOOINAB.  Ejercer  la  facultad  dis- 
cursiva. Usar  ó  valerse  del  entendimiento  y  la 
razón  para  formar  juicio  de  los  objetos  ó  cosas 
por  medfo  de  discursos  y  raciocinios.— Razo- 
nar, discurrir,  conferenciar  ó  platicar,  argu- 
mentando sobre  alguna  cosa,  etc. 

BAOIOCIino.  Bl  argumento,  razona- 
miento ó  discurso. — Bl  efecto  de  razonar  ó  dis- 
currir.—Cualquier  silogismo,  etc. 

BAOIONAL.  Dotado  de  razón.  Sustanti- 
vase por  el  ser  humano.  — Puesto  en  razón  ó 
arreglado  á  ella ;  tocante,  perteneciente,  con- 
cerniente ó  relativo  á  la  razón,  etc.— Justo, 
digno,  decoroso,  equitativo,  etc.  por  extensión 
familiar. 

RACIONALIDAD.  Cualidad  de  lo  racio- 
nal.—Conformidad,  conveniencia  de  las  cosas 
con  la  razón. — La  facultad  de  raciocinar  ó  de 
conocer,  discernir  y  juzgar  las  cosas  por  la  ra- 
zón; la  racionalidad. 

BACIONALISMO.  Doctrina  que  admite 
la  independencia  de  la  razón  humana.  Véase 
Idealismo. 

BAÍCES.  Las  haciendas  de  campo,  como 
viñas,  tierras,  olivares,  etc. ,  y  los  edificios  y 
demás  cosas  que  no  se  pueden  llevar  de  una 
parte  á  otra.  Véase  Bienes  inmuebles  y  Mue- 
bles. 

BAPlfi^A.  Bl  acto  de  arrebatar  violenta- 
mente la  cosa  ajena  con  ánimo  de  hacerla  pro- 
pia. (Ley  1.',  tit.  13,  Part.  7.')  La  rapiñad 
robo  se  diferencia  del  hurto  en  el  modo  y  en  la 
pena;  en  el  modo^  porque  el  hurto  se  hace  en- 
cubiertamente ,  y  la  rapiña  se  ejecuta  abierta- 
mente ó  con  violencia ;  en  la  pena,  porque  la 
del  hurto  es  el  cuadruplo  ó  duplo,  según  su  es- 
pecie de  manifiesto  ó  no  manifiesto,  y  la  de  ra- 
piña es  siempre  el  triplo,  bien  que  estas  penas 
del  triplo,  duplo  y  cuadruplo  se  han  sustituido 
en  la  práctica  por  el  resarcimiento  de  daños  y 
perjuicios  en  todos  los  casos.  Además  la  acción 
penal  es  perpetua  en  el  hurto ,  y  anual  en  la 
rapiña. 

BATIFICACION.  La  confirmación  ó  apro- 
bación de  lo  que  hemos  dicho  ó  hecho,  ó  de  lo 
que  otro  ha  hecho  eu  nuestro  nombre.  Puede 
liacerse  la  ratificación ,  ó  bien  expresamente 
con  términos  positivos,  ó  bien  tácitamente  con 
hechos:  Non  tanttm  verhU  ratum  haberi  poUH^ 
sed  etiam  actn.  La  ratificación  tiene  efecto  re- 
troactivo, de  modo  que  sube  ó  se  retrotrae  al 
día  del  acto  ó  contrato ;  mas  para  que  asi  sea, 


es  preciso  que  el  acto  ó  contrato  no  haya  te- 
nido nulidad  esencial  en  su  principio ,  pues  si 
solo  hubiese  habido  alguno  de  aquellos  defec- 
tos exteriores  que  dan  lugar  á  la  rescisión  para 
la  restitución  in  integrum,  quedaría  cubierto  el 
vicio  con  la  ratificación ,  y  en  virtud  de  ésta 
tendría  el  acto  ó  contrato  toda  la  fuerza  de  que 
fuese  susceptible.— La  ratificación  equivale  al 
mandato;  de  suerte  que  cuando  uno  da  por  fir- 
me lo  que  otro  hizo  en  su  nombre ,  vale  tanto 
como  si  le  hubiese  mandado  que  lo  hiciera: 
Ralihabitio  mandato  aquiparatur,  (Regí.  10,  ti- 
tulo 34,  Part.  7.',  y  cap.  10  De  Reg.  jur,  in  6.) 

BATIFICACION  DE  TESTIGOS.  La 
confirmación  que  hacen  los  testigos  de  lo  que 
anteriormente  habían  declarado.  Todos  los  tes- 
tigos examinados  sin  citación  de  la  parte  con- 
traria, sea  en  causas  civiles  ó  criminales,  han 
de  ratificarse  ante  el  Juez  con  dicha  citación 
en  sus  declaraciones  dentro  del  término  de 
prueba,  porque  de  otra  manera  no  tendrían 
sus  dichos  fuerza  alguna,  según  la  práctica  in- 
troducida en  los  tribunales :  á  cuyo  efecto  se 
les  leen  sus  deposiciones,  no  solo  para  que  se 
enteren  de  su  contenido  y  vean  si  es  lo  mis- 
mo que  dijeron  ,  sino  también  para  que  qui- 
ten, añadan  ó  enmienden  lo  que  les  pareciere 
en  caso  de  haber  padecido  al  principio  al 
gun  olvido  ó  equivocación.  (Ley  17,  tít.  32, 
lib.  12,  Novísima  Recopilación,)  También  han 
de  ratificarse  en  el  concepto  de  testigos  los 
médicos  ,  cirujanos  y  otros  cualesquier  facul- 
tativos ó  peritos  que  hayan  depuesto  en  ellas. 
Aunque  algunos  autores  tienen  por  inútil  la 
ratificación,  no  deja  de  presentar  venteras, 
puesto  que  da  lugar  á  explicaciones  que  pue- 
den tener  grande  influencia  en  la  decisión  de 
la  causa,  y  á  la  reforma  ó  corrección  de  erro  - 
res  ó  equivocaciones  que  pudieron  haberse  pa- 
decido al  tiempo  de  la  primera  deposición. 

BATIFICACION  DE  TBATABOS  Ó 
CONVENCIONES.  Véaso  Tratados  ó  Convenciones. 

BAZOK.  La  facultad  inherente  en  el  al- 
ma de  discurrir  y  raciocinar  comparando,  do« 
duciendo,  etc.  Fruto  tardío  de  la  experiencia, 
del  conocimiento  de  la  verdad  y  de  la  reflexión; 
para  lo  cual  dice  un  eminente  moralista  que 
se  requiere  una  buena  organización,  un  tem- 
peramento moderado  ,  una  imaginación  arre« 
glada  y  un  corazón  libre  de  preocupaciones  y 
de  pasiones  turbulentas.  De  esta  feliz  y  rara 
combinación  de  circunstancias  resulta  una  ra* 
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•on  llostrada,  la  única  capaz  de  guiar  á  los 
hombres  en  la  conducta  de  la  vida.  Solo  la 
eieneia  del  bien  y  del  mal,  dice  Séneca,  es  laque 
per/eceiona  el  eepiritu, 

BEA.  La  que  ha  cometido  algún  crimen 
ó  delito,  y  también  la  demandada  en  Juicio  cítíI 
ó  criminalmente  á  distinción  de  la  actora.  No 
puedo  la  mujer  casada  comparecer  en  Juicio 
ni  aun  para  contestar  á  una  demanda  civil,  sin 
licencia  de  su  marido  ó  sin  laxlel  Juez,  en  caso 
de  que  aquel  se  la  negase  (Leyes  11,  12  y 
13,  tit.  1.*,  lib  10,  Nosisima  Becopilacion); 
mas  bien  puede  presentarse  como  rea  en  cau- 
sa criminal  sin  dicho  requisito ;  pues  como  la 
negativa  del  marido  no  puede  detener  la  yin- 
dicta  pública ,  es  preciso  que  la  mujer  tenga 
derecho  de  rechazar  la  acusación  que  se  enta- 
blare contra  ella.  Véase  Reo. 

BEAIi.  Moneda  conocida  en  Castilla  desde 
muy  antiguo,  que  corre  con  distintos  valores. 

D.  Enrique  II  acuñó  el  año  de  1369  reales 
de  plata  de  ley  de  tres  dineros.  Su  valor  fué  de 
tres  maravedís  cada  uno,  180  coronados.  Des- 
pués de  31  maravedís.  Uitimameate  34  (1).  El 
mismo  D.  Enrique,  para  corregir  el  daño  que 
ocasionaba  la  desproporción  del  valor  del  real 
con  su  ley,  en  las  Cortes  de  Toro  de  1371  le 
bajó  un  maravedí. 

BEAL  PATENTE  DE  NAVEGACIÓN. 
Véase  Patentb  de  navegación. 

EEAIi  FBOVISION.  Despacho  que  li- 
braban los  Tribunales  superiores  á  nombre  del 
Monarca,  con  sello  Real  y  la  firma  del  Regen- 
te y  de  tres  Magistrados,  para  mandar  á  un 
Juez  inferior  ejecutar  diligencias  de  alguna 
importancia  ó  comunicar  alguna  sentencia  y 
prevenir  su  cumplimiento.  Esta  clase  de  des- 
pachos se  encabezaban  en  los  gobiernos  monár- 
quicos con  la  fórmula  siguiente:  «Don  A...  Rey 
de...  etc.,»  y  en  tiempo  de  la  República:  aEn 
nombre  de  la  Nación...» 

BEBEIiDE.  El  que  no  comparece  ó  no 
responde  en  Juicio  dentro  del  término  de  la 
citación  ó  del  llamamiento  hecho  por  el  Juez, 
y  el  que  se  levanta  ó  subleva  faltando  á  la 
obediencia  que  se  debe  á  la  Autoridad  legí- 
tima. Véase  Rebeldía  y  Rebelión. 

BEBELDÍA.  La  inobediencia  al  mandato 
del  Juez  legítimo  que  llama  á  alguno  al  juicio; 
ó  bien  la  omisión  ó  tardanza  en  responder  ó 
comparecer  en  juicio  el  reo  ó  actor  en  el  tér- 
mino de  la  citación  ó  llamamiento  hecho  por 
el  Juez. 

La  rebeldía ,  que  también  se  llama  contu- 
macia, se  comete  en  los  casos  siguientes: 
1.*    Guando  el  actor  no  deduce  su  acción 


(1)   CoLUBNABBS;  Historia  de  Segavia,  oap.  26. 


habiéndoselo   mandado  el  Juez  dos   ó   más 
veces. 

2.°  Cuando  después  de  haberla  deducido  ó 
manifestado  y  habiendo  contestado  el  reo,  no 
la  prosigue,  instándole  éste. 

3.*  Cuando  el  reo  no  comparece»  ó  impide 
que  se  le  haga  la  citación,  ó  se  oculta  mali- 
ciosamente. 

4.*  Cuando  no  responde  á  la  demanda  ó 
posiciones  del  actor,  ó  responde  con  oscuri- 
dad, á  pesar  de  habérsele  mandado  que  res- 
ponda clara  y  categóricamente. 

5.*  Cuando  el  uno  ó  el  otro  no  quieren 
prestar  el  juramento  de  calumnia  mandándo- 
selo el  Juez. 

6.*  Cuando  no  obedecen  la  sentencia  é  im- 
piden su  ejecución. 

7.*  Cuando  estando  delante  del  Juez  no 
quieren  responder  á  lo  que  se  les  pregunta. 
(Ley  9.',  tít.  22,  Part.  3.';  ley  l.\  tít.  8/, 
Part.  3.*;  leyes  1.*  y  2.*,  tít.  9.*,  lib.  11  de 
la  Novísima  Recopilación;  glos.  3  de  Greg.  Ló- 
pez sobre  la  ley  1.*,  tít.  8.*,  Part.  3.*) 

BEBEIiION.  El  levantamiento  ó  conspi- 
ración de  muchos  contra  la  Patria  ó  el  Go- 
bierno.— El  acto  de  impedir  con  violencia  la 
ejecución  de  las  órdenes  emanadas  de  la  Auto- 
ridad pública.  Véase  Conspiración. 

BECAIMCBIO.  El  segundo  cambio,  ó  el 
precio  de  un  nuevo  cambio  debido  por  una  le- 
tra que  vueWe  protestada,  y  que  debe  reem- 
bolsar á  su  tenedor  el  que  la  ha  librado  ó  en- 
dosado; ó  mejor,  el  precio  del  nuevo  cambio 
que  el  portador  de  una  letra  protestada  tiene 
que  pagar  por  la  negociación  de  la  nueva  le- 
tra que  gira  sobre  el  librador  ó  alguno  de  los 
endosantes  de  la  protestada  para  reembolsardc 
del  importe  de  ésta.  Véase  Resaca. 

BEOAIJDACION.  Es  una  de  las  partes 
más  principales  del  sistema  económico  de  una 
Nación,  que  consiste  en  el  cobro  de  los  pro- 
ductos de  las  rentas  y  contribuciones  publi- 
cas. En  el  siglo  XIV  no  habla  regla  segura  que 
dirigiese  la  mano  de  las  que  se  empleaban  en 
ello,  pues  en  la  crónica  del  Rey  D.  Pedro  se 
dice  que  este  Monarca  nombró  en  lugar  del 
tesorero  D.  Leví,  á  Yaríin  Tañes,  que  ordenó  U 
recaudación  como  quiso  y  le  pareció. 

Las  quejas  repetidas  de  los  pueblos  de  Cas- 
tilla perlas  estorsiones  que  les  ocasionaban  los 
cobradores  de  la  Hacienda,  obligaron  ai  Rey 
D.  Juan  el  año  de  1453  á  mandar  que  las  ciu- 
dades se  encargaran  de  la  recaudación  de  ella. 
Bsto  duró  poco,  habiendo  pasado  á  manos  de 
los  arrendadores,  de  las  cuales  últimamente  se 
trasladó  á  las  de  los  adminisiradores. 

BECAUDACION  DE  LOS  DERECHOS 
CONSULARES.  Bstos  dorechos,  ptescrltos  en  la  ta- 
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rifa,  los  debe  recaudar  el  Vicecónsal  bajo  la  in- 
mediata inspeccioadel  Cónsul.  Este  Vicecónsul 
llevará  un  libro  de  eniradas,  en  el  cual  anotará 
los  derechos  obvencionales  por  orden  de  fechas 
y  de  nümeros»  deeigrnandoel  objeto  de  la  impo- 
sición y  el  nombre  de  los  contribuyentes.  Tam- 
bién hará  constar  en  el  referido  libro  las  expedi- 
ciones ó  diligencias  que  se  hagan  gratuitamen- 
te por  regla  excepcional  prefijada  en  la  tarifa. 

La  recaudación  ingresará  diariamente  en 
una  caja  de  hierro  cerrada  con  dos  llaves,  de 
las  cuales  tendrá  una  el  Cónsul  y  otra  el  Vice- 
cónsul recaudador,  á  fin  de  que  todas  las  en- 
tradas y  salidas  de  dinero  se  verifiquen  con 
conocimiento  é  intervención  de  ambos  funcio- 
narios. Esta  caja  se  custodiará  en  el  Consula- 
do, pudiéndose  trasladar  los  fondos  acumula- 
dos á  un  Banco  público,  previa  la  autoriza- 
ción del  Gobierno,  si  para  su  mayor  seguridad 
lo  juzgasen  oportuno  el  Cónsul  y  el  Vicecónsul. 

Las  cuentas  generales  de  la  recaudación 
se  cerrarán  y  remitirán  al  Ministerio  de  Esta- 
do el  30  de  Junio  y  31  de  Diciembre  de  cada 
a&o,  firmadas  por  el  Vicecónsul  recaudador,  y 
autoriza  las  con  el  visto  bueno  y  la  firma  del 
Cónsul  (como  interventor). 

Acompañarán  á  estas  cuentas  el  libro  de 
entradas  original,  revestido  con  las  mismas 
formalidades,  el  cual  servirá  como  comproban- 
te de  la  recaudación. 

Los  productos  de  la  recaudación  deben  in- 
gresar íntegros  en  el  Tesoro;  y  como  de  la  pre- 
sentación de  las  cuentas  á  su  aprobación  ha  de 
trascurrir  tiempo  suficiente  para  que  se  recau- 
den nuevos  fondos,  se  trasladará  la  Data  de  los 
suplementos  provisionales  pendientes  de  rein- 
tegro á  la  cuenta  corriente  inmediata;  en  tér- 
minos que  las  libranzas  del  Tesoro  para  reali- 
zar los  rendimientos  completos  de  cada  semes- 
tre, sean  desde  luego  aceptados  y  pagados  á 
su  vencimiento  por  los  Cónsules. 

Los  Cónsules  participan  al  Ministerio  de 
Estado  la  fecha  eñ  que  hayan  verificado  la  en- 
trega de  fondos  al  Tesoro,  y  conservarán  en 
la  Cancillería  consular,  con  la  declaración  cor- 
respondiente, las  letras  de  cambio,  cartas-ór- 
denes ü  otros  documentos  que  la  acrediten. 
Esta  declaración  documentada  la  firmarán  el 
Cónsul  y  el  Vicecónsul  recaudador. 

Los  fondos  recaudados  quedarán  deposita- 
dos en  caja,  después  de  cerrada  la  cuenta  se- 
mestral, hasta  que  aprobada  ésta,  disponga  el 
Gobierno  su  ingreso  en  el  Tesoro.  [Consúltese  pa- 
ra más  instrucción  y  detalles  el  Reglamento  para 
la  contabilidad  de  los  Cónsules,  cuyos  productos  ob* 
vsncionales  ingresan  en  el  Tesoro,  su  fecha  20  de 
Diciembre  óe  1857,  siendo  Ministro  de  Esta- 
co J>.  Fr$nciscQ  Msrtinez  de  la  Rosa.) 


Los  derechos  que  devengan  los  Agentes 
consulares  é  Vicecónsules  de  la  inmediata  de- 
pendencia y  nombramiento  de  los  Cónsules  en 
sus  respectivos  distritos  consulares,  ingresan 
también  en  la  masa  de  los  productos  obven- 
cionales que  se  recaudan  por  cuenta  del  Es- 
tado. 

A  estos  Agentes  ó  Vicecónsules  dependien- 
tes se  les  abona,  por  vía  de  honorarios  y  para 
gastos  del  servicio  que  tienen  á  su  cargo,  lo 
siguiente: 

Los  2.000  rs.  primeros  los  percibirán  sin 
descuento  alguno. 

Desde  2.000  rs.  á  4.000  la  mitad. 

Desde  4.000  rs.  enadelante  la  tercera  parte. 

De  manera,  que  el  que  recaude  12.000 
reales  le  corresponderán: 
íntegros  los  2  000  rs.  primeros.  • . .     2.000 

Mitad  de  los  4.000  siguientes 2.000 

Tercera  parte  de  los  6.000  restantes.     2.000 


Total  reales 6.000 

los  otros  6.000  corresponden  al  Erario. 

Los  Vicecónsules  dependientes  ó  Agentes 
consulares  llevarán  un  libro  de  entradas,  en  el 
cual  anotarán  los  derechos  obvencionales  por 
orden  de  fechas  y  de  números,  designando  el 
objeto  de  la  imposición ,  y  remitirán  cada  tre? 
meses  al  Consulado  una  copia  certificada  de 
los  asientos  de  la  recaudación  hechos  en  el 
mismo  durante  dicho  periodo,  y  en  presencia 
de  este  documento  el  Vicecónsul  recaudador 
hará  la  debida  liquidación,  fijando  la  cantidad 
que  corresponda  á  los  participes  en  dichos  de- 
rechos. Aprobada  la  cuenta  de  la  recaudación 
por  el  Cónsul,  dispondrá  éste  el  ingreso  en  la 
Caja  consular  de  la  cuota  perteneciente  al  Es- 
tado. 

Aun  existen  algunos  Consulados  que  por 
lo  reducido  de  sus  recaudaciones,  éstas  quedan 
á  beneficio  de  sus  Agentes,  no  obstante  tener 
un  sueldo  fijo  por  el  Estado. 

RECEPCIÓN.  La  admisión  de  una  perso* 
na  en  algún  empleo,  comunidad,  congrega- 
ción, gremio  ó  colegio;  y  hablando  de  testi- 
gos, el  examen  que  se  hace  judicialmente  de 
ellos  para  averiguar  la  verdad. 

Las  formalidades  para  la  recepción  de  los 
Ministros  diplomáticos  son  diferentes  en  cada 
corte.  Lo  sustancial  es  lo  siguiente: 

El  Embajador  ó  Ministro  de  primera  clase 
notifica  su  llegada  al  Ministro  de  Negocios  ex- 
tranjeros por  medio  del  Secretario  en  la  Em- 
bajada, ó  del  gentilhombre  de  ella  (cuando 
los  habia),  enviando  copia  de  la  credencial,  y 
pidiendo  se  le  señale  dia  y  hora  en  que  pueda 
tener  audiencia  del  Soberano  para  entregársela 
en  persona. 
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El  Ministro  de  segunda  clase  puede  hacer 
esta  notificación  del  misrao  modo,  6  por  escri* 
to.  El  Encargado  Je  negocios  participa  por 
escrito  su  llegada  al  Ministro  de  Relaciones  ex- 
teriores, y  le  entrega  sus  credenciales  en  la 
primera  conferencia. 

Los  Embajadores  suelen  tener  entrada  so- 
lemne y  audiencia  pública,  con  arenga,  pre- 
cedida por  lo  común  de  audiencia  privada.  Los 
Ministros  de  segunda  clase  tienen  solo  audien- 
cia privada.  Los  Encargados  de  negocios,  des- 
pués de  la  recepción  particular,  que  es  propia 
de  ellos,  son  introducidos  en  la  corte  por  me- 
dio del  Ministro  de  Negocios  extranjeros,  que 
los  presenta  al  Soberano  ó  Jefe  Supremo  el 
primer  dia  de  corte.  Los  Secretarios  y  Canci- 
lleres de  las  Embajadas  ó  Legaciones  son  pre* 
sentados  por  su  Embajador  ó  Ministro. 

Al  recibimiento  del  Embajador  ó  Ministro 
siguen  las  visitas  de  etiqueta  á  los  miembros 
de  la  familia  reinante,  á  los  del  Gabinete  y 
á  los  del  Cuerpo  diplomático:  cuyo  orden  y 
formalidades  son  varias,  según  la  costumbre 
de  cada  corte  y  según  la  clase  del  Agente  di- 
plomático. 

Las  funciones  del  Agente  diplomático  em- 
piezan uniformemente  por  el  recibo  y  acepta- 
ción de  su  credencial;  pero  cesan  de  varios 
modos:  1  .*  por  la  espiración  del  término  se- 
ñalado á  la  misión,  si  la  hay;  2.°  por  la  lle- 
gada ó  vuelta  del  propietario,  si  la  misión  es 
interna;  3.°  por  haberse  cumplido  el  objeto 
de  la  misión,  si  fué  extraordinaria  ó  de  eti- 
queta; 4.*  por  la  entrega  de  caria  de  retiro 
de  su  constituyente;  5.°  por  la  muerte  del 
Soberano  á  quien  representa;  6.°  por  la 
muerte  del  Soberano  en  cuya  corte  reside; 
7.*  por  su  propia  muerte;  8.*  cuando  el  Mi- 
nistro, á  causa  de  alguna  enorme  ofensa  con- 
tra su  Soberano,  ó  por  alguna  otra  ocurrencia 
que  lo  exija,  declara  de  su  propio  motivo  que 
se  debe  mirar  su  misión  como  terminada;  9.* 
cuando  el  Gobierno  con  quién  está  acreditado 
le  despide.  En  los  casos  5.*  y  6.*  suelen  con- 
tinuarse empero  las  gestiones  y  negociaciones 
sub  spes  rati. 

Llegada  al  Ministro  de  primera  y  segunda 
clase  la  carta  de  retiro,  en  la  que  un  Soberano 
participa  á  otro  que  ha  tenido  por  conveniente 
llamar  á  su  Representante  ó  nombrar  quien  le 
suceda,  el  Embajador  ó  Ministro  plenipoten- 
ciario solicita  por  el  de  Negocios  extranjeros 
~  trasmitiéndole  copia  de  sa  carta— una  au- 
diencia publica  ó  privada  para  poner  el  original 
en  manos  del  Principe  ó  Jefe  supremo  con  quien 
estaba  acreditado,  y  recibir  sus  órdenes.  Des- 
pués de  esta  audiencia,  hace  las  acostumbra- 
das visitas  de  despedida  á  los 'otros  miembros 


de  la  familia  reinante,  y  á  los  del  Gabinete  y 
Cuerpo  diplomático. 

No  es  costumbre  dar  audiencia  de  dqape- 
dida  á  los  encargados  de  negocios,  que  regu- 
larmente se  limitan  á  entregar  su  carta  de 
retiro  al  Ministro  de  relaciones  exteriores. 
Pero  á  todo  hay  excepciones,  según  Pando. 

A  los  unos  y  á  los  otros,  cuando  se  retiran 
en  la  forma  acostumbrada,  se  dan  cartas  recrc 
denciales,  ya  del  Soberano,  ya  del  Ministro  de 
Negocios  extranjeros,  según  su  grado.  Ea 
estas  cartas  se  manifiesta  la  satisfacción  que  la 
conducta  del  Agente  diplomático  ha  recibido 
del  Gobierno  con  quien  estaba  acreditado,  y  se 
a&aden  las  expresiones  de  respeto  y  cortesía 
que  corresponden  á  la  importancia  relativa  de 
las  dos  cortes  y  á  la  intímidad  de  sus  rela- 
ciones. 

Cuando  el  Agente  diplomático,  por  una 
desavenencia  ó  rompimiento,  se  retira  ó  es 
despedido  exabrupto ,  se  limita  á  pedir  pasa- 
porte. Véase  Crbdbngialbs. 

BSCIBO.  El  escrito  ó  resguardo  firmado 
en  que  uno  declara  haber  recibido  de  otro  al- 
guna cosa. 

BIECLAMAQIOK.  La  oposición  ó  contra- 
dicción que  se  hace  de  palabra  ó  por  escrito 
contra  alguna  cosa  como  injusta,  ó  mostrando 
no  consentir  en  ella;  y  la  reivindicación  ó  de- 
manda que  hace  de  una  cosa  el  que  tiene  de- 
recho de  dominio  en  ella  contra  el  que  la  po- 
see ó  la  detenta. 

BECOMFKR'SA.  La  remuneración  ó  gra- 
tificación que  se  da  por  algún  servicio  ó  al- 
guna buena  obra.  La  ley  ofrece  recompensa 
al  que  habiendo  tratado  con  otros  de  cometer 
alguna  traición  contra  el  Estado,  la  descubre 
á  la  Autoridad  antes  de  hacerse  juramento  so- 
bre tal  convenio;  y  el  Magistrado  la  promete 
á  veces  á  quien  entregue  vivo  ó  muerto  algún 
malhechor. 

Si  un  padre  en  su  testamento,  después  de 
haber  dejado  á  un  hijo  ilegitimo  cuanto  le 
permito  la  ley,  manda  que  se  le  entregue  ade- 
más cierta  cosa  6  cantidad  á  titulo  de  recom- 
pensa, mercedis  gratia,  por  algunos  servicios 
que  dice  haber  recibido  de  él,  no  estarán  obli- 
gados á  dársela  los  herederos  mientras  el  tal 
hijo  no  acredite  la  realidad  de  los  servicios, 
por  presumirse  que  el  difunto  los  supuso  y 
alegó  en  firaude  de  la  ley  y  en  perjuicio  de 
sus  legítimos  herederos.  (Ley  3.*,  tSt.  13,  Par- 
tida 3.') 

BBC0MPSN8A8.  La  Real  orden  de  6  de 
Setiembre  de  1857  previene  que  se  remitan  al 
Ministerio  de  Estado,  con  el  correspondiente 
informe,  las  solicitudes  de  los  subalternos  y 
las  peticiones  de  recompensas  para  los  indivi- 
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daos  qae  se  juzguen  dignos  de  ellas.  La  de  17 
de  Agosto  de  1852  dispone  qae  cuando  existe 
Legación  en  el  país  de  la  residencia ,  se  pidan 
siempre  por  su  intermedio  tales  recompensas; 
pero  si  Tersasen  sobre  servicios  hechos  á  la 
marina  mercante  nacional,  pueden  los  Cónsu- 
les pedirlas  directamente. 

Por  decreto  de  26  de  Abril  de  1871  {Gace- 
ta del  27  del  mismo  mes  y  año,  nüm.  945), 
se  conceden  recompensas  á  los  Capitanes  y  pi- 
lotos de  la  marina  mercante. 

BECONCILIACION.  La  reconciliación  ó 
renovación  de  la  amistad,  extingue  la  acción 
de  injuria.  La  reconciliación  del  marido  con 
la  mujer  extingue  la  acción  de  adulterio ,  sea 
también  expresa  6  tácita,  como  si  después  del 
delito  la  recibe  en  su  lecho  y  la  tiene  en  su 
casa.  Parece  igualmente  que  la  reconciliación 
del  padre  con  el  hijo  debe  revocar  la  deshere- 
dación hecha  por  aquel ;  de  modo  que  aunque 
el  heredero  instituido  pruebe  la  causa,  si  el 
hijo  prueba  por  otra  parte  la  reconciliación, 
ha  de  quedar  éste  reintegrado  en  sus  derechos 
por  una  consecuencia  necesaria. 

BECONOCIMIENTO.  Véase   Soberanía. 

BESCOPILACION.  Bl  Ciltimo  de  nuestros 
Códigos,  que  se  publicó  por  la  primera  vez  en 
el  año  de  1537,  bajo  el  reinado  de  Felipe  II, 
y  contiene  las  leyes  que  sucesivamente  se  fue- 
ron promulgando  desde  la  formación  de  las 
Siete  Partidas  y  P%ero  Real,  según  la  variedad 
de  tiempos  y  circunstancias,  como  también 
muchas  que  estaban  insertas  en  Códigos  ante- 
riores, por  ejemplo,  algunas  del  F%ero  Juzgo^ 
y  de  las  llamadas  Leyes  del  estilo,  casi  todas  las 
del  Ordenamiento  de  Alcalá^  y  las  famosas  88 
Leyes  de  Toro.  Se  han  hecho  después  varias 
ediciones,  añadiéndose  en  cada  una  de  ellas 
las  leyes  que  se  iban  estableciendo  en  el  inter- 
medio; y  en  el  afio  de  1806  se  ha  publicado 
la  última  con  el  titulo  de  Novísima  Recopi^ 
loción. 

Esta  se  halla  dividida  en  11  libros;  cada 
libro  comprende  diferentes  títulos,  y  cada  ti- 
tulo se  subdlvide  en  diversas  leyes. 

Bl  primer  libro  trata  de  la  Santa  Iglesia, 
sus  derechos,  bienes  y  rentas,  Prelados  y  'Sub- 
ditos, y  Patronato  Beal. 

Bl  segundo,  de  la  jurisdicción  eclesiástica, 
ordinaria  y  mista,  y  de  los  Tribunales  y  Juz- 
gados en  que  se  ejerce. 

Bl  tercero,  del  Rey  y  de  su  Real  casa  y 
corte. 

Bl  cuarto,  de  la  Real  jurisdicción  ordina- 
ria y  de  su  ejercicio  en  el  Supremo  Consejo  de 
Castilla. 

Bl  quinto,  de  las  Chancillerias  y  Audien- 
cias del  Reino,  sus  Ministros  y  Oficiales. 


Bl  sexto,  de  los  vasallos,  sin  distinción  de 
estados  y  fileros;  obligaciones,  cargas  y  con- 
tribuciones. 

Bl  sétimo,  de  los  pueblos  y  su  gobierno 
civil,  económico  y  político. 
.    Bl  octavo,  de  las  ciencias,  artes  y  oficios. 

Bl  noveno,  del  comercio,  moneda  y  minas. 

Bl  décimo,  de  los  juicios  civiles,  ordina- 
rios y  ejecutivos. 

Y  el  undécimo,  de  los  delitos  y  sus  penas  y 
de  los  juicios  criminales. 

N3  es  este  un  cuerpo  completo  de  legisla- 
ción; pero  es  el  primero  que  con  las  leyes  pos- 
teriores debe  tenerse  presente  en  la  ordenación 
y  decisión  de  los  pleitos  y  causas  civiles  y  cri- 
minales, sin  que  nada  sirva  el  alegar  no  ha- 
berse usado  ni  guardado. 

BEOOBDAB,  BECORDATOBIA.  Preci- 
sar ü  obligar  á  acordarse  ,  excitar  y  mover  á 
otro  á  que  tenga  presente  alguna  cosa  de  que 
se  hizo  cargo  ó  que  tomó  á  su  cuidado,  etc. — 
Recordar  es  traer  á  la  memoria  alguna  cosa, 
acordarse  de  ella. 

BBOOBBBB  TIN  BUQUE.  Todo  buque 
español  podrá  recorrerse  y  carenarse  libre- 
mente en  cualquier  puerto  extraujero.  (Decre- 
to del  Ministerio  de  Hacienda  de  22  de  No- 
viembre de  1868  ) 

Bn  el  del  Ministerio  de  Marina  fecha  24  de 
Setiembre  de  1873 ,  véase  la  disposición  se- 
gunda del  mismo  en  el  articulo  Nave. 

iáECUBSOB  EXTBA0BDINABI08. 
Las  súplicas  dirigidas  al  Soberano  solicitando 
alguna  gracia  ó  merced  en  materias  crimi- 
nales. 

BECU8ACION.  La  excepción  que  se  po- 
ne al  Juez  ú  otro  Ministro  para  que  no  conoz- 
ca ó  entienda  en  la  causa;  ó  bien  un  remedio 
legal  para  evitar  parcialidades  injustas  de 
parte  delJuez,  Asesor ,  Relator  ó  Bscribano, 
de  quienes  tiene  sospecha  alguno  de  los  liti» 
gantes.  (Ley  22,  tít.  4.%  Part.  3.*— Condv  de 
LA  CaSada,  Juicio  civil,  Part.  3.*  cap.  6.*) 

BEDENCION  DE  CENSO.  La  restitución 
ó  entrega  que  el  deudor  ó  censatario  hace  al 
acreedor  ó  censualista  del  precio  ó  capital  que 
éste  le  habla  dado  al  tiempo  de  la  constitución 
del  censo,  ó  bien  del  precio  ó  capital  que  se 
regule. 

BEEMPLAZO  DEL  EJÉBCITO.  Con 
este  nombre  se  conoce  en  Bspaña  la  contribu- 
ción de  sangre,  ó  sea  la  parte  que  se  toma  de 
la  población  para  sostener  la  defensa  y  cubrir 
las  bajas  del  ejército.  La  obligación  de  defen- 
der la  Patria  contra  las  agresiones  del  enemi- 
go es  uno  de  los  primeros  deberes  que  impone 
la  sociedad,  en  cuya  virtud  todos  los  que  la 
componen  deben  servir  con  las  armas  cuando 
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la  necesidad  lo  reclamare,  sin  más  excepción 
que  la  de  los  individaos  dedicados  á  las  pro- 
fesiones igaalmente  precisas  para  el  servicio 
de  la  Nación.  Los  griegos  y  los  romanos  no 
conocían  privilegios  en  la  materia:  todos  eran 
soldados,  todos  derramaban  sa  sangre  en  de- 
fensa de  la  Patria,  y  á  la  paz  volvían  á  las 
dulces  ocupaciones  de  la  agricultura,  de  las 
artes,  de  la  literatura  y  del  foro. 

No  seremos  nosotros  los  que  prejuzguemos 
esta  tan  debatida  cuestión  de  la  abolición  de 
las  qninias  6  de  la  necesidad  de  ellas  para  el 
reemplazo  del  ejército  activo  y  de  reserva; 
pero  si  diremos  que  la  contribución- de  sangre 
no  debe  ser  jamás  arbitraria,  sino  arreglada  á 
las  verdaderas  necesidades  del  Estado.  Las 
guerras  que  el  capricho,  la  ambición  de  los 
partidos,  el  pueril  sentimiento,  el  loco  afán 
de  conquistas  ó  los  intereses  individuales  pro- 
mueven, lejos  de  justificar  el  sacrificio  de  la 
sangre  y  de  las  riquezas  de  los  ciudadanos, 
hace  ilegitimo,  pesado  y  odioso  el  tributo. 

Este  tributo  dgde  acomodarse  á  la  fuerza  na- 
cionaly  porque  un  ejército  que  no  guarde  con- 
sonancia con  la  población  que  le  mantiene,  la 
aniquila,  tanto  con  el  número  de  jóvenes  que 
devora,  como  con  las  multiplicadas  exaccio- 
nes de  dioero  que  pesan  sobre  los  demás,  pa- 
ra mantener  á  los  que,  llevan  en  sus  manos  las 
armas  homicidas.  Los  políticos,  dice  además 
Canga  Arguelles,  convienen  generalmente  en 
que  la  fuerza  armada  de  un  Estado  no  debe 
exceder  del  1  por  100  de  la  población  total 
del  mismo. 

Debe  distribuirse  entre  los  hombres  con  la  ma- 
yor igualdad  posible^  no  eximiendo  de  ella  sino 
á  sugetos  incapaces  de  satisfacerla  por  impo  - 
sibilidad  física,  ó  de  cuyas  ocupaciones  sacare 
la  Patria  una  utilidad  capaz  de  compensar  el 
servicio  de  que  se  libertan. 

El  reparto  individual  de  la  cuota  de  los  pue^ 
blos  y  su  pago  debe  dejarse  en  cuanto  dable  sea  á 
los  mismos  contribuyentes.  Esto  dulcifica  en  par- 
te la  amargura  de  la  contribución,  llevándose 
á  efecto  el  canon  primitivo  de  toda  imposi- 
ción, como  dice  el  gran  Cabarrús,  que  conde- 
nando la  arbitrariedad  exige  un  método  cuya  pu* 
blicidad  refrene  á  un  mismo  tiempo  los  fraudes  de 
los  contribuyentes  y  las  vejaciones  del  exactor. 

Por  último,  asi  como  la  contribución  pe- 
cuniaria ó  de  frutos  que  arrebatara  en  flor  los 
capitales,  aniquilarla  la  Nación,  del  mismo 
modo  la  de  sangre,  dice  también  Ganga  Ar- 
guelles, debe  repartirse  sobre  la  juventud ,  bus- 
cándola en  aquella  edad  en  que  ofrezca  la  ro- 
bustez necesaria  para  sobrellevar  las  fatigas. 

BEFLEXION.  Una  de  las  operaciones 
del  alma,  en  virtud  de  la  cual  el  entendimien- 


to vuelve  sobre  si  mismo. — Nueva  y  detenida  ó 
madura  consideración  sobre  algún  objeto. — 
cualquiera  observación  que  se  hace  sobre  algo 
dado»  por  extensión  familiar. — La  acción  y 
efecto  de  reflejar,  ó  causa  por  la  cual  el  rayo 
de  la  luz  secundaria  que  resalta  de  la  inci- 
dencia de  la  luz  primaria  en  los  cuerpos  ilu- 
minados, templa  la  fortaleza  de  las  sombras. 

BEFOBMA.  Cualquiera  innovación  pre- 
tendida ó  autorizada  en  alguna  materia,  espe- 
cialmente si  tiende  á  introducir  mejoras,  cor- 
tar ó  estirpar  abusos,  etc. 

Llámase  reforma  el  cisma  revolucionario 
que  tuvo  lugar  en  el  siglo  XVII  entre  la  cris- 
tiandad, y  que  conmovió  al  mundo  por  la  se- 
paración de  gran  parte  de  la  Europa  de  la 
Iglesia  Romana. 

Ya  antes,  en  el  siglo  XII,  se  habían  pro- 
nunciado contra  ella,  declarando  qne  no  la  re- 
conocían ni  se  sometían  á  su  autoridad,  los 
Albigenses,  asi  denominados  en  Francia  por 
su  multiplicación  en  la  ciudad  de  Albi,  que 
cundió  á  todo  el  Langüedoc. 

También  por  la  misma  época  propagó  el 
cisma  en  Italia  el  famoso  hereje  Arnaldo  de 
Éresela,  Wiclef  en  Inglaterra  y  Juan  Has  en 
Bohemia,  los  que  fueron  desapareciendo  poco  á 
poco  con  sus  partidarios. 

Luego  vino  á  principios  del  año  de  1517, 
el  heresiarca  Lutero,  célebre  dominico  y  refor- 
mador religioso,  natural  de  Sflgonia,  el  que  con 
sus  predicaciones  supo  captarse  una  gran  par- 
te de  la  Alemania.  Se  declaró  enemigo  acér- 
rimo de  la  Iglesia  Católica  Apostólica  Roma  - 
na,  y  combatió  con  su  indomable,  impetuosa  y 
arroUadora  palabra  el  esclusivismo  secular, 
los  votos  monásticos,  el  celibato  sacerdotal.  La 
gerarquia  eclesiástica,  la  posesión  de  bienes 
temporales  por  el  clero,  el  culto  de  los  santos, 
el  purgatorio  y  el  sufragio  por  sus  benditas 
almas,  los  mandamientos  ó  preceptos  de  la 
Iglesia,  la  confesión,  el  dogma  de  la  traosus- 
tanciacion,  la  Misa  y  Comunión,  no  conser- 
vando de  todos  los  sacramentos  sino  dos ,  á 
saber:  el  Bautismo  y  la  Eucaristía. 

La  reforma  la  introdujo  también  en  Suiza 
el  sacerdote  Ulrico  Zuinglio,  profesor  de  len- 
guas y  de  teología ,  el  que  se  desencadenó 
contra  el  Papa,  contra  el  sacramento  de  la  Pe- 
nitencia; negando  la  Fé ,  el  pecado  original» 
el  efecto  de  las  buenas  obras  y  la  invocación 
de  los  santos,  con  otros  muchos  misterios  de 
nuestra  Religión.  I^ste  sectario  hizo  innúmera* 
bles  prosélitos,  y  al  fin  murió  defendiendo  sas 
doctrinas  con  las  armas  en  la  mano  el  1 1  de 
Octubre  de  1531. 

En  Genova  y  Francia  hizo  la  propaganda 
el  célebre  reformista  Juan  Calvino»  que  educa-* 
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do  en  la  religión  católica,  contrajo  amistad  en 
sa  javentnd  con  machos  partidarios  de  Late- 
ro, cayos  principios  no  solo  adoptó ,  sino  qae 
fandó  ana  nueva  secta,  enseñando  á  no  reco« 
nocer  más  prelacia  que  la  del  Papa,  á  pros- 
cribir el  culto  exterior  y  la  invocación  de  los 
santos,  á  reprobar  la  Misa  y  rechazar  el  dog- 
ma de  la  presencia  verdadera.  Esta  reforma 
de  Calvino  era  más  radical  y  tuvo  machos  par- 
tidarios. Llamado  dos  veces  á  Ginebra  para 
enseñar  teología,  supo  adquirirse  gran  prestí* 
gio  y  se  distinguió  por  su  severidad  en  corre- 
gir los  abusos  y  reformar  las  costumbres.  Exis- 
ten de  él  varias  obras  y  la  mejor  edición  que 
de  ellas  se  ha  hecho  es  la  de  Amsterdam ,  en 
.1667. 

En  Escocia,  J.  Kuox  fué  uno  de  los  prin- 
cipales jefes  de  la  reforma.  Iba  á  tomar  las  ór- 
denes, cuando  variando  repentinamente,  em- 
pozó á  predicar  con  vehemencia  contra  el  Papa 
y  la  Misa.  Sufrió  muchas  persecuciones,  hizo 
siempre  violenta  oposición  al  clero  católico  y 
á  la  Regente  María  de  Lorena. 

En  Inglaterra  estableció  la  reforma  Enri- 
que VIII,  después  de  haberse  separado  de  la 
Iglesia  Romana,  declarándose  jefe  de  la  Igle- 
sia de  Inglaterra,  porque  el  Papa  no  le  habia 
permitido  repudiar  á  Catalina  de  Aragón  para 
casarse  con  Ana  Bolena. 

El  triunfo  de  la  causa  de  los  reformadores 
quedó  asegurado  con  la  paz  de  Nuremberg 
(1582]  por  la  que  se  les  concedió  la  libertad 
de  conciencia  hasta  la  reunión  de  un  gran 
concilio. 

Hoy,  ya,  los  partidarios  de  la  reforma  se 
han  esparcido  en  la  mayor  parte  del  Nuevo 
Mundo  y  pasan  de  60.000.000  de  individuos, 
aubdivididos  no  obstante  en  un  gran  número 
de  sectas  particulares,  tales,  como  las  de  los 
zulnglienses,  luteranos,  calvinistas,  presbite- 
rianos, anglicanos,  armenianos,  cuacaros,  me- 
todistas, etc.  Véase  Religión  rbfokicada. 

BEFOBMAS.  Casi  tan  antiguas  como  los 
apuros  del  Erario  son  las  reformoi  intentadas 
para  disminuir  el  peso  de  sus  obligaciones. 
Desgraciadamente  no  han  respondido  á  las  es- 
peranzas ni  al  celo  laudable  de  los  que  han 
comprometido  en  ellas  su  ilustración  y  autori- 
dad; ya  porque  chocaban  con  la  opinión,  ó  ya 
porque  recalan  sobre  objetos  de  menor  tras- 
cendencia que  los  que  les  atribuían  aquellos. 
((Para  que  una  Nación  logre  las  ventajas  de 
un  buen  sistema  económico,  dice  Say,  no  basta 
que  los  que  la  gobiernan  estén  en  disposición 
de  adoptar  los  mejores  planes  en  todos  los  ra- 
mos; es  preciso  que  la  Nación  pueda  recibir- 
los. SI  la  francesa  hubiera  tenido  opinión  fija 
fiobre  las  causas  de  la  prosperidad  pública,  ella 


habría  tenido  influjo  en  varios  Ministerios,  los 
cuales,  cuando  no  la  hubieran  seguido,  no  se 
habrían  abiertamente  declarado  contrarios,  y 
la  nave  del  Estado  se  hubiera  visto  menos  ex- 
puesta á  la  variedad  de  las  maniobras,  que 
tanto  la  maltrataron.» 

El  Cardenal  Gisneros,  en  el  corto  periodo 
de  la  Regencia,  deseoso  de  restablecer  los  va- 
lores de  la  rentas  Reales  y  de  reintegrar  á  la 
Corona  las  que  detentaban  los  poderosos,  tuvo 
que  desañar  su  fiereza  con  el  aspecto  de  las 
tropas  de  linea;  y  para  detener  el  pago  de  los 
acostamientos  que  se  satisfacían  por  el  Erario, 
mandó  armar  los  pueblos.  Tan  duro  es  el  ejer- 
cicio de  las  reformas  y  tan  respetable  el  im- 
perio de  los  abusos,  si  bien  jamás  se  empren- 
dieron aquellas  entre  nosotros  de  un  modo  tan 
firme  y  tan  radical  como  en  tiempo  de  dicho 
Prelado,  cuyo  carácter  y  circunstancias  le  ha- 
cían el  más  á  propósito  para  llevar  á  cima  las 
empresas  más  grandiosas. 

En  efecto,  la  historia  posterior  solo  nos 
conserva  la  memoria  de  reformas  mezquinas  é 
impotentes  para  labrar  el  bien  del  país,  las 
cuales,  ó  quedaron  sin  efecto,  ó  produjeron  re- 
sultados miserables. 

BEFBENDAB.  Legalizar  un  despacho  ó 
cédula ,  firmando  después  de  la  firma  del  su- 
perior. Antiguamente  marcar  las  medidas,  pe- 
sos y  pesas. 

B£FBEin)0  DE  TÍTULOS.  Convinien- 
do á  los  Capitanes  y  pilotos  acreditar  los  via- 
jes que  tienen  hechos,  suelen  pedir  á  los  Cón- 
sules que  se  les  certifiquen,  lo  que  se  hace  por 
medio  de  notas  en  sus  títulos;  y  como  estos  tí- 
tulos (que  son  los  mismos  de  que  trata  el  ar- 
ticulo 5/,  tit.  8.^  de  la  Ordenatua  de  marina)  se 
les  facilitan  gratis ,  parece  natural  que  se  in* 
serten  sin  derechos  las  indicadas  notas. 

BEFBENDO  DE  FASAPOBTES.  Véase 
en  el  articulo  Pasaportes  la  Real  orden  circu- 
lar de  4  de  Julio  de  1860,  en  la  que  se  previe- 
ne que  no  se  refrenden  los  pasaportes  cuyo 
término  ha  cumplido. 

BEFUGIADOS.  ((Los  españoles  refugia- 
dos en  el  extranjero  por  cualquier  motivo  tie- 
nen opción  á  ser  inscritos  en  un  registro  espe- 
cial, á  fin  de  que  puedan  ejercitar  los  derechos 
civiles,  que  por  ninguna  causa  se  pierden.» 
(Articulo  5.*"  del  Reglamento  del  registro  de  na- 
cionalidad,) 

Para  los  socorros  que  el  Gobierno  español 
concede  á  los  refugiacios  políticos  cuando  se 
han  acogido  á  una  amnistía,  véase  esta  pala- 
bra y  Socorros. 

BEGALOS.  Por  Real  orden  de  21  de  Oc- 
tubre de  1871,  ((S.  M.  el  Rey,  de  acuerdo  con 
el  Consejo  de  Ministros ,  tuvo  á  bien  dispo- 
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Der  que  quedasen  terminantemente  prohibidas 
todas  las  suscriciones  iniciadas  en  las  depen- 
dencias del  Estado  con  objeto  de  hacer  obse- 
quios ó  regíalos  á  los  que  sean  ó  hayan  sido 
jefes  en  ellas.  Véase  la  Oaceta  de  23  de  Octu- 
bre de  1871.) 

BEGENCIA.  Administración  y  gobierno 
del  Estado  durante  la  menor  edad ,  ausencia, 
cautiverio  ó  enfermedad  del  Soberano.  Solo 
desde  el  siglo  XIV  data  el  nombramiento  de 
este  Jefe  transitorio,  y  en  muchos  Estados  ale- 
manes las  divisiones  administrativas  de  las  pro- 
vincias  eran  conocidas  con  el  nombre  de  re- 
gencias, círculos  ó  bailios. 

BEGSNTE.  Persona  que  rige  ó  gobierna 
un  Estado  durante  la  men'or  edad  del  Rey,  Rei- 
na ó  Príncipe  soberano,  ó  por  otro  impedimen- 
to de  éste ,  como  ausencia ,  enfermedad ,  inca- 
pacidad. 

La  Constitución  de  la  Monarquía  española, 
promulgada  en  Madrid  el  6  de  Junio  de  1869, 
otorga  á  la  Regencia  del  Reino,  como  al  Rey, 
la  alta  prerogativa  de  ser  administrada  la  jus- 
ticia en  su  nombre;  y  en  su  consecuencia,  que- 
dó alterada  la  fórmula  establecida  por  el  Go- 
bierno provisional  de  1868  para  las  provisio- 
nes, exhortes,  requisitorias  y  demás  documen- 
tos que  expiden  los  Tribunales  y  Juzgados  de 
las  provincias  de  Ultramar. 

Al  efecto,  S.  A.  el  Regente  resolvió  el  6  de 
Julio  de  1869  que  en  dichos  documentos  se 
use  la  fórmula:  Bn  nombre  de  S.  A.  el  Regente 
del  Reino  j  etc.  (Oaceía,  núm.  199,  del  18  de 
Julio  de  1869.) 

B¿GI£.  En  el  lenguaje  de  la  Hacienda  de 
Francia,  anterior  á  su  revolución,  era  una  voz 
que  representaba  la  cobranza  de  ciertos  dere- 
chos que  encomendaban  á  algunas  personas  que 
se  obligaban  á  llevar  á  Tesorería  todo  el  pro- 
ducto de  ellos ,  bajo  el  premio  de  una  recom- 
pensa y  de  un  rédito  sobre  las  cantidades  que 
presentaban  superiores  á  los  valores  calcula- 
dos. En  el  dia ,  la  Regie  francesa  es  la  Admi- 
nistración de  indirectas. 

BEGISTRO.  La  oficina  establecida  en  los 
Tribunales  superiores,  como  en  el  Supremo 
Consejo  y  en  ChanciUerias  ó  Audiencias,  para 
copiar  y  notar  á  la  letra  todos  los  privilegios, 
cédulas,  cartas,  provisiones  y  despachos  que 
se  libran  ó  expiden  por  los  mismos.  El  libro 
en  que  cada  Escribano  extiende  la  primera 
matriz  ó  escritura  original  de  los  instrumen- 
tos que  pasan  ó  se  otorgan  en  él ,  y  sirve  para 
sacar  las  copias  ó  traslados  que  pidan  los  in- 
teresados ,  y  para  comprobar  ó  confrontar  las 
que  se  hubiesen  expedido  y  presentase^  algu- 
na duda  ó  dificultad.  Véase  Peotogolo. 

BBGISTBO  PABBOQTJIAL.  El  asiento 


que  se  hace  por  el  cura  en  cada  parroquia  de 
todos  los  nacimientos,  matrimonios  y  muertes 
que  suceden  en  ella,  para  que  consten  en  todo 
tiempo.  Véase  Matrimonio  y  Muerte. 

KEGISTBO  CIVIL.  Por  la  ley  provisio- 
nal de  2  de  Junio  de  1870  se  previene: 

((Articulo  1  .^  Los  Agentes  consulares  en  el 
extranjero  llevarán  un  registro,  en  que  se  ins- 
cribirán ó  anotarán,  con  sujeción  á  las  pres- 
cripciones de  esta  ley,  los  actos  concernientes 
al  estado  civil  de  las  personas. 

En  el  registro  que  deben  llevar  los  Agen- 
tes diplomáticos  y  consulares  de  España  se 
inscribirán: 

Los  nacimientos  de  hijos  de  españoles  ocur- 
ridos en  el  extranjero. 

Los  matrimonios  que  en  él  se  contraigan 
por  espigóles  ó  por  un  extranjero  y  un  espa- 
ñol que  conserve  su  nacionalidad. 

Las  defunciones  de  españoles  que  allí 
ocurran. 

Las  declaraciones  de  españoles  que  quieran 
conservar  esta  calidad  al  fijar  su  residencia 
en  país  extranjero,  donde  por  solo  este  hecho 
sean  considerados  como  nacionales. 

Las  declaraciones  comprendidas  en  los  nú- 
meros 12,  18,  14  y  15  del  art.  2.* 

El  primer  asiento  de  inscripción  de  cada 
libro  del  registro  se  extenderá  inmediatamente 
después  de  la  diligencia  de  apertura  expresa- 
da jen  el  art.  11. 

Las  demás  inscripciones  se  irán  extendien- 
do-sucesivamente  sin  dejar  espacio  alguno  en 
blanco,  excepto  el  correspondiente  á  la  nota 
marginal  y  el  que  medie  entre  las  firmas  y  e  1  se- 
lio.  Cuando  alguna  línea  no  fuere  escrita  por 
entero,  la  parte  que  quede  sin  escribir  se  cu- 
brirá con  una  raya  de  tinta  antes  de  firmarse 
la  inscripción.  (Art.  19.) 

Las  actas  y  asientos  del  registro  se  escri- 
birán en  caracteres  claros,  sin  abreviaturas, 
raspaduras  ni  enmiendas  sobre  la  palabra 
equivocadamente  escrita. 

Las  equivocaciones  ú  omisiones  que  se  ad- 
viertan antes  de  firmarse  la  inscripción  se  sub- 
sanarán en  el  tiempo  y  forma  expresados  en  el 
art.  17  de  la  Ley  de  Registro  civil.  Las  tacha- 
duras que  fueren  necesarias  se  harán  de  modo 
que  siempre  se  pueda  leer  la  palabra  tachada, 
salvándose  también  en  el  tiempo  y  forma  ex- 
presados. 

Art.  20.  Todos  los  asientos  del  Registro 
civil  deben  expresar: 

1.*  El  lugar,  hora,  dia,  mes  y  año  en  que 
son  inscritos. 

2.*  El  nombre  y  apellido  del  funcionario 
encargado  del  Registro  y  del  que  haga  las  ve- 
oes  de  Secretario. 
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3/  Los  nombres  y  apellidos,  edad,  estado, 
Daturaleza,  profesión  ú  oficio  y  domicilio  de 
las  partes  y  de  los  testigos  que  en  el  acto  in- 
tervengan. 

4/  Las  declaraciones  y  circunstancias  ex- 
presamente requeridas  ó  permitidas  por  estas 
ü  otras  leyes,  con  relación  á  cada  una  de  las 
diferentes  especies  de  inscripciones;  pero  no 
otras  declaraciones  ó  circunstancias  que  por 
vía  de  observación,  opinión  particular  ü  otro 
motivo,  creyesen  conveniente  consignar  el 
Juez  ó  cualesquiera  de  las  demás  personas 
asistentes. 

Los  interesados  ó  personas  que  como  de- 
clarantes deban  asistir  á  la  formalizacion  de 
un  asiento,  podrán  hacerse  representar  por 
medio  de  apoderado  con  poder  especial  y  au- 
téntico, siempre  que  la  ley  no  ordene  expre- 
samente su  asistencia  personal.» 

Para  el  cumplimiento  de  los  artículos  20  y 
21  de  la  ley  de  Registro  civil  se  tendrán  pre- 
sentes las  reglas  que  siguen: 

1  .*  Para  expresar  la  naturaleza  de  las  par« 
tes  y  de  los  testigos  como  lo  exige  el  núme-^ 
ro  3/  de  dicho  art.  20,  se  consignará  el  nom- 
bre del  pueblo  en  que  hayan  nacido,  el  del 
término  municipal  y  el  de  la  provincia  á  que 
corresponda  en  el  dia  en  que  se  haga  la  ins- 
cripción ó  asiento. 

2.*  Para  expresar  el  domicilio  de  las  par- 
tes y  testigos  que  se  exige  en  el  mismo  ar- 
ticulo, se  consignará  el  pueblo  en  que  estén 
domiciliados  al  hacerse  la  inscripción  ó  asien- 
to, con  expresión  de  la  calle  y  numero  de  la 
casa  que  habiten  ó  de  la  parroquia  á  que  per- 
tenezcan, si  habitaren  en  punto  donde  no  es- 
tén determinadas  las  casas  por  numeres  y  ca- 
lles, el  término  municipal  y  la  provincia  á  que 
éste  corresponda. 

3.'  Para  expresar,  según  lo  requiere  el 
propio  numero  y  articulo,  la  profesión  ú  oficio 
df)  las  mujeres  que  no  lo  tengan  especial,  se 
dirá:  «dedicada  á  las  ocupaciones  propias  de 
su  sexo  » 

4.'  Para  expresar  la  edad,  cual  se  previe- 
ne también  en  dicho  numero  y  articulo,  se 
dirá:  solamente  «mayor  de  edad»  cuando  la 
tengan  cumplida  con  arreglo  á  la  ley  común 
las  personas  de  que  se  trate.  Si  alguna  de  ellas 
no  estuviere  en  este  caso,  se  expresará  con 
exactitud  la  edad  que  tenga,  ó  bien  se  con- 
signará el  dia  de  su  nacimiento,  á  tenor  de  la 
certificación  del  mismo,  sise  hubiese  presen- 
tado. 

5.'  Cuando  los  interesados  ó  las  personas 
que  como  declarantes  deban  asistir  á  la  forma- 
lizacion de  un  asiento,  no  concurran  personal- 
mente al  acto,  conforme  dicho  art.  21,  se  ex- 


presarán, además  del  nombre,  apellidos  y  de- 
más circunstancias  de  aquellos,  las  del  repre- 
sentante ó  apoderado  que  lo  verifique  en  su 
nombre,  en  los  términos  prevenidos  para  los 
interesados  y  para  los  testigos.  (A.rt.  21.) 

Por  las  inscripciones  ó  asuntos  de  cual- 
quier clase  que  se  bagan  en  los  libros  del  Re- 
gistro civil  no  se  podrá  exigir  retribución  al- 
guna, conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  26  de 
la  misma  ley:  los  interesados  solo  deberán  sa- 
tisfacer á  quien  corresponda  el  costo  de  los  do- 
cumentos que  presenten  y  los  derechos  de  las 
certificaciones  que  á  su  instancia  se  expidie- 
ren con  referencia  á  los  asuntos  y  documentos 
del  Registro,  á  tenor  de  las  prescripciones  de 
este  Reglamento.  (A.rt.  23.) 

Art.  24.  Los  Agentes  diplomáticos  ó  Con- 
sulares de  España  en  el  extranjero  remitirán 
á  la  Dirección  general  copia  certificada  de  las 
inscripciones  que  hagan  en  sus  registros. 

Art.  26.  Por  las  inscripciones  ó  anotacio- 
nes que  se  hagan  en  el  Registro  civil  no  se 
podrá  exigir  remuneración  alguna. 

Art.  30.  Al  fin  de  cada  afio  y  siempre  que 
se  cierre  algún  libro  del  Registro,  se  hará  por 
las  carpetas  respectivas  un  índice  por  duplica- 
do de  todos  los  documentos  existentes  en  el  Re- 
gistro, relativos  á  las  inscripciones  y  asientos 
que  aquel  contenga.  Un  ejemplar  de  este  ín- 
dice se  archivará  en  la  Secretaria  con  los  men- 
cionados legajos,  y  el  otro  se  remitirá  con  el 
duplicado  del  mismo  libro  al  Presidente  del  Tri- 
bunal de  partido. 

Los  Agentes  diplomáticos  y  consulares  de 
Bspafia  en  el  extranjero  lo  remitirán  á  la  Di- 
rección general. 

Art.  83.  En  los  dias  30  de  Junio  y  31  de 
Diciembre  de  cada  afio  formarán  los  encarga- 
dos del  Registro  una  cuenta  justificada  de  to- 
dos los  ingresos  y  gastos  del  Registro  durante 
el  semestre  anterior,  y  la  remitirán  al  Presi- 
dente del  Tribunal  de  partido  respectivo. 

Los  Agentes  diplomáticos  y  Consulares  de 
Espafia  en  el  extranjero  la  remitirán  por  con- 
ducto del  Ministerio  de  Estado  á  la  Dirección 
general  del  ramo. 

Art.  91.  Los  Agentes  diplomáticos  y  Con- 
sulares de  Espafia  en  el  extranjero  inscribirán 
en  su  registro  el  fallecimiento  de  los  españoles 
ocurrido  en  el  país  en  que  estén  acreditados, 
remitiendo  copia  certificada  de  esta  inscrip- 
ción á  la  Dirección  general  para  que  se  repita 
en  el  Registro  de  la  misma,  6  en  el  de  su  do- 
micilio en  Espafia  al  tiempo  del  fallecimiento, 
si  lo  hubiere  tenido.  Véase  Fallbgiiuxntos. 

Por  último,  respecto  á  correcciones  ó  en* 
miendas  se  dice; 

«Art,  17.    Las  equivocaclonea  que  se  bu- 


BEG 


—  484  — 


REG 


► 


bíeren  cometido  serán  salvadas  de  paño  y  le- 
tra de  la  misma  persona  que  haya  escrito  el 
asiento  al  final  de  éste,  y  haciéndose  al  efecto 
las  oportunas  llamadas.  Hecha  de  esta  manera 
la  corrección,  se  procederá  á  estampar  el  sello 
y  firma  que  correspondan.» 

BEQISTRO  DB  NACIONALIDAD.  La 
circular  del  Ministerio  de  Estado  de  12  de  Se- 
tiembre de  1871,  núm.  65,  dice  lo  que  sigrue: 

«Aprobado  por  el  Rey  (Q.  D.  G.)  en  Real 
decreto  de  5  del  actual  el  Reglamento  para 
plantear  el  Registro  de  nacionalidad  de  los  es- 
pañoles domiciliados  y  transeúntes  en  el  ex« 
tranjero  conforme  á  la  nueva  Ley  de  Registro 
civil,  de  orden  del  Sr.  Ministro  de  Estado  paso 
á  manos  de  Y.  S.  para  su  más  exa:;ta  obser- 
vancia los  adjuntos  ejemplares  del  mismo  y  de 
las  leyes  provisionales  del  Matrimonio  y  del 
Registro  civil. 

Observará  Y.  S.  que  en  el  hecho  de  dis* 
ponerse  que  la  recaudación  de  estos  derechos 
ha  de  ingresar  integra  en  el  Tesoro,  no  puede 
existir  fundamento  alguno  que  justifique  la 
resistencia  que  se  ha  manifestado  á  veces  en 
algunos  puntos*,  partiendo  de  la  creencia  que 
los  Agentes  se  aprovechaban  exclusivamente 
de  estos  rendimientos;  y  teniendo  Y.  S.,  por  lo 
tanto,  presente  esta  circunstancia  y  el  deber 
imperioso  que  tienen  todos  los  subditos  del 
país  de  contribuir  á  soportar  las  cargas  publi- 
cas, no  es  de  temer  que  se  reproduzcan  nue* 
vos  conflictos,  ni  que  se  pongan  obstáculos  al 
cumplimiento  de  una  obligación  tan  sagrada 
para  todo  honrado  ciudadano;  mucho  más, 
cuando  rebajando  los  derechos  á  las  clases  po- 
bres, y  eximiendo  completamente  de  olios  á 
los  indigentes,  la  Nación  dispensa  por  medio 
de  sus  Agentes  la  protección  eficaz  que  mere- 
cen los  que  cuentan  con  escasos  recursos  ó  no 
tienen  ningunos. 

Al  comunicará  Y.  S.  estas  observaciones, 
debo  prevenirle  que  el  Gobierno  se  propone 
exigir  el  cumplimiento  más  extricto  de  las 
prescripciones  del  citado  Reglamento,  encar- 
gando á  Y.  S.  su  inmediata  publicación  en 
todo  el  distrito  de  su  cargo  y  el  acuse  de  reci- 
bo de  esta  circular:  será  conveniente  procure 
Y.  S.  en  lo  posible  que  la  renovación  anual  de 
las  cédulas  se  verifique  en  los  primeros  dias 
del  mes  de  Enero. 

Dios  guarde  á  Y.  S.  muchos  años.  Madrid 
12  de  Setiembre  de  1871.— El  Subsecretario, 
Bonifacio  de  Blas.» 

Yéase  este  Reglamento  en  el  articulo  Ma- 

TRfCULA  Dt  BSPAÑOLIS. 

BSGISTB09.  Con  el  objeto  de  evitar  el 
contrabando  y  de  asegurar  el -pago  de  los  de- 
rechos, se  autorizan  por  las  leyes  de  Aduanas 


los  reconocimientos  ó  regUtro$  de  los  fardos, 
cajones  y  paquetes  que  se  introducen  por  las 
puertas.  El  comercio  padecía  grandes  menos- 
cabos y  perjuicios  con  estas  multiplicadas  y 
molestas  visitas  que  tanto  entorpecían  el  trá- 
fico. Nuestra  antigua  legislación  disponía:  ay 
que  lo  que  en  el  año  de  1632  mandó  el  señor 
D.  Felipe  lY  adeseoso,  dijo,  de  dejar  libre  el 
comercio,  de  todas  las  maneras,  ordenaba  y 
mandaba  que  habiendo  pasado  las  mercade- 
rías que  se  traigan  á  estos  Reinos  de  los  puer- 
tos y  de  Aduanas  de  ellos,  no  se  pueda  hacer 
ni  haga  causa  de  denunciación  ni  visita  por 
ningún  Juez  ni  justicia,  ni  por  el  Almiran- 
tazgo ni  sus  Ministros,  aunque  se  diga  y  pre- 
tenda que  las  mercaderías  son  de  contraban- 
do y  de  las  que  están  prohibidas  en  el  comer- 
cio de  estos  Reinos;  pues  á  la  entrada  de  ellos 
en  los  puertos  y  Aduanas  podrán  hacer  las 
visitas  y  diligencias  necesarias  para  prevenir 
que  no  entren  las  mercaderías  que  fueren  de 
contrabando  y  las  otras  cuyo  comercio  estu- 
viere prohibido.» 

En  el  dia  se  ha  adoptado  en  parte  este  sis- 
tema de  registros  en  las  Aduanas  fronterizas  y 
marítimas,  y  ios  efectos  procedentes  del  ex- 
tranjero después  de  haber  pasado  por  la  zona 
fiscal  no  vuelven  á  ser  visitados. 

BEGLAHENTO.  En  el  articulo  Destino 
VAGANTE  se  cousígna  el  Reglamento  para  nombrar 
y  habilitar  los  Cónsules  espaiíoles  en  países  ej>tran-' 
jeros,  su  fecha  20  de  Julio  de  1848. 

Reglamento  para  la  admisión  de  Cónsules^  Vi- 
cecónsules y  Agentes  consulares  eMranjeros  en  los 
dominios  de  Bspaüa;  su  fecha  3  de  Julio  de 
1848.  (Yéase  en  la  Guia  diplomática  de  España 
para  el  año  1862,  pág.  198.) 

Reglamento  para  la  concesión  de  medallas  de 
honor  á  la  marina  mercante,  de  15  de  Abril  de 
1848.  (Yéase  en  O'Rbilly,  Práctica  Consular  de 
España,  pág.  139.) 

Reglamento  para  la  contaHlidad  de  las  Can- 
cillerías consulares,  de  20  de  Diciembre  de 
1857.  (Yéase  en  dicha  Práctica  Consular,  pági- 
na 77.) 

Reglamento  para  el  servicio  sanitario,  de  3 
de  Bnero  de  1857.  (Yéase  en  id.,  pág.  72.) 

Reglamento  para  plantear  el  registro  de  nado- 
nalidad,  de  5  de  Setiembre  de  1871.  (Yéase  en 
en  el  articulo  Matsígolas  ds  bspaRolbs.) 

BSQIíAMENTO  FABA  LA  CABBBBA 
CONSULAR.  Las  Cortes  Constituyentes,  en  31  de 
Mayo  de  1870,  decretaron  y  sancionaron  el 
que  sigue: 

CAPÍTULO  I.    ^ 

Organización  consular. 
Articulo  1/    Bn  todo  Estado  que  manten- 


REG 


—  485  — 


REG 


ga  relaciones  de  importancia  con  los  dominios 
espafioles  habrá  an  Consulado  general,  y  de- 
penderán inmediatamente  dé  éste  todos  los 
Consulados»  Viceconsulados  y  Agencias  mer« 
cantiles  establecidas  en  el  mismo. 

Art.  2/  En  los  Estados  donde  no  sea  in* 
dispensable  el  establecimiento  de  un  Consula- 
do general,  ó  en  el  caso  de  que  circunstancias 
especiales  no  permitan  el  mayor  gasto  que 
ocasiona  dicha  categoría ,  se  entenderán  uni- 
das sus  atribuciones  á  las  de  la  Legación  es- 
tablecida en  el  país. 

Art.  3.*  Se  señalará  á  todo  Consulado  el 
marco  ó  distrito  á  que  haya  de  extenderse  su 
jurisdicción,  y  en  él  se  establecerán  las  Dele* 
gaciones  ó  Agencias  consulares  que  convenga 
para  el  servicio. 

Art.  4.^  La  categoría  de  Cónsul  general 
no  podrá  concederse  en  ningún  caso  á  los 
Agentes  mercantiles  de  que  trata  el  párrafo 
primero  del  art.  2.*  de  la  ley. 

Art.  5.'  Tampoco  podrán  concederse  los 
honores  de  Cónsul  á  los  Agentes  delegados  de 
los  Cónsules  en  sus  respectivos  distritos ,  que 
no  obtienen  nombramiento  directo  del  Go- 
bierno. 

Art.  6.*  Para  ser  comisionado  del  servicio 
consular  se  requiere  ser  persona  de  buena  re- 
putación y  versada  en  los  negocios  mercantiles. 

Art.  7.*  En  igualdad  de  circunstancias 
serán  preferidos  paria  estas  comisiones  los  sub- 
ditos españoles,  y  entre  extranjeros,  los  que 
conozcan  el  idioma  castellano  y  tengan  mayor 
prestigio  en  el  país. 

Art.  8.^  Los  Cónsules  y  Vicecónsules  ho- 
norarios serán  nombrados  y  separados  por  el 
Ministro  de  Estado. 

Los  delegados  ó  Agentes  consulares  serán 
nombrados  y  separados  por  el  Cónsul  bajo  cu- 
ya dirección  y  responsabilidad  sirvan ,  previa 
la  aprobación  del  Gobierno. 

Art.  9.*  Los  Cónsules  y  Vicecónsules  ho- 
norarios  podrán  ausentarse  de  su  puesto  du' 
rante  un  año ,  eligiendo  un  sustituto  y  dando 
cuenta  al  Gobierno  de  esta  sustitución  tempo- 
ral. Si  la  ausencia  se  prolongase  más  de  un 
año  sin  haber  obtenido  el  correspondiente  per- 
miso de  la  superioridad ,  se  entenderá  que  re- 
nuncia la  comisión. 

Art.  10.  Los  delegados  de  los  Cónsules 
serán  autorizados  por  éstos  á  ausentarse  de  los 
paertos  y  dejar  el  sustituto  provisional  que  sea 
de  su  agrado. 

Art.  1 1 .  Los  em  picados  consulares  se  con  • 
siderarán  asimilados  en  categoría  á  los  diplo- 
máticos, en  la  forma  siguiente: 

Los  Cónsules  generales ,  á  los  Encargados 
de  negocios. 


Los  Cónsules  de  primera  clase ,  á  los  se- 
cretarlos de  Legación  de  primera  clase. 

Los  Cónsules  de  segunda  clase ,  á  los  se- 
cretarios de  segunda  clase. 

Los  Vicecónsules,  á  los  secretarios  de  ter- 
cera clase. 

Los  aspirantes,  á  los  agregados. 
Art.   12.     La  posesión  personal  es  la  que 
da  derecho  al  sueldo  y  ala  efectividad  en  la  ca- 
tegoría, asi  como  á  las  consideraciones  anejas 
á  los  cargos  de  la  Carrera  consular. 

Art.  1 3.  No  se  satisfará  haber  alguno  por 
razón  de  los  empleos,  ni  se  considerará  habi- 
litado para  el  uso  de  honores  de  las  respectivas 
categorías  al  que  no  esté  provisto  del  título 
correspondiente,  en  el  que  se  le  haya  acredi- 
tado el  dia  de  la  toma  de  posesión  y  en  el  que 
consten  la  categoría  y  sueldo ,  con  las  demás 
formalidades  prevenidas  sobre  la  materia. 

CAPÍTULO  IL 

De  los  honores  de  los  empleados  de  la  Carrera 

consular, 

Art.  14.  Los  funcionarios  de  la  primera  y 
segunda  categoría  tendrán  el  tratamiento  de 
Señoría,  salvo  el  superior  que  por  otros  con- 
ceptos pueda  corresponderles. 

En  las  relaciones  oficiales,  sin  embargo, 
el  funcionario  de  mayor  gerarquía  no  dará  al 
inferior  tratamiento  superior  al  que  disfrute 
por  razón  de  su  categoría  personal. 

Art.  15.  Los  empleados  de  cada  catego- 
ría tendrán  los  mismos  honores  y  considera- 
ciones, cualquiera  que  sea  el  destino  que 
ocupen. 

Art.  16.  Las  concesiones  de  honores  de  la 
categoría  superior  inmediata  al  tiempo  de  la 
jubilación  se  harán  con  exención  del  pago  de 
derechos. 

Art.  17.  En  ningún  caso  se  concederán 
honores  de  categoría  alguna  consular  á  indi- 
viduos extraños  á  la  carrera ,  salvo  los  casos 
marcados  en  el  art.  2.*  de  la  ley. 

Art.  18.  Ningún  empleado  consular  po- 
drá admitir  la  Regencia  de  un  Consulado  ex- 
tranjero sin  la  aprobación  prév«a  del  Gobierno. 
Solo  podrán  encargarse  provisionalmente, 
en  casos  de  urgencia ,  de  la  protección  de  los 
subditos  extranjeros  y  custodia  de  los  archi- 
vos que  les  sean  entregados  en  depósito  ,  con 
la  obligación  de  dar  cuenta  inmediata  al  Mi- 
nisterio y  al  Jefe  de  la  Legación  residente  en 
el  país. 

CAPÍTULO  in. 
Del  ingreso  de  los  empleados. 
Art.  19.    El  examen  de  los  conocimientos 
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especiales  qae  se  exigen  para  el  ingreso  en  la 
Carrera  consular  versará  sobra  las  materias 
siguientes: 

Gramática  castellana. 

Aritmética. 

Geografía. 

Historia  general  y  particnlar  de  Bspafia. 

Blementos  de  derecho  mercantil. 

Poseer  el  idioma  francés  ü  otra  lengua  ylTa. 

Los  aspirantes  acreditarán  además  que  es- 
criben con  buen  carácter  de  letra. 

Art.  20.  SI  examen  se  veriñcará  precisa- 
mente ante  un  Tribunal  presidido  por  el  Sub« 
secretario  del  Ministerio  de  Estado,  y  com- 
puesto de  dos  Jefes  de  la  Secretaria  y  de  los 
catedráticos  de  la  Universidad  central  que  se 
consideren  necesarios,  según  las  materias  que 
se  fijan  en  el  articulo  anterior. 

Art.  21.  El  examen  para  ingresaren  la 
categoría  de  Vicecónsul  se  verificará  igual- 
mente ante  dicho  Tribunal ,  y  se  dividirá  en 
dos  partes,  una  teórica  y  la  otra  práctica. 

El  examen  teórico  versará  sobre  los  pun- 
tos siguientes: 

Historia  política  de  Europa  y  América  y 
de  los  tratados  generales  de  paz  y  de  comer- 
cio, desde  la  paz  de  París  en  1815  hasta 
el  dia. 

Nociones  de  derecho  natural  y  de  gentes. 

Nociones  de  derecho  internacional  y  ma- 
rítimo. 

Elementos  de  economía  política  y  de  ad- 
ministración. 

Blementos  de  estadística  industrial. 

Otra  lengua  viva,  siendo  condición  preci- 
sa de  que  la  francesa  sea  una  de  las  dos  que 
posean  los  interesados. 

Art.  22.  El  examen  práctico  comprenderá 
el  conocimiento  de  todos  los  Reglamentos  vi- 
gentes que  abraza  su  carrera,  de  las  disposi- 
ciones del  Código  de  comercio,  sistema  métrico 
decimal,  Ordenanzas  de  aduanas.  Ordenanzas 
de  matrículas  y  Reglamentos  de  la  marina  mer- 
cante, y  contabilidad  en  general. 

Los  aspirantes  presentarán  además  una  lie  • 
moria  sobre  el  comercio  del  país  en  que  hayan 
residido,  con  1#  obligación  de  satisfacer  al  Tri- 
bunal de  su  competencia  para  escribirla,  y 
contestar  á  las  objeciones  que  se  le  dirijan. 

Art.  23.  El  Gobierno  fijará  cada  año  con 
la  debida  anticipación  la  époCa  del  examen  y  el 
número  de  aspirantes  que  podrá  admitirse,  se- 
gún las  necesidades  del  servicio,  cuyo  número 
no  podrá  exceder  de  20. 

Art.  24.  La  lista  de  los  examinados,  con 
sus  calificaciones  y  los  expedientes  de  examen 
se  clasificarán  en  el  Ministerio,  y  se  propondrá 
para  el  ingreso  en  la  carrera  los  que  raiman 


las  mejores  circanstancias,  conservando  los  de- 
más que  salgan  aprobados  el  derecho  de  ingre- 
so caando  el  servicio  lo  permita;  en  la  inteli- 
gencia de  que  los  aspirantes  tienen  las  mismas 
obligaciones  y  deberes  que  los  demás  emplea- 
dos que  disfrutan  sueldo  del  Estado. 

CAPÍTULO  IV. 

D$  lo$  aiúensas. 

Art.  25.  Para  el  ascenso  á  la  categoría  de 
Vicecónsul  se  unirán  además  las  notas  de  apli- 
cación y  buena  conducta  de  los  Jefes  á  cuyas 
órdenes  hayan  servido  los  aspirantes,  ya  sea 
en  el  extranjero,  ó  en  el  Ministerio;  y  una  vez 
reprobado,  será  dado  de  baja  en  la  Carrera  sin 
opción  á  segundo  examen. 

Los  aspirantes  que  hayan  sido  aprobados 
se  clasificarán  según  sus  méritos,  y  obtendrán 
por  rigorosa  antigüedad  las  vacantes  que  va- 
yan ocurriendo. 

CAPÍTULO  V. 
Dd  nombramiento  de  los  empleados  consulares, 

Art.  26.  El  Ordenador  de  pagos  é  Inter- 
ventor serán  responsables  personalmente  de 
los  pagos  indebidos  que  se  hagan  á  empleados 
de  nuevo  ingreso  ó  á  los  ascendidos  que  no 
reúnan  las  circunstancias  legales  establecidas 
en  este  Reglamento. 

En  estos  casos  representarán  por  escrito  lo 
que  proceda,  y  quedarán  exentos  de  dicha  res- 
ponsabilidad, que  recaerá  en  su  caso  sobre 
quien  corresponda,  cuandojustifiquen  haber  re- 
cibido orden,  también  por  escrito,  mandándo- 
les llevar  á  efecto  los  pagos  sin  la  debida  for- 
malidad. 

Ar.  27.  Si  por  alguna  causa  excepcional 
se  nombrase  á  un  empleado  para  el  desempeño 
en  comisión  de  un  destino  superior,  no  se  le 
podrá  señalar  más  haber  que  el  regulador  de 
su  categoría  y  los  gastos  de  representación 
asignados  al  destino.  Las  comisiones  de  esta 
naturaleza  no  podrán  exceder  nunca  de  seis 
meses,  deduciendo  el  tiempo  de  los  viajes  de 
ida  y  vuelta  cuando  ocurran  en  el  extranjero. 

Art.  28.  En  el  caso  contrario  de  nombrarse 
un  empleado  con  destino  inferior  á  su  catego- 
ría, se  entenderá  hecho  él  nombramiento  en 
comisión,  aunque  no  se  exprese,  y  no  se  abo- 
nará más  goce  que  el  total  haber  asigrnado  &  la 
plaza  en  presupuesto,  percibiendo  el  empleado 
su  sueldo  regulador  con  aplicación  á  dicha 
cantidad ,  y  el  resto  hasta  el  completo  como 
gastos  de  representación» ' 
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D$l  tHmino  para  tomar  posesión  de  los  destinos 

eonsMlares. 

Art.  29.  Los  empleados  consolares  debe* 
rán  emprender  sa  viaje  para  tomar  posesión 
del  destino  al  mes  de  haber  recibido  su  ngxn- 
bramiento.  Solo  por  causas  debidamente  jas* 
tincadas,  á  juicio  del  Gobierno,  podrá  proro- 
garse  por  otro  plazo  Igual,  á  no  ser  que  exis- 
tan razones  de  otra  índole  que  impidan  la  sa- 
lida por  un  tiempo  indeterminado. 

Art.  30.  Quedará  sin  efecto  el  nombra- 
miento del  empleadcrque  no  habiendo  obtenido 
la  próroga  á  que  se  contrae  el  artículo  ante- 
rior, deje  de  emprender  su  viaje  en  el  término 
señalado,  6  que  después  de  emprendido  no  se 
presente  á  tomar  posesión  de  su  destino  en  el 
plazo  que  se  considere  necesario  con  arreglo  á 
la  distancia  y  á  los  medios  de  comunicación 
con  el  punto  respectivo. 

Art.  31.  En  el  caso  de  no  justificar  las 
causas  que  le  impidieron  presentarse  en  su 
puesto,  y  de  disfrutar  haber  como  cesante, 
perderá  su  derecho  á  él  y  será  dado  de  baja 
en  el  escalafón  de  la  carrera. 

OAPÍTÜLO  VII. 

De  la  traslación  y  separación  de  los  empleados 

consulares. 

Art.  32.  El  Gobierno  podrá  trasladar  li- 
bremente á  los  empleados  consulares  de  uno 
á  otro  punto  del  extranjero,  siempre  que  no 
desciendan  de  categoría,  pero  con  las  limita- 
ciones prescritas  en  el  art.  34. 

Art.  33.  Los  empleados  que  hagan  renun- 
cia de  su  destluo  por  conveniencia  propia 
quedarán  cesantes,  pero  sin  derecho  á  disfru- 
tar haberes  pasivos  durante  el  tiempo  de  su 
separación  del  servicio,  dándoles  definitiva- 
mente de  baja  después  de  trascurridos  dos 
lAos. 

Art.  34.  Los  empleados  consulares  no 
podrán  ser  trasladados  de  una  á  otra  residen- 
cia sino  después  de  haber  permanecido  tres 
años  por  lo  menos  en  el  mismo  destino. 

Los  que  se  encuentren  ó  sean  destinados 
á  los  consulados  en  la  América  del  Sur,  Méji- 
co, Nueva-Orleans,  China,  el  Japón  y  Sierra 
Leona  podrán  solicitar  su  traslación  á  alguno 
de  Europa,  después  de  trascurridos  cuatro 
años,  y  no  podrán  ser  nuevamente  nombrados 
para  dichos  puntos  contra  su  voluntad. 


REO 


CAPÍTULO  VIII. 


De  los  viáticos  de  los  empleados  consulares. 

Art.  35.  El  Estado  costeará  el  viaje  de  ida 
á  los  empleados  que  se  dirijan  á  tomar  pose- 
sión de  sus  destinos  y  el  de  regrosó  cuando 
cesen  definitiv  amenté  en  ellos. 

Art.  36.  El  coste  de  los  viajes  de  ida  y 
vuelta  se  abonará  con  arreglo  á  la  tarifa  si- 
guiente: 

A  los  Cónsules   generales  y  Cónsules  de 
primera  clase: 

200  milésimas  por  kilómetro  de    ferro- 
carril, 
1,500  Ídem  por  legua  terrestre. 
200  Ídem  por  milla  marítima. 
A  los  Cónsules  de  segunda  clase  y  Vice- 
cónsules: 

100  milésimas  por  kilómetro  en  ferro- 
carril. 
1,500  Ídem  por  legua  terrestre. 
100  ídem  por  milla  marítima. 

Art.  37.  A  los  empleados  consulares  que 
para  desempeñar  alguna  comisión  del  servicio 
se  ausenten  temporalmente  de  su  residencia 
oficial,  se  les  abonará  el  viaje  de  ida  y  el  de 
regreso  con  arreglo  á  la  tarifa  establecida. 

Art.  38.  Los  empleados  consulares  que  no 
estando  en  activo  servicio  sean  nombrados 
para  un  cargo  ó  comisión  oficial,  percibirán 
el  viático  desde  el  punteen  que  se  hallen  hasta 
el  de  su  destino. 

Art.  39.  Los  que  estando  ausentes  de  su 
puesto  fuesen  trasladados  áotro  destino  ó  de- 
clarados cesantes,  tendrán  derecho  al  viático 
en  esta  forma:  los  que  lo  estén  en  uso  de  li- 
cencia para  restablecer  su  salud  ó  atender  á 
algún  asunto  de  interés  personal  cobrarán  el 
viático  desde  el  punto  de  su  destino  hasta  el 
del  puesto  que  vayan  á  ocupar,  y  en  caso  de 
cesación,  desde  el  punto  de  su  residencia  ofi- 
cial hasta  esta  capital. 

A  los  que  estén  en  comisión  del  servicio 
se  les  abonarán  los  tipos  prefijados  en  la  tarifa 
para  restituirse  desde  el  punto  donde  la  des- 
empeñen al  de  su  destino,  y  desde  éste  al  de 
su  nuevo  cargo. 

Art.  40.  Los  viáticos  se  pagarán  cuando 
los  interesados  estén  prontos  á  salir  para  su 
destino  ó  comisión,  autorizada  por  el  Gobier- 
no, ó  cuando  sean  declarados  cesantes. 

Art.  41.  Cuando  los  empleados  consulares 
no  lleguen  á  salir  para  su  destino  ó  comisión 
después  de  haber  percibido  el  viático,  estarán 
obligados  &  devolverlo  por  entero.  Si  saliesen 
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y  no  llegasen  al  panto  de  su  destino  por  dis- 
posion  del  Gobierno  ó  por  cualquiera  otra  causa 
independiente  de  su  voluntad,  se  les  abonará 
la  suma  correspondiente  á  la  distaneia  que 
hubiesen  recorrido  á  la  ida  y  á  la  vuelta,  ó  á 
la  cantidad  que  hubiesen  satisfecho  al  suspen- 
der su  viaje;  debiendo  devolver  el  remanente 
de  lo  percibido,  ó  percibir  la  diferencia  que 
resulto  de  más  en  el  caso  de  ser  aquella  insu- 
ficiente para  cubrir  la  referida  atención.  Si  no 
llegasen  al  punto  de  su  destino,  ó  si  después 
de  llegar  no  tomasen  posesión  del  cargo  por 
razones  personales,  quedarán  obligados  á  de- 
volver por  entero  lo  que  hubiesen  percibido  o 
se  descontará  de  sus  sueldos,  ó  en  defecto  de 
éstos,  de  sus  bienes. 

Los  que  estando  en  posesión  del  cargo  lo 
abandonasen  sin  probar  objeto  del  servicio 
publico  quedarán  cesantes. 

Art.  42.  Los  empleados  consulares  no  re- 
cibirán sueldo  alguno  durante  su  viaje  de  ida 
y  vuelta,  porque  se  supone  embebido  en  el 
viático  que  se  les  concede.  Se  considerará,  sin 
embargo,  como  tiempo  de  servicio,  para  los 
efectos  de  cesantía  y  jubilación,  el  que  em- 
pleen en  su  traslación  de  un  destino  á  otro, 
asi  como  el  que  inviertan  en  sus  viajes  al  ser 
colocados  de  nuevo  y  al  cesar  definitivamente 
en  sus  cargos,  sujetándose  en  estos  últimos 
casos  á  lo  que  se  desprende  de  la  tabla  núm.  1 . 

Art.  43.  Las  familias  de  los  empleados 
consulares  fallecidos  en  activo  servicio  ten* 
drán  derecho  al  viático  de  regreso  que  en  vida 
hubiese  correspondido  á  éstos,  cuando  se  ha- 
llaren en  su  compahia  y  se  restituyan  á  Es- 
paña. 

Art.  44.  Los  empleados  consulares  que 
vayan  á  desempeñar  una  agencia  de  nueva 
creación,  recibirán  la  cantidad  que  se  conside- 
re necesaria,  atendidas  las  condiciones  espe- 
ciales del  punto,  para  los  gastos  de  instalación 
de  la  oficina  consular,  rindiendo  cuenta  com- 
probada de  los  mismos. 

Art.  45.  Los  empleados  consulares,  al  ce- 
sar en  sus  cargos,  entregarán  bajo  inventario 
á  su  sucesor  los  sellos,  escudo  y  bandera  del 
Consulado,  as!  como  todos  los  efectos  mobilia- 
rios de  la  Cancillería,  que,  debiéndose  adquirir 
previamente,  con  aplicación  á  la  cantidad  asig- 
nada para  el  material,  constituyen  una  pro- 
piedad del  Estado.  Este  inventario  se  redacta- 
rá con  la  debida  separación  de  los  objetos  que 
les  han  sido  entregados  y  de  la  parte  que  han 
adquirido. 

Art.  46.  Los  empleados  consulares  empe- 
zarán á  cobrar  el  sueldo  asignado  á  su  cargo 
desde  el  dia  en  que  se  presenten  en  él. 

Art,  47.     Los  empleados  consulares,  en  el 


caso  de  ser  declarados  cesantes,  ó  en  el  de 
traslación  á  otro  destino,  permanecerán  en  sus 
puestos  y  harán  formal  entrega  á  su  sucesor 
de  los  archivos  del  Consulado,  á  no  ser  que  re- 
ciban una  orden  expresa  mandándoles  verifi- 
car la  entrega  al  Vicecónsul. 

Los  Vicecónsules  continuarán  igualmente 
desempeñando  sus  funciones  hasta  la  llegada 
de  su  sucesor,  mientras  el  Gobierno  no  dis- 
ponga lo  contrario. 

Art.  48.  Estando  asignada  á  todos  los  Con- 
sulados y  Viceconsulados  una  cantidad  alzada 
para  gastos  ordinarios  del  servicio,  no  podrán 
los  Cónsules  cargar  en  cuenta  ninguno  de  los 
siguientes  objetos  comprendidos  en  ellos:  la 
retribución  de  escribientes  ó  empleados  tem- 
poreros; el  porte  de  la  correspondencia  oficial 
y  el  franqueo  de  la  misma,  si  fuere  necesario: 
las  impresiones,  libros  y  registros;  la  compra 
y  reparación  de  estantes,  mesas»  sillas  y  de- 
más muebles  y  enseres  de  oficina;  los  anun- 
cios en  los  periódicos  que  se  refieran  á  proce- 
dimientos y  actos  de  Cancillería;  las  traduc- 
ciones de  los  documentos  que  se  remitan  al 
Gobierno,  en  cumplimiento  de  alguna  disposi- 
ción vigente;  las  iluminaciones,  los  regalos  y 
propinas  de  costumbre,  y  cualquier  otro  gas- 
to de  uso  frecuente  y  común. 

Art.  49.  A  los  Cónsules  establecidos  en 
Oriente  se  les  autoriza  para  cargar  en  cuenta 
de  gastos  extraordinarios  el  sueldo  anual  de 
un  Cavas  y  el  coste  cada  dos  años  de  los  uni- 
formes de  uno  ó  dos  genizaros.  según  las  ne- 
cesidades é  importancia  de  la  agencia. 

Art.  50.  Los  empleados  consulares  perci- 
birán sus  haberes  según  la  regulación  de  mo- 
neda aprobada  en  Real  orden  de  I  .*  de  Enero 
de  1845. 

En  los  puntos  no  comprendidos  en  la  re- 
gulación, podrán  cobrarlos  con  arreglo  á  cam- 
bio corriente,  justificando  el  que  sea. 

CAPÍTULO  IX. 

De  las  licencias  del  Cuerpo  consular. 

Art.  5 1 .  Los  empleados  de  la  Carrera  con- 
sular podrán  disfrutar  Ucencias  temporales 
para  restablecer  su  salud  y  para  asuntos  pro- 
pios. 

Art.  5?.  No  se  concederá  licencia  alguna 
sino  á  solicitud  por  escrito  del  empleado,  car- 
sada  por  su  inmediato  jefe.  Cuando  se  funda  • 
se  en  motivos  de  salud,  habrá  de  justificarse 
debidamente.  Cuando  fuere  para  asuntos  pro- 
pios, el  jefe  al  darla  curso  deberá  exponer  si 
de  la  concesión  se  sigue  algún  perjuicio  al 
servicio. 
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Art.  53.  El  tnáximan  de  las  licencias  y 
prórogas  por  motivos  de  salad  para  los  em- 
pleados consulares  será  el  sigaiente: 

De  dos  meses  con  sueldo  entero,  uno  de 
primera  próroga  con  medio  sueldo  y  uno  de 
segunda  sin  sueldo  para  los  que  sirven  en  Eu« 
ropa,  en  Marruecos  y  en  la  Regencia  de  Tünez. 
De  tres  meses  con  sueldo  entero,  uno  de 
primera  próroga  con  medio  sueldo,  y  uno  de 
segunda  sin  sueldo  para  los  que  sirven  en  Tri' 
poli,  en  Egipto,  en  Odessa,  en  Turquía  y  en 
la  parte  de  Asia  bañada  por  los  mares  Medi- 
terráneo y  Negro. 

De  cuatro  meses  con  sueldo  entero,  uno  de 
primera  prór  ga  con  medio  sueldo  y  uno  de 
segunda  sin  sueldcr  para  los  que  sirven  en  los 
Estados- Unidos ,  en  Méjico,  en  Venezuela,  en 
las  Antillas  y  en  el  Golfo  de  Guinea. 

De  seis  meses  con  sueldo  entero,  uno  de 
primera  próroga  con  medio  sueldo  y  uno  de 
segunda  sin  sueldo  para  los  que  sirven  en  los 
demás  Estados  de  la  América  del  Sur  bañados 
por  el  Atlántico  y  Paciñco,  y  en  California. 

De  diez  meses  con  sueldo  entero,  uno  de 
primera  próroga  con  medio  sueldo  y  uno  de 
segunda  sin  sueldo  para  los  que  sirven  eu  cual- 
quiera otro  punto  de  Asia  y  Oceania. 

Art.  54.  Las  licencias  para  asuntos  pro- 
pios se  darán  por  el  mismo  tiempo  que  por 
motivos  de  salud ,  siempre  que  el  servicio  lo 
permita ;  pero  con  medio  sueldo  en  la  conce- 
sión primera  y  sin  ninguno  en  ias  prórogas. 

Art.  55.  Tanto  en  las  licencias  como  en 
las  prórogas  se  entiende  que  los  empleados 
consulares  solo  devengarán  el  sueldo  regula- 
dor de  su  clase. 

Art.  56.  Caducarán  las  licencias  de  que 
no  se  hubiese  hecho  uso  al  mes  de  haber  sido 
comunicadas  á  los  interesados,  é  igualmente 
terminarán  al  mes  las  que  los  empleados  estén 
disfrutando  cuando  sean  trasladados  á  un  nue- 
vo destino. 

Art.  57.  Las  licencias  y  prórogas  serán 
concedidas  por  órdenes  ministeriales  en  los 
términos  prescritos.  Cuando  los  empleados  en 
el  extranjero  soliciten  autorización  para  ausen- 
tarse de  su  puesto ,  que  no  exceda  de  quince 
dias,  podrá  concederse  por  el  Jefe  de  la  Lega- 
clan  ó  Cónsul  general  de  quien  dependan;  pero 
los  citados  Jefes  deberán  dar  cuenta  inmediata 
al  Ministerio  de  las  autorizaciones  queconcedan. 

Art.  58.  Quedará  cesante  el  empleado  que 
se  ausente  sin  licencia  ó  autorización  compe- 
tente y  el  que  no  hubiese  regresado  al  termi- 
nar el  plazo  que  se  le  hubiese  concedido,  sin 
perjuicio  de  lo  demás  á  que  haya  lugar,  según 
los  casos  y  circunstancias,  con  arreglo  á  lo 
que  dispone  61  Código  penal. 


Art.  59.  En  los  Consulados  cuyos  dere- 
chos obvencionales  se  recauden  por  cuenta  del 
Estado,  el  Vicecónsul  devengará  durante  la 
ausencia  del  Cónsul  la  mitad  de  la  parte  seña- 
lada á  éste  para  los  gastos  de  residencia,  y  la 
asignación  para  los  ordinarios  por  entero, 
siendo  de  su  cuenta  el  abono  de  la  gratifica- 
ción al  Canciller  encargado  de  las  funciones  de 
recaudador.  Cuando  los  Vicecónsules  salgan 
con  licencia,  el  Canciller  ó  la  persona  que  le 
sustituya  disfrutará  en  concepto  de  gratifica- 
ción la  parte  de  los  gastos  de  residencia  seña- 
lada á  aquellos;  entendiéndose  este  derecho 
únicamente  en  los  puntos  en  que  figura  dicha 
asignación  en  la  ley  de  Presupuestos. 

Art.  60.  Eh  los  Consulados  cuyos  dere- 
chos obvencionales  no  ingresan  aCín  en  el  Te- 
soro, los  Vicecónsules  ó  personas  que  se  en- 
carguen de  los  mismos  percibirán  durante  la 
ausencia  del  Cónsul  la  asignación  para  los 
gastos  ordinarios  y  los  emolumentos  que  de- 
venguen por  razón  de  su  empleo,  con  la  obli- 
gación de  atender  á  dichos  gastos  cuando  no 
figure  el  crédito  correspondiente  en  el  presu- 
puesto . 

CAPÍTULO  X. 

De  las  correcciones  disciplinarias. 

Art.  61.  Se  incurrirá  en  las  penas  disci- 
plinarias que  establece  este  artículo: 

1.*  Por  faltas  de  obra,  de  palabra  ó  por 
escrito  al  respeto  de  sus  superiores ,  y  por  el 
mal  trato  á  sus  inferiores. 

2."  Por  falta  de  aplicación  y  asistencia  ó 
por  descuido  y  negligencia  en  el  desempeño 
de  los  deberes  anejos  á  su  cargo. 

3.*  Por  faltas  á  las  reglas  de  orden  y  dis- 
ciplina interior  de  las  dependencias,  y  des- 
obediencia á  los  mandatos  de  sus  Jefes. 

4.*     Por  comprometer  el  decoro  del  empleo. 

5.'  Por  publicar  escritos  en  defensa  de  su 
comportamiento  oficial  ó  contra  el  de  otros. 

6/  Por  publicar  ó  referir  los  asuntos  re- 
servados del  servicio,  ó  tratar  de  las  negocia- 
ciones en  trámite  sin  la  autorización  de  sus 
Jefes. 

7.*  Por  dedicarse  á  operaciones  de  comer- 
cio ó  ejercer  alguna  profesión  ó  industria  en 
el  pais  con  ánimo  de  lucrarse. 

8.*  Por  adjudicarse  efectos  procedentes  de 
sucesiones,  salvamentos  y  subastas,  en  cuyos 
expedientes  hubieren  intervenido. 

Art.  62.  Las  correcciones  que  podrán  im- 
ponerse por  la  vía  gubernativa  serán: 

1  .*    La  reprensión  privada. 

2.'  La  reprensión  pCiblica  por  medio  de  ór-^ 
den  ministerial, 
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3/     La  suspensión  de  sueldo. 

4/     La  suspensión  de  empleo  y  sueldo. 

Art.  43.  Se  corregirán  con  las  dos  penas 
primeras  las  faltas  comprendidas  en  los  casos 
1.*,  2.%  3/ y  4/ 

Se  corregirán  con  la  tercera ,  desde  diez 
días  á  treinta ,  la  falta  que  marca  el  caso  nú- 
mero 6.*,  siempre  que  no  haya  producido  gra- 
ves perjuicios  ó  consecuencias  de  trascenden- 
cia, en  cuyo  caso  se  formará  causa. 

Los  empleados  consulares  que  faltaren  á  la 
disposición  sétima  serán  dados  de  baja  en  el 
escalafón  de  la  Carrera ,  sin  derecho  á  haber 
pasivo. 

Las  faltas  de  que  trata  la  disposición  oc- 
tava se  penarán  con  pérdida  del  destino  y  de 
todo  haber  pasivo,  y  la  formación  de  causa. 

CAPÍTULO  XI. 

De  los  procedimienios  gubernativos  y  judiciales. 

Art.  64.  Una  vez  que  dichas  faltas  se  ha- 
yan corregido  con  arreglo  á  lo  prevenido  en 
el  articulo  anterior ,  so  formará  expediente  al 
que  reincida  en  las  mismas,  de  conformidad 
con  el  art.  11  de  la  ley  orgánica. 

Art.  65.  Los  empleados  consulares  sujetos 
á  procedimientos  criminales  ante  los  tribuna- 
les de  justicia ,  salvo  el  caso  de  abandono  de 
puesto  ,  podrán  disfrutar,  hasta  que  recaiga 
sentencia  ejecutoria,  la  mitad  de  su  sueldo  re- 
gulador. 

Art.  66.  Si  el  empleado  encausado  fuese 
absuelto  libremente,  podrá  ser  repuesto  en  su 
destino,  si  éste  no  se  hubiese  provisto,  ó  en 
otro  caso  en  el  primero  que  resulte  vacante, 
cualquiera  que  sea  el  tumo  á  que  corresponda. 

Art.  67.  Durante  el  curso  del  expediente 
necesario  para  la  declaración  de  cesantías, 
tendrá  el  empleado  igualmente  derecho  á  la 
mitad  de  su  sueldo  regulador. 

Art.  68.  Los  empleados  que  cesen  en  vir- 
tud de  suspensión  de  relaciones  diplomáticas, 
disfrutarán  medio  sueldo  regulador,  con  cargo 
á  las  sumas  asignadas  á  sus  destinos,  hasta 
que  el  Gobierno  determine  acerca  de  su  ulte- 
rior situación. 

CAPÍTULO  xn. 

De  las  eesaniias ,  jubilaciones  y  demás  derechos 
pasivos  de  los  empleados  consulares, 

Art.  69.  El  Gobierno  podrá  jubilar  á  los 
empleados  consulares  cuando  se  hallen  com- 
pletamente inCitiles  ó  hayan  cumplido  la  edad 
de  65  afios,  y  reúnan  los  servicios  necesarios 


al  efecto,  previa  la  formación  del  respectivo 
expediente. 

Los  empleados  tendrán  derecho  á  la  jubi- 
lación después  de  veinte  años  de  servicio,  si 
han  cumplido  la  edad  de  60,  ó  justifican  in- 
capacidad ñsica  ó  moral  antes  de  cumplirla. 
Art.  70.  Los  derechos  pasivos  á  cesantía, 
jubilación  y  Monte-pio  se  ajustarán  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  15  de  la  ley  de  Presupues- 
tos de  25  de  Junio  de  1864,  con  el  aumento 
de  una  tercera  parte  sobre  el  haber  que  les 
corresponda  por  clasificación,  cuando  los  em- 
pleados consulares  hayan  desempeñado  sus 
destinos  en  Asia ,  Occeania ,  Yeracruz .  La 
Guaira,  Sierra-Leona ,  Nueva  Orleans  y  Gua- 
yaquil, 

CAPÍTULO  XIII. 

De  los  escalafones  y  hojas  de  servicio. 

Art.  71.  Los  empleados  consulares  figu- 
rarán por  categorías  y  antigüedad  en  un  solo 
escalafón,  que  se  publicará  anualmente. 

Art.  72.  En  el  mes  de  Diciembre  de  cada 
año  extenderán  los  Cónsules  generales  y  Cón- 
sules notas  de  concepto  de  los  empleados  que 
estén  á  sus  órdenes  ,  calificativas  de  su  apti- 
tud y  aplicación,  y  darán  cuenta  á  la  vez  de 
los  trabajos  extraordinarios  que  hubiesen  des- 
empeñado y  de  los  méritos  especiales  que  hu- 
biesen contraído. 

Art.  73.  También  se  podrán  instruir  ex- 
pedientes de  calificación  de  los  empleados  ce- 
santes, y  con  audiencia  de  la  sección  corres- 
pondiente del  Consejo  de  Estado ,  declararlos 
incapacitados  ó  inutilizados  para  el  servicio. 

Art.  74.  Los  que  sean  declarados  en  la 
primera  situación  quedarán  excluidos  de  loa 
escalafones  y  sin  derecho  á  ser  colocados;  pe- 
ro conservarán  los  pasivos  que  por  las  leyes 
les  correspondan. 

Contra  dichas  declaraciones  podrán  los  in- 
teresados acudir  á  la  vía  contenciosa  del  Con- 
sejo de  Estado  en  el  término  de  dos  meses, 
contados  desde  la  fecha  en  que  se  les  haga  sa- 
ber la  resolución  gubernativa. 

Art.  75.  Cuando  el  motivo  de  la  separa- 
ción es  la  inutilidad  y  ésta  cesare,  podrá  el 
interesado  volver  al  servicio,  instruyéndole 
expediente  con  audiencia  de  la  sección  corres- 
pondiente del  Consejo,  en  cuyo  caso  será  co* 
locado  en  el  escalafón  en  el  lugar  que  ocupaba 
á  su  salida. 

CAPÍTULO  XIV. 

Uniformes  y  condecoraciones. 

Art.  76.     Los  empleados  consulares  de  to- 
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das  categorías,  á  excepción  de  los  aspirantes, 
están  obligados  á  tener  el  uniforme  de  la  car- 
rera, con  arreglo  al  modelo  aprobado. 

Art.  77.  Qaeda  terminantemente  prohibí « 
do  el  uso  de  bordados  é  insignias  de  un  em- 
pleo superior  al  que  se  obtiene  en  propiedad, 
y  los  Cónsules  cuidarán,  bajo  su  responsabili- 
dad, que  esta  disposición  se  cumpla  con  la 
mayor  exactitud  por  todos  sus  subalternos. 

Art.  78.  Los  empleados  consulares  se  su- 
jetarán á  las  reglas  siguientes  respecto  de  la 
concesión  de  condecoraciones: 

1.*  Corresponden  á  los  empleados  de  la 
primera  categoría  las  encomiendas  de  numero. 
2.*  A  los  Cónsules  de  primera  clase  y  á 
los  de  segunda,  cuando  tengan  cuatro  años 
de  antjgrüedad  en  su  empleo,  se  les  podrá  con- 
ceder las  encomiendas  ordinarias. 

Art.  79.  Los  Cónsules  de  segunda  clase 
que  no  se  hallen  en  las  circunstancias  men- 
cionadas, los  Vicecónsules  y  los  Aspirantes  so- 
lo podrán  obtener  la  cruz  de  Caballero. 

Art.  80.  Estas  disposiciones  no  regirán 
cuando  se  trate  de  un  servicio  extraordinario 
y  eminente,  cuya  recompensa  queda  á  juicio 
del  Gobierno. 

Art.  81.  Los  empleados  consulares  de  to- 
das las  categorías  se  sujetarán  á  las  mis- 
mas reglas  respecto  de  la  concesión  de  cruces 
extranjeras,  procediendo  la  asimilación  opor- 
tuna de  los  grados  de  éstas  con  los  de  las  na- 
cionales, antes  de  poderse  aceptar  por  los  in- 
teresados. 

Art.  82.  Ningún  empleado  de  la  Car- 
rera consular  podrá  usar  de  una  condeco- 
ración extranjera  sin  que  se  halle  debidamen- 
te autorizado  por  la  superioridad,  con  arreglo 
á  lo  prescrito  en  la  ley  vigente. 

Art.  83.  Se  concede  el  plazo  de  un  mes 
después  de  publicado  este  Reglamento  para 
que  los  empleados  consulares  obtengan  la  au- 
torización de  que  trata  el  artículo  anterior;  en 
la  inteligencia  de  que  pasado  este  término,  se 
anularán  dichas  concesiones  en  sus  expedien- 
tes personales,  y  se  les  prohibe,  bajo  su  res- 
ponsabilidad, el  uso  de  las  insignias. 

CAPÍTULO  XV. 

Atribuciones  de  los  empleados  en  el  sertncio  con- 
sular. 

GÓNStJLSS  OElfERALBS. 

Art.  84.  Con  sujeción  á  los  reglamentos  y 
disposiciones  del  Gobierno,  compete  al  Cónsul 
general,  como  Jefe  del  servicio  consular  en 
an  Estado  ó  zona  determinada,  ilustrar  á  los 
Agrentes  que  estén  bajo  su  vigilancia  y  direc- 


ción, aclarando  sus  dudas,  corrigiendo  sus 
errores  y  dándoles  las  instrucciones  necesarias 
para  la  más  exacta  observancia  de  las  órdenes 
superiores,  y  para  mantener  la  conveniente 
unidad  en  la  acción  administrativa. 

Tendrán  además  á  su  inmediato  cargo  un 
distrito  consular,  con  las  mismas  atribuciones 
que  corresponden  á  los  Cónsules  en  el  ejerci- 
cio ordinario  de  sus  funciones. 

CÓNSULES. 

Art.  85.  Con  arreglo  á  los  tratados,  á  los 
usos  establecidos,  al  derecho  publico  general, 
y  en  la  forma  que  determine  el  Gobierno,  cor- 
responde á  los  Cónsules  con  relación  á  las 
Autoridades  locales: 

1  .*  Velar  por  los  derechos  é  intereses  de  la 
Nación. 

2.''  Mantener  las  atribuciones  y  preroga- 
ti  vas  inherentes  á  su  cargo  y  las  que  corres- 
pondan á  cualquier  otro  Agente  ó  empleado 
en  el  servicio  nacional. 

3.*  Protejer  en  su  demarcación  respectiva 
los  derechos  é  intereses  de  los  españoles  que 
acrediten  estar  debidamente  autorizados  para 
viajar  ó  establecerse  en  el  extranjero. 

Art.  86.  Con  arreglo  á  las  leyes,  orde- 
nanzas y  disposiciones,  les  incumbe  relativa- 
mente á  la  marina: 

1.*  Facilitar  á  los  Comandantes  de  los  bu- 
ques de  guerra  que  arriben  á  los  puertos  de 
sus  distritos  los  auxilios  y  noticias  que  pue- 
dan necesitar. 

2.  *  Administrar  las  presas  hechas  en  tiem  • 
po  de  guerra  por  cruceros  españoles. 

3.*  Vigilar  é  inspeccionar  las  naves  mer- 
cantes é  impedir  que  á  la  sombra  de  la  ban- 
dera española  se  cometan  abusos  y  fraudes. 

4.*  Autorizar  el  tráfico  y  navegación  le- 
gal de  los  buques  mercantes. 

5.*  Embarcar  en  ellos  para  su  Patria  á  los 
españoles  indigentes,  y  también  bajo  partida 
de  registro  á  los  prófugos,  desertores  y  delin- 
cuentes. 

6.*  Intervenir  en  la  venta  y  compra  de  los 
buques  nacionales,  y  conceder  el  abandera- 
miento provisional  de  los  destinados  á  matri- 
cularse en  España. 

7.*  Suspender  la  salida  de  las  naves  mer- 
cantes cuando  sobreveng^a  riesgo  conocido  ó 
inminente  que  comprometa  ó  perjudique  á  la 
tripulación  ó  á  los  interesados  en  ellas. 

8.*  Secuestrar  los  que  no  estén  legalmente 
habilitados  para  la  navegación. 

9.*  Certificar  el  estado  de  la  salud  piíbli- 
ca  del  país  al  tiempo  de  la  salida  de  las  naves 
mercantes. 


REG 


—  492  — 


REG 


10.  Dictar  las  providencias  convenientes 
respecto  á  los  baques  y  subditos  españoles, 
para  prevenir  el  contagio  en  caso  de  enferme- 
dad epidémica  en  su  residencia,  si  en  ella  no 
hubiere  administración  sanitaria  encargada  de 
este  cuidado. 

11.  Conservar  el  orden  y  disciplina  entre 
la  gente  de  mar. 

12.  Nombrar  Capitanes  de  las  naves  mer- 
cantes en  las  vacantes  accidentales,  y  permi- 
tir el  embarco  y  desembarco  de  marineros  por 
causas  justificadas. 

Art.  87.  Con  arreglo  á  las  instrucciones 
del  Gobierno,  y  como  encargados  de  la  vigi- 
lancia y  protección  inmediata  de  los  subditos 
españoles,  incumbe  á  los  Cónsules: 

1.*  Formar  la  matricula  de  los  españoles 
existentes  en  su  demarcación  consular;  darles 
caria  de  residencia  ó  de  seguridad,  según  los 
usos  locales,  y  expedirles  ó  visarles  el  pasa- 
porte cuando  no  haya  motivo  fundado  que  lo 
impida. 

2.*  Auxiliar  con  su  dirección,  consejo  y 
buenos  oficios  á  los  que  recurran  á  su  minis- 
terio. 

3.*  Prevenirles  cuanto  pueda  contribuir  á 
la  seguridad  de  sus  personas  ó  intereses  y  al 
buen  éxito  de  sus  especulaciones. 

4/  Comunicarles  las  leyes  y  disposiciones 
que  se  publiquen  en  España,  cuyo  cumpli- 
miento les  concierna,  y  cuidar  de  que  las  ob- 
serven. 

5.*  Procurar  que  en  sus  tratos  y  negocios 
procedan  siempre  con  equidad  y  buena  fé,  á 
fin  de  conservar  el  crédito  y  el  buen  nombre 
da  la  Nación. 

6.*  Certificar  sobre  su  conducta,  domici* 
.  lio  y  existencia,  y  expedirles  atestados  sobre 
el  origen,  procedencia,  calidad  y  cantidad  de 
los  géneros  que  embarquen,  y  sobre  cuantos 
casos  y  circunstancias  se  refieran  al  orden  ci- 
vil y  comercial. 

7 . *  Legalizar  los  instrumentos  públicos  que 
se  otorguen  en  la  Cancillería,  y  los  que  les 
expidan  las  Autoridades  del  distrito. 

8.*  Autorizar  los  depósitos  que  se  hagan 
en  la  Cancillería  siempre  que  no  se  hallen 
bajo  la  acción  judicial  de  la  Nación  donde  re- 
siden, y  adoptar  las  precauciones  necesarias 
para  su  custodia  y  devolución,  bajo  su  respon- 
sabilidad. 

9,'  Socorrer  á  los  que  por  naufragio,  apre- 
samiento, enfermedad  ü  otras  causas  fortuitas 
se  hallen  abandonados  y  desvalidos. 

1 0 .  Comunicar  al  Gobierno  cuantos  avisos 
y  noticias  puedan  interesar  á  la  seguridad  y 
prosperidad  del  Estado. 

Art.   88.     Corresponde  igualmente  á  los 


Cónsules  autorizar,  en  la  forma  establecida,  á 
las  naves  de  otras  Naciones  para  su  admisión 
en  los  puertos  españoles;  legalizar  á  subditos 
extranjeros  los  documentos  que  estén  destina- 
dos á  prestar  fé  en  España;  expedirles  certifi- 
cados sobre  asuntos  civiles  y  comerciales,  y 
refrendar  sus  pasaportes  cuando  se  dirijan  á 
cualquier  punto  del  territorio  español  donde  se 
exija  este  requisito,  si  no  hubiese  motivo  fun- 
dado que  lo  impida. 

Art.  89.  Con  respecto  al  régimen  del  ser- 
vicio interior  del  Estado,  toca  á  los  Cónsules: 

1.*  Cumplimentar  las  órdenes  y  disposi- 
ciones de  la  superioridad,  y  con  arreglo  á  ellas 
dirigir  las  oportunas  á  los  empleados  de  su  in- 
mediata dependencia. 

2.*  Intervenir  en  la  recaudación  de  los 
derechos  consulares  confiada  á  los  Vicecón* 
sules. 

3.*  Nombrar  provisionalmente  sustituto  al 
Canciller,  en  caso  de  ausencia,  enfermedad, 
fallecimiento,  cesación  ó  recusación  del  propie- 
tario. 

4.*  Nombrar,  con  la  aprobación  del  Go- 
bierno, los  delegados  ó  Agentes  consularea 
que  necesiten  en  su  demarcación. 

Art.  90.  Relativamente  á  la  jurisdicción, 
incumbe  á  los  Cónsules,  cuando  lo  permitan 
los  tratados  y  costumbres  recibidas: 

1.'  Administrar  justicia  en  lo  civil  y  cri- 
minal en  primera  instancia  entre  subditos  y 
contra  subditos  españoles. 

2.*  Conocer  de  las  testamentarías  y  abin- 
testatos  de  los  españoles  que  fallezcan  en  su 
distrito. 

3."*  Instruir  diligencias  sobre  los  accidMi- 
tes  de  mar,  y  proceder  á  la  liquidación  y  re- 
partimiento en  los  casos  de  avería,  cuando  fue- 
sen españoles  todos  los  interesados. 

Art.  91.  En  los  países  donde  no  sea  licito 
á  los  Cónsules  ejercer  jurisdicción  les  corres- 
ponde: 

1.*  Vigilar  para  cortar  abusos  en  los  actos 
de  las  Autoridades  locales  relativos  á  naufra- 
gios y  salvamentos,  sucesiones  y  demás  casos 
en  que  medien  intereses  de  españoles  ausentes  ó 
menores,  y  protestar  contra  cualquier  abuso  ó 
injusticia ,  dando  aviso  circunstanciado  á  quien 
corresponda  para  los  efectos  oportunos. 

2.*  Arreglar  como  arbitros  ó  amigables 
componedores  las  desavenencias  que  se  susci- 
ten entre  españoles  y  entre  españoles  y  ex- 
trapjeros. 

3.*  Resolver  de  plano  las  cuesiones  que 
ocurran  entre  marineros  y  Capitanes  de  las  aa- 
ves  mercantes  españolas,  y  proceder  correccio- 
nalmente  contra  ellos  en  casos  de  leves  inju- 
rias ó  faltas  de  poca  entidad. 
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4."  iQstrair  las  sumarias,  rectificando  ó 
ampliando  las  formadas  por  los  Capitanes  y  pa- 
trones, sobre  todo  delito  perpetrado  en  alta  mar 
ó  en  los  paertos,  á  bordo  de  alg^un  buque  es- 
pañol, j  remitirlas  después  de  fenecidas  á  quien 
haya  lugar,  juntamente  con  les  que  aparecie- 
sen culpables. 

yiCBCÓIfSULBS. 

Art.  92.  Incumben  á  los  Vicecónsules  las 
mismas  atribucionees  que  á  los  Cónsules  cuan- 
do se  hallen  al  frente  de  una  Agencia  inde- 
pendiente. 

Art.  93.  Cuando  dependan  de  un  Cónsul 
general  ó  de  un  Cónsul  tendrán  igualmente 
las  mismas  atribuciones  que  éstos,  excepto  en 
la  parte  relativa  á  la  administración  de  justi- 
cia civil  y  criminal,  en  el  caso  de  que  dichos 
funcionarios  tengan  que  constituirse  en  juz- 
gado de  primera  instancia,  limitándose  enton- 
ces á  instruir  las  primeras  diligencias  del  su- 
mario por  delegación  de  los  jefes  de  quien  de- 
pendan. 

Actuarán  además  como  depositarios  de  la 
fé  publica. 

Art.  94.     Corresponde  á  los  Vicecónsules: 

1.*  Ejercer  en  el  distrito  ^consular  los  ofi- 
cios de  Notario  publico  y  Secretario  de  Juzgado. 

2.*  Recibir  en  depósito  voluntario  ó  de  ofi- 
cio, siempre  que  no  se  hallen  bajo  la  acción 
judicial  del  pais,  cualquiera  cantidad  de  efec* 
tos ,  dinero  ó  papeles,  con  intervención  del 
Cónsul  y  bajo  la  responsabilidad  solidaria  de 
ambos. 

3/  Sustituir  interinamente  al  Cónsul  en 
caso  de  ausencia,  impedimento,  muerte  ó  ce- 
sación. 

4.*  Auxiliar  al  Cónsul-en  el  desempeño  de 
sus  atribuciones  administrativas,  y  represen- 
tarlo en  todo  cuanto  se  le  ofrezca  para  el  me- 
jor desempeño  del  servicio. 

5.*  Recaudar  los  derechos  obvencionales 
que  ingresen  en  caja  en  los  Consulados  admi- 
nistrados por  cuenta  del  Tesoro,  conservándo- 
los á  disposición  del  Gobierno,  con  interven  • 
clon  directa  del  Cónsul  y  bajo  la  responsabili- 
dad solidaria  de  ambos. 

Art.  95.  Los  Vicecónsules  como  recauda- 
dores de  caudales  püblicos  están  sujetos  á  lo 
prescrito  por  la  ley  de  contabilidad  y  demás 
disposiciones  vigentes  respecto  de  este  servicio 
especial. 

CANCILLERES. 

Art.  96.     Corresponde  á  los  Cancilleres: 
1.*    Las  mismas  funciones  que  á  los  Vice- 


cónsules cuando  la  Agencia  se  halle  á  cargo 
de  un  empleado  consular  de  dicha  categoría,  ó 
cuando  existiendo  el  destino  de  Cónsul  no  exis* 
ta  Vicecónsul. 

2.*  Sustituir  interinamente  al  Vicecónsul 
en  caso  de  ausencia,  impedimento,  muerte  ó 
cesación. 

3.*  Asistir  á  todos  los  actos  administra- 
tivos y  judiciales,  y  concurrir  á  su  ejecución 
en  la  forma  que  les  ordene  su  inmediato  jefe. 

4.*  Desempeñar  la  Secretaria  del  Consula- 
do y  practicar  en  la  oficina  consular  ó  fuera 
de  ella  cuantas  actuaciones  y  diligencias  exija 
el  servicio  publico. 

DE   LOS   CÓNSULES   T   VICECÓNSULES   HONORARIOS. 

Art.  97.  Los  Cónsules  y  Vicecónsules  ho- 
norarios están  comisionados  para  amparar  loa 
intereses  españoles  en  cuanto  dependa  de  sus 
facultades;  para  ejercer  las  funciones  de  po- 
licía naval  y  sanitaria  y  las  de  administración 
marítima  y  de  Hacienda  que  se  atribuyen  á 
los  Cónsules  de  carrera,  y  para  formar  la  esta- 
dística mercantil ;  expedir  y  refrendar  pasa- 
portes; certificar  sobre  actos  del  orden  civil  y 
comercial ,  y  legalizar  las  firmas  de  las  Auto- 
ridades locales  en  los  términos  que  les  prescri- 
ban los  reglamentos. 

DE  LOS  DELEGADOS  Ó  AGENTES  CONSULARES. 

Art.  98.  Los  Agentes  consulares  formali- 
zarán, conforme  á  las  leyes  y  reglamentos,  las 
expediciones  de  las  naves  mercantes  españolas, 
cualquiera  que  fuese  su  destino,  y  las  extran- 
jeras que  se  dirijan  á  algiin  puerto  de  España. 
Desempeñarán  además,  b^'o  la  responsabi- 
lidad del  Cónsul  á  cuyas  órdenes  sirven ,  las 
funciones  administrativas  que  éste  les  delegue. 

Art.  99.  Bn  los  países  donde  existan  Le- 
gaciones los  empleados  consulares  se  absten- 
drán de  dirigir  al  Gobierno  despacho  alguno 
sobre  asuntos  políticos,  que  es  atribución  pro- 
pia y  exclusiva  del  Cuerpo  diplomático ,  limi- 
tándose á  cumplir  las  órdenes  que  reciban  de 
la  superioridad  ó  del  Representante,  en  todo 
cuanto  se  refiera  á  dicha  materia. 

Art.  100.  Cuando  las  necesidades  del  ser- 
vicio ó  las  condiciones  de  localidad  exijan  al- 
guna modificación  en  este  precepto,  y  siem- 
pre que  proceda  la  oportuna  autorización ,  los 
empleados  consulares  podrán  dar  noticias  poli- 
ticas  directamente  al  Gobierno ,  pero  cuidarán 
de  ponerlas  con  la  misma  fecha  en  conocimien- 
to del  Representante  diplomático. 

ARTÍCULO  TRANSITORIO. 

Se  creará  una  comisión  especial  para  exa« 
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minar  los  expedientes  personales  de  los  em- 
pleados, tanto  activos  como  pasivos ,  y  formar 
en  su  vista  los  escalafones  del  personal  de  la 
Carrera.  :=  Palacio  de  las  Cortes  30  de  Mayo 
de  1870.» 

BEGLAS  BEL  DERECHO.  Ciertos  axio- 
mas ó  principios  qae  en  breves  y  generales  pa- 
labras demuestran  laego  la  cosa  de  qae  ha- 
blan, y  tienen  faerza  de  ley  en  los  casos  que 
no  están  decididos  por  alguna  ley  contraria. 

Hay  machas  reglas  esparcidas  en  el  Caer- 
po  del  Derecho,  y  varias  que  se  proponen  co- 
mo ejemplos. 

Tales  son  las  siguientes: 

1  .*  Siempre  debe  favorecerse  á  la  libertad 
en  caso  de  duda. 

2.*  No  se  cuentan  por  bienes  los  que  cau- 
san más  daño  que  provecho. 

3.*  No  se  tienen  por  bienes  sino  los  que 
quedan,  pagadas  las  deudas. 

4.*  En  grave  culpa  incurre  el  que  intenta 
hacer  lo  que  no  sabe  ni  le  concierne. 

5.'  Ninguno  es  responsable  del  daño  que 
resulta  de  su  consejo ,  á  no  ser  que  le  hubiese 
dado  engañosamente. 

6.*  El  que  ve  y  no  impide,  pudiendo  ,  el 
daño  que  otro  le  hace  en  sus  co^as,  se  entiende 
que  lo  consiente. 

7.*  Confirmar  uno  lo  que  otro  hizo  en  su 
nombre  es  lo  mismo  que  haberlo  mandado  hacer. 

8.*  Ninguno  puede  dar  á  otro  más  derecho 
del  que  tiene. 

9.*  No  hace  daño  á  otro  el  que  usa  de  su 
derecho. 

10.  Lo  que  uno  hace  ó  dice  por  saña  no  se 
tiene  por  firme  mientras  no  subsista  en  ello  sin 
arrepentirse;  pero  este  principio  no  tiene  lu- 
gar en  los  delitos  sino  solo  para  moderar  la 
pena. 

1 1 .  Ninguno  debe  enriquecerse  con  per- 
juicio de  otro. 

12.  La  culpa  de  uno  no  debe  dañar  á  otro 
que  no  tuvo  parte. 

13.  Cauda  el  daño  el  que  lo  manda  hacer. 

14.  El  que  dio  lugar  ü  ocasión  al  daño  se 
entiende  que  lo  hace. 

15.  El  que  calla  ni  otorga  ni  niega. 

16.  A  ninguno  se  puede  dar  beneficio  con- 
tra su  voluntad;  pero  puede  pagarse  una  deu- 
da por  otro  aunque  lo  resista. 

17.  El  que  se  deja  engañar  á  sabiendas  no 
puede  querellarse  como  hombre  engañado. 

18.  Las  palabras  inútibles  y  supérfluas  no 
dañan  ni  mudan  la  sustancia  de  las  cosas. 

19.  Según  el  derecho  natural,  aquel  debe 
sentir  el  daño,  que  siente  el  provecho. 

20.  La  cosa  juzgada  por  sentencia  que  no 
se  puede  revocar,  se  tiene  por  cierta  y  verdadera. 


21.  Para  el  establecimiento  de  cosas  nae* 
vas  debe  asegurarse  su  utilidad,  antes  de  de- 
jar las  antiguas  tenidas  por  justas  y  buenas. 
El  Derecho  romano  contiene  además  otras 
muchas  reglas  muy  trascendentales  (1);  hé 
aquí  algunas: 

1.*     Lo  que  se  ha  admitido  por  necesidad 
no  se  puede  producir  por  ejemplo. 

2.*  Cuando  no  subsiste  lo  principal,  no 
puede  subsistir  lo  accesorio. 

3."  Lo  que  es  vicioso  en  su  principio  no 
puede  tomar  fuerza  por  el  trascurso  del 
tiempo. 

4.^  Subsiste  el  acto  válido,  aunque  sobre- 
venga un  caso  que  lo  hubiera  impedido. 

5."  El  error  del  Abogado  no  peijudica  al 
cliente. 

6.*  La  cosa  se  reputa  hecha  por  el  que 
debía  hacerla,  si  éste  ha  dejado  de  ejecutarla 
porque  otro  se  lo  ha  impedido. 

7."  Las  cláusulas  especiales  se  incluyen 
en  las  generales. 

8.*     Al  género  se  le  deroga  por  la  especie. 

9.'  Es  un  vicio  natural  descuidar  lo  que 
se  posee  en  común  con  otros. 

10.  Nadie  puede  ser  forzado  á  permanecer 
en  comunidad. 

11.  El  contrato  hace  ley. 

12.  No  se  deben  castigar  fácilmente  las 
palabras  indiscretas. 

13.  Más  vale  dejar  impune  un  delito  que 
condenar  á  un  inocente. 

14.  El  hijo  inocente  no  debe  sufrir  la  pe- 
na del  delito  de  su  padre. 

15.  Más  debe  favorecerse  al  reo  que  al 
actor. 

16.  Puede  uno  oponer  la  faerza  á  la  faer- 
za para  defenderse. 

17.  Toda  definición  es  peligrosa  en  de- 
recho. 

18.  El  que  por  dolo  dejó  de  poseer  es  con- 
denado como  si  poseyese. 

19.  Los  frutos  pendientes  son  parte  del 
fundo. 

20.  En  caso  de  duda  debe  seguirse  el  par- 
tido más  benigno. 

21.  No  hay  cosa  más  natural  que  el  que 
se  disuelva  cada  cosa  del  mismo  modo  que  se 
hizo. 

22.  En  el  todo  se  contiene  la  parte. 

23.  A  quien  se  permite  lo  más,  le  es  per- 
mitido lo  menos. 


(1)  También  son  muv  importantes  y  de  fre- 
cuente uso  las  11  reglaH  del  5.  de  las  DecreiKtUs 
y  las  88  del  6.^  La  explicación  de  su  sentido  y  al- 
gunos ejemplos  de  sus  aplicaciones  pueden  verse 
al  ñn  de  la  obra  de  Vallensía  ó  del  Vaulx»  y  la  de 
Murillo. 
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24.  Bn  causa  igual  es  mejor  la  condición 
del  que  posee. 

25.  Bl  que  tiene  dos  derechos  á  una  su- 
cesión, no  queda  privado  del  uno  por  renun- 
ciar al  otro. 

26.  Más  seguridad  hay  en  la  cosa  que  en 
la  persona. 

BEHABILIT ACIÓN  DEL  QUBBBA- 
DO.  Se  entiende  por  rehabilitación  de  un  que- 
brado el  acto  en  virtud  del  cual  adquiere  de 
nuevo  la  facultad  para  ejercer  el  comercio, 
que  por  la  quiebra  había  perdido. 

La  rehabilitación  es  de  dos  clases:  ilimi- 
tada y  limitada. 

Rehabilitación  ilimitada  es  la  que  conce- 
de al  quebrado  aptitud  para  ejercer  el  co- 
mercio en  toda  su  extensión  y  por  cuenta 
propia. 

Rehabilitación  limitada  es  la  que  solo  le 
permite  ejercerlo  por  cuenta  ajena. 

La  rehabilitación  ilimitada  corresponde  al 
Tribunal  de  Comercio  ó  Juzgado  que  hubiere 
conocido  de  la  quiebra,  y  solo  será  admisible 
la  demanda  del  quebrado  para  obtenerla  cuan- 
do el  expediente  de  calificación  de  la  quiebra 
haya  definitivamente  concluido.  (C,  artícu- 
los 1168  y  1169.) 

Si  el  quebrado  es  de  primera  ó  de  según* 
da  clase,  bastará  para  que  obtenga  la  rehabi- 
litación que  justifique  el  cumplimiento  inte- 
gro del  convenio  aprobado  que  hubiere  hecho 
con  sus  acreedores.  Si  no  hubiere  mediado 
convenio,  estará  obligado  á  probar  que  con  el 
haber  de  la  quiebra»  ó  por  entregas  posterio- 
res, si  éste  no  hubiera  sido  suficiente,  queda- 
ron satisfechas  todas  las  obligaciones  recono* 
cidas  en  el  procedimiento  de  ella.  {0.,  articu- 
lo 117.) 

Los  quebrados  culpables,  para  alcanzar  la 
rehabilitación,  deberán  acreditar,  además  de 
todas  las  circuustancias  anteriormente  señala- 
das para  los  quebrados  de  primera  y  segunda 
clase,  el  cumplimiento  de  la  pena  correccio- 
nal que  se  les  hubiere  impuesto.  (C,  ll7l.) 

Bn  cuanto  á  los  quebrados  de  cuarta  y 
quinta  clase  no  pueden  ser  rehabilitados, 
(a.,  1170.) 

Para  la  puntual  observancia  de  lo  precep- 
tuado, á  las  solicitudes  de  rehabilitación  han 
de  acompañar  las  cartas  de  pago  ó  recibos  ori- 
ginales por  donde  conste  el  reintegro  de  los 
acreedores.  (C,  1173.) 

Bl  Tribunal  encargará  al  Juez  comisario 
que  haciendo  el  examen  de  los  documentos 
presentados  por  el  quebrado,  asi  como  todos 
los  procedimientos  de  la  quiebra,  informe  si 
procede  la  rehabilitación. 

Siendo  propicios  los  informes,  decretará  la 


rehabilitación,  ó  en  el  caso  contrario  la  dene- 
gará, si  el  quebrado  por  su  clase  fuese  inhá- 
bil para  obtenerla,  ó  la  suspenderá  si  solo  ha- 
llase algún  requisito  subsanable. 

Los  efectos  inmediatos  de  la  rehabilitación 
serán  cesar  todas  las  interdicciones  legales 
que  produce  la  declaración  de  la  quiebra,  de 
las  que  las  más  principales  son  las  siguientes: 

«No  poder  ejercer  el  quebrado  el  cargo  de 
Juez  en  ningún  Tribunal  de  comercio. 

No  tener  aptitud  para  desempeñar  el  car- 
go de  Corredor. 

No  tenerla  tampoco  para  ejercer  el  de 
Agente  de  Bolsa. 

No  tener  facultad  para  concurrir  á  las  re- 
uniones de  Bolsa. 

No  poder  desempeñar  cargos  ni  derechos 
politices. 

Un  caso  hay  en  que  los  comerciantes  no 
necesitan  de  rehabilitación,  y  es  cuando  hu- 
biere reposición  del  acto  de  quiebra,  por  no 
probarse  en  debida  forma  que  había  méritos 
suficientes  para  proceder  á  su  declaración. 
((?..  1174.) 

BEHENXSS.  Las  personas  de  estimación  y 
carácter  que  quedan  en  poder  del  enemigo  ó 
parcialidad  enemistada,  como  prenda  y  segu- 
ridad, pendiente  la  ejecución  de  algún  ajuste 
ó  tratado. 

Aunque  la  parte  que  dio  los  rehenes  falto 
luego  á  la  buena  fé,  no  se  puede  matar,  herir 
ni  atormentar  á  éstos,  sino  que  solamente  se 
les  ha  de  guardar  por  el  tiempo  que  se  estime 
justo,  ó  hasta  que  se  cumplan  los  pactos  (1). 

BEINGIDENCIA.  La  reiteración  de  una 
misma  culpa  ó  delito.  La  reincidencia  es  y 
debe  ser  castigada  con  más  rigor  que  la  pri  - 
mera  perpetración  de  un  delito,  pues  demues- 
tra mayor  perversidad  en  el  ánimo  del  delin- 
cuente. Véase  Nulidad. 

BELAPSO.  Bl  que  reincide  ó  incurre  en 
el  mismo  delito.  Bn  el  Tribunal  de  la  Inquisi- 
ción se  IFamaba  asi  el  que  volvía  á  caer  en  una 
heregía  de  que  había  sido  absuelto. 

BELEGAB.  Bntre  los  antiguos  romanos 
la  pena  de  destierro  que  se  imponía  á  un  ciu- 
dadano, conservándole  todos  los  derechos  de 
tal;  á  diferencia  de  la  deportación,  que  era  un 
destierro  perpetuo  con  ocupación  de  todos  los 
bienes  y  privación  de  los  derechos  civiles.  Véa- 
se MUEKTB  CIVIL. 

BELIGION.  Sublime  virtud  moral  con 
que  adoramos  á  Dios;  culto  interno  de  con- 
ciencia intima,  y  culto  externo  de  formalida- 


(1)  Olmeda,  tom.  1.®  de  su  Derec1u>  público, 
cap.  16;  y  Reyneval,  tomo  1.°,  cap.  8.*,  De  los 
Rehenes. 
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des  litúrgicas,  que  rendimos  y  consagramos  á 
la  Divinidad,  en  maestra  de  amor,  respeto, 
gratitud,  veneración  y  sumisión. 

Todas  las  religiones  que  han  ocupado  un 
lugar  en  la  historia  del  mundo  se  establecieron 
á  la  vez  por  medios  morales  y  materiales;  úni- 
camente la  religión  cristiana  vivió  y  se  difun- 
dió por  su  sola  y  propia  virtud,  sin  otro  apoyo 
que  la  fé. 

De  lleno  resaltará  aquí  su  origen  divino, 
pues  su  propagación  rápida,  sin  mediar  la 
acción  milagrosa  de  Dios,  seria  el  milagro  más 
imposible  de  aceptar  entre  todos. 

Jesucristo  es  siempre  el  mismo,  según  los 
sagrados  Evangelios.  Unidad  constante  y  per- 
fecta reina  en  su  vida  como  en  su  alma,  en 
sus  palabras  como  en  sus  obras.  Jamás  cambia 
de  carácter  ni  de  designio.  Siempre  y  donde 
quiera  le  anima  el  mismo  espíritu,  esparce  la 
misma  luz  y  proclama  la  misma  ley.  Cabal  ó 
inmutable,  siempre  á  la  par  Hijo  do  Dios  y 
del  hombre,  prosigue  y  .consuma  su  obra  di- 
vina para  la  salvación  del  género  humano,  á 
través  de  todas  las  pruebas  y  de  todos  los  do- 
lores de  la  vida  mortal,  y  obrando  como  Dios 
puede  obrar  tan  solo. 

En  el  amor  á  Dios  y  á  los  hombres  está 
fundada  la  religión  de  Nuestro  Sefior  Jesucris- 
to, y  la  semilla  de  la  caridad,  esparcida  por 
los  Ministros  del  Señor,  tiene  por  fruto  natu* 
ral  la  concordia  y  la  paz. 

((¡Feliz  el  que  obtiene  por  la  religión  la  paz 
y  la  esperanza  del  corazón!  ; Desgraciados 
aquellos  á  quienes  la  abstracción  deseca  y  el 
escepticismo  consume!  Contemplemos,  pues, 
las  sociedades  que  marchan,  refresquémonos 
en  el  aura  abierta  de  la  libertad.  Individuos  y 
pueblos,  sabed  hacer  entrar  la  vida  en  vues- 
tro corazón  por  la  conciencia  de  vuestros  de- 
rechos, por  la  contemplación  inteligente  de  los 
esfuerzos  de  aquellos  á  quienes  hoy  reempla- 
záis.» 

Religión  rt/armada  es  el  nombre  que  se  da 
á  la  religión  cristiana,  según  la  entienden  los 
luteranos,  calvinistas,  metodistas  y  otros  sec- 
tarios de  la  llamada  libertad  evangélica  que  en 
el  siglo  XVII,  separándose  de  la  unidad  cató- 
lica y  de  la  obediencia  del  Papa,  calumniando 
á  la  Santa  Sede,  fundaron  otras  pretendidas 
iglesias,  merced  al  fatal  ejemplo  y  argucias  so- 
físticas y  doctrinarias  de  algunos  célebres  he- 
resiarcas,  no  menos  temibles  por  su  ingenio 
que  por  su  grande  elocuencia.  Véase  Rbfoema. 

La  Constitución  de  1869,  en  su  articu- 
lo 21,  dice: 

«La  Nación  se  obliga  á  mantener  el  culto 
y  los  ministros  de  la  Religión  Católica.— El 
ejercicio  público  ó  privado  de  cualquiera  otro 


culto  queda  garantido  á  todos  los  extranjeros 
residentes  en  Gspa&a,  sin  más  limitación  que 
las  reglas  universales  de  la  moral  y  del  dere- 
cho.  — Si  los  españolea  profesaren  otra  religión 
que  la  católica,  es  aplicable  á  los  mismos  to- 
do lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior.» 

BELiaiOSAS  EN  CLAUSURA.  Siem- 
pre que  hayan  de  otorgar  un  acto  ó  contrato 
ante  Notario,  deberán  descubrirse  el  rostro 
para  que  éste  pueda  asegurarse  de  la  identl  - 
dad  de  la  persona  y  dar  fé  de  su  conocimien- 
to, requisito  exigido  en  el  art.  23  de  la  Ley 
del  Notariado,  obteniendo  previamente  para 
ello  la  venia  de  la  Autoridad  eclesiástica  com- 
petente. (Real  orden  de  10  de  Marzo  de  1867, 
publicada  en  la  Gaceta  núm.  76  del  17  del 
mismo  mes  y  año.) 

RBMATB.  La  liquidación  que  se  hace  de 
los  bienes  que  se  venden  en  almoneda  ó  su- 
basta pública  al  comprador  de  mejor  puja  y 
condición.  Véase  Poja  y  Subasta. 

REMISIÓN.  El  perdón  ó  exoneración  de 
alguna  obligación  ó  deuda,  como  también  de 
un  delito,  culpa  ó  pena.  En  derecho  mercan- 
til, la  remisión  es  el  acto  por  el  cual  an  acree- 
dor puede  renunciar  á  su  derecho  de  exigir  el 
cumplimiento  de  una  obligación  contraída  por 
un  deudor. 

La  remisión  puede  ser  expresa  ó  tácita;  y 
aun  cuando  en  uno  y  otro  caso  se  puede  ase- 
gurar que  es  una  liberalidad  de  parte  del 
acreedor,  es  menester  tener  especial  cuidado 
para  no  confundirla  con  la  donación. 

La  remisión  se  presume  concedida  á  todos 
los  co-deudores,  á  menos  de  no  reservarse  nn 
derecho  contra  alguno  ó  algunos  de  ellos,  aan- 
que  es  presumible  que  solo  produzca  estos  efec- 
tos cuando  es  voluntarla,  y  semejante  califl- 
cacion  no  puede  con  propiedad  aplicarse  á  la 
que  en  virtud  de  un  convenio  conceden  los 
acreedores  á  un  quebrado. 

A  la  remisión  debe  referirse  también,  pero 
cuidando  de  no  confundirlos,  el  mutuo  disen- 
so, esto  es,  el  convenio  en  virtud  del  cual  las 
partes  interesadas  en  un  convenio  se  separan 
antes  de  estar  éste  consumado.  Un  caso  par  - 
ticular  hará  notar  la  diferencia  que  existe  en- 
tro la  remisión  y  el  mutuo  disenso:  si  el  libra- 
dor de  una  letra  de  cambio,  después  de  entre- 
gar ésta  al  tomador,  renuncia  á  su  valor,  hay 
una  verdadera  remisión;  mas  si  antes  de  lle- 
gar á  consumarse  en  contrato  de  cambio  re- 
nuncian á  él  el  librador  y  el  tomador,  habrá 
un  mutuo  disenso  que  encerrará  una  remisión 
reciproca  aunque  imperfecta;  y  decimos  im- 
perfecta, porque  el  contrato  aún  no  estaba 
consumado. 

REMISORIA.  El  despacho  del  Juez  con 
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que  remite  la  caaaa  ó  el  preso  á  otro  Tribanal. 
BEBMPLAZO  DISL  EJÉBGITO.  Véase 

Pasapobtb.  * 

BKNXJNCIA.  Acto  por  el  cual  abandona 
un  Soberano  los  derechos  personales  que  ac- 
tualmente posee,  ó  que  recaigan  en  él,  ó  á  que 
puede  alegar  algún  título.  — Dejación  volunta- 
ría ,  dimisión  ó  apartamiento  de  alguna  cosa, 
derecho ,  acción  ó  privilegio  que  se  tiene  ó  se 
espera  tener, 

Subdividese  la  renuncia  en  real  y  personal. 
Bs  real  la  que  hace  el  renunciante,  no  por  amor 
y  miramiento  á  ciertas  personas ,  sino  por  un 
motiyo  general  y  absoluto ;  y  personal ,  la  que 
se  hace  á  favor  de  una  ó  más  personas  ciertas 
y  determinadas. 

Cada  cual  puede  hacer  renuncia  de  lo  que 
está  establecido  en  su  favor:  unicuique  licet  con- 
temnere  hac  qu<s  pro  se  introducta  sunt;  pero  con 
tal  que  solo  renuncie  á  su  derecho  particular, 
y  no  al  derecho  publico. 

BBNUNCIA  DE  DEBEOHOS  DE  EX- 
TBARJBBÍA.  Véaso  ExtbanjebIa. 

BENTA.  El  beneficio ,  utilidad  ó  rédito 
que  se  percibe  anualmente  en  dinero  ó  en  fru- 
tos ,  como  la  renta  vitalicia ,  la  renta  de  un 
censo,  la  renta  de  un  arriendo.  Puede  uno  for- 
marse ó  constituirse  una  renta  perpetua  ó  tem- 
poral ,  ya  trasflriendo  á  otro  una  finca  fructí- 
fera, ya  entregándole  una  cantidad  de  dinero, 
con  la  condición  de  que  le  pague  cada  año 
cierto  rédito,  sea  sin  limitación  de  tiempo,  sea 
por  el  tiempo  que  se  estipule. 

BEO.  El  demandado  en  juicio  civil  ó  cri- 
minal, á  distinción  del  actor.  (Proemio  del  titulo 
3.**,  Partida  3.'j  El  padre  legitimo  ó  adoptivo 
no  puede  ser  demandado  por  el  hijo  que  toda- 
vía estuvise  en  su  poder ,  aun  siendo  mayor 
de  25  años,  excepto  por  razón  de  bienes  cas- 
trenses ó  cuasi  castrenses ,  disipaciones  de 
bienes  adventicios,  malos  tratamientos,  dene- 
gación de  alimentos,  y  por  causa  de  filiación. 
(Ley  2.*,  tit.  2.%  Part.  3.')  Mas  estando  el  hijo 
fuera  de  la  patria  potestad,  puede  el  padre  ser 
demandado  civilmente  por  él ,  previa  licencia 
del  Juez ;  pero  no  criminalmente  en  causa  de 
que  pueda  resultarle  la  muerte ,  mutilación  de 
miembro  ó  infamia  de  hecho  ó  de  derecho.  (Ley 
3.\  tít.  2.^  Part.  3.') 

El  hijo  que  se  hallare  bajo  la  patria  potes- 
tad no  puede  responder  á  la  demanda  que  le 
hubieren  puesto,  sin  la  autorización  de  su  pa- 
dre ,  á  menos  que  sea  mayor  de  25  años  y 
su  padre  esté  ausente  de  la  provincia,  ó  que 
se  trate  de  bienes  castrenses  ó  cuasi  castren- 
ses. (Ley  7.',  tít.  2.°,  Part.  3.') 

El  hermano  no  puede  ser  demandado  cri- 
minalmente por  otro  hermano  en  causa  de 


que  le  resulte  muerte,  mutilación  de  miembro  6 
destierro,  sino  es  por  haber  maquinado  alguna 
de  estas  cosas  contra  el  demandante,  ó  por  de- 
Uto  de  traición.  (Ley  4.',  tít.  2.',  Part.  3.*) 

La  mujer  casada  no  puede  ser  demandada 
por  el  marido  en  causa  de  que  le  pueda  resuN 
tar  injuria,  mala  fama  ó  pena  aflictiva,  excepto 
por  adulterio  ó  traición ;  y  b  mismo  debe  de- 
cirse del  marido  respecto  de  la  mujer.  (Ley  5.*) 

El  menor  de  25  años  no  puede  ser  de- 
mandado sino  á  presencia  de  su  tutor  ó  cu- 
rador; y  á  falta  de  éste,  debe  el  Juez,  á  instan- 
cia del  demandante,  nombrarle  curador  que  le 
defienda ,  bajo  nulidad  de  la  sentencia  que  le 
fuere  contraria.  (Leyes  7."  y  11.)  Bn  igual  caso 
se  hallan  el  mudo  y  el  sordo  por  naturaleza,  el 
pródigo  y  el  loco  ó  mentecato. 

El  religioso  no  puede  ser  demandado  per- 
sonalmente por  causa  civil ,  la  cual  no  há  de 
seguirse  sino  con  el  convento.  (Ley  10.) 

En  las  causas  contra  Concejo ,  cabildo  ó 
Universidad,  se  hace  la  demanda  contra  el  sin- 
dico,  procurador  ó  personero.  (Ley  13.) 

En  causa  de  herencia  son  reos  legítimos 
los  herederos;  y  si  éstos  se  hallaren  ausentes 
ó  no  los  hubiese,  nombra  el  Juez ,  con  previa 
información,  curador  y  defensor  de  los  bienes. 

Es  máxima  constante  que  se  ha  de  favore- 
cer más  al  reo  que  al  actor  en  caso  de  duda. 
(Ley  40,  tít.  16,  Part.  3.\  Faüorábiliores  sunt 
rei  quam  actores).  De  aquí  es  que  en  lo  civil  no 
se  le  ha  de  quitar  la  cosa  que  se  le  demanda, 
mientras  el  actor  no  justifique  claramente  su 
pertenencia ,  porque  es  más  ventajosa  la  posi- 
ción del  que  posee.  (Ley  1.*,  tít.  14,  Part.  3.': 
Melior  est  conditio  possidentis,)  Y  del  mismo 
modo  en  lo  criminal  se  le  debe  absolver  de  to- 
da pena,  mientras  el  delito  no  resulte  plena- 
mente contra  él,  por  ser  un  mal  menor  expo- 
nerse á  absolver  á  un  delincuente  que  á conde- 
nar aun  inocente.  (Ley  12,  tit.  14,  Partida  3.') 

BBPBBSALTAS.  Facultad  que  tienen  los 
Gobiernos  para  secuestrar  los  bienes  de  los 
subditos  de  las  Naciones  á  quienes  declaran  la 
guerra  como  rehenes  de  los  que  los  propios 
sdbditos  tuvieren  en  los  dominios  del  enemi- 
go. La  conducta  de  las  Naciones  cultas  de  Bu- 
ropa,  en  esta  parte,  es,  según  varios  autores, 
contraria  á  los  principios  de  la  justicia  y  á  los 
pactos  y  estipulaciones  de  los  tratados,  en  los 
cuales  siempre  se  da  el  plazo  de  tres  meses, 
dentro  del  cual  pueden  los  subditos  extraer  sus 
caudales  del  territorio  que  se  hallare  en  guer* 
ra  con  el  suyo.  Es  opuesta  á  la  libre  y  franca 
contratación  de  las  Naciones,  y  á  la  prosperi' 
dad  del  comercio  y  de  tan  mezquina  natura- 
leza como  la  aubania,  que  desapareció  al  im- 
pulso irresistible  de  la  ilustración. 
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Solo  podrán  ser  Justas  las  represalias  cuan- 
do  la  ocupación  de  los  bienes  de  los  sdbditos 
ajenos  se  hace  para  reintegrar  á  los  propios  de 
lo  que  se  les  debiere  ó  se  les  hubiere  secues- 
trado en  el  país  extranjero.  Si  una  Nación  ó 
sus  individuos  toma  á  otra  Nación  ó  sus  ciu- 
dadanos algunos  bienes,  y  no  se  los  devuelve 
después  de  reclamados,  si  no  les  paga  las  deu- 
das legitimas  ó  no  quiere  resarcirles  los  per- 
juicios, la  Nación  podrá  tomar  los  bienes  de  la 
otra  hasta  en  la  cantidad  equivalente  para  co- 
brarse por  ella  ó  para  tenerla  como  prenda 
hasta  que  se  le  satisfaga.  De  aquí  se  deduce 
que  las  represalias  deben  tener  lugar  después 
que  se  hubiere  pedido  la  paga  ó  el  resarci- 
miento de  lo  que  se  debiere ,  y  cuando  se  ne- 
gare el  deudor  ó  retardare  maliciosamente  el 
reintegro.- 

En  la  historia  económica  y  política  de  Es- 
paña no  se  halla  noticia  alguna  de  las  repre- 
salias hasta  el  reinado  de  Felipe  IV,  cuyo  So- 
berano se  valió  de  ellas  el  año  de  1635,  sobre 
los  bienes  de  los  firanceses  que  se  hallaban  en 
estos  Reinos,  y  ascendieron  á  1.000.000  de 
ducados  poco  más  ó  menos;  habiéndose  repe- 
tido sucesivamente  en  otras  guerras,  bien  que 
sin  sistema  fijo,  puesto  que  en  el  año  de  1793, 
con  ocasión  de  la  guerra  de  Francia ,  pidió  el 
Rey  dictamen  al  Consejo  acerca  de  los  objetos 
en  que  deberla  entender  la  Junta  de  represa- 
lias, cuya  formación  la  propuso  el  citado  Su- 
premo Tribunal,  y  la  cual  se  verificó  en  virtud 
de  Real  cédula. 

Según  ésta,  las  funciones  del  Tribunal  de  re* 
presalias,  son: 

1.°  Averiguar,  descubrir  y  asegurar  los 
bienes,  acciones  y  derechos  que  pertenecieren 
á  los  subditos  de  la  Nación  con  quien  se  estu- 
viere en  guerra. 

2.'  Vender  los  bienes  ó  efectos  que  no  se 
pudieren  conservar,  y  poner  en  administración 
los  que  fueren  susceptibles  de  ella;  todo  con  ci- 
tación de  los  apoderados  de  los  interesados. 

3.*^  Liquidar  y  cobrar  los  créditos  activos, 
debiendo  seguir  el  fiscal  las  instancias. 

4.*  Los  libros,  vales  y  papeles  de  comer- 
cio sujetos  á  represalias,  de  los  cuales  deben 
resultar  los  créditos  que  tuvieren  á  su  favor, 
convendrá  se  examinen  por  personas  de  con- 
fianza y  prudencia,  evitando  toda  ocasión  de 
ruina  al  crédito  de  alguno. 

21  derecho  civil  no  puede  permitir  que  un 
individuo  se  apodere  por  su  propia  autoridad 
de  los  bienes  de  otro  que  le  ha  ocupado  los  su- 
yos, pues  tiene  el  recurso  á  los  tribunales,  que 
están  establecidos  para  dar  á  cada  uno  su  de- 
recho, evitando  asi  el  imperio  de  la  violencia. 
(Leyes  1.',  2.'  y  11,  tit.  31,  libro  11,  Novísi- 


ma Recopilación.  —Véase  á  Olmedo  y  Rey ne val 
en  el  tomo  2.^,  donde  tratan  del  derecho  de 
guerra.) 

El  mismo  Reyneval  dice: 

«El  medio  de  las  represalias,  aunque  odio- 
so por  si  mismo,  será  saludable  algunas  veces, 
porque  puede  prevenir  injusticias  y  vejacio- 
nes; pero  debe  emplearse  con  bastante  circuns- 
pección, pues  siendo  una  especie  de  acción  hos^ 
til,  es  muchas  veces  precursora  de  la  guerra. 
Por  eso  se  necesita  atender  á  esto,  antes  de  ser- 
virse de  represalias;  y  seria  faltar  á  las  prime- 
ras reglas  de  la  prudencia  y  de  los  miramientos 
que  las  Naciones  se  deben  mutuamente  y  á  si 
mismas  el  no  hacer  reconvenciones  amistosas 
antes  de  proceder  á  represalias.  El  recurrir  á 
éstas  por  objeto  de  poca  importancia,  y  parti- 
cularmente siendo  incierto  ó  litigioso,  seria 
violar  la  primera  obligación  que  un  Soberano 
tiene  para  con  la  humanidad,  porque  serian  en 
tal  caso  un  verdadero  latrocinio,  pues  violaban 
la  fé  y  seguridad  publicas. 

Según  el  Acta  del  Congreso  norte-ameri- 
cano su  fecha  6  de  Julio  de  1798,  el  Presiden- 
te está  autorizado  para  en  caso  de  guerra  con- 
ceder á  los  subditos  de  la  Nación  enemiga  todo 
el  tiempo  compatible  con  la  seguridad  publi- 
ca, durante  el  cual  pueden  recobrar,  enajenar 
y  remover  sus  propiedades,  y  verificar  su 
salida. 

No  va  acorde  con  esta  práctica  la  doctrina 
que  los  Tribunales  británicos  profesan,  pues 
ellos  reconocen  la  legitimidad  del  embargo  kottü 
ó  bélico,  esto  es,  la  £ácultad  de  detener  las  pro- 
piedades enemigas  existentes  en  el  territorio 
en  el  momento  de  declararse  la  guerra,  ó  de 
temerse  un  rompimiento  (1). 

Esta  misma  doctrima  fué  la  que  impulsó  á 
los  ingleses  en  Junio  de  1803  á  violar  el  de- 
recho de  gentes  y  apresar  buques  franceses 
mercantes  antes  de  declararse  la  guerra  entre 
ambas  Naciones.  Bonaparte  se  vengó  ordenan- 
do la  prisión  de  todos  los  ingleses  que  transi- 
taban á  la  sazón  por  Francia,  aunque  esta  me- 
dida fué  modificada  por  las  reiteradas  instan- 
cias de  su  ministro  Cambáceres  (2). 

La  guerra,  no  siendo  más  que  de  Qobierno 
á  Gobierno  y  can  nunca  de  Nación  á  Nación, 
no  admite  otras  represalias  ó  restricciones  qao 
aquellas  que  recaen  sobre  lo  que  pertenece  á  los 
Gobiernos  beligerantes,  esto  es,  sobre  todo  lo 
que  constituye  los  medios  de  fuerza  que  se  ha- 


(1)  Pando,  Derecho  internacional^  sección  2.*, 
pág. 351. 

(2)  Thibrs,  Histoire  du  GonstUcU,  ctó.,  tomo 
4.%  páginas  348  y  349. 
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lian  á  disposición  del  Gobierno,  y  por  consi- 
ga ien  te  destinados  á  perjudicarnos  (1). 

En  fin,  la  idea  de  represalias  e^ digna  de 
los  siglos  de  barbarie;  no  deberla  ser  ya  re« 
producida,  como  desgraciadamente  lo  ha  sido 
ennuestros  dias,  y  sobretodo,  no  para  justificar 
horrores  que  hacen  estremecer  la  humanidad. 

BEPBESEHTACION.  El  derecho  en  cu< 
ya  virtud  una  persona  viva  toma  lugar  y  ejer- 
ce las  acciones  y  derechos  de  una  persona 
muerta;  y  contrayéndonos  más  á  la  materia 
de  sucesiones,  á  que  particularmente  se  refiere, 
es  el  derecho  de  suceder  en  una  herencia,  no 
por  si,  sino  por  la  persona  de  otro  que  ya  ha 
muerto;  ó  bien,  una  ficción  déla  ley,  que  pro- 
duce el  efecto  de  hacer  entrar  á  los  represen- 
tantes  en  el  lugar,  grado  y  derecho  del  re- 
presentado, es  decir,  en  los  derechos  que  éste 
tendría  si  viviese.  No  ha  de  confundirse  la  r^- 
presentaeion  con  la  irasmision.  La  traímision  se 
verifica  cuando  una  persona  al  morir  pasa  á 
BUS  herederos  los  derechos  que  ya  han  des- 
cansado, digámoslo  asi,  sobre  su  cabeza,  aun- 
que no  sea  más  que  un  momento,  sin  haber 
hecho  por  otra  parte  ningún  acto  de  heredero 
con  respecto  á  ellos.  Muere,  por  ejemplo,  una 
mujer  casada,  dando  á  luz  un  hijo  que  fa- 
llece igualmente  veinticuatro  horas  después 
este  hijo  trasmite  á  su  padre  la  sucesión,  que 
no  ha  descansado  sino  un  instante  sobre  su 
cabeza;  he  aquí  la  trasmisión.  La  representa^ 
don  se  verifica  cuando  los  descendientes  de 
una  persona  muerta  vienen  á  tomar  en  una 
sucesión  los  derechos  que  esta  persona  no  ha 
tenido  jamás,  pero  que  hubiera  tenido  si  no  hu- 
biese fallecido  antes  que  la  persona  á  quien  se 
hereda.  Muere,  por  ejemplo,  un  hombre,  de- 
jando un  hijo  y  dos  nietos  huérfanos:  estos 
últimos  vienen  á  la  sucesión  de  su  abuelo  á 
tomar  la  parte  que  hubiera  tocado  á  su  padre 
si  hubiese  sobrevivido  al  abuelo;  hé  aquí  la 
representación. 

BBPÚBLIOA.  La  cosa  publica,  res  pu^ 
ótica,  cosa  del  pueblo,  y  por  pueblo  algunos 
entienden  la  universalidad  délos  ciudadanos. 
Las  repáblicas,  esto  es,  las  ciudades,  villas, 
lugares,  concejos  ó  comunes,  gozan  de  los  pri- 
vilegios de  los  pupilos.  (Ley  10,  tít.  19,  Par- 
tida 6.*:  Rempublicam  utpupillum  extra  ardinem 
adjuvari  moris  est.) 

BEPÚBLIOAS  HISPANO-AMBBIOA- 
ÑAS.  Véase  Protección  á  los  natobalbs  de  las  Re- 
públicas HISPANO-AMEBIGANAS. 

BEPÚBLICA  DE  SAN  MABIBTO.  En- 
clavada en  los  Estados  Pontificios,  y  cuya  su- 


(1)    Pando,  Derecho  irUeniacional^  pág,  359, 


perficie  en  leguas  cuadradas  pasa  de  dos  le- 
guas con  unos  9.000  habitantes.  San  Marino 
es  la  capital. 

BEPÚBLICA  DE  ANDOBBA.  Es  un  va- 
lle formado  por  el  rio  Balira,  con  unas  16  le- 
guas cuadradas  y  15.000  habitantes.  Gobiér- 
nase por  un  Consejo  elegido  por  los  ciudada- 
nos, y  está  bajo  la  protección  de  Francia  y 
Espafia,  dependiendo  en  lo  eclesiástico  de  Ur- 
gel.  Andorra  es  la  capital. 

BEQUISITOBIAS.  Son  una  especie  de 
exhortes,  aunq;ie  solo  se  expiden  en  las  causas 
criminalesy  comunmente  para  la  prisión  del  reo. 

BESAGA.   Véase  Létba  de  cambio  t  bb- 

GAUBIO. 

BESEÑA.  Véase  Estadística  y  Exposición. 

BESQUABDO.  La  seguridad  que  se  hace 
por  escrito  en  las  deudas  ó  contratos,  y  el  con- 
j  unto  de  los  empleados  en  el  cuidado  de  que 
no  se  introduzcan  géneros  de  contrabando  ó 
sin  pagar  los  derechos. 

El  resguardo  de  mar  y  tierra  de  España  para 
perseguir  el  contrabando  se  rige  hoy  y  se  se- 
guirá rigiendo,  hasta  que  otra  cosa  se  deter- 
mine, por  el  decreto  de  18  de  Enero  de  1869 
y  por  la  Ordenanza  de  1.°  de  Julio  de  1779, 
en  los  cuales  se  especifican  las  relaciones  que 
hay  entre  él  y  las  Autoridades  civiles. 

El  resguardo  terrestre  se  rige  por  los  Regla* 
montos  de  31  de  Enero  de  1854  y  25  de  Ene- 
ro de  1866,  y  se  compone  en  la  actualidad  de 
dos  secciones  distintas:  la  una  se  llama  Cara^ 
Uñeros  del  Reino,  y  la  otra  Carabineros  veteranos. 

Las  relaciones  de  una  y  otra  sección  con 
las  Autoridades  civiles  se  determinan  en  las 
instrucciones  respectivas  de  cada  cuerpo.  (Véa- 
se Apéndice  nüm.  5.*,  páginas  156  y  157  de 
las  Ordenanzas  generales  de  Aduanas  de  1870.) 

BESIDBNCIA.  La  cuenta  que  toma  un 
Juez  á  otro,  ó  á  otra  persona  de  cargo  publi- 
co, de  la  administración  de  su  oficio  por  aquel 
tiempo  que  estuvo  á  su  cuidado,  y  el  proceso 
ó  autos  formados  al  residenciado.  Por  la  ins- 
trucción de  20  de  Noviembre  de  1841  se  man- 
da: ((Que  las  leyes  de  Indias  relativas  á  re- 
sidencias de  los  funcionarios  püblicos  en  Ul- 
tramar se  observen  exacta  y  puntualmente. » 

BESIDENTE.  El  que  mora  ó  está  de  asien- 
to en  algún  lugar. -^ El  que  asiste  personal- 
mente y  permanece  por  tiempo  determinado  en 
un  lugar  por  razón  de  su  empleo,  dignidad  ó 
beneficio.  —  El  Ministro  que  reside  en  alguna 
corte  extranjera  para  los  negocios  de  su  Sobe- 
rano, sin  el  carácter  de  Embi^ador.  (Véase 
Agentes  DIPLOMÁTICOS.)  - 

BESPONDEB.  Replicar  á  un  pedimento 
ó  alegato.  —Ser  ó  hacerse  responsable  de  al- 
guna cosa;  salir  por  fiador;  abonar  á  otrg. 
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BBSPON8ABLB.  El  que  está  obligado  á 
respoQder  ó  satisfacer  por  algan  cargo. — El 
qae  ha  salido  por  garante  ó  ñador  de  otro. 

BBSPOBSABILIDAD.  La  obligación  de 
reparar  y  satisfacer  por  si  ó  por  otro  cualquier 
pérdida  6  daño  que  se  hubiese  causado  á  un 
tercero. 

BBTBNCION.  El  derecho  que  tiene  un 
acreedor  para  conservar  en  su  poder  una  cosa 
que  pertenece  y  debía  entregar  á  su  deudor, 
hasta  que  éste  le  pague  la  deuda.  La  retención 
tiene  mucha  semejanza  con  la  compensación; 
pero  se  diferencia  en  que  la  compensación  no 
tiene  lugar  cuando  una  de  las  cosas  debidas 
es  cuerpo  inestimado,  al  paso  que  lo  tiene  la 
retención,  como  se  ve  en  el  caso  en  que  el 
marido,  disuelto  el  matrimonio,  retiene  el  cam- 
po dotal  inestimado  hasta  que  se  le  paguen  las 
mejoras  que  en  él  hizo. 

BBTBBCION.  La  reserva  que  hace  un 
Tribunal  superior  de  losantes  del  Juez  inferior, 
pedidos  ó  llevados  á  él  por  apelación  ü  otro  re- 
curso de  queja,  quedándose  con  ellos  para  con* 
tlnuar  y  decidir  la  causa,  cunndo  lo  estima 
conveniente,  por  la  entidad  de  la  cosa  ó  cali- 
dad de  las  personas  que  litigran. — La  reserva 
que  uno  hace  de  algún  derecho  en  alguna  co- 
sa que  enajena,  como  cuando  haciendo  dona- 
ción de  una  heredad  se  guarda  ó  retiene  el 
usufructo.-— La  conservación  del  empleo  que 
se  tenia  cuando  se  asciende  á  otro. — La  sus- 
pensión que  hacia  el  Rey  del  uso  de  cual- 
quier rescripto  procedente  de  Autoridad  ecle- 
siástica. Ya  no  puede  el  Tribunal  superior  que 
darse  con  los  autos  para  continuar  y  decidir  la 
causa. 

BBTOBSION.  Bi^o  este  nombre  se  en- 
tiende toda  especie  de  leyes  y  reglamentos 
que  contienen  disposiciones  cuya  tendencia  se 
dirige  á  hacer  al  (Gobierno  que  nos  ha  perju- 
dicado un  daño  equivalente  al  que  nosotros 
hemos  experimentado.  Si  el  efecto  de  la  retor* 
sion  no  perjudica  más  que  á  las  fuerzas  del 
Gobierno ,  no  es  ciertamente  permitida ,  con 
tal  que  se  use  de  ella  de  manera  que  acelere 
pero  que  no  aleje  una  conciliación ,  en  vez  de 
la  guerra  que  suele  ser  el  resultado  deplorable 
de  semejantes  violencias.  Dice  además  Pando 
que  si  la  retorsión  acarrease  perjuicio  á  los 
intereses  del  comercio ,  á  las  fortunas  priva- 
das, seria  contraria,  en  su  sentido,  á  los  prin- 
cipios de  toda  guerra  justa ,  y  no  podria  con- 
cillarse ni  con  la  justicia  universal,  ni  con  el 
derecho  de  gentes,  que  es  su  aplicación  á  los 
intereses  reciprocos  de  las  Naciones.  Véase 
Rbprbsalias. 

BBVBBSAIiES.  Por  ellas  un  Soberano 
reconoce  en  otro  un  derecho ,  no  obstante  las 


novedades  que  le  pudieran  hacer  disputable. 
BBVISTA  DE  TBIPULACIOBE8  PA- 

Kk  BL  ABBftSTO  DB  PBÓFOGOS.  El  art.    76,  tít.  7.*, 

tratado  5.*  de  las  Ordenanzas  generales  de  la 
armada  naval  previene: 

((Para  precaver  tales  infracciones ,  será 
siempre  facultativo  al  Gapitnn  de  puerto  pa- 
sar á  bordo  de  cualquier  embarcación  mercan- 
te saliente  y  revisarla  por  sus  listas  de  equi- 
paje y  pasajeros,  y  deberá  hacerlo  con  la  fre- 
cuencia que  importa,  extrayendo  y  conducien- 
do presos  á  tierra  á  cuantos  encontrare  furti- 
vamente embarcados,  teniendo  presente  lo 
que  se  ordena  en  el  título  de  Comandantes  de 
escuadra  para  los  casos  de  refugiarse  prófugos 
en  los  mercantes  extranjeros,  que  deben  alla- 
narse si  se  resisten  á  entregarlos  inmediata- 
mente: en  que  el  Capitán  de  puerto  ha  de  pro- 
ceder, ó  que  por  ser  de  noche  puede  burlarse 
cualquier  disposición  de  custodia  exterior;  ó 
si  al  contrario  por  confesión  del  Capitán  ó  por 
pruebas  irrefragables,  no  hay  perjuicio  en  an- 
ticipar el  parte  al  Gobernador  como  Juez  con- 
servador, y  esperar  su  providencia  de  allana- 
miento ,  lo  cual  se  entiende  también  del  pro- 
pio modo  si  se  sospecha  depósito  y  ocultación 
de  algún  robo  de  pertrechos  de  mis  bajeles  ó 
arsenales,  como  se  prescribe  en  el  mismo 
lugar.» 

BEVOLUCIONBS.  Graves  acontecimien- 
tos de  inquietud,  alboroto,  sedición,  alteración 
y  trastorno  del  orden  p&blico;  rebelión,  re- 
vuelta, etc. — Cambio  de  sistema  ó  régimen 
político. — Muzanza  ó  nueva  forma  en  el  esta- 
do de  las  cosas,  etc. 

El  deber  de  los  Agentes  establecidos  don- 
de sucedan  revoluciones  es  el  de  continuar 
desempeñando  sus  funciones  como  antes,  abs- 
teniéndose rigorosamente  de  toda  clase  de  de- 
mostración, ni  menos  proferir  palabra  alguna 
que  pueda  inspirar  desconfianza  ó  sospecha 
sobre  la  sinceridad  de  sus  actos  y  de  la  más 
severa  neutralidad  que  les  impone  el  cargo  que 
desempeñan. 

La  intervención  colectiva  del  Cuerpo  con- 
sular no  puede  ejercerse  en  los  trastornos  pú- 
blicos, reYoluciones  ó  pronunciamientos,  sino 
por  medio  de  demostraciones  preventivas  que 
puedan  inspirar  respeto  á  los  agitadores.  Se 
enarbolan  las  banderas  de  común  acuerdo  en 
todos  los  Consulados,  y  se  apoya  personal* 
mente  por  medio  de  una  comisión  la  protesta 
que  hagan  á  las  Autoridades  superiores  los 
nacionales  contra  los  efectos  desastrosos  que 
puedan  sufrir  sus  intereses.  Véase  Extbanjb* 
ai  A,  párrafo  10. 

Las  Autoridades  deben  protección  á  loa 
Cónsules,  amparo  y  auxilio  en  todos  tiempos 
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pero  may  especialmente  en  el  de  gaerra  ex- 
tranjera ó  civil,  en  caso  de  motiues  populares , 
de  agresión  de  malhechores,  ó  en  circunstan- 
cias en  que  sea  necesaria  la  fuerza  para  poner 
en  seguridad  la  persona  del  Cónsul  y  el  do- 
micilio y  los  archivos  consulares.  Véase  Aa- 

CHIVO. 

Hé  aquí  los  trastornos  civiles  y  políticos 
más  ó  menos  importantes  que  han  tenido  lugar 
desde  principio  del  siglo  XIX,  y  que  han  oca- 
sionado cambios  de  dinastías ,  de  Soberanos  ó 
modificaciones  esenciales  en  el  gobierno  y 
constitución  de  los  países: 

AMÉRICA. 

América  Central.  (Federación  de  diferentes 
Estados  conocidos  en  un  principio  con  los 
nombres  de  Guatemala,  Bolivia,  etc.]  Durante 
muchos  años  formaron  una  Confederación  con 
el  Perü. 

Chile,  (Antiguo  imperio  de  los  Incas.) 

ColtmHa.  En  1831  se  dividió  en  tres  Re- 
públicas independientes  y  distintas  entre  sí. 
(Ecuador,  Nueva-Granada  y  Venezuela. ) 

Ecuador,  En  1831  se  separó  de  la  Repü- 
blica  de  Colombia. 

EaiCi.  Antes  se  llamó  Santo  Domingo,  y 
su  independencia  la  reconoció  la  Francia 
en  1825. 

Isimo  de  Panamá.  Se  separó  de  Nueva-Gra- 
nada en  1841. 

Méjico,  Los  Estados -Unidos  de  Méjico  fue- 
ron invadidos  por  los  ejércitos  de  Inglaterra, 
Francia  y  España  en  1862,  con  la  sola  idea  de 
cooperar  al  establecimiento  de  la  paz  y  del  or- 
den, así  como  también  para  exigir  amistosa* 
mente  el  reconocimiento  de  las  obligaciones 
que  esta  República  tenia  contraidas  con  dichas 
Naciones,  conforme  al  Convenio  de  Londres 
de  31  de  Octubre  de  1861.  Con  el  general  en 
jefe  español,  D.  Juan  Prim,  el  Gobierno  me- 
jicano no  pudo  estar  más  conciliador,  y  per- 
mitió, por  el  tratado  de  Soledad,  el  que  las 
tropas  de  las  Potencias  tripartitas  se  interna- 
sen, salvándolas  del  destructor  clima  de  Vera- 
cruz.  El  Gobierno  francés  creyó  deber  adoptar 
allí  otra  política  y  establecer  un  Imperio,  eli- 
giendo para  desempeñarlo  al  Principe  Maximi- 
liano de  Austria;  y  la  España  é  Inglaterra,  que 
no  debían  faltar  á  lo  tratado,  se  retiraron,  de- 
jando libre  el  campo  al  ejército  francés ,  que 
llevó  allí  á  Maximiliano,  que  lo  hicieron  coro- 
nar Emperador,  y  que  fué  luego  pasado  por 
las  armas,  como  lo  fué  años  antes  el  primer 
Emperador  Itúrbide.  La  República  quedó  res- 
tablecida con  su  Presidente  el  Abogado  Benito 
JoareZy  electo  en  Junio  de  1861  y  reelegido 


hasta  30  de  Noviembre  de  1871  en  Diciembre 
de  1867. 

Nueva  Granada.  Segregada  de  Colombia 
en  1831. 

Paraguay.  Se  constituyó  en  República  en 
1813,  y  se  declaró  independiente  de  España 
en  24  de  Diciembre  de  1826. 

Perú,  Formado  del  antiguo  Vireinato  de 
este  nombre:  la  nueva  República  se  declaró 
independiente  de  España  en  28  de  Julio 
de  1821. 

Rio  dé  la  Plata  (Provincias  unidas  del)  ó 
República  Argentina ^  separada  del  dominio  de 
España  en  1816. 

Teja$,  Se  separó  de  Méjico  en  1835. 

Uruguay.  También  se  separó  del  Brasil 
en  1821.  Se  le  conocía  con  el  nombre  de  Mon* 
tevideo, 

Venezuela.  Se  segregó  de  Colombia  en  1 83 1 . 

Yucatán.  Se  separó  de  Méjico  en  1841,  y 
se  volvió  á  incorporar  á  él  en  1844. 

La  independencia  de  estos  Estados  data 
desde  principios  de  este  siglo ,  y  la  de  los  Es- 
tados-Unidos de  la  América  Septentrional  des- 
de el  final  del  pasado.  La  Gran  Bretaña  reco- 
noció la  independencia  de  ellos  desde  el  año 
de  1783. 

* 

BÉLGICA. 

1830.  Agosto  26:  Revolución  de  Bruse-* 
las.— Setiembre  30:  La  Bélgica  se  separó  de 
la  Holanda. 

1831.  Junio  4:  El  Principe  Leopoldo  de 
Saxo  Cobnrgo  fué  proclamado  Rey  de  los 
belgas. 

1839.  En  este  año  se  ratificaron  diferen- 
tes tratados  relativos  á  la  separación  de  la 
Bélgica  y  Holanda. 

BRASIL. 

1821.  Brasil  se  declara  independiente  de 
Portugal  y  se  erige  en  Imperio  el  l.°  de  Di- 
ciembre de  1822,  siendo  proclamado  Empera- 
dor D.  Pedro,  hijo  de  D.  Juan  VI  de  Portugal. 

1831.  Abril  7:  Abdicación  del  Hmperador 
y  elevación  al  trono  de  su  hijo  D.  Pedro  II, 
el  18  de  Julio  de  1841. 

BRONSWICK. 

1830.  Setiembre  7:  Una  revolución  popu- 
lar obliga  al  Duque  Carlos  á  salir  de  su  duca- 
do y  le  sustituye  definitivamente  en  25  de 
Abril  de  1831  su  hermano  el  Duque  Gui- 
llermo. 
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1820.  Julio  6:  Revolución  de  Ñapóles  y 
proclamación  de  la  Constitución  de  1814  por 
el  Rey  Fernando,  que  ocupó  el  trono  de  las 
Dos-Sicilias  á  la  caida  y  lamentable  fin  de 
Joaquín  Murat. 

ESPAÑA. 

1808.  Revolución  dinástica  en  el  seno 
mismo  de  la  familia  Real.  Carlos  IV  abdica  la 
corona  y  su  hijo  Fernando  Vil,  que  también 
la  abdicó,  después  subió  al  trono  en  1814.  Jo*> 
séBonaparte,  que  lo  ocupaba,  fué  destronado. 

1820.  El  ejército  español  destinado  á  Amé* 
rica  proclama  la  Constitución  de  las  Cortes  del 
afio  1812  en  la  isla  de  León  y  el  7  de  Marzo 
del  mismo  año  el  Rey  Fernando  VII  la  acepta. 

1823.  El  ejército  francés,  al  mando  del 
Duque  de  Angulema,  entra  en  España  al  fren- 
te de  los  cien  mü  hijot  de  San  Luis;  la  invade 
conforme  á  lo  resuelto  en  el  Congreso  de  Ve- 
rona  de  1822  (1);  y  restablece  á  Fernando  VII 
en  la  plenitud  de  sus  derechos  absolutos. 

1833.  Muerte  de  Fernando  VII,  el  que 
antes  habia  alterado  el  orden  de  sucesión  en 
España,  dejando  por  medio  de  la  abolición  de 
la  ley  sálica  la  corona  á  su  hija  Isabel  de 
Borbon. — Octubre  4:  Vizcaya  se  subleva  en 
favor  de  D.  Carlos,  hermano  de  Fernando  VII, 
y  pretendiente  á  la  corona  de  España.  Se  hace 
proclamar  Rey  en  las  montañas  vizcaínas,  y 
después  de  una  lacha  fratricida  de  siete  años, 
las  tropas  carlistas  capitulan  con  las  liberales 
en  los  campos  de  Vergara. 

1840.  Octubre  12:  La  Reina -regente  Ma- 
ría Cristina,  renuncia  la  regencia. 

1841.  Mayo  8:  Nombramiento  del  Duque 
de  la  Victoria  (D.  Baldomcro  Espartero)  Re- 
gente del  Reino. 

1843.  Julio  30:  La  revolución  le  obliga  á 
salir  de  España,  y  el  8  de  Noviembre  del  mis- 
mo año  se  declara  á  la  Reina  Isabel  ma¡far  de 
edad. 

Desde  esta  época  ha  habido  pronuncia- 
mientos en  los  años  de  1844,  1848,  1854 
y  1856.  Finalmente,  en  1866  se  sublevó  en 
Madrid  la  artillería  del  ejército  el  22  de  Junio, 
siendo  sofocada  la  revolución. 

1868.  Setiembre:  La  escuadra  españo- 
la, al  mando  del  Brigadier  Topete,  se  pronun- 
cia contra  el  Gobierno  de  González  Brabo,  en 


(1}  Consúltese  la  interesante  y  curiosa  obra 
escrita  por  el  Vizconde  de  Chateaubriand  y  pu- 
blicada por  él  eon  el  titule  de  Congreso  de  Ye* 


roña» 


Cádiz,  proclama  la  libertad,  se  sublevan  las 
provincias,  vence  el  ejército  mandado  por  el 
Capitán  general  D.  Francisco  Serrano  y  triun- 
fa del  de  la  Reina  en  el  puente  de  Alcolea. 

En  el  mismo  mes  de  Setiembre  el  Gobier- 
no Provisional  destituye  á  la  Reina,  que  se 
refugia  en  Francia,  donde  protesta  en  el  pala- 
cio de  Pau. 

1869.  Constituidas  las  Cortes  Constitu- 
yentes por  el  sufragio  universal  y  hecha  por 
las  mismas  una  nueva  Constitución,  ftié  nom- 
brado Regente  del  Reino  D.  Francisco  Serra- 
no, en  conformidad  á  lo  prescrito  por  la  mis- 
ma Constitución,  el  6  de  Julio. 

1870.  Amadeo  I  (Fernando  María)  es  ele- 
gido Rey  de  España  el  1  5  de  Noviembre  y 
proclamado  el  2  de  Enero  del  siguiente  año. 

1873.  En  11  de  Febrero  renuncia  la  co- 
roña  D.  Amadeo  I,  en  cuya  fecha  se  procla- 
mó por  la  Asamblea  Nacional  la  República 
como  forma  de  gobierno. 

FRANCIA. 

1814.  Los  Borbones  vuelven  á  subir  al 
trono;  Napoleón  regresa  á  Francia  en  1815  y 
obliga  á  la  familia  Real  á  retirarse  á  Bélgica. 
Sucumbe  el  Gran  Napoleón  y  se  hacen  los 
tratados  de  1814  y  1815  entre  la  Francia  de 
los  citados  Borbones  y  las  Potencias  extranje- 
ras, que  los  colocaron  definitivamente  en  el 
trono. 

1830.  Los  días  27,  28  y  29  de  Julio  el 
pueblo  de  París  se  subleva  contra  el  despotis- 
mo de  los  Borbones,  y  Carlos  X  de  Francia 
abdica  el  2  de  Agosto,  así  como  su  presunto 
heredero  (Dauphin). 

El  7  de  Agosto  declaran  los  Diputados  de 
la  Nación  vacante  el  trono  y  ofrecen  la  Coro- 
na al  Duque  de  Orleans.  El  9  de  Agosto  este 
Principe  la  acepta  bajo  el  nombre  de  Luis 
Felipe  I. 

El  16  del  mismo  mes  de  Agosto  la  familia 
Real  de  los  Borbones  sale  de  Francia. 

1848.  El  20  de  Diciembre  Luis  Napoleón, 
tercer  hijo  del  difunto  Luis  Napoleón  Bona- 
parte.  Rey  de  Holanda,  y  de  la  reina  Horten- 
sia, fué  nombrado  Presidente  de  la  República 
francesa. 

1852.  Diciembre  2:  Emperador  heredita- 
rio de  los  franceses  por  el  sufragio  universal, 
bajo  el  nombre  de  Napoleón  III. 

1870.  El  2  de  Setiembre  se  constituyó 
Napoleón  prisionero  del  Rey  Guillermo  dePra- 
sia;  el  4  del  mismo  fué  proclamada  la  Repú- 
blica. 

1871.  El  3 1  de  Agosto  Adol  fo  Thiers  elec- 
to Presidente  de  la  Repüblica, 
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1829.  El  gran  O'Connell,  al  frente  de  la 
agitación  católica  de  Irlanda,  emancipa  á  los 
católicos  el  13  de  Abril  de  1829,  y  el  Bill  de 
reforma  de  7  de  Julio  de  1832  les  abre  las 
paertas  del  Parlamento. 

Yictoria,  Reina  del  Reino-Unido  de  la 
Gran  Bretaña,  sucedió  á  su  tío  el  Rey  Guiller- 
mo IV  el  ^20  de  Junio  de  1837,  y  fué  coronada 
el  28  de  Junio  de  1838. 

HAITÍ. 

1843.  El  general  Boyer,  Presidente  vita- 
licio de  la  República,  abandona  el  país  el  30 
de  Diciembre,  y  el  general  Herard-Ri viere  le 
susticuye  y  se  proclama  una  nueva  Constitu- 
ción. Continuaron  después  los  trastornos;  el 
presidente  dimitió  su  cargo, y  el  25  de  Agos- 
to de  1844  fué  nombrado  Presidente  el  gene- 
ral Gerrier.  En  Mayo  del  mismo  año  una  par- 
te  de  la  isla  quiso  ponerse  b^jo  el  protectora- 
do de  Francia. 

HBSSE-CASSBL. 

1831.  El  Electorado  adopta  una  nueva 
Constitución,  y  el  30  de  Setiembre  de  1831 
el  Príncipe  electoral  fué  declarado  co-RegeiUe 
y  encargado  del  gobierno  del  Estado  en  todas 
sus  relaciones. 

ITALIA. 

1831.  Febrero  3,  4  y  5:  Revolución  ita- 
liana en  Módena,  Bolona  y  Parma,  la  que  no 
produjo  cambio  alguno  y  fué  sofocada  en  el 
mismo  año. 

Por  la  abdicación  de  Fernando  III,  gran 
Duque  de  Toscana,  en  23  de  Marzo  de  1851, 
Victor  Manuel  tomó  el  titulo  de  Bep  de  Italia. 

POLONIA. 

1 830 .  Noviembre  20 ;  Revolución  de  Var- 
sovia. 

1831.  Enero  25:  Declaración  del  trono 
vacante  por  la  Dieta  de  Polonia,  y  el  7  de  Se- 
tiembre toma  de  Varsovia  por  los  rusos. 

Desde  entonces  el  reino  de  Polonia  perdió 
su  libertad  é  independencia. 

PORTUGAL. 

1808  á  1830.  Después  de  haber  abando- 
nado el  Rey  y  su  corte  á  Portugal  y  haberse 


retirado  al  Brasil  de  resultas  de  la  invasión 
francesa  en  1808,  luego  en  1821  regresó  & 
Lisboa. 

A  la  muerte  de  Juan  Vi  en  1826 ,  D.  Pedro 
se  habia  constituido  en  Emperador  del  Brasil 
el  2  de  Diciembre  de  1822,  abdicando  la  co- 
rona en  favor  de  su  hija  Doña  María  de  la  Glo*^ 
ria,  bajo  la  regencia  de  su  tio  el  Principe  Don 
Miguel.  Este  se  la  usurpó  declarándose  Rey 
absoluto,  y  como  D.  Pedro,  á  causa  de  la  re- 
volución del  Brasil  en  Abril  de  1831,  tuvo  que 
abandonar  aquel  país,  llegó  á  Portugal  en  1832, 
formó  un  ejército  y  batió  al  de  D.  Miguel.  Res- 
tablecida su  b^ja  en  el  trono,  el  usurpador  pre- 
tendiente D.  Miguel  abandonó  el  país  sujetán- 
dose al  convenio  de  Evoramonte  de  26  de 
Mayo  de  1834. 

SUEOIA. 

1809  y  1810.  El  29  de  Marzo  revolución 
de  Suecia :  el  Rey  Gustavo  IV  abdica  en 
Gripsholm,  y  á  la  muerte  de  su  hijo  adoptivo 
y  sucesor  del  Rey  Carlos  XIII  los  Estados  ge- 
nerales del  Reino  proclaman  el  21  de  Agosto 
de  1810,  con  el  carácter  de  Principe  Real,  al 
Mariscal  de  Francia  Juan  Bernadotte,  Duque 
de  Ponte- Corvo,  el  que  fué  proclamado  Rey  de 
Suecia  y  de  Noruega  el  5  de  Febrero  de  1818 
bajo  el  nombre  de  Carlos  XIV.  Murió  el  8  de 
Marzo  de  1844,  y  le  sucedió  su  hijo  Osear  I. 

Las  condiciones  especiales  de  esta  obra 
nos  impiden  ser  más  extensos  y  nos  obligan 
á  omitir  otros  muchos  trastornos  y  acontecí* 
mientes  políticos  que  han  tenido  lugar. 

BEYS8  DE  BSPAftA,  Y  AfiOS    SN 

QUE  HAN  FALLECIDO. 

REYES  GODOS. 

Ataúlfo,  Rey  I,  murió  año 417 

Sigerico 4l7 

Walia 420 

Theodoredo 461 

Turismandó 454 

Theodorico » . .  467 

Eurico 483 

Alarico 506 

Oesalico 510 

Amalarico 531 

Theudis 548 

Theudiselo 549 

Agila 554 

Atanagildo 567 

Leuva  1 572 

Leovigildo 586 

Recaredo  L 601 

Leuva  II 603 

Witerico 610 

Gundemaro •  •  •  612 

Sisebuto 621 

Recaredo  II 621 

Suintila 631 

Sisenando 635 
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Chintila 638 

Tulga 640 

Ch  indaaviiito 650 

Recesvinto 672 

Wamba 687 

Ervigio 687 

Egica 701 

Witiza 711 

D.Rodrigo   714 

REYES  DE  ASTURIAS, 

D.  Pelayo 737 

D.  Favila 739 

D.  Alonso  I,  el  Católico 757 

D.  Fruela  1 768 

D.  Aurelio 774 

D.  Silo 783 

Mauregato. 788 

D.  Bermudo  I,  el  Diácono 795 

D.  Alonso  II,  el  Casto 843 

D.  Ramiro  1 850 

D.  Ordoño  1 862 

D.  Alonso  III,  el  Magno 910 

D,  García 913 

REYES  DE  LEÓN. 

D.  Ordoño  II 923 

D.  Fruela  II 924 

D.  Alonso  IV,  el  Monje 930 

D.  Ramiro  II 950 

D.  Ordoño  III 955 

D.  Sancho  1 967 

D,  Ramiro  III 982 

D.  Bermudo  II 999 

D.  Alonso  V 1028 

D.  Bermudo  III 1037 

Doña  Sancha 1069 

REYES  DE  CASTILLA  Y  LEÓN. 

D.  Fernando  1 1067 

D.  Sancho  II l073 

D.  Alonso  VI 1108 

Doña  Urraca 1126 

D.  Alonso  VII,  Emperador 1157 

SEPARACIÓN  DE  CASTILLA  Y  LEÓN. 

REYES  DE   CASTILLA. 

D.  Sancho  III 1168 

D.  Alonso  VIII 1214 

D.  Enrique  1 1217 

Doña  Berenguela 1244 

San  Fernando  III. .  . « n 

REYES  DE  LEÓN. 

D.  Fernando  II 1188 

D.  Alonso  IX 1230 

San  Fernando  III n 

REUNIÓN  DEFINITIVA  DE  CASTILLA  T  LEÓN. 

San  Femando  III 1252 

D.  Alonso  X,  Emperador 1284 

D.  Sancho  I V 1295 

D.  Fernando  IV 1312 

D.  Alonso  XI 1350 

D.  Pedro  1 1369 

D.  Enrique  II 1379 

D.  Juan  1 1390 

D.  Enrique  III 1407 

D.  Juan  ll 1454 

D,  Enrique  IV 1474 
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Doña  Isabel,  la  Católica 1504 

D.  Fernando  V 1516 

Doña  Juana 1555 

D.  Felipe  1 1506 

D.  Carlos  V  y  I  de  España 1558 

D.  Felipe  II 1698 

D.  Felipe  líl 1621 

D.  Felipe  IV 1665 

D,  Carlos  II 1700 

D.  Felipe  V,  renunció  año  de  1724  en 

D.  Luis  1 1724 

D.  Felipe  V 1746 

D.  Fernando  VI 1759 

D.  Carlos  III 1788 

D.  Carlos  IV,  renunció  año  de  1808, 

murió  en 1819 

D.  Fernando  VII 1833 

Doña  Isabel  II,  dejó  de  reinar  el  29  de  Setiem- 
bre de  1868. 

D.  Amadeo  I,  renunció  la  corona  en  11  de  Fe- 
brero de  1873,  en  cuya  fecha  se  proclamó  por 
la  Asamblea  Nacional  la  Ercpública  como  for- 
ma de  gobierno. 

BIESGO  MARÍTIMO.  Véase  Gbursa. 
BIESGOS  MABÍTIMOS.   Véase  Seguios 
marítiiios. 

BIOS  DB  LA  PENÍNSITIJL  IBÉBICA. 

Bajo  el  aspecto  hidrográfico  la  Penínsala  se 
divide  en  cuatro  regiones  generales:  la  Cantá- 
brica ó  septentrional ,  zona  estrecha  compren- 
dida entre  la  cordillera  pirenaica  y  el  mar  de 
su  nombre,  al  ine  van  á  parar  las  aguas  que 
la  riegan,  en  cursos  de  escasa  longitud  y  cau- 
dal; la  Lusitánica  ú  occidental,  la  mayor  de 
todas,  que  alimentan  los  grandes  ríos  Miño, 
Duero  y  Tajo;  la  Bética  ó.  meridional,  cuyas 
aguas  fluyen  por  el  Guadiana  y  Guadalquiyir 
al  Atlántico ,  y  también  en  cauces  no  inter- 
rumpidos, aunque  cortos,  al  Mediterráneo,  des- 
de las  faldas  de  Sierra  Nevada  ,  y  la  Ibérica  ü 
oriental,  que  comprende  la  cuenca  dominante 
del  Bbro,  y  las  de  los  rios  Segara,  Júcar,  Gua- 
dal aviar,  Llobregat  y  Ter. 

Los  cursos  de  agua  que  atraviesan  estas 
varias  regiones  apenas  se  elevan  á  250,  mere- 
ciendo el  nombre  de  rios :  los  demás  son  arro- 
yos ó  torrentes  que  pagan  tributo  á  los  prime- 
ros, muchos  solo  en  circunstancias  excepcio- 
nales. 

Según  el  orden  de  mayor  longitud,  los 
ocho  rios  principales  se  clasifican  de  este  mo- 
do :  Tajo,  Duero,  Ebro,  Guadiana,  Guadalqui- 
vir, Jácar  ,  Miño  y  Segara  :  según  la  mayor 
extensión  superficial  de  sus  cuencas  ,  4e  este 
otro:  Bbro,  Duero,  Tajo,  Guadiana,  Guadal- 
quivir, Segura,  Jücar  y  Miño,  y  por  el  núme- 
ro de  tributarios  que  los  abastecen ,  del  si- 
guiente :  Bbro,  Duero,  Tajo,  Miño,  Guadiana, 
Guadalquivir,  Jücar  y  Segura. 

Nace  el  Bbro  en  las  montañas  de  Reinosa, 
provincia  de  Santander,  y  después  de  un  cur- 
so de  725  kilómetros  próximamente,  desem* 
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boca  on  el  Mediterráneo  por  los  Alfaques,  pro- 
vincia de  Tarragona.  Las  principales  pobla- 
ciones por  donde  pasa  son:  Reinosa»  Miranda, 
Logroño,  Calahorra,  Alfaro,  lúdela,  Zarago- 
za, Sástago,  Gaspe,  Mequinenza,  Mora,  Torto- 
sa  y  Amposta.  Y  sus  principales  afluentes  és- 
tos :  por  la  izquierda  el  Aragón  con  el  Arga 
y  Trati,  el  Gallego  con  el  Segre,  con  el  Cinca 
y  los  dos  Nogueras,  Ribagorzana  y  Pallaresa, 
y  por  la  derecha  el  Jalón  con  el  Jlloca,  Huer* 
va  y  otros  menos  importantes. 

El  Jücar  nace  al  pié  del  monte  de  San  Fe- 
lipe, provincia  de  Cuenca ,  y  atravesando  las 
de  Albacete  y  de  Valencia ,  tras  un  curso  de 
370  kilómetros,  va  á  desembocar  en  el  Medi- 
terráneo cerca  de  Cullera.  Esta  población  y 
las  de  Alcira  y  Cuenca  son  las  tres  más  im- 
portantes que  baña.  Su  principal  afluente  es  el 
Gabriel,  que  nace  en  la  sierra  de  Albarracin, 
en  el  mismo  nudo  de  montañas  que  el  Júcar, 
al  que  se  une  por  la  izquierda. 

Brota  el  Segura  en  la  provincia  de  Jaén, 
no  lejos  del  Guadalquivir,  y  atraviesa  las  pro- 
vincias de  Albacete,  Murcia  y  Alicante.  Y 
después  de  bañar  con  sus  aguas  á  Cieza,  Ar- 
chena.  Murcia  y  Orihaela,  desagua  en  el  Me- 
diterráneo, tras  un  curso  de  225  kilómetros, 
recibiendo  por  la  izquierda  las  aguas  del  rio 
Mundo,  que  desciende  de  la  sierra  de  Alcaráz, 
y  por  la  derecha  las  del  rio  de  Lorca  ó  Lan- 
gonera. 

Fórmase  el  Guadalquivir  entre  las  sierras 
de  Pozo  y  de  Gazorla,  en  la  provincia  de  Jaén, 
y  cruzando  por  las  de  Córdoba  y  Sevilla,  entra 
en  el  Océano  en  las  proximidades  de  Sanlú- 
car ,  después  de  haber  recorrido  505  kilóme- 
tros próximamente,  y  de  recoger  por  la  iz- 
quierda las  aguas  del  Guadiana  menor  y  del 
Genil ,  y  por  la  derecha  las  del  Guadalimar. 
Las  principales  poblaciones  que  baña  son:  An- 
dájar,  Montero  ,  Córdoba,  Lora,  Cantillana  y 
Sevilla. 

Nace  el  Guadiana  en  las  célebres  lagunas 
de  Ruidera;  piérdese  después  en  un  trecho  de 
más  de  40  kilómetros;  reaparece  en  los  Ojos  de 
su  nombre  ;  recorre  en  toda  su  extensión  la 
provincia  de  Ciudad-Real,  y  en  muy  gran 
parte  también  la  de  Badajoz ;  entra  en  Portu- 
gal y  sirve  al  ñn  de  limite  fronterizo  entre  es- 
te Reino  /  España. 

Su  curso  desde  los  Ojos  hasta  cerca  de 
Ayamonte,  donde  desemboca  en  el  Atlántico, 
es  de  unos  725  kilómetros.  Las  principales 
poblaciones  por  donde  pasa  son:  Mérida,  Ba- 
dajoz y  el  citado  Ayamonte  en  la  provincia  de 
Huelva,  y  sus  afluentes  más  notables,  el  Züjar 
y  el  Ardilas  por  la  izquierda,  y  el  Záncara, 
Oigtiela  con  Riánzares  y  el  Gébora. 


Despréndese  el  Tajo  de  la  sierra  de  Molina, 
en  el  límite  dd  las  tres  provincias  de  Teruel, 
Cuenca  y  Guadalajara,  y  deslizándose  por  es- 
ta y  las  de  Madrid,  Toledo  y  Cáceres,  penetra 
en  Portugal,  y  al  cabo  de  unos  825  kilóme- 
tros de  curso  se  arroja  en  el  Atlántico  junto  á 
Lisboa.  Por  la  derecha  se  refuerza  con  el  Ta- 
juña,  unido  al  Jarama  y  Henares,  con  el  Al- 
berche,  Tiétar  y  Alagon,  y  por  la  izquierda 
con  el  Guadiela  y  otros  menos  caudalosos.  An- 
tes de  penetrar  en  Portugal  pasa  por  Trillo, 
Fuentidueña,  Aranjuez,  Toledo  ,  Talavera  de 
la  Reina,  Puente  del  Arzobispo,  Almaráz  y 
Alcántara. 

El  Duero  nace  al  pié  del  cerro  de  Urbion, 
provincia  de  Soria,  y  atravesando  después  las 
de  Burgos,  Valladolid,  Zamora  y  Salamanca, 
desagua  en  el  Océano  por  O  porto  tras  un  cur- 
so de  776  kilómetros.  Baña  las  poblaciones  de 
Soria.  Almazan,  Aranda,  Roa,  Peñañcl,  Tor* 
desillas,  Toro,  Zamora,  la  Fregeneda  y  Opor- 
to,  y  recoge  por  su  derecha  el  Pisuerga  con  el 
Carrion,  el  Valderaduey,  y  el  Eslaconel  Cea, 
el  Orvigo  y  el  Tera,  y  por  la  izquierda  el  Ce- 
ga,  Adaja  con  Eresma,  Termes,  Huebra  y 
Águeda. 

Toma  origen  el  Miño  en  Fuente  Miña,  pro- 
vincia de  Lugo;  atraviesa  la  de  Orense,  y  se- 
parando lado  Pontevedra  del  Reino  de  Portu- 
gal, desagua  en  el  Océano  cerca  de  la  Guardia, 
después  de  un  curso  de  233  kilómetros.  Baña 
las  poblaciones  de  Lugo,  Orense,  Salvatierra  y 
Tuy,  y  recibe  por  la  izquierda  su  principal 
tributario  el  Sil,  de  curso  más  recto,  largo  y 
caudaloso  que  el  mismo  Miño.  Además  de  los 
ocho  ríos  principales,  merecen  citarse  entre 
los  51  que  desaguan  directamente  en  el  mar, 
los  siguientes:  La  Muga,  el  Fluviá,  Ter,  Llo- 
bregat  y  Francoli  al  N.  del  Ebro;  la  Cenia,  el 
Mijares,  y  el  Guadalaviar,  entre  el  Jücar  y  el 
Ebro;  el  Adra,  Guadalete  y  Tinto  en  Andalu- 
cía; el  Ulla  y  Tambre  en  Galicia,  y  el  Nalon, 
Sella,  Nervion,  Orlo  y  Yidasoa  en  la  costa  ó 
vertiente  Cantábrica. 

BIQUSZA  PÚBLICA.  Acerca  de  la  in- 
fluencia de  las  ciencias  y  de  la  ilustración  so- 
bre los  progresos  de  la  riqueza  publica ,  dijo 
el  sabio  inglés  Hume  que  una  Nación  atrasa-- 
da  en  los  conocimientos  de  la  astronomía  no 
veria  prosperar  las  manufacturas  de  paños,  de- 
mostrando con  ello  la  intluencia  que  el  estudio 
de  aquella  ciencia  ejerce  en  los  adelantamien- 
tos de  la  navegación,  los  cuales  aumentan  los 
consumos  y  tienen  una  parte  inmediata  en  la 
baratura  de  los  precios,  en  el  aumento  de  la 
fabricación,  y  de  consiguiente  en  los  adelan- 
tamientos de  la  fabricación  de  los  paños. 

Bl  marinero,  aprovechándose  de  los  cono* 
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oimientos  oieatiflcos  de  Newton  y  Lalande, 
mide  y  oalcalala  distancia  aparente  de  la  lana  ó 
de  una  estrella ,  oonsalta  en  segraida  al  A  Imafuique 
náutico,  y  con  estos  aaxilios,  debidos  á  las  cien- 
cias, conoce  sa  posición  en  el  medio  del  mar, 
corriéndole  meses  enteros  con  toda  seguridad, 
sin  ver  durante  ellos  la  tierra.  Con  estos  au* 
xilios,  el  capitán  Hall,  sin  marca  alguna,  al 
cabo  de  ochenta  y  nueve  dias  de  navegación 
entró  en  el  rio,  después  de  correr  8.000  millas 
con  tal  exactitud  y  tan  corta  desviación,  cual 
pudiera  un  cochero  dirigir  un  carruaje  desde 
un  extremo  al  otro  de  un  paseo.  Pero  si  se 
preguntara:  ¿y  qué  tiene  que  ver  esto  con  la 
fabricación  y  precio  del  paño?  Mucho.  En  éste 
entra  como  un  dato  principal  el  coste  del  tras* 
porte.  Sin  los  almanaques,  el  viaje  que  desde 
New- York  á  Liverpool  se  hace  en  tres  sema- 
nas necesitarla  tres  meses.  En  los  tiempos  an- 
tigaos los  buques  apenas  se  atrevían  á  perder 
de  vista  las  costas,  por  falta  de  nociones  cien- 
tíficas que  condujeran  sus  pasos.  Bajo  los  Re- 
yes sajones  de  Inglaterra,  se  concedía  la  no- 
bleza al  comerciante  que  osaba  hacer  tres  via- 
jes de  mar  con  sus  pequeños  barcos.  Hasta  que 
la  aplicación  de  los  conocimientos  científicos 
descubrió  la  brújula,  nadie  se  atrevió  á  cru- 
zar el  Atlántico,  y  después  de  tan  feliz  inven- 
ción se  corrieron  grandes  riesgos,  hasta  que 
se  logró  aplicar  la  ciencia  astronómica  á  la 
navegación.   Sin  el  descubrimiento  del  mag- 
netismo, jamás  se  habría  descubierto  la  Amé- 
rica; y  á  no  descubrirse  ésta  y  el  paso  á  la  In- 
dia por  el  Cabo  de  Buena  Esperanza,  no  hu- 
biéramos conocido  el  algodón;  las  clases  me- 
dias vestirían  tan  mal  como  en  la  Edad  Me- 
dia, y  un  millón  de  artesanos  que  se  ocupan 
en  Inglaterra  en  trabajar  estofas,  se  encontra- 
rían sin  los  recursos  que  la  industria  les  pro- 
porciona para  su  bienestar.  Lo  dicho  nos  hace 
ver  que  la  ciencia  astronómica  ha  franqueado 
la  comunicación  entre  los  más  remotos  puntos 
del  globo,  y  ha  tenido  una  parte  inmediata, 
aunque  lentamente  progresiva,  en  la  produc- 
ción de  las  riquezas,  y  la  consiguiente  difu- 
sion  de  los  objetos  necesarios  para  asegurar  la 
existencia  y  las  comodidades  de  la  vida. 

Es  tan  conocido  el  enlace  qne  media  entre 
las  manufacturas  y  las  ciencias,  la  práctica  del 
comercio  y  las  especulaciones  abstractas,  que 
no  hay  necesidad  de  demostrarlo.  Persuadido 
Colon,  el  descubridor  de  la  América,  de  que  la 
tierra  era  redonda,  concibió  la  idea  de  hallar 
un  nuevo  continente,  y  las  nociones  abstractas 
de  este  hombre  singular  acerca  de  la  figura 
esférica  del  globo  causaron  una  mudanza  en 
los  habitantes  del  mundo  viejo. 


criado  á  un  oficial  de  marina,  descubrió  el 
curso  del  rio  Negro  en  África,  cuyo  conocí* 
miento  tuvo  un  grande  influjo  sobre  el  comer- 
cio, debido  á  la  perseverancia  de  un  viajero, 
después  que  su  examen  habla  agotado  los  re- 
cursos de  los  hombres  más  sabios  de  Europa 
y  costado  la  vida  á  algunos  hombres  intré- 
pidos. 

El  hermano  de  Cristóbal  Colon  fué  el  pri« 
mero  que  en  el  año  de  1488  dio  á  conocer  á 
los  ingleses  los  mapas  y  las  cartas  marinas, 
fruto  de  las  incesantes  tareas  de  los  sabios,  y 
sin  las  cuales  el  mismo  Colon  no  habría  pensado 
en  descubrir  el  mundo  nuevo.  Si  los  escasos 
conocimientos  que  en  su  tiempo  habla  so- 
bre la  geografía  no  se  hubieran  aumentado 
considerablemente  por  los  sucesivos  estadios 
de  los  profesores,  Inglaterra  no  tendría  20. 000 
buques  prontos  á  hacer  el  comercio  en  todos 
los  países  en  donde  los  hombres  ofrecen  obje- 
tos cambiables;  es  decir,  donde  permutan  ar- 
tículos sobrantes  á  su  consamo  por  los  que  so- 
bran también  á  los  ingleses,  con  reciprocas  é 
inmensas  ventajas  de  ambos.  Los  mapas,  hoy 
tan  comunes,  exigen  un  cumulo  grande  de 
luces  y  mucha  destreza  para  su  construcción, 
y  la  de  un  almanaque,  que  parece  una  cosa  áa 
poca  monta,  requiere  un  cúmulo  de  conoci- 
mientos científicos,  hoy  por  fortuna  comunes. 

Las  ciencias ,  uniendo  entre  si  los  países 
lejanos ,  y  convirtiendo  el  mundo  entero  en 
un  mercado  inmenso,  contribuyen  directamen- 
te á  producir  las  riquezas  y  nos  guian  en  el 
reconocimiento  de  las  entrañas  de  un  mundo 
que  tenemos  á  nuestros  pies  No  hace  machos 
años  que  cuando  tratábamos  de  sacar  del  seno 
de  la  tierra  el  combustible  y  los  metales  que 
en  si  encierra,  hacíamos  escavaciones  á  la  ven- 
tura y  sin  discernimiento ;  consumíamos  mi- 
les de  pesos  en  el  beneficio  de  las  minas,  fiados 
en  el  vano  saber  de  algún  necio  charlatán  qae, 
vendiéndose  por  hombre  diestro  en  la  materia, 
se  encargaba  de  la  explotación.  La  ciencia 
geológica,  cultivada  en  estos  últimos  treinta 
años  con  buen  éxito,  vino  á  suplir  los  defectos 
de  la  antigua  práctica,  enseñándonos,  bajo 
ciertos  principios,  á  determinar  los  parajes  en 
donde  se  encuentra  el  carbón  de  piedra ,  dán- 
donos á  conocer  las  capas  de  tierra  en  donde 
precisamente  se  cria  aquel.  Con  su  auxilio 
se  ha  evitado  consumir  infructuosamente  ca- 
pitales en  hacer  escavaciones  en  demanda  del 
mineral  que  la  ciencia  asegura  no  ser  dado  en« 
centrar.  La  importancia  de  este  servicióse  echa 
de  ver  sabiendo  que  hace  pocos  años  que  se 
consumieron  sin  ventajas  8.000  000  de  reales 
en  buscti  de  carbones  en  Bexhill,  en  Sussex,  lo 


Un  hombre  emprendedor,  qoe  sirvió  de  {  que  no  habiera  sucedido  si  á  la  saaon  sa  ba- 
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biera  conocido  la  geología,  como  en  el  dia. 
Todo  cnanto  disminuye  los  riesgos  de  per- 
der la  Yida  6  la  salad  en  las  operaciones  de  las 
artes,  rebaja  el  coste  de  la  producción  de  la  ri- 
queza, porque  hace  menor  la  indemnización 
qae  los  productos  reclaman  como  premio  de* 
bido  al  riesgo  que  corren.  La  lámpara  de  salu- 
bridad, inventada  por  Humphry  Daig,  que  dis- 
minuye la  mortantad  de  los  que  se  emplean  en 
sacar  el  carbón,  ha  influido  en  la  rebaja  del  pre- 
cio de  éste.  La  máscara  magnética  que  [impide 
el  que  las  limaduras  de  hierro  se  introduzcan  en 
la  garganta  de  [los  amoladores  y  bruñidores, 
impidiendo  la  consunción  de  los  pulmones,  de- 
berá hacer  bajar  el  precio  de  los  artículos  de 
acero,  siempre  que  los  artesanos  prefieran  di- 
latar su  Tida,  al  amparo  de  la  máscara,  al  go- 
ce de  unos  jornales  más  subidos,  como  premio 
del  riesgo  en  que  ponen  su  salud.  Pero  sea  de 
esto  lo  que  fuere ,  es  indudable  que  tarde  ó 
temprano  la  invención  de  la  máscara  magné- 
tica influirá  en  la  rebaja  del  coste  de  la  pro- 
ducción de  los  objetos  que  resultan  del  ejerci- 
cio de  la  indicada  industria. 

El  pararayo  de  Fraoklin,  tan  generalizado 
actualmente  en  el  continente  europeo ,  y  tan 
universalmente  usado  en  los  barcos,  disminu- 
ye el  riesgo  que  corren  los  géneros  que  el  co- 
mercio conduce  de  un  país  á  otro  ,  del  mismo 
modo  que  la  lámpara  de  salubridad  lo  hace 
con  la  vida ;  y  la  seguridad  que  de  ello  re- 
sulta, hace  bajar  el  premio  de  los  seguros  de 
mar ,  y  por  una  inmediata  reacción ,  produce 
igual  efecto  en  el  coste  de  la  producción.  El 
rayo  es  una  de  las  fuerzas  destructoras  de  la 
naturaleza  que  la  ciencia  humana  ha  logrado 
contrarestar. 

Pocos  años  hace  que  toda  la  madera  del 
bosque  de  Hart,  en  Alemania ,  quedó  destrui- 
da por  una  especie  de  escarabajo,  que  devo- 
rando la  corteza  alrededor  del  tronco,  cerraba 
el  paso  á  la  savia.  Este  insecto  emigró  á  In- 
glaterra ,  y  la  ciencia  descubrió  la  causa  del 
daño  y  encontró  medios  de  precaverle.  A  los 
conocimientos  en  la  historia  natural  se  debió 
haber  salvado  los  árboles  y  evitado  el  enorme 
precio  que  sin  ellos  hubiera  tomado  la  madera. 

Cualquiera  que  reconozca  una  máquina 
de  algodón,  desde  el  despepitado  de  éste  hasta 
que  entra  en  la  prensa  hidráulica,  y  observe 
con  detención  un  camino  de  hierro,  recono- 
cerá los  resultados  de  las  ciencias  entreteji- 
das con  las  operaciones,  como  la  trama  y  el 
urdimbre  de  la  tela  que  se  labra  en  el  ingenio. 
Bata  invención  de  las  ciencias  abstractas  y  de 
la  práctica,  la  pericia  mecánica  y  el  trabajo 
manual ,  que  tanto  sobresalen  en  el  tejido  de 


ramos  industriales  de  una  Nación  civilizada. 
Todo  el  que  emplea  sus  fuerzas  ñsicas  y  mo- 
rales, trabaja  por  producir  objetos  útiles  y  po- 
ne en  movimiento  el  trabajo  ajeno.  Buen  ejem- 
plo tenemos  en  la  medicina.  Mientras  prevale- 
ció la  ignorancia  en  sus  profesores,  las  dolen- 
cias más  leves  se  hicieron  graves  y  funestas,  y 
las  facultades  humanas ,  que  debian  ocuparse 
en  tareas  útiles,  se  debilitaron  con  la  disolu- 
ción causada  por  las  enfermedades ,  la  cual  ha 
cedido  al  impulso  de  la  ilustración  y  del  tra- 
bajo de  los  médicos. 

La  conexión  que  media  entre  los  adelanta- 
mientos del  entendimiento  y  el  trabajo  útil, 
tiene  un  influjo  sobre  otros  objetos  tan  gran- 
de como  el  de  la  aplicación  directa  é  indirecta 
de  las  ciencias  á  las  artes  mecánicas.  Las  cien- 
cias y  las  artes  solo  progresan  en  los  pueblos  que 
respetan  las  leyes  divinas,  que  aman  la  justicia, 
y  en  donde  se  cultivan  los  talentos  y  se  de- 
fiende tf¿  gusio.  El  ministro  de  la  religión  que  en- 
seña á  los  hombres  sus  deberes  es  un  trabajo 
útil;  lo  es  también  el  maestro  ó  preceptor  que 
consume  sus  dias  en  la  educación  de  la  juven- 
tud; lo  es  el  escritor  que  emplea  el  tiempo  en 
descubrir  y  aplicar  las  verdades  políticas  y 
morales,  y  lo  es  asimismo  el  Magistrado  que 
con  la  aplicación  de  las  leyes  sostiene  el  órdea 
y  la  seguridad  pública,  defendiendo  al  ino- 
cente, castigando  al  culpable  y  poniendo  los 
derechos  de  todos  á  cubierto  de  los  ultrajes. 

Aunque  algunos  convienen  en  que  los  re- 
feridos son  productores  útiles,  se  resisten  á  re- 
conocer tan  precaria  cualidad  en  los  que  cul- 
tivan las  artes  de  imaginación  en  las  socieda^ 
des  cultas,  como  son  los  poetas,  los  autores  de 
novelas,  los  pintores  y  los  músicos;  pero  para 
convencerlos  de  su  error  basta  una  sola  refle- 
xión. Los  referidos,  haciendo  progresar  el  en- 
tendimiento en  los  países  en  donde  residen,  in« 
directamente  contribuyen  á  mejorar  la  produc- 
ción de  los  artículos  necesarios  para  la  vida. 
Habiendo  demostrado  ya  que  el  estudio  de  las 
matemáticas  sublimes  aplicado  á  la  astrono- 
mía ha  inflaido  grandemente  en  la  fabricación 
de  los  paños,  no  se  puede  sostener  que  un  hom- 
bre aplicado  al  estudio  de  las  ciencias  exactas 
sea  un  hombre  ocioso,  holgazán  é  improductivo. 
Los  más  ilustres  escritores  y  poetas,  describien- 
do las  sublimes  pasiones  y  los  hechos  famosos, 
han  tenido  una  parte  inmediata  en  elevar  el 
humano  entendimiento  á  la  adquisición  de  los 
más  nobles  conocimientos  y  de  las  virtudes. 
Hasta  los  que  se  dedican  á  las  ocupaciones 
menos  dignas,  es  decir,  los  que  cultivan  las 
artes  de  placer  y  diversión,  ponen  en  movi- 
miento los  agentes  más  puros  y  más  grandes 


una  pieza  de  calicó ,  tienen  lugar  en  todos  los  |  de  los  goces;  porque  hacen  que  el  hombre  cp 
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loqae  su  recreo  en  objetos  menos  dañosos  que 
los  de  la  bratal  sensualidad.  Su  habilidad  y 
destreza  tienen  un  contacto  inmediato  con  to- 
do lo  bello  que  ofrece  la  nataraleza,  y  son  tan 
útiles  para  conseguir  las  puras  é  inocentes  de- 
licias, como  las  flores  que  nos  embelesan  con  su 
hermosura  y  fragancia  al  lado  de  las  mieses 
que  nos  alimentan.  Una  Nación  compuesta  so- 
lo de  poetas  y  de  pintores,  cómicos  y  bailarines 
seria  tan  útil  como  otra  que  dedicara  sus  cam- 
pos al  cultivo  de  las  rosas  y  de  las  yioletas; 
aquellos  y  éstas  pueden  contribuir  al  ornamen- 
to y  á  la  comodidad  de  la  vida,  y  aún  con 
ventajas  de  las  clases  que  se  dedican  á  las  ocu- 
paciones reputadas  útiles.  El  que  consagra  las 
artes  ó  produce  obras  de  imaginación  sin  enve- 
nenar las  costumbres,  y  con  el  pincel  y  el  es- 
coplo presenta  obras  bellas  que  fomentan  el 
buen  gusto,  derrama  beneñcios  en  el  mundo 
y  es  útil  trabajador. 

Lo  expuesto  nos  hace  ver  que  hay  en  la 
sociedad  clases  laboriosas  tan  dignas  de  con- 
sideración y  aprecio  como  las  que  se  dedican 
á  las  artes  mecánicas. 

Hubo  épocas  desgraciadas,  en  las  cuales 
los  profesores  de  las  ciencias  han  mirado  con 
desprecio  á  los  artesanos  y  fabricantes;  mas 
al  ñn  las  luces  del  siglo  les  han  desengañado, 
dándoles  á  conocer  la  valia  de  éstos,  y  á  los 
menestrales  la  importancia  de  aquellos.  Unos 
y  otros  perderían  á  las  clases  laboriosas.  La 
positiva  iufluencia  de  las  tareas  de  los  poetas, 
pintores,  etc.  sobre  el  adelantamiento  de  las 
labores  mecánicas  es  evidente.  Sus  produccio- 
nes preceden  al  consumo  y  le  aumentan.  Un  es- 
critor americano  ha  calculado  que  los  obreros, 
fabricantes  de  papel,  impresores  y  encuader- 
nadores que  se  emplean  en  imprimir  las  obras 
de  Yaltter  Scott,  solo  en  todas  las  Naciones 
forman  un  total  igual  al  que  compone  un  gran 
pueblo.  Las  fábricas  de  loza,  al  estilo  etrusco 
de  la  ciudad  de  Stafford,  no  hubieran  existi- 
do si  el  Sr.  Wedgwood  no  hubiera  introduci- 
do en  las  manufacturas  inglesas  de  porcelana 
las  formas  griegas,  creando  demandas  que  fa- 
cilitaron útil  trabajo  á  miles  de  personas  (1). 

BOBO.  El  acto  de  quitar  ó  tomar  para  si 
con  violencia  ó  fuerza  la  cosa  ajena.  Diferen- 
ciase del  hurto  en  que  éste  se  ¡comete  encu  - 
biertamente  y  aquel  públicamente;  éste  sin 
fuerza  y  aquel  con  ella;  de  modo,  que  en  el 
robo  no  solo  se  priva  al  dueño  de  lo  que  le 
pertenece,  como  en  el  hurto,  sino  que  además 
se  atenta  á  su  tranquilidad  intimándole  con 
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armase  amenazas,  por  lo  cual  debe  castigarse 
el  robo  con  más  rigor  que  el  hurto.  (Ley  1.', 
tit.  13,  Part.  7.^)  Sin  embargo,  en  la  práctica 
se  suele  usar  indistintamente  de  las  dos  pala- 
bras como  si  fueran  sinónimas.  Véase  Rapiza 
y  Hurto. 

BODA.  El  madero  grueso  y  curvo  qae 
forma  el  remate  de  la  proa  de  las  naves. 

BOL  DS  TBIPULACION.  El  rol  es  el 
documento  en  el  cual  el  Cónsul  debe  anotar 
las  operaciones  que  ha  hecho  el  buque,  las  al- 
teraciones que  ha  habido  en  su  tripulación,  los 
pliegos  oficiales  que  conduce  y  las  fechas  de 
su  entrada  y  salida  en  el  puerto.  La  nota 
que  en  el  rol  se  ponga  debe  copiarse  en  el 
libro  de  navegación  del  Consulado,  á  continua- 
ción de  la  que  se  inserta  á  la  llegada  del  ba- 
que, porque  á  menudo  se  hace  uso  de  estas 
noticias.  Este  documento  está  mandado  llevar 
en  todo  buque  por  el  art.  9.*,  tít.  10  de  las  Or- 
denanzas de  matriculas,  y  es  práctica  constan- 
te en  nuestros  Consulados  que  se  deposite  en 
en  ellos  mientras  el  buque  permanezca  en  el 
puerto. 

El  art.  23,  tit.  10  de  dichas  Ordenanzas 
previene:  «La  lista  de  la  tripulación  de  todo 
buque  expresará  el  nombre  de  cada  marinero, 
el  trozo,  partido  y  tercio  á  que  corresponda, 
y  la  clase  en  que  sirve,  firmándola  el  coman- 
dante del  partido  ó  ayudante  del  distrito,  para 
entregarla  al  Capitán  ó  patrón,  que  ha  de  res- 
ponder de  ella,  como  del  paradero  de  los  indi- 
viduos de  su  dotación,  y  por  lo  tanto,  los  co- 
mandantes de  las  escuadras  y  bajeles,  los  do 
los  tercios  y  provincias  y  cualesquiera  otros 
que  en  la  mar  ó  en  los  surgideros  hallasen  al- 
guna nave  española  sin  la  expresada  lista  ó 
rol  formal  de  su  equipaje,  la  detendrán  y  em- 
bargarán inmediatamente,  dando  parte  al  Co- 
mandante  ó  ayudante  del  ancladero  que  toma- 
se, ó  en  que  estuviese,  no  siendo  la  capital 
del  departamento,  en  el  que  lo  participará  al 
Capitán  general  de  él  para  que  éste,  por  me- 
dio del  Comandante  principal,  providencie  el 
castigo,  según  resultare  de  la  indagación. 

La  orden  de  la  Regencia  provisional  del 
Reino  de  11  de  Febrero  de  1841  encarece  la 
necesidad  de  que  los  patrones  vayan  provistos 
de  Reales  pasaportes  de  navegación  y  demás 
documentos  prevenidos  en  las  Ordenanzas  de 
matricula. 

La  orden  del  Gobierno  provisional  de  1 1 
de  Octubre  de  1843  previene  cuanto  ea  nece- 
sario relativo  á  los  roles  de  buques  pescadores. 

La  Real  orden  circular  de  2  de  Agesto  de 
1852  dispone  que  los  Agentes  consulares  re- 
cojan los  roles  que  lleven  varios  zSíw  de  fecha 
de  expedidos. 
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Bq  logar  de  la  lista  de  pasajeros  que 
los  citados  artículos  de  las  Ordenanzas  de  Ma- 
rina exigen ,  se  pone  en  el  rol  el  número  de 
los  que  conduce;  pero  ningún  Capitán  ó  patrón 
español  puede  conducir  pasajeros  (aunque  no 
se  dirija  á  España]  sin  que  el  Consulado  le  au- 
torice á  ello.  (Art.  11,  tít.  9.**yart.  24,  tít.  10, 
aplicables  á  los  Consulados,  aunque  se  rene- 
nn  á  las  Comandancias  de  marina.)  Véase 
Patente. 

BOLES  Ó  DISCERNIMIENTOS.  Los 
roles  ó  discernimientos  judiciales  de  Oleren, 
llamados  Leyes  de  Leyron  por  una  ley  francesa 
de  1364,  son  una  colección  de  leyes  maríti- 
mas mandadas  recopilar  por  la  Reina  Leonor, 
Duquesa  de  Guyana,  para  uso  de  los  Países- 
Bajos  meridionales.  Estas  leyes  se  conocen  con 
el  nombre  de  Jugements  de  damme  6  leyes  de 
Westcapelle. 

ROSA  ENCARNADA  Y  ROSA  BLANCA. 
Lucha  entre  los  señores  de  las  casas  de 
York  y  de  Lancaster  en  Inglaterra ,  desde 
1457  á  1471.  Ricardo,  Duque  de  York ,  des- 
tronó á  Enrique  YI,  de  la  casa  de  Lancaster. 

ROTA.  Jurisdicción  eclesiástica  estable- 
cida en  Roma  por  el  Papa  Juan  XXU  para  juz- 
gar  por  apelación  los  asuntos  benejlciales  y  pa- 
trimoniales de  todo  el  mundo  católico.  Este 
Tribunal  recibió  su  nombre  por  el  sitio  donde 
tenían  lugar  sus  sesiones,  cuya  conñguracion 
era  el  de  una  rueda  {rota  porphyretica). 

RÚBRICA.  El  epígrafe  ó  inscripción  de 
los  títulos  del  cuerpo  del  Derecho,  comunmen- 
te estampados  en  los  libros  antiguos  con  letras 
encarnadas. — La  señal  propia  y  distintiva  que 
después  de  haber  firmado  y  escrito  su  nombre, 
pone  cualquiera  al  fin  de  él  rasgueando  con 
la  pluma.  Yéase  Firua. 

RUMBO  DE  LOS  BUQUES:  Rbqlas  para 

EVITAR  LOS  ABORDAJES  Blf  LA  MAR.  Hé  aqUÍ  los  ar- 

tículos  del  decreto  de  8  de  Abril  de  1863  que 
establecen  las  reglas  que  deben  seguir  los  bu- 
ques para  evitar  los  abordajes : 

((Art.  11.  Si  dos  buques  devela  nave- 
gan de  vuelta  encontrada  ó  con  corta  diferen- 
cia y  hay  riesgo  de  abordaje ,  meterán  am- 
bos sobre  estribor  para  darse  el  costado  de 
babor. 

Art.  12.  Cuando  dos  buques  de  vela  si- 
gan rumbos  que  se  crucen  y  se  expongan  á 
un  abordaje,  si  van  de  distancia  mura,  el  que 
ciñe  por  babor  maniobrará  de  modo  que  no 
baga  alterar  la  derrota  al  que  ciñe  por  estri- 
bor; sin  embargo,  en  el  caso  en  que  el  buque 
que  Yaya  amurado  por  babor  ciña  todo ,  y  el 
otro  Yaya  más  desahogado ,  este  último  debe 
maniobrar  de  modo  que  no  embarace  á  aquel; 
pero  si  uno  de  ellos  ya  en  popa  ó  ambo3  tie- 


nen el  viento  por  la  misma  banda ,  el  que  lo 
tenga  en  popa  ó  descubra  al  otro  por  sota- 
vento, maniobrará  convenientemente  para  no 
embarazar  la  derrota  de  este  último. 

Art.  13.  Si  dos  buques  de  vapor  nave- 
gando á  máquina  van  de  vuelta  encontrada  ó 
con  corta  diferencia,  y  tienen  peligro  de  abor- 
daje, ambos  meterán  sobre  estribor,  á  fin  de 
pasar  uno  á  babor  del  otro  respectivamente. 

Art.  14.  Si  dos  buques  de  vapor  nave- 
gando á  máquina  siguen  derrotas  que  se  cru- 
zan y  están  expuestos  á  un  abordaje ,  el  que 
vea  al  otro  por  estribor  maniobrará  de  modo 
que  no  haga  alterar  el  rumbo  de  aquel. 

Art.  15.  Si  dos  buques,  uno  de  vela  y 
otro  de  vapor,  navegando  á  máquina,  siguen 
derrotas  en  que  puedan  abordarse,  el  buque  de 
vapor  maniobrará  de  modo  que  no  haga  alte- 
rar el  rumbo  al  de  vela. 

Art.  16.  Todo  buque  de  vapor  navegando 
á  máquina  que  se  aproxime  á  otro  buque  con 
riesgo  de  abordaje,  debe  disminuir  su  andar, 
parar  ó  ciar,  si  es  necesario.  Todo  buque  de 
vapor  navegando  á  máquina  deberá  andar,  en 
tiempo  de  niebla,  con  velocidad  moderada. 

Art.  17.  Todo  buque  que  pase  á  otro  de- 
berá gobernar  de  modo  que  no  embarace  la 
derrota  de  este  último. 

Art.  18.  Cuando  á  consecuencia  de  las 
reglas  anteriores  uno  de  los  dos  buques  deba 
maniobrar  de  modo  que  no  moleste  al  otro, 
éste  debe,  no  obstante,  arreglar  sus  maniobras 
á  las  reglas  que  siguen. 

Art.  19.  Al  observar  las  reglas  anteriores 
deben  los  buques  tener  en  cuenta  todos  los  pe- 
ligros de  la  navegación.  Atenderán  también  á 
las  circunstancias  particulares  que  puedan  ha- 
cer necesaria  la  falta  de  observancia  de  estas 
mismas  reglas,  á  fin  de  evitar  un  peligro  in- 
mediato. 

Art.  20 .  Las  reglas  anteriores  no  servirán , 
sin  embargo,  para  libertar  á  un  buque,  cual«- 
quiera  que  sea,  ni  á  su  Capitán ,  ni  á  su  tri- 
pulación, ni  á  los  armadores,  de  las  consecuen- 
cias de  dejar  de  llevar  las  luces,  no  hacer  las 
señales,  faltar  á  la  vigilancia  conveniente  ó 
cometer  cualquier  descuido  en  las  precaucio- 
nes que  aconsejan  la  práctica  corriente  de  la 
navegación  ó  las  circunstancias  particulares 
del  caso.» 

BUTA.  Via,  camino,  dirección  que  se 
lleva;  rota  ó  derrota  de  un  viaje:  tómase  fre- 
cuentemente por  el  itinerario  para  él. 

BUTINA.  Costumbre,  habitud  ó  hábito 
adquirido  por  la  sola  práctica  de  las  cosas;  es- 
pecie de  marcha  constante  ó  de  siempre  en 
determinadas  materias,  etc. 

BUYSVICH.  (Tratado  de).  Las  Potencias 
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contratantes  fueron  Francia  y  España.  Por  él 
ofreció  la  Francia  la  cesión  de  varias  plazas 
que  ocupaba  en  Flandes.  Se  ratificaron  los  fa- 
vores mercantiles  dispensados  en  los  anterio- 
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res  Convenios.  Su  naturaleza  es  permanente, 
y  fué  ratificado  por  Felipe  Y  en  el  tratado 
de  alianza  ajustado  con  Luis  XIY  el  año 
de  1721. 


SAL 

SAL.  La  explotación,  fabricación  y  venta 
exclusiva  de  las  sales  corre  por  cuenta  de  la 
Hacienda.  ((Aunque  el  Sr.  D.  Alfonso  X  y  el 
Sr.  D.  Felipe  II  han  declarado  las  salinas  de 
España  propiedad  de  la  Corona,  sin  embargo, 
fuese  por  un  resto  de  las  ideas  generosas  de 
nuestros  mayores,  ó  por  la  trascendencia  que 
en  el  bien  público  tenia  el  estanco  de  una  sus- 
tancia tan  abundante  en  la  Península,  las 
Cortes  y  su  Diputación  conservaron  el  derecho 
de  fijar  el  precio,  hasta  que,  casi  en  nuestros 
días,  se  anuló  esta  facultad,  pasando  á  la  Su- 
perintendencia general  de  rentas,  la  cual  au- 
mentó la  cuota,  con  pretexto  de  mantener  los 
regimientos  de  Milicias  provinciales,  de  com  - 
poner  los  caminos,  de  amortizar  las  deudas  del 
Estado  y  de  socorrer  las  necesidades  extraor- 
dinarias de  la  Corona. 

El  método  establecido  en  la  antigüedad 
para  el  gobierno  de  esta  renta,  se  reduela  al 
establecimiento  de  varias  fábricas  de  sales, 
desde  donde  se  pasaba  la  sal  á  unos  almace- 
nes, que  aun  hoy  conservan  el  nombre  arábi- 
go alfolies,  de  donde  sacaban  los  pueblos  la 
cantidad  que  se  les  señalaba.  Método  que  excitó 
las  quejas  de  los  contribuyentes,  los  cuales  so- 
licitaron, sin  fruto,  en  las  Cortes  de  Medina  de 
1318,  de  Alcalá  de  Henares  de  1345  y  de 
Yalladolid  de  1351  «fue  se  mandasen  quitar  los 
alfolies  t  e  que  comiesen  sal  donde  la  pudiesen  ha^ 
ber,  ¿  que  S,  M,  diese  licencia  á  los  mercaderes 
para  que  la  vayan  á  comprar  á  otras  partes  la  sal 
quehobiesen  menester  para  su  mantenimiento,  para 
cortar  los  grandes  daños  que  rescibian  los  conceios 
de  las  villas  ¿  logares  de  las  marinas  de  Castilla 
i  de  León,  de  Galicia  é  de  Asturias,  por  la  gran 
mengua  de  sal  que  hobieron  ¿han.)) 

A  pesar  de  estas  demostraciones,  continuó 
el  estanco  de  la  sal,  habiéndose  agravado  los 
perjuicios  económicos  que  causa  esta  renta 
con  las  Ordenanzas  sancionadas  para  su  ma- 
nejo, las  coales  han  llegado  hasta  nosotros. 
Según  ellas,  solo  la  Hacienda  puede  sacar  sal 
de  los  pozos  y  minas:  á  los  particulares  se  les 
prohibe  abastecerse  en  tiendas  distintas  de  las 
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del  Rey  é  intro  ducirlapara  su  consumo  de  Rei- 
nos extranjeros,  pena  de  confiscación  de  ella, 
de  los  carros,  bagajes  y  embarcaciones,  y  de 
pasar  á  presidio  si  es  noble  el  reo,  y  á  galeras 
si  villano,  con  extensión  de  la  pena  á  cuantos 
le  hubieren  dado  favor  y  auxilio. 

En  las  c  ansas  de  fraude  de  sal  están  au- 
torizados los  Indicios,  las  conjeturas,  las  pre- 
sunciones y  las  pruebas  privilegiadas;  pudien- 
do  los  dependientes,  con  prueba  semiplena, 
registrar  las  casas,  las  iglesias  y  los  conven- 
tos (1)» 

lias  disposiciones  penales  que  se  han  pres- 
crito posteriormente  tienen  con  respecto  al 
contrabando  de  la  sal  en  sus  aplicaciones  las 
limitaciones  siguientes: 

1  .*  Que  las  cantidades  designadas  para  las 
aprehensiones  y  graduación  de  penas  so  en- 
tiende de  un  celemín  de  sal  por  cada  libra  de 
peso  de  los  demás  géneros  estancados. 

2.'  Que  por  menos  de  un  celemín  de  sal 
no  se  impone  pena  corporal  al  tenedor,  sino  la 
del  comiso  y  la  multa  del  quíntuplo. 

3.^  Que  por  llevarse  á  cualquiera  habita- 
ción aguas  de  los  espumeros,  pozos  ó  fuentes 
saladas  para  convertirlas  en  sal  con  destino  al 
consumo  del  tenedor,  se  incurre  en  la  multa  de 
100  rs.  por  cada  arroba  de  agua  aprehendi- 
da, etc.» 

Tan  fatal  monopolio  de  la  sal  fué  tachado 
en  pleno  Parlamento  de  inmoral  por  el  Sr.  Sa- 
laverria.  Ministro  de  Hacienda  en  el  reinado 
de  Isabel  II;  y  poco  tiempo  después  el  Gobier- 
no dispuso  que  desde  el  mes  de  Marzo  de  1868 
la  sal  para  los  ganados  y  la  agricultura  se  ven- 
diese libremente  en  todos  los  alfolies  de  Espa- 
ña, previa  su  inutilización  para  otro  objeto,  y 
al  precio  de  12  rs.  quintal  castellano. 

Ya  en  1869,  S.  A.  el  Regente  del  Reino 
aprobó  la  Instrucción  para  el  cumplimiento  de 
las  disposiciones  que  contiene  la  ley  de  16  de 


(1)  C.  Arguelles,  Dice  ionario  de  Hacienda^ 
artículo  Salinas  (Renta  dej,  tom,  2.'',  fóüo  646, 
año  de  1834. 
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Junio  de  dicho  año,  relativa  al  desestanco  de 
la  sal  (1).  Bsta  Instrucción  dice: 

«  Articulo  1 .  "*  Las  industrias  de  fabricación 
y  venta  de  sal  común  podrán  ejercerse  libremen- 
te desde  1.^  de  Bnero  de  1870.  Los  que  á  ellas 
se  dediquen  deberán  observar  las  reglas  que  al 
efecto  prescriba  la  Dirección  general  de  Con- 
tribuciones. )) 

Bl  Ministerio  de  Bstado,  por  Real  orden  de 
16  de  Bnero  de  1871,  circulada  á  los  Agentes 
consulares  para  que  lo  hagan  saber  á  quien 
pueda  interesar,  traslada  la  del  Ministerio  de 
Hacienda  de  3  del  mismo  mes  y  afio ,  en  la 
que  se  previene:  aQue  continúe  en  suspenso 
hasta  nueva  resolución  la  aplicación  de  las 
reglas  prefijadas  en  la  orden  de  S.  A.  el  Re- 
gente del  Reino  de  24  de  Junio  de  1870 ,  si- 
guiéndose entre  tanto  para  las  ventas  de  sal 
al  extranjero  en  la  salina  de  Torrevieja  las  que 
antes  reglan ,  excepto  el  pago  del  trasporte 
desde  la  era  cargadero  hasta  el  buque,  que  ha 
de  ser  de  cuenta  del  cargador.» 

También  en  Noviembre  de  1874  (1),  por 
una  orden  del  Ministro  de  Hacienda,  se  de- 
clara á  los  buques  que  carguen  sal  en  los 
puertos  de  la  Península  é  islas  adyacentes 
exentos  del  derecho  de  carga  á  que  se  refiere 
el  art.  1 1  del  decreto  de  26  de  Julio  ultimo 
en  la  navegación  de  segunda  y  tercera  clase, 
ó  sea  á  puertos  de  Buropa,  de  América  y  de- 
más en  el  comercio  de  exportación. 

SAIiDAB.  Véase  Balance. 

8ÁLI0A.  Bpíteto  aplicado  á  la  ley  que 
excluye  del  Trono  de  Francia  á  las  hembras 
y  sus  descendientes. 

Felipe  V ,  fundador  de  la  dinastía  borbó- 
nica que  ha  reinado  en  Bspaña ,  la  sancionó 
para  estos  Reinos ,  excluyendo  á  las  hembras 
de  la  sucesión  á  la  Corona  mientras  haya  va- 
rones de  otras  ramas  de  la  familia  Real.— 
Oallica  Ux  á  regni  heredidale  feminas  exél%deni. 

Quizá  Felipe  Y  estaba  muy  lejos  de  pro- 
veer que  semejante  exclusión,  lejos  de  evitar, 
habia  de  encender  una  horrorosa  guerra  civil 
tan  fecunda  en  desastres  como  la  que  precedió 
á  su  definitivo  encumbramiento  con  la  procla- 
mación de  Doña  Isabel  IT,  Reina  de  Bspaña.  — 
iCommeiU^  chez  un  peuple  si  atoché  á  la  loi  sali" 
gu€.  I' opinión  esl  elletombé  en  guenouillct  decían 
antiguamente  los  franceses. 

T  es  muy  sabido  que  el  citado  Rey ,  em- 
peñado en  excluir  á  las  hembras,  debía  su  Co* 
roña  á  los  cuestionables  derechos  de  una  hem- 


(1)  Gaceta  de  Madrid  del  28  de  Diciembre  de 
1868,  núm.  362. 

(2)  Gaceta  de  Madrid  del  3  de  Noviembre 
de  1874. 


bra;  lo  cual  es  una  anomalía  política,  consig- 
nada en  los  fastos  históricos  de  esta  siempre 
desventurada  Nación. 

SALIR.  Partir,  ir  ó  marchar  de  un  punto 
á  otro  punto  dado;  v.  g.:  Bl  Gobierno  p  las  Cór^ 
tes  salieron  para  Cádiz ,  huyendo  de  Angulema  y 
sus  cien  mil  franceses, — Ya  sali  de  la  duda  ,  ha 
salido  de  cuidados  mentales, — Al  cabo  se  ha  sali^ 
do  con  su  pretensión, — Salir  por  alguno;  garan- 
tirlo, fiarlo,  abonarlo,  defenderlo,  sacar  la  cara 
por  él,  etc.— También  se  suele  decir:  á  salga 
lo  que  saliere^  etc. 

SALUDO.  Bspecie  de  reverencia  ó  señal 
significativa  de  concepto  vario,  ya  por  cortesía, 
ya  por  respeto,  afecto,  consideración,  etc.  —Se- 
ñal de  obsequio  y  festejo  hecho  con  salvas  ó  des- 
cargas de  artillería  ó  fusilería,  movimiento  del 
arma,  toques  de  instrumentos  militares,  etc.  — 
Reverencia  que  hacen  los  subordinados  al  je- 
fe, especificada  en  las  Ordenanzas  militares, 
donde  se  previene  el  modo  de  hacerla.  Los  ofi« 
cíales  la  hacen  también  con  el  sable  ó  espada. 
Yéase  HoNoaBs  que  gobbbsponden,  etc,  página 
282,  segunda  columna. 

SALVA- GUABDI AS.  Bs  un  piquete  de 
soldados  que  protege  una  hacienda  ó  casa,  no- 
tificando á  los  otros  individuos  ó  cuerpos  de  su 
Nación  la  orden  del  general  que  manda  no  se 
le  haga  daño.  Las  salva- guardias  son  una  es- 
pecie de  patente  por  la  cual  un  caudillo  exime 
una  parte  del  territorio  ó  una  habitación  de 
toda  entrada  de  sus  tropas,  lo  cual  es  un  gé- 
nero de  neutralidad  concedida  por  gracia.  La 
tropa  empleada  en  este  servicio  debe  ser  invio- 
lable; pero  si  los  soldados  que  custodian  él  ter- 
ritorio ó  la  casa  deben  ser  respetados,  por  su 
parte  los  que  obtuvieren  la  salva-guardia  de- 
ben permanecer  pacíficos,  porque  de  otro  mo- 
do la  perderían. 

SALVAMBirTO.  Yéase  Naufragio. 

8ALVO-00NDXJCTO.  Bl  salvo^conducto  6 
segure  es  una  especie  de  privilegio  que  se  da  á 
los  enemigos  para  que  puedan  transitar  con 
seguridad.  Llámase  también  pasaporte,  aun- 
que esta  palabra  se  aplica  mejor  al  permiso  de 
tránsito  que  se  concede  indistintamente  á  to- 
dos aquellos  que  no  tienen  algún  impedimento 
particular. 

Se  da  no  solamente  á  las  personas  sino  á 
las  propiedades,  eximiéndolas  de  captura  en 
alta  mar  ó  en  territorio  del  Bstado;  no  solamen- 
te al  enemigo,  sino  á  los  convencidos  ó  acusa- 
dos de  algún  crimen,  para  que  puedan  venir 
sin  peligro  de  que  se  les  castigue  ó  enjuicie. 

Todo  salvo -conducto  debe  respetarse  como 
emanado  del  Soberano,  sea  que  este  mismo  le 
otorgue,  ó  algunas  de  las  potestades  subalter- 
nas que  tienen  facultad  para  ello  por  la  natu- 
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raleza  de  sus  fanciones  ordinarias,  ó  por  co- 
misión especial.  En  los  Elementos  de  derecho  in^ 
temaciofud  del  célebre  publicista  D.  José  María  de 
Pando,  sección  8/,  pág.  512.  se  consignan  las 
reglas  que  determinan  las  obligaciones  mútaas 
que  proceden  de  la  naturaleza  de  todo  salvo** 
conducto. 

SANCIÓN.  Bl  estatuto,  reglamento  ó  cons- 
titución que  tiene  fuerza  d*^  ley. — Bl  acto  so- 
lemne por  el  que  se  autoriza  ó  confirma  cuaU 
quier  ley  ó  estatuto. —La  pena  ó  recompensa, 
ó  sea  el  bien  ó  el  mal  que  impono  ó  establece 
la  ley  por  la  observancia  ó  violación  de  sus 
preceptos  ó  prohibiciones.  Asila  pena  de  muer- 
te es  la  sanción  de  la  ley  que  prohibe  el  ase- 
sinato: la  nulidad  de  un  matrimonio  contrai* 
do  por  parientes  sin  dispensa  es  la  sanción  de 
la  ley  que  prohibe  estos  enlaces;  y  por  el  con- 
trario, los  derechos  de  los  esposos  y  la  legiti- 
midad de  los  hijos  forman  la  recompensa  ó  la 
sanción  de  una  unión  contraída  conforme  á 

la  ley. 

SANEAMIENTO.  Bl  acto  de  afianzar  ó 
asegurar  el  reparo  ó  satisfacción  del  daño  que 
pueda  sobrevenir.  Asi  se  W^míi  Jlanza  de  sanea- 
miento la  que  da  el  deudor  ejecutado,  aunque 
tenga  bienes  cun  que  pagar,  para  evitar  que 
se  le  ponga  preso;  y  se  la  denomina  de  este 
modo,  porque  el  fiador  está  obligrado  á  sanear 
los  bienes  del  deudor,  esto  es,  á  asegurar  que 
los  bienes  embargados  son  del  ejecutado,  y 
que  serán  suficientes  al  tiempo  del  remate  no 
solo  para  el  pago  de  la  deuda,  sino  también  de 
las  costas  que  se  causen  en  su  cobro,  obligán- 
dose en  caso  contrario  á  la  satisfacción  del 
iodo  ó  de  la  parte  de  la  deuda  y  demás  que 
quedase  en  descubierto. 

SANIDAD.  Cualidad  de  lo  sano-  —  Exen- 
ción de  contagio.  En  este  sentido  se  dice:  Jun^ 
ta  de  Sanidad,  patente  de  sanidad.  Acerca  de 
cuanto  tiene  relación  con  tan  interesante  asun- 
to, es  menester  que  nos  refiramos  á  la  Instruc* 
cion  de  17  de  Octubre  de  1850,  que  es  la  pri- 
mera que  se  ha  dado  y  la  que  reúne  en  sí  to- 
das las  anteriores.  Analizándola,  se  indicará, 
no  solo  lo  relativo  á  buques,  sino  todas  las 
cuestiones  de  tan  importante  y  trascendental 
materia. 

En  la  citada  Instrucción  se  manda,  en  pri- 
mer lugar,  dar  cuenta  al  Gobierno  y  á  los  Go- 
bernadores de  las  provincias  que  tengan  mayor 
comunicación  con  el  distrito  consular,  si  apa- 
reciese en  el  país  ó  en  los  circunvecinos  cual- 
quiera enfermedad  epidémica,  valiéndose,  si 
posible  fuese,  por  medio  del  telégrafo. 

Para  la  mejor  inteligencia  de  este  punto 
conviene  advertir  que  la  Ley  de  Sanidad  de  28 
de  Noviembre  de  1855  clasifica  como  enfer- 


medades epidémicas  el  cólera  morbo t  la  JUbrt 
amarilla  y  la  peste  levantina. 

Ya  por  Real  orden  circular  de  la  Regencia 
del  Reino  de  13  de  Febrero  de  1813  se  preve- 
nía á  los  Cónsules  diesen  parte  mensual  de  la 
peste  que  ocurriese,  de  sua  progresos,  de  su 
extinción  y  de  cómo  no  se  padecía  cuando  asi 
sucedía  en  sus  respectivas  jurisdicciones.  Esta 
Real  orden  no  ha  sido  derogada,  asi  como  la 
obligación  que  tienen  de  poner  en  conocimien- 
to del  Gobierno  los  medios  que  se  empleen  ea 
su  distrito  para  preservarle  de  aquellas  enfer* 
medades  y  para  combatirlas  una  vez  desarro- 
lladas, expresando  su  éxito,  y  remitiendo  ejem- 
plares de  las  disposiciones  de  la  Autoridad,  de 
las  publicaciones  de  los  particulares  y  de  las 
medicinas  é  instrumentos  empleados,  si  fuesen 
desconocidos  en  Espafia. 

Con  respecto  á  los  buques,  debe  advertirse 
que  los  Cónsules  no  han  expedido  patentes  siao 
cuando  no  existia  Autoridad  local  que  las  die- 
ra: en  este  caso  lo  hacian  y  lo  hacen  certifi- 
cando que  no  se  padece  enfermedad  epidémica  ^  f 
que  el  distrito  se  preserva  de  ellas,  etc.;  pero 
cuando  faltaba  ó  falta  cualquiera  de  estos  re- 
quisitos, los  expresaba  el  Cónsul  clara  y  ter- 
minantemente, asi  como  todas  las  circunstan- 
cias que  creia  á  propósito  para  formar  idea 
exacta  del  estado  sanitario  de  la  residencia, 
según  previene  la  Real  orden  de  10  de  Agosto 
de  1854,  ya  sea  expidiendo  patentes  ó  ya  vi- 
sando las  antiguas,  ó  bien  visando  los  nuevos 
libros  ^patentes  establecidos  por  Real  orden  de  6 
de  Julio  de  1871  que  insertamos  en  el  articulo 
Patentes  db  sanidad  t  epidemia. 

Bn  esta  refrendación  de  los  nuevos  libros- 
patentes,  los  Cónsules  debian  llenar  los  refren- 
dos correspondientes  en  lugar  de  visar  la  pa- 
tente extranjera,  manifestando  todo  lo  que  les 
constase  acerca  del  estado  sanitario  y  de  las 
precauciones  que  se  toman,  especificando  ade- 
más si  el  buque  conduce  efectos  de  los  que  se 
llaman  susceptibles  de  contagio,  que  según  nues- 
tra ley  sanitaria  son:  cueros  al  pelo  y  de  empa- 
que, pieles,  plumas,  pelo  de  animales,  lana^  seda, 
algodón,  trapos,  papeles  y  animales  vivos,  Sena- 
la  además  la  ley  en  la  misma  categoría  algu- 
nos efectos  con  que  se  debe  contar  siempre, 
que  son  todos  los  de  uso  y  equipaje  de  la  tri- 
pulación y  pasajeros. 

Muy  difícil  es  conocer  en  algunas  residen- 
cias la  existencia  de  las  enfermedades  epidémi- 
cas y  su  grado  de  intensidad;  pero  ai  por  se- 
guros informes  de  la  policía  local,  ó  por  otros 
medios  positivos,  consta  al  Cónsul  lo  contrario 
de  lo  que  en  la  patente  se  asegura,  no  debe  va- 
cilar en  contradecirla  en  su  legalización.  Acer- 
ca de  si  se  preserva  ó  no  el  distrito  de  aque- 
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lias  enfermedades ,  hay  una  (el  cólera  morbo) 
contra  la  cual  son  ya  muy  pocos  los  países 
que  toman  medidas  de  precaución,  y  muchos 
los  que  se  liberalizan  en  materias  sanitarias. 
Si  el  de  la  residencia  del  Cónsul  no  las  toma- 
se, es  más  sencillo  y  acertado  comunicarlo  de 
una  vez  por  el  Ministerio  de  Estado  á  la  Au- 
toridad superior  sanitaria  española ,  para  que 
se  teuga  entendido  en  nuestros  puertos  sin  ne- 
cesidal  de  repetirlo  en  cada  legalización,  que 
la  frase,  se  preserva  de  toda  enfermedad  epidémica 
no  quiere  decir  que  se  preserva  del  cólera. 

Como  las  medidas  contra  puntos  invadidos 
continúan  aun  después  de  la  cesación  del  mal, 
debe  el  Cónsul  expresar  los  dias  que  han  tras- 
currido desde  el  último  caso;  y  como  la  citada 
Ley  de  Sanidad  considera  libres  las  proceden- 
cias de  peste  levantina  á  los  treinta  dias  de 
haber  cesado  en  el  país,  las  de  ñebre  amarilla 
á  los  veinte,  y  á  los  diez  las  de  cólera  morbo, 
después  de  pasados  estos  periodos  se  deben  vi- 
sar las  patentes  como  limpias ,  y  participarlo 
al  Gobierno  y  á  las  demás  Autoridades  á  quie- 
nes se  haya  dado  parte  del  desarrollo  del  mal. 

Bn  algunos  países  no  expresa  la  Autoridad 
local  en  las  patentes  de  sanidad  el  número  de 
tripulantes  y  pasajeros  de  cada  buque;  y  sien- 
do éste  un  requisito  esencial  para  su  admisión 
en  nuestros  puertos,  debe  el  Cónsul  suplir 
aquella  falta  por  medio  de  una  nota  en  que 
especifique  el  número  de  aquellos  individuos, 
participando  al  Gobierno  el  motivo  de  dicha 
nota.  Aunque  acerca  de  esto  no  hay  ninguna 
disposición  especial,  ha  sido  aprobada  por  el 
Ministerio  de  Estado  en  1851  la  conducta  de 
nuestro  Consulado  general  en  las  ciudades  An- 
seáticas, que  desde  entonces  asi  lo  practica. 

Manda,  finalmente,  el  Reglamento,  remi- 
tir duplicadas  al  Ministerio  todas  las  comunica- 
ciones referentes  á  asuntos  sanitarios. 

Las  Ordenanzas  generales  de  Aduanas  de 
1870  previenen: 

«Art.  49.  A  la  comisión  de  la  Junta  de 
Sanidad,  que  con  arreglo  á  las  órdenes  vigen- 
tes del  ramo  practique  la  visita  de  su  institu- 
to para  declarar  si  el  buque  ha  de  ser  ó  no  ad- 
mitido á  libre  plática,  acompañará  siempre  an 
Jefe  y  algunos  individuos  del  Resguardo. 

Si  el  buque  es  admitido  á  libre  plática,  el 
Jefe  del  Resguardo  pedirá  el  maniflesto  de  que 
habla  el  art.  46  de  las  mismas  Ordenanzas 
(Véase  Manifiestos  db  Aduanas),  y  le  visará. 
Después  examinará  el  diario  de  navegación, 
anotando  si  se  halla  en  debida  regla,  y  si  cons- 
ta por  los  refrendos  que  el  buque  haya  tocado 
en  algún  puerto,  después  de  salir  del  de  su 
procedencia,  sin  que  se  haya  expresado  en  el 
manifiesto. 


Al  retirarse  la  visita  quedará  á  bordo  una 
guardia  del  Resguardo.» 

Después  de  la  presentación  del  manifiesto 
por  el  Capitán  al  6er  admitido  el  buque  á  libre 
plática,  conforme  previene  el  art.  51  de  las 
mismas,  dice  el 

«Art.  52.  Si  la  Comisión  de  Sanidad  en  su 
visita  dispone  que  el  buque  quede  algunos 
dias  eu  observación,  se  situará  para  ejercer  la 
debida  vigilancia  una  guardia  del  Resguardo 
en  su  falúa  á  la  distancia  que  aquella  Comisión 
señale. 

El  manifiesto  en  este  caso  será  entregado 
al  Jefe  del  Resguardo  que  acompañe  á  la  Jun- 
ta de  Sanidad,  y  la  obligación  de  presentar 
las  copias  principiará  á  contarse  desde  que  sea 
admitido  el  buque  á  libre  plática. 

Si  la  Comisión  de  Sanidad  ordena  que  el 
buque  pase  á  hacer  cuarentena  á  un  lazareto 
situado  en  otro  puerto ,  el  Capitán  no  presen- 
tará las  copias  hasta  su  regreso.»  Véase  Cu  a* 

aBNTBNAS. 

La  Real  orden  circular  de  17  de  Enero  de 
1871 ,  del  Ministro  de  Estado,  recuerda  el  exac- 
to cumplimiento  del  encargo  que  se  hizo  á  los 
Agentes  consulares  en  5  de  Diciembre  de  1870 
«de  participar  inmediatamente  cualquiera  al- 
teración de  la  salud  pública,  sin  esperar  á  que 
se  declaren  oficialmente  las  enfermedades  con- 
tagiosas en  sus  distritos  consulares,  y  al  mis- 
mo tiempo  les  previene,  á  instancias  del  Mi- 
nisterio de  la  Gobernación,  que  den  noticia 
mensualmente  con  toda  exactitud  y  precisión, 
del  estado  sanitario  de  sus  localidades,  á  fin  de 
tener  siempre  garantidos  la  salud  en  general 
y  los  intereses  del  comercio  nacional  y  ex- 
tranjero, puesto  que  no  dejarán  de  adoptarse 
en  España  de  esa  suerte  las  precauciones  opor- 
tunas, que  no  se  prolongarán  más  de  lo  abso- 
lutamente necesario. 

Por  Real  orden  circular  de  25  de  Setiem- 
bre de  1871  se  previene  que  se  refrenden  por 
los  Agentes  consulares  los  ya  citados  Libros 
paUtUes  de  sanidad,  que  sustituyeron,  sin  duda 
como  ensayo,  á  las  antiguas  Patentes  sanitarias 
de  que  se  tenían  que  proveer  los  buques  es- 
pañoles. Véase  Patbntb  db  sanidad. 

Por  Real  orden  de  17  de  Enero  de  1872,  del 
Ministerio  de  Estado,  vuelve  á  encarecerse  á  los 
Cónsules  y  Vicecónsules  la  investigación  in- 
cesante del  estado  sanitario,  y  la  remisión  men- 
sual del  estado  de  la  salud  pública,  asi  como 
las  disposiciones  importantes  que  se  adopten 
por  la  Sanidad  civil. 

La  del  26  del  mismo  mes  y  año  deroga  la 
del  11  de  Agosto  de  1871  y  la  confirmatoria 
de  7  de  Octubre  siguiente  para  que  solo  rigie- 
sen los  decretos  de  28  de  Diciembre  de  1868 
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y  16  de  Abril  de  1869  sobre  el  modo  de  fua- 
cionar  las  Subdlrecciones  sanitarias. 

Por  Real  orden  circalar  del  Ministerio  de 
la  Gobernación  de  9  de  Marzo  de  1872  se 
mandó: 

((1/  Que  no  obstante  lo  que  determina  la 
Real  orden  de  6  de  Janio  de  1860  se  admita  á 
libre  plática  á  los  baques  qne  traigan  patente 
limpia  y  bayan  tenido  algún  individuo  muerto 
en  el  viaje,  siempre  que  justifiquen  los  Gapi- 
tañes  ó  patrones  que  este  accidente  no  ba  sido 
ocasionado  por  enfermedad  importable. 

2/  Que  asimismo  sean  admitidos  libre- 
mente aquellos  en  que  con  patente  igualmente 
limpia  y  por  circunstancias  accidentales  ven- 
ga una  persona  más  6  menos  de  las  compren- 
didas en  la  patente  y  rol,  cuando  se  acredite 
por  los  Jefes  de  los  buques  que  la  diferencia  en 
el  numero  de  individuos  consiste  en  causas  que 
no  afecten  á  la  salud  pública. 

3.*  Que  probada  por  ios  Capitanes  ó  patro- 
nes la  falta  involuntaria  é  inevitable  de  la  pa- 
tente de  que  se  hace  mérito  en  la  Real  orden 
de  24  de  Agosto  de  1867,  no  se  ponga  obs- 
táculo al  buque  para  su  libre  entrada. 

4.*  Que  lo  dispuesto  en  las  reglas  anterio- 
res se  entienda  siempre  con  las  procedencias 
de  pantos  limpios  que  lleguen  en  buenas  con- 
diciones higiénicas. 

Y  finalmente,  que  el  tiempo  necesfirio  para 
la  prueba  del  caso  en  que  respectivamente 
puedan  encontrarse  los  baques  estén  éstos 
completamente  incomunicados.» 

Otra  Real  orden  circular  del  mismo  Minis* 
terio  de  la  Gobernación,  de  I9de  Marzo  de  1872, 
dispone: 

«Que  los  Representantes  de  España  en  el 
extranjero  supriman  en  lo  sucesivo  los  partes 
sanitarios  que  venían  dando,  cuando  no  ocurra 
novedad  en  la  salud  publica  de  sus  respecti- 
vas demarcaciones;  y  que  cuando  noten  el  más 
leve  síntoma  de  epidemia  en  las  mismas,  den 
parte  al  Gobierno  circunstanciadamente,  si- 
guiendo dándolos  de  ocho  en  ocho  dias  hasta 
su  completa  desaparición.)) 

La  del  7  de  Enero  de  1873  dicta  nuevas 
reglas  que  deberán  observar  los  Agentes  con- 
sulares respecto  á  los  partes  que  dan  directa- 
mente al  Ministerio  de  la  GK)bernacion ,  á  fin 
de  los  meses  de  Marzo,  Junio,  Setiembre  y  Di- 
ciembre, referentes  al  estado  de  la  salud  públi- 
ca de  las  demarcaciones  de  sus  cargos.  Les 
hace  además  responsables  de  los  daños  y  per- 
juicios que  por  su  culpa  se  originen  al  comer- 
ció,  y  los  sujeta  también  al  castigo  que  pro- 
ceda por  el  descuido  6  abandono  de  este  im- 
portante servicio.  Esta  Real  orden  la  pasó  el 
Ministerio  de  Estado  en  eircalar  de  18  del 


mismo  mes  y  año  á  sus  Agentes  en  el  extranjero. 

El  Presidente  de  la  República,  por  decreto 
de  22  de  Mayo  de  1873,  sustitaye  la  Janta 
superior  consultiva  de  Sanidad  establecida  en 
vistud  del  decreto  de  13  de  Noviembre  de 
1868,  y  luego  declarado  ley  por  acuerdo  de 
las  Constituyentes,  por  un  Consejo  superior 
adscrito  al  negociado  del  ramo  en  el  Ministe- 
rio de  la  Gobernación.  (Qaceta  de  Madrid  del 
23  de  Mayo  de  1873,  núm.  143.) 

La  orden  del  Ministerio  de  la  Gobernación 
de  15  de  Setiembre  de  1873,  trasladada  por  el 
de  Estado  en  circular  de  16  del  mismo,  pre- 
viene: 

((Que  se  recuerde  á  los  Representantes  de 
España  en  el  extranjero  el  riguroso  y  puntual 
cumplimiento  de  lo  prevenido  en  orden  de  7 
de  Enero  último  sobre  partes  sanitarios  y  vi- 
ses consulares  en  las  patentes. 

))Que  comuniquen  directamente  al  Ministe- 
rio de  la  Gobernación  las  noticias  sanitarias 
que  se  les  piden,  y  iela  grave  responsabilidad 
en  que  incurren,  etc.)> 

La  disolución  del  Consejo  superior  de  Sa- 
nidad y  la  creación  de  un  nuevo  Consejo  na- 
cional de  Sanidad,  se  dispuso  por  decreto  del 
Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de  la  Repúbli- 
ca el  11  de  Marzo  de  1874.  Componen  el  nue- 
vo Consejo  el  Ministro  de  la  Gobernación,  un 
Vicepresidente,  el  Director  general  de  Sani- 
dad, un  Jefe  de  la  armada  nacional,  un  Agen- 
te diplomático,  un  Ingeniero  civil,  un  indivi- 
duo del  cuerpo  de  Sanidad  militar ,  un  Jefe  de 
Sanidad  de  la  armada,  dos  individuos  de  la 
Facultad  de  derecho,  otro  de  la  Escuela  de  ve- 
terinaria, dos  profesores  de  arquitectura,  sie- 
te doctores  ó  licenciados  en  la  Facultad  de  me- 
dicina y  dos  en  la  de  farmacia.  (Oaceta  de  Ma- 
drid del  16  de  Marzo  de  1874,  núm.  75.) 

SANIDAD  ICABÍTIMA.  La  Oaceta  da 
Madrid  del  18  de  Marzo  de  1874,  núm.  77. 
publica  el  importante  decreto  por  el  cual  se 
aprueban  las  plantillas  del  personal  y  material 
dé  policía  sanitaria ,  el  que  consagra  sus  ser- 
vicios en  beneficio  de  la  salud  pública  y  de 
los  grandes  intereses  sociales  á  que  afecta  el 
citado  servicio  de  Sanidad  marítima. 

SAltSCBIT.  La  lengua  sánscrita  ó  el  idio- 
ma sánscrito. 

8AN8CBITO.  Epíteto  aplicado  á  la  anti- 
gua lengua  de  los  bracmanes,  hoy  lengua  sa- 
grada del  Indostan.  —Dicese  de  lo  que  está  es- 
crito ó  redactado  en  sanscrit.— Perteneciente 
ó  relativo  al  sanscrit,  lengua  la  más  sublime 
de  la  India,  que  se  distinguía  de  los  dem&a 
idiomas  ó  dialectos  orientales  en  las  regiones 
indicas  por  su  mayor  cultura  y  su  refinado 
mecanismo  gramatical. 
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SANTA  ALIANZA.   Véase  Acta  db  la 

SANTA  ALIANZA. 

SATISDACIÓN.   Lo  mismo  que  Fiama. 
SECUESTB ACIÓN.  Lo  mismo  qae  Se- 
cuestro, 

SBCCIONBS   DEL   ICINISTBBIO    DB 

Estado.  Bstas  comprenden  los  negociados  en 
la  forma  siguiente: 

Sección  de  la  Secretaría  general.  Personal  di* 
plomático  y  el  de  las  dependencias  del  Minis- 
terio de  Estado.  Cruces  (cuando  se  daban).  Te- 
legramas y  circulares  del  Ministerio. 

Sección  de  política.  Noticias  políticas  y  lo- 
cales. Cartas  de  naturalización.  Tratados  de 
paz.  Abordajes.  Industrias,  etc. 

Sección  de  comercio.  Contabilidad  y  todo 
cuanto  tenga  relación  con  la  misma.  Personal 
consular  y  de  Intérpretes.  Movimiento  maríti- 
mo y  mercantil.  Presas  marítimas.  Franqui* 
cías.  Tratados  de  comercio,  postales,  etc. 

Sección  de  asuntos  Judiciales.  Exhortes  y  re- 
cordatorias. Acordadas.  Solicitudes  pidiendo 
noticias  del  paradero  de  subditos  españoles. 
Testamentarias,  abintestatos,  y  todo  aquello 
que  pertenezca  á  asuntos  judiciales. 

Por  Real  orden  circular  del  Ministerio  de 
Estado  de  1.*  de  Abril  de  1850,  se  proTiene: 
((Que  se  ponga  en  el  margen  de  los  despa- 
chos y  en  el  extracto  de  ellos,  á  continuación 
del  número  del  Registro ,  la  sección  por  la  cual  se 
haya  comunicado  la  orden  á  que  se  con- 
testa.» 

SBOBBTABIOS  DB  LAS  EMBAJADAS 
T  Legaciones.  Véase  Agentes  diplomáticos. 

BBCBBTO.  Silencioso,  cuidadoso  dQ  no 
recelar  ni  descubrir  lo  que  conviene  perma* 
nezca  oculto.  —Cautela,  sigiloso  cuidado  y  di- 
simulación para  ocultar  alguna  especie,  algu* 
na  cosa  importante. 

En  cuanto  á  la  violación  de  secretos,  nues- 
tro Código  penal  previene: 

c<  Art.  274.  El  empleado  publico  que  reve- 
lare los  secretos  de  que  tenga  conocimiento 
por  razón  de  su  oficio,  será  castigado  con  las 
penas  de  suspensión  y  multa  de  10  á  100 
duros. 

Si  de  la  revelación  resultare  grave  daño 
para  la  causa  pública  las  penas  serán:  inhabi* 
litación  absoluta  perpetua,  prisión  mayor  y 
multa  de  50  á  500  duros. 

Art.  275.  El  empleado  publico  que  abu- 
sando de  su  cargo  cometiere,  como  autor  ó  co- 
mo cómplice,  el  delito  de  ocupar  ó  intervenir 
los  papeles,  ó  abrir  ó  interceptar  las  cartas  de 
otro,  será  castigado  con  las  penas  de  inhabi- 
litación especial  temporal,  prisión  correccio- 
nal y  multa  de  10  á  ICO  duros. 

Art.  276.     El  empleado  público  que  sa- 


biendo por  razón  de  su  cargo  los  secretos  de 
un  particular  los  descubriere,  incurrirá  en  las 
penas  de  suspensión,  arresto  mayor  y  multa 
de  10  á  100  duros. 

En  estas  mismas  penas  incurrirán  los  que, 
ejerciendo  alguna  de  las  profesiones  que  re- 
quieren titulo,  revelaren  los  secretos  que  por 
razón  de  ella  se  les  hubieren  confiado.» 

8ECUBSTBO.  El  depósito  que  se  hace  de 
una  cosa  litigiosa  en  un  tercero,  hasta  qae  se 
decida  á  quién  pertenece.  (Ley  1.^,  ti.  9.^,  Par- 
tida 5/)  El  secuestro  es  convencional  ó  judi- 
cial. (Leyes  de  los  títulos  25  y  26,  libro  1 1 , 
Novísima  Recopilación.)  Es  convencional  cuan- 
do le  hacen  las  partes  voluntariamente  sin 
mandato  del  Juez,  y  judicial  cuando  se  ordena 
por  autoridad  de  justicia.  El  secuestro  con- 
vencional no  puede  hacerse  sino  por  las  dos 
partes;  pues  si  una  sola  lo  hiciere,  no  habria 
sino  un  depósito  simple  y  podria  el  depositan- 
te pedir  en  cualquier  tiempo  la  cosa  deposita- 
da, á  diferenciado  lo  que  sucede  en  el  secuestro. 

El  secuestro  puede  ser  ó  no  gratuito.  Cuan- 
do es  gratuito  queda  sujeto  á  las  reglas  del 
depósito  simple,  en  cuanto  éstas  no  sean  con- 
trarias á  lo  que  aquí  se  expresa;  y  cuando  no 
es  gratuito,  la  persona  á  quien  se  ha  confiado 
la  cosa  tiene  una  responsabilidad  más  estrecha 
que  el  simple  depositario,  puesto  que  recibe 
salario  por  cuidar  de  su  conservación . 

El  secuestro  puede  tener  por  objeto,  no  so- 
lamente los  muebles,  si  también  las  raices, 
pues  pudiendo  suscitarse  contestaciones  sobre 
la  posesión  ó  propiedad  de  una  heredad  del 
mismo  modo  que  sobre  la  de  cualquieralhaja, 
puede  convenir  el  confiar  la  alhaja  ó  heredad 
á  un  tercero  hasta  la  decisión  del  pleito. 

El  depositario  encargpado  del  secuestro  no 
puede  quedar  exonerado  antes  de  la  conclu- 
sión del  litigio  sino  por  consentimiento  de  to- 
das las  partes  interesadas,  ó  por  una  causa  le- 
gitima. (Ley  2.',  tít.  9.',  Partida  3  ') 

El  seeuestro  judicial  lo  ordena  el  Juez  se- 
gún los  casos  prevenidos  en  la  ley  l.\  tit.  9.*» 
Partida  3.' 

El  depositario  judicial  ha  de  ser  lego,  Ha 
no  y  abonado,  y  tener  el  depósito  todo  el  tiem 
po  que  quieran  el  Juez  ó  los  interesados  que 
lo  hicieron,  sin  que  por  su  propia  autoridad 
pueda  ponerlo  en  poder  de  otro  sugeto.  (Leyes 
1.',  tít.  9.\  Partida  3.';  1.'  y  2.',  tít.  26,  li- 
bro 11,  Novísima  Recopilación,  y  9/,  tit.  26, 
libro  11  de  la  misma.)  Véase  Embar60  y  Depó- 
sito. 

8BDA.  Pocos  ramos  de  la  industria  fabril, 
tal  vez  ninguno,  alcanzó  más  justa  celebridad, 
y  fué  llevado  tan  lejos  en  los  mejores  tiempos 
de  nuestra  grandeza  y  poderío  como  el  de  la 
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sedería  (1).  HaManle  cultivado  los  árabes  con 
feliz  éxito;  y  con  sus  buenas  prácticas  y  for- 
mados en  su  escuela,  la  generalizaron  después 
sus  vencedores,  no  menos  diestros  y  aplica- 
dos, en  los  reinos  de  Valencia,  Murcia,  Sevi- 
lla y  Granada.  A  principios  del  siglo  XVI,  los 
bilados  y  tejidos  de  sus  fábricas,  por  la  bondad 
de  la  seda  empleada,  por  el  esmero  del  trabajo 
material,  por  la  vivacidad  y  brillantez  de  los 
matices,  por  la  consistencia  y  perfección  del 
tejido,  no  encontraban  rivales  en  ningún  mer- 
cado de  Europa,  y  como  preciosidad  de  mucha 
valia,  se  buscaban  donde  el  lujo  y  la  riqueza 
y  el  buen  gusto  hicieron  mayores  progresos. 
Precisa  fué  la  serie  no  interrumpida  de 
infortunios  que  enervaron  la  energía  nacio- 
nal,  destruyendo  con  ella  el  amor  al  traba- 
jo y  á  la  gloria,  para  que  en  el  reinado  de 
Garlos  II  apenas  quedasen  ya  los  miserables 
restos  de  una  fabricación  floreciente  y  exten- 
sa, que  era  germen  fecundo  de  riqueza  para 
los  propios,  y  objeto  constante  de  la  extra- 
ña codicia.   «La  introducción  de  mercaderías 
extranjeras,  dice  Damián  Olivares,  dejó  por 
esos  tiempos  sin  trabajo,  y  reducidos  á  la  mi- 
seria, á  128.000  operarios  que  se  ocupaban  en 
las  diferentes  labores  de  la  sedería,  quedando 
el  Erario  defraudado  en  más  de  6  millones  de 
reales.))  Cierto  ha  sido  el  daño;  pero  muy  dis- 
tinta la  causa  que  le  produjo.  Más  aun  que  la 
libre  entrada  de  la  sedería  extranjera;  más  que 
la  despoblación  y  las  expulsiones  de  los  mo- 
riscos; más  que  el  olvido  de  las  buenas  prác- 
ticas; más  que  la  baja  de  la  moneda,  contri- 
buyeron á  la  rápida  decadencia  de  este  impor- 
tante ramo  las  inconsideradas  medidas  fisca- 
les y  los  onerosos  impuestos  con  que  la  recar- 
garon, precisamente  porque  su  misma  Hom- 
bradía le  daba  una  marcada  preferencia,  ha- 
biéndole desarrollado  en  muchas  regiones  de 
la  Península.  Cada  onza  de  semilla  pagaba  en 
Valencia  2  rs.  de  diezmo;  la  provincia  de  To- 
ledo satisfacía  con  el  mismo  capullo  esta  con- 
tribución, sin  los  gastos  que  lleva  consigo  la 
cria  del  gusano  y  las  eventualidades  de  la  co- 
secha. El  10  por  100  se  satisfacía  en  Murcia 
por  las  moreras,  mientras  que  en  Granada  se 
recargaba  la  cosecha  con  el  diezmo  árabe,  y  el 
percibido  por  el  clero,  ambos  en  especie.  Agré- 
gase á  esto  que  en  1552  se  prohibió  la  expor- 
tación de  la  seda  cruda  y  labrada,  cuando  no 
podía  consumirse  toda  en  el  Reino,  de  cuyas 
resultas  solamente  dos  fábricas  de  Toledo  dis- 
minuyeron su  ordinario  producto  en  50.000 


libras.  ¿Cómo,  pues,  extrañar  la  rápida  deca- 
dencia de  nuestra  sedería,  y  los  males  que  pro- 
dujo con  su  repentino  abatimiento  á  la  indus- 
tria nacional? 

Tan  grave  daño  no  tuvo  otro  origen  que 
los  errores  de  la  administración  ,  antes  dis- 
puesta á  engrosar  momentáneamente  el  Teso- 
ro con  los  impuestos  sobre  este  lucrativo  ramo 
de  nuestra  industria,  que  á  dispensarle  una 
justa  protección. 

Tarde  vino  á  reconocerse  el  daño ;  quizás 
cuando  las  circunstancias  hacían  ya  imposi- 
ble su  remedio.  Le  buscaron ,  sin  embargo, 
con  empeño  y  luchando  con  muy  graves  obs- 
táculos cuantos  supieron  apreciar  en  su  justo 
valor  las  disposiciones  del  clima  y  del  terre- 
no, para  crear  con  la  industria  sedera  uno  de 
los  elementos  más  poderosos  de  nuestra  rique- 
za. Fernando  VI,  con  un  celo  que  honra  su 
buena  memoria,  se   propuso  restablecer  las 
antiguas  fábricas  de  Talavera,  de  que  solo 
quedaban  pobres  y  escasos  despojos.  Con  este 
objeto  dispuso  grandes  plantaciones  de  more- 
ras, estableció  un  considerable  numero  de  te- 
lares, introdujo  los  mejores  métodos  entonces 
conocidos,  trajo  de  los  países  extranjeros  acre- 
ditados profesores,  y  concedió,  por  su  Real 
cédula  de   1748,   notables   franquicias   á  la 
compañía  de  comercio  que  tomó  á  su  cargo  la 
fabricación  de  la  seda.  Por  cuenta  de  la  Real 
Hacienda  se  administró  la  fábrica  de  Talavera 
hasta  el  año  de  1 762  que  la  tomó  á  su  cargo 
el  comercio  de  Cádiz.  Si  los  nuevos  poseedo- 
res hicieron  esfuerzos  para  extender  y  mejorar 
la  fabricación,  ellos  mismos  contribuyeron  des- 
pués á  su  decadencia.  La  misma  suerte  cupo  á 
la  de  Toledo. 

Son  ,  pues ,  conocidos  los  progresos  de  la 
sedería  desde  el  reinado  de  Carlos  III.  Tanto 
este  Monarca  como  su  antecesor ,  hablan  con- 
seguido ya  reanimarla,  sobre  todo  en  el  Reino 
de  Valencia,  donde  los  jCinco  Gremios  nada 
omitieron  para  su  fomento. 

Al  terminar  el  siglo  XVIII  contábamos 
solo  con  la  cosecha  anual  de  606.887  kilogra- 
mos de  seda;  en  1849  ascendía yaá  1.104.000 
kilogramos,  distribuidos  del  modo  siguiente: 


(1)  D.  Josí  CaVeda.,  Memoria  de  la  Exposí^ 
don  pública  de  la  Industria  Espafiola  de  1850, 
sección  12,  pág.  577, 


Pueblos. 

Kilogramos. 
552.000 

Libras. 

Valencia 

1. 200.000 

Murcia  y  Alicante. 

230.000 

500.000 

Granada 

184.000 

400.000 

Talavera 

138.000 

300.000 

Bn  los  a&os  50  y  51  gradualmente  se  ex- 
tendió por  todas  partes ,  con  la  plantación  de 
las  moreras  de  varias  especies ,  la  crianza  del 
gusano  de  seda ,  y  ya  en  ^I  dia  se  obtieae  un 
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capullo  saperior  al  antiguo,  con  la  introduc* 
clon  de  nuevas  y  variadas  semillas;  el  torcido 
se  obtiene  de  una  manera  expedita  y  sencilla, 
y  la  fllatura  adquiere  mayor  precio,  asi  por  su 
fortaleza  como  por  su  igualdad. 

El  Gobierno,  para  protejer  la  industria  se* 
rícela  y  propagar  sus  adelantos  neutralizando 
los  efectos  perniciosos  de  la  enfermedad  de  los 
gusanos,  hizo  publicar  en  la  Gacela  de  Madrid 
del  28  de  Diciembre  de  1869,  nüm.  362, 
una  serie  de  estudios  de  sericultura,  hechos 
por  una  misión  italiana  en  el  interior  del  Ja* 
pon,  los  que  pueden  servir  álos  Agentes  con* 
sulares  residentes  en  Italia  y  China  cuando 
tengan  que  tratar  esta  importante  cuestión. 

SEDICIÓN.  Tumulto,  motin,  asonada, 
levantamiento,  rebelión  popular  contra  el  So* 
berano  ó  la  Autoridad  que  gobierna. — Delito 
que  se  comete  alzándose  públicamente  para 
obrar  con  fuerza  quebrantando  las  leyes.  La 
sedición  tiene  diferentes  caracteres  como  cau- 
sas, y  siempre  es  digna  de  castigo,  aunque 
con  las  modificaciones  que  exige  la  equidad 
con  arreglo  á  su  origen  y  á  los  efectos  que  ha 
producido  (1).  Véase  Revolución. 

8EGXJBOS  TEBBESTBES.  De  todas  las 
contingencias  que  el  comercio  terrestre  como 
el  marítimo  está  expuesto  á  sufrir,  la  princi- 
pal es,  si  se  quiere,  la  inseguridad  de  los  via- 
jes. Un  sin  número  de  causas  de  índole  y  ten- 
dencia distinta,  parece  como  que  conspiran  á 
impedir  el  feliz  arribo  de  las  mercaderías  al 
punto  de  su  destino:  los  naufragios,  los  incen- 
dios, las  avenidas,  los  salteadores  y  otra  por- 
ción de  desastres  amagan  á  las  espediciones 
comerciales;  pero  no  obstante  ser  ésta  una 
verdad  fuera  de  toda  duda,  no  lo  es  menos,  por 
fortuna,  que  no  todas  las  conducciones  son 
desgraciadas:  más  aún;  teniendo  en  cuenta  un 
número  algo  considerable  de  espediciones  y  de- 
duciendo las  adversas  de  entre  ellas,  el  cálcu- 
lo de  probabilidades  nos  suministra  luz  su- 
ficiente para  conocer  qué  premio  habrá  de  co- 
brarse de  un  número  determinado  de  viajes 
para  poder  ocurrir  al  que  la  probabilidad  de* 
signa  como  funesto. 

Esta  idea,  sobre  que  está  basado  el  con- 
trato de  seguros,  y  cuenta  que  hablamos  de 
los  seguros,  así  terrestres  como  marítimos,  no 
es  de  aquellas  que  nacen  con  facilidad,  por 
cuanto  está  sujeta  á  una  experiencia  larga  y 
penosa.  Nada  tiene,  pues,  de  extraño  que  ha* 
yan  trascurrido  muchos  años  antes  de  que  el 


(1)  Las  severas  penas  establecidas  contra  este 
crimen  pueden  verse  en  las  Ordenamae  del  ejér  - 
eíto,  artículos  26,  27,  28,  29,  30,  31,  41  y  42,  tí- 
tulo 10,  tratado  S."" 


comercio  conociera  tan  bienhechor  contratOé 
Y  que  no  lo  conoció  en  la  antigüedad  es  ana 
cosa  indubitable,  por  más  que  algunos  crean 
descubrirlo  entre  los  romanos  observando  la 
costumbre  que  tenia  á  las  veces  aquel  pueblo 
de  salir  garante  de  los  riesgos  marítimos  al 
tratar  de  aprovisionar  un  ejército,  acto  que 
dista  mucho  del  verdadero  contrato  de  seguros. 
Pero  ¿cómo  se  concibe  que  conociesen  los  an- 
tiguos tal  contrato  cuando  ni  el  Consulado  de 
Mar  ni  las  Leyes  de  Oloron  hacen  mención  de 
él?  Es  demasiado  importante,  produce  resulta- 
dos jigan téseos  en  demasía  para  que  hubiera 
una  solución  de  continuidad  de  algunos  siglos. 
De  haberlo  conocido  los  antiguos,  ni  las  inva- 
siones, ni  el  trastorno  de  los  imperios  le  hu- 
bieran hecho  desaparecer;  lejos  de  eso,  le  hu- 
bieran afirmado  más  y  más. 

El  primer  documento  legal  á  que  debemos 
recurrir  para  encontrarle  es  un  edicto  de  los 
magistrados  municipales  de  la  insigne  ciudad 
de  Barcelona,  publicado  en  1435  y  citado  por 
el  Sr.  Capmany  en  su  Colección  diplomática, 
lo  cual  hace  sospechar  que  solo  hacia  el  si- 
glo XIV  debió  empezarse  á  practicar. 

El  contrato  de  seguros  terrestres  tiene  por 
objeto  aceptar  una  persona,  mediante  un  pre* 
mío  determinado,  los  riesgos  que  corren  mer- 
caderías ó  efectos  de  comercio  en  su  con- 
ducción por  tierra,  ríos  ó  canales  navegables. 
Es,  según  esto,  circunstancia  indispensable 
para  que  exista  el  contrato  que  las  mercade- 
rías corran  riesgos;  bajo  este  concepto  será 
nulo  el  seguro  contraído  sobre  géneros  que 
hubiesen  llegado  á  su  destino  y  cuya  llegada 
pudiera  saberse  al  celebrar  el  contrato. 

Tampoco  se  podrá  éste  celebrar  asignando 
á  los  géneros  un  valor  superior  al  que  real- 
mente tuvieren,  puesto  que  en  realidad  este 
valor  es  el  objeto  sobre  que  versa  el  seguro. 

Para  la  perfección  de  este  contrato,  el  Có- 
digo de  comercio  en  su  art.  418  prescribe  que 
se  reduzca  á  escritura,  y  en  este  caso  par- 
ticular toma  el  nombre  de  póliza,  la  que  po- 
drá ser  solemne,  otorgándose  ante  Escribano  ó 
corredor,  ó  privada  entre  los  contratantes,  fir- 
mándose entonces  dos  ejemplares  del  mismo 
tenor  para  el  asegurador  y  asegurado. 

Estas  pólizas  privadas  solo  son  ejecutivas 
cuando  conste  la  legitimidad  de  las  firmas  de 
los  contratantes  por  reconocimiento  judicial  ú 
otro  modo  legal  de  pruebas. 

Tanto  en  el  caso  de  ser  pública  la  póliza, 
como  en  el  de  ser  privada,  ha  de  comprender: 
I;"*    Los  nombres  y  domicilios  del  asegu- 
rador, del  asegurado   y  del  conductor  de  los 
efectos. 

2/    Las  calidades  es  pecificas  de  los  efectos 
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asegarados,  con  expresión  del  número  de  bul- 
tos y  de  las  mareas  que  tuvieren ,  y  el  yalor 
que  se  les  considere  en  el  seguro. 

,3.*    La  parte  de  este  valor  que  se  asegure 
si  el  seguro  no  se  hiciese  por  la  totalidad. 

4.*     El  premio  convenido  por  el  seguro. 

6.*  La  designación  del  punto  donde  se  re* 
ciban  los  géneros  asegurados,  y  del  en  que  se 
tenga  que  hacer  la  entrega. 

6.*  El  camino  que  hayan  de  seguir  los 
conductores. 

7.*  Los  riesgos  por  que  salen  responsables 
los  aseguradores. 

8.*  El  plazo  dentro  del  cual  han  de  ser  los 
riesgos  de  cuenta  del  asegurador,  si  el  seguro 
tuviere  tiempo  limitado,  ó  bien  la  expresión  de 
durar  su  responsabilidad  hasta  verificarse  la 
entrega  de  los  efectos  asegurados  en  el  punto 
de  su  destino. 

9.*  La  fecha  en  que  el  contrato  se  ce- 
lebre. 

10.  El  tiempo,  lugar  y  forma  en  que  se 
hayan  de  pagar  los  premios  del  seguro ,  ó  las 
sumas  aseguradas  en  su  caso. 

Además  de  estas  condiciones,  según  el 
Real  decreto  de  8  de  Agosto  de  1851 ,  las  pó* 
lizas  ó  certificados  de  contratos  á  la  gruesa, 
asi  como  las  de  seguros  marítimos  ó  terrestres, 
se  extenderán  en  papel  del  sello  correspondien- 
te al  importe  de  las  cantidades  recibidas  ó 
aseguradas  al  tenor  siguiente :  en  papel  del 
sello  de  ilustres  el  contenido  del  primero  y  úl- 
timo pliego  de  las  copias  ó  traslados  cuando 
las  cantidades  que  representen  excedan  de 
11.000  rs.  En  papel  del  sello  primero  si  pasan 
de  8.000  y  no  exceden  de  11.000.  Del  sello 
segundo  si  importan  más  de  5.000.  En  papel 
del  sello  cuarto  los  protocolos  ó  registros  de 
todo  contrato ,  cualquiera  que  sea  el  importe 
de  la  cosa  ó  cantidad;  las  copias  ó  traslados  de 
dichos  protocolos  si  no  excede  el  valor  de  la 
cosa  de  21000  rs.,  y  los  pliegos  intermedios 
de  cualquiera  instrumento  ó  su  copia  que  de- 
ba llevar  un  sello  superior  en  los  pliegos  pri- 
mero y  último. 

No  todos  los  requisitos  que  dejamos  enu- 
merados son  indispensables  para  que  la  póliza 
produzca  efecto;  asi  sucede,  por  ejemplo,  con 
la  expresión  de  los  riesgos  por  que  sale  respon- 
sable el  asegurador,  puesto  que  la  ley  misma 
determina  que  en  caso  de  omitirse  esta  cir- 
cunstancia se  entiende  que  responde  de  todos. 
Tampoco  será  necesaria  la  indicación  del  ca- 
mino que  haya  de  seguir  el  conductor  cuando 
solamente  hubiere  uno  del  punto  de  la  expe- 
dición al  de  la  entrega. 

No  lo  son  tampoco  las  indicaciones  de  lu- 
gar, tiempo  y  forma  para  pagar  los  premios 


del  seguro,  hallándose  suplidas  por  la  ley  en 
el  caso  de  no  expresarse. 

Según  el  art.  421  del  mismo  Gódig^o  de 
comercio ,  el  seguro  ha  de  contraerse  necesa- 
riamente en  favor  del  dueño  legítimo  d«  los 
efectos  asegurados  ó  de  persona  que  sobre  ellos 
tenga  un  derecho. 

El  art.  423  prescribe  que  no  conteniendo 
excepción  la  póliza  de  seguros,  el  asegurador 
responde  de  todos  cuantos  daños  ocurran  en 
los  efectos  asegurados,  de  cualquier  especie  que 
sean.  En  consecuencia  de  esto,  habrá  de  pagar 
la  cantidad  total  en  que  se  hubiesen  justipre- 
ciado los  efectos  en  la  póliza ,  si  éstos  se  des- 
truyesen totalmente:  y  si  la  destrucción  ó 
menoscabo  fuere  parcial,  su  obligación  con- 
sistirá en  abonar  solamente  el  daño  ocurrido. 
Creemos  que  á  semejanza  del  contrato  de  se- 
guros marítimos,  podrá  hacer  abandono  el  ase- 
gurado al  asegurador  de  los  géneros  que  ex- 
perimentasen daños  muy  considerables,  y  en- 
trar á  cobrar  la  cantidad  designada  para  la  pér- 
dida total. 

Contrayéndose  el  seguro  á  riesgos  deter- 
minados, está  obligado  el  asegurador  á  indem- 
nizar al  asegurado,  si  tales  riesgos  ocurriesen, 
sin  responder  de  más. 

SSGUB08  MARÍTIMOS.  Se  entiende 
por  seguro  el  contrato  en  virtud  del  cual  se 
obliga  una  persona,  mediante  un  premio  con- 
venido, llamado  prima,  á  salir  responsable  á 
otra  de  las  pérdidas  ó  menoscabos  que  expe- 
rimenten á  consecuencia  de  accidentes  marí- 
timos los  objetos  expuestos  á  los  riesgos  de  la 
navegación. 

Los  extremos  que  la  definición  abraza  nos 
prueba  la  necesidad  para  que  este  contrato 
exista,  de  que  haya  de  verificarse  sobre  efec- 
tos expuestos  á  los  riesgos  de  la  navegación; 
y  así  debe  ser  en  efecto,  puesto  que  suprimi- 
dos estos  riesgos,  desaparece  de  todo  punto  el 
objeto  del  contrato. 

Por  regla  general  cabe  el  seguro  sobre  to- 
dos cuantos  objetos  se  hayan  expuesto  á  los 
riesgos  del  mar  y  sean  estimables  en  dinero: 
tales  son  el  casco  y  quilla  de  la  nave,  las  ve* 
las  y  aparejos,  comprendiéndose  en  esta  fra- 
se, según  sienta  Emerigon,  la  lancha  ó  bote 
del  buque,  el  armamento,  las  vituallas  6  yl- 
veres,  las  cantidades  dadas  á  la  gruesa  y  la 
libertad  de  los  navegantes  y  pasajeros. 

También  puede  ser  objeto  de  seguro,  se- 
gún el  art.  852  del  Código  de  comercio,  el 
riesgo  que  corre  el  asegurador,  haciendo  éste 
reasegurar  por  otro,  mediante  más  ó  ménoa 
premio,  los  efectos  sobre  los  cuales  estuviese 
contratado  el  seguro.  El  asegurado  por  en 
parte  puede  también  hacer  asegurar  el  costo 
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del  seguro,  asi  como  igaalmeate  el  riesgo  que 
pueda  ofrecer  la  cobranza  de  los  primeros  ase- 
guradores. 

Ck)n  objeto  de  que  exista  interés  de  parte 
del  asegurado  en  la  navegación,  la  ley  deter* 
mina  que  el  seguro  sobre  la  nave  no  pueda 
contraerse  más  allá  de  las  cuatro  quintas  par« 
tes  de  su  valor,  descontando  los  préstamos  á 
la  gruesa  que  sobre  ella  hubieran  podido  con* 
traerse,  y  en  el  cargamento  las  nueve  déci- 
mas de  su  Justo  valor  cuando  el  propietario 
acompa&e  en  el  viaje  al  cargamento,  y  por  su 
totalidad  cuando  esto  no  suceda.  (Art.  853 
del  Código  de  comercio.) 

La  valoración  de  las  mercaderías  asegu- 
radas se  hará  segan  el  precio  corriente  en  el 
puerto  donde  se  carguen,  y  no  fijándose  éste 
al  tiempo  de  celebrarse  el  contrato,  se  arregla- 
rá por  las  facturas  de  consignación,  ó  en  de- 
fecto por  el  Juicio  de  corredores,  los  cuales  to- 
marán por  base  el  precio  corriente  antes  di- 
cho, con  más  los  derechos  y  gastos  causados 
hasta  ponerlas  á  bordo. 

Las  valuaciones  que  se  hicieran  en  mone- 
da extranjera  se  convertirán  en  el  equivalen- 
te de  moneda  del  Reino,  conforme  al  curso 
corriente  en  el  dia  en  que  se  celebró  el  con- 
trato. El  curso  corriente  se  determinará  por 
los  registros  de  cambio  y  mercaderías  que  de- 
ben llevar  el  Síndico  y  adjuntos  del  Colegio  de 
corredores.  En  18  de  Febrero  de  1847  se 
mandó  qae  los  cambios  en  España  con  el  ex- 
tranjero se  arreglen  á  un  tipo  fijo  de  un  peso 
fuerte  de  20  rs.,  medida  que  desterró  la  no- 
menclatura absurda  que  en  los  cambios  exis- 
tia y  la  infinita  variedad  que  resultaba  de  te- 
ner cada  plaza  del  Reino  un  tipo  particular  de 
cambios. 

A  la  par  que  pueden  ser  objetos  de  segu- 
ro los  antes  enumerados,  no  podrá  contratarse 
sobre  los  siguientes:  el  ñete  del  cargamento 
existente  á  bordo,  las  ganancias  calculadas « 
pero  no  realizadas,  sobre  el  mismo  cargamen- 
to, los  salarios  de  la  tripulación,  las  cantida- 
des tomadas  á  la  gruesa,  los  intereses  de  los 
préstamos  á  la  gruesa,  la  vida  de  los  pasi^e- 
ros  ó  de  los  individuos  de  la  tripulación,  los 
géneros  de  ilícito  comercio.  Concíbese  perfec- 
tamente la  razón  que  existe  para  no  poderse 
contraer  contrato  alguno  de  seguros  sobre  es- 
tas cosas;  con  efecto,  algunas  de  ellas,  como  son 
los  fletes  del  cargamento  ó  las  ganancias  cal- 
culadas sobre  el  mismo,  no  son  objetos  exis- 
tentes al  tiempo  de  contraer  el  segare;  otras, 
como  las  cantidades  tomadas  á  la  gruesa,  los 
sueldos  de  la  tripulación  y  la  vida  de  los  pa- 
sajeros y  tripulantes,  porque  la  ley  mercantil 
espa&ola  no  admite  esta  clase  de  seguros. 


El  premio  ó  prima  es  tan  necesario  en  el 
contrato  de  seguros,  como  que  sin  él  perderla 
su  carácter  mercantil  y  tendríamos  un  conve- 
nio gratuito  que  no  nos  es  dado  suponer. 

Es  lo  común  estipular  la  prima  en  metáli- 
co; pero  nada  impide  que  se  verifique  en  efec- 
tos,  puesto  que  la  ley  nada  absolutamente  nos 
dice  en  contrario. 

Tampoco  hace  mención  de  tasa  alguna  al 
tratar  de  la  prima,  por  lo  que  se  colige  que 
puede  contratarse  á  voluntad  de  los  contra- 
yentes y  según  las  circunstancias  particula- 
res de  los  géneros  ó  cosas  aseguradas,  de  la 
distancia  y  de  los  peligrros  probables  de  la  tra- 
vesía. 

El  contrato  de  seguros  puede  verificarse 
sobre  el  todo  ó  parte  de  los  objetos  suscepti- 
bles de  ser  asegurados  y  que  corran  unos  mis- 
mos riesgos  junta  ó  separadamente,  en  tiem- 
po de  paz  ó  de  guerra,  antes  de  empezar  el 
viaje  ó  pendiente  éste,  por  el  visge  de  ida  y 
vuelta  ó  solamente  por  uno  de  ambos,  y  por 
todo  el  tiempo  del  viaje  ó  por  un  plazo  limita- 
do. Cuando  estuviere  pendiente  el  viaje,  no 
podrá  verificarse  el  contrato  siempre  que  se 
tuviere  noticia  del  término  feliz  del  dicho  via- 
je ó  bien  cuando  se  tengan  presunciones  fan^ 
dadas  en  términos  legales  de  haber  experi- 
mentado accidente  la  nave  ó  el  cargramento: 
en  el  primer  caso,  porque  habrían  cesado  los 
riesgos  que  son  la  base  del  contrato;  en  el  se- 
gundo caso,  porque  el  asegurado  no  contrae- 
ría un  contrato  de  seguros,  sino  que  pactarla 
una  indemnización  injusta  si  abusara  de  la  ig- 
norancia que  tuviera  el  asegurador  de  los  ac- 
cidentes sobrevenidos. 

Hé  aquí  los  modos  de  celebrar  el  contrato 
de  seguros,  el  que  para  ser  eficaz  en  juicio  ha 
de  contraerse  por  medio  de  escritura,  que 
puede  ser  publica  ó  privada,  según  el  articu- 
lo 480.  En  ambos  casos  las  formas  diferentes 
de  su  celebración  y  los  respectivos  efectos  de 
cada  una  han  de  ser  iguales  á  los  establecidos 
en  el  préstamo  á  la  gruesa. 

Cuando  el  seguro  se  contrate  en  una  plaza 
extranjera,  con  tal  de  que  sea  espahol  alguno 
de  los  contrayentes,  podrán  autorizarle  los 
Agentes  consulares  españoles  en  sus  residen- 
cias respectivas,  y  las  pólizas  que  autoricen 
tendrán  igual  fuerza  que  si  se  hubieran  hecho 
en  España  con  intervención  de  corredor. 

En  una  misma  póliza  podrán  constar  dis- 
tintos seguros  sobre  objetos  diferentes,  y  con 
primas  diversas  también.  Iguahnente  podrá 
suceder  que  varias  personas  garanticen  el  se- 
guro de  un  solo  objeto;  y  en  este  caso,  no  ex- 
tendiéndose una  póliza  para  cada  uno  de  ellos, 
firmarán  todos  la  misma,  expresando  cada  uno 
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la  fecha  en  que  lo  verifica,  paes  padiera  su- 
ceder muy  bien  que  cuando  firmara  el  segun- 
do ó  tercer  asegurador ,  estuviere  ya  asegura- 
da la  totalidad  de  los  objetos,  en  cuyo  caso  el 
contrato  seria  ineficaz  respecto  de  los  asegu- 
radores posteriores.  (Artículos  844  y  843.) 

Sea  por  medio  de  escritura  publica,  sea 
por  medio  de  privada  como  el  contrato  se  ce- 
lebre, ha  de  contener,  según  el  art.  841,  to- 
das las  circunstancias  siguientes: 

1/  La  fecha  con  expresión  de  la  hora  en 
que  se  firma.  Condición  que  tiene  por  objeto 
establecer  la  prelacion  legal  entre  los  asegu- 
radores de  un  mismo  cargamento  ú  objetos. 

2.*  Los  nombres,  apellidos  y  domicilios  de 
los  aseguradores  y  del  asegurado,  á  fin  de  dis- 
tinguir de  una  manera  precisa  quiénes  son  las 
partes  contrayentes. 

3.*  Si  el  asegurado  hace  asegurar  efec- 
tos propios  ü  obra  en  comisión  por  cuenta  de 
otro;  condición  muy  necesaria  para  evitar 
fraudes  del  comisionista  en  el  segundo  caso. 

4.*  El  nombre  y  domicilio  del  propietario 
de  las  cosas  que  se  aseguran,  en  caso  de  ha- 
cerse el  seguro  en  comisión. 

5.*  Bl  nombre,  porte,  pabellón,  matricula, 
armamento  y  tripulación  de  la  nave  en  que  se 
hace  el  trasporte  de  las  cosas  aseguradas. 

6.*  El  nombre^  apellido  y  domicilio  del 
Capitán. 

7,*  El  puerto  6  rada  en  que  las  mercade- 
rías han  sido  ó  deben  ser  cargadas. 

8/  El  puerto  de  donde  el  buque  ha  parti- 
do ó  debe  partir. 

9.*  Los  puertos  ó  radas  en  que  debe  car- 
gar ó  descargar,  ó  por  cualquiera  otro  motivo 
hacer  escala. 

10.  La  naturaleza,  calidad  y  valor  de  los 
objetos  asegurados. 

11.  Las  marcas  y  números  de  los  fardos, 
si  las  tuviesen. 

12.  Los  tiempos  en  que  deben  empezar  y 
concluir  los  riesgos. 

13.  La  cantidad  asegurada. 

14.  Bl  premio  convenido  por  el  seguro,  y 
el  lugar,  tiempo  y  modo  de  su  pago. 

15.  La  cantidad  del  premio  que  corres- 
ponda al  viaje  de  ida  y  al  de  vuelta,  si  el  se- 
guro no  se  hubiera  hecho  por  viaje  redondo. 

16.  La  obligación  del  asegurador  á  pagar 
el  daDoque  sobrevenga  en  losefectos  asegurados. 

17.  Bl  plazo,  lugar  y  forma  en  que  haya 
de  hacerse  su  pago. 

18.  La  sumisión  de  los  contratantes  al 
juicio  de  arbitros  en  caso  de  contestación,  si 
hubieren  convenido  en  ella,  y  cualquiera  otra 
condición  lícita  que  en  el  contrato  hubieren 
pactado. 


La  póliza  además  ha  de  contenerse  en  pa« 
peí  del  sello  correspondiente  á  la  cantidad  que 
exprese,  bajo  el  tipo  que  fijamos  al  tratar  de 
los  seguros  terrestres. 

La  primera  de  las  condiciones  marcadas 
para  el  contrato  puede  suplirse  si  fuese  per- 
fectamente conocido  el  viaje  determinado  eo 
que  se  pactó  el  seguro. 

La  expresión  de  la  2/  circunstancia  es  tan 
esencial,  como  que  sin  ella  no  puede  existir 
contrato  alguno;  sin  embargo,  si  por  las  de- 
más indicaciones  del  buque,  de  los  efectos  ase- 
gurados, etc. ,  se  pudiese  conocer  al  asegurado, 
el  contrato  parece  que  no  seria  nulo.  Esta  con- 
sideración no  es  aplicable  al  asegurador,  mu- 
cho más  cuando  su  firma  termina  la  escritura. 

No  asi  las  7/  y  8.*,  que  son  indispensa- 
bles, pues  que  consistiendo  el  objeto  del  segu- 
ro en  los  riesgos,  el  punto  de  partida  de  éstos 
es  esencial  en  el  contrato.  Por  lo  demás,  las 
circunstancias  5.*,  6.*,  7.',  8.'  y  la  9.',  de 
que  vamos  á  ocuparnos,  están  consagradas  á 
reunir  la  mayor  copia  de  datos  para  el  caso  de 
siniestro,  asi  como  para  tener  una  base  sobre 
que  cimentar  los  cálculos  relativos  á  los  pro- 
pios siniestros. 

Sin  embargo,  la  9.*  condición,  no  solo 
nada  tiene  de  indispensable,  sino  que  la  mis- 
ma ley  determina  para  el  caso  en  que  no  se 
exprese,  que  cesa  la  responsabilidad  del  ase- 
gurador si  el  buque  hiciere  escala. 

Las  condiciones  10  y  11,  marcadas  para 
individualizar  hasta  donde  cabe  los  objetos  ase- 
gurados, de  manera  que  en  caso  de  riesgo  sea 
sencilla  la  aplicación  de  la  regla  referente  al 
valor  de  los  mismos,  son  indispensables  en  el 
contrato,  si  bien  conforme  la  ley  con  los  usos 
del  comercio  dispone  que  puede  omitirse  la  de- 
signación específica  de  las  mercaderías  y  del 
buque  en  que  se  hayan  de  trasportar,  cuando 
no  consten  estas  circunstancias  por  contratarse 
el  seguro  en  punto  distinto  al  designado  para 
verificar  la  carga;  pero  en  caso  de  sobrevenir 
algún  accidente,  el  asegurado  debe  probar,  no 
solo  la  pérdida  del  buque  y  su  salida  del  puer- 
to de  la  carga,  sino  el  embarque  de  los  efectos 
perdidos  por  cuenta  del  mismo  asegurado  y  su 
valor  verdadero. 

Tampoco  hay  necesidad  de  individualizar 
los  efectos  cuando  genéricamente  se  exprese 
que  se  asegura  la  nave,  pues  en  este  caso  van 
comprendidas  en  el  seguro  todas  las  pertenen- 
cias anejas  á  ella;  pero  no  el  cargamento,  aun 
cuando  sea  del  mismo  naviero. 

Del  mismo  modo  no  consideraremos  indis- 
pensable la  expresión  del  tiempo  en  qne  deben 
comenzar  y  concluir  los  riesgos,  dado  que  la 
ley  dispone  para  cuando  esta  omisión  taviere 
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lugar,  que  los  riesgos  correrán  por  cuenta  de 
los  aseguradores  en  los  mismos  términos  que 
para  los  prestadores  á  riesgo  marítimo. 

Tal  vez  suceda  lo  mismo  respecto  á  la  ma- 
nifestación de  la  cantidad  asegurada,  puesto 
que  cabe  suponer  que  el  asegurador  en  vez  de 
una  cantidad  ñja,  se  limita  á  la  obligación  de 
satisfacer  los  daños  ocurridos  á  los  efectos  so- 
bre que  el  seguro  se  contraiga. 

La  condición  14  es  muy  de  presumir  que 
pueda  establecerse  en  caso  de  omisión,  aten- 
diendo á  la  analogía  que  existe  entre  esta  cir- 
cunstancia y  la  prevista  por  el  Código  de  no 
estipularse  el  aumento  de  premio  si  sobrevi- 
niera guerra;  pues  á  la  par  que  sucediendo 
esto  se  hará  la  regulación  del  aumento,  no  ex- 
presado por  peritos  nombrados  por  las  partos, 
es  dado  suponer  que  acontecerá  lo  mismo 
cuando  absolutamente  se  hubiera  pactado  pre- 
mio. Ademes,  siendo  muy  explícito  el  derecho 
común  acerca  del  lugar,  tiempo  y  modo  del 
pago  de  la  prima,  es  muy  de  presumir  que  ha- 
biendo omisión,  las  partes  han  consentido  en 
sujetarse  á  la  ley  civil. 

Las  consideraciones  que  preceden  son 
igualmente  aplicables  á  la  omisión  en  la  póli- 
za del  premio  del  seguro  de  ida  y  vuelta,  si 
el  contrato  se  hubiera  pactado  por  viaje  re- 
dondo. 

No  asi  en  cuanto  á  la  obligación  del  ase- 
gurador de  abonar  el  daño  que  sobrevenga  en 
los  efectos  asegurados,  lo  cual  es  tan  impor- 
tante, que  sin  ella  no  existe  el  contrato. 

En  caso  de  no  expresarse  la  circunstancia 
del  plazo,  lugar  y  forma  en  que  ha  de  hacerse 
el  pago,  la  ley  determina  que  se  verifique  á 
los  diez  dias  siguientes  á  la  reclamación  legí- 
tima del  asegurado. 

La  ultima  condición  tiene  por  objeto  la  de- 
bida precisión  y  formalidad  del  contrato,  ha- 
ciendo que  en  una  misma  escritura  consten 
cuantos  pactos  especiales  determinen  las  par- 
tes, así  como  su  sujeción  al  juicio  arbitral. 

Pasemos  á  la  capacidad  exigida  á  los  con- 
trayentes. 

En  cuanto  al  asegurado,  puede  serlo  cuaU 
quiera  que  corra  riesgo  en  sus  efectos,  con 
tal  de  que  tenga  capacidad  para  contratar  y 
obligarse. 

Al  asegurador  se  le  exigen  los  requisitos 
precisos  para  dedicarse  al  comercio,  por  más 
que  no  sea  comerciante. 

Hemos  dicho  que  el  seguro,  al  paso  que 
puede  pactarse  sobre  la  nave  y  sobre  el  car- 
gamento, es  lícito  también  hacerlo  extensivo 
á  la  libertad  de  los  viajeros  y  de  los  indivi- 
duos de  la  tripulación.  Ya  se  comprende  que 
en  este  caso  particular  la  escritura  ha  de  ex- 


perimentar necesariamente  alteraciones  por  la 
naturaleza  misma  del  contrato.  Las  circuns- 
tancias de  que  entonces  ha  de  constar  son  las 
siguientes: 

1  ^  El  nombre,  naturaleza,  domicilio,  edad 
y  señas  de  la  persona  asegurada. 

2.*  El  nombre  y  matrícula  del  navio  en 
que  se  embarca. 

3."     El  nombre  de  su  Capitán. 

4/     El  punto  de  su  salida. 

5.*     El  de  su  destino. 

6.*  La  cantidad  convenida  para  el  rescato 
y  los  gastos  del  regreso  á  España. 

7/  El  nombre  y  domicilio  de  la  persona 
que  se  ha  de  encargar  de  negociar  el  rescate. 

8.*  El  término  en  que  éste  ha  de  hacerse, 
y  la  indemnización  que  deba  retribuirse  en 
caso  de  no  verificarse. 

Todas  estas  condiciones  tienen  por  objeto, 
como  puede  presumirse,  la  identidad  completa 
de  la  persona  asegurada,  así  como  del  viaje 
que  ésta  emprende,  para  hacer  efectiva  la  in- 
demnización en  caso  de  siniestro.  Véase  Lotds. 
SELLAB  LAS  ESCOTILLAS.  En  el  ar- 
tículo Fondeo  se  determina,  conforme  previene 
el  art.  50  de  las  Ordenanzas  de  Aduanas,  la 
facultad  que  tienen  los  Administradores  de  las 
mismas  de  seliar  las  escotillas. 

SELLOS.  Los  que  se  usan  en  los  Consu- 
lados son  de  dos  clases,  para  tinta  y  para  la- 
cre ,  y  la  adquisición  de  ellos  es  de  cuenta  del 
Estado;  pero  antes  de  adquirirlos  debe  el  Cón- 
sul manifestar  la  razón  que  para  ello  le  obli- 
gue, presupuestar  su  importe  y  solicitar  la 
competente  autorización  del  Ministerio  de  Es- 
tado, conforme  previene  la  Instrucción  de  19 
de  Julio  de  1857,  cap.  2.*,  art.  33. 

Por  Real  orden  circular  de  27  de  Mayo  de 
1871,  del  Ministerio  de  Estado,  se  mandó  que 
el  escudo  de  armas  para  los  sellos  sea  sin  las 
columnas  y  lema  de  Plus  uUra,  y  que  susti- 
tuyese la  cruz  de  Saboya  á  las  Jíores  de  lis.  En 
la  misma  se  autorizó  la  adquisición  de  los  se- 
llos reformados. 

Los  Agentes  comerciales  es  práctica  esta- 
blecida que  ellos  se  los  costeen. 

La  Ley  provisional  del  Registro  civil  pre- 
viene; 

«Art.  14.  Las  inscripciones  que  deben 
hacerse  éh  los  registros  de  que  están  encar- 
gados la  Dirección  general  y  los  Agentes  di- 
plomáticos y  consulares  de  Fspaña  en  el  ex  • 
tranjero,  se  autorizarán  con  los  sellos  respec- 
tivos y  con  las  firmas  del  Director  general  y 
del  Oficial  del  Negociado,  ó  con  las  de  dichos 
Agentes  y  los  Cancilleres  en  su  caso,  firman- 
do además  los  testigos  y  las  otras  personas  que 
deban  concurrir  al  acto.» 
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El  Códigro  penal  dice: 

((Art.  207.  El  que  falsificare  la  firma  ó  la 
estampilla  del  Rey  ó  del  Regente  del  Reino,  el 
sello  del  Estado  ó  la  firma  de  los  Ministros  de  la 
Corona,  será  castigado  con  la  pena  de  cade- 
na temporal  en  el  grado  medio  á  cadena  per- 
petua. 

Art.  208..  La  falsificación  de  los  sellos  usa- 
dos por  cualquier  Autoridad  ú  oficina  publica 
será  castigada  con  las  penas  de  presidio  menor 
y  multa  de  20  á  200  duros. 

Art.  210.  La  falsificación  de  los  sellos, 
marcas  y  contraseñas  de  que  se  use  en  las  ofi- 
cinas del  Estado  para  identificar  cualquiera 
objeto  ó  para  asegurar  el  pago  de  impuestos, 
será  castigada  con  la  pena  de  prisión  menor 
y  multa  de  100  á  1.000  duros. 

Art.  231.  El  empleado  que  para  ejecutar 
cualquiera  falsificación  en  perjuicio  del  Esta- 
do, de  una  corporación  ó  de  un  particular  de 
quien  dependa,  hiciere  uso  de  los  útiles  ó  ins- 
trumentos legítimos  que  le  estuvieren  confia- 
dos, incurrirá  en  las  mismas  penas  pecunia- 
rias y  en  las  personales  inmediatamente  supe- 
riores en  grado  que  correspondan. » 

SBIiLOS  DS  FBANQUEO.  En  la  Gaceta 
de  Madrid  del  31  de  Octubre  de  1849,  nume- 
ro 5526,  está  el  Real  decreto  en  el  que  se  es- 
tablece el  franqueo  previo  mediante  sellos  de 
un  valor  determinado. 

El  art.  2.*  dice:  «Asi  las  cartas  sencillas 
como  las  dobles  podrán  dirigirse  por  el  cor- 
reo de  tres  modos:  1.°  Sin  franquear  ni  certi- 
ficar. 2.*  Franqueadas.  3.*  Franqueadas  y  cer- 
tificadas. Véase  Franqueo  previo. 

El  art.  3.'  del  decreto  de  2  de  Octubre  de 
1873,  por  el  que  se  creó,  cutre  otros,  el  im- 
puesto transitorio  denominado  de  timbre,  dis- 
pone que  toda  carta  ó  pliego,  cualquiera  que 
sea  su  peso,  que  haya  de  circular  en  la  Pe- 
nínsula ó  islas  adyacentes,  con  inclusión  de 
las  que  se  dirijan  á  las  provincias  de  Ultra- 
mar, deben  llevar  adherido  un  sello  de  cinco 
céntimos. » 

Por  decreto  de  13  de  Marzo  de  1874  se 
previene: 

«Artículo  1.^  Se  declaran  incluidos  entre 
los  documentos  sujetos  al  impuesto  de  guerra 
denominado  de  timbre,  según  el  art.  3.'  del  de- 
creto de  2  de  Octubre  de  1873,  los  despachos 
telegráficos  particulares  que  se  expidan  desde 
el  1.®  de  Abril  próximo  venidero  para  el  inte- 
rior, islas  adyacentes  y  provincias  ultrama- 
rinas. 

Art.  2.*  En  su  virtud,  y  á  contar  desde 
dicho  día,  no  circulará  ningún  despacho  tele- 
gráfico de  los  que  trata  el  artículo  anterior,  si 
además  del  sello  respectivo  de  telégrafos  no 


lleva  adherido  é  inutilizado  con  la  fecha  y  fir- 
ma del  expedidor,  el  de  cinco  céntimos,  crea- 
do por  el  art.  3.*  del  citado  decreto. 

Art.  3.*  Las  infracciones  de  esta  disposi- 
ción serán  penadas  como  prescribe  el  art.  5.* 
de  dicho  decreto,  haciéndose  extensivo  á  ellas 
lo  mandado  en  los  artículos  6.*,  7.*  y  8.*  del 
mismo.))  {Gaceta  de  Madrid  del  17  de  Marzo  de 
1874,  níim.  76.) 

SEMÁFOROS.  E.staciones  de  comunica- 
ción marítima  para  las  que  por  decreto  de  8 
de  Febrero  de  1871  (Gaceta  del  9  del  mismo 
mes  y  año)  se  dictan  las  disposiciones  opor- 
tunas á  fin  de  que  nuestros  buques  puedan  po- 
nerse en  fácil  comunicación  con  los  semáforos 
españoles  y  extranjeros.  Establecidas  estas  es- 
taciones, fué  preciso  dictar  también  las  reglas 
que  determinasen  la  forma  y  medios  en  que 
hablan  de  usarse,  tanto  las  de  nuestro  país  co- 
mo las  de  los  extranjeros  ;  enlazar  este  servi- 
cio con  el  de  la  telegrafía  eléctrica  y  el  ramo 
dé  correos.  Todo  esto  se  ha  conseguido  en  Es- 
paña y  todo  está  consignado  en  el  citado  decreto. 

Por  el  Ministerio  de  Marina  publicó  otro  la 
Gaceta  del  20  de  Setiembre  de  1872,  aproban- 
do el  Reglamento  que  aparece  en  el  mismo  pe- 
riódico para  la  organización  del  servicio  sema- 
fórico ,  y  redactado  con  arreglo  á  lo  que  dis- 
ponen los  artículos  S.*'  y  9.°  del  Real  decreto 
de  6  de  Julio  del  citado  año. 

SEMILLAS.  Los  Cónsules  podrán  remitir 
al  Ministerio  de  Estado  los  paquetes  de  semi- 
llas que  no  excedan  de  una  libra  de  peso  que 
los  Jardines  Botánicos  de  sus  respectivas  resi- 
dencias ó  inmediaciones  traten  de  enviar  á 
Madrid ,  conforme  previene  la  Real  orden  de 
16  de  Marzo  de  1854. 

SBNTBNOIA.  Declaración  del  juicio  y  re- 
solución del  Juez,  según  los  méritos  que  de  sí 
arroja  la  causa. — Fallo  emitido  sobre  puntos 
varios,  en  un  sentido  general  extenso. — La 
decisión  de  cualquiera  controversia  ó  disputa 
extrajudicial,  que  da  la  persona  á  quien  se  ha 
constituido  arbitro  de  ella  para  que  la  juzgue. 

La  ley  l.\  tít.  23,  Part.  3.',  dice  que  la 
sentencia  es  «la  decisión  legitima  del  Juez  so- 
bre la  causa  controvertida  en  su  tribunal. »  Es- 
ta sentencia  puede  ser  de  dos  maneras:  inter" 
locutoria  y  dejlnitiva.  La  primera  es  la  que  de- 
cide algún  incidente  ó  artículo  del  pleito  y 
dirige  la  serie  d  orden  del  juicio ,  y  la  segun- 
da la  que  se  da  sobre  la  sustancia  ó  el  todo  de 
la  causa,  absolviendo  ó  condenando  al  deman- 
dado ó  reo. 

Para  el  límite  de  las  sentencias  de  los  Tri- 
bunales consulares,  el  art.  12  del  Real  decre- 
to de  29  de  Setiembre  de  1848  previene  lo 
que  sigue : 
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«En  la  parte  criminal  procederá  asimismo 
dicho  Tribanal  (consular)  hasta  dictar  senten- 
cia respecto  de  todas  aquellas  causas  cuyos 
delitos  no  tengan  señalada  por  el  Código  ma- 
yor pena  que  la  de  arresto  mayor  ó  menor, 
suspensión,  sujeción  á  la  yigilancia  de  la  Au- 
toridad, destierro,  presidio  y  prisión  correc- 
cionales ,  al  tenor  de  lo  dispuesto  sobre  las 
mismas  en  el  art.  26  del  Código  penal. 

En  los  demás  casos ,  completo  el  sumario 
3*^  sacando  de  él  copia  á  la  letra ,  se  remitirá 
con  el  reo  y  con  las  formalidades  que  en  el  dia 
se  practican  á  los  Tribunales  de  la  Península 
ó  provincias  de  Ultramar,  según  el  caso. 

La  copia  del  sumario,  cotejada  ante  el  Cón- 
sul y  Asesor,  ó  conjueces,  firmada  por  los  mis- 
mos y  por  los  reos,  si  supieren  hacerlo,  y  au- 
torizada por  el  Canciller,  se  dirigirá  al  Minis- 
terio de  Estado,  y  por  éste  al  de  Gracia  y  Jus- 
ticia para  su  remisión  al  Tribunal  competente; 
y  en  caso  de  extravio  de  las  actuaciones  ori- 
ginales producirá  la  copia  los  mismos  efectos.» 

Según  el  art.  3.*  del  citado  Real  decreto, 
((dos  votos  conformes  de  los  tres  harán  sen- 
tencia; y  si  cada  uno  hiciere  voto  singular,  se 
nombrará  un  tercer  adjunto. 

Si  no  pudiere  ser  habido,  ó  si  todavía  no 
resultasen  dos  votos  conformes,  harán  senten- 
cia el  del  Cónsul  ó  Vicecónsul,  como  voto  de 
calidad. » 

SEÑALES.  Todas  las  que  están  actual- 
mente en  uso  para  los  buques  de  la  armada 
en  las  diferentes  necesidades  de  sus  servicios 
se  hallan  recopiladas  en  un  solo  volumen  bajo 
el  sistema  telegráfico  vigente  y  aplicables  tanto 
de  dia  como  de  noche  y  niebla  (1). 

SEÑALES  QUE  DEBEN  HACEB  LOS 

BUQUES   EN  TIEMPO  DE  NIEBLA.    Yésse   LUCBS    PARA 
EVITAR  LOS   ABORDAJES  EN  LA   MAR  y  RUMBO  DE  LOS 

Buques,  ETC. 

SEFABA0I09  DEL  8EBVICIO  ACTI- 
VO. Los  empleados  que  hagan  renuncia  de  su 
destino  por  conveniencia  propia  quedarán  ce- 
santes, pero  sin  derecho  á  disfrutar  haberes 
pasivos  durante  el  tiempo  de  su  separación  del 
servicio,  dándoles  definitivamente  de  baja  des- 
pués de  trascurridos  dos  años.  (Art.  33  del 
Reglamento  de  la  Carrera  consular.)  Véanse  el  ar- 
ticulo CÓNSULES,  cap.  8.*,  y  Jubilados. 

SEFABACION  BE  BISE  ES,  ETC.  Véase 
Divorcio. 

SIETE  FABTIDAS.  El  Código  Alfonsino 
ó  la  célebre  colección  de  leyes  compiladas  en 


(1)  Pbidá  y  Palacio^  publi(Mcion  hecha  de 
Real  orden  (Madrid,  imprenta  de  Estrada,  1867) 
y  remitida  á  todos  los  Consulados  de  España  en 
el  extranjero  por  el  Ministerio  de  Estado. 


tiempo  del  Bey  D.  Alonso  el  Sabio,  llamadas 
las  Siete  Partidas,  porque  consta  de  siete  par« 
tes.  Proyectó  esta  obra  dicho  Bey  D.  Alonso 
para  fijar  la  legislación  y  desterrar  el  desor- 
den y  confusión  que  reinaba  en  los  Tribunales: 
se  emprendió  la  víspera  de  San  Juan  Bautista 
del  año  de  1256,  y  se  concluyó  en  el  de  1263; 
pero  no  se  publicó  hasta  el  año  de  1348  en  el 
reinado  de  Alonso  XI,  y  aun  entonces  corre- 
gida y  reformada,  no  solo  en  cuanto  al  estilo, 
sino  también  en  cuanto  á  la  sustancia  de  sus 
leyes,  porque  se  temió  que  los  pueblos  se  re- 
sistieran á  su  admisión  por  conservar  sus  pri- 
vativos fueros. 

SIGILO.  El  secreto  que  se  guarda  ó  se 
debe  guardar  sobre  alguna  noticia,  sobre  cual- 
quier cosa  que  importa  más  ó  menos  reservar. 
Véase  Secreto. 

SIQNO.  Ciertas  rayas,  rasgos  ó  señales 
que  al  fin  de  la  escritura  ó  instrumento  ponen 
los  Escribanos  y  Notarios  en  medio  del  papel 
con  una  cruz  arriba,  entre  las  palabras  que  di- 
cen en  testimonio  de  verdad^  con  lo  que  queda 
autorizada  la  escritura,  que  sin  este  signo  no 
haria  fé  ni  traería  aparejada  ejecución. 

SILOGISMO.  Argumento  que  consta  de 
tres  proposiciones  (mayor,  menor  y  conse- 
cuencia) artificiosamente  dispuestas  para  con- 
vencer al  que  defiende  cualquier  tema  contro- 
vertible ó  cuestionable.  Las  dos  primeras  se 
llaman  también  premisas, 

SILOGÍSTICO.  Perteneciente  ó  relativo 
al  silogismo.  Aplicase  á  la  manera  de  argüir 
valiéndose  de  dialécticos  ó  lógicos,  escolásti- 
cos ó  ergotistas. 

SINIESTBO  KABÍTIMO.  Véase  Asegu- 
rador. 

SINO.  Conjunción  adverbial,  por  cuyo 
medio,  comparando  una  cosa  con  otra,  se  con- 
trapone algo  á  ella  en  proposiciones  negati- 
vas; V.  gr.:  No  está  explícito,  sino  muy  con- 
fuso; no  es  inteligible,  sino  muy  confuso,  etc. 

SINODAL.  Perteneciente  ó  relativo  al  si- 
nodo.  Aplicase  regularmente  á  las  decisiones 
de  los  sínodos,  y  entonces  se  suele  usar  como 
sustantivo  femenino. 

SÍNODO.  Concilio  por  junta  de  Obis- 
pos.— El  sínodo  diocesano  es  el  clero  de  una 
diócesis  convocado  y  presidido  por  su  Obispo 
para  tratar  asuntos  eclesiásticos. 

SKBAA.  Código  de  las  obligaciones  res- 
pectivas de  los  patrones  y  marineros  de  Nowo- 
gorod,  en  Busia,  cuya  parte  legislativa  tiene 
mucha  analogía  con  la  general  de  este  Impe- 
rio. En  él  se  establece  la  grande  importancia 
que  daban  los  navegantes  del  Báltico  al  dere- 
cho de  ser  juzgados  en  sus  respectivos  puertos 
por  sus  leyes  y  por  sus  propios  Jueces, 
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Del  primero  y  segundo  Skraa  de  Nowogo^ 
rod,  Mr.  Pardessus  publicó  varios  extractos  con 
la  traducción  en  francés,  los  que  corresponden 
á  los  artículos  1 1  al  80  inclusive  de  la  edición 
de  Mr.  Behrmann,  de  las  páginas  22,  23,  24, 
208  y  211,  colección  legislativa  de  Mr.  Lap- 
peuberg. 

Los  rusos  además  tienen  en  sus  provincias 
bálticas^  conquistadas  unas  á  la  Polonia ,  otras 
á  Curlandia  y  otras  á  Suecia,  como  Lioonia,  Bs» 
íhonia  y  Finlandia,  excelentes  Códigos  de  dere- 
cho marítimo. 

SOBEBANIa.  Es  la  preponderancia  so- 
berana respecto  de  otras  potestades  inferiores; 
la  soberanía  nacional  es  el  poder  y  el  derecho 
que  reside  naturalmente  en  el  pueblo  para  po- 
ner ó  quitar  Monarcas  cuando  sus  Coronas  no 
se  las  considera  garantidas  por  derecho  divino. 

Según  Pando  (1),  en  un  sentido  lato  la 
soberanía  consiste  en  el  conjunto  de  los  dere- 
chos pertenecientes  á  un  Estado  independiente 
con  relación  á  su  fin.  Comprende:  primero,  la 
completa  independencia  del  Estado  relativa- 
mente á  las  Naciones  extranjeras;  segundo,  el 
poder  legitimo  del  Gobierno  ó  la  autoridad  que 
exige  el  fin  del  Estado. 

En  el  sentido  limitado,  que  es  exclusiva- 
mente el  que  reconoce  el  derecho  internacio- 
nal, se  entiende  por  soberanía  solamente  la 
independencia;  y  se  llama  Bslado  soberano  á 
aquel  que,  abstracción  hecha  de  su  constitu- 
ción interior,  ejerce  por  si  solo  y  sin  influen- 
cia extranjera  los  derechos  de  soberania.  En 
este  sentido  es  en  el  que  el  derecho  de  gentes 
exige  la  soberanía  de  un  Estado  que,  en  cali- 
dad de  persona  moral  independiente,  pretenda, 
con  respecto  al  extranjero,  ejercer  los  dere- 
chos de  personalidad  ó  de  independencia  po 
litica. 

La  soberania  pertenece  inmediatamente  al 
Estado ,  que  delega  su  ejercicio  al  Gobierno. 
Un  individuo  que  gobierna  y  representa  el  Es- 
tado soberano  se  llama  Sobéi^ano  por  excelen- 
cia. A  él  pertenece  entonces  la  magesiad ,  ó  la 
dignidad  suprema ,  la  representación  del  Estado 
en  sus  relaciones  exteriores,  y  el  gobierno  del 
mismo ,  ó  sea  el  ejercicio  del  poder  necesario 
para  conseguir  el  fin  de  la  sociedad.  Un  Sobe- 
rano es  llamado  constitucional  cuando  un  pac- 
to social  escrito,  legítimamente  ha  fijado  lími- 
tes positivos  al  ejercicio  de  su  autoridad ,  sea 
en  la  representación ,  sea  en  el  gobierno  del 
Estado. 

Un  Estado  adquiere  la  soberanía,  ó  cuan  • 
do  es  fundado ,  ó  cuando  se  separa  legítima- 


(1)    Derecho  internacional ,  Madrid,  1843,  ti- 
talo  S."",  pág.  69. 


mente  de  la  dependencia  en  que  se  hallaba. 
Para  que  esta  soberania  sea  válida,  no  necesi- 
ta que  sea  reconocida  ó  garantida  por  una  Po- 
tencia extranjera ,  con  tal  que  la  posesión  no 
sea  viciosa.  Sin  embargo,  es  prudente  hacerla 
reconocer  expresa  ó  tácitamente ,  y  aun  pro- 
porcionarse la  garantía  de  una  ó  varias  Poten- 
cias. Por  el  contrario  ,  el  reconocimiento ,  no 
solamente  de  la  posesión  per  interim,  sino  de  la 
independencia  definitiva  de  un  pueblo  en  in- 
surrección ilegitima ,  ó  la  de  un  usurpador, 
seria  ultraje  hecho  al  Soberano  legitimo,  mien- 
tras tanto  que  no  ha  renunciado ,  ó  que  no  se 
repute  y  suponga  que  lo  ha  hecho ,  á  sus  de- 
rechos de  soberania.  Esta  se  extingue  desde 
que  el  Estado  ha  dejado  de  existir ,  sea  por  la 
destrucción  tottil  de  su  territorio ,  sea  por  la 
disolución  del  vinculo  social,  sea  por  la  incor- 
poración ,  reunión ,  en  todo  ó  en  parte ,  á  otro 
Estado  (1).)) 

SOBERANO.  Véase  Sobbranía. 

SOBOBDO.  Registro  que  se  practica  por  el 
Resguardo  do  rentas  de  la  carga  de  un  buque 
en  ciertos  casos;  y  también  cualquiera  otra  re- 
moción, trasbordo,  recuento  ó  reconocimiento 
qus  se  hace  en  ella  por  parte  de  los  interesados. 

80BBE0AEGA.  Lo  que  se  añade  y  pone 
encima  de  una  carga  regular ,  causando  un 
peso  insoportable. 

SOBBECABGO.  El  sugeto  que  en  los  bu- 
ques de  comercio  lleva  á  su  cuidado  y  respon  - 
sabilidad  las  mercaderías  ó  efectos  que  forman 
el  cargament<».  Debe  ejercer  sobre  la  nave  y 
el  cargamento  la  parte  de  administración  eco- 
nómica que  se  le  haya  confiado  expresa  y  de- 
terminadamente por  su  comitente,  sin  entro- 
meterse en  las  atribuciones  del  Capitán.  Debe 
llevar  cuenta  y  razón  de  todas  sus  operaciones 
en  un  libro  foliado  y  rubricado  por  el  Capitán 
del  puerto  de  la  matrícula  del  barco.  No  puede 
el  sobrecargo  hacer  negocio  alguno  por  cuen- 
ta propia  durante  su  viaje,  fuera  de  la  pacoti- 
lla que  por  pacto  expreso  con  su  comitente  ó 
por  costumbre  del  puerto  donde  se  despache  la 
nave  sea  permitida ,  y  en  retorno  de  la  paco- 
tilla no  podrá  invertir,  sin  autorización  espe- 
cial del  mismo  comitente,  más  cantidad  que  el 
producto  que  ésta  haya  dado.  En  cuanto  á  la 
^capacidad  ,  modo  de  contratar  y  responsabili- 
dad, se  considera  el  sobrecargo  como  un  fac- 
tor (2).  Véase  Corredores  marítimos. 

(1)  Véase  el  tratado  de  1648  entre  España  y 
las  provincias  unidas  de  los  Paises-Bajos;  el  de 
Tilssit  de  1807,  el  de  Presbourg  de  1805;  el  de 
Viena  de  1809,  y  Vattbl,  Droit  des  gens,  lib.  1.®, 
ch.  16,  fól.  194, 

(2)  Artículos  723  á  728  del  Código  de  comercio 
y  Ordenanzas  fie  Bilbao,  números  9  al  12,  cap.  16« 
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80BBECABTA.  La  cubierta  de  papel  en 
que  se  cierra  la  carta.— La  segunda  provisión 
ó  despacho  que  dan  los  Tribunales  acerca  de 
una  misma  cosa,  cuando  por  alguna  causa  no 
se  ba  cumplimentado  la  primera. 

SOBRECBUCETAS.  Segundas  crucetas 
que  se  ponen  en  los  masteleros  de  juanete  so  • 
bre  la  encapilladura  de  sus  respectivas  jarcias, 
para  tesar  en  ellas  las  de  los  sobrejuanetes. 

SOBBEJUANETE.  Titulo  del  mastelero, 
y  sobrenombre  de  la  verga  y  de  la  vela  que 
van  sobre  los  juanetes. 

SOBBEQTJIIJiA.  Madero  grueso  com- 
puesto de  una  ó  más  piezas,  colocado  en  la 
popa  ó  proa  por  dentro  de  la  nave  encima  de 
la  quilla  y  de  los  planes,  y  clavado  con  pernos 
en  aquella  y  en  éstos. 

SOBBESEEB.  Desistir  de  la  pretensión  ó 
empeño  que  se  tenia,  no  llevar  adelante  la 
cosa  proyectada,  etc. — Cesar  en  algún  pro- 
cedimiento, ó  desistir  de  alguna  empresa.  Más 
comunmente  se  usa  en  lo  forense. 

SOBBESEIMIENTO.  La  cesación  en  el 
procedimiento  criminal  contra  un  reo.  En  cual- 
quier estado  en  que  aparezca  inocente  el  pro- 
cesado se  sobreseerá  desde  luego  respecto  á  61, 
declarando  que  el  procedimiento  no  le  pare 
ningún  perjuicio  en  su  reputación;  y  sobre- 
seerá asimismo  el  Juez  si  terminado  el  suma- 
rio viere  que  no  hay  mérito  para  pasar  ade- 
lante, ó  que  el  procesado  no  resulta  acreedor 
sino  á  alguna  pena  leve  que  no  pase  de  re- 
prensión, arresto  ó  multa,  en  cuyo  caso  la 
aplicará  al  proveer  el  sobreseimiento.  Bl  auto 
en  que  mande  sobreseer  se  consultará  siempre 
con  la  Audiencia  del  territorio.  (Art.  51  del 
Reglamento  de  28  de  Setiembre  de  1835.) 

SOBBESTADIA.  Véase  Estadía. 

SOBBESITELDO.  El  salario  ó  consigna- 
ción que  se  concede  y  se  afiade  encima  del 
primer  sueldo  señalado. 

SOBBEVIVIB.  Vivir  más  que  otro  ü 
otros;  continuar  viviendo  alguno  después  de  la 
muerte  de  otro  ü  otros  que  le  eran  afectos  ó 
con  quienes  nada  tenia,  etc.,  según  el  caso  de 
respectiva  referencia  dada.  Pero  más  comun- 
mente se  dice  cuando  un  pariente,  amigo  ó 
conocido  vive  más  que  otro,  eato  es,  continúa 
viviendo  después  de  haber  visto  morir  al  suge- 
to  de  que  se  trata  en  la  alusión  ó  referencia 
comparativa. 

SOCIABILIDAD.  Propensión,  inclina- 
ción de  las  personas  al  trato  y  comunicación 
con  los  demás.  Bl  hombre  tiene  relaciones  con 
la  sociedad,  con  el  Estado,  con  todas  las  maní* 
/estaciones  de  la  humanidad.  Como  ser  físico, 
moral  é  inteligente,  la  sociedad  es  una  nece- 
sidad para  el  hombre:  como  ser  inteligente  y 


moral,  ve  y  conoce  esta  verdad  innegable;  su 
débil  infancia,  los  cuidados  que  exige  su  edu- 
cación prueba  que  necesita  de  la  atención  de 
una  madre,  de  un  padre,  de  un  tutor,  hasta 
que  llega  á  emanciparse.  Bl  hombre  es,  pues, 
social  y  necesita  de  la  sociabilidad,  que  es  el 
lazo  de  unión  de  los  hombres  ó  la  relación  que 
los  seres  tienen  entre  si. 

SOCIEDAD.  Nombre  genérico  extensivo 
á  toda  compañía  de  racionales. ^Conjunto  ó 
reunión  de  personas  ó  familias  que  viven  nor- 
malmente unidas  por  la  naturaleza,  por  la  tra* 
dicion,  por  la  sana  moral  y  bajo  los  auspicios 
de  las  loyes.  —Cualquier  junta  ó  compañía  de 
varios  sugetos  para  el  adelantamiento  de  las 
facultades  y  ciencias,  de  las  artes  é  indus- 
trias, etc.  — Cualquier  compañía  entre  comer- 
ciantes.— Cualquiera  asociación  de  capitalis- 
tas, etc. — El  trabajo  y  comercio  del  mundo, 
el  conjunte  de  las  relaciones  humanas,  la  co- 
municación reciproca  de  los  seres  pensado- 
res, civilizados,  sociables.  Para  establecer  los 
principios  de  la  sociedad  es  necesario  estable- 
cer los  de  la  religión;  ella  es  el  conjunto  de 
los  sentimientos  y  de  los  deberes  que  Dios 
impone  á  los  hombres  respecto  á  él,  para  gloria 
suya  y  felicidad  de  ellos;  sistema  fundado  en 
la  esperanza  del  premio  en  esta  vida  y  en  la 
eternidad.  Una  sociedad  sin  religión  fácilmen- 
te se  abandona  á  todo  aquello  que  halaga  sus 
pasiones,  con  más  facilidad  que  la  que  tiene 
para  con  Dios  los  sentimientos  de  temor  y  de 
respeto  que  inspiran  las  máximas  del  cristia- 
nismo. 

SOCIEDAD  8ECBETA.  La  reunión  ó 
junta  de  varios  sugetos  que  por  medios  tene- 
brosos, fáciles  de  convertirse  en  arma  de  cons* 
piracion  y  de  partido,  pueden  estar  en  pugna 
con  los  deberes  que  reclaman  el  Trono  y  el 
Estado. 

En  24  de  Abril  de  1834  se  expidió  sobre 
sociedades  secretas  un  decreto  que  contiene 
seis  artículos,  y  en  el  preámbulo,  entre  otras 
cosas,  se  dice:  «Que  son  notorios  los  males  y 
sacrificios  que  en  varios^ tiempos  y  países  ha- 
blan producido  las  sociedades  secretas  creadas 
con  distintas  formas  y  denominaciones  para 
sustraerse  á  la  vigilancia  de  la  Autoridad  pu- 
blica; y  que  una  libertad  justa,  cimentada  en 
el  restablecimiento  de  las  leyes  fundamentales 
de  estos  Reinos,  facilitará  á  todos  los  intereses 
de  la  sociedad  medios  legítimos  de  contribuir 
al  bien  común,  etc.  (1). 

Hé  aquí  lo  que  contiene  el  Código  penal 
respecto  á  Sociedades  secretas: 


(1)    Este  decreto  véase  enEsCRiCHB,  DiecionO' 
rio  de  Legislación  y  Jurisprudencia^  pág,  1544, 
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cf  Art.  202.     Son  sociedades  secretas: 

1.^  A^quellas  cayos  individaos  se  imponen 
conjuramento  ó  sin  él  la  obligación  de  ocal* 
tar  á  la  autoridad  pública  el  objeto  de  sus  reu- 
niones ó  su  organización  interior. 

2.^  Los  que  en  la  correspondencia  con  sus 
individuos  ó  con  otras  asociaciones  se  valen 
de  cifras,  gerogliflcos  ü  otros  signos  miste- 
riosos. 

Art.  203.  Los  que  desempeñaren  mando 
ó  presidencia  ó  hubieren  recibido  grados  su  • 
periores  en  una  sociedad  secreta,  y  los  que 
prestaren  para  ella  las  casas  que  poseen,  ad- 
ministran ó  habitan,  serán  castigados  con  la 
pena  de  prisión  mayor. 

Los  demás  afiliados  con  la  de  destierro,  y 
unos  y  otros  con  la  de  inhabilitación  perpé* 
tua  absoluta. 

Art.  204.  Se  eximirán  de  lad  penas  seña- 
ladas en  el  articulo  anterior,  y  serán  conde- 
nados únicamente  en  la  de  caución,  los  indi- 
viduos de  una  sociedad  secreta,  cualquiera 
que  haya  sido  su  categoría,  que  se  esponta- 
nearen ante  la  Autoridad,  declarando  á  ésta  lo 
que  supieren  del  objeto  y  planes  de  la  asociación . 
La  Autoridad  al  recibir  la  declaración  no 
podrá  hacerles  pregunta  alguna  acerca  de  las 
personas  que  componen  la  sociedad.»  Véanse 
los  artículos  205  y  206  en  Asociación  ilícita. 
SOCORBOS  Á  LA  MABIITA  MEB- 
CANTE.  La  Instrucción  de  4  de  Setiembre  de 
1834  previene  por  lo  tocante  á  baques  é  in- 
dividaos de  la  marina  mercante: 

«Art.  11.  Todo  Capitán  ó  patrón  que  por 
resultas  de  naufragio  ó  apresamiento  se  en- 
contrase en  país  extranjero  y  no  tuviese  me- 
dios para  su  subsistencia  y  de  su  tripula- 
ción, podrá  pedir  al  Cónsul  de  S.  M.  los  auxi- 
lios que  necesite ,  y  éste  deberá  facilitárselos 
presentándole  la  Real  patente  de  navegación, 
contraseña  y  rol  del  equipaje,  y  á  falta  de  es- 
tos documentos ,  por  su  pérdida  irremediable, 
cualesquiera  otros  que  acrediten  la  legitimidad 
del  buque ,  los  individuos  de  su  tripulación  y 
el  motivo  de  hallarse  allí;  haciendo,  en  falta 
de  todo,  una  justificación  por  declaraciones 
juradas  de  dichos  particulares. 

Art.  12.  Asegurado  asi  el  Cónsul  de  la  le- 
gitimidad de  la  ocurrencia,  facilitará  á  los  in- 
dividuos el  socorro  diario  que  fuere  absoluta- 
mente preciso  para  su  manutención,  con  con- 
cepto al  valor  que  allí  tenga  la  moneda,  en- 
tendiéndose para  esto  con  el  Capitán,  piloto  ó 
contramaestre  que  haga  cabeza  de  la  gente. 

Art.  13.  El  Cónsul  procurará  con  la  más 
posible  brevedad  enviar  á  España  estos  indi- 
viduos ,  ajustando  su  pasaje  en  una  cantidad 
alzada  con  el  Capitán  ó  patrón  de  la  primera 


embarcación  que  se  presente,  á  no  haber  bu- 
ques mercantes  españoles ,  porque  en  tal  caso 
se  distribuirán  entre  ellos  como  de  dotación  si 
los  necesitasen,  ó  reemplazando  á  algunos  ex- 
tranjeros que  tal  vez  tengan  y  deben  despe- 
dirse para  dar  lugar  á  los  dichos,  por  la  pre- 
ferencia que  merecen  en  tales  circunstancias 
los  matriculados  españoles,  ahorrándose  asi  el 
gasto  de  trasporte  y  ración  y  todo  gnravámen 
al  individuo. 

Art.  14.  Si  se  presentase  en  el  puerto  bu* 
que  de  guerra  de  S.  M. ,  oficiará  el  Cónsul  con 
el  Comandante  por  si  cómodamente  pudiese 
admitir  á  su  bordo  estos  individuos ,  sin  per- 
juicio del  servicio  y  de  las  circunstancias  del 
destino ;  en  cuyo  caso  solo  tendrán  derecho  á 
la  ración  hasta  su  desembarco,  sin  otro  goce, 
y  acudirán  á  las  faenas  de  á  bordo;  pero  ai  la 
contestación  fuere  negativa,  procederá  el  Cón- 
sul en  los  términos  que  expresa  el  articulo  an- 
terior. 

Art.  1 5 .  Del  importe  de  los  socorros  dados 
á  dichos  individuos,  y  del  valor  de  su  traspor- 
te, si  fuese  necesario  costearlo,  exigirá  el  Cón- 
sul recibos  por  duplicado  del  Capitán,  piloto, 
patrón  ó  contramaestre  con  quien  se  hubiese 
entendido  ,  expresando  'por  menor  los  indivi- 
duos auxiliados,  la  matrícula  de  cada  uno,  su 
plaza,  el  buque  de  que  procede,  y  demás  cir- 
cunstancias con  que  haya  acreditado  su  legi- 
timidad personal. 

Art.  16.  Cuando  se  presentaren  algunos 
marineros  sueltos  por  resaltas  de  naufragio  de 
buque  mercante  ú  otra  causa  fortuita,  justifi- 
cada indudablemente  con  documentos  feha- 
cientes y  la  papeleta  en  que  acredite  su  ma- 
trícula el  individuo ,  y  no  pudiesen  ser  socor- 
ridos por  el  Capitán  del  buque  ó  su  consigna- 
tario, el  Cónsul  los  socorrerá  y  les  proporcio- 
nará su  regreso  á  la  Península  en  la  forma 
prevenida  colectivamente  para  la  tripulación 
reunida  de  un  buque  en  los  artículos  12,  13  y 
14  ,  recogiendo  recibo  por  duplicado  de  cada 
uno;  y  cuando  no  supieren  firmar,  lo  hará  al- 
guna otra  persona  conocida  á  su  ruego.  Pero 
cuando  tales  marineros  matriculados  procedan 
de  buques  extranjeros,  deberá  exigirseles  que 
acrediten  que  su  embarco  en  ellos  fué  con  la 
correspondiente  licencia  del  Capitán  general 
del  ^departamento ,  ó  Comandante  general  del 
Apostadero  respectivo ,  segan  lo  dispuesto  en 
el  art.  13,  tít.  5.°  de  la  Ordenanza  de  matri- 
culas, y  si  no  acreditasen  esta  circunstancia, 
deberá  considerárseles  como  desertores  y  ex- 
cluírseles de  los  auxilios  de  toda  especie;  poes 
tratándose  de  desertores,  solo  á  los  que  lo  sean 
de  los  buques  de  guerra  españoles  debe  faci- 
litarse los  auxilios  necesarios. 
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Art.  17.  Todo  lo  qae  queda  dicho  desde 
el  art.  1 1  acerca  de  baques  ó  individuos  de 
la  marina  mercante  debe  entenderse  solo  en 
el  caso  de  que  los  interesados  no  tengan  abso- 
lutamente medios  con  que  ocurrir  de  alguna 
manera  ¿  sus  necesidades,  acreditándolo  debi« 
damente,  y  procurando  en  todo  caso  que  los 
auxilios  que  se  les  faciliten  sean  los  indispen- 
sables para  su  precisa  subsistencia  y  regreso  á 
España. 

Art.  18.  Los  Cónsules  deberán  remitir  uno 
de  los  documentos  de  que  tratan  los  artículos 
15  y  16  al  Ministerio  de  Estado «  para  que  su 
totalidad  se  reintegre  por  el  fondo  de  Benefi- 
cencia, según  lo  tiene  resuelto  S.  M.  por  Real 
orden  de  16  de  Junio  de  1829,  en  el  supuesto 
de  que  los  socorros  hayan  sido  dados  á  perso- 
nas que  carecían  de  todo  recurso. 

Art.  19.  Pero  en  el  caso  de  que  las  per- 
sonas socorridas  tengan  probablemente  medios 
con  que  satisfacer,  vaeltos  á  sus  hogares,  los 
auxilios  que  se  les  prestaron  en  la  necesidad, 
hallándose  en  puerto  extranjero  sin  poder  va- 
lerse allí  de  sus  propios  recursos,  deberá  exi- 
girseles  el  reintegro ;  y  si  el  individuo  fuese 
matriculado  de  Capitán ,  piloto  ó  patrón ,  el 
Comandante  militar  de  marina  de  la  provincia 
á  que  pertenezca  auxiliará  en  cuanto  fuere  da- 
ble con  sus  providencias  la  reclamación  que 
haga  al  efecto  el  sugeto  encargado  de  ella,  bien 
por  el  Ministerio  de  Estado  ó  por  el  de  Ha- 
cienda. 

Art.  20.  Cuando  los  auxilios  de  que  tratan 
los  precedentes  artículos  se  facilitaren  en  los 
Estados-Unidos  de  América,  deberán  reinte- 
grarse sus  importes  en  la  Habana  ó  Puerto- 
Eico.»  Véase  Naufragio. 

En  la  Instrucción  de  19  de  Julio  de  1856, 
cap.  3.°,  art.  34,  que  trata  de  los  socorros  á 
los  matriculados  en  la  marina  mercante,  se 
previene: 

«Todo  Capitán  ó  patrón  de  nave  mercante 
que  por  resultas  de  naufragio  ó  apresamiento 
de  ésta  se  hallase  en  país  extranjero  y  no  tu- 
viese medios  para  su  subsistencia  y  la  de  su 
tripulación,  podrá  pedir  al  Cónsul  de  S.  M.  los 
auxilios  que  necesite ;  y  éste  deberá  facilitár- 
selos cuando  le  presenten  la  Real  patente  de 
navegación  y  el  rol  del  equipaje;  y  á  falta  de 
estos  documentos,  por  no  haberlos  podido  sal- 
var, cualesquiera  otros  que  acrediten  la  legi- 
timidad del  buque  que  mandaba ,  los  indivi- 
duos de  su  tripulación  y  el  motivo  de  hallarse 
allí;  haciendo ,  en  defecto  de  todo  ,  una  justi- 
ficación por  declaraciones  juradas  de  dichos 
particulares. 

Asegurado  el  Cónsul  de  la  verdad  del  he- 
cho, socorrerá  á  los  individuos  necesitados, 


entendiéndose  para  esto  con  el  Capitán,  piloto 
ó  Contramaestre  que  haga  cabeza  de  ellos. 
(Art.  35.) 

El  socorro  de  las  estancias  en  tierra  para 
los  marineros  se  regulará  por  término  medio 
en  4  rs.  vn.  diario  á  cada  uno,  y  en  3  rs.  vn. 
cuando  sean  varios  y  vivan  en  común;  pero 
en  los  puntos  donde  la  carestía  Ide  víveres  ó 
del  alojamiento  hace  insuficiente  esta  cantidad, 
como  eu  algunos  de  América  y  Asia  y  aun  de 
Europa ,  calcularán  los  Cónsules  la  que  juz- 
guen necesaria  con  arreglo  á  los  valores  de 
cada  localidad  ;  y  en  los  que  pueda  rebajarse 
el  tipo  establecido  ,  como  en  Levante  ,  Berbe- 
ría y  algunos  de  Europa,  lo  reducirán  al  gasto 
absolutamente  indispensable.  En  todo  caso, 
procurarán  facilitar  á  los  socorridos  algún  asi- 
lo particular ,  y  mandarles  disponer  en  él  los 
ranchos  necesarios,  si  de  hacerlo  asi  resultase 
mayor  economía  que  del  socorro  en  metálico. 

A  los  patrones  y  contramaestres  se  abona- 
rán las  dietas  á  razón  de  6  rs.  vn. ,  y  á  los  Ca- 
pitanes y  pilotos  á  la  de  8  rs.  vn. ,  sujetándose 
también  esta  regla  á  las  alteraciones  indicadas 
anteriormente.  (Art.  36.) 

Si  los  náufragos  carecieran  de  vestuario, 
el  Cónsul  les  proveerá  de  las  prendas  más  pre- 
cisas para  su  decencia  y  abrigo,  á  fin  de  que 
esta  necesidad  urgente  sea  satisfecha  con  la 
economía  y  regularidad  convenientes.  (Artícu- 
lo 37.) 

El  Cónsul  procurará  enviar  á  España  lo 
más  pronto  posible  á  estos  individuos,  ajus- 
tando  su  pasaje  por  una  cantidad  alzada  con 
el  Capitán  ó  patrón  de  la  primera  embarca- 
ción que  se  presente,  prefiriendo  siempre  las 
mercantes  nacionales,  porque  éstas  pueden  re- 
cibirlos como  de  dotación  si  los  necesitasen,  ó 
reemplazar  con  ellos  á  los  extranjeros  que  tal 
vez  tengan  y  deban  despedirse,  para  dejarles 
lugar  por  la  preferencia  que  merecen  en  tales 
circunstancias  los  matriculados  españoles;  mas 
rí  el  buque  tuviera  completa  su  tripulación  y 
no  hubiese  marineros  extranjeros  á  quienes 
reemplazar,  ó  si  habiéndolos  estuviesen  ajus- 
tados por  contrato  formal  para  su  servicio ,  el 
Cónsul  los  embarcará  como  suplentes,  sin  dis- 
tinción de  clases  y  sin  más  goce  que  el  pasaje 
y  sustento,  en  la  proporción  de  un  hombre 
por  cada  50  toneladas  que  mida  el  buque, 
atendiendo  á  que  los  marineros  españoles  se 
hallan  constituidos  en  la  obligación  de  auxi- 
liarse mutuamente  en  casos  semejantes.  (Ar« 
tículo  38.) 

El  Capitán  ó  patrón  de  buque  mercante 
nacional  que  rehusase  trasportar  en  los  térmi- 
nos referidos  los  mdrineros  que  le  entregue  el 
Cónsul,  incurrirá  en  las  penas  que  con  arre- 
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glo  á  las  disposiciones  vigentes  le  imponga  el 
Comandante  de  marina  del  punto  adonde  re- 
grese la  nave  de  su  mando  ó  de  aquel  en  que 
residan  sus  armadores,  en  virtud  del  aviso 
que  le  dé  el  Cónsul  de  haber  el  Capitán  ó  pa- 
trón desatendido  sus  órdenes.  (A.rt.  39.) 

Si  se  presentase  en  el  puerto  algún  buque 
de  guerra  de  S.  M.,  oñciará  el  Cónsul  al  Co- 
mandante por  si  cómodamente  pudiese  admi- 
tir en  él  á  estos  individuos,  sin  perjuicio  del 
servicio  y  de  las  circunstancias  de  su  destino; 
en  cuyo  caso  éstos  solo  tendrán  derecho  á  la 
ración  hasta  su  desembarco ,  sin  otro  goce,  y 
acudirán  á  las  faenas  de  bordo;  pero  si  la  con- 
testación fuese  negativa,  procederá  el  Cónsul 
en  los  términos  que  expresa  el  art.  38.  (Ar- 
ticulo 40.) 

Del  importe  de  los  socorros  suministrados 
á  dichos  individuos  y  del  valor  de  su  traspor- 
te, si  fuese  necesario  costearle,  exigirá  el  Cón- 
sul recibos  por  triplicado  del  Capitán,  piloto, 
patrón  ó  contramaestre  con  quien  se  hubiese 
entendido,  expresándose  por  menor  en  él  los 
individuos  auxiliados,  la  matricula  de  cada 
uno,  su  plaza,  el  buque  de  que  procede,  y  de- 
más circunstancias  con  que  bayan  acreditado 
su  legitimidad  personal.  (Art.  41.) 

Cuando  se  presentasen  algunos  marineros 
sueltos  por  resultas  de  cualquier  accidente  for- 
tuito  debidamente  justiñcado ,  notoriamente 
conocido,  y  no  pudieran  ser  mantenidos  por 
el  Capitán  del  buque  ni  por  su  consignatario, 
el  Cónsul  los  socorrerá  colectivamente  y  los 
proporcionará  su  regreso  á  España  en  la  forma 
prevenida,  previa  exhibición  de  los  documen- 
tos que  prueben  su  matricula.  Pero  cuando  ta- 
les marineros  matriculados  procedan  de  bu- 
pues  extranjeros,  deberán  acreditar  que  su 
embarco  en  ellos  fué  con  la  correspondiente 
licencia  de  la  Autoridad  militar  de  marina  de 
Bspafia  ó  del  Cónsul  de  S.  M.,  si  se  hubiesen 
embarcado  en  puerto  extranjero;  no  acredi- 
tando esta  circunstancia,  se  les  considerará 
como  si  hubiesen  desertado,  y  se  les  privará 
de  toda  clase  de  auxilios  por  cuenta  del  Esta- 
do; pues  solo  deben  facilitarse  éstos  á  los  de- 
sertores de  los  buques  de  guerra.  (Art.  42.) 

No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo  an- 
terior, cuando  se  presente  espontáneamente 
algún  desertor  de  la  marina  mercante,  arre- 
pentido de  su  falta  y  dispuesto  á  purgarla,  ó 
algún  marinero  que  sin  ser  desertor  hubiese 
perdido  los  papeles  y  no  pudiera  acreditar  in- 
mediatamente la  regularidad  de  su  situación 
antes  de  sucederle  tal  accidente,  les  facilitará 
el  Cónsul  el  embarco  gratuito  en  el  primer  bu- 
que nacional  que  saliere  con  destino  á  los  do- 
minios españoles,  á  fin  de  que  asegurado,  bajo 


partida  de  registro,  se  le  consigne  á  la  Autori- 
dad correspondiente,  á  quien  le  entregará  el 
Capitán  ó  patrón,  asi  como  el  oñcio  que  con 
este  motivo  le  dé  el  Cónsul.  (Art.  43.) 

Todo  lo  que  queda  dicho  acerca  de  buques 
ó  individuos  de  la  marina  mercante,  debe  en- 
tenderse solo  cuando  los  interesados  acrediten 
debidamente  no  tener  medios  con  que  ocurrir 
de  alguna  manera  á  sus  necesidades;  procu- 
rándose ei)  todo  caso  que  los  auxilios  que  se 
les  faciliten  sean  los  más  indispensables  para 
su  precisa  subsistencia  y  regreso  á  España. 
(Art.    44.) 

Si  el  naufragio  de  la  nave  española  no  fuese 
completo,  se  sacarán  estos  auxilios  hasta  don* 
de  alcance,  de  la  parte  que  de  ella  se  salvare; 
en  la  inteligencia  de  que  tanto  el  buque  como 
el  flete  de  su  cargamento  son  hipoteca  perma- 
nente de  la  tripulación,  y  de  ellos  deben  salir 
los  gastos  de  su  subsistencia  hasta  su  regreso 
á  España,  y  además  sus  salarios  vencidos  hasta 
el  dia  del  naufragio.  (Art.  45.) 

Cuando  el  Capitán  de  un  buque  mercante 
español  se  vea  en  la  necesidad  de  dejar  en  tier- 
ra algún  marinero  enfermo,  deberá  declarar 
ante  el  Cónsul  el  salario  que  tenga  devengado 
hasta  el  dia  de  su  desembarco,  y  depositar  en 
sus  manos  el  importe  de  aquel  y  la  cantidad 
que  se  calcule  necesaria  par^  su  regreso  k  Es- 
paña, ó  bien  presentar  fiador  abonado  que  res- 
ponda de  dichos  gastos.  (Art.  46.) 

El  Cónsul  remitirá  los  recibos  de  que  tra- 
tan los  artículos  41  y  42  al  Ministerio  de  Es- 
tado para  que  se  reintegre  de  los  fondos  que 
al  efecto  estén  designados  por  el  de  la  Qober- 
nacion  del  Reino,  en  el  supuesto  de  que  los 
socorros  hayan  sido  suministrados  á  hombres  de 
mar  privados  de  todo  recurso;  de  cuyos  docu- 
mentos dejará  siempre  uno  depositada  en  el 
archivo  consular  de  su  cargo.  (Art.  47.) 

En  el  caso  deque  haya  probabilidad  de  que 
las  personas  socorridas  tengan  medios  con  que 
satisfacer,  vueltos  ásus  lugares,  las  cantidades 
que  se  les  prestaron  cuando  se  hallaban  en  puer- 
to extranjero  sin  poder  valerse  de  ellos,  deberá 
exigírseles  el  reintegro;  y  si  el  individuo  fuese 
matriculado  de  Capitán,  piloto  ó  patrón,  el  Co- 
mandante militar  de  marina  de  la  provincia  á 
que  pertenezca  auxiliará  en  cuanto  fuere  da- 
ble con  sus  providencias  la  reclamación  que 
haga  al  efecto  el  funcionario  encargado  de  ella 
por  conducto  del  Ministerio  correspondiente.» 
(Art.  48.) 

La  Real  orden  circular  del  Ministerio  de 
Estado  de  4  de  Agosto  de  1867  os  relativa  al 
suministro  de  socorros  á  desertores  del  ejérci- 
to, y  previene  en  ella  el  de  la  Guerra  con  fe- 
cha del  29  de  Julio  del  mismo  año: 
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«Qae  se  recomiende  eficazmente  á  los  Cón- 
sules en  el  extranjero  qae  en  lo  sucesivo  no 
faciliten  socorros  á  desertores,  sino  cuando  les 
conste  de  una  manera  indudable  que  lo  sean 
tales,  y  que  el  auxilio  tiene  por  objeto  verifi- 
car su  presentación  á  las  Autoridades,  todo 
con  el  fin  de  evitar  suplantaciones  que  vienen 
¿  resultar  en  perjuicio  del  Tesoro. » 

En  la  marina  mercante  los  desertores  de  un 
buque  mercante,  si  fuese  en  el  extranjero,  su- 
frirán dos  campa&as  extraordinarias  y  conse- 
cutivas y  perderán  las  mesadas  que  devenguen 
en  favor  del  gremio,  y  en  América  sufrirán 
tres  campañas  con  plaza  de  grumete,  y  sin 
ración  de  vino  la  mitad  de  ese  tiempo,  y  per- 
derán sjs  soldadas  si  las  hubiesen  contratado 
para  retorno.  Bsta  pena  se  reduce  á  la  de  dos 
campañas  si  se  presenta  voluntariamente»  todo 
con  arreglo  á  los  artículos  14  y  15. 

A.  pesar  de  la  leglslslacion  especial  de  las 
Provincias  Vascongadas,  los  desertores  de  la 
marinería  de  aquellas  provincias  quedan  suje- 
tos á  la  jurisdicción  de  marina  hasta  cumplida 
la  pena  que  á  su  delito  corresponde,  conforme 
el  art.  \2,  tit  11,  Ordenanzas  de  matrículas. 
El  Capitán  de  un  buque  mercante  está  obli- 
gado á  contener  la  (^esercioa  de  su  gente  bajo 
pena  de  50  escudos,  que  por  cada  desertor  le 
impone  el  art.  22,  tit.  14,  Ordenanzas  de  ma- 
triculas, lo  que  se  halla  ratificado  por  dos 
Reales  órdenes  de  27  de  Diciembre  de  1856  en 
las  que  se  exige  que  en  justificación  de  su  vi- 
gilancia, presente  el  Capitán  un  documento  de 
las  gestiones  quo  haya  practicado  ante  las  Au- 
toridades de  marina  si  la  deserción  acontece  en 
dominios  españoles,  ó  ante  los  Cónsules  y  Vi- 
cecónsules si  ocurre  en  el  extranjero. 

El  Cónsul,  para  pedir  la  extradición  de  un 
desertor  debe  probar  por  los  papeles  del  buaiaé 
que  los  desertores  pertenecen  al  mismo,  aunque 
en  la  práctica  se  exige  pocas  veces  dicha  prueba. 
Es  también  necesario  advertir  que  la  generali- 
dad de  los  países  acuerda  la  entrega  de  esta 
clase  de  desertores,  aun  cuando  no  haya  cele- 
brado tratados  al  efecto,  por  lo  que  una  Real 
orden  de  19  de  Enero  de  1857  manda  á  los 
Cónsules  que  la  soliciten  en  todo  caso.  En 
Nueva- York  si  se  solicita  la  entrega  de  un  de- 
sertor al  Superintendente  de  policía,  éste  man- 
da que  se  entregue,  si  es  habido,  al  Cónsul. 

La  Real  orden  circular  de  23  de  Marzo  de 
1867  dice:  «es  indispensable  que  los  Agentes 
no  olviden  que  la  base  esencial  de  este  servicio 
se  funda  en  el  anticipo  por  el  Estado  de  la  suma 
absolutamente  precisa  para  repatriar  á  los  ne- 
cesitados, con  arreglo  en  cada  caso  especial  á 
las  prevenciones  de  la  instrucción  de  19  de  Ju- 
lio de  1856,  y  que  dicho  anticipo  es  reinte- 
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grable  siempre  que  las  circunstancias  del  so- 
corrido lo  permitan:  y  por  lo  tanto  no  se  ha- 
llan autorizados  para  excederse  de  los  tipos 
aprobados,  ni  para  facilitar  fondos  á  los  que 
no  se  dirigen  á  su  Patria,  ni  á  los  que  se  en- 
cuentran en  países  extranjeros  sin  motivo  jus- 
tificado cuando  pertenecen  á  clases  determi- 
nadas.» Véase  Auxilios  i  boqurs  de  gubbba.. 

80CORB08  Á  LOS  ESPAÑOLES.  La 
Instrucción  de  19  de  Julio  de  1856,  en  su  ca- 
pítulo 4.°,  art.  49,  previene  acerca  de  los  so- 
corros á  españoles  sin  distinción  de  clases  ni 
de  fuero  lo  que  sigue: 

«Todo  español,  sin  distinción  de  clase  ni 
de  fuero ,  que  se  hallare  en  país  extranjero 
abandonado  á  la  suerte  por  causa  involuntaria, 
como  de  naufragio,  apresamiento  ó  fuga  de  la 
opresión  enemiga,  tiene  derecho  al  amparo  de 
la  Nación,  y  á  que  los  agentes  del  Gobierno  le 
tiendan  una  mano  generosa  que  alivie  el  peso 
de  sus  desgracias. 

Cerciorado  el  Cónsul  de  la  regularidad  é 
identidad  de  la  persona,  del  motivo  legítimo 
de  su  viaje  ó  accidente  que  le  haya  conducido 
á  aquel  país  y  del  estado  de  penuria  en  que  se 
halle,  le  facilitará  los  medios  para  su  precisa 
subsistencia,  á  título  de  adelanto,  y  á  condi- 
ción de  inmediato  reintegro  si  el  interesado 
posee  bienes  en  otra  parte,  ó  bien  á  cargo  del 
Estado  si  se  halla  reducido  á  la  indigencia. 

La  cantidad  de  estos  socorros  será  exacta- 
mente igual  á  la  designada  en  el  art.  36  para 
los  marineros  mercantes,  á  los  cuales  quedan 
asimilados  los  particulares  sin  distinción  de 
clases;  pero  si  se  justificara  que  el  auxilio  es  re- 
integrable,, se  asimilarán  los  demandantes  á  los 
Capitanes  ó  patrones,  ajuicio  del  Cónsul  (1). 

De  cualquier  modo  que  sea,  se  reducirá  la 
duración  de  estos  socorros  al  menor  tiempo  po- 
sible, obligando  condicionalmete  á  los  que  los 
reciben  á  restituirse  cuanto  antes  á  sus  hoga- 
res» (Art.  50. J 

El  Cónsul  motivará  las  cuentas  de  estos 
socorros,  especificando  la  clase  del  socorrido, 
su  Patria,  edad,  profesión,  residencia  habitual, 
procedencia  y  destino,  y  si  se  dirige  por  tier- 
ra ó  por  mar  á  España  ó  á  otro  punto,  y  cui- 
dando de  recoger  los  recibos  por  triplicado  que 
se  requieren  para  justificarlas.  (Art.  51.) 

Si  los  españoles  que  solicitasen  socorro  del 
Cónsul  no  pudieran  exhibir  ningún  documen- 
to aclaratorio  de  las  circunstancias  señaladas 
en  el  art.  49,  les  servirán  de  prueba  justifica- 


(1)  Se  regulará  por  término  med  io  en  4  rs.  dia- 
rios á  cada  uno,  y  en  3  rs.  vn.  cuando  sean  varios 
y  vivan  en  común;  pero  donde  la  carestía  sea  ex- 
cesiva calcularán  los  Cónsules  la  que  j  nzguen  ne  « 
cesarla^  etc.  (Art.  36  de  la  Instrucción.) 
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tiva  las  declaraciones  juradas  de  los  deman- 
dantes, cuando  siendo  varios  convengan  exac- 
tamente unas  con  otras  y  coincidan  todas  con 
el  acontecimiento  adverso  y  notorio  que  los 
haya  reducido  á  tan  deplorable  estado. 

Además  de  este  recurso  ,  considerará  el 
Cónsul  muy  atentamente  la  naturaleza  de  la 
desgracia  y  la  calidad  de  las  victimas  que  haya 
ocasionado,  para  proceder  á  su  alivio  en  ulti- 
mo resultado  como  mejor  le  dicte  su  concien- 
cia y  discreción.  (Art.  52.) 

A  los  que  de  ningún  modo  pudiesen  acre- 
ditar su  nacionalidad  y  legitima  procedencia, 
se  les  considerará  como  si  no  fueran  españo- 
les; y  por  lo  tanto  no  les  dispensará  el  Cónsul 
ninguna  clase  de  protección  ni  auxilio  por 
cuenta  del  Estado.  (Art  53.  j 

Si  la  estancia  de  los  españoles  socorridos 
de  que  tratan  los  artículos  que  preceden,  se 
prolongase  demasiado  por  falta  de  buques  que 
los  trasporten  á  los  dominios  de  S.  M.  ,  el 
Cónsul  les  sufragará  el  pasaje  por  tierra,  so- 
corriéndoles de  Consulado  en  Consulado  á  ra- 
zón de  1  á  2  ru.  vn.  por  legua,  según  las 
circunstancias  de  las  personas,  ó  algo  más  si 
la  carestía  del  país  lo  exigiese,  hasta  que  lle- 
guen á  un  punto  donde  se  encuentre  embar- 
cación que  los  conduzca  á  un  puerto  español; 
en  la  cual  les  costeará  solo  el  sustento,  si  fue- 
se mercante  nacional,  conforme  á  lo  dispues- 
to en  el  art.  7/,  ó  bien  les  facilitará  algún 
trabajo  ú  ocupación  en  el  país,  para  que  ga- 
nándose la  subsistencia  dejen  de  ser  gravosos 
al  Estado,  que  se  prista  á  socorrerlos  desde  el 
primer  momento  del  accidente  y  los  alivia  du- 
rante un  periodo  razonable  para  que  puedan 
reparar  su  desgracia.»  (Art.  54.) 

Respecto  á  la  asistencia  pecuniaria,  nuestro 
país  ha  sido  siempre  generoso  socorriendo  Cons- 
tantemente á  sus  hijos  que  se  hallan  en  el  ex- 
tranjero con  verdaderas  necesidades,  proce- 
dentes de  desgracias  y  no  mala  conducta  de 
los  individuos.  Por  último,  las  tradiciones  del 
Cuerpo  consular  español  son  las  más  benéficas 
bajo  este  aspecto,  pues  se  observa  que  ha  pre- 
ferido constantemente  el  peligro  de  ser  enga- 
ñado al  de  dejar  de  satisfacer  una  verdadera 
necesidad,  y  en  muchas  ocasiones,  no  pudien- 
do  justificar  oficialmente  estos  socorros,  los  ha 
hecho  y  hace  de  su  particular  peculio. 

Las  disposiciones  para  el  suministro  de  los 
gastos  y  socorro  en  general  y  reintegro  de  los  que 
suplan  los  Cónsules  de  su  peculio,  consignadas  en 
la  misma  Instrucción,  cap.  5.*,  son  como  sigue: 

«Cuando  los  socorros  que  debe  suministrar 
el  Cónsul  sean  de  poco  valor,  los  suplirá  de  su 
peculio;  pero  si  fueran  de  alguna  considera- 
ción, podrá  dirigirse  á  la  Legación  de  S.  M. 
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reclamando  los  fondos  que  necesite  al  efecto; 
quedando  empero  responsable  de  la  cantidad 
recibida  hasta  que  su  inversión  se  declare  le- 
gal y  merezca  la  aprobación  de  S.  M.  (Articu- 
lo 64.) 

Se  autorizará  á  los  banqueros  ó  comisiona- 
dos de  la  Ordenación  general  de  pagos  del  Mi- 
nisterio de  Estado,  según  se  estime  convenien- 
te, para  que  suministren  los  suplementos  de 
esta  naturaleza  en  vista  de  la  petición  motiva- 
da y  escrita  que  les  dirijan  las  Legaciones  ó 
los  Consulados;  y  aquellas  y  éstos  firmarán  los 
correspondientes  resguardos  de  la  cantidad 
que  hubieren  recibido  con  dicho  objeto,  á  fin 
de  que  los  que  la  hayan  suplido  puedan  hacer 
el  cargo  documentado  á  quien  corresponda. 
(Art.  65.) 

En  el  caso  de  que  el  Cónsul  no  hubiese  in- 
vertido estos  fondos  con  arreglo  á  las  disposi- 
ciones de  esta  Instrucción,  y  resultase  por  lo 
tanto  mala  inteligencia  ó  abuso  de  confianza, 
serán  desaprobadas  sus  cuentas  y  se  rebajará 
de  sus  haberes  la  cantidad  que  se  le  hubiese 
facilitado,  con  lo  demás  á  que  haya  lagar. 
(Art.  66.) 

Si  los  socorros  de  alguna  consideración 
fuesen  de  naturaleza  forzosa  y  tan  urgentes 
que  no  permitiesen  aguardar  la  solicitud  y  en- 
vío de  fondos  de  la  Legación,  podrá  el  Cónsul 
negociarlos  en  la  plaza  al  interés  extrictamen- 
te  legal,  valiéndose  antes  de  adoptar  esta  me- 
dida extrema,  de  cuantos  recursos  le  propor- 
cione su  crédito  en  el  país  para  cubrir  con  el 
menor  gravamen  posible  las  apremiantes  aten- 
ciones de  que  se  trata.  (Art.  67.) 

Resultando  legitima  la  inversión  del  em- 
préstito hecho  por  el  Cónsul,  el  Gobierno  abo- 
nará su  importe  con  el  equitativo  premio  de  la 
negociación,  en  vista  de  los  documentos  que 
le  justifiquen,  los  cuales  se  remitirán  origina- 
les al  Ministerio  de  Estado,  informados  por  ia 
Legación  á  quien  hubiera  correspondido  faci- 
litar los  fondos,  si  el  caso  no  hubiese  sido  de 
una  índole  tan  especial  y  apremiante.  (Ar- 
tículo 68.) 

Los  Cónsules  se  entenderán  únicamente 
con  el  Miuisterio  de  Estado  de  quien  depen- 
den, para  la  remisión,  examen,  aprobación  y 
pago  de  sus  cuentas  de  gastos  extraordinarios, 
sin  perjuicio  de  que  por  éste  se  pasen  á  infor- 
me de  otro  Ministerio  ó  persona  que  convenga. 

Estas  cuentas  se  harán  en  moneda  corrien- 
te del  país,  señalándose  á  cada  suplemento  el 
artículo  correspondiente  de  esta  Instrucción, 
y  se  remitirán  por  trimestses  ó  semestres,  em- 
pezando estos  períodos  en  Enero  y  terminán- 
dolos en  Diciembre,  á  fin  de  no  incluir  ios 
gastos  de  un  año  en  los  de  otro.  Mas  si  el 
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desembolso  hecho  por  el  Cóaaal  fuera  de  tal 
consideración  qae  su  reintegro  no  admitiese 
espera,  podrá  enviar  la  cuenta  sin  aguardar 
el  término  de  los  plazos  designados.  (A.rtica^ 
lo  69.) 

Los  comprobantes  que  envien  los  Cónsules 
para  justificar  sus  cuentas  han  de  remitirse 
con  la  correspondiente  separación ;  teniendo 
presente  que  los  socorros  suplidos  á  individuos 
del  ejército  y  á  delincuentes  procedentes  de 
los  presidios  menores  de  África  deben  ser  re- 
integrados por  el  presupuesto  de  la  Guerra» 
los  facilitados  á  individuos  de  la  armada ,  por 
el  de  Marina,  y  todos  los  demás ,  inclusos  los 
desertores  de  Ceuta ,  por  el  de  Gobernación. 
También  han  de  ser  reintegrados  por  el  pre- 
supuesto de  este  último  Ministerio  los  honora- 
rios pagados  por  el  Cónsul  para  retribuir  á  los 
facultativos  y  artesanos  que  asistan  al  recono- 
cimiento pericial  de  las  personas  ó  cosas  mal- 
tratadas por  efecto  de  algún  delito,  asi  como, 
los  correspondientes  á  cualquiera  otra  persona 
cuyos  servicios  profesionales  se  hagan  necesa- 
rios,  siempre  que  los  reos  que  debieran  eos* 
toarlos  sean  insolventes,  y  solo  en  la  parte  que 
no  alcance  á  cubrirlos  el  fondo  de  multas  y 
penas  pecuniarias  del  Consulado  respectivo. 
(Art.  70.) 

Si  ocurriese  que  los  Cónsules  se  vieran  en 
la  imprescindible  necesidad  de  cubrir  algunas 
atenciones ,  ó  de  facilitar  recursos  de  menor 
cuantía  sin  poder  obtener  un  comprobante  del 
desembolso  hecho,  bastará  para  su  justificación 
que  certifique  el  motivo  de  la  cantidad  supli- 
da y  las  circunstancias  especiales  del  caso. 
(Art.  71.) 

Aprobadas  las  cuentas  por  el  Ministerio  de 
Bstado,  se  satisfará  su  importe  al  Cónsul,  al 
paso  que  se  remitirán  al  Tesoro  los  compro- 
bantes de  las  cantidades  Invertidas  á  cargo  de 
otros  Ministerios,  para  que  forme  con  ellos  la 
correspondiente  data  al  entriBgar  la  consigna- 
ción mensual  al  que  deba  sufragar  los  gastos, 
y  éste  se  reintegrará  á  su  vez  de  los  indivi- 
duos socorridos  si  tuvieren  haberes  ó  sueldos 
de  que  desquitárseles  aquellos,  según  se  pre- 
viene en  la  ya  citado  Instrucción  de  19  de  Ju- 
lio de  1856.»  (Art.  72  ) 

Una  Real  orden  especial  de  24  de  Abril  de 
1868  autorizó  al  Cónsul  general  de  España  en 
Argel  á  destinar  al  socorro  del  considerable  nu- 
mero de  españoles  necesitados  residentes  en 
aquel  distrito  consular  la  cantidad  de  4.200  frs. 
que  se  consideró  necesaria  para  tan  urgente  au- 
xilio. En  dicha  Real  orden  se  previene  que  en 
caso  de  no  poder  exigir  recibo  de  todas  las  su- 
mas que  dé,  cuide  de  remitir  un  certificado  en 
debida  forma  de  los  socorros  que  facilite,  con 


expresión  de  las  personas  socorridas,  para  la 
oportuna  justificación  de  dicho  gasto. 

Este  donativo  fué  acordado  en  vista  de  la 
miseria  en  que  se  hallaban  sumergidas  las  in- 
numerables familias  españolas  residentes  en  la 
demarcación  consular  de  Argel,  y  del  pedido 
hecho  al  Gobierno  con  tan  laudable  objeto. 
Véase  Fondos. 

SOCOBBOS  Á  POBRES  ESPAÑOLES. 
Véase  Asilo  de  pobres  bspa!íoles  en  el  bxtran- 

JERO. 

SOCOBBOS  Á  EMIGBADOS.  Véase  Eiii« 

GRADOS. 

SOCOBBOS    Á     LOS    NÁIJFBAGK>S. 

Véase  Auxilios  A  buques  de  guerra. 

SOCOBBOS  MUTUOS.  Véase  Asociación 

DE  SOCORROS  MUTUOS  ENTRE  ESPAÑOLES. 

SOLICITUDES  AL   QOBIEBNO.   Las 

instancias,  pretensiones,  memoriales  ó  solici- 
tudes que  hagan  al  Gobierno  los  empleados 
dependientes  del  Ministerio  de  Estado,  dice  la 
Real  orden  circular  del  mismo,  de  6  de  Setiem- 
bre de  1857: 

((Que  para  establecer  reglas  fijas  á  que 
hayan  de  quedar  sujetos  con  respecto  á  la  re- 
misión de  solicitudes  al  Gobierno  de  S.  M.  los 
empleados  subalternos  de  las  Carroras  diplo- 
mática y  consular  en  el  extranjero,  todas  las 
peticiones  se  dirijan  á  la  primera  Secretaria 
de  Estado  por  conducto  y  con  informe  del  Jefe 
superior  del  interesado;  y  en  el  caso  de  que  se 
refieran  á  las  licencias  temporales  por  causa 
de  salud,  deberán  las  solicitudes  ir  acompaña- 
das, además  del  informe  del  Jefe,  de  los  docu- 
mentos necesarios  para  acreditar  la  enferme- 
dad que  sirva  de  fundamento  á  la  instancia.» 
Véase  Licencia  temporal. 

SOLIDABIO.  Aplicase  á  los  acreedores 
y  á  los  deudores,  como  también  á  sus  dere- 
chos y  obligaciones.  Dicese  solidarios  á  los 
acree(Íore8  cuando  habiendo  dos  ó  más  á  qqie- 
nes  se  les  debe  una  misma  cosa,  tiene  derecho 
cada  uno  de  ellospara  cobrarla  del  deudor  por 
entero;  y  se  llamají  solidarios  ^Vs- deudores 
cuando  dos  ó  máa  ée  han  impuesto  la  obliga- 
ción de  pa^ar  uno  por  todos  la  cosa  ó  canti- 
dad que  deban  en  común,  de  manera  que  cual- 
quiera de  ellos  pueda  ser  compelido  al  pago 
total.  Véase  Acreedor  y  Deudor. 

SOLUCIÓN.  La  paga  ó  satisfacción  de 
alguna  deuda  ü  obligación. 

SOLVÍ T.  Declaración  que  el  Cónsul  con- 
signa al  pié  de  cada  documento  que  expide  y 
autoriza  con  su  firma,  marcando  los  derechos 
que  les  ha  impuesto,  y  sujetándose  además  al 
estamparlos  al  articulo  de  la  Tari/a  consular, 
que  también  debe  figurar  como  justificante  de 
lo  que  cobra.  Esta  medida,  no  solo  es  necesa* 
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ria  para  la  buena  administración  de  los  inte- 
reses del  Estado,  sino  también  una  garantía 
para  el  qae  satisface  los  derechos  exigidos. 
Estos  son  los  recibos  que  por  regla  general  dan 
los  Cónsules. 

SOSPECHA.  El  recelo  que  se  forma  so- 
bre la  verdad  ó  falsedad  de  alguna  cosa  ó 
hecho. 

STEQANOaBAFHIA.  Véase  Cifra. 

SUBASTA.  La  venta  publica  de  bienes  ó 
alhajas  que  se  hace  al  mejor  postor  por  man- 
dado y  con  intervención  de  la  Justicia.  Esta 
palabra  viene  de  la  latina  suhhastay  compuesta 
de  sub  y  hasCa,  bajo  la  lanza,  porque  entre  los 
romanos  se  ponía  por  señal  una  lanza  ó  pica 
en  el  lugar  donde  habia  de  hacerse  alguna 
venta  publica.  Véase  Poja  y  Remate. 

SUBDITOS  ESPAÑOLES.  Casos  de  jus- 
ticia ENTRE  ESTOS  Ó  CONTRA  LOS  MISMOS.  El  deCrO- 

to  de  29  de  Setiembre  de  1848,  del  Ministerio 
de  Gracia  y  Justicia,  establece  algunas  dispo- 
siciones relativas  al  orden  judicial  de  los  Con- 
sulados de  España  en  países  extranjeros,  y 
muy  especialmente  en  los  puntos  de  Levante  y 
costas  de  Berbería  conforme  á  los  principios  con- 
signados en  la  exposición  que  precede  al  mismo: 

«Artículo  1.°  Los  C5nsule8  españoles  en 
países  extranjeros,  los  Vicecónsules  ó  las  per- 
sonas que  en  ausencia  ó  enfermedades  hagan 
sus  veces  en  los  casos  de  justicia  entre  sub- 
ditos ó  contra  subditos  españoles  respecto  de 
todo  aquello  á  que  se  opongan  la  legislación 
del  país,  la  costumbre  ó  los  tratados  vigentes 
para  los  efectos  de  apelación  y  demás  Judicia- 
ciales,  86  reputan  respectivamente  Jueces  de 
paz,  de  corrección  y  de  primera  instancia,  con 
las  mismas  atribuciones  y  sujetos  á  las  mis- 
mas formalidades  que  establecieren  las  leyes, 
decretos  y  Reales  órdenes  para  los  de  su  cla- 
se en  España,  salvas  las  excepciones  y  modi- 
ñcaciones  que  adelante  se  expresarán. 

Art.  2."  Cuando  procedan  como  Jueces  de 
primera  instancia,  dictarán  sus  providencias 
definitivas,  ó  que  tengan  fuerza  de  tales,  con 
acuerdo  de  Asesor,  siendo  posible:  en  otro  ca- 
so se  acompañarán  con  dos  adjuntos  elegidos 
entre  los  subditos  españoles. 

Los  adjuntos  prestarán  juramento  de  cum- 
plir bien  y  fielmente  su  encargo,  y  serán  con- 
jueces con  voto  deliberativo. 

Los  adjuntos  podrán  ser  nombrados  para 
cada  año,  ó  para  casos  particulares,  según 
fuere  posible. 

Art.  3.*  En  los  casos  indicados  en  el  ar- 
ticulo anterior,  dos  votos  conformes,  de  los 
tres,  harán  sentencia. 

Si  cada  uno  hiciere  Toto  particular,  se 
nombrará  un  tercer  adjunto. 


Si  no  pudiere  ser  habido,  ó  si  todavía  do 
resultasen  dos  votos  conformes,  hará  senten- 
cia el  del  Cónsul  ó  Vicecónsul  como  voto  de 
calidad. 

Art.  4.'  En  cuestiones  mercantiles,  á  falta 
de  s(ibditos  españoles,  los  adjuntos  podrán  ser 
dos  Cónsules  ó  Vicecónsules  y  no  siendo  po- 
sible, subditos  de  otra  Nación  con  domicilio  y 
buena  nota.  En  estos  casos  no  habrá  senten- 
cia sin  el  voto  del  Cónsul,  y  podrá  hacerla  él 
solo  al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo  últi- 
mo del  articulo  anterior,  pero  no  los  adjuntos 
solos  aunque  estuvieren  conformes. 

Art.  5.*  Asi  en  los  asuntos  civiles  como 
en  los  criminales,  el  Cónsul  y  los  adjuntos 
que  discordaren,  razonarán  su  voto  por  escri- 
to, uniéndose  éste  á  los  autos,  y  en  todo  caso 
se  pondrán  por  diligencia,  razonándose  la  dis- 
cordia. 

Art.  6.*  Respecto  de  todo  aquello  en  qae 
las  circunstancias  locales,  la  perentoriedad  é 
Índole  especial  ó  excepcional  de  los  casos  lo 
permitiese,  los  Tribunales  consulares  observa- 
rán en  el  procedimiento  las  leyes  del  Reino: 
cuando  por  dichas  causas  fuere  posible,  se  ha- 
rá constar  asi  por  diligencia  en  los  autos ,  6 
por  providencia  razonada. 

Los  tribunales  de  alzada  apreciarán  estas 
omisiones  con  arreglo  á  las  circunstancias  de 
cada  caso  y  á  las  de  la  localidad. 

Los  fallos  definitivos  se  ajustarán  siempre 
á  las  leyes  del  Reino. 

Art.  7.*  Donde  hubiese  Cónsul  ó  Vicecón- 
sul, uno  y  otro  conocerán  á  prevención  de  los 
juicios  de  paz  y  de  los  verbales  de  que  pueden 
ó  pudieren  conocer  los  Alcaldes. 

En  los  juicios  correccionales,  para  la  apli- 
cación de  lo  dispuesto  en  el  libro  3.*  del  Có- 
digo penal,  conocerán  el  Vicecónsul  en  prime- 
ra instancia,  y  el.  Cónsul  en  apelación,  al  te- 
nor de  lo  prevenido  en  las  reglas  3.'  y  4."  de 
la  ley  provisional  dictada  para  observancia 
del  mismo  Código. 

Si  no  hubiere  más  que  Cónsul  y  Vicecón- 
sul, el  mismo  conocerá  por  si  solo  en  primera 
instancia  de  la  corrección  de  faltas,  al  tenor 
de  la  citada  regla  3.*  de  la  ley  provisional;  y 
con  asesor  ó  adjuntos,  según  se  previene  en  el 
art.  2.*  del  presente  decreto,  por  apelación, 
conforme  á  la  regla  4.*  de  la  misma  ley. 

Art.  8.'  Los  comisionados  ó  agentes,  para 
suplir  al  Cónsul  en  los  puntos  distantes  de  su 
demarcación,  procederán  en  casos  de  justicia 
como  delegados  del  mismo,  el  cual,  al  nom- 
brarlos, hará  la  delegación  y  dará  las  instruc- 
ciones oportunns,  según  las  circunstancias  y 
necesidad  locales,  para  que  los  subditos eapaño- 
leshallensiemprela judticiay  protección  debida. 
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Art.  9.*  Eq  todos  estos  juicios  desempeña* 
rá  el  cargo  de  Secretario  el  Canciller  del  Con- 
sulado ó  el  que  hiciese  sus  veces. 

Art.  10.  Cuando  lo  permitan  el  numero  y 
calidad  de  los  subditos  españoles,  se  habilita- 
rá de  entre  los  mismos  un  representante  fiscal 
para  aquellos  casos  en  que  la  ley  requiere  su 
intervención. 

Art.  1 1 .  Con  arreglo  á  la  práctica  general 
seguida  hasta  el  dia,  en  todos  los  juicios  civi- 
les tendrán  jurisdicción  y  competencia  el  Tri- 
bunal  consular  hasta  dictar  sentencia  defini- 
tiva, ora  como  Juez  ordinario,  ora  como  arbi- 
tro ó  arbitrador  en  sus  respectivos  casos. 

Art.  12.  En  la  parte  criminal  procederá 
asimismo  dicho  Tribunal  hasta  dictar  senten- 
cia respecto  de  todas  aquellas  causas  cuyos 
delitos  no  tengan  señalada  por  el  Código  ma- 
yor pena  que  la  de  arresto  mayor  ó  menor, 
suspensión,  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  Au- 
toridad, destierro,  presidio  y  prisión  correc- 
cional, al  tenor  de  lo  dispuesto  sobre  las  mis- 
mas en  el  art.  26  del  Código  penal. 

En  los  demás  casos,  completo  el  sumario, 
y  sacando  de  él  copia  á  la  letra,  se  remitirá 
con  el  reo,  y  con  las  formalidades  que  en  el 
dia  se  practican,  á  los  Tribunales  de  la  Penín- 
sula ó  provincias  de  Ultramar,  según  el  caso. 
La  copia  del  sumario,  cotejada  ante  el  Cón- 
sul y  el  Asesor  ó  conjueces,  firmada  por  los 
mismos  y  por  los  reos,  si  supieren  hacerlo,  y 
autorizada  por  el  Canciller,  se  dirigirá  al  Mi- 
nisterio de  Estado,  y  por  éste  al  de  Gracia  y 
Justicia,  para  su  remisión  al  Tribunal  compe- 
tente; y  en  caso  de  extravio  do  las  actuacio- 
nes originales,  producirá  la  copia  los  mismos 
efectos. 

Art.  13.  Habiendo  ya  radicado  la  causa  en 
el  Tribunal  consular,  y  siendo  su  remisión  á 
los  Tribunales  del  Reino  efecto  de  necesidad 
y  no  de  competencia,  se  entenderá  aquella  con 
la  calidad  del  fuero  personal  causado  en  el 
Tribunal  remitente,  sin  perjuicio  de  la  clase, 
excepto  en  el  caso  de  que  el  crimen  ó  delito 
causen  desafuero. 

En  su  consecuencia,  y  atendiendo  al  fuero 
de  ubicación  6  permanencia  accidental  en  el 
puerto  de  arribada  ó  de  la  entrega,  si  el  reo 
pertenece  al  fuero  común,  ó  si  el  delito  ó  cri- 
men causa  desafuero,  continuará  la  causa  el 
Juez  de  primera  instancia  del  partido  en  que 
fuere  entregado  el  reo  con  la  misma. 

Si  el  delito  no  causare  desafuero,  y  el  en- 
causado, por  ser  militar  ó  por  cualquiera  otro 
motivo  legal,  gozare  fuero  de  clase,  continua- 
rá el  proceso  el  Tribunal  competente  respec- 
tivo del  territorio  en  que  fuere  entregado. 

Art.  H.     No  obstante  lo  determinado  en  el 


precente  articulo,  á  fin  de  obtener  los  salu- 
dables efectos  del  escarmiento  que  produce 
siempre  la  circunstancia  de  que  los  reos  sean 
juzgados  en  el  punto  que  se  perpetró  el  deli- 
to, cuando  éste,  en  vez  de  haberse  cometido  en 
el  extranjero  ó  en  el  mar,  lo  hubiere  sido  en 
la  Península,  islas  adyacentes  ó  provincias  de 
Ultramar,  y  por  las  circunstancias  del  caso  ó 
del  país  no  ofreciere  grandes  riesgos  ni  dificul- 
tades la  traslación  del  reo,  pasará  éste  con  el 
sumario  al  Tribunal  en  cuya  demarcación  se 
hubiere  perpetrado  el  hecho. 

El  Juez  inferior  del  puerto  de  arribada  no 
acordará,  sin  embargo,  la  traslación  sin  con- 
sultar con  su  superior  inmedito,  ó  sin  que  és- 
te, enterado  del  caso,  lo  hubiere  mandado  de 
oficio. 

Art.  15.  El  Capitán  del  buque,  ó  la  per- 
sona ó  fuerza  encargada  de  la  conducción  del 
reo  con  el  sumario  á  los  Tribunales  del  Reino, 
hará  entrega  do  uno  y  otro  al  Juez  de  primera 
instancia,  y  no  habiéndolo  á  la  Autoridad  ju* 
dicial  local  del  fuero  ordinario  del  punto  á  que 
llegare,  y  en  su  defecto  á  la  política  ó  militar, 
quedará  conocimiento  sin  dilación,  bajo  su 
responsabilidad,  al  Juez  de  primera  instancia 
del  partido. 

Art.  16.  Se  arreglará  por  duplicado  acta 
circunstanciada  de  la  entrega  por  ante  Escri- 
bano, si  lo  hubiere,  que  firmarán  también  la 
persona  ó  Jefe  que  entrega  y  la  Autoridad  que 
recibe:  un  tanto  del  acta  se  dará  á  aquel  para 
su  resguardo,  agregando  la  otra  al  sumario. 

Igual  diligencia  se  practicará  al  hacer  la 
remisión  y  entrega  en  su  caso  el  Alcalde  ó 
Autoridad  local  al  Juez  ó  Tribunal  del  partido 
á  quien  debe  verificarlo,  al  tenor  de  lo  dis- 
puesto en  el  art.  15. 

Art.  17.  Si  cuando  fuere  conducido  el  reo 
con  la  causa  á  los  Tribunales  del  Reino  le 
amenazase  en  la  travesía  riesgo  de  muerte,  y 
por  esta  ü  otra  grave  circunstancia  quisiere 
hacer  alguna  declaración  ó  revelación  que 
pueda  conducir  á  la  administración  de  justi- 
cia, la  recibirá  el  Capitán  del  barco  encargado 
de  la  conducción  ó  persona  á  quien  comisio- 
nare, ante  Escribano  pCiblico,  pudiendo  ser,  y 
en  su  defecto  nnte  dos  testigos,  que  firmarán 
con  el  Jefe  ó  Capitán  y  el  declarante.  Esta  di- 
ligencia será  entregada  á  su  tiempo  con  el  su- 
mario, y  sus  firmas  se  reconocerán,  siendo  po- 
sible, al  tiempo  de  la  entrega,  cuando  se  for- 
malice el  acta  de  ella  de  que  habla  el  art.  13. 

Art.  18.  Las  apelaciones  en  los  casos  pre- 
venidos en  el  art.  13  se  interpondrán  y  admi- 
tirán respectivamente  para  ante  la  Audiencia 
territorial  ó  Tribunal  superior  inmediato  de 
los  mismos. 
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Art.  19.  De  las  apelaciones  á  qae  dieren 
lu^ar  las  providencias  de  los  Tribunales  con- 
sulares, cuando  procedan  como  Juzgados  de 
primera  instancia,  conocerá  la  Audiencia  ter- 
ritorial más  inmediata  de  la  Península  ó  pose- 
siones de  Ultramar.  En  su  consecuencia,  á  ñn 
de  evitar  dudas  y  diñcultades,  que  ya  han 
ocurrido,  respecto  de  los  Consulados  de  África, 
de  los  fallos  pronunciados  por  los  estableci- 
mientos ó  que  se  establecieren  desde  el  Cabo 
de  Buena  Esperanza,  irán  las  apelaciones  á  la 
Audiencia  de  Canarias;  desde  Cabo  Blanco 
hasta  el  Peñón  de  Yelez,  á  la  de  Sevilla;  des- 
de el  Peñón  de  Veloz  hasta  Mostaganem ,  á  la 
de  Granada,  y  del  resto  de  las  costas  de  África 
y  puertos  de  Levante,  á  la  de  Mallorca. 

Art.  20.  A  fin  de  evitar  todo  entorpeci- 
miento en  la  pronta  administración  de  justi- 
cia cuando  los  Cónsules  y  Vicecónsules  pro- 
cedan como  Jueces  de  primera  instancia,  siem- 
pre que  sea  dable,  se  entenderán  directamente 
con  .la  Audiencia  respectiva,  sin  perjuicio  de 
dar  conocimiento  al  Ministerio  de  Estado,  si  lo 
creyeren  conveniente. 

Art.  2 1 .  Cuando  las  referidas  Audiencias, 
administrando  justicia,  hubiesen  de  dictar 
providencias  que  puedan  rebajar  el  necesario 
prestigio  de  los  Cónsules,  ó  embaracen  el  ejer- 
cicio de  sus  atribuciones  como  tales,  antes  de 
llevarlas  á  ejecución  darán  conocimiento  á  mi 
Ministro  do  Gracia  y  Justicia,  qyie  lo  hará  al 
de  Estado,  adoptando  de  común  acuerdo  la  re- 
solución que  conviniere. 

Art.  22.  Los  Cancilleres  de  los  Consula- 
dos, mientras  lo  son,  se  reputan  Notarios  con 
fé  publica  en  lo  judicial  y  escriturario  dentro 
del  distrito  de  aquellos.  Los  documentos  que 
autorizaren  harán  fé  en  juicio  y  fuera  de  él  en 
la  demarcación  del  Consulado,  y  legalizados 
por  el  Cónsul,  en  todo  el  Reino. 

Art.  23.  Limitándose  el  presente  decreto 
á  lo  puramente  judicial,  no  se  entienden  res- 
tringidas ó  modificadas  por  él  las  atribuciones 
de  policía  y  buen  gobierno,  ni  cualesquiera 
otras  que  competen  á  los  Cónsules  como  tales. 

Art.  24.  Del  presente  decreto  se  dará 
cuenta  á  las  Cortes  en  la  próxima  legisla- 
tura.» 

8ITBBOQ ACIÓN.  La  acción  de  poner  una 
cosa  en  lugar  de  otra  cosa,  ó  una  persona  en 
logar  de  otra  persona.  La  sustitución  de  una 
cosa  en  lugar  de  otra  cosa  se  llama  subreg ación 
real;  y  la  sustitución  de  una  persona  en  lugar 
de  otra  persona,  subrogación  personal. 

La  subrogación  real  produce  el  efecto  de  que 
la  cosa  subrogada  se  revista  de  la  calidad  de 
aquella  á  que  se  subroga  ;  y  tiene  lugar  en  las 
compras  que  se  hacen  con  dinero  de  sugeto 


que  se  halla  ocupado  en  el  servicio  publico,  ó 
de  menor  de  25  años  bajo  la  guarda  del  com- 
prador, ó  de  alguna  iglesia ,  ó  de  la  dote  de 
mujer,  comprando  el  marido  con  voluntad  de 
ella,  en  cuyos  casos  el  dueño  del  dinero  gana 
el  dominio  de  la  cosa  comprada  y  no  el  qae 
la  comprd  en  su  nombre  propio ,  y  aun  tiene 
la  elección  de  tomar  la  cosa  ó  el  dinero,  segaa 
quiere;  porque  en  estos  casos  la  cosa  compra- 
da se  considera  subrogada  en  lugar  de  aquella 
con  que  se  compró,  y  toma  por  consigaiente 
la  misma  calidad  de  pertenencia  que  tenia 
ésta,  á  pesar  de  que,  por  regla  general,  la 
cosa  comprada  con  dinero  ajeno  debe  ser  del 
que  hiciere  la  compra  en  su  nombre  y  no  del 
dueño  del  dinero. 

La  subrogación  personal  se  verifica  cuando 
uno  toma  las  veces  de  un  deudor,  cargándose 
con  sus  obligaciones,  ó  de  un  acreedor  adqai* 
riendo  sus  derechos.  La  subrogación  en  las 
obligaciones  de  un  deudor,  ó  lo  que  es  lo  mis- 
mo, la  sustitución  de  un  nuevo  deudor  en  la- 
gar del  antiguo,  se  llama  delegación.  La  sabro- 
gacion  en  los  derechos  de  un  acreedor  es  la 
que  se  entiende  más  comunmente  bajo  la  pa- 
labra general  de  subrogación,  y  de  ella,  por 
consiguiente,  hablaremos  en  este  articulo,  se- 
gún la  jurisprudencia  que  establece  Bscriche 
en  su  Diccionario, 

({Subrogación^  pues,  en  materia  de  crédito,  di- 
ce, es  la  trasmisión  á  un  sugeto  de  los  crédi- 
tos, derechos  y  acciones  que  tiene  alguno  con- 
tra otro;  de  suerte  que  no  es  más  que  una 
sustitución  ó  mudanza  de  acreedor,  que  tie- 
ne lugar  sin  que  se  -extinga  la  deuda.  Esta 
subrogación  puede  ser  convencional,  judicial 
ó  legal.  La  convencional  es  la  que  se  hace 
voluntariamente  entre  el  acreedor  y  un  ter- 
cero, sin  necesidad  de  concurrencia  del  dea- 
dor, ó  entro  el  deudor  y  un  tercero  sin  la 
concurrencia  ó  el  consentimiento  del  acree- 
dor. Se  hace  entre  el  acreedor  y  un  ter- 
cero, cuando  el  acreedor  cede  y  trasflere  al 
tercero,  á  titulo  gratuito  ü  oneroso,  las  accio- 
nes, derechos,  privilegios  ó  hipotecas  que  tie- 
ne contra  el  deudor,  siendo  de  advertir  que  si 
es  á  titulo  oneroso  porque  el  tercero  paga  la 
deuda,  se  ha  de  hacer  precisamente  al  tiempo 
que  el  subrogado  ó  cesionario  entrega  el  im- 
porte del  crédito,  pues  el  acreedor  después  del 
pago  no  puede  ceder  ni  traspasar  derechos  qae 
ya  no  tiene  por  haber  quedado  extinguidos 
con  la  satisfacción.  Se  hace  entre  el  deudor  y 
un  tercero  cuando  el  deudor  toma  dinero  pres- 
tado para  pagar  su  deuda,  concediendo  al 
prestamista  los  derechos  y  ventajas  del  acree- 
dor; pero  para  que  esta  subrogación  sea  váli- 
da y  se  admita  en  concurso  de  acreedores,  es 
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necesario  que  conste  de  un  modo  seg^aro  que 
el  dinero  se  tomó  prestado  para  pagar  al  acree- 
dor, y  qae  efectivamente  pasó  á  sus  manos  y 
extinguió  la  deuda,  á  cuyo  efecto  conviene 
que  tanto  la  escritura  del  préstamo  como  la 
del  pagamento  se  otorguen  ante  Escribano 
público  con  expresión  de  estas  circunstancias, 
pues  de  este  modo  se  evitará  toda  sospecha 
que  pudiera  haber  de  fraude  concertado  entre 
el  deudor  y  el  prestamista  en  perjuicio  de  los 
derechos  de  otros  acreedores  más  antiguos. 

La  subrogación  Judicial  es  la  que  se  hace 
por  sentencia  de  Juez,  cuando  adjudica  á  una 
persona  los  mismos  derechos  personales,  hi- 
potecarios ó  privilegiados  que  otro  tenia. 

La  subrogación  legal  es  la  que  se  hace,  en 
virtud  de  la  ley,  cuando  se  trasñere  á  un  su* 
geto  la  acción  que  compete  á  otro,  sin  que  in- 
tervenga acto  alguno  de  éste.  Tal  es,  por 
ejemplo,  la  subrogación  que  tiene  lugar  en 
favor  del  heredero  que  aceptando  la  herencia 
con  beneficio  de  Inventario,  paga  de  su  pro- 
pio caudal  las  deudas  de  la  sucesión,  y  la  que 
igualmente  tiene  lugar  en  favor  del  que  es- 
tando obligado  por  otro  al  pago  de  la  deuda, 
se  hallaba  interesado  en  satisfacerla.  (Ley  7.', 
título  4/;  ley  34,  tít.  13,  y  ley  32,  tit.  12, 
Part.  5/)  Véase  Cesión  dr  bienes  y  Novación. 

SUBSIDIO,  fil  recurso  ó  auxilio  extraor- 
dinario.—Cierto  socorro  concedido  por  la  Sede 
Apostólica  á  los  Reyes  de  España  sobre  las 
rentas  eclesiásticas  para  la  guerra  contra  in- 
fieles. 

SUCEDBB.  Suceder  á  uno  en  calidad  de 
heredero  es  sucederle  á  título  universal,  títu- 
lo en  cuya  virtud  el  heredero  representa  la 
persona  del  difunto,  y  por  consiguiente  le  su- 
cede en  todos  sus  derechos  y  acciones,  como 
igualmente  en  todas  sus  deudas. 

SUOSDEB  FOB  CABEZAS.  Heredar  ó 
entrar  varios  herederos  en  una  sucesión  cada 
uno  por  supropia  persona  y  no  por  represen- 
tación de  otra,  dividiéndose  la  herencia  en 
tantas  partes  cuantos  son  los  individuos  que 
concurren. 

SXJCSDEB  FOB  LÍNEAS.  Heredar  ó  ve- 
nir á  una  sucesión,  no  por  representación  ni 
por  cabezas,  sino  por  series  de  personas;  de 
suerte  que  los  bienes  se  repartan  con  igualdad 
entre  las  lineas  concurrentes,  llevándose  la 
mitad  los  parientes  de  un  mismo  grado  de  la 
una,  y  la  otra  mitad  los  de  la  otra. 

SUCESIÓN.  La  trasmisión  de  los  bienes, 
derechos  y  cargas  de  un  difunto  en  la  persona 
de  su  heredero;  y  también  la  universalidad  ó 
conjunto  de  los  bienes,  derechos  y  cargas  del 
difunto.  La  sucesión  se  trasmite  por  la  fuerza 
de  la  ley  y  ó  por  la  voluntad  del  hombre:  la 


primera  se  llama  Z^^i/ma,  porque  se  hacen  pa- 
sar los  bienes  en  el  orden  prescrito  por  la  ley, 
y  forma  la  regla  general:  la  segunda  se  llama 
testamentaria,  porque  hace  pasar  los  bienes  se- 
gún quiere  el  testador,  y  no  es  sino  excepción 
que  la  voluntad  del  hombre  pone  á  la  regia 
general. 

Son  herederos  forzosos  en  las  sucesiones 
los  descendientes  y  ascendientes  del  testador; 
pero  conviene  saber  ahora  que  los  primeros 
tienen  preferencia  sobre  los  segundos.  Habien- 
do, pues,  descendientes,  ellos  son  los  que  con 
exclusión  de  cualquiera  otra  persona,  y  aun 
de  los  ascendientes,  tienen  derecho  á  ser  ins- 
tituidos herederos. 

Pero  entre  los  descendientes  hay  diferen  - 
cia,  según  el  lugar  que  ocupan:  son  preferidos 
los  hijos  legítimos  del  testador,  sin  distinción 
de  varones  y  hembras,  y  los  legitimados  por 
subsiguiente  matrimonio,  los  cuales  se  repu* 
tan  como  legítimos. 

La  institución  ha  de  hacerse  íntegra,  y  sin 
condición  ni  gravamen  alguno,  porque  no 
siendo  de  la  potestad  del  padre  privar  á  sus 
hijos  de  la  herencia,  sino  en  casos  determina- 
dos (Véase  Exhbredacion  ) ,  no  lo  es  tampoco  el 
imponerles  ninguna  restricción.  Solo  respecto 
del  postumo  se  entiende  que  hay  una  especie 
de  condición  tácita,  y  es  la  de  que  para  en- 
trar á  heredar  ha  de  realizarse  su  nacimiento. 

No  solo  los  hijos,  sino  los  nietos,  biznietos 
y  demás  descendientes  directos  del  testador, 
son  herederos  forzosos;  pero  excluyendo  los  de 
más  próximo  grado  á  los  más  remotos,  de  mo- 
do que  habiendo  hijos,  no  pueden  ser  institui- 
dos herederos  los  nietos,  sino  que  aquellos  en- 
trarán á  dividir  la  herencia  por  partes  iguales, 
lo  cual  se  llama  heredar  in  capita  ó  por  cabezas . 

Una  sola  limitación  hay  de  esta  doctrina, 
y  es,  cuando  algunos  de  los  hijos  del  testador 
han  dejado  descendientes ,  pues  en  este  caso 
entran  éstos  á  heredar  la  parte  que  correspon- 
dería á  su  padre  si  estuviese  vivo.  Si  pues  el 
otorgante  muere  teniendo  tres  hijos  y  dos  nie- 
tos de  otro,  se  harán  cuatro  partes  iguales  de 
la  herencia,  una  cuarta  parte  para  cada  uno 
de  los  hijos  del  testador,  y  la  restante  para  los 
nietos,  en  representación  de  su  padre  difunto. 
Este  modo  de  heredar  es  in  stirpe  6  por  estirpes. 

Los  descendientes  tienen  un  derecho  de- 
clarada por  las  leyes  para  ser  instituidos  he- 
rederos por  sus  ascendientes;  pero  sin  embar- 
go, los  padres  están  facultados  para  disponer 
en  favor  de  su  alma,  ó  de  personas  extrañas 
de  la  quinta  parte  de  sus  bienes  (1).  Forma, 


(1)    Ley  8,*,  tít.  20,  lib.  10,  líovisima  Recopi- 
lación, 
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pues,  lo  que  se  llama  legUima  de  los  hijos  los 
bienes  que  componen  el  caudal  paterno  y  ma  • 
temo,  con  la  sola  exclusión  de  la  quinta  parte. 

Pero  no  tienen  los  hijos  opción  á  dicha  le- 
gitima, sino  después  de  la  muerte  de  su  pa- 
dre, ni  éste  por  consiguiente  está  obligado  á 
dársela  en  vida.  Sin  embargo,  el  padre  tiene 
facultad  de  entregar  á  sus  hijos  en  vida  la 
porción  de  bienes  que  por  su  fallecimiento  les 
correspondería;  y  si  alguno  de  ellos  ha  recibi- 
do una  parte  en  cuenta  de  su  legitima,  debe 
llevar  á  colación  la  cantidad  en  que  consista, 
hasta  completar  el  importe  de  aquella  después 
de  la  muerte  del  padre,  á  menos  que  la  por- 
ción entregada  por  éste  le  haya  sido  por  via 
de  mejora. 

No  habiendo  descendientes,  deben  ser  ins- 
tituidos como  herederos  forzosos  los  padres, 
abuelos  y  bisabuelos  por  su  orden  gradual; 
pero  también  en  este  caso  puede  privárseles 
por  el  testador  de  una  parte  de  la  herencia, 
consistente  en  el  tercio  de  su  importe,  aun 
cuando  se  disponga  de  él  en  beneñcio  de  una 
persona  extraña.  (Ley  de  Toro,  que  es  la  pri-> 
mera,  tit.  20,  lib.  10,  Novísima  Recopilación.) 

Todos  los  que  son  descendientes  ó  ascen- 
dientes del  testador  se  entienden  herederos 
extraños,  sean  ó  no  parientes  de  aquel  en  cual- 
quiera de  los  grados  colaterales:  asi,  pues, 
ningún  derecho  pueden  alegar  á  la  herencia 
testamentaria,  más  que  el  que  resulte  de  la 
voluntad  expresa  del  otorgante. 

SUCESIÓN  TESTAMSNTABIA.  Laque 
se  defiere  por  testamento  al  heredero  institui- 
do. Esta  sucesión  se  prefiere  á  la  sucesión  le- 
gitima, como  la  excepción  se  prefiere  á  La  re- 
gla; y  así  es  que  no  se  admiten  los  herederos 
legitimes  sino  en  defecto  de  herederos  testa- 
mentarios, pues  en  las  últimas  voluntades  la 
disposición  del  hombre  quita  la  disposición  de 
la  ley,  en  cuanto  lo  permite  el  derecho. 

SUCESIÓN  LEGÍTIMA.  La  que  se  defie- 
re por  sola  la  disposición  de  la  ley  á  los  pa- 
rientes del  difunto.  Esta  se  llama  también  sw 
cesión  intestada  6  adintestato,  por  contraposición 
á  la  testamentaria,  y  no  tiene  lugar  sino  cuan- 
do alguno  muere  sin  testamento  válido.  La  ley 
llama  para  la  sucesión  legitima  ó  intestada,  en 
primer  lugar,  á  los  descendientes;  en  segundo, 
á  los  ascendientes:  en  tercero,  á  los  colatera- 
les, y  en  cuarto  al  fisco. 

SUCESIONES  INTESTADAS.  Hé  aquí 
la  teoría  de  las  sucesiones  intestadas.  Miiere 
intestado  ó  abintestato  el  que  no  ha  testado  vá- 
lidamente por  cualquiera  de  ios  medios  legales 
establecidos. 

Los  sucesores  á  los  bienes  de  los  que  mue- 
ren sin  testar  son  los  descendientes,  los  ascen- 


dientes y  los  colaterales,  que  heredan  por  el 
orden  en  que  van  nombrados. 

Los  descendientes  son  siempre  preferidos 
sin  distinción  de  sexo,  edad  ni  estado  ó  con- 
dición civil,  en  cuyo  caso  se  hallan  también 
los  nietos  cuando  h^  muerto  el  padre,  ó  sea  el 
hermano  de  los  otros  descendientes  del  di- 
funto. 

En  segundo  lugar,  entran  á  heredar  los 
ascendientes,  según  la  proximidad  del  grado, 
en  el  cual  no  tiene  lugar  la  representación , 
sino  que  el  más  inmediato  excluya  al  más  re- 
moto. 

El  tercer  orden  de  suceder  es  el  de  los  cola- 
terales, en  esta  forma:  los  hijos  legitimados, 
los  hermanos,  los  tíos,  primos  y  parientes  del 
cuarto  grado,  y  á  falta  de  todos  estos  los  si- 
guientes: 

1.*  Los  hijos  naturales  legítimamente  re- 
conocidos, y  sus  descendientes  por  lo  respec- 
tivo á  la  sucesión  del  padre  y  sin  perjuicio  del 
derecho  preferente  que  tienen  los  mismos  para 
suceder  á  la  madre. 

2.*  El  cónyuge  no  separado  por  demanda 
de  divorcio  contestada  al  tiempo  del  falleci- 
miento, aunque  entendiéndose  que  á  su  muer- 
te deberán  volver  los  bienes  raices  de  abolen- 
go á  los  colaterales. 

8.*  Los  colaterales  desde  el  quinto  grado 
hasta  el  décimo  inclusive,  computados  civil- 
mente al  tiempo  de  abrirse  la  sucesión. 

4.*  A  falta  de  todos  estos,  corresponden  los 
bienes  al  Estado  (1). 

SUCESIONES  PENDIENTES.  La  Real 
orden  de  14  de  Febrero  de  1865  regulariza  el 
sistema  en  las.  sucesiones  pendientes,  y  con 
más  espcialidad  las  ya  liquidadas  por  los  Agen- 
tes consulares  de  España. 
Dice  así: 

«Los  Cónsules  generales.  Cónsules  y  Vice- 
cónsules de  la  Nación  remitirán  anualmente  á 
este  Ministerio  de  Estado,  sin  perjuicio  del  avi- 
so particular  de  cada  testamentaría  ó  abintes- 
tato, un  estado  de  todos  \o9  expedientes  de 
sucesión  de  subditos  españoles,  bien  se  hallen 
terminados  ó  en  curso  de  tramitación,  que  ra- 
diquen en  la  Agencia  de  su  respectivo  cargo. 

En  su  vista,  y  por  espacio  de  tres  años 
consecutivos,  se  hará  en  la  Gacela  oñcial  el 
oportuno  llamamiento  de  herederos  respecto 
de  las  sucesiones  que  nadie  se  haya  presenta- 
do á  reclamar. 

Tocante  á  las  cantidades  que  en  concepto 
de  herencias  yacentes  existan  en  las  cajas  con- 
sulares, se  flja  un  plazo  de  cuatro  años  para 
las  Agencias  en  Europa  y  cinco  para  las  es* 


(1)    Ley  de  16  de  Mayo  de  1835. 
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tablecidas  en  Ultramar,  trascurrido  el  cual  los 
Cónsules  ó  Vicecónsules  remesarán  á  este  Mi- 
nisterlo  los  'expresados  fondos,  con  la  debida 
especificación  del  abintestato  ó  testamentaria, 
siempre  que  no  baje  de  "500  rs.  vn.  cada  una 
de  estas  sumas,  con  objeto  de  consignarlas  en 
la  Caja  de  Depósitos,  donde  permanecerán  á 
disposición  de  losf  legítimos  derecho-habientes 
hasta  que  corra  el  tiempo  de  la  prescripción 
marcado  por  las  leyes,  previo  el  anuncio  ofi- 
cial correspondiente. 

Las  que  no  lleguen  á  500  rs.-  vñ.  continua- 
rán en  poder  de  las  Agencias  consulares ,  que 
las  remitirán  para  su  ingreso  en  el  Tesoro, 
cuando  espiré  el  término  anteriormente  expre- 
sado. 

Tan  luego  como  reciba  Y...  esta  circular., 
procederá  á  la  remisión  de  un  efstado  de  todas 
las  sucesiones  pendientes  para  su  publicación, 
debiendo  ya  considerarse  como  primer  llama- 
miento, aunque  se  refieran  á  las  que  datan  de 
largo  tiempo,  no  empezando  á  regir  esta  reso- 
lución sino  desde  el  dia  primero  del  año  cor- 
riente (1865)  para  los  efectos  anteriormente 
expresados.»  Véase  Abintbst'atos. 

SUCESIÓN  DE  B&PASa  (Guerra  de  la). 
El  estado  enfermizo  de  Carlos  II,  ultimo  varón 
de  la  casa  de  Austria  que  reinaba  en  España, 
fué  la  causa  de  los  tratados  de  repartimiento  en- 
tre la  Francia,  la  Inglaterra  y  la  Holanda.  El 
primero,  en  1698,  declaraba  al  Príncipe  elec- 
toral de  Baviera  por  heredero  presunto  de  la 
Monarquía  española  ,  y  el  segundo,  de  13  de 
Marzo  de  1700 ,  al  Archiduque  Carlos.  Car- 
los II  en  su  testamento  designaba  para  suce- 
derle  al  Príncipe  Felipe  de  Anjou ,  nieto  de 
Luís  XIV,  que  fué  proclamsrdo  el  14  de  No- 
viembre de  1700 ,  -catorce  dias  después  de  la 
muerte  de  Carlos  II. 

Este  cambio  importante  en  la  sucesión  pro- 
dujo una  guerra  conocida  con  el  nombre  de 
guerra  de  sucesión  de  España ,  la  que  principió 
el  5  de  Abril  de  1701  y  terminó  con  el  trata- 
do de  ütrecht  de  ll.de  Abril  de  I7l3.  Felipe 
de  Anjou  fué  reconocido  por  todas  las  Poten- 
cias como  Soberano  de  la  Monarquía  española, 
aunque  bajo  la  precisa  estipulación  que  la 
Francia  y  la  España  no  estarían  jamás  unidas 
bajo  un  mismo  cetro. 

SUCESIÓN  DE  AUSTRIA  (Guerra  de 
la).  El  Emperador  Carlos  VI,  último  varón  de 
la  casa  de  Austria ,  habiendo  muerto  el  "20  de 
Octubre  de  1740  ,  su  sucesión  originó  una 
guerra  general.  Las  negociaciones  de  avenen-. 
cia  y  paz  principiaron  en  Bréda  en  1746 ,  y 
terminaron  en  Aix-la-Ch'apelle  con  I9  paz  fir- 
mada el  18  deOQtubre  de  1748. 

SUCESIOir  DE  BAVIEBA  (Guerra  de 


la).  La  muerte  de  Maximiliano  José,  último 
Elector  de  la  casa  de  Wittelsbach,  acaecida  el 
30  de  Diciembre  de  1777  ,  ocasionó  los  tras- 
tornos y  guerra  que  terminó  con  la  paz  de 
Teschen  el  13  de  Mayo  de  1779.  Véase  en  Les 
causes  célebres  du  droit  des  gens ,  obra  publica- 
da en  1843  por  M.  Ch.  de  Marthns,  la  corres- 
pondencia muy  curiosa  que  siguieron  en  aque- 
lla época,  el  Emperador  José  II  y  tederico  II, 
Rey  de  Prusia. 

SUOESOB.  El  que  entra  ó  sobreviene  en 
los  derechos  de  otro.  Hay  sucesor  universal  y 
sucesor  particular.  Sucesor  unipersal  es  el  que 
sucede  en  todos  los  derechos  y  acciones  de  la 
persona  á  quien  representa  y  en  cuyo  lugar 
se  subroga:  tal  es  el  heredero. 

Sucesor  particular  6  singular  es  el  que  sti- 
cede  ó  se  subroga  á  otro  en  alguna  cosa  que 
ha  adquirido  de  él  por  causa  de  venta ,  doua- 
cion  ú  otro  semejante* 

El  sucesor  universal  tiene  que  observar  las 
convenciones  de  su  antecesor,  por  la  regla  ge- 
neral de  que  el  que  contrae,  contrae  para  sí  y 
para  sus  sucesores:  más  el  sucesor  singular  no 
está  obligado  á  los  contratos  de  su  autor. 

SUELDOS.  Así  se  llaman  las  cantidades 
que  de  los  fondos  del  Erario  ó  de  los  pueblos 
se  entregan  en  retribución  del  servicio  perso- 
nal que  prestan  al  Erario  ó  al  público  los 
que  las  reciben. 

Tan  dañoso  es  al  Estado  el  excesivo  número 
de  sueldos,  que  distraen  á  los  hombres  de  las 
ocupaciones  útiles  y  obligan  al  contribuyente 
k  invertir  eú  ellos  infructuosamente  parte  de 
los  sacrificios  pecuniarios  que  la  Autoridad 
soberana  le  exige  con  el  protesto  del  bien  ge- 
neral, como  injusta  y  expuesta  á  graves  in- 
convenientes la  mezquindad  en  los  sueldos, 
cuando  no  compensan  el  rédito  correspondien- 
te al  capital  que  hubiere  anticipado  el  que 
sirve  para  ponerse  en  disposición  de  ser  útil 
con  sus  conocimientos  á  la  sociedad.  Es  pre- 
cisó* seguir  un  término  prudente  que  limite  . 
el  número  de  los  empleados  y  de  los  sueldos  á 
lo  puramente  preciso  á  las  necesidades  del  Es- 
tado, y  que  distribuya  el  premio  en  razón  á 
las  calidades  que  se  requieren  eo  aquéllos  y  de 
la  importancia  de  las  funciones  que  se  lea  con- 
fiaren. 

Según  el  art.  46  del  cap.  8.*  del  "Regla^ 
meiUóde  la  Carrera  consular^  los  empleados  con- 
sulares empezarán  á  cobrar  el  sueldo  asigna- 
do á  su  cargo  desde  el  dia  en  que  se  presenten 
en  él,* y  el  art.-  5Ó  del  mismo  dice  que  «los 
empleados  consulares  percibirán  sus  habere 
según  la  regulación  de  moneda  aprobada  en 
Real  orden  de  1.*  de  Enero  de  1845.» 

SUELDOS  KESaULADOBES.  En  el  ar- 
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ticulo  3.*  de  la  ley  orgánica  de  la  Carrera 
consular  se  establecen  estos  sueldos. 

La  diferencia  que  media  entre  dichos  suel* 
dos  y  el  total  señalado  en  la  ley  de  Presupues- 
tos con  arreglo  &  las  condiciones  especiales  de 
localidad,  se  considera  como  asignación  para 
gastos  de  residencia. 

Para  la  liquidación  de  sueldos  se  mandó 
por  Beal  orden  de  23  de  Diciembre  de  1836 
que  los  sueldos  se  dividan  en  doce  pagas  igua- 
les de  treinta  dias  cada  una,  y  que  por  éstos 
se  prorateen  las  entradas  y  ascensos  de  los 
destinos,  desde  la  concesión  ó  toma  de  pose- 
sión, según  se  hallen  concebidas  las  órdenes 
de  nombramientos,  arreglada  á  pesetas,  uni- 
dad de  moneda  establecida  por  decreto  de  18 
de  Octubre  de  1868.  Véase  Haberes  pasitos. 

SUEIiBOS  DUPLICADOS.  Entre  los  re- 
cursos pecuniarios  de  que  se  valió  el  genio 
desgraciado  de  D.  Juan  Bautista  Iturralde, 
que  dirigia  la  Hacienda  en  1733,  fué  uno 
mandar  que  «Ministro  alguno,  ni  otra  persona 
de  cualquiera  calidad  y  grado  que  fuera,  pu- 
diera obtener  goces  duplicados,  con  titulo  de 
ayudas  de  costa,  gaje,  sobresueldos,  gratifica- 
ción, ó  con  otro,  porque  tan  solamente  habia 
de  percibir  cada  uno  el  que  tuviera  asignado 
al  empleo  que  sirviera.»  En  el  dia  sucede 
lo  mismo  y  no  se  puede  gozar  sino  de  un  solo 

sueldo. 

SUFBAGIO.  Suffragium  era  el  nombre 
que  se  daba  en  Roma  al  voto  ó  declaración  que 
todo  ciudadano  hacia  de  su  opinión  en  las  jun- 
tas, reuniones  ó  asambleas  [comices)  en  que  se 
deliberaba  sobre  algún  asunto. 

El  sufragio  en  alta  voz  duró  mucho  tiem- 
po, y  unos  setecientos  años  después  de  la  fun- 
dación de  Roma  fué  cuando  se  introdujo  el  su- 
fragio escrito  por  medio  de  tabletas  enceradas. 
Este  modo  de  votar  se  introdujo  por  primera 
vez  en  el  año  139  antes  de  Jesucristo,  según 
previene  la  ley  Oabinia^  para  la  elección  de 
Magistrados;  en  el  año  137,  por  la  ley  Castia, 
para  los  juicios,  y  en  133,  por  la  ley  Papiria, 
en  el  proyecto  de  una  ley. 

Estos  datos  históricos  prueban  suficiente- 
mente que  si  el  derecho  de  votar  no  lo  debe- 
mos á  las  Constituciones  modernas,  tampoco 
justifican  que  el  sufragio  universal,  si  se  ex- 
plota hábilmente  en  favor  de  tal  ó  cual  prin- 
cipio politice,  no  esté  exento  de  graves  peli- 
gros para  la  sociedad.  Véase  Voto. 

8UMABIA.  Las  primeras  diligencias  con 
que  se  instruye  una  causa  criminal  hasta  po- 
nerla en  estado  de  tomar  la  confesión  al  reo. 

8UMABIO.  Modo  de  proceder  brevemen- 
te en  algunos  negocios  sin  todas  las  for  jjali- 
dades  de  un  juicio:  sirve  principalmente  para 


designar  las  primeras  diligencias  con  que  se 
instruye  una  causa  criminal,  hasta  ponerla  en 
estado  de  tomar  la  declaración  al  reo.  — Es  el 
resumen,  compendio,  suma,  epitome,  extracto 
de  lo  sustancial,  etc. 

En  caso  de  extravio  de  las  actuaciones  ori- 
ginales de  un  sumario  ó  proceso,  producirá  la 
copia  los  mismos  efectos.  Véase  Atiibuciones 
jQDiGiALES,  art.  12,  y  Juicio  plbnaiio  y  Joicio 

SUMARIO. 

SUMISIÓN.  El  acto  solemne  por  el  cual 
uno  se  somete  ó  sujeta á  otra  jurisdicción,  re- 
nunciando su  domicilio  y  fuero.  Véase  Juiís- 

DICGION. 

SUPERVIVENCIA.  El  acto  de  sobrevi- 
vir una  persona  á  otra;  ó  una  vida  más  larga 
que  la  de  otro  con  quien  se  tiene  relación. 
Sucede  á  veces  que  mueren  en  un  aconteci- 
miento, V.  gr.,  en  un  naufragio  ó  incendio, 
dos  ó  más  personas  llamadas  á  sucederse  unas 
á  otras;  y  para  decidir  los  pleitos  que  con  tal 
motivo  se  pueden  suscitar  entre  los  herederos, 
conviene  fijar  de  un  modo  seguro,  ó  bien  por 
presunciones,  cuál  de  dichas  personas  sobre- 
vivió ó  debió  perecer  después  que  las  demás; 
á  cuyo  efecto  se  establecen  algunas  reglas  en 
el  articulo  Mueitb  simultímea. 

La  palabra  superoivencia  significa  también 
io  mismo  que  futura,  esto  es,  la  gracia  ó  pri^ 
vilegio  concedido  á  alguno  para  gozar  una 
renta  ó  pensión  ó  servir  un  empleo  después 
de  haber  fallecido  el  poseedor.  Véase  MuRaiB 

SIMULTANEA. 

SUPLICATOBIO.  Si  la  actuación  ó  dili- 
gencia que  exige  el  despacho  de  toda  comuni- 
cación ha  de  ejecutarse  por  un  Tribunal  ó  Au- 
toridad superior,  entonces  se  hace  por  medio 
de  escrito,  en  forma  de  petición,  con  la  firma 
del  Juez,  y  se  llama  suplicatorio.  Sí  es  para 
un  Tribunal  superior,  se  remite  por  medio  de 
oficio  dirigido  á  su  Presidente. 

SUSCBICIONES.  El  Ministerio  de  EaU- 
do,  por  Real  orden  circular  de  12  de  Junio  de 
1856,  previene: 

«Que  no  se  abra  ninguna  suscricion  si  no 
se  ha  recibido  antes  la  debida  autorización  al 
efecto,  y  que  las  corporaciones  ó  personas  que 
se  dirijan  á  las  Agencias  del  Gobierno  en  el 
extranjero  con  el  mencionado  objeto  lo  hagran 
siempre  por  conducto  de  la  primera  Secre- 
taria.» 

SUSPENSIÓN  DE  FAGOS  Á  IdOS 
AGiBEDOiBS.  Fué  uuo  de  los  medios  de  que  se 
valió  la  industria  del  Ministerio  de  Hacienda 
el  año  de  1596  para  aliviar  las  cargas  del  Era- 
rio. Produjo  Yivas  reclamaciones  de  parte  de 
los  asentistas  y  hombres  de  negocios,  cuyas 
legitimas  esperanzas  quedaban  burladas  con 
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tan  fatal  providencia.  A.  sus  reclamaciones  su- 
cedieron acomodamientos  nuevos,  ruinosos  al 
Brario,  y  que  demostraron  la  falencia  de  este 
duro  expediente ,  que  creemos  muy  oportuno 
consignar  en  la  época  presente. 

SUSPENSIÓN  DE  UN  CABQO  PÚBLI- 
CO. Pena  correccional  que  inhabilita  al  penado 
para  el  ejercicio  de  aquel,  durante  el  tiempo 
que  sefiale  la  condena. 

SUSPENSIÓN  DE  OEBEOHOS  POLÍ- 
TICOS. Pena  correccional  que  inhabilita  al  pe* 
nado  para  el  ejercicio  de  aquellos,  durante  el 
tiempo  señalado  en  la  condena. 

SUSPENSIÓN  DE  PROFESIÓN  Ú  OFI- 
CIO. Pena  correccional  que  priva  al  penado  de 
la  facultad  de  ejercer  aquella  sobre  que  recae 
durante  el  tiempo  de  la  condena. 

SUSPENSOS  Ó  ENCAUSADOS.  El  em- 
pleado de  la  carrera  civil  suspenso  del  ejerci- 
cio de  su  destino  por  providencia  administra- 
tiva, disfrutará  de  medio  sueldo. 

Si  á  la  suspensión  acompañaren  procedi- 
mientos judiciales  por  alcances  ó  malversación 
de  efectos  ó  caudales  püblicos,  no  se  hará  abo- 
no de  sueldo  alguno  al  encausado.  Si  el  en- 
causamiento  fuere  por  efecto  de  otros  delitos, 
gozará  el  empleado  el  sueldo  que  como  cesan- 
te le  corresponda  hasta  la  sentencia,  sin  de- 
recho, aun  cuando  esta  fuere  absolutoria,  á  re- 
clamar del  Tesoro  público  otros  abonos,  {kvt.  40 
del  Real  decreto  de  18  de  Junio  de  1852.) 

Las  sentencias  absolutorias  de  los  Tribu- 
nales encausas  criminales  formadas  á  los  em- 
pleados no  les  confiere  derecho  á  re  posición 
en  sus  destinos.  (Art.  42  del  mismo.) 

SUSTITUCIÓN.  El  nombramiento  de  otro 
heredero,  para  que  á  falta  de  primer  nombra- 
do entre  á  percibir  la  herencia.  (Prólogo  y 
ley  1.',  tít.  5.%Part.  6.') 

SUSTITUCIÓN  VULGAB.  La  que  se 
hace  en  favor  de  alguno  para  el  caso  do  que 
el  instituido  no  pueda  ó  no  quiera  ser  herede- 
ro. (Ley  1.*,  tít.  5.*,  Part.  6.*) 

SUSTITUCIÓN  PUPILAB.  La  institu- 
ción de  heredero  hecha  por  el  padre  para  que 
suceda  en  los  bienes  de  su  hijo  pupilo  que  por 
no  haber  llegado  á  la  edad  de  la  pubertad  no 
puede  hacer  testamento.  (Ley  1.*,  tit.  5.*, 
Part.  6.') 

SUSTITUCIÓN  EJEMPLAB.  La  susti- 
tución que  los  ascendientes  hacen  á  sus  hijos 
y  descendientes  fatuos  ó  locos,  aunque  sean 
mayores  de  25  años,  ó  bien  el  nombramiento 
de  heredero  que  hace  el  padre,  la  madre  ó  los 
abuelos  para  que  suceda  en  los  bienes  del  hijo 
ó  descendiente  furioso  ó  mentecato,  incapaz 
de  testar,  para  el  caso  de  morir  en  tal  estado. 
(Ley  11,  tít.  6/,  Part.  6.') 


SUSTITUCIÓN    COMPENDIOSA.     La 

que  en  breves  palabras  comprende  6  puede 
comprender  cualesquier  herederos,  todos  los 
tiempos  y  edades  de  ellos  y  todos  los  bien<  s; 
de  suerte  que  esta  especie  de  sustitución  pue- 
de abrazar  la  vulgar,  la  pupilar  y  cualquiera 
otra,  según  la  calidad  ó  capacidad  del  que  la 
hace  y  del  que  la  recibe.  (Ley  12,  tít.  5  °, 
Part.  6.']  Es  más  bien  modo  de  sustituir  que 
especie  de  sustitución  distinta  de  las  otras. 

SUSTITUCIÓN  BECÍPBOOA.  Una  es- 
pecie de  sustitución  por  la  cual  el  testador  des- 
pués de  haber  instituido  dos  ó  más  herederos 
los  sustituye  mutuamente  los  unos  á  los  otros, 
como  si  dijese:  ((Instituyo  por  mis  herederos  á 
Pedro  y  Juan,  mis  dos  hijos  legitimes  meno- 
res de  14  años,  y  los  hago  mutuamente  susti- 
tutos uno  de  otro;»  en  cuyo  caso  hay  cuatro 
sustituciones,  dos  vulgares  y  dos  pupilares,  y 
por  renuncia  ó  muerte  del  uno  debe  el  otro 
haber  la  herencia.  (Ley  13,  tit.  5.*,  Part.  6.*) 
SUSTITUCIÓN  FIDEICOMISABIA. 
Aquella  en  que  el  testador  encarga  al  herede- 
ro instituido  que  restituya  á  otro  la  herencia. 
(Ley  14,  tít.  5.*,  Part.  6.*) 

SUSTITUCIÓN  DIBECTA  Y  OBLÍ- 
GüA  Ó  INDIRECTA.  Sustituclou  directa  es  aquella 
por  la  que  el  sustituto  percibe  la  herencia  sin 
intervención  de  persona  alguna,  y  sustitución 
indirecta  ú  oblicua  es  aquella  por  la  que  el  sus- 
tituto obtiene  la  herencia  mediante  otra  perso- 
na. Son  directas  la  vulgar ,  la  papilar ,  la 
ejemplar,  la  compendiosa  y  la  reciproca,  por- 
que en  ellas  recibe  el  sustituto  los  bienes  di- 
recta ó  inmediatamente  del  testador;  y  es  indi- 
recta ü  oblicua  solo  la  ñdeicomisaria,  porque 
en  ella  el  sustituto  percibe^  mediata  é  indirec- 
tamente por  mano  de  un  tercero  los  bienes 
que  el  testador  le  deja. 

SUSTITUTO.  El  heredero  que  se  nombra 
en  segundo  lugar  para  que  entre  á  percibir  la 
herencia  por  falta  del  primer  nombrado.  (Ley 
1/,  tit.  5.*,  Part.  6.') 

No  siendo  fideicomisario  el  sustituto,  sino 
de  las  otras  especies  explicadas  en  los  artícu- 
los anteriores,  debe  percibir  de  la  herencia  la 
misma  porción  que  hubiere  sido  señalada  en 
el  testamento  al  instituido  en  primer  lugar, 
por  cuanto  se  presume  que  á  uno  y  otro  tuvo 
igual  afecto  el  testador,  á  no  ser  que  éste  dis- 
ponga otra  cosa,  6  que  se  colija  haber  sido  di- 
ferente su  voluntad.  Habiendo  nombrado  el 
testador  tres  ó  cuatro  herederos,  y  sustitutos 
de  éstos,  si  muriese  cualquiera  de  los  prime- 
ros, serán  llamados  los  segundos,  y  heredarán 
por  iguales  partes  lo  que  cupo  al  difunto  en  la 
participación,  á  menos  que  los  herederos  insti- 
tuidos en  primer  lugar  sean  personas  que  ex- 
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Clúyan  &  los  sustitutos,  seg^uii  puede  presumir-  I 
se  del  afecto  y  mente  del  testador,  como  cuan- 
do instituye  á  sus  hijos  ó  descendientes  y  les 
da  sustitutos  y  extraños,  pues  siendo  yerosi- 
mil  que  mirase  con  predilección  á  los  prime- 
ros, muerto  alguno  de  ellos  sin  sucesión,  le 
heredarán  sus  hermanos,  porque  se  couside- 
ran  reciprocamente  sustituidos,  lo  cual  no  se 
presume  en  los  demás  casos.  (Leyes  2/  y  3/, 
título  5.*,  Part.  6.') 

También  se  inñere  que  hay  sustitución  re- 
ciproca entre  los  herederos  instituidos  en  pri- 
mer lugar,  si  el  testador  nombrase  sustitutos 


para  cuando  fallezca  el  ultimo  de  aquellos» 
porque  debiendo  éste  hacer  pasar  la  herencia  á 
los  sustitutos,  según  la  disposición  del  testa- 
dor, no  podría  veriñcarlo  si  no  recogiese  ea  si 
mismo  la  herencia  por  fallecimiento  de  los  otros 
herederos. 

SUSTITUTOS  DB  LOS  REGISTROS 
DE  LA  PROPIEDAD.  Cada  Registrador  debe  propo- 
ner al  Presidente  do  la  Audiencia  el  nombra- 
miento de  un  sustituto  que  le  reemplace  en 
ausencias  y  enfermedades ,  en  la  forma  pres  • 
crita  en  el  art.  309  de  la  ley. 
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TABACO.  No  se  conoció  entre  nosotros  el 
uso  inocente  del  tabaco  hasta  el  siglo  XVI,  en 
el  cual  el  descubrimiento  de  las  islas  de  Cuba 
y  Santo  Domingo  introdujo  el  placer  de  su 
uso.  Bn  un  principio  corrió  el  abasto  de  esta 
planta  á  la  libre  especulación  del  comercio; 
pero  creyendo  los  arbitristas  sacar  un  tesoro 
para  el  Erario,  lograron  que  las  Cortes  cele- 
bradas el  año  1636  hiciesen  esclusiva  de  la 
Hacienda  su  venta,  aplicando  á  Tesoreria  los 
rendimientos  del  estanco  de  un  género  que 
no  es  de  la  exclusiva  producción  del  que  lo 
despacha. 

Bl  tabaco  en  polvo  se  conduela  á  Bspaña 
de  las  dos  islas  arriba  citadas,  hasta  que  en 
el  año  de  1670  se  estableció  la  fábrica  de  Se- 
villa, á  cuya  ciudad  se  conduela  la  hoja  para 
ser  elaborada  por  manos  mercenarias  pagadas 
por  el  Bstado. 

Los  rendimientos  do  esta  renta  estuvieron 
arrendados  por  mucho  tiempo  á  hombres  de 
negocios;  pero  hace  ya  más  de  siglo  y  medio 
que  corre  su  administración  de  cuenta  de  la 
Hacienda. 

Las  instrucciones  y  ordenanzas  sanciona- 
das para  el  gobierno  de  esta  renta,  han  llega- 
do á  imponer  la  pena  de  muerte  al  defrauda- 
dor, conmutada  después  con  la  de  presidio  y 
multa,  según  la  gravedad.  Con  tan  severas 
disposiciones  ¿ha  logrado  la  Hacienda  ser  la 
única  vendedora?  ¿Se  ha  estirpado  el  contra- 
bando? Esto  dura  y  durará,  arruinando  la  mo- 
ral pública  y  las  familias,  y  manteniendo  una 
guerra  lastimosa  entre  el  Gobierno  y  los  súb- 
dltosy  mientras  haya  interés  en  hacerla;  y  le 


habrá,  hasta  que  los  que  dirigen  la  Hacienda 
renuncien  al  estanco,  contentándose  con  exi- 
gir al  tabaco  unos  moderados  derechos,  conao 
se  hace  con  el  cacao  y  el  azúcar,  ó  hasta  qae 
arreglen  sus  especulaciones  de  modo  qae  el 
género  que  vendieren  sea  de  una  calidad  y  de 
un  precio  tan  moderado,  que  no  pueda  exci- 
tar el  deseo  en  los  demás  negociantes  de  com- 
petir en  el  mercado. 

Y  ¿cómo  lograrlo,  á  no  conocer  los  agen- 
tes del  Tesoro  que  esta  renta  se  debe  conducir 
más  bien  por  las  leyes  mercantiles  que  por  las 
de  la  coacción?  ¿Y  cómo  renunciar  al  empeño 
de  sostener  un  precio  exorbitante,  enga&ados 
con  la  falsa  idea  de  que  la  ganancia  sigae  la 
razón  directa  de  la  gravedad  de  éste? 

«Cuando  en  el  año  de  1809  (dice  Canga 
Arguelles)  se  vendia  el  tabaco  en  los  estancos 
á  48  rs.  la  libra,  el  comerciante  lo  ofrecía 
á  17  y  18,  con  tanta  utilidad,  como  que   lo 
compraba  en  Gibraltar  á  4  rs.:  empleaba  2  en 
los  gastos  de  conducción,  lo  vendia  en  la  costa 
de  Valencia  á  otros  comerciantes  de  por  mayor 
á  8,  9  y  10  rs. ,  y  éstos  lo  trasladaban  á  1 4  rs. 
á  los  expendedores,  que  lo  despachaban  por  los 
pueblos  á  razón  de  17  y  18.  Y  el  consumidor 
que  vela  al  ojo  un  ahorro  de  30  rs.  en  libra, 
¿preferida  dar  en  la  tienda  del  Bey  48  rs.  por 
lo  mismo  que  por  30  rs.  lo  tenia  de  mano  del 
contrabandista?  Y  empeñarse  en  llevar  ade- 
lante el  sistema  de  rigor,  ¿no  es  lo  mismo  que 
sacrificar  los  hombres  á  los  errores,  queriendo 
violentar   las  más  irresistibles  inclinaciones 
del  hombre?  Bn  semejante  situación,  hallán- 
dome yo  de  Intendente  en  Valencia,  bi^é  á  16 
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reales  el  precio  del  tabaco  y  con  ello  conseguí 
destruir  el  contrabando,  hacer  única  vendedo- 
ra á  la  Hacienda  y  traer  á  las  arcas  de  ésta 
600.000  rs.  líquidos  mensuales,  en  Tez  de 
3.000  que  se  recogían  por  el  sistema  anterior.» 
Lo  cierto  es,  según  la  opinión  general,  que 
este  monopolio  del  tabaco  será  siempre  causa 
triste  y  lamentable  de  muchas  y  trascenden- 
tales desgracias;  y  que  sin  él  ganarla  la  agri- 
cultura, la  Industria  y  el  comercio;  ganaría 
la  clase  proletaria,  la  moral  pública  y  mucho 
más  el  Erario;  porque  imponiendo  un  derecho 
módico  sobre  cada  libra  de  tabaco  producido  ó 
importado,  según  su  calidad,  sacarla  bastante 
más  de  lo  que  hoy  reporta  esta  renta. 

Muchas  veces  hemos  dicho  por  medio  de 
la  prensa  que  «la  opresión,  el  fisco  y  las  ta- 
sas son  otras  tantas  ligaduras  que  oprimen 
nuestra  desgraciada  agricultura;  que  ellas  la 
amortiguan,  enervan  la  ignorancia  y  que  son 
y  serán  siempre  las  causas  más  fatales  de  su 
decadencia  y  de  su  ruina.»  Tal  vez  nos  haga- 
mos ilusiones  y  nos  engañemos. 

Bn  el  reinado  de  Fernando  VII  se  promo- 
vió un  expediente,  que  se  instruyó  en  la  Secre- 
taria del  Despacho  de  Hacienda,  sobre  la  acli- 
matación y  cuTlivo  en  la  Península  del  taba- 
co, y  se  mandó  por  Real  orden  circular  del  Mi- 
nisterio de  Estado  de  1 1  de  Diciembre  de  1830 
que  los  Agentes  diplomáticos  y^consulares  re- 
mitiesen á  dicha  Secretaria  cuantos  libros, 
cuadernos,  opúsculos,  tratados  y  noticias  se 
pudieran  adquirir  sobre  la  siembra,  cosecha 
y  manipulación  del  tabaco  en  hoja,  hasta  po«- 
nerlo  en  estado  de  hacer  uso  para  el  comercio. 
Mucho  han  podido  hacer  los  Qobiernos  que  se 
han  sucedido  desde  el  Estatuto  Real  hasta  las 
Constituyentes  de  1868  acerca  de  tan  impor- 
tante cuestión;  pero  ha  prevalecido  el  sistema 
del  monopolio  y  se  ha  privado  á  la  agricultu- 
ra del  derecho  de  cultivar  una  nueva  planta 
que  hubiera  podido  aumentar  sus  rendimien- 
tos y  su  prosperidad. 

La  Real  orden  circular  de  26  de  Abril 
de  1845,  relativa  al  tránsito  de  tabacos  como 
mercancía  prohibida,  dice: 

«Que  los  Agentes  consulares  de  S.  M.  en 
el  extranjero  se  abstengan  de  librar  certifica- 
dos para  géneros  prohibidos  á  su  importación 
en  el  Reino.» 

Pero  la  de  6  de  Mayo  de  1854  previene: 
cique  todos  los  Cónsules  de  España  en  el  ex« 
tranjerose  consideren  facultados  para  expedir 
con  las  formalidades  que  prescribe  la  Instruc- 
ción vigente  (entonces)  de  Aduanas  certifica- 
dos para  la  importación  de  tabacos  con  destino 
á.  las  provincias  exentas  y  Aduanas  de  Trun, 
San  Sebastian,  Bilbao  y  Elizondo,  que  disfru- 


tan de  la  habilitación  correspondiente,  siempre 
que  las  expresadas  remesas  se  hagan  bajo  el 
concepto  y  con  la  previa  condición  de  ser  para 
el  necesario  consumo  de  las  mismas. )) 

La  introducción  de  tabacos  elaborados  y  pro- 
cedentes de  la  isla  de  Cuba  y  Puerto -Rico  fué 
permitida  por  Real  orden  de  20  de  Abtil  de 
1866.  Las  Aduanas  donde  han  podido  adeudar 
derechos  de  entrada  fueron t 


Alicante. 

Palma. 

Barcelona. 

Santander. 

Bilbao. 

San  Sebastian. 

Cádiz. 

Sevilla. 

Coruña. 

Valencia. 

Gijon. 

Vigo. 

Málaga. 

El  depósito  y  trasbordo  de  dichos  tabacos 
ó  de  otros  de  cualquiera  especie  y  proceden- 
cia fué  prohibido,  y  en  la  citada  Real  orden 
también  se  previene: 

«Art.  4."  Los  pasajeros  que  lleguen  á  po- 
blaciones en  donde  se  encuentren  Aduanas  de 
primera  ó  segunda  clase  pueden  conducir  en 
su  equipajes  ó  fuera  de  ellos  12  kilogramos  de 
tabacos  elaborados  en  una  ó  en  varias  clases, 
los  cuales  habrán  de  ser  inchiidos  por  los  Ca- 
pitanes en  la  nota  de  pasajeros. 

El  despacho  se  verificará  en  el  acto  del  des- 
embarque por  declaración  verbal  del  interesa- 
do, en  la  forma  establecida  para  los  equipajes 
y  para  las  mercancías  á  que  se  refiere  el  ar- 
ticulo 96  de  las  Ordenanzas  de  Aduanas.  Véa- 
se Equipajes. 

Art.  5.*  El  Capitán  de  un  buque  puede 
conducir  para  su  consumo  á  bordo  tres  kilogra- 
mos de  tabaco  elaborado  de  cualquier  clase,  y 
un  kilogramo  para  el  consumo  de  cada  uno  de 
sus  tripulantes,  cuyas  cantidades  deberán  ser 
incluidas  en  el  manifiesto,  según  el  art.  46  de 
las  Ordenanzas,  y  se  conservarán  á  bordo  hasta 
la  salida  del  buque. 

Podrá  también  conducir  el  Capitán  hasta 
la  cantidad  de  tres  kilogramos  por  tripulante, 
declarándola  como  sobrante  de  rancho;  pero  en 
este  caso  habrá  de  depositarse  el  tabaco  en  la 
Aduana,  devolviéndosele  al  Capitán  al  tiempo 
de  su  partida,  mediante  un  documento  de  re- 
cibo, que  dejará  firmado  al  Administrador  de 
la  Aduana  para  unirle  al  manifiesto  respec- 
tivo. 

Si  el  Capitán  conduce  tabacos  elaborados 
en  cantidad  superior  á  la  de  tres  kilogramos 
por  tripulante,  cualquiera  que  sea  el  concepto 
en  que  los  declare,  habrá  de  despacharlos  ne- 
cesariamente pagando  los  derechos  de  tarifa 
en  el  primer  puerto  si  está  habilitado  para  este 
comercio,  y  si  no  en  el  más  inmediato  que  1^ 
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esté»  á  no  ser  que  se  haya  declarado  de  trán- 
sito, campliendo  los  requisitos  prevenidos  en 
el  articulo  que  sigue,  referente  al  tránsito  á  lo 
largo  de  las  costas  de  España. »  Véase  GoNTaA- 

BANDO. 

Por  decreto  del  26  de  Junio  de  1874  se  de- 
roga el  de  20  de  Abril  de  1866,  que,  según  se 
ha  visto,  autorizaba  la  libre  introducción  y 
venta  de  tabacos  elaborados,  procedentes  de 
la  isla  de  Cuba.  {Gaceta  de  Madrid  del  28  de 
Junio  de  1874,  núm.  179.) 

Otro  de  29  de  Octubre  del  mismo  año  con- 
cede una  próroga  á  los  expendedores  de  dichos 
tabacos  en  España  cuyo  término,  espira  el  31 
de  Enero  de  1875. 

En  el  art.  3.*  del  mismo  se  previene  «que 
las  existencias  deberán  ser  reexportadas  al  ex  - 
tranjero  ó  á  Ultramar,  sin  que  sus  dueños  ten- 
gan derecho  á  otra  indemnización  que  al  rein- 
tegro de  los  derechos  que  hayan  satisfecho. 
{Gaceta  de  Madrid  del  31  de  Octubre  del  citado 
año,  núm.  304  ] 

TACHAS.  Las  notas ,  defectos,  medios  ó 
razones  que  se  alegan  contra  los  testigos  para 
impedir  que  el  Juez  dé  crédito  á  sus  disposi- 
ciones, sea  en  materia  civil  ó  criminal.  (Ley 
1.*,  tit.  12,  lib.  11,  Novísima  Recopilación,) 
Las  tachas  pueden  recaer  sobre  las  personas  de 
los  testigos,  sobre  sus  dichos  ó  sobre  su  exá- 
men,  por  ser  inhábiles  absolutamente  para 
testificar  en  todo  género  de  causas,  ó  relati- 
vamente en  aquella  de  que  se  trata.  Véase 
Testigo. 

Sobre  sus  dichos,  por  no  haber  dado  razón 
de  ellos,  ó  por  ser  oscuros,  contradictorios,  in- 
ciertos, vacilantes,  inverosímiles,  falsos,  sin- 
gulares, inconducentes  al  hecho  litigioso,  fue< 
ra  de  lo  articulado ,  ó  acerca  de  lo  que  no  se 
les  tomó  J4iramento. 

Sobre  su  examen,  por  haberse  hecho  sin  las 
debidas  formalidades ,  en  presencia  de  otros  y 
no  en  secreto,  con  separación,  sin  preceder  Ju^ 
ramento  y  citación  de  la  parte  contraria,  fue- 
ra del  término  competente  ó  después  de  hecha 
publicación,  ó  por  persona  que  carecía  de  ju- 
risdicción, etc. 

Para  que  se  admitan  las  tachas  es  ne- 
cesario: 

1.*  Que  no  sean  generales  sino  especiales 
y  bien  determinadas;  de  modo  que  si  á  un  tes* 
tigo  se  opone  la  tacha  de  falsario,  se  ha  de  ex- 
presar en  qué  tiempo  y  pleito  dijo  falso  testi- 
monio; si  la  de  homicida  alevoso,  á  quién  ma* 
tó,  cómo  y  en  qué  sitio;  si  la  de  perjuro,  en 
qué  caso,  lugar  y  tiempo,  y  por  qué  razón  es 
perjuro,  y  asi  de  lo  demás. 

2.*  Que  cualquiera  que  sea  la  instancia  se 
propongan  dentro  de  los  seis  días  siguientes  al 


de  la  notificación  de  la  publicación  de  proban- 
zas y  no  después ,  porque  no  se  concede  más 
término  ni  restitución;  bien  que,  según  diceD 
algunos  autores,  esto  debe  entenderse  de  un 
modo  efectivo  y  posible ,  sin  que  puedan  em- 
pezar á  correr  los  seis  dias  sino  desde  aquel 
tiempo  en  que  las  partes  hayan  visto  los  tes- 
tigos que  declaran  en  la  probanza  contraria,  y 
combinados  sus  dichos,  para  asegurarse  de  \a 
calidad  y  vicios  de  sus  personas,  de  la  false- 
dad que  contengan  sus  declaraciones ,  y  del 
modo  de  probar  los  defectos  ó  tachas,  pues  de 
otra  manera  correrla  el  término  de  los  seis 
dias  contra  el  ignorante  ó  impedido. 

3.*  Qué  el  que  las  alega  proteste  y  jare 
no  ponerlas  de  malicia  ni  con  ánimo  de  infa- 
mar al  testigo,  sino  únicamente  por  convenir 
á  su  defensa,  pues  de  esta  suerte,  no  habiendo 
malicia  ,  se  libertará  de  la  pena  de  ofensor  ó 
calumniador,  según  dicen  los  autores,  aunque 
no  justifique  la  tacha.  (Ley  2.',  tít.  12,  libro 
1 1 ,  Noüísima  Recopilación ;  Gordb  db  la  OaSa- 
DA,  Juicio  ejecutivo^  Part.  1.*,  cap.  10,  desde 
el  núm.  40,  y  Esgrighb,  Diccionario  de  Juris- 
prudencia y  Legislación,  pág.  1556.) 

TAJAMAR.  Tablón  algo  curvo  que  nace 
desde  la  quilla  y  va  endentado  en  la  parte 
exterior  de  la  roda,  en  cuyo  extremo  se  pone 
en  la  proa  de  las  naves  el  león,  etc. 

TAUON'.  La  pena  igual  y  semejante  al 
delito  co  Jietído;  esto  es ,  la  pena  que  consiste 
en  castigar  por  el  mismo  modo  que  se  delin- 
que. «El  tallón,  considerado  como  una  pena, 
dice  Pando  (1),  destinada  no  á  reparar  el  daño 
hecho,  sino  á  proporcionar  una  seguridad  para 
lo  futuro,  escarmentando  al  ofensor,  es  un  me- 
dio  demasiado  costoso  entre  particulares,  por- 
que dobla  el  mal  á  que  como  remedio  se  apli- 
ca; y  aún  es  menos  conveniente  á  las  Nacio- 
nes, porque  entre  éstas  la  pena  caería  diñcil- 
mente  sobre  los  autores  del  daño.»  Reyneval 
dice:  «No  es  fácil  aplicar  el  talion  al  derecho 
de  gentes,  porque  no  podría  tratarse  de  él  sino 
durante  la  guerra,  y  es  casi  imposible  hallar 
la  balanza  entre  el  mal  causado  y  una  pena  de 
la  misma  especie.»  Los  hebreos  usaban  el  ta- 
lion con  el  mayor  rigor,  exigiendo  ojo  par  ojo 
y  diente  por  diente ,  como  dice  el  Evangelio. 
Véase  Rbprksalias. 

TABIFA  DE  DSBECHOS  COirSITIíA- 
EBS.  Las  necesidades  y  buen  sistema  adminis- 
trativo de  los  Agentes  consulares  de  la  Na- 
ción en  el  extranjero ,  debieron  tener  siempre 
por  base  un  Arancel  general  que  comprendie- 
se y  determinase  los  derechos  que  debían  per- 
cibir por  los  variados  y  múltiples  actos  y  dl- 


(1)    Derecho  in^macional,  pág.  240. 
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ligencias  que  emanan  del  seryicio  que  pres- 
tan. Para  cortar  abasos,  el  Gobierno  tuvo  que 
adoptar  un  pronto  y  eficaz  remedio,  reformando 
la  tarifa  de  23  de  Agosto  de  1788,  tan  pro- 
pensa á  imposiciones  arbitrarias,  y  por  Real 
decreto  de  23  de  Abril  de  1867  S.  M.  aprobó 
las  tarifas  de  los  derechos  que  deben  percibir- 
se en  los  Consulados  y  Cancillerías  de  la  Na- 
ción en  países  extranjeros. 

La  Real  orden  circular  del  Ministerio  de 
Estado  de  15  de  Junio  de  1857  previene,  para 
evitar  abusos: 

((Que  los  Cónsules  y  Vicecónsules  tienen 
obligación  de  tener  á  la  vista  en  sus  oficinas 
las  tarifas  de  derechos,  y  de  anotar  al  pié  de 
los  documentos  que  expidan  ó  autoricen  los 
derechos  que  perciban ,  con  arreglo  á  las 
mismas.^) 

En  el  Reglamento  de  20  de  Diciembre  de 
1857  también  se  dice: 

«Art.  3/  Los  Cónsules  dispondrán  que  la 
tarifa  de  los  derechos  consulares  esté  á  la  vista 
de  los  contribuyentes,  y  que  se  anote  al  pié  de 
los  documentos  que  expidan  ó  autoricen  los 
derechos  que  éstos  satisfagan;  velarán  para  que 
no  se  perciban  en  mayor  ni  menor  cantidad  de 
la  que  la  tarifa  determina,  y  propondrán  al 
Gobierno  las  adiciones  ó  alteraciones  que  con- 
venga introducir  en  ella.» 

También  la  Real  orden  del  Ministerio  de 
Bstado  de  15  de  Setiembre  de  1857  recuerda 
el  cumplimiento  de  la  tarifa  consular. 

La  de  9  de  Setiembre  de  1858  del  mismo 
Ministerio  previene:  «que  las  notas  de  carga  de 
graneles  deben  considerarse  como  superiores 
á  13  cabos,  y  por  lo  tanto  pagar  el  máiimum 
de  derechos,— 10  frs. 

La  de  29  de  Mayo  de  1859  determina  que 
el  refrendo  de  cada  sobordo  para  América  pa- 
gne  80  rs. 

Los  derechos,  que  se  exigirán  en  moneda 
española,  son  á  razón  de  5  frs.  25  cents,  por 
cada  20  rs.   (Real  orden  de  7  de  Abril  de 

1852.) 

El  decreto  de  23  de  Abril  de  1867  {Gacela 
de  Madrid  del  26  del  mismo  mes  y  año)  es  re- 
ferente á  la  tarifa  de  los  derechos  que  deberán 
percibirse  en  los  Consulados  y  Cancillerías  de 

España. 

La  Real  orden  circular  de  18  de  Julio  de 
1871  previene:  «que  exigiendo  los  Agentes 
franceses  10  frs.  por  el  visa  de  los  pasaportes 
para  Espaha  satisfagan  los  subditos  franceses 
1 0  pesetas  al  entrar  también  en  España  como 
derechos  consulares.  Véase  MmkIgula  db  espa- 
ñoles para  los  derechos  que  éstos  devengan. 

Hé  aquí  los  principales  artículos  de  la  tari- 
fa de  derechos  que  se  han  exigido  en  las  Can- 


cillerías consulares  de  España  en  el  extranjero 
hasta  el  año  de  1874: 

Rs.  Cs.  Frs.  Cs 


3  26 
6  50 

3  26 

2  72 


10 


5  15 
5  40 


Refrendo  ó  legación  de  patente  para 

buque  español 12  38 

ídem  id.  para  buque  extranjero... .     24  70 
Certificación  de  vida,  buena  con- 
ducta ú  otra  cualquiera 12  38 

Refrendo  de  pasaporte  español  para 

España 10  33 

Refrendo  de  un  pasaporte  extran- 
jero      41  34  10  88 

Pasaporte  nuevo  para  español 12  38    3  26 

Poder,  testamento  ó  cualquier  otro 
documento  notariado  y  cada  hoja 

de  Ídem 16  56    4  35 

Protesta  de  averías  y  su  copia 24  70    6  50 

Legalización  de  un  documento  es- 
pañol      12  38    3  26 

ídem  id.  extranjero 24  70    6  50 

Un  buque  español  cargado  que  entre 
de  arribada,  y  que  no  nace  ope- 
ración de  comercio  paga  la  mitad 
de  derechos  según  el  art.  66  de  la 

tarifa  en  Argelia 38 

Si  está  en  lastre  no  paga  nada. 
Cuando  el  Vicecónsul  ten^  que 
ausentarse  de  su  residencia  para 
el  salvamento  de  un  buque  náu- 
frago, en  el  caso  de  que  haya  efec- 
tos que  puedan  resarcirlo,  le  cor- 
responderán por  oada  dia  de  au- 
sencia en  concepto  de  gastos  de 

viaje  (por  tres  horas) 21  65 

Por  cada  hora  más 20  52 

A  los  militares  y  empleados  en 
activo  servicio  y  á  los  pobres  de  so- 
lemnidad no  se  les  exigirá  derecho 
alguno  por  el  refrendo  ó  expedición 
de  los  documentos  que  necesitaren. 
(Gireular  de  la  Embajada  en  París 
de  2%  de  Junio  de  1837.) 
Por  cada  cédula  ó  certificado  de  na- 
cionalidad (1) 20  67 

Por  la  renovación  de  la  misma  to- 
dos los  años 20  67    5  44 

Quedan  exceptuados: 

1.*     Los  menores  de  14  años. 
.  2*    Los  pobres  de  solemnidad,  acreditan- 
do su  estado  de  pobreza  y  desvalimiento. 

3.*  Los  españoles  que  cuenten  con  escasos 
medios  y  los  jornaleros  y  obreros  que  no  tie- 
nen una  ocupación  permanente  satisfarán  la 
mitad  de  los  tipos,  siempre  que  acrediten  di- 
chos conceptos  á  satisfacción  del  Cónsul. 

4.*  Los  individuos  de  la  familia  de  los  es- 
pañoles que  se  hallan  en  el  caso  anterior  solo 
abonarán  una  peseta  por  la  cédula,  cuando  de- 
pendan del  Jefe  de  la  misma  para  su  subsis- 
tencia, acreditándolo  debidamente. 

Nota.  Este  art.  138  de  la  tarifa  previene 
que  (tno  se  exigirán  derechos  por  el  acto  de 
matriculacion  en  los  Consulados  á  los  españo- 
les que  se  propongan  fijar  su  residencia  en  al- 


5  44 
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(1)   Articalo  adicional  de  la  tarifa  núm.  138. 
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guQ  punto  de  la  JarisdiccioQ  de  los  misinos; 
pero  estarán  obligados  á  satisfacer  los  dere- 
chos de  las  cédalas  ó  certificados  de  naciona- 
lidad que  se  les  expidan.» 

Por  la  redacción  de  un  manifiesto 
de  salida  (1)  en  todos  los  Esta- 
dos de  Europa  y  en  los  de  Áfri- 
ca y  Asia,  y  en  sus  costas  del 
Mediterráneo  y  del  mar  Negro. .      25  ptas. 

Por  Ídem  en  todos  los  Estados  de 
América  y  de  Oceanía,  y  en  los 
de  África  y  Asia  y  en  sus  costas 
del  Océano 50 

Por  la  legalización  de  un  manifies- 
to de  salida  en  los  Estados  de  Eu- 
ropa citados 10 

Por  Ídem  en  los  de  América  idem.     20 

Muchos  de  estos  derechos  han  sufrido  al- 
teraciones de  suma  trascendencia,  según  pue- 
de verse  en  las  nuevas  Tari/as  consulares  que 
publicó  la  Gaceta  de  Madrid  del  25  de  Julio  de 
1874.  Dudamos  que  produzca  buen  resultado 
el  aumento  de  derechos  que  se  imponen  en  las 
mismas  á  los  documentos  del  estado  civil,  y  á 
los  que  sirven  para  la  habilitación  de  nuestra 
marina  mercante  en  las  Cancillerías  de  Espa- 
ña en  los  puertos  extranjeros. 

TABIFA  DS  DEBECHOS  SANITA- 
iios.  La  Instrucción  de  9  de  Noviembre  de  1858 
dispone  el  cobro  de  los  derechos  de  policía  sa- 
nitaria, su  ingreso  en  Tesorería  y  pago  de  los 
haberes  correspondientes  á  las  Juntas  del  ra- 
mo establecidas  en  los  puertos  de  cuarta  cla- 
se. Comprende  esta  tarifa:  los  derechos  de  entra^ 
da,  los  de  cuarentena^  los  de  lazareto  y  los  dere- 
chos de  patente  (2). 

TASA.  Medida,  regla,  límite  justo  que  se 
pone  á  las  cosas,  etc. — La  tasación  ó  el  apre* 
ció  formal  y  definitivo  que  se  hace  de  las  al- 
hajas. Extiéndese  á  la  misma  cédula  en  que  se 
escribe  ó  está  escrita  la  tasa. — El  precio  de- 
terminado, cierto,  fijo,  que  la  justicia  pone  á 
las  mercaderías  ó  géneros,  mantenimientos  ú 
otras  cosas  para  que  no  se  pueda  venderlas  á 
más  de  lo  designado. 

La  causa  que  motivó  antiguamente  una 
providencia  tan  directamente  opuesta  al  dere- 
cho de  propiedad,  fué  la  de  facilitar  artículos 
al  consumo  á  precios  acomodados  á  los  habe- 
res de  todos;  pero  la  experiencia  ha  demostra- 
do siempre  lo  contrario,  y  desacreditado  una 
ley  tan  dura. 

La  tasa  más  antigua  de  granos  y  mercade- 


(1)  Decreto  del  Gobierno  de  la  República  del 
13  de  Junio  de  1873. 

(2)  Véase  en  Db  0-Rbilly,  Práctica  Consular 
de  España,  segunda  parte^  pág.  189. 


rías  fué  la  que  impuso  en  España  el  Rey  Don 
Alfonso  X,  y  por  ella  se  vio  el  ejército  que  si- 
tiaba á  Niebla  y  conquistó  el  Algarve  en  tan* 
ta  escasez,  como  que  estuvo  á  pique  de  Resis- 
tirse de  la  empresa  por  falta  absoluta  de  víve- 
res, los  cuales  huyen  siempre  de  los  mercados 
donde  no  se  pagan  por  su  valor  intrínseco  y 
corriente. 

Don  Alfonso  XI  volvió  á  confirmar  la  tasa 
en  todos  los  géneros,  señalando  9  maravedís 
á  la  fanega  de  trigo  y  5  á  la  de  cebada.  En- 
careciéronse altísimamente  los  géneros  de  re- 
sultas :  muchos  vendieron  los  bienes  para  po- 
derse mantener ,  y  una  horrible  mortandad  y 
emigración  fué  en  mucha  parte  el  aciago  re- 
sultado de  la  tasa. 

La  alza  enorme  que  había  sufrido  el  pre- 
cio de  todas  las  cosas  por  efecto  de  las  guerras 
y  de  la  variación  de  la  moneda ,  hizo  creer  á 
las  Cortes  de  Toro  de  1371  que  se  restable- 
cerla el  orden  con  la  promulgación  de  la  tasa, 
con  la  cual  sancionaron  el  crecimiento  del  pre- 
cio del  trigo  y  cebada,  pues  pusieron  á  15 
maravedís  el  de  la  fanega  de  aquel  y  á  10  la 
de  la  cebada ;  pero  el  resultado  no  correspon- 
dió á  sus  esperanzas. 

Al  fin  se  reputaron  inütiles  las  tasas  ge- 
nerales ;  y  aunque  alguna  otra  vez  se  repitie- 
ron no  tuvieron  observancia,  según  Campoma- 
nes,  por  faltarles  el  principio  de  la  justicia 
intrínseca- de  los  precios,  que  varían  á  cada 
momento.  A  pesar  de  esto,  las  tasas  antiguas 
se  diferenciaban  de  las  que  después  se  impu- 
sieron en  que  no  recaían  sobre  los  géneros  más 
necesarios  á  la  vida ,  y  ésto  las  hacia  apare- 
cer menos  violentas. 

Los  Reyes  Católicos  en  1502  pusieron  al 
pan  una  tasa  temporal  por  diez  años  para  cor- 
regir el  excesivo  de  los  granos,  fenómeno  que 
no  estaba  en  su  mano  evitar,  porque  nacía  de 
la  abundancia  de  los  metales  que  llegaban  de 
América,  los  cuales,  envileciendo  su  valor  coa 
la  misma  abundancia ,  hacían  subir  el  de  loa 
demás  géneros.  (Cahpomanbs,  Respuesta  JUcal 
manuscrita  sobre  la  tasa  de  grafios.) 

TASACIÓN.  El  aprecio  o  avalúo  que  se 
hace  de  los  bienes ,  regularmente  cuando  han 
de  sacarse  á  pública  subasta,  ó  cuando  haa  de 
distribuirse  y  adjudicarse  á  los  interesados  en 
una  herencia  á  fin  de  que  no  se  perjudique  á 
los  deudores  y  acreedores  ó  á  los  herederos. 
TASADOR.  La  persona  inteligente  que 
flja  y  determina  el  precio  de  las  cosas  se^an 
su  valor.  Todo  tasador  debe  tener  conocimien- 
to en  la  materia,  probidad,  bu  ana  opinión  y 
las  demás  circunstancias  que  se  exigen  para 
testigo  mayor  de  toda  excepción.  Hay  tasado- 
res públicos  nombrados  por  el  Gobierno  6  la 
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municipalidad,  y  tasadores  aombrados  por  las 
partes. 

TELÉGBAFO.   El  telégrafo  ha  recibido 
diferentes  calificaciones  ,  según   los  diversos 
medios  empleados  para  perfeccionarlo,  á  ñn 
de  obtener  que  lleguen  más  pronto  los  avisos 
de  considerables  distancias,  trasmitidos  ins- 
tantáneamente de  punto  en  punto  de  obser- 
vación telegráfica,  que  por  lo  regular  estaban 
de  dos  en  dos  leguas  según  el  sistema  francés 
que  data  desde  1793.  Los  telégrafos  eléctricos 
existen  ya  por  toda  la  superficie  de  la  tierra, 
y  en  1863  habia  próximamente  unos  338  850 
kilómetros  de  lineas  telegráficas ,  presentando 
una  longitud  triple  de  alambres.  Además,  la 
telegrafía  trasatlántica  media  una  extensión 
de  6.701  kilómetros  y  con  las  otras  lineas  sub< 
marinas  llegaban  reunidas  á  9.299  kilómetros, 
calculándose  que  entonces  la  longitud  de  los 
alambres  equivalía  á  ocho  veces  y  media  la 
circunferencia  del  globo. 

TELÉGBAMAS.  La  Real  orden  circular 
de  23  de  Marzo  de  1867  dice: 

«La  práctica  de  incluir  en  cuenta  el  im* 
porte  de  los  partes  telegráficos ,  se  ha  hecho 
tan  general  é  impone  un  gravamen  tan  consi- 
derable al  presupuesto  del  Ministerio ,  que  no 
es  posible  demorar  por  más  tiempo  la  adopción 
de  una  medida  radical  que  ponga  término  á 
esta  irregularidad. 

Al  emplear  los  Agentes  el  telégrafo  para 
comunicarse  con  el  Gobierno  y  entre  si,  no 
han  tenido  presente  que  es  solo  un  medio  fá- 
cil y  rápido  de  sustituir  el  envió  de  parte  de 
su  correspondencia,  y  que  dicha  sustitución 
no  les  puede  eximir  de  la  obligación  de  abo- 
nar los  gastos  en  la  forma  prevenida  por  el 
reglamento  para  el  pago  de  la  corresponden- 
cia. Guando  los  telegramas  se  refieren  á  noti- 
cias políticas  de  la  mayor  importancia  para 
Bspaha,  á  asuntos  de  orden  público  ú  otros  de 
naturaleza  urgente,  y  cuando  la  Autoridad 
exige  respuesta  telegráfica  ó  tiene  expresamen- 
te mandado  el  uso  del  telégrafo  para  noticias 
dadas ,  parece  equitativo  que  se  reintegre  el 
coste  considerándolo  como  un  gasto  extraor- 
dinario; pero  en  la  inmensa  mayoría  de  los 
casos  no  se  les  puede  reconocer  semejante  ca* 
rácter  ni  procede  abonar  con  cargo  al  Tesoro 
los  gastos  de  noticias  comunicadas  más  rápi- 
damente, pero  que  se  refieren  á  la  marcha  or- 
dinaria de  los  sucesos  políticos  ó  al  curso  nor- 
mal de  los  negocios  entablados  en  los  respec  - 
ti  vos  países. 

En  su  consecuencia ,  no  deberá  incluirse 
en  nuenta  los  gastos  de  los  partes  que  no  lle- 
nen las  condiciones  especiales  que  quedan  ci- 
tadas, y  al  remitir  las  cuentas  se  acompañará 


precisamente  un  estado  por  separado ,  en  que 
constará  el  asunto  de  cada  telegrama,  sin  cu- 
yo requisito  no  se  dispondrá  su  reintegro.» 

Por  decreto  de  13  de  Marzo  de  1874 ,  los 
despachos  telegráficos  que  se  expidan  en  Es- 
paña para  sus  Islas  adyacentes  y  provincias 
ultramarinas  deben  llevar  adherido  un  sello 
de  5  cents,  desde  1.'  de  Abril  del  citado  año. 
Véase  Sellos  de  franqueo. 

TENEDÜ&IA  DE  LIBBOS.  Véase  Par- 
tida DOBLE. 

TERCIOS  NAVALES.  Lleva  este  nombre 
el  cuerpo  militar  que  forma  toda  la  gente  de 
mar  de  las  costas  de  la  Península  alistada  para 
el  servicio  de  la  marina  militar.  El  de  los  ma- 
triculados del  departamento  de  Cartagena  se 
llama  tercio  naval  de  Levante ;  de  Poniente  el 
de  Cádiz,  y  del  Norte  el  del  Ferrol.  Además 
de  estos  tercios  deben  contarse  los  pertene- 
cientes á  los  apostaderos  de  la  Habana  y  Fili- 
pinas. 

En  cuanto  al  servicio  de  los  tercios  nava- 
les debe  estarse  á  lo  que  disponen  los  artícu- 
los 1.*  al  10,  tít.  4.'  de  las  Ordenanzas  de  ma- 
trícula, pudiéndose  tener  presente  en  la  mate- 
ria la  Real  orden  de  3  de  Enero  de  1826  ,  en 
que  so  mandó  borrar  de  la  matricula  á  muchos 
individuos  que  convocados  no  comparecieron, 
y  se  mandó  se  hiciera  saber  á  los  matriculados 
que  todo  individuo  que  no  concurra  al  servicio 
cuando  le  corresponda,  será  borrado  de  la  lista 
después  de  haber  sufrido  el  castigo  que  le  im- 
pone la  Ordenanza.  Esta  orden  se  llevó  á  efecto 
en  los  pueblos  de  Blanes,  Lloret  y  Tortosa  por 
otra  de  10  de  Julio  de  1827.  Véase  Desertor. 

TESADUBA.  (Marinería.)  La  acción  y 
efecto  de  tesar.  — Las  jarcias  muertas  cuando 
son  nuevas. 

TESAB.  Poner  tirantes  los  cabos  de  las 
cuerdas. 

TESIS.  La  proposición  controvertible  que 
se  sostiene  sobre  motivos  científicos,  litera- 
rios, etc.  Usase  también  decir  en  actos  públi- 
cos que  cada  proposición  es  una  tesis. 

TESÓN.  Firmeza,  constancia,  infiexibili- 
dad  de  carácter,  etc.— Terquedad,  tenacidad, 
obstinación,  empeño,  ahinco  indeclinable. 

TESOBO.  El  depósito  antiguo  de  dinero 
ó  alhajas,  que  estando  escondido  de  tiempo 
Inmemorial,  no  tiene  ya  dueño;  ó  bien,  el  di- 
nero ü  otra  cosa  preciosa  oculta  ó  escondida, 
sobre  que  nadie  puede  justificar  derecho  al- 
guno de  dominio,  y  que  se  descubre  por  puro 
efecto  de  la'easualidad.  El  que  en  su  casa  ó 
heredad  hallare  tesoro  por  aventura  ó  buscán- 
lo»  lo  hace  suyo  por  entero;  mas  si  alguno  lo 
hubiese  escondido  y  pudiere  probar  que  le 
pertenece  y  debe  entregársele:  si  lo  hallare  en 
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casa  ó  heredad  ajena  labrándola ,  ó  en  otro 
modo  casual ,  debe  partirlo  por  mitad  con  el 
dueño  de  ella;  pero  será  todo  de  éste  cuando 
lo  encuentre  buscándolo  estudiosamente;  y  lo 
mismo  se  entiende  si  el  tesoro  se  hallare  en 
casa  ó  heredad  perteneciente  al  Bstado  ó  á  co- 
mún de  concejo.  (Ley  45,  tít.  28,  Parti- 
da 2/— El  Erario  público,  donde  entra  el  pro- 
ducto de  las  contribuciones,  impuestos,  rentas 
y  derechos  que  pagan  los  ciudadanos  para 
ocurrir  á  los  gastos  del  Estado. 

Bienes  correspondientes  al  Estado.  La  ley  de 
9  de  Mayo  de  1835,  del  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia,  dispone: 

«Articulo  1/  Corresponden  al  Estado  los 
bienes  semovientes,  muebles  é  inmuebles,  de- 
rechos y  prestaciores  siguientes:  1  .*  Los  que 
estuvieren  vacantes  y  sin  dueño  conocido  por 
no  poseerlos  individuos  ni  corporación  algu- 
na. 2/  Los  buques  que  por  naufragio  arri- 
ben alas  costas  del  Reino,  igualmente  que  los 
cargamentos,  frutos,  alhajas  y  demás  que  se 
hallare  en  ellos,  luego  que  pasado  el  tiempo 
prevenido  por  las  leyes,  resulte  no  tener  due- 
ño conocido.  3.*  En  igual  forma  lo  que  la  mar 
arrojare  á  las  playas,  sea  ó  no  procedente 
de  buques  que  hubiesen  naufragado,  cuando 
resulte  no  tener  dueño  conocido.  Se  exceptúan 
de  esta  regla  los  productos  de  la  misma  mar  y 
los  efectos  que  las  leyes  vigentes  conceden  al 
primer  ocupante,  ó  á  aquel  que  los  encuentra. 
4.*  La  mitad  de  los  tesoros  ó  sea  de  las  al- 
hajas, dinero  ú  otra  cualquier  cosa  de  valor, 
ignorada  ú  oculta,  que  se  halle  en  terrenos 
pertenecientes  al  Bsüdo,  observándose  en  la 
distribución  de  los  que  se  encuentren  en  pro- 
piedades de  particulares  las  disposiciones  de 
la  ley  45,  tit.  28,  Part.  3.*  Las  mismas  de 
cualquiera  especie  continuarán  sujetas  á  la  le- 
gislación particular  del  ramo. 

Art.  2.*  Corresponden  al  Estado  los  bienes 
de  los  que  mueran  ó  hayan  muerto  intestados, 
sin  dejar  personas  capaces  de  sucederles  con 
arreglo  á  las  leyes  vigentes.  A  falta  de  dichas 
personas  sucederán  con  preferencia  al  Bsta- 
do: 1."  Los  hijos  naturales  legalmente  reco- 
nocidos, y  sus  descendientes  por  lo  respectivo 
á  la  sucesión  del  padre,  y  sin  perjuicio  del  de- 
recho preferente  que  tienen  los  mismos  para 
suceder  á  la  madre.  2.*  El  cónyuge  no  sepa- 
rado por  demanda  de  divorcio  contestada  al 
tiempo  del  fallecimiento,  entendiéndose  que 
á  su  muerte  deberán  volver  los  bienes  raices 
de  abolengo  á  los  colaterales.  3.*  Los  colate- 
rales desde  el  quinto  hasta  el  décimo  grado 
inclusive,  computados  civilmente  al  tiempo 
de  abrirse  la  sucesión. 

Art.  3.*    También  corresponden  al  Bstado 


los  bienes  detentados  ó  poseídos  sin  titulo  legi- 
timo, los  cuales  podrán  íer  reivindicados  coa 
arreglo  á  las  leyes  comunes. 

Art.  4.*  En  esta  reivindicación  incumbe  al 
Estado  probar  que  no  es  dueño  legitimo  el 
poseedor  ó  detentador,  sin  que  éstos  puedan 
ser  compelidos  á  la  exhibición  de  títulos,  ni 
inquietados  en  la  posesión  hasta  ser  vencidos 
en  juicio. 

Art.  5.*  El  Bstado  puede  por  medio  de  la 
acción  competente  reclamar  como  suyos  de 
cualquier  particular  ó  corporación,  en  cuyo 
poder  se  hallen,  y  en  donde  quiera  que  estu- 
vieren, los  bienes  expresados  en  los  artículos 
anteriores. 

Art.  6  .*  Los  bienes  que  por  no  poseerlos 
ni  detentarlos  persona  ni  corporación  alguna 
carecieren  de  dueño  conocido,  se  ocuparán 
desde  luego  á  nombre  del  Estado,  pidiendo  la 
posesión  real  corporal  ante  el  Juez  competente, 
que  la  mandará  dar  en  la  forma  ordinaria. 

Art.  7.*  Los  buques  que  naufragaren,  sus 
cargamentos  y  demás  que  en  ellos  se  encon- 
trare, y  las  cosas  que  la  mar  arroja  sobre  sus 
playas,  según  lo  expresado  en  los  párrafos  se- 
gundo y  tercero  del  art.  1.^,  serán  también 
ocupados  á  nombre  del  Estado,  á  quien  se  en- 
tregarán, previo  inventarío  y  justiprecio  de 
todo,  y  quedando  responsable  á  las  reclamacio- 
nes de  tercero  sin  perjuicio  de  la  recompensa 
ó  derechos  que  con  arreglo  á  las  disposiciones 
que  rigieren  adquieran  los  que  contribuyen  al 
salvamento  del  buque  ó  mercaderías. 

Art.  8.**  La  sucesión  intestada  á  favor  del 
Estado  se  abre  por  la  muerte  natural.  También 
se  abrirá  por  la  muerte  civil  en  el  caso  de  que 
esta  pena  con  todos  sus  efectos  llegue  á  esta- 
blecerse por  nuestras  leyes. 

Art.  9.*  En  los  casos  en  que  la  sucesión 
intestada  pertenezca  al  Estado,  el  representan- 
te de  éste  podrá  pedir  ante  el  juez  competente 
la  segura  custodia,  inventario,  justiprecio  de 
los  bienes^  y  su  posesión  sin  perjuicio  de  ter- 
cero, que  se  le  dará  en  forma  ordinaria,  cor- 
riendo después  el  juicio  universal  sus  ulterio- 
res trámites. 

Art.  10.  Todas  las  reclamaciones  y  ad- 
quisiciones á  nombre  del  Estado  quedan  suje- 
tas, desde  la  promulgación  de  esta  ley,  á  los 
principios  y  forma  del  derecho  común,  bien 
sea  por  ocupación  ó  por  acción  deducida  en  los 
juicios  universales  de  intestados  ó  por  recla- 
mación contra  los  detentadores  sin  derecho^ 

Art.  11.  La  prescripción  con  arreglo  á  las 
leyes  comunes  excluye  las  acciones  del  Bsta- 
do, y  cierra  la  puerta  á  sus  reclamaciones  con- 
tra los  bienes  declarados  de  su  pertenencia  en 
esta  ley. 
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Art«  12.  La  prescripción  en  igual  forma 
legitima  irrevocablemente  las  adquisiciones 
hechas  á  nombre  del  Estado. 

Art.  13.  Los  bienes  adquiridos  y  qne  se 
adquirieren  como  mostrencos  á  nombre  del  Es- 
tado, quedan  adjudicados  al  pago  de  la  deuda 
pública,  y  serán  uno  de  los  arbitrios  perma- 
nentes de  la  Caja  de  Amortización. 

Art.  14.  La  Dirección  en  los  ramos  de 
amortización,  como  interesada  en  la  conserva* 
cien  y  aumento  de  las  adquisiciones  que  le 
proporciona  esta  ley,  adoptará  las  medidas  que 
estime  convenientes  para  promover  su  descu  - 
brimiento,  ocupación  ó  reclamación. 

Art.  15.  La  misma  Dirección  responderá 
de  los  gravámenes  y  obligaciones  de  justicia 
afectas  á  las  fincas  que  adquiriere  por  la  pre- 
sente ley. 

Art.  16.  Responderá  también  á  las  accio- 
nes que  con  arreglo  á  las  leyes  comunes  se  en- 
tablaran contra  los  bienes  que  hubiere  adqui- 
rido, y  á  las  disposiciones  y  saneamiento  de 
los  compradores  en  la  forma  establecida  por 
derecho.  En  uno  y  otro  caso  solo  responderá 
de  la  cantidad  liquida  que  hubiese  ingresado 
en  arcas. 

Art.  17.  Todos  los  juicios  sobre  la  mate- 
ria de  la  presenté  ley  son  de  la  atribución  y 
conocimiento  de  la  jurisdicción  Real  ordinaria, 
y  las  acciones  se  intentarán  ante  el  Juez  del 
partido  donde  se  hallaren  los  bienes  que  se  re- 
clamen. 

Art.  18.  Ningún  particular  podrá  ejercer 
las  acciones  que  sobre  la  materia  de  esta  ley 
corresponden  al  Estado. 

Art.  19.  Los  Promotores  fiscales  en  prime- 
ra instancia,  y  los  Fiscales  de  las  Audiencias 
y  Tribunales  Supremos  en  las  ulteriores,  de 
acuerdo  con  el  Director  de  los  ramos  de  Amor- 
tización, ó  con  sus  delegados,  sostendrán  las 
adquisiciones  hechas  á  nombre  del  Estado,  y 
también  incoarán  y  proseguirán  las  demandas 
de  reivindicación  y  demás  que  correspondan 
al  Estado  en  virtud  de  esta  ley. 

Art.  20.  Queda  abolida  la  jurisdicción  es- 
pecial conocida  con  el  nombre  de  Mostrencos,  y 
la  Subdelegacion  general  de  este  ramo  y  sus 
dependencias. 

Art.  21.  Los  empleados  con  sueldo,  asi  de 
la  subdelegacion  general  y  su  Tribunal  como 
de  las  Subdelegaciones  inferiores  y  sus  Juzga- 
dos, quedan  cesantes  con  el  haber  que  les  cor- 
pondan  según  clasificación. 

Art.  22.     Los  pleitos  pendientes  en  la  Sub- 

^^Qgacion  general  y  en  las  Subdelegaciones 

^®  ^Hido  se  continuarán  y  fallarán  con  ar- 

^®^^^. ^Indisposiciones  de  esta  ley.    ^pec- 
'^"- '^^^[-os  Fiscales  ó  Prom A*- 


^  ti  vos,  á  quienes  desde  luego  se  pasarán  los 
pleitos  pendientes,  bien  procedan  de  denuncia 
ó  de  oficio,  los  continuarán  á  nombre  del  Esta- 
do, ó  promoverán  el  sobreseimiento  si  no  en* 
contraren  méritos  bastantes  para  su  prosecu- 
ción, en  cuyo  caso  se  declara  fenecido  el  liti- 
gio y  en  libertad  la  finca  ó  efectos  reclamados. 
Art.  24.  Para  que  el  desistimiento  de  los 
Promotores  fiscales  surta  los  efectos  que  se  indi- 
can en  el  artículo  anterior,  procederá  el  consen- 
timiento y  conformidad  del  Fscal  de  la  Audien- 
cia del  territorio;  y  tanto  en  este  caso  como  en 
el  del  articulo  anterior,  deberá  preceder  allana- 
miento por  escrito  del  Director  de  los  ramos 
de  Amortización  ó  sus  delegados  en  las  pro- 
vincias. 

Art.  25.  Los  pleitos  pendientes  en  la  Sub- 
delegacion general  se  pasarán  inmediatamente 
á  la  Real  Audiencia  de  Madrid  para  los  fines 
indicados,  y  los  que  penden  en  las  Subdele- 
gaciones inferiores  á  los  Juzgados  ordinarios 
del  partido  donde  radiquen  los  bienes. 

Art.  26.  Quedan  derogadas  las  leyes,  or- 
denanzas ó  instrucciones  sobre  mostrencos. 

Sanciónese  y  ejecútese.  =Yo  la  Reina  Go- 
bernadora, etc.» 

TESTAMENTTABÍA.  Es  la  ejecución  de 
lo  dispuesto  en  el  testamento  y  voluntad  del 
testador;  es  también  la  reunión  de  los  albaceas, 
y  el  conjunto  de  documentos  y  papeles  que 
convienen  para  el  debido  cumplimiento  de  la 
voluntad  del  testador. 

Respecto  de  los  derechos  consulares  en  las 
testamentarias,  la  Real  orden  circular  de  12 
de  Diciembre  de  1861,  de  conformidad  con  lo 
resuelto  por  la  Sala  de  lo  conteucioso  del  Con- 
sejo de  Estado,  acerca  del  pleito  entre  el  Cón- 
sul de  España  en  Lisboa  y  los  herederos  del 
subdito  español  D.  Juan  Iglesias,  dice: 

((Vista  la  Real  orden  de  31  de  Octubre  de 
1858,  por  la  que  se  aprobó  la  conducta  del 
Cónsul  general  de  España  en  Lisboa  respecto 
á  la  testamentaria  de  D.  Juan  Iglesias; 

Vista  la  demanda  contenciosa  que  el  Li  - 
cenciado  D.  Joaquín  María  Paz  presentó  á  nom- 
bre de  D.  José  y  D.  Manuel  Iglesias  preten- 
diendo que  se  revoque  la  citada  Real  orden, 
se  desapruebe  la  conducta  del  referido  Cónsul 
y  se  mande  que  les  restituya  la  suma  de  8  á 
9.000  duros  que  les  exigió; 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal,  en  que  solí- 
cita se  confirme  la  Real  resolución  mencio- 
nada; 

Visto  el  auto  provejdo  i^»  J«  Seis^on  de  lo 
contención-    -  -^  ««  Diciembre  de  1860,  mau- 
.uo  hacer  saber  el  pleito  y  su  estado  á  Don 
Bmilio  Olloqui  para  que  compareciera  en  for- 
ma,  si  lo  creia  conveniente,  dentro  de  dos 
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meses,  bajo  apercibimiento  de  lo  qae  hubiere 
lugar; 

Visto  el  escrito  presentado  por  el  Licen- 
ciado D.  Camilo  Muñiz  Vega  á  nombre  de  Don 
Emilio  Olloqui ,  con  la  pretensión  de  que  se 
desestime  la  demanda; 

Considerando  que  el  Cónsul  de  Lisboa  se 
arregló  á  la  tarifa  antes  expresada  en  la  per- 
cepción de  derechos  por  la  apertura  y  registro 
del  testamento,  extensión  de  su  testimonio  y 
formación  de  inventario; 

Considerando  que  no  sucedió  lo  mismo  en 
la  percepcioQ  del  2  por  100  de  lo  que  á  cada 
heredero  correspondía,  porque  según  la  misma 
tarifa  estos  derechos  son  por  la  liquidación  de 
una  sucesión  y  por  todos  los  gastos  de  depó- 
sito y  recaudación,  y  el  Cónsul  en  el  caso  pre- 
sente no  hizo  las  operaciones  necesarias  pa- 
ra la  liquidación,  ni  la  división  de  bienes,  ni 
su  adjudicación,  de  modo  que  sirviera  de  títu- 
lo á  cada  uno  de  los  participes  para  acreditar 
sa  derecho,  ni  la  entrega  de  la  herencia,  ni 
hubo  depósito  ni  recaudación: 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala 
de  lo  contecioso  del  Consejo  de  Estado  etc. ,  etc. 

"Vengo  en  confirmar  la  Real  orden  recia  • 
mada  en  la  parte  que  se  reñere  á  los  derechos 
que  percibió  el  Cónsul  de  Lisboa  por  la  aper- 
tura y  testimonio  del  testamento  de  D.  Juan 
Iglesias  y  formación  del  inventario,  y  en  de- 
jarla sin  efecto  en  lo  tocante  á  lo  percibido  por 
razón  del  2  por  100  de  lo  que  correspondía  á 
cada  interesado,  debiendo  devolver  el  Cónsul 
lo  que  en  este  concepto  ha  percibido»  (1). 

Tribunales  extranjeros.— Derechos  consulares  en 

las  testamentarias. 

OauUe   des    Tribunaux  du  Samedi    20  Fó- 

vrier  1847,  n.®  6.125.— Paris,  19  Février.  Le  traite 

d*Utrecht  fait,  aujourd*hui ,  beaucoup  de  bruit 

dans  les  journaiix   d*Outre-Manche;  un  traite 

du  9  Décembre  1*713,  qui  fdt  aussi  passé  au  Con- 

gres  d*Utrecht,  entre  TAnglaterre  et  TEspagne, 

faisait  le  texte  d*un  débat  plus  paisible,  porté 

devant  la  premiére  Chambre  de  la  Cour  Royale. 

Les  articles  33  et  Si  de  ce  traite  particulier  de 

commerce  et  d*amitié,  commettant  au  Cónsul  du 

Souverain  du  dófunt^  dans  chaqué  Etat,  le  droit 

de  faire  Tinventaire  et  de  remeteré  k  deux  ou 

trois  negociants  les  valeurs  de  la  auccession  k  la 

disposition  des  héritiers;  aucun  tribunal  ne  pou- 

vant  connaitre  ni  se  méler  de  cette  succession. 

L*article  35,  dont  la  rédaction  parait  appartenir 

k  la  Catboliqu»JQ£Apax]uia.^ioute:  4cL'on  indiquera 
un  endroit  ae^oat  pour  mhumer,  ^  -^-..^uzoej^s 
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sujeta  britaaníques,  lequels  sont  protestants.» 
On  lit,  dans  Tarticle  8  de  la  Convention  entre  les 
cours  de  Franco  et  d*Espagne,  du  13  Mars  1709^ 
que  les  successioas  des  franjáis  transeúntes  en 
Espagae,  mors  avec  testament  ou  ab-intestat, 
seront  liquidóos  par  le  Consuls  ou  Vice-conbiilsi 
dans  les  formes  prescritos  par  les  articles  33 
et  34  du  traite  de  1713,  et  que  le  prodult  de  ees 
successions  sera  remis  aux  héritiers,  sana  que 
U  Tribunal  de  la  Croisade  ou  autre  juge  ecclé- 
siastíque  puisse  se  méler  dans  do  pareilles  suc- 
cessions. 

— Mme.  María  Qetrudis  de  la  Puente,  yeuve 
de  Don  Leonardo  Gómez  de  Téran,  marquia  de 
Portazg^o,  est  décédée  k  Paris,  rué  Castellano, 
le  17  Mars  1846,  ne  laissant  ni  ascendant,  ni  des. 
cendant,  et  ayant  institué  pour  lega  taire  uníver- 
sel  et  oxécuteur  testamentaire,  M  Pichard,  pro* 
pietaire.  A  la  nouvolle  du  décés,  M.  Rubio  do 
Pradas,  Vice-consul  d'Espagne  k  Paris,  a  apposés 
les  scellés,  et  ees  scellés,  sur  la  roquete  de  M.  Pi* 
chard,  ont  été  croiséa  par  ceux  apposés  par  M.  le 
Jugo  de  paix  du  premier  arrondissement  de  Pa- 
ris. M.  le  Présideat  du  Tribunal  a  été  appelé  a 
decidor  si  ia  succession  ¿tait  soumise  k  Tapplica- 
tion  des  dispositions  des  traites;  et  cette  ques- 
tion  a  été  resolue  affirmativement  par  deux  or- 
donnanees  de  référé  successivos  des  2  et  17 
Avril  1846,  losquolles  ont  ordonné  que  la  levée 
des  scellés  serait  faite  par  M.  le  Cónsul  d'Espa- 
gao,  a  la  roquete  de  M.  Pichard;  que  les  valeurs 
inventarieos  seraíent  deposées  chez  un  ou  plu- 
siours  negociants,  a  la  satiafaction  du  Cónsul, 
et  qu*une  somme  do  7.500  franca  serait  prelevée 
par  Mr.  Lebaudi,  notaire,  pour  étre  emplojée 
k  Tacquit  des  dettes  privilegiées,  parmi  lesquelles 
flgurait  un  somme  de  prés  de  5.000  fíanos  pour 
los  frais  funeraires. — M.  Pichard  a  interjeté 
appel  quant  au  droit  qu*il  prétendalt,  comme 
éxécutour  testamentaire  et  légataire  universel 
de  Mme.  de  Porta¿go,  depuis  longtemps  domici- 
liée  en  Franco.  Le  Cónsul,  suivant  M.  Pichard, 
n'avait  tout  au  plus  qu'un  droit  de  surveillance, 
sans  pouvoir  suspondro  roxercice  des  droits 
acquis  k  les  franjáis.  De  son  cdté,  M.  Rubio  do 
Pradas,  en  raíson  de  la  déconñture  notoire  de 
M.  Lebaudi,  aujourd*hui  revoqué,  demandaít» 
par  un  autre  appel,  a  étre  autorisó  au  preléve- 
ment  des  sommes  nécessairos  k  Tacquit  dos  dettes 
privilegiées,  j  usq  u*a  concurronce  do  10.00  O  francs 
Mme.  Paillet  a  soutenu  cet  appel;  aucun  avocat 
ne  s*est  presente  pour  Mr.  Pichard. — Sur  les 
conclusions  conformes  de  M.  Tavocat  general 
Nouguier,  la  Cour  a  pleinement  adopté  les  de- 
mandes do  M.  le  Cónsul  d*Espagne.» 


(1)    De  O'  Rbilly,  Práctica  Consular  de  Espa- 
Mt  páginas  89  A  91* 
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'-  -''itíma  voluntad  (^7*      ^^^ 
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persona  con  la  solemnidad  preTenida  por  las 
leyes,  disponiendo  de  sus  bienes  é  instituyen- 
do heredero. 

Los  testamentos  pueden  ser: 
1.*     Nuneupalivos  6  alertos, 
2.*     Escritos  6  cerrados. 

Los  primeros  son  los  que  se  otorgan  en  el 
registro  de  un  Escribano  público  con  las  so  • 
lemnidades  legales:  y  cerrados,  los  que  los 
mismos  testadores  por  si,  ii  otro  en  su  nombre, 
escriben  en  un  pliego  cerrado,  sin  archivarse 
en  el  registro  público  hasta  su  solemne  apertura. 

Hay  además  otra  división  de  testamentos, 
á  saber: 

1  .*     Solemnes. 
2.*    Privilegiados. 

Los  primeros  son  los  que  necesitan  todas 
las  solemnidades  legales. 

Los  segundos  los  que  se  pueden  otorgar 
sin  tantos  requisitos,  como  son  los  de  los  mi- 
litares y  aforados  de  guerra,  á  los  cuales  es 
licito  testar  de  cualquier  modo  en  que  su  vo- 
luntad conste. 

Para  que  el  testamento  sea  válido,  no  es 
preciso  que  contenga  la  institución  del  here- 
dero, pues  es  permitido  al  testador  hacer  las 
declaraciones  y  dejar  los  legados  ó  mandas 
S\x3Le  tenga  por  conveniente,  omitiendo  el  ex- 
presar á  quién  ha  de  pasar  el  residuo  de  sus 
bienes,  en  cuyo  caso  corresponden  éstos  á  los 
herederos  abintestato.  Véase  Abintestato. 

Pueden  otorgar  testamento  todos  los  que 
se  hallen  en  el  libre  manejo  de  sus  bienes,  y 
además  las  mujeres  casadas,  el  menor  que  ha- 
ya cumplido  14  años,  y  la  mujer  de  12.  Si 
éstos  tuvieren  padres,  están  facultados  para 
testar  de  la  tercera  parte  de  su  propio  pe- 
culio. 

La  principal  solemnidad  de  un  testamento 
consiste  en  que  presencien  el  acto  el  suñciente 
número  de  testigos,  que  son: 

Siete,  si  no  concurre  Escribano  al  otorga- 
miento y  aquellos  no  tienen  la  cualidad  de  ser 
vecinos  del  pueblo. 

Cinco  testigos  si  son  vecinos  y  en  el  pue- 
blo no  hay  Escribano  que  asista  al  otorga- 
miento. 

Igual  número,  aunque  concurra  Escriba* 
no,  si  el  testamento  se  otorga  por  un  ciego. 

Tres  testigos  á  lo  menos,  vecinos  de  la  po- 
blación, si  concurriese  Escribano  público  para 
autorizar  el  acto. 

Se  necesitan  siete  testigos,  además  del  Es- 
cribano, cuando  el  testamento  es  cerrado. 

Faltando,  tanto  en  los  abiertos  como  en  los 
cerrados,  la  concurrencia  del  respectivo  nú- 
mero de  testigos,  son  nulos  y  no  producen 
ningún  efecto,  salvo  el  testamento  privilegia- 


do de  los  militares,  asi  como  los  que  gozan 
fuero  de  marina  tienen  el  privilegio  de  testar 
sin  atenerse  á  las  reglas  generales  de  derecho , 
establecidas  para  el  común  de  las  gentes. 

No  pueden  ser  testigos  de  las  disposiciones 
testamentarias,  según  nuestras  antiguas  ley  es : 

1.°  Los  que  hayan  sido  sentenciados  por 
delitos  de  robo,  homicidio  ú  otros  graves  ó  in- 
famatorios. 

2.^    Los  apóstatas  de  nuestra  religión. 

3.^     Las  mujeres. 

4.^     Los  menores  de  14  años. 

5.^    Los  esclavos. 

6.^     Los  sordos  mudos. 

7.®     Los  ciegos. 

8.^  Los  dementes,  mientras  tuvieren  in- 
capacidad mental. 

9.^  Y  los  pródigos,  es  decir,  los  que  estu- 
vieren declarados  tales  por  sentencia  judicial. 
Todos  estos  están  inhabilitados  para  testi- 
ficar en  cualquier  clase  de  testamentos;  pero 
hay  además  prohibición  relativa  solo  á  perso- 
nas determinadas,  como  son: 

1.'  Los  hijos  respecto  de  los  testamentos 
de  sus  ascendientes,  y  estos  en  cuanto  á  los 
de  sus  descendientes,  á  no  ser  en  testamentos 
militares. 

2.*  El  heredero,  y  todos  sus  parientes 
hasta  el  cuarto  grado,  en  el  testamento  en  que 
fuere  instituido. 

Pero  los  legatarios  y  fideicomisarios  no 
tienen  impedimento  para  ser  testigos,  en  las 
disposiciones  testamentarias  en  que  se  les  de- 
jen las  mandas. 

El  ciego  no  puede  hacer  testamento  cerra- 
do, sino  precisamente  nuncupativo  ó  abierto. 

Los  extranjeros  tienen  facultad  de  testar 
en  España. 

Conviene,  para  acabar  de  dar  una  idea 
general,  aunque  sucinta,  sobro  las  disposicio- 
nes testamentarias,  trascribir  aquí  las  oportu- 
nas advertencias  de  un  escritor  jurisconsulto: 

1 .'  Que  en  los  testamentos  que  hacen  los 
padres  entre  sus  hijos  ó  descendientes  legiti- 
mes deben  observarse  iguales  solemnidades 
que  en  los  que  se  otorgan  entre  extraños,  y  lo 
mismo  en  los  que  se  disponen  en  tiempo  de 
peste. 

2.*  Que  lo  que  la  ley  previene  acerca  del 
testamento  del  ciego  se  entiende  del  abierto, 
porque  aquel,  como  se  acaba  de  indicar,  no 
puede  otorgarlo  cerrado. 

3.*  Que  es  indispensable  intervenga  Es- 
cribano en  el  testamento  del  ciego,  pero  no 
que  los  testigos  sean  vecinos  del  lugar. 

4.*  Que  ni  f^n  el  testamento  abierto  ni  en 
el  cerrado  es  necesario  que  sean  rogados  aque- 
llos, porque  las  leyes  que  expresan  las  solem« 
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nidades  qae  deben  observarse  en  uno  y  en  otro 
no  hacen  mención  de  ésta,  que  era  la  más  es- 
crapalosa  de  todas  (1). 

«La  cuestión  religiosa  en  los  testamentos 
es  la  primera  de  que  debe  cuidarse  el  Notario 
al  tratar  de  estos  documentos  (2),  para  ao  expo- 
nerse á  incurrir  en  alguna  inconveniencia  con 
los  testadores,  partiendo  del  principio  de  la 
gran  diferencia  que  va  de  ayer  á  hoy.  Ayer, 
la  unidad  religiosa  de  que  España  disfrutaba 
casi  daba  la  seguridad  de  que  todo  el  que  otor- 
gaba un  testamento  tenia  iguales  creencias: 
hoy  la  libertad  de  conciencia,  sancionada  por 
la  ley  fundamental,  ha  variado  completamen* 
te  la  escena,  al  menos  en  la  esfera  legal,  aun- 
que no  en  la  esfera  reai  y  positiva  de  la  socie- 
dad española,  que  siempre  será  católica.  Por 
esto  es  conveniente  que  no  pase  desapercibido 
del  lector  este  importante  punto  de  la  testa- 
mentaria.» 

Bl  testamento  inojlcioso  es  el  que ,  sin  em- 
bargo de  haber  sido  otorgado  con  todas  las  so- 
lemnidades qufc  exige  el  derecho ,  se  rescinde 
ó  se  puede  rescindir  por  haber  sido  preferidos 
los  herederos  forzosos,  y  los  hermanos  poster- 
gados á  una  persona  torpe.  Testamento  por 
comisario,  aquel  que  otorga  uno  en  nombre  de 
otro,  en  virtud  del  poder  que  se  le  ha  confe- 
rido. Todo  el  que  goce  fuero  de  marina  tiene 
privilegio  de  testar  sin  atenerse  á  las  reglas 
generales  del  derecho  establecidas  para  el  co- 
mún de  las  gentes ;  y  de  consiguiente ,  puede 
hacerlo  sin  formalidad  de  ninguna  clase ,  no 
solo  en  campaña  sino  fuera  de  ella,  de  palabra 
ante  dos  testigos  ó  bien  por  escrito  sin  ellos, 
en  conformidad  al  tit.  6.*,  trat.  6.*,  Ordenan- 
zas de  la  armada,  en  el  que  se  prefijan  las  for- 
malidades que  deben  observarse  en  la  forma- 
ción del  inventario  y  demás  diligencias  de  la 
testamentaria  del  marino  difunto.  Esto  no  qui- 
ta que  puedan  testar  con  arreglo  á  las  leyes 
civiles  y  ante  el  Escribano  que  quieran,  según 
diversas  resoluciones,  entre  ellas,  las  de  24  de 
Octubre  de  1778,  1.°  de  Julio  de  1831  y  7  de 
Enero  do  1835  y  otras  varias.  Relativamente 
á  los  que  no  se  hallan  empleados  en  el  servi- 
cio activo  de  la  armada,  el  conocimiento  de  las 
diligencias  de  testamentaria  corresponde  á  los 
Comandantes  de  provincia  y  Ayudantes  de  sus 
respectivos  distritos  conforme  á  los  artículos 
de  la  Ordenanza  de  la  armada  arriba  citados, 
el  183,  tít.  3.*,  trat.  10,y  alart.  24,  tít.  6.*.  y 
2/,  tit.  5.*,  Ordenanza  de  matriculas,  salvo  si 


(1)  Véase  Sala^  Derecho  Real,  lib.  3.%  tít,  4,**, 
y  leyes  del  tít.  18,  lib.  10.  Novísima  Reeopilacion, 

(2)  Gonzalo  de  las  Casas,  Tratado  completo 
de  instrumentos  públicos,  pág.  1022. 


se  tratara  de  bienes  que  fueren  de  mayorazgo, 
pues  en  este  caso  su  conocimiento  pertenece- 
ría á  la  jurisdicción  civil. 

Lo  que  dejaren  los  matriculados  fallecidos 
en  campaña  se  dirigirá  á  sus  provincias,  ven- 
diéndose antes  la  ropa  ó  muebles  que  puedan 
deteriorarse,  y  pagándose  las  deudas,  se  entre- 
gará á  sus  herederos ;  pero  si  no  hubiese  tes- 
tamento, y  previos  los  avisos  correspondien- 
tes, no  se  presentaran  los  que  lo  fuesen  abin- 
téstate,  se  dará  cuenta  al  Gobierno  para  su  re- 
solución, en  conformidad  á  los  artículos  3.^  y 
4.^,  tit.  5.^,  Ordenanzas  de  matriculas. 

El  testamento  militar  es  el  que  hace  el  sol- 
dado que  se  encuentra  en  campaña ,  sin  otra 
solemnidad  que  probar  su  voluntad  con  dos 
testigos  ó  por  una  simple  escritura  de  su 
puño. 

Testamento  nulo  el  otorgado  sin  las  solem- 
nidades prescritas  por  el  derecho  6  por  perso- 
na incapaz  de  testar. 

Quebrantar  el  testamento  es  inutilizar  ó  in- 
validar el  testamento  hecho  según  derecho,  y 
permaneciendo  en  el  mismo  estado  el  testador, 
como  cuando  le  nace  un  heredero  suyo ,  ó  hace 
otro  testamento  perfecto ,  ó  adopta  por  hijo  á 
alguno  ,  etc. ,  según  el  caso  de  referencia  es- 
pecial. 

La  Real  orden  circular  del  Ministerio  de 
Estado  del  14  de  Febrero  de  1865  previene: 
((Que  para  regularizar  el  sistema  seguido  en 
las  sucesiones  pendientes,  y  con  más  especia- 
lidad en  las  ya  liquidadas  por  los  Agentes  con- 
sulares de  España  en  el  extranjero,  librando  á 
estos  funcionarios  de  la  responsabilidad  de  cus- 
todiar por  un  tiempo  indefinido  los  fondos  pro- 
cedentes de  las  mismas,  se  dictan  las  disposi- 
ciones siguientes: 

Los  Cónsules  generales  ,  Cónsules  y  Vice- 
cónsules de  la  Nación  remitirán  anualmente  al 
Ministerio  de  Estado ,  sin  perjuicio  del  aviso 
particular  de  cada  testamentaría  ó  abintestato, 
un  estado  de  todos  los  expedientes  de  sucesión 
de  subditos  españoles ,  bien  se  hallen  termi- 
nados ó  en  curso  de  tramitación,  que  radiquen 
en  la  Agencia  de  su  respectivo  cargo. 

En  su  vista ,  y  por  espacio  de  tres  años 
consecutivos,  se  hará  en  la  Gaceta  ojldal  el 
oportuno  llamamiento  de  herederos  respecto 
de  las  sucesiones  que  nadie  se  haya  presenta- 
do á  reclamar. 

Tocante  á  las  cantidades  que  en  concepto 
de  herencias  yacentes  existan  en  las  Cajas  con- 
sulares ,  se  fija  un  plazo  de  cuatro  años  para 
las  Agencias  de  Europa  y  cinco  para  las  es- 
tablecidas en  Ultramar ;  trascorrido  el  cual, 
los  Cónsules  y  Yicecóusules  remesarán  al  Mi- 
nisterio de  Estado  los  expresados  fondos ,  con 
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la  debida  especificación  del  abintestato  ó  tes- 
tamentaria, siempre  que  no  baje  de  500  rea- 
les vellón  cada  una  de  estas  sumas,  con  obje- 
to de  consignarlas  en  la  Caja  de  depósitos, 
donde  permanecerán  á  disposición  de  los  legí- 
timos derecho-habientes ,  hasta  que  corra  el 
tiempo  de  la  prescripción  marcada  por  las  le- 
yes, previo  el  anuncio  oficial  correspondiente. 

Las  que  no  llegaren  á  500  rs.  vn.  conti- 
nuarán en  poder  de  las  Agencias  consulares, 
que  las  remitirán  para  su  ingreso  en  el  Tesoro 
cuando  espire  .el  término  anteriormente  ex- 
presado.» 

Termina  esta  circular  con  la  advertencia 
siguiente: 

«Tan  luego  como  reciba  V.  S.  esta  circu- 
lar, procederá  á  la  remisión  de  un  estado  de 
todas  las  sucesiones  pendientes  para  su  publi- 
cación, debiendo  ya  considerarse  como  primer 
llamamiento,  aunque  se  refieran  á  las  que  da- 
ten de  largo  tiempo,  no  empezando  á  regir  esta 
resolución  sino  desde  el  dia  1/  del  año  cor- 
riente para  los  efectos  anteriormente  expre- 
sados.» 

La  Real  orden  circular  de  6  de  Junio  de  1 865 
previene:  uQue  serán  libres  de  vacación  las 
testamentarias  cuyo  valor  no  llegue  á  2.000 
reales  vellón,  de  resultas  de  una  consulta  be- 
cha  por  el  Cónsul  general  de  España  en  Lis- 
boa.» Esta  prevención  quedó  definilivamente 
aclarada  en  el  art.  91  de  la  Tarifa,  consular 
de  23  de  Abril  de  1867. 

La  Real  orden  circular  de  30  de  Mayo 
de  1866  marca  los  casos  y  circunstancias  en 
que  debe  cobrarse  en  los  Consulados  de  Es- 
paña el  1  por  100  sobre  el  caudal  liquido  de 
las  testamentarias  que  señala  el  art.  27  de  la 
Tari/a  consular.  —  La  frase  liguidar  una  testa- 
mentaría  comprende  todas  las  operaciones,  y 
en  este  caso  se  cobra  el  1  por  100  de  las  par- 
tes: en  los  demás  casos  se  cobran  por  diligen- 
cias. (Véanse  los  artículos  84  al  87  de  dicha 
Tarifa  consular). 

De  la  declaración  de  pobre. -^El  pobre,  para 
otorgar  testamento,  no  es  preciso  que  deje  en 
él  algún  caudal;  á  veces  le  es  conveniente 
otorgarlo  para  hacer  declaraciones  interesan- 
tes sobre  el  reconocimiento  de  hijos,  sobre  su 
legitimidad,  existencia  de  créditos,  etc. 

En  esta  clase  de  testamentos ,  después  del 
nombre  del  otorgante,  su  filiación,  protesta^ 
clon  de  fé,  etc.,  declara  éste  ser  pobre,  pide  al 
párroco  le  mande  enterrar  de  limosna  si  no 
tiene  bienes  ni  aun  para  costear  el  entierro,  y 
puede  además  instituir  heredero  para  el  caso 
de  que  le  corresponda  algún  caudal,  y  revo- 
car las  disposiciones  anteriores,  concluyéndose 
el  otorgamiento  en  igual  forma  y  con  las  mis- 


mas solemnidades  que  los  testamentos  de  per- 
sonas pudientes. 

También  es  permitido  en  este  caso  al  tes- 
tador nombrar  tutor  á  sus  hijos,  hacer  me- 
joras, sustituciones,  exheredaciones  y  todo 
cuanto  puede  ejecutar  un  hombre  que  tenga 
bienes  de  qué  disponer,  aunque  entendiéndose 
todo  hipotéticamente  para  en  el  caso  de  que 
adquiera  algunos  antes  ó  después  de  su  falle- 
cimiento. Véase  Bxhrrbdacion  y  Sucesión. 

Los  testamentos  olográjlcos  hechos  en  Fran- 
cia por  españoles  tienen  valor  en  España;  pero 
para  que  los  contratos  y  actos  notariados  he- 
chos también  en  Francia  sean  válidos  en  los 
dominios,  véase  la  Real  orden  de  22  de  Octu- 
bre de  1851  que  marca  los  requisitos  que  han 
de  tener.  Da  á  entender  que  estos  testamentos 
hechos  por  los  españoles  en  Francia  tienen  va- 
lor en  España.  (Real  decreto  de  Gracia  y  Jus- 
ticia de  17  de  Octubre  de  1851,  y  véase  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  edición  oficial  se- 
gunda, sección  2.',  artículos  922  al  929  in- 
clusive.) 

TBSTtGO.  La  persona  fidedigna  de  uno 
ú  otro  sexo  que  puede  manifestar  la  verdad  ó 
falsedad  de  los  hechos  controvertidos.  (Ley  9.*, 
tít.  16,  Part.  3.';  tít.  11,  lib.  11,  Novísima 
Recopilación.) 

Para  ser  testigo  se  necesita  edad ,  conoci- 
miento, probidad  é  imparcialidad. 

No  puede  ser  testigo  por  falta  de  edad  en 
las  causas  civiles  el  que  todavía  no  haya  cum- 
plido 14  años,  y  en  las  criminales  el  que  no 
haya  cumplido  20;  bien  que  antes  de  llegar  á 
estas  edades  puede  una  persona  ser  llamada  á 
declarar  y  servirá  su  dicho  de  presunción. 
(Ley  9.',  tít.  16,  Part.  I.**) 

No  puede  ser  testigo  por  falta  de  conoci- 
miento el  loco,  fatuo  ó  mentecato,  el  ebrio  ó 
embriagado,  ó  el  que  de  cualquiera  otro  modo 
está  destituido  de  juicio.  (Ley  8.*,  tít.  16, 
Part.  3.') 

No  puede  ser  testigo  por  falta  de  probidad: 

El  conocido  por  de  mala  fama. 

El  que  hubiese  dicho  falso  testimonio,  ó 
falseado  carta,  sello  ó  moneda  del  Gobierno. 

El  que  faltase  á  la  verdad  en  su  testimonio 
por  precio  recibido. 

El  que  hubiese  dado  yerbas  ó  veneno  para 
causar  algún  aborto,  muerte  ú  otro  mal  cor- 
poral. 

El  homicida. 

El  casado  que  tiene  en  casa  barragana  ó 
manceba  conocida. 

El  forzador  de  mujer,  aunque  no  se  la 
lleve. 

El  que  saque  religiosa  de  algún  convento. 

El  apóstata. 
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fil  que  casare  con  pariente  en  grado  pro- 
hibido. 

El  traidor  6  alevoso. 

El  de  mala  vida,  como  ladrón,  alcahueteó 
tahúr. 

No  puede  ser  testigo  por  falta  de  imparcia- 
lidad: 

El  ascendiente  y  descendiente  en  causas 
recíprocas.  (Leyes  10  y  14.) 

La  mujer  por  su  marido ,  ó  el  marido  por 
su  mujer,  ni  un  hermano  por  otro  mientras 
vivan  juntos  bajo  la  patria  potestad.  (Ley  15, 
tít.  15,  Part.  3.') 

El  interesado  en  la  causa,  excepto  el  indi- 
viduo de  Ayuntamiento  ó  Universidad,  que 
pueden  serlo  en  las  causas  de  dichas  corpora- 
ciones. 

El  criado  familiar  ó  paniaguado.  (Ley  18, 
tit.  16,  Part.  3/) 

El  enemigo  capital. 

El  hombre  muy  pobre,  á  menos  que  sea  de 
buena  reputación  y  arreglada  conducta  (Le- 
yes 8/  y  22.) 

El  Juez  en  pleito  que  juzgó  ó  ha  de  juzgar. 

El  Abogado  y  el  Procurador  por  su  parte, 
ó  cliente,  etc. 

El  Real  decreto  de  11  de  Setiembre  de 
1820,  restablecido  en  30  de  Agosto  de  1836, 
dispone: 

«Articulo  1  ."*  Todos,  sin  distinción  alguna, 
ostán  obligados,  en  cuanto  la  ley  no  les  exi- 
ma, á  ayudar  á  las  Autoridades  cuando  sean 
interpelados  por  ellas  para  el  descubrimiento, 
persecución  y  arresto  de  los  delincuentes.» 

TESTIGOS  TSSTAMENTABIOS.  Los 
que  asisten  al  otorgamiento  de  algún  testa- 
mento ix  otra  disposición  de  di  tima  voluntad. 
Véase  Testamento. 

TESTIMONIO.  La  deposición  que  un 
testigo  hace  en  juicio.  —  El  instrumento  legali- 
zado de  Escribano  en  que  da  fé  de  algún  he- 
cho.— La  prueba,  justiñcacion  y  comproba- 
ción de  la  certeza  ó  verdad  de  alguna  cosa. 
Véase  Traslado. 

TIEMPO.  Esta  palabra  en  su  acepción  pri- 
mera, genuinay  filosóñca,  representa,  reasu- 
me y  explica  aquel  modo  de  ser  ó  de  existir  las 
cosas  que  empezó  á  regir  desde  la  creación 
del  mundo,  y  durará  reproduciéndose  incesan- 
temente hasta  la  consumación  de  los  siglos. 
£1  tiempo  es  como  un  punto  que  la  imagina- 
ción concibe  apenas  en  lo  insondable  é  inmen- 
so de  la  eternidad,  y  cuyos  infinitos  efectos 
presenciamos,  sin  poder  explicarnos  muchas 
de  las  misteriosas  causas  influyentes  en  su 
aniquiladora  y  reproductora  movilización;  ora 
organizando,  ora  desorganizando;  ya  compo- 
niendo, ya  descomponiendo;  tan  pronto  exter- 


minando como  dando  vida;  empero,  siempre 
conservando  inacabable  la  multiplicación  de 
las  especies,  la  constante  y  sucesiva  regene- 
ración de  todo  lo  creado. 

Los  antiguos  mitólogos  personificaron  el 
tiempo  en  la  ingeniosa  fábula  de  Saturno  de- 
vorando sus  propios  hijos:  y  una  célebre  poe- 
tisa contemporánea  nos  ha  dado  el  famoso  dú- 
tico,  siempre  tragando  y  vomitando  edades,  la 
más  cabal  idea  del  misterioso  ser  que  necesita- 
rla más  espacio  para  definirlo  que  el  que  dis- 
ponemos en  esta  obra. 

Hé  aquí,  no  obstante,  un  dato  curioso: 

Grandes  divisiones  del  tiempo  ó  principales  épocas 

históricas. 


TIEMPOS  ANTIGUOS. 

Dará  don 

de 
las  épocas. 

• 

1.*  Desde  la  destrucción  de  Troya 
hasta  la  fundación  de  Roma. . . 

2."  Hasta  el  reinado  de  Ciro 

3  *  Hasta  Aleiandro 

433 

215 
206 
185 
144 

4.^^  Hasta  la  destrucción  de  Cartago. 
5.*^  Hasta  Jesucristo. 

TIEMPOS  MODERNOS. 

Affos 

de 

Jesucristo. 

DuracioD 

de 
fas  épocas. 

* 

1,*  Desde  Jesucristo  hasta 
Constantino. 

311 
476 
622 
800 

1.095 

1.463 

1.648 

1.789 

311 
165 

146 

178 

295 
358 
195 
141 

2.*  Hasta  Augústulo 

3.*^  Hasta  Mahoma 

4.*  Hasta  Cario  Magno. . . . 
5.*  Hasta  la  primera  Cru- 
zada  

6.*^  Hasta  la  toma  de  Cons- 
tantinonla 

7,*  Hasta  la  paz  de  West- 
falia 

8.*^  Hasta  la  revolución 
francesa 

TIMBRE.  Impuesto  transitorio  ó  sello  de 
5  céntimos  que  deben  llevar  las  cartas,  plie- 
gos ó  telegramas  que  hayan  de  circular  en 
la  Península,  islas  adyacentes  y  provincias  de 
Ultramar.  Véase  Sellos  de  fdamqceo. 

TÍTULO.  La  causa  en  cuya  virtud  posee- 
mos alguna  cosa.  —  Bl  instrumento  con  que  se 
acredita  nuestro  derecho. 

Por  la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros 
se  comunicó  al  de  Hacienda  el  Beal  decreto  de 
28  de  Noviembre  de  1851  que  sigue: 

«Debiendo  extenderse  en  papel  sellado,  ó 
unirse  éste  entre  otros  documentos  á  las  Reales 
cédulas,  titules,  despachos,  diplomas  ó  creden- 
ciales de  empleo,  honores  ó  condecoraciones  que 
se  obtengan  en  las  carreras  civil,  militar,  ecle- 
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siástica,  provincial  ó  municipal,  y  determinado 
por  los  artículos  14,  15,  16  y  17  de  mi  Real 
decreto  de  8  de  Agosto  último,  que  lo  sean 
en  papel  del  sello  de  ilustres  todos  los  que 
deban  llevar  Mi  ñrma,  y  también  los  que  lle- 
guen ó  excedan  de  un  sueldo  fijo  ó  eventual 
de  16.000  rs.,  aunque  no  requieran  Mi  firma; 
en  papel  del  sello  primero  los  de  10.000  in- 
clusive á  16.000  exclusive;  en  el  del  sello  se- 
gundo los  de  6.000  á  10.000;  en  el  del  sello 
tercero  los  de  3.000  á  6.000,  y  en  el  del  sello 
cuarto  los  que  no  lleguen  á  3.000  rs.;  tenien* 
do  en  consideración  que  los  títulos,  diplomas 
y  demás  documentos  de  esta  clase  se  extien* 
den  por  lo  general  en  papel  blanco,  en  lugar 
del  sellado  correspondiente  á  cada  categoría, 
con  notable  perjuicio  de  la  renta,  y  deseando, 
por  último,  prevenirlas  dudas  á  que  esto  pu- 
diera dar  lugar,  de  conformidad  con  Mi  Con- 
sejo de  Ministros,  vengo  en  decretar  lo  si- 
guiente: 

Artículo  1  .^  Por  los  respectivos  Ministerios 
ó  sus  dependencias,  y  por  las  Asambleas  de 
las  Ordenes  de  Carlos  III  é  Isabel  la  Católica 
se  expedirán  ó  continuarán  expidiéndose  los 
títulos,  Reales  cédulas,  diplomas,  despachos  y 
nombramientos  de  empleados,  gracias,  honores 
y  condecoraciones,  con  arreglo  á  los  modelos 
existentes  ó  con  las  variaciones  que  en  ellos  se 
introdujeren  en  lo  sucesivo. 

Art.  2.*  Los  documentos  expresados  en  el 
articulo  anterior  se  expedirán  en  el  papel  se- 
llado correspondiente,  ó  en  papel  sin  sello; 
pero  con  la  precisa  obligación  en  este  último 
caso  de  unir  á  ellos  el  pliego  ó  pliegos  de  pa- 
pel sellado  que  deban  contener,  dejando  á  los 
interesados  la  facultad  de  hacer  estampar  en 
los  documentos  originales  que  se  expidan  en 
papel  blanco  el  sello  ó  sellos  que  corresponda, 
si  así  lo  prefiriesen. 

Art  3.*  Todo  título.  Real  cédula,  despa- 
cho ó  nombramiento  contendrá  la  cláusula  ex- 
presa de  que  no  será  válido,  si  además  del 
Cúmplase  que  debe  ponerse  por  la  Autoridad 
respectiva,  carece  del  mandato  de  posesión, 
que  extenderá  y  autorizará  el  Jefe  á  quien 
corresponda,  sin  cuyos  requisitos  no  ae  dará 
posesión  de  su  destino  á  ningún  agraciado,  ni 
podrá  usar  de  los  honores  ó  condecoraciones 
que  se  le  concedieran.  La  posesión  se  acredi- 
tará con  certificación  que  en  los  mismos  títu- 
los han  de  extender  los  Jefes  de  que  dependan 
los  interesados,  debiendo  también  anotarse  á 
continuación  en  su  caso  la  fecha  de  la  cesión 
en  los  empleos  y  la  causa  de  que  procede. 

Art.  4.*  En  los  títulos  que  se  extiendan  en 
papel  sellado,  y  en  los  que  habiéndolo  sido  en 
papel  sin  sello  se  estampe  éste  en  los  mismos 


por  preferirlo  así  los  interesados,  se  pondrán 
las  autorizaciones  de  que  trata  el  artículo  an- 
terior después  de  la  firma  del  que  los  expidie- 
re; pero  en  los  que  lesean  en  papel  blanco  ha- 
brán de  ponerse  precisamente  las  autoriza- 
ciones de  que  se  dé  posesión,  y  de  haberse  ésta 
verificado  en  el  pliego  sellado  que  debe  unirse 
de  conformidad  con  lo  prevenido  en  el  art.  2.* 
de  este  Real  decreto. 

Art.  5."*  En  la  primera  llana  del  pliego  se- 
llado que  se  una  al  título  ó  documento  que 
quedare  en  papel  sin  sello  se  anotará  que 
es  por  reintegro  del  mismo  papel  sellado,  con 
expresión  del  destino,  gracia  ó  condecoración 
dispensada  al  interesado,  su  nombre  y  la  fe- 
cha de  la  concesión,  y  á  continuación  se  ex- 
tenderá el  decreto  que  autorice  la  toma  de  po- 
sesión, como  también  las  notas  de  haberse 
ésta  verificado  y  de  cesación  en  su  caso,  con- 
forme á  lo  que  se  determina  en  el  art.  3.°  Las 
demás  llanas  del  pliego  ó  pliegos  se  cruzarán, 
y  todos  deberán  correr  unidos  al  título  ó  nom- 
bramiento. 

Art.  6.*  Después  de  puesto  el  Cúmplase, 
como  queda  prevenido,  y  antes  de  extenderse 
el  decreto  que  autorice  la  toma  de  posesión,  se 
sacará  copia  literal  del  título  en  papel  del 
sello  4.°,  que  quedará  archivada  en  la  oficina 
respectiva,  abriéndose  un  registro  en  que  se 
haga  constar  haberse  cumplido  con  lo  mandado. 
Cuando  el  Cúmplase  y  el  mandato  para  la 
toma  de  posesión  sean  de  la  atribución  de  una 
misma  Autoridad  ó  Jefe,  se  verificarán  bajo 
una  sola  firma  ambas  autorizaciones . 

Art.  7.*  No  se  dará  posesión  de  los  em- 
pleos ó  cargos  públicos,  ni  se  consiJerará  ha- 
bilitado para  el  uso  de  las  condecoraciones  ú 
honores  á  ningún  interesado,  sin  la  previa 
presentación  del  título,  diploma  ó  Real  despa- 
cho, en  la  forma  que  queda  prevenida  en  los 
artículos  anteriores,  exceptuándose  únicamen- 
te de  esta  disposición  los  Ministros  de  la  Corona. 

Art.  8.'  Desde  la  fecha  del  presente  decre- 
to no  serán  de  abono  para  la  clasificación  de 
ios  empleados  activos  que  pasen  en  adelante  á 
situación  pasiva  los  servicios  que  contraigan 
en  sus  actuales  empleos,  ni  en  los  que  en  lo 
sucesivo  puedan,  obtener,  si  los  títulos  de  unos 
y  otros  destinos,  que  para  dicho  efecto  deben 
presentar  á  la  Junta  de  clases  pasivas  care- 
ciesen de  cualquiera  de  las  formalidades  que 
quedan  establecidas. 

Art.  9.'  Los  actuales  funcionarios  y  em- 
pleados públicos,  de  cualquiera  clase  y  cate- 
goría, que  carezcan  de  títulos  expedidos  en  el 
papel  sellado  que  corresponda,  según  Real  de- 
creto de  8  de  Agosto  último,  quedan  obligados 
á  sacarlos  en  los  términos  prevenidos  en  el 
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presente;  pero  los  qae  los  tengan  extendidos 
en  el  papel  sellado  correspondiente,  y  á  quie- 
nes por  consecuencia  no  alcanzan  los  efectos 
de  esta  disposición,  quedan  no  obstante  suje- 
tos á  exhibirlos  para  el  registro  con  la  forma- 
lidad que  determina  el  art.  6.^ 

Art.  10.  No  se  intervendrá  ni  pagará  des- 
de el  mes  de  Enero  del  año  próximo  de  1852 
sueldo  alguno  sin  que  los  empleados  hayan 
hecho  constar  hallarse  provistos  de  los  títulos 
de  sus  respectivos  destinos  con  las  formalida- 
des establecidas. 

Art.  11.  El  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino 
no  aprobará  el  abono  de  ningún  sueldo  que 
carezca  del  requisito  prevenido  en  el  articulo 
anterior,  siendo  responsable  de  ello  el  Jefe  que 
falte  á  su  cumplimiento  y  la  oflcina  que  in- 
tervenga la  nómina. 

Art.  12.  Por  los  respectivos  Ministerios  y 
Asambleas  de  las  Ordenes  se  darán  las  instruc- 
ciones correspondientes  á  sus  dependencias 
para  el  cumplimiento  de  este  decreto,  desig- 
nando las  Autoridades  y  Jefes  que  en  la  corte 
y  en  las  provincias  han  de  autorizar  el  Cúm^ 
piase  en  los  títulos  de  sus  empleados  y  en  los 
de  concesión  de  honores,  gracias  y  condeco- 
raciones, y  los  Jefes  y  oficinas  que  han  de 
mandar  se  dé  la  posesión  y  extender  las  notas 
y  certificaciones  de  haber  tenido  ésta  efecto, 
fecha  y  causa  de  la  cesación,  en  observancia 
de  cuanto  queda  ordenado. » 

Para  llevar  á  efecto  lo  prevenido  en  el  ante- 
rior Real  decreto  de  28  de  Noviembre  de  1851, 
elMinisterio  de  Estado,  con  fecha  2  de  Diciembre 
del  mismo,  dictó  las  disposiciones  siguientes: 

«1.'  Para  el  desempeño  de  los  empleos  y 
cargos  de  las  Carreras  diplomática  y  consular 
y  de  todas  las  demás  dependencias  de  este  Mi- 
nisterio, se  expedirán  Reales  despachos  y  tí- 
tulos; los  primeros  se  firmarán  por  la  Reina  y 
los  últimos  por  el  Ministro. 

2.*^     Se  expedirán  Reales  despachos  á  todos 
los  empleados  cuyos  nombramiehtos  deban  ha 
cerse  por  Reales  decretos. 

El  Ministro  expedirá  los  títulos  de  los  em- 
pleados que  sean  nombrados  por  Real  orden. 

3.*^     En  los  Reales  despachos  pondrá  el  Mi- 
nistro el  ((Cúmplase  lo  que  8.  M.  manda,  y 
désele  posesión  de  su  cargo  después  que  se  ha* 
ya  registrado  este  despacho,  ar/^hivando  la  co  - 
pia  del  mismo.» 

En  los  títulos  que  expida  el  Ministro  lo 
pondrá  el  Subsecretario. 

4.*  El  registro  que  debe  abrirse  según  el 
art.  6.*  del  referido  Real  decreto  de  28  de  No  - 
viembre,  se  llevará  en  el  archivo  del  Ministe- 
rio, custodiándose  en  la  misma  dependencia 
las  copias  de  los  Reales  despachos  y  títulos 


que  han  de  presentarse  por  los  empleados  an- 
tes de  que  se  autorice  la  toma  de  posesión. 

5.'  La  certificación  de  la  toma  de  posesioa 
que  ha  de  extenderse  en  los  Reales  despachos 
y  títulos,  se  autorizará  por  el  Jefe  á  cuyaa 
inmediatas  órdenes  han  de  servir  los  nombra- 
dos, ó  por  el  que  haga  sus  veces,  estampando 
en  ella  el  sello  propio  de  su  dependencia. 

6.*  Igualmente  pondrán  el  Cese  en  dichos 
Reales  despachos  y  títulos. 

7.'  Cuando  se  extraviase  á  algua  empleado 
el  Real  despacho  ó  título  que  para  su  clasi- 
ficación deberá  exhibir  á  la  Junta  de  clases 
pasivas,  se  suplirá  con  una  certificación,  que 
expedirá  el  Oficial  archivero  del  Ministerio  en 
el  papel  que  corresponda. 

8-.'  Los  Jefes  de  todas  las  Legaciones,  Con- 
sulados y  demás  dependencias  de  este  Minis- 
terio darán  parte  del  dia  en  que  tomen  pose- 
sión tanto  ellos  como  los  demás  empleados  que 
allí  vayan  destinados. 

9.*  A  los  empleados  que  se  hallen  solos  en 
un  punto,  como  sucede  con  algunos  Cónsules 
y  Vicecónsules,  se  les  extenderán  por  el  Sub- 
secretario, luego  que  hayan  dado  parte  de  su 
instalación,  dos  certificaciones  de  haber  to- 
mado la  posesión  en  aquel  dia,  entregándose 
una  al  Ordenador  de  pagos  de  este  Ministerio, 
y  quedando  la  otra  archivada,  para  que  llega- 
do el  caso  de  tener  que  acreditar  el  interesado 
las  fechas  de  las  tomas  de  posesión  en  la  Jun- 
ta de  clasificaciones,  podérsele  dar  copia  au- 
torizaia  en  el  papel  del  sello  correspondiente 
por  el  Oficial  archivero. 

10.  Cuando  un  Jefe  de  Legación  sea  sus- 
tituido, se  observarán  las  reglas  siguientes: 

1.'  Cuando  el  Jefe  de  Legación  saliente 
aguarde  la  llegada  del  nuevamente  nombrado, 
certificará  la  toma  de  posesión  de  éste,  quien 
á  su  vez  pondrá  el  Cese  en  el  título  del  saliente. 

2.'  Cuando  quede  encargado  interina- 
mente de  la  Legación  el  Secretario  ó  algún 
otro  individuo  de  ella,  pondrá  el  Cese  en  el  tí- 
tulo del  Jefe  saliente,  y  certificará  la  toma  de 
posesión  en  el  del  nuevamente  nombrado. 

11.  Lo  propio  se  observará  en  los  puntos 
en  que  haya  Cónsul  y  Vicecónsul. 

12.  Por  lo  que  hace  al  Cese^  en  los  puntos 
en  que  solo  haya  Cónsul  ó  Vicecónsul  se  les 
expedirán  dos  certificaciones  por  el  Subsecre- 
tario, como  para  las  tomas  de  posesión,  si  no 
fueren  reemplazados  por  otros  individuos,  en 
cuyo  casot  después  de  haberse  hecho  cargo 
los  nuevamente  nombrados  de  los  papeles  y 
demás  efectos  del  Consulado  ó  Viceconsalado. 
se  expedirán  mutuamente  la  certificación  de 
toma  de  posesión  y  el  Cese  con  arreglo  á  lo 
prevenido  en  la  regla  1.'  de  la  disposición  10. 
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13.  Si  llegase  el  caso  de  tener  que  reti- 
rarse alguna  Legación  ó  Consulado  por  cual- 
quier  causa  imprevista,  se  anotará  esto  en  el 
despacho  ó  titulo  de  cada  uno  de  los  empleados. 

14.  El  Jefe  que  ponga  el  decreto  mandan- 
do dar  posesión  sin  que  en  los  Reales  despa- 
chos ó  títulos  se  hayan  llenado  todas  las  pres- 
cripciones establecidas,  incurrirá  en  las  pen&s 
que  marca  el  art.  71  del  Real  decreto  de  8  de 
Agosto  último;  y  el  que  diere  posesión  á  un 
empleado  sin  haberse  sujetado  á  las  mismas 
disposiciones,  será  responsable  de  los  sueldos 
que  por  el  mismo  se  devenguen  desde  el  dia 
de  la  toma  de  posesión. 

15.  Se  procederá  inmediatamente  á  expe- 
dir los  Reales  despachos  y  títulos  á  los  Jefes 
y  empleados  de  este  Ministerio,  en  la  forma 
que  queda  establecida;  debiendo  anotarse  en 
todos  ellos  la  fecba  de  la  concesión  del  desti- 
no, y  por  el  Jefe  respectivo  el  dia  desde  el 
cual  se  halla  en  posesión  de  él,  cuidándose  en 
lo  sucesivo  de  acompañar  los  reales  despa- 
chos ó  títulos  con  las  órdenes  en  que  se  co- 
muniquen los  nombramientos.  —  El  Marqués 
de  Miraflores.))  Véase  Cese. 

TÍTULO  AUTÉNTICO.  El  instrumento 
dado  ó  expedido  por  un  Oficial  ó  funcionario 
público. 

TÍTULOS  DE  CAPITANES  Y  PILO- 
TOS. Véase  Refrendo  de  títulos. 

TOISÓN  DE  OBO.  Orden  de  caballería 
instituida  en  Brujas  á  10  de  Enero  de  1429 
por  el  Duque  de  Borgoha,  Felipe  el  Bueno,  en 
celebridad  de  su  tercer  casamiento,  y  sus  es- 
tatutos fueron  decretados  en  Lila  á  27  de  No- 
viembre de  1431.  Gomo  el  Ducado  de  Borgo- 
&a  se  reunió  á  los  demás  títulos  de  la  Corona 
de  Es  paila,  se  disputaron  la  soberanía  de  esta 
Orden  Felipe  V  y  el  Archiduque  Carlos  du- 
rante la  guerra  de  sucesión,  habiendo  queda- 
do desde  aquella  época  en  la  dinastía  que  ha 
reinado  en  España.  Esta  ilustre  y  antigua  dis- 
tinción se  otorga  solamente  á  los  Príncipes  So- 
beranos y  á  las  personas  que  han  prestado 
muchos  y  relevantes  servicios  á  la  Corona  de 
España:  es  la  primera  do  sus  Ordenes,  y  con- 
tinúa rigiéndose  por  sus  Estatutos,  según  lo 
dispuesto  en  Real  decreto  de  26  de  Julio  de  1847 
sobre  la  reforma  de  las  demás  Ordenes  civiles. 

La  investidura  se  verifica  en  la  Real  Cá- 
mara y  á  presencia  del  Jefe  Soberano,  de  los 
Caballeros  y  de  los  Ministros  de  la  Orden  en 
capítulo,  si  el  Caballero  electo  reside  en  la 
corte;  y  en  otro  caso  se  confiere  comisión  del 
Gran  Maestre  é  cualquier  Caballero  de  la  Or- 
den ó  á  los  Representantes  diplomáticos  de 
S.  M.  en  el  extranjero  para  ejercer  sus  funcio- 
nes, autorizándose  alguna  vez  en  casos   es- 


peciales al  agraciado  para  que  por  falta  de 
unas  y  de  otras  personas  se  condecore  por  si 
mismo.  Véase  Con  degob aciones. 

TOLEBAB.  Soportar,  sufrir,  consentir, 
llevar  con  paciencia  alguna  cosa.  —Ser  indul- 
gente por  algún  abuso,  por  alguna  injusticia 
que  merece  castigo  — ^Sufrir  la  presencia  de 
alguno  que  siga  ejerciendo  algún  cargo  sin  au- 
torización ó  derecho.  Véase  Agentes  tolerados. 

TOMA  BE  POSESIÓN  Y  CESE  EN  LOS 
DESTINOS.  Véase  en  el  anterior  articulo,  Título, 
las  disposiciones  del  Ministerio  de  Bstado  de  2 
de  Diciembre  de  1851^  y  en  el  artículo  Regla- 
mento DE  la  carbbra  consular  el  cap.  6.*,  ar- 
tículos 29  al  31  inclusive. 

Con  motivo  de  la  duda  ocurrida  á  D.  Joa- 
quín de  Campuzano,  Enviado  extraordinario  y 
Ministro  plenipotenciario  de  España  en  Dres- 
de,  sobre  cobrar  su  sueldo  desde  el  dia  de  su 
llegada  á  aquella  capital,  ó  desde  el  en  que 
presentó  sus  credenciales,  se  resolvió  por  pun- 
to general,  en  Real  orden  circular  de  22  de 
Agosto  de  1820,  que  deberán  disfrutarlo  des- 
de el  dia  de  la  llegada  á  su  destino,  si  éste 
está  vacante;  pero  si  se  halla  en  el  destino  el 
empleado  que  se  va  á  relevar,  no  entrará  el 
nuevo  en  el  goce  de  su  sueldo  hasta  el  dia  de 
la  presentación  de  sus  credenciales. 

TOMADOR  Y  PORTADOR  DE  LE- 
TRA.  Véase  Letra  de  cambio. 

TONELADA.  Medida  que  sirve  de  uni- 
dad para  expresar  la  cabida  de  un  buque,  y 
se  compone  de  20  quintales.  Para  Ajar  de  un 
modo  conveniente  el  derecho  que  bajo  este  ti- 
tulo cobraban  los  Cónsules  y  Vicecónsules  es* 
pañoles  en  el  extranjero  de  los  buques  de  va- 
por españoles  que  tocaban  en  los  puertos  de 
sus  respectivas  residencias,  en  Real  orden  de 
29  de  Marzo  de  1856  se  determinó  que  de  la 
cabida  del  buque  se  descontara  la  parte  del 
mismo  ocupada  por  la  maquinaria  y  depósitos 
de  carbón,  y  que  si  el  buque  tocaba  en  varios 
puertos  extranjeros  para  los  cuales  estuviera 
anunciado  con  anticipación,  los  Cónsules  de- 
bían cobrar  tantas  fracciones  del  derecho  de 
tonelaje,  cuantos  fuesen  los  puertos;  de  forma 
que  el  buque  pagase  entre  todos  una  sola  vez 
este  derecho.  Véase  Arqueo. 

El  Ministerio  de  Estado,  con  fecha  2  de  Ju- 
nio de  1869,  pasó  la  circular  del  Poder  eje- 
cutivo, por  la  que  se  manda: 

((Articulo  1.^  Se  reducirá  á  dos  terceras 
partes  el  derecho  de  toneladas  fijado  en  el 
Arancel  consular  de  23  de  Abril  de  1867, 
desde  el  1.*  de  Agosto  próximo  (1869)  hasta 
el  1.*  de  Enero  de  1871,  y  á  una  tercera 
parte  desde  esta  fecha  hasta  el  1.*  de  Enero  de 
1 872 ,  en  que  quedará  completamente  abolido. » 


TON 
TABLA  DE  REDUCCIÓN 

DB  TONELADAS  1  KILOGRAMOS. 


—  556  — 


Una  ton6lada=920,186  kilogramos. 


Toneladas. 

Kilogramos. 

Toneladas- 

Kilogramos. 

1 

920 

65 

59.812 

2 

1.840 

66 

60.732 

3 

2.761 

67 

61.652 

4 

3.681 

68 

62.573 

6 

4.601 

69 

63.493 

6 

5.521 

70 

64.413 

7 

6.441 

71 

65.333 

8 

7.361 

72 

66.253 

9 

8.282 

73 

67.174 

10 

9.202 

74 

68.094 

11 

10.122 

75 

69.014 

12 

11.042 

76 

69.934 

13 

11.962 

77 

70.864 

14 

12.883 

78 

71.775 

15 

13.803 

79 

72.695 

16 

14.723 

80 

73.615 

17 

15.643 

81 

74.335 

18 

16.563 

82 

75.455 

19 

17.484 

83 

76.375 

20 

18.404 

84 

77.296 

21 

19.324 

85 

78.216 

22 

20.244 

86 

79.136 

23 

21.164 

87 

80.056 

24 

22.084 

88 

80.976 

25 

23.005 

89 

81.897 

26 

23.925 

90 

82.817 

27 

24.845 

91 

83.737 

28 

25.765 

92 

84.657 

29 

26.685 

93 

85.677 

30 

27.606 

94 

86.497 

31 

28.526 

95 

87.418 

32 

29.446 

96 

88.338 

33 

30.366 

97 

89.258 

34 

31.286 

98 

90.178 

35 

32.207 

99 

91.098 

36 

33.127 

100 

92.019 

37 

34.047 

101 

92 . 939 

38 

34.967 

102 

93.859 

39 

35.887 

103 

94.779 

40 

36.807 

104 

95.699 

41 

37.728 

105 

96.620 

42 

38.648 

106 

97 . 540 

43 

39.568 

107 

98.460 

44 

40.488 

108 

99.380 

45 

41.408 

109 

100.300 

46 

42.329 

no 

101.220 

47 

43.249 

111 

102.141 

48 

44.169 

112 

103.061 

49 

45.089 

113 

103.981 

50 

46.009 

114 

104.901 

51 

46.929 

115 

105.821 

62 

47.850 

116 

106.742 

53 

48.770 

117 

107.662 

54 

49.690 

118 

108.582 

65 

50.610 

119 

109.502 

56 

51.530 

120 

110.422 

57 

52.451 

121 

111.343 

58 

53.371 

122 

112.263 

59 

54.291 

123 

113.183 

60 

55.211 

124 

114.103 

61 

56.131 

126 

115.023 

62 

57.052 

126 

115.943 

63 

57.972 

127 

116.864 

64 

58.892 

128 

117.784 

TRA 

Un  quintal =46,0093  kilogramos. 

Tabla  suplementaria. 


Quintales. 
.     1 

Kilogramos. 

Quintales. 
11 

Kilogramos. 

46,009 

506,102 

2 

92,019 

12 

552,112 

3 

138,028 

13 

598,121 

4 

184,037 

14 

644,130 

5 

2.30,047 

15 

690,140 

6 

276,056 

16 

736,149 

7 

322,065 

17 

782,158 

8 

368,074 

18 

828,167 

9 

414,084 

19 

874,177 

10 

460,093 

20 

920,186 

TONELAJE.  Lo  que  concierne  á  tonela- 
das, trata  de  ellas  ó  les  es  correspondiente.— 
Derecho  que  percibía  el  Tribunal  de  comercio 
en  Marsella  en  las  escalas  de  Legante  y  que 
fué  suprimido  en  1718. 

La  Instrucción  de  19  de  Julio  de  1862 
dice: 

ítArt.  38.  El  Cónsul  procurará  enviará 
España  lo  más  pronto  posible  á  estos  indivi- 
duos (náufragos],  ajastando  su  pasaje  por  una 
cantidad  alzada  con  el  Capitán  ó  patrón  de  la 
primera  embarcación  que  se  presente;  preñ- 
riendo  siempre  las  mercantes  nacionales,  por- 
que estas  pueden  recibirlos  como  de  dotación 
si  los  necesitasen,  ó  reemplazar  con  ell6s  á  los 
extranjeros  que  tal  vez  tengan  .v  deban  des- 
pedirse para  dejarles  lugar  por  la  preferencia 
que  merecen  eu  tales  circunstancias  los  ma- 
triculados españoles;  mas  si  el  buque  tuviera 
completa  su  tripulación  y  no  hubiese  marine- 
ros extranjeros  á  quienes  reemplazar,  ó  si  ha- 
biéndolos estuviesen  ajustados,  sin  distinción 
de  clases  y  sin  más  goce  que  el  pasaje  y  sus- 
tento, en  la  proporción  de  un  hombre  por  cada 
50  toneladas  que  mida  el  buque,  atendiendo  á 
que  los  marineros  españoles  se  hallan  consti- 
tuidos en  la  obligracion  de  auxiliarse  mutua- 
mente en  casos  semejantes.» 

TRABAJO.  El  trábelo  es  uno  de  los  agen-* 
tes  más  poderosos  de  la  riqueza  de  las  nacio- 
nes; ó  como  dice  un  sabio  publicista,  es  el  gé^ 
nio  exclusivo  de  la  felicidad  de  nuestra  especie, 
porque  proporciona  todas  las  cosas  útiles  que 
satisfacen  las  necesidades  y  los  placeres  de  la 
vida.  Siempre  que  en  algún  pueblo  se  aumen- 
ta la  masa  del  trabajo,  se  aumenta  su  riqueza; 
y  cuando  esta  potencia  fecunda  desfallece,  la 
decadencia  y  la  debilidad  le  siguen  muy  de 
cerca. 

Tan  luminosa  verdad,  que  en  nuestros  dias 
anunciaron  los  economistas  ingleses  como  un 
nuevo  descubrimiento  en  la  ciencia  política  y 
que  ha  influido  en  las  providencias  regenera- 
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doras  que  haa  tomado  machas  Potencias  de 
Baropa,  la  conocieron  los  economistas  espa- 
ñoles siglos  antes  qne  las  demás  Naciones, 
cnando  estos  atorm^ntaban  infructuosamente 
sus  talentos,  empeñados  en  hallar  en  la  pose  - 
sion  del  oro  y  de  la  plata  el  manantial  exclu* 
sivo  del  poder  de  los  hombres. 

Exhortando  el  doctor  maestro  Pérez  de  la 
Oliva,  el  año  de  1524,  á  los  cordobeses  á  que 
emprendiesen  la  navegación  del  Guadalquivir: 

«Si  camino,  les  decia,  tuviese  por  dó  salir 
loa  frutos,  dó  quiera  que  sembrásedes  os  nacería 
oro,  y  dó  quiera  que  plantásedes  el  fruía  seria  ri^ 
queía, » 

Luego  ésta,  según  Oliva,  consiste  en  los 
valores  producidos  por  el  trabajo.  Bl  doctor  San- 
cho Moneada,  que  escribió  el  año  de  1619  el 
discurso  de  la  riqueza  Jlrme  y  estable  de  España, 
proponía  como  medio  de  fomentar  la  prosperi- 
dad de  ésta,  el  de  que  se  facilitaran  los  con* 
sumos,»  porque  con  ellos,  decia,  crecerán  el 
trabajo  y  los  arbitrios  de  mantenerse,  que  son 
las  riquezas. 

Osorio,  en  el  Discurso  umversal  de  las  causas 
que  ofenden  esta  Monarquía,  «para  que  ninguno 
perezca  de  necesidad,  decia,  que  no  se  nece- 
sita de  dinero:  de  lo  que  se  necesita  es  que  m»- 
guno  esté  ocioso,  y  que  todos  se  ocupen  y  ejerciten 
según  su  calidad  y  posibiticU^d.  h  Francisco  Mar- 
tínez de  la  Mata  añadía  «que  los  Reyes  que 
tienen  vasallos  industriosos,  alas  simples  ma- 
terias que  crian  sus  Estados,  las  convierten  en 
oro,  aplicándolas  la  industria,  con  lo  que  se 
hacen  señores  más  poderosos,  sin  necesidad  de 
minas.  Son  más  poderosas  las  artes,  para  con* 
servar  potencia,  que  las  grandes  minas.  La 
potencia  es  efecto  de  las  riquezas,  y  las  rique- 
zas, multitud,  sosiego,  iaatiois,  y  abundancia  de 
frutos,)) 

D.  Miguel  Caja  de  Leruela,  en  bu  obra  de 
la  Restauración  de  la  ganadería,  dice:  «como  á  la 
letra  ha  sucedido  en  España,  pues  cuanto  oro 
y  plata  entra  de  las  Indias,  parece  tesoro  de 
duendes  que  el  mismo  viento  que  lo  trae  lo  lleva. 
Después  que  los  españoles  pusieron  su  felicidad 
temporal  en  adquirir  estos  metales,  menospre- 
ciando  el  mejor  género  de  acrecentar  y  conservar  su 
patrimonio,  que  son  sus  labores  y  pastoría.)} 

Finalmente,  citaremos  á  nuestro  eminente 
economista  D.  Pedro  Rodríguez  de  Campoma- 
nes,  Presidente  del  Consejo  de  Ministros  en  el 
reinado  de  Carlos  IV  (1788),  el  que  entre  sus 
muchos  cálculos  el  que  hizo  respecto  á  las  hi- 
lazas es  aplicable  á  toda  la  industria.  Supone 
en  España  4.000.000  de  mujeres  y  niñas  úti- 
les para  el  trabajo:  que  cada  una  hila  diaria- 
mente de  8  á  10  onzas  de  hilo  ordinario  al 
buso,  y  de  13  á  16  al  torno.  Regulando,  sobre 


el  precio  menor,  que  cada  una  gane  al  día 
nno  y  medio  reales,  en  200  que  tiene  el  año, 
darán  20  pesos:  los  cuales,  multiplicados  por 
los  4.000.000  de  mujeres,  componen  una  su- 
ma de  80.000.000  de  reales,  que  aumentan  la 
riqueza  nacional  en  un  capital  superior  al  valor  de 
las  Indias,  producido  por  un  trabajo  tan  fácil 
y  pequeño  (i). 

Con  lo  dicho  creemos  haber  manifestado 
que  la  famosa  máxima  de  que  el  trabajo  es  el 
agente  de  la  riqueza,  reputada  por  inven- 
ción inglesa,  es  española ,  y  ha  sido  conocida 
de  nuestros  antiguos  autores  de  economía, 
cuyos  escritos  luminosos  no  son  bastantemen- 
te conocidos  de  los  literatos  modernos. 

TBABAJO  (División  del).  Prescindiendo 
de  la  cuestión  de  si  la  destreza  y  la  habili- 
dad han  dado  lugar  á  la  separación  de  las 
faenas,  ó  sea  á  la  división  del  trabajo,  6  si  ésta 
ha  producido  la  destreza  en  las  maniobras, 
bastará  convenir  en  que  uno  y  otro  han  con- 
currido á  hacer  átil  la  producción  de  los  ob- 
jetos que  constituyen  la  riqueza.  Bn  donde  no 
hay  destreza,  no  hay  división  del  trabajo  y  y\- 
ce- versa.  Uno  y  otro  andan  unidos,  y  la  se- 
paración hace  cesar  el  trabajo  útil. 

TBADUOCIOir.  Según  el  convenio  entre 
España  y  Francia  de  7  de  Enero  de  1862,  ar- 
ticulo 19,  párrafo  último,  «Los  Cónsules  ge- 
nerales ,  Cónsules  y  Yice- cónsules  ó  Agentes 
consulares  respectivos  podrán  tradueir  toda 
clase  de  documentos  emanados  de  las  Autori- 
dades ó  funcionarios  de  su  país,  y  estas  tra- 
ducciones tendrán  en  el  de  su  residencia  la 
misma  fuerza  y  valor  que  si  hubiesen  sido  he- 
chas por  los  intérpretes  jurados  del  territorio.» 

Modelo  de  una  fórmula  para  poner  al  pié  de  una 
traducción  hecha  en  el  Consulado. 

Certifico:  Que  la  presente  traducción  se 
ha  hecho  por  mi.  Canciller  del  Consulado  de 
A.rgel ,  del  original  en  francés  que  existe  en 
este  Consulado  general  con  el  número...  (ó 
bien  del  original  que  me  ha  presentado  Don 
N.  N..  etc.  etc.) 
Bl  Cónsul  general.  El  Canciller, 

N.  N.  N.  N. 

TBADUCCI0NB8.  Los  documentos  ori- 
ginales en  idioma  extranjero  que  los  Cónsules 
remitan  al  Ministerio  de  Estado  deben  ir 
acompañados  de  la  correspondiente  traducción, 
según  previene  la  Real  orden  de  10  de  Junio 
de  1822,  asi  como  la  de  4  de  Agosto  de  1849. 

La  de  26  de  Marzo  de  1850  manda  que 


(1)    Canoa  Arqubllbs,  Diccionario  de  Ha- 
cienda,  íól.  602. 
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los  documentos  que  se  envíen  traducidos  á  la 
Secretaria  de  Estado,  según  previenen  las 
Reales  órdenes  anteriores,  los  Cónsules  no 
carguen  derecho  alguno  por  este  trabajo  en  la 
cuenta  de  gastos  extraordinarios. 

Según  el  par.  5.*  del  art.  19  del  Convenio 
consular  entre  Bspaña  y  Francia,  su  fecha  7  de 
Enero  de  1862,  los  Cónsules  pueden  traducir 
toda  clase  de  documentos  que  emanen  de  las 
Autoridades  ó  funcionarios  de  su  país,  y  sus 
traducciones  tendrán  en  el  país  de  su  residen- 
cia  la  misma  fuerza  y  valor  que  si  hubiesen 
sido  hechas  por  Intérpretes  jurados  del  país. 

Según  el  art.  9.°  del  Real  decreto  de  26 
de  Agosto  de  1872,  sobre  dispensas  de  matri- 
monio, les  Cónsules  deberán  acompañar  la 
traducción  de  los  documentos  que  estuvieren 
redacbídos  en  idioma  extranjero.  (Véanse  las 
Instrucciones  y  modelos  que  se  pasaron  á  los 
Consulados  sobre  el  citado  decreto,  y  véase  el 
art.  28  de  la  Ley  provisional  del  Registro  civil. ) 

TBADUCOIOn  DE  BOCUMBNTOS  CO- 
MERCIALES. Pueden  hacerlas  en  España  los  cor- 
redores de  comercio,  según  decreto  del  Minls* 
terio|de  Hacienda  del  mes  de  Agosto  de  1874. 

TRAFICAR.  Especular,  comerciar,  ne- 
gociar con  el  dinero,  comprando  ó  vendiendo, 
ó  con  otros  semejantes  tratos  más  ó  menos  pro- 
ductivos, etc.  —  Recorrer,  andar  ó  caminar  por 
diversas  tierras,  tratando  y  comerciando  con 
sus  habitantes. —Hacer  negocio  con,  ó  sacar 
partido  de  cualquier  cosa. 

TRÁFICO.  Comercio,  trato  ó  negociación 
llevando  y  trayendo  de  una  parte  á  otra  los 
géneros  y  mercaderías  para  venderlas  ó  cam- 
biarlas. 

TRÁFICO  DE  LA  COSTA.  La  Real  orden 
de  5  de  Diciembre  de  1828  prescribe  cuáles 
deben  ser  los  documentos  con  que  deben  des- 
pacharse los  buques,  ya  sean  deltráQco  de  la 
costa  ó  ya  estén  armados  de  corso  ó  corso  y 
mercancía. 

{{Ministerio  de  Marina, —Q^e  los  Capitanes 
ó  patrones  de  tales  buques  lleven  la  Real  pa- 
tente de  navegación,  la  contraseña  relativa  á  la 
clase  y  aparejos  de  las  embarcaciones  que  ha- 
yan de  usarlas,  unas  de  vela  latina  y  otras  de 
vela  cuadrada,  el  roU  copia  de  la  escritura  de 
pertenencia,  copia  de  la  escritura  de  fianza 
para  el  buen  uso  de  la  Real  patente,  copia  de 
la  escritura  de  fletamento,  la  boleta  de  Sani- 
dad visada  por  el  Capitán  del  puerto,  la  rela- 
ción de  todos  los  pasajeros,  los  conocimientos 
y  guias  de  la  carga,  y  guia  de  la  misma,  si 
fuese  de  maderas  pertenecientes  á  montes  de  la 
marina,  firmada  por  el  respectivo  Comandan- 
te de  provincia  ó  A^^udante  de  distrito,  á  quien 
precisamente  se  ha  de  entregar  la  tornaguía 


que  acredite  su  legítimo  desembarco.  Esto  se 
entiende  sin  perjuicio  de  los  otros  documentos 
de  que  tratan  la  Ordenanzas,  y  todo  según  se 
previene  en  estas  y  posteriores  Reales  órdenes, 
sin  que  por  ningún  protesto  se  cobre  otros  de- 
rechos que  los  prevenidos  en  la  de  7  de  Julio 
de  1815,  cuyo  producto  está  destinado  para 
costear  la  impresión  de  las  Reales  patentes  y 
contraseñas.  No  conviene  S.  M.  en  que  por 
ahora  se  rlteren  los  derechos  que  estén  en  prác- 
tica en  los  Juzgados  de  Marina,  hasta  que  el 
Consejo  Supremo  de  la  Guerra  evacué  el  in- 
forme que  le  está  pedido  sobro  el  particular,  á 
fin  de  hacer  en  su  vista  el  arreglo  general  y 
uniforme  de  tales  derechos;  pero  es  la  voluntad 
de  S.  M.  que  desde  luego  queden  reformadas 
las  demás  exacciones  abusivas  que  se  hacen 
por  los  Jefes  de  marina  en  algunos  puertos;  en 
el  concepto  de  que  será  severamente  castigado 
el  que  incurra  en  tal  exceso.  Prevéngolo  á 
y.  E.,  etc.  para  que  disponga  su  cumplimiento 
circulándolo  en  la  Armada,  etc.— L.  M.  Sala- 
zar.»  Véase  Cabotaje  y  Corso. 

TRAICIÓN.  La  perfidia  ó  la  falta  de  fide- 
lidad al  Soberano,  al  amigo,  ó  al  que  ha  pues- 
to en  nosotros  su  confianza;  y  especialmente 
la  acción  del  que  atenta  á  la  seguridad  gene- 
ral del  Estado,  descubriendo  al  enemigo  los 
secretos  que  le  ha  confiado  el  Gobierno,  entre- 
gándole una  plaza  fuerte,  facilitándole  los  me- 
dios de  invasión,  etc.,  que  es  lo  que  se  llama 
alta  traición. 

Bl  decreto  de  17  de  Abril  de  1821 ,  acorda- 
do por  las  Cortes,  trata  en  sus  primeros  artícu- 
los de  la  traición,  y  en  los  demás  de  las  penas 
por  las  conspiraciones  contra  la  Constitución 
y  por  las  infracciones  de  la  misma.  Véase  Le- 
sa Majestad. 

Nuestro  Código  penal  en  su  art.  144  dice: 

«El  que  comunicare  ó  revelare  directa  ó 
indirectamente  al  enemigo  documentos  ó  ne- 
gociaciones reservadas  de  que  tuviere  noticia 
para  razón  de  su  oficio,  ó  por  algún  medio  re- 
probado, incurrirá  en  la  pena  de  cadena  tem- 
poral en  su  grado  máximo  á  la  de  muerte. 

Si  hubiere  adquirido  los  documentos  6  las 
noticias  de  las  negociaciones  por  otro  medio  será 
castigado  con  la  pena  de  presidio  menor,  á  no 
ser  que  la  revelación  ó  comunicación  se  halle 
comprendida  en  el  nüm.  3.*  del  art.  142  del 
mismo  Código.» 

TRÁMITES  JUDICIALES.  Bl  orden  su- 
cesivo de  los  pasos  y  diligencias  que  deben 
practicarse  en  la  formación  de  los  procesos. 

TBAN8ACCION.  Un  contrato  voluntario 
en  que  se  convienen  y  ajustan  los  litig-antes 
acerca  de  algún  punto  dudoso  ó  litigioso,  de« 
cidiéndole  mutuamente  á  su  voluntad. 
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La  transacción  debe  recaer  sobre  cosa  du- 
dosa, de  modo  que  será  nula  si  cualquiera  de 
los  contrayentes  sabe  que  no  tiene  ningún  de* 
recho,  como  igualmente  si  haciéndose  sobre 
cosa  puesta  en  litigio,  se  habiaya  dado  y  pa« 
sado  en  autoridad  de  cosa  juzgada  la  sen- 
tencia. 

Ha  de  ser  además  onerosa  y  no  gratuita, 
üe  manera  que  los  transigentes  se  den,  reten- 
gan ó  prometan  mutuamente  alguna  cosa,  sin 
lo  cual  no  seria  transacción  sino  renuncia. 

No  puede  hacerse  sino  por  los  que  tengan 
capacidad  para  manejar  ó  por  sus  procurado- 
res con  poder  especial. 

No  puede  recaer  sobre  causa  matrimonial, 
por  razón  de  la  indisolubilidad  del  matrimo- 
nio, ni  sobre  lo  que  se  deja  en  algún  testa- 
mento, sin  que  preceda  su  apertura.  (Ley  l.\ 
titulo  2.%  Part.  6.') 

Ni  sobre  alimentos  futuros  legados  en  tes* 
tamento,  sin  que  intervenga  la  autoridad  del 
Juez.  (Yalbrou,  De  Transací.,  tít.  3.*,  q.  3/; 
Castillo,  De  alimentis,  cap.  ült.) 

Ni  sobre  delitos  futuros,  pero  si  sobre  los 
pasados  cuando  se  trata  de  ellos  civilmente. 

Y  no  puede  rescindirse  ó  revocarse  sino 
por  dolo  ó  falsedad  que  se  hubiere  cometido 
en  ella. 

Bntre  los  particulares  que  han  recibido 
una  injuria,  y  las  Naciones  que  se  hallan  en 
el  mismo  caso,  hay  esta  diferencia:  que  un 
particular  puede  abandonar  su  derecho «  ó  del 
agravio  recibido  desentenderse,  mientras  á  las 
Naciones  no  les  es  posible  del  mismo  modo 
conducirse,  sin  comprometer  su  seguridad  y 
decoro. 

Una  Nación  injuriada  muy  pocas  veces 
se  halla  en  el  caso  de  ceder  de  su  derecho;  to- 
do lo  que  puede  y  debe  en  obsequio  de  la  paz, 
es  recurrir  primeramente  á  los  medios  suaves 
y  conciliatorios  para  obtener  que  se  lo  haga 
justicia.  Bstos,  después  que  por  la  vía  de  las 
negociaciones  ha  hecho  valer  las  razones  que 
la  asisten,  y  solicitado  inútilmente  uoa  justa 
avenencia  sobre  la  base  de  una  satisfacción 
completa,  se  reducen  á  la  transacción^  la  media" 
don  y  el  juicio  de  arbitros. 

Las  desavenencias  entre   los  Estados  no 
pueden  concillarse  sino  con  la  voluntad  de  las 
dos  partes,  y  ellas  tienen  en  su  arbitrio  elegir 
as  condiciones. 

Mas  á  menudo  se  han  visto  composiciones 
amigables  {árnica  litis  compositiones)  que  se  ha- 
cen (1),  ó  de  modo  que  ana  de  las  partes  ceda 
voluntaria  y  gratuitamente  una  parte  de  sus 


(1)    Pando,  EUmerUos  del  derecho  intemacio- 
ual,  Seo.  12,  par.  132,  pág.  237. 


derechos  {remissio  gratuita)  y  ó  por  una  transac* 
don  propiamente  dicha,  en  la  cual  cada  Poten- 
cia da  ó  promete  ó  retiene,  ciertos  objetos  6 
ciertos  derechos.  Si  estos  arreglos  terminan 
una  guerra,  ya  toman  el  nombre  de  paz  (1). 
La  transacción,  pues,  es  un  medio  en  que  cada 
uno  de  los  contendientes  renuncia  una  parte 
de  sus  pretensiones  á  trueque  de  asegurar  el 
resto. 

TBAN8EÜNTB.  El  que  va  de  una  parte 
á  otra,  como  el  soldado,  arriero  ó  traginante, 
que  en  ninguna  de  las  partes  por  donde  papa 
fija  su  domicilio,  y  aun  el  que  vive  ó  se  halla 
en  algún  pueblo  sin  ánimo  de  establecerse  alli 
ni  ser  vecino  de  él. 

Es  diferente  la  condición  de  los  extranje- 
ros domiciliados  de  la  de  los  transeúntes,  pues 
éstos  tienen  un  fuero  en  España,  y  aquellos 
otro;  y  dudándose  muchas  veces  cuál  es  la 
clase  en  que  deben  considerarse  los  extranje* 
ros  que  se  hallan  en  España,  se  mandó  por 
Real  orden  de  5  de  Enero  de  1754  y  por  cé- 
dula de  28  de  Junio  de  1764  formar  anual- 
mente por  los  Gobernadores  ó  Comandantes 
militares  una  lista  ó  matrícula  de  todos  los 
extranjeros  existentes  en  sus  respectivos  dis- 
tritos, con  distinción  de  transeúntes  y  domi- 
ciliados. 

Según  Pando,  hay  dos  clases  de  extranje- 
ros, y  una  de  estas  clases  es  la  de  transeúntes 
que  transitan  por  el  territorio  ó  hacen  man- 
sión en  él  como  simples  viajeros,  ó  para  el 
despacho  dé  negocios»  que  no  suponen  ánimo 
de  permanecer  largo  tiempo;  y  los  habitantes  6 
domiciliados^  que  son  aquellos  á  quienes  se 
permite  establecerse  permanentemente  en  el 
país,  sin  adquirir  la  calidad  de  ciudadanos.  Se 
consideran  transeúntes  los  empleados  de  una 
Potencia  extranjera  que  desempeñan  alguna 
comisión  relativa  al  servicio  de  ella,  aunque 
no  sea  de  naturaleza  transitoria;  v.  gr.,  los 
Cónsules  y  Agentes  comerciales. 

El  Reglamento  para  plantear  el  Registro 
de  nacionalidad  de  los  españoles  domiciliados 
y  transeúntes  en  el  extranjero  conforme  á  la 
nueva  ley  de  Registro  civil  dice: 

«  Art.  2.'  Los  Cónsules  y  Vicecónsules  ins- 
cribirán inmediatamente  en  el  Registro  de  tran- 
seúntes el  nombre  y  apellido  de  los  presenta- 
dos, su  profesión  y  familia,  el  lugar  de  su  pro- 
cedencia, la  Autoridad  que  le  expidió  el  pasa- 
parte  ó  cédula  de  vecindad,  y  la  fecha  de  aquel 
ó  de  ésta,  el  punto  de  su  residencia  en  el  país 
y  el  dia  de  su  presentación,  con  arreglo  al  mo- 
delo nüm.  1.'  (Véase  este  modelo  en  el  Regla- 


(1)    Vattel,  IV,  Sur  les  traites  de  paix,  par. 
G.  de  Reyneval. 
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mentó  para  plantear  el  Registro  de  nacionalidad 
qae  se  inserta  integro  en  el  artículo  Matrícula 
DB  BSPAí^OLBs,  debiéndose  Cumplimentar  además 
lo  que  prescriben  los  artículos  2.',  9.*  y  11  del 
mismo.) 

El  art.  1 1  de  la  Ley  municipal  determina 
cuáles  son  los  transeúntes.  Véase  Vbgindad. 

TRANSITIVO.  Lo  que  pasa  y  se  tras- 
flere  de  uno  en  otro,  y  se  aplica  á  las  acciones 
ó  derechos  que  pasan  con  las  cosas  á  los  suce- 
sores particulares  y  universales. 

TRÁNSITO  DE  MERCANCÍAS.  Véase 
en  el  articulo  Tabaco  el  art.  127  de  las  Orde- 
nanzas de  Aduanas. 

TRASBORDOS.  Por  regla  general,  y  á 
efecto  de  evitar  fraudes,  no  se  permiten  los 
trasbordos. 

La  Real  orden  circular  de  31  de  Agosto 
de  1848  permite  el  trasbordo  de  géneros  y 
efectos  de  los  buques  que  por  efecto  de  averías 
no  puedan  continuar  su  viaje. 

La  actual  legislación  de  rentas  únicamen- 
te los  consiente  en  ciertos  y  determinados  ca- 
sos; y  aun  en  ellos  con  las  formalidades  con- 
siguientes á  asegurarse  de  la  verdad  de  la 
operación,  según  puede  verse  en  los  artícu- 
los 200  á  202,  254  á  260  de  las  Ordenan- 
zas generales  de  Aduanas  de  29  do  Febrero 
de  1864. 

Bl  trasportar  de  un  buque  á  otro  una  par- 
te del  cargo  está  permitido  algunas  veces  y 
sujeto  á  derechos  cuando  se  considera  como 
operación  comercial.  La.s .Ordenanzas  de  Adua- 
nas previenen  en  sus  artículos  200  á  202  y 
254  á  260  lo  siguiente: 

«Los  buques  españoles  que  conduzcan  fru- 
tos, géneros  y  efectos  con  registros  de  las 
Aduanas  de  las  provincias  españolas  de  Amé- 
rica y  Oceania  para  puertos  habilitados  de  la 
Península,  podrán  continuar  con  ellos  á  puer- 
tos extraojeros  ó  trasbordarlos  á  otros  buques 
españoles  con  igual  destino,  pagando  la  dife- 
rencia de  los  derechos  que  deberían  haber  sa- 
tisfecho en  aquellas  Aduanas  si  la  exporta- 
ción hubiera  sido  directa  para  países  extran- 
jeros. 

Ko  se  exigirá  la  indicada  diferencia  á  los 
efectos  conducidos  desde  las  provincias  de  Ul- 
tramar en  bandera  española  para  los  depósitos 
de  la  Península,  aunque  después  se  extraiga 
alguna  parte  de  ellos  en  bandera  extranjera. 

También  podrán  trasbordarse  á  buques,  y 
para  puertos  extranjeros,  los  mismos  frutos, 
géneros  y  efectos  de  las  provincias  españolas 
de  Ultramar,  conducidos  en  buques  naciona- 
les y  registrados  para  puertos  habilitados  del 
Reino,  pagando  el  derecho  diferencial  expre- 
sado en  la  disposición  anterior. 


Para  el  cumplimiento  de  las  disposicio- 
nes que  preceden,  las  Aduanas  de  América  y 
Oceania  deberán  procurar  que  se  redacten  las 
pólizas  de  embarque  con  toda  precisión  y  cla- 
ridad, á  fin  de  que  se  clasifiquen  con  exacti- 
tud la  naturaleza  y  clase  de  los  artículos  á  que 
se  refieran.  Cuidarán  al  propio  tiempo  de  que 
se  estampe  en  ellas  el  peso  total  ó  bruto  de  los 
bultos  ó  cabos,  é  igualmente  el  limpio  ó  neto 
de  las  mercancías  que  se  contengan,  etc.» 

Por  el  art.  254  se  permite  al  Capitán  de 
cualquier  buque  á  que  la  Sanidad  no  pueda 
dar  entrada,  y  cuyo  cargamento  haya  sufrido 
avería,  trasbordar  á  otro  el  todo  ó  parte  de 
él,  siempre  que  medie  operación  de  comercio, 
y  que  por  su  estado  no  pueda  trasladarse  al 
lazareto,  poniéndose  de  acuerdo  las  Autorida- 
des de  Sanidad  y  de  Hacienda  pública  para 
que  la  operación  se  verifique  con  las  precau- 
ciones necesarias  y  que  no  se  cometa  ninguna 
clase  de  fraude. 

El  art.  255  trata  del  permiso  de  trasbor- 
dar en  Barcelona  y  Cádiz,  concedido  á  los  bu- 
ques españoles,  de  toda  clase  de  percancias 
procedentes  de  Marsella  con  destino  á  las  islas 
Canarias,  Puerto-Rico,  Santo  Domingo  y  Cu- 
ba, que  se  conduzcan  con  bandera  nacional. 

El  art.  256,  por  el  cual  se  permite  el  tras- 
bordo en  cualquier  puerto  habilitado  para  el 
comercio  con  nuestras  provincias  de  Ultramar 
y  las  islas  Canarias,  con  destino  á  otro  de  Es- 
paña, igualmente  habilitado,  ha  sido  modifi- 
cado en  los  términos  que  expresa  la  Real  or- 
den de  16  de  Noviembre  de  1867 ,  publicada 
en  la  Gaceta  del  25  del  mismo  mes  y  año. 

El  art.  257,  que  trata  de  los  trasbordos  de 
granos  y  semillas  españoles,  y  de  su  prohibi- 
ción, á  no  ser  para  exportarlos  directamente 
al  extranjero,  está  modificado  según  la  Real 
orden  de  13  de  Diciembre  de  1867,  publicada 
en  la  Gaceta  del  20  del  mismo  mes  y  año. 

Por  último,  el  260  permite  á  los  carga- 
mentos procedentes  de  puertos  extranjeros  de 
América  y  Asia,  conducidos  á  la  Península  en 
buques  españoles,  continuar  en  los  mismos  ó 
trasladarse  á  otros  también  españoles  para 
cualquiera  del  extranjero  ó  de  las  provincias 
españolas  de  América  ú  Oceania,  satisfacien- 
do 2  por  100  de  depósito,  aun  cuando  no  lo 
hubiere  establecido  on  el  puerto  á  que  vengan 
destinados. 

Por  el  decreto  de  27  de  Noviembre  de 
1868,  expedido  por  el  Ministro  de  Hacienda, 
como  individuo  del  Gobierno  provisional,  se 
previene  en  el  art.  9.*: 

ttCuando  un  buque ,  por  arribada  &  otra 
causa  forzosa,  trasborde  su  carga  á  otro ,  ó  la 
desembarque  para  volverla  á  embarcar»  no  pa* 
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gara  el  impuesto ,  que  solo  es  exigibte  por 
mercaocias  descargadas  para  su  iatrodaccion 
en  el  país.» 

TBA8BOBDO  B£  MABINEBOS.  La 
Real  orden  de  29  de  Mayo  de  1818  autoriza  á 
los  Cónsules  á  trasbordar  de  un  buque  nació  - 
nal  á  otro  que  también  lo  sea  á  los  marine- 
ros, con  justa  causa  y  con  expreso  consenti- 
miento de  los  interesados  y  de  sus  Capitanes. 
Lo  que  debe  observar  el  Cónsul  en  este  caso 
es  tan  solo  si  algún  marinero ,  cuya  licencia 
de  nayegacion  va  á  espirar  intenta  dirigirse 
con  el  cambio  de  buque  á  punto  más  lejano  de 
su  matricula  de  aquel  para  el  cual  se  dirijo  la 
nave  de  que  trata  de  separarse,  ya  que,  como 
en  este  caso  parece  huir  del  servicio  que  pue- 
de tocarle,  no  debe  autorizarse  su  traslación. 
Estos  cambios  se  señalan  en  la  boleta  de  ma- 
tricula de  cada  individuo ,  y  en  los  roles  de 
los  buques. 

Estos  trasbordos  suelen  además  surtir  buen 
efecto  para  estirpar  odios  inveterados,  que  á 
veces  existen  entre  los  individuos  de  una  mis- 
ma tripulación ,  y  no  se  podría  prescindir 
completamente  de  ellos  sin  grave  perjuicio. 

TBA8FEBIB.  Ceder ,  pasar  ó  renunciar 
en  otro  el  derecho  ó  dominio  que  se  tiene  en 
alguna  cosa,  haciéndole  dueño  de  ella.  Nadie 
puede  trasferir  á  otro  más  derecho  que  el  que 
tiene.  Sin  embargo,  lo ^  arrendatarios,  deposi- 
tarios, comodatarios  y  otros  detentadores  ó  te- 
nedores precarios,  trasfleren  á  otro  mediante 
título  traslativo  de  dominio,  el  derecho  de  pres* 
cribir,  que  no  tenian  ellos  mismos. 

TBASLACION  DE  LOS  BMPLBADOS 
Consulares.  Véase  el  cap.  8.°,  artículos  32  al 
34  inclusive  del  Reglamento  de  la  Carrera 
consular,  en  el  articulo  Cónsules. 

T&ASLADO.  La  copia  que  por  exhibición 
se  saca  de  la  escritura  original,  ó  la  que  hace 
veces  de  tal,  aunque  no  sea  la  primera.  El 
traslado  se  llama  también  trasunto,  ejemplar  ó 
testimonio  por  concuerda,  y  puede  autorizar- 
se por  el  mismo  Escribano  ante  quien  pasó  la 
escritura,  ó  por  otro  Escribano  á  quien  se  exhi- 
be ó  presenta  el  original.   Véase  Lnstrumbnto. 

TBASMISION.  La  acción  de  trasmitir, 
esto  es ,  ceder  ó  traspasar  una  cosa  de  una 
persona  á  otra. 

TBA8FASO.  La  cesión  ó  trasmisión  que 
uno  hace  á  otro  de  algún  crédito ,  derecho  ó 
acción. 

TBA8P0BTE,  TBA8POBTACION.  Di- 
cese de  la  embarcación  ó  carmene  destinado 
únicamente  para  llevar  de  una  parte  á  otra  ví- 
veres, tropas  úotrascosas.  —Indemnización  que 
se  concede  á  los  Jueces,  Escribanos,  Notarios, 
testigos  y  oficiales  ministeriales  en  caso  de  que 


hayan  de  trasladarse  á  punto  distinto  del  en 
que  residen.— En  jurisprudencia  usase  alguna 
vez  como  sinónimo  de  traspaso.  — Para  el  em  * 
barque  de  marineros  en  clase  de  trasporte  á 
bordo  de  buques  españoles,  véase  Práctica  Con* 
miar  de  España  por  0-Reilly,  pág.  101  de  la 
primera  parte,  modelo  núm.  93. 

TBABPOBTES  TEBBESTBES.  Es  obje- 
to del  contrato  de  trasportes  terrestres  la  con- 
ducción de  efectos  de  comercio,  no  solo  por 
tierra,  sino  también  por  rios  y  canales  nave* 
gables. 

El  que  conduce  los  efectos  se  llama  portea- 
dor, y  el  que  encarga  la  conducción  cargador. 

Los  efectos  del  contrato  de  trasporte  son 
idénticos,  aun  cuando  el  porteador  no  haga  por 
si  mismo  el  trasporte,  encargándoselo  á  otros, 
ya  como  asentistas  en  una  operación  particu- 
lar ó  determinada,  ya  como  comisionistas  de 
trasportes  y  conducciones.  Llámanse  asentis- 
tas los  que  expiden  efectos  de  comercio  para 
cuyo  trasporte  llevan  á  sus  comitentes  un  ex- 
ceso sobre  lo  que  abonan  á  los  porteadores,  y 
comisionistas  de  trasportes  los  que  contratan  á 
nombre  suyo  con  los  porteadores,  pero  por 
cuenta  ajena,  la  conducción  de  mercaderías. 

El  contrato  de  trasportes  se  celebra  por  me- 
dio del  documento  conocido  con  el  nombre  de 
carta  de  porte ^  aunque  nada  impide  qne  se  con- 
trate de  palabra. 

En  el  primer  caso,  el  cargador  dará  una 
carta  de  porte  al  porteador,  y  éste  un  duplica* 
do  suscrito  por  él  al  cargador. 

En  la  carta  de  porte,  según  el  art.  204  del 
Código  de  comercio,  debe  constar:  —  !.*  El 
nombre,  apellido  y' domicilio  del  carg^ador.— 
2.*  Nombre,  apellido  y  domicilio  del  portea- 
dor.— 3.*  El  nombre,  apellido  y  domicilio  do 
la  persona  á  quien  va  dirigida  la  mercade- 
ría.— 4.*  La  fecha  en  que  se  hace  la  expedi- 
ción. ^5.*  El  lugur  donde  ha  de  hacerse  la  en- 
trega. —  6.*  La  designación  de  las  mercade- 
rías, con  expresión  de  su  calidad  genérica, 
peso  y  marcas  ó  signos  exteriores  de  ios  bul- 
tos en  que  se  contengan.— 7/  El  precio  que 
se  ha  de  abonar  por  el  porte. — 8.*  El  pla- 
zo dentro  del  cual  se  ha  de  hacer  la  entre- 
ga al  consignatario. —9.'  La  indemnización 
que  haya  de  abonar  el  porteador  en  caso  de  re- 
tardo, si  ha  mediado  algún  pacto  sobre  este 
punto. 

La  cítrta  de  porte  es  el  título  legal  del  con- 
trato, y  por  su  contenido  se  decidirán  las  cues* 
tienes  que  ocurran  sobre  su  ejecución  y  cum- 
plimiento, sin  que  se  admita  más  excepción  en 
contrario  que  las  de  falsedad  ó  error  involun- 
tario en  su  redacción.  No  obstante  esto,  no  es 
absolutamente  indispensable  la  carta  de  porte, 
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pues  que  la  ley  determina  qae  en  caso  de  no 
existir  tal  documento  se  estará  al  resultado  de 
las  pruebas  jurídicas  que  cada  parte  haga  en 
apoyo  de  sus  respectivas  pretensiones,  proban- 
do ante  todo  el  cargador  la  entrega  de  la  mer- 
cadería al  porteador,  si  éste  la  negase.  ((7.,  ar- 
tículos 205  y  206.) 

Bl  porteador  tiene  la  obligación,  una  vez 
consumado  el  contrato,  de  veriñcar  el  traspor- 
te, entregando  dentro  del  plazo  marcado  los 
géneros  al  consignatario,  y  en  su  defecto  pa- 
gará al  porteador  la  indemnización  pactada  en 
la  carta  de  porte.  Si  la  tardanza  excediere  un 
doble  del  tiempo  prefijado,  además  de  la  in- 
demnización, queda  responsable  de  los  per^ 
juicios  que  hayan  podido  seguirse  al  propie- 
tario. 

Si  no  se  hubiere  prefijado  plazo  para  la  entre- 
ga de  los  efectos,  el  porteador  debe  conducir^ 
los  en  el  primer  viaje  que  haga  al  punto  don- 
de debe  entregarlos,  bajo  pena  de  indemniza- 
ción. (C,  226  y  227.) 

Bl  porteador  carece  de  personalidad  para 
investigar  el  título  con  que  el  consignatario 
recibe  las  mercaderías  que  trasporte,  y  su  obli- 
gacien  se  limita  á  entregarlas  sin  demora  ni 
entorpecimiento  alguno  al  designado  por  la 
carta  de  porte  para  recibirlas.  (C,  221.) 

Si  el  porteador  no  hallare  al  consignatario 
en  el  domicilio  expresado,  ó  se  negare  éste  á 
recibir  los  géneros,  se  proveerá  su  depósito  por 
el  Juez  local  á  disposición  del  cargador  ó  re- 
mitente de  ellos,  sin  perjuicio  de  tercero  de  me- 
jor derecho.  (C,  222.) 

También  es  obligación  del  porteador  se- 
guir el  camino  pactado  con  el  cargador,  si  se 
hubiera  hecho  convenio  acerca  de  este  punto; 
y  si  variase  de  ruta,  se  constituirá  responsa- 
ble de  cuantos  daños  ocurran  á  los  géneros 
por  esta  causa,  además  de  pagar  la  pena  con- 
vencional marcada  en  el  pacto. 

Pesa  también  la  obligación  sobre  los  co- 
misionistas de  trasportes  (además  de  las  gene- 
rales impuestas  por  el  Qódigo  á  los  comisio- 
sionistas)  de  llevar  un  registro  particular  con 
todas  las  formalidades  de  los  libros  prescritos 
al  comerciante  según  el  art.  233,  en  que  se 
asentarán  por  orden  progresivo  de  números  y 
fechas  todos  los  efectos  de  cuyo  trasporte  se 
encarguen,  con  expresión  de  su  calidad,  per- 
sona que  los  carga,  destino  que  llevan,  nom- 
bres, apellidos  y  domicilios  del  consignatario 
y  del  porteador,  y  precio  del  trasporte. 

Pero  no  basta  que  el  porteador  cumpla 
exactamente  con  llevar  los  géneros  á  sus  des- 
tinos respectivos;  menester  es,  además,  que 
tenga  un  solícito  esmero  á  fin  de  que  no  expe- 
rimenten menoscabos  en  el  camino.  Veamos 


lo  que  la  ley  dispone  acerca  de  este  particular. 

Fuera  de  los  casos  de  violencia  insupera- 
ble, accidente  fortuito  inevitable,  ó  naturale- 
za y  vicio  propio  de  los  mismos  efectos,  el 
porteador  está  obligado  á  entregar  éstos  en  el 
mismo  estado  en  que  resulte  de  la  carta  de 
porte  haberlos  recibido,  sin  desfalco,  detri- 
mento ni  menoscabo  alguno;  y  no  haciéndolo, 
pagará  el  valor  que  dichos  efectos  debieran 
tener  en  el  punto  donde  había  de  hacerse  la 
entrega  á  la  época  correspondiente.  Asi,  pues, 
serán  de  cuenta  del  porteador  cuantas  averias 
sufran  durante  su  trasporte  las  mercaderías, 
excepto  si  procediesen  de  los  tres  casos  enun- 
ciados en  el  párrafo  anterior.   Aun  aquellas 
averías  que  procedan  de  caso  fortuito  ó  de  la 
naturaleza  misma  de  las  cosas,  serán  de  su 
cargo  si  se  probare  que  ocurrieron  por  negli- 
gencia ó  falta  de  precaución.  (C,  209,  212 
y  213.) 

Si  los  géneros  estuviesen  de  tal  modo  ave- 
riados que  no  sirviesen  para  su  venta  y  con- 
sumo, el  consignatario  no  estará  obligado  á 
recibirlos,  dejándolos  por  cuenta  del  porteador 
y  exigiéndole  su  valor  al  precio  corriente;  pe- 
ro si  los  géneros  se  hubiesen  averiado  parcial- 
mente, quedando  algunas  piezas  en  buen  es- 
tado, recibirá  éstas  el  consigrnatario,  abando- 
nando las  demás  al  porteador,  haciéndose  la 
separación  por  piezas  distintas  y  sin  dividir 
para  ello  un  mismo  objeto.  (C,  215.) 

Cuando  las  averías  solo  produzcan  una  dis- 
minución en  el  género,  la  obligación  del  por- 
teador se  reduce  á  abonar  este  menoscabo  á 
juicio  de  peritos.  ((7.,  216.) 

Ocurriendo  dudas  entre  el  consignatario  y 
el  porteador  sobre  el  estado  de  las  mercaderías 
al  hacer  la  entrega,  se  reconocerán  por  peri- 
tos, ó  en  su  defecto  por  la  Autoridad  judicial, 
y  no  conformándose  las  partes  con  la  decisión 
de  éstos,  se  procederá  á  su  depósito  en  alma- 
cén seguro  mientras  aquellos  usan  de  su  de- 
recho como  corresponda.  (C,  308.) 

También  es  responsable  el  porteador  de 
cuantas  resultas  pueda  ocasionar  su  omisión 
en  cumplir  con  las  leyes  fiscales  en  todo  el 
curso  del  viaje  y  á  su  entrada  en  el  punto 
donde  van  destinadas  las  mercaderías.  Pero 
obrando  en  virtud  de  orden  formal  del  carga- 
dor ó  consignatario,  quedará  exento  de  toda 
responsabilidad,  sin  perjuicio  de  las  penas 
corporales  ó  pecuniarias  en  que  hayan  incur- 
rido ambos  con  arreglo  á  derecho. 

Bn  el  supuesto  de  que  el  porteador  pierda 
los  géneros,  deberá  abonarlos  con  arreglo  á  la 
designación  que  se  les  hubiera  dado  en  la  car- 
ta de  porte,  sin  que  se  admita  al  cargador 
prueba  sobre  que  entre  el  género  que  en  ella 
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declaró  entregar  se  incluian  otros  de  mayor 
7alor,  ó  sumas  en  metálico.  (¿7.,  209.) 

La  responsabilidad  del  porteador  cesa 
cuando  ocurriendo  averias  se  cometa  engaño 
en  la  carta  de  porte,  suponiendo  los  efectos 
porteados  de  distinta  calidad  genérica  que  la 
que  realmente  tengan.  Igualmente  cesa  cuan- 
do después  de  las  veinticuatro  horas  siguien- 
tes al  recibo  de  las  mercaderías,  ó  una  vez  sa- 
tisfechos los  portes,  no  reclamase  el  consigna- 
tario, á  no  ser  que  en  la  parte  exterior  de  los 
bultos  se  conociesen  las  sefiales  del  daño  ó  ave- 
ria que  se  reclame.  (C7.) 

La  responsabilidad  del  porteador  comienza 
desde  el  momento  en  que  recibe  las  mercado  - 
rías  por  si,  ó  por  medio  de  persona  delegada 
en  el  lugar  marcado  para  cargarlas ;  hallán- 
dose tácita  y  especialmente  hipotecados  al 
cumplimiento  de  las  obligaciones  del  portea- 
dor los  carruajes,  caballerías,  barcos,  y  en 
general  todos  los  instrumentos  principales  y 
accesorios  del  trasporte.  ((7.,  2l7y211.) 

Hé  aquí  ahora  las  obligaciones  del  carga- 
dor. Debe  satisfacer  los  portes  á  las  veinticua- 
tro horas  siguientes  á  la  entrega  de  los  géne- 
ros; pudiendo  el  porteador  en  caso  de  retardo 
no  fundado  en  reclamación  alguna  exigir  la 
venta  judicial  de  los  géneros  que  condujo  en 
cantidad  suñciente  para  cubrir  el  precio  de 
trasporte  y  los  gastos  que  haya  suplido.  De- 
berá también  abonar  los  derechos  y  gastos  cau- 
sados en  su  conducción,  que  no  sean  de  tal 
naturaleza  que  deban  abonarse  por  el  portea- 
dor ;  estando ,  como  en  el  caso  anterior,  obli- 
gados los  géneros,  y  trasmitiéndose  este  de  • 
recho  de  uno  en  otro  porteador  hasta  el  que 
entregue  los  géneros ,  el  cual  reasume  en  si 
las  acciones  de  los  que  le  han  precedido  en  la 
conducción.  (C,  230  y  228.) 

Bste  derecho  de  hipoteca  que  tiene  el  por- 
teador sobre  los  géneros  ó  efectos  porteados  lo 
perderá  si  dejare  que  pasen  á  un  tercero  des- 
pués de  trascurridos  tres  dias  de  su  entrega,  ó 
si  dentro  del  mes  siguiente  á  ésta  no  usare  de 
su  derecho.  (C,  229.) 

Ni  se  interrumpirá  el  del  porteador  al  pago 
de  lo  que  se  le  debe  por  el  trasporte  y  gastos 
de  los  efectos  entregados  al  consignatario  por 
la  quiebra  de  éste,  siempre  que  lo  haga  valer 
dentro  del  mes  siguiente  al  dia  de  su  entre- 
ga. [C,  231.) 

TBA8FOSI0ION.  La  acción  y  el  efecto 
de  trasponer  y  trasponerse.  —  Figura  retórica 
que  consiste  en  alterar  el  orden  que  deben  te- 
ner las  voces  en  la  oración,  ó  en  la  interposi- 
ción de  alguna  voz  entre  las  silabas  de  otra. 
Bl  abuso  de  esta  flgura  está  perfectamente  cri- 
ticado en  aquel  sabio  distico:  Bn  una  de  fregar 


cayó  caldera)  sin  embargo  de  lo  cual  algunos 
grandes  poetas  abusaron  de  ella,  como  el  pa- 
dre Isla. 

TRATADOS  Ó  CONVENCIONES.  Do- 
cumentos en  que  se  ponen  por  escrito  los  pac- 
tos internacionales,  ó  de  Soberano  á  Soberano. 
Alguna  vez  se  mantienen  secretos.  Casi  siem- 
pre se  hacen  por  medio  de  Plenipotenciarios. 
La  Santa  Alianza,  ó,  como  después  se  ha  lla- 
mado, la  Alianza  continental,  celebrada  en 
París  entre  los  Soberanos  de  Austria,  Francia 
y  Rusia,  ofrece  el  raro  ejemplo  (no  digno  de 
imitación)  de  un  tratado  hecho  y  firmado  sin 
la  intervención  de  Agentes  diplomáticos. 

El  tratado  de  paz  suele  ser  precedido  de 
preliminares,  primer  bosquejo  que  encierra  sus 
principales  artículos  y  debe  servirle  de  base. 
Los  célebres  de  Amiens  entre  Francia  é  In- 
glaterra no  fueron  realmente  más  que  una 
tregua. 

Todos  los  tratados,  menos  aquellos  que  los 
Soberanos  absolutos  acuerdan  por  si  mismos, 
necesitan  ratificarse.  El  acto  de  ratijlcacion  es 
un  escrito  firmado  por  el  Soberano  ó  Jefe  su- 
premo, y  sellado  con  sus  armas,  en  que  aprue- 
ba el  J;ratado,  y  se  promete  ejecutarlo  de  buena 
fé  en  todas  sus  partes.  Las  ratificaciones  se 
canjean  entre  las  respectivas  cortes  dentro  del 
término  que  se  prefija  en  el  tratado;  y  cuando 
hay  una  Potencia  mediadora,  el  canje  se  hace 
de  ordinario  por  su  conducto. 

Desde  que  la  política  europea,  sustituyen- 
do el  espíritu  mercantil  al  devastador  de  las 
conquistas,  halló  en  el  comercio  uno  de  los 
cimientos  del  poder  de  las  Naciones,  los  Sobe- 
ranos se  apresuraron  á  facilitarle  á  sus  sub- 
ditos por  medio  de  convenios  diplomáticos 
ajustados  con  las  demás  Potencias ,  en  cuya 
virtud  abren  ó  cierran  los  puertos  de  su  Im- 
perio al  tráfico  recíproco,  con  mayores  ó  me- 
nores ventajas,  según  les  parecen  más  ó  me- 
nos interesantes  á  sus  miras ,  los  frutos  de  la 
agricultura  é  industria  de  los  demás. 

Como  por  desgracia  la  ambición  y  las  ri- 
validades deciden  casi  siempre  de  la  conducta 
de  los  Gabinetes,  de  aquí  ha  nacido  el  que  se 
falte  al  cumplimiento  de  lo  estipulado  siempre 
que  la  política  ó  el  cálculo  persuaden  que  deba 
prescindirse  de  él,  y  de  aquí  la  triste  imagen 
que  nos  presenta  la  historia  cuando  habla  de 
la  sanción  y  de  la  nulidad  de  los  tratados  mer- 
cantiles. 

El  juicioso  Mably  observa  que  el  comer- 
cio no  puede  ser  objeto  de  negociaciones:  sien- 
do cada  Nación  independiente,  debe  tener  la 
firmeza  de  no  derogar  en  favor  del  extranjero 
los  reglamentos  que  hubiere  hecho  en  bien  de 
la  riqueza  é  industria  propia.  Bn  loa  siglos  pa- 
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sados  no  se  conocía  la  ridiculez  de  querer  su- 
jetar á  obligaciones  eternas  un  objeto  tan  ya* 
riable  como  el  comercio  y  tan  sujeto  á  mu- 
danzas y  capricbos. 

Cuando  una  Nación  se  obliga  por  un  tra- 
tado, dice  Smith,  á  dejar  entrar  libremente  en 
ella  géneM)s  extranjeros,  resistiéndose  á  otor* 
gar  igual  franquicia  á  los  de  las  dettiás  Nacio- 
nes, los  mercaderes  y  comerciantes  de  la  fa- 
vorecida sacan  una  gran  ventaja,  porque  lo* 
gran  un  privilegio  exclusivo  en  la  Potencia 
que  los  admite  con  tal  benevolencia. 

Fácil  nos  seria  aducir  razones  convenien- 
tes para  patentizar  la  necesidad  de  ajustar  tra- 
tado exclusivo  de  comercio  que  obligue  á  dis- 
pensar mayores  favores  á  unas  Naciones  que 
á  las  demás,  debiendo  ñjarse  los  Gobiernos  en 
el  principio  de  hacer  solo  lo  que  interese  á  la 
Nación  y  arreglar  conforme  á  ello  los  arance- 
les y  la  legislación  de  Aduanas;  en  el  seguro 
de  que  si  no  procuran  con  ello  el  comercio, 
sufrirán  el  efecto  desgraciado  de  su  falta  de 
cálculo. 

Hó  aquí  los  tratados  que  España  ha  esti- 
pulado con  otras  Naciones  desde  el  año  1834 
hasta  1872. 

Tratado  de  la  cuádruple  alianza  entre  Es- 
paña, Inglaterra,  Francia  y  Portugal  con  el 
fin  de  expulsar  del  territorio  portugués  á  los 
Infantes  D.  Carlos  y  D.  Miguel ,  firmado  en 
Londres  el  22  de  Abril  de  1834. 

Tratado  entre  España  y  la  Oran -Bretaña 
para  organizar  una  legión  británica  al  servi- 
cio de  Doña  Isabel  II,  firmado  en  Londres  el  28 
de  Junio  de  1835. 

Tratado  de  reconocimiento,  paz  y  amistad 
entre  España  y  la  República  mejicana,  firma- 
do en  Madrid  el  28  de  Diciembre  de  1836. 

Tratado  de  reconocimiento,  paz  y  amistad 
entre  España  v  la  República  del  Ecuador,  fir- 
mado en  Madrid  el  16  de  Febrero  de  1840. 

Tratado  de  comercio  y  navegación  entre 
España  y  la  Puerta  Otomana,  firmado  en  Cons- 
tan tinopla  el  12  de  Marzo  de  1840. 

Tratado  de  amistad  y  comercio  entre  Es- 
paña y  Pérsia,  firmado  en  Constantiuopla  el  4 
de  Marzo  de  1842. 

Tratado  de  reconocimiento,  paz  y  amistad 
entre  España  y  la  República  de  Chile ,  firma- 
do en  Madrid  el  25  de  Abril  de  1844. 

Tratado  de  reconocimiento,  paz  y  amistad 
entre  España  y  la  República  de  Venezuela, 
firmado  en  Madrid  el  30  de  Marzo  de  1845. 

Tratado  de  reconocimiento,  paz  y  amistad 
entre  España  y  la  República  de  Bolivia,  fir- 
mado en  Madrid  el  12  de  Julio  de  1847. 

Tratado  de  reconocimiento,  paz  y  amistad, 
comercio  y  navegación  entre  España  y  la  Re- 


pública  dominicana,  firmado  en  Madrid  el  18 
Je  Febrero  de  1855. 

Tratado  de  comercio ,  navegación  y  Con- 
sulados entre  España  y  las  Dos  Sicilías,  firma- 
do en  Ñápeles  el  25  de  Marzo  de  1856. 

Tratado  de  limites  entre  España  y  Francia, 
y  documentos  anejos  al  mismo,  firmado  en  Ba- 
yona el  2  de  Diciembre  de  1856. 

Tratado  de  reconocimiento,  paz  y  amistad 
entre  España  y  la  República  Argentina,  fir- 
mado en  Madrid  el  9  de  Julio  de  1859. 

Tratado  de  paz  entre  España  y  Marruecos, 
firmado  en  Tetuan  el  26  de  Abril  de  1860. 

Tratado  de  propiedad  literaria  entre  Bspa* 
ña  y  Portugal,  firmado  en  Madrid  el  5  de 
Agosto  de  1860. 

Tratado  entre  España  y  Marruecos  para  el 
cumplimiento  del  pago  de  indemnización  de 
los  gastos  de  la  guerra,  firmado  en  Madrid  el 
30  de  Octubre  de  1861. 

Tratado  de  comercio  entre  España  y  Mar- 
ruecos, firmado  en  Madrid  el  30  de  Noviem- 
bre de  1861. 

Tratado  de  comercio  y  navegación  entre 
España  y  Turquía,  firmado  en  Constantinopla 
el  13  de  Marzo  de  1862. 

Tratado  de  limites  entre  España  y  Francia, 
por  Aragón  y  Cataluña,  firmado  en  Bayona  el 

14  de  Abril  de  1862.  . 

Tratado  de  paz  y  amistad  entre  España  y 
Francia  por  una  parte  y  el  Reino  de  Anam  por 
otra,  firmado  en  Saigonel  5  de  Junio  de  1862. 

Tratado  de  reconocimiento,  paz  y  amistad 
entre  España  y  la  República  de  Qoatemala, 
firmado  en  Madrid  el  29  de  Mayo  de  1863. 

Tratado  entre  España  y  la  República  Ar- 
gentina, modificando  el  art.  7.'*  del  de  9  de 
Julio  de  1859.  firmado  en  Madrid  el  21  de  Se- 
tiembre de  1863. 

Tratado  de  limites  entre  España  y  Portu- 
gal, firmado  en  Lisboa  el  29  de  Setiembre  de 
1864. 

Tratado  de  amistad,  comercio  y  navega- 
ción entre  España  y  China,  firmado  en  Tient- 
sln  el  10  de  Octubre  de  1864. 

Tratado  preliminrr  de  paz  y  amistad  entre 
España  y  el  Perú,  firmado  en  el  Callao  el  27 
de  Enero  de  1865. 

Tratado  de  comercio  entre  España  y  Fran- 
cia, firmado  en  Madrid  el  18  de  Junio  de  1865. 

Tratado  de  reconocimiento,  paz  y  amistad 
entre  España  y  la  República  del  SaUador,  fir- 
mado en  Madrid  el  24  de  Junio  de  1865. 

Tratado  de  comercio  y  navegación  entre 
España é  Italia,  firmado  en  Madrid  el  22  de  Fe- 
brero de  1870,  con  dos  artículos  adicionales  y 
una  declaración  anejos  al  mismo.  (Oac$ta  del 

15  de  Setiembre  de  1870,  núm.  258.) 
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Tratado  de  comercio  y  navegracion  entre 
España  y  Bélgica,  ñrmado  en  Madrid  el  12  de 
Febrero  de  1870.  (Qaceta  del  13  de  Bnero  de 
1871,  núm.  13.) 

Ratiflcacion  de  tres  tratados  de  amistad, 
comercio  y  navegación,  á  saber: 

1.*  Entre  España  y  el  Reino  de  Siam,  fir- 
mado Bangkok  á  23  de  Febrero  de  1870. 

2.'*  Entre  España  y  la  República  Oriental 
del  Uruguay,  ñrmado  en  Montevideo  el  19  de 
Julio  de  1870. 

3.'*  El  de  España  y  los  Reinos  unidos  de 
Suecia  y  Noruega,  ñrmado  el  28  de  Febrero  de 

1871.  (Ley  de  21  de  Julio  de  l^'ll.— Gaceta 
del  29  de  Julio  de  1871,  nüm.  210.) 

Tratado  de  amistad,  comercio  y  navega- 
ción entre  España  y  el  Reino  de  Siam,  firmado 
en  Bangkok  el  23  de  Febrero  de  1870.  {Ga- 
ceta del  8  de  Julio  de  1872,  nüm  190.) 

Nuevo  tratado  de  amistad  y  comercio  entre 
España  y  Pérsia,  firmado  en  Londres  el  9  de 
Febrero  de  1870.  (Gaceta  del  18  de  Julio  de 

1872,  nüm.  200.) 

Recopilación  por  orden  de  asuntos  de  los  anterio- 
res Tratados  de  España  con  las  demás  Naciones, 
los  cuales  existen  coleccionados  en  el  archivo  del 
Ministerio  de  Estado. 

A  ?ia»«a. —Con  Francia,  Inglaterra  y  Portu- 
gal, para  la  intervención  en  la  guerra  civil  de 
España. 

Con  las  mismas  Potencias  para  facilitar  le- 
giones auxiliares. 

Con  Francia  é  Inglaterra  para  ejercer  su 
acción  común  en  los  asuntos  de  Méjico. 

Con  Francia  para  la  guerra  de  Conchin- 
china. 

Asimilación  de  bandera  mercante. — Con  la 
mayor  parte  de  las  Naciones  que  han  aceptado 
la  reciprocidad. 

Autos  judiciales»  ^GovL  Bélgica,  Cerdeña  y 
las  Doá-Sicilias. 

Comercio, --Gon  Alemania,  Andorra,  Aus- 
tria, Bélgica,  China,  Dos-Sicilias,  Francia,  Is- 
las Hawaüanas,  Italia,  Japón,  Marruecos,  Paí- 
ses Bajos,  Pérsia,  Santo  Domingo,  Siam,  Sue- 
cia, Suiza  y  Turquía. 

Concordatos, — Con  la  Santa  Sede  para  el 
orden  eclesiástico  y  para  la  conmutación  de 
bienes. 

Consulados, — Con  Alemania,  Argentina, 
Bélgica,  Brasil,  Cerdeña,  Dos-Sicilias,  Fran- 
cia, Hesse,  Italia,  Países  Bajos,  Portugal  y 
Uruguay. 

Correos, — Con  Alemania,  Austria,  Bélgica, 
Brasil,  Cerdeña,  Francia,  Inglaterra,  Italia, 
Países  Bajos,  Portugal,  Prusia  y  Suiza. 

Créditos,  Con  Argentina,  Dinamarca,  Es- 
tados-ünidos;  Francia  y  Méjico. 


Derechos  civiles, — Con  Alemania,  Bélgica, 
Francia,  Italia  y  Portugal. 

Entrega  de  marineros,— Goix  Ecuador,  In- 
glaterra y  Dos-Sicilias. 

Esclavitud,  •^ConlnglhieTTKphrsL  la  aboli- 
ción del  tráfico  de  negros. 

Extradición, — Con  Austria,  Badén,  Bavie- 
ra,  Bélgica,  Brasil,  Cerdeña,  Francia,  Hanno- 
ver,  Hesse,  Italia,  Monaco,  Nassau,  Oldem- 
burgo.  Países  Bajos, Portugal,  Prusia,  Sajonia 
y  Wurtemberg. 

Extranjería,  —  Con  Bélgica ,  Dinamarca , 
Suecia,  Suiza  y  Wurtemberg,  para  la  aboli- 
ción de  los  derechos  de  advenía. 

Límites, -^Con  Francia,  Marruecos  y  Por- 
tugal. 

Nacionalidad, —Sobre  su  conservación  por 
los  extranjeros  en  España  y  por  los  españoles 
en  América,  según  las  leyes  recíprocas. 

Navegación.— Con  Alemania,  Bélgica,  Dos 
Sicilias,  Dinamarca,  Ecuador,  Hannover,  In- 
glaterra, Marruecos,  China,  Portugal  y  Tur- 
quía. 

Neutralidad,— Gon  Badén,  Bélgica.  Dina- 
marca, Francia,  Hess3,  Italia,  Países  Bajos, 
Portugal  y  Wurtemberg,  para  los  heridos  en 
campaña. 

Paz  y  tregua,— Gon  Annam,  Bolivia,  Chile, 
Ecuador,  Joló,  Marruecos,  Mindanao,  Perü, 
Santo  Domingo  y  Sibugay. 

Presas.— Gon  Francia  para  el  reconoci- 
miento de  las  antiguas. 

Propiedad  literaria,  —Con  Bélgica,  Cerdeña, 
Francia,  Inglaterra,  Países  Bajos  y  Portugal. 

Reconocimiento  de  soberanía, — Argentina, 
Bolivia,  Costa  Rica,  Chile,  Ecuador,  Guatema- 
la, Méjico,  Nicaragua,  Salvador,  Santo  Domin- 
go, Uruguay  y  Venezuela. 

Telégrafos,— Gon  Austria, Badén,  Baviera, 
Bélgica,  Cerdeña,  Dinamarca,  Francia,  Qre- 
cia,  Hamburgo,  Hannover,  Italia,  Países  Ba- 
jos, Portugal,  Prusia,  Rusia,  Sajonia,  Suecia, 
Suiza,  Turquía  y  Wurtemberg. 

Vias  de  comunicación.  —Con  Francia  y  Por- 
tugal, sobre  ferro-carriles  y  telégrafos. 

Para  entender  las  fechas  que  contienen  al- 
gunos documentos  Internacionales,  se  publicó 
en  la  Guia  diplomática  de  España  la  corres- 
pondencia de  los  calendarios  latino,  griego  y 
árabe. 

En  dicha  publicación,  que  solo  tuvo  lugar 
en  1862  y  1865,  aunque  constantemente  se 
tienen  los  datos  reunidos  en  el  Archivo  del 
Ministerio  de  Estado,  constan  los  demás  porme- 
nores relativos  á  este  Centro  administrativo  ( 1  )• 


(1)    Guia  oficial  de  España^  año  de  1873  á 
1874. 
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COMPILACIÓN  BIBLIOGRÁFICA  DE  TRATADOS  PÚBLICOS. 

Jacques  Berna rd;  Recueildes  traites  de  paix^ 
iréve,  neutralit/f  etc,^  desde  1530 hasta  1700,  4  to- 
mos en  folio. — Amsterdan  1700. 

Jean  Dumont;  Corps  universel  du  droü  des 
genSy  contenant  un  Recueil  des  traites  d'alliance, 
de  paíx,  etc.,  desde  800  k  1731;  8  tomos  en  folio. 
Amsterdam,  172d  á  1731,  con  los  suplementos 
desde  1315  á  1738,  por  Jean  Rousset,  y  desde  1597 
á  1679  por  Jean-Ives  de  Prtest,  formando  todos 
7  tomos.— El  primero  de  éstos,  que  corresponde 
al  primer  suplemento,  contiene  la  historia  de  los 
tratados  antiguos  desde  1496  antes  de  la  Era  cris  • 
tiana,  hasta  el  año  813  después  de  Jesucristo,  por 
Barbeyrac;  los  tomos  4.°  y  5.°  compreden  el 
ceremonial  de  las  cortes  de  Europa. 

F.  A.  Wenk.  Corpus  juris  ffentiuntf  de  1735  á 
1772. 

Q-  F.  DE  Martens.  Recueil  des  principanx  trai- 
tes d'alliance,  de  paia,  de  tréve,  etc.,  desde  1730. — 
Este  ilustre  publicista  murió  en  1822,  después  de 
haber  publicado  un  Nouf)eau  Recueil  y  una  nueva 
edición  de  muchos  tomos  de  su  primera  colección 
cuya  edición  no  existia.  Continuaron  la  publica- 
ción de  sus  obras  su  sobrino  Ch.  de  Martens, 
M.  Saalfble,  y  M.  MaRRH^RD,  comprendiendo 
todas  estas  obras  32  tomos,  que  terminan  con  los 
actos  públicos  del  año  1842 ,  no  sin  que  después 
haya  dejado  de  publícars3. 

Barón  Ch.  de  Martens.  Recueil  manuel  et  pra- 
ligue  des  principaux  traites  publicSf  conventions^ 
eic,,/ormant  la  base  des  relations  et  raports  exis- 
tant  aujord'hui  entre  ¿es  divers  élats  souverains  du 
globe,  etc.  (desde  1760  hasta  la  época  actual). 

MM.  d'Hauterive  et  pe  Cossy.  Recueil  des 
traites  de  commerceet  de  navigation  conclus parala 
France  avec  les  divers  puissances,  et  des  puissances 
élrangeres  entre  elles,  depuis  Vannée  1648  hasta 
1842,  10  tomos. 

TRATADOS  ESPECIALES. 
ALEMANIA. 

Protocolle  der  deutsehen  Bundesversammlung. 
1822  á  ..  «esta  obra  se  ha  seguido  publicando). 

BAVIERA. 

D*ARvns(BB,Ton)Chronologisches  Verzeichniss 
der  Bayarsc-ien  Síats-Vertrage.,.  (de  1501  á  1819. \ 
Un  tomo  en  8.''  Passau,  1838. 

DINA.MA.ROA. 

Claosen,  Recueil  de]  tous  les  traites^  etc  ,  pu- 
blicados por  el  Rey  de  Dinamarca,  de  1766  á 
1794. 

ESPAf5A. 

Josa  Antonio  de  Abreu  t  Bbrtodano.  Colec^ 
don  de  los  tratados  de  pat,  alianza,  neutralidad, 


gamníia,  protección  ^  tregua,  mediación^  accesión, 
Reglamento  de  limites,  comercio,  navegación,  etc., 
hechos  por  los  pueblos.  Reyes  y  Príncipes  de  Espa- 
ña, etc,  desde  el  establecimiento  de  la  Monarquía 
gótica  hasta  el  reinado  de  Felipe  F.  Doce  tomos  en 
folio  mayor.  Madrid,  imprenta  de  Peralta,  1740. 

Alejandro  del  Cantillo.  Tratados  y  decía' 
raciones  de  paz  y  comercio  que  han  hecho  con  las 
Potencias  extranjeras  los  Monarcas  españoles  de  la 
casa  de  Borbon,  desde  el  año  de  1700  hasta  el  dia, 
puestos  en  orden  é  ilustrados  muchos  de  ellos  con  la 
historia  de  sus  respectivas  negociaciones.  Un  tomo 
en  folio,  Madrid,  Imp.  de  Alegría  y  Charlaio,  año 
de  1843. 

Florencio  Janbr.  Documentos  internacionales 
del  reinado  de  doña  Isabel  II  desde  1842  á  1868. 
Colección  publicada  de  orden  del  Exorno.  Sr.  Mi- 
nistro de  Estado  con  un  discurso  preliminar  por 
dicho  autor.  Un  tomo  en  folio.  Madrid,  Imp.  de 
Miguel  Ginesta,  año  de  1869. 

FRANCIA. 

Fredbrtc  Leonard.  Recueil  des  traites  depaix 
etc.,  faits  par  le  rois  de  France  depuis  trois  siicles. 
Tres  tomos,  París,  1662. 

GuaLERME  KoCH.  Tablc  des  traites  de  paix, 
etcétera  de  1648  ;á  1787.  Dos  tomos  en  8.* 

D*HAurERrvE  et  de  Cusst.  Recueils  généraux. 

GRAN  BRETAÑA. 

Thomae  Rymeri.  Fedmra,  conventiones,  ele,,  de 
1101  á  1654.  Veinte  tomos  en  folio. 

Jenkinson  (Lord  Hawkbsbury,  Comte  Liyeb- 
pooL.  CoUeclion  ofall  the  Treaties,  elc.,/romth9 
treaty  signed  at  Muster  in  1648,  lo  the  treaties  sig- 
ned  at  Paris  in  1783,  etc.  Cinco  tomos  en  8.^ 

Lewis  Ubqtslet.  a  compleat  collection  of  the 
Treaties  and  conoentions.,.  at  present  subsislingbet' 
ween  Great  Britain  and  foreing  Powsrs,  Londres, 
1727.  Tres  tomos  en  8.° 

ESTADOS  UNIDOS. 

Jonathan  Elliot.  The  American  diplotie  code, 
embracing  a  collection  of  Treaties  and  conventions 
bettveen  the  United  States  and  foreign  poners  from 
1778  lo  1834.  Dos  tomos  en  4.®  mayor.  Washing- 
ton, 1834.  (En  Nueva- York, librería  de  Lewis  and 
Blood  73,  Nasau  Street.) 

HOLANDA  Y  PAÍSES  BAJOS. 

And.  Kluit.  Index  chronologicus  sistens  /ca- 
dera pacis,  defensionis,  etc.,  de  1276  á  1789. 
Cau  et  Schbltus.  Croot  Placaet-Boch,  etc. 

PRUSIA. 

Hertzberq  (Comte  de).  Recueil  de  Deduciions, 
manif estes,  declarations,  etc.,  desde  1756  £   1790. 

RUSIA. 

RoMANzoF  (comte  de).  Gellection  des  ocies  pu- 
blics  et  des  traites  qni  se  trowenl  dans  le  collége 
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des  a//aires  élrangéres,  obra  publicada  par  el  Can- 
ciller del  imperio  Conde  de  Romanzof. 

cerdeSa. 

SoLiB  DE  Li^  Maugubrite  (Comte),  Secretario 
de  Estado  de  Negocios  extranjeros.  Traites  pú- 
blicos de  la  rojal  maison  de  Savoie...  desde  la 
paz  de  Catean -Cambresis  (1559)  hasta...  Tiirin, 
1836.  Cinco  tomos  en  4."^ 

SUECIA. 

C,  A .  MoDÉB.  Colleecion  en  idioma  sueco  de  los 
tratados  públicos  ratificados  por  la  Corona  de  Sue- 
da  I7I8  á  1783.  Doce  tomos  en  4.° 

SUIZA. 

J,  RuD  HUT.ZBR.  Sammlung  der  vomehsmten 
BUndíiisset  Vertrage  etc,  (Berna  1733),  en  8.® 

El  die  BUndnisse  und  Vertrage  der  hehetischen 
Nation,  etc,  (Berna  1732),  en  4.® 

Offizielle  Sammlung  der  das  sehweizerviche 
Staalsrecht  hetreffenie  Actenslilcke,  Verordnun» 
gen,  etc.  (Zürich  1821),  en  9. 

TBATAMIENTO.  El  título  de  honor  ó 
cortesía  que  se  da  á  alguna  persona  ó  corpo- 
ración. (Véase  el  cap.  2.**,  art.  14  al  17  in- 
clusive del  Reglamento  de  la  Carrera  consu- 
lar, pág.  485. 

TBAVfiSIA  Ó  NAVEaACION.  Véase 
Nave  y  Pasajbeos. 

TBEGUA.  Suspensión  de  armas,  cesasion 
de  hostilidades  por  determinado  tiempo  entre 
los  enemigos  que  tienen  rota  ó  pendiente  la 
g^uerra;  pero  la  tregua  ó  armisticio  no  suspen- 
de el  estado  de  guerra,  sino  solo  sus  efectos. 

La  tregua  es,  ó  general,  que  suspende  to- 
talmente las  hostilidades,  ó  particular,  que  solo 
se  yeriñca  en  determinado  paraje;  y.  gr.,  en- 
tre una  plaza  y  el  ejército  sitiador;  ó  con  res- 
pecto á  cierta  especie  de  hostilidades,  ó  con 
respecto  á  ciertas  persona.?.  Una  tregua  gene- 
ral y  por  muchos  años  no  se  diferencia  de  la 
paz  sino  en  cuanto  deja  indecisa  la  cuestión 
que  ha  dado  motivo  á  la  guerra.  Si  la  tregua 
es  general,  solo  puede  estipularse  por  el  So* 
berano,  ó  con  especial  autorización  suya.  Lo 
mismo  se  aplica  aun  á  las  treguas  particula- 
res de  largo  tiempo,  que  un  general  no  puede 
ajustar  sino  reservándose  la  ratificación.  Para 
las  treguas  particulares  de  corto  término  se 
hallan  naturalmente  autorizados  los  jefes. 

Si  un  particular  contraviene  á  la  tregua, 
sabiéndola,  no  solo  debe  ser  compelido  á  la 
reparación  de  los  daños  hechos,  sino  castiga- 
do severamente.  Si  el  Soberano  se  negase  á 
ello,  baria  suya  la  culpa  y  violarla  la  tregua. 

La  violación  de  ésta  por  uno  de  los  con- 
tratantes autoriza  al  otro  para  renovar  las  hos- 
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tilídades,  si  no  es  que  se  haya  estipulado  que 
el  infractor  se  sujete  á  una  pena;  en  cuyo  ca- 
so— si  se  allana  á  sufrirla — subsiste  la  tregua, 
y  el  ofendido  no  tiene  derecho  á  más. 

En  los  convenios  de  tregua  es  necesario 
determinar  el  tiempo  con  la  mayor  precisión, 
señalando,  no  solo  el  dia,  sino  hasta  la  hora 
de  su  principio  y  terminación. 

Espirando  el  término  de  la  tregua  ó  armis- 
ticio, se  renuevan  las  hostilidades  sin  necesi- 
dad de  declaración.  Pero  después  de  una  larga 
tregua  se  acostumbra  generalmente  á  anun- 
ciarlas, para  dar  al  enemigo  la  oportunidad  de 
precaver  las  calamidades  de  la  guerra,  pres- 
tándose á  la  satisfacción  que  pedimos.  Véase 
Armisticio. 

TBIBUNAL  CONSULAR.  Véase  el  ar- 
ticulo Jurisdicción,  pág.  324,  párrafo  8.'  de  la 
primera  columna. 

TRIBUNAL  DE  COMERCIO:  El  tribu- 
nal especial  establecido  para  conocer  en  pri  • 
mera  instancia  do  las  causas  y  negocios  mer- 
cantiles. 

La  administración  de  justicia  en  primera 
instancia  sobre  estos  asuntos  está  confiada  á 
tribunales  especiales  de  comercio,  y  en  su  de- 
fecto á  los  Jueces  ordinarios  de  sus  respectivos 
territorios;  en  segunda  y  tercera  instancia  á 
las  Cancillerías  y  Audiencias;  y  en  los  recur- 
sos de  injusticia  notoria  de  las  sentencias  eje- 
cutoriadas al  Tribunal  Supremo  de  Justicia; 
bajo  el  supuesto  de  que  todos  deben  arreglarse 
en  el  procedimiento  y  decisión  de  estas  causas 
á  lo  prescrito  en  el  Código  de  comercio,  artícu- 
los 1178  al  1182  inclusive. 

TRIBUNAL  MAYOR  DE  CUENTAS. 
Es  la  autoridad  especial  y  superior  en  la  corte, 
instituida  con  fecha  de  10  de  Noviembre  de 
1828,  para  el  examen,  aprobación  y  feneci- 
miento de  las  cuentas  de  la  administración, 
recaudación  y  distribución  de  los  efectos  y 
productos  de  las  rentas  y  ramos  que  constitu- 
yen la  Hacienda  pública  y  cualesquiera  otros 
del  Estado.  Depende  inmediatamente  del  Mi- 
nisterio de  Hacienda,  por  quien  se  le  comuni- 
can las  órdenes  respectivas  á  los  objetos  de  su 
atribución.  Este  Tribunal  corresponde  á  la  ca- 
tegoría de  los  Supremos,  y  contra  sus  ejecu- 
torias no  se  da  recurso  alguno,  salvas  las  fa-. 
cuitados  de  las  Cortes  para  los  artículos  61  y 
73  de  la  ley  de  administración  y  contabilidad. 

TRIG-O.  A  fin  de  evitar  las  repentinas  é 
injustificadas  alteraciones  que  sufria  el  precio 
del  trigo  en  diferentes  provincias  de  España, 
el  Ministerio  de  la  Gobernación  trasladó  por 
Real  orden  circular  de  9  de  Mayo  de  1847  la 
del  Ministerio  de  Comercio,  Instrucción  y 
Obras  públicas  de  3  del  mismo,  en  la  que  se 
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dictan  diferentes  medidas  acerca  de  tan  im* 
pcn^tante  asunto.  Véase  Granos. 

TBIFULACIOir.  La  gente  de  mar  ó  el 
número  de  marineros  de  la  dotación  de  cual- 
quier buque  destinados  en  él  á  las  diversas 
atenciones  de  su  maniobra  y  completo  serví- 
cio.  Todos  los  individuos  de  la  tripulación  han 
de  tener  las  condiciones  ó  requisitos  preveni- 
dos en  los  artículos  687  y  688  del  Código  de 
comercio. 

La  contrata  entre  el  Capitán  y  tripulación 
ó  equipaje  deberá  extenderse  por  escrito  en  el 
libro  de  cuenta  y  razón  de  la  nave,  y  firmarse 
por  los  que  sepan  hacerlo.  Los  que  no  sepan 
ñrmar,  podrán  autorizar  á  otro  que  firme  por 
ellos. 

Una  vez  embarcado  un  tripulante,  no  pue- 
de saltar  én  tierra  sin  permiso  del  Capitán,  ni 
permitir  que  nadie  cargue,  ni  mucho  menos 
descargue  cosa  alguna  sin  orden  de  éste.  De- 
ben obedecerle  en  lo  relativo  al  servicio,  y  dar- 
le parte  cada  uno  de  las  novedades  que  obser- 
ve en  las  cosas  que  se  le  han  confiado. 

El  principio  que  la  tripulación  debe  obe- 
decer al  Capitán,  jamás  se  hará  respetar  bas- 
tante por  los  Tribunalss;  sin  embargo,  es  tam- 
bién preciso  apreciar  las  circunstancias  ate- 
nuantes de  la  desobediencia  de  la  tripulación, 
que  pudieran  ser  tales  que  excusaran  total- 
mente la  conducta.  Por  eso  en  los  tornaviajes 
se  examina  la  conducta  del  Capitán,  caso  de 
queja  de  alguno  de  la  tripulación,  y  si  fuese 
culpable  se  le  impone  la  pena  correspondiente 
á  su  falta. 

El  contrato  entre  el  hombre  de  mar  y  ar- 
mador ó  Capitán,  lo  mismo  que  todos  los  bila- 
terales, se  disuelve  solo  por  el  matizo  disenso 
de  las  partes  ó  por  justa  causa. 

Al  hombre  de  mar  despedido  con  justa  cau- 
sa, se  le  abonarán  los  salarios  devengados  solo 
hasta  aquel  dia.  Si  el  Capitán  hubiese  dejado 
al  hombre  de  mar,  si  bien  arbitrariamente,  al 
menos  por  motivos  prudentes  y  fundados,  el 
pago  de  BUS  salarios  saldrá  de  los  fondos  de  la 
nave;  en  otro  caso,  será  de  cargo  particular 
del  Capitán.  (Artículos  705  y  706  del  Códiffo  de 
comercio,) 

De  consiguiente,  si  contratado  para  una 
nave  se  concertare  para  otra,  será  nulo  el  se- 
gundo contrato,  y  el  Capitán  de  aquella  ten- 
drá la  opción  de  obligarle  á  prestar  el  servicio 
que  tenia  pendiente,  ó  buscar  á  espensas  del 
mismo  quién  le  sustituya,  etc.  Así,  pues,  para 
pasar  del  servicio  de  una  nave  al  de  otra  sin 
estorbo  legitimo,  ha  de  obtener  permiso  por 
escrito  del  Capitán  de  la  nave  en  que  se'rvia. 
(Artículos  700,  701  y  702.) 

Acerca  de  las  deudas  de  un  tripulante,  su 


detención  cuando  la  nave  esté  despachada,  aaf 
como  las  del  Capitán,  etc.,  véase  el  art.  645 
del  citado  Código  de  comercio.  Consültense 
para  todas  las  demás  dificultades  que  se  pre- 
senten los  artículos  703,  704,  707,  708.  711, 
712.  713,  716,  722,  985  y  994.  etc.,  del 
mismo  Código.  Véase  Marinero,  Matriculado, 
Crímenes  á  bordo.  Delincuente,  Qdimbra  ó  ter- 
DENCiA,  Faltas  á  bordo  y  Delitos  á  bordo. 

TBONCO.  El  principio  ó  padre  común  de 
quien  procede  una  familia,  y  á  quien  se  tiene 
que  subir  para  ver  por  el  número  de  personas 
engendradas  cuántos  grados  hay  de  parentes- 
co entre  dos  colaterales.  Llámase,  pues,  tronco 
ó  estirpe  común  el  jefe  de  muchos  descendien- 
tes de  diferentes  líneas  que  traen  su  origen  en 
él.  El  padre,  por  ejemplo,  es  el  tronco  común 
con  respecto  á  los  hermanos:  por  lo  que  mira 
al  tio  y  al  sobrino,  lo  es  el  padre  del  tío,  qne 
es  abuelo  del  sobrino:  con  respecto  á  dos  pri- 
mos hermanos,  lo  es  su  abuelo;  y  asi  de  los 
demás. 

TUITIVO.  Lo  que  defiende,  ampara  y 
protejo.  Dicese  tuitiva  la  potestad  que  tienen 
los  Tribunales  civiles  superiores  para  alzar  la 
violencia  que  hacen  los  Jueces  eclesiásticos  en 
los  conocimientos  de  algunas  causas. 

TUTELA.  Al  varón  menor  de  14  años  y 
la  hembra  menor  de  12,  huérfanos  de  padre  ó 
madre,  se  les  provee  de  tutor  (1).  i 

Decimos  de  padre  ó  madre,  porque  mien- 
tras esta  exista,  como  que  tiene  potestad,  no 
necesita  ejercerse  la  tutela,  que  tiene  por  ob- 
jeto la  guarda  de  la  persona  y  bienes  del  menor. 

La  tutela  puede  ser  testamentaria,  legíti- 
ma ó  dativa. 

Tutela  testamentaria. 

Pueden  nombrar  tutor  en  testamento  ó  co- 
dicilo: 

1.*  El  padre  á  sus  hijos,  aun  á  los  postu- 
mos y  desheredados,  y  al  hijo  natural  á  quien 
instituye  heredero.  Este  último  nombramiento 
necesita  la  confirmación  delJuez  (2). 

2."  La  madre  á  sus  hijos  huérfanos  de  pa- 
dre (3). 

3.*  Cualquiera  puede  nombrar  tutor  al 
huérfano  extraño  á  quien  instituya  heredero  ó 
deje  manda  de  importancia  (4). 

4.*  Si  el  padre  y  la  madre  naturales  dan 
tutor  á  su  hijo,  por  testamento  ó  codicilo,  y 


(1)  Ley  1.',  tít.  16,  Part.  6.%  y  art.  64  déla 
Ley  de  Matrimonio. 

(2)  Leyes  3/  y  8.*,  tít.  16,  Part.  6.* 

(3)  Ley  6.*,  ídem  id. 

(4)  Ley  8.*,  idem  id. 
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ambos  concarren  á  la  tutela ,  será  preferido 
cada  uno  en  la  administración  de  los  bienes 
que  el  respectivo  testador  d^jó  á  su  hijo. 

Debe  emplearse  especial  cuidado  (dice  Gon- 
zalo de  las  Gasas)  en  la  redacción  de  las  cláu- 
sulas del  nombramiento  de  tutores,  para  que 
jamás  pueda  resultar  confusión  acerca  de  los 
nombramientos. 

Tutela  legitima. 

En  defecto  de  tutor  testamentario,  la  ley 
desig^ua  para  este  cargo  como  tutor  legitimo  á 
las  personas  siguientes: 

1 .°     El  abuelo. 

2.^     La  abuela. 

3.*  El  pariente  más  inmediato  del  huérfa- 
no, y  si  hubiera  más  de  uno  en  el  mismo  gra- 
do, son  todos,  confiándose  la  tutela  por  el  Juez 
al  que  repute  más  idóneo,  exigiéndole  fianza. 

Tutela  dativa. 

En  defecto  de  tutor  testamentario  y  pa- 
riente á  quien  designar  como  legítimo,  cons- 
tando debidamente,  el  Juez  nombrará  la  per- 
sona que  haya  de  desempeñar  este  cargo,  con- 
forme á  las  prescripciones  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento civil  (1). 

TUTOB.  La  persona  destinada  primaria- 


(1)    Artículo  1528  y  siguientes  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil. 


mente  para  la  educación,  crianza  y  defensa,  y 
necesariamente  para  la  administración  y  go- 
bierno de  los  bienes  del  que  quedó  sin  padre 
antes  de  la  edad  de  14  años,  siendo  varón,  y 
de  12  siendo  hembra.  Véase  Tutela. 

El  tutor  ó  curador  que  fuese  sospechoso, 
debe  ser  removido  de  su  cargo. 

Llámase  sospechoso  el  que  por  su  mala 
versación  ó  conducta  infunda  recelos  de  que 
disipará  los  bienes  del  huérfano  ó  le  enseñará 
malas  costumbres.  Respecto  á  la  hipoteca  es- 
pecial de  los  tutores  ó  curadores ,  véase  en  la 
Ley  Hipotecaria  el  art.  214,  y  en  el  Re-, 
glamento  general  los  artículos  146,  147,  148  . 
y  149. 

TUTOB  LEGÍTIMO.  El  pariente  llamado 
por  la  ley  á  la  tutela  del  pupilo,  en  defecto  de 
tutor  testamentario.  Habiendo  tutor  testamen  - 
taric,  aunque  sea  extraño,  no  tiene  lugar  el 
legitimo;  pero  cuando  aquel  falta,  por  no  ha- 
ber sido  nombrado  ó  por  haber  fallecido  ó  por 
cualquiera  otra  razón,  entra  entonces  á  ser  tu- 
tor el  pariente  más  inmediato  del  huérfano,  á 
saber,  la  madre;  si  ésta  no  quisiere,  la  abuela; 
en  defecto  de  ambas,  el  pariente  lateral  más 
próximo;  y  si  hubiese  muchos  de  un  mismo 
grado,  todos  serian  tutores.  No  necesitan  los 
parientes  alegar  causa  alguna  para  excusarse 
de  la  tutela,  según  la  opinión  más  probable; 
pero  si  no  quisieren  encargarse  de  ella,  deben 
hacerlo  presente  al  Juez  para  que  nombre  tu- 
tor que  sea  bueno  y  rico,  bajo  la  pena  de  per- 
der el  derecho  que  tuviesen  de  heredar  al  huér- 
fano en  caso  de  morir  sin  testamento.  (Ley  9.^, 
título  16,  Part.  6.')  Véase  ToToa. 


u. 


UBI 

UBICACIÓN.  Fuero  de  ubicación  6  perma-  \ 
nencia  accidental  en  el  punto  de  arribada  ó  de 
la  entrega  de  un  reo. 

ULTIMÁTUM.  Es  el  aspecto  definitivo 
q  ue  una  Potencia  da  á  las  negociaciones  que 
tiene  entabladas  contra  otra,  determinando  el 
mínimo  de  sus  pretensiones,  de  que  ya  no  pue- 
de rebajar  cosa  alguna.  El  mandatario  no  pue- 


ÜNI 

de  fijar  un  ultimátum  sin  expresa  autorización. 

UNIDAD  MÉTBICA.  El  sistema  oficial 
de  pesas  y  medidas  en  España  es  el  métrico 
decimal,  adoptado  para  todos  los  dominios  es- 
pañoles por  la  ley  de  19  de  Julio  de  1849. 

La  unidad  fundamental  de  este  sistema  es 
igual  en  longitud  á  la  diez  millonésima  parte 
del  arco  del  meridiano  que  va  del  Polo  Norte  ál 
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ficaador,  y  se  llama  metro. »  Bl  patrón  de  este 
metro  de  platino  se  guarda  en  el  Archivo  de 
Simancas;  fué  calculado  por  D.  Gabriel  Cis- 
car, y  construido  y  ajustado  por  el  mismo  y 
D.  Agustín  Pedrayes,  y  declarado  patrón  proto- 
tipo y  legal,  con  arreglo  al  cual  deben  ejecu- 
tarse todas  las  medidas  del  Reino.—- El  metro 
se  divide  en  diez  decímetros,  cien  centímetros  y 
mil  milímetros  (1). 

Desde  1.*  de  Enero  de  1860  se  declaró 
obligatorio  el  sistema  métrico  para  todos  los  es- 
pañoles, y  antes,  desde  1.*  de  Enero  de  1853, 
se  declaró  también  obligatorio  en  la  redacción 
de  las  sfntencias  de  los  Tribunales  y  de  los  con^ 
tratos  públicos  (2). 

Sin  embargo,  á  pesar  de  estas  reglas,  la  to- 
lerancia oficial  campea  todavía  en  sus  disposi- 
ciones, atendidas  las  graves  dificultades  ocur- 
ridas en  su  planteamiento,  basta  el  pumo  de 
disponer  (3]  que  la  medida  ó  extensión  de  las 
fincas  podrá  expresarse  en  las  escrituras  con 
la  medida  acostumbrada  en  el  país,  y  que 
siempre  que  sea  posible  se  procurará  añadir  su 
reducción  á  la  medida  correspondiente,  según 
el  sistema  métrico. 

Pero  siendo  de  un  interés  palpable  el  uso 
y  propagación  por  todos  los  medios  del  sistema 
métrico,  y  además  obligatorio  para  los  Nota- 
rios, lo  más  conveniente  es  expresar  siempre 
en  los  contratos  públicos  las  medidas  ó  canti- 
dades con  arreglo  al  uso  del  país  y  su  equiva- 
lencia conforme  al  sistema  métrico. 

Las  medidas  agrarias  ó  relativas  á  la  pro- 
piedad territorial  son  como  sigue: 

La  hectárea,  que  se  compone  de  cien  áreas. 

El  área  es  un  cuadrado  de  diez  metros  de 
lado,  ó  sea  cien  metros  cuadrados  ó  una  cen- 
tiárea. 

Cada  centiárea  6  cuadrado  de  un  metro  de 
lado  se  divide  en  diez  decímetros  ó  cien  cen 
timetros.  Ya  se  comprenderá  que  decímetro 
es  la  décima  parte  de  un  metro,  y  un  centí- 
metro la  centésima  del  mismo  metro.  La  ley, 
sin  embargo,  no  reconoce  más  que  la  hectárea, 
el  área  y  la  centiárea. 

Con  solo  estas  reglas  tenemos  lo  bastante 
para  el  objeto  que  nos  proponemos,  de  apreciar 
y  reducir  al  sistema  métrico  las  medidas  que 
sirven  á  la  propiedad  territorial. 


(1)  Articalos  Ij*  al  5.^  inclusive  de  la  ley  de  19 
de  Julio  de  1849. 

(2)  Artículos  10  y  13  de  ídem  id. 

(3)  Art.  13  de  la  Instrucción  de  12  de  Junio 
de  1862. 
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Reducción  de  pies  castellanos  cuadrados  <de  Bur- 
gos) al  sistema  métrico  decimal  (1). 


PIES 
cuadrados. 

EQUIVALENCIA  DE  LOS  PlftS  CUADRADOS. 

Hectá- 

Ar^flS 

Ceiili- 

Decíme-  CeDUmo- 

reas. 

/ll  ^1I9« 

áreas. 

tros.        tros. 

1 

II 

11 

7 

76 

2 

ti 

11 

15 

52 

3 

ti 

11 

23 

29 

4 

M 

II 

31 

05 

5 

11 

II 

38 

81 

6 

II 

II 

46 

58 

7 

11 

II 

54 

34 

8 

M 

II 

62 

10 

9 

II 

II 

69 

87 

10 

It 

II 

77 

63 

20 

II 

N 

í 

55 

27 

30 

II 

•1 

2 

32 

91 

40 

II 

II 

3 

10 

54 

50 

II 

II 

3 

88 

18 

60 

II 

II 

4 

65 

82 

70 

II 

II 

5 

43 

46 

80 

II 

II 

6 

21 

09 

90 

II 

n 

6 

98 

73 

100 

II 

II 

7 

76 

37 

200 

M 

II 

15 

52 

74 

300 

II 

II 

23 

29 

12 

400 

II 

II 

31 

05 

49 

500 

II 

II 

38 

81 

87 

600 

II 

n 

46 

58 

24 

700 

II 

II 

54 

34 

62 

800 

II 

M 

62 

10 

99 

900 

11 

II 

69 

87 

37 

1.000 

II 

II 

77 

63 

74 

2.000 

II 

1 

55 

27 

49 

3.000 

II 

2 

32 

91 

23 

4.000 

11 

3 

10 

54 

98 

6  000 

n 

3 

88 

18 

73 

6.000 

II 

4 

65 

82 

47 

7.000 

II 

6 

43 

46 

22 

I 

8.000 

11 

6 

21' 

09 

97 

1 

\ 

9.000 

II 

6 

98 

73 

71 

10.000 

II 

7 

76 

37 

46 

20.000 

II 

15 

52 

74 

92 

30.000 

II 

23 

29 

12 

38 

40.000 

II 

31 

05 

49 

85 

60.000 

II 

38 

81 

87 

31 

60.000 

II 

46 

58 

24 

77 

70.000 

•1 

54 

34 

62 

24 

80.000 

II 

62 

10 

99 

70 

90.000 

II 

69 

87 

37 

16 

100.000 

II 

77 

63 

74 

63 

200.000 

1 

55 

27 

49 

26 

300.000 

2 

32 

91 

23 

89 

400.000 

3 

10 

54 

93          52     1 

500.000 

3 

88 

18 

73 

16 

600.000 

4 

65 

82 

47 

79 

700.000 

5 

43 

46 

22 

42 

800.000 

6 

21 

09 

97 

05 

900.000 

6 

98 

73 

71 

69 
32 

. 

1. 000.0001 

7 

76 

37 

46 

UNIDAD  MONBTABI A.  Sistema  mone- 
tario aplicable  á  los  instrumentos  públicos »  y 
adoptado  por  el  Gobierno  provisional ,  segnn 


(1)    Véase  esta  clave  en  Gons^alo  ds  las  Ca.- 
SAS,  TrcUOflo  de  instrumentos  públicos,  pág.  206. 
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decreto  de  10  de  Octubre  de  1868  ,  conforme 
con  el  convenio  internacional  celebrado  en 
23  de  Diciembre  de  1865  por  Francia,  Bélgi- 
ca ,  Italia  y  Suiza ,  en  el  que  se  fija  la  peseta 
como  anidad  monetaria  en  todos  los  dominios 
españoles. 

Según  este  decreto ,  elevado  á  ley  por  las 
Cortes  Constituyentes,  desde  el  31  de  Diciem- 
bre de  1870  es  obligatorio,  asi  en  las  Cajas 
publicas  como  entre  particulares,  el  uso  del 
nuevo  sistema  monetario. — Las  penas  en  que 
incurren  los  infractores  consistirán  en  multas 
pecuniarias  ó  privaciones  de  sus  cargos,  si 
fueren  funcionarios  püblicos,  con  arreglo  á  los 
respectivos  reglamentos  (1). 

Los  contratos,  asi  públicos  como  privados, 
anteriores  al  presente  decreto  ,  en  los  que  ex- 
presa y  terminantemente  se  haya  estipulado 
que  los  pagos  han  de  hacerse  con  moneda  cir- 
culante antes  de  dicha  fecha,  se  liquidarán  con 
el  abono  correspondiente,  siempre  que  el  pago 
se  realice  en  monedas  del  nuevo  cuño  (2). 

La  denominación  de  las  monedas  del  nue- 
vo sistema  monetario  es  de  uso  obligatorio  en 
todas  las  transacciones  entre  particulares,  y 
por  consiguiente  en  los  instrumentos  pübli- 
cos  desde  1.*  de  Enero  de  1871  (3). 

Bn  los  instrumentos  públicos  deben  com- 
putarse y  enunciarse  en  pesetas  y  sus  frac- 
ciones todos  los  valores  relativos  á  toda  clase 
de  operaciones  ,  aun  cuando  en  los  contratos, 
precios,  valores  y  demás  documentos  anterio- 
res á  dicha  fecha  aparezcan  en  monedas  de 
los  sistemas  que  han  venido  rigiendo  hasta  fin 
de  1870  (4). 

Los  funcionarios  públicos  que  hagan  uso 
de  las  antiguas  monedas  sufrirán  las  correc- 
ciones administrativas  que  prudencialmente 
acuerden  sus  jefes ;  y  los  particulares ,  cada 
vez  que  cometan  igual  falta,  incurren  en  una 
multa  de  20  pesetas  en  papel,  la  cual  pueden 
imponerles  los  Tribunales  ó  Autoridades  com- 
petentes (5). 

Ténganse,  pues,  presentes  estas  reglas  para 
no  incurrir  eñ  responsabilidad  al  redactar  las 
escrituras  públicas. 

Para  la  más  fácil  aplicación  y  reducción  á 
la  práctica  de  cualesquiera  cantidades  á  pese- 
tas y  céntimos,  convendrá  tener  en  cuenta  las 
siguientes  reglas : 


(1)  Articulo  10  del  decreto  de  15  de  Octubre 
de  1868. 

(2)  Artículo  11  del  mismo. 

(3)  Articulo  4.*^  del  decreto  del  Poder  ejecuti- 
vo de  23  de  Marzo  de  1869. 

(4)  Articulo  3.®  de  dicho  decreto. 

(5)  Artículo  6.^  del  decreto  de  23  de  Marzo 
de  1869. 


1.'     una  cantidad  de  maravedís  se  divide 
por  136. 

2.'     ünacantidaddecuartossedividepor34. 

3.*     Una  cantidad  de  reales  so  divide  por  4. 

4.'    Una  cantidad  de  escudos  se  multipli- 
ca por  3  Vj. 

5.*    Una  cantidad  de  pesos  sencillos  se  mul- 
tiplica por  3  V4. 

6.'     Una  cantidad  de  duros  se  multiplica 
por  5. 

7/     Una  cantidad  de  onzas  de  oro  se  mul- 
tiplica por  80. 

Practicando  bien  las  operaciones  conforme 
á  estas  bases ,  cualquiera  cantidad  se  reduce 
con  la  mayor  facilidad  al  nuevo  sistema ,  te  • 
niendo  además  muy  presente  estas  otras  de  no 
menor  importancia  y  que  la  experiencia  nos 
ha  probado  ser  indispensables  y  de  necesario 
y  cotidiano  uso  en  la  aplicación  de  los  aran- 
celes notariales. 

1.^     Cada  céntimo  de  real   equivale  á  un 
cuartillo  de  céntimo  de  peseta. 

2.*     Dos  céntimos  de  real,  á  medio  céntimo 
de  peseta. 

3.*     Tres  céntimos  de  real,  á  tres  cuartillos 
de  céntimo  de  peseta. 

4.*     Cuatro  céntimos  de  real ,  á  un  cénti- 
mo de  peseta. 

De  modo  que  para- reducir  los  céntimos 
de  real  á  céntimos  de  peseta  se  dividirán  por  4. 

TABLA  DE  REDUCCIÓN  DE  REALES  A  PESETAS. 


Reales. 

Ptas. 
1 

Reales. 

Péselas. 

Reales. 

Péselas. 

4 

800 

200 

80.000 

20.000 

8 

2 

1.200 

300 

120.000 

30.000 

12 

3 

1.600 

400 

160.000 

40.000 

16 

4 

3.000 

500 

200.000 

50.000 

20 

5 

2.400 

600 

240.000 

60.000 

24 

6 

2.800 

700 

280.000 

70.000 

28 

7 

3.200 

800 

320.000 

80.000 

32 

8 

3.600 

900 

360.000 

90.000 

36 

9 

4.000 

1.000 

4(X).000 

100.000 

40 

10 

8.000 

2.000 

800  000 

200.000 

80 

20 

12.000 

3000 

1.200.000 

300.000 

120 

30 

16.000 

4.000 

1600.000 

40O.O00 

160 

40 

20.000 

5.000 

2.000.000 

500.000 

200 

50 

24.000 

6.000 

2.400.000 

600.000 

240 

60 

2a.ooo 

7.000 

2.800.000 

700.000 

280 

70 

32.000 

8  000 

3.200.(X)0 

800.000 

320 

80 

36.000 

9.000 

3.600.000 

900.000 

360 

90 

40.000 

10.000 

4.000.000 

1.000.000 

400 

100 

Legislación  vigente  según  el  decreto  de  19  de  Octn- 

bre  de  1868. 

Articulo  1.^  Bn  todos  los  dominios  espa* 
fióles  la  unidad  monetaria  será  la  peseta ,  mo« 
neda  efectiva  equivalente  á  100  cents. 

Art.  2.*  Se  acuñarán  monedas  de  oro  de 
100,  50|  20,  10  y  6  pesetas,  cuyo  peso,  ley, 
permisos  y  diámetros,  serán  los  sigruientes; 
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CLASES  DE  MONEDA. 


De  100  pesetas. 
De  50  » 

De  20  )) 

De  10  >) 

De    5  » 


PESO. 


EXACTO. 
Gramos. 


32'25.806 

16*12.903 

6*45.161 

3*22.580 

1*61.290 


PERMISO, 
en  feble  6  fuerles. 

Milésimas. 


1 
I 
2 
2 
3 


LEY. 


EXACTA. 
Milésimas. 


900 


PERMISO, 
en  feble  ó  fuertes. 

Milésimas. 


DIÁMETRO. 
MUimeiros. 


35 
28 
2L 

19 
17 


Estas  monedas  serán  admitidas,  asi  en  las 
Cajas  públicas  como  entre  particulares,  sin  li- 
mitación alguna.  Aquellas  cuya  falta  de  peso 
exceda  de  medio  por  ciento  al  permiso  de  fe- 
ble ó  cuya  estampa  en  parte  ó  del  todo  baya 
desaparecido,  carecerán  de  curso  legal,  y  de- 


berán ser  refundidas  según  determinen  los  re- 
glamentos vigentes. 

Art.  3.'  Asimismo  se  acuñarán  monedas 
de  plata  de  5  pesetas,  cuyo  peso,  ley,  permisos 
y  diámetros  serán  los  siguientes: 


PESO. 

LEY. 

DIÁMETRO. 
Miiiiruiros. 

EXACTO. 
Gramos, 

PERMISO 
en  feble  ó  fuerte. 

MUésiTños. 

EXACTA. 
Milésimas. 

PERMISO 
en  feble  6  fuerte. 

MÜésimas. 

25 

3 

900 

2 

37 

La  recepción  y  circulacíou  de  estas  mone- 
das queda  sujeta  á  las  mismas  reglas  estable- 
cidas en  el  art.  2.*  para  las  de  oro,  en  el  con- 
cepto de  que  el  desgaste  no  podrá  exceder  del 
1  por  100. 


Art.  4.*  También  se  acuñarán  monedas  de 
2  pesetas,  1  peseta,  50  céntimos  y  20  cénti- 
mos ,  cuyo  peso ,  ley  ,  permisos  y  diámetros 
serán: 


I 


CLASE  DE  MONEDA. 

PES 

0. 

PERMISO 
en  feble  6  fuerle. 

MÜésimAS. 

LEY. 

DIÁMETRO. 

MUimetros. 

EXACTO. 
Gramos, 

EXACTA. 
Milésimas. 

PERMISO 
en  feble  ó  fuerte. 

Mil-ísimas.     \ 

Cents. 

1 

2  pesetas.  ...   00 

10 

« 

\           5            1 

27 

1     Ídem.  ...   00 

5 

1                         1 

835 

3 

23 

0     Ídem ....    50 

2*50 

10           1 

18 

0     ídem ....   20 

1*50 

1 

16 

Estas  monedas  carecerán  de  curso  legal  y 
deberán  ser  refundidas,  con  arreglo  á  los  re- 
glamentos vigentes,  cuando  la  estampa  ba- 
ya en  todo  ó  en  parte  desaparecido,  y  el  des- 
gaste exceda  en  5  por  100  al  permiso  de  fe- 
ble, y  no  se  entregarán  por  las  cajas  publicas, 
ni  serán  admisibles  entre  particulares  en  can- 


tidad que  exceda  de  50  pesetas,  cualquiera 
que  sea  la  cuantía  del  pago.  Bl  Estado,  sin  em- 
bargo, las  recibirá  de  los  contribuyentes  sin 
limitación  ninguna. 

Art.  5.*  8e  acuñarán  monedas  de  bronce 
de  10,  5,  2  y  un  céntimos,  con  peso,  permi- 
sos y  diámetros  siguientes: 
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CLASE  DE  MONEDA. 

PE 

SO. 

LEY. 

DIÁMETRO. 

EXACTO. 

PERftIiSO 

en  feble  ó  fuerte. 

EXACTA. 

PERMISO 
en  feble  ó  fuerte. 

Céntimos, 

Gramos. 

Milésimas, 

Milésimas, 

MÜésimM. 

Müimetros. 

10 
5 
2 
1 

10 
5 
2 

1 

1 

10 
15 

950  cobre. 

40  estaño. 
10  zinc. 

I 

10 
5 

30 
25 
20 
15 

Carecerán  de  curso  legal  estas  monedas  y 
serán  refundidas  á  espensas  del  Estado  cuan- 
do el  anverso  ó  reverso  baya  en  todo  ó  en 
parte  ■  desaparecido  por  los  efectod  naturales 
del  desgaste.  En  ningún  caso  las  monedas  de 
bronce  podrán  entregarse  por  las  cajas  pú- 
blicas, ni  tendrán  curso  legal  entre  particula- 
res, en  cantidad  que  exceda  de  5  pesetas, 
cualquiera  que  sea  la  cuantía  del  pago;  pero 
las  cajas  públicas  las  recibirán  sin  limitación 
alguna. 

Art.  6.*  Todas  las  monedas  cuyo  tamaño 
lo  permita  ostentarán  una  figura  que  repre- 
sente á  España,  con  las  armas  y  atributos  pro- 
pios de  la  soberanía  nacional,  y  llevarán  ex- 
presados su  valor,  peso,  ley  y  año  de  la  fabri- 
cación. Asimismo  aparecerán  en  ellas  las  ini- 
ciales de  los  funcionarios  responsables  de  la 
exactitud  de  peso  y  ley. 

Las  condiciones  de  la  estampa,  peculiares 
á  cada  moneda  y  en  armonía  con  lo  expuesto, 
serán  objeto  de  resoluciones  especiales  del  Mi- 
nisterio de  Hacienda,  debiendo  cuidar  de  que, 
conservando  la  debida  armonía,  se  diferen- 
cien entre  si  en  el  carácter  y  disposición  de 
las  leyendas  ó  en  otros  detalles  accesarios  pa- 
ra evitar  que  se  confundan  monedas  de  distin- 
to valor. 

Art.  7.*  Se  acuñarán  en  monedas  de  oro 
de  100,  50,  20,  10  y  5  pesetas,  y  de  plata 
de  5  pesetas,  las  pastas  que  presenten  de  su 
cuenta  los  particulares,  sin  exigirles  descuento 
ni  retenida  alguna  por  gastos  de  fabricación, 
siempre  que  aquellas  reúnan  la  ductibilidad  y 
demáfl  condiciones  necesarias,  y  que  puedan 
alearse  á  la  ley  monetaria  sin  necesidad  de 
incorporar  oro  ni  plata  fina.  Los  gastos  de 
afinación  y  apartado  en  las  pastas,  cuya  amo- 
nedación exija  tales  manipulaciones,  lo  satis- 
farán los  particulares  con  arreglo  á  un  tipo 
uniforme  y  en  armonía  con  el  coste  de  dichas 
operaciones,  si  poseyendo  los  medios  necesa- 
rios las  casas  de  moneda  del  Reino,  el  Gobier- 
no conceptuase  conveniente  autorizarlo. 

Art.  8.*  Las  monedas  de  plata  á  la  ley  de 
835  milésimas  y  las  de  bronce  se  acuñarán 


exclusivamente  por  cuenta  y  en  beneficio  dll 
Estado. 

Art.  9.*  Bl  Ministro  de  Hacienda  fijará  en 
los  presupuestos  anuales  la  proporción  en  que 
deban  acuñarse  las  diferentes  clases  de  mone- 
da, con  arreglo  á  las  necesidades  de  la  circu- 
lación ;  en- la  inteligencia  de  que  la  tal  suma 
de  moneda  circulante  de  plata  de  835  milési- 
mas no  ha  de  exceder  de  6  pesetas  por  habi- 
tante, ni  de  2  pesetas  la  cantidad  de  moneda 
de  bronce. 

Art.  10.  A  contar  desde  31  de  Diciembre 
de  1870  será  obligatorio,  asi  en  las  cajas  pú- 
blicas como  entre  particulares,  el  uso  del  sis- 
tema monetario  creado  por  este  decreto. 

Las  penas  en  que  incurrirán  los  infracto- 
res consistirán  en  multas  pecuniarias  ó  priva- 
ción de  sus  cargos  si  fueren  funcionarios  pú- 
blicos ,  según  se  disponga  en  los  respectivos 
reglamentos. 

Art.  11.  Los  contratos,  asi  públicos  como 
privados  anteriores  al  presente  decreto,  en  los 
que  expresa  y  terminantemente  se  haya  esti- 
pulado que  los  pagos  han  de  hacerse  en  mo- 
neda circulante  en  la  actualidad ,  se  liquida- 
rán con  el  abono  correspondiente,  siempre  que 
el  pago  se  realice  en  monedas  del  nuevo  cuño. 
El  Ministro  de  Hacienda  publicará  las  opor- 
tunas tablas  para  la  reducción  de  la  antigua 
á  la  nueva  moneda,  á  fin  de  facilitar  esta  cla- 
se de  operaciones. 

Art.  12.  El  Gobierno  queda  facultado  pa- 
ra autorizar  la  admisión  en  las  cajas  públicas 
y  la  circulación  legal  en  todos  los  dominios 
españoles,  de  las  monedas  de  oro  y  plata  acu- 
ñadas en  países  extranjeros,  siempre  y  cuan- 
do tengan  peso  igual  ó  exactamente  propor- 
cional, la  misma  ley  y  condiciones  ,  y  que 
sean  admitidas  recíprocamente  las  nacionales 
en  aquellos  países.  La  circulación  recíproca 
de  las  monedas  nacionales  y  extranjeras  será 
objeto  de  tratados  especiales  con  las  Potencias 
respectivas. 

DISPOSICIÓN  TRANSITORIA. 

A  medida  que  se  retiren  de  la  circulación 
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las  monedas  circalantes  serán  refandidas  y  se 
procederá  á  la  acuñación  de  las  Bimilares  crea- 
das por  este  decreto,  debiendo  incluirse  en  los 
presupuestos  generales  los  créditos  indispon* 
sables  para  realizar  dicha  refundición  con  to- 
da la  brevedad  compatible  con  las  circunstan* 
cias  del  Tesoro  público. 

Decreto  de  23  de  Marzo  de  1869. 

Artículo  1.*  L')s  monedas  acuñadas  con- 
forme al  sistema  monetario  establecido  por  de- 
creto de  19  de  Octubre  último  ,  serán  admi- 
tidas en  toda  clase  de  pagos /transacciones, 
asi  entre  particulares  como  en  las  cajas  pú- 
blicas, con  las  limitaciones  que  para  las  infe- 
riores á  las  de  5  pesetas  establece  dicho  de- 
creto, á  razón  de  4  rs.  ó  400  milésimas  de  es- 
cudo por  pésela ,  siempre  y  cuando  se  haya 
expresado  ó  tácitamente  se  deduzca  que  los 
pagos  han  de  efectuarse  en  moneda  corriente. 

Art.  2/  Cuando  se  hubiere  estipulado  el 
pago  en  monedas  designadas  por  su  peso,  ta- 
lla y  ley  ó  denominación  propia  y  exclusiva, 
y  no  por  su  valor  nominal  ó  representativo,  el 
deudor  deberá  abonar  en  moneda  de  nuevo 
cuño  la  cantidad  equivalente  que  corresponda 
con  arreglo  á  las  tablas  anejas  á  este  decreto. 
•'■  Atendiendo  á  los  precedentes  establecidos,  des- 
de luego  se  considerarán  comprendidos  en  es- 
ta excepción  los  intereses  de  la  deuda  públi- 
ca exterior ,  que  se  continuarán  satisfaciendo 
como  hasta  aquí  á  ios  cambios  de  51  dineros 
esterlines,  y  5  francos  40  céntimos  peso  fuerte. 

Art.  3.*  Los  presupuestos  generales  que 
han  de  someterse  á  la  aprobación  de  las  Cor- 
tes con  destino  al  año  de  1870-71  y  sucesi- 
vos serán  calculados  en  pesetas  y  céntimos  de 
peseta,  y  desde  1.*  de  Julio  de  1870  las  ofici- 
nas públicas  computarán  y  enunciarán  en  di- 
chas unidades  y  fracciones  todos  los  valores 
relativos  á  sus  operaciones,  aun  cuando  en  los 
contratos,  precios,  tarifas  y  demás  documen- 
tos aparezcan  en  monedas  de  sistemas  ante- 
riores. 

Art.  4.°  La  denominación  de  las  monedas 
del  nuevo  sistema  monetario  será  de  uso  obli- 
gatorio en  todas  las  transacciones  entre  parti- 
culares desde  1.*  de  Enero  de  1871. 

Art.  5.*  Todas  las  tarifas  de  efectos  estan- 
cados ,  portazgos,  pontazgos  y  de  cualquier 
otro  ramo  del  servicio  del  Estado,  de  las  pro- 
yincias  ó  de  los  Municipios  se  reyisarán  aco- 
modándolas al  nuevo  sistema,  de  manera  que 
en  ningún  caso  resulten  cantidades  imagina* 
rias,  á  cuyo  efecto,  de  ser  necesario,  podrán 
hacerse  los  recargos  indispensables  para  com- 
pletar céntimos  enteros. 

Art.  6.*    Los  funcionarios  públicos  que  ha- 


ciendo uso  de  las  antiguas  monedas  contraven- 
gan lo  dispuesto  en  el  art.  3.^  de  este  decreto 
sufrirán  las  correcciones  administrativas  que 
prudencialmente  acuerden  sus  Jefes,  y  á  los 
particulares  cada  vez  que  cometieren  igual 
falta  se  les  impondrá  por  los  Tribunales  ó  Au- 
toridades á  quienes  competa  una  multa  de  20 
pesetas  en  el  papel  correspDudiente. 

UNIDAD  LEGAL  MONETARIA  DE 
España.  Las  relaciones  comerciales  de  España 
con  los  países  extranjeros,  y  el  desarrollo  de 
las  grandes  obras  públicas,  como  los  ferro- 
carriles, canales  como  el  de  Suez,  la  perfora- 
ción del  Monte-Cenis  y  otros,  produce  natural- 
mente contratos,  giros  y  negociaciones  que 
son  con  frecuencia  objeto  de  instrumento  pú- 
blico. Los  valores  de  estos  contratos  unas  ve- 
ces se  fijan  en  la  moneda  del  país  en  que  se 
contrata,  y  otras  en  la  extranjera  correspon- 
diente. 

Las  acciones  de  estas  empresas  de  utilidad 
pública,  que  circulan  por  todos  los  países,  ya 
inglesas,  ya  francesas,  belgas,  italianas,  de 
los  Estados-Unidos  ó  de  Egipto,  son  traspor- 
tadas por  la  actividad  comercial  de  un  punto 
á  otro  punto  del  globo,  y  en  todas  partes  se 
negocia  y  se  contrata  sobre  ellas.  En  estos  ca- 
sos es  cuando  el  Notario  debe  mostrar  su  ver- 
dadera ilustración,  si  ya  que  no  puede  tener 
conocimiento  de  todas  las  principales  lenguas, 
como  seria  altamente  provechoso,  especial- 
mente el  francés  y  el  inglés  por  lo  menos, 
demuestra  que  tiene  conocimientos  bastantes 
para  dar  razón  y  liquidar  el  verdadero  valor 
de  los  contratos  que  autoriza.  Por  otra  parte, 
como  hemos  visto  en  los  párrafos  precedentes, 
obligándole  la  ley  á  fijar  siempre  en  los  ins- 
trumentos públicos  el  valor  de  los  contratos 
con  arreglo  á  la  unidad  legal  monetaria  de  E$^ 
paña,  le  es  ya,  no  solo  útil,  sino  indispensa- 
ble, saber,  antes  de  pensar  en  la  redacción  de 
un  instrumento  público,  la  equivalencia  legal 
de  las  monedas  extranjeras  reducidas  á  pese- 
tas y  céntimos.  Véase  el  articulo  Mo.nbda  ,  pá- 
gina 383 . 

UNIFOBMB  OONSULAB.  La  carta 
que  escribió  el  primer  Secretario  de  Estado, 
Excmo.  Sr.  Marqués  de  Grimaldi,  á  D.  José 
de  Uriundo,  Cónsul  de  España  en  Genova,  su 
fecha  23  de  Enero  de  1777,  es  la  disposición 
más  antigua,  y  la  única  que  se  ha  publicado 
acerca  del  uniforme  consular.  En  ella  dice: 

«Habiendo  venido  el  Rey  en  permitir  que 
sus  Cónsules  usen  de  un  uniforme,  se  ha  ser- 
vido S.  M.  aprobar  el  que  se  expresa  en  la 
nota  que  incluyo,  con  la  muestra  del  bordado 
que  deberá  llevar.  En  haciendo  Vd.  el  sayo, 
si  g<i8ta,  dispondrá  pasar  dicha  nota  y  maes- 
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tra  al  Cónsul  de  S.  M.  en  Liorna,  y  sucesiva- 
mente á  los  deaiás  de  Italia,  exceptuando  el 
de  Cerdeña,  que  lo  tiene  ya;  ad virtiéndole  que 
será  voluntario  de  ellos  el  usarlo  ó  no,  respecto 
de  que  le  han  de  costear  por  si.  Dios,  etc.)> 

La  copia  de  la  nota  que  se  menciona  en  la 
anterior  carta  es  la  siguiente: 

c(  üniforfiM  que  el  Rey  permite  usen  sus  Con-' 
sules  en  los  puertos  de  las  Naciones  extranjeras.  — 
Casaca  azul;  chupa,  calzón  y  vueltas  de  ca- 
saca encarnadas,  bordadas  al  canto,  casaca  y 
chupa,  de  oro  como  la  muestra  adjunta,  con 
alamares  en  una  y  otra  hasta  el  talle,  y  los 
correspondientes  en  carteras  y  mangas.  Se  ad- 
vierte que  las  mangas  de  la  casaca  han  de  ser 
cerradas,  y  que  además  del  bordado  de  la 
muestra  podrá  añadirse  el  filete  del  canto,  que 
es  regular  en  todo  bordado.» 

De  esta  disposición  aparece  que  con  ante- 
rioridad á  ella  no  usaban  uniforme  los  Cónsu- 
les de  España,  al  menos  con  autorización  ofi- 
cial; pero  las  diferencias  que  el  tiempo  y  las 
caprichosas  variaciones  de  la  moda  han  intro- 
ducido en  el  señalado  en  la  anterior  carta  han 
sido  tales,  que  no  queda  de  61  más  que  la  ca- 
saca y  los  bordados  de  la  misma. 

El  uniforme  consular  español  adoptado  ge- 
neralmente es  hoy  de  tres  clases,  á  saber: 

Uniforme  pequeño.  Este  consiste  en  casaca 
azul  con  fílete  de  oro,  y  sin  más  adorno  que 
el  bordado  al  cuello,  indicando  el  grado;  los 
botones  son  dorados  y  con  las  armas  naciona- 
les; pantalón  y  chaleco  lisos;  sombrero  apun- 
tado, espada  y  bastón. — Este  uniforme  no 
se  usa. 

Uniforme  de  media  gala.  Casaca  azul  con 
completo  filete  de  oro,  con  bordados  también 
de  oro  en  las  mangas,  en  el  cuello  y  detrás  en 
el  talle  ó  escuson  (1).  El  filete  imita  palma,  y 
el  bordado  representa  hojas  de  encina  y  ojos 
formando  alamares.  Segan  los  informes  dados 
al  Barón  Miltiz  por  la  Cancillería  del  Ministe- 
rio,  en  Abril  de  1835,  el  Vicecónsul  debe  lle- 
var en  las  mangas  y  el  cuello  un  solo  alamar 
pequeño,  el  Cónsul  uno  mayor,  y  el  Cónsul 
general  dos;  pero  el  uso  ha  introducido,  abu- 
sivamente ai  se  quiere,  que  los  Cónsules  lle- 
ven dos  y  los  Cónsules  generales  tres. 

El  chaleco  debe  ser  recto  en  forma  de 
chupa,  y  también  con  fílete  bordado  y  botones 
con  los  armas  nacionales.  El  pantalón  con 
franja  de  oro,  representando  encina;  uno  y 
otro  de  paño  azul,  lo  mismo  que  la  casaca; 
sombrero  negro  apuntado,  orlado  por  una  plu- 
ma negra  rizada,  con  escarapela  nacional, 
sostenida  con  una  presilla  de  grueso  acordó  - 


(1)    Voz  extranjera  que  el  uso  tolera. 


nado  de  oro;  en  las  puntas  del  sombrero  bor- 
las del  mismo  acordonado;  espada  recta  de 
caballero,  y  bastón  con  puño  de  oro  y  borlas 
negras. 

Uniforme  de  toda  gala.  Es  igual  al  anterior, 
con  la  diferencia  de  llevar  calzón  y  chupa  de 
casimir  blanco,  y  de  tener  la  casaca  bordados 
sobre  todas  las  costuras,  y  grandes  alamares 
horizontales  sobre  el  pecho. 

Esta  casaca  es  tan  desechada  por  el  uso,  que 
difícilmente  habrá  hoy  un  solo  Cónsul  que  la 
tenga.  Lo  que  generalmente  se  usa  es  el  uni- 
forme de  media  gala,  con  la  diferencia  de  lle- 
var para  gran  gala  y  para  salón  el  pantalón 
con  franja  y  chaleco  con  filete  de  oro,  de  ca  - 
simir  blanco. 

El  Convenio  del  Pardo,  que  tiene  fecha  an-- 
terior  á  la  ya  citada  carta,  autoriza  á  los  Cón- 
sules á  usar  espada  y  bastón  para  adorno  este» 
rior  de  sus  personas;  y  un  autor  moderno  espa- 
ñol coloca  esta  frase  entre  otras  limitativas  de 
la  autoridad  y  prerogativas  consulares  como 
si  la  creyese  depresiva;  sin  comprender  que  la 
espada  representa  en  esta  ocasión,  como  siem- 
pre que  no  se  trata  de  cargos  militares,  un 
signo  exterior  de  nobleza,  y  el  bastón  la  juris- 
dicción voluntaria  y  ordenatoria  que  á  los 
Cónsules  se  concedía  por  el  mismo  Convenio. 
La  espada  era  llevada  entonces  por  los  nobles, 
aun  sin  uniforme. 

Pueden  usar  el  bastón  los  Cónsules  dentro 
de  su  distrito,  y  los  Vicecónsules  dentro  del 
suyo,  y  cuando  interinamente  se  hallan  en- 
cargados de  un  consulado;  pero  apenas  se  po- 
drá citar  uno  que  lo  use. 

Por  más  que  la  práctica  general  tenga  es- 
tablecido que  el  uniforme  consular  no  se  use 
sino  en  ocasiones  de  solemnidad,  seria  consi- 
derado como  falta  de  etiqueta  el  no  llevarlo  en 
las  presentaciones  á  Soberanos  y  Príncipes 
Reales,  en  las  fiestas  que  se  dan  en  honor  del 
Jefe  de  una  Nación,  deba  ó  no  éste  concurrir  á 
ellas,  y  en  los  actos  páblicos  y  oficiales  en  que 
se  presenta  el  Cónsul  en  la  casa  del  Jefe  del 
Poder  ejecutivo  del  país  en  que  se  halla  acre- 
ditado, ó  en  la  del  Gobernador  general,  si  re* 
sidlere  en  una  colonia. 

Según  los  artículos  76  y  77  del  cap.  14 
del  Reglamento  de  la  Carrera  consular  (véase  este 
Reglamento),  los  empleados  consulares  de  todas 
categorías,  á  excepción  de  los  aspirantes,  es- 
tán obligados  á  tener  el  uniforme  de  la  carrera 
con  arreglo  al  modelo  aprobado, 

UNIFOBME  DE  LOS  PILOTOS.  Por 
Real  orden  circular  del  Ministerio  de  Marina,  fe- 
cha 1.^  de  Setiembre  de  1856,  se  remitieron  al 
de  Estado  el  22  de  Agosto  del  mismo  500  im- 
presos de  la  Real  orden  de  15  del  actual  y  nota 
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qae  la  acompaña ,  señalando  el  aniforme  que  de- 
berán usar  los  pilotos  de  la  marina  mercante  é 
indiyidaos  particulares  que  obtuvieren  gradua- 
ciones honoríficas  del  Cuerpo  de  la  armada  con 
la  anterioridad  al  Real  decreto  de  30  de  Julio 
ultimo,  á  fin  de  que  al  circularlos  á  los  Cón- 
sules de  S.  M.  en  el  extranjero  se  disponga  por 
el  Ministerio  de  Estado  que  estos  funcionarios 
den  parte  siempre  que  notaren  alguna  infrac- 
ción en  lo  que  en  dicha  Real  orden  se  dispone. 

Hé  aquí  la  Real  orden  citada  de  15  de 
Agosto  de  1856: 

«Considerando  la  Reina  (Q.  D.  Q.)  la  ne- 
cesidad de  establecer  diferencias  que  puedan 
apreciarse  á  primera  vista  entre  el  uniforme 
de  los  Oficiales  de  la  armada  y  el  de  los  pilo- 
tos de  la  marina  mercante  é  individuos  parti- 
culares extraños  á  aquella  que  obtuvieron  gra- 
duaciones honoríficas  del  Cuerpo  con  anterio- 
ridad al  Real  decreto  de  30  de  Julio  ultimo,  y 
atendiendo  á  la  conveniencia  de  que  se  cumpla 
con  exactitud  lo  prevenido  en  el  art.  69,  tra* 
tado  2.\  tit.  1/  de  las  Ordenanzas  generales 
de  1793,  asi  como  á  la  de  completar  el  pen- 
samiento fundamental  del  mencionado  Real 
decreto,  se  ha  dignado  resolver  que  el  unifor- 
me de  los  Oficiales  graduados  se  componga  de 
las  prendas  marcadas  ea  la  adjunta  nota,  usan  • 
dolo  igualmente  los  asignados  al  servicio  de 
tercios  navales  y  buques  guarda-costas  que 
no  procedan  de  cualquiera  de  los  cuerpos  mi- 
litares de  la  armada.  Consecuente  á  esta  dis- 
posición, ha  mandado  S.  M.  queden  sin  efecto 
las  Reales  órdenes  de  19  de  Setiembre  de  1844 
y  14  de  Diciembre  de  1850,  derogándose  to- 
das las  disposiciones  anteriores,  y  que  por  el 
AltL  rantazgose  hagan  las  prevenciones  opor- 
tunas  a  los  Jefes  de  la  Armada  á  quienes  cor- 
responda, para  que  bajo  su  responsabilidad 
cuiden  de  la  fiel  y  exacta  observancia  de  lo 
prevenido  en  esta  Real  orden,  etc.» 

Prendas  de  que  se  compondrái  el  uniforme  de  los 
pilotos  de  la  marina  mercante  é  individuos  par- 
ticulares que  obtuvieron  g^raduaciones  honorífi- 
cas del  Cuerpo  de  la  armada  con  anterioridad  al 
Real  decreto  de  30  de  Julio  último. 

Casaca  de  paño  azul  turquí  con  forro  de  lo 
mismo;  solapa  idem,  abrochada  hasta  arriba, 
con  dos  hileras  de  botones  plateados  de  ancla 
sin  corona,  repartidos  á  iguales  distancias; 
vueltas  encarnadas;  cuello  idem  con  vivo  azul, 
cerrado  por  delante  con  corchetes,  y  un  ancla 
sin  corona,  bordada  de  plata  en  él;  faldón  con 
barras  azules,  y  dos  anclas  sin  corona,  borda- 
das de  plata  en  la  extremidad  de  cada  uno  de 
ellos;  una  cartera  á  cada  lado  del  talle,  con 
vivo  encarnado,  y  tres  ojales  de  trencilla  azul 
con  tres  botones  chicos  de  anclas  sin  corona, 
dos  de  éstos  en  el  talle;  una  cartera  en  la  aber- 


tura de  la  mangra,  con  vivo  encarnado,  y  tres 
botones  chicos  de  ancla  sin  corona  para  abro« 
charla.  Espada  ceñida  de  cruz ,  con  vaina  de 
cuero  charolado  y  contera,  que  asi  como  la 
guarnición  del  puño  serán  de  metal  plateado. 
Sombrero  apuntado,  sin  galón,  con  borlas  y 
presilla  de  plata,  y  escarapela  nacional.  Panta- 
lón azul  del  mismo  color  que  la  casaca;  guante 
blanco,  corbatín  negro  y  media  bota.  Las 
charreteras  serán  de  hilo  de  plata  suelto,  de  38 
lineas  de  largo,  y  palas  lisas ,  de  40  lineas  de 
ancho;  la  concha  tendrá  70  lineas  de  diámetro 
ó  ancho  y  30  de  largo,  prolongándose  la  pala 
hasta  completar  76,  con  un  botón  chico  de 
ancla  sin  corona  en  el  extremo  superior. 

UNION.  La  agregación  ó  incorporación 
de  una  cosa  con  otra,  como  cuando  la  cosa  que 
pertenece  á  un  dueño  se  junta,  mezcla  ó  con- 
funde con  la  que  pertenece  á  otro.  Es  uno  de 
ios  medios  de  adquirir  el  dominio  de  las  cosas 
por  accesión,  que  es  el  derecho  que  la  propie- 
dad de  una  cosa  nos  da  sobre  todo  lo  que  ésta 
produce,  y  sobre  lo  que  se  le  une  accesoria- 
mente por  obra  de  sola  la  naturaleza,  sin  el 
concurso  de  la  industria  del  hombre. 

U&BANIDAD.  Cualidad  que  contribuye 
poderosamente  á  hacer  al  hombre  agradable 
en  el  trato  social,  que  se  puede  definir  por  el 
hábito  de  manifestar  á  las  personas  con  quie- 
nes vivimos  los  sentimientos  y  las  considera- 
ciones que  se  deben  recíprocamente  los  seres 
reunidos  en  sociedad.  A  esta  clase  pertenece 
también  el  esmero  en  sujetarse  á  las  leyes  del 
decoro,  como  igualmente  el  ingenio,  la  jovia- 
lidad, el  buen  humor,  los  conocimientos,  ya 
útiles,  ya  agradables;  las  ciencias,  las  habili- 
dades y  el  gusto.  (Moral  Unioer$al,) 

USADO.  Lo  que  es  de  práctica  ó  de  cos- 
tumbre; y  asi  los  cambistas  suelen  valerse  del 
modo  adverbial  al  usado  para  explicar  que  las 
letras  se  han  de  pagar  en  el  tiempo  ó  modo 
que  se  acostumbra. 

USÍA.  Vocativo  que  se  usa  en  lugar  de 
vwitra  señoría. — Persona  que  tiene  este  tra- 
tamiento. 

USO.  El  estilo,  práctica  general  ó  modo 
de  obrar  que  se  ha  introducido  imperceptible- 
mente y  ha  adquirido  fuerza  de  ley.  El  uso  se 
funda  en  el  consentimiento  tácito  del  pueblo 
que  le  observa,  de  los  tribunales  que  se  con- 
forman con  él,  y  del  legislador  que  permite  su 
aplicación;  y  este  concurso  de  voluntades  se 
anuncia  por  los  hechos  que  forman  sucesiva- 
mente el  uso  cuando  son  uniformes,  p&bücos, 
multiplicados,  observados  por  la  generalidad 
de  los  habitantes,  reiterados  durante  macho 
tiempo,  y  tolerados  constantemente  por  el  Po- 
der legislativo.  El  uso  contrario  &  la  razón  ó 
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á  las  buenas  costumbres  no  puede  jamás  ad- 
quirir fuerza  obligatoria,  pues  no  debe  consi- 
derarse sino  como  un  error  antiguo,  siendo 
menos  un  uso  que  un  abuso  y  una  infracción 
de  la  regla.  Bn  el  comercio,  según  el  art.  442 
del  Código,  es  cierto  ndmero  de  días  que  la 
costumbre  del  pueblo  donde  se  gira  la  letra, 
ha  determinado  para  su  pago.  Bl  término  de 
la  letra  girada  á  uno  <S  muchos  usos  se  cuen- 
ta desde  el  dia  inmediato  siguiente  al  de  su 
giro. 

Bl  uso  de  las  letras  giradas  de  plaza  á  pla- 
za en  lo  interior  de  Bspaña  es  de  dos  meses:  el 
de  las  letras  giradas  en  el  extranjero  sobre 
cualquiera  plaza  de  Bspaña  es,  á  saber:  en  las 
de  Francia  treinta  dias:  en  las  de  Inglaterra, 
Holanda  y  Alemania  dos  meses;  en  las  de  Italia 
y  cualquier  puerto  extranjero  del  Mediterráneo 
y  Adriático  tres  meses,  y  en  las  demás,  según 
la  forma  en  que  se  cuenta  donde  se  giró  la  le- 
tra. (Art.  443  M  Código  de  eonurcio,) 

Los  meses  para  el  cómputo  de  los  términos 
se  cuentan  de  fecha  á  fecha.  (Art.  444.) 

UBUABIO.  Bl  que  tiene  derecho  de  usar 
de  la  cosa  ajena  con  cierta  limitación;  esto  es, 
de  servirse  de  los  frutos  ó  utilidades  de  la  cosa 
de  otro,  mueble  ó  raiz,  en  cuanto  necesita  para 
su  consumo  y  el  de  su  familia.  (Ley  20,  ti- 
tulo 3l,Part.  3.') 

USUCAPIÓN.  Bs  la  adquisición  del  do- 
minio, fundada  en  una  larga  posesión,  no  in- 
terrumpida ni  contestada;  es  decir,  una  adqui- 
sición que  se  prueba  por  la  sola  posesión. 
M.  Wolf  la  define:  una  adquisición  de  dominio 
fundada  en  el  abandono  presunto.  Su  definición 
explica  el  modo  por  el  cual  una  larga  y  paci- 
fica posesión  puede  contribuir  á  la  adquisición 
del  dominio.  Modestino  {DigesL  lib.  3,'deusurp. 
eluiucap.)  dice,  conforme  á  los  principios  del 
derecho  romano,  que  la  usucapión  es  la  adqui- 
sición del  dominio  por  una  posesión  continua- 
da, durante  un  tiempo  definido  por  la  ley.  Bs- 
tas  tres  definiciones  nada  tienen  de  incompa  • 
tibie,  y  es  muy  fácil  conciliarias.  Justinia- 
no  quitó  las  diferencias  que  existían  en  el  de- 
recho de  usucapiou  y  desde  entonces  prescrip- 
ción y  usucapión  no  significan  sino  una  mis- 
ma cosa. 

La  prescripción  es  la  exclusión  de  toda  so- 
licitud á  algún  derecho  fundada  sobre  lo  largo 
del  tiempo  durante  el  cual  se  le  ha  descuida* 
do;  ó  como  la  define  Wolf,  es  la  pérdida  de 
un  derecho  propio  en  virtud  de  un  consenti- 
miento presunto.  Bsta  definición  además  se 
real,  es  decir,  que  explica  de  qué  modo  el  lar- 
go descuido  de  un  derecho  produce  su  pérdida, 
y  concuerda  con  la  definición  nominal  de  la 
prescripción  j  exponiéndola  tan  sucintamente 


cuando  es  posible.  Bn  lo  demás,  la  palabra  usu* 
capion,  de  uso  Iraro  en  lo  forense,  en  diplomacia 
francesa  es  poco  usada  porque  se  designa  con 
prescripción. 

Para  decidir  ahora  sí  la  usucapión  y  la 
prescripción  sonde  derecho  natural,  como  han 
dicho  y  lo  han  probado  muchos  autores  ilus- 
tres (]),  estableceremos  aqui  la  decisión  de 
este  punto,  cuya  materia  ha  sido  tan  contro- 
vertible. 

Vattel  dice  (2)  que  la  naturaleza  no  ha 
establecido  por  si  misma  la  propiedad  de  los 
bienes,  y  en  particular  la  de  las  tierras;  lo  que 
hace  solamente  es  aprobar  esta  introducción 
en  ventaja  del  género  humauo.  Y  en  verdad 
que  desde  luego  seria  absurdo  decir  que  una 
vez  establecidos  el  dominio  y  la  propiedad, 
pueda  la  ley  natural  asegurar  al  propietario 
cierto  derecho  capaz  de  introducir  el  desorden 
en  la  sociedad  humana,  como  lo  seria  el  des- 
cuidar enteramente  una  cosa  que  le  pertene- 
ce, dejarla  durante  largo  espacio  de  tiempo 
bajo  todas  las  apariencias  de  un  bien  abando- 
nado, ó  que  no  es  suyo,  y  llegar,  en  fin,  á  des- 
pojar á  un  poseedor  de  buena  fé,  que  tal  vez 
le  habrá  adquirido  por  título  oneroso,  que  le 
habrá  recibido  por  herencia  de  sus  padres  ó 
como  la  dote  de  su  esposa,  y  que  habria  he- 
cho otras  adquisiciones  si  hubiera  podido  co- 
nocer que  no  era  ni  legitima  ni  válida.  Lejos 
de  dar  igual  derecho  la  ley  natural,  prescribe 
al  propietario  el  de  aquello  que  le  pertenece, 
y  le  impone  la  obligación  de  hacer  conocer  sus 
derechos  para  no  inducir  á  los  demás  en  error ; 
de  manera,  que  no  aprueba  su  propiedad,  sino 
que  se  la  asegura  bajo  estas  condiciones ;  y  si 
la  descuida  por  un  tiempo  bastante  largo  pa- 
ra que  no  pueda  admitírsela  sin  poner  en  pe- 
ligro los  derechos  de  otro,  la  ley  natural  no  le 
admite  á  la  re  vindicación  de  ella.  No  se  ha  de 
concebir  la  propiedad  como  un  derecho  tan 
externo  y  tan  inadmisible  que  se  pueda  des- 
cuidar absolutamente  largo  tiempo  con  riesgo 
de  todos  los  inconvenientes  que  de  él  podrá 
resultar  en  la  sociedad  humana  para  hacerle 
valer  después  según  su  capricho.  ¿Por  qué 
manda  á  todos  la  ley  natural  respetar  este  de- 
recho de  propiedad  en  aquel  que  de  él  se  sirve, 
sino  es  por  el  reposo,  la  seguridad  y  ventaja 
de  la  sociedad  humana?  Bsta  ley  natural,  di- 
ce también  Vattel,  quiere  por  la  misma  razón 
que  despreciando  todo  propietario  su  derecho 
largo  tiempo  y  sin  justa  causa ,  se  presuma 


(1)  Véase  Qeocio,  De  Jure  helli  ac  paciss  li- 
bro 2°, c.4.°;  PüPF,  Jas  nat,  et  gent.,  lib.  4."*, 
cap.  12,  y  sobre  todo  á  Wolf,  Jua  nat,,  part.  3.*, 
cap.  7.*^ 

(2)  Derecho  de  gentes,  tomo  l.'^,  pig.  377. 
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que  lo  abandonó  enteramente  y  renunció  á  él. 
Bato  es  lo  que  forma  la  presunción  absoluta,  ó 
)uris  et  d€  jure^  del  abandono,  y  sobre  lo  cual 
hay  otro  que  se  funda  legítimamente  para 
apropiarse  la  cosa  abandonada.  La  presunción 
absoluta  no  significa  en  este  lugar  una  conje* 
tura  de  la  voluntad  secreta  del  propietario, 
sino  una  posición  que  la  ley  natural  manda 
tomar  por  verdadera  y  estable,  con  el  objeto 
de  mantener  el  orden  y  la  paz  entre  los  hom- 
bres ;  de  modo  que  constituye  un  titulo  tan 
firme  y  tan  justo  como  el  de  la  misma  pro- 
piedad, establecido  y  sostenido  por  las  mismas 
razones.  El  poseedor  de  buena  fé,  fundado  en 
una  presunción  de  esta  naturaleza,  tiene,  pues, 
un  derecho  apoyado  en  la  ley  natural,  la  cual 
quiere  que  los  derechos  de  cada  uno  subsistan 
firmes,  y  no  permite  que  se  le  turbe  en  su  po- 
sesión. 

Bl  derecho  de  usucapión  significa  propia- 
mente que  el  poseedor  de  buena  fó  no  está 
obligado,  después  de  una  larga  y  pacifica  po- 
sesión, á  poner  su  propiedad  en  compromiso: 
sino  que  la  prueba  por  su  posesión  misma,  y 
repele  la  demanda  del  pretendido  propietario 
por  la  prescripción:  nada  hay  más  equitativo 
que  esta  regla;  porque  si  el  demandante  fuese 
admitido  á  probar  su  propiedad,  podría  suce- 
der que  suministrase  pruebas  evidentes  en  la 
apariencia,  pero  que  solo  lo  fuesen  por  la  pér- 
dida de  algún  documento ,  ó  por  algún  testi- 
monio que  hubiese  hecho  ver  cómo  había  per- 
dido ó  trasferido  su  derecho.  ¿Y  seria  razona- 
ble que  pudiese  comprometer  los  derechos  del 
poseedor,  siendo  asi  que  él  tiene  la  culpa  de 
haber  dejado  poner  las  cosas  de  un  modo  que 
corría  riesgo  de  oscurecerse  la  verdad?  En  la 
alternativa  de  deber  perder  uno  de  los  dos  lo 
suyo,  es  justo  lo  pierda  el  que  tiene  la  culpa. 

Por  último,  siendo  la  usucapión  y  la  pres- 
cripción de  un  uso  tan  necesario  para  la  tran- 
quilidad y  la  dicha  de  la  sociedad  humana,  se 
presume  de  derecho  que  todas  las  Naciones 
han  consentido  en  admitir  su  uso  legitimo^ 
razonable,  no  solamente  en  vista  del  bien  co- 
mún, sino  también  de  la  ventaja  particular  de 
cada  Nación. 

USUOAFIR.  Adquirir  la  propiedad  ó  el 
dominio  de  alguna  cosa  por  haberla  poseído 
todo  el  tiempo  establecido  por  derecho.  Esta 
palabra  viene  de  las  voces  latinas  capere  usu, 
coger,  ocupar  ó  adquirir  con  el  uso. 

USUFBUCTO.  El  derecho  de  usar  y  go- 
zar de  las  cosas  ajenas,  esto  es,  de  aprovechar- 
se de  todos  sus  frutos,  dejando  salva  é  ilesa  la 
sustancia  de  ellas.  El  usufructo  puede  consti- 
tuirse puramente,  á  cierto  día  ó  bajo  condi- 
ción: jmram^nte,  es  decir,  para  empezar  desde 


luego  y  no  acabar  sino  á  la  muerte  del  asa- 
fructuario:  á  cierto  dia,  es  decir,  desde  tal  día, 
ex  die\  6  hasta  tal  día,  ad  diem:  bajo  condición^ 
sea  suspensiva  ó  resolutiva;  suspensiva,  cuan- 
do no  debe  empezar  sino  al  cumplimiento  de 
la  condición,  como  si  te  doy  el  usufructo  de 
un  campo  para  el  caso  de  que  mi  hijo  contrai  • 
ga  matrimonio;  resolutoria,  cuando  empezando 
desde  luego,  se  extingue  en  verificándose  el 
acontecimiento «  como  sí  te  doy  el  usufructo 
del  campo  en  la  actualidad  bajo  el  pacto  de 
que  ha  de  cesar  si  mi  hijo  se  casa 

El  usufructo  puede  constituirse,  no  solo  en 
los  bienes  raices,  sino  también  en  los  semo- 
vientes, etc.  etc.  (Ley  20,  tít.  31,  Part.  3.') 

nsUFBUCTUABIO.  Bl  que  tiene  el  usu- 
fructo  ó  el  derecho  de  gozar  de  alguna  cosa 
en  que  no  tiene  la  propiedad.  (Leyes  20  y  22, 
titulo  31,  Part.  3.')  Véase  Fructuario. 

nsUBA.  Bl  interés  ó  precio  que  recibe  el 
prestamista  por  el  uso  del  dinero  que  ha  pres- 
tado. Divídese  en  lucrativa,  compensatoria  y 
punitoria.  Usura  lucratioa  es  la  que  se  percibe 
solo  por  sacar  algún  provecho  de  la  cosa  pres- 
tada: usura  compensatoria  es  la  que  se  percibe 
como  indemnización  de  la  pérdida  que  sufre 
el  prestamista,  ó  de  la  ganancia  de  que  se  le 
priva  por  causa  del  préstamo;  y  usura  puni- 
torta  es  la  que  se  exige  é  impone  como  pena  de 
la  morosidad  ó  tardanza  del  deudor  en  satisfá- 
cer  la  deuda.  También  se  suele  dividir  la  asu- 
ra en  convencional  y  legal:  es  convencional  la 
que  se  estipula  por  las  partes  en  el  contrato; 
y  leffal  la  que  se  debe  por  derecho  ó  ley  en 
ciertos  casos.  Las  leyes  que  tratan  de  ItLUSwra 
son:  1.',  2.'.  3.'  y  é.\  tit.  22,  lib.  12,  noví- 
sima Recopilación;  ley  4.*,  tit.  6.*,  Part.  7.*; 
leyes  31  y  40,  tít.  H,  Part.  5.' 

Antiguamente  la  Iglesia  condenaba  la  «<»- 
ra;  pero  los  economistas  han  rehabilitado  esta 
claae  de  préstamo  y  aun  el  mismo  Bentham  lo 
patronizó  en  su  Defensa  de  la  usura.  (Londres 
1787,  traducida  al  francés  en  1827.)  También 
han  defendido  la  usura  en  tratados  especiales, 
y  bajo  el  punto  de  vista  del  estado  actual  de 
la  legislación,  A.  Bendu,  Ghardon,  Bedarride, 
Pe  tit,  etc. 

TJSXJBFACION.  La  simple  posesión  de 
hecho  sin  titulo  legitimo,  ó  el  goce  injusto  y 
fraudulento  de  alguna  cosa  ó  derecho  de  que 
uno  se  ha  apoderado  de  mala  fé  por  violencia 
ó  artificio,  en  perjuicio  del  publico  ó  de  los 
particulares.  La  pena  de  este  delito  depende  de 
las  circunstancias. 

USUBFACION  DE  FUITCIOIVBS.  «Ar* 
ticulo  250.  Bl  que  usurpare  carácter  que  ha- 
bilite para  la  administración  de  Sacramen- 
tos y  ejerciere  actos  propios  de  él  será  casti- 
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gado  con  la  pena  de  presidio  mayor.  (Código 
penal.) 

Si  la  usurpación  fuere  del  carácter  de  diá- 
cono ó  subdiáconOt  la  pena  será  la  de  presidio 
correccional. 

Art.  251.  Bl  que  se  fingiere  Autoridad, 
empleado  publico  ó  profesor  de  una  facultad 
que  requiera  titulo,  y, ejerciere  actos  propios 
de  dicha  profesión  ó  cargos,  será  castigado, 
en  el  primer  caso,  con  la  pena  de  prisión  me* 
ñor;  en  el  segundo  y  tercero  con  la  de  prisión 
correccional. 

Art.  252.  Si  simple  uso  del  hábito,  insig- 
nias ó  uniformes  propios  del  estado  clerical,  ó 
de  un  cargo  publico,  será  castigado  con  arres- 
to mayor  y  multa  de  10  á  100  duros. 

nsURFADOB.  El  que  se  apodera  de  lo 
que  no  es  suyo  por  violencia  ó  astucia,  hacién- 
dose duefio  de  ello,  y  el  que  se  abroga  una 
dignidad,  un  empleo,  un  oficio  que  corres- 
ponde á  otro.  Véase  Sobkeanía. 

ÚTIL.  Lo  que  puede  servir  ó  aprovechar 
en  alguna  linea,  y  lo  que  trae  ó  produce  pro- 
vecho, comodidad,  fruto  é  interés.  Llámase 
lUil  el  dominio  que  consiste  en  la  facultad  de 
percibir  los  frutos  de  alguna  cosa,  por  con- 
traposición al  dominio  directo,  que  se  reduce 
á  la  facultad  de  disponer  de  ella  ó  de  con- 
currir á  su  disposición.  Aplicase  también  es- 
ta voz  al  tiempo  ó  dias  de  término  en  que  se 
puede  actuar,  usar  de  alguna  acción  ó  dere- 
cho ó  hacer  otras  diligencias  judiciales,  por 
contraposición  á  los  continuos,  que  son  los  que 
corren  sin  interrupción  y  sin  dist^cion  de 
dias  feriados  y  no  feriados.  Dicense,  por  fin, 
útiles  las  cláusulas  de  un  instrumento  que  vie- 
nen á  propósito  y  sirven  para  la  mejor  ex- 
plicación del  asunto  que  contiene,  por  contrae- 
posición  á  laa  inütiles  ó  superfinas,  que  de  na- 
da sirven;  y  en  este  caso  se  dice  que  lo  ütil 
no  se  vicia  por  lo  inütil. 

UTIIiIDAD  PÚBUOA.  La  conveniencia 
ó  el  interés  de  la  masa  de  los  individuos  del 
Estado. 

La  utilidad  publica  debe  anteponerse  á  la 
utilidad  particular,  y  asi  es  que  puede  for- 
zarse á  un  ciudadano  á  vender  alguna  de  sus 


cosas  cuando  asi  lo  exige  el  bien  genersl;  pe- 
ro se  suele  hacer  grand  e  abuso  de  esta  'máxi- 
ma, pues  bajo  el  protesto  de  pública  utilidad 
se  han  sacrificado  muchas  veces  los  intereses 
de  innumerables  personas,  y  se  han  cometido 
graves  atentados  contra  la  seguridad.  Ese  in- 
terés público  que  se  personaliza,  dice  un  escri- 
tor, no  es  más  que  u  n  término  abstracto  que 
representa  la  masa  de  ios  intereses  individua- 
'  les:  el  bien  general  es  el  conjunto  de  los  bie- 
nes de  todos  los  el  udadanos:  todos  los  intere- 
ses deben  entrar  en  cuenta  porque  ó  todos  son 
sagrados  ó  no  lo  es  el  de  ninguno.  Los  in- 
tereses individuales  son  los  únicos  intereses 
reales;  cuidad  de  los  individuos;  no  permitáis 
que  se  les  moleste,  respetad  sus  propiedades; 
no  seáis  tan  absurdos  que  améis  más  á  la  pos- 
teridad que  ala  generación  presente,  atormen- 
tañdo  á  los  vivos  con  el  protesto  de  hacer  el 
bien  de  los  que  no  han  nacido,  y  tened  presente 
que  un  pequeño  atentado  contra  la  propiedad 
prepara  otros  mayores,  pues  los  pueblos  y  los 
Grobiernos  no  so  n  en  esta  parte  sino  unos  leo- 
nes amansados. 

UTILIZAR.  Emplear  alguna  cosa  para  un 
fin;  servirse  de  ella  con  provecho  ó  interés. — 
Aprovechar  los  servicios,  los  talentos  de  algu^ 
nu  haciendo  que  los  ejercite  en  alguna  cosa. — 
Dar  á  una  cosa  interés,  ganancia  ó  beneficio. 
UTILIZARSE.  Ser  utilizado. —Sacar  pro- 
vecho ó  utilidad  de  algún  cosa.— Interesarse 
en  el  servicio  que  se  hace  haciéndoselo  pagar. 
UT  SUFRA .  Voces  latinas  que  significan 
como  arriba,  y  se  usan  en  nuestro  castellano  en 
la  misma  significación,  principalmente  en  los 
instrumentos  que  empiezan  por  la  fecha,  y  pa- 
ra referirse  á  ella  concluyen  con  la  expresión 
fecha  ut  supra. 

UTOPIA.  Plan  teórico,  hijo  de  la  imagi- 
nación ,  irrealizable.  —Cálculo  vano. —Proyec- 
to ilusorio  é  imaginario. 

UTOPIST  A.  El  que  discurre  y  fragua  uto- 
pias, con  virtiendo  en  realidades  y  creyendo 
fácil  lo  que  solo  puede  existir  en  su  imagina- 
ción. 

UXORICIDA.  Matador,  asesino  de  su 
mujer. 
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VACACIONES,  El  tiempo  en  qae  se  sus* 
penden  las  sesiones  de  ios  tribunales.  Serán 
dias  feriados  para  vucar  los  tribunales  en  los 
negocios  civiles ,  y  en  las  actuaciones  de  los 
criminales  que  no  sean  de  conocida  urgen- 
cia ,  los  domingos  y  dias  festivos ,  los  dias  de 
media  ñesta  ó  en  que  se  puede  trabajar  cum- 
pliendo con  el  precepto  de  oir  Misa;  los  lunes 
y  martes  de  Carnaval;  los  de  la  Semana  San- 
ta, desde  el  domingo  de  Ramos  hasta  el  mar- 
tes de  Pascua  inclusive ;  los  últimos  del  mes 
de  Junio,  desde  el  24  hasta  el  30  también  in- 
clusive, y  los  últimos  de  Diciembre,  contándo- 
se desde  el  25.  (Reales  decretos  de  10  de  Ene- 
ro de  1843  y  11  de  Junio  de  1844. ) 

VACANTE.  El  empleo,  dignidad  ó  pues- 
to que  está  por  proveer.  —  El  tiempo  que  pasa 
sin  hacerse  la  provisión.— La  renta  caída  ó 
devengada  en  el  tiempo  que  permanece  sin 
proveerse  algún  beneficio  ó  dignidad  eclesiás- 
tica. Aplicase  también  esta  voz  á  los  bienes 
que  quedan  sin  duefio ,  por  haber  muerto  el 
que  lo  era  sin  herederos  testamentarios  ni  le- 
gítimos. Véase  Destino  vagante. 

VAGANCIA.  Véase  Mendicidad. 

VAGABA.  Linea  que  representa  en  los 
plaLOs  los  cortes  oblicuos  con  que  los  cons- 
tructores consideran  dividido  el  buque.  Listón 
de  madera  largo ,  angosto  y  flexible ,  que  se 
clava  de  popa  á  proa  sobre  las  ligazones  del 
buque  para  mantenerlas  en  la  situación  con- 
veniente mientras  se  sujetan  los  baos  y  se 
colocan  las  cintas. 

VAGABAS  FALSAS.  Las  intermedias  á 
las  principales,  que  se  tiran  en  los  planos'á  fin 
de  que  al  copiarlos  ó  hacer  la  montea  en  la 
sala  de  gálibos ,  que  es  donde  se  establece  la 
plantilla  de  la  figura  que  se  da  al  contorno  de 
las  ligazones  de  un  buque,  pueda  marcarse 
major  numero  de  puntos  con  el  objeto  de  que 
las  cuadernas  salgan  con  más  exactitud. 

VAGO.  El  hombre  sin  oficio  ni  ocupación 
que  no  se  le  conoce  un  modo  decoroso  de  vi- 
vir ;  mal  entretenido ,  vagabundo ,  vagante, 
errante.  A.  este  hombre  la  ley  castiga;  aunque 
sinceramente  debemos  aqui  consignar  que 
creemos  que  la  penalidad  de  la  vagancia ,  in- 
sostenible en  teoria  y  en  el  fondo  del  pensa- 
miento, es  de  aplicación  dificilísima  en  la  prác* 
tica ,  si  no  ha  de  incurrir  en  mil  gravísimos 
inconvenientes.  La  ley  de  vagos,  decretada 
por  las  Cortes  y  sancionada  el  9  de  Mayo  de 


1845,  califica,  destina  y  prescribe  loa  proce* 
dimientos  contra  esta  polilla  despreciable  de 
la  sociedad.  La  ley  relativa  á  la  modificación 
del  articulo  256  del  Código  penal  sobre  la 
vagancia  la  publicó  la  Gaceta  del  28  de  Mar- 
zo de  1868. 

V  AIVSN.  Cuerda  delgada  á  la  cual  se  da 
este  nombre  en  la  marinería  por  la  méJía  ó 
grueso  que  tiene;  asi,  estando  en  pieza  se  lla- 
ma vaivén ;  y  después  cambia  el  nombre ,  se- 
gún á  los  diversos  usos  á  que  se  la  aplica. 

VALB  Ó  PAGABÉ  Á  LA  ÓBDSN.  Bs 
una  escritura  privada,  por  la  que  un  sugeto 
promete  pagar  á  otro,  ó  á  su  orden,  una  can- 
tidad determinada,  en  el  mismo  lugar  de  la 
fecha  ó  en  otro  distinto. 

Según  el  art.  558  del  Código  de  comercio, 
los  vales  ó  pagarés  á  la  orden  se  reputan  como 
mercantiles  cuando  se  dieren  de  comerciante 
á  comerciante,  ó  á  consecuencia  de  una  ope- 
ración de  comercio. 

El  pagaré  es  instrumento  de  cambio  si  la 
cantidad  que  representa  ha  de  ser  pagadera  en 
distinto  punto  de  su  fecha:  si  fuese  pagadera 
en  el  mismo  punto,  solo  será  un  instrumento 
de  préstamo,  ó  bien,  y  esto  es  lo  más  frecuen- 
te en  el  comercio,  una  promesa  de  satisfacer 
una  deuda  contraída,  bien  por  compra  de  gé- 
neros, acciones,  etc.,  al  fiado,  bien  de  cuenta 
corriente. 

El  vale  ó  pagaré  ha  de  tener  la  fecha,  la 
cantidad,  la  época  de  su  pago,  la  persona  á 
cuya  orden  se  ha  de  hacer,  el  lugar  donde  éste 
ha  de  verificarse,  el  origen  y  especie  del  va- 
lor que  representa,  la  firma  del  que  contrae  la 
obligación  de  pagarlo,  el  domicilio  en  que  se 
ha  de  pagar  en  el  caso  de  no  serlo  en  el  lugar 
donde  resida  el  librador,  y  el  sello  correspon- 
diente á  la  cantidad  que  represen!»  y  que  ya 
nos  es  conocido. 

Adviértense  por  lo  dicho  las  diferencias 
que  existen  entre  las  letras  y  los  pagarés  á  la 
orden:  la  primera  y  más  principal  consiste  en 
que  en  los  pagarés  el  mismo  librador  es  el  que 
promete  el  pago,  y  en  las  letras  éste  se  verifi- 
ca por  medio  del  mandato  del  librador  á  una 
tercera  persona.  También  existe  la  diferencia 
de  que  en  los  vales  no  es  circunstancié  indis- 
pensable la  expresión  del  lugar  donde  han  de 
ser  satisfechos,  bastando  solo  expresarlo  en  los 
que  no  hayan  de  ser  en  el  domicilio  del  libra- 
dor, suponiendo  que  ha  de  ser  en  éste  cuando 
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nada  se  haya  escrito  acerca  del  particular. 

Aunque  costumbre  general,  taoipoco  es  in- 
dispensable que  expresen  los  vales  la  época  de 
su  pago,  á  diferencia  de  las  letras,  siendo  pa- 
gaderos á  los  diez  dias  de  su  fecha  si  no  se  hu- 
biese pactado  época;  si  se  hubiese  pactado,  se- 
rán pagaderos  el  dia  de  su  vencimiento,  sin 
términos  de  cortesía,  gracia  ni  uso,  corriendo 
el  plazo  marcado  (que  siempre  ha  de  ser  fijo  j 
no  á  la  vista)  desde  el  dia  después  de  su  fecha 
y  graduándose  como  en  las  letras  de  cambio, 
(a.,  461.) 

Si  en  la  forma  de  un  pagaré  se  hubiere 
omitido  el  nombre  de  la  persona  que  ha  de 
percibir  su  importe,  no  producirá  acción  civil 
ni  obligación  en  juicio. 

Esta  prescripción,  sin  embargo,  no  se  en- 
tiende con  los  pagarés  del  Banco  de  España, 
los  cuales,  aun  cuando  girados  á  favor  del  por- 
tador, producen  acción. 

Tampoco  producirá  efecto  el  pagaré  en  que 
se  omitiere  la  firma  del  que  prometa  pagar  ó 
la  cantidad  que  ha  de  satisfacerse. 

Asi  como  en  las  letras  y  libranzas,  el  en- 
doso es  el  medio  en  virtud  del  cual  se  trasmite 
la  propiedad  de  los  pagarés,  debiendo  exten- 
derse al  tenor  de  lo  que  en  aquellas  se  determina. 

Viniendo  ya  á  los  efectos  de  los  pagarés, 
encontraremos  que  en  general  son  los  mismos 
los  derechos  y  obligaciones  que  adquieren  las 
personas  que  en  ellos  intervienen,  que  los 
enunciados  al  tratar  de  las  letras.  Existen,  no 
obstante,  diferencias  bastante  esenciales,  de 
las  que  vamos  inmediatamente  á  ocuparnos* 

En  primer  lugar,  el  tenedor  no  tiene  de- 
recho para  pedir  la  aceptación,  aunque  la  per- 
sona que  baya  de  satisfacer  el.  pagaré  sea  dis- 
tinta de  la  que  lo  suscribió.  Considerados  los 
vales,  no  como  instrumentos  de  crédito,  sino 
como  el  medio  de  reembolsar  cantidades  anti- 
cipadas por  cualquier  concepto ,  no  necesitan 
la  garantía  especial  del  pagador,  si  es  distinto 
del  deudor  ó  librador,  puesto  que  en  realidad 
éste  y  los  que  adquieran  por  endoso  el  pagaré 
son  los  ünicos  responsables.  ((7.,  658.) 

En  segundo  lugar,  el  tenedor  de  un  vale 
no  puede  negarse  á  percibir  á  cuenta  del  mis- 
mo las  cantidades  que  le  ofrezca  el  deudor, 
anotándose  al  dorso  y  descargando  en  otro 
tanto  la  obligación  solidaria  de  los  endosantes. 
(C,  566.) 

En  tercer  lugar,  la  responsabilidad  de  los 
endosantes  de  los  vales  caducará  á  los  dos 
meses,  contados  desde  la  fecha  del  protesto, 
quedando  solo  al  tenedor  la  acción  contra  el 
deudor  directo  del  vale.  (O.,  568.) 

Tampoco  parece  que  procederá  la  resaca 
para  el  reembolso  de  un  pagaré  no  satisfecho, 


mucho  más  cuando  éste  no  sea  instrumento  de 
cambio. 

La  acción  ejecutiva,  lo  mismo  que  en  las 
libranzas,  no  podrá  ejercerse  en  los  val^s  sino 
después  de  reconocer  judicialmente  su  firma 
la  persona  contra  quien  se  entabla  la  acción; 
y  también  al  par  que  en  aquellas  los  pagarés 
no  expedidos  á  la  orden  se  considerarán  como 
simples  promesas  de  pago  sujetas  igualmente 
á  la  jurisprudencia  civil  sobre  préstamos. 
((7.,  566.) 

VALÍA.  El  aprecio,  estimación  ó  valor 
de  alguna  cosa.  Usase  en  la  expresión  á  las 
va'ias,  que  es  un  modo  adverbial  que  significa 
al  mayor  precio  de  los  frutos  en  todo  el  año, 
y  es  frecuente  en  los  ajustes  y  contratos  de 
los  frutos,  especialmente  de  los  granos. 

VAIiOB.  La  cualidad  que  constituye  una 
cosa  digna  de  aprecio  y  estimación.— El  pre- 
cio que  se  regula  correspondiente  é  igual  á  la 
estimación  de  alguna  cosa.  — Fuerza,  actividad , 
eficacia  ó  virtud  de  las  cosas  para  producir 
sus  efectos.  El  rédito,  fruto,  renta  ó  producto 
de  alguna  hacienda,  estado  ó  empleo :  asi  se 
dan  relaciones  de  valores.— Firmeza,  fuerza, 
seguridad,  subsistencia,  consistencia,  validez 
de  alguna  cosa.  —  Animo  y  aliento  que  des- 
precia el  miedo  y  temor  en  las  empresas  y  re- 
soluciones.— Arrojo,  atrevimiento,  determina- 
ción, osadía,  espíritu,  ánimo,  valentía. — For- 
taleza, constancia,  firmeza,  grandeza  de  áni- 
mo.—Sufrimiento,  resignación,  paciencia  con 
que  se  llevan  los  males  de  la  vida  ó  se  tiene 
cuando  se  pasa  por  un  trance  amargo  y  dolo- 
roso. — La  equivalencia  de  una  cosa  á  otra,  es- 
pecialmente hablando  de  las  monedas.— Fé, 
creencia,  respeto  que  se  debo  tener  á  un  dicho  ó 
documento;  fuerza,  legalidad  que  puede  pro- 
ducir tal  documento,  declaración,  etc. ;  y  asi 
se  dice:  tal  documento  no  tiene  valar ,  ese  di- 
cho no  tiene  valor  alguno.— Oobrar  valor,  es- 
píritu, etc. 

((El  valor ,  según  Vattel ,  es  una  virtud 
heroica  que  afronta  los  peligros  por  la  Patria; 
es  el  más  firme  apoyo  del  Estado,  la  hace  for- 
midable á  sus  enemigos,  la  escusa  hasta  el 
trabajo  de  defenderse;  y  rara  vez,  como  no  sea 
que  provoque  á  otro  por  sus  empresas,  se  ve- 
rá atacado  un  pueblo  cuya  reputación  en  este 
punto  haya  llegado  á  consolidarse.» 

((Ta  nadie  ignora,  que  en  política  el  de- 
recho sin  la  fuerza  es  un  valor  negativo.» 
(De  Ro%illy,) 

((El  ver(iadero  valor  consiste  en  hacer  sin 
testigos  lo  que  uno  no  se  atreverla  á  hacer  de- 
lante de  las  gentes.»  (Calieren,) 

((La  libertad  duplica  el  valor  y  las  fuerzas 
del  hombre.»  (Dwmowiet.) 
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«Las  couqnistas  de  la  clemencia  son  sa- 
periores  á las  del  valor.»  [O' Meara,) 

«El  valor  imprudente  noes  valor.»  (Pirón.) 

VANIDAD.  Falta  ó  carencia  de  sustan- 
cia, entidad  ó  realidad  en  las  cosas.  — Presun- 
ción, arrogancia,  orgullo,  jactancia,  vanaglo* 
ria,  envanecimiento,  satisfacción  de  si  mis- 
mo, desvanecimiento  excesivo,  amor  propio  por 
las  prendas  naturales,  posición,  fortuna,  san- 
gre, etc.  —Vicio  repugnante  y  de  personas  fa- 
tuas, que  hace  ser  despreciado  ó  ridiculizado  en 
alto  grado  al  lue  lo  tiene.— Vicio  que  aisla  y 
separa  de  la  armonía  y  buena  sociedad  con  los 
demás,  pues  el  vanidoso  de  nada  se  ocupa  más 
que  de  sí ,  y  completamente  abstraído,  solo 
piensa  en  su  figura  ó  posición ,  mirando  á  los 
demás  con  cierta  indiferencia  ó  desprecio.  To- 
das sus  acciones  y  pensamientos  se  dirigen 
tan  solo  á  la  satisfacción  de  su  amor  propio. 

«La  vanidad  es  un  orgullo  fundado  en  ven- 
tajas que  son  inútiles  para  los  demás.  La  va« 
nidad,  se  dice  comunmente  ,  es  la  gloria  de  las 
pequeñas  almas,  Ua  hombre  verdaderamente 
grande  nunca  se  lisonjea  de  poseer  aquellas 
cosas  que  reconoce  inútiles  á  la  sociedad.  Bl 
orgullo  del  nacimiento  es  una  pura  vanidad, 
pues  que  se  funda  en  una  circunstancia  casual 
que  no  depende  en  manera  alguna  de  nuestro 
propio  mérito,  y  de  la  cual  no  resulta  bien 
alguno  al  resto  de  los  hombres.  La  ostenta- 
ción, el  fausto,  la  pompa  y  el  ornato  son  seña- 
les de  una  vanidad  ridicula  y  manifiestan  un 
hombre  que  se  estima  á  si  mismo  y  quiere  ser 
estimado  de  los  otros  por  meras  exteriorida- 
des en  nada  interesantes  para  el  público.  ¿Qué 
ventajas  resultan  de  que  un  hombre  deslum- 
bre la  aiencion  de  las  gentes  con  sus  doradas 
carrozas,  con  sus  magníficas  libreas,  con  sus 
costosos  frisones?  Los  convites  suntuosos  del 
pródigo  no  son  útiles  más  que  para  algunos 
gorristas  que  pagan  con  adulaciones  al  necio 
que  los  regala. 

El  lujo  es  una  emulación  de  la  vanidad 
que  reina  entre  los  ciudadanos  de  las  Nacio- 
nes opulentas.  Esta  vanidad,  alimentada  con 
el  ejemplo,  llega  á  ser  para  los  ricos  la  más 
urgente  de  las  necesidades,  por  quien  y  á 
quien  se  sacrifica  todo.  En  vista  de  los  aten- 
tados y  delitos  que  esta  vanidad  epidémica 
ocasiona  todos  los  días,  no  es  posible  suscribir 
al  dictamen  que  algunos  escritores,  por  otra 
parte  bien  intencionados,  han  formado  del  lu- 
jo. Es  verdad  que  él  atrae  las  riquezas  á  un 
Estado ;  mas  estas  riquezas  ¿socorren  las  mi- 
serias del  mayor  número?  No,  sin  duda:  los 
metales  atraídos  por  el  lujo  y  la  vanidad  se  re- 
concentran desde  luego  en  un  pequeño  núme- 
ro de  manos,  y  no  salen  de  ellas  sino  para  ali- 


mentar el  lujo  de  las  riquezas,  sin  dar  el  me- 
nor socorro  á  los  labradores,  á  los  ciudadanos 
laboriosos,  ni  á  las  artes  verdaderamente  úti- 
les, que  el  lujo  mira  con  desden.  Los  tesoros 
del  hombre  vano  están  reservados  á  su  fausto, 
á  su  molicie  y  á  sus  placeres.  Él  los  reparte  á 
manos  llenas  entre  los  aduladores,  los  corre- 
dores de  sus  vicios ,  las  rameras  y  los  picaros 
de  toda  especie  ;  no  conoce  el  placer  de  la  be- 
neficencia, y  nunca  tiene  con  qué  alentar  ni 
socorrer  á  los  virtuosos  desgrraciados ;  los  dis- 
pendios necesarios  para  su  lujo  no  le  dejan 
medios  algunos  de  hacer  bien.  La  vanidad  en- 
durece el  alma  y  cierra  el  corazón  á  la  bene- 
volencia y  á  la  compasión.  Asi  como  de  pe- 
queñas causas  multiplicadas  resultan  los  más 
grandes  efectos,  de  la  vanidad  pueril,  del  lujo 
dimana  siempre  la  ruina  de  los  mayores  Esta- 
dos. La  vanidad  nacional  es  siempre  efecto  de 
un  Gobierno  injusto  y  vano:  descontento  cada 
uno  con  su  suerte,  solo  trata  y  se  afana  por 
salir  de  su  esfera. 

En  fin,  de  todos  los  vicios  de  los  hombres, 
quizá  ninguno  hace  cometer  tantos  delitos  co- 
mo la  vanidad,  sin  contar  las  locuras  y  capri- 
chos á  que  los  precipita  á  cada  paso.  Bsta  va- 
nidad persuade  á  los  poderosos  de  la  tierra 
que  un  fausto  ruinoso  para  los  pueblos  es  el 
único  medio  de  merecer  la  atención  y  respeto 
de  los  hombres  imbéciles;  según  estos  princi- 
pios, las  Naciones  están  condenadas  á  regar  la 
tierra  de  sangre  y  de  sudor,  para  que  sus  so- 
berbios y  orgullosos  tiranos  luzcan  con  osten- 
tación, erijan  suntuosos  edificios,  y  conserven 
el  explendor  de  su  trono.  ¡Principes!  dejad 
vuestra  pompa:  gobernad  con  justicia  á  vues- 
tros subditos;  trabajad  en  hacerlos  felices  y 
no  tendréis  necesidad  de  ofuscarlos  con  un 
vano  aparato,  indicio  seguro  de  una  pequeña 
alma,  que  asi  procura  ocultarse  bajo  la  más- 
cara de  una  grandeza  aparente»  (1). 

VARAMIENTO.  Véase  Arribada. 

VABAB.  Encallar  una  embarcación  en 
las  peñas  ó  en  la  cost-a.  Véase  Naufragio. 

VARIANTE.  Dicese  del  testigo  que  se 
contradice  ó  muda  de  respuesta. 

VAYA  EN  BL  PASAPORTE,  ETC.  Por 
Real  orden  de  26  de  Octubre  de  1837  se  mandó 
que  cuando  los  Cónsules  den  socorros  á  los 
correos,  además  de  exigirles  el  recibo  por  du- 
plicado, anoten  en  los  va¡fas  los  que  entreguen. 
(Véanse  los  artículos  13,  14,  15  y  16  del  ca- 
pitulo 2.*  de  la  Instrucción  de  19  de  Julio 
de  1856.) 


(1)    Barón  db  HoLbaCM,  La  Moral  Universal^ 
tomo  1.®,  pág,  88. 
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Modelo  de  la  fórmula  de  un  vaya  en  un  pasaporte. 

Presentado  en  este  Consulado  el  dia. . .  de. . . 
de...  alas...  de  la...  (mañana  ó  tarde). 

Continua  su  viaje  (el  mismo  dia  ó  el  que 
fuere,  si  hubiese  detención)  á  las...  de  la  (ma- 
ñana ,  tarde  ó  noche) ,  habiendo  entregado 
los...  pliegos  destinados  á... 

Gratis.  Bl  Cónsul, 

(L.  S.)  (Firma.) 

VECINDAD.  La  razonó  calidad  de  veci- 
no que  uno  tiene  en  un  pueblo  por  la  habita- 
ción ó  domicilio  ec  el  tiempo  determinado  por 
la  ley.  En  algunas  partes  hay  media  vecindad, 
que  es  el  derecho  de  aprovecharse  con  los  ga- 
nados de  los  pastos  del  pueblo  en  que  no  se 
reside,  pagando  la  mitad  de  las  contribucio- 
nes que  sus  vecinos. 

Una  de  las  circunstancias  Indispensables 
para  la  validez  de  los  instrumentos  püblicos 
es  la  identiñcacion  de  las  personas  de  los  otor- 
gantes. Por  esta  razón,  los  Notarios  deben  dar 
fé  en  ellos  de  que  conocen  á  las  partes,  de  su 
vecindad  y  de  su  profesión,  ó  de  haberse  ase- 
gurado de  su  conocimiento  por  el  dicho  de  los 
testigos  instrumentales  ó  de  otros  dos  que  las 
conozcan,  y  que  se  llaman,  por  tanto,  testigos 
de  conocimiento» 

En  todo  caso,  la  fé  de  conocimiento  de  la 
profesión  y  vecindad  de  los  otorgantes  que  el 
Notario  ha  de  dar,  basta  que  sea,  y  será  siem- 
pre, con  relación  al  dicho  de  los  mismos  otor- 
g^antes. 

En  los  instrumentos  mortis-causa  es  pre- 
ciso atender  mucho  á  la  calidad  de  los  testi- 
gos y  á  su  circunstancia  de  vecinos. 

La  ley  municipal  de  las  Cortes  Constitu- 
yentes ha  venido  á  prestar  un  gran  servicio  á 
la  contratación  publica  en  esta  parte. 

En  efecto,  uno  de  los  puntos  más  difíciles 
de  averiguar  con  arreglo  á  la  legislación  an- 
terior, era  el  relativo  á  la  vecindad  de  las  per- 
sonas. Diñcilmente  podia  consignarse  con  se- 
glaridad qué  requisitos  eran  los  que  determi- 
naban, los  que  causaban  la  vecindad. 

Quién  creia  que  solo  debian  considerarse 
como  vecinos  los  jefes  de  familia  con  más  de 
dos  años  de  residencia  habitual  en  una  pobla- 
ción; quién  se  atenia  para  marcar  la  vecindad 
á  las  disposiciones  de  las  leyes  de  Partida; 
quién  á  la  Ley  de  Quintas,  y  en  el  cumulo  in- 
menso de  reglas  y  leyes  esparcidas  en  los  cien 
y  cien  volúmenes  que  forman  la  codificación 
española,  oscura,  dudosa  é  impenetrable  en 
machos  puntos  que,  como  éste,  no  habia  lle- 
g'ado  á  ser  extraído  del  caos  en  que  hemos  ve- 


nido viviendo  en  los  distintos  ramos  de  la  Ad- 
ministración pública,  no  era  fácil  hallar  la 
vardad  legal  en  cuanto  á  la  vecindad  concierne, 
y  bástala  jurisprudencia  no  satisfacía  por  com- 
pleto las  aspiraciones  de.  los  hombres  de  ley. 

Tal  situación  ha  concluido  por  fortuna. 

La  ley  municipal,  sancionada  en  3  de  Junio 
de  1870,' en  breves  y  precisos  términos  ha  re- 
suelto todas  aquellas  antiguas  dudas  y  dificul- 
tades. 

De  hoy  más,  los  habitantes  de  un  término 
municipal  se  dividen  en  residentes  y  transeúntes. 

Los  residentes  se  dividen  en  vecinos  y  tran* 
seuntes. 

Los  residentes  se  dividen  en  vecinos  y  do* 
miciliados  (1). 

Es  vecino  todo  español  emancipado  que  re- 
side actualmente  en  un  término  municipal,  y 
so  halla  inscrito  con  tal  carácter  en  el  padrón 
de)  pueblo  (2). 

Es  domiciliado  todo  español  que  sin  estar 
emancipado  reside  habitualmente  en  el  térmi- 
no, formando  parte  de  la  casa  ó  familia  de  un 
vecino  (3). 

Es  transeúnte  todo  el  que  no  estando  com- 
prendido en  los  párrafos  anteriores,  se  encuen- 
tra en  el  término  accidentalmente  (4). 

Por  consecuencia  de  las  anteriores  reglas, 
y  atendidas  las  disposiciones  de  la  Ley  provi- 
sional del  Matrimonio  civil,  por  virtud  de  cu- 
yo art.  64  se  reputa  emancipado  de  derecho 
el  hijo  legítimo  desde  que  hubiese  entrado  en 
la  mayor  edad,  resulta  que  es  vecino  todo  espa^ 
ñol,  casado,  viudo  ó  soltero,  mayor  de  edad,  que 
reside  habitualmente  en  un  término  municipal,  p 
se  halle  inscrito  con  tal  carácter  en  el  padrón  del 
pueblo;  es  decir,  que  no  basta  que  el  hijo  sea 
mayor  de  edad  y  que  esté  emancipado,  sino 
que  es  indispensable  que  esté  inscrito  como  vecino 
en  el  padrón  municipal. 

Esta  clase  de  personas  son,  pues,  las  que 
pueden  comparecer  á  ser  testigos  como  vecinos 
en  las  últimas  voluntades  de  hoy  en  adelante, 
y  los  Notarios  no  deben  admitir  otros.  En  caso 
de  duda,  la  cédula  electoral  ó  la  de  vecindad 
podrá  muy  bien  resolverla,  porque  todo  espa- 
ñol  ha  de  constar  empadronado  como  vecino 
ó  domiciliado  en  algún  municipio  (5),  ó  en  las 
Cancillerías  de  los  Consulados  de  España  en  el 
extranjero  (6). 


(1)  Art.  10  de  la  Ley  Municipal.  Véase  Domi- 
cilio DE  LOS  AOENTBS  DIPLOMÁTICOS. 

(2)  Art.  11  ídem  id. 

(3)  Art.  11  Ídem  id. 

(4)  Art.  11  ídem  id.  Véase  Traksbuntbs. 

(5)  Art.  12  de  la  Ley  Municipal. 

(6)  Véanse  los  artículos  Cédula  de  empa- 
dronamiento y  Certificado  de  kagiokalidap. 
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Bs  de  advertir  que  el  que  tuviere  residen- 
cia alternativa  en  varios  pueblos  debe  optar 
por  la  vecindad  de  uno  de  ellos,  pues  nadie 
puede  ser  vecino  de  más  de  un  pueblo;  y  si 
alguno  se  hallare  inscrito  en  el  padrón  dedos 
ó  más  poblaciones,  se  estimará  como  válida  la 
vecindad  últimamente  declarada,  quedando 
desde  entonces  anuladas  las  anteriores  (1). 

También  es  de  advertir  que  la  cualidad 
de  vecino  es  declarada  de  oficio,  ó  á  instancia 
de  parte  por  el  Ayuntamiento  respectivo,  el 
cual  declarará  de  oficio  vecino  á  todo  español 
emancipado  que,  en  la  época  de  formarse  ó 
rectificarse  el  padrón,  lleve  dos  ^os  de  resi- 
dencia fija  en  el  término  municipal,  lo  mismo 
que,  respecto  de  aquellos  que  en  las  mismas 
épocas  ejerzan  cargos  públicos  que  exijan  re- 
sidencia fija  en  el  término,  aun  cuando  no  ha- 
yan completado  los  dos  afios  (2). 

Sin  embargo  de  las  anteriores  reglas,  el 
Ayuntamiento  en  cualquier  época  del  año 
puede  declarar  vecino  á  todo  el  que  lo  solicite, 
sin  que  por  ello  quede  exento  de  satisfacer  las 
cargas  municipales  que  le  correspondan  hasta 
aquella  fecha  en  el  pueblo  de  su  anterior  re- 
sidencia, si -bien  en  este  caso  el  solicitante  ha 
de  probar  que  lleva  en  el  término  una  resi- 
dencia efectiva  continuada  por  espacio  de  seis 
meses  á  lo  menos  (3). 

Bi  padrón  debe  formarse  cada  cinco  años 
por  los  Ayuntamientos  de  cada  término,  con 
expresión  de  todos  los  habitantes,  su  calidad 
de  vecinos,  domiciliados  ó  transeúntes,  nom- 
bre, estado,  edad,  profesión,  residencia  y  da- 
más  circunstancias  que  la  estadística  exija  y 
el  Gobierno  determine,  rectificándose  anual- 
mente, ó  sea  en  los  años  intermedios,  con  las 
inscripciones  de  oficio,  ó  á  instancia  de  parte, 
y  las  eliminaciones  por  incapacidad  legal,  de- 
función ó  traslación  de  vecindad,  ocurridas 
durante  el  año.  Los  vecinos  que  cambien  de 
domicilio,  los  padres  ó  tutores  de  los  que  se 
incapaciten  y  los  herederos  y  testamentarios 
de  los  finados  están  obligados  á  dar  al  Ayun- 
tamiento la  declaración  correspondiente  para 
que  tenga  efecto  la  eliminación  (4). 

El  padrón  es  un  instrumento  solemne,  pú- 
blico y  fehaciente  que  sirve  para  todos  los 
efectos  administrativos  (5). 

VECINO.  Avecindado,  domiciliado  con 
otros  en  un  mismo  pueblo,  barrio  ó  casa,  pero 
con  habitación  separadaé  independiente. — El 


(1)  Art.  12  de  la  Ley  Municipal. 

(2)  Artículos  13  y  14  de  ídem  id. 

(3)  Art.  15  de  idem  id. 

(4)  Artículos  16  y  17  de  idem  id. 

(5)  Art.  21  idem  id. 


que  tiene  casa  y  hogar  en  un  pueblo,  aunque 
no  resida  en  él,  pero  es  un  contribuyente  para 
cargos  concejiles,  repartos  municipales,  etc., 
pudiendo  también  optar  á  cualquier  cargo  ho- 
norífico del  pueblo,  como  alcalde,  etc. — Bique 
ha  adquirido  vecindad  en  un  pueblo  por  haber 
vivido  en  él  el  tiempo  que  determinan  las  le- 
yes. Siendo  en  el  dia  otra  la  legislación  rela- 
tiva á  la  vecindad  de  las  personas  y  estando 
ésta  consignada  en  la  Ley  Municipal  vigente, 
véase  Vecindad. 

VENALIDAD  DE  LOS  EMPLEADOS 
PÚBLICOS.  Montesquieu  aprueba  la  venalidad  de 
los  empleados  públicos  en  las  Monarquías,  por- 
que ella  produce  el  efecto  de  que  se  haga  co-* 
mo  un  oficio  de  familia  lo  que  no  se  querría 
comprender  por  la  virtud;  destina  cada  uno  á 
su  deber,  y  hace  más  permanente  las  órdenes 
del  Estado,  además  de  que  la  casualidad  debe 
dar  mejores  empleados  que  la  elección  del 
Príncipe,  puesto  que  cuando  los  empleos  no  se 
venden  por  Reglamento  público,  los  veadea 
del  mismo  modo  la  indigencia  y  codicia  de  los 
cortesanos.  Mas  otros  se  horrorizan  del  mons- 
truo de  la  venalidad,  que  suponen  nacido  de 
la  prodigalidad  de  los  Reyes  que  llegan  á  caer 
en  la  indigencia  y  del  orgullo  de  algunos  ciu- 
dadanos cuyos  padres  tenian  mucho  dinero, 
no  extrañando  que  Montesquieu  haya  man- 
chado su  obra  con  tales  paradojas,  pues  que 
su  tío  compró  y  le  dejó  el  empleo  de  Presiden- 
te de  una  provincia.  Más  vale,  dice  un  juris- 
consulto, apoderarse  de  los  bienes  de  todos  los 
conventos  y  de  la  plata  de  todas  las  iglesias, 
que  vender  los  empleos  de  justicia.  Comprar 
una  plaza  en  el  ejército,  dice  un  militar,  es 
comprar  el  derecho  de  llevar  los  hombrea  á  la 
matanza  cuando  no  se  tiene  talento  para  con- 
ducirlos á  la  victoria.  Sin  embargo,  en  el  ejér- 
cito inglés  se  venden  las  plazas  de  oficiales,  y 
con  dificultad  habrá  un  ejército  europeo  don- 
de se  vean  oficiales  tan  valientes  y  pundono- 
rosos. Véase  Oficio  público. 

VENGANZA.  La  satisfacción  que  se  to* 
ma  del  agravio  recibido,  sentimiento  ó  queja. 

Toda  especie  de  satisfacción  produciendo 
una  pena  para  el  delincuente,  produce  natural- 
mente un  placer  de  venganza  para  el  ofendido. 
Este  placer  es  un  provecho;  es  como  todos  los 
placeres,  un  bien  en  sí  mismo,  un  bien  ino- 
cente mientras  se  contiene  dentro  de  los  lí- 
mites de  la  ley,  un  bien  no  menor  para  la  so- 
ciedad, pues  él  desata  la  lengua  de  los  testi- 
gos, empeña  al  acusador  en  el  servicio  de  la 
justicia  á  pesar  de  los  disgustos  á  que  so  ex- 
pone, sobrepuja  la  compasioa  pública  en  el 
castigo  de  los  delincuentes  y  hace  andar  las 
ruedas  de  las  leyes. 
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Sin  dada  son  odiosos  y  deben  serlo  aquellos 
caracteres  implacables  que  con  ninguna  satis- 
facción se  contentan:  el  olvido  de  las  injurias 
es  una  virtud  necesaria  á  la  humanidad;  pero 
es  una  virtud  cuando  la  justicia  ha  hecho  su 
deber  dando  ó  negando  una  satisfacción.  An- 
tes de  esto,  olvidar  las  injurias  es  convidar  á 
cometerlas;  no  es  ser  amigo,  sino  enemigo  de 
la  sociedad.  No,  no  es  la  venganza  la  pasión 
más  peligrosa  del  corazón  humano;  lo  es  si  la 
antipatía,  lo  es  la  intolerancia,  lo  son  los  odios 
que  proceden  del  orgullo,  de  las  preocupacio- 
nes, de  la  religión  y  de  la  política. 

Pero  ¿qué  se  debe  hacer  para  dar  esta  sa- 
tisfaccion  vindicativa?  Lo  que  exige  la  justi- 
cia para  conseguir  los  fines  de  las  demás  sa- 
tisfacciones: el  más  pequeño  excedente,  con- 
sagrado únicamente  á  este  objeto,  seria  un 
mal  sin  provecho:  imponed  la  pena  que  con- 
viene, dándole  sin  añadir  nada  á  su  gravedad 
ciertas  modificaciones  análogas  á  la  posición 
del  ofendido  y  á  la  especie  del  delito,  y  la 
parte  ofendida  sacará  el  grado  de  goce  que 
permita  la  situación  y  de  que  sea  susceptible 
su  naturaleza. 

VENTA.  Un  contrato  consensual  sobre  la 
entrega  de  una  cosa  por  cierto  precio.  Tres 
son  las  cosas  esenciales  á  la  venta,  á  saber: 
una  cosa  vendida,  el  precio  de  esta  cosa  y  el 
consentimiento  de  las  partes:  Res,  pretium  et 
conseasus.  Según  la  ley  romana, -el  contrato  de 
venta  tomó  su  origen  de  la  permuta:  en  efecto, 
antes  de  la  introducción  de  la  moneda,  que  es 
el  signo  representativo  del  valor  de  todas  las 
cosas,  no  podia  uno  adquirir  una  cosa  sino 
cediendo  en  su  lugar  otra  que  le  era  supérflua 
ó  menos  ütil  que  la  que  deseaba  procurarse;  y 
por  eso  se  aplican  á  la  permuta  la  mayor  parte 
de  las  reglas  de  la  venta.  Véase  Comercio. 

VENTA  DS  BUQUES  ESPAi^OLBS 
KM  PUERTOS  EXTRANJEROS.  Puodo  Verificarse  libre- 
mente á  voluntad  acreditada  de  sus  dueños,  y 
el  buque  pierde  la  nacionalidad. 

Si  el  buque  fuere  de  construcción  extran- 
jera, matriculado  en  España,  no  puede  de  ma- 
nera alguna  entgenarse. 

Ce^an  las  consideraciones  délos  dos  ante- 
riores particulares  cuando  una  embarcación 
mercante  española  se  hallase  en  puerto  extran- 
jero tan  mal  tratada  que  no  pudiese  rehabili- 
tarse para  regresar  á  España ,  y  fuese  indis- 
pensable proceder  á  su  venta.  Para  este  caso 
está  autorizado  el  Capitán,  previos  los  requisi- 
tos y  formalidades  prescritas  en  el  art.  27, 
titulo  10  de  las  Ordenanzas  de  matrículas. 

El  Capitán  de  todo  buque  español  deberá 
llevar  por  aumento  á  su  documentación  la  es- 
critura que  acredite  la  obligación  que  contrajo 


con  su  gente  antes  de  salir  á  la  mar,  para  el 
caso  de  que  se  vendiese  el  buque  en  el  extran- 
jero. (Instrucción  aneja  á  la  Real  orden  de  13 
de  Diciembre  de  1852.) 

VENTA  PÚBLICA.  La  que  se  hace  por 
autoridad  de  justicia  con  las  formalidades  de 
derecho. 

Para  la  venia  en  pública  sultasla  de  objelos 
salvados  de  naufragio  y  cuanto  concierne  á  la 
licitación  de  efectos,  etc.,  véase  en  la  Práclica 
Consular,  por  0*Beilly,  páginas  135  á  157  in- 
clusive, 1.*  parte,  el  formulario  para  las  actua- 
ciones en  ellas. 

VEBDAD.  La  verdad  consiste  en  ver  las 
cosas  tales  como  ellas  son,  en  atribuirles  las 
cualidades  que  realmente  tienen,  en  prever 
con  certidumbre  sus  efectos  buenos  ó  malos, 
en  distinguir  lo  útil,  laudable  y  apetecible  de 
lo  quimérico  y  aparente. 

El  error  es  el  fruto  de  las  experiencias  mal 
hechas,  de  los  juicios  precipitados,  de  la  in- 
experiencia total  que  se  llama  ignorancia ,  del 
delirio  de  la  imaginación,  de  la  turbación  de 
nuestros  sentidos.  En  una  palabra,  el  error  es 
la  oposición  entre  nuestros  juicios  y  la  natu- 
raleza de  las  cosas.  Los  placeres  deshonestos 
no  producen  la  felicidad,  porque  la  reñexion, 
la  exp»íriencia  y  una  justa  previsión  debe  dar- 
nos á  conocer  que  estos  placeres,  seguidos 
frecuentemente  de  largas  penalidades,  nos  ha- 
cen despreciables  á  los  ojos  de  nuestros  con- 
ciudadanos. La  verdad,  fundada  sobre  la  ex- 
periencia, es  la  que  debe  juzgar  de  los  hom- 
bres, de  sus  instituciones,  de  su  conducta  y 
de  sus  costumbres.  La  verdad  sola,  ilus- 
trando á  los  mortales  acerca  de  la  naturaleza 
de  las  cosas,  podrá  hacerlos  algún  dia  mejores 
y  más  racionales.  (Barón  de  Uolbach ,  Aforal 
Universal.) 

((La  institución  del  Notariado,  fundada  en 
la  verdad  y  en  la  virtud,  puede  considerarse 
como  la  más  eminente  de  las  instituciones  so- 
ciales, filosóficamente  considerada. 

La  cualidad  más  digna  que  puede  tener  el 
instinto  humano  en  sus  diversas  operaciones 
es  la  verdad,  como  que  sin  ella  son  nulas  de 
hecho  todas  las  emanaciones  del  espíritu,  en- 
caminadas á  la  comunicación  reciproca  de  los 
seres  dotados  del  atributo  inteligente,  y  emi- 
tidos de  unos  en  otros  por  el  órgano  de  la  pa- 
labra ó  el  arte  de  la  escritura.  La  toM  corres- 
pondencia ó  conformidad  de  lo  que  se  dice  ó 
expresa  con  lo  que  interiormente  se  piensa,  se 
siente,  se  juzga,  con  lo  que  en  si  son  las  co- 
sas, es  la  verdad.  La  certidumbre  de  una  cosa 
que  se  mantiene  siempre  la  misma  sin  muta- 
tacion  alguna,  esa  es  la  verdad.  En  este  senti- 
do, Dios  nuestro  Señor  es  la  suma  y  eterna 
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Terdad:  de  las  demás  cosas  se  dice  que  son 
verdad  por  correspondencia  á  su  idea  divina. 

Para  conocer  y  practicar  bien  la  verdad, 
es  por  tanto  indispensable  tener  idea  exacta  de 
Dios:  qae  Dios  esté  con  fé  ardiente  en  nuestro 
entendimiento,  en  nuestro  corazón  y  en  nues- 
tros labios.  Si  Dios  es  la  eterna  verdad,  la  ver- 
dad inmutable,  y  la  institución  del  Notariado 
tiene  por  fundamento  perpetuo  la  verdad  de  los 
hechos  entre  los  hombres,  dándolos  el  carácter 
de  auténticos,  preciso  es  convenir  en  lo  augus- 
to de  su  misión  social,  como  que  ha  de  vivir 
cobijada  bajo  el  manto  de  esa  virtud,  hija  del 
cielo  y  garantía  de  toda  moral  entre  los  hom- 
bres. Por  eso  los  Notarios  ponen  su  signo  en 
testimonio  de  verdad;  por  eso  en  los  actos  jurí- 
dicos se  presta  el  juramento  de  decir  verdad. 
Tras  la  verdad  corre  el  juzgador,  el  filósofo, 
el  poeta,  el  historiador,  y  cuanto  más  y  más 
sabio  es  el  hombre,  más  se  afana  por  hallar  la 
verdad  de  las  cosas.  Sin  la  verdad  no  puede 
existir  la  justicia»  (1). 

VERGA.  Se  llama  en  general  todo  palo 
de  buque  en  que  se  enverga  ó  asegura  una  vela 
para  colgarlo  y  sujetarlo  á  cualquiera  de  los 
de  la  arboladura.  -^  Verga  de  tope  es  la  sóbreme- 
sana  ó  sea  la  vela  cuadrada  que  se  pone  á  las 
naves  en  el  palo  de  mesana.  —  Verga  de  gata  ó  se» 
ea;  la  que  sirve  para  cazar  Ih  sobremesana. — 
Verga  ó  entenas  en  los  barcos  de  vela  latina. 
Esta  palabra  entra  en  composición  con  los  ver- 
bos vestir,  izar,  cruzar,  embicar,  amartillar, 
bracear,  arranchar,  perfilar,  abozar,  despelo- 
nar  una  verga,  voces  todas  de  marinería;  asi 
como  trozar  una  verga,  atracarla  á  su  palo  res- 
pectivo por  medio  de  una  troza. — igualar  las 
vergas.  Poner  exactamente  horizontales  todas 
las  de  cruz;  supuestas  bien  perfiladas  las  de 
cada  palo  en  un  plano  perpendicular  á  la  qui- 
lla.— Meter  las  vergas  en  cafa.  Pasarlas  por  den- 
tro de  la  tabla  de  jarcia  de  alguna  de  las  ban- 
das del  respectivo  palo  ó  mastelero  y  colocar- 
las al  lado  de  éste  en  el  sentido  de  popa  á 
proa  ó  paralelas  á  la  dirección  de  la  quilla, 
cuando  se  está  de  invernada  en  algún  pner^ 
to. -'Pescar  las  vergas.  Estar  inclinadas  por  no 
hallarse  bien  amantilladas. —  Vergas  en  alto. 
Usase  para  denotar  que  la  embarcación  está 
pronta  y  expedita  para  navegar  ó  darse  á  la 
vela. 

VEBVIN8.  Tratado  ajustado  en  esta  ciu- 
dad, el  ailo  de  1598,  entre  Francia  y  España, 
que  se  anuló  después  de  resultas  de  los  dis- 
gustos sobrevenidos  entre  las  dos  cortes,  por 
la  protección  que  la  primera  dispensó  á  los  ho- 


(1)    Gk>NZALo  DE  LAS  Casas,  Instrumentos  pú- 
blicas, pág.  8. 


landeses  en  la  guerra  que  sostuvieron  coaira 
nosotros  para  asegurar  su  independencia. 

VIA.  El  modo  de  proceder  para  sustan- 
ciar los  juicios,  que  se  dividen  en  via  ordina- 
ria y  via  ejecutiva. 

VIA  EJECUTIVA.  El  juicio  breve  y  su- 
mario que  traen  aparejado  los  instrumentos 
ejecutivos. 

VIA  OBDINABIA.  El  curso  á  orden  re- 
gular con  que  se  sigue  un  pleito,  observando 
y  guardando  el  tenor  ó  solemnidades  del  de- 
recho, como  son  demanda,  citación,  contesta- 
ción, prueba  y  otras. 

VIA  BSSEBVADA.  Cada  una  de  las  Se- 
cretarias de  Estado  y  del  Despacho  universal. 

VIAJAB.  «Los  Cónsules  y  Vicecónsules 
que  perciben  sueldo  del  Estado  no  pueden  se- 
pararse de  sus  distritos  respectivos  para  via- 
jar por  el  país  en  que  residan  sin  una  autori- 
zación expresa  del  Ministro  de  España  acredi- 
tado en  el  mismo,  teniendo  entendido  que  in- 
currirán en  una  grave  responsabilidad  los  que 
faltaren  á  este  precepto. 

Los  Jefes  de  Legación  se  servirán  dar 
cuenta  al  Ministro  de  Estado  de  todas  las  auto- 
rizaciones que  concedan  á  los  Cónsules  y  Vi- 
cecónsules respectivos  para  ausentarse  de  sus 
distritos  sin  salir  del  país  de  su  residencia.» 
(Real  orden  circular  del  Ministerio  de  Estado 
de  10  de  Julio  de  1866.) 

VIAJES.  El  Estado  costeará  el  viaje  de 
ida  á  los  empleados  que  se  dirijan  á  tomar 
posesión  de  sus  destinos,  y  el  de  regreso  cuan- 
do cesen  definitivamente  en  ellos.  (A.rt.  35  del 
Reglamento  consular.) 

El  coste  de  los  viajes  de  ida  y  vuelta  se 
abonará  con  arreglo  á  la  tarifa  siguiente: 

A  los  Cónsules  generales  y  Cónsules  de 
primera  clase: 

200  milésimas  por  kilómetro  en  ferro-carril. 
1,500  Ídem  por  legua  terrestre. 

200  Ídem  por  milla  marítima. 
A  los  Cónsules  de  segunda  clase  y  Vice- 
cónsules: 

100  milésimas  por  kilómetro  en  ferro-carril. 
1,500  ídem  por  legua  terrestre. 

100  Ídem  por  milla  marítima.  (Art.  36  del 
Reglamento  consular. — Véase  en  el  artículo 
CÓNSULES  el  Reglamento  de  la  Carrera  consu- 
lar, artículos  35  al  50  inclusive.) 

Máximum  del  tiempo  abonable  para  los  viajes  de 
ida  7  vuelta,  de  los  empleados  de  las  carreras  dl« 
plomática,  consular  y  de  Intérpretes. 

Mixímsn 

abonable. 

Días. 

EUROPA. 

Viena,  Austria ^  •  •  15 

Bruselas,  Bélgica 7 

Copenhague,  Dinamarca 15 
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MáximuD 

abonable. 

Dios. 


Florencia,  Italia 10 

Boma,  Estados-Pontificios 10 

París,  Francia 5 

Londres,  Gran-Bretnña 7 

Haya,  Países-Bi^'os 8 

Lisboa,  Portugal 6 

Berlin,  Prusia 10 

San  Petersbargo,  Bnsia 16 

Stokolmo,  Suecia 15 

Constantinopla,  Turquía 18 

Berna,  Suiza 6 

Francfort. .- 8 

AMÉBICA. 

Santiago,  Chile  (Pacífico) 

Quito,  Cenador  (idem) 

Lima,  Perú  (idem) 

Costa-Rica 

Venezuela 

Brasil 

Uruguay  y  Buenos- Aires 

Estados-Unidos 

Méjico 

Santo  Domingo,  Haiti,  San  Thomas. . . . 


60 
45 
50 
30 
30 
45 
50 
20 
35 
30 


ASIA. 


China  . . . 
Japón. . . . 
Singapor. 


ÁFRICA. 


Tánger 
Argel 


Túnez,  Trípoli,  Egipto,  etc.,  Jemsalen 
Costas  occidentales,  Sierra  Leona. . . . . 

OCEANlA. 
Sidney 


90 
90 
60 


8 
8 

20 
40 


90 


VIAJEROS.  Hé  aqai  el  resumen  de  las 
formalidades  que  deben  llenar  los  viajeros  qne 
del  extranjero  vayan  á  Espa&a  por  mar  ó  por 
tierra  para  el  despacho  de  sus  equipajes  y  mer- 
cancías que  lleven  dentro  y  fuera  de  ellos,  y 
responsabilidad  en  que  incurren  por  su  falta 
de'camplimiento,  con  arreglo  i  lo  prescrito  en 
la  Beal  orden  de  28  de  Agosto  de  1862  6  ins- 
tracción  de  la  Dirección  general  de  Aduanas 
de  esta  fecha: 

1.'  Los  pasi^eros  de  buques  están  obliga- 
dos á  manifestar  al  Capitán,  antes  de  fondear 
en  el  puerto  de  destino,  todos  los  bultos  que 
contengan  ropas  ú  otros  objetos  de  su  exclu- 
sivo uso  y  los  de  las  mercancías  que  traigan 
faera  de  sus  equipajes. 

2/  Los  villeros  pueden  traer  fiíera  de  sus 
equipajes,  en  baúles,  cajas  ó  fardos,  mercan- 
cías cuyo  valor  no  exceda  de  6.000  rs.,  sin 
regristro  consular  del  punto  de  origen,  siendo 
necesario  este  documento  para  todas  aquellas 
cuyo  valor  exceda  de  dicho  limite.  Si  no  lo 
trajesen,  pagarán  el  doble  derecho  del  desig- 
nado en  su  respectiva  partida  del  Arancel  de 


Aduanas  por  toda  la  cantidad  que  exceda  de 
los  expresados  6.000  rs. 

3.*  Los  interesados  harán  declaración  ver« 
bal  de  todo  lo  que  conducen  dentro  y  fuera  de 
sus  equipajes  para  facilitar  el  despacho,  y  ma- 
nifestarán además  á  los  vistas  si  los  baúles, 
sacos,  maletas  ó  bultos  tienen  secretos  ó  do- 
bles fondos  en  que  traigan  efectos.  Si  no  lo  hi- 
cieran y  contestasen  negativamente  al  ser  in  • 
terrogados  por  los  vistas,  y  del  reconocimien- 
to apareciese  que  existían  aquellos,  las  mer- 
cancías lícitas  que  se  encuentren  pagarán  do- 
bles derechos,  y  las  prohibidas  incurrirán  en 
comiso. 

4.*  Los  viajeros  deberán  presentar  ias  fac- 
turas ó  cuentas  de  compra  de  los  efectos  para 
justificar  pu  valor,  y  las  mismas  servirán  de 
base  para  conocer  si  éste  llega  ó  excede  de  los 
6.000  rs.  de  que  queda  hecho  mérito. 

5.*  Bn  el  caso  de  no  presentar  dichas  fac- 
turas, los  vistas  fijarán  el  valor  que,  en  su 
concepto,  tengan  las  mercancías  para  exac- 
ción del  doble  derecho  al  exceso  de  6.000  rea- 
les cuando  vengan  sin  registro  consular.  Si 
los  interesados  no  se  conformasen  con  el  ex- 
presado valor,  el  Administrador  de  la  Aduana 
fijará  un  plazo  prudente  para  que  dentro  de  él 
presenten  las  facturas  de  compra,  pudiendo, 
sin  embargo,  retirar  sus  efectos,  previa  fian- 
za de  los  derechos  impuestos  por  los  vistas  se- 
gún la  valoración  de  los  mismos:  pasado  el 
término  sin  haberlo  verificado,  quedarán  su- 
jetos á  lo  que  dicho  Jefe  resuelva. 

6.*  Los  viajeros  pueden  importar  en  Es- 
paña con  libertad  de  derechos  las  prendas  de 
vestir  con  señales  marcadas  de  haberse  usado 
y  cuyo  número  esté  en  proporción  con  su  cla- 
se y  circunstancias;  los  objetos  usados  de  ca- 
sa, mesa,  aseo  y  comodidad;  los  instrumentos 
y  libros  también  usados  de  ciencias,  artes  é 
industria  de  su  exclusivo  uso  y  profesión,  y 
ios  restos  de  comestibles  de  cualquiera  clase 
que  sean. 

7.*  Los  viajeros  firmarán  el  recibo  del  ta- 
lon-guia  en  la  hoja  matriz  correspondiente  á 
dicho  documento,  que  les  será  entregado  por 
los  vistas,  y  en  el  que  constará  el  .importe  de 
los  derechos  que  hubiesen  satisfecho. 

8.'  Después  de  satisfechos  los  derechos, 
podrán  precintarse  los  bultos  que  los  pasaje** 
ros  designen,  en  cuyo  caso  se  expresará  esta 
circunstancia  en  el  talon-guia,  á  fin  de  evitar 
detenciones  en  su  tránsito  por  la  zona  fiscal 
establecida  por  las  Ordenanzas  de  Aduanas,  á 
no  ser  en  el  caso  extraordinario  de  indicio  de 
firaude  por  falsificación  del  precinto. 

9.'  Los  talones-guias  solo  legalizan  las 
mercancías  hasta  el  punto  de  su  destino. 
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10.  Guando  el  viajero  no  pueda  llegar  al 
punto  fijado  en  el  talón-  guia  en  el  término  que 
se  señaló  en  la  misma,  deberá  refrendarlo  antes 
de  que  espire,  en  la  Administración  de  aquel 
en  que  se  detenga,  y  á  falta  de  ésta,  por  el 
Alcalde  del  pueblo,  para  evitar  que  las  mercan- 
cías incurran  en  comiso  por  caducidad  del  do- 
cumento. 

1 1 .  Los  viajeros  que  pidan  precinto  satis- 
farán el  importe  que  se  halla  establecido;  y 
en  todos  los  casos  el  de  2  rs.  por  cada  ta- 
lon-guia  cuando  haya  pagado  los  derechos  de 
Arancel.  Tanbien  podrán  precintarse,  á  solici- 
tud de  aquellos,  los  bultos  que  contengan  solo 
efectos  libres  de  derechos. 

12.  Si  por  cualquier  incidente  los  viaje- 
ros no  trajesen  consigo  sus  equipajes,  podrán 
ser  despachados  éstos  por  los  conductores  ó  per- 
sonas que  autoricen  al  efecto;  pero  justificán- 
dose este  extremp  á  juicio  del  Administrador 
de  la  Aduana,  ó  dejando  fiauza  de  estar,  en 
caso  de  duda,  á  lo  que  la  Dirección  general 
resuelva. 

VIAJES  DE  LOS  EMPLEADOS  CON- 
suLABBS.  Véase  en  el  articulo  Cónsul,  pág.  135, 
el  art.  12  de  la  Ley  orgánica  de  la  Carrera 
consular,  y  en  el  Reglamento  de  la  misma  los 
artículos  37  al  43  inclusive. 

VIÁTICO.  Socorro,  contingente  ó  sueldo 
que  daban  los  romanos  al  oficial  ó  soldado  en- 
cargado de  llevar  alguna  comisión  ó  evacuar- 
la en  tierra  extraña.  (Véase  el  Reglamento  ot" 
gánico  de  la  Carrera  diplomática  de  28  de  Abril 
del  870,  cap.  8.',  art.  27,  etc.— Véase  el  ar- 
tículo Diplomacia  y  en  él  el  Reglamento  orgánico 
de  la  Carrera  diplomática  de  28  de  Abril  de 
1870,  cap.  8.*,  art.  27,  etc.;  y  en  él  el  Re- 
glamento de  la  Carrera  consular^  artículos  35  al 
50  inclusive.) 

VICECÓIÍSULES.  «Incumben  á  los  Vi- 
cecónsules las  mismas  atribuciones  que  á  los 
Cónsules  cuando  se  hallen  al  frente  de  una 
Agencia  independiente.»  (1) 

Los  deberes  y  atribuciones  del  Vicecónsul 
español  que  está  provisto  solo  de  una  patente 
consular  son  los  siguientes: 

Proteger  y  defender  por  todos  los  medios 
que  estén  á  su  alcance  á  los  subditos  de  S.  M., 
ayudarles  con  sus  consejos,  indicándoles  las 
leyes  especiales  del  país  en  qiie  residen;  tra- 
tar de  conciliarios  y  arreglar  amigablemente 
cualquiera  dificultad  que  ocurra  entre  ellos, 
fomentar  el  comercio  y  la  navegación,  auxi- 
liar con  su  experiencia  y  el  apoyo  de  su  in- 


íl)    Véase  Reglamento  para  la  Carrera  con," 
iar,  cap.  16^  art.  92. 


fluencia  á  los  Capitanes  y  marineros  españoles 
en  cualesquiera  circunstancias  en  que  pudie- 
ran hallarse  en  la  jurisdicción  de  su  distrito, 
cuidando,  sin  embargo,  de  que  no  infrinjan  ni 
las  leyes  españolas  ni  laa  del  país;  ser  su  Abo- 
gado en  todas  las  reclamaciones  fundadas  que 
tuvieren  que  presentar  á  las  Autoridades  lo- 
cales, y  finalmente,  suplirles  toda  la  protec- 
ción que  sobre  ellos  haría  recaer  el  Gobierno 
español  en  su  propio  país  y  que  les  es  macho 
más  necesaria  aun  en  el  extranjero. 

Bl  Vicecónsul  puede  arbolar  en  su  casa 
bandera  nacional  y  tener  encima  de  su  puerta 
el  escudo  de  las  armas  de  Bspaña. 

El  Vicecónsul  no  depende  ni  debe  recibir 
órdenes  sino  del  Cónsul ,  su  jefe  inmediato:  á 
él  debe  proponer  cualquiera  mejora  que  le  pa- 
rezca ütil  para  el  servicio. 

En  las  relaciones ,  ya  escritas ,  ya  verba- 
les, que  tenga  con  las  Autoridades  locales,  el 
Vicecónsul  por  su  cortesía  y  urbanidad  debe 
tratar  siempre,  sin  salirse  de  los  límites  de  su 
deber,  de  mantenerse  en  los  mejores  términos 
con  dichas  Autoridades. 

En  casos  de  marcada  urgencia  se  valdrá 
del  telégrafo. 


Pre-venciones  generales  que  deben  obsery&r  los 

Vicecónsules. 


La  numeración  de  los  oficios  de  cada 
Viceconsulado  debe  renovarse  cuidadosamen- 
te cada  año.  (Real  orden  circular  de  12  de 
Enero  de  1852,  art.  5.') 

En  la  parte  superior  del  margen  de  las  co- 
municaciones oficiales  se  pondrá  el  membrete 
del  Viceconsulado,  y  á  falta  de  tenerlo  impre- 
so, podrá  suplirse  estampando  en  dicho  sitio 
el  sello  de  tinta  de  la  oficina.  (Eteal  orden  cir- 
cular de  12  de  Enero  de  1852,  art.  5.*) 

Se  pondrá  el  sello  del  Viceconsulado  en  la 
parte  exterior  del  sobre  de  cada  pliego  oficial. 
(Real  orden  circular  de  1 2  de  Octubre  de  1852. ) 

Cuando  un  Vicecónsul  teng^  que  oficiar  á 
una  Autoridad  de  marina  española,  remitirá 
sus  pliegos  por  conducto  del  Consulado  de 
quien  dependa,  á  no  ser  que  haya  pronto  para 
salir  un  buque  nacional  á  cuyo  Capitán  pueda 
encargar  su  entrega,  anotándolo  en  el  rol. 
(Real  orden  circular  de  4  de  Agosto  de  1856.) 

Queda  prohibido  al  Vicecónsul  abrir  sua- 
cricion  de  ninguna  clase  sin  previa  licencia 
del  Consulado.  (Real  orden  de  12  de  Junio 
de  1856.) 

Dará  parte  el  Vicecónsul  á  su  Cónsul  del 
establecimiento  ó  supresión  de  fiaros,  valizas, 
barras,  etc. ,  y  de  cualquiera  novedad  de  este 
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género  que  ocarra  en  las  costas  de  sa  distrito. 
(Real  orden  circular  de  3  de  Enero  de  1857.) 

Cuando  el  Vicecónsul  expida  ó  legalice  un 
documento  notariado  cualquiera  ó  de  estado 
Civil  ú  otro  que  pueda  llegar  á  ser  presentado 
posteriormente  al  Ministerio  de  Estado  para 
nueva  legalización,  remitirá  dicho  documento 
á  su  Cónsul,  el  que  después  de  legalizada  la 
firma  del  Vicecónsul,  se  lo  devolverá  por  el 
inmediato  correo  para  su  entrega  al  interesa- 
do; sin  este  requisito  quedarla  sin  valor  el 
instrumento. 

La  formalidad  antedicha  es  escusada  en 
las  comunicaciones  que  el  Vicecónsul  dirija 
de  oficio  á  las  Autoridades,  ya  locales,  ya  es- 
pañolas, á  la  Dirección  general  de  Aduanas, 
y  en  los  certificados  y  otros  documentos  que 
expida  á  los  Capitanes  ó  particulares  cuando 
no  deben  llegar  á  ser  presentados  al  Ministerio 
de  Estado.  (Reales  órdenes  circulares  de  30 
Noviembre  de  1845  y  de  7  de  Junio  de  1859.) 

Pasaportes.  El  Vicecónsul,  bajó  su  respon- 
sabilidad personal,  debe  tener  especial  cuida- 
do de  no  expedir  pasaporte  sino  á  espa&oles, 
y  en  vista  de  los  caducados  que  presentaren 
los  interesados,  y  cuando  no  los  tienen,  por 
estravio  ü  otra  causa  independiente  de  su  vo- 
luntad, cerciorarse  de  la  identidad  del  indi- 
viduo. Véase  Pasaportes. 

Noticias  comerciales.  El  Vicecónsul  deberá 
remitir  quincenalmente  por  triplicado,  con 
toda  puntualidad  al  Consulado,  un  estado  de 
los  precios  corrientes  en  la  plaza  de  su  resi- 
dencia de  los  articules  que,  procedentes  de 
Bspaña,  tengan  en  ella  más  fácil  despacho  y 
de  los  que  de  ella  mejor  salida  encuentren  en 
nuestros  mercados.  (Real  orden  circular  de  3 
de  Enero  de  1857.) 

Naufragios.  —Cuando  ocurre  el  naufragio 
de  un  buque  español  en  las  costis  de  su  dis* 
trito  el  Vicecónsul  debe ,  con  la  posible  bre- 
vedad, trasladarse  á  dicho  punto  con  el  fin  de 
auxiliar  en  cuanto  pueda  á  la  tripulación  y 
organizar  el  salvamento  del  buque  y  de  su 
cargamento,  cuya  dirección  le  corresponde  ex- 
clusivamente; esto  en  el  caso  de  que  el  Capi- 
tán haga  el  abandono  del  buque,  ó  que  el  Vi- 
cecónsul juzgue  no  le  ha  de  ser  posible  hacerlo 
8in  su  intervención.  Se  le  comunicarán  por  el 
Consulado  de  quien  dependa  las  instrucciones 
que  pida  según  los  casos. 

Pero  si  podrá  el  Vicecónsul  autorizar  el 
trasbordo  de  un  buque  nacional  á  otro  de  cual- 
quier marinero,  ó  permutas  entre  ellos,  siem- 
pre que  ambos  Capitanes  estén  conformes  en 
el  cambio. 

Es  exclusivamente  de  la  jurisdicción  del 
Vicecónsul  cualquier  atentado  que  se  cometa  é 


bordo  de  un  buque  español,  riña,  robo,  muer- 
te, etc.,  asi  como  las  diligencias  subsiguien- 
tes al  fallecimiento,  ya  en  el  puerto,  ya  en  al- 
ta mar,  de  un  marinero  ó  pasajero.  Deberá 
formar  la  correspondiente  sumaria  del  hecho 
y  remitirla  al  Comandante  militar  de  marina 
juntamente  con  los  culpables,  según  los  casos. 
(Real  orden  circular  de  10  de  Setiembre  de 
1852.) 

Sanidad. -^El  Vicecónsul  tendrá  que  dar 
cuenta  inmediata  al  Consulado  de  la  aparición 
en  la  demarcación  de  su  distrito  de  cualquiera 
epidemia  ó  contagio.  (Real  orden  circular  de 
17  de  Octubre  de  1850,  art.  1.') 

El  Vicecónsul,  residiendo  en  punto  en  que 
la  Autoridad  local  expide  patentes  de  sanidad, 
debe  limitarse  simplemente  á  legalizar  estos 
documentos  con  arreglo  al  modelo  siguiente: 

Don  N.  N. ,  Vicecónsul  de  España  en  tal 
parte. 

Certifico:  Que  esta  plaza,  puerto  y  sus  in- 
mediaciones se  hallan  libres  de  toda  en- 
fermedad epidémica  y  se  preservan  de 
cualquier  otro  punto  insalubre;  y  que  la 
firma  de  Mr.  N.  N.,  por  quien  va  autori- 
zado este  documento,  es  verdadera  y  tie- 
ne la  autoridad  que  expresa. 

Y  para  que  conste  expido  la  presente 
en  tal  parte  á  tantos  de  tal  mes  de  tal  año. 

(Firma  y  sello.) 

Derechos  tantos  rs.  vn. 

Nota.     Conduce  tantos  pasajeros. 

(Fecha  y  media  Jlrma,) 

(Reales  órdenes  circulares  de  9  de  Octu- 
bre de  1818,  !.•  de  Marzo  de  1841,  3  de  Se- 
tiembre de  1848 ,  25  de  Octubre  de  1849  y 
Real  orden  de  17  de  Octubre  de  1850,  art.  5.*) 

No  puede  el  Vicecónsul  alterar  en  nada  la 
patente  expedida  por  los  magistrados  del  país. 
Si  su  opinión  en  cualquier  concepto  difiere  de 
la  de  éstos,  debe  limitarse  á  hacerlo  constar  en 
su  refrendo.  (Real  orden  .de  17  deOcutubre  de 
1850,  art.  7.*)  (1) 

Desertores, ^CQeLaáo  se  presente  al  Vice- 
cónsul un  desertor  del  ejército  manifestando 
el  deseo  de  regresar  á  España,  después  de  ha- 
berle enterado  de  que  si  su  deserción  es  simple 
solo  le  correspende  por  castigo  un  recargo  de 
cuatro  años  sobre  el  tiempo  de  servicio  que  le 
faltare  cumplir  (Reales  órdenes  circulares  de 


(1)    Véase  Fatbntb  de  sanidad. 
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14  de  Marzo  de  1807  y  10-18  de  Setiembre 
de  1851),  deberá  facilitarle  el  pasaje  á  bordo 
del  primer  buqae  nacional  que  salga  para  Bs- 
pafia,  ajastando  económicamente  con  el  Ca- 
pitán su  trasporte  y  manutención  en  una  can- 
tidad alzada,  que  satisfará  el  Vicecónsul,  sa- 
cando del  Capitán  un  recibo  triplicado,  y  en 
el  que  expresará  por  nota  el  cuerpo  á  que  de- 
clare haber  pertenecido  el  desertor  (Instrucción 
de  19  de  Julio  de  1856,  articules  23  y  34), 
expedirá  á  éste  un  salvo  conducto  haciendo 
constar  en  él  su  presentación  voluntaria,  y  lo 
remitirá  á  disposición  del  Comandante  militar 
del  puerto  á  que  vaya  destinado  el  buque,  en- 
tregando al  Capitán  el  pliego  cerrado  en  que 
se  lo  avise,  cuyo  pliego  deberá  ir  anotado  en 
el  rol. 

8i  no  hubiese  buque  nacional  destinado 
para  España  que  pueda  conducir  al  desertor, 
el  Vicecónsul,  no  siéndole  posible  enviarlo  de 
ningún  modo  por  mar  á  esta  ciudad,  lo  en- 
viará por  tierra,  socorriéndolo  con  26  cénti- 
mos de  franco  por  legua,  de  los  que  dará  re- 
cibo triplicado  el  desertor  si  sabe  firmar  y  si 
no,  firmará  un  testigo  á  nombre  suyo.  (Ins- 
trucción de  19  de  Julio  de  1856,  artícu- 
los 7/  y  8/) 

Indigentes  y  enfermos, -^IgMñlmentQ  si  se 
presenta  al  Vicecónsul  algún  español  pobre  de 
solemnidad  y  enfermo  hasta  el  punto  que  la 
prolongación  de  su  permanencia  en  África 
comprometa  su  existencia «  el  Vicecónsul  po- 
drá encargarse  de  su  remisión  á  España  en  los 
términos  preindicados;  pero  cuidando  de  no 
adoptar  esta  determinación  sino  en  casos  muy 
urgentes  y  de  reconocida  necesidad.  Será  es- 
cusado  entonces  avisar  á  la  Autoridad  del 
panto  del  destino  del  buque.  (Real  orden  de  3 
de  Julio  de  1852.) 

Si  la  Autoridad  local  ó  las  familias  noto- 
riamente pobres  entreg^asen  al  Vicecónsul  al- 
gún español  demente,  huérfano  é  imposibili- 
tado por  otra  enfermedad,  de  ganar  su  subsis- 
tencia, se  deberá  procurar  su  envió  á  España 
en  la  misma  forma  que  los  desertores,  dando 
parte  al  Gobernador  civil  de  la  provincia  del 
destino  del  buque,  el  que  cuidará  de  darle  la 
conveniente  dirección,  si  no  fuese  natural  de 
la  de  su  mando.  (Orden  de  la  Embajada  en 
París  de  17  de  Noviembre  de  1859.) 

Despacho  de  buques, --'Lob  Capitanes  de  los 
buques  españoles  al  entrar  en  un  puerto  ex- 
tranjero donde  reside  Agente  de  su  Nación 
deben,  dentro  del  término  de  veinticuatro  ho- 
ras de  haber  fondeado,  presentarse  á  él  y  en- 
tregarle el  rol  del  buque,  y  darle  sobre  su  na- 
vegación, cargamento,  etc.,  todos  los  informes 
que  el  Vicecónsul  crea  conveniente  pedirles. 


Cuando  el  Capitán  se  presente  en  acto  de 
despacho,  sin  perjuicio  de  las  demás  formali- 
dades indicadas  antes  en  sus  respectivos  ramos 
de  aduanas,  sanidad  y  socorros,  el  Vicecónsu 
refrendará  el  rol  con  arreglo  al  modelo  si- 
guiente: 

«Presentado  íal  dia  y  sale  para  tal  punto , 
con  cargamento  de  tal  clase  (ó  en  lastre),  con- 
duciendo tantos  pasajeros  y  sin  novedad  (ó  con 
tal  novedad)  en  la  tripulación,  habiendo  satis- 
fecho los  derechos  de  navegación. 

Lleva  tantos  pliegos  del  servicio  para  tales,  n 

(Fecha,  Jlrma  y  sello,) 

Al  despacharse  un  buque  nacional  para  aa 
puerto  de  España,  deberá  el  Vicecónsul  entre- 
gar al  Capitán,  si  lo  reclama,  un  oficio,  bajo 
sobre  cerrado,  dando  conocimiento  al  Coman- 
dante militar  de  marina  del  primer  puerto  á 
que  el  buque  arribe,  de  la  conducta  observada 
por  la  tripulación  durante  su  estancia  en  el 
puerto  extranjero. 

Si  el  Vicecónsul  tuviere  que  quejarse  de 
uno  ó  más  individuos  de  la  dotación  del  buque 
dará  el  pliego  al  Capitán,  aunque  éste  no  lo 
reclame,  poniendo  por  nota  su  entrega  en  el 
refrendo  del  rol,  para  que  el  Capitán  no  pue- 
ca  eludir  su  remisión  al  llegar  á  su  destino. 
(Eteal  orden  circular  de 20  Junio  de  1846.) 

El  Vicecónsul,  ea  caso  de  deserción  de  un 
marinero  español,  debe  reclamar  el  auxilio  de 
la  autoridad  local  para  su  busca  y  captura,  y 
tan  luego  como  ésta  se  haya  conseguido  re- 
mitirlo preso  á  disposición  de  una  Comandan- 
cia de  marina  de  España  por  cualquier  buque 
que  esté  surto  en  el  puerto,  con  el  competen- 
te aviso.  Si  no  hubiese  buque  español  en  el 
puerto,  tendrá  el  marinero  desertor  en  la  cár- 
cel y  pedirá  instrucciones  al  Consulado.  (Real 
orden  circular  de  19  de  Enero  de  1857.) 

El  Vicecónsul  no  autorizará  de  ningún 
modo  el  desembarque  de  marineros  españoles, 
salvo  en  el  caso  de  enfermedad  que  haga  pre- 
cisa su  entrada  en  el  hospital,  y  entonces  será 
preciso  que  el  Capitán  abone  de  antemano  los 
gastos  de  curación,  debiéndose  cuidar  luego 
que  esté  restablecido,  de  embarcarlo  en  el  pri- 
mer buque  español,  haciendo  las  correspon- 
dientes anotaciones  en  los  roles  de  los  buques 
respectivos. 

Contabilidad.  Los  derechos  obvencionales, 
ó  sean  los  percibidos  por  el  Vicecónsul  en 
razón  de  su  cargo,  se  recaudan  por  cuenta  del 
Gobierno  desde  1.*  de  Enero  de  1860.  (Real 
orden  circular  de  9  de  Diciembre  de  1859 
y  Reglamento  de  20  de  Diciembre  de  1857, 
art.  7.*) 

El  Vicecónsul  llevará  un  lilfro  de  entradas, 
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en  el  cual  anotará  los  derechos  cobrados  por 
orden  de  fechas  y  de  números,  en  la  forma  que 
se  deduce  del  modelo  ndm.  7,  de  una  de  las 
hojas  con  que  debe  formarse  el  expresado  li- 
bro. (Reglamento  de  20  de  Diciembre  de  1857, 
artículos  6.'  y  9.*) 

Cada  tres  meses,  el  Vicecónsul  remitirá  al 
Consulado  una  copia  ó  duplicado  del  libro  de 
entradas  para  su  examen  y  para  que  el  Vice- 
cónsul recaudador  central  pueda  hacer  la  li- 
quidación correspondiente  y  marcar  la  canti- 
dad que  debe  ingresar  en  el  Tesoro,  asi  como 
la  que  corresponda  al  Vicecónsul,  según  la 
proporción  que  más  abajo  se  verá.  (Regla- 
mento de  2  de  Diciembre  de  1857,  art.  9.*) 

Acompañará  el  Vicecónsul  dos  resúmenes 
trimestrales. 

Después  de  la  aprobación  de  su  cuenta  se 
indicará  al  Vicecónsul  por  el  Consulado  de 
quien  depende  el  destino  que. deba  dar  á  los 
fondos  existentes  en  su  poder. 

En  caso  de  cesar  ó  ausentarse  el  Vicecón- 
sul, al  hacer  entrega  de  los  fondos,  cuentas  y 
demás  de  la  Agencia  á  su  sucesor  ó  suplente, 
extenderá  por  triplicado  un  balance  en  la  for- 
ma que  marca  el  modelo  nüm.  10,  firmados 
los  tres  ejemplares  por  el  entrante  y  el  sa- 
liente, y  de  ellos  se  enviará  uno  al  Consulado, 
conservando  los  dos  restantes  los  interesados 
para  su  respectivo  resguardo.  (Reglamento 
de  20  de  Diciembre  de  1857,  art.  17.) 

Corresponderán  al  Vicecónsul  por  vía  de 
honorarios  y  para  gastos  del  servicio  que  tiene 
á  su  cargo: 

Los  2.000  rs.  primeros  que  recaude,  sin 
descuento  alguno. 

Desde  2.000  á  4.000  rs.  la  mitad. 

Y  de  4.000  rs.  en  adelante  la  tercera 
parte. 

Lo  demás  ingresará  en  el  Tesoro.  (Regla- 
mento de  20  de  Diciembre  de  1857,  art.  S°) 

Tarifa,  ^Lel  tarifa  de  derechos  consulares 
deberá  tenerla  expuesta  al  público  todo  Vice- 
cónsul' en  el  despacho,  para  que  los  contribu- 
yentes puedan  consultarla.  Esta  terminante 
prescripción  está  mandada  en  varias  Reales 
órdenes  que  se  citan  en  el  artículo  Taeifa  con- 
sular. 

VIDA  La  acción  y  el  efecto  de  vivir.— 
La  unión  del  cuerpo  y  del  alma,  en  los  racio- 
nales, coya  permanencia  ó  duración  fecunda 
en  actos  consiguientes  constituye  la  actuali- 
dad vital  del  ser  inteligente.— El  estado,  uso 
y  ejercicio  de  las  facultades  y  funciones  vita- 
les, como  sentir,  moverse,  respirar,  nutrir- 
se, etc. 

VIDA  CIVIL.  La  facultad  de  gozar  de 
todas  las  ventajas  que  están  concedidas  á  los 


ciudadanos  por  las  leyes  del  Estado,  como  la 
de  poder  deducir  sus  acciones  en  justicia,  la 
de  ser  capaz  de  suceder,  y  la  de  poder  dispo- 
ner por  testamento  de  sus  bienes. 

«La  pereza  y  la  indolencia,  dice  Demóste- 
nes,  tanto  en  la  vida  doméstica  como  en  la 
vida  civil,  no  llegan  á  conocerse  desde  luego 
en  el  descuido  de  uno  á  otro  deber,  sino  en  la 
suma  total  de  ellos.»  (Demosth.  Phlippic.  IV.) 

VIDA  MATEBIAIa.  La  qae  únicamente 
se  entrega  á  los  goces  y  deleites  del  cuerpo , 
sin  contar  para  nada  con  las  necesidades  del 
alma. 

VIDA  PÚBLICA.  La  de  los  Ministros,  al- 
tos funcionarlos,  hombres  de  negocios,  perso- 
nas de  responsabilidad,  etc.,  considerada  res- 
pecto de  los  actos  ú  operaciones  que  tienen  al- 
guna relación  con  el  público  y  son,  por  consi- 
guiente, de  su  dominio  en  cuanto  á  la  censura 
permitida  que  de  ellos  haga  la  prensa  periódica 
y  la  varia  opinión  del  mayor  número.  Entién- 
dese también  por  vida  pública  el  mismo  destino 
en  que  dichos  hombres  figuran  moralmente 
responsables,  y  el  tiempo  que  dura  ó  ha  du- 
rado semejante  posición  social. 

VIDA  PBIVADA.  La  que  se  pasa  con 
quietud  y  sosiego,  cuidando  solo  de  su  familia 
é  intereses  domésticos,  sin  entrometerse  en 
negocios  ni  en  dependencias  públicas.  La  vida 
que  hacen  los  hombres  públicos  desde  que  ce- 
san en  sus  cargos  ó  son  exonerados  y  releva*^ 
dos  de  ellos,  retirándose  prudentemente  á  go- 
zar de  las  dulzuras  del  hogar  doméstico  en  el 
seno  de  sus  familias,  como  centro  natural  del 
hombre  que  apetece  descanso.  Hay  otras  ca- 
lificaciones análogas,  que  no  requieren  expli- 
cación alguna  por  su  misma  facilidad  ó  cla- 
ridad de  sentido. 

VIDA  (Probabilidades  de).  La  teoría  de  las 
probabilidades,  fundada  por  Pascal  y  Ferrat 
en  el  siglo  XVI  es  una  parte  muy  importante 
de  las  matemáticas,  cuyo  objeto  es  reducir  á 
cálculo  las  razones  que  tenemos  para  creer  ó 
esperar  que  tal  suceso  ó  acontecimiento  futuro 
ha  de  suceder  de  cierta  manera  determinada, 
ó  ya  para  sacar  de  un  gran  número  de  hechos 
conocidos  una  serie  de  conclusiones  que  aun- 
que no  puedan  ser  consideradas  como  mate- 
máticamente exactas,  se  lleguen  á  la  verdad 
lo  más  que  sea  posible.  Cuando  se  para  la 
atención  en  el  corto  número  de  indisputables 
verdades  de  que  se  compone  la  ciencia  del 
hombre,  y  en  que  todo  el  resto  de  axiomas, 
máximas,  corolarios,  bases  y  datos  á  que  se 
reduce  el  cúmulo  de  nuestros  conocimientos 
son  solo  proposiciones  más  ó  menos  probables, 
no  se  puede  menos  de  reconocer  cuan  útil  ha 
de  ser  por  precisión  fijar  exactamente  los  me* 


VID 


—  692  — 


dios  de  distinguir  el  mayor  ó  menor  grado  de 
probabilidad,  ó  sea  de  certeza  de  estas  propo- 
siciones,  ó  en  otros  términos,  cuan  útil  es 
aprender  á  formar  fácil,  pronto  y  lo  más  exac- 
tamente posible  cálcalos  de  probabilidades, 
caando  apenas  bay  acto  en  la  vida  que  no  sea 
el  resultado  del  ejercicio  de  uno  de  estos 
cálcalos. 

Es  en  el  dia  indisputable,  aun  dejando 
aparte  toda  clase  de  argumentos,  que  los  cálca- 
los fundados  sobre  la  teoría  de  las  probabili* 
dades  de  la  vida  pueden  llevar  consigo  mis- 
mos un  grado  de  exactitud  casi  matemática; 
pues  si  así  no  fuese,  las  compañías  de  seguros 
de  vida  fundadas  en  Inglaterra  sobre  esta  base 
desde  el  ultimo  tercio  del  siglo  pasado  no  bu- 
biesen  prosperado  basta  tal  punto,  que  algu- 
nas de  ellas  ban  producido  ganancias  inmen* 
sas  á  los  especuladores. 

Para  calcular  ios  años  de  probabilidad  de 
vida  se  bau  usado  dos  medios,  buscando  la  du* 
ración  media  probable  de  ésta  en  un  gran  nu- 
mero de  individuos;  lo  cual  no  es  á  la  verdad 
moderno,  pues  ya  entre  los  romanos  se  babia 
calculado  aquella  duración  en  tiempo  de  Ale* 
jandro  Severo  por  Ulpino,  quien  valiéndose  de 
los  catastros  hechos  desde  Servio  Tulio  hasta 
Justiniano,  es  decir,  por  espacio  de  mil  años, 
determinó  la  probabilidad  de  la  vida  de  la  ma- 
nera siguiente: 

Un  reciennacido  vive  probablemente .  30  años. 

Un  hombre  de  20  años 28 

de  25 22 

de  30 20 

de  35 18 

de  40 16 

de  45 13 

de  50 9 

de  55... 7 

de  60 5 

Esta  probabilidad  no  está  muy  conforme 
con  la  admitida  ahora,  y  prueba  que  la  du« 
ración  media  de  la  vida  entre  los  romanos 
era  diversa  que  entre  los  modernos,  respecto  á 
varias  edades. 

Las  condiciones  especiales  de  esta  obra 
nos  impiden  profundizar  esta  materia,  que  exi- 
girla un  largo  tratado,  si  hubiera  de  ser  ex- 
puesta con  extensión.  Consignaremos  solo  para 
terminar  este  articulo  el  resumen  de  las  Cablas 
estadísticas  de  Duvillard;  y  para  hacer  de  un 
golpe  patente  la  diferencia  entre  la  probabili* 
dad  de  la  vida  de  los  hombres  y  mujeres,  he- 
mos preferido  poner  unos  mismos  años  de  pro- 
babilidad, señalando  los  de  cada  uno  de  los 
sexos  que  corresponden  á  aquellos  años. 
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gradual  de  las  probabilidades  de  la  vida,  extracta- 
da de  las  tablas  estadísticas  de  estas  probabilidad 
des  formadas  y  calculadas  por  Duvillard  (1>. 


EDADES 

de 
hombres. 

'  ANOS 

de  probabilidad  de 

vida  correspondienies 

á  cada  edad  de  las 

señaladas  en  la  co- 

lumaa  anterior. 

EDADES 
de  mujeres  á  que  cor- 
responden ios  años  de 
probabilidades  de  vida 
expresadas  en  la  co- 
lumna anleríor. 

0  al  nacer. 

29 

0 

Ai 
*  2 

43 

3J 

9 

41 

7 

13  J 

38 

.    10} 

18 

36 

14 

22  i 

32 

17} 

27 

29 

21 

31? 

27 

24} 

36 

24 

28 

40  J 

22 

31} 

46 

20 

35 

49  i 

17 

38} 

54 

14 

42 

58  5 

11 

45} 

63 

9 

49 

67  í 

8 

56 

72 

6 

63 

76} 

4 

77. 

81 

3 

77 

VIGENTE.  Dicese  de  las  leyes,  ordenan- 
zas, estilos  y  costumbres  que  están  en  vigor 
y  observancia. 

VIGILANCIA.  El  Gobierno,  para  asegu- 
rar la  cobranza  del  impuesto  de  Aduanas,  ejer- 
ce una  acción  fiscal  que  respecto  á  las  fronte- 
ras dura  mientras  la  mercancia  se  encuentra 
dentro  de  la  zona  terrestre,  y  respecto  de  las 
costas  comienza  en  el  momento  de  entrar  el 
buque  en  las  aguas  Jurisdiccionales  españolas 
y  concluye  cuando  las  mercaderías  han  cruza- 
do el  limite  de  la  zona  terrestre. 

Las  aguas  jurisdiccionales  se  extienden 
hasta  seis  millas,  equivalentes  á  iTlll  kiló- 
metros de  la  costa;  la  zona  terrestre,  tanto  á 
lo  largo  de  las  costas  como  de  las  fronteras, 
tendrá  una  anchura  variable  quo  no  bajará  de 
20  kilómetros  ni  excederá  de  25:  sus  límites 
geográficos  se  determinarán  en  una  Instruc- 
ción especial.  (Art.  42  de  las  Ordenanzas  de 
Aduanas  de  1870.) 

El  servicio  de  vigilancia  se  hace: 
1/    En  las  aguas  jurisdiccionales,  por  el 
Resguardo  marítimo. 

2.*  En  las  Aduanas  y  puntos  de  arribada, 
por  los  empleados  de  aquellas  y  por  el  Res- 
guardo terrestre. 

3.*     En  la  zona  de  tierra,  por  el  Resguardo 


(l)    EsCRiCHB,  Diccionario  de  Ligislacion  ii 
Jurisprudencia,  pág.  I6l3, 
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terrestre  y  por  los  empleados  que  se  destinen 
á  este  objeto  accidental  6  permanentemente. 
La  organización  de  los  Resguardos  de  mar 
y  tierra  se  establecerá  en  reglamentos  especiad- 
les, etc.  (Art.  43  de  dicbas  Ordenanzas  de 
Aduanas.  — Véase  en  las  mismas  el  Apéndice 
numero  5.) 

VIGK>B.  Cualidad,  condiciones,  naturale- 
za de  lo  vigoroso.— Fuerza  ó  actividad  de  las 
cosas  animadas  ó  inanimadas. — La  viveza  ó 
eficacia  de  las  acciones  en  la  ejecución  de  las 
cosas. — La  fuerza  de  la  obligación  en  las  leyes 
ú  ordenanzas,  ó  la  duración  constante  de  las 
costumbres  ó  estilos. — Energía,  fuerza,  ba- 
blando  del  estilo  de  algún  escrito. 

VIGtOBAB.  Robustecer,  dar  ó  comunicar 
fuerza,  fortaleza,  actividad ,  eficacia,  pujanza 
ó  vigor  á.las  personas,  á  las  cosas. 

VIGK>BOSIDAD.  Robustez  ó  fuerza,  ac* 
tividad,  energía  ó  vehemencia  en  el  vigor. 

'yTGK>BOSO.  Robusto,  lleno  de  fuerza  ó 
fortaleza. —Eficaz,  enérgico,  vehemente,  muy 
activo,  etc. 

VIL.  Indigno,  infame,  bajo,  desprecia- 
ble. —  Prostituido ,  degradado ,  etc.  Epíteto 
aplicado  á  las  acciones  feas,  malas,  propias  de 
personas  pérfidas,  traidoras,  criminales,  capa- 
ces de  todo  lo  malo  y  con  poca  ó  ninguna  dis- 
posición para  lo  bueno. — Dicese  de  ciertos 
oficios  marcadamente  serviles  y  propios  de 
gente  sin  vergüenza  ni  idea  siquiera  de  la  dig- 
nidad personal  del  decoro  y  pundonorosa  deli- 
cadeza.— Infiel,  desleal,  perjuro,  traidor,  in- 
grato, etc.,  hablando  de  la  persona  que  falta 
á  la  confianza  ó  corresponde  indignamente  á 
la  que  de  ella  se  hace. 

VINCXJLAB.  Sujetar  ó  gravar  los  bienes 
á  vínculo  para  perpetuarlos  en  alguna  fa- 
milia. 

VÍNCULO.  En  sentido  ñsico  tiene  esta 
palabra  poco  u6o;  pero  en  el  moral  y  metafó- 
rico es  muy  frecuente  y  cunde  generalizado. 
Es  la  único  y  sujeción  de  ios  bienes  al  perpe- 
tuo dominio  de  alguna  familia,  con  prohibi- 
ción de  enajenación,  y  es  también  el  grava - 
nien  ó  carga  perpetua  que  se  impone  en  al- 
guna fundación. 

VINDICACIÓN.  La  justa  venganza  ó 
satisfacción  que  se  toma  de  algún  agravio— 
El  recobro  justo  de  lo  que  injustamente  se  ha 
quitado  á  alguno.  —La  defensa  que  se  hace, 
especialmente  por  escrito,  del  que  se  halla  in- 
juriado ó  injustamente  notado. 

VINDICTA  PÚBLICA.  La  satisfacción 
de  los  delitos,  que  se  debe  exigir  por  sola  la 
razón  de  justicia  para  ejemplo  del  pdblico. 

VIOLENCIA.  La  fuerza  de  que  se  usa 
contra  alguno  para  obligarle  &  hacer  lo  que  no 


quiere  por  medios  á  que  no  puede  resistir.  No 
hay  consentimiento  donde  hay  violencia;  y 
asi  es  que  la  violencia  ejercida  es  causa  de 
nulidad  ó  rescisión  del  contrato,  aunque  se 
haya  ejercido  por  un  tercero  que  no  ha  tenido 
parte  alguna  en  la  utilidad.  (Ley  56,  tít.  5.*, 
y  ley  28,  tít.  1 1 ,  Part.  5.*)  Véase  Hecho  ajeno. 

VISAB.  Reconocer  ó  examinar  algún  ins- 
trumento publico  poniendo  en  él  el  visto  bueno. 

VISITA  DE  BUQUE.  Los  autores  de  la 
Enciclopedia  de  Hacienda,  en  el  articulo  Mae, 
se  explican  del  modo  siguiente: 

«Así  como  la  política  de  los  Soberanos  ha 
dispuesto  que  las  aguas  del  mar,  en  el  espacio 
de  dos  leguas  contadas  desde  la  costa  ,  perte- 
nezcan al  Reino  á  quien  bañan,  asi  los  agen- 
tes del  fisco  creyeron  útil  á  los  intereses  de 
éste,  visitar  ó  reconocer  los  buques  que  se  ha- 
llaren en  este  espacio  fatal,  fuera  de  cuyos  li- 
mites comienza  el  imperio  de  la  libertad. 
Siempre  que  un  barco  se  halla  dentro  de  dos 
leguas  de  la  costa,  queda  sujeto  á  la  visita  del 
resguardo  de  rentas,  porque  con  solo  encon- 
trarse en  dicho  paraje  da  motivo  á  sospechar 
que  es  contrabandista.» 
I  Esto,  sin  embargo,  pende  enteramente  de 
las  estipulaciones  que  se  hacen  en  los  tratados 
de  comercio  y  en  las  instrucciones  ó  regla- 
mentos ,  pues  en  unas  y  otras  Qe  señala  el 
tiempo  y  el  modo  de  hacer  las  visitas  de  los 
buques. 

El  derecho  de  visita ^  si  bien  est&  autorizado, 
según  se  ha  dicho ,  el  Agente  consular  debe 
saber  si  se  ha  hecho  conforme  á  los  principios 
del  derecho  marítimo,  sin  vejaciones  iníitiles 
para  el  comercio  y  sin  atacar  la  inmunidad 
del  pabellón  nacional.  Véase  Fondeo  y  Re- 

GISTEO. 

VISITA  Ó  BEQISTBO  Á  BOBDO.    El 

art.  23  del  Convenio  entre  España  y  Francia 
de  7  de  Enero  de  1862  dice: 

«Los  funcionarios  del  orden  judicial  y  los 
guardas  y  oficiales  de  la  Aduana  no  podrán 
en  ningún  caso  practicar  visitas  ó  registros  á 
bordo  de  los  buques  sin  que  les  acompañe  el 
Cónsul  ó  Vicecónsul  de  la  Nación  á  que  aque- 
llos pertenezcan. 

«Asimismo  deberán  pasar  oportuno  aviso 
á  dichos  Agentes  consulares  para  que  se  ha- 
llen presentes  en  las  declaraciones  que  los  Ca- 
pitanes y  tripulantes  tengan  que  prestar  ante 
los  Tribunales  y  oficinas  locales,  áfin  de  evi- 
tar cualquier  equivocación  ó  falsa  inteligen- 
cia que  pudiera  perjudicar  á  la  recta  admi- 
nistración de  justicia. 

))E1  aviso  que  para  estos  actos  d  otras  di- 
ligencias análogas  se  dirigirá  á  los  Cónsules  ó 
Vicecónsules,  indicará  una  hora  precisa;  y  si 
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los  CónsnleB  ó  Vicecónsules  dejaran  de  con- 
currir por  sí  6  por  delegado  ,  se  procederá  al 
acto  sin  su  presencia.» 

VISITA  BE  SANIDAD.  El  reconoci- 
miento que  la  Diputación  del  ramo  practica 
en  las  embarcaciones  antes  de  que  se  les  dé 
entrada  en  el  puerto  y  hagan  sus  descargas, 
con  sujeción  á  las  medidas  higiénicas  que  sean 
necesarias  para  asegurarse  del  estado  de  sa- 
lud de  las  tripulaciones  y  la  de  los  pasajeros, 
y  precaver  que  no  se  propaguen  sus  enferme* 
dades  contagiosas. 

Los  buques  con  bandera  diferente  del  puer- 
to donde  arriban  estas  visitas  al  practicarlas 
la  Sanidad,  las  hace  siempre  de  acuerdo  con 
el  Agente  Consular  de  la  Nación  á  la  que  per- 
tenezca el  buque. 

Los  buques  de  guerra  están  exentos  de 
estas  visitas  sanitarias. 

VISITAS  OFICIALES  Y  DE  CORTE- 
SÍA. Los  Agentes  diplomáticos  consulares  de- 
ben la  primera  visita  á  sus  colegas  extranje- 
ros ai  tomar  posesión  de  sus  destinos.  Una  vez 
el  exequátur  en  poder  del  Cónsul  y  en  debida 
forma,  debe  éste  hacer  sus  visitas  oficiales, 
empezando  por  la  Autoridad  superior  delega- 
da del  Poder  e^cutivo,  y  continuándola  á  los 
Jefes  principales  de  todos  los  ramos  de  la  ad- 
ministración pública.  En  cuanto  á  los  Agentes 
extranjeros,  debe  visitar  á  todos  los  de  cate- 
goría superior  é  igual  á  la  suya  y  mandar 
tarjeta  á  los  demás,  así  como  á  los  Agentes 
puramente  comerciales,  es  decir,  á  los  comer- 
ciantes y  demás  individuos  que,  sin  ser  Cón- 
sules de  carrera,  se  hallan  revestidos  del  ca- 
rácter consular.  Bs  también  muy  conveniente 
extender  más  tarde  estas  visitas  á  los  parti- 
culares que  gozan  de  mayor  consideración  en 
la  residencia,  ya  que  tanto  por  el  decoro  de 
su  puesto  cuanto  por  las  relaciones  que  le  fa- 
cilitará para  el  mejor  desempeño  del  mismo, 
debe  el  Cónsul  procurar  colocarse  entre  la  so- 
ciedad más  autorizada  del  país  donde  reside. 
El  Cónsul  que  cesa  ó  en  su  defecto  el  encar- 
gado del  Consulado  (si  tuviere  representación 
personal  bastante),  debe  acompañar  al  nuevo 
Agente  á  todas  las  expresadas  visitas  (que  lo 
hayan  sido  suyas),  haciendo  al  mismo  tiempo 
la  despedida,  de  que  por  ningún  concepto  de- 
be prescindir. 

En  Francia  la  Ordenanza  de  3  de  Marzo 
de  1781  prescribe  el  ceremonial  que  deben 
observar  sus  Cónsules  en  las  visitas  oficiales  á 
las  Autoridades  de  Levante  y  Berbería.  El 
Agente  deberá  ir  precedido  de  sus  genízaros 
y  drogomanes;  le  seguirán  los  comerciantes. 
Capitanes  de  buques  mercantes  y  demás  indi- 
viduos de  su  Nación. 


Las  primeras  y  últimas  audiencias  acor- 
dadas á  los  Agentes  diplomáticos  y  á  los  Cón- 
sules han  servido  durante  muchos  ahos  para  la 
mayor  parte  de  los  Gk>biernos  en  los  países 
musulmanes,  de  motivo  para  hacerse  recípro- 
camente regalos  llamados  de  Cancillería. 

Desde  muchos  años  hace,  Francia  no  solo 
ha  suprimido  esta  costumbre,  sino  prohibido  á 
sus  Agentes  den  ó  reciban  regalo  alguno  sino 
en  casos  muy  excepcionales,  para  los  que  de- 
berán estar  expresamente  autorizados  por  el 
Ministro  de  Negocios  extranjeros.  (Circular  del 
mes  de  Diciembre  de  1832.) 

En  los  países  cristianos  es  costumbre  que 
los  Cónsules  al  tomar  posesión  de  sus  destinos 
hagan  las  visitas  oficiales,  no  solo  de  unifor- 
me, sino  acompañados  del  alumno  y  del  Can- 
ciller. Las  visitas  de  etiqueta,  en  celebración  de 
fiestas  nacionales  ó  de  pura  cortesía,  como 
para  presentar  á  los  Comandantes  y  planas 
mayores  de  los  buques  de  guerra  que  arriben 
á  puertos  extranjeros,  deberán  también  ha- 
cerse de  uniforme  (1). 

VISTO,  VISTA.  Dase  á  entender  con  esta 
voz  el  decreto  ó  auto  que  denota  haberse  re- 
lacionado algún  pleito  ó  presentado  algún  me- 
morial ó  petición  y  que  no  se  ha  sentenciado  ó 
decretado  por  entonces. 

VISTO  BUENO.  Fórmula  de  aprobación 
que  se  pone  en  algunas  certificaciones  y  otros 
instrumentos  por  aquel  á  quien  corresponde. 

VITÁOOBA  (Cuaderno  de).  Este  cuaderno 
se  encabezará  cada  viaje  con  el  extracto  del 
contrato  hecho  entre  el  Capitán  y  su  equipa- 
je, según  está  preceptuado  en  los  artículos  646 
y  699  del  Código  de  comercio,  y  deberá  estar 
firmado  por  los  otorgantes ,  y  además  visado 
por  la  Autoridad  de  marina,  con  objeto  deque 
siempre  haga  fé  este  documento  en  la  materia 
que  se  trata.  (Real  orden  del  Ministerio  de  Ma- 
rina de  10  de  Enero  de  1863.) 

VITALICIO ,  VITALICIA.  Dícese  de  lo 
que  dura  por  toda  la  vida  de  alguna  persona. 
Se  usa  generalmente  en  las  gracias ,  pensio- 
nes, cargas,  censos  y  rentas;  también  figura 
como  sustantivo  en  la  terminación  masculina. 

VITALIZACION.  La  acción  y  efecto  de 
vitalizar  y  vitalizarse. 

VITALIZAR.  Dar  vida,  vitalidad  y  fuer- 
za.—Señalar  pensión,  gracia,  censo  ó  carga  á 
alguna  persona  durante  la  vida.  Se  usa  tam- 
bién como  pronominal. 

VITOB.  La  función  pública  en  que  á  al- 
guno se  le  aclama  ó  aplaude  alguna  hazaña  ó 
acción  heroica  y  gloriosa.— El  cartel  ó  tabla 


(1)  Db  Cl'HBCQ,  Gxiide  pracHque  des  Gonsulats, 
pág.  103. 
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en  que  se  escribe  algua  breve  elogio  en  aplaa- 
so  de  alguna  persona  por  alguna  hazafia,  ac- 
cionó promoción  gloriosa,  y  el  cual  se  fija  y 
expone  al  público.  Esta  palabra  se  usa  más  en 
prural  Vítores ^  por  lo  mismo  qu&  alabanzas, 
aplausos,  vivas,  himnos  de  honor,  aclamacio- 
nes gloriosas,  etc. 

VITUPEBIO.  Baldón,  ignominia  (i opro- 
bio que  se  dice  á  alguno.— La  acción  ó  cir- 
cunstancia que  causa  afrenta  ó  deshonra.  — 
Llenar  á  uno  de  vituperios:  decírselos  con  dema- 
sía; vituperar  atrozmente  y  en  su  cara  las  ac- 
ciones ó  cosas  propias  ó  imputadas. 

VIUDA.  La  mujer  á  quien  se  le  ha  muer- 
to su  marido.  La  viuda  que  queda  embaraza- 
da tiene  derecho  á  que  durante  la  partición  de 
la  herencia  se  le  den  alimentos  de  los  bienes 
propios  del  difunto,  aunque  ella  por  otra  par- 
te sea  rica,  pues  es  visto  que  más  bien  se  dan 
al  postumo  que  á  ella.  Los  parientes  del  di- 
funto que  habrían  de  heredarle ,  si  no  dejase 
hijos,  pueden  tomar  las  precauciones  necesa- 
rias para  evitar  que  la  viuda  los  enga&e,  fin- 
giéndose pre&ada  sin  estarlo  realmente  (1).  No 
habiendo  quedado  embarazada,  si  vive  con  sus 
hijos ,  y  todos  gastan  sin  cuenta  ni  razón  del 
cuerpo  de  la  hacienda,  se  ha  de  deducir  de 
éste  lo  gastado  por  todos  en  sus  alimentos.  No 
quedando  en  cinta ,  ni  con  sus  hijos  en  su 
compañía,  se  observará  lo  siguiente : 

Si  no  hubiese  llevado  dote  al  matrimonio, 
no  tendrán  los  herederos  obligación  de  alimen- 
tarla, pues  ni  hay  sociedad  tácita,  ni  es  acree- 
dora á  los  alimentos  por  dote  retardada;  pero 
si  la  llevó,  se  le  deben  los  alimentos  de  los 
bienes  propios  del  marido  durante  el  tiempo 
legal  ó  convencional  prefijado  para  la  restitu- 
ción de  la  dote,  si  los  herederos  no  se  la  en- 
tregaren, ya  por  ser  anejo  á  ella  el  gravamen 
de  los  alimentos,  ya  por  el  lucro  que  con  los 
bienes  dótales  pueden  percibir  los  herederos  y 
perder  la  viuda,  como  también  porque  disuel- 
to el  matrimonio,  conserva  la  dote  los  mis- 
mos privilegios  que  durante  él  tenia  hasta 
que  se  restituya  (2).  Mas  no  tendrán  los  he- 
rederos tal  obligación  cuando  la  viuda  tiene 
otros  bienes  con  que  alimentarse,  ni  cuando  4es- 
de  luego  le  entregan  la  dote,  sin  gozar  del 
respiro  de  un  año  que  concede  la  ley  para  la 
entregas  de  los  bienes  muebles  (Ley  31 ,  tit.  1 1 , 
Partida  4.');  ni  cuando  se  comunican  á  la  viu- 


(1)  EsCRiCHE,  Diccionario  razonado  de  Legis- 
laciath  y  Jurisprudencia,  pág.  1615. 

(2)  GoMBz,  en  la  ley  50,  de  Toro,  núm.  48;  Fb- 
BBEBO,  tom.  6.®,  pág.  158,  números  3  al  6,  quien 
se  refiere  á  Gabcía^  De  Expens^^  cap.  8.° 


da  los  gananciales  durante  la  proindi  visión  del 
caudal  hereditario,  pues  debe  contentarse  con 
la  mitad  de  ellos.  Mas  aunque  habiendo  ga- 
nanciales y  no  dote,  no  están  obligados  los  he- 
rederos á  contribuir  de  su  propio  caudal  á  la 
viuda  con  alimentos  algunos  durante  la  con- 
sunción de  los  bienes  hereditarios,  tiene  ac- 
ción ella  á  pedirles  la  anticipación  de  lo  nece- 
sario para  alimentarse  mientras  se  efectáa  la 
partición  á  cuenta  del  haber  que  como  dueña 
de  la  mitad  de  gananciales  le  corresponda  (1). 

También  tiene  derecho  la  viuia  á  que  se 
le  costee  del  candad  privativo  del  difunto  el 
luto  ordinario,  y  á  que  se  le  entregue  el  lecho 
cotidiano. 

La  viuda  pobre  tiene  derecho  á  la  cuarta 
parte  de  los  bienes  de  su  difunto  marido,  se- 
gún la  ley  7.*,  tít.  3.*,  Part.  6.*,  que  dice  así: 

«Fáganse  los  homes  á  las  vegadas  de  al- 
gunas mujeres,  de  manera  que  casan  con  ellas 
sin  dote,  maguer  sean  pobres;  por  ende  gui- 
sada cosa  et  derecha  es,  pues  que  las  aman  et 
las  honran  en  su  vida,  que  oon  fiquen  desam- 
paradas á  su  muerte.  Et  por  esta  razón  tu- 
vieron por  bien  los  sabios  antiguos,  que  si  el 
marido  non  dejase  á  tal  mujer  en  que  pudiese 
bien  et  honestamente  vivir,  nin  ella  lo  ovle- 
se  de  lo  suyo,  que  pueda  heredar  fasta  la  cuar- 
ta parte  de  los  bienes  del  maguer  haya  fijos; 
pero  esta  cuarba  parte  non  debe  montar  más  de 
cient  libras  de  oro  (102.705  rs.  y  30  mrs.  vn.), 
cuanto  quier  que  sea  grande  la  herencia  del 
finado.  Mas  si  la  tal  mujer  como  esta  oviese 
de  lo  suyo  con  que  pudiese  vivir  honestamen- 
te, non  ha  demanda  ninguna  en  los  bienes  del 
finado  en  razón  desta  cuarta  parte.» 

Corresponde,  pues,  esta  cuarta  marital  á  la 
viuda  pobre,  aunque  con  alguna  industria  ú 
ocupación  pueda  alimentarse,  por  ser  muy  ac- 
cidentales estos  medios;  aunque  después  ad- 
quiera bienes  de  otra  parte,  aunque  el  marido 
le  legue  el  quinto,  mandando  que  se  contente 
con  él  si  no  es  suficiente  para  sus  decentes  ali- 
mentos, aunque  haya  hijos,  y  tanto  en  el  caso 
de  que  el  marido  hubiese  hecho  testamento, 
como  en  el  de  que  hubiese  muerto  (intestado. 

Cuando  los  hijos  sean  más  de  tres,  dicen 
algunos  autores,  fundados  en  el  derecho  roma- 
no, que  la  viuda  no  ha  de  percibir  toda  la  cuar- 
ta parte,  sino  solo  una  parte  igual  á  la  que  to- 
que á  cada  uno  de  los  hijos;  de  suerte  que  la 
herencia  se  distribuya  igualmente  entre  los  hi- 
jos y  la  viuda,  ya  éstos  fuesen  de  ambos,  ya 
solo  del  marido  habidos  en  otro  matrimonio; 


(1)    Fbbbbro,  en  qI  lugar  citado,  nún^eros  7 
al  11. 
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pero  la  ley  de  Partidas  no  hace  distinciones. 

La  cuarta  marital  es  ana  deuda  legal  y  por 
consiguiente  debe  sacarse  de  la  herencia,  co- 
mo las  demás  deudas,  antes  que  la  mejora  de 
tercio  y  quinto,  á  no  ser  que  el  padre  hubiese 
hecho  la  mejora  á  un  hijo  de  matrimonio  an- 
terior entregándosela  de  un  modo  irrevocable 
antes  de  pasar  al  segundo  enlace. 

Volviéndose  á  casar  la  viuda,  está  obliga- 
da á  reservar  á  los  hijos  ,  si  los  hay,  la  pro- 
piedad de  la  cuarta  ;  y  si  durante  su  viude- 
dad viviere  deshonestamente,  la  pierde  y  debe 
restituirla  con  el  usufructo  á  los  hijos  ,  del 
mismo  modo  que  el  lecho  cotidiano  ,  los  ga- 
nanciales y  loque  el  marido  le  hubiere  dejado. 

La  viuda  que  se  volvia  á  casar  en  el  año 
de  la  muerte  de  su  marido,  incurría  antigua- 
mente en  las  penas  de  infamia,  de  pérdida  de 
las  arras,  donaciones  y  legados  del  difunto,  y 
de  no  poder  ser  instituida  heredera  (Ley  3.*, 
tít.  12,  Part.  4.';  ley  5/.  tít.  3.\  Part.  6.'); 
pero  la  ley  4.*,  tit.  2.*,  lib.  10  de  la  Novisi- 
fna  Recopilación^  dice : 

((Mandamos  que  las  mujeres  viudas  pue- 
dan libremente  casarse  dentro  en  el  año  que 
sus  maridos  murieren,  con  quien  quisieren, 
sin  alguna  pena,  é  sin  incurrir  en  alguna  in- 
famia ella,  ni  el  que  con  ella  casare,  no  obs- 
tante cualesquier  leyes  que  en  contrario  sean 
fechas  y  ordenadas  ,  las  cuales  revocamos  y 
anulamos. » 

Sin  embargo,  la  viuda  que  contrae  segun- 
do matrimonio  antes  ó  después  de  cumplirse 
el  año  de  viudedad ,  está  obligada  á  reservar 
para  los  hijos  del  primero  todos  los  bienes  que 
hubiere  adquirido  del  consorte  difunto,  ya  por 
titulo  universal,  como  suc^esion  por  testamen- 
to ó  abintestato,  ya  por  titulo  singular,  como 
arras,  donación  ó  cualquiera  otra  causa  lucra« 
tiva  vLey  26,  tit.  15,  Part.  5/);  y  asimismo 
los  que  hubiere  heredado  antes  de  su  padre 
(Ley  1.',  tít.  2.*.  lib.  3.*  del  Fuero  Real),  como 
igualmente,  según  algunos  jurisconsultos,  los 
que  le  hubieren  dado  los  parientes  ó  amigos 
del  marido  por  consideración  á  éste.  (Gombz, 
ley  14  de  Toro,  nüm.  7.) 

No  pierde  la  viuda  por  pasar  á  segundas 
nupcias  el  usufructo  que  el  marido  le  dejó  de 
sus  bienes  simplemente  y  sin  condición  de  vi- 
vir casta  y  honestamente,  pues  por  casarse  no 
incurre  en  la  nota  de  deshonestidad.  Mas  aun- 
que no  pase  á  segundas  nupcias,  si  después  de 
)a  muerte  de  su  marido  vive  lujuriosamente, 
sea  dentro  ó  fuera  del  año  de  viudedad,  pier- 
de la  propiedad  y  usufructo  de  los  bienes  que 
su  marido  le  dejó  por  via  de  herencia ,  legado 
ó  donación  graciosa ,  las  arras  que  le  dio  (l 
ofreció,  la  mitad  de  gananciales  que  durante 


el  matrimonio  habla  adquirido,  y  la  tutela  de 
sus  hijos  (1). 

VIUDEDAD.  Las  asignaciones,  pensión, 
porción  de  alimento,  ó  la  cantidad  anual  de 
dinero  (l  otra  cosa  que  se  asigna  á  las  Tíudas 
para  su  subsistencia,  y  que  les  dura  el  tiem- 
po que  permanecen  en  tal  estado. — Bl  usufruc- 
to que  en  Aragón  durante  la  viudedad  goza  el 
consorte  que  sobrevive  de  los  bienes  del  que 
murió  mientras  se  mantiene  viudo. 

VIUDO.  El  hombre  á  quien  se  le  ha  muer- 
to su  mujer.  Bl  viudo  pobre  no  parece  tiene 
derecho  á  la  cuarta  marital,  como  la  viuda, 
pues  la  ley  de  Partidas  que  se  ha  insertado  en 
el  articulo  de  la  palabra  Viuda  habla  solo  de 
la  mujer  y  no  del  hombre.  No  faltan  autores, 
sin  embargo,  que  conceden  al  viudo  la  misma 
gracia,  fundándose  en  una  disposición  del  de- 
recho romano,  que  hablando  de  dicha  cuarta 
no  distingue  entre  marido  y  mujer  y  usa  la 
voz  cónyuge,  que  comprende  á  los  dos;  pero 
parece  puede  citarse  alguna  decisión  judicial 
contra  los  viudos. 

Bl  viudo  no  tiene  derecho  á  que  se  le  cos- 
tee el  luto  de  los  bienes  de  la  mujer  difdnta, 
por  la  razón  de  que  tampoco  le  tiene  á  ser  ali- 
mentado de  ellos  durante  la  proindi  visión;  pe- 
ro le  tiene  al  lecho  matrimonial. 

Bl  viudo  que  se  vuelve  á  casar  está  obli- 
gado á  hacer  la  misma  reservación  de  bienes 
que  la  viuda  en  favor  de  los  hijos  del  primer 
matrimonio. 

((Bn  todos  los  casos,  dice  la  ley  7.*,  títu- 
lo 4.^,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilación,  las 
mujeres,  casando  segunda  vez,  son  obligadas  á 
reservar  á  los  hijos  del  primer  matrimonio  la 
propiedad  de  lo  que  o  vieren  del  primer  mari- 
do ó  heredaren  de  los  hijos  del  primer  matri- 
monio; en  los  mismos  casos  el  varón  que  ca- 
sare segunda  ó  tercera  vez  sea  obligado  á  re- 
servar la  propiedad  de  ellos  á  los  hijos  del  pri- 
mer matrimonio.)) 

VtVEBES.  Las  provisiones  de  boca  de  al- 
gún ejército,  plaza  ó  punto  fortiñcado.  Es- 
tiéndese á  todo  lo  necesario  para  el  alimento 
de  cualquiera  persona,  familia  ó  población. 

((Bl  derecho  de  necesidad,  según  Vattel,  es 
aquel  que  da  la  necesidad  sola  en  ciertos  ca- 
sos, los  cuales  bajo  otro  aspecto  son  lícitos 
cuando  sin  ellos  es  imposible  cumplir  ods 
obligación  indispensable;  debiendo,  empero, 
observar  y  reflexionar  que  la  obligación  tiene 
que  ser  verdaderamente  indispensable.  Bn  los 
tratados  de  derecho  natural,  y  particularmente 


(1)  ACBVBDO,  ley  4.*,  tít.  1.®,  lib.  5.^  núm.  1(5. 
Antonio  Gombz,  ley  14  de  Toro,  nám.  16,  que  es 
de  opinión  contraria. 
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en  el  de  Wolf,  se  desenvuelven  perfectamente 
estos  puntos ;  pero  la  verdad  innegable  es  qae 
la  tierra  debe  mantener  á  sus  habitantes  sin 
que  la  propiedad  de  los  unos  pueda  reducir  á 
que  se  mueran  de  hambre  los  que  nada  tienen. 
Y  por  lo  mismo,  dicen  dichos  autores  que  cuan- 
do carece  una  Nación  absolutamente  de  vive- 
res,  puede  obligar  á  sus  vecinos  que  los  tie- 
nen demás,  á  que  se  los  cedan  á  justo  precio 
y  aun  á  tomarlos  por  la  fuerza  si  no  los  qui- 
sieren vender.  La  extrema  necesidad,  dice,  ha- 
ce nacer  la  comunidad  primitiva,  cuya  aboli- 
ción no  debe  privar  á  nadie  de  lo  necesario. 
El  mismo  derecho  pertenece  á  los  particulares 
cuando  una  Nación  extranjera  les  rehusa  su 
asistencia  (I).» 

VOCAL.  El  que  en  una  junta,  congrega- 
ción ó  cuerpo  tiene  derecho  á  dar  su  voto  en 
materia  de  elección  ó  deliberación,  como  tam- 
bién por  disposición  ú  orden  superior  ad  hoc 
en  circunstancias  dadas. 

VOCIFEB ACIÓN.  La  acción  y  efecto  de 
vociferar  y  vociferarse.  Especie  de  jactancia 
con  que  se  publica  alguna  cosa,  empleando  al 
efecto  demasiadas  voces  y  expresiones. 

VOLANTE.  Red  de  la  especio  de  las  que 
usan  en  Andalucía  para  la  pesca  de  los  cazo- 
nes, y  en  las  costas  de  Galicia  y  Asturias  es 
la  más  apropósito  por  su  sencillez  para  pescar 
merluzas,  abadejos  y  también  peces  de  cuero. 
Para  arreglar  cuanto  sea  conveniente  á  es- 
te género  de  pesca,  debe  estarse  á  lo  prevé ' 
nido  en  los  artículos  l.^al  10  inclusive,  títu- 
lo 3.^9  trátate  2.°  de  las  Ordenanzas  generales  de 
pesca. 

VOLUNTAD.  Una  de  las  potencias  del 
alma,  que  tiene  por  objeto  el  bien  conocido: 
sus  actos  son  el  querer  y  no  querer.— El  acto 
de  la  potencia  con  que  admite  ó  huye  alguna 
cosa,  queriéndola  ó  aborreciéndola  ó  repug- 
nándola. —En  Dios  se  toma  por  sus  decretos  y 
determinaciones  ó  disposiciones.  — El  libre  al- 
bedrio  ó  la  libre  determinación.  —La  elección 
de  alguna  cosa  sin  obligación  d  otra  razón 
particular  para  ella.  — Intención,  ánimo  ó  re- 
solución de  hacer  alguna  cosa,  etc. 

La  voluntad  en  el  hombre  es  una  direc- 
ción, una  tendencia,  una  disposición  interior 
que  causa  el  deseo  de  obtener  los  objetos  que 
mira  como  útiles  ó  agradables  ó  el  temor  de 
los  que  juzga  contraríos  á  su  bienestar.  Esta 
dirección  llega  á  determinarse  por  la  idea  del 
bien  ó  del  mal  considerados  en  el  objeto  que 
excita  el  deseo  ó  el  temor,  el  apetito  ó  la 
aversión.  Nuestra  voluntad  está  vacilante,  va- 


(1)    Vattbl  Derecho  de  gentes,  cap.  9.°,  pági- 
na^ 361. 


ga  é  indeterminada,  mientras  que  no  estamos 
seguros  del  bien  ó  del  mal  que  pueden  resultar- 
nos del  objeto  que  contemplamos.  Entonces  ti- 
tubeamos y  nos  hallamos,  por  decirlo  asi,  pues- 
tos en  una  balanza  que  se  alza  y  se  baja,  has- 
ta que  un  nuevo  peso  la  inclina  hacia  algún 
lado.  Estos  pesos,  que  determinan  la  voluntad 
del  hombre,  son  las  ideas  de  un  interés  ó  de 
un  placer  más  grande,  que  comparadas  con 
las  ideas  de  un  mal  ó  de  un  interés  menor, 
hacen  que  nos  resolvamos,  deciden  nuestra  vo- 
luntad y  nos  dirigen  hacia  el  fin  ü  objeto  que 
juzgamos  más  dtil  para  nosotros.  Mientras  no 
conocemos  suficientemente  las  cualidades  de 
un  objeto,  es  decir,  útiles  ó  dañosas,  estamos 
en  la  incert'idumbre;  nos  sentimos  ya  atraí- 
dos, ya  repelidos  por  este  objeto;  en  fin,  deli- 
beramos. Deliberar  sobre  un  objeto  es  alterna- 
tivamente amarla  por  las  cualidades  útiles  que 
juzgamos  hallar  en  él  ó  aborrecerle  por  las 
propiedades  da&osas  que  le  atribuimos. 

Por  último,  se  alaba  ó  vitupera  á  los  hom- 
bres por  las  acciones  que  nacen  de  su  volun- 
tad, porque  ésta  es  capaz  de  ser  dirigida  ó  re- 
gulada de  un  modo  conforme  al  bien  de  la  so- 
ciedad (1). 

VOTO.  El  parecer  ó  dictamen  manifesta- 
do en  alguna  Junta  ó  Cuerpo  en  orden  á  la  de- 
cisión de  algún  punto  ó  elección  de  algún 
sugeto. 

El  voto  puede  ser  consulUvo  ó  deliberativo. 

Voto  eonsultioo  es  el  que  solo  sirve  para 
ilustrar  la  discusión  sin  que  se  cuente  por  una 
ni  otra  parte  en  la  decisión. 

Voto  deliberativo  ó  decisivo  es  el  que  se 
cuenta  por  una  ú  otra  de  las  opiniones  emiti- 
das 7  sirve  para  la  resolución  de  un  negocio 
que  es  su  objeto. 

Hay  también  voto  preponderante  ó  de  cali^ 
dad,  y  es  el  que  en  igual  número  ó  en  caso  de 
empate  decide  la  cuestión,  adhiriéndose  á  la 
parte  que  le  parece,  y  regularmente  está  en  el 
que  preside. 

En  las  Audiencias,  para  el  despacho  de 
sustanciacion,  así  en  lo  civil  como  en  lo  cri- 
minal, no  siendo  denegación  de  soltura,  de- 
terminación de  formal  artículo,  admisión  ó  de- 
negación de  súplica,  de  prueba  ó  de  recurso 
superior,  ó  alguna  otra  providencia  que  pue- 
da causar  perjuicio  irreparable,  dosjiinistros 
son  suficientes  para  formar  Sala  y  sus  votos 
hacen  resolución  en  todo  aquello  en  que  estén 
conformes  de  toda  conformidad.  Mas  para  cual- 
quiera de  las  providencias  aquí  exceptuadas, 
y  para  todos  los  demás  actos  que  no  sean  de 
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(1)    Barón  db  Holbach,  La  Moral  Universal^ 
tom.  1.^  cap.  8,^  pág.  20, 
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Y.  Vigésimasexta  letra  del  alfabeto  nació  - 
nal,  y  vigésima  de  las  consonantes.  El  prin- 
cipal motivo  de  la  introducción  de  la  y  conso- 
nante en  nuestro  abecedario  fué  pura  servir  de 
vocal  en  las  palabras  que  tienen  aquel  carác- 
ter por  su  origen  griego;  pero  este  uso  no  ha 
llegado  á  prevalecer,  y  así  es  que  nadie  es- 
cribe ya  Qeránymo,  pyra,  lyra,  como  se  escri- 
bía antiguamente,  sino  Gerónimo,  pira,  lira, 
habiendo  caducado  enteramente  aquella,  y  que 
por  su  origen  denominaron  griega.  Esto  debe 
entenderse  en  medio  de  dicción,  pues  en  ñn 
de  ella  todavía  se  conserva  y  parece  muy 
bien;  v.  gr.,  en  las  palabras  buey,  grey,  ley, 
rey,  etc.  Combinada  con  las  vocales  figura  en 
machas  voces  que  le  deben  origen,  forman- 
do á  consecuencia  sección  particularf  como 
cabeza  de  aquellas,  en  el  Diccionario  de  la 
lengua.  —  Es  además  notable  como  usualisima 
conjunción  copulativa,  de  singular  elegan- 
cia y  fluidez  en  ciertos  casos,  que  une,  enca- 
dena ó  Qslabona  las  oraciones  y  su  relativo 
contexto,  de  lo  cual  seria  ocioso  reproducir 
bien  notorios  ejemplo^s  á  cada  paso  tropezados 
en  la  conversación  familiar.— Como  género  de 
partícula  interrogativa  y  admirativa  puede  ser 
considerada  bajo  diferentes  aspectos.  Se  usa  en 
el  principio  de  la  oración  para  redargüir  ó  re- 
plicar preguntando,  á  lo  que  se  ha  dicho: 
V.  gr.:  ¿F  tú  qué  opinas  6  qué  dices  de  estola- 
Sirve  también  para  significar  enfado  ó  despre- 
cio de  lo  que  se  oye,  etc.:  v.  gr.:  ¡,Y  qué  me 
importad  ¿F  qué  tenemos  con  eso"^  Figura  asi- 
mismo como  especie  de  conjunción  ponderati- 
va y  de  extra ñeza  sobre  motivo  vario;  como 
si  respondiendo,  por  ejemplo,  á  la  pregunta: 
¿ha  delinquido?  se  contestase:  y  mucho,  y  de 
un  modo  que  no  debía  esperarse.  —  Estilase  bas- 
tante sobre  todo  como  partícula  interrogati- 
va; V.  gr.:  ¿F  tul  lYesol  ¡,Y aquello ¡,7 quél  etc. 
Júntase  frecuentemente  en  este  sentido  con  la 
partícula  si;  y  no  pocas  veces  con  el  monosi 
labo  no.  —  Antiguamente  se  usaba  como  ad- 
verbio de  lugar,  significando  lo  mismo  que  la 
palabra  alli. 

YA.  Adverbio  de  tiempo  con  que  regular- 
mentese  denota  el  tiempo  pasado.  — En  el  tiem- 
po presente,  haciendo  relación  al  pasado.— En 
otro  tiempo  ó  en  otra  ocasión  que  se  puede 
ofrecer  distinta  de  aquella  en  que  se  habla;  y 
así  se  dice:  ya  nos  veremos,  ya  se  hará  eso,  etc. — 
Finalmente  ó  ültimamente.  Luego,  inmediata- 


^    ^^-^ 


mente;  y  así  cuando  se  responde  á  quien  lla- 
ma se  dice:  ya  van. — Se  usa  como  copjancion, 
repetida  en  dos  ó  más  acciones,  ó  en  dos  ó 
más  miembros  ó  partes  de  una  oración.— usa- 
se para  explicar  que  nos  acordamos  de  algo 
que  se  nos  habia  olvidado  ,  ó  que  caemos  en 
algo  que  nos  avisan  ó  nos  acuerdan ;  y  asi 
se  suele  duplicar  el  ya  diciendo:  ya,  ya— Sir- 
ve para  conceder  ó  apoyar  lo  que  nos  dicea, 
y  suele  usarse  con  las  frases  ya  entiendo,  ya  se 
ve,  que  equivalen  á  es  claro  6  es  asi. — Sirve  de 
partícula  condicional,  y  se  junta  unas  veces 
con  la  partícula  que  y  otras  con  la  partícula 
si.  Tiene  algunos  otros  usos  bien  conocidos  en 
la  conversación  familiar:  Ahora,  en  este  mo- 
mento.— Indica  el  momento  crítico  ó  casi  pa- 
sado como  en  ya  debia  haber  venido ,  etc.;  ya  es 
tiempo  de  tener  juicio. 

YAC  Ó  YAGUB.  Bandera  inglesa  de 
proa,  con  una  cruz  roja,  y  en  sus  ángulos  lis- 
tas diagonales,  blancas  y  azules.  Es  una  es- 
pecie de  escudo  con  que  se  distinguen  las  na- 
cionales de  popa,  cuya  cuarta  parte  ocupa,  ¿ 
contar  desde  el  ángulo  superior  en  que  se  afir- 
ma la  driza. 

YACENTE.  Herencia  yacente;  la  que  no 
ha  entrado  en  poder  del  heredero  ó  de  herede- 
ros. Véase  Yacicntr.  —  Díoese  del  que  está 
echado  ó  tendido. 

YACER.  Se  usa  con  propiedad  por  el  qae 
está  en  el  sepulcro  ó  muerto. — Descansar,  re- 
posar.— Existir  de  algún  modo  ó  estar  alguna 
persona  ó  cosa  en  algún  lugar. —Estar  situa- 
da alguna  cosa  en  algún  paraje.' 

YACOS.  Enfermedad  endémica,  pustulo- 
sa, de  África. 

YABD.  Nombre  de  una  de  las  medidas  li- 
neales usadas  en  Inglaterra,  equivalente  á  tres 
pies  ingleses  ó  á  0*^9.143  y  la  yard  euadradi 
á  O  836.097.  —  El  yard  de  la  América  del  Nor- 
te equivale  á  un  pié  de  Castilla. 

YATE  Ó  YACHT.  Embarcación  inglesa 
parecida  al  queche  en  su  aparejo.  Hay  yates 
reales  destinados  esclusivamente  á  los  Princi- 
pes para  cuando  se  pasan  de  uno  á  otro  Rei- 
no. El  del  Rey  se  apareja  con  tres  palos  como 
una  fragata  y  es  mandado  por  un  Capitán  de 
navio. 

YERMO.  Desierto,  despoblado  6  lugar  so- 
litario y  apartado  del  trato  y  comercio  huma- 
no, del  tráfico,  del  mundo,  de  la  sociedad. 

YERNO.  El  marido  de  la  hija  de  alguno, 
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